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ISTum.  1.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 3  de  Julio  de  1906, 
poblicada  el  7  de  Septiembre  de  1907  (i). 

Casación  por  infkaccíón  de  ley. — Pago  de  pesetas. —Sen tenc'iSL 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Mi- 
guel Marco  contra  la  proaunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio 
García. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  81  la  acción  ejercitada  por  el  demandante,  partiendo  del  su- 
j)uesto  hecho  de  que  el  censo  á  que  se  refiere  graoa,  no  sólo  su  flnea^ 
Mino  la  del  demandado,  es  la  que  entiende  corresponder  á  ¿os  censa" 
torios  entre  si  para  prorratear  el  importe  de  las  pensiones  debidas 
y  pagadas  al  censualistUy  sin  que  en  el  pleito  se  haya  discutido  n¿ 
podido  discutir  acerca  de  las  condiciones  jurídicas  cíe  tal  hecho,  en 
cuanto  pueda  ajectar  á  la'validez  de  la  constitución  del  censo  ó  á  las 
úreunsíancias  de  liberación  posterior  de  la  finca,  bien  por  cancela" 
don  contractual,  bien  por  prescripción,  al  estimar  el  Tribunal  sen 
teneiador  la  mencionada  acción,  limitándose  á  la  mera  constatación 
del  hecho  para  ¿os  ñnes  de  aquélla,  lo  cual  no  obsta  á  las  que  el  de- 
mandado pueda  utilizar  contra  el  censualista  con  distinta  finalidad 
g  hasta  para  desüirtuar  la  encada  del  hecho  referido,  no  injringe 
los  arts,  348  y  16*33  del  Código  cioil: 

Que  no  adolece  del  vicio  de  incongruencia  el  fallo  en  que  se  otorga 
lo  mismo  que  se  pide  en  la  demanda: 

Que  el  art.  1158  del  Código  cioil  se  refiere  al  que  paga  voluntaria 
ú  oficiosamente  por  otro: 

Que  declarando  el  Tribunal  sentenciador  la  nulidad  de  inscrip^ 

dones  de  las  que  resulta  una  finca  libre  de  gravámenes,  no  infriw^e 

los  arts,  2P,  3.°,  9  ^  23  y  27  de  ¿a  cey  Hiooteearia,  si  constan  aqué' 

en  la  antigua  Contaduría  de  hipotecas,  sin  que  aparezca  que 

'n  sido  cancelados  ó  extinguidos. 

i  la  villa  y  corte  de  M.v'.rid,  á  3  de  Julio  de  1906,  f n  el  juicio  de- 
jtivo  de  mayor  cnnntía  Be^aiio  en  el  Juzgado  ue  primera  liístünña 

J)e    st«s  doB  íechaB,  la  primera  es  la  dol  auto  ó  sentoncia,  y  la  Keganda  la 
'"«íerción  en  la  O  aceta, — (N.  de  la  R.) 

'-^láo   1U6  1 
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del  distrito  del  Oongreso  de  la  misma  y  en  la  Sala  segoñda  de  lo  civil 
de  la  Aadiencia  de  sa  territorio  por  D.  Antonio  García  Cuello,  Médico, 
contra  D.  Migoel  Marco  Fiol,  propietario,  ambos  de  esta  vecindad,  sobre 
nulidad  de  inecripciones  y  pago  de  cantidad  por  réditos  de  censos;  pen- 
diente ante  N6s  en  virtnd  de  reonrso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  el  Procarador  D.  Fernando  Ramón  Lnis,  bajo  la  direc- 
ción del  Letrado  D.  Lnis  Silvela,  á  nombre  del  demandado  D.  Mignel 
Marco  Flol;  estando  representado  el  recurrido  D,  Antonio  García  Ouello 
por  el  Procurador  D.  Antonio  Pintado  y  defendido  por  el  Letrado  don 
Francisco  Bergamín: 

Resultando  que  en  28  de  Septiembre  de  1783  compró  D.  Pascual  de  la 
Fuente  las  casas  números  2  y  8  antiguos  de  la  manzana  170  de  las  calles 
de  la  Pasa  y  del  Conde  de  Barajas  y  plaza  del  mismo  nombre,  de  esta 
corte,  y  deseando  reedificarlas  por  estar  ruinosas,  á  fin  de  adquirir  di- 
nero para  ello,  impuso  sobre  las  dos  citadas  capas  números  2  y  8  anti- 
guos de  la  manzana  170  un  censo  de  104.184  reales  al  3  por  100  anual, 
hipotecando  las  dos  fincas  por  escritura  que  otorgó,  junto  con  éu  mujer 
Dofia  Juana  Ohavarria,  en  17  de  Diciembre  de  1786,  á  favor  del  mayo- 
razgo de  que  entonces  era  poseedor  D.  Manuel  Arizcun  y  Orcasitas,  Mar- 
qués de  Iturbieta,  de  cuya  escritura  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de 
hipotecas  en  el  libro  1.^  .dd  censos  sobre  casas,  de  la  parroquia  de  8an 
Mignel,  al  núm.  62;  y  muertos  D.  Pascual  de  la  Faente  y  su  esposa,  ad- 
quirió la  propiedad  de  las  citadas  casas  números  2  y  8  antiguos  y  la  nú- 
mero 4  de  la  manzana  170  de  la  calle  de  la  Pí^sa  su  hijo  D.  Laureano, 
quien  vendió  la  núm.  4  en  1818  á  D.  Pedro  Pérez  Merino,  sacudiéndole 
al  morir  en  la  propiedad  dé  las  casas  números  2  y  3  antlsruos  sus  hijos, 
en  nombre  de  los  cuales  su  i^adre  Doña  Francisca  de  la  Trueba  vendió, 
por  escritura  de  80  de  Junio  de  1831,  al  citado  D.  Pedro  Pérez  Merino 
dichas  casas  números  2  y  8,  haciéndose  constar  en  la  escritura  que  las 
cargas  que  gravaban  ambas  fincas  estaban  en  condominio  y  prolndiviso, 
y  reuniendo  el  Pérez  Merino,  como  consecuencia  de  esta  venta,  en  su 
persona  la  propiedad  de  las  casas  números,  2,  8  y  4  de  la  manzana  170: 

Resultando  que  muerto  D.  Pedro  le  sucedió  en  la  posesión  de  la  c»sa 
número  8  antiguo  D.  Mariano  Martín  Pérez  Delgado  á  quien  á  su  vez 
sucedieron  en  la  propiedad  de  la  misma  sus  cinco  hijos  D.  Pedro,  don 
Mariano,  D.  Mauricio,  Dofia  Ciara  y  Doña  Isabel,  por  partes  Iguales, 
quienes  inscribieron  su  dominio  en  el  Registro  de  la  propíeilad,  libre  de 
todo  gravamen,  vendiendo  después,  en  los  años  1894,  1895  y  1897  sus 
respectivas  partes  de  la  citada  casa  á  D.  Miguel  Marco  y  Fiol,  actual 
demandado  en  este  pleito;  y  en  cuanto  á  la  casa  núm.  2  antiguo,  á  la 
muerte  de  D.  Pedro  Pérez  Merino  y  de  su  esposa,  pasó  en  uenfructo  ^ 
Dofia  Leona  Pérez,  quien  la  hizo  luego  suya  por  haber  cariado  con  don 
José  Gómez  Abascal,  heredándola  á  su  mnerte  D.  Mariano  G  ^mnz  Pérez, 
quien  la  vendió  á  D.  Antonio  García  Cuello  en  el  año  1887,  siendo  éste 
su  actual  propietario  y  demandante  en  este  pleito: 

Resaltando  que  por  fallecimiento  de  D.  Mignel  Francisco  de  Arizcun, 
Marqnés  de  Iturbieta,  se  adjudicó  el  censo  de  104.134  re^I^^s,  impuesto 
por  D.  Pascual  de  la  Faente,  á  Doña  María  de  Arizcan  y  Tilli  en  12  de 
Diciembre  de  1857,  pasando  después  dicho  censo  á  D.  José  Azpiroz  y 
González,  como  nieto  y  heredero  de  la  Dofia  María  de  Arizcun,  quien  lo 
inscribió  á  su  nombre  en  el  afio  1876: 

Resultando  que  por  la  moderna  numeración  de  pares  é  impares,  que 
sustituyó  á  la  antigua  correlativa,  la  casa  núm.  4  antiguo  de  la  calle  de 
la  Pasa  se  convirtió  en  2  moderno,  la  núm.  8  antiguo  de  la  calle  del 
Conde  de  Barajas,  que  actualmente  es  de  D.  Migue}  Marco  Fiol,  en  nú- 
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correepondía,  y  que  hasta  entODcee  había  satisfeeho  Dofia  Urania  Gar- 
cía, se  negó  á  hacerlo,  exhibiéndole  una  certificación  del  Registrador  de 
la  propiedad  del  distrito  de  Occidente  de  esta  corte  de  la  que  resaltaba 
que  la  ñoca  estaba  Ubre  de  ese  gravamen,  por  lo  qne,  amenasado  el  de- 
mandante por  el  censualista  con  la  ejecución,  decidió  pagar  la  totalidad 
•le  los  intereses  del  censo  qne  hasta  entonces  habían  satisfecho  los  pro- 
pietarios de  ambas  fincas  números  2  y  8  antiguos;  qne  habiendo  acadido 
al  Registro  de  la  propiedad  del  distrito  de  Occidente  reclamando  certifl« 
cación  de  la  última  inscripción  de  dominio  de  la  finca  á  fuvor  de  Marc« 
Fiol,  de  la  misma  aparecía  que  éste  compró  á  los  herederos  de  D.  Ma- 
riano Martín  Pérez  la  casa  núm.  4  antigno,  2  moderno  de  la  calle  de  la 
Pasa  y  la  núm.  8  antiguo,  1  moderno  de  la  del  Conde  de  Barajas,  por 
quintas  partes,  verificándose  la  inscripción  en  el  Registro  en  e^ta  forma: 
«Qninta  parte  proindiviso  de  la  casa  sita  en  esta  corte,  que  tlf^ne  dos  fa- 
chadas, una  á  la  calle  del  Oonde  de  Barajas  y  otra  á  la  de  la  Pasa,  seña- 
lada la  primera  con  el  núm.  t.  y  por  la  segunda  con  el  núm.  2  aml)oa 
modernos,  4  antiguo  de«la  manaana  170,  coáiprendida  en  la  tercera  se*» 
ción  de  este  Registro  de  Occidente»,  por  lo  cual  no  aparecía  entre  soa 
cargas  el  censo  de  qne  se  trata,  impuesto  por  D.  Pascual  de  la  Fuente, 
porque  como  las  inscripciones  se  referían  á  la  núm.  4  antiguo,  y  sobre 
ésta  no  pesó  nunca  el  censo,  de  aquí  la  negativa  de  Marco  Flol  á  pagar 
un  interés;  resultando  de  todo  ello  que  ae  había  hecho  desaparecer  del 
Registro  de  la  propiedad  de  Occidente  la  casa  núm.  8  antiguo,  para  con- 
fundirla con  la  núm.  4,  sobre  la  cual  no  pesaba  el  censo;  que  si  los  he» 
rederos  de  D.  Mariano  Martín  Pérez  pagaron  á  Azpiroz  U  parte  de  inte- 
ses  de  la  casa  núm.  8  hasta  que  la  vendieron  á  Marco  Fiol  en  1897,  ne 
se  comprendía  esa  desaparición  del  Registro  de  la  propiedad  de  la  casa 
núm.  8  antiguo,  apareciendo  la  núm.  2  moderno  de  la  calle  de  la  Pasa  y 
1  moderno  del  Conde  de  Barajas,  qne  desde  esa  fecha,  el  Registro  de  la 
propiedad  llamaba  á  la  finca  núm.  2  antiguo,  8  moderno  de  la  calle  del 
Conde  de  Barajas  casa  números  2  y  8  antiguos,  8  nuevo,  siirhf'ber  au- 
mentado en  extensión  ni  linderos,  é  imputándole  todo  el  c^neo  referido; 
que  po  se  explicaba  cómo  había  podido  Inscribirse  en  el  Resistro  una  es- 
critura en  la  que  la  casa  núm.  4  antiguo  de  la  calle  de  la  Pasa,  que  8ó!a 
tuvo  fachada  á  esta  calle,  tenía  hoy  dos  fachadas,  una  á  lu  de  la  Pasa  y 
otra  á  la  del  Conde  de  Barajas,  que  nunca  tuvo,  aumentándose,  además, 
en  2.911  pies  cua'lrados,  que  no  tuvo  jamás,  y  que  pertmecían  á  la  caeft 
8  antiguo,  siendo  verosímil  que  lo  sucedido  fuera  que,  al  borrarse  en  el 
Begistro  la  casa  núm.  8  antiguo  para  fundirla  conel  núm.  4  también  an- 
tiguo, inscribiéndola  con  este  mismo  número  á  fin  de  evitar  la  carga  del 
censo  impuesto  sobre  ella,  buho  necesidad  de  cargar  á  la  núm.  2  antiguo, 
8  moderno,  crn  el  núm.  8  antiguo,  porque  ese  LÚmero  no  podía  desapa- 
recer totalmente  del  Registro;  y  finalmente,  qne,  como  ccn^ecnencia  de 
lo  expueE>to,  D.  Miguel  Marco  Fiol  debía  al  demandarte  If  pnma  total  de 
los  interi  ses  proporcionales,  corespondientes  al  censo  mencii.nado,  en  la 
proporción  que  dirho  cerso  gMveba  la  casa  8  antigno,  1  moderno,  pro- 
piedad drl  dunf rdado,  y  abonados  por  aquél  defde  l^^l  á  )a  fecha  ac- 
tual, qne,  á  razón  de  820  pesetas  anuales,  importaba  l.V^'iO  i  <  ff  tap;  alegó 
cotto  furdf  mentes  de  derfcho,  entre  otros,  los  aitícnJo  ^4^  del  Código 
civil;  el  1.618  del  miemo  Cnerpo  legal,  sobre  divip'(^D  de  af  fincí  s  gra- 
vadas con  censo;  Ion  articules  9.*^,  21,  30  y  82  de  la  le>  H'j  i  tfcaria,  y  26 
y  87  del  Regiamepto,  en  relación  con  los  anteriormente  cUados  y  el  nú- 
mero 4.^  del  C(^digo  civil;  y,  por  último,  los  artículos  p&^o  )or  distinta 
persona;  la  regla  IS,  tít.  84  de  la  Partida  7 .*,  y  el  prlrir>i  it  d<  Derecho 
romano  que  dice:  guod;  ab  initio  vitioMum  est  non  potes  íractu  Um- 
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pore  eonvaleseere;  y  terminó  por  suplicar  se  dictara  sentencia  en  la  qne 
86  declaraee:  prioiero,  la  nnlidad  de  las  inscripciones  2.^  y  S.^  de  la  finca 
BÚm.  166  del  tomo  8.^  de  la  sección  8.%  folios  164  y  166  vueltos  del 
tomo  471  del  Archivo  del  Registro  de  la  propiedad  de  Ojciilente,  cnyas 
inscripciones  se  refieren  á  la  casa  números  2  y  8  antiguos,  3  moderno  de 
la  manzana  17U,  mandando  cancelar  dichas  inscripciones,  y  en  sn  Ingar 
extender  bnevos  asientos,  determinando  que  diciía  casa  es  la  misma  2 
antigao,  8  mu(lt<rD0  de  la  manzana  17C,  y  que  sobre  ella  pesu,  conjunta- 
mente con  la  del  núm.  3  antiguo,  1  moderno,  de  la  misma  manzana,  el 
censo  de  104.1S4  realces  de  capital  al  8  por  100  impuesto  pur  D.  Pascnal 
de  la  Fuenie  y  su  mnjer  á  favor  del  Marqués  de  Itutbieta  en  1785;  se- 
gundo, declarar  asimismo  nulas  las  inscripciones  8.^,  7.^  y  9.^,  folios 
liSy  194  y  136  del  tomo  666  general  del  Archivo  y  la  inscripción  13  del 
folio  118  del  tumo  688  del  Registro,  cuyBS  inscripciones  6e  refieren  á 
las  qaintas  partes  de  la  casa  de  dos  fachadas,  números  2  y  1  moder- 
aos, 4  antiguo  de  la  manzana  170,  mandando  cancelar  dichas  ins- 
cripciones, y  en  f^n  lugar  extender  nuevos  asientos  determinando  que 
dichas  casan,  adquiridas  por  quintas  partes,  son  las  núm.  4  antiguo,  2 
moderno  de  la  caiie  de  ia  Pasa,  y  la  núm.  3  antiguo,  1  moderno  de  la 
calle  del  Cunde  de  B-irajas,  manzana  liO,  y  que  subre  la  núm.  3  antiguo, 
1  moderno,  pesa  conjuntamente  con  la  2  antiguo,  3  moderno  de  la  misma 
manzana,  et  censo  de  104.134  reales  coobabido;  y  tercero,  se  declarará 
asimismo  qne  D.  Miguel  Marco  Fioi,  en  concepto  de  dueño  de  la  casa  nú« 
mero  8  autiguo,  1  moderno,  debía  satisfacer  los  interpees  anuales  que  en 
proporción  le  correspondieran  del  censo  á  fdvor  de  D.  Jobo  Azpiruz,  de8  ie 
si  año  18t)7,  condenándole  á  abonar  ai  demandante  la  eaniidal  de  1.9i0 
pesetas  como  reluteifro  de  las  anticipadas  por  el  actor  para  ptigo  de  k  s 
intereses  pr^porciunales  del  repetido  c-'neo,  en  lo  que  aftíutnba  á  la  casa 
I  antigao,  1  moderno,  desde  18^  hasta  la  fecha,  con  el  interés  legal  ae 
áicha  sama  y  costas  del  juicio;  habiendo  acomp&ñado  con  eeta  demanda 
diferentes  di  cnmentos  y  entre  ellos  la  escritura  de  ceBión  y  venta  otor- 
gada por  D.  M'iriano  Gómez  y  Pérez  á  favor  del  demandante  en  26  de 
Abril  de  1887  de  ia  casa  de  la  caile  del  Conde  de  Barajas  s^ filiada  ci^n 
los  nú  nero3  i  antiguo,  3  moderno,  finca  núm.  630  del  cuarto  cuartel  hi- 
potecario, en  el  suprimido  Rt'gistro  de  la  propiedad  de  Madrid,  hoy  del 
distrito  de  0,:t*JdHrite,  siendo  el  precio  de  venta  el  de  29.346  peHCtae;  he- 
cha la  dedac:ioa  de  16.3U  pesetas  87  céntimos,  importe  de  los  censos  y 
cargas  de  f  irol  que  p»san  sobre  la  finca,  con  cuya  suma  el  precio  de  la 
•SBiOn  aseen  lía  á  46.690  pesetas  87  céntimos: 

Resolundo  qne  citados  de  evicción  Doña  Clara  y  Doña  Isabel  Pérez 
y  Qarcia,  y  D.  Pedro,  D.  Mariano  y  D.  Mauricio  Pérez  y  García,  como 
vendedores  al  demandado  por  quintas  partes  de  la  casa  núm.  4  antiguo 
de  U  manzana  170,  y  no  habiendo  comparecido,  D.  Miguel  Marco  y  Fiol 
contestó  á  la  demanda  alegando  sustanciaimente:  qne  Dl  ña  María  Gar- 
cía Caltafíezor  let^ó  en  su  testamento  á  D.  Mariano  Martín  Pérez  la  casa 
ét  ia  ralie  del  Con  ie  de  Barajas,  núm.  1  moderno,  3  antiguo  de  ia  man- 
*ana  170,  con  la  qne  la  estaba  sgregada,  sita  en  la  calle  de  ia  Pasp,  rúm.  2 
■moderno  de  la  misma  manzana,  y  qne  por  fallecimiento  de  1).  Mariano 
ere  laron  dicha  casa  sus  cinco  hijos,  quienes,  como  se  ha  ref>>rido,  la 
endieron  al  demandado;  que  la  casa  núm.  8  moderno,  2  antiguo,  vino 
ser  propie  Isd  del  actor  en  el  año  1887;  qne  ignoraba  todo  lo  referente 
1  censo  impuesto  á  favor  del  Marqués  de  Itnrbieta  por  D.  Pascual  de  la 
'uente.  y  únicamente  sabía  qne  en    1897  nn  señor  llamado  Azpiroz  se 
«resentó  reclamando  el  pago  de  los  réditos  de  un  ceneo  que,  sf  gún  decía, 
avaha  la  casa  del  demandado,  cuya  reclamación  fué  rechiizudapor  ha- 
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ber  oemprftdo  éste  la  finca  sin  gravamen  alguno,  y  desde  entonces  nadir 
había  vnelto  á  molestarle  con  reclamaciones  de  ningún  género,  debiendo» 
manifestar  qne  el  censo  de  Aspiroa  no  gravaba  en  forma  alguna  la  casa 
adquirida  por  el  demandado,  y  que  al  comprarla  éste  á  bus  antiguos  dne- 
fioB  por  quintas  partes,  Doña  Clara  y  Dofia  Isabel  Pérea  manifestaron 
que  el  inmueble  sólo  estaba  gravado  con  una  carga  de  faiol  y  sereno,, 
perteneciente  al  Marqués  de  Urquijo;  que  la  exención  de  responsabili- 
dad de  la  antigua  casa  núm.  8,  respecto  al  censo  de  que  se  trata,  no  podía 
nacer  de  la  equivocación  que  suponía  el  actor,  porque  con  anterioridad 
al  otorgamiento  de  alguna  de  las  escrituras  de  compra  ya  había  expe- 
dido el  Registro  la  certificación  de  libertad  antes  referida,  y  seguramente 
la  inscripción  á  favor  de  los  herederos  de  D.  Mariano  Martín  Pérea  se 
hallaría  extendida  en  la  misma  forma  con  la  que  depouéd  se  biso  á  favor 
del  demandado,  porque  sino  el  Registrador  hubiera  denegado  esta  nueva 
inscripción;  que  la  finca  630  del  suprimido  Registro  de  la  propiedad  de 
Madrid,  que  es  la  casa  de  la  calle  del  Oonde  de  Barajas,  con  vuelta  á  la 
plnsueia  del  mismo  nombre,  propiedad  del  demandante,  se  encontraba 
gravada  con  el  censo  en  cuestión;  que  estaba  convencido,  ó  al  menos  lo 
presumía  fundadamente,  de  que  el  Marqués  de  Iturbieta,  por  los  afio» 
de  1828,  canceló  el  censo  de  104.184  reales;  y,  por  último,  que  no  nece- 
sitaba  acudir  á  subterfugio  alguno  para  excusar  el  pego  del  censo  si  hu- 
biera sido  exigible,  puesto  que  para  garantiaar  su  derecho  y  comprar  en 
las  debidas  condiciones  le  bastaba  haber  rebajado  del  precio  la  parte  co- 
rrespondiente al  valor  de  los  censos;  citó  como  fundamentos  de  derecho,, 
el  art.  1628  del  Código  civil,  fundado  en  el  cual  alegó  la  excepción  de 
éine  aetione  agis,  por  cuanto  la  acción  real  corresponde  únicamente  al 
censualista  y  la  personal  excluye  la  intervención  de  otra  persona  dis- 
tinta de  aquél,  y  como  el  actor  no  tenía  ese  carácter,  carecía  de  acción 
para  interponer  y  proseguir  la  demande;  el  1158  del  Código  civil  sobre 
la  extinción  de  las  obligaciones  y  los  derechos  del  que  paga  por  cuenta 
de  otro;  los  arts.  18  y  66  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  87  del  reglamento  y 
otros  qne  le  sirvieron  de  fundamento  para  la  reconvención  que  formuló 
contra  el  actor;  y  terminó  suplicando  se  dictara  sentencia  declarando: 
primero,  que  el  actor  carecía  de  acción  para  pedir  la  nulidad  de  las  ins- 
cripciones expresadas  en  la  súplica  de  la  demanda;  segundo,  para  pedir 
la  nulidad  de  cualquier  otra  inscripción  que  á  la  finca  de  que  se  trata  del 
demandado  se  refiera;  tercero,  para  reclamar  á  éste  el  pago  de  cantidades 
anticipadas  por  él  en  concepto  de  intereses  de  censos  que  se  dicen  per- 
tenecer á  D.  José  de  Aspiroa;  cuarto,  que  en  el  caso  de  no  darse  lugar  á. 
esta  declaración  «e  le  absolviera  de  la  demanda  en  todos  los  extremos 
que  comprendía,  con  imposición  de  costas  al  actor;  y  quinto,  que  se  de- 
clarase de  todos  modos  que  las  cantidades  que  el  actor  reclamaba  como 
satisfechas  á  D.  José  Áapiroa,  las  abonó  el  demandante  contra  la  expresa 
voluntad  del  demandado,  que  se  opuso  al  pago,  y  que,  por  tanto,  habían 
redundado  en  utilidad  suya: 

Resultando  que  el  actor,  al  replicar,  mantuvo  sus  alegaciones  de  he- 
cho y  de  derecho  de  la  demanda,  afiadiendo  que  respecto  á  la  excepción 
8ine  aetione  agis^  opuesta  por  el  demandado,  debía  manifestar  qu9no 
nacía  su  acción,  como  erróneamente  suponía,  del  art.  1628  del  Código 
civil,  sino  de  los  arts.  27  y  82  de  la  ley  Hipotecaria  y  847  del  Código  ci- 
vil, por  lo  que  no  ejercitaba  una  acción  real  de  censo,  sino  que  usaba  de 
los  derechos  dominicales  sancionados  en  dicho  Código  y  los  de  tercero 
perjudicado  en  la  ley  Hipotecaria,  pidiendo  sólo  la  reintegración  del  or-- 
den  jurílico  perturbada,  y  que  cada  uno  asumiera  sobre  su  persona  le 
que  le  correspondiese,  y  suplicó  en  el  sentido  expuesto  en  la  demanda; 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


12  JVaiSFKODBSmA  CIVIL 

CBpital  al  8  por  100»  impuesto  por  D.  Paecual  de  la  Fnente  j  Dofia  Juana 
Chavarria,  an  mnjer^  á  íavor  del  primer  mayorazgo  fondado  por  D.  Ma* 
nnel  Arizcnn,  Marqués  de  Itnrbieta,  por  escritora  otorgada  en  17  de  Di- 
ciembre de  1786  ante  el  Escribano  Tomás  González  de  Ban  Martin,  de 
cnyo  censo  es  hoy  dnefio  D.  José  de  Azpiroz  y  González;  que  D.  Miguel 
Marco  Fiol,  en  concepto  de  duefio  de  la  casa  núm.  8  antiguo,  1  moder- 
no, debe  sati&íacer  los  intereses  anuales  que  en  proporción  le  correspon- 
da de  dicho  censo  de  104.134  reales  al  8  por  100,  á  favor  hoy  de  D.  José 
de  Azpiroz,  desde  el  año  1897,  condenando  al  D.  Miguel  Marco  Flol  á 
que  abonase  al  D.  Antonio  García  Cuello  la  cantidad  proporcional  que 
correspondiera  como  reintegro  de  las  anualidades  del  censo  por  éste  sa- 
tisfechas,  en  lo  que  afectaba  a  la  caea  núm.  8  antiguo,  1  moderno,  des- 
de 18^7  en  adelante,  con  el  interés  legal  de  dicha  suma  á  partir  desde  la 
interposición  de  la  demanda,  y  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  en 
ningnna  de  las  dos  instancias: 

Keeuitando  que  con  depósito  de  1.000  pesetas  D.  Miguel  Marco  Fiol 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el 
núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  de  Bajuiclamlento  civil,  citando  como  in- 
fringidos: 

Primero.  El  art.  1623  del  Código  civil,  según  el  cual  los  censos  pro- 
ducen acción  real  sobre'  la  tinca  gravada,  añadiendo  que,  además  de  la 
acción  real,  podrá  el  censualista  ejercitar  la  personal  pata  el  pago  de  las 
pensiones  atrasadas,  de  donde  se  deduce  con  tuda  evidencia  que  la  acción 
real  que  producen  les  céneos  es  única  y  exclusivamente  á  favor  del  cen- 
sualista, por  lo  cual,  al  pedir  el  actor  en  el  pleito  la  reparación  del  dañó 
que  pudiera  inferirle  el  que  su  ñaca  sea  la  que  responda  de  la  totalidad 
del  censo,  dirigiéndose  no  contra  el  censualista  que  le  exige  el  pago 
total,  Bino  contra  un  tercero,  y  para  que  en  deñcitiva  se  imponga  ese 
censo  Bübre  linca  ajena  y  se  le  reintegre  de  parte  de  las  peusiones  de 
censo  abonadas,  ha  venido  á  sDstituir  de  hecho  á  la  personalidad  del 
censualista,  y  ha  procedido,  en  consecuencia,  en  uso  de  una  acción  real 
que  no  podía  ser  otra  que  la  establecida  en  el  art.  1628  del  Código  civil; 
porque,  en  efecto,  de  la  demanda  misma,  de  las  disposiciones  en  que  el 
demandante  quiere  encontrar  el  fundamento  de  su  acción  al  comprender 
la  procedencia  de  la  excepción  stne  aetione  agts  alegada  por  el  recu- 
rrente, y  de  las  manifestaciones  de  la  Sala  sentenciadora  al  aceptar  el 
quinto  considerando  del  Juez  de  primera  instancia,  se  deduce  claramente 
que  la  demanda  de  autos  no  pudo  fundarse  más  que  en  una  acción  real, 
y  que  ésta  es  la  que  otorga  el  citado  art.  1628,  ya  que  la  manifestación 
del  actor  hecha  en  la  réplica  de  que  su  acción  no  se  fundaba  en  ese  ar- 
ticulo sino  en  los  27  y  82  de  la  ley  Hipotecaria  y  849  del  Código  civil, 
no  puede  admitirse,  porque  los  artículos  de  aquella  ley  no  guardan  rela- 
ción alguna  con  el  caso,  pues  no  es  el  tercero  á  que  se  reñere  el  art.  S7 
y  la  sentencia  de  8  de  Mayo  de  1877,  y  en  cuanto  al  849  del  Código 
civil,  se  refiere  á  cosa  completamente  distinta  de  la  que  es  objeto  del 
pleiio;  de  todo  lo  cual  se  deduce  (^ne  la  Sala  sentenciadora  incurre  en 
evideiite  error  de  derecho  al  estimar  que  D.  Antonio  García  Cuello  tier' 
acción  y  derecno  para  reclamar  la  nulidad  de  las  inscripciones  com 
tercero  perjudicado  en  ias  mismas,  porque  ni  aquél  es  tercero  en  1 
acepción  de  la  ley  Hipotecaria,  ni  pudo  cansarle  perjuicio  el  hecho  de 
que  al  comprar  él  la  casa  en  1887  estuviese  todo  el  censo  de  Azpiroz  im« 
puesto  sobre  ella  desde  1876,  no  habiendo  podido  el  actor  ni  la  Sala  des- 
vanecer la  aseveración  del  recurrente  de  que  aquél  procedió  en  uso  de 
una  acción  real  derivada  del  derecho  de  censo,  contra  laque  el  reca* 
rrente  opuso  la  excepción  sine  aetione  agi8,  ya  que  ninguna  otra  le 
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aar  de  lo  cqbI  la  8aU  sentenciadora  la  ha  infringido,  porque  el  deman- 
dante D.  Antonio  García  Onelle  solicitó,  entre  otros  extremos,  que  cpor 
la  utilidad  del  pago  se  condenase  á  D.  Migoel  Marco  Flol,  en  concepto 
de  daefio  de  la  casa  ...,  á  qne  abonase  al  demandante,  como  reintegro  de 
los  pagos  anticipados  para  anualidades  de  la  parte  proporcional  del  censa 
perteneciente  á  Marco  Flol,  la  suma  de  1.920  pesetas  que  correspondían 
desde  el  afio  1897  á  la  fecha  de  la  demanda,  más  el  interés  legal»,  y  la 
sentencia  condena  al  recurrente  á  que  abone  al  aotor  la  cantidad  propor- 
cional que  corresponda»,  como  reintegro  de  las  anualidades  del  cense 
por  éste  satlBÍechas,  en  lo  que  afecta  á  la  consabida  casa,  desde  1897  en 
adelante,  con  el  interés  legal  de  dicha  suma,  á  partir  de  la  interposición 
de  la  demanda,  por  le  que  es  evidente  la  falta  de  congruencia  entre  esa 
sentencia  y  la  demanda,  ya  que  en  primer  lugar  se  solicitaba  una  canti- 
dad fija,  1.920  pesetas,  y  se  condena  al  pago  de  la  cantidad  proporcional 
que  corresponda,  y  en  segundo  lugar  se  pedía  la  parte  de  censo  corres- 
pendiente  á  los  afiGS  1897  á  1900,  y  se  condena  al  pago  de  la  parte  co- 
rrespondiente de  las  anualidades  de  1897  en  adeUmiet  con  el  interés  le- 
gal desde  la  interposición  de  la  demanda,  incongruencia  que  es  aún  más 
evidente  si  se  tienen  presentes  las  consecuencias  que  pueden  deduolrse^ 
de  esta  disparidad  de  términos,  pues  en  el  primer  punto,  en  aquel  que 
se  demandan  1.920  pesetas  y  se  condena  al  pago  de  la  cantidad  que  co- 
rresponda, resalta  la  incongruencia,  porque  en  el  pleito  ha  sido  objeto- 
de  discusión  el  concepto  empleado  por  el  demandante  al  decir  que  la 
casa  del  recurrente  respondía  de  una  parte  proporcional  de  censo  que  se 
elevaba  anualmente  al  41  por  100  de  las  cantidades  satisfechas,  sin  saber 
ui  haberse  luego  hecho  prueba  acerca  del  convenio  ó  contrato,  en  virtud 
del  cual  la  proporcionalidad  fuera  la  que  García  Ouello  establecía  á  sa 
capricho,  de  cuya  discusión  se  hace  la  debida  referenc^  en  el  sexto  re- 
sultando de  la  sentjBucia  del  Juzgado,  que  aceptó  la  Sala,  y  desde  el  mo- 
mento en  que  ésta  deja,  ai  parecer,  para  un  pleito  posterior  la  determi- 
nación de  la  proporcionalidad  que  en  su  caso  ha  de  contribuir  el  recu- 
rrente al  pago  del  censo  y  no  le  obliga  á  pagar  la  cantidad  pedida  por  el 
actor,  hay  una  evidente  incongruencia  agravada  por  el  hecho  de  que^ 
como  se  ve,  la  Sala  parece  que  en  esta  parte  estima  las  alegaciones  del 
demandado,  y,  sin  embargo,  emplea  la  fórmula  de  <se  condena»,  lo  cual 
signiflca  que  son  desestimadas  aquellas  alegaciones;  y  en  cuanto  al  se- 
gundo motivo  de  incongruencia,  consistente  en  que  el  actor  demanda  lá 
parte  de  censo  correspondiente  á  los  afios  1897  á  1908,  y  la  sentencia 
condena  al  pago  de  la  parte  de  anualidades  correspondiente  desde  1897 
en  adelante,  con  el  interés  legal  desde  la  interposición  de  la  demanda, 
el  recurrente  lo  estimó  probadísimo  con  la  comparación  entre  lo  pedido 
y  lo  acordado,  llamando  muy  especialmente  la  atención  de  la  Sala  sobre 
las  graves,  las  transcendentales  consecuencias  del  fallo  y  sobre  la  injus- 
ticia que  encierra,  pues,  en  efecto,  cumplida  al  pie  de  la  letra  la  senten- 
cia, resulta  que  el  demandante  es  el  verdadero  censualista,  puesto  que  i 
él  se  ha  de  pagar  la  parte  de  censo  desde  1897  en  adelante^  adverbio  sin 
fin,  que  comprende  hasta  la  consumación  de  los  siglos,  siendo  mayor 
aún  esa  injusticia  al  disponer  la  sentencia  que  pague  á  D.  Antonio  Gar- 
cía Ouello  el  interés  legal,  desde  la  interposición  de  la  demanda,  de  las 
cantidades  que  haya  que  abonarle  por  la  parte  de  censo  desde  1897  en 
adelante;  es  decir,  que  cuando  se  le  pagase  la  anualidad  de  1897,  habría 
que  satisfacerle  también  el  interés  legal  devengado  en  los  cien  afios  an- 
teriores por  una  cantidad  que  García  Cuello  no  había  desembolsado,  re- 
sultando de  ello  la  incongruencia  entre  lo  pedido  y  lo  resuello  y  la  in- 
fracción del  art.  863  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  haber  sido 
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debidftBi€nte  aplicada  en  aa  letra  7  en  el  sentido  qne  le  da  la  jorlsprn- 
deneia  qoa  lo  interpreta: 

Coarto*    La  infracción  del  art.  1153  del  Código  civil,  porque  al  tratar 
éale  de  la  extinción  de  las  obligaciones,  despnés  de  consignar  qae  aqaé- 
lia  se  reatiaa,  entre  otros  medios,  por  el  pago  ó  cumplimiento,  establece 
dicho  artícnlo  qne  pnede  hacer  el  pago  cnalqnier  persona,  tenga  ó  no  in- 
teréfl  en  el  cnmplimlento  de  la  obligación,  ya  lo  conozca  ó  lo  apruebe  ó 
lo  IgBOre  al  deudor;  y  que  el  que  pagare  por  cuenta  de  otro,  podrá  recia- 
mar  del  deudor  lo  pagado  á  no  haberlo  hecho  contra  su  expresa  yolun- 
tnd,  en  cuyo  caso  solamente  podrá  repetir  contra  el  deudor  en  lo  que  le 
hubiera  sido  útil  el  psgo;  de  modo  que,  para  que  uno  pueda  reclamará 
otro  la  cantidad  por  él  pagada,  es  precise:  primero,  la  existencia  de  una 
ebligaeión;  segundo,  el  pago  para  extinguirla;  tercero,  que  no  conste  la 
Yolnntad  expresa  del  deudor  contraria  al  pago;  y  cuarto,  que  en  todo 
caso  el  paffo  haya  sido  útil  al  deudor,  condiciones  que  en  el  caso  actual 
ao  se  reonen,  porque,  primero,  no  existe  ninguna  obligación  que  debie- 
ra satisfacer  el  recurrente,  y  lo  prueba  fehacientemente  la  demanda,  que 
en  último  término  solicita  se  condene  al  pago  al  recurrente  como  conse- 
coeneta  de  otras  dos  declaraciones  pretendidas  en  primer  lugar,  de  ma- 
n«ra  qne,  para  qne  el  recurrente  tuviera  obligación  de  pagar,  había  que 
p^uar  antes  per  unas  declaraciones  de  nulidad  de  actos  tan  importantes 
como  aen  las  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad,  cay  a  anu  la- 
cón ae  pretendió  con  la  demanda,  lo  cual  quiere  decir  que  antes  de  con- 
«sgnir  qne  fuesen  anulados  no  existía  obligación  que  impusiera  el  pago, 
porqne  además  el  pago  no  podía  extinguir  obligación  que  no  tenía  exis- 
tencia legal,  y  el  demandante  García  Cuello  consigna  en  su  demanda 
que  el  reoarrente  había  negado  al  censualista  el  pego  de  las  pensiones 
del  oenae  qne  le  habían  sido  reclamadas,  fundándose  en  qne  compró  la 
casa  Ubre  de  toda  carga,  según  certificación  expedida  por  el  Registro  de 
la  propiedad,  de  modo  que  constaba  la  expresa  voluntad  del  deudor, 
contraria  al  pago;  y,  por  último,  el  pago  hecho  al  censualista  por  García 
Cuello,  si  es  que  tal  pago  tuvo  lugar,  no  pudo  ser  útil  al  recurretite,  sino 
noy  perjadiciaJ,  porque  no  existiendo  obligación,  y  habiéndose  además 
negado,  esa  oficiosidad  de  García  Cuello  podria  haberse  interpretado 
eeme  reeonoeimiento  implícito  de  obligaciones  que  ya  se  ha  dicho  qne 
faeren  y  siguen  siendo  negadas  por  el  recurrente,  de  todo  lo  cual  resulta 
qne  no  se  da  en  el  caso  del  pleito  ninguna  de  las  condiciones  Indispen- 
saUea  para  qne  uno  pueda  reclamar  á  otro  la  cantidad  por  él  pagada,  á 
pesar  de  lo  cual  la  Sala  sentenciadora  condena  al  recurrente  á  que  pa- 
goe  al  actor  la  parte  proporcional  del  censo,  correspondiente  á  las  anua- 
lidades de  1897,  en  adelante,  infringiendo  el  art.  1168  del  Código  civil, 
por  aplicación  indebida,  pues  el  verdadero  concepto  en  que  hubiera  sido 
aplicable .  sería  en  el  de  declarar  que  los  pagos  efectuados  por  García 
Oaallo,  caso  de  ser  ciertos,  se  han  hecho  contra  la  expresa  voluntad  del 
reeorrente  y  sin  qne  redunden  en  su  utilidad,  sino  más  bien  y  acaso  en 
itt  perjuicio: 
'plinto.     La  infracción  del  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria  en  relación 
el  núm.  S.^  del  art.  2.®  de  la  misma  ley,  del  art.  27  de  dicha  ley  y  de 
[sentencias  de  11  y  14  de  Febrero  y  19  de  Junio  de  1874  y  8  de  Mayo 
1877,  qne  forman  la  doctrina  legal  aplicable;  pues  según  el  art.  28  de 
iey  Hipotecaria,  los  títulos  mencionados  en  los  arts.  2.^  y  6.^  que  no 
áa  inscritos  en  el  Registro  no  pueden  perjudicar  á  tercero;  en  el  nú- 
To  S.^del  art.  2.0  menciona  entre  los  títulos  que  deben  inscribirse  en 
Kegiatro  de  la  propiedad  aquellos  en  que  se  constituyen,  reconocen  ó 
difican  censos,  y  conforme  al  art.  27  de  la  repetida  ley,  se  considera 
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como  tercero  para  loe  efectoe  de  la  miama  al  qne  no  ha  intervenido  en 
el  acto  ó  contrato  escrito,  y  por  último,  el  Tribanal  Sapremo,  explican* 
do  ó  interpretando  esta  doctrina,  ha  dicno  en  sentencia  de  11  de  Febrera 
de  1874  qae  los  titnlos  traslativos  de  derechos  reales  impuestos  sobre 
bienes  inmuebles  que  no  estén  inscritos  en  el  Registro,  no  pueden  per- 
judicar  á  tercero;  en  la  de  14  de  Febrero  de  1874,  que  el  tercer  poseedor 
que  inscribe  en  el  Registro  los  documentos  de  su  adquisición  tiene  ga- 
rantidos sus  derechos  contra  toda  impugnación  que  no  se  ínode  en  otro 
titulo  anterior  igualmente  inscrito;  en  la  de  14  de  Junio  de  1874,  que  la 
preferencia  que  se  derive  de  los  arte.  28,  26  y  27  de  la  ley  Hipotecaria 
á  favor  de  los  documentos  inscritos  sobre  los  que  no  lo  fuesen,  debiendo 
serlo,  negando  á  éstos  valor  contra  tercero  y  determinando  que  ha  de 
conceptuarse  en  este  caso,  presuponen  que  los  inscritos  sean  eficaces  en 
juicio,  y,  por  fin,  en  la  de  8  de  Mayo  de  1877,  que  para  ser  legalmente 
considerado  como  tercero  en  la  acepción  del  art.  27  y  disfrutar  de  los 
beneficios  del  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  es  indispensable  que  el  de- 
mandado oponga  á  los  titnlos  del  actor  otros  que  hubieran  sido  inscri- 
tos, cuyas  disposiciones  y  jurisprudencia,  petfectamente  de  i^cuerdo  con 
el  pensamiento  fundamental  de  la  ley  Hipotecaria  consignado  en  sa  ex- 
posición de  motivos,  debieron  tenerse  en  cuenta  por  la  8ala  sentencia- 
dora para  contrastar  la  eficacia  de  ios  documentos  y  establecer  y  recono- 
cer la  calidad  de  los  litigantes;  porque,  en  efecto,  el  censo  cuyas  pensio- 
nes se  reclaman  por  quien  no  es  el  censualista,  no  consta  imppesto  ni 
mencionado  sobre  la  casa  del  recurrente,  quien,  además  do  haber  pre- 
sentado BU  títaio  inscrito,  tiene  en  el  pleito  una  certificación  del  Regis- 
tro de  la  propiedad  acreditando  la  liberación  de  su  finca  de  todo  grava- 
men desfle  1.^  de  Enero  de  1868,  habiendo  justificado,  además,  por  las 
escrituras  de  adquisición,  que  se  hizo  dueño  de  la  caea  á  título  oneroso; 
7  en  lo  referente  al  censualista  actual,  en  6  de  Junio  de  1876,  hace  trein- 
ta añ.>s,  inscribió  el  censo  que  adquirió  por  herencia  sólo  solDre  una  casa 
que  no  es  la  del  recurrente,  y  después,  en  todo  el  tiempo  transcurrido 
des  le  entonces,  no  ha  ejercitado  las  acciones  que  pudieran  correspon- 
derle  para  el  reconocimiento  de  la  subsistencia  del  gravamen,  si  tal  sub- 
sistencia existiera,  á  lo  menos  respecto  á  la  casa  del  recurrente,  á  pesar 
de  lo  cual  la  Sala  sentenciadora  declara  que  dicha  casa  responde,  en 
unión  de  la  de  García  Cuello,  del  censo  aludido,  infringiendo  claramen- 
te las  disposiciones  citadas,  salvando  como  es  sabido  su  voto  uno  de  los 
Magistrados,  quien  falló  en  loe  términos  ojnocidos  apoyándose  en  las 
razones  legales  que  son  base  de  este  recurso;  y 

Sexto.  La  infracción  de  los  artículos  9.o  y  8.®  de  la  ley  Hipotecaria, 
el  primero  de  los  cuales  enumera  las  circunstancias  que  debe  contener 
toda  inscripción  que  se  haga  en  el  Registro  de  la  propiedad,  determi- 
nando el  segundo  que  las  inscripciones  serán  nulas  cuando  carezcan  de 
ali^una  de  las  circunstancias  exigidas  por  el  art.  9.^;  porque  al  anular  la 
Sala  sentenciadora  las  inscripciones  de  dominio  de  los  cinco  conduefios 
que  vendieron  la  finca  al  recurrente  y  la  de  este  mismo,  no  ha  tenido 
preBente  qne  para  tal  declaración  era  preciso  que  en  aquellas  inscripcio- 
nes se  hnblera  cometido  alguna  omisión  de  ios  requiaitos  del  art.  9.^, 
incurriendo  en  evidente  error  al  no  hacerlo  así  y  al  sentar  como  hecho 
cierto  qne  la  finca  del  recurrente  está  gravada  con  el  censo,  suponiendo 
que  se  ha  hecho  desaparecer  ese  gravamen  por  artes  puestas  en  juego 
antes  de  que  la  casa  se  inscribiera  en  el  Registro  por  quintas  partes  á 
favor  de  las  personas  que  luego  la  vendieron  al  recurrente,  lo  cual  ni  es 
cierto  ni  aunque  lo  fuera  ese  hecho  no  constituiría  motivo  de  nulidad, 
conforme  á  los  artículos  9.^  y  80  de  la  ley  Hipotecaria,  puesto  qne  esa 
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nulidad  debe  resnltar  de  la  omiBlón  de  reqalsUoe  que  aparezcan  del  tí- 
talo  preeentado  ó  del  miamo  Registro,  y  la  omisión  de  la  carga  del  censo» 
case  de  qne  gravara  la  flaca,  no  podía  atriboirse  al  titnlo  presentado,  en 
el  qne  no  constaba  dicba  carga,  no  apareciendo  tampoco  del  Registro, 
d3nde  precisamente  resultaba  lo  contrario,  ó  sea  qne  desde  1.^  de  iLnero 
de  186S  no  se  hallaba  la  flaca  afecta  á  gravamen  alguno;  de  todo  lo  cnal 
se  deduce  la  infracción  maniflesta  en  qne  ha  incurrido  la  Sala  de  los  ar- 
ticnlofl  9.*  y  80  de  la  ley  Hipotecaria  y  26  de  sn  reglamento,  por  confun- 
dir io  qne  eatos  artículos  disponen  con  el  art.  81  de  la  misma  ley  y  30  del 
reglamento,  según  ios  cuales,  con  entera  independencia  de  las  inscrip- 
cianea  de  dominio,  se  han  deshacer  las  que  signifiquen  imposición  ó  mo- 
dificación de  algún  dereeho  real. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lopes  Aranda: 
Considerando  que  la  falta  de  acción  atribuida  por  el  recurrente  á 
García  Gnello  se  funda  en  una  verdadera  desnaturalización  de  la  cues- 
tión planteada  en  el  pleito,  porque  lo  que  el  actor  se  ha  llmltido  á  pre- 
teoder,  partiendo  del  supuesto  de  hecho  de  que  el  censo  de  que  se  trata 
grava,  no  aólo  á  su  finca,  sino  á  la  del  demandado,  es  la  que  entiende 
eorreeponder  á  loe  censatarios  entre  sí  para  prorratear  el  importe  de  las 
pensiones  debidas  y  pagadas  al  censualista,  cuestión  que  en  sn  base 
fundamental  de  hecho,  y  sólo  para  los  expresados  fines,  ha  podido  re- 
solver el  Tribunal  sentenciador,  conio  en  el  sentido  de  la  sentencia,  sin 
someter  por  ello  las  Infracciones  marcadas  en  el  primer  motivo  del  re- 
curso, poes  en  el  actual  no  se  ha  discutido  ni  podido  disentir  acerca  de 
las  u>adlclonee  jurídicas  de  tal  hecho,  en  cuanto  pueda  afectar  á  la  va- 
lides de  la  constitución  del  censo  ó  á  circunstancias  de  liberación  poste- 
rior de  la  finca,  bien  por  cancelación  contractual,  bien  por  prescripción, 
sino  qne  ae  ha  reducido  á  la  mera  constatación  del  hecho  para  los  fines 
de  la  acción  ejercitada,  lo  cual  no  obsta  á  las  que  el  recurrente  pueda 
atílliar  contra  el  censualista  con  distinta  finalidad  y  haeta  para  desvir- 
tuar la  eficacia  del  expresado  hecho;  por  todo  lo  cnal  es  manifípF'to  que 
BO  se  trata  del  ejercicio  de  acción  real  alguna  que  competa  póIu  al  cen- 
inallsta,  al  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  art.  1623  del  Gódigo  civil  qne 
CODO  infringido  se  Invoca  en  el  primer  motivo,  cayendo,  por  lo  tanto, 
por  sn  base  todo  el  razonamiento  qne  en  él  se  aduce,  así  como  el  del  mo- 
tivo segundo,  puesto  que  el  gravamen  con  qne  se  Umita  el  di8frnte  de  la 
Brepiedad  de  Marco  Fiol  es  consecnencia  de  la  OBtimación  de  hedió  que 
trD  cnanto  á  sn  existencia  hace  el  Tribunal  sentenciador  y  de  la  relativa 
ala  acción  personal  ejercitada  por  el  actor  sobre  aqnella  base  de  hecho, 
Independientemente  de  todas  Us  demás  cuestiones  qne  reeper.to  del  censo 
pudieran  tratarse  con  el  censualista: 

Considerando  que  no  adolece  de  incongruencia  la  sentencia  rernrrida, 

eemo  se  supone  en  el  motivo  tercero,  en  cnanto  al  pago  de  las  persiones 

qae  deberá  satisfacer  el  recurrente,  porque  la  obligación  qne  en  el  fallo 

le  le  impone  de  abonar  á  D.  Antonio  García  Cnello  las  cantidflden  pro- 

porcionaies  qne  correppondan  como  reintegro  de   laí^   pnnn.ndfl'^pH  del 

''nso  por  éste  satipfechas  en  lo  qne  afecte  á  dicha  caca  des  i?  1807  en 

ílante,  es  lo  mismo  que  se  pide  en  la  demanda,  sin  qne  chhte  qne  en 

%se  fije  la  cantidad  de  1.920  pesetas  qne,  como  Jímile  r.  áximo,  d^be- 

en  su  caso  eatenderse;  pnes  el  adverbio  adelante  no  tiene  ei  alcance 

í  le  da  el  recurrente,  erando  reducido,  como  el  falJo  expr*pfl,  y  para 

'(factos  del  actual  pleito,  á  las  cantidadeH  qne  hubiese  pr.ti>^íeciio  el 

saodante  desde  aquella  fecha  hasta  la  interposición  de  la  demanda: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  presente  caso  el  art.  ]lo8del 

Ügo  civil,  que  se  cita  como  iiifringido  en  ei  motivo  cuarto,  porque  se 
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refiere  al  qne  paga  volaotaria  ú  oficioBamente  por  otro,  oircnnBtancia 
qoe  no  concurre  en  el  actor,  que  se  vio  obligado  á  pagar  el  total  importe 
del  ceneo  por  aparecer  gravada  por  él  la  finca  de  bq  propiedad;  sin  qne 
tampoco  se  hayan  infringido  los  articnios  de  la  ley  Hipotecaria  qne  en 
tal  concepto  se  citan  en  los  motivos  quinto  y  sexto,  porque  se  fundan  bu 
el  supuesto  de  que  no  consta  en  el  Registro  el  gravamen  que  el  fallo  re 
conocB  sobre  la  casa  del  recurrente,  siendo  asi  que  la  sentencia  impug- 
nada declara  probado  que  dicho  gravamen  consta  en  la  antigua  OontA- 
duria  de  hipotecas,  sin  que  aparezca  qne  haya  sido  cancelado  ó  extin- 
guido, y  que  la  certificación  del  Registro  concretada  á  un  tiempo  poste- 
rior no  contradice  ni  desvirtúa  los  efectos»  jurídicos  de  semejante  apre- 
ciación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  capación  interpuesto  por  D.  Miguel  Marco  Flol,  á  quien  conde- 
namos al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  ha  constitui- 
do, al  que  se  dará  la  aplicación  que  pire  viene  la  ley;  y  con  la  certificación 
correspondiente  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  el 
apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sértala en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=Joeé  de  Aldecoa. 
Francisco  Toda  =  Vicente  de  Piniép.=Tomá8  Gúdal.=:Antonio  Alonso 
OasRfia.=Ildefon80  López  Aranda.=Ramón  Barroeta. 

Pablicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  lidefonfeO  López  A  randa,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil 
del  Tribunal  Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  S  de  Jallo  de  1906.=Rogelio  González  Montes. 


Num.   «^.—TRIBUNAL    SUPREMO.  ~3  de  Julio, 
publicada  el  29  de  Septiembre  de  1907. 

Casación  p(  r  infracción  de  ley —7>rcar/a  de  dofwrnío.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Manuel  Galiana  contra  la  oronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  promovido  por 
Doña  María  Filomena  Zorrilla  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  Se  establece: 

Que  promovida  demanda  de  tercería  de  domtniOy  con  arreglo 
al  arí,  1543  de  la  ley  procesal j  en  diligencias  de  ejecución  de  sen^ 
tencia  de  un  pleito  seguido  para  el  pago  de  pensiones  de  un  censo 
constituido  sobre  la  finca  que  reclama  el  tercer ista^  es  manifiesto 
que  la  acción  intentada  se  deduce  por  persona  jurídicamente  distinta 
del  demandante  y  del  demandado,  según  lo  exige  la  esencia  misma 
de  tales  demandas  jy  oirtualmente  lo  dispone  etart.  1539  de  dicha 
ley  al  ordenar  que  se  sustancien  con  la  ejecutante  y  el  ejecutado,  sin 
que  á  ello  obste  que  el  tercerista,  contra  el  cual  no  se  siguió  aquel 
litigio,  pueda  resultar  legalmente  deudor  de  alguna  de  las  pensiO" 
nes  reclamadas: 

Que  la  declaración  de  que  el  tercerista  sea  responsable  de  algu- 
nas pensiones,  no  lleva  consigo  el  que  pueda  ser  obligado  á  satisfaz 
certas  en  el  mencionado  pleito  y  deba  continuar  embargada  la  finca 
sin  que  su  dueño  sea  oído  y  vencido  en  el  correspondiente  juicio: 
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ch.es  yendió  la  casa  núm.  11  de  la  calle  de  la  Madera  Baja,  con  pacto  de 
retro  venta,  á  D.  jDliáa  Oabello  Baano  por  escritara  de  80  de  Diciembre 
de  1898  aote  D.  Epifaoio  Jalián,  inserí bióndoBe  el  contrato  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  el  17  del  mee  de  Enero  aigaiente  á  sn  fecha,  ioecrip- 
ción  qae  contiene  al  margen  la  nota  lecha  9  de  Septiembre  de  1896,  ex- 
presiva de  haberse  hecho  la  venta  irrevocable  por  el  transcnrso  del 
placo  concedido  para  retraer  la  Anca,  la  cual  íaé  hipotecada  por  aa 
nnevo  dneflo  el  Cabello  Rnano  en  escritura  de  25  de  Febrero  de  1899, 
ante  el  Notario  D.  Rafael  Delgado  Monreal,  en  garantía  de  nn  crédito 
de  76.000  pesetas  y  sns  intereses  al  2  por  100  mensual,  qne  el  Cabelle 
tomó  á  préstamo  de  Dofia  María  Filomena  Zorrilla  Albert,  actaal  recu- 
rrida, quien,  para  hacer  efectivo  dicho  crédito,  formuló  ante  el  Juagad» 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  demanda  de  juicio  ejecu- 
tivo, que  motivó  auto  de  8  de  Julio  de  1902  despachando  la  ejecución, 
en  virtud  de  cuyo  proveído  se  requirió  de  pago  al  deudor,  que  no  !• 
realizó,  embargándosele,  con  tal  motivo,  la  casa  hipotecada,  y  citándole 
de  remate,  sin  que  hubiese  comparecido  en  autos,  lo  que  determinó  la 
declaración  de  rebeldía;  y  habiéndose  dictado  sentencia  de  remate,  lueg» 
de  ser  firme,  continuó  el  procedimiento  de  apremio,  sacándose  á  páblica 
subasta  la  casa  por  tres  veces,  sin  que  hubiese  postor,  y  siendo  en  la 
última  adjudicada  á  la  ejecutante,  con  los  gravámenes  que  aparecían 
del  Registro,  por  la  cantidad  de  120.000  pesetas,  á  deducir  cargas,  que 
según  la  liquidación  del  particular  ascendieron  á  114.881  pesetas  96  cén- 
timos, despeé?  de  lo  cual  se  expidió  el  correspondiente  testimonio  á  la 
Dofia  María  Filomena  Zjrrilla  como  título  de  propiedad  del  inmueble 
que  fué  inscrito  á  su  nombre  en  el  Registro^  de  la  propiedad  de  Occidente 
en  16  de  Septiembre  de  1908,  como  anteriormente  lo  había  sido  su  crédito 
hipotecario: 

RcéUltando  qne  posesionada  de  la  casa  la  Dofia  María  Filomena  Zo^ 
rrilla  y  enterada  de  qne  se  había  embargado  de  orden  del  Juzgado  de  la 
Universidad  para  hacer  efectivas  responsabilidades  de  D.  Ignacio  de 
Santiago  y  Sánchez  y  de  D.  Julián  Cabello  Ruano,  solicitó  del  de  la  La- 
tina exhorto  para  el  antedicho,  interessndo  se  dejase  sin  efecto  el  men- 
cionado embargo,  en  razón  á  qae  )e  hbbía  sido  adjudicada  la  casa  y  no 
correspondía,  per  tanto,  á  los  tratados  como, deudores  por  el  Jazgado  de 
la  Uaiversld<^d;  pero  éste,  en  vista  del  exhorto  mencionado  de  hBl)er  el 
Registrador  denegado  la  anotación  del  embargo  y  de  un  escrito  del 
acreedor  en  que  insistió  en  que  se  llevase  á  efíjcto  la  anotación,  porque 
se  trataba  de  nna  acción  real  que  afectaba  también  á  la  nueva  poseedora» 
como  era  la  ejercitada  para  cobrar  las  pensiones  de  un  censo,  acordó 
denegar  la  cancelación  del  embargo  y  que  se  requiriese  á  la  Zorrilla  de 
pago  por  las  reRponBabilidades  peraeguidas  en  dicho  procedimiento  de 
apremio,  reqnerimiento  que  no  se  practicó  por  no  haberse  determinado 
las  sefias  del  domicilio  de  la  Dofia  María  Filomena,  intentándose  luego 
con  otra  persona  qne  se  creyó  apoderada  de  aqnélla  y  qne  no  aceptó  el 
reqnerimiento  en  tal  concepto,  no  obstante  lo  cual  se  libró  nuevo  man- 
damiento al  K^0:ÍRtr&dor  de  la  propiedad,  quien,  en  su  virtud,  anotó 
preventivamente  el  embítrgo  de  referencia  en  24  de  F(  brero  de  1904. 

Rí»í»altftndo  que  en  filiación  con  estos  precedentes,  Di  fia  María  F  lo- 
meurt  ZjrrlUa  Albert  formnló,  en  20  de  Abril  de  1904,  ante  el  Juzgado 
de  primera  instnncift  del  diptrito  de  la  Universidad,  de  esta  corte,  de- 
manda de  tercería  de  dominio  contra  el  ejecutante  D.  Manuel  Galiana 
Pérez  y  la  perscna  qne  ree-ultape  ser  heredera  del  ejecutado  D.  Ignacio 
de  Santiago  y  PápcViez,  ?nplicando  que,  en  definitiva,  se  declarase  que  la 
casa  núm.  7  antiguo  y  11  moderno  de  la  calle  de  la  Madera  Bt^ja,  de  esta 
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•ofto,  M  de  ni  ezclnet^o  dominio;  qne  de  ella  estaba  en  posesión  onando 
foé  ettbargada,  posesión  de  la  qne  no  puede  ser  despojada  ni  perturbada 
sin  qne  previamente  se  la  yenA  en  joicio;  y,  como  consecuencia,  que  se 
mande  aisar  tal  embargo,  dejándole- si  o  efecto,  pretensión  que  apoyó 
en  nna  relaeión  de  iiechos  conformes  suetancialmente  con  los  menciona- 
doa  precedentes,  de  les  cnales  sólo  difiere  en  omitir  la  naturalesa  de  la 
leoiamaeión  del  ejecutante  al  ejecutado;  alegó  también  la  Doña  Maria 
filomena  los  íandamentos  de  derecho  que  creyó  conducentes  al  buen 
éxito  de  su  pretensión  y  presentó  como  titulo  copia  simple  del  testi- 
nenlo  de  adjudicación  de  la  casa,  protestando  traerla  oportunamente 
anténtlca,  documento  del  que  se  hiao  ya  eufíciente  relación: 

Besoltando  que  íermada  pieza  separaria  para  tramitar  la  propuesta 
de  tereeiia,  se  eenfiriói  traslado  al  eiecntante  D.  Manuel  Gallara  Peres 
y  á  la  Tinda  y  heredera  del  ejecutado  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánches, 
Dolía  Bnfina  Manget,  siendo  ésta  declarada  rebelde,  á  instancia  de  la 
actora»  en  raaón  á  no  lyiber  comparecido  por  más  que  había  sido  empla- 
nda  en  forma;  contestando  aquél,  ó  sea  el  Galiana,  la  demanda  pidiendo 
se  declarase  que  no  procede  estimar  la  preteneión  contraria  de  que  se 
aleen  los  embargos  trabados  en  la  casa  núm.  11  de  la  calle  de  la  Madera 
Baja,  con  costas  á  la  demandante;  en  favor  de  cuya  petición  ezpn^o  sólo 
D.  Mannel  Galiana  fundamentos  de  derecho,  ya  qne  respecto  do  los  he- 
ehoe  se  conformó  con  los  aducidos  por  la  actora,  consistiendo  sustan- 
eialmente  aquéllos  en  alegar  la  naturaleza  real  de  la  reclamación  por  él 
deducida  en  los  autos  principales  de  qu^*  la  tercería  es  incidente;  en  que, 
por  tanto,  y  por  tratarse  del  cobro  de  pensiones  atrasadfis  de  nn  cense 
Impuesto  sobre  la  casa  embargada,  responde  ésta  de  ellas;  y  en  qne  con 
tal  gravamen  adquirió  el  inmueble  la  tercerista,  contra  la  cual  también 
se  ai^ne  el  apremio;  citando  en  favor  de  la  doctrina  expuesta  las  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo  de  80  de  Noviembre  de  1864,  24  de  Abril 
de  1874  y  10  de  Febrero  de  1877,  el  art.  117  de  la  ley  Hipotecarla  y 
el  leas  del  Código  civil: 

Beeultando  que  comunicado  traslado  para  réplica  á  la  demandante, 
le  renunció,  por  lo  cual  no  se  confirió  el  de  réplica,  y  habiénxiose  reci- 
bido el  asunto  á  prueba  á  instancia  de  la  demandante,  hubo  de  absolver 
posiciones  D.  Manuel  Galiana  Pérez,  y  se  aportaron  á  los  autos,  á  peti- 
elón  de  ambas  partes,  varios  testimonios  de  particulares  del  juicio  eje- 
cativo  instado  por  la  demandante  contra  D.  Julián  Oabello  Ruano  y  de 
loe  principales  de  que  esta  tercería  es  incidente  seguido  por  ei  Galiana, 
pniebaa  de  que  no  es  preciso  dar  más  detalles  que  los  ya  consignados  en 
Iw  precedentes  por  hallarse  las  partes  litigantes  conformes  en  los 
hachos: 

Besultando  qne  unidas  las  pruebas  á  los  autos  y  evacuados  los  tras- 
lados de  conclusión,  dictó  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  diRtrit^ 
de  la  Universidad  de  esta  corte,  en  21  de  Febrero  del  año  próximo  pasa- 
do, eenteneia  que  declaró  ser  la  casa  núm.  11  de  la  calle  de  la  Madera 
Baja  de  la  exclusiva  propiedad  de  la  demandante  Dofia  María  Filomena 
~    Illa  y  Albert;  que  de  ella  estaba  en  posesión  cuando  se  emburró,  po- 
ón  en  qne  no  debía  inquietársela,  y  mandó  se  alzase  dicho  embargo 
;nanto  á  laa  6.000  pesetas  de  costas,  dejándole  subsistente  repppcto  á 
9.S36  con  17  de  principal,  sin  hacer  especial  condena  de  costae;  fallo 
I  del  cual  apeló  la  Dofia  María  Filomena  Zorrilla,  dando  con  ello  In- 
á  la  tramitación  de  segunda  instancia,  en  la  cual  ee  recibió  el  pleito 
neba  y  ae  aportaron  varios  documentos  que  fueron  denegados  en  la 
aera,  dietándose  sentencia  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
ti-i^  de  este  territorio,  fecha  28  de  Diciembre  último,  que  declaró 
TOMO   106  2 
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haber  lagar  á  la  demanda  de  tercería  propoeeta  per  Dofia  María  Filomena 
Zorrilla,  en  cnanto  en  ella  pretende  lae  declaracionee  de  qne  la  perteneee 
el  dominio  y  posesión  de  la  caea  embargada  á  las  responsabilidades  do 
Santiago  y  Oabello,  sin  qne  de  éatas  le  afecten  más  qne  el  pago  de  lae 
pensiones  de  censo  anteriores  á  ios  cinco  últimos  afios  á  la  fecha  en  qne 
tnvo  logar  la  anotación  del  embargo,  ni  pnede  ser  inqnietada  sin  ser 
oída  en  forma;  y  mandó  alxar  el  embargo  y  cancelar  totalmente  la  ano- 
tación practicada  en  ei  Registro  de  la  propiedad,  sin  perjuicio  de  qne  el 
acreedor  censnaiista  pneda  reclamar  y  obtener  el  pago  de  dichos  cinco 
afios  de  pensiones  atrasadas  del  censo  y  las  posteriores  de  la  aetnai 
dnefia  de  la  casa,  mediante  la  reclamación  ó  acciones  procedentes,  con- 
firmando la  sentencia  del  Josgsdo  en  lo  que  con  ésta  estuviese  conforme 
y  aevocándola  en  cnanto  no  lo  fnere,  sin  hacer  expresa  condena  de  cos- 
tas de  ningnna  de  las  instancias: 

Resaltando  qne  D.  Manael  Galiana  Peres  ha  interpuesto  recnrso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendidQ  en  losnúms.  l.^y  4.^ 
del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  lo  funda  en  los  dos  motivos 
siguientes: 

Primero.  Infracción  del  art*  1639  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  de  la  doctrina  legal  que  contienen  las  sentencias  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  21  de  Diciembre  de  1887  y  á  de  Abril  de  1896,  en  el  concepto  de 
declarar  la  sentencia  recurrida  haber  lugar  á  la  demanda  de  tercería  de 
Dofia  Filomena  Zorrilla,  cuando  ésta  es  el  ejecutado  en  los  autos,  pues 
disponiendo  el  artículo  citado  que  las  tercerías  se  sustancien  con  el  eje- 
cutante y  ejecutado  y  las  sentencias  invocadas  que  no  pueda  promoverAe 
tercería  sino  por  persona  jurídica  distinta  del  ejecutante  y  del  ejecutado, 
claro  es  no  puede  existir  dicha  clase  de  Juicio  sin  la  concurrencia  de  las 
tres  personalidades  dichas,,  lo  cual  no  se  da  en  el  presente  caso,  por  ser 
la  Dofia  Filomena  deudora  de  las  pensiones  reclamadas  por  el  ejecutan- 
te, por  lo  que  no  pnede  ser  tercerista;  y 

Segundo.  Infracción  también  del  art.  S59  de  la  citada  ley  de  Enjnl- 
eiamiento  civil,  pues  que,  contra  lo  preceptuado  en  dicho  artículo,  hay 
manifiesta  oscuridad  en  la  sentencia  recurrida  entre  algunos  de  sus  tér- 
minos, por  cnanto  después  de  hacer  constar  qne  solamente  afecta  á  Dofia 
Filomena  Zirrilla  el  pago  de  las  pensiones  correspondientes  á  los  cinco 
afios  anteriores  á  la  fecha  de  la  anotación  de  embargo,  hecho  en  24  de 
Febrero  de  1904,  declara  que  para  obtener  tal  pago  hay  que  ejercitar 
nuevas  acciones  contra  la  dnefia  de  la  finca,  lo  cual  implica  contradio- 
ción,  ño  debiendo  tampoco  mandarse  alzar  tal  embargo  trabado  en  la 
finca,  una  ves  que  garantizaba  el  cobro  de  las  pensiones  á  que  se  declara 
tener  derecho  el  recurrente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Casafia: 
Considerando  qne  promovida  la  demanda  de  tercería,  con  arreglo  al 
artículo  1548  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  las  diligencias  de  eje- 
cución  de  eentencia  del  pleito  seguido  por  D.  Manuel  Galiana  con  D.  Ig- 
nacio de  Santiago,  primero,  y  después  con  sus  causahabientes,  para  el 
pago  de  las  pensiones  del  censo  á  Tiue  se  hallaba  afecta  la  finca  reclama* 
da  por  Dofia  María  Filomena  Zorrilla,  es  manifiesto  qne  la  acción  inten- 
tada se  dedujo  por  persona  jurídicamente  distinta  del  demandante  y  do 
los  demandados,  según  lo  exige  la  esencia  misma  de  tales  demandas  y 
virtualmente  lo  dispone  el  art.  1589  de.dicha  ley  al  ordenar  que  se  sus- 
tancien con  el  ejecutante  y  el  ejecutado,  sin  que  á  ello  obste  en  el  caso 
actual  el  que  la  tercerista,  contra  la  cual  no  se  siguió  aquel  litigio,  pueda 
lesultar  legalmente  deudora  de  algunas  de  las  pensiones  reclamadLas;  y» 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


S4  juBiBPBinMnroiA  civil 

En  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  8  de  Jallo  de  1906,  en  los  antoe  á^ 
jnioio  declarativo  de  mayor  cuantía  eegnidos  en  el  Jnsgado  de  primera. 
Inetanota  de  Balag^ner  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Barcelona  por  D.  Francisco  Piálate  y  Pedróa,  labrador,  con 
D.  Sebastián  Gilabert  y  Escola,  D.  Pedro  Adrió  Solsona,  D.  Teodoro 
Bergo  y  Mota,  propietarios,  vecinos  todos  de  Bellvis,  y  D.  Francisco  Oa* 
sais  Juncosa,  vecino  de  Lérida,  á  quien  se  declaró  rebelde  primero,  de- 
sisiióndose  luego  de  la  demanda  en  cuanto  á  él,  sobre  nulidad  de  testa- 
mento y  reivindicación  de  bienes;  autos  pendientes  ante  Nos,  en  virtud 
de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  el  actor 
D.  Francisco  Piulato,  represen  todo  y  defendido  por  el  Procurador  don 
Ramón  Oonesa  y  el  Letrado  D.  Isidoro  Albarrán,  sin  que  hayan  compa- 
recido los  recurridos  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  con  motivo  de  los  concertodos  matrimonios  de  don 
Francisco  Pinlats  y  Pnigcarbó  con  Dofia  Catalina  Vinaxa  y  Castellói 
viudos,  y  el  de  sus  respectivos  hijos  D.  Lorenso  Piulato  y  Llobet  y  Dofia 
Rosa  Pedros  y  Vinaza,  comparecieron  los  cuatro  futuros  cónyuges  el  día 
29  de  Marzo  de  1858  ante  el  Notario  de  Lérida  D.  Manuel  Tubau  y  otor* 
garon  doble  escritura  de  esponsales,  en  la  cual  consignaron,  entre  otras 
cláusulas  no  relacionadas  con  este  litigio,  la  siguiente:  cEn  otro  es  con- 
venido entre  los  futuros  cónyuges  Lorenzo  Pinlats  y  Rosa  Pedros  que  el 
que  sobreviva  sea  por  mientras  guardasen  viudez  usufructuario  de  los 
bienes  presentes  y  futuros  del  premnrlente,  con  obligación  de  alimentar 
á  la  prole  y  pagar  las  cargas,  y  pactan  y  convienen  que  en  el  sólo  caso 
de  fallecer  sin  haber  nombrado  ó  elegido  heredero  entre  sus  hijos,  deberá 
entenderse  tal  el  mayor  dé  los  varones,  y  en  falta  de  varones  la  mayor 
de  las  hembras  que  le  sobrevÍTÍera  y  pueda  heredar:  de  modo  que  sea 
BU  heredero  precisamente  el  varón,  y  á  falta  de  varón  la  hembra,  guar- 
dándose después  del  sexo  la  prerrogativa  de  mayor  edad»;  escritura  ésta 
que  fué  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Balaguer  en  11  de 
Julio  de  1870  por  D.  Lorenzo  Piulato  y  Llobet,  juntamente  con  otra,  de 
inventario  de  los  bienes  dejados  por  su  padre  D.  Francisco  Piuiats  y 
Pnigcarbó,  otorgada  en  Balaguer  el  4  de  Mayo  de  1870,  ante  el  Notario  « 
D.  Luis  Florejachs,  y  en  virtud  de  ellas  y  de  las  partidas  de  defunción 
de  su  dicho  padre  y  de4  hermano  del  presentante,  D.  José  Antonio  Piu- 
lato y  Llobet,  obtuvo  el  D.  Lorenao  que  se  inscribiese  á  su  nombre,  como 
heredero  del  D.  Francisco  Piuiats  y  Pnigcarbó,  una  casa  sita  en  la  plaza 
del  pueblo  de  Bellvis,  que  ya  lo  estaba  á  nombre  del  cansanto,  pero  sin 
consignar  en  la  nueva  inscripción  nada  referente  al  heredamiento  pro* 
▼entivo  constituido  en  la  cláusula  del  primero  de  dichos  documentos  que 
queda  transcripta: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Piuiats  y  Llobet  y  su  mujer  Dofia  Rosa 
Pedros  Vinaxa  tuvieron  por  hijos  al  demandante  y  hoy  recurrente  don 
Francisco  Piuiats  y  Pedros  y  á  D.  Sebastián,  de  iguales  apellidos,  siendo 
la  Dofia  Rosa  instituida  heredera  universal  á  sus  libres  voluntades  por 
BU  marido  el  D.  Lorenso  en  te^i'tamento  que  éste  otorgó  ante  el  Notarte 
de  Lérida,  Brnnet,  el  3  de  Noviembre  de  1883,  en  el  cual,  para  el  caso  de 
que  su  dicha  mujer  Dofia  Rosa  Pedros  le  premuriese,  nombró  heredero 
al  hijo  D.  Sebastián  Piuiats  y  Pedros,  habiendo  sido  ésta  la  última  vo- 
luntad del  tpstador,  pues  que,  sin  revocarla  ni  modificarla,  falleció  el 
día  18  de  Febrero  de  1885,  fecha  ésta  desde  la  cual  la  Dofia  Rosa  estvyo 
en  posesión  de  la  herencia  de  su  marido,  y  como  tal  heredera  vendió  á 
los  demandados,  hoy  recurridos,  D.  Sebastián  Gilabert  y  Escola  la  casa, 
núm.  6  de  la  plaza  del  pueblo  de  Bellvis  por  escritura  de  6  de  Marzo 
de  189S,  ante  el  Notario  de  Lérida,  Caucel;  á  D.  Teodoro  Bergó  y  Moto,. 
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-un  troso  de  tierra  campt,  en  término  del  mismo  pneblo  de  Bellvle,  |»ai^ 
tid«  de  U  Bobers,  por  escritura  de  SO  de  Maye  de  1886,  ^enta  qne  se  ins- 
cribió en  el  Registro  de  la  propiedad;  á  D.  Pedro  Adrlá  y  Solsona,  otra 
tierra  campa,  en  el  mismo  término  y  partida  qne  la  precedente,  por  es- 
critora de  26  de  Marco  de  1889,  venta  qne  también  fné  inscrita,  y  ai  otro 
demandado  D.  Francisco  Casáis,  otra  tierra,  de  cnya  venta  no  se  aportó 
á  los  autos  la  escritora  ni  tiene  tal  documento  importancia  en  la  actna- 
lidad,  por  cnanto  el  actor  ha  desistido  de  sn  demanda  en  cnanto  al  Casáis 
-se  refiere: 

Eesnltando  qne  en  relación  con  estos  precedentes  D.  Francisco  Fio- 
lats  y  Pedros,  hijo,  como  qneda  dicho,  de  D.  Lorenso  y  Dofia  Rosa,  dednjo 
ente  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Balagner,  en  18  de  Jnlio  del  afio 
próximo  pasado,  demanda  de  Jnicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra 
D.  Sebastián  Giiabert  y  Escola,  D.  Pedro  Adriá  y  Solsona,  D.  Teodoro 
Berieó  y  Mota  y  D.  Francisco  Casáis  Juncosa,  en  la  cual,  ejercitando  las 
acciones  hereditatis  petitio  y  reivindicatoría,  suplicó  qne  en  definitiva 
se  declarase:  primero,  que  el  actor  era  heredero  universal  de  en  padre 
por  virtud  de  lo  estipulado  en  la  escritura  de  esponsales;  segundo,  que 
era  nulo  en  derectio  el  testimonio  otorgado  por  D.  Lorenso  Pinlats  y  la 
institución  hereditaria  en  él  consignada  á  favor  de  su  esposa  Dofia  Rosa 
Pedros;  y  tercero,  que  eran  nulos  también  los  títulos  que  ostentaban  loe 
demandados  respecto  á  las  fincas  que  se  les  reclamaban;  y  qne  se  les  con- 
denase á  qne  dimitieran  y  pusieran  á  disposición  del  actor  cada  uno  de 
ellos  las  fincas  que  habían  obtenido  de  Dofia  Rosa  Pedros,  que  indebida- 
mente poeeían,  con  loe  frutos  producidos  y  podidos  producir  desde  la 
fseiía  de  eas  respectivas  posesiones,  y  las  costas,  pretensiones  éstas  en 
apoyo  de  las  cuales  alegó  el  demandante,  sustancialmente  como  hechos 
les  ya  consignados  como  precedentes,  y  además,  qne  D.  Sebastián  Giia- 
bert, en  virtud  de  su  escritura  de  compra,  nula  por  serlo  el  título  en  vir- 
tad  del  cnal  la  había  otorgado  la  vendedora,  se  ha  hecho  conferir  pose 
sión  judicial  de  la  casa  núm.  6  de  la  plasa  Mayor  de  Bellvie,  posesión  á 
qne  se  opusiera  el  actor  por  creer  le  pertenecía  el  inmueble  por  justos 
tltalos;  que  en  la  escritura  de  esponsales  se  obligó  solemnemente  D.  Lo- 
leaso  Piuláis  y  Llobet  á  nombrar  heredero  á  uno  de  sus  hijos,  y,  por 
tsato,  al  testar  en  favor  de  sn  mujer  Dofia  Rosa  Pedros,  contra  lo  expre- 
ssmente  pactado,  carece  este  testamento  de  toda  fuerza  y  valor  legal; 
qne  para  el  caeo  de  morir  intestado  el  D.  Lorenso  ó  el  de  nombrar  here- 
dero que  no  fuese  uno  de  sus  hijos,  constituyó  en  la  referida  escritura 
de  esponsales  nn  heredamiento  preventivo  á  favor  del  primer  hijo  varón 
de  sn  matrimonio,  y,  en  su  defecto,  la  primera  hembra;  qae  tal  cualidad 
de  primer  varón  concurre  en  el  actor,  como  acreditaban  las  partidas  que 
scompafiat>an;  que  á  él  correspondían,  en  virtud  de  los  dos  heredamien- 
tee  preventivos  constituidos  en  los  capítulos  matrimoniales  de  referen- 
cia, loe  bienes  relictos  por  el  causante,  entre  loe  cuales  se  hallaban  las 
cuatro  finesa  demandadae  que  describió;  y  que  resultan  infructuosas  las 
gestionee  extrajudlciales  hechas  para  recuperar  dichos  fundos,  así  como 
'  Jkbién  el  acto  conciliatorio;  expuso  después  el  demandante  los  funda- 
ntes de  derecho  que  estimó  conducentes  á  su  objeto  y  presentó  come 
enmentoe  la  citada  escritura  de  esponsales,  la  partida  de  defunción  de 
Lorenxd  Finíate,  la  de  nacimiento  del  actor  y  certificación  del  acto 
conciliación  Intentado  sin  efecto:    ^ 

Resultando  que,  emplaaados  los  demandados,  comparecieron  D.  Se- 
itián  Giiabert  y  Escola,  D.  Pedro  Adriá  y  Solsona  y  D.  Teodoro  Bergó 
Iota,  no  habiéndolo  hecho  el  otro,  D.  Francisco  Casal  Juncosa,  por  lo 
ü  fué  declarado  rebelde,  y  conferido  á  les  tres  primeros  traslado» 
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costeataron  á  la  demanda  en  eaoritq  de  17  de  Septiembre  de  1908,  opo- 
niéndote á  ella  con  las  excepciones  de  falta  de  pereonalidad,  acción  y  de- 
recho y  anplicando  se  les  abaelvleBe  de  las  pretensiones  del  actor,  im- 
poniéndole silencio  y  callamiento  perpetuo  y  las  costas,  ínndándose  aL 
electo  en  ana  relación  de  hechos  conformes  en  esencia  con  los  consig- 
nados como  precedentes  y  los  alegados  por  el  actor,  annqne  discrepando- 
de  los  de  éste  en  circunstancias  accidentales  ó  más  bien  apreciaciones^. 
y  afiadiendo  que  la  casa  if ué  vendida  por  la  escritura  citada,  pero  ésta  se 
aclaró  por  otra  adicional  haciendo  constar  que  sobre  tal  finca  pesalmn 
dos  cartas  de  gracia  otorgadas  por  el  causante  D.  Lorenso  y  qne  se  de- 
jaron de  mencionar  por  olvido,  así  que  la  primera  escritura  era  de  venta 
del  derecho  de  retraer  las  porciones  de  casa  sujetas  á  dicho  gravamen  y 
del  pleno  dominio  de  la  parte  libre,  y  que  por  virtud  de  ello  el  deman- 
dado Gilabert  retrajo  dichas  partes  de  fincas,  obteniendo  asi  su  pleno 
dominio;  que  por  otra  escritura  de  8  de  Mayo  de  1886,  D.  Teodoro  Bergó 
y  Dofia  Bosa  Pedros  permutaron  la  finca  ó  troso  de  ella  que  ésta  ven- 
diera á  aquél  por  otra  también  de  la  herencia  de  D.  Lorenso,  sita  en  el 
mismo  término  y  partida,  habiéndose  inscrito  dicha  permuta;  que  los 
contestantes  habían  adquirido  las  fincas  en  cuestión  de  persona  que 
aparecía  en  el  Registro  de  la  propiedad  como  duefio  de  ellas,  sin  que 
constase  del  mismo  tuviera  limitado  en  forma  alguna  su  derecho  de  ena- 
jenarlas; que  aun  cuando  la  cláusula  de  ios  capítulos  matrimoniales  en 
que  se  funda  el  actor  fuese  susceptible  de  la  errónea  interpretación  que- 
éste  le  da,  nunca  sería  él  quien  tuviera  derecho  á  tales  bienes,  sino  su 
hermano  D.  Sebastián  Flulats,  pues  quedaría  subsiatente  el  nombra- 
miento de  heredero  que  en  su  favor  hace  el  testador  para  el  caso  de  que 
la  instituida  en  primer  término  le  premuriese  ó  no  pudiese  adir  la  he- 
rencia, y  á  que  por  su  cualidad  de  hijo  del  causante  tiene  indiscutible 
derecho,  que  excluye  la  personalidad  del  actor  para  promover  este  liti- 
gio; que  como  la  escritura  de  esponsales  no  estaba  inscrita  en  el  Begia- 
tro  de  la  propiedad,  como  demostraba  el  hecho  de  haberlo  sido  el  testa- 
mento, y,  en  su  consecuencia,  los  bienes  hereditarios  á  favor  de  la  mu- 
jer del  causante  sin  condición  alguna,  era  evidente  que  los  demandados 
adquirieron  legítimamente  en  virtud  de  los  títulos  referidos  los  bienes  •  > 
provinientes  de  la  herencia,  por  cuanto  tales  adquisiciones,  hechas  al 
amparo  de  la  ley  en  su  calidad  de  terceros,  les  pone  á  cubierto  de  toda 
clase  de  responsabilidades  por  causas  qne  no  aparescan  del  Registro  y 
sí  de  títulos  no  inscritos  en  él;  y  que  han  hecho  como  duefios  de  laa 
fincas  demandadas  considerables  gastos  en  ellas  para  mejorarlas;  aduje- 
ron también  los  contestantes  los  fundamentos  de  derecho  que  juagaron 
conducentes  al  mejor  éxito  de  su  derecho  y  presentaron  como  documen- 
tos copias  de  las  escrituras  de  compra  de  la  casa,  de  la  aclaratoria  de 
ésta,  de  la  de  retroventa,  de  las  de  venta  de  las  otras  fincas  y  permuta  de 
una  de  ellas,  certificación  del  Registro  de  la  propiedad  haciendo  constar 
las  inscripciones  de  la  casa,  y  otra  del  auto  y  toma  de  posesión  de  dicha 
casa  por  D.  Sebastián  Gilabert: 

Resultando  que  evacuado  el  traslado  de  réplica,  el  actor  insistió  en 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  su  demanda,  adicionando  á  los 
primeros:  que  del  espíritu  y  letra  de  la  cláusula  de  la  escritura  de  es- 
ponsales se  deducía  que  había  de  ser  precisamente  heredero  de  los  fu- 
turos cónyuges  uno  de  los  hijos  que  tuvieran,  siendo  nula  cualquier 
otra  institución  hecha  en  favor  de  persona  distinta;  que  los  demanda- 
dos no  podían  considerarse  terceros,  porque  el  actor  fundal»  su  dere^ 
cho  en  título  debidamente  inscrito  en  el  Registro;  que,  además,  tal  cuali- 
dad de  terceros  era  incompatible  con  el  conocimiento  que  antes  de  etor- 
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41»  las  «fleritorae  de  ra  adqniíioión  tenían  de  la  nulidad  del  testamente 
4eD.  Loienie  Finíate  á  layor  de  en  mnjer  Dofia  &oea  Pedrói,  porqne 
aqnét  eataba  obligade  á  nombrar  heredero  á  nno  de  iub  hijos,  se¿án 
manileetaron  á  distintas  personas;  y  qné  la  snstltaoión  hecha  en  el  tes- 
tamente dicho  en  D.  Sebastián  Finíate  era  para  el  solo  caso  de  qne  la 
instituida  heredera  en  primer  término  premnriese  al  testador,  lo  cnal 
ao  ha  eenrrido,  teniendo  en  tal  raión  qne  ser  heredero  el  demandante, 
qnian  adicionó  también  á  loe  fundamentos  de  derecho  los  que  tuyo  por 
eoBTeniente,  reproduciendo  la  súplica  de  su  demanda,  j  acompañó, 
eoBM  doeomentoe,  una  certificación  del  Registro  de  la  propiedad  refe- 
fsnte  á  la  inscripción  de  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales, 
eertifioaeión  de  que  se  ha  hecho  en  los  precedentes  mención  suficiente; 
7  á  su  Yoi  loe  demandados,  duplicando,  insistieron  en  sus  pretensio- 
nee,  reproduciendo  les  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  de  su  con- 
teetaeióD  y  adicionando  los  primeros  con  afirmaciones  contrarias  á  las 
sentadaa  por  el  actor  en  su  réplica,  y  los  segundos,  con  los  que  estima- 
ren adecnado  á  su  intento;  y  recibido  el  Juicio  á  prueba,  se  practicó,  á 
inetonein  del  actor,  la  de  absolución  de  posiciones  por  el  demandado 
Gilaberl,  cuyas  conteetaeionee  negativas  no  ee  necesario  extractar,  y  la 
tsatlfieal,  con  objeto  de  demostrar  que  el  Gilabert  tenia  noticia  de  la 
nnüdad  del  teetamento  de  D.  Lorenio  Piuiats  antes  de  realisar  su  com« 
psi^  y  atroe  detallee  menee  importantes: 

Beealtande  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos  y  evacuados  los  tras- 
ladea  de  oondusión,  dictó  el  Jugado  de  primera  instancia  de  Balaguer, 
eOB  feeha  16  de  Noviembre  de  1004,  sentencia  que  declaró:  primeio,  la 
snildad  del  testamento  otorgado  por  D.  Lorenio  Fluíate  en  cuanto  la 
inetltodon  de  heredero  universal  en  favor  de  su  mujer  Defia  Rosa  Pe- 
drea ne  puede  prevalecer  contra  el  derecho  del  actor  como  heredero  nni* 
venal  de  su  padre  en  fnersa  del  heredamiento  preventivo  constituido  á 
su  favor  en  la  eecritura  resefiada  de  capitulaciones  matrimoniales;  y 
eegunde,  que  siendo  válidos  los  títulos  que  en  concepto  de  terceros  os- 
tentan los  demandados  D.  Sebaetián  Gilabert,  D.  Teodoro  Mota  y  don 
Pedro  Adriá  para  poseer  las  fincas  adquiridas  por  compra  á  Dofia  Rosa 
Pedróe  y  á  que  se  refiere  la  demanda,  les  absolvió  de  la  misma,  sin  ha- 
cer espeeial  condena  de  costas,  con  excepción  de  las  pertenecientee  al 
demandado  D.  Francisco  Oasals,  que  corresponde  satisfacer  al  actor 
por  haber  deeistido  de  la  acción  contra  aquél  entablada;  fallo  éste  del 
que  apeló  el  demandante  D.  FranclBco  Piuiats  y  Padrós,  dando  asi  mo- 
tivo á  la  tramitación  de  la  segunda  instancia,  que  terminó  por  sentencia 
de  la  Bala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona 
de  10  de  Koviembre  último,  que  confirmó  en  todae  sus  partes  la  del  Jua- 
gado, con  las  eoetas  de  esta  instancia  al  apelante: 

Beealtande  qne  D.  Francisco  Piuiats  y  Pedros  ha  interpuesto  recur- 
so de  eseación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números 
l.^y  7.®  del  art.  IttOS— asi  dice— de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  le 
fonda  en  loe  doe  motivos  Isiguientes: 
Primero.    La  sentencia  recurrida  infringe  las  leyes  9.*,  28  y  27  del 
Mteeto,  de  aplicación  estricta  al  derecho  catalán,  y  su  supletorio  el  ar- 
líenle  348  del  Código  civil,  por  cuanto  si  bien  declara  la  nulidad  del  tes- 
tamento otorgado  por  D.  Lorenio  Piuiats  en  favor  de  su  esposa,  y  con- 
"*gna  que  tal  sustitución  de  heredero  no  puede  prevalecer  contra  el  de- 
idie  del  actor,  hoy  recurrente,  como  heredero  universal  de  su  padre  en 
sena  del  heredamiento  preventivo  constituido  á  su  favor  en  la  escritu- 
a  de  capltniaeionee  matrimoniales,  no  estima  que  el  alcance  jurídico  de 
il  dselaraci4Vn  de  nulidad  sea  suficiente  á  surtir  efecto  contra  les  de- 
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mandadoa,  á  quienes  abanelve,  por  halUree  loe  predios  inscritos  á  tm 
nombre  y  ser  terceros  á  los  que  no  pnede  privar  de  las  fincas  qne  inde- 
bidamente les  yendió  Doña  Kosa  Pedros;  y 

Segundo.  Infringe  ignalmente  el  fallo  recorrido  los  arts.  98,  parra* 
fo  2.^,  y  88  de  la  ley  Hipotecaria,  puesto  que  estuviera  ó  no  inscrito  ei 
derecho  nacido  de  las  capitulaciones  matrimoniales,  es  lo  cierto  que  ei 
título  de  Dofia  Rosa  Pedros  para  vender  las  fincas  objeto  del  pleito 
arranca  del  testamento  de  D.  Lorenso  Plnlats,  que  es  precisamente  ei 
declarado  nulo;  por  lo  cual  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad 
no  puede  perjudicar  al  recurrente,  heredero  necesario  á  los  efectos  de  la 
ley  Hipotecaria,  aunque  como  resultado  de  tal  inscripción  verificasen  la 
suya  los  recurridos;  esto  con  relación  á  la  excepción  establecida  en  el 
segundo  párrafo  del  citado  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  pues  el  otro 
texto  de  la  propia  ley  también  invocado  establece  que  la  inscripción  no 
convalida  los  actos  ó  contratos  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  y  puesto 
que  lo  es  dicho  testamento,  lo  son  también  los  contratos  en  su  virtud 
celebrados  por  Dofia  Rosa,  sin  que  pueda  convalidarles  la  inscripción 
por  la  cual  deben  restituirse  al  recurrente  las  fincas  reivindicadas  en 
este  litigio,  aun  cuando  se  hallen  en  poder  de  los  demandados  é  inscri- 
tas A  nombre  de  los  mismos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 

Considerando  que  resuelta  en  la  sentencia  la  cuestión  única  objeto 
del  recurso  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  Hipotebaria,  son  noto- 
riamente inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  los  del  Digesto,  asi 
como  el  art.  848  del  Oódido  civil,  á  que  se  refiere  el  primer  motivo,  por- 
que la  declaración  de  nulidad  del  testamento  de  D.  Lorenzo  Piulats, 
otorgado  á  favor  de  su  esposa,  no  afecta  á  la  de  las  enajenaciones  de 
bienes  hechas  por  ésta,  concurriendo  en  los  terceros  poseedores,  come  la 
Bala  sentenciadora  estima,  las  circunstancias  requeridas  por  aquella  le  - 
gislación: 

Considerando  que  es  asimismo  improcedente  el  segundo  motivo,  por 
que  la  Audiencia  declara  probado  que  Dofia  Rosa  Pedros  aparecía  en  el 
Registro  de  la  propiedad  con  derecho  para  enajenar  las  fincas  de  qne  se 
trata,  y  en  su  consecuencia,  una  vez  inscritos  los  contratos  de  venta  dis 
cutidos  en  el  pleito  no  pueden  invalidarse  en  cuanto  á  tercero,  según 
dispone  el  art.  84  de  la  citada  ley,  como  excepción  del  anterior,  aunque 
después  se  anule  ó  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  can- 
sas qne  no  aparezcan  claramente  del  mismo  Reglótro,  razón  por  la  cual 
no  pnede  considerarse  infringido  el  art.  88;  y  en  cuanto  al  28,  en  su  pá- 
rrafo 2.^,  carece  Igualmente  de  aplicación,  por  haber  transcurrido  mis 
de  cinco  afios  desde  la  inscripción  de  las  fincas  á  favor  de  la  vendedora, 
teniendo  en  cuenta  la  fecha  del  fallecimiento  del  testedor,  basto  la  in< 
terposición  de  la  demanda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Piulate  y  Pedros,  á  quien 
condenamos,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad  que  por 
razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho  caso  la 
aplicación  prevenida  en  la  ley;  no  hacemos  condenación  de  costas  me* 
dianto  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal  Supremo  dicha  parte  re- 
currente; y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  correspondiente  cer- 
tificación, devolviéndole  el  apuntamiento  y  documentos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qatísta  é 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
Becesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Josó  de  Alde- 
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«M.=Franelsce  Toda.=Vleente  de  PiiiiéB.= Tomás  Gúdftl.= Antonio 
Alonso  Oasafia.sPascnal  Domeneeh.s Ramón  Barroeta. 

PDblleaoión.= Leída  y  publicada  ha  eldo  la  anterior  sentencia  por  el 
BiEcmo.  8r.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Bala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  da 
^e  eertifiee  oomo  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Julio  de  1906.=Maroelino  San  Román. 


|Küm.  4.— TRIBUNAL  SUPREMO.  >3  de  Julio, 
publicada  el  29  de  Septiembre  de  1907. 

ORACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY,— Retració  de  eoUndantes.—Sen' 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  José  Rodríguez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  justi- 
cia de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  en  pleito  con  D.  Francisco 
Cabrera  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoco: 

Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  el  art.  1524  del 
Código  eioil  ha  modi/leado  los  arts,  1618, 1619  y  1620,  en  cuanto  su» 
ii8p09ieiones  regladas  no  pueden  coexistir  ó  estén  en  oposidán  con 
sms  preceptos: 

Que  el  art,  28  de  la  ley  Hipotecaria  retrotrae  los  efectos  de  la 
inseripeión  á  la  fecha  de  la  presentación  del  titulo  traslativo  de  do 
minio: 

Que  tal  prescripción^  según  doctrina  del  Tribunal  Supremo^  no 
puede  tener  otro  alcance  que  la  garantía  y  defensa  de  los  derechos 
4e  tercero,  pero  en  modo  alguno  el  de  restringir  ni  limitar  la  exten- 
sión de  otros  derechos  regulados  con  absoluta  independencia  de  las 
dispssieiones  hipoteeariasyaparte  de  que  no  produciendo  el  asiento 
de  presentación  de  un  titulo  efectos  definitivos,  bastarla  esa  sola  ra* 
tan  para  declarar  como  punto  de  partida  del  hecho  real  del  reeono  • 
cimiento  el  de  la  inscripción,  que  terminante  y  categóricamente  es- 
tebleee  el  atado  art.  1524: 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  de  los  arts.  1225, 1281, 1282 
y  1521  del  Código  civil,  por  el  fallo  que  desestima  una  mayor  canti 
dad  señalada  por  adición  y  considera  como  precio  de  la  venta  del  in- 
mueble objeto  del  retracto  aquél  con  el  que  fué  inscrito  el  contrato. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Julio  de  1906,  en  los  autos  de 

Juicio  de  retracto  de  oollndantes  seguidos  en  el  Juzgado  de  Las  Palmas 

y  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  dicho  territorio  por  D.  Francisco 

Cabrera  Snárex,  Dofia  María,  D.  José,  Dofia  AguRtlna,  Doña  Catalina, 

Dofta  Joeeía,  D.  Francisco  y  D.  Juan  Cabrera  Rodrígrez,  yednoa  loa 

cbino  prlmerofl  del  Ingenio,  la  sexta  de  Guía  y  de  Las  Palmas  los  últi- 

los,  boy,  por  muerte  del  primero,  sólo  los  reatantes,  como  hijos  y  he- 

deroa  del  mismo,  con  D.  José  Rodríguez  y  Medina,  yeclno  también  de 

genio,  sobre  retroyenta  de  una  finca;  autos  pendientes  ante  Nos  en  yir- 

.d  de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  di- 

^o  demandado  Rodrigues  Medina,  representado  y  defendido  por  el  Pro- 

rador  D.  Mariano  Cánoyas  del  OastiUo  y  el  Letrado  D.  Ramón  Alya- 

•1  de  Alón,  sin  que  hayan  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  los 

teres  recurridos: 

Resultando  que  por  documento  priyado  de  17  de  Noylembre  do  1897» 


Digitized  by  LjOOQ IC 


M  jüBuniüDíBrouL  üitil 

ante  ovatzo  teatlgoi  que  ie  snaoribieron,  D.  Pablo  Armai  Eetaplfián  ven- 
dió á  D.  José  Bodrigoei  y  Medina  un  troio  de  terreno  labradío  y  arrifee,, 
de  oabida  de  cnatro  celemines  aproximadamente,  lito  en  términoa  del 
pueblo  del  logeaio,  donde  llaman  el  Hinojo,  qne  linda  por  el  Sar  con 
terrenos  de  D.  Francisco  Cabrera  Snáres,  en  precio  de  100  pesos,  ó  sean 
176  pesetas,  según  afirmación  de  las  partes,  declarando  qne  óste  es  el 
Jnsto  valor,  y  si  algún  día  más  valiera,  de  oa  demasía  hace  gracia  y  de- 
nación al  comprador;  apareciendo  á  continuación  de  dicho  documento, 
ante  los  mismos  testigos,  que  en  la  propia  fecha  comparecieron  vende- 
dor y  comprador,  exponiendo  aquél  que  el  verdadero  precio  del  contrato 
de  venta  fué  160  pesos 'corrientes,  no  habiéndose  figurado  más  que  10# 
porque  los  60  restantes  los  dejó  á  beneficio  del  comprador  por  conside- 
rar que  éste  los  había  dado  de  valor  al  terreno  por  su  trabajo  durante 
loo  ocho  afios  que  lo  ha  llevado  en  renta;  pero  como  al  hacer  esta  venta 
no  medió  título  inscrito,  el  comprador,  Bodríguei  Medina,  con  objeto 
de  suplir  tal  falta,  instó  ante  el  Juagado  municipal  del  pueblo  del  loge- 
sio  un  expediente  de  información  posesoria,  que,  previo  informe  favo-' 
rabie  del  Ministerio  fiscal,  fué  aprobado  por  auto  dé  20  de  Noviembre- 
de  1897,  y  presentado  en  el  Registro  de  la  propiedad,  para  su  inscrip- 
ción, en  9  de  Diciembre  del  propio  afio  07,  quedó  inscrito  al  subsiguiente 
dia  11: 

Resultando  que  D.  Francisco  Cabrera  Suáres  y  sus  hijos  los  hoy  re» 
eurridos  Dofia  María,  D.  José,  Dofia  Agustina,  Dofia  Catalina,  Dofia  Jo- 
sefa, D.  Juan  y  D,  Francisco  Cabrera  Rodrigues,  propietarios  de  terre- 
nos lindantes  al  Norte  con  el  comprado  á  D.  Pablo  Armas  Estupifián  por 
D.  José  Rodríguez  Medina,  actual  recurrente,  y  anteriormente  descrito, 
presentaron  ante  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas  en  sé^ 
de  Diciembre  de  1897,  ó  sea  al  noveno  día  de  haber  inscrito  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  su  derecho  de  comprador  y  á  los  undécimo  de  haber 
presentado  con  tal  objeto  su  documento  en  dicha  oficina,  demanda  de  re* 
tracto  legal  de  colindantes  contra  D.  José  Rodrigues  Medina,  en  súplica 
de  que  á  su  tiempo  se  declarase  haber  lugar  al  mencionado  retracto  y  so 
condenase  al  comprador  demandado  á  que  dentro  del  tercero  día  otorgase 
á  favor  de  los  actores  la  correspondiente  escritura  de  venta  del  troio  do 
terreno  mencionado  ya,  recibiendo  en  el  acto  la  cantidad  de  876  peseta» 
Gonsignadas  como  precio  de  la  venta  y  lo  que  importen  los  gastos  que  lo 
sean  de  legítimo  abono,  bajo  apereibimiento  de  otorgarse  á  su  costa  de 
oficio,  y  con  imposición  de  costas,  como  litigante  temerario;  pretensión 
que  apoyó  en  una  relación  de  hechos,  reducidos  sustancialmente  á  que 
los  actores  son  duefios  de  varios  troios  de  terreno  sitos  en  término  del 
Ingenio,  donde  llaman  el  Hinojo,  cuyos  títulos  de  adquisición  y  circuns- 
tancias detallan;  que  confinando  con  ellos  por  el  Sur,  posee  D.  José  Ro- 
drigues Medina  otro  troao  de  terreno,  que  también  describen,  asignán- 
dole una  cabida  de  cuatro  celemines  aproximadamente,  ó  sean  18  áreas,. 
14  oentiáreas  y  26  centímetros  cuadrados,  sin  que  se  halle  separado  de 
los  antedichos  por  arroyos,  acequias,  l>arrancos,  caminos  ni  otras  servi- 
dumbres aparentes  en  provecho  de  otras  fincas;  que  dicho  terreno  lo 
compró  el  Rodrigues  Medina  á  D.  Pablo  Armas  y  Estupifián  en  precio 
de  876  pesetas,  y  que  el  día  11  de  aquel  mes  y  afio,  Diciembre  de  1807, 
quedó  inscrita  dicha  finca  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  del  Ro- 
drigues, en  virtud  de  información  posesoria;  y  aduciendo  los  actores  loo 
f  andamentos  de  derecho  que  estimaron  oportunos,  acompañaron  oomo 
documentos  dos  certificaciones  del  Registrador  de  la  propiedad  y  el  tes- 
tamento de  la  mujer  y  madre  respectiva  de  los  demandantes,  qnieaeo 
oonsignaron  la  cantidad  de  176  pesetas,  y  por  un  otrosí  del  mismo  escrita 
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dioen  el  Hinojo,  qae  compró  á  D.  Pablo  Armas  Eetopifián  mediante  do- 
oamento  privado  de  17  de  Noviembre  de  1897,  recibiendo  en  el  acto  Im 
cantidad  de  876  pesetas,  consignadas  como  precio  de  la  venta,  y  la  qne 
importen  los  gastos  qne  le  sean  de  legítimo  abono,  con  arreglo  al  ar» 
ticnlo  1618  del  Código  civil,  bajo  apercibimiento  de  otorgarle  de  oficio  á 
sn  costa,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas;  fallo  de  qne  apeló  el  de* 
mandado  D.  José  Bodrignez,  y  qne  la  Sala  de  justicia  de  Las  Palmas 
confirmó  en  sentencia  de  4  de  Octubre  último: 

Resaltando  que  D.  José.Bodrlgnei  y  Medina  ha  interpuesta  recnreo 
de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  núms.  1.^ 
y  7.^  de  la  de  Enjuiciamiento  civil— así  dice,  sin  duda  por  olvido  de  \h 
cita  del  art.  1692 — ,  y  lo  funda  en  los  tres  motivos  siguientes: 

Primero.  La  sentencia  recurrida  infringe  el  art.  1624  del  Código  ci- 
vil, en  relación  con  el  28  de  la  ley  Hipotecaria,  por  cuanto  da  lugar  mi 
retracto,  A  pesar  de  haber  sido  presentada  la  demanda  fuera  del  término 
de  los  nueve  días  siguientes  á  la  inscripción  de  la  venta  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  establecido  en  el  primero  de  los  citados  textos  legales, 
ya  que,  según  el  segundo,  se  considera  fecha  de  la  inscripción  pai'a  to 
dos  los  efectos  que  ésta  deba  producir,  la  fecha  del  asiento  de  presenta- 
ción, que  debe  constar  en  la  inscripción  misma,  puesto  que  el  documen- 
to  de  compraventa  del  terreno  materia  del  retracto  fué  presentado  en  el 
Registro  para  su  inscripción  el  9  de  Diciembre  de  1897,  y  la  demanda  se 
interpuso  en  20  del  propio  mes,  ó  sea  once  días  después: 

Segando.  Al  estimar  la  Sala  como  precio  del  troao  de  terreno  vendi- 
do al  recurrente  la  cantidad  de  876  pesetas,  que  en  primer  término  se 
asigna  al  inmueble  en  el  documento  privado  extendido  para  cpndignar 
el  contrato  de  compraventa  de  referencia,  y  no  la  de  662  pesetas  60  cén- 
'timos,  que  en  aclaración  posterior  hecha  en  la  propia  fecha  y  con  igua- 
les formalidades  contiene  á  continuación  el  mismo  documento,  infringe 
los  arte.  1226,  1281  y  1282  del  Código  civil,  referentes  A  efectos  proba- 
torios de  documentos  é  interpretación  de  contratos,  ya  que  no  se  ha  pro- 
bado que  dicha  aclaración  fuese  falsa;  y 

-Tercero.  Infracción  del  art.  1621  del  Código  civil,  que  define  el  re- 
tracto legal,  motivo  éste  consecuencia  del  anterior,  infringiéndose  el  cía 
tado  precepto  legal  con  la  aclaración  de  haber  lugar  al  retracto  sin  reco- 
nocer como  precio  de  la  finca  más  que  el  de  876  pesetas,  y  no  el  de  662 
eon  60  céntimos,  que  como  aclaración  se  menciona  en  el  documento  ex- 
presivo del  contrato  de  compraventa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Camilo  María  Gullón : 

Considerando  que  las  dos  únicas  cuestiones  que  la  Sala  está  llamada 
á  resolver  en  el  presente  recurso  consisten,  una,  en  declarar  si  el  tér> 
mino  de  nueve  días  establecido  para  el  retracto  en  el  art.  1618  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  debe  contarse  desde  la  presentación  del  docu- 
mento en  el  Registro  de  la  propiedad,  ó,  por  el  contrario,  desde  la  fecha 
de  su  inscripción  en  el  mismo;  y  la  segunda,  en  decidir  si  estipulada  y 
fijada  como  precio  del  terreno  la  cantidad  de  eten  púsos  mallorquines 
que  resultan  del  documento  privado,  debe  estimarse  y  concederse  valor 
á  la  adición  posterior  hecha  á  ese  pacto,  en  el  cual  declaró  el  vendedor 
que  los  cuidados  y  trabajos  del  comprador  dorante  ocho  afios  habían 
mejorado  el  terreno,  aumentando  su  valor  en  un  60  por  100,  ó  sea  en 
otros  60  pesos,  qne  dejaba  á  su  beneficio : 

Considerando,  en  cuanto  al  término  legal  de  los  nueve  días,  primer 
motivo  del  recurso,  que  realisada  la  inscripción  en  11  de  Diciembre 
de  1897  y  presentada  la  demanda  de  retracto  en  20  del  mismo  mes  y  afio, 
«s  A  todas  luces  evidente  que  el  retrayente  ha  ejercitado  su  derecho  dén- 
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tvo  del  tiempo  y  eondiclonea  determinadas  en  el  art.  1524  del  Gódige 
civil  qne  como  ya  tiene  declarado  este  Tribanal,  ha  modificado  los  ar- 
tlanloa  1618, 1619  y  1620  en  cnanto  ana  diapoaicionee  regladas  no  pue- 
den coexistir  ó  estén  en  opoaición  con  ana  preceptoa;  sin  qne  tampoco 
pneda  estimarse  infringido  el  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria  qne  retrotrae 
los  electoe  de  la  inscripción  á  la  fecha  de  la  presentación  del  títnlo  traa* 
lativo  de  dominio,  porqne  eaa  preacripción,  aegún  doctrina  también  can- 
tada per  este  Supremo  Tribnnal,  no  puede  tener  otro  alcance  y  transcen- 
dencia qne  la  garantía  y  defensa  de  los  derechos  de  tercero,  pero  ea 
modo  algnno  restringir  ni  limitar  la  extensión  de  otros  derechos  regu- 
lados con  absoluta  independencia  de  las  disposiciones  hipotecarias» 
aparte  de  qne  no  produciendo  el  asiento  de  presentación  de  un  titulo 
efectos  definitiyos,  bastaría  esa  sola  rasón  para  declarar  como  punto  de 
partida  del  hecho  real  del  conocimiento  el  de  la  inscripción,  que  termi- 
nante y  categóricamente  establece  el  citado  artículo  1624  del  Código  vi- 
gente: 

Considerando  que  con  la  desestimación  de  la  adición  del  documento 
privado  hecha  por  el  Tribunal  a  quo^  en  qne  se  fundan  los  motivos  se- 
gundo 7  tercero  del  recurso,  ne  se  han  infringido  ninguno  de  loa  precep- 
toa legniee  qne  ae  citan,  porque  habiendo  conaiatido  el  precio  de  ven- 
ta, aegún  el  contrato,  en  875  peaetas,  con  cuyo  valor  fué  inscrita  la  finoa^ 
sn  el  Registro  de  la  propiedad,  la  subrogación  de  derechos  se  realiió  en 
las  condiciones  estipuladaa,  y  en  tal  concepto,  al  deseatimarla  la  Sala 
lentenciadora  como  aumento  del  valor  del  terreno,  ae  ha  ajustado  á  loo 
preceptos  legales  que  ha  tenido  en  cuenta; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  per  D.  José  Bodríguea  y  Medina,  á  quien 
condenamos,  en  su  caso,  al  pago  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depó- 
aito  ha  debido  conatituir,  á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la 
ley;  no  hacemoa  condenación  de  coataa  mediante  haber  comparecido 
aólo  en  este  Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurrente;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Las  Palmas  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole 
al  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colbcción  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neceearias,  lo  pronunciamos,  mandamoa  y  firmamo8.=Jo8é  de  Alde- 
eoa.=Francisco  Toda.sV.  de  Piniés.  «=  Pascual  Domenech.=Ramén 
Barroeta.ssFederico  Monsalve.=:Camilo  María  GoUón. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Excmo.  Sr.  D.  Camilo  María  Gnllón,  Magistrado  del  Tribunal  Sopre* 
ao,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Secretario  de  la  miama. 

Madrid  8  de  Julio  de  1006.=Marcelino  San  Bomán. 


^üm.  6.— TRIBUNAL  SUPREMe.-4  de  Julio, 
publicada  el  29  de  Septiembre' y  2  de  Ootabre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  LBY,—Reélamaeión  de  cantidad,^ 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Antonio  Jiménez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Doña  Mariana. 
Velaaco. 
En  sos  coNeiDBRAÑDOs  Be  estableoe: 
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Que  si  bien  el  art.  1026  del  Codicio  civil  eeiableee  que  la  hereñ- 
•^ia  $e  halla  en  adminietraeión  h€ísta  que  resulten  pagados  todos  los' 
acreedores  conocidos  y  los  legaictrios^  este  precepto  no  puede  ser 
apreciado  aisladamente  si  no  relacionándole  con  el  1069  de  la  le¡f  de 
Enjuiciamiento  civilt  que  determina  el  nombramiento  de  adminis- 
trador para  que  el  nombrado  tenga  la  representarán  hereditaria  g 
pueda  ejercer  legalmente  sus /uniones: 

Que  la  facultad  concedida  por  el  párrafo  2P  del  art.  548  de  la 
ley  procesal  á  demandante  y  demandado  para  ampliar,  adicionar  ó 
moaiñcar  las  pretensiones  y  excepciones  formuladas  en  la  demanda 

Íf  contestación,  es  y  debe  entenderse  con  la  limitación  de  no  alterar 
as  que  son  objeto  principal  del  pleito,  según  tiene  declarado  la  ju" 
risprudencia  del  TYibunal  Supremo: 

Que  los  artículos  B07  y  661  del  Código  civil  sólo  son  aplicables  é 
los  herederos  forzosos  universales  que  son  los  que  suceden  en  todos 
los  derechos  y  obligaciones  del  causante  á  quienes  únicamente  al- 
cansan  las  responsabilidades  qué  impone  el  art.  1084,  pero  de  nin^ 
gún  modo  á  los  que  son  llamados  singularmente  al  disfrute  tempo* 
ral  de  determinada  porción  hereditaria^  como  el  cónyuge  superoi^ 
cíente,  que  cieñe  á  tener  el  carácter  de  simple  acreedor,  sin  ninguna 
de  las  responsabilidades  que  el  ñnado  haya  podido  contraer. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Jalio  de  1906,  en  el  Jaioto  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  inatmncla 
de  Linares  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada 
por  D.  Juan  Antonio  Jiménei  Boda,  como  tutor  de  los  menores  Defia 
María  de  los  Dolores,  D.  José  y  D.  Elias  Jiménes  Gonsáleí,  y  por  Don 
Juan  de  Dios,  Doña  María  de  la  Ooncepoión  y  D.  Oecilio  Jiménes  Gon> 
láles,  contra  Dofia  María  Mariana  Velasco  Sánchea,  de  ninguno  de  loa 
cuales  consta  la  profesión  y  vecindad,  sobre  reclamación  de  cantidad; 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  Interpuesto  por  el 
Procurador  D.  Gregorio  Fernándea  Voces,  bajo  la  dirección  del  Letrado 
D.  Pablo  Ramos  y  Ortis  Villajos,  ec  nombre  de  D.  Juan  Antonio  Jimé* 
nea  Boda,  en  el  concepto  que  litiga;  no  habiendo  comparecido  la  deman- 
dada y  recurrida: 

Besultando  que  D.  Antonio  Jiménes  Salaxar  constituyó,  en  concepto 
de  depósito  voluntario  sin  interés,  la  cantidad  de  26.000  pesetas  en  me- 
tálico en  la  casa  de  banca  que  su  convecino  D.  José  Acosta  Velasco 
tenía  establecida  en  la  ciudad  de  Linares,  y  habiendo  fallecido  en  22  de 
Julio  de  1887  el  depositante,  sin  otorgar  testamento,  ni  recoger  el  depó- 
sito, el  Juagado  de  primera  instancia  de  Linares  declaró  herederos  abin- 
testato  del  mismo  y  de  su  esposa  Dofia  María  Gonzálea  Boda  á  sus  bijoa 
D.  Juan  de  Dios,  Dofia  Concepción,  Dofia  Gecilia,. Dofia  María  Dolores, 
D.  José  y  D.  Elias  Jiménes  Gonsálex,  nacidos  respectivamente  en  los 
afios  de  1874,  1876,  1878,  1879,  1881  y  1882: 

Besultando  que  D.  José  Acosta  Velasco  falleció  en  Linares  el  14 
de  Mayo  de  1892,  bajo  testamento  otorgado  en  22  de  Abril  del  mismo 
afio,  en  el  que  manifestó  estar  casado  con  Dofia  María  Mariana  Ve- 
lasco  Hánchea,  de  quien  había  tenido  tres  hijos,  D.  Matías,  D.  Bafael 
y  Dofia  Encarnación  Acosta  y  Velasco,  á  quienes  instituyó  por  herede- 
ros de  todos  BUS  bienes,  derechos  y  acciones;  y  en  10  de  Abril  de  1896, 
D.  José  María,  D.  Juan  Antonio  y  D.  Laureano  Jiménes  Salaaar,  tíos 
de  los  hijos  menores  de  edad  de  su  difunto  hermano  D.  Antonio,  y 
Dofia  María  Mariana  Velasco,  como  representante  de  la  testamenta- 
ría de  su  difunto  esposo  D.  José  Acosta  Velasco,  suscribieron  en  Ll- 
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WKnm  QB  doenmento  privado  manlfeatando  qne  dichos  meoorev  tenían 
«a  erédile  oontra  la  ieetamentaria  de  26.000  pesetas,  las  onales  debían 
pagiraolao  desde  Inego;  pero  no  contando  con  efectivo  snficiente  para 
«lio,  Dofia  Mariana  Velaaco  se  ofrecía  á  entregar  bienes  de  aquélla  á  sa» 
tlsfacelón  de  loe  otros  comparecientes  para  dejar  saldada  la  denda  en 
cuestión,  y  al  efecto,  después  de  examinados  los  que  comprendía  el  cau- 
dal reiieto,  hablan  designado  de  común  acuerdo  la  finca  de  las  Maoego* 
«M,  qne  se  componía  de  810  olivos  de  riego  eventual,  790  de  secano  y 
ana  huerta  de  cuatro  fanegas  de  tierra,  con  casa,  noria,  alberca,  árboles 
fmtalee  y  demás  que  en  ella  existía,  y  otro  olivar  de  879  matas,  e«n 
casa  tejada  en  las  MacegosiUas,  término  de  Linares;  que  tales  fincas  cu- 
brían el  orédito  de  16.000  pesetas,  comprometiéndose  Dofia  Haría,  por 
su  parte,  á  hacer  entrega  de  las  mismas  y  á  f ormalisar  en  la  cuenta  y 
partición  de  qne  la  deuda  procedía  la  debida  adjudicación  en  pago,  fijan- 
do el  último  día  del  mes  de  Junio  de  aquel  afio,  como  mAximum  del 
plaao  que  se  estimaba  necesario,  para  formalfiar  las  operaciones  partí- 
cionaiea;  qne  en  el  mismo  plsao,  ó  antes  si  era  posible,  la  Dofia  María 
entregarla  por  rasón  de  Intereses  la  cantidad  en  efectivo  de  600  pesetas^ 
entendléndoee  libre  de  todo  gravamen  la  adjudicación  de  tales  fincas,  ex* 
oepte  determinado  canon  que  sobre  ellas  pesaba;  que  los  comparecientes 
D.  José  María,  D.  Juan  Antonio  y  D.  Laureano  Jl  menea  Salaxar,  en  nom- 
bre de  las  menores,  aceptaban  esta  forma  de  pago  por  conceptuarla  ven- 
tijosa  pera  los  intereses  que  representaban,  y  se  comprometían  á  forma- 
Usar  la  oltnación  legal  de  aquéllos  para  que  la  aceptación  fnere  hecha  en 
forma  y  tuviera  toda  la  valides  necesaria;  y  que  con  los  bienes  referido* 
y  la  cantidad  en  metálico,  quedaban  solventados  el  principal  é  intereses 
de  dicho  erédito  y  terminada  toda  reclamación  qne  contra  la  testamen* 
tarla  pudieran  tener,  obligándose  ambas  partes  ai  cumplimiento  de  este 
eenvenle  en  la  forma  más  solemne: 

Resaltando  que  consta  en  testimonio  de  particulares  de  las  operado- 
Bes  de  partición  de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento  de  D.  José  Aoosta, 
practicadas  por  el  Letrado  D.  Antonio  Rafael  Abellán,  que  los  bienes  in- 
ventariados eran  todos  los  conocidos  como  de  la  pertenencia  de  aquél, 
los  cuales  quedaban  en  poder  de  Dofia  María  Mariana  Velasco,  como  re- 
piesentante  de  la  herencia;  que  entre  los  créditos  existentes  en  contra 
del  caudal  había  uno  á  favor  de  los  hijos  menores  de  edad  de  D.  Antonio 
Jiménes  Salaaar  importante  26.000  pesetas,  que  entre  los  créditos  inven- 
tuiados  contra  el  caudal  los  había  en  poder  de  acreedores  qne  optabnu 
por  recibir  metálico,  y  como  pudieran  concertarse  adjudicaciones  á  de- 
terminadas personas  ds  bienes  inventariados  para  que  atendieran  con  en 
importe  al  pago  de  determinados  créditos,  se  formarían  las  adjudicacio- 
nes correspondientes  al  efecto  con  las  personas  con  quienes  se  llegase  d 
ia  intelisenela  Indicada;  y  con  respecto  á  los  demás  créditos  que  queda- 
sen sin  eatisfacer,  se  haría  una  adjudicación  á  la  viuda  Dofia  María  Ma- 
riana Velasco  de  bienes  bastantes,  al  efecto  de  que,  enajenándolos,  pa* 
gare  los  créditos  del  caudal  y  gastos  de  partición;  qne  en  la  hijaela  de 
^fia  María  Biariana  Velasco  se  la  formó  un  haber  de  1.888.788  pesé- 
is 71  oéatlmos  por  los  parafernales  qne  llevó  al  matrimonio,  conslg- 
áadose  en  el  núm.  8.®,  del  qne  se  la  inatitnyó  para  pagar  créditos  con- 
s  la  teetamentaría:  cPara  pagar  créditos  en  contra  de  esta  testamenta- 
i  qne  al  final  de  esta  hijuela  se  expresarán,  de  los  comprendidos  en  la 

se  18, 917.693  pesetas  con  66  céntimosi;  qne  á  los  hijos  de  D.  An- 

aio  Jiménes  Salaxar  se  les  formó  una  hijnela,  en  pago  de  sn  crédito  de 
•000  pesetas,  con  ti  a  la  testamentaría,  adjudicándoseles  en  pagop'^r 
Aal  cantidad  nn  olivar  de  riego  eventual  con  810  matas  y  casa  tejada 
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en  el  sitio  de  Macegosae,  término  de  Linares;  otro  de  aeoano,  lidante  con 
el  anterior,  con  790  matas,  en  igual  sitio  y  término;  nna  hnerta  en  el 
propio  sitio,  lindante  con  el  primero  de  los  referidos  olivares,  de  cnatro 
fanegas  con  dos  norias,  dos  estanques  y  numerosos  frutales,  y  otro  oli- 
var de  879  matas  9  plazas,  con  casa  tejada,  en  el  sitio  Oasa  de  Juan  Vi- 
cente, Caballería  de  los  Ricos,  de  la  Macegosilla,  término  de  Linares;  y 
que  la  aceptación  de  la  herencia  se  entendería  á  beneficio  de  inventario^ 
cuyo  proyecto  de  partición  fué  presentado  al  Juagado  para  su  aproba-' 
eión  por  el  citado  Letrado,  consignando  debían  intervenir  en  el  expe- 
diente, entre  otros,  'D.  Laureano  Jiménes  Salasar,  como  tutor  de  lo# 
menores  hijos  del  testador,  y  en  su  propia  representación;  y  notificado 
en  su  virtud  al  D.  liiaureano  que  quedaban  las  operaciones  de  manifiesto 
por  si  le  convenía  formular  reclamación,  no  habiéndolo  verificado  y  tra- 
mitado en  legal  forma  el  expediente,  fueron  aprobadas  por  auto  del  Jua- 
gado de  primera  instancia  de  Linares  de  16  de  Septiembre  de  1895  y  pro- 
toooliaadas  en  24  del  mismo  mes  y  afio: 

Resultando  que  con  objeto  de  constituir  el  consejo  de  familia  de  loe 
hijos  menores  de  edad  de  D.  Antonio  Jiménes  Salasar,  comparecieron 
ante  el  Jues*manicipal  de  Linares,  en  4  de  Diciembre  de  1896,  D.  José 
María  Gonxáles  Jiménes,  D.  José  María,  D.  Valentía,  D.  Laureano  y  don 
Juan  Antonio  Jiménez  Salasar,  recayendo  el  cargo  de  Presidente  por 
unanimidad  en  D.  José  María  Jiménes  Salasar,  según  así  aparece  en  el 
libro  de  actas  de  dicho  Consejo,  en  el  que  también  consta,  además  del 
nombramiento  de  tntor  y  protutor  de  los  menores  á  favor  de  O.  Juan 
Antonio  Jiménes  Roda  y  de  D.  Ensebio  Lindes  Navas  respectivamente^ 
que  en  la  sesión  celebrada  en  9  del  mismo  mes  y  afio,  bajo  la  presiden- 
cia de  D.  José  María  Jiménes  Salasar,  y  con  la  sola  asistencia  de  los  vo- 
sales  D.  Valentín  Jiménez  Salasar  y  D.  José  María  González  Jiménes, 
por  haber  alegado  los  demás  cansa  de  enfermedad,  el  Presidente  dio 
cuenta  del  convenio  privado  celebrado  en  10  de  Abril,  entonces  anterior, 
entre  Dofia  María  Mariana  Velasco  y  D.  José  María  Jiménez  y  sus  her- 
manos D.  Laureano  y  D.  Antonio,  como  tíos  de  los  menores,  pero  sin 
llevar  entonces  su  representación  legal,  por  no  estar  en  aquella  fecha 
constituido  el  consejo,  ni  tener  autorización  alguna  bastante  para  el 
caso;  que  disentida  la  conveniencia  de  hacer  efectivo  dicho  crédito  de 
26.000  pesetas  é  interesen  adeudados,  puesto  que  ni  la  Dofia  María  Ma- 
riana Velasco  había  cumplido  con  la  formalización  del  correspondiente 
ttftulo  de  entrega  de  los  inmnebles  en  el  plazo  máximo  fijado,  ni  tal  con- 
venio ofrecía  utiüdal  alguna  á  los  menores  acreedores,  que  no  tuvieron 
representación  legal  en  el  mismo,  se  acordó  requerir  notarialmente  á 
Dofia  María  Mariana  Velasco  para  que  en  el  plazo  de  diez  días  pagara 
al  tutor  de  aqnéllos  la  cantidad  de  26.000  pesetas  y  sus  intereses,  auto- 
rizando además  á  éste  para  que  en  el  caso  de  que  la  Dofia  María  dejase 
de  pagar  en  el  pUz  j  itidicado  el  principal  é  intereses  de  lo  que  estaba 
constituida  pagadora  en  la  partición  de  los  bienes  de  su  difunto  marido, 
entablase  la  correspondiente  reclamación  ante  los  Tribunales;  y  practi- 
eado  el  10  del  misino  mes  y  afio  el  requerimiento  acordado,  no  dló  re- 
sultado algnno: 

Resultando  que  obtenida  la  correspondiente'  declaración  de  pobreza 
para  litigar,  y  con  docunaentos  en  que  constan  los  hechos  referidos^ 
excepto  los  particulares  referentes  al  fallecimiento  de  D.  José  Acosta  y 
partición  de  sns  bienes*,  O.  Joan  de  Dios,  Dofia  Concepción  y  D.  Cecilio 
Jiménez  González  y  D  Juan  Antonio  Jiménez  Roda,  como  tutor  dativo 
de  los  menores  Dofia  María  Dolores,  D.  José  y  D.  Elias  Jiménez  Gron* 
aáles,  hijos  como  los  anteriores  de  D.  Antonio  Jiménez  Salazar,  dedn* 
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jemí  en  22  de  Mayo  de  1902  en  el  Jnzgede  de  primere  Inetanda  de  Li- 
naree  demanda  oivil  ordinaria  contra  Defia  María  Mariana  Velaseo  San- 
dMs,  Tinda  de  D.  Joeé  Aeoeta,  pidiendo  Be  condenase  á  ésta  á  pagarles 
pioporeienalmente  las  36.000  peeetae  qne  les  adeudaba,  con  los  intereses 
eetieepondientea  deede  el  10  de  Diciembre  de  1896,  fecha  en  qne  se 
eonetilajó  en  mora,  eon  las  costas;  y  al  efecto  alegaron,  además  de  los 
hKbtm  resultantes  de  los  docnmeñtos  acompafiados,  qne,  fallecido  el 
depoeltario  D.  Joeé  Acosta,  sn  única  y  universal  heredera  lo  había  sido 
sn  eeposa  Dofia  María  Mariana  Velasco:  y  como  fundamentos  de  de- 
leého  ezpnsieron  los  qne  creyeren  convenientes  en  apoyo  de  sus  pre- 


Besnltando  qne  Dofia  María  Mariana  Velasco  Sánchei,  acompasando  ' 
testimonio  de  particulares  de  la  partición  de  bienes  practicada  al  falle- 
dmiento  de  sn  marido,  contestó  á  la  demanda,  pidiendo  se  la  absolviera 
de  ella,  eon  las  costas  á  los  actores,  y  alegando:  qne  en  las  particiones 
de  Ueiiee  practicadas  por  D.  Antonio  Rafael  Abellán  se  comprendió  una 
hijnelm  ó  adjudicación  especial  dé  bienes  á  favor  de  los  hijos  y  herede- 
rea  de  D.  Antonio  Jiménez  Baiazar,  para  pagarles  la  snma  de  26.000  pe- 
setas qne  sn  difunto  marido  D.  José  Acosta  adeudaba  á  aquél,  entregán- 
doee  deede  luego  tales  bienes  á  los  adjudicatarios;  que  en  la  misma  par- 
tielón  ae  formó  otra  hijuela  á  la  viuda  del  D.  José,  la  demandada,  en 
snyo  haber  sólo  figuraron  las  partidas  correspondientes  á  la  misma  por 
soa  aportaelones  al  matrimonio,  y  otra  para  qne  pagara  determioadas 
dendaa  dietintas  de  la  de  autos,  que  toé  objeto  de  una  adjudicación  eepe- 
slal  á  loe  mismos  aereedores,  sin  que  apareciera  cantidad  alguna  adju* 
dkad*  á  la  demandada  en  concepto  de  heredera  de  su  marido,  cuyo  ca- 
rácter no  tuvo;  que  la  partición  se  presentó  al  Juzgado  para  su  aproba- 
ción en  2S  de  Junio  de  1896,  siguiéndose,  con  tal  motivo,  el  oportuno 
expediente,  en  el  que  fueron  parte,  no  sólo  la  viuda  y  herederos  del  di- 
funto, sino  todee  los  interesados  en  la  adjudicación  ó  distribución  de  los 
bicBee,  entre  ellos  los  menores  hijos  de  D.  Antonio  Jiménez  Baiazar,  á 
qnienee  representó,  con  el  carácter  de  tutor,  bu  tío  paterno  D.  Laureano 
Jiménez  Baiazar,  aprobándose  las  particiones  por  auto  del  Juzgado  de 
Linares,  en  el  que  se  ordenó  su  protocolización,  la  cual  tuvo  efecto  en  24 
de  Septiembre  de  1896;  que  no  era  cierto  que  ella  fuera  la  única  y  unl- 
ve»al  heredera  de  su  marido  D.  José  Acosta,  pues  no  tuvo  participación 
algnna  en  la  herencia,  ya  que,  tanto  por  ministerio  de  la  ley  como  por 
voluntad  expresa  del  testador,  los  herederos  de  éste  fueron  sus  tres  hijos 
legítimos  D.  Matías,  D.  Rafael  y  Dofia  Encarnación  Acosta  Velasco,  y 
qne  no  teniendo  la  demandada  el  carácter  de  heredera  de  su  marido,  es- 
libre de  toda  participación  en  las  responsabilidades  de  la  herencia: 
Reenltando  que  al  replicar  los  demandantes  insistieron  en  sus  alega- 
s,  afiadiendo  que  modificaban  la  que  dejaron  establecida  en  la  de- 
masda  de  ser  Dofia  María  Mariana  Velasco  heredera  de  sn  esposo,  en  el 
eentido  de  qne  aquélla,  desde  el  fallecimiento  de  éste,  quedó  como  única 
poseedora  de  sn  herencia,  si  no  con  el  carácter  de  heredera,  con  el  de  re* 
eaentante  de  todo  el  caudal  hereditario;  que  los  demandantes  eran 
idos  menoree  de  edad  al  hacerse  la  adjudicación  de  bienes  en  pego  de 
1  crédito,  sin  que  por  sí,  ni  por  medio  de  representante  legal,  hubieran 
tmado  nunca  posesión  material  ni  Inscrito  á  su  nombre  en  el  Registro 
I  la  propiedad  los  bienes  que  se  les  adjudicaron  en  la  partición  de  bie- 
ss  de  D.  José  Acosta;  que  los  hijos  menores  de  D.  Antonio  Jiménez  Ba- 
oHur  no  habían  tenido  nunca  más  tutor  ni  más  consejo  que  el  que  en  la 
rtnmlidad  existía,  y  qne  se  formó  después  de  autorizada  la  partición,  ó 
im  en  4  de  Diciembre  de  1896,  y  que  negaban  los  hechos  formulados  en 
VMio  106   '  8 
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el  escrito  de  contestación ;.8npiioando,  en  en  virtnd,  que  teniendo  por 
ejercitada  la  acción  de  naiidad  qne  adicionaban  á  la  propneata  en  la  des- 
manda, se  resolviera  en  los  términos  interesados  en  la  mioma;  y  dnplf  • 
cando  la  demandada,  insistió  en  sos  pretensiones  y  alegaciones,  negando 
qne  hubiera  tenido  Jamás  el  nombramiento  ni  desempeñado  el  cargo  de 
administradora  de  la  herencia  de  sn  marido  y  mncho  menos  qne  la  ejer- 
ciera al  tiempo  de  interponerse  la  demanda,  en  cnya  época,  y  por  habereo 
practicado  seis  ó  siete  afios  antes  la  partición  del  caudal  relicto  por 
mnerto  de  aquél,  se  hallaba  cada  participe  en  posesión  de  los  bienes  qne 
le  habían  correspondido  y  no  quedaba,  por  tanto,  en  realidad,  heroneta 
alguna  que  administrar: 

Resultando  que,  abierto  el  Juicio  á  prueba,  se  practicaron  varias  por 
las  partes,  y  entre  ellas  la  documental,  consistonto,  entre  otros  docu- 
mentos, en  certificación  del  Registrador  de  la  propiedad  ds  Linares  ha- 
ciendo constar  qne  las  cuatro  fincas  adjudicadas  á  los  herederos  de  don 
Antonio  Jlménes  Salaiar  en  la  partición  de  bienes  de  D.  José  Acosta  es- 
taban aún  inscritas  A  nombre  de  éste,  sin  que  A  la  fecha  de  la  certifica- 
ción existiera  en  el  Registro  documento  alguno  presentado  y  pendiento 
de  inscripción  relativo  A  aquéllas;  y  sustanciado  el  pleito  por  los  demAs 
IrAmitos  legales  de  primera  instancia  y  por  los  de  la  segunda,  en  11  de 
Noviembre  de  1905  dictó  sentencia  eonfirmatorU  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  territorial  de  Granada,  declarando  que  Dofia  Maris  Mariana 
Velasco  y  SAnchei  no  estA  obligada  al  pago  de  las  36.000  pesetas  qne  se 
la  reclaman  en  concepto  de  heredera  de  su  marido  D.  José  Acosta  y  Ve« 
lasco,  y  absolviéndola,  por  tanto,  de  la  demanda  contra  ella  interpuesta, 
reservando  A  los  herederos  de  D.  Antonio  Jiménei  Salasar  so  derecho 
para  que  lo  ejerciten  contra  quien  estimen  procedente,  sin  hacer  expresa 
oondenación  de  costas  del  pleito  é  imponiendo  las  de  la  alaada  A  D.  Juan 
Antonio  Jlménes  Roda  en  el  concepto  qne  litiga,  único  de  los  apelantes 
qne  sostuvo  el  recurso: 

Resultando  qne  D.  Juan  Antonio  Jiménez  Roda,  como  tutor  dativo 
de  los  menores  Dofia  María,  D.  José  y  D,  Elias  Jiménei  y  Goniáleí,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  ios 
números  1.^,  2.^,  8.<>  y  7.<>  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil, 
alegando  las  infracciones  siguientes: 

Primero.  Por  falta  de  aplicación,  la  del  art.  1026  del  Oódigo  civil, 
según  el  qne  chacta  que  resulten  pagados  todos  loo  acreedores  conocidos 
y  los  legatarios,  se  entenderé  qne  se  halla  la  herencia  en  administra- 
ción. El  administrador  ya  lo  sea  el  mismo  heredero,  ya  cualquiera  otra 
persona,  tendrA  en  ese  concepto  la  representación  de  la  herencia  para 
ejercitar  las  acciones  que  A  ésta  competan  y  contestar  A  las  demandas 
qne  se  interpongan  contra  la  misma»;  y  la  del  1069,  pArrafo  8.®  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  dice:  €9e  nombrar  A  administrador  de  la  he 
renda  al  viudo  ó  viuda  y  en  su  defecto  al  interesado  que  tuviere  mayor 
part^  en  la  herencia»;  toda  ves  que,  aceptada  una  herencia  A  beneficio  de 
inventario,  como  lo  fué  la  de  D.  José  Acosta  por  sus  hijos  y  herederoe, 
se  entiende  en  administración,  y  es  precleo  nombrar  nna  persona  qne  la 
represente  hasta  que  tenga  lugar  la  liquidación  de  las  deudas  hereditarias, 
y  esa  persona  no  puede  ser  otra,  A  tenor  del  pArrafo  SP  del  art.  1069  ci  • 
tado,  qne  el  vindo  ó  viuda,  ó  sea  en  este  caso  Dofia  María  Mariana  Ve* 
lasco,  quien,  conforme  al  1036  del  Oódigo,  esté  obligada  A  ejercitar  las 
acciones  qne  á  la  herencia  competan  y  contestar  A  las  demandas  que  se 
Ínt«írponfirRn  contra  Ir  mi^tiR;  corrohirando  e-^tas  afirm^/'ion»'»  i>l  docn» 
mentó  nriv«i'io  .'lo  10  f\^  M)U  fio  1R96,  oi  ti«  a  viii'in  «I»  n,  J  -«ó  ^-o^ta 
rt".  .'no'MÓ  Q'v.' los  iiii  ^  i*  O.  \ '•t'>-ii.i  J.  rA  !  *z  a  TH  ;»i  b"i  m  laboren- 
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€U  de  aquél  25.000  peietai,  y  que  no  teniendo  metálieo  raficlente,  ella, 
eomie  repreoentante  de  la  herencia^  ee  coraprometía  á  entregarles  fincaa 
per  eea  cantidad;  la  eecritnra  de  partición  de  bienes  de  D.  José  Aoosta, 
m  la  qne  oe  diee  qne  sos  hijos  aceptaron  la  herencia  á  beneficio  de  in- 
Tentarlo,  y  qne  loe  bienes  inyentariados  eran  todos  los  conocidos  como 
de  la  pertenencia  del  testador,  los  onalos  quedaban  en  pod^r  de  la  vlnda, 
como  representante;  y  sobre  todo,  la  consideración  de  qne  si  Dofia  María 
MarlanA  Velaaco  no  es  heredera  ni  representante  de  la  herencia  de  sn 
marido,  eomo  sostiene,  no  ee  fácil  averiguar  con  qné  personalidad  Ínter- 
Tiene  con  motivo  de  las  cuestiones  surgidas  con  motivo  de  la  herencia 
en  coeatión;  de  donde  se  deduce  qne  Dofia  María  Mariana  Velasco  era  y 
«a  administradora  ó  representante  de  la  herencia  de  sn  marido,  como 
ella  dice,  y  se  confirma  en  la  liquidación  de  bienes  que  se  biso  á  la 
Boerte  de  aquél,  y,  por  tanto,  debió  cumplir  las  obligaciones  que  el 
cargo  la  imponía,  sin  que  pueda  alegarse,  como  lo  hace  la  sentencia  re- 
eorrida^  qne  figurando  en  la  partición  una  adjudicación  á  favor  de  los 
menoree  reenrrentee,  con  esta  se  debe  tener  por  pagada  la  deuda  y  ex  • 
tiuguido  el  derecho  de  los  sueesores  de  D.  Antonio  Jiménea,  porque 
aquéllos,  ni  en  el  ddcumento  de  10  de  Abril  de  1896  ni  en  la  escritura  de 
partieión,  estuvieron  legalmente  representados,  y,  por  tanto,  esos  actos 
Bd  pueden  perjudicarles,  siendo  evidente  que  Dofia  María  Mariana  Vo- 
lateo eono¿[a  esa  circuostancia,  porque  en  el  documento  de  10  de  Abril 
4o  1896,  qne  ella  suscribió  con  los  tíos  de  los  menores,  éstos  dijeron 
qas  se  comprometían  á  formalisar  la  situación  legal  de  los  mismos  para 
^le  la  aceptación  fuere  hecha  en  forma  y  tuviera  la  precisa  valides: 

Segunda.    La  del  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el 
qne  las  aentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes  con  las  de- 
mandas y  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  ha- 
dando las  declaraciones  que  éstas  exijan,  condenando  ó  absolviendo  al 
dsmandado  y  decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  ob- 
jslo  del  debate;  porque  habiéndoae  reclamado  á  Dofia  María  Mariana 
Telasce,  como  poseedora  de  la  herencia  de  su  marido,  ya  como  heredera, 
.ya  como  administradora  ó  representante,  en  el  fallo  recurrido  sólo  se 
dIee  que  aquélla  cao  está  obligada  al  pago  de  lae  26.000  pesetas  que  se  la 
ledaman  en  el  concepto  de  heredera  de  su  marido»,  guardando  absoluto 
silenelo  sobre  el  otro  extremo,  sobre  todo  cuando  el  verdadero  objeto  del 
debate  ha  aido  demostrar  que  la  misma  era  representante  ó  admlnistra- 
isrm  de  la  herencia  de  D.  José  Acosta  y  que  con  ese  carácter  debía  con- 
testar las  reclamaciones  que  á  la  herencia  se  hicieeen  y  pagar  las  deudas 
de  ella;  y  porque  habiéndose  ejercitado  también  en  tiempo  oportuno  la 
■edón  de  nulidad  no  se  hace  sobre  ella  ninguna  declaración,  sin  qne 
pwBda  decirse  qne  tal  reclamación  no  podía  prosperar  por  no  hal)erBe 
ejercitado  en  tiempo,  pues  las  disposioionee  legales  y  la  jari^prndencia 
sstán  conforme  en  que  en  los  escritos  de  repica  y  duplica  pueden  los  li- 
tigantes ampliar,  adicionar  ó  modificar  las  pretensiones  y  excepciones 
~    hayan  formulado  en  la  demanda  y  contestación,  así  como  tampoco 
para  pedir  la  nulidad  de  la  adjudicación  era  preciso  solicitar  antee 
el  documento  de  10  de  Abril  de  1896,  pues  éste  es  nn^o  por  sí,  ya  qne 
ios  áe  los  menores  que  contrataron  en  él  en  su  nombre  se  atribaye- 
''acultadee  qne  no  tenían; 

rcera.  La  del  art.  807  del  Código  civil,  qne  en  sn  párrafo  3.^  d'ce 
jon  herederoe  forzosos  el  viudo  ó  viuda,  y  del  661  de!  mfpmo,  eegdn 
le  los  herederos  suceden  al  dlfanto,  per  el  herho  solo  »io  hu  nMieríe, 

"  7. Lia  vi-e  D.  Jj-'¿  A:^.í..,  es  h.reltirh  ác  el  y  como  tal  .  J^;»liiv^  t  . 
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derechos  y  contrajo  ene  obligacionee,  y,  por  tanto,  los  menores,  al  de- 
mandarla, se  dirigieron  contra  qaien  debían,  y  no  hicieron  sino  ejercitar 
el  derecho  qne  les  concede  el  Código  civil  en  so  art.  1084,  sin  qne  te 
opusieran  por  esto  á  lo  que  dicho  artículo  concede  en  su  párrafo  2.^  al 
demandado,  si  es  que  á  ello  había  lugar,  no  siendo  factible  sostener  que 
la  demandada,  por  su  cuota  viudal,  no  podía  hacerse  responsable  de  las 
deudas  de  su  marido,  porque  el  art.  661  del  Oódigo  civil  no  hace  excep- 
ciones, pues  habla  sólo  de  herederos,  y  la  viuda  es  uno  de  ellos,  dispo- 
sición corroborada  por  varias  sentencias  del  Tribunal  Sapremo,  entre 
otras,  por  las  de  8  de  Febrero  de  1892  y  18  de  Junio  de  1893,  que  al  viudo 
debe  considerársele  como  coheredero;  pudiendo  esto  ezcepcionarse,  en 
que  se  la  formó  una  hijuela  ó  adjudicación  para  pago  de  los  gananciale» 
y  la  cuota  viudal,  pero  no  en  el  actual,  en  deuda  que,  responde  como  otro 
cualquier  heredero,  según  también  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo; y  es  de  todo  punto  evidente  que  Dofia  María  Mariana  Velasco  no 
ha  cumplido  con  lo  establecido  en  la  partición  acerca  de  que,  no  habien- 
do metálico  suficiente,  se  procurarían  arreglos  con  los  acreedores,  para 
que  en  vei  de  recibir  el  importe  de  sus  créditos  ea  dinero  lorecibirían 
en  bienes  de  la  herencia,  pues  aun  suponiendo  que  el  convenio  de  10  de 
Abril  de  1896  fuese  válido  por  haberlo  celebrado  personas  con  capacidad 
legal,  no  tendría  fuerza  de  obligar,  por  haber  dejado  de  cumplir  las  con- 
diciones convenidas  una  de  las  partes  contratantes,  ya  que  Dofia  María 
Mariana  Velasco  nunca  hiao  entrega  de  las  cuatro  fincas  adjudicadas 
para  pago  de  las  25.000  pesetas,  ni  de  las  500  de  intereses,  y  es  también 
obvio  que  si  la  viuda  no  se  convino  con  los  menores  ó  con  sus  represen- 
tantes legales,  quedó  obligada  á  io^que  también  se  ordena  en  la  parti- 
ción, ó  sea  á  vender  bienes,  y  con  su  importe  pagar  á  los  acreedores  que 
no  hubiesen  celebrado  convenios,  pues  para  ello  se  la  adjudicaron 
1.888*788  pesetas;  sin  que,  por  último,  pueda  alegarse,  como  lo  hace  la 
parte  recurrida,  que  los  menores  consintieron  la  partición  ó  liquidación 
de  deudas  y  que  desde  ese  momento  la  viuda  quedó  libre  de  toda  respon- 
sabilidad»  porque  aquéllos  no  fueron  parte,  ni  hubieran  podido  serlo,  en 
la  aprobación  judicial,  lo  primero,  porque  si  bien  figuró  en  ella  D.  Lau- 
reano Jiménea  Salaaar,  compareció,  no  como  tutor  de  los  menores,  sino 
por  su  propio  derecho,  y  lo  segundo,  porque. hasta  tres  meses  después  de 
estar  aprobada  la  partición,  los  hijos  de  D.  Antonio  Jiménez  Salazar  no 
tuvieron  su  representación  legal; 

Guarta.  La  del  art.  1259  del  Oódigo  civil,  según  el  que  cninguno 
puede  contratar  á  nombre  de  otro  sin  estar  por  éste  autorizado  ó  sin  que 
tenga  por  la  ley  su  representación  legal.  EL  contrato  celebrado  á  nombre 
de  otro  por  quien  no  tenga  su  autorización  ó  representación  legal,  será, 
nulo,  á  no  ser  que  lo  ratifique  la  persona  á  cuyo  nombre  se  otorgue  an-< 
tes  de  ser  revocado  por  la  otra  parte  contratantes;  por  cuanto  en  el  con- 
venio de  10  de  Abril  de  1895  no  se  cumplieron  estos  requisitos,  pues  los 
tíos  de  los  menores  recurrentes  no  tenían  su  representación  legal,  ni  es- 
taban autorizados  por  ellos,  ni  tampoco  tuvo  lugar  la  ratificación  que  en 
BU  defecto  se  exige,  y,  por  tanto,  dicho  convenio  y  el  pago  que  en  él  se 
estipuló,  son  nulos. 

Quinta.  Las  de  los  arts.  1166,  1157  y  1766  del  Oódigo  civil,  que  res» 
pectivamente  dicen  que  el  deudor  de  una  cosa  no  puede  obligar  á  su 
acreedor  á  que  reciba  otra  diferente,  aun  cuando  sea  de  igual  ó  mayor 
valor  que  la  debida;  que  no  se  entenderá  pagada  una  deuda  sino  cuando 
completamente  se  hubiese  entregado  la  cosa  ó  hecho  la  prestación  en  que 
la  obligación  consistía,  y  que  el  depositario  está  obligado  á  guardar  la 
cosa  y  restituirla  cuando  le  sea  pedida  al  depositante  ó  sus  causahabien  - 
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tu;  toda  ves  qne  si  á  los  herederos  de  D.  José  Acosta  Velasco— así  dice— 
se  le  deben  26.000  pesetas  eo  metálico,  no  ce  les  puede  obligar  á  qne  re* 
«itMm  el  importe  de  sn  deada  en  ins^nebles,  mncho  mis  cuando  éstos 
está  probado  que  sólo  valen  11.961  pesetas;  y 

8exta.  Las  de  los  arte.  262  y  1263  del  mismo  Oaerpo  legal,  según  los 
qne  el  tntor  representa  al  menor  ó  incapacitado  en  todos  los  actos  civi- 
les, salvo  aquellos  que  por  disposición  expresa  de  la  ley  pueden  ejecutar 
por  si  solos  y  no  pueden  consentir  los  menores  no  emancipados;  puesto 
qne  D.  Laureano  Jiménes  Salasar  no  era  tutor  de  los  menores  recurren- 
tes, y  por  tanto,  los  actos  realisados  por  aquél  en  nombre  de  éstos,  no 
tienen  eficacia  legal. ' 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Oonsiderando  que  si  bien  el  art.  1026  del  Código  civil  establece  qne 
la  herencia  se  halla  en  administración  hasta  que  resulten  pagados  todos 
los  acreedores  conocidos  y  los  legatarios,  este  precepto  no  puede  ser 
apreciado  aisladamente  si  no  relacionándole  con  el  1069  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  que  determina  el  nombramiento  de  administrador 
ptra  que  el  nombrado  tenga  la  representación  hereditaria  y  pueda 
eferoer  legalmente  sus  funciones;  y  como  en  el  caso  dé  autos  no  tuvo 
efecto  dicho  nombramiento  y  las  operaciones  particionales  de  los  bienes 
dejados  al  fallecimiento  de  D.  José  Acosta  se  practicaron  por  un  tercero, 
poniéndolas  término  el  auto  aprobatorio  de  16  de  Septiembre  de  1896, 
la  representación  legal  de  la  herencia  únicamente  pueden  tenerla,  á  los 
fines  del  pleito,  los  herederos  de  Acosta,  pero  no  su  viuda,  que  no  fué  ni 
sdmlnietradora,  ni  heredera;  por  cuya  rasón,  al  absolverla  de  la  de- 
manda, no  se  infringen  los  artículos  que  en  primer  término  se  invocan, 
ni  existe  la  inoongruencia  de  que  hace  mérito  la  segunda  de  las  infrac- 
ciones á  Que  se  contrae  el  recurso;  porque  la  absolución  de  la  demanda 
no  puede  entenderse  con  limitación  al  heredamiento,  puesto  que  en  los 
ceasiderandos  de  la  sentencia  sfirma  expresamente  la  Sala  sentencia- 
dora qne  Dofia  María  Mariana  Velasco  no  fué  administradora  de  la  he- 
leneia,  afirmación  de  hecho  np  combatida  en  forma  en  el  recurso;  y  esto 
tentado,  es  manifieste  que  la  sentencia  resuelve  las  cuestiones  debida- 
mente planteadas  en  el  pleito,  mientras  que,  por  el  contrario,  no  lo  está 
la  de  nulidad,  propuesta  por  los  recurrentes  en  su  escrito  de  réplica, 
porque  la  facultad  que  concede  el  párrafo  2.®  del  art.  648  de  la  ley  de 
Eojuiciamiento  á  demandante  y  demandado  para  ampliar,  adicionar  ó 
modificar  las  pretensiones  y  excepciones  formuladas  en  la  demanda  y 
eonteetaeión,  es  y  debe  entenderse  con  la  limitación  de  no  alterar  las 
que  sen  objeto  principal  del  pleito,  según  tiene  declarado  la  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo,  á  cuyo  precepto  y  doctrina  se  ajusta 
la  parte  aetora  al  proponer  aquélla;  no  infringiéndose,  por  tanto,  las 
disposiciones  invocadas  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso: 

Oonslderando  que  los  artículos  del  Oódigo  civil  que  como  infringidos 

se  invocan  en  el  motivo  tercero  no  tienen  el  sentido  y  transcendencia 

que  pretende  darles  el  recurrente,  sentido  y  transcendencia  aplicable 

^'-i  sólo  á  les  herederos  forsosos  universales,  qne  son  los  qne  suceden 

todos  los  derechos  y  obligaciones  del  cansante,  y  á  quienes  únioa- 

nte  alcansan  las  responsabilidades  que  impone  el  art.  1084  del  mismo 

srpe  legal;  pero  de  ningún  modo  á  los  que  son  llamados  singular- 

nts  al  disfrute  temporal  de  determinada  porción  hereditaria,  como  el 

lyuge  superviviente,  que  viene  á  tener  el  carácter  de  simple  acreedor, 

I  ninguna  de  las  responsabilidades  que  el  finado  haya  podido  con- 

er;  y,  en  su  consecuencia,  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  que  la 

Ida  Dofia  María  Mariana  Velasco  no  era  heredera  de  su  marido,  ni 
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t6BÍft,  por  tanto,  el  carácter  con  qae  había  sido  demandada,  lejos  de  In-^ 
íringir  loe  artículos  807  y  661  del  expresado  Código,  los  aplica  acertada- 
mente en  consonancia  con  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo»  si» 
que  obste  al  haberla  sido  adjudicados  bienes  para  el  pago  de  determina- 
das deudas;  porque  sólo  respecto  á  éstas,  debe  entenderse  la  obligacióB 
que  por  ella  fué  aceptada,  sin  hacerla  extensiva  á  las  36.000  pesetas  re- 
clamadas por  los  demandantes,  que  resultan  satisfechas  en  la  partieida 
con  la  adjudicación  de  bienes  distintes,  en  cumplimiento  de  lo  cenTe- 
nido  en  el  documento  privado  de  10  d^  Abril  de  1896,  sobre  ouja  vall-^ 
des  ó  nulidad  lo  mismo  que  la  de  las  operaciones  divisorias,  no  proceda- 
hoj  hacer  declaración  alguna;  y  dados  los  fundamentos  expuestos,  caen 
por  su  base  los  restantes  motives  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio  Jiménes  Boda,  come 
tutor  dativo  de  los  menores  Dofia  María  de  los  Dolores,  D.  José  y  do& 
Elias  Jiméoes  Qoosález,  condenando  á  aquél  en  el  concepto  expresado, 
y  para  el  caso  de  que  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pego  de  la  cantidad 
correspondiente  per  raaón  de  depósito,  áque  se  dará  la  aplicación  qne 
previene  la  ley;  y  con  la  oportuna  certificación  devuélvase  á  la  Audien- 
cia territorial  de  Granada  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

A«í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é- 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasáadose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Al* 
deco8.=FrancÍBco  Toda.=Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal.=Pascual 
Domenech.sFederico  Monsalve.=Manuel  F.  Loaysa. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Bala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de- 
hoy  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  4  de  Julio  de  1906.sBogelio  Goniález  Montes. 


Mum.  e.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 4  de  Jallo, 
pablloado  el  2  de  ffotabro  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley. ^Caducidad  de  la  inetanda*^ 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  adnaisión  del  recurso  in- 
terpuesto por  Doña  Josefa  Fernández  contra  el  dictado  por  la. 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada. 
Bn  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  al  tenor  de  lo  que  preceptúa  en  $u  núm,  3.^  del  art.  1694  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  tivil^  no  ge  da  recurso  de  casación  por  in- 
Jraeción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  Juicios  en  que,  después  de 
terminados^  pueda  promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto^  excep- 
tuándose los  casos  que  establece;  y  conjorme  á  lo  prevenido  enelar-  ' 
titulo  419  de  dicha  ley,  la  caducidad  de  la  primera  instancia  no 
tihgue  la  acción^  la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio 
rrespondiente,  y  entablando  nueva  demanda,  á  no  ser  que  hubl 
prescrito: 

Que  carece  del  concepto  de  deñnitivo  el  auto  declarativo  de  q 
dar  abandonada  y  caducada  de  derecho  una  instancia,  por  lo  q 
según  el  núm,  3.®  del  art.  1729  de  dicha  ley,  dtbe  rechazarse  en  t 
mite  de  admisión  el  recurso  que  contra  el  mismo  se  interponga. 
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Setaltmndo  que  per  ftuto  de  34  de  Oetabre  de  1902  el  Jnes  de  primera 
famaneU  de  Alhema  declaró  abandonada  y  caducada  de  derecho  la  pri- 
mera Inetaneia  de  antea  promevidea  por  Dofia  Josefa  Fernándei  Moja 
en  Enero  de  1880  para  qne,  como  pariente  de  D.  Rodrigo  de  Besan,  se  le 
adjodleaoen  loe  bienea  del  Patronato  pasiyo  landado  por  el  miemo,  sien- 
do confirmado  eete  anto  y  el  en  que  dicho  Jnigado  deceatimó  la  reforma 
qae  ntUiaó  Dofia  Josefa  por  otro  dictado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  An- 
dioDcia  de  Granada  en  SI  de  Diciembre  de  1S06 : 

Beanltando  qne  Dofia  Josefa  Fernándea  Moya  interpuse  recurso  de 
eseación  por  infracción  de  ley,  á  cuya  admisión  se  opnso  el  Ministerio 
íical,  y,  en  en  virtud,  se  trajeren  los  autos  á  la  vista  con  los  debidee  em- 


Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  .Oasafia: 

Genalderando  que  al  tenor  de  lo  que  preceptúa  en  sn  núm.  8.^  el  ar- 
tículo 1694  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  da  recurso  de  casa- 
cí6b  per  Infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  les  Juicios  en  que,  des- 
pees de  terminadoe,  pueda  promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto,  ex- 
csptuándoee  lee  casos  que  establece;  y  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tfeoio  419  de  dicha  ley,  la  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extin- 
gue la  acción,  la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  Juicio  corree- 
pendiente  y  entablando  nueva  demanda,  á  no  ser  que  hubiera  pres- 
crito; preoeptoa  legales  demostrativos  de  que  el  auto  recurrido  carece 
del  concepto  definitivo  para  los  efectos  de  la  casación,  debiendo  por  elle 
leehasarae  en  trámite  de  admisión  el  recurso  interpuesto  á  nombre  de 
Dofia  Josefa  Fernándea  Moya,  á*  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  núme« 
10 1.^  del  ari.  1729  de  la  referida  ley  procesal; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  iaterpueeto  por  Dofia  Josefa  Fernández  Moya,  á  la  que  se  condena  al 
pago  de  lae  coetas;  líbreae  á  la  Audiencia  de  Granada  la  certificación  co- 
neapondiente,  con  devolución  del  apuntamiento,  y  publiqueae  eate  auto 
SD  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  i  de  Julio  de  1906.sr  Joaó  de  Aldecoa«=TomáB  Gúdal.scÁnto- 
■io  Aloneo  Gaeafia.=sDdef onso  Lopes  AraBda.t=Bamón  Barroeta.=Fe« 
darico  Monealve.&=£l  Magistrado  Sr.  Gollón  votó  en  Bala  y  no  pudo  ftr- 
nar:  Joaé  de  Aldeooa.ssLicenclado  Jorge  Martinea. 


Núm.  7.-TRÍBUNAL  8UPREM0.-4  de  Julio, 
poblloada  el  2  y  3  de  Oetabre  de  I9Ó7. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— De/mea  porpcbre^ 
Senteaeia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Domingo  Moreno  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  prime* 
ra  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  la  repre* 
aentación  del  Eatado. 
Rn  ana  con8ideramdo8  ae  establece: 

Que  denegándose  en  la  segunda  inetaneia  la  práetiea  de  una  prue^ 
no  reaUsada  en  la  primera  por  causa  imputable  á  la  parle  que  la 
opone^  como  lo  seria  no  haberlo  hecho  con  la  antelación  bastante^ 
gún  las  prescripciones  legales  para  que  pudiera  licuarse  defecto 

la  primera  instancia  dentro  del  término  común  que  establece  el 
1. 753  de  la  ley  procesal^  ee  atiene  el  Tribunal  sentenciador  á  lo 
^pmesto  en  el  easo  segundo  del  art.  862  de  dicha  leg^  sin  incurrir 
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en  el  quebrantamiento  de  forma  comprendido  en  el  núm,  5.^  del  ar- 
ticulo 1693. 

En  Ift  yillft  7  corte  de  Madrid,  á  4  de  Jnlio  de  1906,  en  el  tnoldente  de 
pobreee  aegaldo  en  el  Jnegado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oon* 
greeo  y  an  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andienoia  de  eeta  corte  per 
D.  Domingo  Moreno  Olivares,  de  esta  yecindad,  con  la  representación 
del  Estado;  pendiente  ante  Nos,  en  virtnd  de  recurso  de  casadón  por 
qnebrantamlento  de  forma,  interpuesto  per  el  demandante,  sostenido  en 
sn  defensa  y  representación  ante  este  Tribunal  Supremo  por  el  Letrado 
D.  José  Olavljo  y  Matnt  y  el  Procurador  D.  Salvador  Nocettl: 

Besultando  que  por  el  Tribunal  de  lo  Oontencioso-adminletratlye  del 
Oonsejo  de  Estado  se  alegó,  en  el  Juagado  de  los  de  primera  instancia 
á  quien  correspondiera  la  snstanciación  y  resolución  de  la  demanda  de 
pobresa  que  D.  Domingo  Moreno  y  Olivares  tenia  que  interponer  para 
poder  deducir  con  tal  carácter  de  pobre,  determinado  recurso  contencio- 
80-administrativo,  y  repartido  el  asunto  al  Juagado  del  distrito  del  Oon- 
greso,  dedujo  ante  él  Moreno  Olivares,  debidamente  representado,  dicha 
demanda,  que  el  Juagado  admitió,  confiriendo  de  ella  traslado,  con  em- 
plaaamiente,  al  Abogado  del  Estado: 

^  Besultando  que  evacuado  por  éste  dicho  traslado,  se  recibió  á  prueba 
el  incidente  en  auto  de  81  de  Octubre  de  1904,  por  término  de  veinte  días 
comunes,  A  las  partes,  para  proponer  y  practicar  la  que  tuvieran  por 
conveniente,  y  en  escrito  presentado  en  24  del  siguiente  mes  de  Noviem- 
bre se  articuló  por  el  demandante  prueba  testifical,  presentando  una  lia* 
ta  de  tres  testigos  y  el  interrogatorio  de  preguntas  correspondiente  y  so- 
licitando se  sefialara  día  y  hora  para  recibir  sus  declaraciones,  á  lo  cual 
proveyó  el  Juzgado  en  el  mismo  día,  teniendo  por  presentado  dicho  es- 
crito con  el  interrogatorio  y  lista  de  testigos  que  se  acempafiaba  con 
todo,  que  se  formara,  piesa  separada,  mandando  entregar  las  eopiaa 
igualmente  acompafiadas  A  la  parte  contraria,  y  que  no  había  lugar  á 
hacer  sefialamiento  para  la  declaración  de  los  testigos,  por  no  poder  me- 
diar el  término  que  sefiala  el  art.  642  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
declarando,  por  último,  pertinente  el  interrogatorio  presentado,  provi* 
denda  que  fué  notificada  «1  demandante  al  siguiente  día  26: 

Resultando  que  con  fecha  26  del  mismo  mes  hiso  constar  el  actua- 
rlo, por  diligencia,  que  en  el  día  anterior  habían  finalisado  los  veinte 
días  del  término  de  prueba,  y  en  otra  de  2  de  Diciembre,  que  daba  cuenta 
al  Juez  del  escrito  presentado  por  el  demandante  en  el  día  anterior,  pa- 
sada la  hora  de  despacho,  en  que  el  interpuso  recurso  de  reforma  contra  la 
providencia  de  24  de  Noviembre  en  la  parte  que  resolvía  no  haber  lugar 
al  sefialamiento  de  día  para  la  declaración  de  los  testigos,  pidiendo  que 
se  dictase  otra  en  su  lugar  en  la  que  se  hiciera  dicho  sefialamiento,  y  en 
el  caso  de  no  estimarse  esto  posible  por  haber  expirado  el  período  de 
prueba,  se  expresara  así  en  el  auto  correspondiente;  A  cuyo  escrito  acordó 
el  Juez,  al  siguiente  día  8,  que  estando  dictada  sentencia  en  este  inci- 
dente, no  había  lugar  á  proveer;  pues,  en  efecto,  en  aquel  mismo  día  ha- 
bía dictado  sentencia  desestimando  la  demanda  de  pobreza,  en  atención 
A  que  el  demandante  no  había  justificado  ninguno  de  los  extremos  de  su 
demanda,  pues  la  prnsba  propuesta  A  su  instancia  no  había  podido  lle- 
varse A  efecto  por  no  mediar  para  el  sefialamiento  el  término  marcado 
en  el  art.  642  de  la  ley  procesal: 

Resultando  que  contra  la  indicada  providencia  del  t,  dedujo  también 
el  demandante  otro  recurso  de  reforma  A  fin  de  que  se  dejara  sin  sfeeto 
y  se  acordara,  en  su  lugar,  la  snstanciación  de  su  anterior  recurso  da  te- 
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immM;  y  raaiMlte  por  el  Jiugada,  en  providencU  del  10,  que  no  había 
logar  i  tramitarlo,  apeló  el  demandante  de  la  sentencia  dictada,  siendo 
admitido  el  reenrao  en  ambos  efeetoe  y  remitidos  los  antos  á  la  Andien- 
«ia  del  territorio: 

Resultando  qne  al  eracnar  el  demandante  y  apelante  el  trámite  de 
instmceión  ante  la  Andiencia,  solicitó  por  nn  otros!  el  recibimiento  de 
los  antoe  á  prueba,  al  electo  de  qne  los  testigos  qne  Agoraban  en  la  lista 
^00  presentó  en  el  Juagado  declararan,  á  tenor  del  interrogatorio,  qne 
temblón  se  hallaba  unido  á  los  antos  y  estaba  declarado  pertinente,  ó 
preTia  nueva  declaración  de  pertinencia  de  sus  pregnatas,  si  se  estimaba 
necesaria,  á  enyo  efeeto  invocó  los  artículos  667  y  869,  en  relación  con 
el  898,'y  núm.  6.^  del  1698  de  la  ley  de  Eajulciamiento  civil;  el  Abogado 
del  Estado  oe  instruyó  á  su  ves  de  los  autos  ó  hlso  presente  por  an  otrosí 
-que  entendía  qne  no  podía  accederse  á  la  práctica  de  prneba  en  segunda 
Inatancta;  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte, 
por  auto  de  5  de  Abril  de  1906,  confirmado  en  súplica  por  otro  de  la 
misma  Sala  de  28  del  mismo  mes,  denegó  el  recibimiento  á  prueba  soli- 
dtado  por  el  apelante,  en  atención  á  que  el  hecho  de  haber  propuesto  la 
prueba  teetifical  el  último  de  los  veinte  días  concedidos,  era  y  no  podía 
por  menos  de  estimarse  como  impotable  al  solicitante  para  el  efecto  de 
eu  denegación  en  la  segonda  instancia: 

Beeaitando  que,  previa  citación  y  vista,  dictó  sentencia  la  susodicha 
Sala  en  18  de  Octubre  último,  confirmando  con  las  costas  la  dictada  por 
el  Juzgado,  y  dentro  del  término  legal  interpuso  D.  Domingo  Moreno 
Olivareo  recurso  de  casación  por  qnebranta miento  de  forma,  fundado 
en  el  núm.  6.^  del.  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ha- 
berle sido  denegada  una  diligencia  de  prueba  admisible,  según  las  leyes, 
como  es  la  declaración  de  testigos,  cuya  falta  había  dejado  indefenso  al 
recurrente,  á  cuyo  efecto  se  alegan  en  dicho  escrito  las  reclamaciones 
hechas  sobre  dicho  recibimiento  á  prneba  en  ambas  instancias  y  las  ra- 
zones entonces  expuestas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 
Considerando  que  al  denegarse  en  la  segunda  instancia  la  práctloa  de 
una  prneba  no  realisada  en  la  primera  por  causa  Impotable  á  la  parte 
qne  la  propone,  se  atiene  el  Tribunal  sentenciador  á  lo  dispuesto  en  el 
easo  8.®  del  art.  868  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  incurrir  en  el 
quebrantamiento  de  forma  eomprendido  en  el  núm.  6.^  del  art.  1698: 

Oonsiderando  que  la  precedente  doctrina  es  de  rigurosa  aplicación  al 
presente  reenrso,  ya  que  sólo  al  demandante  es  imputable  que  no  se 
praetlcaae  la  prueba  de  testigos,  que  no  propuso  con  la  antelación  ba»- 
lante,  para  que,  según  las  prescripciones  legales,  pudiera  llevarse  á 
efeeto  en  la  primera  instaneia,  dentro  del  término  común,  para  proponer 
y  practicar,  que  establece  el  art.  768  de  la  ley  procesal: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
eurso  de  easaeión  por  quebrantamiento  de  forma  interpueto  por  D.  Do- 
lingo  Moreno  Olivares,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y 
^a  en  su  caso,  al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debió  cons- 
atufar,  qne  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la 
kudiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
ie  loe  antos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  é  in- 

ettará  en  la  Oolbcción  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 

^eeeearias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Joeé  de  Aldecoa. 

?ieento  de  PiniéB.=Tomás  Gúdal.sslldefonso  López  Aranda.=cPasoual 
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Domeneeh.=Ramóii  Barroeta.=Bl  MaglstrAdo  6r.  Qollén  rotó  en  Salm. 
j  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa. 

Pablicación.=Leída  y  pablioada  fué  la  anterior  eentencia  por  «i 
Bzcmo.  8r.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  del  Trllmnal  Snpremo,  oa- 
labrando  aadleocla  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de  hoj, 
de  qne  certifico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Jallo  de  1906.=Llcenciado  Jorge  Martines. 

Nuxxu  8.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 4  de  Jallo, 
poblloada  el  3  de  Ootubre  do  1907. 

Oasación  por  infracción  db ley— JDtf/sAsa por  /M>6r0.— Sentencia 
declarando  no  babor  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Manuel 
Muñoz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  ciyil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Doña  Marcela  Maros*. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco: 

Que  el  defendido  como  rieo  en  la  primera  ineianda  neeeeiia^ 
para  die frutar  en  la  segunda  el  beneñeio  de  la  defensa  gratuita^ 
Juetiñear  cumplidamente  que  durante  la  suetaneiaeión  de  la  pri^ 
mera  ó  con  posterioridad^  ha  venido  al  estado  de  pobreza^  á  tenor  de 
lo  establecido  en  el  art.  25  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eioil: 

Que  no  puede  ser  tomada  en  consideración  ni  produce  efecto  ala- 
guno en  pleito  sobre  de  fensa  por  pobre  la  certiUcación  expedida  por 
un  aaente  ejecutivo^  fuera  del  término  ñjado  para  practicar  las 
pruebas  y  expresiva  de  estar  incurso  el  demanaanie  como  contri- 
ouyente  en  los  apremios  de  primero  y  segundo  grado: 

Que  el  hecho  de  constituirse  voluntariamente  deudor  el  pro¡ao 
demandante  dejando  de  satisfacer  im  plazo  de  contribución  y  danda 
lugar  al  apremio,  carecería  de  eficacia  para  evidenciar  erfor  de  hecho 
en  el  fallo  denegatorio  de  beneñdo  de  pobreta: 

Que  en  el  citado  caso  no  infringiría  la  sentencia  los  arts.  Í5,  nú- 
meros í.*  y  3.®,  596,  ndm.  3.^,  597,  reglas  2*  y  3  *  y  569,  regla  4  .•  de 
la  ley  procesal,  ni  los  1215, 1216, 1218  y  1248  del  Código  dvil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Julio  de  1906.  en  el  incidente 
de  pobresa  seguido  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
este  territorio  á  instancia  de  D.  Manuel  Mnfios  Herrera,  sin  preíesldn  y 
vecino  de  Garabanchel  Bajo,  sobre  que  se  le  declare  pobre  para  litigar 
con  Dofia  Marcela  Maros  y  Jordl,  vecina  de  Madrid  y  ocupada  en  las 
labores  de  su  sexo,  en  autos  ejecutivos,  sobre  pago  de  cantidad,  proce- 
dentes del  Juagado  de  primera  instancia  de  Getafe;  pendiente  ante  Nóa 
en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por 
el  Procurador  D.  José  María  Fernándes  Daganao,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Luis  Martorell,  en  nombre  de  D.  Manuel  Mufios  Herrera, 
siendo  parte  el  Abogado  del  Estado,  y  no  babiendo  comparecido  la  parle 
recurrida  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  en  autos  ejecutivos  seguidos  en  el  Juagado  de  p] 
mera  instancia  de  Getafe  por  D.  Manuel  Mofioa  con  Dofia  Marcela  Mai 
y  Jordl,  remitidos  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  en  virtud 
cierta  apelación  interpuesta  por  Mnfioz,  éste,  con  íecba  8  de  Octub 
de  1904,  dedujo  demanda  de  pobreaa  ante  la  Sala  segunda  de  lo  civil . 
la  expresada  Audieocia,  exponiendo:  qne  era  natural  de  Salamanca,  e 
tando,  desde  bacía  más  de  cuarenta  afios«  residiendo  en  Oarabanch* 
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BftjOy  donde  por  ello  tüTO  tu  domloUio  en  loa  clnoo  últimoB,  habitando 
en  la  calle  de  la  Sombra,  núm.  17,  sin  pagar  alquiler  por  ser  de  en 
propiedad;  que  era  casado,  de  setenta  y  dos  afios  de  edad,  estando  sepa- 
rado de  8V  eeposa  bacía  ventidós  afios,  por  encontrarse  la  misma 
anéente,  en  ignorado  paradero,  j  sin  que  existieran  hijos  del  matrimo» 
nlo,  ni  nenfrnctnase  bienes  de  ninguna  ciase,  ni  pudiera  dedicarse  á. 
ninguna  profesión  ú  oñcio  por  impedírselo  su  edad  y  sus  achaques,  á 
pesar  de  lo  cual,  se  había  procurado,  sin  encontrarla,  una  ocupación» 
siquiera  fneee  de  escribiente,  que  era  lo  único  á  que  en  todo  caso  podía 
dedlearee;  qne  era  propietario  de  la  casa  en  que  habitaba  y  de  diversos 
inmuebles  rústicos  y  urbanos,  que  le  producían  una  renta  inferior  á  25 
peseta»  mensuales,  hallándose  hipotecados  para  responder  de  un  prés-  ' 
tamo  de  7.600  pesetas  al  interés  del  10  por  100  al  afio,  y  cuyos  inmue- 
bles eran  una  casa,  con  cuatro  habitaciones,  en  el  camino  yiejo  de  San 
Isidro,  término  de  Oarabanchel  Bajo,  que  rentaba,  cuando  estaba  alqui- 
lada, 16  peaetas  al  afio;  unos  solares,  sin  valor^  en  el  propio  término 
municipal,  que  nada  rentaban  ni  producían;  una  pequeña  casa  en  Fuen- 
labrada,  qne  cuando  estaba  alquilada  producía  16  pesetas  anuales,  y 
cuatro  Uimueblcs  rústicos  sitos  en  el  término  municipal  de  Faenlabrada,. 
de  una  cabida,  próximamente,  de  dies  fanegas,  que  producían,  por  tér- 
mino medie,  100  pesetas  al  afio;  que  la  escases  de  los  meclios  de  vida 
del  demandante  era  debida  á  pérdidas  iniciadas  durante  los  dos  últimos 
iifioe,  á  los  gastos  que  le  causaban  diversos  pleitos  y  á  que  quedaran 
desalquilados  los  inmuebles  urbanos  referidos,  sin  que  hubiera  podido 
remediar  tal  situación  con  la  venta  de  las  pocas  fincas  qne  le  quedaban, 
porque  no  encontraba  comprador  por  las  cargas  que  las  gravaban  y  por 
el  mal  estado  de  los  negocios;  que  por  los  Inmuebles  expresados  satis- 
facía al  afio  por  contribución  territorial,  única  que  pagaba,  IfcS  pesetas, 
según  justificaban  los  recibos  que  acompafió,  correspondientes  al  primer 
trimestre  de  1904,  que  era  el  que  había  podido  solventar,  puesto  que 
per  loe  poeteriores  se  hallaba  en  descubierto  y  apremiado,  como  acredi- 
tabn  con  la  cédula  de  notificación  que  también  acompafió,  y  por  cuyo 
motivo  se  había  causado  embargo  en  cuanto  le  pertenecía,  y  citando 
como  fundamentos  de  derecho  los  arta.  2.®,  8.®,  10,  18,  14,  16,  núms.  1.^ 
y  6.^  SO,  21,  28,  24,  27  al  80,  66  y  624  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  loe  demie  aplicables  de  la  sección  2/,  título  l.<>,  libro  \.^  y  título  8.^ 
libro  %P  de  la  propia  ley,  pidió  se  admitiera  la  expresada  demanda  y, 
previofl  los  trámitee  oportunos,  se  le  declarase  pobre  para  litigar  en  lo» 
autos  referidos,  y  por  otrosí  interesó  el  recibimiento,  á  prueba: 

Beeultando  que,  con  la  anterior,  presentó  dos  recibos  de  contribución 
sobre  edificios  y  solares  del  pueblo  de  Oarabanchel  Bajo,  correspondien- 
tes al  primer  trimestre  de  1904  y  á  nombre  de  Mufios  Herrera,  uno  por 
88  peeetas  89  céntimos  y  otro  por  4  pesetas  96  céntimos;  otros  dos  reci- 
bes de  contribución  del  pueblo  de  Fuenlabrada,  á  nombre  de  aquél,  co- 
rrespondientes, uno  al  primer  semestre  de  1904,  por  2  pesetas  16  cénti- 
moo,  y  otro  al  primer  trimestre  del  mismo  afio,  por  2  pesetas  68  cénti- 
mos; y  una  cédula  de  notificación  de  apremio  de  segundo  grado  por  dé- 
itoa  de  contribución  urbana,  correspondientes  al  segundo  trimestre 
»  1904,  en  el  pneblo  de  Faenlabrada,  dirigido  á  Mnfios,  conminándole 
m  ei  embargo  y  venta  de  la  finca  si  no  satisfacía  el  descubierto  en 
alntieuatro  horas: 

Besnltaodo  que  formada  la  correspondiente  pieza  separada,  se  unie* 
en  á  la  misma  una  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Ca- 
ibanchel  Bsjo,  expresiva  de  que  D.  Manuel  Mnfioz  Herrera  figuraba 
laerito  en  las  listas  electorales  con  el  carácter  de  elegible  para  cargost 
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€onoe]il«B,  é  Incluido  en  el  padrón  de  edifioioe  y  solaree  de  aqnól  término 
como  duefio  de  doe  casas  y  un  solar,  pagando  167  pesetas  64  céntimos 
como  contribución  anual,  incluidos  los  recargos;  otra  cerficación  del  Se- 
cretario de  la  Diputación  provincial  y  de  la  Junta  provincial  del  Censo 
«lectoral  de  Madrid,  acreditativa  de  que  aquél  figuraba  en  el  pueblo  de 
Oarabanchel  Bajo  como  elector  y  con  el  expresado  carácter  de  elegible 
para  cargos  concejiles;  y  otra  certificación  de  la  Administración  de  Ha- 
cienda de  esta  provihcia,  expresiva  de  que  Mufioz  Herrera  figuraba  como 
contribuyente  al  Tesoro  público,  por  los  conceptos  de  edificios  y  solares, 
en  el  repetido  pueblo  de  Carabanchel,  y  en  los  afios  190S  y  1904,  con  la 
cuota  de  107  pesetas  68  céntimos  anuales: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  expresada  demanda  al  Abo- 
gado del  Estado  y  á  Dofia  Marcela  Maree  y  Jordl,  el  primero  pidió  se  lo 
tuviera  por  opuesto  á  la  misma,  fundado  en  que  hasta  entonces  no  re* 
sultaba  demostrado  que  el  demandante  se  haliase  en  situación  legal  de 
pobre,  é  invocando  el  art.  16  de  la  ley  procesal,  y  la  segunda  solicitó  se 
declaraie  no  haber  lugar  á  conceder  ni  defender  como  pobre  en  el  pleito 
al  demandante,  y  que  se  le  impusieran  todas  las  costas  del  incidente, 
exponiendo  que  no  solamente  poseía  aqñéi  los  bienes  que  él  mismo  re- 
lataba en  su  demanda  y  satisfacía  la  contribución  que  en  ella  manifes- 
taba, sino  que  poseía  otros  bienes  que  le  hacían  aparecer  legalmente  con 
el  carácter  de  rlco>  y  que  negaba  que  Mufioz  hubiera  venido  á  menos  for- 
tuna desde  la  presentación  de  su  demanda,  y  contaba  con  recursos  y  bie- 
nes suficientes  que  hacían  subir  á  muchas  veces  el  jornal  de  un  obrero  en 
la  localidad;  y  como  fundamento  de  derecho  alegó  que  no  eran  aplica- 
bles al  caso  los  invocados  por  el  actor;  que  éste  satisfacía  mayor  con- 
tribución que  la  sefialada  en  el  núm.  4.^  del  art.  16  de  la  ley  procesal,  se 
dedicaba  á  préstamos  usurarios  y  percibía  rentas  de  importancia  por  sus 
fincas,  con  lo  que  vivía  con  lujo  y  ostentación;  y,  por  último,  el  art.  81 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  á  instancia  del  de- 
mandante se  practicó  testifical,  consistente  en  las  declaraciones  de 
tres  testigos,  que  dijeron  ser  cierto  y  les  constaba,  á  dos  de  ciencia  pro- 
pia y  á  uno  como  acreedor  de  Mufioa  Herrera,  que  éate,  á  consecuencia 
del  mal  estado  de  su  salud,  de  las  desgracias  que  sobre  él  pesaban  y  de 
los  pleitos  y  cuestiones  judiciales  que  tenía  que  sostener,  había  visto 
desaparecer  los  medios  con  que  contaba  para  vivir,  y  había  sufrido  ta- 
les pérdidas  y  gastos,  que  carecía  de  ahorros  y  de  recursos  y  no  tenía 
metálico  con  que  atender  á  sus  necesidades;  que  tenía  fincas  de  peqefia. 
importancia,  y  que  el  mal  estado  de  fortuna  de  Mnfios  databa  de  hada 
unos  meses,  sin  que  aquél,  por  su  edad  avanzada  y  delicado  estado  de 
salud,  pudiera  dedicarse  á  trabajo  personal  de  ninguna  clase,  y  sólo 
podía  vivir  y  cubrir  sus  necesidades  apelando  al  préstamo  y  á  los  auxi- 
lios de  algunos  amigos,  siendo  tan  apurada  su  situación  que  hacía  cinco 
meses  había  tenido  que  anunciar  en  los  periódicos  la  venta  de  los  in- 
muebles y  efectos  de  la  casa  en  que  vivía,  habiéndolos  vendido  á  bajo 
precio  casi  en  su  totalidad,  y  que  sólo  vivía  y  vestía  con  decoro  apro- 
vechando lo  que  le  quedaba  de  cuando  su  posición  y  medios  eran  me* 
Jores: 

Resultando  que  sin  expresarse  en  el  apuntamiento  á  instancia  de 
qué  parte  y  sí  que  se  había  practicado  fuera  del  término  probatorio,  so 
hace  mención  en  aquél  de  haberse  recibido  una  certificación  del  Agente 
ejecutivo  subalterno  de  Hacienda  de  la  Zana  de  Getafe,  fechada  el  26  do 
Febrero  de  1906,  en  la  que  se  hacía  constar  que  en  el  expediente  geno- 
jral  seguido  por  débitos  de  contribución  urbana  del  afie  1904,  se  hallaba 
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«pramlado  é  incnreoen  loa  recargos  de  primer  y  segando  grade  D.  Ma- 
nuel Mufiox  Herrera,  adeudando  8Y  pesetas  SO  eóntlmos  por  caota  y  re- 
eargoo,  sin  qne  se  hobieran  todavía  embargado  sns  bienes  raíces  por  no 
haberse  entregado  aún  por  el  Ayuntamiento  una  certificación  que  se  le 
habla  pedido: 

Beenltando  que  á  Instancia  del  Abogado  del  Estado  se  practicó  prue- 
ba documental,  consistente  en  certificación  del  Secretarlo  del  Ayunta- 
miente  de  Garabanchel  Bajo  expresiva  de  que  de  la  hoja  de  empadrona- 
miento inscrito  por  el  demandante  en  17  de  Diciembre  1904  aparecía 
empadronado  en  la  calle  Empedrada,  núm.  17  de  dicha  población,  en 
unión  de  tres  mujeres,  sin  expresar  el  parentesco  de  las  mismas  con  él» 
que  era  negociante  y  propietario,  y  pagaba  146  pesetas  de  contribución 
territorial,  y  en  un  Informe  del  Alcalde  Presidente  de  dicho  Ayunta- 
miento, en  oficio,  remitiendo  la  certificación  antes  relacionada,  en  el 
que  manifestaba  que  Mnfios  Herrera  se  ocupaba  y  vivía  del  prosterno» 
con  usura,  además  de  que  era  duefio,  ó  figuraban  al  menos  á  su  nombre 
en  el  amlUaramiento,  cuatro  casas  ó  fincas  urbanas  que  contribuían  por 
el  producto  líquido  imponible  de  806  pesetas  anuales,  y  que  habitaba, 
en  unión  de  tres  jóvenes,  toda  la  casa  de  la  calle  antes  citada,  compues- 
ta de  bajo  y  principal : 

Beenltando  que  á  instancia  de  la  parte  demandada,  se  practicó  la  sU 
guíente  prueba  docuo^ntal:  dirigida  orden  á  los  dies  Juzgados  munici- 
pales de  esta  corte  para  que  se  certificara  haciendo  constar  todos  los  jui- 
cios verbales  civiles  y  actos  de  conciliación  que  se  (hubieran  celebrado 
á  instancia  del  demandante  durante  los  cinco  últimos  afios,  con  expre- 
sión de  las  cantidades  reclamadas  en  cada  expediente,  remitieron  las  ex- 
presadas certificaciones  todos  los  Jueces,  excepto  los  de  jlos  distritos  del 
Gmtro  y  Hospicio,  expresivas  de  no  haberse  celebrado  juicio  verbal  ni 
seto  de  ooncillación  alguno  en  dicho  período  de  tiempo  á  instancia  del 
referido  Mufles  Herrera;  una  certificación  del  Alcalde  del  Ayuntamiento 
de  Hamanes  de  Madrid,  en  la  que  se  hacía  constar  que  de  los  amillara- 
mieatos,  repartimientos  y  apéndices  de  la  riqueza  de  aquel  término  mu- 
nicipal no  aparecía  como  contribuyente,  con  riquesa  algana  amillarada- 
D.  Manuel  Mnfioz  Herrera;  una  certificación  del  Registrador  de  la  pro* 
¡dedad  de  Getafe,  fechada  en  28  de  Febrero  de  1906,  en  la  que  se  hacía 
constar  qne  de  los  libres  aparecían  inscritos  á  favor  de  D.  Manuel  Mu- 
fiei  Herrera  los  bienes  y  derechos  siguientes:  primero,  un  solar  en  tér- 
mino de  Garabanchel  Bajo;  adqnlrido  en  precio  de  1.800  pesetas,  y  del 
enal  fueron  segregadas  dos  parcelas  vendidas  por  aquél,  ambas  en  426 
pesetas;  segundo,  una  casa  en  el  expresado  pueblo,  calle  Empedrada, 
número  17,  cuyo  precio  no  puede  determinarse  por  haber  sido  adquirida 
con  otras  fincas  por  precio  alzado,  y  sobre  cuya  aparecían  constituidas 
deshipotecas,  una  de  10.000  pesetas  en  garantía  de  un  préatamo  de 
7.600,  por  escritura  de  10  de  Febrero  de  1896,  y  otra  de  4.600  pesetas  en 
Saraatiade  otro  préstamo  de  7,600,  según  escritura  de  7  de  Septiembre 
de  1904;  tercero,  otro  solar  en  él  mismo  pneblo,  adquirido  por  666  pese- 
s,  y  gravado  con  una  hipoteca  de  860  pesetas  en  garantía  del  préstamo 
»  7.600  antes  referido;  cuarto,  otro  solar  con  una  casita  constraida  en 
'mino  del  mismo  pueblo  y  adquirido  en  2.000  pesetas  ó  hipotecado  en 
W  en  garantía  del  préstamo  citado  de  7.600  pesetas;  quinto,  otro  so- 
en  el  mismo  término,  adquirido  por  60  pesetas;  sexto,  una  casa  en 
Bulabrada,  adquirida  por  2.000  pesetas  é  hipotecada  por  1.000  en  ga» 
ütía  del  préstamo  últimamente  citado;  séptimo»  una  tierra  en  término 
i  Fuenlabrada,  adquirida  en  precio  de  280  pesetas  en  pago  de  un  crédi- 
en  10  de  Marzo  de  1896,  é  hipotecada,  como  la  anterior,  por  276  pese- 
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tu;  octavo,  otra  tierra  en  igaal  término,  adquirida  por  126  peeetaa  6  hi* 
potecada,  como  iae  anterioree,  por  80  pesetas;  noveno,  otra  tierra  en  el 
mismo  término,  adquirida  por  160  pesetas  é  hipotecada  por  96,  como  las 
anteriores;  décimo,  una  vifia  ea  término  de  Humanes,  adquirida^  en 
pago  de  un  crédito,  por  148  pesetas  é  hipotecada  por  276  (así  dice),  como 
las  anteriores;  undécimo,  nn  solar  en  Carabanchel  Bajo,  adquirido  por 
600  pesetas  é  hipotecado  por  860,  al  mismo  crédito  que  ios  anteriores; 
duodécimo,  nn  crédito  de  4  000  pesetas  contra  Dofia  Pilar  Aceitero,  con 
«1  interés  del  6  por  100  mensual,  garantizado  con  hipoteca,  y  decimo- 
tercero, otro  crédito  de  1.860  pesetas  contra  Dofia  Marcela  Mares  y  Jordl, 
también  con  el  Interés  del  8  por  100  mensual,  también  garantizado  con 
hipoteca;  y  una  certificación  del  Secretario  del  Ayuntsmiento  de  Cara- 
banchel Bajo,  fecha  21  de  Febrero  de  1906,  expresiva  de  que  de  la  hoja 
de  empadronamiento  suscrita  por  el  actor  en  81  de  Diciembre  de  1908, 
correspondiente  á  U  casa  núm.  17  de  la  calle  Empedrada,  resultaba  ha- 
bitarla aquél  ocupándola  toda;  declaraba  pagar  40  pesetas  de  contribu- 
ción territorial  al  trimestre  y  aparecían  empadronadas  á  continuación 
Fior,  Manuel,  Ooncepción  y  María  Rosa  Aloines  y  Mateos,  sin  expresar - 
ae  su  parentesco  ó  raaón  de  convivencia  con  el  cabeza  de  familia;  y  que  ' 
aparecía  Mnfioz  Herrera  inscrito  en  el  Registro  fiscal  de  edificios  y  sola- 
res de  dicho  término  con  tres  casas  y  un  solar,  con  un  capital  imponible 
«n  total  de  806  pesetas: 

RdsuUando  que  sustanciado  el  incidente  por  sus  demás  trámites  le 
gales  en  6  de  Mayo  de  1906,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  esta  corte  dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  so* 
pUr  ni  enmendar  la  dictada  por  la  misma  Sala  en  6  de  Abril  anterior, 
por  la  que  se  denegó  la  concesión  del  beneficio  legal  de  pobreza  solicita- 
do por  D.  Manuel  Muñoz  Herrera  para  litigar  con  Dofia  Marcela  Mares  y 
Jordi  en  autos  ejecutivos  sobre  pago  de  pesetas,  y  se  le  condenaba  en  las 
costas  del  incidente  é  imponiendo  al  mismo  las  del  recurso  de  súplica: 

Resultando  que  D.  Manuel  Mnfioz  Herrera  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.®  y  7.®  del  ar- 
ticulo 1692  de  la  de  Enjuiciamiento,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  toda  vez 
que  el  solo  fundamento  del  fallo  recurrido  para  denegar  la  pobreza  lo 
constituye  el  que  el  recurrente  mo  había  demostrado  haber  venido  á 
peor  estado  de  fortuna  con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  litigaba  en 
concepto  de  pudiente  durante  la  primera  instancia;  y  tanto  de  la  prueba 
testifical  como  de  la  certificación  expedida  por  el  Agente  ejecutivo  su- 
balterno de  Hacienda  de  la  Z3na  de  Getafe,  relativa  al  expediente  gene- 
ral seguido  por  débitos  de  contribución,  del  que  aparece  apremiado  é  In  • 
curso  en  los  recargos  de  primer  y  segundo  grado  D.  Manuel  Mnfioz  He- 
rrera, y  cuya  certificación  es  documento  auténtico,  había  aquél  justifica- 
do del  modo  que  le  fué  posible  el  requisito  expresado; 

Segundo.  lafracción  de  los  arts.  1216,  1216,  1218  y  1248  del  Gódlge 
civil,  y  de  los  696,  núm.  8.^  697,  reglas  2.^  y  3.*,  y  669,  regla;4.*  de  la 
ley  procesal,  en  cuanto  dichos  preceptos  establecen  que  merecen  la  con- 
sideración de  documentos  públicos,  y  que  hacen  prueba  aun  en  perjuicio 
de  tercero,  respecto  de  los  hechos  que  de  los  mismos  aparezcan,  los  de 
la  índole  y  circunstancias  de  la  certificación  de  que  se  hace  mérito  en  el 
anterior  motivo,  toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora  no  concede  eficacia 
al  citH.io  docn mentó  ni  á  las  declaraciones  de  los  tentlgos,  que  deben 
ap''e.Mftr«f-  ce  n  r»njpción  4  las  reglas  de  la  sana  crítica;  y 

T"   -v  '■.     I   f  ...'  ion  ¿^  I--"  t  úm--üq  i.°  y  8.°  d  •!  art.  15   de  la    ley    U 

c  te  pl/itOj    v^íie  C9.iib.ejcu 
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ftt8  aeran  deolaradofl  pobres  los  qae  vivan  de  nn  jornal  eventual  ó  de 
isntae  ó  prodnotoe  que  no  excedan  del  doble  Jornal  de  nn  bracero  en  la 
toealidad  donde  tengan  en  residencia;  toda  ves  qne  lá  sentencia  recnrri-» 
da  deniega  loe  beneficios  de  la  pobresa  al  recurrente,  á  pesar  de  qae  éste 
sólo  dlsf mte,  según  las  pruebas,  del  jornal'  ó  salarlo  eventual  que  pue- 
da peieibir  cnando  trabaje,  y  de  rentas  que  sumadas  no  exceden,  ni  si- 
laiera  llegan  al  doble  jornal  que  los  braceros  ganan  en  Carabanebel 
Baje: 

Viste,  eiendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 

Conslde^ndo  que  el  defendido  como  rico  en  la  primera  instancia 
neossita,  para  disfrutar  en  la  segunda  el  beneficio  de  la  defensa  gratuita, 
Justificar  cumplidamente  que  durante  la  sustanoiaclón  de  la  primera  ó 
«en  posterioridad  ba  venido  al  estado  de  pobresa,  á  tenor  de  lo  estable- 
cido en  el  art.  26  de  la  ley  de  Eojolciamiento  civil: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar,  por  el  resultado 
de  las  pruebas,  que  no  se  ha  justificado  la  pobresa  en  la  forma  determi- 
nada per  la  ley,  no  ha  incurrido  en  el  error  de  hecho  ni  de  derecho  en 
^oe  se  fundan  loe  tres  motivos  del  recurso,  porque  aparte  de  que  la  cer- 
lifioaeión  del  Agente  ejecutivo  que  se  invoca  como  documento  autón- 
tiee  no  puede  eer  tomada  en  consideración,  ni  produce  efecto  alguno, 
por  estar  expedida  fuera  del  término  fijado  para  practicar  las  pruebas; 
de  todas  suertes,  el  hecho  de  constituirse  voluntariamente  deudor  don 
Manuel  Maños  Herrera,  dejando  de  satisfacer  un  trimestre  de  contribu- 
ción, dando  Ipgar  ai  apremio,  carecería  de  eficacia  para  evidenciar  el  su- 
pMsto  error  que  A  la  sentencia  se  atribuye;  por  lo  que  no  han  sido  in- 
fringidas las  disposiciones  alegadas  en  los  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Mufioa  Herrera,  á  quien 
eeadenamos  al  pago  de  las  cestas  y  al  de  la  cantidad  correspondiente 
por  raión  de  depósito,  A  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley; 
y  líbrese  A  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  la  oportuna  certificación, 
BsempaHada  del  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  In- 
ssftará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
Bseesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de  Aldeooa* 
Francisco  Toda.=yicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal.==Pasctial  Dome- 
&ech.=Federleo  Monsalve.=Manuel  F.  Loaysa. 

Pal>licación.rr Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bnmo.  8r.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
iioy,  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  4  de  Julio  de  1906.»Bogelio  González  Montes. 


Kñm.  e.-6RACIA  Y  JUSTICIA.- 4  de  Julio, 
psblloada  el  8  de  Agoete  de  1906. 

iOLUCIÓN  DE  LA  DIRECCIÓN  GBNBRAL  DE  LOS  REGISTROS  reVOCan- 

io  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Bgea  de  los 
)abaI]ero8  á  inscribir  una  escritura  de  compraveata. 
*n  sos  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

¿ue  procede  recoear  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
escribir  una  escritura  decomnr''*venta,/undándose  a  lué'la  en  que 
lacerse  la  deserip'iion  del  ¿r.mueble  vendí  io  ne  desigria  al  o^nde- 
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dor  eon  el  $egundo  apellido  distinto  del  que  ostenta  en  la  escritura, 
si  en  ésta^  además  de  dar  fe  el  Notario  del  conocimiento  de  aquél, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  23  de  la  ley  del  Notariado  y  7Í 
y  74  del  reglamento  para  su  ejecución^  se  deduce  elaramente  del 
contexto  de  la  misma  ser  aquella  diferencia  un  error  material  des^ 
üirtuado  por  lo  que  de  ella  resulta, 

limo.  8r.:  En  el  recarso  gabernativo  InterpnestG  por  el  Notario  Don 
Ait¡aio  Ventura  Solé  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
de  Egea  de  los  Caballeros  á  inscribir  una  escritara  de  oompraventa^ 
pendiente  en  este  Centro  en  virtad  de  apelación  del  recnrrente. 

Besnltando  qne  por  escritura  otorgada  en  Tanste  ante  el  Notario  Don 
Arturo  Ventura  á  31  de  Julio  de  1906,  vendió  Pascual  Laborda  á  Miguel 
Longás,  en  precio  de  800  pesetas,  nna  finca  rústica,  expresándose  com^ 
segundo  apellido  del  vendedor  el  de  Aragües  en  la  comparecencia/ 
otorgamiento,  j  el  de  Lorente  al  exponer  que  era  duefio  de  la  finca: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro  do 
la  propiedad  de  Egea  de  los  Caballeros,  puso  el  Registrador  la  siguient» 
nota:  «Presentado  este  título  á  las  once  de  hoy,  se  suspende  su  inscrip- 
ción por  el  defecto  snbsanable  de  apellidarse  el  transmitente  ó  vendedor 
unas  veces  Laborda  Aragües  y  otras  Laborda  Lorente,  sin  que  consto 
salvado  el  error  en  modo  alguno: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Arturo  Ventura  interpuso  este  recurso» 
solicitando  se  revocara  la  nota  del  Registrador  y  se  declarara  que  la  es- 
critura estaba  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  legales,  á  cuy» 
efecto  expuso:  que  en  la  comparecencia  y  en  las  estipulaciones  se  desig- 
nó al  vendedor  con  los  mismos  apellidos  que  en  la  titulación  previa; 
pero  en  la  parte  expositiva  se  cometió  el  error  de  apellidarle  Laborda 
Lorente,  en  lugar  de  Laborda  Aragües,  cuyo  error  material  uo  puede 
impedir  la  inscripción,  porque  no  hace  dudar  de  la  identidad  del  vende- 
dor, como  tiene  declarado  este  Centro  en  Resoluciones  de  9  de  Enere 
de  1886,  18  de  Julio  de  1898  y  14  de  Noviembre  de  1892: 

Resultando  que  el  Registrador  que  extendió  la  nota  motivo  de  este 
expediente  informó  sosteniendo  su  calificación  y  alegando  lo  establecido 
én  los  arts.  9  ®  y  82  de  la  ley  Hipotecaria,  9.^'  de  su  reglamento  y  doc- 
trina de  este  Centro  en  Resoluciones  de  29  de  Noviembre  d^  1878,  17  de 
Febrero  de  1877,  28  de  Junio  de  1876  y  21  de  Agosto  de  1894: 

Resultando  qne  el  Juez  de  primera  instancia  de  Egea  de  los  Caballe- 
ros declaró  do  haber  lugar  á  revocar  la  nota  recurrida,  fundándose  en 
las  consideraciones  siguientes:  que  la  diferencia  que  resulta  en  la  es- 
critura respecto  al  segundo  apellido  del  vendedor  no  es  por  cambio  ú 
omisión  de  al8:unas  letrss,  sino  de  poner  dos  completamente  distintos, 
lo  cual  puede  inducir  por  lo  menos  á  dudar  de  quién  es  el  vendedor;  qne 
el  Registrador  ha  de  practicar  la  inscripción  por  lo  que  resulte  del  titu- 
lo, según  el  art.  26  del  Reglamento  hipotecario,  y,  por  tanto,  tendría  en 
este  caso  que  derignar  al  vendedor  con  dos  apellidos,  estampando  á  sa- 
biendas un  error,  de  que  nacía  la  racional  duda  de  si  enajenaba  quien 
aparecía  en  el  Registro  como  duefio  ó  una  persona  distinta,  y  el  temor 
de  producirse  la  nulidad  del  asiento  y  perjuicio  de  tercero;  y  que  según 
el  art.  82  de  la  ley  Hipotecarla  se  entenderá  que  carece  la  inscripción  de 
las  circnnstancias  neceearias  para  bu  valides,  no  sólo  cuando  se  omitan, 
sino  cuando  ee  expresen  con  tal  inexactitud  que  pueda  ser  por  ello  el 
tercero  inducido  á  error  sobre  el  objeto  de  la  circunstancia  misma  y 
perjudicado  además  en  bu  consecuencia: 

Resultando  que  el  Notario  recurrente  apeló,  insistiendo  en  que  la 
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Beaoluelón  de  14  de  Noylembre  de  1802  se  fondo  perticalarmente  en  eer 
InTereeimil  qne  íueee  persone  distinta  le  qne  compareció  y  le  que  esti- 
puló, qne  ee  lo  qne  aqnl  ocnrre,  pnesto  qne  en  le  misma  exposición  qne 
is  deelgnó  eqniyecedemente  Leborde  Lorente  se  dice  luego  «qne  esta 
Anea  pertenece  ai  expresado  compareciente»,  y  qnien  (compareció  fné 
¡Aborde  AiagUea: 

Beenltendo  qne  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  dicbo  anto 
por  ene  propios  ínndamentos  y  por  lo  dispuesto  en  la  Instrncción  para 
rsdactar  docamentos  públicos  sujetos  á  Begistro  y  en  loe  ertícnlos  9.®  de 
la  ley  Hipotecarla  y  29  de  su  Reglamento: 

Yistae  las  Reeoluciones  de  9  de  Enero  de  1886,  16  de  Mareo  y  14  de 
Hoyiembre  de  1892,  18  de  Julio  de  1898  y  17  de  Junio  de  1901: 

Coneiderando  que  así  en'  la  comparecencia  como  en  el  otorgamiento 
de  le  escritura  objeto  del  recurso  se  designa  al  vendedor  con  una  nom- 
bres y  apeliidoe  de  Pescnal  Laborda  y  Aragftes,  dando  fe  el  Nutario  de 
so  conocimiento,  conforme  á  lo  dispoesto  en  el  art.  28  de  la  ley  del  No- 
tariedo  y  78  y  74  del  Begiamento  dictado  para  su  ejecución: 

Gonsiderando  que  eun  cuando  al  hacerse  la  descripción  del  inmueble 
Tendido  ee  dice  pertenecer  al  Pascual  Laborda,  pero  expresando  como 
segundo  apellido  el  de  Lorente,  del  contexto  de  la  escritura  claramente 
is  deduce  eer  éste  un  error  material»  desvirtuado  por  lo  que  de  la  misma 
lesolta: 

Considerando  que  estando  además  identificada  la  personalidad  de 
dkho  vendedor  por  les  demás  circunstancias  del  mismo,  no  pnede  exis- 
tir duda  de  que  el  compareciente  es  el  expresado  Pascual  Laborda  y 
Aragt-'s,  y  que  como  duefio  del  referido  inmueble  es  el  que  procede  á 
su  enajenación; 

Eeta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la  providencia  apelada  y 
iselarar  inscribible  la  escritura  qne  ha  dado  lugar  al  recurso. 

Lo  que,  con  devolnclón  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afios.  Madrid  4  de 
Jallo  de  1906.=:El  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  8erna.=Sr.  Pre- 
Bidente  de  la  Audiencie  de  Zaragoaa. 


Nüm.  lO.— TRIBUNAL  SUPREMO. -5  de  Julio, 
pMblloada  el  3  de  Octubre  de  1907. 

Oabaoión  por  quebbantamibnto  de  forma,— Interdt'eto  de  reso^ 
óror.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recrso  inter- 
puesto por  D.  Oustodio  Soriano  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  Com- 
niñia  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  y  á  Alicante. 
En  8U8  COM810ERAND0S  86  ostablece: 

}ue  »endo  un  hecho  acreditado  que  una  entidad  social  6  pcrsO" 
fUridiea  otorgante  de  un  poder  por  medio  de  representantes  le- 
tB,  continúa  existente  sin  alteración  alguna  fundamentat  de  su 
stitudóny  es  eoidente  que  el  fallecimiento  de  algunos  de  sus  miem- 
I  nú  afecta  en  lo  más  mínimo  á  la  Vfda  legal  de  la  misma,  ni  pro- 
A  los  efectos  señalados  en  el  art,  1732  del  Código  c mi  pues  el 
\datario  sigue,  en  tales  condiciones  representando  lean  mente  á 
xpresada  entidad^  ctiando,  por  otra  parte^  no  le  fué  renomdo  el 
ter,  g  si  únicamente  ampliado  á  extremos  que  en  nada  le  afectan. 
fCMO  106  4 
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£a  U  viUa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1906,  en  el  interdicto 
de  recobrar  la  poaeaión  de  nnoe  terrenos,  eegnido  en  el  Juzgado  de  pri« 
mera  instancia  de  Caaalla  de  la  Sierra  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa- 
diencia  territorial  de  Sevilla  por  la  Oompafiía  de  loe  ferrocarriles  de  Ma- 
drid á  Zaragosa  y  Alicante,  domiciliada  en  esta  corte»  contra  D.  Oneto* 
dio  Sdriano  Villalobos,  Secretarlo  del  Jatgado  manicipal  de  Gaadaica- 
]Dial,  con  vecindad  en  dicho  pnnto,  y  D.  Mannel  Bodrígnes  Gals,  de  igaal 
vecindad,  coya  profesión  no  consta,  qne  no  lia  comparecido  en  los  antoss 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma,  interpuesto  por  D.  Custodio  Soriano  Villalobos,  sostenido 
en  su  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  Arsenio  Martines  de 
Campos  y  D,  Mariano  García  Calderón,  éste  en  el  acto  de  la  vista,  y  el 
Procurador  D.  Celedonio  Lopes .  Serranillos,  habiendo  comparecido  la 
Oompafiía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragosa  y  á  Alicante,  repre* 
sentada  por  el  Procurador  D.  Luis  García  Ortega  y  defendida  por  el  Le* 
trado  D.  Juan  de  la  Cámara: 

Resultando  que  según  consta  en  escritura  de  sustitución  de  poder 
otorgada  en  10  de  Enero  de  1^05,  ante  el  Notario  de  esta  corte  D.  Lula 
Gonsáles  Martines,  por  D.  Paulino  de  Sobrón  y  Gri jaiba,  el  Consejo  da 
Administración  de  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  ¿  Zarago- 
sa y  á  Alicante,  en  reunión  celebrada  en  l.^de  Septiembre  de  1886,  fon- 
dado en  estar  próximo  á  caducar,  por  rasón  de  su  fecha,  el  poder  gene- 
ral para  pleitos  otorgado  por  la  citada  Compañía  á  favor  de  su  Agente 
Judicial  O.  Paulino  de  Sobrón  y  Grijalba,  acordó  que  se  otorgara  nuevo 
poder  á  favor  del  mismo  para  representar  á  la  Oompafífa  en  cuantos 
asuntos  pudiera  interesar,  ante  los  Tribunales,  en  todos  los  órdenes  y 
con  las  clánsalas  de  sustitución  corespondientes,  designando  por  el  otor- 
gamiento de  ese  poder  á  D.  Venancio  Gonsáles,  Admioistrador  de  la 
Compañía,  y  á  D.  Cipriano  Segundo  Montesinos,  Director  de  la  misma, 
los  cuales,  en  22  del  mes  y  año  últimamente  citado,  y  por  ante  el  Nota- 
rio D.  Luis  Gonsáles,  confirieron  el  poder  acordado  á  D.  Paulino  de  So- 
brón y  Grijalba,  quien,  haciendo  uso  de  las  facultades  qne  le  estaban 
concedidas,  lo  si»stitnyó  á  favor  del  Procurador  de  Casalla  de  la  Sierra 
D.  Jacinto  Vera  y  Pifia: 

Resultando  que  obrando  éste  en  nombre  de  la  Compañía  de  los  fe« 
rrocarriles  de  Madrid  á  Ziragosa  y  á  Alicante,  cuya  represe otación  acre- 
ditaba con  la  copia  de  escritora  de  poder  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y 
que  acompañaba,  dedujo  en  26  de  Febrero  de  1906,  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Casalla  de  la  Sierra,  demanda  de  interdicto  de  reco- 
brar la  posesión  de  unos  terrenos  contra  los  vecinos  de  Gaadalcanal  don  - 
Manuel  Rodrigues  Cals  y  D.  Custodio  Soriano  VlllaloboR,  pidiendo  se 
tuviera  por  presentada  con  los  documentos  y  copias  á  ella  acompaña- 
dos, se  acordara  recibir  la  información  testiflcal  que  ofrecía,  y  resultan- 
do de  ella  comprobados  los  extremos  de  la  posesión  y  del  despojo,  se 
señalara  día  y  hora  para  la  celebración  del  juicio  verbal,  y,  previos  los 
demás  trámites  legales,  se  dictase  sentencia  declarando  haber  lugar  al 
interdicto,  mandando  reintegrar  á  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de 
Madrid  á  Zaragosa  y  á  Alicante  en  la  posesión  de  que  había  sido  despo- 
jada, y  requiriendo  á  los  perturbadores  para  que  en  lo  sucesivo  se  abs- 
tuvieran de  cometer  los  actos  realisados  ó  cualesquiera  otros  atentato- 
rios á  la  posesióa  que  á  su  poderdante  pertenecía,  con  expresa  imposi- 
ción de  costas  á  ios  demandados: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  recibida  la  información  tes- 
tifical ofrecida,  se  convocó  á  las  partes  á  juicio  verbal,  al  que  sólo  eon- 
ourrieron  el  Procurador  D«  Jacinto  Vera  yPifia,  en  representación  de  Ift 
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OompflfiÍA  demandante,  aaistido  del  Letrado  D.  GniUermo  Alvares  He 
Toledo,  7  la  representación  j  defensa  de  D.  Oostodio  doriano  y  Villa- 
lobos, en  cnyo  acto  la  parte  actora  manifestó  qne,  apareciendo  de  la  in« 
lormaelón  teetiflcal  comprobados  los  extremos  de  la  posesión  qne  osten- 
taba 7  el  despojo  de  qne  había  sido  victima  por  el  demandado,  reprodn* 
cía  la  demanda  en  todas  sns  partes,  suplicando  se  dictase  sentencia  de« 
clarando  haber  Ing^ar  al  interdicto  cen  los  pronunciamientos  qne  ^n 
sqnélla  se  enumeraban;  7  el  demandado  D.  Cnstodio  Soriano,  despoós 
de  dedaeir  demanda  incidental  de  pobreza,  para  caya  snstanciación  se 
mandó  formar  pieaa  separada,  snpiicó  se  declarase  no  haber  Ingar  al  in- 
terdicto dedncido  en  contra  enya,  con  las  costas  á  la  Oompsfiía  deman- 
dante, á  cn70  efecto  alegó  las  excepciones  signientes:  primera,  falta  de 
personalidad  en  el  actor,  por  carecer  de  las  cnalidades  necesarias  para 
comparecer  en  Juicio,  pues  formulaba  la  demanda  D.  Jacinto  Vera  7 
Pifia,  en  nombre  de  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zara- 
fosa  7  á  Alicante,  en  virtud  del  poder  sustituido  por  D.  Panlino  de  So- 
brón  7  Grifalba,  Agente  de  negocios,  quien,  á  su  ves,  lo  recibió  de  otros 
des,  7a  difuntos,  D.  Venancio  Gonsález,  individuo  del  Oonpejo  de  Ad- 
ministración de  aquélla,  7  D  Cipriano  Segundo  Montesinos,  Director  de 
la  misma,  los  cuales  otorgaron  la  escritora  de  mandato  el  22  de  S^ptiem  - 
bnéo  188d,  7  por  estar  concebido  en  esos  términos  el  po  ier,  la  parte 
contraria  no  había  podido  traer  al  debate  la  representación  del  acto  al 
Director  de  la  Compañía,  D.  Mathan  Sü^s,  infringiendo  con  «^Ho  el  pá- 
rrafo S.^  del  art.  2.®  de  la  le7  de  Enjuiciamiento  civil,  ee^úa  el  que 
aquélla  ne  podrá  venir  al  juicio,  si  no  comparecía  por  ella,  en  bu  nombre, 
ti  rspreeentan te  legal,  se  llamase  Director,  Gerente,  Consejo  de  Adn  i- 
«istración,  etc.;  segunda,  falta  de  personalidad  en  el  Procnrador  del  acto^ 
originada  por  ei  fallecimiento  de  los  poderdantes,  pues  el  mandato  ter- 
mina  con  la  muerte  del  mandante;  y  tercera,  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda;  después  de  lo  cual,  y  entrando  en  ei  fondo  de  ésta, 
expuso  en  su  impugnación  los  hechos  y  fundamentos  legales  qne  estimó 
opot  tunos: 

BssuUando  que,  continuado  el  juicio,  la  parte  demandante,  al  repli- 
car, pidió  que,  desestimándose  las  excepciones  y  razonamientoe  adaci- 
cidos  por  el  demandado,  se  dictara  sentencia  en  los  términos  interesa- 
dos, alegando  que  la  muerte  de  D.Venancio  Gonzáles,  A1mini<^trad^r 
de  ia  Oompafiía,  y  de  D.  Cipriano  Segundo  Montesinos,  Diret^tur  de  la 
misma,  que  en  virtud  de  la  def>ignación  del  Consejo  de  Administración 
otorgaron  la  escritura  de  poder  á  favor  de  D.  Paulino  de  Sobrón,  con 
facultad  de  sustituir,  ne  podía  significar  la  extinción  del  mandato,  per* 
qos  no  fueron  ellos  quienes  los  confirieron  y  sí  el  Consejo  de  Adminis* 
¿ación  de  la  Oompafiía,  porque  el  mandato  mercantil  no  ee  exth  gne  ni 
prescribe,  y  porque  si  bien  desaparecieron  los  ejecutores  de  la  vuinntad 
déla  pereona  jurídica,  ésta,  ó  sea  la  Compafiia  otorgante,  subniRtía,  y 
era  la  única  qne  podía  otorgarlo;  qne  dichos  Director  y  Administrador 
ds  la  Sociedad,  cuando  otorgaron  ei  poder,  procedieron  como  mandata- 
de  ella,  denominados,  en  Derecho  mercantil,  comieionistse  ó  facto- 
y  ef  gdn  el  art.  166  del  Código  de  Comercio,  los  Administradores  de 
Compafiías  anónimas  con  sns  mandatarios,  obligados  á  cumplir  los 
erdos  del  Consejo  y  de  las  Juntas  generales;  que,  conforme  al  ar- 
ito 380  del  mismo  Código,  por  muerte  del  mandatario  ó  comieionipta 
sedndlrá  el  contrato,  pero  no  por  la  del  comitente,  annqne  pneden 
mearle  sns  representantes;  y  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  290,  los 
»ee  conferidos  al  factor  se  estimarán  subsistentes  mientras  no  le 
^  expresamente  revocados,  no  obstante  la  muerte  del  principal  ó  de 
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la  persona  de  quien  en  debida  forma  los  hnbiera  recibido»  por  lo  que,  sf 
•1  principal  qne  confirió  poder  fné  el  Consejo  de  Administración  por 
mediación  de  sus  mandatarios  comisionistas  ó  factores,  el  qne  éstos  ha- 
bieran  fallecido  no  impedía  qne  la  representación  del  Procurador  de  1»- 
Oompafiía  demandante  permaneciera  íntegra  y  continuará  siendo  legal, 
en  tanto  la  misma,  y  por  ella  su  Oonsejo  de  Administración,  no  revo* 
cara  el  poder;  qne  de  lo  expuesto  se  deducía  que  no  era  aplicable  al  casc^ 
el  párrafo  3.^  del  art.  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  no  enu- 
mera ni  fija  taxativamente  qué  personas  se  consideran  legalmente  auto- 
risadas  para  representar  en  juicio  á  las  Sociedades,  por  lo  que  era  pre- 
ciso suponer  que  el  apoderamiento  debía  hacerse  en  cualquiera  de  la» 
formas  que  el  Derecho  reconoce,  y  como  el  Procurador  demandante 
comparecía  á  virtud  de  un  mandato  revestido  de  todas  las  solemnldade» 
legales  prevenidas,  la  primera  de  las  excepciones  alegadas  era  impro- 
cedente, así  como  la  segunda,  en  virtud  de  las  mismas  rasooee;  y  des- 
pués de  impugnar  la  tercera,  opuesta  á  la  demanda,  contestó  á  las  ale- 
gacioaes  que  hiso  el  demandado  en  cuanto  al  fondo  de  la  misma: 

Resultando  que,  al  duplicar,  D.  Custodio  Soriano  Villalobos  iobistié' 
en  sus  alegaciones  y  pretensiones,  rebatiendo  las  de  la  parte  deman* 
dante,  y  exponiendo,  en  cuanto  á  las  dos  primeras  excepciones,  la  falta 
de  persüDalidad,  que  la  persona  individual  designada  por  la  ley,  en  la 
que  se  crlstalisa  la  acción  y  representación  de  una  Sociedad  ó  entidad 
jurí'ilca,  es  lo  que  tiene  que  venir  á  juicio  en  representación  de  la  misma, 
cuando  quiere  demandar,  para  que  tenga  las  cualidades  necesarias  para 
comparecer  en  juicio,  por  lo  que  si  la  Ck)mpafiía  de  ferrocarriles  de 
Madri  i  á  Zaragoza  y  á  Alicante  estuviera  representada  en  elpresente  por 
sa  Director  actual,  facultado  éste  por  el  Consejo  de  Administración  de 
la  mifima,  no  existiría  la  falta  de  personalidad  en  el  actor,  por  ser  tal 
Director  el  úaico  representante  legal  de  aquélla,  ó  el  Consejo  de  Admi- 
nistración en  la  persona  de  su  Presidente,  porque  tan  vago   y  ambiguo 
es  el  Connejo  de  Administración  como  la  propia  Compañía,  cuyos  socios, 
ó  sea  sus  personas,  se  desconocen;  pero  como  la  comparecencia  en  la 
demanda  se  hacía  por  la  Compañía  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante  por 
su  propio  derecho  y  representación,  sin  mencionar  á  su  Director,  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Administración,  ni  aun  á  este  mismo,  la  falta  de 
pers  )nAlidad  en  el  actor  era  evidente,  no  importando  que  en  el  poder 
conf-'ri  io  en  18^6  á  D.  Paulino  de  Sobrón  y  Gri jaiba  sonetase  que  el 
Ooneejo  de  Administración  autorlsó  á  D.  Venancio  Oorsáles  y  D.  Ci- 
priano Segando  Montesinos  para  otorgarlo,  pues  esto  no  snponía  que 
dicho  Consf  jo,  cada  ves  que  por  aquel  se  utilisara,  se  personaba  en 
juicio;  qne  de  prevalecer  la  teoría  de  que  el  poder  ó  mandato  subsistía, 
por  existir  aún  la  Compafiia,  sería  preciso  borrar  el  art.  1682  del  Código 
civil,  el  9.^  de  la  ley  procesal  y  los  del  Código  de  Comercio  citados  de 
contrario,  en  los  qne  se  preceptúa  categóricamente  que  el  mandato  ter- 
mina por  la  muerte  del  mandante  y  por  la  del  mandatario,  y  como  don 
Venancio  Gorzáles  y  D.  Cipriano  Segundo  Montesinos,  si  fneron  man- 
datarios de  la  Compañía,  también  fueron  mandantes  de  D.  Paulino 
Sobrón,  qnien  á  su  ves  lo  fué  del  Procurador  D.  Jacinto  Vera  y  Pfl 
habiendo  fallecido  aqnélloR,  era  evidente  que  el  mandato,  en  cuya  vi 
tud  comparecía  dicho  Procurador,  habla  terminado;  que,  aparte  de  est 
si  el  art.  2^0  del  Código  de  Comercio  fuera  de  pertinente  aplicación 
presente  c  so,  porque  el  poder  conferido  á  D.  Paulino  de  Sobrón  pudlc 
reputarse  como  una  comisión  mercantil,  comprendida  dentro  del  art.  i 
del  mismo,  perjudicaría  más  que  otra  cssa  los  intereses  de  la  Compsfi 
demandante  al  invocarlo,  por  darse  la  circunstancia  que  el  fallecido  r 
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«1  eomlalonieta  de  D.  Panlino  de  Sobrón,  7  no  el  eomitente,  ó  se»  aqné- 

U»;  que  había  dicho  «comieleniata»,  aceptando  por  nn  momento   la 

^qnivoeación  hipótoais  del  oentraiio,  porque,  en  realidad,  7  para  loe 

-«iectoa  del  mandato  que  recibió  de  la  Compañía,  no  lo  era,  como  tam- 

poeo  factor  fln70,  por  aer  tales  factores  íos  que  reciben  poder  general  ó 

«iBgular  de  los  comerciantes  para  hacer  el  tráfico  en  su  nombre,  7  el 

poder  traído  «1  pleito  en  nada  hacía  relación  al  tráfico,  ni  al  auxilio  en 

«1  mismo,  ni  en  nada  podía  considerarse  el  apoderado  comprendido  bajo 

la  sanción  del  art.  281  del  Código  de  Comercio,  que  define  los  factores 

en  loe  térmlnoe  expresados;  7  que  era,  por  tanto,  impertinente  ia  cita 

del  art.  390  7  de  los  anteriores,  puesto  que  el  Código  de  Comercio 

Tigente  empeló  á  regir  en  1.®  de  Enero  de  1886,  7  el  poder  dado  á  don 

Paulino  de  Sobrón  por  la  Compafiía  demandante  UcTaba  la  fecha  de 

ti  de  Septiembre  de  1886,  anterior ^  por  tanto,  á  la  vigencia  de  aquél: 

Resultando  que  sustanciado  el  Juicio  por  los  demás  trámites  legales 
de  ambas  Instancias,  en  19  de  Enero  último  dictó  sentencia  confirmato- 
ria la  Sala  de  lo  civil  de  ia  Audiencia  territorial  de  Sevilla  declarando  to 
haber  lugar  á  ninguna  de  las  tres  excepciones  en  primer  término  alega • 
das  por  la  parte  demandada,  pero  sí  al  interdicto  intentado  por  la  Com  - 
ptflía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragosa  7  á  Alicante,  por  haber 
sido  despojada  por  D.  Custodio  Soriano  Villalobos  7  D.  M  aune  i  Rodrí- 
goei  Cale  de  íos  terrenos  que  posee  al  Sur  de  la  Estación  de  Gaadalca  • 
nal,  independientee  ó  no  comprendidos  dentro  de  la  media  fanega  de 
tierra  que  en  el  propio  sitio  7  Hnerta  de  la  Parra  existe  7  pertenece  en 
propiedad  7  posesión  á  D.  Qnstodio  Soriano  Villalobos,  mandándose  re- 
pooer  inmediatamente  á  la  Compafiía  en  dicha  posesión,  7  condenando 
á  los  demandados  al  pago  de  las  costas  de  primera  instancia,  7  al  ape  - 
lante  D.  Onstodio  Soriano,  único  de  éstos  personado  en  el  Jniclo,  á  las  de 
ia  aliada;  todo  sin  perjuicio  de  tercero,  7  reservando  á  las  partes  el  de 
lecho  que  pudieran  tener  sobre  la  propiedad  ó  posesión  definitiva,  qne. 
podrían  ntllliar  en  el  Juicio  correspondiente: 

Resultando  que  D.  Custodio  Soriano  Villalobos  ha  interpuesto  re 
eofso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  la  cansa 
segunda  del  art.  1698  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  falta 
de  personalidad  en  alguna  de  las  partes  ó  en  el  Procurador  que  la  hn  • 
hiere  representado,  alegada  en  primera  Instancia,  reproducida  en  la  se  • 
ganda  7  desestimada  por  la  sentencia  recurrida. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Considerando  qne  siendo  un  hecho  perfectamente  acreditado  qne  fué 
la  entidad  social  ó  persona  Jurídica  Compafiía  de  Madrid,  Zaragoza  7 
Alicante  la  que  por  medio  de  representantee  legales  otorgó  el  poder,  cu7a 
ineficacia  se  pretende,  7  que  esta  entidad  continúa  exietente,  sin  altera- 
'don  alguna  fundamental  de  su  constitución,  es  evidente  qne  el  falleci- 
miento de  algunos  de  sus  miembros  no  afecta  en  lo  más  mínimo  á  la 
vida  legal  de  la  misma,  ni  puede  entenderse,  por  lo  tanto,  que  semejan 
tss  falledmientos  produiean  los  efectos  sefialadosen  el  art.  1782  del  Có- 
,0  civil,  pues  el  mandatario  sigue,  en  tales  condiciones,  representando 
símente  á  la  expresada  entidad,  cuando,  por  otra  parte,  no  le  fné  ro- 
sado el  poder  7  sí  únicamente  ampliado  á  extremos  que  en  nada  afee  • 
al  poder  presentado  en  los  autos  á  qne  se  refiere  eete  recnreo; 
Pallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
so  da  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  don 
stodlo  Soriano  Villalobos,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  7  al 
|o,  si  le  hubiere  negado  ó  negase  la  declaración  del  beneficio  de  po- 
sa ó  eoncadldo  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad  correspou- 
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diente,  por  raión  de  depósito,  á  U  qae  ee  dará  en  dicho  oaeo  la  aplica- 
cióa  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Andiencia  territorial  de  Sevilla- 
la  uportnna  certificación,  acompafiada  de  las  pieías  de  antoe  remitidos^ 

áeí  por  eeta  nneetia  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se  in- 
st'nará  en  la  Oolbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia» 
necasarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jesé  de  Aldecoa*. 
Vicente  de  PiQlÓ9.»=Tomás  Gúdal.slldeíonso  Lopes  Áranda.s=Pa8cnai 
Dumenech.ss:  Ramón  Barroeta»=El  Magistrado  Br,  Gallón  votó  en  8al«^ 
y  DO  pndo  fitmar:  José  de  Aldecoa. 

Pablicación.sLeída  y  publicada  fué  la.  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bu ual  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy^ 
de  que  certifico  como  Escril>ano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Julio  de  1906.= Rogelio  Gonsáles  Montes. 


^Túm.  11.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 6  de  Julio, 
publioada  el  3  y  4  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  usn, ^Reconocimiento  de  hijoe  natu- 
ra¿e«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter^ 

Ímesto  por  Doña  P.  B.  D.  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de- 
0  civil  de  la  Audiencia  de  ...,  en  pleito  con  Doña  A.  D.  y  otras. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablcce: 

Que  eegún  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo^ 
el  precepto  del  art.  Í35  del  Código^  á  diferencia  del  136  q^ue  se  re- 
fiere á  la  madre,  no  autoriza  la  investigación  de  la  paternidad^  sino 
que  sólo  obliga  al  padre  á  reconocer  al  hijo  natural  cuando  el  reco 
nocimiento  expreso  de  su  paternidad  conste  en  escrito  suyo  indubi^ 
tado  ó  cuando  se  Justifique  que  el  hijo  se  ha  hallado  en  la  posesión 
continua  de  tal  estado^  Justificación  derivada  de  actos  directos  del 
mismo  padre  ó  de  su  familia;  es  decir  ^  que  para  el  caso  1.^  del  refe- 
rido articulo^  no  basta  cualquier  escrito  en  el  que  el  padre  aluda  m¿ís 
ó  menos  claramente  á  su  supuesto  hijo,  si  no  se  contiene  en  él  un 
expreso  reconocimiento  de  su  paternidad,  demostrativo  consiguien- 
temente de  su  voluntad  en  este  sentido,  y  para  el  2°  se  requiere  que 
los  actos  sean  de  tal  naturalesa  que  revelen,  á  la  ves  que  el  conven 
cimiento  de  la  paternidad,  la  voluntad  ostensible  de  tener  y  tratar 
al  hijo  como  tal  en  las  relaciones  sociales  y  de  la  vida,  y  esto  no  ac- 
cidentalmente, si  no  continuadamente,  porque  en  tai  supuesto^  los- 
ados tienen  el  mismo  valor  que  el  reconocimiento  expreso* 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Julio  de  1906,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  ante  ei  Jugado  de  ..•  y  la 
8ala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  ...  por  Dofia  P.  E.  D.,  sin  profesión 
determinada,  vecina  de  dicha  ciudad,  como  representante  legal  de  tus 
hijos  naturales  de  menor  edad  Dofia  C,  Dofia  D.  y  Den  F.  £.,  eon 
Pon  A.,  Dofia  M.  y  Dofia  J.  D.  de  B.  y  M.,  representada  la  última  por 
su  marido  Don  J.  D.  de  B.  y  M^,  propietario,  de  la  misma  vecindad, 
sobre  reconocimiento  do  hijos  naturales;  autos  pendientes  ante  Nos,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  ha  interpuesta 
dicha  demandante  Dofia  P.,  representada  y  defendida  pot  el  Procurador 
D.  Juan  García  Coca  y  el  Letrado  D.  Mariano  Ferrer  y  Lalana,  estáttdol<^ 
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Im  demandados  y  recurridos  por  el  Procurador  D.  Franeiseo  Iglesias  y 
el  Letrado  D.  Eduardo  Dato: 

Besnltando  que  en  la  calle  de  ...,  de  la  ciudad  de  •..,  tWIÓ  Dofia  P. 
£•  D.,  eollera,  en  eompafiía  de  su  madre,  hasta  que  en  el  afio  1891,  ha*- 
blando,  eegún  afirma,  entablado  relaciones  amorosas  con  el  Capitán  de 
ArtlUería  Don  P.  D.  de  B.,  se  fugó  de  la  casa  materna,  yendo  con  dicho 
mlliur  á  ...,  donde  TiTieron  varios  afios  maritalménte,  siendo  lo  cierto 
que  en  esta  ciudad,  casa  núm.  7,  de  ....  el  día  11  de  Agosto  de  1808  di6 
á  Ittt  la  Dofia  P.  una  nifia,  que  fué  bautiíada  como  hija  natural  de  aqué- 
lla con  los  nombres  de  M,  del  C.  8.  de  la  8.  T.,  nacimiento  al  cual  siguió, 
en  8  de  Diciembre  de  1894,  el  de  otra  nifia,  que  se  llamó  M.  de  los  D.  O. 
de  la  8.  T.,  apadrinada  en  el  bautismo  por  Don  £.  G.,  con  asistoncia  del 
Den  F.  D.  de  B.,  que  prestaba  seryicie  en  la  citada  ...,  de  la  cual,  en 
18  de  Abril  de  1896,  fué  trasladado  á  ...,  marchándose  también  pera  esta 
población  Dofia  P.  y  sus  áifiss,  permaneciendo  en  ella  hasta  fines  de. 
Agesto  del  mismo  afio,  en  que  fué  destinado  el  D.  F.  al  Ejército  de  •..,  j 
regreeó  la  Dofia  P.  con  sus  hijas  á  ...,  instalándose  en  la. casa  núm.  % 
de  ^,  donde,  con  fecha  80  de  Abril  de  1896,  parió  un  nifio,  que  se  ins- 
cribió en  el  Beglstro  civil  con  el  nombre  de  F  ,  como  hijo  ilegitimo  de 
la  Dofia  P.: 

Beeultando  que  desde  dicho  mes  de  Agosto  de  1896,  en  que  el  Don 
r.  D.  de  B.  había  sido  destinado  al  Eiército  de  ...,  dirigió  á  Dofia  P.  nu« 
meroeas  cartas,  la  primera  deede  Cádiz  y  las  otras  desde  diferentes  pun- 
tee de  la  Isla  de  Cuba,  una  de  las  caales  no  tiene  fecha,  eiendo  la  de  la 
átlma  28  de  Noviembre  de  1897,  empeaando  todas  con  la  frase  «Querida 
P.>«  y  firmadae  «F.»,  en  las  que  le  da  cuenta  de  su  ausencia,  del  curso 
de  la  guerra,  le  encarga  que  cuide  de  los  nifios  y  los  pasee,  y  le  remito 
varias  cantidades,  siendo  dignas  de  particular  mención,  las  eiguientost 
la  fechada  en  Cádís,  18  de  Agosto  de  1896,  que  dice  ser  la  última  que  le 
eicrlbiría  desde  dicho  punto:  «Cuida  de  los  nifios  y  que  los  pasees  en  el 
ulón;  tú  ton  j nielo  y  no  dejes  de  pensar  en  que  estoy  pasando  apuros 
porque  estéis  bien»;  la  de  9  de  Septiembre  del  propio  afio,  en  que  pide 
neticias  del  estado  de  las  nifias;  la  de  Banchuelo,  16  de  Octubre,  que 
termina:  «Adiós,  cuida  á  las  nifias  y  ton  conformidad;  no  gastos  más 
qne  lo  preciso»;  la  del  mismo  pueblo,  fecha  29  de  Octubre,  que  dice  pro- 
coralM  le  pusieran  una  letra  para  que  no  pasaran  apuros:  que  no  varíe 
de  casa  y  que  cuide  á  las  nifias;  la  de  Bodrigo,  7  de  Diciembre,  en  que 
■uuilfleeta  le  remito  20  duros,  se  muestra  pesaroso  de  que  las  nifias  no 
estén  buenas,  y  dice  lo  mucho  que  se  acuerda  de  MeliUa,  de  lo  bien  que 
tenían  la  casa  y  lo  poco  que  duró;  la  de  la  Habana,  17  de  Mario  de  1896, 
en  que  manifieeta  temor  de  que  se  hayan  perdido  las  cartas  en  que  le 
naadaba  dinero»;  le  dice  las  sefias  para  la  contestación  y  le  encarga  le 
eoento  algo  de  lae  nifias;  la  de  Artemisa,  29  de  Junio  de  1896,  que  dice: 
«A  lee  nifioe  debes  llamarlee  D.  y  E.,  aví  hay  para  todos  los  gustos  y  se 
está  en  tiempo  de  todo;  no  dices  si  tienee  cuna  ó  crías  al  nifio  y  si  cui- 
das á  todos  bien»;  la  de  Fuerte  Bey,  19  de  Julio,  contiene,  entre  otro» 
irrafos:  «Ta  te  dije  que  era  proi\to  para  que  C.  fuese  al  colegio,  y  que 
aUas  tomar  una  criada,  aunque  tus  gastos  llegaran  á  80  duroe  en  vea 
e  los  26  que  tú  decías;  de  ropa,  debes  hacerte,  y  lo  mismo  á  las  nifias»; 
de  Gobriela,  28  de  Agosto,  que  dice:  «Suefio  en  Angeles  á  P.  ito 
nerdasH,  que  se  hiciese  un  retrato  de  todos  con  el  nifio  en  breaos  j 
idos  rienefios,  para  que,  al  verlo,  le  diese  alegría  en  medie  de  tantas 
ñas;  la  del  mismo  Gabriela,  de  7  de  Oetobre  del  96,  en  la  que  dice 
candarle  118  duroe,  que  vivan  sin  lujo,  pero  sin  pasar  neceeidades;  la 
e  ntlrri,  18  de  Noviembre,  que  la  dice  compre  un  masapán  para  laa 
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PascüAB  próximae;  qne  el  retrato  lo  vé  baetastes  veoef  y  le  sirve  de 
eoneaelo;  la  de  Pltlrrl,  17  de  Diciembre  del  96,  en  qae  dice  ya  sabía  la 
mnerte  de  Maceo;  que  está  triste  7  no  quiere  transmitirlo;  tú  también 
debes  estarlo  con  freonenda;  si  no  faese  porqne  no  sabía  si  estaría  dán- 
dose de  bofetadas  con  el  hambre  el  día  de  aiafiana  7  se  hubiera  ido  de- 
jando la  carrera  en  qae  se  safre  7  no  se  peJea;  la  de  la  Habanai  O  de 
Febrero  del  07,  qne  tiene  el  membrete  «Artillería,  4.®  Regimiento  Mon- 
tafia,  particalar»,  que  dice:  «He  llegado  á  ésta  7  puede  que  sólo  otro 
correo  te  pueda  escribir  desde  aquí;  dirígeme  las  cartas  á  mi  nuevo 
Cuerpo;  70  procuraré  escribir  cuando  pueda,  7  las  mías  me  las  irán 
mandando  de  aquí  á  donde  me  halle,  que  aquí  sólo  lo  sabrán»;  la  de 
Matansas,  2ñ  de  Febrero  del  07,  encarga  dé  muchos  besos  á  los  nifioo, 
ofreciendo  escribir  otra  desde  allí;  la  de  Holguín,  1.®  de  Agosto,  en  que 
dice  haberle  enviado  una  letra  de  60  duros:  que  al  pegarse  lae  ñiflas,  le 
probaba  que  las  criaba  mal,  7  que  esto  no  tenía  remedio  luego;  que  á 
los  nifies  se  les  debe  quitar  con  mimo  á  fuersa  de  repetírselo  7  contra- 
riarlos, 7  debía  hacérseles  tener  amor  al  prójimo  7  criarlos  para  que 
fueran  hombres  7  no  fieras  dispuestas  siempre  al  mal  7  nunca  al  bien; 
la  de  Holguín,  12  de  Agosto  del  97,  que  dice:  «No  puedes  figurarte  lo 
que  echo  de  menos  la  vida  tranquila  de  MeliUa  7  otras  cosas;  pero  ha7 
que  tener  paciencia,  7  la  tengo;  cuando  me  asaltan  malos  pensamientos, 
pienso  en  una  desgracia,  7  se  olvidaí;  7  la  de  Holguín,  de  17  de  Octubre 
del  97,  manifiesta,  que  si  siguen  sin  novedad,  7  que  la  desgracia  sufrida 
por  L.  probaba  que  ee  ocupaba  máa  de  otras  cosas  que  de  bus  hijos;  gra- 
cias á  que  JO  me  afecto  poco,  pues  todo  lo  que  de  tí  viene  está  lleno  de 
duda: 

Resultando  que  de  algunae  de  las  cartas  anteriormente  relacionadas 
7  de  otras  confusamente  extractadas  en  el  apuntamiento,  aparecen  tam- 
bién, como  particulares  atinentes  á  la  cuestión  debatida,  las  siguientes: 
en  la  de  7  de  Diciembre  de  1895:  «Y  tongo  ganas  de  que  conclu7aesto  para 
volver  otra  ves,  si  tú  no  lo  has  hecho  imposible,  pues  bien  podría  ser, 
f  radas  á  las  tU7as,  que  no  son  de  fiar»;  en  la  de  Abril  del  96:  «Me  entoro 
de  todo  lo  que  me  dices,  7  callo,  pero  me  pongo  de  mal  humor  pensando 
en  estas  cosas  7  sólo  me  pregunto  si  habrá  caído  la  breba»;  en  la  de  17 
de  Ma70:  «T  creo  que  no  habrás  hecho  tonterías  7  que  los  sacrificios  que 
hago  no  me  arrepentiré»;  en  la  de  8  de  Enero:  «Las  buenas  *compafiías 
no  dejo  de  recomendarte;  me  dicee  que  la  nifia  llama  á  A.,  7  pienso  si 
será  aquélla  que  te  sacó  de  la  casa.  No  sé  lo  que  dices  del  Canónigo»;  en 
la  de  29  de  Junio:  «O.  es  chica  para  ir  al  colegio;  con  cuatro  cachivaches 
que  le  compres,  estará  entretenida,  7  así  podrá  informarse  de  todo  lo 
que  en  casa  pasa»;  en  la  de  8  de  Agosto:  «Veo  que  cuando  tienes  dinero 
escribes  menos;  7  esto  me  desagrada,  pues  das  á  entender  que  no  agra- 
deces 7  tal  ves  creas  que  es  una  obligación  estos  obsequios;  7a  tienee  eda4 
de  tener  Juicio,  7  haeta  la  obligación;  ai  no  la  tienes,  cúlpate  á  tí  misma; 
«n  fin,  que  sea  la  última  ves  que  te  rifio  por  eete  motivo;  te  repito  que  70 
no  tenga  que  avergonsarme  de  haber  puesto  los  ojo  en  tí»;  en  la  de  8  de 
Septiembre:  «No  comprendo  cómo  dices  que  tu  familia  no  te  hace  caso; 
portándote  bien,  tienen  que  hacértelo;  tampoco  entiendo  por  qué...  ha  de 
oer  tu  perdición;  di  que  eres  propensa  á  lo  malo,  7  ni  tener  hijos  te  detiene 
para  hacer  tonterías»;  en  la  de  7  de  Septiembre:  «Tentado  esto7  de  entre- 
garme á  la  fatalidad  que  indudablemente  te  persigue,  á  ver  si  de  este  mo* 
do  no  sufro  tanto;  esto  lo  pienso  cuando  recuerdo  que  tu  coraaón  nunca 
fué  bueno,  7  que  puedo  ser  juguete  de  tu  crueldad;  en  el  corto  tiempo  que 
he  podido  llevarte  por  buen  camino,  he  perdido  el  tiempo;  te  creo  capas  de 
todo,  7  muchas  veces  te  he  visto  gosar  con  mi  desgracia.  Si  son  máloa 
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pesaamlentoa,  y  efectivamente  ii<rine  eogafias,  que  Dioe  me  lo  perdone; 
■i  00  verdad,  qae  Dioe  me  dé  faera  para  olvidaros»;  en  la  de  28  de  8ep 
tlembre:  €  Aaí  qoe  so  hagae  Jnlcioe,  pnea  todos  no  tienen  la  cabeza  qae  tú 
ai  loa  peneamlentoa  tan  bajos»;  en  la  de¡17  de¡Octabre:  <Me  entero  de  tve 
palabrea,  pero  el  corasón  me  dioe  no  me  íle,  isois  tan  maiasl»;  peto  ' 
como  eree  libre,  pnedee  hacer  todo  lo  qae  quieras;  estoy  más  conforme, 
poee  todo  dnraiá  lo  qae  esto  dnre  y  yo  pneda  ooaparme  de  esto»;  en  la 
de  17  de  Noviembre:  <Me  dices  no  creo  en  nada;  nadie  tiene  de  esto  más 
celpa  qae  tú,  paes  desde  el  principio  me  callaete  lo  qae  debía  saber,  y 
por  lo  qae  no  tengo  tranqailidad;  demaeiado  debías  comprender  qne  soy 
llamado  á  saberlo  todo,  paes  no  encontraréis  mejor  confesor  qae  yo; 
psre  como  no  me  adoras  y  sólo  tienes  el  peqoefio  carifio  del  trato,  pnee 
lecaerdo  bien  qae  antee  machas  veces  me  has  pedido  te  abandonase,  y 
más  coando  pisabae...»  en  la  de  27  de  Diciembre:  <Y  veo  estás  baena  y 
qae  vae  enoontrando  en  casa  más  distracciones,  por  lo  qne  apenas  sales; 
esto  es  le  qae  dices,  qae  por  lo  demás,  qaién  sabe  lo  qae  será;  pnes  se- 
gún mié  noticias,  en  Septiembre  del  afio  pasado  ibas  á  los  bailes»;  en  la 
de  29  de  Eneró:  «Pero  yo,  como  boen  socialista,  prefiero  las  cosas  de 
otro  modo,  y  si  no  te  conviene,  avisas;  no  creo  sea  lo  mejor,  pero  tam- 
poco es  lo  peor;  si  dos  personas  se  quieren,  se  respetan  sin  otros  com*- 
promieos;  pero  ei  se  faltan,  pnede  retirarse  cada  ano  por  sa  lado»;  en  la 
de  5  de  Febrero  de  18tf7:  «Y  respecto  á  recordar  pasado,  ya  no  me  entre- 
tiene, pnee  no  pnedo  consegair  franqaesas  en  tí,  y,  por  tanto,  hay  qne 
deseciutr  la  única  conversación  qne  podría  entretenerme  y  alegrar  las 
cartas»;  en  la  de  9  del  mismo  mes:  «Respecto  á  mi  ida  á  esa,  será  de  so* 
petóD,  poee  estoy  may  escamado;  qoe  nanea  faiste  de.  fiar,  para  que 
t«aga  confianaa»;  en  la  de  26  del  propio  mes:  «Ya  me  enteio  de  qae  qa- 
táa  en  decirme  ta  secreto;  este  correo  no  he  recibido  la  tuya,  así  qae  ee- 
toy  con  ansiedad  por  caberlo;  cnando  lo  sepa,  te  hablaré  de  él  y  se  des- 
pertará entre  nosotros  otra  cenfiansa  qne  no  hobo  hasta  aquí»;  en  la 
de  17  de  Marao:  «Sé  te  has  disfrasado  este  Carnaval;  sabrás  qae  estoy 
labioso  de  celoe,  pnede  qae  así  sea,  pnes  cada  día  me  acaerdo  más  de  tí 
y  no  qalero  haoer  caso  de  los  qae  bien  me  qaieren»;  en  la  de  2  de  Abril: 
«De  tí  no  qnisiera  hablar,  llevas  an  y  medio  afios  en  esa,  y  á  estas  horas 
O  serás  an  ángel  ó  an  diablo»;  en  la  de  10  de  Mayo;  «Hablabas  de  celos, 
eso  per  f  jrtana  nanea  los  tnve,  paes  no  tienen  razón  de  ser;  para  qaé 
engaftarnos,  caando  basta  ana  palabra  para  hacer  nuestro  gosto;  sería 
vide  ea  to  case,  y  el  victo  tiene  siempre  sa  castigo,  y  no  he  de  ser  yo 
qnien  eastlgne»;  en  la  de  12  de  Jallo:  «No  debes  aamentar  mis  penas 
cootándome  majaderías,  qne  si  eres  capas  de  hacerlas,  cnanto  antes  se- 
ría mejor»;  en  la  de  17  de  Octabre:  «Gracias  qae  yo  me  afecto  poco,  pues 
lodo  lo  qae  de  tí  viene  está  lleno  de  dadas,  qae  sino,  estaba  fresco»;  y 
ea  la  de  7  de  Ojtabre:  «Procara  qae  yo  paeda  verte  sin  vergüenza,  qne 
so  ea  mache  pedir;  si  hicieras  caenta  de  lo  qne  has  gastado  en  los  dos 
aios,  poede  qoe  te  acostaras:  paedeo  vivir  dos  familias»: 

Beéaltande  qae  oontinaó  Don  F.  D.  de  B.  la  campafia  de  Oaba,  reco* 
•^eado  distintos  pantos  de  la  lala,  hasta  qne  habieodo  enfermado,  em- 
ro6  ea  12  de  Noviembre  de  1898  para  la  Penínsnla,  desembarcando  en 
kleocia  el  8  de  Diciembre  del  propio  afio,  donde  falleció  inteetado  tres 
'1  deepnés,  ó  sea  en  6  del  mismo  Diciembre,,  siendo  de  advertir  qae, 
a  porqae  las  vicisttúdee  de  la  gaerra  ó  ios  achaqaee  contraídos  en  la 
npafta  do  le  permitieran  escribir  ó  porqne  inf  ormee  recibidos  respecto 
ia  oondaota  de  Dofia  P.  S.  le  habiesen  decidido  á  tomar  tal  reeolación, 
)JÓ  de  dirigirla  oartao  desde  28  de  Noviembre  de  1897,  fecha  de  la  más 
«^ente  de  las  presentadas  por  la  E.,  ó  si  ésta  recibió  algana  otra  no 
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tuvo  por  conveniente  presentarla,  de  modo  qne  en  el  primer  eapneeto 
estay  o  interrumpida  la  corres  pondenoia  epistolar  nn  afio  aproximada- 
mente qae  medió  entre  dicha  fecha  de  la  última  carta  y  la  de  la  mnert» 
del  Don  F.  D.  de  B.: 

Resaltando  qoe,  en  relación  con  estos  precedentes,  la  hoy  recarrente 
Dofia  P.  E.  D.,  como  representante  legal  de  sns  hijos  natarales  no  eman- 
cipados Düfia  C,  Dofi&  D,  y  Don  F.  B.,  declarada  pobre  en  el  sentido 
legal,  a¿adió  al  Jazgado  de  primera  instancia  de  ...,  en  escrito  de  10  de 
Septiembre  de  1908,  ejercitando  acción  personal  en  demanda  de  jálele 
declarativo  de  mayor  caantía  contra  los  actaales  recorridos  Don  A.» 
Dofia  M.  y  Dofia  J.  D.  de  B.  y  M.,  representada  la  última  por  sn  marido 
Don  J.  D.  de  B.,  como  herederos  de  sn  hermano  Don  F.  D.  de  R.  y  M., 
en  eÚDÜca  de  qne  se  les  condene  á  qae  reconoscan  como  hijos  natarales 
del  D.  F.  á  dichos  menores  Dofia  C,  Dofia  D.  y  Don  F.  E.,  y  en  conse- 
cnencia,  se  les  declare  asi  con  caantos  derechos  les  concede  el  Código  ci- 
vil; pretensión  en  apoyo  de  la  cnal  alegó  sns tancial mente  como  hechos: 
qne  habitaba  la  Dofia  P.  con  sa  madre  en  ana  casa  de  la  calle  ...  de  ...  en 
el  afio  1891,  y  sostenía  relaciones  amorosas  con  Don  F.  D.  de  R.,  soltero, 
como  ella,  con  qnien  se  fago,  marchándose  á  ...;  qne  en  esta  cindad  si» 
gaió  prestando  servicios  como  Capitán  de  Artillería  el  D.  de  R.,  hasta 
el  afio  1896  en  qae  faé  trasladado  á  MeliUa,  donde  ambos  vivieron;  qne 
destinado  el  Don  F.  a  Cnba,  fueron  sns  primeros  caidados,  antea  de 
marchar  á  la  gnerra,  trasladar,  como  lo  hiio,  la  casa,  alqnilando  otra 
en  ...,  donde  dejó  instalada  á  la  Dofia  P.  y  dos  hijas  peqnefias;  qae  pos 
teriormente  pensó  en  llevar  á  Matanias  y  no  llegó  á  realisarlo;  qae  el 
Don  F.  y  lá  Pofia  P.  hicieron  vida  marital,  atendiendo  aqaél  al  sosten!  - 
miento  de  la  casa  con  sn  saeldo  y  rentas,  dedicándose  ésta  á  las  labo- 
ree domésticas,  según  en  parte  comprobaban  las  cartas  qne  acompafiaba; 
qae  de  la  aoión  de  ambos  nació  ana  nlfia  en  ...  el  11  de  Agosto  de  1898, 
á  qnien  se  bantisó  con  el  nombre  de  M.  del  C,  como  hija  natnral  de  la 
Dofia  P.;  qae  en  8  de  Diciembre  de  1894  tuvieron  otra  nifia,  á  qnien 
pasieron  de  nombre  M.  de  los  D.,  firmando  el  acto  como  testigo  el 
Don  F.;  qae  al  marchar  éste  para  la  gaerra  estaba  la  Dofia  P.  embara- 
sada,  cayo  estado  reconoció  aqnél  y  dio  por  resaltado  el  nacimiento  de 
nn  nlfio  en  80  de  Abril  del  96,  á  qnien  por  encargo  expreso  de  sn  padre 
natnral  se  paso  el  nombre  de  F.;  qne  los  referidos  nifios  faeron  reeono* 
cidos  expresamente  por  el  Don  F.  en  ana  porción  de  cartas,  disponién- 
dose, en  la  del  29  de  Junio  del  96,  qne  á  los  nifios  se  les  llámase  D.  y 
E.,  por  entender  qne  éstos  eran  sas  apellides  y  con  ellos  se  estaba  A 
tiempo  ó  preparado  para  todo,  debiendo  advertirse,  como  con  claridad 
se  desprende^  qne  el  apellido  D.  corresponde  á  los  menores  por  sn  pa- 
dre, y  el  de  B.,  por  so  madre,  según  acreditan  la  referida  y  la  orden  fe- 
chada en  Melilla  qne  presenta;  qae  en  el  estado  continnado  de  hijo» 
natarales  del  Don  F.  D.  de  R.,  trató  éste  á  los  menores  con  el  carifio 
propio  de  padre,  y  en  carta  de  28  de  Agosto  de  1896  encarga  á  Dofia  F. 
se  haga  an  retrato  con  los  nifios  en  breaos,  para  qne  al  verlo  olvide  sas 
pesas;  qae  á  más  de  prestar  Don  F.  personalmente  á  las  nifias  todos  loa 
caidados  proplos.de  padre,  antes  qae  naciese  el  nlfio  F.,  las  siguió  aten* 
dlendo  en  todo  cuidado,  cuando  marchó  á  la  guerra,  de  que  no  les  fal- 
taran medios  de  subsistencia,  y  empesó  á  dirigir  la  educación  que  había 
de  dárseles;  que  los  disgastos  y  pesares  de  Don  F.  en  Cuba,  por  estar 
separado  de  sus  hijos  eran  innnmerables;  que  repetidae  veces  envi6 
dinero,  desde  dicha  Isla,  para  el  sostenimiento  de  en  familia,  aprove 
chande  siempre  la  ocasión  más  propicia  para  la  remesa  de  cantidadea 
que  la  Dofia  P.  recibía  por  conducto  del  Banco  de  Espafia,  de  la  cata 
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Bmcft  ...  7  de  ...;  qna  en  Interés  de  loa  znenorea,  y  para  qne  no  pudie- 
lan  faltarles  medios  de  anbaiatencia  con  las  oontlogencias  de  la  gaerra» 
adoptó  el  Den  F.  precancionea,  entre  ellas  encarf  ar  á  sns  hermanos  y  á. 
sn  administrador,  Don  F.  M.,  que  los  atendieran,  como  en  efecto  lo  hi- 
cieron, enando  haoia  el  final  de  la  guerra  se  pagaba  con  retraso  al  Ejér- 
cito, lo  cual  acreditaban  cartas  snyas  y  otros  documentos  para  el  M.,  que 
acempafiaba;  que  contraje  el  Don  F.  nna  enfermedad,  por  la  cual  f  aé  re- 
patriado, deeembarcando  en  Valencia,  donde  falleció,  soltero  é  Intestado, 
A  los  tres  días  de  sn  llegada,  según  resolta  de  sn  partida  de  defunción  y 
certificación  de  la  Dirección  general  de  los  Registros;  y  qoe  la  muerte 
repentina  del  Don  F.  impidió  que  éste  reconociera  A  los  menores  como 
bijoB  naturales  suyos,  quedando  sumidos  en  la  miseria;  alegó  también 
la  Dcfia  P.  ios  fundamentos  de  derecho  que  creyó  pertinentes  A  su  pre- 
tensión, y  acompafió,  ademes  de  las  partidas  de  nacimiento  de  los  me- 
aeres,  que  ya  presentara  con  la  demanda  incidental  de  pobreza,  las 
cartas  de  que  se  ha  hecho  mención  en  los  precedentes,  una  orden  é  loa 
Comandantes  de  los  fuertes  de  Melilia,  firmada  cF.  D.>  y  certificación 
de  la  partida  de  defunción  del  Don  F.,  y  otra  negativa  del  Registro  ge- 
■eral  de  Ultimas  voluntades: 

Resultando  que  emplasadoe  Den  A.,  Dofia  M.  y  Dofla  J.  D.  de  R.  y 
M.,  y  en  representación  de  la  última  su  marido  Don  J.  D.  de  R.,  como 
herederos  de  su  hermano  Don  F.,  contestaron  la  demanda,  solicitando 
ss  lee  abeolvleee  de  ella,* con  Imposición  de  costas  á  la  parte  actora,  y 
expusieron,  en  resumen,  como  hechos:  que  desconocían  los  afirmados  en 
la  demanda,  referentes  A  las  relaciones  amorosas  ilícitas  que  en  la  mis- 
ma se  afirma  sostuvieron  Don  F.  y  Dofia  P.;  que  de  ser  auténticas  la» 
cartas  que  se  presentan,  y  cuyos  pArrafos  transcribe,  resultaría  que 
aquél  dudaba  mucho  de  la  fidelidad  de  ésta;  que  la  última  carta  de  las 
presentadas  no  tiene  fecha,  y  la  penúltima  es  de  28  de  Noviembre  de 
1897,  y  Don  F.  no  salló  de  Cuba  hasta  el  afio  siguiente  de  1898,  expli- 
cándose el  que  ésto  no  escribiese  más  cartas,  si  es  que  las  presentadas 
son  de  Don  F.  y  la  actora  la  P.,  A  quien  iban  dirigidas,  porque  hablen* 
éoss  presentado  ésta  en  casa  de  Don  F.  M.  A  cobrar  un  recibo  qoe  decía 
le  babta  remitido  el  Don  F.,  le  pareció  A  dicho  M.  que  estaba  embaraza- 
da,  por  lo  que  intentó  que  un  facultativo  la  reconociera,  lo  que  no  per- 
mitió la  Interesada;  pero  come  A  la  simple  vista  el  Médico  se  convenció 
de  que,  en  efecto,  se  liallaba  en  estado  de  gestación,  se  puso  esta  cir- 
eanstaoela  en  conocimiento  del  Don  F.,  para  que  dijera  si  A  pesar  de 
sUo  se  pagaba  el  recibo,  y  ni  insistió  en  que  se  pagase  ni  volvió  A  escri- 
bir A  la  Dofta  P.,  que  era  imposible,  racionalmente  obrando,  que  un 
hombre  reconociera  la  paternidad  de  hijos  de  una  mujer  de  cuya  fideli- 
dad y  circunstancias  profesaba  la  opinión  detestable  que  revelan  las 
artas  aoompafiadas  con  la  demanda;  que  en  esas  cartas  se  habla  de  los 
nlfioo  y  se  muestra  cierto  interés  por  ellos,  pero  jamAs  su  autor  les  lia  - 
■ui  hijos;  que,  por  el  contrario,  en  muchas  de  ellas  da  A  entender  que  no^ 
les  tenía  por  tales,  puesto  que  se  cree  desligado  de  toda  clase  de  com- 
'omisos  con  ellos  y  con  la  madre  como  demostraban  las  cartas  de  8  de 
gosta  del  96,  7  de  Octubre,  27  de  Noviembre,  20  de  Enero  del  07  y  10  de 
ayo;  que  las  frases  de  la  de  20  de  Junio,  lejos  de  significar  un  recono- 
miento  de  ta  paternidad,  significaban  todo  lo  contrario,  pues  el  apelll- 
í  D.,  eon  el  cual  dice  se  llame  A  los  nlfios,  no  es  el  del  hermano  de  los 
ateetantes,  que  se  apellidaba  D.  de  R.  y  así  firmaba  en  todos  los  de- 
jfflsntps  Importantes,  como  acreditaban  la  copia  de  poder,  recibo  y 
arta  que  acompaftaban,  sin  que  A  esto  se  oponga  el  que  en  alguno,  per 
-mar  tiempo,  haya  puesto  sólo  D.,  lo  cual  demuestra  que  no  ha  querida> 
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Carlee  so  «peludo,  sino  otro  distinto,  con  el  cual  á  nada  ee  compróme» 
'  tía,  7  ea  á  lo  que  se  alnde  con  Ua  fraees  <a«í  hay  para  todos  los  gastos 
j  se  está  á  tiempo  de  todo»;  qae  menos  expresiva  era  la  carta  de  22  de 
Agosto,  ya  qae  en  ella  sa  aator  elade  cnidadosa mente  llamar  sa  faml* 
lia  á  la  de  la  persona  á  quien  va  dirigida,  diciendo,  despeos  de  hablar  de 
4os  retratos^  y  annqne  yo  no  los  necesite  para  recordaros  y  seros  siem- 
pre fiel,  les  tengo  envidia,  y  asi  qne  te  harás  nn  retrato  los  coatro,  así: 
£i.,  tú,  O.  y  F.,  en  el  qae  tendrás  al  nifio  en  brasos»;  qae  si  el  Don  F. 
kabiese  qaeridp  reconocer  como  hijos  suyos  á  los  de  P.,  tavo  ocasión 
para  ello,  como  en  el  acta  de  nacimiento  de  la  nifia  M.  de  los  D.,  qne  se 
dice  sascribió  como  testigo;  qae  si  hubiera  pensado  en  hacerlo,  no  ha 
biera  dejado  de  realisarlo  antes  de  partir  para  Oaba  á  una  gaerra  y  un 
olima  mortíferos;  que  los  hijos  de  Dofia  P.  nunca  estuvieron  en  la  pose 
sión  continua  del  estado  de  hijos  naturales  delDon  F.,  jastlficada  per 
actos  directos  de  éste  ó  de  sa  familia;  qae  ninguno  ha  realiaado  acto  al 
gano  ni  mucho  menos  una  serie  de  ellos  que  jastifiquen  tal  posesión  de 
«stado,  ni  en  la  demanda  se  especifica  caáies  fuesen,  ya  que  lo  que  en 
^Ua  se  dice  con  referencia  á  las  cartas  no  puede  estimarse  en  tal  senti- 
do, toda  ves  qae  en  ellas  no  se  hace  más  qae  demostrar  un  cierto  inte- 
109  que  se  paede  teoer  por  cualqaier  nifio,  aunque  sea  hijo  de  nn  extra* 
fio,  y  decir  que  se  manda  dinero  á  la  madre,  pero  declarando  expresa- 
mente que  se  hace  sin  obligación,  y  sólo  como  obsequio,  lo  caal,  preci- 
samente, es  negar  la  posesión  de  estado  de  hijo  natnral;  alegaron  tem- 
blón los  demandados  los  fundamentos  de  derecho  que  estimaron  condu- 
centes al  buen  éxito  de  sus  pretensiones,  y  presentaron  la  copia  de  pe» 
-der,  recilK)  y  carta  que  expreean  en  su  escrito,  los  cuales  aparecen  fir* 
mados  con  los  apellidos  D.  de  R.: 

Resaltando  qae,  al  evacuar  el  traslado  de  réplica,  la  Dofia  P.  B.  so* 
licitó  se  desestimasen  las  excepciones  alegadas  por  los  demandados  y 
^ueen  definitiva  se  fallase  en  los  términos  contenidos  en  la  súplica  de 
su  demanda,  insistiendo  en  los  hechos  y  fandamentos  de  derecho  en 
ella  expuestos,  y  adicionó  aqnéllos  con  algunas  circunstancias,  como 
0on:  que  la  casa  por  ellos  y  D.  F.  habitada  en...  estaba  próxima  al  cuar- 
tel de  Artillería  donde  prestaba  servicio  éste,  quien  hacía  vida  marital 
con  aquélla,  siendo  servidos  por  las  mismas  personas,  comiendo  jnotos, 
durmiendo  en  el  mismo  lecho  y  presentándola  en  todas  partes  como 
verdadera  majer;  que  las  ñiflas  O.  y  D.  nacieron  en  la  propia  casa  del 
Don  F.,  qoien  presenció  los  partos,  prestando  los  cuidados  de  nn  buen 
padre  de  familia,  y  cuando  la  madre  no  pudo  amamantarlas,  les  buscó 
nodrisa,  pagaodo  él  los  gastes  y  regalos  de  costumbre;  niega  qne  los 
demandados  desconociesen  las  relaciones  de  ella  con  sa  hermano;  y 
afirma  que  aquéllos  sabían  que  éste  tenía  tres  hijos  natnrales  habidos 
en  la  Dofia  P.;  que  la  nifia  O.  estuvo  en  varias  ocasiones  con  sa  padre 
en  casa  de  los  demandados;  y  qne  el  Marqués  de  O.  B.  la  mandó  dinero 
por  encargo  de  su  hermano  para  comprar  muebles  y  atender  á  la  sub  • 
•istencia  de  los  nifios;  niega  también  la  actora  todos  los  demás  hechos 
de  |a  contestación  que  se  opongan  á  los  por  ella  sentados,  concediendo 
-únicamente  que  pueda  ser  cierto  que  el  Procurador  M.  escribiese  á 
Don  F.  informándole  de  la  supuesta  prefies  de  la  Dofia  P.  con  objeto  de 
orear  dificultades  entre  ambos;  pero  en  esta  hipótesis,  natnral  era  que 
Don  F.  le  contestase  aprobando  ó  censurando  su  oficiosidad,  y  ninguna 
oarta  de  él  se  presenta;  por  más  qne  aun  concediendo  faese  cierta  la 
manifestación  del  Médico  de  qae  Dofia  P.  estuviese  encinta,  cosa  que 
^0  podía  afirmar  por  la  simpie  inspección  exterior,  en  nada  perjudicaría 
di  la  pretensión  de  los  hijos  anteriores,  en  cuyo  nombre  gestiona;  adi- 
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traaladoe  de  conclneión  al  evacuar,  loe  cnalee  lae  partee  ineietieron  en 
ene  preteoeionee  reapeetivae,  proeentando  la  actora  como  docnmento,  da 
cuya  exietencia  jnró  do  haber  tenido  conocimiento  anteriormente,  ana 
fotografía  qne  lo  demandados  pidieron,  á  sa  vez,  nó  se  admitic^se,  y  el 
Juzgado  de  primera  Instancia  de  ...  dictó,  en  8  de  Enere  de  1906,  senten- 
cia qne  absolvió  á  Don  Á*  D.  de  R.  y  M.,  Marqaós  de  C,  y  á  Dcf|a  M.  j 
Dofia  J.  D.  de  R.  y  M.,  y  en  representación  de  la  última  á  sa  marido  I>oii 
J.  D.  de  R.  y  M.,  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  P.  E.  D.,  como  repre» 
sentante  de  sos  hijos  naturales  de  menor  edad  O.,  D.  y  P.,  sobre  recono- 
cimiento de  éstos  como  hijos  naturales  de  Don  F.  D.  de  R.  y  M,  y  mandó 
devolver  á  la  Doña  P.  E.  la  fotografía  presentada  con  su  escrito  de  con- 
clusiones, sin  hacer  expresa  condena  de  costas;  fallo  de  que  apeló  la  de- 
mandante, dando  así  motivo  á  la  tramitación  de  la  segunda  InetanclAy 
durante  la  cual  se  practicó  la  prueba  de  cotejo  denlas  cartas  acompafiadae 
á  la  demanda,  con  otras  indubitadas  de  Don  F.  D.  de  R.,  y  terminó  per 
sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  ...,  fecha  9  de  Diciem- 
bre último,  que  confirmó  en  todas  sus  partee  la  del  Juzgado,  i m puniendo 
á  la  apelante  las  costas  de  segunda  instancia: 

Resnltando  que  Dofia  P.  E.  D.  ha  interpuesto  recurso  de  capación  por 
infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  núms.  l.^y  7.^  del  art.  1692, 
j  lo  funda  en  los  motivos  Blgnieotes: 

Primero.  La  Sala  iiif riogió  el  art.  135  del  Oódigo  civil  al  no  declarar 
en  la  sentencia  recurrida,  según  se  pretendía  en  la  demanda,  hijos  na- 
turales de  Don  F.  D.  de  R.  á  los  menores,  representados  por  la  reca- 
rrente,  D^ña  C,  Dofia  D.  y  Don  F.,  ya  que  no  sólo  en  uno,  sino  en  mu- 
chos e^critoB  indubitados  del  Don  F.,  cuales  son  todas  las  oartGs  presen- 
tadas con  la  demanda,  y  declaradas  auténticas  por  la  Sala,  en  ninguna 
de  las  cuales  aparece  qne  su  autor  tenga  la  más  ligera  duda  respecto  á 
su  paternldrvi,  antes  por  el  contrario,  contienen  párrafos  que  demues- 
tran su  convicción  profunda  de  ser,  en  realidad,  padre  de  los  menores 
demandantes,  como  son,  entre  otros,  los  siguientes:  en  la  de  29  de  Junio 
de  18'.^6:  cC.  es  chica  para  ir  al  colegio;  con  cuatro  cachivaches  que  la 
compres,  e-^tará  entretenida,  y  así  podrá  informarse  de  todo  lo  que  en 
casa  pasa»;  en  otra,  fechada  en  Gabriela  á  22  de  Agosto  del  mismo  afio: 
«Aquí  todos  tenemos  la  seguridad  de  no  estar  más  que  unos  mf-ses  más, 
lo  que  nos  tiene  más  tranquilos.  Pero  veo  que  todos  tienen  grnpos  de 
BUS  familias,  y  aunque  yo  no  los  necesito  para  recordaros  y  seros 
siempre  ñely  les  tengo  envidia.  Así  que  te  harás  un  retrato  aef:  loe  cua- 
tro, tú,  F.,  L.,  y  O.,  en  el  que  tendrás  al  niñ3  en  brazos  y  tjdop  risue- 
fios,  para  que  al  veros  me  dó  alegría  en  medio  de  tantas  pena»^»;  en  la 
de  29  de  Junio  del  propio  afio:  «A  los  nifios  debe  llamárseles  D.  j  E. 
Así  hay  para  todos  los  gustos  y  se  está  á  tiempo  de  todo>;  y 

Segando.     Se  ha  incurrido  en  error  de  derecho  al  apreciar  la  prueba, 
cuales  son:   primero,  estimar  que  al  decir  Don  F.  D.  de  R.  que  se  lla- 
mase á  los  nifios  D.  y  E.,  no  demostraba  que  quisiera  darles  su  ape« 
nido,  que  no  es  D.,  sino  D.  de  i2.,  argumento  pueril  de  la  parte  deman- 
dada, que  admitió  la  sentencia  recurrida  con  notorio  error  de  derecho  v 
de  hecho,  pues  sea  simple  ó  compuesto  el  apellido  de  Don  F.,  no  cnb 
suponer  que  al  querer  que  se  llamasen  los  niños  D.,  pretendiera  darlf 
algo  así  como  la  mitad  de  su  paternidad,  cometer  una  superchería  ic 
digna  de  tan  pundonoroso  caballero,  qne  no  otra  cosa  sería  el  antorizf 
eon  su  firma  que  las  infelices  criaturas  llevasen  un  apellido  que  no  ha- 
bría  de  darles  personalidad  ni  derecho,  pues  en  realidad  se  lo  dio  comf 
suyo  creyéndole  completo,  ya  que  varias  veces  firmó  sólo  D.  en  docn 
mentó  oficial  como  el  oficio  dirigido  á  los  Oomandantes  de  los  fuertes  dv 
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Malilla,  campliendo  con  ello  su  deber  de  padre,  de  dar  nombre  á  bds 
hijea,  7  complaciendo  al  miamo  tiempo  á  ana  hermanoa,  á  qulenea  ain 
duda  dcaagradaba  ae  apiicaae  el  D.  de  B.  á  nnoa  nifio^cnya  aitQación, 
reapeeto  al  padre,  no  cataba  legítimamente  mencionada,  lo  caai  explica 
la  íraae  casi  hay  para  todoa  loa  gaatoa  j  ae  eatá  á  tiempo  de  todo>,  ea 
decir,  para  el  gnato  anyo,  para  el  de  ana  hermanoa  y  para  el  de  Dofia  P., 
catando  á  tiempo  de  qne  en  la  inaoripción  del  Beglatro  civil  y  en  la  par- 
tida  aaoramental  de  ana  hijea  conataaen  en  an  día  loa  apellidoa  en  de- 
bida forma;  segundo,  conaiate  el  aegnndo  error  en  no  eatlmar  como  de- 
claración de  la  paternidad  de  Don  F.  y  cauaa  de  la  obligación  del  miamo^ 
á  reconocer  á  ana  trea  hijoa.natnralea,  la  carta  de  22  de  Agoato  de  1896, 
fechada  en  Gabriela,  qne'  dice:  <Pero  veo  qne  aqní  todop  tienen  grnpoa 
de  ena/ami/úu,  y  aunque  yo  no  lo8  necesito  para  recordaros  y  aeroa 
Blempre  fíel>,  y  pide  Inego  el  retrato  de  aquella  familia  qoe  ae  creó,  en- 
cargándole tenga  el  niño  en  brasoa,  palabraa  qne  claramente  ezpreaan 
qne  eran  sn  familia  Dofia  P.  y  ana  hljoa,  cnya  fotografía  deaeaba  él  te- 
ner, como  sna  cempafieroa  poaelan  laa  de  laa  anyaa;  carta  qne  corrobo- 
ran otraa  en  qne  da  órdenea  para  la  buena  educación  de  loa  nifios,  la  en 
qne  le  dice:  cNj  carezcáia  de  nada,  vivid,  ai  no  con  lujo,  con  decoro,  y 
la  en  qne  escribe:  cQaiero  conquiatar  gloriaa  para  envolveroa  en  ellaai, 
todo  lo  cual  demueatra  ^aata  la  aaciedad  el  reconocimiento  qne  de  au 
paternidad  ha  hecho  el  Don  F.,  podr  lo  que  ea  inneceaario  probar  la  po- 
fleaión  continua  del  eatado  de  hijoa  naturalea  de  aquél,  que  aiempre  tu- 
vieron loa  de  la  recurrente;  pero  á  mayor  abundamiento,  tal  catado  ea 
evidente,  pueato  que  juntoa  vivieron  la  madre  y  loa  hijos  con  Dod  F. 
ea  ^..,  en  Melilla  y  otra  vez  en  ...  antea  de  partir  el  Oapitán  para  Cuba, 
llegando  haata  el  extremo  de  contratar  con  la  nodriza  la  lactancia  del 
hijo  próximo  á  nacer  de  Dofia  P.,  habiéndolea,  ademáa,  acompnfiado  i 
todaa  partea,  é  invitado  á  loa  convites  dadoa  con  motivo  de  los  bautizos 
de  loa  nifioB  á  ana  amigoa,  á  qulenea  agasajaba  como  amo  de  la  c&Ba  y 
pftdre  de  aqnéUoa;  argumentoa  éstoa  que  corroboran  laa  aentencinn  de 
este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Mayo  de  1904  y  la  de  26  de  Junio 
de  190S;  de  todo  lo  cual  ae  infiere  que  la  aentencia  recurrida  ha  icfrin- 
gido  el  art.  185  del  Código  civil,  por  haber  cometido  error  ,de  derecho  y 
de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba: 

Viato,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Tomáa  Gúdal: 
Oonaiderando  que,  según  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribuí  al 
Sapremo,  el  precepto  del  art.  135  del  Código,  á  diferencia  del  186  que  ae 
refiere  á  la  madre,  no  autoriza  la  investigación  de  la  paternidad,  sioo 
qoe  sólo  obliga  al  padre  á  reconocer  al  hijo  natural  cuando  el  recom  oi- 
miento expreao  de  au  paternidad  conato  en  eacrito  auyo  indubitado  ó 
enaado  ae  jnatifique  que  el  hijo  ae  ha  hallado  en  la  posesión  contiout  de 
tal  eatado,  juatificación  derivada  de  actoa  directoa  del  mismo  padre  ó  de 
en  familia;  es  decir,  que  para  el  caao  1.®  del  referido  articulo,  no  b&t?ta 
cualquier  eacrito  en  el  qne  el  padre  aluda  máa  ó  menoa  claramente  á  sn 
tapaeeto  hijo  ai  no  ae  contiene  en  él  un  expreso  reconocimiento  de  au  pa- 
ternidad, demoatrativo  cenaiguientemente  de  au  voluntad  en  este  sentí- 
o,  y  para  el  2.^  ae  requiere  que  loa  actoa  aean  de  tal  naturaleza  que  re- 
ren, á  la  vez  qne  el  convencimiento  de  la  paternidad,  la  voluntad  oa- 
naible  de  tener  y  tratar  al  hijo  como  tal  en  laa  relacionea  aocialee  y  de 
.  vida,  y  eato  no  accidentalmente,  aino  continuadamente,  porque  en 
il  aopaesto,  tos  actos  tienen  el  mismo  valor  qne  el  reconocimiento  ex- 
raao: 
Oonaiderando  que  en  el  caao  del  presente  recurao  ea'evidente  que  las 
Ttas  atribuidas  á  Don'F.  D.  de  B.,  no  contienen  reconocimiento  algn- 
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no,  7  mucho  menos  el  expreso  que  Is  ley  requiere,  psra  estimar  inf  r!n« 
i^do,  por  rssón  de  dichas  cartas,  el  número  1.®  del  mencionado  art.  Ift6, 
asi  como  tampoeo  cabe  sostener  la  infracción  del  núm.  S.®  del  mismo, 
ya  se  atienda  á  que  el  Tribunal  sentenciador,  apreciando  en  conjunto  ia 
prueba,  especialmente  la  testifical,  declara  improbados  loe  supuestos  ac- 
tos reveladores  de  la  posesión  de  estado  alegada,  ya  se  considere  que  los 
consignados  y  derivados  de  las  cartas,  únicos  que  pueden  ser  apreciados 
en  el  actual  recurso,  no  tienen  la  importancia  y  transcendencia  que  pre- 
tende atribuirles  el  recurrente  en  el  sentido  y  concepto  que  significa  la 
posesión  de  estado,  tal  como  este  Tribunal  Supremo  ha  tenido  ocasión 
de  definirle  en  diferentes  sentencias; 

Fallamos  quf>  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  P.  E.  D.,  á  quien  condenamos 
al  pago  de  las  cortas,  y  si  viniere  á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  que 
por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho  caso 
la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  ...  la  co- 
rrespondiente certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  lae  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeó  de  Alde- 
coa.=V.  de  Finlés.sTomás  Gúdal.sr  Antonio  Alonso  Casafia.=:Pascual 
Domenech.= Ramón  Barroeta.=Federico  Monsalve. 

Publlcaci6n.=Leiila  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Excmo.  Br.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Secretario  de  la  misma.  » 

Madrid  6  de  Jallo  de  lSi06.=:Por  mi  compafiero,  Licenciado  San  Ro- 
mán,'Licenciado  Jorge  Martines. 

Kum.  19.— TRIBUNAL  SUPREMO— 5  de  Julio; 
publicada  el  4  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^Entrega  de  oa/ores.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Elvira  Alegría  contra  la  pi*onuDC¡ada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  ia  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Enrique 
Mitjana. 
En  8U  CON8IDBIU.NDO  úqIco  86  estableco: 

Que  si  bien  ea  cierto  que  á  tenor  del  art.  545  del  Código  de  Co- 
mercio, loa  efectos  públicos  á  cuya  clase  vertenecen  según  el  68  las 
obligaciones  de  un  empréstito  municipal,  son  transmisibles  por  la 
simple  tradición  del  documento,  tal  precepto,  aplicable  á  la  ena/C" 
nación  de  los  títulos,  no  obsta  para  que  pueda  demostrarse  que  si- 
guen perteneciendo  al  que  los  entrega,  no  para  desposeerse  de  ellos^ 
sino  con  un  objeto  determinado: 

Que  siendo  este  el  depósito  de  los  títulos  á  nombre  de  la  mujer 
de  su  propietario,  y  ealiñeado  dicho  acto  como  equivalente  á  una 
donación,  no  puede  concedérsele  eficacia  por  hallarse  prohibidos 
entre  los  cónyuges  tales  actos  de  Uberalidaa,  sin  aue  al  hacer  seme-- 
jante  caliñeación  infrinja  la  Sala  sentenciadora  los  artículos  619  y 
siguientes  del  Código  civil,  si  declaró  en  el  fallo  que  los  títulos  per  ^ 
ienecíán  en  propiedad  al  marido: 

Que  según  jurisprudencia  consíanie,  no  es  lícito  en  casación  dis* 
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lae  conservaría,  para  ateader  con  ea  renta  á  so  familia;  que  dnnuits 
medio  afio  no  empleó  el  dinero,  esperando  la  oportunidad  de  qne  m  hi- 
ciera un  empréstito  qne  se  anunciaba,  j  cnando  llegó  la  subasta  adqui- 
rió 100  obligaciones  j  dló  á  Dofia  Mercedes  la  satisfacción  de  llevarlas 
i  su  casa,  suplicándola  que  las  guardara  porque  estarían  más  segaras 
en  la  de  ella  que  en  la  de  su  suegra,  pues  ya  sabía  que  le  desaparecieron 
las  cartas  de  Alegrín  7  las  segundas  de  cambio  justificantes  de  las  can- 
tidades qus  le  envió  desde  la  Habana,  que  guardaba  su  esposa;  qne, 
como  se  veía,  Dofia  Mercedes  la  remuneraba  por  servicios  pasados,  pre- 
sentes y  futuros,  7  la  entrega  de  los  expresados  fondos  fué  una  donación 
remuneratoria  verbal  7  de  presente  hecha  algunos  meses  antes  de  ad- 
quirir las  obligaciones  7  en  ocasión  en  qne  tenía  miedo  de  tener  fondos 
en  casa;  que  asistió  á  Dofia  Mercedes  hasta  su  muerte,  7  al  ocurrir  ésta 
había  en  su  casa  100  obligaciones  que  quiso  suponer  la  familia  de  en 
mujer  como  bienes  parafernales  propiedad  de  ella,  á  pesar  de  su  pro- 
testa de  que  eran  SU70S,  procedentes  de  una  donación  qne  Dofia  Meroe« 
des  le  había  hecho  con  anterioridad  á  su  testamento,  lo  cual  no  podía 
probar  de  momento  por  no  tener  documento  que  lo  justificase,  pues  al 
adquirirlas  en  la  subasta  no  se  le  dio  documento  alguno  en  qne  consUoe, 
pero  por  ello  Dofia  Mercedes  no  hizo  mención  de  dichos  valores  en  eí 
testamento;  7  qne,  al  fin  ella  (debe  referirse  á  su  esposa)  7  su  hermano 
los  depositaron  en  el  Banco  á  su  nombre,  7,  como  se  veía,  no  sólo  no  lo 
confirió  la  administración  de  sus  bienes,  sino  que  le  usurpó  i«  do 
los  SU70S: 

Resultando  que  consta,  en  efecto,  de  certificación  expedida  por  el  Se- 
cretario del  A7nntamiento  de  Barcelona,  que  en  1.^  de  Julio  de  1898, 
D.  Enrique  Mitjana  ingresó  en  las  Oajas  municipales  60.0S6  pesetas» 
importe  de  100  títulos  de  la  Deuda  emitida  en  dicha  fecha,  que  le  fne- 
von  adjudicados  en  subasta  pública  al  tipo  de  600  pesetas  7  26  céntimos 
eada  uno,  siéndole  entregados  los  títulos  números  6.696  al  6.796,  ca70S 
intereses,  hasta  el  cupón  semestral  correspondiente  á  1.^  de  Eners 
de  1896,  cobró  el  mismo  D,  Enrique  Mitjana;  7  en  8  de  Febrero  si- 
guiente, Dofia  Elvira  Alegrín  depositó  dichos  valores  á  sñ  nombre  en  Ib 
sucursal  del  Banco  de  Eapafia  en  dicha  ciudad: 

Resultando  que  Dofia  Mercedes  Campman7  otorgó  testamento  en  1.^ 
de  Julio  de  1898,  legando  á  sus  tres  sobrinas  políticas  D</fia  María,  Dofia 
Apolonia  7  Dofia  Olara  Oamarasa,  la  cantidad  de  6.000  pesetas  á  cada 
una,  é  institu70  heredera  nniversal  á  su  otra  sobrina  Dofia  Elvira  Ale- 
grín 7  Oampman7  para  qne  pudiera  disponer  libremente  7  sin  restrie- 
clón  de  ninguna  clase  de  todos  los  restantes  bienes,  muebles,  créditos, 
derechos,  acciones  7  demás  halares  presentes  7  futuros  que,  por  cnai- 
quier  título  ó  causa  que  fuere,  pertenecieran  á  la  testadora,  7,  en  tal 
concepto,  con8titu7eran  sn  herencia;  habiéndose  consignado  como  úni- 
cos bienes  relictos  por  Dofia  Mercedes,  de  inventarlo  que  en  2  de  Mano 
7  9  de  Junio  de  1896  otorgó  en  heredera  Dofia  Elvira,  con  autoriaaclón 
de  sn  marido,  dlfsrentes  muebles,  alhajas,  4.192  pesetas  60  céntimos, 
cobrada  por  la  heredera  del  administrador  que  había  tenido  la  finada 
7  la  casa  torre,  núm.  61,  de  la  calle  de  la  Orna,  en  el  pueblo  de  San  Ger- 
vasio de  Oassolas: 

Besnltando  que  en  los  sorteos  para  la  amortización  de  las  obligacio- 
nes del  empréstito  del  Ayuntamlf^nto  mencionado  verifímdos  en  10  ds 
Junio  de  1896,  16  de  Julio  de  1897  7  10  de  Junio  de  1900,  resultaron 
amortizadas  S6  de  las  100  obligaciones  en  cuestión,  hallándose  confor- 
mes las  partea  en  que  con  las  6.000  pesetas,  producto  de  las  10  obliga* 
clones  amortliadas  en  el  primero  de  dichos  sorteos,  Dofia  Elvira  Ais- 
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iprln  pagó  á  Dofia  Clara  Oamaraaa  el  legado  de  igual  snina  que  le  hiio 
Dofia  Mercedee;  y  qne  lae  7.600  pesetas,  importe  de  las  16  obligacionea 
amortiíadaa  en  el  segando  sorteo,  se  invirtieron,  con  2.600  pesetas  más, 
-en  la  compra,  por  Dofia  Elvira  Alegría,  de  la  casa  oúm.  63  de  la  calle  de 
la  Crní  del  pneblo  de  San  Gervasio  de  OasBolaa: 

Resaltando  qne  D.  Eoriqne  Mitjana  dedajo,  en  14  de  Marzo  de  1908, 
la  demanda  de  este  pleito,  exponiendo,  además  de  los  hechos  última- 
mente referidos:  qne  los  saeldos,  gratiflcacionea  y  emolumentos  qne 
percibió  despaés  de  casado  como  Ingeniero  primero  de  la  Armada  en 
Filipinas,  le  permitieron  realizar  economías  que,  sumadas  al  producto 
de  pequeños  negocios  y  á  un  acto  de  liberalidad  de  determinada  sefiora, 
qne  le  recompensó  un  señalado  servicio  con  una  cantidad  en  metálico, 
le  permitió  reunir  unas  60.000  pesetas,  que  invirtió  en  la  adquisición 
de  100  titnloe  de  la  Deuda  municipal,  emitida  por  el  Ayuntamiento  de 
aquella  ciudad  en  1.^  de  Julio  de  1898,  á  cuya  subasta  concurrió;  que, 
percibió  los  intereses  de  dichos  valores  hasta  los  correspondientes 
á  1.*  de  Enero  de  1896  inclusive  y  á  reiteradas  instancias  de  su  esposa 
y  familia  tuvo  la  debilidad  de  entregarle  los  100  títulos  de  la  Deuda  < 
winicipal  indicada,  que,  como  dejaba  dicho,  los  había  adquirido  con  sn 
dioero,  depositándolos  so  esposa  en  la  sucursal  del  Banco  de  Bspafia  á 
nombre  exclusivo  de  ella;  que,  con  tai  acto,  se  desprendió  graciosa- 
maota  de  los  valores  á  favor  de  su  esposa,  la  que  dispuso,  en  la  forma 
que  se  deja  ya  Indicada  en  los  antecedentes,  de  los  86  títulos  que  f  nerón 
amortizados  en  los  sorteos  de  10  de  Junio  de  1896,  16  de  Julio  de  1897 
y  10  de  Junio  de  1900,  pagando  6.000  pesetas  á  Dofia  Clara  Oamarasa 
por  el  legado  de  Dofia  Mercedes  Campmany,  comprando  la  casa  nú- 
mero 68  de  la  calle  de  la  Cruz  de  San  Gevasio  de  Cassolas,  paralo  cual 
le  entregó  el  demandante  2.600  pesetas  de  su  peculio  particular  y  rete- 
Biendo  en  su  poder  las  6.000  pesetas  producto  de  la  última  amortiza- 
clon;  y  qne  los  65  títulos  restantes  continuaron  depositados  en  el  Banco 
de  Bspafia  á  nombre  de  Dofia  Elvira,  hasta  que  ella  misma  los  retiró 
eo  15  de  Jnnlo^de  1901,  habiendo  abandonado  la  casa  marital  en  6  del 
mismo  mes  y  pedido  y  obtenido  después  el  depósito  de  su  persona,  pro* 
moviendo  luego  la  demanda  de  divorcio  que  estaba  en  curso;  y  me- 
fiante  los  faodamentos  de  derecho  que  estimó  del  caso  y  ejercitando  la 
acción  real  de  dominio,  la  eoncUtio  lexlege  y  demás  personales  y  mix- 
tas que  procedieran,  solicitó  se  declarara  nulo,  y  sin  valor  ni  efecto  el 
acto,  equivalente  á  una  donación,  por  el  que  entregó  á  su  esposa  para 
que  los  depositara  á  su  exclusivo  nombre  loe  100  títulos  de  la  Deuda 
municipal  ya  mencionados,  y,  en  su  consecuencia,  se  condenara  á  Dofia 
Elvira  Alegrín  á  devolverle  loe  65  títulos  no  amortizados,  cuyos  núme  • 
ros  sefialaba,  ó  su  equivalencia  si  había  dispuesto  de  ellos,  y  el  import<^ 
délos  35  amortizados,  ó  las  cosas  adquiridas  con  el  precio  de  la  amoi- 
tiiáción,  aeí  como  el  importe  de  los  cupones  de  los  tíialus  y  los  frutos 
é  rentas  de  dichas  cosas  percibidos  ó  podidos  percibir  desde  6  de  Junio 
de  1901: 

~tesu1tando  que  Dofia  Elvira  Alegrín  contestó  la  demani»»  pidiendo 
i  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  costas  al  deriianüante,  acom- 
indo  á  su  escrito  los  dos  borradores  de. cuyo  contenido  («e  d^ja  hecho 
Ito  al  principiíO,  y  alegando:  qne  negaba  en  absoluto  ^ue  su  marido, 
^mandante,  hubiera  ahorrado  alguna  vez  cunti^iad  a  g<ina,  y  más 
,  que  Doña  Mercedes  Campmany,  que  era  la  eeñora  á  quien  aluiJía, 
jbiera  hecho  el  regalo  en  metálico  qne  Indicuba;  qne  en  el  >  fio  1^02 
ían  ella  y  sn  esposo  con  bastante  estrecht-z,  atrnidos  á  nn  escrno 
ido  qne  éste  disfrutaba  en  la  Diputación  provincial  y  á-  lus  regaica 
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en  metálico  que  de  yes  en  onando  lee  hacía  Dofia  Mercedes  por  el  afecta 
qne  profesaba  á  en  sobrina,  la  alegante;  y  habiendo  más  tarde  renuncia- 
do Mitjana  á  sn  destino,  porque  nunca  le  había  gustado  trabajar,  man- 
tuvo desde  entonces  la  familia  su  expresada  tía  Dofia  Mercedes;  que  aL 
fallecimiento  de  ésta  quedaron  entre  bus  bienes  y  pasaron  á  ser  propia* 
dad  de  la  alegante,  como  su  heredera,  los  100  títulos  de  la  Deuda  muni- 
cipal de  que  se  trataba,  sin  que  significara  nada  el  que  su  marido  Dos 
Enrique  hubiera  tomado  parte  en  la  subasta  para  la  adquisición  de  aque- 
llos 100  títulos,  pues  lo  hiao  con  dinero  perteneciente  á  Dofia  Mercedes^ 
y  por  encargo  de  ésta,  como  lo  demostraba  el  hecho  de  haberlos  entre- 
gado á  la  misma  tan  pronto  como  los  adquirió,  y  así  resultaba  reconocí* 
.  do  y  confesado  por  el  demandante  en  los  dos  borradores  que  se  acompa- 
fiaban,  escritos  de  su  pufio  y  letra;  que,  una  yes  fallecida  su  tía  Dofia 
Mercedes,  el  marido  de  la  alegante  se  encargó  de  la  administración  de 
los  bienes  que  habían  sido  de  aquélla,  y,  por  tanto,  de  la  de  los  100  tí- 
tulos de  la  Deuda  municipal;  pero  en  yista  de  lo  desastrosa  que  resultó 
la  administración,  tuvo  necesidad  de  privarle  de  ella  y  de  poner  á  su 
nombre  ezclasivo  todos  los  bienes  heredados  de  su  tía;  y  que  el  paga 
del  legado  á  Dofia  Clara  Camaraea  con  el  importe  de  los  10  primeros  tU 
tulos  amortizados,  realizado  por  la  alegante  como  heredera  obligada  á- 
tal  pago,  y  el  asentimiento  qne  á  tal  acto  orestó  su  marido,  así  como  la 
inversión  de  las  7.600  pesetas  de  la  segunda  amortiaación  en  la  compra» 
por  la  alegante,  de  la  casa  núm.  68  de  la  calle  de  la  Crus  de  San  Qerya- 
sie  de  Cassolas,  era  una  prueba  evidente  de  que  los  títulos  en  cuestión 
eran  de  su  exclusiva  propiedad,  come  heredados  de  su  tía;  siendo  tam- 
bién inexacto  que  las  2.600  pesetas  que  hicieron  falta  para  completar  el 
uredo  de  dicha  casa  se  las  suministrara  su  marido,  que  carecía  en  abso- 
luto de  toda  clase  de  medios: 

Resultando  que  en  la  réplica  insistió  el  demandante  en  lo  alegado  y 
pedido  en  6U  demanda,  afiadiendo  el  hecho  de  que  en  el  Inventario  de 
los  bienes  relictos  por  Dofia  Mercedes  no  se  incluyeron  los  100  títuloa 
de  la  Deuda  municipal  sobre  que  se  litigaba,  con  lo  cual  reconoció  la  he- 
redera qne  no  pertenecían  á  la  herencia;  á  lo  cual  opuso  la  demandada,  al 
duplicar,  que  el  no  hal)erse  inventariado  los  100  títulos  de  la  Deuda  mu- 
nicipal fué  porque  así  lo  quiso  su  marido,  albacea  de  Dofia  Mercedes,  en 
unión  de  la  alegante,  el  cual  fué  quien  exclusivamente  formalizó  la  ee- 
oritura  de  inventario;  y  recibidos  los  autos  á  prueba,  se  suministraron 
por  ambas  partes  diferentes  justificaciones,  reconociendo  el  demandante 
como  suyos  los  dos  borradores  ó  notas  presentados  con  el  escrito  de  con- 
testación,  y  constando  de  un  testimonio  de  varias  diligencias  y  actua- 
ciones de  los  autos  de  divorcio  promovidos  por  Dofia  £lvlra  Alegrín» 
que  contestando  á  posiciones  que  le  dirigió  su  marido,  reconoció  como 
cierto  que  al  llegar  á  la  Península,  de  regreso  de  Filipinas,  le  quedaban 
unos  8.000  daros  aproximadamente,  pero  qne  los  disipó  en  el  juego: 

Resaltando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona dictó  sentencia  confirmatoria,  con  las  costas,  en  26  de  Septiem- 
bre de  1905,  declarando  nulo  y  sin  valor  ni  efecto  el  acto,  equivalente  é 
una  donación,  en  cuya  virtud  D.  Enrique  Mitjana  de  las  Doblas  entr 
á  su  esposa  Dofia  Elvira  Alegrín,  para  que  los  depositase  en  su  exc 
sivo  nombre,  como  &bí  lo  hizo,  en  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia 
aquella  plaza,  los  ^00  títulos  de  la  Deuda  municipal  de  aqnella  ciud 
emisión  de  1.^  de  Julio  de  1898,  números  desde  el  6.696  al  6.796,  depi 
piedad  del   actor;  y  condenando,  en  sn  consecuencia,  á  Dofia  Elv 
Alegrín,  á  qne  restituya  á  su  maride  el  importe  de  los  86  de  dichos 
ralos,  que  ha  reconocido  fueron  amortizados  antee  de  su  separac' 
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4»  la  casa  marital,  y  loa  65  que  retiró  del  Banco  en  16  de  Junio  de  1901, 
númeroa  del  6.6^6  al  6.760  j  del  6.781  al  6.790,  ó  su  equivalencia,  junto 
oon  el  Importe  de  loe  cupones  é  intereses  de  los  100,  desde  6  de  dicho 
mee  y  afio;  ó  bien  á  que  entregue  al  mismo  actor  6.000  pesetas,  importe 
del  legado  eatiefecho  á  Dofia  Oiara  Gamarasa,  y  la  casa  núm.  63  de  la 
calle  de  la  Orna  del  barrio  de  San  Gervasio  de  Oassolas,  comprada  ésta 
y  pagado  aquél  con  el  capital  de  la  amortización  de  SO  de  dichos  títulos 
coa  loa  intereses  legales  de  las  6.000  pesetas  y  las  rentas  de  la  casa 
desde  la  expresada  fecha,  y  además  el  valor  de  los  70  restantes,  con  el 
importe  de  sus  cupones,  también  á  contar  desde  6  de  Junio  de  1901: 

Resultando  que  Dofia  Elvira  Alegrin  interpuso  recurso  de  casación, 
presentándolo  autorizado  en  los  núms.  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  lev 
de  Eojuiciamiento  civil,  alegando  en  su  apoyo: 

Primero.  El  art.  646  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual,  los 
efectos  al  portador  del  art.  68,  entre  los  que  se  hallan  las  emiBiones  que 
representen  créditos  contra  el  Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio,  son 
transmisibles  por  la  simple  tradición  del  documento;  de  donde  resulta 
que  los  tituioB  de  la  Deuda  municipal  depositados  en  el  Banco  á  nombie 
de  la  recurrente,  á  ella  pertenecen  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario, 
y  8i  la  sentencia  recurrida  declara  lo  contrario,  es  porque  parte  déla 
base  de  que  los  títulos  son  del  demandante,  que  es  precisamente  el  ner- 
vio de  la  cueetióñ,  incurriendo,  para  sentar  tal  afirmación,  en  verdade- 
ros errores  en  Ja  apreciación  de  la  pruebn; 

Segundo.     El  art.  618  y  siguientes  del  Código  civil,  que  se  refieren 
ala  materia  de  donación,  estableciendo  lo  que  éetas  son,   puesto  que  la 
sentencia  considera  como  acto  equivalente  á  donación  lo  que  no  puede 
considerarse  como  tal,  pues  la  donación  es  up  acto  de  liberalidad,  sin 
cayo  elemento  no  puede  considerarse  como  tal,  y,  además,   habría  que 
demostrar  previ;  mente  que  los  títulos  en  que  se  hace  con^ietir  eran  do 
la  propiedad  del  demandante;  habiendo  caído  la  Sala  sentenciadora,  »1 
Goaeiderar  la  existencia  de  tal  donación,  en  error  de  hecho  en  la  apreci»- 
eión  de  las  pruebas,  pues  de  ésta  resulta  que   los  títulos  reclamados  pe 
hallaban  á  nombre  de  la  recurrente,  y  el  documento  á  que  la  sentencia 
se  refiere,  concediéndole  importancia  capital,  que  es  la  certificación  re 
lativa  á  que  D.  Enrique  Mitjana  tomó  parte  en  la  subasta,  sin  que  conf- 
isque lo  hizo  por  cuenta  ajena,  nada  dice  en  favor  de  lo  que  se  pretende 
demostrar;  resultando,  además,  que  posterior  á  la  fecha  de  la  subasta  es 
la  en  que  los  títulos  constan  en  el  Banco  como  de  la  pertenencia  de  la  re 
córtente,  y  que  ésta,  heredera  instituida  por  Dofia  Mercedes  Campmany , 
satisfizo  con  el  producto  de  los  títulos  un  legado  hecho  por  dicha  tesle* 
dora;  siendo  de  observar,  por  otra  parte,  que  la  misma  sentencia  reco- 
noce que  no  se  ha  demostrado  que  Mitjana  dÍBÍrutase  de  gratificaciones 
ni  emolumentos  superiores  al  sueldo  que  disfrutaba  de  4  ó  6.000   reales 
•Buales,  nueva  razón  de  que  el  demandante  no  pudiera  ser  duefio  de  los 
títulos  por  falta  de  medios  para  adquirirlos,  y,  además,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora, examinando  la  prueba  para  venir  á  establecer  que  se  trata 
una  donación  y  dejar  sentado  que  el  demandante  pudo  adquirir   los 
ales,  se  fija  en  que  la  recurrente  reconoció  en  posiciones,  que  su  ma- 
o  trajo  ahorrados  de  Filipinas  unos  3.000  duros,  olvidando  que  á  tal 
uifeeión  agregó  que  esa  cantidad  la  disipó  en  el  juego;  constando  tam- 
^n  en  la  sentencia  que  el  depósito  de  la  recurrente  se  hizo  en  6  de  Jn- 
>  de  1901  y  la  demanda  de  este  pleito  no  se  entabló  hapta  el  14  de 
irzo  de  1908,  no  obstante  que  ella  retiró  los  títulos  dos  afios  antes  y 
d  BU  producto  se  compró  una  casa;  existiendo,  por  último,  en  la  prne- 
onos  documentos  privados  reconocidos  por  el  demandante  como  de 
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8a  pafio  y  letra,  que,  según  la  Sala  sentenciadora,  no  dicen  que  los  titn- 
loB  adquiriólos  Mitjana  con  dinero  propio  j  los  dló  á  guardar  á  Dofia 
Mercedes  para  ganarse  más  su  confianza  y  por  considerarlos  más  segaros 
qae  en  su  casa,  pero  en  uno  de  los  cuales  se  consigna  claramente  que 
fá  la  muerte  de  Dofia  Mercedes  había  en  su  casa  100  obligaciones»;  y 

Tercero.  El  art.  1226  del  Código  civil,  que  concede  el  mismo  valor 
que  á  una  escritura  pública,  para  los  que  lo  hayan  suscrito,  al  documen- 
to privado  reconocido  legalmente,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  19  de  Diciembre  de  1902  y  27  de  Noviembre  dé  1908,  que,  con 
otras  varias,  declaran  que  los  documentos  privados  reconocidos  hacen 
prueba  contra  sa  autor,  en  cuyo  caso  se  encuentran  los  dos  documentos 
privados  reconocidos  por  el  actor  como  suyos;  por  todo  lo  cual  es  claro 
que  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en  un  error  de  hecho  al  apreciar 
las  pruebas,  y,  como  consecuencia,  en  error  de  derecho  al  considerar 
como  un  acto  equivalente  á  donación  algo  que  empezó  por  no  demostrar- 
se su  existencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 
Considerando  que  ejercitada  por  D.  Enrique  Mitjana  la  acción  real  de 
dominio  de  los  valores  de  qae  se  trata,  y  habiéndose  estimado  en  la  sen- 
tencia, por  las  pruebas  practicadas,  entre  ellas  la  testifical^  ser  de  sa 
propiedad  dichos  valores,  sin  que  esta  apreciación  se  combata  válida-» 
mente  en  el  recurso,  son  notoriamente  improcedentes*los  tres  motivos 
dol  mismo:  primero,  porque  si  bien  es  cierto  que  á  tenor  de  lo  prescrito 
por  el  art.  646  del  Código  de  Comercio,  los  efectos  públicos  (á  cuya  clase 
pertenecen,  según  el  68,  las  obligaciones  del  empréstito  municipal  dis- 
cotidae)  son  traDsmislbles  por  la  simple  tradición  del  documento,  tal 
precepto,  aplicable  á  la  enajenación  de  los  lítalos,  no  obsta  para  qaa 
pueda  demostrarse  que  siguen  perteneciendo  al  que  los  entrega,  no  para 
desposeerse  de  ellos,  sino  con  un  objeto  determinado,  cual  f  aé  en  el  caso 
sctual  su  depósito  á  nombre  de  Dofia  Elvira  Alegrín  en  la  Bacursal  del 
Banco  de  Espafia;  segundo,  porque  calificado  dicho  acto  como  equiva- 
lente á  una  donación,  no  puede  concedérsele  eficacia,  por  hallarse  prohi- 
bidos entre  los  cónyuges  tales  actos  de  liberalidad,  sin  qae  al  hacer  se- 
mejante caUficaciÓQ  la  Sala  sentenciadora  haya  infriogido  el  art.  619  y 
siguientes  del  Código  civil,  ni  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  se  su» 
pone,  puesto  que  declaró  en  el  failo,  como  queda  dicho,  que  los  títulos 
pertenecían  en  propiedad  á  D.  Enrique  Mitjana;  tercero,  porque  lejos  de 
demostrarse  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  lo  que  se 
hace  en  el  motivo  2.^  es  disgregarla,  sustituyendo  el  criterio  del  recurren- 
te al  del  Tribunal  sentenciador,  lo  cual  no  es  lícito  en  casación,  según 
iurisprudeacia  constante;  y  cuarto,  porque  la  Audiencia  no  desconoce  el 
valor  y  eficacia  de  los  documentos  privados  á  que  se  refiere  el  motivo  3.\ 
no  infringiendo,  consiguientemente,  el  art.  1226  del  mencionado  Código 
civil,  sino  que  los  aprecia  como  confirmatorios  del  juicio  que  por  las  de- 
más pruebas  ha  formado  sobre  la  propiedad  de  los  valoree;  debiendo  ob- 
servarse que  en  aquellos  documentos  no  se  dice  únicamente,  como  el  re. 
cúrrente  afirma,  que  á  la  muerte  de  Dofia  Mercedes  Campmany  había 
en  su  casa  100  obligaciones,  sino  que  se  afiade:  que  siendo  de  la  propie- 
dad de  D.  Enrique,  la  familia  de  su  mujer  pretendía  pertenecieran  á 
ésta  en  el  concepto  de  parafernales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Dofia  Elvira 
Alegrín  y  Campmany,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y,, 
para  en  su  caso,  al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debió  coni- 
tituir,  que  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au^ 
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éieneia  de  Barcelona  la  eertificación  correspondiente,  cen  devolnoión 
del  apantamiento  7  docnmentos  qne  ha  remitido. 

Aaí  por  esta  nneetra  eentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
lará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
lariasy  lo  pronnnciamos,  mandamos  y  firmamo8.=JoBé  de  Aidecoa.=Vi- 
eante  de  Pinlé8.^TomáB  Gúdal.=Antonio  Alonso  Oasafia.=Pa8CQal  Do- 
nMsech.= Federico  MontalYe.»Ram6n  Barroeta. 

Pnblicación.=Leída  7  publicada  inó  la  anterior  sentencia  por  el 
Eiemo.  6r.  D.  Antonio  Alonso  Oaeafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, oelebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  6  de  Jnlio  de  1906.r=Licenciado  Jorge  Martines. 


I^um.  18.-TRIBUNAL  SUPREIMO.— 7  di  Jsüo, 
pablloaila  el  4  de  Octubre  de  1907. 

OAftaaós  POR  QUBBRANTAMiBNTo  DE  FORfAfL.—Interdíeto  de  reeo'- 
brar, — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
paeato  por  el  Ayuntamiento  de  Viilazopeque  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  plei- 
to con  D.  Dionisio  Fernández. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  desconocimiento  de  la  personalidad  de  un  Ayuntamiento 
para  representar  los  intereses  de  la  Administración  es  caso  diame» 
traUnente  contrario  al  del  número  2P  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjui- 
áamienío  civil  que  se  reñere  á  aquel  en  que  indebidamente  se  haya 
rteonoéido  personalidad  á  quien  carezca  de  ella: 

Qtttf  la  cuestión  de  incompetencia  de  jurisdicción  por  razón  de  la 
materia  podría  motivar^  en  su  caso,  un  recurso  por  infracción  de 
lep,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  6.^  del  art.  1692  de  la  expre-- 
soda  iei/  de  Enjuiciamiento,  pero  no  el  dejorma  del  art,  1693,  por- 
que la  incompetencia  á  que  este  articulo  se  reñere  en  su  núm.  6.^  es 
esidentemenie  la  que  puede  existir  con  relación  á  Tribunales  de  la 
Jurisdicción  ordinaria  sobre  la  base  y  supuesto  de  tratarse  de  mate- 
ria propia  de  la  jurisdicción  de  estos  Tribunales: 

Que  la  falta  de  intervención  del  Ministerio  ñscal  en  un  interdicto 
promovido  por  un  Ayuntamiento,  terminado  por  sentencia  declara» 
loria  de  corresponder  el  conocimiento  del  asunto  á  la  Administra- 
tióñ,  mandando  remitir  los  autos  al  Gobernador  de  la  prooincia,  no 
eonstituye,  en  perjuicio  del  demandante,  ninguna  délas  in/racciO' 
nes  de  los  núms.  1,^  y  4P  del  art.  1693  de  la  ley  procesal  si  el  men- 
eitmado  Ayuntamiento  fué  debidamente  citado  y  emplazado,  pues 
Énieamenie  cuando  hubiera  dejado  de  serlo  podría  haber  formulado 
'  recurso  en  tal  sentido  y  concepto. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Julio  de  1906,  en  los  autos  se- 
idoa  es  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Gastrogeriz  y  la  sala  de  lo 
ftl  de  la  Audiencia  territorial  de  Burgos  por  el  Ayuntamiento,  de  Vi- 
laopeque,  con  D.  Dionisio  Fernándes  Casares,  labrador  y  residente 
Paleniaela,  «obre  interdicto  de  recobrar  un  terreno;  juicio  pendiente 
e  Kós  en  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  ha 
.BTpiíeete  el  referido  Ayuntamiento,  á  quien  representa  y  defiende  en 
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eete  Trlbanal  Bapremo  el  Procarador  D.  Felipe  Caao  y  García  y  el  Le- 
trado D.  Adolfo  Ortla  Casado,  ela  que  haya  comparecido  la  parte  de- 
mandada y  recorrida: 

Resaltando  que  el  Ayantamlento  de  ViUasopeqae,  partido  jadicial 
de  Oastrogerla,  provincia  de  Burgos,  dedajo,  en  escrito  de  14  de  Marse 
de  1005,  ante  el  Jasgado  de  primera  instancia  de  aqnel  partido,  deman- 
da da  interdicto  da  recobrar  la  posesión  de  un  terreno,  contra  el  vecino 
de  la  citada  localidad  D.  Dionisio  Fernandas  Casares,  exponiendo  como 
hechos:  primero,  qne  hacia  la  parte  del  Mediodía  del  citado  pueblo  de 
ViUasopeqne  existe  on  prado  conocido  con  el  nombre  de  Descansadero 
de  Tojos  ó  Prado  Ancho,  que  constituye  nn  amplio  descansadero  de  la 
cañada  que  atraviesa  aquel  término  municipal,  y  que  por  su  situación 
en  el  oeatro  y  llano  de  la  Vega,  es  paso  obligado  de  siempre  para  el  ga- 
nado trashumante;  y  segundo,  que  el  día  16  de  Marzo  de  1^04,  el  obrero 
Qermán  Tosca  Val,  por  encargo  y  con  la  pareja  de  bueyes  del  demanda > 
do  D.  Dionisio  Fernández  Casares,  roturó  como  unas  dos  fanegae  de 
sembradura  de  dicho  prado-cafiida,  por  lo  cual  fué  denunciado  por  el 
guarda  de  campo  al  Ayuntamiento,  preaentáadose  una  Comisión  del 
mismo  en  el  lugar  del  suceso,  acompañada  de  testigos,  para  tomar  lee 
datos  concernientes  á  la  prueba  del  hecho  y  de  su  autor  y  de  hacer  cona- 
tar  á  la  ves  ios  derechos  del  Municipio,  después  de  cuyos  hechos  y  de 
exponer  también  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinenentea, 
concluyó  el  Ayuntamiento  de  Villasopeque  con  la  súplica  de  que,  en  su 
día,  HedictaS'j  sentencia  definitiva  declarando  haber  lugar  al  interdic- 
to, con  las  consecuencias  inherentes  á  tal  declaración,,  previa  la  oportu- 
na información  exli^lda  por  la  ley  sobre  los  dos  puntos  cuestionables  de 
la  posesión  y  del  despojo: 

Resultando  qae  admitida  la  demanda  y  recibida  la  información  ofre- 
cida de  cinco  testigos  á  ios  efectos  de  los  artículos  1662  y  1668  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  fueron  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal, 
que  se  celebró  el  día  señalado,  con  asistencia  de  los  respectivos  Procu- 
radores y  Letrados,  en  cuyo  acto  reprodojo  el  defensor  del  Ayuntamiento 
demandante  los  hechos  y  súplica  de  la  demanda,  manifestando  el  Le- 
trado del  demandado  Casares  qne,  antes  de  entrar  en  el  fondo  del  asun- 
to, alegaba  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  porque  tra« 
tándoae  de  la  rotnración  de  una  vía  pecuaria,  el  conocimiento  del  hecho 
compete  exclusivamente  á  la  Administración,  conforme  al  reglamento 
de  18  de  Agosto  da  1892,  dictado  para  la  ejecución  del  Real  decreto  de  la 
misma  fecha,  qne  en  sus  artícnlos  72  al  86  señala  el  procedimiento  qne 
ha  de  seguirse  cuando  ios  Alcaldes  tengan  noticia  de  alguna  UBurpación 
cometida  en  las  vías  pecuarias,  dándoles  facultades  para  restablecer  el 
derecho  perturbado  y  reivindicar  el  terreno  objeto  de  la  roturación,  y 
porque  los  artículos  106  y  109  de  la  misma  disposición  legal  determinan 
la  penalidad  en  qne  incurre  el  que  rompiere  ó  roturase  una  vía  pecuaria, 
declarando  como  únicas  Autoridades  competentes  para  conocer  de  estaa 
cuestiones  á  los  Gobernadores  y  Alcaldes,  según  los  casos;  y  entrando, 
despuéi)  de  esto,  el  demandado  á  contestar  la  demanda,  alegó  el  ei 
nerite  diversas  excepciones,  entre  ellas,  la  de  que  la  Corporación  mu 
cipal  demandante  carecía  de  acción  para  hacer  la  reclamación  de  qnf 
trata  en  este  interdicto,  puesto  qne,  conforme  al  art.  16  del  Real  deci 
de  13  de  Agosto  de  1892,  la  Asociación  general  de  Ganaderos,  como 
presentante  de  la  Administración,  es  la  que  debe  ejercitar  ante  loa  1 
bunales  y  Autoridades  correspondientes  las  acciones  que  competen 
Estado,  para  reivindicar  los  abrevaderos  y  descansaderos,  total  ó  p 
cialmente  usurpados;  suplicando,  por  todo  ello,  qne  el  Juzgado  sede^*^ 
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como  amo  y  mandante  dei  obrero  Germán  Tosca  y  Val,  al  pago  de  la» 
cobUb,  dafioB  y  perjalcioa  caneados,  todo  sin  perjuicio  de  tercero,  reser* 
vando  á  las  partes  el  derecho  qne  pnedan  tener  sobre  la  propiedad  ó  po- 
sesión  definitiva,  el  cnal  podrán  ntiliaar  en  el  juicio  correspondiente;  é 
interpuesta  apelación  de  este  fallo  por  el  demandado  Femándes  Oasares, 
lo  revocó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Burgos  en  ana 
aentencia  de  16  de  Enero  último,  que,  estimando  la  excepción  de  incom- 
petencia de  jurisdicción  propuesta  por  dicho  demandado,  declaró  que  el 
conocimiento  de  los  autos  de  interdicto  entablado  por  el  Ayuntamiento 
de  ViUazopeque  correspondía  á  la  administración,  mandando,  en  su 
consecuencia,  remitir  los  expresados  autos  al  Gobernador  civil  de  la 
provincia,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  en  ninguna  de  laa 
dos  instancias: 

Resultando  que,  con  depósito  de  600  pesetas,  ha  interpuesto  el  Ayun- 
tamiento de  Viliasopeque  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
íorma^  fundado  en  los  núms.  1.*,  2.^,  4.^  y  6.^  del  art.  169S  de  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  alegando  loe  tres  motivos  siguientes: 

Primero.  Al  resolver  el  fallo  recurrido  estimando  la  excepción  de 
iocompetencia  de  jurisdicción  con  las  demás  declaraciones,  que,  con  su 
consecuencia^  viene  á  negar  á  la  Oorporación  municipal  de  Villazopeque 
el  carácter  de  legítimo  representante  de  la  administración  para  defender 
en  el  interdicto  los  derechos  de  ésta  en  la  posesión  del  prado-cafiada,  lo 
cual  concierne  á  la  personalidad  ó  á  la  acción,  incurriéndose,  por  tanto» 
en  la  falta  de  forma,  á  que  se  refiere  dicho  núm.  2.*  del  art.  1698  de  la 
loy  de  Enjuiciamiento; 

Segundo.  Porque,  en  todo  caso,  la  competencia  ha  sido  mal  propuesta 
y  sustanciada,  en  razón  á  no  haberse  cumplido  los  requisitos  de  ley  esen- 
ciales de  citar,  oir  y  emplaaar  al  Ministerio  fiscal,  cuya  opinión  es  de 
imprescindible  vigor  y.  de  gran  efecto  para  sostener  la  doctrina  legal  é 
interponer  los  recursos  procedentes,  según  jurisprudencia  del  (Consejo  de 
Ministros  y  del  Tribunal  Supremo,  bien  se  atienda  á  los  preceptos  del 
Beal  decreto- ley  de  8  de  Septiembre  de  1887,  bien  se  observe  lo  preveni- 
do en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  la  suspensión  obligada  dei  pro- 
cedimiento en  cuanto  á  lo  principal,  habiéndose,  en  su  virtud,  incurrido 
en  las  faltas  de  forma  á  que  aluden  los  párrafos  1.®  y  4.^  del  citado  ar- 
tículo 169á  de  la  ley  procesal;  y 

Tercero.  Aunque  en  realidad  estuviese  bien  propuesta,  sustanciada  y 
resuelta  la  cuestión  de  incompetencia,  mal  podría  tenerse  por  alMorven- 
te  del  conocimiento  de  los  autos,  como  autoridad,  á  la  Administración» 
cuando  es  visto  qne  lo  rehusa,  lejos  de  pedirlos,  y  ella  misma  es  la  que 
viene  á  los  Tribunales  reclamando  su  auxilio  y  su  sanción  para  impo- 
nerla á  los  pertubadores  de  la  ley  é  invasores  de  los  bienes  colocado» 
bajo  su  custodia;  y  al  declararla  competente  el  fallo  de  la  Sala  y  separar- 
ee  ésta  del  conocimiento  y  resolución  de  la  cuestión  civil  planteada  por 
el  Ayuntamiento,  incide  también  en  la  falta  del  párrafo  6.^  del  precita- 
do art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 
Considerando  que  aun  admitiendo,  como  pretende  el  recurrente,  qne 
el  fallo  contra  el  que  se  recurre  implique  el  desconocimiento  de  la  per- 
sonalidad del  Ayuntamiento  de  Viliaiopeque  para  representar  los  inte- 
reses de  la  Administración  en  el  asunto  de  que  se  trata,  lo  cual  no  ea 
exacto,  dados  los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida,  es  de  toda» 
■uertes  manifiesto  que  semejante  supuesto  desconocimiento  es  caso  dla- 
metralmente  contrario  al  del  núm.  2.^  del  art.  1699  de  la  ley  de  Enjai- 
ciamiento  civil,  que  se  refiere  á  aquel  en  que  indebidamente  se  haya  xe- 
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c8B0ddo  personalidad  á  qoien  careica  de  ella,  por  lo  cual  no  es  de  esti- 
mar el  primer  motivo  de  inf raeción: 

Considerando  qne  tampoco  lo  es  el  tercero,  porqae  la  caestión  de  in- 
competencia de  jarisdicción  por  raxón  de  la  materia  podría  motivar^  en 
•o  caso,  nn  recurso  por  infracción  de  ley,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
Dám.6.^del  art.  1692  de  la  expresada  iey  de  Enjaiciamiento,  pero  no 
el  de  forma  del  art.  1698,  porque  la  incompetencia  á  qne  este  aitícnlo 
le  refiere  en  sa  núm.  6.^  es  evidentemente  la  qne  paede  existir  con  re- 
lación á  Tribunales  de  la  jurisdicoión  oi diñarla  sobre  la  base  y  sapaesto 
de  tratarse  de  materia  propia  de  la  jurisdicción  de  estos  Tribunales: 

Considerando,  por  último,  que  la  falta  de  Intervención  del  Ministe» 
rio  fiscal  en  el  interdicto  no  constituye,  en  perjuicio  del  actor  recurren- 
te, nin8:nna  de  las  infracciones  de  los  números  1.^  y  4.o  del  mencionado 
art.  1698,  como  se  pretende  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  puesto 
qne  el  Ayuntamiento  de  Villasopeque  fué  debidamente  citado  y  empia- 
lado,  y  únicamente  cuando  hubiera  dejado  de  serlo  podría  haber  formu- 
lado el  recurso  en  tal  sentido  y  concepto,  no  constituyendo,  por  tanto,  la 
omisión  df  que  se  queja  con  relación  al  mismo,  motivo  de  infracción  por 
qasbrantamiento  de  forma: 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  caBación  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  interpuesto  el 
Ayuntamiento  de  Villasopeque,  al  que  condenamos  á  la  pérdida  del  de- 
pósito constituido,  al  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  no 
btosmoB  especial  imposición  de  costas  por  haber  comparecido  sólo  en 
este  Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurrente;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
territorial  de  Burgos  la  correspondiente  oertiñcación,  devolviéndole  loa 
a  otos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
bertará  en  ia  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamo8.=:Jo8é  de  Aldecoa. 
Francisco  Toda. =s Vicente  de  Piniés.=Víctor  Covián.=PaBcual  Dome- 
fiech.r=  Ramón  Barroeta.=Federico  Monsalve. 

Publieación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Sicmo.  8r.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele« 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tlfieo  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Julio  de  1906.s=:Maroelino  San  Bomán. 


I^uzn.   14:.-TRiBUNAL    SUPREMO.— 7  de  Julio, 
pabllcada  si  4  de  Octabrs  de  1907. 

Casación  por  inpelacción  de  ley,— Posesión  de  una  /{/ica.--Senten- 
eia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Manuela  del  Castillo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  se- 
j;unda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Doña 
Celedonia  del  Castillo. 
Bn  808  CON8IDBRAMDOS  80  ostablece: 

Qiftf  no  es  de  estimar  la  inf r acción  del  art.  359  de  la  ley  procesal 
¡ñdo  los  pronun^amieníos  del  Jallo  deciden  los  extremos  que  Jue- 
i  cbjelo  del  debate: 

Que  si  el  demandado  en  pleito  sobre  posesión  de  una  finca  no  se 
^Üó  en  su  contestación  á  negar  aquel  aereeho  al  demandante,  sino 
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que  sostuvo  el  suyo  de  dominio,  apoyándolo  doeumentalmente  y  pi- 
diendo la  correspondiente  declaración  del  Tribunal,  es  de  estimar 
que  utilizó  en  tiempo  la  oportuna  excepción  por  mutua  petición  y 
ejectiva  reconvención,  aun  cuando  nó  empleara  esta  palabra  ni  de- 
terminara la  acción  que  utilizaba^  circunstancia  ésta  sólo  exigible 
según  el  art.  1524  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  la  determi- 
nación, en  su  caso,  de  la  competencia: 

Que  observando  esa  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
ios  artículos.  359  y  524  de  la  ley  procesal,  403  de  la  Hipotecaria 
y  398  del  Código  civil: 

Que  conforme  á  los  principios  generales  de  derecho  que  rigen  en 
materia  de  posesión,  después  de  dictada  sentencia  en  que  se  dé  lu" 
gar  al  interdicto  de  recobrar  aquélla,  cabe  el  juicio  ordinario  para 
resolver  acerca  del  dominio  ó  posesión  definitiva,  como  se  establece 
en  el  último  párrafo  del  art,  1658  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
derecho  que  no  es  exclusivo  del  vencido  en  el  interdicto,  demandante 
en  el  juicio  ordinario,  porque  todo  lo  que  por  acción  se  conceda  al 
actor  no  puede  negarse  por  excepción  ó  reconvención  al  demandado: 

Que  observando  esta  doctrina,  no  se  infringen  los  artículos  398 
y  403  de  la  ley  Hipotecaria: 

Que  la  declaración  de  hecho  de  una  sentencia  de  que  el  deman- 
dante no  ha  justiñeado  los  fundamentos  de  la  demanda,  queda  sub- 
sistente cuando  contra  ella  no  se  recurre  en  la  forma  que  preceptúa 
el  art,  1692,  nüm,  7.°  de  la  ley  procesal: 

Que  á  tenor  de  lo  prevenido-  en^el  párrafo  4,^  del  art,  403  de  la 
ley  Hipotecaria,  la  inscripción  de  posesión  no  perjudicará  en  ningún 
caso  al  que  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  del  inmueble  aunque 
su  titulo  no  haya  sido  inscrito: 

Que  el  art,  25  de  la  citada  ley,  se  reñere  á  la  inscripción  de  tí- 
tulos de  igual  naturaleza: 

Que  declarado  el  dominio  á  favor  de  una  parte,  no  cabe  que  su 
acción  sea  enervada  por  actos  posesorios  que  no  han  dado  tugará 
la  prescripción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Jallo  de  1006,  en  el  jniolo  de- 
clarativo de  mayor  cuantía,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia 
de  Escalona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  te- 
rritorio, por  Doña  Manuela  del  GastiUo  y  Alonso,  contra  Dofia  Celedo- 
nia del  Castillo  y  Plaza,  dedicadas  á  sus  labores,  y  vecinas  de  Quismon- 
do,  sobre  posesión  de  una  vifia;  pendiente  ante  Ños  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Car- 
los de  Santiago  y  Fernández,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Agustín 
Retortillo,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  Félix  Ester  y 
;  Gómez,  en  nombre  de  la  demandante;  habiendo  comparecido  la  recurri- 
da, representada  por  el  Procurador  D.  Ruperto  Aicua  y  defendida  por  el 
Letrado  D.  José  Monsalve: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  Toledo  en  Agosto 
de  1868,  el  Jaez  de  primera  instancia  de  dicho  punto  vendió  á  D.  Igna- 
cio del  Castillo  una  finca  sefialada  con  el  núm.  10.482  del  Inventario  del 
Clero,  sita  en  término  de  Maqueda,  de  10  fanegas  de  cabida,  equivalen- 
tes á  9  hectáreas,  65  áreas  98  oentiáreas,  ai  sitio  de  la  Entradilla:  lin- 
dante por  Saliente  con  tierra  de  José  Merchán,  por  gallego  y  cierzo  con 
otra  de  Jalián  Cervino  y  por  ábrego,  con  la  de  Raimundo  Merchán, 
cuyo  documento,  según  se  consigna  en  uno  de  los  considerandos  de  la 
«entencia  recurrida,  no  fué  inscrito  por  entonces  en  el  Registro  de  la 
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inropiedad,  tomáadoBe  noto  de  saspeneión,  por  no  aparecer  inscrito  an- 
toriermento  to  fioea  Tendida: 

Besa  (lando  que  conato  eñ  certificación  expedida  por  el  Jnez  munici- 
pal de  Maqaeda  qae  en  dicho  Juagado  se  inetrayó  nn  expediente  de  in- 
formación poeeeoria  á  instancia  de  Dofia  Manuela  del  Castillo  y  Alonso,, 
ene!  qne,  previos  los  trámites  legales,  se  dictó  auto  en  4  de  Agosto 
dd  1899,  per  el  qne  considerando  que  aqnélla  había  justificado  hallarse 
en  posesión  desde  el  aflo  de  1884  de  una  tierra,  al  sitio  de  la  Eatradilla> 
término  jurisdiccional  de  Maqueda,  de  unas  6  fanegas  de  cabida,  equi- 
▼hlentes  á  888  áreas  y  16  centiáreas,  sembrada  de  vides,  y  lindanto  al 
Norte  con  tierras  de  Clemente  y  Rufino  Chuvieco,  al  Mediodía  con  otra 
de  D.  Román  Marchan,  ai  Saliento  con  las  de  Luis  Chuvieco  y  Rafael 
Tapias  y  al  Poniente  con  otra  de  los  referidos  Clemente  y  Rufino  Ohu* 
visco,  se  aprobó  dicho  expediento  y  se  ordenó  extender  en  el  Registro  de 
la  propiedad  del  partido  la  anotoción  preventiva,  que  en  su  día  se  conver- 
tiría en  Inscripción  definitiva,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho; 
Sne  entregado  el  expediento  á  Dofia  Manuela  del  Castillo  y  presentado 
i  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Escalona  el  7  del  mismo 
mes  y  afio,  fué  suspendida  aquélla  por  no  hallarse  amillarada  la  finca  á 
favor  de  so  actual  poseedora,  tomándose  anotación  preventiva  el  día  10, 
ai  folio  310  del  libro  26  del  Ayuntomienio  de  Maqueda,  finca  núm.  1.645, 
anotoción  letra  A;  qne  subsanado  dicho  defecto,  se  convirtió  la  anota- 
ción en  inscripción  primera,  el  14  de  dicho  mes  de  Agosto  de  1899,  in- 
sertándose á  continuación  en  el  documento  otra  certificación,  librada 
ei  11  del  propio  mes  y  año  por  el  Alcalde,  Regidor  Síndico  y  Secretario 
del  Ayuntamiento  de  Maqueda,  según  la  que  Doña  Manuela  del  Castillo 
pidió  se  Incluyese  en  los  cuadernos  de  riqueza  la  tierra  al  sitio  la  £n- 
tradilla,  que  la  pertonecía,  según  expediente  posesorio  que  acompañaba 
per  lo  qne  podía  considerarse  como  amillarada  la  finca  á  nombre  de  la 
•olleitonto,  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio: 

Resultando  qne  igualmente  aparece  en  certifieación  expedida  en  16  de 
8«fitiembre  de  1899  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Propiedades  y  Derechos 
del  Estado  en  la  Delegación  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Toledo,  que 
por  el  Estodo  se  enajenó,  en  virtud  de  las  leyes  desamortizadoras,  en 
pública  subasto,  la  finca  núm.  10.482  del  Inventorio  del  Clero,  descrita 
en  la  escritura  de  venta  de  1868  antes  referida,  tasada  en  renta  en 
V^  escudos,  en  venta  en  200  y  oapitaÜBada  en  460,  por  los  que  se  subas- 
to; que  habiendo  dejado  el  comprador  D.  Casimiro  García  de  satisfacer 
el  precio  correspondiente,  fué  declarado  en  quiebra  y  se  procedió  á 
Bueva  subasto,  adjudicándose  la  finca  á  D.  Ignacio  del  Castillo;  y  que 
p-^ra  qne  constase  y  se  inscribiese  á  favor  del  Estado  la  finca  deslinda-- 
da,  expedía  la  certificación  que  se  inscribió  en  el  Re^:istro  de  la  propie- 
dad de  Escalona  el  16  de  Octubre  de  1899  al  folio  214  del  libro  26  del 
Ayuntamiento  de  Maqueda,  finca  núm.  1.644,  inscripción  primera;  y  al 
ti|:nleDto  día  17  se  inscribió,  en  el  propio  Registro,  la  escritora  de  venta 
etorgada  por  el  Jnes  de  primera  instoncia  de  Toledo  á  favor  de  D.  Igna* 
*'''  del  Castillo  en  1868,  al  folio  218  del  libro  25  del  Aynntamiento  de 
-•ueda,  finca  núm.  1.644,  inscripción  segunda: 

tesultando  que  en  18  de  Junto  de  1901,  D.  Ignacio  del  Castillo  y  Es- 
il  otorgó  una  escritura  pública  de  manifestación  expresando  que,  por 
edmiento  de  sus  padres  D.  Ignacto  del  Castillo  y  Alonso  y  Dofia  Es 
Lskiea  Espejel,  había  adquirido  en  pleno  dominio  las  fincas  que  des- 
lía, y  entre  ellas,  con  el  núm.  2.^,  una  tierra  en  término  de  Maqueda 
Itio  déla  EntradiUa,  de  10  fanegas  de  cabida,  plantada  á  la  sazón  de 
a  y  atravaaadA  por  el  camino  de  Valverdejo,  lindante  por  Norte  y 
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Oeete,  con  fincas  de  Panla  Merchán  (bíc)  y  Engenlo  del  Castillo,  antea 
de  D.  Jniián  Cervino;  al  Este,  con  tierras  de  herederos  de  D.  José  Mer- 
chán, y  al  8ar,  con  tierra  de  José  y  Domingo  García,  antes  de  D.  Román 
Merchán,  cnya  flaca  fné  adqalrida  por  sn  padie  D.  Ignacio  del  Castillo, 
por  compra  al  Estado,  en  virtnd  de  escritura  otorgada  en  Toledo  el  áfio 
de  1868,  apareciendo  la  presente  liquidada  en  cuanto  á  los  derechos  rea- 
les por  D.  Oalixto  del  Castillo  y  Espejel;  y  sin  que  conste  U  fecha,  éece 
otorgó  otra  ante  el  Notario  de  Calsada  de  Oropesa,  manifestando,  entre 
otros  bienes,  la  tierra  descrita  en  la  anterior,  sin  más  diferencia  que  f  n 
la  presente  no  se  hace  lindar  la  finca  con  tierra  de  Paula  Merchán;  ha- 
biéndose inscrito  este  documento  en  el  Registro  de  Escalona  el  S7  de 
Agosto  de  1901,  al  libro  26  de  Maqneda,  folio  215,  finca  1.644,  Inscrip- 
ción tercera: 

Resultando  que  por  escritura  pública,  otorgada  el  mismo  día  que  la 
primera,  de  manifestación  de  bienes,  ó  sea  el  18  de  Junio  de  1901,  D.  Ca- 
lixto del  Castillo  y  Espejel  vendió  á  Dofia  Celedonia  del  Castillo  y  Plasa 
cinco  fincas  que  le  pertenecían  por  herencia  de  su  padre  D.  Ignacio  del 
Castillo,  y,  entre  ellas,  la  tierra  plantada  de  vides  y  atravesada  por  el 
camino  de  Valverdejo,  en  término  de  Maqneda  y  sitio  de  la  Eatradilla, 
de  10  fanegas  de  cabida,  lindante  por  Norte  y  Oeste,  con  fincas  de  Paula 
Mercháa  y  Eugenio  del  Castillo,  antes  de  D.  Julián  Cervino;  por  Este, 
con  tierras  de  herederos  de  D.  José  Merchán,  y  por  Sur,  con  otras  de 
José  y  Domingo  García,  antes  de  D.  Román  Merchán,  estipnlándoseí 
entre  otras  condiciones  del  contrato,  la  de  que  el  vendedor  no  respondía 
del  saneamiento  por  evlcción  respecto  á  dicha  finca;  cuyo  documento  fué 
inscrito  en  cuanto  á  ella  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Escalona 
el  27  de  Agosto  de  1901,  al  folio  204,  libro  26  de  Maqneda,  finca  nú- 
mero 1.614  duplicado,  inscripción  quinta: 

Resaltando  que  estando  conformes  las  partes  litigantes  en  que  Dofia 
Celedonia  del  Castillo  solicitó  y  obtuvo  del  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Escalona  la  posesión  judicial  de  las  10  fanegas  de  vifia  que  había 
comprado  á  D.  Calixto  del  Castillo,  y  en  que  la  propia  Dofia  Celedonia 
interpuso  contra  Dofia  Manuela  del  Castillo  demanda  de  interdicto  de 
recobrar  la  posesión  de  la  vifia  que  ésta  poseía,  en  cuyo  juicio  no  com- 
pareció la  demandada,  contra  ia  que  se  dictó  sentencia  condenatoria: 

Resultando  que  obtenida  declaraeión  de  pobreza  para  litigar,  Dofia 
Manuela  del  Castillo  y  Alonso,  acompafiando  la  certificación  relativa  al 
expediente  posesorio  ya  referido,  dedujo,  con  fecha  81  de  Agosto  de  1904, 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Escalona,  demanda  en  jálelo  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  contra  Dofia  Celedonia  del  Castillo  y  Plaza, 
manifestando  en  el  hecho  1.^  que,  en  virtud  de  expediente  de  informa- 
ción posesoria,  incoado  en  29  de  Julio  de  1899,  inscribió  en  el  Registro 
de  la  propiedad  de  dicho  punto  la  poseBión  Je  la  vifia  descrita  en  la  cer- 
tificación que  acompafiaba,  y  alegando  que  había  venido  poseyendo 
quieta  y  pacíficamente  la  finca  deslindada,  hasta  que  D.  Calixto  del  Cas- 
tillo interpuso  contra  ella  demanda  de  interdicto  de  recobrar  la  posesión 
de  una  vifia,  cuyo  dominio  inscribió  aquél  posteriormente  con  medida 
superficial  distinta  y  linderos  sólo  en  parte  comunes  con  la  que  ella  te- 
nía inscrita  en  el  Registro,  en  cuyo  juicio,  al  que  la  misma  no  acudió, 
fué  confien ada  á  que  se  abstuviere  en  ejercer  actos  de  posesión  sobre 
nna  viña  que  no  convenía  con  la  suya  más  que  en  algún  lindero;  que, 
más  tarde,  el  D.  Calixto  vendió  la  vifia  qne  había  inscrito  á  Dofia  Cele- 
donia del  Castillo  por  escritura  pública,  en  que  se  hizo  constar  que  el 
Tendedor  no  respondía  del  saneamiento  en  caso  de  evicción;  que  Dofia 
Celedonia  del  Castillo  obtuvo  la  posesión  judicial  de  dicha  finca  y  la  de- 
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mandante  siguió  ejerciendo  actos  de  posesión  sobre  sns  6  fanegas  de 
▼illa  inscritas  en  el  Registro,  por  lo  <ine  íaé  denanciada  por  aqaéUa, 
instruyéndose,  en  sn  yirtad,  cansa  criminal;  qne,  además,  la  Dofia  Ce- 
Msnia  interpuso  contra  la  demandante  demanda  de  interdicto  de  reco- 
brar la  posesión  de  la  yifia  que  la  misma  venia  poseyendo,  eo  cuyo  ]ul* 
do  no  compareció  y  fué  condenada;  después  de  citar  como  fundamentos 
legales  los  artículos  438  y  446  del  Código  civil,  1668,  párrafo  8.<>,  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  las  sentencias  del  Tribuual  8apremo  de  8 
de  Julio  de  1886,  6  de  Diciembre  de  1899,  16  de  Octubre  de  1890,  3  de 
Suero  de  1893  y  las  Resoluciones  de  la  Dirección  general  de  loa  Regis- 
tios  de  la  7  19  de  l^ptiembre  de  1888  y  4  de  Abril  de  1880,  Boplicó  se 
declarase  qne  tenia  preferente  derecho  á  la  posesión  definitiva  de  la  vifia 
48sliadada  y  se  condenaeeá  Dofia  Celedonia  del  Castillo  y  Plaza  en  las 
cestss  de  este  pleito  y  á  indemnisar  á  la  demandante  los  perjuicios  que 
la  causó  con  el  interdicto  sobre  posesión  que  contra  ella  formuló: 

Resultando  que  Dofia  Celedonia  del  Castillo  y  Plaza,  acompafiando 
les  demás  documentos  de  que  en  los  antecedentes  queda  he  ha  relación, 
contestó  á  la  demanda  alegando  que  protestaba  de  qne  la  finca  que  se 
ieseribfa  en  el  expediente  posesorio  presentado  por  Dcfía  Manuela  del 
CsstiUo  fuese  la  misma  ó  formase  parte  de  la  qne  á  ella  pertenecía  eu 
pleno  dominio,  sita  en  término  municipal  de  Maqueda,  sitio  de  la  £n- 
tradilla,  de  10  fanegas  plantada  de  vifia,  atravesada  por  el  camino  de 
Talverdejo,  y  lindante  ai  Norte  y  Oeste,  con  la  finca  de  Paula  Merchán 
y  Eogenio  del  Castillo,  antes  de  D.  Julián  Cervino;  al  Saliente,  con 
tierra  de  los  herederos  de  José  Merchán,  y  al  Sur,  con  otra  de  José  y 
DsmiDgo  Qarcía  antes  de  D.  Román  Merchán;  que  Dofia  Manuela  del 
Csstllio,  ni  había  poseído  ni  poseía  quieta  y  pacíficamente  vifia  que 
formase  parte  de  la  que  dejaba  descrita,  propiedad  de  la  demandada; 
^oe  según  declaró  el  competente  Tribunal,  la  Dofia  Manuela  fué  la 
despojante  de  la  vifia  titulada  la  Entradilla,  de  10  fanegas  de  cabida, 
son  los  linderos  expresados,  perteneciente,  en  aquella  fecha,  á  don 
Calixto  del  Castillo;  y  si  bien  era  verdad  que  éste  inscribió  su  de- 
fecho  eu  el  Registro  de  la  propiedad  sobre  la  vifia  en  cuestión,  después 
ds  la  Inscripción  del  expediente  posesorio  de  la  vifia  que  decía  poseer  la 
dtoiandante,  no  era  menos  cierto  que  el  título  de  adquÍBÍción  que  el  don 
Otlixto  ostentaba  era  muy  anterior  á  la  fecha  de  inscrú)ción  de  aquel 
expediente,  en  virtud  del  que  la  demandante  adquirió  la  vifia  de  6  fa- 
isgas,  al  sitio  de  la  Entradilla,  y  mucho  más  antiguo  era  el  título  de 
sdquistctón  de  la  Tifia  al  sitio  de  la  Entradilla,  de  10  fanegas,  que  os- 
toitaba  D.  Ignacio  del  Castillo,  causante  del  D.  Calixto,  puerto  qne  da- 
taba de  1867,  en  cuya  fecha  la  adquirió  del  Estado;  que  la  Dufia  Manuela 
olvidaba  de  modo  punible  las  prevenciones  que  en  el  acto  de  la  posesión 
judicial  dada  á  la  hoy  demandada  de  la  vifia  de  10  fanegas,  al  sitio  de 
la  Entradilla,  la  hizo  al  Juzgado,  y  realizaba  hechos  que  dieron  lugar  á 
la  formación  de  causa  criminal;  como  fundamentos  legales  expuso  que 
sería  de  aplicación  el  art.  488  del  Código,  citado  de  contrarit),  si  se  dls- 
eatiess  el  mejor  derecho  de  los  títulos  de  dominio,  pero  no  invocándose 
r  la  demandante  uno  de  posesión  'enfrente  del  suyo  de   dominio» 
mpre  preferente,  conforme  á  los  arte.  848,  432,  447,  1940, 1967  y  1960 
i  propio  Código,  y  á  las  sentencias  de  20  de  Noviembre  de  1^60,  14  de 
tabre  de  1861,  26  de  Enero  de  1867,  6  de  Noviembre  de  1868,  28  da 
aio  de  1869  y  7  de  Noviembre  de  1879,  además  de  aceptar  como  suyos 
art  446  del  Código  civil  y  la  sentencia  de  6  de  Diciembre  de    1899,  y 
considerar  aplicables,  para  el  que  tuviera  mejor  derecno  á  poseer  la 
lea,  las  sentsncias  de  8  de  Julio  de  1886  y  16  de  Octubre  de  1890,  ci- 
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todas  en  la  demanda;  los  arte.  897  y  409  de  la  ley  Hipotecaria  y  las  een- 
tenciae  de  16  de  Marzo  de  1866  y  l.o  de  Mario  de  1898,  aparto  de  qne  en 
aquélla  no  se  fijaba  con  claridad  y  precisión  lo  qne  se  pedía:  y,  por  úl- 
timo, pidió  se  resolviese  qne  la  finca  descrita  en  el  hecho  1.^  de  la  con- 
testación, que  poseía  la  demandada,  la  pertenecía  en  pleno  dominio;  qne 
U  descrito  en  el  hecho  1.®  de  la  demanda  no  era  la  misma  ni  había  for- 
mado parte  nnnca  de  la  qne  pertonecía  á  la  demandada,  sin  perjuicio  de 
lo  qne  pudiera  resultar  en  conclusión  respecto  á  la  ezistonoia  real  de  la 
finca  sita  en  el  término  municipal  de  Maqueda,  al  sitio  de  la  Entradilla, 
de  cabida  unas  6  fanegas,  que  la  actora  decía  poseer;  y  se  declarase  la 
mala  fe  y  temeridad  de  ésta  al  interponer  la  demanda,  absolviéndola  de 
ella,  con  expresa  imposición  de  costas: 

Resultando  que  en  la  réplica  y  duplica  insistieron  las  partos  en  las 
qne  tonían  formuladas,  añadiendo  algunas  como  ampliación;  y  practi- 
cada prueba,  y  sustanciado  el  pleito  por  los  trámitos  legales  de  dos  ins- 
toncias,  en  28  de  Diciembre  de  1906  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  torritoríal  de  esta  corte,  declarande 
que  la  demandante  Dofia  Manuela  del  Castillo  Alonso  no  probó  los  fun- 
aamentos  de  su  demanda;  que  la  finca  viña  nombrada  GntradiUa,  de  1(^ 
fanegas,  en  término  de  Maqueda,  descrita  en  el  hecho  l.^de  la  contostar 
ción  objeto  de  la  demanda  y  vendida  por  el  Estado  á  D.  Ignacio  del  Oas- 
tillo  pertenece  actualmente,  por  títulos  onerosos  traslativos  del  dominio» 
á  Dofia  Celedonia  del  Castillo  Plasa,  cuyos  títulos  olwtan  y  contradicen 
la  posesión  alegada  y  perdida  por  la  demandante  en  la  propia  finca;  y 
absolviendo  á  la  Castillo  Plasa  de  la  demanda  deducida  por  aquélla,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  dos  instanciaa: 

Resultando  que  Doña  Manuel  del  Castillo  Alonso  ha  intorpuesto  re« 
enrsoMe  casación,  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  núms.  1.®,'  SA 
y  8.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  infrin- 
gidos: 

Primero.  EV  art.  669  de  la  citada  ley,  aegfin  el  que  las  sentonciaa 
deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes  con  las  demandas  y  demás  pre- 
tensiones deducidas  de  antemano  en  el  pleito,  pues  no  habiéndose  dis- 
cutido en  el  presento  nada  sobre  la  eficacia  de  la  escritura  presentada, 
en  virtud  de  la  que  D.  Ignacio  del  Castillo  adquirió  los  bienes  del  Esto- 
do,  ya  que  Dofl^  Celedonia  del  Castillo  se  limito,  no  á  sostoner  sus  de- 
rechos como  propietaria,  nacidos  de  tal  escritura,  sino  solamento  á  negar 
la  posesión  de  la  recurrento,  no  ha  debido  sustontarse  en  el  segundo  con* 
siderando  de  la  sentoncia  recurrida  que  no  podía  ponerse  en  duda  esto 
derecho  de  propiedad  en  favor  del  Estado,  transmitido  á  D.  Ignacio  del 
Castillo,  y  después,  por  venta,  á  la  Dofia  Celedonia,  á  más  de  que  en  el 
caso  de  haber  sido  objeto  de  discusión  tol  extremo,  la  recurrento  lo  ha- 
bría impugnado,  por  tener  la  escritura  en  que  aparece  como  comprador 
el  D.  Ignacio  un  vicio  de  origen,  pues  el  sólo  hecho  de  constar  un  finca 
en  el  balance  de  los  bienes  del  Clero  no  puede  considerarse  como  causa 
para  asegurar  que  pertenecía  á  ésto,  y  para  ello  debieron  presentarse  lae 
titulaciones  correspondientos,  y,  en  su  defecto,  las  certificaciones  de 
las  Contadurías  de  hipotecas,  no  siendo  lógico  suponer  que  unas  y  otrais 
existieran,  pues  de  haber  sido  así,  se  habrían  trasladado  á  los  libros  del 
moderno  Registro  de  la  propiedad  tales  inscripciones,  conforme  á  lo  or- 
denado en  el  art.  411  de  la  ley  Hipotecaria;  por  lo  que,  no  habiéndose 
«ibeanado  el  vicio  inicial  de  la  escritura,  no  puede  concedérsele  la  efi- 
eacia  que  la  reconoce  la  sentoncia  recurrida,  pues  al  no  aparecer  los  pri- 
mitivos títulos  de  propiedad  ni  anotación  alguna,  el  hecho  realizado  por 
el  Estado  queda  reducido  á  un  simple  acto  inicial  de  posesión  que  no 
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llegó  á  inscribirse  en  el  Registre  de  la  propiedad  hasta  el  16  de  Octubre  de 
1899,  unes  meses  deepaós  de  haber  ineórito  sn  derecho  la  recarrente;  de- 
moeirande  la  verdad  de  dichas  afirmaeioneii  la  certificación  expedida  por 
el  Jefe  de  la  Sección  de  Propiedades  y  Derechos  del^Bstado  de  la  Delega- 
don  de  Hacienda  de  Toledo,  en  la  qae  nada  se  dice,  no  obstante  haber 
sids  solielftada  prebabiemente  para  subsanar  los  defectos  encontrados 
por  el  Registrador  de  la  propiedad,  y  además  el  hecho  de  que  D.  Oalizto 
del  Oasttlls,  al  transmitir  sas  derechos  á  Dofia  Celedonia,  hizo  otorgar 
en  la  escritora  qae  no  respondía  del  saneamiento  en  caso  de  evicción: 

Bagnndo.  El  art.  446  del  Oódigo  civil,  segán  el  qae,  si  snrge  con- 
tienda sobre  el  hecho  de  la  posesión,  debe  ser  preferido  el  poseedor  ao* 
toal;  poes  concretándose  el  pleito  á  decidir  á  cnal  de  los  dos  litigantes 
corresponde  la  posesión  defiaitiya  de  la  finca,  debió  limitarse  la  Sala  á 
cenflrmar  la  sentencia  del  Jasgado,  concediendo  la  posesión  á  la  reca- 
rrenfee,  por  ser  la  poseedora  aotnal  de  la  finca  litigiosa,  sin  que  nada 
signifique  que  Dofia  Oeledonia  del  Castillo' presentase  un  tltolo,  ya  que 
ese  caso  está  previsto  con  el  citado  precepto  legal,  al  decir  qae  entonces 
será  preferido  este  poseedor,  siempre  que  acredite,  además,  que  la  fecha 
de  la  posesión  es  la  misma;  pero  no  siendo  así,  resaltando  que  es  ante- 
nsr  la  fecha  desde  que  la  recurrente  venía  ejercitando  actos  de  posesión, 
ha  debido  respetarse  ésta,  no  obstante  el  título  presentado  por  la  Dofia 
Oeledonia: 

Hereero.  El  art.  446  del  mismo  Cuerpo  legal,  al  no  respetarse  á  la  re- 
csrreBte  en  su  posesión,  conforme  tal  precepto  previene: 

Ouarte.  La  Resotución  de  la  Dirección  general  de  lo«  Rep^istros  de 
17  de  Mario  de  1896,  que  declara  que,  para  obtener  cancelación  de  una 
iaseripeión  posesoria,  es  preciso  presentar,  no  sólo  un  títnlo  de  dominio 
ds  Iseha  anterior,  sino  providencia  ejecatoria  ó  el  consentimiento  de  la 
persona  á  cuyo  favor  está  hecha  la  iascripoión;  y  como  este  último  no 
erists,  y  la  providencia  ejecutoria  debe  alcanzarse  en  jaicio  plenario  de 
pcopiedad,  tal  declaración,  tal  providencia  no  puede  decretarse  en  un 
Jilolo  en  el  que  comparece  como  actor  el  poseedor  de  la  cosa,  reclama  la 
pssssión  y  no  se  alega  come  reconvención  el  derecho]  de  propiedad  por 
•1  demandado: 

Quinto.  El  art.  408  de  la  ley  Hipotecaria,  que,  en  su  párrafo  3.®, 
dice  que  las  inscripciones  de  posesión  perjudicarán  ó  favorecerán  á  ter- 
osre  deede  su  fecha,  pero  sólo  en  cuanto  á  los  efectos  que  atribuyen  las 
leyes  á  la  mera  posesión,  única  dlscatida;  toda  vez  que,  para  que  la  po* 
sesión,  eomo  dice  el  artículo,  no  perjudique  al  qne  tenga  mejor  derecho 
á  la  propiedad,  es  preciso  que  éste  sea  indiscutible,  que  provenga  de  do- 
evoientos  fehacientes,  pero  no  de  aquéllos  qne,  como  el  ostentado  por 
Dofia  Celedonia  del  Castillo,  tienen  un  defecto  de  origen»  y  por  eso, 
para  hacer  la  declaración  de  propiedad  y  aplicar  con  ezactitnd  los  pre- 
del  articulo  citado,  ha  debido  discutirse  previamente  el  título 
propiedad  de  la  demandada  en  juicio  de  propiedad,  donde  la  recn- 
iiabría  podido  impugnar  aquél  y  llegar  á  probar  sus  defectos  de 

ixto.  El  art.  898  de  la  misma  ley,  según  el  que  los  expedientes  po» 
rías  serán  puestos  de  manifiesto  para  que  cualquiera  persona  que  se 
ridere  con  derecho  á  los  bienes  cuya  inscripción  se  solicite  puede 
jarlo  ante  el  Tribunal  competente;  y  por  ello,  si  ten  claro  era  el  de- 
io  ds  Dofia  Celedonia  del  Castillo,  no  se  explica  cómo  al  instrnirse 
rpsdlsnte  posesorio  en  cuestión,  ella  ó  sus  antecesores  no  formal!» 
la  la  correspondiente  oposición,  toda  ves  que  por  él  iba  á  privárseles 
^  posesión  qus  á  Juicio  de  la  Sala  les  correspondía: 
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Séptimo.  El  Art.  26  de  la  mlsmft  ley,  en  'el  qae  se  declara»  qae  !•• 
titoloB  ineorltoe  no  earten  efecto  en  cnanto  á  tercero,  eino  deade  la  fecha 
de  en  inscripción;  por  lo  qne  el  titulo  de  propiedad  de  Dofia  Oeledonia 
del  OaatUlo,  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  con  posterioridad  al 
expediente  posesorio  incoado  por  la  recurrente,  no  pnede  perjudicar  á 
éeta  ni  surtir  efecto  hasta  tanto  que  en  juicio  en  que  se  discuta  el  dera- 
eho  de  propiedad  se  obtenga  sentencia  favorable: 

Octavo.  El  art.  482  del  Código  civil,  al  no  reconocer  qne  la  reea- 
rrente  puede  ostentar  el  derecho  posesorio  que  reclama  independiente- 
mente del  de  dominio  perteneciente  á  otra  persona,  conforme  á  dicha 
precepto  legal: 

Noveno.  £1  art.  398  del  propio  Cuerpo  legal,  al  reconocer  desda  ibe* 
go,  y  en  pleito  en  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión,  el  derecho  de  pro- 
piedad de  Dofia  Celedonia  del  Castillo,  olvidando  que,  con  arreglo  á  tal' 
articulo,  esta  propietaria  es  la  que  tiene  acción  en  el  juicio  correspon- 
diente contra  ei  tenedor  ó  poseedor  de  la  cosa  para  reivindicarla;  y 

Décimo.  £1  art*  624  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  determina 
que  los  demandantes  expresarán  la  acción  que  ejercitan,  y  en  el  presente 
caso  Dofia  Celedonia  del  Castillo  no  utilisó  la  reivindicatoría  que  la  co- 
rrespondía, sino  que  se  limitó  exclusivamente  á  defenderse  en  el  pleito 
aobre  posesión  en  que  era  demandada. 

Visto,  siendo  Punente  el  Magistrado  D.  Pascual  Domenech: 
Considerando  que  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  869  de  la 
ley  de  Snjaiciamiento  civil  alegada  en  el  primer  motivo  del  recurso, 
porque  los  pronunciamientos  del  fallo  deciden  loe  extremos  que  f aeren 
objeto  del  debate,  ya  que,  en  contra  de  lo  que  en  el  recurso  se  sostiene, 
Dofia  Celedonia  del  Castillo  no  se  limitó,  al  contestar  á  la  demanda,  á 
negar  la  posesión  de  la  recurrente,  sino  qne  sostuvo  sus  derechos  domi- 
nicales sobre  la  vifia  de  10  f anegae  de  cabida,  apoyándolos  en  las  escri- 
turas, que  acompafió,  de  adquisición  de  la  finca  del  Estado  por  D.  Igna» 
cío  del  Castillo  en  1868,  aceptación  de  la  herencia  del  mismo  por  su  hije 
D.  Calixto  y  compra  por  ella  realizada  á  éste;  y,  además,  formuló  ex* 
presamente  la  petición  de  que  se  resolviese  que  la  expresada  finca  le 
pertenecía  en  pleno  dominio,  con  lo  cual  utilisó  en  tiempo  la  oportuna 
excepción  por  mutua  petición  y  efectiva  reconvención,  aun  cuando  no 
empleara  esta  palabra  ni  determinara  la  acción  que  utilisaba,  clrcnno- 
tanda  ésta  sólo  exlglble  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  624  de  la  ley 
de  Enjaiciamiento  civil,  para  la  determinación,  en  su  caso,  de  la  com- 
petencia; y,  esto  sentado,  es  indudable  qne  no  se  han  cometido  por  la 
Sala  sentenciadora  las  infracciones  que  se  suponen  en  los  motivos  pri- 
mero, cuarto,  quinto,  noveno  y  décimo  del  recurso: 

Considerando,  ademá^  en  cuanto  á  este  aspecto  de  la  cuestión,  que 
conforme  á  los  principios  generales  de  derecho  qne '«rigen  en  materia  de 
posesión,  después  de  dictada  sentencia  en  que  se  dé  lagar  al  interdicto 
de  recobrar  aquélla,  cabe  el  juicio  ordinario  para  resolver  acerca  del  do- 
minio ó  posesión  definitiva,  y  como  se  establece  en  el  último  párrafo 
del  art.  1658  de  la  mencionada  ley  de  Enjuicimlento  civil;  y  como 
tal  derecho  no  es  exclusivo  del  vencido  en  el  interdicto,  demandante  en 
el  juicio  ordinario,  porque  todo  lo  que  por  acción  se  concede  al  actor  no 
pnede  negarse  por  excepción  ó  reconvención  al  demandado,  es  manifies- 
to que  al  resolver  la  sentencia  recurrida  que  la  vifia  objeto  de  la  dsman* 
da  pertenece  actualmente  por  tita  los  onerosos  traslativos  de  dominio  á 
Dofia  Celedonia  del  Castillo,  se  ha  ajustado  á  lo  dispuesto  en  el  citado 
art.  869  de  la  ley  procesal  y  no  ha  incurrido  en  las  infracciones  á  qne 
se  refieren  los  motivos  quinte  y  sexto  del  recurso;  esto  aparte  de  qne» 
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^toelanndo  la  sentaneia  contra  U  qne  se  recurre,  que  la  demandante  no 
hajostificado  los  tandamantos  de  bq  demanda,  declaración  de  hecho 
•qiia  ha  qaedado  subsistente,  pues  contra  ella  no  se  ha  recorrido  en  la 
forma  qae  preceptúa  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  le?  de  Eajaiciamien- 
tocÍTÜ,  no  puede  menos  de  estimarse  que  por  los  títulos  presentados 
pot  la  demandada  ha  adquirido  ésta,  hasta  por  prescripción  extraordi- 
naria de  más  de  treinta  «fias  el  dominio  de  la  mencionada  finca: 

Ooosiderando  que  habiendo  resuelto  el  Tribunal  a  quo  acerca  del 
dominio  de  la  vifi^i  disputada,  declarando  que  eorresponde  á  Dofia  Crle- 
denia  del  Castillo  por  virtud  de  los  tíiulos  que  ostenta,  y  no  habiéndo- 
se Impugoado  esta  apreciación  de  una  manera  determinada  en  el  recurso 
pnss  éste  se  limita  á  sostener  con  notoria  inexactitud  que  la  demanda- 
da no  biso  esta  petición,  y  que  por  ello  no  cabía  resolver  acerca  de  la 
misma  en  la  sentencia,  queda  la  cuestión  reducida  á  decidir  si  frente  á 
in  título  de  dominio  pue  le  prevalecer  una  información  posesoria,  aun- 
tnsésta  se  hubiera  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  con  fecha 
interior  á  la  que  aquél  se  inscribió: 

Oonaiderando  que  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  párrafo  é.**  del  ar- 
tículo 403  de  la  ley  Hi0otecaria,  la  inscripción  de  posesión  no  perjndi- 
ouá  en  niogáu  casü  al  que  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  del  in- 
mueble, aunque  su  título  no  haya  sido  inscrito,  y  por  ello  la  Inscrip* 
-efóD  del  titulo  posesorio  á  favor  de  Dofia  Manuela  del  Oastlllo,  aan 
prescindiendo  de  que  ésta  no  ha  justificado  su  demanda,  y  por  lo  mii^mo 
la  posesión  eontinnada  como  daefia  de  la  vifia  en  cuestión,  es  indadable 
que  DO  pnede  perjudicar  á  la  propiedad  qae  sobre  dicha  finca  tiene  de- 
clarada Djfia  Celeionia  del  Gastlllo/ann  cuando  su  títnlo  se  haya  ins- 
erlto  con  fecha  posterior,  sin  que  ob^te  lo  dispnpsto  en  el  art.  26  de  la 
dtada  ley^  qne  se  Invoca  en  el  motivo  séptimo  del  recnrso,  porque  dicho 
articulóse  refiere  á  la  inscripción  de  títnlos  de  fgnal  nataraleza: 

Ooosiderando  que  no  habiéndole  jnstlfícado  por  Dofia  Manuela  del 
Castillo  la  posesión  no  interrumpida  en  concepto  de  duefia  de  la  fin^a 
demandada,  y  sienlo  refdrentes  á  la  posesión  los  artícnlos  del  Código 
civil  y  ley  Hipotecaria  que  sa  invocan  en  los  motivos  segando,  terct^ro, 
qnlnto,  sexto  y  octavo  del  recurso,  no  pueden  haber  sido  inf  rint^idos  en 
la  sentencia  recnrrila,  y  macho  menos  cuando,  declarado  el  domingo  á 
fB7or  de  Dofia  Oeiedonia  del  Castillo,  no  cabe  en  acción  sea  enervada 
por  actos  posesorios  qae  no  han  dado  lagar  á  la  prescripción; 

Fallamos  que  debimos  dscUrar  y  d'?ciaramos  no  habar  In^^Jir  al  re- 
corso  de  casacióo  por  infracción  de  ley  iaterpaesto  por  Djfia  Mannela 
dsl  CifltlUo  y  Alonso,  á  la  qae  condenamos  al  pngo  de  las  costas;  y  lí- 
brese á  la  Anuencia  territorial  de  esta  corte  la  certificación  correspon- 
dieote,  con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  pnbllcará  en  la  Gaceta  é  |in- 

lertaráenla  Colección  Legislativa,  papándose  al  efecto  las  coi>ias 

necesarias,  lo  pronnnriamos,  mandamos  y  firmamos. =JoHé  de  AlÍp<roa. 

Virante  de  Pinió«.=  ToTQás  Gú(ial.=  Antonio  Alongó  Ca8aña.=  l!de- 

LÓDea  Aranda.sPaecaal   DomenPch.=El  Magistrado  8r.  Guiion 

^'Sala  y  no  on  io  firmar:  José  de  Aldecua. 

licación.=L"?í ia  y  publicada  fué   la  anterior  sentencia  por  el 
io.  8r.  D.   Pascnal   Domensch,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
rando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de 
'e  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 
Id  7  de  Julio  de  1906.=Licenci3do  Jorge  Martínez  Rnlz. 
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Kum.  I5.^TRIBUNAL  SUPREM0.-9  da  Julio, 
poblloada  el  4  y  6  de  Octnbre  de  1907. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— i)6aaAueeo.-->Seiiten- 
cía  declaraado  qo  haber  lugar  al  reeurso  iaterpuesto  por  Don 
Giaés  Acosta  coQtra  la  diciada  por  el  Juzgado  de  primera  ína^ 
tancia  de  Totana,  en  juicio  con  D.  José  Heredia. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  80  ostablsce: 

Que  para  que  pueda  darse  lugar  al  reeureo  de  easaeión  por  qué^ 
braniamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio^  eon  arreglo  al  nú' 
mero  3.®  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuicianíiento  civil,  es  necesarim^ 

Íme  se  haya  cometido  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de 
as  instancias,  cuando  procediese  eon  arreglo  á  derecho: 

Que  el  art.  1S79  de  la  ley  procesal,  exige  á  las  partes  en  el  juicio 
verbal  que  formulen  en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  convenga  para 
practicarla  después  en  el  plazo  no  mayor  de  seis  días: 

Que  si  bien  conforme  al  art.  1580,  luego  de  practicada  la  prueba 
debe  citarse  á  las  partes  para  la  continuación  del  juicio  en  el  inme* 
diato  día  hábil,  si  no  se  les  citase  hasta  el  siguiente,  semejante  de- 
Jecto  procesal  no  puede  dar  lugar  al  recurso  taxativamente  compren- 
dido en  los  casos  enumerados  por  el  articulo  de  la  ley  que  lo  auto-^ 
riso: 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  del  articulo  1584,  de  la  ley  d€ 
En/uieiamieno,  en  la  segunda  instancia  del  juicio  verbal  cuando  per- 
sonado el  apelante  dentro  del  término  del  emplazamiento,  atempé- 
rándose  el  Juez  al  precepto  del  art.  1585,  sin  infringir  el  anterior^ 
mandó  sin  dilación,  como  aquél  ordena,  convocar  á  las  partes  á  eont- 
parecencia  dentro  del  tercer  día,  haciéndose  la  citación  en  estrados- 
ai  apelado  por  no  haberse  personado: 

Que  no  se  infringe  el  art.  1586  de  la  ley  ¡procesal  en  relación  eon 
el  párrafo  2.^  del  art.  567,  antes  bien  se  aplica  rectamente  al  dene- 
garse por  el  Juez  de  primera  instancia  la  admisión  y  práctica  de  la 
prueba  solicitada  por  el  apelante,  en  razón  á  no  haberse  formulado 
en  tiempo  oportuno  ante  el  Juez  municipal,  y  no  podrá  admitirse 
más  prueba  que  la  que  propuesta  en  primera  instancia  no  hubiera 
podido  practicarse: 

Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  el  art.  1586  de 
la  ley  rituaria  no  exige  citación  especial  para  sentencia  en  los  jui- 
cios de  desahucio,  bastando  sólo  con  la  establecida  en  el  art,  1585^ 
eon  el  objeto  de  que  comparezcan  las  partes  ante  el  Juez,  para  que  di* 
cha  citación  surta  efectos  en  todas  las  diligencias  sucesivas  hasta 
que  se  dicte  sentencia. 

Ea  la  villa  y  cort!)  de  Madrid,  á  9  de  Jallo  de  1906,  en  el  juicio  ver- 
bal seguido  en  los  Juz^^ados  mnnicipales  de  Mazarrón  y  de  primera  ins- 
tancia de  Totana  por  D.  José  Heredia  García,  propietario,  vecino  de 
primero  de  los  expresados  pueblos,  contra  D.  Gioés  Acoeta  Botella,  reti 
rado,  de  igual  vecindad,  sobre  desahucio;  autos  pendientes  ante  Nos  eb 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  [forma,  que  ha  interpuestc 
el  demandado;  á  quien  representa  y  deñande  en  este  Tribunal  8nprem< 
el  Procurador  D.  Antonio  Arriaga  y  el  Letrado  D.  Ángel  Ossorio  Gallar- 
UOy  sin  que  haya  comparecido  la  parte  actora  y  recurrida: 
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EMUltando  que  D.  José  Heredia  García,  propietario  y  vecino  de  la 
tilia  de  Masarron,  dedujo  en  eecrite  de  16  de  Enero  último,  ante  el  Ju- 
gado mnnleipai  de  aquella  villa,  demanda  de  juicio  verbal  de  deeahuclo 
oanlra  D.  QLnée  Aceeta  Botella,  de  la  misma  vecindad,  para  que  desaló- 
jate 7  dejara  á  diepoaición  del  actor  la  casa  de  su  propiedad,  sita  en  la 
calle  de  la  Esperania,  de  la  Barriada  del  Puerto,  de  aquella  población, 
por  haber  faitmdo  al  pago  de  los  alquileres  estipulados  correspondientee 
4  ios  meeee  de  Aicosto,  Septiembre,  Octubre,  Noviembre  y  Diciembre  del 
aflo  próximo  pasado  á  raión  de  83  pesetas  60  céntimos  cada  mes,  por  lo 
que  le  adeudaba  en  tal  concepto  la  suma  de  162  pesetas  60  céntimos,  y 
admitida  la  demanda  y  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  para  el  dia 
11,  no  compareció  el  demandado,  á  quisa  de  nuevo  se  citó  por  segunda 
ves  para  el  dia  14,  bajo  apercibimiento  que  de  no  comparecer  al  juicio  se 
la  tendría  por  conforme  con  el  desahucio,  precediéndose  á  desalojarle  de 
la  eaea  sin  más  oitación  ni  audiencia: 

Besuttando  que  celebrado  el  juicio  verbal  en  dicho  día  14,  el  deman- 
dante, á  qnien  representaba  en  aquel  acto  D.  Ginés  Gómez  Granados,  se- 
gún poder  que  exhibió  y  quedó  unido  á  los  autos,  reprodujo  su  deman- 
da, y  enterada  de  ella  el  demandado,  D.  Ginés  Acosta  Botella,  comensó 
formniando  demanda  incidental  de  pobreza,  pidiendo  que  hasta  su  reso- 
lición  se  BUS  pendiese  el  curso  del  asunto  principal,  á  lo  cual  no  accedió 
si  Juagado,  é  invitado  por  ello  á  contestar  la  demanda,  lo  biso  en  les 
términos  siguientes,  después  de  haber  consignado  la  cantidad  de  168  p<;- 
sstas  60  céntimos  reclamada:  que  negaba,  en  primer  lugar,  que  D.  Ginés 
^mes  Granados  tuviera  personalidad  bastante  para  representar  en  el 
Joiele  á  D.  José  Heredia  García,  pues  estando  la  demanda  interpuesta  y 
■Bserita  per  éste  no  es  posible  aceptar  la  intervención  de  aquél  sin  cono  • 
esr  el  poder  en  virtud  del  cual  obra;  y  que  asimismo  negaba  fuese  cierto 
haber  incurrido  en  la  falta  de  pago  que  suponía  el  actor,  según  acredita- 
ba la  carta  que  presentaba  para  que  quedara  unida  á  los  autos,  sienvSo 
la  verdad  que  el  actor  le  había  concedido  espera  ó  prórroga  hasta  últi- 
aos  del  mee  de  Diciembre  del  afio  próximo  pasado  para  hacer  el  pago  de 
la  cantidad  adeudada;  por  lo  cual  solicitó  Acosta  Botella  se  declarase  no 
haber  logar  al  desahucio,  con  condena  de  costas  al  actor;  y,  replicando, 
éste  exposo  las  raiones  que  estimó  convenientes  para  combatir  los  he- 
chos alegados  de  contrario,  pidiendo  que  el  Juzgado  llevase  adelante  la 
demanda  de  deeahnelo,  toda  ves  que  la  consignación  de  los  alquileres  se 
bahía  hecho  deepuée  de  haber  entablado  aquélla,  y  que  se  sefialaee  un 
día  hibil  para  la  presentación  del  contrato  hecho  con  Acosta  y  demás 
pnebas  convenientee  á  su  derecho;  alegando,  al  duplicar,  el  demandado, 
que  insistia  en  sus  anteriores  manifestaciones;  que  negaba  cuanto  había 
etpoesto  en  en  réplica  el  actor,  y  que  pedía  también  el  recibimiento  de 
Jaldo  á  prueba,  reservándose  el  derecho  de  proponer,  en  su  día,  toda  la 
que  le  conviniere  y  autorisa  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y,  en  su  vis- 
la,  eeflaló  ei  Joes  el  día  17,  y  hora  de  las  once,  para  proponer  y  practi- 
car la  prueba  ofrecida  por  lae  partes,  quedando  éstas  citadas  con  tal  fin, 
le  se  formase  la  correspondiente  piesa  separada  con  lo-  documentos 
entadoe  por  ambas  partes,  ó  sean  el  peder  y  la  carta  de  que  se  ha  he- 
vérito: 

^esoltando  que  comparecidas  ambas  partes  dicho  día  27  para  practi- 
ca prueba  ofrecida,  presentó  el  actor  el  contrato  de  inquilinato,  ma- 
etando  al  propio  tiempo  que,  fundado  en  el  art.  1679  de  la  ley  de 
uieiamiento  civil,  se  oponía  á  la  práctica  de  la  prueba  que  pudiera 
entar  el  demandado,  por  no  ser  admisible  en  este  caso  de  desahucio 
Que  la  confesión  judicial  y  las  de  documentos  ó  recibos  en  que  se 
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haga  constar  el  pago,  7  porque  aai  cerno  el  demandaDte  hubo  de  ofre- 
cerla, el  demandado  no  ofreció  prueba  determinada  en  el  acto  de  li^. 
comparecencia,  que  es  cuando  le  correspondía  f  01  mular  la,  por  lo  que 
suplicó  al  Juzgado  se  sirviese  dictar  sentencia  declarando  haber  lugar 
al  desahucio;  7  concedida  la  palabra  al  demandado,  se  opuso  á  lo  pre* 
tendido  por  el  demandante,  alegando  en  su  dtfenea:  que  las  solicitude»> 
de  la  parte  contraria  eran  extemporáneas  7  hechas  en  un  trámite  que  no 
ccnsiente  la  le7  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  eólo  se  trataba  de  practi- 
car la  prueba  propuesta  7  no  de  alegar  en  derecho;  que  la  parte  que 
contestaba  había  propuesto,  prueba  7  venía  á  practicarla,  dejándo- 
le, caeo  contrario,  en  estado  de  indefensión;  que  no  debía  admitírsele  á. 
la  parte  centrarla  el  documento  que  había  piescnfado,  según  loa  ar- 
tículos 604  7  606  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil;  que  se  diese  por 
concluida  la  prueba  por  el  actor,  por  no  haber  utilizado  éste  el  trámite 
que  se  le  concedió  para  practicarla;  7  que  la  limitación  de  prueba  á  que 
se  refiere  el  actor,  basado  en  el  párrafo  2.^  del  art.  1679  de  la  le7  deÉn- 
juiciamiento  civil,  no  es  de  aplicación  en  el  piesente  caso,  pues  se  en- 
cuentra modificada  tal  disposición  por  el  párrafo  8.^  del  art.  1667  de  di- 
cha le7,  por  la  107  de  21  de  j^gosto  de  1896  7  por  varias  sentencias  del 
TtibuLal  Supremo,  en  virtud  de  lo  cual  debe  ser  consentida  la  prueba^ 
7a  que  lo  contrario  significaría  conceder  un  derecho  para  impedir  lueg» 
su  ejercicio;  7  el  Juzgado,  desestimando  las  me nif estaciones  de  ambas 
partes,  por  ser  notoriam)Bnte  impertineutes  para  éeie  acto,  ateniéndos»^ 
estrictamente  á  lo  prescrito  en  el  art.  1679  de  la  le7  de  Enjuiciamiento 
civil,  7  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  art.  780,  por  lo  que  respecta . 
á  la  presentación  de  documentos  con  relación  á  los  juicios  verbales,  de 
cu7a  clase  es  el  de  desahucio,  siendo  el  documento  presentado  por  el  de- 
mandante el  que  se  refiere  en  el  momento  de  formular  la  prueba,  lo  ad- 
mitió como  práctica  de  la  inisms,  proveído  éste,  de  lo  cual  solicitó  el 
demandado  reposición  en^  el  sentido  de  que  se  le  consintiese  practicar 
la  prueba  que  tenía  pedida  7  admitida,  7  para  el -caso  de  que  el  Juzgado 
no  accediese  á  la  reposición,  interponía  apelación  para  ante  la  Superio- 
(iad,  7  poder,  en  su  día,  entablar  el  recurso  de  casación  corres pondien- 
7  el  Juzgado,  dejando  á  salvo  el  derecho  del  demandado  con  respecto  á 
la  apelación,  declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición  solicitada: 

Resultando  que  por  providencia  del  mismo  dia  27  de  Enero  de  1906^ 
en  que  se'ceUbró  la  comparecencia  acabada  de  rtferir,  acordó  el  Jues 
mUDicipal  de  Mezarrón  unir  á  los  autos  el  contrato  de  inquilinato  pre- 
Hentado  por  el  actor  Heredia,  tener  por  practicada  la  prueba  7  que  se 
citase  á  las  partes  para  la  continuación  del  juicio  verbal  en  el  inmediato 
día  80,  como  efectivamente  asi  (uvo  lugar,  exponiendo  cada  una  de 
ellas  lo  que  estimaron  pertinente  á  su  derecho,  dando,  con  esto,  el  Juea . 
por  concluso  el  juicio  para  sentencia,  que  pronunció  el  siguiente  día  81, 
reconociendo  la  personalidad  de  D.  Ginés  Gómez  Granados  como  repre« 
mentante  del  actor  D.  José  Heredia  García,  declarando  haber  lugar  al 
desahucio  solicitado  por  el  actor  7  condenando  al  demandado  D.  Ginéa 
Acosta  Botella  á  que  desalojase  7  dejase  á disposición  del  primero  la  casa 
que  le  tenía  alquilada,  apercibiéndole  de  laizamiento  á  su  costa  si  den- 
tro el  término  de  ocho  días  no  desalojaba  la  finca,  con  expresa  condena 
de  costas;  de  CU70  fallo  apeló  el  demandado,  siéndole  admitida  la  ape- 
lación en  ambos  efectos,  con  remesa  de  los  autos  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido  ó  sea  de  Totana,  ante  quien  celebró  la  oportuna  com- 
parecencia, en  la  cual  expuso  sustanoialmente  el  demandado  7  apelante 
que  el  Juez  municipal  de  Mazarxón,  no  sólo  no  había  observado  en  la 
tramitación  del  juicio  los  términos  de  la  107  con  notorio  perjuicio  deL. 
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e.  Bino  que  le  impidió  pracllear  las  pruebas  qae  tenía  ofrecidas  j 
qoe  habían  sido  previamente  admitidas  por  ei  mismo  Jaez;  qne  epas 
pruebas  que  se  le  impidió  practicar  eran  la  de  confesión  en  jnicie  por 
pliego  de  posiciones  qne  tenía  preparado  y  la  docnmental  ó  presenta- 
eién  del  recibo  para  acreditar  el  pago  de  los  alquileres;  qne  de  tal  rea»- 
loción  pidió  reforma,  qne  le  toé  denegada,  lo  qne  hacíaconstar  en  aqnel 
acto  á  los  efectos  qne,  en  sn  día,  pudieran  interesarle,  con  arreglo  á  lo 
diapaesto  en  el  art.  1696  de  la  ley  procesal,  además  de  otros  qnebranta- 
mlentes  en  la  f orina  del  Jnicio;  y  qne  el  Jnea  municipal  de  Macarrón  ha 
dado  excepcional  importancia  al  documento  privado  (el  contrato  de  in« 
qnillnalo)  presentado  por  el  actor,  considerándole  en  la  sentencia  como 
na  doenmento  solemne  al  aplicarle  el  art.  512  de  la  ley  procesal,  qne 
sólo  se  refiere  á  la  presentación  de  documentos  con  la  demanda,  y  no  al 
periodo  de  prueba,  en  el  cual  es  preciso,  para  que  esos  documentos  sean 
▼alederoa,  qne  los  reconozca  la  parte  qne  los  suscribe  ó  á  quien  perjn* 
diqneof  alegando  también  Acosta  Botella  otros  razonamientos  cendn* 
esBteB  á  la  defensa  de  su  derecho;  y  el  Juzgado  de  Totana,  en  vista  de 
solas  manifestaciones,  é  invocando  el  art.  1686  de  ia  ley  procesal,  acor-' 
dé  <no  haber  lugar  á  unir  á  estas  actuaciones  los  documentos  qne  pre- 
sentaba el  actor»  y  que  quedasen  los  autos  sobre  la  mesa  para  senten- 
ela»  la  coal  dictó  en  10  de  Febrero  último,  desestimando  la  apelación 
faiterpaesta  por  el  demandado  y  apelante  D.  Glcós  Acosta  Botella  con- 
tra la  resolnción  del  inferior  denegando  la  reforma  por  aquél  solicitada 
y  confirmando  la  sentencia  recurrida,  con  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  que  D.  Ginós  Aoosta  Botella  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  los  núms.  8.®  y  4.* 
del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuicimiento  civil,  alegando  los  motivos  si- 
fBieateo: 

Primero.  Infracción  en  la  tramitación  del  juicio  en  el  Juzgado  mu- 
Bidpal  de  loo  siguientes  artículos  de  la  ley  de  Enjuiamiento  civil:  el 
1679,  en  cnanto  que,  según  consta  en  el  acta  del  juicio  verbal  de  24  de 
Baere  último,  se  solicitó  el  recibimiento  á  prueba,  y  ofrecida  ésta,  el 
Juzgado  declaró  abierto  dicho  período  y  sefialó  para  su  práctica  el  día  27 
de  dicho  mee,  sin  fijar  plazo;  y  al  tratar  de  llevar  á  efacto  el  demanda- 
de  la  de  confesión  judicial  del  demandante  y  la  documental,  consistente 
en  los  recibos  de  pago  del  alquiler,  por  cuya  falta  se  ejercitaba  la  ae- 
dóa  de  desahucio,  impidió  el  Juez  hacer  uso  de  tal  derecho,  sin  que 
vallera  solicitarse  la  subsanación  de  semejante  falta  mediante  la  con- 
sigoiente  reforma,  pnes  el  inferior  no  repuso  su  acuerdo,  y  por  ello 
qwBdó  dicha  parte  sin  prueba  y  en  la  indefensión;  y  el  1680  de  la  citada 
hf,  pneoto  que  la  providencia  en  que  debe  citarse  á  las  partes  para  la 
continuación  del  juicio  verbal  en  el  día  inmediato  de  practicada  la  prue- 
tM,  lleva  fecha  27  de  Enero,  que  es  la  misma  del  acta  de  prueba,  oo-' 
rrespondiendo  la  de  20,  día  hábil  inmediato,  y  se  señaló  para  la  conti- 
nuación del  Juicio  dejando  uno  de  intermedio; 

Silgando.  Infracción  en  la  snstanciaclón  del  juicio  en  el  Juzgado  de 
primera  Instancia  de  los  siguientes  artículos  de  la  nombrada  ley:  el 
MM,  pnesto  qne,  habiéndose  apelado  de  la  sentencia  del  municipal  del 
la  8  de  Febrero  y  mejorado  ei  recurso  el  6  del  propio  mes,  se  fijó  por  el 
MB  para  sn  vista  el  7  siguiente,  cercenando  el  término  de  ocho  días  del 
fltplasamiento;  el  1686,  en  relación  con  el  párrafo  2.*^  del  667,  en  virtud 
que  habiéndose  interesado  del  Juez  en  el  acto  de  la  vista  del  recurso 
B  apelaeión  la  admisión  y  práctica  de  la  prueba  denegada  por  el  Juez 
moleipal,  no  se  sirvió  acceder  á  la  pretensión,  aunque,  se  invocó  al 
^Bcto  de  la  sobsanación  de  la  falta  cometida  por  el  inferior,  según  re- 
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BQlta  aerediude  en  el  acta  de  7  de  Febrero;  el  art.  1696  de  la  re^ttda 

Tercero.  Omlaión,  en  ambas  inetanciaa,  de  la  citación  i»ara  eenten- 
da,  no  habiéndolo  sido  ningooa  de  las  partea  litigantea  ni  en  los  finales 
deilaa  actas  de  80  de  Enero  y  7  de  Febrero  últimos  ni  con  posterioridad 
á  estas  actnaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 

Oon8id«rando  qne  para  qoe  pueda  darse  Ingar  al  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  con  arreglo  al 
número  8.**  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil»  es  necesario 
qne  se  haya  cometido  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las 
instancias,  cuando  procediese  con  arreglo  á  derecho: 

Considerando  que,  en  tal  sentido,  carece  de  eficacia  el  primer  motivo 
del  recorso,  porque  el  juicio  de  que  se  trata  no  dejó  de  recibirse  á  prue- 
ba, como  pidieron  las  partes,  y  en  el  día  sefialado  para  practicarla  so 
admitió  el  documento  ofrecido  oportunamente  por  el  actor  en  apoyo  de 
su  derecho,  ó  sea  el  contrato  de  inquilinato,  que  se  unió  á  los  autos;  pero 
como  el  demandado  no  habla  formulado  prueba  alguna  en  el  juicio  ver- 
bal, como  pudo  hacerlo  con  arreglo  á  la  ley,  sino  que  se  limitó  á  reser- 
varse el  derecho  de  proponer,  en  su  día,  la  que  le  conviniera,  al  hacerlo 
extemporáneamente  en  el  día  sefialado  para  la  práctica  de  la  propuesta 
únicamente  por  el  demandante,  le  fué,  con  razón,  denegada  su  preten- 
sión, conforme  á  lo  preceptuado  por  el  art.  1679  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos, que  exige  á  las  partes  recurrentes  al  juicio  verbal  que  formu- 
la en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  convenga,  para  practicarla  después 
en  el  plaso  no  mayor  de  seis  días,  y  porque  si  bien  es  cierto  que,  confor- 
me al  art.  1680,  luego  de  practicada  la  prueba  debió  citarse  á  las  partea 
para  la  continuación  dei  juicio  en  el  inmediato  día  hábil,  que  fné  el  29 
de  Enere,  y  no  se  la  citó  haeta  el  siguiente,  semejante  defecto  procesal 
no  puede  dar  lugar  al  recurso,  taxativamente  comprendido  en  los  casos 
enumerados  por  el  articulo  de  la  ley  que  lo  autorisó: 

Ooneiderando  que  tampoco  es  de  estimar  el  segundo  motivo:  prime- 
ro, porque  personado  el  apelante  en  la  segnnda  instancia,  dentro  del  tér- 
mino del  emplasamiento,  el  Juez  se  atemperó  al  precepto  del  art.  1685, 
sin  infringir  el  anterior,  mandó  sin  dilación,  como  aquél  ordena,  convo- 
car á  las  partes  á  comparecencia  dentro  del  tercer  día,  haciéndose  la  cita- 
oión  en  estrados  al  apelado,  por  no  haberse  personado;  y  segundo,  por- 
que tampoco  se  ha  contravenido  al  precepto  del  art.  1686,  en  relación 
eon  el  párrafo  3.^  del  667,  antes  bien  se  ha  aplicado  rectamente  al  dene« 
garse  por  el  Juez  de  primera  instancia  la  admisión  j  práctica  de  la  prne* 
ba  solicitada  por  el  apelante,  en  razón  á  no  haberse  formulado  en  tiem- 
po oportuno  ante  el  Juez  municipal  y  no  poder  admitirse  más  prueba 
que  la  que,  propuesta  en  primera  instancia,  no  hubiera  podido  practi- 
carse; y 

Considerando,  finalmente,  que  es  también  ineficaz  para  la  casación 
el  motivo  S.^',  porqne,  según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  el 
artículo  1686  de  la  ley  rituaria  no  exige  citación  especial  para  sentencia 
en  los  juicios  de  desahucio,  bastando  sólo  eon  la  establecida  en  el  artien* 
lo  1686  con  el  objeto  de  que  comparezcan  las  partes  ante  el  Juez,  para 
que  dioda  citación  surta  efectos  en  todas  las  diligencias  sucesivas  haota 
que  se  dicte  sentencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  easadón  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  interpuesto  don 
Ginés  Acosta  Botella,  á  quien  condenamos  al  pago,  en  su  caso,  de  la  can- 
tidad, que  por  razón  de  depósito,  debió  constituir,  á  que  se  dará  la  apli- 
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caeMa  preTanldft  en  la  ley;  no  hacemiofl  eepeoUl  Impoeición  de  coetae 
por  haber  oom|«recldo  sólo  en  eete  Tribosel  Supremo  dicho  rpconeote; 
j  Ifltfeee  al  Jnea  de  primera  Instancia  de  Totana  la  cor  respondiente  cer- 
tificaelón,  deTolyiéndole  loe  antoa  qne  remitió. 

Aaí  por  oata  nneetra  Bentenoia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
faaartará  en  la  Colección  Lbgi8lativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaa 
Bseeaariaa,  lo  pronnneiamos,  mandamos  7  flrmamos.=José  de  Alde- 
saa.ssFraneisco  léda-seVioente  de  PÍDÍéB.=Tomás  Gádal.=r  Víctor  Oo- 
▼ián.=Antonlo  Alonso  0asafia.=:Iidefon8o  Lopes  Aranda. 

PabUeaci6n.acLeída  7  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  8r.  D.  Antonio  Alonso  Oasafia»  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, eelebmndo^udlencia  pública  la  Sala  de  lo  cítíI  en  el  dia  de  ho7,  de 
fue  oertlfioo  eomo  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Julio  de  190e.=rMaroelino  San  Bomán. 


£9úm.  ie.-TRIBUNAL  SUPREM0.->9  de  Jalla, 
pablloada  el  4  y  6  de  Octabre  de  1907. 

Casación  por  QüEBRANTAMIE^TO  de  voftMA.—Aeeidenie  del  traba- 
/o.^Senteocia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpues- 
to por  D.  Manuel  607  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
cíTil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  razón  social 
Natera  7  García. 
En  BUS  CONSIDERANDOS  SO  sstablece: 

Que  96I0  puede  proeperar  el  recurso  de  eaeadón  por  quebranta» 
miento  de  forma^  que  determina  el  ca$o  3.^  del  art.  1693  de  la  ley 
de  EnjuidanUento  civil,  cuando  no  ee  hubiere  recibido  el  pleito  A 
prueba  en  alguna  de  las  instancias^  siendo  procedente  con  arreglo 
éderechOf  y  para  que  esto  tenga  lugar  en  ¿i  segunda^  es  necesariOy 
conforme  al  núm.  l.^del  art.  862 ,  que  la  Sala  estime  pertinente  la 
aiigeneia  de  prueba  desestimada  en  primera  instancia. 

Que  9¿  el  actor  no  cumplió  el  deber  que  le  impone  el  art .  730  de  la 
leg  procesal^  de  presentar  en  el  acto  4e  la  comparecencia  celebrada  en 
laprimera  instancia  las  pruebas  que  intentara  realisar^  sin  que  baste 
é  suplir  e9ta  falta  la  petición  formulada  en  la  súplica  del  escrito 
ttomowiendo  elJuidOy  como  deducida  fuera  del  lugar  oportuno,  por 
lo  que  no  pudo  recaer  y  no  recayó  resolución  del  Juzgado  admitien 
do  ni  desestimando  la  prueba,  requisito  esencial  para  que  la  Sala, 
pudiera  hacer  la  aplicación  del  art,  862 ,  no  resulta  éste  infringido 
por  negarse  el  recibimiento  A  prueba  en  la  segunda  instancia,  ni  se  co- 
mete por  esto  el  quebrantamiento  de  forma  prevenido  en  el  caso  3.® 
del  art.  1693  de  la  citada  ley. 

En  la  Tilla  7  corte  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1906,  en  el  juicio  Yor- 
aofara  accidente  del  trabajo  seguido  en  el  Juagado  de  primera  ins- 
leia  de  Oádis  7  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por 
^bfero  Manuel  607  7  Oliva,  contra  la  raaón  social  Natera  7  Garda 
la,  por  si  7  eomo  agentes  en  Cádis  de  la  Sociedad  de  seguros  Hispa* 
^  domiciliada  en  Barcelona;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
eaaaei6n  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  el  de  man- 
ila 7  seatenido  en  sn  defensa  7  representación  ante  este  Tribunal  8n- 
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preme  por  el  Letrado  D.  Ricardo  Ojneloa  j  el  Prooarador  D.  Pedrea 
Ganna;  no  habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Been liando  qne  en  12  de  Abril  de  1905,  el  obrero  Mannel  Oey  7 
Oliva  acudió  al  Juzgado  de  primera  inatancia  de  Cádis  deduciendo  de- 
manda contra  la  Oompafiía  de  eegnroB  Hiepania  en  reclamación  de 
2.812  peeetas  60  céntimos  como  indemnisaoión  qne  le  correspondía,  con 
arreglo  á  la  ley  de  Acoidentee  del  trabajo,  por  el  que  había  anírido  en 
el  vapor  Catalina  el  día  16  de  Diciembre  de  1908|  exponiendo,  entre 
otroB  nechos:  que  ocurrido  el  accidente,  y  puesto  en  curación,  asistido 
por  el  Módico  de  la  Oompafiía  demandada,  no  se  consiguió  el  resultado^ 
apetecido,  pues  su  estado  actual  era  de  absoluta  inutilidad  para  el  tra- 
bajo á  que  se  dedicaba,  lo  cual  no  había  obstado  para  que  se  le  diera  de 
alta  como  curado;  que  por  tai  raxón,  y  al  amparo  de  la  ley  de  Acciden- 
tes del  trabajo,  entabló  la  correspondiente  reclamación  ante  el  Gober- 
nador civil  de  la  provincia,  y  que  disconformes  los  Módicos  que  le  re» 
conocieron,  nombrados  unos  por  la  Oompafiía  aseguradora  y  otros  por 
^1,  se  remitieron  sus  dictámenes  á  la  Academia  de  Medicina,  y,  previos 
▼arios  reconocimientos  por  individuos  de  ésta,  le  declararon  incapas 
en  24  de  Marso  último,  para  el  oficio  á  que  se  dedicaba  cuando  ocurrió 
el  accidente;  y  concluyó  con  la  solicitud  de  que,  reclamando  el  expe- 
diente al  Gobernador  civil,  según  dispone  el  art.  84  del  reglamento  de 
28  de  Julio  de  1900,  se  sirviera  el  Juzgado  citar  á  la  razón  social  Natera 
y  García  Luua„  cuyo  domicilio  designaba,  representantes  en  aquella 
ciudad  de  la  Sociedad  de  seguros  Híspanla,  á  la  comparecencia  que  pre- 
viene el  art.  721  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Besuitando  que  el  Juzgado  mandó  citar  á  las  partes  4  dicha  compa 
recencia  para  el  día  6  de  Mayo,  y  en  este  acto  manifestó  el  demandante^ 
que  reproducía  en  todas  sus  partes  el  escrito  de  demanda,  de  que  se  dió- 
lectura;  la  representación  de  Natera  y  García  Luna  contestó  extensa- 
mente en  apoyo  de  las  excepciones,  que  por  orden  gradual  dedujo  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda y  falta  de  personalidad  en  la  Sociedad  demandada;  solicitando^ 
en  último  término,  que  para  el  caso  de  que  fueran  desestimadas  todas, 
que  se  absolviera  de  la  demanda  á  la  Oompafiía  Híspanla,  con  expresa 
condena  de  costas  al  demandante;  replicó  éste  después  lo  que  estimó 
oportuno;  duplicó  la  Sociedad  demandada,  concluyendo  con  la  manifes- 
tación de  que,  en  cuanto  á  los  demás  hechos  expuestos  en  la  réplica,  ea- 
ressrvaba  el  derecho  de  demostrar  su  inexactitud  á  su  debido  tiempo;  y 
deapués  de  todo  lo  expuesto  se  consigna  en  el  acta  que  en  este  estado,  y 
no  teniendo  las  partes  que  hacer  otras  manifestaciones  ni  solicitado  nin- 
guna otra  cosa,  acordó  el  Juez  dar  por  terminada  la  comparecencia,  dic- 
tando á  continuación  providencia  de  igual  fecha,  en  la  que  acordó  que- 
dara el  juicio  á  la  vista  para  proveer: 

Resultando  que  en  8  del  mismo  mes  dictó  sentencia  absolviendo  á  la. 
Sociedad  demandada  de  la  demanda  entablada  por  D.  Manuel  Gey  y  Oli- 
va, en  atención  á  que,  no  habiéndose  pedido  por  el  demandante  el  reci- 
bimiento del  juicio  á  prueba,  habían  quedado  sin  comprobación  alguna 
los  hechos  alegados  en  la  demanda,  y,  en  tal  concepto,  había  que  reco- 
nocer que  la  Oompafiía  de  seguros  Híspanla  no  estaba  obligada  al  pago 
que  se  le  reclamaba;  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  SeviUm, 
por  virtud  de  apelación  admitida  libremente  á  dicho  demandante  al  ins- 
truirse los  autos,  ante  dicha  Superioridad  solicitó,  fundado  en  el  artícn^ 
lo  897,  en  relación  con  el  núm.  1.^  del  862  de  la  ley  de  Eojuiciamienio 
civil,  que  se  reclbibra  el  pleito  á  prueba,  á  cuyo  efecto  daba  por  repro- 
ducida la  pretensión  que  formuló  en  la  súplica  de  su  demanda,  de  ln-> 
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i  deeitiTa  en  el  pleito,  pues  se  referia  á  que  te  trajeran  á  Ice  an- 
tba  eepiaa  antorlaadas  del  expediente  qoe  obraba  en  el  Gobierno  civil  de 
Gádií,  relativo  al  incidenie  qne  había  motivado  este  procedimiento,  don- 
de debían  constar  varios  particulares,  entre  otros,  el  dictamen  emitido 
per  la  Academia  de  Medicina  de  aquella  ciudad  acerca  de  la  calificación 
fliédica  de  dicho  accidente,  coya  prueba  no  había  sido  ni  era  posible  ob- 
tener sino  en  virtud  del  procedimitnto  judicial; 

Beeultaado  que  la  parte  demandada  Impugnó  esta  pretensión  de  re* 
dbimiento  á  prueba,  alegando:  que  la  sola  lectura  de  lo  preecrito  en  el 
número  1.^  del  art.  862  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  invccado  por 
el  apelante,  demostraba  la  improcedencia  de  su  pretensión,  pues  exige 
que  la  pmeba  pedida  haya  sido  propuesta  y  desestimada  en  la  primera 
iaatancia,  pues  aunque  con  gran  habilidad  ee  pedía  como  prueba  la  re- 
ftedueeión  de  una  pretensión  formulada  en  la  súplica  de  la  demanda, 
aa  se  pedia  realmente  una  prueba,  porque  ni  como  tal  se  había  propues- 
to en  el  momento  oportuno,  ni  de  prueba  ee  había  hablado  una  palabra 
en  el  pleito;  y  que  disponiendo  el  art.  780  de  la  misma  ley  procesal,  que 
regula  el  procedimiento  de  la  comparecencia  del  juicio  verbal,  que  des« 
poés  de  exponer  las  partes  por  su  orden  lo  que  pretendan  y  á  su  dere- 
cho oonduica  se  admitirán  las  pruebas  que  presentaren,  era  evidente 
que  todo  lo  hecho  fuera  de  este  segundo  momento  en  orden  á  la  prueba 
ningún  valor  tiene,  y  son  manifestaciones  que  no  pueden  ser  atendida» 
ai  en  él  no  se  reproducen,  proponiéndolas  como  prueba  en  el  momento 
eportnno,  y  por  esto  era  lo  ocurrido  en  el  presente  caso,  y  por  ello  el 
Joea,  eon  estricta  sujeción  á  la  ley  y  A  lo  actuado,  consigo  aba  en  uno 
da  los  resultandos  de  su  sentencia  que,  no  habiéndose  solicitado  por 
alaguna  de  las  partea  el  recibimiento  A  prueba,  había  quedado  el  pleito 
para  sentencia: 

Beaoltando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  te- 
Biende  en  cuenta  las  mismas  razones  expuestas  por  la  parte  apelada,. 
acgú,  por  auto  de  88  de  Agosto,  el  recibimiento  A  prueba  solicitado, 
dsMetimando,  por  oHo  auto  de  20  de  Septiembre,  el  recurso  de  sóplica 
qoe  contra  aquél  se  otillsó;  y  terminada  la  sustanciación  de  la  instan- 
ala,  dictó  sentencia  en  18  de  Noviembre,  confirmando,  con  las  cestas,  la 
dietada  por  el  Juagado; 

Besnltando  que  dentro  del  término  legal,  interpuso  D.  Manuel  Gey 
y  Oliva  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en 
el  caso  8.^  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberle 
sido  negado  el  recibimiento  del  pleito  A  prueba  que  solicitó  en  la  segun- 
da Instancia,  A  les  efectos  del  art.  897,  en  relación  con  el  núm.  1.^  del 
882  de  la  ley  de  Eojulciamieoto  civil. 

Víate,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lopes  Aranda: 

Considerando  que  sólo  puede  prosperar  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  que  determina  el  caso  8.^  del  art.  1698  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  no  se  hubiere  recibido  el  pleito  á 
prueba  en  alguna  de  las  instancias,  siendo  procedente  con  arreglo  A  de- 
iche,  y  para  que  esto  tenga  lugar  en  la  segunda  es  necesario,  conforme 
*núm.  1.^  del  art.  862,  que  se  cita  como  infringido,  que  la  Sala  estime 
irtinente  la  diligencia  de  prueba  desestimada  en  primera  instancia: 

OoBsiderando  que  el  actor,  hoy  recurrente,  no  cumplió  con  el  deber 
le  le  imponed  art.  7S0  de  dicha  ley,  de  presentar  en  el  acto  de  la 
«parecencia,  celebrada  en  la  primera  instancia,  las  pruebas  que  in-* 
Ataba  utilisar,  no  bastando 'A  cumplir  esta  falta  la  petición  formulada 
ala  súplica  del  escrito  promoviendo  el  juicio,  como  deducida  fuera  del 
IgV  oportuno,  por  lo  que  no  pudo  recaer,  y  no  recayó,  resolución  del 
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Jiugado  admitiendo  ni  deiestimando  la  praeba,  reqniaito  eaettoial  para 
que  la  Sala  pudiera  hacer  ia  aplicación  del  citado  art.  862,  qne  no  ha 
aido  infringido;  siendo,  en  en  virtud,  manifleeto queno  ha  incurrido  en 
el  quebrantamiento  de  forma  qne  en  el  presente  recurso,  ae  le  atribuye; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Ma« 
nuel  Gey  y  Oliva;  y  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  la  certi- 
ficación correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  neoe- 
«arias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Josó  de  Aidecoa.=r 
Francisco  Toda.ar Vicente  de  PiniéB.=Tomás  Gádal.= Víctor  Oovián.= 
Ildefonso  López  Aranda.=Antonie  Alonso  Casafia. 

Pnblicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bxcmo.  8r.  D.  Ildefonso  López  Aranda,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Julio  de  1906.=Licenoiado  Jorge  Martines. 


JNTum.  17.-TRIBUNAL  8UPREM0.-9  de  Julio, 
publicada  el  6  de  Octubre  de  1907. 

Oa&ación  por  infracción  db  i.EY.-^Pago  de  can^^daei.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Juan 
AatoQÍo  Loreate  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  la  Compañía  de 
ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  no  es  de  estimar  la  in  fracción  de  los  arts.  60  déla  ley  gene^ 
ral  de  Berroearriles^  143  del  reglamento  de  Policia  de  los  mismos. 
76  de  la  Constitución  del  Estado  y  2,^  y  4P  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial  por  la  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  inter- 
puesta sobre  pago  de  cantidad  contra  una  Compañía  de  ferrocarril 
les^  si  el  Tribunal  sentenciador  no  solamente  no  declina  nidesconoce 
9u  perjeeta  competencia  y  libertad  de  acción  para  juzgar  y  resolver 
la  cuestión  det  pleito^  sino  que,  examinándola  á  fondo  la  decide  por 
las  consideraciones  legales  que  estime  pertinentes: 

Que  no  es  aplicable  al  contrato  de  porte  por  ferrocarril  una  tari^ 
fa  que  aprobada  de  Real  orden  fué  inmediatamente  retirada  por  la 
CompañiUt  en  uso  de  su  perfecto  derecho  por  no  eonoenirle  las  mo- 
ditíeaeiones  de  aquélla.  Que  la  doctrina  de  que  toda  reducción  ó  con- 
dición  especial  otorgada  á  favor  de  uno  ó  muchos  remitentes  será 
extensiva  á  todos  los  que  la  pidan,  carece  de  aplicación  á  las  tttrifas 
especiales  ¡que  las  Empresas  proponen  á  la  aprobación  del  Gobierno; 
atendiendo  para  ello  á  circunstancias  y  condiciones  independientes 
de  la  exclusión  de  recorrido^ 

Bu  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1906,  en  el  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de 
Ciudad  Real  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  t^ritorial  de  Alba- 
cete por  D.  Juan  Antonio  Lorente  Rodrigues,  escribiente  y  vecino  de 
Mansanares,  contra  la  Oompafiía  de  ferrocarriles  de  Madrid  á  Z fragosa 
j  Alicante,  domiciliada  en  esta  corte,  representada  por  su  Director  den 
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06  facturaron  en  peqnefia  velocidad  en  la  estación  férrea  de  Barcelona, 
con  destino  á  lae  de  Almagro  y  Cladad  Real,  á  la  coasigaación  de  don 
Pollcarpo  Náfiez,  D.  Enrlqae  Morales,  D.  Vicente  Roiz  y  D.  José  Ba- 
neytes,  diferentes  mercancías,  qne  oonstitayeron  707  expediciones,  apli- 
cándose á  ea  transporte  la  tarifa  B.  M.  N.  A.  número  1,  y  cobrándosn 
por  la  cantidad  de  34.609  pesetas  98  céntimos;  y,  por  documento  priva- 
do, los  consignatarios  de  dichas  mercancías  cedieron  á  D.  Juan  Antonio 
Lorenta  y  Rolrígaas  todos  sas  derechos  y  acciones  para  que  el  mismo 
pudiera,  por  en  propio  derecho,  reclamar  y  percibir  de  la  Oompafiía  de 
Madrid  á  Ziragoza  y  Alicante  la  cantidad  de  8.867  pesetas  41  céntimos 
qne  por  el  transporte  de  tales  expediciones  había  cobrado  aquélla  inde- 
bidamente: 

Resultando  que  en  16  de  Mayo  de  1908,  D.  Joan  Antonio  L9rente  Bo» 
drígaez  dedujo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oiudad  Real  de- 
manda en  jnicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  la  Oompafiía  de  fe- 
rrocarriles de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  alegando  en  cnanto  es  per- 
tinente: que  al  transporte  de  las  707  expediciones  de  que  antes  queda 
hecho  mérito  se  aplicó  la  tarifa  especial  B.  M.  N.  A.,  núm.  1,  cobrándose 
por  él  en  total  24.608  pesetas  98  céntimos,  y  como  debía  haberse  apli- 
cado el  párrafo  2.^  de  la  ampliación  á  dicha  tarifa,  con  arreglo  al  que  y 
á  ios  precios  en  él  establecidos,  las  707  expediciones  no  habían  debido 
aatiafacer  en  concepto  de  portee  sino  ^1.141  pesetas  64  céntimos,  la  Oom- 
pafiía demandada  había  cobrado  indebidamente  8.367  pesetas  44  cénti- 
mos, cuya  devolución  se  pedía  en  esta  demanda;  y  citando  como  funda- 
mentos legales  de  su  reclamación  los  principios  ds  derecho  consignados 
en  los  artículos  1896  y  párrsf  j  1.^  del  1896  del  Oódigo  civil  y  e!  1900  del 
mismo  Ouerpo  legal,  pidió  se  condenase  á  la  Oompafiía  demandada  á 
qne  le  restituyera  la  cantidad  de  8.867  pesetas  44  céntimos,  cobradas  in- 
debidamente como  precio  del  transporte  de  las  707  expediciones  conteni- 
das en  loa  estados  que  acompasaba,  á  que  le  abonase  igualmente  inte- 
reses legales  de  la  indicada  enma,  á  contar  desda  las  respectivas  fechas 
«n  que  la  misma  f  aé  percibida  por  aquélla  hasta  el  día  en  qne  se  llevase 
á  efecto  su  devolución,  y  al  pago  de  las  costas: 

Reenltando  que  D.  Nathan  Snss,  como  Director  de  la  Oompafiía  de  fe- 
rrocarriles de  Ma4rid  á  Ziragoza  y  Alicante,  contestó  á  la  demanda,  ale- 
gando, además  de  hacer  relación  de  la  presentación  al  Gobierno  para  sn 
aprobación  de  las  tarifas  B.  M.  N.  A.,  núm.  1,  y  N.  B.,  núm.  7  y  sus  am- 
pliaciones, de  su  aplicación  depde  Agosto  de  1896  á  Noviembre  de  1898 
sin  haber  sido  aprobadas  ni  publioadaB  en  forma,  y  de  la  retirada  del  pá- 
rrafo 2.^  de  la  ampliación  á  la  B.  M.  N.  A.,  núm.  1,  al  dictarse  la  Real 
orden  de  20  de  Septiembre  de  1899,  que  la  situación  de  las  cosas  en  28 
de  Noviembre  del  afio  últimamente  citado,  con  relación  á  las  citadas  ta- 
rifHS,  era  sencillamente  la  de  habarae  aplicado  de  hecho,  aunque  sin  la 
aprobación  del  Gobierno  y  sin  anunciarse  al  público,  desde  Agosto 
de  1B96  al  26  de  Noviembre  de  1R08-,  y  haber  quedado  retirado  desde 
el  1.^  da  Dlcieoibre  de  este  último  afio  el  párrafo  2.^  de  la  ampliación  á 
la  B.  M.  N.  A.,  DÚn.  1;  qne  no  obstante  pnto  y  resultar  bajo  el  aspecto 
legal  qne  d<*sde  el  ^8  de  Noviembre  de  1898  quedó  aquel  párrafo  retirado 
por  no  aceptar  la  Oompafiía  las  modificaciones  con  que  el  Gobierno  pro- 
ponía la  aprobación,  se  snacltaron  dudas,  y  ya  f  aera  porqne  aquéllas,  al 
snprimlr  dicho  párrafo,  presentaran  al  Gobierno  una  nueva  tarifa  en 
que,  con  la  supresión  del  mismo,  se  mantenían  los  particulares  de  la 
a^^robada,  aceptando  las  demás  modifísacione^  hechae  por  el  Ministerio, 
ya  por  la  mala  fe  da  algnnos  consignatarios  ó  por  el  das  so  no  cimiento  de 
loa  principios  en  que  descansa  el  establecimiento  y  aprobación  de  laa  ta- 
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lifM,  M  produjo  eoníostóii  enire  el  públioo  y  las  Oompafifae  y  haata  en 
tea  Tritanalea  de  jaatlcia,  por  lo  qoe  f  aé  preciao  acudir  al  Ministerio 
«  aelicitad  de  qae  reaolTiera  lo  que  en  jnatieia  fuera  prooedente,  aoii- 
dtod  tanto  más  de  estimar  cnanto  qne,  en  reanmen,  el  haber  retirado  la 
Cempafiía  el  párrafo  3.^  de  la  ampliación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.',  núm.  I, 
BO  Implicaba  perjnicio,  aino  menoa  ventaja;  qne  en  la  Real  orden  de  7 
de  Octubre  de  1903,  que  puso  fin  al  expediente,  deapnóe  de  hacer  la  hia- 
toria  del  asunto  en  ia  forma  expuesta,  de  reconocer  á  las  Gompafiías  la 
facultad  indiecutible  de  proponer  tarifas  especiales  y  la  libertad  que  las 
laistia  para  aceptar  ó  desestimar  las  prescripciones  que  acerca  de  ellas 
pueda  proponer  el  Gobierno,  estableciendo  las  tres  fases  que  se  distin* 
guen  en  el  proceso  relatlTO  á  laa  tarifas  en  cuestión,  y  sentado  como 
indiacutibie  de  todo  punto  que  en  ninguna  de  ellas  tuvieron  aquéllas 
existencia  legal,  y  de  consignar  que  es  de  la  competencia  del  Ministerio 
iiar  el  criterio  legal  respecto  á  la  aplicación  de  tarifas  ferroviarias,  se 
hicieron  en  su  parte  dispositiva  las  declaraciones  qne  en  los  anteceden- 
tes quedan  expuestas;  que  dados  estos  antecedentes  y  teniendo  en  cu«cta 
fue  las  expediciones  á  que  se  contraía  la  demanda  estaban  conBtgnadttS 
i  Almagro  noas  yá  Ciudad  Beal  otras  desde  Barcelona  y  de  8  de  Di- 
ciembre de  1898  á  31  de  igual  mes  de  1899,  no  era  legal  ni  procedente 
pedir  la  detasa  de  esas  expediciones  por  el  párrafo  2.®  de  la  ampliación 
á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.,  núm.  1,  como  el  actor  pedía,  estando  oficialmente 
declarado,  por  el  tínico  Centro  que  podía  hacerlo,  qne  aquél  no  tuvo 
«xlatencia  legal  y  que  el  público  no  pudo  ni  podía  pedir  en  aplicación, 
y  teniendo  en  cuenta,  ademáa,  que  las  estacioDes  de  Almagro  y  Ciudad 
Beal  no  se  hallaban  comprendidas  en  eae  párrsf  j;  que  reconocía  que  en 
las  techas  que  se  decía  en  la  demanda  se  realiBaron'las  707  expedicio- 
nes, por  las  que  cobró  la  Compañía  24.608  pesetas  98  céntimos;  pero  es- 
peraba qne  el  demandante  reconociera  que  en  los  estados  qne  acompa- 
liaban  i  la  demanda  se  dejaban  de  abdnar  los  desembolsos  hechos  y  lo 
toe  por  acarreo  ae  adeudaba  á  la  Compañía,  lo  que  bacía  nna  diferencia 
i  deducir  de  866  pesetas  46  céntimos,  con  relación  á  la  cantidad  recia- 
xaada;  que  como  no  era  aplicable  al  transporte  de  laa  707  expediciones 
en  cuestión  el  párrafo  3.^  de  la  ampliación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.,  nú- 
mero 1,  negaba  que  debieran  haberse  cobrado,  según  él,  21.  141  pesetas 
64  céntimos,  como  el  actor  pretendía,  y,  por  tanto,  qae  se  percibiera  in 
debidamente  la  diferencia  entre  esa  cantidad  y  la  de  24.608  pesetas  98 
céntimos,  abonada  por  el  trafasporte  de  las  expediciones,  como  f  anda- 
mentos legales  expuso:  que  teniendo  en  cnenta  el  principio  qne  estable- 
ció el  art.  86  de  ia  ley  de  8  de  Junio  de  1866,  respetado  por  el  79  de  la 
de  3S  de  Noviembre  de  1877  y  desarrollado  por  el  Beal  decreto  de  16  de 
Febrero  de  1866,  y  que  mantuvieron  las  instrucciones  de  4  de  Jnnio 
de  1868  y  28  de  OíStnbre  de  1877,  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  1866, 
la  orden  de  28  de  Marzo  de  187jI,  los  reglamentos  de  24  de  Mayo  y  8  de 
Septiembre  de  1878,  la-Compafiía  demandada  tnvo  perfacta  facultad  para 
sstablecer  las  tarifas  especiales  en  cnestión,  y  si  bien,  como  indicaba  la 
il  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  al  aplicarlas  sin  la  aprobación  pre- 
del  Gobierno,  exigida  por  la  de  1.^  de  Febrero  de  1887   y  sin  anun« 
las  reglamentariamente,  incurrió  en  la  falta  administrativa,  qne  fné 
igadacon  la  sanción  correspondiente;  que  el  único  fundamento  le- 
aplicable  para  resolver  la  cuestión  propuesta  por  el  actor  con  rela- 
B  áesas  tarifas  y  sus  ampliaciones,  dada  la  forma  en  que  las  Oompa 
n  las  aplicaron,  era  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  conforme 
rt.  60  de  la  ley  general  de  Ferrocarriles  de  28  de  Noviembre  de  1877, 
lor  atemperarse  á  cuantas  disposiciones  regulan  la  materia,  en  espe- 
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olal  las  anteriormente  cltadaa;  que  ei  el  actor  Impugnase  la  Talldes  d» 
tal  resolnoión  ministerial,  invocando  la  de  1.^  de  Febrero  de  1887,  por- 
que ésta  mantuvo  el  principio  de  que  á  mayor  recorrido,  mayor  precio, 
quedarla  destruido  ese  argumento  ante  la  sola  consideración  de  que  esa 
Beal  ord^n  no  podría  alterar  un  Real  decreto  como  el  que  aprobó  el  re* 
glamento  de  8  de  Septiembre  de  1878,  con  cuyo  art.  180  pugna  aquélla, 
y  en  atención  á  que  la  Real  orden  de  7  de  Febrero  de  1903  modificó  aquel 
riguroso  principio  de  la  de  1887;  que  además  de  ser  inaplicable  el  pá- 
rrafo 2,^  de  la  ampliación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.,  ntim.  1,  por  haberla 
declarado  asi  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  lo  era  porque  dejó 
de  aplicarse  el  de  28  de  Noviembre  de  1898,  y  las  expediciones  en  cues- 
tión no  empelaron  hasta  el  8  de  Diciembre  del  mismo  afio,  y  porque  ni 
Ciudad  Real  ni  Almagro  estaban  determinadas  en  él,  y  como  esa  tarifa 
era  especial, -no  podían  disfrutarse  de  ella  sino  acomodándose  á  las  con- 
diciones con  que  se  estableció,  según  exige  el  art.  182  del  reglamente 
de  8  de  Septiembre  de  1878;  que  no  existiendo  cobro  indebido,  carecían 
de  aplicación  los  fundamentos  legales  de  la  demanda;  y,  por  último,  se 
suplicó  se  declarase  que,  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  7  de  Octubre 
de  1902,  era  improcedente  la  detasa  que  pedía  el  actor,  y,  en  su  conse- 
cuencia, se  absolviera  de  aquélla  á  la  Oompafiía  de  ferrocarriles  de  Ma» 
drid  á  Zaragosa  y  Alicante,  con  las  cootas  á  la  parte  contraria: 

Resultando  que,  al  replicar,  D.  Juan  Antonio  Lorente  Rodrigues  in- 
sistió en  las  alegaciones  de  hecho  de  su  demanda,  prestando  su  confor- 
midad en  lo  esencial  á  las  de  la  contestación  relativas  á  la  presentación 
al  Gobierno  de  las  tarifas  y  ampliaciones  en  cuestión  é  historia  de  las 
mismas  hasta  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  y  afiadiendo  que 
usgaba,  no  como  caestión^de  hecho,  sino  legal,  que  el  párrafo  2.^  de  la 
Ampliación  á  la  B.  M.  N.  A.  número  1  no  fuera  también  aplicable  á  las 
estaciones  intermedias;  que  negaba  que  después  de  aprobada  una  tarifa 
por  el  Gobierno,  aunque  fuera  con  restricciones,  tuvieran  facultades  las 
Oo^ptíñÍM  para  retirarla,  porque  esto  equivaldría  á  suponer  que  el  es- 
tablscimiento  y  vigencia  de  las  tarifas  dependía  exclusivamente  de 
aquéllas;  que  el  párrafo  2,^  de  ampliación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.  nú» 
mero  1  sólo  podía  aplicarse  en  las  condiciones  establecidas  en  la  Real 
orden  de  1.^  da  Febrero  de  1887,  ó  sea  con  las  restricciones  impuestas 
por  la  de  20  de  Saptlembre  de  189?;  que  era  absurdo  pretender  dar  efecr 
to  retroactivo  á  la  Real  orden  de  7  de  Oistubre  de  1902  y  pretender  que 
borrase  lo  sucedido  desde  1898,  y  si  bien  era  verdad  que  las  expedicio- 
nes en  litigio  se  hicieron  después  que  se  dictó  la .  Real  orden  de  20  de 
Septiembre  de  1898,  estando  obligada  la  Oompafiía  á  tener  en  vigor  la 
tarifa  durante  un  afio  después  que  fué  aprobada,  no  pudo  excusarse  de 
aplicarla  en  el  presente  caso;  qoo  no  tenía  inconveniente  en  que  se  de- 
dujeran las  866  pesetas  46  céntimos  que  pretendía  la  Compafiía  deman- 
dada; reprodujo  también  los  fundamentos  de  derecho  que  tenía  alega- 
dos, afiadiendo  que  era  de  aplicación  al  caso  el  art.  182  del  reglamente 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  Policía  de  ferrocarriles  de  8  de  Septiem- 
bre de  1878;  que  no  era  cierto  que  para  resolver  la  cuestión  litigiosa  ne 
hubiera  otro  fundamento  legal  que  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de 
3902,  pues  aparte  de  contradecir  principios  inconcusos  que  estatuyen  y 
sancionan  reglas  de  general  aplicación,  como  el  art.  148  del  reglamento 
de  Policía  de  ferrocarriles  y  la  Real  orden  de  I.**  de  Febrero  de  1887, 
que  remiten  á  los  Tribunales  toda  acción  cuyo  objeto  sea  puramente 
mercantil  referente  á  transportes,  se  opone  al  art.  186  del  citado  regla- 
mento y  la  Real  orden  de  1.*  de  Febrero  de  1887;  que  habiendo  tenido 
existencia  real  el  párrafo  2.*'  de  la  aplicación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.  nú- 
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)  1  haate  88  de  Noviembre  de  1898  j  legal  hasta  el  7  de  Octubre  d» 
de  1903,  nació  el  derecho  del  actor  al  amparo  de  la  Real  orden  de  1.^  de 
Febrero  de  1887,  vigente  cuando  se  hicieron  las  expediciones,  aparte  de- 
que,  tanto  por  esta  disposición  como  por  la  de  28  de  Septiembre  de  1871 
7  por  el  art.  961  del  Código  de  Comercio,  es  obligación  de  las  Oompa^ 
iíis  regular  los  transportes  de  mercancías  por  los  precios  más  econó- 
micos 7  el  otorgar  4  cualquier  remitente  ó  consignatario  el  beneficio 
que  se  conceda  á  otro;  y  que  carecían  de  aplicación  los  demás  funda» 
mentes  de  derecho  sostenidos  por  la  Compafiia  demandada,  suplican- 
do, en  su  virtud,  se  tallara  en  la  forma  que  tenía  interesada;  7  dupli» 
cando  la  representación  legal  de  la  Oompafiía  demandada,  insistió  od 
•US  pretensiones  7  alegaciones  de  hecho  7  de  derecho,  impugnando  la» 
de  la  réplica  que  contradijeran  las  que  dejaba  sen  tedas  : 

Beeultando  que  practicada  prueba  7  sustanciado  el  pleito  por  loo 
trámites  Ic' gales  de  dos  InstaBciaSy  en  23  de  Diciembre  de  1906  dictó  sen» 
tescia  confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Al* 
bacete,  declarando:  que  no  habiendo  tenido  existencia  legal  el  párra- 
fo 2.®  de  la  ampliación  á  la  tarifa  B.  M.  N.  A.  núm.  1,  según  se  consignó 
en  la  Keal  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  es  improcedente  la  defensa 
que  por  cobro  indebido  de  portes  se  solicita  en  el  presente  litigio,  7  ab- 
solviendo, en  BU  consecuencia,  á  la  Compafiia  de  ferrocarriles  de  Ma-^ 
drid  á  Zaragoza  7  Alicante,  7  como  Director  representante  de  la  misma, 
á  D.  Nathan  Sces,  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  en  estos  auto» 
por  D.  Joan  Antonio  Lorente  7  Rodrigues,  sin  hacer  expreea  condena* 
don  de  lae  costas  del  pleito  é  imponiendo  á  Lorente  Ids  de  la  alaada: 

Resultando  que,  con  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Juan  Antonio  Lo» 
rente  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  107,  fundado 
«I  el  nóm.  1.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los 
É^ientes  motivos: 

Primero.     La  infracción  del  art.  00  de  la  lej  general  de  férrocarrile» 
de  23  de  N  'Vismbre  de  1877,  indebidamente  aplicada,  que  autoriaa  al 
Ministro  de  Fomento  para  resolver,  entre  otras,  las  cuestiones  referen* 
tes  á  urifas  de  expedición,  no  decidiendo  las  contiendes  que  puedan 
■urgir  entre  las  Compafiías  7  los  remitentes  7  consignatarios  que  utili- 
san  sus  servicios  de  Empresas  porteadoras,  sino  dictando  en  Ja  esfera 
puramente  administrativa  aquellas  disposiciones  de  carácter  general 
que,  respondiendo  al  público  interés,  encajan  en  la  mieión  tutu  lar  del 
Gobierno  ó  afectan  á  sus  relaciones  con  las  Compafiías  ferroviarias, 
como  concesionarias  de  una  obra  pública;  7  la  de  los  arte.  76  de  la  Cons* 
titncióD  del  Estado,  2.»  7  4tP  de  la  107  orgánica  del  Poder  judicial  do 
16  de  Septiembre  de  1870  7  148  del  reglamento  de  Policía  de  ferrocarri- 
les de  6  He  Septiembre  de  1878,  de  rigurosa  aplicaciór,  CU70S  preceptos, 
base  de  la  administración  de  justicia  unos  7  peculiar  del  contrato  do 
traneporte  por  lineas  férreas  otro,  someten  á  los  Juzgados  7  Tribonale» 
cxdoei  va  mente  la  potestad  de  aplicar  las  le7es  en  loe  juicios  civiles  j 
criminabs,  prohiben  á  los  mismos  mesclarse  directa  ni  indirectamente 
^  isQDtof»  peculiares  de  la  Administración  del  Estado,  exigen  que  se 
ftbie  BnU*  los  Tribunales  toda  acción  relativa  á  tren^portes  CU70  ob- 
» Ms  paramente  mercantil  7  establecen,  en  una  palabra,  perfecta  dio- 
ién,  DO  Fólo  entre  la  potestad  de  juagar  j  las  facultades  de  gobiern» 
«9  tetes  7  íaneiones  de  la  Administración,  por  lo  que  se  refiere  á  la 
ipetenria,  sino  entre  las  relaciones  de  las  CompafiÍKS  ferroviarias  con 
£»ta  lo  7  eus  actos  7  contratos  como  Empresas  porteadoras,  como  en- 
ftdep  mereamtiles  é  industriales,  por  lo  que  atafie  á  la  materia  á  qu» 
lelLa  rorr^petencia  ha  de  alcaniar;  toda  ves  que,  esto  sentado,  no  pue-» 
TOMO  106  7 
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de  ofrecer  dada  algana  que  aaa  cuando  la  Real  orden  de  7  de  Octnbro 
de  1902  declarase  sin  existencia  legal  el  párrafo  2.<)  de  la  ampliación  de 
la  tarifa  B.  Bi.  N.  A.,  núm.  1,  y  ann  cuando  estableciese  y  resolviera 
qne  el  público  no  tavo  ni  tiene  derecho  para  pedir  su  aplicaci(>n,  nna 
▼ei  promovida  contienda  jndicial  sobre  nn  caso  especial  y  particalarí- 
simo  y  sometida  á  la  jurisdicción  ordinaria  la  decisión  del  caso,  es  atri- 
bución privativa  de  los  Juagados  y  Tribunales  resolverla  sin  atender  A 
otros  antecedentes  ni  datos  que  á  la  resultancia  del  litigio;  y  como  la 
Sala  sentenciadora  desestima  la  de  tasa  pretendida  en  la  demanda,  no 
por  otra  raaón  ni  motivo  que  porque  declara  sin  existencia  legal  la  ta« 
rifa  cuya  aplicación  se  Interesa,  hasta  dando  como  fundamento  de  esa 
declaración  el  qne  la  hiio  una  Real  orden  dictada  para  la  decisión  de  nn 
expediente  puramente  administrativo,  es  evidente  que  incurre  en  las  In- 
fracciones alegadas: 

Segando.  La  infracción  del  art.  8.^  de  la  ley  de  4  de  Junio  de  186S  y 
del  186  del  Reglamento  de  Policía  de  ferrocarriles  de  8  de  Septiembre  de 
1878,  que  exigen  un  afio  de  vigencia  á  las  tarifas  especiales,  porque,  Bn 
oonsonancla  con  la  doctrina  sustentada  en  el  anterior  motivo^  es  evi- 
dente que  la  Sala  sentenciadora  debió  de  ajastar  su  fallo  A  la  resultancia 
de  autos,  y  puesto  que  sen  hechos  por  ella  reconocidos,  como  lo  fueron 
por  las  partes,  que  la  tarifa  cuya  aplicación  se  pretende  en  la  demanda 
se  aplicó  de  hecho  desde  Agosto  de  1896  á  Noviembre  de  1898  y  que  ee 
aprobó  por  el  Gobierno  en  Septiembre  del  mismo  afio  con  la  restricción 
de  alcaniar  sus  beneficios  á  las  estaciones  de  Ciudad  Real  y  Almagro, 
debió  igualmente,  en  obaervancia  de  los  artículos  antes  citados,  concep* 
tuar  aplicable  á  las  expediciones  objeto  de  la  demanda  el  párrafo  2.^  de 
la  ampliación  A  la  tarifa  ¿.  M.  N.  A.,  núm.  1,  estimar  la  detasa  proce- 
dente y  condenar  á  la  Gompafiía  demandada,  con  abstracción  completa 
de  lo  que  hubiese  declarado  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1902,  sien- 
doevidente  que  infringe  tales  preceptos  ai  no  hacerlo  así: 

Tercero*  Por  la  propia  raxón  á  que  la  anterior  infracción  se  refiere, 
la  del  art«  182  del  Reglamento  de  Policía  de  ferrocarriles  de  8  de  Sep- 
tiembre de  1878,  puesto  que,  según  en  el  mismo  se  establece,  toda  reduc- 
oión  ó  condición  especial  otorgada  á  favor  de  uno  ó  muchos  remitentes 
será  extensiva  á  todos  los  que  la  pidan;  y  como  la  cuestión  litigiosa  ee 
reduce  en  realidad  á  que  el  recurrente  pide  y  pretende  que  se  le  aplique 
una  tarifa  ya  aplicada  á  otros  muchos  remitentes  antes  que  él,  es  indn* 
dable  que  no  puede  declararse  la  procedencia  de  la  aplicación  de  la  ta- 
rifa interesada  sin  Infringir  el  precepto  citado;  y 

Ouarto.  Gomo  consecuencia  indeclinable  de  las  Infracciones  prece- 
dentes, la  de  la  doctrina  de  que  á  mayor  recorrido  mayor  precio,  tan  ele- 
mental en  materia  de  transportes  ferroviarios,  como  de  todo  punto  indu- 
dable, puesto  que  se  halla  reconocida  y  sancionada  expresamente,  entre 
otras  resoluciones  ministeriales,  por  las  Reales  órdenes  de  1.^  de  Febre- 
ro de  1887  y  7  de  Febrero  de  1902,  toda  vea  que  es  abiertamente  contra- 
ria A  ese  principio  la  declaración  que  el  fallo  recurrido  contiene,  y  la  de 
les  arta.  1896  y  1896  del  Oódigo  civil,  referentes  al  pago  de  lo  indebifi'^ 
ya  que  no  ha  podido  menos  de  estimarse  que  en  el  caso  de  autos  exlst 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  TomAs  Gúdal; 

Gonelderande-  que  carece  en  absolnto  de  fundamento  el  primer  me 
▼o  del  recnneen  el  concepto  en  qne  ee  alega,  porque  el  Tribunal  m 
tenelader,  no  eolaments  no  declina  ni  deeoonooe  su  perfeota  competen 
y  libertad  de  aeclón  para  juagar  y  reeelveí  la  cuestión  del  pleito,  al 
qve^  examlBáAdola  A  fiando,  la  deelde  por  las  oonalderaelenes  lega 
qne  eslima  pertlnenteay  ais  que  A  ello  obste  el  valor  y  efieaola  que  at 
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Iwjc  á  la  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1903,  después  dtf  examinar  loa 
a&teeedentee  de  la  reclamación,  las  circanstanciae  del  oseo  y  las  prne- 
bai  praeticadae,  eapecialuente  el  informe  emitido  por  la  tercera  división 
fénica  7  administrativa  de  ferrocarriles,  viniendo  asi  en  realidad  á  de* 
dneir  qne  aqnélla  no  hixo  sino  reconocer  el  verdadero  estado  Jorídice  de 
la  Oompaüia  en  sos  relaciones  con  la  Administración  y  el  público: ' 

CoBfideraiido  qne  el  segando  motivo  del  recnrso  se  fnnda  en  el  des- 
conocimiento  de  nn  hecho  fondamental,  cnal  es  el  de  qne  la  tarifa 
B.  M.  H^  A.,  núou  1,  no  estnvo  vigente  ni  nn  momento  en  los  términos 
come  loé  aprobada  por  el  Gobierno  en  Real  orden  de  20  de  Septiembre 
de  1898,  porqne  no  conviniendo  á  la  Empresa  las  modificaciones  ó  res- 
trlceienea  introducidas  por  aqaél,  las  retiró  inmediatamente,  en  oso  da 
•n  perfecto  derecho,  tratándose  como  se  trataba  de  tarifas  especiales  de 
rebaja  que  cabían  dentro  de  la  general  obligatoria,  á  tenor  de  las  condl- 
eienea  de  la  concesión,  esto  aparte  de  qne  la  especial  sin  modificación 
Mtnve  aplicándose  durante  más  de  nn  afio,  sin  que,  por  lo  tanto,  sean 
dsssUoiar  lae  Infracciones  de  dicho  motivo  segundo,  asi  como  tampoco 
lu  del  tercero,  por  la  antedicha  raión  de  no  resultar  justificado  que  la 
tarifa  modificada  por  el  Gobierno  se  hubiese  aplicado  con  la  modifica- 
ción á  remitente  alguno  ni  antes  ni  después  de  haber  sido  retirada  por 
la  Compafiia: 

Oonalderando,  finalmente,  que  la  doctrina  á  que  se  refiere  el  cuarto 
motivo  del  recurso  carece  de  aplicación  á  las  tarifas  especiales  que  Jas 
SiDpreaas  proponen  á  la  aprobación  del  Gobierno,  atendiendo  para  elle 
á  clrennatancias  y  condiciones  independientes  de  la  extensión  del  reco- 
rrido, y  lo  es  mucho  más  en  el  caso  del  presente  recurso,  por  tratarse  de 
«na  tarifa  que  no  llega  á  tener  existencia  legal,  segán  se  declara  en  la 
Katenela  recurrida,  sin  que  para  desvirtuar  esta  declaración  tengan  efi- 
cacia loe  motivos  del  recnrso,  por  las  raiones  antes  indicadas; 

Pallamoe  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  • 
cano  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio 
Loreate  Bodríguei,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  á  la 
pérdida  del  depósito  que  ha  constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la  certificación  correspon- 
dioBte,  con  devolviéndole  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
Meeaarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:JoBé  de  Alde- 
«oa.=Vicente  de  PJniós.=sTómás  Gúdal.ss Antonio  Alonso  CaBafi8.=Il- 
defoaeo  Lopes  Aranda.=Pascoal  Domenech.=El  Magistrado  Sr.  Gallón 
votóen  la  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa. 

Pablieaclón.r=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bmno.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  q«e 
«ertlfiao  como  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Julio  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martínei. 
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t7um.  IB.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 9  dt  Jollt, 
pablloadt  el  6  da  Octubre  de  1907. 

Oasación  por  infracción  db  lbt. —Ano^aeídn  de  la  demanda» — 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  in» 
terpuesto  por  D.  Pedro  María  contra  el  dictado  por  la  Sala  dr 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Manue! 
Rodríguez. 
En  su  COH8IDBRANDO  úuico  80  establcce: 

Que  el  auto  declaratorio  de  la  anotación  preventiva  de  la  de* 
manda  no  tiene  el  concepto  de  tentenda  definitiva  para  loe  efectos 
de  la  caeaeión  porque  no  pone  término  al  pleito  ni  hice  impoeible  sw 
eontinuadónt  y  en  su  virtud  ee  inadmitible  el  recurso  de  casación 
que  contra  el  mismo  auto  se  interponga,  á  tenor  de  lo  establecido  en 
.  el  núm.  3.^  del  art.  1729  de  la  ley  procesal. 

Besaltende  que  en  9  de  Junio  de  1906,  D.  Pedro  Marín  Jnarieti  de- 
dujo demanda  en  jaicio  declarativo  de  mayor  cuantía  en  el  Josgade  de 
primera  instancia  del  distrito  de  ia  Audiencia  de  Vailadolid  contra  dea 
Ramón  Rodríguei  Pardo,  sobre  cumplimiento  de  nn  contrato,  indemnl- 
aación  de  dafios  y  perjuicios  y  otros  extremos,  y  por  un  otrosí  pidió  la 
anotación  preventiva  de  la  demanda  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Colmenar  Viejo,  á  cuya  última  pretensión  se  opuso  el  demandado;  y 
admitida  en  un  solo  efecto,  y  tramitada  la  apelación  que  interpuso 
aquél  contra  auto  de  27  de  Julio  de  1906,  denegatorio  de  la  reposición 
de  las  providencias  en  que  se  había  acordado  la  anotación  de  la  de- 
manda y  ejecución,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Va- 
iladolid, en  18  de  Diciembre  últlmOf  dictó  auto  revocatorio,  por  el  que, 
sin  hacer  especial  condena  de  costas  en  ninguna  de  las  dos  instancias, 
desestimó  por  Improcedente  la  anotación  preventiva  de  la  demanda  so- 
licitada por  el  actor,  y  ordenó  se  librase  el  oportuno  mandamiento  al 
expresado  Registrador  de  la  propiedad  á  fin  de  que  cancelara  la  anota- 
ción ordenada  por  el  Juzgado  si  ya  se  hubiese  verificado: 

Resultando  que  D*  Pedro  Marín  y  Juaristi  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  núm.  1.*  del  art.  1692  de 
la  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  infringidos: 

Primero.  El  núm.  1.^  del  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria,  aplicado  con 
evidente  error,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  desestima  la  anotaoióa 
pretendida,  no  obstante  entrafiar  la  demanda  de  cuya  anotación  se  trata, 
en  la  súplica  que  contiene,  modificaciones  esenciales  de  dominio  respecto 
á  las  fincas  que  son  objeto  de  la  solicitud  del  actor;  y 

Segundo.  El  art.  48  de  la  propia  ley,  también  con  error  aplicado,  ya 
que  los  documentos  que  aoompafió  el  actor  con  su  demanda  son  más 
que  suficientes  para  decretar  la  anotación  pretendida;  y  habiéndose 
opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  su  admisión,  la  .Sala  mandó  traer  los  autos 
á  la  vista,  con  las  debida s  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco' Toda: 

Oonslderando  que  el  auto  denegatorio  de  la  anotación  preventiva  do 
lli  demanda  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva  para  los  efectos 
de  la  casación,  porque  no  pone  término  al  juicio  ni  impide  su  continua- 
sión,  según  reiterada  jurisprudencia  de  esta  Sala,  por  lo  que  es  Inadmi- 
sible el  recureo  de  que  se  trata,  entablado  contra  una  resolución  de  tal 
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«ráetor,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  núm.  8.®  del  ert.  1729  de  la 
hj  prooeeai. 

No  ha  lagar  á  adniitir|  el  recnreo  de  casaolón  Interpneeto  por  don 
Pedro  Marín  y  Jaarietl;  con  la  certiflcaclón  corree pondiente  devnólvaee 
4  la  AndieDcia  territorial  de  Valladolid  el  apuntamiento  qae  ha  remi- 
tido, y  pnblíqneee  eete  anto  en  la  forma  qoe  previene  la  ley. 

Madrid  9  de  Jnlio  de  1906.=JoBé  de  Aldeooa.=Franciaco  Toda.=:yio- 
ter  GoYiáD.alldefoneo  Lópeí  Aranda.=Pa0cnal  Domenech.=:Bamón 
Sarroeta.=Federico  MonBal¥e.=Bl  Relator,  Licenciado  Trinidad  Del- 
ftdo  CieneroB.=RGgeiio  QoniAleí  Montee. 

Nüm.  le.-fiRACJA  Y  JUSTICIA.- 10  de  Julia, 
poblloada  el  15  de  AQoete. 

Kebolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  conñr* 
mando  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alcal& 
de  Gaadaira  &  inscribir  una  escritura  de  partición  de  bienes. 
En  sus  co^SlDERANDos  se  establece: 

Que  el  art,  S85  del  Código  einil  ditpone  terminantemente  que  el 
Ihtario  y  doe  de  los  testigos  que  autoricen  el  testamento^  deberán 
eonoetr  al  testador^  y  que  si  no  le  conocieren  se  identificará  su  per» 
sena  con  dos  testigos  quele  conoscan  y  sean  conocidos  del  mismo 
Ihtario  y  de  los  testigos  instrumentales;  estableciendo  el  siguiente 
articulo  686,  que  si  no  pudiere  identificarse  la  persona  del  testador 
en  la  forma  indicada,  se  declarará  esta  circunstancia  por  el  Nota" 
rio^  reseñando  los  documentos  que  presente  con  dicho  objeto  y  las  se- 
Oss  personales  del  mismo: 

Que  la  omisión  de  dichas  formalidades  relativas  á  punió  tan  im- 
portante^ como  es  el  de  la  determinación  de  la  identidad  y  conocí' 
miento  del  testador ,  a/ecta  sustancialmente  á  la  legalidad  del  do 
tumentOf  ó  sea  á  las  formas  extrínsecas  del  mismo,  é  impiden  con- 
siguientemente su  inscripción,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
fiados  18  y  ñb  de  la  ley  Hipotecaria: 

Que  dicha  doctrina  ha  sido  ya  declarada  por  Resolución  de  la  Di- 
rección de  12  de  Febrero  de  1901: 

Que  limitada  la  calUlcación  del  Registrador  á  los  efectos  de  ins- 
cripeión  del  documento^  no  obsta  para  que  los  interesados  puedan 
acudir  á  los  Tribunales,  si  les  conviniere,  para  ventilar  y  contender 
acerca  de  la  vaUdez  del  mismo-,  pero  la  Jaita  de  las  mencionadas 
Jormalidades  impide  en  el  recurso  gubernattvo  la  declaración  de 
estar  arreglado  el  documento  á  los  requisitos  legales. 

Üme.  Sr.:  En  el  recoreo  gobernativo  interpuesto  por  el  Notario  don 

Mariano  de  la  Bota  y  Lastra,  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la 

lOpiedad  de  Alcalá  de  Gaadaira  a  inscribir  noa  escritora  de  partición  de 

ienee,  pendientes  en  eete  Centro  en  virtnd  de  apelación  del  recurrente: 

Beenltando  qae  Dofia  María  Francisca  Walls  Morales  otorgó  testa- 

Aeoto  abierto  ante  el  Notario  D.  Enriqoe  Lópea  Lacarra,  en  Alcalá  de 

ladalra,  á  9  de  Enero  de  1892,  en  el  que  se  expresaba  que  por  no  cono- 

»  el  Notario  á  la  teetadora  preeentó  ésta  como  testigos  de  conocimiento 

\ss  miemos  inelramentalee: 

Besoltando  qae  por  otra  escritura,  otorgada  también  en  Alcalá  de 
nadaiía,  ante  el  Notario  D.  Mariano  de  la  Sota  y  Lastra,  á  2  de  Julio 


Digitized  by  LjOOQ IC 


106  JüBISFKUIAUrOIl.  aXYIL 

de  1900,  se  protocolizaron  las  operaciones  pi^rticionaies  de  loe  bienet^ 
quedados  al  fallecimiento  de  la  Doña  María  Francisca  Wallt: 

Resaltando  qne  presentadas  copias  de  dicha  escritora  de  2  de  Joli» 
de  luOO  7  del  testamento  de  8  de  Enero  de  1802  para  sa  inscripción  eu  ei 
Registro  de  la  propiedad  de  Alcalá  de  Gaadaira,  puso  el  Registxadok  la 
sigalento  nota:  cNa  admitida  7  denegada  la  inscripción  del  titulo  que 
precede,  atendido  qne  en  la  copia  del  testamento  que  se  acompafia,  que 
es  el  título  de  adquisición,  no  aparece  haberse  suplido  el  conocimiento 
de  la  testadora  por  parte  del  Notario  autorizante  con  dos  testigos  espe» 
oíales,  según  previene  el  art.  685  del  Código  civil.  Y  no  pareciendo  snb- 
sanable  dicho  defecto  no  es  admisible  tampoco  la  anotación  preventiva 
que  no  se  ha  solicÍtado>: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Mariano  de  la  Sota  interpuso  esto  re- 
curso solicitando  se  declare  que  la  citada  escritura  de  2  de  Julio  de  1900 
se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  7  prescripciones  ilega- 
les, 7  es,  por  tanto,  inscribible,  7  al  efecto  alegó:  que  el  testamento  po- 
drá tener  la  falta  que  se  le  atribu7e,  pero  está  subsanada  por  la  aquies- 
cencia que  los  interesados  han  prestado  al  mismo,  porque  siendo  los 
únicos  que  pueden  impugnar  su  valides,  tiene  qne  surtir  todos  sus  efec» 
tos  cuando  lo  aceptan  como  válido;  que  después  de  tal  aceptación,  como 
es  principio  Jurídico  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos,  ni  los 
mismos  Tribunales  podrían  declarar  la  nulidad,  según  doctrina  de  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  26  de  Noviembre  de  1901,  4  de  Fe* 
brero  de  1878,  8  de  Noviembre  de  1895,  20  de  Febrero  de  1898  7  6  dé 
Abril  7  24  de  Diciembre  de  1896,  7  Resoluciones  de  este  Centro  de  26  de 
Ma7o  7  29  de  Noviembre  de  1899,  7  particularmente,  la  de  26  de  Sep- 
tiembre de  1904: 

Resultando  qne  el  Registrador,  sosteniendo  la  procedencia  de  su  nota, 
informó:  qne  como  el  testamento  ha  omitido  el  requisito  que  exige  el 
art.  685  del  Código  civil,  es  evidente  su  nulidad,  como  lo  corrobora  lo 
declarado  por  ente  Centro  en  12  de  Febrero  de  1901;  qne  es  Insostenible 
la  tesis  contraria  en  cnanto  á  los  efectos  de  aceptar  los  interesados  como 
válido  el  testamento,  porque  lo  que  es  nulo  no  puede  surtir  ninguno  ¡n- 
rídico,  y  dicho  testamento  no  puede  servir  de  fundamento  al  derecho  de 
los  herederos,  sin  que  obtengan  la  declaración  de  serlo  ablntestato,  come 
dispone  el  art.  912  del  Código  civil  para  los  casos  de  testamento  nulo, 
igualmente  que  para  cuando  no  haya  testamento,  7  que  para  aceptar 
o  jmo  inconcuso  el  principio  de  que  debe  Inscribirse  un  testamento  con 
defecto  sustencial  por  conformidad  tan  sólo  de  los  interesados,  resul- 
taría contra  evidencia  modificados  muchos  preceptos,  entre  ellos  el 
artítsulo  18  de  la  107  Hipotecarla,  que  obliga  á  los  Registradores  á  ca- 
lificar bajo  su  responsaliilidad  por  lo  que  resulte  de  las  mismas  escri- 
turas: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  declaró  no  haber  lugar 
á  la  reforma  de  la  nota  impugnada,  fundándose  en  que  no  resultando 
cumplidos  por  el  Notario  autorizante  del  testamento,  objeto  del  recurso» 
los  artículos  685  7  686  del  Código  civil,  es  nulo,  conforme  á  lo  estable- 
cido en  el  687  de  dicho  Código  7  doctrina  del  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias de  8  7  81  de  Ma70  de  1908: 

Resultando  qne  al  apelar  el  recurrente  de  dicho  auto,  presentó  escrito 
al  Presidente  de  la  Audiencia,  reproduciendo  las  alegaciones  que  tenía 
hechas: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  ape* 
lado,  fundándose  también  en  la  nulidad  que  apreciaba  el  Jues,  7  adema» 
en  qne  los  Registradores  pueden  apreciarla  al  sólo  efecto  de  admitir  6 
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dtDQgtr  la  inscripción»  haciendo  abstracción  de  cnanto  pneda  afectar  al 
interés  de  las  partes  y  de  la  facultad  qne  éstas  teninn  para  aeudir  á  loe 
Iribanales,  conforme  á  los  ártica  los  18  de  la  ley  Hipotecaria  y  86  y  87 
de  80  Reglamento  y  Besolnciones  de  este  Centro  de  26  de  Mayo  de  1889, 
10  de  Abril  de  1894  y  12  de  Febrero  de  1901: 

Resaltando  qne  el  recurrente  presentó  otro  escrito  interponiendo 
apelación  ante  eete  Oentre,  y  repitiendo  sus  anteriores  consideraciones, 
y  aliadió:  qne  la  Resolnción  de  26  de  Mayo  de  1889  á  qoe  se  refiere  el 
Presidente,  y  que  debe  ser  de  26  de  Marao  de  ese  afio,  lo  mismo  que  la 
de  10  de  Abril  de  1894,  no  las  considera  aplicables,  por  tratarse  allí  de 
caaos  distintos,  y  qne  la  de  12  de  Febrero  de  1901,  aparte  de  ser  anterior 
á  las  Sentencias  del  Tribanal  Supremo  que  tiene  citadas  y  que  declaran 
la  validez  de  testamentos  nulos,  aceptados  como  válidos  por  los  intere-  ' 
lados,  y  aparte  de  que  está  derogada  por  la  más  reciente  de  26  de  Sep- 
tiembre de  1904,  es  de  advertir  qne  resolvió  un  caso  en  qne  se  defendía 
la  valides  del  testamento  por  su  propia  redacción,  no  por  la  aquiescencia 
de  los  interesados,  como  ocurre  en  este  recurso: 

Vistos  los  artículos  685,  686  y  687  del  Código  civil;  18,  66  y  66  de  la 
ley  Hipotecaria;  las  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  20  de  Febrero 
y  81  de  Mayo  de  1898  y  la  Besolnción  de  esta  Dirección  general  de  12  de 
Febrero  de  1901: 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  del  recurso  consiste  en  determi- 
nar si  es  inscribible  la  escritura  de  partición  de  bienes  quedados  por  fa- 
llecimiento de  Dofia  María  Francisca  Walls  Morales,  adoleciendo  el  tes- 
tamento de  ésta,  qne  ba  dado  lugar  f^  las  operaciones  particionalee,  del 
defecto  de  haberse  otorgado,  dando  fe  el  Notario  autorizante  de  do  cono- 
cer á  la  misma,  sin  haberse  suplido  esta  falta  de  conocimiento  del  modo 
que  preceptúan  los  arts.  686  y  686  del  Código  civil: 

Oensiderando  que  el  primero  de  los  citados  artículos  dispone  termi- 
nantemente que  el  Notarlo  y  dos  de  loe  testigos  que  autoricen  el  testa- 
mento, deberán  conocer  al  testador,  y  que  si  no  le  conocieren  se  identi- 
ficara su  persona  con  dos  testigos  que  le  conozcan  y  sean  conocidos  del 
mismo  Notario  y  de  los  testigos  instrumentales;  estableciendo  el  si- 
gnisote  art,  686  que  el  no  pudiere  identificarse  la  persona  del  testador 
en  la  forma  indicada,  se  declarará  esta  circunstancia  por  el  Notario,  re- 
•afiando  loe  documentoe  que  presente  con  dicho  objeto  y  las  sefias  per- 
lonales  del  mismo: 

Considerando  que  la  omisión  de  dichas  formalidades  relativas  á  pun- 
te tan  importante,  como  es  el  de  la  determinación  de  la  identidad  y  co- 
nocimiento de  la  testadora,  afecta  sustancialmente  á  la  legalidad  del  do- 
enmento,  ó  eea  á  las  formas  extrínsecas  del  mismo,  é  impiden  consi- 
gnientemente  su  inscripción,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  arts.  18  y  61^ 
de  la  ley  Hipotecaria: 

Considerando 'que  dicha  doctrina  ha  sido  ya  declarada  por  eete  Cen- 
tro en  la  Resolnción  de  12  de  Febrero  de  1901,  referente  á  un  caso  aná- 
logo al  que  ha  originado  el  presente  recurso : 

Considerando  que  limitada  la  calificación  del  Registrador  á  los  efec- 
j  de  inscripción  del  documento,  no  obsta  para  qne  los  interesados  pue» 
m  acudir  á  los  Tribunales,  si  asf  les  conviniere,  para  ventilar  y  con- 
ader  entre  sí  acerca  de  la  valides  del  mismo;  pero  la  falta  notada  im- 
de  la  declaración  quei  solicita  el  recurrente  de  hallarse  extendida  la 
eritura  particional,  por  él  autorizada,  con  arreglo  á  los  requisitos  y 
¡eseripcionee  legales; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada* 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  Y.  I.  á 
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los  efectos  oonsigaientes.  Dios  gnarde  á  V.  I.  mnohos  afios.  Madrid  10  de 
Jallo  de  1906.=Bi  Director  general,  Jarler  Gómei  de  la  Serna.==Sr.  Pre- 
sidente de  la  Aadienoia  de  Sevilla. 


JNum.  $30.— TRIBUNAL  SUPREMO.— II  de  Jallo, 
poblloada  el  6  de  Ootubre  de  1907. 

Casación  por  quebrantamiento  db  FOBMü.—Interdieto  de  reeo- 
6rar. —Sentencia  declarando  no  tiaber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Rosendo  Ayllón  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
erimera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
\.  Ángel  García. 
Bn  su  coNsiDBKANDo  únlco  se  establece: 

Que  la9  reaoludoneB  que  se  dictan  por  lo»  Jueee$  de  primera  cn»- 
taneia  y  Audieneia»  territoriales  otorgando  alguna  ailigeneia  de 
prueba  propuesta  por  las  partes  en  la  sustaneiaeión  de  un  interdicto 
de  recobrar  la  posesión,  cualquiera  que  sea  la  pertinencia  de  las 
mismas  y  su  apreciación  en  la  sentencia^  no  pueden  implicar  incom^ 
petencia  de  jurisdicción,  á  tenor  de  lo  preoenido  en  el  art,  53  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  el  conocimiento  del  asunto  y  del 
expresado  acto  está  atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejercen, 
ni  por  ello  se  demuestra  que  corresponda  entender  del  pleito  con 
preferencia  á  otro  Juez  ó  Tribunal  de  su  mismo  grado: 

Que  observándose  esta  doctrina,  no  se  incurre  en  el  quebranta^ 
miento  dejorma  del  núm.  6.^  del  art.  1693  de  la  ley  procesal 

En  la  ylUa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Jniio  de  1006,  en  el  jalólo  de 
interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  ana  casa,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Centro  y  en  la  Sala  primera  de  lo  cItíI 
de  la  Aadienoia  de  esta  misma  corte  por  D.  Rosendo  Ayllón  y  Chaves, 
Perito  tasador,  con  D.  Ángel  García  López,  indnstrial,  ambos  de  esta 
vecindad;  pendiente  ante  Nos  en  virtad  de  recarso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  Interpuesto  por  el  demandante  y  sostenido  ante 
este  Tribaaal  Supremo  en  su  defensa  y  representación  por  el  Letrado 
D.  Maonel  Z  inca  jo  y  el  Procurador  D.  Fernando  Flores  Medina;  no  ha- 
biendo comparecido  la  parte  recurrida: 

Besultaado  que  en  21  de  Marzo  de  1904,  D«  Bosendo  Ayllón  y  Cha* 
ves^  debidamente  representado,  dedujo  en  esta  corte  demanda  de  inter- 
dicto de  recobrar  la  posesión  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  López  de 
fioyos,  de  que  había  sido  despojado  por  D.  Ángel  García  López,  que  ha- 
bía procedido  á  su  derribo,  pidiendo  se  condenase  á  éste  al  pago  de  las 
costas,  dafios  y  perjuicios  y  devolución  de  los  materiales  que  había  sus- 
traído, y  á  que  en  el  término  de  diez  días  rehiciera  las  edificaciones  des- 
truidas, con  apercibimiento  de  que,  de  no  verificarlo,  las  ejecutaría  el 
demandante  á  su  costa,  sin  perjuicio  de  las  acciones  criminales  que  le 
compitieran,  á  cuyo  efecto  Invocó  los  preceptos  legales  que  estimó  del 
caso,  fundando  su  reclamación  en  los  hechos  que  hizo  presentes: 

Besultando  que  repartida  esta  demanda  al  Juzgado  del  distrito  del 
Centro,  se  ratificó  en  ella  el  demandante,  y  presentó  el  interrogatorio  do 
preguntas,  al  tenor  del  que  habían  de  ser  examinados  los  testigos  de  que 
se  valdría;  y  practicada  dicha  información,  proveyó  el  Jozgado,  en  14  de 
Abril  de  dicho  afio  1004,  mandando  convocar  á  las  partes  á  juicio  verbal 
para  el  día  21  de  aquel  mes  y  hora  que  señaló,  entregándose  al  deman- 
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tildo  D.  Ángel  QaroÍA  la  eepia  de  la  demanda  presentada  al  citarlo,  con 
¡  eneglo  al  art.  1664  de  la  ley  de  Enjalciamiento  civil,  enyo  jnioio  se  ce- 

I  tebrarla  como  dispone  el  1666: 

I  Bcealtando  qne  en  el  acto  del  juicio,  qne  tnvo  Ingar  el  día  26,  con 

I  «eMeneia  de  loe  interesados  y  de  sns  representaciones  y  defensas,  re- 

I  produjo  el  actor  su  demanda,  y  en  jastificación  de  los  hechos  qne  la 

I  ferrian  de  fondamento  propuso  diferentes  prnebas  documentales  y  de 

iBBpseeión  oenlar;  el  demandado  oon testó  que,  sin  perjuicio  de  los  dere* 
4{hos  y  aodonea  que  pudieran  asistir  á  los  propietarios  y  poseedores  de 
la  Anea  objete  del  interdicto,  rechazaba  como  inexactos  los  hechos  de  la 
demanda,  y  pedia  ee  declarase  nulo  todo  lo  actuado,  por  no  tener  el  de- 
naadante  el  oarácter,  la  personalidad  ni  la  representación  que  se  atri- 
bula, y  de  todae  suertes,  que  se  le  absolviera  de  la  demanda,  condenando 
I  al  actor  ai  pago  de  las  costas  y  á  indemniíarle  dafios  y  perjuicios,  ex- 

poniendo para  ello,  entre  otros  hechos:  que  era  contratista  del  derribo 
da  la  casa  en  virtud  de  contrato  que  celebró  en  16  de  Enero  de  aquel 
!  tfio  con  D.  Víctor  Velasco  García,  como  apoderado  de  Dofia  María  Eu- 

iratia  lisboft  Andrade,  Marquesa  viuda  de  Aoapuloo,  y  sus  hf  jas,  y  de 
otros  copropietarios  de  la  finca;  que  dicho  contrato,  de  que  presentaba 
I  ia  duplicado,  per  tener  el  original  en  la  Oficina  liquidadora  del  impuesto 

de  Derecho*  reales,  segdn  acreditaba  el  recibo  que  acompafiaba,  ee  cele- 
ble  oon  los  ezpreeados  señores,  en  concepto  de  dnefios  y  poseedores  de 
Ii  finca  objeto  del  interdicto,  como  lo  justificaba  la  escritura  que  pre- 
sentaba con  lea  recibos  de  los  dos  dltimos  trimestres  de  la  contribución 
territorial;  y  que  los  citados  propietarios  y  poseedores  obtuvieron  iicqn- 
cladel  Ayuntamiento  en  17  de  Febrero  último  para  derribar  la  casa  y 
eoioear  valla,  siempre  que  la  obra  se  llevase  á  efecto  bajo  dirección  fa- 
«iltativa  y  con  arreglo  á  las  Ordénenlas  municipales,  y  así  resultaba 
de  la  licencia  original  registrada  en  la  l'enencia  de  Alcaldía,  que  igual- 
BSBts  se  presentaba;  y  deepuós  de  alegar  les  fundamentos  legales  que 
Mttmó  oportunos,  propuso  como  medio  de  prueba:  la  confesión  jodicial 
del  demandante,  con  arreglo  al  pliego  que  ofrecía  presentar;  el  cotejo 
€0B  sus  respectivos  originales  de  la  escritura  pública  y  de  la  licencia 
del  Ayuntamiento  que  había  presentado;  que  ee  reclamara  al  Alcalde 
Presidente  certificación  literal  del  requerimiento  hecho  por  el  Teniente 
Aiealde  de  Bnenavista  en  21  de  Enero  último  al  propietario  ó  admlnis- 
trider  de  la  finca  para  que  procediera  inmediatamente  á*la  demolición, 
y  de  los  acuerdos,  notificaciones,  requerimientos  y  diligencias  practica- 
^os  para  que  los  inquilinos  desalojaran  la  finca;  que  Hsom parecieran  á 
reconocer  loe  documentos  privados  que  había  presentado  las  dift-rentes 
posonas  por  quienes  aparecían  suscritos;  que  se  le  admitiera  prueba 
ttitiíleal  acarea  de  que  el  demandante  no  había  estado  jamás  en  pose- 
sión de  la  finca,  y  por  el  contrario,  la  habían  venido  teniendo  sin  inte- 
rzQpeiÓB  les  propietarios  con  quienes  él  había  contratado;  y  por  último, 
pmeba  pericial  por  un  solo  perito  calígrafo  para  el  caso  de  que  alguno 
de  los  que  habían  de  reconocer  los  documentos  pusiera  en  duda  ó  ne- 
I  la  legitimidad  de  su  firma;  el  demandante  replicó  que  rechazaba 
Absoluto  y  negaba  pertinencia  á  las  alegaciones  expuestas  por  la  re- 
Mutación  del  demandado,  por  estar  en  abierta  oposición  con  las  pres> 
dones  del  art.  1666  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuya  ra- 
aolidtaba  ee  rechasaran  de  plano,  oponiendo  los  hechos  que  estimó 
rtnnoe  A  los  expuestos  por  el  demandado,  y  alegando:  que  no  pu- 
ido  discutirse  dentro  de  este  juicio  sumaríeimo  otras  cueetiones  que 
que  afectaban  á  la  poseelóo,  y  slendo'los  títulos  aportados  relativos 
i  propiedad,  aunque  de  diferente  inmueble,  porque  se  referían  á  la 
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casa  núm.  4  de  la  calle  del  Pinar,  debían  aer  deyneltoa  al  demandad» 
para  que  loe  ntilizara  en  el  jaioio  correepondlente;  y  después  de  dapll- 
car  D.  Ángel  García»  suspendió  el  Jaea  la  dlUgenola,  leservAndose  pce- 
yeer  respecto  á  la  admisión  de  los  docamenfeos: 

Resaltando  qne  en  providencia  del  siguiente  día  acordó  el  Jnsgado 
admitir  todos  los  docamentos  presentados  por  la  parte  demandada,  asi 
como  los  medios  de  prneba  propuestos  por  ambas  que  declaró  pertinen- 
tes, acordando  lo  conducente  á  su  práctica;  sefialando  después,  en  pro- 
yeído  del  90,  el  día  6  de  Mayo  siguiente  para  la  prosecución  del  juicio;, 
y  en  8  del  mismo  mes  de  Mayo,  presentó  un  escrito  la  parte  demandan- 
te, manifestando,  en  cuanto  es  pertinente  á  la  cuestión  actual,  que  la 
admisión  de  los  documentos  presentados  por  el  demandado  contradecía, 
la  terminante  disposición  de  ios  arts.  1666  y  66  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  impiden  aiscutir  en  el  juicio  de  interdicto  toda  cues- 
tión  que  no  sea  la  de  hecho,  reservando  para  el  ordinario  las  relativas 
á  la  propiedad  ó  derecho  que  puede  promover  cualquiera  de  los  intere- 
sados tan  pronto  como  lo  crea  oportuno;  concluyendo  por  solicitar  que, 
teniendo  por  hechas  aquellas  manifestaciones,  se  tuvieran  en  cuenta  al 
dictar  sentencia,  á  cuyo  escrito  proveyó  el  Juagado,  teniendo  per  hechas 
las  manifestaciones  y  protestas  que  contenia: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  ambas  partes  propusie- 
ron, y  sustanciado  un  artículo  que  dedujo  el  demandante  sobre  tachas 
de  los  dos  testigos  de  que  se  sirvió  el  demandado,  dictó  sentencia  el  Juea 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  en  7  de  Junio  del  citado 
afio  1904,  declarando  no  haber  lugar  al  Interdicto  de  recobrar  la  pose- 
sión de  la  casa  núm.  2  de  la  calle  de  López  de  Hoyos,  deducida  por  don 
Rosendo  Ayllón,  condenándole  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resaltando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio,  en. 
virtud  de  apelación  admitida  en  aml)os  efectos  al  demandante,  se  per- 
sonó en  tiempo  á  sostener  el  recurso,  y  al  evacuar  el  trámite  de  instruc- 
ción, hizo  presente  por  un  otrosí  que,  en  cumplimiento  de  lo  preceptúa» 
do  en  el  art.  869,  en  relación  con  el  89S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, daba  por  reprodaeidas  en  todas  sus  partes  las  pretensiones  que  for- 
muló ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  centra  la  admisión  de  docu- 
mentos presentados  por  la  parte  demandada,  que  la  ley  rechaza  en  esta 
clase  de  juicios,  según  los  preceptos  claros  y  terminantes  de  los  artícu- 
los 1666  y  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  originándose  con  ello  el 
quebrantamiento  de  unas  de  las  formas  más  esenciales  del  juicio,  que 
sólo  puede  ser  de  hecho,  pues  para  la  cuestión  de  derecho  la  ley  admite 
á  las  partes  el  juicio  plenario  de  propiedad;  y  que  contra  tal  quebranta- 
miento, que  daba  lugar  al  recurso  de  casación,  reclamaba  nuevamente^ 
dando  por  reproducidas  las  peticiones  formuladas  en  primera  instancia, 
y  solicitando  que,  teniendo  por  formulada  esta  pretensión  en  la  forma 
qae  determina  el  citado  art.  869  de  la  ley  procesal,  se  resolviera  que  laa 
escrituras  y  cuantos  documentos  presentó  la  parte  demandada  en  loa 
autos,  dirigidos  á  probar  la  propiedad  de  la  casa  objeto  del  interdicto, 
debían  ser  devueltos  al  Procurador  del  demandado,  en  cumplimiento  de 
lo  establecido  en  los  repetidos  arts.  1666  y  66,  para  que  con  ellos,  si  lo 
estimaba  oportuno,  dedujera  la  correspondiente  demanda  de  propiedad 
en  el  juicio  correspondiente,  sin  que  ninguno  de  tales  documentos,  mal 
a  imttidoB,  pudiera  tenerse  presente  al  resolver  la  apelación  y,  por  tanto» 
el  juicio  de  hecho  de  la  posesión  ó  tenencia,  único  discutido  y  que  debía 
juzgarse,  con  lo  cual  se  subsanaría  una  falta  que  sin  duda  había  de  ori- 
ginar, de  subsistir,  el  quebrantamiento  de  unas  de  las  formas  más  esen- 
ciales del  juicio: 
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Betnltando  qae  el  demandado  se  inatrnyó  á  su  vez  de  loe  antos,  H« 
mittndose  á  ezponer,  en  cnanto  á  io  Bolicitado  por  el  apelante  en  bq 
muiío  de  Ineirocción,.  qne  eon  el  carácter  de  oontratieta  del  derribo  de 
la  cata  compareció  en  el  jnicie  y  presentó  ioe  documentos  qne  le  íacia- 
laron  loa  dnefiee  y  poeeedorea  de  aquélla  al  efecto  de  jnatificar  la  pcbo- 
alón  qne  tenían  de  la  miama,  pnee  nada  aignlficalM,  en  contra  de  la  juh- 
tifloaeion  de  la  poaeaión,  el  qne  tales  documentos  pudieran  acreditar 
también  el  derecho  de  propiedad,  j  era  bien  aeguro  que  no  habla  Tribunal 
que  dedaraae  que  nnoa  títnloa  de  propiedad  con  aue  correapondientes  ic»- 
¿tioade  contribución,  licencia  para  derribo,  cpntrato  de  arrendamiento  y 
demás,  no  pudiera admitirae  para  acreditar  el  derecho  de  posesión;  y  oído 
•IBlagiatrado  Ponente,  dictó  auto  la  8aia  primera  de  lo  civil,  en  12  de  Dl- 
dembre  de  11K>4,  declarando  no  haber  lugar  A  lo  solicitado  por  el  apelante 
CD  el  otrosí  de  su  escrito  de  instrucción,  porque  el  Juagado,  al  admitir 
tn  el  acto  del  jaido  loa  documentos,  cuya  exclusión  se  pide,  se  acomodó 
eMrletamente  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1641  de  la  ley  de  EnjuiciauiieDto 
dvil;  no  siendo  de  aplicación  á  la  cuestión  que  se  ventila  los  ártica - 
las  1656  y  66  de  la  miema  ley: 

Beaoltando  que  después  de  haber  estado  suspendida  la  austanciacióa 
ét  les  autos,  á  petición  de  ambaa  partea,  haeta  27  de  Julio  de  1906,  ksa 
qoe  se  instó  an  tramitación  por  D.  Ángel  García  Lopes,  y  terminada  bu 
•oatenciaeión,  j>revla  citación  y  vista,  dictó  sentencia  la  susodicha  8a la 
ea  11  de  Noviraibre  último,  confirmando  con  las  oGstaa  y  por  sus  mis- 
BOB  fundamentos  la  dictada  por  el  Juagado: 

Resultando  que  dentro  del  término  legal,  D.  Rosendo  Ayllón  y  Cha- 
Ti8  iaterposo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fun- 
dado en  el  núm.  6.^  del  art.  16V8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por 
ratón  de  la  incompetencia  de  juriadicolón  en  el  Jnes  de  primera  instan- 
ela  y  en  la  Sala  de  la  Audiencia  para  conocer,  como  hablan  conocido  y 
jugado  en  eetos  autos,  sobre  hechos  y  documentos  relativos  á  la  pro- 
piedad, dominio  y  dealinde  de  la  casa  número  2  de  la  calle  de  López  de 
Hoyea,  á  cuyos  extremos  se  contraía  expresa  y  únicamente  la  sentencia 
Rcotrida;  cuya  Incompetencia  de  jurisdicción,  tratándose  de  un  inter- 
dicto de  recobrar  la  poaeaión,  nacía  y  se  determinaba,  de  un  modo  que 
00  daba  lugar  á  duda,  de  lo  preceptuado  en  los  artículos  1666  y  66,  pá- 
rrafo 2.^,  en  relación  con  el  1662  de  la  repetida  ley  procesal,  los  cuales 
Haitaban  la  jurisdicción  del  Jues  á  conocer  y  juzgar  solamente  sobre 
•1  beoho  de  la  posesión  ó  tenencia  y  el  despojo  ó  perturbación,  sin  que 
permita  la  admisión  de  otras  pruebas  que  se  refieran  á  determinar  la 
propiedad  y  dominio  desde  el  momento  que  el  art.  1666  manda  al  Jnea 
qoe  la  rechace  bajo  su  responsabilidad;  pues  si  bien  la  declaración  y 
pnpiedad  de  la  finca  interdictada  era  de  la  competencia  judicial,  no  lo 
«ra  del  Jues  del  distrito  del  Centro,  al  que  sólo  estaba  sometida  la  cues- 
tlte  de  mero  hecho  de  la  posesión  ó  tenencia,  que  era  la  planteada  en  la 
demanda,  correspondiendo  conocer  de  la  propiedad  propuesta  en  la  con- 
ieataeión  á  otro  Jnei  que,  por  reparto,  se  designara  y  en  juicio  distinto 
presenta: 

Visto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Domenech: 
Considerando  que  las  resoluciones  que  se  dictan  por  los  Juecee  de 
nera  Instancia  y  Audiencias  territoriales  otorgando  alguna  diligencia 
prneba  propneau  por  las  partes  en  la  sustanciación  de  un  interdicto 
recobrar  la  posesión,  cualquiera  que  sea  la  pertinencia  de  las  mismas 
u  apreciación  en  la  sentencia,  no  pueden  implicar  incompetencia  de 
Udtoelón,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  art.  68  de  la  ley  de  Enjuicia - 
Ato  dvli,  porque  el  conocimiento  del  asunto  y  del  expresado  acto  está 
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atribuido  por  la  ley  á  la  antoridad  qne  ejercen,  ni  por  ello  ee  demneetra 
qne  corresponda  entender  del  pleito  eon  preferencia  á  otro  Jaes  ó  Tribunal 
de  80  miemo  grado,  y  esto  sentado,  ee  indudable  que  ai  admitir  el  Juei 
4e  primera  instancia  del  distrito  del  Oentro  de  esta  corte  y  no  rechaiar 
la  Audiencia  del  territorrio  los  documentos  á  que  el  recurso  se  refiere, 
presentados  por.  el  demandado  en  el  interdicto  promovido  para  recobrar 
la  posesión  de  una  casa  y  tenerlos  en  cuenta  en  la  sentencia,  no  ee  in- 
isurrió  en  incompetencia  de  jurisdicción,  ni  por  lo  mismo  en  el  qoebran- 
tH  miento  de  forma  comprendido  en  el  núm.  6.^  del  art*  1698  de  la  citada 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  con  manifiesto  error  se  supone  en  el 
recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Ba- 
eendo  Ayllón  y  Chaves,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  para 
en  su  caso,  al  de  la  cantidad  que  por  raaón  de  depósito  debió  constituir, 
•que  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  ios  auto* 
que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Oolbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oo- 
pias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Al- 
■d(>coa.=:Francisco  Toda.= Vicente  de  Plniés.=Víctor  Oovián.=Pascual 
Domenech.ssRamón  Barroeta.=Federico  Monsaive. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  Pascual  Domenech,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  oe« 
lebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de  hoy» 
^de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  11  de  Julio  de  1906.=:Licenciado  Jorge  Martínez. 


l^urn.  SI.— TRIBUNAL  SUPREMO.— II  de  Julio, 
publicada  ei  16  de  Agoste. 

<3  mPETENCí A. -^Resolución  de  contrato  y  otros  «ar^remos.-^Senten- 
cia  dicídiendo  en  favor  del  Juez  de  primera  inatancia  de  La 
Unión  las  sostenidas  con  los  de  los  distritos  de  la  Merced  y  la 
Alameda  de  Málaga,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  y  de  las  diligencias  de  embargo  promovidas  por 
D.  Miguel  Zapata  contra  D.  Luis  Huelin. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art,  55  y  regla  /.*  del  62  de  la 
ley  procesal,  los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia  para 
conocer  de  un  pleito  la  tendrán  también  para  sus  incidencias: 

Que  por  regla  general,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó 
táñta,  será  Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accio- 
nes personales,  en  primer  término,  el  del  lugar  en  que  deba  cum» 
pUrse  la  obligación: 

Que  conforme  al  art,  1500  del  Código  civil,  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación,  tratándose  cíe  contrato  de  oenta,  es  aquel 
donde  debe  realisarse  la  entrega  de  la  mercancía: 

Que  á  tenor  de  lo  resuelto  por  jurisprudencia  constante  del  Tri» 
bunal  Supremo,  dicho  lugar  es  el  que  tiene  que  servir  de  base  para 
¿a  determinación  de  la  competencia. 
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En  lA  Tilla  7  corte  de  Madrid,  á  11  de  Jallo  de  1906,  en  lae  compe» 
tenelaa  aeomnladae  pendientes  ante  Nóe,  en  vlrtnd  de  Inhibitorias  pro- 
pnestas  per  leo  Jueces  de  primera  instancia  de  los  distritos  de  la  Merced 
y  de  la  Alameda  de  Málaga  al  de  Ignal  clase  del  partido  de  La  Unión;  la 
primera,  relatWa  al  conocimiento  de  la  demanda  del  jnlcio  declarativo 
de  mayor  caantia  promovido  ante  el  último  de  dichos  Josgados  por  don 
Mlgnel  Zapata  y  8áes,  propietario  y  vecino  de  aqnella  luc  lldad,  contra 
D  Lals  Hoelía  y  Hoelín,  también  propietario  y  vecino  de  Máloga,  so- 
bre rseoloción  de  contrato,  reclamación  de  cantidad  ó  indemnisación  de 
^''¡^  y  perjuicios;  la  segunda,  referente  al  conocimiento  del  embargo- 
preventivo  solicitado  por  el  actor  Zapata  en  otrosí  de  la  misma  ezpre- 
nda  demanda  y  llevado  á  efecto  en  bienes  del  demandado  Haelín;  ha» 
lileado  eootiparecldo  dichos  interesados  ante  este  Tribunal  Supremo,  re- 
preseotadoa  y  defendidos,  respectivamente,  por  los  Proco radores  don 
Luis  Monitel  y  Bonache  y  D.  Luis  García  Ortega  y  los  Letrados  D.  Juan 
de  la  Cierva  y  Pefiafiel  y  D.  Jorge  Silvela  y  Lorlng: 

Besnltando  que  D.  Miguel  Zapata  y  Sáes  presentó  en  80  de  Enero  del 
osrrlente  afio  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  pattido  de  La 
Unión  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  para  que  se  de- 
oiarase  resuelto  un  contrato  de  compraventa  de  minerales  que  tenía  ce- 
labrado  con  P.  LqIs  Hoelín  y  Haelín,  vecino  de  Málaga,  y  se  condenara 
áéste  á  devolverle  cierta  cantidad,  con  sus  intereses  legales,  y  á  indem> 
al»rle  de  los  dafios  y  perjuicios  que  le  ocasionara  por  no  haberle  entre- 
gado loe  minerales  que  como  vendidos  había  puesto  á  su  disposición^ 
exponiendo  al  efecto,  enire  otros  particulares,  que  dicho  contrato  se  ha* 
bfa  celebrado  el  día  16  de  Jallo  de  1908  en  Portman,  en  el  domicilio  del 
demandante,  y  aparecía  en  carta  que,  fechada  en  Oartegena  el  mismo 
día,  escribió  Haelín  á  aquél,  y  en  la  que  literalmente  se  leía,  aparte  de 
otroe  extremos:  c La  presente  tiene  por  objeto  ratificar  lo  que  verbal- 
OMttte  hemos  tratado  hoy  respecto  á  minerales...  Aun  cuando  yo  vendo 
abordo  en  Motril,  el  flete  y  premio  del  seguro  serán  de  mi  cuenta,  por- 
qneseí  lo  desea  usted.— El  Sr.  D.  Paulino  Bellido,  como  representante 
ds  usted,  atenderá  al  recibo  para  embarque,  toma  de  muestras  y  ensayo 
deles  minerales.— üdted  se  servirá  cuidar  de  situar  en  las  sucursales  del 
Banco  de  Bspafia  que  yo  designe  el  importe  aproximado  de  los  minera* 
Iss  que  yo  ponga  á  disposición  de  usted»;  carta  á  qus  Zapata  contest6 
eon  otra  del  día  18,  diciendo  estar  conforme  eon  cuanto  indicaba  res- 
pseto  á  las  liquidaciones  de  los  minerales,  con  cierta  aclaración;  quo 
•mpeió  á  cumplirse  el  contrato  por  ambas  partes  en  los  términos  estipu- 
lados, enviando  Huelín  sus  minerales  á  Portman  para  fundirlos  Zapata 
en  las  fábricas  que  allí  tiene  establecidas,  según  acrediteban  las  61  car- 
Im  de  Haelín  y  las  87  y  un  telegrama  de  Zapata,  que  acompafiaba  ori- 
gloales  las  primeras  y  por  copia  las  segundas,  siendo  mny  esencial  el 
Mitenido  de  la  de  Zapata,  fechada  el  17  de  Noviembre  de  dicho  afio  1908, 
■I  la  que  decía:  cLa  venta  y  compra  de  mlneri|les  creo  eetar  convenida, 
Mgáa  se  viene  haciendo,  por  el  precio  que  da  la  Gaceta  Minera  de  la 
— lana,  que  usted  me  avisa  tiene  un  cargo  dispuesto,  pero  como  el  pre- 
de  la  referida  Gaceta  es  puesto  el  mineral  en  CartsKena  ecbre  vagón, 
sso  nosotros  convinimos  que  el  precio  fuera  sobre  ranelle  en  Poit- 
a,  para  que  siempre  reiultara  el  mismo  precio.  También  convinimos 
I  al  Sr.  Ballldo,  por  haber  sido  el  mediador  entre  noBotroe,  le  pasa- 
nos  una  comisión  cada  uno  con  objeto  de  que  él  no  se  perjudicara,, 
la  Inteligencia  que  usted  y  yo  habíamos  tenido,  no  porque  lo  necesl- 
imos,  tan  luego  como  usted  los  entregaba  y  yo  los  recibía  en  el  mué- 
is  Portman,  lo  mismo  que  loa  vagones  de  mineral  de  Linares  se  re- 
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ciben  en  la  estación  ó  batel  de  CartBgena>;  y  la  contestación  de  Haelío, 
en  19,  en  qne  consignaba:  cDespnés  de  leída  sn  carta  ooneldero  Inútil 
qne  discatamos  lo  qne  yo  entendí  habíamos  cooTenido  Terbalmente,  ra- 
tificó mi  ca^ta  y  usted  consintió  en  la  saya. — Por  deferencia  A  nsted  nos 
atendremos  á  lo  qne  expresa  en  la  saya  citada,  es  decir,  qne  en  adelante 
mis  ventas  son  en  Portman,  en  yes  de  ser  bordo  Motril>;  qne  interpuso 
en  el  Jasgado  de  Motril  querella  por  estafa  contra  Hnelín  por  haber  ven- 
dido á  otro  minerales  Tendidos  á  él,  no  obstante  tener  en  su  poder  mác 
de  60.000  pesetas,  y  en  ese  sumarlo  Haelín  reconoció  como  sayas  lac 
eartas  presentadas  en  esta  demanda,  y  declaró  que  creía  debería  á  Za- 
pata unas  60.000  pesetas,  y  que  con  arreglo  ét  lo  estipulado  en  las  cita* 
das  cartas  de  17  y  19  de  Noviembre  de  1908,  la  entrega  y  venta  de  mine- 
rales á  Z&pata  había  de  tener  lugar  en  el  maelle  de  Portman,  era  com- 
petente para  conocer  de  esta  demanda,  conforme  á  la  regla  1.^  del  art.  6S 
de  la  ley  de  Enjalciamiento  civil,  el  Juea  de  La  Unión,  ante  quien  se 
presentaba: 

Resultando  que  citado  y  emplazado  en  Málaga  D.  Luis  Haelín  por 
cédula  entregada  á  su  sobrino  D.  Enrique  Huelín,  solicitó  en  forma  del 
JoEgado  del  distrito  de  la  Merced  de  aquella  ciudad,  al  que  correspondió 
eonocer  de  su  escrito,  mandara  librar  oficio  al  de  La  Unión,  reqni- 
rjéndole  para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  del  juicio  promovido 
par  Zapata,  y  remitiera  los  autos  á  aquél,  exponiendo:  que  negaba  des- 
de luego  la  certeza  de  todos  los  hechos  alegados  en  la  demanda  y  no  re- 
conocía la  aatenticidad  de  los  documentos  aoompafiados  á  ella;  antei 
por  el  contrario,  la  impugaaba  expresamente;  que  él  no  se  había  some- 
tido expresa  ni  tácitamente  al  Jaez  de  La  Uoión  para  el  conocimiento 
de  dicha  demanda,  y  las  obligaciones  qne  en  ella  reclamaba  Zapata  de 
resolución  de  un  contrato  de  compraventa  de  mineralea  por  haberlo  in- 
fringido el  exponente  é  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  eran  i  Inso- 
rias, porque  negaba  terminantemente  haber  infringido  ningúa  céntrate 
y  haber  incurrido  en  la  obligación  de  indemnizar  nada  á  Zapata,  por  lo 
oual  no  podía  haber  y  no  había  lugar  aefialado  para  el  cumplimiento  de 
semejante  obligación;  que  habiendo  sido  emplazado  en  Málaga  oor  me- 
dio de  nn  exhorto,  el  Juez  de  La  Unión  tampoco  se  había  hecho  el  em- 
plazamiento en  el  lugar  del  contrato,  fuera  éste  el  que  fuese;  que  por 
tanto  no  se  estaba  en  ninguno  de  los  demás  casos  de  la  regla  1.^  del  ar- 
tículo 62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  era  Juez  competente 
el  de  Málaga,  toda  vez  que  en  dicho  juicio  se  ejercitaba  una  acción  per- 
sonal, y  en  aquella  ciudad  tenía  él  su  domicilie,  según  lo  acreditaba  la 
certificación  que  acompañaba: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  la  Merced,  de  Málaga,  oído  el  Ministe- 
rio fiscal,  dictó  en  17  de  Marzo  del  corriente  afio  auto,  por  el  en  al,  en 
atención  á  que,  negada  la  certeza  de  los  hechos  contenidos  en  la  deman- 
da y  la  autenticidad  de  los  documentos  con  ella  presentados,  y  ejercitán- 
dose una  acción  personal,  el  Jazgado  competente  era  el  del  domicilio  del 
demandado  por  no  existir  prueba  de  que  háblese  lugar  en  qne  debiera 
cumplirse  la  obligación,  ya  que,  ann  ea  la  hipóteeis  de  haberse  recono- 
cido la  existencia  del  contrato,  como  le  que  se  pedía  era  la  entrega  de 
un  saldo  per  exceso  de  precio,  qne  debía  ser  pagado  en  aquella  ciudad, 
allí  era  donde  debía  ejercitarse  la  acción  entablada,  con  arreglo  á  la 
doctrina  de  este  Tribunal  Sapremo  de  á  de  Febrero  de  1904,  se  declaró 
competente  para  conocer  de  la  deoaanda»  y  mandó  qne  con  el  correspon- 
diente testimonio  se  librara  oficio  al  Juzgado  de  La  Unión»  requirlénde* 
le  de  Inhibición  y  pidiéndole  remitiera  les  aotoa. 

Beanltande  qne  recibidos  per  el  Juagado  de  La  Unión  dichos  oficiea 
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y  teftímonio,  di6  Tistft  de  ellos  al  demandante  Zapata,  qnien  ae  opuso  á 
b  inhibitoria,  alegando  qne  el  Jugado  de  Málaga,  careciendo  de  otros 
dates  mea  Teridicos,  había  tenido  qne  deriTar  bq  resolnción  de  las  gra- 
tnítaa  afirmaciones  del  demandado  de  ser  completamente  ilusorio  el  con- 
trate base  de  In  demanda  y  de  la  sapnesta  competencia  del  Juagado;  qne 
éste,  ó  sea  el  de  La  Unión,  tenia  mejores  elementos  para  formar  más 
acertado  jaicio,  y  eran  las  cartas  á  qne  se  había  referido  en  la  demanda 
y  que  estaban  reconocidas  por  Hnelín, '  las  cuales  demostraban  qne  la 
entrega  y  Tenta  de  mercancías  había  de  hacerse  en  Portman,  y  qne,  por 
eonslgniente,  aqnel  Jnigado,  como  del  Ingar  del  cumplimiento  del  con- 
trito, era  el  competen^,  conforme  á  la  citada  regla  1>  del  art.  62  de  la 
ley  de  Eojntciamiento  y  las  sentencias  de  este  Tribnnal  Bnpremo  de  6  de 
Enero  ú»  1899  y  6  de  Diciembre  de  1903;  y  después  de  oir  al  represen- 
taats  del  Ministerio  fiscal,  declaró  dicho  Juzgado  de  La  unión  en  auto 
de  S  de  A^brii  no  haber  lugar  á  la  inhibición  requerida  por  el  del  distrito 
de  la  Meroed,  de  Málaga,  mandando  comunicarle  esta  resolución  con  el 
deUde  teatimonio,  y  exigir  le  contestara  para  continuar  actuando  ó  re- 
mitir lee  natos  á  quien  correspondiera,  fundándose  para  ello  en  qne  con- 
tenido per  Zapata  y  Hnelín  en  las  cartas  de  17  y  19  de  Noviembre 
de  1901  qne  las  ventas  de  mineral  se  entenderían  hechas  en  Portman, 
en  vea  de  serio  en  Motri^  en  Portman,  que  correspondía  á  aquel  Juzga- 
do, debía  cumpltree  la  obligación,  conforme  á  lo  eetipulado  y  á  lo  dis- 
puesto en  el  Código  civil,  y  era,  por  tanto,  indiscutible  en  preferente 
eompeteneia,  cen  sujeción  á  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  En  julcla- 
mloilo,  no  obstando  para  estimarlo  así  el  hecho  de  que  Hnelín,  haciendo 
(ala  de  poca  memoria,  negara  la  existencia  del  contrato  y  la  autentici- 
dad de  las  decumwitos  presentados  por  el  actor,  pues  aparte  de  no  serle 
lldto  negar  ahora  lo  que  solemnemente  tenía  reconocido  en  su  declara- 
ddn  de  12  de  Agosto  de  1904  ante  el  Juez  de  Motril,  su  alegación  era 
caando  menos  extemporánea,  por  no  ser  posible  sobreponer  sus  palabras 
de  ahora  á  sus  actos  de  entonces,  dando  á  éstos  menos  valor  que  á  aqué- 
llce,  y  porque  en  este  trámite  previo  y  sumarísimo  de  competencia  no 
había  términoe  hálrfles  para  discutir  la  valides  y  autenticidad  de  los  do- 
enmentos  aoompafiados  á  la  demanda  y  no  se  podía  conceder  fuerza  al  • 
(ana  á  la  aisiade  alegación  del  demandado  en  contraposición  al  derecho 
del  actor,  pues  si  se  concediera  eficacia  al  hecho  de  que  al  demandado  le 
fnera  lícito  por  su  sola  negativa  enervar  la  fuerza  de  los  documentos 
qae  el  actor  presentara  con  su  demanda,  considerándolos  faltos  de  exac- 
titud y  autenticidad,  equivaldría  á  suprimir  la  primera  de  las  reglas  de 
competencia,  aun  en  los  casos  de  sumisión  expresa,  puesto  que  los  litl- 
Sanies  de  mala  fe  negarían  siempre  valor  á  los  contratos,  aunque  cons- 
taran de  eeeritura  pública,  y  por  ese  medio  indirecto  sería  siempre  for- 
wso  acudir  ai  domicilio  de  los  demandados  para  hacer  efectivas  todas 
las  acciones  personales;  estando  por  otra  parte  destituida  de  fundamento 
la  alegación  del  Ministerio  fiscal  ante  el  Juzgado  requirente  de  que  el 
Joca  competente  para  conocer  del  pleito  sobre  cumplimiento  del  contrato 
■o  lo  era  también  cuando  se  trataba  de  su  resolución^  porque  ésta,  así 
10  el  abono  de  los  dsfios  y  perjuicios  que  se  suponen  irrogados  por  el 
smpllmisnto,  eran  eonsecuencias  lógicas  derivadas  del  mismo  con- 
Éo,  y  en  en  virtud,  debía  conocer  de  ellas  el  Juez  qne  fuere  competente 
r  raaón  del  lugar  dende  debiera  de  haberse  cumplido,  símkIo  ésta  la 
Juiisprudeneia  de  este  Tribunal  Supremo,  especialmente  en 
eiae  de  16  de  Octubre  de  1908»  20  de  8ept¿mbre  de  1904  y  16 
» de  1905,  y  beneficiando  y  abonande  finalmente  la  competencia 
que  piereíe  la  doctrina  da  la  sentencia  da  4  de  Febrero 
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de  1904,  en  qae  el  reqnirente  fundaba  la  enja,  toda  toi  qae  ee  decidió  é 
favor  del  Jasgado  en  donde  ee  había  entregado  la  cosa  y  pagado  el  preci0 
la  eaeetión  qae  motivó  dicho  fallo.  Y  habiendo  insistido  el  Jasgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Merced,  de  Málaga,  en  el  requeri- 
miento de  inhibición,  y  comnnicádolo  asi  al  de  La  Unión,  remitieron 
ambos  sas  respectivas  actnadones,  citadas  y  emplaiadas  las  partes,  á 
este  Trtbanál  Bapremo: 

Resaltando  que,  además  de  este  conflicto  jurisdiccional  que  versa  ao- 
bre  el  ananto  principal,  ó  sea  sobre  el  fondo  de  la  demanda  de  mayor 
cuantía  deducida  por  D.  Miguel  Zapata  y  Sáei  contra  D.  Luis  Hoelin  y 
HuelÍQ,  se  suscitó  tombión  otra  competoncia  entre  las  mismas  partes, 
en  virtad  de  inhibitoria  propuesta  por  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Alameda,  de  Málaga,  acerca  del  conocimiento  del  em- 
bargo preventivo  pedido  por  el  actor  Zapata  en  otros!  de  la  demanda  an- 
tocitada,  y  que  decretado  por  el  Jues  de  primera  instancia  de  La  Unión» 
lo  llevó  á  cabo  el  de  igual  clase  de  la  Alameda,  de  Málsga,  á  quien  por 
repartimiento  hubo  de  corresponder  la  ejecución  del  exhorto  librado  al 
efecto,  trabándose  dicho  embargo  en  bienes  muebles  y  semovientoSt 
propios  del  demandado  D.  Luis  Hnelín,  y  en  una  finca  rústica  del  tér- 
mino de  aquella  ciudad,  denominada  Bl  Cónsul,  de  la  cual  se  tomó  ano- 
toeión  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  habiéndose  negado  el  Joea  ex- 
hortante (La  Unión)  á  aceptar  el  requerimiento  inhibitorio  que  le  diri- 
gió el  exhortado  (el  de  la  Alameds),  uno  y  otro  mantuvieron  su  compe« 
tesela  para  conocer  del  referido  embargo  preventivo,  apoyándose  sus- 
tancia I  mente  el  primero  en  la  disposición  de  la  regla  12  del  art.  68  de  la 
ley  de  Bojuiciamiento  civil,  é  invocando  el  segundo  el  art.  66  del  pro- 
pio Cuerpo  legal,  con  arreglo  al  que  los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan 
competencia  para  conocer  de  un  pleito  la  tendrán  también  para  todas 
sus  incidencias;  y  en  su  virtud,  ambos  Juagados  contendientes,  elevaron 
las  aotuaciones  de  su  rasón  á  este  Tribunal  Supremo,  el  cual,  oído  el 
Ministerio  fiscal  y  con  su  conformidad,  acordó,  en  providencia  de  4  de 
Junio  próximo  pasado,  que  se  acumularan,  como  asi  se  biso,  estas  dili- 
gencias y  las  de  la  competencia  del  asunto  principal. 

Visio,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  66  y  regla  pri* 
mera  del  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  Jueces  y  Tribunales 
que  tengan  competencia  para  conocer  de  un  pleito  la  tendrán  temblón 
para  sus  incidencias,  entre  las  que  no  puede  menos  de  estimarse  com- 
prendido en  el  caso  actual  el  embargo  preventivo  solicitado  por  medio 
de  otrosí  en  la  demanda,  por  ser  una  consecuencia  y  derivación  de  las 
pretensiones  en  las  mismas  formuladas;  y  que  por  regla  general,  fuera 
de  los  casos  de  sumisión  expíese  ó  tácito,  será  Juei  competente  en  los 
juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  en  primer  término  el  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que  la  carto  fecha  19  de  Noviembre  de  1908,  corrobo- 
rada por  otros  documentos,  acompafiados  con  la  reclamación  y  suscrita 
por  el  demandado,  según  reconoció  éste  en  la  causa  que  precedió  á  la 
actual  contienda,  expresa  con  toda  claridad  que  las  ventas  de  minerales 
objeto  del  contrato  cuya  resolución  se  pretende,  serían  en  Portman,  par- 
tido Judicial  de  La  Unión,  en  ves  de  bordo  Motril,  por  lo  cual  es  evidente 
que,  conforme  al  art.  1600  del  Código  civil,  el  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación  es  aquel  donde  debía  realiiarse  la  entrega  del  mlnerali 
y  como  la  acción  que  se  ejercita  por  D.  Miguel  Zapata  emana  de  dicho 
contrato,  es  manifiesto,  á  tenor  de  lo  resuelto  por  la  jurisprudencia  cons- 
tante de  esto  Tribunal  Supremo,  quo  dicho  lugar  es  el  que  tiene  que  ssr- 
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Til  de  bMe  para  la  dateriiünacióii  de  la  eampatencia  en  el  actual  pleito; 
y  «Nuigiiieateiiieiite,  por  lo  antee  expoeeto,  el  miemo  Joei  oompetentOi 
fu%  oeoeoBr  de  la  demanda  principal  lo  eo  tambi^  en  eaanto  al  em- 
iMifEo  pretentiyo  aelicitado; 

FaUamoa  que  debemos  declarar  y  declaramoe  que  el  conocimiento 
dtl  aeoato  de  que  se  trata,  tanto  en  lo  relativo  á  la  demanda  princlpali 
•orno  en  cnanto  al  embargo  preyentito,  corresponde  al  Jnes  de  primera 
instancia  del  partido  de  La  Unión,  al  que  se  remitan  todas  las  sctna- 
olsiMs,  haciéndose  saber  esta  resolnci^Vn  á  les  de  ignal  clase  de  los  dis* 
Mtes  ds  la  .Merced  j  la  Alameda,  de  Málaga,  j  siendo  de  la  respectiya 
fsenta  de  las  partes  las  costas  ocasionadas  en  esta  competencia. 

Así  por  esta  nneetra  sentencia,  qne  se  pnbiicará  en  la  Gaeeta  den- 
tro de  los  dies  días  signientes  al  de  sn  lecha  é  insertará  á  en  tiempo  en 
la  Colección  Lboislativa,  pasándose  al  efecto  lae  copias  necesarias, 
Is  pronnoeiamoB,  mandamos  7  flrmamoB.=Jo8é  de  A ldecoa.=:  Víctor  Oo- 
Tiáa.= Antonio  Alonso  baeafia.=slidefense  Lopes  Aranda.=Pascnal  Do- 
Bsaech. 

PQblicaoión.=sLBÍda  7  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Saemo.  8r.  D.  Víctor  Goyián,  Magistrado  del  Tribnnal  Snpremo,  oele- 
bnado  andleneia  pública  la  Sala  de  lo  ciyil  en  el  día  de  ho7,  de  que  cer- 
tiflee  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  11  de  Jnlio  de  l»0«.=Marcelino  San  Román. 

JNTúm.  JdJÜ. -TRIBUNAL  SUPREMO.— II  da  Jallo, 
pabiioaiia  el  18  de  Agesto. 

Competencia.— Pa(^  de  ntf««ras.— Sentencia  decidiendo  en  fayor 
del  Juez  maaicipal  de  Becedas  la  sostenida  con  el  de  igual 
clase  de  Sorihuela,  acerca  del  coaocimiento  del  juicio  verbal 
promovido  por  D.  Florentino  Luis  Díaz  contra  D.  Victor  de 
Málaga. 
En  8U  coiraiDERANDO  único  se  establece: 

Que  áegúH  I09  artieuloa  ÍÍ71,  párrafo  3.^  del  Código  etoil  y  62 
regla  i.*  de  la  leu  proee9al  y  lajuriéprudeneia  del  Tribunal  Supre^ 
mo,  tratándoee  del  pago  de  »ervte¿OB  pro/ealonaleM^  que  niega  en  ab^ 
toluto  el  demandado^  es  Juee  competente  para  conocer  de  la  demanda 
il  del  domicilio  del  segundo  de  aquelloe. 

Sn  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  11  de  Jallo  de  1906,  en  la  competen- 
cia por  inhibitoria  pendiente  ante  Nos,  sascitada  por  el  Jaca  municipal 
de  Beeedao  al  de  igual  clase  de  Sorlímela  en  conocimiento  del  juicio 
yerbal  promovido  ante  este  último  Juagado  por  D.  Florentino  Luis  Días 
Hernando,  Médico  titular  7  veidno  de  dicho  pueblo  de  Sorihuela,  contra 
D,  Vistor  de  Málaga  Qómsa,  propietario  7  vecino  de  Becedae,  sobre  pago 
'jO  pesetas,  sin  que  ha7a  comparecido  en  este  Tribnnal  Snpremo  nin- 
ile  las  partes  interesadas  en  el  juicio. 

isnltando  que  D.  Florentino  Luis  Díaa  Hernando,  vecino  7  Médico 
rtfihosia,  partido  judicial  de  Béjar,  provincia  de  Salamanca,  de- 
do en  juicio  verbal,  por  eeorlto  de  18  de  Ma70  último,  á  D.  Víctor 
ga  Gomes,  vecino  de  Beoedas,  partido  judicial  de  Barco  de  Avila, 
Bftáadole  el  pago  de  S60  pesetas,  por  servicios  profesionales  qne  le 
a  prestado  en  dicho  pueblo  de  Sorihnela,  con  las  costas  7  gastos  del 
■^*"*iento;  7  admitida  la  demanda  7  sefialado  el  día  SI  del  mismo 
[O  lOi  8 
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mee  de  Mayo  par»  la  celebración  del  Jaioip  yerbal,  se  libró  exhorto  al 
Joe»  municipal  de  Bacedae,  con  objeto  de  hacer  la  correapondlente  noli* 
flcación  y  citación  al  demandado  D.  Víctor  de  Málaga,  como  ael  tnvo  1»- 
gar  el  día  17: 

Reealtando  que  dos  díaa  deepuée,  ó  sea  el  19,  dicho  demando  D.  Víc- 
tor de  MAUga  promovió  en  éeorito  de  la  misma  fecha,  ante  el  Jaes  mu- 
nicipal de  cu  domicilio,  Becedat,  cuestión  de  competencia  por  inhibito- 
ria, negando  que  el  actor  D.  Florentino  le  hubiera  prestado  los  servicios 
profesionales  cuyo  pago  reclamaba,  é  invocando  la  regla  I.*  del  art.  62 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  tratarse  de  una  acción  personal; 
y  habiendo  emitido  el  Jues  municipal  de  Becedas  informe  favorable  al 
requerimiento  de  inhibición  pretendido  por  D.  Víctor,  así  lo  estimó 
también  el  Juei  municipal  de  aquel  lugar  en  auto  del  propio  día  19  de 
Mayo,  que  fué  comunicado  al  de  igual  clase  de  Serihuela,  el  cual,  en 
providencia  del  21,  y  cuando  ya  había  dado  principio  la  celebración  del 
juicio  verbal  en  aquel  mismo  día,  sin  la  asistencia  del  demandado,  se 
negó  á  tramitar  el  incidente  de  competencia  y  á  suspender  ei  juicio  ya 
comenzado,  fundándose  en  que  el  actor  se  llamaba  Díújí  Hernando  y 
no  Diaz  Hemándes  como  se  decía  en  el  oficio  del  requerimiento  inhi- 
bitorio, el  cual  mandó  devolver  al  Juagado  de  Becedas,  de  donde  aquél 
procedía: 

Resultando  que  en  vista  de  tal  proveído  del  Jues  de  Borihuela,  nue* 
vamente  acudió  el  demandado  Málaga,  en  escrito  de  22,  al  Jues  de  su 
ciudad,  insistiendo  en  la  inhibitoria  que  anteriormente  había  propuesta 
y  subsanado  el  error  material  cometido  en  el  apellido  del  demandante  y 
de  conformidad  con  lo  determinado  por  el  Fiscal  municipal  de  Becedas, 
pronunció  el  Jues  de  aquella  localidad  nuevo  auto,  con  fecha  del  mismo 
día  22,  insistiendo  en  el  requerimiento  de  inhibición  antes  acordado  en 
otro  auto  del  19,  per  considerar  al  efecto  que  en  los  juicios  en  que  se 
ejerciten  acciones  personales  es  Juea  competente  el  del  lugar  en  que 
deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste  el  del  domicilio  del  de- 
mandado, según  dispone  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal;  que 
negados  por  el  demando  los  servicios  profesionales  objeto  de  la  deman- 
da, falta  la  prueba  del  lugar  de  cumplimiento  de  la  obligación,  y  hay, 
por  lo  tanto,  que  acudir  al  Juez  del  domicilio  de  aquél,  con  arreglo  á  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  4  de  Febrero  de  1886,  26  do 
Enero  de  1888  y  2  de  Febrero  de  1890;  y  que  no  existe  duda  racional  de 
que  sean  una  misma  persona  D.  Florentino  Luis  Díaz  Hernando  y  don 
Florentino  Luis  Díaz  Hernández: 

Resultando  que  recibido  en  Sorihuela  el  oficio  y  testimonio  inhibi- 
torio se  dio  vista  al  demandante  y  al  Ministerio  fiscal,  quienes  Impug- 
naron la  inhibición  pretendida,  no  dando  lugar  á  ella  el  Juzgado  muni- 
cipal de  dicho  Sorihuela  en  auto  de  29  de  Mayo  anterior,  para  lo  cual 
consideró:  que  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  párrafo  1.®  de  la  regla  1.* 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para 
entender  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  que  en  las  diligencias  prao- 
tildas  en  este  juicio  aparece  demostrado  que  los  servicios  por  los  cuales 
se  reclama  la  cantidad  objeto  de  aquél  fueron  prestados  por  el  actor  don 
Florentino  Luis  Días  Hernando  al  demandado  Málaga  en  aquel  pueblo 
de  Sorihuela,  así  como  que  en  el  mismo  ejerce  el  primero  el  cargo  de 
Médico  titular,  por  lo  eual  es  indudable  que  con  arreglo  al  artículo  ante* 
dicho  en  el  mismo  Sorihuela  debe  cumplirse  la  obligación  contraída  por 
el  demandado  ó  el  pago  de  la  cantidad  á  que,  en  su  caso,  fuese  conde- 
nado por  los  servidos  que  le  prestó  el  actor: 
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SaraltftBde  qne  el  Jnes  de  Beoedma  ineistid  en  U  oompetenoie,  y,  e& 
«o  rirtnd,  tanto  éfte  eemo  el  de  SorihneU  eleveron  bob  reBpectlTM  ■#- 
toaeioneB,  eltadae  y  empleBadas  lae  partee,  á  eete  Tribonel  8apreme, 
tode  Be  he  eneteneUdo  le  competeneie  con  arregle  á  dereeho  é  Ínter- 
Tendón  del  Minleterie  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magietrado  D.  Víctor  OoTláo. 

Cenelderando  qne  eomo  la  acción  personal  qne  se  ejercita  Tersa  eobre 
pBge  ds  serytotOB  proleelonalee  qne  en  concepto  de  Médico  snpone  pres- 
tidos el  actor,  pero  qne  niega  en  absoluto  el  demandado,  sin  qne  la 
fnubt  testifical  practicada  deBpnés  de  recibido  el  primer  reqnerimlento 
Inhibitorio,  ezpreslTo  con  suficiente  claridad  del  Juicio  á  qne  se  dirlgia, 
debe  tenerse  en  cuenta  para  eetoe  efectos,  de  conformidad  á  lo  precep- 
tosde  en  el  art.  1171,  párrafo  8.^  del  Código  clyll,  en  relación  con  el  «3, 
regla  1.*  de  la  ley  procesal,  y  á  la  jurisprudencia  de  eBte  Tribunal  Bn- 
FTiao,  reenlts  manlficBto  qne  el  Jnec  competente  para  conocer  en  el  caso 
ietnal  ss  el  del  domicilio  del  demandado; 

Fallamea  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  eonocimiento 
del  jálelo  de  que  ee  trata  oorreeponde  al  Joes  municipal  de  Becedas,  á 
ipiies  se  remitan  todae  las  actuacioneB,  haciéndoee  saber  esta  reBoluclón 
ti  de  igual  daee  de  8oribuel«,  á  Iob  efectos  legales  procedentea. 

Asi  por  esta  nueetra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  dies  díae  eigaientee  al  de  en  fecha  é  inaertará  á  bu  tiempo  en  la 
CoLECciÓH  Legislativa,  paeándose  al  efecto  las  copisB  necpsarfae,  lo 
proBuneiamoe,  mandamoe  y  firmamoa.:=Joeé  de  A ldeco8.= Víctor  Oo- 
Tiáa.= Antonio  Aloneo  OaBafla.=Ildefon80  Lopes  A randa.^ Pascual  Do- 
nesech. 

PobllcaeÍón.= Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  Bentencia  por  el 
Eiemo.  8r.  D.  Víctor  Coviáo,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brindo  audiencia  pdblica  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
eerttflco  como  Secretario  de  la  miema. 

Madrid  11  de  Julio  de  100«.»Marcelinó  San  Román. 


^úzn.  83.— TRIBUNAL  SUPREMO.-  12  de  Jnlle, 
pnbllcada  el  18  de  Agosto. 

I 

I         CoMPtTENCiA. — Defenna  por  /)o6re.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
!  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Concepción, 

'  de  Barcelona,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  df^  León,  acerca 

I  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Filomena 

González  contra  la  Sociedad  de  Seguros  La  Unión. 

En  sus  coNSiDBRANObs  SO  establece: 

Qne  COA  sujeeián  á  loa  arís.  55  y  56  de  la  ley  de  Enjuieiamient^ 
utoil^  tanto  para  el  asunto  principal  como  en  cuanto  á  sus  incide^' 
das,  el  primer  principio  regulador  de  la  competencia  es  la  sumisión^ 
da  ésta  de  manera  expresa,  art.  57,  cuando  los  interesados  re- 
lian  clara  y  terminantemente  á  su  propio  fuero  y  designan  con 
precisión  al  que  se  someten,  entendiéndose  cumplidos  estos  re- 
tos cuando  se  pacta  que  unos  Tribunales  determinados  han  de 
ter  de  las  cuestiones  que  surjan  sobre  el  cumplimiento  del  con* 
^?  que  M  trate, 

ji  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Julio  de  1906,  en  la  competen- 
^i«nte  ante  Mót  en  virtud  de  Inhibitoria  propuesta  por  el  Juagado 
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de  primera  instancia  del  diafcrilo  de  la  Oonoepoión,  de  Barcelona,  al  d» 
Ignai  clase  de  León,  en  el  conocimiento  de  la  demanda  de  pobreía  pro-^ 
moyida  ante  el  segando  por  Dofla  Filomena  Oonsáiez  Bernardo,  ptopieta— 
ria,  Tecina  de  León,  para  litigar  con  la  Sociedad  de  segaros  contra  incen- 
dios titulada  La  Unión,  con  domioiiio  en  Barcelona,  sobre  cumplimiento 
de  contrato  y  otros  extremos;  habiendo  comparecido  solamente  ante  este 
Tribonal  Sapremo  la  deoiandante,  representada  por  el  Procarador  D.  Fer-^ 
min  Bernaldo  de  Qairós  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Mariano  Alonso' 
Bayoce: 

Besoltando  qae  en  12  de  Febrero  de  1906,  y  ante  el  Jaagado  de  pri- 
mera instancia  de  León,  dedujo  Dofia  Filomena  GoDsátei  Bernardo  de- 
manda de  pobreaa  para  litigar  con  la  Sociedad  de  seguros  contra  incen- 
dios titoladaLs  Unión,  sobre  cumplimiento  de  contrato  y  otros  extremes, 
exponiendo:  qae  tenía  an  contrato.de  segaros  contra  incendios  per  20.000 
^  pesetas  sobre  dos  casas  en  aquella  ciudad,  calles  del  Conde  de  Luna,  nú- 
mero 18,  y  Paso,  núm.  4,  que  formaban  un  solo  cuerpo,  y  por  1.000  p^ 
setas  sobre  el  meblliario  existente  en  el  piso  principal  de  la  primera^ 
que  faé  incendiada,  con  parte  de  la  segunda  y  el  mobiliario,  el  día  19  do 
Noyiembre  de  1906;  que  el  expresado  contrato  y  los  recibos  de  las  pil- 
mas los  había  ñrmado  D.  Bernardino  GK>nzáles  Oalsada,  yecino  de  León,, 
con  la  antefirma  de  cEl  Sabdirector»,  Hoyando  los  docamentos  el  epí- 
grafe L'Unión,  y  teniendo  la  misma  inscripción  las  placas  qoe  el  D.  Ber-- 
nardido  facilitaba  á  los  asegurados  que  con  él  hacían  contratos;  qoe  con 
motivo  del  indicado  incendio  se  presentó  en  aquella  población  D.  José 
Martín  Nadales,  á  quien  dio  á  conocer  Gonaáles  Calsada  como  perito  de 
la  Oompafiía  aseguradora,  provisto  aquél  de  actas  de  compromiso  do 
nombramientos  de  peritos,  firmadas  por  Th  Veyrin,  con  la  antefirma  cEl 
laspector»,  y  por  su  parto  la  actora  nombró  á  D.  Femando  Días  Rodrí- 
gaos, los  cuales  empelaron  sus  funciones  de  tasadores,  y  no  se  pusierem 
de  acuerdo  en  cpanto  al  valor  de  lo  no  quemado;  que  aun  cuando  lo  pro- 
cedente, conforme  al  acta  de  compromiso,  era  haber  firmado  la  desave- 
nencia y  unirse  á  un  tercero  para  obrar  los  tres  en  común  y  decidir  por 
mayoría  de  votos  en  caso  de  desacuerdo,  el  perito  Nadales  se  ausentó  de 
León  el  7  de  Diciembre  de  1906  sin  ultimar  su  compromiso,  y  desde  en- 
tonces la  demandante  había  hecho  diferentes  gestiones  para  que  se  la  in- 
demnisara  lo  que  la  correspondiese  por  el  suministro  ó  hiciera  la  Oom- 
pafiía que  un  perito  cumpliese  su  cometido,  y  no  sólo  no  lo  había  con- 
seguido, sino  qoe  tampoco  D.  Bernardino  Gonsáles  la  había  dicho  en 
nombre  de  quién  había  obrado  para  dirigir  la  reclamación  contra  la  per- 
sona responsable,  pues  en  un- requerimiento  que  se  le  había  hecho  por 
ante  Notario  el  9  de  Diciembre,  había  manifestado  que  toda  contestación 
entre  el  asegurado  y  la  Compafiía  se  ventilaría  ante  el  Tribunal  civil  or- 
dinario del  punto  donde. está  establecido  su  domicilio  legal  en  Bspafia, 
actualmente  en  Barcelona,  paseo  de  Colón,  núm.  17,  en  carta  de  18  do 
Diciembre  la  decía  que  no  tenía  competencia  para  tratar  de  este  asunto, 
y  que  se  dirigiera  la  actora  á  D.  Th  Veyrin,  Fuencarral,  2,  Madrid,  y  en 
acto  de  conciliación  celebrado  el  6  de  Febrero  último  en  León,  á  que  fné 
citada  para  que  dijera  el  nombre  y  domicilio  de  la  persona  rosponoablo, 
contestó  por  medio  de  eu  Procarador  que  la  Compafiía  tenía  on  domici  • 
lio  en  Barcelona,  paseo  Colón  y  Merced,  20,  22  y  24,  ó  ooa  qae  había 
designado,  en  tros  veces  que  había  tenido  que  hacerlo»  tres  direccioneo 
distintas,  y  como  las  contestaciones  del  Director  y  del  Inspector  do  Ls 
Unión  no  eran  claras  y  categóricas  en  cuanto  á  asumir  la  responsabili- 
dad de  la  obligación  que  se  derivaba  del  contrato  de  seguro  que  antorlió 
OoniAles,  se  veía  obligada  la  actora  á  aoadir  á  la  Autoridad  judicial  con 
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'desMuda  en  juicio  ordinario  de  mayor  enantia  sobre  cumplimiento  de 
cootrato  7  compromieo  de  nombramiento  de  peritos,  y  á  íormnlar  pre- 
Tiameote  demanda  de  pobreza  por  carecer  de  toda  clase  de  recnraoe,  ale- 
gando en  apoyo  de  la  misma  f andamentos  de  heclío  y  de  derecho,  y  sn- 
plicando  se  diera  traslado  de  ella  á  D.  Bernardino  Gomales  Oalaada,  ve- 
ciBo  de  León,  al  Director  ó  representante  de  La  unión,  Oompafiia  f  ran- 
eesa  de  seguros  contra  incendios,  que  se  denomina  Ges,  con  domicilio 
en  B¿reeiona,  paseo  de  Oelón,  17,  ó  paseo  Colón  y  Merced,  20,  22  y  24,  y 
al  Abogado  del  Estado,  y  en  en  día  se  dictase  sentencia  declarándola  po- 
bre en  sentido  legal  para  litigar  con  D.  Bernardino  GoniAlea  Oalaada  ó 
esn  el  represen tante  de  La  Dnión,  habiendo  pedido  por  nn  otrosí  qoe 
para  el  empiasamiento  del  Director  ó  representante  de  la  repetida  Oom- 
ptfiía  se  librase  exhorto  al  Joes  Decano  de  los  de  Barcelona: 

Resultando  que  emplazados  que  fueron  el  Abogado  del  Kstado  y  don 
Baraardino  Gonsálea,  evacuó  aquél  el  traslado^  oponiéndose  aja  conce- 
sión del  beneficio  solicitado,  ínterin  no  Justificara  la  demandante  ha  • 
liarse  comprendida  en  alguno  de  ios  casos  del  art.  16  de  la  ley  de  En- 
Joieiamiento  cítü;  y  dirigido  exhorto  al  Juez  decano  de  los  de  primera 
instancia  de  Barcelona  para  que  se  emplazara  al  Directoró  represen - 
tute  de  La  üoión,  Compafiía  francesa  de  seguros  contra  incendios,  don 
Manuel  Ges  y  Lautié,  como  Director  de  lá  sucursal  en  Espafia  de  la  ex- 
sxpresada  Compafiía,  promovió  ante  el  JozjBtade  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Concepción  de  Barcelona  cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria,  alegando  que  en  el  art.  26  de  las  condiciones  generales  de 
la  póliza  de  seguro  contratado  por  la  citada  Compafiía  con  la  deman- 
-éttte  quedó  estipulado  literalmente  cque  toda  contestación  entre  el 
aaagnrado  y  la  Compafiía,  excepto  las  disposiciones  referidas  en  el  pá  • 
nafe  l^  del  art.  6.®,  se  ventilarán  ante  el  Tribunal  civil  ordinario  del 
punto  donde  e^tá  establecido  su  domicilio  legal  en  Espafia,  actualmente 
en  Barcelona,  sometiéndose  ambas  partes  á  la  Jurisdicción  de  los  Tri- 
bonetes  eepafioles,  con  renuncia  de  su  fuero  si  lo  tuvleren>,  y  que  en 
virtud  de  lo  expresamente  pactado  y  de  saber  la  demandante  el  domi- 
filio  legal  de  la  Compafiía,  como  lo  probaba  el  hecho  de  haberae  dlri* 
ildo,  á  en  instancia,  á  Barcelona  el  oportuno  exhorto  para  ei  emplaza- 
miento, era  evidente  que  en  fuerza  de  su  propia  convención  y  de  la  su  - 
misión  expresa  hecha  por  la  actora  á  los  Juzgados  de  Barcelona,  ante 
eUoe  y  no  ante  el  de  Li^ón  debió  formular  su  demanda,  puesto  que  esti- 
ma á  éste  incompetente  para  conocer  de  la  anunciada  demanda  en  juicio 
eidlnarle  de  mayor  cuantía  y,  por  consiguiente,  también  para  conocer 
de  la  pobreza  formulada;  é  invocando  en  su  apoyo  los  artículos  67,  72, 
párrafo  1.^  7t,  84,  86,  86,  21  y  78  de  la  ley  de  Enjnicimiento  civil,  su- 
plicó al  Juagado  se  dictase  el  oportuno  auto  inhibitorio,  habiéndose 
aeempafiado  con  el  escrito  proponiendo  la  inhibitoria  un  ejemplar  de  la 
póliza  de  seguro  de  que  ae  trata,  en  la  que  en  su  última  carilla  aparece 
•1  art.  26  de  las  condiciones  generales  anteriormente  transcrito. 

Besnltando  que  el  expresado  Juez  de  Barcelona,  oído  el  Ministerio 
sal  y  conforme  con  el  mismo,  dictó  auto  inhibitorio  en  20  de  Mano 
amo,  fondado  en  que  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  Juicios 
que  se  ejerciten  toda  clase  de  acciones  aquel  á  quien  los  litigantes 
bebieren  sometido  expresa  y  tácitamente,  en  lo  determinado  por  el 
L  M  de  la  expresada  póliaa  de  seguro,  y  en  lo  dispuesto  en  el  art.  21 
la  ley  proeesal: 

Besnltando  que  dirigido  el  oportuno  efioio  con  el  correepondiente  tes- 
asnio  ai  Juez  de  León,  y  dada  vista  á  la  aotera,  impugnó  ésta  el  re- 
^Kimlento  de  inhibición,  alegando:  que  ella  no  se  había  sometido  ex- 
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preMinenta  al  Jugado  de  Barcelona  ni  era  cierto  qae  la  póliaa  que  por 
eopla  aoompafiaba  y  qoe  le  había  facilitado  D.  Bernardino  Gomales,  por 
halMr  deeaparecido  la  original  en  el  incendio»  contuviera  yálidámentev 
«na  condición  ó  ártico  lo  sefialado  con  el  núm.  S6,  único  f  andamento  en. 
qne  apoyaba  el  Jaes  de  Barcelona  en  competencia;  que  la  póliaa  se  ex* 
tendió  en  nn  pliego  impreso  y  manaacrito,  hallándose  en  la  primera  ca- 
rilla impresas  las  condiciones  generales,  qae  no  pasan  del  núm.  6,  en  la. 
segnnda  y  tercera  carillas  está  consignado  el  contrato  de  seguro  en  los 
slgaientes  términos:  cCondteeonea  parlfea¿ar0s.  L*  Unión  asegara  con*- 
Ira  el  incendio,  bajo  las  eondieíon€$  generaUM  que  preceden  y  las  parti- 
ealares  qae  á  continnación  se  expresan,  á  Defia  Filomena  Qensáles  Ber- 
nardo», y  signe  la  natnralesa  y  sitnación  de  los  objetos  asegurados  con 
la  caantia  del  segoro  y  la  prima  convenida,  las  condiciones  particolares,. 
la  lecha  en  León  á  6  da  Noviembre  de  1902  y  las  firmas  de  las  personas 
contratantes;  qae  ni  en  las  condiciones  generales  qae  preceden  ni  en  las 
particnlares,  ni  en  todo  lo  impreso  y  mannscrito  antes  de  las  firmas  do 
ios  contratantes,  aparece  esa  expresa  sumisión  de  la  aotora,  y  el  tan  re- 
petido art.  26  está  en  la  coarta  carilla  y  después  de  las  firmas  y  ni  lo  au- 
torisaba  ni  aceptaba  su  contenido;  que  aun  en  el  supuesto  de  que  ese  ar-- 
tíeulo  26  fuese  una  de  las  condiciones  generales  que  preceden  y  estuvie- 
ra estampado  antes  de  las  firmas,  no  atribuía  la  competencia  en  el  pre- 
sente caso  á  los  Jaeces  de  Barcelona,  con  preferencia  al  de  León,  puesto 
que  la  redacción  de  aquél  no  podía  ser  más  que  una  advertencia  á  ios^ 
Agentes  de  la  Oompafiía  encargados  de  hacer  seguros  para  cuando  éstos 
tengan  efecto  oon  personas  de  nacionalidad  extranjera,  pues  sólo  así. 
'  puede  decirse  csometiéndose  ambas  partes  á  la  jurisdicción  de  los  Tribu- 
nales espafioles,  oon  renuncia  de  su  fuero  si  lo  tuvieran»;  que  ni  la  ao- 
tora tuvo  nunca  su  domicilio  legal  en  Barcelona,  ni  existe  el  Tribunal 
eivil  á  que  se  refiere  el  art.  26  de  la  pólisa,  tantas  veces  citado,  puesto 
que  el  art.  76  del  capítulo  9.^  de  la  Oonstitución  del  Estado  expresa 
quiénes  tienen  la  potestad  de  aplicar  las  leyes,  y  los  arte.  27  y  28  de  la 
ley  orgánica  determinan  bien  claramente  lo  que  ha  de  entenderse  por 
Jueces  y  Tribunales  en  la  denominación  general;  el  art.  6fi  fija  las  cir- 
cunstancias que  se  requieren  para  que  los  Jueoee  y  Tribunales  tengan 
eompetencia  para  conooer  de  los  pleitos  ó  de  los  actos  en  que  interven- 
gan, y  los  arts.  66  al  71,  que  establecen  las  reglas  para  determinar  la. 
eompetencia,  omiten  en  abeoluto  la  palabra  cTribunales»  y  emplean  so- 
lamente la  de  «Jueces»,  porque  son  sin  duda  los  unióos  que  tienen  ju- 
risdicción para  conocer  en  primera  instancia  de  todos  los  pleitos;  que» 
por  tanto,  si  no  puede  prorrogarse  Jurisdicción  á  Jueces  ó  Tribunales  que 
no  la  tengan  para  conocer  del  asunto  en  primera  instancia,  la  sumisión 
consignada  en  el  art.  26  de  la  pólisa  será  nula  y  de  ningún  valor  y 
efecto,  lo  mismo  que  si  se  hubiera  estipulado  que  la  demanda  de  que  se^ 
trata  se  sustanciase  ante  los  Jueces  municipales  ó  per  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Barcelona,  único  Tribunal  ordinario  que  existe  en  esa  capi» 
tal,  toda  ves  que  ni  aquéllos  ni  la  Audiencia  tienen  Jurisdicción  para  co- 
nocer en  primera  instancia  de  Juicios  ordinarios  ni  de  sus  incidental, 
que  ei  el  art.  26  de  la  pólisa  tuviera  eficacia,  habría  que  reconocerla 
Igualmente  al.art.  18  del  mismo  documento,  que,  entre  otros  extremos, 
dice:  «Los  dafios  causados  por  el  fuego  ó  por  las  explosiones,  espeoIaU 
mente  garantidoe,  se  apreciarán  amistosamente  ó  se  valorarán,  despuér 
de  una  averiguación  ó  tasación  contradictoria,  por  dos  peritos  elegldei 
uno  por  cada  parte,  ó  sea  en  el  lugsr  del  incendio,  ó  sea  en  otro  sitio;  en 
easo  de  no  avenirse  éstos,  despuée  de  levantar  un  acta  de  desacuerdo  «n 
la  peritación,  nombrarán  un  tercero,  y  los  tres  obran  entonces  en  común 
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yá  Biajoría  de  TOtoa.  Oaando  el  aaegnrado  no  nombre  bü  perito  á  la  pro- 
HBtadóu  del  de  la  Compafiia  aera  deaigoado  éate  por  el  Jaes  de  primera 
toatancia  de  la  poblaeión  en  qoe  ae  haya  firmado  la  póliía;  cnando  loo 
4oa  peritoe  deaignadoa  no  eatén  de  aonerdo  sobre  la  elección  del  tercero, 
irmarán  nn  aeU  de  deeayenenoia  7  entoncea  aera  nombrado  éate  por  el 
Jaea  de  primera  inataneia  de  la  población  en  qae  haja  sido  firmada  la 
póllia,  á  mego  de  U  iwrte  máa  diligente,  debiendo  dicho  tercero  obrar 
tamblón  en  eomún  con  loa  doa  peritos  designados  por  laa  partea  y  á 
Bayoria  de  Totos»;  qne  nombrados  qne  foeron  loa  dos  peritos  por  laa 
partes  firmaron  la  aceptación  del  cargo,  empelaron  á  desempefiarlo  y 
iSDtinnaron  ain  llegar  á  ponerse  de  acuerdo  en  cnanto  al  yalor  de  lo 
saltado,  y  lejoe  de  nombrar  un  tercero,  después  de  firmar  acta  de  dea- 
■eoerdo,  aegún  proTlene  el  citado  art.  18,  el  perito  de  la  Compafiia  ae 
habla  marchado  de  León,  acompafiado  del  Inspector  de  aquélla;  que 
satoa  extremos  qne  acreditaban  que  laa  obligaciones  qne  se  derivan  del 
eaatrato  del  aegnro  empeaaron  á  cnmplirae  en  León,  y  que  lo  que  preten- 
és  la  Gompafiía  ea  eludir  el  pago  indefinidamente  al  no  preaentaiee  á  la 
peritación  del  dafio,  constaban  en  el  acta  de  nombramiento  de  peritos  y 
«I  la  notarial  de  requerimiento  al  Bubdiiector,  de  fecha  9  de  Diciembre 
de  1906,  hecho  en  León,  que  también  preaentó  y  demostraban  qne  el 
laq^ado  de  le  expresada  ciudad,  lugar  donde  ocurrió  el  ainiestro,  es  el 
ismpetente  con  preferencia  á  los  de  Barcelona  para  nombrar  perito,  per 
laDvenio  de  las  partea,  y  para  conocer  del  juicio  sobre  cumplimiento  de 
ssBtrato  por  haber  empelado  á  cumplirse  la  obligación  de  nombrar  los  dos 
peritos  en  la  expresada  dndad  de  León;  y,  por  último,  que  es  requisito 
•seneial  para  la  aumisión  expresa,  según  previene  el  art.  67  de  la  ley  de 
Injuiciamlento  civil,  y  asi  lo  ha  declarado  este  .Tribunal  Supremo,  en 
variaa  aentenciaa,  entre  ellas,  de  16  de  Febrero  de  1869  y  21  de  Septiem- 
bre de  1878,  qne  concurran  dea  circunstancias,  la  renuncia  expresa  del 
fuero  propio  y  la  deeignaoión  clara  y  preciaa  del  Juei  á  que  se  someten 
les  intereaados  y  la  actora,  que  ni  siquiera  firmó  el  contrato  ni  renun- 
ció expreaamenle  á  su  fuero,  ni  ha  precisado  con  claridad  el  Juei  á  quien 
le  sometiera: 

Seenltando  que  el  Jnes  de  primera  instancia  de  León,  oído  el  Minis- 
tario  fiacal  y  de  acuerdo  con  el  mismo,  y  fundado  sustanclalmente  en  lo 
alegado  por  la  actora,  dictó  auto  en  11  de  Abril  último,  no  dando  lugar 
ék  requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el  del  distrito  de  la  Concepción 
éf  Barcelona;  y  habiendo  éate  inaistldo  por  auto  de  21  del  mismo  mes 
és  Abril  en  la  inhibitoria  propuesta,  ambos  Jnsgadoa  han  remitido  en 
debida  forma  sus  reapectivaa  actuacionea  á  este  Tribunal  Supremo, 
deuda  se  ha  sustanciado  la  aompetencia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndoae 
al  Minleterio  fiacal. 

Viato,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 
Oonalderando  que  con  sujeción  á  los  arta.  66  y  66  de  la  ley  de  En* 
juielamlento  civil,  tanto  para  el  asnnto  principal  como  en  cuanto  á  aus 
licldenelaa,  el  primer  principio  regulador  de  la  competencia  es  la  su- 
misión, y  ae  da  ésta  de  manera  expreaa,  art,  67,  cuando  los  interesados 
Minclan  clara  y  terminantemente  á  su  propio  fuero  y  designan  con 
la  preciaión  al  que  se  someten,  entendiéndose  cumplidos  estos  requi- 
Itas  cuando  ae  pacta  qne  unos  Tribunalea  determinados  han  de  conocer 
)  laa  coeetlonee  qne  surjan  sobre  el  cumplimiento  del  contrato  de  que 
ttrau: 

Oonalderando  qne  para  resolver  el  actual  conflicto  he  de  partirse  de 
M  Bupneatoe:  l.\  que  el  beneficio  de  pobreía  solicitado  por  Dofia  Fi- 
aana  Qoniáleí  Bernardo  en  el  Juigado  de  primera  instancia  de  León 
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0e  dirige;  como  se  maniflasU  de  manera  clara  j  terminante  en  el  eeeritt 
inicial  del  incidente,  á  obtener  de  la  Autoridad  jodicial,  por  inedio  de 
demanda  de  Jalcio  ordinario  de  mayor  cuantía,  el  cumplimiento  de  cierto 
contrato  de  eegnroB  contra  incendios  y  compromiso  de  nombramiento  do 
peritoa;  j  3.®,  que  aegúu  el  artículo  26  de  la  pólisa,  toda  conteetación 
entre  el  asegurado  j  la  Oompafiía,  excepto  las  referidas  en  el  párrafo  1.* 
del  art.  6.^ — pago  de  las  primas — ,  se  ventiiarán  ante  el  4?ribunal  civil 
ordinario  donde  está  establecido  ei  domicilio  legal  en  Espafia  de  la  úl- 
tima, actualmente  en  Barcelona,  sometiéndose  ambas  partes  á  la  jorriB- 
dioción  de  los  Tribnnalee  espafioles,  con  renuncia  de  su  fuero,  si  lo  tu- 
vieran, y  aunque  el  art.  18  de  dicha  pólisa  determina  que  el  nombra- 
miento de  perito  tercero  para  la  tasación  del  dafio  se  verifique  en  su 
caso  por  el  Jnea  de  la  población  en  que  se  ha  firmado  la  pólisa,  León, 
trátase  de  un  mero  trámite,  que  sea  cualquiera  el  que  conoaca,  lo  mismo 
podrá  practicarse  en  el  lugar  fijado,  sin  que  deban  tenerse  en  cuenta  á 
estos  efectos  las  diligencias  anteriores,  porque  no  revistieron  carácter 
eontencioso;  por  todo  lo  cual,  la  cuestión  surgida  resulta  con  toda  evi- 
dencia comprendida  en  la  regla  general  de  sumisión  que  fija  dicho  pac- 
to 36,  Y  en  su  virtud  ha  de  sustanciarse  y  decidirse  por  el  Juea  ro- 
quirente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
do  la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Juagado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Ooncepción  de  Barcelona,  al  que  con  la  co- 
rrespondiente certificación  se  remitan  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á 
este  Tribunal  Supremo  con  motivo  de  la  actual  competencia,  comuni- 
cándose la  presente  resolución  al  de  igual  clase  de  León,  siendo  las  cos- 
tas de  cuenta  respectiva  de  las  partes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  di(>8  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
Oolbcci6n  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamoB.=Tomás  6údal.= Víctor  Oovián. 
Antonio'  Alonso  Oasafia.sPascual  Domeneoh.s Federico  Monsalve. 

Publicación. siLeída  y  publicada  fué  la  precedente  eentencia  por  ei 
Bxcmo.  Sr.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  12  de  Julio  de  1906.=Rogelio  Qonaálea  Montes. 


Num.  Sd4.-fiRACIA  Y  JUSTICIA.— 17  de  Julle, 
publicada  el  17  de  Agosto. 

Rbsolución  db  la  DrRBCcióN  GENERAL  DB  LOS  BEOf8TR09  Confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alcalá 
do  Guadaira  á  inscribir  una  escritura  de  compraventa. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  80  ostabloco: 

Que  eon  arreglo  á  lo  diepuesio  en  loe  arte.  18  ji  19  de  la  Inetrue- 
eión  de  26  de  Abril  de  1900,  corresponde  el  nombramiento  de  Agente» 
e/eeutiüoe  á  loe  Recaudadores,  pero  ha  de  eomuniearse  á  las  Teeo- 
rerias  de  Hacienda,  las  cuales  los  darán  á  conocer  oñdtUmente,  de* 
pendiendo  por  consiguiente,  de  esta  dreunstanda  la  legalidad  |f 
e¡fectimdad  de  sus  Junciones: 

Que  si  bien,  por  regla  general,  no  incumbe  al  Registrador  el  essa- 
men  detallado  de  todos  los  datos  de  los  procedimientos  administra'^ 
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tídoi,  debe  exi^r  aquéllo$  quM  afeeian  á  iereero^  euyo»  derechos 
eoneian  en  el  Reffietro: 

Que  disponiendo  el  art.  98  de  la  citada  Instrucción  que  si  la  ñnem 
sendida  está  graeada  con  Mpoteca^  se  notifique  á  los  acreedores  M- 
poteearios  el  acto  de  la  subasta  para  que  puedan  hacer  uso  del  d«- 
reehú  que  les  concede  el  art.  96,  el  incumplimiento  de  este  requisi' 
tOj  constituye  un  defecto  subsanabU  que  impide  la  inscripción  de  la 
escritura  de  compraventa, 

*  limo.  8r.:  Ea  el  recurra  gobemAtUo  promovlde  por  el  Notario  don 
Mttieiio  do  U  Sola  y  Lastra  oontra  la  negatiya  del  Registrador  de  la  pro  - 
piedad  de  Alcalá  de  Gnadaira  á  inserí blr  nna  escritura  de  compraventa, 
pendiente  en  eete  Centro  en  Tirtod  de  apelaolón  del  recurrente: 

Ketoltando  qne  D.  Antonio  Oárave  y  Oalvillo,  en  concepto  de  Agente 
eJeentlTO  de  Hacienda,  Tendió  á  D.  Manuel  Feí^ández  Mnfioz  dos  fincas 
rúitieas,  en  término  de  Alcalá  de  Gnadaira,  de  la  propiedad  de  D.  Fran- 
sisoo  López,  por  débito  de  contribución  territorial,  según  encritara  otor- 
gada en  la  misma  yilla  á  34  de  Noviembre  de  1908  ante  el  Notario  don 
Mariano  de  la  Sota  y  Lastra,  que  contenía  los  siguientes  particn  lares,  en 
!•  que  es  materia  del  recurso:  que  D.  Antonio  Oárave  acreditaba  en  ca- 
rácter oon  el  nombramiento  á  su  favor  en  una  credencial,  qae  ee  inser- 
taba, de  la  Empresa  Arrendataria  de  la  Recaudación  de  Oontribnciones 
de  Sevilla,  firmada  por  Eloy  lUana,  en  la  que  se  le  decía  qne  debía  to- 
mu  poseeión  tan  luego  como  se  publicara  el  nombramiento  por  la  Teso- 
ríade  Haeienda  en  el  Bo¿«¿/n  o/le¿a¿;  que  instruido  expediente  por  el 
ladioade  adeudo,  se  libró  al  Registrador  de  la  propiedad  el  correnoon- 
diente  mandamiento,  que  produjo  la  anotación  de  embargo  y  la  ct^rtifi- 
eadónde  cargas;  y  seguido  dicbo  expediente  por  todos  sns  trámites,  se 
eelebró  segunda  subasta,  por  falta  de  postores  en  la  primera,  adjndLán- 
dase  las  fincas  al  Fernando  Mufioz,  la  primera  en  77  pesetas  y  85  cénti- 
mas, y  la  segunda  en  SU  pesetas  y  49  céntimos;  que  citado  el  deudor, 
esnforme  al  art.  IOS  de  la  Instrucción,  como  resulta  en  el  expediente,  y 
Bo  habiendo  comparecido  en  el  término  de  tercero  día  ni  en  el  del  otor- 
gamiento, se  hacia  éste  en  su  nombre  y  de  oficio,  haciéndose  confitar  que 
et  precio  había  sido  entregado  por  el  rematante;  que  el  Ag^^nte  cancela- 
ba la  anotaeión  de  embargo  y  que  el  comprador  aceptó  las  fincas  con  un 
canon  que  se  relacionaba  y  considerándolas  en  lo  demás  libres  de  gra- 
vámenee,  supuesto  que  las  otras  cargas  que  aparecen  de  la  certificación 
del  Registro  estaban  solventadas  hacia  largo  tiempo,  según  manifestar 
elón  de  loe  otorgantes,  quienes,  de  acuerdo  eon  le  dispoesto  en  el  ar- 
tíealo  19  de  la  laetmeeión  de  9  de  Noviembre  de  1874,  exigieron  al  No« 
tarie  que  blcierm  oonstar  esa  eirennstancia: 

Resultando  qne  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro  de 

la  propiedad  de  Alcalá  deGuadaira,  puso  el  Registrador  la  nota  signiai- 

te:  «No  admitida  la  inscripción  del  titulo  que  precede  por  observarse  los 

dsfeetos,  á  saber.  1/,  falta  de  autenticidad  del  documento  que  justifica 

»rsonalidad  de  D.  Antonio  Oárave  y  Oalvillo;  S.^,  porque  la  relación 

A  del  expediente  de  apremio  no  suministra  todos  los  antecedentes 

aaries  para  deducir  si  han  sido  cumplidos  los  requisitos  que  exige  la 

raoeión  de  reeandaeión  y  apremio  píor  débitos  á  la  Hacienda  fecha 

e  Abril  de  1900.  T  habiendo  transcurrido  treinta  días  hábiles  desde 

leha  de  U  presentación  del  título  sin  haberse  subsanado  dichos  de- 

M  ni  pedido  anotaeión  preventiva,  queda  cancelado  el  aslentoi  de 

mtadón  á  qne  se  refiere  la  presente  nota»: 

"altando  que  el  Notario  D.  Mariano  de  la  Sota  interpuso  este  re- 
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eorso  pidiendo  0e]declare  que  la  reiacionada  escritora  se  halla  extendida 
eon  arreglo  á  lat  íormalidadee  y  prescripcioneB  legales  y  que  es  insori- 
bibie,  alegando:  qne  la  personalidad  del  Agente  D.  Antonio  OáraTO  es* 
taba  reconocida  por  el  Registrador  en  el  mismo  expediente  al  anotar  el 
embargo  y  expedir  certificación  de  oargasi  y  qne  es  axioma  jurídico  qne 
nadie  puede  ir  contra  sos  propios  actos,  como  lo  reconoció  el  Tribunal 
OontencioBoadministrativo en  sentencia  de  6  de  Julio  de  1897;  qne  el 
nombramiento  de  diebo]Agente,  que  se  inserta  en  la  escritura,  es  sufi- 
ciente, según  Beeolución  de  este  dentro  de  21  de  Diciembre  de  1887;  que 
no  era  precisa  la  justificación  de  que  estaba  en  el  ejercicio  de  so  cargó» 
porque  el  art.  19  de  la  Instrucción  de  12  de  Mayo  de  1888  establece  que», 
aunque  cesen,  pueden  los  Agentes  continuar  actuando  en  los  expedien- 
tes incoados;  qne  el  nombramiento  de  D.  Antonio  Oárave  se  publicó  en 
el  Boletín  o/leial  de  la  proyincia  el  dia  10  de  Noviembre  de  1901,  y  que 
carece  de  fundamento  ersegundo  defecto  atribuido  por  el  Registrador» 
porque,  según  el  último  considerando  de  la  Resolución  de  este  Centro 
de  24  de  Octubre  de  1908,  no  pudo  calificar  los  trámites  del  procedimien* 
to,  cuyos  trámites  constan,  sin  embargo,  en  la  escritura,  en  lo  que  pue- 
de interesar  al  Registro,  para  estimarla  válida  é  inscribible: 

Resultando  que  el  Registrador  informó  en  apoyo  de  su  nota:  que 
según  expresa  el  nombramiento  de  D.  Antonio  Gara  ve  de  una  manera 
taxativa,  era  precisa  su  publicación  en  el  Boletín  oñeM  para  qne  pro- 
dujera efectos,  y  no  constaba  en  la  escritura,  que  es  donde  debía  cons- 
tar á  los  efectos  de  la  calificación,  según  el  art.  18  de  la  ley  Hipoteca- 
ria; que  también  existe  en  la  escritura  el  vacio  de  que  el  Notario  no  da 
fe  de  que  el  Agente  continuaba  en  el  ejercicio  de  su  cargo;  que  la  Real 
orden  de  4  de  Mayo  de  1891  y  las  Ordenes  de  este  Oentro  de.  4  de  Ene- 
ro de  1902  y  20  de  Marzo  de  1898  demuestran  que  debió  legitimarse  la 
firma  que  autorisaba  el  nombramiento  inserto  en  la  escritura;  que  en 
cnanto  al  procedimiento,  no  expresa  la  providencia  de  condena  ni  la  de 
requerimiento  y  las  sucesivas,  que  son  sustanciales  para  el  otorgamien- 
to de  la  venta  á  nombre  del  deudor,  siendo  de  notar  qne,  resultando  de 
la  misma  escritura  que  las  fincas  se  bailan  gravadas  con  cierta  hipóte» 
oa,  ha  debido  notificarse  al  acreedor  hipotecario,  según  el  art.  98  de  la 
Instrucción  de  26  de  Abril  de  1900,  y  que  si  no  se  ha  cumplido  esto  ar- 
ticulo y  los  demás  aplicables  al  caso,  será  nula  la  venta,  según  lo  decla- 
rado por  el  Tribunal  Oontencioso  en  sentencias  de  20  de  Junio  y  6  de 
Julio  de  1896  y  20  de  Enero  de  1900: 

Resultando  qne  el  Juez  de  primera  instancia  declaró  bien  denegada 
la  inscripción  de  la  escritura  objeto  del  recorso,  fundándose  en  las  con- 
sideraciones siguientes:  que  es  evidente  qne  el  vendedor  no  acredita  el 
concepto  en  qne  se  verifica  el  otorgamiento;  que  haciendo  referencia 
el  nombramiento  de  Agente  á  la  pubUcación  del  mismo  en  el  BoMin^ 
oMal  como  requisito  esencial,  sólo  se  ha  justificado  dicha  publicación 
en  el  escrito  de  interposición  del  recurso,  lo  cual  es  inoportuno;  qoo 
conforme  al  art.  18  de  la  ley  Hipotecaria,  es  indudable  que  el  Registra- 
dor pudo  practicar  la  calificación,  y  que  es  también  evidente  el  defecto 
atribuido  en  segundo  lugar  por  no  estar  relacionadas  en  la  escritura  las 
diligencias  que  echa  de  menos  el  informe  de  dicho  funcionario; 

Resultando  que  al  apelar  de  dicho  auto  el  Notario  recurrente,  prO' 
sentó  escrito  al  Presidente  de  la  Audiencia  insistiendo  en  las  oonsido- 
raciones  que  biso  en  el  de  interposición  y  exponiendo  además:  qne  la 
Real  ord^n  de  81  de  Julio  de  1908  ordena  á  los  Gobernadores  que  dis- 
pongan se  publique  en  los  Boletine»  oñeialet  la  lista  de  los  Agentes 
para  que,  considerándolos  como  fnncionarios  públicos,  tengan  conocí- 
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ml«nlo  de  1m  nembramientos  Imi  Aatoridadei  j  el  público;  qoe  la  Be- 
wlacióii  de  eete  Oenire  de  14  de  Abril  de  190i  traduce  el  espíritu  de  que* 
■o  podo  el  Registrador  negar  personalidad  al  Agente,  despoée  de  reco- 
■eoérseta  en  otros  doenmentoe  del  mismo  expediente,  7  qne  no  era  pre- 
siso  oeoparee  en  la  eeeritara  de  la  publicación  del  nombramiento,  como 
tampoco  lo  era  ocnparae  de  la  fecha  en  qne  la  Gaceta  publicó  el  del 
Retarlo  antorliante: 

Besultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  ape* 
lado,  fundándose  en  análogas  consideraciones  que  el  Juez* 

Vistes  loe  arte.  18,  19,  22  y  66  de  la  ley  Hipotecaria,  y  18,  19,  96  y 
18  de  la  Inetrncclón  de  26  de  Abril  de  1»00: 

Gonsiderando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  18  y  19  de 
la  citada  Instrucción,  corresponde  el  nombramiento  de  Agentes  ejecutl- 
Tos  á  los  Recaudadores,  pero  su  nombramiento  ha  de  comunicarse  á  las 
Tasererias  de  Hacienda,  las  cuales  los  darán  á  conocer  oficialmente^ 
iependiendo,  por  consiguiente,  de  esta  circunstancia  la  legalidad  y  ef  eo* 
tli^dad  de  sus  funciones,  por  lo  qne  ha  debido  aquélla  cod signarse  en 
la  escritura  erigen  del  recurso,  con  referencia  á  los  documentos  que  es- 
taba obligado  á  exhibir  el  otorgante  para  Justificar  su  personalidad, 
ideleciendo  per  esto  dicho  documento  del  defecto  indicado  primera- 
Bsnte  en  la  nota  del  Registrador: 

Considerando,  respecto  del  segundo,  que  si  bien  no  era  necesario  in- 
ssrtar  en  la  escritura  todos  los  datos  del  expediente  administrativo  que 
loponeel  Registrador,  entre  otras  rasones  porque,  en  general,  noin- 
esmbe  á  este  funcionario  el  examen  detallado  del  procedimiento,  han 
isbido,  sin  embargo,  expresarse  aquellas  que  por  afectar  á  terceree^ 
rayes  derechos  constan  en  el  Registro,  es  inexcusable  su  cumplimien- 
ta;  y  apareciendo  de  éste  y  de  la  misma  escritura  qne  la  finca  vendida 
•staba  gravada  con  una  hipoteca,  y  disponiendo  el  art.  98  de  la  cita- 
da lostruoclón  que  en  esteoaao  se  notifique  á  los  acreedores  hipotecarios 
si  acto  de  la  subasta  para  que  puedan  hacer  uso  del  derecho  qne  les 
sencede  el  art.  96,  la  omisión  en  la  propia  escritura  de  la  diligencia  ha* 
deudo  constar  el  cumplimiento  de  este  requisito,  con  vista  del  expedien- 
to, eonstitnye  también  un  defecto  que  impide  su  inscripción  y  debe 
igualmente  subsanarse; 

Ssta  Dlreoeión  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  oonelgnientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afios.  Madrid  17 
és  Julio  de  1906.=sBl  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  Serna.sSe- 
fter  Presidente  de  la  Audiencia  de  Sevilla. 


X^um.  86.~ TRIBUNAL  SUPREMO.— 23  dt  Jullt, 
pablloada  el  18  dt  Agoste. 

iPBTiíNoiA.— Oe/enaa  por  po6re.— Seatencia  decidiendo  en  favor 
'el  Juez  de  primera  instancia  de  Manzanares  la  sostenida  con 
I  de  igual  clase  del  distrito  de  Buenavista,  de  Madrid,  acerca 
el  conocimiento  del  incidente  deducido  por  Doña  A  ntonia  Díaz 
OQtra  D.  Ildefonso  Camacho. 
n  sus  CON8IDBRAMDO6  se  establece: 

)me,  aparte  al  eaao  de  eumiiián,  ia  eompeieneia  para  conocer  de 
'Hto  en  el  que  ee  ejercitan  aceionee  pereonaiee,  ce  determina  en. 
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primer  término  por  el  del  lugar  donde  deba  eumpliree  la  obUgaeión^ 
y  en  segundo,  por  el  del  domieiUo  del  demandado: 

Que  no  siendo  eeeneial  ni  preciso  que  el  pago  de  eerüieioe  domée» 
ticos  se  realice  en  el  lugar  donde  se  prestaron  ni  aun  en  vida  de 
quien  los  recibió,  porque  la  ley  reguladora  de  este  contrato  nada  re- 
sueloe  acerca  de  tal  extremo,  es  manifiesto  que,  según  el  art.  1171 
del  Código  civil,  en  relación  con  la  regla  l.^del  62  de  la  ley  proce- 
sal, compete  el  conocimiento  de  la  demanda  al  Jue4  del  aomidliú 
del  demandado,  con  tanta  mayor  rasen  si  éste  lo  ha  sido,  no  en  can* 
eepto  de  contratante,  sino  en  el  de  heredero  del  supuesto  obligado: 

Que  según  el  art,  21  de  la  ley  procesal,  es  Jues  competente  para 
conocer  de  las  demandas  de  poorcsa  el  que  lo  sea  respecto  del  pleito 
4  negocio  principal. 

Ea  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  S8  de  Jalio  de  1906,  en  la  eompeten- 
eia  por  inhibitoria  pendiente  ante  Nóa,  eoscitada  por  el  Jaei  de  primera 
inetsncia  de  Mansanaree  al  de  igoal  clase  del  distrito  de  Baenayieto  de 
esta  corte,  en.ei  conocimiento  del  incidente  deducido  ante  dicho  último 
JnsgAdo  por  Dofia  Antonia  Días  Femándei,  coya  profesión  no  consta, 
▼ecina  de  Madrid,, contra  D.  Ildefonso  Oamacho  Ramiros,  como  tntor  de 
la  incapacitada  Dofia  Fi'anclsca  Días  Pinas,  D.  Antonio,  D.  Luis  y  don 
Alfonso  Fernández  Vás^nes,  todos  propietarios  y  vecinos  de  Manzana- 
res,  y  el  Abogado  del  Estado,  sobre  pobresa  de  Dofia  Antonia,  qne  ha 
<K>mparecido  en  esto  Tribnnal  Supremo,  representada  por  el  Procurador 
D.  Felipe  Górriz  y  León  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Jaan  Herrera  fina- 
res, sin  qne  lo  hayan  hecho  los  otros  interesados: 

Resaltando  qne,  previa  designación  de  Procurador  de  oficio,  formuló 
Dofia  Antonia  Díaz  y  Fernández,  vecina  de  esta  corte,  en  escrito  de  14 
de  Diciembre  de  1906,  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrlta 
de  Buenavista,  demanda  incidental  de  pobreza  para  litigar  sobre  pago  de 
cantidad  con  Dofia  Francisca  Díaz  Pinas  y  D.  Antonio,  D.  Luis  y  D.  Al- 
fonso Fernández  Vázquez,  como  herederos,  usufructuaria  la  primera,  y 
en  nuda  propiedad  los  otros  tres,  del  difunto  D.  Plácido  Díaz  Pinés,  y 
residentes  y  vecinos  los  cuatro  de  Manzanares,  provincia  de  Ciudad 
Real,  en  cuya  demanda  incidental  de  pobreza  sedice  textualmente  que  el 
pleito  que  se  proponía  entablar  la  Dofia  Antonia  ees  sobre  cumplimien- 
to de  contratos  de  arrendamiento  de  servicios,  ó  sea  por  los  servicios 
^ue  en  concepto  de  sirviente  y  durante  quince  altos  prestó  en  Madrid  en 
la  calle  de  Atocha,  núm.  147,  piso  principal,  á  D.  Plácido  Días  Pinés,  á 
raz6n  de  80  pesetas  al  mes  y  pago  de  6.400  pesetaei,  y  por  iln  otrosí  do 
la  propia  demanda  interesó  la  actora  Dofia  Antonia  se  librase  el  corres- 
pondiento  exhorto  al  Juagado  de  primera  instancia  de  Manzanares  con 
el  fia  de  emplazar  á  los  demandados,  de  los  cuales  la  Dofia  Francisca 
Días  Pinés  se  halla  incapacitada,  represenUndola  su  totor  D.  Ildefonso 
Oamacho,  también  domiciliado  en  la  citada  ciudad  de  Mansanares: 

Resultando  qne  emplasados  los  cuatro  demandados  en  27  y  S8  de 
Marao  de  1906,  promovieron  en  escrito  de  81  del  propio  mes  ante  el  Jues 
de  primera  instancia  de  ra  vecindad,  ó  sea  el  de  Mansanares,  cuestión 
de  competencia  por  inhibitoria,  alegando  snstancialmento  que  la  decía- 
nción  de  pobresa  debe  solicitarse  siempre  en  el  Jusgado  ó  Tribunal  qne 
■ea  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocto  en  que  se  trate  de  nti* 
lisai^tal  beneficio;  que  las  leyea  y  jnrispmdenoia  de  eete  Tribunal  Sn« 
premo  invocadas  de  contrario  para  sostener  que  en  el  contrato  de  pree> 
tación  de  servicios  es  Jues  eompetento  el  del  lugar  en  que  éstos  se  pres- 
tasen, se  refieren  al  contrato  de  prestación  de  servicios  y  á  su  interp#s- 


Digitized  by  LjOOQ IC 


JVLio  I»  IMM  lt»« 

tMldn  más  qD«  al  lagar  en  que  deban  eatiefaoerBe;  que  asi  te  explica 
qne  la  aentenoia  d»  29  de  Dlelembre  de  1897  declare  qne  el  logar  donde 
debe  cumplirse  la  obligación  de  pagar  serriclos  habrá  de  referirse  al 
domicilio  del  tenido  por  deudor,  j  qne  las  de  7  de  Jallo  de  1898,  IS  de 
Tallo  7  IS  de  Agoeto  de  1900, 16  de  Mario  de  1902  j  otras  muchas  reite- 
len  la  doctrina  de  que  la  competencia  para  el  pago  de  servicios  perso* 
nales  la  determina  el  fuero  ó  domicilio  del  demandado;  y  habiendo  emi* 
tide  el  delegado  del  Ministerio  fiscal  en  Mansanares  informe  favorable 
al  requerliDiento  de  inhibición  promovido  por  ei  tutor  de  la  iocapaoi- 
tada  Dofia  Francisca  Días  Pinea  y  litis  ift>cios,  así  lo  acordó  el  Josgado 
de  aquella  ciudad  de  Mansanares  en  auto  de  18  de  Abril  del  mismo 
•fio  1906,  por  considerar  esencialmente  al  efecto:  «que  f  aera  de  los  caso» 
de  sumiflión  expresa  ó  tácita*,  es  competente  en  los  Jálelos  en  que  se 
sjerdteii  accionee  personaiee  el  Juex  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  conforme  determina  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  lej  de  En* 
Joiclamiento  civil,  j  en  el  caso  presente,  habiéndose  prestado  al  D.  Plá- 
cido Días  Plnés  los  seryicioe  cuyo  pago  se  reclama  en  aquella  ciudad  de 
üsnisanres,  donde  falleció  y  tuvo  su  domicilio,  y  lo  tienen  sos  heréde- 
nle loe  demandados,  es  evidenis  la  competencia  del  Jaigado  que  proveía 
para  oonoeer  de  dicha  demanda,  determinando  el  art.  21  de  la  misma  ley 
que  la  declaración  de  pobreaa  ee  solicitara  en  el  Joigado  ó  Tribunal  que 
conoaea  ó  sea  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocio  en  que  se 
trate  de  utilisar  dicho  beneficio  y  será  considerado  como  incidente  del 
ssnnto  principal»: 

Beaoitando  que,  comunicado  este  auto  oon  los  insertos  necesarios  al 
Juea  de  primera  instancia  del  distrito  de  Boenavista  de  esta  corte,  se 
dio  vieta  á  la  actora  Dofia  Antonia  Días  Fernándes,  qaien  en  escrito  de 
1.*  de  Mayo  último  se  opuso  á  la  inhibición,  alegando  en  síntesis:  que 
sn  el  contrato  de  arrendamiento  de  servlciosdomésticos,  satotiaado  por 
loe  arta.  1271,  1642,  1644  y  1688  del  Código  civil,  se  ponen  de  acuer- 
do verbalmeote  amo  y  criado  acerca  de  los  servicios  que  éste  ha  de 
prestar  y  del  importe  del  salario,  rigiéndose  las  condiciones  de  dicho 
contrato  por  lae  costumbres  del  lugar;  que  esa  costumbre  es  en  Madrid, 
come  en  toda  Espafia,  pagar  á  los  criados  donde  prestan  sus  servicios; 
qae  el  amo  de  la  dicente,  D.  Plácido  Días  Plnés,  era  un  empleado  con 
rseldencia  fija  en  Madrid,  donde  estuvo  domiciliado,  y  vivió  eo  la  mis- 
ma "oasa  más  de  veinte  afios;  que  la  obligación  de  pagar  en  Madiid  los 
BsrvicloB  que  á  su  amo  prestó  la  dicente  pasó  á  los  herederos  de  aqnél, 
son  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  1267  del  Código  civil;  que  la  sen- 
tenoia  de  eete  Tribunal  Supremo  de  11  de  Mayo  de  1906,  citada  como 
argumento  y  fundamento  de  la  competencia  del  Jaigado  de  MaDiaoares 
se  inoportuna,  puesto  que  el  caso  de  los  presentes  autos  no  guarda  la 
menor  analogía  con  el  que  se  resolvió  en  dicha  sentencia,  en  la  rual  se 
trataba  de  un  criado  que  prestaba  sus  servlcioe  á  un  militar  que,  por 
raaóa  de  su  profesión,  no  tenía  residencia  determinada,  y  que,  como 
loe  bachos  que  motivan  estas  diligenciae  judiciales  se  desarrollaron  te 
-He  en  Madrid,  las  pruebas  habrá  que  practicarlas  en  esta  corte,  y  de 
ivarse  el  asunto  á  Mansanaree,  se  practicarían  f aera  de  la  presen» 
ia  del  Juea  que  hubiera  de  fallar  el  pleito;  citando  la  Dufia  Antonia 
Liíaa  para  sostener  la  competencia  del  Juagado  de  Boenavista  las  sen- 
isodas  de  eetf*  Tribunal  Supremo  de  27  de  Febrero  de  1885,  i6  de  Abril 
s  1688, 18  de  0.:tnhre  y  15  de  Diciembre  de  1898,  26  de  Jolio  de  1895^ 
i  de  Octubre  de  1896  y  9  de  Septiembre  de  1908;  á  cuyo  escrito  aoom 
(fió  la  Dofia  Antonia  cuatro  cartas  originales,  suscritas  por  el  deman- 
ido  D.  Antonio  Fernándes  Váaquei^  y  las  otras  dos  por  D.  Ildefonso 
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€amacho,  tator  de  1a  incapacitada  y  también  demandada  Dofia  Francis- 
ca Días  Finés»  come  prneba  de  ia  existencia  del  contrato  de  prestación 
de  servicios: 

Resultando  qne  el  Abogado  del  Estado,  como  parto  qne  es  en  el  in« 
eidento  de  pobresa  de  qne  se  trata,  y  el  Fiscal  municipal  del  distrito  de 
Baenavista  se  opnsleron  también  á  la  inhibitoria  pretendida  por  el  Jnes 
de  primera  instancia  de  Mansanares,  acordando,  en  yirtnd  de  todo  ello,  el 
de  ignal  clase  de  dicho  distrito  de  Bnenavlsta  de  esta  corto  sostener  se 
competencia  por  anto  del  S6  del  propio  mes  de  Mayo  último,  íandándo- 
se  snstanoialmente  en  qne  sleikido  el  objeto  del  jnieio  qne  se  propone 
entablar  Dofia  Antonia  Días  Femándes  contra  los  herederos  de  D.  Plá- 
cido Días  Finés,  según  por  aquélla  se  manifiesta,  el  cumplimiento  de 
un  contrato  de  arrendamiento  de  serTlcios  prestados  por  la  misma  en 
«sta -corto  al  D.  Plácido,  es  incuestionable  que  la  obligación  debíacum- 
plirse  en  esta  capital,  por  no  existir  pacto  en  contrario,  siendo  por  ello 
el  Juagado  de  Boenavista,  que  proveía,  el  competente  para  conocer  de 
dicho  juicio,  así  como  de  la  demanda  de  pobresa  promovida  como  in- 
cidental del  mismo,  según  lo  proFenido  en  los  arto.  SI  y  62,  núm.  1.*, 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  que  no  aparece  demostrado  que 
la  demandante  se  sometiera  expresa  ni  tacitamento  á  los  Tribunales  de 
Mansanares,  y  antes  al  contrario,  resulta  justificado  de  los  documentos 
aportados  por  la  representación  de  Dcfia  Antonia  Días  Fernáodes  qne 
los  servicios  cuyo  pago  se  reclamaba  se  prestaron  en  Madrid,  donde  tuvo 
su  vecindad  D.  Plácido  Días  Finés  en  los  afiosen  que  aquéllos  fueron 
prestados: 

BesuUaodo  que  el  Jues  de  primera  instancia  de  Mansanares  insistió 
en  la  iohibitoria,  y  en  su  consecuencia,  tanto  él  como  el  de  igual  clase 
del  distrito  de  Buena  vista,  de  Madrid,  elevaron  sus  respectivas  actua- 
ciones, citadas  y  emplasadas,  á  este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sus- 
tanciado la  competoncia  con  arreglo  á  derecho  é  intervención  del  Minis- 
terio fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que,  aparte  el  caso  de  sumisión,  la  competencia  para 
conocer  de  un  pleito  en  el  que  se  ejerciten  acciones  personales  se  deter- 
mina en  primer  término  por  el  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obli- 
gación, y  en  segundo,  por  el  del  domicilio  del  demandado: 

Oonsiderando  que  no  siendo  esencial  ni  preciso  que  el  pago  de  ser- 
vicios de  la  íodole  de  los  que  se  reclaman  se  hiciera  en  el  lugar  donde 
se  prestaron,  ni  aun  en  vida  de  quien  los  recibió,  por  que  la  ley  regula» 
dora  de  este  contrato  nada  resuelve  acerca  de  tal  extremo  ó  diferencia 
de  otra  dase  de  contratos,  ni  alegándose  siquiera  respecto  de  él  pacto 
alguno  entre  las  partes,  es  manifiesto  que  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el 
artículo  1171  del  Código  civil,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  63  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  compete  el  conocimiento  del  asunto  al  Jues  de 
primera  instancia  de  Mansanares,  donde  tienen  su  domicilio  los  deman- 
dados, con  tanta  mayor  rasón  cuanto  que  éstos  lo  han  sido,  no  en  con- 
cepto de  contratantes,  sino  en  el  de  herederos  del  supuesto  obligado: 

Considerando  que,  esto  sentado,  como  á  tenor  de  lo  proscripto  en 
el  art.  21  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Jues  ó  el  Tribunal  com- 
petente para  conocer  de  las  demandas  de  pobresa  es  el  mismo  que  lo  f>ea 
para  conocer  del  pleito  ó  negocio  principal,  ó  sea  en  el  actual  caso  el 
de  Mansanares;  « 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  del 
asunto  de  que  se  trata  corresponde  al  Jues  de  primera  instancia  de 
Mansanares,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  haciéndose  saber 


Digitized  by  LjOOQ IC 


jvu«  ni  19d«  181 

fl 

i  iMoIvoión  al  de  isnal  claoa  del  distrito  de  Bnenavieta,  de  e^ta  corte, 
7  tiendo  de  cuenta  reepectiva  de  las  partes  las  costae  ocasionadas  en 
en  esta  eompeteneia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  dentro 
de  lee  diea  días  eiguientes  al  de  sn  fecha  é  insertará  en  la  Colección 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  proonncia- 
nes,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  Aldecoa.ssTomás  Gúdal.=Eaii- 
He  de  Altrear.=JoBé  Fernándes  de  la  Ho8.= Antonio  Martines  Lsge. 

PablieaGl6n.=Leida  j  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  pof 
el  Szcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  en  el  día  de  hoy  de  que 
eertlfleo  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  S8  de  Julio  de  1906.3=Marcelino  San  Román: 


Num.  ^e.^TRIBUNAL  8UPREM0.-^0  de  Jallo, 
publleada  el  20  de  Agosto. 

Competencia.— Pa^^o  de  pesetas,  ^SeútencieL  decidiendo  en  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aloieria  la  sostenida  con 
el  de  igual  clase  del  distrito  del  lastituto,  de  Barcelona,  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  la  razón  social 
Hijos  de  Pedro  Pujol  contra  la  Sociedad  Miguel  Barros. 
Bn  8U  coNsmERANDo  único  se  establece: 

Que  según  jurieprudeneia  repetida  del  Tribunal  Supremo,  en  la 
venta  de  géneros  recUisada  para  lugar  distinto  de  aquel  en  que  la 
venta  se  veriflea^  se  entiende  entregada  la  cosa  á  los  ejectos  del  ar- 
fiado  1500  del  Código  eivily  en  este  último  lugar  mientras  no  se 
seredéte  ó  exista  á  los  ñnes  de  la  competencia  algún  principio  de 
prwAa  que  permita  suponer  racionalmente  que  la  remesa  de  Los  gé- 
neros se  hace  por  cuenta^  cargo  y  riesgo  del  comprador: 

Que  no  constando  indicación  alguna  respecto  de  tal  extremo  y 
besando  su  aeaón  él  demandante  del  precio  en  haber  vendido  géne- 
ros para  la  casa  del  comprador  en  un  determinado  punto ^  caso  dis- 
tinto de  aqtíél  en  que  el  vendedor  vende  en  su  establecimiento  direc- 
tamenie^  sin  consideración  al  destino  de  la  cosa  vendida,  es  visto 
eue  según  el  citado  art.  1500^  en  relación  con  la  regla  1,^  del  art.  62 
ie  la  ley  procesal^  y  en  defecto  de  aquél,  de  conjormidad  con  Lo  pres» 
erito  en  el  1171,  compete  el  conocimiento  de  la  demanda  al  Juez  del 
domicilio  del  demandado. 

Bn  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  SO  de  Julio  de  1606,  en  la  competen* 

eia  pendiente  ante  Nos,  por  virtad  de  inhibitoria  propuesta  por  el  Jues 

de  primera  instsncia  de  Aimeiia  al  de  igual  clase  del  distrito  ávl  Institu 

te,  de  Barcelona,  en  el  conocimiento  del  juicio  declarativo  d«  menor 

cuantía,  deducido  ante  el  último  por  la  rasón  social  cHijos  de  Pedro  Pa  • 

it,  del  comercio  de  Barcelona,  contra  la  Sociedad  c Miguel  Barros,  en 

manditai,  del  comercio  de  Almería;  habiendo  comparecido  «nte  este 

Umnal  Supremo  la  Sociedad  demandada,  representada  por  el  Procura* 

>f  D.  Federico  Grases,  baje  la  dirección  del  Letrado  D.  José  Liado  v 

IMe: 

Besnltando  que  en  9  de' Diciembre  del  afio  próximo  pasado,  la  raióA 
elal  cHijos  de  Pedro  Pujol»  dedujo  demanda  de  menor  cuantía  en  Bar- 
lona  contra  la  Sociedad  en  comandita  «Miguel  Barros»,  del  comercia 
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de  Almería,  en  reclamación  de  3.106  péselas  65  céntimos,  por  saldo  d» 
oaenta,  procedente  de  Tonta  de  {(eneros  hecha  á  la  Sociedad  demanda- 
da en  el  establecimiento  ó  fábrica  de  tejidos  qne  la  demandante  tiene  en 
Barcelona  desde  el  il  de  Noviembre  de  1809  á  Septiembre  de  1900,  se- 
gún nota  reaamen  de  dichas  entregas  qne  aoompafió,  presentando  ade- 
más nn  impreso  de  loa  qne  nsa  para  la  entrega  de  los  géneros  á  los  com- 
pradores, relativo  á  nna  de  las  ventas  comprendidas  en  la  cnenta,  en  ei 
qne  resolta  hecha  la  entrega  á  Sánchei  Soáreí  y  Compafiia,  por  cnenta 
de  D.  Mlgnel  Barros,  de  Almería,  y  antorisado  el  recibo  por  nn  sello  qne 
dice  «Sánches  Soáres  y  Compafiia  —  Barcelona  —  >;  alegando  en  cuanto 
á  la  competencia  de  los  Juagados  de  Barcelona  para  conocer  de  sn  recla- 
mación diferentes  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  en  que  fe  decla- 
ra, que  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  derivadas 
de  contratos  de  compraventa  mercantil  es  Jnei  competente  el  del  lugar 
en  qne  se  verifica  la  entrega  de  los  géneros  vendidos;  y  que  tratándose 
del  pago  de  géneros  de  comercio,  expedidos  desde  ei  domicilio  del  ven- 
dedor, por  cnenta  y  riesgo  del  comprador,  debe  cumplirse  la  obligación 
del  pago  en  dicho  domicilio  del  vendedor,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
ei  art.  1600  del  Oódigo  civil: 

Resultando  qne  al  Jnea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Institn* 
to,  á  quien  correspondió  el  oonocimiento  de  esta  demanda,  la  admitió  y 
mandó  emplaiar  á  la  Sociedad  demandada,  librando  al  efecto  el  exhorto 
oportuno  al  Jnea  de  primera  Instancia  de  Almería,  ante  el  qne  la  Socie- 
dad Miguel  Barros,  en  comandita,  dedujo  la  inhibitoria  de  jurisdicción» 
alegando:  qne  con  la  demanda  no  se  había  presentado  justificante  alguno 
qne  permitiera  inferir  racionalmente  que  el  transporte  de  loe  géoeros  á 
aquella  ciudad  se  hiciera  por  cnenta  y  riesgo  de  U  Sociedad  demandada, 
toda  ves  que  las  notas  acompafiadas  á  la  demanda  eran  udob  documen- 
tos anónimos;  qne,  por  tanto,  no  eran  susceptibles' de  probanta  algnna 
que  pudiera  constituir  indicie  de  determinada  modalidad  ni  obligación 
oentractual;  que  según  el  art.  1171  del  Código  civil,  el  lugar  del  pago 
cuando  no  se  ha  designado  al  constituir  la  obligación,  si  ésta  no  consiste 
en  la  entrega  de  nna  cosa  determinada,  es  el  del  domicilio  del  deudor; 
que  además,  según  diferentes  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  en  la 
compraventa  de  géneros  mercantiles,  cuando  éstos  han  sido  transporta* 
dos  al  domicilio  del  comprador  sin  que  exista  pacto  ni  indicios  raciona- 
les de  que  se  hiciera  el  transporte  por  cnenta  del  comprador,  el  lugar 
adonde  se  remiten  las  mercancías  es  el  en  que  debe  verificarse  el  pago  ó 
cumplirse  la  obligación;  y  que  según  el  art.  1500  del  Código  civil,  si  no 
hay  lugar  fijado  para  el  pago,  debe  efectuarse  donde  se  hace  la  entrega 
de  la  cosa  vendida: 

Resultando  qne  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  de  conformidad  con  sn 
dictamen,  dictó  auto  inhibitorio  el  Jues  de  Almería  en  13  de  Febrero, 
Invocando  el  art.  1600  delOódigo  civil  y  63  de  la  ley  de  Enjuieiamienlo 
civil;  y  teniendo  en  cuenta,  además,  qne  si  bien  el  vendedor  entregó 
en  Barcelona  á  Bánchei  Suáreí  y  Oompafiía  parte  de  los  géneros  com- 
prados por  la  Sociedad  demandada,  no  estaba  justificado  que  la  entrega 
se  hiciera  por  encargo  ó  mandato  del  comprador,  y,  por  tanto,  no  podía 
tenerse  por  cierto  qne  la  entrega  de  los  géneros  se  hubiera  hecho  ni  en 
Barcelona  ni  en  Almería;  y  que  en  ninguno  de  los  documentos  presen* 
lados  con  la  demanda  se  fija  lugar  alguno  para  el  cumplimiento  de  la 
obligación  contraída,  puesto  que  no  se  desigoa  el  punto  en  que  habían 
de  entregarse  los  géneros  vendidos,  ni  el  en  que  había  de  ser  abonado  sn 
importe,  y,  por  consiguiente,  debía  exigirse  éste  en  el  domicilio  del  de- 
mandado: 
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Beraltando  qne  U  parte  demandante  Impugnó  á  sn  tiempo  la  Inhibí- 
liria  ante  el  Jasgado  requerido  de  inhibición,  alegando:  qne  ante  todo 
había  qne  hacer  constar  qne  la  parte  demandada  no  negaba  la  realidad 
7  cortesa  de  lae  Tentae  de  géoeroe  qne  motivaba  la  demanda,  dirigida 
par  tanto  á  reclamar  el  pago  de  góneroe  de  comercio  vendidos  en  Barce- 
lona á  nn  comprador  de  Almería  j  expedidos  ó  remitidos  por  cuenta  y 
riesgo  de  éste;  que  para  tales  casos  tiene  repetidamente  declarado  el  Tri- 
bunal Sapreme  que  los  génerea  vendidos  se  reputan  entregados  en  el 
demiellio  del  vendedor,  y,  por  consiguiente,  en  este  lugar,  salvo  pacto 
en  contrario,  es  donde  ha  cumplirse  la  obligación  de  pagar  el  precio,  de 
conformidad  con  el  art.  1600  del  Código  civil;  que  esta  doctrina  real- 
mente no  se  negaba  ni  por  la  parte  demandada  ni  por  el  Juagado  requi- 
lente,  eino  que  consideraban  que  no  eran  de  aplicación  al  caso  por  falta 
de  Justificación  y  aun  de  indicios  racionales,  demostrativos  de  que  la 
remesa  de  los  géneros  vendidos  se  hubiera  hecho  por  cuenta  y  rieego  del 
ismprador,  quedando,  por  tanto,  reducido  á  esto  toda  la  cuestión  para 
les  efectos  de  la  competencia;  que  en  este  punto  tenía  resuelto  el  Tribu- 
nal Supremo,  en  sentencia  importantísima  de  28  de  Abril  de  IODO,  que 
la  entrega  de  géneros  de  comercio  por  virtud  de  venta  se  entiende  hecha 
m  el  domicilio  del  vendedor  y  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador  cuando 
BO  se  ha  estipulado  lo  contrario;  y  claro  era  que  la  prueba  de  la  exis- 
tencia de  tal  pacto  en  contrario  Incumbe  al  que  va  contra  la  presunción 
Indicada;  y  que  la  Sociedad  demandada  no  había  podido  acreditar,  ni  si- 
qalera  afirmar,  la  existencia  de  pacto  ni  de  estipulación  alguna  de  loo 
que  resultara  que  el  género  fué  remitido  á  Almería  por  cuenta  del  ven- 
dedor y  no  del  comprador;  y  antes  bien,  á  la  presunción  indicada  de  en« 
tsaderoe  entregado  el  género  en  el  domicilio  del  vendedor  y  de  cuenta  y 
riflSKO  del  comprador  había  que  afiadir  en  el  presente  caso  la  realidad 
del  hecho  demostrado  por  la  nota  de  entrega  de  parte  de  los  géneros 
isenpafiada  A  la  demanda: 

Resultando  qne  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  en  Igual  sentido, 
y  el  Jnes  de  primera  instancia  dsl  distrito  del  Instituto,  de  Barcelona, 
tmiendo  en  cuenta  los  miemos  preceptos  legales  y  jurisprudencia  invo- 
esdes  por  la  parte  demandante,  y  adeboAs  que  la  nota  presentada  con  la 
deD»anda  demostraba  que  los  géneros  fueron  entregados  en  aquella  elu- 
did A  un  tercero  por  cuenta  del  comprador,  rechasó  la  inhibitoria,  man- 
teniendo su  competencia  para  seguir  conociendo  de  la  demanda  enta* 


Resultando  que  el  Juea  de  Almería  Insistió  en  la  inhibitoria  por  auto 

de  SO  de  Hayo,  comunicAndolo  así  al  de  Barcelona,  y  en  su  consecuen- 

ds,  ambos  Juzgados  elevaron  sos  respectivas  actuaciones  A  este  Tribu- 

aal  Supremo*  con  los  debidos  emplazamientos,  y  se  ensitanció  la  compe- 

teaeia  con  arreglo  A  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Mf  gistrado  D.  Víctor  Oovián: 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  repetida  de  este  8upremr> 

Tribunal,  en  la  venta  de  géneros  realizada  para  lugar  distinto  de  aquel 

e  dicha  venta  se  verifica,  se  entiende  entregada  la  cosa,  para  ios 

iw  del  art.  1600  del  Código  civil,  en  este  último  lugar,  mientras  no 

redite  ó  exista,  A  los  fines  de  la  competencia,  algún  principio  de 

-  que  permita  suponer  racionalmente  qne  la  remesa  de  los  géneros 

por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  comprador;  y  como  quiera  que  en 

asente  caeo  no  existe  Indicación  alguna  apreciable  respecto  de  tal 

imo,  por  ser  insuficiente  el  supuesto  ivjuBtificado  de  que  Sánchez 

n  y  Compafiía,  de  Barcelona,  obrara  con  poder  de  la  casa  Barrios, 

"'- ^- ,  al  antoriaar  el  recibo  de  unas  partidas  para  dicha  casa,  y 

\Ú  106  9 
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qve  la  misma  parte  actora  basa  so  acción  en  el  hecho  de  haber  Tendido 
ans  géneros  para  la  casa  de  Almería,  caso  distinto  de  aqnel  en  qne  el 
Tendedor  yende  en  sn  establecimiento  directamente,  sin  eonsideraeióa 
al  destino  de  la  cosa  vendida,  es  visto  qne,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el 
expresado  art.  1600  del  Código,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  62  de  la 
ley  de  GoJaiciJimiento  ciyil,  y  en  defecto  de  aquél,  de  conformidad  con 
lo  prescrito  en  el  art.  1171,  compete  el  conocimiento  de  la  demanda  de 
qne  se  trata  al  Jaei  de  Almería,  por  ser  dicha  población  donde  tiene  sa 
domicilio  el  demandado; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
la  presente  demanda  corresponde  al  Jaex  de  primera  instancia  de  Alme-, 
ría,  al  qne  se  remitan  todas  las  actnaciones,  poniéndolo  en  conocimiento 
del  de  igaal  clase  del  distrito  del  Instituto,  de  Barcelona,  siendo  de 
cnenta  respectlTa  de  las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  en  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la. 
Colección  Legislatita,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  AIdecoa.=AlTaro  Lan- 
deira.=: Víctor  Covián.=Bmilio  de  Alyear.=:::José  Fernándes  de  la  Hoi. 

Publicación.=  Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el. 
Ezcmo.  Sr.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele« 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  la  misma. 

Madrid  30  de  Julio  de  1906.=Rogelio  Gomales  Montes. 

JNTúm.  Íd7.— TRIBUNAL  SUPREMO. -30  de  Juile, 
pablloada  el  20  de  Agosto. 

Competencia.— Pa^o  de  ptfstfías.— Senteacia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Cartagena,  la  sos- 
tenida con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Universidad,  de 
Barcelona,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta 
por  la  razón  social  Iter  y  Acero,  contra  la  Sociedad  mercantil 

•     Venancio  Izquierdo. 

Bn  su  CONSIDERANDO  iIqíco  SO  ostableco: 

Que  tratándose  de  demanda  ejecutiva  para  el  pago  de  letrae  pro» 
testadas  y  giradas  por  el  importe  del  precio  de  oenta  de  géneros,  es 
mani/lesto  que  para  la  resolución  de  la  competencia  ha§  que  atender 
á  la  Índole  del  contrato  de  cambio  de  donde  se  ha  derivado  la  acción 
y  no  á  la  del  originario  de  la  oenta  que  motioó  dicho  giro: 

Que  según  lo  pr escrito  en  el  Código  de  Comercio ^  lo  mismo  en  la 
sección  relatioa  a  la  presentación  de  letras  que  en  la  referente  al 
pago  y  en  la  de  las  acciones  que  competen  al  portador,  cuando  ésta& 
se  ejercitan  contra  el  aceptante,  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obli- 
gación es  aquel  en  que  debiera  haberse  hecho  el  pago  de  la  letra 
aceptada: 

Que  por  lo  expuesto  en  el  caso  referido,  segán  la  regla  /.*  del  ar 
iiculo  62  de  la  ley  procesal,  compete  el  conocimiento  del  juicio  e/ecu 
tivo  al  JucM  del  domicilio  del  obligado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  80  de  Julio  de  1006,  en  la  competen- 
cia  por  inhibitoria  pendiente  ante  Nos  suscitada  por  el  Jues  de  primera 
instancia  de  Cartagena  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Universidad 
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éB  Bartelona  en  el  eonoelmlento  del  jálelo  ejecutlyo  promovido  ante  eete 
i61tlmo  Josgado  por  la  rasón  social  Iter  y  Acero,  domiciliada  eo  Barce- 
caloña,  contra  la  Sociedad  mercantil  Venancio  Isqaierdo,  con  domicilio 
en  Cartagena,  aobre  pago  de  peeetaa;  sin  qne  tiaya  comparecido  en  eete 
Tribanil  8apremo  nlngana  de  las  entidades  Interesadas: 

Resaltando  qne  para  reintegrarse  la  Sociedad  Iter  y  Acero,  del  co- 
mercio de  Biroelona,  del  precio  de  nnas  harinas  vendidas  y  remitidas  á 
las  casa  mercantil  Venancio  Icqoierdo,  de  Cartagena,  giró  á  cargo  de 
esta  último  tres  letras  de  cambio,  nna  de  1.000  pesetas,  librada  en  80 
da  Agosto  de  1905;  otra,  también  de  1.000  pesetas,  expedida  en  6  de  Ge- 
tabre  sigaiente;  y  la  tercera,  fechada  asimismo  en  este  último  día,  de  36 
pasetis;  coyas  tres  letras  aceptó  la  casa  comercial  Venancio  Isqaierdo  á 
re  presentación,  pero  qne  no  biso  efectivas  á  sas  res  pee  ti  vos  vencimien- 
tos, pjr  coya  rason  f nerón  protestadas  por  falta  de  pago,  importando  en 
]ttnto  el  capital  de  los  giros  y  los  gastos  de  protesto  y  correspondiente 
eaeata  de  resaca  la  cantidad  de  2.086  pesetas  70  céntimos,  para  en  yo  co- 
bro promovió  la  rasón  social  libradora  Iter  y  A'^ero  en  17  de  Febrero 
de  1906  demanda  ejecotiva,  qne  por  repartimiento  hnbo  de  corresponder 
al  Jubilo  de  primera  Instancia  del  distrito  de  la  Üaiversidal  de  Birce- 
lana;  y  despachada  la  ejecación   por  anto  del  19  y  trabado  el  embirgo 
con  focha  23  en  311  aacoa  de  harina  y  10  tablones  da  pino,  qne  se  encon- 
trabaaen  el  domicilio  de  la  razón  social  demandada,  fué  é^ta  declarada 
sarsbeldía  por  so  no  comparecencia,  dictándose  despuéa  en  10  de  Mario 
dsl  propio  afio  1900  sentencia  de  remate  que  mindó  H^^^air  la  ejecación 
adelaate  y  proceder  por  la  vía  de  apremio  contra  los  bienes  embargados 
y  demáf  de  la  Saciedad  Venancio  Is^nierdo  hasta  hftcer  pago  á  la  razón 
soeial  ejecataate  leer  y  Acero  de  la  cantidad  de  2.08'3  pesetas  70  céntl- 
mof,  las  intereses  al  5  por  100  anaal  desde  28  de  Febrero  anterior  y  las 
castas  del  jniclo: 

Rísattand}  qae  en  eate  estado,  la  casa  mercantil  Venancio  Izqalerdo 

proQiJvió,  en  escrito  de  7  del  mismo  mes  de  Marzo  de  1906,  ante  el  Jnz- 

gtdod9  primera  instancia  de  Cartagena,  qae  es  el  de  sa  dotnicilio,  caes- 

tlón  de  competa  ñola  por  Inhibitoria,  fondada  sastancialmente  en  las  si- 

(toleotes  consi  leraciones  de  derecho:  qne  las  tres  letras  de  canabio  cayo 

importe  se  reclama  en  la  ejecación  promovida  por  Iter  y  Acero,  de  Bar- 

eeloaa,  deban  de  hacerse  efectivas  en  Cartagena,  donde  eUá  d  )micilia 

4o,  SQ  pago,  y  en  sn  virtnd,  al  Jnzgado  de  la  misnnd  clailad  corresponde 

eoQooer  de  dicha  ejecación,  confirme  á  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley 

de  Sojaiciamiento  civil  y  1171  del  Código;  qae  la  circnn^tancia  de  qae 

tümíorts  de  las  referidas  letras  eonstitnya  el  precio  da  ana  mercancía 

▼sadl'iaen  Bircslona  por  ensata  y  riesgo  de  la  enti  Jal  cona oradora  da 

Cartagena  no  inpliea  razón  legal  en  favor  de  la  competencia  de  Bicce- 

lona,  oorqae  reclamada  dicha  cantidad  como  precio  de  una  coupraven- 

ti,lKab\era  motivado  el  ejorclcio  de  nna  acción  personal;  qae  la  recia- 

macióQ  se  baos  hoy  como  conseonencla  de  an  naevo  contrato,  qne  es  el 

catnhio  verificado  por  msdio  de  las  letras,  debiendo,  p)r  eoneigniente, 

nerne  á  lo  convenido  por  el  librador  miemo,  ó  eea  qae  el  lai^ar 

,3  fness  ia  cialad  de  Cartagena,  donde  aceptó  los  giro?  la  casa  11- 

y  q<ie  esta  doctrina  se  billa  consigna  la  en  la  seut^ncia  d^  este 

U  Sipremo  de  4  de  Catabre  de  1904;  y  habiendo  emití  lo  el  Fiscal 

Mi  de  Cartagena  dictamen  favorable  á  la  inhbicli^n  pr<>tendlda 

srito  qne  acaba  de  relacionarse  por  la  casa  mercantil  Venancio 

io,  dio  lagar  á  ella  el  Jnzgado  de  primera  in^^tAnida  de  aqnella 

snanto  de  17  de  Marzo  próximo  pas^ido,  por  consllerar  al  efecto 

*  objeto  de  la  demanda  ejecativa  el  cobro  de  tres  letras  de 
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cambio  7  gastos  consignientes  da  protestos  7  caentas  de  raaaea  expedi- 
das en  Barcelona  por  la  Sociedad  demandante  á  cargo  de  la  demandada, 
qne  laa  aceptó  para  pagarlas  en  sn  domlciliOi  qae  lo  es  aqnella  cindad 
de  Gartagena,  es,  por  tanto,  en  la  misma  en  donde  la  obligación  debe 
camplirse,  según  precepto  terminante  de  los  arts.  476  del  Código  de  Co- 
mercio 7  1171  del  civil,  en  sn  párrafo  8.^;  qne  la  ioYocación  hecha  por 
el  ejecntante  de  qne  el  valor  de  laa  letras  era  para  hacer  efectivo  el  pre- 
cio de  nnas  harinas  vendidas  por  aqnél  á  la  Sociedad  demandada  no 
pnede  servir  de  base  en  el  presente  caso,  toda  ves  qne  la  reclamación  se 
refiere  al  importe  de  las  tres  letras  de  cambio  citadas  7  gastos  oonel» 
gnientes  á  la  falta  de  pago  de  laa  mismas,  y,  por  tanto,  al  contrato  de 
cambio  hay  qne  atenerse  para  la  resolución  de  esta  competencia,  con 
sojeción  á  la  regla  1.*  del  «rt.  62  de  la  ley  de  Eojniciamiento  civil;  y 
ademas  qne  mediante  la  aceptación  de  nna  letra  de  cambio  en  el  lugar 
designado  por  el  librador,  es  Jnes  competente  para  conocer  la  demanda 
ejecutiva  el  del  punto  donde  deba  verificarse  el  pago;  y  habiendo  sido 
aquella  ciudad  de  Cartagena  la  sefialada  en  el  presente  caso  para  efec- 
tuar el  pago,  y  toda  vea  que  en  la  misma  fueron  aceptadas  aquél lae,  ea 
indudable  que  el  Juagado  de  Cartagena  que  proveía,  ea  el  competente 
para  conocer  de  la  demanda  ejecutiva  interpuesta  por  la  casa  Iter  y 
Acero  contra  la  raaón  social  Venancio  laqnlerdo: 

; Resultando  que  recibido  en  Barcelona  el  oficio  y  testimonio  inhibito- 
rio se  dló  vista  á  la  casa  ejecutante  y  al  Ministerio  fiscal,  quienes  im- 
pugnaron la  inhibición  pretendida,  no  dando  lugar  á  ella  el  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  universidad  de  aquella  capital  en 
auto  de  18  de  Ma70  último,  para  lo  cual  consideró:  qne  con  arreglo  á  la 
doctrina  de  los  arte.  68,  regla  I.*,  de  la  ley  de  Eojalclamlento  civil^ 
y  1600  del  Código,  aplicable  á  los  contratos  mercantiles,  por  virtud  do 
lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  del  Código  de  Comercio,  en  el  contrato  de  com- 
praventa, debe  pagarse  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el  lugar  de  la  en- 
trega de  ésta,  no  existiendo  pacto  en  contrario,  sin  que  el  gire  hecho  por 
el  vendedor  á  cargo  del  comprador  modifique  esta  regla  de  competencia,, 
porque  este  medio  expedito  de  negociación  no  coarta  el  derecho  de  aqnél 
para  que  le  pague  donde  existía  la  cosa;  qne  en  la  demanda  ejecutiva 
deducida  á  nombre  de  la  razón  social  Iter  y  Acero  se  reconoce  y  afirma 
que  el  valor  de  las  letras  giradas  á  cargo  de  la  Sociedad  mercantil  Ve- 
nancio laqnlerdo  representa  ó  constituye  el  precio  de  determinado  nú* 
mero  de  sacos  de  harina  vendidos  á  ésta,  y  de  las  facturas  y  cartas  apor- 
tadas por  el  propio  demandante  se  infiere  que  su  entrega  se  biso  á  bordo 
en  aquella  capital,  y  que  con  conocimiento  del  comprador  de  su  embar- 
que y  factura  de  envío  se  obligó  á  abonar  su  importe  mediante  giro  á  su 
cargo;  y  que  siendo  esto  así,  y  constando  realisado  el  contrato  en  aque- 
lla capital  de  Barcelona,  ha  de  presumirse  la  entrega  en  ella  de  las  hari- 
nas vendidas  de  cuenta  y  riesgo  de  la  Sociedad  compradora  por  no  resul- 
tar estipulado  lo  contrario,  y  bajo  este  concepto,  no  puede  menos  el 
Juzgado  proveyente— Universidad  de  Barcelona — de  mantener  sn  com» 
patencia  para  conocer  de  la  demanda  entablada  para  la  efectividad 
precio  convenido,  á  tenor  de  lae  disposiciones  antes  citadas  y  confo 
á  la  doctrina  pancloDada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentenciae  d 
de  Mayo  de  1898,  9  de  Enero  y  18  de  Febrero  de  1899  y  otras: 

Besnltando  que  el  Juez  de  Cartagena  insistió  en  la  inhibitoria,  \, 
BVL  virtud,  dicho  Jnzgado  y  el  de  la  universidad  de  Barcelona  eleva 
sus  respectivas  actuaciones,  citadas  y  emplazadas  las  partes,  á  este  * 
bunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con  arreg 
derecho  é  intervención  del  Ministerio  fiscal. 


Digitized  by  LjOOQ IC 


JULIO  DB  1906  187 

fiieodo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovlán: 

Genaiderando  qae  dada  la  nataralesa  ejecntiva  de  la  acción  ejerci- 
tada por  la  Sociedad  Itor  y  Acero,  de  Barcelona,  fondada  en  el  protesto 
por  falta  de  pago  de  tres  letras  qae  hablan  sido  aceptadas  por  la  casa 
danandada,  ee  manifiesto  qae  para  la  resolnclón  de  la  actaal  competen- 
cia hay  qne  atender  á  la  índole  del  contrato  de  cambio  de  donde  se  ha 
dsrifado  la  acción  y  no  á  la  del  contrato  originario  de  la  venta  de  géne- 
ros que  motivó  el  giro  de  las  letras;  y  como  qaiera  qne  á  tenor  de  lo 
preierito  en  el  Código  de  Comercio,  lo  mismo  en  la  sección  relativa  á  la 
pNSsntaeión  de  las  letras  qne  en  la  referente  al  pago,  que  en  la  de  las 
acoiODes  qae  competen  ai  portador,  cnando  éstas  se  ejercitan  contra  el 
aceptante,  el  loRar  del  cumplimiento  de  la  obligación  es  aqael  en  qae 
debiera  hak>er8e  hecho  el  pago  de  la  letra  aceptada,  y  como  en  Gartaf^ena, 
domleilie  de  la  casa  mercantil  obligada,  foera  aceptada  la  letra  en  la 
que  se  ha  fondado  la  acción  e]ecntiva  entablada,  al  Joes  de  dicba  pobln- 
ción  oompete  notoriamente  el  conocimiento  de  la  demanda  ejecativa-,  de 
eenformidad  con  lo  expuesto  y  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjoi 
damiento  civil»  según  tiene  resuelto  este  Bapremo  Tribunal  en  casos 
análogos; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  juicio  ejecutivo  de  que  se  trata  corresponde  al  Jues  de  primera  ins* 
tanda  de  Cartagena,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  hacién- 
dose saber  aeta  resolución  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  üniverni- 
dadde  Barcelona,  y  siendo  de  la  respectiva  cuenta  de  las  partes  las  cos- 
tas ocasionadas  en  esta  competencia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  dies  días  signlentea  al  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en 
la  Colección  LeoisLATáVA,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
proaoociamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  A ldecoa.=  Alvaro  Lan- 
dabra.^VícKor  Covián— ^Emilio  de  Alvear.— José  Fernández  de  la  Hos. 

Pablicaclóa.?=L-)í>la  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
SKcmo.  Sr.  D.  Víctor  Covián,  üdagietrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
eertiflco  como  Escribano  de  Cámara  de  la  misma. 

Madrid  30  de  Julio  de  1906.=Bogelio  González  Montes. 


£9um.  0B.— 6RACIA  Y  JUSTÍCIA.-30  de  Julio, 
publicado  el  19  de  Agosto. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  conñr- 
mando  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Olivenza 
á  ioscribir  una  escritura  de  compraventa. 
Bu  sus  coNSiüERANDos  SO  estableco: 

Que  $egún  el  art.  57  del  reglamento  hipotecario,  puede  el  Notario 
orUante  de  una  escritura  interponer  recurso  gunernativo  contra 
iegaliva  del  Registrador  á  inscribir  aquélla,  cuando  el  motíüo  de 
Unegación  afecta  á  la  capacidad  del  otorgante^  ó  sea  á  uno  de  los 
wsitos  esenciales  de  ¿a  escritur^i: 

9us  la  disposición  consignada  en  los  articulos  20  de  la  ley  Hipo- 
vria  y  20  de  su  reglamento^  según  los  cuales  debe  denegarse  la 
*ripei6n  de  los  documentos  en  el  Registro  cuando  no  conste  m«- 
o  el  dominio  de  los  inmuebles  objeto  de  los  mismos  á  nombre  de 
ersona  que  los  transmite  ó  graoe^  constituye  un  principio  funda- 
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mental  en  la  materia^  dirigido  á  que  aparesean  en  el  Regietro,  mií 
nolu/áón  de  eontinuidady  todas  ¿as  transmisiones  de  las  flneas^  con. 
exacta  determinación  de  los  títulos  que  dan  tugar  á  las  mismas  y  dé- 
las personas  en  que  por  virtud  de  ellos  las  adquieren,  pues  sola- 
mente asi  puede  tener  la  inscripción  el  esencial  ejecto  de  que  pueda, 
perjudicar  á  tercero. 

limo.  8r.:  En  el  recnreo  gubernatiyo  Interpnepte  por  el  Notarlo  doa 
Jesús  Rabio  y  Peres  DávUa  costra  la  negativa  del  Begietrador  de  la  pro- 
piedad de  Olivensa  á  ioeorlbir  ana  eecrltura  de  compiaventa,  pendiente 
en  este  Oentro  en  virtud  de  apelación  del  recnrrente: 

Reenltando  qne  por  escritura  que  autorizó  dicho  Notario  con  fecha 
26  de  Agoeto  de  1906,  el  Rvmo.  é  limo,  8r.  D.  Félix  Soto  y  Mancera» 
Obispo  de  Badajoz,  vendió  á  Dofia  Genoveva  Hernández  Ramaje,  en  pre- 
cio de  500  pesetas,  una  suerte  de  tierra,  de  cabida  una  hectárea  28  áreas 
y  79  centiáreas,  al  sitio  denominado  Sierra  de  Marlpérez,  en  término  de 
Torre  de  Miguel  Sesmero,  consignándose  en  la  escritura  que  esta  floca  la 
poseía  el  Sr.  Obispp  compareciente,  con  tal  carácter,  por  virtud  del  legado 
en  pleno  y  absoluto  dominio  hecho  por  el  Rvmo.  Sr.  Fray  Francisco 
Báeni  de  Urturi  y  Crespo  en  su  testamento  al  Excmo.  Sr.  D.  Ramón  To- 
rrijos  Gómez,  su  sucesor  en  el  Obispado  de  dicha  Diócesis,  caso  de  qne 
siguiera  en  la  misma  cuando  ocurriera  su  fallecimiento,  ó  en  su  defecto» 
al  que  se  hallare  en  el  cargo  de  Obispo  de  la  ciudad  de  Badajoz  el  día 
qne  ocurriera  la  muerte  del  sefior  testador,  según  todo  y  más  al  detalle 
consta  en  la  escritura  otorgada  en  dicha  ciudad  con  fecha  36  de  Marao 
de  1904  ante  el  testimonio  del  Notario  autorizante  por  D.  Gabriel  Jos^ 
Serrano,  Deán  de  la  Santa  Iglesia  Catedral,  como  albacea  especial  del 
nombrado  Sr.  Sáenz  de  Urturi,  haciendo  mediante  ella  adjudicación  de 
dichas  fincas  y  otras  más  comprendidas  en  ese  legado  al  Rvmo.  Sr.  Fray 
José  Hevia  Campomanes,  ya  finado,  como  Obispo  que  era  de  la  Diócesis 
de  Badajoz  y  sucesor  del  Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Torrijos  Gómez,  que  ha- 
bía fallecido  antes  que  el  testador  Sr.  Sáenz  de  Urturi;  cuya  escritura 
rosulta  inscrita  á  favor  del  adjudicatario,  con  el  expresado  caiácter  de 
Obispo  entonces  de  la  misma  población,  en  el  Registro  de  la  prupiedad 
de  Olivenza,  al  tomo  18  del  Ayuntamiento  de  Torre  de  Miguel  Sesmero, 
folio  204  vuelto,  finca  núm.  808,  inscripción  4.*: 

Resultando  que  presentada  dicha  escritura  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad de  Olivenza,  consignó  el  Registrador  la  sigqiente  nota:  < Dene- 
gada la  inscripción  del  documento  que  precede  por  el  defecto  intubsana* 
ble  de  resultar  inscrita  la  finca  en  el  mismo  comprendida  á  nombre  de 
persona  distinta  del  transmi tente»: 

Resultando  que  el  Notario  autorizante  de  la  escritura  interpuso  re- 
curso gubernativo  pidiendo  se  declarara  que  el  documento  se  halla  ex- 
tendido con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  U gales,  expo- 
niendo: que  afectando  la  calificación  á  la  personalidad  ó  capacidad  del 
transmitente,  tiene  competencia  el  Notario  para  interponer  el  recurso;; 
que  la  finca  corresponde  al  Sr.  Obispo  de  Badajoz,  cualquiera  sea  la  per- 
sona qne  ejerza  este  cargo,  por  no  ser  patrimonial  ó  profactlcia  de  alguno 
de  ellos,  sino  que  era  un  inmueble  de  la  Mitra,  del  que,  por  tanto,  sólo 
puede  disponer  el  actual  Obispo  de  la  Diócesis;  que  sanciona  esta  doc- 
trina el  art.  88  del  Código  civil,  el  1.^  al  4.^  del  Convenio  con  la  Santa 
Sede  de  1860  y  el  41  y  48  del  Concordato  de  1851,  cuyas  disposiciones 
establecen  la  facultad  de  la  Iglesia  para  adquirir  y  poseer  toda  clase  de 
bienes;  que  el  libro  8.®,  tít.  36,  de  las  Decretales  de  Peculio  Clericorum^ 
define  los  bienes  de  los  Clérigos,  ya  patrimoniales,  ya  profecticios  ó  ex- 
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poliM,  7  entre  elloe  no  Inclaye  los  predios  que  se  dejen  por  herenoia  al 
etrge  ó  beneficio  qne  disfrutan,  y  qne,  según  gtras  disposiciones  canóni- 
eait  qne  cita,  ios  Obispos  tienen  capacidad  para  enajenar  los  bienes 
eeleelAattco»  de  sns  iglesias,  no  siendo  necesaria  ningana  formalidad 
piSTia  cuando  se  trate  de  tierras  de  poca  extensión  ú  otras  cosas  de  exi- 
guo precio: 

Besnitando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  informó:  qne  la  finca 
mencionada  estaba  inscrita  en  el  Registro  á  nombre  del  limo.  Sr.  don 
Jesé  HeTia  j  Gampomanes,  por  hallarse  desempefiando  el  cargo  de 
OÜepo  de  ia  Diócesis,  en  Tirtnd  del  testamento  del  limo.  8r.  D.  Fran- 
cisco 8áens  de  IJrtnri,  Obispo  qne  f dó  también  de  la  misma  Diócesis, 
quien  en  en  testamento  de  28  de  Abril  de  1900  la  legó  al  que  á  sn  falle- 
etmiento  desempefiase  aqnel  elevado  cargo;  qne  el  Sr.  Sáens  de  Urtnri  la 
ebhiTO  por  legado  qne  en  ignal  concepto  le  biso  sn  antecesor  el  ilnetrí- 
simo  8r.  D.  Fernando  Ramíres  y  Váaqnes,  el  cnai  la  adquirió  á  sn  ves 
por  legado  qne  le  biso  D.  Diego  Oontreras  Corrales,  Relifrtoso  exclaus- 
trado, por  testamento  de  29  de  Diciembre  de  1881,  ante  el  Notorio  de  Al- 
mendral D.  Claudio  Fernándes,  en  cual  testamento  la  legó  al  que  fuese 
OUspo  de  la  Diócesis  al  ocurrir  su  fallecimiento,  autorlsándole  para  que 
pudiera  Tenderla,  darla  en  censo  enfiténtico,  ó  invertir  sns  frutes,  si  lo 
tuviera  por  conveniente,  en  las  atenciones  del  Seminario  Conciliar  de 
8aa  Antón,  de  ia  expresada  ciudad  de  Badajos;  qne  les  diferentes  actos 
y  contratoe  realiaados  por  dichos  sefiores  caen  bajo  la  esfera  del  Dere- 
die  civil,  sin  que  á  los  mismos  tenga  aplicación  alguna  las  prescrippio- 
aes  del  Derecho  canónico,  porque  si  éste  rigiera  sobre  el  particular,  ha- 
bría qne  cumplir  lo  dispuesto  en  las  leyes  1.*  y  11,  tít.  14  de  la  Parti- 
da h\  eegdn  las  cuales,  para  la  enajenación  de  bienes  raíces  edesiásti- 
eoa  es  indispensable  qne  preceda  el  consentimiento  del  Cabildo  con  su 
Prelado,  y  que  se  presente  la  Real  orden  aclaratoria  de  estar  exceptua- 
dos de  la  desamortisaelón,  ó  certificación  de  no  estar  incluidos  en  las  re  • 
ladenes  triplicadas  de  los  no  inventariados;  que,  por  otra  parte,  la  ins- 
ertpeión  última  de  la  finca  está  verificada  á  nombre  del  Sr.  Hevla  y 
Gampomanes,  sin  determinarse  que  lo  sea  á  nombre  de  ene  sucesores  en 
el  cargo  de  Obispo  de  la  referida  Diócesis,  resultando  por  ello  que  la 
inea  aparece  vendida  por  persona  distinta  de  la  que  la  tiene  inscrita  á 
sn  nombre;  y  que  el  Notarlo  recurrente  carece  también  de  personalidad 
para  Interponer  recurso,  por  no  referirse  el  defecto  notado  á  las  forma- 
lidadee  extrínsecas  de  la  escritura: 

Resultando  que  el  Jnes  delegado  declaró  no  haber  Ingar  á  resolver  el 
rsenrso,  por  carecer  de  personalidad  para  promoverlo  el  Notario  antori- 
nate  de  la  escritura,  fundándose  en  que  el  art.  67  del  reglamento  para 
la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria  limita  el  derecho  del  Notario  á  inter- 
poner recurso  contra  la  calificación  de  los  Registradores  al  solo  caso  de 
que  la  suspensión  ó  denegación  se  fundara  en  defectos  hallados  en  el 
laatmmento,  y  para  que  se  declare  qne  el  documento  presentado  para 
ser  inscrito  se  halla  extendido  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescrip- 
Bes  legales,  y  que  en  el  caso  qne  ha  dado  origen  á  este  recurso  no  se 
ibnye  á  la  escritura  defecto  alguno  de  fondo  ni  de  forma,  puesto  que 
Isniega  la  inscripción  de  dicho  documento  por  el  insubsanable  de  re- 
^r  inscrita  la  finca  en  el  mismo  comprendida  á  nombre  de  persona 
lata  del  transmitente,  ó  sea  un  motivo  completamente  ajeno  á  las 
calidades  y  validea  de  la  escritura: 

Beeultando  qne  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  ape- 
9  por  sus  mismos  fundamentos,  y  además,  porque  tratándose  de  una 
las  faltas  reglamentarias,  nacidas,  no  del  documento  ni  del  título. 
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sino  de  lo  qae  consta  en  el  Regiatro  de  la  propiedad,  el  Notario  reca- 
rrente  no  tiene  pereonalidad  para  interponer  el  recnrso,  7  bí  0ÓIO  los  in- 
teresados en  la  citada  escritura: 

Vistos  los  articnlos  20  de  la  ley  Hipotecaria;  20  j  67  del  reglamento 
para  su  ejecución;  ^.^  7  7.^  de  la  lostr acción  sobre  la  manera  de  redac- 
tar los  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro,  7  las  Resoluciones  de 
esta  Dirección  de  81  de  Marao  de  1876,  9  de  Diciembre  de  1876,  28  de  Fe- 
brero de  1879  7  8  de  Abril  de  1899: 

Considerando  que  en  la  escritura  origen  del  recurso,  reconociéndose 
que  la  finca  que  se  vende  no  se  halla  inscrita  á  nombre  del  6r.  Obispo^ 
Tendedor  de  la  misma,  se  le  atribn7e,  á  juicio  del  Notario  autoriíante, 
la  necesaria  personalidad  legal  para  efectuar  la  venta,  7  esto  mismo  se 
sostiene  en  el  recurso  interpuesto  por  el  propio  Notario;  por  lo  que,  aun 
cuando  el  defecto  notado  es  el  de  falta  de  inscripción  en  el  Registro,  ea 
realidad  afecta  á  la  capacidad  del  otorgante,  ó  sea  á  uno  de  los  requisi- 
tos esenciales  de  la  escritura,  7  en  este  concepto  ha  podido  interponer  el 
recurso  el  citado  Notario,  con  arreglo  al  art.  67  del  reglamento  para  la 
ejecución  de  la  le7  Hipotecaria: 

Oonsiderando  que  la  disposición  consignada  en  los  artículos  20  de  la 
107  Hipotecaria  7  20  de  su  reglamento,  según  los  cuales  debe  denegarse 
la  inscripción  de  los  documentos  en  el  Registro  cuando  no  conste  ins- 
crito el  dominio  de  los  inmuebles  objeto  de  los  mismos  á  nombre  de  la 
persona  que  los  transmite  ó  grave,  constituye  un  principio  fundamental 
en  la  materia,. dirigido  á  que  aparezcan  en  el  Registro,  sin  solución  da 
continuidad,  todas  las  transmisiones  de-  las  fincas,  con  exacta  determi- 
nación de  los  títulos  que  dan  lugar  á  las  mismas  7  de  las  personas  en 
que  por  virtud  de  ellos  las  adquieren,  pues  solamente  así  puede  tener  la 
inscripción  el  esencial  efecto  de  que  pueda  perjudicar  á  tercero: 

Considerando  que  la  finca  á  que  se  refiere  el  presente  recurso  resulta 
legada  por  el  primitivo  duefio  de  la  misma  á  favor  del  8r.  Obispo  de  Ba» 
dajoz  que  lo  fuese  al  tiempo  de  so  fallecimiento,  para  que  pudiese  apli- 
carla á  las  atenciones  del  Seminario  Conciliar  de  la  Diócesis,  aparecien* 
do  luego  legada  á  sus  respectivos  sucesores  por  los  distintos  Preladoa 
que  se  han  sucedido  en  el  gobierno  de  ésta,  7  si  bien  de  tales  circunstan- 
cias puede  deducirse  que  no  constituye  una  propiedad  patrimonial  ó  pri- 
vada de  los  mismos,  el  hecho  de  haberse  registrado  las  diversas  trans- 
misiones 7  de  haberse  esto  verificado  á  consecuencia  de  título  especial 
para  cada  caso  demuestra  la  necesidad  de  continuar  igual  procedimiento 
para  todas  las  posteriores  transferencias  á  fin  de  cumplir  lo  dispuesto  en 
los  citados  artículos  de  la  le7  Hipotecaria  7  de  su  reglamento,  7  por  tan- 
to, que  antes  de  inscribir  la  expresada  escritura  de  venta  deb^  inscribir- 
se la  finca  vendida  á  nombre  del  Sr.  Obispo  transmitente,  presentando  el 
título  de  adquisición,  ó,  en  su  defecto,  la  resolución  judicial  que  le  re- 
conozca el  dominio  ó  posesión  de  la  misma: 

Oonsiderando  que  dados  estos  antecedentes,  no  es  posible  admitir 
como  bastante  para  determinar  la  personalidad  del  Sr.  Obispo  vendedor 
el  mero  ejercicio  de  su  elevado  cargo,  como  sostiene  el  Notario  recurren* 
te,  mientras  no  se  verifique  á  nombre  de  dicho  sefior  otorgante  la  ex- 
presada inscripción  de  la  finca: 

Esta  Dirección  general  ha  acordado,  con  revocación  de  la  providencia 
apelada,  que  el  Notarlo  D.  Jesús  Rubio  tiene  facultad  para  la  interposi- 
ción de  este  recurso,  7  que  no  ha  lugar  á  hacer  la  declaración,  que  el 
mismo  solicita,  de  que  la  escritura  de  venta  de  26  de  Agosto  de  1906,  á 
que  el  recurso  se  refiere,  se  halla  redactada  con  sujeción  á  las  fermail- 
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^lide  7  preserlpoioneB  legales,  por  adolecer  del  defecto  qae  se  Indica  en 
la  nota  del  Registrador. 

Loqoe,  een  deToloción  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
iQseíactos  consiga  lentes.  Dios  gaarde  á  V.  I.  machos  allos.  Madrid  dO 
da  Jolio  de  1906.=E1  Director  general  Javier  Gomes  de  la  tíerna.=:Sefior 
PiSBldente  de  la  Aadiencia  de  Cáoeree. 


Núm.  $9e.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 6  de  Agosto,  paSi.  el  20. 

4)oiiPETBNCiA. — Pago  de  p^t^^os.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería,  ia  sostenida  con 
el  de  igual  claee  del  distrito  de  la  Concepción,  de  Barcelona, 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  la  So* 
ciedad  Barnadó  y  Sobrinos  contra  la  Sociedad  Miguel  Barros. 
Bn  su  CON8IDBRAND0  úoico  se  establece: 

Que  eegún  reiterada  Jurisprudencia  del  Supremo  Tribunal,  el 
lugar  de  La  competencia  para  la  reclamación  del  importe  de  gé- 
nerog  Den€l¿dos  á  persona  ó  casa  residente  Juera  de  aquel  donde  se 
realiza  la  venta,  se  determina  por  el  en  que  se  hiso  la  entrega  real  y 
^Jtttioa  de  los  géneros,  á  no  ser  que  la  remesa  se  haga  por  cuenta, 
targo  ¡(  riesgo  del  vendedor,  ó  que  la  oenta  dentro  del  establecimien- 
to se  realiee  sin  tener  para  nada  en  consideración  el  destino  de  la 


Que  según  lo  prescrito  en  los  arts.  1500  del  Código  civil,  y  62,  re* 
gla  1,^,  de  la  ley  procesal,  tratándose  de  pago  del  precio  de  géneros 
rendidos  para  el  domicilio  del  comprador,  sin  que  con  la  demanda 
9e  acompañe  elemento  alguno  de  prueba  apreciable  á  los  efectos  de  la 
competencia  que  permita  suponer  que  la  venia  se  hiciese  por  cuenta, 
cargo  y  riesgo  del  comprador,  es  competente  para  conocer  del  juicio 
el  Juzgado  de  aquel  domicilio. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Agosto  de  1906,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el  Juagado 
da  primera  instancia  de  Almería  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Con- 
cepción, de  Barcelona,  en  el  conocimiento  de  la  demanda  de  juicio  decla- 
rativo de  menor  cuantía,  promovida  ante  el  segundo  por  la  Sociedad  Ber- 
Bad6  y  Sobrinos,  con  domicilio  en  esta  corte  y  sucursal  en  Barcelona, 
contra  la  Sociedad  Miguel  Barres,  domiciliada  en  Almería,  sobre  pago 
de  pesetas;  habiendo  comparendo  solamente  la  parte  demandada  ante 
sale  Tribonal  Supremo,  representada  por  el  Procurador  D.  Federico  Gra- 
Ms  y  defendida  por  el  Licenciado  D.  José  Liado  y  Vallée: 

Keiuttondo  que  en  21  de  Diciembre  de  1906  la  Sociedad  mercantil 

colectiva  Bernadó  y  Sobrinos,  sucesores  de  Sobrinos  de  Colomer,  de* 

doio  «D  Barcelona  demanda  de  juicio  declarativo  de  menor  cuantía,  que, 

irtida,  correspondió  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 

)oaeepclón  de  aquella  ciudad,  contra  la  Sociedad  en  comandita,  de 

aería,  Miguel  Barros,  sobre  pago  de  pesetas,  exponiendo  que  estaban 

editando  de  )a  Sociedad  demandada  la  suma  de  2.168  pesetas  18  con- 

>B,  importe  de  cinco  facturas  de  géneros  que  se  resumen  en  la  que 

apafiaban  y  que  fueron  vendidos  ai  comprador  D.  Miguel  Barros, 

coenta  y  riesgo  del  mi^mo,  en  los  meses  de  Junio  y  Julio,  Agosto 

Bpüembre  de  1900,  á  cuyos  meses  corresponden  las  indicadas  factu* 

I,  iiabiendo  la  casa  compradora  acosado  recibo  y  conformidad  de  las 
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correspondienteB  á  Janio  j  Jallo  por  011  respectlTO  importe  en  carta  fe- 
cha 14  de  Jallo  de  dicho  afio,  de  las  dos  factaras  corres pondiea tes  al  me» 
de  Agosto  en  carta  de  10  de  Septiembre,  que  se  acompafiaban,  asi  como 
etra  fecha  2  de  Octubre,  en  la  qae  se  excusaba  la  falta  de  pago  del  gire 
qae  le  había  sido  hecho;  qne  por  transferencia  hecha  con  todas  las  for- 
malidades de  la  ley  habían  adquirido  los  demandantes  nn  crédito  con  U 
Gasa  M.  Bertrán  é  Hijo  7  Compafiía,  tenía  contra  la  Sociedad  demandada, 
importante  704  pesetas  80  céntimos,  procedente  de  la  venta  de  géneros, 
Begán  las  cuatro  facturas  de  10,  19  y  20  de  Abril  y  28  de  Mayo  de  1900, 
resumidas  en  la  qne  se  presentó,  y  á  la  que  fué  unida  la  carta  de  pago  del 
impuesto  de  derechos  reales  por  la  mencionada  transferencia,  de  la  cual 
dieron  conocimiento  los  acreedores  á  sus  deudores  por  carta,  que  por 
copia  también  se  aoompafiaba;  y  que  presentaban  asimismo  dos  cartas- 
de  la  casa  Barros,  de  Almería,  á  M.  Bertrán  é  Hijo  y  Oompafiia,  aco- 
sándoles su  recibo  y  conformidad  con  las  cuatro  facturas  menciona- 
das, cuyo  total  de  J.704  pesetas  80  céntimos  concuerda  con  el  de  la 
expresada  factura  resumen  acompafiada,  y  de  cuya  cantidad,  dedu- 
cidas, segúa  la  propia  factura,  KOOO  pesetas,  cobradas  á  cuenta,  restaba 
el  saldo  de  las  704  pesetas  80  céntimos,  que  continuaba  pendiente  ds 
pago;  alegó  fandamentos  de  derecho,  entre  otros,  el  de  que  en  los  jnl» 
cios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  provenientes  ó  derivadas  de 
contratos  de  compraventa  mercantil  es  Jues  competente  el  del  lugar  en 
que  se  verifique  la  entrega  de  los  géneros  vendidos—sentencias  de  este 
Tribunal  Snpremo  de  23  de  Febrero  de  1887,  9  de  Abril  de  1888,  26  de 
Enero  de  1890,  29  de  Diciembre  de  1894  y  20  de  Octubre  de  189fi— ,  y 
que  igualmente  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  sentencias 
de  15  de  Marso  de  1898,  14  de  Febrero  de  1900  y  28  de  Abril  del  mismo 
afio;  que  tratándose  del  pago  de  géneros  de  comercio,  expedido  en  el 
domicilio  del  vendedor,  por  cuenta  y  riesgo  del  comprador,  debe  cum- 
plirse la  obligación  del  pago  en  dicho  domicilio  del  vendedor;  y  concluye 
suplicando  se  condene  á  la  casa  demandada  á  pagarles  de  una  parte  la 
cantidad  de  2.168  pesetas  18  céntimos  y  de  otra  la  de  704  con  80  cénti- 
mos, con  más  los  intereses  legales  de  ambas  sumas  desde  la  fecha  del 
emplasamiento  y  las  costas  del  juicio,  y  que  se  dirigiera  el  correspon* 
diente  exhorto  al  Jues  de  Almería  para  que  se  emplasara  á  la  Sociedad 
demandada: 

Resultando  que  con  la  demanda  se  acompafiaron  los  documentos  ex 
presados  en  la  misma,  apareciendo  de  la  cuenta  resumen  de  facturas» 
importantes  2.168  pesetas  18  céntimos,  que  tiene  el  encábese  miento  im- 
preso, si  bien  escrito  con  tinta  el  nombre  de  D.  Miguel  Barros  y  el  de  la 
ciudad  de  Almería,  que  dice:  < Factura  de  los  géneros  remitidos  á  D.  Mi- 
guel Barros,  de  Almería,  los  cuales  han  sido  expedidos  de  su  cuenta  y 
riesgo  por  ...  y  á  consignación  de  sí  mismo  ...,  pagaderos  ...>,  y  cuya 
cuenta  resumen  está  sin  firma  alguna  y  tiene  un  membrete  de  la  casa 
Bernadó  y  Sobrinos,  sucesores  de  Sobrinos  de  Oolomer: 

Resultando  que  emplasada  la  Sociedad  demandada  presentó  escrito 
ante  el  Jaaa^ado  de  primera  instancia  de  Almería,  promoviendo  cuestión 
de  competencia  por  inhibitoria,  alegando:  que  en  la  demanda  se  ejercita 
'una  acción  personal  en  reclamación  de  las  cantidades  exprésalas 
por  gi^aeroe  qne  fueron  remitidos  á  Almería,  pero  sin  que  lo  hubieran 
sido  por  su  cuenta  y  riesgo;  que  ni  con  la  demanda  se  presentó  ni  podía 
haberse  presentado  documento  alguno  que  acreditase  lo  contrario,  toda 
ves  que  en  la  copla  de  facturas  de  10  de  Abril  de  1900  y  28  de  Mayo  del 
mismo  afio,  á  continuación  de  las  que  M.  Bertrán  é  Hijo  y  Compafiía 
cedían  á  Bernadó  y  Sobrinos,  sucesores  de  Sobrinos  de  Oolomer,  el  oré- 
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dito  de  704  pesetas  80  céntimos,  nada  ee  menciona  respecto  á  qne  la  re- 
miaidn  de  los  géneros  á  Almería  se  hubiera  hecho  por  cnenta  y  riesgo 
de  la  casa  demandada,  y  qne  tampoco  comprueba  esa  drcunatancia  la 
íaetnra  resumen,  acompafiada  á  la  demanda  y  relativa  á  las  a.  168  pese* 
tas  II  céntimos:  primero,  por  ser  un  documento  anónimo,  eesúa  es  de 
Tsr  en  la  eepia  entregada  á  los  demandados,  autorisada  por  el  Procura- 
<^sr  del  demandante;  segundo,  porque  aunque  eae  documento  estuviera 
brmado  por  la  Sociedad  remitente,  no  constando  por  modo  alguno  el 
asentimiento  de  la  casa  Miguel  Barros,  no  cabía  inferir  la  existencia  de 
ese  supuesto  pacto;  y  tercero,  por  no  constar,  expresar  ni  referirse  las 
cartas  de  Barros,  que  se  acompafiaban  con  la  demanda,  á  la  mencionada 
é  imaginaria  obligación;  é  invocando  en  su  apoyo  los  arts.  1171  y  1600 
dsl  Código  civil,  la  primera  parte  de  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  pro- 
cesal y  la0  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Mayo  de  1894, 
27  de  Julio  y  12  de  Octubre  de  1908,  que  establecen  que  cuando  en  la 
compraventa  de  géneros  mercantiles  éstos  haü  sido  transportados  al 
domicilio  del  compador,  sin  que  exista  pacto  ni  indicios  racionales  de 
que  se  hiciera  el  transporte  por  cuenta  del  comprador,  el  lugar  á  donde 
se  remitan  las  mercancías  es  donde  debe  verificarse  el  psgo  ó  cumplirse 
la  obligación,  suplicó  al  Juagado  se  dictase  auto  inhibitorio,  y  con  el 
correspondiente  testimonio  se  dirigiese  el  oportuno  oficio  al  Juez  de  pri- 
ñera  Instancia  del  distrito  de  la  Concepción,  de  Barcelona: 

Besultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  de  Almería,  oído  el  Mi- 
nisterio fiscal  y  conforme  con  el  mismo,  dictó  auto  inhibitorio  en  12  de 
Febrero  de  1906,  fundado  en  que,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa 
6  tácita,  es  Jues  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejer- 
citan acciones  personales  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obliga- 
elón,  y  á  falta  de  éste  el  del  domicilio  del  demandado;  en  lo  dispuesto 
en  el  art.  1600  del  Código  civili  y  en  que  loa  documentos  presentados  no 
bastaban  á  justificar  que  sea  la  ciudad  de  Barcelona  el  punto  designado 
para  ei  enmplimiento  de  la  obligación  ni  para  la  entrega  de  los  objetos 
vendidos,  ni  que  las  remesas  de  éstos  se  hicieran  por  cuenta  y  riesgo 
dal  eomimdor: 

Kesaltando  que  dirigido  el  oportuno  oficio  con  ercorrespondiente  tes- 
timonio al  expresado  Jues  de  primera  instancia  de  Barcelona  y, dada 
vista  A  la  parta  actora,  ésta  impugnó  el  requerimiento  de  inhibición,  re- 
produciendo sus  argumentos  en  favor  de  la  competencia  de  dicho  Jua^ 
gado,  y  alegando  además  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Su* 
piemo  en  sentencia  de  28  de  Abril  de  1900,  en  la  que  se  dice  que  csegún 
reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  en  la  compraventa  de 
géneros  de  comercio,  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  es  aquel 
sn  que  se  entregara  el  género,  y  que  se  entiende  la  entrega  hecha  en 
el  damidUo  del  vendedor  y  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador  cuando 
moee  ha  estipulado  lo  contrarios;  que  no  ha  existido  pacto  alguno  que 
contradiga  tal  presunción,  ni  por  los  demandados  se  ha  presentado 
prueba  alguna  de  la  que  resulte  que  los  géneros  fueron  remitidos  á  Al- 
arla por  cuenta  del  vendedor  y  no  del  comprador;  y  que  en  el  terreno 
los  indicios  existía  en  contra  de  aquéllos  la  circunstancio  de  que,  á 
isar  de  los  repsros  puestos  por  los  mismos  á  lo  que  se  consigna  en  la 
«tora  resumen  relativa  á  las  2.168  pesetas  18  céntimos  respecto  de  ha- 
n  sido  expedidos  los  géneros  á  la  coDsfgaaclón  de  los  demandados,  por 
jsnta  y  riesgo  de  los  mismos,  se  habían  guardado  muy  bien  de  contra* 
mera  tal  factura  resumen  los  originales  que  debían  obrar  en  su  po- 
Ty  cuya  presentación  no  habrían  sin  duda  omitido  si  hubiesen  podido, 
n  ellas  contradecir  el  indicado  extremo: 
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Retaliando  qae  el  Jaet  de  primera  Inatsnoia  del  distrito  de  la  Oon* 
eepción  de  Barcelona,  oído  el  Ministerio  fiscal,  de  acuerdo  eon  el  mis- 
mo, 7  fondado  en  la  regia  1.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal,  en  la  doc- 
trina establecida  en  sentencias  de  este  Tribnnal  Sapremo  de  10  de  Mano 
de  1890  7  12  de  Mayo  de  1894,  según  las  caales  en  los  contratos  de  oom- 
prayentá  mercantil  el  lugar  de  la  obligación  es  el  del  contrato,  6  sea  el 
del  establecimiento  del  vendedor;  en  la  citada  de  28  de  Abril  de  1900  y 
en  qoe  se  trata  del  camplimiento  de  ana  obligación  procedente  de  nn 
contrato  de  compraventa  mercantil,  dictó  anto  en  24  de  Mano  último, 
no  dando  lagar  ai  reqaerlmiento  de  inhibición  hecho  por  el  de  Almería 
7  habiendo  éste  insistido  por  otro  de  6  de  Janio  de  este  afio,  en  la  inhl* 
bitoria  propuesta,  ambos  Josgidos  han  remitido  en  debida  forma  sos 
respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Sapremo,  donde  se  ha  sustan- 
ciado la  oompetoncia  con  arreglo  á  derecho,  o7éndose  al  Miniatorio 
fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fernándea  de  la  Hos: 

OoDsiderando  que,  según  reiterada  jurisprudencia  de  esto  Supremo 
Tribunal,  el  lugar  de  la  competencia  para  la  reclamación  del  importe  de 
géneros  vendidos  á  persona  ó  casa  residente  fuera  de  aquel  donde  se 
realiza  la  venta  se  determina  por  el  en  que  se  hizo  la  entrega  real  j  efec- 
tiva de  los  géneros,  á  no  ser  que  la  remesa  se  haga  por  cuente,  cargo  7 
riesgo  del  vendedor  ó  que  la  venta  dentro  del  establecimiento  se  realice 
sin  tener  para  nada  en  consideración  el  destino  de  la  cosa;  7  como  en  el 
caso  presente  el  actor  reconoce  que  los  géneros  CU70  importe  reclama  se 
vendieron  para  una  casa  de  Almería,  que  es  la  demandada,  sin  que  con 
la  demanda  se  acompafie  elemento  alguno  de  prueba  apreciable  para  loe 
efectos  de  la  competencia  que  permita  suponer  que  la  venta  se  hiciese 
por  cuenta,  cargo  7  riesgo  del  comprador;  dé  conformidad  con  lo  pres- 
crito en  el  art.  1600  del  Oódigo  7  regla  1.^  del  62  de  la  107  de  Enjuicia- 
miento civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Juagado  de  primera 
instancia  de  Almería,  al  que  con  la  correspondiente  certificación  se  re* 
mitán  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Sapremo  con  mo- 
tivo de  la  actual  competencia;  comunicándose  la  presente  resolución  al 
4e  igual  clase  del  distrito  de  la  Ooncepción  de  Barcelona,  siendo  las  cos- 
tas de  cuenta  respectiva  de  las  partes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  diez  sigalentes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempoen  la  Colec- 
ción Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  7  firmamo8.=José  de  Aldecoa.=Juan  de  Aldaiuu 
Alvaro  Landelra.=Emilio  de  Alvear.=José  Fernández  de  la  Hos. 

Pnblicación.=:Leída  7  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  José  Fernández  de  la  Hoz,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo,  da 
^ue  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Agosto  de  1906.=sRogelio  González  Montes. 
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Mxim.  SO.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I3  de  Agosto, 
publicada  el  31. 

I  CoMPBTBNGiA.— Da/io«  y  />tfr/tti6eo«.^Sentencia  decidiendo  en  fa- 

I    ■  Tor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de- 

Bilbao la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Rute  acerca  del  co- 
j  nocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Josefa  García 

I  contra  la  Sociedad  Blectra  Industrial  Española. 

i  fia  8U  CON8IDBRANDO  único  SO  cstablece: 

Que  traiAndo9€  de  indemnización  de  daños  y  per  juicios^  e$  visto 
que  eualquiera  que  sea  el  fundamento  de  la  responsabilidad  exigida 
\  M  por  la  naturaleza  \de  ésta,  ni  por  razón  alguna  especial  determi* 

nantede/uero  distinto  del  domicilio  del  demandado,  eabe  aplicar 
otra  regla  para  conocimiento  de  la  demanda,  que  la  última  del  ar- 
tieuio  17 í  del  Código  eioil  en  relación  con  la  primera  del  &2  de  la 
ley  procesal  en  conformidad  con  el  art.  21  de  esta  última, 

Rn  la  yHIa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Agosto  de  le06,  eo  la  compe- 

I  tenela  peodiente  aote  Nóa  por  Tlrtod  de  inhibitoria  propuesta  por  el 

Jaes  da  primera  inaiancia  del  distrito  del  Centro  de  Bilbso  al  de  igual. 

sisee  de  Bote  en  el  conocimiento  de  la  demanda  de  pobresa,  dedncida  al 

I  praplo  tiempo  qne  la  principal  ordinaria  de  mayor  cuantía  sobre  indem- 

I  lisacióB  de  dafios  y  perjnicios,  deducida  ante  el  último  de  dichos  Jui- 

gsdoa  por  Dofia  Josefa  García  Henares,  viuda  de  D.  Antonio  Rabasco 

Ecija.  Tecina  de  Bnte,  contra  la  Sociedad  anónima  Electra  ladustrial 

Sspaflola,  domiciliada  en  Bilbao,  no  habiendo  comparecido  ante  eete 

TrilmBal  Supremo  ninguna  de.  las  partes. 

Beaaltando  qne  Dofia  Josefa  García  Henares,  debidamente  repreaen- 
tada,  entabló  demanda  civil  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Rote,  exponiendo  sustancial  mente:  que  la  Sociedad  anónima 
Etoetra  Industrial  Espafiola,  domiciliada  en  Bilbao,  explota  uua  fábrica 
de  eladrioidad  sita  en  el  lugar  nombrado  Remolino,  término  municipal 
de  Isnajar,  de  aquel  partido  Judicial,  movida  por  aguas  derivadas  del 
rio  Geni!,  qne  discurren  por  un  táoel,  pasando  después  descubiertas  j 
ciaalisadas  en  una  distancia  como  de  200  metros,  hasta  eutrar  en  otro 
táaal  qne  llega  á  la  casa  de  máquinas;  que  dicho  canal,  situado  entre  loa 
das  túneles,  está  limitado  á  un  lado,  en  sentido  longitudinal,  por  un 
monte,  7  al  otro  por  el  camino  qne  conduce  á  la  ciudad  de  Málaga,  sin  que 
sa  ninguno  de  ambos  lados  existan  vallas,  barreras  ni  parapetos  qne  pue- 
dan ser  obetAcu  lo  á  posibles  accidentes;  y  que  en  la  noche  del  d  de  Febrero 
de  1906  el  maride  de  la  demandante,  Antonio  Rabasco  Eclja,  marchaba 
por  el  camino  Indicado,  contiguo  al  canal,  con  objeto  de  entregar  una 
caita  á  uno  de  los  operarios  de  la  fábrica  de  electricidad,  por  mandato 
un  empleado  de  la  Empresa  constructora  de  las  obras,  y  como  el 
sal  corre  á  planta  Uaná  completamente  adosado  al  camino,  al  resbalar 
»basco  cayó  al  canal  y  murió  ahogado;  é  invocando  después  los  ar- 
suloa  1089  y  1098  del  Código  civil  y  1101,  1108,  1104  y  1902  del  mismo 
lerpo  legal,  asi  como  el  párrafo  1.®  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjnicia- 
lento  civil,  en  cuanto  dispone  que  en  los  juicios  en  qne  se  ejerciten 
eianes  personales  será  Jues  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cum- 
Irse  la  obligación,  solicitó  se  condenara  en  definitiva  á  la  Sociedad 
teima  Electro  Industrial  Espafiola  A  indemnisar  á  la  demandante 
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del  dafio  cansado  en  la  persona  de  sn  dlfanto  marido  en  la  onantia  qne 
correspondiera  y  se  determinara  después  de  probados  todos  ios  extremos 
alegados;  y  por  nn  otrosí  formuló  demanda  de  pobresa: 

Resaltando  que  el  Jnes  dej>rimera  instancia  de  Rute  tayo  por  pre- 
sentada la  demanda,  acordando  qne  para  darle  curso  se  esperara  á  la  re- 
solnción  del  incidente  de  pobresa,  •  á  cuya  sustanciación  se  procediera, 
acordando  desde  luego  las  diligencias  necesarias,  y  confirió  después 
traslado,  con  emplasamiento  de  dicha  demanda  de  pobresa,  al  Abogado 
del  Estado  y  á  la  £lectra  Industrial  Espafiola,  librando,  en  cuanto  a 
ésta,  el  oportuno  exhorto  al  Jues  decano  de  los  de  primera  instancia  de 
Bilbao: 

Resultando  que  en  9  de  Mano  tuvo  lugar  el  emplasamiento  de  dicha 
Sociedad  y  en  12  del  mismo  mes  entabló  la  inhibitoria  de  jurisdicción, 
que  fué  repartida  al  Juzgado  del  distrito  del  Oentro,  alegando  en  apoyo 
de  la  competencia  de  los  Juzgados  de  aquella  ciudad  para  conocer  de  la 
demanda  principal  deducida,  y  por  consiguiente,  déla  de  pobresa:  qne  la 
acción  ejercitada  era  la  personal,  como  reconocía  la  misma  parte  deman- 
dante, y  no  existiendo  convenio  alguno,  no  cabía  hablar  de  lugar  del 
cumplimiento  de  la  obligación,  y  como  tampoco  se  trataba  de  la  entre- 
ga de  cosa  determinada,  el  lugar  del  pago  no  podía  ser  otro  qae  el  del 
domicilio  de. la  entidad  á  quien  se  pretendía  hacer  pasar  por  deudor, 
según  el  último  párrafo  del  art.  Ii71  del  Oódigo  civil  y  las  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo  de  7  de  Febrero  de  1896,  en  que  se  dice  que 
tratáodoss  de  reclamar  dafios  y  perjuicios  es  Jaes  competente  el  del  do- 
micilio del  demandado,  por  no  estar  expresado  el  lugar  del  contrato  ni 
tratarse  de  la  entrega  de  cosa  determinada;  de  26  de  Mayo  de  1698  y  20 
de  Septiembre  de  1899,  que  disponen  que  eo  las  demandas  de  dafios  y 
perjuicios  corresponde  entender,  conforme  al  art.  1171  del  Código  civil, 
al  Juex  del  domicilio  del  deudor,  y  de  10  de  Junio  de  1904,  en  que  se 
mantiene  la  doctrina  de  que,  aun  cuando  la  obllgaoión  de  reparar  dafios 
y  perjuicios  nacidos  de  culpad  negligencia  no  penados  por  la  ley  se 
rlga  por  los  preceptos  del  capítulo  2.^,  título  16,  libro  4.®,  del  Código 
civil,  es  indudable  qne  entre  éstos  no  se  encuentra  disposición  alguna 
referente  al  lugar  en  que  la  obligación  debe  cumplirse,  y,  por  tanto,  de 
acuerdo  con  la  reciente  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, habrá  de  estarse  á  la  regla  general  deducida  del  citado  párrafo  3  ® 
del  artículo  1171  de  dicho  Código  civil: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  de  conformidad  con  su 
dictamen,  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oentro,  de  Bilbao, 
fundado  en  que  la  obligación  redamada  era  la  de  indemnización  de  dafios 
y  perjuicios  procedente  del  cuasicontrato,  nacido  por  la  culpa  ó  negli- 
gencia que  se  atribuía  á  la  Compafiía  demandada,  por  lo  que  era  indu- 
dable que  no  había  lugar  designado  para  el  cumplimiento  de  tal  obliga- 
ción, porque  la  designación  de  lugar  presume  la  existencia  de  nn  con- 
trato en  que  se  fije,  y  en  que  supuesta  tal  obligación  habrá  de  traducirse 
ésta  en  el  abono  do  dafios  y  perjuicios  á  la  demandante,  por  lo  que,  no 
fijándose  Ingür  para  el  pago,  ni  tratándose  de  entregar  una  cosa  deter- 
minada, debe  hacerse  dicho  pago  en  el  domicilio  del  demandado  ó  den* 
dor,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  1171  del  Código  civil,  dictó  auto 
inhibitorio  en  20  del  mismo  mes  de  Marzo;  y  recibido  en  el  Juzgado  de 
Rute  el  requerimiento  de  innibición  y  testimonio  correspondiente,  lo 
impugnó  la  parte  demandante,  alegando  en  apoyo  de  la  competencia  de 
este  último  Jnzgado:  que  la  Sociedad  demandada  confundía,  quizás  in- 
tencionadamente, la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  por  incumpli- 
miento de  obligaciones  puramente  contractuales  con  la  que  se  reclamaba 
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«1 U  daniftndft  por  rasón  de  obligacionea  ciyilet  también,  pero  naoldaa 
é&  li«cho8  Ilícitos  qne  aon  conaeooeocia  de  on  eatado  de  derecho  anterior 
feneral  y  latente,  qne  determina  las  eternaa  y  conttantea  relaciones  en* 
tie  ona  persona  Indiyidoftl  ó  jnridica  y  todo  el  enerpo  social,  eetado  do 
dareclio  qos  no  tiene  iimitsción  ni  bus  alcances  y  qne  no  responde  á  fines 
áemero  interéo  psrtlooUr;  diferencia  entre  ana  y  otras  obligaciones, 
qve  está  sanciODada  por  ei  Oódigo  ciyii  al  decir  en  sn  art.  1080  qne  las 
obligaciones  nacen  de  la  ley  de  loa  contratos  y  en asicoo  tratos  y  de  los 
actos  y  omiaioaes  ilícitos  en  qne  intervenga  cualquier  géoero  de  cnipa 
ó  negligencia;  qoe  demostrada  la  diferencia  esencial  entre  ambas  clases 
ás  obligacioneo,  resultaba  impertinente  á  todas  luces  el  hablar  de  lugar  . 
ásl  contrato  y  domicilio  del  demandado,  y  era  inaplicable  al  caso  el  ar» 
tíralo  1171  del  Oódigo  civil  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  qno 
§6  invocaban  oomo  fundamento  en  el  escrito  promoviendo  la  inhibitoria; 
^•e  era  otro  error  de  derecho  el  suponer,  como  se  decía  en  los  funda- 
neotes  del  aoto  inhibitorio^  qne  la  oblls:Ación  redamada  procede  del 
oíasieontrato  nacido  por  la  colpa  ó  negligencia  de  la  Sociedad  deraan- 
didt,  pues  las  obligaciones  que  nacen  de  los  cuasicontrato»  proceden  > 
da  hechos  lícitos  y  la  exigida  en  la  demanda  nace  de  on  hecho  ilícito,  en 
^ae  interviene  culpa  y  negligencia,  y  éstas  nunca  han  sido  f  aentea  de 
€Basicootratos,  que  se  producen  por  hechos  lícitos,  en  corroboración  de^ 
lo  cual  venían  los  arts.  1089  y  1887  del  Código  civil;  que  descartadas  las 
raaones  alegadas  en  el  auto  inhibitorio  y  on  el  escrito  promoviendo  la 
esfflpetencia,  habla  que  tener  presente  para  resolver  ésta  qne  si  en  aquel 
partido  judicial  nació  la  obligación  de  indemnizar  por  haber  ocurrido 
illi  el  hecho  qoe  le  dio  vida,  allí  mismo  debía  cumplirse,  porque  las 
abligieiones,  no  habiendo  pacto  ezprepo,  ni  pndiendo  haberlo  en  la  de 
^sa  se  trata  lia,  por  la  imposibilidad  de  prever  el  h^cho  qae  la  originó, 
■o  puedes  seguir  en  sn  formación  distinto  derrotero  del  qne  les  marcara 
lafosntede  donde  nacieron,  y  aeí  lo  tenía  declarado  ei  Tribunal  Supremo 
sn  sentencia  de  80  de  Abril  de  1894,  en  que  se  establece  qne  la  indemni- 
ación  de  dafios  y  perjuicios  puede  fer  reclamada  ante  ei  Juez  del  lugar 
sn  que  se  cansaron,  porque  en  él  nació  y  debe  cumpiiree  la  obligación 
qse  se  contrajo  al  producirlos,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  nám.  1.^^ 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  qne,  por  último,  por  ra« 
i6n  de  analogía  entre  el  accidente  que  determinó  la  muerte  del  marido 
és  la  demandante,  que  fué  un  hecho  desgraciado  de  los  producidos  por 
imprudencia,  se  imponía  en  la  resolución  de  esta  competencia  la  apli- 
cación de  un  criterio  idéntico  al  del  art.  14  de  la  ley  de  Enjalciamiento 
criminal: 

Bsfinltando  que  el  Abogado  del  Estado,  como  parte  litigante  en  el  in- 
ddenle  de  pobreza,  impugnó  también  la  inhibitoria,  invocando  la  citnda 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  80  de  Abril  de  1804  y  la  rf  gla  1.^  ^el 
artículo  63  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil;  y  emitido  dictamen  en 
igual  sentido  por  el  Ministerio  fiscal,  dictó  anto  el  Jaez  de  Rnte  en  12  de 
Ilayo  reebasaodo  la  inhibitoria  y  manteniendo  sn  competencia  para  con- 
'"****ar  conociendo  del  pleito  principal  y  del  incidente  sob^'e  pobreza  de 
^mandante,  fundándose  para  ello  en  razones  análogas  á  las  invoca- 
lorésta: 

iesoltando  qne  el  Jnei  del  Centro,  de  Bilbao,  por  auto  de  18  de  Jn- 
inalstió  en  la  inhlbitoris,  comunicándolo  asi  al  de  Rute,  y,  en  sn 
lecaeneia,  ambos  Juzgados  elevaron  sus  respectivas  actuaciones  á 
Tribunal  Supremo,  con  los  emplezamientos  oportnnos,  y  se  snetan- 
a  competencia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal, 
lendo  Ponente  s|  Magistrado  D.  Alvaro  Landeira, 
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OoDaldflrando  qne  encaminada  la  demanda  fermnUda  por  Dofia  Jo» 
sefa  García  Hesaren  contra  la  Sociedad  Electra  Indnatrial  Eapafiola  4 
obtener  de  loa  Tribunales  la  declaración  de  hallaree  oblifi:ada  ésta  á  in- 
demnisar  á  la  actora  dafioa  y  per jnlcioe  por  la  mnerte  de  an  marido  An-^ 
tonie  Babaaco,  eobre  la  baae  y  aupoeato  de  haberse  producido  por  cnlpa 
de  la  ezpreaada  Sociedad,  ea  visto  qne  cnalqniera  qne  sea  el  f  nndamento 
de  la  responsabilidad  exigida,  ni  por  la  natnraleia.de  ésta,  ni  por  rasón 
algnna  especial  qne  determine  ínero  distinto  del  domicilio  del  demanda- 
do para  conocimiento  de  la  demanda,  cabe  aplicar  otra  regla  qne  la  últi- 
ma del  art.  1171  del  Código,  en  relación  con  !a  l.^del  62  de  la  ley  de  £n- 
joieiamiento  civil,  y  hallándoae  acreditado  qne  Bilbao  ea  el  domicilio  de 
la  ezpreaada  Sociedad,  de  conformidad  con  loa  referidos  preceptos  lega- 
les y  art.  21  de  la  segunda  de  dichaa  leyea; 

Fallamoa  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
la  presente  demanda  corresponde  al  Jnez  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Gentío  de  Bilbao,  á  qnlen  se  remitan  todaa  la  a  actnacionea,  po- 
niéndolo en  conocimiento  del  de  Ignal  claae  de  Bnte,  siendo  de  cuenta 
de  la  Sociedad  demandada  las  costas  ocasionadas  á  su  instancia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diez  díaa  algnientes  al  de  au  fecha  ó  inaertará  á  an  tiempo  en  It^ 
Golbcci6n  Legislativa,  paeándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .=Joaé  de  Aldecoa.=Jnan  de  Al- 
dana.  as  Alvaro  Landeira.  x=  Emilio  de  Alvear.  ===  José  Fernándei  de 
la  Hoi. 

Publicación. =:Iieída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Alvaro  Landeira,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Agosto  de  19C6.=:Bogelio  Gonaáleí  Montes. 


N\xni.  31.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I3  de  Agosto,  pub.  el  31. 

ÍUyMPETEsciA.—Paf  o  de  jornales.  ^Sentencia,  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  la  soste- 
nida con  el  de  igual  clase  de  Acebo,  acerca  del  conocimiento 
del  juicio  promovido  por  Cirilo  García  y  otros  contra  D.  Felipe 
Barrena. 
En  8u  CON8IDBRANDO  único  86  ostabloce: 

Que  tratándose  del  pago  de  Jornales  y  no  pudiendo  apreciarse^ 
para  los  efectos  de  la  competencia  principio  alguno  de  prueba  en 
cuanto  á  la  existencia  de  la  obligación  reclamada,  al  efecto  de  deri- 
var de  su  naturaleza  regla  alguna  especial  de  competencia^  es  visto 
que  se  impone  como  única  apUcable  el  lugar  del  domicilio  del  deman  - 
aadOy  según  lo  dispuesto  en  la  última  parte  del  art.  1171  del  Código 
y  regla  1.^  del  62  de  la  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
tencia pendiente  ante  Nos,  por  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Juez  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  al  de  igual  clase  de¡ 
Acebo,  partido  judicial  de  Hoyos,  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal 
deducido  ante  el  último  por  los  obreros  Olrilo  García  Franco,  Francisco 
González  Franco,  Marcelino  Fernández  Barbado,  Anastasio  Alviz  y  Ru- 
fino Alviz,  contra  D.  Felipe  Barrena  Aguirrezabala,  Notario  en  la  villa 
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d0  Bliteo,  «obre  ptgo  de  loe  jornelee  devengados  en  lae  mlDES  Preciosa 
y  Caledoniat  eitee  ea  el  término  mnnicipai  de  Acebo,  qne  en  toul  Mh- 
elMden  á  244  pesetee  y  4  céntimos,  no  habiendo  comparecido  ante  este 
Tübonal  Sapremo  ninguna  de  ¿as  partes. 

Resaltando  qoe  en  S  de  Abril  último  los  obreros  Oirilo  García  Pran- 
so,  Franelsoo  Gonzáleí  Franco,  Marcelino  y  Esteban  Fernández  Barbado 
7  Anastasio  y  Rofiao  AMi  acudieron  al  Jnagado  mnnicipai  de  Acet)o, 
denundando  en  Jniclo  verbal  á  D.  Felipe  Barrena  Agnirreaabalp,  Nota- 
rio de  la  vilift  de  Bilbao,  el  pago  de  los  jornales  qoe  á  cada  nno  de  elloe 
dsbia,  señalando  con  separación  la  cantidad  qne  cada  onal  reclamaba, 
qne  jnnto  baee  la  de  )I4  pesetas  con  4  céntimos,  por  los  trabajos  pree- 
tades  en  toe  minas  Predota  y  Caledonta,  sitas  en  aqnel  término  mnni- 
dpal,  qne  tenia  arrendadas  á  sn  propietario  D.  Tadeo  Alfonso  Gntiérres; 
baelendo  presente  qne  se  habían  visto  en  le  necesidad  de  promover  este 
jvlole  porqne  el  representante  ó  apoderado  qne  Barrena  tenía  en  aquella 
Isealldad,  llamado  D.  EmlUe  María  Ciordia  Oar bailo,  se  había  ausenta* 
de  para  Bnbao  sin  pagarles,  llevándose  dos  toneladas  próximamente  de 
fldneral  Wolfran  extraído  de  dichas  minas: 

Resultando  qne  el  Jues  municipal  de  Acebo  mandó  convocar  á  las 
partss  al  correspondiente  jniclo  verbal,  sefialando  para  sn  celebración 
el  dia  17  de  dicho  mee  de  Abril;  y  practicada  la  citación  del  demandante 
por  medio  de  oficio  que  se  dirigió  al  Jazgado  mauicipal  del  Centro,  de 
Bilbao,  en  coyo  distrito  tiene  aqnél  sa  dumlcillOi  dedujo  dicho  deman- 
dado Barrena  ante  dicho  Juzgado,  en  11  del  reuetido  mes,  la  inhibitoria 
de  ]nrisdleeión,  fundado  en  qne  no  tenía  obligación  alguna  pendiente 
con  loe  demandantes,  los  cuales  no  habían  presentado  ni  podían  presen- 
tir principio  alguno  de  prueba  que  acreditara  qne  por  sí,  ni  por  medio 
da  teproeentente,  pues  no  había  tenido  niognuo,  hubiera  celebrado  con 
ellos  contrato  alguno;  y  no  constando,  por  tanto,  á  los  efectos  de  la  re- 
gia 1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Eojniciamiento  civil,  ni  el  Ingar  en  qne 
debiera  cumplirse  la  obligación  ni  el  de  la  celebración  del  contrato,  era 
visto  que  eolamente  en  aquel  Jazgado  radicaba  la  competencia,  porqne 
según  el  art.  1171  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  del  Trlbanal  Su- 
premo en  numerosas  sentencias,  cuando  de  ningún  modo  consta  cuál  sea 
el  ingar  del  contrato  ni  aqnel  en  qne  deba  cumplirse  la  obligación,  ea 
eompetente  el  Jues  del  domicilio  del  demandado,  sin  qne  las  meras  afir* 
Baelones  de  los  actoree  relativas  á  la  existencia  del  contrato  y  á  sus 
esndleiones  eventuales,  puedan  servir  para  determinar  la  competencia, 
debiendo  maotenerse  en  eete  caso  el  fuero  del  demandado: 

Resultando  qne  oído  el  Ministerio  fiaral,  dictó  auto  inhibitorio  el 
Jnes  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  en  23  de  dicho  mes  de 
Abril,  fundado  en  las  mismas  ra sones  alegadi^s  por  el  demandado;  y  re- 
cibido el  requerimiento  de  Inhibición  con  el  testimonio  corree pondieate 
en  el  Juagado  municipal  de  Acebo,  que  había  celebrado  el  juicio  en  el 
diasefialado  y  dictado  sentencia  en  18  del  mismo  mes,  acordó  por  anto 
de  4  de  Mayo  la  suspensión  del  procedimiento  y  la  consiguiente  traml- 
♦— «An  de  la  eompc^teocia: 

esnltando  que  los  demandantes  impugnaron  por  escrito  la  inbibito- 
ilegando  que  D.  Emilio  María  Ciordia  Carballo  se  preeeutó  con  el 
6ter  de  apoderado  de  Barrena  en  las  minas  en  que  elioe  trabajaban 
I  biso  la  promesa  formal  de  que  como  tal  apoderado  de  Barrena  lea 
iría  sus  jornales  y  los  de  otros  obreros,  lo  cual  se  acreditaba  con  la 
i  firmada  por  Oiordla,  que  tenían  á  la  vista,  en  la  qne  afirmaba  que 
I  poder  de  Barrena  para  la  gestión  de  estos  negocios;  que  loe  de- 
--'— *48  nopndieron  menos  de  aceptar  como  cierto  lo  dicho  por  Cior- 
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día,  macho  más  cnando  dorante  los  días  en  que  Barrena  eatavo  en  aquel 
pueblo  ínó  acompafiado  por  aqaól;  ddmoetrándose,  por  otra  parte,  que 
era  Barrena  el  empresario  ó  dnefio  del  negocio,  con  el  hecho  de  qne  por 
•n  orden  ee  remitieron  á  Bilbao  dos  toneladas  próximamente  del  mine- 
ral extraído  de  las  minas;  que  con  lo  dicho  quedaba  demostrado  qne  los 
trabajos  cnyo  pago  reclamaban  se  habían  practicado  por  cuenta  de  Ba* 
rrena  en  aquel  término  municipal,  dando  lugar  al  contrato  de  arrenda- 
miento de  servicios,  cuyo  cumplimiento  debía  tener  lugar  por  complete 
en  aquella  localidad;  pues  por  rara  excepción  se  habría  visto  que  el  pa- 
trono y  el  obrero  pacten  en  documento,  cuál  sea  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación,  debiendo  entenderse  que  éste  es  el  punto  dond» 
se  facilita  el  trabajo;  y  que  la  jurisprudencia  referente  á  la  regla  1.^  del 
artículo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  para  los  efectos  de  esta 
competencia  la  constituyen  las  sentencias  de  6  de  Mayo  de  1886  y  10  de 
Julio  y  32  de  Septiembre  de  1886,  tiene  establecido  que  cuando  se  re» 
clama  el  pago  de  servicios  es  Juez  cotnpetente  el  del  lugar  donde  se  pres* 
taron;  y  como  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  y  el  en  que  ee 
prestaron  los  servicios  son  sinónimos,  no  cabía  duda  de  que  aquel  Ju- 
gado municipal  era  el  único  competente  para  conocer  del  juicio  enta- 
blado: 

-  Resultando  que  el  Fiscal  municipal  emitió  dictamen  en  igual  senti- 
do, y  el  Jues  requerido,  fundado  en  análogas  rasones  á  las  expneetae 
por  los  demandantes,  rechazó  la  inhibitoria  por  auto  de  10  de  Mayo» 
manteniendo  su  competencia  para  seguir  conociendo  de  este  juicio: 

Resultando  que  recibido  en  el  Juzgado  del  Centro  de  Bilbao  testimo- 
nio del  auto  anterior,  con  los  demás  particulares  que  señala  la  ley,  pro- 
veyó en  11  de  Junio  la  remisión  de  las  diligencias  á  este  Tribunal  Sa« 
premo  para  la  decisión  de  la  competencia  entablada,  y  que  se  pusiera  en 
conocimiento  del  de  Acebo;  y  recibidas  las  actuaciones  de  ambos  Josga» 
dos  con  los  emplazamientos  correspondientes,  se  sustanció  la  competen- 
cia con  arréfltlo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Emilio  de  Alvear: 

Considerando  qne  la  demanda  formulada  por  el  obrero  Cirilo  García 
y  consortes  contra  D.  Felipe  Barrena  en  reclamación  del  importe  de 
unos  jornales  que  los  actores  suponen  devengados  poc  encargo  de  aquél 
se  halla  en  absoluto  contradicha  en  su  fundamento  capital  por  el  de- 
mandado, que  niega  hab^  celebrado  contrato  alguno  con  dichos  obrero», 
ni  por  sí  ni  por  medio  de  apoderado;  y  no  pudiendo  apreciarse  para  loe 
efectos  de  la  competencia  principio  alguno  de  prueba  en  cuanto  á  la  exie- 
tencia  de  la  obligación  reclamada  para  poder  derivar  de  su  naturaleza 
regia  alguna  especial  de  competencia,  es  visto  que  se  impone  como  regla 
única  aplicable  el  lugar  del  domicilio  del  demandado  á  tenor  de  lo  die- 
pnesto  en  la  última  parte  del  art.  1171  del  Código  y  regla  1.^  del  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  lo  que,  de  conformidad  con  dicha 
disposición  legal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  del 
presente  juicio  corresponde  al  Juez  municipal  del  distrito  del  Centro  de 
Bilbao,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocí* 
miento  del  de  igaal  clase  de  Acebo,  sin  hacer  declaración  sobre  costee. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesaiiae,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=JoBé  de  Aldecoa.=Juan  de  Al* 
dnna.=  Vlvaro  LAndeirR.=Kmllio  de  Alvear.=JoBé  Fernández  de  la  Hox. 

Fabiicaclón.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 


Digitized  by  LjOOQ IC 


▲OOSTO  DX  1906  161 

EiBmo.  Br.  D.  Emilio  de  Alvear,  MAgiatrado  del  Tribnnal  Sapremo,  ce- 
lebrando audiencia  publica  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  el  día  do 
hojf  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Oámara  de  la  miema. 
Madrid  18  de  Agosto  de  1006.=Rogelio  Gonsález  Montes. 


I7iun.  S^.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 13  de  Agoato, 
Publicada  el  31. 

Competencia. — Pago  de  ¿^én^roa.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la 
sostenida  con  ei  de  igual  clase  de  Burgos,  acerca  del  conoci- 
miento del  juicio  verbal  promovido  por  D.  Eduardo  Jauman- 
dreu  contra  Doña  Móníca  Arnáiz. 
Bn  su  cot<8iDERANDo  úuíco  86  ostablcce: 

Que  aegtín  con  repetición  tiene  deelarado  el  Tribunal  Supremo 
M  las  demandas  sobre  reclamación  del  importe  de  géneros  remití- 
é(^  fuera  del  lugar  de  la  venta,  por  cuenta^  cargo  y  riesgo  del  com» 
prador^  es  Juet  competente  para  conocer  de  ella  aquel  en  que  la 
9enta  se  realizó  por  deberse  entender  que  alli  se  hiso  al  comprador 
kt  entrega  de  la  cosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  y  á  13  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
tencia pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el  Jaes 
iranlcipal  de  Bargos  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
Bftroelona  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  deducido  ante  el  último 
yn  D.  Eduardo  Jaumandreu  y  Sala,  del  comercio  de  Barcelona,  contra 
Dofia  Mónica  Arnáiz  Villalain,  viuda  de  E.  Ansótegul,  dei  comercio  de 
Bnrgofl,  sobre  pago  del  importe  de  unos  géneros,  no  habiendo  compare- 
ndo ante  eete  Tribunal  Sapremo  ninguna  de  las  partes. 

¿asaltando  que  D.  Eduardo  Jaumandreu,  fabricante  de  Barcelona, 
■anifestó  por  carta  de  4  de  Julio  de  1906  á  la  viuda  de  E.  Ansótegai, 
de  Bojgos,  que  de  la  nota  qne  se  había  servido  hacerle  por  mediación 
ésmk  viajante  Valí,  únicamente  podía  remesarle  á  los  precios  estampa- 
dos los  calcetines  y  medias,  y  que  esperaba  su  contestación  para  saber 
á  qué  atenerse;  en  3  de  Agosto  siguiente  le  remitió  factura  de  los  géae  - 
ros  qne  le  había  expedido  de  su  cuenta  y  riesgo  en  tres  paquetes  posta- 
les, dejándole  cargado  en  cuenta  su  importe  de  66.pesetas  y  43  céntimos, 
disponible  al  80  de  Septiembre;  haciéndole  presente  además  que  los  gé-. 
aeres  qne  hablan  faltado  para  cumplimentar  la  remesa,  se  íüb  remitiií^i 
<SQ  aa  pedido  de  15  de  aquel  mes,  comprendiendo  únicamente  dicha  iac- 
tsra  medias  y  calcetines;  en  26  de  Septiembre  manifestó  el  mismo  Jan- 
aaadren  á  la  viuda  de  Ansótegnl,  en  contestación  á  carta  de  ésta,  que 
■i  per  todo  el  día  29  no  había  recibido  el  importe  de  su  fuctara,  ó  biei> 
tj  género,  únicas  condiciones  de  venta  que  tenía,  giraría  á  su  cargo,  y, 
último,  en  26  del  siguiente  mes  de  Ostabre  le  participó  que  le  con- 
taba en  todas  sns  partes  su  escrito  de  29  de  Septiembre  anterior;  y 
DO  habiéndose  dignado  dar  su  conformidad  ó  reparos,  le  avisaba 
•I  día  30  dispondría  en  letra  á  su  cargo  á  ocho  días  vista,  de  p.  se- 
)6,48,  importe  de  su  factura,  añadiendo  que  tenía  á  su  disposición 
lón  del  ferrocarril  que  le  había  remesado: 

eeultando  que  en  80  de  dicho  mes  de  Octubre  de  1905  hizo  Jauman- 
a  el  giro  anunciado  por  mediación  dei  Orédit  Lyonnais,  y  no  hablen > 
Me  satisfecho,  cargó  éste  en  cuenta  á  Jaumandreu,  por  su  devoia- 
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olón  f  gastos  sin  protesto,  la  cantidad  de  67  pesetas  y  16  céntimos,  coy» 
pago  reclamó  Jaomandren  á  la  vinda  de  Ansótegai  en  demanda  de  Jnl- 
oio  verbal  qne  dedajo  ante  el  Jnsgado  municipal  del  distrito  de  la  An*- 
diencia,  de  Barcelona,  en  8  de  Enero  del  corriente  afio,  presentando  el 
giro  y  notas  de  devolación  y  la  factura  de  los  géneros  vendidos: 

Besnltando  qae  dicho  Jnes  tuvo  por  presentada  la  demaoda  y  docn<» 
montos  acompañados,  y  mandó  citar  á  las  partes  á  Jnicío  verbal,  seft»^- 
lando  día  para  dicho  acto;  y  citada  la  demandada  Dofia  Móoica  Arnáia^ 
viada  de  E.  Ansótegai,  por  medio  de  oficio  qne  se  libró  ai  Jnes  monici» 
pal  de  Bargos,  acndió  ante  éste,  [promoviendo  la  inhibitoria  de  jnrisdlo- 
olón  en  escrito  de  28  de  Febrero  último,  con  el  qae  presentó  las  eaatro 
oartas  referidas  y  la  nota  del  pedido  de  géneros  hecho  el  18  de  Junio 
de  lOü^,  alegando  en  su  apoyo:  que  no  habiendo  cnmpiido  Jaomandreu 
las  condiciones  del  pedido  de  géneros  que  le  biso,  pnes  como  reconocía 
en  una  de  sos  cartas,  le  hablan  faltado  géneros  para  cumplimentar  la 
remesa,  haciendo  uso  del  perfecto  derecho  que  tenía  la  demandada  para 
no  aceptar  tal  envío,  escribió  en  22  de  Agosto  al  demandante,  dejando  á 
su  disposición  los  géneros  enviados;  siendo  de  notar  que,  sin  haber  ella 
contestado  á  la  carta  de  Jaumandreu  de  4  de  Jalio  por  so  libérrima  vo- 
luntad, y  sin  tener  en  cuenta  si  prestaba  ó  no  su  asentimiento,  se  apre- 
suró el  demandante  á  enviar  los  géneros  cuyo  importe  reclamaba,  no 
obstante  que,  según  su  citada  carta,  esperaba  contestación  para  salier  á 
qné  atenerse,  y  qae  respecto  de  tales  géneros  no  contrató  con  ella,  ni 
mucho  menos,  las  condiciones  en  que  se  las  envió;  qoe  ea  el  falso  sii- 
paesto  de  qae  hubiera  existido  contrato  respecto  á  los  géneros  en  cues» 
tión,  habiera  quedado  extinguido  desde  el  momento  en  qne  por  man- 
dato del  demandante  se  los  remitió  en  gran  velociiind,  li»  gando  el  ta^ 
lón  á  sa  poder  como  se  Jostificaba  con  las  cartas  qae  presentaba;  quo 
lo  expuesto  era  safioiente  para  demostrar  que  al  Ja2d:a«io  á  qnlen  se  di- 
rigía correspondía  conocer  del  asunto;  pero  que  además  rnsoivía  la  cues- 
tión de  competencia  en  este  sentido  el  mero  hecho  de  conft^sar  el  demsfn- 
dante  qae  las  únicas  condiciones  de  venta  eran  ó  el  recibo  del  género  ó 
BU  importe;  y  qae  de  lo  expuesto  resultaba  que  la  obtlgncióii  de  que  se 
trataba,  ca^o  de  que  existiera,  debía  cumplirse  en  B  uif  >e,  de  oonforfiíl- 
dad  á  lo  dispueHo  en  los  arts.  1171  y  1600  del  Oódigo  civil,  y  en  la  cons- 
tante jarispradeocla  del  Tribunal  Supremo;  pero  a(ienaá<<,  como  las  obli- 
gaciones se  extiognen  por  su  cumplimiento,  según  «1  art.  11A6,  desde  el 
momento  en  que  había  cumplido  la  obligación  de  man'inr  el  icéaero  que 
tenía,  sei^úti  reconocía  el  demandante,  ya  no  exla^a  ohili^ación  alguna 
que  cumplir  ni  poiía  haber  lugar  de  cumplimiento,  y  pa«^a  resolver  la 
competencia  habíi  qae  atenerse  al  párrafo  8.^  del  arr.  ii7l  del  Oódigo 
civil,  y  á  la  refluía  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procef*ai  cvil,  por  virtud  de 
los  qae  el  Jaez  comoetente  era  el  del  lugar  del  domlcMo  del  lemandado: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal,  dicto  ^1  Jnt's  anto  inhibito- 
rio en  1.*  de  \farz)  pjr  entender  aplicable  ai  caso  U  rt  g  h  i. a  iel  art.  6t 
de  la  ley  de  Gnjniciamiento  civil,  por  no  existir  Ing  \r  »*  ñ^\ti  \o  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  y  además,  qne  riui  v^^  9€t  entendiera 
que  el  pedido  h^cho  por  Dofia  Ménica,  que  no  f  aé  ac»*pta  lo  ñor  Juuman 
dren,  faera  un  contrato  perfecto,  como  se  celebró  en  aqu  «lia  plaza  cov 
el  viaj!«nte  de  aqnéi,  le  correspondía  también  la  Romootc*nc^a,  según  el 
mismo  precepto  It'gai;  que  no  existiendo  esti  pul  ación  «*n  contrfirlo,  en  ei 
lugar  en  qne  se  recibe  la  cosa  hay  que  efectuar  el  ohi^o,  n^gúo  el  pá 
rrafj  2.<>  del  art.  160J  y  el  8.^  del  1171  del  Código  civil;  y  c.»mo  Jan 
mandren  tenía  que  remitir  los  géneros  á  aquella  linlal,  enla  mismi 
debía  hacerse  cargo  la  compradora  de  dichos  géneros;  y  que  no  es  sufl 
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«tests  pan  eatendw  que  se  paetar*  la  entrega  en  el  logar  del  vendedor, 
la  eirennstaada  de  que  los  portes  correrán  á  cargo  de  la  casa  com- 
pradora: 

Beea  liando  qne  el  Joes  requerido  de  inhibición  dio  vista  del  oficio  y 
testimonio  Inhibitorio  á  la  parte  demandante,  qne  impugnó  la  compe- 
tmela  propuesta,  alegando:  qne  sn  demanda  se  reduela  á  reclamar  el 
predo  de  géneros  vendidos  á  la  demandada  remitidos  á  Burgos  de  cuenta 
y  riesgo  de  la  demandada,  y  con  la  condición  de  pagar  bu  precio  en  Bar- 
celona, según  acreditaba  ia  factura  presentada;  y  como  la  demandada 
alegaba  qne  no  le  fueron  remitidos  loe  géneros  convenidos,  por  lo  que 
les  poso  á  disposición  del  demandante,  era  evidente* que  planteaba  una 
caestión  de  rescisión  del  contrato,  e:^trBfia  para  la  decieión  de  la  com- 
petencia, y  propia  únicamente  deliondo  del  pleito;  que  las  condiciones 
de  pagar  el  precio  en  Barcelona  y  de  remitirse  loa  géneros  de  cuenjta  y 
rie^  de  la  compradora,  no  las  negaba  ésta,  y  si  no  constaban  en  el  pe- 
dido era  por  conocerlas  de  sobra  todos  los  clientes  ó  compradoree;  qne, 
por  tanto,  era  innegable  que  existia  lugar  aefiaiado  para  el  cnmplimiento 
de  la  obligación;  qne  aegún  constante  jurisprudencia  del  Tribonal  So 
premo,  cuando  los  géneros  se  remiten  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador, 
debe  entenderse  qne  el  logar  de  la  entrega  es  aquél  en  qne  fueron  ez- 
yodldos.  y  según  el  art.  1600  del  Código  civil,  el  precio  debe  pagarlo  el 
comprador  en  el  lugar  en  que  se  haga  ia  entrega  de  la  cosa  vendida: 

Resnitando  que  el  Fiscal  municipal  impugnó  asimismo  la  inhibitoria, 
y  el  Jq€'8  del  distrito  de  la  Audiencia  ó  del  Instituto,  teniendo  en  cuenta 
que  estaba  demostrado  que  el  contrato  tnvo  lugar  en  aquella  ciudad, 
donde  se  efectuó  la  remesa  de  los  géneros,  y  que  por  ello  no  cabía  duda 
de  qne  en  la  misma  debía  cumplirse  la  obligación  contraída,  rechaió  la 
inhibitoria,  manteniendo  su  competencia  para  seguir  conociendo  del 
jnleio  entablado: 

£esn liando  qus  el  Juez  municipal  de  Burgos  insistió  en  la  inhibito- 
ria por  aulo  de  4  de  Janio,  y  en  so  consecoencia  ambos  Juzgados  eleva« 
ron  las  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  con  los  emplaxamientos 
sorrsspondientes,  y  se  snstanció  la  competencia  con  arreglo  á  derecho, 
•yéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fernándea  de  la  Hoz: 
Considerando  qne,  según  con  repetición  tiene  declarado  este  Tribu* 
nal  Supremo  en  las  demandas  sobre  reclamación  del  importe  de  géneros 
remitidos  fuera  del  lugar  de  la  venta,  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del. 
eenprador,  es  Jnez  competente  para  conocer  de  ella  aquel  en  qne  la 
venta  se  realizó  poir  deberse  entender  que  allí  se  biso  al  comprador  la 
•Btrega  de  la  cosa;  y  como  en  el  caso  actual  resnlta  de  la  factura  acom- 
paftada  con  la  demanda  q:ie  los  géneros  se  remitieron  al  demanaado  por 
sn  caenta,  cargo  y  riesgo,  sin .  que  tal  extremo  haya  sido  negado  por 
ésto,  es  visto  que  de  conformidad  con  lo  preceptuado  en  el  art.  1600  del 
Código,  y  regla  I.*  del  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  compete  el 
cenocimiento  de  la  demanda  de  que  se  trata  al  Jaez  municipal  del  dis- 
ito de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  no  ser  estimables  para  los  efeo- 
•  de  ia  competencia,  las  demás  razones  de  fondo  alegadas  en  contrario; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  del 
rósente  juicio  corresponde  al  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Audien- 
ia,  de  la  ciudad  de  Barcelona  á  qtfien  se  rsmitan  todas  las  actuaciones, 
Miéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Burgos,  sin  hacer  do- 
aración  sobre  costas. 

Aai  por  esta  nnestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
'o  de  loa  diez  días  sigoientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en 
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]a  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  neoesarlas^^ 
lo  pronanciamos,  mandamoe  y  fírmamos.ssJosé  de  Aldecoa.=Jaan  de 
Aldana.szAivaro  Landelra.=EmiUo  de  Aiveat.  =  Jo6é  Feroándes  de 
la  Hos. 

Pablicaclón.=Leída  y  publicada  (aé  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  8r.  D.  José  Fernández  de  la  Hoz,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Saia  de  vacaciones  del  mismo,  em 
el  día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  la  misma» 

Madrid  13  de  Agosto  de  1906.-- Rogelio  Gónzáies  Montes. 


JNiim.  33.~TRIBUNAL  SUPREMO.-20  de  Agosto,  pub.  el  31. 

Competencia.— Pd^o  de  pesetaB.Seniene'ia.  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao  la  soste- 
nida con  el  de  igual  clase  de  Acebo  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Gumersindo  Iglesias  y  otro  con- 
tra D.  Felipe  Barrena. 
En  su  coNsiDBRAMOO  úuíco  SO  establocei 

Que  según  ¿o«  arte,  1171  del  Código  civil,  párrafo  3.*^,  v  62,  r#* 
gla  1*^  de  la  ley  Procesal,  tratándose  de  pago  de  cantidad  rige  el 
juero  del  domicilio  del  demandado  cuando  no  hay  obligación  prees  • 
iablecida  que  determine  el  lugar  del  pago,  ni  se  exige  La  entrega  de 
una  cosa  especifica  determinada^  ni  se  puede  invocar  contrato  alguno 
regulado  por  la  misma  ley  para  los  efectos  de  la  competencia^ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
tencia por  inbibitoria  pendiente  ante  Nos,  suscitada  por  ei  Juez  munici- 
pal del  distrito  del  Centro  de  Bilbao  al  de  igual  clase  de  Acebo  en  el  co- 
nocimiento dei  juicio  verbal  promovido  ante  éste  por  D.  Gumersindo  y 
D.  Rufino  Ii^iesias,  jornaleros  y  vecinos  del  expresado  pueblo  de  Acebo, 
contra  D.  Felipe  Barrena  Agnirrezabala,  Notario  y  vecino  de  Bilbao,  so- 
bre pago  de  241  pesetas  86  céntimos,  sin  que  baya  comj)arecido  en  esto 
Tribunal  Supremo  ninguno  de  dicbos  interesados: 

Resultando  que  los  jornaleros  D.  Gumersindo  y  D.  Rufino  Iglesias 
acudieron  en  8  de  Abril  de  este  afio  ante  el  Juzgado  municipal  del  pne- 
•  blo  de  BU  domicilio — Acebo,  en  el  partido  judicial  de  Hoyos,  provincia 
y  Audiencia  de  Cáceres — ,  solicitando  celebrar  juicio  verbal  con  el  ve- 
cino de  Bilbao  D.  Felipe  Barrena  Aguirrezabala  para  el  pago  de  241  pe* 
setas  85  céntimos,  de  las  cuales  corresponden  126  con  6  céntimos  al  don 
Gumersindo  y  Jas  116  con  80  céntimos  restantes  al  D.  Rufino,  proceden- 
tes de  jornales  devengados  por  éstos  como  barreneros  de  las  minas  Prt-^- 
ciosa  y  Caledonia,  sitas  en  aquel  mismo  término  municipal  de  Acebo» 
pertenecientes  á  D.  Tadeo  Alfonso  Gutiérrez,  llevándolas  en  arriendo  el 
Barrena;  y  habiéndose  librado  el  correspondiente  exhorto  al  Juez  muni- 
cipal del  Centro  de  Bilbao,  tuvo  lugar  en  11  del  mismo  Abril  la  citación 
del  demandado  D.  Felipe  para  su  comparecencia  al  juicio  el  día  17  del 
propio  mes  señalado  al  efecto,  cuyo  día  se  presentó  en  el  Juzgado  mu- 
nicipal de  Acebo  un  oficio  del  de  igual  clase  del  distrito  del  Centro  de 
Bilbao  interesando  del  primero  la  suspensión  del  juicio  de  referencia 
por  haber  deducido  el  demandado  Barrena  en  la  fecha  con  que  aparecía 
librado  el  oficio— 14  de  Abril  de  1903->un  escrito  proponiendo  cuestión, 
de  competencia  por  inhibitoria,  dictando  el  Juez  de  Acebo  aquel  mismo 
día  17  un  auto  no  dando  lugar  á  lo  que  se  le  interesaba,  ó  sea  á  la  soe-^ 
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i  del  jnicie,  el  cual  se  celebró  acto  seguido  con  la  sola  asistencia 
de  loa  demandantes,  pronunciando  un  día  despnés,  es  decir,  el  18,  sen- 
taneia  condenando  al  pago  de  la  cantidad  que  ee  reclamaba  al  deman- 
dada D.  Felipe  Barrena,  librándose  para  la  notificación  á  éste  del  fallo 
xeeaido  el  correspondiente  exhorto  al  Juez  del  Centro  de  Bilbao,  que  negó 
IB  eomplimiento  por  haberse  declarado  competente  en  virtud  de  las  di- 
Usnueias  inliibitoriae  anteriormente  aludidas: 

Resaltando  que  mientras  esto  sucedía  en  Acebo,  había  efectivamen- 
te presentado  en  14  de  Abril,  con  lecha  11,  D.  Felipe  Bftrreua  Agnirre- 
nbala,  ante  el  Juagado  municipal  del  distrito  del  Centro  de  Bilb&o,  es- 
crito proponiendo  cuestión  de  competencia  por  inhibitorias,  en  el  cual, 
dstpaóa  de  negar  existiera  ninguna  obligación  pendiente  entre  él  y  los 
demandantes,  y  que  no  procedía,  por  tanto,  que  éstos  le  reclamaran 
«utldad  algana,  expuso  snstancialmente:  que  no  consta,  á  los  efectos 
de  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  iuji^ar  en 
%ae  debe  cumplirse  la  obligación,  ni  el  de  la  celebración  del  contrato; 
que  solamente  en  el  Juzgado  de -Bilbao  radica  la  competencia  para  co- 
Moer  del  asnnto  de  que  se  trata,  porque  según  el  art.  1171  del  Código 
eivil,  enando  de  ningún  modo  consta  cuál  sea  el  lugar  del  contrato  ni 
aquel  en  qne  deba  cumplirse  la  obligación,  es  competente  el  Juez  del 
domicilio  del  demandado;  que  esta  es  la  jurisprudencia  de  este  Tribu- 
Bal  Supremo,  establecida  en  sentencias  de  4  de  Septiembre  y  21  de  No- 
viembre de  1886  y  4  de  Marzo  y  6  de  Octubre  de  1892;  y  qne  las  meras 
afirmaciones  de  los  actores  relativas  á  la  existencia  del  contrato  y  á 
■18  condiciones  eventuales  no  pueden  servir  para  determinar  la  compe^ 
tencia,  debiendo  mantenerse  en  este  caso  el  fuero  del  demandado,  se- 
gún aentencias  de  11  de  Mayo  de  1888  y  de  11  de  Eaero  y  9  de  Octubre 
de  1894;  j  habiendo  emitido  el  Ministerio  fiscal  informe  favorable  á  la 
inhibición  propuesta,  dio  lugar  á  ella,  declarándole  en  su  congecuencia 
campetente  el  referido  Juzgado  del  Centro  de  Bilbao  en  auto  de  28  de 
Abril,  por  considerar  al  efecto  que  habiendo  sido  negado  por  el  deman- 
dado D.  Felipe  Barrénala  existencia  del  contrato,  fuente  de  la  obliga- 
dOc  cuyo  campiimiento  en  todo  caso  sería  determinante  de  la  compe- 
tencia, es  obyio  que  no  puede  existir  lugar  en  donde  deba  cumplirse  di- 
dia  pretendida  obligación  procedente  de  un  airiendo  cuya  existencia, 
tejos  de  constar,  la  niega  el  demandado,  y  no  existiendo  tampoco  nin- 
S6a  principio  de  prueba  por  escrito,  el  fuero  del  domicilio  del  deman- 
dado, conforme  á  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley,  es  la  única  base  para 
determinar  la  competencia  desde  el  momento  que  en  la  demanda  se 
ej«rotta  nna  acción  personal;  que  esta  doctrina  ha  sido  reiteradamente 
laiicionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias,  entre  otras  mu- 
diaa,  de  29  de  Noviembre  de  1904,  21  de  Enero  de  1905,  y  sobre  todo,  y 
nmy  eepecialmente,  en  la  de  2  de  Septiembre  del  mismo  afío  1906,  que 
eateblece  que  liegado  el  contrato  de  servicios,  fundamento  de  la  acción 
qw  se  ejercita,  y  no  apareciendo  otro  principio  de  prueba,  siendo  la  ac- 
**jdB  personal,  es  competente  el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  y 
leeatando  enclavado  éste  en  la  jurisdicción  del  Juzgado  de  Bilbao, 
w  proveía,  procedía  por  los  anteriores  fundamentos  que  se  declarase 
.  mtemo  competente: 

Resaltando  qué  recibido  en  Acebo  el  oficio  inhibitorio,  acompañado 
li  correspondiente  testimonio  con  los  insertos  necesarios,  se  dio  vista 
loe  actores  y  al  Ministerio  fiscal,  que  impugnaron  la  inhibición  pre- 
JBdida,  en  cnya  vista  el  Juez  municipal  de  dicho  pueblo  de  Acebo  dictó 
nte  en  10  del  pasado  Mayo  sosteniendo  su  competencia,  no  dando  lugar, 
^  tentó,  á  la  referida  inhibición,  fundándose  para  ello  en  las  signien- 
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tos  coQiiderftolonefl:  qne  tratándose  del  ptgo  de  aervlelot  preetadoc  es 
aquella  localidad,  atan  onando  no  esleta  docamento  de  cnál  ha  de  eer  el 
logar  del  campUmlento  de  la  obligación,  el  sentido  moral  determina  qn» 
donde  se  presta  el  trabajo  se  paga  sn  imperte  y  donde  úaloamente  pro* 
eede  hacer  la  reclamación,  siendo,  por  tanto,  aqnel  Jnsgade  el  solamen* 
te  competente  para  conocer  de  la  misma;  que  de  no  ser  así,  mnchas  Te» 
cea  los  obreros  no  cobrarían  sus  jornales  si  tuvieran  qne  reclamarlo» 
ante  el  Jazgado  del  domicilio  de  los  patronos,  por  no  poder  soportar  los 
mayores  gastos  jastificados  qne  por  ello  se  les  originaria;  qne  además  la 
joris prudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  según  sentencia  de  8  de  Bnero 
de  1885,  determina  que  el  Jnes  del  lugar  en  que  deba  camplirse  la  obli- 
gación debe  ser  siempre  preferido  el  del  domicilio  del  demandado;  qno 
las  de  9  de  Noviembre  de  1888  y  7  de  Mayo  de  1884  disponen  que  la 
desigúaoión  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  no  sólo  te 
hace  ex  présame  nie,  sino  de  una  manera  tácita  cuando  la  obligación  lleva 
en  sí  la  condición  implícita  del  lugar  en  qne  ha  de  ser  cumplida,  estoao» 
en  Acebo,  por  existir  obligación  entre  uno  y  o^ros  de  esta  Índole,  que  es 
de  la  exclusiva  competencia  del  Juagado  proveyente  la  reclamación  do 
autos,  por  ser  acciones  personales  para  el  pago  de  servicios  prestados  en 
el  término  de  Acebo  las  que  en  ella  se  ejercitan;  que  aeí  lo  determinan 
la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  rltuaris  civil  y  las  sentencias  de  esto 
Tribunal  Supremo  de  10  de  Julio  y  23  de  Septiembre  de  188tt  y  6  de  Mayo 
de  1886;  que  con  arreglo  á  la  de  28  de  Julio  de  1884  obra  con  temeridad 
el  Jaea  que  contra  la  repetida  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo 
pre:ende  el  conocimiento  de  una  demanda  sobre  pago  de  eervicios,  no 
siendo  el  del  lugar  donde  se  prestaron,  y  que  estando  enclavadas  las  mi- 
nas en  que  se  facilitaron  los  servicios  en  la  jurisdicción  de  aquel  Juaga- 
do de  Acebo,  procedía,  por  los  anteriores  fundamentos,  negar  la  inhi- 
bitoria: 

Resultando  que  en  vista  de  tal  resolución,  el  Juagado  municipal  del 
distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  elevó  las  actuaciones,  citadas  y  emplaaa- 
das  las  partos,  á  esto  Tribunal  Supremo;  y  habiendo  elevado  también  lao 
suyas,  con  iguales  requisitos,  el  Jues  municipal  de  Acebo,  se  ha  sustan- 
ciado la  competencia  con  arreglo  á  derecho  é  intor vención  del  Ministerio 
fiscal:/ 

Siendo  Ponento  el  Magistrado  D.  Juan  de  Aldana: 

Considerando  que  negada  en  absoluto  por  el  demandado  la  existoneáo 
de  vínculo  alguno  jurídico  con  los  actores  y  que  éstos  hayan  trabajado 
por  su  cuenta  y  orden,  sin  que  pueda  apreciarse,  para  los  efectos  de  la 
oompetoQCia,  principio  alguno  de  prueba  referento  á  la  existencia  del  su- 
puesto contrato,  es  manifleeto  que  falta  la  baee  necesaria  para  podor 
deducir  de  la  índole  de  la  obligación  reclamada  regla  alguna  especial  do 
competencia,  siendo^  por  lo  tanto,  únicamente  aplicable  el  precepto  dol 
artículo  llTl  4el  Código  civil  en  su  párrafo  8.^,  en  relación  con  la  ro* 
gla  1  ^  del  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  á  tonor  de  los  que  es  el  foero 
del  domicilio  del  demandado  el  que  rige,  cuando  no  hay  obligación  pro* 
establecida  que  detormine  el  lugar  del  pago,  ni  se  exige  la  entrega  do 
nna  cosa  específica  detorminada,  ni  se  puede  invocar  contrato  algnno 
regulado  por  la  ley  misma  para  los  efectos  de  la  competonda;  por  lo 
cual,  de  conformidad  con  las  disposiciODes  legales  referidas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  dol 
juicio  de  que  se  trata  corresponde  al  Juea  municipal  del  distrito  dol 
Centro,  de  Bilbao,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  haciéndooo 
saber  esta  resolución  al  de  igual  clase  de  Acebo. 

Así  por  esta  nuestra  sentoncia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
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éb  ka  dleí  días  •ignieatea  «1  de  an  fecha  é  insertará  á  an  tiempo  en  1a 
OiLBCCiÓN  LBGiBLATiVAy  paaándoBe  al  efecto  las  copias  Decesarias,  lo 
yroaBncIftiiKm» mandamoa y  flrinamo8.:sJoBé  de  Aldecoa.=:JQan  de  Al- 
4aiUL=Alvaro  LaDdeira.=Aiitonio  Martines  Lage.srMannel  F.  Loa>isa. 

PablioaGión.=Leida  y  pnbiieada  lia  sido  Ja  anUsrior  sectencia  por  el 
Siemo.  8r.  D.  Joan  de  Aldana»  Magistrado  del  Tribunal  Bapremo,  cele* 
bra&do  andlencla  páblica  la  Bala  de  vacaciones  en  el  día  de  hoy,  de  qao 
SKtifico  como  Escribano  de  Cámara  de  la  misma. 

Madrid  %0  de  Agoato  de  1906.=Bogeilo  Qonaáles  Montea. 


Kum.  3^1-TRIBUNAL  8UPREM0.-20  de  Ageato,  pak.  el  31. 

ComPETEHCiA.^AUmentoa  />roofs¿ona¿es.— Sentencia  decidiendo  en 
favor  del  Juez  de  primera  inatancia  de  Tamarite  la  sostenida 
con  el  de  igual  ciaae  del  distrito  de  la  Latina,  de  Madrid»  acerca 
de  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Amalia  Cervellera  contra 
Ü.  Enrique  Cervellera. 
En  8u  oorieiDBRAWK)  dnico  se  establece: 

Que  demandándole  por  acción  puramente  personal  el  pago  de  ali- 
mentos^  es  el  fuero  del  dornteilio  del  demandado  el  único  determi» 
nmUe  de  la  competencia  para  conocer  de  la  expresada  demanda:  pri- 
mero^ porque  dentro  del  sentido  y  espíritu  de  La  regla  2t  del  art*  63 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  seria  contradictorio  y  hasta  absurdo 
etUendcr  que  el  Juez  competente  para  conocer  de  esta  clase  de  d«* 
mandas^  cuando  fueren  incidentales,  era  el  del  domicilio  de  la  per* 
sana  á  guien  se  pidan  los  alimentos,  y  el  del  actor  cuando  constitu 
yen  el  objeto  principal  del  iuieio^por  lo  que  el  nerdadero  sentido  del 
espesado  articulo  es  el  del  núm.  3.^  del  art.  309  de  la  ley  sobre  or- 
§¿Usaei6K  del  Poder  judicial^  á  cuyo  tenor,  de  las  demandas  ind- 
átntales  de  esta  clase  conoce  el  que  entiende  en  los  autos  principales 
§  en  loe  demAs  casos  el  Jues  del  lugar  del  domicilio  del  demandado; 
segundo,  porqtAC  de  todas  suertes  el  precepto  aplicable  es  el  del  pá- 
rrafo 3.^  del  art.  1Í71  del  Código,  en  relación  ec/i  la  regla  1.^  del  62 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cioil^  referente  al  demandado  y  no  al 
¡alfar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  porque  lo  que  se  pide  no  es 
en  oirtud  de  una  obligación  preestablecida  ñor  las  partes,  sino  para 
que  precisamente  se  declare  la  existencia  de  dicha  obligación  en  el 
concepto  de  emanada  de  la  ley^  y  mientras  no  se  declare  su  existen- 
cia no  hay  términos  legales  ni  racionales  para  derivar  de  ella  el 
esampUmienio  de  la  misma;  tercero,  porque  atendidas  las/ormas 
aatoriModae  por  la  ley  para  cumplir  esta  clase  de  obligaciones,  lo 
mismo  puede  satisfacerse,  según  los  casos,  en  el  domicilio  del  obli^ 
gado  á  prestar  los  alimentos  que  en  el  del  alimentista;  y  cuarto,  por- 
eue  en  este  sentido  han  sido  ya  resueltas  otras  cuestiones  de  com- 

enda  análogas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
Tia  de  jurisdicción  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  Inhibitoria  pro- 
ita  per  el  Juagado  de  primera  instancia  del  partido  de  Tamarite  al  de 
ü  elaae  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte  acerca  del  conocimien- 
^  la  demanda  de  alim<«ntos  provisionales,  ante  éste  deducida  por 
ia  Amalia  Cervellera  y  Martines,  dedicada  á  sns  labores,  de  esta  ve- 
lad* contra  D.  Enrique  Cervellera  y  Maitines,  Oñcial  del  Cuerpo  de 
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Telégrafos,  con  destino  en  Tamarite;  habiendo  comparecido  en  este  Tri- 
bunal Sapremo  la  demandante,  representada  y  defendida  por  el  Proen- 
rador  D.  Tomás  Morencos  y  el  Letrado  D.  Isidro  Raso  y  Barrios  y  el  de- 
mandado repreeentado  por  el  Procurador  D.  Francisco  Díaz  de  Celia  y 
defendido  por  el  Letrado  D.  Ángel  da  la  Guardia: 

Resultando  que  Djfia  Amalia  Oervelléra  dedujo  en  esta  corte  dei^an- 
da^  que  por  reparto  correspondió  conocer  al  Juzgado  de  primera  instan- 
ieia  del  distrito  de  la  Latina,  exponiendo,  entre  otras  cosas:  que  tenía 
yaintisiete  afios  de  edad  y  desde  los  siete,  en  que  qaedó  hnérfaoa,  esta- 
ba bajo  la  protección  y  amparo  de  su  hermano  consaguineo  D.  Serafín 
Oeryellera  y  Fernández,  en  compañía  del  cual  y  de  su  esposa  había  ye- 
nido  viviendo  aquí  en  Madrid,  subviniendo  aquél  á  todas  sus  necesida- 
des materiales  y  morales,  sin  que,  mientras  el  mismo  desempefió  cargos 
activos  en  el  Onerpo  de  Telégrafos  ó  en  la  Administración  del  Estado» 
hiciera  ella  ningana  reclamación  á  su  hermano  de  doble  vínculo  D.  En- 
rique para  que  en  proporción  á  sus  recursos  compartiera  la  obligación 
que  sobre  ambos  pesaba;  pero  que  ahora,  jubilado  D.  Serafín  por  haber 
Cumplido  la  edad  reglamentaria,  c3nsideraba  no  ser  justo  ni  equitativo 
que  el  medio  hermano  casado  y  jubilado  llevara  ia  totalidad  de  la  carga 
y  el  hermano  de  doble  vínculo,  soltero  y  en  activo,  no  contribuyera  en 
lo  más  míaimo  á  hacerla  menos  onerosa;  y  como  se  había  negado  á  ello» 
Buplicaba  se  le  condenara  á  pagarle  desde  la  interposición  de  la  demanda 
alimentos  provisionales,  determinando  la  cantidad  en  que  había  de  con- 
Bistir,  y  por  otrosí  manifestó  que  el  demandado  residía  en  Tamarite, 
donde  era  Oficial  encargado  de  la  oficina  de  Telégrafos,  y  pidió  se  expi- 
diera y  se  le  entregara  exhorto  dirigido  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  dicha  villa  para  la  citación  de  aquél: 

Resultando  que  acordada  la  celebración  del  juicio  verbal  y  librada 
el  indicadc  exhorto  para  la  citación  de  D.  Enrique  Oerveilera  Martines» 
BOlicitó  éste  del  Juzgado  de  Tamarite  requiriese  al  de  Latina  para  que 
se  inhibiera  de  conocer  de  la  demanda,  alegando:  que  en  ella  se  decía 
expiícitamente  que  se  usaba  de  la  acción  personal,  y  conforme  á  la  re-^ 
gla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  Enjuiciamiento  civil,  el  Jaez  competente  era 
el  del  domicilio  del  demandado;  concretando  el  caso  á  mayor  abunda- 
miento la  regla  21  del  artículo  siguiente,  según  el  cual  <en  las  cuestionee 
de  alimentos  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  tenga  su  domici- 
lio aquél  á  quien  se  pidaní;  y  como  su  domicilio  era  el  que  le  imponía 
BU  cargo  oficial,  extremo  acreditado  por  manifestación  de  la  actora,  sólo 
aquel  Juzgado  de  Tamarite  era  competente  en  el  caso: 

Resultando  que  dicho  Juzgado,  oído  el  Delegado  fiscal,  y  de  confor- 
midad con  él,  accedió  á  librar  el  oficio  de  inhibición  pretendido,  por 
considerar  que  el  domicilio  legal  de  los  empleados  civiles  era  el  punto 
donde  prestaban  so  servicio,  y,  por  tanto,  el  de  D.  Enrique  Cervellera 
lo  era  aquella  localidad;  y  que  las  demandas  sobre  alimentos,  bien  fue- 
Ben  incidentales  de  otro  juicio,  bien  lo  iniciaran,  debían  intentarse  ante 
el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  según  la  regla  21  del  art.  68  de   la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y,  por  tanto,  la  interpuesta  por  Dofia  Ami 
lia  Cervellera  debía  haberlo  sido  ante  aquel  Juzgado,  á  quien  con  la  ini 
oiación  del  pleito  en  el  de  la  Latina  se  le  perjudicaba  en  su  propia  com 
potencia,  que  estaba  en  el  caso  de  sostener. 

Resultando  que  recibido  el  oficio  y  el  testimonio  de  las  referldi 
actuaciones  por  el  Juzgado  de  la  Latina,  la  demandante  á  quien  dispu8< 
oir,  se  opuso  á  la  inhibición,  exponiendo:  que  el  Juzgado  de  Tamarit 
alteraba  el  texto  de  la  regla  21  del  átt.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento, 
la  cual  no  nombraba  las  demandas  sobre  alimentos  provisionales,  ni  se 
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nfnia  pan  nada  á  las  qne  iniciaran  un  Juicio,  sino  qne,  por  el  contra- 
llo, ae  refería  terminante  y  ezclnslvamente  á  ias  caestiones  de  alimen- 
Im  qne  se  pidieran  incidentalmente  en  los  casos  de  depósito  ó  en  un  jui- 
cio, liabióndose  introducido  caprichosa  y  arbitrariamente  por  el  Jnsgado 
dsTamarito  en  el  auto  de  inliibición  el  inciao  có  bien  le  liilcien»,  des- 
poés  de  la  palabra  juicio;  que  las  disposiciones  legales  que  reglan  la 
nateria  eran  los  artículos  66  al  68  de  dicha  ley,  de  los  cuales  los  seis 
primeros  se  referían  á  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  y  no  tenían 
spUeación  alguna  al  caso  presente;  el  62  establecía  las  reglas  de  compe- 
tocia,  fuera  de  los  casos  de  sumisión,  y  el  68  era  simplemente  comple- 
iMiitarlo  de  los  anteriores  para  determinar  la  competencia  fuera  de  los 
Moosen  ellos  expresados,  como  terminantemente  ordenaba,  siendo  una 
disposición  excepcional,  y  por  consecuencia,  de  interpretación  reetricti- 
Ta,  según  reiteradas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  y  no  pudiendo 
ipUearse  á  casos  que,  por  no  estar  comprendidos  en  ella,  entraban  de 
lisao  iMJo  el  imperio  do  la  ley  general,  y  si  el  propósito'  del  legislador 
bibiese  sido  comprender  en  la  excepción  establecida  en  la  regia  21  de 
Aeho  artículo  todas  las  cuestiones  de  alimentos,  así  las  incidentales 
eoBO  las  iniciadoras  de  un  juicio,  lo  habría  redactado  en  la  forma  clara 
7  precisa  que  lo  estaban  los  restantes,  limitándose  á  consignar  que  en 
iai  enestionea  de  alimentos  sería  Juez  competente  el  del  lugar  en  que 
tobera  sn  domicilio  aquel  á  quien  se  pidiesen;  pero  lejos  de  eno,  eepa- 
láadose  de  la  forma  adoptada  en  las  demás  reglas,  consignaba  expresa- 
méate  que  ésta  se  refería  á  cuando  los  alimentos  ese  pidan  incidental- 
mente en  los  casos  de  depósitos  de  personas  ó  en  un  juicioi,  de  donde  se 
iaferia  lógicamente  que  fnera  de  estos  casos  no  era  competente  el  Jnes 
del  domicilio  de  aquel  á  quien  se  pidieran;  siendo  la  dispusición  aplica- 
ble en  ellos  la  regla  general,  ó  fuese  la  primera  del  artículo,  que  estable- 
cía que  «en  loe  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de 
Me  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato»;  de  ma- 
sera que  siempre  que  existiera  lugar  donde  debiera  cumplirse  la  obllga- 
dáD,  la  competencia  correspondía  al  Juez  del  mismo  y  no  al  del  domici- 
lio del  demandado;  y  ese  lugar  se  deducía  claramente  cuál  era  de  la  ex- 
npdón  contenida  en  la  citada  regla  21  del  art.  63  de  la  ley,  pues  cuando 
«lableeía  especialmente  para  los  cssos  en  que  se  reclamara  incidental- 
mesfte  que  era  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado,  era  por- 
Vmpania  del  principio  indiscutible  de  que  en  todos  los  demás  lo  era  el 
del  domicilio  del  demandante,  dictándolo  así  además  la  razón  natural  y 
VB  principio  de  equidad  y  de  justicia,  pues  las  obligaciones  eran  siempre 
MRolatlyas  de  derechos,  y  el  desgraciado  que  sin  culpa  suya  carecía  de 
medios  de  subsistencia,  tenía  por  la  naturaleza  y  por  la  ley  el  derecho 
de  que  se  le  auxiliara,  y  el  auxilio  sólo  podía  ser  eficaz  y  práctico  en  el 
iHar  de  su  residencia;  siendo  aun  más  clara  y  precisa  la  cuestión  en 
isfeeeaso,  pues  Dofia  Amalia  Oervellera  no  residía  en  Madrid  por  su  vo« 
tentad,  sino  recogida  y  amparada  por  su  hermano  D.  Serafín,  que  mien- 
I  estuvo  en  activo  servicio  y  gozando  de  posición  desabogada,  había 
aplido  con  exceso  sus  deberes  paternales;  pero  ahora,  jubilado  recién- 
wnte  y  estando  casado,  la  carga  era  superior  á  sus  fuerzas;  y  la  de- 
idante  lo  único  que  pretendía  era  que  se  repartiera  equitativamente 
wtritanyese  á  soportarla  en  proporción  á  sus  recursos  su  hermano  de 
le  vínculo  D.  Enrique,  que  á  pesar  de  ser  soltero  y  disfrutar,  además 
*D  sueldo,  de  emolumentos  y  gratificaciones,  se  había  negado  á  auxi- 
la;  y  siendo  el  habitar  ella  en  la  casa  de  D.  Serafín  consecuencia  ló- 
idel  derecho  qne  á  éste  le  concedía  el  art.  Iá9  del  Código  civil,  y  la 
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obligación  redamada  complemento  de  la  cumplida  por  aquél,  en  Madrid 
debía  cumplirse,  eegún  tenia  eaUblecido  eete  Tribqnal  Saptemo  en  aeii- 
tenciae  de  81  Eneto  de  1902  y  6  dé  Diciembre  de  1908;  pero  aun  babla 
otra  ras6n  concreta  7  concluyente  que  no  dejaba  dada  acerca  de  la  com- 
petencia del  Juzgado  de  la  Latina:  la  de  que  el  art.  7 1  de  la  lej  de  Enjui- 
ciamiento civil  disponía  que  las  reglas  de  competencia  establecida  en  loa 
anteriores  artículos  se  entenderían  sin  per  jálelo  de  lo  qoe  dispusiera  1* 
ley  para  casos  especiales,  y  la  misma  ley  tebíaest^bieclda  para  la  recla- 
mación de  alimentos  provisionales  una  tramitación  especial  que  consti- 
tuía un  título  independiente;  siendo,  por  tanto,  iadtscntible  que  las  dla- 
pesiclones  de  este  título  eran  las  que  en  primer  término  debían  aplicar- 
se; y  el  art.  1161,  comprendido  en  aquél,  decía:  que  presentada  en  forma 
la  demanda,  el  Jaea  acordaría  convocar  á  las  partes  á  juicio  verbal,  j 
ol  1612  que  eéte  juicio  tendrá  lugar  dentro  del  quinto  día  de  la  presenta- 
ción de  la  demanda,  si  ambas  partes  estuviesen  en  el  lagar  del  juicio,  y 
que  se  aumentara  un  día  por  cada  80  kilómetros  que  distara  el  deman- 
dado, ó  lo  que  era  lo  mismo,  la  ley  eaubecfa  rf  gias  para  el  caso  de  qoo 
ambas  partes  residieran  en  el  lugar  del  jalcio  y  para  cuando  el  deman- 
dado residiera  en  otro  diferente,  y  para  nada  se  ocapaba  del  demandan- 
te, ni  admitía  como  posible  que  fuera  éste  qaien  residiera  en  otro  lugar; 
-y  si  la  competencia  en  estos  casos  faeradel  Juagado  del  domicilio,  como 
pretendía  el  de  Tamarite,  la  disposición  legal  citada  sería  nn  disparate, 
lo  cual  no  podía  sostenerse,  y  menos  tratándose  de  disposición  especial, 
que  suponía  mayor  estudio  y  cuidado  en  su  redacción: 

Besnltando  que  oído  el  representante  del  Miuiaterlo  fiscal,  y  confor- 
me á  BU  dictamen,  el  Jasgado  de  la  Latiua  desestimó  el  requerimiento 
de  inhibición,  considerando:  que  no  siendo  incidental  de  ningún  caso  de 
depósito  ni  de  ningún  jálelo  la  demanda  de  alimentos  de  Dofta  Amalia 
Oervellera,  vecina  de  esta  corte,  contra  su  hermano  D.  Enrique,  domi- 
ciliado en  Tamarite,  no  podía  ser  aplicable  para  determinar  la  compe- 
tencia en  el  conocimiento  de  la  demanda  la  regla  *¿\  del  art.  68  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y  había  de  acodiree  á  la  primera  del  art.  62,  re- 
lativa á  los  procedimientos  en  que  se  ej:)rcitaran  accloqes  personales,  j 
establecléadose  en  ella  que  el  conocimiento  de  tales  juicios  correspondía 
al  Juez  del  lugar  en  que  la  obligación  debieía  cumplirse,  procedía  deter- 
minar previamente  cuál  faese  ese  lugar;  y  qae  el  hecho  consignado  en 
la  demanda  de  que  D.  Serafín,  de  esta  vecindad,  viniera  atendiendo  en 
su  domicilio  á  las  necesidades  de  la  demandante  con  la  insuficiencia  que 
su  actual  estado  económico  le  imponía  y  qae  había  determinado  á  aqué- 
lla á  exigir  del  demandado  el  suplemento  de  tal  lnsoflcencia,en  relación 
con  el  art.  1612  de  la  ley  procesal,  permitía  aee^nrar  que  en  eeta capital 
debía  cumplirse  la  obligación  reclamada,  y  procedía  declarar  queeneate 
Juagado  radicaba  la  competencia  para  conoce  r  de  este'  juicio: 

Resultando  que  comunicada  debidamente  la  anterior  reeoluclón  al 
Juagado  de  Tamarite,  éste  acordó  insistir  en  declararse  competente,  an 
atención*  á  que,  si  bien  la  regla  21  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
únicamente  decía  qae  en  las  cuestiones  de  alimentos,  cuando  éstos  ae 
pedían  incidentalmente  en  los  casos  de  depósitos  de  personas  ó  en  un 
juicio,  sería  Jaez  competente  el  del  lagar  en  qae  ta viera  su  domicilia 
aquel  á  quien  se  pedían,  había  que  tener  en  cnenta  que  la  ley  orgánica, 
en  so  art.  809,  regla  8.^,  establecía  que  en  las  caestlones  de  alimentoa, 
cuando  éátoB  se  pidieran  incidentalmente  en  los  casos  de  depósito  de  per- 
sonas ó  en  jnioio,  sería  Jaez  competente  el  qae  conociera  de  los  autos,  y 
qoe  cuando  los  alimentos  fuesen  el  objeto  principal  de  un  juicio,  seria 
Jaez  competente  el  del  logar  donde  tuviera  su  domicilio  aquel  á  qaiaa 


Digitized  by  LjOOQ IC 


AOOfiTO  m  1906  161 

n  pfdiermn;  y  si»  por  otro  lado,  el  «it.  66  de  la  ley  de  En jniciamieDto  ee- 
libleefa  qne  loe  Jaeces  y  Tribunales  que  ta vieran  competencia  para  co- 
noeer  de  nn  pleito  la  tendrían  también  para  todas  en  incidencias,  apare» 
CÍ4  claramente  la  contradicción  de  las  disposiciones  de  la  ley  de  En jai- 
eiamlento  cltsdae,  qne  ú ateamente  podía  achacarse,  según  nn  comenta- 
rista, á  error  de  copia,  siendo  el  precepto  de  la  ley  orgánica  el  que  de- 
Uc«a  haberse  trasladado  á  la  ley  de  Enjniciamiento;  y  aun  ateniéndose 
al  pirecepto  de  la  citada  regla  21  del  art.  63,  si  para  las  cuestiones  de  ali- 
mentos, cuando  eran  Incidentales  de  otro  Jaicio,  era  Juez  competente  el 
del  domicilio  de  aquel  á  qoieo  se  reclamaban,  con  doble  razón  seria  com* 
petante  este  Jviea  cuando  los  alimentos  fuesen  el  objeto  principal  del  joi- 
do,  pues  ese  y  no  otro  había  debido  ser  so  espíritu,  máxime  si  se  tení« 
eaemnta  la  disposiclóa  del  art.  56  de  la  misma  ley  y  el  309  de  la  orgá- 
nica, que  de  manera  clara  y  evidente  así  lo  demostraban;  y  que  aun 
cuando  se  quisiera  hacer  caso  omiso  de  esos  preceptos  y  hubiera  de  apll- 
sane  el  general  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  siempre  resul- 
taría competente  aquel  Joxgado  de  Tamarite,  pues  tratáudoee  del  ejer- 
cido de  ana  acción  personal  y  siendo  Jaez  competente  el  del  lugar  donde 
la  obligación  hubiera  de  cumplirse,  este  lugar  sería  el  del  domicilio  del 
qie  hubiera  de  prestar  los  alimentos,  teniendo  en  cuenta  la  disposición 
M  art.  149  del  Código  civil,  pues  ya  optara  por  pagar  la  pensión  ó  por 
admitir  en  en  casa  ki  que  habla  de  recibirloe,  siempre  lo  uno  y  lo  otro  »e- 
ríaexlgible  en  el  domicilio  de  quien  prestara  los  alimentos  y  no  en 
ningún  otro  lugar;  y   remitidas  por  ambos  Juzgados  en  debida  forma 
■OB  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  se  ha  sustancia- 
de  la  oompetencla  con  arreglo  á  derecho,  oyéndoee  al  Ministerio  fiscal;- 
Viato,  siendo  Ponente  el  Msg'strado  D.  Juan  de  Aldana: 
Ooneiderando  que  dado  el  carácter  puramente  personal  de  la  acción 
«Jerdtadapor  D.  fi^ 'Amalla  0<>rvellera  y  Martínez  en  demanda  de  ali- 
mentos á  sn  hermano  D.  Enrique  Cervellera  y  Martínez,  es  el  fuero  del 
domicilio  de  éste  el  único  determinante  de  la  competencia  para  conccer 
ds  la  expresada  dtsm^nd»:  primero,  porque  dentro  del  sentido  y  espíritu 
da  la  regla  21  del  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  sería  contradictu- 
ño  y  hasta  absurdo  entender  que  el  Juez  competente  para  conocer  de 
esta  clase  dedeman  ia<i,  cuando  fueren  incidentales,  era  el  del  domicilio 
déla  persona  á  quien  f>e  pidan  los  alimentos,  y  el  del  actor  cuando 
(•mstituyen  el  obj»'to  principal  del  juicio,  por  lo  que  el  verdadero  sen- 
tida del  ezpresadi)  artícnlo  es  el  del  núm.  8.°  del  art.  309  de  la  ley  sobre 
otganlsación  del  Po  ier  ja  licial,  á  cuyo  tenor,  de  las  demandas  inciden- 
talas  de  eeta  clase  conoce  el  que  entiende  en  los  autos  principales  y  en 
loe  demás  casos  el  Ji^-z  leí  logar  del  domicilio  del  demandado;  segundo, 
perqué  de  todas  suertes  el  precepto  aplicable  es  el  del  párrafo  8.°  del 
trt  1J71  del  Código,  ••n  relación  con  la  regla  1.*  del  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento  civil,  r*>f^rente  al  dem<^ndado  y  no  al  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación,  porque  lo  que  se  pide  no  es  en  virtud  de  una 
ebligteión  preestahlHcida  por  las  partes,  sino  para  que  precieamente  se 
<)«Aiire  la  existencia  de  <4tchfl  obligación  en  el  concepto  de  emanada  de 
»y,  y  mientras  no  s<í  declare  su  exletencia  no  hay  términos  legales 
clónales  para  derivar  de  ella  e)  cumplimiento  de  la  misma;  terce- 
,orque  atenit^ias  I  s  formas  autorizadas  por  la  ley  para  cumplir 
clase  de  obligicSon^a,  lo  mismo  puede  satisfacerse,  según  loe  ca!*os, 
I  domicilio  del  obíigado.á  prestar  los  alimentos  que  en  el  del  ali- 
I  iieta;  y  coarto,  porqne  en  este  sentido  han  sido  ya  resueltas  otras 

tiones  de  comretencia  snálogas; 
I  llamos  qne  debemos  declarar  y  deelaramcs  que  el  conocimiento  do 
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la  presente  demanda  oorreeponde  al  Jaes  de  primera  instancia  de  Tama- 
rite,  á  qnien  se  remitan  todas  las  actnaciones,  poniéndolo  en  cenoei- 
miento  del  de  igaal  clase  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte;  siendo 
de  coenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid dentro  de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha  ó  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copisf 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  j  fírmamos.=Josó  de  Aldecoa. 
Juan  de  Aldana  =Alyaro  Landei r a. = Antonio  Martines  Lage.=Manuei 
Fernández  Loaysa. 

Publicación.=  Leída  7  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  de  Aldana,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cel^ 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  el  día  da 
hoy,  de  qne  certiñco  como  Escribano  de  Oámara. 

Madrid  20  de  Agosto  de  1906.=Rogelio  Goniález  Montes. 


N^um.  36.— GRACIA  Y  JUSTICIA.~20  de  Agosto,  pub.  el  30. 

ResoluciÓxN  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  conflr* 
mando  la  negativa  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  San  Se- 
bastián á  inscribir  una  escritura  de  revocación  y  otra  de  do- 
nación de  bienes. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  mención  de  la  obligación  de  pagar  deudas  ó  cargaSy  hecha 
en  cumplimiento  del  art.  33  del  reglamento  para  la  ejecueión  de  la 
ley  Hipotecaria,  al  inscribirse  bienes  adjudicados  con  dicha  obliga-- 
eión,  implica  la  constitución  de  un  derecho  real  sobre  tales  bienes^ 
según  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  23  de  Mayo  de  1899: 

Que  para  cancelar  esa  obligación  ea  indispensable^  con  arreglo 
al  art,  82  de  la  ley  Hipotecaria^  ó  ejecutoria  en  que  asi  se  ordene  6 
el  consentimiento  de  la  persona  á  cuyo  favor  está  constituida^  ó  el 
de  ios  legitimarios,  que  no  han  concurrido  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  que  se  trata: 

Que  la  contradicción  ó  falta  de  claridad  en  cuanto  á  la  extensión 
del  derecho  que  se  adquiere  impide  la  inscripción  del  respectivo  do- 
cumento, 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notario  don 
Miguel  Lanz  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Saa. 
Sebastián  á  inscribir  una  escritura  de  revocación  y  otra  de  donación 
de  bienes,  pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  del  re« 
cúrrente: 

Resultando  que  D.  Sebastián  Snsperregui  y  Olazábal  y  su  hijo  don 
Gregorio  Snaperregul  y  Suaperregni  otorgaron  una  escritura  en  Irún  á 
6  de  Noviembre  de  1906  ante  el  Notario  D.  Miguel  Lanz  y  Aramburu,  en 
la  que  manifestaron  que  por  otra  escritura  ya  iat^crita  en  el  Registro  da 
la  propiedad,  otorgada  ante  D.  Pedro  de  Indartí  Notario  de  Iriia,  á  26  du 
Abril  de  1894,  había  donado  D.  Sebastián  á  D.  Gregorio  todos  sus  ble* 
nes,  y  que  conviniendo  á  los  intereses  de  éate  la  venta  de  los  mismos, 
para  que  pudiera  hacerlo  con  las  mayores  ventajas,  concedía  D.  Sebas- 
tián á  D.  Gregorio  el  permiso  que  necesitaba  para  vender,  hipotecar  y 
ejercer  todos  los  actos  de  dominio  sobre  ios  repetidos  bleaes  objeto  de 
dicha  donación,  y  cancelaba  y  dejaba  sin  efecto  todas  las  cargas  y  obli* 


Digitized  by  LjOOQ IC 


AGESTO  DS  1906  16S 

(adonefl  que  impuso  al  hacerla,  á  excepción  de  las  que  se  expresan  en 
la  eláaenla  primera,  que  dejaba  en  vigor,  y  canceladas  las  demás.  Las 
indic&daB  clánenlae  qne  se  insertaban  eran  referentes:  la  primera,  á  los 
alimentos  qne  debía  dar  el  donatario  al  donante,  en  equivalencia  á  la 
reeerva  de  nenfrncto  qne  exige  el  art  634  del  Código  civil;  la  segunda, 
á  ifrnales  alimentos  á  favor  de  los  hermanos  del  douatarío  D.  Joaqnín  y 
DofíA  Leonor,  y  al  pago  qne  el  mismo  donatario  se  obligaba  á  efectuar 
de  las  legítimas  maternas  de  ambos  bermanos,  aeí  como  de  la  parte  qne 
por  ignal  concepto  le  faltaba  cobrar  á  Dofia  Joaoa  Dominica  Sasperre- 
gol,  según  lo  establecido  en  las  operaciones  divieorias  de  los  bienes  re- 
lictos ai  fallecimiento  de  Dofia  Celedonia  Susperregni,  y  la  devolnción 
«nsn  caso  de  la  dote  de  sn  esposa;  la  tercera,  á  la  obligación  de  pagar 
en  BQ  día  á  los  mismos  las  legítimas  paternas;  la  cuarta,  á  la  obligación 
^no  vender  ni  hipotecar  los  bienes  donados  sin  pprmieo  del  donante, 
para  prevenir  perjnicios  á  la  menor  Dofia  Leonor  Rufína  Mannela  Sns- 
perregni;  y  la  quinta,  á  que  procedería  la  revocación  con  sólo  acreditar 
«1  donante  qne  vivía  fuera  del  domicilio  del  donatario: 

Besnltendo  que  los  miemos  D.  Sebastián  y  D.  Gr(^gorio  Rii?perregui 
etorgaron  otra  escritura,  también  en  Irún  y  ante  el  mit^mo  Notario  don* 
Miguel  Lana,  con  fecha  8  de  Noviembre  de  1905,  en  la  que,  refíriéndose 
á  la  de  5  del  mismo  mes  y  á  la  de  25  de  Abril  de  1^04,  describieron  dos 
fincAS  rústicas,  que  expresaron  formaban  parte  de  la  donación  y  que  se 
habían  omitido  en  la  escritora  de  eu  cuastitucióu,  eolicitando  la  inscrip- 
ción de  ellas  en  tal  concepto  á  favor  del  donatario: 

Resultando  que  presentadas  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  San 
Sebastián  copias  de  las  citadas  escrituras  de  6  y  8  de  Noviembre  de  1906, 
poso  el  Registrador  las  reepectivKS  notas  siguientes:  <Se  deniega  lains- 
eripción  de  este  documento  por  ser  contraria  á  derecho  la  r^^vocación  de 
condiciones  qne  comprende.»  cSe  deniega  la  inserí prión  de  este  docn- 
mento  porque  la  donación  que  comprende  no  está  Leoha  con  las  condi- 
ciones qne  contenía  la  primitiva  escritura  de  donación,  y  sin  ellas  re- 
mita inoficiosa  y  contraria  á  derecho: 

Resultando  qne  el  Notario  D.  Miguel  Lanz  interpuso  e^ te  recurso  so* 
licitando  se  declare  que  las  dos  repe.idas  escrituras  de  5  y  8  de  Noviem- 
bre se  hallan  extendidas  con  arreglo  á  las  prescripcicnes  y  formalidades 
legales,  y  al  efecto  alegó:  que  como  el  donante  pudo  hacer  la  donación 
lin  imponer  al  donatario  gravamen  ni  limitación  alguna,  también  pnda 
relevar  á  éste  del  cumplimiento  de  las  que  le  impnso  al  otorgar  la  do- 
nación; y  qne,  tanto  por  lo  establecido  en  los  artícnlop  634,  b35,  636, 
7  654  del  Código  civil,  como  por  lo  declarado  por  este  Cí^ntro  en  Reso- 
lución de  21  de  Agosto  de  1893,  no  puede  el  Registrador  i  firmar  hpriori 
^e  la  donación  sea  contraria  á  derecho,  sino  que  póío  ios  T  ibnnales 
podrán  hacerle  en  el  juicio  que  proceda  y  á  instancia  de  parte  h'i^ítima: 
Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  exp:)niendo: 
que  siendo  dos  los  títulos  cuya  inscripción  se  ha  denegado,  y  dos  las 
■otas  impugnadas,  es  improcedente  la  interposición  de  un  sulo  recurso 
gubernativo  contra  ambas;  que  el  donante  ha  podido  rennr.ciHr  aquello 
sea  rennnciable  de  lo  que  se  reservó,  pero  no  los  derechos  que  por 
*6critnra  de  25  de  Abril  de  1804  adquirieron  sus  bij  s  D.  J  aquín, 
la  Leonor  y  Dcfia  Juana,  tanto  más,  cnanto  que  los  benps  donados 
'dicha  escritura  fueron  adjudicados  al  donante  en   la  tenlfimentaría 
§n  finada  esposa  Dofia  Celedonia  Susperregui  con  obügnción  de  pa- 
á  sna  hijos  la  legítima  materna,  y  transmitida  e^a  obli^'ación  á  don 
gorio  al. hacerle  su  padre  donación  de  todos  los  bienes,  polo  phb  her- 
ios pneden  eximirle  de  ella;  y  que  como  la  escritura  de  8  de  Noviem- 
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bre  es  complementaria  de  la  de  donación  7  prescinde  de  las  referida» 
obligaciones,  puede  calificarse  de  inoficiosa,  porqne  perjudica  legitima» 
ya  conocidas  y  exigí b^ee: 

Resultando  que  el  Jaez  delegado  dictó  auto  confirmatorio  de  las  no* 
tas  del  Registrador,  estimando  análogas  apreciaciones  que  éste,  en 
cnanto  al  fondo,  y  respecto  á  la  procedencia  del  recurso,  que  si  bien  per 
regla  general  no  puede  interponerse  uno  sólo  contra  dos  notas  de  un 
Registrador  de  la  propiedad,  es  de  exceptuar  este  caso  por  la  íntima  re- 
lación que  existe  entre  los  dos  títulos: 

Resultando  que  el  Njtario  recurrente  apeló  de  dicho  auto,  exponien- 
do: que  al  establ«<;er  el  art.  664  del  Oódigo  civil  que  las  donaciones  ino- 
ficiosas tendrán  efecto  durante  la  vida  del  donante,  confirma  el  dereoh» 
del  duefio  á  disponer  libremente  de  los  bienes  por  actos  intervivos;  qne 
el  Código  citado  no  concede  á  los  legitimarios  otra  garantía  qne  la  del 
artículo  666;  que  los  h9rmanos  del  donatario  no  han  adquirido  dereóho 
alguno  por  la  escritura  de  26  de  Abril  de  1894,  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  1267,  y  qne  en  todo  caso  el  1271  opondría  un  obstáculo  formida- 
.ble  para  ello: 

Resultando  qne  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  la  resolución 
del  Juagado,  aceptando  sus  fundamentos  y  estimando  además:  que  no 
obstante  lo  dispuesto  en  el  arf.  664  del  Código  civil,  es  lo  cierto  qne  al 
dejarse  sin  efecto  las  cláusulas  qne  imponían  obligaciones  al  donatario, 
quedaban  desamparados,  no  ya  los  derechos  futuros  y  más  ó  meno» 
eventuales  á  ia  legitima  paterna,  sino  los  ya  efectivos  que  los  hermano» 
tenían  á  la  materna,  burlándose  la  limitación  impuesta  por  el  686  de  di- 
cho Oódigo,  y  en  tal  concepto  no  es  aplicable  la  Resolución  de  este  Cen- 
tre de  21  de  Agosto  de  1803,  referente  á  caso  en  que  no  se  trataba  de  do- 
nación universal  ni  de  reservas  de  obligaciones,  como  en  el  presente; 
qne  para  la  adquisición  de  los  derechos  por  los  hermanos  del  donatario 
no  es  necesaria  la  aceptación  á  que  hace  referencia  el  art.  1267  del  Có* 
digo  civil,  porque  tal  aceptación  implica  la  facultad  de  renfunciar  lo» 
mismos  derechos,  y  seirúa  lo  dispuesto  en  el  art.  666,  los  herederos  le- 
gitimarios no  pueden  renunciar  su  derecho  durante  la  vida  del  donante, 
ni  por  declaración  pxoresa  ni  prestando  su  consentimiento  á  la  dona- 
ción, declarando  nula  el  816  toda  renuncia  sobre  legítima  futura,  y  lo 
dispuesto  en  el  art.  643  del  repetido  Código  y  en  la  Resolución  de  este 
Centro  de  28  de  Jnllo  de  1880: 

Resultando  qne  el  Notario  recurrente  apeló  insistiendo  en  sos  alega- 
ciones anteriore<«,  y  afi^^dió:  que  la  obligación  del  donante  de  pagar  la» 
legítimas  maternas  es  personal  y  no  real,  porque  para  ello  no  se  le  ad- 
■  indicaron  bienes  deternainados,  sino  todos  los  relictos;  qne  la  misma 
obligación  no  ha  podido  transmitirla  el  donante  sin  el  consentimiento 
de  los  interesados,  seiíún  lo  dispuesto  en  el  art.  1206  del  Código  civil,  y 
qne  el  fraude  á  que  se  refiere  el  643  solo  pueden  apreciarlo  los  Tribu- 
nales . 

Vistos  los  arts.  82  de  la  ley  Hipotecaria  y  83  de  su  reglamento,  y  1» 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  28  de  Mayo  de  1899: 

Considerando,  en  cnanto  á  la  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1905^ 
qne  por  ella  se  cancelan  y  dejan  sin  efecto  varias  obligaciones  impues- 
tas al  donatario  en  la  de  26  de  Abril  de  1894,  como  condiciones  de  la  do- 
nación, y  entre  ella<i  la  de  satisfacer  la  legítima  materna  á  sus  herma- 
nos, obligación  qne  awí  mismo  se  Impuso  al  donante  en  las  operación»! 
divisorias  de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento  de  su  esposa,  que  soa 
también  objeto  de  la  donación : 

Considerando  que  la  mención  de  la  obligación  de  pagar  dendas  ó  ear- 
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fu,  lieeha  en  eomplimiaiito  del  art.  88  del  regUmento  pera  la  ejeenolón 
de  le  ley  Hipotecaria,  al  inecriblree  bienee  adjadlcadoe  con  dicha  obli- 
fidóii  implica  la  eooBtilación  de  nn  derecho  real  sobre  talee  bienes,  se- 
fún  la  eenlencia  del  Tribnnal  Sapremo  de  18  de  Mayo  de  1890: 

OoDsiderando  qne  para  cancelar  la  obligación  es  indiepeneable,  con 
«riegle  al  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria,  ó  ejecutoria  en  qne  asi  se  orde- 
se,  ó  el  consentimiento  de  la  pereona  á  coyo  íayor  eetá  constituida,  é 
Ma  en  el  caso  del  recnreo,  el  de  loe  legitimarios,  que  no  han  concurrido 
ti  otorgamiento  de  la  eecritnra  de  qne  se  trata: 

OoBsiderando,  reepecto  de  la  escritora  de  8  de  Neyiembre  de  1906,. 
fae  en  ella  manifiestan  los  otorgantes  que  lee  condiciones  de  la  dona^ 
dte  hecha  en  la  esoritnra  de  85  de  Abril  de  1894  íneron  canceladas,  y, 
lio  embargOy  otorgan  qne  ee  ratifican  en  dicha  donación,  ampliándola  A 
ios  flacas  qne  por  olyido  inyolnntario  se  omitieron,  y  qne  desean  qne  la 
•eoritora  primeramente  citada  forme  parte  integrante  de  la  última»  lo 
eoil  constituye  nna  eontradlccióo»  ó,  coando  menos,  una  falta  de  clari> 
dtd,  en  cnanto  á  la  extensión  del  derecho  qoe  se  adquiere,  qne  impide 
10  inscripción; 

£sta  Dirección  g^sneral  ha  acordado  declarar  qoe  las  escritoras  de  ft 
y  8  de  Noyiembre  de  1905  no  se  hallan  extendidas  con  arreglo  á  las  pres- 
vipelones  legales. 

liD  qoe,  con  deyolnclón  del  expediente  original,  comnnico  á  V.  I.  A 
losefectoe  coaslgnlentes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  2(y 
éi  Agisto  de  lv*0«.~El  Director  general,  Javier  Qómes  de  la  Berna.- 
te  Presidente  de  la  Audiencia  de  Pamplona. 


KxLm.  Se.-^GRACIA  Y  JUSTICU.-2f  de  Agosto, 
pabllcada  el  I.*"  de  Septlenbre. 

Rb8oluci6n  db  la  Dirección  gbnsral  db  los  Registros  revocando 
la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Torrente  á  ins* 
eribír  una  escritura  de  manifestación  de  herencia. 
Eq  sus  coMSiDERAnDoe  se  establece: 

Que  si  bien  es  cierto  que^  eon  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 9lí  del  Código  eicil,  en  el  caso  de  terminación  del  alboeeasgo,  y  en 
ti  de  no  haber  aceptado  el  cargo  de  albaeea,  corresponde  á  los  kere  • 
dero9  la  ejecución  de  la  voluntad  del  testador,  también  lo  es  que  por 
so  haber  previsto  el  legislador  el  que  por  cualquiera  causa  no  Juera 
i90  posible,  no  existe  disposición  alguna  en  dicho  Código  que  deter* 
suae  lo  que  ha  de  hacerse  para  que  la  expresada  voluntad  se  cumpla: 
Que  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civiU  vigente  al  auto- 
risar  el  nombramiento  de  albaceas  dativos,  se  limita  al  caso  deja- 
Uitímiento  abintestato,  por  lo  cual  no  es  aplicable  en  su  letra  si  exis- 
tamento: 

te  esto  no  obstante  las  sentencias  de  casación  de  29  de  Marzo 
^  u  4de  Enero  de  1889,  dictadas  cuando  estaba  en  vigor  el ar» 
0  359  de  la  ley  procesal  de  1855,  sientan  la  doctrina  de  que  co^ 
ronde  al  Jues  de  primera  instancia  el  nombramiento  de  albacea 
H),  que  puede  hacerse  al  menos  por  analogía  cuando  faltan  todos 
uignados  por  el  testador  para  el  cumplimiento  de  sus  disposi^ 
$,  y  el  heredero  carece  de  persona  que  especialmente  le  repre- 
^*  ser  indispensable  designar  persona  que  se  ponga  al  frente 
-  106  11 
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de  la  teatamentixriaf  administre  loabienee  y  cumpla  la  voluntad  del 
testador: 

Que  el  art.  966  de  la  ley  de  EnjuieianUento  civil  vigente,  es  copia 
del  359  del  anterior: 

Que  inspiradas  sin  duda  en  el  mismo  criterio  las  Resoluciones  de 
3  de  Diciembre  de  190Í  y  3  de  Mayo  de  1902 ,  aunque  no  de  un  mad» 
directo  y  expreso^  reconocen  implícitamente  la  /acuitad  de  los  Jue» 
ees  para  nombrar  albaceas  dativos  que  cumplan  la  voluntad  del  tes» 
iador,  ya  que  en  la  primera,  aunque  se  decidió  que  no  era  inscribible 
una  escritura  de  venta  otorgada  por  albaeea  dativo,  tal  decisión  nú 
se  fundó  en  que  no  fuera  legal  el  nombramiento,  sino  en  que  la  enaje* 
nación  no  se  efectuó  en  subasta  pública;  y  en  la  segunda  se  declaró 
inscribible  una  escritura  de  cancelación  otorgada,  por  quien,  según 
dice  la  misma  escritura,  obraba  como  albaeea  dativo,  lo  cual  segura" 
mente  no  se  habría  declarado  si  se  hubiera  estimado  ilegal  el  nom- 
bramiento: 

Que  no  procediendo  la  prevención  del  juicio  de  abintestato  par 
existir  testamento,  no  es  posible  hacer  en  él  el  nombramiento  de  al* 
bacea  dativo  y  sí  sólo  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria. 

limo.  Sr.:  ha  el  recurso  gubernativo  interpnesto  por  D,  Oarloa  Coa- 
taños  Ros  contra  la  negatlvü  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Torren- 
te á  inscribir  ana  escrlcnra  de  maoif  estación  de  lierencia,  pendiente  es 
este  Centro  en  virtnd  de  apelación  del  recurrente: 

Resultando  que  D.  Vicente  Tomás  y  Serrano  falleció  el  6  de  N  ivlem* 
bre  de  1886,  bajo  testamento  que  otorgó  en  81  de  Jnlio  de  i882,  en  el  que 
instituyó  heredera  de  todus  bus  bienes  á  su  esposa  Dofia  María  Oiberái 
disponiendo  que  de  ios  que  de  éstos  quedaran  ai  f  AÜecimiento  de  ella, 
se  procediera  por  sus  albaceas  á  la  venta  pública  ó  privada  de  ios  mis- 
mos, entregando  de  su  producto  2.600  pesetas  á  cada  nna  de  las  lierma- 
nas  del  testador  Doña  Francisca  y  Dofia  María  del  Carmen,  y  que  el  res- 
to se  distribuyese  entre  loe  establecimientos  páblicos  que  sostit^ne  laca* 
ridad  y  no  tienen  subvención  del  Gobierno  y  en  propaganda  del  onlte 
católico,  todo  á  elección  de  los  mismos: 

Resaltando  que  por  haber  premnerto  á  la  heredera  todos  los  alba- 
oeas  nombrados,  ei  Juzfl:ado  de  primera  instancia  de  S^n  Vicente,  de  Va- 
lencia, en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  nombró  en  11  de  Marzo  de  190i 
albaceas  datlvoi  de  la  herencia  de  D.  Vicente  Tomás  y  Serrano,  á  don 
Vicente  Royo,  D.  Clemente  R.imón  Tomás,  D.  Garlos  Oastafios  Ros,  don 
Mannel  Maedra  y  D.  Enrique  G>)mes,  para  qne  ejecutaran  las  disposicio- 
nes de  última  voluntad  del  caasaáce,  no  oamplkias  y  aplatadas  á  tiem- 
po fatnro: 

Resaltando  qne  entre  los  bienes  que  de  la  herencia  del  repetido  don 
Vicente  Tomás  y  Serrano  quedaron  al  fallecimiento  de  su  esposa,  figura 
Hn  erédito  de  10.000  pesetas,  garantisado  con  hipoteca,  que  fué  inscrite 
en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Torrente: 

Resaltando  que  previamente  antorizado  por  todos  los  albaceas  / 
TOS,  el  también  nombrado  con  este  carácter  D.  Carlos  Castafios 
etorgó  en  Valencia  á  20  de  Abril  de  190i,  ante  el  Notario  D.  PAscna 
riane,  escritora  de  manifestación  y  aceptación  del  indicado  crédito  h 
teoario,  ai  efecto  de  qne  se  inscrilbiera  á  nombre  de  loa  mismos  albac 
con  objeto  de  tener  la  capacidad  legal  necesaria  para  cancelarlo  y  xA 
aar  loe  derechos  qne  les  competen: 

Beenltando  qne  presentada  dicha  eacritnra  en  el  expresado  Be^i 
^  la  propiedad  de  Torrente,  f  né  denegada  en  ioacrlpciún  por  loa  aigpí 
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^tos  defectaa:  <1.^,  por  no  est«r  vigente  desde  el  día  en  qne  comenió  á 
resir  el  Código  civil,  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjaiclamiento  civil  en 
«qnella  parte  saya  en  la  qne  ee  establece  qne  á  loe  albacéas  dativos  les 
corresponde,  aparte  del  entierro  y  ezeqnias  del  dlíanto,  todo  lo  demáa 
qne  sea  propio  de  este  eargo  con  arreglo  á  las  leyes,  por  lo  qne  sns  dnU 
oaa  facaltades  están  limitadas  hoy  á  disponer  lo  conveniente  para  dichas 
eseqoiss  y  entierro;  2.o,  porqne  con  arreglo  al  art.  910  del  Oódige, 
eoejido  termine  el  aibaceaago  por  muerte  de  los  albacéas  ó  por  cual- 
quiera otra  causa,  no  es  á  los  albacéas  dativos,  sino  á  los  herederos  á 
qnienea  corresponde  la  ejecución  de  la  voluntad  del  testador;  y  8.®,  por 
Bio  haber  sido  nombrados  los  albacéas  dativos  que  solicitan  la  inscrip- 
el6n,  en  diligencias  de  prevención  del  juicio  de  abintestato,  que  son  la 
énlea  actuación  judicial,  en  la  que  su  nobramiento  puede  ser  hecho,  y 
la  éaiea  también  dentro  de  la  cual  puede  este  nombraminoto  surtir  los 
eCeetH  que  te  correspondan  con  arreglo  á  las  leyes.  Y  no  pareciendo 
snbeanables  estos  defectos,  no  es  tampoco  admisible  la  anotación  pre* 
TentlTa9: 

Besnitando  que  contra  la  anterior  calificación  interpuso  el  albacea 
D.  Garlos  Castaños  el  presente  recurso,  alegando,  en  cuaato  al  primer 
defecto,  qne  no  es  exacto  qne  el  art.  fi66  de  la  ley  de  Eojalciamiento 
sItII  haya  sido  derogado  en  parte  por  el  Código,  porqne  atiende  á  una 
aeeeeidad  del  orden  procesal,  á  la  que  nada  afectan  las  prescripciones  de 
diebo  Código,  aparte  de  que  dicho  artículo  se  refiere  al  caso  de  do  existir  • 
tsetamento  y  no  al  de  que  lo  baya;  respecto  del  segundo,  qne  si  bien  es 
derto  qne,  segdn  el  art.  911  del  Código  civil,  terminado  el  alhaceasge 
eerreeponde  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador  ó  los  herederos, 
ae  hay  posibilidad  en  el' caso  del  recurso  de  determinar  la  persona  del 
heredero,  y,  no  obstante,  en  el  testamento  se  dispone  el  destino  qne  ha 
de  darae  á  los  bienes;  y  con  relación  al  tercero,  que  existiendo,  como 
existe  testamento,  no  cabe  ni  es  procedente  la  prevención  del  juicio 
aUntestato  para  hacer  en  él  el  nombramiento  de  albacea  dativo,  por  le 
eaal,  no  pndiendo  determinarse  la  persona  del  heredero  que  haya  de 
•Bsiltolr  á  los  albacéas,  ni  siendo  posible  la  prevención  del  intestato, 
qnedaría  incumplida  la  voluntad  del  testador  si  no  cupiera  el  nombra- 
aieoto  de  albacéas  dativos  fuera  del  caso  previsto  en  el  art.  966  de  la 
tey  de  Enjuiciamiento  civil;  y  á  la  necesidad  de  qne  esa  voluntad  se 
eampla  obedece  el  nombrsmiento  de  albacéas  dativos  en  acto  de  juris-' 
dieeión  voluntaria,  con  arregle  al  art.  1811  de  dicha  ley,  qne  está  en 
práetlea  en  los  Tribunales,  y  cuya  procedencia  ha  sido  implícitamente 
teeenocida  en  las  Resoluciones  de  8  de  Mayo  de  1902  y  8  de  Diciembre 
de  1901: 

Besnitando  que  el  Registrador^  en  su  Informe,  alegó  en  defensa  de 

■a  ealificaeión,  respecto  de  los  defectos  1.®  y  2.^',  qne  ia  disposición  final 

del  Código  deroga  todos  los  Cnerpos  legales,  Ufios  y  costumbres  que 

eonstitnian  el  derecho  civil  coman  en  todas  la»  materias  qne  son  objeto 

iel  Código,  lo  cual  quiere  decir  que  ha  quedado  derogado  el  art.  966  de 

ey  de  Bnjuid amiento  civH,  que  dio  vida  á  la  institución  de  los  alba- 

sdativoe,  porque  el  Código,  al  establecer  el  atbaceaago,  al  legislar 

re  eea  materia,  no  reconoce  la  existencia  de  los  dativos;  que  aun  en 

Qpoeete  de  qne  fuera  procedente  el  nombramiento  de  éstos,  en  nin- 

a  eaee  serían  válidas  las  enajenaciones  hechas  por  ellos,  porqne  coa 

reglo  á  nuestro  derecho  sólo  pueden  hacerlo  los  albacéas  por  sí  solee 

islén  expresamente  facultados  para  ello  por  el  testador,  y  que  las  Be- 

artenee  elladas  por  el  recurrente  ne  tienen  aplicación  al  caso  de  que 

"«^ta,  per  cnanto  no  fué  objeto  de  ellas  la  cuestión  qus  se  debate,  que 
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es  la  de  saber  ei  es  legal  el  nombramiento  de  albaoeas  datiyos  heehe» 
faera  del  procedimiento  contencioso  establecido  en  la  ley  para  la  pre^ 
yenoión  de  los  abintestatos,  y  si  después  de  publicado  el  Código  ciyiL 
pueden  tener  facultad  para  otra  cosa  que  para  disponer  ei  entierro  y  la» 
exequias  del  finado,  cuyo  abintestato  motiva  el  nombramiento;  y  rea^ 
peoto  del  tercer  defecto,  qu  e  si  bien  el  Tribunal  Supremo  ha  establecida 
la  doctrina  de  que  á  semelansa  de  lo  dispuesto  en  el  libro  2.®  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  clyil,  que  trata  de  los  abintestatos  y  del  nombra- 
miento de  les  albaceas  dativos  como  acto  de  jurisdicción  contenciosa,, 
puede  y  debe  ser  admitido  que  los  Jueces  los  nombren  en  acto  de  Juris- 
dicción voluntaria,  entiende  el  informante  que  tales  nombramientos  son 
nulos,  porque  no  existe  punto  de  reducción  posible  entre  los  precepto» 
de  la  jarisdicción  contenciosa,  que  regulan  loe  derechos  de  las  partes  y 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  que  tienen  lugar  ínter  vilenteSt  y 
porque  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sefiala  el  único  caso 
en  que  los  Jueces  tienen  ó  tenían  facultades  para  nombrar  albaceas  da- 
tivos, esto  es,  como  una  diligencia  ó  como  una  actuación  del  Juicio  d» 
abintestato,  sin  que  exista  ley  alguna  que  les  confiera  facultades  para 
nombrarlos  en  otros  procedimientos: 

Resultando  que  el  Juei  Delegado  de  Torrente  dictó  auto  confirmándo- 
la nota  del  Registrador,  por  considerar  que  en  el  Código  civil  no  existo 
otra  disposición  que  autorice  para  el  nombramiento  de  albaceas  que  lo 
.  contenida  en  el  art.  892,  que  confiere  única  y  exclusivamente  esa  facul- 
tad al  testador;  que  no  sólo  el  tenor  literal  del  artículo,  sino  el  concepto 
fundamental  que  sirve  de  base  á  la  institución  del  albaceazgo,  impiden 
interpretar  aquél  extensivamente  y  admitir  como  procedente  la  existen* 
da  de  albaceas  dativos,  toda  ves  que  el  albaceasgo  es  un  cargo  de  con« 
flanaa;  que  si  bien  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  admito 
el  nombramiento  de  albaoeas  dativos,  es  sólo  en  el  caso  de  que  el  oam- 
sante  haya  fallecido  abintestato,  y  obedece  tan  sólo  á  exigencias  proce- 
sales, y  que,  en  su  consecuencia,  es  improcedente  el  nombramiento  do 
albaceas  dativos: 

Resultando  que  D.  Carlos  Castafios  apeló  de  dicho  auto,  insistiendo 
en  las  mismas  razones,  y  añadiendo  que  el  Tribunal  Sopremo,  en  sen- 
tencias de  29  de  Mano  de  1869  y  2  de  Enero  de  1889,  sienta  la  doctrina 
de  que  procede  el  nombramiento  de  albaceas  dativos  cuando  faltan  los 
desigoados  por  el  testador,  por  ser  indispensable  una  persona  que  se 
ponga  al  frente  de  la  testamentaría,  administre  los  bienes  y  cumpla  lo 
voluntad  del  testador: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  ape- 
lado por  sus  mismos  fundamentos. 

Vistos  los  artículos  966  de  la  ley  de  Eojuiciamlento  y  911  del  Código 
civil,  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  29  de  Marzo  de  1869  y  2  do 
Enero  de  1889  y  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  de  8  de  Octubre 
de  1884,  8  de  Diciembre  de  1901  y  8  de  Mayo  de  1902: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente  recurso 
es  la  de  si  después  de  la  vigencia  del  Código  civil  es  legal  el  nombrr 
miento  de  albaceas  dativos  para  que  cumplan  la  voluntad  del  testado 
si  hubieran  fallecido  los  designados  por  éste  y  no  fuera  posible  determf 
nar  la  personalidad  del  heredero  que  haya  de  encargarse  de  ello,  y  car 
afirmativo,  si  el  nombramiento  puede  verificarse  en  acto  de  jurisdioci^ 
voluntaria: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que,  con  arreglo  á  lo  prevenido  er 
el  art.  911  del  Código  civil,  en  el  caso  de  terminación  del  albaceasgo, 
on  el  de  no  haber  aceptado  el  cargo  de  albacea,  corresponde  á  los  herf 
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I  la  ajecnolón  de  la  yolantad  del  teetador,  también  lo  es  qne  por  no 
iiaber  previsto  el  legielador  el  qne  por  cualquiera  canea  no  f  aera  eso  po- 
•Ible,  no  eziete  dispoeioión  alguna  en  dicho  Oódigo  qne  determine  lo  qne 
ha  de  hacerse  para  que  la  expresada  voluntad  se  cumpla: 

Considerando  qne  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  ví- 
tente al  autoriaar  el  nombramiento  de  albaceas  dativos,  se  limita  al  caso 
ds  fallecimiento  abintestato,  por  lo  cual  no  se  aplicable  en  su  letra  al 
que  motiva  el  presente  recurso  ya  que  existe  testamento: 

Oonslderando  que  esto  no  obstante,  las  citadas  sentencias  del  Tribu- 
aal  Supremo,  dictadas  cuando  estaba  en  vigor  el  art.  869  de  la  ley  de 
BBJnlciamiento  civil  de  1866,  sientan  la  doctrina  de  que  corresponde  al 
Jocs  de  primera  instancia  el  nombramiento  de  albacea  dativo,  qne  puede 
Ikieerse  al  menos  por  analogía  cuando  faltan  todos  los  designados  por  el 
testador  para  el  cumplimiento  de  sus  disposiciones,  y  el  heredero  ca- 
rece de  persona  que  especialmente  le  represente,  por  ser  indiepensa- 
ble  designar  perdona  qne  se  ponga  al  frente  de  la  testamentaría,  admi« 
alstre  loo  bienes  y  cumpla  la  voluntad  del  teetador: 

Oonslderando  que  tal  doctrina  es  aplicable  al  caso  del  presente  re- 
cuno,  ann  después  de  ia  vigencia  de  la  actual  ley  de  Eojuiciamiento  ci- 
vil, porque  el  art.  966  de  ésta  es  copia  del  869  de  la  anterior;  y  porque 
m  notorio,  que  dados  los  términos  de  la  cláusula  de  institución  de  here- 
teos,  indicada  en  el  primer  Resultando,  carece  de  personalidad  que  es - 
leeialmente  les  represente,  por  lo  cual  ha  de  estimarse  legal  el  nombra- 
■isnto  de  albaceas  dativos  hecho  por  el  Jues  de  primera  instancia  de 
flu  Vicente,  de  Valencia: 

Considerando  que  inspirtdas  sin  duda  en  el  mismo  criterio  las  £e- 
solncionea  de  8  de  Diciembre  de  1901  y  8  de  Mayo  de  1902,  aunque  no  de 
'tamodo  directo  y  expreso,  reconocen  implícitamente  la  (acuitad  de  los 
Josees  para  nombrar  albaceas  dativos  qne  cumplan  la  voluntad  del  ttís- 
tsder,  ya  que  en  la  primera,  aunque  se  decidió  que  no  era  inscribible 
«nt  escritura  de  venta  otorgada  por  albacea  dativo,  tal  decieión  no  se 
ísndó  en  que  no  fuera  legal  el  nombramiento,  sino  en  que  la  enajena - 
dÓB  no  se  efectuó  en  subasta  pública;  y  en  la  segunda  ee  declaró  inscri- 
bible una  escritura  de  cancelación  otorgada,  por  quien,  según  dice  la 
misma  escritura,  obraba  como  albacea  dativo,  lo  cual  seguramente  no  se 
iiabrla  declarado  si  se  hubiera  estimado  ilsgal  el  nombramiento: 

Considerando,  respecto  del  tercer  motivo,  por  los  que  se  deniega  la 
Inscripción,  que  no  procediendo  la  prevención  del  Juicio  de  abintestato 
per  existir  testamento,  no  es  posible  hacer  en  él  el  nombramiento  de  al- 
teeea  dativo,  y  sí  sólo  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  revocar  la  providencia  apelada  y 
la  nota  del  Regietrador,  y  declarar  inscribible  la  escritura  de  20  de  Abril 
4s  1904  otorgada  por  D.  Carlos  Castafios  ante  el  Notario  D.  Pascual  8o- 


Lo  qne,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
Issefeotos  consigo  lentes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  21  de 
isto  de  1906.=Bi  Director  general,  Javier  Gómez  de  la  Serna.=Sr.  Fre- 
nte de  la  Andienela  de  Valencia. 
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Náui.  37.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 27  de  Agoato, 
publicada  el  II  de  Septiembre. 

CoMPBTENCí A. —De/^n«a por  po^r^.— Sentencia  decidiendo  en  favor- 
del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de- 
Madrid  la  sostenida  con  el  de  iguai  clase  de  Almadén  acerca 
del  coDoci  miento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.Jerónimo* 
López  coDtra  D.  Cipriano  Salvatierra. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  86  establecc: 

Que  tratándose  de  una  demanda  de  pobreza^  cuyos  términos  va- 
gos y  genéricos  acerca  de  la  finalidad  que  se  propone  el  actor  no  per- 
miten dertüar  de  ella  regla. alguna  especial  de  competencia^  es  ma- 
funesto  que  para  la  determinación  de  ésta  rige  el  fuero  del  domicilio 
del  demandado  según  los  arts,  40  y  1171,  párrafo  3.^  del  Código  d- 
vily  en  relación  con  el  62 y  regla  /.',  y  25  de  la  ley  Procesal, 

£q  la  vUla  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
tencia por  inhibitoria  pendiente  ante  Nos,  eascitada  por  el  Jaes  de  prl« 
mera  inetancia  del  distrito  del  Hospital  de  Madrid  al  de  igual  clase  de 
Almadén  en  el  conocimiento  del  incidente  promovido  en  dicho  último 
Juzgado  por  D.  Jerónimo  López. Gaja«  capataz  de  minas,  vecino  de  Alma- 
dén, contra  D.  Cipriano  Salvatierra  Balo,  electricista  y  vecino  de  Pam- 
plona, ccn  residencia  accidental  en  esta  corte  y  contra  el  Abogado  del 
£atado,  sobre  pobreza  del  López  Caja,  habiendo  comparecido  sólo  en 
este  Tribunal  Supremo  el  D.  Cipriano  Salvatierra,  representado  por  el 
Procurador  D.  Ignacio  Corujo  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Antonio 
Aguilar: 

Resultando  que  D.  Jerónimo  López  Caja,  capataz  de  minas,  con  do  - 
micilio  y  vecindad  en  Almadén,  dedujo  en  escrito  de  14  de  Febrero  úl  • 
timo  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  aquella  localidad  demanda 
de  pobreza  para  litigar  después  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía, 
contra  D.  Cipriano  Salvatierra  Rufo,  vecino  de  Madrid,  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato  referente  á  unos  saltos  de  agua,  pago  de  servicio» 
personales  é  indemnización  de  perjuicios;  y  reclamadas  de  oficio  las  cer- 
tificaciones á  que  se  refiere  el  caso  6.^  del  art.  28  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  se  admitió  la  demanda,  confiriéndose  traslado  de  la  misma 
al  demandado  Salvatierra  y  al  Al>ogado  del  Estado,  emplazándoseiee 
para  que  dentro  del  término  de  doce  días  compareciesen  á  contestarla, 
librándose  ai  efecto  el  correspondiente  exhorto  al  Juez  Decano  de  loa  de 
primera  instancia  de  Madrid,  uno  de  los  cuales,  el  del  distrito  de  Pala* 
cío,  emplazó  por  cédula  al  D.  Cipriano  Salvatierra  en  2  de  Marzo  próximo^ 
pasado: 

Resultando  que  declarado  éste  en  rebeldía,  á  instancia  del  actor,  en 
providencia  del  20  del  indicado  mes  de  Marzo,  por  no  haber  comparecí 
do,  contestó  la  demanda  de  pobreza  el  Abogado  del  Bstado  en  el  sentido 
de  oponerse  á  ella  mientras  el  actor  no  demostrara  hallarse  en  situaoiór 
legal  de  pobre,  ó  sea  dentro  de  lo  preceptuado  en  el  art.  16  de  la  ley  d 
Enjuiciamiento  civil;  y  recibido  el  incidente  á  prueba,  y  cuando  iban  - 
practicarse  las  propuestas  por  el  actor  López  Caja  y  por  el  Abogado  dé 
Estado,  se  recibió,  eon  fecha  24,  en  el  Jozgado  de  primera  instanci 
de  Almadén,  una  comunicación  del  de  igual  clase  del  distrito  del  Ho^pl 
tal  de  Madrid  manifestando  que  el  demandado  D.  Cipriano  Salvatierri 
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7  Bofo  habí*  promoyldo  oae8ti¿n  de  competencia  por  inhibitoria  en  loa 
antoa  Ineidentalea  de  pobreza  incoados  pur  el  D.  Jerónimo  Lopes  Caja 
para  litigar  cen  aqnéi: 

Besniiando  qoe,  en  efecto,  por  eacrito  de  8  del  indicado  mes  de  Mar- 
»,  que  por  repartimiento  hnbo  de  corresponder  al  Josgado  del  distrito 
del  Hospital  de  esta  corte,  el  D.  Cipriano  Sulvatierra  y  Bnfo,  qne  babi- 
toalmente  reside  en  la  misma,  solicitó  de  dicho  Juzgado  requiriese  de 
inhibiciÓQ  ai  de  Almadén  sobre  conocimiento  del  incidente  de  pobresa 
promovido  por  Lopes  Caja,  exponiendo  en  síntesis:  que  se  trataba  de 
Boas  relaciones  jurídicas  que,  de  haber  tenido  existencia  real  y  eíecti- 
▼a,  ae  hnbieran  conanmado  en  Madrid,  que  es  su  residencia  habitnal; 
qa«  en  Madrid,  y  no  en  Almadén,  fué  doode  tuvieron  lugar  las  relacio- 
nes originarias,  qne  de  consumarse  se  hubieren  especificado  en  formada 
aseritnra  pública,  ó  como  fuera,  para  luego  compeler  á  las  partes  al 
eamplimiento  de  la  obligación  principal;  que,  por  consiguiente,  en  esta 
corte  tenUriao  qne  practicarse  también  las  pruebas  de  todos  los  hechos 
á  qne  el  pleito  pneda  referirse,  y  que  por  estas  rasones  y  siendo  la  de- 
manda de  pobresa  incidente  de  nn  asuntu  principal  qne  debe  ventilarse 
en  Madrid,  donde  el  diceute  demandado  tiene  su  domicilio,  los  Tribuna» 
las  de  esta  corte  son  los  únicos  competentes  para  conocer  de  aquella 
demanda  incidental,  con  arreglo  al  núm.  l.<>  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil;  y  habiendo  emitido  el  Fiscal  municipal  dictamen  fa- 
vorable al  requerimiento  inhibitorio  pretendido  por  D.  Cipriano  Salva- 
tierra y  Bnfo,  así  lo  acordó  dicho  Juzgado  de  primera  instancia  del 
Hoapital  en  auto  de  4  de  Abril  de  1906,  que  dio  logar  á  la  inhibitoria, 
por  considerar  al  efecto  que  es  nn  precepto  claro  y  categórico  ei  con- 
signado en  el  caao  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al 
determinar  qne  en  loa  juicios  en  qne  se  ejerciten  acciones  personalea 
aeré  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación» 
y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  deman- 
dado ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  annqne  accidental- 
mente, pudiera  hacerse  el  emplasam lento;  y  que  la  declaración  de  po- 
breaa  se  aolicitara  siempre,  á  tenor  de  lo  que  dispone  el  art.  21  de  dicha 
ley,  en  el  Juagado  qne  conosoa  ó  sea  competente  para  conocer  del  pleito 
ó  negocio  en  que  se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio,  mediante  á  deber 
asr  considerado  come  incidente  del  asunto  principal;  y  no  expreeám- 
doae  en  la  demanda  entablada  en  el  Juzgado  de  Almadén  por  D.  Jeró- 
nimo Lopes  y  Caja  aea  aquél  el  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, ea  evidente  que  á  falta  de  aquel  dato,  indispensable  para  fijar  la 
eaaapetencla  del  Juzgado  del  distrito  del  Hospital  de  Madrid,  qne  pro- 
TSÍa,  es  indudable  qne  es  el  competente  para  conocer  de  la  misma  y  del 
asunto  princi  pal : 

Resultando  que  recibido  en  el  Juzgado  de  Almadén  el  oficio  y  teati-^ 

menio  correspondientes,  con  los  insertos  necesarios,  requiriéndole  de 

ialiibición,  ae  dio  vtsta  al  demandante,  quien  impugnó  la  inhibitoria 

propuesta,  acompafiando  á  su  escrito  dies  cartas  del  demandado  D.  01-^ 

~~1ano  Salvatierra,  encaminadas  á  demostrar  la  prestación  en  Almadén 

les  servicios  personales,  objeto  de  la  reclamación  que  ae  proponía  de- 

Betr  Lopes  Caja;  y  habiéndoae  dado  también  vista  al  Abogado  del  Ea- 

ido  y  al  Ministerio  fiscal,  opinando  el  primero  corresponder  la  compe- 

meia  al  Joes  de  primera  inatancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  cor- 

»»  y  el  aegondo,  qne  debía  desestimarse  la  inhibitoria  propuesta,  dicho 

«ea  de  Almadén  dictó  auto  en  9  da  Mayo  último  declarándose  compe» 

"«ta  y  no  dando  lagar,  en  an  conaecuencia,  á  la  Inhibición  pxopneata 

r  el  del  distrito  del  Hoapital  de  esta  corte,  á  cuyo  efecto  considerór 
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qae  el  Jnioio  qne  se  anuncia  en  éste  de  pobresa  es  sobre  oomplimiento 
de  na  contrato  de  prestación  de  serTleíos  é  indemnisación  de  perjuicio» 
contra  D.  Cipriano  Salvatierra,  como  se  dice  por  el  actor  en  sn  primer 
escrito  designando  Abogado  y  Procnrador,  annqne  en  la  demanda  de  po- 
breta el  Procnrador  Trincado  se  extiende  á  otros  extremos  distintos  de 
«qneilos  para  qne  íné  desigaado  por  sn  poderdante,  ai  oponerse  á  la  in- 
hibitoria; determina  7  concreta  la  petición  primera,  limitada  ai  ejercicio 
de  nna  acción  personal  única  qne  en  sn  día  podrá  ser  tenida  en  cnenta 
ai  diotar  el  fallo  de  la  pobreaa  y  fnndamento  principal  qne  sirve  al  Jua- 
gado proveyente  para  mantener  sn  competencia,  qne  en  ios  juicios  en 
qne  se  ejercitan  acciones  personales  es  Joea  competente  el  del  lugar  en 
qne  deba  cumplirse  la  obligación,  con  preferencia  ai  del  domicilio  del 
demandado  y  el  del  logar  del  contrato,  según  dispone  la  regla  l.^dei  ar- 
ticulo 62  de  la  ley  de  Bajuioiamiento  civil,  y  que  sin  un  contrato  escrito 
y  en  cual  se  determinara  expresamente  la  competencia  del  Juei  del  do- 
micilio del  demandado,  debe  conocer  del  presente  joicio  y  del  asunto 
principal  subsiguiente  aquel  Juzgado  de  Almadén,  por  ser  el  lugar  donde 
ee  han  cumplido  los  servicios  encomendados  al  actor  por  D.  Cipriano 
Salvatierra,  hecho  comprobado  por  las  cartas  que  obran  en  autos  y  giros 
que  en  ellas  se  mencionan;  y  siendo  la  relación  jurídica  habida  entre  las 
partes  contendientes  un  verdadero  mandato,  el  lugar  de  su  cumpli- 
miento, según  nutrida  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  se  eon- 
aidera  aquel  donde  se  prestan  los  servicios  que  han  sido  objeto  de  la  00- 
misión: 

Resultando  qne  como  insistiera  en  la  inhibitoria  el  Jues  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  elevaron  éste  y  el  de 
Almadén  sus  respectivas  actuaciones,  citadas  y  emplazadas  las  partes,  á 
este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho  é  intervención  del  Ministerio  fíacal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Casafia: 

Considerando  que,  dados  los  términos  vagos  y  genéricos  de  la  finali- 
dad que  ee  propone  D.  Jerónimo  L6peE  Caja  al  formular  su  demanda  de 
pobreza  para  litigar  con  D.  Cipriano  Salvatierra  sobre  cumplimiento  de 
un  contrato,  según  dice,  pago  de  servicios  é  indemnisación  de  perjuicios, 
sin  que  hasta  el  presente  sea  conocido  el  origen  y  fundamento  de  tai 
TecUmación  para  poder  derivar  de  ello  ó  del  supuesto  contrato  regla  ai- 
gana  especial  de  competencia,  paes  el  único  elemento  que  como  princi- 
pio de  prueba  pudiera  apreciarse  sólo  consiste  en  el  resultado  de  unas 
«cartas  referentes  á  cierto  estado  de  relaciones  entre  las  partes,  insufi- 
ciente para  determinar  la  naturaleza  de  aquéllas,  es  manifiesto  que  úni- 
camente el  fuero  del  domicilio  del  demandado,  ó  sea  el  de  su  habitual 
residencia,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  40  del  Código  civil,  es  el  qne 
se  impone  para  la  determinación  de  la  competencia  planteada,  de  con- 
formidad con  lo  preceptuado  en  el  párrafo  8.^  del  art.  1171  del  expresa- 
do Cuerpo  legal,  en  relación  con  la  regla  1.^  del  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y  art.  26  de  esta  última; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hoepitai  de  esta  corté,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  ponién- 
dose esta  reeolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Almadén,  y 
eiendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  causadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  en  la  CoLBCbKÓN 
liBGiSLATiVA,  pasáudoso  ai  efecto  las  eopiai  necesarias,  lo  pronuncia- 
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VMM,  mandftmoB  y  firmaniO0«==Joflé  da  Aldeeoa.:BJaaii  de  Aldana.=Al- 
TaroLaadeira«aa  Antonio  Alonso  OaBafia.=:!danael  F.  Loaysa. 

Pnblleaolón.'sLeida  y  pnbllcada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Kzemo.  8r.  D.  Antonio  Alonso  Oasafia,  Magistrado  del  Tribunal  Bapre- 
Bo,  celebrando  andiencla  pública  la  Sala  de  vacaciones  en  el  día  de  hoy» 
éb  qne  oeriifleo  como  Escribano  de  Oámara  de  la  misma 

Madrid  37  de  Agosto  de  1906.=Lleenclado  Rogelio  Gonsáles  Montes. 

£7uzii.  88.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 27  de  Agi^ato, 
pHblloada  el  ¡ó  de  Septiembre. 

-Competencia. — Pago  de  ean/idad.—Seatencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  de  primera  instancia  de  Almería  la  sostenida  con  el 
de  igual  clase  del  distrito  de  la  Barceloneta,  de  Barcelona, 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  don 
José  Marco  contra  la  Sociedad  Miguel  Barros. 
Eq  su  CON8IDBRANOO  úqíco  86  ostableco: 

Que  reelamándo9e  el  importe  de  géneros  vendidon  al  vecino  de 
ma  determinada  población  por  el  comprador  establecido  en  otra,  si 
Im  enirega  de  aquéUoe  se  realiza  en  la  primera^  sin  que  conste  por 
primeipio  alguno  de  prueba  legalmente  apreciable  que  la  remesa  se 
hMma  hecho  por  cuenta^  cargo  y  riesgo  del  comprador  y  que  el  oen- 
dedor  hiciera  en  su  propio  domtdíio  la  entrega  de  aquéllos  sin  con- 
sideración al  luoar  de  su  eerdade^o  destino,  es  visto  que  según  los 
'SUS.  1500  del  Código  y  62,  regla  1.^,  de  la  ley  procesal  y  la  juris' 
pmdeneia  repetida  del  Tribunal  Supremo,  el  fuero  del  domicilio 
del  demandado,  donde  tuoo  lugar  la  entrega  de  la  tosa  cuyo  p  redo 
se  redama,  es  el  único  regulador  de  la  competencia, 

Bn  la  Ttlla  j  eorta  de  Madrld«  á  27  de  Agosto  de  1906,  en  la  compe- 
teaela  pendiente  ante  N6s  por  vlrtnd  de  Inhibitoria  propuesta  por  el 
Josa  de  primera  Instancia  de  Almería  al  de  igual  dase  del  distrito  de  la 
teesloneta,  de  Barcelona,  en  el  conocimiento  de  la  demanda  dei^iaratlva 
is  menor  cuantía  deducida  ante  el  último  por  D.  José  Marco  Cardona, 
tsmerdanto,  vecino  de  Barcelona,  contra  la  Sociedad  mercantil  Miguel 
Baños,  en  comandita,  del  comercio  de  Almería;  habiendo  comparecido 
ante  este  Supremo  Tribunal  la  Sociedad  demandada  representada  por  el 
Preenrador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Jobo 
Uadó  j  Valles. 

ReenlCande  que  la  Sociedad  en  comandita  Serra  y  Oompafiía,  del  oO' 
msrelo  de  Barcelona,  extendió,  con  fecha  24  de  Noviembre  de  1906,  fac 
tora  de  diferentes  partidas  de  géneros  vendidos  á  D.  Miguel  Barros,  de 
Almería,  para  eebrar  su  importo  en  nuestro  domicilio,  según  nota  lm> 
k  en  dicha  factura,  -que  asciende  á  ia  cantidad  de  961  pesetas  30  ceñ- 
ís; apareciendo  transferida,  en  vlrtnd  del  derecho  que  eetablpce  el 
146  del  Oddlgo  de  Comercio,  á  D.  José  Marco  y  Cardona,  y  satisfecha 
6ito  el  impuesto  de  derechos  reales: 

itesnltando  que  por  el  mismo  Marco  y  Oardona  se  extendió  otra  fac» 
^  con  fecha  4  de  Octubre  de  19U0,  que  asciende  á  la  cantidad  de  1.89é 
•tas  por  el  valor  de  otros  varios  géneros  vendidos  á  D.  Miguel  Barres 
i^mpallía.  Sociedad  en  eomandita,  de  Almería,  pagaderos,  según 
ila  en  el  impreso  de  dicha  factura,  cen  mi  domicilio  de  Baroelonai 
^Udoa  de  en  eoento  y  riesgo  por  la  casa  que  se  expresa»;  y  con  ambas 
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íftctaras  D.  José  Marco  y  Oardoaa  dedajo  demanda  declarativa  de  menor 
coantia  en  Barcelona  en  21  de  Diciembre  de  li)06,  con  la  pretensión  d» 
que  se  condene  á  la  Sociedad  compradora  Mignel  Barros,  en  comandita^ 
al  pago  de  ambas  lactnras,  que  snman  la  cantidad  de  8.866  pesetas  con 
80  céotimosi  c jn  los  Intereses  legales  desde  la  fecha  del  emplasamlento,. 
alegando  en  ios  fundamentos  de  derecho  qne  en  ios  jaldes  en  qne  se 
ejercitan  acciones  personales  provenientes  ó  derivadas  de  contratos  de 
compraventa  mercantil,  es  Jaes  competente  el  del  lagar  en  qae  se  Ta- 
rifica la  entrega  de  los  géneros  vendidos,  según  constante  jarlaprn- 
dencia  del  Tri banal  Supremo,  el  cnal  tiene  declarado  además  qne  tra- 
tándose del  pago  de  géneros  de  comercio  expedidos  en  el  domicilio  del 
vendedor,  por  caenta  y  riesgo  del  comprador,  debe  cnmplirse  la  obliga - 
alón  del  pago  en  dicho  domicilio  del  vendedor: 

Besaltaudo  qne  citada  y  emplazada  la  Sociedad  Miguel  Barros,  en 
comandita,  en  la  persona  de  so  Gerente  D.  Mignel  Barros,  por  medio  de 
exhorto  que  se  dirigió  ai  Joez  de  primera  instancia  de  Almería,  promo- 
vió ante  el  mismo  la  inhibitoria  de  jariedicción  en  16  de  Enero  del  pre- 
sente afio,  alegando  en  sa  apoyo:  qne  con  la  demanda  no  se  presentaba 
documento  ni  jastifíoante  algano  del  qoe  pndiera  inferirse  racionalmente 
qne  el  transporte  de  los  géneros  se  hiciera  de  sn  coenta  y  riesgo,  toda 
yez  que  las  füctnras,  que  se  presentaban  sin  firma  alguna,  no  eran  sns- 
ceptibles  de  producir  prueba  de  ninguna  clase;  siendo  además  de  obser- 
var, respecto  de  la  factura  de  961  pesetas  8Q  céntimos,  de  Sierra  y  Oom- 
pafiia,  transferida  al  demandante,  qne  en  ella  no  se  fijaba  un  tiempo  ni 
lugar  para  el  paf^o,  ni  qne  la  remesa  de  los  giros  se  hiciera  por  cuenta  y 
riesgo  del  comprador;  que  el  lugar  del  pago,  cuando  no  se  ha  designiuio 
al  constituir  la  obligación,  y  ésta  no  consiste  en  la  entrega  de  cosa  da-^ 
terminada,  es  el  del  domicilio  del  deudur,  según  el  art.  1171  del  Código 
civil;  que  da  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  cuando 
no  existe  sumisión,  corresponde  conocer  al  Juez  del  lugar  en  qne  la 
obligación  debe  cnmplirse,  según  la  primera  parte  del  art.  62  de  la  ley 
de  Eajuiciamiento  civil;  qne,  según  diferentes  sentencias  del  Tribunal 
Supremo,  en  la  compraventa  de  géneros  mercantiles,  cuando  éstos  han 
sido  transportados  al  domicilio  del  comprador,  sin  que  exista  pacto  ni 
indicios  racionales  de  que  hiciera  el  transporte  por  cuenta  del  compra» 
dor,  el  lugar  á  donde  se  remiten  las  mercancías  es  el  en  que  debe  verifi- 
carse el  pago  ó  cumplirse  la  obligación,  y  que,  según  el  art.  1600  del  Có- 
digo civil,  si  no  hay  lugar  fijado  para  el  pago,  debe  efectuarse  donde  se 
hace  la  entrega  de  la  cosa  vendida: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  de  conformidad  con  sn  dio- 
tamen  y  teniendo  en  cuenta  análogas  razones  á  las  expuestas  por  la  So- 
ciedad demandada,  dictó  auto  inhibitorio  el  Jnez  de  Almería  en  12  de 
Febrero,  y  recibido  en  el  de  la  Barceloneta  de  Barcelona  el  oficio  inhibi- 
torio y  testimonio  correspondiente,  lo  impugnó  el  demandante,  reprodu- 
ciendo las  razones  invocadas  en  la  demanda  en  apoyo  de  la  competencia 
del  Jazgado  ante  quien  había  sido  deducida,  derivadas  de  los  hecboe 
afirmados  de  tratarse  del  pago  de  géneros  de  comercio  vendidos  en  B""- 
oeiona  á  un  comprador  de  Almerlay  expedidos  o  remitidos  á  éste  de 
cuenta  y  riesgo,  y  como  ni  se  negaba  por  la  Sociedad  demandada 
compra  de  los  géneros  ni  se  desconocían  las  doctrinas  legales  invocadi 
en  la  demanda,  pues  antes  bien,  se  alegaban  come  fnndamentos  de 
inhibitoria,  objetando  tan  sólo  la  falta  de  justificación  y  aun  de  indid 
racionales  demostrativos  de  qne  el  transporte  ó  remesa  de  los  génei 
•e  hiciera  por  caenta  del  comprador,  á  este  panto  concreto  quedaba  i 
dacida  toda  la  coestión  para  los  efectos  de  la  competencia  suscitada;  q 
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«iU  objeción  quedaba  f áoilmente  oonteatada  y  desvanecida  con  la  de» 
ciiracion  liecha  por  el  Tribonal  Sapremo  en  sentencia  de  28  de  Abril 
da  19u0  de  qa^,  según  reiterada  jarleprudencla  de  dlcbo  Trlbanal,  el  la- 
gar del  cnmplimiento  de  la  obligación  es  aqnel  en  qae  se  entrega  el  gé- 
aero,  entendiéndose  la  entrega  hecba  en  el  domicilio  del  vendedor  y  de 
caenta  y  riesgo  del  comprador  cnando  no  se  ba  estipulado  lo  contrario, 
y  como  por  parte  de  la  Sociedad  demandada,  no  sólo  no  se  babía  apor- 
tMlo  ni  indicado  la  menor  prueba  de  i  a  existencia  de  pacto  alguno  en 
eentrario  de  tal  presunción,  eino  que  ni  siquiera  se  babía  atrevido  á  des- 
mentir la  afirmación  becha  en  la  demanda  de  que  el  transporte  de  los 
géneros  se  biso  por  cuenta  suya,  resultando  de  notoria  aplicación  ai  caso 
presente  la  doctrina  consignada  en  aquella  sentencia  del  Tribunal  8a- 
prsmo;  y  que  la  circunstancia  de  no  bader  sido  negada  ni  contradicba 
por  la  Sociedad  demandada,  la  afirmación  de  la  demanda  de  que  el 
transporte  de  los  géneros  se  hizo  por  so  cuenta  y  el  no  baber  presentad» 
laaíictarafl  originales  que  deben  obrar  en  su  poder,  y  que  sin  duda  al- 
guna se  bnbiese  apf^esnrado  á  presentar  si  bubiera  observado  que  en  algo 
discordaban  de  las  acompafiadas  con  la  demanda,  constituían  los  Indi- 
dos  racionales  que  ecbaba  de*  níenos  en  demostración  de  que  el  trans- 
porte ó  romees  de  los  géneros  se  hizo  por  cuenta  del  comprador: 

Resaltando  que  el  Fiscal  municipal  Impagnó  también  la  inhibitoria, 
y  si  Jucs  meD<Sionado  la  recbaxó  por  auto  de  23  de  Marzo,  sosteniendo  su 
competencia  para  seguir  conociendo  del  Juicio  ante  él  promovido,  en 
tteneión  á  las  razones  expuestas  por  ei  demandante,  á  las  que  agregó: 
qoe  la  circnnatancia  de  que  los  géneros  se  remitieron  al  comprador  por 
cuenta  y  rieego  del  mismo  aparece  jastificada  por  las  notas  impresas  en 
lis  facturas  presentadas,  admisibles  como  válidas  á  los  efectoa  de  la 
competencia,  según  lo  resuelto  por  ei  Tribunal  Sapremo  en  seutenclas 
ds  11  de  Febrero  de  i899  y  'iO  de  Marzo  de  1901,  máxime  cuando  el  de- 
mandado no  había  impugnado  su  legitimidad,  limitándose  á  dt^clr  que 
per  íaitarlee  las  firmas  no  son  susceptibles  de  probanza,  pero  sin  negar 
qoe  las  facturas  sean  exactas  y  que  las  ventas  se  hicieran  en  las  condi- 
donee  y  bajo  los  pactos  qae  de  las  mismas  se  desprendan: 

Resaltando  que  el  Juez  requirente  insistió  en  la  inhibitoria  por  auto 
de  6  de  Jonio,  comunicándolo  así  al  requerido,  y  en  su  consecuencia 
ambos  Juagados  elevaron  sus  respectivas  actaaciones  á  este  Tribanal 
Sapremo,  con  emplazamiento  de  las  partes,  y  se  sustanció  la  competen- 
cia con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Gasafia: 
Ooniiderando  que  la  demanda  formulada  por  D.  José  Marco  Cardona 
contra  la  Socieaad  Miguel  Barros,  en  comandita,  de  Almería,  tiene  por 
sbjete  la  reclamación  del  importe  de  unos  géneros  vendidos  á  dicha  So- 
ciedad por  otra  casa  de  comercio  de  Barcelona,  y  como  la  entrega  de 
aqaélloe  se  realizó  en  Almería,  sin  que  conste  siquiera  por  principio  ai- 
gano  de  prueba  que  pueda  ser  legalmente  apreciado  que  la  remesa  de  los 
expresados  géneros  se  baya  hecho  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  de  la  casa 
ipradora,  y  menos  que  la  casa  vendedora  de  Barcelona  hiciera  en 
brindad  la  entrega  de  los  géneros  sin  consideraciói^  al  lugar  de  su 
dadero  destino,  es  visto  que,  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el 
icnlo  1600  del  Código,  regla  1.^  del  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
11,  y  jorisprodsncia  repetida  de  este  Tribunal  Sapremo,  el  faero  del 
aieilio  del  demandado,  qae  es  el  del  lugar  de  la  entrega  de  la  cosa 
'o  precio  se  reclama,  es  el  único  regalador  de  la  actaal  competencia; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
la  preeente  demanda  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Al- 
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meria,  al  qaa  se  remitan  todas  lae  actuaciones,  poniéndolo  en  oonoci- 
miento  del  de  igaal  clase  de  Barcelona,  siendo  de  cuenta  respectiTa  de 
las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  en  la  O01.ECCIÓN 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  neceflarias,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  7  firmamos.=Jo8é  de  Aldecoa.=Jaan  de  Aldana.=Al- 
yaro  Landeira.= Antonio  Alonso  Oasafia.s Manuel  Fernándea  Loaysa. 

Publicación. = Leída  7  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Oámara  de  la  misma. 

Madrid  27  de  Agosto  de  1906.=Llcenciado  Rogelio  Gonaálea  Montes. 


£^úm.  se.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 3  de  Septiembre,  pab.  el  13. 

Competencia.— Pa{/o  de  p«9e/a«.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  la  sosteni* 
da  coa  el  de  igual  clase  de  Acebo,  acerca  del  conocimiento  del 
juicio  verbal  promovido  por  D.  Marcelino  Gomes  y  otros  con- 
tra D.  Felipe  Barrena. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostabloce: 

Que  no  establecida  una  demanda  de  pago  de  jornales  sobre  con- 
irato  alguno  conocido^  ni  existiendo  respecto  de  él  principio  de 
prueba  que  pueda  ser  tenido  en  cuenta  para  los  efectos  de  la  eompe- 
ieneia  y  negándose  además  por  el  demandado  la  certeza  de  los  tra* 
bajos  que  supone  el  actor  haberle  prestado,  se  impone  como  regla 
única  aplicable  la  del  párrafo  tercero  del  art,  ÍÍ7Í  del  Código  eioilf 
en  relación  con  la  primera  del  62  de  la  ley  procesal,  á  tenor  de  cuyas 
disposiciones  es  el  fuero  del  domicilio  del  demandado  el  úrdco  deter' 
minante  de  la  competencia. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  3  de  Septiembre  de  1906,  en  la  com« 
petencia  pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jnea  manlcipal  del  distrito  del  Oentro,  de  Bilbao,  al  de  ignal  clase  de 
Acebo,  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  ante  el  segundo 
por  D.  Marcelino  Gómea,  D.  Luis  Estéves,  D.  Justo  Valiente  Vaquero, 
D.  Fermín  Eatévez,  D«  Manuel  Sánchez  y  D.  José  Hernández,  todos  Jor- 
naleros, naturales  y  vecinos  de  Acebo,  contra  D.  Felipe  Barrena  Agulrre- 
sabala,  Notario  y  vecino  de  Bilbao,  sobre  pago  de  pesetas;  no  habiendo 
comparecido  las  partes  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  en  6  de  Abril  último,  y  ante  el  Juzgado  municipal  de 
Acebo,  dedujeron  demanda  en  juicio  verbal  D.  Marcelino  Gómez,  D.  Luis 
Estoves,  D.  Justo  Valiente  Vaquero,  D.  Fermín  Estévez,  D.  Manuel  Sán- 
chez y  D.  José  Hernández  contra  D.  Felipe  Barrena  Aguirrezabala  ei 
clamación  de  298  pesetas  18  céntimos  que  éste  adeudaba  á  aquéllos 
los  trabajos  prestados  por  los  mismos  como  Jornaleros  en  las  mi 
Preciosa  y  Caledonia,  que  el  demandado  llevaba  en  arrendamie; 
cuya  suma  correspondía  á  aquéllos  en  la  siguiente  proporción:  66  f 
tas  28  céntimos  al  primero;  41  pesetas  26  céntimos  al  segundo;  47  f 
tas  60  céntimos  al  tercero;. 82  pesetas  60  céntimos  al  cuarto;  10  pe» 
60  céntimos  al  quinto,  y  41  pesetas  20  céntimos  al  sexto;  exponieii 
^ne  D.  Emilio  María  Oiordia,  representante  ó  apoderado  de  D.  F' 
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Btmns,  en  Aoebo,  ae  había  auaeniade  sin  pagar  previamente  á  los  obre- 
rsf ,  per  le  qoe  loe  demandantee  ae  yleron  en  la  necesidad  de  acudir  al 
Jasgado  para  que  el  demandado  les  abonara  sus  jornales,  qne,  s^gún  la 
ley,  son  de  preferente  pago  á  cnalqniera  otra  obligación,  macho  má» 
cnanto  qne  D  Felipe  Barrena  se  había  llevado  á  Bilbao  dos  toneladas, 
aproximadamente,  de  mineral  Wolfran,  y  terminaron  suplicando  se  or- 
denase la  celebración  del  jnioio  verbal  al  electo: 

Resaltando  qne  emplasado  el  demandado  por  medio  de  oficio  dirfglde- 
al  Jnes  monicipal  del  distrito  del  Oentro,  de  Bilbao,  |>romoyió  ante  el 
mismo  cnestión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando:  qne  no  exis- 
Üsnde,  como  no  existía,  ningnna  obligación  pendiente  entre  él  y  los  de- 
naadantes,  ea  claro  qne  ningnna  cantidad  les  debía,  ni  procedía,  por 
tanto,  reclamación  a  (gana  de  parte  de  éstos,  bastando  ello  sólo  para  re- 
maoeer  qoe  el  Juagado  de  Bilbao  eia  el  competente  para  entender  del 
íatnro  Juicio,  por  ser  el  del  domicilio  del  demandado,  que  en  dicha  villa 
tiene  en  vecindad,  segán  lo^  reconoce  la  parte  actora,  y  no  siendo  posi- 
ble negarlo  desde  el  momento  en  que  se  le  citó  por  medio  de  oñclo  diri> 
gido  al  Juagado  del  Centro,. de  Bilbao;  que  la  no  existencia  de  la  su- 
pneata  obligación  no  se  desvirtúa  por  lo  que  los  demandantes  expresan 
sn  la  papeleta,  con  la  cual  no  se  presentó  ni  podía  presentarse  princi- 
pio algnno  de  prueba  que  acreditase  cómo  y  cuándo  contrajo  D.  Felipe 
Barrena  obligación  alguna  con  la  parte  actora,  ni  por  sí  ni  por  me- 
dio de  representante,  por  lo  que  del  contrato  de  referencia  do  existía 
■las  prueba  que  la  afirmación  de  aquéllos;  que  no  consta,  á  los  tfectoe 
de  Ib  regla  I.^  del  art.  69  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  el  luga^ 
donde  deba  cumplirse  la  obligación  ni  el  de  la  celebración  del  contrato^ 
y,  per  tanto,  eólo  en  el  Jusgado  municipal  de  Bilbao  radica  la  compe- 
túuBia,  porque,  según  el  art.  1171  del  Código  civil  y  la  jurisprndencia  de 
este  Tribunal  Supremo,  en  numerosas  sentencias,  cenando  de  ningún 
■odo  consta  cuál  sea  el  lugar  del  contrato  ni  aquel  en  que  deba  cum- 
ptlrse  la  obligación  es  Jaea  competente  el  del  domicilio  del  demanda- 
de»— sentencias  de  4  de  Septiembre  y  21  de  Noviembre  de  1885—,  sin 
qoe  las  meras  afirmaciones  de  loe  actores,  relativas  á  la  existencia  del 
céntrate  y  á  eus  condiciones  eventuales,  puedan  servir  para  det«'rminar 
la  competencia,  debiendo  mantenerse  en  este  caso  el  fuero  del  demanda- 
de— sentencias  de  11  de  Mayo  de  1888,  11  de  Enero  y  9  de  Octubre 
de  1894»;  y  suplicó  al  Juagado  se  declarase  competente  para  conocer  de 
dicha  demanda,  y  en  su  virtud  se  requiriese  de  inhibición  al  de  Acebo, 
con  impoeición  de  costas  á  los  demandantes: 

Beeo liando  que  el  Jues  municipal  del  distrito  del  Oentro,  de  Bilbao, 

eido  el  Ministerio  fiscal  y  conforme  con  el  mismo,  dictó  auto  inhibitorio 

ea  SS  de  Abril  del  tfio  actual^  fundado  en  que  no  puede  existir  lugar  en 

donde  deba  cumplirse  la  pretendida  obligación,  por  ser  procedente  de 

an  arriendo,  cuya  existencia,  lejos  de  constar,  la  niega  el  demandado, 

sin  qne  tampoco  exista  ningún  principio  de  prueba  por  escrito;  por  lo 

que,  siendo  la  acción  personal,  compete  al  Juea  del  domicilio  de  aquél 

-'^^oeer  de  la  demanda  de  autos,  según  la  regla  1.^  del  art.  6J  de  la  ley 

Enjuiciamiento  civil,  doctrina  reiterada  por  este  Tribunal  Sapremo 

sentencias,  entre  otras,  de  27  de  Noviembre  de  1904,  21  de  Ener» 

1905,  y  muy  especialmente  en  la  de  2  de  Septiembre  de  1906,  qne  es- 

leee  «qne  negado  el  contrato  de  strvicios,  fundamento  de  la  acción 

'  se  ejtfrcita,  y  no  apareciendo  otro  principio  de  prueba,  siendo  laao* 

1  personal,  es  competente  el  Jnes  del  domicilio  del  demandado: 

Resultando  que  dirigido  el  oportuno  oficio,  con  el  correspondí  en  te 

dmenio,  al  Jnes  municipal  de  Acebo,  y  dada  vista  á  los  de m andan • 
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tes,  impogn&ron  el  requerimiento  de  inhibición,  alegando:  qne  D.  Feli- 
pe Barrena' no  había  adocldo  f andamento  ni  proeba  aigana,  paeeto  qne 
todos  sas  argumentos  se  reducían  á  pretender  probar  qae  no  había  te- 
nido negocio  algono  en  Acebo,  y  por  tanto  qne  no  había  existido  ni  exis- 
tía relación  jaridica  algnna  entre  D.  Felipe  Barrena  y  los  demandantes, 
qne  habían  trabajado  por  cuenta  de  él  en  las  minas  que  tenía  arrenda- 
das en  ésta;  que  D.  Bmilio  María  Ciordia  Oarballo,  cuando  llegó  á  Ace- 
bo, se  presentó  ante  todos  los  obreros  que  trabajaban  en  las  minas  con 
el  carácter  de  apoderado  de  D.  Felipe  Barrena,  habiendo  permanecido 
allí  dos  meses  próximamente  y  hecho  la  promesa  de  que  él  como  tal 
apoderado  pagaría  los  jornales  que  se  demandan  y  los  de  todos  los  obre- 
ros restantes,  extremo  que  podían  justificar  testificaimente  y  que  era  de 
creer  por  personas  expertas,  mucho  más  por  jornaleros  que  no  saben 
distingoir  de  baena  ó  mala  fe,  sobre  todo  hablando  con  personas  de  la 
ilustración  de  D.  fómiüo  María  Oiordia,  de  quien  los  demandantes  po- 
seen además  una  carta  firmada,  en  la  que  asegura  tener  poder  de  don 
Felipe  Barrena  para  la  gestión  de  aquellos  negocios;  que  dorante  los 
díae  que  Barrena  permaneció  en  Acebo  se  hizo  acompañar  de  un  depen- 
diente ó  mandatario,  lo  que  vino  á  confirmar  la  veracidad  de  lo  antea 
expuesto;  que  de  orden  del  demandado  se  remitieron  á  Bilbao  dos  tone- 
ladas, aproximadamente,  de  mineral  Wolfran,  y  no  hubiera  podido  dis 
poner  de  los  productos  de  la  mina  Preciosa  y  Caledonia  si  no  hubiera 
tenido  intervención  en  el  tiegocio,  que  hablóndose  demostrado  que  IO0 
trabajos  objeto  de  la  reclamación  hecha  en  la  demanda  se  practicaron 
por  cuenta  de  D.  Felipe  Bnrrena,  en  el  término  municipal  de  Acebo» 
existia  por  consiguiente  entre  él  y  los  demandantes  un  contrato  deno- 
minado en  derecho  de  arrendamiento  de  servicios,  siendo  dicho  término 
municipal  el  lugar  del  cnmplimientp  de  la  obligación  contraída;  qne  si 
los  obreros,  en  aquéllas  ó  análogas  circunstancias,  estuvieran  obligados 
por  la  ley  á  interponer  sus  reclamaciones  ante  el  Juzgado  del  domicilio 
de  los  patronos,  tendrían  que  renunciar  la  mayor  parte  de  las  veces  al 
percibo  de  sbs  haberes,  ante  el  temor  justificado  de  los  mayores  gas- 
tos qne  se  le  originaran,  y  los  patronos  tendrían  en  su  mano  un  medio 
muy  eficas,  proponiendo  la  cuestión  de  competencia,  denegar  la  existen- 
cia de  la  obligación  contraída  por  los  obreros,  y,  por  tanto,  la  del  lugar 
del  contrato;  qne  es  caso  raro  que  patrono  y  obrero  pacten  en  documento 
cuál  ha  de  ser  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  entendiéndose 
que  éste  es  el  sitio  ó  lugar  donde  se  facilita  el  trabajo;  qne  la  jarlspru- 
dencia  al  art.  62,  regla  1.^,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contenida, 
entre  otras,  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  10  de  Julio 
y  22  de  Septiembre  de  1886  y  6  de  Mayo  de  1886,  resuelve  que  «cuando 
se  reclama  el  pago  de  servicios  es  Jnes  competente  el  del  lugar  donde  so 
prestaron»,  siendo  sinónimos  en  este  caso  el  lugar  del  cumplimiento  do 
la  obligación  y  el  en  que  se  prestaron  los  trabajos,  y  suplicaron  al  Jua- 
gado mantuviese  su  competencia,  negándose  á  la  inhibición: 

Resultando  que  el  Juez  municipal  de  Acebo,  de  acuerdo  con  el  Mi- 
nisterio fiscal,  dictó  auto  en  10  de  Mayo  último  no  dando  lugar  al  re- 
querimiento de  inhibición  hecho  por  el  del  distrito  del  Centro,  de  Bil- 
bao, habiendo  fundado  su  resolución  en  que,  tratándose  del  pago  do 
servicios  prestados  en  aquella  localidad,  aun  cuando  no  exista  docu- 
mento sobre  cuál  sea  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  el 
sentido  moral  determina  que  donde  se  presta  el  trabajo  se  paga  su  im- 
porte, y  es  donde  únicamente  procede  hacer  la  reclamación,  y  de  no  ser 
así,  no  cobrarían  los  obreros  muchas  veces  sn^  jornales  por  no  poder 
ooportar  los  importantes  gastos  qne  originaría  una  reolamaclón  ante  él 
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Josgsdo  del  domicilio  del  patrono;  en  que  la  sentencia  de  eete  Tribnnal 
Sapremo  de  S  de  Enero  de  1886  determina  qne  «el  Jaes  del  lugar  en  que 
deba  eampliree  la  oblig^ftción  debe  eer  eiempre  preferido  al  del  domicilU 
del  demandado»;  y  las  de  9  de  Nijviembre  de  1888  y  7  de  Marzo  de  1884 
declaran  «qne  la  designación  del  lagar  donde  debe  camplirse  la  obliga- 
«léa,  no  sólo  ee  hace  expresamente,  sino  de  nna  manera  tácita,  cnando 
la  obligación  lleva  en  sí  la  condición  implícita  del  lugar  en  qne  ha  de 
■er  camplida»;  en  qne  se  ejercita  ana  acción  peraonal,  determinando  la 
eempetencia  de  aquel  Jnagado  la  regia  1.^  del  art.  6 2  de  la  ley  procesal  civil 
y  Ifts  sentencias  de  este  Tribunal  Sapremo  de  10  de  Julio  y  22  de  Septiem- 
bre de  1886  y  6  de  Mayo  de  1886,  en  conformidad  á  lo  establecida  en  ia 
de  33  Julio  de  1884,  qne  declaró:  c Obra  con  temeridad  el  Jafz  que  contra 
la  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  pretende  el  oonoci- 
miento  de  una  demanda  sobre  pago  de  servicios  no  siendo  el  del  lugar 
donde  se  prestaron»,  y  en  que  las  minas  donde  se  efectuaron  los  trába- 
los cuyo  importe  se  reclamaba  están  enclavadas  en  el  término  munici- 
pal de  Acebo: 

Resultando  que  habiendo  insistido  el  Juez  municipal  del  Centro  de 
Bilbao  por  anto  de  9  de  Julio  último  en  la  inhibitoria  propuesta,  ambos 
iasgadoe  han  remitido  en  debida  forma  sus  respectivas  actuaciones  á 
este  Tribunal  Supremo,  y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  de- 
recho, oyéndose  al  Ministerio  fiscal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 
Considerando  que  como  la  demanda  formulada  por  D.  Marcelino  G6« 
mes  y  otros  sobre  pago  de  jornales  contra  D.  Felipe  Brrrena  y  Agnirreza- 
\mltL  no  se  establece  sobre  contrato  alguno  conocido  ni  existe  respecto  do 
él  principio  algnno  de  prueba  que  pueda  ser  tenido  en  cuenta  para  los 
efectos  de  la  resolución  de  la  presente  competencia,  es  manifiesto  que 
negando,  como  niega  en  absoluto  el  demandado,  que  los  actores  hayan 
tratwjado  en  las  minas  donde  se  suponen  devengados  los  jornales,  ni 
por  encargo  sayo  ni  de  apoderado  alguno  del  mismo,  se  impone  come 
únlea  regla  aplicable  para  la  decisión  de  dicha  competencia  la  del  párra- 
fo S.®  del  art.  1171  del  Código,  en  relación  con  la  1.^  del  62  de  la  ley  de 
Eajnioia miento  civil,  á  tenor  de  cuyas  disposiciones  legales  es  el  fuero 
del  domicilio  del  demandado  reclamado  por  D.  Felipe  Barrena  el  único 
determinante  de  aquélla: 

FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  preoente  juicio  corresponde  al  Juez  municipal  del  distrito  del  Ceatro, 
de  Bilbao,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  pooiéodolo  en  co- 
■oeimlento  del  de  Igual  clase  de  Acebo,  sin  hacer  declaración  sobre 
eostas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en 
la  OoLSCCióN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necAPariae, 
lo  pronnnelamoB,  mandamos  y  firmamos.=José  de  AIdeco8.=Josó  María 
BarnQevo.ssJnan  de  Aldana.— Alvaro  Landeira.=Víctor  Cuvián. 

?ablicaclón.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
mo.  Sr.  D.  Víctor  OovlAn,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
ido  audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  el  día  de 
,  de  qne  certifico  cerno  Escribano  de  Oámara. 
ladrid  S  de  Septiembre  de  1906.=Rogello  Gonsálea  Montes. 
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£7um.  «ftO.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 3  tie  Septlenbrt, 
publicada  el  13. 

Competencia.— Pa^o  de  pMtf^at.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  la  soste- 
nida con  el  de  j¿ual  clase  de  Acebo,  acerca  del  conocimiento 
del  juicio  verbal  promovido  por  D.  Hilario  Prieto  contra  dott 
Felipe  Barrena. 
Bn  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  neuándoée  por  el  demandado  que  entre  él  y  el  actor  haga 
existido  oineulo  alguno  juridieo  en  cuya  virtud  se  nalh  obligado  á 
la  demanda  sobre  pago  de  jornales  con  la  que  no  se  acompaña  prin- 
cipio alguno  de  prueba  estimable  para  la  resolución  de  la  tompeten- 
eia,  es  única  regla  aplicable  para  la  decisión  de  ésta  la  del  párrafo 
tercero  del  art.  1171  del  Código  civil  en  relación  con  la  primera  del 
62  de  la  ley  procesal^  según  las  que  es/uero  competente^  en  el  caaa 
dtadOf  el  del  domicilio  del  demandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Septiembre  de  1906,  en  U  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jnes  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  al  de  igual  oíase  de 
Acebo  en  el  cooocimiento  del  juicio  verbal  promovido  ante  el  segundo 
por  O.  Hilario  Prieto,  D.  Juan  Gonaálea  j  Qonsáies,  D.  Venancio  Ma- 
teos 7  D.  Floren  ti  DO  Párraga,  vecinos,  el  primero  de  Zana  la  Mayor  j 
los  demáa  de  Acebo,  en  la  provincia  de  Oáceree,  jornaleros,  contra  don 
Felipe  Barrena  Agnirreiabaia,  Notario  y  vecino  de  Bilbao,  sobre  pago 
de  pesetas,  no  habiendo  comparecido  las  partes  ante  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Besnltando  que  en  6  de  Abril  último,  y  ante  el  Juzgado  municipal 
de.  Acebo,  dedujeron  demanda  en  juicio  verbal  D.  Hilario  Prieto,  don 
Juan  Gonaálea  y  Gonaálea,  D.  Pedro  Gonaálfa,  D.  Venancio  Mateos  j 
D.  Floreucino  Párraga  contra  D.  Felipe  Barrena  Agairresabala  en  re- 
clamación de  282  pesetas  82  céatimos  por  los  trabajos  prestados  por  loa 
demandantes  en  las  minas  Preciosa  y  Oaledonia^  que  el  demandado 
llevaba  en  arrendamiento,  cuya  cantidad  correspondía  á  aquéllos  en  la 
proporción  siguiente:  188  pesetas  68  céntimos  al  primero;  47  pesetas  31^ 
céntimos  al  segunde;  11  pesetas  87  céntimos  ai  tercero;  11  pesetas  87 
céntimos  al  cuarto,  y  28  pesetas  26  céatimos  al  quinto;  exponiendo:  que 
D.  Emilio  María  Oiordia,  representante  ó  apoderado  de  D.  Felipe  Ba- 
rrena en  Acebo,  se  había  ausentado  sin  previo  pago  á  los  obreros,  por  lo 
que  los  demandantes  se  vieron  en  la  necesidad  de  acudir  al  Juagado  para 
que  el  demandado  les  abonara  sus  jornales,  que,  según  la  ley,  son  de 
preferente  pago  á;Cualquiera  otra  obligación,  mucho  más  cuanto  que  don 
Felipe  Barren*  sé  había  llevado  á  Bilbao  dos  toneladas  aproximada- 
mente de  mineral,  y  terminaron  suplicando  se  ordenase  la  celebración 
del  juicio  verbal  al  efecto: 

Besnltando  que  emplaaado  el  demandado  por  medio  de  oficio  dirigido 
al  Juea  municipal  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  promovió  ante  el 
mismo  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando:  que  no  exis-« 
tiendo  como  no  existía  ninguna  obligación  pendiente  entre  él  y  los  de- 
mandantes, es  claro  que  ninguna  cantidad  les  debía,  ni  procedía,  por 
tanto,  reclamación  alguna  de  parte  de  éstos,  bastando  esto  sólo  para  re- 
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f  que  el  Juagado  de  Bilbao  era  el  competente  para  entender  del 
fntare  jolelo  por  ser  el  del  domicilio  del  demandado,  qne  en  dicha  villa 
tieae  ao  vecindad,  aegún  lo  reconoce  la  parte  actora,  y  no  siendo  posible 
nagarlo,  desde  el  momento  en  qne  se  le  citó  por  medio  de  oficio  dirigida 
al  Joagado  del  Centro,  de  Bilbao;  qne  la  no  existencia  de  la  supuesta 
ebUgacidn  no  se  desvirtúa  por  lo  qne  los  demandantes  expresan  en  sa 
papeleta,  con  la  cual  no  se  presentó  ni  podía  presentarse  principio  algn- 
ae  de  pmeba  qne  acreditase  cómo  y  cuándo  contrajo  D.  Felipe  Barrena 
sbllgición  alguna  con  la  parte  actora,  ni  por  sí  ni  por  medio  de  repre- 
saltante,  por  no  haber  tenido  ninguno,  por  lo  qne  del  contrato  de  reíe- 
isneia  no  existía  más  prueba  qne  la  afirmación  de  aquéllos;  que  no  cons- 
ta, á  los  efectos  de  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  Isy  de  Enjuiciamiento 
dvil,  ni  el  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación,  ni  el  de  la  celebra- 
eiátt  del  oontrato,  y,  por  tanto,  sólo  en  el  Juagado  municipal  de  Bilbao 
radfea  la  competencia,  porque  segón  el  art.  1171  del  Código  civil  y  la  ju- 
rispradencia  de  este  Tribunal  Supremo,  en  numerosas  sentencias,  «cuan- 
de  da  ningún  modo  consta  cuál  sea  el  lugar  del  contrato,  ni  aquél  en  qne 
daba  cumplirse  la  obligación,  es  competente  el  Juex  del  domicilio  del 
doBuando» — sentencias  de  4  de  Septiembre  y  21  de  Noviembre  de  1886 — 
sin  qne  Ua  meras  aHrmaciones  de  los  actores,  relativas  á  la  existencia 
del  oontrato  y  á  sus  condiciones  eventuales  puedan  servir  para  determi- 
aar  U  competencia,  debiendo  mantenerse  en  este  caso  el  fuero  del  de- 
Biandmdo, — sentencias  de  11  de  Mayo  dn  1888,  11  de  Enero  y  9  de  Ootu- 
ble  de  1894; — y  suplicó  al  Ja8{<ado  se  declarase  competente  para  conocer 
ds  dicha  demanda,  y,  en  su  virtud,  se  requiriese  de  inhibición  al  de 
Acabo,  Gon  Imposición  de  costas  á  los  demandantes: 

Reenitando  qne  el  Jues  municipal  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao, 
sido  el  Ministerio  fiscal,  y  conforme  con  el  mismo,  dictó  auto  en  28  de 
Abril  del  afio  actnal,  fundado  en  que  no  puede  existir  lugar  en  donde 
driía  enmplirse  la  pretendida  obligación  por  ser  procedente  de  un  arrien- 
da, eoya  existencia,  lejos  de  constar,  la  niega  el  demandado,  sin  que 
tampoco  exista  ningún  principio  de  prueba  por  escrito,  por  lo  que, 
siendo  la  acción  personal,  compete  al  Jues  del  domicilio  de  aquél  co  • 
■aesr  de  la  demanda  de  autos,  según  la  re^la  1.^  del  art.  62  de  la  ley 
is  Enjuiciamiento  civil,  doctrina  reiterada  por  este  Tribunal  Supremo 
sn  sentencias,  entre  otras,  de  29  de  Noviembre  de  1904,  21  de  Enero 
ds  1906  y  muy  especialmente  en  la  de  2  de  Septiembre  de  1906,  qne  es- 
tablece: €que  negado  el  contrato  de  servicios  fundamento  de  la  acción 
qas  se  ejercita,  y  no  apareciendo  otro  principio  de  prueba,  siendo  la 
aeslón  personal,  es  competente  el  Juzgado  del  domicilio  del  demandado»: 
Beenltando  que  dirigido  el  oportuno  oficio  con  el  correspondiente 
testimonio  al  Jnes  municipal  de  Acebo,  y  dada  vista  á  los  demandantes, 
impognaron  el  requerimiento  de  inhibición,  alegando:  qne  D.  Felipe  Ba- 
rrena no  había  aducido  fundamento  ni  prueba  alguna  admisible,  puesto 
que  todos  ens  argumentos  se  reducían  á  pretender  probar  que  no  había  te- 
nkio  negocio  alguno  en  Acebo, y, por  tanto,  qne  no  había  existido  ni  exis- 
relación  jurídica  alguna  sntre  D.  Felipe  Barrena  y  los  demandantes 
habían  trabajado  por  cuenta  de  él  en  las  minas  que  tenía  arrenda- 
en  ésta;  qoe  D.  Emilio  María  Ciordia  Carballo  se  presentó  cuando 
"ó-á  Acelm  ante  todos  los  obreros  que  trabajaban  en  las  minas  con  el 
kcter  de  apoderado  de  D.  Felipe  Barrena,  habiendo  permanecido  allí 
ximamente  dos  meses  y  hecho  la  promesa  formal  de  qne  él,  como  tal 
aerado,  pagaría  los  jornales  que  se  demandan  y  los  de  todos  los  obre- 
f estantee,  extremo  que  podían  justificar  teatifícalmente,  y  que  era 
,  por  personaa  expertas,  mucho  más  por  jornaleros  que  «^o  saben 
TOMO  106  "  12 
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<IÍ8tingQÍr  de  baena  ó  máU  fe,  sobre  todo  hablando  con  peroonae  de  Is 
ilnstración  de  D.  Emilio  María  Giordia,  de  quien  los  demandantes  poseen 
además  noa  carta  firmada,  en  la  que  asegura  tener  poder  de  D.  Felipa 
Barrena  para  la  gestión  de  aquellos  negocios;  qne  dorante  los  días  qns 
Barrena  permaneció  en  Acebo  se  biso  acompafiar  de  sn  dependiente  6 
mandatario,  lo  qne  yino  á  confirmar  la  veracidad  de  lo  antes  expuesto; 
que  de  orden  del  demandado  se  remitieron  á  Bilbao  dos  toneladas  apro- 
ximadamente de  mineral  Wolfran,  y  no  hubiera  podido  disponer  de  io« 
productos  de  las  minas  Preciona  y  Caledonia  si  no  hubiera  tenido  in- 
teryeución  en  el  negocio;  que  habiéndose  demostrado  qne  los  trabajos 
objeto  de  la  reclamación  hecha  en  la  demanda  se  practicaron  por  cuenta 
de  D.  Felipe  Barrena  en  el  término  municipal  de  Acebo,  existía,  por  con* 
siguiente,  entre  él  y  los  demandantes  un  contrato  denominado  en  dere«- 
cho  de  arrendamiento  de  seryicios,  siendo  dicho  término  municipal  oí 
lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  contraída;  que  si  los  obreros, 
en  aquéllas  ó  análogas  circunstancias,  estuvieran  obligados  por  la  ley  á 
interponer  sus  reclamaciones  ante  el  Jusgado  del  domicilio  de  los  patro- 
nos, tendrían  que  renunciar  la  mayor  parte  de  las  veces  al  percibo  do 
sus  habares  ante  el  temor  jnstifloado  de  los  mayores  gastos  qne  se  orlgi* 
nan,  y  los  patronos  tendrían  en  su  mano  un  medio  muy  efloaa,  prepo- 
niendo la  cuestión  de  competencia,  de  negar  la  existencia  de  la  obliga- 
ción  contraída  con  los  obreros,  y,  por  tanto,  la  del  lugar  del  contrato; 
que  es  caso  raro  que  el  patrono  y  obrero  pacten  en  documento  cuál  ha 
de  ser  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  entendiéndose  qnn 
este  es  el  sitio  ó  lugar  donde  se  facilita  el  trabajo;  que  la  jurisprudencia 
al  art.  62,  regla  1.^,  de  la  ley  de  Eajuioiamiento  civil,  contenida,  entr» 
otras,  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  10  de  Julio  y  22  da 
Septiembre  de  1886  y  6  de  Mayo  de  1886,  resuelve:  cque  cuando  se  recla- 
ma el  pago  de  servicios  es  Jaei  competente  el  del  lugar  donde  se  presta- 
ron», siendo  sinónimos  en  ^ete  caso  el  lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación  y  el  en  que  se  prestaron  los  trabajos,  y  snp^caron  al  Juagada 
mantuviese  su  competencia,  negándose  á  la  iohibición: 

Resultendo  que  el  Juei  municipal  de  Acebo,  de  acuerdo  con  el  Mi- 
nisterio fiscal,  dictó  auto  en  10  de  Mayo  último,  no  dando  lugar  al  re- 
querimiento de  inhibición  hecho  por  el  del  distrito  del  Oentro,  de  Bil- 
bao, habiendo  fundado  su  resolución  en  que,  tratándose  del  pago  de  ser» 
vicios  prestados  en  aquella  localidad,  aun  cuando  no  exista  documenta 
sobre  cuál  seal  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  el  sentida 
moral  determina  que  donde  se  preste  el  trabajo  se  paga  su  importe,  j 
es  donde  únicamente  procede  hacer  la  reclamación,  y  de  no  ser  así,  na 
sobrarían  los  obreros  muchas  veces  sus  jornales  por  no  poder  soporter . 
los  importantes  gastos  que  originaría  una  reclamación  ante  el  Juaga- 
do del  domicilio  del  patrono,  en  que  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  8  de  Enero  de  1886  determina  «que  el  Jnes  del  lugar  en  qao 
deba  cumplirse  la  obligación  debe  ser  siempre  preferido  al  del  domicilia 
del  demandado»,  y  las  de  9  de  Noviembre  de  1888  y  7  de  Marso  de  1884 
declaran  «qne  la  designación  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, no  sólo  se  hace  expresamente,  sino  de  una  manera  tácita,  cuan.ii 
la  obligación  lleva  en  sí  la  condición  implícita  del  lagar  en  que  ha  de 
ser  cumplida»;  en  que  se  ejercita  una  acción  personal,  determinando  la 
competencia  de  aquel  Juzgado  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procesal 
eivil  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Sapremo  de  10  de  Julio  y  22  do 
Septiembre  de  1886  y  6  de  Muyo  de  1885,  en  conformidad  á  lo  establecí* 
dn  en  la  de  28  de  Julio  de  1884,  que  declaró:  «Obra  con  temeridad  el 
Juez  qne  contra  la  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Sapremo  pre- 
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tad»  el  ooBoolmlento  de  ana  demanda  sobre  pago  de  servlcioe,  no  sien* 
^el  del  logar  donde  se  prestaron»;  j  en  qne  las  mtnas  en  que  seeíee- 
turaa  los  trabijos  cnyo  importe  sa  reclamaba  están  enclavadas  en  el 
término  municipal  de  Acebo: 

BMaltondo  qne  habiendo  insistido  el  Joes  municipal  del  distrito  del 
Oeotro,  de  Bilbao,  por  anto  de  9  de  Jnlio  último,  en  la  inhibitoria  pro- 
pilBsta,  ambos  Jasgados  han  remitido  en  debida  forma  sas  respeotiyas 
tetaaeionea  á  este  Tribanal  Supremo,  y  se  sastancló  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovlán: 

Considerando  que  como  quiera  qne  D.  Felipe  Barrena  Agulrreiabala 
liega  que  entre  él  y  los  actores  D.  Hilario  Prieto  y  consortes  haya  exis- 
tido ▼iaenlo  alguno  jurídico,  en  virtud  del  cual  se  halle  obligado  á  la 
demanda  por  éstos  formulada,  con  la  que  no  se  acompafia  elemento  al- 
Saoo  que,  como  pclnclpio  de  prueba,  pueda  ser  estimado  para  la  resol u- 
ioelon  de  U  presente  competencia,  es  manifiesto  que  la  úalca  resala  apli- 
cable al  efecto  es  la  del  párrafo  3.®  del  art.  1171  del  Código,  en  relación 
«>B  la  I.*  del  62  de  la  ley  de  Eajuiolam lento  civil,  á  tenor  de  cuyas  dis- 
posiciones legales  es  el  fuero  del  d}micl  lio  del  demandado,  reclamado 
por  éste,  el  úalco  que  se  impone  para  la  decisión  de  dicha  competencia; 

Fallamoe  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  CDuoclmlento 
éti  presenta  Jaicio  corresponde  al  Jues  municipal  del  distrito  del  Oen- 
tie,  de  Btlb&o,  á  quien  se  remltlrái  todas  las  actuaciones,  poniéndole 
sa  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Acebo,  sin  hacer  declaración  so- 
ble  costas. 

Así  por  esta  naestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro d-9  los  dl<4  días  siguientes  al  de  su  facha  é  Insertará  á  su  tiempo  en 
la  Colección  LcoiSLATiVA,  pasándose  al  efecto  las  copias  nsoesarias, 
lo  proanncfatnos,  mandamos  y  firmamo8.=:José  de  Aldec3a.=Jo8é  Ma- 
tía  fiftrnuevo.=Jaau  de  Aldana.=:\lvaro  Landlelra.= Víctor  Oovián. 

Pablleact6n.=:Leíia  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bo.  8r.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando aadlencla  pública  la  Sala  de  vacaciones  del  mismo  en  al  día 
-ét  hoy,  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  3  de  Septiembre  de  1906.=Bogalio  Qonsález  Montes. 

Nüxzi.  41.— GRACIA  Y  JU8TiCIA.~5  de  8eptlenbre, 
publicada  el  14. 

InOLOCIÓN  DB  LA  DIRBCCf6^f  GBNBRAL  DB  LOS  REGISTROS  reVOCando 

el  acuerdo  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Igualada  á  anotar 
la  coasumación  de  uo  contrato  de  compraventa. 
Kn  8U8  CON8IDBEAND08  SO  establcce: 

*>!«  de^  htee^se  eon9tar  en  los  Registros  de  la  propiedad  el 
^Ufniento  6  iae'Ánplirn'eato  de  las  eondíeiones  resolutorias  que 
ten  á  los  aeto%  ó  aatratos  inserttos,  y  por  tan,to,  la  eon'iumaeión 
29 osntas  üenfíeai%s  con  ptcto  de  retro,  euaaio  se  ha  cumplido 
itsoporel  que  se  reseroi  el  oendedor  el  derecho  de  retraer  la 
"  sin,  haber  hecho  uso  del  mismo: 

u  la»  anotaciofies  oreoeritíoas  de  demanda  no  alteran,  la  natu* 
^a  ie  la  oblígzc¿6n  6  derecho  reclamiios,  ni  tíeien  mái  objeto 
garantir  el  resiltaio  delj'iicio,  por  cuyo  molino  no  imn  Un  1% 

\  ó  gravamen  de  los  inmuebles  sobre  que  rccjie^  y  consiguiente- 
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mente^  la  adquitieión  ó  extinción  de  los  derechos  derivados  de  los- 
que  aparecen  en  las  respectivas  inscripciones,  por  cumplimiento  ó  in  • 
cumplimiento  de  las  condiciones  consignadas  en  las  mismas,  aunque 
quedando  siempre  á  salvo  el  derecho  de  los  anotantes  mientras  sub- 
sista la  anotación: 

Que  esto  supuesto,  es  procedente  extender  á  instancia  del  compra- 
dor la  nota  de  incumplimiento  de  la  condición  resolutoria  de  venía 
pactada  por  escritura^  la  cual  no  obsta  para  que  quedando  viva  la 
anotación  de  la  demanda  interpuesta  por  los  vendedores  para  que  S€ 
declare  ía  rescisión  de  la  compraventa  realisadapor  dicha  escritu- 
ra^ pueda  hacerse  aquella  ejectiva  en  el  caso  de  prosperar  la  expre» 
sada  demanda. 

limo.  Sr.:  Ed  el  recurso  gnbernatlyo  interpuesto  por  D.  Pablo  Mnset 
j  Sola  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Igoalada  á 
anotar  la  consomación  de  una  compraventa,  pendiente  en  este  Centro  en 
virtud  de  apelación  del  Registrador: 

Resaltando  qne  por  escritora  de  12  de  Agosto  de  1894,  otorgada  ante 
D.  Antonio  Costa,  Notario  de  Igualada,  que  loé  Irscrita  en  el  Registro 
de  la  propiedad  en  10  de  Octubre  del  mismo  afio,  Dofia  Jusef a  Bruguós  j 
D.  Amadeo  Muset  vendieron  á  D.  Pablo  Muset  cierta  finca  y  derechos  con 
pacto  de  retro  por  tiempo  de  dies  afios: 

Resultando  que  en  1.^  de  Agosto  de  1904,  los  expresados  vendedores 
dedujeron  demanda  contra  el  comprador  D«  Pablo  Muset  pidiendo  la  res- 
oisión  de  la  compraventa  realizada  por  la  escritura  de  12  de  Agosto 
de  1894,  siendo  anotada  la  demanda  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  en  18  de  Febrero  de  1906  solicitó  D.  Pablo  Muset  que 
se  hiciera  constar  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Igualada  el  incnm-- 
plimiento  de  la  condición  resolutoria  de  retroventa  «stipulada  en  la  re- 
petida escritura  de  1894,  y  que  el  Registrador  de  la  propiedad  puso  la  si- 
guiente nota:  «Presentado  este  documento  de  compra  á  carta  de  gracia 
con  instancia  fecha  18  del  actual,  firmada  por  D.  Pablo  Muset,  solici- 
tando la  conversión  de  dicha  compra  en  perpetua  por  haber  expirado  el 
plazo  de  retraer,  se  diega  la  conversión  que  se  interesa,  porque  pende  en 
el  JazKado  de  primera  instancia  de  este  partido  asunto  contencioso  sobre 
rescisión  del  expresado  contrato  de  compraventa  con  pacto  de  retro,  coye 
demanda  fué  entablada  por  los  vendedores,  fué  presentada  en  este  Re- 
gistro de  la  propiedad  con  fecha  9  de  Agosto  de  1904  para  su  anotación, 
y  por  lo  tanto,  antes  de  expirar  el  plazo  señalado  para  retr  er  la  finca 
y  todos  los  derechos  objeto  de  la  venta.  Debió  por  ello  quedar  en  sna- 
pensó  el  referido  plazo  hasta  la  terminación  del  litigio»: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  José  Marti  y  Haba  té,  á  nombre  de 
D.  Pablo  Muset  y  Sola,  interpuso  este  recurso  contra  dicha  calificación 
del  Registrador  de  la  propiedad  de  Igualada  pidiendo  su  revocación  j 
qne  se  disponga  se  haga  la  inscripción  interesada,  alegando  al  efecto: 
qne,  según  el  art.  71  de  la  ley  Hipotecaria,  pueden  enajenarse  y  grarar- 
se  loe  bienes  anotados,  lo  que  significa  que  la  anotación  no  merma  « 
nada  la  pleoitnd  del  dominio  en  los  bienes  anotados  ni  eobre  loa  der 
ches  que  obtenga  en  ellos  el  dueño  en  virtud  de  actos  y  contratos  ant 
riormente  celebrados,  sino  que  únicamente  cuando  la  sentencia  accede 
la  demanda  quedará  sin  efecto  cuanto  se  haya  practicado,  reponiendo 
las  cosas  al  estado  que  tenían  cuando  la  anotación  ee  tomó;  que  la  e: 
posición  de  motivos  de  la  ley  citada  comprueba  la  misma  doctrina,  y  qL 
la  Utis  contesiaiio  ni  extingue  el  derecho  que  sirve  de  base  á  la  aoció: 
ni  produce  el  efecto  retroactivo  de  reponer  al  demandante  en  el  estac 
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^ne  tenia  al  entablar  la  demanda;  j  como  la  resoleión  tampoco  pro* 
doce  eetado  de  derecho  mientras  no  se  declara  por  sentencia,  se  dednce 
qn»  no  pneden  negarse  al  contrato  de  compraventa  los  efectos  estipa  la- 
des,  7  qne  la  interpoeición  de  la  demanda  no  suspendió  el  plazo  para  re- 
traer loe  inmoebles  vendidos: 

Besnltando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuvo  su  califica- 
dos, exponiendo  las  raiones  signientes:  qne  el  comprador  recurrente  no 
ha  pretendido  la  enajenación  ó  gravamen  que  autoriza  el  art.  71  de  la 
ley  Hipotecaria,  aino  adquirir  más  dereclios  sobre  los  inmuebles  en  vir< 
tad  de  contrate  cuya  valides  se  halla  en  litigio;  que  el  mismo  art.  71 
pene  á  salvo  todos  derechos  qne  en  su  día  puedan  declararse  al  que  ob- 
tiene anotación  preventiva,  pero  sólo  contra  terceros  adquirentes^  es 
dedr,  contra  loe  que  no  hayan  intervenido  en  el  contrato  inscrito,  según 
dsfiae  el  art.  27  de  la  ley  Hipotecaria,  carácter  que  no  tienen,  ni  los  ven- 
dedores, ni  el  comprador;  que  el  repetido  art.  71  garantiza  á  los  anotan* 
isa  reapecto  á  ios  bienes  anotados,  pero  no  respecto  á  lo  que  posterior- 
aiente  adquiera  el  demandado;  que  como  éste  en  el  caso  del  recurso  no 
tenia  el  derecho  de  retraer  cuando  se  anotó  la  demanda  de  rescisión, 
eearriria  que,  de  haberse  verificado  la  inscripción  denegada  por  no  en- 
tender en  Buepenso  los  diez  afios,  quedaría  dicho  derecho  á  retraer  Ubre 
ds  loe  eíeotoM  de  la  anotación  y  podría  enajenarlo  ó  gravarlo  el  recu- 
nento  con  perjuicio  de  los  demandantes;  que ,  la  exposición  de  motivos 
ds  la  ley  no  es  favorable,  sino  contraria  á  lo  sostenido  por  el  recurrente, 
y  que  debe  considerarse  interrumpido  el  plazo  del  retracto  por  la  deman 
da  de  reecieión,  lo  mismo  que  se  interrumpen  legalmento  el  de  prescrip- 
ción por  reclamación  judicial  ó  extrajudlcial  y  los  efectos  del  asiento  de 
presentación  en  los  Registros  de  la  propiedad  cuando  se  interpone  re 
corso  gubernativo: 

Resaltando  que  el  lúea  de  primera  instancia  de  Igualada  declaró  que 
procede  extender  la  nota  marginal  denegada  por  el  Registrador,  haciendo 
osastar  la  consumación  de  la  venta  por  haber  transcurrido  el  plazo  sella- 
lado  sin  haberse  retraído  los  bienes,  fundándose  en  que  la  anotación  de 
la  demanda  de  referencia  no  altera  la  naturaleza  de  la  obligación  y  de 
ks  derechoe  que  han  de  resolver ¿e  en  el  pleito,  ni  afecta  á  la  eficacia  del 
esntrato,  auependiendo  sus  efectos  naturales,  entre  los  que  figura  la  ex- 
tinción  del  derecho  de  retracto  pactado  por  dicho  transcurso  del  plazo: 

Reenltando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Jaez  aceptando  sus  fundamentos: 

Vistoa  loo  artículos  16, 43,  43  y  72  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  Resolu- 
clon  de  eata  Dirección  general  de  10  de  Septiembre  de  1881: 

Considerando  que  debe  hacerse  constar  en  los  Registros  de  la  propie- 
dad el  cumplimiento  ó  incuihpli miento  de  las  condiciones  resolutorias 
fue  afecten  á  los  actos  ó  contratos  inscritos,  y  por  tanto,  la  consuma- 
•ion  de  iaa  ventas  verificadas  con  pacto  de  retro,  cuando  se  ha  cumplido 
el  plazo  por  el  que  se  reservó  el  vendedor  el  derecho  de  retraer  la  finca 
sin  haber  hecho  uso  del  mismo: 

Oonsiderando  que  las  anotasidbes  preventivas  de  demanda  no  alte- 
la  naturaleza  de  la  obligación  ó  derecho  reclamados,  ni  tienen  más 
eto  que  garantir  el  resultado  del  juicio,  por  cuyo  motivo  no  impiden 
''enta  ó  gravamen  de  los  inmuebles  sobre  qne  recae,  y  conslguiente- 
ite,  la  adquisición  ó  extinción  de  los  derechos  derivados  de  los  qne 
"ireeen  en  las  reipectivas  inscripciones,  por  cumplimiento  ó  incumpli- 
lotode  iaa  condiciones  consignadas  en  las  mismas,  aunque  quedando 
npre  á  salvo  el  derecho  de  ios  anotantes  mientras  subsista  la  anota- 
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Considerando  qne,  esto  snpneeto,  es  procedente  extender  la  nota  d*- 
incnmplimiento  de  la  condición  reeolotoria  de  retróbenla  pactada  en  la. 
escrltnra  de  venta  de  12  de  Agoeto  de  1894,  qne  ha  eolicitado  el  compra* 
dor  D.  Pablo  Masel,  la  cnal  no  es  obstácnlo  para  qne,  qnedando  viva  la 
aaotaciób  de  la  demanda  interpneata  por  les  vendedores  para  qne  se  de- 
ciare  la  rescisión  de  la  compraventa  realizada  por  vlrtnd  de  dicha  eecrl- 
tnra,  pneda  hacerse  aquélla  efectiva  en  el  caso  de  prosperar  la  expresada 
demanda; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada* 

Lo  qne,  con  devolnclón  del  expediente  original,  comuDico  á  Y.  I.  á 

los  efectos  coneignientes.  Dios  guarde  á  V.  !•  mnihos  afios.  Madrid  6  do 

Septiembre  de  li^Oe.— E|  Director  general,  Javier  Gómea  de  la  Serna.— 

'8r.  Presidente  de  la  Andlencia  de  Barcelona. 


Kuzn.  48.— TRIBUNAL  8UPREMO.-I0  de  Septiembre, 
publicada  el  22. 

CouPKTENCíA.^Tereeria  de  mejor  derecho.^Senieneit^  decidiendo 
en  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Sao  Vi- 
cente, de  Sevilla,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito 
de  Chamberí,  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Isidro  Cuartango  contra  D.  Francisco 
Muñoz  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  según  el  art,  739  de  la  ley  proeeeal^  es  Juez  competente  para 
conocer  de  la  demanda  sobre  tercería  de  mejor  derecho  interpuesta 
en  autos  de  ejecución  de  sentencia^  el  que  lo  sea  del  asunto  prin^ 
apal: 

Que  para  el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  pago  de  cantidad 
por  acción  personal^  no  derivada  de  contrato  alguno  celebrado  entre 
las  partes,  sino  del  común  carácter  de  acreedores  de  un  tercero^ 
sólo  rige  el  fuero  del  domicilio  del  demandado,  según  dispone  el  ar 
ticulo  1171  del  Código  eioil  en  relación  con  la  regla  1.^  del  62  de  la 
ley  procesal: 

Que  es  inaplicable  el  ari,  62,  párrajo  3.^  de  la  ley  citada,  cuando 
la  acción  que  se  ejercita  por  el  tercerista  no  tiene  su  origen  en  obli- 
gación alguna  mancomunada  ni  solidaria  contraída  juntamente  por 
el  demandado  y  el  deudor  de  ambos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Septiembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia por  inhibitoria  pendiente  ante  Nos,  suscitada  por  el  Jnzgado  de 
primera  instaocia  del  distrito  de  San  Vicente,  de  Valencia,  al  de  igoal 
clase  del  de  Chamberí,  de  esta  corte,  en  el  ccnocimlento  del  Jaicio  de 
menor  cuantía  promovido  ante  éste  por  D.  Isidro  Cuartacgo  Escribano^ 
prestamista,  vecino  de  Madrid,  contra  D.  Fraocisco  Mcficz  Qiner,  Agente 
de  negocios,  vecioo  de  Valeocia,  y  D.  Félix  O'Shea  y  Arrieta,  militar, 
veciDO  de  esta  corte,  sobre  tercería  de  mejor  derecho,  habiendo  compa- 
recido en  este  Tribunal  Supremo  el  D.  Francisco  Mnfiox,  representadc 
por  el  Procurador  D.  Pedro  Mariano  PalacibS  y  defendido  por  el  Le 
trado  D.  Federico  Izquierdo,  y  sin  que  lo  hayan  hecho  los  otros  intere^ 
vados: 

Besultando  qne  en  16  de  Febrero  de  1000,  y  por  ante  el  Notario  de 
esta  corte  D.  Francisco  Moragas  y  Tejera,  otorgaron  D.  Isidro  Cuartango 
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IwrilMuio,  de  «na  izarte,  y  de  etra  D.  Félix  O^Shea  Arriata  y  an  eapeaa 
Dalla  Jlmena  Aragón  y  Lopes,  una  esoritara  pública,  en  la  cnal  declara- 
tnm  éstoa  aar  en  deber  al  primero  la  suma  de  1.860  pesetas,  qne  el  mismo 
Isa  facilitaba  en  calidad  de  préstamo,  bajo  varios  pactos  y  condiciones, 
ásabsrs  qae  el  plaso  de  daración  del  préstamo  se  fijaba  en  seis  meses, 
que  terminarían  en  16  de  Agosto  entonces  próximo,  quedando  manco- 
■aaada  y  aolidariamente  obligados  al  pago  de  las  1.860  pesetas  les  cón- 
yuges (yáhea  Aragón;  qoe  dicha  cantidad  devengarla  hasta  sn  completa 
iolveneia  el  interés  fijo  de  70  pesetas  mensaaies,  pagaderas  los  días 
1.^  al  6  de  cada  mes,  comenaando  por  el  de  Mario;  qne  la  (alta  de  pago 
de  nna  de  estas  mensualidades  de  intereses  sería  cansa  bastante  para 
dar  por  terminado  el  préstamo,  pndiendo  entonces  el  acreedor  demandar 
per  la  vía  de  apremio  el  inmediato  reintegro  del  capital  y  rédltoe;  qne 
ésto««  deede  qne  tal  falta  de  pago  ocnr riera,  se  convertirían  en  ICO  pe- 
setas, en  Ingar  de  las  70  anteriormente  pactadas;  qne  serían  de  cuenta 
de  ios  preetataiios  todos  los  gastos  de  la  escritora  y  de  la  cancelación  en 
m  dia,  así  como  el  pago  de  las  costas,  caso  de  ejecnción  ó  de  cualquier 
tsreería  qne  el  Ouartango  se  viera  obligado  A  incoar  ó  sostener,  aun 
•Bando  nu  se  hiciera  especial  imposición  de  ellas,  y  á  prgar  el  8  por  100 
BODSoal  de  las  expresadas  costas  desde  su  abono  por  el  prestamista  y 
saantos  más  gastos  se  ocasionaren  hasta  obtener  el  cobro  del  crédito; 
que  además  de  la  obligación  solidaria  y  mancomunada  de  los  esposos 
Dofia  Jimena  Aragón  y  D.  Félix  O^^bea,  afectaba  éste  su  sueldo  de  Capi- 
tán de  Caballería  ó  el  mayor  que  pudiera  disfrutar  en  lo  suceaivo,  cuyo 
saeldo  aseguró  el  D.  Félix  tener  libre  de  toda  responsabilidad,  compro- 
Metiéndose  á  no  gravarlo  de  nuevo  mientras  subeistiese  la  obligación  de 
xsferencia;  y,  finalmente,  cqne  los  otorgantes  sffialaban  esta  corte  come 
m  domicilio  para  todas  las  diligencias,  cuestiones  y  reclamaciones  judi- 
dalee  y  extrajudlciales  relativas  á  este  contrato,  sometiéndose  de  un 
nado  expreao  y  con  renuncia  de  todo  otro  fuero  á  los  Juzgados  y  Trlbn- 
lalea  de  Madrid»: 

Besnltando  que  con  fecha  16  de  Julio  de  IfiOl  compareció  el  D.  Isidro 
Coartango  Escribano,  debidamente  representado  por  Procurador,  ante  el 
Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte,  in- 
terponiendo demanda  contra  el  D.  Félix  0*8hea  Arríete  y  su  esposa 
Dofia  Jimena  Aragón  Lopes,  con  la  súplica  de  que  se  despachase  ejecu- 
ción contra  loa  bienes  de  éstos  por  la  cantidad  de  1.860  oesetas  de  capi* 
tal,  intereses  convenidos  de  100  pesetas  desde  el  6  de  Abril  entonces  úl- 
timo hasta  la  total  solvencia  del  crédito,  los  legales  de  estos  desde  la 
lecha  de  la  demanda,  costas  que  se  causaren  ó  pudieran  cansarse  por 
cualquier  tercería  é  intereses  convenidos  para  éstas;  y  si  requerido  Don 
Félix  O'Skiea,  per  sí  y  como  representante  legal  de  su  mujer,  no  satisfa- 
cía todas  las  responsabilidades  á  que  están  obligados,  se  decretara  em- 
bargo de  sus  blenea  en  cantidad  bastante  á  cubrirlas,  dictando  en  su 
día,  previa  citación  de  remate  en  forma,  la  correspondiente  sentencia, 
an  la  cnal  se  condenase  á  los  deudores  al  pago  de  cuanto  dejaba  solici* 
*^o,  cuya  ejecución  fué  efectivamente  despachada  en  auto  de  20  de 
lal  meo  de  Julio,  dictándose  en  18  del  siguiente  Agosto  sentencia  en 
9  se  man')«^  seguir  adelante  la  ejecución  despachada  contra  ios  bienes 
D.  Féüx  O'Shea  y  Arríete  y  Dofia  Jimena  Aragón  Lopes  hasta  iiaoer 
BO  al  acreedor  D.  Isidro  Cuartango  Escribano  de  1.860  pesetas  de  ca- 
al,  intereses  convenidos  de  100  pesetas  mensuales  desde  el  6  de  Abril 
'tonces  último  hasta  la  total  solvencia  del  crédito,  los  legales  de  éstos, 
aaóa  de  6  por  100  anual,  deade  la  interposición  de  la  demanda,  y  de 
t  cansadas  y  que  en  lo  sucesivo  se  devengaren,  cuya  sentencia 
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fué  notificada  á  lai  partee,  ain  qne  contra  ella  se  interpusiera  recnreo 
alguno: 

Resultando  que  en  eeorito  fechado  el  24  de  Febrero  de  1906,  euyo 
oonocimiento  hubo  de  oorresponder  por  reparto  al  Juagado  de  primera 
inatancla  de  Chamberí  de  esta  corte,  propuso  el  ejecutante  D.  Isidro 
Cuartango  Escribano  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho  en  julolo 
deciaratiyo  de  menor  cuantía  contra  el  ejecutado  D.  Félix  0'8hea  Arríela 
y  contra  D.  Francisco  Mufios  Glner,  y  expresando  el  actor  hacer  uso  de 
una  acción  personal,  fundó  su  demanda,  en  sastancia,  del  siguienle 
modo:  que  el  demandante  es  acreedor  por  1.860  pesetas,  intereses,  gas- 
tos y  costas  del  D.  Félix  O  Shea,  en  virtud  de  la  escritura  que  obra^y 
sirvió  de  título  á  los  autos  ejecutivos  ya  relacionados,  y  seguidos  en  el 
Juagado  del  distrito  de  la  lodosa;  que  al  tratar  de  hacer  efectivo  un 
crédito  como  resultado  de  la  ejecaclón  aludida,  se  encontró  el  dioenle 
sorprendido  con  que  los  únicos  bienes  realisabies  del  deudor,  consistente 
en  su  sueldo  como  militar  que  es,  se  hallan  afectos  á  la  responsabilidad 
de  otro  crédito  proviniente  de  pagarés  reclamados  en  juicios  verbales 
por  D.  Francisco  Mafioa  Glner  en  e!  Juagado  municipal  del  distrito  de 
San  Vicente  de  Valencia,  cayo  acreedor  viene  actualmente  percibiendo 
los  descuentos  reglamentarios  que  se  hacen  al  deudor  común ;^  que 
como,  según  la  ley,  el  crédito  de  Onartango  es  preferente  para  su  cobre 
al  de  Moficz,  interpone  aqoél  contra  éste  y  el  0*Shea  la  tercería  de  que 
se  trata;  que  el  art.  1924  del  Código  üivil  dispone  que  con  relación  á  loe 
demás  bienes  mnebles  é  inmuebles  (que  no  sean  los  singularmente  pri- 
vilegiados comprendidos  en  dos  los  artículos  anteriores)  gocen  de  pre- 
ferencia los  créditos  que  sin  privilegio  especial  consten  en  escritura 
pública  ó  por  sentencia  firme  si  hubiesen  sido  objeto  de  litigio;  y  que  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Mayo  de  1894  niega  el  al* 
canee  de  verdadera  sentencias  firmes  á  las  de  los  juicios  convenidos, 
cuyo  concepto  tienen  las  obtenidas  por  D.  Francisco  Mofioa;  siendo, 
pues,  según  ello  evidente  la  preferencia  que  sobre  el  crédito  de  éste 
tiene  el  de  D.  Isidro  Cuartango,  quien  solicitó  se  dictase  sentencia  de- 
clarando preferente  el  crédito  del  actor  contra  el  deudor  común  al  del 
Mufloz  GLner,  é  imponiendo  las  costas  á  quien  se  opusiere;  y  manifestó 
por  medio  de  otrosí,  á  los  efectos  de  que  se  librase  el  correspondiente 
exhorto  para  la  citación  y  emplasamiento  del  demandado  D.  Francisce 
MufiOE  Glner,  que  el  domicilio  de  éste  era  la  ciudad  de  Valencia,  ha- 
biendo acompafiado  á  su  escrito  el  propio  Cuartango  un  testimonio  ex- 
pedido por  el  Escribano  de  actuaciones  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta 
corte,  D.  Ángel  Ángulo,  en  el  cual  se  comprende  literalmente  copiada 
la  escritura  de  préstamo  de  16  de  Febrero  de  1900,  otorgada  por  D.  Isi- 
dro Cuartango  y  por  D.  Félix  O  Shea  Arrieta  y  Dofia  Jlmena  Aragón 
López,  y  diversos  particulares  de  los  autos  ejecutivos  seguidos  centra 
estos  por  el  primero  ante  el  referido  Juzgado  para  el  cobro  de  la  canti- 
dad prestada  con  arreglo  á  los  términos  de  aquella  escritura: 

Resultando  que  como  consecuencia  de  haber  sido  citado  en  Valencia 
D.  Francisco  Mufloz  Glner,  compareció  éste  ante  los  Juzgados  de  primera 
instancia  de  aquella  capital  con  escrito  fecha  4  de  Abril  último,  que  se- 
metido  á  reparto  correspondió  al  del  distrito  de  San  Vicente,  proponien- 
do cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  á  cuyo  efecto  alegó:  que  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  art.  789  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  en  la 
ejecución  de  las  sentencias  dictadas  en  los  juicios  verbales  se  entablase 
alguna  tercería  cuya  reclamación  exceda  de  260  pesetas,  deberá  presen- 
tarse la  demanda  en  el  Juagado  de  primera  instancia  para  que  se  ven- 
tile por  el  juicio  declarativo  correspondiente;  que  en  este  caso,  si  la 
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mearía  faeae  d«  mejer  derecho,  ordenará  el  Jnei  de  primera  instancia 
al  manielpal  conelgne  en  la  Caja  de  Depósitoe  ei  importe  de  los  bie 
ase  si  se  Tendieeen;  que  dado  este  precepto  legal  eé  fácil  determinar 
4»al  haya  de  ser  el  Jugado  de  primera  instancia  qne  deba  tramitar 
la  demanda;  qne  tal  Jnigado  no  pnede  ser  ptro  qne  aqnél  á  cnya  jarls- 
diedón  corresponda  el  mnnieipal  en  que  se  haya  seguido  el  jnicio 
verbal;  qne  para  ello  basta  atender  per  nna  parte  á  qne  la  tercería  es  nn 
laeidente  de  aqnel  jnicio,  y  por  otra,  el  único  Jnes  qne  pnede  llevar  á 
efseto  y  ordenar,  por  ser  su  propia  jurisdicción,  lo  prevenido  en  la  dis- 
poeleión  legal  antee  eitada;  pues  si  se  trata  de  otro  Juigado,  éste  no 
puede  ordenarle  directamente  cosa  alguna  si  no  es  por  conducto  del  Jues 
de  primera  instancia  correspondiente;  que  haciendo  aplicación  de  esta 
doctrina  al  caso  actual,  resulta  que  en  la  ejecución  de  dos  sentencias  dic- 
tadas per  el  Jusgado  municipal  del  distrito  de  San  Vicente  de  aquella 
4dndad — Valencia— en  dos  juicios  verbales  seguidos  por  el  dicen  te  don 
Prandsco  Mnflos  contra  D.  Félix  0*8hea  Arrieta  en  1.^  y  10  de  Febrero 
de  1896,  ee  ha  formulado  tercería  de  mejor  derecho  por  D.  Isidro  Cuar- 
tango,  deduciendo  su  demanda  ante  el  Juagado  de  primera  instaucia  del 
dlsMto  de  Chamberí  de  Madrid;  que  como  quiera  que  el  superior  jerár- 
quico de  dlcbo  Juagado  municipal  lo  es  el  de  primera  instancia  de  San 
Vicente  de  Valencia,  ante  el  cual  comparecía  Mufioa  Glner,  de  aquí  la 
incompetencia  del  de  Chamberí  de  Madrid  para  conocer  de  dicha  terce- 
ría; qne  además  confirma  y  robustece  esta  doctrina  el  precepto  de  la  re- 
gla 1.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal  civil«  según  el  cual  en  los  juicios  en 
qie  se  ejerciten  acciones  personales  será  Jnes  competente  el  del  lugar 
en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  de- 
mandante, el  del  domicilie  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato; 
qieno  existiendo  en  el  presente  caso  contrato  alguno  ni  nirguna  obli- 
gaelón  entre'  el  dicente  y  D.  Isidro  Ouartango,  y  utilizando  éste  contra 
aqiuél  una  acción  personal,  es  indudable  que  el  conocimiento  de  esta  re- 
elamaelón  correeponde  al  Jnes  del  domicilio  del  demandado,  ó  sea  á  los 
Jugados  de  Valencia,  y  que  no  cabe  aducir  la  excepción  consignada  en 
la  mencionada  regla  1.*  por  ser  dos  los  demandados,  pues  para  ello  era 
indispensable  que  ambos  se  hubieran  obligado  mancomunada  ó  soli- 
'  darlamente  con  el  demandante,  cosa  que  no  ocurre  en  este  caso,  puesto 
qse  entre  D.  Isidro  Cuartango  y  D.  Francisco  Mufioa  no  existe  con- 
trato ni  obligación  de  ninguna  clase: 

Rsenltando  que  de  acuerdo  el  Jnea  de  primera  instancia  de  San  Vi- 
cente de  Valencia  con  el  dictamen  emitido  por  el  Fiscal  municipal  de 
aquel  distrito,  ae  declaró  competente  en  auto  de  19  del  mismo  Abril, 
dando,  por  tanto,  lugar  al  requerimiento  inhibitorio  pretendido  por  don 
Francisco  Mufioa  Qiner,  á  cuyo  efecto  consideró:  que  la  demanda  de  ter- 
saría formulada  por  D.  Isidro  Cuartango  Escribano  ante  el  Juagado  de 
primera  Instancia  del  distrito  de  Chamberí  de  Madrid  tiene  por  objeto  se 
declare  en  mejor  derecho  á  cobrar  de  D.  Félix  O'Sbea  Arrieta  el  crédito 
sserltnrario  que  ostenta  con  lo  embargado  á  éste  por  un  también  acree- 
'*^*,  D.  Francisco  Mufioa  Giner,  en  dos  Juicios  yerbales  seguidos  en  el 
fpulo  municipal  del.  distrito  de  San  Vicente  de  aquella  ciudad  de  Va- 
cia; que  ee  personal  la  acción  ejercitada  por  el  acreedor  D.  Francisco 
Boa  Giner  contra  el  deudor  común  D.  Félix  O'Shea  Arrieta  en  los  dos 
;Í0B  verbales  de  que  se  trata,  en  cuyo  caso  determina  la  regla  1.^  del 
[culo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  es  Juez  competente 
ra  conocer  de  las  demandas  que  se  formulen  el  del  lugar  en  que  deba 
iplirse  la  obligación;  que  las  demandas  de  tercería  que  por  su  cuan* 
deban  ventilarse  por  la  vía  ordinaria  se  sustanciarán  por  los  trámi- 
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tes  del  jQlole  decUrativo  qae  oorreaponda,  eegún  la  natoraleía  ó  cuantía^ 
de  la  cosa  litigioca,  no  teniendo  Jarladicción  el  Jnea  nnnicipai  para  co- 
nocer de  la  demanda  formulada  por  D.  laidro  Gaartango,  y  á  qae  la 
cantidad  cayo  mejor  derecho  á  cobrar  reclama  ei  tercerista  excede  de 
360  pesetas;  y  qae  la  demanda  de  tercería,  como  incidencia  qae  es  del 
jaldo  en  qae  se  fórmala,  según  el  art.  1684  de  la  ley  de  Enjniciamiento 
civil,  debe  presentarse  ante  el  Jaes  qae  conosca  del  asante  principal, 
único  competente  para  conocer  de  la  miema,  y  se  ha  de  tramitar  en 
ramo  separado,  y  en  el  presente  caso,  no  teniendo  Jarisdicción  el  Jaea 
mnnicipal  de  aqnel  distrito  de  Ban  Vicente  de  Valencia,  qoe  conoce  del 
asunto  principal  para  actuar  en  la  demanda  de  tercería  referida,  por  re- 
clamarse cantidad  que  excede  de  260  pesetas,  corresponde  sa  conoci- 
miento al  Jues  de  primera  instancia  dei  mismo  distrito  de  San  Vicente 
de  Valencia,  qoe  proveía: 

Resultando  que  recibido  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  Chamberí  de  esta  corte  el  oficie  inhibitorio  con  el  testimonio  4- 
insertcs  necesarios,  se  dio  vista  al  tercerista  D.  Isidro  Coartango  y  al 
Ministerio  fiscal,  quienes  impugnaron  la  inhibición  pretendida,  no  dan-* 
do  lugar  á  ella  dicho  Jues  en  auto  de  11  de  Jonio  anterior  y  declarándoae 
competente  para  seguir  conociendo  de  la  demanda  de  tercería  de  que  oe 
trata,  para  lo  cual  consideró:  que  únicamente  en  los  cases  de  excepción 
establecidos  por  la  ley  para  determinar  la  competencia  de  manera  clara» 
taxativa  y  terminante,  es  en  los  que  no  puede  aplicarse  la  regla  general;^ 
que  el  art.  789  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  establece  ni  consti- 
tuye una  regla  qne  determine  expresamente  la  competencia  en  el  pre- 
sente caso,  por  cuanto  considera  competente  al  Josgado  municipal,  siem- 
pre y  cuando  el  valor  de  lo  reclamado  no  exceda  de  260  pesetas,  y  otorga 
competencia  al  Juzgado  de  primera  instancia  si  excede  de  dicha  cuantía^, 
cuyo  caso  es  el  actual,  pero  sin  determinar  cuál  ha  de  ser  el  Juagado  de 
primera  instancia  llamado  á  conocer  de  la  tercería  á  que  dicho  artículo 
se  refiere;  que  tampoco  el  art.  1684  de  la  repetida  ley  constituye  una  ex- 
cepción de  la  regla  general,  porque — aun  prescindiendo  de  la  cuestión 
de  si  se  trata  de  una  tercería  incidental  ó  na— exige  que  las  tercerías  in- 
cidentales se  sustancien  en  pieza  separada  por  los  trámites  del  juicio  de-^ 
clarativo  que  corresponda,  tramitacjión  imposible  en  el  caso  presente  per 
la  incompetencia  de  jurisdicción  del  Juez  municipal  del  distrito  de  Bam 
Yicente,  de  Valencia,  por  razón  de  la  cuantía;  que  no  existiendo,  en  so^ 
consecuencia,  excepción  alguna  determinada,  precisa  lógicamente  acu- 
dir á  las  reglas  generales  de  competencia  establecidas  en  el  art.  62  de  ia 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  este  caso  su  regla  1.%  párrafo  2.^;  qne^ 
con  arreglo  al  referido  párrafo  y  artículo,  cuando  la  demanda  se  dirija 
simultáneamente  contra  dos  ó  más  personas  que  residan  en  pueblos  di- 
ferentes y  estén  obligadas  mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo 
lugar  destinado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  será  Jaez  com- 
petente el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  del 
demandante;  que  la  demanda  de  tercería  orfgen  de  la  presente  contienda 
ha  sido  dirigida  como  ordena  la  ley,  simultáneamente  contra  dos  perso- 
nas, qne  son  ejecutante  y  ejecutado;  que  dichas  personas  residen  en  puf 
blos  diferentes,  siendo  un  hecho  reconocido  que  el  domicilio  de  uno  < 
les  demandados  es  eata  corte;  que  dichos  demandados  están  obligadi 
mancomunadamente,  sin  que  por  el  momento  pneda  definirse  ni  sancio 
aarse  cuál  sea  su  obligación,  porqae  tanto  significaría  lo  contrario  com 
prejuzgar  la  cuestión  que  se  inicia  en  la  demanda;  pero  sí  que  las  obU 
gaciones  ó  derechos  de  ambos  demandados  serán  en  sn  día  idénticos,  se 
gún  se  desprende  del  art.  1187  del  Código  civil,  y  que  no  existe  luga. 
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¿Mtlaade  detenniíiadamente  para  el  cnmplimiento  de  las  obligacieaeB  á 
que  les  hace  acreedoree  el  demandante  en  bq  eeciito  inicial,  por  cuya 
reaón  es  evidente  qne  al  dirigiree  la  demanda  de  tercería  contra  ambos 
7  pltntearee  ante  el  Juagado  proveyente,  á  quien  correspondió  por  re- 
partimiento, y  actoar  dicho  Juzgado  en  la  repetida  demanda,  ee  lian 
cumplido  todoB  loe  reqnlBitOB  qne  preeeribe  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjai- 
rUmlento  gítíI  en  en  regla  l.\  párrafo  2  ^,  y,  como  coDsecoencia,  no  e» 
menoB  eyidente  qne  el  Juagado  de  Chamberí,  de  Madrid,  tiene  compe- 
tencia 7  juriadicción  para  conocer  de  la  demanda  de  tercería  ante  el  mia- 
mo  planteada;  qne  cuando  varias  personaB  tienen  que  responder  de  una 
misma  obligación  personal,  es  potestativo  en  el  demandante  acudir  al 
Juea  del  domicilio  de  cualesquiera  de  ellae,  y  ante  él  tienen  que  compa- 
recer las  demás,  por  no  poderse  dividir  la  continencia  d^  la  causa,  según 
tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  eentencia  de  26  de  Febrere 
de  1869;  y  qne,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  procedía  negar  la  inlü- 
Uci6n  y  declararse  el  Jues  que  proveía  competente  para  seguir  cono- 
deado  de  la  demanda  de  tercería  ante  el  mismo  deducida: 

Besoltando  que  en  auto  de  20  del  mismo  Junio  acordó  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  fian  Vicente,  de  Valencia,  sostener  su  competencia, 
laudado  en  lo  anteriormente  expuesto,  y  además  en  lo  que  sigue:  que 
las  disposiciones  legales  citadas  por  el  Jozgado  de  primera  instaLcia  del 
distrito  de  Chamberí  para  negar  la  inhibición  no  demuestran  la  prefe- 
rencia del  mismo  para  conocer  de  la  demanda  de  tercería  de  qne  se  trata; 
que  lae  reglas  que  establece  el  art  62  de  la  !ey  de  Enjuiciamiento  civil 
sólo  sirven  para  determinar  la  competencia  á  falta  de  sumisión  expresa 
ó  tácita»  y  que  el  inciso  segundo  de  la  regla  1.^  de  dicho  articulo  única- 
mente se  refiere  al  caso  de  una  demanda  principal  ó  inicial  de  un  pleito 
^as  se  dirija  contra  dos  ó  más  personas  qne  residan  en  pueblos  diferen- 
tes y  estén  obligadas  mancomunada  ó  solidariamente,  y  como  la  de  que 
se  trata  no  es  inicial,  sino  incidental,  y  no  existe  obligación  mancomu- 
nada ó  solidaria  aquí  exigiblesi  carece  de  splicación  la  regla  que  se  in- 
voca en  apoyo  de  la  competencia  del  Juzgado  de  Madrid;  que  la  deman- 
da de  tercería  deducida  por  D.  Isidro  Cnaitesgo  EBcribaLO  es  incidental 
de  autos  de  juicios  verbales  seguidos  en  el  Juzgado  municipal  de  San  Vi- 
cente de  aquella  ciudad  de  Valencia,  hoy  en  ejecución  de  sentencia,  y  si 
el  valor  de  lo  reclamado  no  excediese  de  250  pesetas,  debería  decidirla  el 
mismo  Juez  municipal,  conforme  preceptúa  el  párri  fo  1.°  del  art.  789  de 
la  citada  ley^  como  reconocen  el  tercerista  y  el  Juzgado  ante  el  cual  pro- 
dujo en  demanda;  que  existe,  pues, un  precepto  legal  concreto,  terminan- 
te é  indiscutible,  que  determina  la  competencia,  precepto  qne  en;aDa  de 
prlnripios  jurídicos  de  inexcusable  observancia,  ó  sea  el  de  accesorium 
9uum  prineipale  aeqwtur,  según  el  cual  lo  accesorio  eigue  á  lo  princi- 
pal, la  demanoa  incidental  al  juicio  originario  ó  primordial,  y  el  de  que 
tac  se  divida  la  continencia  de  la  causa  ó  del  juicio,  que  rige  en  todo  el 
derecho  proceeal,  precepto  y  principios  qne  resultarían  infringidos  si 
prevaleciese  el  criterio  sustentado  por  el  Juzgado  de  primera  instBucia  de 
^amberí;  que  si  dicho  artículo  es  tan  terminante  al  fijar  la  ccmpeten- 
del  Juez  municipal  que  conocía  de  loe  autos  principales  para  enten- 
ds  las  demandas  de  tercería  que  no  excedan  de  dicha  cuantía,  no  lo 
Dcnos  en  los  dos  párrafos  siguientes  al  determinar  la  ccmpetencia 
Juzgado  de  primera  Instancia  de  que  el  municipal  dependa,  previ- 
ido  que  si  excediera  de  esta  cuantía  deberá  presentarse  la  demanda 
i  Juzgado  de  primera  instancia  para  ventilarla  por  los  trámites  del 
^0  declarativo  que  corresponda,  y  que  el  Juez  de  primera  instancia 
eata  case  ordenará  al  municipal  que  suspenda  el  procedimiento  hasta 
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que  reoalga  sentonoia  en  el  juicio  de  tercería,  el  óeU  fuese  de  dominio» 
7  si  fnese  de  mejor  derecho,  qae  consigne  en  la  Oaja  de  Depósitos  el  im- 
porte de  los  bienes  si  se  vendiesen;  luego  es  indudable  que  la  letra  y  el 
espíritu  de  este  artículo  atribuye  la  competencia  al  Jusgado  proveyente 
para  conocer  de  la  tercería  aludida,  porque  siendo  el  único  que  pnede 
ordenar  al  Jues  municipal,  su  inferior,  la  suspensión  de  los  procedi- 
mientos ó  la  consignación  del  importe  de  los  bienes  vendidos,  no  puede 
referirse  á  ningún  otro  Jues  de  primera  instancia  el  precepto  de  la  ley, 
claro  7  concreto;  y,  por  último,  que  sería  absurdo  que  para  entablar  una 
demanda  de  tercería  en  los  autos  de  ejecución  de  que  se  trata,  si  no  ex- 
cedía de  260  pesetas  su  cuantía,  tuviera  que  hacerse  necesariamente  ante 
el  Jues  municipal  que  conoce  de  dichos  autos,  y  que  al  que  al  exceder 
de  esta  cifra  la  tercería  pudiera  interponerse  ante  un  Jues  de  primera 
instancia  que  no  fuera  el  superior  del  municipal  que  conoce  de  los  autoe 
principales: 

Resultando  que,  en  su  consecuencia,  ambos  Jueces  contendientes  ele* 
-varón  sus  respectivas  actuaciones,  citadas  y  emplaaadas  las  partes,  A 
este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  oon 
arreglo  á  derecho  ó  intervención  del  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bamón  Barroeta: 
.  Oonsidérando  que  dirigida  la  demanda  formulada  por  D.  Isidro  Ouar- 
tango  Escribano  al  objeto  de  que  se  declare  su  mejor  derecho  sobre  el  de 
D.  Francisco  Mafios  Finer  á  reintegrarse  con  la  parte  del  sueldo  de  Don 
]<óUx  O'Shea  Arrieta  la  cantidad  que  le  es  en  deber  por  virtud  de  un  cré- 
dito escriturario,  parte  de  sueldo  que  se  halla  afectd  al  pago  de  otro  cré- 
dito de  Mafios  Glner  por  resolución  del  Juzgado  municipal  de  San  Vi- 
cente, de  Valencia,  es  manifiesto  que  por  ser  de  tercería  dicha  demanda, 
y  como  tal  incidente  de  un  asunto  principal,  al  mismo  Jues  que  conoce 
de  éflte  es  á  quien  compete  el  conocimiento  de  aquélla,  ó  sea  el  Juea  mn- 
nicipal  de  San  Vicente,  de  Valencia,  si  la  cuantía  de  la  terceiía  no  exce- 
diese de  260  pesetas,  y,  excediendo,  al  Jues  de  primera  instancia,  inme- 
diato superior  de  éste,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  739  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  pues  dados  sus  términos,  á  éste  y  no  á  otro  alguno 
se  refiere  dicho  precepto,  por  ser  además  quien  pnede  ordenar  directa- 
mente al  Juez  municipal  la  snspensión  del  procedimiento: 

Oonsidérando  que,  esto  aparte,  aun  cuando  la  demanda  no  revistieae 
el  indudable  carácter  que  tiene  de  tercería,  como  la  acción  que  se  ejecu- 
ta por  D.  Isidro  Ouartango  Escribano  contra  D.  Francisco  Mnfioa  Giner 
no  deriva  de  contrato  alguno  celebrado  entre  ellos,  sino  del  común  ca- 
rácter de  acreedores  de  D.  Félix  O'Shea  Arrieta,  es  igualmente  notorio 
que  sólo  rige  el  fuero  del  domicilio  de  Mufios  por  éste  reclamado,  do 
conformidad  con  lo  que  dispone  el  art.  1171  del  Oódigo,  en  su  párra- 
fo 8.^,  en  relación  con  la  regla  1.^  del  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ciyil,  por  no  existir  contrato  alguno  preexistente  entre  Caartango  y  Mn- 
fioa que  determine  el  lugar  de  cumplimiento  de  la  obligación  reclamada, 
porque  tampoco  la  ley  le  determina  en  el  supuesto  aceptado,  y  porque 
no  tiene  aplicación  algnna  lo  que  preceptúa  el  art.  62,  antes  citado,  en 
su  párrafo  8.^,  toda  vez  que  la  acción  ejercitada  por  D.  Isidro  Ouartango 
no  tiene  su  origen  en  obligación  algnna  mancomunada  ni  solidaria  con* 
traída  juntamente  por  Mufios  y  O'Shea  para  con  aquél; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
€an  Vi'^ente,  de  Valencia,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  po- 
niéndose esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  del  de  Ohaní* 
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btd^  de  esU  eerto,  y  siendo  de  caenta  respectiva  de  las  partes  las  costas- 
cavaadas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  qne  se  publicará  en  la  Gaeeta  den- 
tro de  los  diea  días  eignientes  al  de  sn  fecha,  ó  insertará  en  la  Colec- 
aÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nonclamoe,  mandamos  y  firmamoB.=Jo8é  de  Aldecoa.= Joan  de  Al- ' 
daaa.:=Alvaro  Landeira.= Ramón  Barroeta.=José  Fernándea  de  la  Hoa* 

PobUcación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Sxemo.  8r.  D.  Ramón  Barroeta»  Magistrado  del  Tribaáal  Snpremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  vacaciones  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Septiembre  de  1906.==Licenciado  Marcelino  San  Román» 


Múm.  4:3.— 6RACIA  Y  JUSTICIA.--I5  de  Septiembre* 
pabllcada  el  29. 

Rbsolución  de  la  Dirección  general  db  los  Registros  revo- 
cando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Igualada 
&  practicar  unas  cancelaciones. 
En  sus  cohSiDERANDos  SO  estableco: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  79,  núm.  2.**,  de  la  le¡^ 
Wpoteearia  y  w  de  su  Reglamento,  puede  pedirse  y  ordenarse  la 
eaneeladón  total  de  las  inseripeiones  cuando  se  extingue  por  com- 
pleto el  derecho  inscrito,  entendiéndose  extinguido  para  este  ñn 
aquel  derecho,  entre  otros  casos,  cuando  deje  de  existir  completa- 
Miente,  bien  por  disposición  de  la  ley,  ó  bien  por  efecto  natural  del 
contrato  que  diere  causa  á  la  inscripción: 

Que  según  el  art.  1.^  del  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1880,  las 
inseripeiones  aerificadas  en  virtud  de  escritura  pública  podrán  can 
celarse^  sin  que  preste  su  consentimiento  la  persona  á  cuyo  favor  se 
hayan  hecho,  ó  sus  causahabientes  ó  representantes  legítimos,  y  sin 
necesidad  de  que  recaiga  la  providencia  ejecutoria  á  que  se  refieren 
los  artículos  82,  párrafo  í.^,  y  83  párrafo  3.*,  de  la  referida  ley  Hí 
poteearia,  cuando  quede  extinguido  el  derecho  inscrito  por  declara- 
cián  de  la  ley  ó  resulte  asi  de  ¿a  misma  escritura  inscrita: 

Que  el  contrato  conocido  en  Cataluña  con  el  nombre  de  estable- 
cimiento á  primeras  cepas  ó  rabassa  morta,  termina  á  los  cin- 
cuenta años  de  su  constitución  cuando  no  se  ha  lijado  otro  plazo,  como 
asi  lo  han  declarado  repetidamente  varias  sentencias  del  Tribunal 
Supremo,  fundadas  en  la  costumbre  general  de  aquel  país,  que  tiene 
fuerza  de  ley,  quedando  en  su  virtud  extinguido  el  expresado  dere 
eAo  al  cumplirse  dicho  término,  y  procediendo  la  cancelación  del 
respectivo  asiento,  sin  necesidad  de  consentimiento  de  los  interesa- 
'   I  ni  de  procedimiento  judicial,  con  sujeción  á  lo  prevenido  en  las 

icadas  disposiciones: 

Que  al  determina^  el  art.  72  del  reglamento  Hipotecario  que  la 
'tma  escritura  en  cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción  de  una 

igadón  será  titulo  suficiente  para  cancelarla  si  resultare  de  ella 

de  otro  documento  fehaciente  que  dicha  obligación  ha  caducado  ó 
B  ha  extinguido,  no  exige  que  para  este  efecto  haya  de  presentarse 
reeisamente  el  ejemplar  que  sirvió  para  la  inscripción,  sino  que  se 

\  reitere  también  á  cualquiera  otra  copia  legalmente  expedida  de  la 
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nuéma  eteritura  que  dio  lagar  á  la  inMcripeión,  taloo  en  loe  eaeoe 
de  eaneeiación  de  eréditoe  hipoieearioe  reaUzaia  en  la  forma  que 
determina  el  párrafo  2.^  de  dicho  artieulo,  pues  de  aquel  modo 
ee  llena  también  elob/eto  y  eauea  de  dicha  dispoeidón  réglamete 
taria. 

limo.  8r.:  En  el  reenrao  gabernativo  promovido  por  Dofia  Dolores  de 
Zftnón  contra  le  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Igaalada  á 
practicar  nnas  canceíaoiones,  pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  ape- 
lación del  Registrador: 

Resaltando  qne  Dofia  Josefa  de  Pone  j  de  Olslnellas,  mediante  seis 
escrita  rae  aatorizadas  por  el  Notario  de  Piera,  D.  Pablo  Oasteli  y  Posas, 
una  el  18  de  Eiero  de  1841  y  las  otras  el  34  del  mismo  mes  j  afio,  esta  • 
bleoió  y  concedió  á  títalo  de  rabaeea  morta  y  á  favor  de  varios  intere* 
sadoe  seis  piesas  de  tierra,  sin  qae  en  ningana  de  dichas  escrituras  ae 
determinase  la  daración  del  contrato  por  fijación  de  nn  período  de  tiem- 
po, pero  en  todas  se  expresó  que  finidas  las  cepas  plantadaras  quedaría 
finida  la  rabaaña^  sin  que  sirviera  de  obiticulo  la  existencia  de  olivos 
para  qne  cada  piesa  volviera  al  estabiliente  ó  los  sayos: 

Resoltan  lo  que  Dofia  Dolores  de  Zinóa  j  de  Sayo!,  asistida  de  en 
marido  D.  Antonio  Oasteli  y  de  Descatllar,  presentó  en  el  Registro  de 
la  propiedad  de  Igaalada  coplas  de  las  eaorlturas  referidas  y  nna  instan- 
cia de  fecha  21  de  Dlslembre  de  190á,  solicitando,  como  dereohohablente 
de  Djfift  Josefa  de  Pona,  qae  f aeran  canceladas  las  inscripciones  de  es» 
tableclrnlento  á  rab%»»a  morta  y  se  hiciera  constar  la  reversión  del  do- 
minio útil  al  directo  por  habar  transcurrido  con  exceso  el  plaio  de  cin« 
cuenta  afios  en  que  se  considera  caducado  ese  contrato  cuando  no  se 
fija  plazo,  según  costumbre  admitida  generalmente  en  Catalufia»  el? 
tando  como  fundamento  de  la  pretensión  las  sentencias  de  la  Audiencia 
del  territorio,  las  del  Tribunal  Supremo  de  5  de  Diciembre  de  186S,  8  de 
Junio  da  1865,  10  de  N3vlembre  de  1858  y  28  de  Marso  de  1832;  el  ai- 
ticulo  1666  del  Código  civil,  el  16  de  la  ley  Hipotecaria,  el  Keal  decreto 
de  20  de  Mayo  de  18S0  y  la  Resolución  de  esta  Dirección  general  de  11  de 
Octubre  de  1000: 

Besaltando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Igualada  extendió 
al  pie  de  dicha  instancia  la  nota  siguiente:  c Denegadas  las  cancelacio- 
nes que  se  solicitan  en  la  precedente  instancia  por  no  acompafiarse  es- 
critura ó  documento  auténtico  en  el  cual  expresen  su  consentlmienle 
para  ello  las  p^irsonas  á  cuyo  favor  se  hallan  hechas  las  inacripolones 
qne  se  pretende  cancelar,  ó  sus  causahablentes  ó  representantes  legici- 
moa;  y  en  su  defecto,  testimonio  de  nna  providencia  ejecutoria  contra 
la  cnal  no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación,  en  la  cual  se  ordene 
practicar  dichas  cancelaciones.  Además  deba  consigaarse  que  las  eopias 
de  las  eacrlturae  que  se  acompañan  no  son  las  mismas  qne  sirvieron 
para  efectaar  ó  extender  laq  inscripciones  cuya  cancelación  se  interesa; 
expresándose  tambióa  ser  segandas  copias,  á  exoepclóa  de  la  primera  y 
de  la  ú.tlntia,  en  la<3  qae  no  se  especifica  esta  circunstancia.  Y  no  pare- 
ciendo «labsanables  dichos  defectos,  no  procede  tampoco  la  anotación 
preventiva.» 

Resaltando  que  el  Procurador  D.  BisUio  Puig,  á  nombre  de  Dofia- 
Dolor«>8  de  Zinón,  interpuso  este  recurso  pidiendo  que  se  revoque  la  ca- 
lifica ilón  i\*\  Roí?iRtra1or  y  ee  ordene  la  cancelación  deneí^ata,  y  al  ff  «cto 
rI^í:?^:  qn<í  Us  '''•itencHa  qae  tenía  citadas  y  las  de  6  de  Eaflrod^  l'íSS  y 
9  dd  Maizj  y. 17  de  Abril  de  1836  demaestran  que  la  rabasia  morta  se 
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«•■ddera  eadoeada  á  los  ctocoenta  sfios  de  vñ  establecimiento,  conUdoa 
dasde  la  fecha  de  éste;  qae  es  aplieable  para  ia  cancelación  de  referencia 
«1  art  7S  del  reglamento  hipotecario  j  el  Real  decreto  de  SO  de  May» 
éb  1880,  y  qne  no  se  comprende  el  alcance  de  la  segonda  parte  de  la  nota 
del  Registrador,  porqne  no  es  preciso  qne  se  presenten  las  mismas  copias 
ds  oae  se  tomó  raión  en  la  Oontadaria  de  Hipotecas: 

Resaltando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  informó,  pidiendo  se 
confirmara  en  nota  por  las  rasones  signientee;  qne  son  aplicables  los  ar- 
tícalos  8S  y  8S  de  la  ley  Hipotecaria,  porqne  en  Oatalnfia  no  existe  ley 
V»  establesoa  la  oonclnsión  de  la  rabada  á  los  cincuenta  afios,  ni  es 
aplicable  el  Código  ciyil;  qne  el  hecho  de  haber  finido  ia  yifia  es  cansa 
á»  qae  fina  la  raboMÉa^  pero  hay  qne  jastificarlo  en  escritora  pública  por 
seBTeoio  de  los  interesados,  ó  ante  los  Tribunales,  obteniendo  sentencia 
•(aeotoria  qne  lo  declare;  que  el  Real  decreto  de  30  de  Maro  de  1880  sólo 
as  refiere  á  los  casos  de  los  artienlos  107  y  109  de  la  ley  Hipotecaria  y  72 
daan  reglamento,  y  no  puede  aplicarse  al  de  este  recurso,  en  que  no  se 
tnta  de  ellos;  que  aunque  fuera  aplicable,  no  seria  tampoco  prored<*Dte 
la  caocelaMón  qne  establece  para  cuando  quede  extinguido  el  derecho 
iñterito  por  declaración  de  la  ley  ó  resulte  aei  de  la  misma  escritu^ 
ftt,  porqne  no  ooncnrren  esos  requisltop;  que  en  las  escrituras  de  esta- 
Ueeimieoto  se  convino  la  duración  del  contrato  durante  el  tiempo  qne 
Tiva  la  vifia,  qne  puede  ser  más  de  cincuenta  afios,  y  no  es  posible,  por 
tanto,  aplicar  la  jurisprudencia  que  limita  la  duración  á  eee  tiempo  per- 
ene es  posterior  á  la  época  del  contrato;  qne  la  segunda  parte  de  la  neta 
neorrida  se  justifica  porqne  el  citado  art.  72  del  reglamento  requiere  la 
BÍama  eeeritnra  en  cuya  virtud  se  hizo  la  insoripción  con  nota  de  ésta  y 
con  testimonio  de  acta  notarial  de  pago  ó  reducción,  lo  que  también  de- 
maestra  qne  dicho  artículo  sa  refiere  sólo  á  las  cancelaciones  de  hipote- 
tas  cuando  se  pagnen  ó  reduscan  loe  créditos  asegurados,  y  qne  la  Reso- 
cas de  este  Centro  de  11  de  Octubre  de  1900  no  tiene  aquí  aplicación 
isrqae  en  el  easo  que  la  motivó  constaba  ezplicitamente  que  la  rabaeta 
saeelof a  á  los  eincnenta  afios: 

Resultando  que  el  Jues  delegado  dictó  auto  confirmando  la  nota  del 
legistrador,  por  apreciar  consideraciones  análogas  que  este  funciona- 
rlo, y  qne  las  segundas  copias  del)en  expedirse  con  las  formalidades  de 
ia  ley: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  acuerdo  del 
Jies  delegado,  declarando  procedentes  •  las  cancelaciones  solicitadas  por 
la  reenrrente  por  estimar  caducadas  las  rabastas  mortae^  conforme  a  la 
mstambre  y  jurisprudencia  referidas,  y  aplicable  el  Real  decreto  de  20 
4s  Mayo  de  1880: 

YisU  la  ley  1.*,  títnio  16,  libro  1.^  de  las  Constituciones  de  Cata* 
lifia: 

Visto  si  art.  1656  del  Código  civil: 

Yletos  los  artículos  77,  78,  79,  82,  88,  414  y  416  de  la  ley  Hipotecaria 
7  ft7,  71  y  226  del  reglamento  general  dictado  para  su  ejecncióD: 
isto  el  Real  decreto  de  :íO  de  Mayo  de  1880: 

atas  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  6  de  Diciembre  de  1868^ 
^ayo  de  1866,  10  de  Noviembre  de  1868  y  9  de  Marso  y  17  de  Abril 

!ta  la  Resolución  de  este  Centro  de  11  de  Octubre  de  1900: 

mslderando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  79,  nana.  2.^, 

\\9j  Hipotecaria  y  67  de  su  reglamento,  pnede  pedirse  y  ordenarse 

ncelación  total  de  las  inscripr.iones  cnando  se  fxtint?ne  por  com- 

el  derecho  inscrito,  entendiéndose  extingui^'o  para  este  fin  aqnul 
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derecho,  entre  otros  casos,  caando  deje  de  existir  completameate,  bien 
por  disposición  de  Ja  ley,  ó  bien  por  efecto  natarai  dei  contrato  qne  diere- 
cansa  á  la  inscripción: 

Considerando  que,  se^ún  el  art.  1.°  dei  Real  decreto  de  20  de  Mmjw 
de  1880,  las  inscripciones  verificadas  en  virtud  de  escritura  pública  po- 
drán cancelarse,  sin  qne  preste  sn  consentimiento  la  persona  á  cuyo  fa- 
vor se  hayan  hecho,  ó  ene  cansahabientes  ó  representantes  legítimos,  j 
sin  necesidad  de  qne  recaiga  la  providencia  ejecntoria  á  qne  se  refieren 
los  arts.  82,  párrsfo  1.^,  y  88,  párrafo  8.<^,  de  la  referida  ley  Hipotecaria, 
cnando  qnede  extinguido  el  derecho  inscrito  por  declaración  de  la  iey  é 
resulte  asi  de  la  misma  escritura  inscrita: 

Oonviderando  que  el  contrato  conocido  en  Catalufia  con  el  nombre  de 
establecimiento  á  primerae  eepae  ó  rabatta  moría  termina  á  los  oin^ 
cuenta  afios  de  su  constitución  cuando  no  se  ha  fijado  otro  plaso,  como 
así  se  ha  declarado  repetidamente  por  el  Tribunal  Supremo,  entre  otras, 
en  las  sentencias  anteriormente  citadas,  fufadas  en  la  costumbre  ge- 
neral de  aquel  país,  que  tiene  fnersa  de  ley,  quedando,  en  sn  virtud,  ex* 
tinguldo  el  expresado  derecho  al  cumplirse  dicho  término,  y  procediendo 
la  cancelación  del  respectivo  asiento,  sin  necesidad  de  consentimiento 
de  los  interesados  ni  de  providencia  judicial,  con  sujeción  á  lo  prevenido 
en  las  indicadas  disposiciones: 

Oonsiderando  que  al  determinar  el  art.  72  del  reglamento  Hipoteca- 
rio que  la  misma  escritura  en  cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción 
de  una  obligación  será  título  suficiente  para  cancelarla  si  resultare  do 
ella  ó  de  otro  documento  fehaciente  que  dicha  obligación  ha  caducado  6 
se  ha  extinguido,  no  exige  que  para  este  efecto  haya  de  presentarse  pre- 
cisamente el  ejemplar  que  sirvió  para  la  inscripción,  sino  que  se  refiero 
también  á  cualquiera  otra  copla  legalmente  expedida  de  la  misma  escri- 
tura qne  dio  lugar  á  la  inscripcióo,  salvo  en  los  casos  de  cancelación  de 
créditos  hipotecarios  realizada  en  la  forma  que  determina  el  párrafo  %^ 
de  dicho  artículo,  pues  de  aquel  modo  se  llena  también  el  objeto  y  causa 
de  dicha  disposición  reglamentaria;  careciendo,  en  consecuencia  de  fun» 
demento  el  motivo  que  relativamente  á  este  particular  se  alega  en  se- 
gundo lugar  en  la  nota  del  Registrador; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada.. 

Lo  que,  con  devoinción  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  15  de 
Septiembre  de  1906.= El  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  8erna.= 
8r.  Presidente  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 


JB^üm.  4^^.— fiRACIA  Y  JUSTICIA.— 19  de  Septiembre, 
pobllcada  el  5  de  Octubre. 

RBSOLUCIÓN  DB  la  DrRECCIÓN  GENERAL  DE  LOS  REGISTROS,  rOVOCan- 

do,  en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de 
La  Oarolina  á  inscribir  una  esoritura  de  adjudicación  ae  bienes. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  et  licita  y  debe  surtir  todoe  $u$  e/eetoí  legales,  según  lo  de- 
clarado por  el  7  nbunal  Supremo  en  sentencia  de  21  de  Octubre 
de  1902  y  ñor  la  Dirección  general  en  Resoluciones  de  28  de  Nooiem 
bre  de  1893,  12  de  Julio  y  21  de  Octubre  de  1901,  5  de  Diciembre 
de  1903  y  19  de  Febrero  y  28  de  Mayo  de  1904,  la  venta  extrajudicial 
de  las  flne€LS  hipotecadas,  hecha  por  el  acreedor  cuando  np  se  le  «a 
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iiMfmse  oportunamente  $u  crédito,  eon  tal  que  se  haya  poetado  aei 

expresamente  y  ae  cumplan  además  los  requisitos  que  para  el  eon* 

troto  dependa  extge  el  art,  1872  del  Código  eioil,  esto  es,  que  la 

.       «m'enaeróA  se  haga  por  ante  Notario^  en  subasta  pübliea,  eon  eita- 

I       tfdA  del  deudor  y  del  dueño  de  la  linea  en  su  easo^  y  por  tanto,  ee» 

tando  poetada  dicha  forma  de  enaienaaán  en  la  escritura  deprés^ 

I       tamo  origen  del  recurso,  ha  podido  licitamente  instar  el  acreedor 

I       2f  de  lasjineas  espedeUmente  hipotecadas  en  garantía  del  mismo: 

Que,  esto  supuesto,  es  legamente  inscribible  dicho  acto  sin  que 
I  é  eUo  obste  el  hecho  de  haberse  prevenido  al  Notario  autorizante^ 
\  por  virtud  de  exhorto,  para  que  se  abstenga  de  autorisar  la  subasta, 
fses  tal  hecho  no  puede  por  si  sólo  anular  aquel  acto,  ni  impedir 
sas  efectos  eon  relación  al  Registro,  mientras  en  el  correspondiente 
juicio  no  se  declare  su  nulidad,  bastando  para  evitar  perjuicio  éter- 
tero  la  expresión  de  dicha  circunstancia,  que  constando  en  el  docu- 
iMa^o  deberá  consignarse  también  en  la  inscripción: 

Que  pactado  en  la  escritura  de  hipoteca  que  la  subasta  de  lasfin- 
ssi  se  anunciará  con  veinte  dias  de  antelación  y  habiendo  transcu» 
Trido  este  plato,  queda  cumplido  este  requisito,  sin  que  sea  admisi* 
Uelaalegaeión  de  que  los  dias  deben  ser  hábiles, porque  no  estable' 
áéndose  asi  en  la  escritura  han  de  entenderse  naturales,  tanto  más 
tratándose  de  un  acto  extrajudieial,  al  que  no  es  aplicable  el  ar^ 
Uaüo  256  de  la  ley  procesal^  exclusivamente  referente  á  las  actúa- 
dones  iudidales  eon  carácter  contencioso,  toda  ves  que  para  las  de 
isriedteción  voluntaria  son  hábiles  todos  los  dias  sin  excepción,  se- 
ifún  el  art.  iS12  de  la  misma  ley: 

Que  el  requisito  exigido  en  la  escritura  de  constitución  de  hipo» 
teca  de  que  en  la  subasta  de  las  flncas  que  comprende  ha  de  tomarse 
timo  tipo  el  precio  fijado  al  efecto  á  cada  una  de  aquéllas,  cubriendo 
las  posturas  las  dos  terceras  partes  de  este  valor,  puede  cumplirse 
lo  mismo  subastándolas  juntas  que  separadamente: 

Qütf  el  previo  depósito  de  parte  del  precio  ofrecido  para  tomar 
ferie  en  las  subastas  es  condición  natural  de  las  mismas,  á  fin  de 
eátar  supuestas  posturas,  ó  que  éstas  no  puedan  hacerse  efectivas, 
§  no  habiendo  llenado  este  requisito  los  postores  que  se  prestaran 
es  la  subasta  de  referencia,  no  puede  estimarse  desde  luego  en  via 
pibernativa  como  causa  de  nulidad  el  no  haberse  aprobado  el  remate 
i  su  fasor,  sin  perjuicio  de  lo  que  ejecutoriamente  pueda  decidirse 
por  los  Tribunales  en  caso  de  interponerse  ante  ellos  reclamación 
por  los  interesados: 

Que  cuando  la  declaración  de  incapacidad  de  la  entidad  deudora 
I  la  anotación  de  la  prohibición  de  enajenar  las  fincas  son  de  fecha 
posterior  á  la  hipoteca  de  las  mismas,  siendo  la  adjudicación  de  que 
•e  trata  consecuencia  de  dicha  hipoteca,  no  puede  la  expresada  ano- 
tsáón  impedir  su  inscripción, porque  de  otra  suerte  quedaría  iluso- 
rio el  preferente  derecho  del  acreedor  hipotecario,  conforme  á  la 
iootrina  declarada  ya  por  la  Dirección  en  Besoludón  de  3  de  Enero 


I»,  o/.:  En  el  reesrso  gübernatiyo  interpuesto  por  D.  Josn  Alyareí 
le  contra  la  negativa  del  Begiitrador  de  la  propiedad  de  La  Carolina 
»ibir  nna  adjudicación  de  bienes,  pendiente  en  este  Centro  en  yir- 
'  apelación  de  dicho  funcionario: 

-^lUndo  que  por  escritura  otorgada  en  Linares  á  10  de  Enero 
o  lOi  18 
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de  1905  ante  el  Notario  D.  Antonio  Días  Pía,  la  Sociedad  mercantil  ce- 
lectlvaHIjoa  de  M.  A.  Heredia,  con  domicilio  en  Málaga  y  Adra  7  sn- 
onreal  en  Linares,  declaró  haber  recibido  á  préstamo  de  D.  Tomás  de  Gá- 
mez  Lorite  la  cantidad  de  126.000  pesetas  al  10  por  100  de  interés,  y  para 
garantía  de  la  develnción  y  por  10.000  pesetas  más  para  gastos  y  perjui- 
cios constituyó  hipoteca  á  favor  del  mismo  D.  Tomás,  sobre  nna  caea  y 
▼arias  minas,  estableciéndose  la  estipulación  9.*  como  signe:  f  9.*,  si  la 
Sociedad  deudora  dejare  de  abonar  la  cantidad  prestada  á  su  yenci mien- 
to, podrá  el  acreedor  promover  la  enajenación  de  las  fincas  hipotecadas 
por  ante  Notario.  Esta  enajenación  habrá  de  hacerse  en  pública  subaetoi 
que  se  anunciará  con  veinte  días  de  antelación  en  un  periódico  de  la  lo- 
calidad, y  con  citación  de  la  Socidad  deudora,  de  los  primeros  acreedo- 
res hipotecarios  y  de  los  duefios  de  las  fincas  hipotecadas  en  su  caso.  En 
U' subasta,  que  se  verificará  por  el  precio  fijado  en  la  anterior  estipnli^ 
don  para  cada  finca,  se  admitirán  posturas  que  cubran  las  dos  terceras 
partes  del  mismo  valor,  y  si  no  diese  resultado  esta  subasta  se  anun- 
ciará una  segunda  con  las  mismas  formalidades  y  por  las  tres  cnartaa 
partea  del  tipo  que  sirvió  para  la  primera.  En  esta  segunda  subasta  M 
Admitirán  asimismo  posturas  que  cubran  las  dos  terceras  partes  del 
nuevo  tipo  y  aseguren  además  el  crédito  de  los  dos  primeros  acreedores 
hipotecarios.  Si  en  cualquiera  de  estas  dos  subastas  se  adjudicasen  las 
fincas  á  personas  distintas  de  los  primeros  acreedores  hipotecarios  ó 
dérechohabientes  de  éstos,  se  consignarán  judicialmente  á  disposición 
de  los  mismos  las  cantidades  de  que  cada  finca  responda  por  la  primera 
hipoteca  ó  el  saldo  que  arroje  la  liquidación  que  dichos  señores  presen- 
ten relativo  á  las  cantidades  ann  no  percibidas  por  dicho  eré  lito  hipote- 
cario, y  si  tampoco  diese  resultado  la  segunda  subasta  se  adjudicarán 
las  fincas  al  acreedor,  dejando  subsistente  la  primera  hipoteca: 

Resultando  que  por  otra  escritura  otorgada  en  Linares  á  80  de  Junio 
de  1905,  ante  el  Notario  D.  Domingo  üreta  y  Lerena,  D.  Tomás  de  Gá- 
mez  cedió  el  referido  crédito  hlpote«*ario  á  D.  Juan  Alvares  Jurado,  no- 
tificándose la  cesión  por  el  mismo  Notario  en  dicho  día  y  en  las  oficinal 
de  la  Sociedad  Hijos  de  M.  A.  Hiredia  á  D.  Joaquín  Ruano  Villena, 
como  apoderado  de  dicha  Sociedad: 

Resultando  que  por  falta  de  pago  del  préstamo,  y  á  requerimiento  de 
D.  Joan  Alvarez  Jurado,  se  extendió  acta  á  11  de  Enero  de  1906  por  el 
citado  Notario  D.  Domingo  üreta,  citando  á  dicho  8r.  Ruano  en  la  oficina 
de  la  Sociedad  deudora  y  á  los  primeros  acreedores  hipotecarios  para  la 
primera  subasta  de  los  bienes  hipotecados,  que  había  de  celebrarse  anta 
el  mismo  Notario  el  1.°  de  Febrero  siguiente,  y  dicho  Sr.  Ruano  maní* 
íestó  en  el  acto  de  la  citación  que  no  sabía  si  en  la  actualidad  era  ó  na 
apoderado  de  Hl*os  de  M.  A.  Heredía,  por  el  estado  de  quiebra  de  la  casa, 
y  que  no  tenía  instrucciones: 

Resultando  que  dicha  primera  subasta  fué  también  anunciada  en  el 
Porvenir  de  Linares  con  fecha  11  de  dicho  Enero,  en  dos  lotes,  uno  de 
la  casa  y  otro  de  las  minas,  y  que  se  celebró  por  acta  ante  el  misma 
lactario  D.  Domingo  üreta  el  día  1.^  de  Febrero,  constando  de  ella:  qu- 
el  Notario  hizo  saber  á  D.  Juan  Alvarez  Jurado,  que  la  noche  anterior  1 
le  había  notificado  por  el  Juzgado,  á  virtud  de  exhorto  telegráfico,  di 
distrito  de  la  Merced  de  Málaga  que  no  autorizara  la  subasta;  pero  qa< 
habiendo  insistido  el  Sr.  Alvarez,  con  apercibimiento  de  exigir  respoi 
aabilidad,  se  procedió  á  la  subasta;  que  se  presentó  D.  Francifico  Biol 
Cano  con  poder  especial  del  Administrador  de  la  quiebra  de  Hijos  dt 
M.  A.  Heredia,  y  pidl^  se  consignaran  como  motivos  que  estimabs 
de  nulidad:  cl.^^,  haber  dejado  de  citarse  para  ella  en  forma  á  la  Sooie 
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^did  deudora,  que  por  estar  en  qaiebra  desde  el  día  18  de  Jalio  dei  pa- 
etde  afio  eólo  está  legalmente  representada  por  sb  mandante,  el  Deposi- 
tario-Alministrador^  D.  José  Alaroón  Bonel;  3.^,  haber  dejado  de  dedu- 
cir de  los  veinte  días  dei  anuncio  los  feriados;  8.°,  haber  annnciado  la 
sobaste  en  dos  lotee,  y  no  las  flacas  separadamente,  como  ha  debido  ha- 
cerse, para  qne  fuera  válida  7  pudiera  celebrarse;  4.*,  haber  sido  reque- 
rido el  Notario  antorisante  por  el  Jaez  de  instrucción  de  Linares  para  la 
soepensión  del  acto  de  la  subasta,  en  cumplimiento  del  exhoito  del  Jos- 
gado  de  primera  instancia  de  la  Merced  de  Málaga;  7  6.^,  exigir  qae  en 
«i  seto  de  la  sabasta  el  rematante  consigne  el  importe  del  remate,  lo 
«sal  ao  ee  poeible,  toda  ves  que  son  pojas  á  la  llana  7  no  exige  la  eBcri- 
tara  previo  depósito»;  que  no  obstante,  el  D.  Juan  Alvares  se  negó  á  la 
SQspensióa  7  declaró  desierta  la  subasta,  por  haber  cumplido  los  reqai- 
litss  para  qne  se  efectuara: 

-  Besultando  que  la  segunda  subasta  se  anunció  para  el  28  de  Febrero, 
es  los  miemos  dos  lotes,  con  rebaja  de  una  cuarta  parte  del  valor  de  las 
Ineas,  por  edictos  pnblicados  el  8  f  el  8  del  mismo  mes  en  el  Porvenir 
ielÁnarea  7  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  respectivamente,  7 
weltó  para  ella  al  Gerente  7  al  Administrador- Depositario  de  la  quiebra 
da  Hijos  de  M.  A.  Heredia  por  acta  ante  el  Notario  de  Málaji^a  D.  Basilio 
Gareía  de  Alearas  á  7  de  Febrero  de  este  afio,  7  al  6r.  Raano  7  á  los 
icraedores  hipotecarios,  por  otra  acta  ante  D.  Domingo  üreta  en  Linares 
AS  del  mlemo  Febrero: 

Besulcando  qne,  también  por  acta,  ante  el  mismo  Notario  D.  Domin- 
SoUreta,  en  Linares  á  38  de  Febrero,  se  celebró  la  segunda  snbasta  en 
les  términos  eignientes:  el  Notario  biso  saber  que  había  sido  notiñc  de 
irirtod  de  exhorto  del  Jasgado  del  distrito  de  la  Merced,  de  Máia^^a, 
fu%  que  se  abstuviera  de  celebrar  la  subasta,  bajo  apercibimiento  de  lo 
4ae  habiere  lugar  si  no  obedecía  los  mandatos  judiciales;  pero  habiendo 
tasikido  el  requirante  de  IgUal  modo  que  en  la  primera  subasta,  proce- 
dió dicho  Notario  á  celebrar  la  segunda;  D.  Francisco  Biote  Cano,  con  la 
Blsma  representación  que  compareció  en  la  primera  subaeta,  pidió  y  oh- 
tsTOquese  consignasen  los  sigaientes  motivos  de  nulidad:!.^,  babor 
•ida  requerido  el  Notario  autorizante  por  el  Jues  de  primera  instancia 
dsl  partido,  7  lo  mismo  D.  Jaao  Alvarez  Jurado,  para  laenepension  del 
acta  de  la  eubasta;  3.®,  no  haber  mediado  desde  los  annncios  y  la  cita- 
dea  para  la  subasta  hasta  la  fecha  de  éeta  los  veinte  días  establecidos 
•a  la  escritura;  8.^,  haber  anunciado  la  subasta  de  los  blenee  en  des  io- 
tas, 7  no  cada  finca  separadamente,  como  exige  la  escritora;  4.^,  exigir 
qosen  acto  de  la  subasta  consigae  el  rematante  el  Importe  del  remate, 
lo  cual  no  ea  posible,  toda  vez  que  son  pnjae  á  la  llana  y  no  exige  la  es- 
ctitora  el  previo  depósito;  D.  Jaan  Alvarez  Pérez  leyó  una  reclamación 
centra  la  celebración  del  acto  de  la  subasta;  pero  D.  Juan  Alvarez  Jura- 
do dispuso  en  continuación,  7  qne  para  tomar  parte  en  ella  habían  de 
Cdosigoar  en  el  acio  los  postores  las  dos  terceras  partes  de  los  valores 
ds  las  flacas;  dentro  de  la  hora  marcada  para  las  pojas  se  hicieron  va- 
*'"  por  tipos  superiores  á  los  valores  fijados  á  las  fincas,  pero  sin  ha- 
sel  depósito  previo  expresado,  por  manifestar  que  los  edlctoR  no  lo 
(an,  7  D.  Juan  Alvares  Jurado  manifestó  ao  procedía  la  adjndica- 
á  ninguno  de  los  postores  por  falta  de  la  consignación  de  las  dos 
»as  partes  del  valor  7  por  no  haberse  hecho  en  cuanto  á  las  minas 
la  grupo,  según  se  anunciaron  en  un  lote,  por  lo  euai  declaró  desier- 
subasta  7  se  adjudicó  las  fincas  en  pago  de  su  crédito  7  réditos, 
>rtante  186.908  ^pesetas  7  63  céntimos,  dejando  subsistente  la  prime- 
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BesDltando  que  presentada  en'el  Registro  de  la  propiedad  de  La  Oñ^ 
rolina  la  citada  acta  de  adjndicacióa  de  fincas  á  D.  Joan  Alvares  Jurado^ 
paso  el  Registrador  la  nota  signiente:  cNo  admitida  la  in^oripoión  del 
precedente  documento  por  lo  qne  respecta  á  las  fincas  sitas  en  este  dis> 
trito  hipotecario;  falta  de  capacidad  en  el  Notario,  después  de  la  prohi» 
bici6n  Judicial  para  afutqf liarlo;  no  haber  mediado  entre  los  edictos  In 
citación  á  la  Sociedad  deudora^y  las  subastas  los  Teinte  días  hábiles  se- 
fiaiados  en  el  contrato,  j  omitido  para  la  primera  dicha  citación;  falta 
de  capacidad  en  el  adjudicatario  para  acordar  la  subasta  de  las  fincas  en 
lotes,  la  de  reclamar  á  loe  posteres  depóeltee  previos  al  acto  de  la  licito- 
don  7  la  de  no  adjudicar  al  de  mejores  ofertas  las  fincas  objeto  del  re- 
mate; existir  presentado  con  anterioridad  en  el  Diario,  7  pendiente  de 
inscripción,  exhorto  declarando  la  incapacidad  de  la  deudora,  ordenando 
el  consiguiente  asiento  en  el  Libro  especial  correspondiente  7  la  anoto- 
eión  de  las  fincas,  con  prohibición  de  enajenarlas  á  virtud  de  declara- 
ción de  quiebra;  los  defectos  son  de  carácter  insubsanable,  no  suscepti- 
bles de  tomar  anotación  preventiva  aunque  se  pretenda>: 

Resultando  que  D.  Juan  Alvares  Jurado  interpuso  este  recurso,  pi- 
diendo se  declarase  inscribible  la  adjudicación  referida,  7  al  efecto  alegó: 
que  tratándose  de  un  acto  extrajudicial,  es  lícito  el  de  la  subasta,  auto- 
risado  por  el  Notario,  aunque  estuviera  prohibido  por  la  Autoridad  Jn» 
dlcial;  que  los  veinte  dias  entre  loe  edictos  7  las  subastas  no  exige  la  eo- 
critnra  de  hipoteca  que  sean  hábiles,  7,  por  tanto,  deben  entenderse  na* 
tu  rales;  que  en  cuanto  á  la  citación  hecha  al  8r«  Ruano  en  las  oficinas  de 
la  Sociedad  deudora  en  la  sucursal  de  Linares,  acredita  que  tenia  la  re-  - 
presentación  de  la  misma  su  presencia  en  dicha  oficina,  7  en  cuanto  á 
las  demás  citaciones,  cualesquiera  que  sean  los  vicios  de  que  adolesoan, 
el  hecho  de  darse  por  notificados  los  que  concurrieron  á  la  subasta  las 
limpia  de  todo  defecto  de  nulidad,  según  el  precepto  del  art.  379  dq  la 
107  de  Enjuiciamiento  civil;  que  la  licitación  pudo  hacerse  en  globo  da  ^ 
todos  los  bienes  hipotocados,  porque  la  escritura  de  hipoteca  se  refiere 
repetidamento  á  una  subasta,  no  á  subastas  sucesivas;  pero  que  se  hlao 
en  dos  lotes,  uno  para  la  casa  7  otro  para  las  minas,  por  la  distinta  na- 
turaleaa  de  las  fincas  7  por  radicar  en  términos  distintos,  7  además  por- 
que las  minas  constituían  un  grupo  por  estar  afectas  juntas  á  otros  gra- 
vámenes anteriores  7  por  ser  dos  de  ellas  demasías  que  no  pueden  ena- 
jenarse ni  cederse  sin  que  se  enajene  ó  ceda  al  mismo  tiempo  la  mina 
para  que  fueron  concedidas,  de  las  que  forman  parte  integrante;  que  ee 
facultad  inherente  á  la  de  sacar  á  subasta  la  de  reclamar  á  los  postoroa 
depójBitos  previos  para  evitar  pujas  fingidas;  que  estuvo  el  recurrente  en 
BU  derecho  no  átdjudicando  á  los  postores  que  dejaron  de  hacer  el  depó- 
sito, 7  que  en  todo  caso,  si  diera  lugar  á  nulidad,  sólo  se  produciría  me- 
diante un  juicio  que  la  decida;  que  la  declaración  de  incapacidad  de  la 
Sociedad  deudora  7  prohibición  de  enajenar  por  su  declaración  de  quie- 
bra no  puede  *  tener  efectos  retroactivos,  ni  afectar  á  los  actos  que  sos 
consecuencia  de  contrato  inscrito  anteriormente  con  pacto  cu7a  licitud 
reconocen  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  31  de  Octubre  de  1902  j 
las  Resoluciones  de  este  Centro  de  38  de  Noviembre  de  1898, 13  de  Julio 
7  31  de  Octubre  de  1901,  6  de  Diciembre  de  1908  7  19  de  Febrero  7  38  de 
Ma70  de  1904,  7  constitU7e  una  condición  suspensiva,  seguí  la  doctrina 
del  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  34  de  Diciembre  de  1888,  que  haoo 
innecesaria  la  capacidad  actual  del  deudor  para  enajenarj  habiéndola  te- 
nido al  establecer  el  pacto  indicado,  origen  de  la  subasta  7  adjudicación 
que  éstas  son  además  válidas,  si  se  estima  un  contrato  de  hipoteca,  poi 
o  establecido  en  el  art.  1876  del  Código  civil  7  en  el  106  de  la  107  Hipe« 
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iBMria,  7  ai  d«  prendas,  por  «1  918  del  Código  de  Oomercio,  derogatorio 
M  1268  del  Eo jalda mieDlo  oivii: 

B«ealtoDdo  qae  el  Registrador  de  la  propiedad  sostavo  Itf  proceden- 
cia de  sa  neta,  Inelitiendo  en  loe  raaonamlentos  de  la  misma,  j  afiadien- 
^;  qoe  loe  días  entre  los  edictos  y  las  snbastas  deben  entenderse  hábiles 
apUcando  ki  ley  de  Enjnleiamiento  á  eete  pnnto,  como  pretende  el  reen- 
nante,  reepeeto  á  en  art.  3t9;  qne,  aparte  de  las  dadas  ezpoestas  por  el 
fir.  Raano  respecto  á  en  representación  de  la  Sociedad  deudora,  al  Gá- 
nate ee  á  qnlen  corresponde  dlch«  representación  en  casos  de  demanda; 
que  el  haberee  verificado  las  sabastas  por  lotee  ee  contrario  A  lo  eetipa- 
iado  en  la  eeeritnra  de  hipoteca,  qae  dice  por  loe  precios  9eñalado8  á 
ttáa  ñnea;  qne  no  ee  posible  apreciar  en  el  recar rento  las  f  acoitades  qne 
Hitriboye  reepeeto  á  exigir  depósito  previo,  porqae  no  se  pactó,  y  debe 
npoaeree  aplicables  como  condioionee  natnralee  las  qne  fijan  Jas  leyes 
enteles  casos;  qae  el  derecho  de  ananclar  la  sabasta,  y  por  delegación 
del  deudor  reallsar  la  adjadicaoión,  no  priva  al  deodor  de  nlDgano  de  los 
deiechos  reales  de  tenencia,  posesión  y  dominio,  y,  por  lo  tanto,  la  in* 
«aiMcidad  posterior  del  mismo  impide  realisar  tales  actoe  en  eu  nombre: 
Resaltando  qoe  el  Notario  D,  Domingo  Ureto  informó,  exponiendo: 
qoe  el  Juagado  no  pado  inhabilitarle  para  aatorisar  la  sabasta,  porqae, 
Mgún  el  art.  44  de  la  ley  Notarial,  no  pueden  ser  saspensoe  loe  Notarlos 
fBbemativamento  sino  por  falta  de  fiansa;  que  no  habléndoee  pactado 
qae  loe  plasos  se  contaran  por  días  hAbilee,  deben  considerarse  natura- 
¿e;  qoe  está  bien  anunciada  la  aubasta  en  lotee,  porqne  la  eecritura  de 
Upoteea  no  lo  prohibe,  y  porque  era  preciso  respecto  á  las  demaeias, 
MKdo  la  ley  y  reglamento  de  Minería;  que  en  todas  las  snbaetas  ee  exi- 
fB  depóeito  de  parto  del  valor  de  las  fincas,  y  qoe  la  capacidad  de  los 
eantraUntos  hay  que  apreciarla  al  momento  de  -contraer  la  obligación, 
mee  qoe  en  el  acto  de  sa  cumplimiento,  puesto  que  con  ella  y  ein  ella 
bty  que  cumplir  lo  convenido: 

Reeultaiido  que  el  Joes^delegado  dicto  auto  declarando  que  eólo  exis- 
tte  los  defectos  atribuidos  por  el  Registrador  referentes  á  falta  de  cita- 
ción á  la  Sociedad  deudora  para  la  primera  sabasta,  y  á  no  haberee  ad- 
isdieado  las  fincas  al  mejor  postor,  por  estimar  que  el  acta  de  adjudica- 
don  es  documento  público  é  Inscribible,  aunque  el  Notario  haya  incu- 
nido  en  responaabilidad  por  su  autorisaeión  contra  el  mandato  judicial; 
qne  lee  días  desde  los  edictos  á  la  subasta  deben  contaree  natnralee,  por- 
qae es  un  aeto  extrajndtclal  que  puede  equipararse  á  loe  de  juriedicctón 
velnntaria,  respecto  á  los  que  diepone  el  art.  1812  del  Enjuiciamiento 
dvil  que  todos  son  hábiles;  que  la  citación  A  la  Sociedad  deudora  para 
It  primera  enbaeta  no  puede  estimarse  hecha,  aegún  exigía  la  eecritura 
y  el  art  1873  del  Código  civil,  porqne  lo  manifestado  por  el  8r.  Roano 
~  '  '  '  0tn  que  la  preeencia  en  el  acto  de  la 
administrador  de  la  quiebra  pneda  convali- 
'  '  ~  \  sabasta  en  dos  lotoe  no  faltaba  á  le 
pastado,  y* era  además  conveniente;  que  no  puede  tenerse  por  defecto 
ibsanable  la  exigencia  del  depósito  á  loe  poetores  porque  éetos  de- 
B  ir  provistOB  de  los  medios  neceearioe  para  cumplir  lae  obligaciones 
remate;  qne  al  coneentirse  posturas  sin  hacer  dicho  depóeito  debió 
Bdlcarse  al  mejor  poetor,  y  qne  la  incapaeidad  para  enajenar  la  Se- 
dad quebrada  no  puede  afectar  á  loo  actoe  celebrados  con  antoriori- 
1,  cerno  la  eacritara  de  hipoteca,  y  á  las  conseonencias  de  lo  pactada 
ella: 

Reeattando  qne  el  recurrente,  el  Regietrador  y  el  Notario  apelaron  de 
Hanto,  haciendo  esto  último  las  nuevas  alegaciones  slguientos:  qne  el 


7  ei  art  1973  üei  uoaigo  civil,  porque 
impide  considerarlo  mandatario,  y  si 
esbesta  del  mandatario,  del  adminlet 
dar  la  eitaeión;  que  el  anuncio  de  la  i 
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Begtetrador  no  tiene  motivo  para  exigir  requisito  alguno  en  lacitaeióia- 
á  iift  Súciedadgdendora,  porque  no  lo  exige  ni  el  contrato  ni  el  art.  1872  del 
Oódigo  civil;  que  le  que  se  propone  es  evitar  que  la  subasta  se  verifiqno 
á  espaldas  del  deudor,  y  éste  no  sólo  concurrió  á  la  subasta,  sino  qu» 
practicó  gestiones  judiciales  para  impedirla,  queriendo  prohibir  ai  No- 
tario BU  intervención;  que  la  pasividad  de  D.  Juan  Alvares  Jurado,  de* 
jando  hacer  posturas  sin  depósito  de  parte  del  valor,  no  significa  asentí» 
miento  ni  consentimiento  del  acto,  y  que  prueba  que  las  posturas  no  te- 
nían otro  objeto  que  impedir  la  subasta  y  de  celebrarse,  que  fuera  nula^ 
que  por  nadie  se  ha  hecho  consignación  ni  reclamación  posterior: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  dictó  auto  cod firmando 
el  del  Juagado  en  cuanto  desestimaba  algunos  defectos  sefialados  por  el 
Beglstrador,  y  revocándolo  en  cuanto  estimaba  los  referentes  á  la  cita- 
ción y  á  la  adjudicación,  por  apreciar  los  mismos  fundamentos  del  Jues> 
respecto  á  los  primeros,  y  además  que  la  citación  para  la  primera  su- 
basta, á  la  que  no  concurrieron  licitadores,  se  convalidó  por  la  que  se 
hlso  en  forma  para  la  segunda;  que  la  omisión  en  los  edictos  de  la  eir- 
-  cunstancia  de  tener  que  consignarse  depósito  previo  quedó  subsanada 
por  la  admisión  de  posturas  hechas  por  quienes  no  habían  efectuado  el 
referido  depósito,  y  que  la  adjudicación  á  uno  ú  otro  postor  envuelve 
una  cuestión  de  derecho,  cuya  declaración  no  ea  de  la  competencia  del 
Beglstrador,  ni  cabe  hacerla  en  un  recurso  gubernativo. 

Vistos  los  arts.  1089,  1091,  1366, 1268  y  1872  del  Código  civil;  la  sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo  de  21  de  Octubre  de  1902^  y  las  Resolucio- 
nes de  este  Centro  de  28  de  Noviembre  de  1898,  12  de  Julio  y  21  de  Ce* 
tubre  de  1901,  6  de  Diciembre  de  1908  y  19  de  Febrero  y  28  de  Mayo 
de  1904: 

CüDsiderande  que  es  lícita  y  áebe  surtir  todos  sus  efectos  legales, 
según  lo  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  21  de  Octu- 
bre de  1902  y  por  esta  Dirección  general  en  las  citadas  Resoluciones,  la 
venta  extrajudicial  de  las  fincas  hipotecadas  hecha  por  el  acreedor 
cuando  no  se  le  satisface  oportunamente  su  crédito,  con  tal  que  se  haya 
pactado  así  expresamente  y  se  cumplan  además  los  requisitos  quo  par» 
el  contrato  de  prenda  exige  el  art.  1872  del  Código  civil,  esto  es,  que  U 
enajenación  se  haga  por  ante  Notario,  en  subasta  póblica,  con  citación 
del  deudor  y  del  duefio  de  la  finca  en  su  caso,  y  por  tanto,  estando  pao- 
tada  dicha  forma  de  enajenación  en  la  escritura  de  préstamo  origen  del 
recurso,  ha  podido  lícitamente  instar  el  acreedor  la  de  las  fincas  especial- 
mente hipotecadas  en  garantía  del  mismo: 

Considerando  que  siendo  dicho  acto  válido  y  consecuencia  del  con- 
trato de  hipoteca  anteriormente  expresado,  es  legalmente  inscribible,  sim 
que  á  ello  obste  el  hecho  de  haberse  prevenido  al  Notario  autorisantOy 
por  virtud  de  exhorto  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Merced,  de  Málaga,  que  se  abstuviera  de  autorisár  la  subasta,  pues  este 
hecho  no  puede  por  sí  solo  anular  aquel  acto,  ni  impedir  sus  efecto» 
con  relación  al  Registro,  mientras  en  el  correspondiente  juicio  no  se  de- 
clare su  nulidad,  bastando  para  evitar  perjuicio  á  tercero  la  expresiór  ""^ 
dicha  circunstancia,  que,  por  constar  en  el  documento,  deberá  coni 
liarse  también  en  la  inscripción: 

Considerando  que  pactado  en  la  escritura  de  hipoteca  que  la  suba 
de  las  fincas  se  anunciara  con  veinte  días  de  antelación,  y  habiei     ^ 
transcurrido  este  plaio  en  las  dos  subastas  celebradas,  ha  quedado  cu 
plido  este  requisito,  sin  que  sea  admisible  la  alegación  del  Registran 
de  que  loe  días  debían  ser  iiábiles,  porque  no  estableciéndose  así  en     r 
•flcritnra,  han  do  entenderle  naturales,  tanto  más  cuanto  que,  por  t     - 
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teñe  de  nn  acto  extrajndicial,  no  le  es  aplicable  elart.  S66  de  la  ley 
de  Eojniciamiento  civil,  qae  eetablece  dicha  distlDcióD,  pnea  este  ar- 
tíeolo  ee  refieie  exclneivameote  á  las  actnaciones  jadiciales  qne  tienen 
carácter  contoncioee,  toda  ves  que  para  las  de  jariadicción  volantaria,  á 
las  cnalea  con  máe  rasón  puede  equipararse  la  subasta  de  referencia,  son 
hábliee  todos  los  días,  sin  excepción,  conforme  A  lo  prevenido  en  el  ar- 
tienio  1812  de  la  misma  ley: 

Considerando  respecto  al  extremo  de  la  nota  del  Registrador  relativo 
A  la  división  en  lotes  de  las  fincas  hipotecadas  que  lo  pactado  en  la  es- 
crttura  de  préetamo  no  se  opone  á  que  la  subastft  haya  podido  celebrarse 
en  esta  forma,  pues  lo  único  que  en  ella  se  exige  es  que  hubiera  de  ve« 
lificarse  tomando  como  tipo  el  precio  fijado  al  efecto  á  cada  una  de  aqué- 
llas y  que  las  posturas  cubrieran  las  dos  terceras  partes  de  este  valor,  y 
este  requisito  ha  podido  cumplirse  lo  mismo  subastando  juntas  qu€  se- 
paiadamente  las  fincas: 

Considerando  en  cuanto  al  defecto  de  falta  de  citación  de  la  Sociedad 
deudora  p»ra  la  primera  eubasta  que  aquélla  se  hizo  al  apoderado  de  la 
misma  en  las  oficinas  que  la  Sociedad  tenía  en  la  localidad,  y  qne  de  ella 
tave  conocimiento  y  se  dio  por  enterado  el  Administrador  judicial  de 
la  qoitíbra  de  la  propia  entidad,  concurriendo  un  mandatario  del  miemo 
á  dicho  acto  y  haciendo  las  protestas  que  estimó  oportunas,  por  lo  qne 
debe  eonalderarse  subsanada  la  falta  de  citación  directa  á  la  perpona 
deudora,  qne  ha  quedado  además  convalidada  por  la  que  se  biso  en  forma 
para  la  segnnda  subasta  al  expresado  Administrador  judicial  y  al  Qe- 
isBte  de  la  Compafiía  indicada: 

Considerando  que  el  previo  depósito  de  parte  del  precio  ofrecido  para 
temar  parte  en  las  subastas  es  condición  natural  de  las  mismas,  á  fin  de 
sfitar  supuestas  posturas,  ó  que  éstas  no  puedan  hacerse  efectivas,  y 
■e  habiendo  llenado  este  requisito  los  postores  que  se  presentaran  en 
la  subaeta  de  referencia,  no  puede  estimarse  desde  luego  en  vía  guber- 
aaüva  como  causa  de  nulidad  el  no  haberse  aprobado  el  remate  á  sn 
favor,  sin  perjuicio  de  lo  que  ejecutoriamente  pueda  decidirse  por  los 
Iribonalea  en  caso  de  interponerse  ante  ellos  reclamación  por  los  inte- 


Coneiderando  que  la  declaración  de  Incapacidad  de  la  Compañía  deu- 
dora y  la  anotación  de  la  prohibición  de  enajenar  las  fincas  objeto  del 
xscnreo  eon  de  fecha  posterior  á  las  inscripciones  de  hipoteca  de  las  mis* 
■as,  y  siendo  la  adjudicación  de  que  se  trata  consecuencia  de  dicha  hi* 
pateca,  no  puede  la  expresada  anotación  impedir  su  inscripción,  porque 
da  otra  suerte  quedaría  ilusorio  el  preferente  derecho  del  acreedor  hipo- 
tecario, conforme  á  la  doctrina  declarada  ya  por  este  Centro  en  Besolu- 
don  de  8  de  Enero  de  1881: 

Eeta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada» 

Lo  qne,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 

les  electos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  19  de 

Septiembre  de  1906.=:E1  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  Serna.ss 

^  Presidente  de  la  Audiencia  de  Granada. 
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Competencia.— Pa^o  de  ean^i^iad.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario,  de  Gra- 
nada, la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  la  Barceloneta,  de 
Barcelona,  acerca  del  conocimiento  déla  demanda  interpuesta 
por  la  razón  social  J.  y  J.  Bertrand  contra  D.  Francisco  Ca- 
yuso. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  SO  establece: 

Que  según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo^ 
cuando  una  ca$a  vende  génerot  para  ser  remitidos  á  lugar  distinto 
del  de  la  oenta,  se  entienden  entregados  en  este  último  lugar  á  los 
efectos  de  lo  preceptuado  en  el  art,  1500  del  Cód/go,  mientras  no 
conste  que  la  remesa  se  haya  hecho  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  del 
comprador. 

En  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  21  de  Septiembre  de  1905,  en  la 
competencia  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por 
el  Jaes  de  primera  Inetanoia  del  distrito  del  Sagrario  de  Graoaia  al  de 
igaal  claee  de  la  Barceioneta,  de  Barcelona,  en  el  conocimiento  de  la 
demanda  civil  ordinaria  deducida  ante  el  último  por  la  razón  eoclal 
J.  y  J.  Bertrand,  del  comercio  de  Barcelona,  contra  D.  Francisco  Ca- 
yuso  Lopes,  del  comercio  de  Granada,  sobre  pago  del  saldo  de  ana 
cuenta  corriente  por  venta  de  géneros;  habiendo  comparecido  ante  este 
Tribunal  Supremo  la  parte  demandante,  representada  por  el  Procnrador 
D.  Ángel  Calve,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Justino  Bemard. 

Resultando  que  la  rasón  social  J.  y  J.  Bertrand,  establecida  en  Bar- 
celona,  vendió  diferentes  partidas  de  géneros  én  distintas  fechas  á  Don 
Francisco  Caynso,  en  liquidación,  comerciante  de  Granada,  abriendo 
en  sus  libros  á  este  último  la  oportuna  cuenta  corriente,  en  cuyo  Debe 
anotó  el  importe  de  las  diferentes  partidas  de  géneros  vendidos,  la  pri- 
mera en  18  de  Julio  de  1906  y  la  última  en  11  de  Enero  de  1906,  además 
de  otra  partida  por  portes  satisfechos  al  ferrocarril  y  otra  por  el  im- 
porte de  un  giro  devuelto;  figurando  en  el  Haber  el  importe  de  tres 
luiros  satisfechos  por  el  comprador  y  una  cantidad  pagada*  de  más  en 
una  de  las  facturas,  obrando  en  autos,  aportadas  por  dicha  casa  J.  y  J. 
Bertrand,  copias  de  las  facturas  incluidas  como  primera  y  última  de  di* 
cha  cuenta,  en  las  que  se  contiene  impresa,  y  con  aplicación  al  compra- 
dor de  que  en  cada  caso  se  trate,  la  nota  que  dice:  cDebe  por  los  gé« 
ñeros  expresados  á  continuación,  remitidos  de  orden,  cuenta  y  riesgo 
del  comitente,  pagaderos  al  contado  en  nuestro  domicilio  de  esta  plasa 
en  oro  ó  plata,  con  exclusión  de  todo  papel  moneda,  eto: 

Besultando  que  con  el  extracto  de  la  expresada  cuenta  corriente,  qn^ 
arroja  un  saldo  contra  D.  Francisco  Caynso  de  16.794  pesetas  y  6  cénti 
.  mos,  la  raión  social  acreedora,  J.  y  J.  Bertrand,  dedujo  en  BarcelonL 
en  9  de  Marao  del  corriente  afio,  demanda  civil  ordinaria  contra  Do 
Francisco  Oayuso,  en  liquidación,  sobre  pago  del  saldo  expresado,  oo 
los  intereses  legales  desde  la  contestación  á  la  demanda,  alegando  e. 
su  apoyo,  y  en  cnanto  es  pertinente  á  la  cuestión  actual:  que  Oaynsc 
compró  á  la  casa  demandante,  y  recibió  oportunamente  á  su  entera  sa 
tiafacción,  diferentes  géneros  en  las  fechas  y  por  los  precios  que  se  de 
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tiUftlMB  «n  el  eactiBoto  de  cuente  oonriente  qae  aoompafiabe,  j  que  trt- 
lÉBdDee  del  pego  de  géneíoe  de  eemerde,  es  Jnei  oompetente  el  del 
legar  deode  feeroa  vendidee  j  donde  tiene  en  estobleolmlente  el  vende- 
der,  eln  que  ebete  á  ello  el  qne  el  yendedor  hnblera  girado  una  letra  al 
eempmdor,  qne  éate  no  satisfiae»  según  diíerentee  sentenoias  del  Tribu- 
nal Beprenio: 

Beenltando  que  emplaiado  con  esta  demanda  D.  Francisco  Oayneo, 
€n  cumplimiento  de  ezberte  dirigido  al  Joei  decano  de  les  de  primera 
instancia  de  Oranada,  dednjo  en  20  del  mismo  mes  de  Marso  la  Inbibl- 
terla  de  Jnrledlción,  qoe  fné  repartido  al  Joei  del  distrito  del  Sagrario, 
alegando:  qne  en  la  demanda  se  ejercitaba  nna  acción  personal  en  reda- 
Básite  del  precio  de  generes  á  él  vendidos,  sin  qoe  se  acempafiara  do- 
camento  al¿nne  en  qoe  constera  sn  sumisión  á  determinado  Josgado, 
■i  renuncia  del  fuero  de  su  domicilio;  que  recibió  en  su  establecimiento 
IsÉ"  visiteo  del  viajante  de  la  casa  vendedora,  qne  le  ensefió  las  muestras 
de  loa  géneros  fijando  los  precios  de  venta,  y  en  el  mismo  acto  biso  los 
pedidos,  reaiisándose  por  tentó  en  aquella  ciudad,  por  virtud  de  lo  dis« 
possto  en  el  art.  66  del  Oódigo  de  Oomercio,  los  distintos  contratos  ce- 
Miradoe  con  el  viajante  de  la  casa  actora  que  motivaban  la  demanda;  j 
qae,  á  mayor  abundamiento,  en  Qranada  debía  efectuarse  el  pago,  como 
Is  tenia  raconooldo  la  parte  actora  al  expedir  letras  cootra  el  alegante 
sin  quebranto  de  giro,  lo  cual  demostraba  la  competencia  de  aquel  Jni- 
pde,  según  el  art.  69,  núm.  1.^,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la 
Jaiiapni<lenGiadel  Tribunal  Supremo: 

Reonltaado  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  en  sentido  fa- 
VMable  á  la  competencia  propuesta,  y  el  citado  Jnes  dicte  auto  inbibito- 
lié  en  36  de!  mtomo  mes,  fundado  en  las  mismas  raaones  alegadas  por 
el  demandado;  y  recibidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  dis- 
tritede  la  Baroeloneta,  de  Barcelona,  ante  el  que  venía  tramitándose  la 
demanda  enteblada,  el  requerimiento  de  inhibición  y  testimonio  corres- 
psadieiite,  lo  impugnó  en  tiempo  la  rasón  social  demandante,  presen- 
tudo  con  en  escrito  copias  de  la  primera  y  última  facturas  de  las  In- 
elaídae  en  la  cuenta,  de  cuyo  contenido  se  deja  hecho  mérito  al  princi- 
pie, y  alegando  en  apoye  de  la  competencia  de  dicho  Josgado:  que  el 
«éntrate  en  cneetión  es  el  de  compraventa  de  géneros  de  comercio,  cuyo 
pedido  ee  hizo  en  Qranada  al  viajante  de  la  caea  actora,  pero  que  úaioa- 
sente  desde  que  ésta  acepto  dicho  pedido,  al  transmitírselo  su  viajante, 
pedia  considerarse  cerrado  el  trato  y  perfeccionado  el  contrato,  que  in- 
discutiblemente  tuvo  lugar  en  aquella  ciudad;  que  en  ella  debía  cum- 
plirse la  obligación  contraída  de  pagar  el  precio  de  los  géneros,  porque 
lee  demandantes  los  vendían  siempre  con  esto  condición,  y  así  lo  hacían 
eeastar  expresamente  en  sus  facturas,  bastendo  las  dos  qne  presentaban 
peta  acreditar  eete  extremo;  que  supontendo  que  no  estuviese  fijado  pre- 
viamente en  la  forma  expresada  el  lugar  en  que  debía  verificaree  el 
pago,  y  preoelndiendo  de  las  palabras  t  pagaderos  en  nuestro  domicilio», 
qos  veten  impresas  en  las  facturas,  era  evidente  que  el  lugar  del  pago 
sqnella  ciudad,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1600  del  Oódigo 
I,  aplicable  á  loe  aotoe  mercantUee,  según  el  art.  2.^  del  Oódigo  de 
Berdo,  eoneignándose  igual  regia  en  la  sentencia  del  Tribunal  Su- 
10  de  4  de  Junio  de  1896;  que  la  entrega  de  los  géneros  vendidos  no 
a  menos  de  reputarse  hecha  en  aquella  ciudad,  por  indicarlo  así 
ilnantemente  las  mismas  facturas,  en  las  que  se  expresa  que  los 
me  se  remiten  de  orden,  cuenta  y  rieego  del  comitente  ó  comprador; 
le,  por  coneigulente,  aunque  en  la  hipóteeis  de  que  no  se  hubiese 
'9  aquella  ciudad  como  lugar  en  qne  debía  verificarse  el  pago  del 
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preoio,  siempre  lo  aeria,  por  ser  el  en  qae  se  yerifieó  la  entrega  del  gé- 
nero vendido  y  el  en  qne  radica  el  eflUblecimiento  del  vendedor,  aanqne 
éete  haya  remitido  loe  géneros  ai  comprador  y  tratado  de  cobrar  por 
medio  de  giros  á  cargo  del  mismo  comprador,  según  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  11  de  Enero,  12  de  Mayo  y  10  de  Jniio  de  1894,  é  de 
Junio  de  1896,  8  de  Noviembre  de  1896  y  11  de  Julio  y  7  de  Octubre 
de  1899: 

Resaltando  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  contrario  tam- 
bién á  la  inhibitoria,  y  el  Jues  requerido  la  rechasó  en  auto  de  8  de 
Mayo,  sosteniendo  su  competencia  para  seguir  conociendo  de  este  jui- 
cio, en  atención  sostancialmente  á  las  razones  alegadas  por  la  parte  de- 
mandante; y  habiendo  insistido  el  Jues  del  Sagrario  de  Granada  en  la 
inhibitoria  en  auto  de  80  de  Mayo,  elevaron  ambos  sus  respectivas  ac- 
tuaciones á  este  Tribunal  Supremo,  con  los  emplasamientos  correopon- 
dientesy  y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  derecho,  oyénttose 
'  al  Ministerio  fiscal.       ^ 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Considerando  que,  según  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribu- 
nal Supremo,  cuando  una  casa  vende  géneros  para  ser  remitidos  á  lugar 
distinto  del  de  la  venta,  se  entienden  entregados  en  este  último  iugar^ 
á  los  efectos  de  lo  preceptuado  en  el  art.  1600  del  Código,  mientras  no 
conste  que  la  remesa  se  haya  hecho  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  com- 
prador; y  como  en  el  caso  de  ¡a  presente  competencia  no  se  puede  esti- 
mar esta  última  circunstancia  por  principio  alguno  de  prueba  con  que 
deba  resolverse  las  contrarias  afirmaciones  de  las  partes  contendientes, 

funesto  que  la  actora  no  acompafió  con  la  demanda  más  que  el  saldo  de 
a  cuenta  corriente  resultante  de  sus  libros  contra  el  demandante,  y  que 
las  copias  de  las  facturas  presentadas  posteriormente  no  aparecen  reco- 
nocidas por  éste,  es  visto  que  habiendo  sido  entregados  efectivamente 
los  géneros  vendidos  en  Granada,  al  Jues  respectivo  de  esta  ciudad  es  á 
quien  compete  el  conocimiento  de  la  demanda,  á  tenor  de  la  doctrina 
expresada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  presente  demalida  corresponde  al  Jues  de  primera  instancia  del  dia» 
trito  del  Sagrario  de  Granada,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones, 
poniéodolo  en  conocimiento  del  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Barcelo- 
neta,  de  Barcelona,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  ooetaa 
ocasionadas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gcí^ta  dentro 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  f echa  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
Colección  Lboislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesaria,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=José  de  Aldecoa.=Bamón  Ba- 
rroet0.  =  Federico  Monsalve. :» Camilo  María  Gullón.s Eduardo  Bois 
García  Hita. 

Publicación. =Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  *  > 
hoy,  de  que  certifico  como  Belator  Sacretario  de  la  misma. 

Madrid  21  de  Septiembre  de  1906.a>Licenciado  Jorge  Martines. 


Digitized  by  LjOOQ IC 


aBPTUEiCBíUB  I»  1906  207 


Z^urzí.  4e.-TRIBUNAL  SUPREMO. -21  de  Septiembre, 
pablioaila  el  I.""  de  OotMbre. 

OoMPBTBNciA.— P<ii;o  de  p09etas. —Senteneídk  decidiendo  en  favor 
áel  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Ck)ngre80,  da  Ma- 
drid, la  sosteoida  con  el  de  igual  clase  de  Chantada,  acerca  del 
conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  O.  Ángel  Casado 
contra  D.  Felipe  Valcarce. 
Bn  su  CON8IDBHANDO  úníco  se  establece: 

Que  eegún  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  Procesal^  el  lugar  en 
fue  deba  cumplirse  la  obligaeión  es,  en  primer  término^  el  determi' 
naníe  de  la  competencia  del  JUez  para  conocer  de  las  demandas  en 
fue  se  ejercitan  acciones  personales» 

£n  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Septiembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nóa  en  virtod  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jugado  de  primera  instancia  del  partido  de  Chantada  al  de  igual  clase 
iel  distrito  del  Oongreeo,  de  esta  corte,  en  el  juicio  ejecutivo  promovido 
en  el  seguado  por  D.  Ángel  Oaeado  j  Heredia,  cuya  profesión  no  consta, 
ds  esta  vecindad,  como  tutor  de  la  menor  Dofia  María  de  las  Mercedes 
Qossálea»  contra  D.  Felipe  Valcarce  j  Días,  propietario,  vecino  de  la 
pinoqnla  de  San  Pedro  de  Silleiros,  término  municipal  de  MonterroPO, 
jpor  su  fallecimiento  contra  sue  hijos  Dofia  María,  Dofia  Adelina  y  don 
Manuel  Valcarce  y  Pefia;  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Su- 
piemo  la  parte  de  Casado,  representada  por  el  Procurador  D.  Fernando 
ñores  Medina  y  dirigida  por  el  Licenciado  D.  Isidoro  Albarrán,  así 
como  también  la  parte  de  Valcarce,  representada  ñor  el  Procurador  don 
Samón  Cenesa  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Francisco  Ponce  de  León: 
Beanltando  que  en  Monterroso,  el  día  20  de  Enere  de  1908,  D.  Felipe 
Talcarce  y  Días,  vecino  de  la  parroquia  de  Silleiros,  en  aquel  término 
Bunicipal,  y  Dofia  Aurora  Genzálea  y  Fuentes,  asistida  de  su  marido, 
D.  Enrique  Ojea  y  Ferro,  vecinos  de  esta  corte,  otorgaron  una  escritura 
pdbliea,  en  cuya  cláusula  1.^  expusieron:  que  el  D.  Felipe  Valcarce  re- 
cibía en  aquel  acto  en  préstamo  de  la  Dofia  Aurora  Gonaáles  la  cantidad 
éb  16.760  peeetae,  sin  limitación  de  tiempo  y  con  el  interés  annal  del  4 
per  100,  pagable  por  anualidades  vencidas  en  el  domicilio  donde  enton- 
ces se  encontrara  la  acreedora;  en  la  cláusula  2.^,  que  Valcarce  se  obli- 
gaba á  devolver  á  dicha  Dofia  Aurora,  cuando  ésta  lo  tuviera  por  conve- 
liente, pero  pasada  que  fuese  la  primera  anualidad  y  no  antee,  si  aqaél 
le  lo  realizaba  voluntariamente,  la  suma  prestada  de  las  16.760,  con 
Bes  loe  intereses  vencidos,  derechos  de  Hacienda,  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  cancelación  en  su  día  é  impuesto  de  utilidades, 
«a  el  supuesto  de  cargo  á  la  acreedora,  todo  en  una  sola  partida,  siendo 
cuenta  del  primero  todas  las  costas  y  gastos  que  se  ocasionaran,  caso 
procedimientos  judiciales;  y  en  la  cláusula  7^*  estipularon,  final- 
lote,  que  los  gastos  de  giro  para  la  remisión  y  pago  de  los  intereses 
seidoe  serían  de  cargo  del  deudor: 

fiasultando  que  para  el  cobro  de  la  cantidad  adeudada,  de  los  gasto» 
presados  en  la  escritura,  de  los  intereses  vencidos  y  de  las  costas,  doa 
'gel  Casado  y  Heredia,  como  tutor  de  la  menor  Dofia  María  de  las  Mor- 
ías Geniales,  que  en  unión  del  padre  de  su  madre,  Dofia  Aurora,  ha- 
•  aide  declarada  heredera  de  ésta,  promovió  Juicio  ejecutivo  en  el  Jus-^ 
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gado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte,  qae 
acordó  el  despacho  de  la  ejeonción,  siendo  requerido  de  pago  y  citado  de 
remate  en  Monterroso,  mediante  exhorto  dirigido  por  dicho  Jnzgado  al 
de  igoal  clase  de  Chantada,  el  dendor  Valoarce,  que  presentó  en  este  úl- 
timo Jugado  escrito  solicitando  de  él  requiriese  de  inhibición  al  del 
Congreso,  alegando  al  efecto:  qne  el  demandante^  para  eetableoer  la 
ooiñpeteneia  del  Jugado  de  Madrid,  se  fundaba  en  la  cláusula  !•*  de  la 
escritura,  la  cual  ee  refería  únicamente  ai  pago  de  los  intereses,  habien- 
do sido  la  voluntad  de  los  contratantes  designar  el  domllie  de  la  aeree* 
dora  sólo  para  aquel  objeto,  y  tanto  era  así,  que  en  la  condición  7>  sé 
estipulaba  que  los  gastos  de  giro  para  la  remisión  y  pago  de  los  intereses 
vencidos  serían  de  cargo  del  deudor,  lo  que  demostraba  por  manera  eyl* 
dente  que  los  intereses,  y  no  el.  capital,  se  habían  de  remitir  á  Madrid; 
y  en  la  cláusula  2.*,  que  era  donde  ef  deudor  se  obligaba  á  devolver  á 
Doña  Aurora  la  cantidad  prestada,  no  se  expresat»  el  punto  en  que  la 
devolución  había  de  verificarse;  por^ tanto,  no  habiendo  sumisión  en  nin- 
guna furma,  regía  en  este  caso  la  regla  1>  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjai-. 
ciamieoto  civil,  y  como  no  existía  designación  del  lugar  de  cumplimiento 
del  contrato,  era  Juez  competente  aquel  de  Chantada,  por  serlo  del  do- 
micilio del  deudor  y  del  lugar  del  contrato,  que  eran  en  este  oaaó  uno 
mismo : 

Resultando  que  dicho  Juagado  de  Chantada,  oído  el  representante  del 
Ministerio  fiscal,  declaró  haber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición»  j 
mandó  librar  al  Juagado  del  Congreso  el  oficio  oportuno  con  el  testimo- 
nio correspondiente,  por  considerar:  lo  dispuesto  en  el  párrafo  1.®  del  ar- 
tículo 66  y  en  la  regla  1.*  del  62,  ambos  de  la  ley  procesal,  y  además, 
que  en  este  case  no  había  sumisión  tácita  ni  expresa,  y  el  demandado 
tenía  su  domicilio  en  Monterroso,  de  aquel  partido,  en  donde  también  se 
celebró  el  contrato,  por  lo  que  sólo  podría  reconocerse  competencia  al 
Juzgado  de  Madrid,  si  éste  fuese  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción; y  si  bien  en  la  primera  cláusula  de  la  escritura,  fundamento  del 
procedimiento  iniciado,  se  fijaba  el  lugar  del  domicilio  de  la  acreedora, 
tal  designación  sólo  podía  entenderse  hecha  para  el  pago  del  interés 
anual  estipulado,  según  le  comprobaban  las  mismas  palabras  con  que  se 
expresaba,  al  decir  «con  el  interés  anual  del  4  por  100,  pagables  par 
anualidades  ven&daa  en  el  domieiüo  donde  entonces  se  encuentre  Im 
aereedora^f  cuyas  frases  subrayadas  sólo  al  interés  podían  referirse, 
fueran  los  que  fuesen  los  signos  ortográficos  que  aparecieran,  pues  de 
querer  referirse,  no  sólo  al  interés,  sino  á  la  cantidad  prestada,  no  em- 
plearía el  singular,  que  excluía  une  de  los  dos  términos,  sino  el  plural, 
en  el  que  se  hallaba  expresada  la  cantidad  en  pesetas  objeto  del  présta- 
mo; confirmándolo  también  la  circunstancia  de  no  designarse  lugar  al- 
guno para  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  la  cláusula  2.*,  ^n  la  que 
tendría  su  sitio  adecuado,  por  ser  la  en  que  se  estipulaba  todo  lo  concer- 
niente á  la  devolución  de  la  cantidad  prestada;  y  si  á  pesar  de  ello  hn* 
biese  alguna  duda,  la  desvanecería  la  cláusula  7.*,  pues  bien  claro  decía 
que  sólo  los  réditos  habían  de  pagarse  en  el  domilio  de  la  acreedor 
toda  vez  que  sólo  áiéetos  hacían  referencia  al  estipular  los  gastos  de  giri 
sin  que  se  hiciera  mención  del  principal;  de  todo  lo  cual  se  deducía  qr 
para  el  pago  de  éste  no  se  designó  lugar,  quedando  como  competen! 
por  consiguiente,  el  del  domicilio  del  demandado,  y  que  aun  cuando  < 
actor  manifestaba  que  acumulaba  todas  cuantas  acciones  le  correspoi 
dfan  contra  Valcarce,  y  fuese  cualquiera  la  interpretación  que  merecí 
sen  los  artículos  de  la  ley  que  establecían  la  acumulación  de  accione, 
en  nada  podía  influir  para  la  determinación  de  la  competencia  para  eou 
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en  del  juicio  ejeentívo  que  promoTÍft,  porque  óito  no  toní*  per  objeto 
eofanr  Ul  ó  eoal  annftlidftd  delermineda  de  réditos  TencldOB,  j  ftdemáe 
•i  pf Inelpel,  riño  ésto  en  primer  logar  j  loe  qne  de  aquéllos  resultoraii 
tsoeidoB,  que  bien  pudieran  ser,  puesto  qne  no  lee  espeoificaba  en  forma 
sJgODA,  loe  que  reunieran  tal  eondieión  al  baoeiee  el  completo  y  defini- 
tilve  pego: 

BMultando  que  reelbidoe  el  ofido  y  testimonio  por  el  Jues  del  Gen- 
psse,  eofifirió  el  debido  traelado  á  la  parto  demandanto,  que  se  opuso  á 
U  inhibieión,  exponiendo:  que  la  eeerikura  acreditaba,  sin  duda  posible^ 
fss  pera  conocer  de  la  reclamación  del  pago  del  préetamo  y  de  sus  into 
icwi,  kM  úoicoe  Tribunalee  competontee  eran  los  del  domicilio  de  la 
Mieedora;  porque  si  del  tozto  clare  y  torminanto  de  la  condición  1.*  re- 
mlteba  que  loe  intoreees  debían  eer  satisf eebes  por  el  deudor  donde  la 
senadora  se  hallaae,  siendo  de  cuenta  de  aquél  los  gastos  de  remisión  y 
gira,  ftparto  de  que  ya  esto»  por  bí  solo,  implicarla  que  aquí  y  no  en  el 
bifK  del  domicilio  de  Valoarce,  era  ánicamento  donde  podían  reclamar- 
le Ules  intoreees.  la  segunda  condición,  Jurídica  y  rectomento  Ínter pre- 
tads,  confirmaba  que  tombién  reepecto  de  lo  prindpal  ee  sometieron  loe 
eostntantoe  á  loe  Tribunalee  del  domicilio  de  la  acreedora;  pues  dicha 
eMdieión»  que  trataba  del  punto  relativo  á  la  deTolución  del  présttmo, 
li  ea  en  primer  extremo  consignaba  que  D.  BeUpa  Valcaree  se  obliga  á 
ioúl^erála  Doña  kftrora  GonMÚles  cuando  é$ía  lo  tenga  por  con- 
H^ente  (aludía  ai  préstamo),  pero  pasada  que  sea  la  primera  anuali' 
itdyno  antee^  agregaba  en  el  segundo  extremo:  si  aquél  no  lo  realisa 
9oUMtariamenie  la  suma  prestada  de  las  16750  pesetas^  con  más  las 
isierises  oencidos,  eto.»  ó  lo  que  era  lo  mismo,  que  si  en  la  dáuauia  1.* 
wdeeis,  ^  modo  expreeo,  que  loe  intoreees  se  pegarían  en  el  domicilio 
de  la  acreedora,  en  loe  particulares  transcritos  de  la  2.^  se  englobaban, 
lome  Bo  podía  menos  de  suceder,  capital  é  intoreees  para  caso  de  recia- 
naeiÓD  judicial,  dejando  firme  aquélla  en  todae  sus  partos,  para  eviden- 
oiaieenello,  y  ne  cabía  otra  Intorpretoción,  que  una  de  lae  laonltadee 
de  la  acreedora  era  que  al  fuere  de  eu  domicilio  quedaba  sujeto  el  deu- 
dor en  ceeo  de  reclamación  judicial;  por  eso  nada  ee  decía  en  la  segunda 
nadición^  sobre  tal  particular,  porque  á  todae  luces  era  innecesario; 
poea  dada  la  claridad  de  la  1>  y  la  correlación  que  ambae  guardaban, 
liabrla  reeultado  una  redundancia  inútil  cuando  de  otro  modo  ne  se  ma- 
lileitaba  en  contrario  en  ninguna  de  lae  estipulaciones  que  fuese  otra  la 
TOlnatad  de  les  contratantes;  arguyendo  todavía  más  en  favor  de  le  que 
«ponía  el  becho  mismo  de  que,  dados  los  términos  de  la  eecritura,  ai 
pmperase  el  parecer  del  Juagado  de  Chantada,  ee  daría  el  insólito  caso 
de  qoe  una  deuda  exigible  por  un  mismo  documento  público  é  indivisa 
tndría  que  ser  objeto  de  doe  redamacionee  dlstintae,  una  del  principal^ 
«I  el  Joagado  del  domicilio  del  deudor,  y  otra  de  los  intoreees,  en  esta 
oorte,  que  era  el  de  ta  acreedora,  á  quien  ni  siquiera  le  era  potostativo 
nanaciar  su  fuero,  porque  ee  lo  impedía  la  cláusula  1.^  con  su  texto  tor- 
Binaoto  y  precieo,  por  lo  cual  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  permitía 
■^"^nlar  las  acdonee  ejercitadas  por  esto  parto  auto  el  Juagado  á  que  ee 
ía,  é  impedía,  con  su  art.  163,  que  pudiera  realisar  eee  mismo  en  el 
lanteda,  porque  aun  cuando  dichae  aecionee  eran  pereonales  y  con* 
I  mismo  deudor,  éeto  no  venía  obligado  en  los  Trilmnales  de  su  do- 
lo á  pagar  los  intoreeee  del  crédito;  y,  por  último,  eu  pretonsión  to- 
mbiéa  apoyo  en  el  capítalo  4.^  tít  2.^  libro  II,  del  Código  civil, 
I  arts.  66,  67  y  62,  regla  1.*  de  la  ley  procesal: 
alteado  que  el  Juagado  del  Oongreeo  de  esta  corto,  oído  igual» 
"*  ^^nisterio  fiscal,  denegó  de  inhibición  acordada  por  el  de  Chan- 
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tada,  teniendo  para  ello  en  oonslderaoión  lo  dispneeto  por  el  párrafo  1.* 
del  art.  66  y  la  regla  1>  del  62  de  la  ley  de  Bnjniolamleato  civil,  y  ade- 
más, qae  por  la  oláaatila  1.*  del  contrato  ee  obligó  el  deador  á  pagar  por 
annalidades  venoidaB,  en  el  lo^far  donde  entonces  ee  encontraee  la  acree- 
dora, los  Intereses  estipulados,  lo  cnal  implicaba  ana  sa misión  expresa 
á  los  Tribanalee  de  esta  corte  donde  la  acreedora  tenía  sa  domiciliOi  y 
la  determinación  del  lagar  en  qae  debía  eamplirse  la  obligación,  y  cono- 
eido,  por  tanto,  el  lagar  en  qae  debía  tener  efecto  el  contrato  para  ana 
de  Us  obligaciones  que  entrafiaba,  legalmente  debía  presa m irse  qae  en 
él  debía  exigirse  el  oamplimiento  de  las  demás,  según  las  dispoeicionet 
legales  citadas  y  la  constante  jarispradencia  de  este  Tribunal  Snpremo 
«n  la  materia;  por  cay  as  rasones,  por  ser  áste  el  domicilio  de  la  deman- 
dante y  haber  acamalado  ésta,  en  nao  de  sa  perfecto  derecho,  las  accio- 
nes qae  le  competían,  para  reclamar  por  la  vía  ejecntiva  el  capital,  inte 
roses  y  costas,  por  las  obligaciones  contraídas  en  an  mismo  contrato,  era 
evidente  qae  este  Jazgado  era  el  único  competente  para  conocer  del  Jal- 
do promovido: 

Resaltando  qae  hecha  saber  en  forma  la  resolación  anterior  al  Jai- 
gado  de  Chantada,  comanicó  éste  al  del  Congreso  haber  fallecido  el  eje- 
eatado  Valcarce;  y  acreditado  el  hecho  y  el  de  haber  Institaído  herede- 
ros á  sos  tres  hijos  Dofia  María,  Doña  Adelina  y  D.  Mannel,  citados  el 
tutor  de  éstos  y  la  primera  qne  compareció,  autorisada  por  sa  marido, 
D.  José  Méndez,  y  fué  tenida  por  parte,  dicho  Juzgado  de  Chantada  dictó 
auto  iosisilendo  en  la  Inhibitoria  propuesta,  por  los  fundamentos  sl- 
gaientes:  que  por  la  escritura  de  20  de  Baero  de  1008,  el  deudor  Valoaree 
contrajo  dos  obligaciones,  perfectamente  distintas  é  Independientee  ana 
de  otra  en  cuanto  á  su  ejecución  ó  cumplimiento,  ana  la  relativa  á  la 
devolución  del  préstamo  recibido,  otra  la  consistente  en  el  pago  de  los 
intereses  pa^^tados;  obligaciones  que  tan  distintas  se  hallaban  en  la 
mente  de  los  contratantes,  que  trataban  de  cada  una  de  ellas  en  cláaeola 
separada,  sin  relacionarlas,  estipulando  de  diversa  manera  para  nna  qne 
para  otra,  como  lo  demostraba  el  hecho  de  que  en  la  cláusula  1>  se  ha- 
blaba del  pago  de  los  intereses  y  lugar  donde  se  había  de  verificar,  sin 
que  se  dijera  nada  de  la  devolución  del  capital,  lo  cual  se  dejaba  para  la 
cláusula  2.^,  en  la  que  no  se  fijaba  lugar  del  cumplimiento  de  tal  obll- 
g«iclón,  volviendo  á  tratarse  nuevamente  del  pago  de  los  Intereses  en  la 
cláusula  7.*,  en  la  que  se  hablaba  de  los  gastos  de  giro  de  éstos,  sin  qae 
ee  <1ij«^ra  nada  de  los  qne  hubiera  de  producir  la  devolución  del  capital, 
á  peaar  de  que  forzosamente  habrían  de  ser  de  mucha  más  consideración; 
todo  lo  cual  revelaba  que,  taato  por  la  letra  del  contrato  como  por  la  In- 
tención de  los  contratantes,  dichas  obligaciones  eran  Independientee,  y 
no  era  poalble  aplicarles  iguales  realas,  sin  que  fuese  argnmento  en  con- 
tra que  la  circunstancia  de  que  la  una  hubiera  de  cumplirse  en  Madrid 
envolvía  la  presunción  legal  de  que  Igual  suerte  había  de  correr  la  otra, 
pues  ni  tal  presunción  era  de  ley,  ni  tenía  el  enlace  directo  y  precise, 
Begáa  las  reglas  del  criterio  hnmaao,  entre  el  hecho  demostrado  f  el 
que  se  trataba  deducir;  resultanio,  por  consiguiente,  evidente  qne  ^^ 
existiendo  sumisión  tácita  ni  expresa  con  relación  al  cumplimiento 
la  obligación  derivada  del  contrato  de  préstamo,  consistente  en  la  de^^ 
Inelón  de  la  cantidad  prestada,  había  que  aplicar  las  reglas  del  art. ' 
segúa  el  cual,  aquel  Juzgado,  y  no  el  del  distrito  del  Congreso  de  fi 
drid,  era  el  competente  para  conocer  del  juicio  en  que  ee  pretendí! 
cumplimiento  de  tal  obligación;  que  si  bien  el  actor  tenía  derecho  p 
acumular  en  su  demanda  cuantas  acciones  le  competieran  contra  el 
mandado,  no  lo  tenía  Igual  para  elegir  el  Jaei  qae  había  de  oonocei 
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«Ila0,  lo  eiMl  equivaldría  á  dejar  á  na  litigante  á  merced  de  otro  que  po- 
dría aer  demandado  (aeí  dice)  en  cnaiqnier  Joagado  eapafiol,  con  menos- 
piado  do  lo  eotabieoido  en  la  ley  proceeal,  baatando  al  efecto  que  inven- 
taae,  ei  no  la  tenía,  onalqniera  acción  qne  pudiera  ejercitar  en  el  Jua- 
Wnéo  en  que  ao  proponía  litigar,  para  qne  allí  pudiera  ejercitarlas  todae, 
sino  qne  oeta  aenmulaoión  estaba  sujeta  á  reglas;  y  como  la  ley  procesal 
no  podía  d^econoeer  el  principio  de  derecho  de  que  lo  accesorio  signe  á 
loprinelpaly  no  podía  sancionar  ni  sancionaba  que  cuando  se  ejei  cita- 
ban dos  acciones»  una  accesoria  de  la  otra,  como  ocurria  en  el  presento 
caso,  íneoe  la  accesoria  la  qne  arrastrara  á  la  principal,  y  no  ésta  á 
aqnélla,  y  así  lo  tenía  establecido  aun  con  mayor  amplitud  este  Tribu- 
nal Sapremo  en  la  sentencia  de  21  de  Mano  de  1800,  entre  otras,  al  de- 
tBfBünar  qno  cuando  se  ejerciten  varias  acciones  será  coi^  pétente  el  Jnei 
qae  deba  oonocor  do  la  mayor;  y  que  si  estudiando  aisladamente  las 
ebligacioneo  cuyo  cumplimiento  se  pretendía  en  el  juicio  ejecutivo,  la 
competencia  para  conocer  de  éste  radicaba  en  aquel  Juzgado  de  Chan- 
tada, por  disposición  terminante  del  art.  62  de  la  ley;  si  dependiente  una 
de  otra  era  preciso  reconocer  que  por  ser  la  principal  de  la  competencia 
de  aquel  Juagado,  la  accesoria  debía  seguirla;  y  si,  en  relación  con  su 
caantía,  la  menor  debía  ceder  á  la  mayor,  era  foraoso  concluir  que  pro- 
•edía  en  juotteia  Insistir  en  la  inhibitoria: 

Resultando  qno  remltidae  por  uno  y  otro  Juzgado  sus  respectivas  ao- 
toadonoa,  previo  emplaaamiento  de  las  partes  litigantes,  Inego  qne  se 
neibieron  en  eata  Sala  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  A  dere- 
die,  oyéndoae  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 

Considerando  que,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  la  regla  1.^  del  art.  62 
ds  la  ley  de  Bnjuicieiaaüento  civil,  el  lugar  en  qne  deba  cumplirse  la 
sbllgación  ea,  en  primer  término,  el  determinante  de  la  competencia  del 
loes  para  eenocer  de  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  perso- 
aaleB;  y  como  en  el  caso  que  ha  dado  Ingar  á  la  presente  competencia 
lesQlta  pactado  por  los  contratantes  qne  el  pago  de  los  intereses  del 
préstamo  había  de  hacerse  en  el  domicilio  donde  se  encontrara  la  acree- 
dora, seglin  la  olAnsnla  1.^  de  la  escritura  de  28  de  Enero  de  1903,  sien- 
ds  manifleota  la  relación  lógica  y  racional  que  con  dicha  clAusnla  gaar- 
da  la  aeflrnnda,  en  la  que  se  prevé  la  eventualidad  del  transen  reo  de  la 
arnera  annalidad  para  reconocer  el  derecho  de  la  acreedora  á  reclamar 
eomo  nnn  sola  partida  el  importe  de  la  cantidad  prestada,  interesen  de- 
Ttoisadoe,  gastos  de  inscripción  y  cancelación  é  impuestos  de  utilida- 
des, es  manifiesto  qne  la  voluntad  de  los  interesados  faé  la  de  señalar 
cerne  Inorar  de  cumplimiento  de  la  obligación  en  todos  sus  extremos  el 
dsniicUio  do  la  acreedora,  aun  cuando  en  dicha  2.^  cláusula  no  se  repita 
expreeanaente  tal  circunstancia  por  resultar  ^así  del  sentido  de  ambas 
ciáQsnlne  y  aun  de  la  7.*; 

Fallsmoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  U  presente  demanda  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del 
'^'^Tito  del  Oongreao  de  esta  corte,  á  quien  se  remitan  todas  las  actua- 
sa,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Ohantada,  sien- 
B  enenta  reepectiva  de  las  partea  las  cestas  ocasionadas. 
kaí  por  eeta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
oa  dies  días  aiguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
ncdÓN  LBOiSLATiyA,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
maeiamoa,  mandamos  y  firmamoB.=JoBé  de  Aidecoa.=:Ramón  Ba- 
ta.=Federico  Monsalve.=Oamilo  María  GuUón.  =  Eduardo  Ruis 
-te  Hita. 
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PablicacióiussLeída  7  publicad*  fué  U  pnoedMitt  «onteneU  por  «i 
Bzomo.  Sr.  D.  Federico  BáonealTe,  Magietrado  de  la  Sala  de  lo  oítíI  da¿ 
Tribonai  Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  miema  en  el  día. 
de  boy,  de  qne  oerfciflco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  31  de  Septiembre  de  1906«=BogeUo  Gronsáleí  Montea. 

Múm.  4:7.-TRIBUNAL  8UPREM0.-2I  do  Sepfie«bre, 

pabllcada  el  1.^  de  Ootnbre. 

/ 
Competencia.— Ptfj^  de  p«M¿a«.— Sentencia  decidiendo  en  favor- 
del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de  Gra- 
nada la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  Ataraza- 
nas de  Barcelona,  acerca  del  conocimiento  de  La  demanda  inter- 
puesta por  la  Sociedad  mercantil  J.  y  J.  Bertrand  contra  don 
Francisco  Cayueo. 
En  su  CON8IDBRÍLNDO  único  se  establece: 

Que  tratándo»e  de  aeeión  ejer&íada  por  el  acreedor  contra  el 
deudor  aceptante  de  una  letra  fftrada  por  aquél  y  que  hubiera  de^ 
bido  pagarue  en  el  domicilio  del  segundo^  eeaúfi  Uu  preecripeioncB 
del  Código  de  Comercio  relativa»  al  pago  de  letra»  y  la  del  art.  521 
que  da  carácter  enpecial  ejecutivo  á  la»  accione»  derivada»  del  con- 
trato  de  cambio^  e»  manilíeeto  que  la  competencia  »e  determina^  no 
por  el  origen  de  la  deuda  reclamada^  »¿no  por  la  procedente  eegún 
la»  citada»  di»po»icione»: 

Que  en  el  propio  ea»o  repreeentando  ,cl  importe  de  la  letra  el  pro» 
do  de  género»  y  no  exietiendo  principio  alguno  de  prueba  eetimabla^ 
para  apreciar  que  aquéllo»  fue»en  remitido»  al  comprador  por  ««. 
cuenta,  cargo  y  rieego,  »erá  igualmente  Jues  competente  eldeldO' 
miciUo  del  propio  demandada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Septiembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nóa,  en  virtad  de  inhibitoria  propneeta  por  el 
Jnes  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de  Granada  al  de  ignal 
dase  del  distrito  de  Atarazanas  de  Barcelona,  en  el  conocimiento  del  jui- 
cio ejecntivo  promovido  ante  el  segondo  por  la  Sociedad  merci^ntil  J.  y  J. 
Bertrand,  con  domicilio  en  Barcelona»  contra  D.  Francisco  Oaynso,  en 
liquidación,  vecino  de  Granada^  comerciante,  sobre  pago  de  pesetas;  lia* 
biendo  comparecido  solamente  ante  este  Tribaaal  Supremo  la  Sociedad 
demandante,  representada  por  el  Procurador  D.  Angei  Calve  y  defendida 
por  el  Letrado  D.  Justino  Bernard: 

Resaltando  qne  en  19  de  Febrero  del  corriente  afio.  y  ante  el  Jua- 
gado de  primera  Instancia  del  distrito  de  Atarasanas  de  Barcelona,  da» 
dujo  demanda  en  juicio  ejecutivo  la  Sociedad-mercantii  colectiva  J.  y  J» 
Bertrand  contra  D.  Francisco  Cayuco,  en  liquidación,  comerciante,  de 
Granada,  solicitando  se  despachase  mandamiento  de  ejecución  contra 
los  bienes  de  éste  por  la  suma  de  1.024  pesetas  26  céntimos,  importe  d 
una  letra  de  camúo  librada  ai  demandado,  del  protesto  por  falta  di 
pago  y  de  los  intereses,  al  6  por  100  anual,  desde  la  fecha  del  proteste, 
con  más  las  costas  que  se  causaran  en  el  Juicio,  exponiendo:  que  en 
SO  de  Diciembre  de  1905  libró  á  la  orden  del  Banco  Hispano- Amerioaac 
una  letra  de  cambie  por  la  cantidad  de  1.000  pesetas  á  cargo  del  deoisa- 
4ado  y  pagadera  á  ocho  días  vista,  que  fué  endosada  por  dicho  Banco  á 
la  orden  del  Banco  de  Espafia  y  aceptada  en  12  de  Enero  último  por  el 
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llbrtdo  D.  Fr8BCÍ«eo  Oetiiso,  no  habiendo  sido  Batlafech»  por  éste  en  la 
ÍMba  de  sa  veDcim lento,  ó  sea  el  20  de  dicho  mee  de  Eoero,  por  lo  que 
fuá  pry|«>euda  al  día  eigniente  hAbU,  eio  que  en  el  aoto  del  protesto  ae 
hnbiisse  poeelo  por  el  librado  tacha  de  falsedad  á  la  aceptacioo,  mani- 
feataedo  además  qne  el  importe  de  la  letra  referida  conaiitoye  el  precie 
de  géberos  de  comer  ció  Teodidos  al  aceptante  por  la  tíociirdad  actora, 
que  tiene  aa  eetableei miento  en  Barcelona;  alegó,  entre  otros  funda- 
mantos  de  derecho,  qne  tratándose  del  pago  del  precio  de  géneros,  es  Jnes 
aompetente  el  del  logar  donde  fneron  yendidoa  y  el  veDdedur  tieue  sn 
aatableci miento,  sin  qne  obste  á  ello  el  qne  el  vendedor  girase  nna  letra 
aleamprmdor,  qne  éste  no  eatitflso  (sentencias  de  este  Tribonal  Sapre- 
me  ^1»  11  de  Euero,  13  de  Mayo  y  10  de  Julio  de  1894,  4  de  Jnnlo  de  1^96, 
IdeNüviembre  de  1896  y  Jl  de  Jalio  y  7  de  Octubre  de  18''9);  y  acum- 
]«fió  á  la  demanda  la  letra  original,  de  la  cnal  aparece  qne  el  giro  faé 
por  las  1.000  pesetas  expresadas,  aeí  como  qne  fué  aceptada  por  el  11* 
biadoen  la  fecha  citada,  12  de  £nero  último,  con  la  firma  cFranciaco 
Oayaao,  en  liqoidación>,  y  copia  autorizada  del  protesto  en  22  del  mis* 
mo  mee  y  aote  el  Notario  de  Granada  D.  Federico  Fcroándes  Kuts: 

Beanltando  qae  admitida  la  demanda  se  dictó  aoto  mandando  despa- 
char la  ejecnoióD;  y  librado  exborto  al  Juagado  correspondiente  de  Gra- 
■ada,  presentó  escrito  el  dendor  Oaynao  promoviendo  la  cuestión  de 
competencia  por  inhibitoria,  por  estimar  que  el  Jnea  competente  para 
conocer  del  asunto  no  era  el  de  Birceiooa  y  sí  el  de  Granada,  alegando: 
qns  la  acción  ejercitada  por  la  Sociedad  aotora  es  personal,  fundada  en 
na  letra  de  cambio  qne  fué  aceptada  en  Granada  por  el  deudor  con  fe- 
cha 12  de  Enero  último,  y  que  debía  hacer  efectiva  también  en  Granada 
ileaocho  dias,  en  sn  domicilio,  donde  fué  protestada  por  falta  de  pago; 
qoaooQ  la  demanda  no  se  presentó  ningún  documento  con  qne  se  acre- 
ditace  que  el  dendor  se  había  sometido  expresamente  á  los  Juzgados  del 
dsmandante,  renunciando  el  enyo,  único  caso  en  que  podría  prosperar 
aqoéila,  sin  qne  nada  pruebe  el  hecho  gratuito  qne  afirma  en  su  deman- 
da, ó  sea  que  el  importe  de  la  letra  referida  con»'títnye  el  precio  de  gé- 
neros de  comercio  vendidos  al  aceptante  por  la  Sociedad  actora,  que  tie- 
sa en  domicilio  en  Barcelona,  pues  aunque  af>í  fnera,  siempre  recluitaría 
qnatambién  eran  los  Juzgados  de  Granada  los  competentes,  porque  el 
higar  del  contrato  sería  esta  última  capital,  en  donde  el  viajante  ensefia 
lu  maestras,  y  con  ellas  á  la  vista  se  conviene  en  el  precio  y  se  bnce  el 
pedido;  qnf),  por  tanto,  había  que  atenerse  en  un  todo  á  lo  dispuesto  en 
lsra^tal>del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  además,  á  lo 
cctablecido  en  repetidas  sentencias  de  este  Trihnnal  Supremo,  entre 
otras,  las  de  33  de  Febrero,  3B  de  Abril  y  18  de  Mayo  de  1887,  *ii  de 
Mayo  de  188f),  18  de  Agosto  de  1892,  11  de  Mnyo  del  mismo  aña,  18  de 
Octubre  de  189S  y  6  de  Agosto  de  1904,  etc.,  etc.;  y  suplicó  al  Jnzgado 
de  primera  instancia  del  Sagrario  de  Granada  se  declarnee  competente 
para  conocer  de  la  demanda,  y  en  sn  virtud,  requiriese  de  inhibición  al 
do  igual  ciase  de  Atarasanas,  de  Barcelona. 

Hitando  qne  el  Jnez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sugrario^ 
».iada,  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  d<^  acuerdo  con  el  mismo,  dictó 
declarándose  competente  para  conocer  del  asunto,  fundado  en  la 
1.*  del  art.  6i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  qne  Granada 
domicilio  del  deudor,  donde  el  mismo  debe  hacer  efectivo  el  valor 
ogéasros  adquiridos,  en  qne  no  existe  snmisión  aliruna  por  parte 
te  al  domicilio  de  la  Sociedad  vendedora,  y  en  lo  dispnepto  en  el 
lio  66,  toda  vez  qne  D.  Francisco  Caynso  ter  ía  su  domicilio  legal, 
-MfiAimiento  abierto,  en  la  ciudad  de  Granada.    • 

O  106  14 


Digitized  by  LiOOQ IC 


Besnltando  que  dirigido  6l  oportuno  oficio  oon  el  eorreapondie&te  fees- 
timonio  al  Jaes  da  primera  instancia  de  Ataraianaa,  de  Baroeiona,  7 
dada  yiita  á  la  Sociedad  demandante,  impugnó  el  requerimiento  de  in- 
hibición, alegando:  qne  el  contrato  existente  entre  las  partes  ee  el  da 
eompraventa  de  géneros  de  comercio,  y  el  pedido  de  los  mismos  se  bisa 
en  Granada,  y  el  viajante  Bsrtrand  lo  transmitió  á  ésta,  qne  tiene  sn 
domicilio  en  Baroeiona;  que  sólo  onando  la  expresada  Sociedad  aceptó  el 
pedido,  por  parecerle  qne  D.  Francisco  Oaynso  tenia  bastante  eiédito 
para  qne  pudiera  mandársele  el  género  solicitado,  quedó  cerrado  el  trate 
y  nadó  el  contrato,  consecuencia  del  cual  es  la  letra  de  cambio  de  aotee, 
librada  por  la  Sociedad  J.  7  J.  Bertrand  para  haoer  efectivo  el  importe 
del  género  vendido,  y  aceptada  por  D.  Francisco  Cayuco;  qne  según  U 
regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  cita  ol  Juiga- 
do  de  Granada,  en  los  juicios  en  que  ee  ejeroiten  acoionee  personaleí 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y 
á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilie  del  deman- 
dado ó  el  del^  lugar  del  contrato,  el  hallándose  en  él,  aunque  aoddental- 
mente,  pudiera  hacerse  el  emplasamiento;  que  en  este  caso  debió  pagar- 
se el  precio  en  Barcelona,  pues  J.  y  J.  Bertrand  siempre  venden  con  esta 
condición,  y  tanto  es  asi,  que  lo  hacen  constar  ezpreaamente  en  las  fac- 
turas, como  así  resulta  de  la  que  dicha  Sociedad  acompaftó  ai  escrito, 
que  era  copia  exacta  de  una  de  las  entregadas  á  D.  Frandsco  Oayuao  an 
letra  impresa,  lo  que  demuestra  que  es  condición  común  á  todae  lae  faa- 
turas,  y,  por  tanto,  en  todas  las  ventas  dice:  «Por  los  géneroe  expresadas 
á  continuación,  remitidos  de  orden,  cuenta  y  riesgo  del  remitente,  paga- 
deros al  contado  en  nueetrq  domieiUa  de  esta  plasa>,'etc.;  que  por  esto 
Oayuso  se  había  guardado  muy  bien  de  presentar  al  Juagado  de  Grana- 
da las  facturas  que  obran  en  su  poder;  que  aun  suponiendo  que  no  eetu- 
viese  determinado  previamente  el  lugar  en  aue  debía  verificarse  el  pago, 
y  prescindiendo  por  un  momento  de  las  palabras  pagaderos  en  nuestro 
donueHiOf  dicho  pago  debía  hacerse  en  el  lugar  en  que  tuvo  efecto  la 
entrega  de  la  cesa,  según  lo  prevenido  en  el  art.  1600  del  Código  civil, 
aplicable  á  los  actos  mercantiles,  según  el  art.  2.^  del  Oódigo  de  Oomer- 
eio,  para  el  caso  de  qne  no  se  hubiera  fijado  el  lugar  en  qne  deba  pagar- 
se el  precio  de  la  cosa  vendida;  que  la  misma  regla  establece  la  senten- 
cia de  este  Tribunal  Supremo  de  4  de  Junio  de  1896,  según  la  oual,  «es* 
eepto  el  caso  de  sumisión,  es  Jues  competente,  en  primer  término,  para 
conocer  de  las  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  el  cual,  en  los  contratos  de  compraventa,  es,  á  falta  de  pacto 
eapectal  para  el  pago  del  precio,  el  mismo  de  la  entrega  de  la  coaa  ven- 
dida, indicando  en  el  caso  presente  de  una  manera  clara  la  factura  que 
la  entrega  estaba  hecha,  y  á  que  los  géneros  se  remitieron  de  orden^ 
cuenta  y  riesgo  del  comitente  ó  comprador,  esto  es,  que  deede  el  mo- 
mento qne  fueron  facturados,  quedaron  de  cuenta  y  riesgo  y  á  disposl- 
eión  del  comprador,  aunque  éste  residiese  en  otro  lugar  distinto  y  la  So- 
ciedad vendedora  tratase  de  cobrar  por  medio  de  letras  giradas  á  cargo 
de  aquél;  citó  en  apoyo  de  su  pretensión  la  doctrina  consignada  er  **i 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  expresadas  en  la  demanda  da 
tos,  y  reprodujo  los  fundamentos  de  la  de  12  de  Mayo  de  190Í,  que  - 
elara  competente  en  los  juicios  en  redamación  del  precio  de  gen  1 
vendidos  al  fiado  al  Juei  del  lugar  en  que  radica  el  establedmi  í 
acreedor,  aalvo  pacto  en  contrario  de  la  de  10  de  Julio  de  189á,  que  c 
blece  que  el  pago  del  precio  de  los  efectos  comprados  ha  de  haeere  1 
el  punto  en  que  se  compran,  cuando  no  existe  pacto  en  contrario;  la  L 
de  Junio  de  1896,  que  ee  oempetente  el  Jues  del  lugar  en  donde  ee  t^     - 
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fft  U  eoM  Tendida,  mlvo  pacto,  y  qna  el  gire  de  una  letra  eontra  el  den- 
lierfla  «11  demidüo  no  altera  ni  nova  la  obligación  primitiva  de  éate;  y 
la  de  11  de  Jolio  de  1899,  que  el  precio  de  lae  ventas  hechas  en  nn  eeta- 
bleoimiento  mercantil  ó  indnetrial  debe  satisfacerse  donde  el  estabiecl- 
miente  esté  situado,  salvo  pacto  en  contrario,  sin  que  obsto  el  que  para 
«emadidad  del  comprador  le  remito  el  vendedor  los  géneros  á  su  domi- 
eilio;  deduciendo  de  la  doctrina  estobleclda  en  la  segunda  de  dichas  sen- 
tSBcias  que  el  Jnei  de  Barcelona  es  el  conipetento,  puesto  que  en  el  es- 
Ublsdmiento  qoe  la  casa  Bertrand  tiene  en  dicha  ciudad  recibea  nece- 
saiiamento  todos  los  pedidos  de  géneros;  y  terminó  su  escrito  supli- 
oado  que,  habiendo  por  acompañada  copia  de  una  factura  impresa  de 
Ufissa,  idéntica  á  la  remitida  á  Cayuco,  se  dictase  por  el  Juzgado  auto 
da  acuerdo  con  en  pretensión: 

Besoltaado  que  el  Jnei  de  primera  instoncia  del  distrito  de  Atorasa- 
BM,  de  Barcelona,  de  conformidad  con  lo  pretendido  por  la  Sociedad  J. 
7  J.  Bertrand  y  con  el  Ministerio  fiscal,  y  fundado  en  que  la  compra- 
venta de  géneros  de  comercio  se  entiende  perfeccionada  en  el  lugar  donde 
«dato  el  estoblecimiento,  salvo  pacto  en  contrario,  y  en  él,  por  courí- 
goiente,  debe  cumplirse  la  obligación,  y  que  estos  operaciones  puedc^n 
hioerie,  asi  por  correspondencia  como  per  mediación  de  otra  persona  en 
npiflseatoción  de  la  caea  vendedora,  debiendo  reputarse  en  eete  caeo  he- 
dtt  la  eompravento  en  el  domicilio  del  vendedor  y  estimarse  que  el  giro 
MBBaconeecnencia  del  contrato,  sólo  para  facilitar  al  comprador  el 
nodo  de  pagar  el  importo  de  los  géneros  vendidos,  sin  que  se  entienda 
ipe  esto  obligación  se  deriva  exclusivamente  de  la  aceptación  de  la 
letra,  dicto  auto  en  18  de  Abril  de  1906,  no  dando  lugar  al  requerimiento 
da  inhibición  hecho  por  el  del  Sagrario  de  Granada;  y  habiendo  éete  In- 
liitido  por  auto  de  6  de  Junio  último  en  la  inhibitoria  propneeta,  am- 
bos Jozgados  han  remitido  en  debida  forma  sus  respectivas  actaacionee  á 
«te Tribunal  Supremo,  y  se  susUncló  la  competoncia  con  arreglo  á  de- 
neho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 
Viste,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Oonsiderando  que  dada  la  naturaleza  de  la  acción  ejercitada  por  la 
Sociedad  J.  y  J.  Bertrand  contra  D.  Francisco  Cayuso,  como  aceptante 
di  una  letra  girada  contra  el  mismo,  que  hubiera  debido  pagar  en  Gra- 
■ada,  donde  tiene  su  domicilio,  á  tenor  de  las  prescripciones  del  Código 
éBGomercio,  relativas  al  pago  de  letras,  y  á  la  del  art.  621,  qae  da  ca- 
rfteter  especial  ejecutivo  á  las  acciones  derivadas  del  contrato  de  cam- 
bio, es  manifiesto  que  la  competencia  se  determina,  no.  por  el  origen  de 
ladeada  reclamada,  sino  por  la  procedente,  según  las  diapoeiciones  que 
nggltn  dicho  contrato,  ó  sea  por  las  referidas,  según  las  qae  es  Granada 
•i  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  en  los  términos  en  qne  ha 
fido  reclamada,  cualquiera  que  sea  el  origen  de  la  deuda,  eato  aparte  de 
<tQe  tampoco  existo  principio  algano  de  prueba  que  pueda  ser  tenido  en 
flssiito  para  apreciar  que  los  géneros  vendidos  en  Barcelona  fuesen  re- 
aitides  á  Granada  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  comprador  A  los  efec- 
il  art.  1500  del  Código  civil; 

lamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 

.^nte  demanda  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  dis- 

del  Sagrario  de  la  ciudad  de  Granada,  á  quien  se  remitan  todas  las 

«iones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  alase  del  distrito 

^razanas,  de  Barcelona,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partee 

itas  ocasionadas. 

rf  por  ssto  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
^^*^  d(as  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
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Colección  Legislatiya,  pasándose  al  efecto  las  copias  neceearias,  k^ 
prooancianios,  mandamos  y  firmamos.=:Jo8Ó  de  Aldecoa.=Ram6n  Ba-^ 
rroeta.=Federico  Mon8alve.=0aa;iilo  María  Qaüón.=£kioardo  Bnls- 
García  Hita. 

PabUcación.=:Leída  y  publicada  fné  la  precedente  sentencia  per  ei- 
Excmo.  Sr.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Hala  de  la  civil  del 
Tribaual  Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  Septiembre  de  1906.==Bogelio  Gonzáles  Montes. 

Müm.  4:8.-TRiaUNAL  SUPREII0.-24  de  Septlentre, 
publicada  el  6  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Propiedad  de  depósito  de  e/ee^ 
tos  públieos.—SeatenciB,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso- 
i  otar  puesto  por  el  Abogado  del  Estado  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  segundado  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  D.  José  López. 
En  su  CONSIDERANDO  úDÍco  80  ostablece: 

Que  los  contratos  hechos  en  fraude  de  acreedores  son  los  que  se 
celebran  con  la  intención  de  perjudicar  á  dichos  acreedores  en  sus 
derechos,  sin  que  sea  licito  ni  legal  conjundirlos  con  los  que  pueden 
realisarse  sin  tal  ánimo,  aun  cuando  por  consecuencia  de  ellos  pueda 
sobrevenir  á  un  acreedor  determinado  oer juicio,  debiendo^  en  su 
caso,  apreciarse  la  existencia  de  aquéllos,  ó  por  las  presunciones 
que  i  a  ley  establece  ó  por  el  resultado  de  la  prueba  que  en  el  juicio 
se  practique* 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Septiembre  de  1906,  en  el  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  les* 
tancia  del  distrito  del  Congreso  y  en'la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  territorial  de  la  misma  por  D.  José  López  Díaz,  jubilado,'  de 
esta  vecindad,  con  ei  Abogado  del  Estado,  sobre  propiedad  de  unos  de* 
pósitos  de  efectos  públicos;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Abogado  del  Estado, 
en  representación  de  éste;  habiendo  comparecido  el  recorrido,  represen- 
tado por  ei  Procurador  D.  Francisco  Morales  Sánchez  y  defendido  por  el 
Letrado  D.  Pedro  García  de  Garamendi: 

Resultando  que  en  18  de  Abril  de  1904  y  acompañando  varios  doca- 
mee  tos  de  que  luego  se  hará  mérito,  D.  José  López  Díaz  deduio  en  esta 
corte  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  qoe  fué  repartida 
al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso,  contra  el 
Abogado  del  Estado,  alegando:  que  en  22  de  Jonio  de  1900  ee  otorgó  en 
esta  capital  una  escritura  pública,  eu  la  que  comparecieron,  de  una  par- 
te, Düfia  Carlota  Partington  y  Carcer,  viuda,  y  sos  tres  hijos,  D.  Carlos 
Jaime,  Dofia  Amalia  y  D.  José  María  Jover,  los  dos  primeros  mayen 
de  edad  y  el  tercero  emancipado  por  concesión  de  su  madre,  según  ek 
crltura  qne  ante  el  mismo  Notario  había  otorgado  el  mi»mo  día,  conse 
tida  por  el  menor,  y  de  otra  parte  ei  demandante,  y  previo  asenlimien 
de  la  Doña  Carlota  al  acto  que  su  hijo  menor  iba  á  realizar,  ex^msierot 
qne  para  garantir  su  gestión  como  Jefe  de  Negociado  de  tercera  cía» 
AdminiBtrador  de  las  Subalternas  de  Hacienda  y  Aduanas  de  Cárdena 
que  D.  Bernardino  Jover  Martínez,  marido  y  padre  respectivamente  i 
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t9&  Y«nd6dor«8  eonslgiió  én  la  Caja  de  Depósitos,  con  fecha  14  de  Enero 
^  18v0,  en  depósito  necesario,  dos  titalps  de  Deuda  amortlzable 
«1  4  pur  100,  serle  O,  números  70.789  y  90,  por  10.000  pesetas  nomina- 
toa,  segúa  repgaardo  núm.  i78.128  de  entrada  y  46.489  de  registro;  qne 
el  mfemo  D.  Bernardlne,  y  con  Igaal  objeto  de  garantir  el  cargo  de  Ad- 
mlBietrmdor  de  Hacienda  y  Aduanas  de  Clenfaegos,  consignó  en  depó- 
«tto  necesario  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  con  fecha  16  de  Diciem- 
bre de  1898,  coatro  títmos  de  la  misma  Denda  amortisable  ai  4  por  100, 
«erle  B,  números  92.098  á  96,  por  10.000  pesetas  nominales,  según  res- 
foardo  nú-n.  198.080  de  entrada  y  69.796  de  registro;  qne  habiendo  fa- 
Üeeldo  D.  Bernardino  Jo  ver  y  Martínez  abintestato,  Dofia  Carlota  Par- 
tías^n,  como  madre  de  los  menores,  obtnvo  del  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  auto,  por  el  cual  éstos  fueron  de- 
«lerados  herederos  de  su  padre,  y  que  en  la  Imposibilidad  de  percibir  y 
retirar  dichos  valores,  por  tener  qne  dedicarse  á  otros  asuntos  fuera  de 
Madrid,  la  viuda  y  herederos  de  D.  Bernardino  Jover  cedían,  vendían  y 
traspasaban  al  demandante  los  efectos  públicos  que  representaban  los 
leei^uardoa  referidos,  entendiéndose  la  cesión  con  todos  los  derechos  que 
lee  correspondían,  sin  reserva  alguna  y  libres  de  todo  gravamen,  pues 
aseguraban  no  tenerlos  afectos  á  ninguna  responsabilidad,  ñján<iose  el 
precio  en  11.970  pesetas,  de  cuya  entrega  de  presente  dio  fe  el  Nutario, 
j  subrogando  los  cedentes  en  todos  sus  derechos  y  acciones  al  compra- 
der,  6  q>Tien  entregaron,  además  de  los  dos  resguardos,  la  certificación 
de  la  defunción  de  D.  Bernardino  Jover  y  el  testimonio  de  la  declara- 
dos de  herederos  abintestato;  que  dueño  de  tales  depósitos  y  en  uso  de 
ee  derecho,  solicitó  que  la  Dirección  general  del  Tesoro  acordase  que  se 
paelera  en  los  resguardos  la  oportuna  nota,  consignándose  al  dorso  que 
el  depóeito  que  representaba  el  resguardo  que  acompañaba  no  aparecía 
afecte  ni  sujeto  á  ninguna  retención  judicial  ni  administrativa  indepen- 
diente de  la  que  para  que  fué  impuesto,  y  otra  nota  igual  se  estampó  en 
el  eegnndo  de  los  resguardos,  que  presentaba  por  testimonio  porque  ne 
estaban  amortizados  los  títulos  de  la  Deuda  amortizable  que  comprendía 
7  neeeeltaba  presentar  dicho  resguardo  original  para  cobrar  los  intere- 
ase  á  en  respectivo  vencimiento  en  la  Caja  de  Depósitos;  que  también 
pidió  de  la  Dirección  general  del  Tesoro  público  que  el  Estado,  como 
depositario,  reconociera  su  propiedad,  consignándose  por  nota  por  la 
Atogaría  del  Estado;  que  por  acuerdo  directivo,  en  expediente  nú- 
aero  S.143,  instado  por  el  demandante,  se  reconocía  su  propiedad  sobre 
Isa  calores  á  que  se  contraía  el  resguardo,  por  haber  justificado  cumpli- 
damente BU  adquisición  legal  por  medio  de  escritura  pública;  que  el  Es- 
tado intentó  perseguir  y  vender  los  dos  depósitos  adquiridos  por  el  de- 
mandante bajo  el  falwo  supuesto  de  que  eran  bienes  pertenecientes  á  la 
triada  é  hijos  de  D.  Bernardino  Jover,  no  tratándose  de  hacer  efectiva 
reafieneabilidad  alguna  de  aquellas  que  pudiera  haber  contraído  el  úl- 
timo en  los  cargos  de  Administrador  de  Cárdenas  y  Oienfnegos,  sino 
-•^  negaba  eficacia  y  desconocía  la  valides  de  la  escritura  pública  de  22 
Jonio  de  1900  y  de  las  dos  notas  puestas  en  lc|8  resguardos,  y  como 
Tribunal  de  Ouentas  desenterré  dos  expedientes  de  alcances  por  oar- 
I  qne  en  los  presidios  menores  de  África,  desempefió  á  mediados  del 
Mdo  eiglo  D.  Francisco  de  Paula  Jover  y  González,  que  se  afirmaba 
\  padre  del  D.  Bernardino,  y  los  hijos  de  éste  eran  sus  herederos,  se 
«egnían  ahora  los  bienes  de  éstos  y  se  pretendía  incluir  entre  ellos 
tito  los  de  la  Denda,  representados  por  los  dos  resguardos  comprados 
'  él;  que  entablada  la  oportuna  reclamación  en  la  vía  gubernativa, 
leoonocido  en  dominio,  por  allanamiento  qne  el  Estado  hizo  á  stt 
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pretensión,  por  Beal  orden  del  Minieterlo  de  Hacienda,  dictada  de  oon- 
formidad  con  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  en  80  de  Mayo^ 
de  1901;  pero  otra  Beal  orden  de  20  de  Mayo  de  1008,  dictada  sin  dicha, 
conformidad,  declaró  ieaiya  para  el  Estado  la  anterior  y  denegó  la  re- 
damación gubernativa  formulada;  y  citando  como  fnndamentos  légale» 
los  articnlos  O.»,  482,  484, 1260,  1488  y  1002  del  Código  civil,  snplicó  se 
declarase  qoe  los  dos  depósitos  de  efectos  públicos  de  qne  se  trataba  le 
pertenecían  en  pleno  y  absolnto  dominio,  condenando  al  Estado  á  reco- 
nocer tal  propiedad  y  al  pago  de  las  costas;  habiendo  acompafiado  con 
sn  demanda  el  traslado  de  las  Reales  órdenes  de  80  de  Mayo  de  1001 
y  20  de  Mayo  de  1008,  primera  copia  de  la  escritora  de  22  de  Jnnio- 
de  1000  y  los  dos  resguardos  referidos,  une  de  ellos  por  testimonio,  y 
en  los  cuales  aparecen  las  notas  que  se  indican  en  la  demanda: 

Resultando  que  el  Abogado  del  Estado  contestó  A  la  demanda,  ale- 
gando: que  en  el  expediente  de  alcances  y  reintegros  seguido  contra  den 
José  Francés  y  Sans,  como  Administrador  de  los  Depósitos  de  víveres  de 
ios  presidios  de  África,  por  diferencias  de  artículos  transferidos  en  fin 
de  Junio  de  1866  y  los  que  real  y  verdaderamente  debieron  transferirse 
al  ejercicio  siguiente,  se  dictó,  en  26  de  Junio  de  1800,  el  correspondiente- 
fallo,  declarando  responsables  directos  á  D.  José  Francés  y  Sans  y  á  don 
Francisco  de  Paula  Jover  y  subsidiario  á  D.  Manuel  Muro,  considerAn- 
dose  dichos  alcances  como  partida  fallida  por  fallecimiento  é  ineolven- 
oia  de  aquéllos,  con  la  cualidad  de  que  por  ahora  y  sin  perjuicio,  y  se* 
elevó  el  expediente  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino;  que  posterior- 
mente se  dictó  en  él  un  fallo,  con  fecha  80  de  Mayo  de  1001,  absolviendo 
A  los  funcional  ios  subsidiarios,  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio  y  por 
ahora,  y  condenando  A  D.  José  Francés  y  A  D.  Francisco  de  Paula  Jover 
al  pago  de  17.467  pesetas  78  céntimos,  reducida  A  16.686  pesetas  70  cén» 
timos  por  consecuencia  del  reintegro  que  hiao  el  primero  de  los  respon- 
eables  directos,  y  A  los  intereses  de  demora  y  papel  sellado,  y,  por  falle- 
cimiento de  Francés,  al  hijo  de  Jover,  D.  Bemardino,  como  heredero  de 
•u  padre,  por  haberse  probado  que  éste  falleció  insolvente,  extremo  que 
no  podía  aplicarse  al  Jover,  puesto  que  había  instituido  heredero  A  su 
hijo,  lo  que  demostraba  la  existencia  de  bienes  en  que  hacer  efectiva» 
las  responsabilidades;  que  confirmado  el  fallo  por  el  Tribunal  de  Cuen-^ 
tas  se  dirigió  el  procedimiento  contra  el  D.  Bernardino,  A  quien  se  noti« 
ficó  el  acuerdo,  qoe  por  no  interponerse  contra  él  recurso  alguno,  quedó 
firme,  manifestando  aquél  que  había  otorgado  amplio  poder  A  favor  de 
BU  esposa  Dofia  Carlota  Partió gton,  residente  en  esta  corte,  para  que  le 
representara  en  todos  los  asuntos  relacionados  con  la  testamentaría  de 
BU  padre,  é  IgnorAndose  el  domicilio  de  la  Dofia  Carlota  se  la  emplaió 
por  edictos,  pero  no  habiendo  comparecido  fué  declarada  rebelde;  que 
D.  Bernardino  Jover  falleció  en  14  de  Abril  de  1802  sin  haber  reintegrado 
ios  alcances  de  las  responsabilidades,  y  se  requirió  A  los  Jueces  y  No- 
tarios de  esta  corte  para  que  se  acreditara  con  la  certificación  correspon- 
diente el  fallecimiento  de  aquél  y  se  remitiera  copia  de  la  disposición 
testamentaria  que  htibiera  podido  otorgar,  apareciendo  del  primero  '^'^ 
dichos  documentos  que  el  D.  Bernardino  estaba  casado  con  Dofia  Carl< 
Partington,  de  cuye  matrimonio  quedaban  tres  hijos:  Garios  Jair 
Amalia  y  José  María,  sin  que  constara  qne  hubiera  testado,  pero  sí  < 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  e 
C4>rte  se  había  tramitado  el  expediente  de  declaración  de  herederos 
favor  de  sus  tres  citados  hijos  por  auto  de  7  de  Febrero  de  1808,  Igi 
rAndose  que  se  hubieran  practicado  las  operaciones  divisorias  del  cau<^ 
irelicte;  que  Begnidaa  las  aotoaciones  contra  los  herederos  delD.  Berní 
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4Im,  reeoltó  que  D.  Jeté  María  reeidia  en  Bicarp,  Valenoia,  desoone- 
dándoM  el  pandero  de  ene  hermanos;  y  requerido  para  qoe  manifestara 
•i  Citaba  dlspoesto  á  Ingresar  en  el  Tesoro  el  importe  del  resto  del  aU 
euee,  intereses  de  demora  y  papel  seliado  invertido,  ó,  caso  oontrariOt 
^  alegase  lo  qne  taviera  á  bien  en  sn  descargo,  se  hicieran  particiones 
y  t?erignara  el  paradero  de  sns  hermanos,  contestó,  en  Enero  de  1000, 
qse  Bo  estaba  dispuesto  á  satisfacer  las  cantidades  qne  representaban 
tei  rasponsabiildades  en  cuestión  por  ignorar  sa  existencia  y  carecer  de 
Meses,  desoonedendo  los  demás  extremos  del  requerimiento;  que  dadas 
árdcDes  para  ftTeriguar  si  los  hermanos  de  D.  Bernardino  Jover  tenían 
bimes  de  fortuna,  se  obtUYO  un  resultado  negativo,  y  citados  D.  Carlos 
7  ]>olla  Amalls  por  medio  de  la  Gaceta  y  Boletín  oMal  para  que,  ea 
Mrmtne  de  quince  días,  comparecieran,  no  habiéndolo  hecho,  fueron  de- 
daiados  rebeldes,  en  vista  de  lo  que  el  instructor  del  expediente  dictó 
Bseve  fallo  en  18  de  Junio  de  1000  declarando  la  insolvencia  del  D.  Ber- 
nidino  y  de  sus  hijos  y  herederos,  con  la  cualidad  de  ein  perjuicio  y 
por  thora,  siguiendo  las  actuaciones  contra  los  responsables  subsidiarios; 
qseeu  33  de  Junio  de  1000  se  otorgaron  las  escrituras  de  emancipación 
deD.  Josó  María  Jover  y  de  venta  al  demandante  de  los  efectos  públicos 
V»  componían  los  resguardos  en  cuestión,  pagándose  los  derechos  á  la 
Hadenda  el  1.^  de  Agosto  de  1000;  que  concedida  vista  al  Fiscal  del  TtU 
taaal  de  Cuentas  de  la  provincia  de  18  de  Junio  de  dicho  afio,  última 
dietsda  en  el  expediente,  manifestó  en  su  dictamen  de  36  de  Julio  si- 
Ittiaits  que  existiendo  pendiente  de  cancelación  una  fiansa  constituida 
por  D.  Bernardino  Jover  en  la  Caja  general  de  Depósitos  para  garantir 
•i  eugo  de  Administrador  de  las  Subalternas  de  Cárdenas  y  Cienfuegos 
7  á  la  que  tenía  derecho  Dofia  Carlota  Partington  por  haber  ocurrido  el 
fiUecimiento  de  su  marido  con  anterioridad  á  la  publicación  del  Código 
MI,  debía  dejarse  sin  efecto  aquella  providencia;  y  reclamados  los  an- 
tendentes  neoesarios  para  la  tramitación  del  expediente  ame  el  Tribunal 
ds  Cuentas,  se  expidió  un  testimonio  notarial  haciendo  constar  que  en 
(sda  ano  de  los  resguardos  aparecían  las  notas  de  que  queda  hecho  mó- 
rtio,  la  8ala  segunda  de  aquel  Tribunal,  en  vista  del  dictamen  del  Mi» 
aiitsrio  fiscal,  dejó  sin  efecto  el  fallo  consultado,  dictando  providencia 
di  16  de  Agosto  de  1000  diciendo  al  instructor  que  procedía:  primero,  la 
Ntonción  de  lae  fiansas  constituidas  por  D.  Bernardino  Jover  y  embargo 
di  les  valores  qne  las  constituían  é  inmediata  enajenación  por  el  Te- 
ün;  segunde,  depurar  los  bienes  de  todas  ciases  que  pudiera  tener  Dofia 
Ottleta  Partington,  requlriéndola  al  pago  de  los  alcances  no  satisfechos; 
7  tsresro,  que  se  investigase  de  nuevo  el  paradero  de  los  hijos  de  Jover  y 
Iti  bienee  que  éetos  pudieran  tener;  que  el  comprador  D.  José  Lopes  Días 
eempareció  en  el  expediente  proponiendo,  el  88  de  Septiembre  de  1000, 
tata  la  Bala  segunda  de  dicho  Tribunal,  tercería  gubernativa,  trámite 
pnvio  al  judicial,  en  reclamación  de  los  valores  perseguidos  por  la  pro- 
citada  de  16  de  Agosto  y  pldien^  se  declarase  en  suspenso  el  curso  del 
pvoiedimlento  y  se  le  libraae  certificación  acreditativa  de  que  los  títulos 
^'"^dos  eran  de  su  propiedad;  que  el  Fiscal  emitió  informe  en  8  de  No* 
mbre  de  1000,  expresando  que  no  teuía  explicación  satisfactoria  el  que 
^ssé  I^pes  Días  fuese  parte  en  el  expediente  de  cancelación  de  fianzas, 
r  aparecer  con  la  cualidad  de  cesionario  y  representante  de  los  derechos 
la  viuda  é  hijos  de  D.  Bernardino  Jover,  y  pretendiera,  á  la  ves,  f un- 
idoee  en  el  mismo  documento,  ostentar  la  condición  de  tercer  interesa- 
SB  el  expediente  de  reintegro  en  chanto  ae  relacionase  con  aquellas 
usa,  neobstante  haber  quedado  encargado  de  gestionar  su  cancelación^ 
Bl  contrato  oontenide  en  la  escritura  de  38  de  Junio  no  tenía  ni  podíe 
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tener  otro  carácter  qne  el  de  tranemieióii  de  derechos,  ala  qae  cupiese, 
oonfondirlo  ea  modo  algooo  con  el  de  compraventa  de  bienes;  qne  oo 
podía  ser  otra  cosa  qae  la  cesión  de  los  derechos  qae  Dofia  Carlota  Par- 
tington  y  sos  hijos  ta vieran  á  los  efdctos  públicos  dados  en  garantía 
por  sa  cansante  y  nanea  la  venta  material  de  talee  efectos  perfecoiu* 
nadas  con  la  entrega  y  transmisión  del  dominio  pleno;  que  ni  la  viada 
de  Jover  ni  sus  hijos  podían  legal  mente  vender  efectos  públicos  qae  no 
habían  recibido  por  título  legal,  sino  únicamente  traspasar,  ceder  ó  ven- 
der los  derechos  á  esos  efectos,  por  lo  qae  el  cesionario  no  hiao  sino  snbro- 
garse  en  los  derechos  del  cedente;  que  de  conceder  al  contiato  en  cnestlón 
el  carácter  de  comprt  venta  perfecta  de  valores  públicos,  no  podía  menos 
de  estimarse  la  enajenación  hecha  en  íraade  de  la  Hacienda  y  había  qne 
pasar  á  los  Tribnnales  el  tanto  de  cnlpa,  porque  hall&ndose  en  rebeldía  la 
mayor  parte  de  los  Interesados  en  el  expediente  de  reintegro,  y  negando, 
en  los  primeros  meses  de  1900,  el  único  qne  foó  hallado,  ó  sea  D.  José 
Jover,  haber  heredado  bienes  de  sn  padre,  conocer  los  qne  paaieran 
constitair  sa  caodai  y  si  se  habían  practicado  particiones,  asi  como  el 
paradero  de  ens  hermanos,  alcanzaron  del  ínstrnctor  ana  declaración  de 
insolvencia  con  fecha  18  de  Janio  del  propio  afio,  y  sin  pérdida  de 
tiempo  concurrieron  todos  el  22  de  dicho  mes  al  otorgamiento  de  la  es- 
oritara  de  cesión,  colocando  entre  la  Hacienda  y  ellos  nn  tercer  Intereea* 
do,  ajeno,  sin  dada,  á  tales  manejos;  y  que  de  todo  ello  se  dedacía  la  exis- 
tencia de  una  cuestión  previa,  á  cuya  admisión  no  se  oponía  ninguno  de 
los  párrafos  del  art.  185  del  reglamento  orgánico  de  26  de  Noviembre 
de  1893,  debiendo,  en  sn  consecuencia,  remitir  á  la  Administración  ao» 
tiva  las  coplas  de  la  instancia  y  documentos  presentados  y  certificación 
de  los  antecedentes  para  sustanciar  la  excepción  en  vía  gabernativa, 
con  suspendión  del  procedimiento  una  vea  que  se  hubiese  embargado  la 
fianza  y  retenido  los  intereses;  que  remitida  á  la  Administración  activa 
la  tercería  y  antecedentes,  se  dictó,  á  propuesta  de  la  Dirección  de  lo 
Oonte ocioso,  una  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1901  accediendo  á  lo  so* 
licitado  p)r  el  reclamante,  en  atención,  sustancialmente,  á  que  la  ena- 
jenación de  los  títulos  se  realizó  cuando  en  la  Caja  de  Depósitos  no 
constaba  embargo  alguno  judicial  ni  administrativo  sobre  los  mismoe, 
por  lo  que  para  el  Estado  era  completamente  eficaz  la  venta  de  tales 
efectos,  libres  ya  de  las  responsabilidades  á  que  se  afectaron  por  las 
respectivas  fianzas;  que  en  vista  de  dicha  resolución,  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  de  Ouentas,  tealendo  en  consideración  que  de  llevar  ¿ 
efecto  lo  dispuesto  en  la  misma  se  lesionarían  los  intereses  del  Tesoro, 
dictó  providencia  en  2  de  Octubre  siguiente  acordando  elevar  el  asunto 
al  Pleno,  el  cual,  oído  el  Ministerio  fiscal,  acordó  hacer  presente  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda  que  la  Real  orden  en  cuestión  era  lesiva  á  los  inte- 
reses públicos,  formulando  la  reclamación  correspondiente;  que  negado, 
por  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1903,  el  dominio  que  pretendía  tener 
D.  José  López  Díaz  sobre  los  títulos  de  la  Deuda  resefiados  en  la  esorl  - 
tura,  acudió  á  la  vía  judicial,  deduciendo  la  demanda  origen  de  estoe 
autos;  que  los  dictámenes  que  se  consignaban  en  los  resguardos  se  relé* 
rian  al  desempefio  de  los  dos  cargos  en  Gienf  uegee  y  Oárdenas,  pero  no 
á  las  responsabilidades  que  D.  Bernardlno  Jover  tenía  como  heredero 
de  sn  padre,  cuya  herencia  no  se  había  demostrado  la  aceptara  á  bene  - 
ficio  de  inventario,  sino  que  lo  fué  pura  y  simplemente  otorgando  poder 
á  Dofia  Carlota  Partigton  para  que  le  representara  en  la  testamentaria 
de  su  padre,  y  por  eso  el  Tribunal  de  Cuentas,  como  venia  persiguiendo 
el  pago  de  la  cantidad  adeudada,  dirigió  sus  investigaciones  centra  los 
herederos  de  D.  Bernardlno,  que,  aceptando  la  herencia  de  éste,  se  aub- 
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togibAo  en  todoe  sus  derechos  y  obligaciones;  qne  no  aceptaba  los  fan- 
difflBatoa  lej^ales  citados  de  contrario  para  robastecer  sn  pretendido  de- 
recho, j  adtimáa  formuló  reconvención  piiiendo  ia  rescleilóo  de  la  escrl- 
tara  da  compraventa  de  22  de  Janio  de  1900,  por  haberee  hecho  la  ena- 
jeotcióa  en  fraude  de  acreedores,  suficientemente  demostrada  con  la 
latarTención  de  ana  tercera  persona  extraña  que  vino  á  pretender  lesio- 
nar los  derechoe  del  Estado,  colocando  á  éste  en  la  impoRiblildad  de 
«obrar;  j  citando  los  fundamentus  de  derecho  qae  creyó  aplicables  á  la 
contestación  y  los  articnloe  1297,  párrafo  2.^  1290,  1291,  núm.  8.^ 
1399  y  1249  del  Código  civil  y  544  de  la  de  Enjniciamitínto  civil,  sn- 
pUoóse  tuviera  por  contestada  la  demanda  y  opuesto  á  la  reconvencióa, 
asordándose,  en  so  día,  qne  la  escritura  de  compraventa  se  celebró  en 
frsode  de  acreedores,  y  qne  por  no  haberse  inscrito  en  el  Registro  civil 
la  emancipación  del  menor,  no  podía  producir  efectos  contra  terceros,  y 
ilMtimarse  en  La  reconvención  la  acción  rescisoria,  fallar  que  la  escri- 
tura citada  era  rescindible  por  los  motivos  expuestos,  y,  en  su  cünse- 
enencia,  los  valores  que  comprendían  los  dos  depósitos  de  efectos  pú- 
bUeos  eetfiban  afectos  á  las  responsabilidades  contraídas  por  D.  Fran- 
dsco  de  Paula  y  Jover,  y,  por  consiguiente,  vista  la  insolvencia  de  éste 
ydems  bereaeros,  el  Estado  tenía  perfecto  derecbo  á  disponer  de  ellos 
pera  que  el  Teaoro  hiciera  efectivos  ios  alcances  de  aquél,  más  los  inte- 
Nsasde  demora  y  papel  sellado  por  la  insolvencia  del  D.  Francisco,  y 
^por  su  fallecimiento  se  transmitió  á  sn  hijo  D.  Bi^rnardino,  hoy  á 
n  esposa  Dofia  Oarlota  Partington  y  sns  hijos  D.  Carlos  Jaime,  Dofía 
Amtlia  y  D.  Jjeé  María,  condenándoles  á  perpetuo  silencio,  con  impo- 
lición  de  costas: 

Besnltando  que  al  replicar,  D.  José  López  Días  reprodujo  los  hechos 
yfnadameatos  legales  de  la  demanda,  alegando,  en  cuanto  á  la  recon- 
vención, que  contra  ninguno  de  los  vendedores  de  la  escritura  de  22  de 
Jado  de  1900  se  había  pronnnciado,  antes  de  esa  fecha,  sentencia  con- 
denatoria en  cnalquier  instancia,  ni  por  el  Tribunal  de  Cuentsa  ni  por 
•Bfl  Jaeces  ielegados,  así  como  tampoco  se  había  expedido  mandamiento 
deembartro  de  bienes;  que  sólo  en  una  diligencia  se  entendió  personal- 
mente ai  Tribanal  de  Cnentas  ó  su  Jues  delegado,  con  aliruoo  de  los 
Tendedores  de  la  escritura  en  cuestión,  en  fecha  anterior,  pero  tal  dill- 
giaeia  no  fué  de  notifi  ación  en  forma  legal  de  ninguna  sentencia  con- 
dtnatoris,  ni  menos  diligencia  de  embargo  de  bienes,  y  sí  un  mero  re- 
qnerlEnleuto  ó  invitación  al  pago  deLaicauce  ocurrido  el  año  1876  á  don 
Jeaé  Francés,  ó  para  que,  en  caso  contrario,  alegara  lo  que  tuviera  por 
eonvaniante  en  su  desuargo,  cuyo  requerimiento  se  hizo  personalmente 
i  D.José  María  Jover;  reprodujo  los  fundamentos  legales  de  su  de- 
manda en  lo  referente  á  la  reconvención,  adicionándolos  con  los  artícu- 
los 1297,  núm.  2,  1291,  párrafo  S.o,  1296  y  1781  del  Código  civil,  y  su- 
plifióse  fallase  el  pleito  en  la  forma  qne  tenía  pedida,  absolvió  idole  de 
la ceooQvención;  y  duplicando  el  Abogado  del  Estado,  reprodujo  la  sú- 
plica qne  tenía  deducida  insistiendo  en  los  hechos  y  fundamentos  lega- 
'  9  ia  contestación,  y  añadiendo  á  los  primeros:  que  la  notificación 
I  actnaclones  del  Tribunal  de  Cnentas  no  necesitaba  hacerse  al 
rador;  qoe  segaramente  conocería  el  expediente  de  alcances,  siendo 
fio  qne  20.000  pesetas  nominales  de  Deuda  amortizftbie  se  enajena- 
n  11.970  pesetas,  cuando  la  cotisaclón  oficial  del  día  22  de  Junio 
00  estaba  al  80  por  100,  dando,  por  consiguiente,  un  valor  efectivo 
160  pesetas;  qne  no  podía  alegarse  ignorancia  respecto  á  las  res- 
bilidadea  qne  alcansai>an  á  los  herederos  de  D.  B^mardlno  Jover, 
'  nae  por  medio  de  edictos  en  los  periódicos  oficiales  se  emplaaó  á 


Digitized  by  LjOOQ IC 


SSS  juBnmüiMDrciA  orfiL 

míe  herederos  para  que  comparecieran  en  el  expediente  de-alcances,  f or* 
mado  á  su  ascendiente,  y  si  bien  habían  sido  declarados  insolventes^ 
tal  declaración  no  les  libraba  de  la  obligación  de  pagar  los  alcances  si 
se  les  encontraban  bienes  de  fortuna;  también  insistió  en  los  hechos  de 
la  reconvención,  afiadiendo  que  no  era  precisa  la  existencia  de  una  sen- 
tencia condenatoria  contra  los  herederos  de  P.  Bemardino  Jover  para 
qne  los  bienes  no  pudieran  ser  objeto  de  una  transmisión  de  dominio, 
bastando  con  que  hubiera  en  tramitación  un  expediente  de  alcancer 
contra  los  herederos  de  D.  Francisco  de  Paula  Jover,  del  que  tuvieren 
conocimiento  D.  José  María  Jover  por  notificación  personal  y  en  rel>eldía 
á  su  madre  y  hermanos,  para  que  la  venta  fuera  hecha  en  fraude  de 
acreedores,  pues  los  vendedores  manifestaron  carecían  de  bienes,  hecho 
que  no  resultaba  cierto,  por  existir  los  que  eran  objeto  del  pleito;  que^ 
si  á  D.  José  Lopes  Días  no  se  le  manifestó,  al  otorgarse  la  escritura,  la 
existencia  del  expediente  en  el  que,  con  fecha  26  de  Junio  de  1890,  se 
dictó  fallo  condenatorio,  confirmado  por  el  Tribunal  de  Ouentas,  medios 
tenía  para  ejercitar  las  acciones  correspondientes  contra  quienes  ven- 
dieron lo  que  no  debían,  sin  que  la  menor  edad  de  D.  José  María  Jover 
á  la  fecha  del  requerimiento  fuese  obstáculo  para  que  su  madre  y  het» 
manos  desconocieran  la  tramitación  del  expediente;  y,  por  último,  adi- 
cionó los  fundamentos  de  derecho  sobre  el  particular,  citando  los  artícu- 
los 1297,  1298  y  1781  del  Código  civil  y  las  sentencias  de  11  de  Mayo 
de  1868,  9  de  Mayo  de  1896,  9  de  Noviembre  de  1901,  8  de  Octubre 
de  1899,  8  de  Mayo  de  1908,  6  de  Mayo  de  1902  y  24  de  Noviembre 
de  1894: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  el  demandante  presentó 
el  resguardo  original  de  la  Caja  general  de  Depósitos,  acompañado  por 
testimonio,  con  la  demanda,  resultando  ambos  conformes;  declararon  á 
su  instancia  varios  testigos  y  se  trajeron  á  los  autos  los  siguientes  do- 
cumentes, entre  otros:  certificación  expedida  por  el  Secretario  general 
del  Archive  de  los  Ministerios  de  Instrucción  páblica  y  Bellas  Artes  y 
Agricultura,  haciendo  constar  que  Dofia  Carlota  Partington  había  dis- 
frutado la  concesión  de  las  obras  de  desecación  del  pantano  de  Antela  y 
encauzamiento  del  río  Simia,  constituyendo  para  ello  un  depósito  previo 
de  14.974  pesetas;  certificación  expedida  por  el  Secretario  general  Con- 
tador Decano  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  insertando  los  infor- 
mes de  los  Negociados  de  reintegros  de  22  de  Mayo  de  1900,  en  los  que 
se  hace  constar  que,  según  aparecía  de  los  libros,  no  resultaba  expe- 
diente alguno  instado  contra  D.  Bernardino  Jover,  Administrador  de- 
Aduanas  de  Cárdenas  y  Cienfuegos;  una  providencia  del  Tribunal  de 
Cuentas  de  9  de  Julio  de  1900,  declarando  libres  de  responsabilidad  á 
D.  Bernardino  Jover  por  les  referidos,  y  en  su  virtud,  canceladas   las 
fianzas  constituidas  á  la  seguridad  de  los  mismos,  si  no  resultasen  afec- 
tas á  ptr  os  cargos;  otra  providencia  de  81  de  Enero  de  1901,  suspen- 
diendo el  llevar  á  efecto  la  anterior  y  diferiendo  la  cancelación  hasta 
que  se  determinasen  las  responsabilidades  á  que  pudieran  estar  afectae 
las  fianzas  en  los  expedientes  de  reintegros  contra  Jover  y  Francés;  ul 
certificación  del  Subdirector  primero  del  Tesoro  público,  en  que  se  i^ 
serta  un  oficio  de  la  Comisaría  de  Querrá  de  Granada,  dirigido,  con  t 
cha  7  de  Julio  de  1901,  al  Director  del  Tesoro,  recordándole  otro  de 
de  Enero,  entonces  anterior,  por  el  que  le  interesal>a  la  retención 
dichas  fianzas  con  sus  intereses,  y  caso  de  haberse  devuelto  á  la  rlm 
ó  hijos,  se  acreditase  con  documento  fehaciente  á  quien  se  hubiese  I 
cho  y  en  qué  fecha;  y  también  se  inserta  la  minuta  de  una  comunlc 
ción  dirigida  por  el  Tesoro  al  Comisario  de  Guerra  de  Granada,  parí 
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upándole,  «n  eonteatsción  á  la  anterior,  que  con  fech*  S  de  Maye  de 
ISMie  entregó  per  mandamiento  el  depóeito  número  178.128  al  Teaore- 
10  central  para  an  reembolso;  qne  ae  pnaieran  las  notas  que  constaban 
•a  lot  resgnardea;  que  de  conformidad  con  el  art.  48  del  reglamento» 
la  propiedad  de  los  depósitoe  necesarios  podía  transíerirsOy  sin  perjni- 
etodelas  reeponsabilidadesá  qne  esinviesen  primitivamente  afectes, 
j,  según  el  44,  laa  responsabilidades  judiciales  ó  administrativas  no 
perjudicaban  á  los  cesionarios  cnando  no  fnesen  contra  ellos,  y  tampoco 
•i  íoesen  contra  el  cedente,  si  linbiese  éste  transferido  la  propiedad 
tuk  anterioridad  á  la  retención,  siempre  qne  se  hubiese  tomado  razón  do 
la  transferencia,  toda  vea  qne  cnando  D.  José  López  Días  adquirió  los  de- 
pósitos en  cuestión  no  estaban  afectos  á  más  responsabilidades  que  á 
las  que  pudieran  resultar  contra  el  ceden  te  por  el  cargo  que  garatizaban,. 
por  lo  que  no  procedía  la  retención  ordenada  por  la  Comisaría  de  Que- 
rrá; 7  otra  certificación  librada  por  la  Dirección  general  de  la  Deuda  y 
Olaaea  pasivaa,  iiaciendo  constar  que  Doña  Carlota  Partington  disfru- 
taba la  pensión  del  Montepío  de  Ultramar  de  1.000  pesetas  anuales,  li- 
bres de  retención,  en  3  de  Enero  de  1905;  y  por  el  Abogado  del  fistado 
•e  practicó  prueba  documental  consistente  en  certificación  de  la  ine- 
cripeión  de  nacimiento  de  D.  José  María  Jover,  en  la  que  se  hizo  cons« 
tar  con  fecha  31  do  Agosto  de  1900,  la  escritura  de  emancipación,  en  un 
boletín  de  cotización  del  32  de  Junio  de  1900  y  en  testimonio  de  varioa 
ptrttcnlarea  del  expediente  formado  á  D.  Francisco  de  Paula  Jover  como 
Gomiaario  de  eervicioe  de  los  presidios  de  África: 

Besnltando  que  sustanciado  el  pleito  por  loe  demás  trámites  legaleo 
i8  doe  instancias,  en  22  de  Febrero  próximo  pasado  dictó  sentencia  con- 
iroatoria  1*  Sala  aegunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  de- 
eiirando  qne  ios  dos  depósitos  de  efectos  públicos  constituidos  en  la 
Caja  general  de  Depósitos  por  D.  Bemardino  Jover  y  Martínez,  en  ga- 
rtatia  de  sn  geetión  como  Jefe  de  Negociado  de  tercera  claee  de  la  Subal- 
toma  de  Hacienda  y  Aduana  de  Cienfuegos,  Isla  de  Cuba,  según  res- 
laardoa  de  la  Caja  general  de  Depósitos,  fechas  14  de  Enero  de  1890  y 
4  de  Marzo  de  1901,  por  las  sumaa  de  10.000  y  11.800  pesetas  nominalea 
Rspeetivamente,  pertenecen  en  pleno  y  absoluto  dominio,  por  virtud  de 
la  weritura  de  compraventa  fecha  22  de  Junio  de  1900,  al  demandante 
D.  José  Lopes  Díaz,  á  quien  se  absuelve  de  la  reconvención  formulada 
por  el  Abogado  del  Estado,  imponiendo  á  éste  las  costas  de  la  alzada,  sin 
baeer  expreaa  condena  de  las  del  pleito: 

Besnltando  que  el  Abogado  del  Estado  en  la  representación  que  os- 
tnita,  ha  interpuesto  recurso  de  caaación  por  infracción  ley,  fundado  en 
los  números  1.^  y  7.^  del  art.'l692  do  la  de  Enjuiciamiento  civil,  citando. 
SOBO  infringidos: 

Primero.    Por  aplicación  indebida  é  interpretación  errónea,  el  ar» 

tícolo  1297  del  Código  civil,  pues  sus  disposiciones  sólo  deben  tenerse 

ia  enenta  tratándose  de  casos  en  qne  deba  presumirse  y  sea  preciso  afir- 

aar  qne  ha  habido  fraude  cuando  han  concurrido  ciertas  y  determinadaa 

ididonea,  lo  que  no  excluye  que,  aun  no  concurriendo  éstas,  sean 

dndibles  talea  contratos  y  pagos  siempre  que  se  justifique  que  se  han 

obrado  y  hecho  en  fraude  de  acreedoree; 

egnado*  Por  interpretación  errónea  los  arta.  1291  y  1292  del  propio 
npo  legal,  toda  vea  qne  por  el  solo  hecho  de  que  haya  existido  fraudo 
«jaldo  para  acreedoree  legítimoa  deben  reacindirse  el  contrato  ó  pago 
fiaarloa  de  tal  fraude  ó  perjuicio: 

Ebreero.  Por  interpretación  errónea  y  aplicación  indebida,  el  mismo- 
talo  1297  citado  en  cuanto  se  parte  del  principio  de  que  aólo  pueden. 
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reBoindlrse  loe  contrfttofl  celebrados  en  fraude  de  acredores  cuando,  entre 
«trae  condiciones,  concurra  la  de  que  loe  contratantes  tuviesen  conoci- 
miento de  la  existencia  de  responsabilidades  anteriores,  siendo  así  que 
dicho  precepto  se  limita  á  declarar  que  se  presume  el  fraude  cuando  se 
«elebren  contratos  de  enajenación  á  titulo  gratuito,  7  los  que,  siendo  á 
título  oneroso,  se  otorgasen  por  personas  contra  las  que  hubiera  senten- 
cia condenatoria  ó  se  hubiera  expedido  mandamiento  de  embargo,  lo 
cual  puede  ocurrir  hasta  sin  conocimiento  de  los  vendedores  que  hubie- 
ran sido  declarados  rebeldes  en  los  procedimientos  originarlos  déla  sen- 
tencia diotada  ó  del  mandamiento  expedido,  Independientemente  de  lo 
que,  y  aunque  sea  preciso  acreditar  que  hube  tal  conocimiento  previo, 
los  otorgantes  de  la  escritura  de  22  de  Junio  de  1900  eRtaban  enterados 
de  que  los  valores  objeto  de  la  miema  se  hallaban  afectos  á  responsabi- 
lidades anteriores,  incnrriéndose  por  la  Sala  sentenciadora  en  el  error  de 
hecho  que  supone  la  declaración  contraria: 

Ouarto.  £1  art.  1290,  también  del  Oódigo  civil,  por  no  aplicarse  á  un 
caso  como  el  actual,  en  que  se  trata  de  un  contrato  que,  aunque  se  ee- 
time  válidamente  celebrado,  puede  y  debe  rescindirse  por  hallarse  en  una 
de  las  condiciones  legalmente  establecidas  para  ello;  j 

Qointo.  El  art.  1175,  en  relación  con  el  1924  7  con  el  núm.  2.^  del  1029 
del  propio  Oódigo,  por  falta  de  aplicación,  no  obstante  ser  ésta  de  todo 
punto  necesaria  desde  el  instante  en  que  se  trata  de  una  cesión  mediante 
convenio  entre  los  deudores  D.  José  María,  D.  Carlos  7  Dofia  Amalia 
Jover,  juntamente  con  su  madre,  por  una  parte,  7  eu  acreedor  D.  José 
Lópea  Días,  por  otra. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 

Oonsiderando  que  los  contratos  hechos  en  fraude  de  acreedores  oon 
los  que  se  celebran  con  la  intención  de  perjudicar  á  dichos  acreedores  en 
«US  derechos,  sin  que  sea  lícito  ni  legal  confundirlos  con  los  que  pueden 
realisarse  sin  tal  ánimo,  aun  cuando  por  consecuencia  de  ellos  pueda  00- 
brevenlr  á  un  acreedor  determinado  perjuicio,  debiendo,  en  su  caso, 
apreciarse  la  existencia  de  aquéllos,  ó  por  las  presunciones  que  la  ley 
establece  ó  por  el  resultado  de  la  prueba  que  en  el  juicio  se  practique; 
y  como  quiera  que  en  el  del  actual  pleito  no  existe  presunción  de  ley 
que  obligue  á  suponer  hecha  en  fraude  de  la  Hacienda  ó  del  Estado  la 
enajenación  de  los  títulos  de  que  se  trata,  ni  el  Tribunal  sentenciador 
estima  por  el  resultado  de  la  prueba  que  al  realizarla  se  hubif^nen  pro- 
puesto los  contratantes  defraudar  á  la  expresada  entidad,  es  manifiesta 
la  absoluta  improcedencia  de  los  cuatro  primeros  motivos  del  recuroe 
del  Abogado  del  Estado,  fundados  todos  sustancial  mente  en  el  equivo- 
cado supuesto  de  qne  basta  para  la  declaración  del  fraude  la  existencia 
del  perjuicio  sobrevenido  al  acreedor  por  consecuencia  del  contrato  de 
venta,  contra  la  doctrina  antes  citada,  así  como  la  del  quinto,  por  no 
tratarse  en  el  actual  caso  de  cuestión  alguna  de  prelación  de  crédito; 

Fallamos  qie  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lu^^r  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  107  interpuesto  por  el  Abogado  del 
Estado,  al  qur  condenamos  al  pago  de  las  costas;  7  líbrese  á  la  Audien- 
eia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
•ertará  en  la  Oolboción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamo9.»Tosé  de  Aldecoa. 
Tícente  de  Plnié9.=  Antonio  Alonso  Oasafia.=Pascual  Donoienech.^Fe* 
derioo  Monsal ve. ss Ramón  BBrroeta.=Oamllo  María  Gallón. 

Pablicación.=:Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
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Ezemo.  Sr.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  del  Tribunal  Sopreme» 
«•labrando  aadieooia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  dia  éi 
W»  ^  QQ^  certifico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  S4  de  Septiembre  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martines. 

fi^uzKi.  4Q.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 25  de  Saptieintre, 
pvbllcada  el  9  da  Octubre  de  1907. 

OASAaóN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.—MUaeíón  y  otros  extremos.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 

Sor  D.  Marcial  Girbal  y  otros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
e  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Ama- 
lia Romero. 
Bq  sus  considerandos  se  establece : 

Que  el  art.  260  de  la  ley  procesal  exige  para  que  sean  notiñeada^ 
las  resoluciones  judiciales  á  las  personas  á  quienes  se  refieran  ó  pue 
dáA  causar  perjuicio  y  no  hayan  sido  parte  en  eí  pleito^  el  que  así  se 
mande: 

Que  es  inoportuna  la  dta  del  art.  138  del  Código  etvilj  cuando  la 
rosón  de  no  haberse  tenido  por  parte  á  un  litigante /ué  la  de  estar 
Jeneeido  el  pleito: 

Que  según  la  sentencia  de  2  de  Octubre  de  1902,  para  recurrir  en 
casación  no  basta  que  la  resoliición  recurrida  ajecte  de  algún  modo 
d  litigante  si  no  concurre  conjuntamente  la  circunstancia  de  haber 
údo  parte  en  el  juicio: . 

Que  se  halla  analizado  el  pleito  cuando  la  Audiencia,  observando 
el  art.  448  de  la  ley  procesal^  tiene  al  apelante  por  separado  de  la 
apelación  y  por  ñrme  la  sentencia  de  primera  instancia,  mandando 
oomuniearlo  al  JueZy  y  ya  que  contra  su  resolución  no  cabe  ulterior 
recurso,  ni,  consiguientemente^  el  de  casación,  según  los  términos 
literales  de  dicho  articulo: 

Que  ratificado  bajo  juramento  en  el  escrito  separándose  de  la 
apelación  el  administrador  judicial  del  demandado,  representante 
del  mismo  en  el  pleito,  á  tenor  del  art.  1008  de  la  ley  procesal,  /acui- 
tado eon  tal  carácter  para  aquel  desistimiento,  es  innecesario  el  po- 
der especial  del  Procurador  para  reaUsarlo  conforme  á  lo  preoenido 
en  el  art.  846. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Septiembre  de  1906,  en  el  jal- 
do declarativo  de  mayor  cvantia  segaido  en  ei  Jazgado  de  primera  inn- 
tancia  del  dietrito  del  Salvador,  de  Sevilla,  y  eo  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  dicho  territorio  por  Doña  Amalia  Romero  y  González,  sin 
profesión  especial»  vecina  de  aquella  capital,  como  madre  de  la  menor 
Carlota  Gloria,  contra  D.  Manuel  López  Reguero,  del  comercio,  vecino 
deCaatllleja  de  la  Cuesta,  como  adminietrador  jalicial  del  abint^^stato 
D.  Alfonso  Enrique  Jolra  y  Girbal,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  filia- 
1  de  la  expresada  menor  y  petición  de  herencia,  hoy  sobre  que  ee  ten- 
1  por  parte  en  la  segunda  instancia  del  referido  pleito,  por  oRtentar  la 
lidad  de  narientes  más  próximos  del  finado  D.  Alfonso  Enriqne  Jofra 
tlrbal,  á  D.  Marcial  Girbal  y  Jofra,  del  comercio;  Dofia  Catalina  Gir- 
y  Jofra,  ein  ocupación  determinada;  Doña  Teresa  María  y  Jofra,  pro- 
taria;  D.  Carmelito  Fina  y  Girbal,  taponero;  Doña  Margarita  Jofra  y 
ia,ain  profesión;  Dofia  Nemesia  Jcira  y  Forgas,  sin  ocupación;  don 
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Daniel  María  y  Jefra,  taponero;  Dofia  Margarita  Jofra  j  Porgas,  dedica- 
da  á  las  ocnpadonee  proplae  de  en  sexo;  D.  Tomás  Glrbal  y  Joíra,  del 
comercio,  todos  ellos  vecinos  de  Palafragell;  Dofia  Narclsa  y  Dofia  Bita 
Anglada  y  Jofra,  ambas  sin  profesión  y  Tecinas  de  Malgrat;  Dofia  María 
EstOTa  de  Glrbal,  sin  profesión,  vecina  de  Gerona;  Dofia  Catalina  An- 
glada y  Jofra,  vecina  de  Oassá  de  la  Selva,  y  sin  profesión;  D.  Rafael 
Jofra  y  Fina,  del  comercio,  vecino  de  Barcelona;  D.  Ángel  Jofra  y  Por- 
gas, del  comercio,  residente  en  Alemania;  Dofia  Oarmen  Jofra  y  Girbal, 
D.  Enrique  Jofra  y  Porgas,  D.  Silvestre  Girbal  y  Jofra  y  Dofia  Emilia 7 
D.  Anselmo  Pina  y  Girbal,  sin  qne  consten,  respecto  á  estos  cinco  últi- 
mos, SQ  profesión  y  vecindad;  pendiente  ante  Nos  en  vlrtnd  de  recnraa 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  An- 
tonio Bendicho  y  Rodrigues,  bajo  la  dirección  de  los  Letrados  D.  Joa- 
quín Lopes  Puigcerver  y  D.  Agustín  Aleixandre,  éste  en  el  acta  de  la 
vista,  en  nombre  de  los  quince  primeramente  citados,  como  parientea 
más  próximos  del  D.  Alfonso  Enrique  Jofra  y  Girbal;  babiendo  repra- 
sentado  y  defendido  á  Dofia  Amalla  Romero  el  Procurador  D.  Antonia 
Pintado  y  el  Letrado  D.  Francisco  Bergamín,  y  á  D.  Manuel  Lopes  Re- 
guero el  Procurador  D.  Francisco  Miranda  y  el  Abogado  D.  Luis  Díaa 
Ck>befia;  siendo  parte  el  Ministerio  fiscal: 

Resultando  que  D.  Garlos  Jofra  Girbal  falleció  en  Sevilla,  sin  lesU- 
mento,  y  en  estado  de  soltero,  el  24  de  Noviembre  de  1900,  y  promovida 
Juicio  de  abintestato  por  su  muerte,  por  auto  dictado  por  el  Jnes  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  dé  aquella  ciudad  en  4  de 
Marso  de  190S  se  declaró  heredero  abintestato  de  aquél  á  su  hermana 
D.  Alfonso  Enrique  Jofra  y  Girbal: 

Resultando  que  fallecido  después  el  citado  D^  Alfonso — sin  qne  cona* 
te  la  fecha  ni  el  punto  en  que  falleciera—,  y  no  conociéndose  dlsposlcióA 
testamentaria,  se  previno  el  juicio  universal  de  abintestato,  por  la 
muerte  del  mismo,  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Salvador,  de  Sevilla,  y  en  14  de  Octubre  de  1904,  Dofia  Amalla  Romera 
y  González,  como  representante  legal  de  su  menor  hija  Carlota  Gloria, 
dedujo  en  los  expresados  autos  juicio  de  abintestato,  demanda  contra  la 
representación  jurídica  de  dicho  abintestato  y  el  Ministerio  fiscal,  en  so- 
licitud de  que  se  declarase  que  referida  menor,  hija  de  la  demandante,  lo 
era  natural  de  D.  Garlos  Jofra  y  Girbal,  y  heredera,  por  consiguiente, 
de  todos  sus  derechos,  bienes  y  acciones  que  hubiesen  correspondido  á 
su  causante,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  su  fa- 
llecimiento, siendo  nula,  por  tanto,  la  declarasión  de  heredero  abintes- 
tato que  obtuvo  á  su  favor  D.  Alfonso  Enrique  Jofra  y  Girbal;  que  se 
ordenase,  en  su  consecuencia,  la  inscripción  en  el  Registro  civil  de  la 
ejecutoria  que  recayese,  para  que  la  mencionada  nifia  pudiera  disfrutar 
de  los  derechos  que  la  ley  le  concedía,  y  se  condenase  á  los  demandadoa 
á  estar  y  pasar  por  la  declaración  interesada,  con  imposición  de  costas 
si  á  ello  se  opusieren: 

Resultando  que  formada  pieza  separada  para  la  sustauoladón  de  la 
referida  demanda,  se  confirió  traslado  de  la  misma  á  D.  Manuel  Lópea 
Reguero,  administrador  judicial  del  abintestato  de  D.  Alfonso  Enrique 
Jofra  y  Girbal,  y  al  Fiscal,  en  representación  de  los  ausentes;  y  seguido 
el  pleito  por  los  trámites  de  derecho,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia  en  10  de  Mayo  de  1905,  por  la  que,  desestimando  la  excepción 
de  incompetencia  propuesta  por  el  demandado  López  Reguero,  y  admi* 
tiendo  los  documentos  presentados  fuera  de  término  por  esa  misma  par» 
te  demandada,  declaró  que  la  nifia  Carlota  Gloria,  hija  de  Dofia  Amalia 
Romero  y  González,  es  hija  natural  de  D.  Garlos  Jofra  y  Girbal  y  herede. 
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n  de  lodoe  los  bieaei,  derechos  y  moeionea  qne  al  D.  Oarloe  Jof  ra  eo- 
mqiOBdíaii  al  ttempe  de  sn  iallecioüeiito,  y  nala,  por  tanto,  la  decía* 
nd6n  de  heredero  abintoetato  qae  resultaba  hecha  de  dlchee  bienee  á 
ItTor  de  D,  Alfonao  Enrique  Jotra  y  Girbal  en  el  auto  dictado  por  el 
Jaes  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  de  aquella  ciu* 
dad  en  4  de  Mario  de  1902,  condenando  á  la  parte  demandada»  ó  á  quie» 
aes  repieoentaba,  Á  estar  y  pasar  por  esta  declaración;  y  luego  que  fue- 
ra firme  esta  sentoncia,  se  librase  al  Juzgado  municipal  del  distrito  de 
la  Magdalena  el  eorrespondiento  mandamiento  para  la  debida  anotación 
m  aquel  Begiétro  civil: 

Resultando  que  de  la  relacionada  sentencia  interpuso  apelación  don 
Muinel  Lopes  JEtoguero,  eon  el  carácter  de  administrador  judicial  del  re* 
petldo  abinteotato,  y  admitida  en  ambos  eíectoe,  se  remitieron  los  autos 
á  la  Sala  de  la  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla,  donde  se  per- 
•oaaron  las  putos  é  instruyeron  y  conformaron  con  el  apuntamiento 
qae  se  formó;  y  dentro  del  periodo  de  instrucción,  la  apelada  Dofia  Ama- 
Ua  Remero  se  adhirió  á  la  apelación  en  el  extremo  referente  á  la  recl»- 
madón  que  había  hecho  en  su  demanda,  de  los  frutos  producidos  y  de- 
bidos producir  por  los  bienes  que  dejó  D.  Garlos  Jof  ra  y  Girbal  á  bu  fa- 
Uselmiento,  en  orden  á  cuyo  extremo  consideraba  gravosa  la  sentencia 
•pelada»  por  lo  que  utilixó  el  derecho  concedido  por  el  art.  868  de  la  ley 
de  Rnjnidamiento  civil,  y  por  providencia  de  aquella  Sala  se  tuvo  á  la 
Dofla  Amalia  por  adherida  á  la  apelación  en  el  extremo  mencionado;  y 
ttmbién  dsntro  del  período  de  instrucción,  el  Procurador  del  apelante 
D.  Manuel  Lopes  Reguero,  usando  del  derecho  qne  otorga  el  art.  868,  en 
nladón  con  el  506,  ambos  de  la  ley  procesal,  hizo  presentación  de  va- 
lies  docomentosy  como  medio  de  corroborar  las  alegaciones  formuladas 
in  primera  instancia,  y  que  le  habían  sido  entregados  con  tal  fin  noto- 
lialmento,  según  justificaba  con  actas  qne  acompañó,  unos  á  López  Re- 
gsero,  y  otros  á  su  Procurador,  por  los  apoderados  de  veintitrés  prepon* 
tes  herederos  de  D.  Alfonso  Enrique  Jof  ra  y  Girbal,  personados  en  el 
eipediento  de  declaración  que  á  tal  efecto  se  signe  en  el  Juzgado  del  dis- 
trito del  Salvador  de  aquella  capital,  y  del  cual  nacía  el  nombramiento 
de  Lopes  Reguero,  consignándose  en  una  de  aquellas  actas  que  los  re- 
qnirectos  verificabui  la  entrega  de  los  documentos  para  que  el  adminis- 
trador judicial  requerido  ejercitara  los  derechos  que  de  ellos  pudieran 
ascer  en  la  apelación  interpuesta  por  el  mismo  en  el  pleito  sobre  filia- 
eión  de  la  menor  Carlota  Gloria,  y  cuyos  documentos  faeron  nnidcs  al 
relio  formado  para  la  tramitación  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  conclusa  la  sustanciación  de  ésta,  mandados  llevar 
los  autos  á  la  visto  para  sentencia  y  acordado  en  providencia  de  18  de 
Julio  de  1906  que  se  diera  cuenta  pasado  qne  fuera  el  periodo  de  vaca- 
ciones, en  18  de  Agosto  del  mismo  año  presentó  escrito  el  Procurador 
del  apelante  D.  Manuel  López  Reguero,  con  el  carácter  de  administrador 
jndieial  del  expresado  abintoetato,  acompañando  un  dictamen  de  cuatro 
Lfttradoe,  dos  de  esto  corto  y  dos  de  Sevilla,  quienes,  consignando  que  la 
■^Mnoia  apelada  estaba  dictada  con  arreglo  á  derecho  y  al  resultado  de 
iruebaS)  estimaban  que  el  citado  administrador  judicial  debía  de- 
T  da  la  apelación  interpuesta  contra  dicha  sentencia,  y  que,  en  su 
d,  siguiendo  su  representado  el  consejo  de  aquellos  Letrados,  se  de- 
ndel  mencionado  recurso  y  solicitaba  se  le  tuviera  por  desistido  y 
tado  de  la  referida  apelación;  y  ratificado  con  juramento  el  Lópeí 
lero  en  #1  contenido  del  referido  escrito,  se  entregaron  las  copias 
>lee  del  mismo  al  Fiscal  y  al  Procurador  de  Doña  Amalia  Romero, 
—  'a  representación  de  ésta,  dentro  del  termino  legal,  hubiera  pro« 
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eentAdo  eacrlto  alguno  de  impagnación,  habiéndolo  aqnél  yerlfieado  in-^ 
teresando  qne,  tenléodoaele  por  opuesto  ai  deeietlmlento  forma  lado  por 
López  Begoero,  se  diera  oampllmiento  á  lo  dispuesto  en  el  srt.  847  de  la 
lej  de  Eajaldamlento  civil,  f andándose  en  qae  no  podía  entenderse 
cumplido  el  precepto  del  art.  848  de  la  misma  ley  porqae  Lopes  Begner» 
ratificara  bajo  jaramento  el  escrito  de  sn  Procurador,  toda  yes  que  no  lo 
hacía  por  si,  Bino  como  administrador  judicial  del  abintestate  de  don 
Alonso  Enrique  Jotra  y  Glrbal,  y  para  que  f  aera  válida  tal  ratificación 
era  necesario  que  estuviera  autorlsado  especialmente  para  ello  por  el 
que  le  nombró,  pues  en  las  facultades  á  tales  administradores  qoe  deter- 
mina por  analogía  la  8ecclón  4.%  tít.  18,  libro  2.**  de  la  referida  ley,  no 
está  la  que  se  había  abrogado  López  Ri'goero,  y  el  art.  1718  del  Oóviigo 
civil  no  da  al  mandato  concedido  en  términos  generales  más  facultadea 
que  las  de  mero  administrador,  y  exige  mandato  expreso  para  transigir, 
enajenar,  etc.,  ó  sea  para  todo  acto  que  implique  dominio,  y  esto  sin 
contar  con  la  cuestión  de  fondo  de  si  cabía  transacción  ó  desistimiento 
en  asunto  de  la  naturalesa  de  dicho  pleito,  ó  sea  sobre  filiación  de  una 
persona,  afiadiendo  que  la  Fiscalía  se  veía,  además,  com  peí  ida  á  consig- 
nar dicha  oposición  en  virtud  del  escrito  dirigido  á  la  misma  por  los 
que  se  suponían  herederos  de  D.  Alfonso  Enrique  Jofra  y  Glrbal,  en  qne 
así  lo  solicitaban; 

Resaltando  que  la  Sala  de  vacaciones  de  la  citada  Audiencia  dictó 
auto  en  26  de  Agosto  de  ld05,  por  el  que,  fundado  en  los  arta.  846,  848^ 
y  849  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  se  tuvo  al  apelante  D.  Mannol 
Lóp<>a  Reguero,  con  el  carácter  de  administrador  judicial  del  abintestato 
de  D.  Alfonso  Enrique  Jofra  y  Qirbal,  por  separado,  con  las  costas,  de  la 
apelación  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  en  10  de  Mayo  del  mismo 
afio,  sin  ulterior  recurso,  teniéndose  también  por  firme  la  referida  reso- 
lución, y  mandándose  comunicar  al  Juagado,  con  certificación  de  la 
misma  y  devolución  de  los  autos  á  los  efectos  consigoientes: 

Resultando  que  en  tal  estado  presentaron  escrito  en  28  del  mes  de 
AgORto  citado  en  la  expresada  Audiencia,  y  por  medio  de  Procurador, 
D.  MArclai  Glrbal  y  Jofra,  Dofia  Maria  del  Carmen  Jofra  y  Glrbal,  Dofia 
Margarita  y  D.  Rafael  Jofra  jiCIna,  D.  Ángel,  Dofia  Margarita,  D.  En- 
rique y  Dofia  Nemesia  Jofra  y  Porgas,  Dofia  Catalina,  D.  Tomás  y  D.  Sil- 
vestre Glrbal  y  Jofra,  Dufia  Teresa  y  D.  Daniel  María  y  Jofra,  Dofia  Ma- 
ría Esteva  y  Girbal,  Dofia  Emilia,  D.  Anselmo  y  D.  Oarmelito  Fina  y 
Glrbal,  solicitando  que,  teniéndoseles  por  parte  en  la  apelación  pen- 
diente del  pleito  de  filiación  de  la  menor  Carióte  Gloria,  se  ordenara  se 
le  comunicasen  los  autos  para  alegar  en  ellos  lo  que  conviniera  á  su  de- 
recho, y  se  mandara  qne  mientras  tanto  quedara  en  suspenso  el  curso 
que  tuvieran  los  mismos,  alegando,  en  apoyo  de  tal  pretensión,  que  te- 
nían interés  decisivo,  directo  y  personal  en  que  se  sostuviera,  tramitara 
y  resolviera  la  apelación  entablada  por  López  Reguero,  administrador 
judicial  del  repetido  abintestato,  contra  la  sentencia  recaída  en  primera 
instancia  en  el  referido  pleito,  por  ostentar  ellos  la  cualidad  de  parlen* 
tes  más  próximos  del  finado  D.  Alfonso  Enrique  Jofra,  por  ser  primos 
hermanos  del  causante  y  estar  en  su  virtud  dentro  del  cuarto  grado  co« 
lateral,  y  corresponderles,  por  lo  mismo,  en  unión  de  otros  seis  parlen^ 
tes  del  propio  grado,  la  herencia  intestada  de  su  finado  primo;  que  toda» 
las  dichas  circunstancias  constaban  en  )a  pieza  separada  sobre  deelara- 
oión  de  herederos,  correspondiente  al  juicio  universal  de  abintestato  qne 
se  segaía  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador, 
de  aquella  capitel;  que,  fondados  precisamente  en  su  cualidad  de  pre- 
suntos universales  herederos,  cuidaron  á  su  tiempo  de  facilitar  á  D.  Ma- 
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loai  L6pes  Reguero  doeamentoe  aaténticoB  y  fechacientes  que  jaetifica- 
kaa  80  preleranke  derecho,  habióndeie  requerido  eolemnemente  por  acta 
aotarial  para  qne  con  toda  eficacia  bobíq viese  ia  apelación;  no  obstante 
la  cual,  y  aegúo  noticias^  el  apelante  Lopes  Regaero,  contrariando  el 
jerminante  y  expreso  requerimiento  qae  aquéllos  le  hicieron,  se  desistia 
de  la  apelación,  tratando  asi  de  dejar  firme  la  sentencia  impugnada,  me- 
üaata  enyASxtrsfia  conducta  quedada  inerme  el  derecho  de  los  presun- 
tas lisrsdeMs;  y  que,  en  tal  situación,  habían  resuelto  protestar  contra 
si  desistíjBlento  hecho  por  López  Reguero,  y  sostener  por  si  propios  la 
apslaeión  abandonada,  fundándose  en  su  cualidad  de  interesados  direo- 
Issen  la  misma,  en  que  podían  ser  perjudicados  en  el  caso  de  que  pre- 
Taledera  el  referido  desistimiento,  y  en  los  preceptos  contenidos  en  los 
attlenloa  S60,  1088,  1137,  1817,  1987,  3009,  1698  y  73  de  la  ley  de  Enjui- 
ilamieBto  civil,  188  del  Código  civil,  ley  4.»,  tít.  28,  Partida  8.^,  y  sen- 
ISBdaa  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Mayo  de  1871  y  2  de  Octubre 
de  1866,  toda  yes  que  las  expresadas  disposiciones  legales  y  Jurispru- 
éancia  lee  concedían  el  derecho  á  mostrarse  parte  en  el  pleito,  aunque 
•s  hubloran  sido  demandados  ni  emplasades: 

Beenltando  que  en  29  del  mismo  mea  de  Agosto  de  1906  la  expresada 
lala  da  vacaeiones  de  la  citeda  Audiencia  territorial  dictó  la  providen- 
da  fecorrlda,  por  la  que  acordó  cpor  presentado  el  anterior  escrito,  con 
1m  eopias  de  poderes  que  expresa,  únase  todo  á  sus  antecedentes,  y  es- 
tando finiquito  el  procedimiento  en  el  presente  recurso  por  virtud  del 
«te  de  1*  8ftla  de  26  del  mes  actual,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita  por 
si  Procarador  Delgado  y  Arargo  en  dicho  escrito»: 

ReeollMido  que  el  expresado  Procurador,  en  tiempo  y  forma  y  con 
ascrito,  en  nombre  de  todos  los  presuntos  herederos  anteriormente  cita- 
des,  intorposo  recurso  de  súplica  contra  la  mencionada  providencia  y 
BStieiió  que  se  supliera  y  enmendara  la  misma,  á  fin  de  que  se  autor! - 
Btra  á  aqDélloe  para  sostener  la  apelación  que  había  interpuesto  el  ad- 
■ialatrador  judicial  Lopes  Rf  güero,  en  apoyo  de  cuya  pretensión  repre- 
<Bjo  loa  íandamentos  expuestos  en  su  escrito  de  28  de  Agosto,  antes 
■daeioaado,  y  alegó,  además,  que  en  dicho  escrito  pidieron  sus  man- 
éiatea  que  me  lee  notificasen  las  resoluciones  que  se  hubiesen  adoptado 
aa  la  npelaelón  y  en  el  desistimiento  del  administrador  judicial,  por  ser 
aik»  pereoaae  á  quienes  se  referían  ó  podían  parar  perjuicio  las  indica- 
das Ksaoliicionee;  que  las  solicitudes  formuladas  en  aquel  escrito  no  po- 
Üaa  reeolverse  por  medio  de  una  simple  providencia  como  la  de  29  de 
Agosto,  eioo  empleando  ia  forma  de  auto,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
ti  art.  860  de  la  ley  procesal,  que  se  había  infringido,  y  que  dicha  reso- 
lodén  suplicada  no  era  de  mera  tramitación,  sino  de  fondo,  porque 
afectaba  eeeocialmente  á  la  personalidad  de  sus  representados,  en  cuanto 
por  ella  ae  les  privaba  del  derecho  de  personarse  en  la  apelación  y  se 
les  originaba  un  perjuicio  irreparable: 

Beenltando  que  la  repetida  Sala,  en  6  de  Septiembre  de  1905,  dictó 
el  auto  recnrrido,  por  el  que  se  dijo  no  haber  In^ar  á  admitir  ni  sustan- 
el  recurso  de  fúplica  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Juan  Del- 
>  y  Arengo,  en  la  representeción  que  ostentaba,  contra  la  providen- 
te 2v  de  Agosto  anterior,  y  que  ee  devolvieran  las  copias  simples  de 
o  ceerito  presentedas: 

teenltende  que  anunciado  contra  el  referido  auto  recurso  de  casación 
fafraceión  áe  ley,  te  fué  denegada  por  auto  de  19  de  Septiembre  del 
ieado  afio  la  certificación  pedida  con  tal  objeto,  y  habiendo  acudido 
|wje  á  esto  Tribunal  Supremo  con  la  correspondiente  copia  certifi- 
-.  per  anto  de  16  de  Octubre  último  se  revocó  el  denegatorio  dictede 
106  16 
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por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  territorial  de  Sevilla  en  li  de 
Septiembre  anterior,  j  se  dirigió  la  correspondiente  carta  orden  á  la 
referida  Andiencia  á  fin  de  qoe  se  expidiera  al  citado  Procurador  la  cer- 
tificación solicitada  y  se  procediera  á  lo  demás  qne  previene  la  ley: 

Resaltando  qne  expedida  y  entregada  la  oportnna  certiflcaAión»  áom 
Marcial,  D.  Tomás  y  Doña  Catalina  Girbai  y  Jofra,  D.  Daniel  y  Dofia 
Teresa  María  y  Jofra,  D.  Ángel,  Dofia  Margarita  y  Dofia  Nemesia  Jofra 
y  Forgas,  Dofia  María  Esteva  Girbai,  Dofia  Oatalina,  Dofia  Narcisa  y 
Dofia  Biu  Anglada  y  Jofr^,  p.  Rafael  y  Dofia  Margarita  Jofra  y  Fina  y 
D.  Oarmelito  Fina  y  Girbai,  han  interpnesto  recnrso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  fondado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjnl- 
ciamiento  civil,  alegando  los  signientes  motivos: 

Primero.  Infracción  del  art.  260  de  la  ley  procesal,  qne  dispone  qne 
las  sentencias,  antos  y  providencias  se  notifiquen,  no  sólo  á  los  qne  sean 
parte  en  el  juicio,  sino  también,  cnando  así  se  mande,  á  las  personas  á 
qnienes  se  refieran  aquéllas  ó  puedan  pararle  perjuicio;  de  donde  se  de- 
duce que,  siempre  que  las  que  estén  en  los  citados  casos  soliciten  Ínter» 
venir  en  los  antos,  áebe  acordarse  así  conforme  con  el  espíritu  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  como  se  desprende  de  lo  expuesto  en  loe  artíen- 
los  78,  a038,  1127,  1817,  1987  y  2009;  toda  ves  que  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  expresada  no  accedió  á  tener  por  parte  á  los  recurrentes  ni 
á  ordenar  que  se  les  notificaran  la  sentencia  de  primera  instancia  y  de« 
más  providencias  recaídas^  no  obstante  haberlo  aquéllos  solicitado,  ser 
interesados  y  poderles  causar  evidente  perjuicio  aquellas  resoluciones, 
con  la  circunstancia  agravante  de  haberlo  pedido  en  el  caso  de  abandono 
manifiesto  y  evidente  de  su  defensa  por  el  administrador  judicial,  raión 
que  debió  imponer  más  y  más  á  la  citada  Sala  el  haber  admitido  la  pre- 
tensión de  los  parientes  dentro  del  cuarto  grado: 

Segundo.  Infracción  del  art.  188  del  Código  civil»  que  preceptúa  qne 
el  reconocimiento  hecho  á  favor  de  un  hijo  que  no  reúna  las  condiciones 
del  párrafo  2.°  del  art.  119  del  mismo  Cnerpo  legal,  ó  en  el  cual  ae  haya 
faltado  á  las  prescripciones  de  la  sección  en  que  está  inserto  dicho  ar- 
tículo, podrá  ser  impugnado  por  aquellos  á  quienes  perjudica;  en  el  een- 
tido  de  que,  al  no  haber  aceptado  como  parte  á  loe  recurrentes  para  qne 
hubieran  impugnado  el  reconocimiento  hecho  en  primera  instancia,  ne 
obstante  ser  parientes  dentro  del  cuarto  grado  y  presuntos  herederos  de 
D.  Alonso  Enrique  Jofra,  se  les  causa  evidente  perjuicio  con  el  recono- 
cimiento de  hija  natural  de  que  se  trata; 

Tercero.  Infracción  de  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribn* 
nal  Supremo,  entre  otras,  en  las  sentencias  de  i  de  Octubre  de  1866,  24 
de  Mayo  de  1871  y  2  de  Octubre  de  1902,  de  todas  las  cuales  se  deduce  el 
principio  de  que  las  personas  que  tengan  interés  directo  en  la  resoloctón 
de  un  asunto,  ó  á  quienes  la  misma  pueda  perjudicar,  tienen  personali- 
dad y  derecho  á  ser  oídas  en  el  pleito,  aun  cuando  no  hayan  eldo  parle 
en  él;  toda  vez  que,  al  no  haber  accedido  á  que  sean  parte  los  recnrren- 
tes  y  entablaran  el  correspondiente  recurso  contra  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  se  les  ha  causado  evidente  perjuicio,  y,  como  ya  se  ha 
dicho,  con  la  circunstancia  de  hallarse  abandonados  sus  derechos  pe  el 
administrador  judicial;  y 

Cuarto.  Qne  al  afirmar  las  resoluciones  recurridas  que  estaba  tei  !• 
nado  el  pleito,  y  que,  por  tanto,  no  podían  ser  oídos  los  recurrentei  le 
han  infringido:  primero,  los  artículos  1689  y  siguientes  de  la  ley  de .  i« 
juiciamiento  civil,  que  declaran  que,  contra  las  pentenclas  definltit  s, 
procede  el  recurso  de  casación,  y  especialmente  el  1700,  que  fija  el  pl  is 
de  dies  días  para  solicitar  la  certificación  con  objeto  de  preparar  d^  lO 
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TeeanG,  de  donde  se  dedoce  qne  la  sentencia  no  paede  ejecntaree  ni  de- 
«lirarse  firme  hasta  que  expire  el  plazo  citado;  segando,  el  principio  de 
^toiBche,  segúa  el  cual,  los  plazos  para  interpoaer  los  recnrsos  empiesan 
áeoafcarse  desde  el  día  signiente  al  de  la  notificación,  citación  ó  empla- 
«iffliaoto,  7  ei  art.  808  de  la  ley  procesal,  que  asi  lo  determina,  principio 
yartícnlo  qae  se  han  infringido  al  haber  declarado  qne  el  pleito  estaba 
ultimado,  á  pesar  de  qne,  por  no  haberse  comunicado  á  los  recurrentes 
U  MotencU  ni  procidencias  recaídas,  no  podía,  con  respecto  á  ellos,  en- 
tenderse consentidos  y  firmes  aqnellos  acuerdos;  y  tercero,  los  ártico- 
lofM6  y  647  (slc)  de  la  misma  ley  de  £DJniciamlento  civil,  al  declarar 
Isrmioadoe  los  autos  por  el  desistimiento  del  administrador  judicial,  á 
pesar  de  qoe  éste  carecía  de  faooltades  para  hacerlo  y  de  no  hal)er  pre* 
tentado  para  ello  poder  especial. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Casafia: 
Gonsiderando  que  cualquiera  que  sea  la  eficacia  y  virtualidad  de  ona 
asateneia  dictada  sin  qne  intervinieran  personalmente  en  el  pleito  los 
tnjelos  directamente  interesados  y  á  quienes  pudiera  irrogar  perjuicio, 
y  enalesquiera  que  sean  las  acciones  qne  les  competan  para  impugnar 
la  filiación  declarada  en  aquel  fallo,  es  inconcuso  qne,  reducida  en  sus 
términos  esenciales  la  cuestión  del  recurso — de  carácter  meramente  pro- 
cesal^; á  determinar  y  resolver,  si  en  el  estado  que  legraba  ei  pleito  al 
dedoclr  so  pretensión  los  presuntos  herederos  de  D.  Alfonso  Jofra  debió 
tenérseles  por  parte  y  serles  notificada  la  sentencia  recaída,  la  8ala  sen- 
tenciadora obró  con  acierto  negándoles  dicha  pretensión,  sin  cometer 
ninguna  de  las  infraccioEes  alegadas  en  los  cuatro  moilvos  del  recurso: 
primero,  porque  el  art.  260  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  sirve 
de  f andamento  ai  primer  motivo,  exige,  para  qne  sean  notificadas  las 
reeolodones  judiciales  á  las  personas  á  quienes  se  refieran  ó  puedan  can  - 
sar  perjuicio  y  no  hayan  sido  parte  en  ei  pleito,  el  que  así  se  mande^  de 
eayo  requisito  carecía  la  sentencia,  y  era  improce  lente  soticlterJo  en  la 
leganda  instancia  no  habiéndose  pedido  en  la  primera,  en  la  qne  tam- 
poco fueron  parte  los  recurrentes;  segundo,  porque  aun  suponiendo  apli- 
cable el  Código  civil  vigente,  es  inoportuna  para  la  cneptión  de  que  so 
trata  la  cita  de  so  art.  138,  puesto  qne,  el  no  haberee  tenido  por  parte  á 
loe  recurrentes,  fué  por  estar  fenecido  el  pleito,  y  para  impugnar  la  filia 
ción  reconocida  en  la  sentencia  podrán  ejercitar,  en  su  caso,  las  acciones 
qne  á  so  derecho  convenga;  siendo,  por  tanto,  inefi^^aa  para  la  casacióu' 
el  motivo  segundo;  tercero,  porqne  lo  es  asimismo  la  jnrisprndencia  ei 
teda  en  el  motivo  tercero,  ya  que  la  doctrina  consignada  en  les  dos  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal,  que  en  primer  término  se  mencio- 
nan, no  guarda  analogía  con  el  presente  caso  ni  se  opone  á  la  reBolucióu 
reclamada;  y  que  tampoco  abona,  antes  bien  contradice  la  pretensión 
del  lecnrrente,  la  sentencia  de  2  de  Octubre  de  1902,  al  eetublecer  que, 
para  recurrir  en  casación,  no  basta  qne  la  resolución  recurrida  afecte  dn 
algún  modo  al  litigante  si  no  concurre  conjuntamente  la  circunstancia 
dehal)er  sido  parte  en  el  juicio;  cuarto,  porqne  la  Audiencia,  en  obser- 
'a  de  lo  dispuesto  en  el  art.  848  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento, 
il  apelante  por  separado  de  la  apelación  y  por  firme  la  sentencia  de 
*era  instancia  mandando  comnnicario  al  Jnez,  ya  que  contra  su  re* 
lón  no  cabía  ulterior  recurso — ni  coneignlentemente  el  de  casa- 
-,  s^gún  los  términos  literales  de  dicho  artículo;  hullándoee,  en  bu 
d,  fiaalizado  el  pleito  cnando  lus  recurrentes  solicitaron  ser  en  él 
';  y  quinto,  porqne  ratificado  bajo  juramento  en  el  eecrito,  separáL- 
de  la  apelación,  el  Administrador  judicial  del  abintf  Btato,  deman- 
-«TiMüQii^iite  del  mismo  en  el  pleito,  á  tenor  del  art.  1008  de  iü 
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citada  le^,  se  hallaba  facaltado  con  tal  carácter  para  aquel  desistimiento 
y  era  innecesario  el  peder  especial  del  Procarador  para  realisarlo,  con-^ 
forme  á  lo  prevenido  por  el  art.  846;  de  todo  lo  cnal  se  deiiva  la  impro- 
cedencia del  cnarto  motivo  del  recnrso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
cnreo  de  casación  interpuesto  por  D.  Marcial,  D.  Tomás  y  Dofia  Oatalina 
Glrbal  y  Jofra,  D.  Daniel  y  Dofia  Teresa  María  y  Joíra,  D.  Ángel,  Dofia 
Margarita  y  Dofia  Nemesia  Jofra  y  Forgas,  Dofia  María  Esteva  Girbal, 
Dofia  Catalina,  Dofia  Narcisa  y  Dofia  Bita  Anglada  y  Jofra,  D.  Rafael  y 
Dofia  Margarita  Jofra  y  Fina  y  D.  Oarmellto  Fina  y  Gtrba!,  á  qnienea 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  devuélvase  el  depósito  constituida  ad^ 
eautelam  por  no  haber  sido  necesaria  su  constitución;  y  líbrese  á  \m 
Audiencia  territorial  de  Sevilla  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
aertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  no» 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandanios  y  fírmamos.=José  de  Aldecoa.^ 
Vicente  de  Piniéss:  Antonio  Alonso  0asafia.=Pa8euBl  Domenech.— Ra- 
món Barroeta.=Federico  Monsalve.=Manuel  Femándei  Loaysa. 

Pnblicación.sslisída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Fxcmo.  Hr.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  díft 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  36  de  Septiembre  de  1906.=Rogelio  Gonsáles  Montee. 

N^um.   50.— TRIBUNAL  SUPREMO 25  da  Septiembre, 

pobllcado  el  9  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Depósito  de  mujer  casada. — 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  in« 
terpuesto  por  D.  Enrique  Sá  del  Rey  contra  el  dictado  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito- 
con  Doña  Carolina  Blanco. 
En  su  considerando  único  se  establece: 

Que  aun  cuando  el  art.  1822  de  la  ley  de  Er^'uiciamiento  eiüit 
contiene  la  disposición  general  de  que  contra  las  sentencias  que  ate» 
taren  las  Audiencias  en  los  juicios  de  jurisdicción  voluntaria  ae 
dará  el  recurso  de  casación^  este  precepto,  en  relación  con  el  del 
1690  en  su  núm.  4,^^  hay  que  entender^  según  tiene  ya  declarado  eete 
Tribunal  Supremo  y  que  se  refiere  al  caso  en  que  las  sentencias  sean 
de  tal  naturaleza  que  con  ellas  se  ponga  término  al  juicio  respeeti-^ 
vo  de  aquella  jurisdicción,  pero  no  á  aquellas  resoluciones  que  den- 
tro del  juicio  de  dicha  naturaleza  puedan  ser  vanadas  ó  modifica- 
das ó  no  afecten  á  su  continuación  ó  término: 

Que  tratándose  de  resolución  de  esta  clase,  según  el  art.  1897  de 
la  citada  ley,  es  manifiesto  que  procede  rechazarla  admisión  dr* 
recurso  contra  la  misma  interpuesto^  á  tenor  de  lo  prescrito  en  > 
número  3J^del  art.  1729. 

Resultando  que  en  diliffenclAs  promovidas  en  el  Jnigado  de  primer 
instancia  del  distrito  del  Hospital,  de  esta  corte,  por  D.  Enrique  Sá  di 
Jftey  sobre  depósito  de  su  esposa  Ddfia  Carolina  Blanco  de  la  Vega,  pe 
rf  z6n  de  tener  deducida  contra  la  misma  querella  de  adulterio,  cuyo  dr 
p6slto  fué  decretado  y  constituido  en  la  persona  de  D.  Florencio  Vegí 
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-^m  ioeptó  el  cargo,  se  promovió  incidente  por  la  Dofia  Oerolina  para 
}ftn  que  se  dejara  sin  efecto  por  la  cansa  que  alegó  el  nombramiento  de 
4l2tM>  depesitariOv  y  en  en  Ingar  se  designara  á  la  persona  qae  se  esti- 
aasa  más  idónea  para  el  desempefio  de  dicho  cargo;  y  sastanciada  esta 
nelamaelón  con  D.  Enrique  Sá  del  Rej,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
U  Aadiettcia  del  territorio,  por  auto  de  19  de  Eaero  próximo  pasado, 
Mofiriaando  con  las  costas  lo  resaelto  por  el  Jazgado,  mandó  cesar  A 
D.Fio(eBCÍo  Vega  en  el  cargo  de  depositario  de  Doña  Carolina  Blanco, 
7 cosa  logar  y  para  el  mismo  cargo  nombró  á  la  madre  de  éata  Dofia 
GrisUaa  de  la  Vega,  con  las  demás  declaraciones  y  pronanciamientos 
«ODsigaienteB: 

Rasnltando  qne  D.  Enrique  Sá  del  Rey  interpuso  recurso  de  casación 
per  iní  race  ion  de  ley,  y  opuesto  á  sn  admisión  el  Ministerio  fiscal  se 
tctje  á  la  vista  eon  las  debidas  citaciones. 

Vlito,  siendo  Ponente  ei  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 

Oenaiderando  qne,  ann  cnando  el  art.  1822  de  la  ley  de  Bnjnida- 
nisnto  civil  contiene  la  disposición  general  de  qne  contra  las  sentenciis 
<iae dictaren  las  ándienciss  en  los  jaicios  de  jarisdicción  yolontaria  fo 
dará  el  recnrso  de  casación,  ests  precepto,  en  relación  con  el  del  1690  en 
BDBÚm.  4.^,  hay  qne  entender,  según  tiene  ya  declarado  este  Tribuntl 
^premo,  qae  serenero  al  caso  en  qae  las  sentencias  sean  de  tal  natu- 
ttlssa  qae  con  ellas  se  ponga  término  al  jaicio  respectivo  de  aqnella  ju« 
Micción,  pero  no  á  aquellas  resoinclones  qne  dentro  del  jnicie  de  dicha 
utaralesa  puedan  ser  variadas  ó  modídcadas  ó  no  afecten  á  su  continoa- 
d^  ó  término;  y  como  la  resoinción  contra  la  qne  recnrre  la  representa- 
rán de  D.  Enrique  Sá  del  Bey  no  tiene  ei  carácter  de  definitiva,  dado  ^1 
teraünante  precepto  del  art.  1897  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es 
naaifiesto  que  procede  rechazar  la-  admisión  del  recurso  á  tenor  de  lo 
freserito  en  el  núm.  8.^  del  art.  1729  de  la  expresada  ley; 

Na  ha  lugar  á  la  admisión  del  recnrso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  J>.  Enrique  Sá  del  Rey,  á  quien  se  condena  al  pa^o 
de  las  costea;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  corres 
yeodiente,  eon  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  pub.í- 
^nese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  ló  de  Septiembre  de  1906.=sJosé  de  Aldecoa.=Antonio  Alonso 
CaUia.=Vlcente  de  Plnié8.=Pascual  Domenech.=Ramon  Bdrroeta.== 
Fsdsrico  MonBalve.==Camilo  María  Gallón.=Ljcenciado  Jorge    Mar-* 
tíasi. 

Mum.  61  —TRIBUNAL  SUPREMO.-* 26  de  Septiembre, 
pnblloada  el  10  de  Octubre. 

OoiiPETfiNciA. — Cumplimiento  de  convento.  —  Sentencia  decidiendo 
en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salva- 
dor, de  Granada,  la  sostenida  con  el  de  igaal  clase  de  Cartage- 
"     acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  don 

ijuln  Bonell  contra  la  Sociedad  Villaespesa  Hermanos. 

lu  CONSIDERANDO  ÚQÍC0  SO  establecei 

.  ti  aun  cuando  derivada  del  convenio  aprobado  en  autos  so- 

<  napenMión  de  pagos,  no  en  asios ,  ni  como  incidencia  de  lo  en 
^  acordado,  sino  en  juicio  separado,  y  reclamando  á  la  ves  da-- 
i      \perjmeíos,  reclama,  por  acción  personal,  el  deudor  al  aeree- 

<  ^^"npUnUento  de  lo  eonvenido,  hay  que  atenerse,  para  deter- 
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Tninar  la  competencia,  á  la  regla  /.•  del  ari.  62  de  la  leyproeetal,  et^ 
relación  con  el  art,  Í172  del  Código  civil. 

En  Ift  Tilla  7  corte  de  Madrid,  á  26  de  Septiembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  inhibitoria  propneeta  por  el 
Jnes  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador,  de  Granada,  al  úm 
ignal  clase  de  Cartagena,  en  el  conocimiento  del  Jnicio  declarativo  d* 
menor  cuantía  incoado  ante  el  último  por  D.  Joaquín  Bonell  Martines,, 
comerciante,  vecino  de  Cartagena,  contra  la  Sociedad  ViUaeepesa  Her- 
manos, del  comercio  de  Granada,  sobre  cumplimiento  de  convenio  y 
otros  extremos;  no  habiendo  comparecido  las  partes  ante  este  Tribunal 
Hopremo. 

Resultando  que  en  80  de  Abril  último  D.  Joaquín  Bonell  Martines» 
vecino  de  Cartagena,  ejercitando  la  acción  personal,  dedujo  en  el  Juaga- 
do de  primera  instancia  de  dicho  punto  demanda  en  juicio  declarative 
de  menor  cuantía  contra  la  Sociedad  Villaespesa  Hermanos,  del  comer- 
cio de  Granada,  alegando:  que  en  13  de  Julio  de  1905  promovió  ante  el 
Juzp;ado  á  que  se  dirigía  expediente  de  suspensión  de  pagos,  acom  pa- 
rlando á  su  solicitud  la  proposición  de  convenio  y  la  relación  nominal  d* 
tüB  acreedores,  entre  los  que  figuraba  la  Sociedad  demandada  por  610  pe- 
setas 94  céntimos;  que  en  providencia  de  32  de  Agosto  de  1906  el  Juaga- 
do sefialó  para  la  celebración  de  la  Junta  el  29  de  Diciembre  del  mlsme 
afio,  acordando,  además,  la  citación  de  todos  ios  acreedores;  y  librado 
exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granada,  en  17  de  Noviem- 
bre de  1906  se  practicó  la  citación  de  la  Sociedad  Villaespesa  Hermano» 
en  la  persona  de  su  gerente  D.  Diego  Villaespesa  Rodrigues,  á  quien  se 
leyó  íntegramente  el  exhorto  en  cuestión,  y  se  le  citó  en  forma  legal 
para  que  el  día  29  de  Diciembre  compareciese  en  la  Sala  Audiencia  del 
Juagado  de  primera  instancia  de  Cartagena,  donde  debía  celebrarse  la 
Junta  de  acreedores  acordada;  que  la  Sociedad  Villaespesa  Hermanos  ha- 
bía hecho  uso  del  título  justificativo  de  su  crédito,  y  entablado  ejecu- 
ción contra  él  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cam- 
pillo, de  Granada,  en  cuyo  procedimiento  habían  embargado  bienes  da 
la  pertenencia  del  actor,  y  que  eran  parte  del  activo  que  figuraba  en  la 
relación  que  acompañó  al  solicitar  la  suspensión  de  pagos;  que  á  esa  eje* 
cnción  se  había  opuesto,  sin  que  prosperasen  las  excepciones  utilizadas 
y  sin  que  tampoco  pudiera  interesar  la  suspensión  del  procedimiente, 
putorizada  por  el  art.  11S6  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  ha- 
ber llegado  aquélla  á  la  vía  de  apremio;  que  en  ese  estado  uno  y  otr#. 
procedimiento^  llegó  el  29  de  Diciembre  de  1906,  y,  celebrada  la  Junta, 
ee  aceptó  por  unanimidad  de  los  concurrentes  la  proposición  de  conve- 
nio, que  quedó  aprobado,  adquiriendo  el  carácter  de  firme  y  obligatorio 
para  todos  los  acreedores  citados,  hubiesen  ó  no  concurrido  á  la  Junta; 
que  el  convenio  aprobado  se  hizo  saber  á  la  Sociedad  demandada  en  8  do 
Abril  próximo  pasado,  según  resultaba  del  exhorto  que  se  dirigió  al 
Juez  decano  de  Granada,  no  obstante  lo  que  aquélla  seguía  el  procedi- 
miento de  apremio,  en  estado  hoy  de  justiprecio,  y  como  quiera  que  el 
continuar  las  diligencias  de  apremio  era  contrario  al  concepto  jurídi( 
que  tiene  todo  convenio  celebrado  en  Junta  de  acreedores  y  sanciona' 
con  la  intervención  judicial,  se  veía  obligado  á  interponer  esta  demanw 
para  que  se  obligase  á  la  Sociedad  demandada,  citada  en  forma  para 
Junta,  y  á  quien  se  notificó  el  acuerdo  tomado  en  ello,  á  estar  y  paei. 
por  lo  convenido,  cesando  la  continuación  del  procedimiento  de  apn 
mió;  y  citando  los  arts.  1186,  1189  y  1148  de  la  ley  de  Enjuiciara ient 
civil,  suplicó  que,  previa  citación  y  emplazamiento  á  la  Sociedad  Villi 
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«i|Wia  Hermanee  por  medio  de  exhotto  al  Jaea  decano  de  los  de  prime* 
nklBftancia  de  Granada  y  demás  trámites  legales,  se  dictase  sentencia, 
didarande:  qne  el  convenio  jadicialmente  aprobado  por  auto  de  16  de 
iMre  de  1906,  como  consecuencia  de  la  Junta  de  acreedores  celebrada 
fo  19  de  Diciembre  de  1906,  era  firme  y  obligatorio  para  todos  los  acree- 
dores qoe  íaeron  citados  en  debida  y  legal  forma,  y  estando  comprendi- 
da en  elioe  la  Sociedad  YlllaeepeBa  Hermanos,  qne  lo  fué  personalmen- 
ti,SBtaba  oblig&da  á  cnmplir  y  respetar  la  proposición  por  él  presenta- 
da; qae  era  improcedente  é  irregular  continuar  el'  procedimiento  ejeou- 
ttvo  referido»  yaen'la  vía  de  apremio,  con  inobservancia  absoluta  del 
convenio  celebrado;  y  en  sn  consecuencia,  se  condenase  á  la  Sociedad 
demandada  á  eatar  y  pasar  por  el  acuerdo  adoptado  en  la  Junta  de  29  de 
IMeiembre  de  1906,  á  qne  se  le  abonase  los  dafios  y  perjuicios  que  por  su 
eolpa  se  le  habían  irrogado,  ocasionándole  costas  indebidae,  y  á  qne  se 
abstuviera  de  continuar  el  procedimiento  de  apremio  mienlms  tuviera 
ectotencla  legal  el  convenio,  con  las  costas;  y  por  otrosí  pidió  se  orde-> 
■ase  la  snepeneión  del  procedimiento  de  apremio  referido  basta  tanto 
«tovieee  reeneita  de  manera  definitiva  la  cuestión  planteada  en  este  li- 
tigio, para  lo  que  se  ofició  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del 
GampiUo,  de  Granada,  quien  por  auto  de  17  de  Mayo  último  declaró  no 
kaber  logar  *  decretar  tal  suspensión  : 

Beenltando  que  citada  la  Sociedad  Villaespesa  Hermanos  por  medie 
ds  exhorto  qne  ee  dirigió  al  Jues  decano  de  los  de  primera  instancia  de 
Granada,  presentó  escrito,  que  fué  repartido  al  del  distrito  del  Salvador, 
pfomovieniio  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  y  alegando  en  sn 
ifoyo:  qne  D.  Joaquín  Bsnell  no  tenía  documento  alguno  que  sirviera 
de  fundamento  á  su  derecho  por  el  que  constare  que  la  Sociedad  de- 
aasdada  había  denunciado  su  domicilio,  diciendo  eóio  en  su  demanda 
9M  se  trataba  de  acción  personal,  oúmero  1.^  del  art.  63  de  la  ley  de 
bjnicimiento  civil,  ein  alegar  razón  alguna  más  que  la  de  que  por  vir- 
tad  de  la  ejecnción  que  contra  él  se  seguía,  tramitada  y  ejecutoriada  en 
el  sentido  de  eetar  bien  entablada,  se  le  habían  causado  perjuicios  de 
les  coalee  él  mismo  era  responsable  por  no  haber  cumplido  sus  obliga- 
dmea,  como  debió,  no  podiendo  entablar  reclamación  alguna  contra  la 
Bsdedad  demandada,  pues  ésta  obraba  en  virtud  de  una  sentencia  firme 
9ie  mandaba  seguir  adelántela  ejecución;  que  no  alegando  D.  Joaquín 
BoBell  nada  qne  jastificare  su  derecho  á  obligarla  á  litigar  fuera  de  sn 
demicilio,  creía  qne  el  Juez  de  Cartagena  no  era  competente  para  en- 
tender en  el  asunto  en  cuestión,  pues  correspondía  su  conocimiento  al 
Juagado  á  qne  ae  dirigía  por  ser  el  del  domicilio  del  demandado,  citan- 
de  al  efecto  lae  reglas  1.*  de  los  artículos  63  y  68  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  el  párrafo  3-®  del  66  de  la  misma;  y  emitido  dictamen 
par  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del 
oalvador,  de  Granada,  dictó  auto  inhibitorio,  de  acuerdo  con  el  mismo, 
el  18  de  Mayo  último,  fundándose  en  Ronsideraciones  análogas  á  las  ez- 
F«eatae  por  la  Sociedad  VillaespesM  Hermanos  al  promover  la  compe- 
i  y  además  en  el  precepto  del  art.  1171  del  Código  civil: 
Beenltando  qne  recibido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Car- 
ena el  oficie  inhibitorio  con  el  testimonio  correspondiente,  lo  impng- 
D.  Joaquín  Bonell,  alegando:  que  la  cuestión  planteada  en  la  deman- 
ara  nna  conseenencia  lógica  del  estado  de  derecho  creado  por  el 
?enio  qne  poso  término  al  expediente  de  suspensién  de  pagos,  ya 
ae  contraía  á  exigir  el  estricto  cumplimiento  del  mismo,  cuya  ob 
"vaneia  era  imperativa  para  todos  sns  acreedores,  conforme  á  las  dis- 
ileienea  de  la  ley  procesal  citadas  en  la  demanda;  qne  para  conocer 
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de  las  dOB  peticiciones  en  ésta  íormnladas,  ó  sea  la  de  que  ia  Sociedad 
demandada  estnTleee  ó  pasase  por  el  aonerdo  de  la  junta  de  aoreedorea 
y  que  se  saspendlera  el  procedimiento  de  apremio  era  competente  el  Jna» 
gado  de  Cartagena;  qae  el  cumplimiento  del  convenio  revestía  por  ana- 
logía el  carácter  de  ejecnclón  de  nna  sentencia  firme»  y,  en  su  oonse- 
cnencla,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  919  de  la  ley  procesal, 
dicho  Jnsgado  era  el  competente  para  conocer  de  las  cuestiones  snrgi* 
das  con  motivo  del  Incumplimiento  de  aquél,  además  de  que,  y  sin  re- 
conocer ese  carácter,  habiendo  conocido  el  Joes  de  Cartagena  de  la  sns- 
Bospenslón  de  pagos  y  siendo  el  litigio  actual  deducción  de  incnmpll- 
miento  del  convenio  que  le  puso  término,  era  obvio  que  de  él  debtora 
entender  el  Juzgado  que  conoció  de  lo  principal;  y  que  la  suspenslóii 
del  procedimiento  de  apremio  en  el  juicio  ejecutivo  sólo  podía  decre- 
tarla, según  el  art.  1186  de  la  ley  de  £DJuiciamieoto  civil,  el  Jues  que 
conociera  de  la  quita  y  espera  y  desde  luego  de  ia  suspensión  de  pagos^ 
siendo,  por  tanto,  evidente  que  ante  el  referido  Jnsgado  exclusivamente 
podía  ventilarse  cualquier  cuestión  que,  relacionada  con  ia  paraüsactón 
del  procedimiento  de  apremio,  pudiera  suscitarse;  y  en  7  de  Junio  últi- 
mo, y  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Ministerio  fiscal,  el  Jn*es  de  pri- 
mera instancia  de  Cartagena  dictó  auto  rechazando  el  requerimiento  In- 
hltorio  y  sosteniendo  su  competencia  para  seguir  conociendo  del  asunte: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  Instancia  del  distrito  del  Salva- 
dor, de  Granada,  insistió  en  so  competencia,  lo  que  comunicó  al  reque- 
rido; y  en  su  virtud,  elevaron  ambos,  con  emplazamiento  de  las  partes, 
las  actiíaclones  á  este  Tribunal  Supremo,  y  se  sustanció  la  competenoia 
con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  entablada  demanda  de  menor  cuantía  por  el  deii- 
dor  D.  Joaquín  Bonell  Martínez  contra  la  Saciedad  Villaespesa  Herma- 
nos, independientemente  de  los  ant04  sobre  suspensión  de  pagos  y  ejer- 
citando la  acción  personal  contra  ia  Sociedad  demandada,  aunque  dicha 
acción  se  deriva  del  convenio  aprobado  en  aquélla,  como  quiera  que  la 
pretensión  no  se  hace  en  dichos  autos  y  como  incidencia  de  ejecución  de 
lo  acordado  en  el  mismo,  sino  en  juicio  separado  y  reclamando  á  la  vea 
dafios  y  perjuicios,  hay  que  atenerse  á  lo  prescrito  en  la  regla  1.*  del  ar» 
tÍGUlo  02  de  la  ley  procesal,  en  relación  con  el  1172  del  Código  civil, 
para  determinar  la  competencia  del  Jrzgado  que  ha  de  conocer  de  la  de- 
manda, toda  vez  que  está  reconocido  el  domicilio  de  la  Sociedad  en  Gra- 
nada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimieale 
de  la  presente  demanda  corresponde  al  Jues  de  primera  Instancia  del 
distrito  del  Salvador,  de  la  ciudad  de  Granada,  al  que  se  remitan  todae 
las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Cartar- 
gena,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partee  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  den- 
tro de  los  diez  díae  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  en  la  ColbccióK 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronnncla- 
mos,  mandamos  y  fírmamos.=José  de  Aldecoa.=Francisco  Toda.= Vi- 
cente de  PlniéB.=:Antonio  Alonso  Casafia.=Federleo  Monsalve. 

Pnblicaclón.=Leída  y  publicada  f  ué  ia  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
rando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de  hey, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma.  ^ 

Madrid  26  de  Septiembre  de  1906.=:Licenclado  Jorge  Martines. 


Digitized  by  LjOOQ IC 


StPTlSMBBS  DE   1906  3lT 


Kum.  5Sd.-6RACIA  Y  JUSTiCtA.^27  út  Sepllenbro» 
piblloada  et  9  da  Ootubre. 

BBBOLUcróN  DB  LA  DmECcióN  GENERAL  DE  LOS  REGISTROS  Confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Oriente, 
de  Barcelona,  á  inscribir  una  certificación  de  nulidad  de  re- 
deDción  de  recurso. 
Sn  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecs: 

Que  $on  prineipioa  fundamentales  en  materia  hipotecaria,  eon- 
Mgiiadoe  en  loe  arte.  20  y  82  de  la  ley  y  20  del  reglamento^  que  debe 
denegarse  la  ineeripeión  de  los  inmuebles  ó  dereekos  reales  transfe- 
ridos 6  gravados  por  personas  distintas  de  las  que  tienen  inscrito  á 
tu  favor  el  dominio^  y  aue  para  cancelar  las  inscripciones  ó  anota- 
ciones hechas  en  oirtua  de  escritura  pública  se  necesita  una  prooi 
denáa  ejecutoria^  ó  el  consentimiento  de  la  persona  á  cuyo  favor 
estudera  hecha  aquéka  ó  de  sus  causahabíentes  ó  representantes 
legítimos: 

Que  aun  cuando  es  eoidentel  la  facultad  de  la  Administración 
para  anular  gubernativamente  la  redención  de  un  censo  efectuada 
por  la  misma^  también  lo  es  que  aquélla  no  puede  perjudicar  á  ter-^ 
teros  que  no  hayan  sido  parte  en  el  expediente  en  que  tal  nulidad 
se  \aya  declarado^  si  tienen  garantidos  sus  derechos  por  la  inscrip- 
ción  de  los  mismos  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Que  la  mera  notificación  del  acuerdo  de  nulidad  hecha  ¿t  poste- 
ríeri,  ó  sea  después  de  terminado  el  procedimiento^  al  dueño  del  in- 
mueble inscrito  y  gravado  con  el  censo  declarado  nulo,  no  puede 
csneeptuarse  bastante  para  suplir  su  Jaita  de  citación  'y  su  const- 
guíente  derecho  á  intervenir  en  las  diUgeneias,  alegar  lo  que  tenga 
for  conveniente  é  interponer  los  correspondientes  recursos ,  á  no 
ser  que  en  Jorma  auténtica  manifieste  su  conformidad  con  el  men^- 
clonado  acuerdo  y  con  la  cancelación  del  asiento  de  redención  á  que 
el  miemo  se  reitere. 

limo.  8r.:  En  el  reoorso  gobernativo  promovido  por  el  Abogado  del 
Brtade  de  Barcelona  contra  la  negativa  del  Begistrador  de  la  propiedad 
de  Oriente  de  la  misma  capital  á  inscribir  ana  certificación  de  nulidad 
de  redención  de  nn  censo,  pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apela- 
ción del  reenrrente: 

Resultando  qne  la  Administración  de  propiedades  y  derechos  del  Es- 

Mo  de  Barcelona  expidió  ana  certificación  con  fecha  80  de  Septiembre 

de  1902,  acreditativa  de  los  extremos  siguientes:  que  por  Real  orden  de 

19  de  Febrero  de  1892  el  Minieterio  de  Hacienda  declaró  exceptuados  de 

^ta  los  bienes  afectos  al  beneficio  familiar  fundado  por  D.  Antonio 

laten  la  parroquia  de  Banta  María  del  Mar,  de  Barcelona,  sin  perjui- 

ds  la  conmutación  dispuesta  por  el  convenio  de  24  de  Julio  de  1867, 

Isseatimó  la  nnlidad  de  la  redención  solicitada,  sin  perjuicio  también 

derecho  del  interesado  para  reclamarla  en  la  forma  procedente;  que 

rribunal  gnbernative  Central,  en  sección  de  Propiedades,  y  en  sesión 

tS  de  Jallo  de  1902,  accediendo  á  lo  solicitado,  anuló  en  todas  sos 

iseeuenciae  legales  la  redención  que  en  1870  había  obtenido  del  Es- 

o  D.  Pablo  Gamprnbí  de  un  censo  perteneciente  al  beneficio  antes  ci- 

e,  importante  234  pesetas  y  67  céntimos  anaales,  Impuesto  sobre  la 
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caea  núm.  21  de  la  calle  de  la  Magdalena,  de  Barcelona,  j  qae  la  certi- 
ficación se  expedía  á  instancia  del  Administrador  del  beneficio  para  sur- 
tir sns  electos  eti  el  Keglstio  de  la  propiedad: 

Beenltando  qne  presentada  dicha  certificación  en  el  Registro  de  la 
propiedad  de  Oriente  de  Barcelona,  paso  el  Registrador  la  signiente 
nota:  < Denegada  la  cancelación  de  la  redención  del  censo  cuya  nulidad 
ee  declara  en  el  acuerdo  transcrito  en  la  precedente  certificación,  por- 
que,  resultando  inscrita  la  finca  á  que  dicho  censo  se  refiere  á  favor  de 
D.  Pablo  Marqués  j  Pía  por  título  de  venta  que  le  hlao  D.  Pablo  Gam- 
prubí,  mediante  escritura  antorisada  por  el  Notario  D.  José  Falp  á  16  d» 
Mayo  de  1876,  y  el  qae  no  ha  sido  citado  en  el  expediente  de  reclama- 
ción de  nulidad  de  la  redención  hecha  del  censo  de  que  se  trata,  tal  can- 
celación de  la  expresada  nulidad  de  la  redención  implica  la  imposioióa 
de  un  gravamen  sobre  dicha  finca  per  un  título  anterior  al  inscrito,  lo 
cual  no  ee  estima  procedente,  con  arreglo  á  los  preceptos  de  los  arts.  17 
y  20  de  la  ley  Hipotecaria»: 

Resultando  que  la  misma  Administración  de  Propiedades  y  Derecho» 
del  Estado  de  Barcelona,  como  ampliación  de  la  relacionada  de  SO  de 
Septiembre,  expidió  Otra  certificación  con  fecha  16  de  Febrero  de  1908» 
haciendo  constar  que  de  conformidad  á  lo  preceptuado  en  el  art.  186  y 
concordantes  del  reglamento  provisional  orgánico  de  6  de  Marso  de  1908, 
^n  14  de  Agesto  anterior  fué  notificado  á  D.  Pablo  Marqués  el  acnerde 
de  la  nulidüd  de  la  redención,  y  que  el  mismo  no  ha  interpuesto  recurso 
alguno  contra  dicho  acuerdo,  por  lo  que  es  firme  en  la  vía  gubernativ» 
y  en  la  contencioso  administrativa: 

Resultando  que  al  presentarse  esta  última  certificación  puso  el  Re- 
gistrador la  nota  sigaiente  á  continuación  de  la  primitiva:  cPresentado 
nuevamente  este  documento  con  una  certificación  de  la  Administracióm 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  acreditando  tan  sólo  que  foé  no- 
tificado á  D.  Pablo  Marqués  el  acuerdo  del  Tribunal  gubernativo  Gen* 
tral  transcrito  en  el  mismo,  se  confirma  la  calificación  contenida  en  esta 
oficina  de  fecha  2  de  Diciembre  de  1902,  porque  no  justificándose  que 
ha  sido  parte  en  el  expediente  de  excepción  qne  motivó  el  dicho  acuerdo 
el  referido  D.  Pablo  Marqués,  qne  tiene  inscrita  la  finca  como  Ubre  del 
censo  cuya  nulidad  de  sa  redención  y  subsistencia  correspondiente  ao 
decreta,  no  cabe  gravar  ni  por  tanto  cancelar  en  parte  su  derecho  sin  ser 
demandado  en  forma,  conforme  con  la  doctrina  del  art.  88  de  la  ley  Hi- 
potecaria, párrafo  último,  y  los  preceptos  de  los  arte.  17  y  20  de  la  mis- 
ma y  jorisprudencia  de  la  Dirección  general»: 

Resaltando  que  el  Abogado  del  Estado,  en  cumplimiento  de  lo  man- 
dado por  Real  orden  de  11  de  Julio  de  1904,  interpuso  este  recurso  pi- 
diendo se  declarase  que  procede  inscribir  la  cancelación  del  asiento  do 
redención  del  censo  referido,  alegando  al  efecto:  que  no  se  trata  de  ins- 
cribir un  título  anterior  al  inscrito,  que  es  lo  que  prohilM  el  art.  17  de 
la  ley  Hipotecaria,  sino  de  restituir  en  todos  sns  efectos  uno  que  quedé 
cancelado,  á  lo  que  no  puede  oponerse  el  hecho  de  la  inscripción,  porque 
ésta  no  convalida  los  actos  ó  contratos  nulos,  según  dispone  el  88  de  la 
eitada  ley;  que  ninguna  ley  puede  coartar  las  facultades  de  la  Adminis- 
tración activa  para  declarar  la  valides  ó  nulidad  en  incidencias  que  so 
promuevan  al  aplicar  las  leyes  desamortisadoras,  según  el  art.  16  de  la 
ley  de  26  de  Junio  de  1870  y  los  Reales  decretos  sentencias  de  8  de  Fe- 
brero de  1882  y  10  de  Marso  de  1884,  y  que  no  es  aplicable  al  caso  el  ar- 
tículo 88  de  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  sosteniendo 
au  calificación  por  ios  fundamentos  de  la  misma  y  afiadiendo,  que,  ao* 
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fdn  el  art.  S4  de  la  ley  Hipotecaria,  no  alcanaaii  á  loe  terceros  loe  ef ec- 
tea  de  la  nulidad  cnando  en  canea  no  coneta  en  el  Regietro,  y  qne  la  de- 
aegaeiénno  sapone  qne  la  Administración  activa  carezca  de  íacnltadee: 

Besnltando  qne  el  Jaea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Insti» 
tnfto  confirmó  la  calificación  del  Registrador,  por  estimar:  qne  es  axioma 
de  derecho  qne  nadie  pnede  ser  vencido  en  jnicio  sin  ser  previamente 
r  ido;  que  para  tener  por  cnpaplido  ese  principio  no  es  suficiente  la  sim- 
ple notificación  del  acnerdo  referente  á  la  anulación  de  la  redención  á 
1).  Pablo  Marqués,  y  qne  de  accederse  al  recurso  se  contravendrá  ai  pre- 
cepto del  art.  17  de  la  ley  Hipotecaria,  qne  tiene  que  cumplir  el  Regis- 
trador, no  obstante  iae  facnltadee  de  la  Administración  activa: 

Beenltando  qne  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Jmgado,  aceptando  ene  fnndametatos. 

Vistos  loe  arte.  17,  20,  28,  24,  84  y  82  de  la  ley  Hipotecaria;  20  y  67 
del  reglamento  para  su  ejecnoión,  y  la  resolución  de  este  Centro  de  9  de 
Mane  último: 

Considerando  qne  son  principios  fnndainentales  en  materia  hipóte- 
taria,  consignados  en  los  arts.  20  y  82  de  la  ley  y  20  del  reglamento, 
qne  debe  denegarse  la  inscripción  de  los  inmnebJes  ó  derechos  re&ks 
traasferidos  ó  gravados  por  personas  distintes  de  las  qne  tienen  inscrito 
á  80  favor  el  dominio,  y  que  para  cancelar  las  inscripciones  ó  anotacio- 
aee  hechas  en  virtnd  de  escritura  publicase  necesita  nu  a  providencia 
t^jecntoria,  ó  el  consentimiento  de  la  persona  á  cuyo  favor  estuviera  he- 
cha aquélla  ó  de  sus  cansahabientee  ó  reprer-entantes  legítimos: 

Gonsiderando  qne  aun  cuando  es  evidente  la  facultad  de  la  Admi- 
nistración para  anular  gubernativamente  la  redención  de  un  censo  efec- 
toada  por  la  misma,  también  lo  es  que  aquélla  no  puede  perjudicar  á 
teroeroe  qne  no  hayan  sido  parte  en  el  expediente  en  que  tal  nulidad  se 
haya  declarado,  si  tienen  garantidos  sus  derechos  por  la  inscripción  de 
lee  miemos  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Coneiderando  que  hallándose  inecrito  el  inmueble  á  qne  afecta  el 
esBse,  enya  nulidad  de  redención  pretende  inscribirse,  á  nombre  de  don 
Pablo  BAarqués  y  Pía,  por  haberlo  adquirido  de  su  anteiior  duefio  don 
Pablo  Oamprnbí,  é  implicando  el  acuerdo  de  nulidad  de  Ja  redención  de^ 
aquel  gravamen  la  nueva  imposición  de  éste,  á  peear  de  estar  ya  eztin- 
goido  en  el  Registro,  y  habiéndose  dictado  el  acuerdo  de  qne  ee  trata  sin 
haberes  citado  oportunamente,  ni  expresado  su  consentimiento  la  per- 
lena  qne  adquirió  la  finca  y  qne  la  tiene  inscrita  á  su  nombre  en  con- 
cepto de  libre  de  dicha  carga,  es  procedente  la  negativa  del  Registrador 
basada  en  los  citados  preceptos  legales: 

Considerando  qne  la  mera  notificación  del  acuerdo  de  nulidad  hecha 
ápoéieriori,  ó  sea  después  de  terminado  el  procedimiento,  al  nombrado 
D.  Pablo  Marqnée,  no  pnede  conceptuarse  bastante  para  supür  su  falta 
de  citación  y  en  consiguiente  derecho  á  intervenir  en  las  diligencias, 
alegar  lo  qne  tuviera  por  conveniente  é  interponer  los  correspondientes 
recursos,  á  no  ser  qne  en  forma  auténtica  manifieste  su  conformidad  al 
^loeionado  acuerdo  y  á  la  cancelación  del  asiento  de  ledención  á  que 

mismo  se  refiere; 

Eeta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada. 
Lo  que,. con  devolnción  del  expediente  original,   comunico  á  V.  I.  á 

I  efectué  coneign lentes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  27  de 
Sembré  de  1906.^E1  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  Serna.ss 
Preeidente  de  la  Andiencia  de  Barcelona. 
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i^um.  68.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 29  de  Septiembre, 
pibiteade  el  9  de  Octubre  de  1907. 

Oasación  por  infracción  de  LitY.—Pago  de  ptfíeíoe.— Auto  decía* 
rando  no  haber  lugar  ¿í  la  admisión^  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Ramón  Isidro  Merino  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  Doña  Asunción  Castilla  y  otro. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  sc  cstablece: 

Que  es  inadmisible  el  recurso  de  easaeión  referente  á  cuestiona 
no  debatidas  en  el  pleito,  como  comprendido  en  el  núm,  5P  del  ar^ 
tieulo  1729  de  la  ley  procesal. 

Besn liando  qne  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  eoRoido  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina,  de  eeta  corte,  por  D.  Bamón 
Isidro  Merino,  por  sí  y  como  heredero  y  albacea  de  D.  Manuel  Merino 
Cordobés,  contra  los  esposos  Dofia  Asunción  Oastilla  y  D.  Pedro  del 
Portillo  sobre  pago  de  pesetas,  importe  de  pensiones  de  un  legado,  pro- 
nunció dicho  Juzgado  en  27  de  Maye  1905  sentencia  declarando  no  haber 
lugar  á  la  demanda  del  actor  D.  Bamón  Isidro,  y  absolviendo,  en  en 
consecuencia,  á  los  cónyuges  demandados,  cuyo  fallo  confirmó  en  grado 
de  apelación  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  en 
otra  sentencia  de  24  de  Eneró  último: 

Besnitando  que  D.  Bamón  Isidro  Merino  ha  interpuesto  recurso  do 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  nueve  motivos,  alegando  en 
el  último  la  infracción  del  art.  1S88  del  Oódigo  civil,  según  el  cual  oi 
marido  no  puede,  sin  consentimiento  é  intervención  de  la  mujer,  litigar 
sobre  las  parafernales  de  ésta,  en  el  sentido  de  que  nábiendo  sido  oegni- 
do  el  presente  pleito  por  el  marido,  representado  por  nu  Procurador  qne 
no  tiene  poder  de  la  mujer,  es  nulo  y  no  ha  podido  dar  origen  á  una  sen- 
tencia eficaz: 

•  Beanltando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  reonnio 
en  lo  tocante  al  expresado  motivo  noveno,  se  han  traído  estos  autos  á  la 
vista,  por  lo  que  al  mismo  se  refiere,  de  conformidad  con  lo  prevenido 
en  el  caso  2.^  del  art.  1725  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Bula  Gareía  do 
Hita: 

Oonsiderando  que  la  ley  citada  como  infringida  en  el  noveno  do  loo 
motivos  del  recurso,  ó  sea  al  art.  1888  del  Oódigo  civil,  se  refiero  á  nna 
cuestión  que  no  ha  sido  debatida  en  el  pleito,  porque  el  recurrente,  en  el 
período  de  la  discusión  escrita,  no  ha  negado  la  acción  que  asistía  ádon 
Pedro  Portillo  para  oponerse  á  la  demanda,  por  dirigirse  contra  los  bie- 
nes que  su  mujer  Dofia  Asunción  Oastilla  había  aportado  al  matrimonio 
en  concepto  de  parafernales,  ni  en  su  escrito  de  réplica  ha  enumerado 
concreta  y  definitivamente  esta  prueba  de  derecho,  según  dispone  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  en  su  art.  648,  para  que  pudiera  ser  resuelto  on 
en  el  fallo;  y  en  su  consecuencia,  la  referida  infracción  se  halla  com* 
prendida  en  el  núm.  6.^  del  art.  1729  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento 
civil ; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  por  Infracción  do  loj 
Interpuesto  por  D.  Bamón  Isidro  Merino,  por  sí  y  como  heredero  y  alba- 
eea  de  D.  Manuel  Merino  Cordobés,  en  cuanto  al  noveno  de  los  motlYoa 
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tkgfáOB  en  apoyo  del  mismo;  se  admite  en  oaasto  á  los  demás  dicho  re- 
eme;  pnblíqoeee  este  auto  según  previene  la  ley,  y  expedidas  qae  sean 
i  tal  efeelo  iaa  eopias  necesarias,  dése  oaenta. 

Madrid  S9  de  Septiembre  de  1906.=José  de  Aldecoa.=:Francisco  Toda. 
Viséate  de  Piniés.— Antonio  Alonso  G8safia.=Federico  MoDsalve.=Ca- 
mile  Haría  Gollón.s=Edaardo  Bnia  García  Hita.^Ante  mí,  Marcelino 
Fan  Bomas. 


Küm.  64.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 29  do  Septiembre, 
pibticada  el  9  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  ley.— De/tfiíaa  por  po6re. —Sentencia 
declarando  do  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Custodio  Soriano  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  Compañía  de  los 
ferrocarriles  de  Madrid  A  Zaragoza  y  Alicante. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Qae  para  definir  el  eoneepto  legal  de  lo  que  por  eontribueión  ee 
entiende,  hay  que  tener  presente  lo  estableeido  por  las  leyes  y  regla- 
wmUos  que  á  su  ereaetón  y  exacción  se  refieren: 

Que  según  el  art,  5.^  del  reglamento  de  21  de  Septiembre  de  1901^ 
para  la  impoéieión^  administración  y  eobransa  de  la  contribución  in- 
iustrialt  se  forma  ésta  para  cada  contribuyente  con  la  cuota  ñja 
pura  el  Tesoro^  el  recargo  que  los  Ayuntamientos  acuerden  estable- 
cer para  las  atenciones  de  sus  presupuestos  en  la  extensión  y  medida 
que  se  expresa  y  del  6  por  100  de  ta  total  suma  que  formen  la  cuota 
para  el  Tesoro  y  el  recargo^  para  cubrir ^  entre  otros,  los  gastos  que 
importe  la  formación  de  la  matricula,  sin  que  sea  licito  descompo- 
ner estas  partidas  para  deducir  de  ello  la  infracción  del  núm.  4.^ 
del  art.  25  de  la  ley  procesal  por  la  sentencia  denegatoria  del  bene- 
ficio de  pobreta. 

Sn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Septiembre  de  1906,  en  el  in» 
eidente  segnide  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  deCazalla  de  la  Sie- 
rra y  en  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  por  don 
Oastodie  Soriano  Villalobos,  Secretario  del  Juagado  municipal  de  Goa- 
dakaaal  y  vecino  de  dicha  villa,  contra  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles 
de  Madrid  á  Zaragoaa  y  Alicante,  sobre  pobreaa  del  actor;  pendiente  ante 
HÓB  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  el  Proenrador  D.  Manuel  Martín  Vefia  y  Bañero,  b»  jo  la  dirección 
de  loe  Letrados  D.  Pedro  Domingo  y  Kute  y  D.  Mariano  García  Oalde- 
rteféeteen  el  acto  de  la  vista,  á  nombre  de  D.  Oustodio  Suriano;  estan- 
do representada  la  parte  recurrida  por  el  Procurador  D.  Luis  García  Or« 
tega  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Juan  de  la  Cámara,  y  siendo  parte  el 
rfaegado  del  Estado: 

Resultando  que  en  autos  sobre  interdicto  de  recobrar,  promovidos  en 
1  Jugado  de  primera  instancia  de  Casalla  de  la  Sierra  por  la  Compa- 
ia  de  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoaa  y  Alicante  contra  D.  Manuel 
todi4:iies  Oals  y  D.  Custodio  Soriano  Villalobos,  formuló  éste  demac- 
!a  iaeidental  de  pobreza,  exponiendo  que  era  natural  de  Alanís  y  vecino 
laciamáe  de  cinco  afios  de  la  villa  de  Gnadalcanal,  donde  habitaba  la 
asa  núm.  13  de  la  calle  Gran  Maestre,  sin  pagar  merced  por  ser  hues- 
lá  ds  una  liermana  snya  que  era  la  inqniiina  de  la  casa,  y  que  era  sol- 
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tero  y  sns  medie»  de  enheietenela  no  llegaban  á  prodnolrle  ^1  doble  Jor- 
nal de  nn  bracero  y  eran  eventaalieimolB,  careciendo  de  toda  claae  de 
bienes,  por  lo  que  no  pagaba  contribnción;  é  Invocando  como  íandamen- 
toa  de  derecho  los  arta.  18, 14  y  16  de  la  ley  de  Bojuioiamiento  civil,  ea- 
plicó  se  le  declarase  pobre  en  sentido  legal  y  se  condenase  en  costas  á  la 
«zpresada  Oompafiía  si  desde  Inego  no  se  allanaba: 

Resnltando  que  reclamadas  las  certificaciones  á  qne  se  refiere  el  nú- 
mero 6.**  del  art.  28  de  la  ley  procesal,  se  biso  constar  por  el  Secretario 
del  Ayontamiento  de  Gnadalcanal  que  examinados  los  repartimientos 
de  la  contribución  territorial  por  rústica,  pecuaria  y  urbana,  formados 
en  dicha  villa  para  el  afio  de  1906,  no  aparecía  inserto  en  ellos  D.  Clan- 
dio  Soriano,  ni  tampoco  en  la  matrícula  industrial,  ni  como  elector  en 
las  listas  electorales  formadas  en  16  de  Julio  de  ie04: 

Resnltando  que  formada  la  oportuna  pieaa  separada  para  la  snstan- 
ciación  del  incidente,  fueron  emplasados  la  representación  de  la  citada 
Compañía  y  el  Delegado  del  Abogado  del  Estado,  quien  no  ee  personó, 
habiendo  evacuado  aquélla  el  traslado,  exponiendo  como  hechos:  qne  ne 
estaba  conforme  y  desconocía  fnera  cierto  que  aquél  habitara  la  casa  sin 
pagar  merced  en  concepto  de  huésped  de  una  hermana  suya;  qus  era 
completamente  incierto  que  los  medios  de  subsistencia  de  que  disponía 
el  demandante  no  llegasen  á  producir  el  doble  jornal  de  un  bracero,  aeí 
como  que  carecía  de  toda  clase  de  bienes;  que  Soriano  Villalobos  desem  - 
pefiaba  el  cargo  de  Secretario  del  Juzgado  municipal  de  Gnadalcanal,  po- 
blación que,  según  el  último  censo  formado,  excedía  de  6.000,  habitan* 
tes  sin  llflgar  á  10.000;  y  que  aquél  era  dueflo  de  una  casa  situada  en  la 
calle  de  Bancos,  núm.  10,  de  la  villa  de  Alanís,  y  de  una  suerte  de  tie- 
rra al  sitio  Huerta  de  la  Parra,  término  de  Quadalcanal;  alegó  como 
fundamentos  de  derecho  los  arts.  18,  16  y  16  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  afiadiendo  que  según  la  tarifa  4.*  para  la  imposición  de  las  cuo* 
tas  de  contribnción  industrial  en  las  proporciones  del  orden  judicial,  en 
las  que  se  toma  por  base  la  población  en  que  se  ejerce,  aprobada  por 
Real  decreto  de  28  de  Mayo  de  1896,  figurando  los  Secretarlos  de  los  Jua- 
gados municipales,  y,  según  el  art.  6.^  del  reglamento  de  la  misma  fe« 
cha,  para  la  imposición,  administración  y  cobranza  del  tributo,  la  con- 
tribución industrial  se  compone:  primero,  de  una  cuota  fija  para  el  Te- 
soro, que  es  la  de  22  pesetas  en  poblaciones  como  las  de  Gnadalcanal, 
establecida  en  la  tarifa;  segundo,  del  16  por  100-  de  recargo  municipal 
sobre  dicha  cuota,  ó  sean  8  pesetas  62  céntimos;  y  tercero»  nn  6  por  100, 
que  importa  una  peseta  62  céntimos  sobre  las  sumas  de  las  cantidades 
anteriores,  correspondiendo,  por  tanto,  á  Soriano  pagar  de  contribución 
Industrial  por  la  profesión  que  ejerce,  27  pesetas  6  céntimos,  cantidad 
superior  á  la  determinada  en  el  núm.  4.^  del  citado  art.  16  de  la  ley  de 
Enjuioiamiento  civil,  y  solicitó  se  declarase  no  haber  lugar  á  conceder  á 
aquél  los  beneficios  de  la  defensa  por  pobre  y  se  le  condenara  al  pago  ds 
las  costas: 

Resultando  que  recibido  el  Incidente  á  prueba  se  practicó,  á  Instan- 
cia del  actor,  testifical,  consistente  en  la  declaración  de  varios  vecinos 
de  Guadalcanal  que  dijeron  que  el  tipo  medio  del  jornal  de  un  braoero 
en  dicha  villa  oscilaba  entre  seis  y  ocho  reales  diarios;  que  Suriano, 
aparte  de  la  media  fanega  de  tierra  al  sitio  Huerta  de  la  Parra,  carecía 
en  absoluto  de  bienes,  y  que  el  cargo  que  desempefiaba  no  le  producía  el 
doble  jornal  de  un  bracero,  siendo  eventualísimos  los  ingresos  que  tenía; 
habiendj  ag^rfgado  otro  testigo  que  había  podido  apreciar  de  denota 
propia  qnfl  lus  rendimientos  de  la  Secretaría  no  ascendían,  en  ningún 
«aso,  á  800  pesetas  anuales;  otro,  qne  por  haber  desempeílado  el  cargo  de 
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Flaeal  en  dieho  Jugado  mnnieipal,  tenía  el  pleno  convencimiento  de 
qoe  loe  prodactoe  de  la  Secretaria  no  aecendlan  á  600  peeetae,  y  otro  qne 
era  cierto  tenía  arrendada  la  caea  de  en  propiedad,  calle  Gran  Maestre, 
uáuL  12,  á  nna  hermana  de  Boriano,  con  la  cnal  vivía  éste,  sin  qae  con 
él  se  entendiera  para  nada  el  testigo;  y  á  Instancia  de  la  Oompafiía  de 
ferrocarriles  ee  practicó  docnmental,  consistente  en  certificaciones,  ex- 
presivas, nna  de  qne  el  número  de  habitantes  en  Gaadalcanal  ascendía 
á  5.702,  otra  relativa  al  nombramiento  de  Soriano  para  el  cargo  de  Se- 
cretario del  Jnigado  municipal  expresado  y  á  qne  continuaba  desempe- 
Ündolo  y  otra  del  Registrador  de  la  propiedad  del  partido  acreditativa 
de  qne  el  actor  tenía  inecritae  á  en  nombre  la  casa  expresada,  calle  Ban- 
eos,  nám.  16,  de  la  villa  de  Alaníe  y  media  fanega  do  tierra  en  el  sitio 
de  la  Parra,  término  de  Gaadalcanal;  apareciendo  de  otra  certificación 
qne  para  mejor  proveer  el  Juagado  de  primera  instancia  expidió  el  mis- 
BO  Registrador,  que  la  expresada  media  fanega  de  tierra  teoía  un  valor 
de  76  pesetas  y  qne  la  mencionada  osea,  que  la  había  adquirido  el  actor 
en  anión  de  otras  fincas  por  el  precio  total  de  2.600  pesetas,  Waía  na 
valor  de  1.000  pesetas,  pecando  sobre  ella  una  hipoteca  de  mayor  sama: 
Resultando  que  sustanciado  el  incidente  por  los  demás  trámites  le» 
gales  de  ambas  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial 
de  Sevilla  acordó,  para  mejor  proveer,  que  se  reclamase  de  la  Alcaldía 
ée  Gaadalcanal  certificación  acreditativa  de  loe  recargos  establecidos  por 
la  ley  eobre  las  diferentes  industrias  y  profeeiones  llamadas  á  contri» 
bair,  habiéndose  expedido,  en  su  virtud,  por  el  Secretario  del  Ayunta- 
nieoto  de  dicha  villa,  certificación  expresiva  de  qne  aquéllos,  tanto  en 
el  afio  1904  como  en  el  li»06,  fueron  los  siguientes:  el  16  por  100  sobre  la 
caota  del  Tesoro  para  el  Ayuntamiento,  el  6  por  100  sobre  la  totalidad 
de  lacQota  del  Tesoro  y  arbitrio  muoicipal  para  la  formación  de  matrí- 
cola  y  oobransa  y  el  20  por  100  sobre  la  cuota  del  Teeoro  como  impuesto 
transitorio  que  percibe  el  Bstado;  y  en  1.^  de  Diciembre  de  1905  dictó 
sentencia  revocatoria,  por  la  que  se  declaró  no  haber  lugar  á  tener  por 
pobre  en  sentido  legal  á  D.  Custodio  Soriano  Villalobos  para  litigar  con 
la  Oompafiía  de  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  y  á  Alicante  en  el  in- 
terdicte de  recobrar  promovido  por  ésta  contra  aquél,  sin  hacer  expresa 
«•ndena  de  costas  en  primera  ni  en  segunda  instancia: 

Besnltando  qne  D.  Oustodlo  Soriano  Villalobos  ha  Interpuesto  re- 
•nrso  de  casaelón  por  infracción  de  ley,  fondado  en  el  nóm.  l.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  el  siguiente  motivo: 
Infracción  del  núm.  4.®  del  art.  16  de  la  ley  procesal,  al  haber  enten- 
dido la  Sala  sentenciadora  que  no  debe  otorgársele  la  defensa  por  pobre, 
porque  con  la  cuota  fija  del  Tesoro  de  22  pesetas  que  paga,  unida  á  los 
rsearges  dsl  16  y  del  6  por  100  y  del  20  del  impuesto  que  perciba  el  Te- 
coro,  excede  de  las  26  pesetas  que  como  límite  establece  dicho  precepto 
para  poder  otorgarse  aqnel  beneficio  á  los  que  tributan  en  pueblos  de 
más  de  6.000  habitantes  y  menos  de  10.000  como  Gaadalcanal,  toda  vea 
qae  se  comete  el  error  de  no  tomar  para  el  cómputo  la  cuota  fija  del  Te> 
oro  á  qne  se  refiere  la  ley  en  el  número  y  artículo  citado  al  hablar  de 
mtribnción,  con  exclusión  de  todo  recargo  ó  impuesto  alterable  y  tran- 
torio. 
Viste,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 
Gonsiderando  qne  la  única  cuestión  á  resolveren  el  presAute  recurso 
la  de  si  para  hacer  el  cómputo  de  la  contribaci^^n  que  paga  el  recu- 
ente D.  Custodio  Soriano  como  Secretario  del  Juzgado  municipal  de 
nadalcanal,  poblgción  mayor  de  6  y  menor  de  10.000  habitantes,  debe 
» presente  sólo  la  cnota  fija  para  el  Tesoro  ó  acumularse  á  ella  los 
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recargos  manicipalee  y  el  6  por  100  para  loa  gaatoa  de  formación  de  ma^ 
tríenla: 

Considerando  qne  para  definir  el  concepto  legal  de  lo  qne  por  contri- 
bnción  ^e  entiende  hay  qne  tener  presente  lo  establecido  en  las  leyee  y 
reglamentos  qne  á  sn  creación  y  exacción  se  refiere,  y,  este  sentado,  ee 
evidente  qne  la  Sala  sentenciadora»  al  sostener  qne  el  recnrrente,  come 
Secretario  del  Joagado  mnnicipal  de  Gnadaloanal,  paga  de  contribución 
indaetrial  una  snma  mayor  de  25  pesetas  annales,  no  ha  infringido  el 
núm.  4.^  del  art.  16  de  la  ley  de  Enjnioiamiento  civil,  porqne,  según  el 
art.  6.^  del  reglamento  de  21  de  Septiembre  de  1901  para  la  imposición, 
administración  y  cobranza  de  esa  contribución,  se  forma  ésta  para  cada^ 
oontribayente  con  la  cuota  fija  para  el  Tesoro,  el  recargo  qne  los  Ayun- 
tamientos acuerden  establecer  para  las  atenciones  de  sus  presupueste» 
en  la  extensión  y  medida  qne  se  expresa  y  del  6  por  100  de  la  total  suma 
qne  formen  la  cuota  para  el  Tesoro  y  el  recargo,  para  cubrir,  entre  otros, 
los  gastos  que  importe  la  formación  de  matricula;  y  sumados  estos  tre» 
conceptos,  por  lo  que  hace  relación  ai  contribuyente  Soriano,  exceden  de 
las  26  pesetas  anuales  que  marca  la  ley;  sin  que  sea  lícito,  como  se  pre- 
tende en  el  único  motivo  del  recurso,  descomponer  estas  partidas  pam 
deducir  de  ello  la  infracción  alegada;  esto  aparte  de  que  para  hacer  1» 
declaración  de  pobreza  que  se  pretende,  habría  que  tener  también  en 
cnenta  el  importe  de  la  contribución  territorial  que  satisfice  D.  Custodia 
Soriano  por  la  casa  y  tierra  que  aparecen  inscritas  á  su  favor  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Custodio  Soriano  Villalobos,  i 
quien  condenamos,  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  terri- 
torial de  Sevilla  la  oportuna  certificación,  acompafiada  del  apuntamiento 
que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo6.=José  de  Aldecoa.=r 
Francisco  Toda.=Antonio  Alonso  Oasafia.=Pascual  Domenech.=Bamón 
Barreeta.=Federioe  Monsalve.=Camilo  María  Qullón. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Exomo.  8r.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy^ 
de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  de  Septiembre  de  1906.=:Rogelio  Oonaáles  Montes. 

l^\xnx.  56.— TRIBUNAL  SUPREMO.— §.<>  de  Ootnbre, 
psblicada  el  9  y  10  de  Octubre  da  1907. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^ÍndemniMoeión  de  daños  y  per-" 
^ttec¿os.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Guerrero  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Lucio  Alvarez. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establocs: 

Que  la  obltgaetón  contraída  por  uno  para  pagar  ó  cumplir  con  wt 
tercero  en  el  caso  de  no  hacerlo  aquél  es  lo  que  constituye  la  nansa 
ítU  y  como  la  define  el  art.  1822  del  Código  cioil: 

Que  la  responsabiUdad  que  pueda  sobrevenir  por  consecuencia  de 
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4e  un  embargo  preveniioo  es  directa  y  exigible  por  ministerio  de  la 
¡eg,  según  lo  preceptúa  terminantemente  el  art.  1413  de  la  ley  pro- 
e¿uU  á  la  parte  á  euya  instancia  se  decreta: 

Que  la  extensión  y  limites  de  un  mandato  se  determina  esencial- 
mente por  su  naturaleza,  aparte  las  restricciones  y  ampliaciones 
que  expresa  y  claramente  se  consignen  por  voluntad  de  las  partes^ 
I  dada  la  que  se  reñere  al  apoderamiento  para^  comparecer  en  Juicio 
eoñ  el  earáeíer  de  Procurador,  es  manifiesto  que  éste,  en  las  reía* 
dones  de  su  parte  con  los  Tribunales,  puede  realíMar  todos  los  actos 
que  tiendan  á  facilitar  el  ejercicio  de  las  acciones  de  su  poderdante, 
aun  comprometiendo  su  propia  personalidad,  independientemente 
de  las  obligaciones  especiales  de  su  cargo,  sin  que,  por  lo  tanto, 
deban  entenderse  extraños  y  ajenos  al  mandato  tales  actos,  que, 
aun  cuando  revisten  carácter  de  espontaneidad,  caben  además  dentro 
del  párrafo  2.^  del  núm.  3.^  del  art.  885  de  la  ley  sobre  organización 
id  Poder  fudi&al: 

Que  la  sustitución  que  un  Procurador  conñere  á  otro  coloca  á 
éste  plena  y  completamente  en  el  lugar  del  sustituido,  puáiendo  y 
debiendo,  por  lo  tanto,  hacer  el  sustituto  lo  mismo  que  harta  aquel 
é  quien  sustituye,  con  la  consiguiente  responsabilidad  de  éste,  á  te- 
ner de  lo  dispuesto  en  el  art.  1721  del  Código  cioil: 

Que  la  responsabilidad  del  Procurador  sustituido,  aparecía 
tanto  má»  enervada  si  no  protestó,  como  pudo  hacerlo,  de  la  obliga- 
ción contraída  por  su  sustituto  ni  alegó  en  el  juicio  la  excusa  ó  ex» 
eepáón  de  la  nulidad  de  tal  obligación,  limitándose  á  negar  la  exfs^ 
teneia  de  la  nansa  judicial  que  por  el  actor  se  pretendía  hacer  efec- 
tiea,  lo  que  implica,  además^  en  realidad,  una  ratificación  tácita  de 
la  obligación  contraída  por  el  sustituto: 

Que  no  observándose  esta  doctrina  se  infringen  los  arts.  1822, 
1823  y  1727  del  Código  civil. 

En  la  yilla  j  corte  de  Madrid,  á  1.^  de  Octubre  de  1906,  en  el  jnicio 
declarativo  de  mayor  cnantia  eegnido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Ck>DgreBO  de  la  misma  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  en  territorio  por  D.  Francieco  Guerrero  BiirljerOy 
euya  prcfeeión  no  coneta,  contra  D.  Lucio  Alvarez  Rodrígnes,  Procnra- 
«ior  de  los  Tribanales,  vecinos  ambos  de  esta  capital,  sobre  indemniza- 
ción de  dafioB  y  perjuicios;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Vicente 
José  Sánchez  8olá,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Francisco  Ponce  de 
León,  á  nombre  del  demandante  D.  Francisco  Guerrero  Baibero;  ha- 
biendo comparecido  el  demandado  y  recurrido  D.  Lucio  Alvarez  Rjdrí- 
^ez,  en  nombre  propio,  y  bajo  la  defensa  del  Letrado  D.  Antonio 
Paredes: 

Resultando  qae  en  18  de  Abril  de  1898,  D.  Francisco  Guerrero  y 
Barbero  y  D.  Félix  de  Granda  y  Callejas  suscribieron  en  e^ta  corte  á 
or  de  D.  Juan  María  Mnficz  nn  pagaré  por  10.760  pesetas,  obligan- 
e,  mancomunada  y  solldarip mente,  á  pagarle  tal  cantidad  el  día  2  de 
io  del  miemo  £fio,  cuyo  documento  de  crédito  fué  endo!>ado  en  1.^  de 
fo  del  propio  afio  por  D.  Juan  María  Mnfioz  á  D.  Ramón  Calvo  y  do 
'Cocina,  valor  recibido: 

Usnltando  qne  D.  Ramón  Calvo  y  Rodríguez  de  la  Encina,  mayor 
dad,  estudiante,  con  cédula  personal  de  undécima  clase,  otorgó  en 
corte,  en  19  de  Agosto  de  1898,  escritura  pública  de  poder  para  piel- 
i  favor  de  loe  Procuradores  D.  Lucio  Alvarez  Rodrígnez  y  D.  Lucio 
TOMO  106  16 
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Alvares  Martín,  y  an  el  mismo  día,  el  sef nnáo  de  Mob,  fif*  aaatniíol^te' 
de  en  padre  D.  Lncio  Alvares  Rodrígoei»  ea*  repreaentitelóa  éste  de  dm 
BamÓQ  Galvo  y  Bodrígoea  de  la  £nelna,  acompáflando  el  referido  apa- 
garé como  títnio  de  sa  reclamación  y  fundado  en  el  párrafo  4&*.  del  nú-^ 
mero  3.^  del  art.  1400  de  la  ley  de  Knj  niela  miento  civil,  preaentó  en  el 
Jasgado  de  gaardia  de  esta  corte  nn  escrito  firmado  por  el  Letrado  don 
Juan  José  Serrano  pidiendo  qae  con  la  nrgenoia  qne  el  easo  reqaeríai  y. 
prescindiendo  por  ello  de  la  diligencia  de  reparto,  se  acordase  el  em- 
bargo preventivo  de  todos  los  enseres  y  efectos  qne  encontrasen  denfaro' 
del  establecimiento  titalado  La  Nneva  Pefia,  sito  en  la  calle  de  Alcalá, 
núm.  31,  piso  bajo,  sin  excepción  de  ninguna  clase,  por  ser  todo  de  la 
propiedad  de  D.  Francisco  Qnerrero  y  Barbero,  dnefio  del  estableei*  . 
miento  en  cuestión,  con  más  todas  las  rentas  y  productos  de  todas  blaaee 
que  pudieran  obtenerse  en  la  explotación  de  La  Nnefia  Pefia  desde  fl 
momento  en  que  el  embargo  se  .llevase  á  efecto: 

Besultando  que  el  Juez  de  guardia,  que  lo  era  el  mnniMpal  del  die* 
trito  de  la  Audiencia,  en  f  andones  de  primera  instancia,  apoyado  en  loa 
arts.  1400,  482,  1401,  1408,  .1404,  1406  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjnl- 
ciamiento  civil,  dictó  auto  eñ  el  mismo  día  decretando  de  cuenta,  oarge 
y  riesgo  de  D.  Bamón  Oalvo  y  Bodrígues  de  la  Encina,  cuya  respona*- 
biiidad  aceptaría  apud  acta  el  Procurador  D.  Lucio  Alvares  Eodrígnei, 
el  embargo  preventivo  de  bienes  del  deudor  D.  Francisca  Guerrero  y 
Barbero,  con  las  prevenciones  propias  del  caso;  y  notificada  esta  reso- 
lución acto  seguido  al  Procurador  D.  Lucio  Alvares  Martín,  como  eos- 
tituto  de  D.  Lucio  Alvares  Bodiígues,  compareció  con  dicbo  carácter  de 
sustituto  ante  el  Escribano  del  Juagado,  y  literalmente  expuso,  cque  en 
cumplimiento  de  lo  acordado  en  el  aut0  4)ue  precede,  acepta  cualquiera 
responsabilidad  que,  en  su  día,  pudiera  acordarse  por  consecuencia  del 
embargo  preventivo  decretado  á  en  Instancia»,  segÚQ  así  aparece  en  la 
diligencia  que  extendió  el  actuarlo  y  firmaron  éste,  y  por  sustitución, 
Alvares  Martín: 

Besultando  que  practic^o  el  embargo  del  establecimiento  titulado 
La  Nueva  Pefia  y  de  sus  rentas,  y  productos,  cuya  diligencia  firmó  el 
Procurador  D.  Lucio  Alvaiips  Martín,  que  concurrió  al  acto,  y  repartidas 
las  actuaciones  al  Juagado  de  primera  liistancia  del  distrito  del  Con« 
greso,  el  referido  Procurador,  como  sustituto  de  D.  Lncio  Alvares  y 
Bodrígues,  en  representación  de  D.  Bamón  Oalvo  y  Bodrígues  de  la  En 
dna,  pidió  en  escrito  de  26  de  Agosto  del  mismo  afio  se  citase  al  deudor 
y  endosante  del  pagaré  para  qne  reconociesen  á  la  presencia  judicial  lae 
firmas  y  lúbricas  que  con  sus  respectivos  nombres  y  apellidos  apare- 
cían  en  el  mismo,  y,  además,  manifestando  que  su  representado  carecía 
en  absoluto  de  bienes  por  haber  consumido  los  que  tenía  en  pagar  el 
crédito  que  reclamaba;  formuló  demanda  incidental  de  pobresa,  que  el 
Jnes  declaró  no  hal)er  lugar  á  admitir  én  providencia  del  80,  y  en  otra 
del  6  de  Septiembre  siguiente  mandó  citar,  á  los  efectos  interesados,  á 
D.  Francisco  Guerrero  y  á  D.  Juan  María  Mufios,  quienes  reconocieron 
la  legitimidad  de  sus  firmas  y  rúbricas  puestas  en  el  pagaré  en  cuestión, 
si  bien  el  primero  biso  ciertas  salvedades  referentes  á  la  aplicación  de 
la  deuda  y  motivo  por  el  que  suscribió  la  obligación: 

Besultando  qne  dada  vista  de  las  actuaciones  al  demandante,  y  como 
transcurriera  con  exceso  el  término  de  veinte  días  fijado  en  el  art.  1411 
de  la  ley  procesal  para  que  aquél  pidiera  la  ratifisación  del  embargo 
preventivo,  entablando  al  efecto  la  demanda  correspondiente,  el  Juea,  á 
instancia  de  D.  Francisco  Guerrero,  declaró  por  auto  de  17  de  Septiem- 
bre de  1898  nulo  de  derecho  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  embargo 


Digitized  by  LjOOQ IC 


;.     *  .  OOTÜBBB  DS  1906  347 

*"     '  .•     * 
•  pra?entito  ¡¡(i^do^lsabb  «n  A  de  Agocito,  entonces  último,  en  bienes 

deía  perteneneU  de  a^él,  niiündaD(|o  reqnerir  al  encargado  del  calé  La 
j^neyá  Pefia,  D;'  laltdro  Agnado,  para  qne  entregase  desde  laego  al  Don 
Francisco;  como  dnefio  dé  dicho  establecimiento,  todas  las  cantidades 
^06  le  oorrespondiearan  f  qne  no  hnbiera  satisfecho  por  virtnd  del  con- 
trate, qne,  segdn  la  diligencia  de  embargo,  aparecía  otorgado  entre  am« 
bes  en  18  de  Abril  del  propio  alie  y  qne  obraban  retenidas  en  sn  poder; 
j  oondend  á  D.  Bamón  Calvo  Rodrígaos  de  la  Encina  al  pago  de  las 
«»Us  cansadas  7  á  la  indemnización  de  los  dafios  y  perjuicios  qne  se 
iiabieran  ocasionado  al  demandado,  según  pretendía  D.  Francisco  Gue- 
rrero en  lo  principal  del  escrito  qne  motivaba  esta  resolución;  ordena»- 
ds,  además,  se  nniera  á  los  antes  dn  cnerda  floja  el  ramo  separado  qne 
ss  formó  para  tramitar  el  incidente  de  oposición  al  embargo  formulado 
porGaerrere,  con  todos  los  documentos  que  en  él  figuraban,  pues,  ál- 
gido si  embargo  preventivo,  carecía  de  objeto  la  continuación  de  aquél; 
y  habiendo  presentado  en  19  del  propio  mes  y  afio  el  Procurador  Tovar, 
por  habilitación  de  D.  Lticio  Alvares  Rodrigues,  en  representación  de 
B.  Ramón  Oalvo,  un  escrito,  fechado  el  17  yi  firmado  también  por  el  úl- 
timo, manifestando  qne  por  circnnstancias  especiales  no  interesaba  á 
m  repreeentado  formulad  demanda  ejecutiva  7  pidiendo  se  dejara  sin 
«Iseto  el  embargo  preventivo  practicado,  se  mandó,  en  providencia  del 
día  SO,  qne  sé  estuviese  á  lo  acordado  en  el  auto  de  17,  que  quedó  firme, 
después  de  lo  que  el  Procurador  Alvares  Rodrigues  renunció  ala  repre- 
leotación  de  D.  Ramón  Oalvo,  teniéndosele  por  desistido  de  ella  en  15  de 
Bidembre  de  1898: 

Resultando  que  presentada  t>or  D.  Francisco  Guerrero  relación  de  las 
costas  7  perjuicios,  importante»  2.400  pesetas,  sin  que  fuera  impugnado 
por  Calvo,  se  aprobó  por  auto  de  4  de  Febrero  de  1899  7  se  mandó  pro- 
ceder á  hacerla  efectiva  por  la  vía  de  apremio  sobre  bienes  de  aquél;  7 
practicada  tasación  de  costas,  qne  subieron  á  1.027  pesetas  26  céntimos, 
se  aprobó  por  otro  de  28  de  Junio  siguiente,  sin  que  el  embargo  acor- 
dado pudiera  llevarse  á  efecto  por  haber  manifestado  D.  Ramón  Oalvo 
-en  9  de  Febrero  de  1900  qne  carecía  de  bienes  de  todas  clases,  de  cu7a 
insolvencia  afirmaron  tres  testigos  que  se  examinaron  á  instaacia  de 
D.  Francisco  Guerrero  ó  informió  la  Administración  de  Hacienda,  por 
loque  la  declaró  el  Juzgado  en  auto  de  6  de  Noviembre  dol  propio  afio: 
Resultando  qne  al  declararse  la  insolvencia  de  D.  Ramón  Oalvo  se 
mandó  dar  conocimiento  de  ella  al  Procurador  D.  Lucio  Alvares  7  Ro- 
drigues, así  como  de  la  pretensión  contra  el  mismo  formulada  por  Don 
Francisco  Guerrero  en  su  escrito  de  26  de  Octubre  de  dicho  afio  1900 
para  que  se  le  requiriese  7  consignara  en  término  de  quinto  día  en  la 
mesa  del  Juzgado  el  total  del  importe  de  dafios  7  costas  por  que  aceptó 
«xpreeamente  tales  responsabilidades  declaradas  contra  su  representado 
Oaivo,  á  cuya  petición  subsidiaria  se  opuao  el  referido  Procuraior,  sos- 
teniendo que  la  responsabilidad  que  el  Juzgado  le  exigió  apud  acta  7 
qne  prestó  en  19  de  Agosto  de  1898,  lo  faé  sólo 'como  Procarador  7  en ' 
**-nid  del  peder  que  le  autorizaba,  7  que  no  podía  serle  declarada  la 
lonaabllldad  pretendida  sin  ser  vencido  en  juicio;  declarando  el  Jnz- 
>  en  auto  de  22  de  Febrero  de  1901,  que  quedó  firme,  no  haber  lugar 
i  pretensión,  con  reserva  al  D.  Francisco,  perjndlcado  solicitante,  da 
derechos  7  acciones  de  que  ee  creyera  asistido  para  ejercitarlos  7 
trios  efectivos  en  la  vía,  forma  7  juicio  correspondiente: 
issnltando  qne  como  continuación  de  tales  actuaciones,  D.  Francisco 
rrero  Barbero  dedujo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
Congreso  demanda  civil  ordinaria  contra  el  Procurador  D.  Lucio  AI- 
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Tares  Rodríguez,  en  la  que  alegando  en  BÍnteeis  como  hechos  los  qoe* 
quedan  ezpaestos  y  como  fondamentoe  legales  los  artículos  1823,  1828, 
1864,  1828  y  1866  del  Código  civil  y  1402  de  la  ley  de  Bojaiclamientocl^ 
vil,  suplicó  se  condenase  al  demandado  á  que  le  abonase  el  importe  de 
las  responsabilidades  mencionadas,  ó  sea  2.400  pesetas,  importe  de  la 
relación  de  dafios  y  perjuicios  que  presentó,  las  coétas  causadas  y  tasa- 
das, que  ascendían  á  1.027  pesetas,  y  las  posteriores,  no  tasadas,  aei 
como  el  interééi  legal  correspondiente  á  dichos  descubiertos,  con  las  coa- 
tas del  presente  juicio: 

Resultando  que  D.  Lucio  Alvares  Rodrigues,  al  contestar  á  la  de- 
manda, alegó,  después  de  oponer  como  excepción  perentoria  la  que  dea- 
cansa  en  la  inexistencia  de  la  supuesta  fiansa  Judicial  que  de  contrario 
se  pretendía  hacer  efectiva,  que  aceptaba  como  cierto  lo  que  en  la  de- 
manda se  decía  respecto  á  la  solicitud  de  embargo  preventivo  hecha  por 
D.  Ramón  Calvo,  bajo  su  representación,  contra  D*  Francisco  Querrero» 
pero  afiadiendo  que  en  el  escrito  de  19  de  Agosto,  en  que  se  solicitó 
aquél,  no  se  pretendió  que  se  despachara  de  cuenta,  cargo  y  rieego  del 
acreedor  D.  Ramón  Calvo,  sin  duda  por  una  omisión  en  que  se  incurrió 
al  redactarlo,  y  que  en  el  auto  del  mismo  día  acordando  el  embargo  el 
Juagado  no  exigió  fiansa  de  ninguna  dase  al  acreedor,  que  lo  pedía,  por 
entender  que  éste  no  fuera  de  arraigo  ó  solvencia  conocida,  sino  que  ae 
limitó  á  ordenar  la  traba,  como  en  tales  casos  exige  la  ley,  de  cuenta, 
cargo  y  riesgo  del  acreedor  Calvo,  cuya  responsabilidad  aceptaría  a/UAif 
acta  su  Procurador  con  el  carácter  en  que  intervenía,  dado  que  esa  ree- 
ponsabllidad  no  la  había  previamente  aceptado  el  acreedor  en  el  texto 
del  escrito  en  que  pretendió  el  embargo,  el  cual  era  cierto  no  fué  ratifi- 
cado en  tiempo  con  la  presentación  de  la  correspondiente  demanda;  que 
negaba  que  existieran  responsabilidades  de  D.  Ramón  Calvo,  garantiaa- 
das  por  él,  así  como  que  viniese  en  la  obligación  de  hacer  f  f  ectivas  can- 
tidades de  ningún  género  y  clase;  que  no  existía  ni  se  nabía  producido 
jam4s  la  supuesta  fiansa  judicial  que  se  le  atribuía  para  garantir  laa  lés- 
ponsabilidades  en  que  pudo  incurrir,  y  acaso  incurrió  Calvo,  cuando 
bajo  la  representación  del  demandado  pidió  y  obtuvo  el  embargo  pre- 
ventivo; que  en  el  escrito  de  19  de  Agosto  de  1898  no  se  pidió  el  embargo 
bajo  su  responsabilidad  personal,  ni  siquiera  de  cuenta,  cargo  y  riesgo 
de  Calvo,  y  én  el  auto  no  se  exigió  fiansa  al  acreedor  ni  se  decretó  el  em- 
bargo bajo  la  responsabilidad  personal  del  Procurador,  pues  se  limitó  4 
acordarlo  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  de  aquél,  sin  otro  aditamento  que  el 
de  qué  la  responsabilidad  de  Calvo  la  aceptase  apudMcta  su  Procura- 
dor, sin  expresar  que  la  misma  fuese  aceptada  personalmente  y  con  in- 
dependencia del  oficio  y  representación  que  ostentaba,  por  lo  que  bastó 
que  la  aceptación  inherente  al  cargo  de  Procurador  la  firmase  un  susti- 
tuto en  las  faociones  de  su  ejercicio;  y  después  de  negar  aplicación  i 
los  artículos  del  Código  civil  citados  en  la  demanda,  por  no  Fxif>tir  en  el 
presente  caso  fiansa  judicial,  y  de  citar  en  su  apoyo  el  art.  1402  de  la  ley 
procesal,  suplicó  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposición  al  actor 
de  perpetuo  silencio  y  cestas: 

Resultando  que  al  replicar  el  demandante  reprodujo  sus  pretensionea 
y  alegaciones,  afiadiendo  que  la  aceptación  de  responsabilidad  qre  el 
Jusgado  exigió  personalmente  á  Alvares,  y  que  éste  prestó  Incosdlcio- 
nalmente  y  con  independencia  de  su  carácter  de  Procurador  de  Calvo, 
no  podía  interpretarse  prestada  sino  como  la  fiansa  que  exige  la  ley  pro- 
cesal cuando  el  Jues  no  considera  bastante  la  del  litigante;  que  para 
despachar  el  embargo  de  cargo,  cuenta  y  riesgo  de  éste  y  bajo  su  res- 
ponsabilidad, no  tenía  necesidad  el  Jnes  de  exigir,  ni  era  precisa  la 
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aeeptaeión  del  Procarador  á  nombre  del  liligtnte,  porqne  éete  resaUaba 
principal  obHi^do  por  mioisterio  de  la  ley,  sin  necesidad  de  diligencia 
«apadaJ,  y  porque  tal  embargo  nnnca  podía  entenderse  despachado  ni 
practicado  por  coenta,  cargo  y  riesgo  de  nn  extraño;  y  daplicando  insis- 
tió en  la  excepción  perentoria  qne  había  alegado  de  in^  xistencia  de  la 
üsnaa  judicial,  y  en  loe  hechos,  íandamentos  de  derecho  y  súplica  de  la 
con  testación: 

Beenlundo  qne  estimado  por  iae  partes  Innecesario  el  recibimiento 
ápni«ba,  y  aaetanciado  el  pleito  por  los  dem^  trámites  legales  de  pri- 
mera inetancia  y  por  los  correspondientes  de  segunda;  en  6  de  Abril 
de  IW6  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia territorial  de  esta  corte,  absolviendo  á  D.  Lacio  Alvarez  Rodrí- 
goesde  la  demanda  contra  el  mismo  interpuesta  por  D.  Francisco  Gue* 
rrero  y  Birbero,  sin  hacer  expresa  imposición  de  costas  en  ninguna  de 
ambas  instancias: 

Reaultando  qne  D.  Francisco  Qnerrero  y  Barbero  ha  interpuesto  re- 
eorso  de  oaaación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.®  y  7.^ 
del  art.  1692  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  civil,  alegando  los  siguientes 
motivos: 

Primero.    La  infracción  del  art.  1832  del  Oódigo  civil,  que  dispone 
qoe  per  la  flanaa  se  obliga  uno  á  pagar  ó  cumplir  por  un  tercero  en  el 
etso  de  no  barerlo  éste,  paes  al  acordar  el  Jozg&do  de  gnardia  con  el 
ctrftcter  de  urgencia  el  embargo  preventivo  solicitado  por  D.  Lucio  Al- 
varea,  como  Procurador  de  D.  Ramón  Oalvo,  contra  el  recurrente,  y 
al  hacerlo  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  de  quien  lo  pedí'),  coya  responsabi- 
lidad aceptaría  apud  acta  el  mencionado  Procurador,  es  incuestionable 
V^  el  Juagado  extgió  una  garantía,  una  fianza  para  re^ipcnder  de  los  per- 
jiiieioa  que  pudieran  ocasionarle  al  supuesto  deudor,  en  el  caso,  como 
en  el  preaente,  de  un  embargo  arbitrario  que  en  tal  concepto  no  ll^gó  i 
ratificaree  y  quedó  nulo  de  derecho,  siendo  condenada  la  parte  actor  a  al 
pago  de  los  perjuicios  y  costas,  no  siendo  posible  sostener  que  el  *Jqz- 
gado  sólo  exigió  que  el  embargo  se  despachara  de  cuenta,  cargo  y  riesgo 
del  que  lo  pedía,  porque  esto  no  tenía  necesidad  de  expreHarse,  como 
tampoco  la  aceptación  de  responsabilidad  en  tal  sentido  por  parte  del 
•olleitante  del  embargo,  ni  de  su  Procurador,  por  ser  elemental  en  De 
recho  qne  toda  persona  capaz  responde  de  la  consecuencia  de  sus  actos 
por  el  mero  hecho  de  realizarlos,  por  lo  qne  aquella  aceptación  de  res- 
poatablildad  impuesta  por  el  Juzgado  como  requisito  previo  é  indispen- 
sable para  la  práctica  de  aquella  diligencia  y  la  aceptación  suscrita  por 
d  Procurador  ó  su  austituto  sólo  puede  entenderse  como  la  fianza  que  la 
Icj  procesal  establece  siempre  que  se  decreta  y  practica  un  embargo 
preventivo,  haata  el  punto  de  que,  según  el  art.  1402  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  si  el  qne  pidiere  el  embargo  no  tuviese  responsabili- 
dad conocida  deberá  el  Jaez  exigirle  fianza  bastante  para  responder  de 
los  perjuicios  y  coetaa  que  pudieran  ocasionarse;  de  lo  cual  se  deduce 
'^"^  es  absurdo  suponer  que  en  el  caso  de  autos  el  Juzgado  pudo  pres- 
tir de  garantizar  laa  consecuencias  del  embargo  preventivo  decretado 
«tanda  de  D.  Ramón  Calvo,  tratándSse  de  un  individuo  desi^onocido 
en  el  poder  conferido  á  su  Procurador  aparece  con  la  prtJeHión  de 
idiapte,  y  cuya  insolvencia  y  carencia  total  de  bienes  y  bactA  de  do- 
liio  se  buscó  para  perjudicar  y  defraudar  al  recurrente,  pidiéndose 
leclaración  de  pobreza  Inmediatamente  que  tuvo  Instar  el  emburro,  y 
■*aúa  ai  ee  tiene  en  cuenta  qne,  cuando  por  disposición  de  la  snperio- 
^d  negaban  loa  Jueces  y  Tribunales  aun   los  embargos  preventivos 
procedentes  y  sólo  ae  acordaban  los  justificados  con  toda  ciase  de 
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garantías,  no  es  posible  suponer  que  el  Joes  preeolndlera  del  reqnisU» 
de  U  fiansa,  ya  qoe  tan  ligero  anduvo  al  decretar  el  embargo,  tratándose 
de  persona  de  las  clronnstancias  de  Oalvo,  qne  se  han  referido  j  constan 
eip  antos,  circunstancias  que  obligaron  al  Proonrador  Alvares  á  renos- 
ciar  sn  representación  por  ignorar  hasta  su  paradero;  dednciéndose  lógi* 
camente  de  todo  ello  qne  al  declarar  la  sentencia  recnrrlda  qne  el  de- 
mandado, hoy  recurrido,  no  viene  obligado  á  hacer  eíectivaa  las  respon» 
labilidades  que  contrajo  en  la  diligencia  Judicial  anterior  al  embarga^ 
decretado  contra  el  recurrente,  se  infringe  la  disposición  legal  anterior- 
mente citada: 

Segando.  La  infracción  del  art.  1838  del  Código  civil,  que  reooneoe 
trea  clases  de  fiansae:  convencional,  legal  y  judicial,  cuyo  último  earáe- 
ter  concorre  en  la  que  prestó  el  demandado  ante  el  Juagado  en  19  de 
Agosto  de  1898  al  exponer  su  hijo  y  sustituto  «que,  en  cumplimiento  de- 
le acordado  en  auto  dei  mismo  día,  aceptaba  cualquiera  respon»abiU- 
dad  que  en  so  día  pudiera  acordarse  por  consecuencia  del  embargo  pie 
veotlvo  decretado  a  su  instancia»;  cuya  maDifeetación,  hecha  con  la» 
solemnidades  debidas,  constituye  la  fianaa  judicial  definida  en  la  eltadt 
disposición  legal: 

Tercero.  La  infracción  del  art.  1727  del  Código  civil,  que  establece 
que  el  demandante  debe  cumplir  todas  las  obligaciones  que  el  mándate- 
rio  haya  contraído  en  virtud  del  mandato,  quedando  también  obligado 
en  lo  que  el  mandatario  se  excediese  cuando  dicho  mandante  lo  ratifica 
expresa  ó  tácitamente,  porque  basta  tener  presente  la  deolarajción  qne 
la  Bala  hace  en  el  tercer  considerando  de  la  sentencia  recurrida,  para.Tsr 
que  se  halla  expresamente  desautorizada  por  el  artículo  citado,  pues,  en 
«fecto,  dice  la  sentencia  en  aquel  coneiderando  «que  en  cuanto  á  la  forma 
en  qae  aparece  aceptada  la  responsabilidad  del  embargo  preventivo  de 
qutt  ee  trata,  no  tuvo  en  ella  interveoción  alguna  el  Procurador  Alvarea 
Kodríguta,  con  lo  cual  es  visto  dejó  de  prestar  consentimiento  expreso 
pasa  tenerlo  por  obligado  y  sólo  se  refiere  en  ella  que  el  que  se  dict 
sustituto  de  él,  como  tal  eostituto,  expuso  qne,  en  cumplimiento  del 
auto  rtftjrldo  donde  ee  exigió  la  aceptación  de  responsabilidad  del  sus- 
tituto, aceptaba  lo  que  podría  acordarse  por  consecuencia  del  embargo 
üecretadOy  añadiendo  en  el  considerando  coarto  que  el  sustituto  carscs 
de  faculta  les  para  obligar  al  sustituido,  deduciendo  de  aquí  qne  D.  Laeio 
Alvares  Martío,  hijo  y  sustituto  del  Procurador  Alvares  Rodrigues,  no 
vudo  aceptar  la  responsabilidad  impuesta  á  su  padre;  cuyas  declaraelo- 
laes,  como  se  ha  dicho,  pugnan  con  el  citado  artículo,  porque  el  eosti- 
tuto de  un  Procurador  es  un  mandatario  expreso  del  sustituido,  y  ésts 
TÍO  puede  eximirse  de  cumplir  cuantas  obligaciones  contraiga  dicho  sus- 
tituto dentro  de  los  límites  del  mandato  conferido  por  su  principal,  y  el 
Juzgado  acordó  que  el  Procurador  Aloarez  Rodriguez  aceptaría  apud 
acta  la  responsabilidad  qne  podría  resultar  por  coceecnencia  del  em- 
bargo preventivo  en  cuestión,  y,  por  tanto,  esa  reeponeabilidad  aceptada 
por  el  sustituto  de  dicho  Procurador  obliga  expresamente  á  aquel  á 
quien  se  impuso,  porque  está  dentro  de  los  limites  del  mandato  qo  i* 
varez  Hudrígu«  z  tenía  conferido  á  bu  hijo  Alvarez  Martín,  y  éste  n<  le 
otra  cosa  que  lo  mismo  que  hubiera  hecho  aquél  dentro  de  las  scti  o- 
nes  en  qne  lo  suetituía,  además  de  que  el  recurrido  ha  reconccid  M 
ni  durante  la  primera  instancia  ni  durante  la  apelación  manifest  i* 
su  hijo  y  sustituto  careciese  de  tacultades  para  autorizAr  sqnella  P* 
tación  de  responsabilidad,  limitándose  á  impugnarla  desde  otro  ^ 
de  vista  muy  diferente;  pero  aun  cuando  el  sustituto  se  hubiese  exc  1^ 
en  el  cumplimiento  de  su  cometido  aceptando  la  responsabilidAf^         ^ 
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á  ID  principal,  siempre  resaltaría  que  éste ,  ó  sea  Alvares  Bodrígnex, 
había  ratificado  ezpreñ  ó  tácitamente  la  obligación  contraída  por  sn 
mandatario  al  no  Impugnarla  ni  protestar  de  ella,  admitiéndola  tai 
como  aparece  en  loe  antós  j  con  el  valor  y  eficacia  jnrídica  qne  le  co- 
ne^tonden,  alendo,  por  tanto,  evidente  la  Infracción  del  mencionado  ar- 
tícolo  1787,  aaí  eomo  la  de  su  correlativo  el  1721  del  mismo  Código,  qne 
fMBlta  ai  mandatario  para  nombrar  snstitnto  cnando  no  le  está  prohi- 
Udo;  7 

Onarto.  Error  de  hecbo  j  de  derecbo  en  la  apreciación  de  la  prneba, 
poea  aegún  reinita  de  la  diligencia  qne  obra  en  los  antos  á  qne  se  re- 
fero eate  jniclo,  D.  Laclo  Alvares  Martín  compareció  como  sastitato  del 
Frocarador  D.  Lacio  Alvares  Rodrigues  ante  el  Jnigado,  y  de  conformi- 
dad con  lo  diepaesto  en  anto  de  aqael  día  10  de  Agosto  de  1898,  en  qne 
se  decretó  dicho  embargo,  ezpaso:  que,  en  campümiento  de  lo  acordado 
en  el  anto  qne  precede,  acepta  cualquiera  responsabilidad  que  en  sn  día 
padlera  acordarse  por  consecuencia  del  embargo  preventivo  decretado  á 
n  Inatancia»;  y  al  declarar  la  8ala  sentenciadora  qne  eea  manifestación 
na  ea  constitutiva  de  una  fianza  ó  garantía  judicial  que  asegurase  en  sn 
d^  la  responsabilidad  del  Insolvente  D.  Ramón  Calvo,  incurre  en  error 
de  derecho  respecto  á  la  apreciación  y  alcance  jurídicos  de  la  obligación 
contraída  en  aquella  diligencia,  resultando  el  error  de  hecho  de  la  pro- 
pia diligencia,  del  poder  de  D.  Ramón  Calvo  y  de  la  cédula  personal, 
relacionada  en  el  mismo,  de  undécima  cISBe,  pues  á  pesar  de  esos  docu- 
iMntes  la  Sala  supone  en  su  tercer  considerando  cque  el  Juagado  con- 
ceptuó con  responsabilidad  cococida  al  mencionado  Calvo  para  scceder 
án  petición,  y  sin  exigirle  fianza  por  ello  se  decretó  el  embargo  de 
enenta,  cargo  y  riesgo,  coya  responsabilidad  se  aceptó  por  el  Procura- 
der  en  concepto  de  tal>,  lo  cual  está  desautorizado  por  los  documentos 
y  antecedentes  del  pleito,  aden  ás  de  que  el  Procurador  Alvares,  obrando 
een  eee  carácter  reepecto  á  Calvo,  no  podía  según  su  poder  aceptar  por 
sa  aliente  aquella  clase  de  responsabilidad,  y,  por  coneiguiente,  la  que 
aeeptó  fué  la  saya  propia,  única  de  que  podía  hacer  uso  libremente,  como 
la  hizo  por  medio  de  su  mandatario  y  sustituto. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 
Oonslderando  qne  las  dos  cuestiones  á  resolver  en  el  presente  recurso 
qaedan  circunscritas  i  determinar,  en  primer  lugar,  si  puede  entenderse 
eomo  una  verdadera  fianza  la  constituida  por  el  Procurador  Alvares  en 
eompilmlento  del  mandato  judicial,  y  en  eeg;undo,  á  decidir  si,  dada  la 
azteneión  y  límites  del  contrato  de  mandato,  pudo,  dentro  de  esos  iími- 
tea,  contraerse  válidamente  por  el  sustituto  de  ese  Procurador  la  obliga- 
ción cayo  cumplimiento  se  reclama: 

Oonalderando  que  la  obligación  contraída  por  uno  para  pagar  ó  cum- 
plir por  nn  tercero  en  el  caso  de  no  hacerlo  éste,  es  lo  que  constituye  la 
fianza  tai  y  como  la  define  el  art.  1822  del  Código  civil,  y  eeto  sentado, 
eo  indndable  que  el  Procurador  D.  Lucio  Alvarez  Martín,  al  aceptar  ante 
•I  Juagado,  como  sustituto  de  D.  Lucio  Alvarez  Rodríguez,  cnalqniera 
poosabilldad  que  pudiera  sobrevenir  por  consecuencia  del  embargo 
Bventivo  que  había  de  decretarse  á  instancia  de  D.  Ramón  Calvo,  á 
■leii  dicho  Procurador  representaba,  contrajo  la  obligación  de  respon- 
nr,  caso  de  insolvencia  de  éf<te,  de  todos  los  perjuicios  que  pudieran 
rrcgsrae  á  D.  Francisco  Guerrero,  no  cabiendo  dar  distinto  alcanoe  y 
ignificaclón  á^la  diligencia  en  que  se  consignó  la  obligación  del  Procu- 
idor,  porque  la  responsabilidad  de  Calvo  era  directa  y  exigible  neceea- 
tmente  por  ministerio  de  la  ley,  que  así  lo  preceptúa  terminantemente 
el  art.  1418  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
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Oonsidarando  qne  la  eztenalóo  7  límites  de  nn  mandato  ee  determiiM 
esencial ojeDte  por  sa  natnraleza,  aparte  laa  restriccioDes  y  ampliaciones 
que  expresa  7  claramente  se  consignen  por  voluntad  de  las  partea,  7  dada 
la  que  se  refiere  al  apoderamiento  para  comparecer  en  jnicio  con  el  ca- 
rácter de  Procarador,  es  mani^ósto  qae  éste,  en  las  relaciones  de  sa  par- 
te con  los  Tribunales,,  puede  reaiisar  todos  los  actos  qae  tiendan  á  fa- 
cilitar «1  ejercicio  de  las  acciones  de  sn  poderdante,  aun  comprometiendo 
BU  propia  personalidad,  independientemente  de  las  obligaciones  especia- 
les de  su  cargo,  sin  qne,  por  lo  taño,  deban  entenderse  extrafios  7  ajenos 
al  mandato  tales  actos,  que,  aun  cuando  revisten  carácter  de  espontanei- 
dad, c&beo  además  dentio  del  párrafo  '¿,^  del  núm.  8.^  del  art.  ^86  de  la 
le7  sobre  organización  del  Poder  judicial: 

CüQsiderando  qne  la  sustitución  qne  un  Procarador  confiere  á  otro 
colcca  á  éste  plena  7  completamente  en  el  lugar  del  sustituido,  podiendo 
7  deblen<1o,  por  lo  tanto,  hacer  el  sustituto  lo  mismo  que  baria  aquel  á 
qaieo  sustituye,  con  la  consiguiente  responsabilidad  de  éste,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  1721  del  Código  civil,  apareciendo  tanto  más  ener- 
vada la  responsabilidad  del  Procurador  !)•  Lucio  Alvares  Rodrígaez 
cuanto  qne  no  protestó,  como  pudo  hacerlo,  de  la  obligación  contraída 
por  su  sustituto,  ni  alegó  en  el  juicio  la  excusa  ó  excepción  de  la  nulidad 
de  tal  obligación,  limitándose  á  negar  la  existencia  de  la  fianza  judicial 
que  por  el  actor  se  pretendía  hacer  efectiva,  lo  que  implica,  además,  en 
re&lidttd,  una  ratificación  tácita  de  la  obligación  contraída  por  el  sna- 
titut'): 

Considerando  que,  esto  sentado,  es  evidente  qne  por  la'8ala  senten- 
ciadora se  han  cometido  las  infracciones  alegadas  en  los  tres  primeros 
motivos  del  recurso  por  la  no  aplicación  de  los  artículos  1822, 1828  7  X727 
del  Código  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  haber  lugar  al  recnrao 
de  casación  por  infracción  de  le7  interpuesto  por  D.  Francisco  Guerrero 
7  Barbero,  7  en  su  consecuencia,  casamos  7  anulamos  la  sentencia  qne 
en  6  de  Abril  de  1905  dictó  la  Bala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  esta  corte. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  public^irá  en  la  Gaceta  é  in« 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, ló  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Josó  de  Aldecoa.= 
Vicente  de  Pinlé9.r=Antonio  Alonso  Ctisafia.sPascual  Domenech.=Ra- 
móD  Birroeta.=Federico  Mon()alve.=Oamilo  María  Guilón. 

Publicación.^ Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele* 
brando  audiencia  pública  la  Sila  de  lo  civil  del  mibmo  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  1.^  de  Ojtubre  de  1906.=Liüenciado  Jorge  Martínez. 

ISfum.  5e.^TRIBUNAL  SUPREMO.— 3  de  Octubre, 
publicada  el  10  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma  —Dc-w^mcío.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  dea 
Manuel  Deira  contra  la  dictada  por  el  Júzgalo  de  primera 
instancia  de  Padrón,  en  juicio  con  D.  José  RonriBro. 
Eq  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  esencia  del  precario  consiste  en  la  ocupación  de  una  finca 
á  titulo  ¡gratuito: 
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Que  probada  la  existencia  de  un  eoníraio  de  arrendamiento  y  eí 
iranseureo  de  su  término,  ea  indudable  la  competencia  del  Juzgado 
municipal: 

Que  obseroándoae  esta  doctrina  no  se  infringe  el  art.  1562  de  la 
Heg  procesal. 

En  Is  viUft  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Octnbre  de  1906,  en  el  jaiclo  de 
desabDcie  de  ona  casa  seguido  en  el  Jnagado  manicipal  de  Dodro  y  ea 
el  de  primera  ioetancia  de  Padrón  por  D.  José  Romero  y  Castro,  con 
D.  Manuel  Deira  y  Lola,  ambos  vecinos  del  logar  de  Iino,  parroqaU  de 
San  Jaan  de  Latfio,  término  municipal  de  Dodro,  juicio  que  ante  Nos 
pende  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
interpuesto  por  el  demandado,  á  quien  ña  representado  en  este  Tribu- 
nal Supremo  el  Procurador  D.  Ramón  Coaesa  y  dirigido  ei  Letrado  don 
Alejandro  Peres  y  Qarcla  Lugln:  no  habiendo  comparecido  el  deman^ 
dante  y  recorrido: 

Resnltanlo  que  por  escritura  pública  de  24  de  Octubre  de  1883,  don 
Felipe  Báuicio  Núfiez,  como  duefio  de  veinticuatro  suertes  ó  fracciones 
de  tierra  y  de  una  casa,  que  habitaba  Manuel  Deira  con  su  familia,  sitas 
en  el  lugar  de  Imo,  parroquia  de  San  Juan  de  Laifio,  término  muniolpal 
de  Dodro*  las  dio  en  arrendamiento  al  expresado  Deira  por  el  término 
de  tres  afios,  que  empezarían  á  correr  en  1.^  de  Marzo  de  1884,  y  por  la 
renta  anual  de  60  pesetas,  pagaderas  al  vencimiento  de  cada  anualidad; 
y  por  otra  escritura  pública  de  26  de  Enero  de  18^7,  dicho  D.  Felipe  Be 
nielo  Núfiez  vendió  las  expresadas  tierras  y  casa,  con  sus  regalías  á  don 
José  Vtturro  Sofiora,  quien  aceptó  el  contrato,  manifestando  que  hacía 
la  compra  para  José  Romero  Castro,  el  cual  la  aceptaría  tácitamente  ó 
per  medio  de  otra  separada,  según  viere  convenirle: 

Resaltando  que  D.  José  Romero  Oastro,  en  demanda  que  el  Juzgado 
nmnicipal  de  Dodro  tuvo  por  presentada  en  6  de  Febrero  del  comente 
afto,  promovió  contra  D.  Manuel  Deira  juicio  de  desahucio  de  la  indicada 
easa  habitada  por  éste,  exponiendo  lo  que  resulta  de  la  escritura  de 
compra  de  1807,  y,  además,  que  se  hallaba  hacía  más  de  seis  «fios  en  po- 
sesión de  todos  los  bienes  comprendidos  en  dicha  escritura,  por  habér- 
selos entregado  VUnrro,  pero  no  había  podido  conseguir  que  el  ir  qnili- 
BO  Deira  le  pagara  renta  ni  desalojara  la  casa  qne,  ron  las  otras  fincas, 
había  recibido  en  arrendamiento  del  anterior  dut  fío  Ná fíe z  por  renta  de 
100  reales  anuales  y  plazo  de  tres  afioe,  vencidos  ya  con  excf'po;  fun- 
dando, por  tanto,  su  demanda,  en  la  causa  primera  del  art.  1662  de  la 
ley  de  Enjulcimiento  civil: 

Resultando  que,  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  el  actor  re- 
produjo su  demanda,  y  presentó  copia  autorizada  de  la  referida  escritu- 
ra de  compraventa  de  1897;  y  el  demandado  propuso  previamente  la  ex- 
cepción de  incompetencia  de  jurisdicción,  f xponienio  en  su  apoyo:  que 
era  un  h<>cho  innegable  que  la  finca  que  se  describía  en  la  demanda  per- 
tsneció  á  Núfiez,  y  que  éste  se  la  arrendó  á  é),  con  otras  varias,  por  tér- 
Ino  de  tres  afios  y  renta  de  60  pesetas  en  cada  uno,  qne  Ip  satif-fizo  du- 
mte  ellos,  no  adeudando  nada  por  tal  concepto;  qne  también  era  cierto 
oeNófi^s  vendió  á  Viturro  todas  las  fincas  qne  habían  sido  obj»>to  del 
prendamiento,  y  entre  ellas,  la  casa  objeto  del  desahucio,   y  ri*^  sde  en- 
nees  qn^-dó  sin  efecto  dicho  arriendo,  y  en  su  consecuercia,  él  entregó 
francisco  Romero,  yerno  de  Viturro  é  hijo  del  actor,  todas  las  fi  jcas 
Btlcaí,  y  entregaba  también  la  urbana,  por  todas  las  cuales  b^bía  paga- 
t  60  pesetas  de  arrendamiento;  pero  Francisco  Romero  le  entregó  la  re- 
"ida  casa  sin  merced  ni  plazo,  sino  para  que  la  disfrutase  mientras  na 
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diBpnslese  etrft  cosa;  siendo,  por  tanto,  poseedor  en  precario,  y  no  eo 
arrendamiento,  de  la  citada  finca,  pues  de  aqnel  modo  se  llamaba  ai  qn» 
ae  encontrabaen  sos  circnnstancias,  según  la  sentencia  de  este  Tribunal 
fiapremo  de  11  de  Janio  de  1904,  y,  en  tal  caso,  las  de  10  de  Marto  de  180^ 
y  26  de  Febrero  de  1896  fijaban  la  competencia  del  Jnicio  en  el  Jozgado  da 
primera  instancia,  y  como  él  hada  más  de  siete  afios  qne  no  pagaba  al- 
quiler, ya  ínese  la  finca  de  Vitnrro,  de  Francisco  Romero  ó  de  D.  José 
Bomero  Oastro,  con  arreglo  á  la  Jurisprudencia  constante  de  este  Tribu» 
nal  Supremo  7  á  las  prescripciones  del  titulo  17,  libro  2.^  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  estaba  en  su  lugar  y  debía  ser  estimada  la  excep- 
ción propuesta;  y  luego  expuso,  en  contestación  á  la  demanda,  lo  que  es- 
timó conveniente. 

Besult&ndo  que  recibido  el  juicio  á  prueba,  á  petición  del  actor  se 
cotejó  con  su  matrit  la  escritura  de  compraventa  de  1897,  y  se  compulsó 
la  de  arrendamiento  de  1888;  y  el  demandado  dirigió  posiciones  al  de- 
mandante, quien  preguntado  como  era  cierto  que  no  poseia  ninguna  d» 
las  fincas  que  Núfies  vendió  á  Viturro,  sino  que,  por  el  contrario,  éste  y 
BU  hija  De  fia  Luisa,  espota  de  Francisco  Bomero,  eran  loe  que  tra- 
bajaban todas  las  rústicas,  contestó  que  era  verdad  las  trabajaba  Vitu» 
rro,  aunque  á  medios  frutos,  y  de  orden  suya,  y,  además,  que  Deira  ne 
biso  ccn  él  contrato  de  arrendamiento  de  ninguna  finca,  ni  nunca  le  aa 
tiefiso  cantidad  ninguna  por  concepto  de  renta  ni  alquiler,  aunque  aapi- 
Tsba  á  que  se  la  pagase;  y  que  no  otorgó  escritura  alguna  ccn  Nófiei  por 
la  cual  .éste  le  hubiese  tranemitido  derechos  que  ai  mismo  le  pertene- 
cieran en  propiedades  rúeticas  ó  urbanas,  pero  que  la  escritura  á  que  s» 
aludía' la  otorgó  Viturro  por  orden  suya: 

Resultando  qne  el  Juei  municipal  de  Dodro  dictó  sentencia  decla- 
rando no  ser  de  su  competencia  el  juicio  absteniéndose,  en  consecuen- 
cia, de  reeolvt^r  en  cuanto  al  fondo  del  mismo,  reservando  al  actor  an 
derecho  phra  que  lo  ¡ejercitara  ante  quien  correspondiera,  é  imponían- 
le las  coetap;  fallo  del  cual  interpuso  aquél  apelación,  que  le  fué  admi- 
da, y  tramitaua  la  segunda  instancia,  ain  que  en  ella  compareciera  el 
demandado,  el  Jnes  de  primera  instancia  de  Padrón,  en  sentencia  de  S 
de  Abril  último,  desestimando  la  excepción  de  incompetencia  alegada 
por  dicho  demandado  y  estimando  la  demanda,  condenó  al  mismo  aldea - 
ahucio  de  la  expresada  casa,  apercibiéndole  de  laniamiento  si  no  la 
desalojaba  y  di^ jaba  á  disposición  del  demandante  en  el  término  de  ocha 
días,  y  le  impuso  laa  costas  de  la  primera  instancia: 

Resultando  que  con  presentación  de  certificación  acreditativa  de  ea- 
tar  declarado  pobre  para  litigar  en  este  juicio,  interpuso  D.  Manuel  Dei- 
ra  y  Lois  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  diciendo 
fundaree  en  la  cansa  6.^  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  alegando:  qne  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  estimada 
por  el  Juez  municipal  de  Dodro  y  denegada  por  el  de  primera  instancia 
de  Padrón,  se  habla  fundado  en  que,  no  existiendo  contrato  de  arrenda- 
miento de  la  casa,  la  competencia  para  conocer  del  jnicio  promovido 
por  R(  mero  Castro  estaba  fijada  por  la  ley  y  por  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Sopiemo  en  sentencias  de  26  de  Septiembre  de  1892,18 
de  Octubre  de  18V4,  18  de  Diciembre  de  1901  y  10  de  Julio  de  1908  en 
los  Jueces  de  primera  instancia,  y  como  en  la  sentencia  recorrida  se  re 
conocía  fueiza  y  valor  á  un  contrato  otorgado  veintitrés  afies  antea  con 
personas  dietiotae,  se  había  quebrantado  la  forma  del  procedimiento,  y 
era  motivo  de  tasación;  qne  Romero  Castro,  en  la  demanda,  y  bhjo  ju- 
ramento indec'Borlo,  reconocía  y  confesaba  qne  todas  las  fincas  com- 
prendidas en  la  escritura  de  arrendamiento  hecho  entre  D.  Felipe  Beni- 
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cto  Kúfies  7  el  reenrrente  en  24  de  Octubre  de  1888,  por  la  renta  de  60 
peietae  anuales  y  termine  de  tres  afios,  que  se  paotó  expresamente  ha- 
lilan  de  Tenoer  en  I.**  de  Maye  de  1887,  no  estaban  en  poder  del  de- 
mandado, excepto  la  casa  que  describía  en  la  demanda;  y  siendo  este 
beefao  verdad,  y  estando,  además,  reconocido  expresamente,  lo  l<>gico  y 
lo  legal  era  que  aquel  contrato  ya  no  existia,  y  aunque  se  quisiera 
<^trle  Talor  y  alcance,  habría  que  reconocer  que  hubo  novación  del  prU 
tuitivo  contrato,  y  sus  condiciones  de  haber  existido  eran  las  que  se  des- 
oensdan  por  no  haberse  probado;  y  el  propio  demandante  habla  dicho,  en 
su  oeníesión  Judicial,  que  éi  no  biso  contrato  de  arrendamiento  de  nin- 
guna clase  con  el  recurrente,  ni  éste  le  satisfizo,  por  concepto  de  renta, 
santidad  alguna,  de  donde  se  sfgnla  que  ocupaba  la  casa  en  precario;  y, 
en  tales  condiciones,  la  competencia  para  conocer  del  juicio  la  fijaba  el 
articulo  166S  de  la  ley  procesal  en  los  Jueces  de  primera  instan  cía,  y  el 
único  remedio  para  subsanar  el  error,  cuando  se  declaraba  lo  contrario, 
era,  según  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Abril  y  2^ 
de  Junio  de  1900,  el  recurso  en  la  forma  del  uúm.  6*®  del  articulo  16fit 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  la  mejor  prueba  de  que  el  con» 
trato  de  24  de  Octubre  de  1888  no  subsistía  era  que  no^  estaba  en  poder 
dsl  actor,  habiendo  tenido  que  venir  á  los  autos  por  compulsa,  y  en  éi 
se  vela  que  la  renta  pactada  de  60  pesetas  era  por  todas  las  ñncas  que 
comprendía,  y  como  el  recurrente  sólo  ocupaba  una  de  ellas,  no  era  po- 
sible creer  que  tuviera  eficacia  legal  y  fuese  titulo  bastante  para  fun- 
darse, y  menos  decretarse,  un  desahucio;  existiendo,  en  cambio,  la  pre- 
sunción legal  de  que  el  demandado  tenia  la  condición  de  poseedor  pre- 
cario, porque  asi  lo  reconocía  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mOf  aun  suponiendo  que  el  arrendatario  hubiese  tenido  la  ñuca  arren- 
dsda  con  antiguos  poseedores,  si. después  que  pasó  á  manos  de  terceros 
1  i  siguió  ocupando  sin  pagar  renta,  pues  ñtgún  la  sentencia  de  8  de  Oc- 
tubre de  1908,  la  naturaleza  del  precario  requería  que  se  ocupara  la  fin- 
ca á  titulo  gratuito,  y  bastaba  recordar  que  el  demandante  había  confe- 
tado  que  el  recurrente  nunca  le  había  pagado  renta  alguna. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 
Considerando  que  la  esencia  del  precario  consiste  en  la  ocupación 
dsnna  finca  á  titulo  gratuito,  y  en  el  presente  caso  el  recurrente  no  ha. 
demostrado  ni  pretendido  demostrar  que  con  tal  carácter  habita  la  casa 
electo  de  la  demanda,  limitándose  á  sostener  que  el  contrato  de  arren- 
duniento  otorgado  en  24  de  Octubre  de  1888  entre  éi  y  D.  Felipe  Beni- 
do  habla  sido  novado,  sin  determinar  por  qué  causas,  ni  qué  personas 
acordaron  esa  novación,  apareciendo,  por  el  contrario,  que  el  único  ti- 
tulo de  la  posesión  del  desahuciado  es  el  referido  contrato  de  arriendo, 
ne  obstante  cuya  terminación  ha  permanecido  en  la  casa,  ain  entregarla 
basu  ahora  al  duefio: 

Oonsiderando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  al  partir  de  la  certe- 
za del  contrato  de  arrendamiento  consignado  en  la  mendoDada  escritura 
usra  rechazar  la  excepción  de  incompetecc!»  alegada,  no  iiiíringió  el  ár- 
enlo 1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  otro  alguno,  toda  vez 
ve  la  demanda  de  desahucio  se  fondeen  haber  tranecuirido  el  término 
itipnlado: 

Oonsiderando  que,  probada  la  existencia  de  un  contrato  de  arrenda* 
liento  y  el  transcurso  de  su  término,  es  indudable  la  compentencia  de  1 
Bsgado  municipal  para  conocer  del  juicio  de  desahucio; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  beber  lugar  al  re- 
rso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  icterpuesto  don 
anuelDelra  Leis^á  quien,  para  el  caso  'i»  que  viniere  á  mejor  fortu- 
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na,  condenamos  al  pago  de  la  cantidad  correspondiente  por  raián  de 
depósito,  á  qae  se  dará  la  aplicación  qae  previene  la  ley;  y  con  la  opor- 
tuna certificación  devuélvanse  al  Juagado  de  primera  instancia  de  Pa- 
drón los  autos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Qaeeta  é  in- 

eertará  en  la  Colección  Lbgisla.tiva,   pasáadose  al  efecto  las  coplas 

.  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.sJosé  de  Alde- 

coa.=FraDCÍ8Co  Toda.=Antonio  Alonso  Oasafia.^Pascoal  Domeneeii. 

Ramón  Barro<>ta.=Oamilo  María  Gullón.=sr Eduardo  Ruis  García  Hita. 

Pnblicacióa.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D  Ramón  Barroeta,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Oámara. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1906.=Rogelio  Gonsálet  Montes. 

JHum.  57.-TRIBUNAL  8UPREM0.--3  de  Octabre, 
publicade  el  (O  y  II  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  lby,— Tercería  de  dommro.— Auto  de- 
clarando no  haber  lugar  en  parte  A  la  admisión  del  recurso  in- 
terpuesto por  Doña  María  Amigó  contra  la  oronunciada  por  la 
Saiá  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  plei- 
to con  Doña  Blvíra  Fontcuberta  y  otro. 
Ba  su  considbkando  único  se  establece: 

Que  según  el  art,  1729,  núm,  5,^  de  la  ley  procesal ^  es  inadmisi" 
•ble  el  recurso  de  casación  en  cuanto  se  refiere  á  cuestiones  no  debaíi' 
das  en  el  pleito. 

Resultando  que  en  la  escritura  de  partición  de  los  bienes  relictos  por 
D.  José  Fontcuberta  y  Tarrasa,  otorgada  en  la  ciudad  de  BAreelona  en 
13  de  Diciembre  de  1894  por  su  vinda  Dofia  María  Amigó  Llóreos;  por 
ai  y  en  reprdsdutación  de  sus  bijos,  en  unión  de  los  demás  interesados 
en  la  herencia,  le  f  aeron  adjudicadas  á  la  viuda,  diferentes  casas  y  an 
solar  situados  en  la  calle  de  Rodas,  de  Sabadeil,  haciéndose  cgnstar  qae 
sobre  dichas  casas  y  las  que  correspondieron  á  los  hijos,  del  finado  pesa- 
ba una  hipjteca  de  41.699  reales  y  99  cóatlmos,  en  garantía  de  la  dote  j 
esponsalicios  de  Dofi  i  Úrsula  Fontcuberta,  consorte  que  fué  de  D.  Ra- 
fael Fontcuberta  y  Tarrasa,  de  quien  su  hermano,  el  citado  D.  José,  he» 
redó  los  expresados  bienes: 

Reaoltando  que  Dofia  Elvira  Fontcuberta,  heredera  de  la  Dofia  Uran- 
ia, dedujo  demanda  contra  Dofia  María  Amigó  Llorens,  en  representa- 
ción de  sos  hijos,  menores  ds  edad,  en  reclamación  de  2.000  libras  ca- 
talanas, equivalentes  á  6.888  pesetas  y  88  céntimos,  importe  de  la  dote 
que  su  caaaanttí  Dofia  Úrsula  aportó  á  su  matrimonio  con  D.  Rafael 
Fotcoberta  y  Tarrasa,  cuyos  bienes  post^ían  los  demandados;  y  por  sen- 
rencia  de  2;  Diciembre  de  1891  se  resolvió  que,  teniendo  por  allanada  á 
Dufia  María  Amig)  Llorens  al  pago  á  Dufii  Elvira  Fontcuberta  de  kt 
cantidai  de  2.000  llbr^^s  catalanas,  en  cali  lad  de  restitución  de  la  dote 
que  apjftó  sa  caosa'ite  Dofia  Úrsula  Ana  Fontcuberta  á  su  matrimonio 
con  D.  K»f  iHl  Fotcnberta,  se  condenaba  á  la  misma  Dufii  Mdtía  Amigó, 
en  la  calidad  de  madre  y  representante  legal  de  sus  hijos  menores,  al 
pago  dt>  los  intereses  legales  de  la  expresada  cantidad  desde  12  de  Oota- 
bre  de  1889: 
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BeraUándoqne  en  las  diligencias  de  ejeonción  de  esta  sentencia 
Bolla  If aria  Amigó  Llorens  dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio  por 
raata  de  haberle  sido  embargadas  las  casas  qne  le  fueron  adjudicadas 
en  la  tegumentaria  de  sn  difunto  maride  para  hacer  pago  á  la  deman- 
dante Dofia  Elvira  de  la  cantidad  reclamada  en  el  pleito,  fnndándtee  en 
qne  Me  no  habla  sido  seguido  con  ella  en  sn  propio  nombre,  sino  en  en 
calidad  de  representante  legal  de  sns  hijos,  menores  de  edad,  contra  en 
yes  bienes  únicamente  había  sido  dictada  la  sentencia: 

Besnitando  qne  Dofia  Elvira  Fontcnberta  impugnó  esta  demanda  de 
leresria,  afirmando  que  el  objeto  del  pleito  por  ella  promovido  fué  la  re- 
damación de  la  dote  de  su  tía  Dcfia  Úrsula,  qne  se  hallaba  garantizado 
eoD  hipoteca  de  los  bienes  adjudicados  en  la  teetamentaiía  de  D.  José 
Fontcnberta  y  Tarrasa  á  sn  vinda  la  tercerista  demandante  y  á  bus  hi- 
jos, y,  por  tanto,  qne  el  en  la  ejecución  de  la  sentencia  dictada  habían 
ddo  ambargadas  las  casas  pertenecientes  á  Dofia  Maiía  Amigó,  lo  ha- 
bían aido  con  indisontible  derecho  en  virtud  de  la  hipoteca  que  sobre 
ellas  pesaba;  y  rsnnnclado  el  trámite  de  réplica  se  suntanció  el  pleito 
por  los  deméfl  trámites  de  las  dos  instancias,  y  en  24  de  Febrero  del  co- 
nisDte  a  fio  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  B.^rcelona  dic- 
tó sentencia  confirmatoria  de  la  del  Juzgado,  desestimabdo  la  demanda 
deteieería  deducida  por  Dofia  María  Amigó  Llorens: 

Besnitando  qne  á  nombre  de  ésta  se  interpuso  en  tiempo  oportnno 
iscuso  de  casación  por  infracción  de  ley,  alegando,  entre  utroa  motivos, 
los  siguientes: 

Tercero.  La  infracción  de  varias  leyes  del  Digeato,  de  las  Partidas  y 
de  las  Constituciones  de  Oatnlufia  y  de  artículos  del  Óódigo  civil  y  ju- 
risprudencia de  este  Tribunal  Snpremo  según  los  qne  la  restitución  de  la 
dote  tiene  lugar  una  vei  disuelto  el  matrimonio,  lo  cual  sucede  cuando 
falisceuno  de  loaeónyuges,  y  desde  su  fallecimiento  nace  el  derecho  j 
•eeióa  para  reelamario;  de  donde  resultaba  que  habiendo  quedado  di- 
raaltoel  matrimonio  de  D.  Rafael  Fotcnberta  y  Dofia  ürsola  en  10  de 
Septiembre  de  1867,  en  qne  aquél  falleció,  era  evidente  que  en  1897  eata- 
Ittya  prescrito  el  derecho  y  acción  para  reclamar  la  dote  que  Dcfia  Ur- 
•sla  aportó  al  matrimonio,  y 

Cuarto.  La  infracción  del  art.  184  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  jurlBprn- 
dencia  de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en  diferentes  sentencias, 
*flgún  las  que  la  acción  hipotecaria  preecribe  á  los  veinte  años  deade  que 
puede  ejercitarse,  con  arreglo  al  titulo  inscrito;  por  cuanto  la  sentencia 
recurrida,  al  deseetimar  la  demanda  de  tercería,  supone  aubsÍBtente  la 
tedón  hipotecaria  que  tenía  Dofia  Urania  Ana  Fontcnberta  pa^a  recla- 
mar BU  dote,  qne  podo  ejercitarse  desde  10  de  Septiembre  de  1867,  en  qne 
*  falleció  su  marido: 

Resultando  qne  el  Ministerio  fiscal  se  opn^o  á  la  admisión  del  recur<< 
ioen  cuanto  á  los  dos  motivos  transcritos,  y,  en  su  virtud,  se  trajeron 
los  autos  á  la  vista,  con  las  citaciones  correspondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Püecual  Domenecb^ 
OoDSiderando  qne  en  los  motivos  tercero  y  cuarto  del  recurso  se  soa- 
tequela  acción  qne  pudo  utilizar  Dofía  Etvira  Fontcnberta  se  halla 
icrita,  citándose  á  este  efecto  leyes  qne  á  dicho  particulBr  Fe  rf  fíeren, 
orno  la  indicada  cuestión  no  ha  sido  debatida  en  el  pleito  ni  fué  obje- 
le  la  sentencia  recnrrida  por  no  haber  sido  promovida  por  las  partes, 
ndudable  que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  5.^  del  art.  1729 
la  ley  de  En<nicÍamiento  civil,  mr  procede  á  la  admieión  de  los  dos 
irssadoa  motivos; 
^o  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofía 
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Harift  Amigó  Llorens  únicamente  respecto  de  Iob  metlvoe  tercero  j  wtLt- 
tOy  y  se  admtte  en  cnanto  á  loe  demás  en  qne  se  fonda;  y  pasadas  qne 
«ean  las  copias  necesarias  para  la  publicación  de  este  anto  en  la  forma 
•qne  previene  la  ley,  vuélvase  á  dar  cnenta. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1906.=JoBé  de  Aldeooa.ssFrancisoo  Tdda.= 
Antonio  Alonso  Oasafia.=Pa6cnal  Do menech.s Ramón  Barroeta.=Fe - 
derioo  Monsalve^ssCamilo  María  Gallón.=E:i  Relator,  Licenciado  Tri- 
nidad Delgado  Oisneros.2=Rogelio  Goniáies  Montes,  Escribano  de  Cá- 
mara. 

Num.   58.— TRIBUNAL   SUPREII0.-4  de  Ootabre, 
pabiicada  el  11  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley. — ñ^^roo^n^a.—Sentencia  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Francisco 
Moreno  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Granada,  en  pleito  con  Doña  Bacarnación  Moreno. 
En  su  CONSIDERANDO  úmco¡se  establece: 

Que  no  infringe  el  art.  1524  del  Código  eiüil  la  eenieneia  que  e«- 
tima  una  demanda  de  retracto  de  colindantes  relatiea  á  un  inmue- 
mueble,  cuya  cenia  no  se  inscribió  en  el  Rsgistro  de  la  propiedad,  y 
de  la  cual  no  tuvo  conocimiento  el  retrayente  hasta  después  de  rea^ 
Usada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i  de  Octubre  de  1906,  en  los  antes  de 
inicio  de  retracto  segnidos  en  él  Jasgado  de  primera  instancia  de  Albn- 
fiol  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada  por  Dofia 
Encarnación  Moreno  L6pes,  sin  profesión  determinada,  con  D.  Francisco 
Moreno  Maldonado,  labrador,  ambos  vecinos  de  Albnfiol,  sobre  retro- 
venta  de  nna  finca;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  que  por  infracción  de  ley  ba  interpuesto  dicho  demandado  don 
francisco,  dirigido  y  representado  por  el  Letrado  D.  Fernando  López 
Marín  y  el  Procurador  D.  José  Martines  de  Carvajal,  sin  que  haya  oom- 
parecido  ante  este  Sapremo  Tribunal  la  parte  demandante  y  recurrida: 

Resultando  que  por  escritura  de  36  de  Agosto  de  ld02,  otorgada  ante 
el  Notario  D.  Emilio  Fernandos  Sánches,  la  hoy  demandante  y  recurrida 
Dofia  Encarnación  Moreno  Lopes  compró  á  D.  Antonio  Bodrígnei  More- 
no  nna  snerte  de  terreno  secano  situada  en  la  Solana,  pago  de  las  Rivae, 
término  de  Albnfiol,  de  cabida  de  2  celemines  próximamente,  ó  sean  10 
áreas,  72  ceatláreas,  la  cual  se  inscribió  á  nombre  de  la  compradora  ea 
el  Registro  de  la  propiedad  del  partido  en  2  de  Octubre  eiguiente,  asig* 
nándose  á  eeta  finca  como  linderos:  por  Levante,  el  Barranco;  Norte,  tie- 
rras del  vendedor  D.  Antonio  Rodrígnes;  Poniente,  camino,  y  Sur,  tle« 
rrae  de  Andrés  Moreno;  y  más  tarde,  ó  sea  por  escritura  pública  de  1.^ 
de  DiciemllVe  de  1904,  vendió  también  el  D.  Antonio  Rodrigues  al  hoy 
demandado  y  recurrente  D.  Francisco  Moreno  Maldonado,  en  precie  á  ^ 
10  pesetaB,  una  suerte  de  tierra  como  de  2  celemines  de  cabida,  equiva- 
lentes á  10  áreas,  74  centiáreas,  parte  de  cuyo  terreno  se  riega  un  día  de 
cada  siete,  con  agua  que  nace  en  otros  terrenos  del  vendedor,  y  linda, 
por  Levante,  con  el  Barranco;  Norte,  tierras  de  D.  Miguel  Rodrigues 
Moreno;  Poniente,  camino,  y  Sar,  tierras  de  Dofia  Encarnación  Morene 
López;  escritura  ésta  á  la  cual  se  incorporó  un  documento  privado  de  24 
<le  Octubre  de  lOOá  en  el  que  los  dichos  otorgantes  habían  convenido  la 
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«omprayenta  mescienada,  preaentándoae  tal  eaoritara,  para  sn  inscrip- 
ción en  el  Begletre  de  la  propiedad  de  ügi  Jar.  el  2  del  mencionado  Di- 
ciembre» y  el  30  del  propio  mee  en  el  de  AÍbafiol,  elende  recogida  de 
4ete  por  el  comprador  antea  de  Terificaree  la  iDScripción: 

Beenlftando  qne,  en  relación  con  eetoe  precedentes,  la  Dofia  Eacarna- 
ción  Moreno  Lópet,  con  fecha  21  de  Diciembre  último,  formuló  ante  el 
Jugado  de  primera  inetancia  de  Albnfioi  demanda  de  jálelo  de  retracto 
legal  de  coiindantee  contra  D.  Francisco  Moreno  Maldónado,  consignan* 
de  laa  10  peoeUs,  precie  de  la  finca,  y  prometiendo  abonar  los  demáe 
gaatoe;  anplloó  qne  ae  declarase  haber  Ingar  á  dicho  retracto,  y  mandaae 
al  mencionado  comprador  qne  dentro  de  tercero  día  otorgue  á  favor  de 
laaetóra  la  correspondiente  escritura  de  venta,  recibiendo  en  el  acto  el 
precio  consignado  y  gastos,  bajo  apercibimiento  de  otorgarla  de  oficio  á 
n  cesta;  pretensión  en  apoye  de  la  cual  sentó  como  hecho  eustandal- 
mente,  además  de  los  ya  relacionados  precedentes,  qne  la  finca  compra- 
da por  el  demandado  tiene  extensión  menor  de  una  hectárea,  y  linda  por 
el  Bnr  con  el  terreno  de  la  actora  qne  ee  describió  anteriormente;  y  qoe 
la  demanda  se  presentaba  en  80  de  Diciembre,  ó  sea  antee  de  qne  trans- 
corriesen  ios  nueve  días  siguientes  á  la  inscripción  en  el  Ret^istro  de  la 
propiedad  de  la  finca  comprada  por  el  demandado,  alegó  también  la  Dofia 
Bnoarnación  ios  fundamentos  de  derecho  que  creyó  cooduceotes  á  sn  ob  - 
jeto  7  acompañó  como  documentos  la  copia  de  escritura  de  26  de  Agosto 
de  1902,  de  la  cual  se  ha  hecho  anteriormente  relación  bastante,  presen* 
tándose,  posteriormente, testimonio  de  haberse  intentado  la  conciliación, 
iln  consegnirla,  con  escrito  en  que  se  pidió  la  anotación  de  la  demanda 
ea  el  Registre  de  la  propiedad,  solicitud  á  que  defirió  el  Juzgado  en  la 
misma  providencia  qne  acordó  conferir  traslado  de  aquélla  al  D.  Fran- 
dsoo: 

Resultando  que,  emplazado  D.  francisco  Moreno  Maldonado,  dedujo 
incidente  de  pobreza,  que  el  Juzgado  acordó  tramitar  en  pl<'za  separada, 
«ootestándo  la  demanda  con  la  súplica  de  que  se  le  absolviese  de  ella, 
eon  imposición  d^  costas  á  la  actora,  exponiendo,  al  efecto,  los  hechos 
lignientee:  qne  si  bien  es  cierto  que  se  otorgó  la  escritura  de  l.o  de  Di- 
ciembre mencionada  por  la  demandante,  no  lo  es  que  haya  el  contestan- 
te adquirido  por  dicho  titulo  la  finca  cuyo  retracto  se  intenta,  pues  que 
It  obtuvo  por  virtnd  del  documento  privado  de  26  de  Octnbre  de  190é,  y 
la  escritura  sólo  se  otorgó  para  facilitar  la  inscripción  en  el  Registro  de 
la  oompta  qne  antes  había  hecho;  que  este  contrato,  perfecto  y  consn  • 
mado  en  el  documento  privado  referido  y  elevado  después  á  escritura 
pública  pa*a  les  efectos  del  Registro,  fué  rescindido  el  día  20  del  propio 
mee  de  Diciembre  por  otro  documento  privado,  y  por  eso  había  retirado 
del  Registro  la  escritura,  de  modo  que,  desde  dicha  fecha,  no  le  pertene 
ce  la  flaca;  qne  no  es  cierto  esté  la  demandante  dentro  del  término  para 
ejercitar  sn  acción,  pues  si  bien  no  han  transcurrido  los  nueve  días  si- 
guientes á  la  inscripción  en  el  Registro,  porque  ésta  no  se  hizo,  no  días, 
eine  meses,  han  pasado  desde  qne  la  retrayente  tuvo  conocimiento  de  la 
▼enti;  y  qne  existe  entre  las  fiacas  colindantes  motivo  del  juicio  una 
inia  para  riego,  de  la  que  equivocadamente  se  dice  enajenada;  Invocó 
kbién  el  demandado  los  fundamentos  de  derecho  que  tuvo  por  conve* 
ite  y  acompafió  como  documentos  el  privado  de  26  de  Octubre  ante- 
mente  relacionado,  otro  de  rescisión  de  la  venta  de  la  fi  ica  objeto 
retracto,  fecha  20  de  Diciembre  de  1004,  y  carta  de  pago  del  impneo- 
le  derechos  reales: 

Resultando  que,  recibido  el  juicio  á  prueba,  se  practicó,  á  instancia 
M  partea,  la  de  mntna  absolución  de  posiciones,  testifical  y  doca- 
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mental,  cayo  resoltado  do  ea  necesaria  detallar  para  el  actual  estado  del 
Juicio;  y  a  a  Idas  est  le  prnebae  á  los  autos,  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia de.álbofiol  dictó  sentencia  en  28  de  Marco  de  1906,  qnedecliró  hal>er 
lugar  al  retracto  de  colindantes  entablado  por  Dofia  Encarnación  Moreno 
López  contra  D.  Francisco  Moreno  Maldonado  sobre  la  finca  objeto  del 
juicio,  y  condenó  al  último  á  que  otorgue  la  correspondiente  escritura  á 
favor  de  aquélla  por  el  precio  en  que  la  adquirió,  y  qae  está  consignado» 
previo  abono  de  los  gastos  del  contrato  y  cualquiera  otros  legitimo» 
hechos  para  la  venta,  así  como  de  los  necesarios  y  otiles  efectuados  en 
dicha  finca,  otorgándose  de  oficio  á  su  costa  si  dejase  de  hacerlo;  fallo 
éste  de  que  apelo  el  demandado  y  que  ha  sido  confirmado  en  todas  bus 
partes,  con  las  costas  al  apelante,  por  sentencia  que  pronunció  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada  en  8  de  Febrero 
último: 

Resultando  que  D.  Francisco  Moreno  Maldonado  ha  interpuesto  re- 
corso de  casación  f»or  to fracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm  1.^ 
del  art.  1692  de  la  de  Eojuiciamiento  civil,  alegando  como  única  infrac- 
ción la  del  art.  1624  del  Código  civil,  en  cnanto  la  sentencia  recurrida» 
sin  negar  el  hecho  de  la  existencia  del  contrato  consignado  en  el  docn- 
mento  privado  de  26  de  Octubre  de  1904,  y  teniéndola  en  cuenta,  estima 
que  el  plozo  para  hacer  uso  del  derecho  de  retracto  no  debe  contarse 
desde  que  la  demandante  tuvo  conocimiento  de  haberse  consumado  la 
venta  con  la  extensión  de  dicho  documento,  sino  desde  que  se  enteró  de 
haber  sido  é«te  incorporado  á  la  esotitura  pública  de  1.®  de  Diciembre 
de  1904,  contra  lo  dispuesto  en  el  artículo  citado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Todaf 

Considerando  que  la  escritura  de  venta  de  la  finca  de  cuyo  retracto 
se  trata  no  se  11^ gó  á  inscribir  en  el  Registro  de  la  propiedad  por  ha- 
berla retirado  del  Registro  el  comprador  el  24  de  Diciembre  de  1904,  y 
como  en  la  sentencia  recnrrida  estima  que  el  retrayente  tuvo  conoci- 
miento dos  días  despnéii  del  hecho  de  la  venta,  y  no  an^s,  es  visto  qoe, 
no  demostrándose  ni  alegándose  qoe  en  tal  apreciación  se  haya  come- 
tido error  algnno  por  el  Tribunal  sentenciador,  pues  no  hasta  para  con- 
tradecirla la  afirmación  contraria,  en  que  se  funda  el  ú  lico  motivo  del 
recurso,  carecen  en  absoluto  de  fundamento  las  infracciones  en  dicho 
motivo  alegadas; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaraneos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  cí'SBción  interpuesto  por  D.  Francisco  Moreno  Maldonado,  á 
quien  condenamos,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad 
que  por  rezín  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará,  en  dicho 
caso,  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  no  hacemos  especial  condena- 
ción de  coetas,  mediante  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal  Su- 
premo dirbft  parte  recnrrente;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada  la 
correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  CüLeccióN  Legislativa,  pagándose  alefbeto  las  copias 
necesarias,  lo  proTiunciamos,  mandamos  y  firmamos.^ssjosé  de  Aldecoa. 
Francisco  Todíx.= Vicenta  de  Piniés.=Víctor  Covián.=Antonio  Alonso 
Cas8fip.=Ci<rDÍio  María  GolIón.=Eduardo  Roía  García  Hita. 

Pnblicactón.=Leida  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  i  ública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qoe  cer- 
tifico como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Octubre  de  1806.— Marcelino  San  Román. 
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Kum.  5&.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 5  de  Ootubre, 
publicada  el  15. 

GoiiPiTENCiA.^Pa^o  de  ean^idaef;— Sentencia  decidiendo  en  favor 
dei  Juzffado  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan,  la 
sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Vitigudino,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Fernando  Martín 
contra  la  Sociedad  Hijo  de  Viuda  de  Santiago  Ortiz. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  ss  establece.* 

Que  conforme  al  párrafo  2.^  del  art.  1500  del  Código  civil  y  á  la 
wrisprudencéa  de  este  Tribunal  Supremo^  en  el  contrato  de  compra- 
venta de  génerosy  á  falta  de  pacto  en  contrario,  deberá  cumplirse  la 
Migaeión  en  todos  sus  extremos  en  el  lugar  en  que  se  haga  entrega 
ie  la  cosa  vendida,  y  se  entiende  esto  verificado  donde  el  vendedor 
la  puso  á  aisposíción  del  comprador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1906,  en  la  compe» 
toncia  pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jiiai  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Jnan  al  de  igual  clase  de 
Viti{radiño  en  el  conocimiento  del  juicio  declarativo  de  menor  cuantía 
incoado  ante  el  último  por  D.  Fernando  Martín  Pére2s,  labrador,  vecino  de 
Vüvestre,  contra  la  Sociedad  mercantil  regular  colectiva  Hijo  de  Viuda 
de  Santiago  Ortia  y  Hermano^  domiciliada  en  Alcázar  de  San  Juan,  sobre 
nteisiónde  contrato  y  pago  de  cantidad;  habiendo  comparecido  Bola- 
mente en  este  Tribunal  Supremo  la  Sociedad  demandada,  representada 
por  el  Procurador  D.  Julián  Mufioa  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Ca- 
milo Uceda. 

Besultantio  que  en  10  de  Mayo  próximo  pasado,  D.  Fernando  Martín 
Péreí,  vecino  de  Vilveetre,  presentó,  junto  con  varios  documentos,  en 
6l  Juagado  de  primera  instancia  de  Vitigudino  demanda  en  juicio  decla- 
rativo de  menor  cuantía  contra  la  Sociedad  Hijo  de  Viuda  y  Santiago 
Ortii  y  Hermano,  domiciliada  en  Alcázar  de  San  Juan,  alegando  codjo 
beehos:  que  ésta,  en  16  de  Enero  último,  facturó  para  la  estación  «le 
Olmedo  y  á  la  consignación  del  actor  6.871  kilos  de  vino  en  12  pipaí*  ó 
bocoyes,  cuyo  precio  de  1.180  pesetas  76  céntimos  le  fué  abonado  á  la 
etaa  vendedora  tan  pronto  como  el  consignatario  recibió  el  talón  res- 
gQardo  de  la  expedición  núm.  4.088  y  la  factura  núm.  868  de  dicha  So- 
ciedad; que  dicha  expedición  no  llegó  á  su  destino,  que  era  la  estación 
de  Olmedo,  en  la  provincia  de  Salamanca,  dentro  del  plazo  marcado  en 
la  tarifa  aplicada,  por  lo  que  el  demandante  formuló  reclamación  con- 
tra la  Compafiía  porteadora,  rehusando  la  mercancía  y  pidiendo  por  ella 
1360  pesetas,  valor  de  la  misma  en  plaza;  que  en  23  de  Febrero  le  diri- 
Sló  carta   la  Oompafiía  de  ferrocarriles  de  Salamanca  á  la  frontera  de 
Portugal,  dicióndole  que  las  reclamaciones  formuladas  por  el  motivo 
'"^'eado  eran  improcedentes  por  haber  facturado  la  casa  remitente  á 
ledo,  sin  decir  qué  línea,  cuya  carta  se  reproducía  en  otra  del  5  de 
10  siguiente;  que  en  vista  de  ello,  su  Letrado  Director  escribió  á  la 
i  remitente,  advirtiéndola  que  se  fijase  bien  cómo  había  facturado^ 
obre  todo,  que  viese  en  la  estación  de  Alcázar  la  hoja  original  de 
araoión,  para  adquirir  la  certeza  de  si  la  expedición  estaba  bien  ó 
hecha,  incluyendo  la  carta  de  la  Compañía  porteadora,  á  lo  que  la 
edad  demandada  contestó  en  28  de  Febrero,  diciendo  que  la  expedi- 
'  M  había  facturado  á  Olmedo,  provincia  de  Salamanca;  que  presen- 
«)XO  106  17 
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tada  demanda  contra  la  Oompafiía*  porteadora,  ésta  volvió  á  escribirle 
en  6  y  10  de  Marso  próximo  pasado  las  cartas  qo»  acompBfiab»,  por  lo 
qne  so  lit>trado  escribió  de  ooevo  á  la  Sociedad  demandada  remitióndo- 
selas,  y  ^sta  contestó  en  6  del  mismo  mes  y  afio  con  la  carta  qne  presen- 
taba; qne  oo  queriendo  retirar  la  demanda  contra  la  Oompafiia  portea- 
dora, ni  la  expedición  sin  qne  la  casa  remitente  se  biciera  re8ponaal>!e 
de  ios  daSos  y  perjnioioa  por  él  safridos,  escribió  á  la  misma  sn  Aboga- 
do, haciéndole  presente  esas  circnastanclas,  contestando  la  ca&a  vende- 
dora, en  20  de  Mario,  que  se  allanaba  á  pagar  todos  los  casos  caosados 
por  la  demanda,  y  tratando  de  eladir  la  obligación  de  abonar  los  demáe 
perjuicios,  bajo  el  especioso  pretexto  de  qne  se  la  dio  orden  de  facturar 
á  Olmedo,  olvidando,  sin  embargo,  qne  en  sn  carta  anterior  confesaba 
■at>er  qne  Olmedo  era  el  de  la  provincia  de  Salamanca  y  no  otro,  tanto 
más  cnanto  qne  al  advertirla  el  error  qne  pudiera  haber  afirmaba  en  «n 
carta  de  28  de  Febrero  qne  ese  Olmedo  era  el  de  Salamanca,  qne  en  vir- 
tud de  esa  carta  retiró  la  demanda  y  la  expedición,  procediendo  á  repeuur 
la  mercancía,  y  notando  falta  en  ella,  formuló  nueva  reclamación  con- 
tra la  Gompfifiia  porteadora,  tanto  por  las  perdidas  como  por  el  dete- 
rioro violento  de  los  bocoyes,  para  que  la  Sociedad  demandada  pudiera 
ejeráitar  la  acción  correspondiente,  conforme  asi  se  lo  manifestó  sn  Abo- 
gado, diciendo  á  la  misma  qne,  cumplienio  sus  órdenes,  se  babia  reti- 
rado la  demanda  y  la  expedición,  qnedando  esta  última,  como  ya  se  le 
había  dicho,  de  su  cuenta,  por  cuya  raaón  debía  abonar  al  demandante 
el  importe  total  del  vino  al  precio  del  mercado  de  Olmedo;  qne  ni  á  ésta 
ni  á  otra  posterior  contestó  la  Sociedad  vendedora,  y  por  «lio  acudía 
contra  ella  por  la  vía  judicial;  como  f  andamentos  de  derecho  <  xpuso  en 
ei  sexto  qne  el  Juzgado  de  Vitigndino  era  el  competente  para  conocer  de 
ef>ta  demanda,  á  tenor  de  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  toda  vez  qne  se  ejercitaba  una  acción  personal  nacida 
por  incumplimiento  por  la  casa  vend^^dora  de  la  obligación  de  entregar 
la  mercancía  en  el  punto  en  qne,  según  el  contrato  de  compraventa,  de- 
bió de  entregarla,  que  era  Olmedo  de  Ciimac<),  perteneciente  al  partido 
judicial  de  Vitigndino;  y  en  s«i  virtnd,  sapllcó  se  admltl^'se  la  presente 
demnnda  contra  la  Sociedad  Hijo  de  Viuda  de  Santiago  Ortiz  y  Herma- 
no, en  reclamación  de  2.250  pesetas,  con  ¡os  intereses  let^aies  desde  ei 
20  de  Marzo  del  corriente  afio  basta  el  en  qne  se  hiciera  ef^ct>va  dicha 
snma,  importe  de  6.871  kilos  de  vino  y  per'uicios,  qne  aqnétla  le  vendió 
y  qne  él  dejó  de  cuenta  de  la  casa  vendedora,  por  no  habérselas  entre- 
gado en  el  plazo  convenido,  con  Ips  costae: 

Resaltando  qne  con  su  demanda  presentó  D.  Fernando  Martín  Péreí 
los  siguientes  docnmentos:  una  factura,  núoo.  268,  de  la  cKsa  H  jo  de 
Vlnda  de  Santiago  OrtIz  y  Hermano,  por  12  pipas  de  vino  remUl  tas  A 
aqnét,  conteniendo  6,871  kilos  de  vino,  con  un  precio  total  de  1.180  pe- 
setas 76  céntimos;  una  carta  qne  en  6  de  Marzo  último  le  dirigió  el  Sub- 
jefe dftl  movimiento  y  reclamaciones  de  la  Oompafiia  de  ferrocferrliesde 
Salamanca  á  la  frontera  de  Portngal,  manlfentándole  qne  con  relación  A 
la  reclamación  formulada  por  la  remesa  núm.  4.088,  de  Alcázar  par«^ 
O.medo,  le  confirmaba  su  anterior  de  22  de  Febrero,  en  la  qne  le  decl 
que  tal  reclamación  era  improcedente,  pues  el  remitente  hizo  constar  e. 
BU  declaración  al  facturar  la  partida  qne  la  estación  de  destino  era  Oi< 
medo,  sin  determinar  de  qué  Oompafiia,  por  lo  qne  íe  envió  á  la  del  Ñor- 
te,  y  babiéndoee  pedido  la  reexpedición,  lee  había  sido  enviada  á  sn  ei 
taeidn  de  Olmedo  y  Oerraibo,  donde  podía  retirarla  con  prontitod  peí 
evitar  más  gastes;  copia  de  otra  de  28  de  Febrero  próximo  pasado,  dii 
gida  por  la  Sociedad  demandada  A  D.  Paecoal  Vaeaei  diciéndole  qne 
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«oeargade  de  la  mlsmii,  «1  factnrar  la  ezpediotón,  pQBO  en  la  hoja:  cOU 
nedo  por  Salamanca»,  por  lo  cnal  tasaron  los  portea,  y  como  D.  Fernan- 
do Martín  tendría  el  talón,  podría  ver  la  taaa,  además  de  qne  la  hi  ja  de 
•alida  diria  al  era  jnato  reclamar,  pnee  al  en  ella  ponía  provincia  ó  lí« 
Ma  de  Salamanca,  era  fácil  comprender  procedía  fnera  á  Olmedo  y  Oe- 
rralbo;  copla  de  otra  de  16  de  Marzo  del  propio  afio  de  la  Saciedad  de- 
nandada  á  D.  Pedre  H.  Oomerón,  Letrado  de  D.  Fernando  Martín,  dl- 
«iéadele  qne  la  expedición  á  qne  se  refería  la  carta  del  Jefe  de  investí - 
gaeióo  no  podía  aaegnrar  sino  qne  se  facturó  á  Olmedo,  sin  recordar  que 
aa  la  deelaraotón  ee  pnetera  provincia  de  Vailadolid,  por  lo  qne,  y  te- 
aleado  en  cnenta  qne,  según  esa  carta,  el  vagón  estaba  en  la  estRcion  de 
Olmele,  creía  lo  máe  procedente  retirar  la  partida,  pnes  hab'ieu  io  dos 
sataeloaea  de  eee  nombre,  era  mny  disentibie  depurar  responR&biiida- 
des;  otra  carta  de  f«>cha  de  20  de  Marzo  último  de  la  misma  al  mismo, 
dkiéadole  qne  podía  manifestar  al  consignatario  de  la  partida  4083  qne 
rtttrase  la  oaercancía,  y  la  Sociedad  abonaría  los  gastos  cansad ls  con  la 
demanda,  eon  lo  qne  ningún  perjnlcio  más  había,  y  nada  más  debía 
pretender,  ya  qne  ella  se  avenía  á  pagar  los  gastos  materiales  8in  ser 
«SQsante  del  error,  pnes  recibió  orden  de  facturar  á  O'medo,  como  le 
hilo;  y  nns  carta  dirigida  en  JO  ^ie  Marzo  por  el  Sabje^fe  del  m.>vimtenta 
yreelamaclonee  de  la  OompRfiíd  ferroviaria  de  Salamanca  á  la  frontera 
de  Portugal  á  D.  Fernando  Mutí^,  participándole,  entre  otrap  cosas, 
qae  en  la  declaración  original  de  la  remesa  núm.  4.088  decía  cOimedo, 
provincia  de  Vailadolid»: 

Besnltando  qne  citado  D.  Ricardo  López,  como  socio  Gerente  de  la 
Sededad  demandada,  por  medio  de  exhorto  que  se  dirigió  al  Juzí^ado  da 
primera  Instancia  de  Alcázar  de  Hm  Juan,  promovió  ante  el  roífmo  la 
iBhibitorla  de  jurisdicción,  alegando:  qne  contra  lo  consignado  en  la  de- 
aanda,  eran  hechos  qne  se  jnPUíiot»han  con  los  documentoa  á  ella  arom- 
pefladoe;  qne  la  Sociedad  demandada  no  contrató  con  D.  Fernando  Mar- 
tío,  fino  con  D.  Pascual  Vacas,  la  entrega  sobre  vngón  en  la  e»t&ctón  da 
Aleáiar  del  vino  litigioso;  qne  de  orden  de  ese  coinprador,  el  v\üu  ee  re- 
mitió al  demandante,  á  quien  aqnél  ne  lo  traspasó;  qne  D.  Pascual  Vacas 
ordenó  á  la  casa  vendedora  lo  remitiese  á  Oimedo,  á  la  coneignarión  da 
D.  Femando  Martín,  como  se  hizo;  que  por  confnndir  el  punto  de  des« 
tino  eon  otro  de  nomb<'e  análogo,  la  mercancía  llegó  á  él  fuera  drl  plaza 
leftftlado  para  el  transporte  por  ferrocarril,  y  que  recibido  por  ei  (onsig- 
astario  el  talón,  D.  Pascual  Vacas,  y  no  D.  Fernando  Martín,  fn<^  quien 
pigo  á  la  orden  de  la  casa  vende  íofa  el  precio  de  la  mercam^ía  por  medio 
ds  los  SobrlnoB  de  Céspedes,  de  Mndrid;  que  aun  pr^^scinliend    d*^  taiea 
bschop,  y  aceptando  hipotéticamente  ios  de  la  demanda,  todu  p  >dia  admi- 
tirse menos  la  competencia  del  Juzgado  de  Vitigaiino  para  coiiücer  de 
la  demanda,  por  radicar  en  ei  de  Alcázar,  con  arreglo  á  los  siguientes 
faadamentofl  de  derecho;  qu<)  fnera  de  los  casos  de  suminión,  que  en  el 
de  antofl  no  existís,  en  los  juicios  en  que,  como  en  el  presente,  ee  "jercl- 
tan  aecionea  personales,  es  Jn^z  competente  en  primer  término  el  del 
ren  qne  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  eleci^ión 
lemandantef  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  con- 
9,  si  hallAndoae  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el 
•laiamlento,  aegúo  la  regla  L*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
;  y  como  en  el  preaente  caso  lo  estipnlado  entre  el  comprador  don 
»al  VacM  y  la  Sociedad  vendedora  fué  qne  la  mercancía  debía  an- 
iña aobra  vagón  en  la  estación  de  Alcázar,  como  se  hizo,  y  en  mod« 
«o  en  ai  ponto  de  destino,  fuera  éste  el  qne  quisiere,  se  dedu<  ía  ló- 
í  qna  el  lugar  del  jnmplimiento  de  tal  obligación  de  entrega  j 
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pftgo  del  precio  era  Alcáiar,  como  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tri« 
bnnal  Sapremo;  qne  corroboraban  lo  expuesto  los  articnlos  1171  y  1600 
del  Código  civil;  qne  ya  se  considerase  celebrado  el  contrato  de  venta 
con  D.  Fernando  Martin,  ya  con  D.  Pascnal  Vacas,  ora  transferidos  por 
éste  á  aqaól  sos  derechos,  siendo  en  los  tres  casos  los  mismos  los  térmi- 
nos  del  contrato  en  sus  extremos  esenciales  de  entrega  de  la  cosa  y  pago 
del  precio,  idéntica  debía  de  ser  la  competencia  para  conocer  del  asunte, 
y  como  quiera  que  la  entrega  de  la  mercancía  se  hiio  sobre  vagón  en  U 
estación  de  Alcázar,  ni  el  retraso  en  el  transporte  ni  la  confusión  en  el 
nombre  del  punto  de  destino  podían  hacerla  variar,  por  ser  hechos  inda* 
pendientes  de  los  términos  del  contrato;  que  el  abandono  de  la  mercan- 
cía por  el  consignatario,  bien  ó  mal  hecho,  acusaba  por  sí  solo  á  toda» 
luces  que  se  consideraba  hecho  cargo  de  ella  en  la  estación  de  Alcásar, 
y  el  pago  subsiguiente  del  precio  por  D.  Pascual  Vacas  no  significa  ni 
podía  significar  otra  cosa;  y  que  tratándose,  como  se  trataba,  de  la  rea- 
cisión  de  un  contrato  mediante  el  ejercicio  de  una  acción  personal  por 
causa  posterior  á  su  celebración,  el  Jues  competente  no  podía  ser  otre 
que  el  que  lo  tfería  si  se  tratase  de  su  cumplimiento,  so  pena  de  dividir 
la  continencia  del  mismo,  y  de  aquí  la  competencia  del  Juagado  de  Al- 
cázar, con  exclusión  de  todo  otro;  y  emitido  dictamen  por  el  Ministerio 
fiscal,  el  Jues  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan  dictó  auto 
inhibitorio  en  23  de  Junio  último,  por  considerar  qne  al  abandonar  don 
Fernando  Martín  Pérez  la  mercancía  antes  de  llegar  á  su  destino  es  por- 
que tenía  su  propiedad,  y  por  tanto,  acción  ó  derecho  para  disponer  de 
ella,  pues  de  lo  contrario  no  podía  hacerlo,  y  esto  prueba  que  eí  lugar 
donde  el  demandado  debía  entregar  el  vino  era  en  la  estación  de  Alcázar» 
ó  por  lo  menos  antes  de  llegar  á  la  de  Olmedo,  provincia  de  Salamanca, 
y  este  abandono  lo  consignaba  en  la  demanda,  y  por  tanto,  era  preciso 
creer  que  el  lugar  en  que  debió  cumplirse  la  obligación  fué  el  de  la  esta- 
ción de  Alcázar,  pues  no  hay  prueba  en  contrario;  invocando  además  en 
su  apoyo  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  re- 
lación con  el  1171  y  1600  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia,  y  que  en 
dicho  punto  tenía  su  domicilio  el  demandado: 

Resaltando  qne  recibido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vitl- 
gndino  el  oficio  inhibitorio  con  el  testimonio  correspondiente,  lo  ioí- 
pugnó  D.  Fernando  Martín,  alegando:  que  la  casa  demandada  invocaba 
la  regia  i.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjnlciamiento  civil,  de  ser  Alcázar 
su  domicilio,  para  que  el  conocimiento  del  asunto  fuera  de  la  competen- 
cia de  aquel  Juzgado,  y  para  llegar  á  ello  tenía  que  saltar  por  el  pre- 
cepto contenido  en  esa  misma  regla,  de  qne  será  Juez  competente  el  del 
Ingar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  precepto  preferente,  ya  qne 
sólo  á  falta  de  éste  tendrá  la  preferencia  el  Juez  del  domicilio  del  de^ 
mandado;  que  el  lugar  donde  debió  cumplirse  la  obligación  por  parte  de 
la  casa  demandada,  con  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  era  Olmedo,  par* 
tido  jadicial  de  Vitlgudino,  como  así  lo  demostraban  los  documentos 
auténticos  presentados  con  la  demanda,  sin  que  fuera  obstáculo  el  decir 
que  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  no  se  habla  express-*-^ 
terminante  en  el  contrato,  pues  también  podía  estar  designado  cou. 
condición  implícita  y  entendida  de  la  obligación,  según  sentencia  d< 
Tribunal  Supremo  de  7  de  Marzo  de  1884;  que  el  presente  caso,  no  exli 
tiendo  contrato  escrito,  no  podía  aparecer  expresamente  designado  € 
lugar  donde  había  de  cumplirse  la  obligación;  pero  desde  el  momento  e 
qne  la  casa  vendedora  entregaba  la  mercancía  vendida  con  un  talón  r" 
ferrocarril,  consignándola  á  Olmedo,  la  obligación  de  aquélla  era  entr 
gar  esa  misma  cosa  en  dicho  punto,  pues  no  podía  suponerse  que  la  E 
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«iedftd  vendedora  cumpliera  el  contrato  dejando  la  cosa,  bien  en  A\qá» 
«ff,  bien  íaetnrándola  á  cualquier  otro  panto  distinto  de  Olmedo,  qae 
«ra  el  convenido  en  el  contrato,  y  por  si  algnna  dada  quedaba,  en  autos 
obraba  la  carta  en  qae  dicha  Sociedad  confesaba  el  error  de  la  faetura- 
^n,  allanándose  á  pagar  los  gastos,  reconociendo  asi  que  no  cumplió 
con  la  obligaeión  que  tenía  de  poner  la  mercancía  en  Olmedo;  que  según 
■entancia  de  5  de  Febrero  de  1884,  tratándose  de  una  obligación  perso- 
nal procedente  de  ana  compraventa,  es  competente  el  Juez  del  Ingar 
donde  se  hlso  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  donde,  atendida  la  índole 
del  mismo,  debe  entregarse  su  precio,  por  entenderse  ambos  actos  si- 
naltáneos;  que  á  tenor  de  la  de  38  de  Febrero  de  1887,  en  el  contrato  de 
compraventa,  en  general,  es  Juez  competente  el  del  lugar  donde  se  per- 
feccionó por  el  coneentimiento  de  los  contratantes  y  se  consumó,  por 
parte  al  menos  de  ano  de  ellos,  en  el  mismo  logar  de  la  demanda  de  res- 
cisión; qae  según  eentencias  de  12  de  Octubre  y  10  de  Noviembre  de  1886, 
It  de  Jolie,  4  de  Agosto  y  7  de  Septiembre  de  1887,  cuando  en  una  com- 
praventa se  contrata  poner  el  género  á  disposición  del  comprador  en  un 
lagar  determinado,  allí  es  donde  hay  qae  pagar  y  ejercitar  la  acción 
para  el  pago;  q;ie  la  de  1.^  de  Julio  de  1889  ordena  que,  designado  en  un 
contrato  el  lugar  de  en  cumplimiento,  el  Juez  de  éste  es  el  competente 
para  conoeer  de  en  nalidad,  pues  no  puede  legalmente  desconocerse  la 
virtad  y  eficacia  de  la  designación  ó  sumisión  contenida  en  el  contrato 
^terin  por  ejecutoria  no  se  declare  su  nulidad;  que  conforme  á  las  de 
11  de  Julio  de  1878,  3  de  Eoero  de  1879,  8  de  Noviembre  de  1880,  29  de 
Hayo  de  1882,  18  de  Junio  de  1888,  3  y  7  de  Marzo  de  1884,  6  de  Mayo 
de  1886  y  24  de  Enero  de  1888,  cuando  no  se  ha  determinndo  en  qué 
debe  complirse  la  obligación,  se  entiende  qae  lo  es  la  compraventa  de 
comercio  aqoel  en  que  se  entrega  la  mercancía;  y  que  reeultaba  que  la 
casa  demandada  estaba  obligada  á  entregar  en  Olmedo,  partido  judicial 
de  Yitigadlno,  la  mercancía  objeto  de  autos,  y  siendo,  por  lo  tanto,  éste 
-el  lugar  del  campllmleuto  de  la  obligación,  correspondía  á  dicho  Juz- 
gado el  conocimiento  de  la  demanda,  de  acuerdo  con  la  regla  1.^  del  ar- 
ticulo 62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Beeoltando  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen,  y  de  acuerdo 
eim  él  dictó  auto  el  Jaez  de  primera  instancia  de  Vitigudino  en  14  de 
Julio  próximo  pasado,  rechazando  el  requerimiento  inhibitorio  y  sos- 
teniendo en  competencia  para  seguir  conociendo  del  asunto: 

Beeoltando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  Snn  Juan 
insistió  en  la  inhibitoria,  comunicándoselo  al  requerido,  y,  en  su  virtud, 
amboa  remitieron  en  forma  debida  las  actuaciones  á  este  Tribunal  Su» 
pr^mo,  y  se  anetanció  la  competoncia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose 
al  Minieterlo  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 
OoBsiderando  que,  conforme  al  párrafo  2.^  del  art.  1600  del  Oódigo 
dvll  y  á  la  iariaprudencla  de  este  Tribunal  Supremo,  en  el  contrato  de 
eompra venta  de  géneros,  á  faltayde  pacto  en  contrario,  deberá  cumplirse 
obligaeión  en  todos  sns  extremos  en  el  lugar  en  que  se  ha^a  entrega 
la  eoea  vendida,  y  se  entiende  esto  verificado  donde  el  vendedor  la 
eo  á  disposición  del  comprador: 

Considerando  qne  como  en  la  factura  presentada  por  el  actor,  base 
contrato  de  compraventa  de  vinos  objeto  de  la  demanda,  se  con* 
ma  por  los  vendedores  y  demandados  la  condición,  no  modificada  por 
se  datos  obrantes  en  el  pleito,  según  la  cual,  cnuestras  ventas  se  con- 
Brarán  siempre  sobre  vagón  en  esta  e8tación>— Alcázar  de  San  Juan» 
"ridento  qne  la  cuestión  sargida  sobre  el  campllmleuto  del  men- 
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•ionado  contrato  ha  de  sastanciarse  y  deoldlrse  por  el  Instado  de  pri- 
mera iüstanola  de  dicha  ciadad,  á  tenor  de  la  doctrina  expoesta  y  lu 
prescrito  en  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  dé  Enjnieiamiento  civiU 
pneBto  qne  la  caestlón  planteada  no  es  sino  nn  accidente  y  derivación, 
de  dtcho  contrato; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  <JU» 
la  presente  demanda  corresponde  ai  Jues  de  primera  instancia  de  Al- 
cázar de  tían  Juan,  al  qne  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndola 
eu  conocimiento  del  de  igaal  olaae  de  Vitigndino,  y  condenamos  á  don. 
Fernando  Martín  Póret  al  pago  de  las  coscas  ocasionadas  en  esta  com 
petencia. 

Aei  por  esta  nuestra  eeutencla,  qne  se  pabllcará  en  la  Qaeeta  den 
tro  d^  los  dW%  días  signientes  al  de  so  f  •'cha,  é  insertará  á  sn  tiempo  en. 
la  Colección  Lbgtslativa,  pasan  José  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronanciamos,  mandamos  y  fírmAmos.=Joté  de  Aldecoa.=Victor 
Ooviáo.s=  Antonio  Alonso  Casafia-^rPuscnal  Domenech.=Oamilo  Ma- 
ría Gnllon. 

PabUcación.=:Leída  y  publicada  fnó  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.   D.  Viocor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal  Snpremo,  ce 
lebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  incivil  del  mismo  en  el  día  de 
hoy,  de  qne  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  6  de  Octubre  de  lViOd.==:Por  el  Licenciado  Martines,  Marcelino 
San  Román. 

Num.  eo.— TRIBUNAL  SU PREM0.-5  de  Octubre, 
publicada  el  II  de  uctubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley  —Indemnizaeión  de  perjuicios» — 
tienteiicia  declarando  no  haber  ijigar  al  recurso  ialerpuesto  por 
D.  ludalecio  de  la  Eacioa  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri 
mera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  doa 
Hilario  Dago. 
£a  sus  CON4ÍDBRANDOS  se  establece: 

Que  no  es  de  estimar  la  infraeeíón  de  los  arts,  5.^,  9.^  665y  396, 
697, 1215y  Í2Í6  y  1218  por  la  sentencia  absolutoria  de  la  demanda 
interpuesta  contra  un  Procurador  por  indemnisaeión  de  perjuicios^ 
cuando  se  justifica  que  aquél  cumplió  las  obligaciones  de  su  cargo ^ 
y,  sin  desconocer  la  naturaleza  y  virtualidad  de  los  documentos  d 
que  el  recurrente  se  refiere,  y  teniendo  en  cuenta  cuanto  de  los  mis- 
mos y  de  las  demás  pruebas  aparece^  estima  con  acierto  la  Sala  sen- 
tenciadora no  ser  imputable  al  demandado  la  Jaita  que  se  le  atri- 
buye: 

Que  es  extraño  á  las  obligaciones  del  Procurador  deducir  pre- 
tensiones que  la  ley  reserva  al  defensor  del  litigio: 

Que  no  perfeccionándose  la  renuncia  judicial  del  poder  de  un 
Procurador  ha  de  continuar  éste  en  autos  la  representación  del  man  • 
dante: 

Que  según  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo^  €s 
requisito  esencial  para  reclamar  perjuicios  acreditar  la  existencia 
de  éstos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Octnbre  de  1906«  en  loe  antoa  é 
Jaicio  declarativo  de  muyor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primer^ 
instancia  del  distrito  de  Ciíambeií  de  eau  villa  y  corte  y  la  Sala  primen 
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da  lo  cítIÍ  de  te  AndtenoU  del  territorio  por  D.  Indalecio  de  la  Encina  y 
Yera,  cesante,  vecino  de  Freenedoeo,  Cáceree,  con  reaidenola  accidental 
en  M«drid,  contra  D.  Hilario  Dago  y  Cocbillero,  Procnrador  de  loe  Tri- 
banaiea  de  eaia  corte,  respecto  del  cnal  ae  han  entendido  lae  dillgenciaa 
en  Kganda  instancia  con  los  estrados  del  Tribnnal,  sobre  Indemnisación 
de  perjQícioe  cansados  por  el  sfgnndo  como  Procurador  qne  loé  del  pri- 
■ero;  ancos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recnreo  de  casación  por 
infracción  de  ley  qne  ha  interpoeeto  el  demandante,  á  qnien  repreaenta 
el  Procurador  D.  Felipe  Jiménea  y  García  de  la  Piasa,  y  defendiéndole 
al  Letrado  D.  Luis  Martorell,  sin  qne  haya  comparecido  en  este  Tribunal 
finpreme  la  parte  demandada  y  recurrida: 

Beenltando  que  duefio  el  actor  y  recurrente  D.  Indalecio  de  la  Encina 
Tera  de  varias  pieaas  de  terreno  en  término  de  Peralejo,  anejo  de  Valde- 
■orilio,  partido  de  Navalearnero,  provincia  de  Madrid,  formó  con  ellas 
asa  sola  heredad  ó  coto  con  el  nombre  de  Vedado  del  Enebral,  hipóte- 
aáodoio  después  por  escritura  de  SO  de  Diciembre  de  1879,  otoigada  ante 
§1  Notario  de  esta  corte  D.  Cipriano  Peres  Alonso,  en  garantía  de  un 
préstamo  de  24.000  pesetas,  y  por  6.000  más  para  coatas  A  D.  Manuel  de 
la  Morena  Valle,  quien  por  otra  escritura  qne  autorizó  el  Notario  de  eata 
propia  villa  y  corte  D.  Juan  Zosaya  el  dia  14  de  Abril  de  1881,  subrogó 
aoe  enunciados  derechos  de  acreedor  hipotecario  en  D.  Francisco  Pula 
das  Rodrigues,  procediendo  éate  con  tal  carácter  de  coneesiunario  del 
crédito  referido  con  fecha  28  de  Julio  de  aquel  mismo  afio  1881  y  ante  el 
Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  á  demandar  eje» 
cativamente  al  deudor  D.  Indalecio  de  la  Encina,  como  consecuencia  de 
lo  cual  se  despachó,  en  auto  fecha  8  del  siguiente  mes  de  Agosto,  el 
afortuno  mandamiento  por  laa  24.000  pesetas  de  capital,  2.400  de  inte- 
reses y  6  000  más  para  costas;  se  declaró  el  embargo  de  la  finca  hipote- 
cada y  SDS  rentas  y  se  citó  de  remate  al  deudor  Encina,  en  cuyo  nombre 
aa  personó  en  autos,  apoderado  en  forma,  el  Procurador  D.  Hilarte 
Dago  OnchiUero,  hoy  demandado  y  recurrido,  oponiéndoae  á  la  ejecn^ 
eica,  oposición  que  fué  deseatimada  por  aentencia  de  2  de  Diciembre, 
también  del  afio  1881,  cuyo  fallo  confirmó  la  Sala  aegunda  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  del  territorio  en  otra  de  17  de  Junio  de  1882,  mandando 
aegoir  adelante  te  ejecución  por  te  cantidad  principal,  intereses  ec^tipu- 
ladoe  del  10  por  100  y  costas  hasta  el  completo  pago,  dándose  después  de 
aate  al  asunto  te  tramitación  que  ae  mencionará  al  referir  loa  hechos  de 
la  demanda: 

Besalundo  que  adjudicada  en  pública  subasto  la  finca  Vedado  del 

Saebral  al  ejecutante  D.  Francisco  Palacios,  la  vendió  éste,  aai  como  el 

raeto  del  crédito,  por  eacritura  de  20  de  Mayo  de  1886,  á  D.  Federico 

Prado  Castillo,  contra  quien,  y  otroa  que  no  se  expresan  coáles  f  aeran, 

prepuso  D.  Indalecio  de  la  Encina  por  ante  el  Jnsgado  de  primera  ins- 

táñete  del  distrito  del  Congreso,  Escribanía  de  D.  Andrés  Ortis,  á  cargo 

boy  de  D.  R^íael  Valdivieso,  demanda  de  nulidad  de  las  actuaciones 

ptacticadas  en  el  Juicio  ejecutivo  seguido  contra  él  por  D.  Francisco  Pa- 

*'^ee  desde  que  fué  requerido  el  Procnrador  D.  Hilario  Dago,  en  lugar 

Encina,  para  presentar  los  títulos  de  propiedad  del  antecitado  in- 

leble  Vedado  del  Enebral,  interesando  además  de  semejante  nulidad 

i  se  te  restituyera  también  con  sus  frutos  el  mencionado  inmueble; 

tuyo  pleito  se  abeolvió  al  demandado  de  la  reclamación  sin  reserva 

ina,  siendo  igaalmente  confirmado  aquel  fallo,  sin  reserva  de  ningún 

■ero,  por  te  Superioridad,  sin  que,  no  obstante  haberse  anunciado  el 

trso  de  casaeiósi  llegara  á  interponerse,  por  lo  que  fué  declarado 

'arto: 
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Beealtando  que  previamente  declarado  D.  ladaleelo  de  la  Encina  Vera 
legaimente  pobre  para  litigar  en  estos  antos,  cnya  declaración  obtnvo 
per  sentencia  Arme  de  18  de  Janio  de  1903,  promovió  ante  el  Juagado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Giíamberl,  de  esta  corte,  jnicio  civil 
ordinario  de  mayor  cuantía  contra  el  Proonrador  D.  Hilario  Dago  y  Ou- 
chinero,  alegando  en  sn  escrito  de  demanda,  lecha  86  de  Noviembre 
de  1908,  en  esencia,  bajo  los  números  1.^,  2.®  y  á.o^  ios  hechos  referido» 
en  el  primer  apartado  de  los  precedentes,  y  siendo  snstancialmente  el 
contenido  de  los  restantes  hechos,  ó  sean  los  sefialados  con  los  núme- 
ros 4.^  á  21,  ei  qne  signe:  hecho  4.^,  que  en  18  de  Saptiembre  de  1889 
pidió  el  ejecutante  D.  Francisco  Palacios  se  aportara  á  los  autos  certifi- 
cación de  cargas  y  se  requiriese  al  ejecutado  y  hoy  demandante  D.  In- 
dalecio de  la  Encina  para  la  presentación,  en  término  de  seis  días,  de 
los  títulos  de  propiedad;  que  en  providencia  del  17,  notificada  el  30»  re» 
cayó  acuerdo  ordenando  requerir  al  Procarador  Dago  á  los  efectos  de  la 
referida  presentación  de  títulos;  qne  en  8  del  siguiente  Noviembre  ma- 
nifestó el  Procurador  ejecutante  no  haber  cumplido  el  D.  Hilario  con  el 
requerimiento  consentido,  procediendo  por  ello  se  le  apremiara  á  cum« 
plirlo,  sin  perjuicio  de  requerir  personalmente  al  ejecutado  para  pre- 
sentar los  títulos  en  un  breve  plaso;  que  en  providencia  de  aquel  mismo 
día  8  se  acordó  requerir  nuevamente  á  Dago  para  presentarlos  dentro  de 
segundo  día,  con  apercibimiento  de  emplear  los  apremios  conducentes; 
qne  en  vista  de  este  proveído  pidió  el  Procurador  demandado  cuatro  días 
de  prórroga  para  ver  si  podía  durante  ellos  proporcionarse  los  títulos  de 
referencia;  qae  negada  esta  pretensión  el  mismo  día  1 1  en  que  se  dedu jo, 
pidió  D.  Francisco  Palacios  se  llevaran  á  efecto  los  apremios  con  loe 
cuales  se  había  conminado  á  Dago,  recayendo  acuerdo,  fecha  1.^  de  Di- 
ciembre, mandando  ponerle  un  alguacil  de  vista  con  las  dietas  del  aran* 
cel;  qne  contra  esta  providencia  interpuso  D.  Hilario  Dago  reeuréo  de 
reforma^  alegando  no  tener  los  títulos  ni  manera  de  adquirirlos,  no  de- 
biéndosele ni  pudiéndosele  obligar  por  ello  á  presentarlos,  y  pidiendo  se 
requiriera  para  tal  presentación  al  dicente,  quien  debería  ser  apercibido 
de  suplirse,  en  otro  caso,  la  titulación  en  la  forma  legal;  y  que  en  el 
mismo  escrito  y  por  medio  de  otrosí  renunció  el  Procurador  D.  Hilario 
Dago  á  la  representación  del  ejecutado  y  hoy  demandante  Encina,  dene- 
gándole el  Juzgado  la  reforma  y  mandando  requerir  al  último  para  el 
nombramiento  de  nuevo  Procurador,  para  lo  cual  le  otorgó  el  plaso  de 
seis  días,  continuando  aquél  representándole  dorante  ellos,  cuyo  anto 
se  dictó  y  notificó  el*  22  del  expresado  Diciembre;  hecho  6.°,  qne  el  don 
Hilario  Dago  no  notificó  este  auto,  como  era  deber  suyo,  al  demandante; 
no  dedujo  solicitud  alguna  encaminada  á  este  fin;  no  acudió  al  acta  no* 
tarial,  cual  debía  haberlo  hecho,  por  no  ser  éste  y  el  judicial  medios 
contrapuestos,  y  no  practicó  diligencia  alguna  en  busca  del  Encina,  se- 
gún era  procedente,  aun  en  el  supuesto  de  desconocerse  sn  domicilio, 
Ticlándose  así  de  nulidad  el  procedimiento  por  seguir  ostentando  el  don 
Hilario  una  representación  de  la  cual,  á  sn  decir,  se  había  exhonerado; 
hecho  6.^,  qne  en  28  de  Abril  de  1888,  hasta  cnya  fecha,  desde  28  de  Df 
ciembre  del  82,  estuvieron  parausados  los  autos,  presentó  el  ejecutanlr 
Palacios  un  escrito  interesando  se  hiciera  saber  á  D.  Manuel  Ruis  OrUa 
acreedor  del  ejecutado,  el  estado  del  juicio  para  su  intervención  en  e 
avalúo  y  subasta  de  la  finca  por  medio  del  perito,  si  quería  nombrarle 
<}ne  en  dos  otrosíes  de  ese  mismo  escrito  solicitó,  además,  aquella  parle 
se  requiriese  al  dicente  para  la  presentación  de  los  títulos,  poniéndole 
alguacil  de  vista,  y  se  ampliase  el  embargo;  qne  en  providencia  del  si- 
i;aiente  día  24  se  accedió  á  lo  solicitado  en  lo  principal,  denegándose  el 
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«ztramo  referente  «1  embargo  y  prescindióndoee  en  abeolnto  de  proveer 
i  lo  pretendido  en  el  primer  otroei,  ó  sea  al  partloalar  relativo  á  los  ti* 
toloe;  qae  este  proveído  no  se  notificó  hasta  dos  meses  y  medio  después, 
ó  sea  hasta  el  18  de  Jnlio,  al  Bniz  Ortli,  no  obstante  lo  cual  nada  hizo 
ni  solicitó  ei  Procurador  Dago;  qne  en  4  de  Agosto  del  mismo  año  88, 
designó  el  ejecntante  como  perito  al  vecino  de  Valdemorillo  D.  Lnis  BeU 
trán  Oaioedo,  tonióndóéele  por  nombrado  y  mandando  se  hiciera  saber 
el  nombramiento  á  la  representación  del  ejeontado,  previniéndole  nom<- 
brate  otro  por  sn  parte  en  término  de  segando  día,  bajo  apercibimiento 
de  tenerlo  por  conforme,  caso  contrario,  con  ei  designado;  y  que,  ¿  pesar 
de  ello,  D.  Hilario  Dago  no  nombró  perito  por  sn  parto  para  impedir  de 
este  modo  la  contingencia  de  una  tasación  deficiente,  y  teoléndose  por 
conforme  al  D.  Hilario  con  el  nombramiento  hecho,  se  nuindó  proceder 
al  avalúo: 

Resnltendo  qne  también,  y  como  parto  de  sus  alegaciones,  ezpnso 
D.  Indalaoie  de  la  Encina:  hecho  7.^,  qne  el  Procurador  Dago  sabía  to- 
aer  el  dieente  sn  domicilio  en  Navalmorai  de  la  Mata,  de  donde  vino  á 
Madrid  para  otorgar  el  poder  con  el  cual  se  personó  aquél  en  la  ejecu- 
ción, sabiendo,  además,  tenía  Encina  un  hijo  empleado  en  el  Ministerio 
éa  Ultramar;  qne  aquél,  olvidando  esto  y  con  olvido  también  de  sn  de- 
ber legal,  privó  á  sn  representado  y  hoy  demandante  de  la  facultad  de 
sembrar  perito;  qne  el  Juagado  incurrió  en  vició  de  nulidad  al  mandar 
en  la  providencia  de  4  de  Agosto  se  requiriese  á  Dago  y  no  al  ejecutado 
Encina  para  ei  nombramiento  de  perito  por  su  parte,  según  así  lo  dis- 
pene ia  ley  procesal  en  sus  artículos  1488,  1484  y  1462;  y  que  el  Procu- 
lador  D.  Hilario  Dago  no  recurrió  contra  aquel  acuerdo,  continuando  la 
nuftanelmción  de  los  autos  con  interrupción  de  aquél,  quien,  mudo  é 
impasible»  nada  hiao  para  defender  loe  intereses  de  su  poderdante;  he- 
cho 8.^,  ^ne  pedida  la  subasta  de  los  bienes,  se  acordó  así  en  providen- 
cia de  16  de  Diciembre  del  mismo  afio  88,  con  infracción  del  art.  1486  dé 
la  ley  procesal,  pues  el  avalúo  sólo  pudo  hacerlo  un  solo  perito  cuando 
«i  deudor  Encina  hubiera  sido  declarado  rebelde,  según  lo  prevenido  en 
el  art.  1468  de  aquella  misma  ley;  que  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en 
ésta  y  A  lo  mandado  en  la  antecitada  providencia,  debió  anunciarse  la 
•abasta  en  Mavalcarnero  y  en  Madrid,  y  si  bien  se  efectuó  así  en  aque- 
ll»poblaeión,  no  sucedió  igual  respecto  de  la  última;  y  que  entre  la  pro- 
videncia acordando  sn  subasta  y  la  celebración  de  la  misma  mediaron 
cuarenta  días  ó  sean  loe  transcurridos  desde  el  16  de  Diciembre  de  1888 
basta  el  39  de  Enero  del  84,  habiéndose  infringido  también  con  ello,  á 
juicio  del  actor,  los  artículos  1496  y  1488  del  Cuerpo  legal  «nteriormento 
diados;  hecho  9.^,  qne  no  obstante  lo  dicho  se  celebró  el  remate,  adjndi 
cftndoae  el  inmueble  al  ejecutante,  como  mejor  postor,- por  la  cantidad 
de  27.900  peeetas;  que  el  acto  se  celebró  sin  la  asistoncia  del  Procurador 
]>ago,  qnien;  al  parecer,  se  había  limitado  á  oir  notificaciones,  á  ver  las 
Uigaildadeo  del  procedimiento  y  á  callar;  que,  á  juicio  del  demandante, 
••  infringió  en  la  subasta  el  art.  1603  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
M  debió  hacerse  constar  la  conformidad  y  aceptación  del  rematante  y 
o  se  consignó  aquélla  y  no  ésta;  que  aprobado  el  remate  en  18  de  Fo- 
ro y  mandada  hacer  liquidación  del  cargo,  se  invirtieron  dos  meses 
m  práctica,  resultando  de  tal  operación  importar  aquéllas  9.649  pe- 
Jm  98  céntimos  y  qnedar,  por  tanto,  reducido  A  17.460  pesetas  2  cénti- 
»;  qne  de  las  cargas  relwjadas  del  precio,  no  debieron  serlo  un  censo 
ivor  de  la  Oapellanía  de  Santiago  Miguel,  cuyo  gravamen  pesaba  so* 
otros  inmuebles  además  del  hipotecado,  y  una  pensión  á  favor  de 
k  ya  entonces  fallecida,  no  estableciendo  Dago  protesta  alguna 
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por  ello  ó  infringiéndole  asi  el  art.  IMl  de  la  ley  tantas  yecee  citado;  f 
qae  interesada  la  ampliación  de  embargo  y  liquidación  de  coetaa,  tuvo- 
ésta  logar,  deftpnós  de  pedida  por  eeganda  ves,  en  9  de  Janio,  aaeen- 
diendo  sn  importe  á  87.967  pesetas  16  céntimos;  que  á  ella  nada  oposo 
el  Procnrador  hoy  demandado,  no  obstante  los  erroree  cometidos  al  ha- 
cerla, coa  los  consiga ient«B  perjuicios  para  Encina;  hecho  10,  qae,  coa 
infracción  del  art.  1616  de  aquella  ley,  se  paso  al  ejecutante,  A  peticióa 
saja,  en  posesión  de  la  finca  adjudicada  siete  meses  antes  del  otorga- 
miento de  la  escritora,  sin  oponer  tampoco  entonces  reparo  algano  don 
Hilario  Dago;  hecho  11,  que  éste  ni  el  ejecutante  evacuaron  la  vista 
conferida  á  los  mismos  de  la  liquidación  de  capital,  intereses  y  costas, 
no  dictando  el  Jasgado  resolución  alguna,  aprobándola  cuando  debió  ha- 
eerlo,  segúa  dispone  la  ley  de  £njnioiamieuto  cItíI  en  su  art.  428;  he- 
cho 12,  que  también  se  faltó  á  lo  dispuesto  por  ella  en  los  arts.  S60,  40S 
y  1614,  poes  se  requirió  al  Procurador  del  ejecutado  para  su  compare- 
cencia dentro  del  tercer  día  al  otorgamiento  de  la  escritura,  debiendo 
hal>erlo  sido  el  propio  D.  Indalecio  de  la  Encina,  cuyo-  Procurador  lo 
ceneintió: 

Resaltando  que  igualmente  expuso  el  actor  Encina,  como  más  alega* 
clones  de  so  demanda,  lo  que  sigue:  hecho  19,  que  solicitada  y  obtenida 
por  el  ejecutante  ampliación  del  embargo  á  otras  SO  fincas  del  ejecutado 
no  incluidas  en  el  Vedado  del  Enebral,  se  nombró  al  primero,  á  peti- 
ción suya,  administrador  de  las  mismas,  de  cuyo  cargo  se  le  puso  en  po- 
sesión, infriogléndose  así  los  arts.  1606,  1460  y  1489  de  la  ley  de  Proce- 
dimientos, pnes  estima  el  demandante  no  podo  hacer  tal  nombramiento 
Bino  después  de  celebrada,  sin  postor,  la  sega  oda  subasta;  hecho  14,  qae 
Terifícado  cuanto  queda  dicho  en  los  precedentes  con  relación  á  la  venta 
y  cesión  de  derechos  becha  en  1886  por  D.  Francisco  Pnlacios  Bodrígoea 
A  D.  Fdderlco  Prado  Castillo,  se  confirió  á  éste  la  administración  de  loa 
bienes  objeto  de  la  ampliación  de  embargo,  infringiéndole  así  spgunda 
ves  el  precitado  art.  1606;  hecho  16,  que  parausado  el  procedimiento 
hasta  28  de  Septiembre  de  1894,  pidió  en  esta  fecha  al  D.  Federico  Prado 
se  embargase  cierto  derecho  perteneciente  á  Encina,  manifestando  por 
otrosí  desconocerse  el  domicilio  del  deudor;  que  el  Juagado,  sin  proveer 
nada  respecto  á  lo  principal,  mandó,  por  virtud  de  lo  pretendido  en  «1 
otrosí,  se  requiíiese  al  Procurador  Dago  con  aquel  objeto;  qae,  á  juicio 
del  actor,  implicaba  esto  entender  el  Juagado  ser  neceearia  la  aludida 
averigaación  para  la  valides  de  lo  actuado  con  vicio  de  nuli«iad;  y  que 
el  Procurador  Dago  manifestó  no  haber  podido  averiguar  el  paradero  do 
BU  poderdante,  no  obstante  las  activas  gestiones  practicadas  para  ello,  á 
fin,  entre  otras  cosas,  de  obtener  el  pago  de  eu  minuta,  de  sos  honora- 
rios y  suplidos,  estimando  el  actor  hallarse  semejante  manifestación 
desprovista  de  verdad;  hecho  16,  que  el  mismo  procedimiento  seguido 
en  la  primera  etapa  del  jaicio  se  observó  en  la  segunda,  y  cdmetiéndooe^ 
por  tanto,  las  mismas  irregularidades  se  adjudicó  ai  nuevo  ejecutante 
una  finca  y  el  derecho  de  arrendamiento  de  otra,  sin  protesta  alguna  del 
representante  de  Encina;  que  el  continuador  de  Palacios  consignó  160 
pesetas  por  el  aludido  concepto  de  arriendo,  y  habiéndosele  ofrecido  esta 
sama  al  dueño  del  inmueble  no  la  quiso  admitir  bajo  preti^xto  de  haber 
vendido  el  predio;  que  en  vista  de  ello  extendió  el  actuario  diligencia» 
haciendo  constar  devolverse  al  ejeoutante,  A  instancia  suya,  las  160  pe* 
setae,  por  hiik>er  terminado  por  convenio  las  cuestiones  entre  aquél  y  el 
ejecutado,  con  cuya  diligencia  acabó  el  procedimiento,  y  tal  convenio  do 
existió  A  pesar  de  afimarse  lo  contrario  eii  dicha  diligencia  y  de  no  ha- 
hez  protestado  Dago;  hecho  17,  que  fundado  en  todos  estos  hechoe  tor» 
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mnló  D.  lodaloelo  de  !•  Encina  damuid»  de  nslidad  del  jaldo  ejecnH* 
▼o;  7  qae  éeU  loé  deaeetimadft  en  primera  y  eeganda  inetancia  por 
apreei»r«e,  principaimeiite,  haber  convalidado  el  eoneeatim lento  de  don 
Hilario  Dago  la  peeible  nniidad  de  aqneiioe  trámite» »  y,  sobre  todo,  por 
peder  aqnéi  exigir  del  eegnndo,  eemo  mandatario  enye,  onantaa  respon- 
■abiildaaee  qnieiera  y  aebiera,  en  t«i  de  pedir  la  nnlidad  reclamada; 
hecho  18,  qae,  por  esto,  tan  pronto  f né  ejeeotoria  eeta  aenteneia,  se  vio 
si  dioente  en  la  necesidad  de  incoar  el  pleito  de  ahora,  solicitando  pre- 
viamente la  pobtesa;  iiecho  19,  qne  obtenida  ésta  y  citado  de  concilla- 
sien  el  demandado,  en  vista  de  la  inutilidad  de  las  gestiones  privadas, 
DO  compareció  aquél  al  acto;  hecho  80,  qne  por  ello  se-formnlaba  la  de- 
manda, cnya  referencia  viene  haciéuduse,  para  reclamar  á  D.  Hilario 
Dago  los  per  jnicius  qne  se  determinarían  en  la  ejecnciOn  de  la  sentencia 
y  loe  coalee,  sin  embargo  de  lo  más  6  menos  resaltante,  fijaba  en  40.CU0 
pssettiB;  y  iH»cho  81,  qoe,  á  los  electos  legales,  designaba  los  protocolos 
de  lo«  Nutarioe  donde  se  encontraban  todas  las  escritoras  mencionadas, 
los  Kegisuoa  de  la  propiedad  de  Navalcarnero  y  el  Eeoorial  y  las  Escri* 
bsBÍae  de  Aiismendi  y  Ortix,  con  relación  á  los  juicios  ejecotivos  y  de 
aalidad  anteriormente  alodidos;  de  todo  lo  coai  y  de  invocar  los  fonda 
mantos  legales  qoe  estimé  del  caso,  poso,  D.  Indalecio  de  la  Encina,  ñu 
á  so  escrito  con  la  súplica  de  qoe  se  condenase  á  D.  Hilario  Dago  y  Cu- 
chíllelo á  qoe,  como  abono  dedufioe  y  perjuicios  por  los  conceptos  anti  s 
«xpreeadOf»  satislaga  al  D.  Indalecio  la  soma  expresada  en  el  hecho  80, 
y,  cayo  total  importe  se  joatificaria  doiante  el  período  probatorio  corres- 
pondiente ó  se  fijaría  en  ejecoción  de  sentencia,  todo  ello  con  las  costar: 
Besoltando  qoe  al  formo  lar  D.  Hilario  Dago  y  Oochiilero  so  con  tes- 
taoiéo  á  la  demanda  aolicitó  se  le  absolviera  de  ella  con  todos  los  pro- 
noneíamientoa  favoiables  y  las  costas,  exponiendo,  en  síatesis,  como 
f andamentos  de  hecho  y  de  derecho  de  so  preteuslón,  lo  sigaieute:  qne 
M 16  de  Mano  de  1882  le  otorgó  el  actor  el  poder  cnya  copia  acompafia* 
bs;  que  en  e^te  poder  se  biso  constar  tener  el  otórgame  so  domicilto  en 
la  casa  núm.  6,  piso  segando,  de  la  calle  del  Relej,  de  esta  corte;  qoe  ha  • 
tiendo  el  dicente  neo  de  este  poder,  se  personó,  á  nombre  de  D.  ladale* 
flto  de  la  Encina,  en  la  segunda  instancia  del  juicio  ejecutivo  segoldo 
•aotra  él,  representándolo  después  ante  el  Jaagodo  de  primera  instancia 
en  el  período  de  «jecución  de  sentencia;  qne  reconocía  la  exaotitod  de 
lee  hechos  1.*,  2.°,  8.^,  4.^,  6.^  y  los  restantes  hasta  el  18  inciosive,  pero 
ios  rtehoMoba  y  negaba  en  cnanto  contenían  apreciaciones  ó  consecoen- 
eias  derivadae  de  eeos  mismos  hechos  ó  foeran  hecbos  distintos  de  los 
qas  aparecían  de  loe  aotos  de  sa  raxóo;  que  el  actor  Irecoentó  la  casa 
del  dicente  faaata  dictarse  en  Jallo  de  1882,  por  la  Aodiencia  de  esta 
ei*rte,  la  sentoncia  de  remate;  qoe  en  esta  ocasión  exigió  Dago  á  Encina 
el  pago  de  sn  coenta,  y  deede  entoncee  y  transcnrridos  veinte  afios,  no 
lia  tenido  el  primero  del  segando  noticia  distinta  de  la  solicitod  dedoci 
da  por  el  áltimo  para  entablar  la  pobreaa  referente  al  pleito  del  día;  qoe 
si  dicente  hacomplido  religiosamente  sus  obligaciones  como  Procurador 
representante  del  actor  en  los  antos  ejecutivos  relatados  en  la  deman* 
\j  haciM>do  aalwr  al  Abogado  do  aquél,  D.  Domingo  Negro  y  Rojo,  to- 
« las  providencias  y  resoluciones  recaídas  en  los  aludidos  autos;  qoe 
ide  la  lecha  anteiiormeate  citada  no  ha  podido  el  demandado  hacer 
ter  á  D.  lodaiecio  de  In  Encina  ningono  de  los  acoerdos  dictados  por 
i>sr  ignorado  on  residencia  y  sídole  imposible  averigaarla,  no  obstan- 
Iss  múltiples  y  continoadas  gestiones  hechas  al  efecto;  qne  á  ello  le 
ipelía,  entre  olraa  cosas,  el  legítimo  deseo  de  cobrar  su  cuenta,  no  sa- 
^¡flcha  aún,  y  el  no  monos  vivo  de  hacerle  saber  la  renuncia  del  poder; 
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que  en  éste  apareoía  domiciliado  Encina  donde  antee  ee  ha  dicho,  en  la 
demanda  ae  viene  diciendo  ahora  eer  tai  reeidenoia  Navalmoral,  y  en  el 
incidente  de  pobreza  dijo  la  tenía  en  Freenedoeo  de  Ibor  y  Madrid,  !• 
cual  no  ha  podido  comprobarse;  qne  el  actor  ha  tenido  indudablemente 
conocimiento  del  curso  de  loe  autos  ejecutivos  y  de  los  hechoe  más  im- 
portantes ocurridos  en  ellos;  que  D.  Indalecio  de  la  Bncina  no  sólo  es 
deudor  al  ^jecntante  en  aquel  juicio  y  al  dicente  D.  Hilario  Dago,  sin« 
que  además  se  halla  debiendo  al  Estado  la  mayor  parte  de  los  platos  de 
algunas  de  las  flacas  componentee  del  Vedado  del  Enebral  y  cierta  can- 
tidad á  D.  Manuel  Bula  y  Ortis;  que,  «-en  fecha  6  de  Noviembre  de  18811, 
renunció  voluntariamente  D.  Hilario  Dago,  presentando  el  oportuno  es* 
orlto  en  los  autos  ejecutivos,  la  representación  del  actual  demandante 
Encina;  que  no  habiendo  podido  hacer  saber  á  éste  la  aludida  renuncia, 
continuó  Dago  repreaentándole,  ampliando  así  el  precepto  del  párrafo  3.^, 
número  2.^,  art.  9.^  de  la  ley  Enjuiciamiento  civil;  que  negaba  los  he- 
choe de  la  demanda  no  conformes  con  los  acabados  de  exponer;  que  ha* 
hiendo  cumplido  el  dicente  todas  sus  obligaciones  y  no  habiendo  podido 
pedir  instrucciones  ni  comunicar  providenciae  ni  acuerdos,  son  inaplica- 
bles los  fundamentos  de  la  demanda  á  los  fiaes  de  ésta;  qne  D.  Hilario 
Dago  ha  cumplido  estrictamente  con  lo  prevenido  en  los  arta,  6.^  y  9.^ 
de  la  ley  procesal,  cuyos  preceptos  Invoca;  que  no  existe  disposición  al* 
guna  por  virtud  de  la  cual  no  pueda  nombrarse  al  e|ecutante  administra- 
dor judicial  de  Ancas  embargadas  á  su  instancia;  que  esto  ocurrido  en 
la  ejecución  es  perfectamente  legal  y  distinto  de  la  entrega  áf  bienee  en 
administración,  según  el  art.  1606  de  la  ley  procesal,  para  cobrarse  con 
ene  productos;  que  los  errores  en  lae  liquidaciones  de  capital,  interés  y 
costas  son  siempre  subsanabies;  que  nulas  ó  válidas  las  diligencias  y  ae* 
tuaciones  del  juicio,  ni  el  cargo  ni  la  ley  obligan  al  Procurador  á  inter- 
poner contra  las  resoluciones  recursos  de  reforma  ó  apelación;  y,  final- 
mente, qne,  además,  en  este  caso  aconsejaba  la  prudencia  no  causar  gas* 
tos  ni  costas,  los  cuales  no  podían,  en  definitiva,  reportar  utilidad  algu- 
na á  D.  Indalecio  de  la  Eaclna,  de  cuyo  cargo  habían  de  ser  como  oca- 
sionadas en  ejecución  de  la  eentencia  de  remate: 

Resultando  que,  como  ooneecuencia  de  haber  renunciado  á  la  réplica 
el  actor,  no  se  dló  lugar  al  traslado  de  duplica,  y,  recibido  el  pleito  á 
prueba,  propuso  aquél  la  de  confesión  en  juicio  por  el  demandado  y  do- 
cumental, de  las  cualee  no  pudo  tener  aquélla  efecto  por  falta  de  pre- 
eentación  del  oportuno  pliego  de  posidonee,  ni  en  parte  tampoco,  y  por 
diferentes  causas,  la  segunda,  que  quedó  reducida  á  un  testimonio 
obrante  á  los  folios  IBS  vuelto  á  177  de  los  autos,  expedido  por  el  actua- 
rio del  Juagado  de  primera  Instancia  del  distrito  del  Congreso,  D.  Eae* 
quiel  Arismendi,  con  relación  al  Juicio  ejecutivo  seguido  en  su  Escriba- 
nía por  D.  Francisco  Palacios  Rodrigues,  primero,  y  D.  Federico  Prado 
Palacios,  después,  centra  D.  Indalecio  de  la  Encina  y  Vega,  cuyo  testi- 
monio comprende  veintiséis  particulares,  conformes,  en  su  esencia,  con 
lo  relatado  por  el  D.  Indalecio  de  la  Encina  en  los  hechos  4.9,  6.^  y  8.* 
al  18  Inclusive  de  su  demanda,  acerca  de  la  tramitación  dada  al  aln* 
dido  juicio  ejecutivo  después  de  dictada  en  él  la  eentencia  de  remate 
para  la  ejecución  de  este  fallo;  consistiendo  en  lo  sustancial  y  atinente 
al  caso  la  prueba  practicada  á  inetancia  del  demandado  D. '  Hilaria 
Dago,  en  un  testimonio  expedido  por  D.  Rafael  Valdivieso,  actuarla 
también  del  distrito  del  Oongreso,  como  encargado  de  la  Escribanía  de 
D.  Andrés  Ortis,  con  referencia  ai  pleito  de  nulidad  de  actuaciones  sa» 
guido  por  D.  Indalecio  de  la  Encina  contra  D.  Federerioo  Prado  Pala- 
cios y  otros,  testimonio  del  cual,  como  designados  por  la  parte  qna 
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propaso  esta  prueba  y  adicionados  por  la  contraria,  conatan  en  concreta 
Jm  signientes  particulares:  que  el  Abogado  D.  Domingo  Negro  y  Rojo 
declaró  ignorar  ó  no  recordar  si  D.  Hilarlo  Dago  le  notificó  todas  las 
providencias  recaídas  en  la  ejecución  seguida  contra  Encina  por  Pala- 
cios y  Prado  Palacios,  suponiendo  lo  haría  como  lo  ha  hecho  en  otros 
asQDtos;  que  en  el  incidente  de  pobreza  incoado  para  el  pleito  de  nuli- 
dad por  el  D.  Indalecio  manifestó  éste  tener  entonces— 26  de  Julio  de 
1869 — BU  domicilio  en  Fresnedoso  de  Ibor,  Cáceres,  y  residir  acciden- 
talmente en  Madrid,  calle  del  Conde  Duque,  19;  que  el  Ayuntamiento 
de  aquel  pueblo  manifestó  no  figurar  el  Encina  en  el  padrón  de  vecinos; 
que  en  la  expresada  calle  de  esta  corte,  donde  en  Diciembre  del  antedi- 
cho afio  buscó  el  actuario  al  D.  Indalecio  de  la  Encina,  manifestó  el 
portero  de  la  casa  referida  no  vivir  allí  ni  conocerle;  que  en  el  aludido 
incidente  se  denegó  al  propio  D.  Indalecio  los  beneficies  de  la  defensa 
por  pobre;  qae  requerido  en  esas  actnaciones  el  Procurador  Ramírex 
para  que  manifestara  el  domicilio  del  Encina,  su  representado,  presen- 
>  tó  escrito,  fecha  9  de  Marco  de  1€08,  expresivo  de  ignorar  semejante  do- 
micilio; qne  el  Alcalde  del  barrio  del  Conde  Dnqne  inCormó  no  aparecer 
de  sos  libros  haber  habitado  en  su  distrito  el  D.  Indalecio;  que  éste  no 
fignraba  en  el  empadronamiento  de  esta  corte,  ni  residir  en  Fresnedo- 
so,  según  certificación  expedida  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid  y  dili- 
gencias practicadas  en  cumplimiento  de  un  exhorto  dirigido  al  Joes  de 
Kavalmoral  de  la  Mata;  que  en  una  diligencia  de  ratifícaciÓD,  fecha  81 
de  Diciembre  de  1898,  y  en  un  poder,  otorgado  en  20  de  Febrero  del  69, 
manifestó  aquel  interesado  ser  vecino  de  Fresnedoso  y  vivir  en  Madrid, 
calle  de  Luisa  Fernanda,  18,  segundo;  qae  en  los  hechos  8  al  31  de  la 
demanda  de  nulidad  se  dice  en  esencia  lo  relatado  en  los  de  la  qne  ahora 
le  trata;  y,  por  último,  que  la  súplica  deducida  en  aqnelia  demanda  y 
el  término  del  asunto  ofrecen  la  resultancia  que  queda  consignada  en 
el  segundo  apartado  de  los  precedentes: 

Hesultando  que  unidas  á  los  autos  las  pruebas  practicadas,  evacuado 
por  las  partee  el  traslado  de  conclusión  y  traído  tamb  én  al  pleito,  en 
virXnd  de  acuerdo,  para  mejor  proveer,  el  incidente  de  pobreza  de  don 
ln«!alecio  de  la  Encina,  pronunció  el  Jnez  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  Chamberí,  de  esta  corte,  en  15  de  Junio  de  1906,  sentencia  ab- 
■oiviendo  al  demandado  D.  Hilario  Dago  y  Cnchillero  de  la  demanda 
eontra  él  deducida  por  D.  Indalecio  de  la  Encina  y  Vera  sobre  que  le  in- 
demnice de  los  dafioB  y  perjuicios  qne  dice  le  causó  por  in'^nmplimiento 
de  las  obligaciones  propias  de  su  cargo  de  Procurador  en  los  autos  eje- 
entivos  que  contra  el  actor  siguió  D.  Francisco  Palacios  en  el  Juzgado 
del  distrito  del  Congreso,  de  esta  corte,  Escribanía  de  D.  Ezequiel  Arix- 
mendl,  sin  hacer  expresa  imposición  de  costas;  cuyo  fallo,  en  virtud  de 
apelación  interpuesta  por  el  Encina,  y  con  imposición  a  é^te  de  las  cos- 
tas de  segunda  instancia,  fué  confirmado  por  la  Hale  primera  de  lo  civil 
de  esta  Audiencia  territorial  en  sentencia  pronunciada  el  día  7  de  Fe- 
brero último: 

Resultando  que  D.  Indalecio  de  la  Encina  y  Vera  ha  interpuesto  re- 
Tso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  nú- 
Jros  l.^  y  7.°  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en 
apoyo  los  siguientes  motivos: 

Primero.  En  cuanto  se  afirma  como  fundamento  principal  de  la  sen- 
ncia  recurrida  no  haberse  demostrado,  por  parte  de  D.  Indalecio  de  la 
Qcina,  qne  el  Procurador  Dago  dejara  de  comunicarle  las  resoluciones 
ctadas  en  el  juicio  ejecutivo  á  que  se  refiere  la  demanda,  y  que,  antes 
'  el  contrario,  se  halla  probado  que  dicho  procurador  cumplió  con  el 
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precepto  del  art.  6.^  de  U  Tigente  ley  de  Eojti i ci amiento  oiyil,  en  pn 
número  4.®;  y  en  cnanto  de  igaal  modo  ee  afirma  oo  eatar  ilemoetrada 
la  exietenoia  de  los  perjniclos  alegados  al  demandar,  ha  inourride  la 
Sala,  al  apreciar  la  pmeba,  en  evidente  error  de  hecho,  resaltante  de 
docnmentos  y  actos  auténticos,  cnales  son,  con  relación  al  concepto  en 
primer  Ingar  enunciado:  A,  el  docnmento  público  nnido  á  los  antos  á 
vlrtnd  de  mandamiento  compulsorio,  con  citación  contraria,  obrante  á 
los  folios  lis  Tuelto  al  177,  que  eosefiaque  el  Procurador  Dago,  á  peear 
de  oir  como  tal  Procurador  hasta  aquellas  notificaciones  y  reqnerimien* 
tos  que  debían  entenderse  personalmente  con  el  interesado  ejecutado, 
no  se  las  comunicaba  ni  hacía  saber  según  el  mismo  afirmaba,  por  des- 
conocer sn  domicilio,  llegando  basta  el  extremo  de  que,  aun  bajo  tal  s«* 
pnesto,  con  olvido  manifiesto  de  lo  que  para  casos  semefantes  dispone 
el  art.  299  de  ia  antecitada  ley,  ni  siquiera  le  comuni<!ó  su  renuncia,  que 
foraosa  y  necerariamente  había  de  hacerse  saber  al  Bocina,  por  dispo- 
nerlo así  la  misma  ley  en  el  núm.  2.^  del  art.  9.^;  desprendiéndose  de 
aquí  la  no  intervención  personal  del  ejecutado  en  las  diligencias  del ' 
procedimiento  de  apremio  de  la  ejecución  que  con  él  y  sólo  con  éi  de* 
biao  entenderse,  motivando  la  venta  de  sus  bienes  la  adjudicación  de 
los  mismos  á  bajo  precio,  merced  ai  avalúo  hecho  por  un  solo  perito, 
deeignado  por  el  ejecutante,  la  rebaja  de  ese  mismo  supuesto  justo  pre« 
ció — con  aumento  de  la  responsabilidad  del  deudor--,  la  fijación  de  sa- 
rnas que  jamás  debieron  figurar  en  la  liquidación  de  cargas,  la*  aprobs* 
ciÓQ  de  una  regulación  de  intereses  y  costas  que  contenía  intereses  ae 
debidos  en  parte,  y  costas  que  no  podían  ser  Hsargo  del  ejecutado  ó  m 
habían  producido  sin  sn  culpa  é  Indebidamente  y  hasta  el  alsamiento  de 
alganas  trabts  y  la  devolución  de  cantidades,  bajo  el  sopuesto  de  arre* 
glos  ó  convenios  imaginarios;  y  B,  el  documeirto  ó  acta  del  mismo  doa 
Hilario  Dago,  hasta  un  punto  tan  auténtico  que  releva  de  toda  prueba, 
que  la  ley  no  autoriza  ya,  para  cuanto  en  tal  espirito  se*  confiese  llana* 
mente,  segú  i  demuestra  el  precepto  del  art.  665  del  Oódigo  procesal, 
consistente  en  la  contestación  á  la  demanda  de  D.  ladalecio  de  la  Bnei- 
na,  puesto  que  en  ella  resonoce  el  recurrido  con  toda  claridad  que 
desde  1882  nada  hizo,  ni,  segúa  él,  pudo  hacer  saber  ai  D.  ludalecio  laa 
resulnciones  desde  entonces  recaídas,  sin  que  Encina  tuviera  la  menor 
noticia  hasta  que  se  inició  el  incidente  de  pobreza  que  precedió  al  pleita 
en  que  se  ha  dictado  el  f.illo  recurrido,  cuyo  documento  evidencia  qna 
la  intervención  y  consentimiento  del  Procurador  O.  Hilario  D.^go  coa- 
validando  las  actuaciones  y  providencias  cuya  nulidad  se  pretendió  ea 
el  primer  pleito  ordinario,  impidió  que  se  accediera  á  ello,  sirviendo  da 
obfltácnlo  insaperable  para  las  pretensiones  del  D.  Iiiiale«^.io  de  la  Enel* 
na;  siendo  los  docamentos  relativos  al  segundo  concepto  del  error  que  se 
alega  en  este  motivo,  ó  sea  la  falta  de  demostración  de  la  existencia  da 
perjalcios,  el  propio  documento  obrante  á  los  folios  188  vuelto  al  177,  y 
otro  no  menos  fehaciente,  que  es  el  unido  al  ramo  separado  de  prueba 
del  demandado,  que  ocnpa  los  folios  86  al  86,  librado  por  el  B^cribaBa 
del  Juifl^ado  de  primera  Instancia  del  distrito  del  Congreso,  D.  Rafael. 
Vaidivieeo,  como  encargado  de  la  Ertcribanía  de  D.  Andrés  Ortiz,  con 
referencia  al  pleito  que  puso  á  D.  Indalecio  de  la  Encina  en  el  caso  de 
entablar  el  de  que  se  trata,  ó  sea  á  los  antos  civiles  ordinarios  instadot 
por  el  D.  Indalecio  contra  D.  Federico  Prado  del  Castillo  sobre  nulidad 
de  actuaciones  y  diligencias  realizadas  en  la  ejecución  seguida  al  Enel-  - 
na;  sin  que  se  diga  que  lo  expresado  no  puede  constituir  error  de  heoha, 
eino  que  ee  limita  pura  y  simplemente  á  no  conceder  eficacia  A  los  do-* 
oamentoe  qne  sirven  de  Iwee  al  recnrrente  para  afirmar  lo  consignado, 
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jMrqne  entonces  ee  infringirían  lee  preceptos  del  núm.  7.^  del  art.  596  de 
!•  ley  de  Eajaiciainiento  civil,  qne  concede  la  conaideracióa  legal  de 
pábileoe  y  eoiemnee  á  los  documentos  á  qne  ee  ha  hecho  referencia,  j 
loa  artículos  697,  reglas  8.%  8.*  y  4.^  de  la  misma  ley,  y  1216,  1216 
7  lál8  del  Oódigo  civil,  qne  establecen,  so  carácter  de  fehacientes  y  or- 
denan se  estimen  qne  hacen  prneba,  respecto  á  los  hechos  qae  los  mo- 
tiTaa,  ana  en  per  j nielo  de  tercero: 

Segando.  Error  de  derecho,  en  qae  se  sopone  el  recurrente  ha  incu- 
rrido el  Tribunal  sentenciador  al  apreciar  la  prueba,  si  do  se  consideran 
como  docomentoa  públicos,  solemnes  y  fehacientes  á  loe  enumerados  en 
al  motive  anterior,  pues  de  tal  modo  y  bajo  tal  supuesto  se  violarían  los 
preceptos  invocRdos  en  el  propio  motivo  precedente,  ó  sean  los  artíou" 
los  696,  ndm.  7.**,  y  697,  reglas  2.%  S.^  y  4.^  de  la  ley  de  Eu jnlcifimiento 
civil  y  1216,  1216  y  1218  del  Oódigo,  que  conceden  á  los  BUBodicbos  do- 
esBientoe  nn  carácter  que  se  cometería  el  error  de  no  reconocerles  ha- 
deedo  case  omiso  de  toidos  ellos  y  de  su  publicidad  y  fehRciencia;  y 

Tercero.  lüfracctón  de  los  artículos  6.^,  números  4.^  y  9.^  segundo 
apartado  del  núm.  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  1719,  1720, 
1726  y  1902  del  Oódigo  civil,  cuyos  preceptos  aplicables  al  caeo  resultan 
violados,  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  no  estima  la  obligación,  por 
parto  de  D.  Hilarlo  Dago,  de  tener  al  corriente  á  Encina  del  curso  del 
aegocio  qne  le  había  confiado,  no  considera  subsistente  tnl  deber  á  peenr 
de  no  constar  al  recurrente  el  df^sistimiento  de  su  mandeterio,  releva  al 
recurrido  de  le  obligación  de  atenerse  á  las  instrncciones  del  ector  y  no 
le  hace  enfrir  las  consecuencias  de  lo  que  no  hubiera  hecho  un  apode- 
rado medianamente  celoso  ni  tampoco  las  del  reBarcimiento  de  los  per- 
juicios por  el  incumplimiento  de  su  obligación  ó  la  omisión  en  el  cum- 
plimiento de  los  deberes  qne  le  imponía  el  maodnto  qne  a<:eptó,  sin  con- 
denarle á  reparar  el  dafio  ocasionado  con  tal  omisión,  resultando  asi  que 
ne  es  responsable  Dago  de  su  culpa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D«  Federico  Mor  salve: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  estimpr  qne  D.  Indalecio 
de  la  Encina  no  ha  demostrado  que  el  Procurador  D.  Hilario  Da^o  dejó 
de  eomunicafle  algunas  de  las  resoluciones  recBÍdas  en  el  pleito  á  qne 
ae  refiere  la  redamación  interpuesto,  y  que,  por  el  nontr»rio,  se  ha  jus- 
tificado que  aquél  cumplió  las  obligaciones  que  le  impore  el  art.  6.^  de 
la  ley  de  ficjuiolamiento  civil,  no  comete  los  supaestos  erroree  de  hecho 
y  de  derecho  que  expresan  los  dos  primeros  motivos  dt*  1  recurno,  porque 
la  Sala  sentenciadora,  sin  desconocer  la  naturaleza  y  virtnaiidad  de  los 
docamentos  á  qne  dichos  motivos  se  refieren,  tenif*ndo  en  cuents 
cuanto  de  los  mismos  resulta  y  de  las  demás  pmebftn  apnrecp,  ha  esti- 
nado  con  acierto  no  ser  imputable  ni  demandado  la  Mt^  qne  ee  le  atri- 
boye,  y  eí  al  demandante,  por  carecer  de  domiciiio  fijo  é  ignore rse  su 
paradero,  haciendo  imposible  el  cumplimiento  de  lo  qne  pretende,  y  ser 
además  eztre fio  á  las  obligaciones  del  Procurador  dedncu  pretensiones 
qssla  ley  reserva  al  defensor  del  litigio,  no  infrinfííéndope,  por  tanto, 
^v  disposiciones  legales  que  en  distintos  motivr  s  Fe  alegBn: 

Considerando  que  tampoco  resultan  infringidos  les  preceptos  de  la 
T  procesal  ni  los  artículos  del  Oódigo  civil  invocados  en  el  tercero  y 
timo  motivo  del  recurso,  no  sólo  por  las  rasones  expn estas  en  el  ante- 
M  considerando,  que  ezdnjen  la  responsabilidad  del  Procurador  Dago, 
qne  tomblén  por  ssr  nn  hecho  demostrado  que,  no  habiéndose  perfec- 
•Mdo  la  renuncia  judicial  del  poder,  hubo  de  continuar  en  autos  In 
presentación  del  mandante;  y,  de  todos  modos,  no  habiéndose  acredi« 
do  la  eslstaii^a  ni  la  cuantía  de  los  supuestos  perjuicios,  requisitos 
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eeenciales  para  qne  wan  exigibles,  según  la  conetante  jarisprodencifr 
de  este  Tribunal  Supremo,  es  evidente  qne  las  disposiciones  de  qne  se 
ha  hecho  mérito  carecen  de  aplicación  al  casojde  autos;  y,  en  su  conse- 
onencia; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
onrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Indalecio  de  la  Encina  7  Vera,  á 
quien  condenamos,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad 
que  por  rasón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho 
caso  la  aplicación  prevenida  en  la  107;  no  hacemos  condenación  de  costa» 
mediante  haber  comparecido  solo  en  este  Tribunal  Supremo  dicha  parte 
recurrente;  7  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  correspondiente  cer- 
tificación, devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.t»Jo8é  de  AldecM. 
Francisco  Toda. = Vicente  de  Pinié9.=Ramón  Barroeta.=:Federico  Mon- 
salve.=Oamilo  María  6ullón.=Bduardo  Ruis  García  Hita. 

Pnblioación.=Leída  7  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Hr.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  del  Tribnnal  Supremo» 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ho7,  de  que 
•ertifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  6  de  Octubre  de  1906.=Marcelino  San  Román. 


N^úm.  61.— GRACIA  Y  JUSTICIA.— 5  de  Octobre,  pnb.  el  21. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  revocan- 
do en  parte  lá  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Val- 
maseda  negándose  d  inscribir  una  escritura  de  partición  de 
bienes. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  el  art.  57  del  reglamento  Hipotecario,  el  Notario  au- 
iorizaníe  de  la  protocolización  de  operaciones  partidonales  tiene 
personalidad  para  interponer  recurso  gubernativo  contra  la  negati- 
va  del  Registrador  á  inscribir  la  escritura  si  ios  defectos  en  que  tal 
resolución  se  funda  se  refieren  á  la  valides  de  las  adjudicaciones  y 
á  los  requisitos  legales  que  han  debido  guardarse  en  las  operaciones 
partr  Clónales: 

Que  la  comunicación  de  bienes  establecida  por  la  ley  /.^,  tit.  20 
del  Fuero  de  Vizcaya,  obliga  únicamente  á  los  naturales  de  dicho 
país,  y  no  á  los  extraños  á  él,  aun  cuando  se  trate  de  bienes  sitos  en 
el  miamo;  pues  aquel  derecho,  por  referirse  á  la  constitución  econó- 
mica de  la  familia  y  ala  capacidad  jurídica  de  los  cónyuges  con  re- 
lación á  los  bienes  aportados  al  matrimonio,  se  rige  por  la  ley  per- 
sonal  de  ¿os  mismos,  y  no  por  las  del  país  donde  radican  los  bienes^ 
según  se  deduce  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  9.°,  10  y  14  del  Código 
civil: 

Que  en  este  concepto,  y  siendo  la  condición  legal  de  la  mujer  la 
misma  del  marido,  según  el  art.  15,  núm,  3.°,  del  propio  Código,  si 
aun  siendo  aquélla  natural  de  Vizcaya  constase  que  oor  naturaleza 
ni  por  vecindad  estaba  sujeto  el  marido  al  fuero  de  dicha  provincia, 
ha  de  estimarse  que  la  sociedad  constituida  por  el  matrimonio  esta* 
ba  sujeta,  á/al^  de  contrato  sobre  los  bienes,  al  régimen  legal  de 
gananciales,  conforme  al  art.  1315,  siendo  por  tanto  procedente  su 
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UqMmción  en  armonía  con  aquél  concepto  al  diBolvene  por  fallecí' 
wáwío  de  uno  de  loe  cányugee: 

Que  eegún  doctrina  conetante  de  la  Dirección  en  lae  Resoludo- 
neede9de  Septiembre  y  12  de  Nooiembre  de  1895,  14  de  Mar  so 
ée  1903  y  26  de  Febrero  y  2$  de  Mayo  de  1906,  cuando  lae  partido- 
nee  oraetteadae  por  comteariOt  en  umo  de  la  facultad  oue  concede  el 
ertieulo  10S7  de  dicho  Código^  no  ee  contraen  á  la  dtcidón  del  ha- 
ber del  teetador^  eino  que  ee  extienden  á  la  liquidación  de  la  eocie- 
dad  de  gananeialee,  ei  aquél  era  cacado,  debe  intervenir  también  en 
eetecaao  en  lae  operadonee  el  cónyuge  eobredüiente,  y  loe  menoree 
hfiee,  que  no  pueden  por  e$te  motiüo  eer  repreeentadoe  en  la  parti- 
rán por  el  padre  ó  madre  reepectivoe,  han  de  cetario  por  el  defen* 
eer  que  al  efeeio  ha  de  nombráreelee,  eiendo  neceeario  ademáe  en 
dicho  caeo  la  aprobaeiánjudieial,  conforme  á  lo  diepueeto  en  el  ar- 
ticulo 1049  de  Xa  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  resultar  aei  a  con- 
trarío aeostt  de  lo  prevenido  en  el  1060  del  repetido  Código. 

Bmo.  8r.:  En  el  racnrse  gobernativo  Interpoeato  por  el  Notarlo  Den 
fjrtndeoo  Qalntana  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
de  Yalmaaeda  á  inscribir  nna  escritura  de  partición  de  bienes,  pendien- 
Is  en  eele  Oentro  en  yirtod  defapelacidn  del  recnrrente. 

Besnltando  qne  en  el  Barrio  de  Ooncha  de  Oarransa,  á  8  de  Jnllo 
ée  1898,  y  ante  el  Notario  D.  Francisco  Qnintanai  se  extendió  nn  acta  á 
lartaael»  de  D.  José  Santisteban  y  Rodrigo,  en  concepto  de  nno  de  los 
albaoeas  de  Doña  Josefa  Oeberio  y  Ayestarán,  por  la  qne  se  protocoliía- 
raa  lae  operaciones  de  testamentaría  de  eeta  sefiora,  llevadas  á  electo 
poft  dicho  compareciente  en  el  acto  y  por  sn  cotestamentario  D.  José  Ge- 
bsrio  y  Palacio,  de  cuyas  operaciones  resulta:  que  Dofia  Josefa  Oeberio 
iBirió  bajo  testamento,  que  se  inserta,  en  que  declaró  estar  casada  en 
falcaa  ñápelas  con  D.  Pedro  Sobrado  y  Gomales,  natural  de  la  provin- 
cia de  Santander,  al  qne  legó  mil  pesetas;  Instituyó  heredero  á  sn  único 
UJo  D.  José  Sobrado  Ceberio,  y  nombró  los  expresados  testamentarios, 
i  qnlenee  facultó  para  partir  la  herencia  y  realisar  todas  las  operacio» 
aaa  de  la  teetamentaria;  que  por  no  haber  ganado  D.  Pedro  Sobrado  ve- 
dlndad  civil  en  el  valle  de  Garrama,  es  aplicable  el  Oódigo  civil  A  la 
Isrtamentaría  de  su  mujer,  aunque  ésta  era  natural  de  dicho  valle,  don- 
de rige  ei  Fuero  de  Viscaya;  qne  no  es  necesaria  la  aprobación  judicial, 
esafórme  al  art.  1067  de  dicho  Código,  por  las  facultades  de  los  alba- 
esas  y  porque  se  han  inventariado  los  bienes  con  citación  del  viudo,  que 
es  el  único  legatario  y  acreedor,  y  que  se  adjudican  inmuebles  en  dicho 
valle  en  eeta  forma:  al  hijo,  menor  de  edad,  parte  de  una  casa  y  huerta 
sn  Concha,  por  su  herencia;  y  al  viudo,  parte  de  casas  y  sus  pertenecí- 
des  en  Treto,  por  su  crédito,  legado  y  ganancial,  por  haber  renunciado 
sn  cuota  viudal  usufructuarla. 

Besnltando  que  solicitada  la  Inscripción  de  dichas  operaciones  en  el 

Registro  de  la  propiedad  de  Valmaseda,  puso  el  Registrador  la  siguiente 

ta:  cNo  admitida  la  inscripción  del  documento  qne  precede  por  haber 

larvado  en  él  las  siguientes  faltas:  1.*,  que  es  inaceptable  el  supues- 

6«^  de  la  partición  que  comprende,  y  han  debido  aplicarse  en  benefi- 

'  del  menor  instituido  los  preceptos  de  la  ley  1.^  del  título  20  del 

ero  de  Viscaya,  dada  la  naturaleaa  vizcaína  de  la  testadora  y  hasta  la 

mediar  bienes  inmuebles,  la  constante  práctica  é  interpretación  con- 

rtndinaria  de  la  referida  ley  y  el  alcance  qne  en  esta  provincia  tienen 

diepeeieiones  del  art.  10  del  Código  civil,  y  macho  más  si  se  atiende 

le  ninguna  comprobación  se  aduce  del  aserto  hecho  sobre  vecindad 
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eztrafia;  y  3.*,  qoe  tratándose  de  nn  heredero  menor  de  edad  no  emaii* 
cipado,  con  Interés  en  nn  contrato  de  Uqnldaeión  de  eociedad  conyugal 
opuesto  al  de  su  padre,  no  han  debido  omitirse  las  formalidades  dis* 
puestas  en  el  art.  166  del  indicado  Oódigo,  y  aun  con  relación  ai  1067, 
ni  el  caso  que  nos  ocupa  es  el  para  que  se  ha  escrito,  ni  en  tanto,  al  me- 
nos no  fuese  otra  la  redacción  del  testamento,  ha  pedido  presclndirsede 
lo  que  el  1049  de  la  ley  de  Bnjnioiamiento' civil  ordena.  Cuyos  defeetoa 
son  de  natnraieía  insubsanable»: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Francisco  Quintana  interpuso  este  re- 
curso solicitando  se  declare  que  el  documento  cuya  inscripción  ha  de- 
negado el  Bsgistrador  de  la  propiedad  se  halla  extendido  con  arreglo  á 
las  formalidades  y  prescripciones  legales,  y  al  efecto  expuso:  que  tra- 
tándose de  una  sucesión  es  aplicable  el  párrafo  3.^  del  art  10  del  Oódlgo 
civil,  y  la  ley  nacional  á  que  se  refiere  es  aquí  la  del  marido,  porque  la 
mujer  sigue  su  condición,  según  el  precepto  del  art*  16  del  mismo  C6* 
digo;  que  sólo  existe  la  excepción  del  párrafo  8  o.  del  citado  art.  10,  re- 
lativo á  los  bienes  de  la  tierra  llana  que  están  sujetos  á  la  ley  de  tron- 
calidad;  pero  tal  excepción  no  puede  interesar  porque  toda  la  rais,  ó 
sean  tierras  y  heredades,  como  dice  la  indicada  ley,  están  •adjudicadas 
al  hijo  de  la  causante;  que  el  art.  14  del  repetido  Código  confirma  qae 
dicho  art  10  ee  igualmente  aplicable  á  las  personas,  actos  y  bienes  d« 
los  espafioles  en  territorios  de  diferente  legislación  civil;  que  se  com- 
prueba que  la  causante  perdió  sn  condición  de  viacaína  al  casarse  con  na 
castellano,  y  que  no  la  recuperó,  conforme  al  citado  art.  16,  por  las  dia  - 
cusiónos  qoe  motivó  en  loe  Cuerpos  Oo legisladores  la  reforma  de  este 
artículo,  de  la  que  resulta  que  se  procuró  establecer  la  reciprocidad  en 
la  condición  de  las  reglones  forales  respecto  á  las  de  derecho  común,  j 
que  para  la  vecindad  civil  no  se  atendiera  á  la  mera  residencia  sin  ma- 
nifestación de  la  voluntad  ó  transcurso  de  dies  afios;  que  como  no  ha- 
bían transcurrido  éstos  ni  D.  Pedro  Sobrado  había  hecho  declaradóa 
alguna  cuando  murió  su  mujer,  que  ee  cuando  se  determina  la  sucesión, 
según  el  art.  667  del  Código  civil,  esta  es  la  ley  nacional  de  la  caucante, 
por  seguir  la^  condición  de  su  marido;  que  el  art  6.^  de  dicho  Códige 
impide  que  pueda  prevalecer  costumbre  en  contrario;  que  en  cuanto  á 
la  comprobación  del  aserto  hecho  sobre  vecindad  extrafia,  puede  obje* 
tarse  que  tal  comprobación  hace  falta  respecto  á  la  vecindad  ganada  en 
Viseaya,  que  la  nota  del  Registrador  supone;  y  á  mayor  abundamiento, 
aoompafia  al  escrito  de  Interposición  dos  certificaciones  de  fecha  poste- 
rior á  la  nota  citada,  expresivas  de  llevar  P.  Pedro  Sobrado  menos  de  dies 
afios  de  residencia  en  el  Valle  y  de  no  constar  que  haya  querido  ganar 
vecindad  en  el  mismo;  y  que  en  este  caso  ee  de  aplicar  el  art.  1067  del 
Código  civil,  y  ne  el  1049  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  según  la  doe- 
trina  de  la  Resoluciones  de  este  Centro  de  6  de  Octubre  de  189S,  13  de 
Noviembre  de  1896  y  21  y  22  de  Enero  de  1898: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Valmaseda  infor- 
mó sosteniendo  su  calificación  y  negando  personalidad  al  recurrente,  per 
las  consideraciones  siguientes:  que  no  obstante  las  faltas  de  las  operr 
eionss  particlonales,  estuvo  bien  hecha  su  protocolisación,  y  por  tanta 
ni  dichas  faltas  afectan  al  Notario,  ni  éste  tiene  personalidad  para  ints' 
poner  el  recurso,  según  la  doctrina  de  las  Resolucionee  de  1.®  de  Jo] 
de  1872;  20  de  Mayo  y  6  de  Julio  de  1879;  14  de  Febrero  de  1881;  80  « 
Mayo  y  8  de  Noviembre  de  1882;  1.^  de  Mayo  de  1884;  8  de  Mayo  y  ' 
de  Junio  de  1886;  21  de  Enero,  22  y  28  de  Marso  y  17  de  Dlciemb 
de  1889;  19  de  Junio  de  1896  y  11  de  Septiembre  de  1896;  que  en  Viac 
ya,  cualquiera  que  sea  la  regionalidad  de  un  causante,  siempre  »4 
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«pUeado  la  comniiicacidn  foral  oen  relación  á  loa  bienes  inmuebles  y  se- 
;g6a  la  sitaación  de  ios  miemos;  que  ese  hecho  cierto,  puesto  en  relación 
«en  el  párrafo  2.®  del  art.  13  del  Oódigó  cítíI,  del  modo  camo  última- 
mente qnedó  redactado  para  qnitar  el  desacaerdo  con  qne  primitiyamente 
aparecía  y  ponerlo  en  armonía  con  el  6.^  de  la  ley  de  Bases  de  11  de 
Ifayo  de  1898,  praeba  qae  en  este  caso  procede  dicha  comaoicación  feral» 
puesto  qne  Vtieaya  conserva  sn  derecho  escrito  y  consnetndlnario  con 
pceferencia  al  Oódigo  civil;  qne  demuestra  qae  la  comnnicaoión  foral  ee 
territorial  por  esencia  nn  antorisado  proyecto  de  articnlado  de  la  Oo- 
Bdsión  especial  de  Oodiflcación  de  Viseaya  y  AlavEí  qae  drcnla  por  todo 
d  país  y  qne  así  lo  establece;  qne  la  opinión  contraria  del  recurrente 
conduce  á  la  deducción  da  que,  por  reciprocidad,  si  se  casara  una  caste- 
llana con  nn  ▼ixcaíoo,  quedaría  éste  duefio  de  la  mltM  de  los  bienes  de- 
lados  po;  aquélla,  y  eso  jamás  se  aplicó  en  Viacaya;  que  no  sirve  obje- 
tar que  las  disposiciones  del  título  preliminar  del  Código  civil»  en  cuanto 
determinan  los  efectos  de  las  leyee  y. de  los  estatutos  y  las  reglas  gene* 
raice  para  eo  aplicación,  son  obllgatoriae  en  todaa  las  provlnclaa  del 
Tsiao,  porque  según  las  mismas  palabras  que  emplea,  eso  es  en  cuanto  á 
las  reglas  generaleSt  porque  el  mismo  art.  12  de  dicho  Oódigo  confirma 
que  subslete  por  completo  el  derecho  foral  escrito  y  consuetadinario,  y 
porque,  como  esas  reglas  generales,  son  de  aplicación  las  del  tít.  4.^  del 
Ubro  l.^y  y  es  indadable  que  no  se  han  unificado  en  España  los  efectos 
del  matrimonio,  cuya  consideración  se  confirma  con  la  doctrina  declara- 
da por  la  eenteacia  del  Tribunal  Sunremo  de  9  de  Abril  de.  1898  y  reselu- 
dén  de  este  Centro  de  26  de  Abril  dé  1891,  y  qne  el  art.  1Ó67  del  Oódigo 
dvU  se  refiere  á  la  simple  facultad  de  partir,  y  como  en  este  caso  se  11- 
qnida  la  sociedad  conyugal  y  se  reconocen  créditos  á  f  ivor  del  viudo  y 
«a  perjuicio  del  menor  de  edad  y  único  heredero,  sin  qne  se  baja  citado 
á  su  defenaor  para  la  formación  del  inventario,  es  claro  que  no  puede 
aplicarse  dicho  art.  1067,  según  la  doctrina  de  este  Oentro  en  resolución 
4s  12  de  Noviembre  de  1895,  que  el  recurrente  cita  como  de  1896: 

Resultando  qne  el  Jues  delegado  declaró:  1.®,  que  el  Notario  D.  Fran- 
aÍKo  QalDtana  tiene  personalidad  para  interponer  este  recurso;  2.^^  que 
lasoeritora  no  adolece  de  la  primera  de  las  faltas  atriboídas  por  el  Be« 
giatrader;  y  8.®,  que  sí  existe  la  ssgunda  falta  sefialada  por  este  fondo- 
asrlo,  y  no  procede  hacer  en  cuanto  á  ella  la  declaración  qae  pretende 
^Notario.  Gomo  fundamento  de  dicha  rssoludóD,  esposo:  que  es  de 
ipieciar  la  personalidad,  conforme  á  las  rssolucienes  de  27  de  Abril 
éb  1899,  M  de  Septiembre  de  1900  y  24  de  Ml^yo,  8  y  16  de  Octubre 
éb  1902,  porque  la  nota  afecta  á  la  personalidad  del  otorgante;  que  loe 
dsreeboe  de  familia  se  regulan  primordial  mente  por  la  ley  persona  I,  se- 
gún sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Octubre  de  1900;  que  la  ley 
dsl  Matrimonio  es  la  del  marido;  que  aun  en  el  sa  puesto  de  que  D.  Pe- 
dro  Sobrado  hubiese  ganado  natnralesa  vlacaína,  debe  entenderse  que  las 
leladooee  económicas  entre  los  cónyuges  segnían  rigiéndose  por  la  ley 
castellana»  pnes  así  lo  exige  el  precepto  del  art.  1821  del  Oódigo  civil, 
ieable  por  analogía;  que  la  aplicación  de  las  generales  del  citado  06- 
:o  no  debe  exceptuarse  en  este  caso  aplicando  la  comunidad  foral  res 
:to  á  las  raíces  en  la  tierra  llana  de  Viacaya,  porque  el  art.  9.^,  en  re- 
ión  con  el  14,  establece  que  es  aplicable  el  derecho  nacional  de  la  fa- 
lla, sin  qne  pueda  aducirse  la  costumbre  por  lo  declarado  eo  el  art«  12; 
I  la  única  excepción  es  la  rslativaá  la  ley  16,  tít.  20,  del  Faero  de 
caya,  qne  no  se  ocupa  de  regular  el  régimen  de  los  bienes  del  matri* 
lio;  que  debe  desecharse  la  doctrina  de  que  la  comonidad  de  bienes 
hieoida  en  la  ley  1,^,  tít.  20^  del  Fuero  pertenece  al  derecho  suceso- 
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rl9;  que  la  apUeadón  del  Estatuto  Beal  darla  Ingar  á  dealgoaldadea;  im- 
gón  el  ponto  donde  radicaran  lea  bienes  de  loa  cónyuges;  qne  coníorai# 
la  resolnción  de  IS  de  Abril  de  1896,  no  es  aplicable  al  art.  1067  del  06- 
digo  civil,  ni  resolta  haberse  cnmpiido  notificando  el  inventario  al  único 
heredero  en  la  persona  de  so  defensor,  y  qoe  tiene  aplicación  el  art.  1049- 
de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil,  por  interpretación  a  eontrario  Meruu 
del  1060  del  Código: 

Resultando  qoe  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  aoio  del 
Joes,  íondándose  en  consideraciones  análogas  á  las  de  este  foncionariot 

VisU  la  ley  l.\  tit.  SO,  del  Fuero  de  Viicaya: 

Vistos  los  artioolos  9.^  10,  12,  14,  16,  16,  1060,  1816,  1817,  189S, 
1896, 1401,  1417  y  1436  dsl  Código  civil;  1049  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil  y  67  del  reglamento  general  para  la  ejecodón  de  la  ley  EQ- 
poteoaria: 

Vista  la  sentencia  del  Tribonal  Supremo  de  S7  de  Gotobre  de  1900: 

Vistas  las  Besolociones  de  este  Centro  de  9  de  Septiembre  y  IS  d» 
Noviembre  de  1896, 14  de  Mano  de  1908  y  36  de  Febrero  y  36  de  Mayo 
últimos: 

Considerando  que  los  defectos  notados  por  el  Registrador  se  refieroA 
á  la  valides  de  las  adjudicaciones  y  á  los  requisitos  legales  que  han  de- 
bido guardarse  en  las  operaciones  particionales^  cuya  protocolisación  lia 
auterisado  el  Notario  recurrente,  por  lo  que  es  notoria  la  personalidad 
de  éste  para  interponer  el  recurso,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 67  del  reglamente  hipotecario: 

Considerando,  por  lo  que  hace  al  primero  de  dichos  defectos,  que  la 
comunicación  de  bienes  establecida  por  la  ley  1.%  tit.  SO  del  Fuero  ám 
Viscaya,  obliga  únicamente  á  los  naturales  de  dicho  país,  y  no  á  los  ez- 
trafios  á  él,  aun  cuando  se  trate  de  bienes  sitos  en  el  mismo;  pues  aquel 
derecho,  por  referirse  á  la  constitución  económica  de  la  familia  y  á  la 
capacidad  jurídica  de  los  cónyugee  con  relación  á  los  bienes  aportados 
al  mattimonio,  se  rige  por  la  ley  personal  de  los  mismos,  y  no  por  iaa 
del  país  donde  radican  los  bienes,  según  se  deduce  de  lo  dispuesto  en  loa 
artículos  9.^  10  y  14  del  Código  civil: 

Coneiderando  que,  en  este  concepto,  siendo  la  condición  le^ral  de  la 
mujer  la  misma  del  marido,  según  lo  establecido  en  el  núm.  8.^  del  ar- 
tículo 16  del  propio  Código,  y  constando  que  el  que  lo  era  de  la  causante 
Dofia  Josefa  Ceberio,  ni  por  naturalesa  ni  por  vecindad  estaba  sujeto  al 
fuero  de  Viscaya,  hai^de  estimarse  que  la  sociedad  constituida  por  eato 
matrimonio  estaba  sujeta,  á  falta  de  contrato  sobre  los  bienee,  al  régi- 
men legal  de  gananciales,  conforme  á  lo  determinado  en  el  art  1816, 
siendo,  por  tanto,  procedente  su  liquidación  al  disolverse  por  falleci- 
miento de  nno  de  los  cónyuges,  como  se  ha  hecho  en  las  operacione» 
particionales  objeto  del  recurso: 

Considerando,  respecto  del  segundo  extremo  de  la  nota,  que,  según  la 
doctrina  consignada  por  esta  Dirección  en  las  citadas  Resoluciones,  enan* 
do  las  particiones  practicadas  por  Comisarlo,  en  uso  de  la  facultad  <  o 
concede  el  art.  1067  de  dicho  Código,  no  se  contraen  á  la  división  del  k- 
ber  del  testador,  sino  que  se  extienden  á  la  liquidación  de  la  sociedad  e 
gananciales,  si  aquél  era  casado,  debe  intervenir  también  en  este  caso  a 
las  operaciones  del  cónyuge  sobreviviente,  y  los  menores  hijos,  qne  o 
pueden  por  este  motivo  ser  representados  en  la  partición  por  el  padr  ó 
madre  respectivos,  han  de  estarlo  por  el  defensor  que  al  efecto  ha  a 
nombrárseles,  siendo  neoeeario  además  en  dicho  caso  la  aprobación  i- 
dicial,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1049  de  la  ley  de  Enju*     i- 
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elTll,  por  ramltar  mí  a  contrario  $m$u  de  le  prevenido  en 
el  1060  del  lepettde  Oódige; 

BeU  DIreeolón  genere!  he  Mordade  oenfirmer  U  providencie  epeledm 
j  denegar  ademáe  le  deoiereoión  qne  eoUsUe  el  reeorrente,  por  la  falta 
de  Intervención  del  oónynge  viudo  en  láe  operaoionee  partioionalee  ori- 
gen del  reenreo* 

Le  qne,  een  devolnolón  del  expediente  original,  eomnnieo  á  V.  L  á 
lee  ele^oe  ooneignientee.  Dioe  gnarde  á  Y.  L  mnchoe  afioa.  Madrid  6  do 
Oatabce  de  1906.=B1  Director  general,  Javier  Gtómei  de  la  Serna.» 
flr.  Pteeidonto  de  la  Audiencia  de  Bnrgoe. 

Num.  ea.-TRlBUNAL  8UPREM0.-8de  Ootabre, 
pabileada  el  11  de  Oetrtre  de  1907. 

OágaCadN   POR  QUBBRANTAMIBNTO  DB  VOtlMA.  ^  NuUdod  00  OCtua-' 

eíoit««.— SoQtencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
torpaento  i>or  D.  Juan  Baquóe  y  otro  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelonai  en 

eeito  eoQ  D.  Antonio  Tubella. 
1  sa  coNSioBRAMDo  ünico  ee  establece: 

Que  no  €9  de  eetimar  la  falta  de  pereonalidad  del  Procurador 
fee  continuó  actuando  en  nombre  del  poderdante  deepuée  del  falle^ 
amiento  del  miemo  «i  de  tal  eueeeo  no  tuoo  conocimiento  ni  ce  Mso 
tmetar  como  ee  neceeario  eegún  el  orL  9.^,  ndm,  7.^  de  la  ley  pro^ 
teeel,  para  que  ceee  la  repreeentación  del  primero: 

Que  es  sabido  que  los  quebrantamientos  deforma  que  enumera 
d  ert.  1693  de  la  ley  de  Enjuieiamienío  ctvil,  se  contraen  á 


iá  las/or- 
ftendenlas  actuaciones  de  ejecución  de  senieneiá  ñrme. 


mas  del  juido  taxativamente  lijada  en  este  precepto  legal  y  no  com- 

entem ' 


In  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  de  1908,  en  el  juicio  eje- 
«ttve  eegnido  en  el  Jnigado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Norte, 
ebera  Lonja,  de  Barcelona,  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
te  tqnel  territorio,  que  promovió  D.  Antonio  Tubella  y  Font  y  continuó 
M  heredero  D.  Juan  Quarro  Bovira,  del  aomerdo  de  Barcelona,  contra 
D.  Sebastián  Sadumí  y  Maymó,  y  por  su  defunción,  actualmente  eue  he- 
nderse loe  coneortes  D.  Joan  Baques  Milá  y  Dofia  Dolores  Alaball  Mes- 
tise,  comerciante  aquél,  ein  profesión  ósta,  y  vecinoe  ambos  de  San  Ole- 
BMnte  de  Llobregat,  hoy  incidente  de  nulidad  de  actuaciones,  promovido 
CB  sjeenelón  de  sentencia;  pendiente  ante  Nos  en  recurso  de  casación  per 
qasbrantamiento  de  forma,  con  protesta  para  el  de  fondo,  en  su  caso, 
qae  han  Interpueeto  los  expresados  cónyuges  Baques  Alaball,  á  quienes 
rtpreeenta  y  defiende  en  eete  Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Fede« 
rico  Qrasee  y  el  Letrado  D.  José  Liado  y  Valles;  sin  que  haya  compare- 
en eete  Tribunal  Supremo  la  parte  ejecutante  y  recurrida: 
Keaultando  que  por  eecrito  de  14  de  Octubre  de  1902,  D.  Antonio  Tu- 
«  y  Font,  jornalero,  y  vecino  de  Barcelona,  dedujo,  ante  el  Juagado 
arnera  inatancia  del  distrito  del  Norte,  después  de  la  Lonja,  de 
«Ua  capital,  demanda  de  juicio  de  menor  cuantía  contra  D.  Sebastián 
nmí  y  Maymó,  vecino  de  San  Clemente  de  Llobregat,  pidiendo  fuese 
leñado  á  devolverle  y  pagarle  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  con  el  in- 
■  anual  del  6  por  100,  deede  6  de  Noviembre  de  1899;  y  seguido  el 
LO  por  sus  trámites  correspondientes,  en  rebeldía  del  demandado,  que 
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no  compareeló,  dicho  Jasgado  de  primera  íastaDoia  pronmició,  en  S6  de^ 
Janio  de  1908,  eenteocia  dando  logar,  con  costaa,  á  lo  pedido  en  la  de- 
manda, «egúa  los  términos  solicitados  por  el  actor,  habiéndose  notifica* 
do  este  fallo  personalmente  al  demandado  Badarnl  en  18  de  Jnlio  si- 
gnionte: 

Resultando  qne,  firme  la  sentencia  por  no  haberse  interpaesto  contra, 
ella  recurso  de  apelación,  pidió  el  actor  se  procediera  á  »n  cumplimien- 
to, embargándose,  con  tal  objeto,  varias  fincas  y  sns  prt  doctos  al  de- 
mandado Sadurni;  pero  como  éste  hubiese  fallecido  en  2  de  Marso  d» 
1004,  solicitó  el  demandante  Tnbella  se  citase  por  edictos  á  los  ignora- 
dos herederos  de  aquél,  compareciendo,  en  su  virtud,  ccn  tal  carácter», 
los  cónyuges  hoy  recurrentes  D.  Juan  Baques  y  Dofia  Dolores  Alaball 
por  escrito  de  18  de  Mayo,  en  el  cual  promovían,  á  la  ves,  un  incidente 
de  nulidad,  origen,  á  su  vez,  de  otras  incidencias  y  actuaciones  que  en 
nada  afectan  á  la  cuestión  del  día: 

Beenltando  qué  ésta  fué  también  promovida  por  los  expresados  cón- 
yuges Baqués-Aiaball,  quienes,  en  escrito  de  4  de  Julio  del  propi» 
afio  1904,  manifestaron  en  lo  principal  que,  con  grandísima  sorpresa^ 
había  llegado  a  su  noticia  el  fallecimiento  del  actor  en  estos  autos  den 
Antonio  Tabella  y  Font,  ocurrida  el  21  de  Abril  anterior,  según  justi- 
ficaba la  partida  de  defunción  que  al  efecto  acompafiaban,  pidiendo,  en  bo 
consecueocia,  que  se  declarase  terminada  la  representación  que  del  di- 
funto ostentaba  el  Procurador  D.  Antonio  Bernat,  al  cual  no  se  dirl» 
giera,  por  lo  tanto,  ninguna  otra  notificación;  interesando,  en  un  primer 
otrosí,  que,  con  arreglo  al  núm.  7.°  del.art.  9.o  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil,  se  declarase  de  plano  la  nulidad  de  todo  lo  setuado  desde 
el  día  que  ocurrió  el  fallecimiento  del  actor  Tnbella,  y  de  cargu  de  quien 
fuere  su  heredero  ó  bien  de  su  representante  en  los  autcs  el  pago  de 
todas  las  costas  y  gastes  causados  en  el  juicio  desde  la  aludida  fecha» 
por  incumplimiento  de  la  obligación,  prevista  en  el  apartado  2.^  del  ci- 
tado núm.  1,^  del  art.  9.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  y,  por  un  segundo 
otrosí  del  mismo  escrito  de  4  de  Julio,  que  se  está  relacioD&ndo,  pidieron 
también  los  cónyuges  Baques- Alaball  que,  en  caso  de  que  el  Juzgada 
estimase  necesario  para  hacer  dicha  declaración  de  nulidad  que  se  de- 
dujese el  oportuno  incidente  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  se 
tuviese  éste  por  promovido,  á  cuyo  efecto  expusieron,  como  hechos,  loe 
tres  siguientes:  primero,  que  D.  Antonio  Tubella  y  Font  falleció  en  la 
presente  ciudad — Barcelona — ,  y  en  su  domicilio  y  casa  de  D.  Juan 
Guarro  y  Rovira,  calle  del  Este,  núm.  18,  principal,  primero,  el  día  21 
de  Abril  de  1904,  según  así  lo  acredita  fehacientemente  la  partida  de  an 
óbito  que  en  debida  forma 'acompafiaban;  segundo,  que  dicho  D.  Antonio 
Tnbella  y  Font  se  hallaba  representado  en  estos  autos  por  el  Procurador 
D.  Antonio  Bernat  y  Rosoli  que,  por  sus  relaciones  particulares  con 
aquél,  acepto  gratuita  y  voluntariamente  su  defensa;  y  terrero,  que  el 
Procurador  D.  Antonio  Bernat,  que  representaba  en  estos  antes  al  actor 
D.  Antonio  Tnbella,  debió  tener  noticia,  y  no  es  verosímil  que  ignoraee 
el  fallecimiento  del  Tubella  luego  de  ocurrido,  ó  sea  el  día  21  de  Abril 
de  1004,  no  obstante  lo  cual,  no  sólo  dejó  de  participarlo  y  acreditarlo 
en  este  juicio,  sino  que  continuó  interviniendo  en  el  mismo  como  tal 
Procurador,  ocultando  el  fallecimiento  de  su  representadc ;  invocando 
después,  como  f  nuda  mentes  de  derecho,  el  ya  citado  art.  9.'',  núm.  7.* 
de  la  ley  procesal  civil,  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  26 
de  Septiembre  de  1884,  según  la  que  debe  cesar  el  Procurador  en  en 
representación  luego  de  ocurrida  la  muerte  de  su  representado,  cuandc 
falleciere  éste  en  el  mismo  lugar  de  su  residencia,  y  si  fuera  de  ella, 
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la^gD  de  patado  el  tiempo  Becesario  pera  qne  pneda  Itener  aoticia  del 


Beeoltando  qpe,  al  proveer  al  aaterior  eecrito  de  4  de  Julio,  acordó 
el  Joigado  de  la  Lonja,  en  provideocla  del  eigoieote  dia  6,  dar,  en  lo 
prfaielpal,  por  terminada  la  repreeentaolón  del  Froonrador  Bernat  y 
Boeell,  declarando  no  haber  logar  á  lo  pedido  en  el  primer  otrocí,  y  ad- 
mitiendo el  artíenlo  de  previo  y  eepeolal  pronancUmiento  qne  en  el  se- 
gVBdo  ae  promovía;  y  citados  por'edictos  loe  herederos  ó  caosahabientes 
del  diínnte  actor  D.  Antonio  Tabella,  compareció  el  hoy  recorrido  don 
Joan  Goarroy  Bovira,  qnien,  contestando  coaoretamente  en  escrito  de  8 
de  Abril  de  1906  á  la  referida  demanda  incidental  formo iada  por  los  con* 
yegSB  Baqnéo*Alaball,  pidió  se  declarase  no  haber  Ingar  á  la  nulidad  de 
lis  ■ctnaciones  qne  de  contrario  se  solicitaban,  con  expresa  imposición 
deooetas  á  los  mencionados  consortes,  ez4>onieDdo  sastancia imente  que 
siaignien  paede  tener  interés  en  qne  se  declaren  nnias  Us  ctillgincias 
practicadae  desde  el  fallecimiento  de  Tnbella  hasta  la  interpoeicion  del 
incidente  de  qae  hoy  se  trata,  seria,  sin  dada  algana,  el  dicente,  qoien 
BO  sólo  no  pide  tal  naildad,  sino  qne  expresamente  las  acepta  como  vá- 
lidas; qne  esas  diligencias' no  han  perjudicado  á  nadie,  y  macho  menos 
á  ios  promovedoree  del  incidente,  los  cuales  estaban  debidamente  de- 
fMMÜdos  y  representados,  habiendo  utilizado  toda  clase  de  recursos 
centra  loe  qne  eetimaron  perjudiciales  á  sus  intereses;  y  que  el  fin  que 
is  persigue  en  la  demanda  incidental  de  los  consortes  Baqnóe-Alaball 
es,  en  defiaitiva,  baldío  é  ineficaz,  puesto  que,  en  el  supuesto  de  proe- 
perar  el  lucidente,  habrían  de  volver  á  practicarse  las  mismas  dlli- 
gsnciaB,  por  referirse  éstas  al  cumplimiento  de  naa  sentencia  firme: 

Beeultando  qne  recibido  el  incidente  á  pVueba,  se  propuso  y  practicó, 
á  instancia  de  ambas  partes,  la  documental  y  llamados  ios  autos  á  la 
vista  para  sentencia,  la  pronunció  en  11  de  Noviembre  de  1906  el  Jnz<> 
gado  del  distrito  de  la  Lonja  de  Barcelona,  que,  desestimando  el  inci- 
dente de  provio  y  especial  pronunciamiento  dedacldo  por  los  cónyuges 
Baques- Aiaball,  no  dló  lugar  á  la  pretendida  nulidad  de  actuaciones,  las 
coalea  declaró  de  contrario  válidas  y  eficaces,  eln  hacer,  empero,  decla- 
ración esp«íciai  eobre  costas;  cuyo  fallo,  con  imposición  de  lae  de  segunda 
instancia  á  ios  mencionados  consortes  Baqués-Alaball,  confirmó  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicho  territorio  en  sentencia  de  19 
ds  Febrero  último: 

Beeultando  que  loe  cónyuges  D.  Juan  Baques  Milá  y  Doña  Dolores 
Alaban  Mestres  han  interpuesto  recurso  de  casación  por  qcebranta- 
miento  de  forma,  como  domprendido  en  la  causa  2.'  del  art.  1698  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de  personalidad  en  el  Pro- 
carador D.  Joan  Bernat  y  Rosell  después  del  fallecimiento  de  eu  poder- 
dante D.  Antonio  Tabella  y  Font,  en  nombre  del  cual  presentó  aquél  los 
escritos  que  han  motivado  las  actuaciones  de  cuya  nulidad  se  trata  y  á 
que  no  ha  dado  lugar  la  sentencia  recurrida;  justificándose  este  funda- 
mento con  la  disposición  del  caso  7.*  del  art.  9.°  de  la  ley  de  Enjuicia- 
'ento  civii,  sentencia  de  este  Tribunal  Sapremo  de  26  de  Septiembre 
*  18S4  y  leyes  sustantivas  que  regulan  el  cuasicontrato  constitutivo  de 
lo  juicio;  en  cuyo  eecrito  anunciaron  los  interesados,  por  un  otroeí  del 
smo,  BU  propósito  de  interponer  en  su  caso  el  de  infracción  de  ley  y 
Btrlna  legal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  aparto  de  que  en  el  presente  caso  no  faltó  perso- 
lidad  al  Procurador  en  el  período  de  actuaciones  judiciales  cuya  nuil- 
d  se  pide,  por  no  hal)er  tenido  noticia  del  fallecimiento  de  su  repre- 
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sentado  y  hecho  conitar  en  el  Jnigado,  onal  ee  obligado,  para  qne 
an  repreeentaolón,  según  el  precepto  del  núm.  7.®  del  art.  9.®  de  la  ley 
procesal,  es  sabido  qne  loe  quebrantamientos  de  forma  qne  enumera  el 
art.  1698  de  dicha  ley  se  contraen  á  las  formas  del  Jnicio,  taxatiTamenlo 
fijadae  en  dicho  precepto,  y  como  el  invocado  en  el  recurso  se  refiere  á 
actuaciones  de  la  ejecución  de  sentencia  ñrme  recalda  en  el  Juicio,  os 
evidente  la  improcedencia  del  actual  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu¿ar  al  re- 
eurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  han  interpuesto 
D.  Juan  Baques  Milá  y  Dofia  Dolores  Alaball  Mestres,  á  quienes  oonda- 
namoe,  en  su  caso,  al  pago  de  la  cantidad  que  por  rasón  de  depósito  han 
debido  constituir,  á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la^ey;  nm 
hacemos  condenación  de  costas  mediante  haber  comparecido  sólo  en  esto 
Tribunal  Supremo  dichas  partes  recurrentes;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Bar- 
celona la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  los  autos  que  re* 
mitió;  y  no  ha  lugar  á  dar  cumplimiento  á  lo  prescrito  en  el  art.  1770  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  tratarse  de  un  jálelo  de  menor  ouan« 
tía,  en  los  que  no  se  da  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  CJolección  Lboulativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.s: 
Francisco  Toda.s  Vicente  de  Flniés.  es  Víctor  Oovlán.— Antonio  AlonM 
OasAfia.r=Pa8oual  Domenech.=Eduardo  Bula  Garda  Hita. 

Pablicación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezomo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
rando  auiüencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne  oer- 
tifico  como  Secretario  de  la  nrtsma. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1906.=Marselino  San  Bomán. 


£7úmu  eS.^TRIBUNAL  8UPREII0.-8  de  Ootabre, 
psblicade  el  II  de  Ootsbre  de  1907. 

Casación  por  inpracci<5n  db  ley. ^NuUdad  de  ae^uae^ones.— Auto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Julián  Pórez  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  D.  Enrique  Maza. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  Megún  lo  dtepuesio  en  los  númeroe  primeroe  de  loe  artieu" 
loe  1689  y  1690  de  la  ley  de  EnjuieianUento  etvUy  ee  indiepeneable 
para  que  proceda  el  recurso  de  easaeión  por  ¿n  fracción  de  ley,  en  loa 
casos  por  la  misma  establecidos,  que  la  sentencia  contra  la  cual  se 
recurra  sea  deñnitiva  6  tenga  tal  concepto. 

Resultando  que  los  cónyuges  D.  Julián  Peres  de  la  Puebla  y  Dolía 
Tomasa  Alonso  Moya,  vecinos  de  Molina  de  Aragón,  dedujeron  en  17  de 
Marzo  de  1906  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra 
D.  Enrique  Maza  Ledesma,  vecino  del  Pinar  del  Rio,  isla  de  Cuba,  soli- 
citando se  declarase  nulo  é  ineficaz  el  testamento  otorgado  por  D.  Gar- 
los Hergneta  y  Alonso,  Decano  de  la  Universidad  de  la  Habana;  en  puya 
demanda  pidieron  los  actores,  por  medio  de  un  otrosí,  la  administración 
judicial  de  los  bienes  inmuebles  del  difunto  sitos  en  Molina,  la  cual  fué» 
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«i  tfeoto,  Mnteidft  al  D.  Jaliáa  PéiM  de  U  Puebla  per  ento  de  II  del 
ettedo  mee  de  Mane  de  1006: 

Beeoltando  qae  hecho  eaber  al  demandado  D.  Enrique  Sfaaa  Ledeo- 
na  eentaetaee  á  la  demanda  en  el  término  de  veinte  díaa,  presentó  ee- 
crile  fecha  10  de  Mayo  aignlente  promoviendo  nn  incidente  de  previo  y 
«ipeeial  pronondamiente,  con  la  eúplica  de  qae  ee  declaraee  nnlo  todo 
le  ictnado  deede  la  preeentación  de  la  demanda,  y  como  oonaecnencia  de 
elle  qne  ee  retiraee  á  D.  Jnllán  Féreí  la  administración  de  loe  inmneblee 
objete  de  la  eoceelón  del  difunto  D.  Oarloc  Hergneta,  exigiéndole  rin- 
éiim  coentae  del  deeempefio  de  dicha  administración,  qne  eería  devnel- 
ta  á  D.  Anaetaeie  Sana,  como  repreeentante  del  dicente  D.  Enrique 


Reenltando  que  tramitado  el  incidente  en  forma  legal  debida,  el  Joa* 
gado  de  primera  inatancia  de  Molina-  de  Aragón,  por  aentencia  de  8  de 
Joüo  de  1006,  declaró  la  nnlidad  de  las  actnadonee  practicadas  con  mo> 
ttve  de  la  demanda  interpnesta  por  loe  cónyagee  D.  Jolián  Férea  de  la 
Pnebla  y  Dofia  Tomasa  Alonso  Moya,  y,  en  su  consecnenoia,  revocó  por 
eeatrarie  imperio  el  ezpreeado  anto  de  ai  de  Mario  del  propio  afio  1906, 
qae  había  nombrado  ai  D.  Julián  Peres  de  la  Puebla  administrador  Judi- 
cial de  ciertoe  bienes  inmuebles  pertenecientes  á  la  herencia  de  D.  Car- 
loe  Hergneta,  con  la  obligación  de  rendir  cuenta  justificada,  declarando 
también  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  la  nueva  demanda  sobre  nuli- 
did  del  teetamento  de  D.  Carlos  Hergueta: 

Reenltando  que  de  eeta  sentencia  interpusieron  apelación  los  cónyu- 
gee  D.  Julián  Péreí  de  la  Puebla  y  Dofia  Tomasa  Alonso  Moya,  y  trami- 
tado el  reenrso  en  forma  legal  debida,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Andiencia  territorial  de  esta  corte  pronunció  en  27  de  Febrero  último 
■BBtencia,  que  confirmó  la  apelada,  en  cuanto  por  ella  se  deja  sin  efecto 
el  auto  de  ai  de  Marao  de  1906  que  nombraba  al  D.  Julián  Péreí  de  la 
Poebla  administrador  Judicial  de  determinados  bienes  pertenecientee  á 
la  herencia  de  D.  Carlos  Hergueta,  con  la  obligación  de  rendir  cuenta 
Jostiflcada,  y  revocó  la  referida  sentencia  apelada  respecto  de  los  demás 
eztremoe  que  en  parte  dispositiva  comprende,  declarando,  en  su  virtud, 
qns  no  concurre  nulidad  respecto  á  las  actuaciones  practicadas  con  mo- 
tive de  la  demanda  formulada  por  los  precitadoe  cónyuges  D.  Julián 
Peres  de  la  Puebla  y  Dofia  Tomasa  Alonso  Moya: 

Reenltando  que  el  D.  Julián  Peres  de  la  Puebla  ha  interpuesto  re- 
eorso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  nú- 
meros 1.**  y  a.®  del  art«  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando, 
en  cuatro  divereos  motivos,  las  infracciones  que  á  su  Juicio  se  han  co* 
metido  en  la  aentencia  recurrida,  y  que,  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la 
sdmisión  del  recurso,  conforme  al  núm.  8.^  del  art.  1729  de  la  mencio- 
nada ley  de  Enjuiciamiento,  se  ha  traído  á  la  vista,  con  las  debidas  ci- 


Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniée: 
Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  los  números  primeree  de 
"  arte.  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  indispensable 
"4  que  proceda  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  en  los  ca- 
por  la  misma  estaUecidos,  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  recurra 
.  definitiva  ó  tenga  tal  concepto: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  en  virtud  de  la  cual  se  re* 
a  y  dejó  sin  efecto  el  anto  de  21  de  Marco  de  1906,  por  el  qne  fué 
\biado  D.  Julián  Pérez  de  la  Puebla  administrador  de  determinadoe 
íes  pertenecientee  á  la  herencia  de  D.  Carlos  Hergueta,  con  la  obli- 
ga de  rendir  dicho  administrador  cuenta  justificada  del  tiempo  en 
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qtte  ejerció  el  eargo,  dejando  eabeiPtente  la  demanda  para  bq  eontinna- 
clón,  no  tiene  el  carácter  de  defioitlTa  para  lo»  electoe  del  recnreo,  por- 
que ni  pone  término  al  pleito  sobre  nnlidad  en  el  qne  la  administración 
iné  solicitada,  ni  impide  en  modo  algnno  la  continnación  del  mismo,  y 
qne  por  todo  ello  el  recurso  interpuesto  debe  rechasarse  en  trámite  de 
admisión,  conforme  al  número  8.^  del  art.  1729  de  la  citada  ley; 

lío  ha  Ingar  á  la  admisión  del  recnrso  de  casación  por  infracción 
de  ley  qne  ha  interpuesto  D,  Julián  Pérez  de  la  Puebla,  como  marido  de 
Defia  Tomasa  Alonso  Moya;  no  hacemos  condenación  de  costas  mediante 
haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurren- 
te; líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  la  correspondiente  cer- 
tificaciÓD,  devolviéodole  el  apuntamiento  que  remitió,  y  publiqueseéete 
auto  según  preyleue  la  ley. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1906.=rJosé  de  Aldecoa.=Francisco  Toda.= 
Juan  de  Dios  Roldán.ss Vicente  de  Piniés.— Antonio  Alonso  Oasafta. 
Eduardo  Rula  Qarda  Hita.=Ante  mí,  Marcelino. San  Román. 


M^úm.  64r.— TRIBUNAL  SUPREIIIÍ0.-8  de  Octubre, 
publicada  el  II  y  12  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  quebrantamiento  de  for**a,  ^  Indemn^'zación  por 
accidente  del  ¿ra6ayo.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Eduardo  Fern&ndez  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña,  en  pleito  con  la  Sociedad  Gallega  de  Electricidad. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  concurre  la  falta  de  personalidad  en  el  mandatario  de 
una  Sociedad  que  comparece  en  virtud  de  poder  del  Consejo  de  Ad- 
ministración de  aquélla,  según  acuerdos  adoptados  por  éste  dentro 
de  sus  facultades  y  en  conformidad  con  los  estatutos  sociales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  de  1906,  en  el  juiei» 
yerbal  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  iostancia  del  Ferrol  y  en  la 
Bula  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Oornfia  por  D.  Eduardo  Fernándes 
Oalvifio,  jornalero,  veciuo  del  Ferrol,  con  la  Sociedad  genera]  Gallega 
de  Electricidad,  domiciliada  en  esta  corte,  sobre  pago  de  4^0  pesetas  por 
indemnización  por  accidente  del  trabajo;  pendiente  ante  Nos  en  virtud 
de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por 
el  demandante  y  sostenido  en  su  defensa  y  representación  ante  este 
Tribunal  Supremo  por  el  Letrado  D.  Rafael  García  Ormaechea  y  el  Pro- 
curador nombrado  de  oficio  D  Eduardo  Navarro;  babiendo  estado  defen- 
dida y  representada  la  Sociedad  demandada  por  el  Licenciado  D.  Alfonso 
Cabello  y  el  Procurador  D.  Adelardo  López  Sánchez. 

Resultando  que  el  Consejo  de  Administración  de  la  Sociedad  general 
Gallega  de  Electricidad,  que  fué  constituida  por  escritura  pública  otor- 
gada ante  el  Notarlo  de  esta  corte  D.  Modesto  Conde  Caballero  en  21  de 
Abril  de  1900,  baciendo  uso  de  las  facultades  que  le  están  conferidas  en 
los  artículos  28  y  2^  de  sus  Estatutos,  acordó,  en  sesión  de  6  de  Noviem- 
bre de  1905,  ampliar  los  poderes  que  tenía  otorgados  á  D.  Arturo  Aulet 
7  Carear,  Administrador  de  dicha  Sociedad,  con  domicilio  en  el  Ferrol, 
para  que  pudiera  representarla  en  todos  los  asuntos  en  que  estuviera 
interesada  ante  los  Tribunales  de  justicia,  y  para  que,  á  tal  efecto, 
otorgara  les  poderes  generales  ó  especiales  que  fueran  necesarios,  dt- 
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•Igoaiid»  á  BU  PreBidente  D.  Ernesto  Préster  DaDpbin  y  á  D.  Bernarda 
Mateo  Sagaata,  para  que  en  nombre  y  representación  de  la  Sociedad  otor- 
garan é  Anlet  el  poder  de  qne  se  trataba,  que,  en  efecto,  otorgaron  en 
esta  corte  en  a?  del  mismo  mes  de  Noviembre;  y  haciendo  uso  Anlet  de 
la  íacaltad  qne  expresamente  le  íné  cenferida  en  dicho  poder  de  otor- 
gar loe  mandatos  generales  o  especiales  qne  í aeran  necesarios  á  favor 
de  la  persona  ó  personas  qne  qnisiera  elegir,  lo  snstitnyé  ante  el  Nota- 
rlodei  Ferrol,  en  escritura  de  6  de  Enero  de  1904,  en  qne  se  hicieron 
emstar,  con  las  certificaciones  correspondientes,  los  antecedentes  ex- 
poeatoa»  á  layor  del  Procnrsdor  del  Josgado  de  aquella  ciudad  D.  Balta} 
aar  Martines  Lopes,  y  del  déla  Audiencia  de  la  Gornfia  D.Francisco 
Marlfio  y  García: 

Boaoltando  que  en  20  de  Octnbre  de  1904  el  obrero  Eduardo  Fernán-» 
dea  Calvlfio  demandó  en  aeto  de  conciliación,  ante  el  Juzgado  municipal 
dsi  Ferrol,  á  D.  Arturo  Anlet,  en  el  concepto  indicado  de  Administra- 
dor y  apoderado  de  la  Sociedad  general  Gallega  de  Electricidad,  al  pago 
de  480  pesetas  que,  como  indemnisación  de  medio  afio  de  salario,  había 
dejado  de  abonarle  la  Sociedad  de  seguros  Vasco»Nayarra  al  indemni- 
latle  de  determinado  accidente  que  sofrió  al  servicio  de  la  expresada 
Soeiedad  general  Gallega  de  Electricidad,  por  no  haber  estimado  que  el 
aeddente  sufrido  le  había  producido  incapacidad  permanente,  sino  tan 
sólo  parcial,  dentro  de  su  oficio  de  peón,  abonándole  por  ello  tan  sólo  el 
salario  de  doce  meses;  cuyo  acto  se  tuvo  por  intentado,  por  no  haber 
eomparccldo  el  demandado;  y  con  certificación  de  este  acto,  dedujo  el 
eitado  obrero,  ante  el  Juagado  de  primera  iLStancia  de  la  misma  ciudad, 
en  ai8  de  Diciembre  siguiente,  la  demanda  oportuna,  que  dirigió  contra 
D.  Gastón  Berthier,  en  el  concepto  de  representante  general  de  dicha  So- 
eiedad general  Gallega  de  Biectricidad,  liaciende  presente,  para  el  em- 
piaaAmiento,  que  dicho  D.  Gastón  Rerthier,  Gerente  de  la  Sociedad,  so 
hallaba  accidentalmente  en  esta  corte: 

Beenltando  qne  el  Juagado  tuvo  por  presentada  la  demanda  y  mandó 
eonvocar  á  las  partes  al  juicio  verbal  prevenido  en  la  ley  de  Accidentes 
dsl  trabajo  y  en  su  Reglamento,  sefialandu  día  para  su  celebración,  man- 
dando librar  el  exhorto  oportuno  al  Juez  Decano  de  los  de  primera  Ins- 
tanoia  de  esta  corte,  para  la  citación  de  la  Sociedad  demandada,  en  la 
persona  de  su  Gerente  y  representante  legal  D,  Gastón  Rerlhler,  lo  cual 
tQTe  lugar  per  medio  de  cédula  en  12  de  Enero  de  1906: 

Besnltando  que  en  el  día  14  del  mismo  mes,  señalado  para  la  cele- 
bración del  juicio  verbal,  comparecieron  ante  el  Juzgado  del  Ferrol  el 
demandante,  debidamente  representado,  y  el  Procurador  D.  Baltasar 
Martínez  López,  en  nombre  de  la  Sociedad  demandada,  con  el  poder  re- 
ferido al  principio,  otorgado  á  su  favor  por  el  Administrador  (te  la  So- 
ddad,  D.  Arturo  Aulet,  en  5  de  Enero  de  1904;  exponiendo  el  deman- 
dante, después  de  reproducir  su  demanda,  que  el  llamado  al  juicio  había 
aido  D.  Gastón  Rerthier,  en  concepto  de  Gerente  de  la  Sociedad  general 
Gallega  de  Etectrldad,  y  como  quien  comparecía  era  el  Procarador  don 
Ralta^r  Martínez,  como  mandatario  de  D.  Arturo  Aulet,  con  quien  el 
demandante  nada  tenía  que  ver,  se  estaba  en  el  caso  del  LÚm.  8.°  del  ár- 
lenlo 623  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  excepción  invocaba^ 
ara  qne  con  imposición  de  costas  á  quien  sin  ser  llamado  al  juicio  com- 
parecía en  él,  dilatando  su  terminación,  como  sucedía  con  Aulet,  acor- 
dara el  Juagado  la  continuación  del  juicio  en  rebeldía  de  Rerthier  sin 
▼olvar  á  citarlo;  á  cuya  pretensión  opuso  el  citado  Procurador  Martinea 
Upet,  para  que  se  desestimara  la  excepción  alegada,  que  Rerthier  había 
Mdo  demandado  con  el  carácter  de  representante  de  la  Sociedad,  y  el 
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Oonaejo  de  AdminUtraolón  de  ^to,  á  qaitii  cerreipondla  ea  eamíiiiedft 
7  ftbeolnta  repreienúoión,  la  habla  delegado,  en  oaante  ae  reftrleae  á 
teda  oíase  de  pleitoi,  en  doa  Oonsejeroe,  qne  eran  lee  qne  hablan  otor- 
gado el  poder  á  Aalet,  eegún  todo  ello  oonetaba  en  la  eeoritnra  de  man- 
dato preeenkada  en  antoe;  j  el  Josgado,  teniendo  en  eonelderaeión  las 
raionea  ezpneetae  por  la  repreientaoión  de  la  Oompafila  demandada,  y 
qne  en  eeta  olaee  de  Jaicioe  todas  las  ezoepoiones  deben  ser  reeneltas  en 
la  sentencia,  acordó  no  haber  logar  á  estimar  por  entonces  en  estado  da 
rebeldía  al  demandado  j  qne  aontinnara  el  Jaldo  oon  la  repreeentaeión 
qne  ostentoba  el  Proenrador  Martines  Lopes,  sin  perjnioio  de  lo  qne  pn- 
diera  y  debiera  reeolTorse  en  definitiva;  y  habiendo  pedido  el  actor  en  el 
mismo  acto  qne  se  repusiera  la  resolnción  del  Jnj^do  en  lo  reíerento  á 
no  declarar  desde  luego  en  rebeldía  á  Berthier,  apelando  snbsidiarln- 
mento,  para  qne  en*ningana  forma  apareciera  qne  prestaba  asentimiento 
ú  aquella  resolución,  estimando  el  Juei  que  era  una  puerilidad  en  dore* 
che  pre^nder  la  declaración  de  rebeldía  de  Berthier,  que  no  estoba  pre- 
sente personalmente  al  acto,  y  creyendo  que  lo  que  se  pretendía  por  la 
defensa  del  demandante  era  que  no  interviniera  en  el  Juicio  el  Procura^ 
dor  Martines  Lopes,  reeolvió,  aclarando  el  concepto,  que  lo  que  se  había 
pretendido  era  que  no  se  tuviera  por  comparecido  personalmente  á  Rer- 
thier,  esto  ya  constaba  en  autos;  y  que  en  cuanto  á  la  reposición»  no 
habla  lugar  por  los  fundamentos  expresados: 

Besultando  que  á  continuación,  en  el  mismo* acto,  la  representación 
de  la  Sociedad  demandada  contestó  la  demanda,  en  cuanto  al  fondo,  ex- 
poniendo las  rasónos  que  estimó  oportunas  y  no  es  del  caso  referir,  para 
que  se  desestimara  la  demanda;  y  practicadas  pruebas  por  ambas  partoa 
y  terminada  la  sustanciación  del  Juicio,  dictó  sentencia  el  Juei  en  S  de 
Marso  de  1906,  declarando  que  no  habla  falte  de  personalidad  en  el  Pro» 
curador  de  la  Sociedad  demandada,  y  qne  éste  tenia  abonada  la  indem- 
nisación  por  accidente  del  trabajo,  reclamada  por  el  obrero  Eduardo 
Fernándes  Calvifio;  absolviendo,  en  su  consecuencia,  á  la  Sociedad  ge* 
neral  Gallega  de  Electricidad  de  la  demanda  propuesta  por  aquél,  sin 
hacer  expreea  condenación  de  costas: 

Besultando  que,  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de|la  Oorufta,  en 
virtud  de  apelación  que  dedujo  el  demandante  Fernándes  Calvifio,  ad« 
mitida  en  ambos  efectos,  compareció  el  apelante  y  ee  personó  asimismo 
la  Sociedad  apelada  por  medio  del  Procurador  D.  Antonio  Mnnduato, 
quien  al  efecto  presento  una  escritura  de  sustitución  del  poder  otorgado  • 
á  D.  Arturo  Aulet  por  D.  Ernesto  Presser  y  D.  Bernardo  Mateo  Sagasta, 
en  nombre  de  la  Sociedad  general  Gallega  de  Electricidad,  en  27  de  No- 
viembre de  1908,  de  que  se  biso  mérito  al  principio;  y  una  ves  formado 
el  apuntamiento,  se  celebró  vista  pública,  con  asistencia  de  los  Aboga- 
dos defensores  de  ambas  partes,  y  en  80  de  Agosto  próximo  pasado  dictó 
sentencia  la  Sala  de  lo  civil,  confirmando  la  que  habla  dictado  el  Juaga-^ 
do,  oon  imposición  de  las  costas  de  segunda  instancia  al  apelante: 

Besultando  que  dentro  del  termino  legal,  D.  Eduardo  Fernándes  Cal- 
vifio interpuso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma;  fun- 
dado en  el  núm.  2.*  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por 
rasón  de  la  insuficiencia  é  ilegalidad  del  poder  qne  ostentó  el  Procura- 
dor D.  Baltasar  Martines  por  haberse  dado  por  quien  no  estaba  expresa- 
mente aatorizado  para  poder  representar  á  la  Sociedad  en  asuntos  civi- 
les, asi  como  por  haberse  sustanciado  el  juicio  con  persona  distinta  de 
la  demandada  y  emplasads,  D.  Gastón  Berthier,  no  obstante  las  protes- 
tas y  reclamaciones  del  recurrente;  siendo,  además,  de  observar  que  el 
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Froeonder  MartíiiM  Lopes  íné  tenido  por  parte  ein  que  apareciera  baa* 
taateado  el  poder: 

Beeaitando  que  la  Andienola  admitió  el  recareo  j  elcTó  lee  antee  4 
Cite  Trilmnal  Supremo  con  lee  debidee  emplasamlentee  7  oertlfioaelón 
BesaÜTa  de  Totoe  reaervadee. 

Yieto,  eiende  Ponente  el  Magletrado  D.  Camilo  Maria  Gallón: 
Oonaiderando  qae  al  deeeetimar  la  eentenda  recurrida  la  excepción 
de  falta  de  pereonaildad  qae  ee  alega  en  el  recareo,  no  ha  incarrldo  en 
ei  eapneeto  qnebrantamiento  de  forma  qae  ee  cita  como  comprendido  en 
el  Búm.  S.*  del  art.  16S8,  en  relación  con  el  68S  de  la  ley  de  Enjaicla» 
miento  eiyll,  toda  yes  qae,  el  bien  la  demanda  faó  dirigida  contra  don 
Chwtón  Berthler  en  concepto  de  repreeentante  legal  de  la  Sociedad  gene* 
lal  Gallega  de  Elecetrlcldad,  j  aei  faé  citado  7  emplaiado  en  esta  corte, 
ne  ee  menoe  cierto  qae  al  oonteetarla  7  comparecer  en  el  Jaldo  el  Pro- 
enrador  D.  Baltaear  Martínei  como  mandatario  de  eea  Sociedad,  lo  hlio 
en  yirtnd  del  poder  legal  á  en  favor  eaetltaído  por  D.  Artaro  Aalet,  qae 
á  en  yes  lo  tiene  de  doe  individnoe  del  Oonaejo  de  Administración,  en 
ylrtnd  de  acnerdoe  adoptadoe  por  éete  dentro  de  ene  faoaltadee  7  en  con- 
formidad oon  loe  Eetatntoe  por  qae  ee  rige,  7  en  tal  sentido  determlna- 
daa  en  eee  contrato  de  mandato  el  carácter,  representación  7  demás  ena- 
Ildadea  necesarias  para  comparecer  7  ser  parte  en  nn  procedimiento,  no 
poeden  yálldamente  alegaree  Infracciones  qae  la  escrltara  de  poder  ex* 
ebi7e,  ni  Ineoficlencia  en  el  mandante,  qae  la  lectura  de  los  Estatuto» 


"  Oonaiderando  qae,  esto  sapaeeto,  carecen  de  eficacia  legal  los  do» 
flMtIyoa  referentee  á  la  pereonaildad  en  qne  el  recurso  se  funda; 

Fallamos  que  debemoe  declarar  7  deolaramoe  no  haber  lugar  al  re- 
corso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  den 
Eduardo  Fernándei  Calvifio,  á  quien  se  condena  al  pago  de  lae  cestas 
eeaatonadae  á  la  Sociedad  general  Gallega  de  Electricidad;  7  líbrese  á  la 
Andlonela  de  ia  Oornfia  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
de  loe  antee  que  ha  remitido. 

Aaí  por  esta  nueetra  eentenda,  que  ee  publicará  en  la  Gaceta  é  ln« 
eertará  en  la  Colección  Legislativa,  paeándoee  ál  efecto  lae  copia» 
neceearlae,  lo  pronuneiamoe,  mandamoe  7  firmamos.=José  de  Aldeooa.^ 
Yietor  OovIán.c^Paecual  Domenech.asr Ramón  Barroeta.saFederioo  Mon- 
sa|ye.=Oamllo  María  GuUón.ssEduardd  Bula  García  Hita. 

Fnbllcaclón.a-iLeída  7  publicada  ha  eido  la  anterior  eentenda  por  el 
Bzemo.  8r.  D.  Camilo  María  GuUón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo^ 
celebrando  audlenda  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de 
I107,  de  que  certifico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1906.asPor  ei  Licenciado  Martines,  Marce- 
Uao  San  Román. 

Núm.  es.'-TRIBUNAL  SUPREMO.— 9  de  Octubre, 
pnblleada  el  12  de  Octubre  de  1907. 

CáMkaóH  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.  —  ExpedUdótt  de  duplicado  de  hO' 
JOM  de  cupones  de  Utuloe  de  la  Deuda.  -^  Sentencia  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  el  Abogado  del  Es- 
tado contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  do 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Félix  Bertin. 
Bn  aus  considbrandob  se  establece: 
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Que  limitada  la  prferipeión  de  loe  arte.  548  y  565  del  Código  de 
Comercio  á  lae  eoniieionee  de  la  denuncia  del  extravio  de  Ion  títuloM 
-ó  doeumentoe  de  crédito  á  que  se  refiere  el  art.  547^  y  en  reladén 
ton  éetos  los  de  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1896»  sólo  puede  tener 
lugar  la  infracción  de  los  mismos  por  la  senteneia  que  manda  expe  ■ 
dir  duplicados  de  hojas  de  cuoones  de  la  Deuda^  partiendo  del  su  • 
puesto,  debidamente  justificado,  de  no  haberse  llenado  las  eondicio 
nes  de  la  denuncia : 

Que  en  el  propio  caso  íampoco  puede^estimarse  infringido  el  ar^ 
iieulo  556  si  la  denuncia  se  refirió  exclusivamente á  cupones  separa- 
dos de  los  respectivos  títulos,  pues  el  hecho  de  haberse  expsdido  en^ 
Aojas  sueltas,  ó  sea  desprendidos  de  los  titulosy  patentisa  dicha  m- 
paraciónj  mientras  por  algún  procedimiento  no  se  agregaran  aqué* 
líos,  que  es  por  lo  que  pudieron  extraviarse 

Que  la  declaración  de  nulidad  de  las  hojas  extraviadas  y  manda-- 
miento  para  que  se  expidan  otras  por  duplicado^  no  es  sino  unaeon-- 
secuencia  lógica  y  racional  de  la  forma  empleada  por  el  Estado  para 
ia  entrega  á  los  interesados  de  los  nuevos  cupones,  sin  que  esto  im- 
plique  la  equivalencia  del  extravio  de  los  cupones  separados  Ala  de 
ios  titulost  que  es  alo  que  se  refiere  el  ari.  562. 

Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Ostabre  de  1906,  en  loe  «ütoe 
incideotalee  segaidoe  ea  el  Jaxgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Chamberí,  de  ia  miema,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andiencia 
de  este  territorio  por  D.  Félix  Francisco  Bertín,  del  comereiOy  veelne  de 
Ohantenay  (8ar,  L^ire,  Nantes),  con  el  Abogado  del  EUado  y  el  Minie- 
terio  fiscal,  sobre  expedición  de  nn  duplicado  de  hojas  de  copones  de 
tres  tita  los  de  la  Denda  psrpetna  exterior  al  4  por  100;  pendiente  ante 
Kós  en  virtud  de  reonrso  de  casación  por  infracción  ley,  interpnesto  por 
el  Abogado  del  Estado,  alendo  ptrte'el  Ministerio  fiscal,  y  estando  re- 
presentado D.  Félix  Francisco  Bertín  por  el  Procarador  D.  Andrés  de 
Ooitla  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Luis  Lópea  Baii. 

Resaltando  qae  en  26  de  Jallo  de  1908  D.  Félix  Francisco  Berlín  fór- 
malo demanda  incidental,  qae,  repartida,  correspondió  al  Jaigado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Chamberí,  de  esta  corte,  exponiendo 
'qae  era  daefio  y  propietario  de  tres  lítalos  de  renta  exterior  eepaftola 
al  4  por  100,  núms.  98.644,  serie  A,  de  valor  de  1.000  pesetas  nomina- 
les; 6.248,  serie  C,  de  4.000  pesetee,  y  970,  serie  D,  de  6.000  peeelas, 
oomo  jnstificaba  con  el  certlfloado  de  ia  operación  de  compra  expedido  á 
en  favor  en  4  de  Janio  de  1902  por  el  Agente  de  Cambio  en  Nanlee  Don 
Jallo  Toché,  qae  acreditaba  sa  compra  con  la  nnmeración  correspondien- 
te en  26  de  Enero  de  1896,  y  cayo  certificado,  en  idioma  francés  y  debi- 
damente legalizado,  acompafiaba  con  sa  tradacción  ofioiai  hecha  por  ia 
Interpretación  de  Lenguas  del  Ministerio  de  Estado;  qae  desde  la  fecha 
de  la  compra,  ó  sea  Enero  de  1905,  había  cobrado  los  capones  regalar- 
mente  en  el  extranjero,  y,  terminados  los  capones  qae  los  lítalos  tenían 
«n  1.^  de  Eaero  de  1900,  le  faeron  entregadas  las  nuevas  hojas  de  cupo- 
nes con  los  de  dicha  fecha  en  adelante,  correspondientes  á  los  tres  líta- 
los; qne  las  expresadas  hojas  se  le  habían  extraviado  en  Nantes  en  Di-  > 
oiembre  de  1900,  sin  qoe  desde  entonces  háblese  cobrado  más  capones, 
ignorando  si  éstos  se  habían  ó  no  cobrado,  por  qnién  ni  dónde,  aunque 
enpoDÍa  lo  hubiesen  sido  en  alguna  de  las  Delegaciones  de  la  Deuda  es- 
pafiola  en  Londres,  París  ó  Berlio;  é  invocando  el  art.  64B  del  Código 
de  Comercio,  y  dejando  hechas  las  manifestaciones  qoe  exige  el  649  del 
mismo,  pidió  se  admitiese  la  dennncla  que  formulaba,  se  dispusiera  ea 
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foblioaelóB  en  les  periódicos  oficlalea  j  te  dirlgiete  el  oportuno  oficio  á 
1«  Direooió9  gener»!  de  la  Deada  para  qne  per  este  Oentro  se  adopfcaeen 
lie  prectocloneB  neoeearlas  para  que  no  ee  psgaeen  Indebidamente  los 
flopoiiM  á  otra  persona  en  lat  Delegacionea  de  la  Denda  en  el  extranje- 
ro, procediendo  á  la  detención  de  qnien  ee  presentara  á  cobrarles,  y  se 
diopuisra  que  en  en  día  se  pagasen  los  capones  no  cobrados  j  se  expi- 
dlort  an  naeve  dopiieado  ó  antorlaaolón  para  el  cobro  de  los  vencides  y 
poi  Toocer: 

BesQltando  qae  el  Jazgade,  de  conformidad  oon  lo  dispuesto  en  los 
aitíenles  649  j  560  del  Código  de  Oomerdo,  ordenó  se  anunciase  el  ex  • 
tnvío  de  les  cupones  por  medio  de  edictos  en  los  sitios  públicos  de  esta 
corte  7  en  la  G€iceta^  Boletín  oñeial  y  Diario  de  Avisos,  y  dirigido  el 
oportOBO  ofleio  4  la  Dirección  general  de  la  Deoda,  á  loa  fines  indicadotf, 
« tQTS  por  pronaovide  el  iDcidente  y  se  confirió  traslado  al  Fiscal  mu- 
aiciptl,  quien  emitió  dictamen  en  el  sentido  de  que  estimaba  justifica  • 
dos  los  hechos   alegados  por  D.  Félix  Francisco  Bertin,  y  ejecutado  lo 
pnsorite  en  el  libro  2.**,  tit.  la,  sección  S.*  del  Oódige  de  Comercio»  y 
poieiio  procedía  únicamente  se  unieran  al  expediente  los  edictos  man- 
dados publicar  en  loe  periódicos  oficiales;  y  unidos  que  fueron ,  se  confi- 
rió igualmente  traeladado  á  la  Abogacía  del  Estado,  la  que  expuso  que 
aceptal»  eondielonalmente  los  hechos  consignados  por  Bertín,  en  tanto 
que  las  pruebae  qne  se  practicaran  no  contrariasen  ó  negasen  su  exactl- 
toid,  é  invocando  como  fundamento  de  derecho  la  ley  de  2  de  Septiembre 
de  1806  y  los  preti^ptos  de  la  sección  2.*,  tit.  12,  libro  2.*  del  Oódige  de 
Osmercio,  y  reservándose  el  derecho  á  oponerse  á  lo  solicitado  en  la  de- 
manda si  de  la  pruelm  resultasen  méritos  para  ello,  pidió  se  tuviese  por 
contestada  la  misma  y  se  la  diera  curso,  con  arreglo  al  .procedimiento 
«eUbleeido  en  el  art.  661  del  "Código  de  Comercie- 
Resultando  qne»  recibidos  los  autos  á  prueba,  á  instancia  del  Aboga- 
de  del  Estado  ee  practicó  documental,  consistente  en  certificación  auto* 
rilada  pdr  el  Subdirector  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda  expresiva 
de  que,  según  informe  de  la  Agencia  del  Banco  de  Espafia,  en  París,  en- 
cargada de  la  conservación  de  los  documentos  relativos  á  la  emisión|de 
ia  Deuda  del  4  por  100  ^exterior,  las  hojas  de  cupones  correspondientes 
á  los  tituloB  de  las  serles  y  números  expresados  fueron  expedidos  en  17 
de  Febrero  de  1000  la  relativa  á  uno  y  en  20  del  mismo  mes  las  de  los 
otros  doe,  á  virtud  de  presentación  por  el  Crédito  Lyooés  de  las  respec- 
tivas facturas;  y  en  ofloio  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda,  expresivo 
ds  qoe,  según  la  Agencia  del  Baáco  de  Espafia  en  París,  se  habían  sa- 
tisfecho los  cupones  de  los  referidos  tres  títulos  vencidos  en  I.^  de  Oc- 
tubre de  1900  y  1.^  de  Enero  de  1901  y  de  que  se  practicaban  á  la  saaón 
pssquisaa  para  averiguar  qoiéaes  les  presentaron  al  cobro: 

BesulUuide  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites,  dictó  el 
Jaes  sentencia  en  14  de  Agosto  de  1906,  de  la  que  pidió  aclaración  el 
Abogado  del  Estado,  en  el  sentido  de  que  se  declarase,  supliendo  la  omi- 
si6n  en  qne  se  incurría  en  la  parte  dispositiva,  que  las  expediciones  de 
los  doplieadoB  no  podía  verificarse  hasta  que  transcurriesen  los  cinco 
tilos  que  establece  el  art  662  del  Código  de  Comercio,  á  cuya  petición 
declaró  el  Jnes  no  haber  lugar  por  innecesaria,  y  tramitada  la  apelación 
interpuesta  por  aquella  representación,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Aodiencia  territorial  de  esta  corte,  en  19  de  Febkero  de  1906,  dictó  sen- 
tSDcia,  por  la  que,  confirmando  la  del  Jazgado,  sin  hacer  especial  con- 
dsna  de  cestas  de  las  de  segunda  instancia,  declaró  nulas  las  hojas  da 
supones  correspondientes  á  los  títulos  de  la  Denda  exterior  espafiola  al 
4  per  100  intqrior,  núms.  98.644  de  la  serie  A,  6.248  de  la  serie  C  y  970 
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de  la  serle  D,  expedidao  por  la  Agencia  del  Banoo  de  Eapafia  en  Parto 
cen  fechae  17  de  Febrero  de  1900  la  del  título  de  la  aerle  A,  y  en  SO  d« 
dichos  mea  y  afio  lae  de  loe  títnloe  aeriee  C  7  D,  7,  en  en  oonaecaeneiay 
oonoedió  antorisación  á  D.  Félix  Franclaco  Bertín  para  el  oobro  de  lea 
enponea  no  aatiafeohea,  mandando  qne  ae  expidan  por  la  Direcolán  de  la 
Denda  7  Claaea  paalvaa  loa  oorreapondlentea  dnplicadoa  de  dichaa  bojaa 
de  onponea,  qne  aeran  entregadaa,  de  conformidad  oon  lo  qne  diapone  lá 
ley,  al  expreaado  D.  Félix  Franclaco  Bertín,  7  qne  para  ello,  Inego  qne 
la  reaolneión  íneae  firme,  ae  remitiera  de  ella  el  oportuno  teatimonio  4 
la  expresada  Dirección,  ain  hacer  expreaa  condena  de  ooataa: 

Beanltande  que  el  Abogado  del  Eatado  ha  interpueato  reenrao  de  ca- 
aación  por  infracción  de  107,  fundado  en  el  núm.  1.®  del  art.  169S  de  la 
de  Bnjuiciamiente  cítII,  alegando  laa  alguientea  infraccionea: 

Primera.  Loa  arta.  648  y  666  del  Código  de  Oomercio,  por  haber  aido 
interpretadea  erróneamente,  dándelea  mayor  alcanoe  del  que  realmente 
tienen,  toda  Tes  que  en  diohoa  preceptoa  no  ae  preyiene,  ni  en  el  eaao 
aotual  cabe  autorisar,  que  el  deapoaeído  perciba  el  importe  de  loa  enpo- 
nea yencidoa  7  no  aatiafechoa,  y  la  Sala  aentenoiadera  autoriaa  á  Bertín 
para  au  cobro: 

Segunda,  El  art.  666  del  citado  Oódigo,  que  virtualmente  ae  apilen 
indebidamente  y  que  también  ea  erróneamente  interpretado,  toda  yea 
que,  si  bien  ea  cierto  que  el  expreaado  artículo  preacribe  que  ai  en  la  de- 
nuncia ae  tratara  de  cuponea  al  portador  MeparadOM  del  titulo  y  la  opo- 
alción  no  hubiere  aido  contradicha,  el  opoaitor  podrá  percibir  el  importo 
de  loa  cuponea  tranaourridea  trea  afioa  á  contar  dende  la  deelaradóti 
judieial  activando  la  denunda-^no  á  contar  deade  la  denuncia,  como 
ae  dice  en  la  aentonoia  recurrida—,  aparte  de  que  no  ae  ha  juatificado 
que  hayan  tranacurrido  loa  trea  afioa  deéde  que  se  eetimó  la  denuncia 
no  ae  trata  de  cuponee  eeparadoe  de  loe  tituloe^  aino  de  hojae  de  eu- 
pone»  que  formaban  parte  integrante  de  esos  mismos  títulos;  y 

Tercera.  El  art.  662  del  repetido  Código,  que  de  igual  modo  ea  yir- 
tual  é  indebidamente  aplicado,  y  que  aaimismo  ee  erróneamente  intor« 
pretado,  en  cuanto  el  miamo  únicamente  autoriaa  la  declaración  de  nu- 
lidad de  títulos — no  de  cupones-*,  y  la  orden  de  que  ee  expidan  loa  co- 
rrespondientes duplicados  cuando  hubieren  transcurrido  cinco  afioa,  á 
contar  deade  laa  publicaciones  hechas,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  loa 
artículos  660  y  669  y  de  la  ratificación  á  que  se  refiere  el  661,  sin  ha- 
berse hecho  oposición  á  la  denuncia^  7  toda  vea  que  no  consta  se  hayan 
hecho  aquellas  publicaciones,  según  el  art.  669,  ó  sean  el  aviso  que  hn 
de  fijarse  en  el  tablón  de  edictos  de  la  Bolsa,  el  anuncio  que  ha  de  ha- 
cerse al  abrirse  la  Bolsa  y  el  aviso  que  la  Junta  Sindical  ha  de  dirigir  á 
las  demás  Juntas  de  Síndicos  de  la  Nación,  ni  que  oportuna  y  debida- 
mente se  ratificara  la  prohibición  de  enajenar  ó  negociar  las  hojas  de 
eupones  de  que  se  trata,  como  debió  hacerse  si  se  eslimaba  que  seme- 
jantes hojas  eran  equivalentes  á  loa  títulos  de  que  se  ocupa  el  referido 
artículo  662. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Bula  García  de 
Hita: 

Considerando  que  limitada  la  prescripción  de  los  artículos  648  y  666 
del  Código  de  Comercio  á  las  condiciones  de  la  denuncia  del  extravío  de 
los  títulos  ó  documentos  de  crédito  á  que  se  refiere  el  art.  647,  y  en  re- 
lación con  éstos  los  de  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1896,  sólo  podría  te- 
ner eficacia  la  infracción  de  los  mismos,  alegada  por  el  Abogado  del 
Estado,  partiendo  de  un  supuesto,  debidamente  justificado,  de  no  haber 
llenado  las  condiciones  de  la  denuncia,  pues  de  otra  suerte  carecen  de 
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efleacU  p«ra  deducir  de  ello  el  error  a  tribuido  á  la  Sala  sentenciadora  en 
el  primer  motivo  del  recnreo: 

Considerando  qne  tampoco  puede  estimarse  infringido  el  art.  566  In- 
Tetado  en  el  segundo  motivo,  porque  la  denuncia  qne  ha  sido  objeto  del 
sctual  incidente  se  ba  referido  eicciusivamente  á  cupones  separados  de 
loe  respectivos  títulos;  pues  el  hecho  de  haberse  expedido  estos  cupones 
en  hojas  sueltas,  ó  sea  desprendidas  de  los  títulos,  patentUa  dicha  se- 
paración, mientras  por  algún  procedimiento  no  se  agregaran  á  aquéllos, 
qne  es  por  lo  que  han  podido  extraviarse  en  la  forma  denunciada;  no 
siendo,  además,  exacto  que  el  interesado  haya  de  percibir  anten  del 
transcurso  de  tres  afios  el  importe  de  los  cupones,  por  estar  ya  espirado 
sen  exceso  este  termino: 

Considerando,  por  dltimo,  que  la  declaración  de  nulidad  de  las  ho-  ' 
ju  extraviadas  y  mandamiento  para  que  se  expidan  otras  por  duplicado 
no  es  sino  una  consecuencia  lógica  y  racional  de  la  forma  empleada  por 
el  Estado  para  la  entrega  á  los  interesadca  de  los  nuevos  cupones,  sin 
que  esto  implique  la  equivalencia  del  extravío  de  los  cupones  separedoa 
á  la  de  ios  títulos,  que  es  á  lo  que  se  reüere  el  art.  662;  por  lo  cual  no 
ton  de  estimar  1«8  infracciones  del  motivo  tercero; 

Fallamos  que  debemos  .declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  Abogado  del  Estado,  á  quien  conde» 
fiamos  al  pago  de  las  costes;  y  con  la  oportuna  certificación  devuélvase 
i  la  Audiencia  territorrlal  de  esta  corte  el  apuntamiento  que  ba  remitido- 
Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
■eeesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Jo6é  de  Aide- 
eoa.=Pran cisco  Toda.=: Vicente  de  PinÍée.=Antonio  A  Iodbo  CfiSfifía.=Fe- 
derlco  MonBalve.=Oamtlo  María  Gullón.=Eduardo  Rais  García  Hita. 

Ptiblicación.= Leída  y  publicada   fné  la  anterior   sentencia  por  el 
Sxcmo.  Sr.  D.  Eduardo  Ruiz  García  Hita,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo 
dvil  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  mipcoa  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  9  de  Octubre  de  1906.=RogeIio  González  Montes. 

Kum.  aa.- TRIBUNAL  8UPREM0.-9  de  Octubre, 
pBblIcada  el  12  de  Ootubre  de  1907. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— Desahucio.— Senten- 
cia declarando  no  baber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Pedro  López  contra  la  dictada  por  el  Juzgi»rio  de  primera  ins- 
tancia de)  distrito  de  la  Universidad,  de  Barcelona,  en  juicio 
con  D.  M»rtifi  Robert  y  otros. 
En  su  CONSIDERANDO  úqíco  86  ostablece: 

Que  las  afirmaciones  de  hecho  del  Tribunal  a  quo  no  pueden  ser 
toniradiehas  en  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma: 

Que  los  porteros  tienen  personalidad  para  ser  demandados  en 
iio  de  desahucio j  porque  aquel  cargo  supone  un  contrato  de  arren* 
niento  de  servicios  que  termina  por  voluntad  de  cualquiera  de  las 
Hes^  debiendo  conocer  del  desahucio  á  que  tal  término  dé  lugar ^ 
Jueces  municipales^  conforme  al  art.  Í552j  núm,  /.®,  de  la  ley 
eesal  y  á  la  repelida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo, 

b  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  9  de  Octubre  de  1906,  en  el  juicio  de 
hndo  de  una  habitación  destinada  á  portería  en  la  casa  núm.  8  de  la 
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PiMa  de  Gfttalaftft,  «egalde  mn  el  Jn^gede  manlclpai  y  en  el  de  prlmeca 
infltunoia  del  distrito  de  la  üniTeraidad,  de  Baroeiona,  por  D.  Martla 
BíObert  y  Galiimot,  Preebftero,  Canónigo  de  la  IgleeU  Catedral  baetílca; 
D.  Oamtlo  Jalla  j  Vile^ndra»  Marqnóe  de  JaUá»  j  D.  Baimando  Doria 
y  Ventoaa,  Abosado»  Teelaoa  todos  de  aqaeUa  Teeiodad,  en  el  eoneepto 
4e  albaeeae  j  heredetoe  de  conflania  de  D.  Teodoro  Boach  j  Estanca, 
oontra  D.  Bedro  Lopes  Qli,  portero  de  la  mencionada  oasa;  pendiente 
ante  N6s  en  Tirtod  de  leonreo  de  caeación  por  qnebraAtaoilento  de  í or- 
na, interpneeto  por  el  demandado»  mantenido  ante  este  Tribonal  So* 
premo,  en  so  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D,  francisco  Agrá- 
monte  y  Oorüio  y  el  Precorador  D.  Felipe  Jiménesiy  García  de  la  Plaia, 
en  yirtod  de  nombramiento  de  oficio: 

Besoltando  i|oe  D.  Camilo  Joliá  y  Vilasendra»  en  concepto  de  albacea 
y  heredero  de  eonfiansa  de  D.  Teodoro  Bosch  y  Estanca  y  como  apoto- 
fado  de  los  otros  dos  albaceas  y  kerederos  de  confiania  de  éste,  D.  Mas- 
tín Bobert  y  Qallimot  y  D.  Baimondo  Dorin  y  Ventosa,  reqoirló  por 
•nte  Notarlo  en  8  de  Septiembre  de  1906  á  D.  Pedro  Lopes  611  para  qnn 
diera  por  terminado  el  contrato  de  arrendamiento  4e  eervicioe  qoe  ptea» 
taba  como  portero  de  la  eaea  iidm.  «S  de  la  Plasa^  Oatalofta,  porten»- 
elento  á  los  hetfeéeíos  de  oonflama  de  D.  Teodoro  Beseb,  y  desocnpan  ea 
el  término  de  nn  mes  los  leeales«orrespondfiuites  á  la  portería;  y  londap» 
.  ^s  en  éí  traascorso  del  téradlao  sefialado  en  eeto  reqoerimiento,  los  ci- 
tados albaceas  dedojeroo  en  S  de  Octobre  ante  el  Josgado  monlclpal  del 
dlsferito  de.  la  üaivereidad  la  eersespondieato  desMnda  de  desabncio  da 
los  locales  destioadoB  4  dicha  portería,  fondada  en  el  avt.  1677  4el  Có* 
digo  civil.y  en-diferentoseentoneiasdeeste  Tribonal  Sopremo: 

-BeSDttaafft»  qoe  en  el  acto  de  la  eomparecemcia  A  qne  f  oeroncitadae 
las  psirtea  por  dlcbo  Joagado  eonteeto  el  demandado  ^oe  no  eran  ciertaa 
los  faeoboede  la  demanda  ni  del  reqoerisulento,  per  lo  qoe«ponia.la  ex- 
eepoién  de  falta  de  personaHdad^en  el  mismo  por  no  tener  el  earácter  y 
xepresentaeióD  con  qoe  se  le  demandaba,  y  la  falta  de  acción  y  derecho 
en  la  parte  desMuidanto  por  la  inexaetitod  é  improcedencia  de  la  deman- 
da» entendiéndose  qoe  para  coalqnier  evento  ntlliaaria  ade^máe  de  la  de 
incompetencia  de  jorisdleción;  y  después  de  insistir  los  demandantes  en 
so  reclamación,  se  recibió  el  joicio  á  proeba  á  petición  de  ambas  partee: 

Besoltando  qoe  por  ambas  se  ntiliaó  la  testifical  y  dooomental,  dirl- 

gendo  la  soya  el  demandado  á«demostrsr  qoe«ni6  de  Septiembre  de  IQOS 
>é  nombrado  gnardia  monicipal  de  aqoella  clndad,  coyo  empleo  no  la 
permitía  préster  otros  serrlolos,  y,  por  tente,  ser  portero  de  la  caaa  á 
<|iie  se  refería  el  desahodo,  y  preBenito  on  recibo  antorisado,  con  fecha 
1.®  de  Oettfbre  de  ditáio  afio  1906,  por  Julián  Blanco,  de  la  oantidad  da 
ID  pesetas  entregadas  por  D.  Pedto  Lopes  por  el  alqniler  de  la  faabita- 
oión  qoe  la  tenía  realquilada  en  la  calle  Asahonadora,  nóim.  19,  oorree- 
pondiente  á  aqoel  mes,  qtie  ffaé  reoonoeiilo  como  legítimo  per  dicho  Jq« 
lian  Blanco,  habiéndose  referido  á  los  demás  testigos  presentados  por 
D*  Pedro  Lopes 'Qil  la  renoncla  qoe  éste  biso  de  la  pregonta  de  so  inte- 
irogatorio  relativa  al  reconocimiento  de  dicho  recibo: 

Besoltando  qoe  terminada  la  soatonciaoióu  del  joicio  dicto  senteno 
«1  Joea  monicipal  en  S6  del  sosodicho  mes  de  Octobre,  qoe  f  oé  apelaL 
por  el  demandado  D.  Pedro  Lopes;  y  celebrada  ante  el  de  primera  Isa 
tanda  del  mismo  distrito  de  la  universidad  la  oompaseoencia  qoe^etet 
mina  la  ley,  dicto  sentencia  el  Joea  en  tO  de  Noviembre  stgiiietfto,  cor 
tr  materia»  con  las  costes,  de  la  apelada,  declarando  haber  logar  mide 
tahoeto  solicitado,  y  eondenaado,  en  eo  virtod,  á  D.  Pedro  Lopes  GilA  q; 
«tt  el  tésmino  de  ocho  días  deje  IUmo  y  á  diapoaielón  de  los  damandr 
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tei  Ift  p9rt0ríft  de  U  mencionada  eaea,  con  el  apercibimiento  eorreepon- 
^inte: 

Baraltande  qoe»  dentro  del  Aérmlno  legal,  Intorpnoo  D.  Pedro  Lopes 
^  neofio  de  caeacftte  per  i^nebsaiilaaiiento  de  forma,  fondado  en  loe 
pirraÍM  S.®  y  6.®  del  art.  1698  de  la  ley  de  Eojolclamiento  elvll,  ó  eea 
for  no  tener  la  iferaonalidad  ó  oaráoter  de  ocopanto  de  la  finca  objeto  del 
teakudo,  y  por  ras6n  de  la  incompetonola  del  Jnei  manlolpal  qne  en- 
tBBdló  primltiyamento  en  el  aennto;  anunciando  al  propio  tiempo,  y  para 
eaiD  eáae,  el  leenrso  de  caaaoidn  por  infracción  de  ley: 

Beniliando  qne  el  Jnes  de  primera  inetancia  admitió  el  recnrso  in- 
tsrpaeite  y  layo  por  annnciado  el  de  infracción  de  ley;  y  después  de 
daóetada,  á  petición  de  loe  actoree,  mediante  flansa,  la  ejecnción  de  la 
eaateacia,  f  oeren  eleyadae  lee  antoe  á  eeto  Tribnnal  Sopremo  con  los 
Mides  emplaaamleakoB;  ae  designó  el  Abogado  y  Proonrador  de  oftcio 
fases  hallaban  eo  tnmo  para  i*  defenea  y  lepreeentaoión  del  reon* 


Yisio,  siendo  Peneste  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniée: 
Osnsideíando  qne  ocupada  la  habitación  por  D.  Pedro  Lópeí  en  con- 
«pCo  da  portero»  y  requerido  éste  con  la  debida  anticipación  para  que 
it  desalojara,  oegún,  en  vieta  de  toda  la  prueba  practicada,  declara  ia 
sniÉs9cia,.á  euya  normadón  es  preciso  ateneree  por  no  poder  ser  con- 
todicha  en  el  reooreo  por  quebcantamlento  de  forma,  es  manifiesto  que 
BOM  hs  cometido  el  que  alega  el  recurrente,  porque  éste  tiene  el  caráo- 
tv  esa  que  ee  ie  demandó,  no  careciendo,  por  tanto,  de  personalidad,  y 
laesodieión  de  portero  eui>one  un  contrato  de  arrendamiento  de  servi- 
«fesque  termina  por  voluntad  de  cualquiera  de  las  partes,  debifudo 
oMcei  deldeeahueio  á  qne  tal  término  dé  lugar  los  Jaeces  muoicipa- 
lAi,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  1.°  del  art.  1662  de  ia  de  Eojui^ 
disiento  civil  y  repetida  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo; 

Failamoe  qne  debemoe  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
Miio  de  caaación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  don 
Mfo  Lopes  Gil,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y,  para  en 
n  taso,  al  de  In  cantidad  que  por  rasón  de  depósito  debió  constituir, 
^asse  distribuirá  entonces  con  arreglo  A  la  ley ;  y  como  no  se  trató  de 
f  amndamiento  de  finca  por  la  cual  se  pague  renta  qne  exceda  de  1.600 
1  pastas,  no  ba  lugar  á  suataociar  el  recurso  anunciado  en  el  fondo;  y  ií- 
!'  kms  al  Joagado  de  primera  instancia  del  distrito  <)e  la  Universidad,  de 
!  it  dudad  de  Barcelona,  ia  eertiflcación  correspondiente  con  devolución 
éBlas.antoe  qne  ha  remitido. 
Asi  por  eefca  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  ia  Gaceta  é  in* 
\  antaá  en  la  Colboción  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
[  itwssrlaa,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeé  de  Alde« 
i  eoa,=Fianoieeo  Toda.= Vicente  de  Plnié8.= Víctor  Oovián.=PaBcaal 
I  0s8itnseh.sxBamón  Barroeta.=Federico  Monsaive. 
[  Pablieaelón*a5Lsída  y  {publicada  faé  Ja  eentencia  anterior  por  el 
¡  Sksaio*  8r.  D.  Vieente  de  Piniés,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
\  Mi  *  raudo  andlenoia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  dia 
i   ée     -,  de  qne  oertifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Md  9  ide   Octubre  de  1906.=Per  el  Licenciado  rMartínei,  Mar- 
«I     aanftomán. 
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Num.  67.~TRIBUNAL  SUPREMO.— 9  de  Octubre, 
poblloada  el  12  de  Octubre  de  1907. 

CASACfóN  POR  iNFRiLCCíóN  DE  LEY,— Pago  de  Cantidad.— SenienciH. 
declarando  lio  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Jesls 
Ramos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  la  Sociedad  La  Garan- 
tía Agrícola  é  Industrial. 
Eñ  sus  CONSIDERANDOS  86  cstabloce: 

Que  según  el  art.  1968  del  Código  eioU  la  acción  para  reclamar 
daños  y  perjuicios  prescribe  por  el  transcurso  de  un  año  y  observan-- 
do  enta  doctrina  no  se  infringen  el  referido  articulo  y  tampoea 
el  1969,  1947  y  1973  del  mismo  Código: 

Que  aun  cuando  una  demanda  de  pobreza  basta  para  interrum- 
pir la  prescripción  de  acción^  cuando  se  conoce  su  ñnalidad,  es  in  - 
dispensable  que  tal  demanda  se  formule  antes  de  transcurrir  el  tér* 
mino  de  la  prescripción: 

Que  La  mera  pretensión  de  nombramiento  de  Procurador  y  AbO" 
gado  de  oñeio^  no  reviste  verdadero  carácter  de  interpelación  Judi'^ 
eial  ni  extrajudicial: 

Que  la  misma  ratón  de  ley  existe  para  el  caso  del  art.  1947  del 
CódigOy  que  para  el  del  1973,  no  pudiendo  ni  debiéndose  dar  á  los  ae- 
tos  de  conciliación  otra  encada  que  la  que  determina  el  art.  479  de 
la  ley  procesal,  puesto  que  no  existe  en  el  Código  precepto  alguno 
que  la  contradiga: ' 

Que  la  estimación  de  las  declaraciones  testiñcales  es  de  la  exelu*^ 
siva  competencia  del  Tribunal  sentenciador:  ' 

Que  la  excepción  de  prescripción  afecta  al  fundamento  de  laae- 
eión  ejercitada  y  con  su  estimación,  se  hace  innecesario  é  inútil  él 
examen  de  las  demás  cuestiones  discutidas  en  el  pleito,  por  lo  que, 
entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  el  art.  359  de  la 
ley  procesal. 

En  ln  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Octubre  de  1906,  en  el  Jntclo 
declarativo  de  major  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  inetancla 
de  Alcalá  de  Henares  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andiencl« 
territorial  de  eeta  corte  por  D.  Jesús  Bamoe  Carriedo,  jornalero,  vecino 
de  Val  lecas,  contra  la  Sociedad  anónima  La  Garantía  Agrícola  é  Indus- 
trial, domiciliada  en  esta  capital  y  en  sn  nombre  contra  so  Director  Ge- 
rente, sobre  pago  de  cantidad  por  indemnlsación  de  perjuicios;  pendiente 
ante  Nos  en  virtud  de  renurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  el  Procurador  D.  Francisco  Fenol!  y  Malvasía,  bajo  la  direo* 
eión  del  Letrados  D.  Carlos  Díaz  Valero,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Li- 
cenciado D.  Luis  FenoU,  en  nombre  del  demandante;  habiendo  compr 
recido  D.  Vicente  Asenslo  Bourgón,  en  concepto  de  Administrador  de 
Sociedad  demandada,  representada  por  el  Procurador  D.  Máximo  Oánc 
vas  del  Castillo  y  defendido  por  el  Letrado  D.  José  María  Solano. 

Kesultando  que  en  24  de  Octubre  de  1902,  D.  Jesús  Ramos  Oarried 
demandó  de  conciliación  á  la  Sociedad  anónima  La  Garantía  Agrícola  < 
Indnstrial  sobre  pago  de  cantidad  por  indemnización  de  perjuicios,  elj 
que  en  el  acto  resultara  avenencia;  posteriormente,  en  Abril  de  19C* 
mcadió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcalá  de  Henares,  designa 
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^o  Abogado  y  Procnrador  qae  íormnlaran  en  áa  nombre  demanda  de  pe- 
breía  para  litigar  cen  la  referida  Sociedad,  oooatando,  en  teetimonio 
traído  al  presente  pleito  en  término  de  prueba  y  expedido  cgn  referencia 
al  libro  de  conooimientoe  de  asuntos  civiles  de  pobre,  correspondientes  al 
afio  190<{,  obrante  en  la  Secretaria  de  gobierno  de  dicho  Juzgtido^  que  en 
aqnét  apareci^x  un  asiento  ó  nota  fecha  14  de  Abril  de  1903  expresiva  de 
haber  recibido  el  Procaiador  Alonso  Marafión  las  diligencias  á  instancia 
de  D.  Jdsás  Ramos  Oarriedo  para  litigar  contra  el  Director  Gerente  de 
la  Sociedad  anónima  La  Garantía  Agrícola  é  ladustrial;  y,  por  último, 
ea  20  de  Octubre  de  1908,  formuló  el  D.  Jesús  su  demauda  de  pobreaa, 
que  se  tramitó  con  la  sola  representación  del  Botado,  siéndole  otorgado 
el  beLefício  pretendido  por  sentencia  de  10  de  Marzo  de  1904: 

Resultando  qae  en  25  de  Abril  del  propio  afio  D.  Jeeús  Ramos  Carrie- 
de  dednjo  en  el  Juagado  de  primera  instancia,  de  Alcalá  de  Henares*  de- 
manda en  jnicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  el  Director  Gerente 
de  la  Sociedad  anónima  La  Garantía  Agrícola  é  Industrial,  alegando  qne 
«1  demandante  poseía  el  afio  1902  nn  carro,  dos  muías  y  una  yegua,  qae 
empleaba  en  el  transporte  de  basuras  desde  esta  corte  al  estercolero  qne 
ea  Vallecas  tenía  la  Sociedad  demandada,  que  los  utilixaba  para  la  fa- 
bricación de  abonos,  haciéndose  el  transporte  por  cuenta  de  la  misma; 
la  cual  le  abonaba  5  pesetas  por  cada  viaje,  y  como  solía  hacer  tres  por 
Ütf  percibía  16  pesetas  por  sn  trabajo;  que  el  actor,  ignorante  de  que  la 
Saciedad  demandada  taviera  colocadas  dos  bombonas  de  ácido  snifúrico 
.á  los  dos  lados  de  la  rambla  qne  conducía  al  estercolero  de  aquélla,  en- 
vió ei  día  2  de  O^tnbre  de  1902  el  carro  de  sa  propiedad  conducido  por 
ra  criado  Manael  García  y  arrastrado  por  las  dos  muías  y  la  yegua,  á 
>qQe  llevase  basaras  al  estercolero,  y  como  dicho  criado  Igaor&ba  que  es- 
tavieran  allí  las  bombonas,  y,  además,  no  había  valla  ni  guarda  que  in- 
4io8ee  el  peligro,  sabio  el  carro  por  la  rambla  con  toda  confianza;  pero 
bien  faeae  porque  algona  de  las  muías  tropezase  con  las  bombonas  ha- 
ciéodoias  reventar,'ó  bien,  y  era  lo  más  probable,  porque  alguna  de  ellas 
háblese  estallado  derramándose  el  ácido  snifúrico,  lo  cierto  era  que  una 
de  las  malas  sufrió  tan  graves  qnemaduras  qae  murió  á  los  siete  días, 
y  la  yegaa,  por  la  misma  caosa,  estnvo  en  caración  tres  meses,  asistida 
por  un  Veterinario,  y  quedó  inutilizada  para  prestar  los  mismos  servi- 
eioa  qae  antes,  siendo  ana  prueba  de  la  negligencia  de  la  Compafiia  de- 
mandada, qae  días  antes  de  ese  acontecimiento  sofrió  quemaduras  en  el 
mismo  sitio  y  por  ii^aal  cansa  ana  caballería  de  aquélla;  qne  como  no  le 
^oedó  más  qae  ana  mala  sana  y  la  yegua  en  mal  estado  á  canea  de  di- 
cho accidente,  ae  vio  precisado  á  dejar  de  portear  basura  y  á  vender  el 
carro,  la  mala  y  la  yegua,  perdiendo  sn  modo  de  vivir  y  teniendo  que 
dedicarse  á  ganar  aa  jornal  para  atender  á  sn  subsistencia;  qne  el 
Importe  de  la  mala  qae  marió  á  caasa  del  accidente,  la  depreciación 
SQ  venta  de  la  yegua  y  del  carro,  el  importe  de  tres  meses  y  medio  á 
Upesstaa  diarias  dorante  los  qae  hubiera  podido  tiausportar  basaras 
"'ra  la  Sociedad  demandada  de  no  haber  ocarrldo  el  accidente,  el  de  los 
M  meaes  y  medio  de  jornales  que  pagó  á  aa  criado  para  que  cuidase 
la  yegaa  enferma,  el  de  las  medicinas  y  honorarios  al  Veterinario, 
candía  á  8.260  pesetas,  qne  reclamaba  en  esta  demanda;  que  el  24  de 
"tebre  de  1902  celebró  acto  de  cenoiliación  con  la  Oompafiía  demanda- 
,  despaée  aoadió  al  Juagado  designando  Procarador  y  Abogado  que  en- 
riara en  concepto  de  pobre  la  demanda,  y  como  falleciese  el  Pro- 
ador  tin  presentar  la  de  pobreaa,  acudió  con  solicitad,  que  firmó  el 
B  Octubre  de  1908,  designando  con  el  mismo  objeto  naevo  Procara- 
>  qalen  en  20  del  mismo  mes  y  afio  presentó  aquella  demanda  Inci- 
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destal:  como  íandamenloa  do  derecho  expuso,  entre  otrofl«  que,  el  b!ea 
el  art.  1968  del  Código  cWil  preceptúa  qne  por  el  tranacarso  de  nn  aff»- 
prescribe  la  acción  para  exigir  la  reaponaabllldad  civil  por  laa  obliga- 
clenea  derivadas  de  cnlpa  ó  negligencia  de  qn^  trata  el  190t,  el  197S  pre* 
viene  qne  la  prescripción  de  las  acciones  se  interrampe  por  su  ejerciote- 
'ante  los  Tribonales  por  reclamaciones  del  acreedor  y  por  cnalqnler  otr» 
acto  de  reconocimiento  de  la  denda  por  parte  del  dendor,  j  annqne  el 
hecho  origen  de  la  demanda  se  verificó  el  día  4  de  Octnbre  de  1903,  como 
el  24  del  mismo  mes  se  celebró  el  acto  de  conciliación,  el  »9  de  Octnbre- 
de  1908  solicitó,  por  segunda  ves,  la  designación  de  Procurador  y  el 
SO  también  de  Octnbre  del  propio  afio,  ó  sea  antes  de  transcnrrir  el  de  la. 
fecha  de  la  celebración  del  acto  conciliatorio,  presentó  la  demanda  de 
pobresa  para  promover  este  pleito,  sin  cuya  previa  declaración  no  podía 
iniciarlo,  era  indudable  qne  se  interrumpió  la  prescripción  de  la  acción 
ejercitada  y  qne  ésta  no  había  prescrito  por  el  lapso  del  tiempo;  y  en  aa 
virtud  suplicó  se  condenase  á  la  Sociedad  anónima  La  Garantía  Agrícola* 
é  Industrial,  y  en  su  representación  á  su  Director  Gerente,  á  que  en  el 
término  de  quinto  día  le  pagase,  como  indemniisaclón  de  los  perjuicios 
qne  le  había  causado,  la  cantidad  de  8.260  pesetas  y  sus  intereses  lega- 
les á  raaón  del  6  por  lOO  al  afio  desde  el  día  ?4  de  Octnbre  de  1902,  en 
que  se  celebró  el  acto  de  conciliación,  hasta  que  se  realisase  el  pago,  con 
las  costas: 

Resultando  que  la  representación  de  la  Sociedad  anónima  La  Garan* 
tía  Agrícola  é  Industrial  contestó  á  la  demanda,  alegando  que  era  cierto 
que  D.  Jesús  Bamos  Oarriedo  prestó  á  aquélla  en  1902  el  servicio  do 
conducción  de  basuras  á  su  estercolero  de  Vallecas,  pero  no  que  le  abo- 
nara 6  pesetas  por  viaje  y  que  éstos  fueran  tres  diarios;  que  si  ocurrió 
el  accidente  que  decía  el  actor,  fué  porque  el  carro  llegó  á  descargar  en 
sitio  distinto  del  Indicado  y  por  haberse  separado  del  camino  que  debió 
seguir;  que  las  bombonas  estaban  colocadas  en  sitio  qne  no  ofrecían  pe- 
ligro alguno,  ni  lo  habían  ofrecido,  hasta  que,  contraviniendo  á  loman- 
dado,  llegó  al  punto  donde  estaban  el  dependiente  del  actor;  que  negaba 
todo  lo  que  en  la  demanda  se  decía  respecto  á  los  perjuicios  sufridos  j 
su  cuantía;  que  desde  el  día  del  accidente,  4  de  Octubre  de  1902,  haeta 
el  20  de  Octubre  de  1908,  en  que  se  presentó  la  demanda  de  pobresa,  ha- 
bía transcurrido  más  de  un  afio;  y  citando,  entre  otros  fundamentos  le* 
gales,  el  art.  19(^8,  núm.  2.^  del  Oódigo  civil,  en  armonía  con  el  1969^ 
del  mismo,  y  los  1947  del  propio  Cuerpo  legal  y  479  de  la  ley  de  Bnjnt- 
oi&miento  civil,  pidió  se  declarase  prescrita  la  acción  ejercitada  por  el 
demandante,  y  que,  de  todos  modos,  desestimando  en  absoluto  todas  laa 
pretensiones  de  la  demanda,  se  absolviese  de  ella  á  la  referida  Sociedad,, 
con  expresa  imposición  de  costas: 

Resultando  que  al  replicar  D.  Jesú^  Ramos  Carriedo  insistió  en  la. 
súplica  de  su  demanda  y  en  las  alegaciones  de  hecho  de  la  misma,  á  las 
que  adicionó  que  desde  el  24  de  Octubre  de  1902,  en  que  se  celebró  el 
acto  eenciliatorio,  hasta  los  primeros  meses  de  1904,  estuvo  gestlonandc 
extrajudlclalmente  el  pago  de  la  indemnisaclón  que  reclamaba,  sin  ob 
tener  más  qne  ofrecimientos  incumplidos,  acudiendo  poco  después  di 
eelebrado  aquel  aoto  al  Juagado  designando  Letrado  y  Procurador  pai 
su  defensa  y  representación  en  este  pleito;  y  también  reprodujo  los  ínt 
damentos  de  derecho  de  aquélla,  afiadiendo  que  eran  inoportunas  Im 
citas  que  en  la  contestación  se  hacían  para  fundamentar  la  prescripoiói 
qne  el  acto  conciliatorio  lo  interrumpió,  conforme  al  art.  1978  del  Od 
digo  civil,  refiriéndose  únicamente  al  479  de  la  ley  procesal,  á  la  pre 
oripción  del  dominio  y  derechos  reales,  pero  no  á  la  de  las  accione 
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ten*  l0  neonoeí»  \m  pwte  dem«iidada  al  deelr  en  el  preámbalo  de  ■■ 
Mcrlle  que  dicho  artíenle  ae  relaeten»  con  el  1847  del  Código  oítII,  el 
Goal  M  ballE  eomptendido  entre  loa  qae  tratan  de  la  preaoripoión  del 
dai&lnio  j  dereehoa  reaUa,  no  de  laa  accionea;  qne  la  preacripeión  do  la 
aaslón  ejercitada  qaed6  interrumpida  en  el  acto  conciliatorio,  annqne 
la  demanda  do  pobresa  ee  hubiera  preaentado  deapnéa  de  loa  dea  meeoa 
daotlabrarao,  pnea  el  art.  1978  de  aqoel  Coerpo  legal  aólo  exige  para  la 
tatenipción  de  la  preaoripoión  qne  ae  acoda  á  ka  Tribnnalea,  pero  no 
Hflala  plaie  determinado;  qne,  preacindlendo  del  acto  de  conciliacióni 
iatammpló  la  preacripeión  con  el  hecho  de  acudir  al  Juagado  en  No- 
▼Umbre  de  1902  deeignando  Abogado  y  Procnrador  para  promoyer  cale 
pMlo,  pnea  como  la  demanda  de  pobreza  ae  presentó  en  90  de  Ootnbro 
da  llOt,  no  eahia  dndar  qne  lo  biso  dentro  del  afio  contado  deade  la  in« 
twnpeión,  aparte  de  qne,  deede  el  24  de  Octnbre  de  1V02  haata  los  pri*» 
■área  meeeo  do  1904,  había  venido  practicando  gestiones  extra jndicia- 
laa,  qne  intermmpen  la  prescripción,  conforme  al  art.  19dS  del  Código 
dfil;  7  qne,  adomáa,  aegún  el  1969  del  mismo,  el  tiempo  para  ia  prea- 
flripelón  de  toda  clase  d«  acciones  se  cnenta  desde  el  día  en  qne  pneden 
iicreitaree,  y  como  haata  qne  á  loa  tres  meses  j  medio  de  ocorrido  el 
acáldente  no  ae  cnró  la  yegua,  no  empezó  á  transcnrrir  basta  entuccea 
d  plato  de  la  preeoripción,  poea  no  podía  ejercitar  sn  acción  sin  saber 
lo^ae  tenia  qne  reclamar;  y  duplicando  la  Gompafiía  demandada,  in- 
liitió  en  ana  protensionea  y  alegacionea  de  sn  contestación  á  la  doman- 
te, negando  en  abaoloto  cnanto  en  contrario  exponía  el  actor: 

Eeanltando  qne,  abierto  el  juicio  á  prueba,  se  practicó  documental^ 
oanilatento  en  el  teatimonio  antea  referido,  de  confoaión  Judicial,  do  re- 
enecimiento  judicial  y  testifical,  declarando  «no  de  loa  testigos  presen- 
tadas por  el  actor  que,  deade  fines  de  Octubre  de  1902  hasta  los  primeroa 
Biaee  de  1904,  había  acompafiado  á  óete  diferentes  veces  como  testigo  al 
doniaillo  social  de  la  Gompafiía  demandada  á  fin  de  reclamar  extrajo- 
dielaünente  la  indemaiaacién  por  el  accidente,  no  babiendo  permitido 
aeaca  la  entrada  al  declarante  y  ai  aólo  al  D.  Jesús,  quien  al  salir  lo 
«anilaataba  qno  el  Gerente  ó  Administrador  de  aquélla  le  había  ofrecido 
tademniaarle,  rogándole  no  acudiera  á  loa  Tribunales,  porque  la  Bocio- 
dad  no  daría  logar  á  ello;  y  por  nno  de  loe  testigos  de  la  parte  deman- 
dada jn  manifestó  que,  convencido  D.  Jesús  Ramos  de  su  culpa  y  del 
dafio  cauaado  al  romper  laa  bombonaa,  temereao  de  la  Gompafiía  deman- 
dida,  guardó  eilencio  y  encargó  qne  lo  gnardaaen  á  cuantoa  conocían  el 
Iwaho  que  realiaó,  afiadiendo  que  él  no  dijo  nada,  á  pesar  de  no  babér- 
■tío  encargado: 

Raaultando  qno  nnidaa  laa  pruebaa  á  loa  autos,  en  25  de  Mayo  de  1901^ 
fdló  el  Juea  de  primera  inetancia  de  Alcalá  de  Henarea,  absolviendo  á 
la  Seeiedad  anónima  La  Garantía  Agrícola  é  Industrial  de  la  demanda 
eaatra  ella  interpuesta  por  D.  Jeaúa  Ramoa  Garriedo,  y  declarando,  ado- 
Báa,  preoerita  la  acción  por  eate  último  ejercitada,  ain  hacer  especial 
do  costas;  é  interpuesta  apelación  por  el  D.  Jesús  Ramoa,  y  sue- 
lada la  aliada,  en  29  de  Diciembre  de  1906  dictó  aentenoia  la  Sala 
Ada  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte,  por  la  que, 
uando  preoerita  la  acción  ejercitada  en  este  pleito,  absolvió  á  la  So- 
^  anónima  La  Garantía  Agrícola  é  Industrial  de  la  demanda  contra 
m  al  miomo  deducida  por  D.  Jesús  Ramoa  Garriedo,  ain  hacer  ea« 
ti  eendeoa  de  laa  coataa  de  ninguna  de  las  dos  instanciaa:  confir- 
o,  en  lo  qne  con  oata  ooatenola  fuere  conforme,  la  apelac*  ,  y  on  lo 
ko,  revocándola: 
">>tando  qno  D.  Joaúo  Ramoa  Garriedo  ha  Interpneato  recurso  do 
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easaoión  por  infracción  de  ley,  fondado  en  loa  núma.  1.®,  S.^y  7.^  del 
art.  1602  de  la  de  Eajaiciamteato  civil,  citando  como  infriogidoe: 

Primero.  '  El  art.  1968,  núm.  1.^  del  OóJigo  civil,  comprendido  en  el 
capitulo  8.®,  libro  4.**,  títnlo  18  del  miemo,  eegán  el  qae  prescriban  por 
el  tranecnreo  de  nn  afio,  entre  otras,  las  acciones  para  exigir  la  respon- 
sabilidad  civil  por  injnria  ó  calnmnia  y  por  las  obligaciones  J^rivadas 
de  cnlpa  ó  neglicencia  de  qne  se  trata  en  el  art.  1902  desde  que  lo  supe 
el  agraviado;  toda  vez  que  la  sentencia  recurrida,  no  obataate  rtoonooer 
qne  se  trata  del  ejercicio  de  una  acción  personal,  olvida  con  error  ma* 
nifiesto  qne  dicho  artículo  se  halla  comprendido  en  el  capítulo  S.°  antea 
indicado,  qne  trata  de  la  prescripción  de  las  acciones,  para  suponer  qne 
la  prescripción  que  el  capítulo  comprende  se  encuentra  dentro  del  capí- 
tulo 2.^  del  mismo  título  y  libro,  que  se  refiere  especialmente  á  la  pres- 
cripción del  dominio  y  demás  derechos  reales,  siendo  a»í  que  dichos  ca» 
pítulos  deben  aplicarse  separadamente  y  no  de  uu  modo  conjunto  com9 
pretende  la  Sala  sentenciadora;  por  lo  que  al  art.  1968  no  se  le  puede  dar 
la  extensión  que  ésta  le  ha  dado,  sino  referirse  sola  y  exclusivamente  á 
la  acción  ejercitada  en  la  demanda,  bastando  con  declarar  que  es  de  jas 
qne  prescriben  al  afio,  á  contar  desde  el  día  en  que  lo  supo  el  agraviado, 
7  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  siguiente; 

Segundo.  El  1969  del  propio  Ouerpo  legal,  por  inaplicación,  ya  que 
el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase  de  acciones,  cuando  no  haya 
disposición  especial  qne  otra  cosa  determine,  se  contará  desde  el  día  en 
qne  pulo  ejercitarse  y  el  recurrente  no  pndo  ejercitarla,  hasta  qne, 
obtenida  ejecutoria  en  el  incidente  de  pobreza  que  dedujo,  pudo  coló* 
carae  en  condiciones  legales  para  formalizar  la  demanda  principal. 

Tercero.  El  1978  del  mismo,  porque  la  prescripción  de  las  acciones 
•e  Interrumpe  por  su  ejercicio  ante  los  Tribunales,  por  reclamación  ez- 
trajndicial  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de  reconocimiento  déla 
deuda  por  el  deudor;  y  como  en  autos  consta  qne  el  recurrente  intentó 
la  conciliación,  pidió  el  nombramiento  de  Abogado  y  Procurador  de 
oficio,  se  ratificó  en  tales  pretensiones,  se  hicieron  los  oportunos  nom- 
bramientos y  se  snstancio  la  pobreza,  es  indudable  qne  durante  eso 
lapso  de  tiempo  quedó  interrumpida  la  prescripción,  puesto  que  es  doc- 
trina de  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  en  infinidad  do 
sentencias  qne  únicamente  no  existe  tal  interrupción  cuando  Be  reclama 
á  persona  distinta  ó  se  ejercita  una  acción  diferente  de  la  que  corros* 
ponde;  además  de  que  consta  en  el  apuntamiento,  y  en  esto  consiste  el 
error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  reenltante  de  documen- 
tos tan  auténticos  como  aquél  y  el  último  considerando  de  la  sentencia 
Tecurrlda,  qne,  además  de  las  gestiones  que  en  el  terreno  judicial  biso 
el  recurrente,  practicó  éste,  como  así  lo  afirman  testigos  no  tachadoo  y 
se  dice  en  el  escrito  de  réplica,  sin  que  se  niegue  en  el  de  duplica,  ges  - 
Üones  cerca- de  la  Oompafiía  demandada  para  obtener  la  indemnización, 
prometiendo  ésta  concederla,  salvo  en  algunos  detalles,  cuya  resultancia 
de  hechos  aparece  tan  clara  de  la  prueba,  que  el  Juez  de  primera  Instan- 
•«ia  dijo  en  su  fallo  que  el  demandante  probó  debidamente  haber  gestio- 
nado extra  judicial  mente  el  pago  de  la  indemnización  del  dafio,  sin  qne 
por  ello  y  lo  demás  alegado  pudiera  atribuírsele  mala  fe; 

Cuarto.  El  art.  1947  del  propio  Oódígo,  por  aplicación  Indebida,  pnea 
«e  refiere  sólo  á  la  posesión  ó  dominio  de  la  cosa  cuestionada  y  en  ma- 
nera alguna  á  la  prescripción  de  acciones; 

Quinto.  El  art.  S2  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación  ooo 
oi  1969  del  Código  civil,  por  aplicación  errónea,  el  primero  de  ios  cualeí 
«oontiene,  como  regla  general  de  imperativo  categórico,  que  cuando  el 
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^06  solicite  aer  defendido  como  pobre  le  haga  con  objeto  de  entablar  ana 
¿Amanda,  qae  es  el  presente  caeo,  se  esperará  para  dar  cnrso  á  ésta  á 
qne  sobre  ei  incidente  de  pobrtfza  haya  recaído  ejecutoria;  por  cuanto  la 
Sala  sentenciadora,  olvidando  qne  aqnel  precepto  generai  peroiite  nna 
excepción,  qne  es  la  expresada  en  el  párrafo  3.°,  y  que  como  es  doctrina 
contenida,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  1.^  áe  Julio  de  1887,  se  reñere 
á  ana  facultad  discrecional  ó  indeterminada  en  apreciación  del  Jaes, 
eleva  la  excepción  á  la  categoría  de  regla  general  é  incurre  en  el  error 
de  hecho  y  de  derecho  de  sostener  que  el  recurrente  pudo  formalizar  sa 
demanda  principal,  cnando  lo  único  qne  permite  la  ley  ee  que  los  Jueces 
poedan  acceder  á  qne  se  practiquen  a<^uellaB  actuaciones  de  cuyo  aplaza- 
miento pueda  Bognirse  perjuicio  irreparable  al  actor,  suependiéúdose 
inmediatamente  deapnóe  el  cnrso  del  pleito:  de  donde  resulta  que,  prac- 
ticar actnaciones  injastas,  no  es  locución  gramatical  que  establezca  el 
principio  inconcuso  de  qne  el  demandante  tnvo  necesidad  de  entablar 
■na  demanda  principal;  y 

Sexto.  La  doctrina  de  jnrisprndencia  consignada,  entre  otras  senten- 
das,  en  las  de  4  de  Enero  y  29  de  Abril  de  1887,  que  dicen  no  son  incon« 
gruentes  las  qne  dan  menos  de, lo  que  se  pide,  pero  si  las  que  dan  más; 
de  donde  se  dedace  que  las  seutencias  que,  como  ordena  el  art. :  69  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  deciden  todos  los  puntos  lítiglopos  qne 
hayan  sido  objeto  de  debate,  haciendo  el  prouuncianiiiento  correspon- 
diente á  cada  uno  de  ellos,  son  incongruentes,  y,  por  tanto,  la  recurrida, 
que  sólo  resuelve  la  cnestlón  de  prescripción,  sin  entrar  á  reeolver  el 
fondo  del  asunto. 

Visto,  Biendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Cp.sBfía: 
Oonsiderando  que  no  son  de  estimar  loe  cinco  primeros  motivos  del 
lecnrao  por  resaltar  evidenciado,  segúo  la  apreciación  que  el  Tri banal 
sentenciador  haca  de  las  fechas  en  que  el  aotor  realisó  suh  gestiones  para 
exigir  la  cantidad  que  reclama,  que  la  acción  ejercitada  lo  ba  sido  trans- 
enrrido  con  exceso  el  término  de  nn  afío  que  el  Código  s<  ñaia  en  su  ar- 
tículo 1968  para  las  derivadas  de  dafio  por  culpa  ó  negligencia;  no  siendo 
■preciables  los  hechos  de  interrupción  alegados  por  el  recurrente:  prime- 
re,  porque  aun  cuando  una  demanda  de  pobreza  basta  pera  interrumpir 
la  prescripción  de  nna  acción,  cuando  se  conoce  su  finalidad  «"s  indispen- 
sable qoe  tal  demanda  se  formule  antes  de  transcurrir  el  término  de  la 
prescripción;  segundo,  porque  la  mera  pretensión  de  nombramiento  de 
Abogado  j  Procurador  de  oficio  no  reviste  verdadero  carácter  de  in- 
terpelación jodicial  ni  extra jadicial;  tercero,  porque  la  mi^ma  razón  de 
la  ley  existe  para  A  caso  del  art.  1947  del  Código  que  para  el  del  1978, 
■o  pudiendo  ni  debiéndose  dar  en  todo  caso  á  los  actos  de  conciliación 
«tea  eficacia  que  la  qoe  determina  el  art.  479  de  la  ley  Enjuiciamiento 
Qtvil,  puesto  que  no  existe  en  el  Código  precepto  algnno  que  la  contra- 
diga; cuarto,  porque  desde  qne  fué  inferido  el  dafio  cuya  indemnización 
te  pretende,  tuvo  expedito  el  actor  su  derecho  para  ejercitar  la  cprres- 
psñdiente  acción  y  á  él  es  imputable  el  hecho  de  no  haberla  ejercitado  , 
1  tiempo;  y  quinto,  porque  la  Audiencia  estima  improbado  que  el  recn- 
«Bts  hubiera  hecho  reclamación  alguna  extrajudicial  á  la  Sociedad  de- 
andada,  7  no  ea  eficaz  para  combatir  esta  afirmación  la  referencia  que 
I  liflce  en  el  motivo  tercero  á  las  declaraciones  de  testigos,  porque  la 
iUnución  de  éstas  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Tribunal  senten- 
■der,  no  constando  además  que  la  parte  demandada  haya  reconocido  y 
ttlesado  la  exactitud  de  tal  hecho: 
Ooasidorando,  finalmente,  qne  tampoco  es  de  estimar  la  razón  de  in- 
Dimeneia  alegada  en  el  motivo  sexto,  porque  la  excepción  de  prescrip» 
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olón  afecta  al  fandamento  esencial  de  la  aooión  ejercitada,  y  con  eu  e»* 
tlmaclón  le  hace  inneoeeario  é  Inútil  el  examen  de  lae  demáa  oaeetlMM» 
diecDtidaJí  en  el  pleito; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  babet  Ingar  al  r»- 
carso  de  casación  por  infracción  de  ley»  interpuesto  por  D.  Jesús  Ramo» 
Garriedo,  á  qaien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para  en  sa  caso^ 
al  de  la  cantidad  qne  por  rasón  de  depósito  debió  constitair,  qne  se  dis- 
tribuirá entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Andieneia  de  esta 
corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apontamlent» 
qne  ha  remitido. 

Asa  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  Inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  Aidecoa.=s 
Francisco  Toda.=Antonio  Alonso  0a88fia.=Pascuai  Domenech.=Bamóa 
Barroeta.=Federice  Monsalve.=sCamilo  María  Gullón. 

Publicación. =Leída  y  publicada  fuó  la  anterior  sentencia  por  el 
Kzcmo.  Sr.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  ék 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  O  de  Octubre  de  1906.»Por  el  Licenciado  Martínez,  Marce-^ 
lino  San  Román. 


Núm.  eS.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 9  de  Oetubre. 
publieada  el  12  de  Octulire  de  1907. 

Oasación  por  infracción  de  ley. ^Petición  de  herencia. — Sen» 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Doña  Josefa  Llibre  contra  la  pronunciada  por  la  Safa  sej^unda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Dona  Do^ 
lores  Mercedes  Llibre. 
En  sus  CON8I0BRANDO8  86  ostabloce: 

Que  la  Novela  74  de  lae  de  JuaUmano,  vigente  en  Cataluña  coma 
legislación  supletoria,  concede  á  loe  hij'oe  naturales  legitimados  por 
subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres  los  derechos  de  hijos  le- 
gítimos: 

Que  esta  concesión  y  las  disposiciones  en  igual  sentido  de  im 
ley  l.\  tit.  13,  Partida  4.^  y  el  art.  122  del  Código  dvil,  no  se  U^ 
muta  á  determinado  orden  de  derechos,  como  los  de  sucesión,  sin0 
^ue  tiene  carácter  general  para  todos  los  efectos  civiles: 

Que  fundándose  en  los  preceptos  expresados,  la  jurisprudencia' 
del  Tribunal  Supremo  estaoleee  la  doctrina  de  que  los  hijos  legiti- 
mados por  subsiguiente  matrimonio  suceden  á  sus  padres  en  iguala 
dad  de  condiciones  con  los  legitimos:  « 

Que  las  precedentes  leyes  y  jurisprudencia  son  igualmente  apU* 
cables  al  caso  en  que  sean  llamados  directamente  á  la  sucesión  loa 
legítimos  que  al  en  que  sean  puestos  en  condición  ó  se  haga  depenr^ 
der  la  caducidad  del  fideicomiso  de  la  existencia  de  estos  htjoc^ 
mientras  no  sean  expresa  y  terminantemente  excluidos  los  legitima^ 
dos  por  subsiguiente  matrimonio,  según  tiene  ya  declarado  el  Iri- 
bunal  Supremo  en  sentencia  de  11  de  Junio  de  1885. 

En  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  O  de  Ootnbrs  de  1906,  en  el  Jniolo  de- 
claratiYo  de  mayor  cuantía  segnido  en  el  Juagado  de  primera  insta&ela 
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del  diitrito  d»  It  Concepción,  de  Barcelena,  y  en  la  BaU  eeganda  de  lo 
etrll  de  la  Andiencia  de  dicho  territorio  pot  Dofia  Joeefa  Llibre  j  San- 
ral,  dedicada  á  ene  laboree,  vecina  de  Barcelona,  contra  Dofia  Dolare» 
Ifereedee  Lltbre  y  Frlgoia,  y,  por  en  delnnclón,  D.  Ricardo  Trilla  y  Ba- 
lagoé,  propietario  y  cecino  de  Agramnnt,  por  el  y  como  repreeentante 
legal  de  ene  kijaa  menoree  de  edad  Defia  Mereedee  y  Dofia  Carolina  Tri- 
lla y  Llibre,  eobre  petición  de  herencia  y  otroe  extremos;  pendiente  anto 
Nóoen  Tirtnd  de  recnreo  de  oaeación  por  infracción  de  ley,  Interpuesto 
por  el  Procnrador  D.  Celedonio  Lopes  Serranillos,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  BAannel  Bovira  y  Berra,  en  nombre  de  la  demandante;  ha- 
biendo comparecido  la  parte  recurrida,  representada  por  el  Procnrador 
D.  Antonio  Bendleho  y  Bodrignes  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Magín 
Sandinmongoe: 

Besoltendo  qne  D.  José  Oriol  María  Marmgat  y  Serrat,  Abogado  en 
ejercicio  en  Barcelona,  falleció  en  17  de  Jnlio  de  1884  bajo  testamento 
hecho  y  firmado  de  sn  mano,  qne  entregó  cerrado  el  28  de  Agosto 
de  1866  al  Notario  qne  fné  de  aquella  ciudad  D.  José  Torrent  Jaliá,  y  á 
enya  apertura  y  protocolización  se  procedió  por  el  eztingaido.  Juzgado 
del  distrito  del  Tino,  consignando  el  tostador,  después  de  ordenar  aigu- 
ttoe  legados,  la  cláusula  que  literalmento  dice:  <De  todos  los  otros  em- 
pero bienee  míoe,  mueblee  é  inmuebles,  presentes  y  futuros,  nombres» 
Toeso,  dereefaoe  y  accionee  que  actualmente  me  pertenecen  ó  en  adelanto 
me  pertenecieren,  heredero  unlTorsal  hago  é  instituyo  á  D.  José  Llibre 
Bauret,  A  sus  libres  yoluntades  si  muere  con  hijos  legítimos  y  naturales 
de  legitimo  y  carnal  matrimonio  prooreadoe,  y  en  el  caso  de  que  no 
fuete  heredero  ó  bien  múdese  sin  hijos,  A  él  sustituyo  su  hermana  Jo- 
nfa  Llibre  Sauret  á  sus  libres  yoluntades,  con  las  mismas  condicionee 
arriba  expresadas  para  su  hermano;  y  en  caeo  que  éeta  muriese  sin  ha* 
ber  hecho  disposición,  á  ella  sustituyo  el  Reverendo  D.  Pedro  Ferrer, 
Presbítero  Bsneficiado  de  la  Catedral  de  Vich,  á  sus  libres  voluntades»: 
Besnllando  que  el  heredero  inetitnído  D.  José  Llibre  Sauret  tomó  po- 
sertón  de  loa  bienes  del  tostador  y  loe  deecribió  en  las  escrituras  de  in- 
Tentarlo  de  34  de  Febrero  y  Marzo  y  16  de  Septiembre  de  1886,  figurando 
entre  elloe  la  casa  núm.  7  de  la  Riera  del. Pino,  con  f rento  á  la  Rambla 
de  San  José,  núm.  8,  de  Barcelona: 

Beenltando  que  eebre  la  herencia  en  cuestión  se  suscitó  pleito  entre 
D.  Ramón  Marmgat,  hermano  del  toetador,  y  D.  José  Llibre  y  Sauret,  en 
el  qne  deepnée  fué  parto  la  hermana  de  éste,  Dofia  Josefa,  que  terminó 
por  sentoDcia  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial 
de  Barcelona  de  21  de  Febrero  de  1890,  condenando  á  D.  Ramón  Marm- 
gat á  que  entregara  A  D.  José  LHbre  y  Sauret,  como  heredero  de  D.  José 
Oriol  María  Marmgat,  la  casa  de  la  Riera  del  Pino,  núm.  7,  con  frente 
á  la  Rambla  de  San  José,  núm.  6,  con  los  frutos  producidos  por  la  mis» 
oía  deede  el  fallecimiento  de  D.  Joeé  Oriol,  con  otros  pronunciamientos 
que  no  son  del  caso,  cuya  sentencia  fué  casada  y  anulada  en  la  parto 
relativa  A  loe  frutos  por  la  de  la  Sala  de  lo  civil  de  este  Tribunal  Sapre- 
mo  de  17  de  Mano  de  1891,  en  el  sentido  de  condenar  á  D.  Ramón  Ma- 
nugat  á  la  entrega  de  los  producidos  por  dicha  finca  desde  la  contosta- 
¡lón  a  la  demanda;  y  en  7  de  Diciembre  del  mismo  afio  1891  D.  Ramón 
ifarrugat  Serrat  y  D.  José  Llibre  Sauret  otorgaron  una  escritura  pública 
'tansigiendo  las  cuestiones  judiciales  pendientes  entre  ambos  sobre  la 
lereneia  de  D.  Joeé  Oriol  Marmgat  y  sobre  lae  de  otros,  á  cuya  escritura 
i«estó  su  aprobación  Dofia  Joaefa  Llibre  y  Sauret: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  6  de  Febrero  de  1898,  Dofia. 
isefa  Porto  preetó  A  D.  José  Llibre  Sauret  16.000  pesetas  por  término  de 
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cinco  años  é  interés  del  6  por  100  anual,  con  hipoteca  de  la  casa  de  Ift- 
Riera  del  Pino,  núm.  7,  cnya  finca  le  pertenecía,  como  heredero  de  den 
José  Oriol  Marrngat,  en  virtud  de  su  testamento  cerrado  de  2a  de  Agosto 
de  1856,  protocolizado  en  forma  ó  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad 
junto  con  la  anterior  escritura  de  transacción,  manifestando  Dofia  Jose- 
fa Llibre  y  Sauret,  presente  al  acto,  que  prestaba  su  conformidad  á  dicho 
préstamo  hipotecario  por  los  derechos  eventuales  que  la  correspondie* 
ran  en  virtud  de  la  sustitución  ordenada  á  su  favor  por  D.  José  Oriol 
Marrngat,  y  por  otra  escritura  de  8  de  Febrero  de  1898,  Dofia  Josefa 
Porta  firmó  carta  de  pago  á  favor  de  D.  José  Llibre  Sauret  de  las  16.000 
pesetas  á  que  se  refería  la  anterior  de  préstamo: 

Resultando  que  afios  antes  de  que  ocurrieran  los  hechos  referidos,  ó 
sea  el  27  de  Septiembre  de  1876,  fué  bautixada  en  la  Iglesia  Catedral  do 
Barcelona,  como  hija  natural  de  Dofia  Buenaventura  Frígola  Daniel, 
soltera,  una  nifia  que  se  dijo  nacida. el  día  anterior,  á  la  que  se  pusieron 
los  nombres  de  Dolores  Mercedes  Josefa;  y  en  29  de  Enero  de  1881  con- 
trajeron matrimonio  canónico  en  la  parroquia  de  San  Antonio  Abad  y 
Nuestra  Sefiora  de  los  Angeles,  con  dispensación  de  proclamas  y  sin  ha- 
ber resultado  impedimento  alguno,  D.  José  Llibre  y  Sauret  y  Dofia  Jose* 
fa  Frígola  y  Daniel,  solteros,  inscribiéndose  en  el  Registro  civil  del 
Jnsgado  municipal  del  distrito  de  la  universidad  de  dicha  capital,  con 
fecha  26  de  Febrero  del  propio  afio  1881,  el  acta  de  dicho  matrimonio: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  26  de  Febrero  de  1881,  los  consortes 
D.  José  Llibre  y  Sauret  y  Dofia  Josefa  Frígola  Daniel  solicitaron  de  la 
Onria  Eclesiástica  de  Barcelona  la  instrucción  de  expediente  para  rectifi- 
car la  partida  de  bautismo  de  Dolores  Mercedes  Josefa,  en  el  sentido  de 
hacer  constar  que  era  hija  de  los  miamos  y  enmendar  también  ser  hija 
de  Josefa  Frígola  J)aniel  y  no  de  Buenaventura,  como  constaba  en  la 
partida  de  bautismo  de  27  de  Septiembre  de  1876;  é  instruido  el  oportuno 
expediente,  por  auto  del  Vicariato  de  26  de  Abril  de  1881  se  mandó  pro- 
ceder á  la  enmienda  de  la  partida  de  bautismo  en  cuestión  en  la  forma 
solicitada,  como  así  lo  hizo  el  Domero  de  la  Catedral  de  Barcelona,  fiffa- 
xando  la  partida  así  rectificada  en  los  libros  de  bautismo  de  dicha  ba- 
sílica: 

Resultando  que  en  16  de  Marzo  de  1891  falleció  Dofia  Josefa  Frígola 
Daniel,  consignándose  en.  el  certificado  de  defunción  que  estaba  casada 
con  D.  José  Llibre  y  Sauret,  habiendo  tenido  una  hija  llamada  Mercedes, 
viviente;  y  viudo  ya  D.  José  Llibre,  solicitó  del  Juzgado  se  instruyera 
expediente  para  la  aprobación  de  aquel  reconocimiento  é  inscripción  en 
el  Registro  civil,  dictando  auto  el  Juzgado  del  Hospital  en  27  de  Julio 
de  i899  aprobando  en  lo  menester  el  reconocimiento  hecho  por  sus  pa- 
dree de  la  nifia  Dolores  Mercedes  Josefa  Llibre  y  Frígola,  nacida  á  las 
nueve  y  media  de  la  noche  del  26  de  Septiembre  de  1876  en  la  casa  nú- 
mero 9  de  la  Rambla  de  San  José,  de  Barcelona,  hija  legitima,  por  eub 
siguiente  matrimonio,  de  los  consortes  D.  José  Llibre  y  Dofia  Josefa 
Frígola: 

Resultando  que  el  día  2  del  inmediato  mes  de  Agosto  falleció  D.  José 
Llibre  y  Sauret,  consignándose  en  el  acta  de  defunción  que  era  viudo  do 
Dofia  Josefa  Frígola  Daniel,  de  cuyo  matrimonio  tenía  una  hija  llamada 
Dolores,  viviente,  y  al  día  siguiente  del  f alieciaotiento  del  D.  José  Llibro 
se  entregó  á  so  Procurador  el  testimonio  correspondiente  y  carta  orden  al 
Juzgado  municipal  para  la  inscripción  acordada,  le  cual  tuvo  lugar  el  9 
del  mismo  mes  y  afio: 

Resultando  que  Dofia  Josefa  Llibre  y  Sauret  dedujo  en  Barcelona, 
oon  fecha  6  de  Abril  de  1900,  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor 
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enantia,  que  faó  repartida  al  Jazgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  Concepción,  contra  D.  Jaime  Más  Almenara,  como  tntor  de  Dofi* 
Dolore»  Mercedes  Llibre  y  Frígola,  en  la  qne  además  de  hacer  relación 
del  testamento  de  D.  José  Oriol  Marrngat,  de  los  inyeDtarlos  practicados 
por  80  heredero  D.  José  Llibre,  de  la  partida  de  bantiemo  de  la  demandada 
como  hija  natóral  de  Doña  Baenayentnra  Frígola,  del  matriroonlo  de  los 
padres  de  aquélla  en  29  de  Enero  de  1881  7  de  la  solicltnd  que  é^tos  de- 
dujeron para  la  rectificación  de  la  primitiva  partida  de  buutinmo  d^^  la 
Dofia  Dolores  Mercedes,  alegó:  qne  D.  José  Llibre  y  Saiiret,  deepués  de 
so  matrimonio  con  sn  primera  y  ubica  esposa,  no  bahía  tenido  hijo  nin- 
guno; qne  el  referido  heredero  falleció  el  2  de  Agosto  de  18ií9  sin  hijos 
l^ítimos  y  naturales  de  legítimo  y  carnal  matrimonio  procreados,  pae^to 
qne  tan  sólo  le  había  sobrevivido  nna  bija  que  no  era  legítima  ni  pro- 
creada de  legítimo  matrimonio,  ya  qne  en  la  época  de  en  cuncepción,  y 
aonen  la  de  su  nacimiento,  su  padre  era  soltero,  en  cnyo  e-^ta  lo  perma- 
neció después  más  de  cuatro  afios;  que  por  ello  la  htrenoia  db  D.  José 
Oriol  Marrngat  correspondía  á  la  demandante,  llamr da  tx;  repa  y  direc- 
tamente á  sustituir  al  primer  instituido  en  el  caso  realizíido  y  previsto 
por  el  testador;  que  en  la  posesión  de  los  bienes  que  cümo  heredero  de 
Marrog^t  adquirió  D.  José  Llibre  Sauret,  había  entrado  ^n  hija  y  here- 
dera DüQa  Dolores  Mercedes  Llibre  y  Fríí2;ola,  á  quien,  por  su  menor 
edad,  representaba  su  tutor  D.  Jaime  Más  y  Almenara;  y  citpndo  los 
fundameíitos  legales  qne  creyó  aplicables,  suplicó  se  dí-c'wrapp  que  la 
demandante  tenía  derecho  á  la  universal  herencia  de  D.  J^pé  Orlo!  Ma- 
rrngat, decretando  la  nulidad  de  las  inscripciones  qu9  del  dominio  de  los 
inmuebles  que  integraban  dicha  herencia,  y  e&pecialmente  de  la  casa 
número  7  de  la  Riera  del  Pino,  de  Barcelona,  se  hubieran  prnctilndo  en 
•1  Registro  á  favor  de  la  demandada,  y  condenando  á  ér>ta  á  dimitir  y 
hacer  entrega  á  la  actora  de  los  bienes  hereditario?,  á  r^oporder  de  los 
dañas  y  menoscabos  qne  los  mismos  hubieran  experimenrado  estando  en 
fin  poder  ó  en  el  de  su  difunto  padre,  á  la  restitución  de  todos  los  frutos 
percibidos  ó  podidos  percibir  desde  el  día  de  la  contestación  y  al  pago  de 
las  costee,  y  por  otro  ee  pidió  la  anotación  preventiva  do  Ib  dpmpnda  en 
io  referente  á  Ift  casa  de  la  Riera  ael  Pino,  como  así  lo  hizo  posterior-» 
menb: 

Resultando  qae  declarada  pobre  la  demandante  Doña  Dolores  Merce- 
des Llibre  v  Frígola,  mayor  de  edad  á  la  sazón,  a^^ieti  ia  de  en  eepoao 
D.  Ricardo  Trilla  Balagné,  contestó  á  la  demanda  acepta. do  en  lo  sus- 
tancial,  con  algunas  adiciones,  la  relación  de  hechos  en  pIIh  contenida, 
menos  aquello  en  qne  la  demandante  afirmaba  qne,  por  b  íh^r  fallecido 
D.  Joíé  Llibre  Sanret  sin  hijos  legítimos  y  naturales  d^  1  gítimo  y  car- 
nal matrimonio  procreados,  la  correspondía  á  ella  la  boreticia  de  Don 
José  Oriol  Marrngat,  como  heredera  snstitota  llamada  pj^ra  ese  oaso  rea- 
Uiado,  y  alegando  en  apoyo  de  su  negativa  qne  los  hij(^s  legitimados 
por  snbslgulente  matrimonio  tienen  los  mismos  derochcs  qne  los  naci- 
dos de  legítimo  matrimonio,  conforme  asilo  recnuncló  el  derf^cho  ro- 
mano, vigente  enCatalnfia,  en  las  leyes  6.^  6.*,  7.*,  10  y  M  del  títnlo  27 
iel  libro  6.®  de!  Oódigo  de  Jnstiniano;  en  las  Novelas  13,  cepítnlo  4.*^; 
i8,  capítulo  11;  78,  capítulo  4.**,  y  89,  capítulos  8.0  y  11;  qiip  la  ley  1.*, 
ítnlo  13,  Partida  4.*,  equiparó  los  hijos  legitimados  por  snbsii^niente 
aatrimonfo  á  los  legítimos  para  todos  los  ef(^ctos  legales,  y  qn^  análoga 
loctrina  sienta  el  Tribunal  Supremo  en  sns  sfntencins  de  17  de  Junio 
ie  1861,  12  de  Noviembre  de  1864,  4  de  Octubre  de  1876,    11  de  Junio 
's  1885  y  2  de  Jonio  de  1891,  suplicó  se  la  absolviera  áo  Ja  demanda,, 
n  Imposición  á  la  actora  de  silencio  perpetuo  y  las  costas: 


Digitized  by  LjOOQ IC 


906  jmaaFBüoaBiciá.  orm. 

Beaaltando  que  renaoeUdo  el  trámite  de  réplica  per  Dofia  Josefa 
Llibre  Sanret,  lo  que  hiae  improcedente  el  de  duplica,  ee  recibió  el 
pleito  á  prueba,  diotando  á  an  tiempo  aentencia  el  Jnei  de  primera  ina  - 
tanda  del  dietrito  de  la  Conoepoión,  de  Baroelena,  de  la  qne  apeló  Dofla 
Joeef  a  Llibre,  remitiéndose  los  antos  á  la  Superioridad,  donde,  acredi- 
tado el  fallecimiento  de  Dofia  Dolores  Mercedes  Llibre  y  Frígola,  compa- 
reció su  Tindo  D.  Ricardo  Trilla  f  Balagné,  como  asofractnario  de  los 
bienes  de  aqnélla  y  como  repreeentante  legal  de  sns  hijaá  menores  Dofia 
Mercedes  y  Dofia  Oarolina  Trilla  y  Llibre,  herederas  de  la  Dofia  Dolores; 
7  saetanciada  la  aliada,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  ándiencla  terri- 
torial de  dicha  cindad  confirmó,  en  27  de  Enero  último,  el  fallo  apnlado, 
absolTiendo  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Josefa  Llibre  y  Sanret  á 
D.  Ricardo  Trilla  y  Balagué,  en  su  nombre  y  en  el  de  sns  hijas  menores 
Dofia  Mercedes  y  Dofia  Carolina  Trilla  y  Llibre,  como  derechohabientes 
de  Defift  Dolores  Mercedes  Llibre  y  Frigola,  sin  hacer  especial  condena- 
ron de  costas  en  ninguna  de  las  des  instancias: 

Resultando  que  Dofia  Josefa  Llibre  Sauret  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  fondado  en  los  núme- 
ros 1.®  y  7.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  si- 
guientes motivos: 

Primero.  Infracción,  por  aplicación  indebida,  de  la  jurisprudencia 
conteDÜa  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  citadas  en  la  recurrida  de 
17  de  Junio  da  1861,  12  de  Noviembre  de  1864,  4  d«  Octubre  de  1876,  11 
de  Junio  de  J886  y  2  de  Junio  de  1891,  que  establece  y  corrobora  el 
principio  de  derecho  histórico  establecido  por  las  leyes  romanas,  las 
Partidafi  y  admitido  y  sancionado  por  el  vigente  Código  civil  en  su  ar 
tículo  122,  de  que  los  hijos  legitimidos  por  subsiguiente  matrimonio 
disfrutaran  de  los  mismos  derechos  que  los  legítimos;  toda  ves  que  en 
el  CASO  de  antos  no  se  niega  ni  se  trata  de  negar  ese  derecho  á  la  luja 
legitimada  Dofia  Dolores  Mercedes  Llibre  y  Frigola  por  el  subsiguiente 
matrimonio  de  los  que  reconocieron  ser  sus  padres  D.  José  Llibre  y 
flauret  y  Dofia  Josefa  Frigola  Daniel,  sino  que  se  trata  d^l  derecho  que 
tuviera  el  D.  José  Llibre  para  disponer  á  sus  libree  voluntades  de  loe 
bienes  que  pertenecieron  á  D.  José  Oriol  Marrngat;  pero  como  éste  no 
llamó  á  su  herencia  á  los  hijos  de  D.  José  Llibre  legítimos  y  naturales 
de  legítimo  y  carnal  matrimonio  procreados,  en  cuyo  caso  es  indudable 
que  no  habiendo  excluido  en  el  testamento  expresamente  á  los  legiti- 
mados sería  de  aplicación  al  caso  la  jurisprudencia  citada,  sino  que  ins- 
tituyó heredero  universal  ai  D.  José  á  sus  libres  voluntades,  con  la  con- 
dición de  dejar  al  tiempo  de  su  muerte  hijos  legítimoe  y  naturales  de 
legítimo  y  carnal  matrimonio  procreados,  y  como  resnlta  de  autos  qns 
«1  heredero  instituido  falleció  sin  dejar  otros  hijos  que  la  procreada 
cinco  afios  antes  de  su  matrimonio,  de  ahí  que  no  pudiese  disponer  ds 
los  bienes  en  cuestión  y  que  éstos  deban  pasar  á  la  recurrente  como  h«- 
redera  snstituta  llamada  en  tal  concepto  por  el  teatador; 

Bagando.  I'jfracclóu  del  principio  de  derecho  universalmente  admi» 
tidodeque  <la  voluntad  del  testador  debe  considerarse  como  ley», 
definida  por  el  Derecho  romane  en  el  Digesto,  libro  28,  titulo  1.®,  Isy 
1.*,  según  la  que  es  testamento  la  legitima  disposición  de  nuestra  vo- 
luntad en  cuanto  á  lo  que  queremos  que  se  haga  después  de  nuestra 
nuerte,  y  corroborado  por  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  ds 
12  4e  Maye  de  1876  y  29  de  Septiembre  ds  1886,  entse  otrao»  en  las  qms 
se  establece  qos  lo  dispuesto  lleitamsnts  en  un  testamento  es  TeBdaden 
ley  para  cuantos  de  él  derivan  su  dsrecho;  dO/ahi  que,  según  la  doetriaa 
bMada  sn  el  derecho  y  repetidamente  consignada  por  ests  Tribnnelí 
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enanda  el  testador  prWft  al  heredero  IsBtitoidD  en  primer  lagar  de  la  li- 
bertad de  dieponer  de  la  heienela  el  muere  sin  hijos  legítimos  y  tMtn  • 
jalas  delegltlaíie  y  natnral  matrimonio  procreados  y  designa  á  la  per- 
sona qoe,  en  en  caso,  ha  de  reemplasarle,  eetableoe  nn  fideloomUetM»» 
dieional  expreso,  pneoto  qne  enbordina  ia  SDstita^ión  al  enmpllmiento 
de  «na  condición,  ó  sea  al  heeho  f  aturo  é  incierto  de  qne  el  institaído 
BUiera  aln  hijoe  legítimos  y  natnraies  de  legítimo  y  carnal  matrimonio 
procreados;  y  siendo  Indisontible  qne  D.  José  Llibre  ^ft^^t  falleció  sin 
hijos  deeea  clase,  la  sostltata  ha*adqairido  la  herencia  de  D.  José  Oriol 
Harrogat  por  haber  llegado  el  caso  de  la  sostitación  establecido  por  el 
tostador;  iniringlendo  la  Sala  al  no  declararlo  así  los  principios  de  dore- 
eho  y  jarispradencia  Invocadoe  en  este  motivo;  y 

fercero.  Halier  inonrrido,  además,  la  Sala  sentenciadora  en  error  de 
derecho  en  la  ainreciaoión  de  las  prnelúts,  consistente  en  la  errónea  apre- 
siaelón  de  ia  clánsala  hereditaria  del  testamsnto  de  D.  José  Oriol  Ma> 
rmgat  per  la  qne  ia  condición  interpnesta  se  limita  y  concreta  al  here- 
dero Institaído  y  no  se  extiende  á  sos  derechofaablentes,  qaienes,  como 
ea  el  presente  caso  ocnrre,  tendrán  derecho,  por  ministerio  de  la  ley,  á 
heredar  al  padre  los  hijos  legitimados  por  sabsigniente  matrimonio  en 
les  bienea  qne  al  padre  pertenescan  por  derecho  propio,  pero  no  en 
aqnefioe  qne  han  debido  pasar  en  favor  del  snstitato  por  virtnd  de  la 
eendieión  impnesta  perol  testador;  infringiendo  la  Sala,  al  dejar  de  es- 
sstlnario  asi,  las  reglas  generales  de  interpretación,  el  principio  de  De- 
leeho  romano  cLa  lectura  del  testamento  es  la  máDlfestfición  verdadera 
de  él>,  estabiecldb  por  el  Digesto  en  libro  29,  título  8.*,  y  saDcionado 
por  las  oentencias  de  este  TrikniDal  de  2  de  Octubre  de  1868,  18  de  Junio 
de  1869,  81  de  Diciembre  de  1873,  27  de  Octubre  de  1892,  4  de  Octubre 
de  189S,  6  de  Noviembre  de  1895,  18  de  Octubre  de  1896,  I.*'  de  Febrero 
de  1897  y  11  de  Abril  de  1900,  segán  las  que  las  palabras  del  testador 
deben  entenderse  llanamente  como  ellas  suenan,  conforme  aeí  lo  esta- 
blsció  la  ley  6.^  título  88.  Partida  7.^,  y  actualmente  lo  estatuye  el  Có- 
élgo  dril  en  aa  art.  676,  párrafo  1.®;  y  como  en  el  caso  de  autos  es  con- 
dición expresa,  lisa  y  llanamente  consignada  per  el  testador,  que  para 
qoe  pudiera  ssr  heredero  libre  D.  José  Llibre  Sauret  era  precieo  que  mu- 
llera con  hijos  procreados  en  legítimo  matrimonio,  es  evidente  que  sus 
palabras  no  pueden  dar  lugar  á  otra  Interpretación  y  deben  entenderse 
llanamMftte  oomo  ellas  suenan. 

Visto,  Blondo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Bnis  García  Hita: 
Considerando  que  recurrente  y  recurridos  convienen  en  que  D.  José 
María  Oriol  Marrugat  estableció  en  su  testamento  de  28  de  Agosto 
de  1866  una  sustitución  fideicomisaria  condicional  al  instituir  por  su 
hsredero  nnivoMal  á  D.  José  Llibre  Ssuret  á  sue  libree  voluntades,  si 
moría  oon  hijos  Isgítimos  y  naturales  de  legítimo  y  carnal  matrimonio 
proersadoB,  sustituyendo  al  mismo  si  muriese  sin  hijos  su  hermana 
Dofia  Josefa  Llibre,  «n  las  mismas  condiciones: 

Considerando  que  la  cuestión  á  resolver  en  el  presente  recurso  es  la 
Ib  sien  D.  José  Lñbre,  heredero  en  primer  lugar  nombrado,  quedó  pu- 
Sílcada  la  Institución  por  haber  fallecido  con  una  hija,  Dofia  Dolores 
forcedee,  legitimada  por  subsiguiente  matrimonio  con  Dofia  Josefa  Fri- 
óla, de  quien  la  hubo  siendo  ambos  solteros,  ó  por  si,  por  el  contrario » 
40  de  eomplirse  la  condición  impuesta  por  el  testador  por  las  circuns- 
iMias  OD  qne  InévprosMada  la  ntthi  Doloies;  y,  en  su  conseeueAoia,  á 
>vji«aite4e  an  padre  la  taeioocia  de  D.  José  María  Oriol  Marrugat  hlao 
AnettoA  JMU  Josela  LUbie,  heveder«  aastitnta,  en  sc^^ondo  logar 
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Considerando  qne  la  Novela  74  de  las  de  Jnstiniano,  vigente  en  Oa-- 
ialnfia,  oomo  leglBlación  enpletorla,  concede  á  los  hijos  natnrales  legiti- 
mados por  sDbsigalente  matrimonio  de  sos  padres  loe  derechos  de  fUJom 
legítimos;  qne  esta  concesión  y  las  disposiciones  en  Ignal  sentido  de  la 
ley  1.^,  tit,  18  de  la  Partida  4.^  y  art.  122  del  Código  cIyíI  no  se  limita 
á  determinado  orden  de  derechos,  como  los  de  sacesión»  sino  qne  tiene 
carácter  general  y  para  todos  los  efectos  civiles;  y  en  este  concepto  han 
sido  debidamente  aplicadas  por  la  Sala  sentenciadora,  así  como  también 
las  sentencias  de  este  Tribunal,  qne,  fandáodose  en  los  preceptos  expre- 
sados, establecen  la  doctrina  de  qne  los  hijos  legitimados  por  salwl- 
gnlente  matrimonio  snceden  á  sos  padres  en  igualdad  de  condiotonee 
con  los  legítimos  habidos  durante  el  matrimonio: 

Considerando  qne  las  precedentes  leyes  y  jurisprudencia  son  igual- 
mente aplicables  al  caso  en  que  sean  llamados  directamente  á  la  suce- 
sión los  legítimos  que  al  en  que  sean  puestos  en  condición  ó  se  hagade* 
pender  la  caducidad  del  ñdeioomiso  de  la  existencia  de  estos  hijos,  mlen« 
tras  no  sean  expresa  y  terminantemente  excluidos  los  legitimados  por 
subsiguiente  matrimonio,  según  tiene  ya  declarado  este  Supremo  Triba- 
nal  en  sentencia  de  11  de  Junio  de  1886;  y,  por  consiguiente,  la  Sala,  en 
la  recurrida,  no  ha  cometido  ninguna  de  las  iniracciones  que  se  le  atrl- 
buyt^n  en  Iob  tres  motivos  del  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  Infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  Josefa  Lli- 
bre  Sauret,  á  la  que  condenamos  al  pego  de  las  costas,  y,  para  en  an 
caso,  al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debió  constituir,  que 
se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  la  certiñcación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento qne  ha  remitido. 

A9Í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Güceta  é  inser- 
tará en  la  Colegcíón  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 
Francisco  Toda.  =  Antonio  Alonso  Gasafia.=B Camilo  María  Qollón«sc: 
Eduardo  Baiz  García  Hita. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Eduardo  Ruis  Garcís  Hita,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el 
día  de  boy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Octubre  de  1006.=Por  el  Licenciado  Martines,  Marcelino 
San  Román. 


ISTum.  ee.— TRIBUNAL  8UPREIN0.-I0  de  Octubre, 
publicada  el  \6  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Lt^atiac/dn  de  cacnías.— Sen- 
tencia declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  el 
Banco  de  España  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Doña  Petm 
Aguado. 
Eq  sus  considehandos  se  establece: 

Que  exelustvamente  encaminada  la  acción  del  cesionario  de  l09 
derechos  de  un  recaudador  del  Banco  de  España  á  exigir  de  éste  la 
liquidación  y  rendición  de  cuentas  correspondientes  al  tiempo  que  el 
eedente  desempeñó  el  cargo  con  las  correspondientes  coñsecHeneiOM 
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de  iAdemnisaeián  de  dañoM  V perjui^oa^  la  uenfeneia  quéü9iloe%' 
tima,  ¿n/rtnge  el  art.  1091  del  Código  eivily  en  relación  con  las  ine- 
truedonee  dietadae  por  el  Banco  para  el  eervido  de  recaudación,  y 
eon  la  Inatrucción  y  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1851,  ei  deepuée  de 
eesor  el  mencionado  cedente  y  con  »u  eon/ormidad  ae  practicó  una 
liquidación  que  tuoo  el  carácter  de  deñnííiva  en  laa  relacionea  del 
Éaneo,  y  cuando  laa  alteracionea  poaieriorea  reaultantea  en  el  aaldo 
de  euiuella  cuenta  dimanan  de  reaolueionea  de  la  Adminiatraeión,  que 
pmdo  impugnar  enferma  el  recaudador  ai  laa  huhteae  eatimado  leai- 
ea»  de  au  derecho,  y  que  de  todaa  auertea  han  podido  aeroir  de  baae 
é  una  acción  diatiñta  de  la  ejercitada,  como  pudo  á  au  tiempo  diacu- 
tir  eon  el  Banco  la  exactitud  de  laa  cuentaa  entre  elloa  formu' 


Que  en  el  propio  caao  aeria  también  deleatimar  la  infracción  de 
ioe  articuloa  1709  al  1739  del  Código  eioil,  y  la  doctrina  legal  cata- 
bieeida  entre  otraa  aenteneiaa  de  casación^  en  laa  de  30  de  Junio 
de  J8SZ  y  18  de  Mayo  de  1891,  porque  cualquier  reclamación  que  el 
muandatario  tenga  que  hacer  ó  au  mandante  ha  de  formularae  aobre 
la  haae  de  cuentaa  que  no  ¿ate,  aino  aauél  tiene  que  dar^  debiendo  en 
todo  caso  ajuatarae  la  reclamación  de  derecho  ó  laa  aecionea  que 
procedan  para  au  éadto  ain  confundir  loa  conceptoa  y  alcance  de  unaa 
loa  de  otroa. 


En  la  Tilia  j  corte  de  Madrid,  á  10  de  Octabre  de  1906,  en  loa  antoe  de 
jálelo  declarativo  de  mayor  caantía  eegoidoe  ante  el  Juzgado  de  primera 
tnstaneia  del  distrito  de  Baeoayiata  de  esta  capital  y  la  Hala  primera  de 
\b  etTÜ  de  ia  Audiencia  del  propio  territorio  por  Dofia  Petra  Agnado  Mo- 
rAtilla,  sastra,  de  esta  vecindad,  como  heredera  de  so  marido  D.  Felicia» 
Ba  Sahagúa  Gntiérre s,  cesionario  de  los  derechos  de  D.  Joaquín  Ramo  y 
Manrique,  con  el  Gobernador  del  Banco  de  España,  como  representante 
ám  eate  establecimiento,  sobre  liquidación  de  cuentas;  autos  pendientes 
SDte  Ndfl  en  virtud  de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  ha 
iafterpoesto  la  entidad  demandada,  representada  y  defendida  por  el  Pro- 
«orador  D.  Carlos  de  Santiago  y  el  Letrado  D.  Luis  Días  Cobefia;  están- 
éolo  la  otra  parte  por  ei  Procurador  D.  Oeiedonio  liópec  Berrán illos  y  el 
I^Bftrado  D.  Isidoro  Albarrán: 

Besnltando  que  nombrado  D.  Joaquín  Ramo  y  Manrique,  Recaudador 
ém  eontrlboeionee  del  quinto  grupo  del  partido  Sigüeosa,  que  comprendía 
le«  pueblos  de  Insón,  Biocaüdo,  ViUacorsa,  Torrevaldealmendras,  Albo- 
raca,  Horna  y  Olmedillas,  en  el  afio  1878;  para  garantir  el  buen  desem* 
peAo  de  tal  cargo,  constituyó  D.  Manuel  Ramo,  padre  de  dicho  funciona- 
rlo, flanea  hipotecaria  por  valor  de  13.600  pesetas,  en  escritura  dtf  2  do 
Harto  de  aquel  afio,  ante  el  Notario  de  Siguen za  D.  Francisco  Pastor^ 
Atediante  cnya  fiama  ejerció  sus  funciones  el  D.  Joaquín  basta  1882,  en 
%nB  toé  encargado  de  la  Agencia  de  recaudación  de  contribuciones  ó  im- 
poeetos  de  la  primera  Zona  del  mismo  partido,  que  comprendía  los  siete 
jieblos  ya  nombrados  y  otros  vsinticinco  más  que  no  se  designan,  en 
into  treinta  y  doe  pueblos,  exigiéndosele  por  el  Banco  de  España  am- 
ilaclón  de  la  fiania  en  relación  con  la  mayor  importancia  del  destino, 
Miafgniente  aumento  de  los  caudales  que  había  de  manejar  y  responsa- 
'lidad-en  qoe  podía  incurrir,  cumpliendo  lo  cual,  D.  Joaquín  Ramo,  en 
de  Enero  de  1888,  otorgó  ante  el  Notario  de  Guadalajara  D.  Romualdo 
•rnándes  escritura  hipotecando  fincas  por  valor  de  60.000  pesetas  y  pico, 
rmntia  que  no  pareció  suficiente  á  dicho  Banco,  quien  desechó  algunas 
^'^w,  pidiendo  foesen  suetituídas  por  otras  libres  de  cargas,  y  que  la 
TOMO  105  20 
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flama  de  13.500  pe«etM  prestada  por  raión  de!  primer  eargo  ee  hletoae 
extensiva  á  lae  reeponeabilidadee  qae  pudieran  derivarse  del  segando, 
lo  onal  dló  motivo  á  otra  escritara  qae,  en  raión  á  sa  importancia  j  ex* 
tensión,  ee  detalla  en  el  sigaiente  párrafo: 

Resollando  qne  ante  el  Notario  de  Goadalajara  D.  Felipe  Lamparero 
oompareoieron  en  S  de  Noviembre  de  18S7,  de  nná  parte,  D*  Joaquín 
Bamo  Manrique,  en  nombre  propio  y  como  mandatario  de  en  mn}er 
Dofia  Josefa  Beal  y  Losano  y  de  los  cónynges  D.  Demetrio  Heroándei 
Catalinas  y  Dofia  Sandalia  Vásqnes  y  Merino,  y  de  la  otrai  D.  Rafael  do 
la  Latglesia  y  Anset^  Director  de  la  Bacnrsal  deJ  Banco  de  dicha  cindad, 
los  caales  otorgaron  escritora,  en  la  qne,  después  de  hacer  una  relación 
de  antecedentes  sustancialmente  conforme  con  loe  consignados  en  el  pá- 
rrafo precedente,  el  Bamo  se  compromete  á  desempefiar  cual  corresponde 
la  recaudación  de  contribuciones  de  la  primera  Zona  de  Sigüenaa  y  cual  • 
quier  otra  de  igual  ó  distinta  naturaleía  qne  pudiera  conferírsete,  obsar- 
vaado  las  siguientes  condiciones  reglamentarias:  Primera.  <A  recandmr 
las  contribuciones  de  dicha  sona  y  de  cualquiera  otra  agrupación  del 
mismo  distrito  ó  partido  que  se  le  confíe,  ya  en  propiedad,  ya  Interinm- 
mente,  así  como  los  impuestos  de  que  se  hiciese  cargo  el  Banco  de  E»* 
pafla,  ef dctuando  y  haciendo  efectuar  la  cobranza  del  mismo  modo  y 
forma  que  establecen  las  leyes,  reglamentos,  instrucciones  y  órdenes 
dictadaa  per  la  Hacienda  y  las  circuladas  por  el  Banco,  y  que,  por  le 
una  y  otro  puedan  dictarse  en  lo  sucesivo,  quedando  sujeto  á  las  respon- 
oabllidades  qne  las  citadas  disposiciones  y  especialmente  la  Beal  ordea 
de  4  de  Abril  de  1861  determinaní.  Segunda.  <A  cobrar  por  sí  ó  por  me» 
dio  de  perdonas  cuyo  nombramiento  proponga  para  su  aprobación  al  Di- 
rector de  la  Sucursal  en  esta  provincia,  siendo  responsable  el  dicente  de 
cualquier  falta,  alcance  ó  dietracción  de  fondos  en  que  puedan  incurrir 
ó  cometer  las  personas  á  quienes  encomendara  la  cobranza».  Tercera. 
<Ei  mismo  Sr.  Bamo  queda  obligado  á  entregar  íntegramente  los  fondee 
y  valeres  que  recaude  y  cualquiera  otro  de  que  se  le  haga  curgo  por 
orden  del  Banco  de  Bspafia  en  las  Cajas  de  la  Delegación  de  Hacienda 
de  la  provincia  ó  de  la  Sucursal,  según  se  le  ordene  por  su  respective 
Jefe,  debiendo  efectuar  su  ingreso  en  los  plazos  prescritos  en  lae  ins- 
trucciones de  ETacienda  ó  que  se  sefialen  por  la  Sucursal  del  Banco,  y 
siendo  de  su  cuenta  y  riesgo  la  conducción  de  todos  los  candalee  recaa* 
daioé  ó  de  que  se  haga  cargo  y  los  gastos  que  ocasione  la  cobransa. 
Ef  dotuado  el  ingreso,  recogerá  precisamente  de  la  Administración  de 
Hacienda  pública  ó  Sucursal  del  Banco  la  carta  de  pago  ó  resguardo  ta- 
lonario qne  respectivamente  corresponda,  en  la  inteligencia  de  qne  no 
le  eerán  abonadas  como  data  en  sus  cuentas  y  liquidaciones  más  parti* 
das  que  tas  justificadas  por  dichos  documentos».  Cuarta.  cPara  la  re* 
muneración  de  los  comisionados  de  apremio  qne  proponga,  y  de  cuyoa 
actos  ha  de  ser  responsable,  percibirán  los  recargos  establecidos  por  las 
instruciones  de  Hacienda  en  la  forma,  término  y  tiempo  que  por  ellaa 
ae  prescriben,  si  bien  en  su  cobranza,  perdón  ó  distribución  entre  loa 
partícipes  no  tendrá  intervenolón  la  Saoursal  del  Banco,  ni  ésta  que' 
obligada  á  cumplir  deberes  algunos  con  respecto  á  dlchoe  comisionad' 
quienes  habrán  de  entenderee,  en  cuanto  á  su  retribución  se  rtñt 
única  y  exclusivamente  con  dicho  Becandador».  Quinta.  cEl  cargo  qi 
el  Sr.  Bamo  representa  por  término  indeterminado,  comprometléndoei 
llenar  cumplidamente  sus  deberes,  así  en  el  partido  ó  agrupación  deei 
nada  en  la  cláusula  primera  como  en  cualquiera  otra  para  que  en  ac 
lante  se  le  nombre,  hasta  que  se  le  llegue  á  notificar  su  sustitución, 
ain  perjnieio  de  que  en  cualquier  época  pueda  ser  corregido,  suspenai 
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«epando  del  dertino  euMido  á  jaiclo  de  em  aaperioree  inenrriese  «b 
laltM  en  el  cumplimiento  de  sns  obligaciones,  6  cnando  el  BUniaterie  da 
Haeianda,  en  nae  de  laa  íacaltadea  que  le  confiere  la  oiánanla  SI  del  coa- 
Twüe  de  4  de  Agoato  do  1876,  ioTitaae  al  eatableoimiento  anetracción-^ 
«af  dice— del  empleo  y  aquél  aaí  lo  acordara>.  Sexta.  «El  propio  Sr.  Bame 
so  podrá  dejar  el  aer  vicio  de  la  recaadación  ain  aTÍa»rlo  por  escrito  á  tm 
leapectivo  Jefe  con  aeis  meaea  de  anticlpacióni.  Séptima.  «Para  hacer 
<«íeetiTaa  laa  reaponaabilidadea  en  que  incarrieae  el  Sr.  Ramo,  aal  como 
^ra  reaoUer  cvalqnier  cneatión  á  qae  pueda  dar  origen  eato  contrato  6 
In  piAeÜoa  de  laa  liqnidacionea  totales  ó  parciales  ó  caalqniera  inciden- 
ais  de  la  recan  dación  qne  se  le  confíalas  procederá  gubernativa  meato 
as  la  forma  y  según  los  trámites  establecidos  por  la  ley  y  Reglamento 
de  SI  de  Diciembre  de  1881  ó  qne  en  adelante  se  establexcan  respecto  á 
1  «ala  materia  por  la  Haclendaí  pues  le  considera  y  reconoce  fnncionarle 

pábllco,  sin  qne  le  sea  permitido  acndir  á  los  Tribnnales  de  Jnstlcia 
mlentraa  no  ae  hayan  aparado  previamente  la  vía  gubernativa  y  acre- 
dito halier  realisado  el  pago  ó  la  consignación  del  crédito  reclamado  en 
laa  Cajas  del  Banco  ó  Administración  de  Hacienda  pública,  spgúa  pro- 
ceda». Octava.  «tiSS  obligaciones  y  deberes  qne  se  contraen  respecto  al 
aarrioio  de  la  recandación  de  contribnciones  y  la  fianaa  qne  signe,  ac 
aaiwideran  ex^nsivos  y  aplicados  en  loa  miemos  términos  de  la  pre- 
aaoto  aacritnra  á  caalqniera  otra  agrnpación  ó  partido  caya  gestión  se  le 
eonííe  por  el  Banco  de  Espafia  con  este  ó  el  otro  carácter,  denominación 
ó  tlkoloa.  Novena.  «En  garantía  del  exacto  cnmplimlento  de  sos  deberes, 
BBtre  loo  cnalea  se  halla  el  de  responder  á  la  bnena  tramitación  de  los 
expedientes  de  apnamio  basto  qne  el  importe  de  éstos  sea  datado  dt- fiui- 
tívamento  al  Banco  de  Espafia  en  sns  caentas,  á  más  de  obligar  todos 
«M  bienes  habidos  y  por  haber,  ofrece  por  sa  fiador,  en  parte  ó  por 
L9tl  pesetas  50  céntimos,  valor  de  las  fincas  que  despaés  se  marcan,  al 
D.  Demetrio  Hernando  y  Catolinas,  hipotecando  á  favor  del  Banco  da 
Sspafta  y  reanltas  de  laa  reoandaciones  del  qalnto  grnpo  y  la  Zjna  prl- 
■erm  de  Sigüansa  qae  ha  desempefiado  y  viene  desempeñando,  como  de 
SBalqniera  otra  recaudación  qae  se  le  confiera  en  lo  sucesivo  y  raspón- 
aabilldadea  inherentes,  según  las  dleposlciones  de  aquel  establecimiento 
4s  erédito,  las  fincas  de  campo,  á  saber»;  tiigne  la  descripción  de  porción 
de  bisase  propios  del  Ramo  sitos  en  varios  pueblos  y  la  de  otras  perte- 
aeeieatea  al  fiador  Hernando,  asignando  á  cada  uno  de  ellos  el  valor  de 
qa«  han  de  reeponder,  con  expresión  de  loe  títulos  de  adquisición;  y  des- 
poéa  de  renunciar  el  Ramo  en  nombre  de  sus  mandantes^  mnjer  del 
■itoflBO  y  la  del  fiador  antes  nombrado,  en  favor  del  Banco,  les  derechos 
de  prelaeión  qne  aquéllas  podrían  tener  y  los  del  art.  864  de  la  ley  Hi- 
potecaria, se  obliga  á  subsanar  cualquier  defecto  ú  omisión  de  fondo  ó 
da  forma  qne  en  la  constitución  de  eeta  fianza  se  notase  y  también  á 
anatltoir  cualquiera  de  las  fincas  en  que  consiste,  si  resultase  con  gra* 
Támenea,  con  otra  ú  otras  que  no  los  tecgan,  y  el  Director  de  la  Sucursal 
del  Banco  aceptó  y  tnvo  por  bastante  la  repetida  fianza,  sin  perjnicio  de 
qnsy  al  examinarla  la  Delegación  general  de  Contribuciones  del  Banco, 
suelva;  conteniendo  este  testimonio  de  escritura  inserta  la  de  mandato 
|ae  alnde  á  continuación  del  mismo: 

Reanltondo  qae  el  Recandador  D.  Joaquín  Ramo  Manrique  presentó 
i  Snenraal  del  Banco,  dorante  el  tiempo  qne  desempeñó  dicho  cargo, 
iBto  trimeatra] mente  de  au  gestión,  entregando  las  cantidades  que 
crecen  de  les  reagnardoa  qne  se  le  expidieren  en  28  de  Diciembre 
1888,  por  1S.088  peaetoa  86  céntimos,  St980  pesetas  9  céntimos,  6.629 
45,  ÚS  eon  71  céntimos;  en  81  del  propio  mes  de  Diciembreí  por  814 
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0on  78,  719,  65;  en  8  de  Enero  etgaiente  de  1889,  por  919  peseUs  80  oón«^' 
timoB,  20.721  pesetas  12  céntimos  y  162  con  94,  docnmentOB  >qae  contie- 
nen muchos  de  ellos  el  enoabesamiento:  cBsnco  d»  Eapsfia.  Recandación 
de  Contribaciones.— Sacnrsal  de  Gaadalajara.— Número  ...  Qaedan  abo^ 
nadas  en  la  cuenta  del  Agente  del  primer  grnpo  de  Si^^üeDEa  D.  Joaquín 
Bamo — la  suma  consignada— que  ha  entregado  en  la  forma  siguieníe,  y 
ptor  los  pueblos,  afios  y  contribuciones  que  al  dorso  se  expresan,  ala. 
perjuicio  del  resultado  que  ofrezca  el  examen  y  censura  de  la  documen- 
lación  y  por  parte  de  la  Administración»;  y  uno  de  los  fechados  en  8  de- 
Enero  de  1889,  contiene  la  partida.  cEn  efectivo,  por  premio  de  cobran- 
la,  bajo  recibo  número  1.264,  846,92  pesetas»,  con  cuyos  datos  y  loe  de- 
más congruentes  se  liquidó  en  11  de  Enero  de  1889  la  cuenta  del  Bedlaa- 
dador  Bamo,  que  ya  había  cesado  en  dicho  cargo,  con  interyenoión  del 
mismo,  dando  por  resultado  esta  operación  un  saldo  de  6.428  peseta» 
8  céntimos  contra  el  repetidq  ex  Becaudador,  que  suscribió  esta  cuenta 
oen  el  conforme,  si  bien  á  continuación  de  la  misma  se  halla  una  adi- 
eión  que  no  aparece  firmada  por  nadie,  en  la  cual  figaran  varias  parti- 
das de  cargo  y  data  y  termina  con  las  palabras:  .cFalta  ingresar  88,23>y 
que  es  de  inferir  sean  pesetas: 

Besultando  que  devueltos  al  Banco  de  Espafia  por  la  Administración 
de  la  HAcienda  pública,  como  perjudicados  ó  mal  tramitados,  varioe> 
expedientes  de  apremie  para  el  cobro  de  contribuciones  é  impuestos  7 
etros  de  adjudicación  de  fincas  embargadas,  dicho  establecimiento  de 
crédito  dirigió  en  6  de  Julio  de  1889,  á  D.  Joaquín  Bamo,  por  conducto 
del  Alcalde  de  Sigüensa,  comunicación  participándoselo,  así  como  la  or- 
den de  la  expresada  Administración  de  ingresar  eo  Tenorería,  dentro  de 
ocho  días,  18.498  pesetas  6  céntimos,  importe  de  los  referidos  expedien- 
tes, y  le  invitaba  á  realisar  dicho  ingreso  y  á  suministrar,  caso  de  ne 
estar  conforme  con  tal  acuerdo,  los  datos  precisos  para  alzarse  de  él 
ante  el  Delegado  de  Hacienda,  con  la  anticipación  necesaria,  al  17  del 
propio  mes,  fecha  en  que  terminaba  el  plazo  de  apelación;  entendién- 
dose que  si  no  lo  hacía  quedaba  definitivamente  de  su  cuenta  el  pago  de 
la  mencionada  cantidad;  oficio  este  sobre  cuya  fecha  de  entrega  al  Bamo 
no  están  conformes  las  partes,  siendo  lo  cierto  que  el  Banco  instó  por  el 
mismo  varios  recursos  contra  el  aludido  acuerdo  de  la  Administración, 
que  fueron  desestimados  por  Beal  orden  de  16  de  Octubre  de  1890;  en 
cuya  vista  el  Banco  cargó  en  cuenta  al  Bamo,  sin  Inferveoción  de  éete, 
el  importe  de  dichos  expedientes,  el  de  algunos  otros  también  devuelto» 
por  la  Hacienda,  los  intereses  de  demora  y  varias  partidas  menos  im- 
portantes; instando  para  hacer  efectivas  todas  estas  responsabiiidadea, 
juntamente  con  el  saldo  que,  como  queda  dicho,  aparecía  de  la  cuenta 
suscrita  por  el  Bamo.  contra  este  procedimiento  de  apremio  que  tramitó 
la  Administración,  el  cual  dio  por  resultado,  no  obstante  las  reiteradas 
gestiones  del  interesado  para  que  se  suspendiera  y  un  recurso  de  nulidad 
entablado  por  el  mismo,  y  que  fué  desestimado,  la  enajenación  de  lo» 
bienes  en  que  consistían  sus  fianzas  y  la  de  a'g  mes  otros  que  no  for- 
maban parte  integrante  de  ellos,  á  pesar  de  lo  cuul  aún  qnedó  un  p(  • 
quefio  descubierto,  según  la  liquidación  practicada  por  el  Binco,  proc  • 
dimientos  estos  con  los  cuales  no  estuvo  conforme  el  Becaudador,  qn  ^ 
como  queda  indicado,  presentó  varias  instancias  y  recursos  para  imp  • 
dirlos,  y  creía  tener  derecho  á  nueva  liquidación  y  á  que  se  le  indemí  • 
sasen  los  perjuieios  sufridos,  tanto,  que  demandado  unte  el  Jozgado  •  1 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte  por  D.  I  • 
liciano  Bahagún  Gutiérrez,  en  redamación  de  cantidad,  y  condenado  \ 
su  pago,  propuso  por  vía  de  transacción  ceder  sus  aludidos  dereol     \ 
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contra  el  Banco  al  Sahagún  en  pago  d€  au  crédito,  proposición  qne  íné 
ampUda  por  óate,  qoadando  asi  el  áltimo  en  aptitud  de  poder  ejercitar 
laa  aocionea  qne  al  cedente  pudieran  corresponder  contra  el  mencionado 
«itablaelnilento  en  yirtnd  de  los  relacionados  hechos: 

Eeraltando  qne,  en  relación  con  estos  antecedentes,  D.  Feliciano 
Sihsgúa  Oatiérres,  marido  y  cansante  de  Dofia  Petra  Agnado  Moratiila, 
Iwy  recarrida,  dedujo,  en  20  de  Abril  de  1899,  ante  el  Juagado  de  prl- 
BSia  instancia  del  distrito  de  Bnenayista  de  esta  corto,  demanda  de 
Jiiioie  declarativo  de  olayor  cuantía  contra  el  Gobernador  del  Banco  de 
KipAfia,  como  representanto  legal  de  dicüo  establecimiento  de  crédito, 
letoal  recurrente,  en  sáplioa  de  que  en  su  día  se  declarase  que  ésto  tenia 
la  obligación  de  liquidar  las  cuentas  correspond lentos  á  D.  Joaquín 
Ramo  Manrique,  por  su  gestión  como  Recaudador  de  las  contribuciones 
•4  impoestos  del  quinto  grupo  del  partido  de  Sigüenza  duranto  los  afios 
1878  á  1882,  ambos  inclnsiye,  j  practicada  tol  liquidación,  cancelar 
eo  su  caso  las  fianzas  constituidas,  abonarle  las  cantidades  qne  le  ce  - 
mspondieran  A  indemnizarle  de  dafios  y  perjuicios,  que  tamb  én  se  de- 
berían liquidar,  para  que  todo  ello  constituyera  una  suma  determinada, 
qae  debería  entregar  al  actor  en  pago  de  su  crédito,  condenando,  en  su 
•misecoeneia,  al  Baoco  á  practicar  dichas  liquidaciones  y  al  pago  de  las 
Cttitidades  reenltantos  con  las  costas;  pretonsiones  éstas  en  apoyo  de  las 
müee  adujo  snstoncialmento  como  hechos,  además  de  ios  ya  conRlgna* 
dsi  cerno  antocedentes  relatiyos  al  nombramiento  de  D.  Joaqnin  K<%mo 
pira  Recaudador  del  quinto  grupo  de  SigOenza  primero  y  después  de  la 
Zsoa  primera  del  mismo  partido,  tiempo  que  deeempefió  cada  uno  de  los 
ttrgoey  fianzas  constituidas  para  garantía  de  las  responsabilidades  en 
i|*e  pudiera  incurrir,  ios  siguientes:  que  dicho  Recaudador  practic<!^  con 
íi  SoGiirsal  del  Banco  en  Guadalajara  liquidación  en  forma  el  8  de 
lóete  de  1889,  la  cual  tuyo  el  carácter  de  definitiya,  como  reeoit^ba  de 
Im  naeye  reegnardos  que  le  fueron  entregados,  é  importan  67.960  pe- 
Ntee  4  céatimos,  que  el  Banco  dio  por  bien  satisfechas;  que  en  ylsta  de 
^}  Ramo  yino  reclamando  constantemente,  tanto  la  cancelación  de 
lis  fisnzas  como  la  entrega  de  cantidades  que  por  otros  conceptos  le 
«snespondían,  coales  eran  el  2,86  por  100  que,  como  premio  de  co- 
biiBia,  deyengó  en  los  expedientes  entregados  y  otros  de  menor  impór- 
tetela, sin  haber  obtenido  resultado;  que  en  24  de  Diciembre  de  1887  se 
vio  aorprendido  con  un  certificado  de  la  mencionada  Sucursal  del  Banco, 
KBs  contenía  copia  de  la  resolución  diotada  por  la  Administración  de 
Oíatrlbacionee  de  la  proyincla  de  Guadalajara,  deyoiyiéndole,  desesti- 
uuloB  con  cargo  á  la  recaudación,  los  expedientes  de  adjudicación  de 
^^seai  de  los  pueblos  de  Bnjarrabal  y  Guljera,  y  una  comunicación  del 
IHrector  de  la  expresada  Sucursal  participándole  este  acuerdo  por  si 
ipiería  alzarse  del  mismo,  en  cuyo  caso  debería  remitir  los  datos  nece- 
«ulos  para  el  día  22  del  actual— frases  textuales—,  á  fin  de  eyitar  se 
P^iass  el  tiemoo  legal  de  entablar  el  recurso,  copia  y  oficio  qne  fueron 
tttifgados  ai  Ramo  cuando  ya  había  pasado  el  término  de  interponer 
^~*  recurso»  como  se  deduce  de  las  fechas  citadas;  que  no  obstante  las 

'iradas  protestas  de  éste,  se  cometió  ia  arbitrariedad  de  sega  irle  pro- 
miento  de  apremio,  que  dio  por  resultado  la  yenta  de  su  fiarza  y  la 

■tras  fincas  no  sujetas  á  tal  responsabilidad,  para  hacer  efectiyae,  no 
Ul  pesetas  84  céntimos  de  descubierto  por  razón  de  expedientee  per- 
»dos  que  aparecían  de  la  liquidación  practicada  con  su  interyención 
e  estaba  dispuesto  á  pagar,  sino  otro  de  18.498  pesetas  6  céatimos 
Bs  aquel  se  conyirtió  en  poco  tiempo  en  yirtnd  de  liquidación  no 
-enida  por  el  Ramo  y  por  otras  posteriores  hechas  también  á  su 
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aipalda,  con  ano  de  36.481  peaetas  76  cóntimoB,  al  bien  en  la  cédnla  de^ 
netifieación  de  alcance  dejaren  óate  en  24.889  peeetae  con  79  céntimoa» 
7  que  la  anbaeta  de  loa  bieaee  referidoa  se  biso  aln  la  formalidad  preyia 
de  uombf  amiento  de  perito  para  el  avalúo  de  laa  miemaa  por  el  ejecutado 
y  ain  qne  mediara  el  término  Itgal  entre  an  annndo  j  la  celebración 
del  remate,  dando  eato  por  resultado  el  qne  ee  enajenasen  por  on  precia 
inalgoiflcante;  de  todo  lo  cnal  se  dedncia  el  derecho  del  Ramo  á  qne  ae 
le  htcieae  una  nueva  liquidación,  de  la  cual  hai)ía  de  resultar  reaponaa* 
bilidad  efectiva  al  Banco;  alegó  también  el  D.  fi'eliciano  Bahagún  le» 
fnndameutoa  de  derecho  qne  tuvo  por  adecuados  á  su  intento,  y  acom- 
pafió  como  documentos  ios  nueve  resguardos  antes  restfiados,  varias- 
comunicaciones  de  la  Sucursal  del  Banco  al  Ramo  referentes  á  la  consti- 
litucion  y  ampliación  de  fianaa  y 'denegación  de  la  concelaclón  de  la 
misma,  uoa  carta  del  Gobernador  del  Banco  al  Notario  Bullópea,  ha-» 
ciéndole  manifestacioneé  relacionadae  con  la  pretensión  del  Ramo  de- 
que le  hiciese  nueva  liquidación,  comunicación  de  la  Administración  de- 
Hacienda  denegando  le  petición  de  que  se  suspendieee  el  procedimiento 
de  apremio,  un  recibo  de  solicitud  con  18  documentos  en  que  se  perae» 
guia  la  nulidad  de  la  subasta,  una  comunicación  trasladando  la  Real 
orden  en  que  se  desestimaba  dicho  recurso  de  nulidad  por  competir  i& 
cuestión  á  los  Tribunales  ordinarios,  otra  solicitud  prot<:Sta  de  Ramo 
ante  el  Alcalde  de  Sigüenaa  por  la  subasta  de  la  finca  y  copia  simple  d^ 
la  escritura  de  fiaLaa  de  2  de  Noviembre  de  1887,  todos  cuyos  documen- 
tos ya  se  han  detallado  anteriormente: 

RdBUitando  que  practicadas  varias  diligencias  previas  á  la  admialéa 
de  la  demanda  referida,  falleció  el  D.  Feliciano  Sahagún,  pereonándoee,. 
por  tal  motivo,  en  autos  su  viuda  y  heredera  Dofia  Petra  Aguado  Mora- 
lilla,  la  cual,  declarada  pobre  en  el  incideute  del  particular  por  sentón* 
da  de  19  de  Diciembre  de  1902,  reprodujo  la  demanda  propuesta  por  aa 
causante  de  qne  acaba  de  hacerse  mención,  y  emplazado  el  Gobernador 
del  Banco  de  Eeps^fia  contestó  dicha  demanda  suplicando  se  absolvieee 
de  ella,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas  ó  la  actora,  preten- 
sión qne  apoyó  en  una  relación  de  hechos  referentes  á  las  fechas  de 
nombramiento  y  cese  de  D.  Joaquín  Ramo  de  los  cargos  de  Recaudador 
de  contribuciones  del  quinto  grupo  de  Bigüensa  y  primera  Z^na  de  la 
misma  denominación,  las  de  comonicacioues  exigiéndole  ¡a  constitución 
de  fianza,  defectos  de  laa  escrituras  otorgadas  á  tal  fin  y  otras  circuns- 
tancias; de  la  de  2  de  Noviembre  de  1888;  todos  cuyos  datos  concuerdan 
en  esencia  con  los  consignados  como  precedentes,  á  los  cuales  afiadió: 
que  la  manifestación  hecha  por  la  parte  actora  de  que  Ramo,  al  cesar  en 
su  caigo,  practicó  liquidación  con  el  Banco,  demostraba  su  temeridad  al 
pretender  ahora  otra  cuando  aquélla,  según  su  propia  confebión,  había, 
sido  definitiva;  que  de  los  resguardos  presentados  con  la  demanda  re  - 
auUaba  qne  en  ettos  sólo  se  hacían  constar  los  abonos  en  cuenta,  pero 
consignando  en  las  qne  comprendían  valores  que  pudieran  resultar  per- 
judicados, las  frases:  csln  perjoicio  del  resultado  que  ofrezca  el  examen 
y  censura  de  la  documentación  por  parte  de  la  Administración»,  salvr 
dad  qne  tenía  por  objeto  advertir  al  cuentadante  que  si  los  documento 
resultaban  inadmieibles  ó  perjudicados,  declaración  que  sólo  podía  hr 
eer  ia  Hacienda,  había  de  ser  de  su  responsabilidad  y  le  sería  cargad 
en  cuenta  el  importe  de  los  mlsmus,  conforme  á  instrucción;  que  la  I 
quidación  practicada  á  Ramo  fué  definitiva  y  no  ha  sufrido  posterte 
mente  más  alteraciones  que  las  naturalea  ya  advertidas  en  la  misma, 
sea  el  aumento  de  laa  responsabilidades  que  al  mismo  afectaron  en  todc 
oonceptoa,  y  que,  naturalmente,  habían  de  aumentar  laa  partldaa  de  ow 
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p  y  date«  y,  por  taoto,  ol  reaolUdo  ftnal,  sin  qae  una  sola  de  esaa  alte* 
neloaaa  aa  hallaaa  iaera  de  lo  preyinU»  ea  la  liquidación  defiaitiva  y  de 
la  eatableeldo  en  laa  diapoÉioioaea  iegales  é  iaafcruooiones  diotadaB  por 
•1  BABeo,  á  laa  cualea  Bamo  aa  aometió  al  aceptar  el  cargo;  qae  al  prac- 
ttcaiM  la  liqoidaclón  éete  reaailó  alcanaado  en  24.882  peeetaa  1^  céotl- 
nai  par  meiáiíoo,  deudor  y  reolboa  per jadicadoa,  débito  que  llegó  á 
10.666  peaetaa  72  céalimoa  por  gaatoa  del  expediente  de  apremio,  inte- 
na»s  da  demora,  etc.,  iiabiañdo  eldo  aeparado  del  servicio  del  B^nco  por 
baberee  negado  á  ingreaar  la  cantidad  de  qae  aparecía  rasponea  ble;  negó 
•i  centestanie  la  afirmaoión  de  la  parte  actora  de  que  hubiese  recibido 
la  comanicaclón  dal  Director  de  la  Sucursal  cuando  ya  había  pasado  el 
téraüBo  de  apelar  de  la  reaelución  de  la  Hacienda,  consignando,  en  cam« 
Uo,  que  de  la  carta  del  Director  del  Banco  presentada  con  la  demanda 
N  dedada  que  Bamo  había  sido  advertido  reiteradaa  veces  de  que  podía 
tpeimr  del  aoaerdo  de  la  Administración  de  Hacienda,  que  desestimó  los 
ixpedieiitea,  y  por  no  verificarlo  quedó  firme  tal  reaoloción;  que  á  Ramo 
M  dstnron  en  cuenta  cuantas  partidas  se  hallaron  procedentes,  y,  por 
tente,  no  podía  reclamar  ahora  nada  al  Banco,  ai  cual,  por  el  contrario, 
tia  adeudaba  alguna  soma;  que  loa  expedientes  declarados  perjuiiica- 
des  lo  fueron  en  poder  del  Bamo,  y  que  no  existían  defectos  en  el  ex- 
psdieote  de  apremio,  tramitado  con  las  formalidades  de  la  instrucción 
de  20  de  Mayo  de  1884;  pero  aunque  fuese  cierto  que  se  hubieran  perse- 
guido fincas  que  no  fueren  de  Bamo  ni  estuvieran  comprendidas  en  la 
ftiaia  o  que  se  hubiese  incurrido  en  otras  faltas,  esto  no  t^udiía  impor- 
teadapara  la  cuestión  planteada  con  la  demanda,  ni  la  actora  tendría 
•ttión  oontra  el  Banco  para  subsanar  tales  defectos,  y  así  lo  ha  compren- 
tttdo  ella  miama  al  no  formular  en  la  súplica  pretensión  concreta  res- 
Ficto  á  este  extremo;  terminó  el  demandado  alegando  también  los  fun- 
damentoe  de  derecho  que  creyó  adecuados  á  su  tesis: 

Resultando  que  al  evacuar  el  traslado  de  réplica  negó  la  parte  actora 
los  hechos  aentades  por  el  demandado,  en  cuanto  contradicen  los  «lega- 
das por  ella,  aduciendo,  en  corroboración  de  sus  asertos,  que  el  Banco 
esBfié  á  Bamo  la  eacritura  de  fianza  de  8  de  finero  de  1888  para  su  ina- 
«ipción  en  el  Begiatro,  así  como  el  oficio  al  Registrador  interesando  el 
pronta  deepacho,  prueba  de  la  confianza  que  la  honradez  de  dicho  Be- 
ttadador  inspiraba  al  demandado;  que  la  liquidación  á  que  alndía  éste 
le  era  la  referente  á  descubierto  que  se  hubiera  notado  en  tiempo  de 
Hamo,  ni  que  en  poder  de  éste  se  hubiesen  perjudicado,  sino  lo  que  hizo 
ODD  viftta  de  loe  antecedentes,  y  que  el  Banco  no  tuvo  en  cneota  para 
^pojarle  de  sus  bienes;  que  Bamo  no  salió  alcanzado  en  ningnna  li< 
V^üBción  máa  que  an  laa  hechas  por  el  Banco  sin  intervención  de  aquél, 
9aees  como  al  no  se  hubiesen  practicado;  que  si  bien  Bamo  recibió  una 
camunicación  ordenándole  que  recurriera  contra  ei  acuerdo  de  la  Ha- 
c^da,  no  podía  hacerlo  por  carecer  de  personalidad  para  ello,  pues  que 
Uig^á  su  poder  baatante  después  de  haber  cesado  en  el  cargo,  y,  ade- 
>^)  se  le  reclamaron  cantidadea  correspondientes  á  pueblos  que  nunca 
tevoAsucargo  y  de  cuya  recaudación  no  era  responsable;  quédela 
rta  del  Gobernador  del  Banoe  se  deduoía  que  éste  había  padecido  error 
csrtiflcar  en  el  expediente  de  apremio  que  ae  trataba  de  metálico  deu- 
r*  alenda  lo  eierlo  que  no  había  máa  que  expedientes  perjudicados,  y 
i  par  culpa  del  Banco,  quien  ai  hubiase  faltado  metálico  no  se  conten- 
^Goa  proceder  ejeoutivMnentey  sino  que  hubiera  adoptado  otras  re- 
itienee,  como  ha  hecho  en  oaaoa  tales  eon  etroa  infelices;  que  el  de- 
■dado  trataba  de  elndir  la  reaponsabiiidad  por  el  incumplimiento  del 
^dal  2,86  por  100  da  apremio  de  oobransa,  no  habiendo  facilitado 


Digitized  by  LjOOQ IC 


S16  jvBJSFBünnraLi  onriL 

ningún  Enteoedente  de  loa  qne  necesltolm  el  acreedor  |>erE  fijar  U  enan- 
tía  de  tal  partida;  j  qne  no  era  oierto  qoe  loe  expedientes  deeeatimadoa 
por  la  Hacienda  se  hubieran  perjadloado  en  poder  de  Bamo,  pero  ann- 
qne  lo  íneae,  debieron  entregáreele  desde  qne  le  vendieron  sn  fiansa  para 
qne  se  reintegrase  de  las  cantidades  qne  le  correspondían,  mae  no  aa 
hlsoí  y  el  Banco  cobró  el  importe  de  los  expedientes;  y  negando  la  de- 
mandante aplicación  á  los  f  nndamentos  de  derecho  coaeignadoe  en  la 
contestación,  reprodujo  los  de  la  demanda,  insistiendo  asi  bien  en  la  bú> 
plica  de  la  misma;  y  duplicando  á  sn  yei  el  demandado,  insistió  en  loa 
hechos  por  él  sentados  en  la  contestación  y  negó  loe  expuestos  por  la 
actora,  haciendo  para  desvirtuar  algunas  obseryaciones,  de  las  cuales 
las  principales  son:  qne  el  Banco,  después  de  la  liquidacióo  defioitiva 
con  Bamo,  se  limitó  al  papel  pasivo  de  llevar  la  cuenta  de  éste,  cargán- 
dole el  importe  de  los  expedientes  desestimados  por  la  Hacienda  y  loa 
gastos  del  apremio,  así  como  todas  las  demás  de  que  debía  responderle 
legalmente,  sin  que  sn  designación  fuera  incumbencia  del  estableci- 
miento, sino  de  la  Hacienda;  y  que  de  la  carta  del  Gobernador  del  Ban* 
co  no  se  deducía  que  no  hubiese  habido  metálico  dendor,  pues  el  hablar 
aólo  de  expedientes  perjudicados  no  exsluye  la  existencia  del  otro  con- 
cepto de  alcance;  negó  también  el  demandado  aplicación  á  los  funda- 
meatos  de  derecho  ia?ocados  de  contrario,  y  reprodujo  los  conslgoadoa 
en  BU  escrito  de  contestación,  así  como  la  súplica  en  él  contenida: 

Beaulcando  que  recibido  á  prueba  el  juicio  se  practicó,  á  instancia  de 
la  parte  actora,  la  documental,  consistente  en  aportar  testimonio  de  la 
eecritura  de  constitución  de  fianza  de  S  de  Noviembre  de  1887,  de  la  cual 
queda  hecha  suficiente  mención;  otro  de  las  liquidaciones  trimestrales 
practicadas  con  Bamo,  en  el  que  aparecen  las  partidas  de  cargj  y  data, 
como  también  el  saldo  correspondiente  á  cada  una,  notan  tose  algunaa 
facturas  sin  autorizar,  y  no  habiéndose  podido  testimoniar  las  de  alga- 
nos  trimestres  por  no  hallarse  los  antecedeatee  en  el  archivo  de  la  8a* 
cnrsal  del  Banco,  ni  tampoco  los  correspondientes  á  otros  partieularea 
que  habían  de  ser  objeto  de  esta  diligencia,  y  que,  dado  el  poco  tiempo 
qne  restaba  de  término  de  prueba,  no  había  lugar  de  reclamar;  se  testi- 
monió también  que  los  expedientes  de  adjudicación  de  fincas  á  la  Ha- 
cienda se  hallaban  archivadoe,  y  con  referencia  á  documentos  obrantes 
en  el  Banco,  porción  de  datos  refe^ntes  á  fachas  de  nombramie  itos  dn 
Ramo  para  los  cafg)8  que  desempeña,  de  peticiones  y  de  cotit<»t^tacionea 
sobre  institución  de  fianzas,  del  resultado  de  sus  cuentas  parttcipado  por 
la  Sucursal  á  la  Dirección,  del  cese  de  este  funcionario,  da  la  dAvolucióa 
por  la  Hacienda  de  varios  expedientes  perjudicados,  de  la  cooflrmaolóa 
de  este  acuerdo  por  Baal  orden,  de  la  formación  de  expediente  de  apremio 
contra  Bamo  y  gestiones  de  éste  para  suspenderle,  de  oficio  de  la  Sacur- 
sal  remitiendo  á  la  Dirección  la  liquidación  de  Bamo,  y  contestación  de 
ésta  dando  instrucciones  para  rehacerla  en  forma  de  comooloaoióu,  fechn 
29  de  Julio  de  1886,  de  la  Suouraal  al  Delegado  general  del  Banco,  par* 
tidpando  haberse  practicado  la  liquidación  trimestral  sin  alcance  á 
Bamo,  que  había  ingresado  el  saldo  natural  en  metálico,  y  de  otro  de  In 
misma  Sucursal  al  Delegado  general  manifestando  haberse  subsanado  el 
reparo  puesto  á  la  escritura  de  fiama  del  repetido  Becaudador;  y  se  re* 
cibió  declaración  á  tres  testigos  respecto  á  la  forma  en  qne  los  Becanda- 
dores  practicaban  sus  operaciones;  igualmente  se  practicó,  á  petición 
del  demandado,  prueba  documental,  cual  fué  aportar  testimonio  con  re-> 
lerenda  á  varios  documentos  obrantes  en  el  Banco  demostrativos  de  laa 
iechas  de  nombramiento  de  Bamo  para  Becaudador  de  contribuciones, 
contestaciones  habidas  entre  éste  y  dicho  eatableoimiento  sobre  consti- 
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tnddií  de'fiansa  j.  calificaolón  de  U  mlama,  de  loa  cargoa,  dataa  7  saldea 
de  coealaa  de  diferentea  trimeatrea,  de  loa  oaalea  ja  ae  ha  conaignado 
es  le  neceaario  el  reanUado  de  loe  antecedentea  referentea  á  la  partlci- 
padda  á  Ramo  por  el  Banco  del  acaerde  de  la  Hacienda  deaeatimando 
Tarioe  expedlentea,  apareciendo  qae  el  aonerdo  dicho  ae  le  comunicó  por 
eendnclo  del  Alcalde  de  Stgüenaa  en  8  de  Jallo  de  1880,  aegún  recibo  de 
Me,  de  habóreele  notificado  también  á  Bamo  el  acuerdo  de  la  Hacienda 
denegando  el  reonreo  interpneato  por  el  Banco  contra  el  decreto  de  la 
miama  qne  deeeatimó  yarioa  expedlentea  de  fallidos;  y  de  cohinnicación 
iaTitándole  á  ingreear  el  importe  del  deacnbierto,  aeí  como  de  diferentea 
partidaa  del  libro  de  alcancea,  de  loa  pliegoa  de  cargoe,  en  dea  de  loa 
cnatea  aparecían  enmiendas,  de  loa  cnales  se  han  coosigaado  anterior- 
Bunte  loa  datos  condocentee  al  catado  actnal  de  la  cnestión,  7  de  laa 
Tidaitndefl  de  las  distintas  reolamacionea  7  recnraoa  instados  por  el 
Buico  contra  laa  reaolnciones  de  la  Hacienda,  declarando  perjadicadoa 
expedientes,  respecto  á  lo  cnal  también  qceda  hecha  la  necesaria  rela- 
dta;  j  aanqne  el  demandado  pidió  qne  Ramo  reconociera  los  recibos  7 
doeamentos  privadoa  qne  aparecían  como  suscritos  por  él  7  se  propueie- 
len  subsidiariamente  otraa  pruebas  reepecto  de  la  autenticidad  de  talea 
deeomentoa,  fueron  deeeatimadas,  contra  cuya  denegación  protestó  el 
preponente  para  utiliaar  eataa  pruebas  en  segunda  instancia,  y  en  au 
caao,  de  interponer  recurso  de  caaación  por  quebrantamiento  de  forma: 
Reenlinndo  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos  7  evacuados  los  tras* 
lados  de  conclneión,  dictó  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito 
da  Boenaviata,  en  12  de  Febrero  de  1904,  sentencia,  que  condenó  al 
Banco  de  Eapafia  7,  en  su  nombre,  al  £xcmo.  8r.  Gobernador  del  mia« 
no,  A  qne  en  el  término  de  veinte  díae,  luego  que  esta  sentencia  sea  fir- 
Be,  rinda  7  presento  á  la  aprobación  judicial  una  liquidación  deñnitiva 
de  todas  Isa  partidaa  de  cargo  y  data  7  saldo  qne  en  la  actualidad,  tenga 
la  cuenta  de  D.  Joaquín  Ramo  Manrique  por  raaón  de  su  cargo  de  Agente 
de  dicho  JBatablecimiento  parala  recaudación  de  las  contribuciones  é 
impuestos  del  partido  de  Sigüenaa  en  los  afios  1878  á  1889  inclnsive,  7 
absolvió  A  la  mencionada  entidad  bancaria  de  los  demás  extremos  qne 
la  demanda  comprende,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas;  fallo 
ée  que  apeló  la  Sociedad  demandada,  dando  así  logar  á  la  tramitación 
telaa^gunda  instancia,  en  la  cual  se  recibió  el  pleito  á  prneba  á  peti- 
flión  de  la  demandante  7  apelada,  cu7as  diligencias  consistieron  tan  sólo 
SB  haberse  aportado  á  loe  autos  una  comunicación  de  la  Adminif^tración 
de  Hacienda  de  Guadalajara  expresiva  de  qne  en  aquella  Delegación 
■e  se  halla  el  expediente  de  nulidad  de  subasta  7  embargo  de  los  bienes 
que  constituían  la  flanaa  de  Ramo,  en  el  cual,  según  se  decía,  obraban 
tteoe  liquidaoionea  practicadaa  per  el  Banco  sin  intervención  de  aquél 
7  etraa  relativaa  á  reclamaciones  mutuas  de  Bamo  7  el  establecimiento 
de  crédito  mencionado;  pronunciando  deapués  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio,  en  8  de  Noviembre  último,  sen- 
tencia, qne  confirmó  en  todas  sns  partos  la  apelada  del  Jues  de  Baena- 


Kesnltando  qne  con  el|depó8Íto  de  1.000  pesetas,  la  representación 
1  Banco  de  Espafla  ha  intor puesto  recurso  de  casación  por  infrac- 
to de  107,  como  comprendido  en  los  números  IP  7  3.^  del  art.  1692  de 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  7  lo  funda  en  los  ocho  motivos  siguientes: 
?rimsro.  Infringe  la  Sala  aentonoiadora,  por  interpretación  errónea, 
attícnloe  1709  al  1789,  que  eon  loa  contenidos  en  los  cuatro  capítn- 
I  de  qne  consta  el  título  9.®,  libro  é.®,  del  Código  civil,  que  invoca  en 
ape7o,  puesto  qne  ninguno  de  esos  artículos  impone  al  mandante  la 
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ebllgación  de  rendir  cneatM  ó  llqüidacienée  El  mandatBrio  en  el  negó* 
ele  o  eervicio  á  qoe  el  mandato  se  refiere  ó  le  tuviere  enoomendado: 

Segando.  Infringe  aeimlsmo  por  yiolación  la  doctrina  legal  qne  eetft 
Tribnpal  Bapremo  tiene  eetablecida,  entre  otraa,  en  aenbenoiaa  de  30  da 
Jnnto  de  1887  j  18  de  Mayo  de  1891,  aegún  lae  cnales  al  Beeandador  in- 
cumbe probar  qne  ha  entregado  todaa  iaa  cantidades  debidae;  y  en  moda 
alguno  como  mandatario  le  aaiate  derecho  para  pedir  cuenta  al  nuun» 
dante,  cuyo  derecho  eólo  á  éate  corresponde  con  relación  á  aquél: 

Tercero.  Oomete  la  Sala  error  de  hecho  en  la  aprecia^da  de  la  priíebn 
documental,  pueato  que  condena  al  Banco  á  rendir  la  liquidación,  entre 
otras  rasoaea,  porque  la  partida  de  data  de  2,86  por  100  que  dicho  eatn- 
bleclmiento  tiene  obligación  de  abonar  al  Recaudador,  no  figura  clara- 
mente en  los  documentos  que  por  testimonio  se  han  traído  á  lea  autos, 
cuando  precisamente  en  la  última  cuenta  trimestral  de  81  de  Diciembre 
de  1888,  rendida  y  suscrita  por  el  Recaudador,  testimoniada  durante  el 
período  de  prueba  con  citación  contraria  y  qoe  no  ha  aldo  impugnada, 
circunstancias  que  permiten  calificarla  de  documento  auténtico,  figura 
en  la  data  una  partida  por  premio  de  eobranza  de  1.867  pesetas  66  cén* 
timod;  y  en  la  liquidación  final  que  al  Ramo  se  practicó  con  su  confor- 
midad, coando  y  a  estaba  suspenso,  teetimoniada  con  Iaa  mismas  forma- 
lidades que  la  precedente  y  tanto  como  ella  auténtica,  hay  otra  partida 
de  data,  por  premio  de  cobranaa,  de  pesetas  277  con  97  céntimos,  lo  cual 
indica,  contra  la  afirmación  de  la  Sala,  que  el  Ramo  se  databa  en  sa» 
cuentas  del^premio  de  oobranaa  que  tenía  derecho  á  percibir: 

Coarto.  Comete  asimismo  error.de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  que  consiste  en  la  infracción  del  art.  1214  del  Código  civil,  se- 
gáu  el  cual,  incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones  al  que  reclama  aa 
cumplimiento,  por  lo  que  al  Ramo  correspondía  demostrar  que  por  el 
Banco  se  le  rechasaba  la  partida  de  data  que  por  premio  de  oobranaa  el 
dicho  Recaudador  figuraba  en  sus  cuentas,  pues  de  lo  contrario  resulta,  á 
que  fueron  incluidas  en  ellas  tales  partldae—como  así  es  lo  cierto — con 
beneplácito  del  Banco,  ó  que  el  Ramo  renunció  voluntariamente  á  iaa 
mismas: 

Quinto.  Infringe  también  la  Sala  el  art.  li)91  del  Oódigo  civil,  en  re- 
lación con  la  cláusula  primera  de  la  escritura  de  constitución  de  fianaa, 
otorgada  por  Ramo  en  2  de  Noviembre  de  1887,  y  con  ios  artículos  188 
y  demás  del  cap.  8.^,  tít.  4.®  de  las  instrucciones  dictadas  por  el  Banco 
para  el  servicio  de  recaudación,  incorporadas  á  la  misma  escritura  y 
parte  integrante  de  ella,  pues  según  esas  reglas  y  cláusulas,  las  liquida* 
clones  ó  cuentas  trimestrales  que  rendían  los  Recaudadores  e^an  definí» 
tivas,  y  su  aprobación  llevaba  consigo  la  de  trimestres  anteriores,  puesta 
que  las  primeras  partidas  de  cada  una  eran  el  saldo  de  la  precedente  j 
los  valores  qoe  el  Recaudador  había  entregado  de  nuevo;  per  lo  cual,  al 
entenderlo  de  otra  manera  la  Sala,  fallando  que  vuelvan  á  liquidarse 
cuentas  rendidas  por  Ramo,  que  están  de  acuerdo  con  los  documentoe 
presen tadcs,  y  aprobadas  por  el  Banco  desde  81  de  Diciembre  de  1888, 
infringe  la  ley  del  contrato  en  el  sentido  que  queda  indicado: 

Sexto.  Del  propio  modo  resulta  infringido  también  el  citado  art.  1091 
del  Código,  en  relación  con  las  cláusulas  1.*  y  7.*  de  la  escritura  de  % 
de  Noviembre  de  1887  y  artículos  148,  428,  484  y  486  de  la  Instrnceióa 
y  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1861 ,  que  forman  parte  de  la  misma  e»* 
oritnra,  según  todo  lo  cual,  á  lae  Autoridades  administrativaa  compete 
la  declaración  de  estar  perjndieadoe  los  valores  objeto  del  Impueato  7  la 
tramitación  del  expediente  de  apremio  seguido  contra  él  Recaudador  y 
au  flauaa  por  oonseenenoia  de  aquéllas,  limltáadose  el  Baaoo  á  lotmai 
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Ift  CMDto  de  aleADoes  y  ánotifiear  á  la  Delegación  general  las  alteraeio- 
»M  qne  éeta  experimente,  pero  ain  poder  dtsontir  laa  partidas  qoa  Inte- 
gran esa  cnenta,  por  no  aer  de  en  Incnmbencia  deter minar lae;  y  al  eatl- 
BMT  el  fallo  recorrido  qne  eea  cnenta  de  alcances,  conaecueocia  de  la 
gaatión  recandatoria,  pero  Independiente  de  ella,  pnede  ser  alterada  ni 
diacntida  aiqniera  por  el  Banco,  comete  la  infracción  apuntada: 

Séptimo.  También  se  infringe  en  el  falle  reoarrldo  el  repetido  ar- 
tícnlo  1001  del  Oodigo,  en  relación  con  la  dánsola  7.*  de  la  mencionada 
•aarllnra  de  oonetitoción  de  Aansa,  al  eetimar  procedente  en  parte  la  de- 
manda, no  obeiante  haberse  dejado  Incumplida  por  la  parte  actora  la 
obligación  interpuesta  en  la  referida  cUaeaia  de  aparar  previamente  la 
▼la  gubernatlTa  en  el  mismo  asunto  qne  había  de  ser  objeto  del  pleito, 
7  no  en  otro  distinto,  j  acreditar  que  había  ooneigaado  el  alcance  en  las 
Gijas  del  Banco  ó  en  la  Administración  de  Hacienda  autes  de  deducir 
leelamaciOn  ante  loa  Tribunales  de  Justicia;  y 

OeUTO.  Por  último,  la  Bala  infringe  el  referido  art.  lOdl  del  Código, 
en  relación  con  la  cláusula  0>  de  la  repetida  escritura,  al  condenar  al 
Baneo  á  rendir  liquidación  de  todas  las  partidas  de  cargo,  data  y  saldo 
qne  tenga  en  el  día  la  cuenta  del  Ramo,  por  no  haberse  demostrado  en 
peder  de  quién  se  encontraban  los  expedieutes  de  apremio  que  ae  decla- 
raron perjudicados,  cuando  del  texto  de  la  citada  cláusula  se  deduce 
que  es  el  Recaudador  el  único  responsable  de  su  buena  tramitación 
aüentraa  el  importe  de  los  mismos  no  eea  definitivamente  dataao  en 
cnenta  clel  Banco,  por  lo  cual,  habiendo  s\do  declarados  perjudicados  di- 
sfaoe  expedientas  por  resoluciones 'firmes  de  la  Administración,  su  im- 
porte ea  de  cuenta  exclusiva  del  Recaudador,  á  menos  qne  se  haga  case 
omiso  de  la  citada  cláusula,  como  lo  ha  hecho  la  Sala. 
YUttt,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Cuneider^ndo  que  para  Juagar  de  la  pertineneia  de  la  acción  ejercita- 
da por  D.  Feliciano  Sahagún  como  cesionario  del  Recaudador  qne  fué 
dai  Banco  D.  Joaquín  Ramo  y  Manrique,  es  imprescindible  tener  en 
cnenta  qne  aquélla  se  encamina  exclusivamente  á  pretender  de  los  Trlbu- 
aalee  qne  ae  condene  al  B^nco  á  liquidar  y  rendir  las  cuentas  correspon- 
taa  al  tiempo  que  Ramo  desempeñó  dicho  cargo,  con  las  consecuenciaa 
aensignientes  al  resultado  de  tal  liquidación  é  indemnización  de  perjui- 
doa,  y  como  quiera  que  la  practicada  en  1889,  con  la  conformidad  del 
cadente  del  actor,  después  de  haber  cesado  en  su  cargo,  tuvo  el  carácter 
de  deñaiiiva  en  la^  relaciones  del  Banco  con  el  Recaudador,  es  mani 
flsato  qne  al  condenar  la  sentencia  recurrida  á  dlcba  entidad  en  loa  tér- 
minos pretendidos  en  la  demanda  comete,  en  primer  término,  las  inf  rae- 
dones  alegadas  en  los  motivos  quinto  y  sexto  del  recurso,  toda  vez  que 
laa  alteraciones  posteriores  que  resultan  en  el  saldo  de  aquella  cuenta 
dimanan  de  resoluciones  de  la  Adroioietración,  que  pudo  impugnar  ei 
Becandador  en  forma  si  las  estimaba  lesivas  de  su  derecho,  y  que,  de 
tedas  anortes,  han  podido  servir  de  base  á  una  acción  distinta  de  la  ejer- 
citada, como  pudo  á  sn  tiempo  discutir  con  el  Banco  la  exactitud  de  las 
enentas  entre  ellos  formuladas  y  á  las  que,  como  queda  indicado,  pres- 
kó  sn  conformidad  el  Bance: 

Considerando  que  en  este  sentido  y  aspecto  son  también  de  sptimar 
laa  infracciones  de  los  des  primeros  motivos  del  recurso,  porque  cual- 
|Qier  reclamación  que  sn  mandatario  tenga  que  hacer  á  su  mandante  ha 
B  formnlarae  sobre  la  baae  de  onentas  qne,  no  éste,  sino  aquél  tiene  que 
ar»  debiendo  ea  todo  caso  ajustarse  la  reclamación  de  derecho  á  las  ao* 
leaee  qne  procedan  para  sn  éxito,  sin  confundir  los  conceptos  y  alean- 
I  de  nnaa  con  lea  de  otroa: 
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Conelderando  que,  procediendo  la  casaclóii  de  la  sentencia  reenrridft' 
por  loe  expresados  motivos,  es  innecesario  ocuparse  de  ios  demás  alega • 
4os  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Banco  de  Eepafia;  en  su  consecuencia,  ca- 
samos y  anulamos  la  sentencia  que  en  8  de  Noviembre  de  1906  dictó  la 
€ala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  de  esta  corte,  7  devuélvase  el 
depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  In- 
sertará en  la  Oolbcción  Lboislütiva,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.ssJosé  de  Aldeeoa. 
Francisco  Toda. se  Vicente  de  Piniés.=Etamón  Barroeta.= Federico  Modp* 
jsal?e.=Camilo  María  QuUón  ^Bdnardo  Rula  García  Hita. 

Publicaclón.^Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ho7  de  que 
•oertifico  como  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Octubre  de  190d.=£Harcelino  San  Román. 


íSíum.  70.— TRIBUNAL  SUPREMO.— ti  de  Octubre, 
publicada  el  13  de  Octubre,  de  1907. 

€a8ación  por  infracción  de  LEY.-r' Cumplimiento  de  contrato. — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  ai  recurso  interpuesto 
por  D.  Honorato  Pellicer  Qoatra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  ia  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Ramóa 
Peris. 
£n  su  coNSiDBRANDO  único  se  establece: 

Que  no  infringe  los  artn,  1266,  párrafo  UP,  1290,  1294,  1281^ 
1285, 16%,  Í6S3,  1686  y  1707,  la  sentencia  que  deniega  á  la  parte  que 
Jaltó  al  eumpUmiento  de  un  contrato  de  Sociedad  la  rescisión  d€ 
éste  y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  si  no  aparece  que  tal 
estimación  se  halle  en  oposición  con  los  términos  del  contrato^  f 
mucho  menos  que  éste  se  haya  celebrado  con  engaño  y  cuando  la 
reclamación  de  cantidad  formulada  por  la  misma  parte  puede  ej^r- 
citarse  dentro  de  los  términos  del  contrato. 

En  la  vina  7  corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1006,  en  el  juicle 
declarativo  de  ma7or  cuantía  sefltQido  en  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  del  Mercado,  de  Vnlencla,  7  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
AudieDcia  de  su  territorio  por  D.  Ramón  Peris  Lopes,  Perito  agrónome, 
7  vecino  de  Valencia,  contra  D.  Honorato  Pellicer  Llopis,  del  comercio 
7  de  la  misma  vecindad,  sobre  cumplimiento  de  contrato  é  Indemnisa- 
clon  da  dafiüs  7  perjuicios;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
oasacióD  por  infracción  de  le7,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Salva- 
dor Nocetti,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Mariano  Alonso  Bayón,  en 
nombre  del  demandado;  habiendo  representado  7  defendido  respectiva- 
mente á  la  parte  recurrida  el  Procurador  B.  Juan  García  Ooca  7  el  Le- 
trado D.  Luis  Maesa  7  Lacarra: 

Resultando  que  por  documento  privado  fechado  en  Alcafiis  á  16  de 
Noviembre  de  1901  7  en  presencia  de  testigos,  D.  Ramón  Peris  Lopes  7 
D.  Honorato  Pellicer  Llopis  convinieron  en  forniar  una  Sociedad  con 
objeto  de  hacer  los  estudios  7  planos  de  un  ferrocarril  económico  ó  de 
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Tia  wtraehft  qxf  enlasMe  1e  estooióii  de  Oftape,  en  la  vía  férrea  de  Baroe- 
lona  á  ZAragosa,  een  ei  puerto  de  Vlnaroi,  pasando  por  Alcrfiis  y  More- 
lia,  een  ramalea  á  las  onencaa  oarboniíerae  de  Utrillaa  y  Beceite,  baja 
laa  baaea  aignienfcea:  primera,  qne  la  Sociedad  quedaba  conttltnída  por 
D.  H<»aerato  PeUioer  con  el  earáctor  de  aocio  oapitaliata  y  por  D.  Ramón 
Perla  con  el  de  aocio  indnatrial;  aeganda,  qne  el  PeUioer  ae  obligaba  4 
anfragar  feodea  loa  gaatoa  qne  ae  ocaaionaran  en  loe  eatndioa  y  geatión 
oficial;  tercera,  qne  el  Perla  ae  obligaba  á  empeaar  y  terminar  loa  eatn- 
dioa de  dicho  traaado  de  ferrocarril, tanto  en  loa  trabajoa  de  campo  comi^ 
en  loa  de  gabinete;  cuarto,  qne  la  petición  á  laa  Cortea  de  conceaión  de 
dicho  ferrocarril  aerla  auacrita  y  firmada  por  D.  Santiago  Contal  y  Mar- 
qnéa  y  por  loa  doa  contratantoa  ya  ezpresadoa;  quinta,  que  el  socio  in- 
dnatrial Perla  participaría  en  el  negocio  por  ana  trabajoa  el  60  por  100 
de  ntilidadee  y  ei  Pellicer  loa  otros  60  por  100  como  capitaüata;  sexta» 
qne  Pellicer  tendría  la  repreaentación,  dirección  y  administración  de 
«ate  negocio,  con  f acnltadea  para  admitir  toda  negociación  que  enten- 
diera favorable  al  negocio,  aal  como  rechaaar  y  deaechar  la  que  en  an 
aenoepto  creyera  deafavorable  ó  perjudicial;  y  que  loe  eetudioa  objeto  d» 
«ate  contrato  (ale)  habían  de  aer  de  vía  económica  ó  estrecha: 

Beenltando  qne  en  10  del  mlamo  mea  y  afio  habíase  firmado  en  Oa»- 
pe  otro  contrato  privado,  del  qne  aparece  que  D.  Santiago  Contel  y  Mar- 
quée  y  loe  ya  retertdoa  Perla  y  PeUioer  convinieron  en  aolicitai  la  con» 
eeeión  del  ferrocarril  económico  de  que  ae  trata,  y  en  autorizar  á  Con- 
tal piona  y  omnímodamente  para  que,'  antea  ó  después  de  estar  termi- 
nadoe  loa  eetudioa  del  ferrocarril,  pudiera  deade  luego  tratar  de  su  ne- 
gociación dónde  y  con  quien  lo  eatimara  conveniente  para  llevar  á 
efecto  flu  reaiíaación,  prevlaa  laa  condicionea  que  en  su  caso  propondría 
el  Oontol  y  aprobarían  ó  desaprobarían  D.  Bamón  Perie  y  D.  Honorato 
Pellicer,  ain  cuyo  conocimiento  no  podría  Contel  terminar  ni  llevar 
adelante  ninguna  negociación; 

Resultando  qne  en  6  de  Diciembre  siguiente  el  Diputado  D.  Juan  Pe- 
rca San  Millán  preaento  al  Congreso  de  loa  Diputados  una  preposición 
de  ley  autorisando  la  conceaión  de  dicho  ferrocarril,  de  cayo  articulado 
leauita  que  el  ferrocarril  debía  tener  un  ramal  para  la  explotación  de  la 
cuenca  carbonífera  de  utrillaa  y  otro  ramal  para  la  explotación  de  la 
cnenca  carbonífera  de  Beceite;  que  ae  conaideraría  de  ntilidad  pública 
para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa,  y  el  eoncesioDario  tendría 
derecho  á  ocupar  loa  terrenos  de  dominio  público  y  diaf  rotaría  de  laa 
demás  ventajea  y  exencionea  que  laa  leyea  conceden,  sojetácdose  al 
proyecto  presen  todo  en  el  Minlaterio  correspondiente,  con  las  modifica- 
donea  qne  por  el  miamO  Centro  pudieran  introducirse;  que  las  obras 
quedarían  torgainadae  á  loa  cuatro  afioa  de  otorgada  la  conceslóD;  que 
dicho  ferrocarril  económico  disfrutería  de  las  ventajas  qne  en  lo  snceai- 
vo  ae  otorgaran  á  loe  de  an  claae;  y  que  dicha  concesión  se  otorgaría  á  los 
autorizadoa  Coútel,  Paria  y  Pellicer  con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
la  ley  general  de  Ferrecarrilea  de  22  de  Noviembre  de  1877  y  demás  día- 
peaicionee  vi  gen  tea  en  la  materia: 

Beanltondo  qae  declarado  pobre  para  litigar,  por  sentencia  firme,  don 
Bamón  Perla  Lópea  dedujo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  día- 
trlto  del  Mercado,  de  Valencia,  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  contra  D.  Honorato  Pellicer  Liopia,  pidiendo  se  condenara  á 
éatr  á  que  cumpliera  lo  convenido  en  el  contrato  de  16  de  Noviembre 
fle  1901,  con  máa  la  indemnización  al  actor  de  los  dafios  y  perjoicloa 
que  oportunamente  ae  fijara  y  en  lae  coataa  del  juicio  por  au  temeridad 
'  malicia,  y  expuso  lo  qne  reaultolM  del  contrato  privado  de  16  de  No* 
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Tlsmbro  de  1901»  pues  annqae  no  le  paieeló  bien  la  última  de  las  condi- 
eionea  del  contrato  encoeatlón,  faeron  tales  las  aegaridadee  que  Pelii* 
eer  le  dio  de  n^  ntilliarla  Jamáa,  de  qne  se  tendría  como  no  pneeta  y  do 
quenada  se  haría  en  último  eaeo,  qae  cedió  ante eeoiejanleaexpllon- 
clones,  fiado  en  la  caballeroeidad  de  sn  consocio  7  no  opnso  el  menor 
inconveniente  á  firmarlo;  qne  en  cnmplimiento  á  lo  estipulado  en  la 
elánsula  8.%  en  i  de  Noviembre  de  1901  había  dado  el  actor  comienio  A 
los  trabajos  de  campo,  continuándolos  hasta  17  de  Enero  de  1903,  en 
cuyo  día  llegó  frente  á  Morslla,  donde  los  suspendió  por  entooces,  do 
común  acuerdo  con  Pelllcer,  para  trasladarse  á  Valencia,  donde  sin  pér- 
dida de  momento  fué  desarrollando  los  trabajes  efectuados  en  las  libra- 
tas  de  campo  para  formar  loe  borradores  del  plano  horisontal  del  esta- 
diado  traaado,  terminados  loe  cuales  7  con  el  fin  de  perder  el  menor 
tiempo,  se  convino  por  ambos  socios  en  continuar  los  estudios  de  cana  - 
po,  ó  sea  desde  Morella  á  Vinaroi,  para  lo  cual  el  demandado  Pelllcer 
prometió  entregar  al  actor,  sotes  de  que  saliera  éste  de  Valencia,  600  pe« 
aetae,  asegurándole  le  remitiría,  ademaste  Vinares  las  sumae  que  le  hi- 
cieran falta  para  dejar  terminados  los  consabidos  estudios;  que  igual- 
mente se  convino  por  ambos  intereeadoe  en  que  duraute  la  ausencia  dn 
Peris  se  bascaría  un  delineante  que  se  encargara  de  poner  en  limpio  lee 
borradores  del  trazado  desarrollado  por  Peris,  abonando  Pelllcer  loa 
gastos  que  con  ello  se  ocasionara,  7  para  llevarlo  á  efecto  eotreg<>  el  Pa- 
rís todos  los  borradores  7  parto  de  las  libretas  de  campo  que  poseía,  oon- 
viniendo  ambos  que  al  día  signlebto  pasaría  el  demandante  por  casa  da 
Pellicar  7  ésto  le  entregaría  la  suma  neceearla  para  qne  pudiera  salir  in- 
mediatamente á  proseguir  7 «terminar  sus  trabajos  de  campo;  qne  ha- 
biéndose presentado  el  actor  en  el  domicilio  de  Pelllcer  el  día  s«fialado 
con  objeto  de  hacerse  sargo  de  la  cantidad  prometida,  lejos  ésto  do 
aprontarla,  como  le  había  ofrecido  7  era  además  su  deber,  se  excusó  ale- 
gando que  carecía  de  fondos,  y  qne  la  persona  que  había  de  proporcio- 
nárselos se  negaba  á  darle  cantidad  algana,  habiendo  protestado  el  ac- 
tor de  esta  manifestación,  bajo  el  concepto  de  que  el  obligado  á  facilitar 
los  fondos  necesarios  para  sufragar  los  gastos  d«>l  pro7ecto  era  peyeo- 
nalmento  Pelllcer,  quien  repuso  al  actor  que  el  no  le  daba  las  8.000  pe* 
setas  que  había  recibido  en  Castellserá,  no  proporcionaría  un  céntima 
para  terminar  el  pro7ecto;  que  dichas  8.000  pesetas  le  fueron  entregadao 
al  actor  por  detoraiinados  vecinos  del  pueblo  de , Castellserá  en  agrade- 
cimiento personal  al  mismo  por  las  deferencias  qne  con  ellos  había  te- 
nido acercando  el  traaado  de  la  vía  que  iba  estudiando  todo  lo  máa  po- 
sible al  expresado  pueblo;  que  deede  el  2  r  de  Diciembre  de  1901  al  17  de 
Enero  de  1902,  Pelllcer  acompafió  constontomente  al  actor  en  loe  tra  • 
bajos  de  campo  7  viajaron  jnntoe  á  Valencia,  habiendo  estado  aquél  in  - 
Anidad  de  veces  en  el  domicilio  de  Peris  en  tanto  ésto  formaba  les  bo> 
rradores  del  pro7ecto,  sin  qne  en  tanto  tiempo  hablare  Pelllcer  nada  do 
las  8.000  pesetas,  esperando  á  hacerlo  cuando  tuvo  en  su  poder  los  bo- 
rradores 7  libretas  del  trasado;  que  el  demaudado  manlfesto  al  actor 
que  se  saliera  del  negocio  del  ferrocarril,  á  lo  que  éste  se  opuso,  siendo 
despedido  por  aquél  en  malas  formas  de  su  domicilio,  dirigiéndose  Pe- 
rie,  lleno  de  Indignación,  hacia  la  puerta  de  la  habitación,  en  cuyo  mo- 
mento abrióse  la  puerta  de  un  cuarto  Inmediato,  de  donie  salieron  dos 
hombres,  á  quienes  se  dirigió  Pelllcer  requirléndoles  para  que  f  aeeen 
teetlgoe  d?  que  el  actor  confesaba  haber  recibido  8.000  pesetas  en  Cae* 
tollserá;  qne  enearlfiado  el  demandado  con  el  plan  por  él  formado,  de 
procurarse  gratis  7  con  engafios  el  pro7ecto  7  planos  del  ferrocarril  de 
rofeienda,  con  posterioridad  á  los  hechos  narradoo  envió  emisarios  al 
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seteff  paim  que  m  deMntmdlese  del  oesvenio  privada  aeompafiftdo  á  U 
dtBuuda,  y  eomo  ne  lo  ooB»igaiera»  ntiltió  el  pretexto  de  las  S.OOO  pese- 
tea coBiabidao,  elláBdole  á  eoneUiaclón  para  hacer  creer  al  actor  que  to- 
naba al  aavnto  en  aeria,  ain  qoe  siguiera  la  preeentaclón  de  la  demanda 
ardtearla;  qne  á  partir  del  día  7  de  Mano  de  1902,  fecha  en  qoe  se  inoantd 
Felllear  de  lea  docomeatas  indicados,  los  onales  retenia  en  so  poder 
aoBítra  la  TOtantad  del  actor,  se  había  dedicado  aquél,  auxiliado  por  per- 
aana  perita  en  el  asante,  á  completar  la  parte  de  estadios  qne  por  caren  - 
da  da  íondae  dejó  de  realisar  el  demandante,  6  sea  desde  Morella  al 
puerta  de  Vlnaroa,  Tarlando,  además,  el  panto  de  origen,  qne  era  la  es- 
taddn  de  Gaspe  en  el  proyecto  qne  se  convino  en  el  contrato,  por  la  de 
Puebla  da  Híjar,  que  ea  de  donde  se  parte  en  el  nuevo  trazarlo,  signiendo 
iste  haeta  Oalanda,  para  tomar  ya  desde  aquí  la  linea  á  Morella,  cayos 
estudioa  dejó  terminadoa  el  actor;  que  esta  variación  en  e)  trazado  del 
actor  hecha  por  Pelllcer,  aprovechando  los  estadios  efectnadcjs  por 
aquél,  desde  Calenda  á  Morella,  ponían  al  descubierto  los  dos  propósi- 
tos del  demandado,  ó  sea  poner  en  ridículo  al  actor  ante  el  pueblo  de 
Castellaerá  por  no  haber  conseguido  llevar  el  ferrocarril  por  las  lome* 
diaeionee  del  mismo  y  valerse  de  los  estudios  realizados  por  Ferie  sobre 
el  plano  horlsontal,  perñl  longitadinal  j  perfiles  transversales  desde 
Caspe  á  Morella,  dando  por  repintado  lo  primero  la  reclamación  de  los 
veeinoa  de  Oastellserá  sobre  el  cnmplimiento  de  lo  prometido  ó  la  devo- 
lución de  las  1.000  pesetas;  que  Pellicer  presentó  en  el  Ministerio  de 
Obras  públicas  un  proyecto  de  ferrocarril,  en  el  qne  para  cada  figuraba 
el  demandante,  que  partiendo  de  Pnebia  de  Híjar  terminaba  en  el  pnerto 
de  VioaroBy.  habiendo  sido  admitido  por  Beal  orden  de  9  de  Enero 
de  1904y  para  su  debida  confrontación  á  la  segunda  división  de  ferroca- 
rrilee;  que  además  del  convenio  celebrado  por  actor  y  demandado,  de- 
fluostraban  basta  la  saciedad  la  existencia  del  contrato  en  cuestión  el  do- 
cumento firmado  por  amibos  y  D.  Santiago  Gootel  Marqués  eolicitcndo  la 
concesión  y  el  ejemplar  del  Diario  de  Sesiones  del  Congreso,  en  donde 
cooata  la  proposición  de  ley  dei  Diputado  D.  Jnan  Pérez  S&n  Mi  Dan,  de 
los  cuales  se  ha  hecho  mérito  al  principio;  qne  de  los  anteriores  hechos 
se  dee prendía  que  D.  Honorato  Peilicer  había  dejado  incumplidas  la 
mayor  parte  de  las  bases  del  contrato  de  16  de  Noviembre  de  1901  y 
cuanto  prometió  en  el  acto  conciliatorio  celebrado  á  instancia  del  actor, 
conservando  además  aquél  en  en  poder  Indebidamente  los  borradores  y 
planos  del  proyectado  ferrocarril;  que  Peilicer,  en  varias  ccaBiones  y 
por  intermediarios,  hal^a  intentado  que  el  actor  desistiese  y  rennnclase 
á  eer  en  socio  industria!  en  la  formpción  del  proyectado  ferrocarril,  pero 
que  dichas  proposiciones  no  habían  podido  ser  decorosamente  admitidas; 
y  qoe,  como  consecuencia  de  todo  ello,  el  aator  había  enf  rlda  Importan- 
tes menoacabos  en  sus  intersfes  por  haber  tenido  necesidad  de  df>dicarse 
exclusivamente,  en  cumplimiento  del  contrato,  á  los  traba jrs  del  ferro- 
carril desechando  otros  negocios  de  segnroe  rendimientos  que  le  propu- 
alaron;  alegando,  por  último,  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
oportunos: 

Beaultande  qne  á  la  expresada  demanda  acompafió  copia  simple,  sus- 
rttapor  el  actor,  del  contrato  privado  de  16  de  Noviembre  de  1901;  el 
rtro  contrato  privado,  fecha  10  del  mismo  mes;  un  croquis  del  trazado 
leí  ferrocarril  de  Oaspe  al  pnerto  de  Vlnaroz  por  Alcafiiz  y  Morella, 
ompteoelvo  del  trazado  estudiado  por  el  demandante,  más  la  variación 
'  traaado.eatndlado  por  orden  de  Peilicer;  un  ejemplar  del  apéndice  86 
1  aAss.  78  dal  Diarto  de  Sesiones  de  Cortes  conteniendo  la  proposi- 
ta» da  ley  antea  relaalonada,  y  certificación  librada  en  19  de  Febrero 
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de  1904  por  el  Secretario  del  Jaigade  mnalcipal  del  dietrtte  de  Stn  Vi- 
eente,  de  ValeücU,  expreaiTa  de  qne  en  4  de  Agosto  de.  1902  ooaipareci6 
Ferie  en  acto  conciliatorio  ante  el  expresado  Juigado»  y  enterado  Pe- 
Ilioer  del  objeto  del  acto,  oontoato  que  ee  hallaba  dicpnesto  á  cnmplir  el 
contrato  y  á  facilitar  los  fondos  necesarios,  case  qne  de  la  liqnidacióii 
qne  se  practicara  no  existieran,  y  qne  retenía  loe  documentos  porque 
tenía  qne  dar  cnenta  á  otras  personas,  por  le  qne,  estendo  conforme» 
ambas  partos,  el  Jaei,  á  instoncia  de  las  mismas,  dio  por  transigido  el 
acto  en  la  forma  ofrecida  por  el  demandado,  con  la  eola  salvedad,  per 
parto  del  demandante,  de  qne  la  liquidación  qne  pudiera  tener  con  Pe* 
Ilioer  ja  estaba  practicada: 

BesaUando  qne  en  20  de  Jnlie  de  1904  D.  Honorato  Pellicer  Llopl» 
contestó  á  la  anterior  demanda,  exponiendo  qne  negaba  qne  el  contrata 
entre  actor  y  demandado  fnera  redactado  por  éste  y  presenUdo  Inege  á 
la  firma  de  D.  Bamón  Perls,  y  á  que  dicho  contrato  lo  había  redactado 
éete  después  de  haberse  disentido  todas  y  cada  una  de  sos  cláusulas  y 
puesto  en  limpio  por  tercera  persona  por  orden  y  encargo  de  aquél,  ad* 
indicándose  Peris  pomposamente  el  título  de  Ingeniero  agrónomo  para 
mejor  sorprender  la  buena  fe  del  demandado;  que  no  era  exacto  que  el 
demandado  «hubiese  prometido  á  Peris  no  utiliaar  los  efectoe  de  lo  con- 
venido en  la  cláusula  6.*  del  contrato,  y  que  nada  se  haría  sin  el  een- 
sentlmiento  y  aquiescencia  de  éete,  así  como  tampoco  era  cierto  que  el 
actor  cediera  á  estampar  ni  firmar,  fiado  en  la  caballerosidad  de  su  con- 
socio, pues  el  hecho  fué  que  Peris,  adjudicándose  ilegítimamente  el  tí- 
tulo de  Ingeniero  agrónomo,  se  comprometió  con  el  demandado  á  prac* 
ticar  los  trabajos  de  campo  y  gabinete,  formación  de  planos  y  redacción 
de  Memorias  de  un  ferrocarril  económico  que,  partiendo  de  Oaspe,  pa- 
sando por  ÁlcafiiE  y  Moreila,  con  ramal  á  ütrillas  y  Becelte,  muriera  en 
Yinaroa,  debiendo  ser  Pellicer  el  socio  capitalista  y  el  loseniero  D.  Ba- 
món Peris  el  industrial,  percibiendo  cada  uno  el  60  por  100  de  los  bene- 
ficios del  negocio;  qne  convenido  verbalmente  lo  que  antecede,  Perla 
requirió  á  Pellicer  para  que  se  formalisara  el  contrato,  á  lo  que  no  se 
opuso  éste  creyendo  de  buena  fe  que  su  consocio  era  Ingeniero  y  se  ha- 
llaba en  condiciones  para  realixar  legalmente  los  tral^jos  convenidos» 
redactando  el  documento  Peris,  que  firmó  juntamente  con  el  demanda- 
do, sin  que  privadamente  se  conviniera  entre  ambos  nada  que  pudiera 
alterar  las  condiciones  del  contrato;  que  si  bien  era  cierto  lo  de  las  fe- 
chas en  qne  el  actor  comenaó  y  dejó  sus  trabajos  de  campo,  no  lo  era 
que  después  procediera  á  desarrollar  aquéllos  en  sos  trabajos  de  gabi- 
nete, ya  que  en  los  primeros  se  limitó  Peris  á  tomar  apuntes  ligeros  j 
sin  valor;  que  negaba  asimismo  la  entrega  ó  promesa  ds  entrega  de  600 
pesetas  y  otras  provisiones  de  fondos,  ya  qne  no  se  había  obligado  á  ello, 
y  sí  sólo  á  satisfacer  los  gastos  qne  Peris  ocasionara  después  d«<  justificar- 
les,  y  si  en  alguna  ocasión  los  había  anticipado,  esto  no  significaba  qne 
renunciara  á  lo  convenido  en  el  contrato;  que  negaba  hubiese  convenido 
con  Peris  qne,  durante  la  ausencia  de  éste,  se  bascaría  un  delineante 
para  poner  en  limpio  los  borradoree,  ni  recibió  ninguno  de  éstos;  qao 
Peris,  interpretando  á  su  capricho  el  contrato,  exigió  al  demandado,  en 
malas  formas  y  en  el  domicilio  de  éste,  la  entrega  de  600  pesetas  que 
debía  Invertir  en  sufragar  los  gastos  de  entierro  del  padre  de  una  mu- 
chacha que  conoció  en  el  Bajo  Aragón,  negándose  Pellicer  á  dar  di- 
cha suma,  cuyo  anticipo  dijo  Peris  que  podría  descontarle  en  forma  oon- 
veniente,  y  al  ver  la  negativa,  éete  amenaaó  al  demandado  con  abando- 
nar los  trabajos,  como  así  lo  efectuó;  que  el  día  que  tuvo  logar  esta  en- 
travisto,  conociendo  Pehicer  que  el  actor  había  recibido  8.000  pesetar 
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de  Basta  Pan,  ex  Alcalde  de  Oalanda,  para  qne  rectifieara  el  trazado,  fa- 
▼oredendo  los  interesee  de  dicho  pueblo,  con  el  fin  de  comprobar  eete 
hecho  ÍDterro|tó  á  Perla,  qnien  no  lo  Degó,  afiadiendo  qne  el  demandado 
Bada  t^DÍ A  qne  ver  en-el  aenoto,  pneB  dicha  cantidad  era  sólo  para  aquél, 
á  lo  qoe  opuso  Pellicer  qne  tales  compromisos  no  podía  contraerlos  el 
actor  j  fli  sólo  el  demandado,  según  la  cláusula  6.*  del  contrato;  que  Pe- 
rla insistió  en  qne  el  demandado  le  anticipara  las  600  pesetas,  y  qne 
éats  no  las  f*ntreg6  por  no  dejarse  avasallar,  negándose  Peris  á  contl- 
■nar  loa  trabajos;  qne  el  actor  ocultó  el-  percibo  de  las  8.0(¡0  pef^etae 
h^ita  la  víspera  del  día  en  que  se  celebró  U  entrevista  ó  conferencia  á 
qae  se  refiere  el  hecho  anterior,  sabiéndolo  Pellicer  oonfidencialiLente, 
posfl  si  bien  aeompafiaba  constantemente  á  Peris,  éste  temió  que  no  pa- 
ndera bien  ai  demandado  que  se  comprometiera  á  lo  que  tal  vpz  do  pu- 
diera cumplir  si  BQs  estudios  fueran  rectificados  por  los  Ingenieros  del 
Estado,  y  entonces  se  llamarían  á  engaño  los  vecinos  de  Castellsf  rá  y 
formularían  reclamaciones;  que  lejos  de  querer  lucrarse  Pellirer  ccn 
las  8.000  peeetas,  aconsejó  á  Perla  que  las  devolviera,  negándo8e  éste 
diciendo  que  eran  muy  suyas  y  á  nadie  tenía  que  dar  cuenta  de  ellas, 
por  lo  qne,  y  para  qne  no  comprometiera  Peris  los  intereses  del  d:  man- 
dado, había  éste  aprovechado  la  estancia  en  su  casa  de  un  maestro  car- 
pintero y  de  nn  oficial  para  que  ateetiguaran,  si  fuera  necesario,  la  con- 
fesión de  Peris,  cuya  conversación  habían  oído  porque  ee  produjo  en  to- 
nos vivos  y  á  nna  distancia  de  don  metrop;  qnn  los  trabajos  de  Peris  no 
habían  aprovechado,  pues  los  té  d icos  que  formalizaron  el  nuevo  pro- 
yecto, actna  I  nn  en  te  aprobacío,  habían  reronocldo  que  Per's,  en  en  afán 
de  b"neficlar  determinados  pueblos,  había  tomado  unos  apuutes  qce,  in- 
duiíí  ble  mente,  no  hubiera  aprobado  el  Miniet<-rio  de  Obras  públicas, 
todo  lo  cual  coptó  al  demandado  algunos  miíes  de  pf  eetae;  que  no  había 
enviado  emisarios  á  Pellicer,  y  sí  sólo  qoe  el  actuario  D.  Francisco 
Raiz^inM,  amieo  de  aquél,  enterado  de  las  diferencias  entre  los  litigan- 
tea  y  deseoso  de  que  no  siguiera  adelante  la  cuestión,  se  brindó  á  estu- 
diar los  antecedentes,  que  ambas  partes  le  suministraron,  é  impuesto 
del  Asunte,  nineuna  razón  vería  en  Peris,  cuando  éste,  que  le  hihía  fa- 
CQltado  ampliamente,  le  retiró  ens  poderes  y  le  negó  su  amistad  y  trato; 
qne  no  citó  á  conciliación  á  Perla  para  atemorizarle,  antes  bien,  hacien- 
do snvo  e!  argumento  del  actor^  podía  afirmar  que  éste,  con  en  donr)&n- 
di,  había  querido  neutralizar  aquélla,  puesto  que  la  citación  llevaba  fe- 
eh<i  20  de  Knero  de  1904,  y  la  demand>i  de  Peris  la  de  19  de  Febril  o  si- 
fulente;  que  tenía  en  en  poder  dos  libretas  de  Peris,  porque  é'ste  se  las 
entregó  voluntariamente,  y  que  en  el  nuevo  proyecto  de  ferrorf.rrll  no 
M  había  aprovechado  nada  de  lo  ejecutado  por  Pí-rie;  que  el  deiiiardado 
de«c'mocía  la  exlstpocia  de  las  libretas,  si  las  había,  aparte  de  Ipb  dos 
qne  t^nía  en  su  poder,  con  notas  ininteligibles,  y  era  inexacto,  por  tan- 
to, qoe  se  aprovecharan  los  estudios  hechos  por  Peris  des  ie  Caspeá  Mo- 
lella,  habiendo  obed*»cido  la  varleción  introducida  en  el  nuevo  provee' o 
i  concejos  de  los  té-nicos  encargados  de  la  práctica  de  aqu  1  trí  bajo  y  á 
ponveniencia  de  Pellicer,  que  no  qu'.eo  utilisar  ningún  e  tudio  df  Pe- 
;  rjae  el  contrato  de  10  de  Noviembre  de  1901,  celebrado  entre  Peris, 
1'if*»r  y  Cont«»l,  fué  novado  por  el  de  16  de  los  propios  mes  y  año,  cuyo 
i^p'imiento  reclamaba  en  este  juicio,  con  indemnización  de  r.ñcs  y 
•juicios,  pidiendo  al  propio  tiempo  la  reprieién  del  ant^^ior;  que  el  ac- 
fné  quien  dejó  incumplido  el  de  10  de  Noviembre,  habiendo  coneis- 
»  dicho  incumplimiento  en  negarse  Peris  á  continuar  sus  trabajos  ó 
4ios  empezados  si  no  se  le  entregaba  una  suma  á  que  no  tenía  dere- 
que  con  el  At  de  evitar  litigios,  y  por  pura  condescendeuria,  el  de- 
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«eoBWJÓ  Al  actor  la  devolnción  de  las  8.000  pesetaB,  ya  qne,  despnée  de 
la  entrevlBU  en  qne  el  primero  se  la  reclamó,  no  han  vuelto  á  verse  am- 
*«:  qae  no  fnó  sólo  D.  Francisco  Raixaull  quien  se  le  presentó  en  nom- 
tee  de  Pelllcer  ofreciéndole  6.000  pesetas  á  cambio  de  abandonar  el  ne- 
*?V^  ^  AA?."®^^®"^^'  además,  qne  devolvería  ¿  lo«  vecinos  de  Cfcstellse- 
rá  las  8.000  pesetas  qne  espontáneamente  habían  entregado  á  Peris  sino 
•demás,  otras  muchas  personas,  haciéndole  proposiciones  más  ó  menos 
vwtajosaa  para  que  se  diera  por  pagado  y  satifecho  de  eus  trebejos;  que 
Inristía  en  haber  entregado  á  Pellicer  ctodos  los  borradores  y  parte  de 
IM  libreUs»,  y  que  entre  los  primeros  fignraba  el  plano  desarrollado  del 
trtiado,  con  todos  sus  accidentes  topográficos  hasta  Moreila,  con  todas 
iMlibretes  de  loe  perfiles  transversales,  todos  los  cuales  fueron  aprove- 
^08  por  Pellicer,  negándose  á  devolverlos  hasta  que  terminó  de  ser- 
Ttrte  de  ellos,  en  cuyo  momento  se  apresuró  á  decir  al  actor  que  estaban 
áiu  disposición  aquellas  notas,  que  para  nada  le  habían  servido;  y  ha- 
Wendo  insistido  en  cuantos  hechos  coneignó  en  la  demanda,  y  sin  ex- 
peaer  fundamentos  nuevos  de  derecho,  contestó  á  la  reconvención  adu- 
tíendo  que  no  se  atribuyó  el  carácter  de  Ingeniero,  ya  qne  no  necesitaba 
W  título  para  practicar  los  trabajos  referidos,  pues  no  eran  los  prime- 
m  que  lo  habían  encomendado,  y  mal  podía  atribuirse  tal  título  cuando 
üabtendo  sido  presentado  como  Ingeniero  por  Pelllcer  á  un  hijo  de  don 
Santiago  Contel,  el  actor  desmintió  tal  carácter;  que  las  facultades  de  Pe- 
lUeer  en  el  contrato  eran  de  dirección  y  administración  del  negocio  lue- 
^de  terailnado  el  proyecto,  pero  no  antes,  pues  lo  relacionado  con  los 
estudios  para  la  formación  del  proyecto  era  de  la  exclusiva  competencia 
de  Ferie,  y  que  si  no  se  dieron  á  éste  facultades  para  percibir  cantidades 
de  Empresas  ó  particulares,  tampoco  se  le  prohibió;  que  la  entrevista  de 
imbas  partes  en  «I  domicilio  de  Pelllcer  no  tuvo  lugar  en  1903,  sino  en 
Tde  Marzo  de  1S02;  y  afirmando  el  demandado  que  entonces  le  había  en 
ttegado  PeriB,  á  más  de  dos  libretas,  una  liquidación  de  cuentas,  de  la 
que  resultaba  éste  alcanzado  en  135  pesetas  80  céntimos,  no  se  compag'- 
Mba  este  hecho  afirmado  en  la  reconvención  con  el  de  que  Pellicer  di- 
jera cinco  nieses  después,  ó  sea  en  Agosto  de  1902,  que  el  actor  no  había 
entregado  aún  la  liquidación  y  por  ello  se  creía  aquél  relevado  de  cnm- 
l  pur  la  obligación  que  contrajo;  qne  siempre  estuvo  dispuesto  á  coDti- 
|  w>«f  sae  trabajos  con  tal  de  que  se  le  facilitaran  fondos  para  ello;  in- 
«Btló  de  nuevo  en  los  demás  hechos  expuestos  en  la  demanda,  y  rei.ro- 
l  dnjo  la  petición  de  la  misma;  y  duplicando  el  demandado,  sostuvo  loa 
'  *^f^^Q«  «Prestos  en  la  contestación,  y  agregó  que,  como  á  nadie  más 
L  qne  á  Peris  beneficiaba  el  contrato  originario  del  litiiiio,  éste  lo  hebía 
f  redactado;  que  ei  duplicante  no  había  prometido  ni  ve  aa  ublig^^do  per  la 
r  tláuBUla  2.»  á  entregar  fondos  á  Peris,  si  bien  po.iía  aqnél  sufragarlos 
¡  personalmente,  segúu  lo  obligado,  pero  no  abacera  é^te  depositario- 
I  ^ue  Peris  por  la  cláusnla  6.»  no  podía  contraer  compromiso  de  ninguna 
I  Clise  con  los  pueblos,  ya  que  esta  facultad  estaba  reservada  al  duplícente 
^  y  la  misión  del  actor  se  relucía  á  empezar  y  pros?  gair  Iop  eBtUíilos  del  fe- 
>  I  .rri!;  que  la  liquidación  presentada  por  Peris  y  cobrada  jndicialmeri- 
l  T  Peliicerna-ia  tenía  ^^ue  ver  con  ia  que  se  pidió  en  el  acto  de  cojci- 

t  n  á  que  fué  citado  por  Peris,  pues  la  primera  era  la  ofimal,  la  qne 

^  aba  de  documentos,  y  la  segunda  la  particular,  proce-iente  de  préq- 

h  sefectuadoíamiotosara^nteáia  esposa  é  hijos  dp  P-rÍP   por  ene  reo 

rante  la   ausencia  de  Ó8te,  arrojando  dicha  liquidación  un  saldo  «^e 
i  de  600  pesetas  á  favor  del  demandado;   reprodujo  los  fundamentes 

j  ís  y  toda  la  reconvención,  y  pidió  se  dictara  sentencia  conforme  á  o 

'  "**"  la  suplica  de  la  contestación  á  la  demandp: 
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Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  ee  practicó,  á  inetanei» 
del  actor,  la  de  poeicionea,  por  la  que  afirmó  el  demandante  qne  ól  re- 
dactó el  contrato  entre  ambos  para  la  conetrncclón  del  ferrocarril  de 
Caspe  á  Vinaroz,  pero  sólo  lo  biao  con  arreglo  á  las  instrncciones  qn» 
recibió  del  Perie;  qa*^  actor  y  demandado,  en  unión  de  Contel,  comisio- 
naron al  Dipotado  á  Cortes  D.  Juan  Peres  San  Millán  para  que  solicita* 
ra  la  concesión  del  ferrocarril;  y  que  con  anterioridad  al  con  y  en  io  entre 
ambas  partes  sobre  el'proyecto  de  ferrocarril,  el  propio  Pellicer  habí» 
encargado  al  Peris  otros  trabajos  que  nada  tenían  que  yer  con  el  ferro* 
carril  en  cuestión,  habiéndole  tenido  siempre  por  Ingeniero;  y  de  testi- 
gos, habiendo  manifestado  uno  de  ellos  que  fué  delineante,  tanto  do 
campo  como  de  gabinete,  para  el  Pellicer,  por  órdenes  superiores,  con 
relación  á  cierto  proyecte  de  ferrocarril  económico  que,  partiendo  do 
Puebla  de  Híjar,  pasaba  por  Híjar,  Galanda  y  otros  puntos  hasta  Moro- 
11a  y  Vinaroz;  confirmando  otros  el  extremo  relativo  ¿  la  variación  del- 
primitivo  trayecto;  otro,  que  recibió  de  Pellicer,  en  el  domicilio  de  éste, 
los  mismos  planos  exhibidos  por  Peris  para  ponerlos  en  limpio,  habién- 
dolos devuelto,  después  de  muchos  meses,  por  no  recibir  del  Peris  lao 
instrucciones  qne  esperaba  para  realizar  el  trabajo;  qne  teniéndolos  to- 
davía en  BU  poder  Pellicer,  le  entregó  otros  planes  y  burradores  refe- 
rentes á  un  ferrocarril  de  Puebla  de  Híjar  á  Vinaroz,  y  qne  en  Caspe 
oyó  decir  al  Peris,  estando  presente  el  Pellicer,  que  el  actor  no  era  In* 
geniero  ni  había  pretendido  nunca  atribuirse  tal  título;  y  á  Instancia 
del  demandado,  la  de  posiciones,  habiendo  afirmado  el  actor  que  creyó- 
eiempre  que  por  la  cláusula  2.*  del  contrato  de  16  de  Noviembre  de 
1901,  Pellicer  venía  obligado  á  proveerle  de  fondos;  que  por  liquidación- 
rnrciaUfectnada  en  7  de  Marzo  de  1902,  renultó  un  ealdo  á  favor  del 
demandado  de  186  pesetas  86  céntimos,  habiendo  convenida  ambos  so«-> 
ctoB,  antes  de  dicha  liquidación,  en  qne  los  gastos  de  estudios  de  More* 
lia  ¿  Vinaroz  ascenderían  á  unas  1.000  peeetae,  qne  Pellicer  se  compro- 
metió ¿  entregará  Peris  en  dos  veces,  600  indefectiblemente  en  el  mo-> 
mentó  de  marchar  éste  á  continuar  los  trabajos,  y  las  otrBB  600  cuando 
el  ab^olvente  se  las  pidiera,  y  al  Ir  éste  al  domicilio  de  Pellici^r  por  lee 
6G0  pesetas,  primer  plazo  de  las  1.000  referidas,  no  sólo  se  cegó  á  entre- 
garle dicha  suma,  sino  que,  empnjándole  y  con  palabras  inconvenien-^ 
teB,  le  despidió  y  echó  de  su  casa,  no  habiendo  vuelto  Peris  desde  dicho 
día  7  de  Maizo  á  crsa  de  su  consocio;  teeitifícal,  en  la  qne  los  deponen- 
tes afirmaron  haber  presenciado  una  entrevista  entre  amboR  litigantee 
en  casa  de  Pellicer,  en  la  que  Peris  se  cegó  á  snlir  á  continnar  los  tra. 
brj  «s  mientras  no  recibiera  de  su  consocio  600  pOBetae,  y  repuso  éste 
qne  no  tenía  obIigPci(^n,  según  el  contrato,  á  darlas,  pero  pí  á  snfragar 
los  gastos,  lo  qnaeeit)  ba  dispuesto  á  cumplir,  trasladándose  á  Vinaroi- 
con  fondos  para  nncar  los  peones  que  necesitara  el  Peris,  habiéndose 
opnesto  éste  y  rx*^'iet¡do  la  entrega  previa  de  las  600  pesetas,  y  de  lo 
««.entrarlo  qne  bnr*i  i^se  Pellicer  persona  qnecontinnase  loe  trabajos,  puee 
uqnól  no  estaba  disouesto  á  seguirlos;  qtie  en  dicha  entrevista  oyeron 
«lecir  á  Peris,  á  preguntáis  de  Pellicer,  que  había  recibido  como  regalo 
<iel  pueblo  de  Gastellserá  8.000  pesetas,  con  cnya  cantidad  nada  tenía 
(^ne  ver  el  demandado,  y  éste  trató  de  convencer  á  Peris  para  que  la  de- 
volviera, habiéndose  opnesto  el  actor,  porque,  si  bien  noeptabu  faculta* 
«<)  en  el  contrato  para  recibir  suma  algana,  las  3.000  pesetas  le  habían 
i'ido  entregadas  en  agradecimiento  particular,  como  Ingeniero  Director» 
por  llevar  los  estudios  lo  más  cerca  posible  de  dicho  pueblo;  y  doon- 
mental,  consistente  en  tres  cartas,  fechas  12,  S4  y  29  de  Agosto  de  1902, 
dirigidas  por  Antonio  de  Santa  Pan  á  D.  Honorato  Pellicer,  relativas  4 
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iñ  eotroga  de  las  8.000  pesetas  á  Peris  para  qne  el  ferrocarril  pasase  por 
«elpoeblode  Castellserá,  á  la  extrafiesa  de  qae  Perla  háblese  dicho  á 
PelUcer  qae  había  devaelto  las  8.000  pesetas,  lo  cual  no  había  verifica- 
do á  pesar  de  habérsele  reülamado  al  tener  noticia  de  la  variación  del 
iraiado,  y  á  condolerse  de  qne  la  Empresa  no  hubiera  hecho  un  recone- 
■cimiento  de  las  repetidas  3.000  pesetas  y  se  las  restituyera  inmediata- 
mente como  esperaba: 

Resultando  qne  á  instancia  del  demandado  absolvió  posiciones  nue* 
Tsmente  D.  Ramón  Peris,  quien  manifestó  qne  en  10  de  Noviembre  de 
1901  celebróse  en  Oaspe  un  contrato  entre  actor,  demandado  y  D.  San- 
tltfo  Contel  Marqués,  ante  los  testigos  D.  Mariano  Galzo  y  D.  Agustín 
Navarro,  habiendo  hecho  Pelilcer  la  previa  presentarión  de  Peris  á  las 
demás  personas  presentes  diciendo  que  éste  era  el  Ingeniero  encargado 
de  los  trabajos  del  ferrocarril,  de  lo  que  Contel  se  pom plació  mucho  y 
rogó  se  le  admitiera  como  socio,  haciendo  entonces  escrito  Peris  y  rti- 
dtclado  Oontel  el  contrato  dicho  de  10  de  Noviembre  de  1901,  en  el  qne 
•e  consignó  que  Peris  era  Ingeniero,  porque  no  quiso  éste  ddpmentir  ni 
poner  en  ridículo  á  Peliicer,  habiendo  insistido  Peris  eobre  el  extrema 
deque  sólo  escribió  el  contrato,  pero  no  lo  redactó: 

Besultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legnlos 
de  ambas  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  oe 
Valencia  en  6  de  Febrero  de  1906,  dictó  sentencia  confirmando,  con  las 
costas  del  recurso  al  apelante  D.  Honorato  Peliicer,  la  pronunciada  por 
elJnsg^do  de  primera  instancia,  por  la  que,  sin  hacer  expresa  condena 
de  las  costas  en  la  misma  á  ninguna  de  las  partes,  se  condenó  á  Pelli- 
ser  á  qae  cnmpllera  lo  convenido  con  el  actor  D.  Ramón  Peris  Lóptz  en 
el  contrato  privado  de  16  de  Noviembre  de  1901,  no  dando  lognr  á  la  re- 
convención de  8.000  pesetas,  ni  á  la  rescisión  de  dicho  contrato  pndida 
per  Felüjer,  ni  á  la  iudemnización  de  dafios  y  perjuicios  eollcitadci  por 
¡espartes  litigantes: 

Resaltando  que  D.  Honorato  Peliicer  Llopts  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  núms.  1.^  y  2.^  del  ar- 
líenlo  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  siguienies  mo- 
tivos: 

Primero.  Haberse  infringido,  por  inaplicación,  el  párrafo  2.^  del  ar- 
tíenlo  1266  del  Código  civil,  toda  vez  que  el  error  sobre  la  persona  in- 
valida el  contrato  cuando  la  consideración  á  ella  hubiese  si  lo  la  causa 
pcineipal  del  mismo,  y  el  demandante  había  confesado  que  había  firma- 
da el  contrato  titulándose  Ingeniero  sin  serlo: 

Segando.  lafracción  del  art.  1290  del  C:>iigo  civil,  por  interpretnción 
errónea,  pnes  los  contratos  válidamente  celebrados  pueden  rescindirse 
en  los  casos  eetabiecidoe  por  la  ley: 

Tercero.     Por  el  mismo  motivo,  infracción  de  su  concordante  el  1707, 
pueefto  que  pu<!de  disolverse  la  Sjciedad  cnanio  existe  una  justa  raura, 
como  es,  por  ejemplo,  la  de  haber  faltado  uno  de  ios  socios  á  sus  obliga^ 
cionee: 
Onarto.     Por  igual  motivo,  el  art.   1294  del  citado  Cuerpo  lea;al,    toáa 
Mque,  el  bien  la  acción  re-íclsoria  es   subsidiaria,    pn»de   ejercitarse 
nandoel  perjudicado  esrece  de  otro  medio  pftra   oh<pn^r   la  reparación 
lei  perjuicio,  y  conista  hnsta  por  declaraciones  del  Tr^binal,   qne  P»»n'H, 
kO  obnante  los  ru-^^os  del  recurrente,  se  r^eg")  á  dar  cn»»nta  de   las  8.000 
eietas  que  le  pidió  y  á  tener  por  reaoiudido  el  contrato,  como  tami»iéii 
I  lo  hHbía  snnlicAio,  h-^hi^ndo  por  el  contrario,  fírmala  lo  la  d-^rnaada 
is  habla  obligado  á  Pf*lll<;er  á  defenderse  pidiendo  la  rescisión  del  con- 
ato y  la  reparación  del  perjuicio; 
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Quinto.  Iníraóción  del  art.  1281  del  mismo  Goerpo  legal,  por  inapU-^ 
eación,  toda  vea  qne  el  Tribonal  sentenciador  no  ha  tenido  en  cuenta  laa- 
reglas  de  interpretación  de  los  contratos,  porque  siendo  claros  los  tórmi-^ 
nos  del  que  es  objeto  de  este  litigio  y  no  dejando  dudas  sobre  la  inten* 
qión  de  las  partes,  ha  debido  amoldarse  á  lo  dispuesto  en  sus  cláusulas: 

Sexto.  iDfracclón  del  art.  1286  del  repetido  Código  civil,  toda  vea  que 
el  mismo  dispone  que  las  cláusulas  de  los  contratos  deben  de  interpre- 
tarse unas  por  otras,  atribuyendo  á  las  dudoeas  el  sentido  que  resulte 
del  conjunto  de  todas,  y  la  Bala  sentenciadora  no  ha  realiaado  esa  ope- 
ración, prescindiendo  casi  en  absoluto  de  la  cláusula  6.%  que  es  la  más 
importante  y  completa  de  las  demás: 

Séptimo.  Por  igual  motivo,  el  art.  1666,  en  su  párrafo  1.^,  porque  la> 
Sociedad  debe  de  establecerse  en  beneficio  de  ios  socios,  y  la  presente», 
dada  la  interpretación  qne  la  Sala  sentenciadora  hizo  de  las  bases,  con- 
forme á  las  cuales  fué  constituida,  parece  que  sólo  fué  fundada  en  bene- 
ficio de  Perla: 

Octavo.  Por  el  mismo  motivo,  el  art.  168S  del  citado  Código,  que  dis- 
poue  que  el  socio  industrial  debe  á  la  Sociedad  las  ganancias  que  durant» 
elia  haya  obtenicfo  en  el  ramo  de  industria  que  sirve  de  objeto  á  la  mis- 
ma,  y  por  tanto,  Peris  debe  á  la  Sociedad  las  8.000  pesetas  y  á  Pellicer 
la  parte  que  le  corresponda  en  vista  de  la  oportuna  liquldaMón;  y 

Noveno,  Por  análogo  motivo,  el  art.  1686  del  Código  civil,  pues  todo 
socio  debe  responder  á  la  Sociedad  de  los  dafios  y  per  jaldos  qne  haya, 
sufrido  por  culpa  del  mismo,  sin  que  puedan  compensarlos  con  los  be- 
neüclos  qne  su  industria  le  proporciona. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  qne  limitada  la  reconvención  formulada  por  D.  Hono- 
rato Peliicer  á  la  pretensión  de  que  se  declarase  rescindido  el  contrato- 
de  16  de  ^Noviembre  de  1901  y  se  condene  á  Peris  al  pago  de  3*000  pese- 
tas por  dafios  y  perjuicios,  la  Audiencia  qne  ha  desestimado  tal  recon- 
vención no  comete  las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  del  recurso,, 
puesto  que,  para  pronunciar  su  fallo,  estima  que  quien  faltó  al  contrato 
fuó  el  recurrente  y  no  D.  Ramón  Peris;  porque  no  aparece  qne  tal  esti- 
mación se  halle  en  oposición  con  los  términos  del  contrato;  porque  me* 
nua  resulta  qne  éste  se  haya  celebrado  con  engaño  en  consideración  aun 
en  puesto  título  de  Ins^eniero  que  ostentara  el  Peris;  porque  el  derecho 
qne  pueda  asistir  á  Pellicer  para  que  se  traigan  á  la  masa  social  la* 
3.000  pesetas  cobradas  por  Peris  es  absolutamente  independiente  del  fun- 
damento de  la  reconvención,  podiendo  ejercitarle,  en  su  caso,  dentro  de 
los  términos  del  contrato;  y  finalmente,  por  carecer  en  absoluto  de  fun- 
dauíento  las  alegaciones  que  en  el  recorso  se  hacen  referentes  á  errónea 
inteligencia  é  interpretación  ¿el  contrato,  especialmente  de  la  cláusu- 
]a  6.^,  cuyo  alcance  no  se  desconoce  por  el  Tribunal  sentenciador,  pues 
nrda  contiene  la  sentencia  qne  merme  los  derechos  qne  por  dicha  clán- 
snla  eran  reservados  al  Pellicer; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
c\)rso  de  casación  por  infracci(tn  de  ley  interpnesto  por  D.  Honorato  Pe- 
liicer Llopis,  á  qni^'n  condenamos  al  pF.g:o  de  las  coptp.p,  y  psra  en  so 
caso,  ai  de  la  canti'i.  d  correspondiente,  por  rpzón  de  clepjHiio,  A  la  que 
pe  dará  la  apiicRcion  qne  previene  la  ley;  j  con  ia  cportnna  ceit;fícación 
devuélvase  á  la  Andiencia  territorial  de  Valencia  ei  apuntamiento  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nnestra  sentencia,  qne  se  pnhlicará  en  la  Gae^fa  é  in-^ 
eertará  en  la  Colección  Legislativa,  p?«áa.lo8e  al  tftcto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.rrJosé  de  Aldecoa. 
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FEtadMO  Toda.= Vicente  de  Piniés.sssVictor  Ooyián.^ADtonlo  Alonso 
Ganfta.r=rCamíio  María  QalIón.=Edaardo  Ruis  García  Hita. 

PnblicacÍón.=Leida  y  publicada  foó  la  precedente  eentencla  por  el 
Bzcmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  de  la  Hala  de  lo  civil  del  Tri- 
Imnal  Bapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy. 
do  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  11  de  Octubre  de  1906.=Bogelio  Gonzálea  Montes. 

Núm.  71.--TRIBÜNAL  8UPREM0.-II  de  Octubre, 
pablioada  el  13  y  el  l&de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  ley. —Nulidad  ó  resemón  d$  una  ««- 
erf7ura.^Seatencia  declarando  no  haber  lugar  ai  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Pedro  Cabanas  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 

Sleito  con  D.  Antonio  Hernández. 
In  sus  CONSIDERANDOS  80  establoco: 

Que  según  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  el 
fraude  en  los  contratos  puede  probarse  por  medios  distintos  é  inde- 
pendientes de  los  casos  de  presunción  á  que  se  refiere  el  art.  1297 
del  Código  civil: 

Que  no  infringe  los  artículos  1253, 1291,  párrafo  3.°  y  1297  del 
Código  civil  ni  el  36  de  la  ley  Hipotecaria  la  sentencia  declaratoria 
de  la  nulidad  de  una  escritura  de  constitución  de  hipoteca  por  esli- 
mar que  el  contrato  fué  celebrado  en  fraude  y  perjuicio  de  un  cré- 
dito legitimo j  sin  que  este  Juicio  se  haya  impugnado  invocando  error 
de  derecho  ni  de  hecho  patentizado  en  documento  público: 

Que  ¿a  pretensión  de  combatir  aisladamente  los  elementos  que 
han  servido  de  base  á  la  apreciación  del  Tribunal  sentenciador  ca- 
rece  de  eñeacia  cuando  la  prueba  ha  sido  estimada  en  conjunto: 

Que  al  Tribunal  sentenciador  corresponde  privativamente  la  dC' 
terminación  de  si  el  enlace  entre  el  hecho  demostrado  y  el  que  se 
pretende  deducir  es  preciso  y  directo^  según  las  reglas  del  criterio 
humano^  cuando  es  indudable  la  existencia  de  tal  enlace  por  ser  per- 
feeta  la  conexión  y  congruencia  entre  los  hechos  probados  y  el  de- 
ducido: 

Que  es  improcedente  la  cita  de  textos  legales  como  infringidos 
euando  para  ello  se  descompone  la  prueba,  á  la  apreciación  de  la 
cual  en  conjunto  hay  que  atenerse  mientras  no  se  combata  en  la 
/arma  establecida  por  el  niím.  7.°  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 

En  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1906,  en  el  juicio 

declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 

"la  del  partido  de  Manresa  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Auiit^n- 

la  territorial  de  Barcelona  por  D.  AntODio  Hei^áudez  SHvilla,  del  co- 

lercio  de  B  ii-celona,  con  1).  PeJro  Cabanas  y  Farreraa  y  con  D.  FrauíiHCO 

latjoe  y  IV-rramóa,  también  comerciant^B,  vecinos  de  Manreea,  y  por 

k  no  eoui parecencia  del  último  en  la  segunda  ir\etdDcia,  cun  los  entra- 

le  eorrespondientes,  sobíC  nulidad  ó  rescisión  dt:  una  esjnlura  de  re- 

nocimiento  de  deuda  y  constitución  de  hipoteca;  pendiente  ante  Nos 

'  virtud  de  recnrao  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpueptü  por 

Procurador  D.  Adelardo  López  h;áuchez,  bajo  la  dirección  del  Lioon- 
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dado  D.  Pablo  Ramos,  en  re  presen tación  del  demandado  Cabanas;  ha- 
biendo representado  al  demandante  y  recorrido  Hernándps,  el  Procnra- 
dor  D.  Fidel  Serrano  Calzada  y  defendido  el  Letrado  D.  Rafael  Verdú,  j 
no  habiendo  comparecido  tampoco  en  este  Tribnnal  Sapremo  el  deman- 
dado Liatjos. 

ResnUando  qoe  D.  Antonio  Hernández,  del  comercio  de  Barcelona, 
giró  en  S  de  Septiembre  de  1902,  á  favor  de  D.  Antonio  Biosca  y  cargo 
de  D.  Pedro  Cabanas,  del  comercio  de  Manreea,  nna  letra  de  cambio  á 
treinta  días  fecha  por  valor  de  2.600  pesetas,  la  cnal  fué  aceptada  por 
el  librado,  endosada  Inego  á  varias  personas,  protestada  por  f  Alta  de 
pago  por  el  último  tenedor,  Sol,  Raovich  y  Compafiía,  en  4  de  Octubre 
algaliante,  y  devnelta  al  librador,  quien  escribió  á  Cabanas  en  ^  de  No* 
viembre  posterior  una  carta,  á  qne,  en  otra  del  11,  contestó  D.  Francisco 
LUtjos,  como  tator  jadicial  de  aqaól,  menor  de  edad,  y  por  encargo  del 
mismo,  por  tener  á  sn  única  hija  sin  esperanza  de  vida,  snplicáodole  y 
á  la  vtz  aconsejándole,  en  bien  de  los  intereses  de  Heroánde a  tanto 
como  de  los  de  Cabanas,  se  abatnviera  de  tomar  resolnción  sobre  lo  qae 
le  düoía,  paes  en  cnanto  deeaparecier<^  en  parte  el  peligro  de  la  hija  de 
Cabanas  le  visitaría  en  compafiía  de  éste,  no  dudando  se  pondría  de 
acaerdo  con  el  mismo  para  el  reembolso  del  saldo,  sin  qne  resnltarm 
perjudicado  en  nada  Hernández: 

Resultando  que  D.  Pedro  Cabanas,  nacido  en  24  de  Enero  de  1878, 
6m^ncipado,  y  que  para  que  completara  sn  personalidad  en  los  actos  en 
qu»' fuese  necesario,  con  arreglo  al  art.  817  del  Código  civil,  tenía  en 
efecto  como  tutor,  desde  16  de  Diciembre  de  1901,  á  D.  Francisco  Llat- 
jop,  otorgó,  con  asistencia  y  consentimiento  de  éste,  en  24  de  igual  mee 
de  1902,  una  escritura  pública,  por  la  que  constituyó  á  favor  de  D.  Sal- 
vador Aicart  hipoteca  sobre  dos  casas,  números  65  y  68  de  la  carretera 
de  Vich,  en  Manresa,  y  una  pieza  de  tierra,  viña  con  olivos,  en  el  mismo 
término,  partida  de  Bufalvens^  en  garantía  de  17.000  pesetas  recibldae 
en  el  acto  en  préstamo  por  dos  años,  con  interés  de  6  por  100  en  cadm 
nno,  y  de  5.000  pesetas  más  para  intereses,  dafios,  pe)  juicios  y  costae 
en  caso  de  litigiOi  pactando,  entre  otras  cosas,  que  Cabanas  no  podía 
vender,  gravar  ni  limitar  de  ningún  modo  sn  dominio  y  demás  derechos 
sobre  dichae  fincas  sin  expresa  autorización  de  Aicart;  por  otras  dos  es- 
crituras, otorgadas  en  el  mismo  día  24  de  Diciembre  de  1902,  Chbanae, 
con  asistencia  también  y  consertimiento  de  sn  mencionado  tutor  Liat- 
jos, pagó  á  D.  Isidoro  Rovira  y  á  D.  Anastasio  Alcafiiz  respectivamen- 
te, ^.60a  y  4.000  pesetas,  recibidas  en  préstamo  en  6  de  Enero  y  27  de 
Ja  lo  de  aquel  afio,  con  hipoteca  de  la  expresada  casa  núm.  65  al  prime- 
ro, y  de  la  núm.  68  al  segundo;  y  por  otra  escritura  de  18  de  Febrero 
de  1903,  Cabanas,  con  autorización  de  Aicart,  reconoció  y  cot  fesd  haber 
rec  bldo  antes  de  aquél,  en  préstamo  mutuo  de  D.  Francisco  Ltatjws,  pe- 
setifl  16.000,  obilKándose  á  devolverlas  en  término  de  cinco  afios,  con 
ÍKt^réB  de  5  por  100  anual,  y  para  s(>guridad  de  dicha  suma,  y  de  2.000 
pFS-tae  más  para  intereses,  dpfios,  perjuicios  y  costas,  en  su  caso,  cons- 
tituyó hipoteca  sobre  h  s  tr^-s  referidas  fincap;  raasáodoéie  con  las  cua- 
tro rnlacl  na  las  escritaras  las  correspondientes  inscripciones  en  el  Re« 
gietr )  d»*  la  propiedad: 

Resultando  que  con  f  ^cha  16  de  F^-brero  de  1903,  ó  sea  de  dos  días 
ante»  d-^1  HD  q'ie  se  oto'^gó  la  escritora  últimamente  relacionada  de  hl- 
P'  tpc.i  á  fr'vor  de  Llatjjs  ñor  Cabanas,  dednjo  contra  é-«te  D.  Arit^nlo 
H'  rr)á'»dez  demanda  ej  cotí  va  por  la  cantidad  d«  2.6  )^  pepi^tHf»,  importe 
de  la  et'-a  d^  qae  al  prloclplo  se  ha  hecho  menclóa  y  de  sus  »(a«tu8,  ia- 
teresee  y  costas,  demanda  qne  fué  repartida  y  presentada  en  la  £scriba* 
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Bia  el  día  17  y  despachada  la  ejecoción  el  18,  y  requerido  al  pago  Oaba- 
aaa  á  lie  diecieiete  boraa  y  cinco  minutos  del  mismo  día,  no  lo  efectaó 
y  le  fueron  embargadas  laa  tres  repetidas  Ancas;  expidiéodose  con  igasl 
fecha  de  18  de  Febrero  de  1908  mandamiento  al  Registrador  de  la  pro- 
piedad para  ia  anotación  preventiva  de  dicho  embargo,  dictándose  en  6 
de  Marxo  siguiente  sentencia  de  remate,  acordándose  en  2  de  Abril  pos- 
terior la  ampliación  del  embargo  y  ezpidlóudose  también  el  correspon- 
diente mandamiento  al  Registrador: 

Beeoltando  que  en  18  de  Julio  del  mismo  efio  1903  dedujo  D.  Antonio 
Heroándea  la  demanda  inicial  del  presente  plvito  contra  Llatjos  y  Oa- 
faaots,  pidiendo  se  declarase  nula  y  de  ningáa  valor  ni  efecto  la  escri- 
tura de  1^  de  Febrero  otorgada  por  el  segando  á  favor  del  primero,  y» 
en  su  consecuencia,  nulas  y  de  ningún  valor  ni  afecto  las  inscripciones 
de  la  misma  hechas  en  el  Registro  hipotecado  sobre  las  fincas  de  Oab&- 
aas,  con  imposición  de  costas  á  ios  demandados;  exponiendo  al  efecto, 
á  más  de  otros  hechos  ya  referidos  en  las  aatecedentea;  que  argüía  de 
falso,  simolado  y  hecho  en  fraude  y  perjuicio  de  legítimos  acreedores 
el  contrato  de  la  expresada  escritura,  porque  su  letra  fué  protestada 
si  4  de  Octubre  de  1902,  la  demanda  ejecutiva  se  presentó  el  16  de  Fe- 
Ivero  de  1904  y  dos  días  después,  el  mismo  en  que  se  trabó  el  embargo 
de  ios  bienes  de  Cabanas,  firmó  éate  dicha  eecritura  á  favor  de  Llatjo», 
el  cual  estaba  perfectamente  enterado  de  la  deuda  que  aquél  tenía  con 
él,  pues  sabia  que  la  letra  había  sido  protestada,  y  mas  aúa,  que  la  de- 
manda ejecutiva  contra  Oabanas  estaba  en  poder  del  Jazgado,  porque  el 
mismo  Llatjos  había  mediado  entre  Cabnnus  y  él,  logrando  dilatar  al- 
eñaos días  la  presentación  de  dicha  demanda,  prometiendo,  como  apa- 
recía de  la  carta  de  11  de  Noviembre,  que  acompañaba,  el  pago  de  ia  le- 
tra, lo  qne  no  cumplieron,  y  aun,  si  fuera  dable,  que  tal  vez  lo  sería, 
ahondar  en  el  asunto,  seguramente  resultaría  que  no  era  Llatjos  aeree- 
dar  de  Oabanas,  sino  viceversa;  que  para  ver  cómo  se  babia  preparado 
ia  manera  de  burlarle,  bastaba  fijarse  en  qne  en  24  de  Diciembre  de  1902, 
Cabanas,  asistido  de  su  tutor  Llatjos,  otorgó  la  escritura  á  favor  de 
Aieart— de  la  cual  tal  vea  se  habría  de  ocnpar  en  su  día — ,  compróme- 
ttéodose  Cabanas  á  no  vender  ni  gravar  sns  bienes  sin  consentimiento 
de  Aicart,  y  después  los  gravaba  en  15.000  pesetas  á  favor  de  su  ex  tn- 
tsr  Llatjos  con  dicho  consentimiento,  alcanzando  dos  cosas,  qne  no  se 
laseribiesen  en  el  Registro  de  hipotecas  los  mandamientos  de  embargo  á 
■o  favor  y  que  nno  y  otro  acreedor  pasaran  delante  del  verdadero,  ie- 
gídmo  y  preferente,  qne  era  él,  que  quedaría  completamente  burlado, 
perqué  los  únicos  bienes  del  deudor  no  serían  sufijientes  para  que  su 
nédito  fuese  satisfecho;  y  agregó  á  esto  los  fundamentos  de  derecho 
que  eetimó  del  caso: 

Resultando  que  D.  Francisco  Llatjos  se  opnso  á  la  demanda,  pidiendo 
se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  las  costas  al  actor,  akgando 
para  esto,  también  entre  otros  hechos:  que  no  podía  aceptar  ni  tampcco 
rechaxar  los  de  la  demanda  relativos  al  g^ro  de  Hernándf  z  á  cargo  de  Ca- 
nas, á  que  no  faé  satisfecho  á  su  vencimiento,  á  la  preneutHción  de  ia 
manda  ejecutiva  y  al  embargo  y  su  ampliación  sobre  las  trf  s  fincas  de 
^Mnas,  porque  se  referían  á  é^te  y  al  demandante,  y  él  no  había  teui- 
eon  ellus  la  menor  participación;  pero  anu  en  el  sU}  nt-f^to  de  qne  íue- 
I  ciertos,  nin^nna  relación  tenían  con  el  nsonto  qne  sh  dt-batía;  cjue 
ptsba  como  cierto  que  Hernánd<  z  pe  enteró,  al  pre^jenípr  en  el  R'  gie- 
de  la  prupte<iad  el  mimi;^ miento  de  emb>. rgo  de  18  )e  F  b  ero,  de  qoe 
'i  roisTJO  día  se  había  firmado  la  escrUnra  á  fhvor  del  confestantt^  y 
\  slao  inscrita,  pero  rechazaba  la  suposicióu  gratuita  de  que  el  ccu- 
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trato  fnefle  simnlado  y  hecho  en  f rande  de  legitimoa  acreedoree;  que  el 
bien  él  estaba  enterado  de  que  Cabanas  adeudaba  nna  cantidad  al  actor, 
ignoraba  su  importe,  y  negaba  en  absolnto  que  estnyiese  al  corriente  de 
la  demanda  ejecutiva,  no  probando  ni  justificando  su  caria  que  tuvieae 
conocimiento  de  la  presentación  de  dicha  demanda,  sino,  antes  ai  con-* 
trario,  que  sabia  que  Cabanas  estaba  en  negociaciones  con  el  deman- 
dante para  solucionar  amistosamente  el  asunto;  que  ignoraba  ios  om-^ 
tivos  que  Hernándea  tendría  para  indicar  que  tal  vea  Cabanas  fneoe 
acreedor  del  contestante  aunque  ahora  resultase  lo  contrario,  y  oom» 
nada  decía  en  concreto,  nada  le  contestaba,  esperando  á  que  ahondara, 
en  el  asunto  para  saber  la  verdad;  que  el  actor  decía  que  era  complola* 
mente  falso  que  Cabanas  hubiese  recibido  de  Llatjos  las  16.000  peeota» 
que  reconocía  en  la  escritura,  y  fundaba  sólo  en  su  mera  apreciación  eaa. 
calificación  de  la  cansa  del  contrato  contenida  en  la  escritura  de  18  de 
lebrero,  pero,  por  fortuna,  él  conservaba  las  pruebas  de  la  entrega  do 
dicha  suma,  pues  Cabanas,  joven  poco  esperto  en  el  comercio  de  víaos» 
creyó  poder  emprender  ese  negocio  con  un  pequefio  capital  y  tuvo  al 
poco  tiempo  que  acudir  al  préstamo  y  pagar  intereses  de  letras  que  no 
había  podido  satieíecer  á  su  vencimiento,  acudiendo  para  esto  en  dife- 
rentes ocasiones  á  él,  que  era  su  verdadero  amigo,  prometiéndole  que 
tan  pronto  como  llegase  á  la  mayor  edad  vendería  sus  fincas  y  le  paga- 
ría, y  él,  con  toda  clase  de  esfueraos,  procuraba  sacar  á  su  amigo  de 
apuros,  y  no  teniendo  muchas  veces  metálico  en  su  poder,  le  facilitaba 
letras  que  Cabanas  entregaba  en  pago  á  sus  acreedores,  y  que,  natural» 
mente,  tenía  que  abonar  él;  y  estas  letras,  que  eran  trece,  arrojaban  á 
su  favor  un  total  de  18.476  pesetas  y  10  céntimos,  de  las  que  Cabanas  le 
tenía  entregadas  8.476  y  10  céntimos,  resultando  que  le  adeudaba  aquél 
en  Febrero  de  1908  16.000  pesetas;  que  acompafiaba  dichas  letras,  ex- 
cepto una  de  10.000  pesetas  que  Cabanas  había  cedido  á  D.  Luis  AlbenHi 
y  que  obraba  en  autos  ejecutivos  promovidos  por  éste  contra  el  librado 
y  aceptante  D.  Jaime  Valles;  que  constaba  así  que  en  nna  sola  operación 
en  esa  letra  de  8  de  Septiembre,  entregó  á  Cabanas  8.000  pesetas,  y  si  lo 
hizo  f  aé  bajo  la  promesa  de  que  al  llegar  éste  á  la  mayor  edad  le  reinte- 
graría  de  todas  las  cantidades  anticipadas;  que  si  de  acuerdo  ambos  hn. 
biesen  procedido  de  mala  fe,  si  la  escritura  de  referencia  se  hubiese  otor* 
gado  con  el  fin  de  burlar  á  los  acreedores  de  Cabanas,  habrían  hecho 
constar  en  ella  la  entrega  de  la  cantidad,  y,  además,  con  sus  muchas  re- 
laciones le  habría  sido  mucho  más  cómodo  y  seguro  hacer  otorgar  la  es* 
rritura  A  favor  de  un  amigo  ó  buscar  quien  le  prestase  las  16.000  peao- 
tas  bajo  la  garantía  de  Islb  fincas  de  Cabanas;  pero  procedió  como  tod» 
hombre  honrado,  y  sólo  exigió  una  garantía  de  su  crédito,  sin  valerse 
de  simnlaciÓD  alguna  y  haciendo  constar  lo  real  y  positivo;  que  Cabana» 
no  encontró  de  momento  comprador,  y  necesitando  dinero  para  sus  ope- 
raciones mercantiles,  Alcart  le  facilitó,  en  préstamo,  en  S4  de  Diciembre 
de  1902,  17.000  pesetas  con  hipoteca  de  las  tres  fincas,  y  entonces  él, 
viendo  qne  Cabanas  no  encentraba  quien  las  comprara  y  que  sus  obli- 
gaciones pendientes  de  paj^o  aumentaban  cada  día,  trató  de  que  le  ase- 
guraee  el  pnisro  de  las  cr^ntidades  que  le  tenía  anticipadas,  y  convinieroj 
en  el  otoiísamiento  de  la  escritura;  que  si  él  intervino  en  la  de  piéstam 
de  Aicart  fné  por  la  cnenta  que  le  tenía,  pues  esas  17.000  pesetas  se  in 
virtieron  6.600  y  4.000  en  cancelar  hipotecas  á  favor  de  D.  Isidro  Rovii 
y  de  D.  Anastusio  Mrñiz  y  6.400  en  hacer  efectiva  una  letra  en  la  car 
Sol,  Ranvich  y  GompRfiía,  qne  había  instado  para  el  cobro  un  jnicioej 
cutivo,  de  suerte  qne  de  no  haberse  hecho  la  operación  con  Aicart  é!  hi 
bría  sido  tercer  acreedor  hipotecario  y  además  Sol,  Rauvlch  y  Compaf ' 
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habritn  continiisdo  los  autos  ejecatiyos,  qne  se^nramente  habrían  absor- 
bido el  f  alor  do  las  flnoas  de  Cabanas;  qne  él  no  podía  exigir  de  éste  qne 
le  otorgara  la  eecritara  á  sn  favor  con  preferencia  ó  anterioridad  á  la  de 
Alearty  porqae  era  todavía  menor  de  edad  y  tuvo  qne  esperar  ¿  qne  lle- 
gase A  la  mayoría,  y  si  en  el  mismo  día  qne  llegó,  26  de  Enero  de  ifiOS, 
no  se  otorgó  dicha  escritora  fné  porque  era  necesaria  la  antorización  de 
Aicart,  que,  conforme  desde  un  principio  en  darla,  quiso  hacer  él  mismo 
la  minuta  de  la  escritura  é  invirtió  en  ésta  algunos  días;  y  expuso  tam- 
bién loo  fundamentos  de  derecho  qne  creyó  aplicables: 

Besnitando  que  con  este  escrito  presentó  Llatjos  testimonio  del  dis- 
ssiBimiento  que  se  le  hlso  en  16  de  Diciembre  de  1901  del  cargo  de  tator 
éel  menor  Cabanas  y  12  letras  de  cambio  libradas  por  él  A  la  orden  de 
tete,  valor  en  cuenta,  en  20  de  Marzo,  24  y  28  de  Mayo,  8  de  Janio,  17» 
tf  y  27  de  Julio,  14  y  28  de  Agosto,  6  de  Septiembre,  8  de  Octubre  y  19 
de  Diciembre  de  1901,  por  las  cantidades  respectivamente  de  8b 7  pesetas 
75  céntimos,  368,  627,  626,  1.160,  622  con  86  céntimos,  600,  927  y  86  céu> 
timas,  1.000,  817, 497  con  66  céntimos,  y  1.000  pesetas,  A  ocho  días  vista, 
4  excepción  de  la  cuarta,  la  novena  y  la  déclmasegunda,  que  lo  faeron  A 
fiaines  y  A  cargo  de  D.  Antonio  Ballester,  de  Barcelona,  menos  la  nndé- 
ctma,  que  fué  girada  contra  D.  Joan  Monsent,  apareciendo  de  todat  ellas 
haber  sida  satisfechas: 

fiesnttando  qne  D.  Pedro  Oabanas  impugnó  también  la  demanda, 
siegaado,  aparte  asimismo  otros  hechos  ya  reiacionadcs  en  los  antece* 
denles:  que  tenía  entregadas  A  UercAndez  hlgunas  cuntidHOes  en  efec- 
tivo y  ea  letras  A  cargo  de  clientes  snyos  á  cuenta  del  importe  de  la  de 
iqsél,  protestada  por  falta  de  pego;  qne  el  otorgamiento  de  la  escritura 
ée  18  de  Febrero  de  1908  fné  por  la  mañana  y  el  embargo  no  se  llevó  A 
ttbo  hasta  por  la  tarde,  no  diciendo  ni  significando  nada  contra  la  legi- 
tlmidad  del  contrato  ni  contra   los  otorgantes  esa  relación  de  tiempo, 
pees  racionalmente  no  cabía  enpcnerlos  enterados  de  que  debiu  reaii» 
i^ris  aquella  diligencia,  dados  el  sigilo  y  leserva  que  b*^  giiar>ia  en  e^toB 
tttsos,  y  él  ni  por  asomo  tenía  conocimiento  de  la  preseniacióu  por  Her- 
■andes  de  la  demanda  ejecutiva,  estando  stgnro  de  que  tampoco  le  cons- 
taba A  Liatjoe,  ajeno,  por  otra  parte,  A  la  cuantía  y  particulares  de  su 
teda  eoB  el  actor,  podiendo  aquél  únicamente  suponer  ó  creer  qne  el 
tsante  estaba  en  vías  de  arreglo  por  negociadores  que  practicabaii  Her- 
sándes  y  el  contestante  A  raíz  de  nna  carta  qne  Llatjos  ofreció  c-pcribir 
iHeraAndes,  impuesto  por  las  acif  gas  circnustancias  que  atrave($aba  la 
familia  del  dicente;  qne  rechazaba  y  negaba  en  abnoluto  la  ineinnución 
<te  qne  Llatjos  faeee  dendor  snyo  y  no  acreedor,  como  moral  y  legitima- 
ttsnte  resultaba,  en  virtud  de  la  escritura  de  18  de  Febrero  de  í\i^S,  es> 
petando  que  el  actor  ahondara,  según  indicaba,  para  que  aí*i  resultara 
nés  ds  relieve  la  verdad  qne  informaba  sn  conducta  y  la  temeridad  de  la 
ta&anda;  que  tampoco  escapaba  A  la  vista  del  actor  la  eBcrilnra  á  favor  de 
Aicart,A  pesar  de  ser  perfectamente  log&),  como  la  que  motivaba  ee>te 
pleito,  y  de  no  existir  reUcióu  alguna  entre  ambos,  siendo  muy  ni>tural 
"~"  Aieart  y  lo  mismo  Llatjos  tompran   precauciones  pnra  el  at^egura- 
Bto  de  sus  respectivos  créditos,  sin  guc  por  esto  pudiera  eupoiier-  e  en 
»  Animo  de  defraudar  A  otros  Ifgítimus  acreedores  del  coulet<thute, 
a  existencia  no  les  constaba,  ni  tempoco  tal  intención  en  éste,  maxi- 
uando  palmariamente  se  dHmostraba  la  inversión  de  las  cantidhdts  A 
iS  referían  dichas  escrituras;  que  para  exigencia  de  bu  negocio  de  vi- 
tndió  A  Llatjos,  qne  por  amistad,  con  un  desprendimiento  jau::ás  bas- 
I  tgradecido  y  A  trueque  de  bacnfícios,  le  facilitaba  melAlii  o  ó  letras 
■>1  mismo  Llatjos,  en  su  calidad  de  librador,  debía  satieíacei,  ascen- 
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diente  el  total  Importe  de  esas  letras  á  18.476  ptae.  10  cents.,  de  las  qae 
él  le  habla  entregado  3.476  y  10  cents,  y  adendáodüle,  por  tanto,  en  18 
de  Febrero  de  1908  16.000  pesetas,  qne  había  prometido  reintegrarle  niia 
yes  Uegaio  á  la  mayor  edad,  caando  no  de  otra  manera,  vendiendo  al- 
cana de  sas  fincas,  y  como  no  saiía  comprador  y  sus  obligaciones  apre- 
miaban, tQvo  qne  tomar  el  préstamo  de  Aioart,  en  coya  escritora,  para 
llenar  un  requisito  legal,  intervino  prestando  consentimiento  como  tu- 
tor snyo  Llatjos,  qne  pndo,  aprovechando  la  ocasión,  resistirse;  pero 
esta  cüQdacta,  imposible  en  quien  obraba  siempre  en  aras  de  la  amis- 
tad, á  nada  práctico  hnbiera  conducido,  y,  por  el  contrario,  consintien- 
do, logró  despejar  la  situación  del  contestante,  ya  qne  el  total  de  ese 
préstamo  se  invirtió  en  cancelar  hipotecas  de  Rovira  y  de  Alcafiis  por 
5.000  y  4.000  pesetas  y  en  extinguir  en  casa  de  Sol,  Ronvich  y  Oompa- 
fiía  una  letra  de  6.400,  en  Ineraa  de  la  cual  tenían  instado  proceiimient  i 
ejeontivo;  y  alegó  igualmente  las  consideraciones  jurídicas,  á  su  juicio, 
pertinentes: 

Rtísnitaudo  qne,  al  replicar,  Hernández  neg6  lo  exDuesto  por  los  de- 
mandados referente  al  libramiento  de  letras  por  Llatjos  á  la  orden  de 
Cabanas,  diciendo,  qne  el  así  se  verificó  faé  para  saldar  créditos  del  se- 
gundo contra  el  primero,  toda  vez  que  cuando  se  giraba  una  letra  en 
concepto  de  €  valor  en  cuenta»,  (^mo  aparecía  lo  fueron  las  presentadas 
por  Llatjos,  era  en  pago  de  la  debida  al  cobrador;  qne,  además,  si  se  hu- 
bieran librado  realmente  en  concepto  de  préstamo  no  se  hnbiera  expre« 
eado  en  la  escritura  qne  Oabanas  había  cobrado  con  anterioridad  en  mo- 
neda corriente  y  billetes  del  Banco  de  Espafia  las  16.000  pesetas  que 
reconoció  dbber  á  Llatjos,  sino  que  habla  eido  en  letras  expedidas  á  su 
fervor,  y,  por  otra  parte,  resultaría  que,  en  vez  de  devolverse  al  deudor 
X^abaoas  al  firmarse  la  escritura,  continu  .han  en  poder  del  acreedor 
Llatjos,  el  cual,  además,  estaba  inhabilitado  para  practicar  negocios  de 
esta  clase  con  su  pupilo: 

Rasnitando  que  ios  demandados  en  sus  respectivos  escritos  de  dú* 
plica  adicionaron:  que  BiUester,  á  cuyo  cargo  estaban  giradas  las  letras, 
si  bieo  no  era  comerciante  con  establecimiento  abierto  en  Barcelona,  era 
conocido  como  tal  por  hal>er  realizado  operaciones  mercantiles,  ya  solo, 
ya  en  unión  de  Llatjos,  hasta  el  punto  de  tener  un  mismo  despacho,  á 
donda  habían  eido  dirigidas  dichas  letras,  por  lo  cual  pudo  Llatjos  hacer 
uso  de  ellas  en  estos  autos,  como  pudo  disponer  de  otras  giradas  contra 
otras  personas  y  que  Ballester  le  entregaba  en  pago  de  las  cuentas  entre 
ambos,  y  con  respecto  á  Cabanas,  como  dinero  que  recibía  de  este  últi- 
mo, comprobándose  esto  más  con  la  fórmula  cvnlor  en  cuenta»  con  que 
figuraban  estas  letras,  en  cuya  virtud  qUedaba  el  tomador  en  descu- 
bierto con  el  librador,  con  arreglo  al  art.  446  del  Código  de  Comercio; 
agregiado  además  Líateos  que  entre  Cibanas  y  él,  fuera  de  los  amiato- 
sos  sarvli;lod  que  le  había  prestado,  no  había  mediadj  contrato  algnno 
antes  qne  aquel  llegara  á  la  mayor  eind,  no  creyendo  qne  estuviera 
prohibí  (.)  á  lüH  tutores  jadtciales  anticipar  dinero  á  los  menores  eman- 
cipH'lus  p<i''a  evitíirles  perjuicio»;  y  que,  teulen  lo  las  letras  la  eqnlv*- 
lenrÍH  \^  la  morie  ia,  no  hibía  necesidavi  de  'uenclonarlas  en  la escrltu: 

R^-«a(taudü  que  el  actor  suministró  prueba  de  düruin«ntos  aportana  , 
á  máH  fl'^  ofrjfii  quM  no  "^e  ha  hecho  mérito  en  los  anteceiflute»,  testlm  • 
nio«  \^  h  h^rne  curs  .lo  em  27  de  Julio  do  1901  y  en  ¿6  de  Ai?üí»to  d^»  1v»C  , 
en  ^-1  J»iZ)4:'.'lü  «le  MftnrH«4,  dos  exhortos  de  los  del  Par  ^ne  y  dfll  Nort  , 
de  B  rj^^Lio  '.,  pro'j^(i»ín^**fl  de  autuá  ejf^cntlvus  contra  L  Ht'"»»;  y  «'e  b 
b^rne  in  a  1  >  tía  aqnei  JaZi^alo,  en  19  de  Febrero  de  durbo  afi  >  1903,  of  \ 
juicio  ejecuavo  contra  el  mismo,  mandándose  despachar  la  ejecución    I 


Digitized  by  LjOOQ IC 


OCTUBBB  DB  i  906  887 

díft  SI;  dirigió  posiciones  á  los  demaodadOB,  afirmando  Llatjos  qne  Ca- 
banas entró  en  sa  casa  de  dependiecte  mncho  después  de  fallecer  sa 
padre;  qae  por  encargo  de  aquél  y  por  mediación  de  D.  Ramón  Eecubós 
le  interesó  para  qne  HeroándeE  abonase  á  Cabanae  600  pesetas  qne  le 
hiit>ia  entregado  sin  recibo,  enplicando  ai  propio  Hernández  que  enspen- 
disra  la  ejecnción  entretanto  se  ponía  en  claro  lo  de  esa  entrega;  y  qne 
reeoooeia  romo  suya  la  letra  y  firma  de  la  carta  presentada  con  la  de- 
manda; y  Cabanas  reconoció  haber  maniíectado  no  llevaba  ninRÚo  libro 
de  comercio,  y  qne  poco  después  del  embargo  de  sus  bienes  había  heche 
isterTenir  á  Escnbós,  pero  sólo  para  conseguir  qne  Hernández  le  abo- 
nara 500  pesetas  que  le  tenía  entregadas,  con  cuyo  objeto  se  avistó  con 
el  Procurador  del  mismo,  entregándole  160  pesetas  á  cuenta  de  las  costas 
dsTSDgadaa  en  el  juicio  ejecntlvo  para  conseguir  sn  favorable  termina- 
ción, qoe,  sin  embargó,  no  había  conseguido;  suministrando,  por  último, 
esta  parte  prneba  de  testigos,  la  que  también  dieron  los  dos  demandados 
y  Cabanas,  además,  la  (\»  documentos  ya  relacionados: 

Bernltando  qne  el  Jozgado  dictó  sentencia  declarando  no  haberse 
jutificado  qne  í  jese  simulada  ni  qne  se  hubiese  hecho  en  fraude  de  ter» 
csro  la  escritnra  otorgada  por  Cabanas  á  favor  de  Datjos  en  18  de  Fe- 
bisro  de  J903,  y  por  consiguiente,  que  no  procedía  sn  repcisión  ni  tam- 
poco la  nnltdad  de  sn  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  pbsol- 
vleade  á  los  demandados  é  imponiendo  al  demandante  silencio  y  calla- 
miento  perpetuo,  sin  especial  condena  de  costas;  é  interpuesta  apelación 
wrel  actor  se  trpmftó  la  segunda  instancia,  en  la  que  no  compareció 
Uatjop,  eiéo<1ole  stfialados  para  en  representación  los  estradoe;  y  á  pe- 
tición del  demandante  y  ppelante  se  unió  certificación  de  la  sexiter.cia 
iadaen  18  de  Agosto  He  11*04  por  aquella  Audiencia  en  les  antes  ejecu- 
ttvos  sesuidoe  por  D.  Lnis  Alberní  contra  D.  Jaime  VaUét?,  r(  vccando  la 
del  Jczgado  de  Manresa  v  declarando  no  haber  Ingfir  á  ar'mitir  ni  esti- 
mar la  oposición  de  Valles  á  la  ejecución  contra  él  dfspaihada,  man- 
dando segnir  alelante  dUha  ejecución  contra  los  bienes  del  minmo  por 
laenma  de  ^0.000  pesetas;  importe  de  la  letra  motivo  del  procedimiento, 
gastos  de  protesto,  intereses  legajes  y  costas  de  primera  inetenc^a,  sin 
imposición  expresa  de  las  de  segunda;  absolvieron  además  posiciones 
loe  demandados  v  apelados  sin  resultado  para  los  fines  del  juicio;  y,  por 
ultimo,  en  6  ríe  Diciembre  de  1906,  la  8alR  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia territorial  de  Barcelona  dictó  sentencia,  por  la  que,  revocando 
iadel  Juzgado  y  dar^du  Ingnr  á  la  demanda,  declaró  nnla,  rescindida  y 
dsnirgón  valor  ni  ff  *rlo  la  escritura  de  18  de  Febrero  de  1003,  otorgada 
por  D,  Pedro  Of.b  ñas  á  favor  de  D.  Francisco  Llati'os,  y  en  sn  conse- 
caencia,  nuiee  y  de  nirgón  valor  ni  efecto  las  irscripciorep  qne  de  la 
alema  se  hicieron  en  el  Rí-gistro  hipotecario  sobre  las  fincas  de  I).  P.  dro 
Cabanas,  sin  especial  condenación  de  costas  de  ninguna  de  las  doa  ins- 
tanciss: 

Re6n!tando  qnp  D.  Pedro  Cabanas  Farrercs  interpuso  rerrrpo  de  cn- 
saelón  p'^r  ir  fracción  de  ley,  diciendo  fundarlo  en  les  r  ónv  rr  r  ]  o  r  7.® 
art.  16y2  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  alegando  h  berfb  infrln- 
o: 

'rimero.  El  art.  125S  del  Código  civil,  según  el  cual:  <  Para  qne  ]p8 
ssndonee  no  establecidfts  por  la  ley  sean  aprecÍBbles  cerno  medio  de 
eba»  es  Ind?sr*»ns8ble  que  entre  el  hecho  demostrado  y  aquel  qne  se 
)  de  deducir  haya  un  enlace  preeiso  y  directo,  sejiór  las  rí^g'as  del 
Jilo  humano  v  de  la  doctrina  de  las  sentencias  de  eete  Tribunal 
remo  de  12  de  Noviembre  y  25  de  Mayo  de  1904  y  otras,  pmbñs  cosas 
nrónea  aplicación;  porque  del  conjunto  de  las  pruebas  practicadas  so 
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deducía  que  entre  Gabenaay  Llatjee  había  habido  y  había  gran  Intimidad, 
no  sólo  amistosa,  aino  económica;  y  también  estaba  comprobado  qne 
Llatjos  íaó  el  tutor  jndicial  de  Cabanas  y  como  tal  le  aconsejaba  en  ios 
asuntos  qne  la  ley  ordenaba  y  en  aquellos  en  qne  por  la  inexperiencia 
de  su  pupilo  era  necesario,  y  existiendo  tal  intimidad,  no  sólo  íoraeeta, 
sino  de  simpatía,  era  posible  que  Llatjos,  haciendo  verdaderos  saorifí- 
cios,  auxiliase  á  su  amigo  Cabanas  con  cantidades  que  por  su  posición  no 
pedían  ser  muy  grandes;  pero  que  repartidas  durante  dos  afios  tuvieren 
<|ue  elevarse  á  la  cantidad  de  16.000  pesetas,  pues  de  no  ser  esto  cierto 
no  había  enlace  preciso  y  directo  entre  los  hechos  demostrados  y  la  ao- 
lución  dada  al  asunto  por  la  Audiencia  de  Barcelona;  no  existiendo  tal 
enlaée  entre  el  fraude  cometido  que  el  Tribunal  á  quo  proclamaba  j  el 
hecho  de  no  entregarse  en  el  acto  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  18 
de  Febrero  de  1908  las  15.000  pesetas  que  Cabanas  debía  á  Llatjos,  pnea 
por  hecho  semejante  no  se  proclamaría  la  simulación  de  todo  contrato  en 
4}ue  así  sucediera,  ya  que  la  ley  autor iaaba  esta  forma  de  convenio  y  no 
exigía  que  cuando  se  iba  á  garantir  un  crédito  resultado  de  varias  obli- 
gaciones contraídas,  fuese  preciso  hacer  historia  de  cada  una  de  eataa 
obligaciones,  siendo  mejor  que,  como  la  ley  mandaba,  bastara  qne  el 
deudor  confesara  su  deuda  por  el  total,  para  no  tener  qñe  consnmir 
tiempo,  papel  y  dinero;  no  demostrando  tampoco  de  una  manera  precisa 
la  falsedad  del  contrato  el  hecho  de  ponerse  en  las  letras  la  fórmula  de 
< valor  en  cuenta»,  pnea  Cabanas  y  Llatjos  tenían  relaciones  hacía  mucho 
tiempo,  durante  el  cual  había  hechj  el  segundo  varios  anticipoa  al  prl- 
aaero,  existiendo,  por  esto,  cuentea  entre  los  dos,  y  al  girar  Llatjoa  una 
letra  contra  Cabanas  no  podía  emplear  otra  fórmula  qne  la  de  €  valor  en 
cuenta»,  pues  de  este  modo  indicaba  qne  Cabanas  no  le  había  reinte* 
grado,  porque  si  hubiese  puesto  la  otra  fórmula  de  cvalor  recibido, 
entonces  no  habría  hecho  anticipos,  préstamos,  sino  donacionee,  y  en* 
toncos  sería  cuando  la  parte  contraria  habría  podido  relacionar  esto  con 
la  falta  de  medios  de  Llatjos;  y  aunque  la  Sala  sentenciadora  agregaba 
<)ue  se  decía  cvalor  en  cuenta»  y  que  esas  cuentas  no  habían  reaultado, 
no  era  posible  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  llevase  Cabanas  la 
cuenta  con  arreglo  al  Código  de  Comercio,  esto  perjudicara  á  los  qne  con 
él  contrataban,  no  era  posible  que  por  no  llevar  una  parte  contratante 
libros  comerciales,  no  pudiera  la  otra  hacer  efectivo  su  crédito;  y  no  ca- 
bía dudar  de  que  las  letras  entre  Cabanas  y  Llatjos  habían  existido,  y, 
por  ello,  el  segundo  había  entregado  al  primero  hasta  18.000  y  pico  de 
pesetas — así  se  dice—,  puesto  que  todas  habían  sido  presentadas  en  au« 
tos,  y  la  de  más  importancia,  la  de  lO.OCO  pesetas,  por  no  haber  aido  pa* 
gada  después  de  su  aceptación,  había  dado  lugar  á  un  juicio  ejecutivo, 
no  siendo  creíble  que  se  pudiera  preparar  con  dos  sfios  de  antelación  la 
lalsedad  de  un  contrato  y  que  una  persona  que  nlngúa  provecho  iba  á 
sacar  se  prentase  gastosa  ser  ejecutada,  y,  por  tanto,  si  Valles  aceptó  la 
letra  ríe  10.000  pesetas  giradas  por  Llatjos  á  favor  de  Cabanas  en  Agosto 
de  1902,  mucho  antes  de  que  Cabanas  no  pagase  la  letra  del  actor  Her» 
nández,  fué  porque  se  veía  obligado,  y  no  solo  por  el  gusto  de  favorec 
á  Llaljos,  paeRto  que  de  este  placer  no  iba  á  sacar  él  más  que  la  ejec" 
ción  que  le  simuló  Alberni;  y,  por  último,  que  tambiéa  deducía  la  Se 
seuten'^Hdora  la  no  entrega  de  las  16.000  pesetas  de  la  mala  situación 
Llatjos,  y  rí  en  la  misma  escritura  cuya  nulidad  se  pretendía  se hnbiei 
dicho  que  Lhitjos  había  entregado  de  una  sola  vea  las  16.000  peseta 
entonc'»3  h*^brírt  relación  entre  este  hecho  y  el  que  la  Audiencia  pretend 
deducir;  pero  Llatjos  había  probado  que  las  entregas  eran  de  cantidad 
superiores  relativamente— así  se  dice— y  que  habían  llegado  á  las  16. O* 
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peaeUs  por  lo  repetidas  qne  eran  y  por  el  tiempo  que  habían  durado,  y 
eeta  Sala  podría  apreciar  si  Llatjos,  comerciante  antiguo,  y,  por  oonei- 
gnieote,  sen  crédito,  no  iba  á  poder  disponer  de  cantidades  de  tan  poca 
importancia  como  las  de  868  pesetas,  622  pesetas,  etc.,  qne  representaban 
iaa  letras  que  en  distintas  épocas  giró  á  favor  de  Cabanas: 

fiegondo.  Los  arts.  1291,  párrafo  8.<^,  y  1297  del  Código  civil,  y  el  86 
de  la  ley  Hipotecaria,  según  si  cual:  cLas  acciones  rescisorias  no  se  da- 
rán contra  tercero  qne  haya  inscrito  los  títulos  üe  bus  respectivos  dere- 
chos, conforme  á  lo  prevenido  en  esta  ley»,  infriagldos  igaalmente  por 
splicación  errónea,  porque  ol  hecho  de  que  la  inactipción  de  la  escritura 
de  deUtorio  entre  Cabanas  y  Llatjos  tuviera  lu^ar  en  la  mafiana  del  día 
18  de  Febrero  de  1908  y  la  diligencia  de  embargo  trabado  por  el  actor 
Hernandos  se  Tarificara  en  la  tarde  del  mismo  día,  no  probaba  el  fraude 
ai  la  slmalación,  pues  no  había  entre  esos  hechos,  aceptados  por  ambas 
parles,  la  relación  precisa  y  directa  qne  la  ley  exigía  para  tener  por 
derioe  In  simulación  y  el  fraude,  porque  al  verificarse  el  contrato  entre 
Cabanas  y  Llatjos  éstos  no  conocían  los  mandamientos  de  embargo,  y 
■o  conociéndolos  y  no  teniendo  impedimento  legal  para  obrar,  la  inscrip- 
ción de  la  mafiana  de  dicho  día  era  perfectamente  válida,  á  más  de  que, 
si  bien  el  contrato  se  inscribió  en  ese  día,  se  había  perfaccionado  mucho 
antee,  poee  Oabanae  contrajo  con  Aicart  en  24  de  Diciembre  de  1902  una 
éenda  de  27.000  pesetas,  para  cuya  garantía  hipotecó  el  deador  la  única 
finca  qne  tenis,  y  entonces  nació  en  Llatjos  y  en  el  miomo  Cabanas  la 
idea  de  garantiaar  éste  á  aquél  los  préstamos  qne  le  había  hecho,  pues 
li  antea  no  lo  había  llevado  á  cabo  era  por  couñar  en  qne  Cabanas  po- 
dría vender  sn  finca  y  pagar  la  deuda;  pero  como  pasaba  el  tiempo  y 
Qabanas  no  encontraba  comprador,  los  créditos  en  contra  aumentaban 
yssveia  qne  quisa  el  que  se  había  portado  mejor  con  él,  por  sn  des- 
prendimiento al  hacer  entrega  de  cantidades,  padlera  quedarse  sin  co- 
ter,  determinaron  hipotecar  las  fincas  de  Llatjos — así  dice—,  determi- 
saeiÓB  temada  cuando  podía  hacerse,  al  11c gir  á  la  mayor  edad  Caba- 
aas,  sin  demorarlo  nn  sólo  día,  pues  si  se  dejaron  pasar  veinte  entre  la 
mayoría  de  edad  de  aquél  y  la  inscripción  de  la  escrita ra  en  el  Registro 
ds  la  propiedad,  fué  porque  Aicart,  en  la  escritura  de  24  de  Diciembre 
de  1902,  ee  reeeryó  autoriaar  á  Cabanas  para  hipotecar  nuevamente  la 
fiasa  á  él  antea  hipotecada,  y  no  sólo  dio  el  permiso,  sino  qne  biso  por 
lí  mismo  la  minuta  de  la  otra  escritura,  en  lo  que  eüipleó  casi  todo  el 
tiempo  transcurrido  entre  el  24  de  Enero  y  el  18  del  mes  siguiente;  no 
habiendo  rasón  alguna  para  tener  por  válida  la  escritura  que  otorgaro-i 
^cart  y  Cabanas,  y  que  no  lo  fuese  la  de  Ctibintis  y  Llatjos,  pues  tau 
■In  garantía  dejó  el  crédito  de  Hernández  la  primera  como  la  segunda, 
no  habiendo  sido  la  del  24  de  Diciembre  más  que  el  aviso  que  se  dio  á 
Llatjos  para  que  cuidara  de  sus  derechos,  y  si  en  e^e  mismo  día,  ó  an- 
tas, no  se  otorgó  hipoteca  á  su  favor  fué  porque  siendo  tutor  judicial 
del  deudor  á  la  manera  como  exigía  el  art.  7 17 — a^í  diré — del  Código  ci- 
vil, no  podían  hacerlo  hasta  que  liegira  á  la  mayor  ada  i;  pr^ro  en  cuanto 
e  ocurrió,  las  dos  partes  se  apresuraron  á  curuplir  lo  debiJo,  sin  qne 
llera  decir  que  Llatjos  estaba  enterado  de  la  d»  u  ia,  y  que,  por  tanto, 
t>ía  sido  cómplice  en  el  fraude,  p  irque  no  h.\bÍA  tal  oo^a  ni  resultabí 
la  prueba,  pues  la  carta  aportada  á  ios  autos  no  probaba  ni  jusúñ- 
a  que  Llatjos  se  hubiese  entéralo  del  \'n norte  de  la  deuda  entre  Ca- 
ías y  Hernández,  ni  menos  que  lo  estuviera  de  la  ejecución  s.^s^uida, 
)Íeudo  sido  dirigida  al  solo  efecto  de  poner  en  conocí  miento  del  deu- 
'  que,  por  grave  enfermedad  en  la  familia,  Cabanas  no  se  podía  oca- 
"^n  arreglar  sus  asuntos,  y  qne  esperase  á  salir  de  eeas  circanstan* 
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cias;  y  la  Sala  aenUnciadora,  que  en  eate  punto,  como  en  todos,  re» 
solvía  por  indncoióD,  sentaba  para  ello  como  probado  el  heobo  de  qne 
en  11  de  Noviembre  de  1902  Llatjos  dirigió  una  carta  á  Hernándes  para 
qnjB  esperase  nnos  días,  pnea  teniendo  Cabanas  nna  bija  gravemente 
enferma  no  podía  ocnparse  del  asanto,  cnando  de  ese  becho  no  ee  po- 
día dedacir  que  Llatjos  estuviera  enterado  de  que  en  18  de  Febrero  ee 
babía  despachado  mandamiento  de  embargo  contra  loa  bienes  de  Ca- 
banas, por  no  baber  entre  ei  becbo  y  lo  inducido  la  relación  precisa  y 
directa  que  exigía  la  prueba  de  presunciones;  siendo  de  reparsr  qne  la 
carta  se  escribió  á  primeros  de  Noviembre  de  1902,  en  Enero  de  1904  se 
acordó  entre  Cabanas  y  Llatjos  hipotecar  nuevamente  las  fincas  y  á  úl- 
timos de  Febrero  tuvo  lugar  la  presentación  de  la  demanda  ejecutiva 
por  Hernándea;  Llatjos,  pues,  no  sabía  que  se  babía  despachado  man- 
damiento de  embargo,  y,  por  tanto,  no  fué  cómplice  en  ei  fraude,  y,  con 
arreglo  al  citado  art.  S6  de  la  ley  Hipotecaria,  las  acciones  rescisorias  y 
resolutorias  no  se  darán  contra  tercero  que  haya  inscrito  ios  títulos  con- 
forme á  la  ley; 

Tercero.  Los  arts.  1276  y  1276  de  dicho  Código  civil,  infringidos  tam* 
bien  por  aplicación  errónea,  pues  el  que  las  letras  giradas  por  Llatjos  á 
favor  de  Cabanas  faeeen  con  la  fórmula  de  cvalor  en  cuenta»  y  luego  no 
se  hubiese  JQBtlflcado  que  Cabanas  no  llevase  libros  de  comercio-t-asi 
dice — ,  no  era  bastante  para  deducir  que  la  causa  fuese  falsa  ó  que  no 
existiera;  y  del  conjunto  de  la  prueba  practicada  resoltaba  todo  lo  con- 
trario, puesto  que  Llatjos  prestó  varias  veces  á  Cabanas,  y  qne  quisas 
porque  Cabanas  no  cumpiieee  con  las  formalidades  comerciales,  qutsás 
por  economía,  se  eligió  la  letra  de  cambio  para  justificar  ios  créditos  por 
Llatjos,  y  claro  era  qne  no  podía  emplear  otra  fórmula  qne  la  de  cvalor 
en  cuenta»,  y  nunca  la  de  cvalor  recibido»;  llamando  la  atención  sobre 
este  motivo  de  nulidad  de  la  escritura,  que  la  Sala  sentenciadora,  cuando 
tenía  que  fandar  dicha  nulid::d  en  la  falsedad  de  la  causa,  decía  que  las 
letras  de  cambio  entre  Cabanas  y  Llatjos  no  mediaron  y  cuando  quería 
fundarla  en  que  en  las  deudas  entre  ambos  do  existía  causa  civil  de 
obligar,  admitía  la  existencia  de  las  letras,  pero  les  quitaba  la  fueraa 
legal: 

Cuarto.     £1  art.   1292  del  mismo  Código  civil,  según  el  cual:  cSon 
también  rescindiblee  los  pagos  hechos  en  estado  de  insolvencia  por 
cuenta  de  obligaciones  ¿  cnyo  cumplimiento  no  podía  ser  compelido  el 
deuc<or  al  tiempo  de  bacterio»;  infringido  por  aplicación  indebida,  puet 
el  derecho  civil  no  podía  recalar  las  obligaciones  mercantiles,  porque 
para  eso  estaba  ei  Código  de  22  de  Agosto  de  1886;  no  siendo  posible  qne» 
tratándose  de  nna  obligación  nacida  de  una  letra  de  cambio,  careciese 
Llatjos  de  acción  para  compeler  á  Cabanas  al  pago  de  las   18.000  pese- 
tas— así  dice—,  puesto  qne  no  por  cansa  suya  había  dejado  éste  de  ha- 
cer efectiva  la  letra  de  10.000;  porque,  en  primer  lugar,  la  letra  aceptada 
por  Vallas  y  no  pog^da,  era  sólo  de  10.000  pesetas,  y,  por  tanto,  las 
otras  6.000  nada  teí>ían  qne  ver;  y  en  segando  lugar,  conforme  al  Códi- 
ik^o  de  Cucnercio,  la  aceptación  obligaba  al  pago,  sin  que  valiera  aleg^^r  ia 
falta  de  provisión  de  fondop;  de  suerte  qne,  aceptada  la  letra,  las  coei 
tiones  que  snreiieran  no  podían  referirse  ¿  obligaciones  del  tomador,  sin 
qne  eran  cuestiones  á  ventilar  entre  el  librado  y  el  librador,  en  las  qt 
el  tomaior  no  tenia  más  iutarvención  qne  poder  exigir  el  pago  al  ace] 
tante  ó  al  librador;  y 

Qninto.  ü<i  art.  445  del  Código  de  Comercio,  según  el  que  cías  clái 
sulas  de  cvalor  en  cuenta»  y  cvalor  entendidos  harán  responsable  al  t 
mador  de  la  letra  del  importe  de  la  misma  en  favor  del  librador,  ps 
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nriglrlo  7  eompensarlo  en  la  forma  y  tiempo  qne  ellos  bajan  convenido 
al  baoer  el  contrato  de  cambio»;  iníringldo  en  la  eentencia  recurrida, 
como  todoB  loe  demAe  citados  en  el  considerando  nndécimo  de  ésta,  por 
so  indebida  aplicación,  paes  la  cansa  del  contrato  celebrado  entre  Caba- 
nas y  Llatioe  no  era  falsa,  porqne  el  contrato  de  cambio  no  se  oonenma- 
ba,  en  cnanto  á  las  obligaciones  del  tomador,  endosante  7  librado  res- 
pecto del  librador,  hasta  qne,  mediante  el  pago  de  la  letra,  quedaban 
extiognidas  las  acciones  que  contra  aquéllos  establecía  el  Código  de  Co- 
mercio; doctrina  qne  era  inexacta,  j  por  eso  decía  el  artículo  citado  que 
el  librador  podía  exigir  al  tomador  6  compensar  el  importe  del  giro  en 
la  forma  7  tiempo  qne  elloi  hubiesen  convenido  al  hacer  el  contrato  dé 
cambio;  luego  podía  suceder  que  se  pagara  una  letra  7  paeara,  no  obé- 
lente, mucho  tiempo  sin  qué  el  librador  estuviese  reembolsado  por  el 
tomador: 

Vteto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  do  Piniés: 

Considerando  que,  según  repetida  Jurisprudencia  de  eete  Tribunal,  el 
fraude  en  loe  contratos  puede  probarse  por  medios  distintos  é  indepen- 
diente ■  de  loa  casos  de  presunción  á  que  se  refiere  el  art.  1297  del  Códi- 
go civil,  7  que  habiendo  el  Tribunal  sentenciador  estimado  por  el  resul- 
tado de  toda  la  prueba,  con  independencia  de  tales  presunciones,  á  algu- 
la  de  laa  cuales  hace  relación  sólo  como  corroborante  de  su  juicio,  que 
d  contrato  de  que  ee  trata  fué  celebrado  por  los  que  en  él  intervinieron 
in  fraude  7  perjuicio  del  crédito  legítimo  que  contra  el  demandado  Ca- 
Isaae  tiene  el  actor  Hemándea,  quien  no  puede  cobrar  de  otro  modo  por 
ao  poseer  aquél  máe  bienes  qne  los  hipotecados  á  Llatjos,  al  cual  declara 
la  áala  cómplice  en  el  fraude,  es  manifiesto  que  no  se  han  cometido  las 
infracciones  alegadas  en  los  des  primeros  motivos  del  recurso,  en  el  cual 
S8  hace  de  la  cuestión  supuesto  al  negar  la  existencia  del  fraude  7  la 
lemplicided  de  Llatjos,  porque  aquel  juicio  no  se  ha  impugnado  in vo- 
tado error  de  hecho  que  conste  en  documento  auténtico  que  lo  paten- 
Hos,  ni  de  derecho,  sino  pretendiendo  combatir  aleladamente  lósele- 
■entee  qne  han  servido  de  base  á  la  apreciación  del  Tribunal  sentencia- 
dor, impugnación  qne  carece  de  eficacia  cuando  la  prueba  ha  sido  esti- 
bada en  oañjnnto,  7  porque  también  en  casación  es  ineficaa  impugnar 
is  qne  correeponde  privativamente  á  dicho  Tribunal,  ó  sea  la  determina- 
iléii  de  ai  el  enlace  entre  el  hecho  demostrado  7  el  que  se  pretende  dedu- 
ilr  ea  preciso  7  directo,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  siempre 
fae,  como  en  el  presente  caso  acontece,  es  indudable  la  existencia  de  tal 
salaee,  7»  qne  existe  perfecta  'conexión  7  congruencia  entre  los  hechos 
prebedoe  7  el  deducido: 

Considerando  que  asimismo  son  improcedentes  para  la  casación  loe 
lieo  dltlmoa  motivos,  porque  en  ellos  se  insiste  en  descomponer  la  prue- 
ba, á  la  apreciación  de  la  cual,  hecha  en  conjunto  por  la  Sala  sentencia- 
lora,  ha7  que  atenerse  mientras  no  se  combata  en  la  forma  establecida 
por  el  núm.  7.**  del  art  1693  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
~  10  de  casación  (interpuesto  por  D.  Pedro  Cabanas  Farreras,  á  quien 

denamos  ai  pago  de  la  eeetas;  7  con  la  oportuna  certificación,  devoél- 
B  á  la  Audiencia  territorial  de  Barceiona  el  apuntamiento  que  ha  re- 
Uio* 

leí  per  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
ara  en  la  Coleoción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia» 
isariae,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.srjoeé  de  Alde- 
=VlceatB  de  Pió iés.s Víctor  Covián.=Antenio  Alonso  Casaña.r:; 
nai  Domenech^arFederico  Monaalve.rrrBduardo  Bula  García  Hita; 

MMlOf  U 
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«Ismiento  cítU,  en  reUeión  eon  el  númerq  9.®  del  1799»  toda  ves  que  el 
tinleo  motivo  de  que  consta  tiene  por  f andamento  nna  apreciación  de 
la  piQeba  completamente  contraria  i  la  qne  hace  el  Tribnnal  sen  ten- 
dador,  bIq  qne  ésta  sea  impago ada  en  la  forma  que  exigen  el  núm*  7.* 
del  art.  1692,  aparte  de  qne  la  estimación  de  la  pineba  testifical,  coal  es 
U  qoe  sirve  de  fandamento  al  recurso,  es  de  la  exclusiva  competencia 
delTribanal  sentenciador  y  no  pnede  ser  motivo  de  casación,  según  reí 
terada  y  Qonetantemente  tiene  declarado  este  Tribnnal  Sopremo: 

lÜQ  ha  logar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
l»j  qne  ha  Interpuesto  D.  J.  R.  G.  en  la  representación  que  ostenta;  no 
hacemos  condenación  de  costas  mediante  haber  comparecido  sólo  en  este 
Tribanal  Supremo  dicha  parte  recurrente;  libróse  á  la  Audiencia  terri- 
territorial  de  ...  la  correspondiente  certificación,  devolviéndose  el  apun- 
tamiento que  remitió,  y  publíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

iíadrid  11  de  Octubre  de  1906.»Franoi8co  Toda.= Víctor  Govián^e 
Antonio  Alanso  Gasa fia.= Ildefonso  Lopes  Aranda.=Pascual  Dome- 
Bseh.=Ramón  Barroeta.=Camllo  María  Guilón.=Ante  mí,  Marcelino 
8aa  Bomán. 

£fúm.  73— TRIBUNAL  SUPREMO.— II  de  Octubre, 
pabUcada  el  15  y  17  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  ley.— /'a^o  de  ean^eeíaeí.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  ioterpuesto  por  D.  Ante 
nioOardil  contra  la  pronuaciad»  por  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Mauricio 
Cots  y  otros. 
Sn  sus  ooireiDBRAMDoa  80  establece: 

Que  según  repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo ^ 
«dtoes  impugnable  en  casación  la  prueba  de  presunciones  cuando  entre 
d  hecho  demostrado  y  el  que  se  trata  de  deducir  no  exista  el  enlace 
cuya  importancia  y  transcendencia  corresponde  resolver  á  la  Sala 
Hntendadora^  6  lo  que  es  lo  mismo ^  si  es  preciso  y  directo,  según 
las  reglas  indeterminadas  del  criterio  humano  mecamente  subj'eiioo, 
6  cuando  se  da  á  tos  hechos  signiñcación  de  que  racionalmente  ca- 
reeek 

Que  obseroándose  esta  doctrina,  no  se  infringen  los  arts,  1225, 
122%^  1249  y  1253  del  Código  civiU 

Que  aun  en  el  supuesto  de  estimarse  acreditada  la  entrega  de  can- 
tidad por  la  mujer  casada  para  obras  de  un  inmueble  del  mirido, 
corresponde  á  éste  aquella  suma  mientras  no  ae  pruebe  que  fuese  de 
la  pertenencia  de  la  mujer,  que  es  lo  esencial,  y  observándose  esta 
doctrina  carecen  de  aplicación  la  ley  7.*,  tit.  í.®,  libro  7.^,  volu- 
men /-®  de  las  Constituciones  de  Cataluña  y  el  párrafo  i.^  Itbrq  2.^ 
de  la  Instituía  de  Justiniano, 

£a  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1908,  en  los  autos 
i  iuieio  declarativo  de  major  cuantía  segaidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
'  lestancia  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  y  la  Sala  primera  de 
civil  del  propio  territorio  por  D.  Antonio  Oárdil  y  Padró,  confitero, 
i  D.  Bf auricio  Cots  cañeras,  dorador;  su  mujer  Dofia  Consuelo  Piqué 
lensa;  Dafia  Mercedes  Oos^  y  Piqué,  consorte  de  D.  Isidro  Piulas  y 
lUes^'ooiBO  representante  además  de  su  hija,  la  menof  Dofia  Mercedes 
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Finias  7  Oots,  y  D.  Ramón  Qaeraltó  Ollyer,  sin  profesión  determinada- 
los  últimos,  7  todos  vecinos  de  dicha  ciodad  de  Barcelona,  sobre  paga 
de  cantidad;  antes  pendientes  antd  Nos  en  recnrso  de  casadón  qne  por 
infracción  de  ley  lia  interpuesto  el  demandante  Cardll,  dirigido  y  repre- 
sentado por  el  Letrado  D.  Pedro  García  de  la  B&rga  y  el  Procurador  don 
Luis  Lumbreras,  eetándolo  los  recurridos  por  el  Letrado  D.  Manuel  Bo* 
Tira  y  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicbo. 

Resultando  qne  adquirido  por  D.  'Buenaventura  Qaeralt¿  y  Puig  el 
solar  núm.  882  de  la  calle  del  Consejo  de  Ciento,  de  la  ciudad  de  Barce- 
lona, por  comora  hecba  á  Dofia  Rosa  Glbert  y  otros  en  escritura  de  1.^ 
de  Abril  de  1879,  ante  el  Notario  D.  Mariano  Tomás,  construyó  en  él 
unos  sótanos  y  el  piso  de  la  planta  baja  por  medio  de  los  hermanos  don 
Diego  y  D.  Miguel  Parellada  Masaqué,  albafiil  y  carpintero,  respectiva- 
mente, quienes  en  11  de  Febrero  de  1881  otorgaron  á  favor  del  Qaeraltó 
la  correspondiente  carta  de  pago  del  importe  de  las  obras  mencionadas 
ante  D.  Esteban  Tramuelles,  documentos  éste  y  el  antes  mencionado  en 
Tirtud  de  los  cuales  obtuvo  el  D.  Buenaventura  que  se  inscribiese  á  sn 
nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  dominio  del  edificio  referido, 
sobre  el  que  se  construyeron  más  tarde,  por  el  citado  maestre  de  obras 
D.  Diego  Parellada,  los  pisos  entresuelo,  primero,  segundo,  tercero  y 
cuarto,  que  constituyen  en  la  actualidad  la  casa  de  la  calle  y  número 
antedichos,  edificación,  que  según  el  actor  Oardil,  se  llevó  á  cabo  por 
orden  y  cuenta  de  Dofia  Agustina  Alivó  y  Ramón,  mujer  legitima  de 
D.  Buenaventura  Qaeraltó  y  Puig,  cuyos  herederos  demandados  sostie- 
nen, por  el  contrario,  qne  tales  construcciones  se  realisaron  por  orden  y 
á  expensas  de  su  aludido  causante;  cuestión  ésta  sobre  la  cual  ha  versa- 
do principalmente  el  litigio  y  respecto  á  la  que  se  ha  presentado  en  au- 
tos por  el  demandante  un  recibo,  cuyo  texto,  según  se  transcribe  en  el 
escrito  interponiendo  el  recnrso  sin  que  aparesca  ni  en  las  certificacio- 
nes de  las  sentencias  ni  en  el  apuntamiento  nada  en  contra  de  la  exac- 
titud de  tal  copia,  es  el  siguiente:  cHe  recibido  de  Dofia  Agustina  Alivé 
la  suma  de  6.700  duros  por  el  importe  total  de  una  casa  construida  por 
orden  de  dicha  sefiora,  jBituada  en  la  calle  del  Consejo  de  Ciento,  nú- 
mero 882,  en  el  ensanche  de  esta  ciudad.  Barcelona  7  de  Noviembre 
de  1884.  Diego  Parellada.  Al  margen:  Son  cinco  mil  setecientos  duros- 
Resultando  que  en  20  de  Noviembre  de  1890  otorgó  testamento  don 
Buenaventura  Qaeraltó  y  Puig,  ante  el  Notario  de  Barcelona  D.  Fran- 
cisco Pascual,  legando  á  su  mujer,  Dofia  Agustina  Alivé,  el  usufructo 
Titalicio  de  su  herencia,  con  la  obligación  de  reconocer  á  favor  de  ésta 
nn  crédito  de  2.760  pesetas  qne  el  testador  había  suplido  para  mejoras 
hechas  en  dos  casas  que  la  legataria  tenía  en  la  calle  del  Carmen,  de  San 
Martía^jde  Provensals,  é  instituyendo  herederos  universales  á  los  cónyu- 
ges D.  Mauricio  Cots  Carreras  y  Dofia  Consuelo  Piqué  y  Menea,  á.  quie- 
nes Bfiétltuyó,  para  después  de  fallecidos,  con  la  h<Ja  de  los  mismos 
Dofia  Mercedes  Cots  y  Piqué,  y  á  su  vea  á  ésta  con  los  legítimos  y  natu- 
rales que  tuviese,  por  partes  iguales,  tanto  en  el  caso  de  que  la  Dofia 
Mercedes  premnriese  á  sus  padres,  y,  por  tanto,  no  llegase  á  poseer  la 
herencia,  como  en  el  contrario,  y  por  fin,  que,  fallecido  el  último  de  loi 
hijos  de  la  repetida  Dofia  Mercedes,  instituía  por  herederos  á  ios  parlen 
tes  más  próximos  del  otorgante,  uno  ó  varios,  qne  lo  fueran  en  igui 
gradot  existiesen  en  la  época  referida  y  fuesen  naturales  de  Barceloni 
testamento  éste  que  fué  la  última  voluntad  del  Qaeraltó,  ya  que  sin  hi 
berle  modificado  murió  en  Barcelona  el  20  de  Octubre  de  1898,  defonoi^ 
j  testamento  por  virtud  de  los  cuales  quedó  la  viuda  Dofia  Agostlx 
Alivé  en  posesión  del  haber  de  su  maridó,  formando  inventario  de  1* 
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«iB0blM  por  él  raiiptos  en  esoritora  que  autoriió  el  Notario  D.  Adolfo 
focha,  con  ÍOGhaa  17  de  Noviembre  y  21  de  Diciembre  de  1898,  y  en 
U  coal,  al  mencionar  la  ñoca  núm.  88f  de  la  calle  del  Oonsejo  de  Cien- 
to, hli3  eonotor  la  otorgante  qne  la  edificación  de  los  pisos  piimero»  Be- 
fando, tercero  j  coarto,  cnyo  importe  ascendía  á  6.700  daros,  habia  sido 
MÜsíecho  por  ella  á  D,  Diego  Parellada,  an  constractor,  según  recibo 
qw  éete  expidió  4  bq  favor»  y  en  tal  rasón,  era  acreedora  de  xa  herencia 
¿e  BQ  marido  por  dicha  cantidad,  de  la  qne  aon  no  ae  habia  reintegrado; 
mmifestación  que  el  Begistrador  de  la  propiedad  hlso  constar  en  el 
uiento  cuando  inscribió  el  docnmento  relacionado: 

Resnltando  qne  á  en  vea  la  vinda  Doña  Agnstina  Alivé  y  Bamóá 
otorgó  teotamento  en  4  de  Noviembre  de  1899,  ante  el  Notario  D.  Pedro 
Aman,  en  el  caal  institnyó  por  sn  nniversal  heredero  ai  Hospital  de  la 
^inta  Orna,  de  Barcelona,  y  consignó  la  cJánsnla  qne  dice:  c Declara  qne 
llene  nn  ci  edito  de  28.600  pesetas  contra  la  herencia  de  sn  marido,  don 
Bnsnaventara  Qaeraltó  y  Pnig,  por  ignai  cantidad  qne  importaron  las 
•bcaa  de  conatraccióii,  qne  pagó  la  testadora,  de  los  entresneios  y  piaoa 
primero,  segundo,  tercero  y  coarto  de  la  casa  núm.  882  de  la  calle  del 
GsBsejo  de  Ciento,    de  esta  cindad,  procedente  de  dicha  herencia;   la 
«Jaención  6  coneitrQcción  de  dichas  obras  manifiesta  ejecutó  el  albafiil 
D.  Diego  Parellada,  é  importaron  en  Jnnto  la  referida  snma  de  28.600 
peaetas,  oegdn  recibo  qne  dice  le  firmó  dicho  scfior  Parellada  en  7  de  No- 
viembre de  18B4;  lega  el  expresado  crédito  de  28.600  pesetas  á  Antonio 
Cardii  Padró,  con  obligación  de  aplicar  2.760  pesetas  al  pago  de  ignales 
^ne  la  herencia  de  en  difnnto  marido  D.  Baenaventnra  Qaeraltó  acredita 
de  la  testadora,  según  éste  expresó  en  sn  testamento,  por  obras  de  mejo- 
ru  practicadas  en  las  dos  citadas  casas  nnidas  de  la  calle  del  Germen,  de 
8tn  Martín  de  Provensals,  y  además,  satisfacer  al  Tesoro  público,  con  el 
importa  del  crédito  legado,  el  adendo  devengado  por  la  sncesión  delates- 
ttiktfa,  por  raxón  del  imp&esto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bie- 
nsa  por  sn  integridad»,  cnyo  testamento  qnedó  subsistente,  pnes  qne  la 
otorgante  Dofia  Agustina  Alivó  falleció  en  21  de  Septiembre  de  1902  sin 
kaberle  modificado,  ni  menos  revocado: 

Beanitando  qne,  en  relación  con  estos  antecedentes,  el  hoy  recurrente 
D.  Antonio  O&rdil  y  Padró,  como  legatario  de  Doña  Agustina  A 11  vé  y 
Kamón,  dednjo,  con  fecha  29  de  Noviembre  de  1902,  ante  el  Jozgado  de 
priaera  Inatancia  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  demanda  de  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  contra  los  herederos  actuales  de  don 
Baenaventnra  Qaeraltó  y  Pnig,  hoy  recurridos,  D.  Mauricio  Oots  Carre- 
ras y  Dolía  Consnelo  Piqué  Mensa,  y  contra  los  sustitutos  nombrados  á 
los  mismos  por  dicho  testador,  también  recurridos,  Dofia  Mercedes  Cota 
y  Piqué,  casada  con  D.  Isidro  Piulas  y  Bailler,  representante  además  de 
«I  hija  Dofia  Mercedes  Pinlaa  y  Cots  y  D.  Bamón  Qaeraltó  Oliver,  con 
la  súplica  de  qne,  en  su  día,  por  sentencia,  primero,  se  condenase  á  los 
c^rBfM  D.  Maoricio  Cots  y  Carreras  y  Dofia  Consuelo  Piqué  y  Men- 
^^  eomo  lierederos  nniversalea  de  D.  Baenaventnra  Qaeraltó  y  Puig,  á 
4ier  qne  satisfacer  á  D.  Antonio  Cardil  y  Padró,  como  legatario  de 
>ofia  Agostiza  Alivé  y  Bamón,  la  cantidad  de  26.760  pesetas  en  pago 
^  crédito  qne  ésta  tenía  contra  el  D.  Baenaventnra,  hecha  deducción, 
Ktslo  de  compensación,  de  las  2.760  pesetas  qne  el  Cardil  debía  pagar 
liehoa  cónyuges,  intereses  de  las  expresadas  26.760  pesetas  á  raaón 
8  por  100  annal  desde  la  fecha  de  la  demanda,  é  imponiéndole  las 
^;  7  eegnndo,  á  todos  los  demás  demandados,  subsidiariamente,  y 
» para  el  caso  de  qne  no  le  hubiesen  sido  satisfechas  al  Cardil  las 
^fiO  psoetas  por  virtnd  de  la  condena  solicitada  en  primer  término  j 
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ellos  UegAsen  por  vlrlad  de  algunft  de  las  Baftitaclonee  ordenadas  por  el 
testador  D.  Baeaayentura  á  adquirir  sa  herencia,  se  les  condene  al  pago* 
del  mencionado  crédito,  imponiónaoles  también  las  costas  si  se  opusie- 
sen á  la  demanda;  í andando  ésta  el  actor  D.  Antonio  Oardii  Padrd  en. 
heclios  snstancialmenfe  conformes  con  los  consignados  como  preceden- 
tes,  á  ios  cnales  afiadió  los  signientee:  qae  en  el  sfio  i884,  el  contratista, 
de  obras,  D.  Diego  Parellada,  por  cuenta  7  cargo  de  Dofia  Agustina 
Alivé  7  Eamón,  mujer  de  D.  Buenaventura  Qoeraltó,  construyó  sobre 
la  caea  de  éste,  núm.  882  de  la  calle  del  Consejo  de  Ciento,  el  entresuela 
7  los  pisos  primero,  segundOi  tercero  7  cuarto,  importando  las  ebraa- 
6.700  duros,  ó  sean  28.600  pesetas,  cantidad  que  la  Dofia  Agustina  pagó 
ai  Parellada  con  dinero  propio  de  la  misma,  según  recibo  que  la  expidió 
éste;  que  D.  Antonio  Oardii,  en  atención  á  que  había  muerto  D.  Diego 
Parellada,  firmante  del  recibo  del  importe  de  las  obras,  para  cerciorarse 
de  la  yeracidad  7  autenticidad  de  tal  documento,  requirió  notarialmente 
A  D.  Juan  Parellada  7  Gallart,  hijo  7  sucesor  de  aquél,  á  fin  de  que  ma- 
nifestara si  BU  padre  había  construido  los  pisos  de  referencia  per  cuenta 
7  encargo  de  la  Dofia  Agustina  Allyé,  si  cobró  de  la  misma  las  28.60<>- 
pesetas,  importe  de  didias  obras,  7  sL  reconocía  por  legítima  7  puesta 
por  su  padre  la  firma  que  autorisa  el  recibo  mencionado,  preguntas  á  las 
cuales  contestó  el  requerido  afirmatiyamente;  que  loQ  consortes  D.  Mau- 
ricio OoBt  Carreras  7  Dofia  Consuelo  Piqué  Mensa  han  aceptado  la  he- 
rencia de  D.  Buenaventura  Qaeraltó,  ejecutando  actos  de  herederos,  en- 
tre ellos  el  de  haberse  posesionado  de  la  casa,  motivo  de  esta  cuestión;, 
que  por  ello  el  actor,  como  legatario  de  Dofia  Agustina  Alivé,  tiene  dere» 
cho  á  que  dichos  herederos  le  satisfagan  las  28.600  pesetas,  importe  déla 
construcción  mencionada,  crédito  que  tenía  en  el  concepto  indicado  con- 
tra la  referida  herencia,  del  cual  había  que  deducir  á  título  de  compon-^ 
sación  2.760  que,  en  cumplimiento  del  testamente  de  su  causante,  debía 
satisfacer  á  los  demandados  Cots  7  Piqué,  como  herederos  de  D.  Buena- 
ventura Qaeraltó,  cu7a  cantidad  se  aviene  A  pagar  mediante  el  cobro  de 
su  legado,  restándole,  por  tanto,  los  citados  cónyuges  26.760  pesetas;  7 
que  dirige  también  su  acción  contra  los  otros  demandados  para  el  caso 
de  que  por  virtnd  de  las  sustituciones  hechas  en  el  testamento  de  don 
Buenaventura  llegasen  á  adquirir  la  casa  en  que  se  constru7eron  laa 
obras,  CU70  importe  se  reclama;  alegó  también  el  D.  Antonio  Cardil  va- 
rios fundamentos  de  derecho  7  presentó  como  documentos  la  carta  de 
pago  del  importe  de  la  construcción  de  los  sótanos  7  planta  baja  de  la 
casa  otorgada  por  los  hermanos  Parellada  á  D.  Buenaventura,  el  recibo 
de  D.  Diego  A  favor  de  Dofia  Agustina  por  el  costo  de  la  edificación  de 
la  misma  casa,  copia  simple  del  testamento  de  D.  Buenaventura  Que- 
raltó,  otra  auténtica  del  inventario  de  los  bienes  de  éste,  testamente  j 
partida  de  defunción  de  Dofia  Agustina  Alivé  7  copla  del  acta  de  reque- 
rimiento hecha  por  Oardii  al  hijo  de  D.  Diego,  documentos  de  que  7a  se- 
ha  hecho  anteriormente  mención  suficiente: 

Besultando  que  la  demanda  extractada  contenía  un  primer  otrosí  e 
que  se  solicitaba  su  anotación  en  el  Registro  de  la  propiedad,  pretes 
sión  que  denegó  el  Juagado,  7  un  segundo  otrosí  en  que  se  formuÍA' 
incidente  de  pobresa,  que  f  aé  tramitado  previamente  7  en  el  cual  1 
oa7ó  sentencia  declarando  pobre  al  actor  en  el  sentido  legal,  coneedie-  - 
dolé  los  beneñciOB  consiguientes,  después  de  lo  cual,  7  de  presentar 
actor  testimonio  acreditativo  de  haber  intentado  la  oonciliación  infru 
tuosamente,  se  cursó  por  el  Juagado  la  demanda  principal,  acordando 
emplasamlento  de  todos  los  demandados,  que  comparecieron  oportni    - 
nente,  excepto  D.  Ramón  Qaeraltó  Oliver,  A  quien  por  tal  motivo     -, 
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inslaneia  del  demandante,  se  declaró  rebelde  y  hnbo  por  contestada  la 
demanda  por  él,  conflriéndeae  traslado  á  los  personados  D.  Isidro  Pia- 
las, como  marido  de  Dofia  Mercedes  Cois  j  Piqué  y  padre  de  la  menor 
Bofia  Mercedes  Pialas  j  Cots,  y  D.  Manticio  Cots  y  Carreras,  por  sí  y 
eomo  marido  de  Dofia  Consuelo  Piqaé  y  Mensa,  para  qne  contestase  la 
demanda: 

Beenltando  qne  la  representación  de  los  demandados  personados 
contestó  la  demanda  en  escrito  de  20  de  Julio  de  1908,  saplicando  se  les 
absolyieee  de  ella  é  impusieran  las  costas  al  actor,  pretensiones  que 
fundó  en  una  relación  de  hechos  que  difieren  de  los  alegados  por  el  de- 
mandante: en  afirmar  los  contestantes  qne  los  pisos  cuyo  importe  de 
sonstrncción  se  les  reclama  fueron  levantados  por  orden  y  á  costa  de 
D.  Buenaventura  Queraltó,  quien  habia  hecho  con  su  trabajo  y  eeonomüt 
un  capital  de  relativa  importancia,  no  siendo  cierto,  por  tanto,  que  los 
hubiese  costeado  su  mujer  Dofia  Agustina  Alivé,  la  cual  no  tenía  dinero 
propio  suficiente  para  pagar  las  obras,  y  en  no  reconocer  el  recibo  atri» 
buido  á  Parellada,  ni  importancia  alguna  á  la  manifestación  conslgnadfi 
per  Dofia  Aguetina  Alivé  en  el  inventario  hecho  con  su  sola  interven- 
ción, entre  la  cual  y  el  contenido  del  recibo  hallan  la  contradicción  de 
que  en  éste  se  dice  que  todas  las  obras  de  la  casa  fueron  hechas  de  orden 
y  eoenta  de  la  Dofia  Agustina,  no  obstante  constar  al  Parellada  que,  por 
lo  nftenos  loe  sótanos  y  planta  baja,  fueron  construidos  por  la  de  D.  Bae- 
aaventnra,  mientras  que  en  el  inventario  se  consigna,  que  la  totalidad 
del  edificio  se  levantó  por  disposición  y  cuenta  de  ésta,  si  bien  su  mujer 
pag6  con  dinero  de  su  peculio  los  7.(00  duros  que  costaron  los  pisos  sn- 
perioree;  á  cuyas  rectificaciones  ó  manifestaciones  afiadieron  los  deman* 
dados  D.  Mauricio  Cots  y  litis  socios  que  llamaban  la  atención  respecto 
al  laconismo  del  recibo,  en  forma  privada,  el  contener  englobadas  y  sin 
especificar  todas  las  cuentas  de  construcción,  la  falta  de  compi;obantes 
aereditatlTOs  de  haberse  invertido  la  suma  referida,  la  facilidad  con  que 
se  suponía  que  D.  Diego  Parellada  se  encargara  de  la  construcción  de 
una  casa  en  terreno  ajeno,  eonstándole  que  lo  era  por  haber  sido  uno  de 
los  qne  hicieron  los  bajos  por  cuenta  de  D.  Buenaventura;  y  por  último, 
la  imposibilidad  por  la  circunstancia  últimamente  dicha,  de  que  Pare- 
llada consignara  en  el  recibo  haber  construido  toda  la  casa  de  cuenta  y 
arden  de  Dofia  Agustina  Alivé,  cuando  le  constaba  que,  por  lo  menos 
los  bajos,  fneron  hechos  por  la  de  D.  Buenaventura;  que  asimismo  lla- 
maban la  atención  sobre  la  contradicción  que  envuelve  la  manifesta- 
ción del  inventario  de  que  les  pisos  de  referencia  fueron  edificados  de 
tuenta  y  orden  de  D.  Buenaventura  y  que  las  obras  fueron  satisfechas 
por  Dofia  Agustina;  que  carecía  de  importancia  el  que  en  el  Registro  de 
la  propiedad  se  hubiese  consignado  dicha  manifestación  contenida  en  el 
Inventario;  qne  tampoco  tenía  transcendencia  alguna  el  reconocimiento 
del  recibo  hecho  por  el  hijo  del  firmante  D.  Diego,  por  no  haber  inter- 
venido en  ello  los  contestantes  y  sólo  revelaba  la  poca  confianaa  que  al 
actor  le  inspiraba  tal  documento;  que  era  raro  que  Dofia  Agustina  espe- 
rara para  dilucidar  este  supuesto  crédito  á  que  muriesen  su  marido,  el 
constructor  de  las  obras  Parellada  y  hasta  ella  misma,  lo  cual  hacía  pre- 
lumir  que  quiso  personalmente  intentar  una  reclamación  injusta;  que 
amblen  chocaba  que  D.  Buenaventura  Queraltó,  al  hacer  el  legado  del 
sufmcto  A  su  mujer,  exigiera  de  ésta  el  reconocimiento  de  un  crédito  A 
^vor  de  su  herencia  contra  propiedades  de  la  legatatía  como  condición 
rprssa  para  percibir  el  legado;  que  si  Dofia  Agustina  se  hubiera  creído 
n  derecho  al  cobro  de  la  cantidad  consignada  en  el  recibo,  la  hubiera 
lamado  con  anterioridad,  exigido  el  reconocimiento  de  la  deuda  por 
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el  marido  ó  proyeldoae  de  mejoren  dooamentoB  par»  demostrar  ia  eré» 
dito;  qoe  ei  faew  cierto,  no  la  habría  D.  Baenaventara  impaeeto  la  con- 
dición antea  mencionada  al  legado  del  neoírncto,  qne  sería  casi  nnlo. 
toda  ves  qoe  el  importe  del  recibo  era  mayor  qne  la  Taloraeión  dada  A 
la  casa;  qoe  D.  Boenaventnra  Qaeraltó,  después  de  edificados  los  bajos 
y  sótanos  de  sn  casa,  eontinoó  sn  Industria  de  panadero  y  algona  otra, 
obteniendo  buenos  rendimientos;  qne  cuando  se  habían  edificado  ya  loa 
pisos  altos  de  la  casa  y  cesó  Qoeraltó  en  su  industria,  todavía  le  resta- 
ron cantidades  para  invertir  en  obraa,  como  fueron  laa  2.760  pesetas  gas- 
tadas en  mejorar  las  fincas  de  su  mujer,  crédito  reconocido  por  ésta,  y 
para  prestar  1.260  pesetas  á  D.  Pablo  Socías;  que,  por  el  contrario,  Dofia 
Agustina  Alivé  carecía  de  bienes  propios,  pues  la  casa  últimamente  ad» 
quirida  en  San  Martín  de  Provensals  fué  un  regalo  que  le  hiao  su  ma- 
rido, toda  vea  que  se  compró  con  dinero  de  éste;  que  los  demandados  ne 
podían  acompafiar  documentos  JustificatiTos  de  que  D.  Buenaventura 
hubiese  satisfecho  las  obras  motivo  del  pleito,  por  cnanto,  al  fallect- 
miento  de  su  cansante,  Dofia  Agustina  ocupó  todos  los  papeles,  formando 
inventario  de  los  bienes,  en  el  qoe  no  incluyó  metAlico  alguno  é  impidió 
á  los  contestantes  intervenir  en  él,  suplicando  al  Notario  que  no  les  fa- 
cilitara copia;  que  Dofia  Agustina  Alivé,  en  el  negado  supuesto  de  que 
hubiese  costeado  las  obras  de  referencia,  sabía  perfectamente  que  se 
llevase  á  cabo  en  terreno  ajeno,  y  que  los  demandados  no  podían  com- 
pensar un  crédito  contra  la  herencia  de  Dofia  Agustina  con  el  reclamada 
en  el  presente  pleito,  tanto  por  no  deberse  éste,  como  por  ser  aquél 
contra  dicha  herencia,  y  se  reservaban  el  redamiirle  en  la  forma  opor- 
tuna; y  alegaron  también  loa  demandadoa  oontestantea  loa  fundamentoa 
de  derecho  qoe  creyeron  máa  adecuadoa  al  éxito  de  au  pretenaión: 

Resultando  que  al  evacuar  el  traslado  de  réplica,  el  actor  negó  loa 
hechos  expuestos  por  los  demandados  en  sn  contestación  en  cuanto  se 
opusieran  á  los  por  él  sentados,  aduciendo  diversas  observaciones  en- 
caminadas A  desvirtuar  las  producidas  de  contrario  referentes  al  recibe 
en  cuestión  y  á  la  carencia  de  documentos  de  los  demandados  que  le 
contradigan,  y  adicionó:  que  Dofia  Agustina  Alivé  había  heredado  á  su 
madre  Dofia  Josefa  Ramón  de  Sanet,  como  acreditaba  con  la  copia  del 
testamento  de  ésta,  qne  presentaba,  qne  en  2  de  Mano  de  1889  había 
comprado  la  Dofia  Agustina  dos  fincas  y  un  censo  á  D.  José  Roda;  y 
que  cuando  se  edificaron  los  pisos  motivo  de  este  pleito,  D.  Buenaven- 
tura tenía  hipotecados  el  solar  y  sótanos  de  la  cacia  A  los  hermanos  Rl- 
gard  por  9.000  pesetas  qne  les  tomó  prestadas  en  11  de  Febrero  de  1881, 
laa  cnalea  no  pagó  baéta  Abril  de  1886,  un  afio  deapuéa  de  vencida  la 
deuda;  y  deapuéa  de  inaistir  el  actor  en  loa  fundamentoa  de  eerechain- 
vocadoa  en  sn  demanda,  reprodujo  la  eúplica  de  ésta;  y  evacuando  A  an 
vea  loa  demandadoa  el  traslado  que  se  les  confirió  para  duplica,  recono- 
eieron  tan  sólo  de  los  hechos  expuestos  por  el  actor  la  certesa  del  testa- 
mento de  la  madre  de  Dofia  Agustina  Alivé  y  de  la  deuda  de  9.000  pese- 
taa,  ai  bien  llamando  la  atención  reapecto  A  lo  exiguo  de  la  herencia  y 
haciendo  notar  que  laa  9.000  pesetas  no  fueron  tomadas  para  pagar  la 
oonstrncción  de  los  sótanos  de  la  casa,  como  se  decía  de  contrario,  pues 
tales  obras  habían  sido  satisfechas  según  se  fueron  ejecutando,  como 
«oreditaba  la  carta  de  pago  de  las  mismas,  siendo  la  verdad  que  la  des- 
da de  referencia  se  contrajo  para  agrandar  el  negocio  ó  industria  del 
D*  Buenaventura,  quien  la  pagó  bastante  antes  de  la  fecha  sefialada  per 
«1  demandante,  qne  es  la  de  canoelación  de  la  hipoteca,  según  aparece 
de  los  hechos  alegados  de  contrario,  hicieron  también  los  demandados 
«boervaclonea  conducentea  A  deavirtnar  laa  del  actor,  y  agregando  A  lea 
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liMhoe  de  bu  contestación  Iob  ■Igni^nteB:  qne  Dofia  Agnatlna  volvió  de 
Yendrell  á  Barcelona  desptiée  del  íallecimiento  de  en  madre  y  tuvo  qae 
dediearee  á  coeer  ropas  para  ganaree  algona  cosa;  qne  D.  Buenaventura 
<)aeraltó  vivió  deepnós  de  casado  en  Vendreit,  de  donde  salló  despnós 
del  íaUecImtento  de  su  sttegra  en  tan  precaria  eitvación  con  sn  íamiliai 
qne  tomó  preetados  800  dnros  á  D.  Francisco  Calvó,  7  qne  con  los  reo- 
dimlentes  de  sn  panadería  j  con  sn  ahorro  llegó  á  tener  para  pagar  di- 
cha cantidad  en  el  afio  1860,  para  prestar  4.000  pesetas  á  D.  Garlos  Vila, 
iFma  qne  no  le  tné  devuelta  y  en  pago  de  la  cnal  se  Je  adjndicó  nna 
casa  del  deudor;  para  dar  A  D.  Magín  Torramoseil  6.000  pesetas  á  prés- 
tamo 7  para  comprar  el  solar  de  la  casa  motivo  ocasional  del  pleito; 
para  edificar  ó  hacer  obras  en  la  casa  de  la  madre  política  de  en  hijo  7 
para  devolver  las  9.000  pesetas  qne  había  tomado  prestadas,  7  qne  el 
traslade  de  la  panadería  valió  al  D.  Bnenaventnra  12.600  pesetas,  7  ade- 
más eobró  las  dendas  de  sns  clientes;  alegaron  también  los  demandados 
Jes  íondamentos  de  derecho  qne  tuvieron  por  conveniente  7  reproduje- 
ren la  BÚplIca  de  sn  escrito  de  contestación,  presentando  como  documen- 
tos las  escrituras  comprobantes  de  las  cantidades  prestadas  por  D.  Bue- 
naventura á  los  citados  deadores: 

Beenltande  que  recibido  el  juicio  á  prueba,  se  practicó,  á  Instancia 
del  aoter,  la  de  absolución  de  posiciones  por  los  demandados,  7  la  testi- 
fical, encaminada  á  demostrar  la  autenticidad  7  veracidad  del  recibo  de 
6.700  dnrosy  acompañado  á  la  demanda; que  por  cuenta  7  orden  de  Dofia 
Agustina  Allvé  se  edificaron  los  pisos  CU70  importe  es  objeto  de  la  re- 
damación; que  ésta  fué  quien  los  contrató  con  Parellada;  que  la  misma 
Dofia  Agustina  puso,  con  dinero  propio,  el  horno  de  pan-cocer  en  la 
plaia  de  CerdA,  en  sustitucón  de  la  meea  de  reventa  pan  que  antes  te- 
aúi,  corriendo  ella  con  este  negocio,  del  que  estaba  enterada  por  haber 
iido  panadero  su  padre;  que  D.  Buenaventura  había  manifestado  que 
las  obras  se  hicieron  por  encargo  7  cuenta  de  su  mujer,  7  otros  partlcn- 
lúes  menoe  importantes;  se  practicó  también  prueba  periniai  de  cotejo 
de  Istrae,  informando  tres  calígrafos  que  el  recibo  de  6.700  duros  pre- 
sentado oon  la  demanda  7  firmado  cDlego  Parellada»  está  todo  él  escrito 
7  autortaado  por  éste;  igualmente  se  practicó  prueba  documental,  con- 
sistente en  aportar  A  los  antoe  copia  auténtica  del  testamento  de  D.  Bue- 
naventura Queraltó,  de  la  cnal  7a  se  biso  suficiente  mención,  7  certifi- 
tición  del  Bcglstrador  de  la  propiedad  referente  A  la  inscripción  de  la 
«sa  primera  A  favor  de  D.  Buenaventura,  luego  el  de  su  viuda,  en  cuan- 
to al  nsnf  meto,  7  posteriormente  de  consolidación  del  dominio  en  don 
Mauricio  Gota  Carreras  7  Dofia  Consuelo  Piqué  Mensa;  asimismo,  pro- 
puesta por  loa  demandados,  se  practicaron  las  pruebas:  testifical,  con 
tendencias  A  demostrar  hechos  7  circunstancias  de  los  mismos  mAs  ó 
ttsnos  directamente  relacionados  con  los  que  habían  alegado  en  sus  ea- 
erltos  de  contestación  A  la  demanda  7  duplica,  inductivos  de  la  poca  pro- 
babilidad de  qne  fuese  cierto  que  Dofia  Agustina  Alivé  hubiese  pagado 
eon  dinero  propio  las  obraa  de  los  pisos  altos,  0070  importe  es  objeto  de 
reclamación;  de  cotejo  con  sus  originales,  de  las  copias  de  documen- 
t  presentados  por  los  demandados;  de  compulsa  de  la  cuenta  corriente 
'  D.  Buenaventura  Queraltó,  de  los  libros  de  comercio  de  la  casa  Falhs 
^Ibifiana  desde  7  de  Abril  de  1889  al  8  de  Jnnie  de  1884,  7  se  aporta* 
i  eertiflcación  de  la  Alcaldía  expresiva  de  batirse  concedido  licencia 
a  la  oonstmoclón  de  nn  homo  A  D.  Buenaventura  Qoeraltó;  la  escri- 
I  de  préstamo  de  1.160  pesetas,  hecho  por  D.  Buenaventura  Qaeraltó 
'.  Psblo  Seeías;  la  de  inventario  hecho  por  D.  Mauricio  Cote  Carreras  j 
^aOonanelo  Piqué  Mensa,  como  albaceas  del  D.  Buenaventura,  de  la 
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herencia  de  éste  en  19  de  Enero  dé  1894;  U  del  requerimiento  por  lo» 
últimos  á  Dofia  Agaatina  para  que  reconociera  en  favor  de  la  herencia 
de  en  dlfnnto  marido  el  crédito  de  las  S.760  pesetas  expresado  en  el  tes- 
tamento de  éste,  y  la  contestación  afirmativa  de  la  reqaerida;  la  de  ad* 
júdieación  á  D.  Baenaventnra  de  la  casa  núm.  168  de.  la  calle  del  Cax- 
men,  de  San  Martin  de  Provenaals,  en  pago  de  á.OÓO  pesetas  é  interósea 
que  le  debía  D.  Garlos  Vila,  j  testimonio  con  referencia  á  loa  ántos  de 
menor  cnantia  seguidos  por  el  D.  Baenaventnra  Qaeraltó  contra  D.  José 
Periey  y  Doña  Josefa  Riera,  en  los  qne  se  condenó  á  la  última  á  pagar 
al  primero  1.089  pesetas  78  céntimos  y  las  costaa: 

Besnltando  qne  nnidas  las  pruebas  A  ios  autos  y  evacuados  loa  tras- 
lados de  conclusiones,  dictó  el  Juagado  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  en  19- 
de  Diciembre  de  1904,  sentencia  que  contiene  los  pronunciamientos  ai» 
guiantes:  primero,  condenó  á  D.  Mauricio  Cots  y  Carreras  y  Dofia  Oon* 
anelo  Piqué  y  Mensa,  como  herederos  universales  de  D.  Buenaventura- 
Queraltó  y  Puig,  á  tener  que  satisfacer  á  D.  Antonio  Gardil  y  Padró» 
como  legatario  de  Dofia  Agustina  Alivé  y  Ramón,  la  cantidad  de  26.76o 
pesetas,  intereses  de  las  mismas  á  rasón  del  6  por  190  anual  desde  39  de 
Septiembre  de  1902,  fecha  de  la  demanda,  hasta  el  total  pago  de  dicha 
suma;  segando,  declaró  que  con  dicna  obiigación  de  pago,  y  por  tanto, 
mediante  la  efectividad  de  las  26.760  pesetas  á  D.  Antonio  Oardil,  queda- 
rá compensada,  y  por  tanto,  pagada  la  cantidad  de  2.760  pesetas  que 
D.  Antonio  Oardil  debe  satisfacer  á  los  demandados  en  fnersa  de  lo  dis- 
puesto por  Dofia  Agustina  Alivé  en  su  último  testamento;  tercero,  con- 
denó á  Dofia  Mercedes  Oots  y  Piqué,  Dofia  Mercedes  Piulas  y  Gota  y 
D.  Ramón  Qaeraltó,  tedoa  elloa  subsidiariamente,  sólo  para  el  caso  de 
que  cualquiera  de  ellos  llegue  á  adquirir  la  herencia  de  D.  Buenaventura 
Qaeraltó  por  virtud  de  las  sustituciones  dispuestas  por  éste  en  su  testa- 
mento sin  haber  sido  pagadas  A  D.  Antonio  Gardil  dichas  26.760  pese- 
tas é  intereses  á  tener  que  satisfacer  estas  responsabilidades  á  D.  Anto» 
nio  Gardil;  y  cuarto,  impuso  á  D.  Mauricio  Gots  Carreras,  Dofia  Con- 
suelo Piqué  Mensa,  Dofia  Mercedes  Gots  y  Piqué  y  Dofia  Mercedes  Pin* 
las  y  Gots  el  pago  de  las  costas  del  presente  litigio;  fallo  éste  del  cual 
apelaron  les  cónyuges  demandados  D.  Mauricio  Gots  Garrreras  y  Dofia. 
Consuelo  Piqué  Mensa  y  D.  Isidro  Piulas  y  Bailes,  como  marido  de 
Dofia  Mercedes  Gots  y  Piqué  y  padre  de  la  menor  Dofia  Mercedes  Piulas 
y  Gots,  dando  asi  lugar  á  la  tramitación  de  la  segunda  instancia,  qne 
terminó  por  sentencia  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Barcelona,  fecha  1.^  de  Febrero  próximo  pasado,  que,  revo- 
cando la  apelada,  absolvió  A  los  demandados  de  la  demanda,  sin  haoer 
expresa  condena  de  costas  de  ninguna  de  las  Instancias: 

Resultando  qne  D.  Antonio  Gardil  y  Padró  ha  Interpuesto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  loa  núma.  1.^ 
y  7.^  del  art  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  lo  f u^da  en  loa  trea 
motivos  ó  infracciones  siguientes:  ^ 

Primero.  La  Sala,  al  declarar  que  Dofia.  Agustina  A  Uve  no  pagó  el 
Importe  de  las  obras  reaüsadas  en  la  finca  qne  su  marido  poseía,  núme 
ro  882  de  la  calle  del  Consejo  de  Ciento,  de  Barcelona,  ha  incurrido  ei 
el  error  de  hecho,  comprendido  en  el  caso  1.?  del  art.  1692— asi  dice— 
(sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  22  de  Diciembre  de  1904,  que  re- 
sulta del  documento  privado  ó  recibo  suscrito  por  D.  Diego  Perellad» 
que  la  Sala  declaró  auténtico  y  legftimo,  y  en  el  cual  se  dice  que  fué  di 
cha  seftora  quisn  pagó  el  importe  total  de  las  obras  hechas  por  ordo, 
auya,  cometiéndose,  como  consecuencia  de  este  error  de  hecho,  el  de  de 
rocho  de  no  dar  al  referido  documento  privado  el  valor  jurídico  quo  I 
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éoBfiode  el  artícnlo  1326  del  Oódigo  civil,  en  réUción  con  el  1228  del 
mieme  Onerpo  legal: 

Segando.  Igualmente  ha  cometido  la  Sala  error  de  derepho  al  apre- 
cíat  1a  prneba,  por  admitir,  contra  el  precepto  taxativo  de  los  ar- 
tlenloa  1340  y  1368  del  Código  civil,  preanncionee  qne  se  deducen  de 
beehoa  completamente  acreditados  en  la  prueba — asi  dice^,  al  snpo- 
nene  que  D.  Baena ventura  Qoeraltó,  satisflao  el  importe  de  las  obras; 
habiendo  además  infringido  ambos  artículos  al  establecer  caprichosas 
presunciones  respecto  al  estado  de  Doña  Agustina  que  no  se  apoyan  ni 
tienen  enlace  con  ningún  hecho  cierto;  y 

Tsrcero*  Gomo  consecuencia  de  dichos  errores,  ha  infringido  la  Sala, 
por  no  aplicarse,  la  ley  1.*,  tit.  1.^,  libro  7.^,  volumen  1.^  de  las  Oona« 
titucionoo  de  CaUlnfia  y  el  párrafo  80  del  tlt.  1.®  del  libro  3.<>  de  la  Ins- 
tituta  de  Justiniano,  en  cuanto  no  declara,  con  arreglo  á  los  preceptos 
citados^  que  Doíia  Agustina  tiene  derecho  á  cobrar  la  cantidad  invertida 
en  edificar  de  buena  fe  en  terreno  de  su  marido,  cantidad  que  á  ella  per. 
tsnecia  por  no  vivir  bajo  el  régimen  legal  de  gananciales  y  tener  la 
propiedad  de  los  bienes  parafernales,  según  la  ley  8.^  tit.  14,  libro  6.®» 
del  Código  de  Jnstlnlano,  vigente  en  Oattflufia  (concordante  con  el  ar- 
ticulo 1882  del  Código  civil),  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  9  de 
Jallo  de  1874. 

Visto,  Blondo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafla: 
Considerando  que  aparte  de  que  la  prueba  de  presunciones  sólo  ee 
Impugnable  en  casación,  según  repetidamente  tiene  declarado  este  Tri- 
faonal  Supremo,  cuando  entre  el  hecho  demostrado  y  el  que  se  trata  de 
deducir  do  exista  el  enlace  respecto  del  cual  corresponde  á  la  Sala  sen^ 
teaciadora  resolver  su  importancia  y  transcendencia,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, si  ea  preciso  y  directo,  según  las  reglas  indeterminadas  del  criterio 
humano,  meramente  subjetivo,  ó  cuando  6e  da  á  los  hechos  significación 
de  que  racionalmente  carecen,  es  por  demás  evidente  qne  la  sentencia 
recurrida  no  adolece  de  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que  se  alegan 
ea  lee  doa  primeros  motivos  del  recurso;  porque  la  Audiencia  no  niega 
en  abeolnto,  como  se  supone,  que  Dofia  Agustina  Alivé  pagara  él  im- 
porte de  la  ¿onstrucción  de  los  pisos  altos  de  la  casa  de  que  se  trata. 
Bina  que,  en  virtud  de  la  facultad  antedicha,  establece  la  presunción  de 
que,  aan  en  el  supuesto  de  estimarse  acreditada  la  entrega  de  la  canti- 
dad por  Dofia  Agustina,  no  se  ha  probado  que  la  perteneciera,  que  era 
lo  esencial,  debiendo  corresponder  aquella  suma  á  su  marido;  porque 
ao  ee  deeconoce  en  el  fallo  el  valor  jurídico  que  como  documento  pri- 
vado auténtico  y  legítimo  ttene  el  recibo  en  cuestión,  al  entender  la  Sala 
que  por  él  no  se  justifica  la  procedencia  del  dinero,  ni  consiguientemeDte 
U  de  la  acción  intentada  en  la  demanda;  y  porque,  prescindiendo  de  la 
equivocada  redacción  del  motivo  segundo,  los  hecbos  en  qne  el  Tribu- 
nal h  quo  funda  sus  presunciones  se  hallan  documentalmente  acredita- 
das, siendo  indudable  la  eerteaa  y  realidad  de  su  enlace  con  el  hecho 
desconocido»  no  habiéndose  infringido,  por  tanto,  los  preceptos  legales 
citados  en  dichos  motivos;  y 

Considerando  que,  supuesta  la  ineficacia  de  los  mismos,  cae  por  su 
'laae  el  tercero,  puesto  que  no  tratándose  de  haberse  edificado  de  buena 
ío  en  terreno  ajeno  carecen  de  aplicación  la  Constitución  de  Catalnfia  y 
'M  leyes  romanas,  cuya  pretendida  violación  sirve  de  fundamento  á  di- 
be  último  motivo; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habei  lugar  al  re- 
írse de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Cardll  Padró,  á  quien 
itaiamde  al  pago  de  las  cosUs;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona 
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BeralUndo  qne  los  mismos  cónyuges,  por  otra  escrltara,  otorgada  e& 
MnndacA  á  S4  de  Mano  de  1878,  ante  el  Hotario  D.  José  de  Mendieta» 
dieron  permiso  j  liceDcla  á  sn  citado  hijo  D.  José  Bamón  para  qae  pn- 
Aera  otorgar  iesiamento^  donaetón  iñter  viooé,  diéponiendo  en  cual» 
quiera  forma  de  9UM  bienes  en  favor  de  la  persona  ó  personas  que 
estime^  á  cajo  fin  renanclaton  la  menor  porción  qne  les  correspoadiera 
de  la  herencia,  prometiendo  no  reclamar  de  aquello  que  dispusiera  por 
•onoepto  alguno  : 

Seeoltando  que  D.  José  Bamón  de  üribe  y  Lesamla  otorgó  testamento 
m  Bilbao  á  17  de  Mario  de  1880,  ante  el  Notario  D.  Miguel  de  OAStafilsa, 
•  m  el  que,  después  de  referir  la  relacionada  escritura  de  24  de  Mario^ 
ám  1878,  instituyó  úalco  y  univereal  heredero  fiduciario  y  testamenta- 
rlo á  su  hermano  D.  José  Asando  de  Uribe  y  Lesamls,  encargándole 
dlatrlbuyera  los  bienes  conforme  á  sus  instrucciones,  haciendo  las  apor- 
taciones forales  si  lo  creyese  conveniente,  y,  por  último,  ordenó  que 
Bftdle  pudiera  pedirle  cuentas  á  su  hermano  D.  José  Asencio,  y  qne  si 
al^na  persona  se  entrometiera,  que  se  entendiera  nombrado  el  mismo 
^aieo  y  uniyersal  heredero  absoluto  de  todos  sus  bienes: 

Resultando  que  D.  José  Bamón  de  üribe  falleció  después  que  su  pa- 
dre D.  Ensebio  y  antes  que  su  madre  Dofia  Carmen  de  Lesamls,  y  por 
escritura  otorgada  en  Bilbao  á  Iá  de  Febrero  de  1887  ante  el  Notarlo  Don 
Jalián  de  Ansuategui,  dando  cumplimiento  D.  José  Asencio  de  Uribe  á 
los  encargos  que  tenía  como  heredero  fiduciario  de  su  hermano  D.  José 
&sunÓD,  declaró,  entre  otros  extremos,  que  transmitía  á  su' sobrina  dofia 
Fernanda  de  Zjgasti  y  üribe,  en  pleno  dominio,  para  cuando  ocurriera 
Ia  muerte  del  declarante  y  de  su  mujer  Dofia  Isabel  de  Hermoso,  el  piso 
principal  ó  primero  alto  y  la  mitad  de  la  bodega  ó  piso  bajo  que  da  ha- 
tim  la  parte  de  la  calle  de  Bosblde,  que  también  tiene  una  puerta  por  la 
escalera  ó  portalada,  con  una  tercera  parte  del  camarote,  que  se  encuen- 
tra cerrado  y  es  para  seryicio  del  mencionado  piso  principal  de  la  casa 
aombrada  Gasteguia-iarra,  descrita  como  sigue:  «La  bodega,  el  piso 
principal  y  el  tercero  de  la  casa  nombrada  Gasteguia  zarra,  sita  en  la 
calle  de  Bosbide,  de  la  anteiglesia  de  Mundaca,  distinguida  con  el  nú- 
Biero  3,  con  entrada  por  dicha  calle  y  por  la  de  la  Virgen,  qne  es  la 
principal,  así  que  por  la  de  la  Beina,  teniendo  su  fachada  á  la  de  Bos- 
bide, enya  casa  linda  por  Mediodía  con  la  calle  de  la  Virgen;  por  Nurte, 
con  la  de  la  Beina;  por  Oriente  ó  parte  laguera,  con  la  casa  llamada 
OsLSteguia  ó  Gasteiena,  propia  de  los  herederos  de  D.  Juan  Antonio  de 
Oondre,  y  por  Poniente  con  la  referida  calle  de  Bosbide,  conteniendo 
«na  superficie  de  Telntiséis  pies  de  fachada  con  cuarenta  y  siete  de  fon- 
do» que  hacen  mil  doscientos  yeintidós  pies,  equlTalentes  á  noventa  y 
eoatro  metros  y  ochenta  y  siete  centímetros  cuadrados.  Dos  terceras 
partee  del  camarote  de  la  referida  casa  Gasteguia- zarra,  con  una  &uper- 
flde  de  ochocientos  quince  pies  cuadrados,  ó  sean  sesenta  y  tres  metros 
y  veintiocho  centímetros,  lindando  por  Oriente  con  el  camarote  de  Don 
Antonio  de  üribe,  dnefio  de  la  segunda  habitación;  por  Poniente,  con  la 
calle  Bosbide;  por  Norte,  con  la  calle  de  la  Beina,  y  por  Sar,  con  la  de 
la  Virgen»: 

Beealtsndo  que  D.  Joi»é  Asencio  de  üribe  y  Lesamis  otorgó  testa- 

BMfite  en  Bilbao  á  19  de  Febrero  de  1896  ante  el  Notario  D.  Ildefonso  de 

Urisar,  en  el  qne  declaró  que  habiéndose  obligado  eñ  las  operaciones 

-lartlelonales  de  la  herencia  de  su  mujer  Dofia  Isabel  de  Hermoso  á  can* 

lar  donación  á  su  sobrina  Dofia  Fernanda  de  Zugasti  de  todas  las  fincas 

[Se  poseía  en  la  anteiglesia  de  Mundaca,  y  ofreciéndose  para  ello  algu- 

Ot  InconTenlentee,  había  sustituido  dicha  obligación,  de  acuerdo  con 
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ceadientee  del  tosta^d^r  D.  Bn^ebio  de  Uribe  j  Agnlrre  7  Dofia  María 
Carmen  de  Lesvi^ii  i^p^cto  A  la  hf^enclfi  de,aQ  hijo  el  nombrado  den 
Joié  Ramón,  mediante  eeciritnra  4^  24  4e  Marao  de  1878  ante  el  Notarlo» 
can  reaidepoiii  ei^  Baatnria,  D.  I^ajó  de  Mendieta,  por^me  la  renuncia  de 
una  hereñda  íotnra  ee  ^o^trarla  é  le  fey;  8.^,  porque  anulada  ó  siendo 
nula  la  IpatiftuclAn  ¿ducif^rlá  en  favor  de  D.  Joaé  Áaenclp  de  üribe  y 
Lea^mii  en  cnanto  4  la  tctaUded  4o  loa  blenee  troncalée  comprendido! 
en  ia  eacritnra  de  ?1  de  Npyiembre  de  1871,  y  entre  (09  que  se  encuen- 
tran, cerne  jn  qe  ba  dicbo,  laa  perticipaeiones  de  la  finca  urbana  legada 
i  Dofia  Fernanda  de  Zugaatl  y  Úrlbe,  ca^ce  dlcbo  fiduciario  de  capaci- 
dad Jnrídipf  para  disponer  de  dicboa  bienes  en  la  eqcritura  otorgada  con 
íerha  11  de  Febrero  dé  1887  ante  el  Notario  que  íué  de  la  yilla  de  Bil- 
bao D.  Xalián  de  Ansuategui,  que  eirve  de  titulo  á  la  legatafia  Dofia 
Fernanda  de  Zagastl  para  la  inscripción  que  se  pretende;  4.^,  porque  el 
leiratario  no  puede  inscribir  los  bieuea  pegados  mientras  no  le  sean  en 
tregados  eolemneipente  por  loe  herederos,  pegún  preceptúa  el  art.  885 
del  Código  ci.Tll;  y  6.°,  porque  las  participaciones  de  la  finca  urbana  de 
que  ee  treta  no  se  determinan  y  describan  qpn  lo^  requisitos  que  sefia* 
lan  lea  arta.  8.®  y  9.^  de  la  ley  Hipotecaria  y  concordan  tea  de  su  reglf^ 
mente;  y  no  pareciendo  subsauables  los  tres  primerof  defectos,  no  pro* 
eede  tampoco  la  anotación  preventiva»: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Silvestre  Malazechavarría,  á  nom- 
bre de  D.  Víctor  de  Bilbao,  interpuso  este  recurso  pidiendo  se  declarase 
procedente  la  inscripción  denegada  por  loa  cuatro  primeros  defectos 
atribuidoe  por  el  Registrador,  y  que  el  electivamente  existía  el  quinto 
defecto  ee  ordenara  la  anotación  prev<^ntiva  hasta  su  aubsaDación,  y  al 
efecto  alegó:  que  aunque  el  testamento  de  D.  José  Ramón  de  üribe  sea 
nulo,  no  pnede  ir.su  nulidad  más  allá  que  la  sentencia  de  la  Audiencia 
le  ha  traaado,  puee  la  Resolución  de  24  de  Noviembre  de  1874  excluye 
de  la  calificación  de  los  Registradores  las  ejecutorias  que  tienen  fuerza 
de  ley^  y  la  misma  doctrina  se  manifiesta  en  encesivas  Resolacionfds, 
como  puede  verse  en  la  de  6  de  Diciembre)  de  1900,  que  declara  que  el 
Registrador  no  puede  poner  en  dada  la  eficacia  de  una  providc  ncia  judi- 
cial; que  la  ejecutoria  recaída  en  el  pleito  que  D.  Antonio  de  Uribe  pro- 
movió declara  textualmente  qne  el  testamento  de  D.  José  Ramón  de 
üribe  quede  subsistente  en  la  quinta  parte  del  caudal  hereditario,  que 
as  la  que  con  carácter  de  libre  dispoeición  pudieron  donarle  legítima- 
mente sus  padres,  sin  perjudicar  los  derechos  de  los  herederos  forzosos , 
y  que  de  eea  quinta  parte  es  de  donde  el  heredero  fiduciario  ha  ¿acado 
el  legado  de  Dofia  Fernanda,  conforme  á  la  legielación  aplicable,  qne  es 
la  de  Castilla,  anterior  al  Código  civil,  aegún  lo  establecido  en  la  ley  no 
veca,  titnlo  20,  libro  10,  de  la  Navíbima  Recopilación;  qne  no  pnede 
aprecia  rae  dicho  perjuicio  de  los  herederos  forzosos  qne  lo  f  qó  la  madre 
de  D.  José  Ramón,  que  tenia  renunciado  su  derecho  por  !a  escritura 
de  1878,  y  qne  además,  como  lo  que  trata  de  inscribir  Dofia  Fernanda 
d«  Zogasti  ee  finca  troncal  de  abolengo,  y  como  según  el  Faero  de  la 
troncalidad,  conforme  á  la  ley  18,  título  20,  no  puede  disponerse  de 
ienee  raicee  en  favor  de  extrafios  habiendo  descendientes,  ascendientes 
">  propincuos  de  traviesa  de  tronco  dentro  del  cuarto  grado,  es  evidente 
ue,  según  dicha  ley,  y  según  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  20 
e  Junio  de  1863,  no  puede  ser  nulo  el  legado  á  Dofia  Fernanda,  que  es 
roiilncna  tronquera  dentro  del  cuarto  grado;  que  tampoco  puede  consi- 
Brarae  nula  la  eacrltura  de  donación  de  1871,  porque  oonata  inscrita  en 
'  B^iatre  de  la  propiedad,  y  el  Registrador  no  tiene  competencia  para 
Mc^  loe  titaloa  iaeoritoa  que  deben  repataue  válidos  para  el  efecto 
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7  idemáa  porque  se  refería  á.nna  herencia  entre  eolateralee,  y  aquí  ae 
trata  da  la  de  nn  aacendlente  tronquero:  que  haelga  todo  lo  argumentado 
•n  oontrarie  en  favor  de  la  eficacia  de  la  ejecutoria  obtenida  por  D.  An- 
tonio de  üribe,  porqne  la  calificación  la  ha  practicado  reepetándola  com- 
pletamente y  aplicando  á  Dofia  Fernanda  la  micma  doctrina  que  la  een- 
taada  declara  en  cnanto  á  Dofia  Orietina;  que  dicha  aentencia  deja  Bub- 
■titéate  el  teetamento  en  cnanto  á  la  quinta  parte  del  caudal  heredita- 
rio; pero  eea  parte  debe  entenderee  con  ezclueión  de  loe  bienee  compren- 
didoe  en  la  eacritura  de  21  de  Noviembre  de  1878,  que  eon  trorcalea^ 
poee  el  quinto  eeria  inoficioeo  en  lo  que  excediere  jde  loe  bienee  no  tron- 
ealee;  qne  con  referencia  á  loe  mlemoe  bienee,  declara  textualmente  1» 
Nutencia  que  el  testamento  no  eonUiiuye  titulo  de  valides,  y  como 
iólo  excluye  de  ellos  la  manda  ó  donación  remuneratoria  á  favor  de  don 
Joan  Baotieta  de  Manene«  deduce  que  la  finca  legada  á  Defia  Fernanda 
BO  debe  entendecse  excluida  también;  qne  igualmente  ae  demueetra  asi 
por  la  congruencia  que  debe  exietir  entre  la  demanda  y  la  sentencia, 
porque  en  ésta  ae  ordena  devolver  todos  los  bienee  comprendidGe  en  la 
escritura  de  21  de  Noviembre  de  1878;  que  es  erróneo  lo  sostenido  por  el 
recurrente,  de  ser  aplicable  en  eete  caso  la  ley  80  de  Toro,  porque  tra- 
tindose  de  cosa  especifica  no  puede  cumplirse  en  otra  forma  que  entre» 
gndo  la  misma  coea  legada,  y  como  ésta  debe  coneideraree  en  poder  de 
Dofia  Carmen  Leaamis,  en  virtud  de  la  sentencia  que  dispuso  devolverle 
todos  los  bienes  comprendidos  en  la  escritura  de  1871,  con  la  única  ex- 
eepdón  de  la  manda  á  D.  Juan  Bautista  Manene,  tiene  la  representación 
de  su  hijo  en  virtud  de  la  resolución  judicial,  y  es  á  quien  corresponde 
hun  entrega  á  Dofia  Fernanda  y  apreciar  si  cabe  ó  no  en  la  parte  de 
tilHe  dispoeición  de  los  bienes,  atendido  el  derecho  de  los  legitimarioB, 
eeaferme  al  precepto  del  art.  886  del  Oódigo  civil  y  á  la  doctrina  de  las 
Resoluciones  de  este  Centro  de  4  de  Febrero  de  1880  y  g  de  Noviembre 
de  1887,  y  qne  la  descripción  de  la  finca  no  se  iiace  fijando  los  linderos 
per  derecha,  izquierda  y  espalda,  como  establece  la  Beeoluclón  de  12  de 
Mayo  de  1869,  ni  se  determina  si  las  participaciones  son  divisas  ó  Indi- 
visas, y  en  el  primer  caso  se  omiten  sus  reepectivas  descripciones,  con- 
ferme  á  loe  arte.  8.^  y  9.^  de  la  ley,  26  del  reglamento  y  12  de  la  Ine^truc- 
úém  para  redactar  instrumentos  públicos: 

Besultando  qoe  el  Juez  de  Gnernica  dictó  auto  revocando  la  nota  del 
Registrador,  y  ordenó  tomara  éste  anotación  preventiva  hasta  qne  se 
inbínnaae  el  defecto  enumerado  en  el  apartado  6.^,  fundándose  en  las 
conaideraciones  siguientes:  que  D.  José  Ramón  pudo  hacer  el  legado  á 
Dalla  Fernanda,  que  es  pariente  tronquera  del  testador  dentro  del  coarto 
grado,  conforme  á  la  ley  18,  tit.  20,  del  Fuero,  que  establece  la  doctrina 
de  la  troncalidad;  que  según  el  texto  expreso  de  las  leyes  14  y  18  del  ti- 
tule 20  del  Faero,  son  herederos  en  general  todos  los  parientes  propin- 
cQse  tronqueros  dentro  de  dicho  grado,  pero  no  se  fija  en  ninguna  ley 
Feral  las  personas  de- dichos  parientes  á  quienes  necesariamente  han  de 
:  Iba  bienes  raices,  sino  qne  se  limita  á  deaignar  un  grupo  dentro 
i  cual  puede  elegir  el  testador  un  pariente  remoto  con  preferencia  al 
s  próximo,  pues  asi  lo  dice  la  ley  10  del  titulo  21  del  Fuero;  qne  el 
Mo  A  los  efectos  de  la  sucesión  debe  entenderse  como  lo  define  la  ley 
del  mismo,  tít.  21,  y  así  lo  determina  la  sentencia  del  Tribnnai  Su- 
OK)  de  28  de  Abril  de  1868;  que  lo  expuesto  integra  la  recta  interpre« 
te  del  Fuero  en  cuanta  á  la  troncalidad,  no  sólo  porqne  donde  la  ley 
listlngue  no  se  debe  distinguir,  sino  por  el  criterio  expansivo  y 
ilio  eon  que  deben  interpretaree  las  leyes  qne  protegen  la  libertad 
entratacióut  y  porque  el  mismo  informa  la  doctrina  del  Tribunal  Bu- 
tomo  105  28 
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^eBd«  de  Borgoé  en  pleito  segrnldo  por  D.  Antonio  de  üribe  j  Lesftmls 
«on  eu  hermane  Dofia  Oriellna  en  cnanto  á  la  parte  correepondlente  á  la 
«ilema,  y  enyo  teattmonie  ee  halla  entre  loe  docnmentoe  presentados 
para  obtener  la  inecripclón  solleltadi: 

Oonelderando  qne  el  bien  es  cierto  qne  al  otorgar  en  testamento  don 
JoeéBamón  de  Ürlbe  vlvian  sns  padres  D.  Ensebio  de  ürlbe  y  Dofia 
Oannen  de  Lesamis,  qne  tenían  el  carácter  de  herederos  forEOSos  ó  le* 
^timarioe  del  mismo,  por  lo  qne  aqnél  no  podía  libremente  y  por  sn 
propia  autoridad  disponer  de  sns  bienes  en  perjuicio  de  la  legítima  co- 
neapondiente  á  sns  padree,  también  lo  es  qne  óstos,  por  escritura  de  24 
Ifarao  de  1878,  renunciaron  á  la  herencia  qne  pndlera  corresponderles 
de  en  citado  hijo,  y  qne  mediante  esta  renuncia  y  antorisación  otorgada 
por  aquéllos  ai  mismo  para  qne  pudiera  disponer  en  cualquier  forma  de 
•Be  bienee  á  favor  de  la  persona  ó  personas  qne  tuviera  por  convenien- 
te, podo  otorgar  pvl  testamento  con  preterición  de  sus  ezpreeados  aseen* 
dientes: 

Considerando  que  en  la  época  en  que  se  otorgó  dicha  escritura  no 
re^  el  Código  civil,  cuyos  arts.  816  y  1271  prohiben  esta  clase  de  re- 
iranciae,  y  la  ley  18,  título  5.^  de  la  Partida  quinta,  citada  en  su  informe 
por  el  Registrador,  bajo  el  supuesto  de  contener  también  esta  prohibí- 
ción,  ee  refiere  únicamente  á  la  venta  de  la  herencia  futura,  y  aun  en 
este  caso  permite  aquélla  cuando  se  hace  con  consentimiento  del  cau- 
aante  de  ésta,  si  persiéte  en  su  voluntad  hasta  su  muerte: 

Oonelderando  qne  habiendo  premuerto  D.  Eosebio  de  Uribe  á  sn  hijo 
D.  José  Ramón,  y  no  apareciendo  que  su  madre  Dofia  Carmen  de  Leaa- 
mis,  fallecida  con  posterioridad  á  éste,  hubiese  revocado  ni  pedido  la 
anulación  de  la  renoncia  de  sus  derechos  hereditarios,  que  tenía  hech» 
á  favor  del  mismo,  ha  de  eetimarse  como  válida  y  subfiie>tente  para  los 
efectos  del  Registro  mientras  otra  cosa  no  se  declare  judicialmente  ec 
pleito  seguido  con  citación  y  emplasamiento  de  Dofia  Fernanda  de  Zn- 
gasftl,  á  qnien  se  refiere  la  inscripción  que  ha  dado  lugar  al  recurso,  y  de 
\&m  demás  interesados  en  la  herencia  del  expresado  8r.  Uribe: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Burees  en 

el  pleito  promovido  por  D.  Antonio  de  Ürlbe  contra  su  hermana  Dufia 

Cristina  Uribe,  sobre  nulidad  del  referido  testamento  del  hermano  d« 

ambea  D.  José  Ramón,,  no  puede  afectar  á  la  inscripción  qne  se  solicite, 

^rqve  dicha  nulidad  únicamente  puede  aer  eficaz  en  cuanto  se  relacio- 

■a  con  la  Institución  hereditaria  hecha  á  favor  de  la  nombrada  Dofia 

Citettoa  por  haberse  ésta  allanado  á  la  demanda,  no  alcanzando,  por 

taduto,  aoe  efectos  á  Dofia  Fernanda  de  Zagasti,  qne  no  foé  parte  en  el 

ptoUo,  no  sólo  per  el  principio  jurídico  rea  Ínter  aUos  acta  non  nocet^ 

flioe  también  porqne  ezpreeamente  se  indicó  en  la  propia  sentencia  qne 

Bi»  podían  entenderse  perjudicados  en  modo  alguno  por  la  misma  los  de 

leelsee  de  un  tereero  qne  no  hubiese  sido  parte  en  el  procedimiento: 

Considerando  que  la  transmisión  hecha  á  dicha  interesada  por  don 

«é  Aeencio  üribe,  como  heredero  fiduciario  de  su  hermano  D.  José 

uñón,  en  cumplimiento  del  testamento  de  éste,  tampoco  ee  opone  al 

tttdpio  de  troncalidad,  qne  respecto  á  bienes  raicee  eetablece  la  legis* 

Ma  de  Viaoaya,  puesto  que  conforme  á  la  ley  l,\  tít.  21,  del  Fuero 

eeeia!  de  dicho  país  y  á  lo  deelarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  8en- 

Msias  de  18  de  Jnnio  de  186!)  y  II  de  Noviembre  de  1902,  no  puede  ha- 

^e  donaeMo  á  eztrafioe  habiendo  parientes  dentro  del  cuarto  grado, 

o  puede  Inetitniree  heredero  á  cualquiera  de  éstos,  aunque  haya  otros 

a  IgüMl  ó  vnperior  grado,  y  constando  qne  Dofia  Fernanda  de 
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Sagastl  ee  pariente  dentro  de  sqnel  grado  del  testador  D,  José  Batnóa 
de  ürlbe,  aparece  eampUda  la  citada  disposición  foral: 

Considerando  qne  carece  ignalmente  de  fundamento  el  motivo  cnart» 
de  la  nota  recurrida,  relativo  á  la  snpnesta  infracción  del  art;  885  del 
Código  civil,  que  determina  sean  entregados  á  los  legatarios  por  los  he- 
rederos loe  bienes  legados,  toda  ves  que  la  transmisión  efectuada  á  Dofia 
Fernanda  de  Zagasti  de  la  finca  á  que  el  recurso  se  refiere  por  D.  José 
Asencio  de  üribe,  como  heredero  fiduciario  de  su  hermano  D.  José  Ra- 
món, se  ajusta  á  lo  prevenido  en  dicho  precepto  legal:' 

Considerando  en  cnanto  al  quinto  y  último  extremo  de  la  nota  que 
existen  los  defectos  snbsanables  que  en  el  mismo  se  indican,  pueeto  que 
en  el  docnento  presentado  para  inscripción  se  describen  loe  lindaros  de- 
la  finca  por  sus  cuatro  puntos  cardinales^  j  no  por  derecha,  isquierda  y 
espalda,  como  para  las  fincas  urbanas  dispone  el  art.  12  de  la  lostrne- 
clon  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á  re- 
gistro, y  no  se  expresa  si  la  participación  en  el  camarote  anejo  á  aqnéüa. 
es  divisa  ó  indivisa,  omitiéndose  además  en  el  primer  caso  las  respecti- 
vas descripciones; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada^ 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
los  efectos  coneigaientes.  Dios  guardé  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  12  de 
Ooénbre  de  1906.=E1  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  8erna.ar 
8r.  Presidente  de  la  Audiencia  de  Burgos. 

NuTQ.  75.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 13  de  Ootsbre, 
publicada  el  23. 

OoMPBTENCTA.— Defiffnsa  por  poóre.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juzga  io  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Barceloneta, 
da  Barcelona,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  de  Buena- 
vista,  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  ínter* 
pue$«ta  por  D.  José  Donderís  contra  la  Compañía  de  los  ferro- 
carriles de  Vil  lena  á.  Alcoy. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  Bstableco: 

Que  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  21  de  la  ley  de  Enjui^ 
eiamiento  cioil,  la  declaración  de  pobreza  se  ha  de  solicitar  siempre 
en  el  Juzgado  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocio  en  quM 
se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio^  estimándose  para  todos  los  efec- 
tos como  un  incidente  de  aquél^  por  cuyo  motivo^  reiterada  juriS' 
prudencia  del  Tribunal  Supremo,  establece  que  en  la  demanda  debs 
expresarse  la  clase  de  acción  y  mencionarse  las  circunstancias  in* 
dispensables  á  ñn  determinar  la  competencia^  y  las  dudas  que  surjan 
por  insuñciencia  ú  oscuridad  de  tales  conceptos,  han  de  resolüerse 
en  favor  del  demandado: 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  IS  de  Octubre  de  1906,  en  la  compe 
tencia  por  inbibitorift,  pendiente  ante  Kós,  suscitada  por  el  Juca  de  prí 
mera  instancia  del  distrito  de  la  Barceloneta,  de  Barcelona,  al  de  ign 
clase  del  de  BuHoavieta,  de  esta  capital,  en  el  conocimiento  del  inciden 
de  pobrexa  promovido  ante  este  último  Juagado  por  D.  José  Donderis  Pefl 
Presbítero,  avecindado  en  esta  corte,  para  litigar  con  la  Compaftía  de  Ii 
ferrocarriles  económicos  de  Villena  á  Alcoy  y  Yeola,  habiéndose  perr 
nado  ante  este  Tribunal  Supremo  el  D.  José,  representado  y  defendido  i 
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«I  PnMnrmdor  D,  JMé  María  Agalrre  y  el  Letrado  D.  Antonio  Portnonde; 
Ja  Oompaftia,  qne  lo  está  por  loa  de  igual  olaae  D.  Garlos  de  Santiago  y 
O.  Joan  Qarcia  Peres  y  Ochando,  y  la  repreeentación  del  Eetado. 

Beenltando  qne  con  íeeha  20  de  Noviembre  de  1908)  D.  José  Donde* 
TisPefia,  Preebitero,  domloliiado  en  eeta  Tilla  y  corte,  íormnló  demanda 
iaeidental  de  pobreía,  qne  por  reparto  oorreapondió  al  Juzgado  de  pri- 
mera inetaneia  del  dietrlto  de  Baenavista  de  eeta  capital,  en  solicitud  de 
qne  ee  le  declarase  pobre  en  sentido  legal  y  con  derecho  á  gozar  los  be- 
nefleloe  conoedldoa  por  la  ley  á  los  qne  se  hallan  en  tal  caso,  en  el  plei- 
to qne  intenta  promover  á  la  Oompafila  de  los  ferrocarriles  económlcoe 
dfi  Villena  á  Alooy,  á  Yeola  y  Alondia,  sobre  reclamación  de  importante 
oaatidad,  demanda  en  qne  ezpnso  como  hechos  sns  circanstancias  per- 
eonalee  y  medios  de-  subsistencia,  en  la  forma  prevista  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  alegó  como  fundamentos  jie  derecho  varios  ar- 
tionlos  de  ésta,  manifestando  en  un  otrosí  qne  la  Comptifiía  demandada 
eeteba  domiciliada  en  Barcelona,  por  lo  cual  interesó  exhorto  para  el 
empiasamiento  de  la  misma,  cuyo  relacionado  escrito  motivó  providen- 
cia, por  la  qne  se  acordó  que  luego  que  el  Procurador  Bra  presentara  la 
demanda  principal  con  los  documentos  en  que  se  basase  sn  derecho  para 
delarminar  la  competencia,  ee  proveería,  proveído  qne  se  Dotiñcó  en  en 
propia  fecha,  12  de  Dicie-nbre  de  1908,  al  Procurador  del  demandante, 
D«  Manuel  Brn,  quedando  en  tal  estado  las  actuacionee  basta  que  con 
íeeha  7  de  Abril  de  1906  el  Procurador  D.  José  María  Agnirre  y  Soriano, 
nombrado  nuevamente  por  el  actor  D.  José  Donderin,  presentó  escrito 
«exeneándoee  de  formular  entonces  la  demanda  priDcipal,  fundado  en 
qno  tenía  necesidad  para  ello  de  practicar  varias  diligencias  prellmina* 
nm  á  la  misma  que  autoriza  la  ley,  manifestando  qne  había  tardado  tan- 
4e  en  instar  el  curso  de  les  autos  por  haber  invertido  el  tiempo  los  inte* 
reeadoa  en  geetionar  para  traneigir  la  cuestión,  y  Bnplicando  se  cursase 
la  demanda  incidental,  de  la  que  por  un  otrosí  rectificó  el  nombre  de  la 
-Cempafila  demandada,  que  es  de  Villena  á  Alcey  y  Yecla,  sin  el  adita- 
mento de  Alcudia  de  Oreepíne,  qne  por  error  se  puso  primeramente,  con 
le  eoal  ee  dio  curso  á  dicha  demanda  incidental: 

Beenltando  qne  emplazada  la  mencionada  Oompafiía  de  los  ferroca- 
Tiilee  de  Villena,  Alcoy  y  Yecla  por  exhorto  que  cumplimentó  el  Juzga- 
db»  derdlstrito  de  la  Universidad,  de  Barcelona,  promovió  la  dicha  entidad 
demandada  oneetión  de  competencia  en  escrito  de  28  de  Diciembre  últi- 
mo, qne  foé  turnado  al  Juzgado  de  la  Barceloneta,  en.el  cual  pidió  se  re- 
quirieeede  inhibición  al  de  Baenavieta  de  esta  corte,  ínndándcse  en  que 
no  habiendo  renunciado  el  fuero  de  su  domicilio,  y  pues  se  trataba  del 
«favelcio  de  una  acción  pereonal,  al  parecer,  sin  que  constase  el  lugar 
en  donde  hubiese  de  cumplirse  la  obligación  ni  el  del  contrato  origen  de 
ÍM  miema,  era  competente  para  conocer  del  asunto  el  Juzgado  de  la  ve- 
eisdad  del  demandado,  con  arreglo  á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de 
Sejuielamiento  civil,  preteneión  de  la  cual  se  dio  conocimiento  por  co- 
-aamiieaeión  al  Juagado  de  Boenavleta  y  audiencia  al  representante  del 
Ilniaterlo  fiseal,  quien  lo  evacuó  en  sentido  favorable  á  la  inhibitoria, 
Im  que  defirió  el  Juagado  de  Boenavleta  en  auto  de  29  de  Enero  último, 
or  el  eaal  se  declaró  competente  para  conocer  del  asunto  de  referencia, 
eoerdó  requerir  por  medio  del  correspondiente  oficio  y  testimonio  al 
e  Baenavista,  de  Madrid,  para  que,  inhibiéndose,  remitiese  las  actúa- 
'anee,  resolución  que  contiene  eustancialmente  los  mismos  fundamen- 
m  alegadoo  por  la  Oompafiía  demandada  en  el  escrito  que  la  motivó: 
Beaaltendo  qne  requerido  en  la  forma  dicha  de  inhibición  el  Juzgado 
'^enaviate  de  eeta  eapital,  dio  vista  del  oficio  y  testimonio  recibidoe 


Digitized  by  LjOOQ IC 


86S  jüxiflPBininioiA  ofTiL 

al  actor  D  José  Donderia,  quien  la  eyaenó  mi  el  aentido  de  aoafeener  la. 
oompetencia  del  Josgado  requerido,  Bolicisando  del  miame  qoe  no  ae  ia- 
hibieee,  porque  la  parte  demandada  «e  había  eometido  ezpreaamanke  4^ 
loa  Tribnnalea  de  eala  corte,  como  acreditarla  á  su  tiempo,  ain  qoe  le 
ínefie  licito  hacerlo  de  momento  por  tener  para  ello  qne  entrar  en  el  fon- 
do del  asunto  principal,  de  que  ea  incidente  el  de  pobreaa  que  ahora  ae- 
ventila  lo  cual  le  prohibe,  mientras  este  no  ee  determine,  el  párrafo  1.^ 
del  art.  22  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  porque  en  apoyo  de  en 
afirmación  tendría  qne  presentar  yarios  documentos,  cosa  equivalente  á. 
someter  el  asunto  á  una  prueba  qne  la  ley  procesal  no  consiente  en  eatae 
cuestiones  de  competencia,  siendo,  por  la  sumisión  referida,  de  aplica- 
ción al  caso  el  art.  66  de  la  ley  de  Eojoiciamiento  civil,  y  no  el  62  de  la. 
misma,  invooado  por  el  requirente;  el  Ministerio  fiscal,  á  quien  tam- 
bién se  confirió  trasUdo,  lo  evacuó  en  el  sentido  de  que  procedía  defe- 
cit  al  requerimientoMe  inhibición,  dado  que  la  manifestación  del  actor- 
de  que  la  parte  demandada  se  había  sometido  expresamente  á  los  Tribu- 
nales  de  esta  corte  carecía  en  absoluto  de  comprobación,  y  el  Juagada  de 
Buenavista  denegó  por  auto  de  26  de  Abril  último  la  inhibición  reque- 
rida por  el  de  la  Barceloneta,  mandando  comunicar  á  éste  la  resolución  4 
interesar  del  mismo  que  manifestase  si  dejaba  en  libertad  al  proveyente 
para  seguir  actuando  ó  inaistía  en  la  inhibitoria,  para  elevar  las  adoa- 
dones  á  quien  correspondiera  para  la  decisión  de  la  competencia,  pro- 
veído fondado  en  consideracionea  en  esencia  conformes  con  las  ezpaee- 
tas  por  el  actor  al  evacuar  el  traslado  que  del  requerimiento  se  le  canfl- 
rió,  á  las  opales  sólo  afiade  la  de  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  recaída 
sentencia  firme  en  el  incidente  de  pobreaa  resultase  en  la  demanda  prin- 
cipal inexacta  la  afirmación  del  demandante  relativa  á  la  sumisión  del 
demandado,  no  por  ello  sufriría  éste  perjuicio  alguno,  puesto  que  podría 
reproducir  entoncee  la  cuestión  de  competencia: 

Beeultando  que  participado  el  auto  de  que  acaba  de  hacerse  mérito 
al  Juagado  de  la  Bsroeloneta,  éste  insistió  en  la  inhibitoria  por  otro  de  IS- 
de  Junio  próximo  pasado,  que  se  comunicó  al  de  Bjienavista,  por  le  enal 
ambos  Josgadoe  contendientes  elevaron  sus  reepectivaa  actuaciones,  d« 
iadas  y  emplaaadas  las  partes,  á  este  Tiibnnal  Supremo,  ante  quien  se 
personaron  aquéllas,  sustanciándose  la  competencia  con  interveae&óa 
del  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  MagisUado  D.  Víctor  Gevían: 

Oonsiderando  que,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  21  de  la  ley 
de  Eojuiciamiente  civil,  la  declaración  de  pobreaa  ee  ha  de  soUeitar 
siempre  en  el  Joigado  competente  para  conocer  del  pleito  ó  negocie  en 
qne  se  trate  de  ntiliaar  dicho  beneficio,  eetimándose  para  todoe  loa  elec- 
tos como  un  incidente  de  cquél,  por  cuyo  motivo,  reiterada  jurispruden- 
cia de  este  Tribunal  Supremo,  establece  que  en  la  demanda  debe  expre- 
sarse la  clase  de  acción  y  mencionarse  las  circunatanclaa  indispenasibiea 
á  fin  de  determinar  la  competencia,  y  las  dudas  qne  surjan  por  insufla 
deneia  ó  oscuridad  de  talee  eoneeptes,  han  de  resolverse  en  favor  del  de» 
mandado: 

Considerando  que,  eato  supuesto,  al  ejercitar  su  acdón  D.  José  Ba 
deris  Pefia,  ante  uno  de  loe  Jnsgados  de  Madrid,  como  Juea  competer 
para  conocer  de  la  misma  por  el  fundamento  poeterioroiente  alegado 
existir  sumisión  expresa  por  parte  de  la  Compafiia  de  loa  lerrocaivib 
económicos  de  Villana  á  Alcoy  y  Teda,  pudo  y  debió  pteeeatar  eoD 
aollcitod  de  la  demanda  de  pobreaa  algún  prindplo  de  prueba  oomk 
tanto  de  este  extremo  que  pudieran  apredar  loa  XribaaaJee  aa  el  caao 
promoverse  la  cuestión  de  competencia;  y  no  habiéndolo  hecho  aai  j 
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CEisUeiido»  por  lo  tantos  ladieftolón  alguna  de  tal  extremo,  máa  que  la 
simple  afirmación  del  actor,  ea  Tieto  qne  ee  impone  la  aplicacióii  de  la 
regla  1.*  del  art.  62  do  dicha  ley,  y  no  el  66,  invocado: 

Conelderando  que,  eoto  rapneato,  ee  de  apreciar  la  temeridad  de  la 
parte  ai  sdetener  la  competencia  de  loe  Jnigadoa  de  Madrid,  ain  fonda» 
meato  aignno  qno  pnedla  aor  apreciado; 

Fallamoa  qno  debemos  declarar  y  declaramea  que  el  conocimiento  do 
eatoe  antoa  oorreeponde  al  Juagado  da  primera  inetancia  del  diatrito  do 
la  Barceloneta,  de  Barcelona,  al  qne  ee  remitan  todaa  laa  actuacionea, 
poniéndose  eeta  reaolnción  en  conocimiento  del  de  igoal  claco  de  Buena* 
▼ista  de  esta  corte,  é  imponiendo  laa  ooetae  cansadas  on  esta  compete- 
ida  á  D.  José  Donderis  Pefla. 

Aei  por  esta  nuestra  aentencia,  qno  se  publicará  en  la  Gaceta  dé 
Mudríd  dentro  de  los  dies  días  siguientee  al  de  su  f  úcha,  é  insertará  en  !• 
GolbociónLbgwlativa,  pasándose  al  efecto  laa  copias  necesarias,  lo 
proaunsiamoo,  mandamoa  y  fírmamoB.r=Joeé  de  Aldecoa.= Francisco 
Téda.as Víctor  Ooyián.=:PaBcual  Domenecb.=Oamilo  María  Gallón. 

Pnblieación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Szcmo.  8r.  D.  José  de  Aldecoa,  Presidente  de  la  Sala  de  lo  civil  de  este 
Tiribonal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  ella. 

Madrid  16  de  Octubre  de  1606.=Marcelino  San  Román. 


Kúm.  7a.-TRÍBUNAL  8UPREM0.-I6  de  Ootabre, 
pablloado  al  17  da  Octubre  de  1907. 

Ca8ációi<i  por  iNPRAcaóN  DE  LBY.—iirres^o  del  quebrado,--- kMio 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Antonio  Sintas  contra  el  dictado  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  la  Sociedad 
Viuda  é  Hijos  de  Juan  Solé. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  80  ostablece: 

Qwe  según  jurieprudeneia  del  Tribunal  Supremo^  las  resolw 
éUmee  que  en  el  juieio  de  quiebra  se  dictan  sobre  arresto  del  quebra- 
do^  conforme  al  art.  1044  del  Cádigo  de  Comercio  de  1829,  articulo 
subsistente  por  su  carácter  procesal^  no  son  definitivas  ni  tienen  tal 
concepto  para  los  e/eotos  del  recurso  de  casación,  con  arreglo  á  los 
aríiesUos  1689  y  1^0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no 
ponen  termino  al  juicio,  ni  impiden  su  continuación,  ni  recaen  en 
incidente  de  los  taaativamcnte  enumerados  en  el  último  de  los  citch 
dos  artículos: 

Que  en  conformidad  al  1729  de  la  misma  ley,  núm.  3.^,  no  cabe 
admitirse  el  recurso  de  casación  cuando  la  sentencia  centra  la  que 
se  interponga  no  tenga  el  concepto  de  deñnitiva, 

BooalUndo  qoaápettcián  de  la  Sociedad  regular  colecÜTa  Viuda  é 

^jos  do  Juan  Boié  se  declaró  en  estado  de  quiebra  al  comerciante  de 

*itageika  D,  AaUmio  .fintas  Valero,,  por  auto  que  el  Juea  de  primera 

k^aaela  de  aquella  p}aia  dictó  con  fecba  24  de  Junio  de  1906,  en  el  cual 

^^•^s^táé  can  relación  al  nombramiento  de  comisarios  ni  á  la  pri- 

«•^¿'^•wado  que  Umbién  bebían  interesado  los  peticionarlos  Soló, 

T°J®  *^  pre#enUron  nuevo  escrito  solicitando  ee  adlcionass  el  re- 

w  auto  con  el  nombramiento  del  somisario  y  el  arreato  del  quebra* 
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do,  no  dio  logtr  á  ello  el  Jaigado  en  providenoia  de  27  del  miemo  mes 
;de  Jonio: 

Resaltando  qne  la  mencionada  entidad  Yinda  é  Hijos  de  Jnan  Solé 
interpuso  recurso  de  reposición  oontra  el  anto  y  providencia  antedichos, 
BOlicitaado  noevamente  el  nombramiento  de  comisario  y  el  arresto  del 
quebrado,  recayendo  á  estas  pretensiones  auto  del  Juagado,  fecha  é  de 
Julio  siguiente,  ó  sea  de  1906,  reformando  los  prbyeidos  objeto  de  la  re« 
posición,  en  el  sentido  de  dar  lugar  al  nombramiento  de  comisario  y  no 
haber  lugar  á  la  reforma  en  cuanto  á  la  prisión  del  quebrado,  estándose 
en  este  particular  á  lo  anteriormente  mandado: 

Resultando  que  apelado  este  auto  de  4  de  Julio  en  lo  tocante  al  últi- 
mo particular  por  la  Viuda  é  Hijos  de  Juan  Solé,  admitida  la  apelación 
en  un  solo  efecto  y  tramitado  el  recurso  en  forma  legal,  la  Sala  de  lo 
cítíI  de  la  Audiencia  territorial  de  Albacete  pronunció,  en  4  de  Abril  úl- 
mo,  ante  que,  revocando  el  apelado  en  cuanto  fué  materia  del  recurso, 
decretó  en  su  lugar ,el  arresto  del  quebrado  D.  Antonio  Sintas  Valero  en 
la  forma  y  condiciones  que  determinan  la  disposición  2.*  del  art.  1044 
del  Oódligo  de  Comercio  de  1829  y  el  art.  1836  de  la  ley  de  Eajoieia- 
miento  civil: 

Resultando  que  D.  Antonio  Sintas  Valsro  ha  interpuesto  recureo  do 
casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  l.o  delar*» 
tica  lo  1692  de  la  de  Eajoiciamiento  civil,  citando  en  dos  diversos  moti- 
vos las  disposiciones  legales  que  á  su  entender  resaltan  iofriagidas  ea 
el  auto  recorrido  de  la  Audiencia  territorial  de  Albacete;  y  que  opuesto 
el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recurso,  invocando  para  ello  el  nú- 
mero 3.0  del  art.  1729  de  dicha  ley  proceeal,  se  ha  traído  á  la  vista  coa 
las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Msgistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
la^  resolaciones  que  en  el  jaioio  de  quiebra  se  dictan  bobre  arresto  del 
quebrado,  conforme  al  art.  1044  del  Código  de  Comercio  de  1829,  artícole 
subsistente  por  su  carácter  procesal,  no  son  definitivas  ni  tienen  tal  con« 
cepto  para  los  efectos  del  recurso  de  casación,  con  arreglo  á  los  ártico* 
los  1639  y  1890  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  civil,  porque  no  ponen  tér- 
mino al  jaldo,  ni  impiden  su  cootinnaoión,  ni  recaen  en  incidente  de  los 
taxativamente  enumerados  en  el  último  de  los  citados  artículos: 

Considerando  que  en  conformidad  al  1729  de  la  misma  ley,  núm.  8.*, 
no  debe  admitirse  el  recurso  de  casación  cuando  la  sentencia  contra  la 
que  se  interponga  no  tenga  el  concepto  de  definitiva; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracoióa 
de  ley  que  ha  interpuesto  D.  Antonio  Sintas  Valero;  no  hacemos  conde^ 
nación  de  costas  mediante  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal  8a- 
premo  dicha  parte  recurrente;  líbrese  á  la  Attdiencia  territorial  de  Alha- 
cete  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  qae 
remitió,  y  publíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  16  de  Octubre  de  1906.=Joeé  de  A ldecoa.= Vicente  de  Pintea. 
Víctor  Covián.i» Antonio  Alonso  Casafia.=Ildefonsd  Lopes  Araoda.=r 
Pederico  Monsalve.aeEduardo  Bula  García  Hita.sAnte  mí,  Marcelino 
-San  Román. 
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«ruin.  77.--TRIBUNAL  SUPREMO. -16  de  Ootttkre, 
pablloada  el  17  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  ley.— Payo  de  pesetas.  —  Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurro  interpuesto  por  D.  Luis 
Fernández  y  otro  contra  la  pioni^nciada  por  la  Sala  segunda  de 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Bme- 
terio  Serrano  y  otros. 
Sn  sus  coNdiDfiüANoos  SO  establocc: 

Que  sustituyendo  el  comprador  al  vendedor  en  todos  sus  dere- 
dios  y  acciones,  por  precepto  legal  debe  sustituirle  asimismo  en  las 
Migaciones  que,  con  relación  á  lo  enajenado,  le  afecten:. 

Que  son  ineficaces  los  motivos  del  recurso  de  casación  referentes 
á  declaraciones,  de  la  sentencia^  constiíutioas  dejundameníos  de  he- 
cho no  impugnados  en  la  forma  prevenida  en  la  ley  de  casación: 

Que  no  se  hace  uso  del  retracto  en  forma  legal  no  reembolsando 
el  demandante  al  demandado  el  precio  de  la  venta^  ó  consignándola^ 
tn  su  caso^  á  tenor  de  los  artículos  1518  del  Código  civil  y  1618  de 
la  ley  procesal: 

Que  el  ofrecimiento  del  importe  de  las  fincas  objeto  del  retracto 
soDuede  equipararse  al  cobro  de  la  cantidad ^  que  es  lo  que  el  re- 
emolso  significa^  como  indispensable  en  todo  acto  en  que  se  pre- 
tenda hacer  uso  del  retracto  convencional  para  la  resolución  de  la 
venta: 

Que  no  ejercitando  el  retrayente  su  derecho  en  forma  legal,  ca* 
recen  de  aplicación  los  artículos  1096  y  llOl  del  Código,  referentes 
é  las  obligaciones  en  general: 

Que  no  es  incongruente  con  infraccón  de  los  artículos  1255 
y  1256,  núm.  2.^  del  Código  civil,  y  359,  372,  núm.  2.°,  54S  y  549  de 
la  ley  procesal,  la  sentencia  que  resuelve  el  litigio  en  armonía  con 
Itu  pretensiones  oportunamente  deducidas  por  las  partes: 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artículos  1113  y  1252, 
en  relación  con  el  565  de  la  ley  procesal  y  279  de  la  Hipotecaria,  por 
la  sentencia  que  declara  improcedente  el  retracto  en  virtud  de  la 
falta  de  reembolso  ó  de  consignación  por  parte  de  los  vendedores: 

Que  negaia  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  es  ocioso 
tratar  de  demostrar  sus  conceptos  y  cuantía. 

Bn  la  Tilla  y  certa  de  Madrid,  á  16  de  Octubre  de  1906,  en  loe  autos 

de  jaldo  declaratiye  de  mayor  cnantia,  segoidoe  en  el  Jnigado  de  pri- 

Biera  Inetancia  del  dietrito  del  Oentro,  de  esta  corte,  y  la  Bala  segunda 

^  loci?il  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Luis  y  D.  Juan  Bautista 

^'rsAndes  del  Pino  y  8áls,  empleados,  de  esta  vecindad,  contra  Dofia 

Batería  Serrano  Corral,  dedicada  á  ene  laborea,  vecina  de  Talayera  de 

Beina;  D.  Baldemere  Martines  Serrano,  militar,  vecino  del  mismo 

lavera;  Dofia  María  del  Rosario  Martines  Serrano,  también  dedicada 

^B  laborea,  oon  antoriaaolón  de  sn  marido  D.  Manricio  Sáncbes  Jimé- 

.  militar,  vecinos  ambos  de  Valladolid,  y  D.  Victoriano  Martines  Se- 

te,  del  comercio,  residente  en  Buenos  Airee,  y  en  concepto  todos  da 

•deroa  de  D.  Pedro  Martines  Diea,  marido  que  fué  de  la  Dofia  Emete* 

^  padre  da  loa  otros  tías  damandadoa  Martines  Serrano,  sobra  pago 
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de  pesetas  oomo  iiidiemiiisRción  de  dafios  y  perjaioios;  pleito  pendiente 
ante  Nos  en  recurso  de  casación  por  iníracción  de  ley,  que  iian  inter- 
puesto los  actoree,  representados  y  defendidos  por  el  Procnrador  don 
Cayetano  Ramires  Bais  y  el  Letrado  D.  Federico  Isqoierdo,  estándolo- 
los  demandados  y  recurridos  por  el  Procurador  D.  Fernando  Bamón 
Luis  y  Simón  y  el  Letrado  D.  Luis  Silvela: 

Besultaado  que,  hacia  el  año  de  1882,  los  actores  y  hoy  recurrentee 
D.  Luis  y  D.  Juan  Bautista  Fernández  del  Fino  y  Sais  adquirieron  por 
herencia  de  su  abuelo  materno  D.  Marcelino  Bá\%  de  Albornos  cinco  pre- 
dios conocidos  con  los  nombres  de  Lastrilla  de  la  Aldea,  Cerro  de  la  Ju- 
dia, Vallejo  de  la  Mufiosa,  Recuenco  y  Nuceda,  sitios  todos  ellos  en  tér- 
mino de  Cervera,  partido  de  Belmente,  provincia  de  Cuenca,  y  que  les- 
fueron  adjudicados  por  un  valor  total  de  62«608  pesetas  60  céntimoa,  en 
esta  forma:  por  11.978  con  26  céntimos  el  primero,  por  6.686  pesetas  el 
segundo,  por  3.292  y  60  céntimos  ei  tercero,  y  por  I7.4b7  pesetas  26  cén- 
timos y  28.210  con  60  céntimos,  respectivamente,  los  cuarto  y  quinto; 
siendo  de  notar  4ue  aunque  la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  que 
en  este  pleito  se  reclama  arranca  del  contrato  á  que  luego  se  haré  refe- 
rencia, de  venta  con  pacto  de  retro  de  aquellos  cinco  inmuebles  y  otro» 
19  más— 24  en  janto^,  á  semejante  cuestión  han  dado  lugar  de  un  modo 
directo  é  iomediato  las  cinco  fincas  antes  mencionadas,  sobre  las  cuales 
los  hermanos  Fernández  del  Pin^  impusieron  varios  gravámenes  á  sa-' 
ber:  primero,  una  hipoteca  á  favor  del  Banco  Hipotecarlo,  constituida, 
sobre  nueve  predios,  cuya  responsabilidad  total  fué  de  36.000  pesetas  y 
de  20.000  la  de  las  cinco  de  que  queda  hecha  mención,  segdn  esorituTa 
de  29  de  Julio  de  1889,  autorizada  por  el  Notario  de  esta  corte  D.  José 
García  Lastra;  segundo,  otra  hipoteca  constituida  en  escritura  otorgada 
también  en  esta  corte  ante  el  Notario  de  ella  D.  Tomás  Rivera  Infante 
el  dia  26  de  Abril  de  1895,  á  favor  de  D.  Guillermo  Ballester,  en  garan- 
tía del  pago  de  6.260  pesetas  é  intereses  del  6  por  100  anua);  tercero, 
otros  dos  gravámenes  de  la  expresada  clase  que  D.  Luis  y  D.  Juan  Ban« 
tista  Fernández  del  Pino,  éste  asistido  de  su  padre  D.  Joan  Fernández 
del  Pino  y  Tavira,  por  hallarse  aún  emancipado,  en  la  menor  edad,  cons- 
tituyeron sobre  24  fincas,  parte  de  las  cuales  eran  las  cinco  de  referen- 
cia, por  escrituras  de  22  de  Diciembre  de  1896  y  8  de  Abril  de  1897,  ante 
el  susodicho  Notario  García  Lastra^  cuyas  hipotecas  tuvieron  por  objeto 
garantir  dos  préstamos,  importantes  ambos  140.000  pesetas,  hechos  á  los 
expresados  D.  Luis  y  D.  Juan  Bautista  por  D.  Pedro  Martínez  Diez,  mar- 
rido  que  f né  de  Dofia  Emeteria  Serrano  Corral  y  padre  de  D.  Baldomero» 
Dofia  María  del  Rosario  y  D.  Victoriano  Martínez  Serrano,  que  actual- 
mente figuran  en  estos  autos  como  demandados  y  recurridos  en  concepto 
de  herederos  los  cuatro  del  acreedor  hipotecario  D.  Pedro: 

Resultando  que  la  falta  de  pago  de  ios  intereses  correspondientes  á 
los  semestres  vencidos  en  81  de  Diciembre  de  1891  y  80  de  Junio  de  1891 
del  préstamo  que  á  D.  Luis  y  D.  Juan  Fernández  del  Pino  hizo  en  99  de 
Octnbre  de  1889  el  Banco  Hipotecario,  dio  lugar  á  que  esta  entidad  pre- 
pusiera en  18  de  Mayo  de  1898,  ante  ei  Juzgado  de  primera  instancia  d"' 
distrito  del  Centro,  de  esta  corte  contra  los  expresados  deudores  df 
manda  ejecutiva  por  la  cantidad  de  4.248  pesetas  78  céntimos,  Imperi 
de  aquellos  réditos,  tomándose  de  ella  la  oportuna  anotación  en  i 
Begisto  de  la  propiedad  correspondiente,  reproduciéndose  iguales  reelí 
maclones  en  11  de  Febrero  de  1896  y  29  de  Bnero  de  18to6  para  ei  psg 
de  los  intereses  respectivos  al  semestres  que  venció  en  81  de  Diciembr 
de  1892,  á  los  de  los  afios  1898, 189^  y  1896  y  al  primer  semestre  de  189^ 
«umplido  en  30  de  Junio  del  mismo  afio  96,  dando  lugar  la  misma  fai 
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de  ptff»  de  intereses  de  loe  des  préetamoa  de  140.000  peeetaa  hechos  4 
D,  LdIs  Femándes  del  Pino  y  á  sa  faermene  D.  Jaén  Bautista  por  don 
Pedio  Martines  en  lae  escritoras  de  Diciembre  del  90  y  Abril  del  97»  á. 
qoe  el  último  procediera  ejecntlvamente  eonti a  les  primeros  por  ante  el 
Joigado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio,  de  esta  corte,  qc»* 
SB  aoto  de  17  de  Febrero  de  1897  despachó  ejecnclón  por  la  cantidad 
de  6.060  pesetas,  resto  de  loe  intereseede  tres  trimestres  de  ambo» 
pcéstamea,  interesee  del  fl  per  100  anual  del  importe  ó  descabierto  d» 
oada  nno  de  loo  dos  últimos  trimestres  y  coataa,  llegándose  á  acordar^ 
«B  cumplimiento  de  las  eetipnlaoiones  contenidas  en  las  escrituras,  po- 
nsr  en  posesión  de  los  bienes  embargados  al  ejecutante  D.  Pedro  Marti-^ 
Ms,  cuya  diligencia  quedó  en  suspenso  hasta  nueva  gestión  de  los  inte« 
lesados,  que  no  realisjaron  por  haberse  convenido  entte  aquél  y  los  eje- 
cotadoe  cancelar  las  mencionadas  escrituras  hipotecarlas  mediante  el 
otorgamiento  de  otra  nueva  de  venta  con  pacto  de  retro  que  se  íormaliaó^ 
síeetivamenta  en  la  fecha  y  con  las  condiciones  que  se  pasan  á  ex- 


Beealtando  que,  como  consecuencia  de  lo  convenido  entre  dendorea* 
j  acreedor,  ó  sea  entre  D.  Luis  y  D.  Juan  Bautista  Fernándes  del  Pino, 
ds  una  parte,  y  D.  Pedro  Martines  Dies,  de  otra,  comparecieron  los  tres 
«B  esta  corte  el  día  9  de  Abril  de  1898,  ante  el  Notario  D.  Joaquín  Mo- 
reno Calmllero  y  otorgaron  la  eectitura  de  venta  con  pacto  de  retro  an- 
tes aludida,  declarando  los  Fernándes  del  Pino  ser  dueños  de  28  finca» 
rústicas  y  noa  urbana,  sitas  en  el  término  de  Oervera,  de  lae  cuales  for- 
maban parte  las  cinco  descritas  al  principio,  que  se  hicieron  figurar  con 
los  números  9,  11,  19,  18  y  14,  respecto  de  las  cuales  manifestaron  lo» 
vsndedores,  al  resefiarse  las  cargas,  que  se  hallaban  hipotecadas  ai 
Banco  Hipotecario  de  Espafia  en  seguridad  de  un  préstamo  de  20.000  pe- 
sstaa  de  capital  repartido  entre  todos  los  Inmuebles  gravados,  estable» 
siendo  las  partes,  como  condiciones  del  contrato  que  se  refiere,  varia» 
sstipnlacionee  principales  en  esta  forma:  primera,  que  D.  Luis  Fernán - 
dea  dei  Pino  y  su  hermano  D.  Juan  Bautista  daban  en  venta  cen  pacto 
de  reko  á  D.  Pedro  Martines  Días  las  referidas  98  fincas  rústicas  y  una 
irban»,  libres  de  toda  carga,  á  excepción  de  las  hipotecas  con  qne 
estaban  gravadas  y  quebafcmn  expresadas;  segunda,  que  el  precio  de 
la  venta  de  dichas  24  fincas  se  fijaba  en  la  cantidad  total  de  171.748  pe- 
eetaa 76  céntimos,  de  lae  cnales  se  daban  por  pagados  los  vendedo-^^ 
res,  en  primer  término,  con  las  140.000  pesetas  que  debían  al  com- 
prador por  las  escriturss  que  se  cancelaban,  y  en  segundo  lugar,  con 
las  81.748  peeetaa  76  céntimoe  que  los  propios  vendedores  confesa- 
ron tener  recibidas  del  referido  comprador  con  anterioridad  al  acto, 
aaignán<lose  de  aquel  precio  á  las  fincas  9,  11, 12,  18  y  14  sobre  que 
vsrsa  la  discusión  ios  de  1.600,  1.668,  660,  8.060  y  4.250  pc^eetas  res- 
pectivamente que  forman  en  junto  la  suma  de  10.918  pesetas;  terce- 
ra, que  era  condición  expresa  que,  hasta  el  día  6  de  Octubre  de  1901,. 
iscba  del  vencimiento  puesta  al  retro,  y  siempre  que  los  Fernándes 
iel  Pino  devolvieran  la  cantidad  total  antes  dicha,  podrían  retirar  la» 
bwas  vendidas  y  se  otorgaría   por  el  comprador   escritura  de  retro* 
iBta;  pero  que  de  no  devolverse  la  cantidad  en  el  referido  plazo  que- 
aria  consumada  la  venta,  pudiendo  el  D.  Pedro  Martínez  disponer 
'bremente  de  todaa  lae  fincae;  y  cuarta,  que  los  vendedores  no  po- 
isn  retraer  sólo  algunas  de  las  fincas  vendidas,  sino  que  habían  de 
Merlo  á  la  vea  de  todaa  ellas,  entregando  eu  Importe  total;  haciéndose 
isfear  además  de  esto  en  las  restantes  cláosulaa  del  contrato  en  cuf.s- 
a,  que  las  rentas»  inclnao  la»  d»  aquel  afio,  de  las  fincas  vendidas^ 
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pertenecerían  á  D.  Pedro  Bíartínes  hfteto  el  Tenoimiento  del  pías  par» 
poderiae  retraer;  qne  quedaba  de  adminiatrader  de  lee  inomebieael 
vendedor  D.  Luis  Fernándea  del  Fino,  y  qne  el  propio  D.  Pedro  Martüí- 
nea  aceptaba  la  eacrltnra  con  todae  ene  partea,  cancelando  totalmente 
las  hipotecaa  conatitaídae  por  las  ya  líiencionadae  de  préstamo: 

Resaltando  qne  continuadas  las  actoaciones  promovidas  por  el  Banco 
Hipotecarlo  para  hacer  efectivo  el  crédito  constituido  á  favor  de  esto 
«ntidad  pur  D.  Lnis  y  D.  Joan  Fernándea  del  Pino  en  escritora  de  29  do 
Julio  de  1889',  se  sacaron  á  pública  subasta  las  fincas  hipotecadas  y  em* 
4>argada8,  sefialándose  el  día  27  de  Mayo  de  1898  para  el  remate,  qne 
hu^  de  snependerse  porque  vendidos  cuatro  de  aquellos  inmuebles  á 
D.  Jesús  Sái2  y  Alvarex  de  Toledo,  Oonde  de  Oervera,  pagó  éite  al  Baneo 
cnanto  se  adeudaba  con  relación  A  tales  predios;  pero  como  al  desistir 
aquel  Establecimiento  de  su  acción  no  lo  hiciera  respecto  á  las  otras 
6  fincas,  ó  sea  las  tantas  veces  mencionadas  que  se  sefialaron  oon  loo 
números  9,  11,  12, 18  y  14  en  la  escritura  de  venta  á  retro,  se  celebré 
sin  resultado  en  29  de  Noviembre  también  del  98  la  subasta  de  las  mis- 
mas,  teniendo  lugar  en  8  de  Febrero  siguiente  otro  nuevo  remate  en  qnr 
se  adjudicaron  lae  fincas  al  D.  Pedro  Martines  Díes,  ei  bien  qnedó  sin 
efecto  el  acto  por  no  haberse  publicado  los  edictos  con  la  debida  anterio* 
ridad,  dando  esto  motivo  á  que  en  una  nueva  y  última  licitación  cele- 
brada varios  meses  después,  es  decir,  el  18  de  Mayo  de  1899,  se  adjndi* 
carón  en  80.000  pesetas  las  flacas  de  referencia  á  la  entidad  acreedora 
Banco  Hipotecario  de  España,  la  cual,  en  fecha  que  se  ignora,  pero  qne 
debió  ser  muy  anterior  al «6  de  Octubre  de  19 Jl  en  qne  venció  el  retrot 
lae  vendió  al  referido  Oonde  de  Oervera,  D.  Jesús  Sais  y  Alvares  de  ISo» 
ledo,  adquirente  de  las  4  flacas,  que  con  las  6  de  qoe  se  trata,  consti* 
tufan  la  9  hipotecadas  en  la  escritura  que  sirvió  de  base  al  Binco  para 
ontablar  su  ejecución,  cuya  existencia  se  hiao  ssl)ery  como  posteriores 
acreedores  hipotecarioe  y  A  los  efectos  del  srt.  1490  de  la  ley  de  Bnjui- 
•ciamiento  civil,  A  D.  Jerónimo  Ballester  y  D.  Pedro  Martines  Dles: 

Besultando  que  enterados  los  hermanos  FernAndes  del  Pino  do  la 
inexistencia  en  poder  de  D.  Pedro  Martines  de  6  fincas  que  constitoían 
parte  de  las  24  vendidas  A  éste  con  pacto  de  retro,  interpusieron  contra 
el  mismo,  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dietrito  de  la  loclnoay 
de  esta  capital,  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  en  so- 
licitud de  que  se  decl erase:  primero,  que  era  nula  la  eeoritnra  de  venta 
oon  pacto  de  retro  fecha  9  de  Abril  de  1898;  segundo,  que  si  esto  no  pro- 
oedía,  se  declarase  la  nulidad  del  contrato  de  compraventa  A  que  dicho 
documento  se  referís;  tercero,  que  si  esto  se  negaba,  se  declarase  al  me- 
nos rescindido;  y  cuarto,  que  de  todos  modos  se  condenara  al  demandado 
á  pagarles,  ademAs  de  las  rentas,  160.000  pesetas  de  indemnisación,  los 
intereses  y  las  costas;  cuyo  juicio  terminó  por  sentencia  dictada  el  81  de 
Octubre  de  1900,  en  que  absolviéndose  al  D.  Pedro  Martines  de  la  de- 
manda, por  carecer  de  acción  los  actores  FernAndes  del  Pino,  se  declaró 
no  hsber  lugar  A  la  nulidad  de  la  escritura  de  compraventa  oon  pacto  de 
jretro  de  9  de  Abril  del  98,  ni  del  contrato  A  que  tal  escritura  se  contraía; 
'é  interpuests  apelación  de  esta  sentencia  por  los  demsndantes,  la  con» 
¿rmó  la  Audiencia  por  la  pronnnciada  en  18  de  Julio  del  sigaleate 
«fio  1901,  que  quedó  firme  por  haber  desistido  los  referidos  actores  del 
xeourso  de  casación  preparado  ó  interpuesto  contra  ella: 

Besultando  qoe  el  día  4  de  Octubre  de  1901  se  constituyó  en  CKia- 
•dalajara  D.  Luis  FernAndes  del  Pino,  quien  requirió  A  D«  Baldomoro 
Martines  Serrano,  como  apoderado  de  sv  padre  D.  Pedro  Martines  Diea, 
jpara  qne  el  siguiento  día  6  y  hora  de  las  cinco  de  la  tarde  oomparecior^ 
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en  la  Notaria  de  Madrid  á  earge  de  D.  Bltfael  Delgado  Monreal  á  fia. 
de  Uerar  á  cabo  el  otorgamiento  de  la  eacrltura  de  retroventa  de  lae 
antai  menclonadae  yeintltrée  fincas  róaticaa  y  nna  urbana  adquiri- 
das por  el  D.  Pedro,  eegún  la  escritura  de  9  de  Abril  de  1808,  á  le 
que  en  la  indicada  representación  manifestó  el  Martines  Serrano  que 
le  daba  por  requerido;  que  no  aseguraba,  per  su  condición  de  militar, 
podría  comparecer  el  indicado  día  en  el  sitio  que  se  le  sefialaba,  aunque 
le  intentaría;  que  como  no  quería  perjudicar  los  intereses  del  requirente, 
lo  haría  de  todos  modos  el  día  7  de  aquel  mes  y  afio,  entendiéndose  pro- 
rrogado el  yencimiento  á  tales  efectos;  y  que  en  cuanto  á  la  especialidad 
delnómero  de  fincas,  que  estaba  dispuesto  solamente  al  cumplimiento 
del  contrato,  apareciendo  todo  ello  del  acta  que  autorlsó  el  Notario  de  la 
eipresada  ciudad  de  Qnadalajara,  asistente  al  requerimiento,  el  susodi- 
dio  día  4  de  Octubre  de  1901,  acta  que  tuvo  complemento  en  la  levanta- 
da el  inmediato  dia  6  en  esta  corte  por  el  Notario  de  ella  D.  Rafael  Dei-^ 
gado,  quien  la  suscribió  en  unión  de  D.  Luis  y  D.  Juan  Fernándes  del 
Pino,  D.  Baldomero  Martines,  D.  Federico  Locatelli,  D.  Santiago  Loaa- 
no  7  D.  Federico  Isquierdo,  de  la  cual,  y  con  relación  al  contrato  escri- 
taario  fechado  el  O  de  Abril  de  1898  sobre  venta  con  pacto  de  retro  de  34 
fincas  por  precio  de  1 71.748  pesetas  76  céntimos,  constan,  entre  otros 
parttcnlareoy  cuya  mención  es  innecesaria,  los  siguientes  extremos:  pri- 
mero, qne  los  hermanos  Fernández  del  Pino  ponían  en  aquel  momento 
demanifieeto  las  expresadas  171.748  pesetas  76  céntimos,  qne  recibían 
para  tal  fin  y  en  aquel  mismo  acto,  de  D.  Federico  Locatelli  y  Zamora, 
een  objeto  de  que  D.  Baldomero  Martines  Serrano  les  otorgase  la  escri» 
tura  de  retroventa  de  las  referidas  24  fincas;  segundo,  que  el  Martínea 
Serrano,  con  el  carácter  de  apoderado  de  su  padre  D.  Pedro  Martines 
Díes,  manifestó:  qne  deseaba  contar  y  reconocer  la  cantidad  en  billetes 
del  Biuco  de  España  qne  habían  exhibido  ios  hermanos  Fernández  del 
Pino;  qne  dicha  cantidad  quedase  en  poder  del  Notario  autorizante  has- 
ta el  primer  día  hábil  en  que  la  pudiera  consignar  en  el  Banco  de  Es- 
pafia;  que  en  cuanto  ai  requerimiento  que  se  le  hacía  para  otorgar  la 
sseritura  de  retroventa,  tenía  que  manifestar  que,  habiendo  recibido 
i  de  las  fincas  vendidas  por  los  expresados  hermanos  sujetas  á  gra- 
vámenes  de  hipoteca  á  favor  del  Banco  Hipotecario  de  Es  pafia,  según 
la  escritura  de  venta  y  otra  segunda  hipoteca  que  creía  no  se  manifestó 
•n  si  acto  de  dicha  eecritttra  y  cuyos  gravámenes  estaban  constitnídoe 
can  anterioridad  á  la  época  en  qne  las  fincas  pasaron  al  padre  del  que 
hablaba,  por  los  Fernández  del  Pino,  dichas  fincas  faeron  enajenadas 
por  el  Banco  Hipotecario  y  por  incumplimiento  del  contrato  llevado  á 
efecto  entre  ésto  y  aquéllos,  y  qne  estaba  dispuesto  á  otorgar  la  escritu- 
Tt  de  retrocesión  en  aquel  mismo  acto  en  los  términos  convenidos  en  el 
contrato  de  su  padre  y  con  arreglo  á  la  ley. 

K'suitando  que  además  de  esto  consta  en  el  acta  de  6  de  Octubre 
de  1901,  á  la  cual  se  viene  haciendo  referencia:  A,  qne  D.  Luis  Fernán- 
des  del  Pino  y  su  hermano  D.  Juan  Bautista  dijeron:  qne  habiéndose  de- 
larado  por  la  Audiencia  de  esto  Corte,  en  virtud  de  sentencia  dictada 
u  18  de  Julio  entonces  último,  la  obligación  en  que  venía  D.  Pedro 
brtínez  de  conservar  las  repetidas  84  fincas  hasta  aquel  día  á  dlsposi- 
'ón  de  los  que  hablaban,  como  también  lo  que  tonían  de  satisfacer  al 
meo  Hipotecario  los  intereses  que  por  el  préstamo  de  las  d  fincas  se  le 
ibían  de  abonar,  y  que  habiéndose  probado  ignalmento  en  el  pleito  en 
se  recayó  la  antodlcha  sentonola  que  esa  segunda  hipoteca  á  que  se  ha- 
a  referido  D.  Baldomcro  Martines  no  gravaba  esas  6  fincas  y  que  por 
Bsigulento  no  era  perjuieto  para  el  Martínea,  exigían  de  éste  que  otot- 
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D.  Podro  BÍArtínes  cantidad  «leona  jadicial  ni  priTadamente  eln  la  apro- 
baeióB  7  oonaentimlento  del  Locateül:  , 

Bflanltoado  que,  como  coaaeooencia  del  fallo  firme  de  18  de  Jallo 
da  1901»  pronnnclado  en  el  pleito  aegnldo  en  el  Jn^gado  de  primera  Ine- 
taoaia  del  diotrito  de  la  ÍDelnea,  de  esta  eorte,  «utre  D.  Lala  y  D.  Joan 
fiantifla  Femándes  del  Pino  y  SálSt  de  una  parte,  en  ooncepto  de  acto- 
xee,  y  D.  Pedro  Martloes  D^s,  de  otra,  oon  el  carácter  de  demandado, 
propieleran  loe  primeroe  contra  el  último,  en  eecrlto  fecba  11  de  Di- 
elembre  del  miamo  afio  1901,  ante  el  propio  Jnigado  del  distrito  de  la 
looliiM,  demanda  á  la  coal  denoibinaron  de  ejecnoión  de  la  enunciada 
MBteneia,  aoplicando  ae  condenase  al  Martines  á  abonar  a  los  deman« 
daatee  hermanoe  Fernándea  del  Pino  168.776  peeetae  50  oéntlmoe,  más 
€l  5  per  100  de  las  171.748  con  76  céntimos  desde  el  6  de  Octubre  de  1901 
iiseta  la  preaentación  de  la  demanda  que  se  refiere,  y  el  6  por  100  de  la 
da  168.776  peeetas  60  céntimos  desde  esa  última  fecha  hasta  el  completo 
pago,  come  indemnisación  de  dafies  y  perjnioioe  por  no  haber  otorgado 
la  aeeritnra  de  retroventa  á  qoe  ae  obligó  por  la  de  pacto  de  retro  de  9 
de  Abril  de  1898,  é  imponerle  las  costas  todas  qne  se  cansen  en  este  11- 
Üfio,  en  apoyo  de  cnyas  pretensiones  y  además  de  cnanto  queda  refe* 
rido  en  loe  precedentes,  alegaron  en  sustancia  como  hechoe:  que  las  car- 
gas á  laa  oaalsF  ee  haoít  referencia  en  la  estipulación  primera  de  la  es- 
critura de  9  de  Abril  de  1898  eran  á  favor  del  Banco  Hipotecario  de  Ee- 
paña  y  gravitaban  sobre  6  de  las  94  fincas  comprendidas  en  el  contrato,  * 
éseanlae  deeeritas  en  éste  con  los  números  9,  11,  12,  18  y  14,  cuya 
enameraeión  queda  hecha  al  principio;  que  aceptada  aqnella  escritura 
por  D.  Pedro  Martines,  se  creyeron  los  demandantes  relevados  de  la 
obligación  de  satisfacer  al  Banco  los  intereses  correepondientee  por  los 
préeumoa  otorgados  á  su  favor,  creyendo  incumbir  esa  obligación  al 
D.  Pedro;  qne  éste,  además  de  aceptar  las  fincas  con  los  gravámenes, 
había  impoesto  come  condición  en  la  quinta  de  las  estipulaciones  hacer 
suyas  las  rentas  de  las  fincas  vendidas,  incluso  las  del  primer  aflo,  hasta 
el  término  del  tiempo  para  poderlas  retraer;  que  D.  Pedro  Martínez  no 
ae  creyó  tampoco  obligado  á  semejante  pago  y  dejó  de  satief  acer  al  Banco 
aqoellOB  intereses;  que  esta  entidad  procedió  judicialmente  al  cobro  de 
BU  crédito  y  sacó  varias  veces  las  fincas  á  subasta;  qne  en  una  de  ellas 
fueron  rematados  los  inmuebles  por  el  demandado  Martines,  pero  anu- 
lado después  el  acto,  quedaron  por  fin  adjudicadas  á  favor  del  mismo 
Banco  como  mejor  postor;  que  este  hecho  tenía  justificación  en  la  pieza 
de  prueba,  del  cual  dimanaba  la  demanda  de  ejecuci<sn  de  sentencia  de 
abara,  á  cayo  pleito  se  referían  los  actores;  qne  éstos  llamaban  especial- 
aaente  la  atención  sobre  el  hecho  de  haberse  apresurado  D.  Pedro  Mar- 
tínez á  rescatar  las  fincas  embargadas  por  el  Banco,  pues  demostracMi 
creer  era  obligación  suya  conservarlas  hasta  el  6  de  Octubre  de  1901; 
que  no  era  prueba  en  contrario  el  no  haber  acudido  aquél  á  los  otros  re- 
mates, puea  su  concurrencia  al  primero  bastaba  para  acreditar  existir 
en  él  semejante  idea  y  convencimiento;  qne  enterados  los  dlcentes  de  la 
'icantaeión  per  al  Banco  de  las  6  fincae,  promovió  ante  el  Juzgado  de  la 
laelusa  el  pleito  anteriormente  aludido,  solicitando,  entre  otros  extre 
nes,  la  nulidad  y  rescisión  del  contrato  de  retro,  litigio  al  cual  puso 
iraiino  la  aenfeeneia  de  81  de  Octubre  de  1900,  confirmada  por  la  Au- 
'aada  de  eata  corte  en  18  de  Julio  de  1901,  la  cual  quedó  firme  por  ha- 
ir  deeiatido  toa  hermanos  Femándes  del  Pino  del  recurso  de  casación 
aparado  ó  intarpnesto  por  ellos;  que  el  Juzgado,  en  los  fundamentos 
■alea  de  an  falla»  aceptados  por  la  Sala»  hiso  constar  loa  siguientes  ex» 
sMs:  primero,  la  impreeedenoia  de  la  nulidad  pretendida  en  orden  á 
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.  '  D.  Pedro  Martines  aecendia  á  la  soma  de  168.776  peaetaa  60  céntlmM» 
más  el  interéa  del  6  por  100,  dividido  en  la  forma  anteriormente  ezpre* 
eada;  deepnéa  de  cnyoe  hechos  alegaron  loe  demandantes  D.  Lais  j  áom 
Joan  Bautista  Fernándes  del  Pino  los  fundamentos  legales  qne  estim»- 
ron  condnoentea:  habiendo  acompafiado  al  escrito  de  demanda  qne  acate 
de  relacionarse  copias  fehacientes  de  las  actas  de  4  y  6  de  Octnbta 
de  1901,  primera  copia  de  la  escritura  fecha  8  de  aquel  mismo  ma«  y 
afio  celebrada  entre  los  Fernándes  del  Pino  y  Locatelli  y  dos  minutas 
por  valor  en  junto  de  88  pesetas  76  céntimos,  Importe  de  los  honorartov 
devengados  por  los  Notarlos  auterisantes  de  las  dos  actas  expresadas: 

Resultando  qne  el  Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  do  la 
Inclusa  de  esta  corte,  al  cual  se  había  presentado  la  demanda  por  haber 
conocido  del  pleito  de  nulidad»  estimó  éste  terminado,  y  en  tal  virind 
acordó  en  providencia  de  14  de  Diciembre  de  1901  pasara  aquélla  á  re* 
partimiento,  correspondiendo  conocer  de  la  misma  al  del  distrito  del 
Oentro,  el  cual  acordó  se  ratificaran  en  su  escrito  los  demandantes  y  que 
la  representación  de  éstos  manifestara  la  clase  de  acción  que  entablabe, 
siendo  consecuencia  de  tal  proveído  se  ratificaran  D.  Luis  y  D.  Juan 
Bautista  Fernándes  del  Pino  en  su  enunciada  demanda  y  que  su  repte* 
eentaclón  dedujera,  con  fecha  10  de  Enero  de  1902,  escrito  manifestan- 
do que  la  acción  ejercitada  era  la  personal  y  sus  trámites  los  del  Juieie 
ordinario  de  mayor  cuantía,  pidiendo  al  propio  tiempo  ee  requiriera  ai 
demandado  para  que  dijese  si  se  oponía  á  la  utilisaclón  por  los  de- 
mandantes del  beneficio  de  pobresa  obtenido  para  el  pleito  de  nulidad» 
según  sentencia,  de  la  cual  acompañaban  testimonio,  en  cuyo  estado  las 
cosas,  se  acreditó  el  fallecimiento  del  D.  Pedro  Martines  Díes,  solIcU 
tando,  en  rasón  de  ello,  se  entendiera  el  requerimiento  relativo  á  la  pe- 
bresa  con  el  heredero  y  albacea  de  aquél  D.  Baldomcro  Martines  Berrsp 
no,  quien  contestó  se  oponía,  como  hijo  del  D.  Pedro,  á  que  los  heraaa» 
manos  Fernándes  del  Pino  siguieran  utlllsando  el  aludido  beneficio  é 
ignorar  si  su  padre  le  había  nombrado  albacea,  manifestando  despaés» 
al  prestar  delaración  Jurada,  pretendida  por  los  actores,  que  0.  Pedro 
Martines  había  nombrado  en  su  testamento  albaceas  á  sus  herederos,  ó 
sea  su  viuda  Dofia  Emeteria  Serrano  Oorral  y  al  declarante  y  sus  her- 
manos D.  Victoriano  y  Dofia  Rosario,  representada  ésta  por  su  marido 
D.  Mauricio  Sanchos,  cuyos  domicilios  designó;  en  vista  de  lo  cual  fer* 
mularon  los  demandantes,  en  escrito  de  6  de  Junio  del  antecliado  afte» 
demanda  de  pobresa,  que,  seguida  por  sos  trámites,  con  oposición  de 
D.  Baldomcro  Martines,  como  albacea  de  su  padre,  y  del  Abogado  del  Bo- 
tado, f  aé  resuelta  por  sentencia  fecha  6  de  Septiembre  también  de  1901, 
declarando  pobres  á  los  solicitantes  de  este  beneficio;  después  de  lo  cual 
y  de  diferentes  actuaciones  cuya  mención  es  innecesaria,  se  emplasó,  ea 
concepto  de  albacea  de  D«  Pedro  Maitines  Díes  á  su  hijo  el  D.  Baldóme* 
ro  Martines  Serrano,  en  nombre  del  cual  se  propuso  artículo  de  inoon» 
testación,  fundado  en  no  ser  ya  tal  albacea  por  haberse  llevado  á  cabo 
las  operaciones  divisorias  de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento  del  pri- 
mero; declarando  el  Jnsgado,  en  auto  que  quedó  firme  de  17  de  Mará 
de  1908,  carecer  á  la  sasón  el  D.  Baldomcro  del  enunciado  carácter  y  n 
venir  obligado  á  contestar  la  demanda  formulada  contra  su  padre;  pl 
diendo  los  actores,  en  mérito  de  lo  decidido  en  este  auto,  se  citara ' 
emplasara,  como  asi  tuvo  efecto,  á  los  sDSodichos  D.  Baldomcro,  do 
Victoriano  y  Dofia  María  del  Rosario  Martines  Serrano  y  á  la  madre  < 
los  mismos  Dofia  Emeteria  Serrano  Corral: 

Resultando  qne,  personados  éstos  debidamente  en  los  autos,  forme 
laron  en  escrito  fecha  18  de  Febrero  de  1906  su  contestación  á  la  i^ 
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«toda  e»B  la  aúplica  de  qne  se  te  abaoWiera  de  ella,  y  á  la  vea,  y  por 
fía  de  reeooTención,  se  condenara  á  loe  aotores  á  pagarle  10.918  peeetae 
y  loe  Intereeee  legales  de  esta  aniña  desde  8  de  Mayo  de  1899  hasta  qne 
«e  hieiera  eíectlTa,  con  imposición  en  nno  y  otro  caso  de  las  costas,  ez- 
ponieado  en  sioteeio  para  apoyar  semejantes  solioitodes,  y  además  de 
•tres  heehos  ya  referidos,  los  signientes:  qne  en  la  escritora  de  venta 
eon  pacto  de  retro  de  38  fincas  rústicas  y  nna  nrbana,  otorgada  el  9  de 
Abril  de  1898,  manifestaron  los  vendedores  hallarse  gravadas  las  des 
eritas  bajo  los  números  9,  II,  19,  18  y  14,  ó  sean  las  relacionadas  al 
principio,  con  nna  hipoteca  á  favor  del  Banco  Hipotecario  de  Espafia, 
respondiendo  «qnellos  cinco  inmuebles,  entre  todos  ellos,  de  20.000  pe- 
utas  del  capital  del  préstamo  garantido  con  el  alndido  derecho  real,  no 
pesando,  según  loa  vendedores,  ningnna  otra  hipoteca  sobre  los  predios 
ds  referencia;  qne  á  éstos  se  asignó  en  dicha  escritora  de  Abril  del  98  nm 
valor  en  jonto  de  10.918  pesetas,  teniéndolos,  además,  los  demandantes 
lüpeteoados  á  D.  Gnillermo  Ballester  en  garantía  del  pago  de  6.260  pe- 
setas, intereses  del  6  por  100  annal;  qne  los  actores  hermanos  Fernán- 
te  del  Pino  oabf an,  al  celebrarse  el  contrato  de  venta  con  pacto  de  re- 
tro, peear  sobre  los  cinco  tnmnebles  referidos  nna  anotación  de  embargo 
precedente  del  Juagado  del  Oentro,  de  esta  corte,  en  virtnd  de  antos  eje- 
tatiTOs  segnidos  por  el  Banco  Hipotecario  de  Espafia  sobre  reclamación 
da  4.948  pesetas  78  céntimos,  importe  del  semestre,  cnya  falta  de  pago 
motivó  tales  antos;  qne  éstos  versaban  también  sobre  secnestro  y  pose- 
rión  interina  de  unas  fincas  hipotecadas  por  los  Fernándes  del  Pino  al 
éannoiado  establecimiento  á  responder  de  nn  crédito  de  86.000  pesetas, 
del  eoal  correopondian  20.000  á  los  predios  números  9,  11,  12, 18  y  14  de 
la  Tsnta  oon  pacto  de  retro;  qne  en  otras  ejecnciones  entabladas  por  la 
expresada  entidad  banoaria  contra  los  actores  para  hacer  efectivo  el 
importe  de  otros  semestres,  f nerón  dichos  cinco  inmuebles  sacados  dl- 
Itrsntes  vocee  á  subasta  y  adjudicados,  por  fia,  al  mismo  Banco  Hipóte- 
etrio  en  la  oantidad  de  80.000  pesetas;  qne  D.  Lois  Fernández  del  Pino 
ysQ  bermamo  D.  Juan  no  podían  de  modo  algnno  considerarse  releva- 
dos de  la  obligación  de  satisfacer  al  Banco  los  intereses  de  los  presta 
aies  contraídos  á  favor  de  éste,  ni  menos  creer  incumbir  á  D.  Pedro 
Hartínes  tal  deber,  pues  ni  en  la  escritura  de  venta  á  retro  se  dijo  nada 
aeerea  de  ello,  ni  de  haberse  dicho  podría  jamás  considerarse  ser  dicho 
B.  Pedro  el  llamado  á  solventar  obligaciones  existentes  muchos  afios 
antes  y  cautelosamente  ocultadas  al  otorgarse  el  conttrato;  que  reser- 
rada  en  éste  á  los  Fernándes  del  Pino  la  administración  de  las  fincBR, 
as  percibió  el  cansante  de  los  demandados  renta  aUnoa  de  las  fincas  asi 
las  del  primer  afio  como  las  del  último;  que  la  concnrrerola  de  D.  Po- 
dre Martines  á  la  subasta  de  los  inmuebles  adjudicados  al  Banco  no  slg 
Blfiea,  como  se  supone  de  contrario,  reconocimiento  por  parte  de  aquél 
de  la  obligado  a  de  conservarlas  á  disposición  de  los  Actores,  pues  s'^- 
ais)aote  acto  sólo  obedeció  á  la  conveniencia  del  D.  Pedro  de  adquirir 
los  susodichos  predios  por  colindar  con  otros  de  su  pertenencia;  que  el 
erior  pleito  seguido  por  los  Fernández  del  Pino  en  el  JnEgado  de  la 
losa  contra  el  padre  de  los  dlcentes  terminó  por  eentencia  firme 
II  de  Octubre  de  1900,  en  la  cual  se  declaró  no  haber  lnp;ar  á  nada  de 
retendido  por  los  demandantes;  que  ésto?,  no  conformes  con  Ib  re- 
to en  eete  fallo  en  cuanto  ai  cuarto  extremo  de  la  demanda,  relativo 
indemnisación,  insistían  acercado  esto  en  el  pleito  actual,  tomando 
baee,  no  lo  dicho  en  la  parte  dispositiva  de  la  eentencia,  sino  la 
iclación  particular  y  personal  del  Juzgado,  expresada  en  uno  de  los 
**derandos;  qne  por  haber  dicho  el  Jnea  en  nno  de  ios  fundamentos 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


OOTVBBK  DS   1906  8T7 

además  con  U  hipoteca  coostitnida  el  afio  1806  á  favor  de  D.  Gnlllermo 
Balleeter  pot  6.260  peeetas  de  principal  ó  IntereBes  del  6  por  100  annal 
'7  con  el  procedimiento  de  embargo  y  «ecaestro  Judicial  á  instancia  de  la 
entidad  banearia  antee  alndida  eobre  pago  de  loe  Intereses  semeetralea 
del  préetamo  de  20.000  pesetas,  cuyos  intereses  importaban  4.S48  pe- 
setas 7S  céntimos  por  lo  menos;  qne  de  aqní  resoltaba  haber  engafiudo 
los  demandantea  á  D.  Pedro  Martines  en  cnanto  al  preciOi  pnes  le  ven- 
dieron los  tantos  veces  cinco  citados  predios,  con  arreglo  á  los  términos 
de  la  eeeritara,  en  las  20.000  pesetas  del  préstamo  del  Banco  y  las  10.)^18 
pagadas  por  ellas,  ó  sean  en  jnnto  80.918  pesetas,  y  segán  resoltó  des- 
pués, estas  fincas  le  costaban,  además,  al  Martines,  6.2ti0  pesetas  de  la 
idpeieca  de  Ballester,  4.348  por  lo  menos  del  embargo  por  intereses,  y 
tal  ves  otras  1.000  pesetas,  importe  de  las  costas  ocafiiúoadas  por  el  Je* 
vsDtamtento  de  esta  ejecución,  ascendiendo  la  suma  de  tales  cantidades 
á  la  de  42.416  pesetas,  ó  sean  12.000  más  del  precio  convenido  próxima- 
mente, y  qne^  vendidos  los  cinco  predios  por  el  Bancp  Hipotecario  en  la 
ejecución  antes  mencionada,  perdió  D.  Pedro  Martínez,  por  culpa  de  los 
Femándes  del  Pino,  el  valor  de  los  mismos,  estimados  en  las  10.918  pe- 
sstas,  de  euya  cantidad  no  se  habían  reintegrado  Doña  Emeteria  Se- 
rrano y  sus  hijos,  siendo  estos  últimos  los  hechos  fundamentales  de  la 
rseonveneión  formulada  por  loe  contestantes,  quienes  alegaron,  así  en 
eoaato  á  ella  como  acerca  de  lo  expuesto  con  relación  á  lo  principal,  los 
nuonsmientos  legales  que  estimaron  del  caso: 

Besoltando  que  conferido  traslado  para  réplica  á  los  actores,  lo  eva- 
caaron  con  fecha  6  de  Marxo  del  afio  anterior  por  medio  de  escrito  rn  que 
ampliando  los  hechos  de  la  demanda  y  contestando  á  la  reconvección, 
manifestaron  sustancialmente:  que  por  la  escritura  de  venta  con  pficto 
de  retro  de  9  de  Abril  de  1898,  no  se  prueba,  como  aseguraban  los  de- 
mandados, hallarse  sólo  gravadas  las  fincas  números  9,  11,  12,  IS  y  14 
con  la  hipoteca  á  favor  del  Banco  Hipotecario  de  Espafia;  que  lo  remí- 
tante de  tal  escritura  es  no  haberse  hecho  constar  en  ella  todos  los  gra- 
vámenes impuestos  sobre  aquellos  cinco  inmuebles;  qie  tal  omisión  no 
es  imputable  á  ios  dicentes  al  efecto  de  quedar  relevado  D.  Pedro  Mar- 
Unes  de  la  obligación  de  devolver  los  referidos  predios,  pues  á  má»  de 
no  haber  obedecido  á  la  deliberada  intención  de  los  Fernández  del  Pino, 
conocía  Martines  semejantes  gravámenes  ó  pudo  enterarse  de  su  exis- 
tencia en  nna  oficina  pública;  que  negaban  terminantemente  haber  co- 
brado D.  Lnis  Fernándes  del  Pino  renta  alguna  de  las  fincas,  pues  el 
pago  de  ellae  se  hacia  en  Agosto  y  Septiembre,  época  de  la  recolección, 
y  el  D.  Lnis  sólo  fué  administrador  durante  los  meses  de  Abril,  Mayo  y 
Junio,  mes  éste  en  el  cual  D.  Pedro  Martines  nombró  administradc^r  á 
B.  Juan  Martines  García,  quien  encargó  de  la  cobranza  á  Vicente  Va- 
Isneia;  qne  las  fincas  hipotecadas  á  Ballester  en  1896  lo  fueron  después 
á  D.  Pedro  Martínez  en  las  "escrituras  de  Diciembre  del  96  y  Abril  del  97, 
las  cuales  sirvieron  de  base  á  la  venta  con  pacto  de  retro  de  9  de  Abril 
de  1898;  que  si  D.  Pedro  Martínez  adquirió  las  fincas  con  obligación  de 
portar  sns  cargas,  debió  pagar  los  intereses,  asi  como  pagó  las  contri- 
leiones,  no  habiendo  razón  para  distingos  entre  ante ri ores  y  posterio- 
I  á  la  compra;  que  al  D.  Pedro  le  fueron  adjadicados  los  cinco  predios 
adidos  por  el  Banco  en  la  segunda  subasta  anulada  luego,  no  siendo 
irto  residiera  en  Belmente  uno  de  los  actores  y  el  Conde  de  Oervera, 
qnlrente  de  aquellos  inmuebles;  que  los  hermanos  Fernández  del  Pino 
representaron  comedia  alguna  en  5  de  Octubre  de  1^01,  pues  se  dijo 
Bl  acta  de  esta  fecha,  sin  oposición  alguna,  haber  puesto  aquéllos  de 
dfleato  las  171.748  pesetas  76  céntimos  recibidas  para  tal  fin  de  don 
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iadamniaftción  de  dafios  y  perjaicios,  á  cayos  demandantes  absolvió  asi* 
Mtfmo  de  la  reconvención  contra  ellos  formnlada  por  los  demandados, 
■Ib  haeer  expresa  condena  de  costas  de  nlngnna  de  las  dos  Instancias; 

Besnltando  qae  D.  Lois  y  D.  Jaan  Bautista  Fernándes  del  Pino  y 
8iii  han  Interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como 
eamprendido  en  loe  núms.  1.®  y  2.^  del  art«  1692  de  la  de  Enjuiciamiento 
flvil,  alegando  en  su  apoyo  les  siguientes  motivos: 

Primero.  Incongruencia  del  fallo  recurrido  en  las  pretensiones  de- 
dnoidae  en  al  pleito  é  infracción  de  los  arts.  1266  y  1266  del  Código  civil, 
debidamente  relacionados  con  ios  869,  872  en  su  núm.  2.^,  648  y  649  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  considera  ne- 
gada por  loe  demandados  autenticidad  y  eficacia  al  acta  notarial  en  la 
«mal  consta  que  el  dinero  Importe  de  la  retroventa  se  exhibió  y  contó  á 
presencia  del  Notarlo,  y  deduce  de  ello  no  haber  probado  los  actores  el 
heeho  principal  en  que  basaban  su  demanda,  toda  ves  que  no  propuesta 
por  los  denaandados  en  su  tiempo  la  falta  de  autenticidad  y  eficacia 
ligal  de  la  citada  acta,  ni  redargüida  ésta  expresa  y  terminante  de 
falsa  en  el  orden  civil  ó  criminal,  ya  que  sólo  se  limitaron  al  análisis 
erítleo  de  la  misma,  no  pudo  el  Tribunal  a  quo,  que  sólo  debe  jDzgar 
jutta  alegaia  et  probaia^  admitir  la  carencia  en  el  referido  documento 
de  la  autenticidad  y  eficacia  necesaria  en  derecho; 

Segundo.  lafracción,  por  no  haberse  aplicado  debidamente,  de  los  ar- 
tlealoe  1118  y  1262  del  Código  civil,  en  relación  con  los  666  de  la  ley  de 
bjnloiam tentó  y  279  de  la  ley  Hipotecaria,  puesto  que  en  ^la  escritura 
de  venta  con  pacto  de  retro  de  9  de  Abril  de  1898,  se  interpuso  al  compra- 
dar  la  obligación  de  conservar  las  fincas  vendidas  á  disposición  de  los 
vendedores  hasta  determinada  fecha,  si  por  ellas  se  les  abonaba  el  precio 
de  la  venta  siendo  exigible  esta  obligación  del  comprador  porque  su 
cumplimiento  no  dependía  de  un  saceso  fntaro  ó  de  un  suceso  pasado 
que  los  Interesados  ignorasen,  ya  que  el  no  determinarse  la  totalidad 
ds  loa  gravámenes  no  puede  determinarse  como  un  suceso  ignorado  por 
loe  interesados,  por  cuanto  el  Registro  de  la  propiedad  es  público  para 
los  que  tengan  ioteréa  conocido  para  averiguar  el  estado  de  los  bienes 
iamueblee,  además  de  lo  cual  la  obligación  adquirida  por  si  comprador 
en  la  referida  escritura  de  1B98  era  extgible  sin  disensión  alguna  el  i901, 
(sle)  por  la  existencia  de  la  cosa  juzgada,  art.  1262  de  dicho  Código,  ya 
que  en  la  eenteocia  de  81  de  Octubre  de  1900,  dictada  por  el  Juzgado  de 
ü  Inelusa,  consentida  por  el  comprador,  se  declaró  venía  éste  en  la  obli- 
SMSIón  de  conservar  todas  las  fincas  vendidas  á  pacto  de  retro,  extremo 
sobre  el  cnal  no  podía  practicarse  prueba  alguna  por  haber  sido  coníe* 
sado  por  la  parte  á  quien  perjudicaba,  que  estuvo  conforme,  confesán- 
dolo, en  la  existencia  de  la  sentencia  y  en  el  contenido  de  esa  declara- 
ción de  derecho; 

Tercero.  Haberse  infringido,  también  por  cu  inaplicación,  los  artícu- 
iM  1096  y  1101  del  Código  civil  y  el  S69  de  la  ley  procesal,  porque  el 
comprador  faltó  al  cumplimiento  de  su  obligación  no  devolviendo  las 
fincas  adquiridas  con  pacto  de  retro,  siendo  aeí  que  le  fué  ofrecido  el 
imperte,  como  consecuencia  de  cuya  falta  de  cumplimiento  los  vendedo- 
ns,  que  adquieren  la  condición  de  acreedores,  pueden  ejercitar  el  dere- 
írtkoque  se  desprende  de  la  escritura  de  venta  con  pacto  de  retro;  com- 
peliendo si  deudor,  bies  á  realiaar  la  entrega  de  la  cosa  determinada,  ó 
Mea  á  indemniaarles  de  los  dafios  y  perjuicios  caneados  por  su  negligen- 
^  en  el  cumplimiento  de  la  obligacióo,  el  ejercicio  de  uno  y  otro  de  cu- 
os  derechos  es  »7i<¿tf/)67id{>n^0,  como  dice  el  primero  de  los  antecitados 
ttimiloc,  siendo  petectaUve  en  la  parte  seguir  y  ejercitar  aquel  que  más 
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oonyenga  á  sa  derecho  ó  intereaes,  ein  qaed«r  obligado  al  ejerciei«  ám 
uno  determinado,  siendo  el  concepto  de  la  infracción  qae  ahora  se  alaga 
no  reconocer  la  Sala  sentenciadora  aquel  precepto  por  considerar  qna  loa 
demandantes  no  habían  llenado  todos  les  requisitos  del  retracto,  ooanda 
la  acción  entablada  ha  sido  por  indemnización  y  no  para  competer  al 
deudor  á  que  realice  la  entrega  de  la  cosa  determinada,  en  cnyo  caao 
hubiera  sido  acción  de  retracto  la  propuesta;  y  como  ésta  no  es  la  enea- 
tlón  que  se  sometió  al  Tribunal  y  éste  no  pudo  resolver  otra  distinta  da 
la  sometida  en  la  demanda,  por  deber  mediar  entre  ésta  y  el  fallo  la  die- 
blda  congruencia,  si  en  aquélla  se  solicitó  indemnisación  de  dallaa  j 
perjuicios  por  incumplimiento  de  una  escritura  de  venta  con  pacto  de 
retro,  no  pudo  resolverse  sobre  la  negativa  á  conceder  un  retracto  bo 
solicitado  por  los  demandantes,  no  pudiéndoae  alegar  tener  los  Tribuna- 
les facultad  para  modiñcar  la  calificación  jurídica  de  la  acción,  y  meaoa 
para  modificarla,  sin  expresar  el  fundamento  legal  en  que  se  apoye  j 
descanse  la  nueva  calificación  empleada; 

Cuarto.  Infracción  de  los  arts.  1618  del  Código  civil  y  1618  de  la  lej 
de  Enjaieiamiento,  en  cuanto  la  Saia  funda  su  fallo  en  esos  preceptos, 
aplicándolos  indebidamente,  porque  el  reembolso  á  que  se  refiere  el  pri- 
mero y  la  consignación  á  que  hace  referencia  el  segundo,  es  requlalto 
previo,  según  lo  establecido  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Suprema 
de  81  de  Diciembre  de  1897  para  la  admisión  de  la  demanda  de  retraelo, 
no  exigiéndose  caando  ésta  versa  sobre  indemnisación  de  dafios  y  per* 
juicios,  dependiendo  esa  diferencia  de  pedirse  en  el  primer  caso  la  deve- 
lución  de  una  propiedad  inmueble  por  la  cual  se  recibió  un  precio  del 
que  ha  de  reitegrarse  al  comprador  al  entregar  el  inmueble,  exigiendo  la 
ley  para  garantía  suya  esa  consignación  como  diligencia  previa  al  dar 
curso  á  la  demanda,  y  como  en  la  reclamación  de  dafios  y  perjuiciaa 
ninguna  garantía  tiene  que  darse  al  deudor,  no  determina  la  ley  qae 
proceda  una  consignación  que  no  tendría  rasón  jurídica  de  existir;  y 

Quinto.  Infringirse  nuevamente,  por  su  no  aplicación,  los  arta.  6i8 
y  549  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil  y  el  1106  del  Código,  al  no  con» 
ceder  la  Sala  setenciadora  la  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios  solici" 
tada  en  la  demanda,  la  cual  no  es  sólo  del  valor  de  la  pérdida  sufrida, 
sino  que  también  el  de  la  ganancia  dejada  de  obtener,  precisándose, 
para  poder  fijar  una  cantidad  determinada,  el  valor  de  lae  fincas  perdi- 
das por  el  comprador,  tomándolo  de  la  adjudicación  hecha  á  loa  vende* 
dores  por  herencia  materna,  se  dedujeron  los  gravámenes  que  sebie 
ellos  pesaban  y  agregado  aquel  total  se  pidió  la  ganancia  dejada  de  ob- 
tener, la  que  constaba  en  la  escritura  pública;  y  como  á  aquellos  he- 
chos, por  no  haberlos  negado  la  parte  demandada,  debía  dárseles  valer 
legal,  y  como  la  referida  escritura  no  fué  civil  ni  criminalmente  redar- 
güida de  falsa  ni  se  negó  su  autenticidad  y  eficacia,  no  se  necesitaba, 
por  tal  rasón,  más  prueba  para  concretar  la  cuantía  de  la  indemniaa- 
ción. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 
Conaiderando  que  si  bien  no  puede  desconocerse  que  la  falta  de  cnm- 
plimiento  del  retracto  convencional  establecido  en  la  eecritura  de  9  de 
Abril  de  1898,  causa  ocasional  de  la  litis,  no  debe  estimarse  ajena  al  de- 
mandado, á  quien  obligaba  el  pago  al  Banco  Hipotecario  de  los  intereaes 
vencidoe,  ya  por  haber  adquirido  las  fincas  con  el  gravamen  impueeto, 
que  se  hiso  constar  en  el  documento  y  aparecía  del  Registro  de  la  pro* 
piedad,  ya  por  haberse  así  declarado,  como  también  la  obligación  de 
conservar  todas  las  fincas,  en  la  sentencia  firme  recaída  en  el  pleito  an- 
teriormente seguido  entre  las  mismas  partes,  ya  principalmente  porque 
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«■ftttuyando  el  oompntder  al  veodedor  en  todo*  ans  derechos  7  «oeU- 
Mt,  per  precepto  legal  debe  euetliairie  aBimUmo  en  lae  obUgacionee 
qee,  eea  relaelón  á  io  enajenado  le  afecten,  eeto  ne  obstante  lae  decía  • 
ndeaes  hechas  en  la  aentoncla  recurrida,  censtitativas  de  íandamentos 
é9  hecho,  las  cuales  no  se  han  impugnado  en  la  forma  prevenida  en  la 
kf  de  Frocedimientoe,  j  al  declararse  improbada  la  demanda  por  negar 
«1  demandado  saleniioldad  á  los  documentos  que  la  acompasaron,  no 
caiapnlsadee  en  el  pleito,  en  el  cual  no  se  propuso  ni  se  practicó  prueba 
slgeaa«  constituyen  otras  tantas  raaones  que  obstan  á  la  casación  pro- 
laadkia,  haciendo  ineficaces  los  cinco  motivos  del  recurso:  primero,  por- 
qse  en  la  sentencia  reclamada  se  parte  del  supuesto  de  no  haber  lieoho 
ue  los  demandantes  del  derecho  de  retracto  en  forma  legal,  no  reembol- 
isndo  al  demandado  el  precio  de  la  venta  ó  consignándola,  eo  su  caso, 
átsaerde  loe  arte.  1618  del  Código  civil  y  1618  de  la  ley  de  Procedí- 
fldsatos,  rectamente  aplicsdos,  ya  que  de  las  referencias  del  acta  de  6  de 
Oetsbre  consta  que  los  primenee  no  permitieron  siquiera  al  segundo 
osatar  el  dinero  ni  accedieron  á  dejarlo  en  poder  del  Notario,  como  pre- 
tndia  el  D.  Baldomcro  Martines,  sino  que  ee  limitaron  á  ofrecer  á  óst«, 
«ame  en  el  mismo  recurso  se  dice,  el  importe  de  las  fincas,  ofrecimiento 
^neno  puede  equipararse  al  cobro  de  la  cantidad,  que  es  lo  que  el  reem 
bolso  slgaifica,  sin  que  este  reqatflito  esencial  y  previo  el  ejercicio  del 
derecho  de  retracte  se  contraiga  ezoluBi  v^mente  á  la  preteceión  de  la  de- 
aaada,  come  ee  alega,  sino  que  ee  indispensable  en  todo  acto  en  que  se 
pretenda  hacer  uso  del  retracto  conveocional  para  la  resol  ación  de  la 
ftnts,  de  todo  lo  cual  se  deduce  la  improcedencia  del  motivo  cuarto, 
toadamental  del  recurso;  segundo,  porque  la  indemniaación  de  dafios  y 
Mrjnicios  pedida  en  la  demanda  por  no  haber  otorgado  al  demandado 
laueriiura  de  retrooenta^  como  en  la  aú plica  se  dice,  no  puede  con- 
■Iderarse  independiente  del  retracto,  en  cuyo  supuesto  incumplimiento 
por  el  demandado  fundaron  los  demandantes  dicha  indemniaación,  se- 
|ún  declara  la  Audiencia,  sin  otra  causa  que  la  origine;  y  como  en  la 
lantencia  se  estima^  por  el  contrario,  que  no  se  otorgó  la  escritura  de 
ntrovento  perqué  óstos  no  ejercitaron  su  derecho  en  forma  legal,  care* 
can  de  aplicación  loe  arta.  1096  y  1101  del  Cóiigo,  referentes  á  las  obil- 
iselones  en  general,  y  oitades  en  el  motivo  tercero,  partiendo  de  un 
fasdamento  distinto  al  establecido  por  la  Sala  sentenciadora  y  no  im- 
pegaado  en  forma,  come  se  ha  dicho;  y  no  existe  tampoco  la  rasón  de 
iaeoagraencto  que  en  esto  motivo  se  aduce  al  absolver  á  los  demanda- 
dos ds  la  indemnisaclón  de  perjuicios  originados  por  la  falta  de  cumpli-  . 
nisnto  del  retracto,  imputoble,  en  sentir  del  Tribunal  a  quo^  á  los  de 
aisadantes;  toroero,  porque  la  sentoncia  no  adolece  tampoco  del  defecto 
de  incongruencia,  baje  el  aspecto  á  qae  el  motivo  primero  se  contrae, 
para  los  efectos  de  la  casación,  puesto  que  resuelve  el  litigio  en  armonía 
MU  las  pretonsienes  oportunamente  deducidas  por  las  partee;  y  al  ab- 
solver  á  los  demandados,  además  del  fundamento  citado  por  haber  de- 
jado improbada  su  demanda  la  parte  actora,  que  no  propaso  prueba  al 
m,  habiéndose  negado  por  aquéllos  autenticidad  á  los  documentos 
lapafiados  á  la  demanda,  no  compulsados  en  el  pleito,  ee  ajaetó  á  la 
lilancia  de  loe  autos,  ain  infringir  los  preceptos  legales  invocados  en 
10  motivo;  siendo  de  notar  la  disparidad  de  las  partes  en  la  referencia 
os  haches  conai^nadoe  en  el  acto  de  6  de  0.;tabre,  la  cual  divergen- 
hada  de  todo  punto  necesaria  la  prueba  sobre  el  pormenor  y  circuns- 
sias  de  loe  mismos;  cuarto,  porque  la  Audiencia  no  aprecia  come 
ia  inmediata  del  cumplimiento  del  retracto  la  no  existencia  en  poder 
^mprador  de  todas  las  fincas  enajenadas,  ni  el  haberse  omitido  en 
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l»€«crÍtDra  la  tetalid«d  de  loa  gravámenes  qne  las  afectaban,  aegúa 
qneda  ezpueeto,  eino  la  falta  de  reembolso  ó  de  la  consignación  por  parte 
de  los  vendedores;  raión  por  la  cnal  es  inoportuna  la  cita  de  los  precep- 
tos legales  qne  en  el  segundo  motivo  se  Invocan;  j  quinto,  porque  en 
méritos  de  los  anteriores  fundamentos  cae  por  su  base  el  motivo  eefia- 
lado  con  este  número,  ya. que,  negada  la  Indemniaación  de  dafios  y  per- 
juicios, es  ocioso  tratar  de  demostrar  sus  conceptos  y  cuantía;  . 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  y  D.  Juan  Fernándes  del  Pino 
y  8áis,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbreea  á  la  Au- 
diencia territorial  de  esta  corte  la  correspondiente  certificación,  deyol* 
viéndole  el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
«ertará  en  la  Oolbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaa 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.aBFrancisco  Toda. 
Víctor  Oovián.ssAntonio  Alonso  Casafia.=Ildefooso  Lopes  Aranda.=s 
Pascual  Domenech.=Ramón  Barroeta.=:Oamilo  María  Qnlión. 

Pnblicación.sLelda  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Szcmo.  8r.  D.  Antonio  Alonso  Oasafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  oertiñoo  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Octubre  de  1906.=Marcellno  San  Román. 


Núm.  78.- TRIBUNAL  SUPREMO.— 16  de  Oetobre, 
publicada  el  17  y  18  de  Qcisbre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley, ^Reeonocimienio  de  hijo  natu- 
ra¿.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al   recurso  inter- 

Suesto  por  Don  L.  B.  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
e  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Doña  L. 
de  la  C. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  estableco: 

Que  aun  en  el  supuesto  de  ser  navarro  el  demandado  para  el  re- 
tonoetnUento  de  un  hijo  natural^  y  de  gue^  por  serlo  tenga  apUea" 
eión  la  legislación  del  país  en  que  naeió^  se  impone  la  del  art.  129 
del  Código  civil  en  relación  con  el  119^  como  legislación  supletoria 
en  ^aearra^  en  cuanto  determina  el  concepto  de  los  hijos  que  como 
naturales  pueden  ser  reconocidos  por  sus  padres;  porque  ciado  el 
anacrónico  concepto  del  hijo  natural  consignado  en  las  leyes  roma- 
nas, tanto  más  anacrónico  cuanto  es  abiertamente  contrario  al  sen- 
tido y  espíritu  de  Derecho  canónico,  al  de  la  Ugisladón  comün  y  al 
lie  ¿a.H  ideas  reinantes  en  las  costumbres  sodaleSj  si  se  entendiera 
que  únicamente  los  hijos  reputados  como  naturales  en  aquellas  IC' 
yes  podían  ser  reconocidos  por  un  navarro ,  resultarla  restringido 
sin  rasón  el  principio  del  reconocimiento  que  puede  y  debe  exten- 
derse á  otros  hijos  que  no  sean  los  llamados  naturales  en  el  De  i* 
cho  civil  romano,  por  no  obstar  este  concepto  á  la  amplitud  del  i  f- 
conocimiento  cuando  concurran  en  aquéllos  las  circunstancias  fl 
expresado  art»  119,  como  para  ejectos  civiles  más  restringidos  p  í- 
den  ser  reconocidos  otra  clase  de  hijos  ilegittmos,  no  habiendo,  eoi  o 
no  hay  en  el  Derecho  particular  de  Navarra^  nada  que  se  opon  a 
fundamentalmente  á  tal  extensión,  y  esto  con  mayor  motivo  cuai  o 
que  si  las  leyes  romanas  como  la  Partida  llaman  exclusioamm   « 
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TuUmrales  á  Iom  hijo$  de  eoneubina  tenida  en  determinadae  eondido* 
ne«,  eepor  la  kaneión  que  preeian  á  unionee  de  eea  naturaleza^  dee» 
terradan  ya  de  las  eoetumbree  y  de  lae  modernas  legislaciones,  san- 
eión  hoy  insostenible^  por  ser  contraria  á  las  ideas  remantes  en 
unas  y  otras^  inspiradas  en  moralidad  más  pura  que  las  que  en  aquel 
tiempo  dieron  oída  á  la  institución  del  concubinato: 

Que  observándose  esta  doctrina  no  se  infringen  los  artículos  9.^> 
10, 12, 14, 15, 135,  597,  párrajos  1,^  y  4  o  y  598,  párrafo  3.^  del  Có- 
digo  dcil,  las  leyes  de  la  misma  Recopilación  de  Navarra  referentes 
é  la  materia,  el  art.  2!"  de  la  de  16  de  Agosto  de  1841,  el  art,  2.^  del 
Real  decreto  de  12  de  Junio  de  1844  y  las  Novelas  de  Justiniano  y 
leyes  del  Código  y  del  Digesto  pertinentes  al  caso: 

Que  según  el  art.  135  del  Código,  el  reconocimiento  expreso  de 
la  paternidad,  en  escrito  indubitado  del  padre,  constituye  á  éste}  en 
la  obligación  de  reconocer  al  hijo  natural  sin  ninguna  prueba  de  in- 
sestigadónc 

Que  la  migni/tcación  de  los  actos  demostrativos  del  estado  de  po- 
sesión continua  de  hijo  natural,  puede  depender  en  cada  caso,  ya  de 
los  antecedentes,' ya  de  las  circunstancias  que  los  acompañan  ó  ro* 


En  lA  YillA  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Octubre  de  1906,  en  e!  jnioi» 
dcdaratiTO  de  mayor  cnanti*  aegnido  en  el  Jnsgado  de  primera  instan- 
cia dei  distrito  de  la  Latina  j  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  An- 
diencto  territorial  de  la  misma  por  Dofia  L.  de  la  O.  y  F.,  de  esta  vecin- 
dad, dedicada  á  ens  labores,  centra  Dofia  M.  del  P.,  Dcfía  M.  M,,  Don  L.  y 
Don  E.  £•  7  M.,  propietarios,  vecina  la  primera  de  Málaga,  los  otros  áott 
de  esta  corte  y  el  último  de  Pamplona,  como  herederos  de  tn  berman» 
D(n  F.  F.  E.  y  M.,  en  cayes  sotos  es  también  parte  el  Minleteiio  fít^cal, 
sobre  reconocimiento  de  bija  natural;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de 
recorso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Mannel  Martín  Vefia  y  Ranero,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Aca« 
cío  Charrín,  en  nombre  de  los  demandedcs;  babiendo  compaiecido  la 
recorrida,  representada  por  el  Procurador  1).  Ruperto  Aicua  y  defendida 
per  el  Letrado  D.  Pío  Vicente  de  Piniós;  y  siendo  también  paite  en  este 
Tribunal  Sopremo  el  Ministerio  fiecal. 

Besnltando  que  en  16  de  Septiembre  de  1908  D6fla  L.  de  la  O.  y  P. 
presentó  en  el  Repartimiento  de  negocios  civiles  de  los  Juzgados  de  esta 
corte  on  escrito,  que  fué  tuteado  al  de  primeía  inste ncla  del  distrito  de 
la  Latina^  exponiendo:  que  b^bia  tenido  relacloneB  íntimf  £  durtrnte  máa 
de  siete  afios  con  el  Ccmandante  de  Artillería  Don  F.  J.  E.  y  M.,  que  am- 
bos eran  solteros;  que  en  S4  de  agosto  de  1699  dio  ella  á  luz  una  niña,  y 
el  Don  J.,  reconociéndola  de  hecbo  como  bija  suya  ante  varias  personas, 
no  se  separó  del  lado  de  la  parturienta,  cuidándola  y  atendiendo  á  lo» 
gastos  del  parto,  b»utiao,  etc.,  y  postor ioi mente  pasaba  una  mensuali- 
dad fija;  que  engafió  á  la  ezponente  baciécdola  creer  que  batía  recono- 
Ido  á  la  nifia  en  el  Registro  civil,  fingiendo  dicba  inscripcif^n  y  man- 
ando á  rtcoger  en  firma,  que  á  pesar  de  ese  engaño,  d<:sde  que  nació  la 
Ifia  había  estado  en  posesión  de  su  consideración  de  bija  natural  por 
•  actos  directos  practicados  á  diario  por  su  padre;  que  :a  (^x|.>onente, 
^o  acta  de  %  de  Septiembre  de  ]908,  babía  reconcckio  é  inscrito  á  la 
6a  como  hija  natural  suye;  que  Don  F.  J.  £.,  en  documento  auténtico 
'SO  pnfio  y  letra,  censignaba  que  dicba  nifia  era  bija  natural  tuya; 
B  el  Don  F.  J.  falleció  en  Pamplona  el  81  de  Mayo  de  H)03  y  prefino 
i  ezponente,  en  el. documento  en  que  se  obligaba  á  reconocer  á  su 
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aaniM,  j  como  nadie  la  ha  pedido  sa  parecer,  está  de  máe  eemejante 
eeoeejo.  No  podía  menoe  de  pareoerle  mena  la  chica,  porque  en  realidad 
le  ea  en  alto  grado,  y  ya  verás  cómo,  si  es  cierta  y  verdadera  la  amistad 
^e  te  pinta,  ea  encantará  de  ella.  Es  lástima  que  no  hubiese  ido  antes 
4  verte,  pues  hubiera  podido  ser  la  madrina  de  la  nena,  que  siempre 
hubiera  sido  mejor  que  Anastasia.  ¿No  te  parece?»;  y  en  otra  del  fulio  6; 
<aíafian%  cnando  saiga  ésta,  cumplirá  justo  el  mes,  y  ya  en  él  está  des- 
conocida ¿qnó  no  será  cuando  pase  más  tiempo?  Yo  ya  creo  que  todo  de* 
penderá  de  au  nedriaa,  asi  que  ya  puedes  cuidarla  para  lucirla.  Guando 
tanto  confias  en  la  discreción  de  Margarita,  razones  tendrás  para  ello,  y, 
per  lo  tanto,  no  insisto  más  en  el  asante,  pero  con  lo  demáe  no  debes 
confiarte,  porque  va  á  resultar  un  secreto  á  voces... >;  un  certificado  de 
la  inseripeión  de  la  nifia  M.  L.,  verificada  el  8  de  Septiembre  de  1908,  en 
la  que  aparece  como  hija  natural  de  Dofia  L.  de  la  O*,  y  nacida  en  la 
calle  de  Orellana,  núm.  4,  piíbo  prinsipal  interior,  el  día  24  de  Agoeto 
de  1899;  otro  de  defunción  de  Don  F.  J.  E.,  acaecida  en  Pamplona,  en 
astado  de  soltero,  el  día  81  de  Mayo  de  1908;  y  un  sobre  de  valores  de- 
rlaradoopor  126  pesetas  con  el  membrete  cHotel  de  París.— -Se villa >> 
áirigldo  á  Dofia  L.,  Genova  4,  en  8  de  Enero  de  1908; 

Beaultando  que  á  coosecnencia  de  haberse  acordado  no  tramitar  la 
•ollcitnd  de  Dofia  L.  de  la  C.  hasta  tanto  que  justificase  su  estado  legal 
depobresa,  formaliaó  la  correspondiente  demanda;  y  en  posesión  de  di- 
dio  beneficio,  que  le  fué  otorgado  en  11  de  Enero  de  1904,  dedujo,  en  16 
del  mismo  mes  y  afio,  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
contra  los  herederos  de  Don  F.  J.  E.,  en  la  que,  dando  por  reproducidos 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  su  escrito  de  16  de  Septiembre 
ds  1908,  suplicó  que,  previo  emplaaamiento  de  dichos  herederos  y  de* 
suls  trámites  legales,  se  declarase  á  su  hija,  la  nifia  M.  L.,  hija  natural 
lecsDOcidn  en  documento  auténtico  de  Don  F.  J.  £.  y  M.:. 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  emplaaados  los  demandados 
per  medio  de  edictos,  se  aportó  á  los  autos,  á  instancia  de  De  fia  L.  de 
la  C  nn  certificado  del  Registro  general  de  actos  de  última  voluntad,  en 
si  que  consta  que  el  D.  F.  J.  no  había  otorgado  otra  disposición  testa- 
mentarla  que  su  testamento  de  18  de  Febrero  de  1908,  y  un  testimonio 
de  éete  en  el  que  aparece  que  en  la  ciudad  de  Sevilla  y  ante  el  Notario 
de  la  misma  D.  £.  O.,  D.  F.  J.  £.,  soltero,  vecino  de  Pamplona,  previa 
protestación  de  fe  y  después  de  declarar  que  no  había  ganado  vecindad 
en  punto  alguno  de  Espafia,  sometido  al  derecho  común,  para  los  efec- 
tos del  art.  16  del  Código  civil,  conservando  en  toda  su  integridad  su 
condición  de  aforado,  habiendo  vivido  siempre  al  amparo  de  la  iegiela- 
eién  de  aquella  provincia,  estableció  en  la  cláusula  8.*  que  era  de  esta- 
do soltsre,  que  carecía  hasta  entonces  de  toda  clase  de  descendientes  y 
Que  a&lo  tenía  cuatro  hermanos;  dijo  literalmente  en  la  4.^;  c Ratifica  de 
manera  especialísima  su  anterior  declaración  relativa  á  que  carece  de 
toda  clase  de  descendencia,  y  previene  que  aunque  otra  cosa  se  preten- 
da en  contrario  por  alguien,  so  pretexto  de  poseer  escrito  de  puño  y  le- 
**radelsefior  otorgante,  con  promesas  de  subsidios  y  de  reconocimiento 
s  derechos  para  lo  porvenir,  dicho  escrito  sea  tenido  y  considerado 
uno  nulo  y  de  ningún  valor  ni  efecto,  toda  vea  que  le  fué  arrancado 
íerdéndose  intimidación  ó  fuersa  moral  sobre  su  persona  en  ccaeión 
&  que,  además  de  hallarse  el  propio  sefior  otorgante  gravemente  en* 
nao,  no  se  encontraba  en  condiciones  de  libertad  bastantes  para  re- 
'¡anr  la  coacción  á  que  alude;  por  todo  lo  cual  quiere  el  sefior  testador 
ka  no  sea  oída  ni  apreciada  en  sentido  alguno  aquella  pretensión,  si  es 
'lUcgaraá  formularse  después  de  su  fallecimiento»;  y  po'  cláusla  9.* 
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nistíemp»  tíyIó  fué  en  Pamplons;  que  no  podían  ser  ciertas  en  Is  forma 
^16  sostenía  la  demandante  sns  relaolones  oen  aqnél,  podiendo  afirmar 
foe  en  1898  j  88  apenas  si  estaco  en  esta  corte  alganos  días,  hospedán- 
dsss  en  la  referida  eaea,  y  Dofia  L.  parecía  que  habitaba  en  la  calle  de 
Oiellaaa,  núm.  4,  piso  primero,  interior,  donde  se  decía  qae  nació  la 
nlfia  el  34  de  Agoeto  de  1888  y  á  la  qoe  aquélla  había  reconocido  como 
luja  natoral,  inscribiéndola  en  el  Begistro  en  Septiembre  de  1908;  qne 
ds  le  ezpneeto  por  la  misma  demandante  resoltaba  qne  la  nifia  en  cnatro 
afios  no  había  sido  reconocida  ni  por  sn  madre,  la  cnal  pretendía  ahora 
se  la  deelaraoe  hija  natural  de  ona  peisona  qne  no  estoco  en  Madrid» 
«zeepto  poco»  días  en  los  afios  de  1898  y  1899;  qoe  nnnca  tívíó  con  ella 
y  más  aún  apenas  se  habían  Tisto  sino  raras  Teces,  sabiendo  el  Don  J» 
todo  lo  referente  al  nacimiento  de  la  nlfia  por  lo  qne  le  dijo,  cierto  ó  no, 
la  Dofia  L.,  puesto  qne  estaba  f  aera  de  la  corte  desde  un  afio  antes  do 
¿ttcho  soceeo;  qne,  según  los  datos,  qne  estimaban  ciertos,  sn  hermana 
Don  J.  y  la  Dofia  L.  se  conoeleron  en  Madrid,  ésta  le  citó  á  nn  colmado, 
intimando  allí  más  ó  menos,  y  deepnés  se  vieron  alguna  yes  de  las  mny 
laras  que  el  mismo  vino  á  esta  corte,  ó  las  pocas  yeces  que  en  la  misma 
midió  se  citaron  alguna  que  otra  ves,  acaso  en  el  mismo  colmado  ó  en 
la  habitación  de  ella;  relaciones  pasajeras  qne  no  podían  servir  de  fun- 
damento á  nna  dedaraeión  judicial  como  la  qoe  se  pretendía  y  á  qne 
podían  servir  de  antecedente  los  escándalos  que  la  demandante  parecía 
ñ&  en  Febrero  de  1808  en  Sevilla  al  Don  J.  cnando  supo  qne  éste  trataba 
éb  casarse,  sin  respetar  sn  delicado  estado  de  salud,  que  se  agravó  hasta 
precipitarle  la  muerte;  qoe  el  Don  J.  en  sus  últimos  momentos  repitió 
t&te  personas  respetables,  entre  ellas  sn  confesor,  que  la  verdad  era  lo 
coosignado  an  so  testamento  y  que  esa  nifia  no  era  hija  suya;  qne  no 
kaUéodole  dado  resaltado  á  la  demandante  las  indicaciones  que  hiso  á 
ligónos  de  los  individuos  de  la  familia  del  Don  J.,  presentó  sn  escrito 
ás  18  de  Septiembre  de  1803;  y  después  de  hacer  algonas  alegaciones  en- 
etminadas  á  demostrar  que  la  demanda  estaba  mal  propuesta  y  de  citar, 
tDtrs  otros  f andamentos  de  derecho,  los  artículos  8.*,  10,  11,  18  y  14  del 
Oódigo  civil,  en  vlrtnd  de  los  qne  resultaban  inaplicables  al  caso  loa  del 
pro)>to  Coerpo  legal  citados  de  contrario;  la  ley  6^*,  títé  8.^  libro  1.*  de 
la  Novíeima  Recopilación  de  Navarra;  el  art.  2.^  de  la  ley  de  16  de 
Agesto  de  1841;  las  Novelas  18,  capítulo  6.^  y  89,  capítulo  13  de  Justi- 
Biane;  leyee  10  y  11,  libro  6.^  tít.  27  del  Oóiigo,  De  naturobtlee  libe- 
ne^  y  l.®  y  otgnlentes  del  Digesto,  De  eoneubíruie;  la  base  6.*  de  la  ley 
is  11  de  Mayo  de  1888,  y  las  sentencias  de  17  de  Junio  de  1866,  7  de  No- 
viembre de  1886  y  28  de  Diciembre  de  1899,  suplicaron  se  deseetlmarji 
la  demanda  por  el  defecto  legal  con  que  había  sido  propuesta,  y  si  ello 
10  fasse  proeedente,  se  resolviese  no  haber  lagar  á  declarar  á  la  nifia 
M.  L.  de  la  O.  hija  natural  de  Don  F.  J.  E.,  absolviéndoles,  por  tanto, 
ds  aquélla,  con  imposición  á  la  actora  de  perpetuo  silencio  y  las  costar; 
baUeedo  acompafiado  con  este  escrito  certificación  de  la  partida  de  bau- 
tismo de  Don  F.  J.  E.,  qoe  nació  en  Pamplona  en  l8fi7;  otra  del  médico 
^'^  V.  M.,  fechada  en  Sevilla  á  25  de  Febrero  de  1908,  haciendo  constar 
)  venía  asistiendo  á  aqoél  de  ona  dilatación  cardiaca  qoe  le  producía 
madamiento  moral,  pnsllaminidad  é  impresionabilidad  tales  que 
Jquier  causa  podía  excitarle  y  agravar  la  enfermedad,  por  lo  qoe  era 
ciso  apartarle  de  todo  lo  qoe  le  diegaetara  ó  le  prodnjese  excitación 
ral  y  física;  doe  cartas,  sin  fecha,  suscritas  L.,  diciendo  qoe  acá- 
mala cita  y  haciendo  otra  para  día  determinado;  y  otras  dos  de  18  de 
1p  y  1.*  de  Jnllo  de  1888,  con  la  misma  firma,  lamentándose  del  si- 
WdsJ.: 
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ledf  J.ado  el  art.  135  del  mismo,  que  obliga  al  padre  á  reconocer  al  bijo 
natural  sólo  en  los  casoe  allí  ezpreeameLte  ccmprendidoe,  Igb  miemos 
de  dicha  baee,  y  en  ninguno  de  ellos  ee  encontr&ba  la  niña  M.  L.: 

Heanltando  qne  abierto  el  jnicio  á  prueba  se  practicó  á  inetancia  de 
la  demandante:  primero,  de  confeeión  en  juicio  de  Don  E.  y  Doña  M. 
del  P.  E.  y  M.,  que  declararon  no  podían  bñrmar  ni  ne^ar  que  en  ber* 
zoane  Don  J.  eetaviese  en  Madrid  duraute  el  £ño  de  1898;  eeguDdo,  do- 
comeotal,  consistente  en  tres  cartas  suecrltas  <J.»  con  el  merii brete  del 
Círeolo  de  la  Gran  Peña,  de  esta  corte,  de  fechas  16,  19  y  26  dt  Novíeui- 
bre  de  1S93,  dirigidas  á  justificar  que  el  Den  J.  estuvo  en  Madrid  durante 
eae  afio;  en  certificación  expedida  por  el  Preeidente  del  citado  Círculo, 
haciendo  constar:  qne  Don  J.  E.  pagó  como  socio  del  mitimo,  río  irite- 
rrBpción,  lae  cuotas  correspondientes  desde  1°  de  Enero  á  SO  de  Junio 
de  1898,  en  que  dio  aviso  participando  su  ausencia,  volviendo  á  darse  de 
alta  en  el  mes  de  Septiembre  del  propio  afio,  y  en  29  de  Octubre  ki^L^uif  t  te 
pasó  aviso  de  so  ausencia  por  tieuipo  ilimitado  y  en  certificación  librada 
por  la  oficina  correspondiente  d£l  Correo  central  de  eeta  corte,  acredita- 
tiva de  que  á  nombre  de  Dcfia  L.  de  la  C.  y  á  su  coDSignación  ee  recibie- 
ron varios  pliegos  de  valoree  declarados  óet^úe  el  1900  á  1^03,  no  pu- 
dieodo  certificar  nada  del  eño  de  1899  por  no  couservar  la  documenta- 
ción; tercero,  pericial,  informando  los  peritos  calígrafos  que  la  practica- 
ron qae  las  cartas  presentadas  por  Doña  L.  de  la  C.  con  su  escrito  de  16 
da  Septiembre  de  1903  y  las  de  que  antes  se  ha  beibo  mérito,  firma- 
das cj.  E  >  y  cJ.i,  estaban  tedas  ellas  escritas  por  la  mii^ma  mano,  y 
qoe  lo  habían  sido  por  la  propia  mano  que  eecrlbió  los  documeiitos  in- 
dabltados  de  Don  J.  E.,  conservados  en  el  Archivo  del  Ministerio  de  la 
Guerra;  y  cnarto,  testifical,  declaraudo  varios  testigos,  parte  de  los  cua- 
les fueron  tachados  por  loe  demandados,  que  sabían  de  ciencia  propia 
lae  relaciones  y  visitae  qne  Don  J.  E.  bocía  á  la  demandanlo,  y  que 
ruando  ee  marchaba  la  niña  M.  L.  le  desp&día  diciéndole  «Adiós,  pspá», 
conteetando  ól  «Adiós  hija  mía>;  que  algunas  veces  el  Don  J.  sbchba  a 
lanifia  de  paseo,  y  al  regresar  una  de  ellas  dijo  que  la  había  llevado  á 
vn  amigo  para  enseñársela  y  viera  que  era  más  bonita  que  la  euya;  que 
conocían  las  relaciones  íntimas  qne  mediaban  entre  el  Don  J.  y  la 
Doña  L.,  viniendo  el  primero  de  Pamplona  el  mismo  día  ó  el  siguiente 
del  parto  de  ésta,  que  tuvo  lugar  en  Agosto  de  1899,  y  atendió  á  todos 
lee  gastos  de  partera^  bautizo,  etc.,  visitáudola  dos  ó  tres  veces  al  día 
7  saliendo  los  dos  después  á  paseo  en  coche  cou  la  niña  M.  L.;  bfía- 
diendo  nca  de  las  testigos  que,  como  criada  que  f  cé  de  Doña  L.  de.  la  C, 
llevó á  la  niña  á  la  calle  de  Arlaban,  núm,  7,  para  que  li^  viera  Don  J. 
que  estaba  enfermo,  teniéndola  éste  en  su  poder  mucho  latc: 

Resoltando  que  por  en  parte  los  demandados  practícp.ron  prueba  do- 

eamental,  consistente  en  la  releción  de  deptlncs  que  sirvió  Den  F.  J.  E. 

y  M.,  expedida  por  el  Ministerio  de   la  Guerra,  de  la  que  aparece  qne 

deide  1.®  de  Marzo  de  1897  á  fin  do  Oi^tubre  de  1898  estuvo  en  dicho  Ivli- 

Biaterio;  en  l.<*  de  Noviembre  de  1898,  en  el  6,^  y  4.°  batallón  de  Arti- 

'*'ría  de  plaza,  con  residencia  en  Pamplona,  basta  fin  de  Ma>o  de  1900, 

oque  desde  el  23  de  Agosto  de  18t49  basta  fin  de  Septiembre  del  pro- 

)  afio  estnvo  con   licencia  en  Madrid;  y  que  desee  1.°  de  AgCbto 

1898  haeta  1.**  de  Noviembre  do  1898  tuvo  su  residencia  en  esta  corte, 

»pto  desde  1.^  de  Septiembre  de  1896  á  fin  de  Febrero  de  1897;  de 

feelón  jndicial,  al  solo  efecto  de  que  la  demandante  reconociese  como 

M  Ue  cnatro  cartas  presentadas  con  la  contestación  á  la  demanda, 

10  aii  lo  hizo  el  Procurador  de  aquélla  en  el  escrito  que  presentó;  y 

Lfieal,  encaminada  á  demostrar  la  certeza  de  la  presencia  en  Savilia 
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A  eonraetndlnarlo  por  la  pnblicación  del  Oódlgo;  el  14,  qne,  conforme  á 
iodlepoesto  en  el  art.  19,  lo  eetablecldo  en  loe  9.^,  10  y  11  respecto  i 
iftt  pereonaa,  loe  actos  y  loa  bienes  de  los  espafioles  en  el  extranjero  y 
de  los  extranjeros  en  Espafia,  es  aplicable  á  las  personas,  actos  y  bienoB 
de  los  espafioles  en  territorios  ó  provincias  de  distinta  legislación  civil; 
7  los  9.^  y  10,  qne  las  leyes  relativas  á  los  derechos  y  deberes  de  fami- 
lia ó  al  estado,  condición  ó  capacidad  de  las  personas,  obligan  á  los  es- 
pafioles aonqne  residan  en  país  extranjero,  y  qne  las  sucesiones  legítl 
mas  y  teetamentarias,  así  respecto  al  orden  de  aoceder  come  á  la  cnaii- 
tía  de  los  derechos  sncesorios  y  á  la  valides  intrínseca  de  sns  disposicio- 
nes, se  regulan  por  la  ley  nacional  de  la  persona  de  coya  snceBión  Be 
trato,  enalesqniera  qne  sea  la  naturaleza  de  los  bienes  y  el  país  en  qne 
se  encuentren;  ó  infracción,  además,  de  la  ley  0.%  tít.  8.^,  libro  1.^,  de  la 
Novísima  Eecopilación  de  Navarra,  segán  la  que  Don  F.  J.  £.  era  na- 
varro, nació  en  Pamplona  el  16  de  Diciembre  de  1857,  navarros  eran  sus 
padres,  como  toda  sn  familia,  y  conservó  siempre  el  fuero  especial, 
wegún  manifestó  en  sn  testamento  otorgado  en  Sevilla  el  18  de  Febrero 
de  1908  y  bajo  el  qne  falleció  en  Pamplona  el  81  de  Mayo  del  propio 
afio,  disponlenio  de  sns  bienes  con  arreglo  á  las  leyes  de  Navarra;  toda 
ves  qne  la  sentencia  recorrida,  en  lugar  de  aplicar  éátas  para  resolver  el 
presente  litigio,  aplica  el  art.  186  del  Código  civil,  qne  no  rige  en  dicha 
lejrión,  siendo  así  qne  es  indudable  que  la  filiación  natural,  como  la 
•bUgacióa  del  reconocimiento,  pertenecen  á  los  derechos  y  deberes  de 
familia,  y  las  condiciones  de  existencia  de  esa  filiación  deben  determi- 
narse por  la  ley  personal  del  padre,  por  ser  una  sola  la  relación  que  es 
tablece  la  paternidad  y  la  filiación,  por  cuya  razón  la  filiación  paterna 
de  la  nifia  M.  L.  de  la  O.,  sn  condición  ó  estado  civil  de  hija  natural 
de  Don  J.  B.  y  M.  se  ha  de  fijar  por  la  ley  de  éste,  y  siendo  navarro,  debe 
regirse  y  determinarse  aquella  filiación  paterna  ó  en  declaración  y  rece 
aoeimlento,  como  obligación  del  padre,  por  la  legislación  foral  de  Na- 
varra; 

Segnndo.    lufracdón,  por  interpretación  y  aplicación  errónea,  del  ar> 
tíenlo  15  del  Código  civil,  segán  el  que  los  derechos  y  deberes  de  fami- 
lia, los  relativos  al  estado,  condición  y  capaciuad  de  las  perRonas  y  los 
desn  sucesión  testada  ó  intestada  declarados  en  el  Código,  son  aplica- 
bles: primero,  á  las  personas  nacidas  en  provincias  ó  territorios  de  de- 
recho común,  de  padres  sujetos  al  derecho  foral,  ei  éstos,  durante  la 
menor  edad  de  los  hijos  ó  los  mismos  hijos  dentro  del  año  signiente  á 
m  mayor  edad  ó  emancipación,  declaran  qne  es  su  volnntad  someterse 
al  Código  civil;  y  segundo,  á  los  hijos  de  padre,  y  no  oxirntiecdo  éste  ó 
siendo  desconocido,  de  madre  perteneciente  á  provine  as  ó  territorios  de 
derecho  común,  aunque  hubiesen  nacido  en  provincias  ó  territorios 
donde  enb<!Íste  derecho  foral;  por  cnncto,  aun  corB:df>rando  á  la  nifia 
M.  L.  de  la  C.  sometida  al  Código  civil  porque  nsció  en  Madrid,  en 
Agosto  de  1899,  y  aonqne  sn  madre  natnral  de  Lipboa,  dec'ara  qne  ella 
y  sn  hija  se  someten  á  dicho  Cuerpo  legal,  éste  tendría  aplicación  á  la 
ictón  de  filiación  materna  ó  sea  al  estado  civil  de  hija  n^^tural  de 
¿a  L.  de  la  C,  portuguesa  de  nacimiento,  pero  de  npcior\a)idad  des- 
•íc'.da,  y  qne  residiendo  en  Madrid  se  aropBra  al  Código  civil  por  de- 
ración hecha  en  el  escrito  de  réplica,  é  irscrihió  á  le  r  fia  M.  L.  en  el 
:iitro  civil  como  hija  natnral  suya  en  ^pptiembre  de  l^mB,  ó  sea  á  los 
tro  del  nacimiento  de  aquélla;  pero  ese  estado  civil  rpsppí^.to  de  la 
Iré  no  puede  decidir  ni  Icflair  siqnif  ra  para  determinar  la  fiipción 
srna,  ó  sea  la  relación  de  consangHinidad  y  de  familia  con  el  su- 
rto padre  Don  F.  J.  E.,  cnya  ley  perpotial  o»  dlstlnia  do  la  de  Dofia  L. 
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li  etUda  sentencia  del  «fio  de  1866,  de  acuerdo  con  aqnellaa  leyes;  y 
<omo  es  nn  hecho  cierto  no  contradicho  en  el  pleito  y  contra  el  qne  no 
•e  Intentó  prneba  qne  Dofia  L.  de  la  O.  no  vivió  ni  habitó  nunca  en  la 
misma  casa  con  Don  F.  J.  £.,  á  qnien  se  en  pone  padre  de  la  hija  natu- 
ral, faltan  las  coadiciones  Indispensables  de  concubinato  y  no  se  ha  de- 
Mdio  declarar  á  la  ntfia  M.  L.  de  la  C.  hija  natural  de  aquél: 

Sexto.  Haber  infrlcgido  la  sentencia  tecurrida,  por  aplicación  inde- 
bida, de  los  arts.  119,  párrafo  2.®,  129  y  186  del  Códij^o  civil,  aun  en  el 
ffapnesto  de  que  la  cneatión  litigiosa  debiera  repolveree  por  la  legislación 
esmún,  al  declarar  á  la  ñifla  M.  L.  de  la  C.  bija  natural  de  Don  F.  J.  E., 
perqué  el  Código  prohibe  la  investigación  de  la  paternidad  y  sólo  obliga 
•1  padre  á  reconocer  al  hijo  natural  en  dos  cases  que  no  se  den  en  el  de 
utos,  pnes  no  existe  eecrlto  indubitado  del  stipnesto  padre  en  que  ex- 
prssamente  reconozca  como  hija  natural  suya  á  la  nífie  M.  L.,  ni  de  los 
tochos  probados  en  el  pleito  se  deduce  que  aqnéüa  baya  estado  en  po- 
sssión  continua  de  estado  de  hija  natural  de  Don  J.  E.,  justificada  por 
actos  directos  del  supuesto  padre  nL  de  su  familia: 

Séptimo.  Error  de  hecho,  en  que  incurre  la  Sala  centpnciadora  al 
apreciar  que  Don  F.  J.  E.,  en  la  carta  de  9  de  Febrero  de  1903,  recono- 
ció expresamente  como  hija  natural  suya  á  la  nifía  M.  L.  de  ia  C,  pues 
ssacftrta,  qne  es  documento  auténtico  escrito  por  aqnél,  fóIo  contiere 
ana  oferta  de  reconocimiento,  la  cual  no  es  el  reccnocimi'^uto  mitmo  que 
«ige  el  párrafo  1.®  del  art.  186  del  Código  civil,  en  coEsonancla  con  la 
bise  6.*  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  188H,  é  independientemente  de  las 
€ondicior.es,  estado  y  situación  en  que  el  D.  F.  J.  hizo  la  oferta,  lo  cier- 
to es  qae  no  se  cumplió;  untes  por  el  contrario,  en  la  cláupula  8,*  del  tes- 
tamento que  otorgó  el  18  del  mismo  mea  de  Febrero,  ó  sea  á  les  nueve 
días  da  haber  escrito  la  carta,  declaró  que  carecía  de  teda  clp.ee  de  des- 
esndientes,  y  en  la  4.^  ratificó  de  manera  especialieima  esa  declaración 
relativa  á  carecer  de  toda  clase  de  descendencia,  y,  adf-máp,  en  otras 
octslonee  solemnes  y  críticas  negó  rotundamente  qne  fuera  hija  suya 
linifia  M.  L.  de  la  C;  resultando,  por  tanto,  infrirgido  el  párrafo  1.*^ 
del  art,  166  del  Código,  aplieado  indebidamente  por  ese  error  de  hecho 
«n  la  apreciación  de  la  carta  de  9  de  Febrero  de  1903;  y 

Octavo.     Infracción,  por  interpretación  errónea,  del  párrafo  2.**  del 
trtículo  136  del  Código  civil  y  de  la  doctrina  contenida  en  les  senten- 
dai  de  este  Tribnnal  de  21  de  Mayo  y  7  de  Noviembre  de  18P6  y  29  de 
Diciembre  de  189l»,  en  las  que  declara  que  la  pcspsión  de  estsdo  á  que 
ferefi?»reel  ]iárrafo  2.**  del  art.   135  del  citado  Código  ha  de  rpsolverse 
necesaria  mente  pur  actos  que  demuestren  con  evidencíala  voluntad  del 
padre  de  tener  como  tal  hijo  natural  al   que  pretende  su  reconocimiento 
obligado,  taks  como  tenerle  en  su  casa,  alimentarle  y  educarle,  en  tal 
concepto  ú  otros  análogas  de  tal  valor  y  efií-acia  qne  pcredi^en  cumplida- 
mente que  el  hijo  mantiene  con  aquel  carácter  relacionf^P  ccn?tí\rte8  con 
el  antor  da  sus  días,  y  que  si  bien  semejantes  actos  pueden  ser  probac^cs 
en  Inicio  por  todos  les  medies  que  el  derecho  reconcc  e  y  que  á  la  Sitia 
tenciadura  cor/esponde  apreciar   las  pruebas  ercrn  ira'^pp  á  demos- 
"BU  reüliiad  y  certtza,  cuya  apreciación,  por  rcfeürpe  á  hechos  cen- 
as, sóio  pue  ie  ser  combrtlda  en  cesación  de  !a  m'^rera  esrecial  que 
ge  el  núm.  ?.•  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicinmitnto  civil,  la  con- 
lencia  qne  tales  premiprs  deduzca  con  reicción  al  corcrpto  jurídico 
la  posesión  de  estaco  de  h^jo  natural  que  la  lf»y  fpír.b'ece,  definiendo 
itermínarj'ío  sus  esenciales  condiciones,  ccretitnye  una  celificaclón 
GTiCHiJ^;.»  8n«>oeptíble  de  aquél  recurpo  por  interprt  tación   errónea  de 
isma  ley;  por  cuinto  la  sentencia  recurrid??  hace  la  declaración  ó  re- 
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«zelnslTsmoiite  naturales  á  los  hijos  de  cenoabina  tenida  en  determina- 
das oondieionesy  es  por  la  sanción  qae  prestan  á  uniones  de  esa  natnra- 
le«y  desterradas  ya  de  las  costumbres  y  de  las  modernas  legislaciones^ 
sanción  hoy  insostenible  por  ser  contraria  á  las  ideas  reinantes  en  unas 
y  otras,  inspiradas  en  moralidad  más  pora  qne  las  que  en  aqnel  tiempo 
4ieron  Tida  á  la  institución  del  concubinato: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  carecen  de  eficacia  los  cinco  pri- 
meros motivos  del  recurso  para  la  casfción  pretendida,  porque  el  fnn- 
dasiento  capital  para  la  aplicación  del  art.  186  del  Código  que  en  la  sen- 
tencia recurrida  se  hace,  no  está  en  la  debida  ó  indebida  aplicación  de 
la  legislación  íoral  de  Navarra,  sino  en  la  necesidad  de  suplir  su  dcfi* 
deneia  respecto  de  la  cuestión  debatida  en  el  pleito,  por  la  compatibili- 
dad racional  qne  existe  entre  el  concepto  de  hijo  natural  según  el  Dere- 
cho  romano  y  la  extensión  del  reconocimiento  obligado  respecto  de  otros 
iiijos  reputados  también  por  el  Código  como  naturales,  sobre  todo  por 
derivarse  aquel  concepto  de  una  institución  jurídica  que  no  se  puede 
estimar  vigente  por  las  antedichas  rasones,  sin  que  á  esta  desestimación 
ebste  el  raionamiento  algún  tanto  diferente  que  el  Tribunal  sentencia- 
dor hace,  puesto  que  la  pertinente  ó  impertinente  aplicación  del  Código 
es  lo  que  constituye  el  fundo  de  la  cuestión  en  este  primer  aspecto: 

Considerando  que  tampoco  son  de  eetimar  en  otro  sentido  las  in frac- 
dones  alegadas  en  los  tres  últimos  motivos  del  recurso  relativas  al 
mismo  art.  186,  al  119  y  129  del  Código,  porque,  según  el  primero,  el 
Mconecimiento  expreso  de  la  paternidad  en  escrito  indubitado  del  padre 
eonstituye  á  éste  en  la  obligación  de  reconocer  al  hijo  natural  sin  nece- 
sidad de  ninguna  prueba  de  investigación,  y  la  carta  de  9  de  Febrero 
i»  1908,  cnya  autenticidad  está  acreditada,  implica  el  reconocimiento 
tzpreso  de  la  nifia,  porque  no  de  otra  suerte  se  explica  la  promesa  que 
bace  D.  F.  J.  E.  de  consignar  en  su  testamento  tal  reconocimiento,  no 
teniendo,  como  no  tiene,  la  promesa  en  cuestiones  de  esta  naturaleza 
fsersa  legal  alguna  para  desvirtuar  el  hecho  de  la  manifestación  ni  la 
obligación  consiguiente;  y  porque,  á  mayor  abundamiento,  relacionado 
ista  hecho  con  los  demás  que  aprecia  el  Tribunal  sentenciador  como 
yrolkados,  constituyen  un  conjunto  de  actos  directos  del  padre,  suficien- 
tkmtnte  demostrativos  de  haberse  hallado  M.  L.  en  la  posesión  continua 
áe  hija  natural  de  D.  F.  J.  £.  hasta  su  fallecimiento,  sin  qne  la  juris- 
pnidencia  Invocada  tenga  eficacia  para  desvirtuar  su  alcance,  porque  la 
lignificación  de  los  actos  que  puede  depender  en  cada  caso,  ya  de  los 
aatscedentea,  ya  de  las  circunstancias  que  los  acompañan  ó  rodean; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  iey  interpuesto  por  D.  E.,  D.  L.  E., 
Dofia  M.  del  P.  y  Dofia  M.  M.  £.  y  M.,  á  quienes  condenamos  al  pago  de 
de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  co- 
nespondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido. 

Asi  por  estanueetra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
.arias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeé  de  Aldecoa.= 
etor  Covlán.=:Antonio  Alonso  Casafia.s Ramón  Barroet8.=:FederÍ- 
Mon<aiv«.=Camilo  María  GalIón.=:Edaardo  Ruiz  García  Hita. 
Publicación.  =  Leída  y  publicada  fné  la  anterior  sentencia  por  el 
«mo.  8r.  D.  Camilo  Maríf*   Gallón,   Magistrado  del  Tribnnal  8upre- 
>,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma, 
ladrid  16  de  Octubre  de  19ú6.sPor  el  Licenciado  Martínez,  Marceli- 
^n  Román. 
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«elebridóii  del  jaldo.  =s2.^  Por  Is  contradicción  qne  existe  entre  el  acts 
de  eobaeta  del  día  ^  de  Marzo,  en  donde  el  Jnea  moniclpal  de  Soria  ad- 
judica indebidamente  la  casa  subastada  á  D.  Patricio  Catalán,  y  la  pro* 
▼idencia  del  día  17  del  miamo  mes,  dictada  por  el  Jnez  de  Gatray,  etf  U 
que  se  adjndiea  la  propia  casa  á  D.  Epiíanio  Bidnejo,  por  habérsela  Ci- 
dido  el  Sr.  Catalán. =8.^  Porque  en  el  acto  de  la  subasta  no  expuso  el 
rematante  Catalán  qne  hacia  postura  á  calidad  de  ceder  el  remato  al 
D.  Epiíanio,  y  la  cesión  que  aquél  hace  á  éste  no  puede  el  Juzgada 
autorizarla  por  falta  de  competencia.=4.<^  Porque  la  escritara  enti&ña 
dos  eontratoe,  uno  de  venta  de  la  casa  rematada  por  Caibláo,  á  quien  el 
Joes  ae  otorga  eeorltura,  y  otro  de  cesión  de  Catalán  á  Ridruejo,  qne  do 
puede  aator izar  el  Jnez  de  Garray,  no  habiéndose  pr gado  el  impuesto 
de  dereehcB  reales  nada  más  que  por  un  concepto,  y  no  por  los  dos  qne 
el  documento  comprende.  Y  no  siendo  subsanables  dichos  defectos,  se 
deTueive  el  titnlo  al  presentante»: 

Beenltando  que  D.  Epiíanio  Rldruejo  y  Barrerro  interpuso  este  re- 
curso solicitando  se  deje  sin  eíecto  la  nota  del  Registrador,  acordando 
la  intcripeión  del  título  qne  la  produjo,  por  las  razones  nignientes:  qne 
no  exi-fte  el  defecto  de  oscuridad  y  contradicción  en  cuanio  á  la  fecha  . 
de  celebración  del  juicio  verbal,  porque  no  se  celebró  el  día  16  por  Impo- 
sibilidad, y  era  facultad  del  Juzgado  sefiaiar  otro  día,  y  del  particular 
cuarto  de  la  escrtiura  consta  que  la  Mtación  fué  para  el  día  20;  que  tam- 
poco existe  la  contradicción  que  supone  el  segundo  defecto  de  la  nota 
recurrida,  porque  la  adjudicación  hecha  á  Catalán  en  4  de  Marzo  por  el 
Juez  de  Borla  faé  provisional,  por  virtud  del  remate  único,  qne  llenó 
las  condiciones  legales,  así  como  la  cesión  y  la  adjudicación  hecha  al 
recnrrente  en  17  del  mismo  Marzo  por  el  de  Garray  entraña  la  aproba- 
ción por  el  Jnez  competente  de  aquellos  actos  provieionaleF;  que  por  no 
expresarse  qne  la  postura  se  hace  á  calidad  de  ceder  el  remate  á  otra 
persona  no  del>e  entenderse  que  la  ley  impide  la  cepión  basta  en  el  ac^o 
de  otorgarse  la  escritura,  porque  eso  sería  una  traba  Inccmpatible  con 
los  principios  de  libertad  en  que  debe  inspirarse  la  contratación,  y  que 
es  inexplicable  la  afirmación  del  Registrador  en  cuanto  á  ese  defecto, 
de  qne  el  Juzgado  no  pudo  autorizar  la  cesión  competentemente,  asi 
tomo  dónde  está,  cnál  es  la  causa  ó  en  qué  consiste  la  falta  de  compe- 
tencia; qne  no  puede  estimarse  que  la  escritura  comprende  los  des  con- 
tratos de  venta  y  cesión  porqne  estando  ésta  autorizada  por  la  ley  pro- 
cesal, es  sólo  uno  de  los  trámites,  y  á  los  efectos  de  la  venta  no  es  el 
cadente  el  comprador,  sino  el  cesionario,  que  ocupa  su  lugar,  ni  aquél 
debe  satisfacer  impuesto  de  derecfaos  reales  por  transmisión  de  bien(S 
que  no  se  le  han  transmitido,  y  sólo  hay,  por  tanto,  un  contrato,  el  de 
venta  jndicial;  que  de  existir  los  defectos  supuestos  por  el  Registrador  de 
lapropiedad,  no  serían  insubsanables,  porqne  en  manera  alguna  podría 
afirmarse  de  plano  que  producirían  necesariamente  la  nulidad  de  )a 
obligación,  cual  lo  exige  el  art.  65  de  la  ley  Hipotecaria;  y  que  como  !a 
denegación  del  Registrador  se  funda  en  la  calificación  que  hace  de  an- 
►8  y  providencias  y  otros  actos  judiciales,  es  evidente  qre  la  nota  im- 
ignada  no  puede  prevalecer,  según  la  doctrina  de  este  Centro  en  Repo- 
iCíones  de  10  de  Abril  de  1876,  19  de  Enero  de  lí*77,  J6  de  Enero 
22  de  Diciembre  de  1882,  27  de  Abril  de  1894, 1.^  de  Diciembre  de  1896, 
Í9  Junio  de  1899  y  ISxle  Agosto  de  1902: 

Resnitando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó,  alegando  eu 
yó  de  en  nota:  que  en  la  escritura  no  aperece  qne  se  hi«!iera  el  nuevo 
^lamiente  para  la  comparecencia  que  gratuitamente  t-xpreea  el  recu- 
Lte,  y  por  ello  adolece  de  la  oscuridad  y  contradicción  atribuida,  y 
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CB  de  notar  el  defecto,  f egún  determina  el  art.  87  del  BegUmento  hipa- 
teeario  y  Beeolociones  de  este  Centro  de  22  de  Diciembre  de  1870,  39  d* 
VoYiembre  de  1878  y  18  y  98  de  Enero  de  lf<87;  que  U  aprobación  del 
remate  no  pndo  hacerla  el  Jnea  de  8oria,  que,  como  exhoitado,  aólo  te- 
nia competencia  para  admitir  poetnrat  en  la  eobasU,  y  mocho  menoa 
pudo  admitir  la  cesión,  pnea  el  competente  era  el  Jnes  de  Garray,  con- 
íorme  á  lo  diepneato  en  el  art.  1610  de  la  ley  de  Eojnician^ltnto  civil,  y 
«ate  Jaca  adjudicó  la  cata  al  8r.  Bidrnejo  sin  contar  con  el  rematante  SO'^ 
fiar  Catalán  y  ain  constarle  sn  conformidad  con  la  cesión  qne  se  decía 
habla  hecho  del  remate,  así  come  sin  cumplir  otras  disposiciones  de  la 
ley,  infringiéndose  los  artículos  869,  767,  919,  1489,  1608  y  1611  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  1089,  1224,  1264  y  1266  del  Código  olvil; 
que  el  art.  1499  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  que  podrán 
hacerse  posturas  á  calidad  de  ceder  el  remate  á  un  tercero,  pero  que 
cuando,  como  en  este  caeo,  no  ee  cumple  ese  precepto,  es  inadmisible  la 
cesión,  poique  significa  una  transmisión,  y  el  art.  1614  de  la  ley  proce- 
eal  antorisa  al  Juea  para  otorgar  la  escritura  de  venta  al  comptador,. 
pero  no  á  la  persona  que  éste  designe,  porque  entonces  infringe  también 
el  art.  1.^  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1862,  sin  que  pueda  opocerae  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  9  de  Abril  de  1866  y  art.  87,  condi- 
ción 28  de  la  lastrncción  de  14  de  Septiembre  de  1908,  porque  se  refere 
á  caaos  en  que  se  haya  pagado  al  menos  parte  del  importe  del  remato; 
que  desde  que  el  8r.  Catalán  biso  el  remate  sin  exponer  propósito  de  oe- 
<ierlo,  quedaba  perfecta  la  venta,  según  ei  art.  1460  del  Código  civil,  y 
ese  acto  está  sujeto  ai  pago  del  impuesto,  lo  mismo  que  la  cesión  hechk 
después,  según  los  artículos  84  y  8o  del  Beglamento  respectivu;  y  come 
eólo  se  ha  pagado  por  un  concepto,  impiden  la  inscripción  el  art.  246  de 
la  ley  Hipotecaria,  16  de  su  Beglamento  y  146  del  Impuesto,  y  Beaolu* 
clones  de  este  Centro  de  81  de  Julio  de  1884  y  8  de  Noviembre  de  1887; 
que  aunque  el  defecto  de  falta  de  pago  del  impuesto  pudiera  estimarse 
anbsanable,  son  los  demás  insubsanables,  sobre  todo  el  de  falta  de  com- 
pencia  en  el  Juzgado  para  otorgar  la  escritura  de  cesión;  que  no  es  per* 
tinento  cuanto  el  recurrente  expone  sobre  calificación  de  documentoa 
judiciales,  porque  no  se  trata  de  ellos,  sino  de  una  escritura  anta  Nota- 
rio en  que  el  Juez  intorviene  en  representación  de  uno  de  los  otorgantes^ 
como  se  demuestra  con  el  procedimiento  instado  por  el  miamo  recurren- 
to,  y  no  siendo  documento  judicial,  el  Begistrator  puede  calificar  la  ca- 
pacidad de  los  otorgantes  y  la  valides  ó  nulidad  de  los  actos  que  con- 
aigna,  según  los  artículos  18  y  66  de  la  ley  Hipotocaria  y  67  del  Begla- 
mento; y  que  las  Resolucioues  de  14  de  Marso  y  26  de  Noviembre 
de  1884  y  80  dé  Marzo  de  1886  demuestran  que  la  escritura  calificada  no 
OH  documento  judicial,  y  i  s  de  12  y  24  de  Noviembre  de  1874,  29  de  Oc- 
tubre de  18^4,  2  de  Septiembre  de  1896  y  12  de  Mayo  de  1898  confirman 
la  expresada  facultad  de  calificar: 

Resultando  que  el  Juzgado  dictó  providencia  acordando,  para  mejor 
proveer,  que  se  exhibieran  los  autos  originales  del  juicio  verbal  que  dio 
origen  á  la  escritura  objeto  del  recurso,  y  que  el  Registrador  de  la  prc 
piedad  presento  un  escrito  al  mismo  Juzgado  protestando  lespetuosi 
niento  cootra  la  providencia  para  mejor  proveer  para  el  caso  de  qne  h 
resolución  del  recurso  ee  fundara  en  el  juicio  reclamado,  porque  tai  do 
cumento  no  había  sido  presentado  en  el  Begistro,  ni,  per  tanto,  objel^ 
de  calificación: 

Besuitaiido  que  el  Juez  delegado  dictó  auto  declarando  Infundada 
nota  recurrida,  mandando  inscribir  la  escritura  cuya  inscripción  den 
j;aba,  y  declarando  á  la  vez  que  no  ha  lugar  á  la  imposición  de  cosí 
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•aUciteda,  j  que  el  Begietrador  de  la  propiedad  no  ha  debido  íormnlar 
la  jirotesta  contra  la  proviáeucia  para  mejor  proveer,  íandándoee  en  las 
«onaideracionee  aignientea:  qoe  todas  las  leyes  procesales  reconocea 
cerno  potestad  del  juzgador  la  de  acordar  para  mejor  proveer,  ja  que 
pieveer  bien  ó  en  jostUia  es  el  fandamento  de  los  Tribauaies,  que  eu 
Site  easo  tenia  por  objeto  suplir  la  omisión  del  informe  del  Juez  otor- 
gante de  la  eecritnra;  que  el  Real  decreto  de  8  de  Enero  de  1876,  dia- 
pona  aólo  en  cuanto  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  que  á  los  su- 
parloiea  Jerárqnicoa  del  Juzgado  en  el  orden  del  procedimiento  tpcaba 
anmandar  loa  errorea,  pero  no  al  Registrador;  que  en  cu  auto  al  defecto 
relativo  á  la  fecha  de  la  celebración  del  juicio,  acreditado  en  autos  que 
las  partes  fueron  citadas  para  el  segundo  día,  no  lleva  consigo  la  nuli- 
dad de  la  compareoeocia  ni  afecta  más  que  al  orden  del  procedimiento^ 
qae  na  pneden  caliñcar  loa  Registradores  si  no  atañe  á  la  capacidad  de 
lea  otargantes,  aegún  Resolución  de  este  Centro  de  9  de  Ecero  de  1903; 
que  tampoco  pneden  prosperar  loa  defectos  2.^  y  S.°  de  U  nota,  porque^ 
laeaaión  íné  objeto  de  providencias  judiciales,  contra  las  que  los  inte- 
raaadoa  no  recurrieron^  y  el  Registrador  no  puede  examinar  sus  fanda- 
mentea,  y  porque,  aunque  pretenda  sostenerse  que  afecta  á  la  capacidad 
de  loa  otorgantes,  siempre  resultará  que  no  invalida  la  ceeión  por  no 
haber  praeepto  qoe  la  impida,  y  se  permite  en  las  subastas  del  Estado, 
segnn  el  art.  78  del  Real  decreto  de  16  de  Septiembre  de  1»08,  conformo 
can  la  libertad  de  contratación  en  que  la  ley  debe  inspirarse;  que  no  se 
eomiuranden  doa  contratos  en  la  escritura  d^uegada,  porque  la  cesión 
heeha  por  Catalán,  sin  habar  antes  consignado  el  precio  ni  otorgado  es- 
critora á  so  favor,  no  permite  entender  que  se  le  transmitió  dominio, 
ni  exige  pago  de  impuestos  ni  ioscripción  en  el  Registro,  sugúa  declaró^ 
en  nn  esso  análogo  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  9  de  Abril 
de  1868,  7  qoe  laa  costas  deben  declararse  de  oflcio: 

Beaoltando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Joaiy  aceptando  ana  miamos  fundamentos: 

Vistea  loa  artículos  65  y  66  de  la  ley  Hipotecaria;  788,  921  y  1499  do 
la  de  Enjoiciamiento  civil,  y  la  Resolución  de  este  Centro  da  14  do 
Agoato  de  1896: 

Oonsiderando  en  cnanto  al  primer  defecto  consignado  en  la  nota  re- 
enrrida  que  no  existe  la  oscnridad  y  contrarlicción  que  ee  supone  entre 
al  auto  de  12  de  Enero  de  1905  y  el  acta  de  20  del  mismo  mes,  con  refe- 
rencia á  lA  fecha  sefialada  para  la  celebración  del  juicio  verbal,  ya  que 
en  la  eacritora  cousta  que  el  Jaez  municipal  de  Garrtiy  señaló  nueva- 
mente el  expresado  día  20  para  que  se  celebrara  dicho  jaicio,  y  que  al 
efecto  ofició  al  de  Soria  á  fin  de  que  lo  notificara  en  debida  forma  al  de- 
mandado, como  así  se  verificó  el  día  18: 

Oonsiderando  en  cnanto  al  segundo  defecto  que  tampoco  existe  con- 
tradicción entre  el  acta  de  subasta  celebrada  el  4  de  Maizo  de  19u6  autO' 
al  Jaez  mnnicipal  de  Soria,  de  la  que  renuUa  que  ee  adjadicó  la  finca 
vendida  al  único  postor,  D.  Patricio  Catalán,  y  la  providencia  de  17  del 
~DÍamo  mea,  dictaoa  por  el  J\hz  municipal  de  Garray,  en  la  que  la  adju-< 
'ieación  ee  hace  á  favor  de  D.  Epifdnio  Kidrnejo,  porque  en  l&enuritura 
» expresa  que  D.  Patricio  Catalán  compareció  ante  el  Jn^z  de  Soria  el 
[aOdedicbo  mea,  maDifef^taudu  que  cedía  el  remate  D.  Bpifuiiio  Ri- 

nejo,  aprobándose  la  cesión  por  providencia  de  aquella  fecLiB,y  consta 

inbién  que  este  interesado  manifestó  ante  el  Juzgado  municipal  de 

irray  que  aceptaba  el  remate  y  pidió  se  otorgara  la  escritura  de  venta 

n  favor: 

Oonsiderando  qne  la  cesión  del  remate  hecha  por  el  nombrado  Doa 
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eite,  Mgún  reiterada  jarisprudencia  de  eete  Tribunal,  siendo  por  ella 
inadmisible  el  recurso  contra  ella  Interpneetü,  á  tenor  de  lo  prescrito  en 
el  nám.  B.^  del  art.  1729  de  la  lej  procesal; 

Ne  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
]»y  Interpaesto  per  el  Aynntaxniento  de  Barcelona,  al  qne  se  condena  al 
pagoda  laa  costas;  líbrese  á  la  Aadiencla  de  la  expresada  ciudad  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mltído;  y  pnbliqnese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Bíadrid  18  de  Octnbre  de  19r6.=>:Jüt?é  de  Aldecoa.— Francisco  Toda.» 
Víctor  OoviáD.=IldefonBO  López  Aranda.=PaBCual  Domenech.=Ea- 
man  Barroeta.=Federico  Monaalve.=Licenciado  Jorge  Martínez. 

Muxrx.  ai.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I9  de  Octubre, 
publicada  el  2  de  Noviembre. 

Competencia. — Amigables  componedores, ^Senienais.  decidiendo 
en  faTor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Se- 
rranos de  Valencia,  la  sosteni'ia  con  el  de  igual  clase  del  de 
Atarazanas,  de  Barcelona,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Benito  Boñll  contra  la  razón  social 
Oario  y  Aipera. 
Rn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  reclamándose  por  acción  personal  el  cumplimiento  de  una 
Migaeión  cuya  existencia  mega  el  demandado  y  tiene  aplicación  el 
secundo  extremo  de  la  regla  IJ^  del  art,  62  de  la  ley  procesad,  que 
atribuye  la  competencia  aljuero  de  aquél. 

£d  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  de  1906,  en  la  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Juagado  de  primera  instancia  del  dietrito  de  Serranos,  de  Valencia,  al  de 
igual  elaae  del  distrito  de  Atarazanas,  de  Barcelona,  en  el  conocimiento 
del  juicio  declarativo  de  mayor  cuan  lia  promovido  en  el  segundo  por 
D.  Benito  Bcfíll  y  Domenech,  marino,  vecino  de  Barcelona,  contra  la 
raz'^a  aeclal  liarlo  y  Aipera,  del  comercio  de  Valencia,  sobre  cumpli- 
süeato  de  obligación  de  sumisión  en  amigables  componedores;  habiendo 
oomparecido  Bolamente  en  e^te  Tribunal  Supremo  la  parte  demandada» 
representada  por  el  Procurador  D.  Pedro  Ganna  y  defendida  pur  el  Li- 
oenciado  D.  Trinitario  Kuiz  Capdepón. 

Besnltando  qne  en  póliza  con  meojbrete  de  Rümón  Glaudis,  exten- 
dida en  Barcelona  á  12  de  Abril  da   i9(^5,  suscrita  por  D.  P'jdro  Bofíil, 
armador,  y  también  firmada,  pero  en  Vaiencia,  á  14  de  dicho  mes,  por 
liarlo  y  Aipera,  eeta  Sociedad  ñ^jió  á  B^fíil  la  corbeta  Humberto,  pro- 
piedad  del  mismo,  para  el  transporte  desde  B.  aubwick,  en  los  Estados 
üaides,  á  Valencia,  de  nn  lleno  y  completo  cargamento  de  maderas,  que 
^cia  entregado  al  costado  del  buqao,  convinieude  el  fldte  en  lo  que  se 
ftzpretó,  pagadero  al  contado,  sin  dt^scuento,  después  de  h<;cha  fiel  y 
>Qena  entrega  del  cargamento;  debiendo  ser  efectuada  la  carga  en  el 
¿müae  también  expresado,  pero  además  concedía  el  Capitán  diez  días 
B  wbreeBtadíae,  si  faeeen  necesarias,  pagándose  á  razón  de  300  pese- 
t,  pagadero  día  por  día,  y  pactando  además  que  cualquiera  diferencia 
rtrada  de  esta  contrata  debería  ser  arreglada  en  el  puerto  en  que  se 
iginara: 
Besnltando  qne  en  9  de  Febrero  del  corriente  afio,  La  Boda  Hermap 
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tM  flotara  la  amanasa  de  pieitoa;  que  ambas  partea  deaeaban,  aln  am- 
bargo,  evitar»  imponiéndoee  el  buen  aentido»  y  como  eoincidl^ra  la  Ito- 
Stda  de  la  corbeta  con  en  cargamento  de  madera  al  puerto  de  Yalen- 
«ia^Orao — ,  ee  vieron  y  se  hicieron  amistoBamente  mutuas  reconven- 
elenei,  y  acordaron  sujetar  las  diíerencias  á  la  resolución  de  amigables 
componedores,  cnyo  Jnicio  no  tnvo  liarlo  el  menor  InconTenlente  en  qne 
w  celebrara  en  Barcelona  por  Letrados  de  esta  ciudad,  designando  aquél 
á  D.  Joan  Onbern»  y  BofiU  á  Malnquer,  quienes,  según  lo  convenido, 
deberían  designar  un  tercero,  para  que  juntos  los  tres  resolvieran;  y  lle- 
vaba Imrio  tanta  prisa  en  el  asunto,  que  debiendo  ir  á  Barcelona,  quiso 
antes  de  salir  de  Valencia  tener  la  seguridad  de  si  ya  había  nombrado 
flv  amigable  componedor  Boflll,  y  como  éste  ee  encontraba  á  bordo  del 
Humberto  presenciando  la  descarga,  allí  le  dirigió  na  volante,  firmado 
por  La  Boda  Hermanos,  agentes  en  Valencia  de  liarlo,  el  cnal  fué  á 
Barcelona  ya  con  el  objeto  de  dejar  resuelto  todo  lo  referente  á  la  ami- 
gable composición,  al  haber  sabido  que  Bcfíll  había  nombrado  á  Mala- 
^uer  como  amigable  componedor;  por  lo  qne  no  tardaron  en  avistarse 
iite  y  Oobern,  que  era  el  designado  por  liarlo,  conviniendo  en  qne  6u- 
bem,  como  más  moderno,  redactara  la  escritnra  de.  compromiso;  pero 
luego  liarlo,  por  nn  capricho  ó  por  lo  qne  fuese,  se  negó  á  qne  la  lami- 
gabie  composición  pasara  adelante,  y  habiendo  ido  Bofíll  á  Barcelona, 
trató  de  ver  cuáles  eran  los  motivos  de  la  negativa  de  I  ario  á  cnmpür 
la  obligación  contraída,  renniéndoee  en  el  despacho  de  D.  Ramón  Glau- 
ais,  en  el  qne  comunmente  se  habían  rennido  para  tratar  ens  asuntos 
Iss  ioleresados  Glandis,  D.  Jnlio  Baltle,  D.  Joaquín  Dnrán,  hijo  poli» 
tico  de  B  fíU,  este  mismo,  liarlo  y  dos  dependientes  de  Glandip,  mani- 
festando liarlo  qne  realmente  no  qnería  llevar  adelante  la  amigable  com- 
posición, porque  Boflll  había  hecho  á  ens  espalda»  en  Valencia  una  pro- 
tssta  de  apertura  de  escotillas,  exponiendo  igualmente  el  demandante  lo 
dsmás  que  aparece  de  los  documentos  acompañados;  y,  por  último,  que 
había  procurado  qué  era  lo  que  sobre  el  particnlar  opinaba  Gabern,  Le- 
trado de  liarlo,  el  cual,  aunque  por  delicadeza  no  hizo  manifeetación 
alguna,  reconoció  qne  si  llegaba  el  caso  sabría  declarar  la  verdad  de  ]^h 
hechos;  y  como  fundamentos  de  derecho,  también  por  lo  qne  á  la  cues 
tlón  del  momento  atafie,  qne,  conforme  á  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la 
ley  de  En  ja  I  el  a  miento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accionee 
personales  será  Jues  competente  el  del  logar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  V  qoe,  según  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  81  (.^«^ 
Mayo  de  1901  y  80  de  Enero  de  1902,  es  personal  .la  acción  qne  se  ejei- 
dta  para  pedir  el  cumplimiento  de  una  obligación: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  diris^ido  el  correí^pondiente 
exhorto  á    Valencia  para  el  emplazamiento  de  la  BociedHd  demandada 
Ilario  y  Al  pera,  presentó  ésta  en  aquella  ciudf\d  escrito,  qne  fué  repar- 
tido al  Juzgado  del  distrito  de  Serranos,  solicitando  se  declarara  compe- 
tente para  conocer  de  dicha  demanda  y  requirieRe  de  irhibirióa  al  Juz- 
gado de  Atarazanas  de  Barcelona,  alegando  al  eferto:  que  había  de  opr>- 
irse  á  aqnélia  en  su  día  por  inexacta  é  infundada;  que  aun  cuando  f  a 
misma  se  consignaba  que  la  póliza  de  fl^tamento  fué  filmada  en  Bar- 
lona  á  12  de  Abril  de  1905,  lo  cierto  era  que  la  Sociedad  demandada 
i  firmó  en  Valencia  el  día  14,  como  de  la  miema  p'Miza  aparecía;  que 
actor  ejercitaba  una  a«ción  personal  y  así  la  califiaba  él  propia,  y 
no  no  existía  sumisión,  había,  por  tanto,  de  aplicarse  la  regia  1.*  dal 
icnlo  S2  dff  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  como  tpoabtén  el  propio 
or  pretendía,  aunque  incurriendo  en  error  al  ajuetar  á  ella  loa  ant^- 
"ntes  del  asunto;  que  se  trataba  de  demandar  la  formalizaoión  do 
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ftpnetorU  en  otro  coneeple,  reiterando  para  ello  la  manifestaofón  de  qae 
habían  de  impagnarla  por  inexacta;  qae  el  actor,  rehuyendo  las  difícal* 
tades  qoe  para  la  competencia  en  Barcalona  ofrecían  lae  prescr  i  pelones 
legales  y  loe  pactos  examinados,  trataba  úaicamente  del  compromiso, 
presentáadolo  como  an  contrato  aislado,  independiente,  existente  per  se 
y  desíigado  del  fldmenio,  cnando  el  compromiso  no  tenía  vida  propia  sin 
la  preexistencia  de  ana  contienda,  más  bien  qae  determinar  dereciios  y  \ 
obügaclones  de  índole  civil  sostantiva,  prodaoía  efectüs  procesales,  sos- 
titnyendo  la  personalidad  del  jasgador  y  cambiando  los  procedimientos 
i  qoe  tiabin  de  aal)ordinarse  la  resolación,  por  lo  caal  no  se  le  podía 
alelar  de  In  eneetión  ó  caes tiones  qoe  f aeran  sn  objeto  6  háblese  de 
eorapreader,  y  derivándose  estas  cuestiones  de  un  contrato,  á  él  había 
que  reenrrir  para  determinar  la  competencia;  por  tanto,  como  no  exis- 
ttendo  el  compromiso,  el  eamplimiento  de  las  obligaciones  derivadae 
del  fletamenlo  ee  habría  de  exigir  en  Valencia,  por  ser  á  la  vez  el  lugar 
del  eomplioiiento  y  el  del  domicilio  de  los  demandados,  de  la  misma 
manera,  cnando  ee  pretendía  la  formal ización  del  compromiso  para  re- 
lolver  las  mismas  cneetionee,  allí  había  de  intentarse;  pero  á  más  de 
esto  negaban  loe  demandados  que  se  hablera  convenido  tal  compromiso, 
negativa  enya  exactitnd  se  evidenciaría,  y  á  ia  vez  la  equivocación  del 
aoter,  cuando  ee  disoatiera  el  fondo  del  asunto,  bastando  para  los  efec- 
tos de  la  oompetenoia  sentar  esa  negativa,  por  qae  si  se  había  de   plei- 
tear sobre  la  existencia  de  la  supuesta  obligación  á  cuya  efectividad  as- 
piraba el  actor,  aan  cuando  óeta  ee  estimara  como  asunto  nuevo,  inde- 
pendiente,  ajeno  y  eeparado  del  flatamento,  Implicando  uua  acc  ion  per- 
sonal, este  Tribunal  Supremo  había  venido  declarando  en  sos  sentencias 
de  39  de  Septiembre  dé  1884,  8  de  Junio  de  1894,  8  de  Junio,  17  y  19  de 
Noviembre  de  1898,  17  de  Octubre  de  1902  y  13  de  Abril  de  1904  que  si  , 
la  demanda  por  acción  personal  tenía  por  objeto  que  se  reconcciera  la 
existencia  j  perfección  de  an  contrato  oonsensual  y  que  se  obligara  al 
demandado  A  sn  eamplimiento  y  éste  negara  la  existencia  oblt oratoria  de 
tal  eontrato,   no  podía  snpooeree  expresa  ni  tácitamente  det^ignado  el 
logar  en  qoo  debiera  cumplirse  la  obligación,  porque^  mientras  no  se 
pfobara  y  doolarara  la  existencia  de  ésta,  ni  podía  exigirse  su  cumpli- 
miento ni  doterminarse  el  lugar  en  que  hubiera  de  verificarse,  y,  por 
tanto,  era  indispensable  en  jetarse  al  fuero  del  demandado;  y  que  no  bas- 
taba la  alegación  de  an  demandante,  si  no  se  apoyaba  en  documento  ó 
prlaeipio  de   prueba  eeórita,  para  privar  al  demandado  del  faero  de  su 
demiellio;  afiadiéndoee  en  la  de  17  de  Noviembre  de  1898  que  no  eran  de 
apreciar  para  acreditar  la  existencia  del  cod trato,  á  los  fines  de  la  com- 
piiencie,  lae  declaracionee  de  testigos  sin  audiencia  del  demandado,  y 
esto  era  lo  qne  ocurría  en  la  contienda  actual,  porque  las  cartas  presen- 
tadaecon  la  demanda  no  tenían  ni  aun  el  carácter  de  prueba  testifical, 
pnee  éeta  había  de  practicarse  ante  ei  Tribunal,  con  citsción  de  la  parte 
á  qnien  perjudicara,  y  en  los  términos  prescritos  por  la  ley  de  Enjulciu- 
mieoto  ¿vil,  ni  menos  podía  estimarse  como  justificación  docn mental, 
qae  loe  documentos  privados  sólo  hacían  prueba,  si  eran  reconocl- 
I,  contra  los  qae  los  suscribían  y  sus  causahüb  entes,  y  sla  querer 
nd-r  á  nadie,  lae  cartas  aludidas,  aun  siendo  verdaderas,  eran  de  per- 
tae  máe  ó  menee  interesadas  en  el  asunto  y  en  favor  del  actor,  pues 
I  aparecía  ser  de  D.  Ramón  Glaudls,  agente  de  Bofill;  otra  de  Main- 
r.  Letrado  qaeee  decía  designado  por  él  como  araigabie  compone* 
,  no  alcanaando  valor  jurídico  para  estimarlas  como  pru>^ba  escrita; 
litando,  en  so  coneeeoenoia,  que  el  demandante  proponía  un  litigio 
^  qoe  ee  reconociera  la  existencia  de  un  compromiso  cuyo  rumpli- 
TOMO  106  26 
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meUu§argiáíís  entre  el^los  y  el  demandante  á  amlgableí  componedores 
ta  Btfoeloiia»  según  la  intención  y  voiantad  de  las  partes,  y  para  esto» 
Moformo  á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procesal,  los  Jasgados  de 
iqaeUa  eladad  eran  loe  exclnslTamente  competentes;  pero  los  deman* 
Iftdos,  sabiendo  qne  éeta  era  la  verdadera  doctrina,  negaban  la  obliga- 
eife,  dando  domo  raaón  de  sn  negativa  que  así,  negando,  no  había  ma-  * 
MU  de  qne  pudiera  prosperar  la  competencia  del  Jasgado  de  Ataraia- 
iis,  y  citando  al  efecto  varias  sentencias  de  este  Tribanal  Supremo» 
■ss  los  abasos  de  esas  negativas,  habían  logrado  nna  evolución  en  este 
Papismo  Tribunal,  qne  en  su  reciente  sentencia  de  22  de  Mayo  de  1906, 
^  sn  el  presente  caso  tenía  nn  valor  decisivo,  porque  recayó  en  otro 
de  gran  analogía,  había  resuelto  que  aun  cuando  el  demandado  negara 
Itezlskencla  de  la  obligación,  si  constaba  un  principio  de  prueba  de  la 
■lima,  debía  observarse  la  doctrina  establecida  en  la  regla  1>  del  ar- 
tteale  62  de  la  ley  procesal;  por  tanto,  como  la  referida  obligación  de  so* 
aeksrseai  Jaldo  de  amigables  componedores  Letfados  de  Barcelona  exis- 
ttiiaóno  7  la  demanda  prevalecería  ó  no  prevalecería,  según  lo  qne  en 
m  eiso  declarase  la  sentencia  definitiva,  y  no  era  momento  ahora  de 
dOasIdarlo  ó  prejnagarlo,  pero  esta  parte  sostenía  que  liarlo  y  Alpera  la 
Mslraieron  y  habían  de  cumplirla,  en  Barcelona  deberían  hacerlo,  por 
m%\  lugar  designado  por  las  partes  y  existir  de  esto,  no  ya  el  principio 
de  prueba  requerido  por  este  Tribunal  Supremo,  sino  la  verdadera  y 
SMapleta  praeba  de  los  documentos  acompafiados  á  la  demanda;  la  carta 
dMlada  del  Iletrado  Maluquer  explicando  detalladamente  el  proceso  de 
la  amigable  composición  que,  aun  cuando  sin  ser  reconocida  no  produ- 
jera fe  alemana,  no  se  pedía  negar  que  era  un  principio  de  prueba,  é  im< 
paitaste,  para  qne  pudiera  presumirse  que  la  obligación  tuvo  realidad 
■I  solo  efecto  de  la  competencia  y  sin  prejusgar  por  ello  la  cuestión  11- 
tlglesa;  siéndolo  también  la  otra  carta  de  D.  Ramón  Glaudis,  Jefe  de  la 
igaaeia  de  Aduanas  y  consignación  de  buques,  ante  quien  se  celebró  el 
ssntrato  de  fletamsnto,  amigo  de  ambas  partes  y  persona  respetable  en 
Baiselona;  y  sobre  todo  el  Memorándum  dirigido  por  La  Roda  Herma- 
lea,  de  Valencia,  al  demandante,  que  estaba  en  aquella  ciudad  presen 
dándola  deecarga  de  la  corbeta  Humberto^  diclóndole:  cD.  José  liarlo 
■aa  mega  le  participemos  que  piensa  marchar  mcfiana  á  Barcelona,  y 
fse  desearía  saber  si  ha  nombrado  usted  ya  su  amigable  componedor»; 
ioeamento  que  los  demandados  habrán  pasado  por  alto,  no  mencionan- 
ésto  siquiera  en  su  escrito  cuando  al  presentarlo  esta  parte  afirmó  qne 
La  Boda  Hermanos  eran  los  agentes  de  liarlo  en  V^ilencia,  y  no  rectifí  - 
eado  esto,  era  el  propio  liarlo  quien  preguntaba  á  B^fíl!;  y  en  resumen: 
!•*,  que  por  la  demanda  se  reclamaba  el  cumplimleuto  Je  nna  obligaciót) 
M  convenio  de  celebrar  en  Barcelona  el  juicio  da  aml^r^^iies  compone 
dores  á  que  en  aquélla  se  hacía  referencia;  3.®,  qna  según  el  núm.  1.^ 
del  art.  i%  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  era  Juez  con  patente  para 
•onoeer  de  estas  demandas  el  del  lugar  en  que  la  obiisiscióa  debiara 
oplirse,  en  el  presente  caso  B<ircelona;  8.°,  qne  este  Tribiaal  8apre- 
,  en  sentencia  de  22  de  Mayo  ds  1905,  había  declarado  que  aun  cu^n- 
•I  demandado,  para  sostener  su  fuero,  negara  la  existencia  ie  la  obl^'i^ti 
I,  como  ocurría  en  el  caso  de  antes,  si  constaba  nn  principio  de  prne- 
lela  misma,  debía  observarse  la  doctrina  establecida  on  li3  citada  re- 
1*  del  art.  62  de  la  ley  de  Eojaiclamlento  civil;  4.°,  qna  no  podía  n^i- 
»e  que  las  cartas  del  Letrado  Maluqner  y  Vllado^,  la  del  íigjnte  consis; 
trio  del  actor  y  de  los  demandados  D.  Ramón  GlanJis,  como  la  i^e 
le,  aun  tomadas  bajo  un  prisma  de  excesiva  modeptiii,  eran  principias 
Tueba;  6.*,  que  de  todos  modos,  el  Memorándum  de  La  Roda  Her- 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


ocrrüBBB  BS  1906  40^ 

de  prueba,  para  puntualizar  la  yirtoalidad,  eficacia  y  alcance  de  loa  ré- 
qntoltoe  y  formalidadee  extrínsecas  qae  Integraban  sn  calificación  á  los 
efectos  meramente  jurisdiccionales;  en  qae  las  cartas  acompañadas  á  la 
demanda  no  podían  ser  calificadas  como  principio  de  prueba,  porque  no 
tenían  el  carácter  de  documentos  privados,  pues  no  aparecían  suttcritos 
por  los  litigantes,  como  se  requería  para  qne  padieran  ser  repatados 
eemo  tales  documentos,  y  á  que  éstos  sólo  tenían  valor  entre  los  firman- 
tes y  sus  causaba  bientes,  según  disponía  el  art.  1226  del  Código  civil, 
en  relación  con  el  602  y  siguientes,  de  cuyos  documentos  se  infería  que 
laidmisión  de  tales  documentos  cumo  constitutivos  de  praeba  obedecía 
á  qne  sólo  carecían  del  reconocimiento  necesario  para  sa  completa  efi- 
cacia y  autenticidad;  en  que  no  era  posible  tampoco  atribnir  á  dichos 
deenmentos  valor  jurídico  alguno  como  elemento  de  prueba  testifical, 
perqne  ésta  sólo  podía  producirse  rindiéndose  las  declaraciODes  entr^  el 
IMbnnal,  puesto  que  ni  aun  prestados  en  docamento  material  alcanza^ 
ban  virtualidad  y  eficacia  probatoria,  según  declaraba  este  Tribunal  Ha- 
pnmo  en  sentencia  de  6  de  Ja  lio  de  18tt7,  en  la  que  se  establecía  la  doc- 
trina de  qoe  la  prueba  testifical  no  cambiaba  de  naturaleza,  ni,  por  tan- 
te,  w  convertía  en  prueba  documental  porque  se  redujeran  á  escrito  U  e 
sanifeetaeiones  de  los  testigos,  porque  entonces  se  les  daría  una  fuerza 
probatoria  de  que  carecían  mientras  no  se  prestaran  con  las  solemuida* 
des  7  garantías  exigidas  por  las  disposiciones  reguladoras  de  este  medio 
de  praeba;  en  que  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Abril 
de  I90S  y  22  de  Mayo  de  1905  carecían  de  aplicación  á  este  caso,  en  el 
Mntido  en  qne  pretendía  el  Juzgado  de  Barcelona,  de  acuerdo  con  las  pe- 
tldones  del  demandante  y  del  dictamen  fiscal,  y,  por  el  contrario,  am- 
bas confirmaban  y  apoyaban  el  criterio  que  abonaba  el  requerimieuto  de 
inhibición  y  In  competencia  del  que  proveía,  pues  la  primera,  por  no 
tziatiren  el  caso  de  que  se  trataba  principio  de  prueba  documental,  de- 
ddió  qne  correspondía  el  conocimiento  del  asunto  que  la  motiva bn  al 
Jnesdel  domicilio  del  demandado,  y  la  segunda  apreció  como  priucipio 
de  prueba  cartas  suscritas  por  el  demandado;  en  qne  de  un  mudo  expre- 
*ivo  j  categórico  confirmaban  la  teoría  expuesta  y  sustentada  por  ente 
loagado  las  sentencias  de  17  de  Noviembre  de  1898, 17  de  OvStubie  de  1902 
T IS  de  Abril  de  1901,  ya  tenidas  en  cuenta  al  acordarse  el  reqnerimien- 
te,  porque  en  ellas  se  determinaba  con  concreción  que  la  prueba  qne  se 
leqnería  á  loa  fines  de  decidir  la  competencia  era  la  documental,  coneis- 
tents  tan  sólo  en  la  suscrita  por  las  partes,  recbasando  la  primera  de  di- 
ibas sentencias  las  declaraciones  de  testigos,  á  pesar  de  hhberse  pres- 
tado ante  el  Juzgado,  por  no  baberse  recibido  con  citación  del  deman- 
dado; y  en  que,  como  consecueneia  de  los  anteriores  fundamentos,  no 
tta  posible  otorgar  valor  alguno,  en  concepto  de  principio  de  prueba,  ni 
•minar  como  prueba  escrita  las  cartas  acompañadas  con  la  demanda, 
perqoe  ello  equivaldría  á  establecer  prejuicios  de  todo  punto  inadmisi- 
bles, y,  en  sa  consecuencia,  faltando  la  justificación  de  las  alegaciones 
del  actor  y  negada  la  eficacia  y  aun  existencia  del  compromiso  por  los 
'^mandados,  debía  Boetenerse  la  competencia  de  este  Jazgado,  por  tener 
I  demandados  su  domicilio  allí  en  Valencia,  y  por  no  existir  lugdr 
te  el  cumplimiento  de  la  obligación;  y  en  su  virtu  1,  remitieron  am  • 
>  Juzgados  sus  respectivas  actuaciones  en  debida  forma  á  este  Triba- 
^  Sipremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con  arreglo  á  de- 
bj,  oyendo  al  Ministerio  fiscal: 

Yiito,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 
>oaeiderando  que  negada  por  la  contraparte  la  existencia  de  la  obli- 
•ón  Bofanre  cuyo  cumplimiento  versa  la  demanda  en  ^ue  ba  surgido 
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este  conflicto,  la  única  cneetlón  objeto  de  debate  y  base  para  la  de 
I  coneiste  en  estimar  si  los  docnmentos  presentados  por  el  actor  coi 

7en  ó  DO  un  principio  de  prneba  acreditativo  de  tal  extremo,  y, 
c  jn¿ecu'>ncia,  si^dlcha  obligación  debe  ó  no  cumplirse  en  un  pnn 
tsrminade: 

OonBiderando  que  las  cartas  acompañadas  con  la  demanda  no  i 

t  estimarse,  para  los  efectos  de  la  resolución  de  esta  competencia 

principio  de  prneba  del  compromiso  que  se  dice  contraído  por  el  d 
dado  de  someter  las  dudas  pendientes  con  motivo  de  cierto  Contrato 
lamento  á  la  decisión  de  amigables  componedores  en  la  ciudad  d 
oelona,  porque  ni  proceden  de  la  parte  demandada  ó  de  persona 
acredite  tenga  la  representación  de  la  misma,  ni  han  sido  por  ell 
TiGoidas;  antes  al  contrario,  el  escrito  inhibitorio  se  funda  prii 
i  m^nte  en  no  admitir  los  hechos  que  se  relacionan  en  mencionac 

1  oumentos;  por  todo  lo  cual,  á  los  expresados  efectos,  no  puede  de 

jaree  á  prior ¿  ccál  sea  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obiigaciói 
9U  virtud,  tiene  aplicación  el  segundo  extremo  de  la  regla  1.^  del 
lo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  atribuye  la  compete; 
inoro  del  demandado; 
'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  elconocimi< 

la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  p 
Instancia  del  distrito  de  Serranos,  de  Valencia,  al  que,  con  la  op 
certificación,  se  remitan  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á  este  Ti 
f  Supremo  con  motivo  de  la  actual  competencia,  comunicándose 

I  senté  resolución  al  de  igual  clase  del  distrito  de  Atarazanas,  de 

I  lona,  siendo  las  costas  de  cuenta  respectiva  de  las  partes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecba,  é  insertará  á  su  tiempc 
I  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesai 

pronuDclamos,  mandamos  y  fírmamos.=JoBé  de  AIdecoa.=: Vid 
viáD.=Pa8Cual  Domenech.ssCamilo  María  Guilón.=Eduardo  Bu 
cía  Hita. 

Publicación. =Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia 
Excmc.  8r.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  d 
bunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  < 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Octubre  de  lS06.=Bogelio  González  Montes. 

*  Num.  8S.-TRIBUNAL  SUPREM0.-20  de  Octubre, 

publicada  el  2  de  Noviembre. 

^,,  Competencia.— Payo  de  peae/a«.— Sentencia  decidiendo  en 

del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Un 
dad,  de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  ciase  de  Chic 
acerca  del  cono  imiento  de  la  demanda  interpuesta  pe 
Ramón  López  contra  D.  Carlos  de  la  Gándara  y  otros. 

I  En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establccei 

Que  reclamándose  con  independencia  del  juicio  de  desc 

por  la  parte  que  en  éste  fué  demandada  y  mediante  acción  pe 

,     r     '  fa  obligación  del  pago  de  mejoras,  es  maniñesto  que  según  i 

i  iiculos  1171,  párrafo  3.°  del  Código  civil,  y  62,  regla  /.*  de 

*  ^      '  procesal,  tiene  competencia  para  conocer  de  la  demanda  el  Ji 

domicilio  de  la  parte  que  ha  promovido  la  inhibitoria, 

•  .  •     <Ñ 
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Bb  U  Tilla  7  corte  de  Madrid,  á  20  de  Octnbre  de  1906,  en  la  oon^e- 
fteocia  pendleDte  ante  Nói  per  raion  de  inhibitoria  eascitada  por  el  Jaes 
da  primera  inetanoia  del  distrito  de  la  Universidad,  de  eem  eepital,  al 
da  ignal  olaae  de  la  cindad  de  Chinchilla  en  el  conocimiento  de  la  de- 
manda de  mayor  cuantía  eobra  pago  de  pesetas,  deducida  ante  el  última 
por  D.  Ramón  Lopes  Molina,  propietario,  yecino  de  Fnenteálamo,  contra 
]>.  Oarloode  la  Gándara  y  Boiseco,  maestro  cantero;  D.  Paulino  de  la 
Gándara  T  Gándara,  marino,  amboa  vecinos  de  esta  población;  D.  Joan 
de  la  Gándara  y  Rnieeco,  labrador,  y  Dofia  Enriqueta  y  Dofia  Oristina 
dm  la  Gándara  y  Arenas,  sin  profesión,  vecinos  los  tres  del  barrio  de 
Acoakina,  del  pueblo  de  Oarasa,  del  Ayuntamiento  de  la  Junta  de  Voto, 
haMando  comparecido  todos  cinco  ante  este  Tribunal  Supremo,  y  en  su 
vepreaentaeión  el  Procurador  D.  Fernando  Ramón  Luis,  bajo  la  direc- 
ción del  Letrada  D.  Elíseo  de  la  Gándara,  sin  que  lo  baya  yerlflcado  el 
I>.  Ramón  Lópea  Molina,  demandante: 

Besmltando  que  de  laa  actnaoiones  elevadas  á  este  Tribunal  Suprema 
por  loe  Juecea  contendientes  en  esta  competencia  aparecen  como  hechos 
fluafcanciales  más  atinentes  á  la  cuestión  del  día:  que  D,  Ramón  Lopes 
Molina,  vecino  dt)  Foenteálamo,  provincia  de  Albacete,  partido  judicial 
de  Chinchilla,  llevaba  en  precario  de  D.  Paulino  de  la  Gándara,  vecino 
qae  íaá  de  Madrid,  varias  tierras  de  secano,  destinadas  á  cereales  y 
Tifla,  altas  en  término  municipal  de  dicha  ciudad  de  OhinchilU;  que 
promovido  juicio  de  desahucio  por  el  segundo  contra  el  primero,  se  dio 
logar  á  él  por  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Almansa  en  sentencia 
da  as  de  Marao  de  1896,  confirmada  en  grado  de  apelación  por  la  Audien- 
cia territorial  de  Albacete  en  otra  sentencia  de  28  de  Enero  siguiente; 
q«M  en  las  diligencias  de  lansamiento  á  que  dieron  lugar  dichas  senten- 
cina  de  desahucio»  alegó  el  colono  Molina  haber  realiaado  importantísi* 
tmmm  mejoras  en  lae  fincas  de  que  se  le  desahuciaba;  proponiendo  al  efec- 
to el  nombramiento  de  peritos  para  la  valoración  de  las  mejoras;  que 
loa  peritos  nombrados  por  Molina  las  estimaron  en  21.615  pesetas,  y  loe 
nombrados  por  el  propietario  Gándara  en  647  pesetas;  y  que  ante  estaa 
dlaerepancias  tan  considerables,  designó  el  Jnsgado  como  perito  tercero 
OQ  diacordia  á  D.  Jesús  García  Ortls,  que  apreció  el  importe  de  las  refe- 
^idaa  mejoras  en  la  cantidad  de  28.884  pesetas  80  céntimos,  según  testi- 
flionio  expedido  en  10  de  Marso  último  por  D.  Samuel  Cano,  Escribano 
del  Josgado  de  primera  instancia  de  Chinchilla: 

Reenltando  que  con  presentación  del  antes  citado  testimonio,  dedujo 
D.  Ramón  Lopes  Medina  con  fecha  14  de  Marzo  último  demanda  en  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Juan,  D.  Paulino,  D.  Carlos, 
Dofia  Cristina  y  Dofia  Enriqueta  de  la  Gándara,  como  herederos  de  don 
Panlino  de  la  Gándara,  con  la  súplica  de  que  se  les  condenase  á  pagar 
al  aetor  la  ya  Id  dicada  cantidad  de  28.884  pesetas  80  céntimos,  intereses 
legales  y  costas,  alegando  sustancialmente  en  apoyo  de  esta  petición  loe 
hechoe  anteriormente  expresados;  y  admitida  la  demanda,  se  mandó 
emplazar  á  los  demandados  por  medio  de  exhortes- dirigidos  á  los  luga- 
res de  su  respectiva  vecindad,  siéndolo  el  D.  Panlino  y  D.  Carlos  en 
Madrid,  donde  tienen  sn  residencia,  y  ante  cuyos  Tribunales  promovie- 
ron con  fecha  2  de  Julio  último  el  escrito  que  por  repartimiento  buhó 
de  corres poDder  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  universidad, 
eneetión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando  en  síntesis:  que  como 
al  deeahncio  sólo  se  da  por  virtud  de  un  derecho  personal,  las  acciones 
dimanantea  de  él  sólo  pueden  tener  el  carácter  de  personales,  en  cuyo 
fBú  el  desahuciado  Molina  no  ha  alegado  ningún  derecho  real  sobre  las 
rda  qnase  le  desahució,  pudiendo  únicamente  invocar  accionee 
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personales,  no  siendo  dudosa  la  competencia,  porqne  la  determina 
*  g!a  1.^  ael  art.  b2  de  la  ley  de  Enjuidamiento  civil,  segán  la  cual, 

de  ios  casos  de  sumisión,  es  competente  para  el  ejercicio  de  las  acc 
pt'rsoDaies  ei  Juez  del  lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación 
fjÁita  de  éste,  ei  del  domicilio  del  Remendado,  si  no  hay  contrato  ó 
baila  donde  el  contrato  se  celebró,  ó  el  de  cualquiera  de  ellos,  ce 
sean  varios  Jes  demandados,  citando  ai  efecto,  como  de  perfecta  a 
ción,  el  art.  1171  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  que  en  esta  i 
rin  tiene  establecida  el  Tnbunai  Supremo  a«  Justicia: 

Ke.mltando  que,  oído  el  Ministerio  ñscal,  emitió  dictamen  ( 
sentido  de  estimar  impiocedente  la  cuestión  de  competencia  prop 
por  ios  expresados  Gándara,  apoyando  su  parecer  en  la  regla  8.^d« 
ticnlo  62  de  la  ley  procesal  civil,  con  cuyo  trámite  ei  Jues  de  la 
versidt.d,  en  auto  de  18  del  mismo  mee  de  Julio,  se  declaró  oompc 
para  conocer  del  juicio  de  mayor  cuantía  de  que  se  trata,  por  consl 
al  efecto  que  D.  Ramón  López  Molina,  al  reclamar  á  los  beredei 
D.  PauÜno  de  la  Gándara  Kuiseco  el  abono  de  las  mejoras  heci&ae  c 
fiocuB  de  que  fuü  desahuidado,  ejercita,  aunque  no  lo  expresa,  1 
i  ción  p.r  oual  que  le  compete,  única  que  en  este  caso  puede  utili: 

no  la  reni  á  que  se  refiere  la  regia  S.^  del  art.  62  de  Ja  ley  de  Enji 
U\iento  civil;  que  según  la  regla  1.*  de  este   mismo  articulo,  en  lo 
cius  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  será  Juez  competente  < 
I  lugar  en  que  deba   cumplir   la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  ele 

I  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del 

trato;  y  que  no  existiendo  contrato  en  que  se  fije  el  lugar  en  que 
realizarse  el  pago  de  la  cantidad  que  reclama  Molina,  y  siendo  k 
mandados  vecinos  de  esta  capital,  á  loe  Tribunales  de  la  misma  in 
be  coDocer  de  tal  reclamación: 

Resultando  que  comunicado  este  auto  con  el  oficio  é  insertos 
sarios,  el  Juez  de  primera  Instancia  de  Chinchilla  dio  vista  al  de 
dante  López  Molina  y  al  Fiscal  delegado,  que  impugoaron  el  req 
miento  inhibitorio,  el  cual  fué  denegado  por  dicho  Juez  de  Chim 
en  auto  de  2  de  Agosto  último,  fundado  en  las  consideraciones  le 
siguientes:  que  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  persona] 
Juez  competente  ei  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación 
,  preferente,  y  á  falta  de  éste,  el  del  domicilio  del  demandado,  y   ( 

lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pu 
hacerle  el  emplazamiento,  conforme  á  la  reg'a  L^  del  art.  62  de  1 
^  de  Enjuiciamiento  civil;  qae  la  acción  ejercitada  en  la  demanda  ec 

sonal,  como  derivada  de  las  consecuencias  de  un  contrato  de  arn 
miento;  que  por  la  naturaleza  de  éste,   la  obligación   reclamada 
cumplirse  en  el  lugar  en  que  esté  sita  la  finca  ó  fiucas  del  arrendam 
'•'  y  desahucio  de  referencia,  qne  es  en  el  que  han  debido  tener  efecto  i 

ó  la  mayor  parte  de  las  obligaciones  nacidas  del  repetido  contrf 
arriendo;  que  es  jurisprudencia  constante  y  repetida  del  Tribunal 
premo  que  cuando  no  existe  principio  de  prueba  de  la  obligación  es 
competente  el  del  domicilio  del  demandado,  para  qne  éste  no  pier< 
•  fuero  propio»,  y  en  el  caso  presente  dicho  principio  de  prueba  existe 

*  patente  por  la  clase  de  reclamación  deducida,  que  eirconsecnencia  ( 

juicio  de  desahucio,  lo  cual  reconoce  la  parte  que  ha  promovido  la 
f      *  bitoria,  pudiendo  además  afirmarse  de  cierta  manera  que  se  trata  c 

i  incidente  de  dicho  desahucio: 

t  Resultando  qne  el  Jaez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 

versidad  de  esta  corte  insistió  en   la  inhibitoria  propuesta  al  de  i 
'     t¿f  clase  de  ChinchiHa,  y  en  su  virtud,  nno  y  otro  han  elevado  bus  reí 
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iones  á  eete  Tribunal  Bapremo,  donde  eie  ha  enstanciado  ia 
i  con  arreglo  á  derecho  ó  iutervencton  del  Ministerio  ñ^cai.  *  , 

endo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Govián: 
rando  qae  para  la  decisión  de  la  presente  contienda  ha  de  te 
enta:  primero,  qne  ann  caando  esto  pleito  tenga  por  autece- 
desahnclo  promovido  por  el  hoy  demandado,  et*  notorio  qne 
ina  acción  independien tede  cBrácter  personal,  como  emanaaa 
í  de  arrendamiento;  y  segnndo,  c^ue  las  mejoras  reclamadas 
18  comprendidas  en  el  art.  1604  de  la  ley  de  finjaiClamiento 
reconoce  el  actor,  ni  por  razón  de  la  cuantía  pnede  apli- 
^edlmiento  establecido  en  los  1606  y  1607,  sino  qne  ha  dt-bido 
»mo  así  se  hiao,  al  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía  corree- 
conforme  al  1608; 

rando  que,  en  su  virtud,  no  constando  pacto  en  contnrario,  ni 
qoe  la  expaesta  obligauión  del  pago  de  las  mejoras  deba 
á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  párrafo  8.^  del  art.  1171  del 
1,  en  relación  con  ia  r^gla  1.^  del  62  de  dicha  ley  procesal, 
ío  qne  tiene  competencia  para  conocer  de  la  demanda  enta- 
)z  del  domicilio  de  los  demandados  que  la  han  promovicio  ^ 

tria;  • 

B  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  ^  <      . 

08  corresponde  al  Jusi^ado  de  primera  instancia  del  distrito  * 

rsidad  de  esta  corte,  ai  qne  Sb  remitan  todas  las  actuacionee, 
esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Ohin- 
ndo  de  cuenta  reepectWa  de  las  partes  las  costas  cansadas: 
)8ta  nuestra  senteaciti,  t\ne  ne  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
lías  Bignientes  al  de  su  fecha  é  insertará   en   ia  Colfcción 

A,  pasándose  al  efecto  las  copias  necenatias,  lo  prounncia-  , 

imoB  y  fírmamos.=José  de  A idecoa.= Víctor  Covián  =P88- 
iech.==Oamllo  María  Gullón.=Eciuardo  Ruiz  García  Hita. 
ión.asLeída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el  t 

D.   Víctor  Covián,  Maglstravlo  del  Tribunal  Supremo,  cele-  , 

encia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
10  Secretario  de   la  misma. 
íO  de  Octubre  de  1906.=  Marcelino  San  Román. 


t 


'  ^ 


*    í 


um.  83.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  de  Octubre, 

publicado  el  18  de  Octubre  de  1907.  ^ 

\ 

»OR  INFRACCIÓN  DE  LEY.—Deíensa  por  pobre»— kuío  de-  . 

o  no  haber  lagar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  ^  ^ 

aturnino  Sudón  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  I  l      •    *      ' 

lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  iucidente  coa  : 

tamiento  de  Albarquerque.  ..  • 

;oN8iDt:RAN[>o$  se  establece: 

fUídmt8¿ble,  según  el  núm.  9.°  del  art.  1729  de  la  ley  pro* 

'urso  de  casación  ¿nterpufisto  contra  la  sentencia  denega  • 

nefleio  de  pobreza,  caando  fundada  ésta  en  la  apreciación 

>  de  todos  ios  elementos  de  prueba,  no  se  impugna  opo* 

imento  ó  acto  auténtico  demostrativo  de  error  de  hecho 

mo  infringida  ley  reíatioa  é  pf'uebas:  t 

Tribunal  de  apelación  corresponde  apreciar  libremente 

praatieadas  en  la  primera  instancia,  como  las  que  se  »  i 
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D  al  apreciar  la  prueba  y  afirmar  qae  loa  algnos  exteriores  de 

ecurrente  ae  oponeD  á  qne  ae  le  declare  pobre,  toda  vez  que  en  * 

$ia  recurrida  oo  se  expresa  oüái  aea  la  prueba  articulüda  tn  el  ' 

a  combatir  la  existeucia  de  esoa  sigDOS  de  riqueza,  iiifriugíén- 

»llo  el  art.  1214  dei  Código  civil  ai  afirmarse  la  realidad  de  he-  » 

no  ae  han  probado;  y  si  se  entendiese  que  tal  error  no  es  de 
liempre  se  habría  cometido  uno  de  hecho  ai  desconocer  el  fallo 
la  resultaucia  de  actos  auténticos,  cual  lo  son  las  actoacioues  , 

I,  á  tenor  del  núm.  7.^  del  art.  696  de  la  ley  de  Enjuiciamieuto  : 

\ 
.    8i  no  prosperase  el  anterior  motivo,  siempre  se  habría  in-  i 

li  art.  17  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  que  atribuye  al  Juez, 
la  Audiencia,  la  facultad  de  denegar  el  beueficio  de  pobreza, 
der  que  los  slguos  exteriores  de  vida  del  solicitaiite  demuestre 
I,  ya  que  sólo  por  el  Juez,  ante  quien  se  suministra  la  prueba,  ' 

«rse  con  verdadero  acierto  el  examen  de  tales  actos  ó  signos 

';y 

Por  último,  al  denegar  el  fallo  recurrido  el  beneficio  de  po-  *  ^  ^ 

lien  como  el  recurrente  Sudón  ha  demostrado  tener  perfecto  de-  f 

a  solicitarlo,  infrlLge  los  arts.  18  y  16  de  la  ley  de  Enjuicia-  « 

vil,  que  regulan  y  condicionan  tal  beneficio:  «      , 

ando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recurso  I 

ierarlo  comprendido  en  los  núms.  6.°  y  9.^  del  art.   a/ 29  de  la 
jaiciamiento  civil,  se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  cita- 
siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Buiz  y  García  Hita:  • 
ierando  que,  en  el  iiicidente  de  pobreza,  se  practicó,  á  iutítan-                                                    * 
runtamiento  demandado,  prueba  documental  y  de  testigos  para                         '                      . 
r  el  número  de  criados  que  tenía  á  su  servicio  D.  Saturnino  Sn- 

ández,  el  carruaje  de  lujo  que  usaba  y  su  posición  social  des-  '  i 

abérsele  embargado  todos  los  bienes  y  rentas,  y  como  la  apie.-  u 

le  en  conjunto  hace  de  todos  estos  elementos  de  prueba  el  Tri-  * 

UO  no  se  impugna  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  oponiendo  '  '  ^ 

o  ó  acto  auténtico  determinado  qne  pudiera  acreditar  error  de 

uno  acerca  de  la  existencia  de  tales  signos,  ni  se  cita  ley  reía-  4  ^ 

iebas  que  el  Tribnijal  sentenciador,  haya  infrirgido  al  hacer  la 

^n  de  éstas,  es  manifiesto  que  no  procede  su  admÍBión  con  arre-  (  < 

ispuesto  en  el  núm.  9.°  del  art.  1729  de  la  ley  de  Eujuiciamien-  .  * 

jurisprudencia  constante  de  este  Supremo  Tribunal:  '^  ^  *  < 

ierando  que,  esto  sentado,  carece  de  absoluta  eficacia  la  adml-  . 

primer  motivo,  toda  vez  que  siempre  y  en  todo  caso  sustituiría 

lento  de  la  estimación  de  los  signos  exteriores  para  el  mante-  f 

de  la  sentencia;  no  procediendo  tampoco  la  del  tercero,  á  tenor  .*     •      ^ 

7.®  del  mismo  art.  1729,  por  ser  evidente  que  no  se  puede  leer  ^  í 

er  el  art.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  desconocí- 

>torio  é  injustificado  de  la  facultad  del  Tribunal  de  apelación  *' '  ' 

ciar  libremente  las  pruebas  practicadas  en  primera  instancia,  ,  * 

qae  se  practiquen  en  la  segunda,  relacionadas  con  la  cuestión 

somete  en  alzada:  >    ^ 

Ierando,  por  último,  que  el  cuarto  motivo  descansa  en  supues- 
:bo  contradictorios  de  los  apreciados  por  la  Audiencia,  y  sólo 
mitirse  en  tanto  en  cuanto  tuviera  condiciones  de  admisión  al- 
oe anteriores; 

lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
a  interpuesto  D.  Saturnino  Sudón  Hernández,  á  quien  conda- 
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de  la  testamentaria  de  Dofia  Pía  Egüas  en  virtud  de  cierta 

mdo  que  el  citado  Juzgado  de  San  Sebaetiáu,  y  én  los  referidos  ' 

ó  mandamiento  al  Registrador  de  la  propiedad  de  la  misma 
I  fecha  14  de  Octubre  de  1906,  ordenándole  que  convirtieiaen 
Q  definitiva  la  anotación  preventiva  letra  A  de  la  fíuca  7:¿9  du- 
ecba  al  folio  124  del  tomo  S44,  del  Archivo  y  110  del  Ayunta- 
San  Sebastián,  describiéndose  la  fíaca  en  el  mismo  manda-       '  » 

isertándüse  la  sentencia  y  expreeáudose  que  se  expedía  á  ins- 
ka  representación  de  D.  Enrique  Echeverría  y  Garaicoechea  y  * 

,  Ensebio  Benito,  para  subsanar  otro  mandamiento  sobre  dicha 
1  que  el  Registrador  había  denegaoo: 

ando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  de  San  Sebaf^tián  puso 
licho  mandamiento  de  14  de  Octubre  de  1V)06  la  nota  siguien- 
liega  la  conversión  en  inscripción  de  la  anotüción  prevtntiv»  ' 

ia  ordenada  en  este  mandamiento  por  los  motivos  siguien- 
ne  por  la  anotación  preventiva  letra  A  de  la  finca  729  dnpli-  ' 

ka  en  el  folio  124  del  tomo  844  del  Archivo  del  Registro,  110  del 
ento  de  esta  ciudad,  se  anotó  exclusivamente  el  hecho  de  que 
Bdor  D.  Félix  Zuazola,  en  nombre  de  D.  Enrique  Echeva- 
aicoechea,  mayor  de   edad,  rentista,  vecino  de  esta  ciudad^  , 

erpuesto  deman<la  de  mayor  cuantía  snte  el  Juzgado  de  prl-  f 

incia  de  este  partido  contra  D.  Ensebio  Benito  Jodra,  ve- 
ildemoro,  sobre  otorgamiento  de  una  escritura  de  venta  de  la 
te  indivisa  que  en  el  molino  llamado  H  güera  y  sus  tierras 
.  al  demandado,  y  la  anotación  de  un  sinipie  hecho,  no  hay 
tiábiles  de  que  sea  convertida  en  inscripción  definitiva  de  pro' 
.°,  que  la  sentencia  no  ordena  tal  conversión,  y  se  limita  á  ' 

i  D.  Ensebio  Benito  Jodrá  á  que,  una  vez  que  ella  sea  firme, 
su  costa  y  á  favor  de  D.  Enrique  Echevarría  y  Garaicona  la  i 

le  venta  de  la  cuarta  parte  de  dicha  finca;  S.^,  que  la  senten-  i 

ctada  á  favor  de  D.  Enrique  Echevarría  y  Garaicorta  y  la  ano-  j  ' 

á  hecha  á  favor  de  D,  Enrique  Echevarría  y  Garaicoechea;  "^''         , 

á  la  conversión  por  este  mandamiento  ordenada  se  opcne 
1  hallarse  itscrita  esa  cuarta  parte  de  tinca  á  ncmbre  de  Doña  f 

Valero  y  Zarszola,  en  dicho  temo,  folio  124  vuelto,  inecrip- 

or  habérsela  vendido  D.  Valeriano  Laguna  y  Ley  va,  apode-  ^  * 

.  Ensebio  Benito  y  Jodra,  en  epcrituia  nóm.  1963  de  orden»  •  * 

il  11  de  Agosto  del  afio  1900,  en  Madrid,  ante  el  Notario  D.  Ri-  I  ^  '   « 

tneda,  ínterin  la  inccripción  de  esa  venta  no  sea  c^iucflbda  i  * 

>  de  los  medios  que  establecen  loe  articules  82  y  88  de  la  ley  ^ 

iai:  } 

ando  que  el  Procurador  D.  Félix  Zuazola,  á  nombre  de  D.  En-  '*    *      «  ,     ^'' 

levarría  y  Garaicoechea,  interpuso  este  recurso  pidiendo  se  I  i 

fecto  la  nota  del  Registrador  y  se  le  crdene  practicar  la  ins-  '  ' 

eiiegada,  por  las  razones  siguiente^:  que  si  el  Juzgado  ordenó  '\  * 

demanda,  y  se  anotó  en  el  R(  gif>tro  de  la  propiedad,  fné  por-  i  * 

a  se  ejercitaban  derechos  sobre  inmuebles  que  tuvierí  n  efec-  *l 

r  la  sentencia,  y  según  los  artículos  70  y  71  de  la  ley  Hipóte-  i    ^  ^ 

Bde  la  conversión  en  inscripción  de  la  anotación  preventiva;  I      ( 

e  la  sentencia  no  ordena  dicha  conversión,  se  acordó  eeí  en  I 

cipp  de  ejecución;  que  la  diferencia  en  el  segundo  apellido  de 

e  Echevarría  ronsta  subeanada  en  el  mandamiento  del  Juzga-  i         *  .     . 

gi5n  el  art.  71  de  la  ley  Hipotecaria,  no  se  opone  á  dicha  con-  ^  '  . 

i  venta  que  se  ha  inscrito  del  inmueble  anotado,  posterior-  i  i  f  .\ 
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'  mente  á  la  anotación,  y  qne  son  también  apUeablea  á  la  oneatión  di 

expediente  los  artícalos  84  y  85  de  la  ley  Bipotecaria  y  76  de  sn  BegU 
mentó,  las  Bentencias  del  Tribunal  Sapretno  de  ?8  de  Mayo  de  1874,  8 
4e  Diciembre  de  1876,  y  18  de  NoYlembre  da  1881  y  la  BdBolnción  d 
este  Centro  de  10  de  Septiembre  de  1881: 

Resaltando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  aostnyo  la  prooedei 
oía  de  sn  nota,  insistiendo  en  los  raioaamientos  de  la  misma,  y  aftt 
diendo:  qne  la  anotación  de  la  demanda  se  había  ordenado  por  no  Intei 
pretarse  rectamente  el  art  42  de  la  ley  Hipotecaria,  pero  qne  se  Inierlbl 
por  ser  incompetente  el  Registrador  para  denegarla,  según  las  Reeolnoit 
nes  de  este  Oentro  de  19  de  Bnero  de  1877  y  U  de  Jallo  de  1809;  qne  m 
anotación,  prodacto  de  ana  acción  parame  ote  personal,  no  paede  traní 
iormarse  en  Inscripción  de  dominio  ni  favorece  en  nada  al  anotant 
según  declaró  el  Trlbanal  Sapremo  en  seatencla  de  12  de  0¿tabre  de  1871 
qae  la  diferencia  notada  en  ano  de  los  apellidos  debe  prodnoir  qne  1 
sentencia  se  rectifique  en  debida  forma,  y  qae  las  Sentencias  y  Beaoli 
clones  qae  cita  el  recarrente  no  son  aplicables  á  este  caso: 

Resaltando  qae  el  Jaez  de  primera  instancia  informó,  mostrand 
estar  conforme  en  lo  esencial  con  lo  snstentado  por  el  Registrador  de  1 
propiedad,  y  qae  si  libró  el  mandamiento  f  aó  por  la  necesidad  de  soat 
ner  y  reproducir  otra  providencia  anterior  qne  ya  era  firme: 

Beaaltaado  qae  el  Presidente  de  la  Aadlencla  dictó  aato  eonfirmand 

.  la  nota  del  Registrador  por  estimar  respecto  al  primer  motivo  de  denf 

I  gaclóa  qae  es  parameate  personal  la  acción  dimanada  del  art.  1279  d< 

Código  civil,  paes  coa  ella  no  se  perslgie  directa  ó  Inmediatamente  1 

propiedad  de  Inmuebles  ó  la  constitución,  declaración,  modificación 

extinción  de  algún  derecho  real,  sino  el  cumplimiento  de  nna  obllgactói 

del  cual  ha  de  surgir  el  título  de  propiedad  del  demandante,  toda  v\ 

que  es  condición  esencial  en  los  contratos  da  compraventa  de  inmnebh 

'  el  otorgamiento  de  escritura  pública  para  hacer  efectivas  las  obllgacii 

nes  propias  de  los  mismos  y  para  que  na¿;!a  el  verdadero  derecho  rea 

ein  qne  hasta  entances  puedan  considerarse  consumado,  y  en  tal  aei 

tido  dicha  demanda  no  está  comprendida  en  el  art.  42  de  la  ley  Hipob 

caria,  y  aunque  el  Begistrador  tomara  auotacióu  de  ella,  por  careeer  < 

competencia  para  denegarla,  no  ha  podido  surtir  los  efectos  que  atrlbl 

•  yen  los  artículos  70  y  71  de  la  misma  ley;  que  el  motivo  segando  < 

denegación  no  sería  bastante,  alsladameate  considerado,  por  hallan 

n  la  conversión  abordada  por  el  Juzgado;  que  la  aclaración  de  apellk 

*  debe  hacerse  con  sujeción  al  procedimieoto  qne  establece  el  art.  368  c 

la  ley  de  Eaju'clamlento  civil;  y  respecto  al  coarto  motivo,  que  qaed 

supeditada  su  eficacia  y  fuerza  legal  á  lo  del  p'-imero,  así  como  temblé 

^^^  las  consecuencias  que  dal  mismo  pulieran  derivarse: 

Vistos  los  artículos  2.°,  70,  84  y  85  de  la  ley  Hipotecarla  y  el  76  d 
sn  rí»gIftmento: 

Oonsí  lerando  que  ni  los  arts.  70,  84  y  86  de  la  ley  Hipotecaria,  « 

que  el  recurrente  apoya  su  pretensiión  d?  que  se  convierta  en  InscrlpciiS 

I  deñnltiva  la  anotación  de  demanda  que  se  h'*zo  á  su   favor,  ni  nlngTÜ 

^  otro  de  la  expresada  ley,  establecen  los  reqatsU^s  y  circunstancias  qi 

h^n  de  coní^urrir   para  que  tal  conversión  pnel"*  efectuares,  porque 

art.  7ü  93  Un  ta  á  declarar  desde  cuándj  s irte  efecto  la  inscripción  d^ 

r  flnitlv^;  el  84,  A  ñjir  qnión  es  el  Juez  comaetenle  para  or  leñar  la  car 

i  celar^lón,  y  el  85,  á  disponer  que  la  anotación  se  caniele,  entre  otn 

t  ca!>o<^,  cuan  lo  en  la  providencia  se  dispDnga  convertirla  en  inscripci<¡ 

definUlva: 
'^  OoDsi  Jerando  que  al  declarar  el  art.  76  del  reglamento  que  la  anc 
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i  pneda  oonyertirse  en  inscripción  cnando  ia  persona 
iviere  constituida  adquiera  definitivamente  el  derecho 
o  qne  ee  refiere  al  caso  de  qne  ese  derecho  sea  real,  ya 

0  de  la  propiedad  sólo  los  de  esa  clase  pneden  ser  objeto 
9gún  el  art.  2.^  de  la  ley: 

qne  la  anotación  de  qne  se  trata  es  de  demanda  sobre 
nn  contrato  de  promesa  de  venta  de  parte  de  nna  finca, 
\ereeho  anotado  á  favor  del  demandante  es  sólo  el  de 

1  la  escritura  de  venta,  qne  fné  á  lo  qne  se  condenó  al 
I  siendo  ese  nn  derecho  real,  sino  meramente  personal, 
de  inscripción,  como  tampoco  debió  en  sn  día  ser  objeto 
cediendo  solamente  en  sn  caso  inscribir  ia  escritura  de 
lanera  alguna  la  conversión,  que  ni  siquiera  fué  ordé- 
nela, sino  en  el  mandamiento: 

1  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada, 
evolnaión  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
unientes.  Dios  guarde  á  V.  L  mnchos  afios,  Madrid  22 
06.=El  Director  general,  Javier  Gómez  de  la  S8rna.= 
la  Audiencia  de  Pamplona. 


.  85.— TRIBUNAL  8UPREM0.-23  de  Octubre, 
pnbllcada  el  II  de  Noviembre. 

Pago  de  o^a^/aa.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
licipal  de!  distrito  de  la  Latina,  de  Madrid,  la  sos- 
al de  igual  clase  del  de  la  Lonja,  de  Barcelona, 
onocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Aa- 
coQtra  D.  Andrés  Gili. 
DBRANDOS  86  establoco: 

zable9  por  analogía  á  la  comisión  mercantil  los  prin' 
aeerea  del  mandato,  por  lo  que  el  pago  del  premio 
tado  debe  hacerlo  el  comitente,  saloo  pacto  en  cañ- 
ar en  que  se  efectuó  aquélla,  conforme  á  reiterada  y 
}rudencia  del  Tribunal  Supremo  establecida  al  int er- 
utos 277  del  Código  de  Comercio  y  1728  del  civil. 

corte  de  Madrid,  á  28  de  Ostabre  de  1906,  en  la  com- 
te  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
leí  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  al  de  igual  clape 
Latina,  de  esta  corte,  en  el  conocimiento  del  juicio  ver- 
el  último  por  D.  Ángel  Oalzada  Nieto,  comerciante,  de 
mtra  D.  Andrés  Gili  y  Gaardiola,  comerciante,  veciro 
bre  pago  de  pesetas;  habiendo  comparecido  solamente 
[  Supremo  el  demandado,  representado  por  el  Procurn- 
:ÍA  Coca  7  defendido  por  el  Letrado  D.  Manuel  Rovira 

ne  en  11  de  Enero  de  1905,  D.  Andrés  Gili  j  Guarnióla, 
)Cino  de  Barcelona,  escribió  á  D.  Ángel  Calzada  Nieto, 
rte,  manifestándole  que  no  tenía  inconveniente  en  qne 
evo  de  la  venta  de  sus  harinas  en  Madrid,  bajo  deter- 
anes,  entre  ellas  la  de  abonarle  el  1  por  100  de  comleión 
sas  ventas  en  la  plaza;  y  en  19  del  mismo  mes  y  afío, 
irigló  otra  carta  á  D.  Aagel  Calzada,  diciéndole  que  la 
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i  Buya  del  10  le  había  sido  entregada  por  aa  recomendado  Núfies,  á 

*        #  había  yentiido  na  vagón  de  sus  harinas,  lo  cual  no  era  obstácnlo 

qne  considerase  el  negocio  intervenido  por  él,  y  qae  oonñrmaba  sa 
del  11,  detallando  las  condiciones  de  representación  y  acompafiam 
Iones  de  en  remesa  de  mneetras: 

Kesnicando  qne  á  entas  cartas  contestó  D.  Ángel  Oalsada  el ' 
propio  mes  y  año,  diciendo  á  D.  Andrés  Gil!,  entre  otras  cosas,  ( 
podía  aUmbicar  los  precius  le  presentaría  á  dos  almacenistas  de 
corte  y  después  se  entendería  con  eilua,  porqae  interviniendo  él  no 
nadfe;  y  D.  Andrés  Glli  manifestó  á  Calzada  en  8  de  Febrero  sigc 
qne  como  con  sa  intervención  se  hacía  diicil  operar,  prescindiera  ] 
momento  de  sns  servicios;  que  la  factura  de  Núñes  ascendía  á  4.2€ 
setas,  uadiendo  disponer  como  le  conviniera  de  sa  oomisión,  qne  íj 
taba  42  pesetas  6  céntimos: 

KesQltando  qae  en  15  de  Janio  próximo  pasado,  D.  Ángel  Oa 

,  Nieto  presentó  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Latina,  d 

corte,  demanda  de  juicio  verbal  contra  D.  Ángel  Qili  y  Qaardio 

Bt^rcelona,  reclamándole  el  pego  de  Só  pesetas  50  céntimos  que  le 

daba  pur  el  1  por  100  de  comisión  en  el  valor  de  dos  vagones  vendí 

cobradis  por  el  demandado,  costas  y  gastos,  acordándose  la  cit 

del  último,  y  sefialáadose  para  la  celebración  del  juicio  el  día  ' 

mismo  mes  y  año,  en  cayo  acta  D.  Ángel  Calzada  ratificó  sn  dem 

I  presentando  en  sa  apoyo  las  cartas  qae  Gili  le  dirigió  en  11  y  19  de  j 

I  de  1V405: 

Resultando  qne  D.  Andrés  Gilí  y  Gaardlola,  qae  había  sido  c 
en  B  ircelona,  presentó  en  el  Juzgado  manicipai  del  distrito  de  la  I 
de  dicha  ciudad  el  23  del  citado  mes  y  año  un  escrito  promoviendo 
tión  de  competencia  por  inhibitoria,  y  alegando  en  sa  apoyo:  que 
celéibrado  un  contrato  con  D.  Aogei  Calzada  de  representación  com< 
,  para  la  venta  de  sus  harinas  en  Madrid,  tfreciéndole  una  comisió 

las  facturas  qne  se  cobraran;  que  en  viera  deque  la  intervención  d( 
z  ida  podía  dificultar  el  n^rgocio,  anuló  el  contrato  y  prescindió  d 
servicios,  cjniorme  acreditaba  con  las  cartas  de  21  de  Enero  y  8  d 
b  ero  de  1905,  en  la  última  de  las  que  te  indicó  qae  podía  dispon 
la  comisión,  que  importaba  42  ptisetas  6  céntimos,  de  las  que  di 
Calzada  por  medio  de  una  letra,  cumpliendo  así  el  contrato  de  pa 
Barcelona,  y  en  cuanto  todo  lo  creía  terminado,  se  veía  sorprendid 
i»  demanda  orig^^ndeestos  autos;  qne  porlo  expuesto  se  trataba  deai 
*4  trato  cnyo  cunipiimiento  debía  verificarse  en  Barcelona,  siendo  evi 

a  lemas  que  se  trataba  de  una  acción  personal,  por  lo  que  tenía  peí 
aplicación  ia  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civ 
e\  cual  e-'taban  previstos  los  dos  casos:  el  del  lugar  en  que  debiera 
r**  püree  1 1  obligación,  que  en  el  presente  era  Btircelona,  y  en  sa  defe 

\  del  domicilio   del   demandado,   que  también  era  dicha  cindad,  d 

na  aplicada  ñor  el  Tribunal  Snoremo,  entre  otras  machas  sentencii 
la  vle  24  de  F.-brero  de  1860,  y  habiesdo  emitido  dictamen  el  Minii 
fiscal,  en  26  del  indicado  mes  y  uño  dictó  auto  inhibitorio  el  Jaez  r 

*  ripal  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Bircelona,  por  considerar   que  tr 
•»                        do-^e  del  ejercicio  de  una  acción  personal,  dimanante  de  an  contra 

comisión,  y  no  habiéndose  dfsigoado  lugar  para  el  cnmplimiento 

f      '  obligación,  debía  tenerse  por  competente  el  Juez  del  lugar  del  cor 

I  ó  el  del  domicilio  del  demnn  iado   para  conocer  de  las  reclamacioi 

*  que  el  mismo  pndiera  dar  Ingar,  y  áqne  ventilándose  una  acción  p 
nal,  era  competente  el  último,  á  t^nor  de  la  regla  1.^  del  art.  62 

t«i   ,  ley  procesal,  y  que  tratándose  de  ana  acción  personal,  á  falta  de 
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o,  M  eatondía  qm  el  Ingtr  d«l  eomi^liBiMito  de  la  •bligaei6ii  tn 
•1 M  bB  qne  m  hobieaé  rMllisd»  el  eantMto: 

Baisilaadd  qtte  raelbldo  en  el  lugede  nranielpel  del  dletrlto  de  U 
UtlB%  de  eeto  eetle,  deepoée  de  oelebrade  el  Juielo  yerbel,  el  ofloie  Iti- 
hUrttorio  om  el  teetinoalo  eorreeposdkttfte,  le  lB|mgaá  D*  Aogel  Gal* 
Mtfa  neteiiieBde  le  eempetenele  de  dlehe  Jnsgedo,  fondado  en  que,  ee- 
lée  la  carta  de  11  de  Bnero  de  1906,  D.  Andrea  GUI  celebró  eon  él  nn 
68atrate  de  eomUlón,  Incamplldo  en  parte,  poeete  qae  aóle  ee  había 
iboaadoel  Importe  de  la  eemftelón  de  nn  vagónt  alendo  la  de  trea  la  qne 
]0  eorreepondía,  y  en  qae,  aegún  la  ley,  ea  Joei  competente  para  cono* 
«r  de  lae  demandaa  eobre  eompUmlento  de  oontratoe  de  comliión  el  del 
lüfiu  donde  ee  Torlflea  el  negocio  y  ee  perfecciona  la  comleión;  y  oído  el 
Miaif torio  fiecal  j  de  aenerde  con  eo  dictamen,  el  Jnei  monicipal  del 
diitrlto  de  la  Latina,  de  eeta  corte,  por  aoto  de  1%  de  Jolio  último,  re- 
•hiió  el  requerimiento  Inhibitorio  y  eoetOYO  an  competencia  para  eegnir 
Maeelendo  del  aennto,  por  eoaelderar  qne  en  el  caeo  de  antoe  cataba  de- 
tmalaado  qae  donde  ee  pieetaron  loe  aerylcioe  por  el  comlBionlata  fné 
Midrid,  alendo,  por  tanto,  la  aplicación  la  regla  1.*  del  art.  é%  de  la  ley 
preeeea];  qne  tratándoeé  de  nn  contrato  de  comielón  en  el  qne  el  comí- 
iteaiata  reaiisó  ene  aerricloa  en  eeta  corte  y  en  el  qae,  fnndándoee  en 
•lartiealo  S76  del  Oódige  de  Comercio,  reclamaba  el  precio  de  coml- 
riáa,  eran  aplioablee  por  analoaia  laa  preacripcionea  del  mandato,  eegún 
mtínda,  entre  atrae,  de  t  de  NoTlembre  de  1898,  á  cayo  tenor  tal  epli- 
muAáa  por  analogía  debe  entenderae,  cnando  ee  refiere  á  la  reclamación 
4cloe  gaatee  acaeiottadoe  por  la  comielón,  en  cayo  caeo  debe  abonerloe 
il  eemitente  en  el  Ingar  donde  aquélla  ee  efectuó,  aln  qoe  obste  el  que 
•)  comieloniata  llbraee  letrae  contra  el  comitente;  citando  ademáa  en  an 
wp&fú  lae  eeotenelaa  de  18  de  Agoeto  de  1892,  18  de  Enero  y  4  de  No- 
ftaBbre  de  1894  y  18  de  Jnnlo  de  1897: 

Reenltasdo  qne  el  Jaea  municipal  del  diitrito  de  la  Lonja,  de  Barcfi- 
toaa,  ineietió  en  en  competencia,  lo  qne  comunicó  al  requerido,  y  en  su 
fiítnd,  eleraroB  amboe  ene  actnacionea  reepectlvas  en  forma  debida  á 
wli  Tribunal  Bapremo,  y  ee  eustancló  la  competencia  con  arreglo  á  de- 
nabo,  oyéndose  al  Minlaterlo  fiscal. 

Viato,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 

Considerando  qne  eon  aplicablee  por  analogía  á  la  comiflión  mercan- 
fU  loe  prlnclploe  que  rigen  acerca  del  mandato,  por  lo  qne  el  pago  del 
píenlo  de  comisión  pactado  debe  hacerlo  el  comitente,  salvo  pacto  en 
tentrario,  eo  el  lugar  en  que  ae  efectuó  aquélla,  conforme  á  reiterada  y 
constante  joriepmdencla  de  este  Tribunal  8apremo,  establecida  ai  ln« 
larpretar  loe  artículoe  877  del  Código  de  Comercio  y  1788  del  civil: 

Coneiderando  que  veraando  la  demanda  sobre  reclamación  de  pese- 
tas qne  eetima  el  actor  le  son  debidas  por  el  1  por  100  de  ventas  reali- 
tadas  en  Madrid,  en  virtud  de  la  comisión  que  le  confirió  el  demandado, 
respecto  de  cuya  existencia  hay  principio  de  prueba  escrita  qne  debe 
tenerte  en  cuenta  para  la  decieión  de  la  competencia,  ee  evidente  qne 
éstr  corresponde  al  Juca  de  la  capital  citada,  conforme  á  la  regla  1.^  del 
art  ale  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  en  la  miema  ha  de 
cm    iliree  la  obligación  en  todas  sus  partes; 

aliamos  que  debemoa  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento 
del  presente  juicio  corresponde  al  Jaez  mnnicipal  del  distrito  de  la  La- 
tín ññ  esta  corte,  á  quien  ae  remitan  todas  las  actnacionea,  poniéndolo 
ea  cocimiento  del  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelo- 
na   'n  hacer  declaración  eobre  costas. 

^  -or  esta  nuestra  aentencia,  que  ee  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
-^n  106  27 
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I  4e  lofl  diez  días  tigaientea  al  de  an  fecha  é  insertará  á  en  tiempc 

^  OoLBCCiÓN  Legislativa,  pasándose  ai  efecto  ias  copias  necesari 

pronnneiamos,  mandamos  y  firmamoB.=José  de  Aldecoa.=Vico 
Pin iée;= Víctor  Covián^sslldefonso  Lopes  Arattda.=Federieo  Mon 
Publicación*  s  Leída  y  publicada  f aé  la  anterior  sentencia 
Bxcmo.  Sr.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  del  Tribanal  Supremo, 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qi 
llñco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  SS  de  Octubre  de  1906.=:Licenciado  Jorge  Martínez. 

I^úm.  8e.— TRIBUNAL  SUPREMO. -18  de  Ootnbre» 
I  pvblloada  el  18  y  22  de  Octubre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  L^Y.^AdjucUeaeión  de  bienes  < 
peUanias.^Senieneía,  declarando  haber  lugar  al  recurso 
puesto  por  D.  Manuel  de  Danza  contra  la  pronunciada  | 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  co 
Manuel  Salvador  Atienza. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablece: 

Que  llamados  al  disfrute  del  patronato  activo  de  una  cape 

f    .  los  hí/os  y  descendientes  del  fundador  y  de  mayor  en  mayor  ^  eo 

i  fereneia  del  varón  á  la  hembra,  guardando  el  orden  de  primog 

I  ra  se  constituye  una  vinculación  regular  en  la  sucesión  del  paí 

to,  prefiriendo  lineas  determinadas  de  su  descendencia  al  goce 
bienes  con  quejué  dotado: 
)  Que  en  este  concepto,  la  adjudicación  de  los  bienes  de  dicha 

llanta  no  puede  regirse  por  el  art.  1,^  de  la  ley  de  19  de  A 
de  1841,  porgue  la/undaeión  no  llama,  como  seria  preciso,  á  i 
milias  con  carácter  general,  sin  distinción  de  personas,  sino  i 
específicamente  señaladas  en  la  forma  antes  expuesta,  siendo  e 
secuencia  de  derecho  preferente  los  parientes  de  la  linea  me 
entre  los  de  ésta  aquel  ó  aquellos  que  fuesen  de  mejor  grado  á 
del  art.  2.^  de  dicha  ley. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2S  de  Octubre  de  1906,  en  el  jni 

mayor  cuantía  seguido  en  el  Jaz^^ado  de  primera  instancia  de  Mora  t 

4  bieloB  y  en  la  Sdia  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Z  iisgo 

D.  Manuel  Salvador  Atienza,  jornalero,  como  representante  legAi 

esposa  Dofia  £merenciana  Villarroya  y  Lacasa,  vecinos  de  Terne 

tra  D.  Manuel  de  Lianza  y  de  Plgnatelli,   Duque  de  Solferino,  pro 

'**  rio,  vecino  de  Barcelona,  y  el  Abogado  del  Estado,  sobre  adjadi< 

I  de  bienes  de  capellanías;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recnrso 

aación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Joe 

ría  Oordón  y  Estecha,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Sixto  Pérez  ( 

en  nombre  de  D.  Manuel  de  Lianza;  habiendo  comparecido  la  pai 

*  mandante  representada  por  el  Procurador  D.  Juan  Rodríguez  Vázc 

defendida  por  el  Letrado  D.  Benjamín  María  Herrero,  y  siendo  tai 

parte  en  este  Tribunal  Supremo  el  Abogado  del  Estado,  en  la  rep; 

.     r      '  tación  de  éste: 

Beeultando  que  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  su  esposa  Doña  C 

otorgaron  testamento  en  4  de  Octubre  de  1830,  en  el  qae  ordenaro 

todos  loe  afioB  fnera  repartido  un  cahíz  de  trigo  en  pan  cocido  el  t 

•  I  '     1*4  I  de  Todos  los  Santos,  y  además,  fundaron  nna  capellanía  en  la  Igiei 


\ 
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3aii  BlA9,  de  MosqaeraeU,  qne  dotaron  con  nn  molino  be- 
del Medio,  nn  trozo  de  tierra  en  el  logar  de  MoBqneraela,  * 
una  era,  llamando  al  disfrute  del  patronato  pasivo  al  cié-                     ' 
lo  pariente  qne  fuere  de  su  generación,  si  le  mereciese,  y 

elección  de  ene  parientes  más  cercanos,  y  ai  patronato  > 

del  sobreviviente  á  sn  hijo  Jnan  Gil,  en  segundo  lugar  á 
ftnoisco  Gil  y  después  de  éste  á  los  otros  bijos  ó  parientes 

que  D,  Francisco  Gil  de  Palomar,  segundo  génito  de  don  ; 

j^racia,  otorgó  testamento,  en  unión  de  sn  esposa  Dofia  ^        '  f         , 

10  de  Octubre  de  1844,  fundando  en  él  nna  capellanía  en  i 

m  Salvador  de  la  Iglesia  de  Santa  María,  de  Moequerneia, 
n  400  sueldos  censales,  que  con  sus  bienes  debían  com- 
lentarios,  y  para  después  de  su  muerte  concedieron  el  de- 
lato á  su  bijo  Francisco  Gii,  si  volvía  del  Saato  Sdpulcra,  *  '  ^ 
do,  y  si  no  que  fuera  de  D.  Pedro  Calatayud  y  de  los  sn- 
inte:                                                                                                                  '        • 
qne  D.  Juan  Gil  de  Palomar,  primogénito  de  D.  Pedro  y                                  *           '^     t  ' 
torgó  testamento  en  80  de  Diciembre  de  1S86,  en  el  que                                               f. 
ksaba  y  anulaba  cualesquiera  otro  testamento  ó  codicilo                                      ^ 
cridad  bubiese  dispuesto,  excepto  una  capellanía  perpetua                                   , 
e  sn  mujer  Doña  Pascuala  Oalatayud,  ya  difunta,  orde-                      9 
m  con  todos  sus  bienes  por  testamento  de  19  de  Enero 
&s  de  lo  que  la  Dofíd  Pascuala  babía  otorgado  un  codicilo 
de  1376,  manifestando  que  la  capellanía  fuese  propia  de 

sbstante  asignarla  bienes  suyos  propios,  cuyo  testamento  i 

aron  y  aprobaron  los  hijos  y  herederos  de  la  Dofia  Pas*  * 

virtud,  ordenaba  é  instltuiti  sobre  todos  sus  biones,  si-  * 

ellanía,  designando  como  cabezaleros  y  ejecutores  de  su  * 

id  á  su  hermano  D.  Francisco  Gil,  á  Pascual   Pérez  Nava  '  I 

D.  Juan  Gil;  dejó  heredero  de  la  cofradía  de  Cabar,  qo')  ¿ 

apellan  de  la  misa  de  alba,  á  su  nieto  Pedro  Gtl,  bijo  de  .         *  ... 

lo  era  suyo,  con  condición  de  que  si  aqcél  falleciera  sin  ^  "^ 

legítimos,  fuera  heredt'ro  el  otro  hijo  mayor  del  dicho  é 

[  sucesivamente,  y  por  fallecimiento  de  los  hijes  varonfs  <  ' 

!radía  la  hija  mayor  del  dicho  Juan  Gil;  adicionó  la  dota-  '         >  i. 

«Uaniá  fundada  por  su  padre  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  )  ♦ 

leredamiento  de  tierras  de  su  pertenencia,  en  la  partida  ^  *  i 

itableciendo  que,  para  después  de  sus  días,  fuera  patrono  I  "4 

Jnan  Gil,  después  de  la  vida  de  éste,  el  hijo  m^yor  varón  .         * 

isí  en  adelante,  de  modo  que  siempre  fuera  patrón  el  hijo  ! 

ho  Juan  Gil  y  sus  descendientes,  y,  por  úítitno,  ordenó  t 

,  perpetua,  la  misma  que  el  otorgante  y  su  mujer  Dofia  .«     .      ^  t.     * 

in  establecido  en  la  capilla  del  Salvador  de  la  Iglesia  ce  \      '  * 

ie  Mosqneruela,  con  las  cargas,  obligaciones  y  dot^cióti  ^  'i 

amando  al  patronato  activo  de  la  misma  á  su  hijo  Jnnn  **  '  *  .  ^ 

uóe  de  los  días  de  éste  al  hijo  varón  mayor  del  mismo,  ,       ^  ♦ 

cendientes  de  aqnél  y  á  sus  hijos  ó  nietos,  y  por  fallenl-  ^a     9 

hijos,  nietos  ó  reuietos  del  Juan  Gil,  á  la  hija  mayor  de  *    v  '  ^ 

se  del  propio  Juan  Gil,  y  en  su  defecto  al  hijo  varón  uaa-  i      \ 

la  y  sus  descendientes,  de  modo  que  el  derecho  de  patro-  I 

« salir  de  la  generación  del  otorgante:  *  ' 

I  que  están  de  acuerdo  las  partes  en  qne  las  capellanías  -é     ■    ^  <     i 

reron  en  D.  Juan  Gil  de  Palomar,  segundo  de  este  nombre,  ^  '     *    . 

er  fundador  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  sobrino  carnal  del  .  i  >    M     * 


csSítíTed^H^ooQle 
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oen  Dofia  Jaanft  Gonsáleí  de  VilUsimplis,  nftciendo  Dofia 
de  Palomar  y  Gonzáiei,  qne  de  ea  enlace  con,  D.  Mi^^ael  , 

ejó  on  hijo,  D.  Diego  de  Moncayo,  qne  casó  con  Dofia  Bea- 
iba  y  Aragón,  naciendo  de  este  matrimouonio  D.  Jobo  de 
caso  con  Dofia  Teresa  Fernáades  de  Heredia,  de  qnienea  * 

0  de  Moncayo  Fernández  de  Heredia,  qne  casó  con  Dofia 
fox  Cardona,  naciendo  de  esta  unión  D.  Joan  Bartolomé  , 
alafox,  qaien  casó  con  Dofia  Francisca  Blanes  y  Oenteilas  ' 
la  hija,  Dofia  María  Francisca  de  Moncayo,  qne  contrajo  y 
I.  Antonio  Pignateili,  naciendo  de  ellas  D.  Juan  Joaquín 
MLoncayo  qne  casó  con  Dofia  María  Lnisa  GoDzaga  Carao- 
lijo  de  ambos  D.  Jnan  Pignateili,  qne  á  su  vea  casó  con 

1  Wall,  Condesa  de  Fuentes,  de  cuyo  enlace  nació  D.  Jnan 
lili,  que  contrajo  matrimonio  con  Dofia  Adelaida  Belloni,  , 
I  Dofia  Concepción  Pignateili,  qne  casó  con  D.  Benito  de 
eron  dos  hijos,   D.  Mariano,  fallecido  en  26  de  Febrero 
Manuel  de  Lianza  y  Pignateili,  actual  Dnque  de  Boiferino:                                  .  ^ 

>  qne  en  9  de  Septiembre  de  1889  expidió  una  cerlifíuación 
de  la  Delegación  de  Capellanías  del  Obispado  de  Teruel 
itar  qne,  incoado  por  D.  Manuel  Salvador  A  lienza,  como  ' 

legal  de  su  esposa  Dofia  Emerenciana  Villarroy a  Lacasa  ^  *      * 

lente  de  conmutación  de  rentas  y  entregado  los  bienes  ^ 

9  capellanías  colativas  fundadas  en  Mosqueruela  por  don 

Palomar  y  su  esposa  Dofia  Gracia,  por  D.  Francisco  Gil  de 

a  suya  Dcfia  Fstebanía  y  por  D.  Juan  Gil  de  Palomar, 

\  conmutación  y  entrega  solicitada  D.  Cesáreo  Cabafie- 

ntación  de  D.  Manuel  de  Lianza,  Duque  de  Solferino;  y  en  , 

e  1899,  después  de  obtener  declaración  de  pobreza  para 

s  autos,  D.  Manuel  Salvador  Atienza,  en  la  representación 

edujo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mora  de  Ru- 

a  en  juicio  universal,  que  se  sustanciaría  desde  luego  con  \ 

[  Estado  y  luego  con  los  que  comparecieran  en  virtua  de  los  i  •  ^ 

para  obtener  la  adjudicación  definitiva  á  favor  de  la  da 
os  bienes  dótales  de  las  capellanías  antes  referidas,  de  no 
ion  igual  ó  mejor  derecho,  ó  se  acordase  en  otro  caso  lo  ^ 

vista  del  resultado  de  las  alegaciones  ó  actuaciones  pos-  . 

ndo  al  efecto,  además  de  hacer  relación  de  los  teeta'mentos 
D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  su  esposa  Dofia  Gracia  ec  18  de  ' 

^0,  por  D.  Francisco  Gil  de  Palomar  y  la  suya  Dofia  Este»  ^         t 

>  Octubre  de  1844,  y  por  D.  Jnan  Gil  de  Palomar  en  ^0  de  | 
1886,  que  del  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  de  sus  hijos  don 
.  Juan  descendía  en  línea  recta  la  demandante  Dofia  Eme- 

:orme  lo  acreditaban  los  árboles  que  acompafiaban;  que  no  '*     '      < 

la  en  el  expediente  de  conmutación  incoado  ante  la  Dele-  } 

Bllanías  del  Obispado  de  Teruel,  y  promovido  con  ante-  ^  .  ^ 

)  excepción  de  venta  de  los  bienes  de  las  capellanías  en  d 

ctó  Real  orden  en  27  de  Septiembre  de  1882  declarándola  t  ^ 

ie  la  conmutación  y  anulando  con  todos  sus  efectos  las  i    .  ^ 

das  de  algunos  de  los  bienes  objeto  de  ellas;  y  como  fun- 

les  citó,  entre  otras  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  >      ^ 

)  1859  y  los  arts.  l.^  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  .  i 

mtes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  ^ 

I  qne  con  sn  demanda  presentó  D.  Manuel  Salvador  Atiensa  i  ;    | 

s  signientes:  primero,  dos  árboles  genealógicos,  que  ocn-  4  |^ 

68  y  64,  demostrativos  del  entronque  de  su  mnjer  Dofia  '  *     .. 


»•♦     ♦ 
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pm  «sf •  oftto,  7  obtonidft  la  primer»  tomar»,  »é  mandab»  d»il9  1»  »•-> 
laolén  y  eaaónie»  liiBlitiieióp  de  lo»  beneficio»,  ponlóndoie  en  poseetón 
d«  «ÜM  eoB  enlrega  de  lee  trato»  f  rente»  prednoidoB  d€»de  1»  Tecento; 
ny»  aentenei»  fnó  conflrmed»  por  la  qne  dictó  el  Trlbanal  metropoli- 
taeen  S6  de  Mayo  de  1787,  y  éeta  á  sa  ▼•»  por  la  del  Trlbanal  de  U 
lUMlatara  de  14  de  Agoeto  de  1798,  el  easl,  por  aato  de  81  de  Eoere 
d»  1794»  mandó  »e  ejecatora  la  eentencia  deflniíiva;  copia  simple,  coa 
nfareDcia  á  on  proceso  »»gaido  en  1820,  en  la  Caria  eclesiástica  de  Te» 
nsl,  lobf e  previsión  de  lo»  beneficio»  objeto  dt>  los  presentes  antes;  de 
I»  sserite  presentado  en  16  de  Octubre  de  1828  por  Dofia  María  de  la 
Iriaidad  Wall,  Condesa  vinda  de  Fnentos,  soeteoiendo  sa  derecbo  de 
insultación  como  único  patrono  de  aquéllos  y  presentondo  al  efecto  á 
D.  José  García  Alcón,  qae  reania  las  cualidades  exigidas;  copia  simple 
de  un  escrito  qne  éste  presentó  en  dicbo  litigio  pidiendo  se  le  adjudica- 
flu  loe  beneficioe  referidos  por  concnrrir  en  él  mejor  derecho  para  ello; 
mpia  simple  de  la  sentencia  que  en  6  de  Jnnio  de  1884  dict^  el  Proyisor 
y  Visarlo  general  del  Obispado  de  Teruel  en  el  pleito  sobre  previsión  de 
ios  bsoefiGio*  unidos  fondados  per  O.  Juan  y  D.  Pedro  Gil  de  Palomar, 
idjadieáadoselos  á  D.  Joeé  García  Alcón,  como  pariente  del  fundador, 
pfswntado  por  Doña  María  de  la  Trinidad  Wall,  Condesa  viuda  de 
Vneotes,  como  patruna  de  ellos;  un  árbol  genealógico  titulado  del  patrón, 
ptft  demostrar  el  entronque  de  Dofia  María  de  la  Trinidad  Wall  con 
P.  Pedro  y  D.  Juan  Gli  de  Palomar;  otro  árbol  genealógico  demostra- 
ttfodel  parentesco  de  D.  José  García  Alcón  con  D.  Pedro  y  D.  Joan  Gil 
y  Palomar;  otro  árbol  genealógico  para  probar  el  entronque  de  D.  Ma- 
oesl  Llanaa  y  Pignatelli  con  D.  Juan  Domingo  Pigaatolli,  marido  de 
Dsfia  María  de  la  Trinidad  Wall,  y  un  testimonio  de*  varios  docnmentoo 
«aielaclón  con  dicho  árbol;  una  certificación  librada  por  D.  Francisc» 
Gil,  Eeeribano  de  Mosquemela,  en  29  de  Julio  de  1846,  haciendo  constar 
qisen  virtud  de  oficio  recibido  por  la  Justicia  de  dicha  villa  del  Inten> 
tete  de  la  provincia  se  había  amparado  en  la  poeeslón  del  beneficie 
isadado  por  D.  Francisco  Gil  de  Palomar  á  D.  Joeé  García,  en  nombre 
tesa  principal,  la  Condesa  de  Fuentes;  una  comunicación  dirigida  á  don 
I«aDdro  Fneates  en  22  de  Octubre  de  1899,  expresando  qne  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  se  había  comunicado  á  la  Dirección  general  de  fioea» 
dsl  Estado,  declarando  exceptoados  de  la  aplicación  al  Estado,  con  arre- 
glo al  art.  fi.^  de  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841,  los  bienes  pertene- 
sisatss  al  beneficio  fondado  en  la  Iglesia  de  Mosquernela  por  D.  Fran- 
oliee  Gil  de  Palomar,  según  lo  había  acordado  la  Jonta  inspectora  de 
tenel  en  el  expediento  promovido  per  D.  Leandro  Fuertes  en  nombre  de 
D,  Manuel  Cavero,  apoderado  de  la  Condesa  de  Faentes;  otra  comunica- 
ren dirigida  al  mismo  en  22  de  Noviembre  de  1849,  manifestando  que 
par  Real  orden  de  26  de  Oétobre  se  declaraban  exceptnados  de  incorpo- 
nalón  al  Estado  los  biene»  pertenecientes  á  los  beneficios  fundados  en 
la  Iglesia  de  Moequemela  por  D.  Pedro,  D.  Juan  y  D.  Francisco  Gil  de 
FaloBiar,  en  virtad  de  expediente  promovido  por  la  representación  de  la 
(k  esa  de  Fuentes;  y  una  certificación  expedida  por  el  Secretario  del 
A]  Haaiento  de  Mosquemela  en  18  de  Mayo  de  1900,  haciendo  constar 
V  en  si  catastro  amiliaramlento  formado  por  la  Junta  provincial  de 
¿i  i  villa  en  el  afio  1867,  aparecía  como  contribuyente  la  Conde»» 
d«  oente»  con  ana  ntilidad  líquida  de  varios  treudos,  importante 
^*  isals»  18  maravedisee,  f  como  cargas  á  D.  José  García  Alcón  por 
<1  Dsficio  de  Palomares  301  realce  6  maravedises,  quedando  de  líquido 
i>  tibie  para  el  pago  de  contribución  6.188  reales;  qne  en  el  misme 
^     '"'  niMYecía  en  los  beneficios,  ano  que  decía:  €  Beneficio  de  los  Pa- 
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lomareí:  Beoibé  de  D.  José  García  j  llonforte  om  oahii  de  trigo,  eoi 
liqaido  imponible  de  106  reales»,  fignrancle  en  el  mismo  estado 
oaenta  relativa  á  la  uimosna  de  los  Palomares;  que  en  el  amillarami 
de  18641,  vigente  en  la  certiñoaeión,  apareóla  al  núm.  884  oomo  co: 
bayeote  el  Daqne  de  Solferino,  en  oaya  partida,  y  como  dedación  i 
utilidades,  Agaraba  lo  sigaiente:  cPaga  á  D  José  Garoia,  por  sa  bei 
cié,  801  reales  18  céncimos»,  que  se  rebajaban  de  las  atilldades  ant< 
res;  qae  en  el  mismo  catastro,  al  núm.  768,  aparecía  el  contribay 
D.  José  García  y  A  Icón,  figurando,  entre  otras  partidas  amiilara<j 
BQ  nombre,  la  de  801  reales  18  céntimos  qae  percibía  de  los  Dnqni 
Solferino,  por  coya  utilidad  entre  otros  se  venia  pagando  la  conti 
ción  á  nombre  de  D.  José  García  Alcón  hasta  la  fecha,  sin  interrop 
algnna: 

Resultando  que  en  apoyo  de  su  escrito  de  oposición  alegó  D.  Ma 
de  Llansa  y  Plgnateili  que  nunca  había  dejado  de  reconocerse  el  <! 
ctio  que  sus  ascendientes  habían  tenido  á  los  beneficios  objeto  de  esto 
toe  y  desde  las  respectivas  ínndaciones  de  aquéllas  se  les  habla  reo 
cido  el  derecho  de  ejecutar  los  actos  de  resignar,  permutar,  preseí 
vender  bienes,  arrendar,  etc.,  y  cuanto  había  tenido  relación  con  i 
beneficios;  que  por  sentencia  firme  de  12  de  Mario  de  1784  de  la  que 
senta  la  copia,  se  declaró  que  el  derecho  de  patronato  activo  y  de 
sentar  á  los  beneficios  en  cuestión  tocaba  y  pertenecía  al  Conde  de  F 
tas,  existen  en  uso  y  posesión  de  dicho  patronato;  que  en  el  proceai 
gaido  en  la  Curia  de  Teruel  en  1820  sobre  provisión  de  ios  dos  be 
cios  objeto  de  autos,  se  dictó  sentencia  en  5  de  Junio  de  1824  adjudl 
(lóselos  á  D.  José  García  Alcón,  presentado  por  la  Condesa  de  Fqo] 
como  patrona  de  ellos;  extremos  todos  que  eran  conocidos  por  la  n 
mante  Dofia  Emerenciana  Villarroya,  puesto  que  para  aportar  á  ( 
autos  los  documentos  en  que  fundaba  su  derecho  había  tenido  ne 
dad  de  estudiar  los  procesos  de  1784  y  1820;  que  en  virtud  de  ordc 
la  Intendencia  de  la  provincia  de  Teruel  se  ordenó  en  80  de  Abril  de 
poner  en  poseeióo  á  la  Condesa  de  Faentea  de  los  bienes  qoe  constit 
los  beneficios  fundados  en  Mosqueruela  por  D.  Pedro  y  D.  Juan  G 
Palomar,  reservándose  á  los  que  se  considerasen  con  derecho  á  ell 
d'iducido  ante  los  Tribonales  competentes;  que  por  orden  de  la  pi 
Intendencia  se  posesionó  á  la  Condesa  de  Fuentes  de  las  rentas 
constituían  el  beneficio  fundado  por  D.  Francisco  Gil  de  Palomar, 
la  invocación  del  Salvador,  en  la  Iglesia  de  Mosqueruela;  que  por 
les  órdenes  de  26  de  Septiembre  y  22  da  Noviembre  de  1849  se  declar 
exceptuados  de  la  incorporación  al  Estado  todos  los  bienes  pertenei 
tes  á  las  capellanías  fundadas  por  D.  Pedro,  D.  Francisco  y  D.  Juai 
de  Palomar,  en  virtud  de  expediente  promovido  por  la  representada 
la  Condesa  de  Fuentes;  que  en  los  libros  catastrales  de  1861  aparee 
Condesa  de  Fuentes  como  contribuyente  en  la  villa  de  Mosquerue 
•n  los  amillaramientos  de  1868  hasta  el  día  figura  también  como 
tribuyente  el  exponente;  como  fundamentos  de  derecho  expuso:  qu 
an  hecho  probado  por  los  procesos  de  1784  y  1820*,  así  como  por  el  é 
genealógico  y  demás  documentos,  que  el  exponente  y  sus  ascendió 
descendían  legaimente  de  los  beneficios  en  cuestión,  y,  por  tanto,  1 
derecho  á  oponerse  á  las  pretensiones  de  Dofia  Emerenciana  ViUari 
f  que  en  cambio  ésta,  al  pretender  su  entronque  con  los  fundadore 

hacía  separándose  del  orden  qae  para  la  sucesión  tenían  aquélloi 
tablecido  al  considerar  á  Catalina  Gil  Zahera  y  los  suyos  como  suoc 
de  D.  Juan  Gil  Calatayud  y  Dofia  Sol  Zahora;  que  «on  en  el'caso  de 
üi  b  Dofia  Emerenciana  Villarroya  hubiera  demostrado  la  procedenoi 
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iM  pntetioiies,  iii  reciftiiiAelóii  teríft  extuiporáiieft»  porqoe  la  aeeiáa 

t  |M  «a  BU  e*8o  hablara  podido  ojofollar  proocribla  á  los  treinta  afiot,  se» 

gúofi  articulo  IñBZ  dai  Código  eivll,  an  armoaia  oon  la  iagialación  aii* 

Mifry  U  jaitepradencta  del  Trlbanal  Sapremo;  qoe  en  cambio  el  ex- 

liotate  jT  Boa  anfeaoaaorae  habían  yanldo  peíayando  quieta»  pacificaman- 

tB  j  toa  bíiana  ía  loa  blanaa  qna  eonsUtoian  loa  banetioitís  desde  tiempo 

kjtao,  ffláe  da  treinta  aflea;  por  le  que  no  olvidando  qne  eegún  jariiprn* 

teda  eealorme  con  la  ley  21,  tit.  39,  Partida  8.%  el  tenedor  de  nna 

«na  pot  treinta  aflea  continooa  la  haoa  anya  por  coalqaiera  manera  qne 

lafl«e  la  tanenola,  ara  indndable  en  derecho  á  qne  no  se  le  inqnletaae 

par  li  nelaaumte;  y  por  lodo  elle  aoplicó  ea  la  tnviera  por  parte  y  en 

dtialÜTa  w  declaraae  qne  no  procedía  la  adjudicación  pedida  por  Dofia 

\  lowreaclana  Ylllarreya,  reaervándola  en  darache  para  alegarlo  en  el 

\  Joisia  erdlnarle  correspondiente: 

Baeoltando  que  tranaeorrldo  el  término  del  último  llamamiento  7 
I  ettmaicadoa  loa  antea  al  Abogado  del  Estado,  conforme  á  lo  preveoido 
I  tatl  irt  1118  da  la  ley  de  Enjalciamieote  civil,  presentó  escrito  opo- 
I  liéndoea  á  laa  adjndicaeienea  pretendidas,  en  estos  antos,  porque  nin- 
'  jniade  los  doe  aspirantes  á  ellas  reunían  laa  circunstancias  exigidas 
[  ptra  participar  da  loa  bienes,  y,  por  ende,  procedía  acordar  se  hiciera 
[  iBbsr  á  las  partee  qne  usaran  de  su  derecho  en  vía  ordinaria  si  les  con* 
^  Tialess,  cerno  asi  le  acordó  el  Juagado  en  providencia  de  18  de  Septiem* 
[  Vft  de  1900: 

t      Besultando  que,  en  su  virtud,  D.  Manuel  Salvador  Atiensa,  como  re- 

f  piseotaote  legal  de  su  esposa  Dofia  EmerenciaDa  Viliarroya  Lacasa, 

fórmalo  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  de  fecha  4  de 

Oetobra  siguiente,  reproduciendo  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho 

te  la  primera,  qne  amplió  con  el  fundamento  jurídico  de  que  la  pose- 

tiás  de  los  bienes  de  una  capellanía  después  de  la  muerte  dei  último  Oa- 

Itiiáe,  sin  preceder  la  adjudicación,  conforme  á  la  ley  de  19  de  Agosto 

te  1811,  no  podía  obstar  al  derecho  de  los  parientes  de  mejor  línea  j 

inde  ni  servir  para  la  prescripción,  puesto  qne  aquélla  no  reconocía 

8trs  título  qne  el  parentesco  de  mejor  línea  y  grado,  según  sentencia  del 

Tfibaaal  Supremo  de  6  de  Diciembre  de  1871;  y  suplicando  se  declarase 

^  Dofla  Emerenciana  Viliarroya  se  hallaba  en  preferente  grado  de  pa- 

I  mitBseo  con  loa  fundadores  da  las  capellanías  en  cueetión  y  qne  come 

tal  tBuía  derecho  su  maride,  como  -representante  legal  de  aqnéUa,  á  la 

I  ttomatacióa  y  subsiguiente  entrega  de  los  bienes  que  constitoían  la  do- 

,  tulén  de  las  referidas  capellanías,  con  más  los  frutos  producidos  por 

I  liB  mismas  desde  la  fecha  de  la  presentación  de  esta  demanda: 

Resaltando  que  al  conteelar  á  la  demanda  D.  Manuel  de  Llanaa  y 

I  ^IgsatelU  preeentó  los  documentos  siguientes:  primero,  un  testimonio 

*  npsdlde  en  14  de  Novlenvbre  de  1900  por  D.  Mariano  Marco  y  Oivera, 

Kcüterio  de  Zaragoaa  y  Secretarlo  Oancelario  del  Tribunal  Eclesiástico 

í  te  aquel  Obispado,  haciendo  constar  que  en  el  proceso  seguido  en  1774 

*n  la  Ouria  de  Teruel  sobre  previsión  y  colación  de  los  beneficios  nnidoa 

'  tes    ta  María  y  San  Blaa,  fnndados  en  la  Iglesia  de  Mosqneruela  por 

^»  1    Ira  y  D.  Juan  Gil  de  Palomar,  aparecían,  entre  otros,  los  docu 

1B«    m  siguientee:  una  escritura  de  donación  de  10  de  Noviembre 

te  ]  19,  por  la  eual  D.  Juan  Gil  de  Palomar  Mayor  otorgó  pública  carta 

i  i«  tii[o  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  expresando:  que  como  el  honorable 

1^*  ■   aa  €fil  de  Palomar,  su  padre,  biso  su  último  testamento,  en  el  que, 

«oti    atrás  cosas,  ordenó  ana  eapellanía  perpetua  para  el  sostenimiento 

^  1  ooal  sefialó  dos  masee  eon  sus  tierras  cerradas,  todo  en  termine  de 

Moi    -^"^AiA  partida  de  La  Oafiada,  y  otroe  bienes  enumerados  en  el 
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^  testamento  de  D.  Juan  Gil,  abaelo  del  D.  Pedro,  hecho  el  10  de  Di 

,  bre  de  1886,  en  el  qne  instltafó  7  legó  el  derecho  d«  patronato  ai 

'  gante  y  ene  deacendientee,  á  qnlen  dejó  también  loe  mases,  tierras 

redadas  alndidas  qne  había  pose/de  por  largo  tiempo,  viendo  el  ec 

(reciente  qne  por  sn  avansada  edad  no  pedia  regir  y  aumentar  los  I 
de  dicha  capellanía,  daba  al  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  á  ene  de 
dientes  todos  los  dichos  mases,  easaa,  heredamientos  y  eensalee  y 
lesqniera  derecho  qne  pudiera  haber  en  dichas  posesiones,  de  mod 
en  todo  tiempo  el*donatario  y  los  snyos  pudieran  poseer  los  bienei 
eapellanía  cemo  cosa  snya  propia  y  pagar  en  cada  afio  al  OapelU 

Íqne  en  el  aludido  testamento  eran  oontenidae;  el  testamento  que  D. 
Gil  de  Palomar  y  Dofia  Bol  Zahora  otorgaron  en  7  de  Febrero  de 
una  escritura  de  compromiso  autor ixada  en  27  de  Julio  de  1468  f 
Notario  D.  Juan  Monterde,  y  qtorgada  de  un  lado  per  Dofia  Maríi 
seiga,  mujer  que  fué  en  primeras  nupcias  de  D»  Pedro  Gil  de  Paloi 
á  la  sason  de  D.  Luis  Olaver,  y  de  otro  por  D.  Juan  de  Gnrrea,  4 
llero  S  fiar  de  Argovieso,  como  tutor  y  curador  de  la  persona  y  I 
de  D.  Manía  Gil  de  Palomar,  hijo  suyo,  y  de  su  mujer  Dofia  Cal 
Gil  de  Palomar,  como  heredera  universal  de  D.  Pedro  Gil  de  Pal< 
BU  abuelo,  por  muerte  de  D.  Gaspar  Gil  de  Palomar,  según  aparee: 
i  áltimo  testamento  del  D.  Pedro  G|l  de  Palomar  en  20  de  Novic 

f  de  1451,  y  además  constaba  la  dicha  tutela  y  cúratela  por  el  úUim< 

1  tamento  de  Dofia  Catalina  Gil  de  Palomar  de  1.°  de  Diciembre  de 

i  cuya  escritora  tuvo  por  objeto  someter  al  arbitrio  y  resolución  d^ 

sen  Antonio  Drielio,  Beneficiado  de  la  Iglesia  de  Mosqneruela,  lae 

tiones  y  diferencias  surgidas  con  motivo  del  derecho  de  suceder  e 

)  bienes  y  casas  de  D.  Gaspar  Gil  de  Palomar,  muerto  tbintestato,  á 

efecto  le  concedieron  las  facultades  necesarias  en  derecho;  un  Reí 

creto  dado  por  el  Bey  D.  Juan  de  Aragón  el  8  de  Noviembre  de 

mandando  se  entregasen  todos  los  bienes,  ropas,  escrituras,  etc. 

fueron  de  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  y,  por  su  muerte,  de  su  hijo  D. 

par  Gil  de  Palomar,  á  D,  Joan  de  Gurrea,  Befior  de  ArgovieeOi  coa 

tor  y  curador  de  la  persona  y  bienes  de  D.  Martín  Gil  de  Palomai 

redero  y  sncesor  de  la  casa  de  sn  abuelo  el  D.  Pedro  Gil  de  PaU 

unas  letras  dadas  por  el  Arsobispo  de  Zaragosa  en  1466  ordenando 

el  arbitro  Mosén  Antonio  Drielio  hiciese  entrega  de  todos  los  blene 

f.    '  paa,  escritoras,  etc.,  que  fueron  de  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  de  si 

**  D.  Gaspar,  á  D.  Juan  de  Gurrea,  Sefior  de  Argovieso,  como  tutor 

rador  de  la  persona  y  bienes  de  D.  Martín  Gil  de  Palomar,  hered( 

sucesor  de  la  casa  de  su  abuelo  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  apareciei 

continuación  los  correspondientes  requerimientos,  respuestas  y  dil 

cias  de  entrega  y  posesión  al  D.  Juan  de  Gnrrea,  en  el  concepto  e: 

V  sado,  de  los  referidos  bienes,  ropas  y  escrituras;  unas  letras  dada 

el  Doctor  D.  Lásaro  Romeo,  Oficial  eclesiástico  Regente  del  Vies 

general  del  Arzobispado  de  Zaragoza,  en  17  de  Mayo  de  1670,  sobre 

visión  de  la  capellanía  fundada  por  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y 

Gracia  en  D.  Martín  Gil  de  Palomar,  como  descendiente  y  consai 

neo  de  los  f  andadores,  redactadas  en  latín;  segundo,  la  partida  úi 

función  de  D.  José  García  Aloón,  ocurrida  el  16  de  Diciembre  de 

•     r      '  y  tercero,  una  certificación,  que  ocupa  el  folio  496  de  autos,  ezp< 

I  |.     .  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Mosqneruela  con  el  visto  b 

del  Alcalde,  haciendo  constar  qne  en  el  legajo  de  comunicaciones  <j 

>  .  •  cha  Secretaría,  correspondiente  al  afio  de  1846,  había  una  de  la  Ii 

*  '  '     <H  !>  deuda  de  la  provincia  de  Teruel  de  80  de  Abril  de  dicho  afio,  de  li 

«parecía  que  á  consecuencia  del  expediente  seguido  en  aquel  Oentr 
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;omo  encargado  de  U  Condesa  de  Fuentes,  respecto  á  I&  * 

Oorporacion  de  dicho  paeblo  había  hecho  para  ponerlo 
)B  beneficios  fondados  en  aquella  Iglesia  parroquial  por 

,  D.  Pedro  y  D.  Juan  Gil  de  Palomar,  se  había  resuelto  » 

tendencia,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Asesor,  ^ 

ente  y  sin  obstáculo  alguno  cumpliera  el  Ayuntamiento 
por  la  Comisión  especial  inspectora,  poniendo  en  la  po- 
lo todos  ios  bienes  que  las  constituían  al  referido  Gar- 

sentante  de  la  Condesa,  según  se  les  tenía  prevenido  ^  |         , 

anterior,  reservándose  á  los  que  se  considerasen  con  de«  > 

donados  bienes  el  derecho  ante  loa  Tribunales  compo- 
ne D.  Manuel  de  Llama  y  Pignatelli  pidió  en  su  escrito  ^    ' 
I  la  demanda  se  declarase  que  se  hallaba  en  grado  pre  •                                     <  *  >; 
teseo  con  los  fundadores  de  las  capellanías  en  litigio  y 

AtL  derecho  á  los  bienes  afectos  á  las  mismas,  que  le  '■        *  '  ^  ' 

iropiedad  y  posesión,  con  imposición  á  Dofia  Emeren-  '  ^      ^ 

i  de  perpetuo  silencio  y  las  costas,  á  cuyo  efecto  hizo  «* 

estamentos  otorgados  por  D.  Pedro  Gil  de  Palomar  y  sa  <  . 

icia  en  6  de  Octubre  de  ISSO;  por  D.  Francisco  Gil  de  ,      , 

ya  Dofia  Estebanía  en  20  de  Octubre  de  1344,  y  por  don  f 

)mar  en  20  de  Diciembre  de  1886,  y  añadió  que  D.  Juan 
irido  de  Dofia  8ol  Zahera,  no  podiendo  por  su  avanzada 
ministrar  los  bienes  de  la  capellanía  instituida  y  dotada 
adre  por  acto  autorizado  en  o  de  Noviembre  de  1419  por 

ñn  Navarro,  hizo  donación  á  favor  de  su  hijo  D.  Pedro  « 

de  las  casas,  mases,  heredades,  bienes  y  derechos  pro-  * 

I  y  de  los  que  fueron  de  D.  Juan  Gil,  abuelo  del  D.  Pe»  ^ 

lato  de  la  mencionada  capellanía,  para  que  él  y  sus  des-  '  )  ' 

Dseyesen  como  cosa  propia,  haciendo  constar  el  otor-  . 

dro  Gil  de  Palomar  era  so  hijo  mayor  legitimo;  que  di-  .        ^ 

1  de  Palomar,  hijo  de  D.  Juan  Gil,  segundo,  de  Dofia  Sol  '  '  ^ 

i  Dofia  María  Baselga,  de  cuyo  matrimonio  nació  Dcfia  4 

Palomar,  que  casó  con  D.  Juan  de  Gorrea  y  tuvieron  á  < 

)  Palomar  y  de  Gurrea,  y  así  auceeivamecte  hasta  llegar  '  (< 

a  la  forma  que  queda  expuesta  en  los  antecedentes,  con  i  « 

genealógico  por  él  presentado;  y  después  de  reproducir  .  '  ^    . 

B  de  su  escrito  de  oposición  á  la  primera  demanda  de  ^  'I 

ina  Villarroya,  expuso  los  siguientes  fundamentos  de  j  ^ 

principio  de  derecho  de  que  la  voluntad  del  fundador  es  I 

ihe  regirse  su  sucesión,  resolvía  la  cuestión  planteada»  I 

íspuesto  los  fundadores  de  las  capellanías  de  que  se  trata  ..     ,•     ^  ^'^     \ 

,  así  como  los  bienes  y  derechos  de  ellas,  pertenecieran,  i 

DO,  á  sos  respectivos  hijos,  era  incuestionable  que  lae  -  '      ( 

íoan  Gil  de  Palomar,  primero  de  este  nombre,  D.  Fr&n-  ** '  *  ^ 

Gil,  segundo,  nieto  éste  de  D.  Pedro  y  Dofia  Gracia;  que  .       ^  ' 

>ntrovertible  que  el  patronato  de  las  tres  capellanías,  *  |     t 

derechos  á  ellas  afectos,  fueron  á  poder  de  D.  Juan  Gil  i    «•  ^ ,      ' 

de  Dofia  Bol  Zahera  é  hijo  de  D.  Juan  Gil  primero  y  de  i      ) 

)alatayud,  como  lo  probaba  que  los  árboles  genealógico»  ^  I  i 

íontrario  marchaban,  en  este  punto,  de  acuerdo  con  loa  '     .  ' 

asamiento  de  D.  Juan  Gil  y  Dofia  Sol  Zahera  nacieron  ^         ^  ,     a 

lé  el  primogénito,  y  Dofia  Catalina;  pero  mientras  él  sos-  ^  *         . 

iro  sucedió  á  su  padre,  la  demandante  afirmaba,  por  el  i  ^«     t     *  . 

I  ancesora  fué  Dofia  Catalina,  y  de  aquí  la  dlsconformi  -  .     /  *  I  '       4 
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I        I  dad;  pero  teniendo  en  ooenU  le  twminantemente  dUpneeto  per  D. 

GU  de  Palomar  y  en  etposa  Dofia  Graola  y  por  D.  Jaan  Gil  en  se 
tameotot,  ley  en  la  materia,  era  evidente  que  el  único  sucesor  de  J 
pellanias  fondadas  por  elles  era  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  hijo  c 
Juan  Gil  segundo  y  de  Dofia  Sol  Zahera,  nieto  del  D.  Jnan  Gil  pi 

ty  de  Dofia  Pasonala  Calataynd,  y  visnlete  del  D.  Pedro  y  Dofia  G 
encediendo  lo  propio  respecto  de  la  capellanía  fondada  por  D.  Frs 
Gil  y  so  esposa  Dofia  Estebanía;  que  esto  sentado  y  demostrado 
árbol  geneaiogioo  qne  el  demandado  descendía  de  D.  Pedro  Gil  de 
mar  y  de  so  majer  Dofia  María  Baselga,  aplicando  la  doctrina  ant 
puesta,  era  forzoso  reconocer  qne  sólo  á  ól  correspondían  los  ble 
I  las  tres  capellanías,  según  ley  de  la  fundación  y  los  artículos  1/ 

I  de  la  de  19  de  Agosto  de  1841,  restablecida  por  decreto  de  6  de  F( 

de  1866;  al  paso  que  para  sostener  su  dereciio  la  demandante  ten 
salter  por  la  declaración  que  el  padre  de  Dofia  Catalina  ^Gil  iiiac 
escritura  de  donación  de  1849,  reconociendo  el  derecho  á  los  biei 
cuestión,  no  en  favor  de  su  hija,  sino  en  ei  de  su  hijo  primogónl 
Pedro,  y  la  que  fué  esposa  de  D.  Antonio  Arahuete,  como  no  ad 
derecho  alguno,  no  pudo  transmitirlo;  que  aun  suponiendo  que  i 
hiera  sido  D.  Pedro  Gil,  marido  de  Dofia  María  Baselga,  sino  Dof 
talina  Gil,  mujer  de  D.  Antonio  Arahuete,  quien  hubiera  adquirid 

♦  voluntad  de  los  fundadores  el  derecho  á  ios  bienes  de  las  capel  1 

1  no  podía  la  demandante  hacer  valer  dereoho  alguno  por  no  haber 

t  mado  U  adjudicación  dentro  de  los  velóte  afios  contados  desde  la 

i  caoión  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  conforme  preceptúa  el  i 

de  la  de  16  de  Junio  de  186tt,  pues  las  demandas  de  adjudicación  c 

nes  de  capellanías  presentadas  después  de  transcurrido  aquel  1 

f  no,  no  pueden  ser  estimadas,  cualquiera  que  sea  la  preferencia  del 

cho  que  se  alegue,  segúa  sentencias  de  6  de  Noviembre  de  1861, 

Abril  de  1863  y  21  de  Enero  y  18  de  Noviembre  de  1865;  que  era  n 

táculo  á  las  pretensiones  de  la  parte  contraria  el  precepto  relatl^ 

prescripción  contenido  en  el  fuero  6.^,  De prescriptionibuSt  apile 

las  capellaaías,  ya  que  los  bienes  afectos  a  ellas  pasaron  á  la  cat 

de  libres  desde  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  no  podiendo  dudar 

la  prescripción  invocada  reuoía  todos  los  requisitos  legales,  pues 

mandante,  al  sacar  del  Archivo  episcopal  de  Teruel  los  testimonie 

iiabía  presenta  lo,  tuvo  que  enterarse  del  desarrollo  de  los  procesa 

f|  allí  se  siguieron  y  de  las  sentencias  que  se  dictaron,  y,  además, 

ver  que  1846  se  ordenó  al  Ayuntamiento  de  Mosqueruela  pusiei 

Condesa  de  Fuentes  en  la  posesión  de  los  bienes,  qne  ésta  fíguri 

los  libros  catastrales  de  Mosqueruela  en  1861  como  contribuye]] 

„,  dicha  posesión,  que  en  18d3  era  contribuyente  por  tel  concepto 

I  mandado  y  que  éste  descendía  de  las  últimas  personas  á  quienes 

^  conoció  el  derecho  de  patronato  y  de  presentar;  que  la  buena  fe  i 

sume  siempre  mientras  no  se  prueba  lo  contrario,  iocumbiendo  la 

ba  al  que  afirma  la  existencia  de  la  mala  fe,  según  la  ley  10,  t 

I  Píirtida  3.^  y  art.  434  del  Código  civil;  que  en  Aragón  ni  siquier 

,  requisitos  indispensables  para  prescribir  el  justo  título  ni  la  mi 

bastando  la  posesión  de  treinta  afios,  según  el  fuero  6.^  De  preser 

f  nibuSt  y  jurisprudencia  sentada  por  la  Audiencia  de  Zdiragoaa  y  '. 

•     *  nal  Sapremo,  como  desde  que  se  adjudicaron  como  libres  los  bienei 

I  1  tos  á  las  capellanías  en  cuestión  venían  poseyéndolas  el  demanc 

,.^  eu<9  ascendientes  por  más  de  treinta  afios,  era  visto  que  á  teles  1 

les  alcanaaba  de  lleno  la  prescripción  Invocada,  conforme  á  los  i 

'  '       *^  "-  los  1969  y  1960  del  Código  civil;  qne  todas  las  acclonee  están  anji 
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irtooipto  de  1»  {SMeripeión  ettableeida  en  Is  ley  6,*  tít,  8.^  libro  11  di» 
liNoTldme  Reeopllaelón,  j  como  poeeídee  iiiioe  blenee  por  máedo 
trttBta  tfioe  quieto  j  paolficemehte,  preeeribe  la  acción  para  reclamar» 
lof  na  tercero,  eegún  la  ley  6S  de  Toro,  el  íaero  6.*,  De  prescriptioni- 
hi9,  j  la  jnriepmdeneia  del  Tribunal  Bnpremo,  la  acción  qoe,  en  en  casó 
Imblera  podido  ejercltor  la  demandante  había  preecrite  per  el  lapao  do 
■qael  tiempo,  conforme  también  ai  art  1968  del  Código  cítíI: 

Beenltando  qoe  eracnado  por  el  Abogado  del  Betado  el  traslado  qno 

M  leeoofirió  en  el  sentido  de  no  eetimar  Jaetlficado  el  derecho  de  nin» 

gvne  de  ios  reelamantee,  replicó  el  demandante  ineietiendo  en  ene  pro- 

tttdeoeB  j  aleftaeionee  de  hecho,  A  lae  qoe  afiadió  qné  Dofia  Catalinn 

Gil  de  Palomar  qne  ee  decía  casada  con  D.  Joan  de  Garrea,  no  era  hija^ 

liae  hermana  de  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  j  casó  con  D.  Mignel  Ara- 

teste,  resaltando  así  roto  el  entronque  de  D.  Mannel  de  Llaosa  j  Pig^ 

■atelli  con  lea  íandadores  de  las  capellanías  en  coestión;  qne  ann  ad- 

BltieBdo  esa  genealogía,  la  demandante  estaba  en  el  grado  décimo- 

npindo  con  los  íandadores  y  D.  Mannel  de  Llanaa  en  el  déclmonoTene; 

foe  hacía  más  de  TOinte  afios  qne  Tenía  practicando  gestiones  y  recia- 

nidones  para  obtener  las  capellanías  de  qne  se  trataba;  qne  no  tenia 

si  demandAdo  la  posesión  jqnieta  y  pacífica  de  los  bienes  de  las  capella- 

BÍM,  como  lo  demoetraba*  qne  en  1669  el  Estado  Tendió  varios  de  ellos; 

¡jilos  f  andamentos  de  derecho  adicionó  la  cita  de  los  artícnlos  1940» 

[  IMl,  1946  y  1946  del  Código  cítII;  y  dnplicando  D.  Mannel  de  Lianaa  y 

I  A  Abogado  del  Bstado,  dieron  por  reprodacidas  sos  alegaciones  y  pro* 

\  taaslonee,  negando,  además,  el  primero  los  hechos  expai^stos  por  la  do^ 

mudante  qoe  contradijeran  los  adncidos  por  él,  y  sosteniendo  qne  como 

I  ta  Aragón  existía  el  íaero  6.®,  De  preeeriptionibuSy  no  eran  de  apli- 

í  «clon  los  artícnlos  1940  y  demAs  del  Código  civil  citados  en  la  réplica, 

[  iparto  de  qne,  según  el  1969,  el  dominio  y  demás  derechos  reales  se 

I  pfsserlbe  por  la  posesión  no  interrumpida  de  treinta  sfiüs;  sin  necesidad 

f  de  tftnlo  y  boena  íe  y  sin  distinción  entre  presentes  y  ansentes: 

Resnltondo  qne  abierto  el  jnicio  A  prneba  sólo  se  practicó  la  docn* 
'  aental  A  instancia  de  D.  Mannel  de  Llanca,  consistente  en  certificación 
mu  referencia  A  los  procesos  seguidos  para  la  presentación  y  provisión 
;   ds  los  beneficios  instltnídos  en  la  Iglesia  parroquial  de  Mosquernela, 
bs]o  la  invocación  de  Santa  María  y  San  Blas,  por  D.  Pedro  y  D.  Jaan 
:   ftll  de  Palomar,  qne  comprende  los  particnlares  sigaientes:  primero,  la 
I  leatenela  de  IS  de  Marzo  de  1874,  recaída  en  el  pleito  sobre  provisión 
I   deles  referidos  beneficios,  incoado  por  D.  José  y  D.  Pedro  Pena;  se- 
;  guado,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  éstos  y  la  sentencia  dio- 
Isdapor  el  Tribunal  Metropolitano  en  26  de  Mayo  de  1<87;  tercero,  el 
'  rseurse  interpuesto  contra  ella  por  el  Tribunal  de  la  Nnociatura  y  la 
esnteaeia  de  este  Tribunal  de  14  de  Agosto  de  1798;  cnarto,  el  recurso  de 
[  tpelac1ói2  formulado  por  los  miemos  JPena  contra  esa  sentencia,  el  auto 
delTribanal  de  la  Nunciatura  de  12  de  Septiembre  de  1798  no  dando  lu- 
gar al  mi?mo  y  el  de  81  de  Enero  de  1794  mandando  ejecntar  la  senten- 
'   eii  quinto,  el  escrito  que  de  Dofia  María  de  la  Trinidíid  Wal  Manrique 
de    ira,  Condesa  de  Fuentes,  presentó  en  16  de  Octnbre  de  1828  soste- 
nie  do  su  derecho  de  presentación  como  único  patrono  de  dichos  beneñ» 
ele  y  presentando  á  D.  José  García  Alcón;  y  sexto,  la  sentencia  dictada 
I    peí   i\  Provisor  y  Vicario  general  en  6  de  Junio  de  1824,  dccnmontcs 
eo    ipafiados  por  copia  simple  por  el  D.  Mannel  con  su  escrito  contes* 
tai    Di  if»8  pretensiones  de  la  demandante;  y  sustanciado  el  pleito  por 
loi    remites  legales  en  dos  instancias,  en   1.^  de  Febrero  de  1906  dict6 
•t        '•  «confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audit  ncia  territorial  de 
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I  Zaragoza,  declarasdo  á  Dofia  Emerenciana  ViiUrroyt  Lacasa  con 

^  rente  derecho  á  los  bienes  aíectoa  á  las  capellanías  colativo-fano 

fondadas  en  la  Iglesia  parroquial  de  Mosqaeraela,  término  mni 

de  Mora  de  Róblelos,  nna  bajo  la  inyooación  de  San  Blas,  por  D. 

€rli  y  sa  esposa  Dofia  Gracia;  otra  bajo  la  de  Santa  María,  por  D 

(Gil  Mayor  y  sa  esposa  Dofia  Pascaala  Oaiatayad,  y  otra  en  la  < 
del  Salvador,  por  D.  Francisco  Gil  y  sn  esposa  Dofia  Estebanía;  y 
dicando,  en  sa  consecaencia,  á  la  expresada  Dufia  Emerenciana 
iroya  Lacasa  los  bienes  afectos  á  las  citadas  capellanías,  con  los 
producidos  por  los  mismos  desde  la  fecha  de  la  interposición  de 
manda,  ó  sea  desde  el  4  de  Octubre  de  1900  en  qae  deñnltivamf 
planteó  tal  demanda^  coya  fijación  de  frutos  deberá  hacerse  en 
ríodo  de  ejecución  de  sentencia,  todo  sin  perjuicio  de  tercero  de 
derecho,  y  con  obligación,  por  parte  de  la  adjndicataria  Dofia  Ec 
ciana  Villarroya  de  redimir  las  cargas  afectas  y  de  conmutar  los 
adjudiv^adoB,  con  expresa  imposición  de  las  costas  de  la  alsad 
parte  apelante  y  sin  hacer  especial  condena  de  las  del  pleito: 

Rt^aaltando  que  con  depósito  de  1.000  pesetas,  D.   Mannel  de  ] 

j  Plgaatelli,  Doque  de  Solferino,  ha  interpuesto  recurso  de  ca 

por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  núme.  1.^  y  7.^  del  art.  169! 

de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  ios  siguieiftee  motivos: 

¿  Primero.     Q  le  en  cnanto  la  sentencia  recurrida  declara  á  Dofia 

t    .  reuctana  Villarroya  con  preferente  derecho  á  los  bienes  de  las  ci 

f  nífie  objeto  de  ente  pleito  y  se  loe  adjudica,  por  estimar  roto  el  e 

que  del  recurrente,  bajo  el  supuesto  de  que  Dofia  Catalina  Gil  de 

mar  Biselga  no  casó  con  D.  Juan  de  Garrea,  sino  con  D.   Antoi 

.  Arrhuete,  confundiendo  á  la  esposa  de  aquél  con  la  mujer  de  ósl 

curr«»,  al  apri^ciar  las  pruebas,  en  el  error  de  hecho   resultante  de 

meutos  tan  auténticos  como  la  escritura  de  compromiso  de  27  d< 

de  1473  y  el   R'^al  decreto  de  D.  Juan  de  Ara!e:ón  y  las  letras  del 

bÍE«po  de  Zaragoza  de  1465,  los  cuales  demuestran  que  D.  Pedro 

Palomar,  primogénito  de  D.  Juan  y   Dofia  Sol  Zihera,   c»eó  con 

.    María  Biseiga;  que  Dofia  Catalina  Gil  de  Palomar  Baiielga,  hija 

«nlace,  fué  esposa  de  D.  Juan  de  Gurrea,  Caballero  Señor  de  Argc 

que  de  este  matrimonio  nació  D.  Martín  Gil  de  Palomar,  alias  de  G 

•     .  nieto  del  D.  Pedro,  y  que  D.  Martín  heredó  á  su  abnolo  por  babei 

cido  su  madre  y  un  hermano  de  ésta  que  se  llamó  D.  Gaspar,  que 

M  así  ein  solución  de  continuidad  el  entronque   que   la  Audienc 

poue  roto: 

Segundo.    Qae  infringe,  además,  el  fallo  recnrrido,  la  doctrin 
signada  en  las  sentencias  de  eete  Tribunal  Sspremo  de  29  de 
de  1899,  4  de  Mayo  de  1881  y  14  de  Abril  de  1866,  según  la  que, 
.  luntad  del  f  andador  de  una  capellanía,  es  la  ley  por  ia  que  debe  i 

'  la  sncesión  de  la  misma;  los  arts.  2.^  y  4.^  de  la  ley  de  19  de  j 

de  1841,  el  primero  de  los  cuales  declara  que  seráa  preferidos   ] 
Tientes  que,  con  arreglo  á  la  fundación,  sean  de  mejor  línea,  y 
I  gundo  preacribs  que,  cuando  solo  el   patronato  activo  fnera  famll 

^  adjadlcarán  los  bienes  en  concepto  de  libres  á  los  parientes  Uam 

ejercerlo;  y  la  doctrina  sancionada  por  la  jurisprudencia  entre  oti 
las  sentencias  de  30  de   Mayo  de  1863,  4  de  Jnlio  de  1870,  81  de 
r      '  de  1873,  1  i  de  Junio  de  1876,  19  de  Mayo  de  1877  y  18  de  Febrero  di 

i'  segán   la  que,  y  en  armonía  con  ios  textos  citados  de  la  ley  de 

•  Agosto  de  1811  en  la  adjudicación  de  bienes  de  capellanías  coU 

^  son  preíeridos  los  parientes  que,  con  arreglo  á  la  ley  de  fundación 

^  ^  de  mejor  línea;  por  cuanto,  á  pesar  de  encontrarse  el  recurrente 
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érente,  cnal  es  Is  que  tiene  por  cabeza  á  D.  Pedro  Gil  de 

pone  SQ  derecho  al  de  Dofia  Emerenciana  Villarroya,  que  * 

>fla  Catalina  Gil  de  Palomar  Zahera,  excluida  por  en  her- 

j  sólo  llamada  en  la  íondaclón  á  falta  de  la  deecendeDcia 

8  hermanos  mayoree:  » 
e  ignalmente  infringe  la  eentencia  recarrida  el  art.  1.*  de 

Agosto  de  1841  y  el  IS  del  convenio  ley  de  24  de  Janio  * 

)  si  bien  el  primero  de  esos  aKÍcnlofi  habla  de  qne  la  ad- 

iga  al  más  próximo  pariente,  sin  diferencia  de  sexo,  edad,  • 

bado,  esto  se  entieode  dentro  de  los  qne  sean  de  mejor  'I 

ramente  lo  expresa  el  articulo  siguiente  y  como  lo  esta-  ^ 

sonyenio  ley  citado,  al  mandar  que,  hecha  la  entrega  de  ', 

I  Deuda,  los  bienes  de  la  capellanía  corresponderán,  á  la 
lia,  qne  no  puede  ser  otra  que  la  llamada  en   la  funda- 
te  lo  qne  la  Sala  sentenciadora,  interpretando  errónea-  *  '  < 
ro  de  dichos  textos  y  olvidando  el  último,  declara  ei  pre- 
de  Dofia  Emerenciana  Villarroya  y  ia  adjudica  los  bie- 

r  qne  es  de  grado  más  próximo  á  los  fundadores,   aun  '     t 

de  de  linea  postergada  y  excluida  por  la  en  que  se  en-  «, 

rrente:  , 

)er  infringido  la  Sala  sentenciadora  la  doctrina  sánelo-  , 

ribnnal  Supremo,  entre  otras,  en  su  sentencia  de  4  de  f  *      ' 

egún  la  que  es  regla  de  sucesión  vincnlar  la  de  ser  pte- 
leí  último  poseedor,  y  dentio  de  ella,  el  más  próximo 
él,  siéndole  del  fundador;  porque  no  obstante  ser  la  del 

nea  del  último  poseedor,  la  Audiencia  de  Zaragoza  la  . 

Doña  Emerenciapa,  á  quien  reconoce  el  preíerenie  dere-  * 

los  bienes:  * 

I  también  infringe  el  fallo  recurrido  el  art.  446  del  Oódi*  * 

riña  consagrada  por  la  jurisprudencia  en  sentencias  de  i  ' 

»  de  1869,  SO  de  Febrero  de  1866  y  10  de  Octubre  de  1898,  . 

ior  le  basta  poseer,  para  ser  respetado  en  la  poeeaión,  i 

presente  quien  tenga  y  justifique  mejor  derecho,  el  prin-  '  *» 

riore  non  probante  reus  est  ahsolvenduBy  y  la  doctrina  I 

sentencia  de  6  de  Marzo  de   1879,  entre  otras,  según  la  i  ^ 

lo  ei  que  solicita  los  bienes  de  una  capel lania  el  paren-  '  i, 

a  á  las  personas  llamadas  por  el  fundador  al  goce  del  * 

»,  falta  el  supuesto  de  que  ha  de  partir  la  adjndictciun  .  *  f 

le  Agosto  de  1841,  puesto  que  á  pesar  de  ser  el  recurren-  4  *  I  * 

ds  bienes  de  las  capellanias  y  de  no  haber  Dofia  Eme-  ^ 

'oya  justificado  su  parentesco  con  D.  Pedro  Gti  de  Palo-  * 

siquiera  qne  desciende  de  la  linea  llamada  por  el  fun-  f 

1  patronato  activo,  la  reconoce  la  Sala  el  preferente  de-  ,<     ,  )*     ^ 

lica  los  bienes  que  posee  el  recurrente:  i 

además,  infringe,  la  sentencia  recurrida  la  ley  6%  titu-  '  •      f 

le  la  Novísima  Recopilación,  los  arts.    1961  y  1969   del  ^ '  '  ^  ^ 

I  jurisprudencia  con  ellos  concordante,  consagrada  en  , 

e  6  de  Abril  de  1866,  Al  de  Enero  de  1882  y  27  de  Marzo 
nto,  no  obstante  sancionar  esos  textos  legales  y  esa  ju-  i    > 

9  las   acciones  prescriben  cuando  se  dejan  transcurrir  .      \ 
ejercítalas,   pudiendo  hacerlo,  y  á  pesar  de  que  Dofia  . 
llarroya,  cuyo  derecho  estuvo  expedito  cuando  menos 
f  de  1867,  no  lo  ejercitó  hasta  180^,  la  Audiencia  de  Za-                                A 

demanda  de  aquélla  aceptando  viva  la  acción  que  ntili*  *  >     * 

[  qne  se  había  extinguido  por  la  prescripción  en  1897;  j  .        ,  i    ^t 
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I  Séptimo,    Haber  lafriniirldo,  por  últlmoi  la  SktU  Mntonelsdora  < 

*  ro  6.®  De  preaeriptianibuBf  el  art  1959  y  la  doctrine  conté  nidí 

■entenoia  de  21  de  Janlo  de  1676,  que  eetatnyen  qne  por  la  poeeei 
treinta  afios  ae  preeoriben  j  ganan  loe  bienee  inmuebles  ein  neo 
de  titulo  ni  baena  fe;  puesto  que  poeeyendo  el  recurrente  los  de  1 
pellaníaa  lltigioeas  desde  el  96  de  Febrero  de  1860,  ata  que  nadie  h 
inquietado,  ni  se  los  haya  disputado  hasta  Junio  de  1899,  y  hablen 
per  consijica  lente,  ganado  por  prescripción,  la  Audiencia  de  Zaragí 
ha  debido  adjudicárselos  A  Dofia  Bmerenoiana  ViUarroya: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Considerando  que  según  los  testamentos  otorgadoe  por  los  fui 
res  de  las  capellanías  en  litigio,  son  llamados  ai  disfrute  el  pati 
activo  en  ellas  establecido,  sus  hijos  y  descendientes,  de  mayor  c 
yor,  con  preferencia  del  varón  A  la  hembra,  guardando  el  orden  c 
mogenltara,  constituyendo  de  este  modo  una  vinculación  regnlai 
sucesión  del  patronato,,  prefiriendo  lineas  determinadas  de  su  d 
deuda  al  goce  de  los  bienes  con  que  fué  dotado,  circunstancia  e« 
que  debe  tenerse  en  cuenta  para  resolver  la  cuestión  planteada  en 


\ 


Oonsiderando  qne,  esto  sentado,  les  bienes  de  dlchae  capellán 
pueden  ser  adjodicadoe  en  la  forma  pretendida  en  la  demanda,  n 
den  regirse  por  el  precepto  del  art.  1.^  de  la  ley  desvinouladora  de 
I  Agosto  de  1841,  porque  la  fundación  no  llama,  como  sería  preciso 

I  familias  con  carácter  general,  sin  distinción  de  personas  sino  iín< 

pecíficanaente  sefialadas  en  la  forma  antes  expuesta,  siendo,  en 
cnencla,  de  derecho  preferente  los  parientes  de  la  línea  mejor,  j 
los  de  ésta,  aquel  ó  aquellos  que  faesep  de  mejor  grado,  á  tenor  < 
tículo  3.*  de  la  mencionada  ley. 

Oonsiderando  qne  la  Sala  sentenciadora,  al  adjudicar  loe  bienc 
gloses  á  Dofia  Emerenciana  ViUarroya  por  su  parentesco  más  pr 
con  los  f  andadores,  estableciendo  el  supuesto  de  hallarse  roto  el  e 
que  del  Duque  de  Solferino  para  eniaiar  con  aquéllos,  es  eviden 
ha  cometido  los  erroree  alegados  en  los  des  primeros  motivos  ( 
curso;  primero,  porque  si  bien  por  lae  capitulaciones  matrimonie 
17  de  Septiembre  de  1400  Dofia  Catalina  Gil  de  Palomar,  hija  de  D 
Gil  de  Palomar  y  de  Dofia  Sol  Zahora,  casó  con  D.  Antonio  Ara 
*  no  es  menos  exacto  qne  por  la  escritura  de  compromiso  de  27  ót 

de  1463  qne  contrajeron,  de  una  parte,  Dofia  María  Basel^a,  vii 
^  i  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  y  de  otra  D.  Jnan  Garrea,  S^fior  de  Ari 

so,  aparece  jnetifícado  el  matrimonio  de  éste  con  Dofia  Oatalina 
Palomar,  hija  de  los  expresados  D.  Pedro  y  Dofia  María  Baselga, 
tando  qne  la  Sala,  á  pesar  de  la  real  existencia  de  dos  personas  i 
^*'  tas  con  nn  mismo  nombre  é  Idéntico  apellido  patronímico,  según  f 

i  los  expresados  docnmentos,  apreció  la  existencia  de  ana  sola, 

rriendo  en  el  error  de  hecho  qne  el  recnrrente  la  atribuye;  sej 
porqne  si  alcana  dada  pudiera  existir,  la  desvanecerían  el  Real  ¿ 
del  Rey  D.  Jaan  de  Aragón  y  las  letras  del  Arzobispo  de  Za 
*  de  1465,  dados  para  llevar  á  efecto  el  lando  arbitral  á  que  dio  li 

compromiso  de  1463  antes  indicado,  las  cnales  atestiguan  qne  D 
de  Garrea,  S-^-fior  de  Árgovieso,  estuvo  casado  con  Dofia  Catalina 
,     t      *  Palomar  B.^eelga,  naciendo  de  este  matrimonio  D.  Martín  Gil  de 

mar,  alias  de  Garrea,  á  qnien  representado  por  su  padre-  mandan 
Hntrega,  en  concepto  de  nieto  y  sucesor  de  su  abaelo  D.  Pedro 
Palomar,  todos  los  bienes  y  derechos,  con  inclnsión  de  los  ben 
•  I        <fi   w  qne  éste  poseyó,  como  primogénito  de  D.  Juan  Gil  de  Palomar  j 
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kslmente,  porque  de  todae  enerteB,  dedee  lea  lechee  de 
ixpreeadoe,  por  oedie  impngnedoe,  reeultaríe  abenrdo 
oseó  con  D.  Antonio  Arahuete  en  1400  la  maternidad 
ie  Palomar,  naoido  medio  eiglo  deepnée: 
>  qne  de  todo  le  expneeto  ee  desprende  qne,  acreditado 
D.  Martin  con  en  abuelo  D.  Pedro  Gil  de  Palomar,  ca- 
preferente  llamada  al  patronato  actlTo  de  lae  capella* 
9L  posesión  de  ese  derecho  se  haya  interrumpido  en  lae 
dnee  ocnrridas  hasta  eniaiar  con  el  actual  poseedor,  ex- 
)co  ee  impugna,  ee  manifiesto  el  error  de  derecho  come- 
mal  eentenciador  dejando  de  aplicar  los  arte.  2.®  y  4.®  de 
idora  antee  citada,  puesto  que  las  fundaciones  de  que  se 
lentro  de  loe  tórminoe  qne  los  mismos  establecen  Ha- 
to de  los  bienes  con  preferencia  á  linea  especifícamente 
la  cual  pertenece  el  recurrente,  procediendo,  por  tanto, 
;  eentencia  por  los  motivos  expresados,  siendo  inneceea- 
[OB  demás  que  en  el  recurso  se  alegan; 
I  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  a)  recurso 
rpuesto  por  D.  Manuel  de  Llama  Pignatelli,  y,  en  sv 
samoe  y  anulamos  la  sentencia  que  en  1.*  de  Febrero 
Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Zaragoia, 
slara  á  Dofia  Emerenciana  Villarroya  Lacasa  con  pt efe- 
Ios  bienes  afectoe  á  lae  capellanías  colativo- familiares 
glesia  parroquial  de  la  villa  de  Moequernela,  término 
^ra  de  Rubielos,  una  bajo  la  invocación  de  San  Blas,  por 
n  esposa  Dofia  Gracia;  otra,  bajo  la  de  Santa  María,  por 
ror  y  tu  esposa  Dofia  Pascuala  Galatayud,  y  otra  en  la 
dof,  por  D.  Francisco  Gil  y  su  esposa  Dofia  Estebanla; 
»or  tanto,  á  la  expresada  Dofia  Emerenciana  Villarroya 
s  afectos  á  las  citadas  capellanías,  con  los  frutos  pro- 
mismos  desde  la  fecha  de  la  interposición  de  la  demao- 
il  4  de  Octubre  de  1900,  en  que  definitivamente  se  plan- 
,  cuya  fijación  de  frutoe  deberá  hacerse  en  el  período  de 
teneia;  y  devuélvase  el  depósito  constituido, 
nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
ILBCCIÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
onnnciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Joeé  de  Aldecoa. 
=yicente  de  Piniés.^Víctor  Covián.— Pascual  Dome- 
)arroeta.r=Federico  Monsalve. 

=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
10,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
ifico  como  Escribano  de  Oámara. 
Octubre  de  1906.=Rogeiio  Gonzáleí  Montes. 


í         . 


h,     ♦ 


87.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 26  de  Octubre, 
Ifabllcadt  el  7  de  Noviembre. 


'♦ 


-Pago  de  pesetas. "^Sentenciñ,  decidiendo  ea  favor 
de  primera  instancia  de  Lugo,  la  sostenida  con  el 
ase  del  distrito  del  Ensanche,  de  Bilbao,  acerca 
liento  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Compañía 
Vasco  Castellana,  contra  D.  Juan  Maseda. 
DERANDO  único  80  ostablece: 
06  28 
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I       ,  Que  no  traiándo»e  de  entrega  de  cosa  determinada  y  dem 

•  doee  por  aedón  personal  el  pago  de  cantidad^  ein  aue  exinta 
pió  alguno  de  prueba  del  que  Be  dedueea  el  lugar  donde  ha  di 
sarse,  tienen  aplieaeión  loe  arte.  1171,  párrafo  3.^,  del  Códig 
f  62,  regla  í.^  de  la  ley  proeeeal,  en  cuya  virtud  es  eompeteni 
tonoeer  de  la  demanda  el  Juez  del  domieilio  del  demandado. 

Bn  U  Tllis  y  corte  de  Madrid»  á  36  de  Octabre  de  1906,  en  li 
peteaoia  qae  ante  Nóe  pende,  en  virtud  de  inhibitoria  prepaeeta 
Jaigado  de  primera  instancia  dei  partido  de  Lngo  ai  de  ignai  ch 
difltrito  dei  Bneanolie  de  Bilbao  en  ei  conocimiento  dei  jnioio  eji 
para  pago  de  pesetas,  piemovido  en  ei  segundo  de  dichos  Josga< 
la  Compafiía  anónima  ferroviaria  Vasco  Castellana,  domicilii 
Bilbao,  contra  D.  Jnan  Maseda  j  Váaqnes  de  Parga,  vecino  de  L\ 
habiendo  comparecido  las  partes  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Beraltando  qne  la  Oompafiía  anónima  ferroviaria  Vasco  Oast 
domiciliada  en  Bilbao,  ofreció  al  público  obligaciones  hipotecfi 
tres  series,  la  tercera  de  ellas  de  á  1.000  pesetas,  al  9d«  por  lOC 
valor  nominal,  pa^radero  en  nueve  plasos,  el  primero  de  10  por 
enviar  ia  fórmula  de  petición,  designando  en  la  cuarta  plana  áú 
cío  ó  prospecto  de  emieión  hasta  48  banqueros  en  diferent^'s 
entre  ellas  en  la  de  Lugo,  Soler  ó  Hijos,  y  en  la  de  Bilbao  el  Cre 
.  la  Unión  Minera,  y  consignando  además  en  el  mismo  prof>pecK>  (] 

f  que  desearan  suscribirse  á  dichas  obligaciones  deberían  firmar  1 

<  cada  fórmnla  ó  remitirla  ó  depositarla  en  poder  de  los  banquer 

diendo  también  mandarla,  firmada,  directamente  á  las  ofloina 
Oompaftía,  remesando  ai  propio  tiempo  el  10  por  100  expresado 
)  condiciones  qne  fijaba;  y  D.  Jesús  Maseda  firmó  en  Lngo  en  17  d 

de  190t  nna  de  esas  fórmulas  ó  boletines,  encabezados:  cA  la  Coi 
)  anónima  ferroviaria  Vasco  Castellana»;  inscribiéndose  por  35 

clones  de  la  serie  tercera,  de  A  1.000  pesetas  nominales,  entregí 
dichos  lianqneros  Soler  é  Hijos  2,600  pesetas  importe  del  10  por 
Resultando  que  promovido  en  el  Juzgado  de  primera  instan 
distrito  del  Ensanche  de  Bilbao  por  ia  Compañía  anónima  ferr 
Vasco  Oastellana  juicio  ejecutivo  para  el  cobro  de  20.^76  peset 
I  porte  de  loa  otros  nueve  plazos  del  precio  de  las  referidas  obliga 

y  librado  exhorto  al  Jozgado  de  igual  clase  de  Lngo  para  el  u 
^  miento  al  pago  y  embargo  de  bienes  de  D.  Jesús  Maseda,  eolicil 

*  de  dicho  último  Juzgado  requiriera  de  inhibición  al  de  Bilbao, 

f  él  era  vecino  de  Lugo,  según  se  afirma  en  la  demanda  misma,  en 

•e  había  suscrito,  entregando  en  el  acto  A  los  banqueros  Soler  é 

S.600  pesetas  á  cuenta  de  la  suscripción,  y  no  estando  designado 

.  boletín  qne  firmó  ni  en  otro  documento  punto  alguno  para  veril 

^  paga  de  loa  diferentes  plazos,  y  tratándose  de  una  acción  personal 

veriflcarae  en  el  lugar  de  su  domicilio,  conforme  á  la  regla  1.^  c 

tíenio  62  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil  y  al  art.  1171  del  Códigí 

,  alendo,  por  tanto,  competente  para  conocer  de  la  demanda  aquc 

t  gado  de  Lugo: 

Besnltando  que  éste,  oído  el  Delegado  del  Ministerio  fiscal  y  é 

íormidad  con  él,  accedió  al  requerimiento  de  inhibición  solii 

i     f  mandando  comunicarlo  al  Juzgado  exhortante  por  medio  de  oficio 

I  I-  pafiade  del  testimonio  correspondiente,  fnndándose  para  ello  en 

puesto  por  los'preceptos  legales  invocados  por  el  solicitante: 

Besnltando  qne  recibidos  dichos  documentos  por  el  Jozgado  d 
•anche  de  BilbaOi  confirió  vista  de  ellos  A  ia  Compafiía  eject 
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de  l08  obligacionista!  facilidadee  para  auscribiree  j  remitir  á  Bl 
importe  de  la  sascripción,  pndiendo  Bervirse  para  hacer  eetae  o] 
mee  de  cualquiera  de  los  banqneroe  indicados;  j  aun  en  el  snpi 
I  que  ee  considerara  como  Ingar  del  cumplimiento  de  la  obligaci<3 

cualquiera  de  esos  banqueros  como  nno  de  ellot,  Crédito  de  Ii 
líinera,  estaba  domiciliado  en  Bilbao,  siempre  resultaría  la  comí 
á  favor  del  Jnigade  de  aquella  viila: 

Reanltando  qne  oído  tambióa  el  Ministerio  fiscal,  el  Jugado 
Irito  dal  Ensanche  de  Bilbao  acordó  declararse  competente  y  no 
á  la  inhibición  requerida  por  el  de  Lugo,  fundándose:  en  qne  la 
expresión  hecha  por  la  Compafiía  en  el  anuncio  de  suscripción  i 
eer  las  obligaciones  de  los  banqueros  autorisados  para  recibirla 
día  colegirse  que  el  pago  de  los  pUios  posteriores  había  tambiéa 
terse  por  medio  de  dichos  banqueros  y  no  directamente  á  la  Cor 
7  no  siendo  suñciente  aquel  dato  para  tal  deducción,  tácitame 
foe  no  de  un  modo  expreso,  aparecía  determinado  que  el  lugar 
pago  de  los  plazos  posteriores  era  el  de  la  Compafiía,  Bilbao,  te 
que  los  banqueros  mencionados  en  el  anuncio  sólo  estaban  auto 
para  recibir  las  suscripciones  y  el  primer  placo  del  10  por  100, 
I  mal,  y  desprendiéndose  del  annncio  ellugar  del  pago  de  los  otros 

f  procedía  aplicar  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Tribunal  8upi 

I  9  de  Noviembre  de  1883,  que  estableció  la  resolución  de  la  comp 

por  la  designación  tácita  del  lugar  del  cnmplimiento  de  la  obll 
deducida  de  su  mismo  conten idu  y  aun  cuando  no  apareciera  hec 
presamente;  en  qne,  á  mayor  abundamiento,  aun  en  la  hipótesis 
dichos  banqueros  estuviesen  aatorisados  para  el  cobro  de  todot 
sos,  siempre  lo  harían  por  cuenta  y  orden  de  la  Compafiía  y  come 
I  s'^ntantes  de  ésta,  quien  podría  revocarles  la  autorización,  tenic 

tal  caRO  los  suscritores  que  verificar  los  pagos  en  Bilbao,  lo  cnal 
á  confirmar  la  designación  táoita  de  lugar  antes  referida;  y  en 
virtud  de  lo  expuesto,  y  tratándose  del  ejercicio  4e  una  acción  pe 
y  siendo  aquella  villa  el  lugar  dt*l  cumplimiento  de  la  obligaciói 
mada,  se  desprendía  la  competencia  de  aquel  Juzgado  para  conc 
.     ^  jlicio: 

Resultando  que  comunicada  esta  resolución  al  Jnsgado  do  Li 

^  solvió  á  su  ves  insistir  en  la  Inhitoria  propuesta  y  ofioiarlo  al  (j 

^  ^  sancho  de  Bilbao  para  la  remisión  de  las  actuaciones  á  este  Tj 

I  Supremo,  fundado:  en  que  aun  partiendo  del  supuesto  de  que  los 

nos  en  que  la  Compafiía  anunció  la  emisión  de  obligaciones  fue 

del  impreso  acompafiado  á  la  demanda,  su  redacción  demostrab 

lejos  de  fijarse  el  domicilio  leg^l  de  la  Compafiía  eomo  lugar  en 

'  habían  de  pagarse  los  plazos  de  la  suscripción,  se  consignaba  cía 

mente  que  los  suscritores  deberían  firmar  la  fórmula  y  remitirla  < 

sitarla  en  poder  de  cualquiera  délos  banqueros  relacionados  en  la 

I  plana,  y  entregar  ó  remitir  con  ella  el  10  por  100  del  valor  nom 

^  las  obligaciones  por  qne  se  sn^icribían;  en  que  los  banqueros  au 

dos  para  recibir  suscripciones  en  Lugo  fueron  Soler  é  Hijos,  á  <; 

Maseda  entregó  el  10  por  100  del  importe  de  las  obligaciones  por 

•     r  suscribió  por  medio  del  documento  privado  de  17  de  Julio  de  190S 

I  i  que  no  se  hizo  constar  ningún  compromiso  de  abonar  el  resto  en 

\       -  distinto  de  Lugo,  qne  era  su  domicilio  en  que  la  circunstancia 

expresarse  en  el  anuncio  qne  los  banqueros  relacionados  en  la 

*  '       '**   -  plana  estnvieran  autorizados  para  cobrar  la  totalidad  de  los  pli 

la  suscripción,  la  de  que  obrnse,  como  comisionista  de  la  Comp 

la  de  que  ésta  podía  revocarles  la  comisión  conferida,  eran  hech 
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trafios  á  U  única  cuestión  qne  se  ventilaba,  consisteote 
li  estaba  ó  no  designado  ei  Ingar  en  donde  Maeeda  había 
3  de  la  tnscripción;  en  que  era  íorzoso  reconocer  que  no 
mente  tal  designación^  y  que  no  existía  nicgúu  motivo 
le  la  obligación  contraída  llevaría  implícitamente  la  con- 
liria  en  Bilbao,  siendo  inaplicable  la  sentencia  de  O  de 
1888,  no  sólo  por  ser  anterior  al  Código  civil  y  tratarse 
'.ación  del  art.  1171  del  mismo,  sino  porque  el  ceso  en 
feria  del  de  este  litigio;  y  en  que  á  nada  conducía  discu- 
'>  no  Bilbao  el  lugar  donde  la  Compañía  cek  bró  el  con- 
iligacionistas,  por  la  sencilla  razón  de  que  Masedano  fué 
npiaiado,  y  remitidas  por  ambos  Juzgados  sus  respecti 
I  en  debida  forma  á  este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha 
competencia,  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Mlniste* 

mié  ei  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 
io  que  por  ahora,  y  como  dato  para  resolver  esta  compe- 
en el  presente  caso  principio  alguno  de  prueba  del  que  se 
ta  ó  implícitamente  que  el  pago  de  los  plazos  segundo  y 
as  obligaciones  hipotecarias  emitidas  por  la  Compañía 
tas  en  Lugo  debiera  veriñcarse  en  Bilbao,  pues  sólo  res- 

0  de  dichos  plazos  se  dice  expresamente  que  podía  satis < 
i  de  uno  de  los  banqueros  designados  en  el  anuncio  de 
do  el  demandado  por  el  de' su  residencia,  la  primera  ciu- 

todo  lo  cual,  y  como  no  se  trata  de  entrega  de  cosa  de- 
ilta  evidente  que   tiene  aplicación  el  párrafo  S:^  del  ar- 

1  Código  civil,  y  en  su  virtud,  de  conformidad  á  la  re- 
e  la  ley  procesal,  corresponde  el  conoeimiento  de  la  ac- 
ejercitada  en  la  vía  ejecutiva,  al  Juez  zequireute,  por  ser 
>  del  demandado; 

le  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
[gen  de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera 
igo,  al  que,  con  la  correspondiente  certificación,  se  remi- 
)neB  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Supremo  con  motivo 
mpetencia,  comunicándose  la  presente  resolución  al  de 
,  distrito  del  Ensanche,  de  Bilbao,  siendo  las  costas  de 
va  de  las  partes. 

nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
los diez  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su 
[Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaF 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
,.=Vicente  de  Fiuiés.= Víctor  Covián. =Pascual  Dome- 

.sr  Leída  y  publicada   fué  la  precedente  sentencia  por 
).   Víctor  Corlan,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
)mo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
tifico  como  Escribano  de  Cámara, 
e  Octubre  de  1906.=Rogelio  González  Montes. 
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*  .  Num.  B8.-TRIBUNAL  8UPREM0.-26  de  Ootiirt, 

publicada  el  22  y  23  de  Ootebre  de  1907. 

Casación  por  infracción  db  ley. ^Valides  de  contrato  priv^ 

(Seotencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuec 
D.  Joaquín  Soler  y  otros  contra  la  pronunciada  por  la  S 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  \ 
Parra. 
£n  sus  C0N8IDEBAND08  88  ostablece. 

(Que  la  ley  12,  tU.  3í,  Partida  3»^  autoriga  al  dueño  de  un 
regada  con  ayua  nacida  en  un  predio  ajeno  para  cederla  en 
en  parle  en  faoor  del  predio  oecino: 

Que  en  nada  a/ecta  á  la  naturaleza  del  derecho  de  eermá 

eue  8u  concesión  eea  gratuita^  primero  de  los  iituloe  que  en 

la  ley  14  de  la  Partida  citada,  toda  ves  que  cualquiera  que 

causa  del  contrato,  gratuita  ú  onerosa,  no  produce  efectos  i 

distintos  en  orden  á  la  extensión  del  derecho  creado,  el  cuc 

ser  regulado  primeramente  por  el  acto  ó  contrato  que  le  di 

y,  en  su  defecto,  por  ¿as  disposiciones  yeuerales  de  la  ley: 

¿  Que  obser Dándose  la  precedente  doctrina  no  se  infringen  I 

I  iieulos  1283  y  1269  del  Código  cioiU 

f  Que  perjeccionado  por  consentimiento  de  las  partes  un  eo 

(  cuyo  exclusioo  objeto  fué  establecer  una  servidumbre  de  riego 

conocimiento  de  ésta  ha  de  subordinarse  á  la  ley  Hipotecaria^ 

de  tener  eficacia  contra  terceros,  y,  por  tanto,  la  sentencia  ^ 

f  dena  que  se  eleve  aquél  á  escritura  pública  para  su  inseripció 

Registro  de  la  propiedad,  interpreta  la  voluntad  de  las  partes 

t  ca  rectamente  el  arí,  1258  del  Código  civil,  que  se  refiere  al  t 

timiento  y  obligación  en  que,  por  virtud  del  mismo,  quedan  U 

tes  de  cumplir  con  todas  ías  cor*seeueneias  legales  de  lo  pacta 

Que  mientras  no  se  extinga  la  servidumbre,  los  dueños  d 

dio  sirviente,  como  los  del  dominante,  tienen  derecho  á  que  Si 

constar  su  existencia  en  documento  público  para  su  debida  ii 

^  don  en  el  Registro: 

Que  tratándose  de  acción  personal  derivada  de  eontratt 
^  utilizarse  contra  los  causahabientes  de  ¿os  que  Jueron  part 

^  4  mismo,  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  injrit 

I  artículos  807  y  834  del  Código  civil: 

Que  la  cuestión  de  Jaita  de  personalidad  es  causa  de  infr 
de  forma,  no  dejondo, 
""*  Que  no  contiene  error  de  hecho  y  de  derecho  la  sentena 

^  encelando  en  conjunto  las  pruebas  practicadas,  estima^  stn  < 

,  patentice,  la  existencia  de  daños  y  perjuicios,  aun  cuando  su 

aión,  importancia  y  cuantía  haya  de  fl/arse  en  el  periodo  de 
eión  de  semencia,  según  el  art.  928  de  la  ley  procesal 
^  Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  repetidamente  declarado 

ley  8,^,  tit,  22 y  Partida  ^.^  como  las  recopiladas,  que  regula 
tes  de  la  vigencia  del  Código  civil  la  condena  de  costas,  han  si 
t    t  rogadas  por  el  arí.  1976  de  dicho  Código : 

i  Que  la  buena  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  para  el  efeeti 

'  \       t  imposición  de  costas,  como  elemento  de  hecho,  es  de  la  exi 

apreciación  del  Tribunal  a  quo. 
•  •  •     tH  ^ 
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b  la  TlUa  7  €«rte  d«  Madrid,  á  16  dt  Ootabre  de  lOOf,  tn  al  jUleto 
telaiatlTO  da  major  eaaiitía  icgiilda  en  al  Jnsgado  da  primara  íbiUq- 
fia  de  Jéüba  7  en  la  8ala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  terrltariai  da  Va^ 
I  teda  par  D.  Vitante  Parra  Gasoó.  propietario,  ▼eelno  de  Játiba.  costra 
¡m  harederaa  da  loa  conaortea  D.  Joaquín  Soler  Fieomall  7  Dofia  Oarmaa 
Aliosto Peiró;  Dofia  Hieyee,  Dofia  Doloree,  Dcfia  Maria7  D.  Joaqolo  Solar 
7  JJoaib,  áata  Farmacéotleo  7  laa  antarierea  dedlcadaa  á  laa  ocQpaciooea 
7  kburee  propiaa  de  ao  eeico,  todoa  Teainea  da  JétibOy  7  D.  Baíael  Oar- 
lUdelaPefia,  confitero  7  de  la  mlama  vecindad  qne  loa  anterlorea, 
•ma  padre  7  repreaentaate  legal  de  ñua  menoree  hijoa  Dofia  Carmeng 
Dtfia  Clotilde,  Dofia  Nlevee  7  D.  Joaquín  García  Soler,  nietoa  de  loe  ex- 
Ittjadaa  conaortea,  é  bijoa  de  Dcfia  Clotilde  Soler  7  Alfonso,  fallecida  7 
«peca  qoe  fué  da  D.  Baíael  García  de  la  Pefia,  eobre  valides  de  no  con- 
trato privado  7  reconocimiento  de  eervidambre;  pendiente  ante  Mee  en 
flrtad  de  raenrao  de  caaación  é  infracción  de  ley  Ínter  pacato  por  el  Pro- 
landor  D.  Femando  Flores  Medina,  bajo  la  dirección  de  loe  Letradoa 
D.  Paacnal  Domenacb  7  liarln  7  D.  Lnis  Marea,  éste  en  el  acto  de  la 
vista  en  nombra  de  loa  demandados;  bebiendo  representado  7  defendida 
á  la  parte  recorrida  el  Procurador  D.  Pedro  Mariano  Palacioa  7  el  !«• 
indo  D.  Eduardo  Dato. 

Beanitando  qno  Dofia  Pascuala  Peiró  Sanchís,  qne  fné  doefia  7  pro> 
lialaria  de  la  caaa  7  bnerto  denominado  de  Becoder,  comprensivo  de  17 
kaaegadas,  plantado  de  árboles  fraUles,  sitnado  en  Játíba,  calle  de  la 
ifgeatería,  número  S7  moderno,  dividido  en  dos  partes,  nna  denominá- 
is haerto  grande,  con  balsa  grande  de  a|];aa  de  la  Aceqnia  Santa,  7  la 
•In  denominada  bnerto  peqnefio,  con  balsa  peqnefia  de  agna  de  dicha 
aceqoia,  7  en70  boeito  de  Becoder  estaba  dotado  de  ocho  plumas  da 
iCaa  de  la  expresada  aceqnia,  qne  snrtla  aqnella  cindad,  7  D.  Vicente 
Hm  Gaacó,  qne  era  dnefio  de  nn  hnertecito  cercado  de  pared,  planta- 
do de  arbolee  frntalea,  de  una  banegada  poco  más  ó  menos,  en  dicha 
itodad,  calla  7  fnenta  de  San  Joan,  7  qne  despnóe  tnvo  ma7or  cabida 
por  habérselo  agregado  otro  hnertecito,  formando  ho7  los  dos  nna  sola 
iaea,  caleiiaron  nn  contrato  privado  en  36  de  Junio  de  1866,  en  virtud 
dolenal  la  primera  concedió  al  segundo  las  escorredoras  ó  deeperdicioo 
do  agua  de  laa  dos  ba^ae  que  existían  en  el  huerto  de  Becoder,  como  da 
n  propiedad,  7  para  que  Parra  las  aprovechara  en  el  riego  de  su  titado 
kaorteeito  6  on  lo  qne  le  conviniese,  sin  abonar  cantidad  alguna,  com- 
ffametiéndoae  además  á  concederle  nn  cuarto  de  pluma  de  agua  buena 
per  176  pesetas,  habiéndose  construido  las  correspondientes  cafierías, 
la  de  la  balsa  grande  por  junto  al  andén  del  huerto  de  Becoder  hasta 
má  la  puerta  postigo  del  mismo,  7  la  de  la  balea  pequeña  por  otra  que 
iba  á  buscar  dicha  puerta  postigo,  7  antes  de  llegar  á  ella  se  nnían  laa 
das  eafieriao  7  pegnla  noaaolaqne  salla  por  la  citada  puerta  é  iba  al 
kasrtecito  del  demandante: 

Besttltando  que  por  fallecimiento  de  Dofia  Pascuala  Peiró  fianehís 
faéadjn^cado  el  bnerto  de  Becoder,  con  su  correspondiente  derecho  do 
•gn~,  á  Dofia  Carmen  Alfonso  Peiró,  esposa  de  D.  Joaquín  Solar  Picor- 
aai  7  seia  caaaa  oontiguaa  que  formaban  una  sola  finca,  conocidas  por 
lia  tsitaa  do  Becoder,  situadas  extramuros  de  dicha  ciudad  de  Játiba, 
JV  "  contrato  privado  entre  el  demandante  7  los  consortes  D.  Joaquín 
Sal  ^  7  Dofia  Carmen  Alonso,  convinieron  en  dejar  sin  efecto  el  otor- 
W^  entra  Parra  7  Dofia  Pascuala  Peiró  en  36  de  Junio  do  1866  7  on 
ato  ;ar  une  nuevo,  como  lo  llevaron  á  efecto  en  documento  privado  en  8 
do  ^viembre  de  1876,  snscrito  por  los  interesados  7  dos  testigos,  7  al 
aai    -        -fió  con  la  demanda,  habiéndose  estipulado  en  el  mismo  laa 
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dtl  huerto  de  Beooder,  y  desde  1876,  edemáe  de  lee  cltadae,  las  de  la 
{acota  de  lee  o«aM  ó  ceeitee  de  dicho  nombre,  habiendo  gozado  de  loe 
4fmáe  derecbou  qn  ee  coneignaban  en  el  contrato  qnieta  y  pacifles- 
mente  sin  interrapoión  haata  Diciembre  de  190S,  qne  D.  Rafael  Garda 
ée  It  Pefia  enprimió  el  agna  de  lae  faentee  de  lae  casitas  de  Becoder, 
dividió  la  balea  peqnefia,  yarió  el  corso  de  las  eacor  reda  ras  ó  des  perdí* 
doi  de  agaa  de  iae  baleae  reíeridae  é  impidió,  por  sn  mandato,  la  entra- 
da en  el  miemOy  cnyoe  hechoe  implicaban  ademáe  el  no  reconocimiento 
di  Jos  der«choe  del  actor;  y  qn  citados  de  conciliación  todos  loa  deman- 
dados para  el  reconocimiento  de  los  Indicados  derechos  de  D.  Vicente 
Parra  y  para  el  otorgamiento  déla  corres  pondieo  te  escritnra  para  en 
ifiMripción  en  el  Riígistro  no  hnbo  avenencia,  habiendo  contestado  la 
representación  de  aqnélloe  qne  no  podía  contestar  A  la  reclamación  del 
utar  por  cnanto  desconocía  el  titnlo  ó  documento  en  qoe  f  andaba  loe 
derechos  A  qoe  ee  refería,  tanto  más  cnanto  qne  no  se  refería  dicho  do* 
ettmente  pereonalmente  á  los  demandados,  citó  como  f  andamentos  de 
derechos  loe  arte,  1264,  1266,  1089,  1091,  1S66,  1267,  669,  660,1278, 
1S79, 1280,  núm.  1.*,  694,  641,  698,  667,  en  concordancia  estos  cinco  úl- 
ümoa  cen  lae  leyes  10,  14  y  16,  Ut.  81,  Partida  8.^  699,  S49,  446  y 
1101,  todos  del  Código  civil,  disposición  1.^  de  las  transitorias  y  núme- 
ros 2.^  y  8.*  del  art.  2.*  de  la  ley  Hipotecaria,  y  solicitó  se  declarase  la 
valides  y  eficacia  en  todas  sos  partes  del  contrato  privado  de  8  de  No- 
viembre de  1876,  otorgado  por  el  demandante  D.  Joaquín  Boler  y  Picor- 
Bell  y  Dofia  Carmen  Alonso  Peiró,  y  qne  á  en  observancia  venían  obli- 
gados tanto  loe  otorgantee  del  mismo  como  sns  sucesores,  ó  berederoa 
defDSDdadoe;  qne  iae  servidnmbree  y  derechos  reales  qne  en  el  mismo 
w  eoastitnían  venían  obligadas  las  partos  A  elevarlo  íntegramente  A 
««ritnra  pública  para  en  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
tODcarriendo  A  en  otorgamiento  los  demandados;  qne  se  abstnviera  don 
Rafael  García  de  la  Pefia  de  impedir  al  actor  el  oso  y  aprovechamiento 
4e  las  servidumbres  y  derechos  qae  se  consignaban  en  el  citado  docn- 
meate,  y  como  caasanto  de  la  perturbación  de  hecho  y  de  derecho  se  le 
condenara  A  qne  repusiera  las  cosas  á  sn  primitivo  estado,  devolviendo 
el  agna  A  la  fnente  délas  casas  de  Recoder,  dejando  subsistentes  las 
ssrvldnmbree  y  derechos  conetitnídos  según  el  repetido  documento  y  al 
pago  de  dafioa  y  perjniclos  y  al  de  las  costas: 

Bssnltando  qne  con  escrito  de  21  de  Jnnio  de  1904  presentó  el  actor 
certificación  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Játiba,  expresiva  de  qne 
por  escritora  de  6  de  Junio  del  expresado  afio,  inscrita  el  21  del  mismo 
mes,  las  doe  fincas  huerto  de  Recoder  y  eeis  casas  contit^uas  al  mismo 
ya  mencionadas,  pertenecientes  antos  en  nuda  propiedad  A  loe  cinco  hijos 
de  D.  Joaqnin  Soler  Picornell  y  A  ésto  en  usnfrncto,  por  fallecimiento 
del  mismo  y  convenio  entre  los  interesados,  se  habían  adjudicado  A  la 
heredera  fallecida  Dafia  Clotilde  Soler  y  Alfonso,  representada  por  en 
viado  D.  Rafael  García  de  la  Pefia,  por  eí  y  en  nombre  de  sus  cuatro 
hijos  antee  nombradoe: 

'^  tsultando  que  loe  demandados  evacuaron  el  traslado  de  conteeta- 
d  exponiendo:  qne  el  actor  demandaba  A  los  fines  que  se  consignaban 
eí  A  petlelón  de  la  demanda  A  los  herederos  de  los  consortes  D.  Joaqnin 
Bi  r  Picornell  y  Dofia  Carmen  Alonso  Peiró,  que  eran  loe  ya  expresadoe, 
y  ipuée  se  afiadía,  con  referencia  A  Dofia  Clotilde,  cesta  última  difnn* 
ti  '  en  en  representación  ene  cuatro  hijoe  Carmen,  Clotilde,  Nieves  j 
J  luín  García  Soler»,  que  ee  Incurría  en  el  error  de  derecho  no  subea- 
I  e  de  preeclndir  del  viudo  D.  Rafael  García  de  la  Pefia,  que  en  nnlón 
d         «..•♦•^  hljoa,  intograban  la  pereonalidad  de  Dofia  Clotilde  Soler 
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&daB  en  dicho  docnmento;  qae  si  también  era  cierto  qno  » 

tffia,  atendiendo  á  ena  conveniencias,  había  dividido  la 

» lo  había  hecho  en  virtad  de  en  legitimo  é  indlscntible 

B  no  se  podía  oponer  Farra,  por  cnanto  la  salida  de  las  ^ 

desagüe  de  la  balsa  no  había  snírido  variación  algana;  j 

entes  consideraciones  jostlflcaban  la  contestación  dada  ' 

;iliatorio,  entre  el  cnal  j  la  presentación  de  la  denfanda 
lo  gestiones  privadas  para  resolver  la  cuestión,  habiendo 

locer  los  demandados  todo  cnanto  por  sus  padres  se  con-  .         ••  i 

lanteniéndolo  en  los  precisos  limites  en  que  íoé  estable-  ¡ 

orno  fandameotos  de  derecho  los  artícnlos  807,  884  7  804:  J 

11,  633,  686  y  976  de  la  ley  procesal,  las  sentencias  de  este 
emo  de  11  de  £nero  y  28  de  Marzo  de  1859  y  7  de  Octubre 

ixcepcionee,  como  perentorias,  de  falta  de  personalidad  en  '  *  'a 

D.  Rafael  García  de  la  Peña  y  de  defecto  legal  en  e!  moda 
I  demanda,  y  snpllcaron  se  declarase  ésta  mal  formulada 

B  de  la  misma  á  los  demandados  en  cnanto  se  pretendía  r     « 

)ligaclones  de  elevar  á  escritura  pública  el  contrato  pri-  ^ 

i  fundaba  7  la  de  indemniaar  daños  y  perjuicios,  con  ex- 

de  costas: 
»  qne  el  actor  en  U  réplica  solicitó  se  desestimara  la  pre-  i         * 

demandados  y  se  dictase  sentencia  conforme  á  lo  pedido  - 

i,  y  contradiciendo  los  hechos  y  fundamentos  de  la  contes- 
>:  qne  el  cónyuge  viudo  no  heredó  la  personalidad  del  cón- 
y  por  ello  no  lo  podía  representar,  y  en  el  presente  caso^  ^ 

á  Dofia  Clotilde  Soler  sus  hijos,  que  la  sucedían  en  todos  , 

eran  los  únicos  continuadores  de  su  personalidad;  que  lo  » 

a  lugar  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  de-  « 

|ue  éste  no  tuviera  el  carácter  ó  representación  con  que  so  <  I 

,  y  no  cabía  duda  qne  D.  Rafael  García  de  la  Peña  teuía  el 
dre  y  reproRentante  legal  de  sus  menores  hijos,  con  el  que  t 

masdado;  que  los  hechos  realiaados  por  aquél  fueron  eje-  I 

ciembre  de  1903,  en  cuya  fecha  no  podía  ostentar  más  re-  ,  i 

ine  la  ¿e  padre  y  representante  legal  de  sus  hijos,  en  cuyo  ^  I 

ó  los  actos,  pues  por  defunción  de  D.  Joaquín  Soler  en  '        m 

f  qne  gozaba  eirisufrncto  de  los  bienes,  pasaron  en  píen* 

I  demandados,  teniéndolos  todos  en  común  y  proindiviso  ^  1  i 

íulio  de  1904,  que  por  convenio  entre  los  herederos  fueron  '  «I  ' 

García  de  la  Pefia  por  sí  y  á  sus  hijos;  qne  los  demanda-  ^ 

[e  confundir  la  petición  formulada,  haciendo  depender  el 

de  la  escritura  de  la  inscripción  de  las  fincas,  y  había  que  I 

A  que  todos  los  demandados  como  herederos  de  los  ccn-  ,  ^. «     * 

iuín  Soler  Picorneil  y  Dofia  Carmen  Alonso  Peiró  eran  I     '    *      ' 

de  su  personalidad  y  habían  de  cumplir  aqnello  á  que  es-  f  .      .     I 

os  á  cumplir  dichos  cónyuges  si  viviesen;  que  en  la  fecha  1  •  •  t 

:6  la  demanda  y  hasta  el  día  antes  del  emplazamiento  to-  i 

leros  á  quienes  se  demandaba  eran  dueños  en  común  j  '       f 

)  los  expresados  bienes  y  por  lo  tanto  todos  tenían  perso-  ^    ^ 

ler  demandados;  que  en  el  docnmento  de  referencia  apare- 
icación  de  bienes  á  favor  de  Doña  Clotilde  Soler  y  en  sti 

I  á  sn  viudo  por  sí  y  en  nombre  de  sus  hijos,  y  por  lo  tanto  «  * 

acia  yacente,  y  dichos  bienes,  según  el  Registro  de  la  pro-  i 

i  ya  encarnada  áu  nereonalidad  en  sus  herederos,  y  por  ;     i 

I  de  Dofia  Clotilde  Soler,  representados  por  sn  padre,  te-  ^  Ir 
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I D.  Joftqaín  Soler  Picornell  y  Dofia  Carmen  Alfonso  Pelró  '  ,. 

inte  D.  Vicente  Parra  Gaseó,  á  cayo  cnmplimiento  venían 
I  herederos  de  aquéllos;  tercero,  qne  las  servidnmbres  j  de- 
I  qne  en  dicho  contrato  se  constituyen  deberán  ser  elevada» 

fl  á  escritura  pública  integramente  para  su  inscripción  en  el  * 

la  propiedad;  y  cuarto,  que  el  demandado  D.  Rafael  García  i 

)  abstengan  en  lo  sucesivo  de  realizar  actos  qne  impidan  el  ' 

chamiento  de  las  servidumbres  y  derechos  establecidos  por  [    ' 

to,  á  quien  condena,  como  causante  de  las  perturbacionee  ^  i 

e  derecho,  á  que  reponga  las  cosas  á  su  primitivo  estado,.  ' 

el  agua  á  la  fuenta  de  las  casas  de  Recoder,  dejando  suh*  ^  * 

servidumbres  y  derechos  constituidos  y  á  que  abone  al  de-  ' 

s  dafiOB  y  perjuicios  qne  con  tal  interrupción  se  lea  hayan 

le  el  día  en  que  se  celebró  el  acto  de  conciliación,  los  cuales,  i  t  . .  ^' 

le  determinarán  en  la  forma  prevenida  en  los  arts.  14i7,  93$ 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

io  que  los  herederos  de  D.  Joaquín  Soler  y  Dofia  Carmen  .  ^ 

)an  sus  hijos  D.  Joaquín,  Dofia  Nieves,  Dofia  Dolores  y  Dofia  * 

f  Alonso,  y  D.  Rafael  García  de  la  Pefia,  por  si  y  como  * 

menores  Dofia  Carmen,  Dofia  Clotilde,  Dofia  Nieves  y  dom  ' 

cía  Soler,  han  interpuesto  recurso  de  casación  por  íd fracción  j^         *      * 

ido  en  loa  núms,  1.*  y  7.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjuicia-  * 

,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Que  la  sentencia  recurrida  desnatnraliía  la  donación,  que 
e  interpretación  restrictiva,  ó  infringe  los  arts.  12^3  y  128^ 

Ivil  y  la  doctrina  establecida  en  sentencia  de  este  Tribunal  J' 

30  de  Diciembre  de  1864,  16  de  Noviembre  y  28  de  Diciembre  i 

demás,  comete  el  error  de  hecho  y  de  derecho  ai  interpretar  , 

rivado  de  1876,  toda  vei  que  lo  que  únicamente  concedieron 

i  del  mismOj  liberal  y  gratuitamente,  fueron  las  escorreduras  •    - 

»B,  palabra  aquélla  que  no  figura  en  el  Diccionario,  pero  \ 

smo  contrato  se  considera  sinónima  á  la  de  deaperdicio,  qne  i  .  s, 

le  lo  que  no  se  puede  ó  no  ee  fácil  aprovechar,  ó  se  deja  de 
iescuido»,  y,  por  tanto,  el  derecho  que  Parra  tiene  sobre 

noionadas  en  un  derecho  precario,  eventual,  sometido  á  lae  '  i 

que  las  necesidades  del  predio  sirviente  puedan  imponer  y 

alguno  impiden  que  el  duefio  del  mismo  haga  en  su  finca  * 

^▼•nga;  . 

Infracción  de  la  ley  y  jurisprudencia  citadas  en  el  motivo  '       > 

fo  ticos  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  cuanto  el  fallo  re - 

ena  á  elevar  á  escritura  pública  el  mencionado  documento  . 

'ipoión  en  el  Registro,  toda  vei  que  si  los  donante»  hubie-  ^  '  . 

que  eao  ee  verificase,   lo  hubieran  consignado  en  el  docu-  .     *.    *      «  ^' 

al  no  puede  darse  mayor  extensión  qne  la  que  resalte  de  lo  )i 

n  el  miamo,  pues  de  lo  contrario  se  agravaría  la  donación  ^^  , 

en  un  gravamen  perfecto  é  inscrito  en  el  Registro  lo  qne  i, 

imarae  como  nn  derecho  eventual  é  imperfecto;  «  , 

Que  al  no  existir  al  tiempo  de  otorgarse  el  repetido  contrato  '| 

ilgnna  qne  obligara  á  constituirlo  en  determinada  forma,  ^ 

>glo  á  lo  eetablecido  por  la  ley  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  I      ^ 

',  Ubro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  confirmada  por  la  *  i 

ia,  según  la  qne  en  cualquier  manera  que  aparezca  que  e{  j, 

re  obligarse  queda  obligado,  á  esta  ley  debió  atenerse  la  •     | 

surrida»  según  la  disposición  1.»  transitoria  del  Cód1$!:o  c!-  *  ^, 

Bn  en  el  supuesto  de  que  éste  tuviera  efecto  retroactivo  y  ^     .  V     * 

f 
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dante  una  acción  personal  para  compeler  á  ios  otros  contratantes 
nar  la  forma  de  la  escritura  pública,  si  bien  esa  acción  ba  presoriti 
exceso,  ya  se  atienda  al  plaio  de  qnince  afios  fijado  en  el  art.  194 
Oódigfo  civil,  ya  al  de  veinte  qne  spfiala  como  máxtmnm  la  ley  5 
tnto  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  RecopilacióD;  por  todo  lo  onal  la 
«entenciadora,  al  no  kacer  aplicación  de  expresadas  disposicione 
incarrldo  en  otro  motivo  de  casación; 

Oaarte.  Error  de  hecho  al  apreciar  la  pra<?»ba  resaltante  del  recfl 
miento  jndiciai,  acto  apténtico,  pnes  que  de  él  no  aparece,  como  B( 
«n  la  sentencia  recurrida,  que  se  haya  suprimido  el  agua  de  la  fi 
ni  menos  variado  el  curso  de  las  escorrednras,  sin  que  las  obras  y 
raciones  efeetuadas  por  García  de  la  Peña  le  estuvieran  prohibidí 
el  tftn  repetido  contrato; 

QaintOé    Infracción  de  la  doctrina  consignada  en  sentencias  d( 

Trlbonal  Supremo,  entre  ellas,  las  de  7  de  Abril  de  18U0,  20  de  Mai 

1888,  10  de  Enero  de  1S84,  2  de  Abril  de  1887,  toda  ves  que  al  ooni 

la  BQiitencia  recurrida  á  D.  Rafael  García  de  la  Pefia  al  abono  de  < 

,y  perjuicios,  lo  ha  hecho  sin  que  se  haya  justificado  dentro  del  pU 

existencia  de  ios  dafios,  lo  cual  no  se  ha  efectuado  por  el  demand 

i  máxime  cuando  el  que  usa  de  su  derechoo  a  nadie  perjudica; 

i  ^  Sexto.    Interpretación  errónea  de  loe  arts.  807  y  8?(4  del  Código 

^  i  y  6S3,  caso  4.^  de  la  ley  procesal,  al  no  haber  dado  lugar  la  Sala  se 

T  dadora  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad,  toda  ves  qne  el  prl 

de  dichos  preceptos  considera  como  heredero  forsoso  al  cónyuge  v 

el  segundo  sefiala  la  cuota  á  que  tiene  derecho,  y,  por  tanto,  D.  B 

-García  de  la  Pefia  debió  ser  demandado  por  sí  como  heredero  de  s 

posa  y  como  representante  legal  de  sus  menores  hijos,  también  he 

ros  de  aqnélla,  y  únicamente  lo  fué  con  el  sesiundo  carácter,  á  peí 

'  lo  cual  la  sentencia  recurrida  lo  condena  á  efectuar  unos  actos  y  á 

tenerse  de  otros; 

Séptimo.    Infracción  de  las  leyes  29,  tít.  2.®;  8.*,  y  12,  tít.  Jl, 

de  la  Partida  3.^  el  art.  634  del  Código  civil,  y  la  doctrina  establ 

por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  11  de  Octnbre  de  1W)6, 

Marso  de  1861,  20  de  Mayo  de  1903  y  80  de  Enero  de  1906,  slngulai 

*     (  te  en  la  primera,  toda  ves  que  la  sentencia  recorrida  califl  m  de  de 

real  la  donación  de  ios  desperdicios  de  agua  del  huerto  y  fuente  d< 

^  ^  coder,  y  en  ello  funda  la  condena  á  todos  los  demandados  á  cump 

contrato  y  á  elevarlo  á  escritura  pública  para  su  inscripción  en  e 

gistro  de  la  propiedad,  siendo  así  que  la  servidumbre,  como  de 

real,  va  indisolublemente  unida  al  inmueble  sobre  el  que  se  halla  ai 

...  según  las  leyes  y  artículos  citados,  y,  por  tanto,  la  acción  para  po 

^  cumplimiento  de  las  obligaciones  nacidas  de  aquel  derecho  podría 

bería  ejercitarse,  no  contra  los  herederos  de  los  que  constituyeron  i 

I  derecho,  sino  contra  el  que  aparezca  como  duefio  de  la  finca  gravad 

el  mismo,  pues  que  él  únicamente  podrá  cumplir  las  obllgaolonee 

I  cadas,  y  así  se  dispone  para  la  acción  reivindicatoría,  que  tiene  el 

mo  carácter  que  la  confesoria  de  servidumbre,  en  la  citada  ley  2f, 

lo  2.®,  Partida  8.^;  por  lo  que  el  Tribunal  a  quo,  en  el  supuesto  d< 

m  razona,  debió  condenar;  no  á  todos  los  demandados,  sine  solame 

los  que  resultaban  duefios  de  la  finca,  conforme  á  la  certifloación 

f  sentada  al  contestar  la  demanda,  ó  sea  á  D.  Rafael  García  de  la  ] 

'        ^  que  no  fué  demandado  por  sí,  y  á  sus  menores  hijos,  sin  qne  tm 

^  .     ^^^  <l^^  '&  escritura  en  que  aquella  adjudicación  se  biso  se  inscribiera 

Registro  después  de  la  demanda,  pero  an^es  del  emplaiamiento  ^ 
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»rqii6  aparte  de  que  éatOB  pudieron  tener  medios  de  ave- 
Be  había  adjudicado  la  finca,  pnee  según  afirmaron  en  la 
>  la  demanda,  la  participación  de  ios  bienes  se  convine  al 
m  D.  Joaquín  Soler,  era  lo  cierto  que  al  serles  conocidos 

ción  en  autos  del  documento  expresado  los  verdaderos  ^ 

tueble,  pudo  hacer  uso  del  medio  procesal  establecido  en 
I  loj  de  Bajaiciamiento  civil,  modificando  su  pretensión, 
extremo,  ai  evacuar  el  traslado  de  réplica;  y  error  de 

9cho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  al  no  otorgar  á  la  ^        > 

melonada  el  valor  que  le  es  propio;  conforme  al  art.  1218 

1;  y 

raceión  de  la  lej  8.*  tít.  9S,  Partida  8.^,  al  condenar  en 
recurrentes,  cuya  falta  de  temeridad  es  manifiesta  si  ae 
k  que^  obrando  de  buena  fe,  reconocieron  el  documento  i  « 

To  de  base  al  pleito,  habiendo  versado  casi  exclnsiva- 
lión  sobre  el  alcance  que  haya  de  darse  al  expresado  do-  , 

lo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Rniz  García  Hita: 

lo  que  el  documento  privado  de  8  de  Noviembre  de  1876,  ^ 

mal  los  consortes  Soler  y  Alfonso  cedieron  las  escorre-  ' 

iicios  de  las  agnas  de  las  balsas  y  faente  de  sus  huertos  ^^ 

Dder  á  D.  Vicente  Parra  para  que  las  aprovechara  en  nn 

iguo  de  su  propiedad,  es  un  verdadero  contrato  de  servi- 

samente  definido  en  la  ley  12,  tít.  31  de  la  Partida  8.*, 

duefio  de  una  finca  regada  con  agua  nacida  en  predio 
irla  en  todo  ó  en  parte  en  favor  del  predio  vecino: 
lo  qne  en  nada  afecta  á  la  naturaleza  del  derecho  de  ser-  ^ 

m  concesión  sea  gratuita,  primero  de  ios  títulos  que  enu-  , 

de  la  Partida  citada,  toda  vez  que,  cualquiera  que  sea  la 
ato,  gratuita  ú  onerosa,  no  produce  efectos  le^i^ales  die* 
I  á  la  extensión  del  derecho  creado,  el  cual  debe  ser  re-  \ 

imente  por  el  acto  ó  contrato  que  le  dio  vida  y,  en  sa  de-  ^  •  s 

isposiciones  generales  de  la  ley;  y,  en  este  snpnecito,  la 
lora,  al  otorgar  validez  y  eficacia  al  documento  p^-lvado 
Je  constitución  de  servidumbre,  ni  incurre  en  el  error  de  * 

>e  las  infracciones  de  ley  que  le  atribuye  el  primer  mo- 
},  porque  la  cesión  de  los  desperdicios  del  agna  la  hicie- 
es  Soler  y  Alfonso  en  este  documento  para  siempre  y  no 
o  ó  con  carácter  eventual,  no  pudiendo,  por  lo   tanto,  ^ 

td  de  los  dueños  del  predio  sirviente  la  existencia  y  efeo- 
»cho  al  riego  del  predio  dominante,  dados  los  términos 
dido: 
lo  que  en  orden  á  los  motivos  segundo  y  tercero  de  casa-  '   '*     '      * 

por  el  consentimiento  de  las  partes  quedó  perfeccionado  ^  ,      ^ 

\  de  Noviembre  de  1870  y  su  exclusivo  objeto  fué  estable-  ,  ,  t 

imbre  de  la  naturaleza  indicada,  el  reconocimiento  de  » 

re  ha  de  subordinarse  á  las  disposiciones  del  Código  de  '      t  ,. 

mueble,  ó  sea  á  la  ley  Hipotecaria,  si  ha  de  tener  eficacia  (     ^  ■ 

¡  y,  por  tanto,  la  Sala  sentenciadora,  al  ordenar  que  se  *    ""  '    ^ 

«  pública  el  repetido  contrato  para  su  inscripción  en  el  >      - 

[»ro piedad,  en  vez  de  cometer  error  de  hecho,  interpreta  •  i        ^ 

loa  otorgantes  y  aplica  rectamente  el  art.  1268  del  Código  ¿ 

flere  al  consentimiento  y  obligación  en  que,  por  virtud  ¿     A 

(dan  las  partes  de  cumplir  con  todas  las  consecuencias  ■         *  4»     , 

Retado;  y,  por  otra  parte,  tampoco  infringe  la  Sala  laa  ^    *     '  > 


h. 
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)  l«76fl  qae  se  refieren  á  1a  preecripcióB,  perqué  le  serTÍdambre  ha ' 

oeíándose  hetU  Diciembre  de  190S,  y  mieatree  éste  ne  se  ezting 
doefios  del  predio  sirTiente,  eomo  los  del  dominantei  llenen  dez 
%ae  se  hi^ a  constar  sn  ezisteneia  en  decmmente  público  para  sn 
inscripción  en  el  Begistro: 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  en  este  Jnicio  es  peí 
porqne  tiene  sn  origen  en  el  contrato  de  8  de  NoTiembre  de  1876, 
debido  consignientemente  ntiliiarse,  como  se  ,  ha  ntiliíado,  con 
cansahabientes  de  loe  qne  íneton  parte  en  el  mismo,  y  porqne  se 
al  cumplimiento  de  las  obligaciones  derlTadas  de  aquel  conti 
esto  supuesto,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  las  leyes 
«  trina  que  se  citan  en  el  sexto  motilo  del  recurso  al  condenar  á  1 

mandados  en  el  concepto  en  que  lo  fueren  de  herederos  de  los  coi 
Soler  y  Alfonso;  no  siendo  de  estimar  tampoco  las  del  motlTO  eé 
porque,  aparte  de  que  la  cuestión  de  falta  de  personalidad  eeríi 
de  infracción  láe  forma,  ee  de  todas  suertes  CTidente  que  D,  Rafee 
ote  de  la  Pefia  tiene  la  representación  con  que  ha  sido  demandado 
denado  en  este  pleito,  y  porque  la  parte  de  la  condena  qne  partic 
personalmente  le  efecta  es  congruente  y  conforme  con  la  súplica 
demanda  y  fundamentos  de  la  misma,  al  imputarle  la  realiíación 
i  actos  perturbadores  del  ejercicio  de  la  serTidumbre: 

I  f  Considerando  que  tampoco  el  Tribunal  é  quo  ha  cometido  lo 

*   .  res  de  hecho  y  derecho  que  se  le  atribuyen  en  los  motlToa  cuarto  ] 

t  te  del  recurso,  puesto  que  la  sentencia,  apreciando  en  conjunto  e 

de  las  pruebas  practicadas,  estima,  en  sus  considerandoe  tercero 
tOf  que  por  actos  y  omisiones  realiaados  por  D.  Rafael  <3^arcía  de  1 
ee  había  variado  el  curso  de  las  escorreduras  de  las  aguas  de  las 
y  fuente  del  Becoder,  sin  que  por  el  resultado  del  recenocimienti 
aisladamente  apreciado,  se  patentice  lo  contrario,  y  que  een  taleí 
ee  habían  causado  dafios  y  perjuicios  al  demandante^  eoncnrrien 
BU  consecuencia,  los  elementos  de  hecho  indispensables,  según  U 
tida  jarisprudencia  de  este  Sopremo  Tribunal,  para  que  proceda  1 
dona  en  rasón  de  estos  daftos  y  perjuicios,  aun  cuando  su  eztensK 
portañola  y  cuantía  haya  de  fijarse  en  el  período  de  ejecución  de 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  928  de  la  ley  de  Bnjuiciai 
civil: 

Considerando,  por  último,  qne  este  Supremo  Tribunal  tiene  t 

u  mo  repetidamente  declarado  que  la  ley  de  Partida  que  se  cita  en 

^  * '  tavo  motivo  del  recurso,  eomo  las  recopiladas  que  regulaban  antei 

)  vigencia  del  Código  civil  la  condena  de  cestas,  han  sido  derogad 

la  disposición  final,  ó  sea  el  art.  1978  de  este  Cuerpo  legal,  y  que  i 

^^  na  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  para  el  efecto  de  su  imposición 

.  elemento  de  hecho,  es  de  la  exclusiva  apreciación  del  Tribunal  á  < 

^  }  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar 

j,  curso  de  casación  interpuesto  por  los  herederos  de  D.  Joaquín  8 

Dofia  Carmen  Alfonso,  ó  sean  sus  hijos  D.  Joaquín,  Dofia  Kievee, 

I  Dolores  y  Dofia  María  Soler  y  Alfonso,  y  D.  Rafael  García  de  la 

.  por  sí  y  como  padre  de  los  menores  Dofia  Carmen,  Dofia  Clotilde. 

Nieves  y  D.  Joaquín  García  Soler,  á  quienes  condenamos  al  pago 

costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  han  constituido,  al  que  m 

r      '  la  aplicación  qne  previene  la  ley;  y  con  la  certificación  eorrespon< 

devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de  Valencia  el  apuntamieni 

i  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gñeet 
^^  '  \  eertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oop 


( 


I, 
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oaouiM,  lo  proBttii6i«mo0v  muulftiiiot  y  ftniiftmoB.=Jo«é  do  Aldeeos.s= 
Vicenit  de  Piiüé«j=Viclor  OoTláii.=:Antoiiio  Alonso  Oa8afi«.=IldefoB- 
w  Lopes  Araiido.=FedeTico  BfonealTO^ssEdnftrdo  Rnii  García  Hita. 

Pabüeacidii.ss  Leída  y  ¡mblieada  fné  la  anterior  aentenola  por  el 
liBmo.  8r.  D.  Eduardo  BnU  García  Hita,  Magtetrado  do  la  Sala  de  lo  el- 
TU  dei  Tribunal  Supremo,  celebrando  andiencia  pública  la  mioma  en  el 
üi  de  hoy,  do  que  eertifloo  como  Escribano  de  Oámara. 

Madrid  96  do  Octabre  do  lOOO.BRogelio  Gonsáleí  Mootoe. 


Kúm.  BQ.-TRIBUNAL  SUPREMO.-a^  «o  OeMre, 
pakileada  el  23  de  Oetabre  de  1907. 

Cmaoión  por  quebbantamibnto  de  forma.— DtfsaAiceío.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Emilio  Bdssiereo  contra  la  dictada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Baeza,  en  juicio  con  D.  Francioco  Manzano. 
Bn  8U8  coNsiDBRANDoo  oe  ostabloce: 

Qm  ti  recurso  de  eoMoeión  por  qudfrantamiento  de  las  formae 
cendales  del  juicio  sólo  »c  da  en  los  casos  expresamente  detertni- 
naios  en  el  art,  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eioil,  y  para  fun* 
darse  en  el  nilm.  6.^  de  dicho  precepto  legal  se  ha  de  basar  en  la  in^ 
tampetenda  de  jurisdicdóny  es  decir ^  en  el  supuesto  de  que  el  Tri- 
bunal sentenciador  haya  entendido.en  el  pleito  sin  estar  atribuido 
for  la  ley  á  su  autoridad  el  conocimiento  del  mismo,  no  pudiendo 
por  ello  comprenderse  en  el  indicado  precepto  legal  el  caso  en  que  el 
Tribunal  a  quo  haya  resuelto  que  carece  de  competencia  para  ínter- 
tadr  en  el  asunto,  ya  que  entonces,  lejos  de  obrar  con  ineompeten* 
m,  se  abstiene  de  hacerlo  por  estimar  aue  carece  de  atribuciones 
pera  realizarlo^  resolución  que  sólo  puede  ser  impugnada  y  discuti- 
da, por  lo  tantOy  en  un  recurso  por  infracción  de  ley: 

Que  la  infracción  de  los  arts.  1581  y  1582  de  la  ley  procesal  no  da 
luyer  a¿  recurso  de  casación  en  la  Jorma,  por  no  poderse  compren- 
der en  ninguno  de  los  casos  del  citado  art.  1693. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  26  de  Octubre  de  1906,  en  el  jniclo 
ilideeahncio  de  nna  casa  palacio  seguido  en  el  Juzgado  muDicipal  de 
Jabslqointo  y  on  el  de  primera  instancia  de  Baeza  por  D.  Emilio  Be- 
eiisres  y  Bamíreí  de  Areliauo,  Oonde  Duque  de  Benavente  y  otros  tltn- 
ioi,  propietario,  yecino  de  Granada,  con  D.  FraDcisco  Mausano  y  de 
CastiUa,  propietario  y  empleado,  vecino  de  Jabalquiuto;  pleito  pendiente 
ftate  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for« 
oa,- interpuesto  por  el  demandante,  representado  por  el  Procurador  don 
Máximo  Cánovae  del  Castillo  y  dirigido  por  el  Abogado  D.  Diego  de 
Bahamonde;  eetándoio  la  parte  demandada  y  recurrida  representada  por 
€l  F'oenrador  D.  Antonio  Bendicbo  y  defendida  por  el  Lie  anclado  don 
Mai    il  Ariimondi: 

niltando  que  en  las  capitulaciones  otorgadas  en  Irún,  en  23  de 
Ebi  r  de  1887  para  el  matrimonio  de  D.  Emilio  Bespieres  y  Ramírez  de 
An  kno  con  Dofia  María  de  los  Dolores  Téllez  Girón,  Marquesa  de 
Lai  ly,  BO  pactó  que  si  ésta  durante  dicho  matrimonio  adquiría  algn^ 
noi  enes,  rentas  ó  derechos,  se  había  de  considerar  como  dótales  desde 
qv<  ntraran  en  su  poder  ó  en  el  de  su  paarido,  y  tendrían  el  privilegio 
dot     -*^-—  lo  que  se  procedería  á  lo  que^  exigía  al  efecto  la  actual  ley 
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Tersando  tos  ftlegaoiones  de  eeU  parte  j  alterado  el  sentido  j  has 
texto  de  las  disposiciones  legales;  que  en  la  demanda  se  afirmabí 
aqnél  entró  á  ocnpar  la  casa  palaeio  en  virtud  de  sn  cargo  de  adm 
trador,  como  consecaencia  det  contrato  de  Bervicios  en  qne  la  adm 
traoión  consistía  y  formando  parte  de  la  retriboción  qne  por  dicho 
trato  habla  de  percibir  la  facultad  de  habitar  la  casa;  y  no  habiendo 
jetado  nada  el  demandado  contra  estas  afirmaciones  en  la  primers 
tancia,  sino  que  antes  bien  fueron  reconocidas  y  además  se  referí 
hecno  cuya  cortesa  constaba  de  pública  notoriedad,  no  hubo  que  ju 
carias;  y  ahora  negaba  que  existiera  el  contrato  de  arrendamieni 
servicios,  por  ser  elemento  esencial  en  éste  la  existencia  de  precio 
haberse  probado  en  primera  instancia  que  él  recibiera  cantidad  al¡ 
por  sus  servicios  como  administrador;  de  manera  que,  aprovechan 
útí  esa  so  puesta  deficiencia,  tratatw  de  convencer  de  que  desempe 
gratuitamente  una  administración  de  tanto  trabajo  y  responsabilidí 
pero  eso  no  podía  influir  en  el  pleito,  porque  por  ello  no  dejaba  de  < 
tir  y  estar  plenamente  probado  el  arrendamiento  de  servicios,  que  a 
negaba  por  primera  ves,  y  el  precio  cierto,  pues  era  indudable  y  ad< 
tenia  aceptado  y  reconocido  el  propio  demandado  que  si  no  recibí 
ñero  en  pago  de  sus  servicios,  recibía  la  facultad  de  ocupar  y  viv 
casa,  y  con  esto  bastaba  para  ios  fines  del  pleito;  porque,  á  áiten 


I  de  la  compraventa,  en  que  el  precio  había  de  consistir  sn  dinero  ó  i 

'   L  que  lo  representara  en  el  arrendamiento,  tanto  de  cotas  como  de  s 

*  cios,  bastaba  que  el  precio  fuese  cierto,  ó  lo  que  era  lo  mismo,  detc 


nado,  conocido,  indudable,  á  términos  que  sobre  él  pudiera  recaei 

entera  precisión  el  consentimiento  de  les  contratantes,  pero  pudi 

ser  eu  dinero  ó  en  especie  ó  en  cualquiera  otra  cosa  capas  de  ser  o 

de  apropiación;  y  siendo  éste,  según  la  ley,  la  jurisprudencia  y  lo 

mentaristas,  el  concepto  de  precio  cierto^  no  podía  dejar  de  estar 

■  .  prendido  en  él  el  derecho  de  habitar  la  casa  palacio,  cosa  cierta  y  d 

minada,  que  no  podía  ofrecer  dudas,  fuese  grande  ó  pequeño  su  v 

y  la  cual  no  le  pertenecía  antes  por  título  alguno,  y  únicamente  11< 

adquirirla  como  compensación  y  á  cambio  de  sus  servicios,  comí 

verdadero  precio  de  ellos,  para  diafrutarla  sólo  mientras  los  pree 

que  el  cargo  de  administrador  no  entrafiaba  más  relación  jurídici 

•     ,  hi  de  la  obligación  de  prestar  ciertos  servicios  mediante  un  precio 

pulado,  y  esa  era  precisamente  la  definición  que  del  arrendamlen 

M  servicios  se  daba  en  el  art.  1644  del  Código  civil,  no  siendo  explii 

-  *  •  que  el  demandado,  reconociendo  que  ese  arrendamiento  existía  cu 

se  trata1t)a  de  servicios  manuales,  como  los  de  los  porteros,  guan 

otros  trabajadores,  no  lo  hiciera  extensivo  á  los  servicios  de  un  a 

,,,  nistrador,  cuando  la  ley  no  distinguía  entre  los  unos  y  los  otros,  pi 

.  bien  el  art.  1687  y  alguno  más  aludían  en  particular  á  los  cria< 

'   I  otros  trabajadores  mecánicos,  ésto  sólo  quería  decir  que  el  legisl 

,.  había  creído  conveniente  dictar  disposiciones  especiales  respecto  d 

contratos  celebrados  con  ellos,  nunca  que  por  virtud  de  esas  dispoe 

I  nos  especiales  quedara  anulado  ó  restringido  el  concepto  generi 

,  arrendamiento  de  servicios  expuesto  en  dicho  art.  1644,  y  establ 

estaba  como  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  varias  sei 

.  cias  qne  este  artículo  y  el  contrato  en  él  definido  eran  aplicables,  nc 

^  .  á  los  servicios  materiales  y  puramente  mecánicos,  sino  á  los  prest 

I'  en  toda  clase  de  profesiones,  á  los  de  un  Ingeniero  director  de  obrí 

I  un  pnerto,  un  Agente  de  negocios  y  varios  Médicos;  así  que  la  oonfi 

era  la  de  la  otra  parte,  que  en  su  obsesión  alteraba  en  sus  citas  el  i 

'^  '  *  de  la  ley,  diciendo  que  ésta  separaba  la  administración  y  el  manda 
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I       I  arrendamiento,  annque  no  mediando  precio  para  el  disfrute  de  la  í 

cuando  resaltaba  condicionado  en  eqnivaiencia  de  aqaói  por  la  pr 

eión  de  servicio,  7,  por  consiguiente,  no  á  titulo  gratuito,  cual  req 

ia  naturaleza  del  precario,  7  que,  ocupada  por  Narganes  la  habiti 

objeto  del  desahucio  con  motivo  del  cargo  de  portero  que  desempc 

I  7  én  parte  de  pago  de  sus  servicios  en  tal  concepto,  de  0U7e  carg< 

;  separado,  requirióadole  para  que  desalojara  aquélla,  dicha  relevad 

tal  requerimiento  constituían  el  término  del  arrendamiento,  con 

tenia  repetidamente  declarado  este  Tribunal  Supremo,  en  obeerví 

de  lo  establecido  en  el  art.  1687  del  Oódigo  civil,  por  lo  que,  tratái 

del  caso  comprendido  expresamente  en  el  núm.  1.^  del  art.  166S  de  1 

*  procesal,  era  indudable  la  competencia  con  que  el  Jaea  municipi 

BuenaviBta  había  conocido  del  Juicio  de  que  se  trataba;  7  del  art. 

del  Oódigo  civil  comprendido  en  el  capítulo  S,^  del  arrendamienl 

obras  7  servicios;  preceptos  7  doctrinas  legales  que  la  sentencia 

rrida  iDfringía  en  su  parte  dispositiva,  diciendo,  además,  en  el  ci 

de  sus  fundamentos  Jurídicos,  que  el  actor,  al  presentar  su  dem 

ante  el  Juagado  municipal  contra  D.  Francisco  Mansano,  lo  hiso  c< 

el  administrador  de  la  Duquesa,  fundando  la  competencia  de  1 

Juagado  en  el  núm.  1.*^  del  art.  1662,  sin  tener  presente  que  el  arre 

i  miento  de  servicios  lo  definía  el  art.  1644  del  Oódigo,  que  exigía  /n 

I  derto,  por  lo  que  la  e$eneia  de  tal  contrato  era  precio  cierto,  v< 

*  A  dere,  seguro,  infalible,  circunstancias  no  justificadas  en  estos  a 

*  siendo  así  que  estaba  alegado  por  el  demandante,  reconocido  por  e 

mandado,  probado  7  admitido  por  la  misma  sentencia  recurrida, 

Manzano  era  administrador  de  la  Duquesa,  ocupando  en  virtud  de  ( 

cargo  7  en  parte  de  pago  de  los  servicios  que  en  él  prestaba  la  cas 

ministración  de  aquélla;  no  estando  ni  podiendo  estar  el  art.  164 

Oódigo  civil  comprendido  entre  las  dispoBiciones  generales  del  con 

de  arrendamiento,  en  oposición  con  lo  establecido  en  las  le7es  7  d< 

ñas  invocadas  eu  este  motivo  de  casación,  las  cuales  no  exigii 

»  prueba  de  ningún  precio  cierto,  verdadero,  seguro,  infalible,  bast 

el  conocimiento  de  que  la  habitación  de  que  se  trataba  se  ecupafa 

parte  de  pago  de  los  servicios  arrendados;  no  oponiéndose  á  las  sei 

das  aquí  invocadas  ia  citada  en  el  considerando  de  10  de  Julio  de 

*    ,  en  el  caso  de  la  cual  no  existía  ninguna  clase  de  arrendamiento; 

cuanto  el  fallo  recurrido  se  apo7aba  en  el  considerando  quinto,  in 

^  gía  los  preceptos  7  doctrinas  invocados,  por  los  motivos  7a  dich 

* '  porque  si  bien  en  dicho  considerando  se  decía  que  el  habitar  Man 

la  casa  no  presa  ponía  parte  de  pago  de  sus  servicios,  0U70  precio  i 

había  demostrado,  sino  ser  persona  de  la  absoluta  confianaa  de  la 

,,t  quesa  para  que  cuidara  los  muebles  7  efectos  allí  depositados,  loi 

I  sultandos  7  el  sexto  considerando  decían  que  Maniano  ejerció  su  < 

)  de  administrador,  7  que  en  este  concepto  se  le  demamdaba;  en  oc 

k.  él   fallo  se  apo7aba  en  el  considerando  sexto,  infringía  asim 

dichos  preceptos  7  doctrinas,  porque  el  haber  ejercido  Mansano  el  c 

I  de  Administrador  cpor  virtud  de  una  escritura  de  poder  ó  mandato 

4  administrar  7  otras  facultades,  obrante  en  autos— poder  substil 

por  la  Duquesa,  á  quien  lo  confió  el  Duque,  en  virtud  de  lo  cual 

I  sano  era  Apoderado  dé  la  Duquesa  7  nada  se  afiadía  aquí  sobre  la 

'  sonalidad  de  éste,  porque  ello  correspondía  al  fondo—,  cn7a  escr 

1  constltU7e  un  verdadero  contrato  de  mandato,  según  el  art.  1701 

^       <  propio  Oódigo  dvil,  sin  que  en  el  mismo  existan  cláusulas  que 

precio  cierto  por  servicios  señalados»,  en  nada  obstaba  á  que,  con 

'*^  '  '  ú  otras  facultades  7  con  éstos  ó  aquellos  emolumentes,  oosaa  amba 
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e  caeo,  Manzano  dejara  de  ser  adminiatrador  por  ba- 
Daqae  tal  cargo,  y,  además,  ínó  avisado,  nada  meno» 
)  1906,  para  que  desalojara  ia  casa  administración,  cuyo 
de  los  emolumentos  que  el  cargo  tenía;  y  en  cuanto  el 
k  en  el  considerando  séptimo,  también  cometía  las  in- 
I,  puesto  que  el  art.  1566  probaba  que  ante  la  ley,  eran 
loe  inquiiinos,  colonos  y  demás  arrendatarios,  com- 
lúm.  1.^,  y  también  iguales  entre  sí  los  administrado- 
porteros  ó  guardas,  comprendidos  en  el  núm.  2.°,  por 
modo  que  las  sentencias  arriba  citadas  desabuciaron^ 
1.  1.®  del  art.  1662,  á  un  sacristán,  un  jardinero  y  un 
k  desabuciar  al  administrador  que,  declarado  cesante  y 
eses  para  que  desalojara  la  finca,  continuaba  ocupán- 

racción  de  los  arts.  1681  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
aal  cel  Juea  ...  dictará  sentencia,  decretando  baber  ó  na 
esabncio,  y  apercibiendo  en  el  primer  caso  al  deman* 
,  que  añude:  cLa  seotenciallevará  consigo,  según  se 
gar  ó  no  al  desabucio,  expresa  condenación  de  costas 
al  demandante»;  porque  bíd  declarar  que  no  babía  lugar 
servando,  por  el  contrario,  al  recurrente  el  derecbo  de 
nzgado  de  primera  inetuncia  de  Baeaa,  y  limitándose 
ompetencia  del  Juzgado  municipal  de  Jabalquinto,  im- 
Qte  las  costas  del  juicio,  alegando  que  la  sentencia  dic- 
te de  juicios — cosa  que,  como  se  bubía  visto,  no  decía. 
levar  consigo  la  expresa  condena  de  costas,  de  confor- 
to terminante  del  art.  16H2;  siendo,  ademas,  de  notar 
la  condena  de  costas  para  castigo  de  la  mala  fe  ó  la  te« 
juicios,  no  cabía  impoboria  en  derecbo  á  un  apelado» 
en  las  cnesticnes  de  competencia  no  solían  ser  impnes- 
Imera  instancia: 

Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Domenecb: 
i  que  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  laa 
)s  del  juicio  solo  se  da  en  los  casos  expresamente  deter- 
't.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  para  íon- 
.  6.^  de  dicbo  precepto  legal  se  ha  de  basar  en  la  incom- 
idicción,  es  decir,  en  el  supuesto  de  que  el  Tribunal  sen- 
ntendido  en  el  pleito  sin  estar  atribuido  por  la  ley  á  sa 
ocimiento  del  mismo,  no  pudiendo  por  ello  comprender- 
»  precepto  legal  el  caso  en  que  el  Tribunal  a  quo  baya 
3ce  de  competencia  para  intervenir  en  el  asunto,  ya  que 
le  obrar  con  incompetencia,  se  abstiene  de  bacerio  por 
ce  de  atribuciones  para  realizarlo,  resolución  que  sola 
nada  y  discutida,  por  lo  tanto,  en  un  recurso  por  infrac- 

»  que  resolviéndose  con  error  ó  sin  él  en  la  sentencia  re- 
m  grado  de  apelación  por  el  Juez  de  primera  instancia 
municipal  de  Jabalquinto  carece  de  competencia  para^ 
icio  de  desabucio  promovido  por  el  Conde-Duque  de  Be- 
X  Francisco  Manzano,  es  visto  que,  conforme  á  la  doc- 
no  procede  el  recurso  interpuesto,  por  no  bailarse  oom- 
lencionado  núm.  6.^  del  art.  169a  de  la  ley  de  Procedi- 
)ne  por  el  recurrente  se  invoca : 

>  qne  las  infracciones  que  se  alegan  en  el  segundo  mo- 
y  se  snpone  cometidas  en  la  sentencia  recurrida  no  daa 
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'       »  lafl:Ar  al  recarao  por  quebrantamiento  de  forma,  por  no  poderse  coi 

•  iler  en  ningnno  de  loe  casos  del  referido  art.  1698  de  la  ley  proce 

Fallamos  que  dabemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingai 
cnrso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  p 
Emilio  Bassieres  y  Ramírez  de  Arellano,  Oonde  Duque  de  Bena^ 

(otros  títulos,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  ] 
del  depósito  que  ha  constituido,  al  que  se  dará  la  aplicación  que 
ne  la  ley;  y  procódase  á  tramitar  el  recurso  por  infracción  de  1 
parado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  < 
tara  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coi 

('  cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=JoBé  de  Aid 

Vicente  de  Pini6s.=Iidefon80  López  Aranda.=PaBCual  Domenec 
derico  Monsaive.=:Camilo  María  Gullón.=EduardM  Ruiz  García 
Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia 
Excmo.  6r.  D.  Pascual  Domenech,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  c 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Octubre  de  1906.=Rogelio  González  Montes. 

i 

I  -  JN^úm.  OO.-^TRIBUNAL  SUPREMO.— 27  líe  Octubre. 

I  publloado  el  23  de  Octubre  de  1907. 

*  Casación  por  infracción  de  ls,^. —Nulidad  de  actuaciones. 

declaraado  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  int< 
1  to  por  D.  Pío  Rebollo  y  otra  contra  la  pronunciada  por 

primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pie 
Doña  Josefa  Durañona  y  otrasi 
En  su  coNSiDERiiNDo  únlco  se  establece: 

I  Que  según  repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  S 

para  que  sea  admisible  el  recurso  de  casación  á  tenor  de  lo  o 
to  en  el  art.  1690  de  la  ley  procesal,  es  indispensable  que  la  se 
contra  la  que  se  recurra  tenga  el  carácter  de  deñnitiva: 
'    .  Que  la  sentencia  denegatoria  de  nulidad  de  actuaciones, 

pide  la  prosecución  del  pleito,  por  lo  que,  según  el  art.  1729, 
^  ro  3.^  de  dicha  ley,  es  improcedente  la  admisión  del  recurso  { 

ira  la  misma  se  interponga. 

Resultando  que  en  fnioio  declarativo  de  mayor  cuantía  prom( 

nt  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcalá  de  Henares,  por  D.  Pí 

A  lio  7  su  mujer  Dofia  Primitiva  Graiño,  contra  Dofia  Josefe.  Di 

•  f  ^anta  Ooloma  y  otros  sobre  nulidad  de  una  afección  hipotecaria 

I  extremos,  suscitaron  dichos  cónyuges  actores  un  incidente  de  ] 

especial  pronunciamiento  para  que  se  declarase  la  nulidad  de  la 

I  clones  practicadas  con  poste. iodad  al  fallecimiento  de  uno  de  los 

i  dados,  en  cuyo  nombre  continuaba,  sin  embargo,  actuando  el  1 

<lor  que  tenía  su  representación;  y  tramitado  el  incidente  en  fon 

y  debida,  el  Juez  de  primera  instancia  de   Alcalá  Henares,  en  s< 

'     *  <le  18  de  Septiembre  de  1905,  desestimó  la  nulidad  pretendida 

\  I'  cónyuges  Rebollo  Graifio,  á  quienes  condenó  en  las  costas  del 

•  •;     *        '  te,  cuyo  fallo,  con  imposición  de  las  de  segunda  instancia  á  loe 

eados  actores  y  apelantes,  confirmó  la  Sala  primera  de  la  civil  d 

diencia  territorial  de  esta  corte  en  sentencia  de  2  de  Abril  última 
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BeralUnde  qae  D.  Pío  BebolU  y  an  mnjer  Dofia  PHmltiTa  Graifio 
dal  Cutillo  ban  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley» 
esme  comprendido  en  el  núm.1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Bnjulcia- 
ffliente  cítíI,  invocando  en  dos  diversos  motivos  el  art.  9.^  del  mismo 
Cuerpo  legal  y  el  887  de  la  ley  orgánica  del  Poder  Judicial,  en  relación 
C0D  aqDót;  y  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recurso 
porqne  no  teniendo  el  fallo  recurrido  el  concepto  de  dcfiaitivo,  le  es  apli- 
eabifi  eloúm.  8.*^  del  art.  1729  de  la  precitada  ley  de  Enjuiciamiento. 

Visto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Ramón  Barroeta: 

Considerando  que,  según  repetidamenfe  tiene  declarado  este  Tribu- 
Btl  Sapremo,  para  que  sea  admisible  el  recurso  de  casación,  á  tenor  de 
lodispaestoen  el  art.  1690de  la  ley  de  Eojulciamiento  civil,  es  Indis- 
pmuble  que  la  sentencia  contra  la  que  se  recurra  tenga  el  carácter  de 
definitiva,  y  en  el  presente  caso,  al  resolver  la  8ala  de  lo  civil  de  la 
iodiencia  de  esta  corte  el  incidente  de  nulidad  de  actnacioDes,  promo- 
Tldo  en  pleito  sobre  nulidad  de  cierta  afección  bipotecaria,  es  evidente 
qne  con  su  fallo  no  impide  la  prosecución  del  referido  pleito,  por  lo 
qm,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1729  y  su  núm.  8.*,  es  improce- 
deote  la  admisión  del  presente  recurso; 

Ko  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
kj  qae  han  interpuesto  D.  Pío  Rebollo  y  Alonso  y  su  mujer  Doña  Pri- 
mitl 7a  Graifio  del  Castillo,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas; 
líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  la  oorreepondiente  certi- 
ficación, devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió,  y  publíquese  este 
uto  según  previene  la  ley. 

Madrid  27  de  Octubre  de  1906.=Jo8é  de  AldecoH.=FrauclPco  Toda.=r 
Vicecte  de  Piniés.=: Antonio  Alonso  Casafia.=sPascual  Domenech.=: 
Hamón  Barroeta.=:lLduardo  Ruiz  García  Hita.=Ante  mi,  Marcelino  S^n 
Bomán. 


Num.    ex.— TRIBUNAL    SUPREMO— 29  de  Octabre, 
pablloatfa  ti  23  de  Octubre  de  1907. 

iUSACióN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. -^Rendición  de  cu^n^a».— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  ai  recurso  interpuesto  por  don 
José  Gallegos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  délo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Luis  Mar- 
tínez. 
Bu  sus  CONSIDERANDOS  80  establoce: 

Que  no  incurre  en  el  de/eeto  de  incongruencia  con  infracción  del 
articulo  359  de  la  ley  procesal,  el  fallo  que  guarda  perjecta  eonfor- 
midad  con  laM  pretensiones  de  las  partes: 

Que  no  es  ae  estimar  el  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  cuando  no  se  cita  como  infringida  disposición  alguna  legal 
rtferente  á  la  misma. 

i  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  29  de  Octubre  de  1906,  en  el  juicio 
ddc  cativo  de  mayor  cuantía,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia )1  distrito  del  Congreso  de  la  misma  j  en  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil d  la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Joeé  María  Gallegos  Márquez, 
de  tavecindad,  comerciante,  contra  D.  Lnis  Martínez  Alcobendas,  y 
poi  n  defunción,  su  albacea  testamentario  D.  José  María  Santos  Alonso, 
de  '^'^  nroíesión  j  vecindad,  sobre  rendición  de  cuentas;  pendienLe 
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lada  podía  entregar  perqne  nada  tenía,  pneato  qne  la  lle- 
8  en  loe  libree  de  en  caea;  y  facilitada  la  llave  por  éste, 
▼entarlar  lae  ezietenoiaa  de  la  fábrica  de  la  calle  de  Za- 
ftndose  en  loe  díae  9  y  11,  según  actas  notariales  de  esa 

haciende  conetor  el  efectivo  en  81  de  Enero  de  1900  y  * 

^Ao?^^^*  bechos  en  el  mes  de  Diciembre  del  mismo 
íf  r  ;li  P^®**"  ^^  céntimos,  cnyos  dos  documentos  ocu- 
)o  a  107:  , 

loe,  al  replicar,  D.  José  María  Gallegos  insistió  en  las  i 

lecho  de  sn  demanda,  añadiendo:  que  no  era  de  disentir  "  ' 

5  máquinas,  materiales,  utensilios,  etc.,  pues  todo  elle 

que  Martines  Alcobendas  podría  cargar  á  la  cuenta  ge- 

0  al  bacer  la  liquidación,  reservándose  el  derecho  de  im- 

jreía  justo;  que  lo  que  había  que  ventilar  era,  si  tenlen-  . 

00  de  las  utilidades  líquidas  en  el  negocio,  tenía  ó  no  el 
?aclón  de  rendir  cuentas;  que  esta  obligación  se  demos- 
laración  del  mismo  de  que  él  era  quien  llevaba  la  conta-  * 

y  oficial;  que  Martínea  Alcobendas  tenía  en  sn  poder  '      .     «•     • 

1,  todos  los  datos  que  precisaba  referentes  á  la  fábrica  y  * 

rmalisar  la  liquidación  general,  pues  lo  único  que  tenía 

10  había  recibido  eran  los  referentes  al  depóeito  desde  •      • 

1901  hasta  el  26  de  Enero  de  1902,  datos  suministrados 

mas  cuartillas  que  el  demandado  confesaba  que  obraban 

1  sólo  este  último  era  el  que  llevaba  la  contabilidad  con 
malldades,  al  paso  que  él  en  la  fábrica  y  en  el  depósito 

e  procurar  datos  á  aquél  para  la  cuenta  general,  sin  nin-  ' 

rmalldad,  por  lo  que  el  actor  no  debía  rendir  ninguna 

era  cierto  se  hubiese  negado  á  practicar  la  tasación  de  *  , 

pues  del  acta  notarial  resultaba  que  las  dos  partes  con- 

lender  la  diligencia  y  de  las  contestaciones  de  Martines  *  ^ 

ibaolver  posiciones  en  el  juicio  de  desahucio  resultaba  « 

desistió  de  practicarla;  y  negando  los  hechos  formula- 
idado  que  se  opusieran  á  los  expuestos  é  insistiendo  en  "" 

de  derecho  alegados,  pidió  se  fallara  conforme  tenía 
Qdole,  además,  de  la  reconvención;  y  duplicando  el  de-  " 

ó  en  sus  pretensiones  y  alegaciones: 
ne  abierto  el  juicio  á  prueba,  el  actor  la  suministró,  en 
de  confesión  judicial,  declarando  el  demandado,  entre  *  ' 

que  había  cerrado  la  fábrica  y  el  depósito  en  Enero  p  '  ' 

lo  aviso  á  Gallegos  y  cuando  éste  estaba  ausente  de  esta 
5rto  recibió  trece  cuentas  referentes  al  período  compren- 
Eaero  de  1901  al  26  de  Enero  de  1902;  que  dichas  cuen- 

n  al  Juzgado  de  Baenavista,  no  sabiendo  si  estaban  en  *     •'     . 

del  Procurador,  añadiendo  que  eran  de  pnf\o  y  letra  de 
'rallo,  á  pesar  de  qne  el  actor  no  lae  había  reconocido 

y  que  por  esa  razón  no  había  pedido  explicación  de  ellas;  '         , 

eticó,  á  su  instancia,  documental,  consistente,  además  » 

Uos,  en  testimonio  expedido  por  uno  de  los  Escribanos  *  í     *  ■ 

iistrito  de  Buenavieta  con  referencia  á  la  querella  cri-  '    '' 

r  Martínez  Alcobendas  contra  el  actor,  en  el  que  inserta  ♦       * 

éste  de  que  no  reconocía  como  suyas  las  trece  cuarti-  ,  i         i 

Jlativñs  al  depósito  de  la  calle  del  Carmen,  haciéndose 

testimonio  que  se  entregaron  al  querellante  un  libro  '  •     I 

nario,  trece  cuartillas  ó  notas  de  cuentas,  tres  copiado-  .  <  *         i» 

e  anotaciones  de  pedidos,  documentos  de  los  que  unos  *í     '     *  - 

^^  80  *i  ,  í*       1' 
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loeroii  aeomptfiadoa  por  el  qoei^Uante  y  otros  recogidas  en  el 
miento  hecho  por  orden  Jadicial  en  la  fábrica  7  tienda;  y  per  e 
dado  se  practicó  prueba  de  confesión  Judicial,  docnmental  7 
declarando  Dofia  €^regorla  Orallo  qne  reconocía  como  escrl 
pnfio  7  letra  los  docnmentos  presentados  por  el  demandado  al 
á  la  demanda,  folios  106  al  107,  así  como  todos  los  demás  i 
desde  el  afio  de  1898  á  36  de  Bnere  de  190S,  7endo  aqnél  á  rec< 
depósito: 

Besnltando  qne  conclusos  los  autos,  se  personó  en  ellos,  p< 

miento  de  D.  Luis  Martines  Alcobendas,  su  albacea  testamei 

José  María  Santos  Alonso;  7  dictada  sentencia  por  el  Jues,  fué  c< 

en  24  de  Mano  próximo  pasado  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 

dienoia  territorial  de  esta  corte,  absolviendo  á  D.  Luis  Martí 

bendas,  ho7  su  albacea  testamentario  D.  José  María  Santos  á 

la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Gallegos  Marques;  declara 

lugar  á  la  reconvención  formulada  por  el  demandado  7  condena 

José  Gallegos,  con  las  costas  de  la  alzada,  á  qne  (en  término 

día  rinda  á  D.  Luis  Martines,  ho7  su  referido  albacea,  cuenta  ] 

de  las  operaciones  industriales  7  mercantiles  verificadas,  cobn 

hechos  por  el  Gallegos  durante  el  afio  1901  7  Enero  de  1902  en 

}  7  depósito  de  papel  pintado  7  molienda  de  vidrio,  sin  hacer  ezj 

I  dena  de  las  costas  del  pleito: 

k  Resultando  qne  D.  José  María  Gallegos  Marques  decían 

para  litigar,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  Infraccló 

fundado  en  los  núms.  1.^  7  7.*^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuidamii 

alegando  los  siguientes  mptivos: 

I  Primero.    Qae  la  sentencia  recurrida  infringe  el  art.  869 

por  cuanto,  después  de  estimar  procedente  la  demanda  sobre 

de  cuentas  del  mes  de  Enero  de  1898  7  de  los  afios  1899  7 1900, 

al  demandado  de  rendirlas,  concretando  el  fallo  solamente  á  U 

tes  al  año  1901  7  Enero  de  1902;  7  al  no  condenar  al  demandad 

*  las  cuentas  de  Enero  de  1898  7  de  los  afios  de  1899  7  1900,  has 

que  el  mismo,  por  falta  de  datos,  no  puede  hacerlo  de  las  de 

f  ringe  el  principio  de  que  nadie  debe  enriquecerse  tortlcérai 

dafio  de  otro,  proclamado  en  la  regla  17,  tít.  S4,  Partida  7.' 

sentencias  de  1.*  de  Ma70  de  1876,  16  de  Diciembre  de  1880,  3^ 

de  1882  7  34  de  Abril  de  1896,  puesto  que  da  lugar  á  que  el  di 

^k  ^  se  enrlquesca  con  el  60  por  100  de  los  beneficios  que  en  dicho  ] 

tiempo  corresponden  al  recurrente,  resultando,  además,  el  fallo 

incongruente  con  la  demanda  7  contestación,  7a  que  ambas  pa 

oonformes  en  que  ningún  requisito  falta  para  producir  dlchs 

'ti  «n  el  referido  período  de  tiempo  7  en  que  las  sucesivas  ha  de 

\   .  las  7  rendirlas  el  demandado  7; 

r  Segundoi    Qae  la  Sala  sentenciadora,  al  afirmar  en  el  con 

•  ■  «uarto  que  el  recurrente  no  entregó  las  cuentas  posteriores  á  : 

forme  lo  había  hecho  en  el  período  anterior  á  esa  fecha,  Incurr 

»  de  hecho  7  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  resu 

•*  los  siguientes  documentos  ó  actos  auténticos:  de  la  propia  sentí 

«n  su  resultando  tercero  consigna  que  el  demandado,  en  el  hecl 

^     I*     •  de  su  contestación  á  la  demanda,  después  de  negar  haber  re 

.  cuentas  de  1901  7  Enero  de  1902,  dijo:  csi  bien  después  de  cei 

'  ,     \  fábrica  7  almacén— remitió— el  demandante  al  demandado— t 

tillas  con  las  cuentas  de  la  tienda  ó  depósito  de  los  trece  mei 
•     t^j   .  ,  declaración  de  Dofia  Gregoria  Orallo,  transcrita  en  el  resultan^ 

reoonoeiendo  como  de  su  pufio  7  letra  las  cuentas  hasta  el  26 
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intamiento,  en  el  que  al  relatarse  lae  posiciones  absnel- 
m  Alcobendas  se  hace  oensiar  que  éste  confesó  «que  era 
lió  trece  cuentas  referentes  al  período  de  tiempo  compren- 
*  de  Enero  de  1901  al  25  de  £uero  de  1902;  que  dichas 
entaron  al  Jazgado  de  Baenavista,  y  qne  oran  de  pufio  j 
rregoria  Orailo,  á  pesar  de  que  Gallegos  ne  laa  había  re- 
legítimas, 7  por  esta  rasón,  no  pidió  explicación  de  dichas 
ropio  apuntamiento,  en  el  que,  al  transcribirse  un  lesti- 
ciones  judiciales,  aparece  desmentido  el  dicho  Martines 
qne  el  recurrente  dijera  que  las  cuentas  no  eran  leglti- 
le  manifestó  fué  que  no  eran  suyas,  sino  de  su  esposa;  y 
sstimonio,  en  el  que  consta  que  las  trece  cuartillas  de 
itrega  exigía  Martines  las  recibió  el  mismo  de  dicho  Jus- 
ite  con  tres  copiadores,  dos  libros  de  anotaciones  de  pe- 
boriador  y  un  talonario,  parte  de  cuyos  documentos  había 
ropio  Martines  y  parte  se  había  incautado  de  ellos  el  Jas- 
ica  y  en  el  almacén;  de  donde  resulta  que  si  Martínez 
ga  poder  rendir  cuentas  por  no  haberle  entregado  el  re« 
ios  referidos  trece  meses  y  los  libros  auxiliares,  y  de  do- 
ticos  obrantes  en  autos  aparece  que  dichas  cuentas,  libros 
adores  y  talonarios  están  en  su  poder,  es  evidente  el  error 
Sala  en  la  apreciación  de  la  prueba  sobre  ese  extremo  al 
obran  en  poder  de  Martines  Alcobendas  todos  los  dato* 
rendir  las  cuentas  que  se  le  reclaman,  y  á  cuya  obliga- 
iondenado: 

o  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 
lo  qne  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  que  para  rendir 
endas  las  cuentas  del  negocio  de  fabricación  y  venta  de 
is,  al  que  con  D.  José  Gallegos  estovo  dedicado  desde  el 
26  de  Enero  de  1903,  á  fin  de  determinar  la  parte  que  en 
orrespondiera  al  último,  era  preciso  que  Gallegos  facili- 
los  datos  indispensables  relativos  al  afio  de  1901  y  pri- 
^uiente,  en  que  dejó  de  hacerlo,  se  ha  ajustado  á  los  tér- 
nanda,  cuya  petición  comprende  todo  el  tiempo  en  que 
Ein  unidos  para  explotar  el  negocio,  sin  limitarlo  á  los  afios 
les  cumplió  Gallegos  con  la  obligación  de  facilitar  dichos 
virtud,  no  ha  incurrido  la  sentencia  en  el  defecto  de  in- 
e  se  le  atribuye  en  el  primer  motivo  del  recurso,  ni  in- 
so  el  principio  y  regla  de  derecho  referentes  al  enrique- 
3ro  que  también  se  alega,  puesto  que  guarda  el  fallo 
midad  con  las  pretensiones  de  las  partes,  absolviendo  de 
lartines  Alcobendas  y  dando  lugar  á  la  reconvención  por 
;  y  aparecía  acertadamente  que  son  necesarios  los  datos 
\  practicar  la  liquidación  de  la  totalidad  del  tiempo  que 
;  siendo,  hasta  conocer  el  resultado  de  la  misma,  pura- 
el  aserto  de  que  una  de  las  partes  se  haya  enriquecido 
e  la  otra: 

lo  que  es  asimismo  improcedente  el  asegundo  motivo,  en 
3,  porqna  en  ninguno  de  los  documentos  citados  para 
strar  el  error  de  hecho  imputado  á  la  sentencia  ha  negado 
haber  recibido  después  de  cerrada  la  fábrica  las  trece 
«ensivaa  de  las  cuentas  del  afio  1901  y  Enero  de  1902, 
xpreear  que  no  reconociéndolas  como  suyas  D.  José  Ga- 
itas por  él,  no  le  había  pedido  explicaciones  sobre  las 
por  la  oual  pndo  afirmar  sin  error  la  Audiencia  que  no 
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>  hsbia  cumplido  al  último  en  aquel  periodo  de  tiempo  con  la  obl 

de  rendirlas;  7,  en  segundo  lugar,  porque  aparte  de  no  estimarsí 
sentencia  que  los  libros  auxiliares  7  datos  que  fueron  remitidos 
tinea  Alcobendas  fuesen  los  únicos  que  debía  llevar  Gallegos 

t  precisos  para  formalisar  las  cuentas,  resulta,  de  todas  suertes, 

plido  el  requisito  esencial  al  efecto,  cual  es,  como  queda  dicho, 
ción  por  Gallegos,  previamente,  de  las  cuentas  correspondientes 
7  Enero  de  1902,  para  lo  cual  podrá  reclamar  en  su  caso  7  deben 
facilitados  los  datos  que  obren  en  poder  del  cansahabiente  ó  albi 
Martíaex  Alcobendas;  de  lo  cual  se  signe  que  tampoco  existe  el  < 
hecho  atribuido  al  fallo  en  la  última  parte  de  eete  motivo;  7  en  cv 
i  error  de  derecho  qae  se  alega,  carece  en  absoluto  de  fundamento 

'  haberse  citado  ninguna  disposición  legal  que  en  orden  á  la  aprc 

de  la  prueba  se  suponga  infringido: 

Fallamos  qne  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  tugí 

curso  de  caBación  interpuesto  por  D.  José  Gallegos  Márquez, 

condenamos  al  pago  si  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad 

pondiente  por  raión  de  depósito,  á  que  se  dará,  en  dicho  caso,  1 

cación  qne  previene  la  ley;  7  con  la  oportuna  certifícacióny  dev 

á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  el  apuntamiento  que  ha  re 

t  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,. que  se  publicará  en  la  Gaeei 

f  sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las 

I  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  fírmanioB.=Jo8Ó  d< 

,  coa.= Francisco  Toda. = Vicente  de  Piniés.=Antonlo  Alonso  ( 

Pascnal  Domenech.=Ramón  Barroeta.=Eduardo  Ruiz  García  H; 

Pnblicación.=:Leída  7  publicada  fué  la  precedente  sentencia 

I  '  Excmo.  8r.  D.  Antonio  Alonso  Oasafia,  Magistrado  de  la  Sala  de 

del  Tribnnal  Snpremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  e; 

4s  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  de  Octubre  de  1906.=Bogello  González  Montes. 

I» 

r^üm.  Qd.-6RACIA  Y  JUSTICIA.— 29  de  Octubre, 
publicada  si  21  ds  Noviembre. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  re 
^  *  do  en  parte  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 

ñete  á  inscribir  un  expediente  posesorio. 
'  En  sus  co^SlDERANDos  se  establece: 

•»*  Que  8€  cumple  el  requisito  exigido  en  la  regla  3.*  del  art. 

i    .  la  ley  Hipotecaria  cuando  los  testigos  en  una  información  poi 

^  afirman  constarles  da  ciencia  cierta  que  las  personas  á  que  t 

»  ma  se  refiere  vienen  poseyendo  la  ñnca  de  que  se  trata  á  tii 

dueños  y  el  tiempo  que  llevan  de  posesión: 
•  Que  según  el  art.  399  de  la  citada  ley,  al  Juez  que  por  est 

*  sufl dente  aprueba  la  in/ormaeión,  corresponde  ¿a  apreciado 

misma: 
^    f     •  Que  no  existe  contradicdón  entre  lo  manifestado  por  los  i 

fdaníes  en  el  escrito  inicial  del  expediente  y  las  declaraciones 
testigos,  respecto  á  la  persona  de  quien  se  adquirió  el  inmut 
,      •  .  '  unos  y  otros  convienen  en  haberla  adquirido  los  Ínter  Citados 

•  .  •     i^      ,  misma  persona,  si  bien  por  ser  unos  hijos  y  otros  descendient 

remotos  de  aquéllas^  sus  respectivas  partes  hayan  sido  adqi 
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Qi»  retuUa  cumplido  el  reqtdúto  de  la  regla  4.^  del  meneionado 
ertiatlo  398  9i  la  referida  flnea  se  Kalla  amillarada  á  nombre  del 
etitsttñtet  apareeienao  satisfecha  la  eontribución  territorial  y  no 
¡MMolo  sido  aun  á  favor  de  los  herederos  que  solicitan  lains» 
aipeián  posesoria,  todo  lo  cual  se  justifica  en  el  expediente  por  cer^ 
tUbaáón  del  Alcalde-Presidente^  Secretario  y  Regidor  deírespeC' 
Uso  Ayuntamiento: 

Que  según  doctrina  de  la  Dirección,  consignada  en  las  Resolucio- 
sude  26 de  Junio  y  18  de  Agosto  de  1894^  el  precepto  del  art.  9.^  de 
ianferida  ley Eipotecaria^encuanto exige  se  determine  la  extensión 
iHierecho  inscrito^  demanda  imperiosamente  que  cuando  se  prC" 
inda  la  inscripción  de  fincas  poseídas  en  coman,  se  precise  la  por- 
cia ideal  de  cada  participe  y  con  claridad  tal  que  el  tercero  pueda 
eonoeerla  indubitablemente,  y  siendo  aplicable  esta  doctrina,  lo  mis» 
Wúé  las  inscripciones  de  dominio  que  á  las  de  posesión,  y  no  con- 
signándose  en  el  expediente  origen  del  recurso  la  parte  que  en  la 
miea  corresponde  á  los  diversos  participes  que  la  cieñen  poseyendo 
msomún,  procede  subsanar  debidamente  este  dejecto: 

Que  la  Real  orden  de  O  de  hebrero  último,  que  estableció  la  in» 
eompatibilidad  entre  los  cargos  de  Delegado  del  Ministerio  fiscal  y 
Be^istrador  de  la  propiedad,  no  puede  producir  efectos  retroactioos, 
9i prohibe  que  sean  calificados  por  éste  los  documentos  judiciales  en 
^  haya  dado  injorme  como  tal  Delegado  del  Mihisierio  Fiscal. 

limo.  Sr.:  En  el  recnrso  gabernatlvo  interpuesto  por  D.  Esteban  Mio- 
ti Martines  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Oa- 
Mo  é  Inscribir  nn  expediente  pesesorio,  pendiente  en  este  Centro  en 
lirtBd  de  apelación  del  Registrador: 

BesQitando  qoe  el  Jnea  de  primera  instancia  de  Gafiete,  por  anto  da 
U  de  Febrero  de  1906,  aprobó  el  expediente  de  iDÍormación  posesoria 
•olieltado  por  Esteban  Miota,  como  esposo  de  Maria  Jiménez  Real,  7 
por  etTGs  varios  vecinos  de  Valdemoro,  en  concepto  de  herederos  de  Pe- 
pito Jlménea  ZAÍriUa,  para  acreditar  qne  están  en  posesión  de  10  fanegas 
^  tierra  en  loa  sitios  Fuente  de  la  Lenteja  7  Los  Rasos,  de  dicho  pue- 
blo de  Valdemoro,  mandando  se  inscribiera  en  el  Rt^gistro  de  la  propie- 
<iid,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho: 

licBíiltando  qne  en  dicho  expediente  constan,  sobre  lo  que  es  mata- 
ba de  este  recurso,  tos  extremos  siguientes:  que  con  fecha  18  de  Enero 
^  1006  se  solicitó  inscribir  la  posesión  de  la  finca  á  nombre  de  los  que 
nraltan  herederos  de  Pedro  Jlménea  Zafrilla,  que  son:  Esteban  Miota 
^tloea,  como  representante  legal  de  su  esposa  María  Jimónex  Real; 
wtosSoleraJiméoea,  con  igual  carácter  7  representación  de  Águeda 
Jtiaénes  Seal;  Hipólito  7  Francisco  Jimónes  Bueno,  como  hijos  del  di- 
tote Matías  Jimónes  Real,  Yalentina  Montero,  viuda  de  Manuel  Jimé- 
^  3áe«,  hijo  de  Gandido  Jiméoes  Real,  en  representación  de  sus  hijos 
^  otes  de  edad»  Valentín,  Amelia  7  Qermán  Jlménea  Montero;  Pedro 
^  oes  Sáes,  como  heredero  de  su  padre  el  repetido  Cándido  Jlménea 
^  9  7  OaUlina  Jiménes  Real;  que  al  morir  Pedro  Jiménez  Zafrilla  en 
^  aoerdaroa  dejar  pro  indivisa  la  finca  citada  sus  hijos  7  únicos  lie- 
N)  «s  Oataüno,  Águeda,  María,  Cándido  7  Matías  Jiménes  Real  que 
«  í  ái^o  fallecimiento  de  Pedro  Jiménes  Zafrilla  han  poseído  dieha 
^  I  tt  calidad  de  duefioe  sus  herederos  f orsosos  hijos  7  nietos,  qno 
^     '  *^^iflitanfces:  qoo  Mtgún  oertiicaoiÓQ  presentada,  resultaba  aml- 
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^       I  llarada  la  finca  á  nombre  del  caneante,  al  aitie  de  Fnente  de  la  Jj 

qae  tres  teetigoe  declararon  que  lee  constaba  qne  la  referida  finca 
•eian  dichos  loteresadoe  por  herencia  de  Pedro  Jiméneii  en  eone« 
dnefiosy  por  haber  yisto  hacer  lefia  á  algnne  de  ellos,  diciéndose  p 
de  los  testigoSy.en  cnanto  al  tiempo  de  posesión,  qne  era  de  más  d 
I  afios,  y  por  los  otros  dos,  qne  más  de  veinte,  y  qne  el  Begistrsdoi 

propiedad,  como  representante  del  Ministerio  fiscal,  emitió  dos  dii 
nes,  diciendo  que  no  procedía  la  aprobación  del  expediente  posi 
por  adolecer  de  ios  mismos  defectos  qne  Inego  consignó  en  la  nc 
enrrida,  y  otro,  sobre  estar  expedida  la  certificación  de  amillara] 
por  persona  incompetente; 

Resultando  qae  presentada  dicha-  información  posesoria  en 

gistro  de  la  propiedad  de  Oafiete,  pnso  el  Registrador  la  siguiente 

cDenegada  la  inBcripción  del  documento  que  precede  por  no  acre< 

en  él  la  poBesióo  de  la  finca  á  qne  se  refiere,  por  cnanto  si  bien  loi 

gos  con  los  cnales  se  ha  practicado  la  información  afirman  les  coi 

eiencia  cierta  qne  las  personas  qne  indican  vienen  poseyendo  li 

^e  que  se  trata  en  concepto  de  dnefios,  demuestran  al  exponer  la 

6  fundamento  de  bu  respectivo  testimonio  qne  no  les  consta  con  t 

lesa  dicha  posesión  ni  el  carácter  con  que  la  hayan  ejercido,  hac 

I  por  tanto,  aquella  afirmación  sin  la  seguridad  y  fijeza  necesarias; 

f  contradicción  en  lo  couBignado  en  el  núm.  1.®  del  escrito  inicial  d 

^  expediente  con  respecto  á  lo  expuesto  en  el  núm.  8.*  del  mismo  y 

declaraciones  expresadas  acerca  del  título  de  adquisición,  que  de 

naría  el  carácter  de  duefio  con  que  la  posesión  hubiera  podido  eje 

pues  mientras  Bf  gún  el  8.®  y  dichos  testimonios  el  título  de  adqu 

•  respecto  de  todos  los  interesados  es  la  herencia  directa  de  Pedro 

nes,  el  1.^  expresa  qne  sólo  alguno  de  ellos  la  han  adquirido  de 

aausante;  y  ni  en  dicho  escrito  ni  en  la  información  practicada 

presa  la  porción  ó  parte  alícuota  de  esta  finca  que  haya  sido  p 

ó  se  posea  por  cada  una  de  las  personas  interesadas  en  este  expe< 

'  extremos  todos  que  directa  y  esencialmente  afectan  á  la  prueba 

sesión  qne  exige  la  regla  tercera  del  art.  898  de  la  ley  Hipotecaria 

siendo  subsanabie  dicha  falta  en  sentido  hipotecario,  en  cnanto  qi 

su  subsanación,  á  ser  posible,  sería  necesaria  la  práctica  de  nu< 

*  formación  más  ajustada  á  la  ley,  no  es  procedente  tampoco  la  ano 

preventiva.  Obsérvense,  además,  los  defectos  de  que  la  finca  á  ( 

D  ,  cha  posesión  se  refiere,  sita  en  los  parajes  llamados  Fuente  de.  la 

teja  y  los  Rasos,  no  se  halla  amillarada  á  nombre  de  dichos  ini 

dos,  aunque  figura  en  el  amillaramiento,  según  la  certificación  p 

tada  á  favor  de  su  causante  común  Pedro  Jiménes  una  finca  de  igi 

"•  bida  que  totalmente  radica  en  el  primero  de  los  parajes  expresad 

\    .  designarse  concretamente  la  persona  de  quien  se  haya  adquirido  1 

^  á  que  se  refiere  el  expediente,  y  no  oonstar  tampoco,  por  virtU( 

contradicción  antes  observada,  el  tiempo  que  cada  uno  de  aquelU 

rosados  lleve  de  posesión  en  su  porción  ó  parte  alícuota  respectii 

*  fectos  que,  aunque  de  carácter  subsanabie  por  sí  mismos,  son  i 

'■  caso,  en  especial  los  dos  últimos,  eonsecuencia  del  insnbsanablí 

indicado»; 

f  Resultando  qne  Esteban  Miota  Martines  entabló  el  recuaso  q 

I  toriza  el  art.  4.*  del  Real  del  decreto  de  8  de  Enero  de  1876,  ezp 

T  do:  que  el  Registrador  de  la  propiedad  eareee  de  competencia  pan 

'  lificación,  por  referirse  á  los  fundamentos  del  auto  que  aprobó  el 

1^   ,  ,  diente,  y  que  aun  supuesta  su  competeneia,  es  infundada  su  negí 

liitoribir,  por  no  ser  exactos  los  defectos  consignados,  pues  les  ti 
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telamón  oob  enton  fljcn  j  ««caridad,  ain  qii«  eziata  tempeee  eootrs- 
ADddn  aatra  lo  eraaignado  en  loa  númeroa  l.o  y  S.^  del  eaeilto  inieial 
iilaliiíoiaBi^te;  qneroapectoaldaíecto  de  no  deiermlnaraa  la  parte 
ilkaota  qno  eonoapondo  á  eada  intoreeado  en  la  finca  de  qno  ao  trata  ni 
ti  Bagistrador  ella  preeepto  alguno  en  apoyo  de  sn  opinión,  ni  ea  noce* 
wia  dicha  detorminaolóni  pnea  no  la  exigen  el  art.  9.^  de  la  ley  Hipo* 
iMazla  ni  loa  36  y  S9  doan  reglamento»  qoo  eotablecen  loa  reqolaitoa  que 
deb«  contener  lea  inacripciones;  qne  la  finca  eatá  amillarada. á  nom- 
ina de  Pedro  Jiméneai  de  qnien  aon  herederoa  loa  eolioitantea  de  la  in- 
bmaeidn,  por  le  qne  apeteoo  enmplldo  el  art.  S98  de  la  citada  ley;  que 
«dicho  eaorito  ae  dice  terminantemente  qne  la  peraona  de  qnien  ae  he 
adqolrido  el  Inmneble  ea  dicho  Pedro  Jiménea.  y  qne  en  él  también  ae 
cspiaca  qne  lee  aelieltantea  la  yienen  poaeyendo  en  común  y  pro  IndU 
«Iw  daade  le  nanerte  del  miamo: 

Raanltando  qna  el  Begiatrador  de  la  propiedad  soetnvo  an  califica* 
fidapor  lea  raaonea  de  la  nota  y  por  las  aigoientes:  que  loa  ezpedientaa 
pUMcrioa  aon  oellficables  por  loe  Begistr adorea,  podiendo  apreciar  ana 
laadamentea  conforme  á  la  doctrina  de  las  Beeolnciones  de  eete  Centre 
itlSdeOctnbredol878,  Ude  Jnnio  de  1897  y  18  de  Junio  de  1900; 
fae  en  eete  eaae  no  ea  posible  aceptarla  presunción  establecida  en  el 
ntiealo  S93  del  Código  cItU,  porque  consta  del  expediente  que  ae  trate 
ée  herencia  por  ¿eetirpea,  en  que  los  interesados  tienen  participacionea 
distintas;  que  eaa  falta  de  precisión  es  contraria  á  lo  que  exige  la  regle 
l.*del  art.  898  de  la  ley  Hipotecaria,  y  defecto  para  la  inscripción,  según 
kBssoloción  do  eate  Centro  de  16  de  Octubre  de  1886;  que  lae  declaracio- 
aee  de  loe  taatlgoa  de  constarles  la  poaesión  queda  destruida  al  manifee* 
tirlee  miamoa  la  raaón  ó  fundamento  de  sn  testimonio,  de  haber  visto,  ne 
á  todas,  sino  á  Tarios  do  loa  interesados,  cortar  lefiaa  en  la  finca,  cuyo 
eels  podían  efectuar  por  encargo  del  verdadero  dueño;  que  también  ea  con- 
tndicterio  deciree  qne  los  interesados  poseen  desde  que  adquirieron  por 
herencia  de  Pedro  Jiménea,  que  falleció  en  1874,  y  expresarse  que  yar 
des  de  loa  interesadoa  son  nkenores  de  edad,  y  que  no  está  determinada 
le  posesión  civil  definida  en  el  art.  480  del  Código  civil,  y  no  es  inscri- 
Uüe la  información  cuando  las  declaraciones  de  les  testigos  contradl- 
eiB  en  vea  do  probar  la  posesión,  conforme  á  la  Besolución  da  19  de  Di- 
ekenbredol886: 

Aesultande  que  el  Juea  de  primera  instancia  de  Ce  flete  informó  fe* 
varablemente  á  la  calificación  del  Begiatrador,  por  análogas  considere- 
teMs  que  eate  funcionarlo:  . 

Beaaltando  qne  el  Preaidente  de  la  Audiencia  revocó  la  nota  recn« 
<rida,  declarando  inacribible  el  expediente  posesorio  y  advirtiendo  al 
el  Bejsistrador  que,  como  Delegado  Fiacal,  debió  limitar  sn  dictamen  á 
fM  es  gnardeaen  an  él  laa  formas  de  la  ley,  y  que  una  vea  delarada  le 
htcompatilidad  entre  ambos  cargoa,  no  debió  intervenir  como  Begistre- 
dsr,  habiéndola  hecho  ya  oomo  Delegado,  fundándose  en  laa  siguientea 
Muideradonea:  qne  el  recurso  debe  tramitarse  con  sujeción  al  Beal  de- 
*nt~  de  8  de  Bnoro  do  1876»  por  tratarae  de  nn  documento  expedido  por 
Ati  ridad  Judlaiel,  aegún  lo  declarado  por  este  Centro  en  18  de  Febrero 
^  ^  86;  que  alando  cierto  qne  loa  expedientea  poseaorioa  deben  conal- 
^  m  aetoa  de  jnriadicoión  voluntaria  á  loa  efectos  del  art  1818  de  le 
]>J  ^  Enjniaimtonto  cítíIv  ea  inoportuna  le  cita  de  la  Besolución  da  9 
\M  a  IScMne  ae  dice)  da  Octubre  da  1878»  por  carecer  de  aplicación  el 
^  presante;  qne  loa  Regiatradores  pneden  calificar  dichoa  expedían- 
^  me  no  hay  Tagneded  en  el  titulo  de  adquiaición  de  la  posesión  por 
MI     '-  ->-  Jiménas  Zafrilla;  que  en  la  comunidad  de  bienea  ao  ae  re- 
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•  OoiHideraBdo  qne  U  finca  de  reforeaei»  M  ball»  amillanula  á  nem- 
In  del  expreeAdo  Fadro  JlméMS,  apAreeiendo  Mtiaíecha  la  contribaoióa  . 
InrritorUI,  no  habiéndolo  sido  aún  A  ^?er  de  lee  herederee  qae  eelloi« 
iMi  laineeripclón  poeeeoda;  7  jneiificado  aeí  en  el  expediente  por  certi- 
teok^n  del  Álcalde-Preeidente.  Secretarle  7  Regidor  Síndico  del  A7an- 
teoiento,  reanlta  ignalmeote  enmplido  el  reqaieito  qne  sobre  eete  partí* 
eaUr  determina  la  regla  4.*  del  mencionado  art.  898  de  la  lejí 

Oeneiderando,  reepeeto  al  defecto  de  no  expreseree  en  el  eecrito  do 
lee  solicitiiafeeo  ni  en  la  información  practicada  la  porción  ó  parte  ali* 
taeta  qae  ae  poeea  por  cada  nno  de  aquéllos,  qne»  Begda  doctrina  de  esta 
]llieeci6n,  ooneignadaen  laa  Beeolociones  de  26  de  Janio  7  18  de  Agoe- 
«o  de  1894,  «i  precepto  del  art«  9.^  de  la  referida  le7  Hipotecaria»  en 
cnanto  exige  ce  determine  la  extensión  del  derecho  inecrito,  demanda 
imperioeamente  qoe  cuando  se  pretenda  la  inscripción  de  fincas  poseí- 
daaoi  común,  ee  prociaie  la  porción  ideal  de  cada  participe,  con  claridad 
til  qoe  el  tercero  pneda  conocerla  indabitablemente,  7  Biendo  aplicable 
«ta doctrina,  lo  mismo  á  laa  inecrlpciones  de  dominio  que  á  las  de  po* 
imIóo,  7  no  consignándose  en  el  expediente  origen  del  recurso  la  parto 
faeen  la  finca  eorroeponde  á  los  diversos  partícipes  que  la  vienen  peee- 
7eBdo  en  común,  procede  subsanar  Jebidamente  este  defecto; 

Geaaiderando  que  la  Real  orden  de  9  de  Febrero  último,  que  eetable- 
olé  la  incompatibilidad  entre  los  cargos  de  Delegado  del  Ministerio  Fle- 
eal  7  Registrodor  de  la  propiedad,  no  puede  producir  efectos  retreactl- 
voe,  ni  prohibe  qno  eean  calificados  por  é^te  los  documentoe  judiciales 
eaqoe  ha7adado  informe  come  tal  Delegado  del  Miuieterio  Fiscal,  por 
Je  qoe  no  08  procedente  la  advertencia  que  por  dicho  concepto  contiene  la 
NBolnción  recurrida; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  debe  suspenderse  la  inscrip- 
eiÓB  de  la  información  poeeeoria  que  lia  dado  lugar  al  r^^curso,  hasta 
tW  se  amplio  legalmente  con  loe  datos  relativoe  á  la  porción  que  co- 
nesponde  á  cada  nno  de  loe  participes  en  la  finca  poseída  por  los  mis- 
Bes  en  comunidad,  7  qne  no  adolece  de  los  demás  defectos  consignados 
ea  la  nota  del  Regietrador;  revocándose  la  providencia  apelada  en  dicho 
pertlcDlar  7  en  lo  referente  á  la  advertencia  hecha  al  Registrador,  7  con- 
tanándoBo  en  lo  demáe. 

Lo  qne,  con  devolneión  del  expediente  original,  comunico  á  Y.  L  á 
los  elsctoe  eonelgolentee.=DioB  guarde  á  Y.  I.  muchos  afios.  Madrid  29 
de  Oetobro  do  190e.assBl  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  8erna.= 
9t.  Pntldeiite  de  la  Andiencia  de  Albacete. 


«uxn.  eS.-TRIBUNAL  $UPREM0.-30  de  Octubre, 
pablloait  el  23  y  24  de  Ootebre  de  1907. 

€48iK0ióN  POR  DfFRAOCióir  DE  hZT.— Nulidad  de  venta9  é  inwerip^ 
<»oii€#.— Sonteneia  docl&^ndo  no  babor  lagar  al  recurso  intor- 
aeeto  por  Doña  Doloros  Diaz  contra  la  pronuaciada  por  la 
ala  do  lo  civil  de  la  Audioneia  do  la  Corana  on  pleito  con  don 
ttttonlo  López  y  otros* 
In  mu  coNomBRANDOO  M  estableeo: 

Km  4  ¿a  Sálm  smt§neiador0  incumbe  de  una  manera  exeluMüm 
^    tier  Im  prueba  de  teeiigoe: 

hieála  fiarte  a^ara  incumbe  la  jn'ueba  y  juetifleaeión  de  eu  oc- 
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*      I  Que  9i  bien  ee  axiomátieo  que  la  eanfeeión  hace  prueba  eoi 

eu  autor  y  aei  lo  establece  el  art  1832  del  Código  eitil^  tambiéi 
ee  como  derivación  del  miemo  principio  que  no  perjudica  á  iert 

Que  la  confesión  como  medio  de  pruAa  puede  y  debe  aquilata 
apreciándola  el  Tribunal  sentenciador  en  combinación  con  hi 
I  tnás  elementos  probatorios  para  deducir  los  e/eetos  que  proceda 

ala  misma: 

Que  observando  la  precedente  doctrina  no  se  infringen  U 
:f .%  titulo  33,  Partida  3>,  ni  el  art.  1232  del  Código  doil. 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art,  403^  pórrafo  2!^  c 
ley  Hipotecaria  cuando  el  Tribunal  sentenciador  hace  la  comp 
don  del  tiempo  de  la  prescripción  en  vista  del  resultado  de 
pruebas. 

En  la  villa  j  corte  de  Madríd/á  SO  de  Oetnbre  de  1906,  en  lee  i 

de  juicio  declarativo  de  mayor  cnantia  aegaidoe  en  el  Jpsgado  de  pri 

za  instancia  de  Sarria  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  /indienela  teiritorii 

la  Oornfia  por  Dofia  Dolores  Di  ai  Capón  y  Derrego,  ein  preleeión  di 

minada,  vecina  de  esta  capital,  con  D.  Antonio  Lópeí  Díai,  propiet 

domiciliado  en  Pintln,  y  con  la  vinda  é  hijoa  del  otro  demandado 

.|  Gabriel  Díaz  Saco,  declarado  rebelde  y  fallecido  durante  la  tramita 

4  del  pleito;  Doña  Carmen  Días  Somoia,  D.  Emilio,  Dofia  Jovita,  D» 

i  toriano,  D.  Mariano,  D.  José  y  D.  Pedro  Días  y  Días,  residentes  los 

*  primeros  en  San  Saturnino  de  Ferreiros,  el  D.  Victoriano  en  esta  coi 

los  demás  en  desconocido  domicilio  y  todos  rebeldes,  sobre  nnlidat 

ventas  é  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad;  antos  pendic 

I  ante  Nos  en  virtod  de  reenrso  de  casación  qne  por  inífraoción  de  le] 

interpuesto  dicha  demandante  Dofia  Dolores,  representada  y  defen 

por  el  Procurador  D.  Fernando  Flores  y  el  Letrado  D.  Bobnstiano 

chei  Marroquico,  oslándolo  el  recurrido  por  el  Procurador  D.  Ignacic 

rujo  y  el  Letrado  D.  Augusto  González  Besada. 

r  Resultando  que  en  el  libro  catastro  correspondiente  á  la  feligrés) 

San  Saturnino  de  Ferreiros,  formado  en  el  afio  de  1768  con  las  relí 

nes  de  bienes  suministradas  por  los  propietarios,  aparece  la  que  á  I 

tra  dice:  cD.  Pedro  Díaz.  Uno.  Una  casa  de  un  alto  al  sitio  de  Forn 

ge;  hace  de  frente  veintitrés  varas  y  de  fondo  dies,  linda  á  la  derec 

izquierda  con  el  dnefio;  regulado  en  alquiler  anual  en  seis  reales  ve] 

^  ^  Des.  Una  casa  terreno  al  sitio  de  Formarigo;  hace  de  frente  trece  v 

y  de  fondo  cinco;  linda  á  la  derecha  é  izquierda  con  el  duefio;  regu 

en  alquiler  anual  en  dos  reales  vellón.  Tres,  ün  ferrado  de  sembra< 

de  tercera  calidad  al  sitio  Dos  Velados;  linda  al  Levante  con  Ant 

nt  López,  Poniente  con  Bartolomé  López,  Norte  con  Juan  González  y 

f  con  D.  Nicolás  Balboa.  Ouatro.  Siete  ferrados  de  sembradura  de  ter 

f  calidad  al  sitio  de  Garefión;  linda  á  Levante  con  D.  Pedro  Carlos, 

niente  José  López,  Sur  camino  público  y  ^erte  murado.  Cinco.  Doi 

rrados  de  sembradura  de  segunda  calidad  al  sitio  de  Garafión;  lint 

I  Lsvante  con  Andrés  López,  Poniente  Juan  López,  Norte  con  D.  F 

4  Carlos  y  Sur  con  D.  Nicolás  Balboa.  Seis.  Cuatro  ferrados  de  moni 

tercera  calidad  al  sitio  de  Caboceos;  linda  á  Levante  con  Manuel  U 

f  Poniente  con  Juan  González,  Norte  camino  público  y  Snr  con  el  da 

.  Siete,  ün  ferrado  y  cuarto  de  sembradura  de  tercera  calidad  al  sitl 

f  Caboneos;  linda  á  Levante  con  los  términee  de  la  fellfi^sia  de  8aa  1 

<  tín  de  Loreiro,  Poniente  y  Sur  Juan  Goniáleí  f  Norte  el  duefio.  O 

La  tercera  parte  de  un  ferrado  de  sembradura  de  tercera  calidad  al  i 

de  Cercejal;  linda  á  Poniente  con  José  Lópeí,  Norte  Felipe  Lopes, 
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tan  Gonsáta  y  Leranto  murad».  Rttere.  ün  ferrado  de  eembradnra  de 
MgoBda  ealidad  j  eeie  de  tercera  al  altie  de  Oercejal;  linde  á  Levante 
o»  Joan  GensáleSy  Peniente  y  Snr  el  dnefie  y  ^orte  José  Lopes.  Ooce. 
tetado  7  medie  de  mente  befo  de  tereera  calidad  al  sitio  da  Viciao; 
linda  8ar  een  Bartolomé  Lópea,  Levante,  Poniente  y  Norte  murado.  Doce. 
Dit  feriadoa  de  prado  aeeano  de  primera  calidad  y  ano  de  segunda  al 
ritte  do  Moiflo;  linda  al  Norte  con  el  dnefie  y  á  Lavante,  Poniente  y  Bar 
BiTtdo.  Trece.  Un  ferrado  de  mente  de  aegnnda  calidad  al  sitio  d^ 
Mslfio;  linda  al  8ar  con  el  dnefie  y  A  Levante,  Poniente  y  Norte  mnrade, 
(toree.  Dos  ferrados  de  deheea  de  primera  calidad  y  dos  de  segunda  y 
«Bitro  de  tercera  ai  sitie  de  Begefra;  murada.  Qaince.  Dos  ferrados  de 
■tata  de  primera,  doe  de  aegnnda  y  onatro  de  tercera  al  sitio  de  Be* 
gaelri;  murada.  Diei  y  seis.  Cinco  ferrados  de  deiiesa  de  tercera  calidad 
il sitie  de  dos  Barredos;  linda  al  Norte  con  el  daefio,  Levante,  Poniente  y 
Bar,  murado.  Dios  y  siete.  Oinco  ferradoe  de  monte  de  tercera  calidad  al 
ritto  dos  Barrados;  linda  á  Sur  con  el  dnefio.  Levante,  PoDíente  y  Norte 
■irado.  Dies  y  ocho.  Trea  ferrados  de  sembradura  de  tercerfi  calidad  al 
átiades  Barrados;  linda  á  Levante  con  el  dnefio,  Poniente,  Norte  y  Sur 
mvrado.  Diea  y  nueve.  X7n  ferrado  de  monte  de  tercera  calidad  al  aitie 
ém  Barrados;  linda  á  Levante  con  José  Lópea,  Poniente  y  Snr  el  duefie  y 
forte  murado.  Veinte.  Ferrado  y  medie  de  monte  de  tercera  calidad  al  si- 
ttode  Pedreira;  linda  á  Poniente  y  Bur  con  Bartolomé  López,  Poniente  ca» 
oino  público  y  Norte  morado.  Ventinno.  Dos  ferrados  de  sembradura  de 
•eginda  calidad  y  cuatro  de  tercera  al  sitio  do  Tallo;  linda  á  Poniente 
eta  Bartolomé  Liópea,  Norte  el  duefio  y  Levante  y  Bar  murado.  Veintidós. 
^B  ferrado  do  monte  baje  de  tercera  calidad  al  sitio  do  Tallo;  linda  á 
Finíante  con  Bartolomé  Lopes,  Bur  el  dnefio.  Levante  y  Norte  murado. 
Ttiatltrés.  üa  ferrado  y  tres  cuartos  de  prado  secano  de  tercera  al  sitie 
doi  Lámelas;  linda  á  Levante  con  el  duefio.  Poniente,  Norte  y  Bar  mu* 
lado.  Veinticuatro.  Un  ferrado  de  monte  de  eeganda  y  dos  de  tercera  al 
litta  dos  Lamelaa;  linda  Poniente  el  duefio,  Levante,  Notte  y  Bar  mura- 
do. Yeintlclnco.  Tres  cuartos  de  un  ferrado  de  monte  de  primera  y  nne 
éftiegunda  al  aitio  dos  Lámelas;  murado.  Veintieéis.  Va  ferrado  de  cor- 
itta  de  primera,  doa  de  segunda  y  tres  de  tercera  al  sitio  da  Porta;  linda 
I^Ttnte,  Poniente  y  Bur  con  el  duefio  y  Norte  murado.  Veintisiete.  Un 
inrado  de  eembradnra  de  segunda  y  once  de  tercera  al  sitio  da  Porta; 
Uada  Norte  y  Bar  el  duefio,  Levante  y  Poniente  morado.  Veintiocho. 
Doeisrradea  de  monte  de  tercera  al  sitio  da  Porta;  liúda  al  Norte  con  el 
daefio.  Levante,  Poniente  y  Bur  murado.  Veintinueve.  La  octava  parte 
de  an  ferrado  de  hertaliaa  de  primera  al  sitio  da  Porta;  murada.  Treinta, 
la  octava  parte  de  un  ferrado  de  hortaliza  de  tercera  al  sitio  do  Bío; 
Hada  á  Levante  y  Bur  con  el  duefio.  Poniente  y  Bar  morada.  Treinta  y 
asa.  Medio  ferrado  de  soto  de  segunda  calidad  al  sitio  do  Rio;  linda  á 
leftntecon  oamine  público,  Norte,  Poniente  y  Sur  murado.  Treinta  y 
dos.  T7o  ferrado  de  cortifia  de  tercera  calidad  al  sitio  da  Aira  Pequenna; 
linda  á  Levante  con  el  duefio  y  á  Poniente,  Norte  y  Bar  murado.  Treinta 
yt  I.  Laa  tree  cuartas  partes  de  nn  ferrado  secano  de  primera  calidad 
al  I  Uo  da  Aira  Pequenna;  linda  á  Poniente  con  el  duefio  y  á  Levante» 
^   i  y  9or  murado.  Treinta  y  cuatro.  T7n  ferrado  de  sembradura  de  pri- 
>M  .  calidad,  tree  de  eeganda  y  doce  de  tercera  al  sitio  da  Oancelada 
^    ia¡  liada  á  Poniente  con  D.  Marcos  Lopes,  Norte  Domingo  Lonreir^ 
1 1    rauta  y  Sur  murada.  Treinta  y  cinco.  Tres  ferrados  de  monte  de 
*^    tda  calidad  al  aitie  da  Canéela;  linda  á  Levante  con  el  duefio.  Pe* 
^     I D.  Marcee  LópeSi  Norte,  Domingo  Lonreire  y  Bur  murado.  Treinta 
y  I      ^>'»  ferradea  de  aembradara  de  eeganda  calidad  y  aiete  de  tercera 
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ipottdEtt,  ordenando  la  expedición  de  mandamiento  al  Be- 
repiedad  para  la  eancelación  de  las  inscripciones  qne  apa- 
intee  á  iae  fincas  en  cuestión  á  favor  de  cualqniera  de  loa 
con  imposición  de  costas  á  éstos,  pretensiones  en  apoyo  de 
ajo  la  demandante  los  hechos  siguientes:  qne  D.  Jnan  Días 
a  María  Hartado,  vecinos  que  fueren  de  la  casa  dtí  Forma- 
ron legítimamente  casados;  qne  aquél  otorgó  so  último  tea* 
7  de  Junio  d?  181S  ante  el  Notarlo  de  Sarria  D.  Francisco 
en  28  ó  39  del  propio  mes  y  afio  falleció  el  D.  Juan  Días 
a  Dofia  María  Hartado  murió  también  en  San  Saturnino  de 
e  de  este  matrimonio  quedaron  como  hijos  Dcfia  María 
colas,  D.  Domingo,  Dofia  Juana,  D.  José,  D.  Antón  lo,  Don 
emente;  que  D.  Antonio  Días  Hartado,  uno  de  los  nom- 
del  D.  Juan  j  de  Dofia  María,  se  casó  en  el  pueblo  de  San 
iemoros,  término  municipal  de  Incio,  con  Dofia  Rosa  Saco, 
aonio  tuvo  por  hijos  al  demandado  D.  Gabriel  y  á  D.  José, 
D.  Pedro,  Dofia  María,  Dofia  Antonia,  Dofia  Manuela,  Don 
.  Petra  Días  Saco,  cuyos  padres  han  muerto  después  de  ha- 
el  D.  Antonio  testamento  con  fecha  1.^  de  Diciembre  de 
flotarlo  de  Sarria  D.  Juan  López  Yáfipz;  que  otro  de  dichos 
le  D.  Jnan  Díaz  Oapón  y  Dofia  María  Hartado,  D.  Domingo, 
adrid  con  Defia  María  Dorrero  Capón  en  el  afio  1832,  ma« 
cual  quedó  como  hija  única  la  demandante  Dofia  Dolores 
'  Dorrero,  pues  si  bien  tuvo  un  hermano  llamado  D.  Fran- 
')  en  11  de  Julio  de  1867;  que  loe  D.  Domingo  Dípz  y  Dofia 

0  murieron  en  Madrid  en  81  de  Octubre  de  1873  y  21  de 
te  1872  respectivamente,  habiendo  aquél  otorgado  teeta- 

1  Notario  de  dicha  corte  D.  Manuel  Caldeiro  en  28  de  Mayo 
la  herencia  de  D.  Juan  Díaz  Capón  y  Dcfia  María  Hartado 
7Ía  indivisa,  y  entre  los  bienes  qne  la  constituyen  figura  el 
ío  de  Formarigo,  cuyas  fincas  describe  en  igual  forma  que 
le  compraventa  de  7  de  Septiembre  de  1896,  mencionada  en 
es;  que  estas  fincns,  sitas  en  San  Saturnino  de  Ferreiros, 
ladas  á  D.  Antonio  López  Díaz  por  el  otro  demandado  Don 
Saco  en  virtud  de  la  citada  escritura;  que  para  ella  biza  el 
i  expediente  posesorio,  inscribiendo  por  este  medio  los  ble- 
bre  en  conjunto,  como  lugar  ó  término  redondo;  y  que  en 
stora  de  obtener  una  avenencia,  intentó  dos  actos  de  conci- 
10  dieron  resultado;  y  alegó  también  la  actora  los  funda- 
recho  que  estimó  convenientes  á  sus  pretensiones,  acom- 
10  documentos,  copia  simple  del  testamento  de  D.  Juan 
la  partida  de  defunción  de  éste,  la  de  D.  Antonio  Díaz  Hnr« 
limpie  de  sn  testamento,  otra  del  de  D.  Domingo  Díaz  Hur- 
la escritura  de  compraventa  de  7  de  Septiembre  de  1896  j 
)  loe  dos  actos  conciliatorios  intentados  sin  efecto: 

lo  que  la  demanda  extractada  fué  anotada  en  el  Registro  de 
accediendo  á  la  petición  respecto  al  particular  formulada 
de  la  misma,  suspendiéndose  después  su  tramitación  mien- 
icló  la  Incidental  de  pobreza  que  á  ella  se  había  acompafia- 
que  terminó  por  sentencia  de  6  de  Septiembre  de  1901,  que 
actora  loa  beneficios  de  la  defensa  por  pobre;  con  testimo- 
esolución  presentó  la  Dofia  Dolores  Díaz  escrito  ampliando 
al  objeto  de  acompafiar  á  la  misma  certificado  de  la  rela- 
m  preaentada  á  la  Hacienda  para  servir  de  bape  á  la  contri- 
que  se  propuso  establecer  el  Marqués  de  la  Ensenada  por 
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I  D.  Pedro  Días,  padre  de  D.  Joan  Días  Capón,  en  la  qne  ae  hallan 

^       I  prendldoe,  el  no  todoa^  la  mayor  parte  de  loa  Menea  objeto  de  la  d 

da,  relación  de  que  se  bise  inanficiente  meneión  en  loa  antecedente 

eopiaa  aimplea  de  eacrltnraa  otorgadae  por  D.  Jnan  Díaa  Capón  e 

.  Majo  de  1797  y  6  de  Mayo  de  1808,  la  primera  de  eaponaalea  enti 

,  Joaé  Díaz  Qairoga  con  Dofia  Ana  Días  de  Seijaa  Vaicárcel,  hija  de  ] 

dro  Días  Capón  y  de  Dofia  laabei  de  Seijaa,  en  la  cnal  ae  eonatii 

'  éata  por  sn  hermano  D.  Jnan  dote  eonaistente  en  mneblea,  ropaa 

rioa  bienes  raicea  qne  deacribe,  y  la  aegrnnda  de  venta  de  nna  í 

D.  Andrés  Lopes  por  480  reales  qne  confesó  recibidos  dicho  yei 

D.  Joan,  y  certificación  de  la  partida  de  defunción  del  padre 

actora  D.  Domingo  Díaz,  cuyos  documentos  y  eacrito  pidió  se 

aen  como  parte  integrante  de  la  demanda  y  qne  se  emplazase  á  U 

Antonio  López  Díaz  y  D.  Gabriel  Díaz  Saco;  pretensiones  á  qu 

firló  el  Juzgado  en  providencia  de  22  de  Enero  de  1902,  sin  que,  á 

de  haber  sido  emplazados  ambos  demandados,  compareciese  más 

D.  Antonio,  por  lo  cual,  y  en  virtud  de  gestión  de  la  actora,  fué 

rado  rebelde  el  D.  Gabriel,  continuando  entendiéndose  las  diligí 

referentes  ai  mismo  con  los  estrados  del  Juzgado: 

Besultando  que  personado  coino  queda  dicho  D.  Antonio  Lópeí 

testó  la  demanda  con  escrito  de  20  de  Marzo  de  1902,  en  el  que  se 

I  á  la  misma,  suplicando  se  le  absuelva  de  ella,  con  imposición  de 

í  á  la  actora,  pretensión  que  fundó  en  cuanto  á  los  hechos  en  no  p 

i  conformidad  á  los  ocho  primeros  sentados  de  adverso,  excepto  en 

lativo  á  ser  D.  Gabriel  Díaz  Saco  hijo  de  D.  Antonio  Díaz  Capó 

Dofia  Rosa  Saco  y  haber  fallecido  el  último,  el  D.  Jnan  y  el  I 

mingo  Díaz  Capón,  pues  que  los  demás  extremos  son  desconocido 

t  el  contestante  y  la  actora  no  los  justifica;  en  convenir  que  las 

descritas  en  el  hecho  10  de  la  demanda  son  laa  mismas  que  le  hi 

,  dido  D.  Gabriel  Díaz,  mas  no  así  en  que  ellas  formasen  parte  de  1 

rencias  de  D.  Juan  Diaz  Capón  y  Dofia  María  Hurtado,  si  es  que 

dejaron  algún  caudal  hereditario;  negando  también  que  sean  la 

'  mas  que  relaciona  la  certificación  de  la  Hacienda  presentada  en 

crito  adicional;  en  afirmar  que  las  fincas  cuestionadas  le  pertenecí 

haberle  transmitido  su  dominio  el  otro  demandado  Díaz  Saco,  á 

correspondían  en  propiedad  y  venía  poseyéndolas  en  concepto  de 

hacía  más  de  cuarenta  afios;  en  qne  el  expediente  posesorio  no  s 

con  objeto  de  realizar  la  venta  referida,  pues  entre  la  instrucjl 

*j{  ^  aquél  y  éeta  mediaron  lo  menos  ocho  años,  durante  cuyo  tiempo  i 

Gabriel  constituyó  varias  hipotecas  sobre  las  fincas  objeto  del  c 

para  responder  de  créditos  que  había  contraído,  por  uno  de  los  cui 

fueron  embargadas  é  iban  á  ser  vendidas  en  subasta  judicial  cua 

'♦»  D.  Gabriel  propuso  el  contrato  que  aceptó  el  contestante,  mascorr 

\    ,  dio  de  librar  al  deudor  de  las  costas  que  aun  se  causarían  para  ter 

'  el  procedimiento  de  apremio,  qvte  como  negocio  lucrativo,  en  que  e 

•  es  cierto  se  celebraron  los  actos  conciliatorios  mencionados  en 

manda,  tambiáu  lo  es  que  no  guardan  congruencia  las  reclama< 

*  formuladas  en  ésta  y  aquéllos;  y  en  que  no  puede  prestar  asentin 
"  á  las  escrituras  acompañadas  al  escrito  de  ampliación  jjor  enante 

más  de  do  comprender  la  importancia  ó  relación  que  tengan  con  la 

f      "  tión  iniciada,  no  es  fácil  cercloraipe  de  la  exactitud  de  las  copia 

.  sentadas  por  no  designarse  los  archivos  en  que  se  hallen  los  origi 

*  también  alegó  el  D.  Antonio  López  Díaz  los  fundamentos  de  de 
\  '  que  creyó  convenientes  á  su  derecho  y  presentó  como  documentos 
i  •     ',^      I                       auténtica  de  la  escritura  de  compraventa  de  7  de  Septiembre  de  18 
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OOT^BSB  DS  1006  491  ^       * 

t  d6l  tiempo  de  la  prescripción,  en  yiata  del  resnltado  de  lae 

[la  hecho  dicho  Tribunal  de  confurmidad  con  lo  prescrito  en  ' 

rta  del  párrafo  2.^  del  art.  403  de  la  ley  Hipotecarla; 
I  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
ftción  interpuesto  por  Doña  Dolores  Díaz  Capón  y  Dorrego,  i 

enamoa  al  pago  de  las  costas,  y  si  viniere  á  mejor  fortuna,  ^ 

Idad  que  por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que 
Icbo  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la 
9  la  Corufia  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole 

ente  y  documentos  que  remitió.  ^  ^  f         , 

Bta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  inser-  i 

ELECCIÓN  Legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne- 
pronnnciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 

ida. = Víctor  Covián.=IiciefoDeo  Lóp«z  Aranda.=sPaBcual  ^    ' 

=  Ramón  Barroeta.=Federico  Menealve.  <  «  4 

ión.  =  Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
D.  Pascual  Domenech,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  * 

Audiencia  pública  la  8ala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  '  '^     t  ' 

como  Secretario  de  la  misma.  #« 

O  de  Octubre  de  190d.=Marcelino  San  Román.  , 

« 

Lim.  Q4.-*TRIBUNAL  SUPREMO.— 30  de  Octubre, 
publicada  ei  24  y  29  de  Octubre  de  1907. 

•OR  INFRACCIÓN  DE  \JB,Y .•^Cumplimiento  de  contrato  y  f 

¿rtf/no«.— Seütencia  declarando  no  haber  lugar  al  re-  * 

Lerpuesto  por  D.  Vicente  Morillo  contra  la  pronunciada  ^ 

ila  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 

u  D.  Saturio  González  y  otros.  '  .   ^ 

ON810BKAND08  se  establecc:  l| 

lendo  por  objeto  un  contrato  evitar  pleitos  que  pudieran  > 

e  determinados^  derechos^  stria  improcedente  dividir  y  <  I 

lar  las  obligaciones  transigidas  por  el  mismo,  J rustran-  *  ^ 

tto  si  se  estimase  oáUdo^ó  eticas  en  una  parte  para  de-  >  k 

personas  que  en  aquél  intervinieron,  y  nulo  ó  ineñcaz  en  ^ 

ras,  por  lo  que  daaa  la  conocida  intención  de  las  partes^  ■      •  *  i 

a  necesidad  de  apreciar  en  conjunto  la  Juerza  legal  del  ^  *  l 

'ontraio  y  haciéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  ¿n- 
riiculos  1254,  1255, 1258  y  1273  del  Código  civil: 

ín  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  el  precepto  I 

iO  del  Código  civil  no  afecta  á  la  valides  y  eñeacia  de  los  <*    «      ,  ^"     \ 

cualesquiera  que  éstos  sean,  que  celebren  las  partes,  aun  ^ 

irlos  en  escritura  pública,  por  no  obstar  dicho  precepto  á  '      f 

t  los  interesados  para  pedir  el  cumplimiento  de  esta  A)r-  *  * 

In/ringe  los  artículos  80, 1383, 1309  al  1314,  1887, 1888,  *  *á     t 

f  1976  la  sentencia  declaratoria  de  la  nulidad  de  un  con-  fe    -  «    , 

undándose  únicamente  en  la  errónea  interpretación  del  i      i 

mo  principalmente  en  los  vicios  de  nulidad  de  aquél  y  en  ^         , 

ndelari.l259,párraJo2.''  *  ^ 

echo  de  la  ratiñeación  de  un  mandato  verbal  consignada  t  ,    ^ 

tda^  no  Sirve  para  dar  vida  aun  acto  nulo  por  razón  de  ^         *        I. 

Tiores:  »*    i    •  . 
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*  496  JUBISPBUDXETOIA  OIYIX. 

)  mandados  venian  obligados  á  camplir  en  todas  sns  partes  di 

,  *  trato  sobre  los  bienes  de  la  herencia  de  D.  Lnis,  condenando  ei 

tnd  al  D.  Satario  á  qaa  entregae  á  D.  Andrés  Bragado,  como  m 
Doña,  María  Morillo,  á  D.  Vicente  Morillo  y  á  D.  Marcos  Meli 
ilón,  como  marido  de  Doña  Antonia  Morillo,  descendientes 

IMaximiua,  tres  sextas  partes  de  la  tercera  parte  de  los  siete 
qnintoa  de  la  herencia  de  D.  Luis  qae  aqaél  hubiere  percibido; 
'  cera  parte  de  dichos  siete  décimos  qniutos  á  Doña  Juliana  8i 

.  como  ma  Ire  de  Ingenia  y  Aurelia,  descendientes  de  D.  Oayetani 
fin,  la  otra  tercera  parte  de  los  repetidos  siete  décimos  quintos 
D.  FraDulsco  Chillón,  como  marido  de  Daña  Matilde  Gjozáies, 

(diente  de  Doña  Rafaela;  y  en  cnanto  á  D.  Jerónimo  Bragado,  & 
rido  de  Doña  Jaata  Fernández,  á  qae  entregara  en  análoga  pr 
qne  el  aacerior,  ó  sea  considerando  nna  tercera  parte  de  sn  poi 
reditarla  dividida  en  otras  tres  partes,  tres  sextas  partes  de  nna 
7  las  otras  dos  terceras  restantes  á  los  actores,  por  el  orden,  la 
el  concepto  qne  quedaban  antes  expresados,  y,  finalmente,  ni 
demandd  lo,  los  intereses,  rentas  ó  utilidades  rendidas  respecti 
por  las  expresadas  porciones^  desde  la  fecha  en  que  las  hubier 
la  entrega  de  ellas  á  los  actores,  con  costas;  habiéndose  presen 
el  escrito  que  se  acaba  de  referir  el  documento  privado  de  7  ( 

♦  '*  xle  1903,  cuyoH  únicos  datos  acerca  del  mismo  son  ios  referidi 

precedentes  y  varias  partidas  y  certiñkiacioineB  demoátrativas  d< 
I  clon  de  loa  demandantes: 

I  Reiaicando  que  en  escrito   fecha  6   de  Agosto  del  mismos 

formularon  su  contestación  los  demandados  D.  Satnrio  Gonz 

miuguez  y  D.  Jerónimo  Bragado  Oonde,  como  marido  éate  da  D< 

I  '  ta  Fdrnárvjez  González,  quienes  expusieron  en  síntesis:  que,  ei 

D.  Luis  González  Domíaguez  falleció  en  Avila  el  29  de  Dicte 

1902,  hKülendo  otorgado  mucho  tiempo  antes,  ó  sea  en  21  de 

188i,  testamento  comprensivo  de  la  cláusuia  de  institución  de  fa 

^  transcrita  en  los  precedentes;  qne  ai  ser  conocida  esta  clánsnla 

taron  du  las  sobre  quiénes  eran  los  llamados  á  la  herencia;  qae 

mentarlo  D.  Gregorio   Velayoa,  facultado  para   practicar  la  di 

particíóQ  de  la  herencia,  sabía  haber  muerto  con  anterioridad 

dor  todoa  sus  hermanos  llamados  á  sn  herencia,  excepto  el  dei 

'D.  Sdtario;  que  en  su  virtud,  el  expresado  albacea  pasó  aviso  i 

|i  podían  tener  interés  para  su  presentación  en  Avila,  á  Ün  de  dai 

*  •  pió,  coa  sn  intervención,  á  formalizar  el  inventario,  con  lo  cna 

juzgaba  cuestión  alguna  relacionada  con  los  derechos  sucesorio 

hermauo^  del  D.  Luis  González,  sin  contar  al  D.   Saturio,  fuen 

Rafaela  González,  fallecida  en  1889,  y  de  quien  y  de  su  marido 

"Sampedro,  qnedó  como  hija  Doña  Matilde  Sampedro  González, 

)    )  mandantp;  D.    Cayetano  González  Domínguez,  cuya  defunción 

el  afíj  1890,  dejando  de  su  matrimonio  con  Doña  Juliana  Sampe 

menores  Ingenia  y  Aurelia  González  Sampedro,  también  dema 

j  repreaentíidas  por  su  madre;  y  Doña  Maximina  González  Domír 

^  cual  eíítavo  casada  con  D.  Vicente  Morillo,  falleció  en  1891   y  c 

hijos,  á  Haber:  los  actores  D.  Vicente,  Doña  María  y  Doña   Ant( 

riUo  G  iiizAlez,  y  otros  tres  hijos  ajenos  á  este  pleito,  cuyos  noi 

•     ^  han  e<ípí ',  fi;ado  antes;  que  una  de  las  do?  hermunaa  del   testad 

I  á  yos  hi]  i-f  llamó  éste  á  su  herencia,  f  lé  D..ñi  Elena  González,  q 

..1        <      ■  llecló  ea  ;íl  de   Octubre   de  1871,  dejando  heredera  á  su  hija 

•     •        '         ,  •  Doña  CataÜna  Oarbajo  González,  la  cual  ha  recibido  la  parte  co 

*  '       ^       t  diente  ea  tal  concepto;  que  la  otra  de  las  expresadas  dos  hermí 
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A  la  mM«  general  de  los  bienes,  con  arreglo  á  la  cnal 
iota  respectiva  7  qne  además  reealta  también  qne  los 
aron  con  los  encapaces,  cuando,  por  el  contrario,  de  todo 

0  cierto,  7  así  resnlta  comprobado  de  documentos  tan 
el  testamento  del  cansante  D.  Luis  Gonzáles  7  el  texto 

rato  de  7  de  Enero  de  1908,  qne  ni  todos  los  interesados 
ntervinieron  en  el  contrato,  pnes  en  él  no  íoeron  parte 
ni  como  representados  Fra7  Bartolomé  Fern andes  Gon- 
na  hermana  del  testador,  qne  falleció  antes  de  qne  éste 
amento,  ni  Dofia  Catalina  Carbsjo,  hija  de  otra  herma- 
ondiciqnes  qne  el  anterior,  7,  además,  qne  de  dicho  do- 
stnal  no  aparece,  segán  con  error  se  snpone,  qne  los  qne 
Bfectivsmente,  cediendo  parte  de  sn  haber  hereditario, 
anta  é  indebidamente,  ni  tampoco  mirando  á  la  total!- 

cedidos,  sino  pnra  7  exclusivamente  partiendo  cada  in- 
qne  cedían,  del  cálculo  de  lo  que  podía  corresponderle  á 
suenta  las  disposiciones  del  testador,  qne  sefialó  para  los 

cuota  que  para  los  sobrinos,  7  esto  hasta  tal  extremo, 
itipuló  con  independencia  del  otro,  en  proporciones  dis- 

1  adiciones  enteramente  singulares,  como  se  hace  por 
neta  Ifernándes,  que  no  sólo  compromete  la  parte  de  sn 
Bartolomé  para  en  el  caso  de  que  le  fuera  donada  por 
imblén  se  desprende  de  la  cantidad  de  1.600  reales  para 
Morillo: 

racción  de  los  preceptos  legales  siguientes:  A,  del  art.  1218, 
)ódigo  civil,  en  relación  con  el  697,  último  párrafo,  de 
iamiento;  B,  del  art.  1282,  primer  párrafo,  del  mismo 
íión  con  el  680,  párrafo  tercero  de  la  expresada  le7;  C,  del 
mblén  del  Código  civil  7  de  sn  correspondiente  669  de  la 
D,  de  los  artículos  1249  7  1268  del  propio  Código,  todos 
regulan  la  apreciación  de  las  distintas  clases  de  pruebas 
li  pleito,  apreciación  hecha  en  su  totalidad  en  este  caso 
[>r  la  Sala  sentenciadora  en  cuanto  declara  que  ni  D.  Jus- 
icreditado  que  obró  con  representación  en  forma  legal  de 
1ro,  como  madre  de  los  menores  Aurelia  é  Ifígenia,  ni 
&n  7  Marcos  Bragado  de  sus  esposas  en  el  propio  acto,  ni 
iUo  de  las  de  sus  otros  cufiados,  surgiendo  tal  error  de  la 
locumentos  auténticos,  cuales  son:  primero,  el  contrato 
e  1908,  en  CU70  encabezamiento  se  invocan  semejantes 
s  7  se  aceptan  7  reconocen  por  todos;  segundo,  la  escri- 
30  otorgaron  todos  los  concurrentes — á  excepción  de  don 
,  que  lo  hizo  aparte — ,  con  estas  precisas  palabras,  bajo 

ferian  mandato  expreso  de  palabra  á — aquí  los  uom* 

datarlos — para  que  en  nombre  de  ellos  se  entendieran  7 
los  demandados  7  ho7  recurridos— sobre  las  dudas  que 
amento  de  D.  Luis,  7  pactaren  7  convinieren  en  los  tér- 
joicio  creyeren  más  conveniente,  después  de  aeeeorados, 
portuno,  de  personas  peritas  en  materia  de  Derecho,  la 
B  deberá  hacerse  en  definitiva  entre  todos  loe  interesados 
evitando,  á  ser  posible,  el  sostenimiento  de  cuestione? 
abras  éstas  qne  se  interpretan  ó  mejor  se  entienden  en  el 
;)veno  de  la  sentencia,  diciendo  que  las  que  las  profirió- 
)8  recurrentes,  consignaron  <en  el  referido  poder,  que  no 
consentimiento  por  ellas  á  los  designados  como  manda- 
gar  el  contrato  de  transacción  discutido  en  autos;  7  ter- 
105  82 
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por  U  «enteneift  reenrrida  qne  era  penona  c«pai  y  en  la  plenlliic 
derechos  oiyiles  no  le  toca  ai  paede  alegar  la  Incapaeldad  de  i 
eon  qaien  contrató,  aon  coando  ésta  f  aera  de  todo  panto  cierta  < 
entibie. 

(Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lópea  Aran 
Considerando  qne  es  improcedente  dividir  y  particnlariaar  li 
gaciones  transigidas  ó  qne  se  intentaron  transigir  en  el  docameu 
de  Eaero  de  1908,  porque  teniendo  el  objeto  de  evitar  el  pleito  ó 
qne  padieran  surgir  sobre  ios  derechos  hereditarios  de  los  parle 
D.  Lnis  Gonxáleí  Domíngaei,  quedaría  frustrado  tal  objeto  si  i 
mase  válido  ó  efícaien  una  parte  y  para  determinadas  personal 
que  en  aqaól  intervinieron  y  culo  ó  ineflcaí  en  cuanto  á  otras;  p 
lo  cual,  dada  la  conocida  intención  dé  las  partes,  se  impone  la  ne 
de  apreciar  en  conjunto  la  faena  legal  del  antedicho  documento 
así  lo  aprecia  la  Sala  sentenciadora,  interpretando  rectamente 
sentido  y  aspecto  el  origen  y  finalidad  de  la  transacción  en  aquél 
lada;  siendo,  en  su  virtud,  de  desestimar  el  motivo  noveno  del  i 
OoQsiderando  que,  aparte  el  error  doctrinal  en  que  incurre 
diencia  al  interpretar  el  art.  1280  del  Oódigo  civil,  con  dssconoi 
to  de  la  repetida  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  á  tono 
•  I  que  el  precepto  de  dicfaio  articulo  no  afecta  á  la  valides  y  eñcacii 

t  contratos,  cualesquiera  que  éstos  sean,  qne  celebren  las  partes,  i 

I  consigaarlos  en  escritura  pública,  por  no  obstar  dicho  precepto  i 

don  de  los  interesados  para  pedir  el  cumplimiento  de  esta  forn 
resnlta  de  todas  suertes,  según  estimación  que  de  la  prueba  se  1 
la  sentencia  recurrida,  que  al  otorgamiento  del  expresado  docí 
concurrieron  personas  como  D.  Justo  Gonaálea  y  D.  Vicente  Mori 
no  justifican  la  representación  que  dicen  tener  de  sus  sobrinos  j 
cufiados  y  hermana  respectivamente,  y  otros  como  D.  Francisec 
Marcos  Ohillón,  que  gestionan  intereses  propios  y  peculiares 
'  mujeres,  sin  acreditar  tampoco  el  encargo  y  autoriíación  de  ésta 

'  demostrar  que  estos  defectos  se  subsanasen  antes  del  otorgamif 

las  actas  notariales  de  19  y  26  de  Octubre  de  1908,  y  que  la  tram 
afectaba  á  menores  de  edad  sometidos  á  la  patria  potestad,  bíb 
obtenido  la  aprobación  de  la  autoridad  judicial;  defectos  todos 
Telan  y  patentisan  que,. en  realidad,  lo  que  se  hiio  en  7  de  £q 
1908  no  fué  sino  un  ensayo  ó  tanteo,  que  no  llegó  á  formaliaarse, 
4  ,  gado  de  los  defectos  que  le  invalidaban;  por  cuyos  fundamentos 

desestimar  los  motivos  6.o,  7.o  y  8.^  del  recurso,  así  como  tam 
4.*,  en  atención  á  que  el  fallo  no  se  funda  únicamente  en  la  erró 
terpretación  del  art.  1280  del  Código,  sino  principalmente  en  lot 
'**  f  de  nulidad  del  expresado  contrato  y  en  la  aplicación  del  art.  126t 

t    L  párrafo  2.°,  invocado  por  los  demandados,  por  no  haberse  justifi 

^  todas  sDürtes  qne  los  actos  de  aprobación  ó  ratificación  hayan  pn 

'  á  las  manifestaciones  consignadas  en  las  actas  notariales,  ni  ] 

subsanar  daraate  el  pleito  defecto  algnno  de  los  qne  inutilizan  la 
*  ejercitada  por  los  faodamentos  legales  acertadamente  apreciados 

'  Tribunal  sentenciador: 

Considerando  qne  el  hecho  fundamental,  consistente  ^en  la  fi 
,     f  poderes  con  qne  obrasen  los  qne  aparecen  concnrrentes  al  acto  é 

refiere  el  doca mentó  de  7  de  Enero  de  190S,  no  se  halla  destruido 

desvirtuado  por  las  razones  qne  se  alegan  en  el  motivo  3.^,  toda  } 

no  se  ha  acreditado  la  existencia  del  mandato  verbal,  ni  pued 

;^   ^  I  eficacia  la  ratificación  de  los  mismos  realizada  después  de  las  ac 

/  tariales  de  Octubre  de  1908,  en  consonancia  con  lo  ordenado  en  el 
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I      ^  lofl  cuales  contrajo  matrimonio  con  Dofia  Marfa  QertmdiB  Váaqn 

po  de  Llano,  de  la  que  no  tnvo  snceeión,  y  la  Dofia  Ramona  coi 
nnel  María  Vásqaes  Qiieipo,  primer.  Oonde  de  Torres  Navaes, 
enlace  qaedaron  dos  hijos  legítimos,  D.  Vicente,  qne  Inego  fnó  1 
de  Espasantes,  y  Dofia  María  Manuela  yásqnesQiiroga,actna I 
de  San  Martín  de  Qairoga,  demandante  en  e^te  pleito,  7  nieta,  p 
de  D.  Jnan  Bernardo  Qairoga  y  üría: 

Resaltando  qne  D.  José  Qairoga  Prado  falleció  en  sn  casa  d( 

el  28  dtí  Jallo  de  i8C3,  liaje  testamento  nnncnpatlTO  otorgado  el 

lio  de  1866,  junto  con  sa  esposa  Dofia  María  Gertrndis  Vásqnes 

en  el  qne  se  nombraron  recíprocamente  nsnfrnctnarios,  y  para 

de  sn  muerte  dejaron  sns  rentas  7  bienes  en  la  villa  del  Bailo, 

de  Mondón  7  de  Oaldelas,  fnera  del  partido  de  Q<iiroga  7  no  ot 

sobrino  D.  Vicente  Vásqnes  Qairoga,  7  todo  lo  demás  á  la  herí 

éste,  Dofia  María  Manuela  Vásqnes  Qairoga,  Oondesa  de  San  b 

Qairoga,  qoien  á  la  muerte  de  la  nsufrnctuaria  Dofia  María  € 

Vázqaez  Qieipo,  ocurrida  el  28  de  Diciembre  de  1879,  adquirió 

nio  de  los  bienes  7  rentas  que  se  la  habían  legado  en  el  téstame 

de  Jallo  de  1866,  7,  por  tanto,  el  derecho  á  percibir  las  rentas 

cientes  al  foral  Grande  de  Figuereido  7  de  los  Vales  ó  Valles: 

.  Resaltando  que  D.  Roque  José  Losada,  quien,  como  se  ha  I 

^  se  obligó,  en  virtud  de  la  escritora  de  11  de  Enero  de  1827  7  1 

.  diente  de  prorrateo  del  mismo  afio,  á  pagar  como  cabesalero  á 

t  Beraardo  Qiiroga  por  el  foro  Grande  de  Flgueiredo  la  renta  t 

67  tpgae  de  castafias  secas,  le  sucedió  á  sn  muerte,  ocurrida  i 

de  1837,  en  dicha  obligación  su  hijo  D.  Gregorio  Losada  Fern 

por  la  de  éste  el  SU70  D.  Roque  Losada  €l^onsáles,  nieto  de  aqu< 

á  sa  defunción,  ocurrida  en  28  de  Junio  de  1897,  la  transmitió 

,  jos  D.  José  María  7  D.  Mannel  Losada  Peres,  demandados  en  ei 

7  blzoietOB  del  cabezalero  D.  Roqne  José  Losada,  7  á  D.  Jua 

>  de  Vimlero,  qae,  en  virtud  de  la  escritura  7  expediente  de  1( 

f  de  1860,  se  obligó  á  pagar  á  D.  Juan  Bernardo  Qairoga  87  tegai 

por  la  renta  7  prorrateada  de  foral  de  los  Vales  ó  Val  lee  7  67 

de  vino  tinto  por  la  del  Grande  de  Figneiredo;  le  sucedió  en  ee 

ción  de  pago  sa  hijo  D.  Benito  Gómez  Blanco,  que  falleció  en  6  c 

de  1901  7  tuvo  cuatro  hijos,  Josefa,  Teresa,  Joan  7  Miguel  G 

último  de  los  que  falleció  el  10  de  Enero  de  1881  7  dejó  un  hijc 

I  g(n  Gómez  Alvares,  demandado  en  este  pleito,  7  el  Juan  Góm 

'  <  el  22  de  Ma7o  de  1898,  dejando  cuatro  hijos,  Benito,  Vicente, 

7  Asunción  Gómez  Mourenzs,  también  demandados  en  estos  a« 

presentados  á  causa  de  su  menor  edad  por  su  madre  Dofia  Manu 

^,  ten  a  Gomes: 

*^  Resultando  que  los  pagadores  de  las  rentas  prorrateadas  de 

1   (  les  Grande  de  Flgueiredo  7  Vales  ó  Valles  qne,  desde  1880,  v«] 

nándoselas  á  Dofia  María  Manuela  Vázquez  Qairoga,  quien  á  0 

recogía  por  áiedio  de  sns  apoderados  en  el  tiempo  7  lugar  con  ve 

I  Jaron  de  hacerlo  en  1899  respecto  de  las  tegas  de  trigo  7  de  lac 

^  de  vino,  7  en  1900  de  las  tegas  de  castafias  secas,  7  en  su  virta< 

María  Manuela,  Invocando  su  carácter  de  perceptora  de  las 

rentas,  demandó  de  conciliación  en  el  Josgado  de  Qniroga.  c 

f  «1  pago  de  las  vencidas  7  no  satisfechas  á  D.  Magín  Gomes  ; 

I  nuel  7  D.  José  María  Losada,  el  día  1.^  de  Ma70  de  1902;  á  Del 

>       i  7  Dofia  Josefa  Gomes  Martines,  el  18  de  Octubre  del  míeme  afi( 

A  D.  Magín  Gomes  Alvares,  Dofia  Manuela  Mourensa,  como  i 

**<      (     I,  tente  legal  de  sus  hijos  menores  Benito,  Vicente,  Svwrtote  y  i 
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sede  de  ningún  modo  existir  esta  olase-de  contratos,  y  de 

18,  Partida  8.^;  28,  tit.  8.^  Partida  6.*,  en  relación  con 

libro  10  de  la  Novísima  Becopilacíón,  y  con  el  caso  3.**  del 

leí  Código  civil,  por  cnanto  la  sentencia  recorrida,  al  ha- 

brande  de  Figneiredo,  del  de  Vales  ó  Valles,  prescinde  en  » 

Bciear  erales  son  las  tierras  qne  comprende,  con  lo  qne   ,  , 

Mta  clase  de  contratos,  eliminando  el  elemento  más  esen- 

á  toda  clase  de  derechos  reales,  entre  los  qne  se  halla  in- 

como  así  lo  establecen  las  leyes  y  artícnlo  citados,  sin  i 

r  tan  esencial  omisión  pneda  tenerse  en  cuenta  el  razona-  "*  I        , 

ce  en  nno  de  sns  Considerandos  de  qne  no  compete  al  de-  i 

lar  la  identidad  de  las  fincas  qne  constituyentes  foros^ 

prneba  compete  ai  qne  demanda,  y  sólo  corresponde  al  de- 

do  impugna  la  eficacia  de  algo  qne  lleve  á  Juicio  la  parte  ^  / 

»  al  presente  no  se  ha  traído  documento  alguno,  ni  siquie-  ^ 

don  testifical,  que  especifique  la  naturaleza,  clase,  sitna* 

I  de  las  fincas  aforadas,  los  demandados  están  exentos  de 

pruebas  aquello  cuya  existencia  no  se  ha  justificado,  cuya  '  ^     * 

la  ley  l.\  tít.  4.^,  Partida  8  %  confirmada  por  el  art.  1214  > 

11,  al  decir  que  incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones  al 
D  cumplimiento,  careciendo  de  aplicación  las  sentenciae  « 

de  1877  y  18  de  Enero  de  1879,  á  que  se  refiere  el  fallo  re- 
lostificar  que  ei  dueño  del  dominio  directo  se  halla  relé- 
itar  la  identidad  de  las  fincas,  por  referirse  á  caso  en  qne 
rminación  de  los  bienes  aforados; 

nfracción  de  la  ley  8  \  tít.  7.°,  Partida  1.*,  según  la  que 

a  Iglesia  se  pueden  dar  en  enfiteusis  perpetua  ó  temporal-  * 

do  hacerse  siempre  por  escritura  de  Escribano  público»; 
.^,  Partida  6.^,  qne  al  hablar  de  la  constitución  del  censo  * 

s  fdebe  ser  becbo  con  placer  de  ambas  partes  y  por  escri-  ,    ^ 

guisa  non  valdría»;  de  la  69,  tít.  18,  Partida  8.%  relativa  ^ 

tales  escrituraH;  de  los  arts.  1278,  1279  y  1280,  en  relación 
I  Código  civil»  y  de  la  sentencia  de  este  Tribunal  de  6  de  "^         . 

36,  qne  dice:  ckl  allanamiento  al  prorrateo  de  una  renta  i 

por  sí  solo  para  producir  una  obligación  eficaz  ni  estable-  i  , 

en  perpetuo  sobre  bienes  que  no  se  designaron  en  títulos  es*  '  •. 

do  lo  que  se  deduce  qne  los  foros  han  de  constituirse  en 

lea,  en  la  qne  df^ben  constar  perfectamente  descritas  las  •  *  ^    i 

s,  así  como  las  cláusulas  y  estipulaciones  que  deban  regir  ¡L  *  ^ 

entre  los  foratnrios;  por  cuanto  en  la  escritura  de  11  de 

se  habla  de  dfj  \t  subsistentes  algunos  foros,  no  de  crear, 

ise  probado  su  origen,  mal  pueden  subsistir,  y  porque  el  I 

is  sino  una  simple  distribución  de  pensiones  entre  los  obll»  i'     ^  ^'*     \ 

indudable  que  el  qne  se  haya  efectuado  un  prorrateo 
da  iiiflaye  para  ios  efectos  de  la  demanda,  porque  siendo  '   ^  f 

le  ser  prorrateudas  toda  clase  de  deudas  y  obligaciones,  * 

evidente  que  se  debían  las  rentas  reclamadas,  no  existien-  I  * 

etón  origen  de  los  foros,  es  lógico  so  poner  que  tendrían  ^1     * 

y  como  lo  qoe  se  demanden  son  pensiones  forales  y  no  »    ^  i    ^ 

índole,  no  poeit^n  concederse  en  modo  alguno: 
íaber  infriBgídu  )a  sentencia  recurrida,  aun  en  una  hipó» 
derse  valor  y  8fí -acia  á  los  documentos  de  11  de  Enero   de 
1,  el  art.  2.^,  cn^o  2.°  üe  la  ley  Hipotecaria,  qne  exige  la  ''' 

Hos  derechos  rifttlep,  y  portento,  de  los  foros,  en  el  Re-  ^ 

clon  con  el  1^6  y  23  de  la  misma  y  con  las  sentencias  de  5  ^< 
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*       I  Uv  interpaerto  por  el  Procnrador  D.  Jobo  Blarí»  Cordón  y  E§te 

Ib  dirección  del  Doctor  D.  Matlae  Barrio  y  Mier,  en  nombre  de 
dante;  habiendo  comparecido  D.  leidoro  Larrlnuga  y  ^^  Horac 
varrieU  por  .eí  y  como  representante  de  en  hermana  Dofia  Am 
Dreeentados  por  el  Procarador  D.  Francisco  Miranda  y  García 
I  y  defendido!  por  el  Letrado  D.  Nicolás  Salmerón: 

»  Beeultando  qne  D.  Cosme  Echevarrleta  y  D.  Bernabé  Larri 

Bilbao  se  unieron  para  dedicarse  á  diferentes  negocios  y  en  ei 

de  minas,  lo  más  tarde,  en  el  afio  de  1884,  en  el  qne  tomaron  i 

damiento  la  mina  Inoeeneta;  y  habiendo  fallecido  el  segundo  i 

Octubre  de  1892,  su  hijo  y  heredero  D.  Isidoro  Larplnaga  cont 

bajando  con  D.  Cosme  Echevarrleta  en  la  misma  forma  que 

difunto  padre  lo  habían  realizado  hasta  entonces,  aportandc 

otios  á  la  Asociación  bienes  inmuebles  de  que  respectlvamc 

dueños  y  de  los  que  no  consta  hiciesen  inventario,  según  declai 

tencia  recurrida,  sin  que  ni  en  tiempo  de  D.  Bernabé  Larrmag 

pué3.  ó  sea  desde  1892,  se  otorgase  escritura  pública  ni  docun 

«uno  en  que  constasen  los  pactos  y  condiciones  de  tal  Aeoclaclc 

Resultando  que  en  L»  de  Enero  de  1896  D.  Jalián  de  Olave 

entró  á  toinftr  parte  de    la  casa  Echevarrleta  y  Larrinaga,  d( 

I  manifestándole  D.  Cosme  Echevarrleta  verbalmente  que,  con 

I  miento  de  D.  Isidoro  Larrlnaga,  le  interesaba  en  un  10  por  1 

4  utilidades  de  los  negocios  de  la  casa  que  no  por  eso  varió  ni  € 

•  á  su  denominación  ni  en  cuanto  á  la  forma  de  su  constitucl 

motivo  de  uno  de  los  asuntos  que  aquélla  tenía  en  curso,  hcl 

y  Larrinoga  escribieron  desde  Bilbao,  con  fecha  6  de  Agosto  ( 

I  .  p  jo8Ó  Ma'ía  Pérez  de  Guzmán  una  carta  dlcléndole:  €  A  su  ti 

favoreció  su  apreclable  del  8  del  próximo  pasado,  y  hoy  ten 

anunciarle  que  nuestro  socio  Sr.  Olave  pasará  á  esa  á  fines  de 

i  te  semana  y  tendrá  el  gusto  de  ver  á  usted  para  tratar  del  asui 

1  minas  del  Pedroso^;  volviendo  Echevarrleta  y  Larrlnaga  á  es< 

'  de  Bilbao  al  propio  D.  José  María  Pérez  de  Guzmán  con  fecha  í 

lo  del898,  manifestándole  literalmente,  entre  otras  cosas:  €  A  1 

nudar  las  negociaciones  que  tuvimos  con  usted  de  las  minas  del 

le  suplicamos  nos  diga  si  de  esa  pasará  usted  á  San  Sebastián  y 

'    .  día  estará  usted  allí,  pues  como  en  breve  saldrá  para  dicho  pr 

tro  amigo  y  socio  D.  Julián  Olave,  tendrá  éste  el  gusto  de  sa 

'<  ,  á  la  vez  hablar  acerca  de  dicho  negocio:  ^   ,  „^    ^, 

Resultando  que  en  28  de  Noviembre  de  1899  D.  Julián  Ola^ 

desde  esta  corte  á  D.  Cosme  Echevarrleta  dlcléndole,  despuéi 

rirle  una  conversación  que  había  tenido  con  D.  Federico  Sola 

BU  participación  en  la  casa:  c  Ahora  bien,  supuesto  que  la  casi 

t    ,      •  hacho  que  por  Federico  haya  llegado  á  saber  algo  de  esto,  me 

'  pensar,  querido  Cosme,  de  que  me  ocupe  ya  de  lleno  de  este  f 

parando  no  te  ofenderás  porque  te  manifieste  lo  que  pienso  y 

bre  el  particular.  Varias  veces  solicité  de  tí  el  deseo  de  entra 

I  '  tra  casa,  y  varias  veces  me  contestastes,  sin  duda  por  exceso 

deza,  que  tenías  algún  reparo  en  ello,  por  lo  que  pndlera  cret 

lia  de  Isidoro.  Por  fin  te  decidiste  á  hablar  de  esto  á  Isidoro  y 

r      •  con  él  me  dijisteis  que  me  interesabais  ó  participabais  en  loi 

.  de  la  casa  en  un  10  por  100;  recuerdo  que  me  preguntaste  si  i 

I  esto  bastante,  y  te  contesté  que  sí.  No  podía  decirte  otra  cosí 

'.  en  cuenta  los  reparos  que  por  exceso  de  delicadeza  tuviste  ai 

•  .       5L      ,  blar  á  Isidoro,  y  además,  porque  quien  pide  entrar  en  vuestra 

'  ■  yo  lo  pedía,  debía  contentarse  con  lo  que  le  dieran,  y  debía  »ti 
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»  mes  eü  qae  intereso  el  10  por  100;   por  lo  tanto,  de  esto  nad 

qne  hablar.  En  los  negocios  naevos,  ó  sean  en  todos  los  qne  » 
dieran  despaós  da  mi  entrada,  he  estado  en  la  inteligencia  qa( 
ría  el  20  por  100...  Oomprendo  qne  en  los  negocios  qae  ya 

(vida  de  Bernabé  hayan  continuado  como  cuando  éste  vivió, 
fin,  aunque  éste  no  había  hecho  en  ellos  tanto  como  habías 
los  dos  los  creasteis;  pero  no  comprendo  ni  he  comprendido  nui 
los  nuevos,  después  de  haber  fallecido  aquél,  no  intereses  tú  m 
que  los  demás...  En  fin,  es  este  un  asunto  que  me  está  preocu 
cho;  no  sé  si  tengo  ra&ón  ó  no  en  pensar  como  pienso  en  todo 
de  que  no  la  tenga  y  pretenda  lo  que  no  sea  justo;  por  lo  tantc 
lo  habréis  de  resolver.  En  todo  caso,  el  pedir  es  libre,  y  supon 
por  lo  que  dejo  dicho  no  te  has  de  enfadar,  y  me  alegraría 
que  así  f  aera.  No  pienso  volver  á  ocuparme  inás  de  esto,  espo 
á  lo  quü  vosotros  me  digáis,  para  lo  cual  lo  dejo  todo  á  la  con 
vuestra,  y  lo  que  dispongáis,  sea  una  u  cosa  otra,  aquello  lo 
Resultando  que  á  las  peticiones  de  D.  Julián  Olave  contef 
me  Echevarrieta,  desde  Bilbao,  en  carta  de  26  del  propio  mee 
literalmente  dice:  c  Amigo  Julián:  Recibí  tu  carta  del  28,  á  la 
contestado  á  correo  vuelto  porque  quería  hacerlo  despacio  y  c 
f  Empiezo  por  confirmar  y  satisfacer  lo  que   verbalmente  te  di 

I  cuando  hablamos  de  la  visita  que  me  hizo   Federico  8olaegn1 

A  que  no  accedo  á  tu  pretensión  de  aumento  en  la  representad 

vas  en  la  casa.  Entraste  llevando  el  10  por  100,  y  no  te  damo 
remos  más  participación  que  esa  ni  en  ios  negocios  que  llam 
(que  para  mí  no  son  nuevos  ni  viejoe)  ni  en  los  viejos  ni  en 
<  presenten  en  lo  sucesivo.  Las  razones  que  para  esto  te  di   v( 

no  hay  para  qué  repetirlas.  No  sé  ni  acierto  á  explicarme  en  < 
dabas  ni  qué  motivos  tenías  para  suponer  que  yo  te   interesa 
í  negocios  nuevos  en  un  20  por  100,  porque  aun  deticartando  I 

I  que  tengo  para  no  interesarte  en  más  del  10  por  100  á  que  me 

'  tes,  tú  no  has  traído  á  la  casa  esos  nefocios  nuevos,  ni  has  tr 

ellos  más  que  otros,  ni  has  hecho  cosa  alguna  extraordinaria, 
la  casa  ha^a  contigo  ese  desprendimiento  que  solicitas.  Adec 
derte  un  10  por  100  más  en  edos  negocios  sería  lo  mismo  que 
declaración  por  la  casa  de  que  á  tí  se  deben  principalmente  di 
clos  y  que  nosotros  somos  ó  ineptos  ó  que  reconocemos  en  t 
^  ^  mercantiles  indispensables  para  la  casa,  y  esto  no  es  así.  Reo 

has  trabajado  con  fe  y  con  voluntad  y  que  tienes  buen  taleotc 
condiciones  de  comerciante;  pero  esto  no  quiere  decir  que  tú  1 
do  á  la  casa  nuevos  negocios,  ni  que  hayas  hecho  cosas  que 
<'  .4  tu  pretensión.  Estás  muy  equivocado  al  suponer  que  á  cualqi 

{    ^       '  que  hubiera  solicitado   interesar  en  un  negocio   nuestro  le  fa 

dado  una  participación  de  20  por  100,  siempre  que  hubiera  t 
capital  correspondiente,  porque  ni  ese  ha  sido  nuestro  crit 
rara,  rarísima  excepción,  ni  podía  serlo  dados  los  elemente 
i  cuenta  la  casa.  Aparte  que  es  muy  diferente  plantear  un  negó 

^  extraño  á  la  casa,  dándole  una  participación  del  20  ó  del  50  p( 

determinadas  condiciones,  que  ceder  graciosamente  un  10  pe 
^     f  socio  que,  si  trabaja  y  presta  servicios,  no  hace  en  último 

cumplir  con  su  deber.  En  cuanto  á  la  participación  que  Uev 
permíteme,  amigo  Julián,  que  quien  no  está  en  lo  jnsto  ni  en 
ble  eres  tú.  El  padre  de  Isidoro  creó  conmigo  la  casa  en  c 
difíciles*  En  unión  mía  participó  de  los  millones  de  disgusto 
bajos  que  cuestan  plantear  y  dominar  los  negocios  caando  i 
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Otras  Bemejantes,  figaran  ea  autos  las  siguientes:  ana  dirigida 
bao  en  9  de  Diciembre  de  1899  por  D.  Oosme  Echevarrieta  á  D 
Zanianegaiy  dioléndole:  «Naevamente  doy  á  ustedes  las  gra< 
deferencia  y  amabilidad  con  qne  ha  recibido  nsted  á  mi  socio 
Clave,  qnien  me  escribe  sumamente  agradecido  á  nsted,  tan 
trabajos  qne  hace  usted  en  nuestro  favor  en  el  pleito  que  teñe 
Tribunal  de  lo  Contencioso,  como  por  la  manera  carifiosa  C( 
trata  usted>;  otra  fechada  en  San  Sebastián  el  9  de  Diciembre 
D.  Julián  Clave  á  D.  Cosme  Echevarrieta  indicándole  la  coi 
de  residir  fuera  de  Bilbao  para  atender  al  restablecimiento  d< 
proponiéndole  asistiera  su  hijo  Leonardo  al  escritorio  j  i 
«Amigo  Cosme,  á  ti  te  debo  el  haber  entrado  en  la  casa,  y  á 
también  la  participación  que  llevo  en  ios  negocios  de  la  miso 
tanto,  repito  qne  obres  conmigo  en  todo  lo  que  se  relacione  c( 
te  parezca,  dándole  la  forma  que  creas  más  conveniente,  pU( 
vida  te  agradeceré  lo  qne  por  mi  hiciste,  y  en  lo  que  ahora  < 
yo  no  pondré  absolutamente  ningún  pero  ni  ningún  reparo;  se 
do  para  ti,  snceda  lo  qne  quiera,  lo  que  he  sido  siempre»;  oti 
14  del  mi^mo  mes  y  afío  que  la  anterior  de  D.  Cosme  Eche 
D.  Julián  Clave,  que  contiene  el  siguiente  párrafo:  «Me  pa: 
L  bien  tomar  enea  en  esa,  si  es  que  crees  qne  tso   favorece  á  ti 

pU'edes  eetar  todo  el  tiempo  que  conceptúes  necesario  aparta 
negocios,  sin  qne  por  esto  se  altere  la  participación  que  lie 
casa,  qne  será  la  misma  qne  basta  aquí:  el  10  por  lOOde  las  u 
otra  de  D.  Julián  de  Clave  á  D.  Cosme  Ecbevariieta  de  19  de 
1902,  d\4;téndole,  después  de  ofrecerse  para  trabaja''  por  )a  ca^a 
de  los  puntos  en  que  ésta  tuvisse  algúu  negocie:  «Si  por  no  te 
cioH  fuera  de  esa  o  por  cualquier  otro  motivo  no  utilizaras  i 
cios,  tú  dispondrás  respecto  á  mí  lo  qne  creas  más  conven 
que  disponga»  me  parece  bien;  pnrs  como  te  tengo  dicho  ant< 
I  te  tístoy  muy  agradecido  y  lo  estaré  toda  la  vida,  porque  no  o 

,  Olvidarán  nunca  mis  hijos  qne  á  ti  te  debo  el  pertenecer  á  la  • 

lo  tanto  el  bienestar  de  mi  familia  y  el  mío>;  y  por  último,  li 
D.  Cosme  Ecbevarrita  á  D.  Jnlian  Ciave  de  1.°  de  Septiembre 
que,  contestando  á  la  anterior,  le  dice;  entre  otras  cosas:  «Ce 
la  casa  tiene  negocio  en  Carboneras  (Mmetíí^)  y  en  el  Cot 
(Mnrcia);  pero  esos  sitios  son  muy  enfermizos,  porque  hay  fie 
dicas,  y  además,  en  las  minas  no  hay  nesidad  de  que  esté  p( 
*  I  nadie  de  la  casa,  fuera  de  loe  empleados»: 

i  .  Resnltando  que  al  fallecimiento  de  D.  Cosme  Echevarrietc 

el  28  de  Febrero  de  1903,  sus  hijos  D.  Horacio,  Doña  Amalif 

,,^  doro  Larrinaga  practicaron  una  liqnidación  de  la  participaci( 

'\  Julián  Ciave  tu  la  casa  Echevarrieta  y  L'Arrinagc,  que  compr< 

'   ^  el  afío  de  1897  á  F<  brero  inclusive  de  1908  y  arroja  en  total  li 

,  tes  canti<!adeB  en  las  casillas  correspondientes  en  que  está 

«Balance8>,  8.4B1.390  pesetas  11  céntimos;  «Diferencia  en  la 

I  *  piedad  del  capital  social;   Pur  aumento>,  6.710.126  pesetas  S 

I  «Por  disminución!,  496.416  pesetas  4  céntimos;  cUtilidades  ; 

procedentes  del  usufructo  de  la  nnda  propiedad;  Pérdidas», 

pesetas  69  céntimos;  «Utilidades!,  2.384.891  pesetas  y  69  céntJ 

rando  en  la  penúltima  casilla  como  pérdidas  la  cantidad 

A-  ,        78.204  y  67  céntimos,  correspondiente  al  afio  de  1899,  y  al 

^  liquidación  una  partida  que  dice:  fSaldo  de  utilidades  por  usn 

jeto  á  participación  del  10  por  100,  2.261.617  pesetas  12  céntio 

*^   •  I  habiéndose  conformado  D.  Julián  Clave  con  dicha  liquidaciói 
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)  cnaleB  89  revelaba  lo  qae  dejaba  afirmado,  dándose  cuenta  ei 

*  sns  respectivas  gestiones  y  del  cnrso  j  vicisitades  de  los  nego< 

snltáudose  sobre  diversos  extremos  de  ellos  j  tratando  de  t( 

entre  personas  qae  tenían  un  interés  común^  como  era  el  de 

annqoe  ese  era  el  concepto  qne  de  la  lectora  de  la  corresponi 

I  formaba,  era  de  fijar  especialmente  la  atención  en  la  carta  de  1 

I  Echevarrieta  á  D.  Gaspar  J.  de  Zanzunegni  de  9  de  Diciembre 

en  las  de  14  de  Diciembre  de  1900  y  1.^  de  Septiembre  de  190i 

Cosme  al  demandante,  que  lo  qne  en  ella  decía  Ecbevarrlet 

contestación  [á  la  qne  del  demandante  habla  recibido  de  fec 

Agosto  del  mismo  afio,  en  la  que  se  le  ofrecía  ir  al  cuidado  de  1 

.  cios  de  f  aera  de  Bilbao,  pnes  había  mejorado  de  salud  en  aquel 

y  añadía:  cNo  olvidaré,  ni  lo  olvidaván  nunca  mis  hijos,  que  á 

'el  pertenecer  á  la  casa,  y  por  lo  tanto  el  bienestar  de  la  ían 

mío>;  además  de  lo  que  era  otra  prueba  de  carácter  de  socio  < 

en  la  casa  Echevarrieta  y  Larrinaga  el  que  en  la  liquidado 

luego  hablaría,  practicada  por  los  demandados,  le  aplicaban 

parte  proporcional  de  las  pérdidas  en  el  afío  1899,  de  las  que 

alguno  debiera  responder  á  no  tener  como  tenia  ei  concepto 

cuarto,  que  de  igual  modo  que  había  quedado  patentizado  poi 

tas  citadas  el  carácter  con  que  entró  en  la  casa,  se  acreditaba  1 

:  '^  de  su  participación  de  un  modo  categórico  y  que  resolvía  esta 

I  en  la  carta  que  D.  Cosme  Echevarría  le  dirigió  en  26  de  Novi 

I  1899,  de  la  que  se  transcriben  sus  principales  párrafos  no  obst 

sentarla  original,  así  como  de  la  de  14  de  Diciembre  de  1902,  a 

que  aunque  presentaría  otras  pruebas  sobre  el  particular,  las  i 

eran  suficientes  para  ver  qne  su  participación  era  total  y  que  i 

'  .     100  ÍDdicado  debía  imputarse  á  todas  las  mejoras,'intere8es,  b 

utilidades  y  acrecentamientos  del  capital  efectivo  que  había  e 

cuando  ingresó  en  ella,  entendiéndose  por  tales  las  adquisicio 

1  riores  de  minas,  fincas  y  valores,  por  lo  que,  deduciendo  d< 

!  caudal  social  existente  al  disolverse  la  Compañía  el  valor  1: 

que  existía  á  su  ingreso  en  ella,  el  resto  tendría  ese  caráctei 

que  nada  significaba  contra  lo  que  llevaba  dicho  que  algunos  c 

gocios  de  la  casa  y  ann  la  mayor  parte  de  ellos  no  se  escril 

nombre  de  la  Sociedad  Echevarrieta  y  Larrinaga,  que  aunque 

tencia  legal,  no  la  tenía  legalizada,  sino  que  unos  lo  estaban  i 

i|  del  D.  Cosme,  otros  á  nombre  de  D.  Bernabé  Larrinaga,  pero  ni 

^  «  I  del  demandante;  pues  era  natural  que  así  sucediera:  primen 

poderse  comprobar   en   la    forma  exigida  por   las    leyes   la 

clon  de  la  Compañía  y  la  personalidad  de  sus  gerentes;  segí 

tratarse  de  socios  más  antiguos  de  los  que  figuraban  nominal) 

'*'  •'  la  razón  social,  de  socios  que  tenían  más  participación  qne 

,  i    L       '  de  ellos  D.Cosme,  el, verdadero  jefe  déla  casa;  y  tercero, 

bien  ios  negocios  se  escrituraban  á  nombre  de  cada  uno  de  elli 

'  todas  ocasiones,  sino  cuando  era  preciso  acreditar  la  constit 

cial  y  la  personalidad   de  los   gerentes,  de  todos  era  sabidí 

mismo  esos  negocios  que  los  escriturados  por  documento  privan 

bre  de  la  entidad  Echevarrieta  y  Larrinaga,  se  hacían  con  cap 

Sociedad  y  no  con  el  privativo  de  sns  socios,  y  después  venían  t 

»     I      '  arrollo  figurando  á  nombre  de  aquélla,  apareciendo  en  sns  invc 

i.  balances  como  parte  de  sn  capital  activo,  como  no  podía  men 

,      '       .,         '  á  no  infringir  los  preceptos  de  los  arts.  185  y  186  del  iJódigo  d( 

'  cío,  que  prohiben  á  los  socios  colectivos  toda  operación  por  on 

•  '  '     ^  .  I  pía,  á  no  mediar  el  consentimiento  de  la  Sociedad;  sexto,  qne 
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(  en  d«  tener  en  onenta  el  primer  párrafo  del  art.  117,  reeolvii 

bonal  Supremo,  de  eonformidad  oon  lo  ezpneeto  en  su  eentei 
Diciembre  de  1902,  que  lo  mismo  por  el  art.  1667  del  Código  < 
por  el  117  del  de  Oomereio,  el  contrato  de  Sociedad  es  válido 
rio  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  celebre,  y,  por  lo 
defectos  que  bayan  podido  cometerse  en  la  constitución  de  J 
tiles  nunca  podían  afectar  á  las  relaciones  de  la  Sociedad  co 
ros,  con  arreglo  á  la  inteligencia  qoe  debe  darse  al  118  del  úl 
po  legal;  y  añade  que  el  precepto  del  art.  1669  del  Oódtgo  eiv 
ga  personalidad  jurídica  á  la  Sociedad  cuyos  pactos  se  manto 
tos  entre  los  socios,  como  establecidos  en  favor  de  los  toreen 
de  invocarse  por  los  socios  para  eludir  el  cumplimiento  de 
ciocee  contraidas  á  tenor  de  los  mismos  pactos;  qoe  aunque 
le  dicho  no  qoisiera  considerarse  como  verdadera  Sociedad  á 
dad  convenida  verbalmento  entre  Echevarría,  Larrinaga  y 
danto,  siempre  existiría  un  contrato  licito  y  eficaa,  según  el  < 
bio  de  los  servicios  prestados  por  el  último,  se  le  adjudicaba 
pación  de  un  10  por  100  en  todos  los  negocios  de  la  casa,  y  e 
n»  podía  menos  de  tener  valor  legal  y  dar  origen  á  las  accic 
pondientes  e\n  necesidad  de  previa  escritura,  conforme  á  loe 
r  1091,  1264,  1266  y  1268  del  Código  civil,  aplicables  á  los  con 

I  *  «antiiee,  segúa  el  60  del  de  Comercio;  que  lo  mismo  la  8o< 

'   .  que  la  colectiva  mercantil  se  extingue,  á  falto  de  pacto  en  coi 

f  la  mnerte  de  uno  de  los  socios,  conforme  al  art.  1700  del  Cóc 

y  al  223  del  de  Comercio;  que  bien  faera  de  Sociedad  el 
cuestlÓQ,  bien  se  le  calificara  de  modo  distinto,  siempre  po 
en  cumplimiento  del  pacto  bilateral  libremento  aceptodo  el 
de  representación  qne  se  le  adjudicó  en  todos  los  negocios  d 
disaelta  éela  las  regias  de  liquidación  que  habían  de  seguirsi 
casos  serían  l&s  mismas,  ó  sea  las  consignadas  en  el  hecho  € 
\  demanda,  pues  en  la  primera  hipótesis  de  existencia  de  ui 

mercantil,  á  falta  de  reglas  expresas  contenidas  en  la  escritt 
pafiía  ó  de  insuficiencia  de  las  prescritas  por  el  Código  de  C 
preciso  aco^erse^  según  el  art.  2.^  del  mismo,  al  Código  civil 
artículo  1708  prescribe  que  la  participación  entre  socios  del  c 
-Sociedad,  al  disolverse  ésta,  se  regirá  por  las  reglas  de  par 
^  herencia,  podiendo  decirse  lo  mismo  en  el  segunde  supuse 
contrato  en  cuestión  no  social,  puesto  que  todo  lo  que  se 
mente  y  en  cnalquier  forma,  con  tal  de  que  no  se  oponga  á  U 
ó  bien  )  úblico,  es  obligatorio  para  los  centratantos,  desde  li 
título  16  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  reproducida  en  loi 
y  1268  del  Código  civil,  á  los  que  se  refieren  el  60  y  siguii 
'^,  Comercio;  y  después  de  impugnar  la  distinción  hecha  en  la 

^    ^  practicada  por  los  demandados  entre  nuda  propiedad  y  usu 

nuda  propiedad  del  capital  social,  suplicó  se  condenase  á  D. 
rrinaga  y  Abnrto  y  D.  Horacio  y  Dofia  Amalia  Echevarriet 
los  dos  últimos  como  herederos  únicos  de  su  finado  padr 
Ecbevarrieta,  á  que  reconocieran  al  demandante,  por  lo  men 
de  Enero  de  1896,  el  carácter  de  socio  con  la  participación  de 
en  todos  los  negocios  de  la  Sociedad  ó  comunidad  que  en  B 
•     '      *  girado  bajo  el  nombre  de  Echevarrieto  y  Larrinaga,  y  en  en 

cia,  disuelta  ó  extinguida  esa  Sociedad  ó  comunidad,  á  que 

la  liquidación  de  ella  con  intervención  del  demandanto,  ma 

esa  liquidación  se  hiciera  con  sujeción  á  las  bases  consignad 

^   •  I  cho  octavo  de  la  demanda,  imponiéndoles  además  las  costas: 


f 


•*     '.     » 
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I  -cipeB,  casi  siempre  por  D.'  Cosme  Echevarrieta;  qne  la  comanldf 

t  mada  por  éste  y  D.  Bernabé  Larrinaga,  alcanzó  ya  en  vida  de  est 

mo  nn  alto  grado  de  prosperidad,  qne  aumentó  á  en  mnerte  y  ei 

de  sn  hijo,  merced  á  los  importantes  negocios  qne  reaiiiaron,  adqi 

do  así  nn  caudal  considerable,  parte  del  qne  dedicaron  como  capi 

tante  al  acrecentamiento  del  negocio  de  minas,  y  otra  parte  á  la 

I  sición  de  fincas  y  minas,  cnyo  número,  y  naturaleza  se  detallaba 

'  '  relación  que  presentaban  y  cnyo  valor  no  podfa  en  la  actnalld 

terminarse,  pero  que  ciertamente  excedía  de  20.000.000  de  peseta 

tal  era  el  estado  de  la  casa  cnando  D.  Julián  Olave,  que  manteni 

les  relaciones  de  amistad  con  D.  Cosme  EcheVarrieta,  solicitó  de  < 

chas  veces  en  el  año  de  1896  que  se  le  admitiese  en  ella  para  pro] 

narse  los  medios  de  atender  á  las  necesidades  de   su  familia,  y 

•después  de  vacilar  un  poco,  entre  otras  cosas  porque  para  nad 

necesarios  los  servicios  de  Olave  en  el  escritorio,  y  de  acnerdo 

D.  Isidoro,  le  dio  entrada  en  él,  manifestándole  verbalmente  qne 

de  sueldo  fijo  le  interesaba  en  nn  10  por  100  de  las  utilidades  de 

gocios  de  la  casa,  sin  que  sobreveste  particular  existiera  docnmei 

•  guno;  que  Olave  entró  en  el  escritorio  el  1.°  de  Enero  de  1897  sii 

aportado  capital  alguno,  como  él  mismo  declaraba  en  sn  carta  d< 

Noyiembre  de  1899  á  D.  Cosme  Echevarrieta,  en  la  que  tambiéi 

4  nocía  que  su  admisión  en  la  casa  fué  por  haberlo  solicitado  var 

\  ees,  y  constituyó  na  acto  voluntario  de  Echevarrieta  y  en  oomi 

I  que  no  le  daba  fcicultad  para  otra  cosa  que   para  aceptar  lo  qne 

mente  se  le  otorgase,  como  así  lo  demostraba  sn  carta  del  26  del 

mes  y  afío  á  D.  Cosme  Echevarrieta;  que  Oíave  no  llevó  ningún 

cío  nuevo  á  la  casa,  y  cuando  entró  en  ella  no  hacían  falta  sns  sei 

'  y  aun  cnando  «ísto  se  decía  en  la  carta  de  D.  Cosme  Echevarrieta 

de  Noviembre  de  1899,   presentada  por  Olave,   éste  lo   aceptabf 

cierto  en  el  hecho  de  no  rectificarlo  ni  desmentirlo  en  la  suya  del 

^  propio  mes  y  afío,  dando  por  reproducido  lo  qne  con  relación  á  li 

tas  de  9  y  14  de  Diciembre  de  1900  escritas  por  Olave  al  D.  Cosm 

'  éste  á  aquél  consiguaban  en  la  Impugnación  al  hecho  segundo  di 

manda,  ó  sea  la  conformidad  y  sumisión  absoluta  de  Olave  á  lo 

D.  Cosme  le  diera,  ó  sea  el  10  por  100  en  las  utilidades  de  los  ni 

^  de  la  casa;  que  esto  no  se  llegó  á  poner  en  claro  hasta  después  de 

ta  de  26  de  Noviembre  de  1899,  en  qne  D.  Cosm*^  Echevarrieta  cor 

las  pretensiones  de  obtener  nn  20  por  100  en   los  negocios  nnev 

H  •  y  D.  Juan  Oave  formuló  en  la  suya  del  23  del  mismo  mes  y  año, 

ee  retrataba  la  desmedida  ambición,  siendo  de  todo  punto  evidei 

ei  demandante  no  fué  otra  cosa  en  la  casa  qne  nn  dependiente  < 

no  hizo  más  que  secundar  y  cumplir  las  órdenes  qne  en  cada  caB< 

'**  •*  ban  el  D.  Ci^sme  ó  el  D   Isidoro,  aparte  de  que  ni  directa  ni  inc 

)    i       '  mente  celebró  contrato  ni   realizó  actos   personales,  en   los  ne 

^  como  lo  hacían  dichos  condnefios,  nunca  tuvo  poderes  de  éstos  pf 

*  Íes  representara,  ni  sn  nombre  figuró  en  la  correspondencia  y  ooi 

I  dad  de  la  casa,  quedando  reducidos  sns  servicios  á  concnrrir  dnn 

*  ^ún  tiempo  al  escritorio  y  á  practicar  gestiones  en  Madrid  y  en 
**  otro  punto,  trabajos  nnos  y  otros  exactamente  iguales  á  los  qne 

oaban  otros  empleados  de  la  casa;  qne  fallecido  D.  Cosme  Echei 

r     *  en  28  de  Febrero  de  1903,  qnisieron  los  demandados  pracüear  It 

1  -dación  de  las  utilidades  qne  hubieran  de  abonarse  á  Olave,  oír 

*  ^  oon  extraordinaria  largueza  participación  en  rentas  rprúdootoe 

nes  inmuebles  y  derechos  reales  que  habían  adquirido  loe  doe  c 
.       tji      )        •  ^OB  de  la  casa,  resultando  del  avance  de  esa  liquidación  qne  por  1 
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doB  por  Olave  en  menos  de  cnatro  afios  ascendía  la  partici- 

)  por  100  de  las  nulidades  á  288.489  pesetas  16  céntimos;  ' 

:echo  aquél  con  tan  pingüe  remuneración  de  servicios,  re» 
menta  de  ntilidades,  pretendiendo  ejercitar  derechos  de  so- 
rvenir  en  ia  liquidación  del  caudal  total  de  la  casa  y  partí-  * 

asta  en  el  aumento  de  valor  que  habían  tenido  los  inmue- 
lOJ  reales  adquiridos  por   Echevarrieta  j  Larrlnnga;   que^ 
I  presente  pleito  con  codiciosa  temeridad,  desistían  del  ge- 
sito  con  que  abonaban  en  el  proyecto  de  liquidación  á  Ola-  .  : 
lades  de  las  que  en  estricto  derecho  le  correspondían,  y  en«                    f                     t 
antro  de  esos  límites  y  oponiendo  la  más  rotunda  negativa                               • 
a  pretensión  de  carácter  legal  de  socio  que  aquél  invocaba» 
3omo  hecho  final  de  la  contestación  la  afirmación  de  que 

n  á  Olave  otros  derechos  que  el  10  por  100  de  las  utilidades  ,  .^  / 

hubieran  producido  la  totatidad  de  los  negocios  durante  el  '' 

empo  comprendido  desde  1.^  de  Enero  de  181^7  al  28  de  Fe- 
),  debiéndose  en  su  consecuencia  contraer  exclusivamente 

n  a  la  cuenta  de  pérdidas  y  ganancias  de  todos  y  cada  nno  '  ^     * 

I  negocios,  á  flu  de  precisar  el  saldo  cuyo  lO'por  100  se  hu-  ^ 

lar  á  Olave;  y  como   fundamentos  de  derecho  expusieron r  ,     «  -       • 

leí  sentido  del  art.  1666  del  Código  civil,  de  acuerdo  con  el  4       « 

mercio  y  con  la  ley  1.*,  título  10  de  la  Partida  b.*,  parecía 
e  entre  Echevarrieta  y  Larrinaga  había  existido  una  8ocie- 
bo  común,  no  era  así,  sino  que  lo  que  entre  ellos  pactaron 
anidad  de  bienes  y  ganancias,  conforme   al  párrafo  2.^  del 

del  Código  civil,  y  por  esa  razón  no  habiendo  existido  ver-  : 

iad,  era  de  imposibilidad  absoluta  que  pudiera  un  tercero  * 

)lla,  así  como  también  que  Oiave  fuera  comunero,   porque  ^ 

dos  conduf  ños  inmuebles  que  representaban  un  fuerte  capi- 

liendo  aportado  aquél  ninguno  al  entrar  en  la  casa,  era  ab-  .    ^ 

¡r  que  se  le  reconociera  con  dominio  en  esas  propiedades,, 
expresado  en  escritura  pública,  conforme  al  art.  1280  del 
que  aun  suponiendo  que  entre   Echevarrieta  y  Larrinaga 

tido  una  Sociedad,  ésta  no  pudo  tener  jamás  carácter  mer-  ] 

joneree  á  ello  los  arts.  284  y  285  del  antiguo  Código  de  Co-  <  i 

Dte  en  1884,  y  como  al  morir  D.  Bernabé  Larrinaga  y  susti» 

}  no  la  frroaiízaron  tampoco  por  escritura  pública  y  las  co-  ' 

ron  en  igual  f.)rma,  era  evidente  que  tal  Sociedad  mercan-'  -  *  ^  * 

ida  jamás;  que  aunque  aceptaran  en  hipótesis  que  el  con-  '   * 

Ichevarrieta  y  Lnrrinaga  fuera  de  Sociedad  civil,  dentro  del 
I  de  él  da  el  art.  1666  del  Código  civil,  no  cabía  el  contrato 

otorgaron  cun  Clave;  que  conforme  á  los  arts.  1667  y  166S  ? 

idigo,  no  podÍ4  tener  exstencia  legal  el  pretendido  contrato  *'     i  ^'* 

idante  Invocabn,  porque  Echevarrieta  y  Larrinega  tenían 
3bles  que  no  ponían  aportar  sino  mediante  escritura  públi 

\  el  art.  1691  d«*l  Código  clviF,  es  nulo  el  pacto  en  el  que  se  '         j. 

ocio  de  toda  responsabilidad  en  las  pérdidas*,  salvo  el  caso 

socio  de  industria,  y  este  carácter  no  lo  tenía  D.  Joan  Ola  ^'i 

Jemostraba,  entre  otros  extremos,  la  carta  de   D.  Cosme  *    "•  i 

,  de  26  de  NuV'f^mbre  de  1899;   que  el  art.  10^1  del  Código  $      \ 

i  al  derecho  de  Olave  el  límite  infranqueable  del  10  por  100  ,  1 

kdes  líquidas,  liurante  determinado  tiempo,  en  todos  los  ne-  .  ^  ^ 

(asa;  que  según  la  doctrina  de  la  sentencia  de  10  de  Noviem-  .     I  I 

890,  la  participación  de  beneficios  concedida  al  demandante  .    .t  ^  ^^ 

Blderarse  como  contrato  de  Sociedad,  sino  de  arrendamien^  '  \     í     *  .    i 
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1  to  de  servicioB;  que  á  tenor  de  la  doctrina  contenida  en  las  «entona 

^       »  a  de  Jallo  de  1872,  81  de  Mayo  de  1809  y  11  de  Jnllo  de  1900,  era 

«o  reconocer  que  no  se  podía  dar  á  O  lave  el  oarácter  leg^al  de  eo 
careciendo  de  él,  no  podía  intervenir  en  la  liquidación  de  la  casa, 
tándoae  en  derecho  á  qne  loe  demandados  practicasen  la  de  pénj 
ganancias  de  la  totalidad  de  los  negocios  de  aquélla  desde  1.^  de 
de  1897  á  28  de  Febrero  de  1908  y  qne  le  abonasen  el  10  por  100 
utilidades  líquidas,  sin  que. esto  pudiera  en  modo  alguno  compren 
las  rentas  6  productos  de  los  bienes  que  Echevarrieta  y  Larrinai 
dieron  antes  de  aquella  fecha,  ni  extenderse  más  allá  de  la  últii 
las  ganancias  qne  los  negocios  hubieran  reportado  ó  reportasen; 
,  -cando,  por  último,  los  demandados  el  concepto  de  la  palabra  útil 

de  las  que  el  actor  debía  participar  en  un  10  por  100  durante  el  p 
antes  indicado: 

Resultando  que  renunciado  el  trámite  de  réplica  por  el  actor,  si 

el  pleito  á  prueba  y  se  practicó  por  ambas  partes  de  confesión  jn 

documental,  consistente  en  numerosas  certificaciones,  testimonios 

pulsas,  y  entre  éstas,  la   de  las  dos  cartas  firmadas  E  hevarrieta 

rrinaga,  de  fechas  5  de  Agosto  de  1897  y  9  de  Agosto  de    1898,  dii 

á  D.  José  María  Pérez  de  Guxmán;  de  exhibición  de  los  libros  de 

bilidad  de  la  casa   Echevarrieta  y   Larrinaga,  de  la  qne,  entre  otr 

I  tremos,  resalta  que  el  sistema  de  contabilidad  por  partida  dobl( 

f  adoptó  hasta  Enero  de  1898,  tomando  por  base  el  primer  inventar 

f  fie  practicó  y  lleva  por  epígrafe  clnventario  de  nuestro  capital  s 

pasivo  y  líquido  en  1.^  de  Eaero  de  1898>,  y  aparece  firmado  únic 

te  por  D.  Oosrae  Echevarrieta  y  D.  Isidoro  Larrinaga;  qne  en  las 

ñas  de  los  empleados  de  la  casa  no  figura  el  nombre  de  D.  Julián  < 

'  que  en  las  cuentas  particulares  de  D.  Cosme  Echevarrieta  y  D.  I 

Larrinaga  se  dice  «nuestro  socio,  califioación  que  no  se  aplica  á 

lian  Oiave,  quien  no  aparece  en  los  libros  ni  como  socio  ni  como 

tt  tante  de  capital  algnno,  figurando  en  su  cuenta  las  cantidades  poi 

cibidas  á  cuenta  de  beneficios;  que  en  el  libro  Diario  nám.  1 ,  qne  ce 

'  el  2  de  Eaero  de  1898,  aparecen  al  margen  de  algunos  asinnios  un 

tas  que  dicen:  «Anulado   en  virtud  de  lo  dipuesto  en  el  apaitadol 

art.  44  del  Códií^o  de  Comercio,  para  ponerlo  en  armonía  nv»n  lo  pr 

do  en  el  art.  37  del  mismo  Código>;  en  el  Diario  núra.  3,  que  ti 

diligencia  de   apertura  del  Jnzgado   municipal  de  4   de  E-iero   de 

fignran  algunas  cantidades   délos   asientos  puestas  con  lápiz;  y 

^  I  I  Diario  núm.  2,  que  da  comienzo  en  9  de  Marzo  de  1V03,  fígnr&n  1 

cabezados  de  los  apientos  de  contrapaso  que  dicen...    «(^ntrapasi 

asiento...,  en  virtnd   délo   dispuesto  en  el  apartado  2.^  «iel  art, 

Código  de  Comercio  para  ponerlo  en  armonía  con  lo  prevenido  en 

'*»  •<  tículo  87  del  mismo  Código;  constando  al  final  de  la  diligencia  de 

\    .       '  blción  que,  á  excepción  de  los  libros  qne  al  ser  resefíAdos  se  había 

^  cado  que  es>taban  legalizados  por  el  Juzgado,  todos  los  d-'más  e 

dos  carecían  de  la  diligencia  de  ap  rtura  y  cierre  y  sello  de  aquél; 

I  último,  también  suministraron  ambas  partes  prueba  te-^trfi^al,  di 

*  Ja  del  actor  especialmente  á  demostrar  su  carácter  de  socio  de  1 

•  Echevarrieta  y  Larrinaga: 

Resultando  que  D  Julián  Olavo  prepuso  además  prneba  peric 

.     f     *  cotejo  de  letras,  y  que  por  tres  peritos  mercantiles,  y  previo  exan 

1  ^  los  libros,  papeles  y  documentación  de  la  casa  Echevarrieta  y   La 

'  '  ga,  presentasen  al  Jnzgado  por  vía  de  informe  las  operaciones  qm 

'      .  có,  las  cuales  no  pudieron   practicar  aquéllos  en  la  forma  solicita 

,  •     (^      ^        .  las  razones  que  expusieron,  y  que  además  dictaminaran  sobre  los 
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ye  solicitó  se  aclarase  en  el  sentí  do  de  fijar  las  bases  conforme 
lee  hubiera  de  hacerse  en  sn  día  la  liquidación  de  la  parte  qne 
pondia  en  el  haber  de  la  casa  Echevarrieta  y  Larrinaga,  alegí 
DO  obstante  lo  dispnesto  en  los  artículos  859  y  860  de  la  ley 
ci amiento  civil,  la  sentencia  no  decidía  todoa  los  puntos  snjeti 
eión  pues  rechazaba  las  bases  consignadas  en  el  hecho  octavo 
manda  para  practicar  aquella  liquidación,  no  admitía  las  forn 
el  escrito  de  contestación,  modñcadas  algún  tanto  en  el  de 
nes,  y  sin  embargo»  no  las  sustituía  con  ningunas  otras,  de 
eae  punto  sin  resolver  y  creando  nuevas  dificultades  en  el  p 
ejecacion  de  la  sentencia,  si  llegaba  á  ser  firme  y  ejecutoria; 
por  auto  de  12  de  Diciembre  de  1906,  declaró  no  haber  lugar 
ración  pretendida: 

Resultando  que  D.  Julián  de  Olave  y  Picaza  ha  interpuest 
de  casación  por  infracción  de  ley»  fundado  en  los  números  1.^, 
7.0  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  coc 
gidos: 

Primero.  El  art,  1665  del  Código  civil  y  el  116  del  de  Oomei 
los  que,  hay  Sociedad  ó  Compañía,  siempre  que  dos  ó  más  p 
obligan  á  poner  en  común  dinero,  bienes  ó  industria,  con  ánim( 
eatre  sí  las  ganancias,  ó  sea  cuando  dos  ó  más  personas  se 

♦  poner  en  fondo  común  bienes,  indnstrla  ó  alguna  de  estas  c 
i                                               obtener  lucro;  toda  vez  que  conforme  á  la  definición  jurídica  c 

I  lüula  en  dichos  artículos,  que  la  8ala  sentenciadora  no  ha  e 

Ciiso  de  autos,  es  indudable  que  la  entidad  formada  en  el  si 

por  D.  Cosme  Echevarrieta  y  D.  Isidoro  Larrinaga,  de  Bilb 

naando  negociaciones  anteriores,  en  que  había  intervenido  el 

*  úUimo  en  unión  de  aquél,  es  una  verdadera  Sociedad,  puesto  ( 

pusieron  en  común  bienes  y  trabajo  para  obtener  ganancias 

esencial  en  esta  clase  de  instituciones;  no  obstante  lo  que  la 

ú  recuirida  no  lo  conoce  así  del  modo  expreso  y  categórico  que 

cedente,  y  aun  cuado  tampoco  acepta  e;zpiícitamente  la  doctr 

'  nida  por  los  demandados  de  que  aquella  agrupación  de  persoí 

dales  era  una  simple  comunidad  de  bienes,  regida  por  el  lít.  8. 

'    del  Código  civil,  deja  en  definitiva  por  resolver  si  aquéllo  e 

ó  Compañía,  desconociendo  así  en  ellas  el  carácter  de  tal,  co 

•  siguientes  deducciones  en  perjuicio  del  derecho  ó  intereses 
rrente: 

*i  ,  I  Segundo.     El  propio  art.  116  del  Código  do  Comercio,  B«gúi 

Sociedad  ó  Compañía  será  mercantil,  cualquiera  que  fuese 

eiempre  que  se  haya  constituido  con  arreglo  á  las  disposiciom 

digo  de  Comercio;  el  128  del  mismo  Cuerpo  legal,  se^jún  el  c 

índole  de  sus  operaciones,  figuran  entre  las  Compañías  mercí 

í    i       '  de  minas;  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de 

^  de  1899,  que,  refiriéndose  á  una  explotación  minera,  afirma  te 

mente  el  carácter  mercantil  que  á  tenor  de  varios  articulóse 

f  dn  Comercio  reviste  ese  ramo  de  industria;  toda  vez  que  la  Sa 

*  •  ciadora  niega  el  carácter  mercantil  á  la  Sociedad  Echevarriet 

*  nnga,  siendo  así  que  es  incuestionable  y  consta  en  autos  y  en 

sentencia  que  D.  Cosme  Echevarrieta  y  D.  Jsidoro  Larrinag 

^     f      '  caban  habitualmente  á  ese  y  otros  géneros  de  especulscionee 

♦  .  yendo  una  casa  de  comercio,  hasta  con  razón  social  de  todos 

^  en  Bilbao,  todo  lo  que  determina  el  carácter  esencial  de  su 

'•  '  como  Sociedad  ó  Compañía  mercantil  de  la  clase  de  las  regul 

«  I  •     ti{   ,  I        «  ti  vas  ó  de  otra  condición  análoga,  porque  en  definitiva  el  a 
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S¿1?/.!?^^     nV^f^'  ?""  "•"'«'»  «"  ««»"  bastante  para  deBnainra- 

S«  .S^h!"'"""''"''  "Í  "'*'='«'^  mercantil  de  en  aeociaciórcnrndo 
wÍh«h!..  '"!."''  «""""«"«^  Partiaaa  y  aeientoe  de  sns  libro"  han 
telJ  H«  p"""^  ?''"''°  ""  «^'«Po^íeiones  de  los  attlcn  os  «7* ,  44 
¡iSflaweíobrel'mf,'!'*"'''''''  l«do  existen  otras  muchas  pruebtí 
«  wenrrente  de  26  de  Noviembre  de  1889;  habiendo  Incnrrid.í  i.  «11- 
rt»»noc«r  el  carácter  de  Sociedad  mercan  11  á  la  fo?ma5a  ñor  E  h.vi 

'^U^Y':^'^^At^^^^^^^^^^  ^  contrapaso.  ,ne 

K^df^te  THhnn.f  s  ''  ^'"  '"'«P^idencia  sentada  en  lf,s  íen- 

S»hl.  l^on.,  i  ''  S^P'*»»  de  10  de  Noviembre  de  1802  y  2  de  Di- 
■mbw  de  1903,  de  cnyos  artlcnlos  los  del  Ood!.?o  del  Comercio  de  182» 

Sít"  1««K' «r  R^J.'st'^'''^'"'^  '  ^^'"P"^'*  me'rcanmir.st,  n  a 
^«ic»  mecrica  en  el   Kegletro  correspondiente   v  lo»  H^i   r^Hicr.  «í^iV 

K2??:ñ  M^n*"'?  "  "1?""^''^  •'^  '«  e'critnra  en^l  s  SociUaS^nC 
ttá.  .  r"^  Inmneblee  ó  derechos  reales,  toda  vez  qne  la  sent"^'-^ 

?DB«,n.hi  T     T  L«"'°«»«  e«  ía  ml«ma  qne  la  constituida  waanól 

&«nesTi  CéTJo  cíl.r''''''''"'?  '=°"  °°'°'"'  'neonsecnenJia"^  sTe" 
»X«  Lr*  todas  u^h'.T/''  '«  "^«"«da  época  Oí  («en  también  la 

tato™.  .?„.   5      •     °"  "''""  •^"J"  «'  Imperio  de  Ins  leyes  de  Paitida 

S*.  l'ón '..""'"%'=""' ^'"•»  merca'ntil.ee  evidente  qVe  carecen ™e 
Wn  T.nL''   M°'?  """""  J«8  citadas  disposiciones  en  qnela  Balase 

ítertltí¡tóndeU.8Í.-!,fH  Í^'*<^'?°,'='"1.  qn«  en  general  anioriza  la 
■WiXmercioL  IflSfi  nn!*?  «="»'q°l"  forma,  y  el  art.  117  del  Gó- 
Btts     «ni..j  r    ;  *""*  ''«e  desde  1."  de  Eoero  de  18St;   v  eres. 

Ki     '    ÍVd".rS*r        libertad,  qne  la  Sociedad  6  cir^p'/fi  a 
»*  ida  y  obligatoria  entre  los  que  celebren  el  contrato  cnal- 
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quiera  qne  sea  su  forma;  y,  por  t^nto,  cuando  en  1893  ae  m 
Saciedad  D.  Ooame  Echevarrieta  y  D.  laldoro  Larrinaga,  ne  hi 
la  escritura  para  la  validez  del  acto  y  la  Sociedad  ó  Compa 
nacer  y  de  hecho  nació  sin  semejante  formalidad,  conforme  tai 
anlta  de  las  dos  sentencias  de  eate  Tribunal  Sapremo  citadas  c 
senté  motivo: 

Cuarto.  El  art.  1700  del  Código  civil,  núm.  9.^;  399  del  ( 
Comercio  de  1829,  en  su  núm.  3.^,  y  el  222  del  vigente  de  1885, 
que  se  reñeren  á  la  disolución  de  la  Sociedad,  y  partiendo  del 
de  que  Mors  omnia  soloit^  establecen  qne  aquélla,  sea  civil  i 
til,  se  disuelve  por  la  muerte  de  cualquiera  de  los  socios,  tantc 
ral  como  tratándose  en  particular  de  las  colectivas  y  comanditf 
pecto  de  los  socios  colectivos,  como  lo  eran  los  de  la  casa  de  que 
por  cuanto  la  sentencia  recurrida  identifica  por  completo  U 
social  formada  en  1892  entre  D.  Cosme  Echevarrieta  y  D.  Isldc 
naga  y  la  constituida  en  1884  entre  aquél  y  D.  Bernabé  Lar 
niegd  en  virtud  de  tal  identiñsación  la  validez  y  eficacia  de  U 
asociación,  siendo  asi  que  la  muerte  de  D.  B^rDobé  Larrinaga  ( 
por  completo  aquella  primitiva  asociación,  que  aun  cuando  na 
de  las  conificiones  del  Código  de  Comercio  de  1829,  era  válida  i 
leyes  de  Partida  y  prodajo  efectos  por  el  hecho  de  la  voluntai 
clon  del  contrato,  con  arreglo  á  la  sentencia  de  este  Tribunal 
de  29  de  Abril  de  1901;  aparte  de  que,  terminada  aquella  prin 
dad,  cualquiera  que  fuese  su  naturaleza,  mediante  la  muerte  d 
nabo  Larrinaga  en  1892,  es  incuestioaable  que  la  nueva  unión  i 
da  por  su  hijo  y  heredero  D,  Isjidoro  con  el  otro  consocio,  an 
sea  UQa  continuación  de  la  precedente,  forma,  sin  embargo,  un 
totalmente  separada  y  distinta  de  aquélla,  no  pudlendo  identi 
confundirse  con  la  misma,  sobre  todo  para  los  efectos  relativof 
lldez  y  eficacia,  según  las  formas  de  su  constitución;  es  decir, 
muy  bien  sucf)der  que  la  primitiva  aso^dación  no  fuese  origine 
válida  par  faltarle  el  requisito  de  la  escritura  y  registro,  sin 
afecte  en  manera  alguna  á  la  virtualidad  de  laSseguoda,  que  s 
plena  efi  ;acia  cuando  esos  requisitos  no  eran  ya  necesarios,  aej 
rlormente  queda  demostrado: 

Q  Iluto.  Los  artículos  1091,  1254,  1266,  1258,  1278,  1281  y 
Gódlga  civil,  y  los  2.°,  50,  51  y  57  del  vigente  de  Comercio,  qu< 
ren  á  la  naturaleza,  formas,  efectos  é  Interpretación  de  los  coi 
establecen  la  doctrina  de  que  las  obligaciones  que  de  ellos  nac 
fuerza  de  ley  entre  las  partes  contratantes;  que  el  contrato  ezi 
que  lo3  contrat-intes  consienten  en  la  obligación;  que  la.vallde 
pli'.nlento  de  los  contratos  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  una  d 
tes  contratantes;  que  lOs  contratos  se  p-3rfr)cclonan  por  el  mero 
miento,  y  desda  eatonces  obligan  á  sus  naturales  consecuen< 
son  oblfgitorios,  cualquiera  qua  sea  la  forma  en  que  se  haya  c 
que  cuando  su^^  términos  son  claros,  se  debe  estar  al  sentido 
sus  paUbras;  que  para  juzgar  d^  la  Inteacióa  de  ios  contratant 
atenderse  principalmente  á  los  ach)S  de  los  mismas;  y  que  t 
que  es  fuadamento  en  derecho  civil,  tiene  |de  igual  modo  api 
los  acto?  y  cantracos  mercantiles,  los  cu^;hs  slamore  han  de  e 
y  cumplirse  de  buena  fa;  prec^pto^  <^  la-^ldos  par^  d'»mo8trar  qu 
Trente,  dt'sde  que  entro  en  la  ca-^a  E7arrie¡;a  y  Larrinaga,  por 
el  IP  de  Eoero  de  1896,  hasta  que  salió  de  ella  por  muerte  de  I 
en  28  de  Enero  de  IHOÍ,  fué,  no  un  m-iro  arrendatario  de  serví 
tjDQpleado  de  más  ó  menos  categoría,  como  pretenden  los  dema 
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sentencia  recnrrlda,  sino  nn  verdadero  socio,  con  el  10  ^ 

irtlclpacióa  en  toioa  los  negocios  de  la  nada,  pues  si  bien  el 
al  efecto  celebró  el  recarrente  con  el  jef^  de  ella  D.  Cosme  , 

primeramente,  y  al  cual  accedió  despiiós  eu  coasoclo  don  ^  » 

naga,  faó  verbal  y  por  eso  se  desconocen  sus  términos  p^e- 
I,  aparte  de  otras  pruebas,  docamentoa  indubitados  poste- 
terminantemente  se  alude  á  sus  condiclonts,  y  de  ello  re-  '     < 
recurrente  era  soolo  de  Echevarrieta  y  Larrinaga  en  la  for-                                            i 
a,  como  así  aparece  de  las  dos  cartas  de  aquél  á  D.  Cosme                      *                      *         «  i 

Noviembre  de  1899;  de  la  que  el  D.  Cosmo  dirigió  al  reca-  » 

5Ío  y  con  calma  y  poniendo,  como  él  dice,  los  puntos  sobre 

del  mismo  Noviembre,  escrita  para  aclarar  la  situación 
ambos  para  el  presente  y  para  el  porvenir;  de  la  del  mismo 

14  de  Diciembre  de  J900,  m^inifastando  que  el  recurrente  '  '  ^ 

orno  hasta  allí  con  el  10  por  106  de  las  utilidades;  de  la  del 
jmo  de  1.0  de  Septiembre  de  1902,  de  la  que  se  deduce  que 

era  socio  de  la  casa  y  no  pertenecía  al  námero  de  los  et.^-  /  '     * 

orme  también  resulta  así  de  las  nóminas  teetlmoniadas  va  ** 

is  cartas  de  D.  Cosme  á  D.  Gaspar  Fernández  de  Zinzune-  '     < 

iclembre  de  1899  y  á  D.  José  María  Pérez  de  Gazmán  de  6  ir      . 

1897  y  9  del  propio  mes  del  afio  de  1893,  en  que  refirién- 

■ente  le  llama  sin  vacilación  socio,  palabra  que,  emplea  la  i 

■e  inteligente  y  práctico  en  las  eaüeoulaciüues,  no  pueda 
amenté  hablando,  el  doble  sentido  á  que,  segú-i  la  sentpn- 

,  se  refiera  el  Diccionario  de  la  Acá  iemla,  sino  el  único  t 

itivo  de  miembro  de  una  Sociedad  ó  Compaíiío,  de  cual-  * 

eza  que  ésta  sea,  atendido,  tanto  el  contexto  literal  de  las 
10  á  la  intención  notoria  que  éstas  revelan,  explicando  coa 

la  naturaleza  del  contrato  celebrado  verbalmenta  entre  la  .    *  . 

rreñte,  y  el  carácter  de  las  obllgaciouBs,  que  son  su  conec- 
do  lo  que  resultaque,  nosólo  se  haninfringiJü  por  laSi.lA  .  ... 

las  prescripciones  legales  citadas  en  ^ste  motivo,  sino  qao 

cometido  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebn»?  t 

los  citados  documentos  auténticos,  donde  ese  error  queda  * 

e  demostrado,  así  como  la  cualid.id  de  socio  que  el  recn-  '  ». 

ba  en  relación  coa  la  casa  Echevarrleta  y  Larrlnaga,  do  ♦  h. 

ivt,  1708  del  CMlgoclvil,  por  falbade  aplicación,  v  los  932,  '  *  *  * 

3  ley  de  Eijuiclamlento  civil,  por  apH.^aolón indebida;  por 
eacia  recurrida,  estimando  que  el  réjcrr<ínte  no  essotóio, 

co  le  considera  en  absoluto  como  un    .jeru  a'-ro.idatario  de  •  ') 

hlece,  conforme  á  íort  referidosi  artííiilü.i  de  ia  ley  de  £¡1-  "»'     *  .     h»     ♦ 

ivil,  que  la  liquidación   la  hagan   por  sí  y  ante  sí  los  dé- 
los trámites  ulterloroa  de  dicha  ley,  i>üro  sin  qns   el  .^e-  *   ^f 
?a  más  intervención  que  la  del  art.  931,  reducida  á  fonnu-                                 '  ^ 
juidación  cuando  los  demandados  no  lo  hayan  hecho  dea-                                           * 
os  y  condiciones  que  se  determinan  en  ios  artículos  932  y                                                    *é     * 
',  que  aun  adoptando  el  criterio  de  la  SaU,  la  cita  qua                                *    "■                  i      '     . 
ímpleta,  ya  que,  presentada  la  liquidación  por  los  deud-                                             I      \ 
correapondoría  en  el  asunto  al  racurrente  la  intervención                              ,                      (  i 
el   artígalo  935  y  slgaient'ís  di  la  citada  ley;  aparte  d^                             *                                '   ^ 
rtuaamente  se  hace  notar  en  los  considera",  lo  í  3.®  y  4.**                          *■                .     I 
'ado,  eiaas  disposiciones  se  refieren  á  la  ejecuji  Vi  de  "«^en-                           .i           ^         í  l, 
se  condena  al  pag)  de  cantidades  ilíquidas,  pero  no  pue-                                               \    \     *      i 
asos  como  el  presente,  en  que  se  trata  de  un  participa                                               j  ♦       j-vi' 

_^^'  -i         ',♦♦»•»' 
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por  cantldRd  proporcional  qneeólo  pnede  ^«'""'j»'*»' "*f  *,"^!?^¿ 
con  BU  propia  y  personal  Intervencidnj  además  <í«<in«  f«>  ^"  ,«"»■? 
habría  tZlnL  hábiles  par.  qne  el  interesado,  con  «f'» '«X  !«ta^ 
á  la  vista,  pndiera  hacer  la  liquidación,  ni  oponerse  f nndadamente  dw- 
tro  de  sexto  día  á  la  formulada  de  contrario,  ni  artlcnlar  ni  pr«!tlMr 
prueba  dentro  de  veinte  dias,  como  P'««P"t«^l°;  *"'=«'*>»  ^7/::í":; 
dientes  de  la  lev  prccesal;  y  como  ad  impoBibUia  ««'"<'  '«"«'"T*^ 
Juede  exigirse  ¿arcosa  al'recurrente.  puesto  Q^e  en  derecho  resnUaiJ 
irrisoria  y  80  Intervención  poco  menos  que  nula  en  el  «ct°.  ««^  j» 
nne  exiee  su  carácter  ya  demostrado  de  socio,  y  aunque  no  lo  fuese,  w 
^rtlc^pacióu  reconocida  en  los  neROclos  explotados  P<>' '«  ^«*?*:  «f '• 
íiBnrfo  ñor  tanto  aDllcaclón  indebida  de  los  artículos  citados  de  It  ley 
proisar/faCde  aplicación  del  articulo  1708  del  Código  civil,  del  q» 
se  desprende  la  intervención  precisa  y  directa  del  recurrente  en  t^o  h^ 
relativo  á  la  liquidación,  y  lo  mismo  serla  aunque,  en  v«  de  S^ledjJ 
se  considerase  aquello  como  madcomunldad  de  bienes,  por  determlwto 

"L^itlmVrs^nlíloíJS^SaO  de  la  ley  de  Enjuiclam.ent«^^¿ 
en  relación  cr.n  loe  motivos  de  casación  expresados  en  loe  «"i"»»»»»  »^ 
y  8  °  del  1692  de  la  misma,  el  primero  de  cuyos  artículos  Pr^crlbe  qo. 
fas  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes  con  las  demu- 
das y  demás  pretensiones  deducidas  en  el  pleito  haciendo  las  deda»- 
clonesqne  és^a«  exijan,  condenando  ó  absolviendo  «« ^^em««dado  y  d.- 
c  rtlendo  to-lüs  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.  | 
e  s-eundo  afi*de  qne.  cuando  hubiese  condena  de  frutos,  intereses,  di- 
fioroDerinicioesB  fiará  su  importeen  cantidad  liquida  ó  se  eetabto- 
cerán  cuando  menos  as  bases  con  arreglo  á  las  cuales  deb.  hac«r«l.lK 
^uldacfón  sin  que  esto  pueda  omitirse,  salvo  el  caso  d«  n«  *er  í-^h* 
?o  uno  ni  lo  otro;  por  cnanto,  habiendo  versado  gran  P»^\»  de  la  dl8«- 
sU  defp  leito  sJbre  el  modo  de  entendérsela  participación  delrs* 
«ente  fonri.  ó  no  socio,  y  aunque  fuera  un  mero  arrendatario  de  «ni- 
c  oecon  ellO  por  100  d¿las  utilidades  liquidas  ó  de  negocios  "Pl?'«*» 
en  su  ti^moo  por  la  casa,  era  preciso  fijar  los  términos  concretos  oe*^ 
cue."iónXtr^a°ta  y  no  bien  definida,  prescindiendo  de  «ntrar  en  d«. 
qnlMciones  inútiles,  como  en  el  pleito  se  ha  hecho,  •"^'^»  de '*¿^- 
?enciación  del  verdadero  concepto  de  utilidades,  pues  lo  ¿«'«'"P'*'"* 
y  prec'so  consiste  en  la  determinación  de  las  bases  de  1"  "<l?'d.cW»,  f 
Dor  eso  el  recurrente  las  consignó  en  la  súplica  de  la  demanda  con  wl» 
cfón  al  hecho  octavo  déla  misma,  y  aunque  fuera  de  "B*'.  «o»»  J» 
«s  n.ra  ese.fecío  el  escrito  de  conclusiones,  también  las  formularon  .- 

demand^lo^,  no  obstante  lo  que  la  f '^'«"''^Vrur'ni  ur.o^itSS^ 
élfiióeneu  (lemandny  no  acepta  las  contrarias  ni  las  «o«'wy«P« 
otrft«  á  pes^r  de  ni  sar  imposible,  dejando  este  punto  Í-^^PO ««''''»'"•. 
sin  resolver  ann  después  de  intentado  el  oportuno  recuso  de  acUM- 
cón  con  infracción  de  los  citados  artículos,  lo  qne  da  '""^«^f '•^«- 
c  ón!  me  ilante  U  qne  podrán  consignarse  las  b»"*"  "•^^'^^'''^^  l¿^, 
nar"  esa  U.midacióo,  á  las  qne  se  aluda  en  el  considerando  6.  del  tm 
uartlrurar  y  las  en»  -s.  ya  se  conceptúe  al  recurrente  co^no  sacio  m«^ 
SíeSelñ5-Jt  ialde  la  casa  Echevarrleta  y  L«"in«ga  ó  ya  se  le  too 
S^én  por  cflp.tMieta,  por  cuanto  las  ganancias  «"J»'»"'^  f «  P«"'*'J 

Uosme  Echevarrleta  en  28  de  Febrero  de  1903;  segundo,  fijac  • «»- 
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e  ambas  enmas,  para  adjndicarie  íntegro  el  10  por  100;  j  » 

icto  á  negocios  pendientes,  como  el  de  Sierra  Menera  y  otros, 
abién,  eomo  consecaencia  de  lo  dicho,  el  10  por  100  de  sa 

es  en   deñnltiva  lo  que  en  otra  forma  se  pidió  en  la  de.  ) 

eclama  atiora  como  resaltado  de  la  casanión:  *  * 

Ddo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsialve:  i 

ndo  qne  ]«s  infracciones  alegadas  en  los  cnutro  primeros 

recurso  carecen  de  virtnalidad  y  eficacia  por  hallarse  sn-  * 

la  cnestión  principal  del  pleito,  reducidas  á  determinar  si  «        -  i 

te  tiene  ó  no  el  carácter  qne  se  atribuye  en  la  Sociedad  que  '         «  I 

laron  D.  Cosme  Echevarrieta  y  D.   B.^rntbé  Larrinaga,  y  ' 

acimiento  de  éste  en  1892  continnó  después  con  su  hijo 
nesto  qne  reconocida  por  la  Sala  la  exietencia  de  aquélla, 

1  puntualizar  su  denominación   jurídica,  con  tanta  mayor  »  •  , 

I  que  las  consecuencias  qne  de  ello  pudieran  derivarse  se- 
í,  cnando  no  idénticas,  lo  mismo  en  lan  Comptifiías  mer- 

en  las  regidas  por  la  legislación  común  con  relación  al  ^  <*      *  «     .       • 

^vertido: 

ndo  qne  la  Sala  sentenciadora,  al  negar  á  Olave  la  cualidad  *  ' 

30  haberlo  juBtifícado,  no  infringe  ios  artículos  del  Código  ^ 

nvocan  en  el  quinto  motivo  del  recureo,  no  so  comete  el  '      • 

o  que  en  el  mismo  se  alega,  porque  al  estimarla  así  no  se 

lente  en  la  prueba  testifical,  cuya  apreciación  es  de  1k  ex-  •      , 

letencia  del  Tribunal  sentenciador,  sino  en  la  documental, 
patentiza  que  el  actor  no  tuvo  aquel  concepto  S(!gún  el  pri- 

io  formado  y  autorizado  en  Enero  de  1898  por  los  dos  so-  ^ 

•ieta  y  Larrinaga  haciendo  constar  los  bienes  Inmnebies  y 

Bs  por  ellos  aportados  y  el  capital  obtenido,   sin  dar  ioter-  i 

na  al  recurrente  á  pesar  de  prestar  servicio  en  la  casa 
)'jumento  que  no  contradicen  las  cartas  presentadas  con  la 
las  que  consta  la  oferta  del  10  por  100  de  las  utilidades 
to  colocación,  y  más  tarde  se  le  niega  el  aumento  que  pre- 
idoie  comprender  su  verdadera  situación;  y  si  bien  en  al* 

se  emplea  la  palabra  socio,  no  puede  tener  en  el  presente  {        • 

ificación  que  la  de  ser  partícipe  en  algún  modo  de  los  bn-  .i 

les  que  por  sus  servicios  le  fueron  oirecidos,  totalmente  '  '• 

í  que  prestaban  otros  empleados,  por  lo  que,  lejos  de  in-  ,  *  <»• 

lisposiciones  que  regulan  los  contratos,  resultan  interpre-  '  ,  «  » 

irto:.  * 

ido  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  citados  ,       '         '        . 

juinto  por  negar  el  recurrente  la  intervención  que  pretende  .  . 

}uidación  que  los  socios  deben  presentar  sobre  les  utilida-  '  .  ' 

depde  1.0  de  Enero  de  1896  hasta  el  28  de  Febrero  de  1903,  .1      *  ''♦       . 

►oslción  del  art.  1708,  como  los  de  todos  los  qne  comprende  ^ 

o  4. o  del  Código  civil,  son  únicamente  aplioables  á  los  que  ^  f  ^ 

3ro  caráct«»r  social,  del  que  ca^'^ce  D.  Julián  Olave,  cuyo  <;• 

)mo  el   fallo  le  reconoce,  acertadamente  pur   lo  expuesto,  ^ 

irse  efectivo  en  la  forma  taxativa  k\\\q  ei^tpblecen   los  ar-  ^^  |      *  .      ■ 

}i>ínientee  de  la  ley  de  Eojuiciaralírto  rivil   por  tratarse  '  t    .  ' 

la  cantidad  Ilíquida,  sin  que  sea  iíclto  ir  en  la  interpreta  •       ^ 

de  lo  que  preceptúa  el  texto  lep:*»!,  extendiéndolo  á  casos  :   •  í  i 

DB  ni   previstos  y  que  necesariamente  prodnf^irían  verda-  _  ^ 

3ión  en  el  orden  procesal  que  los  Tribunales  dfben  evitar:  •     é  < 

ido  que  no  existe  la  incongruencia  alegada  en  el  séptimo  »    ■»  if     .        ^'^ 

vo  del  recurso,  bajo  el  supuesto  de  no  haberse  fijado  bases  'i     '     *      \ 


M 
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I       ,  para  practicar  la  liquidación  á  que  han  eido  condenadoB  Íob  dem 

porque  b\  alguna  duda  pudiera  ofrecer  al  recurrente  la  parte  dt 
de  la  eer.teLclc,  ha  eido  desvanecida  por  la  Spla  en  el  auto  ac 
lie  aquélla,  fijando  por  modo  concluyente  lo6  lérmltce  á  que  d 
laree,  precisando  el  tiempo  que  debe  comprender,  los  negccioi 
3  ante  el  miemo  ee  hnyan  terminado  y  el  tanto  por  ciento  que  i 
<ie  utilidudee  lí(,uid»ft  le  ha  eido  reconocido,  queoatdo  i'£Í  de 
t;ue  no  ee  han  infringido  loe  artfculoB  869  y  860  de  la  ley  de 
4  miento  civil,  resolviendo  como  resuelve  todos  los  puntos  diec 

ti  pleito,  y  en  bu  consecuencia; 

Fallamos  que  di bemcF  declprpr  y  declnramos  no  haber  Ir 
I  n*8Q  de  cesación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  , 
Cave  y  Picaza,  á  quien  condenomoo  al  pf  go  de  las  cestas;  y 
3í:  Audiencia  (íe  Bingos  la  ceitíficaclón  correspondiente,  con  d( 
y  <\  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Güi 
p"tará  en  la  Colfxción  Legislativa,  parándose  al  efecto  : 
necesarias,  lo  pionunciamcs,  mendumos  y  firioamos.rrJofcé  de 
FranMfico  Todp.=  Artonio  Alonso  CcFí:fía.=Pfecu8l  Domeña 
inói  Barrof,ta.=F.-d<-rlco  Müus8lvc.=C8mllo  María  GuilOn. 
*  Publicación ;=:Lei'.la  y  publicada  fré  lo    anterior  scntert 

I  ^  Fxcmo.   Sr,  I).  Federico  Monsalve,  Megistrado  del  Tribu.^al 

*   .  celebrando  au»iitt.cia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en 

*  hoy,  de  que  certifico  como  Rí*!ator  Secretario  de  la  miprna. 

Madrid  3u  de  O.tnbre  de  ll06.=LicencÍ£dG  Jorge  Mrrtínez, 

Núm.    e7.-TRIBUNAL  SIPREWO.  — 31  de  Cctubrt 
pubiicada  el  2  de  Diciembre. 

\  Competencia.— /*í7,70  de  peíseí as. —  Sentenna.  decidiendo 

^  del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Alameda,  de  Mi 

Hosteiiida  con  el  de  la  Inclusa  de  Madrid,  acerca  d< 
miento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Benito  Góm 
D,  Francisco  Castro. 

En  8u  coNsiDKRANDO  único  se  establece: 
« 

Que  tr  al  ardo  se  del  pago  de  géneros  de  comercio^no  i 

•^  ouc/ueran  rtrniífdos  por  cuenta  y  riet^go  del  ctmpraaor 

*  úniio  dato  conocido  el  del  punto  donde  se  recibió  ¿a  v^er 

Juez  con\pet€7ite  para  conocer  del  pleito^  según  les  crts. 

r.  ajo  2.^  del  CCdiyo  civil  y  62,  regia  1.^  de  la  ley  el  del  dcr 

M,  ,,  demandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  81  de  O.'tubre  de  11 06,  en 
tencia  perdicLie  tute  Nos,  en  virtud  dt  inliibUoria  prcyr.t  stb  ] 
municipal  dfl  distrito  de  ia  Alameda  de  Vé'igr,  t.1  de  :¿.uí\1 
Irolrsp,  de  tetF.  corte,  en  el  rorooim^ertü  (\*'\  jr.icio  verl^í^l  ir 
el  último  por  !>.  IV  i  ito  Gcmtz,  de  » bl«  vtcii  dbd.  Agirte  Oe 
fomu  Hp}dcri.,.(.  c".^  h\  cí  f-a  de  cimeicio  V  ii»j*^  y  bobrircí' 
tontra  í).  Fíí'J  'i  c<  O.Btrc  y  ManírtT,  comcrc^f i:»e,  vtvlno  ( 
hobre  pí-go  d.  p:  Svus;  LO  hbbiei  Cu  Ci.mphrctidu  las  pi:rat  ».'.i 
bnnal  Supreiro. 

Kesull^r  (^c  (,Uf>  en  4  de  Janio  úUimo  D.  B^r.it'..  G^ro^  z,  cc 
rado  de  la  ch^-u  de  cfuiercio  de  f st«i  ccríe  Vibda  y  ^cbnio?? 
dedujo  en  el  Ji  zgado  municipal  del  distrito  de  la  lücli  ea  d( 
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I  contra  D.  Francisco  Castro  y  Martin,  vecino  y  del  comer- 
la, sobre  pago  de  *A60  pesetati  procedentes  de  10  plazos  ven-  * 
)eBetaB  nno,  importe  de  géneros  sucainistrados  en  esta  corte 
Eilmacén  de  los  actores,  donde  debió  satisfacerse  la  cantidad 
ba,  costa?,  gastos  é  intereses  legales:  » 
do  qne  citado  D.  Francitíco  Castro  y  Martín  por  medio  del 
Bnte  oficio,  promovió  aote  el  Juzgado  municipal  del  distrito 
leda  de  MáiBga  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  alegando:  que 

I  compras  que  hizo  á   la  C(i9a  Sobrino  de  Mnrga,  su  sucesor  . 

rte,  vecino  de  Madrid,  se  obligó  á  pagar  á  éste  en  Málaga,  y  f 

I  1902,  la  cantidad  de  i  098  pesetas;  que  habíéadose  presen- 
do  de  snspeusion  de  pag  )6  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
istrito  de  la  Merced  de  dicha  ciniad,  sus  acreedores,  renni- 
i,  para  la  qne  fué  citado  D   Hilario  Ugarte,  aprobaron  la  pro- 

conveaiü  qne  presentó  de  declarar  nulos  y  sin  effecío  todos  ^ 

itoe  civiles  y  mercaotiles  firmaios  por  el  exponeule  qne  pa- 
iclr  obligación  de  pago,  y  de  concederle  ties  afios  de  prorroga 
),  qne  habí',  de  tener  lugar  eu  ÍVJálagfi,  doraiciiio  del  deudor,  '      ♦ 

los  pagarés  que  se  extenderíau  cuaudo  fuese  aprobado  di-  •< 

o,  representativos  tíe  los  cródltoe  anteriores,  que  quedaban  * 

rtinguidoa;  que  en  el  tñu  de  1903,  la  casa  Viuda  y  Sobrinos  ^ 

itQÍáDdo§e  sncesora  de  D.  Hilario  de  U^a^te,  solicitó  d^-l  de- 
entrega de  cantidades  á  cntnta  de  los  pagarés  de  dicho  con- 
ís  de  que  éatos  venciesen,  á  lo  que  conteetó  que  no  podía 
!a  sin  estar  vencidos  aquéllos,  pues  no  debían  ser  de  mejor 

le  loe  demás  acreedores,  pero  en  su  obsequio  les  entregaría  r 

uando  eu»  medios  se  lo  permitieran,  y  sin  contraer  por  ello  ' 

Ignna,  la  cantidad  de  26  pesetas  en  cada  ocasión;  que  fiel  á 
nto,  pero  no  en  cumplimiento  de  contrato  algnno,  permitía 

on  el  intervalo  de  tiempo  que  podía,  letras  pagaderas  en  Má-  * 

los  gastos  de  giro  por  cutiua  del  librador,  pues  la  promesa 
de  cantidades  había  de  htceise  en   Málaga,  dom'cilio  del  ,, 

y  no  en  Mudrid,  domicilio  iie  la  parte  actora;  que  á  conse- 
dichoB  adelitDloH  quedó   reducido    el   crédito   expresado   á 

22  céntimos,  eegúa   liqaidHclón  de  la   Viuda  y  Sobrinos  de  *  i 

prerentaba;  que  en  demostración  de  que  quedaba  al  arbitrio 

dj  y  sin  fijación  de  plazo  el  adelanto  de  ccutidades,   y  que  ♦ 

ip  habían  de  hacerse  en  Málavra,  oresentaba  también  do?  car- 
por   la   Viuda  y  Sobrlnus  üe  Ugprte  de  9  y  33  de  Marzo  '   ♦ 

c  iíi  la  demanda  no  pe  h^ibía  Bcomp»tfir;do  documento  alguno 
del  crédito,  y,  por  tanto,  de  !a  obligación  de  pago,  ni  el  do- 

9  actores,  ni  en  p&rte  algnaa;  que  por  el  precepto  contenido  í 

i!e  la  ley  ds  Enjuiciamiento  civil,  y  aun  admitiendo  en  hi-  f'      ,  >■• 

la  promesa  de  entregar  algaras  cantidades  sin  fijación  de 
:ayese  la  cbligflción  de  pí  gar  25  pesetas  menenaUs,  sería 
ente  para  conocer  de  la  demanda  el  Jntz  municipal  del  dis- 
lameda  de  Málag»,  porque  el  pugo  había  de  ef^ctuarpe  en  el 
!  demandad. I  de  dicha  ciu.lad,  por  ísíát  así  tPtipulado  pi^.ra 
«   caitidpdíP;  que  Sf^'ón  semencias  de  11  de  Mayo  d*^  1838,  * 

y  9  de  Ojlubre  de  18'.  4,  las  mera?  í  ti* mar ■.o^.i^H  d'M  ador, 
>  exip'itncJa  del  cci«t;ato,  á  sus  condicione»,   inu^^r  dorde  ?e  ^  ^ 

a  persona  obligada,  eln  otro  dato  ó  antecedente  que  las  com- 
íueder  servir  para  dt-tf^rminar  la  competonc^p,  y  deV»'^  min- 
ero del  dem andamio;  y  tjri'\  á  tenor  de  los  de  4  de  Feb  ero  y  ,    I 
imbre  de  1885,  9  de  Octubre  de  1891  y  4  de  Marzo  de  1^02, 
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i       '  cuando  de  ningán  modo  consta  cual  eea  el  lugar  del  contrato, 

'       I  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  es  Jues  competente  el  d 

cilio  del  demandado;  habiendo  acompañado  D.  Francisco  Ma 

este  escrito  una  carta  dirigida  al  mismo  con  fecha  31  de  D 

de  19ü5  por  la  Vinda  y  Sobrinos  de  Ufarte,  diciénJole  que  le 

(cárgalas,  como  primera  partida  de  cuenta  nneva,  el  saldo  en  cor 
de  7ü7  pesetas  con  22  céntimos;  otra  de  los  mismos  al  mi8m< 
Marzo  del  mismo  año,  manifestáüdole  qne  no  qaerían  tañer  nit 
viiegio,  como  suponía  en  su  carta  de!  6,  sino  que  les  pagara  sue 
^  y  qie  le  rogaban  atendiera  un  pequeño  giro  que  había  circalaci<! 

penderían  ai  Rirarle  hasta  que  avisase;  y  otra,  también  de  la 
Sobrinos  de  Ugarte  á  D.  Francisco  Martín,  de  23  del  propio  me 
diciéadoie  que  avisase  cuando  podían  volver  á  girar  á  su  cargo, 
que  la  cuenta  se  había  saldado  amistosamente,  sentirían  tener 
dir  á  otros  procedimientos: 

Resaltando  que  el  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Alamed 
laga,  de  acuerdo  con  ei  dictamen  del  Ministerio  fiscal,  dictó  a 
bitorio  en  18  de  Junio  último,  fundado  en  que  no  existiendo  i 
por  parte  del  demandado  á  Juez  determinado,  y  resultando  de  s 
festaciones  gue  el  lugar  designado  para  el  cumplimiento  de  la  ol 
era  Málaga,  no  podía  dudarse  que  teniendo  en  ella  su  domicilie 
i  pon^lía  ai  Juzgado  que  proveía  el  conocimiento  de  la  demanda,  c 

I  al  núrn.  1.°  del  art.  62  de  la  ley  procesal: 

i  Resultando  que  recibido  en  el  Juzí^ado  municipal  del  distr 

Inclusa  de  esta  corte  el  oñcio  inhibitorio  con  el  testimonio  ce 

ditíute,  lo  impugnó  la  parte  demandante,  alegando:   que  D.  f 

Oastro  no  podía  menos  de  reconocer  que  debía   la  cantidad  re 

I  •  procedente  de  curtidos  que  le  fueron  suminlslrados;   que  no  J 

'  aquél  cumplido  con  lo  prescrito  en  el  art.  872  del  Código  de 

respecto  á  las  suspensiones  de  pagos,  había  que  prescindir  en 

^  del  convenio  de  acreedores  y  de  la  suspensión  solicitada  por  e 

*  dado  para  la  cuestión  de  competencia,  sobre  todo  teniendo  en  ce 

I  aquél,  prescindiendo  de  tal  estado,  hizo  nueva  proposición  á  la 

mandante  y  entregó  cantidades  con  fechas  posteriores,  según  s 

caba  con  la  factura  que  presentaban,  en  vista  de  las  cartas  de 

dado  de  ^8  de  Septiembre  y  2  de  Octubre  de  1903  y  24  de  Marzo 

que  también  acompañaban,  y  como  se  trataba  de  una  operación 

praventa  mercantil,  verificada  en  esta  corte  en  el  almacén  de  loe 

'i|  ^  donde  se  suministraron  los  curtidos  cuyo  importe  se  reclamab 

aplicación  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  c 

el  art.  1500  del  Código  civil  no  dejaba  lugar  á  dudas,  pues  ei  la  ( 

dida  lo  fué  en  esta  corte,  como  quedaba  demostrado  y  lo  recoco 

'«»  ,4  mandado,  era  indudable  la  competencia  del  Juez  á  qne  se  dirlfi 

)    .  conocer  de  la  reclamación;  que  los  fundamentos  expuestos  se  rol 

'  f  con  ia  doctrina  expuesta  en  las  sentencif^s  de  16  de  Julio  y  9  de 

de  1902,  20  y  21  de  Octubre  de   1896,  80  de   Enero,  14  de,  Ma; 

Agowto  y  22  de  Octubre  de   1904,   y   18  de  Septiembre   y  18  de 

I  de  19(5,  habiendo  ncompafíado  con  este  epcrito   la  cuenta  de  la 

1  mandftute  con  D,  Francisco  xMartío,  fechada  el  10  de  Abril  del  < 

afi">,  figurando  en  el  Haber  Ip  entrega  mensual  de  25  pesetas  ¿ 

h      .  tubre  de  1903  A  Marzo  de  1905,  ambos  in^^lusive,  y  otra  de  igual 

*         ^  en  Aeosio  del  año  últimamente  cUado;  una  carta  de  D.  Francisi 

^  *  Martín  á  la  Viuda  y  S.ibrinos  de   üi?arte,  de  28  de  Septiembre 

'\  '  diciendo  que  no  le  giraran  más  de  25  p**8etas  mensuales,  pues  s 

tes  no  le  pagaban;  otra  del  mismo  á  los  mismos,  áe  2  de  0¿\ 
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cplicándoles  que  bu  apurada  eituación  económica  le  obli- 

les  el  pago  de  25  pesetae  mensuaiee  Bolamente;  otra  del  24 

^05,  de  Castro  á  la  citada  caea  de  comercio,  hablatidu  tam- 

la  BítnacióD  económica  y  ofrecibudo  p&gar  cuando  pudie- 

i  de  citación  del  Juzgado  de  primera  iuBtancia  del  distrito  * 

de  Miálaga,  para  que  D.  Hilario  de  ügarte  concurriera  á  la 

dores  que  había  Oe  tener  lugar  el  24  de  Abril  de  1902,  en 

6r  sido  declarado  en   Buspen^ióo   de  pagos  D.  FranciBco 

0  de  24  de  Febrero  del  míemo  afio;  y  la  proposición  de  es- 
la  por  el  suspenso  á  sus  acreedores  cfreciéndoles  pagar  en 
alta,  uno  á  diez  y  ocho  rntses  y  el  segundo  á  treinta  y  seis,  ^ 

la  aprobación  del  convenio;  que  de  las  cantidades  de  la 
[pediría  pagarés  á  la  orden,  que  coiiS'guaria  en  la  mesa  del 
é  aprobado  el  convenio  quedarían  nulos  y  sin  ningún  va-  i 

ocumentos  civiles  y  mercantiles  expedidos  por  él  ó  por  sa 
dujeran  obligación  de  pago: 

>  que  el  Minist<:;rio  ñ^caí  emitió  dictamen,  y  de  acuerdo  i 
ito  el  Juez  municipal  del  dib^tiito  de  la  Inclusa  de  eets 
ba  5  de  Julio  último,  rechazando  el  requerimiento  in-  '  ** 
)steniendo   su  competencia  para   seguir   conociendo   del                           < 

4         • 

\  que  el  Juez  municipal  de!  dUtrlto  de  la  Alameda,  de  ^üá- 

?n  9U  competencia,  io  qne  comunicó  al  requerido,  y  en  sn 

>n  ambos  en  forma  di'bida  sus  actuaciones  respectivas  á 

Supremo,  y  se  oné^tancio  ia  competencia  con  arreglo  á  de* 

36  al  Mlniateriu  fisi:»!.  f" 

ente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián:  ' 

do  que  como  respecto  al  contrato  originario  de  compra-  , 

OB  de  comercio  solo  consta  que  la  entrega  material  de  les 

L)  en  la  ciudad  de  Máíaga,  sin  que  aparezca  que  fueran  re-  * 

Madrid  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador,  y  en  cuanto  al 

ó  una  especie  de  novación  Bobre  la  forma  de  hacer  el  pago 

S  pesetas,  según  se  manifíé'sta,  tampoco  se  expresa  el  lugar 

dente  que  por  ahora,  y  á  fin  de  resolver  este  conflicto,  ha  i 

1  único  dato  conocido,  ó  sea  al  punto  donde  se  recibió  la  ^  .. 

en  BU  virtud,  de  conformidad  á  lo  prescrito  en  el  párrafo  '* 

0  del  Código  civil  y  en  la  regla  1.*  del  62  de  la  ley  proce-  ^  * 

1  mismo  resulta  competente  para  conocer  del  juicio  pro-  **  ,  ^    i 
cumplimiento  de  la  mencionada  obligación;                                                                     ^ 

ue  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
ticio  corresponde  ai  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Ala- 
ga, á  quien  ne  remitan  todas  las  actnaciones,  poniéndolo  ? 
to  del  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte.                        I'     «            .     r* »     * 
iración  sobre  costas. 

i  nuestia  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  ^  '   *  ' 

i  siguientes  al  de  la  f^cha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la  ^ 

SISLATIVA,  pasándose  al  efecto  las  copias  neoenarias,    lo 

mandamos  y  firmamos. =rJoPÓ  de  AldecOB.=Victor  Co  *é      *. 

3   Alonso  Casafia.=  Federlco  Mün8alve.=  Camiio  Maiía  *    *■ 

i.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Víctor  Covián,  Magintrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
;ia  pública  la  Sala  de  lo  civil  riel  mismo  en  el  día  de  hoy, 

>  como  RdlaLor  Secretario  de  la  m>sma. 
le  Octubre  de  1906.=:Liceuciado  Jorge  Martínez  Ruiz. 
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Núm.    Oa— TRIBUNAL  SUPREMO.— 31  de  Octubr 
public&da  ef  21  y  23  de  l^oviembre  de  1907. 

I  Casación  por  infracción  de  lew— Adfudieación  debie 

'  peZZan/a. —Semencia  declarando  no  haber  lugar  al  r 

terpaesto  por  D.  Santos  López  contra  la  pronuncia 
4  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid, 

con  el  Abogado  del  Estado. 

En  sus  cOiNsiDERANDos  SO  establecs: 

Que  la  naturaleza  especial  del  procedimiento  que  re 
íulo  11  del  libro  2.^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  eivil^  no  €¿ 
haga  determinadomente  la  declaración  de  herederos  cuan 
ceda  la  adjudicación  de  bienes  que  se  solicita,  por  no  pe 
las  fundaciones  á  que  se  reñere  el  ar¿.  1102  de  la  citada  i 
infringe  la  sentencia  que  así  lo  entiende,  como  tampoco 
mismo  Cuerpo  legal. 

Que  no  procede  el  recurso  de  casación  en  cuyos  motiv 
1  •  supuesto  de  la  cuestión  sin  que  se  impugne  en  manera 

i  ■  apreciación  de  la  prueba. 

i  Eq  la  vlllR  y  corte  de  Madrid,  á  -SI  de  Octubre  de  1906,  € 

orávertíai  stguidü  en  ei  Juz<hiíu  de  primera  iuetancia  de  Sig 
la  ^aia  de  lo  civil  de  la  riudiencia  ti^iritorlal  de  Madrid  po 
López  Blanco,  como  marido  y  reprcBeotante  legal  de  Doña 
FraLiCibCü  Faues,  de  cficio  Bultro  y  vecino  de  Bi^üítza,  con 
<»ei  Eaíadü,  eubie  adjuilícR.ióü  de  bieneii  procedentes  de  nna 
colativa  fivmiliar  y  de  vnw  fandaciou  también  familiar  para  t] 
í  ceil&e;   peuditt'te  cntt  Noe  en  virtud  de  reciireo  de  caetcion 

,  ción  de  It^y,  iiitcrpuepto  jor  el  Procurador  D.  Máximo  Cáoov 

itilo  y  VufOLB,  b«jo  la  dirección  del  Letrado  D.  Juan  Jopó  L< 
DO,  en  nombre  dei  dcrnt^ndunte;  hubióndoee  perdonado  tamb 
g'ido  del  Esta  lo: 

Keeulifindo  que  con  petición  del  beneficio  de  pobreza,  D. 

p^z  Biftf.co,   como  maridj   y   iepr<í6entante  legal  de  Dcfla  ^ 

(|  1' rancleco  Kur.es,  dedujo  dtmaiada  de  juicio  universal  en  26  ( 

*  •  Ire  de  liicl  pn*e  el  Jnrg'ulo  d^  primera  inBíencia  de  Sitü-rzi 

como  hechio*  qne  D.  Aífdíée  Gutiérrez  y  DcRa  Mp.ría  I.obsfi 

g^B  y  vecinos  qae  fueron  de  aq^eíla  ciutíad,  por  eue  reepec 

inentOB  de  7  de  Septiettii)re  de  Hj06  y  6  de  Abñi  de  1590,  amh 

'"  <lo8  ante  el  Njtarlo  de  dicha  clutiad  de  Higti-nza,  fundaron  ni 

•  '    ^  ción  fanúlltii  que  rtve&lía  todoe  loe  caracleres  de  fiüeicomipc 

patronato  de  leguB,  para  dolar  á  lap  dcncellae  del  linaje  de  It 
rcí?;  que  el  misn-o  D.  An^iiée  Gutiénez,  en  ru  tíicbo  teetame 
j  •  fceptiomhre  de  1606,  íuudG  y  ik-tó  uca  Ci'pcUar.lp  cciativa  íar 

,  '  cuyo  dt'  f  nte  llaii.t.b :  er..  primer  térníico  á  Ion  hijos  de  Bauti 

y  despaé-'  á  It  p  deAia-^  p'..rlonief«  del  fandf 'ior,  cüi.etltní;!p.  pe; 
íad  ex  «í;- ^a  del  tts-a(iür  in  la  caniüí ,  que  no  txieie,  de  Nnii 
de  la  E'^líí'lla  y  er)g?da  ti  6  de  Al  lii  ce  1614;  qne  lürha  cej 
Dído  poK-ída  hasta  ht  ce  pcccp  ffijH,  así  como  también  ee  híir 
dotts  c!ei  patrci.aK/  o  fi.ií  icin:'i-ü  h^í-ta  el  mttiin;cnio  de  loe 
tf'B,  úitihite  que  Ipp  i  b'Uvhrcí:;  que  los  bitr.fp  que  corptltnj 
dación  y  la  capellanía  hubtitten  hty,  ei  bien  muy  meimadci 
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testes  en  des  peqnefiBB  láminas  de  la  Deuda  y  algnnae  fíacas  que  han 
Tenido  dieítütándoee  ein  intermpcirtn  por  les  pationoe  y  loe  c&pellaneB, 
come  ee  juetlficerla  á  en  tiempo;  que  Dqüa  Ventura  de  Francibco  y  Fu- 
Mf,  mnjer  dei  actor,  f b  pariente  del  fundíidor,  como  eépt.ma  nieta  de 
Dtifii  Isabel  de  Kuy  hóptz,  ecbrica  que  fué  de  éste  y  Jegainria  ademaa 
tu  BQ  te^t&meuto,  y  ee  halla  con  D.  AudiéB  Gutiérrez  eu  cécimo^eguiido 
g'sdocivií,  y  Betún  la  computación  cpnóníca,  en  décimo  con  pegundo, 
ttgtn  lo  juetificHba  con  el  árbol  que  acompañó;  que  les  bienes  de  la  fun- 
dtdÓD  de  D.  Ándiés  y  de  Dcfía  María  eon  adjadicubles,  por  hhber  sido 
ibs?inca lados,  como  todos  los  de  las  demás  fundaciones  vincuiares,  por 
i-B  leyes  deeamortizadoreB  de  1820,  1836,  1841  y  1836,  y  pert^jnecen  á 
I>3fi»  Ventura  de  FranciBco,  bu  mujer  y  lepresentada,  la  mitad  por  su 
pr&pio  derecho  y  |r  otra  mitad  como  única  hija  y  heredera  de  pu  madre 
;Dofia  Ez^quiela  Funes,  que  vivía  en  1836,  y  que  lod  bienee"  de  la  cape- 
iunía  fondaoB  por  Gutiérrez  son  de  igual  modo  adjudicabieB,  previa  la 
-uüclaracióu  del  mejur  derecho  para  conmutarlos,  y  luego  que  la  cunmu- 
'ticióD  ee  realice,  por  pertenecer  la  capellanía  á  la  clat-e  de  coirtivae  fa- 
nlliartB  de  eai-gre,  subsietentefl  por  el  convenio-ley  de  Jumo  de  1867; 
B-egó  los  fundftmentos  de  derecho  que  estimo  oportur.oy  y  pido  pe  ad- 
.'jidlcaeen  en  dehuiliva  joe  bienes  de  la  íuinifición  de  D.  Andréi?  Gutió- 
rircí  y  Dcfla  María  I^obeCoB,  á  Dtña  Ventura  de  FrüDClaco  Fui^ee,  esposa 
,  del  actor,  como  pariente  más  pióxíma  de  aquéllos,  y  que  ee  declarase  á 
¿«misma  cod  mejor  derecho  a  la  adjudicHCíón  de  loe  hierbes  de  la  cape- 
í'iDÍa  de  D.  Anoiéa  Gutiérrez  y  á  su  cotn-r^taciónj  aeí  c(mo  para  que 
íámbién  conmute  les  cftigfas  e&piritutiles  tcu*  ia  Autuiide.d  ^^Cn-riáetica 
i^elft  Diócesi B  de  Ri^ti^nza;  habiendo  deduculo  por  otrceí  cemanda  de 
'  |obr€ZB,  cuyes  bauehuios  le  fueron  concedidcs  por  senteiiiia  de  10  de 
i'lUjo  de  19Ó2: 

*      Resultan^Jo  oue,  como  justificantes  de  su  pretensión,  D.  Ssrtc?  López 
Blanco  acomr»  fió  á  la  nemandti:  partida  de  bi  utlí^mo  de  hu  miijei  Diña 
!  Vpnlnra  de  FreLcit^to  Fui  es;  pt-rtioa  de  n  ritrimtnio  de  Jinii  híKueisco 
.Chlchtrro  y  P^z-^c;uiela  Fiuiee;  de  bautismo  de  Ezequie)ft  Fur.ts;  dema- 
'■'  t:\moiiio  de  Mticutl  Fanep  ccn  iMaría  del  Cf mpo;  de  bí>uUhr:.f'  f^f  María 
'■  tiíil  Campe;  de  matrimonio  de  Pominco  dei  ('ampo  con  Maílp  B  avo;  de 
:  Ktatiemo  de  María  Bravo;  de  bauti><mo  de  D?rnarda  Artola;  de  iLattímo- 
¡  Bio  de  Andrés  Bravo  con   Bernarda  Artola;   de  matrimcnio  d^^  Juan  de 
;  Artola  con  CataJirsa  de  Si^üenza;  de  bauíiemo  de  Cí^tajii  h  ce  ís^i  ü  rza; 
«le  m^trimcnlo  de  Bartolomé  de  8igü-rza  un  MítÍcí  GíHaíi  ;    i  b  ut¿pmo 
tíe  Isabel  García,  en  cuya   partida  dice  er m.ndudo  y  boniidc  cMería», 
porque  se  llama  I-'^be!;  de  matrimonio  de  Jn?n  Gartíactn  lo-rbt-l  delta; 
d«l>Autismo  ríe  Isabel  de  lia;  de  bautiprno  i^e  Isubel  Kuy  Lo^ «  z;  i!<'«u:ia 
originsl,  expedida  en  papel  del  sello  cut<  t*>,  tfio  de  1818,  por  ei  Provi- 
sor y  Vicario  peneral  de   !a  Díóccbís  de  S  r.ü  rza,   con   pj  r(  Viación  del 
Obiipo,  para  que  Diña  Ezequiela  Funes,  sin  perjuicio  del  doie.  bo  que 
dí»cÍB  tener  á  dctee  de  obr»8   pías,  pudiere  pasar  al  estí-do  iie  mutrlmo- 
tio;  árbol  gecealogico  del  pnrenteFCO  con  el  fundador  D.  A»  drér^  Gutié- 
\  irez;  post^íriorrueite  é    ia  demanda,   una  cerlifi.-E.ión   »^ried»tíiliva  de 
len^r  incoí  do  en  Ja  Dicíceeis  de  fSUüírza  el  exoedieute  tJe  cci  n  mación 
Cfi  lo3  bie7!*s  y  rentas  de   la  exprest^íiti  í-^v^llaiiií;  c(  !i  I'vh   t.  núliar; 
^ui    e  tbU'L  éíi  á  ¡es  autos  un   t«rf*tir.iciiiC',  .Tnrpdo  en  viitn.^  d-  njhuda- 
iTiií    to  jodiciíl,  á  in^tartí-ia  de)  pclor,  p(>r  í).  Gunjerí^^rd'   G  -  zAitz  Mi- 
^'•t  ?,  Notario  y  Ar.  hivero  de   protoccii  h   t'el  dlf-tiito  de  S  ^ü  ".  :^a,  del 
In    'p  Colegio  de  Maiirid,  en  cnyo  dotraneiilc,  con  relí  i   í.jj  í  í  líil  ICOó 
y«      «cribíino  que  fué  de   Equeila  ciudad   1).   Aicrt-o  Fo»  z  >'*  r^To,  se 
tí»        *     ''feíaimenie  el  testamento  ottr|/údo  por  D.  AudxCs  Ganérríz, 
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)  quien  por  nn&  de  sns  clánsalas  expresó  la  volnntad,  conforzxK 

*  8Q  mujer  Doña  María  de  Lobaflos,  de  que  luego  de  bu  falleí 

por  el  día  de  San  Andrés  de  cada  un  año  se  dotase  una  dom 

linaje,  y  particularizó  otros  detalles  de  esta  institución,  Dom 

tronos  ó  indicando  bienes  para  ella;  y  por  otra  cláusula  Inst 

oapellaaía,  eriíj;ióidoIa  ea  beneficio  ecleeiáatico;  y  por  últl 

tambióu  unido  á  los  autos  otro  testimonio  ex^iedldo  por  el  8ec 

Ayuntamiento  de  Sigü^uza,  en  cuyo  documento,  con  refer 

libro  de  cnentRS  de  la  obra  pía  de  dotes  y  capellanía  de  And 

'  rrez  y  María  Lobaños,  se  hacían  constar,  entre  otros  partícula 

referentes  á  provi  ienaias  de  visitas  sobre  solares  de  tiñerías, 

^  Marí.i  del  Campo,  cuenta  del   Adoainistraior  de  la  obra  pía 

de  una  casa  y  otra  cuenta  del  Administrador  de  las  memorias 

Rfisultando  que  adoiitlda  la  demfaida,  publicados  los  edlcl 

plldas  las  demás  formalidades  previas  que  para  esta  clase 

exíí?e  la  vigente  ley  de  Eajaiciamiento  civil,  sin  que  nadie  coi 

á  ejercitar  derecho  sobre  ios  bienes  de  las  fandaciones  de  qu< 

cho  mérito,  y  dada  intervención  en  forma  á  la  Abogacía  del 

6  de  Diiñembre  de  1904  la  representación  de  é-^ta  exjngo  que  c 

á  loe  artículos  primeros  de  las  leves  de  27  de  Octubre  de  lí 

•  Agosto  de  1^41,  procedía  la  adjudicación  en  concepto  de  li 

r  bien  s  de  las  dos  f  uudaclones  referidas  á  los  individuos  de  la 

I  quieaes  concurran  las  circunstancias  de  preferente  parentesc 

^  llamamiento,  sin  diferencia  de  sexo,  edad,  condición  ni  estí 

acuerdo  con  el  art.  14  del  convenio  ley  con  la  Santa  Sede  de  2 
de  1867,  corresponden  á  las  familias  los  bienes  de  lascapella 
adjudiquen,  entregando  al  Diocesano  los  títulos  necesarios 
clon  de  las  cargas  eclesiásticas  que  graven  á  aquéllos;  que 
Francisco,  mujer  legítima  de  Santos  López  B  anco,  que  es  q 
estos  autos  y  única  persona  que  en  ellos  ha  reclamado,  acre 
^  une  parentfsco  con  los  fundadores  de  las  instituciones  que  so 

aquéllos,  habiendo  justificado  ser  séptima  nieta  de  Dcfia  laa 
López,  sobrina  del  fundador  D.  Andrés?  Gutiénez,  habiéndose 
acreditar  el  parentesco  de  la  Isabel  Ruy  López  con  los  fund 
deficiencias,  según  se  decía,  del  Archivo  parroquial  de  aquel 
que  de  los  autos  constaba  que  se  habían  publicado  los  anunc 
tos  en  loe  sitios  y  periódicos  oficiales,  según  exig*i  en  esta  el 

^  cios  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  sin  que  haya  habido  opo 

"  • .         ,  no;*y  pidió  se  declarase  á  Ventura  de  Francisco,  y  eri  su  repi 

á  su  esposo  Santos  López  Blanco,  con  derecho  á  la  adjudica 
bienes  que  constituyen  el  palronuto  laical  y  la  capellanía  cola 
de  los  autos,  previa  conmutación  de  cargas  ante  el  Diocesano 
•**  *  Resultando  que  austanclado  el  pleito  por  Jos  demás  trámi 

de  ambas  instancias,  en  27  de  Diciembre  de  1905  dictó  sentei 
matorla  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territor 
corte,  declarando  no  haber  lugar  á  las  pretensiones  de  la  dem; 
adjudicar  como  libres  los  bienes  que  reclamaba  el  actor  de  '. 
fundada  por  D.  Andrés  Gutiérrez,  ni  á  declarar  tamnoco  con 
recho  p'.>ra  que  se  le  adjudicasen  los  bienes  da  la  Cepellaníí 
D.  Andrés  Gutiérrez,  para  que  loa  conmutara  ante  el  Diocesa 
nando  al  D.  Santos  L'^ip'^z  Blanco  en  Ua  cortas  d«  la  apelació 
R^hultí.ndo  que  D.  Santos  L'^pez  B  anco  ha  interpuesto  i 
casación  por  infracMón  de  ley,  fundado  eu  los  núms.  1.°,  2.° 
del  art.  16;)2  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  alegando  los  n 
guleutes: 
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^ne  el  fallo  recurrido  infringe  el  art.  S69  de  la  citada  ley 

Lento,  que  determina  que  las  sentencias  han  de  ser  claras,  ' 

precisas  con  las  peticiones  de  las  partes,  y  cuando  lo  que 
Deprenda  varios  extremos,  sobre  todos  ellos  se  resolverá, 
e,  toda  vez  que  habiéndose  pedido  en  la  demanda  dos  co-  * 

:iaración  de  herederos  y  otra  la  adjudicación  de  bienes,  la 

resuelve  lo  segundo,  sin  determinar  lo  primero,  y  después  ' 

dictada  la  sentencia  recurrida,  aun  no  saben  loe  interesa- 

&  no  derecho  á  ser  herederos  del  testador,  pues  se  puede  ser  . 

Bdero  y  no  adir  bienes,  como  en  el  caso  en  que  haya  dea-  i 

\e  se  ha  infringido  también  el  citado  art.   359,  porque  los  « 

adjudicación  se  pidió,  y  á  cuya  petición  se  allanó  el  Abo- 
do,  quedaron  declarados  como  no  libres,  no  obstante  reco- 
ario  la  otra  parte,  ó  sea  el  Abogado  del  Estado,   dejando,  ^ 

pUo  de  ser  congruente  con  las  peticiones  de  las  partes; 
^ne  igualmente  se  ha  infringido  el  art.  1102  de  dicha  ley 

ae  á  pesar  de  que  en  el  mismo  86  determina  taxativamen-  ^  , 

)ue  asistía  al  recurrente  para  que  recayera  resolución  en  '  ^      » 

de  herederos  que  pidió,  nada  ha  declarado  sobre  esto   la  '  h 

irrida,  que  sólo  ha  puesto  empeño  en  determinar  los  ble-  <  * 

)B  derechos;  y 

¡ue  también  han  sido  infringidas  las  leyes  depamortlzado- 

nio  de  1820  y  la  de  19  de  Agosto  de  1841,  ambas  en  sus  , 

leros,  porque  siendo  los  bienes  cuya  adjudicación  se  soli- 
míen  de  una  vinculación  y  de  una  Capellanía,  según  taxa- 

ía  el  testamento  del  que  los  instituyó,  el  no  declarar  libres  t' 

9  dichos  bienes,  es  infringir,  no  sólo  el  eepíritu,  sino  tam-  ' 

le  las  citadas  leyes  desamortizadorae. 
ido  Ponente  el  Mftgtstrado  D.  Pascual  Domenech: 

ido  que  la  naturaleza  especial  del  procedimiento  que  regu-  * 

1  libro  2.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  exige,  como 

j  estima  la  8ala  sentenciadora,  que  se  haga  determinada-  .  ... 

iración  de  herederos  cuando  no  proceda  la  adjudicación  de 

solicita,  por  no  pertenecer  éstos  á  las  fucdíioíones  á  que  Í 

t.  1102  de  la  citada  ley;  y  esto  sentado,  es  visto  que  no  se  4  , 

en  la  sentencia  recurrida  las  infracciones  del  citado  ar-  '  ». 

>9  de'  mismo  Cuerpo  legal  que  se  invocan  en  los  dos  pri-  •  K- 

9  del  recurso:  ^  '  * 

ido  que  no  procede  el  recurso  por  el  tercer  motivo,  porque  "   ♦ 

e  hace  supupsto  de  la  cuestión  prescindiendo  de  la  califi- 
Iribunal  sentenciador  ha  hecho  de  las  fnndacioiies  á  que 

efiere,  sin  que  esta  apreciación  se  impugne  en  manera  al-  I  *| 

ndo  qnedpdo  por  ello  subsistente,  no  cabe  que,  biFándo«!6  \'     ,  ^'*     ♦ 

te  en  el  criterio  del  recurrente,  se  suponga  que  han  sido 
3  disposiciones  legales  que  en  el  referido  motivo  se  in-  '    ^  f 

|ue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re-  *  . 

ion  interpuesto  per  D.  Santos  López  Blanco,  como  marido  *á     * 

le  Ifgftl  de  D*  fia  Ventura  de  Francisco  Fanes,  á  quien  •    ^ 

I  ppgo  de  las  costas,  y  para  en  su  caso  al  de  la  cantidad  l       t 

te  por  rezón  de  depósito,  á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  ^  i         J        • 

^;  y  con  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audien-  *  ^  ^ 

de  esta  corte  el  apuntamiento  que  ha  remitido.  .     «  ^ 

a  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  i nser-  ^  '         íf  H* 

.ECCIÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  lae  copias  ne-  \     {     '  .    'jL  . 
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i  ceearias,  lo  pronnnciamoe,  mandamos  y  fírmamo9.r=Jo8Ó  de  A 

'        I  Franclaco  T.)(ia.=:Vlr«T»te  de  Pini6?.=Antonio  Alonso  Casaña^ 

Dortí*»nech.=tli'nóQ  Birroeta.=E  laardo  Raíz  García  Hita. 
Paiíllcací6n.  =  Leída  y  publicada  faó  la  precedeate  senteni 

Rxcmo.  8r,  Ü.  Paucaftl  Doaoeneoh,  Majarletrado  de  la  Sala  de  lo 

(Tribunal  Siipramo,  celebrando  audiencia  pública  la  miema  en 
hoy,  de  qnn  certifico  como  Escribano  de  Oámara. 
Madrid  31  de  Octubre  de  1906.=Rogelio  González  Montep. 

4 

Mutn.  09.  — TRIBUNAL  SUPREMO.— 31  de  Qctubrf 
publicada  el  23  de  Noviembre  de  1907. 

-Casación  por  inf«acción  de  ley. — Propiedad  de  los  prado 
tencia  doclarando  no  haber  lugar  al  recurso  ínierpu 
D.  Sirii'ia  Rodríguez  y  otros  contra  la  pronunciada  por 
d«  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  c 
Magdalena  Careaga  y  otros. 
'  En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

,  Que  la  aecí'óa  de  nulidad  de  un  contrato  tiene  término 

I  para  su  e/ereccio: 

f  Que  si  bien  la  ley  3.*,  tit,  5.°,  libro  lí,  de  la  Niüisirní  I 

k  eión,  repro  lucida  sustanciaímenée  en  el  art.  19S5  del  Oó  i 

dispone  que  el  que  posea  una  cosa  de  consuno  ó  proindi 

otros  condueños  ó  coherederos,  no  puede  ad^juirir  por  p'^a 

la  pa^te  que  á  los  demá^  coniueños  ó  coherederos  cirre^p 

1  »  la  pro  indi  visión^  como  dicho  precepto  Ic^al  no  impide  que  le 

por  el  oticuío  de  la  comunidad  puedan  gravar  la  porcóa  q 

misma  /^s  perce  ezea  de  la  manera  que  estimen  conoenientt 

„  nifiesta  la  impertinente  aplicación  del  expresado  precepto  U 

^  caso  en  el  que  se  trata  del  establecimiento  de  un  qraoamen  i 

»  voluntariamente  por  las  personas  á  quienes  ex  el  asi  o  ame  nt  i 

^n  virtud  del  contrato  otorgado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  SI  de  Octubre  de  1906,  en 

declarativo  de  m<iyor  cnantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primen 

cia  del  partido  de  L^deama  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au  11 

^  ^  rritorlal  de   Valladolid,  por  Dafia  Magdalena  Careag«i   Rodrl 

Manzano,  Ooade(?a  Viuda  de  Árdales  del  Río;   D.  Cirios  de  la 

OarsFgi,  Donde  de  dicho  título;  Doña  María  de  la  Presentado 

María  dil  Oaman  de  la  Bastida,  propietarios,  vecino'^  de  C^n 

1»  ,*    k  I).   Simón    Rodrígupz  Ramos,   Doña  Juliana  Marcos  Santiago, 

j  Antonio  Hánch^z   Martín,   Djfia  Anastasia  Martín  Ramos,   D. 

t  Delirado  Galles,  Doña  Estefanía  Ramos  Ramos,  D. Serafín Sáac 

(  tín,  D.  Antonio  Castilla  García,  D.  Andrés  Sánchez  Marcos, 

<Tar<  ÍR  Giroí^,  D.  Benito  Conde  Ramos,  D.  Antolío  Rimos  He 

í  *.  D.  Faustino  Gtrcía  Gircía,  D.  Melchor  García  García,  labiado 

•  nos  los  d  .8  ú  tiraos  de  Sardón  de  los  Frailes,  y  todos  los  otros 

zano,   y   c m  loa  estrados  correspondientes  por  la  rtíbeldía  de  D 

j-      «  Martín  Ra«no«,  asimismo  labrador  y  vecino  del  Manzano,  habl< 

*         .  tamb'én  dera'\adados,   pero  se  allanaron  á  la  dem^m  la.    Doña 

I'  *  Martín  Lnt^niTO,  D.  Cirilo  Vicente  Pacheco,  D.  Ai  fjnso  I\?leala 

'\  '  D.    Victoriano  Pacho  II  jlga  lo,  éstos  dos,  además  de  por  sí,  coi 

dos  respectivamente  de  Doila  Agustina  Marcos  Sánchez  y  Doña 


^   .  I 
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Ifareos  Gonde,  heredera  ésta  de  Jacinto  Marcop,  vecinos  del  Manzanc; 
J>,  Ldís  Prieto  Banítez,  en  representación  de  su  mnjer  Doña  Rosaura 
llifcOB,  heredera  también  de  Jacinto  Marcos,  vecinos  del  Villar  de  Sal- 
vatierra, término  municipal  de  Pedroeilio  de  ios  Airee;  D.  Tomás  Vi- 
seóte Paen  tes,  como  marido  de  Doña  Seguncía  Rodríf^oes  PaRcnal,  veci- 
•08  de  Sardón  de  los  Frailes;  D.  Nemesio  Sardoa  Hernández,  en  repre- 
«Dtacló  '  de  la  snya  De  ña  Rita  Rodrí^aez  Pascnal,  veciros  de  Paertss; 
D.  Andrés  Rodríguez  Pascnal,  de  igual  vecindad;  D.  Isidoro  y  D.  Ignacio 
Xodriguez  Puente  j  Doña  Pascuala  Dat ñas,  herederos  de  D.  Cipriano 
Jtodriguez  Conde  j  vecinos  del  Manzano,  sobre  propiedad  de  unos  pra- 
4m,  de  sus  pastos  y  de  los  de  otros  terrenos;  pleito  pendiente  ante  Nos, 
^virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
JM  demandados,  representados  per  el  Procurador  D.  Ignacio  Corujo, 
%AÍo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Atigaato  González  BeB&da,  habién- 
^lo  estado  loe  demandados  y  recurridos  por  el  Procurador  D.  Hilario 
Oigo,  á  quien  ha  dirigido  el  Letrado  D.  Eduardo  Dato. 

ñesaltando  que  por  Real  orden  de  18  de  Septiembre  de  1806  fueron 
«nnprendidoa  en  la  demostración  acordada  per  Real  decreto  de  19  da 
Ignal  mes  de  1798  los  bienes  dei  Seminario  de  Mazueco,  y  en  su  virtud, 
^eigaió  expediente  de  enajenación  de  yugada  y  media  que  dirho  Semi- 
nario poseía  proindiviso  en  las  20  de  que  Re  componía  el  Cuarto  de 
Ibajo,  del  término  de  Manzano,  consignando  bajo  juramento  los  peritos 
designados  para  ta  tapaodón  que  á  Ja  juproda  y  media  pertenecía  nra 
'<ua,  al  sitio  del  Teso,  con  su  corral  y  pajar,  y  34  fanegas  de  sembrado  a 
«I cada  una  de  las  tres  hojas  nombradas  de  los  Campos,  de  las  £ras  y 
isl  Medio,  y  animismo  pertenecía  á  dicha  yugada  y  media  por  pusapr^-- 
«hamlentos  foráneos,  según  cálculo  formado  en  9U   rezón,  6  000  reale?, 
nrifi:ándose  la  subasta  en  Ltileema  en  Í6  de   Febrero  de  1807,  siendo 
iKmatante  D.  Francisco  Sánchez  García,  que  en  25  de  Abril  del  mismo 
ifto  traspasó  toda  la  yugada  y  media  y  tus  nprovecLaiueDíoe  á  fnvorco 
Martín  Marcos,  de  su  hijo  Juan  Marcos  y  de  su   yerno  Jobó  Marlín,  ve- 
atnas  del  Manzano,  á  quienes  el  día  27  se  les  dio  poeesion  de   la  yugada 
[7  media  de  tierra,  pasto,  monte  y  demás  que  le  correepondía  y  había  go- 
;Wdo  el  Seminario  de  Mazueco,  cenetguánduse  en  la  dUigencla  por  el 
':&eribano  comisionado,  entre  otras  coeas,  que  pasó  con  los  mencionados 
Martín  y  Juan  Marcos  y  José  Martín  á  un  prado  de  dicha  yugada  y  me- 
^,  al  sitio  de  la  Fontana,  por  el  que  se  pasearon  y  arrancaron  hierbas 
'M  señal  de  que  tomaban  posesión  de  él  en  nombre  de  los  demás;  á  na 
lebledel  sitio  de  la  Peña  de  los  Altares,  del  cual  desaojaron  aigucua 
ramas  en  señal  de  que  tomaban  püsesión  del  monte,  por  lo  correspon- 
'^ente  i  dicha  yugada  y  media,  y  á  un  valle  y  tierra  inmediata,  por  el 
Vtóse  pasearon,  arrancaron  hierbas   y  terrones  ó  hicieron  otros  actos 
fia  posesión,  todo  ello  quieta  y  pacíticamepte,  sin  opoplción  ni  contra- 
dicción alguna;  y  en  80  del  mismo  mes  de  Abril  de  1807  el  Corregidor  y 
Alcalde  mayor  de  Lsdesma,  por  ante  el   Escribano  púbMco  de  número 
<b  aquella  villa  D.  Juan  Manuel  Hernández,  otorgó  á  favor  de  los  ex- 
pteaados  compradores  escritura  de  venta  rfal  y  enajenación  perpetua, 
por  la  que  desapoderó,  quitó  y  separó  al  Seminario  de  Mazueco  y  á  sus 
patronos  y  administradores  del  derecho  de  propief'ad,  señorío,  uenf rucio 
y  admlDifltraclón  que  tenía  y  le  cürre«Dondíau   sobre  dicha  yugadB  y 
ínec  a,  y  todos,  con  ella  y  sus  aprovtchftmlentcs,  los  cedió  y  trappas<l  á 
^  9  compradores  para  que  usaran  de  ellos  á  su  arbitrio  y  voluntrd 
<íon    cosa  propia,  habióla  y  adquirida  con  justo  título  y  derecho,  y  en  el 
**•!   laque  algún  pleito  se  moviese  sobre   la  pertenencia  de  dicha  yr.- 
Ud    "     ^dia  ó  carga  de  ella,  no  fierían  obligados  los  compradores  á  cun- 
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I  testarlo;  escritnra  de  que  en  5  de  Mayo  eigaiente  se  tomó  raí 

*  antigaa  Contaduría  de  hlpoteeas  de  Ledesma: 

Resultando  qae  en  otra  escritnra  de  21*de  Enero  del  inmed 

de  1808,  por  ante  el  Escribano  de  aquella  misma  villa  D.  Juan 

Esteban,  y  la  cual  no  fué  registrada  en  la  Contaduría  de  hipe 

primero  de  los  menclODados  compradores,  Martín  Marcos,  se  o 

8Í  y  para  sus  sucesores,  y  con  sus  bienes  presentes  y  futuros, 

,  pagar  á  D.  Manuel  Rolrígnt^z  del  Manzano,  que  por  Real  ordei 

el  mayorazgo  de  su  padre  D.  Baltasar^  tres  fanegas,  dos  celemi 

^  onartillo  de  centeno  en  cada  un  año,  que  tenía  de  carga  sobre  i 

vor  del  referido  mayorazgo  titulado  del  Cuarto  del  Manzano,  q»] 

,  dicho  D.  Manuel  por  representación  de  su  padre  D.  Baltasar,  h 

y  media  que  el  otorgante  Marcos  compró  en  virtud  de  Real  ene 

dbi  Seminario  de  Mazueco,  siendo  condición  que  el  Martin  Ma 

herederos  y  sucesores  no  habían  de  poder  disfrutar  parte  alguna 

ni  en  mucho,  de  ning'ino  de  los  prados  titulados  de  la  láñente  d< 

de  la  Fontana  y  de  las  Eras,  por  la  parte  que  en  ellos  tenía  el  8 

de  Mazueco,  por  quedar  é-^tos  libres  á  favor  del  mencionado  ms 

pagándosele  á  dinho  M  ^rtía  Marcos  y  á  sus  sucesores  actuales 

adelante  lo  fuesen,  S9  reales  y  24  marave uses  aúnales,  que  correí 

I  al  mismo  y  sucesores,  de  tos  395  reales  que  el  propio  mayorszgc 

i  de  estos  prado9;  siendo  igualmente  condición  que  de  los  600  re 

I  por  razón  de  los  aprovechamientos  correspondían  á  dicha  ynga< 

I  dia  sobre  dicho  mayorazgo  se  le  habían  de  rebajar  60  reales  í 

de  nna  de  las  tres  de  cuatro  partes  de  la  media  yugada  respec 

de  los  400  dfi  renta  que  devengaba  la  yugada  y  medía;  y  estando 

D.  Manuel  Pinedo,  a-irainlstrador  de  Rodríguez  del  Manzano,  ac 

escritura,  y  ambos  otorgantes  se  obligaron  á  cnmplirla: 

Resultando  que  de  un  apeo  verificado  en  1820  aparece  que  e 

mino  del  Manzano,  que  comprendía  2.071   fanegas  con  11  celet 

I  dividía  en  Cuarto  de  Arriba  y  Cuarto  de  Abajo,  y  de  óate  petene 

D.  Manuel  Rodrfgaez  del   Manzano   18  nartes  y  media  con  tei 

'  labor,  con  todos  los  pastos  y  aprovpchp.mlentos,  y  la  otra  parte 

correspondía  á  D.  Juan  Marcos,  José  Martín  y  Manuel  Criado,  é 

pagaba  D.  Minnel  cierta  cantidad  por  los  pastos  que  le  corresp 

la  parte  y  media,  siendo  ambos  Coartoa  á  labor  y  pasto,  ha 

•  aquélla  distribuí  ia  en  cada  uno  en  tres  hojas,  de  las  qne  semb 

todos  los  afíjs,  estando  medianamente  poblado  el  término  de  re 

'<  ,  ,  nada  producía,  y* de  mucha  mata  baja,  y  el  ejido  ó  terreno  al  s 

del  pueblo  estaba  prolndíviso  entre  los  dos  Cuartos,  diefrutandc 

tos  ambos  dueños  por  partes  iguales;  repitióadose  más  adelante 

lindar  el  Cuarto  de  Abajo,  que  de  él  pertenecían  18  partes  y  me^ 

'♦*  .*    >  Manuel  Rodríguez  del  Ma?izano  y  una  y  media  á  Juan  Marcos,  J 

i    .       '  tín  y  Manuel  ílriado,  eiendo  los  pastos  de  este  Cuarto  de  dichi 

^  nuel,  quien  ppgaba  á  los  interesados  por  la  parte  qne  debían  ( 

*  565  reales,  y  terminando  con  un  resumen  para  D.  Manuel  Rodrí 

,  Manzano,  J'">pé  M^ir^ín,  Ja<in  Marcos  y  Manuel  Criado,  beñair.nd 

'  tino  fanegas  de  chb'da  v  valor  del  capital  y  productos: 

<  Resultando  qne  en  Noviembre  de  1833  Juan  Marcos  y  Jos 

recibieron  2/6  reales  por  lo  que  les  correspondía  por  yugada 

f     *  que  disfrutaban  de  pastos  de  mancomún  con  el  medio  Cuarto  \ 

1  zano  por  un  tercio  vencido;  en  Jnnio  de  1856  José  Martín  y  lof 

*  ros  de  Juan  Marcos  recibieron  249  reales  29  maravedises,  co 

\  '      ,      .  dientes  á  otro  tercio,  por  razón  de  la  yugada  y  media  que  disf 

.       i|{      ,        ,  Baya  propia,  en  la  renta  que  disfrntaba  D.  Casimiro  Careaga, 
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loa  herederos  de  Juan  Marcos  y  José  Martín  recibieron  * 

rreepondiente  á  yngada  7  media  de  tierra  en  sus  pastos, 
en  7  de  Septiembre  de  1901,  29  de  Abril  y  29  de  Agosto 

herederos  de  Jnan  Marcos  y  José  Martín  recibieron,  ^  » 

'OS  plazos  de  los  pastos  de  yogada  y  media  qne  disfrnta- 

mún  con  la  Condesa  de  Árdales,  cada  vez  49  pesetas  y  (  ^ 

igual  cantidad  computó  en  Diciembre  de  1902  el  adml»  l 

Condesa  y  de  sus  hijos,  en  pago  de  las  rentas  del  Coarto 

»  renteros,  por  haberla  satisfecho  éstos,  segán  recibo,  á  | 

ie  yogada  y  media  pro  indiviso  por  los  pastos  de  dicha  ^ 

a: 

qne  el  Jnez  de  instrucción  de  Ledesma,  en  sentencia  de 
e  de  1901,  revocatoria  de  la  del  Jnez  municipal  del  Man- 
al  vecino  de  este  pueblo  Ángel  García  y  García  como  * 

kíracción  de  la  ley  de  Caza,  por  habérsele  sorprendido  ca- 
arto  de  Abajo: 

que  Doña  Magdalena  Careaga  Rodríguez  del  Manzano,  f     ^ 

,  de  Árdales  del  Río,  y  sus  hijos  D.  Carlos  de  la  Bastida 
3  de  dicho  título;  Doña  María  de  la  Presentación  y  Doña 
bastida  y  Careaga,  á  qoienes,  con  títolo  de  sucesión  ins- 
Istro  de  la  propiedad,  pertenecen  hoy  á  la  primera  el  nsu- 
08  sus  hijos  la  nuda  propiedad  de  18  y  media  yugadas  del 
¡o  del  Manzano,  dedujeron  en  4  de  Abril  de  1904  demanda 
onas  qne  nominalmente  expresaron,  suplicando  se  decla- 
va que  los  demandantes,  como  tales  dueños  de  las  18  yn-  , 
prolndlviso  del  término  del  Cuarto  de  Abajo  del  Manza-  / 
echo:  primero,  á  percibir  cada  un  año  tres  fanegas,  dos 

I  cuartillo  de  centeno,  como  carga  que  sobre  sí  tenía  la  * 

la  restante,  que,  como  procedente  del  Seminario  de  Ma-  t 

poseían  hoy  los  demandados,  quienes,  en  este  concepto, 
obligación  de  satisfacer  la  mencionada  carga;  segundo, 
)  correspondía  á  los  demandantes  la  propiedad  y  dominio  *'^ 

los  enclavados  dentro  del  término  mencionado  y  denomi* 
ente  del  Monte,  de  la  Fontana  y  de  las  Oteras  ó  las  Eras, 
.rga  que  sobre  sí  tenían  y  que  satiBÍacían  los  demandan- 
jores  de  la  yugada  y  media,  de  9  pesetas  y  96  céntimos 
,  equivalente  á  39  reales  y  24  maravedises;  y  tercero,  que 
lecía  á  los  demandantes,  en  el  concepto  indicado  de  pro- 
;  18  yugadas  y  media,  la  propiedad,  á  virtud  de  la  cual 
üpponían  libremente  de  todas  las  demás  hierbas  y  pastos 
1  Coarto  de  Abajo  del  Manzano,  con  inclusión  de  la  parte 
rresponderen  la  proindivislón  á  la  yugada  y  media  res- 
te del  Seminario  de  Mazoeco,  mediante  la  carga  que  tenía 

pesetas  60  céntimos,  equivalentes  á  660  reales,  qoe  por 
itisfacían  todos  los  años  los  demandantes  á  los  que  se 
res  de  la  yugada  y  media,  y,  como  consecuencia,  conde- 
odados  á  qne,  como  poseedores  que  decían  ser  de  dicha 
e  yugada  y  media  en  el  término  del  Coarto  de  Abajo  del 
nocieran  de  una  manera  expresa,  mediante  el  otorga- 
:orreBpondieote  escritura  á  favor  de  los  demandantes, 
LOS  qne  venían  ostentando,  como  dueños  que  eran  de  las 
ledia,  condenándolos  igualmente  en  todas  las  costas  del 

que  para  fundamentar  estas  pretensiones  los  demandan- 
I  cosas  ye  relacionadas  en  los  antecedentes,  ó  á  las  que 
105  86 
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no  Be  refieren  Ub  cneettonee  de  este  reonreo,  alegaron:  que  el  Onute  i 
Abajo  del  Manzano,  sobre  el  cnal  desde  mny  antigne  estaba  fundado  < 
mayorasgo  de  qne  en  1S07  era  poseedor  D.  Mannel  Rodrignei  del  Mai 
sano,  06  había  segregado  una  yugada  y  tres  octavos  de  otra;  qne  esapoi 
ción  qne  realmente  poseía  el  Seminario  de  Masneco  al  yerifioanel 
venta  de  la  yogada  y  media  como  perteneciente  al  mismo,  y  con  el  ii 
sin  dada,  de  indemnizar  los  compradores  alposeedor  del  mayorasgo  é 
perjnicio  consigoiente  y  de  reconocer  nn  peqnefio  censo  de  tres  Canecaí 
dos  celemines  y  nn  cuartillo  de  centeno  que  el  Seminario  venía  p 
ftando,  y  acaso  también  para  regularizar  el  disfrute  de  la  finca  oomii 
BQ  otorgó  la  escritura  de  SI  de  Enero  de  1808,  en  la  cual  de  una  pail 
compareció  sólo  el  comprador  Martín  Marcos;  pero  se  debía  advertir  qi 
éete  era  padre  legítimo  y  padre  político  ó  euegre  respectivamente  de  li 
otros  compradores  Juan  Marcos  y  José  Martín,  y  que  se  compromsM 
por  sí  y  por  sus  encesores;  que  al  decir  la  cláusula  última  de  dicha  si 
c:^tura  que  de  los  6.000  reales  que  por  razón  de  los  aprovechamisnls 
de  las  demás  hierbas  correspondían  á  la  yugada  y  media  procedsol 
del  Samlaario  sobre  dicho  mayorazgo  se  le  rebajarían  60  reales  pot  IS 
zón  de  una  de  las  tres  de  cuatro  partes  de  media  yugada,  respMl 
de  200  de  los  400  de  renta  que  devengaba  la  yugada  entera  de  dkÜ 
yugada  y  media,  significaba,  dicho  en  términos  ciaros  y  precisos,  qii 
por  el  octavo  de  yugada  que  había  vendido  de  más  el  Seminario  psgsiÉ 
de  menOüf  el  mayorazgo,  por  razón  de  aprovechamiento  de  todu  li 
hierbas  del  término,  la  octava  parte  de  los  409  reales  asignados  poroÉ 
concepto  á  cada  yugada;  qne  constantemente  desde  la  fecha  de  esast 
critara,  de  la  que  no  se  tomó  razón  en  la  antigua  Gontadurí a  de  hipolt 
cas,  los  poseedores  de  la  yugada  y  media  habían  venido  satisfacieadsl 
los  dueños  de  las  18  yugadas  y  media  la  carga  del  centeno  que  aquéfll 
tenía  sobre  sí  á  favor  de  éstas,  y  constantemente  también  los  fio> 
pietarios  de  la  mayor  porción,  hoy  los  demandantes,  habían  venlds  ] 
venían  pagando  anualmente  á  los  que  se  decían  poseedores  de  la  yo|8ál 
y  media  los  89  reales  24  maravedises  por  razón  de  la  cesión  h<»cha«Qli 
referida  escritura  de  21  de  Enero  de  1808  por  Martín  Marcos  á  f%vordlÍ 
mayorazú^o  de  Rodrígaez  del  Manzano,  de  los  prados  de  la  Faents  ñá 
Monte,  de  la  Fontana  y  de  las  Oteras,  más  los  6S0  realea  por  n 
del  aprovechamiento  de  las  demás  hierbas  y  pastos,  de  todos  los  i 
les  h«ibían  venido  disponiendo  en  todo  tiempo  los  propietarios  dele 
yugadas  y  media  á  su  arbitrio,  como  verdaderos  duefios  que  eran  y 
bían  sido  de  ellos;  pagos  acreditados  por  los  recibos  que  acomotfitb 
y  de  los  c.nales  el  primero,  del  afio  1833,  estaba  firmado  por  Joan  M 
eos  y  José  Martín,  los  dos  que  figuraban  juntamente  con  su  padre  Mai 
Marcos  como  compradores  en  80  de  Abril  de  1807  de  la  yugada  y  media  ] 
medente  del  Seminario  de  Mazneco,  y  el  segundo  por  el  mismo  Jo«éll 
tín,  comprador,  y  por  otra  persona  en  representación  del  otro  comprtí 
Jnan  Marcos,  ambos  herederos  de  su  mencionado  padre,  corrob'irtndii 
ezpnesto  y  la  recíproca  intención  que  unos  y  otros  habían  sustentada 
todo  tiempo,  de  que  el  dominio  de  todos  los  pastos  del  Ouarto  de  Al 
del  Manzano  faese  de  los  dueños  de  las  18  yugadas  y  media,  ineáa 
reducido  el  derecho  de  los  poseedores  de  la  yugada  y  media  re«tant 
percibir  650  reales  cada  afio,  los  hechos  del  apeo  verificado  en  1620  y 
la  sentencia  recaída  en  1901  en  el  juicio  de  faltas  seguido  contra  As 
García  y  García,  que  alegando  ser  poseedor  de  una  porción  pro  indlv 
en  el  Oaarto  de  Abajo  del  Manzano,  pretendió  recabar  para  sí  su  psi 
cipación  y  derecho  á  la  casa,  fundándose  en  que  alser  dnefio,  eo 
cipe  en  más  ó  en  menos,  lo  era  también  en  los  aproveohaat*'*-'^^  y  pi 
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n^yui  como  de  om  raerte,  de  lgn«l  modo  por  tedoe  y  en  todo  tiempo 
I  bible  reconocido  el  dominio  j  propiedad  que  desde  hacía  mAs  de  no* 
tttt  tfios  Tenían  oatentando  loe  dnefioo  de  las  18  yogadas  y  media  á 
I  tolalidad  de  las  hierbas  y  pastos  del  repetido  Onarto  de  Abajo  del 
[nsuio: 

Reraltando  que  nno  de  los  demandados,  D.  Nicolás  Martín  Ramea,  wm 
mptrecló  eo  el  término  del  emplaaamiento  y  loé  declarado  en  rebeldía; 
dM,  IX. fia  Serafina  Martin,  D.  Cirilo  Vicente,  D.  Alfonso  Iglesias,  doa 
'istflíriaao  Pacho,  D.  Lnis  Prieto,  éstos  tres  per  sí  y  como  maridos  ree- 
M^Ttmente  de  Dofia  Agustina,  Dofia  Timotea  y  Dofia  Ronaora  Marooc; 
t,  Andrés  Rodrigues,  D.  Tomás  Vicente  y  D.  Nemepio  Sardón,  como 
iiridos  de  Dofia  Segunda  y  Dofia  Rita  Rodrigues;  D.  Isidoro  y  D.  Igna« 
Is Rodríguez  y  I>ofia  Rosa  Pascual,  se  allanaron  á  la  demanda,  contee- 
ladoU  lofl  demás  demandados  D.  Julián  Rodrigues  Ramo»,  Dofia  Jn* 
llaa Marcos  Santiago,  D.  Juan  Antonio  Sánches  Martín,  Dofia  Anastasln 
hrtín  Hamos,  D.  Bernabé  Delgado  Calles,  Dofia  Estefanía  Ramos  Ra* 
üs,  D.  Serafín  Sánches  Martín,  D.  Antonio  Caatilla  García,  D.  Andrés 
Itoéhes  Marcos,  D.  Ángel  García  García,  D.  Benito  Conde  Ramos,  don 

61(0  Ramoe  Hernándea,  D.  Faustino  García  García  y  D.  Mdcher 
ía  García  pidiendo  se  les  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  coe 
IB á  los  actores,  y  se  declarara:  primero,  que  los  demandantes  no  eran 
befioe  del  mayorazgo  de  Rodrigues  del  Manzano  ni  tenían  derecho  á 
füeibir  de  los  demandados,  como  duefios  con  otros  de  yogada  y  media 
■SiadiTiflo  del  Cuarto  de  Abajo  (el  Manzano,  la  cantidad  anual  de  tren 
bsagas,  doB  celemines  y  un  cuartillo  de  centeno;  segnndo,  que  los  d#- 
UB^otes  no  eran  duefios  en  plena  propiedad,  y  por  tanto  no  podían 

teBflr  libremente  de  los  prados  del  Monte,  de  la  Fontana  y  de  laa 
j  qoe  tenían  la  obligación  de  pagar  la  cantidad  á  qae  ascendía  el 
Viof  de  loe  productos  que  á  los  demandados,  con  otro?,  correspondían 
Hdiebos  prados,  valor  que  hasta  hoy  se  había  estimado  en  9  pesetas 
Meéntimos  anuales,  eqnivalentee  á  89  reales  24  maravedieee;  tercero, 
fM no  pertenecía  á  loe  demandantes  la  plena  piopiedad  de  todas  laa 
ierbasy  pactos  del  término  del  Cuarto  de  Abajo  del  Manzano,  y  que 
IhíiD  obligación  de  pagar  á  loe  demandados  la  cantidad  á  qne  aacendía 
dtilor  de  laa  hierbas  y  demás  aprovechamientos  qne  á  loa  mismos,  con 
Im,  como  duefios  proindiviso  de  yugada  y  media  de  dicho  término,  pu- 
panul  correaponderle,  cuyo  valor  se  había  venido  estimando  en  197  pe* 
ituóO  céo timos  anuales;  y  cuarto,  que  no  había  lugar  al  otorgamiento 
bUeacrltura  solicitada  por  la  parte  demandante: 
Kaaattando  que  en  apoyo  de  estas  peticiones,  dichos  demandados  ex 

EeroD  también,  entre  otras  cosas:  qoe  segiin  aparecía  del  expediente 
ilaensjeDación  de  la  yogada  y  media  qne  el  Seminarlo  de  Mazueco 
ia  pro  indiviso  en  las  20  de  que  se  componía  el  Cuarto  de  Abajo  del 
biano  y  de  la  escritura  que  en  consecuencia  otorgó  en  hO  de  Abril 
1607  el  Corregidor  de  Ledesma,  la  venta  comprendió  la  caea  al  eitie 
Teso,  con  su  corral  y  pajar;  las  34  fanegas  de  sembradura  en  cada 
i  de  las  tres  hojas  de  los  Campos,  de  las  Eras  y  del  Medio,  y  los  apro^ 
hmientOM  foráneos,  valuados,  según  cálculo,  en  6.000  reales;  ad- 
Tiendo  loa  compradores  todo  ello  libre  de  toda  cnrga  y  gravamen,  en 
DA  dominio  y  sefiorío,  pues  en  el  expediente  nada  ae  encontraba  re- 
eateácarga  ó  gravamen  á  favor  de  ningún  mayorezgo,  y  si  en  la  es- 
bira  se  consignaba  qne  en  el  caso  de  moverse  algún  p<eito  sob^e  la 
^atocia  de  dicha  yugada  y  media  ó  carga  de  ella  no  serían  obligddos 
ifiomortdorea  á  oonteatarlo,  esto  era  fórmula  de  redacción,  y  sólo  oon 
^  i]       ^  -«  hacía  mención  de  la  palabra  earga^  causando,  por  tanto. 
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verdadera  extrafiesa  qae  oeho  meses  después,  Martin  Marees,  qoeporoé 
saber  no  había  firmado  la  referida  escritora  de  80  de  Abril  de  1807»  flr* 
mará  otra,  la  de  21  de  Bnero  de  1808,  en  la  que,  sin  antorisaeión  éb  \m 
otros  dos  compradores^  se  obligaba  á  reoonocer  la  carga  de  tres  faaopí, 
dos  celemines  y  nn  cnartiUo  de  centeno,  y  á  enajenar  U  parte  qmiál 
y  á  los  demás  conduefios  pudiera  oorresponderles  proindiviso  en  )m 
prados  de  la  Fnente  del  Monte,  de  la  Fontana  y  de  las  Eras;  pero  ral 
eoncediendo  á  esa  escritura  la  valides  de  que  carecía,  no  conteaía  ex- 
tremo alguno  que  pudiera  motivar  la  afirmación  de  haberse  enajeoidt 
por  ella  todos  los  aprovechamientos  que  correspondían  A  lAjniciátf 
media;  antes  bien,  en  las  condiciones,  el  otorgante  manifestaba  dan* 
mente,  no  ya  sólo  que  no  renunciaba  á  la  propiedad  de  los  pastos  y  a^r^ 
vecham lentos  á  dicha  yugada  y  media  correspondientes,  slne  qse  híeía 
expresa  mención  del  derecho  A  percibir  anualmente,  por  concepto  di 
renta  de  dichos  aprovechamientos,  660  reales,  en  vea  de  los  600  qoets- 
nía  obligación  de  entregarles  el  poseedor  del  mayorazgo  del  MamaOr 
como  mayor  señor,  y  en  tal  concepto,  administrador  del  Cuarto  ds  Aba- 
jo; no  existiendo,  por  tanto,  enajenación  de  la  propiedad  de  loe  aprptt* 
chamientos,  y  resultando  evidentemente  demostrada  una  de  estas  ém 
cosas:  ó  el  poseedor  del  mayorazgo  aprovechaba  por  su  cuenta  laahii^ 
has  de  las  20  yugadas,  pagando  anualmente  660  reales  por  la  partiei^ 
ción  que  en  las  mismas  tenían  proindi  viso  los  dueños  de  la  yogada  J^ 
media,  ó  dicho  señor  administraba,  como  mayor  condueño,  todos  Isi 
aprovechamientos  de  la  finca  y  entregaba  á  los  daeños  de  la  yugadiy 
media  proindi  viso  ios  660  reales  anuales,  como  valor  de  los  aproveofai* 
mientos  á  que  tenían  indiscutible  derecho;  que  era  cierto  que  desdi  k 
fecha  de  la  escritura  de  1808  los  poseedores  de  la  yogada  y  media  ítt* 
bían  venido  satisfaciendo  tres  fanegas,  dos  celemines  y  un  cuartUlsdi 
centeno  cada  año  á  los  dueños  de  las  18  yugadas  y  m«dia  y  éstos  á  aque- 
llos 39  reales  con  24  maravedises,  y  además  6ó0  reales  por  rasón  ád 
aprovechamiento  de  las  demás  hierbas  y  pastos  qoe  proindivlso  lasos* 
rrespondían;  pero  no  era  cierto  que  los  dueños  de  las  18  yugadas  y  a»* 
día  hubiesen  venido  disponiendo  ni  pudiesen  disponer  á  su  antojo  dets* 
dos  los  aprovechamientos  y  hierbas  del  Cuarto  de  Abajo,  siends  ii 
prueba  conclnyent«  de  esto  el  tener  que  pagar  650  reales  anuales  porn* 
son  de  las  hierbas  y  aprovechamientos  correspondientes  á  losdnefiosdi 
la  yngada  y  media,  coya  propiedad  y  posesión  reconocían  los  deasB" 
dantas,  pues  no  podía  admitirse  en  derecho  la  teoría  de  propiedad  plisl 
cuando  aquel  qae  se  figuraba  verdadero  dueño  tenía  que  pagar  á  oottt^ 
cero  el  valor  de  los  productos  de  la  propiedad;  que  el  apeo  de  18S0  po- 
dría tener  en  el  orden  administrativo  y  económico  todo  el  valor  qneis 
quisiera,  pero  sus  cláusulas  no  podían  derogar  ni  modificar  nunca  dsre 
chos  y  obligaciones  que  tenían  su  regulación  en  las  leyea  de  eará<M 
privado  y  personal;  siendo  en  este  punto  la  verdadera  doctrina  jntídisi 
que  el  apeo  era  un  acto  propio  de  la  Administración  pública,  y  en  éist 
dejaban  reservadas  á  los  Tribunales  ordinarios  las  cuestiones  reíereal» 
al  dominio  y  á  la  propiedad;  y  que  una  sentencia  en  juicio  de  falkia» 
motivado  por  denuncia  sobre  infracción  de  la  ley  de  Caza,  no  podía  mt 
único  documento  en  que  se  fundaran  los  derechos  de  propiedad,  aparto 
de  que  la  dictada  por  el  Juez  de  Lede^ma  lo  fué  en  consideración  á  qw 
el  Cuarto  de  Abajo  del  Manzano  no  era  de  la  propiedad  de  U  Conde» 
de  Árdales  del  Río,  fundamento  cuya  falsedad  demostraban  la  misma 
Condesa  y  sus  hijos,  reconociendo  en  su  demanda  que  Ángel  ftarda  y 
García  era  poseedor  y  partícipe  de  una  porción  pro  Indiviso  er  '^  fine* 
y  demostrándolo  en  tal  concepto: 
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I  7  media,  teDlan  derecho:  primero,  á  percibir  cada  affo  tree  I 

^       I  oeieminea  y  na  onartiilo  de  centono,  como  carga  que  eobn 

yogada  y  media  restante  que,  como  procedente  dei  Seminaria 
ca,  poaeían  ice  demandados;  toegando,  que  correspondía  á  dio 
dantos  la  propiedad  y  dominio  de  los  tres  prados  enclavadoi 
término  menctonado  y  denominados  de  la  Faento  del  Monte 
tana  y  de  las  Oleras  ovias  Eras,  mediante  la  carga,  que  sofa 
ios  demandantes,  de  abonar  annalmento  á  los  poseedores  de 
media  la  cantidad  de  0  pesetas  96  céntimos,  qne  próximame 
^  lían  á  39  reales  y  24  maravedises;  y  tercero,  qne  también  ] 

loe  demandantes,  en  el  concepto  de  propietarios  de  las  18  yo 
^  dia,  la  propiedad  de  disponer  y  disfrntor  libremente  de  toda 

hierbas  y  pastos  dei  término  del  Coarto  de  Abajo  del  Mac  ai 
cinsion  de  la  parte  qne  pudiera  corresponder  en  la  proindi 
yogada  y  media  restante,  procedente  del  Seminario  de  M&aoec 
la  carga  qoe  tenían  sobre  sí  de  187  pesetas  y  50  céntimos,  e 
á  660  reales,  y  qne  satisfarían  cada  on  afio  los  demandante 
seedores  de  la  yugada  y  media  mencionada;  sin  hacer  expreí 
cien  ( e  costas  de  ambas  instancias: 

Beuaitando  qne  D.  Simón  Bedrígnez  Ramos,  Dofia  Jalii 

,  Santiago,  D.  Juan  Antonio  Sánchez  Martín,  Dofia  Anastasia 

•I  mos,  D.  Bernabé  Delgado  Galles,  Dofia  Estefanía  Ramos  y 

I  Serafín  Sánchez  Martín,  D.  Antonio  Castilla  García,  D.  And 

á  Marcos,  D.  Ángel  García  y  García,  D.  Benito  Conde  Ramos, 

Ramos  Hernández,  D.  Faustino  García  y  García  y  D.  Melcl 
García  interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  li 
fundarlo  en  el  nnm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuician 
y  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.     Al  conceder  la  sentencia  recurrida  valor  If  gal ; 

rídicoB  á  la  escritura  de  21  de  Enero  de  1808,  infringe  la  ley 

.  Partida  6.^,  en  armonía  con  las  reglas  12  y  18^  tít.  *^4,  PartJ 

de  conformidad,  preceptúan  que  «los  contratos  no  pueden 

*  de  ley  para  los  que  no  han  sido  parte  en  la  escritura  de  co 

doctrina  sostenida  igualmente  por  diferentes  sentencias  d 

Supremo,  entre  ellas,  las  de  14  de  Febrero  de  1876,  12  de  O.t 

Diciembre  de  1880,  y  cuya  nulidad  aprecian  también  los  arts, 

»  del  Código  civil,  y  sin  que  contra  estos  preceptos  legales  t 

ción  la  ley  l.^  tít.  l.^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilado] 

9  ,  ^  namiento  que,  fundado  en  ella,  hace  la  Sala  sentenciadorf 

consentimiento,  siendo  serlo  y  deliberado,  es  siempre  obligc 

claramente  se  ve  que  el  pensamiento  del  legislador  en  el  ex] 

eepto  es  que  el  consentimiento  medio  en  el  acto  de  la  contr 

'**     ,       .<    »  cnnstancia  que  no  se  da  en  la  escritura  de  21  de  Enero  de  1 

\   .  giendo  también  el  Tribunal  a  quo  en  el  mismo  consideranc 

'  der  efectos  legales  á  dicha  escritura  por  no  haberse  tomado  i 

en  el  oficio  de  hipotecas,  las  leyes  1.*  y  2.^  tít.  16,  libro  10 

,  '    sima  Recopilación,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supre 

i  Octubre  de  1867,  16  de  Marzo  de  1879  y  80  de  Jonio  de  1880, 

«  se  establece  que  cpara  apreciar  el  valor  de  los  documentos 

la  ley  Hipotecaria  se  atenderá  á  la  legislación  qne  regía  al  t 

{-  otorgamiento»,  doctrina  qoe  vino  á  robustecer  la  vigente  le 

*  ria  en  sn  art.  896;  y 

Segundo.  Al  declarar  en  favor  de  los  demandantes  la  ] 
adquisitiva,  la  sentencia  recurrida  infringe  también;  por  fa 
caeión,  las  leyes  1.^  y  3.^,  tít.  8.o,  libro  11  de  la  Novísima  B 


i 
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qwprobibeii  U  prasoripeión  entre  coherederos  ó  condoefios»  y  el  art.  486 
M  Oódigo  elTil;  y  por  aplieadOn  indebida,  la  ley  21,  tlt.  29,  Partida  S.^ 
y  la  aeniencia  de  eete  Tribnnai  Sopremo  de  16  de  Janio  de  1888,  toda 
TMqne  loa  primitivoo  compradores  de  ia  yogada  y  media,  de  las  20  qne 
cemprende  1a  flaca  denominada  Onarto  de  Abaja  del  Manzano,  Martin 
Htreoe,  Joan  Marcee  y  Joeé  Martín,  entraron  en  posesión  y  disfrute  en 
las  Biismaa  condicioneo  qne  lo  Tenia  haciendo  desde  tiempo  inmemorial 
•i  Seminario  do  Maineco,  d  sea  en  proindivisión  con  los  dnefios  de  las 
18  yogadas  y  media  reetantes;  siendo  de  hacer  constar  qne  deede  qne 
ts^  logar  el  otorgamiento  á  en  íayor  de  la  escritora  de  compra  de  SO  de 
Httil  de  1807,  ni  próxima  ni  remotamente  se  llevó  á  cabo  el  más  mí- 
ifano  acto  qne  signiflqne^  división,  pnesto  qne  los  hechos  de  inscribir  á 
IB  favor  los  poseedores  de  ia  yogada  y  media  la  escritora  de  venta  y  de 
librar  cierta  porción  de  terreno  qne  á  los  efectos  del  aprovechamiento 
tienen  asignada  no  poeden  en  ningún  sentido,  y  menos  en  el  legal,  tener 
•iearácter  de  operaciones  divisorias; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascnal  Domenech: 
Oonsiderando  qne  aparte  de  qae  la  acción  de  nolidad  de  on  contrato 
ae  término  marcado  para  sn  ejercicio,  y  qoe  respecto  de  lo  estipolado 
•a  la  escritora  de  21  de  Enero  de  1808,  ha  transcurrido  hace  largo  tiem> 
>i,  es  de  notar,  como  fundamento  esencial  para  la  estimación  del  recurso 
^se  la  Sala  sentenciadora  aprecia  como  hecho  demostrado  por  el  reeul- 
lado  de  la  prueba  practicada  en  el  pleito,  qne  lo  convenido  en  dicho  do- 
mmeato  fué  reconocido  y  aprobado,  y  consiguientemente  ratificado,  por 
tes  propietarios  de  la  yugada  y  media  proindivieo  con  las  20  que  com- 
yiiDds  el  Cnarto  de  Abajo  del  Manzano,  qne  han  venido  sucediéndose 
^Me  la  expresada  fecha  nasta  la  actualidad;  y  como  esta  estimación  ha 
éde  combatida  en  el  recurso,  es  indudable  qne  ella  obsta  para  qne  pres- 
pne  el  primer  motivo  del  mismo,  en  el  qne  se  prescinde  de  tal  aprecia- 
da esencial: 

Oonsiderando  qne  si  bien  la  ley  2^,  tit.  8.%  libro  11,  de  la  Novísima 
Baeopilaoión,  reproducida  sustancialmente  en  el  art.  1966  del  Código  ci- 
tU,  diépone  qne  el  qne  posea  una  cosa  de  consuno  ó  pro  indiviso  con 
'  ifres  condueños  ó  coherederos  no  puede  adquirir  por  prescripción  la 
puteqne  á  loo  demás  condueños  ó  coherederos  corresponda  en  la  proin- 
^ivirión,  come  dicho  precepto  legal  no  impide  que  los  unidos  por  el  vincn- 
l*ds  la  comunidad  puedan  gravar  la  porción  que  en  la  misma  lee  per- 
teasica  de  la  manera  qne  estimen  conveniente,  es  manifiesta  la  imperti- 
^ttüe  aplicación  del  expresado  precepto  legal- á  nn  caso  como  el  actual, 
*B«1  que  se  trata  del  establecimiento  de  un  gravamen  impuesto  volun- 
Mámente  por  las  personas  á  quienes  exclusivamente  afecta,  en  virtud 
dsleontrato  otorgado  por  Martin  Marcos  en  la  escritura  de  1^08  y  apro- 
Me  pof  todos  los  qne  le  sustituyeron  en  la  propiedad  de  la  referida  yu- 
i^y  media;  qne  además  ha  sido  convalidado  por  la  prescripción  ex- 
tnndinaria,  qne  no  transciende  por  so  naturaleza  y  limitación  á  derecho 
*l|aae  imprescriptible  de  otros  condominios,  no  habiéndose  por  ello  co- 
iMtide  las  infraccionee  de  las  leyes  y  doctrina  que  se  alegan  en  el  se- 
M  ¡9  motivo  dol  reenrso; 

lUamoe  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
^  )  de  casación  interpuesto  por  D.  Simón  Rodríguez  Ramos,  Dofia 
^v  oaBiarcos  Santiago,  D.  Jnan  Antonio  Sánchez  Martin,  Dofia  Anas- 
^  Martín  Ramos,  D.  Bernabé  Delgado  Calles,  Doña  Estefanía  Ramos 
Y  nos,  D.  Serafín  Sánchez  Martín,  D.  Antonio  Castilla  García,  don 
Aa  Dio  8ánches  Marcos,  D.  Ángel  García  y  García,  D.  Benito  Conde 
^    ~  ^  Antolin  Ramos  Hernández.  D.  Faustino  García  y  García  y 
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D.  Melchor  Gsrcía  y  Ghircía,  á  ^aleñes  condenamoe  al  pago  i 
tas;  7  con  la  certiñcación  corres poBdiente,  devoélvaae  á  la  An 
rritorial  de  Vaiiodolid  el  apantamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nneetra  eentenolai  qne  se  publicará  en  U  Qt 
sertará  en  la  Oolbcción  Legislatiya,  pasándose  al  efecto 
neceearlas,  lo  pronnnoiamoa,  mandamoe  j  flrmamoB.>BjoBé 
coa.ss  Víctor  Coy ián.= Antonio  Aioneo  CaBafifi.=IldefonBO  L< 
da.ssPaBcaal  Domen9ch.=Rainón  Barroeta.=Oamilo  María  < 
^  Pabiioación.=:Leida  y  publicada  fnó  la  precedente  senten 

Excmo.  8r.  D.  Pascnai  Domenech,  Magistrado  de  la  Sala  ( 
del  Tribanal  Snpremo,  celebrando  audiencia  pública  la  mieni 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  81  de  Octubre  de  1906.=rBogelio  Gonsáleí  Montes. 

«Túm.  IGO.-TRIBUNAL  SUPREMO.'-SI  Ú9  Oetabn 
psblloada  el  23  de  Novlenbre  y  3  de  Diciembre  de  H 

Casación  por  infracción  db  ley.— Cometo  de  ñnea$  y  ot 
mor— Seateacia  declarando  haber  lugar  al  recurso  in 
A  *  por  D.  Juan  Sánchez  contra  la  pronunciada  por  la 

'  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D. 

A  Fontes. 

f  En  sus  CONSIDERANDOS  80  establoco: 

Que  eonstiiuido  un  censo  enñtéuiieo  estableeiendo  la 
de  que  las  ñneas  censidas  caían  en  comiso  cuando  el  enfllev 
de  pagar  las  pensiones  durante  determinado  plazo,  con) 
ley  28,  titulo  S,^,  Partida  5.^,  es  mantñesto  que  al  transmi 
sualista  su  derecho  á  un  tercero,  con  todos  sus  usos  y  per 
^  incluso  cobrar  y  hacer  suyas  las  pensiones  atrasadas,  p 

compraior  cuantos  derechos  correspondían  al  vendedor pi 
titución  del  gravamen: 

Que  la  regla  1,^  de  las  transitorias  del  Código  es  apila 

*  do  se  trata  del  ejercicio  de  una  acción  nacida  de  hechos  t 

durante  la  legislación  anterior  á  dicho  Cuerpo  legal,  €UAnq 

regule  de  otro  modo  ó  no  la  reconotca: 

^  Que  transmitido  el  rejerido  censo  en  los  términos  expr 

"         •         t  añrmación  de  no  comprender  éstos  el  derecho  de  comii 

error  de  hecho  y  de  derecho  con  infracción  del  art.  1462  c 
dvil: 

Que  si  bien  los  arts.  23,  25,  27,29y396de  la  ley  Hipot 

'**  *    •  rantitan  el  derecho  de  tercero  cuando  el  acto  ó  contrato  i 

,  )  i      '  inscrito  en  el  Registro,  debiendo  serlo^  no  puede,  en  el  caí 

nado,  ostentar  el  enñteuia  aquel  carácter,  teniendo  insc 
favor  las  fincas  con  la  carga  que  las  afecta: 
I  Que  al  establecer  el  art.  1648  del  Código  civil  el  dere 

miso  por  no  pagar  las  pensiones,  únicamente  exige  el  art, 
ejercitar  aquel  derecho,  el  requerir  Judicialmente  al  enfi 
medio  de  Notario  para  que  las  satisfaga: 
•    r  Que  no  determinando  la  ley  la  Autoridad  que  debe  aa 

♦  ^  requerimiento,  puede  hacerlo  el  Juez  municipal,  cuya  ini 

,  es  suficiente  por  el  carácter  de  Autoridad  judicial  que  nueí 

ie  reconocen: 
•  •      ifi  .  t  Que  el  plazo  de  treinta  dios  que  ooncede  el  art.  1650  á 


t 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


^68  V  JOBUtfKUmWCHA  CU.V1L 

I  b«v  para  el  día  16  de  Agosto  de  cada  afie,  habiendo  de  cultivar 

^  ciar  las  tierras  á  uso  j  oostambre  de  bnenos  labradores,  y  qni 

de  hacer  lo  uno  ó  lo  otro  caerían  en  comiso  y  podría  el  Dnqoe 

de  ellas,  y  proceder  ejecntlyamente  para  el  pago  de  ios  atraso 

lándose  además  las  restantes  condiciones*  consignadas  en  la  an 

(criinra  respecto  á  la  cesión  de  los  terrenos  concedidos; 
Besnltando  qne  por  otra  escritura,  otorgada  también  en  Ore 
febrero  de  1848,  se  reconocieron,  ratificaron  y  confirmaron  Ig 
los  contratos  enfítéoticos  otorgados  en  1806  por  la  abuela  del 
*  Abrantes,  como  tutora  del  que  io  era  á  la  sasón,  de  los  terrenoi 

cientes  á  las  fincas  de  Oafiepla  y  Pinelo,  habiendo  sido  otor 
eecritara  por  D.  Cirilo  Martínei,  administrador  del  Dnqne  de 
y  señor  territorial  de  los  terrenos  baldíoe  situados  en  Orce  y  ] 
Don  Fadriqae,  y  D.  Sebastián  de  la  Torre^  apoderado  de  los  p 
del  dominio  útil  de  las  fincas  concedidas  á  censo  á  Dofia  Mar 
oramento  Homero  y  D.  Lnis  Mariano  Benavente,  y  habióndoM 
,  en  ella  qne  la  primera  poseedora  del  dominio  útil  de  los  terren 

expresaban  en  la  escritura  razón  de  canon  solariego,  por  la 
«nerte  de  Oañepia,  dos  fanegas  y  12  cnartillos  de  trigo,  y  por 
de  cinco  octavas  partes  de  Pinelo,  12  fanegas  y  82  cnartillos  d 
.  t  «di  segando  poseedor  también  de  los  terrenos  que  en  la  escritt 

I  T  presaban  habla  de  abonar  al  mismo  Dnqne,  por  la  snerte  de  n: 

r  parte  de  Pinelo,  dos  fanegas  y  26  cnartillos  de  trigo,  debleí 

I  ambos  las  respectivas  porciones  de  trigo  expresadas,  bneno,  lii 

recibo,  en  poqer  del  administrador  del  Dnqne  el  día  15  de  á 
cada  año,  obligándose  á  ello  en  debida  forma  y  á  cultivar  y 
los  terreuos  á  aso  y  coatambre  de  buenos  labradores;  en  la  ini 
(  '  de  qne  dejando  de  hacer  lo  uno  ó  lo  otro  tres  años  segnüdos  y  x 

dolos  rotos,  habían  de  caer  en  comiso,  podiendo  el  Daque  di 

<  ellos,  así  como  proceder  ejecntlyamente  para  el  cobro  de  lo 

f  entendiéndose  de  cuenta  y  riesgo  de  ellos  todos  los  gastos  que  i 

naran  pt^ra  hacer  efectivo  el  pago  del  canon  actual;  haciéndosi 

timo,  constar  al  final  de  esta  escrltnra  qne,  según  el  Registro 

aparecía  en  la  actualidad  la  merced  de  Oañepia  gravada  cop  c 

^  censo  enfítéutico  de  dos  fanegas  y  12  cuartillos  de  trigo,  pagadc 

15  de  Agosto  de  cada  año  á  D.  Juan  Manuel  Sánchez  de  la  Tor 

del  dominio  directo  de  décima  licencia  y  tanto  en  las  ventae 

^  en  caso  de  faltar  alguna  de  las  condiciones  pactadas;  y  la  mere 

^  «  ,  nelo,  con  12  fanegas  y  82  cuartillos  de  trigo,  y  pagaderos  en 

día  y  con  los  mismos  derechos  que  el  anterior;  habiendo  hei 

dominio  directo  con  los  citados  derechos  que  le  eran  anejoe  de 

el  Duque  de  Abrantes  la  Marquesa  de  Bedmar,  la  qne,  por  es< 

'*'  "    •'  6  de  Diciembre  de  1895,  lo  vendió  todo  al  citado  D.  Juan  Ma: 

\   i  chez  de  la  Torre,  actual  poseedor  y  dueño  legítimo,  según  la 

dones  del  Registro  que  se  detallaban: 

'  Resaltando  que,  en  efecto,  por  dicha  escritura  de  6  de  Dioi 

I  1895,  otorgada  en  esta  corte  por  Doña  Isabel  Carvajal  Fernanda 

deva.  Marquesa  de  Bedmar  y  de  Escalona,  asistida  de  en  espc 

nesto  de  Heredia  y  Acuña  y  por  D.  Manuel  Rodrígnei  Oampfl 

rado  de  D.  Joan  Manuel  Sánchez  de  la  Torre,  después  de  hace 

«     r     '  que  la  primera  era  dueña  en  plena  propiedad  y  dominio  de  li 

<^  censos  y  mercedes  que  se  describían  en  la  escritura,  entre  laa  <; 

,  liaban  una  merced  en  Cañepla,  compuesta  de  261  fanegas  de 

■ecano  de  segunda,  equivalentes  á  112  hectáreas,  25  áreas,  61  o 
*  '  '     'Vf  ;  ,  y  02  centímetros  cuadrados;  otra  merced  denominada  Merce 
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I  los  antignofl  como  en  loi  oKideraoa,  aaitei  de  1806  y  desimée,  á 

f       (  <*edeB  se  les  dsba  el  nombre  de  centreto  enfiténtieo;  aperecia  i 

mente  separado  el  dominio  útil,  qne  era  lo  qae  ae  tramitaba  pi 

qne,  del  directo,  qne  ee  reservaba,  y  se  establecían  las  oondi 

conocimiento  previo  ó  licencia  para  las  enajenaciones  ds  aqnél 

visibilidad  de  las  ñnoas  afectas  á  U  carga  oensnal,  eloomiso  pe 

de  pago  del  canon,  el  derecbo  de  tanteo  y  la  décima  del  precio  c 

demio;  qqe  ai  fallecimiento  del  último  Dnqne  de  Abrantes,  oo 

Madrid  el  día  8  de  Enero  de  1800,  le  faeron  adjndicadas  A  sn  b 

*  ledera  la  Marquesa  de  Badmar  todas  las  fincas  y  derecbos  q 

poseía  en  las  villas  de  Orce  y  Galera,  cuyo  detalle  constaba  en  i 

ú  testamento  librado  en  81  de  Octnbre  de  1894,  cnyas  fincas  y 

faeron  vendíaos  por  dicba  Marquesa  á  D.  Jnan  Manuel  8ánc 

Torre  por  la  ciUda  escritura  de  6  de  Diciembre  de  18»6;  y  qn 

lando  ambos  documentos,  por  efecto  de  las  mncbas  tranemls 

visiones  y  subdivisiones  de  las  fincas  A  qne  se  referían,  la  indii 

^aclaración  para  ponerlas  en  armonía  con  el  estado  actual  de  1 

dad  y  facilitar  así  su  inscripción  en  el  Registro,  asegurando 

las  garantías  legales  los  derecbos  de  todos  los  interesados  ei 

habiendo  además  padecido  algunos  errores  involuntarios  ó  ii 

por  la  complicación  del  asunto,  convencidos,  tanto  el  Marqué 

4  mar  como  D.  Juan  Manuel  Sáncbez  de  la  Torre,  de  la  impre 

i  necesidad  de  completar,  adicionar  y  rectificar  los  dos  docum 

k  presados,  supliendo  sus  omisiones  y  ejecutando  cuanto  fuei 

*  para  la  debida  formalizaclón  é  inscripción  en  el  Registro  púb 

adjudicado  A  la  Marquesa  y  vendido  por  ésta  A  Sánehes  de 

usando  D.  Tomás  Gomes  González  de  las  facultades  que  se 

conferidas  en  los  poderes  relacionados  para  dicbos  objetos,  oí 

xiescripcióQ  detallada  de  las  fincas  y  derecbos  reales  comprend 

hijuela  de  la  Marquesa  de  Badmar,  vendidos  por  la  misma  i 

Manuel  Sánchez  de  la  Torre;  así  como  la  rectificación  y  acln 

^  ambos  documentos  se  verificaban  en  la  forma  que  A  contin 

f  eonsigna  en  la  escritura,  con  separación  de  las  mercedes  com 

en  el  término  jurisdiccional  de  Orce,  de  los  censos  sobre  fino 

I  mino  de  la  villa  de  Orce  y  de  censos  sobre  fincas  en  término  c 

Resultando  que  comprendida  en  el  término  jurlsdicciona 

figura  en  dicha  escritura  una  merced  en  las  labores  de  Pinel 

nían  conociéndose  con  el  nombre  de  Mercedes  antiguas  de  Fi 

'4  ,  formaba  una  casa  cortijo  y  2.688  fanegas  de  tierra  secano  en 

'  «in  roturar,  con  más  sus  ensanches,  cuyos  linderos  se  detern 

presándose  después  que  fné  dividida  en  ocho  porciones  igual 

diéndoae  cinco  á  D.  Fernando  Cafiavate  y  Muñoz,  vecino  de 

M,  ,^    ,•  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1806,  con  la  obligación  de 

I  censo  enfiténtieo  el  canon  anual  de  12  fanegas  y  echo  celemini 

f  al  vencimiento  de  15  de  Agosto;  una  A  Doña  Gamerainda  8eg 

restantes  al  Marqués  de  Dos  Fuentes,  como  marido  de  Dofla 

de  la  Grnz  Segura,  con  el  expresado  censo  y  canon  eorrespend 

«  '  otra  escritura  de  28  del  mismo  mes  de  Noviembre  de  1806;  q 

•  critura  de  17  de  Febrero  de  1848  Dofia  María  del  Sacramento  j 

Valdés  reconoció  el  censo  respectivo  A  cinco  octavas  partes,  y 

X     '  mft  fecha  llenó  igual  formalidad  D.  Luis  Mariano  Benavente 

.  una  octava  parte,  habiendo  sido  admitidas  las  cargas  cerresp 

f  *  A  las  dos  octavas  partes  restantes  por  D.  Andrés  de  Motos  y 

^       I  «n  epcritura  de  26  de  Enero  de  dicho  afio  1848;  y  qne  en  28  d 

.  .     ,^  '  de  1861  D.  Juan  Benavente  Navarro  y  sns  hermanos,  come 
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I  tando  ineoriU  á  eontintiación  en  el  mlemo  día,  en  nnlón  de  U  < 

*  de  venta,  otorgada  en  6  de  Diciembre  de  1895,  á  favor  de  D.  I 

nnel  Sánchez  de  la  Torre,  en  cnanto  á  las  dos  expresadas  meroe 

Resultando  qne  en  21  de  Oetnbre  de  1002  acndió  D.  Jnan  Man 

«hei  de  la  Torre  al  Jasgade  mnnicipal  de  Orce,  manifestando  q 

necesario,  como  dnefio  del  dominio  directo,  requerir  á  D.  Fernai 

tes  Melgarejo,  Marqnés  de  Torre  Pacheco,  vecino  de  la  villa  de  1 

en  la  provincia  de  Mnrcia,  para  qne,  como  poseedor  de  las  fin 

ladas  Plnelo  y  Cafiepla,  sitas  en  aqnel  término  municipal,  le  [ 

^  canon  correspondiente  á  los  cuatro  afios  últimos,  que  eran  los  < 

en  Agosto  de  1899  hasta  el  afio  actual,  á  razón  de  14  fanegas  y 

ti! ios  de  trigo  candeal  en  cada  uno  de  ellos,  cuyo  canon  debía  c 

vador  del  dominio  útil  de  las  mercedes  que  antiguamente  p( 

Dofia  Gumersinda  Segura  y  el  Marqués  de  Dos  Fuentes,  como  n 

Dofia  Joaquina  de  la  Cruz  Segura,  y  solicitándolo  en  su  virtu(j 

Juzgado  mandara  requerir  á  dicho  D.  Fernando  Pontee  Melgan 

que  en  el  término  de  treinta  días  satisficiera  el  canon  referido, 

para  ello  exhorto  el  Juez  municipal  de  la  villa  de  Pacheco;  y  i 

así  por  el  Jaez  municipal  de  Orce,  se  aceptó  por  el  de  Pacheco 

plimiento  del  exhorto,  constando  en  el  mismo,  por  diligencia  at 

por  el  Secretario  del  Juzgado  municipal,  que  en  17  de  Diciemfa 

f  cho  afío  1902  se  personó  dicho  Secretario  en  el  domicilio  de  D.  I 

f  Fontes,  y  estando  cerrado,  hizo  entrega  de  la  oportuna  cédula  i 

I  Pardo,  esposa  del  administrador  del  Marqués,  por  ausencia  tai 

su  marido,  y  que  enterada,  manifestó  que  el  Marqués  habitabí 

drid,  en  el  entresuelo,  derecha  de  la  casa  número  8,  de  la  pía: 

Lealtad: 

Resultando  que  en  21  de  Noviembre  de  1908,  D.  Manuel  Por 
mero,  como  mandatario  verbal  del  Marqués  de  Torre  Pacheco, 
nn  escrito  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  Hoéscar,  coni 
k  44  fanegas  de  trigo  candeal  y  10  celemines  y  medio,  ó  su  eqni 

en  metálico,  qne  eran  627  pesetas  y  22  céntimos,  importe  de  ud( 
'  enfítéuticos  á  favor  del  Duque  de  Abrantes,  á  la  sazón  con  D.  J 

nuel  f*ánchez  de  la  Torre,  que  representaba  sus  derochos,  y  so 
9  se  hiciera  súber  á  este  último  la  consignación  de  la  cantlda*1 

daba  á  su  disposición,  con  la  advertencia  de  que  se  hallaba  d 
el  lo  deseaba,  á  hacerle  la  entrega  en  tri«:o;  y  previa  ratificación 
tillo  en  dicho  escrito,  el  Juzgado  accedió  á  lo  pretendido,  notil 
S  ,  ^  á  Sánchez  de  la  Torre,  qne  rechazó  la  consignación  hecha,  por  i 

tardía,  injnslifícada  é  ilegal: 

Resultando  que  con  los  antecedentes  relacionados,  D.  Juat 

Sánchez  de  la  Torre  erit&bló  la  demanda  de  este  pleito  ep  el  Ja 

'*'  <    »*  primera  instancia  de  HnéRcar  en  2  de  Agosto  de  1S04,  (on  la 

I    .  de  que  se  df^cretase  el  comiso  del  dominio  útil  qne  hhsta  entonr 

'  ostentado  D.  Ft«rn»ndo  Fontes  Melgarejo,  Marqués  de  Torre 

en  los  terrenos  Cafiepla  y  Pinelo,  á  que  se  ref^^ría  la  merced, 

,  de  pago  de  las  pensiones  ó  canon  anual,  por  más  de  tres  años  ci 

^  vos;  que,  en  su  consecuencia,  se  le  requiriera  para  qne  abane 

^  expresado  dominio  útil,  dejándolo  libre  y  á  disposición  del  dem 

librando  los  oportunos  mandamientos  al  Registrador  de  la  v 

,     f  para  qne  hiciera  las  cancelaciones  necesarias  de  \on  asientos  e 

A  á  su  favor,  condenándole  además  a!  pago  de  las  costas,  y  al  efec 

\  '  después  de  hacer  relación  de  los  hechos  referidos:  que  tratando 

'•  rechos  nacidos  con  anterioridad  á  la  publicación  del  Oódlgo  cl^ 

\¿      ,  caba  como  primer  fundamento  de  derecho  de  reclamación  las  di 
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1  elón  de  la  cantidad  expresada  y  se  hiciera  saber  á  Sáncbes  de  ] 

'       I  A  quien  ee  entregará  iqego  qne  f  aera  conocida  la  cantidad  definí 

la  advertencia  de  qne  tenia  también  á  su  disposición  en  especie 
correspondiente  ai  canon  por  las  dos  pensicmee  vencidas  j  la  qi 
tlcipaba : 

Resaltando  qne  ratificado  en  este  escrito  el  D.  Gabriel  Vj 

acordó  el  Jaez  de  Haéscar  en  el  mismo  día  19  de  Septiembre  qt 

ciera  saber  la  consignación  á  Sánchez  de  la  Torre,  asi  como 

miento  del  pago  del  canon  en  especie;  y  al  signiente  día  20  D.  J 

^  i      Fontes  Melgarejo,  representado  por  Procarador,  presentó  otro  c 

estas  diligencias  manifestando  qne  le  convenía  aclarar  el  conce 

consigaación  hecha  por  sn  mandatario,  y  al  efecto  conslgnab 

la  cantidad  depositada  correspondía  3.111  pesetas  por  la  total  i 

del  censo  qae  pesaba  sobre  la  labor  llamada  de  Pinelo,  y  375  p 

te  del  cortijo  grande  de  Gafiepla,  haciendo  nn  total  de  2.486  pee 

el  resto  de  la  cantidad  consignada  se  aplicaría  á  las  pensioni 

adeudasen  hasta  la  fecha,  incluso  lo  que  á  prorrateo  corres pond 

ta  aquel  día,  devoiviéadosele  el  sobrante,  si  lo  hubiera;  que  el 

hacía  por  la  total  redención  de  los  censos  que  pesaban  sobre  la 

cas  dichas,  y  en  el  supuesto  de  que  fuera  D.  Juan  Manuel  Si 

la  Torre  el  verdadero  causante,  protestando  de  pago  indebido  y  i 

i  dose  el  derecho  para  reclamar  la  devolución  y  la  indemnisaciá 

I  pendiente  si  no  resultara  ser  dueño  de  los  censos  y  si  sos  ti  tu  I 

i  defectuosos  ó  ineficaces;  y  que  por  el  actuario  se  requiriera  á  Bi 

lü  Torre  dándole  conocimiento  de  este  escrito  y  de  la  providenc 

cayera,  para  que  en  el  acto  aceptara  y  se  incautara  de  lacantid 

eada  por  los  conceptúa  dichos,  y  caso  negativo  se  tuviera  poi 

depósito,  á  los  efectos  del  art.   1176  y  siguientes  del  Códig 

acordado  así  por  el  Juzgado,  se  notificaron  á  Sánchez  de  la  Ton 

videncias  dictadas  y  escritos  presentados,  haciéndole  el  requi 

dispuesto,  y  contestó  que  no  aceptaba  la  consignación  por  imp 

^  y  otros  defectos  de  fondo  y  forma  que  tendrían  que  discutiré 

'  '  verse  en  el  pleito  que  tenía  incoado  sobre  comiso  de  las  fio 

«uadas: 

I  Resultando  que  D.  Femando  Fontes  Melgarejo,  Marqués 

Pacheco,  contestó  la  demanda  en  29  de  Septiembre  del  eBo 

'    .  diendo  se  le  absolviera  de  ella  y  se  declarara  por  vía  de  recoi 

primero,  que  el  contrato  consi^riado  en   la  escritura  de  28 

fi|  de  1901  y  la  escritura  misma  eran  nulos,  y  nulas  asimismo  la 

^  clones  de  los  dos  censos  que,  según  dicha  escritura,  gravaban 

de  su  propiedad  á  que  se  refería  la  demanda;  sfgnndo,  que  < 

dante  Sánchez  de  la  Torre  venía  obligado  á  justificar  en  térmli 

>«•  ..    ,■  días  sus  derechos  sobre  los  expresados  censos,  iDScribiéiidolos 

^  gistro  de  la  propiedad,  y  si  lo  justificaba  en  dicho  plazo  venía 

'  r  é  otorgar  á  favor  del  demandado  la  correspondiente  escritura 

•  ción  de  ambos  censos,  percibiendo  de  las  cantidades  asi^DadaE 

posición  el  Importe  del  capital  y  de  las  pensiones  atrasadp.s  y  c 

I  *  dolé  el  resto;  tercero,  que  si  no  podía  justificar  su  derecho  á  i 

•  ea  el  Registro  de  la  propiedBd  en  el  plezo  mencionado,  tampoc 

á  percibir  Ips  pensiones  atrasadas,  y  el  demandado  podía  retín 

j*     ♦  tidades  coneignadRH;  y  cuarto,  que  en  el  caso  anterior  vería 

'        ^  el  demandante  á  indemnizarle  de  todos  los  dsfios  y  perjuic 

f  *  había  ocasionado,  dando  lugar  á  la  consignación  hecha,  y  k 

•','     '       '  dieran  resultarle  por  las  reclamacicnes  de  los  verdadera  s  duf 

i       ju  fincas  por  no  haber  pagado  las  pensiones  con  puntualidad;  y 
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de  Paoheee  f  e&  nnft  e«M  de  la  propiedad  ee  Intentó  heoerle 
eMión  para  dioho  pago,  ne  residía  en  ella  ni  se  hallaba  en  ac 
sino  que  tenia  sn  domloilio  en  Madridí  según  ee  consignó  e 
la  nolifleaeión,  y,  portante,  sin  haber  sido  reqnerido  en  fe: 

(pago  de  Us  pensiones  atrasadas,  qne  si  lo  eran  se  debia  ezel 
á  que  no  encontró  medios  de  pagarlas  á  qnien  aereditara  se 
dominio  directo,  hiso  en  tZ  de  NoTiembre  la  consignación  ya 
IM  pesetas  y  33  céntimos,  eqalTaientes  á  44  fansgas  y  10  < 
«  medio  de  trigo  oaiKieal,  que  se  negó  á  recibir  el  demandan 

niendo  la  demanda  y  evidenciando  así  sn  propósito  de  hacer  i 
á  qaien  él  mismo  atribuía  nn  valor  de  100.000  pesetas,  sien 
si  mismo  tiempo  qne  sn  dominio  directo,  según  la  escritura 
daba  so  derecho,  lo  adquirió  «n  3.764  pesetas  el  de  una,  y 
'  eéotimos  el  de  otra;  que  dentro  de  los  treinta  días  siguiente 

aamiento  de  la  demanda  hiso  la  consignación  de  las  0.000 
la  forma  y  para  los  fines  de  que  se  dejaba  hecha  mención 
hacer  ambas  consignaciones  ss  había  ofrecido  el  pago  al  á 
qne  no  qnlso  admitir,  negándose  á  percibir  las  pensiones  y  á 
censos;  que  sin  embargo  de  qne  D.  Tomás  Gomes  Gonsáleí  ene 
pre  tantos  inconvenientes  para  entregar  al  demandado  los 
I  pago  de  las  pensiones  de  los  censos,  se  consideró  facultado  pa 

f  aclarar  y  rectificar  la  escritura  de  venta  de  1896,  asumiendo  la 

}  eión  del  albacea  de  la  Marquesa  de  Bedmar,  que  había  sido  la 

y  la  del  comprador;  que  de  to  io  lo  expuesto  resultaba  que  el  d 

no  había  estado  nunca  en  condiciones  legales  para  ejercitar  1 

que  fundaba  la  demanda,  pues  hanta  1903  no  babía  inscrito  ( 

)  el  Registro  de  la  propiedad,  y  esa  inscripción  adolecía  de  loe 

denunciaba,  eztrafios  hoy  á  las  cnestiones  pendientes  de  dlscc 

el  pago  de  las  pensiones  no  había  podido  hacerlo  si  demac 

que  constantemente  lo  había  intentado,  y,  por  tanto,  quien  re 

'  derecho  á  percibirlas  no  podía  cnlparle  de  haber  incurridc 

'  '  que  la  ley  38,  tí(ulo  8.*,  Partida  quinta,  invocada  en  la  den 

relacionarse  con  la  8.*  del  título  14  de  la  Partida  primera,  qi 

§  de  la  enfitensis  perteneciente  á  la  Iglesia  ordena  que  si  hnbic 

da  sobre  el  derecho  á  quitar  al  daefio  útil  su  propiedad,  debe 

por  el  albedrío  del  Jues,  y  esta  relación  estaba  admitida  por  1 

*  dencia  del  Tribunal  Supremo,  que  tiene  establecido  que  cuan 

'i  ,  Justa  causa  para  no  haber  becho  el  pago  de  las  pensiones,  q 

bitrio  jadicial  la  decisión  de  si  la  pnna  de  comiso  es  ó  no  apli( 

dándose  en  la  de  13  de  Junio  de  1871  la  circunstancia  de  no  I 

dido  hacer  el  pago  por  no  ser  conocido  el  daefio  del  censo  pai 

-"'  ,<    .'  la  pena  de  comiso  al  duefio  del  dominio  útil,  y  declarando 

I   .  Mayo  de  1899  qne  el  comiso  de  las  fincas  censidas,  por  su  cara 

f  debe  restringirse,  en  vea  de  ampliarse,  su  sentido  y  alcance,  i 

dolo  sino  en  los  casos  y  circunstancias  que  estén  plenament 

y  determinados,  para  no  hacer  más  gravosa  la  situación  del 

i  '  que  el  art.  164S  del  Oódigo  civil  exige  el  requerimiento  previ 

•  notarial  del  duefio  del  dominio  directo  al  del  útil  para  el  ] 

pensiones,  y  sólo  cuando  transcurran  dies  días  sin  verificarlo 

^    f     '  en  comiso,  afiadlsndo  la  salvedad  de  que  ne  haya  habido  Jnotí 

.  Impida  hacerle  al  dnefte  del  dominio  útil,  y  el  1060  faculta  i 

\  á  librarse  en  todo  caso  del  comiso  redimiendo  el  eenso  y  p 

pensioaee  vencidas  dentro  del  plaso  de  treinta  diaa,  signienU 

•  i      i^      ,  rimiento  de  pago  ó  al  del  emplasamlento;  siendo  evidente,  p< 

los  hechos  ezpnestosi  qne  en  el  presente  eaeo  los  tres  «fioe  es 
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I  de  Febrero  del  presente  aflo,  absolviendo  á  D.  Femando  Foi 

^  rejo  de  la  demanda  Instada  por  D.  Jnan  Mannel  8ánehei  d 

oaneeláodose,  Inego  qoe  faera  firme  la  sentenciai  la  anokaci( 

tiTá  de  aquélla  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Haéscsr,  á 

se  librarían  los  oportunos  mandamientos,  declarando  eon  Ini 

I  te,  la  rsoonyenoión  íornanlada  por  el  demandado,  oondena 

o»nsecnencla,  al  expresado  D.  Juan  Mannel  Sánohes  de  la  Tor 
el  término  de  diei  días  otorgue  á  favor  de  D.  Femando  Fonte 
eserltnra  de  redención  de  los  censos  enfitéutlcos  qne  grayai 
denominadas  Oafiepla  j  Pinelo,  percibiendo  al  efecto  de  las  i 
signadas  en  metálico  por  el  demandado  el  Importe  de  lae  peni 
cidas  y  qne  venaan  hasta  la  fecha  de  la  redención  y  el  de  lo 
de  dichos  censos,  regnlades  per  las  cantidades  qne  resulten,  o 
f  las  pensiones  al  8  por  100,  para  lo  que  se  estimará  la  espeo 

para  el  pago  de  las  pensiones  por  el  precio  medio  que  babies 
el  último  quinquenio  en  la  localidad  en  cuyo  término  munioi 
lae  fincas  cenaidae,  ó  devolviéadose  el  exceso  que  resulte  de 
naeión  al  demandado,  qaien,  en  su  caso,  ampliará  aquélla  á 
*  precisa  á  extinguir  las  obllgacionee  de  la  redención,  y  abs 

D.  Joan  Manuel  Sánches  de  la  Torre  de  los  demás  extremo( 
prende  la  reconyención,  sin  hacer  expresa  condenación  de  co 
X  t  bas  instancias: 

f  Besultando  que  D.  Juan  Manuel  Sanchos  de  la  Tone  Inl 

I  curso  de  casación,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art. 

ley  de  Eojaiciamiento  civil,  alegando  los  motivos  siguientes 

Primero.    Infracción  de  la  regla  !•*  de  las  disposicloDes  t 

del  Oódigo  civil  y  de  la  ley  28,  tit*  8.<>,  Partida  quinta,  al  di 

el  cato  de  este  pleito  ha  de  regirse  por  las  disposiciones  de  di 

y  no  por  la  legislación  anterior,  á  cuyo  amparo  se  constltnyei 

sos  enñtéatioos  y  nacieroa  los  derechos  que  hoy  ejercita  el 

^  por  cuanto  en  expresada  disposición  transitoria  se  establece 

.  giran  por  la  leglslaoióa  anterior  al  Código  los  derechos  necl 

ella,  de  hechos  realizados  baje  su  régimen,  aunque  el  Códig 

de  otro  modo  ó  no  los  reconosca;  y  estando  reconocido  por  1 

f  tenciadora  qne  los  censos  de  que  se  trata  fueron  constitc 

afio  1806,  y  siendo  en  los  enfítéoticos  condición  natural  el  og 

que  no  se  háblese  pactado,  es  indodable  qae  al  adquirir  el  re 

y.  ^  dominio  directo  por  la  escritura  de  t  de  Diciembre  de  1896,  le 

^  • .        »  los  Duques  de  Abraotes,  biso  suyos  cuantos  derechos  corre 

sus  cansantes,  sin  otra  limitación  para  su  ejercicio  que  la  < 

por  la  citada  ley  28,  tít.  8.^,  Partida  quinta,  única  que  regn 

contratos  al  tiempo  de  su  constitución,  tanto  más,  cnanto 

'*'  '*    *'  pleito  se  estableció  expresamente  el  comiso  por  la  falta  de  p 

,  ti*  pensiones,  entre  otras  causas;  de  donde  resulta  que  el  Tribu 

'  ciador  infringe  dicha  ley  de  las  Partidas  y  la  del  contrato,  c 

^  por  ignal  á  los  fnndadores  del  censo  y  á  enantes  de  ellos  trac 

,  Segnndo.     Al  afirmar  la  sentencia  recnrrida  que  al  recur 

le  transmitió  el  derecho  de  ejercitar  el  comiso  pof  pensiones 

*  tanto  por  no  constar  que  se  debieran  como  porque  ee  otorgó 

cial  sobre  ese  extremo,  error  evidente  de  hecho  qne  se  den 

•     r     *  les  extremos  eignientes:  A.  Porque  el  recurrente  adquirió  i 

♦  ^  directo  en  6  de  Diciembre  de  1896,  desde  cuya  fecha,  según 

,      «       j         '  escritura,  y  sin  necesidad  de  ningún  otro  acto,  entró  en  i 

cuantos  derechos  correspondían  á  los  censatarios  Duques  d« 
«  '       iv)  .  t  '  ^*  lo  vendieron,  entre  cuyos  derechos  figuraba  el  de  pereifa 
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*  qnien  adquirió  é  iaróribió  \tm  Adom  de  Pinelo  y  Cafiapls  eon  1 

oenso,  ai  qae  tenía  períecte  cenecimiento  del  gravamen  imp 
eliaa  tierras  ai  reoibirlae  per  legado  del  anterior  enfltenta  en 
Gente  Melgarejo;  por  cnya  raión  y  porque  la  oealón  de  dereclu 

(tontee  é  inscritos  en  ei  Registro  ne  altera  la  eitaaeión  jaridica 
no  tenían  el  carácter  de  terceros  respecto  á  los  que  en  aqnél 
nieron,  es/notoria  la  iníraeoión  alegada  por  aplicación  inde! 
^  artícnioe  citados,  según  oerrobera  la  doctrina  qoe  establece  < 

nal  Bopremo  en  sentencias,  entre  otras,  de  6  de  Octubre  de  ] 
Enero  de  1886,  ISi  de  Jonio  de  1V03  y  17  de  Boero  y  18  de  Ma] 
además  de  que,  eomo  obeerya  el  vuto  particnlar  ref¥ervEdo,  d« 
tanto  en  qne  ei  recurrente  percibió  del  demandado  las  penal 
«  1800,  le  requirió  al  pago  de  las  que  desde  dicha  fecha  dejó  de 

y  el  reconvenido  consignó,  aunque  tarde  é  irregnlarmente, 
considerarse  como  tercero  al  que  interviniendo  directameD 
actoa  con  noticia  anterior  al  gravamen,  tuvo  desde  el  prim 
conocimiento  de  la  persona  en  cuyo  favor  se  había  tranpmitic 
que  compiló  durante  tres  afios  las  obligacloDOS  que  le  con 
como  enflteuta,  sin  qne  le  sea  lícito  impugnar  aquello  que 
*  protesta  ó  que  expresa  ó  <tácitamente  consintió: 

.  I  Cuarto.    La  infracción  del  art.  1640  del  Código  civil  por  < 

I  terpretactón,  pues  no  diaponiendo  sino  que  se  requiriera  pr< 

I  judicial  ó  notarlalmente,  al  enfiteuta,  no  cabe  estimar  inanfíc 

quert miento  practicado  á  D.  Fernando  Fontes  Melgarejo  por 

municipal  de  su  domicilio  con  todas  las  solemnidades  qne  e 

ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  art  S76,  en  relación  con  1 

7  sigo  lentes  de  la  misma  ley;  y  aunque  en  el  supuesto,  no  ac 

que  dicho  requerimiento  no  hubiera  eido  acordado  por  el  Ji 

tente,  no  podría  estisaarse  ineficaa  desde  el  instante  en  qne 

f  do,  no  sólo  no  protestó  de  él,  sino  que  á  su  virtud  y  en  su  co 

,  intentó  la  irregular  consignación  de  17  de  Diciembre  de  1903 

'  con  esto  subsanadas  cuantas  faltas  pudieran  haberse  cometid 

Quinto.    lafracoión  del  art.  1660  del  Código  civil,  cuya  ap 

*  indebida  al  caso  de  autos,  conforme  á  la  regla  1.*  de  las  dli 

transitorias,  pues  si  bien  es  cierto  que  al  establecer  el  Códi{ 

*  primera  vea  el  derecho  del  enfiteuta  á  redimir  para  librarse 

^  *  de  comiso  sería  aplicable  el  principio  de  su  inmediata  efec 

^         «  •  puede  desconocerse,  eomo  lo  hace  la  8ala  senteneiadora,  que 

se  halla  limitado  por  la  misma  disposición  citada,  que  ez| 

advierte  será  así  en  cnanto  no  perjudique  otro  derecho  ac 

igual  origen,  como  es  el  ostentado  por  el  reourrente,  porque  < 

***  '<    *'  lo  contrario,  habida  ouenta  de  que  el  dereoho  de  comiso  nace 

1  L  80  enfltéutieo,  vendría  á  modificarse  arbitrariamente  el  contei 

relación  jurídica  ya  establecida  al  amparo  de  la-  legislación  i 

en  el  presente  caso  pactada  al  constituiree  ios  censos  de  qoe 

•  aunque  en  la  hipótesis,  no  consentida,  de  que  contra  la  doct 

bleeida  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  11  de 

*  de  Diciembre  de  1808  y  16  de  Octubre  de  lOOS,  también  infrl 

eetimase  aplioable  al  easo  del  pleito  el  art.  1660,  ee  indudal 

t  fiesta  su  infracción,  primero,  porque  no  cabe  perder  de  vista 

I.  ^  osrse  extensiva  dicha  íaooltad  de  redimir  en  oaao  del  oomiai 

*  depagodelapensión,  siera  lógioo  quesedeetatMStttiliaabl 

el  plaao  otorgado  para  ettbeaaar  esa  faitat  poe>to  que  iiaeta 
i¿  .  ,  miento  no  se  oenoolida  ei  derecho  del  oefier  dlcsetei  á  reoupeí 

mo  resalta  Ignalmenta  joatificado  que  se  mantuvleee  deopuéi 
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I  xseonoseft,  siendo  evidente  U  iníreeeión  alegada  «n  el  motlYO 

*  del  recoree: 

Oenoiderande  qae  al  afirmar  la  Sala  aenleneladera  qne  no  i 
mltió  al  demandante  el  dereoho  de  eomieo  per  la  eacrünra  de  1 
no  constar  qoe  tae  peneionee  ae  debieran  y  no  haberee  otorga 
eepeoial  sobre  este  extreme»  Incurre  en  el  error  de  hecbo  j  de 
qne  se  alegan  en  el  motiyo  segundo,  porqne,  según  los  término 
enmonto,  la  transmisión  del  dominio  directo  se  biso,  según  qne< 
de  todos  les  neos  7  pertenencias  qne  al  oensnalista  cortespon( 
*  trando  en  posesión  el  comprador  desde  la  íecba  de  la  eecriinrs 

me  á  lo  dispnesto  en  él  art.  146S  del  Oódigo  cítíI,  reconociendo 
demandado  al  pagar  la  pensión  yencida  en  1806  7  lae  qne  n 
hasta  1898,  hecbo  jnetifieado  por  el  recibo  de  27  de  Abril  de  18S 
,  por  él  al  pleito,  cnyos  actos  7  doenmentoe,  de  notoria  antentie 

muestran  la  equivocación  eyidente  del  jnigador  «n  la  apreciaoi( 
pruebas: 

Oonsiderando  que  igualmente  infringe  la  sentencia  los  arta, 
más  citados  de  la  ley  Hipotecarla  en  el  tercer  motiyo  del  raen 
*  que  si  bien  sus  disposicienee  garantisan  el  derecho  de  ter^^ero  c 

acto  ó  contrato  no  ha  eido  inscrito  en  el  Registro  debiendo  se 
caso  presente  no  puede  el  demandado  ostentar  aquel  carácter 
I  inscritas  á  su  favor  las  fincas  de  Pinelo  7  Oafiepla  con  la  cargí 

f  afecta;  7  por  coasigniente,  la  enajenación  del  dominio  directo 

\  ni  perjudica  en  situación,  por  él  reconocida,  al  pagar  al  demam 

pensiones  antes  de  inscribirse  la  escritura  de  1896,  evidencia 
ello  la  indebida  aplicación  al  caso  de  autos  4e  los  articuios 
nados: 

Considerando  que  el  fallo  infringe  también  los  arta.  1649  7 

Código  civil,  alegados  en  loe  restantes  motivos  del  recurso,  pu 

de  que  la  cuestión  que  se  debate  ee  rige  por  la  legislación  ante 

I  cho  Cuerpo  legal,  lae  dispoeieiones  invocadas  no  han  sido  acert 

te  Interpretadaa  por  la  Sala  eentenciadera:  primero,  porqne  al  e 

'  ai  art«  1648  ei  derecho  de  comiso  por  no  pagar  las  pensiones,  di 

te  exige  el  1649  para  ejercitar  aqael  derecho  el  requerir  jodiciaJ 

é  enflteuta  ó  per  medio  de  Notario  para  que  las  satisfaga,  7  eetai 

ditado  en  autoe  que  D.  Fernando  Fontes  fué  requerido  por  or<] 

eial  en  17  de  Diciembre  de  1902  para  el  pago  de  las  cuatro  p 

atrasadas;  7  qne  la  consigaación  para  pagar  7  redimir  tovo  ^^íe 

^  ,  ^  de  Septiembre  de  1904,  es  decir,  dejando  transcurrir  con  mncb 

el  plaxo  de  los  treinta  días,  resulta  evidenciado  que  el  censuali 

todos  los  requieitos  exigidos  por  la  ley,  toda  vea  que  por  ésta 

termina  la  Autoridad  qne  debe  acordar  el  requerimiento,  pndl 

'*•  cerlo  el  Juca  municipal,  cuya  Intervención  es  suficiente  por  el 

)   .  de  Autoridad  judicial  que  nueetras  leyes  le  reconocen;  y  seguí 

'  que  el  plaao  de  treinta  díaa  que  concede  el  art.  1666  para  que  e 

ta  quede  libre  del  comiso,  redimiendo  y  pagando  las  pensión 

,  das,  no  tiene  el  alcance  y  sentido  qne  al  parecer  le  atribuye  I 

^  establecer  que  el  piaso  expreeado  puede  contarse  de  nuevo  des 

^  plaaamiento,  viniendo  á  ser  aquél  de  seeenta  días,  lo  cual  es  i 

ble,  7  esto  con  tanto  ma7or  motiyo  en  el  presente  caso,  cu 

^    f     '  también  transcurrieron  más  de  treinta  días  deede  el  empla 

I  hasta  la  consignación,  procediendo,  en  oonsecnenda  la  oasac 

\  Mntencla; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  a 
.      ^     ,  de  casación  por  infracción  de  107  interpneeto  por  D.  Juan  Sánt 
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Bnn,  7»  «■  ■«  oomeeiMiieimy  cmaomni  j  umlamee  U  Mntenela  qne  «a 
1^  Febrtre  úlümo  dictó  Ia  8aU  de  lo  «hrll  do  Ift  Avdlraeia  de  Granada. 

ká  par  «ala  noaalra  aantenala,  qae  ae  pnliltoará  aa  la  Gaceta  é  Inaar* 
Bii  «a  la  CoLECoióii  Lboislativai  paaándoaa  ai  afecto  laa  capiaa  ne- 
aariaa,  le  proniuieiaiikoai  mandaaoa  y  firmaniiea.=Joeé  de  Aidecoa.:s 
ITlisate  de  FlAlée.=IidefeDao  Lópeí  AraBda.aBPaBcnai  DomeBecb.=:Fa* 
liriee  MeBaalTe.scOamiio  María  Gnildn.s:Edaaido  Bala  García  Hita. 

PaliUeaeidii.ss  Leída  j  pnblieadpk  íaé  la  anterior  eentencia  por  el 
htm»*  8r.  D.  Federieo  M enealve»  Masietrado  del  Tribunal  Supremo, 
■Mnodo  asdlencla  pública  la  Sala  de  le  elTÜ  del  miemo  en  el  día 
blioy,  di  que  oertlfieo  como  Relator  Secretario  de  la  miema. 

Madrid  61  de  Oetnbfe  de  1906.ssUoenclade  Jorge  Martínea. 


MOm.  i01.T-€RAeiA  Y  JUSTICIA.-^  de  Nevflealire,  pai.  el  26. 

teOLtxióN  OB  LA  Dirección  «embral  db  los  Rboistros  conñr- 
mando  la  negatiya  del  Regiatrador  de  la  propiedad  del  Norte 
de  Barcelona,  á  inaeribir  una  escritura  de  veata  y  redención 
de  ttn  eenso. 
Bn  sus  ooMSiDBRANDOS  SO  ostableco: 

Qm  etm  al  ñn  da  armoniaar  loa  praaeptoa  da  la  legialadán  aapa^ 
iW  día  CaíaUaia,  qua  aatablaean  la  necaoídad  da  dar  eonoetmienio  á 
\múaimadireet09  de  laa  enajenaeionea  de  bienea  enlitéatieoa^  eon 
Im  fteeepioa  da  Uu  layaa  hipotecaria  y  Notarial^  ae  diapuio  por 
mi  orden  da  7  da  Nooiambre  de  1864  que  cuando  por  motiooa  aten* 
hbUi^  qua  aa  aonaigniarán  en  la  eaeritura,  no  haya  sido  posible  ha- 
aretmatar  an  ella  la  aprobación  del  dueño  del  dominio  directo^  el 
Urtehú  de  ¿ate  quedará  á  aaloo^  consignándolo  asi  en  el  documento 
ría  el  Registro  á  la  manera  qua^e  ejecuta^  conforme  á  la  citada 
if  Bpotaearia^  en  los  títulos  qua  contienen  c^áusulaa  resolutorias: 

Que  respondiendo  dicha  disposición  al  fin  de  d^ar  garantidos  los 
krtckos  qua  los  dueños  directos  tienen  en  las  enajenaciones  de 
^tíss  bienes,  y^de  que  en  caso  de  no  hacer  uso  de  ellos  al  veriñcarsa 
^ttss  puedan  luego  ejercitarse  en  término  legal,  dedúcese^  en  conse- 
etaeía,  que  no  puede  estimarse  esta  cláusula  como  una  simple  ad- 
erisñcia  de  las  suprimidas  por  el  Real  decreto  de  21  de  Octubre 
kmi: 

Que  impida  la  inscripción  de  la  respectiva  escritura  la  omisión 
k  la  nunaionada  cláusuía  legal,  de  la  que  no  ha  podido  prescindir  se 
^snenel  supuesto  de  no  deberse  laudemio^  si  tratándose  de  la  venta 
^mención  de  Un  censo^  lo  cual  implica  su  transmi^ón  á  titulo  one 
^eo,  pudiera  estar  comprendido  el  caso  en  las  prescripciones  de  la 
9$  l.\  tu.  12^  libro  4.^,  volumen  2.^  de  las  Oonstituciones  de  Cata- 
M  ifsa  esiablacen  como  emgibla  aquel  derecho  en  las  ventas  y  ena  • 
•saeíones  de  bianas  enñiéuticos  de  la  dudad  de  Barcelona  y  de  su 
msrtayaiñado. 

Ihae.  Sr.¡  Bn  el  leenrao  gnbematiyo  promovido  per  el  Notarlo  don 
entele  Par  eoaira  la  nefatlya  del  Begistrador  de  la  propiedad  del 
ktli  da  Bareetona,  á  InaeriUr  una  eeerltnra  de  yanta  y  redención  de 
ttente.  pendente  en  eete  Centre, en  yirtud de apelaelóB  del  reen- 

-"^^do  qne  por  eeerltnra  otorgada  ante  el  Motarla  D.  Antanls 
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I      ,  Par  7  Tasqnet  ea  Bareelona,  á  11  de  Febraro  de  1904,  D.  Bvej 

Qraaea  y  Hernándes  vet^ió,  ab&oioiá  y  redimió  á  U  Seded 
gregseióii  de  San  Pedro  Ad^ínenla,  en  precie  de  7.600  peseUe, 
de  106  pesetM  j  66  cóntimee  de  pensión  annai  impuesto  sobn 
de  la  ex  villa  de  Gracia,  expresándose  el  títnlo  per  qne  D.  Boei 
I  adquirió  dicho  eenso  y  qoe  no  se  liaiia  afecta  á  carga  algan« 

referirse  á  ia  existencia  de  dominio  directo: 

Resaltando  que  presentada  copla  de  dicha  eaoritnra  en  el 
4  de  la  propiedad  del  Norte  de  Barcelona,  pnoo  el  Registrador  la 

nota:  cSat  pendida  la  inscripción  del  precedente  titulo  por 
subsana  ble  de  no  constar  la  aprobación  del  dnefio  del  domini 
ni  consignarse  en  aquél  los  motivos  atendibles  que  puedan  hi 
pedido,  si  se  ha  solicitado,  puesto  que,  segúa  consta  en  este  R 
(  ooDSO  que  se  redime  por  el  precedente  documento  es  con  doi 

diano,  subsistiendo  el  superior  ó  direcioj  de  cuyo  dneflo  ha 
trarse  el  permiso  antes  msncionado>: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Antonio  Par  Interpuso  sel 

^  pidiendo  se  declarase  que  la  escritura  relacionada  se  hallaba 

con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales»  sie 

consecuencia,  inscribible,  alegando  al  efecto:  que  es  de  mera 

I  fórmula  acostumbrada  cde  que  no  concurre  al  otorgamiento  < 

I  superior  por  hallarse  ausente  é  ignorarse  su  paradero»;  que 

'  tución  6.*  del  titulo  81,  libro  4.^  volumen  1.^  de  las  Constife 

Oatalofia,  estableciendo  el  juramento  en  estas  escrituras,  sol 

se  trata  de  defraudar  á  los  señores  directos,  no  es  compatible  ( 

derno  sistema  hipotecario  y  notarial,  y  que  la  mención  de  bal 

tado  dicho  juramento  vendría  á  ser  de  las  advertencias  suprii 

Real  decreto  de  21  de  Octubre  de  190i;  que  también  se  opone 

sado  juramento  el  art.  1860  del  Código  civil;  que  el  art.  t.^ 

trucción  de  O  de  Noviembre  de  1874  establece  que  los  Notai 

I  constar  las  circunstancias  necesarias,  según  la  ley  Hlpotecarl 

I  glamento,  y  ni  éste  ni  aquélla  exigen  la  aprobación  del  duel 

y  que  aun  en  el  supuesto  de  estar  vigente  la  Oonstitución 

^  sería  aplicable  á  este  caso,  porque  no  está  incluida  en  ella  la 

ni  se  debe  en  Barcelona  laudemlo  del  capital  del  censo,  sino  1 

la  entrada,  según  privilegio  del  Rey  Pedro  II,  en  1286,  y  reg 

^  Sentencia  arbitral,  inserta  en  el  tít.  12,  libro  4,^,  volumen  2/ 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  m 

*         •         .  su  calificación  por  las  rasónos  siguientes:  que  la  nota  recurrii 

Juramento  alguno,  sino  licencia  especial  del  sefior  directo  qu< 

jenar  necesita  el  enflteuta,  según  la  Oonstitución  6>,  que  in 

,«t  cúrrente,  sancionada  por  las  8.*  y  4.*  del  mismo  título,  encaí 

.        "    '  la  conservación  del  dominio,  lo  que  ha  sido  reconocido  por  « 

'  t  Supremo  en  sentencia  de  18  de  Abril  de  1872;  que  según  la  j 

de  7  de  Noviembre  de  1864,  declarada  vigente  por  resolución 

Oentro  de  20  y  22  de  Octubre  de  1898,  cuando  por  motivoe  ( 

I  f  ne  se  consignarán  en  la  escritura,  no  baya  sido  poaible  bai 

.  en  ella  la  aprobación  del  duefio  directo,  el  derecho  de  éoti 

salvo,  consignándolo  así  en  el  documento  y  en  el  Registro;  y  c 

plimlento  de  esas  disposiciones,  que  afectan  á  nn  derecho  dei 

♦  pueden  considerarse  fórmula  rutinaria  ni  oláusnla  do  las  11 

estilo,  qne  suprimió  por  anacrónicas  é  inútilea  el  Real  dsofot 
Oetnbio  do  1001: 

Resultando  que  el  Jues  de  primera^  instancia  del  distrito 
oopotón  de  Baroelona  doolaré  no  haber  lugar  á  revooav  la  ai 


.  r 
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ftalractor  por  •■ttmAr  aoáiogM  oeitsideraoioiiM  que  diebo  foneloBarlos 
Sitaltaiido  que  el  Hotario  reonrrente  «polo  do  dioho  auto,  inslotton- 
do  n  rao  alogoolonoo  j  allodloiido:  qoe  la  Boal  orden  de  7  de  NoTlem* 
taodo  IHá  eetá  derogada  por  el  Real  decreto  de  91  de  Octubre  de  1901; 
^  ea  Bareeloaa»  en  huerta  y  Tlfiedo  no  ae  cobra  landemlo  del  eapltal 
«a  la  oxtlnelán  del  oenoo,  M¿án  la  Gonetitnclón  6.*,  titnlo  SI,  libro  4,^, 
fetanen  1.^  7  ley  1.*,  tit.  13,  libro  4.®»  yommen  a.®;  qne  la  Oonitítu- 
dte  6.*  no  extje  el  Jaramente  de  Monaón  en  laa  redencloneB,  y  qne,  ae- 
géa  la  ley  M  del  Código  de  Jur€  enphiteu  IV,  66,  el  dnefio  directo  tam- 
pMO  tiene  derecho  do  íadiga  en  laa  redendonee: 

Beanltando  qno  el  Freaidento  de  la  Andlencla  confirmó  el  ante  apo- 
tide  por  ano  ínndamentoa  y  eatlmando  ademáe:  qoe  no  obata  lo  dio» 
poMto  en  el  Real  decreto  de  21  de  Octubre  de  1901  á  la  expreea  mención 
ét  Ice  dereehoe  inacritoa  do  dominio  directo,  y  que  el  defecto  ezpreaado 
an  la  nota  recurrida  no  ee  imputable  al  Notario,  aino  á  falta  de  datoa 
laminlstradoe  por  el  Tendedor  del  eenoo,  que  afirmó  no  ae  halla  afecto 
i  «irga  alguna: 

Yietaa  laa  leyea  l.\  S.%  4.*  y  6.^  titulo  SI,  libro  4.<>,  volumen  1.*» 
j  h\  títuio  13,  libro  4.®,  volumen  S.%  do  laa  Oonctitncionea  de  Ca- 


Vlato  el  art.  14  del  Beal  decreto  de  SI  de  Octubre  de  1901: 

Viata  la  Beal  orden  de  7  de  Noviembre  de  1864: 

Yiataa  laa  reeolucionea  de  eate  Centro  de  SO  de  Octubre  de  1898  7 
16deEnerodel906< 

Coneidorando  que  con  el  fin  de  armoniaar  loa  preceptoa  de  la  legla- 
laalón  eapocial  de  Catalufia,  que  eatablecen  la  neceaidad  de  dar  conoci- 
iiiento  á  loo  duefioa  directoa  de  laa  enajenacioneo  de  bienea  enfltéuticoa, 
iOB  loa  preceptoa  de  laa  leyeo  Hipotecaria  y  Notarial,  ae  diepuao  por 
Seal  orden  de  7  de  Noviembre  de  1864  que  cuando  por  motivon  atendi- 
Haa,  que  ae  conaignarán  en  la  eecritura,  no  haya  aido  poeible  hacer 
•eaatar  en  ella  la  aprobación  del  duefio  del  dominio  directo,  el  derecho 
daéete  quedará  á  aalvo,  conalgnándolo  aal  en  el  documento  y  en  el  Be* 
tiatro  á  la  manera  que  ae  ejecuta,  conforme  á  la  citada  ley  Hipotecaria» 
ta  loa  tftuloa  que  oonUenen  eláuaulaa  reaolutoriaa: 

Coneidorando  que  reepondiendo  dicha  diapoaición  al  fin  de  dejar  ga« 
raatidoo  loo  dereehoe  que  loa  duefioa  directoa  tienen  en  laa  enajenacia- 
aea  de  talee  bienea,  y  de  que  en  caao  de  no  hacer  nao  de  elloa  ai  verifl- 
tarae  éataa  puedan  luego  ejercitarae  en  término  legal,  dedúceae,  en  con- 
aacaencia,  que  no  puede  eatimarae  cata  dáuaula  como  una  eimple  ad- 
vertencia de  laa  auprimidaa  por  el  Beal  decreto  de  21  de  Octubre  de  1901t 

Oonaideraiido  qoe  á  pecar  de  aparecer  en  el  Begiatro  qoe  el  oeneo 
ébjato  do  la  eecritura  que  ha  dado  logar  al  recurao  ee  con-dominio  me- 
diaao,  aubeiatiendo  el  auperior  ó  directo,  no  cenata  la  aprobación  del 
daefio  de  éete  ni  ee  cotteigna  en  ella  la  expreeada  ciáuaula  legal  que  dejo 
á  aalvo  en  derecho,  por  lo  que  adolece  dicho  documento  de  un  defecto 
qae  impido  hacer  la  declaración  aolicitada  portel  Notario  recurrente: 

Oonalderattdo  que  eiendo  el  objeto  de  la  citada  Beal  orden,  eegúa 
qi  ida  indicado,  dejar  á  aalvo  todoe  loe  dereehoe  que  loa  duefioa  directoa 
ta  gan  en  dicha  olaao debienee,  no  ha  podido  proacindirae  de  hacer 
ai  latar  en  la  eaerltura  lá  referida  ciáuaula,  aun  en  el  aupueato  de  no 
di  eiao  bnidemlo  on  el  caao  á  que  la  miama  ae  refiere,  como  alega  el 
p  vio  recDfftonte;  eupueeto  que,  por  otra  parle,  ea,  cuando  monoa,  du- 
di  I,  pueolo  que  tratándoao  de  la  venta  y  redención  de  un  cenao,  lo  cual 
U  Hi^  au  tránaáaiaión  á  título  oneroao,  pudiera  eatar  comprendido  el 
Oí         ^     preeeripoioBoa  do  la  ley  l.^  tít«  12,  libro  4.<»,  volumen  2.^  do 
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reoh«  en  tas  üeniOM  tf  enajenúciOñM  da  blenM  eAflleaticarlof  di 
dad  de  Barcelona  y  de  so  hnerta  j  Tifiedo^ 

Eeta  Oireooión  general  ba  acordado  qne  no  ba  lagar  á  deoli 

la  eecritara  anterisada  por  ei  Notario  D.  Antonio  Par  con  íeci 

,  Febrero  de  1904,  >  á  qne  ee  refiere  eate  reonreo,  ee  baila  redad 

'  arreglo  á  loe  requisitos  7  prescripciones  legales,  confirmándose 

forma  la  procidencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  eomnnioo  i 
los  efectos  consiga  lentes.  Dios  gnarde  á  V.  L  machos  afios.  Mad 
Noviembre  de  1906.=:Bi  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  ( 
Sr«  Presidente  de  la  Aadiencia  de  Barcelona. 

Num.  108.-TIIIBUNAL  SUPREm.--^  de  Nevleaibre 
palloada  el  18. 

OoMPBTBNCiA.— Propiedad  de  6¿>nM.— Sentencia  decidiendc 
vor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pola  de  Lena, 
tenida  con  ei  de  igual  clase  de  León,  acerca  del  conoc 
¿  del  juicio  de  menor  cuantía  promovido  por  D.  José  Vald 

I         ^  tra  Doña  Angela  Robles  y  otra. 

>     .  En  su  CONSIDERANDO  ñniCD  flA  flfl 


* 


En  8u  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  8i  según  el  documento  privado  adjunto  á  la  démand 

iitutiüo  de  un  contrato  de  comproDcnta  cuya  eertesa  no  im/ 

demandado  aun  cuando  lo  tache  de  ineíteoMi  el  comprador  f  1 

acudir  á  loe  Tribunales  de  fuetiza  para  hacer  valer  $us  di 

designando  á  este  propósito  un  determinado  Juzgado^  no  pu 

nos  de  reconocerse  en  ésta  cláusula  como  un  principio  de  pt 

i|  la  existencia  de  la  sumisión  exoresa  definida  en  el  art.  57  c 

^  procesal,  y  por  íanto^  á  tenor  del  56  resulta  competente  aqi 

gado  para  conocer  del  pleito  promovido  por  el  comprador  eo< 

derechohabientes  del  vendedor  sobre  propiedad  de  los  biene 

^  del  contrato  y  otros  extremos^  ya  que  en  manera  alguna  pue 

aplicación  la  regla  i.*  del  art.  62,  la  cual  presupone  la  JaXi 

misión. 

•         «  En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  6  de  Noyiembre  de  1906,  en 

potencia  pendiente  ante  N6s,  en  virtud  de  inhibitoria  prepaest 

Jnes  de  primera  instancia  de  León  al  de  ignai  ciase  de  Pela  de  ] 

el  eoDOcimlento  del  Juicio  declarativo  de  menor  caantia,  promoi 

'*'  '    -'  el  segundo  por  JD.  José  Vaidéa  Qarcia,  indnstrial  y  vecino  de  8ai 

\  t  concejo  de  Mleres,  contra  Dofia  Angela  y  Dofia  Bosenda  Boble 

eentadas  por  sus  respectivos  maridos  D.  Santiago  Peres  y  D.  Bn 

bajo,  vecinos  de  León,  y  cuya  profesión  ao  consta,  y  D.  Antonl 

I  rres  Arias  y  D.  Antonio  Moran  Alvares,  veoinoe  de  Peladora  de 

mo,  sin  qne  conste  tampooo  «a  profesión,  sobre  propiedad  de  bl 

*  iiabiendo  comparecido  las  partes  ante  este  Triboaal  Supremo: 

Besultande  qne  en  8  de  Junio  próximo  pasado  D.  José  ¥ald< 

*  «ía,  industrial  y  vecino  de  Santnilano,  ooncejo  de  Mieree,  dedaii 

i  .  4la  de  juicio  declarativo  de  menor  enaatia  ante  el  Juagado  de 

\  instancia  de  Pola  ds  Lena  eontra  Defia  Angela  y  Dofia  Beeendi 

COA  domicilio  en  León;  D.  Antonio  Gntiérrea  Arias  y  D.  AalMiJ 

til     t  Alvares,  vecinos  éstorde  Poiadnra  de  Bodlesmo,  ezpoatoado  t 
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.  K^BQUando  qn»  empUiados  los  demuidadoa  por  medio 

i       I  dirigidos  á  los  JosgAdos.  respootivos»  Dolls  Ajigoim  j  Dolls 

Bobles,  represenUdfta  por  #qs  msridoo,  promovioron  ants  c 

mar»  inetaneia  de  León  jonestión  da  competenoia  por  inhibit 

liando:  qae  declaradas  herederas  abintestato  de  so  tia  Mar gari 

se  hicieron  cargo  de  los  bienes  y  disposleron  de  nna  bnena  parfe 

sin  qae  por  nadie  se  les  reclamase  en  forma  algnna;  que  ei 

Tiembre  de  1906  fueron  diadas  de  conciliación  ante  el  Jnsgad 

pal  de  Rodieamo  por  el  actor  D.  José  Valdés  Garda,  no  habien^j 

4  eompareoer  á  dicho  acto  por  no  estimar  competente .á  tal  Jai 

las  Dofia  Angela  y  Dofla  Bosenda  Bobles  tenían  al  ser  demai 

domicilio  en  León,  según  podía  comprobarse  con  las  coplas 

mismas  faeron  entregadas;  qae  no  obstante  tener  ssgarldad  la 

mandada  de  qne  no  hal^a  de  prosperar  la  pretensión  del  act< 

'  existiese  el  contrato  entre  éete  7  Dofia  Margarita  Bobles  Vlfiae 

tenía  ya  eficacia  algnna,  y  se  bnbieae  admitido  por  el  Jugado, 

hlblda  terminantemente  por  leyes  especiales,  el  docnmento  qae 

les  había  sido  entregado,  se  limitaban  por  entonces  á  ntUlsar  1 

toria  por  no  estimar  competente  al  Jnsgado  de  Pola  de  Lena;  i 

como  f  andamento  legal  la  regla  1.*  del  art.  61  de  la  ley  de  Baja  i 

dvll,  y  solicitaron  del  Jnsgado  se  declarase  compétente  para  e< 

1  '  asnnto,  y  en  so  virtnd,  requiriese  de  Inhibición  al  de  primera 

á  de  Pola  de  Lena,  y  por  otrosí  manifestaron  qne  separadament 

J  I  ^  nían  demanda  del  beneficio  de  pobrexa: 

*  Besaltaedo  qae  oído  el  Ministerio  fiscal,  éste  Informó  eont 

petencla'del  Jatgado  de  León,  por  estimar  qne,  segúa  los  artí 

67  de  la  ley  de  Bo  jalciamlento  civil  y  la  sentencia  de  14  de  Abi 

entre  otras,  de  este  "Erlbanal  Sapremo,  debía  atrlbalrse  el  con 

de  la  demanda  al  Jnes  de  Pola  de  Lena;  y  el  Jaagado  de  prime 

da  de  León,  estimando,  por  el  contrario,  qae  de  antes  no  api 

los  demandados  se  hableran  sometido  al  de  Pola  de  Lena  para  < 

1  miento  de  la  escrltnra,  tanto  más  cnanto  qne  ano  de  ellos  en 

I  *  de  la  parte  qae  otorgó  el  contrato  prlrado  origen  del  jaldo, 

había  sefialado  para  campllr  la  obligación  Joagado  algano,  y  < 

é  miel  lio  de  los  demandados  pertenecía  á  aqnel  partido,  pronnnc 

a  de  Agosto  último,  reqniriendo  de  Inhibición  á  aqael  Jaxgadc 

nacimiento  de  la  demanda: 

•  Beanltando  qne  dirigido  oficio  con  el  correspondiente  tesl 

»|  Jnes  de  primera  Instancia  de  Pola  de  Lena,  y  dada  vista  á  Ja 

*  *  tora,  impagnó  ésta  el  reqaerlmlento  de  Inhibición,  alegando:  q 

>  f  )rmldad  con  las  razones  ezpnestas  por  el  Ministerio  fiscal  ao 

ffsdo  reqnlrente,  no  ofrecía  dada  acerca  de  la  competencia  d 

.,»  ^     ^'  Pola  de  Lena;  qae  en  el  contrato  de  17  de  Jollo  de  1896,  la  '^ 

.   .     '\  Dofia  Margarita  Robles  se  sometió  expresamente  á  ente  Jnaga 

'  )  caso  de  qne  D.  José  Valdés  tavlese  qae  acadlr  á  los  Trlbanale 

^,  cia  para  hacer  valer  sas  derechos;  y  qae,  por  tanto,  era  evlde 

Dofia  Margarita  Robles  pndo  ser  demandada  ante  el  Jaagado  c 

I  *  Lena,  con  preferencia  á  todos  los  demás,  lo  mismo  había  de  e 

•  con  los  herederos  de  aqnélla,  qnlenes  continuaban  sn  pemoB 

rídlea: 

P  Besnltando  qne  el  Jasa  de  primera  Instancia  de  Pola  de  Lsi 

'    '  '  Ministerio  fiscal  y  de  acuerdo  con  el  mismo,  dictó  anto  en  61  de 

\  ^  pasado  Agosto,  no  dando  Ingar  al  requerimiento  de  inhibición 

el  de  León,  fundándose:  en  que  tanto  el  representante  delMin 

cal  del  Juagado  de  León  como  el  de  Pola  de  Lena,  eran  de  par( 
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BompetoaoU  debía  reselTerse  en  í«Yor  del  segundo,  de  con- 

n  lee  artienlet  6%  7  67  de  le  ley  de  Enjuiciamiento  oítü,  por  * 

etide  expresamente  el  miamo  la  vendedora  Dofia  Margarita 
eentrato  de  17  de  Jnlie  de  1896,  enmieión  qne  obligaba  tam- 
iceBoree,  los  cuales  continuaban  la  personalidad  jurídica  de  .  » 

;  en  qne,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  por  los  artículos  661  7  '  f 

ligo  cWil,  les  herederos  suceden  al  difunto,  por  el  solo  hecho  * 

B«  en  todos  BUS  derechos  y  obligaciones,  y  los  contratos  pro-  1 

t  entre  las  partes  que  los  otorgan  y  sus  herederos,  salvo,  en 

es,  el  caso  en  que  los  derechos  y  obligaciones  que  procedan  | 

no  sean  transmisibles  por  su  naturaleza,  ó  por  pacto,  ó  por  ,  '  k 

de  la  ley,  y  en  que,  en  el  caeo  de  autos,  no  existía  carácter 
sibilidad  por  ninguno  de  los  conceptos  apuntado»;  y  habiendo 
Juzgado  de  primera  instancia  de  León  en  la  inhibitoria  pro- 
os  han  remitido  en  debida  forma  sus  respectiyes  actuado-* 
Vibunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia 
á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  flscai. 

enente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián:  '^     * 

ande  que  según  el  documento  privado  constitutivo  de  nn  #, 

compraventa  de  fincas,  acompafiado  con  la  demanda,  y  cuya 
npugnan  los  demaodaJos,  por  más  qne  lo  tachen  de  ineficat , 
dor  tnyiere  qne  acudir  á  ios  Tribunales  de  justicia  para  ha* 
I  derechos,  será  en  el  Juzgado  de  Pola  de  Lena,  dáñenla  á  la 
e  menos  de  reconocerse  á  estos  efectos  como  un  p.inclpio  de 
k  existencia  de  la  sumisión  expresa  definida  en  el  art.  67  de 
Jniciamiento  civil;  y  por  tanto,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el 
ma,  resulta  manifiesto  que  es  competente  para  conocer  del 
»vido  el  Juez  de  dicho  punto,  y  ya  que  en  manera  alguna 
aplicación  la  regla  ].*  del  61,  qne  con  notoria  temeridad  se 
i  presupone  la  falta  de  sumisión,  que,  por  lo  expuesto,  no  se 
senté  case; 

I  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
origen  de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  ins- 
ola de  Lena,  al  que,  con  la  correspondiente  certificación,  se 
actuaciones  qne  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Supremo  con 
i  actual  competencia,  comunicándose  la  presente  resolución 
;lase  de  León;  y  condenamos  ai  pago  de  las  costas  ocasiona- 
sompetencia  á  los  demandados  Doña  Angela  y  Dofia  Rosenda  i 

'eeentadas  por  sus  maridos  D.  Santiago  Pérez  y  D.  Rufino  *  I  1  *       ' 

D.  Antonio  Gntiérrez  Arias  y  D.  Antonio  Moran  Alvarez. 
esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
sa días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  sn  tiempo  en  I  ^ 
N  Legislativa,  panáadose  ai  efecto  las  copias  necesarias,                                        ^ »     » 
imos,  mandamos  y  fírmamos.=JoBé  de  Aldeco8.=FrancÍ6co 

nte  de  Piniés.=Víctor  Covián.=IldefoDSO  López  Aranda.  •      ( 

lón.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  ^  ^  , 

D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Trí-  *' 

me,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  ^a     •         «• 

certifico  cerne  Escribano  de  Cámara.  t    ^  * ,  , 

I  de  Noviembre  de  1906.=Rogelle  González  Montes.  ^      I     ' 
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Xüm.  108.-TIUBUNAL  SUPREMO.— 6  do  NtvfeiA^ 
Mbtfoatfa  •!  2  y  3  de  Dloleabre  do  IM7. 

Casación  por  QüBBRArrrAMiBNTO  db  porma.— D^aa^icc^o.— Sentosp 
eia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  ioterpueeto  por  DoSe 
Rosa  Des  contra  la  dictada  i>or  el  Juzg^'lo  de  primera  insiao- 
cia  del  distrito  de  la  Universidad,  de  Barcelona,  en  juicio  eos 
Doña  Francisca  Olivet. 
En  sus  co^8IDBRANDOs  SO  ostablece: 

Que/undándo$e  la  demanda  de  desahumo  en  el  eumplimieni^  (U 
término  estipulado  en  el  contrato^  y  habiéndoee  apreciado  en  icMS» 
tenida  en  virtud  de  la  prueba  praetteada  que  no  $e  trata  de  etIsUf- 
cimiento  mercantil  ó  fabril^  apredaeión  de  keeho  que  no  puede  «r 
combatida  en  el  recureo  por  quebrantamiento  de  forma^  ceta  fuere  di 
duda  que  es  Jues  competente  para  conocer  del  desahucio  el  Jusifúdú 
municipal  conforme  al  art.  1552  de  la  ley  procesal,  9in  que^  oi/ai- 
diéndolo  asi,  se  infrinja  el  núm,  6.^  del  art.  1693: 

Que  en  el  propio  caso  carece  de  acción  para  interponer  el  reeurss 
en  la  forma,  el  demandado  que  obtuvo  sentencia  faoorable  y  deneyO' 
toria  del  desahucio. 

En  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  1906,  en  el  fsftdl 
de  de sabacio  seguido  en  el  Juzgado  monlcipal  del  dietrito  de  la  Uoim^ 
eidad,  de  Barcelona,  y  en  el  de  primera  lantanciadel  mlamo  dlatritopir 
DofiA  Fraociflca  O'.lvet  y  Sala,  propietaria,  vecina  de  aqnfsiia  eiodid, 
con  Dufia  Rosa  Des  y  B  jyer,  indnetrial,  de  i^oal  vecin  lad;  pleito  pal- 
diente  ante  Nos,  en  virtud  de  recardu  de  casación  pur  qQeb<'antamieatD 
de  forma,  interpuesto  por  la  demandada,  á  qnten  ha  dirigido  el  L  tnuto 
D.  Joan  A}<nilar  y  Espoleta,  y  refireseutaio  el  Procarador  D.  Feraíl 
Berualdo  de  Qairós;  co  habiendo  comparecido  en  esteTnbnnal  SafMeno 
la  parte  demandante  y  recurrida: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  O'ivet,  comodaefiade  la  casa  náae- 
ros  ItS  18  y  20  de  la  calle  de  Runriuiíeras,  de  Barcelona,  demandó  di 
desahucio  en  el  Juzgado  municipal  ^^1  distrito  d«i  la  universidad, di 
aquella  ciudad,  en  14  de  Octnbre  de  l^Oí.  á  Dofis  Rosa  Des  para  qa<*  N 
condenara  á  ésta  á  desalojar  y  d-'jar  vhcí  >b  y  expeditos,  A  dispoeicióada 
la  demandante,  la  tienda  á^i  centro  de  dicha  casa,  á  que  correepoadeel 
nám.  18,  y  un  almacén  interior  de  los  bajos  de  la  mipma  casa,  aie$raadto 
haber  concluido  el  día  1.*^  de  aquel  m»-s  el  término  d>»l  contrato  de  HrreiiB 
damiento,  hecho  por  mensualidades  anticípalas,  á  rasón  de  70  pss^M 
cada  una;  y  convocadas  las  partes  á  la  comp'irecenoia,  U  actora  repn* 
dujo  en  ella  su  demanda,  y  la  demandada  akgó,  como  cnestión  pníril, 
la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  de  dicho  Jazgado  mnnid* 
pal,  por  tratarse  del  desahucio  de  un  establecimiento  mercantil,  y  coB« 
testando  á  la  demanda  por  haber  de  convertirse  en  el  jniclo  oomoverbtl 
en  perentoria  aquella  excepción  y  resolverse  sobre  eila  en  la  aeatesda, 
ezpnso  ser  Inexacto  que  hubiera  conelní  io  el  término  del  arrendamien- 
to, pues  no  se  había  estipulado  término  alguno  onande  entró  á  oca  par  li 
finca,  hacía  veintiocho  años,  por  lo  cual  procedía  en  todo  caeo  qoe  m  li 
hnbiera  requerido  ó  dado  el  plazo  del  aviso  de  costumbre  para  qnc  bi»> 
case  nueva  habitación,  plazo  que  no  se  le  había  dado;  repiloando  i  ifi- 
tora,  entre  otras  cosas,  que  ios  locales  de  que  ee  trata  no  eran  ee'  .ble* 
cimiento  mercantil,  pnea  ni  era  comerciante,  ni  como  tal  paga^^      ilri* 
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'       I  mercantil  6  fabril»  apreciación  de  hecho  qne  no  puede  eer  co 

el  recareo  por  Quebrantamiento  de  forma»  y  á  la  caal  ee  pr 
atenerse,  está  faera  de  dada  que  fué  competente  para  conocí 
hado  el  Juagado^  municipal,  conforme  al  art.  1662  de  la  le; 

(damietato  civil,  sin  qne,  por  tanto,  se  haya  incarrido  en  ii 
que  se  sapone  en  el  recarso,  y  qne,  aparte  lo  qae  acaba  de 
es  de  todas  suertes  maniflesto  qae  la  recnrrente,  qne  obtav 
favorable,  en  este  caso  carece  de  acción  para  interponer  el  rec 
^  se  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  i 
careo  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpnest 
Rosa  Des  Beyer,  á  quien  condenamos  al  pago  en  sn  caso  de 
correspondiente  por  raión  de  depósito,  á  la  que  se  dará  la 
qne  previene  la  ley;  y  con  la  oportura  certificación,  devaélví 
fado  de  primera  de  instancia  de  la  universidad  de  fiarceloni 
qne  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gút 

tara  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  lai 

t  cesar  tas,  lo  pronunoiamos,  mandamos  y  firmamos.==José  de 

Francisco  Toda.= Vicente  de  Piniéf».=Pascaal  Domenech. 

i  Monealve.ssCamilo  María  Qullón.r:;: Eduardo  Raíz  García  H< 

I  Pubiicación.ss  Leída  y  pablicada  fué  la  precedente  sentí 

i  ,  Bzcmo.  8r.  D.  Vicente  de'  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de 

Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  e 
hoy,  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1906.s=Rogelio  Qoniá|ei  Mon 

» 

S^úm.  L04:.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 6  da  Raviml 
^  pniílloada  al  3  da  Diciembre  de  1907. 

*  '^  O  AS  ACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY,  ^  De  fensa  por  pobré.-- 

declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
•  María  Filomena  Zorrilla  y  Albert  contra  la  pronuncl 

Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid 
con  D.  Manuel  Galiana  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoco: 

*  Que  según  el  art.  24  de  la  ley  proeeeal^  el  que  pretenda 

por  pobre  después  de  presentada  la  demanda^  debe  aeredi 

*  venido  al  estado  de  pobresa^  y  no  justifleándolo,  la  senté 

t.  „    ,'  gatoria  de  aquel  beneficio  no  injringe  los  arts.  1215  12íS 

\  Código  civil  y  596,  números  3-°  y  7.^  y  597,  reglas  2.\  3.» 

)  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  1906, 

I                '  dente  de  pobreza  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instaocia 

•i  de  la  UDivereidad  de  la  misma  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civ 

'  diencia  del  territorio  por  Dofia  María  Filomena  Z  irrilla  y  i 

f                        ^  pietaria,  con  D.  Manuel  Galiana  y  Pór«s,  Presbítero,  vecinoi 

.                      *  esta  corte,  y  con  Dofia  Kafína  Maoget,  como  sncesora  de  D.  l{ 

f                 *  tiago  y  Sánchez,  qne  ínó  declarada  en  rebeldía,  y  con  el  i 

\      *       '               ,  Estado,  en  representación  de  la  Hacienda  pública;  pendien 

,  ,       .*j          '  en  virtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  iey,  inte 

'  el  Procurador  D.  José  Arana  y  Morayta,  y  por  sn  íailecimie 
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t  de  primera  instauoia  del  distrito  de  Palacio,  haciendo  ooneti 

aatoa  ejecutivos  seguidos  por  D.  Cristóbal  Lescano  contra 
Filomena  Zjrriüa  se  embargaron  con  fecha  28  de  Julio  de  1 
tas  de  ia  casa  de  la  calle  de  la  Madera,  tiúm.  11,  y  qne  en  8  d 

t  guíente  se  dictó  seatencia  de  remate,  en  qne  qnedó  firme 

seguir  la  ejecnción  adelante;  y  en  certificación  del  Regisi 
propiedad  de  Occidente,  expresando  las  cargas  de  la  casa 
de  ia  Madera  Baja,  nútn.  11,  desde  1882  hasta  el  24  de  Febí 
^  en  qne  se  anotó  el  embargo  trabado  á  instancia  de  Galiana: 

de  la  prueba  practicada  por  el  Abogado  del  Estado  qne  ia  dei 
aparecía  empadronada  en  el  domicilio  consignado  en  la  den 
el  Alcalde  de  barrio  no  pudo  informar  acerca  de  ios  signos  c 
riqueza  de  aquélla  por  igual  razón  y  por  no  dar  nadie  noti 
mandante  en  dicho  domicilio: 

Resultando  qne  unido  á  los  autos  para  mejor  proveer 

Ayuntamiento  de  esta  corte,  maoif estando  qne  no  podía  reí 

cación  de  la  hoja  de  empadronamiento  de  la  parte  actora  poi 

»  en  el  general  de  19üO  ni  en  sus  rectificaciones  de  los  afios  p 

I  sustanciados  aquéllos  por  los  trámites  de  do9  instancias,  < 

,  viembre  de  1906  dictó  sentencia  coLfírmatoria,  con  las  co 

I  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  declaran^ 

I  lugar  á  otorgar  á  Dofia  María  Filomena  Zorrilla  y  Albertei 

I  I  pobreza  que  solicitó  para  continuar  litigando  contra  D.  Mai 

y  Pérez  y  Dofia  Rufina  Manget:  ^^ 

Resultando  que  Dofia  María  Filomena  Zorrilla  y  All)e 

puesto  recurso  de  casación  por  Infracción  de  ley,  fundado  e 

I  ros  7.0  y  1.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ale^ 

¿^uieotes  motivos: 

Primero.    Qae  la  sentencia  recurrida,  ai  denegar  á  la  i 

.  beneficio  de  la  defensa  por  pobre,  fundada  en  que  la  mism 

'  badú  que  vino  á  peor  fortuna  con  posterioridad  á  la  fecha  en 

'  "*  el  pleito  como  rica,  por  no  aparecer  comprobada  docnmei 

declaración  de  los  testigos  sobre  ese  particular,  incurre  en 

«  cho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  resultante  de  loa  doc 

ténticos  traídos  á  su  instancia  en  el  período  probatorio,  y 

mismos  aparece  que  sus  rentas  todas  le  fueron  embargadas 

lio  de  1904,  meses  después  de  entablada  la  demanda  de  tere 

1  «  días  antes  de  deducir  la  de  pobreza: 

Segundo.     Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  p)rxi 

fracción  de  los  artículos  1215,  1216  y  1218  del  Código  oivi 

meros  8.'  y  7.o,  y  697,  reglas  2.',  8.*  y  4.*  de  la  ley  de  Enj 

'*•  ,4     ,'  civil,  en  cnanto  los  mismos  establecen  que  merecen  la  cons 

I   I  documentos  públicos  y  hacen  prueba  aun  en  perjuicio  de 

f  pecto  de  los  hechos  que  de  los  mismos  aparezcan,  los  de  la 

•  "  cunstanclas  de  los  testimonios  y  certificación  aportados  por  ] 

^      '  en  al  período  probatorio,  y  regulan  que  hacen  prueba  y  qne 

(  ciarse  como  eficaces,  siempre  que  se  hayan  librado  del  mo 

4  citaciones  que  lo  fueron  loe  referldus,  no  obstante  lo  que 

ellos  el  Tribunal  sentenciador  al  hacer  supuesto  de  lo  qne 

♦  Tercero.    Infracción,  como  consecuencia  de  lo  expuesto,  i 

^  *  tuado  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  los  apartados  1. 

'\  '  i  artículo  16,  al  establecer  que  serán  declarados  pobres  los  ( 

•  I  •     i^      ^  nn  jornal  eventual  y  tengan  embargados  todos  sus  bienes 

oficio,  industria  ni  profesión,  ni  revelen  por  ana  aignoa  ezl 
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I  para  estimarlo  comprendido  en  la  eaiegoria  de  eetablet 

<  bril  ó  eomereial  eí  heeho  de  conocer  del  desahucio  coni\ 

lino  el  respectivo  Juts  municipal^  no  im pitea  lainjrac 
tieulo  16y3,  núm.  6.^,  en  relación  con  el  1563,  nüm.  1.^  d 
ceaal. 

En  la  villa;  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Noviexobre  de  1906, 
de  Jnicio  de  deeshncio  acgnidoe  ante  el  Justado  muDiclpa 
mera  Inataocia  del  dletrito  de  la  Leoja,  de  Paiina  de  Malleí 
*  Luiaa  BecDBear  y  Frontera,  propietaria,  centra  D.  Bdlgí 

Jnan,  odontólcgOi  vecinos  emboa  de  diiha  rlndsd,  ecbre  q 
deje  á  dispoBiciOP  de  la  piimera  el  pi»o  principal  de  nc 
pendientee  ante  Nóa  en  virtnd  de  recnrao  de  caeación  qne 
tamiento  de  foima  ba  linterpnepto  el  D.  BdigneJ,  á  qnUn  d 
Tribnnal  Supremo  el  Letrado  D.  Luis  Serrano  y  re pttef  nta  t 
D.  Fidel  Serr&no,  defendiendo  á  Dtfia  Lnif  a  el  Letrado  D. 
greaola  y  el  Prccnrador  D.  FruncUco  Igkalae. 

BefiQltando  qne  en  8  de  Febrero  último  la  boy  recnrridí 

Bf  nnasar  y  Frontera,  dutfia  nsofactnaria  de  la  caea  núm. 

*  de  Wejler  de  la  clnd&d  de  Palma,  íormnló  demanda  de  de 

el  Jnigado  municipal  del  distrito  de  la  Lonja  de  dicba  pob 

f  el  actnal  recurrente  D.  Mignel  Torres  y  Jnan  en  eolicÍta< 

I  desalojase  el  piso  principal  ce  la  mencicnada  ca»a,  qne  lie 

^  »  demiento  por  la  renta  de  90  pee etas  menenales,  fundando  t 

en  la  falta  de  pago  de  la  merced  convenida  y  en  baber  c xpl 

del  aviso,  que  se  le  bebía  dado  en  el  mes  de  Octubre  anteri 

ocupar  la  citada  babltación,  con  cuyo  desalojo  estuvo  confo 

'  da  que  admitió  el  Jozgado,  acordando  convocar  las  partea 

bal,  en  cuyo  acto  reprodujo  el  demandante  su  demanda,  qu 

tada  por  el  D.  Miguel  después  de  consignar  las  reñías  v 

^  presentar  un  recibo  de  su  contribución  industrial  de  Dentii 

do,  en  primer  término,  la  excepción  de  incompetencia  del 

'  nicipal  por  trataree  de  un  establecimiento  mercantil  y  fabr 

Instalado  en  el  piso  objeto  del  desabucio,  donde  bay,  ad 

•  clínica  dentaria,  cuja  existencia  reconoce  la  actora,  un  tal! 

fabrican  dentaduras  y  toda  clase  de  aparatos  de  prótesis  de 

cuales  adquiere  en  el  comercio  las  primeras  materias,  coi 

.  luego  en  dicbos  objetos  por  procedimientos  mecanices,  n< 

^  «  ,  trabajo  personal,  sino  también  con  el  de  operarios  auxiliad 

na,  tornos  y  aparatos  que  funcionan  por  medio  de  la  elect 

lo  enal  evidencia  que  tal  establecimiento  reúne  las  condU 

tícnlo  1563  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  tantc 

'*•  M    •'  desabucio  al  Juzgado  de  primera  instancia,  tesis  ésta  en 

)   i  que  citó,  aunqoe  sin  sefialar  su  fecha  por  no  recordarla,  i 

^  de  este  Tribunal  Snpremo  que  declaró  qne  en  un  eatablecii 

loquería  el  conocimiento  del  desahucio  no  coriesponde  al 

^  nicipal,  y  otra  del  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 

*  rier  jerárquico  del  que  actnaba  en  el  presente  asunto,  < 

*  procedimif  Dto  de  otro  desahncio  tramitado  por  el  municipi 

el  juicio  sobre  un  eet^biecimiento  de  barbería,  para  conoce 
^    t     '  4  lenía  competencia;  y  opuso  también  el  demandado  stibf 

otras  excepciones  referentes  al  fondo  del  asunto  qne  es  m 
*  llar  para  la  cuestión  de  forma  boy  debatida: 

I  *  Resultando  que  al  replicar  la  actora  se  opuso  á  la  ineon 

^      ,  tendida  por  el  demandado,  alegando  que  no  puede  conaidí 
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I  por  qaebrantamiento  de  forma»  como  comprendido  en  el  ni 

^  art.  169S  de  la  ley  de  EnjaicUmieDto  civil,  y  lo  fonda  en  1 

tencia  del  Jozgado  municipal  para  conocer  del  deeahnoio  de 

miento  mercantil  y  fabril,  cnal  es  el  qne  el  recurrente  tienf 

objeto  de  la  demanda,  según  ha  demostrado  la  prueba  eui 

pues  DO  sólo  existe  allí  noa  clínica  dental  para  operactonee  <] 

sino  también  un  taller   para  la  confección  y  arreglo  de  < 

lo  que  no  puede  menos  de  bacer  conceptuar  comprendido  ta 

^  mieoto  en  el  núm.  1.°  del  art.  1669  de  la  ley  de  fiDjuiciamiei 

por  tanto,  corresponder  el  conocimiento  del  desahucio  al  < 

primera  instancia,  excepción  qne  faé  alegada  en  la  primer 

oencia  ante  el  Juzgado  municipal,  insistiéndose  después  en  i 

das  veces  y  reproducida  en  la  segunda  instancia,  sin  que  ni 

,  en  la  precedente  se  hubiera  dado  lugar  á  la  misma. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Camilo  María  Gu 
Oonslderando  que  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  incui 
queb-autamlento  de  forma  previsto  en  el  nám.  6.°  del  art.  3 
lación  con  el  1.^  del  1663  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
el  único  motivo  del  recurso,  porque  el  ejercicio  de  una  indt 
^  determina  solamente  por  el  carácter  y  naturaleza  de  ésta,  i 

condiciones  del  local  en  que  se  establece  y  explota,  y  en  tal 
f  evidente  qne  el  piso  principal  núm.  4  de  la  plaza  de  Weyleí 

recurrente  habita  y  tiene  abierta  al  público  una  clínica  denti 
I  >  de  toda  condición  para  estimarlo  comprendido  en  la  categoi 

blecimiento  fabril  ó  industrial,  según  acertadamente  ha  c 
Jaez  de  primera  instancia  del  distrito 'de  la  Lonja  de  Pal 
Horca; 
'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  1 

curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forioa  que  ha 
D.  IVligael  Torres  y  Juan,  á  qnien  condenamos  al  pago  de  lai 
^  la  pérdida  del  depósito  coDBtitoído,  al  que  se  dará  la  apiicaí 

nida  en  la  ley;  y  líbrese  al  Jnzgndo  de  primera  instancia  de  I 
Palma  de  Mallorca  la  correspondiente  certificación,  devolv 
autos  que  remitió: 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ot 
•eertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamo8.=Jo6é  < 
Francisco  Toda. =: Víctor  CoviáD.= Antonio  Alonso  Casafif 
Barroeta.=Camilo  María  Gnllón  =Bduardo  Ruiz  García  Hit 
PubiicacÍón.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  senté 
Excmo.  8r.  D.  Camilo  María  Gallón,  Magistrado  del  Tribuna 
celebrando  audiencia  pública  la  8aia  de  lo  civil  en  el  día  de 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  19ü6.=rMarcelino  San  Román. 

JNum.  lOe.—TRIBUNAL  SUPREMO.—?  de  Novleml 
publicada  el  3  de  Diciembre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  l^y.— Defensa  por  pobre,— \ 
declarando  no  haber  lugar  ai  recurso  interpuesto  p 
nuel  Gómez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  prin 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  coa  O. 
Alvarez  y  otros. 
En  su  coNsioeRANDo  único  se  establece: 
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1  resaba  te  reclamasen  de  oficio  las  certificacloDea  ezpreaadi 

'       I  tícQlo  88,  DÚm.  6.*  de  aquella  ley;  aegnndo,  que  intereaaba  ai 

recibimleDte  á  prueba  del  iDcldente;  tercero,  qoe  aefialaba  I 
de  Oepeda  j  Valdelacaea,  de  la  provincia  de  Salamanca,  para 
7  emplaiamiento  de  loe  demandados;  cnarto,  qne  designaba  i 
fensa  y  representación  al  Abogado  D.  Vicente  Armada  y  al  j 
D.  Antonio  Arriaga,  qoe  aceptaron  el  nombramiento;  y  qnii 
interés  del  litigio  excederá  de  8.000  pesetas,  debiendo  ventilan 
te,  en  jolcio  ordinario  de  mayor  cuantía: 
*  Resultando  que  ratificado  en  el  anterior  escrito  el  Qómei 

reclamó  de  la  Administración  de  Hacienda  el  certificado  ant 
j  aludido,  resultando  no  figurar  aquél  como  contribuyente  ai 

blice  por  los  conceptos  de  territorial  é  industrial  en  el  sfio  1' 
rior,  y  se  citó  y  emplazó  á  los  demandados,  que  no  comparecí 
do  declarados  rebeldes,  y  al  Abogado  del  Estado,  que  contest 
do  se  le  tuviese  por  opuesto  á  la  demanda  de  pobreía  de  que  i 
no  resultar  demostrado  hallarse  el  actor  en  situación  legal 
invocando  como  fundamento  de  derecho  el  art.  16  da  la  ley  ái 
miento  anteriormente  citada: 
•  Resultando  que  recibido  á  prueba  el  Incidente,  iníormaroi 

cia  de  la  Abotracia  del  Estado  el  Ayuntamiento  de  Madrid,  y 
i  de  Espiífia  é  H  potecario  en  el  sentido  el  primero  de  no  apart 

I  nuel  Oómea  Gascón  empadronado  en  el  general  de  190U  ni 

á  gulentes  rectificaciones,  y  los  segundos  en  el  de  no  existir 

rriente  ni  depósito  de  ninguna  clase  en  aquellos  estableclmiei 
bre  del  Gomes  Gascón;  consistiendo  la  prueba  de  éste  en  ui 
Gobernador  civil  de  la  provincia,  en  donde  constan  los  datos 
en  los  precedentes,  y  en  una  certificación  del  Secretarlo  d 
miento  de  Cepeda,  expresiva  de  no  ei^lstir  dato  alguno  de  ha 
rrido  al  D.  Manuel  Gómea  ni  de  haber  éste  solicitado  tal  socc 
.  de  advertir  que  si  bien  el  exhorto  librado  para  este  extremo 

ba  del  actor  no  se  cumplimentó  dentro  del  término  de  prn 
'  ^  después  en  virtud  de  recordatorio  mandado  librar  por  auto 

proveer: 
•  Resultando  que  unidas  á  los  autos  las  prnebas  practic 

dentro  del  correspondiente  periodo  como  en  virtud  de  lo  que 
proveer  mandó  el  Jozgado  de  primera  instancia  del  distrito  d< 
de  esta  corte,  pronunció  éste  sentencia  en  6  de  Enero  de  1906 

^  ,  ^  la  defensa  per  pobre  á  favor  de  D.  Manuel  Gómea  Gascón,  al 

so  desde  luego  costas  de  primera  instancia,  cuyo  fallo,  con 

de  las  de  segunda  al  propio  Gómez  Gascón,  en  concepto  de  ap( 

firmó  la  Sdla  primera  de  lo  civil  de  esta  Audiencia  territorial 

»u  .4    ''  eia  pronunciada  el  día  34  de  Jnnio  de  aquel  mismo  afio  1906; 

\   .  Resultando  que  D.  Mannel  Gómez  Gascón  ha  interpuesto 

'  f  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  losnún 

del  art.  160'^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  invocando  e 
haberse  infringido,  por  inaplicación,  los  arts.  16,  núm.  1.^, 
t  '  antecitada  ley,  y  el  1216  del  Código  civil  y  haberse  Incarrido 

de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  resolt 
cumentos  auténticos,  cuales  son  los  oficies  unidos  á  los  antot 
por  la  Administración  de  Hacienda  de  la  provincia,  por  el  ( 
civil  de  Madrid  y  por  los  Jefes  de  los  Bancos  de  Espafia  é  I 
en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  no  les  da  el  valor  probator 
concederles  y  deniega  al  recurrente  la  pobreza  solicitada,  á 
qne  habiendo  ofrecido  practicar  prueba  testifical  no  ae  val 
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I  diversas  porciones  en  que  aquélla  se  dimde^  tíenáo^  por  ia\ 

*  eiso,  con  arreglo  á  dicho  articulo,  para  que  la  confusión  f 
¿a  extinción  de  la  obligación  cuya  cancelación  se  pretendí 
fije  la  parte  del  capital^del  censo  del  recurrente  de  que  res^ 
ñnca  en  la  porción  que  le  pertenece: 

Que  aun  cuando  el  art.  386  de  la  ley  Hipotecaria  no  s 
I  precisamente  al  caso  citado,  ó  sea  el  de  que,  fraccionada  i 

una  finca  censida,  no  se  haya  dividido  entre  ellas  el  capital  d 

^ino  al  caso  de  que  éste  se  hubiera  impuesto  sobre  varias  finca 

^  se  haya  dividido  el  capital  entre  las  mismas,  es  indudable  qu 

sión  ha  de  veriñearse  como  para  este  último  caso  exige  el 

citado  por  acuerdo  entre  los  interesados  en  la  subsistencia d 

porque  donde  hay  la  misma  razón  ha  de  aplicarse  igual  der 

bastando,  por  tanto,  la  ñjación  de  la  parte  del  capital  que  ai 

ñnca  de  que  es  dueño  el  recurrente,  hecha  sólo  por  éste  sin 

curso  de  los  demás  censatarios,  aunque  tal  fijación  la  hubi 

signado  en  escritura  públicay  al  e/ecto  de  que  pueda  estimari 

guida  La  obltgación  respecto  de  dicha  parte f  y  ser  cancela 

consecuencia : 

*  Que  no  determinándose  en  la  escritura  la  parte  de  la  oí 

1  que  se  extingue  y  la  que  subsiste,  y  no  pudiendo  por  ello  ex^ 

♦  claramente  en  la  cancelación  parcial,  según  exige  el  art,  7 
t  glamento,  seria  ésta  nula  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  a 

I  ¿a  ley. 

limo.  Sr.:  En  el  recnrso  gabernativo  interpaesto  por  D.  Jo 
Beqaena  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  df 
'  ú  iDscribir  la  caDcelación  parcial  de  un  censo,  pendiente  en  est 

«n  virtud  de  apelación  del  recurrente. 

Resaltando  qne  por  escritara  otorgada  en  Granada  ante  el 

M  D.  Antonio  Pachol  en  8  de  Junio  de  1VG5,  D.  José  Oafias  Reqi 

,  ^  qnirió  por  compra  nn  censo  reservativo  de  16.S26  pesetas  deca] 

'  pnesto  sobre  un  cortijo  de>\ominado  Rambla  de  los  Gímelos,  el 

gún  manifeotación  del  mismo  D.  José  Oafias,  se  había  dividido 

»  varias  fincas  independientes,  siendo  una  de  ellap  nn  cortijo  den 

de  la  Canaleja,  del  qne  era  dueño,  por  lo  qne,  asumiendo  en  si 

*  I  carácter  de  censnalista  y  censatario,  si  bien  éste  tan  sólo  respe 

finca,  solicitaba  que  por  confusión  de  derechos  se  cancelase  el 
^  ,  ,  cuanto  pueda  corresponderie  de  él  á  dicho  cortijo  de  la  Oanaleje 

«n  dicba  escritura  conste  qué  era  lo  qne  le  podía  corresponder: 

RoHultando  que  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad 

dix,  faé  inscrita  en  cuanto  á  la  venta  del  censo,  y  cno  admltidc 

"**  **     *'  oelacion  parcial  solicitada  por  D.  Jopó  Gañas  Requena,  por  imp< 

\   .       '  disposiciones  de  la  circunstancia  6.^  del  art.  98  de  la  ley  Hipo 

'  el  71  del  reglamento  general  para  su  ejecución,  puesto  qne  pai 

*  caria  sería  preciso  que  constara  en  debida  forma  legal  la  parte  i 

,  qne  se  extinga  y  la  que  subsista,  cuyo  requisito  omite  la  escrii 

*  Resultando  que  contra  la  expresada  calificación  interpuso 

*  Gañas  Requena  el  presente  recurso,  alet2:ando:  que  en  esencia, 
manera  sustancial,  se  da  á  conocer  claramente  en  la  escritnra 

f     '  ,  de  la  obligación  que  se  extingue  y  la  que  subsiste,  según  ezi 

gla  6.*  de!  art.  98  de  la  ley,  ya  que  en  aquélla  consta  que  el  r€ 
compró  nn  censo  radicante  sobre  una  finca,  de  la  cual  nna  par 
I  la  propiedad  del  recurrente,  como  lo  es  hoy,  y,  por  tanto,  que  si 

unido  en  la  misma  persona  la  cualidad  de  censualista  y  censa 
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1  presa  aqnella  eironnítuicia,  sin  que  basten  á  destruir  ese  argan 

'       I  consideraciones  expuestas  por  el  recurrente  sobre  extlociOa  d< 

clones  por  confosión  de  derechos,  porque  para  que  fueran  apli< 

casa  del  reoorso  serla  necesario  que  se  tratara  de  cancelación  1 

censo  por  haberse  reunido  integramente  en  la  misma  persona  1 

dad  de  censualista  y  la  de  censatario,  ó  sea,  además  de  ser  duefi< 

sol  censo,  pertenecerle  también  la  totalidad  de  la  flaca  aeensuadi 

fijación  que  el  recurrente  hace  del  importe  de  la  parto  de  capito 

tos  del  censo  á  que  se  refiere  la  cancelación  pretendida,  pero  oi 

«  lo  que  queda  subsistente,  no  es  admisible  como  medio  de  i 

don  de  ese  defecto,  ya  porque,  con  arreglo  al  art.  Sf  de  la  ley  £ 

ria  y  á  la  jurisprudencia  constonte  de  esta  Direcclóa,  tal  subsao 

de  Torificarse  mediante  otra  escritura  que  reúna  todos  los  requi 

gales,  ya  porque  el  art.  886  de  la  misma  ley  exige  que  la  divis 

*  dncoión  de  los  censos  se  verifique  per  acuerdo  matuo  entre  todoi 

puedan  tener  interés  en  la  subsistencia  de  ellos,  y  tal  división  i 

inscrita;  que  son  inaplicables  el  art.  14  de  la  ley  de  97  de 

<le  1866  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  7  de  Mayo  de  18i 

lia  porqae  se  refiere  exclusivamente  á  las  redenciones  de  cense 

«  das  por  el  Batado,  y  ésta  por  falta  de  parldai  entre  el  asunto  qv 

tlvó  y  el  de  que  se  trata,  aparto  de  que,  aun  en  la  hipótesis  de 

I  ran  pertinentes,  no  podrían  desvirtuar  el  aru  886  citado: 

I  Resultando  qae  el  Jaes  de  primera  instancia  de  GoAdfx  revfi 

I  iifioación  del  Registrador,  por  considerar,  que  la  cuestión  que  m 

*  no  es  otra  que  la  de  el  es  viable  y  admisible,  con  arreglo  á  de 

cancelación  parcial  de  un  censo  por  confusión  de  derechos,  ó  se 

dlear  en  una  misma  persona  el  carácter  de  censas  lista  y  censati 

es  una  de  las  causas  de  extinguirse  las  oollgaciones.  Sr*gú  i  el 

del  Oódigo  civil,  que,  á  tenor  del  art.  80  de  la  ley  H > puceoaria^ 

la  cancelación  parcial  cuando  se  reduce  el  derecho  Inscrlt^i  á  i 

duefio  de  la  finca  gravada;  que  según  el  apartado  1.^  del  art.  1 

*  glamento,  procede  la  cancelación  parcial  cuando  el  c-tnsatarl 

f  '  **  una  parte  del  capital  del  censo,  y  que,  según  sentencia  del  Trifc 

premo  de  7  de  Mayo  de  1896,  puede  hacerse  la  re  Itsnoión  parcí 

•  «suso  no  dividido,  y  equivalente  á  ess  redención,  ó  consecueno 

dlata  de  ella,  ee  la  cancelación  del  mismo. 

Resultando  qae  el  Registrador  apeló  del  fallo  del  Josgadc 

*  nando  á  su  inf^^rme  las  consideraciones  sigaientos:  que  el  art. 

^         ^  ley  y  el  70  del  reglamento  sólo  establecen  los  casos  en  que  pued 

'  y  debe  decretarse  la  cancelación  parcial,  y  no  se  ocnpa  de  las 

tandas  que  han  de  contener  los  documentos  en  qae  se  decrete  \ 

ni  las  qne  han  de  rennir  los  asientos  de  cancelación  qne  respec 

nt  ...  te  se  determinan  en  el  citado  art.  67  de  la  lastrnoctóa  y  en  el  98 

I  y  71  del  reglamento,  así  como  para  precisar  qaé  personas  h^n 

í  sentir  en  la  redacción  del  censo  está  el  896  de  la  ley,  y  qae 

faese  aplicable  el  art.  1192  del  Oódigo  civil  era  precie  i  qae  se 

rennido  en  el  recarrente  los  conceptos  de  daefio  del  censo  y  d< 

I  *  finca  aceneaada: 

4  Resultando  qne  el  Presidente  de  la  Andiencla  revor.ó  el  ante 

y  confirmó  la  caiifijaclón  del  Registrador,  par  considerar:  qae 

f     *  artícalo  386  de  la  ley  Hipotecarla,  la  división  y  reducción  de  I 

*  ha  de  verificarse  por  acaerdo  mutao  entre  todos  los  qie  puedan 

I  '  teres  en  sa  subsistencia;  que  constitaído  el  de  cu  7a  cancalació 

I  es  trata,  sobre  la  totalidad  del  cortijo  llamado  la  Rimóla  de  U 

,  ,  ■     >ú  ^^^i  y  dividido  ésto  en  la  actnalidad  en  varias  porciones  qae  pe 
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I  Eflta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  procidencia  a; 

*  Lo  qne,  con  devcJ ación  del  expediente  original,  comunico  á 

los  efectos  consigoientes.  Dios  guarde  á  V.  L  machos  afios.  Madi 

Koviembre  de  190(S.=5G1  Director  generai,  Javier  Gómez  da  la  & 

8r.  Presidente  de  la  Audiencia  de  Granada. 

I  t^xiTxi.  108.— TRIBUNAL  SUPRCMO.-B  de  Navlsmbre, 

publicada  el  3  y  12  de  Dlolentre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  ley. ^Derecho  á  bienes  reserva 

Sentencia  declarando  no  haber  lugar  ai  recurso  ínter 

>  '  por  D.  Gregorio  de  Arce  contra  la  pronunciada  por  la  Si 

gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  c< 

,  Gregorio  Montero. 

En  sus  considbkandob  se  establece: 

Que  al  fijar  el  recto  sentido  y  verdadera  inteligencia  del  a 

del  Código  civil,  no  derivado  de  principio  alguno  de  verdaden 

calidad,  sino  constitutivo  de  un  beneñcio  concedido  exclusive 

»  en  Javor  de  determinadas  personas^  tiene  declarado  el  Ir 

,  Supremo  en  varias  resoluciones  que  dicho  precepto  legal  se 

I  T  respecto  al  grado  de  parentesco  que  menciona  únicamente 

*  .  mediare  entre  las  personas  á  cuyo  favor  debe  hacerse  la  reser 
t                                         descendiente  de  quien  proceden  de  modo  inmediato  los  bienes, 

que  del  fallecimiento  de  éste  surge  el  derecho  y  tiene  su  on 

obligación  de  reservar,  establecidos  en  el  precitado  articulo: 

Que  según  tiene  también  resuelto  el  Tribunal  Supremo  ei 

de  dicho  articulo,  no  autoriza  para  buscar  la  procedencia 

bienes  más  allá  del  ascendiente  de  quien  los  hubo  el  descendiet 

obligado  á  reservar^  siendo  de  todo  punto  indiferente  para  i 

I  eación  de  la  doctrina  expuesta  que  la  controversia  judicial  Si 

ble  entre  los  parientes  que  se  crean  con  derecho  á  la  reser 

^  heredero  del  ascendiente  obligado  á  reservar  ó  que  discutan  e 

aquéllos  y  éste  reconozca  sus  respectivos  derechos^  ya  que  en 

•  otro  caso  existe  la  misma  razón  de  la  ley^  cuya  observancia  no 

alterarse  por  la  voluntad  de  los  particulares: 

Que  constituyendo  la  reserva  de  bienes  un  beneficio  ó  dered 
ta  •  *  sonalisimo,  sólo  pueden  ejercitarlo  las  personas  á  cuyo/avoí 

•  * .       ^  establecido  la  ley  de  modo  taxativo,  por  lo  que  no  cabe  en  esi 

taria  de  interpretoeión  restrictiva^  como  Umitatit^a  de  los  de 
legitimarios  del  asc^-ndientCy  la  representación  establecida  pai 
orden  de  derechos  por  el  art,  295  del  Código  civil  conforme  li 
**    .'  declarado  el  Tribunal  Supremo: 

1  L     '  Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  los  supuestos  errt 

derecho  que  se  dirigen  á  combatir  una  apreciación  de  la  sen 
'  no  inñuyente  bnjo  ningún  concepto  en  el  fallo: 

^  ,  Que  la  apreeiaeión  de  la  prueba  de  testigos  es  de  la  exelus 

^  cunibeneia  del  Tribunal  sentenciador: 

Que  li  imposición  de  costas  por  la  temeridad  de  un  Utigm 
como  punto  de  hecho,  de  la  exclusiva  facultad  de  la  Sala  seni 
»     '  dora,  sin  que,  por  lo  tanto,  pueda  este  extremo  del  Jallo  ser  m 

i  del  recurso  de  casación, 

'  ^  En  la  villa  j  corte  de  Mftdrld,  á  8  de  Noviembre  de  1906,  en  el 

^i  V  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  i 
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*  en  l08  días  29  de  Septiembre  de  190S  é  ignal  fecha  de  1908; 

gnoHo  de  ellos  se  rebajaría  el  valor  de  los  bienes  llamado 
del  Tejadillo,  de  la  Dehesa  Nueva  y  de  la  Condesa,  sitos  ei 
qae  con  la  entrega  de  esas  10.000  pesetas  D.  Gregorio  Monte 
deraba  pagado  totalmente  de  la  herencia  qne  D.  ManneL  Qaa 
rió  por  def anción  abintestato  de  en  hija  Petra,  sin  qne  padic 
más  bleoes  ni  cantidad  algnna,  como  tío  de  la  finad»,  en  vi 
recho  otorgado  por  el  art.  811  del  Código  civil,  debiendo  otoi 
*  rrespondiente  eecriinra  pública  para  hacer  constar  lo  conven 

satisfecho  el  segando  plazo: 

Resaltando  qne  poco  tiempo  después,  ó  sea  en  17  de  DI 

propio  afio,  D.  Máximo  Raiz  de  los  Paños,  como  apoderada 

gorio  de  Ar¿e  y  otros,  citó  de  conciiiaciÓD  á  D.  Andrés  de  Me 

éete  reconociera  qae  los  demandantes,  en  concepto  de  hijo 

qnín  de  Arce  Aragonés,  tenían  derecho  á  qae  se  les  reservaí 

ticip»ción  correspondiente  los  bienes  de  sus  abarlos  D.  Jet 

y  Dtña  Tomasa  Aragonés  y  de  la  hija  de  é^tos  Diña  MarJ 

Aragonés,  los  caales,  por  defunción  intestada  de  éstos,  íaero 

(  por  D.  Manuel  Gamarra,  coLteetando  el  demandado  qae  rece 

,      «  recho  de  los  actores  á  lo  qae  pedían,  pero  qae  eztstían  compr 

f  dientes  con  D.  Gregorio  Montero,  en  virtud  de  los  que  le  habi 

alguna  cantidad,  y  retendría  los  bienes  restantes  hasta  qne 

(  de  acuerdo  con  los  actores  respecto  á  la  forma  y  proporción  en 

de  repartirlos  entre  sí: 

Rt^eultando  qne  en  7  de  Eoero  de  1903,  y  después  de  in 

efecto,  acto  de  conciliación,  D.  Gregorio  de  Arce  y  Gamarra 

(  '  manda  en  jaicio  declarativo  de  mayor  cuantía  en  el  Jaegado 

instancia  de  Orgaz  contra  D.  Greg  jrio  Montero  Aragonés,  ale 

más  de  hacer  relación  de  los  dos  matrimonios  contraídos  p< 

I  masa  Aragonés  y  de  la  descendencia  que  en  ellos  tavo,  qae 

de  Arce  Aragonés,  hija  de  aquélla  y  de  D.  Jenaro  Arce,  casó 

'  '  nuel  Gnmarra  Marín,  teniendo  una  bija  llamada  Doña  Pet 

fallecimiento  de  su  madre  adquirió  todos  los  bienes  heredaí 

«  de  sus  padres,  ó  sea  de  los  abuelos  de  aquélla;  que  D.  Mana 

I  no  sólo  sobrevivió  á  sa  esposa,  sino  á  sa  hija  Doña  Petra, 

fallecido  ésta  sin  testar,  disfrutó  aquél  de  todos  los  bienei 

il    '  maertH  mujer  y  de  los  padres  de  éflta;  que  D.  Gregorio  Mont4 

.  «  ^  segundo  matrimonio  de  Doña  Tomasa  AragoDéa,  tan  pront 

Manuel  Gimarra  heredó  á  su  hija,  le  reclamó  para  sí  v  sas  si 

bienes  procedentes  de  la  madre  y  abuela  de  la  Doña  Petra,  a 

el  acto  de  conciliación  de  81  de  Octubre  de  1898,  que  dio  le 

**  .♦    .'  gamiento  del  documento  privado  de  30  &e  Diciembre  slgnien 

i   i  And>é8  de  Mora,  heredero  de  D.  Manuel  Gamarra,  ratificó  U 

por  é-^te  ccn  D.  Gregorio  Montero  por  medio  de  otro  docame 

'  de  17  de  Julio  de  1902;  que  al  tener  el  actor  conocimiento 

.  ,  miento  de  D.  Manuel  Gamarra  trató  de  hacer  valer  el  derech 

á  tales  reservas  por  representación  de  su  radre  D.  Joaqaín  d' 
cendiente  en  línea  recta  del  tronco  común,  pariente  dentr 
grado  de  la  persona  de  quien  procedía  la  herencia  y  afín  en 
ti'  ^  de  quien  tenía  qne  reservar;  y  ai  efdcto  demandó  de  concialif 

redero  de  D.  Manuel  Gamarra,  D.  Andrés  de   Mora,  quien  r( 
derecho  y  el  de  los  que  se  haliabao  en  igual  caso,  si  bien  tuvi 
I  mención  de  los  compromisos  contraídos  coa  D.  Gregorio  Mo 

•  •       lil   .  I  dando  cerrado  todo   litigio  con  aquél;  que  dirigidas  sus  rec 

aontra  sa  tío  el  demandado,  no  habían  surtido  efecto  algano; 
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ban  Bólo  correspoodía  al  demandado,  sin  qne  sobre  los  mic 
«er  reconocido  ningnno  en  favor  del  actor,  excusando,  poi 
te,  al  demandado  de  la  obligación  de  entregar  á  éste  parte  i 
por  él  percibidos,  desestimándose  además  la  demanda  por  li 

(del  supuesto  que  la  servia  de  base;  y  en  tercer  lugar, 
•que  no  se  estimase  aceptable  la  excepción  antes  citada,  t 
derecbo  ni  de  exactitud,  se  tomasen  en  cuenta  las  excepcioi 
tas  con  carácter  subsidiario,  fondadas  en  la  falta  de  obli 
*  demandado  para  cumplir  las  prestaciones  que  le  eran  e^ 

acción  en  el  demandante  para  exigirlas,  absolviéndole  en  to 
,  demanda,  con  expresa  imposición  de  costas. 

Resultando  qne  renunciada  la  réplica  por  el  actor,  en 
que  se  declaró  no  haber  lugar  á  la  dóplica,  se  recibió  el  pie: 
cnyo  trámite  sólo  utilizó  D.  Gregorio  de  Arce,  practicánd< 
tancia:  primero,  la  confesión  en  juicio,  declarando  D.  Gre^ 
ro,  entre  otros  extremos,  qne  era  cierto  que  al  falleclmiei 
María  de  Arce  y  al  de  su  bija  Dofía  Petra  Gamarra  no  s 
'  eión  alguna  de  los  bienes  que  á  aqoélla  pertenecían  por  hei 

padres  y  abuelos  respectivamente  D.  Jenaro  de  Arce  y  D 

.      I  Aragonés,  ignorando  si  á  la  muerte  de  D.  Manuel  Gamarra 

.  *!  alguna  división  de  los  bienes  que  le  correspondían  de  dicbi 

f  c\ae,  y  que  era  cierto  que  h&bía  resistido  las  gestiones  a 

(  «ctor,  como  resistía  las  reclamaciones  judiciales,  negándoi 

reconocerle  derecho  alguno  á  la  reserva  de  todos  los  bienes 
ban  la  herencia  de  Petra  Gamarra,  habida  de  su  madre  Mi 
y  Aragonés;  segundo,  documental,  consistente  en  certificac 
'  lerentes  inscripciones  de  defunción,  del  acto  de  conciliaci 

Diciembre  de  1902  y  del  documento  privado  de  SO  de  Diciem 
en  varias  partidas  de  bautismo,  matrimonio  y  defunción  y 
nio  de  una  escritura  pública  otorgada  en  SO  de  Octubre  de  1 
Andrés  de  Mora  y  D.  Gregorio  Montero,  en  la  que  manifei 
recibido  de  D.  Gregorio  el  primero  de  los  dos  plazos  que  f 
debía  satisfacerle  como  heredero  de  D.  Manuel  Gamarra,  j 
tas  con  8S  céntimos,  qne  con  S.9Í2  pesetas  17  céntimos,  en 
Bido  tasadas  Jas  fincas  que  se  expresarían,  constituían  el 
segundo  de  los  plazos,  quedando  tan  sólo  para  que  el  D.  Grej 
Biderase  pagado  de  la  herencia  que  D.  Manuel  Gamarra  sd( 
bija  Petra  qne  se  formalizara  la  adquisición  de  dichas  fin 
tentes  en  cinco  tierras  en  término  municipal  de  Marjaliza, 
en  la  cañfida  Longueras  de  Tejadillo,  otras  dos  en  las  Lon( 
Dehesa  Nueva  y  otra  en  las  Loneueras  de  la  Condesa;  y 
Andrés  de  Mors  adjudicaba  al  D.  Gregorio  Montero  dichas 
en  parte  de  ppgo  de  las  6.000  pe»etf  s  del  segundo  plazo, 
de  3.942  con  17  céntimus,  cuy  &  adjudicación  aceptó  el  últlm 
virtud  do  ella  y  de  las  entregas  en  metálico,  otorgó  carta  d 
vor  del  D.  And  és  de  la  total  Ruma  de  10.000  pesetas  ratifícn 
promiso  de  no  reclamar  cantidad  alguna  por  la  herencia  qu< 
Gamarra  adquirió  á  la  muerte  de  su  hija  Petra;  y  tercer 
declarando  los  cinco  testigos  examinados  que  D.  Andrés  ( 
«     f     '  /  heredero  de  D.  Manuel  Gamarra,  en  cuyo  concepto  entró  á  c 

bienes  que  al  mismo  pertenecían,  y  entre  ellos,  los  que  hub 
clon  de  en  hija  Petra;  que  entre  los  bienes  que  formaban 
I  de  ésta,  transmitida  á  sn  padre  D.  Manuel  Gamarra,  se  t 

4j   .  I  dos  los  que  la  mfpma  adquirió  por  sucesión  de  su  madre  Ma 

7  entre  ellos  y  proindivieo,  los  de  los  padrea  de  ésta  y  abnel 
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y  las  personas  qne  discnten  entre  si,  no  pnede  cabef  dnds  de  que,  o» 
snjeción  á  esas  diepoBlciones  legales,  le  ampara  en  el  presente  caso  al 
derecho  de  representación,  por  tratarse  de  descendientes  de  las  perseaaa 
de  quienes  les  bienes  reeervables  proceden  en  sa  erigen  y  de  hennanss 
de  la  persona  que  al  transmitir  su  herencia  legitima  á  sn  bija  dio  ingat 
á  la  regerva,  de  lo  que  tiene  reconocido  su  derecho  á  la  misma,  y  le 
opone  al  que  ti  actor  trata  de  hacer  valer,  y  hasta  del  miemo  D.  Mi* 
nnel  Gamarra,  qne  con  sn  muerte  dio  logar  á  qne  pndiera  reclamini 
de  nn  modo  efectivo  el  derecho  qne  nació  al  crearse  para  él  la  ohiÍga« 
ción  de  reservar  y  de  no  poder  transmitir  á  sns  propios  herederos  las 
bienes  de  qoe  se  trataba: 

Oaarto.  Violación  del  art.  1902  del  mismo  Gnerpo  legal,  qne  al  esta* 
blecer  el  principio  general  de  qne  el  qne  por  acción  canea  dafio  á  etio 
mediando  culpa,  está  obligado  á  respetar  el  dafío  cansado,  pnede  sstt« 
marse  como  fundamento  de  la  imposición  de  costas  á  loe  iitigantss  te* 
merarioB  de  mala  fe,  ó  sea  qne  procedieron  culpablemente;  pnee  si  id 
fuera  constituirla  el  concepto  de  tal  infracción  el  aplicar  tal  preoepteá 
nu  caso  como  el  de  autos,  en  el  que  no  puede  ni  debe  esti maree  eolpibts 
el  proceder  del  recurrente  qne  hace  valer  derechos  que  reconoció  el  ibIi« 
mo  D.  Andrés  de  Mora,  en  cuyo  perjuicio  redundaban  en  primer  tár« 
mino,  que  no  están  aón  perfecta  y  claramente  determinadoe  en  el  te* 
rreno  legal  en  su  verdadero  alcance  y  eficacia,  por  lo  miemo  que  Mi 
creación  de  nuestra  novísima  legislación  civil,  qne  per  la  letra  y  espí- 
ritu de  la  ley  snstantiva  se  prestan  por  le  menos  á  dudas,  y  qne  ademái» 
al  conseguir  que  se  desestimara  una  excepción  intentada  por  el  adver> 
sario  y  referente  á  la  forma,  no  cabe  qne  sea  considerado  como  enipi» 
ble,  porque  falta  la  temeridad  y  mala  fe  que  para  ello  serian  indispoh 
sablee;  y 

Quinto.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  les  pruebas  al  eetia»r 
la  bala  sectenciadora  que  el  recurrente  no  ha  justificado  qne  los  bisstf 
de  cuya  reserva  se  trata  proceden,  siquiera  sea  en  parte,  de  la  hereaola 
de  D.  Jenaro  de  Arce,  toda  vez  que  demuestran  lo  contrario  la  coAteift* 
ción  á  la  demanda  y  sus  hechos  1.^  y  6.^  ai  reconocer  qne  íurmaba  paite 
del  caudal  de  que  se  trata  lo  heredado  de  D.  Jenaro  de  Arce,  aunqoeae 
liquidado  ni  determinado;  la  confeeion  en  juicio  del  demandado  al  di 
clarar  bajo  juramento  indecisorio  que  aunque  no  divididos,  Petra  Gt» 
marra,  al  fallecimiento  de  sn  madre  María  de  Arce,  heredó  bienes ^«» 
á  ésta  pertenecían  por  sucesión  de  su  padre  y  abuelo  de  aquélla,  Jeoiie 
de  Arce;  f  las  declaraciones  de  los  testigos,  al  manifestar  qne  D.  Aadiés 
de  Mora  heredó  de  D.  Manuel  Gamarra  los  bienes  que  correspondlerea  i 
éste  por  sucesión  de  su  hija  Petra,  en  los  que  se  hallaban  loe  tranamitüka 
á  ésta  por  su  madre  María  de  Arce,  entre  los  cuales  estaban  prolndlrlis 
los  que  integraban  el  caudal  del  abuelo  D.  Jenaro  de  Arce;  por  lo  qiiflia 
evidente,  en  primer  término,  el  error  de  derecho  de  estimar  qne  el  de- 
mandante, á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  665  de  la  ley  de  Enjoieia* 
miento  civil,  que  entonces  se  infringiría^  debía  probar  lo  qne  al  eoafcei* 
tar  había  confesado  el  demandado;  y  el  error,  también  de  derecha,  ds 
no  dar  valor  y  eficacia  á  los  medios  probatorios  indicados,  qne  son  todui 
los  qne  á  ese  extremo  se  rt^fíeren,  y  por  eso  se  aprecia  en  conjunto,  Si 
obstante  lo  dispuesto  por  los  artículos  678,  ndmeros  1.*^  y  7.*,  680  y  661 
ée  la  ley  de  E  Jaicicmiento  civil,  y  1216,  1231,  ]2<^2,  1284,  1286  llA^ 
del  Código  civil,  rotoriamente  infrirgidos  en  su  virtud. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Caei 

Considerando  que  ai  fijar  su  recto  sentido  y  verdadera  Inte.^c  neta 
del  art.  811  del  Código  civil,  no  derivado  de  principio  alguno  <>-     irda* 
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vil;  porqae  en  la  oonfesión  jadiclal  lo  qae  categóricamente  i 
Gregoriu  Montero  faó  qne  do  se  hiso  división  ai  failecimienl 
María  de  Arce  ni  ai  de  Dofía  Petra  Ga marra  de  los  bienes  qi 
necieran  por  iierencia  de  sos  padree  y  abaelos  respectivame 
qne,  en  cnanto  á  la  prneba  de  testigos,  es  de  la  ezcinsiva  in 
del  TribDDal  sentenciador  el  apreciarla;  de  donde  se  signe  < 
infriagido  ios  preceptos  legales  relativos  á  la  prneba  qne  en  ( 
se  citan;  y 

Considerando,  por  último,  en  cuanto  al  motivo  onarto,  qne 

4  ción  de  costas  por  la  temeridad  de  nn  litigante,  es,  como  pi 

eho,  de  la  ezclnsiva  facultad  de  la  Sala  sentenciadora,  sin  < 

tanto,  pneda  este  extremo  del  íhíIo  ser  materia  del  recurso  d 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  I 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  ( 
Arce  y  Gamarra,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y 
caso,  al  de  la  cantidad  que  por  rasón  de  depósito  debió  coni 
se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Ai 
esta  corte  la  certifíoación  correspondiente,  con  devolución 
miento. 

Así  por  ceta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gi 
,  aerará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  lac 

I  cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de 

á  Francisco  Toda.=Vicente  de  Pmié<4.=Víctor  Üovián.=Antc 

CasHñA.ss Ramón  Barroeta.=H)dnardo  Raiz  García  Hita. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  lá  anterior  sentei 
Excmo.  Sr.  D.  Antonio  Aionso  Casafia,  Magistrado  del  Tr 
premo,  celebrando'andiencia  pública  la  8ala  de  lo  civil  el  día 
que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Noviembre  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martíi 


♦ 
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^  £7tim.  1O0.^TRIBUNAL  SUPREM0.-9  de  Novlenl 

publicada  el  12  de  Diciembre  de  1907. 

4  Casación  por  quebrantamiento  de  for>a a.— Desahucio 

cía  declarando  oo  haber  lugar  al  recurso  interpuest 

Juan  González  contra  la  dictada  por  el  Juaz  de  prime 

,  *  cía  de  Almería  en  juicio  con  Doña  María  Hall  y  otro 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establecs: 

Que  el  quebrantamiento  de  forma  que  se  hace  eonsii 

haber  admitido  un  Juez  de  primera  instancia  la  apelat 

^  puesta  para  ante  la  Audiencia  respectioa  contra  el  auto  et 

i  se  declaró  competente  y  por  no  recusado  para  conocer  en 

}  apelación  del  juicio  de  desahucio  seguido  contra  el  rea 

*  refiere  á  una  cuestión  de  procedimiento  que  no  es  de  las  i 

das  en  los  casos  que  como  motivos  de  casación  señxla  el  o 

•  la  ley  de  Enjuiciamiento  cíoii: 

»  Que  la  amistad  íntimi  á  que  se  reñere  el  nüm  8  °  del 

la  ley  procesal,  ha  de  exsiir  entre  el  Juez  ó  el  Magis 
recusación  se  intente  y  alguna  de  las  partes  litigante 
pueda  nacerse  extensiva  esta  causa  de  recusación  á  los  t 
lí  otras  personas  dtstintas,  seguí  claramente  se  desprend 
literal  de  dicho  articulo  que  por  su  carácter  de  exeepcic 
terpretarse  de  modo  restrictivo  demostrándolo  asi  su  n 
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compareceneia  para  resolver  la  apelación  recnaó  tambión  d 
7  dicho  Jaez  reconocletido  como  cierta  la  cansa  de  la  recnsaci 
tnyo  de  conocer  de  estos  antoB  y  mandó  pasarlos  al  Jnes  q 
pendiera: 

Resaltando  qne  éste,  qne  resultó  ser  D.  Miguel  García  I 
también  recusado  por  el  apelante,  formándose  la  oportuna  pj 
rada  para  la  eustaDciación  del  incidente  por  haber  negado  dicl 
certeza  de  la  cansa  invocada;  y  pasados  los  autos  al  Juez  D.  I 
teban  Lao  se  hizo  constar  después  por  diligencia  que  se  bal 
gado  del  Juzgado  el  Juez  propietario  D.  Bicargo  Pavón  Roí 
fué  también  recusado  por  el  apelante,  negando  el  Juez  la  cer 
i  c«UBa  invocada,  y  formándose  la  oportuna  pieza  separada,  mi 

pasar  los  autos  al  Jaez  de  Jergal,  como  más  próximo;  haciéuc 
car,  por  último,  en  diligencia  que  por  no  haber  suministrad 
apelante  no  se  pudo  extender  el  oficio  de  remesa  de  los  aut 
habiendo  sido  trasladado  el  Juez  D.  Ricardo  Pavón  había  tom 
aión  el  electo  D.  Juan  Alan  de  Rivera,  á  quien  se  daba 
los  autos: 

Resultando  que  la  parte  apelante  recusó  igualmente  á  es 

Juez,  alegando  la  caosa  9.^  del  art.  189  de  la  ley  de  Enjui 

t       *  civil,  porque  manteóla  amistad  íntima  con  D.  Juan  Murison 

1  ^  había  conocido  hace  tiempo  en  Gnadix;  y  habiendo  dictado  au 

r  en  15  de  Enero  del  corriente  año  mandando  formar  pieza  sepe 

I  la  BUfitanciación  de  la  recnsacion,  que  negó,  por  no  ser  ciertí 

en  que  se  fnndaba,  y  qae  se  pasaran  los  autos  al  Juez  corres] 

pidió  reforma  de  la  representación  de  los  apelados,  antorizadi 

au  Procurador,  solicitando  que  se  dejara  sin  efecto  aquel  auU 

lugar  se  declarara:  que  no  siendo  causa  legítima  de  recnsaci 

puesta  amistad  intima  con  D.  Joan  Murieón,  que  no  era  part 

gante  en  el  jnicio  de  qne  se  trataba,  no  había  Ingar  á  proveer 

^  citasen  las  partes  para  la  comparecencia  en  segunda  instanci 

fialamiento  de  día  y  hora,  pnesto  que  la  amistad  intima  que  c^ 

legítima  de  recusación  establece  el  art.  189  de  la  ley  de  £njui 

civil  tiene  neceeariamente   que  ser  con  cualquiera  de  los  litigc 

*  no  con  terceras  personas,  sin  que  bastara  para  sostener  lo  co 

que  se  dijera  que  Mnripón  era  apoderado  de  las  hermanas  den 

,  Resultando  qne  D.  Joan  González  Iribarne  impugnó  la  refi 

fA  gando:  que  ni  siquiera  debía  haberse  admitido  tal  recurso,  qoc 

^  «         ,  torizaba  ninguna  disposición  legal,  y  entraba  á  disentir  el  fo 

cansa  de  recuBación,  é  invocó  los  articolos  194,  196,  198,  199, 

de  la  ley  de  Enjaiciamieoto  civil,  para  afirmar  que  el  escrito  d 

debía  estar  autorizado  con  la  firma  de  Letrado;  qne  el  auto  pi 

'<    -'     4  sobre  la  recusación,  en  sentido  afirmativo  ó  negativo,  no  de 

1   L  sido  siquiera  notificado  á  la  parte  contraria,  porque  en  caso  < 

f  el  Juzgado  como  legítima  la  cansa  de  recusación,  la  ley  no  da  i 

gnno,  y  no  admitiéndole,  ha  de  formarse  incontinenti  pieza  sepi 

,  su  Bustanciación  y  pasarse  el  asnnto  principal  al  Jaez  corres] 

^  7  qne  al  prevenir  la  ley  que  con  el  escrito  de  recusación  se  a 

tantas  copias  simples  cnantas  sean  las  demás  partes  litigantes ^ 

objeto  el  qne  al  snstaociar  la  pieza  de  recusación  puedan  lasd 

tea  á  un  tiempo  y  sin  necesidad  de  traslados  manifestar  bí  re 

Be  oponen  á  la  cansa  de  recusación  alegada;  añadiendo,  por  úl 

no  podiendo  fandaree  el  recnrso  dedocido  más  que  en  el  art 

autoriza  las  reformas  ó  reposiciones  contra  los  antoB  de  los 

primera  instancia,  y  teniendo,  por  tanto,  que  resolverlo  al  a 
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Fallamot  qne  debemos  declarar  j  declaramos  no  haber  logar  al  ra- 
«dreo  de  casación  por  qnebranUm lento  de  forma,  interpneeto  por  don 
Juan  González  Iribarne,  á  qaien  eondenamoa  al  pago  de  las  ooatae  y  pita 
en  en  caso  al  de  la  cantidad  qne  'por  rasón  de  depósito  debió  oonstllnii, 
que  se  distribiiirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  j  líbrese  al  Jugada dt 
primera  instancia  de  Almería  la  certificación  correspondiente»  con  de?** 
Inción  de  los  antos  que  ba  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  pablicará  en  la  Goeeto  é  1d> 
•ertará  en  la  Colección  LbgioLativíi,  pasándose  al  efeeto  las  cepiao 
necesaiias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeé  de  Aldeeoa. 
Antonio  Alonso  Oas&fia.s Víctor  CoTlán.=Ildefonso  Lopes  Aranda^s 
Pascual  Dom6necb.=Federico  MonsalTe.=:Camiio  María  Qnllón. 

Publicación. sLeída  y  publicada  ba  sido  la  anterior  sentencia  psf  d 
Ezcmo.  8r.  D.  lidefi^nso  Lopes  Aranda,  Magistrado  del  Tribunal  Sapie- 
mo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sata  de  le  civil  del  mismo  en  el  día 
de  boy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretorio  de  la  mismn. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  19ü6.=Licenciade  Jorge  Martinas  Bnia. 


JSÍiim.  IIO.-TRIBUNAL  SUPREMO.-iO  de  lisvlsabre, 
pabiloada  el  2  de  Diolenlira. 

Competencia.— indemn^saeedn  de  dañoM  y  per/ lueíos.-* Sentencia 

decídieodo  ea  favor  del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Lonja, 
de  Barcelona,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Pamploaa, 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.Agei 
tín  Frias  contra  D.  Antonio  Altisent. 
En  su  CONSIDERANDO  único  se  eateblece: 

Que  no  existiendo  principio  alguno  de  prueba  <fel  gue  puoia  di' 

dueirae  que  ya  la  obligación  originaria  de  compraventa  de  génerpi 
de  comercio,  ya  la  de  pagar  daños  y  perjuicios  tengan  lugar  demf^ 
nado  para  su  cumplimiento^  conforme  al  art.  Í17Í  del  Códiao  dnlf 
en  relación  con  la  regla  1.^  del  art.  6*2  de  la  ley  procesal^  debe  repit 
tarsejuez  competente  el  del  domicilio  del  demandado  y  eupuesie 
deudor. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1906,  en  lacea- 
petencia  pendiente  ante  Nos  por  rasón  de  inhibitoria  snsci toda  por  ti 
Jnez  mnnicipal  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  al  de  IgnalettN 
de  Pamplona,  en  el  couocimleDto  del  jnlcio  verbal  promovido  por  doa 
Agnslíu  FrÍBs  y  Mariangea,  comerciante,  vecino  de  esta  ú.tima  clodad, 
contra  D.  Antonio  Altiaent  Feiíu,  tamb-ón  del  comercio  y  vecino  <Ji 
dicha  ciadad  de  Barcetuna,  sobre  indf^m  ni  sacien  de  dHfios  y  perjnicicft 
no  habiendo  comparecido  ante  eete  Tribunal  Sopremo  ningona  ds  lif 
partee: 

Keenltando  qne  D.  Agustín  Frías  y  Marianges.  vecino  y  del  L  «r- 
ció  de  Pamplo.-.a,  dednjo  en  9  do  Diciembre  de  1905  aote  el  Jazgad  nfl- 
niclpai  de  ia  míema  clndad  demanda  en  jnlcio  verbal,  pretendiei  )•• 
conuene  á  D.  Antonio  Aitisent,  vecino  y  taojbóu  comerciante  di  lar* 
celona,  al  piiíJ  da  la  canti'^ad  que  ee  determine  en  el  periodo  de «  co* 
ción  de  eeiítencía,  que  deade  \utgo  y  por  medio  de  nn  otrosí  la  í  •■ 
260  petittnb  CDQio  máximufn  en  concepto  de  dhfios  y  peí  jnicios  |  ■• 
haberle  reaiittuo  el  demandado  el  pedido  náin,  148  hecho  por  *  ida 
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I  priyadoB  y  correspondencia,  presentando  á  este  último  fin  dos 

*  de  compra  de  géaeroe  á  la  casa  comeroial  de  esta  corte  de  i 
Blanco;  otra  de  ia  de  Beltráa  Harmanoe,  de  Barcelona,  ignali 
géneros  las  tres  por  D.  Agastin  Fría^;  la  factura  nota  núm.  14 
se  ha  hecho  reft^rencia,  y  dos  cartas  féchalas  en  B^rneiona  en  ! 

I  tnbr^  y  10  de  Noviembre  de  1906,  dirigidae  á  D.  A^astin  Fri 

texto  es  el  sigDíeote:  «Antonio  Altisent.=Paerta  Ferrisa,  3t. 

lona  26  de  Octabre  de  1905.=Sr.  D.  Agastln  Frias.aeMny  sel 

Con  lo  que  me  iniica  á  la  saya  fecha  24,  donde  me  da  eotendei 

*  bió  nna  le  pase  el  jO,  paes  con  toda  el  alma  me  dolía  tener  qn 

lo  qae  ahora,  D.  Antonio  Altisent  dice  ha  tenido  malos  inforo 

i  casa  y  teme  mandarle  el  pedido;  como  puede  suponer,  lo  sien 

alma;  si  le  parece  paedo  serle  dtil  en  algo,  disponga  para  tot 

sea  de  mi  parte.scSAlnde  sn  señora,  recuerdos  á  sus  hijos  y  d 

cia,  y  soy  sa  más  afectísimo  seguro  hervidor,  Ricardo  Beltri 

iúbrica.>=<Antonio  Altisent.ssPuerta   Ferrisa,  2a.s«BircAÍoi 

Noviembre  de  1905.=Sr.  D.  Joaquín  Rodrigues  Junquera,  Pan 

Muy  señ^)r  mío:  Ai  frente  su  muy  atenta  carta  y  referente  á  c 

nido  paso  á  manifestarle  lo  siguiente:  que  al  recibir  la  primen 

pedido  ese  mi  nuevo  cliente,  tiene  esta  casa  la  costumbre  de  in 

•  antes  de  cumplimentar  la  nota,  y  con  mayor  motivo  en  el  caí 

.  f  se  trata,  que  des oués  de  haber  dado  la  nota  al  viajante  vino  < 

t  sefior  interésalo  á  esta  su  casa,  en  donde  aparto  géneros  por 

I  unas  2.000  pesetas,  y  habiéndome  llamado  la  atención  la  impor 

la  compra,  pedí  informes  en  varias  casas  de  comercio  de  ésta,  1 

me  dieron  todas,  sin  excepción,  nn  mal  Inf  jrme;  á  ñu  de  oei 

mejor,  peiílos  en  tres  Agencias  informadoras,  las  cuales  me  ti 

el  que  puede  ver  usted  en  los  respectivos  volantes  que  le  adj 

blando  retrasado  algo  más  la  contestación  á  su  atento  escrito  i 

pedido  copia  de  los  mismos  al  objeto  de  podérselos  mandar.  Ab 

.  me  permito  preguntar  á  usted,  si  tiene  á  en  despacho  nn  el 

cual  tenga  las  refdrencia<9  que  yo  tengo  del  comerciante  de 

'  trata,  ¿le  serviría  usted?  =:  El  todo  cuanto  pued3  manifestarle  ( 

asunto,  y  aprovechando  gustoso  esta  ocasión  para  ofrecerme  á 

»     .  nes  y  atento  s.  s.  q.  b.  a.  m.,  Antonio  Altlsent.=P.  P.,  Asunoi 

dl.=Con  rúbrica»: 

Rof^ultando  que  la  prueba  propuesta  en  la  comparecencia,  < 
^  *  el  día  Si  de  Enero  último,  ó  sea  la  testifical,  se  practicó  el  6  d< 

^  I  ^  eiguiente,  examlnéadose  á  D.  Pedro  Losano  Sarrauo,  D.  Jarónli 

rrén  y  D.  Marcos  Azantigie,  quienes,  nuánimes  y  confirmes, 

taron  en  síatesis  al  contestar  al  interrogatorio  formulado  sei 

constarles  de  ciencia  propia  que  á  Bartráu  se  lediji,  cuandi 

'**  '*    •      f  noia  de  pedido  como  viajante  de  Altisent,  que  otros  años  se  so 

i   L  rir  género  de  peletería  en  las  peleterías  á  qu<)  se  reñaren  la9  caí 

'  j  decir  factnrap)  de  las  casas  comerciales  de  D,  Cayetano  Blanci 

drid,  y  de  Bjrtrái  Hermanos,  de  Barcelona,  y  de  las  cuales  ya 

,  cho  mérito  aateriormeote;  y,  por  último,  ia  prueba  restante  ( 

practicar,  dándose  por  terminado  el  acto: 

*  *  Ke^uita.idi  q*is  á  consecuencia  de  la  citación  hecha  perso 

al  demandado   Altisent  para   la  asistencia  ala  celebración  d 

t     '  ,  ante  el  J  iz^Md  I  nainiclpal  de  Pamplona  promovió  el  mis  no  dfl 

1.  con  t^chx  17  de  Eiero  del  corriente  añi,  ei  escrito  que  present 

*  *  gado  de  la  Lonja  de  Bircelona,  cuestión  de  oimpetencia  por  in 

'i-  Bltígandü:  que  en  manera  alguna  puede  contender  D.  Antonic 

fi      ,        .  Kii  allanarse  á  comparecer  ante  el  Juigado  municipal  de  Pamj 


•  . 
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i  gan  iDgar  designado  para  en  cumplimiento,  conforme  al  arl 

'       I  Código  civil,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  62  de  la  lej  de 

debe  reputarse  Juez  competente  para  conocer  de  la  actual  d( 
del  domicilio  del  demandado  y  sapnesto  deudor,  y  ante  el  c 
promovido  la  inhibitoria; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocí 
I  estos  autos  corresponde  al  Jnes  municipal  del  distrito  de  la  Le 

•inded  de  Barcelona,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones, 
fle  esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Pam) 
i         '  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gí 

tro  de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  en  ] 
ciÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece«iarihB^  ] 
'  ciamos,  mandamos  y  firmamos. =:Jo8é  de  A idecoa.= Víctor 

Antonio  Alonso  Caefiña.=:I  defonso  López  Aranda.==PaRcual  E 
Pablicación.=Leícia  y  publicada  ha  sido  la  anterior  seniei 
Sxcmo.  Sr.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  del  Tribunal  Bnprt 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  d 
tífico  como  Secret«trio  de  la  misma, 
i  Madrid  10  de  Noviembre  de  1906.=:Mareelino  San  Román. 

4 

4         '  Núm.  Lll.— TRIBUNAL  8UPREM0.-I0  de  Novleabr 

)  publicada  el  2  da  Dlclenbra. 
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OoMPETENcí A. -—Pa^o  de  pesetas.  —  Sentencia  decidiendo 
del  Juez  de  primera  iníüancia  de  Paniplona  la  sosteni 
de  igual  clase  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao,  acerca 
cimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Compañía 
ría  Vasco  Castellana  contra  D.  Gabriel  Zufiaurre. 
Bn  su  CONSIDERANDO  úníco  se  establece: 

Que  la  naturaleza  del  contrato  de  suscripción  de  obi 
hipotecarias  emitidas  por  una  Compañía  ferroviaria^  no 
necesariamente  que  se  oeriñque  el  pago  en  el  lugar  del  doi 
la  Sociedad  y  no  apareciendo  del  mismo  contrato  ni  de  pri 
4/uno  de  prueba  que  el  pago  haya  de  realizarse  en  dicho 
notorio  que  según  el  párrafo  tercero  del  art.  Ít7í  del  Códii 
relación  con  la  rpgla  1.^  del  62  de  la  ley  procesal^  se  impon 
del  domicilio  del  demandado  y  supuesto  deudor. 

En  la  villa  y  corte  de  ¡Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1906,  < 
potencia  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propxiei 
J^K^z  de  primera  instancia  de  Pamplona  al  de  igual  clase  del  ¿ 

^  Centro  de  Bilbao,  en  el  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  prom 

ei  sei^undo  por  la  Compañía  anónima  ferroviaria  Vasco-Cnsteli 

*  ciliada  en  esta  última  vliia,  contra  D.  Gabriel  Zafiaurre  y  Lai 

ciante  y  vecino  de  Pamplona,  sobre  pa&:o  de  pesetas;  habiendc 
r.ido  ambas  partes  ante  este  Tribunal  Supremo,   y  sido  repres 

I  dirigidas,  reppectiv&mente,  la  primera  por  el  Procurador  D. 

Kamón  Luis  y  el  Letrado  D.  Rafael  María  de  Labra,  y  la  segu 
Procurador  D.  José  María  Cordón  y  el  Letrado  D.  Francisco  I 
Resultando  que  en  22  de  Febrero  del  corriente  afio,  ante  e 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao,  y  previi 
cias  preparatorias  de  ejecución,  dedujo  demanda  en  juicio  e; 
Compañía  anónima  ferroviaria  Vasco-Castellana  contra  D.  G 
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»  Aftiirre,  Teoine  de  PtmptMift,  ton  #1  Orédito  N«TarM,  entli 

eoB  domUilto  en  U  mlion*  OApitel,  y  encflVgfMift  y  antorlm^ 
blr  iM  ÉiiseripelMiev  á  1m  diforanlM  terfe»  de  oMIgeofene 
eledad  VMeo-CMtell«ii«  ef  reoid  ftl  públfee  por  «qoelte  époe 

Ifeeiboe  pl^eentadei  en  1m  dUigeneiee  eJeealivM,  te  deepfei 
álSQQ»,  qae  D.  Gabriel  Zafianrre  ee  eneeribló  á  laa  ebtlgaol 
S.*  f  8.*  eerie,  por  el  nániere  qoe  en  dicbea  nolboa  eenatai 
de  Pamplona,  iodo  lo  eoal  oontUba  ftdemáe  ea  an  oertlflc 
'  dito  Navarro  qoe  aoompafió  y  era  eompretteivo  de  loe  ezireí 

lee:  I.*,  qoeel  anotteio,  qae  también  «eompoAé  á  dicho  eei 
el  mlemo  qve  elrTíó  para  hacer  en  Pamplona  la  embripoló 
gacionee  de  la  Oompafifa  anónima  ferroviaria  Vaaco-Oaetell 
por  la  mlema  Sociedad  ee  anlorlaó  al  Orédlto  Katarro  par* 
erlpclonea  á  dlohaa  obllgaeionee;  S.<^,  que  ignalm^te  ee  le  i 
recibir  loa  dividendoa  paetvoe  oorreepondientea  á  dichae  i 
4.^,  qae  D.  Gabriel  Zafíaarre  ee  aaeoribid  á  Ollaa;  y  S.®,  q 
en  el  mlemo  eatableclmtento  el  10  por  100  de  aaacripclón  < 
btioer  ósta¿  qae  de  dichoe  docamentoe  ee  dedncía  qne  en  i 
celebró  el  contrato,  y  qae  nllí,  campllende  Zaflanrre  nna  d 
doñee  de  la  oiroalar  6  anando,  entregó  el  10  por  160  del  vi 
f  de  laa  obllgaclonea  importe  del  primer  dividendo  de  lae  i 

I  la  Oompafiía  actom  reconoció  á  Pamplona  como  lagar  del  ci 

(  de  la  obligación  desde  el  momento  en  qoe  en  lae  ekpreead 

eefi^ió  á  dicha  capital  como  ano  de  loe  pontee  en  qne  pi 

blr«e  las  BaBcripctonea,  ee  decir,  celebraree  loe  contratoe, 

comenaó  á  teoer  lagar  aa  ejeeación  y  camplimiente,  medl< 

(  •  déla  cantidad  correspondiente  al  primero  de  loe  plasos  c 

de  eatregarae  el  valor  total  de  las  ol>ligacionee  eoecritae; 

dente  la  competencia  del  Joagado  de  |Hrlmera  inetancla  c 

para  conocer  de  este  litigio,  por  cnanto,  eegún  la  regla  I / 

^  de  la  ley  procesal  oiril,  fuera  de  loe  caeoe  de  eamisión  expt 

'  qUe  en  dicho  contrato  no  han  exietido,  debe  eegairee  coi 

eompetenoia  la  de  qne  en  loa  Jnicloe  en  qne  ee  oletclten  ao< 

•  nales  será  Jaea  competente  el  del  logar  en  qne  deba  onmpl 

f ación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  d 

del  demandado  ó  el  del  logar  del  contrato,  ai  hallándoee  m 

accidentalmente,  pndiera  hacerse  el  emplaaamlento;  qne  oe| 

^         «  rado  por  sentencias  de  este  Tribnoal  Sapfemo  de  18  de  Octc 

'  16  de  Enero  y  15  de  F«$brero  de  1808,  en  el  logar  en  qne  prtn 

plirse  ana  obligación  deba  realliaree  en  perfecto  cnmpllmi 

art.  1171  del  Oódigo  civil  dispone  qae  el  pago  deberá  e}ei 

lagar  qne  se  háblese  designado  en  la  obligación,  y  onotro  c 

i  .  del  pago  será  el  del  domicilie  del  dender;  qne  el  domtolliod 

f  Zaflaarre  ee  la  ctnAad  de  Pamplona,  como  así  la  feoonoe 

manda  la  Sociedad  ejecntante;  y  terminó  pidiendo  al  Jntg 

olarándose  competente ,  reqalrlera  de  Inhibición  al  Jaei  de  ] 

tanda  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  7  per  otrosí,  qv 

•  oficio  á  dicho  Jaigado,  comaoicándoie  haberee  intentado  li 

ola  é  interesando  ee  enependieee  la  tramitación  y  el  termine 

•    r  naree  el  demandado,«y  qne  ee  retoTlera  el  exhorto  hasta  1 

de  la  competencia,  por  loa  perjnldos  qne  de  lo  oonttario  pi 
garao  al  eollcitante: 

Roen  I  tando  qne  el  Jnoi  de  primera  inataneia  de  Pnmploni 
•  •      4     t  nielerio  fiscal,  y  oonf  orme  oon  el  mismo,  dictó  anto  Inhibiti 

Mayo  próximo  anterior,  fondado  en  lo  diapoeato  pOr  loe  «fH. 
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I      I  rtetatnente  por  correo  U  íórmitlft  con  el  Importo  del  primer 

á  lee  ofiolnae  de  fiiibáo;  qae  la  mieme  reeón  qae  Advjo  á 
quién  por  ea  convenlenele  entregó  en  el  Orédito  NeTirro,  pai 
loe  á  BilkMO,  U  corte  de  enaerlpclón  y  el  Importe  del  primer  < 
podiendo  haberlo  remitido  por  oorreo,  podrían  alegar  en  fa^ 
leepectiToe  Ingaree  todoe  loe  obllgaelonletaa  qne  realliaron  ig 
olón  depositando  las  fórmalas  j  el  importe  del  dividendo  ei 
del  oorreo  correspondiente,  pero  eeria  en  Tañe,  porque  el  párr 
4  ártica  lo  1S63  del  Código  cWil  dice  qne  cía  aceptación  hecha  p< 

obliga  al  qne  hiso  la  oferta  eino  deede  qne  llegó  á  en  eonoolm 
eontrato  en  tal  ceso  se  presume  celebrado  en  el  lugar  en  qae 
oferta!,  etendo  lógico  qne  asi  sea,  porque  de  lo  oontrarlo  hal 
anltar  la  anomalía  de  un  contrato  celebrado  en  un  miemo  dia 
dad  de  pnebloe  de  todas  las  provinelae  de  Eepafia,  ee  decir,  < 
milee  de  lugares  para  un  eolo  contrato;  qne  estee  coneideraci< 
el  lugar  del  contrato  eran  de  une  gran  Importancia  para  la  d 
elón  de  la  competencia,  en  cnanto  eerWan  para  poner  máe  de 
Batnraleit  de  lae  obligaciones  oontraídae  por  snecrlptoreo  q 
eotttratado  con  la  Oompafiía,  puee  de  Igual  modo  que  la  nata 
eontrato  exigía  que  el  lugar  del  miemo  fuera  Bilbao,  aeí  la  i 
A         *  de  la  obligación  contraída  por  loe  euseriptoree  Imponía  <; 

i  •  gar  del  cumptlmieoto  de  ésta  fuera  también  Bilbao;  que  loe  c< 

'  hacen  para  cumplirse,  7  en  yalldes  y  cumplimiento  no  pued 

al  arbitrio  de  uno  de  los  conttatantee,  por  lo  cual  eería  un  ak 

nn  obligacionista  cualquiera  pudiera  compeler  judicialmente 

pafiía  al  cumplimiento  de  todas  eue  obligaciones,  y  en  cambio 

éeta  incapacitada  en  absoluto  para  compeler  á  loe  obligad 

oumpli miento  de  las  suyas,  por  la  imposibilidad  material  d 

Judicialmente  milen  y  milee  de  acciones  en  otroe  tantos  puebl 

ello  d<^claró  este  Tribunal  Supremo  en  eentencla  de  0  de  1 

I  de  1888  que  el  lugar  ee  designa  de  un  modo  tácito  cuando  la 

,  lleva  en  eí  la  condksión  Implícita  del  logar  en  que  ha  de  eer 

que  el  mismo  certificado  que  presentó  Zaflaurre  prueba  que  ] 

el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  porque  nada  ten 

eon  la  cueetión  de  competencia  el  que  la  Oompafiía  hnblere  1 

al  Orédito  Navarro  para  cobrar  divldendoe,  antorisaeión  qne 

Mtirada  por  la  Oompafiía  en  cualquier  tiempo,  y  de  hacerlo,  n 

á  P.  Gabriel  Z  ifiaarre  otro  medio  de  pagar  los  dividendos  q 

*         •  BU  Importe  directamente  4  Bilbao;  que  el  hecho  de  acreditar 

dado,  para  defender  sn  fuero,  que  la  primera  entrega  la  efe< 

Crédito  Navarro,  no  tenía  otra  explicación  que  la  de  que  aqi 

día  convertir  en  nn  derecho  el  hecho  de  habéreele  antoriíaic 

.        '*.    '  mediante  la  entrega  qne  él  haría  en  Pamplona  á  nn  banquero 

^  )  haría  en  vei  en  Bilbao,  la  Oompafiía  se  lo  diera  por  recibí 

,  '  punto,  donde  debió  entregarse,  annqne  materialmente  no  se 

por  el  obligacionista;  qne  aun  euponiende  que  los  banqneroi 

'  ran  en  el  anuncio  estuviesen  antoriíados  para  recibir  cantidac 

%  eepto  de  pago  con  todas  sus  consecuencias  legalee,  D.  Gabriel 

hubiera  tenido  el  derecho  de  elegir  el  banquero  á  quien  hac€ 

porque  eegóa  el  annnoio  contrato,  aqnél  podía  remitir  ó  de 

caita  fórmula  y  las  cantidades  cen  poder  de  cualquiera  de  le 

f  g  roe  cuyos  nombres  se  designan  en  la  cuarta  página»;  y  en  ee 

hiere  sido  en  el  domicilio  de  cualquiera  de  esoe  banqueroe  < 
bieee  determinado  ei  cumplí  miento  de  la  obligación,  y  por  coi 
la  oompetencia  del  Jasgado,  ó  eea  que  hubieran  eldo,  no  uno 
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fiíft  d«  la  oomieldn  eonf erida  á  dlchoe  banqseroa,  loe  f^gOM 
hecha  en  el  domicilio  legal  de  la  miema,  ante  anfyea  con 
■argía  aún  oon  mayor  claridad  la  eondiclón  Implíeite  qa 
conlrato  de  pagar  loe  plasoe  de  enecripción  en  el  domieiU 
Oempañia;  y  qoe  eiendo  Bilbao  el  lugar  en  donde  debía  { 
ohligaoióny  y  tratándose  del  ejercicio  de  ana  acción  personi 
dable  la  competencia  de  aqoel  Jasgado  para  conocer  de  la 
antee»  de  conformidad  con  U  regla  1*  del  art.  62  de  la  ley 
miento  ciyil;  y  por  anto  de  38  de  Jnlio  último  citado  ineieti 
bitoria  el  Jaei  de  primera  instancia  de  Pamplona,  y  en  sn 
boe  JotgadoB  han  remitido  en  debida  forma  eas  respectiTai 
á  este  Tri  banal  Snpremo,  donde  se  ha  tramitado  la  competen 
glo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  GoTiáa: 

Oonsiderando  que  en  el  caso  de  la  actnal  contienda,  au 

pndiera  estimarse  que  el  lagar  para  el  complimiento  de  1 

contraída  por  D.  Gabriel  Zafianrre  faese  Pamplona,  dadoa 

del  doonmento,  con  arreglo  al  cnal  tomó  parte  en  la  snscrl 

*  abligaciones,  como  de  toda  snerte  no  aparece  del  mismo  ni 

algnno  de  prueba  traído  á  los  autos  que  el  pago  de  loe  plaso 

^  hubiera  de  hacerse  precisamente  en  Bilbao  ó  en  cualquier  < 

manera  expresa  determinado,  ni  la  natoraleaa  del  contrate 

I  bró  requiriera  necesariamente  que  se  yerifícara  en  la  últii 

mencionada,  por  tener  en  ella  su  domicilio  la  Sociedad  que  < 
obligaciones,  es  notorio  que,  á  tañer  de  lo  dispuesto  en  el  pi 
artículo  1171  del  Código  cítII  en  relación  con  la  regla  1.*  de 
procesal,  ee  impone  el  fuero  del  domicilio  del  demandad( 
^  deudor,  que  es  el  que  reclama  la  competencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  i 

f  de  la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Juzgad 

^  instancia  de  Pamplona,  al  que,  con  la  correepondleote  oei 

remitan  las  aetnaelones  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  í 

motlTO  de  la  actual  competencia,  comunicándose  la  preeen 

*  al  de  igual  clase  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  siendo 

aaenta  reepectlTa  de  las  partee. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gt 

árid  dentro  de  los  dles  días  siguientes  al  de  sn  fecha  é  in 

«  OoLBCCiÓN  LEGiaLATiVA,  pasáudoso  al  efecto  las  copian  n 

pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jooó  de  Aldecoa. 

Piniés.  =  Víctor  Covián.  srs  Ildefonso  Lópeí  Arando.  =  C 

GvUón. 

'*  .<    .*     <  Pnblicaoión.as Leída  y  publicada  fué  la  precedente  m 

\  \  al  Bxemo.  8r.  O.  Víctor  CoTlán,  Magistrado  de  la  Bala  di 

Trlbanal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
hoy,  de  que  certifico  oomo  Escribano  de  Cámara. 
.  »  Madrid  10  de  NoTlembra  de  1906.=Bogalio  Gonaálai  Mo 
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I  MoQrensft,  como  conataba  de  un  asiento  obrante  al  folio  41  ^ 

^  libro  41  antlsrno,  correspondiente  á  la  antigua  Contaduría  de  I 

Beanltando  que  DJ  Ramón  Real  Vilar,  en  roproeentación  di 
menores  D.  Antonio  y  Dofia  María  Jnana  Beal  Barreiro,  á  qni< 
pasado  la  propiedad  del  foro  ó  pensión  de  110  pesetas  sobre  li 
la  calle  del  Oaatiilo,  núm.  7  de  la  cindad  de  Lago,  dednjo  en  e 
de  primera  instancia  de  dicha  ciudad  Juicio  declarativo  de  men( 
contra  Dofia  Teresa  Capón  Andrés,  propieUria  de  la  flnca^  s^ 
de  660  pesetas  procedentes  de  atrasos  de  la  referida  pensión  ó  i 

*  termino  por  aentencia  firme  de  1.®  de  Abril  de  1898,  que  eatii 
'  manda,  f  condenó  á  la  Dofia  Tereaa  á  pagar  á  D.   Ramón  Re 

pesetas,  con  imposición  de  costas,  que  fueron  reguladas  en  41 
céntimos;  pero  no  habiendo  pagado  la  deudora,  á  instancia  dei 
se  embargó  la  casa  de  la  calle  del  Castillo,  núm.  7,  por  las  tt 
de  principal,  más  las  costas  j  800  pesetas  que  se  calcularoc 
posterioreei  expidiéndose  el  oportuno  mandamiento  al  Registr 
propiedad  para  la  anotación  del  embargo,  que  se  practicó  en  ti 
de  1899  al  folio  287  del  tomo  392  del  Archivo  y  110  de  Lago, 
en  certificación  que  expidió  dicho  funcionario  con  la  misma  fe 
finca  embargada  tenía  varios  gravámenes,  y  entre  ellos  una  i 
favor  de  D.  Juan  Valifia,  en  seguridad  de  un  préstamo  de  8.0( 
.  >  ti  6  por  100  anual,  conforme  aparecía  de  la  insorlpclón  tercer 

t  del  tomo  260  del  Archivo  y  99  del  distrito  de  Log^,  anterior, 

(  á  la  anotación  del  embargo: 

Resultando  que  continuado  el  procedimiento  se  amplió  á 

del  ejecutante  el  embargo  por  otras  tres  annalidades  vencida 

la  tramitación  del  asunto,  consistentes  en  880  pesetas,  cuya  i 

no  se  hizo  constar  en  el  Registro;  y  sacada  la  casa  en  cnestiói 

subasta  se  remató  en  la  cantidad  de  4.289  pesetas  á  favor  de 

Barreiro,  quien  cedió  el  remate  i  D.  Amador  y  D.  Anselmo  Mi 

I  los  cuales  consignaron  la  expresada  cantidad,  que  quedó  en 

Actuario,  otorgándose  á  su  favor  la  correspondiente  escritun 

'  Resultando  que  en  este  estado  de  los  autos,  D.  Doming 

l^age  Fernándea,  que  por  escritora  pública  de  28  de  Mayo  de 

*  adquirido  el  crédito  hipotecario  constituido  por  Dofia  Teresa  ( 

vor  de  D.  Juan  Valifia  sobre  la  casa  de  la  calle  del  Castillo,  i 

la  ciudad  de  Lugo,  formuló  en  28  de  Junio  del  citado  afio  de 

juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Ramón  Real  VI 

^  •         ,  presentación  de  sus  hijos  menores,  y  Dofia  Teresa  Capón 

asistida  de  su  marido  D.  Antonio  Domíngues  Acevedo,  en  la 
dado  en  los  hechos  expuestos  y  en  los  fundamentos  legales  q 
oportnnoa,  pidió  se  declarase  que  con  relación  al  producto  de 

*  •      (  ferida  tenía  preferente  derecho  á  reintegrarse  de  su  crédito  y 
i  .                                     ees  al  de  los  hijos  de  D.  Ramón  Real,  en  cuanto  éste  excediera 

^  ,  últimas  anualidades  de  renta,  importantes  880  pesetas,  y,  en 

se  mandase  hacerles  pago  de  esa  cantidad,  entregándole  á  él  < 

»  para  la  aolveaeia  de  su  crédito,  eou  imposición  de  costat  á  los  d( 

*  ^  qne  se  opusieren;  y  por  otrosí  se  solicitó  se  acordase  la  retanci 

do  de  la  venta  de  la  casa  ínterin  no  se  sustanciass  esta  tercí 

así  se  acordó: 

,    (     '  Resultando  que  declarada  en  rebeldía  Dofia  Teresa  Capón, 

á.  nio  Real  Vtlar,  en  representación  de  sus  hijos  menores  D. 

'  '  Dofia  María  Juana  Real  Barreiro,  aceptando  la  relación  de  Im 

'     .        *  la  demanda  j  alegando  que  dada  la  naturaleaa  Jurídica  del  ío 

;íi     I  del  dominio  directo  era  preferido  en  el  oobro  de  pensiones  i 
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I  Tena  sobre  los  f  ratos  7  ds  qae  ao  ss  msneionft  más  qüt  U  » 

^  Ur,  ftpiic»  U  ley  al  eaeo  objeto  del  pleito»  oa  qae  no  te  trati 

tos,  sino  de  la  casa  misma,  y  sopona  que  la  ley  habla  de  p 
plaral,  ó  sea  oorrientos  atrasadas,  ooando  sólo  á  la  renta  se  1 
do  de  notar  la  Insistencia  oon  qne  en  la  sentencia  recorrida  1 

tá  pireceptos  legales  disposiciones  qoe  no  contienen,  y  de  ] 
coníasión  qne  en  toda  ella  se  advierte  entre  la  renta  oorrlenl 
las  rentes  ó  pensiones  atrasadas  del  mismo,  á  más  de  qne  ti 
tiene  excepcional  Importancia,  porqne  la  doctrina  qne  ezpoi 
*  eon  arreglo  á  la  legislación  anterior  y  á  la  ley  Hipotecaria, 

^  las  peasieoes  corrientes  qoe  tienen  el  oaráeter  real  do  adhei 

mneble  sobre  qne  recaen;  pero  passdo  el  tiempo  oportuno  d 
las^  las  pensiones  atrasadas  son  derechos  qne  no  |»oeden  exl| 
juicio  de  tercero,  qne  nlngnna  onlpa  tiene  de  esa  negligenc 
ai  pago  á  sn  debido  tiempo: 

Tercero.    £1  art.  117  de  ia  ley  Hipoteearia,  según  el  qne 

por  pensiones  atrasadas  de  censo  no  podrá  repetir  contra  U 

snada,  con  perjuicio  de  otro  acreedor  hipotecario  ó  censnalist 

sino  en  ios  términos  restringidos  qne  establecen  los  artíeuh 

de  la  misma  ley,  ó  sea  sino  por  las  dos  últimas  mensualidM 

,  rriente,  toda  ves  qae^  aparte  de  que  tal  precepto  no  distingn 

i  sos  anteriores  ni  posteriores  á  la  ley  Hipotecaria,  las  penslc 

I  das  en  el  preeente  caso  son  todas  posteriores  á  la  promulgad 

I  lia,  cuyas  disposiciones,  aunque  otra  cosa  diga  la  sentencia, 

temente  aplicables,  como  lo  prueba  el  que  los  mismos  dema 

afirmaban  estar  sobre  la  ley  Hipotecaria,  tuvieren  buen  eai< 

pilar  el  embargo  á  tres  anualidades,  que  vencieron  durante 

I  ción  del  asunto,  acogiéndose,  por  si  acaso,  al  citado  art.  117, 

infringe  por  no  haberlo  aplicado,  desvaneciendo  toda  elai 

que  sobre  el  particular  pudieran  surgir  el  mismo  legislador 

I  la  exposición  de  motivos  tratando  de  la  extensión  de  la  hJ 

debe  de  ser  extensiva  la  hipoteca  á  garantir  los  intereses 

'  asegurado  por  ella?  Nada  dice  de  esto  nuestro  Derecho  anl 

de  presumir  que  lo  dijera...  Pero  desde  que  prevalecieron  s 

»  pios...  no  podían  dejar  de  considerarse  afectas  las  fincas  hi] 

pago  de  los  intereses,  como  lo  estaban  al  del  capital.  Pers 

servir  esto  de  motivo  para  que  el  tercer  adquirente  de  la  prc 

vada,  que  no  conoce  el  descubierto  sn  que  puede  hallarse 

^         .         ^  que  naturalmente  presume  que  está  al  corriente  en  el  pago 

en  el  hecho  de  no  haberse  reclamado  eontra  la  hipoteca,  qn< 

eado  por  omisión  ó  inenria  del  acreedor,  ó  tel  ves  por  malí 

combinada  por  la  del  deudor...  Por  estes  oonslderactones 

'*  i    •'     i  proyecto  qne  la  hipoteca  sólo  asegurará  en  perjuicio  de  tero 

)   .  reses  de  los  dos  últimos  afios  que  estén  en  descubierto  y  li 

'  cida  de  la  anualidad  corriente.  Lo  que  se  dice  de  la  extensi^ 

pateca  á  los  intereses  vencidos  es  aplicable,  por  identidad 

las  pensiones  atrasadas  de  los  oenaos;  nada  hay  qne  jnstifii 

*  cor  aquí  la  menor  distinción,  porqne  nnoa  y  otros  son  rédito 

pitel  anticipado  y  gravitan  del  mismo  modo  sobre  las  fia 
blondo  entre  ellos  otra  preferenoia  qne  la  da  sn  antigtte 
.    r     '  «va»;  y 

A  Cuarto.    El  art.  44  de  la  mtema  ley,  eon  ana  eonoardantei 

f  '  oiarto  modo  los  114  y  lli,  y  de  ia  dootrina  legal  oontenida, 

9  aantanoias  de  este  Tribunal  Supremo,  en  las  de  16  de  Dioten 

t  <      -4^     ,  y  10  da  Jalte  de  1896,  en  todas  anyae  dteposioionea  aa  pros 


t 
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I  aeeesartM,  lo  pronnnolftinoa,  mandamoe  j  firmtmoB.ssJoflé  d 

\  <soa.=Francieoo  Toda.=Vio6nt6  de  PiDlós.sBamón  Danoeta.= 

00  MoDBalTe.=Oamile  María  Gol)ÓD.=Bdnardo  Rula  García  Hii 

Pablieaolón.sLeída  y  pablieada  faé  la  antorior  aentenola 

Exorno.  8r.  D.  Eduardo  Bala  Qarcía  Hita,  Magistrado  del  Tribi 

premo,  oelebraodo  andlenola  pública  la  Sala  de  lo  oWil  del  miea 

día  de  boy,  de  qae  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  miemí 

Madrid  10  de  Noyiembre  de  1906.=Ltoenciado  Jorge  Martioe 

*  I^úm.  113.--TRIBUNAL  SUPREMO.-IO  de  Novlembro, 

publloada  el  12  de  DIoleabro  de  1907. 

0A8ACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DB  LEY  —^ecuciótí  de  Sentencia, 
teocia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpue 
D^  Juan  Patán  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  José  Mar 
otros. 
,  En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoco: 

Que  no  infrinae  los  artículos  Í25Í,  párrafo  2.^  del  Cdií'i 
f  y  363j  850  y  851  de  la  ley  procesal^  el  auto  limitado  á  ordeaai 

f  ^ueión  de  una  sentencia  en  los  propios  términos  en  que  énta 

\  Que  sean  cuales  fuesen  los  términos  de  la  certificación  ei 

para  la  ejecución  de  una  sentencia,  á  ésta  y  noá  aquélla  i 
atender^  no  siendo  licito  prevalerse  de  una  equivocación  de  i 
ñeación  para  modificar  ó  variar  el  fallo, 

Ed  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1906,  ei 

cío  declarativo  de  mayor  cuantía  eegoido  en  el  Jachado  de  prim 

H  tanda  j  en  U  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  territorial  de  la 

por  D.  Juan  Patán  Borrell,  mecánico,  vecino  de  Oacabeloe,  coi 

'  Joeé  Manuel  Martines  Peres,  D.  Dionisio  Tejero  Peres  y  D.  Jos 

Trigo,  como  heredero  de  sn  hermano  D.  Vicente,  del  comercio  y 

*  de  la  Gorafia,  y  los  estrados  correspondientes  por  la  rebeldía  de 

4  hijos  de  D.  Fanstino  de  Orantes  y  Magallón,  sobre  cnmplim 

contratos  y  otros  extremos,  hoy  ejecución  de  sentencia;  pendie 

Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  int< 

^  •         ^  por  el  Procurador  D.  José  María  Oordón,  bajo  la  dirección  del 

D.  José  María  Rodrigues  del  Valle,  en  nombre  del  demandante 
blondo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  24  de  Mayo  de  1894,  D.  Juan  Patán  Borre 

**  ,»    *      i  nna  escritura  pública  de  cesión  de  minas  á  favor  de  D.  Fauf 

\  L  Orantes,  ooneignando  en  la  estipulación  4.*  que  le  pertenecía  y 

^  .  de  ceder  á  éste  otra  denuncia  hecha  en  dos  veces,  una  de  13  hec 

otra  de  20,  con  el  título  de  Zaragoza,  sita  en  Tejedo,  Ayuntam 

,  Candín;  en  28  de  Jallo  del  mismo  afio,  D.  Vicente  Lopes  Trigo, 

^  ^  Manuel  Martines  Peres,  D.  Dionieio  Tejero  y  D.  Faustino  de 

^  otorgaron  á  so  ves  escritura  pública,  manifestando,  entre  otro 

mos:  que  el  último,  de  acuerdo  con  los  demás  y  eegúu  convenic 

«    )  nían  celebrado,  adquirió  de  D.  Juan  Patán  varias  minas  por  la  c 

1  ^        '  antes  referida,  y  por  tanto,  la  adquisición  j  todos  los  derechos 

'  '  gaelones  qne  figuraban  á  nombre  suyo,  pasaban  á  ser  propleda 

'     ,         •  cnatro  comparecientes  en  la  forma  y  eondioionea  qne  determii 

»  '       i^  .  t  ^^^  °^  habiendo  determinado  D.  Juan  Patán  los  registros  da  U 
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«•6 

I  eiliier*  •!  proptottrlo  en  #1  sote  4e  Ui  poMtión;  dioltado  pfOTÍd 

'      I  JoiVtdo  en  10  de  Dioiembie  ■Ignientey  notlflcftda  el  11,  que  de  oe 

dad  oon  le  eelioliado  ee  lleTeee  á  efecto  ea  tedee  eae  iMrtee  le  m 
irme  dietode  en  el  pielte»  requiriendo  preyiomente  á  loe  demí 
pero  ^oe  dentro  de  qnlnto  día  preeentaroa  loe  titnloe  de  lae  nüni 
dodoe  entregar  al  demandante;  y  en  eo  Tirtnd,  oompiiendo  aqné 
lo  «Ondado;  ee  dieron  por  reqnerldoe  en  eeerito  de  It  de  Janfo 
oon  el-  que  preeentaron  loe  titnloe  y  planee  de  lae  minee  Auroi 
fUanión  d€  la  Auron^  hAarieta^  Catalana^  AmpUadón  de  It 
4  imm  y  Cataiana  III,  doenmontoe  qoo  el  Juagado  de  la  Oomfla  ti 

*  pieeentadoa  en  ento  de  8  de  Jolio  eigalente,  mandando  ee  remit 

de  VUUtrama  del  Bierao  para  en  entrega  al  demandante  en  el  ai 
pooeeión: 

Reenitando  qne  D.  Joan  Patán  Berrell  eollcitó  reforma  de  la  < 

reeolneldn,  enpücando,  entre  otroe  eztremoe,  ee  hteiefa  en  el  eei 

qne  ee  tnvieran  por  preeentadoe  loe  titnloe  de  lae  minee  qne  lo 

eido,  y  no  habléndeee  heoftio  de  loe  relatlToe  á  lee  ZaragotoMf  o 

lae  esorltnrae  públicaa  á  qne  ee  referían  la  eieontoria  y  la  proTldi 

10  de  Diciembre  de  1001,  ee  requiriera  de  nneyo  á  loe  demandac 

qne  «n  término  de  quinto  día  eumplieran  lo  diepoeeto  en  dtcho  fi 

reepeoto  de  lae  minas  ZaraffOMüB,  de  12  y  10  pertenenciae  miner 

I  apercibimiento  de  pararlee  el  perjuicio  á  qne  hubiere  lugar;  y 

I  providencia  en  8  de  Jolio  de  dicho  afio  1908  mandando  entreg 

á  demandadoe  la  copia  del  anterior  eeerito  pare  que  dentro  de  ten 

ezpoflleraa  lo  que  creyeran  conveniente  y  ee  lee  hiciese  saber  qni 

de  quinto  día  presentaeen  loe  títulos  de  las  minas  Zaragozas.  * 

ron  aquéllos  en  escrito  del  día  ll,  evacuando  el  traslado  «or.f 

deolarasA,  oon  las  costas,  no  haber  logar  á  reponer  el  ante  recnr 

día  8;  7  por  otrosí  manifestaren  que  con  objeto  de  iustlflear  qm 

CDtoria  confirmando  la  sentencia  del  inferior  les  condenaba  tan  i 

devolución  de  la  mina  ZaragoMa^  en  sin^nlar,  única  qne  había  < 

'  jeto  de  debate  en  el  pleito,  no  obstante  leerse  ZarugotaB  en  la  o 

'  eión  que  obraba  por  oabesa  de  lo  teroerm  piesa^  preeentaban 

nnidn  á  los  autoe  nna  oertifloación  literal  del  encakMiaamiento  y  pj 

•  positiva  de  la  eentenoia,  de  cuya  ejeonoión  ee  trataba,  expedida  i 

tanda  por  el  Secretario  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  la  Oon 

clendo  eonetar  que  en  el  tome  de  eentenciae  diotadae  por  la  Ss 

civil  en  el  afio  de  100 i  obraba  el  original  de  la  pronunciada  e 

t|         ^  Mayo  de  1901,  en  cuya  parte  dispositiva,  qoo  traaeoribe,  aparee 

denadoe  loe  deenandadoe  á  devolver  á  D.  Jnnn  Patán  y  Borre! 
otrae  minea,  la  Zaragotai 

Resaltando  que  el  Juagado  de  primera  Inetancia  de  la  Con 
.,    .•     ,  auto  de  14  del  mismo  mee  y  afio,  declaró,  con  impoeición  de  la 

f  del  recurso  á  D.  Joan  Patán,  no  haber  lugar  á  relofinar  ol  de 

\  mandando  ee  estuviera  á  lo  en  él  acordado: 

Resultando  que  á  en  ves  D.  José  Manuel  Martinea  Pérea  y  oc 

recurrieron  contra  la  providencia  del  día  8  de  Julio  de  dicho  a 

I  gande,  entre  otroe  extremos:  que  en  ella  ee  lee  ordenaba  la  prese 

de  loe  tí  tu  loe  de  lee  minea  Zaro^oaoo,  y  éetae  no  figuraban  on  o 

eino  eolamente  la  Zaragosa^  única  reclamada  «n  la  demanda, 

r  que  se  referían  lae  eecriturae  de  84  de  Mayo  y  88  de  Jolio  do  180 

.  fué  objeto  de  discusión  y  prueba  y  de  lae  oontenelao  de  prime 

f  •  gunda  instancia,  y  á  cuya  devolución  tendría  derecho  Patán  ei  1( 

,  ee  aportado  á  la  Sociedad  La  Conetanoia,  cuya  bnena  fe  eorprendi 

^  tendía  eegulr  sorprendiendo,  afiadiendo  á  una  fantáetica  mlnaZi 
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I  de  1906  el  reonrae  de  casación  per  qnebrantamieiite  de  forma  t\ 

^      »  per  D.  Jaan  Patán  Borreil,  Interpuso  éate  el  de  iníraoción  de  I 

oiado  que  antoriaa  el  art.  1606  de  la  de  E ajuiciamiento  civil,  fa 
en  el  núm.  1.®  del  art.  1693  de  la  misma,  por  considerar  inírini 
Primero.    El  art.  1261»  párrafo  eegnndo,  del  Oódigo  civil, 

Ibleoe  el  valor  de  la  cosa  Jnzg«da,  y  la  Jarispradencia  de  este 
eontenida,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  13  de  Jnlio  de  1881, 
sagrando,  de  acuerdo  con  l&s  leyes  18,  19,  títolo  33,  Partida  t 
autoridad  y  íneria  irrevocable  de  la  cosa  juagada,  tiene  reconi 
*  las  sentencias  declaratorias  que  cansen  estado  no  pueden  eer  c 

*  das  por  otras  nuevas;  porque  no  obstante  aparecer  en  el  docun 

sirve  de  base  al  procedimiento,  como  es  la  certificación  remitid 
autos  al  Jasgado  para  el  cumplimiento  de  la  sentencia  firme  j  c 
dictada  por  la  Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Oorufia 
Mayo  de  1901,  que  los  demandados  fueron  condenados  á  de^ 
minas  Z^ragosaat  en  plural,  el  auto  recurrido  limita,  sin  em 
derecho  del  recurrente  y  la  obligación,  por  consiguiente,  de  a 
la  devolución  de  la  mina  Zaragoza^  en  singular,  con  lo  que  coi 
ejecutoria; 

Segundo.     El  art.  868  de  la  ley  procesal,  según  el  que  los  Ti 

no  podrán  modificar  ni  variar  sus  sentencias  después  de  firma( 

I  i  arts.  860  y  861  de  la  misma  que  disponen  que  una  ves  firme  la  i 

I  se  comunicará  al  Juei  inferior  para  que  se  lleve  á  eft^cto,  y  qi 

I  tificaclón  contendrá  la  sentencia  firme  y  de  ella  se  tomará  ra 

Uaocilieria  de  la  Audiencia;  por  cnanto  habiéndose  expedido  la 

ci6n  de  la  sentencia  firme  en  cuestión  para  su  complimiento  en 

que  disponen  los  dos  artículos  últimamente  citados,  y  resnltan 

cho  documento  la  condena  á  la  devolución  de  las  minas  Zara^ 

plural,  el  auto  recurrido,  al  disponer  que  la  entrega  se  contri 

mente  á  la  mina  Zaragoza,  en  singular,  prescinde  del  texto  d( 

I  ficación  que  contiene  la  sentencia  firme  que  habla  de  cnmplirs( 

Tercero.    La  doctrina  jurídica  sancionada  por  este  Tribunal  i 

'  de  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos;  porque  habiei 

dado  el  Juagado  de  la  Oornfia,  con  vista  de  la  oertiflcao.ión  de  1 

•  cía  ejecutoria,  en  la  que  figuraban  las  mlnat»  Zaragozas,  en  pl 

petición  del  recurrente,  como  primera  providencia  de  ejecación 

Diciembre  de  1901,  que  se  requiriese  á  ios  demandados  para  qi 

de  quinto  día  presentasen  los  títulos  y  planos  de  las  minas  e 

^         ,         ^  entregar,  como  dicho  proveído  notificado  al  siguiente  día  á  1 

fué  coQseatido  por  los  demandados,  ya  que  no  interpusieron 

recurso  alguno  ni  acudieron  al  Jazgado  hasta  el  16  de  Julio  d€ 

que  presentaron  la  titulaslOn  de  las  minas,  excepción  hecha  de 

'**  <    •'    (  pojra,  no  podían  volver  contra  sus  propios  actos  y  estaban  o b 

1  L     '  presentar  los  títulos  de  la  Zaragoza,  en  plural,  á  que  se  refc 

'  *  providencia,  de  conformidad  eon  la  certt ficación  del  fallo  oí 

autos  y  lo  pedido  por  el  recurrente,  sin  embargo  de  lo  que  el  a 

,  rrido  les  exime  de  tal  obligación,  con  infracción  de  la  doctrli 

'  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Kuis  Gar 

*  *  Considerando  que  limitándose  el  auto  recurrido  á  ordeni 

propios  términos  en  que  lo  hace  la  sentencia  original,  la  devc 

,    t     '  recurrente  de  la  mina  Zaragoza,  entre  otras,  lejos  de  infringí: 

i  posiciones  legales  y  doctrina  que  se  citan  en  el  primer  moti^ 

\  *  curso,  provee  con  arreglo  á  lo  ejecutoriado,  pues  que  esto  misa 

I  devolución  de  las  minas  Ztim^o^dS,  en  plural,  fué  lo  textualme 

:|l      ,  dado  en  el  fallo;  sin  que  por  igual  raaón  sean  de  estimar  las  i 
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dera  de  ea  madre  la  Dofia  Paulina  Calleja,  contra  D.  Joeé  C 
Egea,  comerciante  j  vecino  de  Almería,  eobre  nnlidad  de  ciert 
tora;  pleito  pendiente  ante  Nób^  en  recurso  de  casación  por  infra 
ley  qne  ha  interpuesto  el  D.  Manuel  Montoya,  á  quien  represent 
curador  D.  José  Nieto  Ganadas  y  defiende  el  Letrado  D.  Antoni 
les  Mará  de  Lizana,  sin  que  iiaya  comparecido  en  eéte  Tribunal  i 
el  demandado  y  recurrido: 

Resultando  que  fallecido  abintestato  D.  Zacarías  Calleja  Be 
claró  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería,  en  auto  íecl 
Junio  de  1896,  heredera  suya  universal  á  su  hija  única,  la  inicU 
este  pleito,  Dofia  Paulina  Calleja  Serrano,  que  nació  en  22  d 
de  1876  y  estuvo  casada  con  el  actor  y  hoy  recurrente  D.  Manu 
toya  García,  cuyo  nacimiento  tuvo  lugar  el  9  de  Enero  de  187i 
biéndose  procedido,  como  consecuencia  de  aquella  declaración, 
tiüar  la  división  de  los  bienes  relictos  á  la  muerte  del  D.  Zací 
han  hecho  constar  en  autos,  en  relación  con  este  extremo,  los  sif 
particulares:  que  el  referido  Juzgado  dictó  en  6  de  Mayo  de  18 
aprobando  aquellas  operaciones  particionales  y  mandando  se  pi 
zaran  en  la  Notaría  de  D.  Luis  Fernández  González;  que  en  el 
resultando  del  aludido  auto  so  expresa  haber  interesado  semejan 
bación  Doña  Paulina  Calleja,  asistida  de  su  marido  y  de  su  c 
D.  Antonio  Albiñana,  por  ser  menor  de  edad  la  Doña  Paulina;  i 
mada  á  ésta  la  correspondiente  hijuela,  le  fueron  adjudicadas  < 
de  su  haber  hereditario,  eatre  otras  cosas,  las  siguientes:  Cu 
trozo  de  tierra  de  riego,  poblado  de  parras,  en  el  pago  Alto  d 
sexto,  otro  trozo  de  tierra  calma  en  el  pago  de  los  Cerrillos;  sópt 
bancal  y  dos  paratas  en  el  pago  de  la  Cañada  de  la  Romera,  cu; 
cas,  sitas  en  término  municipal  de  Bentariqne,  habían  sido  tasa 
pectivamente  en  3.000,  2.576  y  1.600  pesetas;  noveno,  una  parti( 
de  8.823  pesetas  76  céntimos  en  el  valor  de  667  pesetas  dado  á  a 
•ita  en  Bantarique,  calle  de  la  Iglesia,  núm.  1,  y  en  el  de  10.60 
y  l.üOO  pesetas  dado  á  cuatro  fincas  rásticas  sitas  en  diferentes  p¡ 
término  municipal  de  la  antedicha  población;  y  undécimo,  un 
de  4.600  pesetas,  con  el  interés  sinual  del  6  por  100,  contra  Doña 
Juste  Martínez,  constituido  á  favor  de  D.  Zacarías  Calleja  sg 
cinco  fincas  comprendidas  en  el  número  noveno,  cuya  participa 
de  7.889  pesetas  76  céntimos  con  relación  á  19.057  pesetas  60  c< 
en  que  fueron  adjudicadas  la  totalidad  de  las  fincas  entre  la  Do 
men  Juste  y  D.  Zacarías  Calleja;  que  la  enunciada  hijuela  fué 
tada  á  liquidación  é  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  C 
«n  29  de  Octubre  de  1897;  y  que  al  final  de  la  escritura  ó  testim 
hijuela  de  Doña  Paulina  Calleja,  de  que  se  viene  haciendo  m( 
Inserta  un  acta  notarial,  núm.  654,  levantada  en  Almería  el  18  d 
de  1897,  en  la  que  se  hace  constar  por  el  Notario  D.  Luis  Feí 
González  que  en  cumplimiento  de  lo  qne  se  mandaba  en  el  auto 
torio  anteriormente  mencionado  y  á  requerimiento  de  su  convec 
Manuel  Montoya  García,  mayor  de  edad,  casado  y  jornalero,  cu 
cunstancias  constaban  de  su  cédula  personal  de  11.^  clase,  exped 
el  núm.  224,  incorporaba  á  su  protocolo  las  mencionadas  ppez 
particionales: 

Resultando  que  después  de  haberse  declarado  á  Doña  Paulina 
Serrano  heredera  abintestato  de  su  padre  D.  Zacarías  Calleja  y  i 
que  se  aprobara  y  protocolizara  la  división  de  los  bienes  dejado 
último,  ó  sea  en  18  de  Marzo  de  1897,  comparecieron  ante  el  No 
Almería  D.  Manuel  Martín  Blanco,  de  una  parte  U  Dofia  Paulini 
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seguido  á  instancia  de  D.  Jofié  González  Egea,  acordó  en  6  d< 
de  1898  revocar  el  anto  del  Jaez  delegado  de  aquel  partido  y 
procedía  poner  la  nota  de  extinción  del  retro  pactado  entre 
na  Calleja  y  el  González  Egea,  quedando  á  salvo  en  derecho 
donde  procediera: 

Resultando  que  en  acta  levantada  en  Almería  á  81  de  M 
por  el  Notario  D.  Luis  Fernández  y  González  aparece  que  el 
D.  Enrique  Fernández  Pérez,  en  concepto  de  mandatario 
D.  Manuel  Montoya  García,  marido  y  representante  legal  de 
lina  Calleja,  entregó  al  referido  Notario  la  suma  de  6.728  pe 
timos  para  que  las  entregase  á  la  persona  que  después  se 
riéndole  para  que  pasando  á  la  casa  de  D.  José  González 
constar  el  requerimiento  que  se  proponía  hacerle,  y  la  cent 
aquél  diera;  y  al  efecto,  constituidos  el  Notarlo  y  el  compai 
Enrique  Fernández  en  casa  de  D.  José  González  Egea,  el  D. 
quirió  á  edte  último  para  que  la  cantidad  antes  expresada, 
Paulina  le  era  en  deber  por  consecuencia  de  préstamo  que 
le  hizo  en  cantidad  de  6.000  pesetas,  con  el  interés  de  12  pe 
la  recibiese  en  atención  á  que,  aun  cuando  en  la  escritn 
Marzo  de  1807  se  hizo  ñgurar  una  venta  con  pacto  de  retro, 
lo  convenido,  y  que  dicho  contrato  adolecía  de  vicios  eeen 
invalidaban;  insistió  el  D.  Enrique  Fernández  en  su  requer 
que  el  González  Egea  recibiese  las  expresadas  6.723  pesetas 
y  se  prestase  á  otorgar  la  prometida  cancelación  bajo  la  íor 
de  veuta,  ofreciendo  el  requirente  que  sus  representado 
todos  los  gastos  que  originase  dicho  contrato;  contestand 
González  Egea  que  no  eran  verdad  ninguno  de  los  extremoí 
dos;  que  no  había  dado  nunca  dinero  á  préstamo  á  Doña 
Ueja  y  nada  tenía  que  recibir  de  ella;  que  compró  á  dicha  s 
fincas  con  pacto  de  retro,  cuya  venta  estaba  consumada  pu 
dido  la  Oalieja  el  derecho  da  redención;  en  vista  de  lo  cu 
devolvió  al  D.  Enrique  Fernández  la  cantidad  que  le  entn 
negó  á  recibir  González  Egea,  y  se  dio  por  terminado  el  act 

Resultando  que  Doña  Paulina  Calleja  Serrano,  expresa 
rizada  por  su  marido  D.  Manuel  Montoya  García,  confiíió 
pleitos  al  Procurador  D.  Juan  Pérez  en  escritura  de  28  de  M 
que  autorizó  el  Notario  D.  Rosendo  Abad,  quien  hizo  coi 
ser  los  expresados  cónyuges  mayores  de  edad,  con  cédulas 
namiento  que  obtuvieron  en  2  de  aquel  mes,  y  que  á  ea  j 
capacidad  para  conferir  mandato  ó  poder;  compareclendí 
Procura  ior  Pérez,  en  nombre  de  su  poderdante  la  Doña  Pat 
ante  ol  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería,  con  < 
29  de  Julio  de  aquel  mismo  año  98,  ea  que  propuso  contra 
zález  E^>iSí  demanda  en  juicio  de  mayor  cuantía,  con  la  sá 
se  dsclarase  que  el  verdadero  contrato  celebrado  por  la 
18  de  Marzo  de  1897  fué  el  de  simple  préstamo  con  interés 
anual,  y  no  los  de  compraventa  con  pacto  de  retro  y  ceta 
hipotecarlo  que  en  dicho  documento  se  consignaba,  y  qu 
aquél  ó  éatofl  los  que  se  estimasen  celebrados,  se  declarase 
y  nulidad,  condenando  al  demandado  D.  José  González  Eh 
tltuyeseála  demandante  Doña  Paulina  Calleja  Serrano 
créditos  hipotecarlos  que  se  relacionaban  y  detallaban 
escritura  y  á  que  recibiese  de  dicha  señora  las  6.000  pese 
como  precio  en  dicho  instrumento,  ordenando  en  su  con 
cancelación  de  su  inscripción  veriücada  en  el  Registro 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


634  JUSISPKÜDBNOIA  OIVIL 

simple  de  la  escritara  de  18  de  Marzo  de  1897,  de  la  cnal, 
período  probatorio,  se  aportó  á  los  autos  testimonio  antént 
copia  del  acta  levantada  en  31  de  Mayo  de  1898  por  el  Not 
Fernández  González;  y  cuarto,  certificación  de  los  respectiv 
tos  de  Doña  Paulina  Calleja  y  D.  Manuel  Montoya  en  las  fe 
nadas  en  el  ingreso: 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  en  escrito  fecha 
bre  de  1898,  D.  José  González  Egea  dedujo  la  solicitud  de  < 
solviera  de  ella,  con  imposición  de  costas  á  la  actora,  alegf 
cialmente  para  apoyarla:  que  no  era  cierto  haber  querido  D< 
y  su  esposo  celebrar  un  contrato  de  préstamo  hipotecario, 
ola  de  contrario,  sino  el  consignado  en  la  escritura  fecha 
de  1897,  de  compraventa  con  pacto  de  retro  del  crédito  ó  ii 
feridoB  en  la  demanda;  que  bien  figurasen  las  fincas  por  la 
11.000  pesetas  ú  otra  cualquiera,  era  lo  cierto  hal)er  conven 
tes  en  fijar  á  los  precios  y  crédito  de  referencia  el  precio  de 
tas;  que  éste  lo  percibieron  los  vendedores  en  tal  concepto 
de  prestatarios,  como  lo  acreditaba  el  instrumento  solemn< 
g&miento;  que  respecto  al  acta  de  81  de  Mayo,  sólo  era  ciert 
querido  aquel  día  el  Notario  D.  Luis  Fernández  para  el  p< 
5.000  pesetas  del  retro  y  las  rentas  vencidas  hasta  aquella 
bersj  negado  á  ello  el  dicente,  tanto  por  no  ser  un  préstam 
ponía  el  requerimiento,  cuanto  por  haber  pasado  el  plazo  < 
ción  ó  retroventa;  que  Doña  Paulina  Oalleja  estuvo  apercil 
principio  de  ser  de  compra  á  retro  y  cesión  de  crédito  el  c 
crito,  pues  nada  le  hubiera  hecho  autorizar  por  violencia  n 
lo  no  aceptado  voluntariamente  y  á  sabiendas  convenido  ] 
presencia  y  con  autorización  de  su  marido  y  mediante  ezpli 
Notario;  que  tal  supuesto  no  era  aceptable  en  buena  lógica, 
portancia  del  contrato  y  las  condiciones  de  las  partes,  di 
funcionario  y  de  los  testigos  instrumentales;  que  la  escritu] 
de  estos  autos  se  inscribió  oportunamente  y  sin  dificultad 
Registro  de  la  propiedad,  y  si  bien  en  esta  oficina  se  den( 
sión  de  la  nota  marginal  definitiva  de  consumación  de  la  v< 
ción  del  retro,  y  esta  negativa  fué  confirmada  por  el  Juez 
instancia  del  partido,  el  dicente  apeló  de  este  auto  ó  prov 
Presidente  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada,  por  de( 
Septiembre,  el  cual  era  ya  firme,  lo  revocó  y  mandó  al  Rej 
E«iese  la  nota  anteriormente  expresada;  que  ni  la  cantidad  se 
precio  era  exigua  ni  las  cosas  valían  más  de  lo  dado  por  ell 
trato  fué  de  préstamo,  sino  el  convenido  de  venta  con  pací 
arrendamiento;  que  nadie  pretendió  ni  necesitó  abusar  de 
inexperiencia  de  ia  vendedora,  la  cual,  además  de  carecer  d 
un  marido  muy  experto  y  educado  en  ia  mejor  escuela  de 
siendo  éste  el  primero  sostenido  por  él;  que  si  bien  era  cleí 
Paulina  Oalleja  y  su  marido  D.  Manuel  Montoya  menores  ( 
gún  las  certificaciones  aportadas  á  los  autos,  también  lo  e 
apariencia,  su  estado  de  casados  y  sus  cédulas  personales 
crédito  de  ser  mayores  de  edad,  de  cuya  mayoría  estaban 
mos,  especialmente  la  primera;  que  el  contestante  rechazab 
tos  y  gratuitas  afirmaciones  contenidas  en  la  demanda,  pne 
abusó  y  cometió  falsedad  fueron  ia  actora  y  sn  marido,  afir 
cuenta  y  con  ignorancia  de  todos  su  mayor  edad;  que  de  e 
ción  no  sospechó  nadie  por  comprobarla  con  sus  cédulas  peí 
pitiéndolo  después  el  marido  ante  el  Notario  D.  Luis  Fer 
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meros  1.^  2.^,  S.^'  y  4.°  del  art.  1632  de  la  ley  de  Eajalciaml 
alegando  en  en  apoya  habarsA  infringido  ia  doctrina  y  dispos 
gales  qae  se  pasan  á  expresar: 

Primero.  Los  arts.  1303  y  1804  del  Código  civil,  aquél  por 
indebida  6  violación  maniñesta,  y  el  segundo  por  no  haberse 
siendo  aplicable,  y  las  sentencius  de  este  Tribanal  Snpremo  ái 
tabre  de  18^4  y  24  de  Jnnio  de  i 898,  cayos  preceptos  y  doctrin 
trarios;  las  declaraciones  contenidas  en  la  sentencia  recarridí 
razón  á  qae,  según  ellos,  Doña  Paulina  Calleja,  por  ser  mei 
otorgó  los  contratos  declarados  nulos,  no  estaba  obligada,  ni 
tad  lo  está  su  heredera,  á  pagar  á  D.  José  González  Egea  re 
del  precio  que  del  mismo  recibió  por  los  referidos  contratos,  c 
que,  en  el  supuesto  de  no  ser  así  para  que  dicha  obligación  ex 
necesario  que  la  Doña  Paulina  se  hubiera  enriquecido  con  lac 
cual  no  se  ha  alegado,  probado,  intentado  probar,  ni  decía 
pleito,  y  para  que  se  le  condenara  á  cumplirla  era  Indispensf 
biese  condenado  al  González  Egea  á  pagar  á  la  heredera  de 
Doña  Paulina  los  frutos  de  las  cosas  que  recibió  por  los  contr 
lo  cual  no  se  ha  hecho: 

Segundo.  El  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
tencias  de  este  Tribunal  Srspremo  de  15  de  Junio  de  1881,  24 
de  1899,  20  de  Junio  de  1900,  25  de  Febrero  y  4  de  Julio  de  U 
Enero  y  2  de  Marzo  de,lU04,  por  incongruencia  y  haberse  ot( 
de  lo  pedido  al  condenarse  á  D.  José  González  Egea  á  que  r 
heredera  de  Doña  Paulina  Calleja  las  rentas  vencidas  hasta 
lugar  ia  restitución  de  las  cosas  objeto  de  los  contiatos  ci 
rando  implícitamente  que  aquella  heredera  está  obligada  á  i 
González  tales  rentas,  y  condenándola  de  modo  también  imp 
garlas,  no  habiéndolo  solicitado  ninguna  de  las  parces  ni 
alegado  ni  discutido  en  el  pleito;  y 

Tercero.  La  doctrina  establbcida  por  este  Tribunal  Supr 
sentencia  de  18  de  Febrero  de  1903,  en  cuanto  se  declara  en  ( 
currido  nulos,  sin  ningún  valor  ni  efecto,  los  contratos  que 
critura  pública  de  18  de  Marzo  de  18U7  se  otorgaron  entre  Do 
Calleja  Serrano,  con  licencia  de  su  marido  D.  Manuel  Monto} 
D.  José  González  Egea,  porque  si  como  se  deduce  de  estas  i 
declaración  de  nulidad  afecta  al  contrato  de  arrendamiento 
mencionado  documento  consta,  tal  declaración  es  contradlct 
que  implícitamente  se  hace  de  cumplimiento  del  contrato  d 
miento,  al  condenar  al  D.  José  González  Egea  á  que  reciba  de 
de  Doña  Paulina  Calleja  las  rentas  vencidas  hasta  que  teng 
restitución  de  las  cosas  que  á  aquél  se  entregaron  por  loi 
nulos,  si  dichas  rentas  representan  la  merced  del  exprés 
damiento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Camilo  María  Gn 
Considerando  que  dado  el  sentido  de  la  sentencia  recurric 
estimar  que  la  restitución  acordada  por  consecuencia  de  i 
contrato  de  18  de  Marzo  de  1897  lo  ha  sido  sobre  la  base  ó  bi 
enriquecimiento  de  Doña  Paulina  Calleja  con  las  5.000  pese 
oibió  como  precio  de  la  renta  y  utilidades  que  reportó  con  el 
miento  de  las  ñnoas  que  se  le  dejaron  en  arrendamiento,  t 
pago  de  las  otras  600  de  merced  al  año,  como  le  patentiía  la 
el  mismo  ofrecimiento  de  la  primera  de  las  cantidades  citadac 
la  recurrente,  sin  que  en  este  aspecto  resulten  infringidos  lo 
7  1804  del  Código  civil  vigente: 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Digitized  by  LjOOQ IC 


688  JUBISPBUDSHOIA  OÍ  VIL 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Granada  en  28 
bre  de  1905  ante  el  Notario  D.  Francisco  de  Paula  Montero 
Cañas  Requena  y  Doña  Estrella  Merino,  manifestaron:  c 
escritura  de  8  de  Junio  del  mismo  año,  inscrita  en  el  R< 
propiedad  de  Guadix,  adquirió  aquél  un  censo  reservativo  d 
setas  de  capital  impuesto  sobre  el  cortijo  Rambla  de  los  ( 
que  formaba  parte  y  se  babia  segregado,  adquiriéndolo  el 
fias,  un  coto  que  constituye  el  cortijo  de  la  Canaleja,  y  del 
y  enajenó  á  Doña  Estrella  Merino  dos  porciones  con  cargo 
de  120  pesetas  75  céntimos  á  favor  de  D.  Valentín  Agreda, 
rior  del  impuesto  sobre  la  Rambla  de  los  Ciruelos,  si  biei 
parte  proporcional  de  éste;  que  el  referido  D.  José  Cañas  red 
mente  el  censo  expresado  en  cuanto  á  dicbas  dos  porciones 
dad  de  pesetas  66'33,  que  es  lo  que  debe  correspondería  segí 
clon  becha  de  aquél  en  20  de  Noviembre  de  1868,  ó  en  1 
oorresponderie  el  día  en  que  se  baga  nueva  división,  y  eolic 
José  Cañas,  la  baja  en  el  capital  del  censo  y  en  la  inscripci 
minio  por  la  cantidad  que  representa  la  porción  del  censo 
cual  queda  reducido  por  virtud  de  las  deducciones  parcialeí 
mismo  en  escritura  de  29  y  SO  de  Septiembre  del  mismo  año 
motiva  el  recurso  á  12.218  pesetas  44  céntimos,  y  Doña  Es 
no,  la  cancelación  en  cuanto  se  refiere  á  sus  parcelas: 

Resultando  que  presentada  dicba  escritura  en  el  Registr 
piedad  de  Guadix,  se  puso  al  pie  la  siguiente  nota:  <No  adm 
celación  que  se  solicita  en  virtud  del  precedente  documento 
varse  los  defectos  siguientes:  primero,  no  baber  concurrido 
miento  todas  las  personas  que  tienen  derecbo  á  ello,  puesto 
viendo  dicba  cancelación  ó  liberación  de  dos  parcelas  qu 
parte  de  la  ñoca  acensuada  una  división  del  censo  por  la  qi 
contrato  de  su  constitución,  toda  vez  que  se  modifica  su  capí 
y  la  finca  gravada,  reduciéndose  aquéllos  y  quedando  imp 
mente  sobre  el  resto  del  primitivo  cortijo;  tal  novación  reí 
ser  admisible,  el  consentimiento  de  todos  los  censatarios 
las  fincas  en  que  actualmente  se  encuentra  dividido,  según 
el  indicado  cortijo,  denominado  Rambla  de  los  Ciruelos 
porque  no  apareciendo  inscritas  las  tres  escrituras  de  reden 
que  se  relacionan  en  el  documento  á  que  me  refiero,  de  insc 
sin  que  lo  hayan  sido  aquéllas,  resultaría  que  al  tener  que 
el  asiento  de  cancelación  la  parte  del  censo  que  queda  subí 
bría  que  consignarse  las  12.218  pesetas  45  céntimos  de  capit 
setas  45  céntimos  de  réditos  anuales  que  dice  el  título,  con 
metería  el  defecto  de  nulidad  de  incluirse  en  tal  asiento  dicl 
celaciones  parciales  sin  haberse  presentado  en  esta  oficina  h 
tos  que  la  produjeron,  y  haber  transcurrido  treinta  día?  háb 
presentación  sin  que  se  bayan  subsanado  Iss  mencionadas 
que  proceda  ni  haya  pedido  anotación  preventlva>: 

Resultando  que  contra  la  primera  parte  únicamente  de  la 
üficación  interpuso  recurso  D.  José  Cañas,  alegando  que  no 
dadera  novación,  tal  como  la  define  el  art.  1208  del  Códig  c 
ni  se  altera  el  capital  del  censo,  ni  la  finca  gravada,  ni  el  es 
no  se  fija  un  nuevo  tipo,  y  lo  que  únicamente  se  hace  es  111: 
ducción  una  parte  de  la  finca  censida  y  reducir  proporcional 
pital  y  las  pensiones  como  consecuencia  de  la  redención  ] 
ficada  por  el  censualista  y  la  censatarla  por  escritura  púbiic 
to,  por  pacto  expreso,  como  exige  el  art.  1610  del  Código  ci 
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ViBtOB  los  srta.  1208  del  Código  civil  y  886  de  U  ley  Hipo 
BeBolQoión  de  7  del  corriente  mee: 

Considerando  que  por  la  escritora  origen  del  presente  reí 
dime,  en  cnanto  á  nna  parte  del  cortijo  Rambla  de  los  Gimel 
qne  se  impaso  sobre  la  totalidad  de  dicba  finca»  y  es,  por  tan 
ble  qne  se  está  en  el  caso  1.^  del  art.  1203  del  Código  civil, 
se  modifica  nna  condición  principal  de  la  obligación,  cfial  c 
el  censo  babrá  de  gravar  toda  la  finca,  prodncióndose  una  vei 
vación,  que  como  tai  ha  de  verificase  con  el  consentimiento  c 
interesados,  el  cual  no  consta  que  se  haya  prestado: 

Considerando,  además,  que  según  se  expresa  en  la  Bese 
del  corriente  mes,  la  división  y  la  reducción  de  los  censos  ha 
por  acuerdo  entre  todos  los  qne  pudieran  tener  interés  en  ell 
tienen  todos  los  censatarios,  aplicando  por  analogía  al  caso 
lo  dispuesto  en  el  art.  886  de  la  ley  Hipotecaria; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providenc 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comoni 
los  efectos  consiguientes.  Dios  gnarde  á  V.  I.  muchos  afios.  h. 
l^oviembre  de  1906.=E1  Director  general,  Javier  Gomes  de  li 


JNTúm.  116.— TRIBUNAL   SUPREM0.~I2  de  Novien 
piblicada  el  2  de  Diciembre. 

Co}APETENCiA,^ Indemruzaetón  de  daños  y  periuic¿08.^Se\ 
cidiendo  en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  di 
Catedral  de  Palma  de  Mallorca,  la  sostenida  con  i 
clase  del  distrito  del  Hospicio,  de  Madrid,  acerca  c 
miento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Celestina 
contra  la  Sociedad  Agrícola  Industrial  Balear  y  otro 
*  En  sus  coNsmERANDOS  se  establece: 

Que  tratándose  de  reelamaeión  de  daños  y  perjuicios 
ponen  producidos  por  rescisión  de  un  contrato  de  arrend 
predio  rüsticoy  no  puede^  menos  de  estimarse,  á  los  efecto 
minar  la  competencia,  que  la  acción  ejercitada  es  la  pen 
su  consecuencia,  no  mediando  sumisión,  ha  de  regirse  el 
regla  1^  del  art.  62  de  la  ley  procesal: 

Que  en  tanto  seria  aplicable  el  párrafo  2.^  de  dicha  rt 
primero,  en  cuanto  hubiera  algún  principio  de  prueba  de 
rivara  la  existencia  de  una  obligación  mancomunada,  ó  Si 
vinculo  que,  ligando  á  los  dos  demandados  con  el  actor,  < 
-á  admitir  la  p'^esunción  que  establece  el  art.  1137  del  C 
pero  no  basta  para  dicho  ejecto  que  se  comprendan  en  un 
dos  ó  más  personas,  ni  por  si  sola  la  estimación  personal 
que  haga  el  actor  por  lo  tocante  á  la  extensión  de  la  oblig 
de  otra  suerte  quedaria  al  arbitrio  del  mismo  el  privar  á 
partes  contrarias  de  su  propio  Juero: 

Que  no  pudiendo  por  el  momento  presumirse  la  memco 
menos  por  tanto  la  solidaridad  en  la  obUgadón  que  se  in 
nocimiento  del  pleito,  en  cuanto  al  demandado  que  ha 
la  cuestión  por  inhibitoria,  de  conformidM  al  párrafo  i 
gla  expresada,  corresponde  al  Juex  del  lugar  donde  en  s 
cumplir  la  obligación,  cuyo  lugar  es  el  de  su  propio  domii 
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el  ari.  1Í71  del  Código  eioü^  por  no  aparecer  designado  otro  die-^ 
tinto. 

En  U  Yllla  y  corte  do  Msdrid,  á  12  de  Noviembre  de  1906,  en  la  oom- 
potoneim  pendiente  snte  Nób,  en  yirtad  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Joes  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Palma  de  Ma- 
llorca al  de  ignal  clase  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte,  en  el  co- 
nocimiento del  Juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  promovido  ante  el 
último  por  D.  Oeleetino  Martines  Vidal,  propietario,  vecino  de  Oartage- 
na,  contra  Ja  Sociedad  Agrícola  Industrial  Balear,  domiciliada  en  esta 
capital,  y  D.  Joaquín  Gual  y  Qaal  de  Torrella,  propietario,  vecino  de 
Palma  de  Mallorca,  sobre  pago  de  cantidad  por  indemnización  de  dafios 
y  perjuicios  y  otros  extremos;  habiendo  comparecido  D.  Joaquín  Gual^ 
representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  el  Le 
trado  D.  Salvador  Gómez  Alonso,  estándolo  D.  Celestino  Martínez  por  el 
Procurador  D.  Luis  Soto  y  el  Letrado  D.  José  Aleizandre: 

Besmltando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  Palma  de  Mallorca 
el  37  de  Noviembre  de  1900,  D.  Joaquín  Gual  y  Gual  de  Torrella  dio  en 
arrendamiento  á  D.  Constantino  Llnch  y  Tomás,  por  término  de  veinte 
afies,  y  precio  de  60.000  pesetas,  por  trimestres  anticipados,  el  predio 
denominado  Albufera  de  Alcudia,  con  sus  casas,  máquinaa,  almacene^, 
corrales,  puentes  y  demás  pertenencias,  radicado ^n  loe  términos  muni- 
cipales de  la  ciudad  de  Alcudia  y  de  las  villas  de  La  Puebla  y  Muro,  y 
el  llamado  Gata  Maiz,  hoy  San  Luis,  en  término  de  Aleadla,  con  sus  di- 
ferentes edificios,  oratorio  y  demás  anexos,  estipulándoee  en  la  condi  - 
ción  13  del  contrato  que  la  demora  de  tres  meses  en  el  pago  de  cada 
plaio  sería  causa  de  desahucio,  cuya  acción  podría  ejercitarse  ante  el 
Juagado  de  Palma  de  Mallorca,  y  produciría  la  cesación  del  contrato  y 
el  derecho  á  favor  del  propietario  de  hacer  suyas,  sin  indemnización  al- 
guna, todas  las  plantaciones  y  mejoras  que  se  hubiesen  realizado,  siem- 
pfs  que  las  últimas  tuviesen  carácter  permanente,  no  ob&tante  lo  que  el 
derecho  de  desahucio  y  de  rescisión  sería  potestativo  para  el  propieta- 
rio, quedando  éste  facultado,  á  su  elección,  para  hacerlo  efectivo  ó  para 
exi^r  el  cumplimiento  del  contrato  y  el  pago  de  la  renta,  mediante  la 
Interposición  de  la  correspondiente  acción  ejecutiva,  también  ante  el 
Juagado  de  primera  instancia  de  Palma  de  Mallorca,  cuyo  contrato  fué 
inscrito  en  el  Begistro  de  la  propiedad  de  loca  el  16  de  Enero  de  1901, 
constando  en  certificación  librada  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de 
dicho  partido  que  por  escritura  otorgada  en  Palma  de  Mallorca  el  22  de 
Febrero  de  1906,  inscrita  en  loa  libros,  tomos  y  folios  que  designa,  tué 
leseindido  por  D.  Joaquín  Gual  y  Gual  de  Torrella  y  D.  Oliverio  Mar- 
tines Femándea,  en  representación  éste  de  la  Sociedad  Agrícola  Indus- 
trial Balear,  domiciliada  en  Madrid,  el  contrato  de  arrendamiento  de  loe 
predios  Albufera  de  Alcudia  y  Gata  Maix,  hoy  San  Luis,  y,  en  en  virtud, 
quedó  concertado  el  arrendamiento: 

Besoltando  qu^  con  presentación  de  esta  certificación  y  otros  docn  • 
sntos,  D.  Celestino  Martínez  Vidal  presentó  en  esta  corte,  con  fecb:;^ 
de  Febrero  último,  demanda  en  jaicio  declarativo  de  mayor  cnantía, 
is  fué  repartida  al  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hor- 
Bio,  contra  la  Sociedad  Agrícola  Industrial  Balear,  domiciliada  en  esta 
ipital,  y  D.  Joaquín  Gual  y  Gual  de  Torrella,  en  la  qne,  después  da 
inifestar  que  ejercitaba  la  acción  personal,  alegó:  qne  por  escritura 
ngada  en  Palma  el  27  de  Noviembre  de  1900,  D.  Joaquín  Gnal  dio  ea 
"endamiento  por  veinte  afios  á  D.  Constantino  Lluch  los  predios  Albn- 
1  de  Alcudia  y  Gata  Maix,  hoy  San  Luis,  radicantes  en  los  término» 
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de  AlcndiB,  La  Pnebla  y  Maro,  siendo  el  objeto  del  arriende 
en  aquella  región  el  cnltivo  del  arroz,  hacióndoae  para  ello  lae 
nes  de  rotnración  y  preparación  abso latamente  precisas  para  < 
rrenoB  pudieran  aprovecharse  para  ese  naevo  género  de  calti^ 
«Hcritara  otorgada. en  Valencia  el  80  de  Marao  de  1901  por  el  de 
y  D.  Oonstantino  Llnch,  éste  declaró  qae  había  llevado  á  cabe 
Sarniento  de  las  fincas  Albufera  y  Gata  Maix,  como  Gerente  d 
díid  Martínez  Lluch,  hijo,  para  ella  y  con  dinero  de  la  misma, 
dose,  en  su  virtud,  que  á  la  Sociedad  correspondían  los  derecb 
gr\ciones  derivadas  del  contrato  de  arrendamiento,  cuya  esc 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  laca;  que  la  referidí 
gastón  desde  la  fecha  del  arriendo  hasta  el  26  de  Agosto  de  19< 
B«  disolvió,  más  de  500.000  peeetas  en  la  preparación  y  desi 
tierras  de  dichos  predios,  reparación  de  máquinas,  construcci< 
fiólos  y  adquieición  de  abonos;  que  la  Sociedad  Martines  y  Ll 
SH  disolvió  por  escritura  otorgada  en  esta  corte  el  26  de  Agosti 
adjudicándose  en  ella  todos  los  bienes  y  derechos  que  á  la  mi( 
n^jcían  al  socio  D.  Constantino  Lluch,  quien  á  su  vez  hipoteca! 
al  demandante,  resultando  el  derecho  real  de  arrendamiento  d 
f^ra  de  Alcudia  y  Gata  Maíz,  hipotecado  ai  mismo  por  870.0 
de  principal,  con  más  el  4  por  100  anual  de  interés  y  600  peí 
costas,  conforme  así  resultaba  registrado  en  el  de  Inca  en  14 
de  1902;  que  el  actor,  para  quien  la  Sociedad  Martínez  y  Llucl 
presentaba  una  pérdida  completa  de  intereses  materiales  y  m 
había  visto  cumplida  ninguna  de  las  obligaciones  que  se  cont 
ia  escritura  de  26  de  AgoHto  de  1901,  y  fundado  en  esa  faltf 
promovió  ejecución  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oarj 
clamando  á  D.  Constantino  Lluch  diferentes  sumas  que  le  de 
«lias  la  de  870.000  pesetas,  importe  del  crédito  hipotecario  c 
sobre  el  derecho  real  de  arriendo  de  la  Albufera  de  Alcudia  y  C 
acordándose  el  embargo  de  dicho  arrendamiento,  para  lo  qu 
«xhorto  al  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Inca,  quedando 
bado  y  la  cosecha  que  entonces  existía  el  17  de  Octubre  de  190 
Constantino  Lluch,  después  de  constituida  la  hipoteca  á  favoi 
aportó  los  derechos  que  le  fueron  adjudicados  á  la  disolución 
ciedad  Martínez  y  Lluch,  hijo,  á  la  denominada  Agrícola  Indü 
lear,  por  escritura  otorgada  en  4  de  Enero  de  1902,  siendo  el  de 
de  arriendo  y  la  Harinera  Balear,  que  era  otra  de  las  aportac 
hizo  D.  Constantino  Lluch,  los  principales  bienes  que  formaba 
de  dicha  Sociedad,  la  cual  no  había  hecho  sino  poner  obstácu 
cedimiento  ejecutivo  que  seguía  en  el  Juzgado  de  Cartagena  f( 
do  una  tercería,  cuya  sustanciación  era  interminable;  que  el  d 
Albufera  de  Alcudia  y  Gata  Maix,  D.  Joaquín  Gnal,  había  i 
correspondencia  con  él,  motivada  precisamente  por  su  cará^te 
de  los  predios  arrendados,  y  en  toda  ella,  y  muy  principalme; 
cartas  de  2  de  Noviembre  de  1902,  28  de  Marzo,  8  y  11  de  Á 
Junio,  8  de  Agosto  de  1903  y  4  de  Mayo  y  8  de  Noviembre  de 
presentaba,  era  de  apreciar  que  conocía  todos  los  accidentes  st 
el  actor  en  sus  relaciones  con  D.  Constantino  Lluch  y  la  garc 
blecida  sobre  las  referidas  ñucas  para  asegurar  la  suma  de  87( 
tas,  siendo  nota  distintiva  de  toda  la  correspondencia  la  de  q 
quín  Gual  ne  ofreció  á  darle  aviso  de  cualquier  infracción  poi 
arrendatario;  que  fiado  en  ello,  no  hizo  otra  gestión  que  la  < 
maba  su  condición  de  acreedor,  y  cuando  se  disponía  á  seguir 
clones  en  la  vía  de  apremio,  se  vio  sorprendido  con  que  ] 
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Gnal  7  D.  Oliverio  Martínez,  en  representación  de  la  Sociedad  Agrícola 
Industrial  Balear,  por  esoritara  otorgada  en  Palma  en  22  de  Febrero 
de  1905,  inscrita  el  4  de  Marxo^  rescindieron  el  contrato  de  arriendo  de 
la  Albnlera  de  Alcudia  y  Gata  Maix,  el  cual  qnedó  cancelado,  por  lo  onal 
se  Teía  obligado  á  reclamar  de  ellos  todos  los  dafios  y  per  jn icios  qne  se 
le  habían  irrogado,  privándole  del  derecho  real  hipotecario  qne  se  esta- 
Ueeió  por  contrato  inscrito  sobre  el  derecho  real  de  arrendamiento  do 
les  citados  predios,  de  lo  qne  y  de  que  la  hipoteca  aecendía  á  870.000  pe- 
setas en  concepto  de  principal  tenía  perfecta  constancia  D.  Joaquín 
Gnal  por  sns  relaciones  con  D.  Constantino  Llnch  y  con  el  actor,  y  la 
Sociedad  Agrícola  tenía  por  su  parte  el  conocimiento  qne  producía  el 
iiaber  sido  la  cesionaria  de  ese  derecho  real,  y  por  tanto,  la  obligada  á 
satisfacer  el  crédito  hipotecario  en  cuestión;  de  modo  que  uno  ú  otro,  en 
conciencia  exacta  de  sus  actos,  habían  otorgado  el  contrato  de  rescisión, 
contrayendo  las  responsabilidades  üe  hacer  efectivos  los  dafios  que  por 
su  culpa  habían  causado  á  un  tercero  ajeno  á  tal  contratación,  que  ade- 
mAs  había  resultado  beneficiosa  en  importante  cuantía  para  D.  Joaquín 
Gnal,  quien  mediante  la  rescisón  biso  suyas  las  mejoras  y  beneficios 
que  con  el  capital  particular  del  demandante  se  habían  realizado  en  los 
referidos  predios,  ^  pues  la  Sociedad  Martínez  Llnch,  hijo,  que  no  había 
pagado  lo  que  le  debía,  fué  la  que  gastó  enormes  sumas  en  la  prepara- 
eióji,  desecación  y  cultivo  de  aquellas  tierras,  como  sabía  Gnal;  y  citando 
€11  su  apoyo  los  fundamentos  legales  que  estimó  oportunos,  suplicó  se 
deelarase:  primero,  que  el  contrato  de  arriendo  de  la  Albufera  de  Alen- 
dim  y  Gata  Maix,  hoy  San  Luis,  estaba  hipotecado  á  su  favor  por  la 
sama  de  870.000  píasetas;  segundo,  que  la  rescisión  que  dicho  arriendo 
habtfan  contratado  D.Joaquín  Gnal  y  Gnal  de  Torrella  y  la  Sociedad 
Agrícola  Industrial  Balear,  teniendo  perfecta  constancia  de  aquella  hi- 
poteca, era  determinante  de  dafios  y  perjuicios  voluntariamente  inferi- 
dos al  actor;  condenando,  á  consecuencia  de  estas  declaraciones,  á  dicha 
fioeiedad  y  A  D.  Joaquín  Gual  á  que  le  pagaran  dentro  del  término  de 
tareero  día  cuantos  perjuicios  y  dafios  se  le  habían  ocaeionado  y  se  le 
ecasionasen  como  consecuencia  de  la  rescisión  del  arriendo  y  pérdida 
dal   derecho  real  sobre  aquél  constituido,  con  expresa  imposición  de 


Beealtando  qne  emplazada  la  Sociedad  Industrial  Agrícola  Balear, 
compareció  en  los  autos  y  fué  tenida  por  parte;  y  practicado  el  emplaza- 
miento de  D.  Joaquín  Gual  y  Gual  de  Torrella,  domiciliado  en  Palma 
de  Mallorca,  por  medio  del  correspondiente  exhorto,  promovió  ante  el 
Jni^ado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  dicha  ciudad 
coBSÜÓn  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando  en  su  apoyo:  que  era 
'  evidente  que  en  la  demanda  se  ejercitaban  contra  él  dos  accioDse,  una 
re*l«  al  pretenderse  la  declaración  de  que  sobre  el  predio  la  Alfura,  ra- 
dicado en  la  isla  de  Mallorca,  gravitaba  una  hipoteca  por  870.000  pesetas 
Oíoberdinadas  á  la  subsistencia  de  un  arrendamiento  inscrito  en  el  Be- 
gietro,  y  otra  personal,  vinculada  en  la  reclamación  de  daños  y  perjui- 
eAam  por  la  resoisión  de  un  arrendamiento  estipulado  y  rescindido  en 
üjna  de  Mallorca^  según  se  reconocía  en  la  demanda  y  se  comprobaba 
a  la  escriturado  arriendo  que  con  este  escrito  presentaba;  qne  el  ejerci- 
-»  de  la  acción  real  le  relevaba  de  toda  otra  razón  para  despojar  de  la 
[apetencia ¿los  Juzgados  d^  Madrid,  de  acuerdo  con  el  precepto  conteni- 
an  la  regla  8.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  eia 
'Mímente  incompetente  dicho  Juzgado  para  tramitar  la  demanda,  en 
uito  ésta  contenía  la  acción  personal  derivada  de  la  indemnización  de 
^oa  y  perjuicios  por  la  rescisión  del  arrendamiento  de  la  Albufera  me- 
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diante  contrato  estipulado  en  Palma  de  Mallorca  el  22  de  Febrero  de  1905» 
toda  vez  qae  al  aceptar  D.  Oeleatino  Martines  la  garantía  hipotecaria  del 
arriendo,  no  pndo  alterar  en  sn  provecho  loe  términos,  pactos  ni  sumi- 
siones jadiciales  estipnladas  en  el  contrato  de  arrendamiento  y  siendo 
ano  de  ellos  que  el  Jozgado  de  primera  instancia  de  Palma  de  Mallorca 
ínese  el  único  competente  para  entender  en  la  rescisión^  claro  estaba  que 
á  dicho  panto  debía  acudir  Martínez,  no  sólo  porqne  en  Madrid  no  radi- 
caba la  Albnfera,  sino  porque  en  Palma  debía  ventilarse  cnanto  tenía 
relación  con  la  rescisión  de  su  arrendamiento,  pactado  en  la  escritura  de 
27  de  Novli^mbre  de  1900,  lugar  además  fijado  para  el  cumplimiento  d» 
las  obligaciones  contractuales;  que  importaba  hacer  constar  que  como 
esos  supuestos  daños  y  perjuicios  reclamados  emanaban,  A  juicio  del  ac- 
tor, de  la  rescisión  estipulada  en  Palma  de  Mallorca  por  el  contrate  de 
22  de  Febrero  de  1906  del  arriendo  estipulado  en  el  mismo  punto  y  rea- 
lizada sobre  una  finca  radicante  en  dicha  isla,  la  regla  1.*  del  art.  62  de 
la  ley  procesal  dirimía  á  favor  del  demandado  la  competencia,  porque 
fijada  la  ciudad  de  Palma  de  Mallorca  para  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, cuantas  derivaciones  se  atribuyeran  y  efectos  se  adjudicasen  al 
cumplimiento,  rescisión  ó  nulidad  del  pacto,  debían  ventilarse  ante  el 
Juzgado  á  quien  se  dirigía  por  precepto  legal  y  acuerdo  contractual  ex- 
plícito; y  que  además,  si  los  dafios  y  perjuicios  los  deducía  el  actor  de 
la  rescisión,  como  lo  proclamaba  en  su  demanda,  claramente  demos- 
traba que  faé  Palma  de  Mallorca  el  lugar  que  sefialaba  como  pnnto 
del  nacimiento  y  realización  de  tales  dafios  y  perjuicios^  y  en  dicha  ciu- 
dad residía,  por  consiguiente,  la  competencia  para  discutirlos,  y  en  su 
caso  concederlos  ó  negarlos,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  del  Tribu- 
nal Sapremo  al  decidir  en  sus  sentencias  de  80  de  Abril  de  1894^  26  de 
Febrero  de  1883,  28  de  Diciembre  de  1888,  18  de  Mayo  de  1896  y  80  de 
Junio  de  1879,  que  en  el  lugar  donde  se  causaron  ha  de  reclamarse  los 
perjuicios: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  favorable  á  las 
pretensiones  de  D.  Joaquín  Gual,  y  de  acuerdo  con  él  dictó  auto  inhibi- 
torio el  Jaez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Oatedral  de  Palma 
de  Mallorca  con  fecha  6  de  Abril  último,  por  considerar,  en  cuanto  es 
pertinente,  que  debiendo  tomarse  como  punto  de  paitida  en  el  presente 
caso  el  primer  arrendamiento  que  D.  Joaquín  Gual  y  Gual  de  Torrella 
hizo  á  favor  de  D.  Oonstantino  L!nch  y  Tomás,  porque  á  éste  deben  su- 
bordinarse los  traspasos  snceslvos  que  haya  tenido  dicho  arrendamiento 
y  demás  operaciones  hasta  llegar  al  derecho  que  ostenta  D.  Oeleetlne 
Martínez  Vidal,  necesariamente,  por  la  simple  lectura  de  dicho  contrato 
de  27  de  Noviembre  de  1900,  se  ve  de  modo  claro  y  terminante,  qne  no 
deja  lu^ar  á  dada,  que  los  interesados  en  el  propio  contrato.  Goal  y 
Llach,  en  la  cláasula  18  del  mismo  ya  se  sometieron  expresamente  al 
fuero  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  esta  capital;  que  interpretan* 
dose  la  referida  cláasala  18  tal  coma  está  redactada,  y  á  fin  de  que  pro- 
duzca un  resultado  positivo,  por  lo  que  á  competencia  ó  sumisión  de 
fueros  pe  refiere,  se  ve  en  ella  evidentemente  que  los  contratantes  hi- 
cieron samíaión  expresa  á  favor  del  indicado  Juzgado  de  Palma  para 
caso  de  que  no  se  cumpliera  algana  de  las  condiciones  en  el  mismo  eoi 
trato  estHblecidas,  pudiendo  llegar,  como  consecuencia  de  dicha  falt 
no  sólo  al  desahucio  do  la  finca,  sino  también  hasta  la  rescisión  delco 
trato;  que  la  anterior  doctrina  que  sofltenta  este  Juzgado  á  favor  de  i 
competencia  para  entender  en  la  demanda  propuesta  por  D.  Gelestii 
Martínez  Vidal  está  sustentada  también  por  el  Tribunal  Supremo  de  Jo 
ticia  en  todas  las  sentencias  que  cita  D.  Joaquín  Gual  en  sn  escrito  d 
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de  Mane  último,  qne  debidamente  ha  ooní rentado  este  Jazgado;  pero 
ademáe,  ei  que  provee  aefiala  también  en  favor  de  ta  competencia  la  de 
4  de  Mario  de  1905,  qne  establece  de  modo  terminante  que  para  que  en 
u  contrato  conste  la  samisión  expresa  no  se  reqniere  precisamente  el 
empleo  de  la  fórmula  completa  qne  menciona  el  art.  67  de  la  ley  de  £n- 
Jnieiamiento  civil,  sino  que  basta  al  efecto  que  del  contexto  de  la  cláu- 
sula reepeetiva  ae  dednsca  la  concurrencia  de  las  circunstancias  que  de 
modo  indudable  manifiesten  que  la  competencia  se  atribuye  á  un  Jnex 
determinado,  y  como  en  el  presente  caso,  en  la  cláusula  18  aparece  la 
sumisión  expresa  de  los  otorgantes  Gual  y  Lluch  á  favor  del  Juagado  dé 
seta  eapital,  ea  evidente  que  hay  qne  atenerse  á  ella  tal  como  fué  hecha 
por  aquéllos,  que  es  la  establecida  en  el  articulo  antes  citado;  que  como 
en  la  demanda  de  D.  Celestino  Martínez,  formulada  contra  D.  Joaquín 
Gnal,  ae  ejercitan  dos  acciones,  una  real  y  otra  personal,  queda  ya  de- 
Boetrado  que  por  la  segunda,  ó  sea  la  reclamación  de  dafios  y  perjui- 
eies,  ee  competente  este  Juzgado  de  Palma,  porque  caso  de  que  existan 
y  que  efectivamente  se  hubiesen  cansado,  necesariamente  se  han  verifi- 
cado en  esta  capital,  con  motivo  de  la  rescisión  estipulada  en  el  contrato 
de  %%  de  Febrero  de  1906;  y  respecto  de  la  acción  real,  también  este  Juz* 
gado  tiene  la  competencia,  porque  el  demandante  D.  Oelestino  Martínez 
■o  puede  alterar  ni  modificar  en  provecho  propio  los  términos,  pactos  y 
sumisiones  expresas  que  se  derivan  del  primitivo  arriendo,  base  y  fun- 
damento de  la  hipoteca  que  el  citado  Martínez  tiene  á  su  favor  en  la  pre- 
sente oeasión: 

Beenltando  que  recibido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Hospicio,  de  esta  corte,  el  oficio  inhibitorio  con  el  testimonio 
eerrespondiente,  se  acordó,  con  suspensión  del  procedimiento,  oir  sobre 
la  inhibición  á  ias  partes  personadas;  y  entregados  al  efecto  los  autos  á 
D.  Oeleetino  Martínez  Vidal,  se  opuso  á  ella,  alegando:  1.^,  que  no  era 
aeeióQ  real  la  entablada  en  su  demanda,  como  lo  demostraba  la  simple 
lectura  de  la  súplica  de  la  misma,  en  la  qne  no  se  pretendía  la  consecu- 
ción, el  reconocimiento,  ni  mucho  menos  la  subsistencia  de  la  hipoteca, 
como  anponian  los  que  razonaban  en  Palma,  pues  las  dos  declarRciones 
que  en  la  sóplica^e  interesaban  se  referían  concretamente  á  los  dos  he- 
ahos  que  determinaban  la  procedencia  de  la  petición  de  perjuicios  que 
sraob]eto  de  la  demanda,  pidiéndose  como  base  de  aquel  resarcimiento 
la  deolamción  de  que  la  hipoteca  sobre  ei  arriendo  de  la  Abafera  exis- 
tió, y  que  la  reseiaión  del  mismo  contrato  hecha  por  los  demandados, 
qne  eonecían  la  hipoteca,  fué  determinante  de  dafios  y  perjuicios  volun- 
tariamente inferidos  al  demandante;  y  en  consecuencia  de  estas  decía- 
raeionee,  ee  solicitaba  la  condena,  objeto  primordial  da  la  demanda,  ó 
sea  el  reearcimiento  de  aquellos  perjuicios,  de  modo  que  la  alusión  á  la 
exlsteneia  de  la  hipoteca  no  significaba  nada,  pues  no  se  le  hacía  objeto 
de  la  petición  contra  los  demandados,  sino  qne,  por  el  contrario,  se  daba 
por  beoho  que  con  la  rescisión  á  que  seguidamente  se  aludía  quedó  la 
bipotec»  destruida,  y  con  su  destrucción,  producido  el  perjuicio  recla- 
"■ado;  qne  seria  incongruente  é  incompatible  la  primera  parte  de  la  sú- 
iea  de  la  demanda  con  la  parte  principal  de  la  misma  si  se  admitiese 
m  la  parte  contraria  que  la  demanda  se  encaminaba  á  que  se  declarase 
.  Bobeietencia  de  la  hipoteca,  puesto  que  precisamente  ee  reclamaban 
iperjnicioe  por  haberse  destruido  aquella  misma  hipoteca  por  la  res- 
dón  del  arriendo  sobre  qne  estaba  constituida,  no  cabiendo  simultá- 
'mente  en  la  misma  súplica  la  petición  de  subsistencia  y  la  de  perjui- 
I,  qne  en  todo  caso  se  habría  hecho  en  forma  alternativa,  siendo,  por 
'^,  evidente  qne  ni  por  la  redacción  de  la  súplica  de  la  demanda,  ni 
I  TOMO  106  41 
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por  la  esencia  de  ella,  podía  aceptarse  qne  aqnélla  estoTiera  fondada  en 
lae  dos  acciones,  real  j  personal,  y  lo  único  qne  podría  soatenerae  oon 
algún  f  andamento  sería  qne  la  acción  entablada  por  él  tuviese  el  earáe* 
ter  de  acción  mixta  por  proceder  jnntamente  del  derecho  real  de  hipoteoa 
y  del  acto  de  rescisión  del  arrendamiento^  y  ann  entonces  sería  clara  la 
competencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hespido» 
puesto  que  la  regla  4.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  esta- 
blece qne  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas  será  Jnea 
competente  el  del  lugar  en  que  se  bailen  las  cosas  ó  el  del  domicilio  del 
demandado,  á  elección  del  demandante;  3.^,  que  para  demostrar  que  la 
sumislóú  que  en  el  contrato  de  arrendamiento  formalisaron  arrendador 
y  arrendatario  en  favor  de  los  Tribunales  dé  Palma  de  Mallorca,  no  obli- 
gaba al  exponente  como  hipotecante  de  aquél,  bastaba  conocer  los  térmi- 
nos del  art.  57  de  la  ley  procesal,  en  el  que  se  exige  que  la  sumisión  ox* 
presa  sea  por  loe  interesados,  renunciando  clara  y  terminantemente  on 
fuero  propio,  y  considerar  que  en  el  presente  caso  el  interesado,  é  qnlan 
se  suponía  sometido  expresamente,  no  sólo  no  intervino  en  el  contrato, 
y,  por  tanto,  no  pudo  hacer  personalmente  la  terminante  renuncia  de  so 
fuero,  sino  que,  lejos  de  derivar  derecho  ninguno  de  ambos  contratantes 
sometidos,  dirigía  contra  los  dos  la  demanda,  porque  ambos,  oon  8« 
acuerdo  de  rescisión,  le  habían  perjudicado;  que  no  habiendo  de  dioon- 
tirse  en  este  juicio  el  contrato  de  arriendo,  no  podía  pretenderse  que  rt* 
giera  la  competencia  de  jurisdicción  allí  establecida,  y  aun  cenoedieode 
lo  que  no  era  cierto,  ó  sea  que  el  presente  pleito  se  siguiese  entre  loe 
mismos  contratantes  y  éstos  discutiesen  cualquier  extremo  del  contrate 
que  no  fuese  el  pago  del  canon  ó  la  reclamación  del  mismo,  tampooo  pe- 
dría  invocarse  la  misión  expresa,  porque  la  sumisión  sólo  si:  hiio  pera 
los  efectos  del  pago  del  precio  y  para  la  acción  ejecutiva  que  hubieee  de 
entablar  el  arrendador  por  la  falta  de  pago,  y,  por  tanto,  ni  por  el  al- 
cance de  los  términos  de  la  sumisión,  ni  porque  ésta  pudiera  oblicpar  á 
quien  no  intervino  en  el  contrato  ni  ejercitaba  derechos  ni  aocionee  qne 
del  mismo  se  derivasen,  podría  considerarse  aquella  sumisión  como  re* 
gla  de  la  competencia  para  conocer  de  estos  autos;  y  8.^,  que  aunqne  ee 
cierto  que  el  Tribunal  Supremo  ha  declarado  que  es  Jues  competente 
para  conocer  de  las  demandas  sobre  dafios  y  perjuicios  el  del  logar  en 
qae  los  perjuicios  se  causaron,  no  podía  sostenerse  que  los  que  reclama^ 
ba  se  le  hubieran  causado  en  Palma,  porque  á  tanto  equivaldría  afirmar 
qne  loe  dafios  y  perjuicios  originados  por  un  pedrisco  se  causaron  en  lae 
nubes,  donde  se  formó;  y  por  eso  el  Tribunal  Supremo,  en  lae  eentenciee 
citadas  por  Gual,  dice  lo  contrario  de  lo  sostenido  por  éste,  afirmande 
que  el  lugar  en  que  se  causa  el  perjuicio  es  aquel  en  que  éste  se  enfie; 
habiendo  además  invocado  D.  Celestino  Martines  en  apoyo  de  sn  im* 
pngnación  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  18  de  Mayo  de  1896  y 
ae  de  Febrero  de  1888: 

Resultando  que  entreiradoB  los  autos  á  la  representación  de  la  Socie- 
dad Aj^rícola  industrial  Balear,  ee  opneo  también  á  la  inhibición,  eeete- 
niendo  que  en  la  demanda  se  ejercitaba  una  acción  personal,  y  qne  ne 
podía  invocarse  la  snmlsión  estipulada  en  el  contrato  de  arriende,  por« 
qae  se  convino  para  los  casos  de  reciaraacióa  del  pago  del  arrendamien- 
to, porque  estas  actuaciones  eran  distintas  y  porque  tal  sumisión  ya  n< 
ern  eneas  y  válida  entre  los  mismos  contratantes  qne  la  estableclereí] 
y  oído  el  Ministerio  flesal,  que  también  impugnó  la  inhibición  propnei 
ta,  por  tratarse  del  ejercicio  de  una  acción  personal  y  ser  de  aplieaoltf 
la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil,  en  4  de  Jal 
último  dictó  auto  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hoepis 
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-de  6ita  corte,  reehaxando  el  reqoerimlento  inhibitorio  y  eoetenlendo  en 
«pmpeteiiciB  para  eegair  conociendo  dei  asunto,  por  considerar  que  la  ao- 
"Ción  ejercitada  por  D.  Oelestino  Martines  en  su  demanda  es  estrictamente 
de  carácter  personal,  no  siendo  posible  en  derecho  dar  otra  acepción  á 
las  pretensiones  que  concreta  en  sa  súplica,  caya  acción  no  nace  de  la  es^ 
critara  de  27  de  Noviembre  de  1900,  en  qae  ninguna  intervención  tuvo 
D.  Celestino  Martines,  por  lo  qne  no  puede  afectar  á  éste  la  sumisión 
que  los  otorgantes  de  aquel  instrumento  público  hicieron  en  favor  de 
los  Tribunales  de  Palma,  menos  dado  que  la  sumisión  fuera  para  las 
acciones  de  desahucio  y  ejecutiva  en  su  caso,  y  meaos  aún  si  se  tiene  en 
cuenta  que  aquella  escritura  fué  rescindida  y  aúulada  por  la  de  22  de 
Febrero  de  1906;  que  pedida  en  la  demanda  la  declaracrón  de  que  la  res- 
cisión objeto  de  la  escritura  últimamente  citada  es  determinante  de  da- 
llos y  perjuicios  inferidos  al  actor,  y  que,  en  consecuencia,  se  condene  á 
los  demandados  á  su  abono,  no  presupone  que  los  dañes  y  perjuicios,  en 
sn  caso,  se  cansaran  en  Palma,  porque  allí  se  otorgara  la  rescisión,  y  on 
tal  sentido,  por  los  mismos  preceptos  y  decisiones  del  Tribunal  Supremo 
qne  Invoca  el  Juagado  requirente,  dando  él  por  supuesto  que  allí  se  can- 
earan dafios  y  perjuicios  y  la  sentencia  de  18  de  Mayo  de  1891,  la  compe- 
tencia qne  se  discute  radica  en  este  Juzgado  del  Hospicio;  qne  tanto  per 
el  carácter  personal  de  la  acción  ejercitada  por  el  actor,  como  por  raaón 
de  lo  qne  en  la  demanda  se  pretende,  es  evidente  que  el  conocimiento 
del  juicio  promovido  compete  á  este  Jusgado,  ya  qne  en  esta  corte  tiene 
so  domicilio  la  Sociedad  Asricola  Industrial  Balear,  conjuntamente  de- 
mandada con  D.  Joaquín  Gual,  con  arreglo  á  lo  terminantemente  dis- 
puesto en  la  regla  2.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pá- 
rrafo 2.^  de  la  misma: 

Resultando  que  el  Juea  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Oate  - 
dral  de  Palma  de  Mallorca  insistió  en  la  inhibitoria  propuesta,  lo  que 
comiinicó  al  requerido,  y  en  su  virtud,  ambos  Juzgados  han  remitido 
BUS  actuaciones  respectivae  á  este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sus- 
tanciado la  competencia  con  arreglo  á  derecho  ó  intervención  del  Minis- 
terio fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 
Oensiderando  que  como  en  la  preeente  reclamación  se  pretende  la 
condena  de  los  demandados  al  pago  de  dafios  y  per  j nielo j  que  se  supo- 
mn  producidos  por  la  rescisión  de  un  contrato  do  arrendamiento  de  cier- 
to predio  rústico,  acordado  entre  los  mismos,  no  puede  menos  de  esti- 
marse, á  los  efectos  de  determinar  la  competencia,  que  la  acción  ejerci- 
tada es  la  personal,  según  se  expresa,  y,  en  su  coi^decionoia,  y  no  me-» 
diando  sumisión,  porque  el  actor  no  intervino  en  1:;  en-^ritura  en  qne  se 
snpone  pactada,  ha  de  regirse  el  caso  por  la  regla  1.*^  del  ar¿.  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Oonsiderando  qne  en  tanto  sería  aplicable  el  párrafo  2.^  de  dicha  re- 
gla y  no  el  primero,  en  cuanto  hubiera  algún  principio  de  prueba  del 
qni»  se  derivara  la  existencia  de  una  obligación  mancomunada,  ó  sea  de 
algún  vínculo  que,  ligando  á  los  dos  demandados  con  el  actor,  diera  lu» 
ar  á  admitir  la  presunción  que  establece  el  art.  1137  del  Código  civil; 
»o  no  baeti|  para  dicne  efecto  qne  se  comprendan  en  una  demanda  dos 
I  más  personas,  ni  per  sí  sola  la  estimación  personal  y  subjetiva  que 
laga  el  actor  per  lo  tocante  á  la  extensión  de  la  obligación,  pues  de  otra 
usrte  quedarla  al  arbitrio  del  miemo  el  privar  á  una  de  las  partes  con- 
rarlas  de  sn  propio  fuero: 
tensiderando  qne  no  pudiendo  por  ahora  presomirse  la  mancomuni- 
d,  y  menos  por  tanto  la  solidaridad  en  la  obligación  que  se  invoca,  el 
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conocimiento  de  este  pleito,  en  cnanto  b1  demandado  qne  ha  promovida* 
laoueetión  por  inhibitoria,  de  conformidad  al  párrafo  1.^  de  la  regia  ex— 
presada,  corresponde  al  Jaes  del  lagar  donde  en  sn  caso  debe  cumplir  la 
obligación,  cn^o  lugar  es  el  de  en  propio  domicilio,  según  el  art.  1171^ 
del  Código  civil,  por  no  aparecer  designado  otro  distinto; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
«otos  antos  corresponde  al  Jaez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la. 
Catedral,  de  Palma  de  Mallorca,  al  qne  se  remitan  todas  las  actnaclonea». 
poniéndose  esta  resolnción  en  conocimiento  del  de  ignal  dase  del  distri- 
to del  Hospicio  de  esta  corte,  y  siendo  de  cnenta  respectiva  de  las  partea 
las  costas  causad  bs. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  G(íeeta  den- 
tro de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en 
la  CoLXCciÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeco8.= Vicente  de- 
Finiés.r=: Víctor  Covián.^IIdefonso  López  Aranda.=Camilo  María  Gn- 
Uón. 

Pablicación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
breado  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne- 
eertlñco  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Noviembre  de  1906.=:Licenciado  Marcelino  San  Román». 


N^um.  117.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  de  Noviembre, 
publicada  el  21  de  Diciembre. 

Competencia.— Pa^o  de  />e«tf^a«.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  de  primera  instancia  de  Lugo  la  sostenida  con  el  de 
igual  ciase  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  demanda  interpuesta  por  la  Ck)mpañfa  ferroviaria 
Vasco  Castellana  contra  D.  José  Diaz. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  se  establece: 

Que  la  naturaleza  del  eonti^aio  de  euseripeión  de  obligaeionee  fd' 

foteearias  emitidas  por  una  Sociedad^  no  exige  de  manera  ineludi-- 
le  que  se  veriñque  el  pago  en  el  domicilio  de  aquélla: 
Que  en  el  propio  caso  no  apareciendo  de  dato  alguno  obrante  en 
el  pleito  que  el  pago  haya  de  veriñearse  en  algún  punto  determinado, . 
es  evidente  que  conforme  á  los  articulas  1171^  párrafo  3.^  del  Código 
civil  y  62^  regla  1.^  de  la  ley  procesal,  ha  de  decidirse  la  competen- 
cia que  sobre  el  particular  se  promueva  en  foDor  del  Juero  ¿el  de* 
mandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Noviembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jnes  de  primera  instancia  de  Lngo  al  de  iirnal  clase  del  distrito  del  Cen- 
tre de  Bilbao  en  el  conocimiento  del  juicio  ejecntivo  incoado  ante  el  úl- 
timo  por  la  Compafiía  ferroviaria  Vasco  Castellana,  domiciliada  en  BU» 
bao,  contra  D.  JoBé  Días  Andión,  Presbítero,  vecino  de  Lago,  sobre  page 
de  pesetas;  habiendo  comparecido  en  este  Tribnnal  £lnpremo  únicamentr 
7a  citada  Oompafiía,  represpotada  por  el  Procarador  D.  Fernando  Bamói 
Lnis,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Rafael  María  de  Labra: 

Besnltando  qne  la  Cümppfíia  anónima  ferroviaria  Vasco  Castellana. 
een  domicilio  legal  en  Bilbao,  ofreció  al  público  obligaciones  de  primen 
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íhipotecA  en  tres  series  de  360,  600  y  1.000  peaetae,  al  tipo  de  98  y  medio 
,per  100,  debiendo  ios  snecriptoreB  satisfacer  so  importe  en  nneve  plasos: 
«1  primero  de  eilos,  el  10  por  100,  el  día  17  de  Julio  de  1902,  al  devoWer 
-á  la  Oompafiía  la  fórmula  de  petioión  que  había  sido  repartida,  diciendo 
textualmente  el  anuncio  circular  ó  prospecto  que  la  Oompafiía  publicó, 
-después  de  indicar  que  su  domicilio  legal  era  Bilbao:  cLos  que  deseen 
suscribirse  á  estas  obligaciones  deberán  firmar  la  fórmula  con  este  pros* 
pecto,  y  remitirla  ó  depositarla  en  poder  de  cualquiera  de  los  banqueros 
enyos  nombres  se  consignan  en  la  cuarta  página.  Oon  la  misma  fórmula 
deberán  entregar  ó  remitir  el  10  por  100  del  total  nominal  de  las  obliga* 
«iones  porque  se  suscriban.  También  pueden  mandarse  firmadas  las  fór- 
malas  directamente  á  las  oficinas  de  la  Compañía,  calle  Ibáfiez  de  Bil- 
bao, núm.  8,  en  Bilbao;  calle  de  Alcalá^  núm.  73,  en  Madrid,  ó  á  76,  Lom* 
bard  Street,  Londres,  remesando  al  propio  tiempo  en  sobre  certificado  el 
10  por  100  mencionado  en  cheques  ó  talones,  billetes  de  Banco  ú  otros 
▼alores  pagaderos  á  presentación,  sujetos,  sin  embargo,  é  la  revisión  de 
los  mismos  respecto  á  valides  y  pago»: 

Resaltando  que  D.  José  Días  Andión,  vecino  de  Lugo,  por  medio  de 
"Xórmula  repartida  por  la  Oompafiía  ferroviaria  Vasco-Cafiteilana,  bus- 
«ribió  el  Lugo  en  17  de  Julio  de  1902,  con  intervención  de  un  corredor 
de  comercio,  10  obligaciones  de  primera  hipoteca  de  la  serie  tercetA  de 
á  1.000  pesetas  nominales  cada  una,  emitidas  por  aquélla  conforme  con 
•1  anuncio  publicado,  entregando  en  el  acto  de  la  suscripción  á  los  ban- 
queros Soler  é  Hijos  de  dicha  ciudad  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  im- 
porto del  10  por  100  del  valor  nominal  de  dichas  obligaciones: 

Resultando  que  la  Oompafiía  anónima  ferroviaria  Vasco  Oastellana 
promovió  en  escrito  de  28  de  Febrero  de  1906,  que  presentó  en  el  Deca- 
nato de  los  Jusgados  de  primera  instancia  de  Bilbao,  y  fué  repartido  al 
del  distrito  del  Oentro,  diligencias  preparatorias  de  ejecución  contra  don 
José  Días  Andión  por  la  cantidad  de  7.860  pesetas  que  era  en  deber  para 
oompletar  el  importe  de  las  obligaciones  que  suscribió,  solicitando  qne 
«éste  compareciese  ante  el  Juagado  y  reconociese  bajo  juramento  indeoi- 
«orio  la  firma  y  rúbrica  puestas  por  el  mismo  al  pie  del  documento  do 
aoscripción  que  desde  Lugo  dirigió  é  la  Oompafiía,  y  qne  al  efecto  pre- 
oentó;  y  librado  con  ese  objeto  el  correspondiente  exhorto  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Lugo,  D.  José  Días  Andión  reconoció  á  su  presencia 
«amo  saya  la  firma  y  rúbrica  que  con  su  nombre  apareció  al  fi,nal  de  di- 
cho docnmento,  afiadiendo  que  no  reconocía  la  competencia  del  Jues  ex- 
hortante: 

Resaltando  que  la  referida  Oompafiía  ferroviaria,  haciendo  relación 

do  estos  antecedentes,  y  manifestando  que  D.  José  Díaz  Andión  sólo  ha- 

i¡iñ  satisfecho  el  importe  de  los  dos  primeros  plazos  de  nueve  que  debía 

satisfacer  como  total  importe  de  las  10  obligaciones  de  la  tercera  serie  é 

<)ue  se  suscribió,  dedujo  contra  él  demanda  ejecutiva  en  el  Juzgado  de 

primera  instancia  de  Bilbao  por  la  cantidad  de  7.S60  pesetas,  intereses 

legales  y  costas,  con  las  peticiones  propias  del  caso;  y  despachada  la  eje 

Dción  pretendida,  el  Juez  del  distrito  del  Centro  de  Bilbao  dirigió  ex- 

orto  al  de  Lugo  para  el  requerimiento  de  pago,  embargo  de  bienes  en 

a  defecto  y  citación  de  remate  del  deudor,  como  así  se  realizó  el  2  de 

Kgcmto  último: 

Resaltando  que  el  mismo  día,  D.  José  Díaz  4ndión  presentó  escrito 
i  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lugo,  promoviendo  la  inhibitoria 
Jurisdicción,  en  el  cual  alegó:  que  ni  en  el  boletín  de  suscripción  qnn 
nó  en  dicha  ciudad,  ni  en  otro  documento  alguno,  se  había  fijado  el 
(ar  del  pago,  por  lo  que  al  declarar  sobre  la  legitimidad  de  su  firma  j 
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nrúbrica  estampada  en  aqnél,  negó  competencia  al  Jnes  del  distrito  delL 
Centro  de  Bilbao  para  conocer  del  asnnto,  no  obstante  lo  qne  tramitó  la. 
demanda  ejecntiva  y  despachó  la  ejecución,  como  si  el  pago  debiera  ye- 
Tificarse  en  Bilbao;  qne  en  la  demanda  se  consignaba,  como  era  natural^ 
qne  el  demandado  era  vecino  de  Lugo;  pero  al  ignal  qne  en  el  boletín  de* 
suscripción  no  se  hacía  en  ella  la  más  peguefia  indicación  de  cuál  era  el 
lugar  donde  debía  hacerse  el  pago,  existiendo,  por  el  contrario,  motiros 
para  sostener  que  había  de  realisarse  en  Lugo,  toda  ves  que  en  dicho 
punto  entregó  los  dos  primeros  plasos;  que  siendo  personal  la  acción  en»- 
tablada,  es  Jues  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse,  f  á  falta 
de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el 
del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él  pudiera  hacerse  el  empiasa- 
miento;  que  según  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil y  el  art.  1171  del  Oódigo  civil,  el  lugar  del  pago^  á  falta  de  designa- 
ción, es  el  domicilio  del  demandado;  y  que  no  habiéndose  sefialado  pnnt» 
para  el  pago,  era  competente  el  Juzgado  á  que  se  dirigía  para  conocer  de 
la  demanda  ejecutiva;  y  emitido  dictamen  por  el  Ministerio  fiscal,  en  7 
de  Agosto  dictó  auto  inhibitorio  el  Juex  de  primera  instancia  de  Lugo^ 
fundado  en  las  razones  ezpuestaa  por  el  demandado  en  el  anterior  es- 
crito: 

Besultando  que  recibido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Centro  de  Bilbao  el  oficio  inhibitorio  con  el  testimonio  corres* 
pendiente,  lo  impugnó  la  Oompafiía  ferroviaria  Vasco* Castellana,  ale« 
gando:  que  no  era  exacto  qne  no  se  hubiese  designado  lugar  para  el  cum- 
plimiento de  la  obligación,  pues  en  el  prospecto  que  se  publicó  y  repartió^ 
después  de  indicar  que  el  domicilio  legal  de  la  Oompafiía  era  Bilbao,  so 
consignó  que  los  que  deseasen  suscribirse  á  las  obligaciones  deberían 
firmar  la  fórmula  que  se  adjuntaba  y  remitirla  ó  depositarla  en  poder  de 
cualquiera  de  los  lüinqueros  cuyos  nombres  se  indicaban  en  la  cuarta 
plana,  debiendo  entregar  ó  remitir  con  la  fórmula  el  10  por  100  del  totaí 
nominal  de  las  obligaciones  suscritas,  y  que  también  podían  mandarse 
firmadas  las  fórmulas  directamente  á  las  oficinas  de  la  Oompafiía,  calle 
de  Ibáfies  de  Bilbao,  en  Bilbao;  Alcalá,  87,  en  Madrid,  ó  á  Lembaid 
Street,  78,  en  Londres,  remesando  al  propio  tiempo  en  sobre  certificado 
el  10  por  100  mencionado  en  cheques,  billetes  de  Banco  ú  otros  valorea- 
pagaderos  á  presentacióD,  sujetos^  sin  embargo,  á  la  revisión  de  los  mis- 
mos respecto  á  validez  y  pago;  que,  por  tanto,  bien  hubieran  mani- 
festado los  obligacionistas  su  aceptación  por  correo  directamente  á  la 
Oompafiía,  ó  bien  lo  hubieran  hecho  por  medio  de  sus  banqueros,  á  la 
vista  estaba  que  el  contrato  se  había  realizado  por  medio  de  correspon*- 
dencia,  suscribiendo  la  aceptación  el. aceptante  en  punto  distinto  de 
aquel  en  que  se  hizo  la  oferta  por  la  Oompafiía,  á  cuyo  conocimiesto 
tenía  que  llegar  esa  aceptación  para  que  quedara  perfeccionado  el  con- 
trato, según  el  art.  54  del  Oódigo  de  Oomercio,  determinando  el  l.S6)y 
párrafo  2.^,  del  civil,  que  la  aceptación  hecha  por  carta  no  obliga  al  qoo 
hizo  la  oferta  sino  desde  que  llegó  á  su  conocimiento,  presumiéndose 
celebrado  en  tal  caso  el  contrato  en  el  lugar  en  que  se  hizo  la  oferta, : 
como  ésta  se  hizo  desde  Bilbao,  esta  ciudad  era  el  lugar  del  contrato ) 
no  Lugo,  que  f  aé  desde  donde  se  aceptó;  que  del  mismo  modo  que  la  na 
turaleza  del  contrato  exigía  que  el  lugar  del  mismo,  fuera  Bilbao,  así  1 
naturaleza  de  las  obligaciones  de  él  derivadas  imponía  que  el  lugar  d 
su  cumplimiento  fuera  también  ese  punto,  pues  los  contratos  se  hae 
para  cumplirse,  y  su  validez  y  cumplimiento  no  puede  dejarse  al  arl 
trio  de  uno  de  los  contratantes,  y  no  dejaría  de  ser  absurdo  el  qne  i 
ebligacionista  cualquiera  pudiera  compeler  á  la  Oompafiía  al  enm-^ 
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atento  de  tedia  sus  ebligaeionea  y  en  cambio  se  hallase  ésta  privada  de 
medioe  para  compeler  á  loa  obligacionistas  al  de  las  snyas,  lo  onal  re- 
iBltarlA  de  proeperar  la  pretensión  del  demandado,  y  el  Tribunal  Snpre- 
ao  declara  en  en  oentencia  de  9  de  Noviembí^  de  1888  qne  se  designa  de 
un  modo  táeito  cuando  la  obligación  lleva  en  si  la  condición  implícita 
del  logaron  qne  ha  de  ser  campiida;  qne  aparte  de  esto,  los  términos  del 
contrato  respecto  al  Ingar  en  que  debía  cumplirse  la  obligación  estaban 
claros,  pues  la  Compafiía  decía  en  el  anuncio  transcrito:  cTambién  pue- 
den mandarse  firmadas  las  fórmulas  directamente  á  {as  oficinas  de  la 
mismAf  en  Bilbao,  y  al  emplear  la  palabra  directamente,  estaba  eviden- 
temente expresado  que  el  lugar  «del  cumplimiento  de  la  obligación  era 
Bilbao,  y  que  los  banqueros  designados  en  la  página  cuarta  y  el  correo 
aran  simples  conductores,  de  que  los  obligacionistas  podían  valerse  á  su 
elección  para  remitir  á  dicho  punto  el  importe  de  los  dividendos;  y  que 
además  la  intención  de  los  contratantes,  deducida  de  la  naturaleza,  tér- 
minos del  contrato  y  actos  realiaaaos  para  cumplirlo,  expresaba  de  modo 
indudable  que  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  era  Bilbao, 
pues  la  misión  de  los  banqueros  autorizados  para  recibir  las  fórmulas  de 
suscripción  y  remitirlas  con  el  10  por  100  al  domicilio  legal  de  la  Com- 
pafiía era  simplemente  mecánica  y  con  el  fin  de  dar  facilidades,  pudien- 
do  dirigirse  para  ello  á  cualquiera  de  los  banqueros  indicados  en  el  pros- 
pecto, y  aun  en  el  supuesto  de  que  se  considerase  como  lugar  del  cum- 
plimiento de  la  obligación  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  ellos,  como 
el  crédito  de  la  Unión  Minera,  que  era  uno  de  los  banqueros  designados, 
ssteba  domiciliado  en  Bilbao,  siempre  resultaría  competente  el  Juagado 
de  didio  punto  para  conocer  de  la  presente  demanda  >: 

Besultendo  que  de  acuerdo  con  el  dictomen  del  Ministerio  fiscal  dicto 
nato  el  Jasa  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oentro  de  Bilbao  en  28 
de  Agosto  último,  rechazando  el  requerimiento  inhibitorio  y  sostenimi- 
do  su  eompetencia  para  seguir  conociendo  del  asunto: 

Beenitando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Lugo  insistió  en  sn 
competencia,  lo  que  comunicó  al  requerido  y  en  su  virtud,  remitieron 
ambos  en  forma  debida  sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Su- 
premo, y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al 
Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covían: 

Gonaiderando  que  aun  cuando  dados  los  términos  del  anuncio,  ciron- 
lar  ó  prospecto  y  fórmula  acompafiada,  referente  á  la  suscripción  de  las 
obligactones  emitidas  por  la  Oompafiia  ferroviaria  Vasco  Oastollana,  no 
podiera  estimarse  que  el  lugar  designado  para  el  cumplimiento  en  su 
totalidad  de  la  obligación  contraída  por  D.  José  Díaz  Andión  fuese  Lugo, 
psuto  donde  oe  sosoribió  y  satisfizo  los  dos  primeros  plazos,  como  de 
toda  snerto  no  aparece  del  mencionado  documento  ni  de  dato  alguno 
olvanto  en  el  pleito  que  el  pago  de  los  siete  dividendos  pasivos  recla- 
madoa  deUera  verificarse  precisamente  en  Bilbao  ó  en  otro  punto  detor- 
aunado,  y  además  que  la  naturaleza  de  la  expresada  obligación  exija  de 
nuuMra  iBelodible  que  se  verificara  en  la  última  villa  que  se  cita,  por 
sotar  en  ella  domiciliada  la  Compafiía  que  emitió  dichas  obligaciones, 
es  evidente  que,  conforme  á  lo  prescrito  en  los  artículos  1171,  párrafo 
8.^,  del  Código,  y  62,  regla  1.*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  de 
teiiirse  el  eenflcto  surgido  en  favor  del  fuero  del  demandado: 

Fallasftofl  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
^  pteeente  demanda  coresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Lugo, 
'>  «atoa  ae  lemitoa  todas  las  actuaciones,  poniéndolo  en  conocimiento 
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del  de  igaal  clase  del  distrito  del  Oentro  de  Bilbao»  siendo  de  cuenta  i 
pectiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  aaestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dé  Mi^ 
drtd  dentro  de  los  dies  días  siguientes  al  de  sn  fecba  é  insertará  á  mi 
tiempo  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiac 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=Jo0é  de  Aldecoa. 
Vicente  de  Piniée.  =  Víctor  Oovián.  =  Ildefonso  Lopes  Aranda.=£lA«> 
milo  María  Gullón.  ^ 

Publicación. p=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal,  Supremo,  ce* 
lebrando  audiencia  pública  su  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  óm 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Noviembre  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martines  Bols» 


£>7um.  118.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 13  de  Noviembre, 
publicada  el  14  de  Diciembre  de  1907. 

Casación  por  infracción  de  hEY.^Reconoeimiento  de  dominio. — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurgo  interpuesto 
por  D.  Bonifacio  Carrillo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  ae  Madrid,  en  pleito  con 
b.  Telesforo  Bachiller. 
En  8US  coNSiOERANDOs  80  estableco.* 

Que  al  establecerse  de  modo  explícito  que  si  dentro  de  un  tér* 
mino  dado  devuelve  el  vendedor  el  precio  de  la  eosa  vendida  tendrá 
el  derecho  de  recobrarla^  se  consigna  claramenie  un  contrato  de 
venta  con  pacto  de  retro,  y  no  el  de  préstamo^  aunque  se  estipule 
que  el  vendedor  haya  de  pagar  y  además  del  precio  para  retraer^  de^ 
terminado  interés ^  ya  que  este  particular  no  afecta  á  la. esencia  del 
contrato  y  es  sólo  consecuencia  de  lo  que  se  hubiese  pactado,  eon^ 
forme  al  art.  Í507  del  Código  civil: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  los  or- 
ttculos  464, 1176, 1275, 1278, 1281, 1518  y  1543  del  Código  iivil: 

Que  cuando  los  términos  de  un  contrato  son  claros  y  no  ofrecen 
duda  sobre  la  intención  de  los  contratantes,  debe  estarse  al  sentido 
literal  de  sus  cláusulas: 

Que  en  los  contratos  onerosos  debe  entenderse  por  eauea  para 
cada  parte  contratante  la  prestación  ó  promesa  de  una  eosa  ó  ser^ 
vicio  por  la  otra  parte: 

Que  no  es  licita  en  casación  la  impugnación  de  las  añrmaeioñee 
de  la  Sala  sentenciadora  hechas  en  virtud  de  toda  la  prueba  practi' 
cada,  cuando  no  se  combate  tal  juicio  por  el  medio  estableeiao  en  el 
núm,  7.°  del  ari.  1692  de  la  ley  procesal: 

Que  son  improcedentes  las  infracciones  alegadas  haciendo  «u* 
puesto  de  la  cuestión: 

Que  conforme  al  art,  1468  del  Código  dvil,  corresponden  al  com- 
prador^ desde  el  día  en  que  se  perfeccionó  el  contrato,  los  fruios  de 
la  cosa  objeto  de  la  venta. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  4  18  de  Noviembre  de  190S,  en  el  jnleto 
declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia  de  Cifuentes  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  terrtte- 
Tial  de  esta  corte  á  instancia  de  D.  Telesforo  Baohiüet  Pérsi  contra  doi 
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BonifMio  Oarrillo  lisrtines,  ambos  vecinos  de  Trillo,  sobré  reconoei-  "^ 
miento  del  dominio  de  ana  finca,  restitnción  de  la  misma,  con  los  ira- 
tes,  7  abono  de  dafios  y  perjuicios;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  d«  re- 
cuso de  casación  por  infracción  de  ley  interpneete  por  el  Procurador 
D.  Lacio  Alvares,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Demetrio  Artiaga,  en 
rqiresentación  de  D.  Bonifacio  Oarrillo;  no  habiendo  comparecido  ante 
sMe  Tribonal  Supremo  la  paite  recurrida: 

Resultando  que  en  17  de  Abril  de  1899  D.  Bonifacio  Carrillo  liquidó 
en  Briboega  con  D.  Hermenegildo  y  Dofia  Amalia  Pérez  Romero  las 
cuentas  atrasadas  procedentes  de  un  préstamo  efectuado  por  escritura 
ds  24  de  Enero  de  1869,  en  cuya  liquidación^  á  ruego  de  Carrillo,  inter- 
vino D.  Telesforo  Bachiller,  quien  por  su  amistad  con  los  acreedores 
oansignió  una  condonación  parcial  de  intereses,  quedando  obligado  el 
deudor  á  pagar  en  el  acto  la  cantidad  de  2.600  pesetas,  que  por  careier 
éste  de  metálico  fueron  facilitadas  por  Bachiller,  habiéndose  cancelado 
la  hipoteca  sobre  varias  fincas  que  garantizaban  el  referido  préstamo,  y 
al  día  siguiente,  ó  sea  el  18  de  Abril  de  1899,  D.  Telesforo  Bachiller  y 
D.  Bonillo  Oarrillo  otorgaron  una  escritura  de  compraventa,  por  la 
que  éste  recibió  de  aquél  ante  Notarlo  y  testigos  la  soma  de  2.600  pese- 
tas como  precio  convenido  de  una  tierra  propia  del  Carrillo  en  el  paxo 
de  Moralejo,  cerrada  de  piedra,  con  servidumbre  de  agua  para  el  ritgo, 
tomada  del  río  Otfuentes,  de  caber  82  ceiemines,  ó  sean  82  áreas  81  cen- 
tiáreas,  y  lindera  por  Saliente  con  herederos  de  D.  Román  Brequeras  y 
á  les  demás  aires  con  caminos,  cuyo  contrato  tuvo  lugar  con  pacto  de 
letroventa  por  el  que  el  vendedor  ó  cual  quiera  de  sus  descendientes  po- 
drían devolver  dentro  de  tres  afios,  contados  desde  el  día  1.^  de  Noviem* 
lirs  de  1899,  las  2.600  pesetas,  un  interés  anual  del  10  por  100  y  todos 
les  gastos  que  ocasionase  el  contrato,  y  el  comprador  otorgaría  escr i  < 
tora  de  retroventa,  habiéndose  convenido  además:  que  transcurrido 
diflho  plazo  de  tres  afios,  que  vencería  el  1."  de  Noviembre  de  1902,  sin 
qas  se  devolvieran  las  expressdas  cantidades,  la  venta  adquiriría  el  ca> 
táeter  de  irrevocable  y  se  tomaría  la  nota  marginal  correspondiente  en 
el  Registro  de  la  propiedad;  por  la  cláusula  4.^  de  dicha  escritura  se  es- 
tableció que  durante  el  plazo  fijado  para  retraer  la  fíoca  sería  ésta  usada 
poi  el  Oarrillo,  quien  cogería  las  cosechas  y  pagaría  las  contribuciones, 
per  cuya  razón  se  estipuló  el  referido  interés  del  capital  para  el  caso  de 
devolución  del  precio;  per  la  6>  se  consignó  que  Carrillo  quedaba  obli- 
Cado  á  cancelar  una  hipoteca  que  gravaba  li^  finca,  dejándola  libre;  y 
per  la  6.^  se  estipuló  el  saneamiento  y  quedó  el  comprador  autorizado 
para  tomar  posesión  de  la  finca  si  transcurría  el  plazo  sin  que  tuviera 
sfseto  el  retracto,  habiéndose  sometido  ambas  partes  al  fuero  de  su  do- 
micilio; y  pagados  los  derechos  reales  fué  inscrita  la  referida  escritura 
sn  el  Registro  de  la  propiedad  de  Cifoentes,  continuando  D.  Bonifacio 
OairiUo  desde  la  fecha  de  la  mencionada  escritura  hasta  1.^  de  Noviem 
fare  de  1902  poseyendo  y  disfrutando  la  finca,  y  no  habiendo  usado  en 
Ms  período  del  derecho  á  retraer,  presentó  el  comprador  en  el  Registro 
itulo  da  la  venta,  en  cuya  virtud  se  extendió  con  fecha  10  de  No- 
mbre del  mismo  afio  la  nota  correspondiente  al  margen  de  la  inscrip- 
n  de  dicha  finca: 

Resultando  que  D.  Telesforo  Bachiller  Pérez  dedujo  en  26  de  Julio 
90é  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Boni- 
o  Carrillo  Martínez,  en  la  que  hizo  relación  de  los  hechos  que  ante 
m,  afirmando  además  que  consumada  la  veota  de  la  finca  de  referen- 
efectuada»  según  se  ha  dicho,  el  18  de  Abril  de  lS\i9,  el  actor  pre- 
^  en  la  Aleadla  da  Trillo  sus  títulos,  solicitando  se  pusiera  al 
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inmiieble  á  en  nombre  en  la  oontribnción,  inclnyóndole  en  el  smilUira*^ 
miento  y  pagando  desde  entonces  dicho  imiMiesto,  como  jnsttficó  con  cer- 
tificado de  dicha  Alcaldía  de  80  de  Abril  de  1904,  ^ne  acompafió  á  la. 
demanda;  que  satisfíso  cuantos  gastos  de  papel  sellado,  derechos  de  No- 
tario y  Registrador  y  derechos  reales  ocasionó  la  referida  escriinra,  que 
importaron  la  snma  de  210  pesetas  80  céntimos,  qne  el  demandado  se 
obligó  á  abonarle  el  10  de  Octubre  de  1904,  según  constaba  en  recibe, 
qne  también  acompafió,  suscrito  en  15  de  Octubre  de  1908;  que  á  pesar 
de  no  haber  retraído  la  finca  el  demandado  y  de  la  consiguiente  nota  de 
consolidación,  continuó  ésto  en  el  goce  y  posesión  de  aquélla,  lo  qne  to- 
leró el  actor  mediante  el  oportuno  arrendamiento  y  pago  de  rento  dn* 
rante  el  afio  agrícola  de  Noviembre  de  1902  á  igual  mes  de  1908;  peroné 
conviniendo  al  demandante  que  continuase  tal  estado  de  cosas  y  siendo 
infructuosas  las  gestiones  que  para  conseguirlo  biso  particularmente,  el 
10  de  Octubre  de  1908  solicito  del  Jusgado  municipal  de  Trillo  se  hiciese 
saber  al  demandado  que  desde  1.^  de  Noviembre  siguiente  cesase  en  el 
disfrute  de  la  finca  y  pagase  por  el  afio  vencido  la  renta  de  %bO  pesetas; 
y  no  habiendo  sido  desalojada  la  tierra  susodicha,  D.  Teiesfore  Bachiller 
entobló  demanda  de  desahucio,  de  la  que  fué  abeueito  el  demandado  en 
sentencia  dictada  en  apelación  por  el  Juagado  de  inrimera  instancia  de 
Cifuentes;  que  el  proceder  del  demandado  le  había  originado  dafies  y 
perjuicios,  qne  también  ofreció  determinar  en  su  día,  uno  de  los  cuales 
estaba  representado  por  las  costas  cansadas,  parte  de  las  coales  Jas» 
tincaba  con  un  recibo  del  actuario,  importante  80  pesetas  76  cáti- 
mos,  que  asimismo  acompafió;  que  durante  el  afio  de  frutos  de  1908  é 
1904  siguió  el  demandado  disfrutando  y  labrando  la  finca  ein  pagar  oen- 
tribución,  por  lo  cual  también  le  reclamaba  2S0  pesetas  de  venta  por  cada 
afio,  dejando  para  el  período  de  prueba  la  justificación  de  la  proporción 
y  procedencia  de  la  rento  expresada;  que  la  tonencia  de  la  finca  por  Oa- 
rrillo  constituía  una  verdadera  detentación  que  justificaba  el^ejerdcto  de 
la  acción  reivindicatoría;  y  que  reducidas  é  pna  suma  las  cantidades  que 
exigía,  representadas  por  la  finca,  los  intereses  pactados,  gastoe,  dafies 
y  rentas  exigibles,  ascendían  é  4.122  pesetas  6  céntimos;  alegó  oomo  fan* 
damentos  legales  de  su  preteneión  el  art.  1091  del  Oódigo  civil  y  la  sen- 
tencia de  esto  Tribunal  Supremo  de  81  de  Mario  de  1800,  en  cnanto  á  la 
procedencia  de  la  acción  reivindicatoría;  los  artículos  1125, 1006, 1097» 
1101, 1214  y  1216  de  dicho  Ouerpo  legal,  en  cuanto  é  la  obligación  de 
indemniaar  los  perjuicios  que  se  justificaran;  los  artículos  1446, 1410, 
1461,  1462, 1468  y  1466  del  mismo  Código,  en  cuanto  4  la  entrega  de  la 
finca  con  sus  rentas  y  4  la  obligación  de  abonar  gastos  y  costas;  el  1669 
del  mismo  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  10  de  Maye 
de  1896,  en  cuanto  4  probar  el  dominio  de  la  finca  en  favor  del  doman» 
dante;  el  art.  1664  de  la  ley  procesal  civil  y  las  sentencias  da  8  de  Abril 
de  1897,  7  de  Enero,  6  y  18  de  Junio  de  1902,  8  de  Julio,  28  de  Octabra  y 
10  de  Noviembre  de  1903,  sobre  la  no  procedencia  de  la  acción  de  desa- 
hucio y  eí  de  la  reivindicatoría;  y  los  artículos  41,  42  y  78  de  la  ley  Hi* 
potecaris,  sobre  la  procedencia  de  la  anotación  de  la  demanda  y  del  i  - 
cuestro  y  prohibición  de  enajenar  los  bienes  inscritos  4  favor  del  demí  • 
dado;  y  pidió  se  declarase  correspondía  al  actor  en  pleno  dpminto  i 
tierra  descrita  en  los  antocedentes  de  la  demanda,  y  en  su  oonoeenene  , 
que  se  condenase  al  demandado  á  que  dejase  la  finca  libre  y  deaembs  • 
sada  á  dieposición  de  aquél,  con  restitución,  además,  de  loa  fmtos  p  - 
ducidos  desde  la  fecha  en  que  fué  detentada,  representadoa  por  • 
rentas  exigidas,  y  al  abono  de  gastos,  dafios  y  per juiolos  y  coates  e  • 
andas  y  que  se  cauaaaen  liasta  la  ejeoutorta,  y  se  deetetaae  la  anot^    i 
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prerentlTa  de  la  demanda  y  el  aecoeetro  y  prehibioión  de  enajenar  loa 
Manee  del  demandado  insciitoe  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  acom- 
pañó, además  de  los  documentos  citados,  copia  de  la  escritura  de  18  de 
Abril  de  1899: 

Seanltendo  que  en  16  de  Septiembre  del  citado  afio  de  1904  D.  Boni- 
fade  Carrillo  Martines  contestó  la  demanda  deducida  por  D.  Telesforo 
Biehiller  Peres,  aceptando  los  hechos  de  la  misma,  en  cnanto  se  refe- 
lian  A  transcribir  ó  extractar  las  cláusulas  de  la  escritura  de  compra- 
venta con  pacte  de  retro  de  18  de  Abril  de  1899,  y  afirmó  además  que 
antes  de  vencer  el  término  para  retraer,  el  demando  solicitó,  y  obtuvo 
del  actor»  prórroga  de  dicho  término  hasta  1.®  de  Octubre  de  1908,  ha- 
biendo constituido  dicha  prórroga  una  verdadera  novación  de  contrato;. 
que  no  celebró  con  el  actor  contrato  alguno  de  arrendamiento,  y  que  si 
despuée  de  1.^  de  Noviembre  de  1903  continuó  poseyendo  la  finca  fué  con 
el  mlemo  derecho  y  en  igual  concepto  que  hasta  esa  fecha,  al  amparo 
de  la  prórroga  concedida,  no  viniendo  obligado,  por  tanto,  al  pago  de 
renta  alguna  ni  á  probar  este  hecho  como  negativo;  y  que  sólo  adeudaba 
al  aetor  818  pesetas  80  céntimos,  importe  de  los  derechos  de  Notaría  y 
cancelación  de  hipoteca,  pero  sin  obligación  de  pagar  dicha  suma  hasta 
el  10  de  Octubre  de  1904: 

Resultando  que  al  mismo  tiempo  formuló  reconvención  contra  don 
l^Ieaforo  Bachiller,  exponiendo  que  el  deman^Ado  y  su  mujer,  en  fecha 
anterior  y  próximo  al  vencimiento  del  pacto  de  retro,  practicaron  ges 
tione«  encaminadas,  ya  á  adquirir  dinero  pera  verificarlo,  ya  á  transmi- 
tir tu  derecho  á  retraer,  obteniendo  algunn  utilidad,  habiendo  resultado 
que  «in  vecino  de  Trillo  les  ofreció  por  este  concepto  cantidad  determi- 
nad», de  cuyo  ofrecimiento  Carrillo  le  enteró  á  Bachiller,  por  si  conve* 
nía  A  éste  entregar  al  demandado  la  misma  cantidad  consumar  en  él  el 
contrata:  que  entonces  el  actor  le  prorrogó  el  plaso  para  retraer  hasta. 
1.*  de  Octubre  de  1908,  cuya  prórroga  fué  hecha  de  palabra,  y  sin  obii« 
gaelón  de  pagar  interesee  por  ella;  que  en  1908,  deseoso  el  demandado 
de  eoBOcer  el  estado  de  sus  cuentas  con  Bachiller,  se  avistó  con  éste,  y 
praetleada  una  liquidación,  la  extendió  Carrillo  de  su  pnfio  y  letra  en 
una  hoja  de  papel,  que  acompafió  á  su  escrito  de  contestación  y  ha  sido 
remitida  á  este  Tribunal  Supremo,  cuya  primera  partida  es  el  capital,  la 
aegnada  el  rédito  de  tres  tfios  y  medio,  las  tres  siguientes  partidas  com- 
ponentea  de  las  318  pesetas  80  céntimos  y  la  última  no  tenía  relación  coa 
el  pleito,  existiendo  al  final  de  dicha  hoja  una  nota,  también  de  pufio  y 
letra  de  Bachiller — aic— que  dice:  «Se  cumple  el  1.^  de  Octubre  de  este 
afio»;  que  en  el  mes  de  Septiembre  de  1908  Carrillo  trató  de  entregar  al 
aetor  el  Importe  del  capital  de  tres  afioR  y  medio  de  intereses,  ó  sean 
8.876  peaetas,  para  que  éste  le  hubiera  otorgado  la  escritura  de  retro- 
venta,  y  habiéndose  negado  Bachiller  á  recibir  dicha  cantidad  y  otorgar 
la  eeerltnra  en  el  terreno  amistoso,  consignó  el  demandado  esa  suma  en 
ei  Juagado  de  primera  instancia,  y  al  ser  requerido  el  demandante  por  el 
Aetnarte  para  recibirla,  se  negó  á  ello-:  que  para  la  prueba  de  este  hecho 
iealgnaba  el  Archivo  de  la  Escribanía  donde  se  encuentran  las  dlligen- 
iaa  de  eoneignación;  y  que  para  evitar  que  el  Bachiller  consiguiese  su 
copóelto  de  despojar  al  demandado  de  la  finca  en  cuestión,  puesto  que 
la  ceatlones  particulares  habían  sido  infructuosas,  no  le  quedaba  otro 
ledlo  que  acudir  á  los  Tribunales  en  demanda,  que  formulaba  por  re- 
«vención;  alegó  como  fundamentes  de  derecho  les  artículos  1308,  nú- 
ero  l.^  1186, 1091,  1364  y  1339  del  Código  civil,  y  el  642  de  la  ley  de 
aJuMamlento  civil,  y  pidió,  en  cuánto  á  la  contestación  de  la  doman - 
que  ae  le  abeolviera  de  éeta,  y  respecto  á  la  reconvención,  que  se- 
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condenase  al  actor  á  qne,  reconociendo  la  prórroga  del  plaso  para  retraor 
la  finca  objeto  del  litigio,  otorgase  al  deqiaadado  la  oportuna  eacritnrft 
de  retro  venta  de  la  misma: 

Resaitandü  qae  en  la  réplica  insistió  el  actor  en  cuantos  hechos  j 
inndamentos  había  expuesto  y  alegado  en  la  demanda,  por  estimar  que* 
no  habían  sido  negados  por  el  demandado,  y  afiadió:  que  negaba  en  ab- 
soluto y  rota  adámente  el  hecho  de  la  supuesta  prórroga  del  plaio  para 
retraer,  y  que  la  ve  uta  quedó  consumada — asi  dice— mediante  la  oper 
tuna  nota  en  el  Registro,  el  10  de  Noviembre  de  1902;  que  era  cierto  i« 
no  existencia  de  contrato  de  arrendamiento,  que  pudiera  probarse,  entia 
actor  y  demandado;  pero  también  lo  era  que  el  titulo  por  el  que  Oarrilio 
había  continuado  y  continuaba  poseyendo  la  finca,  no  era  la  prórroga  6 
novación,  qne  no  existió,  y  cuya  prueba  competía  al  demandado,  eino 
la  tolerancia  de  buena  vecindad,  la  consideración  á  sus  achaques  y  an- 
cianidad y  aun  el  temor  natnral  de  decidirse  á  ejercitar  nna  acción  Jodl- 
•oial  para  compelerle  á  la  entrega,  circunstancias  que  constituían  una  po- 
sesión precaria,  pero  siempre  con  la  obligación  de  satisfacer  las  rentna 
en  justa  tasación  pericial;  que  la  cantidad  de  216  pesetas  á  que  aludía  el 
recibo  fechado  en  16  de  Octabre  de  1908  procedía  de  gastos  que  fueron 
suplidos  por  el  actor  en  Abril  de  1899,  y  que,  según  la  cláusula  6.*  de  la 
escritora,  habían  de  ser  sufragados  por  Oarrilio,  siendo  exigibleo  desde 
qae  fueron  adelantados,  pues  existía  una  obligación  accesoria  nnlda  á 
la  principal;  qne  no  había  prestado  su  consentimiento  para  que  se  sefis- 
lase  en  día  determinado  el  pago  de  dicba  cantidad,  si  bien  aceptó  el  re* 
cibo  que  presentó  en  autos,  porque  con  él  se  reducían  á  una  suma  diver- 
sos conceptos,  justificando  la  cantidad  adeudada;  y  que,  aunque  al  pre- 
sentar la  demanda  no  estaba  vencido  el  plazo  que  fijaba  el  recibo,  había 
tenido  lugar  el  vencimiento  durante  la  sustanciación  del  pleits,  y  en 
consideración  á  ello  se  incluyó  esa  cantidad  en  la  demanda  para  qne  se 
tuviera  en  cuenta  en  la  sentencia;  qne  A  la  reconvención  oponía  qne  laa 
gestiones  hechas  por  el  demandado  y  su  mujer  para  buscar  dinero  tuvie- 
ron lugar  en  Agosto  de  1903,  en  cuya  fecha  ofrecieron  la  finca  á  los  her- 
manos D.  Félix  y  Dofia  Luisa  Ochayta,  vecinos  de  Trillo;  pero  sin  qae 
precediera  ofrecimiento  al  actor  ni  éste  otorgara  prorroga  alguna,  desis* 
tiendo  los  expresados  hermanos  de  todo  trato  sobre  la  finca  en  el  mismo 
mes  de  Agosto  citado;  que  la  nota  presentada  con  la  contestación,  al 
bien  estaba  escrita  por  el  actor,  careciendo,  como  carecía,  de  fecha  j  fir- 
ma, y  no  podiendo  presumirse  en  ella  vínculo  jurídico  alguno,  ni  sig- 
nificando contrato  de  ninguna  especie,  no  podía  modificar,  ni  menss  dee- 
virtnar,  lo  estipulado  en  la  escritura;  que  era  cierto  que  á  fines  de  Sep- 
tiembre de  1903  consignó  Carrillo  en  el  Juzgado  la  cantidad,  negándsee 
el  actor  á  recibirla  por  estar  consumada  la  venta — así  dice — ;  y  qne  no 
habiendo  exif^tido  novación  del  contrato,  no  podía  compelérsele  á  otor- 
gar escritura  de  retrocesión  á  favor  del  demandado  mientras  no  es  con- 
siguiera la  nuliilad  ó  rescisión  de  aquél;  afiadió,  como  nuevos  fnnds- 
m^ntos  legales,  los  arts.  1204  y  1280  del  Oódlgo  civil;  las  leyes  14,  16 
á  19  y  41  del  tít.  14,  Partida  6 A  cuya  doctrina  estimó  reproducida  en 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de  Diciembre  de  1B88  y  S5 
de  Enero  de  1889,  y  en  ios  artículos  del  citado  Código  1208  al  121S»  y 
últimamente  por  sentencias  de  19  de  Noviembre  de  1894,  20  de  Febrero 
y  4  de  Mayo  de  ]8»6,.  19  de  Mayo  de  1896,  18  de  Marzo  de  1898  y  20  de 
Noviembre  de  1900;  y  pidió  se  desestimasen  en  defiíitiva  las  ezoepoio- 
nes  opuestas  por  la  parte  contraria,,  se  dictase  sentencia  conforme  alo 
solicitado  en  la  demanda  y  se  absolviera  al  actor  de  la  reconvención;  j 
.por  otrosí  reprodujo  la  pretensión  del  secuestro  y  prohibición  de  sna|r 
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aar  de  1«0  bienes  del  demandado  y  de  la  finca  en  litigio,  á  lo  qne  se  de- 
claró no  haber  lagar  per  el  Jaei  si  no  constitnía  la  fianza  qne  se  le  ae- 
fialó;  j  se  confirió  traslado  para  la  duplica,  sin  haberse  evacnado  en 
tteaipo  y  forma  por  la  parte  demandada  : 

JBeanltando  qne  recibido  el  pleito  a  pmeba,  el  demandante  la  enmi- 
Bistró  de  confesión  en  jnicio,  por  lo  qne  la  parte  demandada  afirmó  qne 
era  cierto  qne  el  actor  había  satisfecho  el  crédito  de  les  herederos  de 
D.  Vicente  Pérea,  habiendo  asegnrado  el  deponente  el  pago  de  la  canti- 
dad satisfecha  por  aqnél  mediante  la  Tcnta  con  pacto  de  retro  de  la  finca 
en  eneetión,  y  qne  adeudaba  al  actor  la  cantidad  satisfecha  desde  Abril 
de  1890,  en  qne  éste  hizo  pago  de  la  misma,  con  más  los  intereses  y  loe 
gutoe  de  otorgamiento  de  la  escritnra;  qne  hasta  entonces  había  venido 
el  deponente  poseyendo  la  finca,  recogiendo  los  frntoe  como  dnefio  y  pa- 
gando la  contribución;  qne  contrató  con  el  demandante  la  prórroga  del 
retro,  y  qne  se  opuso  al  desahucio  por  creer  tenía  derecho;  documental» 
eonalaisnte  en  certificación  de  las  sentencias  á^  primera  y  segunda  ins- 
tancia del  desahucio  promovido  por  el  actor  contra  Carrillo,  y  al  que  en 
definltiTS  ae  declaró  no  haber  lugar;  pericial,  por  la  que  tres  peritos,  de- 
algnadoa  de  común  acuerdo  entre  las  partes,  tasaron  en  186  pesetas 
annalee  la  renta  de  la  finca  objeto  del  litigio;  y  teetiñcal,  en  virtud  de 
la  ooal  tree  vecinos  de  Trillo  afirmaron  qne  el  demandado  poseía  la  finca 
aln  interrnpeión  y  como  dnefio,  labrándola  por  su  cuenta  y  recogiendo 
los  frntoe;  y  qne  estuvo  sembrada  durante  los  afios  1902,  1908  y  1904». 
leeogiendo  Carrillo  los  frutos;  y  otros,  que  era  cierto  que  en  Agosto  de 
19ÓS  ae  lee  hicieron  proposiciones  por  Carrillo  para  la  venta  de  la  finca 
en  eneatión,  que  había  de  realizarse  previo  pago  de  la  hipoteca  qu¿  á 
ésta  grayaba  en  favor  del  actor;  pero  que  al  saber  que  el  gravamen  no 
era  hipotecario,  sino  pacto  de  retro,  desistieron  de  celebrar  el  contrato, 
uno  maaifeató  que  los  tratos  fueron  con  la  mujer  de  Carrillo  y  su  hijo» 
qne  no  eabla  si  la  finca  estaba  afecta  á  venta  ó  á  hipoteca,  y  que  la  can 
aa  de  no  celebrarse  el  contrato  fué  halser  exigido  que  llevara  el  dinero  á 
Cifnentee;  y  á  instancia  del  demandado  se  practicó  la  de  poBiciones,  por 
la  qne  el  actor  afirmó  qne  antes  de  vencer  el  plazo  del  pacto  de  retro,. 
fijóte  en  la  escritura,  se  hizo  una  liquidación,  que  escribió  ea  una  hoja 
dé  papel,  qne  entregó  á  Carrillo;  qne  la  nota  puesta  al  pie  del  documen- 
to era  la  que  él  escribió,  si  bien  sufriendo  el  error  de  equivocar  el  mes, 
•««cribiendo  Octubre  en  vez  de  Noviembre,  y  que  la  última  partida  de  dl- 
cna  Uqnldación  se  refería  á  géneros  del  establecimiento  del  deponente, 
comprados  por  Carrillo;  que  la  cantidad  que  se  consignaba  en  la  hoja 
come  principal  era  el  precio  de  la  finca,  y  el  rédito  el  interés  de  su  pre- 
cie; qne  no  celebró  arrendamiento  alguno  con  el  demandado,  pero  habló 
con  la  mnjer  de  éste  de  dejarles  un  año  más  la  finca  en  arrendamiento, 
y  por  ello  continuó  Carrillo  poseyendo  el  inmueble;  pero  no  porque  el 
tetor  le  otorgase  prórroga,  que  no  existió;  y  que  no  era  cierto  que  en 
Septiembre  de  1908  fuera  á  su  casa  á  ofrecerle  el  capital  é  intereses, 
pero  ai  qne  en  esa  fecha  fué  llamado  por  la  mnjer  de  Carrillo  á  casa  de 
loepreanntos  compradores  para  que  recibiera  el  dinero,  á  lu  que  se  negó 
deponente  porque  entonces  había  ya  paeado  la  finca  á  on  dominio  ple- 
);  y  reconoció  como  suya,  de  su  pnfío  y  letra,  la  nota-liquidación  acom- 
ifiada  con  el  escrito  de  contestación,  si  bien  cometió  en  ella  el  error  de 
e,  ya  expresado;  y  documental,  consistente  en  certificación  literal  de 
impeleta  del  juicio  verbal  de  desahucio  promovido  por  el  Bachiller 
itra  Carrillo,  expetiida  por  el  Secretario  del  Juzgado  n<nnicipBl  de 
lo;  testimonios  de  la  sentencia  revocatoria  de  dicho  HrQahncio  por  el 
'[ado  de  Cifnentes,  y  del  escrito  de  consignación  por  Chiriiio  de  S.376 
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pesetaB,  y  la  notificaeión  heeha  á  Bachiller»  expedidos  por  un  actaario 
de  dicho  Jnsgade: 

BeBaltando  qae  Bastanoiado  el  pleito  por  loa  demáa  trámiftea  legales 
de  ambas  instancias,  en  28  de  Marao  del  afio  aotaal  dictó  aenfeencia  ooo  • 
firmatoria,  con  las  costas  de  la  apelación,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Andienola  territorial  de  esta  corte,  declarando  qne  á  D.  Telesíoro  Ba* 
ehiiler  Pérez  correspondía  en  pleno  dominio  la  tierra  del  pago  del  Mora- 
lejo,  térmico  municipal  de  Trillo,  descrita  en  la  demanda,  condenando 
á  D.  Bonifacio  Carrillo  Martínea  á  qne  la  dejase  libre  y  desembarasAda 
A  disposición  de  aqaél,  restitnyéndola  en  el  estado  en  qne  se  hallase, 
pagándole  por  los  frutos  no  percibidos  las  anualidades  vencidas  desde  1.® 
de  Noviembre  de  1902  á  rasón  de  186  pesetas  cada  un  afio;  absolviéndola 
de  la  demanda  en  cuanto  á  la  reclamación  de  las  cantidades  satisfeohaa 
por  gastos  de  Notaría  y  cancelación  de  hipoteca  y  derechos  satisfechos 
al  Actuario  D.  José  Sierra,  con  reserva  al  actor  de  su  derecho  á  recla- 
mar en  otro  juicio  la  cantidad  primeramente  indicada;  y  absolviendo  al 
actor  de  la  reconvención  contra  él  propuesta  por  el  demandado,  reaer- 
Tando  á  éste  el  derecho  de  que  se  le  reintegrase,  si  hubiere  frutos  pen» 
<iie!itos  en  la  inca  reivindicada,  los  gastos  hechos  en  el  cultive,  simiente 
y  otros  semejantes: 

Resultando  que  D.  Bonifacio  Gárrulo  Martines,  qne  formuló  de* 
manda  de  pobreaa  al  terminar  la  primera  instancia,  ha  interpuesto  re- 
•enrso  ds  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^ 
del  art.  1592  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  siguisntea  mo- 
tivos: 

Primero.    Qae  la  aentencia  recurrida  viola  el  art  1276  del  Código  ei- 
Til,  porque  se  opone  á  la  ley  el  pacto  de  interés  en  el  contrato  de  com 
praventa,  y  por  consiguiente,  fué  ilícita  la  causa  que  se  expresó  en  U 
escritura  de  18  de  Abril  de  1899,  en  la  que  aparece  que  D.  Banifaoio  Ca- 
rrillo celebró  con  D.  Telesforo  Bachiller  contrato  de  compra  vente  cou 
pacto  de  retro  de  la  finca  objeto  del  pleito,  cuando  realmente  lo  qne  se 
celebró  fué  un  contrato  de  préstamo  de  2.600  pesetas,  que  había  de  de- 
volver el  recurrente  en  plaso  de  tres  afios  voluntarios,  contados  desda 
el  1.^  de  Noviembre  de  1899,  con  el  interés  de  10  por  100  anual;  pues  la 
causa  en  el  contrato  ae  compraventa,  según  el  art  1446  del  Código  clviJ, 
es  la  obligación  de  entregar  el  vendedor  una  cosa  determinada  y  de  pa« 
gar  el  comprador  por  ella  un  precio  cierto  en  dinero  ó  signo  que  lo  re- 
presente; porque  de  conformidad  con  el  art.  1274  de  dicho  Cuerpo  legal, 
se  entiende  por  causa  para  cada  parte  contratante  la  prestadón^ó  pro 
meaa  de  una  cosa  ó  servicio  por  la  otra  parte  en  los  contratos  onerosos, 
«orno  la  compraventa  y  el  préstamo,  siendo  causa,  por  tanto,  en  el  con 
trato  real  de  próatamo,  según  el  art.  1768  de  dicho  Código,  la  obÜgaeióit 
de  devolver  al  acreedor  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  calidad  que  la 
del  dinero  ú  otra  cosa  fungible,  pudiéndose  pactar  interés;  y  ae  ha 
hiendo  regalado  en  el  Código  civil  otro  contrato  que  el  de  préstamo,  en 
que  se  permita  pactar  interés,  habiéndolo  así  expresado  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  16  de  Diciembre  de  1888,  al  declarar  que  el 
pago  de  intereses  determina  el  contrato  de  préstamo  y  co  el  de  oomc 
dato,  que  requiere  título  gracioso,  es  claro  que  la  escritora  de  18  ú 
Abril  de  1899,  aportada  al  pleito  por  el  demandante  y  reconocida  peí  < 
demándalo,  no  encierra  otro  contrato  que  el  de  préstamo  con  interés. 

Segando.  luf  racción  del  art.  1281  del  citado  Código,  por  el  que  de 
interpretarse  como  contrato  real  de  préstamo  el  consignado  en  la  mi 
eionada  escritura,  pues  las  palabras  expresadas  en  la  misma  pareo' 
eontrariae  á  la  iatóa'*lón  evidente  de  las  partes,  debiendo  prevsJe^ 
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étta  tobie  aqnéllM;  porque,  según  el  art.  1283,  par»  Josgar  de  la  inten- 
ción de  loe  centratantee,  deberá  atenderse  principalmente  á  los  actae  de 
Mes,  eoetáneos  y  posteriores  al  contrato;  y  comp  qniera  qne  el  día  an- 
tsrior  al  otorgamiento  de  la  repetida  escritnra,  el  recurrente,  con  inter- 
Tenddn  del  actor,  liqnidó  con  D.  Hermenegildo  y  Dofia  Amalia  Peres 
Bemero  nn  préstamo  hipotecario  con  metálico  facilitado  per  Oarrillo. 
habiendo  ocasionado  este  hecho  el  otorgamiento  inmediato  de  la  eseri- 
ton,  base  del  pleito,  y  tratando  el  actor  en  aqnel  momento  de  fayoreoer 
«1  lecarrente,  no  es  lógico  sustituyese  la  hipoteca  con  la  venta  con  pacto 
do  retro  por  la  misma  cantidad,  pues  sabido  es  que  este  contrato  es,  mo- 
ni y  legalmente,  más  oneroso  que  el  de  préstamo  hipotecario,  y  apoya 
eita  apreciación  el  que  en  la  escritura  de  18  de  Abril  de  1899  se  antoriaó 
ti  comprador  para  que  tomase  posesión  de  la  finca  si  transcurría  el  plaao 
de  retraer,  estipulándose  al  mismo  tiempo  un  interés  del  10  por  100 
urnal  y  n»da  referente  á  arrendamiento  y  sí  llevando  el  recurrente  ia 
flaca  en  concepto  de  duefio,  con  la  sola  obligación  de  devolver  el  princi- 
pal de  2.600  pesetas  y  pagar  el  interés;  qne  la  pKueba  testifical  del  da- 
maadante  ha  demostrado  además  la  posesión  sin  interrupción  y  como 
daefio  del  inmueble  por  parte  del  recurrente,  y  que  éste,  en  el  mes  de 
Agesto  de  1908,  aun  estaba  creído  de  que  la  escritura  mencionada  era  la 
expresión  de  una  hipoteca  á  favor  de  D.  Telesforo  Bachiller;  y  es  ba 
blde,  como  regla  de  hermenéutica  ordenada  por  el  Oódigo  en  su  art.  1385, 
que  las  cláusulas  de  loe  contratos  deben  interpretarse  las  unas  por  laN 
etras,  atribuyendo  á  las  dudosas  el  sentido  que  resulte  del  conjunto  de 
todas;  y  en  el  contrato  comprendido  en  la  escritnra  de  18  de  Abril  no 
existía  la  eustitución  en  el  comprador  de  todos  los  derechos  en  la  cosa 
teadidaí  según  preceptúa  el  art.  1611,  sino  qne,  por  el  contrariOi  oonti- 
inaba  el  simulado  vendedor  como  duefio,  con  la  sola  obligación  de  dO'* 
▼elver  capital  é  intereses,  lo  cual  encaja  perfectamente  en  el  préstamo 
con  interée: 

Tercero.  Infracción  del  art.  1648  del  mismo  Oódigo,  toda  ves  que 
para  obligar  al  recurrente  al  pago  de  las  186  pesetas  anuales  por  rasos 
de  los  frutos  no  percibidos,  era  necesaria  la  existencia  del  contrato  do 
trxendamiento  para  que,  según  el  art.  1089,  se  cumpliese  dicha  obliga- 
ción á  tenor  del  mismo,  contrato  que  en  este  caso  no  se  celebró: 

Coarto.  Infracción  del  art.  464  del  mismo  Cuerpo  legal,  porque  para 
leivindlcar  una  cosa  mueble  es  preciso  haberla  perdido  ó  ser  privado  de 
ella  ilegalmente,  principio  aplicable  á  los  inmuebles;  y  no  teniendo  ni 
habiendo  tenido  el  actor  el  dominio  útil  de  la  finca,  pnesto  que  el  recu- 
rrente la  ha  venido  poseyendo  y  disfrutando  sin  interrupción  en  con- 
cepto de  duefio,  no  ha  podido  Bachiller  perder  ilegalmente  aquel  dere* 
^^»  7>JPor  tanto,  reivindicarlo: 

Quinte,    También  estima  infringida  la  doctrina  establecida  en  la  sen- 
tada de  este  Tribunal  Sapremo  de  8  de  Jallo  de  1884,  en  cnanto  ésta 
declara  que  el  ejercicio  de  la  acción  reivindicatoría  requiere  de  parte  dtl 
ictor  reivindicante  la  demostración  de  la  certeza  del  dominio,  sin  que 
basten  al  efecto  conjeturas  ni  probabilidades,  no  necesitando  el  deman- 
do máe  que  oponer  la  simple  tenencia,  qne  el  Jnxgado  debe  amparar, 
oesto  que,  según  dicha  sentencia,  la  acción  reivindicatoría  es  para 
cosas  muebles  é  inmuebles  de  la  misma  fuerza  y  valor  qne  la  aecióu 
sativa,  tratándose  de  cantidades  líquidas,  doctrina  corroborada  por 
eentsneias  de  eete  Tribunal  Supremo  de  4  de  Febrero  de  1866  y  6  de 
"linre  de  1893; 

xte.    Infracción  asimismo  del  art.  1176  del  citado  Código,  porque 
mrrenta  consignó  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  de  Oif  nentes 
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U  eantidad  de  8.876  pesetas,  importe  del  capital  y  réditos,  habiéndose 
negado,  sin  rasón,  el  acreedor  D.  Telesíoro  Bachiller  á  admitir  dicha 
ootisignaciÓD,  por  lo  qae  estima  el  reonrrente  debe  qnedar  libre  de  res* 
pensabilidad: 

Séptimo.  Oonsldera  también  como  infringido  el  art.  1618,  en  reía* 
eión  con  el  1278  del  Código,  toda  yes  que  fné  prorrogado  el  placo  para 
retraer  la  finca  hasta  el  1.°  de  Ootnbre  de  1908  por  la  nota  ilqnidaoión 
aeoo^afiada  al  escrito  de  contestación,  remitida  á  este  Tribunal  Supre- 
mo y  ratificada  por  el  recibo  de  16  de  los  mismos  mes  y  afio,  presentad» 
por  el  actor;  y  hallándose  además  conforme  el  recurrente  en  abonar  el 
•aldo  de  liquidación,  procedía  haber  obligado  á  aquél  al  otorgamiento  d» 
la  escritura  de  retracto  que  se  solicitó  en  la  reconvención,  y  al  no  ha- 
berlo resuelto  así  la  Sala  seatenciadora,  estima  el  recurrente  ha  cometí» 
do  aquélla  la  infracción  del  presente  número: 

Octavo.  Infracción  igualmente  de  los  arts.  1208  y  1204  del  miam» 
Cuerpo  legal,  para  el  caso  de  que  se  estimase  como  un  verdadero  contra- 
to de  compraventa  y  no  de  préstamo  el  contenido  en  la  escritura  de  Abril 
dn  1899,  porque  la  nota  antes  mencionada  expresa  como  principal  2.600 
pesetas,  y  como  réditos  de  tres  afios  y  medio  876  pesetas,  que,  s^n 
eanfesión  del  actor,  se  refieren  á  la  escritura  base  del  pleito;  y  como  de 
la  expresión  de  dichos  dos  conceptos  se  deduce  sólo  un  contrato  de  prés- 
tamo con  el  interés  de  un  10  por  100  anual,  resulta  haber  variado  por  dl« 
eha  nota  el  objeto  de  la  escritura,  surgiendo  una  obligación  de  préstame 
incompatible  con  el  precio  de  la  venta  y  con  la  obligación  antigna  del 
Tendedor  de  entregar  la  finca;  y 

Noveno.    Infracción,  por  último,  de  los  artículos  del  repetido  Código 
eivil  1218,  1282  y  1248,  porque  el  testimonio  de  la  expresada  consigna» 
«ion  traído  á  los  autos  en  período  de  prueba,  la  confesión  del  actor  de  la 
legitimidad  y  certeza  de  la  nota  remitida  á  este  Tribunal  Supremo  y  la 
mármación  de  los  testigos  de  adverso  de  que  el  recurrente  ha  venido  po- 
seyendo y  disfrutando  sin  interrupción  en  concepto  de  duefio  de  la  finca 
objeto  de  litigio,  hacen  prueba  plena,  por  ser  aquellos  documentos  au- 
ténticos y  tener  veracidad  evidente  la  declaración  de  dichos  testigos, 
por  cnanto  hicieron  tal  afirmación  á  petición  de  la  parte  contraria. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piules: 
Considerando  qne  al  establecerse  de  modo  explícito  que  si  dentro  de 
an  término  dado  devuelve  el  vendedor  el  precio  de  la  cosa  vendida  ten* 
drá  el  derecho  de  recobrarla,  se  consigna  claramente  un  contrato  de  ven- 
ta con  pacto  de  retro,  y  no  el  de  préstamo,  aunque  se  estipule  que  el 
vendedor  baya  de  pagar,  además  del  precio  para  retraer,  determinado 
Interés,  ya  qne  este  particular  no  afecta  á  la  esencia  del  contrato  y  es 
sólo  consecuencia  de  lo  qne  se  hubiese  pactado,  conforme  al  art  1607 
del  Código  civil,  habiéndose  convenido  en  el  caso  actual  los  intereses 
como  merced  ó  compensación  por  haber  continuado  la  finca  en  la  pose- 
sión del  vendedor  para  usnfrnctnarla  durante  el  plazo  de  la  retroventa: 
Considerando  qne  al  así  entenderlo  la  Sala  sentenciadora,  condenan- 
do á  D.  Bonifacio  Onrrillo  en  la  forma  ya  expuesta,  para  lo  cual  se  atiene 
á  los  términos  de  la  escritura  otorgada  por  el  mismo  y  D.  Telesforo  B 
chiller  y  al  jnicio  qne  le  ha  merecido  la  prueba  snministrada,  con  arr 
glo  á  la  cual  eptima  qne  no  f  aé  nrorrogado  el  plazo  para  retraer  ni  do^ 
do  el  contrato,  sin  declarar  probada  la  consignación,  no  se  han  cometí 
las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  primero,  segundo,  cuarto,  qa 
to,  sexto  y  séptimo  del  recurso:  primero,  porque,  aparte  lo  expues 
cuando  los  términos  de  un  contrato  son  claros  y  no  ofrecen  dada  sol 
la  intención  de  los  contratantes,  debe  estarse  al  sentido  literal  de  i 
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olánralaa,  y  Ub  ya  ezpreaadae  revelan  el  contrato  de  venta  con  pacto  de 
retro,  no  existiendo,  como  no  existe,  ínndamento  legal  para  estimar  la 
slmolacióii  de  aqnól;  segundo,  porqne  á  partir  de  la  realidad  de  la  com- 
praventa, 7  debiendo  en  los  contratos  onerosos  de  entenderse  pá)r  cansa 
para  cada  parte  contratante  la  prestación  ó  promesa  de  una  cesa  ó  servi- 
do por  la  otra  parte,  es  evidente  que  hnbo  cansa  lícita,  consistiendo 
ésta,  para  el  comprador,  en  la  adquisición  de  la  cosa,  y  para  el  acreedor, 
en  la  obtención  del  precio;  tercero,  porque  afirmado  por  la  Sala  senten- 
ciadora, en  virtud  de  toda  la  prueba  practicada,  que  ni  se  novó  el  con- 
trato ni  se  prorrogó  el  término  del  retracto,  no  so  ha  combatido  tal  jui- 
cio por  el  medio  establecido  en  el  núm.  7.o  del  art.  1692  de  la  ley  de  fin- 
juieiamiento  civil,  limitándose  el  recurrente  á  interpretar,  contra  la 
apreciación  de  la  Sala»  el  documento,  sin  fecha  ni  firma,  á  que  se  refiere 
el  séptimo  motivo,  interpretación  que,  asf  como  la  de  la  restante  prueba, 
no  puede  válidamente  sustituirse  á  la  del  Tribunal  sentenciador,  cuyo 
supuesto  error  no  se  ha  patentizado  con  actos  ó  documentos  auténticos, 
por  lo  cual  también  carecen  de  eficacia  para  la  casación  los  motivos 
octavo  y  noveno,  en  los  que  se  hace  de  la  cuestión  supuesto,  afirmando 
el  recurrente  por  su  propio  criterio  que  hubo  prórroga  y  consignación 
oportuna;  y  cuarto,  porque  habiendo  acreditado  el  actor  que  le  pertenece 
el  dominio  de  la  cosa  reclamada  mediante  la  escritura  de  venta  y  trans- 
curso del  término  pata  el  retracto,  está  fuera  de  duda  que  tiene  expedita 
la  acción  para  reivindicar  de  quien  la  tenga  en  su  poder: 

Considerando  que  por  corresponder  al  comprador  desde  el  día  en  que 
se  perfeccionó  el  contrato  los  frutos  de  la  cosa  objeto  de  la  venta,  con- 
forme al  art.  1468  del  citado  Código  civil,  y  haber  el  comprador  irrevo- 
cablemente adquirido  el  dominio  de  la  cosa  vendida  en  la  fecha  que  ex* 
presa  la  sentencia,  no  ha  incurrido  ésta  en  la  infracción  que  se  supone 
en  el  tercer  motivo,  ya  que  la  cantidad  de  qne  se  trata  no  implica  pago 
del  precio  por  arrendamiento  alguno,  sino  la  cuantía  de  dichos  frutos, 
aegiin  dictamen  pericial  apreciado  por  la  Sala; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Bonifacio  Carrillo  Martínez,  á  quien 
eendenamoe  para  en  su  caso  al  pago  de  In  cantidad  correspondiente,  por 
rasóB  de  depósito,  á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  previene  la  ley;  y 
eon  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de  esta 
corte  el  apuntamiento  y  documento  que  ha  remitido. 

Abi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  injer- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia»  uo- 
eeaerlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoB.=Jo8é  de  Aldecoa  == 
Francisco  Toda.= Vicente  de  Piniés.= Víctor  Covlán.= Antonio  Aloi  ao 
Casafia.=Pascual  Domenech.=:Ramón  Barroeta. 

Publicación. =  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
ISxemo.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
bey,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1906.=Rogelio  González  Montes. 
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^«nte  para  tratar  de  evitar  les  perjaicloa  que  ae  le  ocaBieDaban,  tnve  ne- 
^¡eaidad  de  traaladarae  á  la  cindad  de  Murcia  con  objeto  de  oonsnltar  el 
«uo  á  un  Letrado,  quien  le  redactó  un  eecrito,  dirigido  al  Delegado  de 
Hacienda,  por  el  cual  ae  interesaba  la  nulidad  del  expediente,  7  ee  hixo 
el  deposite  que  marca  la  ley  para  que  aquél  pudiera  tramitarse  en  forma, 
dflanda  encargado  el  actor  á  dicho  Letrado  de  la  dirección  del  asunto, 
y  ausentóse  de  Murcia,  pues  la  permanencia  en  esta  ciudad  le  iba  origi- 
nando perjuicios;  que  por  comunicación  librada  por  la  Tesorería  de  Ha 
cienda  en  14  de  Noviembre  de  1908,  cuyo  original  ha  sido  remitido  á  este 
Tribunal  Supremo,  se  pueo  en  conocimiento  de  D.  José  Víctor  Bgea  la  re- 
solución dada  al  mencionado  escrito,  según  la  cual  el  Delegado  de  Ha- 
deoda  acordó  con  fecha  8  de  Octubre  de  igual  afio  que  se  anulasen  los 
procedimientos  de  apremio  practicados  con  posterioridad  á  la  providen 
da,  declarando  el  apremio  de  segundo  grado,  por  no  aparecer  ajnstadoe 
á  lo  que  se  ordena  en  los  arts.  68  y  siguientes  de  la  Instrucción  de  86  de 
Abril  de  1900,  cuya  resolución  tné  conforme  á  la  propuesta  por  el  Secre  • 
tario  del  suprimido  Tribunal  gubernativo  provincial  de  Murcia,  en  la 
que  se  estimó  debía  acordarse  dicha  nulidad  en  lo  referente  al  embargo 
^1  inmueble  que  habría  de  cancelarse  y  ordenar  continuase  el  apremio 
contra  la  pensión  que  disfrutaba  Dofia  Encarnación  Peres  Ros,  por  con- 
siderar que  el  Agente  ejecutivo  había  faltado  á  su  deber  al  no  proceder 
en  el  orden  establecido  por  el  art.  68  de  la  Instrucción  ya  citada,  embar 
gando,  como  lo  había  hecho,  un  inmueble  sin  haberse  cerciorado  antes 
de  la  no  existencia  de  otros  bienes,  que,  como  los  sueldos  y  pensiones, 
tienen  prelación  para  aquel  fin;  y  que  al  comprador  de  la  finca  no  al- 
cansaba  en  este  caso  responsabilidad  alguna,  ni  aun  la  que  eefiala  ei 
artículo  218  de  la  ley  Hipotecaria,  por  cuanto  la  deudora  era  solvente; 
que  con  todo  ello  se  demostraba  la  idea  marcadísima  en  el  Agente  de 
perjudicar  al  actor,  puesto  que  aquél  tenía  conocimiento  de  la  solvencia 
de  la  deudora,  y,  por  otra  parte,  el  actor  había  comprado  la  ñuca;  que 
con  motivo  del  expediente  incoado  por  el  referido  Agente  ejecutivo  se 
habían  originado  al  demandante  dafios  y  perjuicios  de  consideración, 
«omo  eran:  primero,  consulta  al  Le^irado  de  Murcia  sobre  lo  que  debía 
hacer  para  interesar  la  nulidad  del  expediente  instruido  por  D.  Frau" 
cisco  Férrándiz,  redacción  del  escrito  y  dirección  del  asnnto  hasta  su 
terminación;  segundo,  diferentes  viajes  de  Oartagena  á  Murcia  al  objeto 
de  encargar  el  asunto  al  Letrado,  firmar  loe  escritos  y  aportar  á  aquél 
todos  snantos  antecedentes  creyó  necesarios,  mas  las  pérdidas  de  consi- 
deiaeión  que  suponían  al  actor  abandonar  su  domicilio,  dejando  pen- 
dientes varios  asuntos  propios;  tercero,  un  préstamo  de  1.000  pesetas 
sfeetnado  por  el  actor  con  objeto  de  cubrir  el  depósito  á  la  Hacienda, 
gastos  de  viajes  y  otros,  pues  carecía  de  fondos  en  aquella  época  por  te- 
ner en  capital  empleado;  cuarto,  el  perjuicio  que  renaltó  al  actor  de  no 
haber  podido  vender  en  ventajosas  condiciones  el  inmueble  de  referen  • 
cia  con  objeto  de  atender  con  el  producto  de  la  venta  á  varios  asuntos  de 
importancia,  pues  al  enterarse  el  comprador  de  que  la  finca  estaba  am- 
argada por  débitos  de  contribución,  á  pesar  de  haberle  afirmado  el 
;tor  que  estaba  libra,  se  negó  al  otorgamiento  de  la  escritura,  cuyo 
airatiempo  ocasionó  al  actor  la  necesidad  de  concertar  y  efectuar  otros 
fsrentes  préstamos  á  crecido  interés  para  seguir  atendiendo  á  sus  ne- 
cios; y,  por  último,  que  ofrecía  comprobar  todos  los  perjuicios  y  da- 
a  cuando  en  la  ejecución  de.  la  sentencia  se  determinase  su  importe; 
igó  como  fundamentos  de  derecho  los  arts.  1902,  1908,  1904,  1101, 
}2  y  1108  del  Oódigo  civil  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
96  de  Febrero  de  1888  y  2  de  Abril  y  29  de  Octubre  de  1887  y  también 
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los  arts.  928,  929  y  1106  del  expresado  Cuerpo  legal,  y  pidi 
nase  al  demaadHdo  á  pagar  los  daños  y  perjaicios  causados 
actor  en  la  tracnitaclon  del  expediente  de  apremio  contra  Do£ 
ción  Pérez  Ros: 

Resaltando  qne  el  demandado  D.  Francisco  Ferrándiz  dii 
gado  oficio  con  fecha  8  de  Mayo  de  1903  manifestando  qai 
persotialidad  para  contestar  á  la  demanda  interpnesta  por  I 
tor  Egeñ,  y  qae  con  la  misma  fecha  lo  comunicaba  al  Dele^ 
cienda,  remitiéndole  la  copia  de  la  demanda  y  la  citación  qu 
•ido  entregadas;  y  habiéndose  dirigido  por  el  Delegado  de  I 
la  provincia  comunicación  al  Juzgado  para  que  dejase  de 
asunto,  á  lo  que  no  se  accedió  por  éste,  recibióse  en  el  misi 
cación  del  Gobernador  civil  de  Murcia  requiriéndole  de  inhi 
qne  el  Jaez  accedió  por  auto  de  21  de  Octubre  de  1903;  y  rec 
resolucióD  por  el  actor  para  ante  la  Audiencia  de  Albacete,  4 
vocación  del  auto  apelado,  mandó  al  Juez  de  primera  instan 
tageaa  aostaviera  su  competencia,  de  la  que  posteriormente 
desistido  al  Gobernador  civil,  continuando  dicho  Juzgado  ei 
miento  de  la  demanda;  y  aparte  del  indicado  oficio,  fecha 
de  1903,  D.  Francisco  Ferráadíz  Rocamora  no  presentó  escrit 
tiempo  y  forma  para  contestar  la  demanda,  y  á  instancia  c 
tuvo  por  evacuado  este  trámite: 

Resultando  que  renunciada  la  réplica  recibióse  el  pleit 
practicándose  á  instancia  del  demandante  la  siguiente  de  pos 
la  cual  negó  el  demandado  se  hubiera  tramitado  expediente  i 
tra  el  actor  ni  embargado  bienes  á  éste,  ni,  por  tanto,  proc 
vantamleato  del  embargo,  añadiendo  que  sólo  por  obediencis 
concurría  al  acto,  pues  la  reclamación  que  se  le  hacía  correa 
Hacienda,  de  ia  qne  el  deponente  era  sólo  dependiente  ó 
puesta  de  manifiesto  á  D.  Manuel  González  la  comunicación 
con  la  demanda,  fecha  14  de  Noviembre  de  1902,  expresó  qui 
que  aparecía  al  margen  era  de  su  propio  puño  y  que  el  doc 
se  le  ponía  de  manifiesto  era  verídico  y  auténtico  en  todas  ei 
taciouee;  y  testifical,  por  la  que  uno  de  los  deponentes  afirm 
tor  le  consultó  varias  veces  sobre  el  procedimiento  de  aprc 
Agente  ejecutivo  de  la  zona  séptima  de  Cartagena,  D.  Franci 
diz,  incoo  por  débito  de  contribución  contra  D.  Mariano  I 
continuándose  por  fallecimiento  de  éste  contra  su  esposa  Dofi 
ción  Pérez  Ros,  y  que  en  virtud  de  las  consultas  el  actor  le 
encárgate  del  asunto  con  objeto  de  conseguir  se  declarase  la 
expediente,  y  al  efecto  hubo  de  redactar  y  presentar  escritos 
todas  cuantas  gestiones  fueron  necesarias  para  defender  los 
su  cliente;  otro  afirmó  que  habiendo  estado  en  tratos  de  con 
José  Víctor  Egea  diez  casas  que  óst«  poseía  en  la  calle  de  La 
Cartagena,  al  pedir  antecedentes  al  Registro  de  la  propiedad 
tad  de  aquellas  fincas,  encontró  que  se  hallaban  gravadas  o 
bargo  hecho  por  el  Agente  ejecutivo  de  contribuciones,  y  por 
tió  de  la  compra  de  dichas  ñucas,  no  llevándose  á  efecto  € 
afiadieoiio  que  el  comprador  era  D.  Salvador  lllán  y  que  el  t 
sélo  por  cuenta  y  en  representación  de  éste,  y  otro  testigo 
oomjo  mandatario  de  D.  Ricardo  Qairós  concertó  con  el  actor 
venta  de  las  expresadas  diez  fincas,  no  habiéndose  formaliz 
trato  por  haber  resultado  del  Registro  de  la  propiedad  que  d 
estaban  gravadas  con  un  embargo  hecho  per  el  Agente  ejecul 
tribuciones: 
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Beenltando  que  roatanciado  el  pleito  por  loe  demáe  trámitee  legalee 
•de  embaa  inetanctae,  la  Sala  de  lo  eivil  de  la  Andienda  territorial  de 
Albacete  pronanció  en  16  de  Febrero  del  afio  aotaal  aentencia  confirma- 
toria de  la  del  Jnsgado,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Francisco  Fe- 
Trándlz,  y  revocatoria  en  cnanto  á  las  costas,  por  no  hacer  expresa  im- 
posición á  ningana  de  las  partee: 

Beenltando  qoe  D.  José  Víctor  Bgea,  qne  en  segunda  instancia  fór- 
malo demanda  de  pobreaa,  ha  Ínter pneeto  contra  dicha  sentencia  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del 
vtícalo  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  alegando  los  siguien- 
tes motivoa: 

Primero.  Error  de  hecho  y  de  derecho,  coa  infracción  en  este  último 
de  loe  arte.  1218  del  Código  civil,  608,  núm.  2.®,  y  504  de  la  ley  procesal 
eivil,  eometido  por  la  Sala  sentenciadora  al  absolver  de  la  demanda  por 
el  fundamento  de  que  D.  José  Víctor  Egea  no  había  demostrado  el  ca- 
rácter de  comprador  de  la  casa  que  embargó  el  Agente  ejecutivo  don 
J'rancisco  Ferrándis  ni  había  presentado  el  documento  en  que  fundó  en 
derecho,  á  peear  de  haberse  acreditado  ambas  condiciones  con  un  docu- 
mento público  acompafiade  á  la  demanda  y  comprobado  como  auténtico, 
qne  no  ea  otro  que  la  comunicación  oficial  en  que  se  trasladó  al  recu- 
rrente la  reeolución  del  Dalegado  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Murcia 
fecha  8  de  Octubre  de  1902,  que  anuló  el  procedimiento,  sin  rasón,  in- 
eoado  por  el  nombrado  Agente  ejecutivo,  teniéndose  por  demostradas  en 
diclio  documento  precisamente  las  condiciones  que  la  sentencia  echaba 
de  menoe,  pues  de  otra  manera  no  se  hubiera  estimado  la  reclamación 
qoe  ante  la  Hacienda  dedujo  el  recurrente,  ni  se  hubiera  decretado  tam- 
poco por  ésta  la  nulidad  del  embargo,  y  si  se  hizo  esto  fué  porque,  en 
forma  legal  y  con  la  escritura  de  compraventa  que  menciona  el  docu- 
mento aludido,  demostró  D.  José  Víctor  Egea  la  adquisición  del  dominio 
de  la  cosa  objeto  del  embargo;  que  acreditado,  pues,  ese  dominio  en  donde 
debió  acreditarse  y  reconocido  donde  debió  reconocerse,  quedó  procla- 
mado con  toda  solemnidad  en  la  reeolución  qne  lo  amparó,  habiendo 
probado  con  ello  cuanto  había  que  probar,  en  armonía  con  lo  dispuesto 
«D  el  art.  604  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  eso  no  es  bastante 
per  vi  solo  para  justificar  el  derecho  y  el  carácter  con  que  el  recurrente 
promovió  el  pleito,  y  al  no  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora  desconoció 
el  valor  de  nn  documento  público  solemne  y  eficas,  infringiendo  por  ello 
y  con  sus  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
las  diaposiciones  legales  citadas; 

Segunde.    Violación,  por  no  haberlos  aplicado,  de  los  arts.  1902  y  úl- 
tima parte  del  párrafo  5.®  del  1908  del  Código  civil,  toda  ves  que,  según 
estos  preceptos,  el  que  causa  un  dafio  á  otro,  interviniendo  culpa  ó  ne- 
<gligencia,  tiene  la  obligación  de  repararlo;  y  ante  la  claridad  de  sus  dis- 
posiciones, ee  notorio  por  demás  que  D.  Francisco  Ferrándiz  Bocamora 
debió  ser  condenado  á  reparar  el  que  causó  al  recurrente  con  el  embargo 
y  les  perjuicios  que  de  óete  se  siguieron;  que  probados  los  perjuicios,  no 
'be  snoeitarse  debate  alguno  eobre  la  juaticia  de  la  indemnización  que 
demandó,  no  valiendo  suponer,  como  ha  hecho  la  sentencia  reenrrida, 
e  el  actor  debió  reclamarloe  de  la  vendedora  por  no  ligar  á  aquél  nin- 
aa  relación  jurídica  con  el  demandado,  porque  les  perjuicios  nacieron 
les  heehoe  que  faltando  á  en  deber— como  reconoce  la  citada  reeolu- 
n  de  la  Hacienda— oemetió  el  demandado  Fenándiz,  y  eeos  hechos 
ron  lugar,  de  un  lado,  á  la  aeeión  delperjudieado  para  pedir  indem- 
leión,  y  de  otro,  á  Ja  obligación  de  indemnizar  por  parte  del  qne  loa 
^Isó,  creándose,  por  tanto,  una  relación  juridiea  ajena  forzosamente 
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á  la  qoe  existiera  entre  el  reonrrente  y  la  primitiva  dnefia 
embargadaí  y  qae  hnbo  de  mantenerse  tan  861o  entre  el  qn 
qne  enfrió  les  perjaicioe,  ó  eea  entre  el  recurrente  y  el  demí 
pleito  de  qne  dimana  el  reonreo;  que  la  obligación  qne  in 
ticnlo  1902  del  Oédigo  civil  procede  según  reiteradas  aentei 
Tribunal  Supremo— cnando  el  dafio  es  consecuencia  del  act 
en  que  haya  intervenido  culpa  ó  negligencia,  y  como  en  el  1 
bargar  lo  que  no  debió  embargarse  se  dieron  aquellas  circuní 
qne  imputar  las  consecuencias  y  per  juicios  derivados  del  mi 
culpable  de  él,  ó  sea  al  demandado,  pues  á  nadie  más  qne  a 
ridicamente  posible  reclamar;  y 
'  Tercero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
sobre  la  existencia  de  los  perjuicios,  resultante  el  primí 
mentó  ya  mencionado  que  se  acompafió  á  la  demanda,  ó  ic 
el  segundo  del  art.  928  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ] 
enmonto  referido  acredita  que  hubo  de  hacerse  el  embargo 
el  depósito  previo  á  la  petición  de  nulidad  de  aquél,  y  que, 
produjo  ese  dafio  al  recurrente,  y  como  éste,  aunque  no  ha 
tidad  líquida  á  que  los  daños  y  perjuicios  ascienden,  ha  pri 
relación  de  loe  mismos  las  bases  de  la  liquidación,  según  < 
tículo  infringido,  han  debido  estimarse  aquéllas  para  definí 
earlos  en  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Oamilo  María  G 

Considerando  que  para  el  éxito  de  la  acción  derivada  de! 
Código  no  basta  la  ejecución  de  un  acto  que  implique  culpt 
cia,  si  no  se  justifica  que  por  consecuencia  del  mismo  han 
dafio  ó  perjuicio  inferidos  á  tercera  persona;  y  como  la 
Albacete,  en  el  caso  del  presente  recurso,  no  estima  la  jm 
aquél  ni  de  éstos»  y  como  además,  por  el  documento  á  qne 
renda  en  el  motivo  tercero  no  se  demuestra  tampoco,  con 
que  la  ley  requiere,  la  equivocación  cometida  por  el  Tribun 
dor,  puesto  qne  si  D.  José  Víctor  Egea  consignó  el  importe 
y  constituyó  el  depósito  de  las  47  pesetas,  que  le  fueron 
ser  BU  reclamación  resuelta  favorablemente,  esto  hecho  p 
patentisa  que  tuviera  necesidad  de  distraer  esas  sumas  d 
ción  más  provechosa,  ni  mucho  menos  que  por  virtud  de 
don  del  expediente  se  le  irrogara  los  perjuicios  que  sup 
caso  es  manifiesto  que  falta  la  base  esencial  para  el  éxito 
por  cuya  rasón  no  procede  la  casación  de  la  sentencia  re 
cuando  se  estimara  suficiente  la  justificación  de  su  personi 
reconocimiento  que  de  ella  hizo  la  Hacienda  como  comprad 
embargada,  justificación  que  no  aparece  hecha  especialmei 
sento  juicio,  ni  aun  siendo  manifiesto  el  error  padecido  po: 
sentenciador  al  negar,  partiendo  de  este  supuesto,  acción  á 
Ferrándiz; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habe 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Víctor  Egea,  á  < 
namos  para  en  su  caso  al  pago  de  la  cantidad  correspondieo 
de  depósito,  á  la  que  ae  dará  la  aplicación  que  previene  la 
oportuna  certificación,  devuélvanse  á  la  Audiencia  territo 
oete  el  apuntamiento  y  doeumentos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la 
sertorá  en  la  Colección  Lbgi8Lativa,  pasándose  al  efec 
xieoeaarias,  lo  pronundamos,  mandamos  y  firmamoa.=Jos^ 
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Vfckor  CoYÍán.s:Antonio  Alonso  Ca8alia.=IldefonBo  Lópeí  Aranda.= 
Pafcoal  Domeneob.ssFederloo  Mon0alYe.=:Camilo  Marta  Gallón. 

PabUcaolón.aELeida  y  pnblioada  íqó  la  precedente  aentenoia  por  el 
Kzono.  Sr.  D.  Camilo  María  GuUón»  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  cíyíI 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  andienclB  pública  la  misma  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1906.=Rogeiio  Gonaálea  Montes. 

£^úm.  laO.—TRIBUNAL  SUPREMO. ^13  de  Novlambre, 
piblleada  el  27  de  Ololeailire  de  1907. 

CAfiACióN  POR  QUEBRANTAMIENTO  DB  poRMA.--i)eaaAttcio.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Fidel  Colominas  contra  la  dictada  por  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Tarraga,  en  juicio  con  D.  Francisco  VilA. 
Bn  8u  coNSioERANpo  únlco  se  establece: 

Que  9on  improeeientea  para  la  easa&ón  las]  infraedones  alega- 
da9  haciendo  supuesto  de  la  cuestión. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1906,  en  el  Juicio 
seguido  en  los  Juagados  municipal  de  Rubí  y  de  primera  instancia  de 
Tarrasa  por  D.  Francisco  Javier  Vilá  Teixi^ió,  Abogado,  vecino  de  Bar- 
celona, contra  D.  Fidel  Oolominas  Vilaseca,  la¿)rador  y  vecino  de  San 
Quirico  de  Tarrasa,  sobre  desahucio;  autos  pendientes  ante  Nos  en  vir^ 
tud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  con  protesta 
para  el  de  infracción  de  ley,  que  ha  interpuesto  el  demandado,  repre- 
sentado y  defendido  en  este  Tribunal  Supremo  por  el  Procurador  don 
Cayetano  Ramiros  Ruis  y  el  Letrado  D.  Manuel  Tercero  Acoata;  sin  que 
haya  eomparecido  la  parte  actora  y  recurrida: 

Resultando  que  D.  Francisco  Javier  Vilá  y  Teizidó,  hoy  demandante 
y  recurrido,  y  D.  Fidel  Oolominas  Vilaseca,  demandado  y  recurrente, 
formalizaron  en  Tarrasa  á  86  de  Octubre  de  1908  un  contrato  por  el  cual 
el  primero  cedió  al  segundo  en  arriendo  por  término  de  cinco  afios,  con- 
tados desde  1.^  de  Enero  de  1904  hasta  igual  fecha  de  1909,, varias  habi- 
taciones y  dependencias  de  la  casa  denominada  Can  Ferrán  y  diferentes 
piesas  de  tierra,  vifias  y  arbolado,  sito  todo  ello  en  término  de  Rubí  y 
San  Quirico  de  Tarrasa,  estableciéndose  como  condiciones,  entre  otra«, 
que  el  precio  del  arriendo  consistía  en  la  tercera  parte  del  aceite  que  pro- 
dujeran los  olivos,  la  mitad  del  fruto  producido  por  los  demás  árboles  y 
por  las  vifias,  varios  pollos  que  habían  de  entregarse  en  diferentes  días 
de  cada  afio  y  800  pesetas  anuales  por  razón  de  las  dependencias  de  la 
easa  y  terrenos  de  secano  y  regadío,  cuya  parte  de  precio  en  metálico 
debía  abonarse,  en  una  sola  paga,  el  día  1.^  de  Enero  de  cada  afio,  y  que 
las  partee  se  sometían  á  la  Jurisdicción  del  Juez  municipal  de  Rubí  y 
del  de  primera  instancia  de  Tarrasa  para  cualquier  clase  de  reclama- 
don,  constando  todo  ello  de  un  documento  privado  suscrito  por  Vilá  y 
por  un  testigo,  en  nombre  del  Ck)lominas,  que  no  sabe  hacerlo: 

Resultando  que  el  D.  Francisco  Javier  Vilá  dedujo  en  escrito  fecha 
18  de  Enero  del  corriente  afio,  presentado  el  inmediato  día  16,  ante  el 
Fusgado  municipal  de  Rubí,  demanda  de  desahucio  contra  el  arrendata- 
rio D.  Fidel  Oolominas,  por  haber  dejado  de  satisfacer  éste  el  arriendo 
"encido  el  1.^  de  aquel  mismo  mes,  y  fundando  su  acción  en  la  causa  8.* 
ftl  art.  1568  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  comparecidas  las  par- 
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tea  el  22  del  propio  mee  de  Enero,  reprodujo  el  actor  en  dems 
testando  el  demandado  que  no  era  cierta  la  falta  de  pago  alega< 
trario,  por  cnanto  si  bien  en  el  contrato  privado  consta  delx 
adelantado  el  arriende,  era  lo  cierto  no  haberse  hecho  nnncí 
después  de  ñnido  el  afio^  no  siendo  cierto,  por  otra  parte,  hnbl4 
de  satisfacer  adelantado  el  importe  del  arriendo,  pnes  en  la  mii 
y  momentos  antes  de  la  presentación  de  la  demanda  de  qne  se  t 
consignado  aquel  Importe  en  poder  del  Jues  municipal,  ant 
verificaba  la  comparecencia,  mediante  la  negativa  del  propietai 
tar  el  pago  que  se  le  ofreció;  terminando  con  la  súplica  de 
diera  lugar  al  desahucio  pretendido,  en  primer  término,  por  h 
do  una  novación  del  contrato,  en  virtud  del  cual  se  pagaba  vei 
anticipadamente  el  arriendo,  y  en  segundo  lugar,  porque,  n( 
aquella  circunstancia,  la  referida  consignación  hecha  en  el  Ju: 
nicipal  libraba  de  la  obligación  al  supuesto  deudor  D.  Fidel  O 
quien  habiendo  alegado  su  cualidad  de  pobre,  forinuló  al  ef< 
rrespondiente  demanda  incidental: 

Resultando  que  concedida  la  palabra  al  actor  para  replicaí 
biese  tenido  lugar  el  ofrecimiento  de  pago  dicho  de  contrario, 
qne  la  consignación  llevada  á  efecto  era  ineñcas  para  evitar  ] 
la  demanda,  pues  aunque  hubiera  existido  semejante  ofrecimi 
haberse  hecho  en  1.^  de  Enero,  no  pudiendo  aceptarlo  el  di 
por  tener  ya  presentada  con  fecha  del  18  la  demanda  de  dena 
ginaria  de  este  juicio;  concluyendo  por  manifestar  que  sin  ne 
que  se  recibiese  el  juicjo  á  prueba,  toda  ves  que  el  demandadc 
Cduocido  de  modo  explícito  y  claro  la  autenticidad  del  contrato 
do,  se  dictara  sentencia  en  los  términos  solicitados  en  la  d< 
habiendo  pedido  el  demandado  Oolomlnas  no  se  accediera  á 
dido  por  el  actor  acerca  de  la  prueba,  mediante  proceder  éi 
hubiere  de  versar  sobre  extremo  distinto  del  de  la  falta  de  ps 
el  Juzgado  no  haber  lugar  á  recibir  el  juicio  á  prueba;  pero  co 
Fidel  Oolominas  pidiere  reposición  de  este  proveído,  fué  efec 
y  por  contrario  imperio  repuesto,  acordando  en  su  lugar  la  ] 
las  pruebas,  consistente  en  la  absolneión  de  posiciones  por  i 
mandado;  testifical,  á  instancia  de  uno  y  otro,  y  aportación  i 
de  los  recibos  de  las  rentas  de  1904  y  1906,  expedidos  y  sui 
D.  Francisco  Javier  Vila  en  1.^  de  Enere  y  4  de  Febrero  r 
mente  de  aquellos  mismos  afios;  de  un  recibo  autorizado  e 
Enero  último  por  el  Juez  municipal  suplente  de  Rubí,  aoredit 
entrega  por  D.  Fidel  Oolominas,  en  concepto  de  consignación  < 
de  la  cantidad  de  200  pesetas,  á  cuya  suma  se  aoompafiaba 
interesando  se  le  admitiera  justificación  del  ofrecimiento 
dichas  200  pesetas  á  D.  Francisco  Javier  Vilá  Teixidor,  y  d 
monio  de  las  diligencias  practicadas  con  este  motivo  en  el  rei 
¿ado  municipal  de  Rubí;  y  habiendo  expuesto  cada  una  de  lai 
nueva  sesión  del  juicio  lo  que  estimaron  pertinente  á  su  derec 
en  6  de  Febrero  de  este  afio  sentencia  dando  lugar  al  desahn< 
dido,  con  las  demás  declaraciones  de  la  ley,  é  imposición  d 
demandado  Oolomlnas: 

Resultando  que  remitidos  los  antee  al  Juagado  de  primen 
del  partido,  ó  sea  al  de  Tarrasa,  comparecieron  ambas  partea 
en  9  de  Mario  último  en  virtud  de  la  apelación  interpuesta  po 
mandado,  qne  le  fué  admitida,  solicitando  el  apelante  la  revoc 
«entencia  dictada  por  el  Juzgado  municipal,  y  au  coiifirmació 
de,  dictando  cuatro  días  deapnés,  ea  decir,  en  18  del  miamo  mei 
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L  8UPREM0.-I3  de  Novien 
28  de  Diciembre  de  1907. 

,EY.— Rendición  de  cuenta 
gar  al  recurso  interpue^ 
la  pronunciada  por  la  Sa 
^08,  en  pleito  con  Doña  Pj 
tablece: 

dml  concreta  y  determin 
iel  consejo  de  TeumUa  en 
do  ppr  medio  del  protuto 
}M  oienet  de  matrimonio  c 
f  su  marido  se  halla  regul 
r  rigen  el  organismo  tute 
s  en  los  arts.  Í44Í  y  Í44^ 
220  en  el  respeto  debido  i 
es  que  la  constituyen: 
etrina  no  se  infringen  U 

O: 

de  la  ley  procesal  la  sem 
rivan  de  la  cuestión  prim 
n  con  las  pretensiones  est 


,  á  18  de  Noviembre  de  19( 
>r  onaLtia  seguido  en  el  Ju 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  An( 
í  Grijelmo  Manso,  labradi 
consejo  de  familia  del  incí 
ra  Dofia  Paula  Gil  Yágüe 
la  misma  vecindad,  sobre 
administración,  pertenecic 
nte  Nos  en  recurso  de  casi 
sto  la  parte  demandante, 
o  7  defendida  por  el  Letra 
comparecido  Dofia  Paula 
D.  Pedro  Qauna  y  defendí 
i: 

a  7  bo7  recurrida  Dofia  P 
tal  matrimonio  tenga  desct 
le,  además  de  ser  labrador : 
iClones,  cuales  eran,  entre 
reales  7  ganados,  expendlc 
riñas  7  producción  en  una 
Inada  al  alumbrado  públicc 
le  Judicial  de  Castrojerii, 
ios  expresados  cón7Uges 
lales  comensó  á  dar  en  Ma] 
[ue  obligaron  á  la  segunda 
sonsnlta  clínica  del  faculti 
en  dispuso  que  Inmediata 
a  Casa  de  salud  de  esta  cor 
la  dase  de  enfermedades,  s 
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flin  perjuicio;  que  preguntada  Doña  Paula  al  tenía  metóllco 
<iue  incluir,  contestó  que  no;  y  preguntada  dónde  se  eocontraí 
¿o  á  cuyo  tráfico  se  dedicaba  el  D.  Entices,  y  queexistla  en  la 
en'la  fecha  en  que  se  determinó  la  reclusión  de  éste  en  la  Casi 
de  Nuestra  8efiora  del  Carmen,  en  Madrid,  contesta  que  t. 
existencias  han  sido  vendidas;  y  preguntada  por  el  paradero  ( 
negas  de  cebada  que  resultaban  de  menos  en  la  última  recoU 
arreglo  á  la  medición  hecha  en  las  eras,  dice  que  lo  que  no  ha 
lo  ha  gastado;  y  que  Invitada  Doña  Paula  á  examinar  la  c 
oponiendo  los  reparos  y  advertencias  que  creyera  oportunos^ 
«a  firma  de  conformidad,  manifestó  que  no  quería  firmar  ni  t 
mientras  no  se  hallase  presente  y  se  lo  ordenase  su  hermaní 
que  se  encontraba  en  Hlnestrosa;  y  se  firmó  la  diligencia  relac 
Pampliega  el  16  de  Diciembre  de  1908>:  ,  «  ^    t?  u 

Resultando  que  mes  y  medio  después,  ó  sea  en  1."  de  Jí  ebreí 

celebró  el  consejo  de  familia  una  sesión,  á  la  cual  no  asistí 

Paula  ni  el  vocal  D.  Eladio  Martín  Grijelmo,  en  la  que,  pre 

Alón,  expuso,  entre  otras  cosas,  el  protutor  D.  Laureano  He 

hasta  entonces  la  realidad  era  que  el  consejo  de  familia  y  e 

ignoraban  de  qué  bienes  vivía  y  se  mantenía  el  tutelado,  ac 

por  unanimidad:  primero,  que  se  participase  á  Doña  Paula  Gii 

cuyo  duplicado  firmaría  y  devolvería,   la  obligación  en  que 

constituir  la  fianza  de  200.000  pesetaé  en  metálico,  valores  } 

precio  de  cotización  corriente,  ó  fincas,  debiendo  también  de  hac 

al  consejo  de  los  bienes  y  estado  de  cuentas  de  negocios  del 

tado  D.  Entices  para  la  organización  de  la  tutela  y  de  la  a 

clon  á  cuyo  fin  se  la  concedían  cinco  días  después  de  los  mese 

transcurridos;  y  segundo,  que  se  otorgasen  por  el  presidente  1 

que  fueran  necesarios  para  compeler  á  la  entrega  de  bienes  t 

y  á  la  rendición  de  cuentas  en  la  forma  contenciosa  á  la  Dofl 

i  tal  fin  otorgar  poder  á  varios  Procuradores,  que  se  expresai 

sidencia  en  diversos  puntos,  como  Burgos,  Castrojeriz,  Brivi 

bao  participando  el  consejo,  como  consecuencia  del  primero  < 

citados  acuerdos,  por  medio  de  oficio  de  aquella  misma  fecha 

brero,  á  Bufia  Paula  Gil,  habérsele  concedido  cinco  días,  des 

transcurridos  desde  el  auto  firme  de  incapacidad,  para  la  ent 

bienes,  libros  y  documentos  que  estaban  en  posesión  y  pertí 

D.  Entices,  y  que  debían  ser  administrados  por  la  dirección  ( 

y  para  que  rindiera  las  cuentas,  también  debidas,  en  las  que 

tase  el  ewtado  del  caudal  de  dicho  incapaz,  de  modo  que  el 

familia  funcionaae  efectivamente,  y  se  la  suplicó  constituyei 

de  200.000  pesetas,  en  la  forma  anteriormente  expresada,  pí 

diera  posesionarse  de  la  tutela  qne  la  corresponde  ejercer, 

al  consejo  si  encontraba  algana  dificultad  para  constituir  la  t 

oficio  se  entregó  a  Doña  Paula  por  duplicado,  y  por  no  quer- 

hicieron  los  testigos  Falgenclo  Merino  y  Vicente  Gutiérrez: 

Resultando  que  D.  Mariano  Grijelmo  Manso,  en  conc^pt 

dente  del  consejo  de  familia  formado  para  cuidar  de  la  perao 

del  incapacitado  D.  Entices  Grijelmo  del  Amo,  dedujo  en  esc 

de  Marzo  de  1904,  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 

demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Dofi 

Yagüez,  con  la  súplica  de  que  se  la  condenara,  declarando  qi 

gada  á  poner  inmediatamente  á  la  disposición  del  consejo  d( 

administiaclón  de  los  bienes  del  incapacitado  demente  D. 

jelmo  del  Amo,  su  marido;  á  rendir  cuentas  al  mismo  conse: 
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Yocal  el  D.  Eladio  Martín  Grijelmo,  ee  convocó  y  celebró 
reunión  en  16  de  Noviembre  eigniente»  no  aeistiendo  á  ella  < 
ni  la  Doña  Panla,  á  pesar  de  haberles  citado  con  intervenci 
gos,  que  tomados  en  tal  sesión  del  consejo  de  familia  los  ac 
bión  referidos  anteriormente,  se  entregó  á  Doña  Paula  Gil  u 
seta  y  del  auto  de  incapacidad,  contentando  á  pesar  de  ello, 
sela  notarialmente  en  20  del  mismo  Noviembre  para  la  foi 
inventario,  que  ee  oponía  á  su  práctica  por  no  reconocer  leg 
constitución  del  consejo  de  familia;  que  ante  esta  conducta, 
cual  quejaban  enervados  los  efectos  del  auto  de  incapaci( 
precieo  solicitar  del  Juzgado  en  23  del  expresado  Noviembre 
ordenase  á  la  Doña  Paula  Gil  se  abstuviera  de  poner  obstácti 
tencia  al  consejo  de  familia  para  inventariar  los  bienes  y  ej< 
culiares  funciones,  con  las  conminaciones  y  reserva  de  dereí 
del  caso;  que  acordado  así,  en  providencia  del  siguiente  día 
seguirse  por  virtud  de  ello  que  se  practicase  en  16  del  in 
ciembre  el  correspondiente  inventario,  estampándose  en  él  1 
referente  á  su  adición,  á  la  cual  dio  motivo  las  contestación 
Doña  Paula  Gil  al  preguntársela  por  la  existencia  del  metal 
y  cereales;  que  como  adicionabies  al  su<3odicho  inventario  1 
gado  los  individuos  del  consejo  de  familia  de  D.  Entices  ( 
cuantiosos  bienes  de  todas  clases  pertenecientes  á  éste  al  c( 
mencia  en  Mayo  de  1902;  que  el  manejo  y  administración  ( 
nes,  aeí  como  el  de  los  demás,  constitutivos  de  la  important< 
incapacitado,  corresponde,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
consejo  de  familia  por  ministerio  de  la  ley,  como  una  de  en 
facultades;  que  indudablemente  al  constituirse  aquélla  por  si 
voluntad  y  rehuyendo  la  formación  del  consejo  de  familia  < 
de  la  tutela,  en  administración  de  dicho  caudal  en  nombre 
aceptó  de  hecho  tácitamente  la  obligación  de  rendir  cuenti 
la  de  entregar  los  fondos  ó  capitales  al  consejo  de  familia  ei 
ee  formara;  que  en  el  buen  orden  de  las  cosas  y  en  el  anime 
de  familia  estuvo  y  está  siempre  proceder  en  esa  materia  ( 
benignidad  y  condescendencia  para  con  la  esposa  del  incapt 
á  la  vez  con  la  prudente  cautela  aconsejada  por  la  impericU 
nistrar,  por  el  abandono  de  ésta  en  manos  ajenas  y  por  el 
de  conducirse  observado  por  la  persona  llamada  á  facilitar  < 
miento  del  consejo;  y  que  á  tal  fía  ha  suplicado  éste  á  Doñi 
asista  á  sus  deliberaciones,  dé  cnentas  y  haga  entrega  formí 
oes,  todo  ello  encaminado  á  conseguir  para  aquel  organism 
tividad  positiva  y  no  una  vida  simplemente  ñ^;urada  y  fícticl 
también  de  poder  llegar  á  un  acuerdo  armonioso  en  punto  a 
nos  de  la  cantidad  fijada  como  fianza  y  á  la  clase  de  bienes  si 
les  había  de  constituirse: 

Resultando  que  asimismo  y  para  fundamentar  §u  reclan 
el  demandante:  que  nada  de  lo  dicho,  ni  un  solo  acto  sigí 
nna  inteligencia,  ha  podido  recabar  el  consejo  de  familia  d 
del  incapacitado,  la  cual  sigue  disponiendo  de  todo  el  cauda 
loe  bienes  y  documentos  pertenecientes  al  D.  Entices;  que 
tuyo  por  parte  de  aquélla  una  burla  manifiesta  de  les  prece] 
de  las  resoluciones  del  Juzgado  y  de  los  derechos  ostentadoi 
eejo  de  familia  legalmente  constituido  y  por  nadie  hasta  al 
nado;  y  que  para  í/btener  el  debido  respeto  y  la  efectividad 
namiento  de  la  institución  tutelar,  concluyendo  de  legalizar 
tación  sancionada  del  demente,  sólo  queda  al  consejo  de  fai 
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hechos  y  fnndamentos  de  derecho  que  signen:  qne  en  Jnnic 
tnando  se  notaron  en  D.  Entices  Grijelmo,  su  marido,  loe  i 
tomas  de  demencia;  qne  llevado  por  prescripción  facnltativ) 
de  sfilnd,  volvió  al  pneblo,  también  por  consejo  módicoi  ( 
así  más  fácil  cnidar  del  paciente;  qne  declarado  éste  ince 
Septiembre  del  signiente  afio,  administró  él  mismo  hasta 
bienes  como  tnvo  por  convenieate;  qne  antes  de  los  primei 
de  la  enfermedad,  y  por  ende  con  anterioridad  á  la  alndida 
de  incapacidad,  liqnidó  el  D.  Entices  la  Sociedad  relativ 
existente  entre  él  y  D.  Pedro  del  Grado;  qne  el  propio  D.  £ 
del  Banco  loe  fondos  puestos  á  su  nombre  en  cnenta  corrleí] 
grano  de  la  cosecha  anterior  y  dio  por  terminado  el  negocio  i 
y  cuantos  tenia  entonces  pendientes;  qne  después  de  la  de 
incapacidad  del  marido  de  la  dicente  no  ha  vendido  ésta  ni 
ninguna  clase  de  bienes,  habiendo  percibido  sólo  2.600  pese 
vencidas  de  los  molinos;  que  esas  rentas  las  percibió  la  coe 
habérselas  entregado  y  por  necesitar  recursos  para  atend 
apremiantes  necesidades  snyas  y  de  su  marido;  que  tal  sui 
cibió  como  administradora,  sino  en  concepto  de  dueña  de 
de  ser  bienes  comunes,  realizando  aquel  acto  en  nombre  y 
propio  y  no  con  el  carácter  de  gestora  de  negocios  de  ning 
limitándose  á  hacerse  cargo  de  una  cosa  también  de  su  pertc 
aplicarla  á  dar  de  comer  á  su  marido;  que  á  fin  de  snbvenii 
eidades  de  éste  y  á  las  propias,  se  había  visto  obligada  D 
buscar  fondos  por  negarse  los  demandantes  á  consentir  se 
semejante  fin  de  algunos  frutos  ó  se  vendieran  los  necesa 
antes  ni  después  de  la  incapacidad  de  D.  Entices  se  constit 
tora  de  negocios  ajenos  la  dicente;  que  á  ésta  no  se  la  partid 
la  declaración  de  incapacidad  de  su  marido  ni  se  la  dio  inte 
la  formación  del  inventario,  el  cual,  terminado  fuera  de  su  i 
hizo  ascender  á  119.492  pesetas  83  céntimos;  que  no  se  ha  gi 
contestarte  la  atención  de  hacer  posible  la  asistencia  á  las 
consejo  de  familia,  sin  abandonar  los  cuidados  de  su  marid( 
pues  de  pedirse  á  la  dicente  fianza  por  la  cantidad  de  200.00 
acudido  en  dos  ocasiones  por  escrito  al  consejo  de  familia  e 
su  deseo  de  prestarla  en  términos  justos,  previo  un  inveí 
para  entrar  en  el  desempeño  de  su  cargo  de  tutora,  no  habi( 
medios  aquel  organismo  de  cumplir  semejante  obligación  ni 
en  derecho: 

Resultando  que  las  susodichas  pretensiones  de  la  Dofi 
fueron  además  concretamente  apoyadas  por  la  misma  en  este 
que  el  inventario,  base  para  la  fijación  de  la  fianza,  se  hizo 
de  los  vocales  del  consejo  sin  intervención  de  la  demandac 
pretendido  y  pretende  formarle  con  arreglo  á  la  ley  y  con  la  i 
en  ésta  determinada;  que  Doña  Paula  Gil  no  ha  podido  ni  pi 
por  no  prestarse,  antes  al  contrario,  oponerse  á  ello,  los  vocí 
sejo  y  el  protutor,  demandantes,  quienes  pretenden  se  paB< 
ventarlo  ilegal;  que  también  ha  solicitado  varias  veces  la  ] 
Paula  del  consejo  le  facilite  de  los  bienes  de  la  sociedad  con} 
cursos  necesarios  para  atender  á  la  subsistencia  del  matrim 
consintiese  en  otro  caso  disponer  á  semejante  fin  do  los  frnti 
tos  indispensables;  que  ni  á  lo  uno  ni  á  lo  otro  han  accedido 
dantos,  habiéndose  visto  por  ello  precisada  la  dicente  á  bnsí 
cursos,  sin  lo  cual  no  hubiera  podido  proveer  á  las  más  apreí 
cesidades;  que  no  era  de  echar  en  olvido  tener  Doña  Paula  ( 
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ínncion&miento  del  consejo  de  familia  y  de  la  tutela^  la  declaración  de^ 
incapacidad  y  la  formalización  del  inventario  de  bienes,  libros,  docQ- 
mentos  y  negocios  del  loco;  haberse  aprovechado  del  estado  de  D.  Enti- 
ces Grijelmo  y  de  su  interinidad  al  frente  de  la  casa,  para  apoderarse 
mientras  tanto  de  dichos  bienes,  libros,  documentos  y  negocios,  ocnl- 
tando  aquéllos  y  liquidando  y  enajenando  éstos;  y,  en  fin,  haber  rehnido 
la  dación  de  cuentas  y  entrega  de  los  mismos  bienes,  etc.,  al  consejo  de 
familia  para  disponer  lo  conveniente,  en  cumplimiento  de  su  obligación, 
en  orden  á  la  administración  del  caudal  y  á  los  cuidados  exigidos  por  el 
enfermo,  dando  con  ello  lugar  á  la  incoación  de  este  pleito;  que  dentro 
de  tal  cuenta  cabe  demuestre  Doña  Paula  Gil  la  intervención  de  su  ma- 
rido en  los  negocios  de  la  casa  á  partir  de  Mayo  de  1902,  desde  la  cnal  ee 
le  pide,  época  de  su  locura,  hasta  la  fecha  de  su  rendición;  que  lo  que 
no  cabe  es  se  excuse  en  principio  de  rendirla  y  de  poner  al  consejo  de 
familia  en  posesión  de  la  administración  de  los  bienes,  pues  esto  es  tanto 
como  impedir  todo  funcionamiento  á  la  institución  tutelar  y  rebelarse 
contra  ésta,  contra  la  ley,  por  la  cual  se  halla  regida  y  amparada,  y 
contra  las  resoluciones  judiciales,  garantisadoras  de  su  legítima  exis- 
tencia en  este  caso;  que  la  misma  solicitud  deducida  por  la  Dofía  Paula 
en  este  litigio  por  vía  de  reconvención,  relativa  á  la  provisión  por  el 
consejo  de  familia  de  recursos  pecuniarios  de  la  sociedad  conyugal,  para 
atender  con  ellos  á  su  subsistencia  y  á  la  de  su  marido,  implica  la  nece- 
sidad de  hacerse  previamente  cargo  aquel  organismo  de  la  administra- 
ción de  los  bienee  de  donde  hayan  de  salir  tales  recursos,  pues  sin  esto 
es  imposible  aquello;  que  asimismo,  y  para  poder  hacerse  cargo  el  con* 
sejo  de  familia  de  la  administración,  es  preciso  se  le  dé  formal  cnenta 
y  razón  del  estado  de  los  bienes,  libros  y  documentos  y  su  posesión,  á 
contar  desde  la  locura  de  D.  Eutices  y  de  su  incapacidad  por  ella  para 
regirse  á  sí  mismo  de  hecho  y  administrar  su  casa  y  sns  negocios;  que 
•umplido  todo  esto  por  Dofia  Paula,  proveerá  el  consejo  cuanto  estime 
justo,  dentro  de  sus  atribuciones,  cuyo  ejercicio  no  consiente  hoy  la  de* 
mandada;  y  que  por  lo  mismo  es  una  burla  más  de  la  Gil  Yagüez  recon- 
venir al  consejo  de  familia  pidiendo  la  dé  dinero  ó  la  permita  disponer 
de  algunos  frutos  ó  productos  de  la  sociedad  conynvral,  cuando  retiene  en 
BU  poder  todo  el  caudal  de  la  misma,  y  se  la  deje  formar  el  inventario^ 
cuando  es  maníñesto  habérsele  dado  intervención  en  el  ya  formado  le- 
gítima y  competentemente,  sin  protesta  de  nadie,  respecto  de  esta  com» 
potencia,  por  el  consejo  de  famiiia,  y  haber  resistido  y  desobedecido  á 
éste,  siendo  conminada  de  procesamiento  por  el  Juzgado  respecto  á  esta 
punto  especial: 

Resultando  que  además  de  esto  alegó  en  la  réplica  D.  Mariano  Gri- 
jelmo: que  todo  cuanto  en  la  contestación  y  reconvención  se  expone  re- 
lativamente á  la  constitución  de  la  fianza  y  á  la  formRción  del  inventa- 
rio, como  su  base,  tiene  su  Ingar  propio  en  los  acuerdos  del  consejo  de 
familia,  y  allí  es  donde  habrá  de  acudir  Dofía  Paula  y  quien  tenga  inte- 
rés; que  allí  constará,  no  obstante  ser  innecesaria  su  constancia,  no 
tener  la  ñanza  exigida  á  la  esposa  del  incapacitado,  para  ponerla  en  po- 
sesión de  su  cargo  de  tutora,  el  carácter  de  irrevocable  y  definitiva;  que 
eemeiante  fianza  es  circunstancial  y  dependiente  del  hecho  de  completar 
ó  no  Doña  Paula  el  inventario  formado,  incluyendo  en  el  mismo  lof 
cuantiosos  bienes,  libros  y  documentos  ocultados  por  ella,  dando  cuenta 
y  razón  de  ellos  y  permitiendo  su  depósito  en  lugar  seguro;  que  por  todo 
ello  no  puede  resolverse  aquí  sobre  esa  materia,  no  hay  razón  para  de- 
mandar con  tal  motivo  al  consejo  de  familia,  ni  cabe  se  prescinda  de  la 
validez  y  firmeza  de  sus  legítimos  acuerdos,  pues  ni  la  misma  Dú  ía 
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invent&rio,  dictándolo  y  declarando  en  en  propia  casa  á  la  eomlaión  d^ 
concejo  de  familia  7  teetigoe  al  efecto,  loe  bienes  y  docnmentoa  qne  toye 
por  conveniente  que  se  relacionasen.  Dice  qne  es  cierto,  si  bien  declara 
7  relacionó  los  bienes  7  docnmentos  qne  única  7  exclnsivamente  exis- 
tían en  la  casa,  7  en  modo  algnno  los  qne  tnyiera  por  conveniente,  como 
expresa  la  pregunta,  pnes  dictó  7  declaró  todos  los  qne  había,  si  bien,, 
como  la  declarante  no  ha  firmado  el  inventario  porqne  no  se  lo  han 
puesto  á  sn  disposición  para  examinarle,  desconoce  los  bienes  que  com- 
prende, pnes  no  se  extendía  delante  de  la  qne  declara  7  sí  sólo  tomaron 
notas  para  extenderle.— Posic¿dn  diet  y  seis  del  miémo  primer  pUegot 
81  al  terminarse  dicho  inventario  se  negó  A  firmar  Dofia  Panla  míen» 
tras  nó  estuviese  presente  su  hermano  Aniano,  vecino  de  Hinestresa,  7 
entonces  se  biso  por  la  comisión  del  consejo  de  familia  constar  así  con 
las  demás  contestaciones  de  la  Dofia  Panla,  por  nota  final  de  aquel  do- 
cumento. Dice  qne  es  cierto,  si  bien,  como  aclaración,  hace  consta  lo  que 
deja  dicho:  que  no  se  extendió  ante  ella  el  inventario,  sino  únicamente 
nota  para  extenderle,  7  que  al  volver  al  día  siguiente  ó  á  los  dos  días 
para  que  lo  firmase,  ocurrió  lo  que  expresa  la  pregunta,  7  qne  qaedando^ 
conformes  en  que  fuese  su  hermano  Aniano,  le  avisó  7  fué  á  Pampliega, 
7  pasando  recado  al  presidente  del  consejo  de  familia  de  que  si  bajaba 
á  su  casa  ó  subían  ellos  á  la  del  declarante,  no  dieron  contestación,  7 
tuvo  que  volverse  á  fiinestrosa  el  Aniano  sin  ver  el  inventario. — Ypo- 
9¿eión  tercera  del  segundo  pliego:  Qne  en  el  inventario  de  los  bienes 
formado  por  el  consejo  de  familia  del  D.  Entices  la  declarante  Dofia 
Paula  fué  quien  dispuso  que  su  sobrina  Teodora  Sicilia  fuese  quien  mos- 
^trase  en  cada  habitación  de  la  casa  los  muebles  7  ropas,  7  que  las  her- 
manas de  la  misma  Dofia  Paula  presentasen  7  volviesen  á  recoger  los 
títulos  de  propiedad  de  las  fincas  para  la  descripción  de  éstas,  7  que  los 
criados  Prisco  Gonsáies  7  Felipe  Ronda  midiesen  los  granos  inventaria- 
dos. Dice  que  es  cierto,  7  respecto  de  los  criados  que  midieron  el  grano, 
ignora  quiénes  fueron,  porque  la  declarante  dispuso  fueran  dos  criados 
con  los  testigos  que  llevaba  la  comisión  del  consejo,  pues  la  declarante 
no  presenció  la  medición: 

Resultando  que  unidas  á  los  autos  las  pruebas  practicadas  7  eva* 
cnado  por  las  partes  el  traslado  de  conclusión,  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Castro jeris  pronunció  en  18  de  Febrero  de  1906  sentencia  de- 
clarando: primero,  que  Dofia  Paula  Gil  Yagüez,  demandada  7  mujer  del 
incapacitado  D.  Entices  Grljelmo  del  Amo,  está  obligada  á  hacer  inven- 
tario de  los  bienes  á  que  se  extienda  la  tutela  dentro  del  término  qne  el 
consejo  de  familia  de  D.  Entices  la  sefiale,  el  que  ha  de  hacerse  con  la 
intervención  del  protutor  7  la  asistencia  de  dos  testigos  elegidos  por  a| 
consejo  de  familia,  decidiendo  éste  si  ha  de  intervenir  Notario  público 
á  la  extensión  del  mismo,  tasándose  los  bienes,  si  no  lo  estuvieren  por 
peritos;  segundo,  que,  como  consecuencia  del  inventario,  el  consejo  de 
familia  acordará  la  fianza  qne  ha  de  prestar  la  tutora  legítima  Dofia 
Paula,  ajustándose  á  los  preceptos  legales;  tercero,  qne  la  demandada 
está  obligada  á  rendir  cuentas  de  los  productos  ó  rentas  que  ha7a  perci- 
bido de  la  sociedad  con7Ugal  al  consejo  de  familia  desde  que  se  declaró 
por  auto  firme  la  incapacidad  de  éste  para  regir  sn  persona  7  bienes  7 
comparecer  en  juicio;  cuarto,  con  lugar  la  reconvención  propuesta  per  la 
demandada,  7  por  lo  tanto,  que  el  consejo  de  familia  de  D.  Entices  Gri* 
Jelmo  está  obligado  á  facilitar  los  recursos  necesarios  á  la  Dofia  Panla 
para  alimentar  al  incapaz  7  procurar  por  todos  los  medios  que  propir- 
oione  el  caudal  de  éste  á  qne  recobre  la  salud  el  D.  Entices;  7  qnin  ti»» 
^ue  no  procede  la  suspensión  del  fallo,  07endo  al  Ministerio  fiscal,  al 
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dictar  eIrM  proTidenciM,  como  le  ■oiioitd  por  ia  parte  demandada  en  el 
eeerito  de  oaAolaBlonea,  todo  ello  sin  expresa  imposición  de  coetae;  da 
njo  fallo  Bolioitó  aclaración  al  Procurador  de  ia  parte  actora,  siendo 
•clarado  en  afecto,  por  aato  del  día  22  dei  mismo  mes  7  afio,  respecto  al 
Búm.  4.^  del  sotodiclio  fallo,  en  el  sentido  de  qae  los  recarsos  neoesa- 
lias  que  el  consejo  de  familia  de  D.  Entices  Grijelmo  está  obligado  á  fa^ 
eilitar  á  Dofia  Panla  Gil  para  alimentar  al  iuoapas  y  procarar  por  todoa 
los  medios  qne  proporcione  el  candal  de  éste  á  que  recobre  la  salnd  el 
D^Botices,  procederán  de  la  sociedad  conyngal  de  gananciales  del  ma- 
Mnonio  de  D.  Entices  y  Dofia  Panla,  no  daado  lugar  el  Jasgado  á  acla- 
rar la  mencionada  sentencia  en  caanto  á  U»  demás  extremos  á  qne  ae 
extendía  la  aclaración  Interesada,  contra  coyo  tallo  la  parte  demandante 
interpuso  apelación,  á  qne  se  adhirió  la  demandada,  en  cuanto  no  ha- 
bían sido  condenados  personalmente  los  actores  al  pago  de  las  costas; 
anunciando  á  su  ves  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de 
BnTBOs  en  20  de  Enero  de  1906  sentencia,  declarando:  primero,  que  Dofia 
Paula  Gil  TagOex,  como  totora  nombrada  del  incapacitado  su  esposo  don 
&ticea  Grijelmo,  no  está  obligada  á  poner  á  disposición  del  consejo  de 
lamilla  la  administración  de  los  bienes  de  aqnél,  sin  perjnicio  de  que  el 
protator  ejersa  los  actos  administrativos  que  el  consejo  crea  indispensa- 
ble al  efecto  de  la  conservación  de  sus  bienes  y  percepción  de  producto* 
mientaras  dicha  tutora  no  preste  la  oportuna  fíansa;  segundo,  que  la  refe- 
rida totora  sólo  está  obligada  á  rendir  cuentas  al  referido  consejo  desde 
el  día  80  de  Septiembre  de  1903,  en  que  fué  declarada  judicialmente  la 
incapacidad  de  su  marido  D.  Entices;  tercero,  que  asimismo  está  obli- 
gada á  no  impedir  al  precitado  consejo  el  ejercicio  de  sus  funciones  en 
cnanto  se  ajuste  á  la  ley  y  á  reconocer  en  tal  concepto  la  eflcacia  de  sua 
determinaciones,  sin  perjuicio  en  otro  caso  de  que  pueda  utilizar  los  re- 
enraoe  qne  la  misma  la  otorga;  cuarto,  que  dejando  sin  efecto  el  inven- 
tario á  que  se  refiere  el  acta  de  16  de  Diciembre  de  dicho  afio,  la  tutora 
Dofia  Panla  es  la  que  tiene  obligación  á  formarle,  con  intervención  del 
protntor,  testigos  y  Notario  designados  por  el  consejo  dentro  del  término 
qne  por  éate  se  la  sefiale,  sin  que  dicho  consejo  pueda  hacer  oposición 
algnna  á  qne  se  practique  en  la  forma  indicada;  y  quinto,  que  el  men- 
cionado consejo  está  obligado  asimismo  á  señalar  á  la  tutora  para  su 
iiibaistencia  y  la  de  su  esposo  incapacitado,  así  como  también  para  que 
éste  recobre  su  incapacidad,  si  es  posible,  la  cantidad  anual  ó  mensual 
que  considere  necesaria,  y  designar  de  qué  clase  de  bienes  ó  productos 
han  de  deducirse  los  gastos;  y  en  su  consecuencia,  condenó  á  la  referida 
demandada  Dofia  Paula  Gil  á  que  cumpla  con  cada  una  de' las  obligacio- 
nes qne  anteriormente  quedan  declaradas  en  los  números  segundo,  ter- 
cero y  cuarto,  absolviéndola  de  las  restantes  que  se  solicitan  en  la  sú* 
plica  de  la  demanda;  y  dejando  sin  efecto  el  inventario  formado  por  el 
oanaejo  de  familia  en  la  fecha  anteriormente  indicada,  condenó  al  mis- 
mo, en  lo  que  por  vía  de  reconvención  se  pide  por  la  demandada,  á  que 
dentro  del  término  qne  la  tutora  sefiale  la  permita  formar  otro,  con  in- 
tervención de  las  personas  que  se  mencionan  en  la  cuarta  declaración,  y 
á  sefialarla,  para  loa  efectos  que  se  indican  en  la  quinta,  las  cantidades 
qne  conceptúe  precisas  y  los  bienes  ó  productos  de  dónde  han  de  dedu- 
drse,  sin  hacer  especial  condena  de  costas  de  ningana  de  las  dos  instan- 
eiat;  que  por  virtud  de  lo  cual  la  expresada  Sala  de  la  Audiencia  terri- 
toriil  de  Burgos  confirmó  el  fallo  apelado  en  lo  conforme  con  el  acabado 
de  referir,  revocándolo  en  lo  demás,  ó  sea  en  lo  disconforme;  é  hizo  ade- 
la^' varias  declaraciones,  cuya  mención  es  innecesaria  para  el  caso  de 
eel    ^"^nrso: 
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Besnltando  que  D.  Mariano  Grijelmo  Manso,  como  presidente  del 
consejo  de  familia  dei  incapacitado  D.  Entices  Grijeimo  dei  Amo,  ha  in- 
terpnesto  recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido 
en  ios  números  l.o,  2.^  9.^,  4.^,  5.^  y  IP  del  art.  1699  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  alegando  en  sn  apoyo  los  sigaientes  motivos: 

Primero.  Infracción  del  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
por  falta  de  claridad,  de  precisión  y  congrnencia  en  el  fallo  definitivo, 
cnyos  pronunciamientos  resaltan,  por  consecuencia  natural  de  ese  de« 
fecto,  contradictorios  entre  sí,  exceden  de  lo  pedido  en  forma  por  las 
partes  é  interpretan  con  error  y  aplican  indebidamente  los  preceptos  le- 
gales en  que  ese  exceso  se  fundamenta,  como  son  los  artículos  del  Có- 
digo civil  218,  220,  264,  en  sus  números  1.*,  2.®,  9.^  y  4.^;  266,  286,  en 
sus  números  1.^  y  2.^,  y  266,  puesto  que  concretada  la  pretensión  de  la 
demanda  á  que  se  declare  obligada  y  se  condene  á  Dofia  Paula  Gil,  como 
persona  particular,  á  poner  á  disposición  del  consejo  de  familia  de  su 
marido  D.  Entices  Grijelmo  la  administración  de  los  bienes  que  le  per- 
tenecen, rindiéndole  cuenta  de  la  que  interinamente  y  desde  qué  éste 
cayó  en  locura  y  no  pudo  regir  su  persona  ni  administrárselos  ha  ve- 
nido ella  ejerciendo,  y  á  permitir  con  e«o— es  decir,  por  ese  meciólo  rin- 
diéndole la  administración  y  la  cuenta — al  consejo  el  ejercicio  de  sus 
funciones  legales  y  reconocer  la  eficacia  de  sus  determinaciones  en 
cuanto  se  ajusten  á  la  ley  y  no  hayan  sido  legalmente  revocadas  y  re- 
ducida en  contrario  la  pretensión  de  la  demandada  sobre  esos  pantos  á 
la  absolución,  así  ha  debido  cefiirse  á  resolverlo  el  fallo  en  justicia  en 
favor  de  quien  tenga  acreditado  en  la  contienda  mejor  derecho,  sepa* 
rando  y  distinguiendo  ordenadamente  esa  materia  objeto  de  la  demanda 
de  lo  que  se  propone  luego  en  la  reconvención,  como  lo  ordena  el  citado 
art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  es  necesidad  racional  en  el  buen 
orden  de  loe  debates;  en  lugar  de  lo  cual,  oomienaa  la  sentencia  por 
atribuir  á  la  recurrida  Dofia  Paula  el  carácter  jurídico  procesal  de  tutora, 
como  si  en  tal  concepto  y  por  razón  de  su  cargo,  de  su  nombramiento  y 
de  su  ejercicio,  estuviese  demandada;  y  así  es  que,  á  partir  de  este  error 
cardinal,  invoca  y  aplica  preceptos  legales  y  resuelve  pantos  que  no  son 
\lel  pleito  ni  pueden  referirse  á  la  demanda,  y  que  luego  se  contradicen 
7  destruyen  entre  sí; 

Segundo.  Infracción,  también  del  mismo  art  869  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  por  el  motivo  especial  de  haberse  abstenido  indebida- 
mente el  fallo  de  resolver  acerca  de  la  pretensión  de  la  demanda,  de  que 
desde  que  D.  Entices  Grijelmo  cayó  en  locura  y  no  pudo  regir  su  perso- 
na ni  administrar  sus  bienes  ha  de  entenderse  que  comprenda  la  dación 
de  cuentas  por  Dofia  Paula  Gil,  puesto  que  la  misma  sentencia  dios  en 
su  considerando  cuarto  que  se'abstiene  de  entrar  en  la  apreciación  de  les 
efectos  jurídicos  de  la  demencia  del  D.  Entices,  ni  de  las  pruebas  prac- 
ticadas acerca  de  la  realidad  de  su  existencia,  ni  de  las  operaciones  lle- 
vadas á  cabo  con  los  bienes  del  demente,  ni  de  ninguno  de  los  demás 
hechos  y  cuestiones  aducidos  en  la  demanda  sino  es  á  contar  6  partir 
del  día  80  de  Septiembre  de  1908,  en  que  recayó  el  auto  declarativo  de 
la  incapacidad,  pues  para  todo  aquello  anterior  á  esta  fecha  remite  al 
consejo  de  familia,  demandante,  á  promover  nuevo  pleito  con  quien  vie- 
re convenirle,  sin  que  estas  afirmaciones  del  considerando  cuarto  hayan 
«ido  traducidas  por  declaraciones  ó  pronunciamientos  en  el  fallo;  siendo 
el  concepto  de  esta  infracción  que  abstraer  del  pleito  lo  que  se  expresa 
en  el  enunciado  considerando  cuarto  que  debe  alHitraerse,  lo  que  ese 
fnndamento  dice,  que  la  sentencia  no  resuelve  ni  apreeia,  equivale  á 
retirar  la  demanda,  lo  caal  no  puede  ni  cabe  pueda  ser  en  iñena  lid, 
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7  determina  por  modo  claro  y  expreao  las  facnltadea  del  copsejo  de  fa- 
milia en  la  adminietraclón  de  loe  bienes  del  tutelado  por  medio  del  pro- 
tntor,  las  cuales  ha  estimado  procedente  la  Audiencia  de  Burgos  deber 
reservar  á  favor  del  recuriente  en  la  primera  de  las  declaraciones  del 
fallo  recurrido,  ínterin  se  constituye  la  flansa  señalada  al  tutor  para  el 
ejercicio  de  su  cargo,  es  de  todas  suertes  manifiesto  que  la  administra- 
ción de  los  bienes  de  matrimonio,  que  á  la  mujer  compete  por  incapaci- 
dad de  su  marido,  se  halla  regulada,  no  sólo  por  ios  preceptos  genera- 
les que  rigen  el  organismo  tutelar,  sino  especialmente  por  los  consigna- 
dos en  los  artículos  1441  y  1442  del  referido  Cuerpo  legal,  inspirados» 
así  como  el  220,  en  el  respeto  debido  á  la  familia  en  las  relaciones  de 
los  cónyuges  que  la  constituyen;  y  como  es  un  hecho  que  Dofia  Paula 
Gil  Yágüea  tiene  reconocido  el.oarácter  de  tutora  de  su  marido  por  mi- 
nisterio de  la  ley  y  por  acuerdo  del  consejo  de  familia,  no  sólo  no  son 
de  estimar  las  infracciones  que  en  el  motivo  tercero  del  recurso  se  in- 
vocan, suponiendo  que  en  la  sentencia  recurrida  se  infringen  los  pre- 
ceptos legales  que  se  citan,  así  como  el  sentido  general  de  la  ley,  ai  de- 
negar las  pretensiones  del  consejo  y  acceder  á  las  que  por  reconvención 
formuló  dicha  sefiora,  sino  qus,  por  el  contrario,  lo  perturbador  de  la 
fn milla  y  contrario  á  la  ley  habría  sido  privarla  de  la  administración  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  subordinar  la  autoridad  y  carácter 
de  ésta  á  una  tutela  directamente  ejercida  por  ese  organismo,  no  oIm- 
tante  las  disposiciones  legales  precitadas,  y  esto  aun  sin  penetrar  en 
todo  su  alcance  y  transcendencia  por  no  ser  maieria  sometida  á  la  deci- 
sión de  la  Sala  en  el  presente  recurso: 

Considerando  que  no  son  de  estimar  los  motivos  de  Incongruencia 
que  en  los  dos  números  primsros  se  invocan,  porque  Defia  Paula  Gil» 
para  defender  su  derecho  y  justificar  sus  pretensiones,  contrarias  á  las 
de  la  parte  actora,  pudo  alegar  y  alegó  su  carácter  de  tutora  del  Inoapa* 
citado,  que  el  Tribunal  sentenciador  ha  tenido  en  cuenta  en  el  fallo  de- 
finitivo, sin  que,  por  lo  tanto,  pueda  sostenerse  legal  ni  racionalmente 
que  la  supuesta  improcedencia  de  tales  declaraciones  constituye  funda- 
mento para  la  incongruencia,  puesto  que  todas  las  conclusiones  conte- 
nidas en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  son  claras  y  se  derivan  de 
la  cuestión  principal  formulada  en  la  demanda,  en  relación  con  las  pre- 
tensiones establecidas  en  la  contestación,  y  además  porque  al  declarares 
en  aquélla  la  obligación  en  que  está  la  demandada  de  rendir  cuentas 
desde  el  SO  de  Diciembre  de  1908,  absolviéndola  de  las  demás  pretensio* 
nes  del  actor,  que  no  son  objeto  de  declaración  especial,  queda  resuelta 
esta  cuestión  concreta  en  que  se  hace  consistir  el  segundo  motivo: 

Considerando,  finalmente,  que  no  son  de  estimar  tampoco  ios  errores 
de  hecho  y  derecho  alegados  en  el  número  cuarto  y  último,  porque  al 
dejar  la  Audiencia  de  Burgos  sin  efecto  el  inventario  á  que  se  refiere  el 
acta  de  16  de  Octubre  de  1908  lo  hace  en  realidad  por  consecuencia  del 
derecho  reconocido  en  favor  de  la  tutora  y  en  raión  á  las  informalida- 
des de  que  adolece,  y  también  porque  no  puede  estimaras  la  equivoca- 
ción evidente  del  jusgador  respecto  á  este  extremo,  y  sí  más  bien  lo  oen* 
trario,  por  el  resultado  mismo  de  las  posiciones  que  se  Invocan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infrscción  ds  Isy  que  ha  interpuesto  D.  Marlaas 
Grijelmo  Manso,  como  Presidente  del  consejo  de  familia,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas,  por  no  poderse  estimar  que  en  el  presente 
caso  haya  litigado  en  la  representación  del  incapacitado  D.  Entices  Gri- 
jelmo del  Amo;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  correspondints 
certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió. 
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parte  apelada  se  presentó  como  auténtico  un  documento  cuja  faltedad 
habla  sido  declarada  ejecutoriamente: 

Besultando  que  Doña  Dolores  Sánchei  Velasco,  con  la  representa- 
ción expresada,  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, nacido  de  documento  auténtico,  é  infracción  del  art.  697  de  dicha 
ley  procesal,  por  inaplicación,  toda  ves  que  los  documentos  traídos  al 
juicio  sin  citación  contraria,  base  y  fundamento  de  los  derechos  de  don 
Manuel  Flores,  hablan  sido  cotejados  con  sus  originales  previa  citación 
de  la  parte  á  quien  perjudicaban,  y  por  tal  motivo  debieron  tenerse  por 
válidos  y  eficaces,  ya  que  no  fueron  observadas  las  anomalías  que  hu* 
bieron  de  apreciar  los  peritos: 

Segundo.  La  ley  11  de  Toro,  hoy  1.*  del  tlt.  6.<>,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  que  define  el  concepto  de  hijo  natural  recogido  en  el 
párrafo  2.^  del  art.  119  del  Código  civil;  y 

Tercero.  El  art.  862  de  la  indicada  ley  procesal,  en  su  párrafo  3.^,  por 
aplicación  indebida,  por  cuanto  que  no  estaba  justificado  que  no  se  hu- 
biese podido  practicar  la  prueba  en  totalidad  en  la  primera  inataacia 
por  causas  no  imputables  á  quien  hubiera  de  proponerla;  porque  si  al 
proponer  prueba  una  parte  lo  hace  en  tiempo  en  que  dada  la  índole  de 
la  misma  es  imposible  practicarla  en  aquella  instancia,  debe  imputarse  á 
la  falta  de  diligencia  de  dicha  parte  el  qne  tal  prueba  no  se  haya  prac- 
ticado, doctrina  contenida  en  sentencias  de  este  Tíibunal  Supremo  de  28 
de  Marzo  de  1898  y  6  de  Abril  de  1902. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Casafia: 

Considerando  que  es  inadmisible  el  primer  motivo  del  recurso,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  qne  no  permite  sea  discutida  en  casación  la  apreciación  de 
la  prueba  sin  establecer  la  impugnación  sobre  acto  ó  documento  autén- 
tico, puesto  que  declarada  ejecutoriamente  la  falsedad  del  documento  á 
que  se  alude,  como  demostrativo  del  error  de  hecho  y  de  derecho  alega 
gado,  es  notorio  que  carece  del  carácter  de  autenticidad  requerido  por  la 
ley,  y  no  pudo  concedérsele  validez  ni  eficacia  alguna  en  el  juicio: 

Considerando  que  tampoco  es  de  admitir  el  segundo  motivo,  á  tenor 
del  núm.  4.^  del  citado  articulo,  porque,  aparte  de  no  expresarse  el  con- 
cepto en  que  hayan  sido  infringidas  las  leyes  que  se  Invocan,  ae  parte 
de  un  supuesto  de  hecho  diametralmente  contrario  al  establecido  en  la 
eentencia  para  alegar  la  condición  de  hijo  natural  que  debió  atribuirse 
al  interesado;  y 

Considerando,  en  cuanto  respecta  al  motivo  tercero,  que  la  infracción 
de  las  leyes  adjetivas  reguladoras  del  procedimiento  sólo  pueden  dar 
Jugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  loa  caaoa 
comprendidos  en  el  art.  1698  de  la  ley  mencionada; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Dolores  Sánchez  Velasco,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  con 
la  certificación  correspondiente,  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de 
Oviedo  el  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publlquese  este  auto  en  la 
forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1906.=José  de  AldecoH.ss. Antonio  Alonso 
Casafia.aalldefonso  López  Aranda.=:Pascual  Domenech.=Ramón  Ba- 
rroeto.sFoderico  Monsalve.ssbdnardo  Buiz  Garda  Hita.=Bl  Belator, 
Licenciado  Trinidad  Delgado  CisneroB.=Rogelio  Gtonaáles  Montee,  Es- 
cribano de  Cámara. 
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D.  Oelestioo  Martínez,  únicos  eocios  de  la  Sociedad  Martínez  j  Llach, 
hijo,  otorgaron  ana  escritura  pública  en  Valencia  modificando  alganas 
de  las  cláasalas  de  la  de  constitución  de  aquélla,  en  el  sentido  de  qne 
«ería  socio  gerenta  único  el  D.  Oonetantino,  y  de  que  todas  las  gestiones 
que  los  dos  hubieren  practicado  y  cuantos  asuntos  hubieren  intervenido 
como  gerentes  en  representación  de  la  Sociedad  hasta  entonces,  queda  • 
ban  definitivamente  aprobados,  como  si  en  ellos  hubiesen  Intervenido 
nnidos;  y  en  21  de  Abril  de  1901  el  Notario  de  Valencia  D.  Juan  Bautista 
Boch  autorizó  un  acta,  en  la  que  se  consigna  que  D.  Vicente  Ramón 
Lluch  manifestó  que  la  Sociedad  Martínez  Llub,  hijo,  |e  confirió  pode- 
res en  19  de  Noviembre  de  1900,  según  escritura  pública  otorgada  en  di- 
cha fecba  por  el  gerente  de  la  misma  D.  Constantino  Lluch,  los  cua- 
les renunciaba  por  no  haber  sido  atendida  su  firma  por  la  Sociedad 
poderdante,  por  no  habérsele  contestado  á  carta  en  que  reclamaba  el 
abono  de  la  cantidad  que  se  le  adeudaba,  por  no  haber  cumplido  don 
Celestino  Martínez  las  condiciones  que  aceptó  de  respetar  todos  los  ac- 
tos y  contratos  ejecutados  por  D.  Constantino  Lluch  y  pagar  las  obliga- 
ciones contraídas  al  renunciar  éste  la  gerencia  de  la  Sociedad  en  favor 
de  aquél,  y  por  haber  dado  lugar  la  conducta  del  D.  Celestino  á  tener 
que  librar  dos  cheques  de  30.000  y  4.000  pesetas  respectivamente,  según 
la  carta  de  aviso  que  á  continuación  se  inserta  en  el  acta  firmada  por 
D.  Vicente  B.  Lluch,  por  poder  de  Martínez  y  Lluch,  hijo,  en  20  de  Abril 
de  1901,  diciendo  á  éstos:  cLa  presente  tiene  por  objeto  participarles 
que  con  esta  fecha  hemos  dispuesto  cargo  á  ese  centro  un  cheque 
de  30.000  pesetas  orden  de  D.  Luis  Lorente  y  de  cuenta  de  usted  con 
9.  Vicente  R.  Lluch,  para  la  cuenta  que  dicho  señor  tiene  con  ustedes 
en  esa.  Tumbióu  hemos  librado  con  fecha  de  hoy  otro  cheque  de  pese- 
tan  4.000  que  les  abonaremos  en  cuenta  y  le  dejamos  a.ieudados  á  D.  Vi- 
cente R.  Lluch  de  ésta  á  la  orden  de  Alejandro  Tomás»;  cuya  renuncia 
de  poderes  hizo  saber  el  referido  Notario  al  siguiente  día  á  D.  Celestino 
Martínez: 

Resultando  que  algunos  meses  después,  ó  sea  en  26  de  Agosto,  se 
otorgó  la  escritura  de  liquidación  de  la  Sociedad  Martínez  Lluch,  hijo, 
estableciéndole  en  la  cláusula  T  que  si  por  D.  Vicente  Ramón  Lluch 
Lloréns  ó  D.  Eduardo  y  D.  Vicente  Lluch  Tomás  se  formulasen  recia 
maciones  contra  aquélla,  quedaría  obligado  á  responder  á  ellas  y  á  sa- 
tinfacerlas,  si  fuesen  legítimas,  D.  Constantino  Lluch  TomáB;  y  si  acon- 
teciese que  contra  la  Sociedad  se  produjesen  reclamaciones  de  pago  con- 
traídas durante  la  gerencia  de  Martínez  por  cualesquiera  otras  personas, 
quedaba  éste  obligado  personalmente  á  contestarlas  y  á  satisfacer  las 
cantidades  legítimas  que  debieran  pagarse;  y  en  la  W,  que  dentro  de  las 
ochenta  y  oclio  horas  siguientes  al  otorgamiento  de  esta  escritura,  don 
Celestino  Martínez  quedaba  obligado  á  entregar  á  D.  Conatantlno  Lluch 
todos  los  libros  de  contabilidad  de  la  Socieitad,  cartas,  notas,  planos  y 
toda  la  documentación,  debiendo  tener  siempre  Lluch  á  disposición  de 
Martínez  los  libros  corrientes  de  contabilidad,  á  los  efectos  del  cobro  de 
los  créditos  que  se  le  adjudicaban;  y  habiéndose  negado  D.  Constantino 
Lluch,  según  manifestó  D.  José  Antonio  Pomares  en  acta  notarial  le- 
vantada á  BU  instancia  en  22  de  Octubre  de  1901,  á  exhibir  los  libros  de 
la  Sociedad  Martínez  y  Lluch,  hijo,  conforme  á  lo  estipulado  en  la  an- 
terior escritura,  el  Notario  autoriaante  requirió  en  esa  fecha  al  apode- 
rado del  D.  Constantino  para  su  exhibición,  contentando  ésto  que  el  di- 
re?>tor  de  la  oficina  le  había  manifestado  que  no  tenía  á  su  disposición 
los  libros  y  documentos  reclamados,  y  que  debiendo  regresar  Lluch  en 
plazo  breve,  éste  resolvería  como  creyese  conveniente: 
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vase  anotar  que  el  señor  hijo  de  V.  R.  Llach  ha  dispuesto  cargo  Juaa 
A.  López  pesetas  4.460  en  27  Febrero  á  treinta  días  vista,  vencimiento 
29  Marzo,  pesetas  8.478  con  63  céatimos  en  12  de  Febrero  á  noventa 
días,  vencimiento  13  de  Mayo;  pesetas  12.928  con  68  céntimos  en  jnnto» 
que  ie  abono  en  cuenta»;  en  la  seguuda:  «Confirmo  mi  escrito  1.^  co- 
rriente, cruzada  con  su  grata  de  igual  día.  Por  su  citada  le  adeudo  peBe- 
tas  22,000,  que  por  cuenta  de  los  Sres.  Martínez  y  Lluch,  hijo,  ha  co- 
brado de  ese  Fomento  Agrícola.  Es  conforme  el  detalle  de  vencimientoa 
que  Indica,  y  respecto  á  la  duplicación  del  avleo  que  dice,  también,  por 
lo  que  procedo  á  cargar  en  su  cuenta  pesetas  6.000  por  giro  duplicada- 
mente  avisado  en  28  de  Febrero;  pesetas  6.740  ídem,  id.,  id.,  á  ocho  días 
vista,  orden  Bonmaslp  y  Gallardo  respectivamente,  que  como  usted  ya 
indicaba,  se  los  avisaba  ya  en  mi  anterior  del  26  de  Febrero»;  y  en  la 
tercera:  «Sucesivamente  han  llegado  á  mi  poder  sus  gratas  6,  8, 11  y  12 
corriente.  Por  la  primera  le  adeudo  pesetas  22.000,  que  por  cuenta  de 
los  Sres.  Martínez  Lluch,  hijo,  ha  cobrado  en  efectlvadel  Fomento  Agrí- 
cola. En  virtud  de  su  segunda,  le  cargo  también  en  cuenta  pesetas  30.000 
que  en  efectivo  ha  cobrado  del  Fomento  Agrícola.  De  conformidad  con 
la  tercera  y  cuarta,  paso  á  debitarle  pesetas  16.000,  que  ha  cobrado  en 
efectivo  del  Fomento  Agrícola.  Es  conforme  el  resto  del  contenido  de 
sus  citadas  respecto  á  vencimientos,  y  siendo  así  que  mi  carta  del  16  co- 
rriente no  llegó  á  su  poder,  le  acompaño  una  copia  de  ella,  puesto  que  es 
precisamente  la  que  avisaba  los  dos  últimos  giros  dispuestos  por  loa  se- 
ñores Martínez  y  Lluch,  hijo,  y  que  usted  dice  haberse  presentado  sin 
previo  aviso.  Incluyo  extracto  de  su  cuenta  á  partir  del  saldo  que  resal- 
taba, de  acuerdo  con  el  último  que  usted  remitió.  Diga  si  es  conforme»: 
Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Celestino  Martines  Vi- 
dal, alegó:  que  no  aceptaba  el  hecho  de  que  la  Sociedad  Martínez  y  Lluch, 
hijo,  contrajere  para  con  D.  Vicente  R.  Lluch  la  deuda  de  86.000  pese- 
tas á  que  se  refería  la  carta  de  6  de  Marzo  de  1901,  ni  la  autenticidad  de 
ésta  porque  al  disolverse  aquella  por  escritura  de  26  de  Agosto  de  1901 
se  estableció  en  la  cláusula  W  que  los  libros  de  contabilidad  los  reten- 
dría en  su  poder  el  socio  Lluch,  si  bien  con  la  obligación  de  tenerlos  á 
disposición  del  demandado,  y  aquél  no  la  cumplió,  reiterando  en  nega- 
tiva con  ocasión  del  presente  pleito,  por  lo  que  no  tenía  medios  de  cer- 
ciorarse de  la  autenticidad  de  la  carta;  qne,  aun  admitiendo  en  hipótesis 
en  legitimidad,  no  resultaba  de  ella  la  t-xiet'íncia  de  una  deuda,  sino  una 
de  las  operaciones  mercantiles  integrantes  y  que  constituían  el  contrato 
de  cuenta  corriente,  siendo  sólo  uno  da  loa  elementos  que  debían  tenerse 
presentes  ai  liquidar,  demostrando  la  existencia  de  esa  cuenta  corriente 
las  tres  cartas  dirigidas  por  D.  Vicente  R.  Lluch,  en  liquldacióH  á  don 
Fernando  Balleeter,  de  Palma,  en  l.«,  4  y  17  de  Marzo  de  1901,  firmadas, 
por  poder  de  Lluch,  José  Batia;  que  tampoco  era  cierto  que  D.  Vicente 
Ramón  Lluch  cediese  el  crédito  de  86.000  pesetas  al  demandante  y  noti- 
ficase la  cesión  á  la  Sociedad  deudora  en  las  fechas  Indicadas  en  la  de- 
manda, pues  aquél  no  pudo  ceder  crédito  alguno  en  contra  de  ésta,  por- 
que nlngnno  tenía  contra  ella,  entre  otras  razones  por  lo  establecido  en 
la  cláusula  T  de  la  escritura  de  disolución,  y  al  hacerlo  en  favor  de  su 
íntimo  amigo  y  socio  ó  ex  socio  Serra,  realizaba  un  acto  nulo,  y  ningún 
derecho  transmitía  á  éste,  quien,  por  lo  relativamente  modesto  de  so 
posición,  no  podía  adquirir  nn  crédito  tan  Importante  y  que  no  sabía 
cuándo  podría  realizar,  caso  de  que  fuese  realizable,  además  de  que  el 
cedeute  notificó  la  cesión  al  demandadlo  en  80  de  Marzo  de  1903;  que  e  i 
realidad  la  demanda  se  dirigía  contra  él,  que  era  e4  socio  solvente,  pue  i 
D.  Constantino  Lluch  tenía  hipotecados  todos  sus  bienes  y  había  fld  • 
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Abril  de  1901  D.  Vicente  R.  Lluch  dispuso,  á  cuenta  de  sa  crédito  y  á  la 
orden  de  Lorente  y  Tomás,  por  34.000  pesetas;  pero  tales  operaciones 
qnedaron  sin  efecto,  y  ios  cheques  no  f nerón  pagados  por  Martinei  y 
Llncb,  hijo,  por  lo  qae  si  el  demandado  lograba  demostrar  qne  dichas 
sumBB  fueron  satisfechas,  entonces  sería  de  estimar  que  del  crédito  de 
D.  Vicente  R.  Lluch,  cedido  á  favor  del  demandante,  había  que  rebajar 
las  34.0 jO  pesetas,  dejándolo  reducido  á  2.000: 

Resultando  que  D.  Celestino  Martínez  reprodujo  también  en  la  du- 
plica sus  pretensiones  y  alegaciones  de  hecho  y  de  derecho,  adicionando 
á  aquéllas  que  la  cuenta  corriente  nace  de  ios  mutuos  asientos  en  el 
Debe  y  Haber  en  los  libros  de  los  comerciantes,  cuando  se  trata  de  oe« 
merciantes  de  crédito,  siendo  cosa  muy  distinta  el  contrato  de  cuenta 
corriente  cuando  en  él  se  obliga  una  de  las  partes  á  abrir  á  la  otra  na 
crédito  hasta  una  cantidad  cierta  y  determinada,  de  la  que  ésta  puede 
disponer  total  ó  parcialmente,  contrato  muy  semejante  á  una  promesa 
de  préstamo,  que  deja  de  ser  promesa  cuando  el  cuenta  correntista  dis- 
pone de  crédito  concedido;  que  en  el  primer  caso,  el  comerciante  que  se 
obligó  á  abrir  una  cuenta  corriente  no  puede  cortar  la  operación  cuando 
le  plazca,  sino  que  queda  obligado,  como  todo  contratante,  á  cumplir  la 
obligación  contraída,  y  en  el  segundo,  cualquiera  de  los  dos  comercian- 
tes puede  terminar  la  cuenta  corriente  cuando  quiera,  puesto  que  no 
media  obligación;  pero  en  los  dos  casos  es  preciso  liquidar  el  Debe  y 
Haber  para  obtener  el  saldo  deudor,  que  es  el  exlgible  y  lo  único  que 
puede  cederse;  que  lo  que  D.  Vicente  R.  Lluch  cedió  á  D.  Pascnal  Berra 
no  era  un  saldo  de  cuenta  corriente,  sino  una  operación,  un  acto  consti- 
tutivo de  ésta,  que  no  podía  cederse,  y  en  caso  de  realizarse  la  cesión,  el 
cesionario  no  podía  adquirir  más  derechos  de  los  que  tuviera  el  cédan- 
te, quedando,  por  tanto,  obligado  á  practicar  la  liquidación  y  obtener  el 
Baldo;  que  la  cuenta  corriente  podía  existir  entre  dos  personas  sin  ne« 
cesidad  de  que  fueran  comerciantes,  bastando  la  mutua  confiansa,  y 
como  consecuencia,  la  reciprocidad  de  prestaciones;  que  en  Marzo  de 
1901  no  se  hizo  la  notificación  de  la  cesión,  por  la  razón  de  no  haberse 
hecho  ésta,  no  habiendo  tenido  D.  Constantino  Lluch  conocimiento  de 
ella  lo  menos  hasta  el  21  de  Marzo  de  1903  y  el  demandado  hasta  el  SO; 
que  la  operación  realizada  por  D.  Vicente  R.  Lluch  con  los  dos  cheques 
de  34.000  pesetas  respectivamente,  era  una  transferencia  de  crédito,  re 
Bultaado  que  se  reintegraba  en  la  misma  forma  como  nació  la  deuda, 
por  abono  y  cargo  en  cuenta;  que,  á  lo  sumo,  resultaba  á  favor  de  don 
Vicente  un  saldo  de  2.000  pesetas,  que  era  lo  único  que  había  podido  ee- 
der;  que  negaba  la  cesión,  pues  ni  la  consentía  la  modesta  posición  del 
demandante,  ni  aunque  ésta  se  lo  permitiera,  habría  adquirido  dlche 
crédito  para  estar  tanto  tiempo  sin  cobrarlo  y  tener  que  sostener  un 
pleito  para  ello,  ni  D.  Vicente  R.  Lluch  tiene  necesidad  de  cederlo,  pues 
desde  el  día  en  qne  manifestó  hizo  la  cesión  hasta  la  renuncia  de  los 
poderes,  había  mediado  mucho  tiempo,  durante  el  qne  se  pudo  cobrar, 
y  de  no  ser  así,  resultaría  que  el  crédito  que  cedía  en  20  de  Marzo  de  1901 
lo  transfería  un  mes  después  á  otras  dos  personas: 

Resaltando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  el  demandante  la  propuso 
documental-pericial,  consistente  en  el  cotejo  de  la  firma  de  D.  José  A:  - 
tonio  Pooiares,  puesta  al  pie  de  la  carta  de  6  de  Marzo  de  1901,  con  ot  a 
indubitada  del  mismo,  mani£<38tando  los  peritos  que  su  semejanza  enf  • 
una  y  otra  era  tal,  que  no  dudaban  estaban  ambas  puestas  por  la  misi  a 
mano;  y  testifical,  preguntándose  á  dos  de  los  testigos  examinados  si  €  » 
cierto  que  no  habían  presentado,  cobrado,  ni  en  otra  forma  hecho  ef  - 
tivos  los  cheques  librados  á  su  favor  en  20  de  Abril  de  1901  por  D.      - 
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docamente  de  6  de  Marso  de  1901,  las  cartae  de  21  de  Mano  de  190S  di- 
Yigidaa  á  D.  Constantino  Llach  y  D.  Oeleetlno  Martínez  y  las  nota» 
puestas  por  éstos  de  qaedar  enterados  del  contenido  de  ellas,  tienen  qne 
aceptarse  por  las  partes  y  hacen  proeba  en  todo  cuanto  en  ellos  aparece 
escrito,  y  estando  reconocidos  legalmente  tienen  el  mismo  valor  que  es- 
crituras públicas  eutre  los  que  los  han  suscrito  y  sus  cansantes;  de 
donde  se  deduce  legal  y  necesariamente  que  las  cartas  expresadas,  no* 
HÓlo  prueban  el  hecho  de  la  transferencia,  del  que  se  dio  conocimiento  á 
Martínez  y  Lluch,  hijo,  sino  además  todo  cuanto  ellas  expresan,  6 
eea  que  se  transfirió  á  D.  Pascual  Berra  el  crédito  de  86.000  pesetas» 
que  se  practicó  la  transferencia  en  20  de  Marzo  de  1901,  que  el  oedente 
no  había  recibido  aviso  de  haberla  notificado,  que  el  acreedor  exigía  tai 
requisito  y  que  se  ponía  de  nuevo  en  conocimiento  de  los  deudores  la 
indicada  transferencia  á  los  efectos  legales;  de  todo  lo  que,*  y  sin  pro* 
teeta  alguna,  quedaron  enterados  los  Lluch  y  Martínez,  que  se  dio  por 
recibido,  enterado  y  notificado  de  la  carta,  lo  que,  en  cuanto  al  último» 
*  consta  además  en  el  acta  de  80  de  Marzo  de  1908,  qte  constituye  una 

^  prueba  plena  por  ser  un  documento  público,  con  arreglo  al  art  1216  del 

Código  civil,  y  según  el  1218,  que  también  se  infringe,  hace  prueba  aun 
contra  tercero  del  hecho  que  motiva  su  otorgamiento  y  de  la  facha  de* 
éate  y  de  las  declaraciones  hechas  por  los  contratantes,  ó  sea  que  la 
carta  expresa  que  se  dio  el  aviso  anterior  en  20  de  Marzo  de  1901  y  la» 
demás  declaraciones  que  constan  en  ella,  con  lo  que  se  robustece  la  afir- 
mación antes  hecha  de  que  la  transferencia  se  puso  en  conocimiento  de 
los  deudores  en  tiempo  oportuno,  siquiera  la  ley  no  determine  la  feoha^ 
en  que  haya  de  hacerse;  infringiendo  además  lo  contrario  el  principio 
general  de  derecho  de  que  nadie  puede  ni  debe  ir  contra  sus  propios  ac* 
tos,  y  admitiendo  como  probado  por  documentos  auténticos  que  hacen 
prueba  que  D.  Oelestino  Martínez  se  dio  por  notificado  y  enterado  de  la 
referida  carta  y  nada  opuso  en  contrario,  es  evidente  que  no  pnede  vol- 
verse contra  sí  mismo,  dando  ni  dándose  á  su  favor  interpretación  tor- 
cida á  sus  propios  actos  y  palabras,  que  confirman  y  no  desmienten  el 
aviso  de  la  transferencia  y  la  existencia  del  crédito  de  86.000  pesetas  en 
poder  legítimo  del  nuevo  acreedor  D.  Pascual  Serra; 

Tercero.    Los  mismos  errores  é  infracciones  determinados  en  el  mo* 
tlvo  anterior,  infringiendo  además  la  Sala  sentenciadora  lo  diapnesto  en 

^  el  art.  1249  del  Código  civil,  puesto  que  violentando— »¿e— el  precepte 

claro  del  847  del  de  Comercio  y  la  doctrina  de  jurisprudencia  eeUbledda 
por  este  Tribunal,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  2  de  Diciembre  de  1887^ 
el  crédito  derivado  de  una  cuenta  corriente  se  entiende  siempre  liqui- 
dado y  puede  transferirse  válidamente  por  el  acreedor,  subro^ndose  el 
cesionario  en  torios  Ion  derechos  y  acciones  del  cedente.  y  la  carta  de  6  de 
Marzo  de  1901  dice  que  en  aquella  fecha  Martínez  y  Lluch,  hijo,  tenían  á 
disposición  de  D.  Vicente  B.  Lluch  86.000  pesetas,  que  por  tenerlas  á  su 

I  disposición  dispuso  de  ellas,  cediéndolas  á  D.  Pascual  Serra;  pero  la 

Sala  sentenciadora,  apartándose  de  toda  regla  racional  y  legal  para  apre- 
ciar prueba  tan  clara  y  aplicar  leyes  tan  ineludibles,  considera  que  al 
hacer  D.  Vicente  R.  Lluch  la  transferencia  á  Serra  no  existía  la  canti- 
dad líquida  exigible,  porque  las  dos  letras  de  cambio  de  80.000  peaeti* 
sobre  Tortosa  que  en  el  documento  de  crédito  se  abonaban,  no  han  aleo 
cobradas  ni  pagadas  por  Martínez  y  Lluch,  hijo,  y,  por  tanto,  no  pue'e 

,  estimarse  á  éstos  deudores  de  su  importe  al  D.  Vicente,  lo  qu^  evide  h 

ola  que  la  cesión  no  fué  de  saldo  de  liquidación  de  cuenta  corriente,  qws 
constituye  un  crédito  exigible,  sino  de  partidas  abonadas  de  una  coer  i 
corriente;  y  aparte  de  que  tal  apreciación  de  prueba  oontradioe  abi^"  » 
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por  este  Tribunal  en  eentencias  de  4  de  Enero  y  29  de  Abril  de  1887  y 
utras;  porque  admitiendo  todoe  loe  razonamientoo  que  hace  aquólla  j 
aunque  oin  formular  reconvención,  pudiera  hacer  esas  peticionea  la  parte^ 
de  demanda,  siempre  resultaría  que  D.  Vicente  B.  Lluch  había  cedido 
un  crédito  de  86.000  pesetas,  y  por  operaciones  posteriores,  desconooidae 
del  recurrente,  había  dispuesto  de  8Í.000  pesetas,  y  por  ello  siempre 
tendría  derecho  á  cobrar  2.000  pesetas,  á  cuyo  pago,  según  ese  criterio» 
debió  condenarse  á  la  Sociedad  Martines  y  Lluch,  hijo; 

Sexto.  Infracción  de  la  doctrina  legal  establecida  en  las  sentencia» 
de  2  de  Diciembre  de  1887  y  -29  de  Octubre  de  1896,  según  las  que  apli* 
cando  el  art.  847  del  Código  de  Comercio,  la  transferencia  de  las  cuentas 
corrientes  ponen  al  cefiionario  en  el  estado  de  acreedor  que  tenía  el  ce- 
dente  al  tiempo  de  verificar  aquélla,  y  tales  créditos  pueden  cederse  vá- 
lidamente  sin  conocimiento  y  aun  contra  la  voluntad  del  deudor;  y 

Séptimo.  Infracción  del  art.  1976  del  Código  civil,  que  derogando  la 
ley  8.^,  tít.  22,  Partida  8.*,  permite  al  Jusgador  apreciar  la  temeridad 
con  que  una  de  las  partes  haya  litigado  para  el  efecto  de  la  impoeidóa 
de  costas,  toda  ves  que  desde  el  momento  en  que  se  reclama  un  crédito 
de  86.000  pesetas,  al  cual  se  oponen,  sdmitidos  sólo  en  hipótesis,  pagos 
ú  operaciones  posteriores  por  94.000,  en  las  que  no  ha  intervenido  el 
cesionario,  resulta  alguna  razón  en  favor  de  éste,  tanto  más  que  ni  don 
Pascual  Serra  ni  después  el  recurrente,  han  reaiisado  los  actos  que  la 
sentencia  claramente  expresa  que  fueron  ejecutados  por  el  cedente  don 
Vicente  R.  Lluch,  y,  por  tanto,  no  cabe  imponer  las  costas  del  pleito  al 
recurrente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Domenech: 
Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar  por  el  contesto 
de  la  carta  de  6  de  Marzo  de  1901  y  por  el  resultado  de  las  pruebae  prao- 
tlcadas  en  el  juicio  que  dicho  documento  no  constituye  una  cuenta  co- 
rriente liquidada  que  arroje  un  saldo  exigible  desde  luego,  sino  nna  re- 
lación de  partidas  abonadas  por  la  casa  Martínez  y  Lluch,  hijo,  en  la 
cuenta  que  con  la  misma  tenía  D.  Vicente  Ramón  Lluch,  subordinada 
basta  su  completa  terminación  al  resultado  de  operaciones  posteriores» 
que  efectivamente  se  realizaron,  según  demuestran  las  cartas  dirigida» 
por  José  Batía,  por  poder  de  Lluch,  á  D.  Francisco  Ballester  y  loa  che- 
ques librados  por  el  mismo  Lluch,  no  infringió  los  artículos  847  y  84$ 
del  Código  de  Comercio,  ni  la  doctrina  que  se  invoca  en  los  motivos  pri- 
mero y  sexto  del  recurso,  porque  todas  las  disposiciones  iegalee  y  Joris* 
prudencia  citados  se  refieren  á  créditos  mercantiles  liquidados  y  exigí- 
bles,  y  al  expresado  no  le  corresponde  este  carácter: 

Considerando  que  ni  la  carta  de  21  de  Marzo  de  1908,  ni  el  acta  nota» 
f  ial  del  80  del  mismo  mes  y  afio,  demuestran  otra  cosa  que  el  hecho  de 
haberse  puesto  en  conocimiento  respectivo  de  D.  Constantino  Lluch  y 
D.  Celestino  Martínez  en  tales  fechas  las  manifestaciones  de  D.  Vicente 
Bamón  Lluch,  sin  que  el  enterado  de  aquéllos  signifique  asentimiento 
á  la  exactitud  y  certeza  de  las  manifestaciones  que  contienen,  salvo  la 
relativa  á  la  de  la  fecha  de  dichos  dos  documentos,  por  lo  cual  es  mani* 
fiesto  que  no  se  puede  derivar  de  ellos  la  conclusión  de  haberse  recono- 
cido por  loe  reqneridoH  que  el  requirente  tenía  á  su  favor  el  crédito  lí* 
quido  de  las  86.000  pesetas,  que  se  supone  transferido  á  Serra;  y  oom  u 
por  otra  parte,  eegúu  lo  antes  expuesto,  la  carta  de  6  de  Marzo  de  19*  1 
no  se  refiere  más  que  á  partidas  de  una  cuenta  pendiente,  y  la  transí  k 
renda  puesta  al  pie  con  la  fecha  de  20  de  igual  mes  y  afio  no  sirve  pa  a 
Justificar  ni  siquiera  la  verdad  de  esta  fecha,  pues  depende  su  consigr  f 
eión  de  la  arbitraria  voluntad  del  supuesto  oedente,  no  habiendo,  co<  » 
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I^um»  184:.— GRACIA  Y  JUSTICIA.-I4  de  Noviembre, 
peblloada  el  16  de  Diciembre. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Occi- 
dente de  Barcelona  á  inscrioir  una  escritura  de  venta. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablece: 

Que  la  Dirección  general  tiene  repetidafnente  declarado  en  Rewo» 
lueiones  de  28  de  Noviembre  y  6  de  Diciembre  de  1898,  23  de  Oeta* 
bre  de  1899  y  26  de  Abril  de  1901,  aue  con  arreglo  al  art.  12  del  Có- 
digo civil,  riaen  en  Cataluña  la»  ai»po»icione»  de  eete  cuerpo  legal 
sobre  capacidad  de  loe  cónyuges  para  contratar,  y,  por  tanto,  el  1458 
del  mismo,  conjorme  al  cual  el  marido  y  la  mujer  no  pueden  vender* 
se  bienes  reciprocamente  si  no  se  hubiese  pactado  la  separación  dé 
bienes  y  ó*cuando  hubiera  separación  judicial  de  éstos,  que  la  falta 
de  jusíiñeación  de  alguno  de  dichos  casos  de  excepción,  no  puede 
subsanarse  por  la  mera  manifestación  hecha  por  los  interesados  en 
la  escritura  de  venta  de  no  existir  entre  ellos  sociedad  de  ganancia- 
les  y  si  la  separación  de  bienes: 

Que  la  prohibición  de  esta  clase  de  contratos  entre  marido  y  mu- 
jer obedece  además  al  ñn  de  evitar  motivos  de  simulación,  y  espe- 
cialmentede  encubrir  donaciones  entre  los  cónyuges,  que  por  ser  re* 
vocables  hasta  la  muerte  del  donante  no  pueden  causar  inmediata  y 
deñnitiva  transmisión  del  dominio,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  32,  tit.  24;  libro  1,^  del  Digesto  vigente  en  Cataluña,  y  alo  de» 
clarado  en  Resolución  de  16  de  Enero  de  1901,  sobre  todo  no  cons- 
tando la  procedencia  del  dinero  que  la  mujer  entrega  como  precio  de 
la  venta» 

limo.  Hr.:  En  el  recareo  gubernativo  promovido  per  el  Notario  ásm 
Enrique  BoflU  y  Gelabert  contra  la  negativa  del  Regietrador  de  la  pro- 
piedad de  Occidente  de  Barcelona  á  inscribir  una  escritura  de  venta, 
pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  del  Regietrador: 

Resultando  que  per  escritura  otorgada  en  la  villa  de  Hoepitalet  aate 
el  NoUrio  D.  Enrique  Bofíll  y  Gelabert  A  27  de  Agosto  de  1906,  Dofia 
María,  Dofia  Teresa,  Dofia  Dolores  y  Dofia  Agustina  QuallB»  j  Dofiá 
Ooncepción,  D.  Magín,  D.  José,  Dcfia  María  y  Dofia  Tereea  Badia,  ven* 
dieron  varios  inmutíbles  á  Dofia  Montserrat  Ferrer  y  Prate,  ezpresAndo- 
se  en  dicha  escritura:  que  ei  precio  satiefecho  procedía  de  bienes  para- 
fernales de  la  compradora  no  aportados  al  matrimonio  ni  entregadas  á 
su  esposo  en  administración;  que  D.  Magín  Badía  aprobaba  y  coneeatía 
lo  obrado  por  su  esposa,  y  que  entre  dichos  coneortee  no  existía  socie- 
dad de  gananciales,  ni  forsosa  ni  voluntariamente,  por  cuyo  motivo 
existía  entre  ios  mismos  la  separación  de  bienes,  único  requisito  qae 
exige  el  art.  1458  del  Código  civil  y  la  Resolución  de  eete  Centro  de  H 
de  Abril  de  1901  para  la  validez  de  las  ventas  otorgadas  entre  marido  f 
mujer: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  ene!  Registro <  e 
la  propiedad  del  distrito  de  Occidente  de  Barcelona,  puso  el  Registrad  r 
la  signiente  nota:  clascrito  el  documento  que  precede  en  cnanto  áena^  v 
quintas  partes  indivisas  de  las  dos  fincas  relacionadas  en  primero  y  - 
gnndo  Ingar  y  en  cnanto  á  cuatro  quintas  partes  y  onatro  quintas  par  i 
de  otra  qninta  parte  de  la  finca  relacionada  en  tercer  lugar,  en  el  ta    > 
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no  se  Imtifica  la  procedencia  del  dinero;  que  el  art  1468  del  Código  d- 
yU  et  de  aplicación  en  Catainfia,  según  lo  preceptuado  en  el  12;  qne  la 
yenta  coya  inscripción  ha  denegado  no  está  entre  les  contratos  exeep« 
taados  que  pueden  otorgar  los  cónyuges,  y  que  la  declaración  de  éstos 
en  la  escritura  de  1906  no  tiene  el  valor  de  los  pactos  á  que  se  refiere  el 
artículo  1468,  y  que  deben  constar  de  un  modo  especial  y  solemne: 

Resultando  que  el  Juez  delegado  dictó  auto  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso,  por  estimar  que  no  se  ha  acreditado  que  los  cónyuges  se 
hallan  en  algunos  de  les  casos  de  excepción  del  art.  Ii68: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Enrique  Bofill  apeló  de  dicho  auto,  in- 
sistiendo en  sus  anteriores  alegaciones,  y  afiadiendo:  que  fué  precisa  la 
declaración  que  hicieren  los  cónyuges  D.  Magín  y  Dofia  Monserrat  de  no 
haber  constituido  sociedad  de  gananciales,  porque  las  presuncienee  no 
existen  ante  la  realidad  de  mi  hecho,  y  porque  precisamente  por  no  ha- 
berse acreditado  ese  extremo  en  el  caso  de  la  Resolución  de  26  de  Abril 
de  1901  pudo  suponer  la  Dirección  la  posibilidad  de  la  existencia  de  so* 
ciedad  de  gananciales;  que  las  ventas  fraudulentas  no  se  evitarán  nun- 
ca, ni  aun  con  la  prohibición  qué  patrocina  el  Registrador,  la  cual,  en 
cambio,  impedirá  el  auxilio  entre  los  cónyuges,  comprándose  á  mejor 
precio  ó  prestándose  á  menos  rédito;  que  el  no  justificarse  la  procedencia 
del  precio  será  á  lo  sumo  un  defecto  snbsanable,  y  que  basta  alegarla; 
que  no  hay  que  temer  que  se  simule  en  este  caso  una  donación,  porque 
el  derecho  de  retracto  de  los  demás  vendedores  lo  hubiera  impedido;  qae 
á  la  declaración  hecha  de  no  existir  sociedad  conyugal  hay  que  prestar 
entera  fe,  como  respecto  al  inventario  exigido  por  el  art.  1067  del  Có« 
digo  civil  dispuso  la  Resolución  de  18  de  Abril  de  1893;  y  que  no  es  po- 
sible exigir  que  conste  en  capitulaciones  matrimoniales  la  existencia  de 
separación  de  bienes  que  en  Oatalufia  existe,  de  no  pactarse  otra  cósa, 
ni  tampoco  que  se  acredite  de  modo  distinto  del  que  emplearon  los  cón- 
yuges en  este  caso: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Jues 
delegado  y  declaró  haber  lugar  al  recurso  y  que  la  escritura  de  27  dt 
Agosto  de  i906  está  extendida  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales, 
siendo  por  lo  mismo  inscribible,  fundándose  en  las  consideraciones  si- 
guientes: que  el  art.  61  del  Código  civil  no  ha  derogado  las  leyes  que  en 
Oatalufia  autorisan  las  ventas  entre  marido  y  mujer,  mientras  no  impll* 
quen  donación;  que  la  doctrina  de  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
21  de  Febrero  de  1900,  favorable  á  la  validez  de  actes  entre  cónyuges 
dentro  del  régimen  de  gananciales,  más  aun  debe  prevalecer  en  el  régi- 
men de  libertad  é  independencia;  que  la  prohibición  de  contratar  los  cón- 
yuges no  puede  derivarse  ni  del  citado  art.  61,  ni  de  los  1816  y  1818  del 
mismo  Código;  que  si  éste  preceptúa  que  no  sea  válida  la  venta  entre 
cónyuges  si  no  se  pactó  separación  de  bienes  ó  se  acordó  judicialmente, 
se  impone  lá  conclusión  lógica  de  que  pueden  contratar,  por  regla  gene- 
ral» en  Oatalufia  mientras  do  se  pacte  la  sociedad  de  gananciales,  y  que 
no  es  aplicable  la  Resolnción  de  Abril  de  1901  referente  á  caso  en  qns 
no  se  justificaba  dicha  reparación  de  bienes,  debidamente  acreditada  '  ii 
la  escritura  objeto  de  eete  expediente: 

Vista  la  ley  82  (párrafos  l.<>,  2.^,  8.o  y  4.0),  tít.  l.«  libro  24,  del  E  - 
gesto: 

Vistos  los  artículos  12  y  1468  del  Código  civil: 

Visto  el  art.  8.^  de  la  lustrucción  sobre  la  manera  de  redactar  h  t 
instrumentos  pú>)licos  sujetos  á  Registros: 

Vistas  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  de  28  de  Noviembre  y  6  » 
Diciembre  de  1898,  28  de  Octubre  de  1899  y  26  de  Abril  de  1901: 
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Juez  municipal  de  Novelda  al  de  igaal  clase  del  distrito  de  San  Vicente, 
de  Sevilla,  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  por  la  Socie- 
dad Mercantil  Alfredo  y  Ángel  Amores,  domiciliada  en  dicha  ciudad  de 
Sevilla,  contra  la  Sociedad  Mercantil  José  Sala  y  Compañía,  domici- 
liada también  en  Novelda,  y  contra  D.  Antonio  Gonzáles  Saldafia,  co- 
mieionlsca  y  vecino  de  la  antecitada  capital  de  Sevilla,  sobre  ps^o  ue 
cantidad,  no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  ninguna 
de  las  partes. 

Resultando  que  en  26  de  Junio  del  corriente  afio,  y  ante  el  Juzgado 
municipal  del  distrito  de  San  Vicente,  de  la  ciudad  de  Sevilla,  dedujo 
demanda  en  juicio  verbal  D.  Alfredo  Amores  y  Domingo,  como  socio 
<jlerente  de  la  que  en  dicha  plaza  gira  bajo  la  razón  social  de  Alfredo 
y  Ángel  Amores,  domiciliada  en  la  misma  localidad,  contra  la  Socied%.i 
Mercantil  José  Sala  y  Compañía,  domiciliada  en  Novelda,  provincia  oe 
Alicante,  y  contra  D.  Antonio  González  Saldaña,  comisionista,  con  resi- 
dencia en  la  predicha  ciudad  de  Sevilla,  para  que  los  primeros,  en^con- 
cepto  de  mandantes  de  González,  le  abonen  la  cantidad  de  100  pesetas 
por  los  alquileres  de  un  depósito,  sito  en  La  Pañoleta,  correspondien^ea 
á  los  meses  de  Noviembre  y  Diciembre  de  1906  y  Enero  y  Febrero  del 
año  actual,  á  razón  de  26  pesetas  mensuales,  á  la  cual  cantidad  de  100  pe- 
setas y  las  costas  del  juicio  solicita  se  condene  á  los  expresados  José 
Sala  y  Compañía,  como  mandatarios  de  D.  Antonio  González: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  la  comparecencia  que  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  previene,  señalándose  para  la  celebración  del 
juicio  verbal  el  día  20  de  Julio  último,  y  librado  el  correspondiente  oficio 
al  Juez  municipal  de  Novelda  para  la  citación  á  los  Sres.  José  Saia  y 
Compañía,  tuvo  lugar  en  debida  forma  legal  en  la  persona  de  D.  José 
Sala,  que  en  concepto  de  Gerente  de  aquella  Sociedad  mercantil  promo- 
vió ante  el  Juzgado  municipal  de  Novelda  cuestión  de  competencia  inhi- 
bitoria, alegando:  que  la  acción  que  se  ejercita  es,  según  puede  yeree  en 
la  demanda,  una  acción  personal;  que  como  ni  él  ni  la  sociedad  qae  r«- 
presenta  han  hecho  con  los  demandantes  el  contrato  de  arrendamiento, 
el  pago  de  cuyo  precio  se  exige  en  la  demanda  es  eVidente  que  no  hay 
lugar  donde  ese  contrato  deba  cumplirse,  por  lo  cual,  á  tenor  de  la  re- 
gia 1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil  y  de  lo  establecido 
en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  11  de  Mayo  de  1888,  8  de 
Junio  y  28  de  Octubre  de  1898,  13  de  Junio  de  1899,  10  de  Julio  j  80  de 
Octubre  de  1900,  22  de  Julio  y  26  de  Noviembre  de  1902;  8  de  Abril 
y  17  de  Diciembre  de  1903  y  13  de  Abril  de  19U4,  todas  las  cuales  dispo- 
nen que  negado  el  contrato  ó  no  resultando  determinado  lugar  de  su 
cumplimiento  por  algún  principio  de  prueba,  algún  indicio,  racional  ó 
dato  ó  antecedente  que  lo  compruebe,  como  ocurre  en  el  presente  caso, 
es  fnero  preferente  el  del  domicilio  del  demandado,  el  Juzgado  munici- 
pal de  Novelda,  en  cuya  ciudad  tiene  su  domicilio  la  Sociedad  deman- 
dada, es  el  único  competente  para  conocer  de  demanda;  que  para  esqui- 
var esto,  manifiesta  el  demandante  que  demanda  á  la  Saciedad  José 
Sala  y  Comp.^ñía  y  á  D.  Antonio  Sánchez  (es  González)  Saldaña,  este  úl- 
timo vecino  de  Sevilla,  con  lo  cual,  siendo  dos  ios  demandados  y  po- 
diendo optar  por  el  domicilio  de  uno  de  ellos,  creería  someter  asi  la 
cuestión  al  Juzgado  de  Sovilla;  que,  sin  embargo,  obsérvese  que  aunque 
se  dice  demandar  también  á  D.  Antonio  Sánchez  (es  Gonzáiez)  Saldaña, 
en  la  súplica  de  la  demanda  se  pide  que  se  condene  solamente  á  los  se- 
ñoras José  Sala  y  Compañía  al  pago  de  las  100  pesetas  reclamadas,  de 
donde  ee  aeiiuoe  que  dichos  seQores  son  loe  únteos  verdaderamente  de- 
mandados, y  por  tanto,  que  el  Juez  de  su  domicilio  es  el  competente,  f 
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cnmpliree  la  obligación,  en  el  presente  caso,  en  qae  se  ejercita  una  ae- 
ción  personal,  el  Jazgado  de  Novelda,  del  domicilio  de  los  demandados, 
7  no  otro,  es  el  competente  para  conocer  del  jaicio  yerbal  promovido  por 
Alfredo  y  Ángel  Amores,  de  Sevilla,  conforme  á  lo  dlspnesto  en  el  pá- 
rrafo 1°  de  !<=;  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Eajnlciamiento  civil, 
el  66  y  66  de  la  misma,  el  1171,  párrafo  3.^  del  Código  civil,  y  la  doc- 
trina constante  de  este  Tribunal  Sapremo  de  Justicia  qne  tiene  estable- 
cida sobre  la  materia,  entre  otras,  en  las  sentencias  invocadas  por  el  re- 
currente D.  José  Sala  Cantó,  procediendo  en  consecuencia  acceder  al  re- 
querimiento de  inhibición  solicitado  por  el  mismo: 

Resultando  que  dirigido  el  oportuno  oficio  con  el  correspondiente  tee- 
timonio  al  Jaez  municipal  del  distrito  de  San  Vicente,  de  Sevilla,  y  dada 
vista  á  la  actora  en  el  juicio  verbal  de  que  se  trata,  impugnó  ésta  el  re- 
querimiento de  inhibición,  alegando  en  síntesis:  que  al  ejercitar  su  ac- 
ción reclamando  los  alquileres  no  satisfechos  de  un  depósito  arrendado 
á  los  Sres.  Sala  por  mediación  de  su  mandatario  ó  representante  Gonzá- 
lez, interponiendo  su  demanda  en  el  Juzgado  de  Sevilla,  es  porque,  con 
arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  competente;  que  los  deman- 
dados, por  el  contrario,  sostienen  en  su  escrito  que  la  competencia  co* 
rresponde  al  Juzgado  de  Novelda,  por  negar  la  existencia  del  contrato  de 
arriendo,  y  no  habiendo  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  lo 
sería  el  de  su  domicilio,  á  cuyos  términos  puede  reducirse  la  cuestión 
que  se  debate;  que  los  hechos  ocurridos  consisten  en  que,  en  el  mes  de 
Junio  de  1904,  la  casa  de  José  Sala  y  Compañía,  de  Novelda,  por  naedio 
de  su  mandatario  ó  representante  en  Sevilla,  D.  Antonio  González  Balda- 
fía,  convino  verbalmente  el  arriendo  de  ua  depósito  en  finca  propiedad 
de  los  Sres.  Amores,  para  destinarlo  á  la  venta  de  alcoholes  al  por  ma- 
yor, provinentes  de  la  fábrica  que  aquéllos  poseen  en  Novelda;  que  esti- 
pulada la  renta  que  había  de  devengar,  la  cual  se  fijó  en  26  pesetas  men- 
suales, fué  destinado  aquel  departamento  al  fin  indicado,  y  en  más  de 
una  ocasión  fué  visitado  el  depósito  por  los  Sres.  Sala,  y  á  contar  desda 
aquel  mes  de  Junio  de  1904,  los  Sres.  Amores  han  venido  cobrando  en 
su  domicilio  los  alquileres  devengados  por  conducto  de  González  Salda- 
fia,  á  excepción  de  los  correspondientes  á  Noviembre  y  Diciembre,  Ene- 
ro y  Febrero  últimos,  qne  han  sido  objeto  de  la  reclamación  judicial  de 
que  se  trata;  que  levantado  el  depósito,  y  dándose  por  terminado  el  con- 
trato de  arriendo,  se  le  pasó  el  recibo  correspondiente  á  González,  el 
cual  les  manifestó  que  se  dirigieran  á  Sala  y  Compañía,  puesto  que  de 
ellos  era  el  depósito;  que  en  vista  de  esas  terminantes  manifestaciones, 
los  demandaLites  habían  de  dirigirse  á  dichos  Sres.  Sala,  haciéndoles  pre- 
sente que  corno  habían  quedado  por  satisfacer  las  mensualidades  del  de- 
p-isito  en  La  Pañoleta,  dojaban  de  aceptar  un  giro  que  aquella  casa  lea 
hacía  por  valor  de  ciertos  vinos  que  le  habían  comprado,  para  que,  ana 
vez  reducido??  los  alquileres  dichos,  giraran  de  nuevo,  y  á  estas  preten- 
eiones,  con  fecha  27  de  Marzo  próximo  pasado  se  contestó  por  aquéllos 
con  la  carta  cuyo  texto  es  ei  siguiente:  cJosé  Sala  y  Compañía. =Novel- 
dn  27  de  Marzo  de  1906.=Sre8.  Alfredo  y  Ángel  Amore8.=8evilla.=s 
May  señores  nneRtros:  Poseemos  su  atenta,  21  corriente.=El  conoci 
miento  de  los  10  b/  vacíos  que  nos  devuelven  por  vapor  Santa  Ana,  lo 
recibimos  bajo  sobre,  loe  cuales  les  abonamos  en  cuenta  de  envases  p'  ' 
8aldo.=De  su  citada  desplegamos  n/ gros.  números  6.696  á  s/  cgo.,  < 
primero,  de  pesetas  1.000,  aceptado,  y  el  otro,  de  pesetas  369,60,  si 
n'íeptar,  para  qne  hflgRmos  uno  nuevo  de  pesetas  262»55,  y  qne  la  dif* 
rencia  de  pf^wetus  117  es  lo  que  se  les  debe  á  ustedas  por  el  depósito  i 
Cühol.  .Mucho  nos  extraña  ea  abstención  de  aceptar  n/  gro.  núm.  6.o9 
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8rei.  BAla,  y  resolta  determinado  de  un  modo  expreso  cuál  sea  el  Ingar 
de  sa  camplimiento,  qne  no  puede  ser  otro  más  que  aquel  donde  ha  ye» 
nido  cumplimentándose  durante  todo  el  tiempo  que  el  contrato  ha  exie- 
.  tido: 

*  Resultando  que  el  Jnes  municipal  del  distrito  de  San  Vicente,  de  8e« 
Tilla,  de  acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  dictó  auto  en  21  de  Agosto  úl- 
timo no  dando  lugar  al  requerimiento  de  inhibición,  por  considerar:  qne 
la  demanda  formulada  por  D.  Alfredo  Amores  va  dirigida  contra  los  se- 
llores  Sala  j  Oompafiía,  vecinos  de  Novelda,  y  D.  Antonio  Gensáles  8al- 
d&fia,  que  lo  es  de  Sevilla,  j  á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  párrafo  2.*" 
de  la  regla  1.^  del  art.  61  de  la  ley  de*  Enjuiciamiento  civil,  este  Juig^ado 
de  Sevilla  es  el  competente  para  conocer  del  negocio  de  qne  se  trata, 
puesto  que  ante  él  ha  formulado  su  demanda  la  parte  actora,  quien  pnede 
«leglr  entre  los  Jnsgados  á  cuya  jurisdicción  correspondían  lo»  domici- 
lios de  los  demandados;  que  ios  Sres.  Alfredo  y  Ángel  Amores  ejereltuí 
en  su  demanda  una  acción  personal  derivada  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento celebrado  en  Sevilla  entre  ellos,  como  arrendadores,  y  D.  Anto* 
nio  González  Saldafia,  representante  de  los  Sres.  Sala  y  Compafiía,  y  así 
lo  reconocen  éstos  en  la  carta  presentada  por  la  parte  actora,  en  la  que 
también  reconocen  que  era  de  cuenta  de  ellos  lo  que  su  representante 
gestionó,  y  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  la  regla  1.^  del  art.  62 
antecltado  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Juagado  de  Sevilla  es  el 
competente  para  conocer  de  este  juicio,  puesto  que  en  Sevilla  radica  la 
flnta  de  que  se  trata,  en  la  misma  ciudad  se  celebró  el  contrato  de  amn- 
damlento  y  en  la  propia  localidad  se  vine  satisfaciendo  por  el  repreeea- 
tante  de  los  Sres.  Sala  y  Oompafiía  los  alquileres  respectivos  desde  Ju- 
nio de  1904,  en  que  se  celebró  el  contrato,  hasta  Octubre  último;  y,  per 
fin,  que  según  el  art.  1727  del  Oódigo  civil,  el  mandante  debe  cumplir 
todas  las  obligaciones  que  el  mandatario  baya  contraído,  rasón  por  la 
cual  los  Sres.  Sala  y  Oompafiía  deben  cumplir  en  Sevilla  lo  que  convino 
y  llevó  á  cabo  el  mandatario  D.  Antonio  Gonsáles  Saldafia,  puesto  que 
ni  siquiera  se  ha  alegado  que  éste  rebasara  los  límites  del  contrato: 

Besultando  que  habiendo  Insistido  el  Jues  municipal  de  Novelda  en 
el  requerimiento  inhibitorio,  por  auto  del  2  de  Septiembre  último,  han 
remitido  ambos  Jnsgados  en  debida  forma  sus  respectivas  actuaciones  á 
este  Tribunal  Sopremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho  é  Intervención  del  Ministerio  fiscal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covlán: 

Oonslderando  que  la  acción  personal  ejercitada  versa  sobre  pago  del 
alquiler  de  cierto  predio  urbano  arrendado  por  cuenta  de  la  Sociedad  de- 
mandada, según  principio  de  prueba  resultante  de  carta  procedente  de  la 
misma,  y,  por  tanto,  á  falta  de  pacto  en  contrario,  dicha  obligación,  im- 
puesta en  primer  término  al  arrendatario  por  el  art.  1666  del  Código  ci- 
vil, debe  cumplirse  donde  la  cosa  está  situada,  según  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Supremo,  y,  en  su  virtud,  ha  de  reputarse  este  lugar  el  del 
eumpllmlento  del  contrato,  cuya  existencia  no  pnede  negarse  por  ahora 
y  á  estos  efectos,  por  todo  lo  que,  y  de  conformidad  á  lo  prescrito  en  la 
regla  1.^  del  art  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  tiene  preferencia  paia 
«sonocer  de  la  actual  reclamación  el  Jues  ante  el  que  se  ha  formulado,  ó 
eea  el  municipal  del  distrito  de  San  Vicente,  de  Sevilla,  en  cuya  ciudad 
ae  da  dicha  circunstancia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  <^e 
estos  antes  corresponde  al  Jues  municipal  del  distrito  de  San  Vicenf )» 
de  Sevilla,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndose  esta  r  >• 
«elución  en  conocimiento  del  de  igual  dase  de  Novelda. 
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Asi  por  esta  naestra  sentencia,  que  se  pablicará  en  la  Gaceta  den- 
lio  de  loe  dies  días  simientes  al  de  en  fecha,  é  insertará  en  la  Coleo* 
CIÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias,  lo  peonan- 
damos,  mandamos  y  firmamos.=Francisco  Toda.= Vicente  de  PlniÓB.=: 
Ylelor  CoYÍán.s=Ildefonso  Lopes  Aranda.aePascaal  Domenech. 

Pabiicación.=Leída  j  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  8r.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1900.=Marcelino  San  Bemán. 


Num.  1»6.-*TRIBUNAL  SUPREMO— 16  de  Noviembre, 
piMIoada  el  2  de  DIolenbre. 

Competencia.— Cttinp¿eiiuen^o  de  con/ra^o.— Sentencia  decidiendo 
en  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  En- 
sanche de  Bilbao,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Ledesma 
acercar  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  don 
Juan  Morales  contra  la  Sociedad  Garteíz  Hermanos,  Yerno  y 
Compañia. 
Bn  su  covsiDBRANDo  úníco  se  establece: 

Queseoünel  párrafo  2.^ del  art»  1500  del  Código  eivil  no  ha- 
Mndoee  njado  lugar  para  el  pago  del  precio,  debe  hacerse  en  el  que 
$e  haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  en  eu  virtud,  de  toda  recia 
mactón  sobre  el  particular  debe  conocer  con  preferencia  á  tenor  de 
la  reala  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procesal,  el  Juez  del  lugar  en  que 
aquélla  se  reaUsa  con  arreglo  al  contrato. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jues  de  primera  instancia  del  distrito  del  Ensanche  de  Bilbao  al  de  igual 
clase  de  Ledesma  en  el  conocimiento  del  juicio  ordinario  de  mayor 
cuantía  promovido  ante  el  segundo  por  D.  Juan  Morales  Fraile,  indus- 
trial y  vecino  de  Villar  de  Peralonso,  contra  la  Sociedad  de  Ingeniería  y 
depósito  de  maquinaria  Garteis  Hermanos,  Yerno  y  Compañía,  domi- 
eiliada  en  Bilbao,  sobre  cumplimiento  de  contrato,  estando  represen- 
tada y  dirigida  la  parte  actora  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho  y 
el  Letrado  D.  Francisco  Lastres;  no  habiendo  comparecido  ante  este  Tri- 
banal  Snpremo  la  Sociedad  demandada: 

Beanltando  que  en  9  de  Junio  último,  D.  Juan  Morales  Fraile  dedujo 
demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  la  Sociedad  Gar- 
teis  Hermanos,  Yerno  y  Compafiía,  en  la  que  expuso  que  en  31  de  Oc- 
tulne  de  1904  se  formó  por  la  Sociedad  demandada  un  presupuesto  de  un 
motor  de  gas  pobre  de  20  caballos  de  fuerza  efectivos,  y  ferretería  para 
^  pares  de  piedra  de  molino,  cuyo  importe  ascendió  á  la  cantidad  de 
1.120  pesetas  que  habían  de  hacerse  efectivas  en  la  forma  siguiente, 
'usignada  asimismo  en  el  presupuesto:  8.680  al  hacer  el  pedido;  una 
lal  cantidad  contra  talón  del  ferrocarril;  otra  después  de  haber  concluí- 
el  montaje,  ó  lo  más  tarde  á  los  tres  meses  de  la  fecha  del  talón  de 
pedición,  y  otra  á  los  seis  meses  después  de  haber  concluido  el  mon- 
is, ó  lo  más  tarde  á  los  seis  meses  después  de  la  fecha  del  talón  del 
rocarril;  que  el  actor  aceptó  el  indicado  presupuesto,  conviniendo  con 
^^odedad  demandada  la  compra  del  motor  y  ferretería  expresados,  con 
TOMO  106  46 
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Bujeción  á  las  oondieiones  íormnladaB  en  aqaél;  que  procedióse  por  la 
Sociedad  á  la  remleión  j  montaje  de  otro  motor  de  gaa  pobre  comple- 
tamen^te  distinto  del  comprado,  teniendo  en  cuenta  sin  dada  la  Impe- 
ricia del  actor  para  conocer  el  mérito  y  calidad  de  loe  artefactos  de  aqaél 
género;  que  el  demandante  procedió  con  eacrapnloaldad  al  pago  de  laa 
cantidades  parciales  en  los  plazos  convenidos,  j  al  efecto,  el  6  de  Di- 
ciembre del  citado  afio  1904  ingresó  en  el  Banco  de  Eepafia,  á  nombre  de 
la  Sociedad  demandada,  la  sama  de  1.760  pesetas,  j  el  resto  de  1.780  pe- 
setas, importe  del  primer  plazo,  lo  envió  en  valores  declarados,  segí&n 
recibo  qne  acompafió,  j  el  26  de  Marso  de  1906  entregó  en  la  estación  de 
Salamanca  8.994  pesetas  40  céntimos,  correspondientes  al  segundo  plaso; 
qne  en  17  de  Jnnio  de  este  último  afio,  la  parte  demandada  giró  ana  le« 
tra  á  Vitigadino  de  4.689  pesetas  26  céntimos,  pero  antes  de  hacerla 
efectiva  comprendió  el  demandante  qne  el  motor  no  desarrollaba  la 
fuerza  de  20  caballos  que  era  la  necesaria  para  mover  las  dos  piedras,  á 
cuyo  objeto  habla  sido  comprado,  y  en  este  sentido  escribió  la  Sociedad, 
la  que  contestó  en  carta  de  9  de  Septiembre  de  1906  insistiendo  en  el 
pago  de  los  plazos  y  diciendo  al  actor  que  si  quería  hacer  prueba  del  mo- 
tor para  cerciorarse  de  su  fuerza,  las  hiciera  bajo  su  responsabilidad  y  á 
sus  expensas,  si  bien  afirmó  en  dicha  carta  que  hicieron  la  venta  del  mo- 
tor como  cosa  cierta,  y  esperaban  que  el  día  12  ó  18  de  aquel  mes  haría 
efectivo  el  actor  el  último  plazo  en  la  ciudad  de  Salamanca;  que  desde 
esa  fecha  hasta  el  mes  de  Abril  último  se  habían  cruzado  multitud  de 
cartas  entre  el  actor  y  la  Sociedad  demandada,  habiendo  tenido  por  ob  - 
jeto  las  de  aquél  obtener  de  éste  la  entrega  de  motor  de  gas  pobre  de  20 
caballos  efectivos  que  fué  objeto  del  contrato,  ó  en  otro  caso,  y  para  evi* 
tarle  grandes  perjuicios,  llegar  á  una  transacción  en  sus  diferencias;  que 
convencido  el  actor  del  poco  adelanto  en  sus  gestiones  con  la  parte  de- 
mandada y  de  que  el  motor  que  ésta  le  había  enviado  no  era  el  qne  él 
había  comprado,  puesto  que  no  desarrollaba  la  fuerza  de  20  caballos  ne- 
cesaria para  el  movimiento  de  las  dos  piedras  de  molino,  quiso  córelo- 
rarse  científicamente  de  la  razón  de  esta  falta  para  demostrar  que  no  ss 
le  había  entregado  la  cosa  comprada,  y  al  efeto  acudió  al  Ingeniero  don 
I.  Flórez  y  Posada,  Oatedrático  por  oposición  de  la  Escuela  Central  de 
Ingenieros  industriales  de  Madrid,  para  que  diese  dictamen  respecto  ala 
potencia  del  motor  enviado  por  la  Sociedad  demandada,  habiendo  resal- 
tado de  las  pruebas  practicadas  lo  que  el  actor  había  supuesto,  esto  es, 
que  el  motor  no  desarrollaba  la  fuerza  convenida,  lo  que  comprobó  oon 
certificación  expedida  en  18  de  Enero  de  este  afio  por  dicho  Ingeniero,  y 
habien'lo  deseado  el  Letrado  de  la  parte  actora  aclarar  mis  y  más  este 
extremo,  escribió  al  Ingeniero,  contestando  este  ratificándose  en  abso- 
luto en  su  informe  por  carta  de  8  de  Febrero;  alegó,  entre  otros,  eomo 
fundamento  de  derecho,  los  artículos  1460  del  Oódlgo  civil;  el  62,  regla 
1,\  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aplicable  á  la  competencia  del 
Juzgado  de  Ledesma  para  conocer  del  litigio,  por  estimar  el  actor  que  se 
trataba  de  una  acción  personal  que  debía  cumplirse  en  el  pueblo  de  Vi- 
llar de  Peralonso,  perteneoiente  al  partido  de  dicho  Juzgado,  y  los  ar- 
tículos de  la  compraventa  en  el  Oódlgo  civil,  por  no  creer  debía  estinuu  • 
se  mercantil  el  contrato  efectuado;  y  pidió  se  condenase  á  la  SoeÍ6da«  1 
Oarteiz  Hermanos,  Yerno  y  Gompafiía  á  entregar  al  actor  un  metor  di  i 
gas  pobre  de  20  caballos  deiuerza  efectivos,  se  obligase  á  la  misma  á  re ' 
tirar  el  que  estaba  en  poder  del  suplicante  y  se  la  condenase  asimisiA 
al  pago  de  todas  las  costas  y  á  la  indemnización  de  dafios  y  perjuldoo  i. 
actor,  por  no  haber  cumplido  aquélla  á  su  debido  tiempo  el  contrato 
compraventa  establecido: 
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BemiUando  que  el  actor  D.  Juan  Morales  Fraila  acompafió  á  an  ea- 
erlto  de  demanda,  eotre  otros,  loa  docnmentos  aigalentea:  1.^,  el  con- 
trato presnpQesto  para  la  compra  del  motor,  antoriaado  por  aml^is  par- 
toa,  7  fechado  en  81  de  Octubre  de  1904;  S.^,  nna  letra  de  cambio  por  pe- 
aetas  4.680,26  céntimos,  librada  el  17  de  Jnnio  último  por  la  Sociedad 
demandada  á  cargo  de  D.  Jnan  Morales  de  Villar  de  Peralonso;  8.^,  una 
carta  suscrita  por  Gartels  Hermanos»  Yerno  7  Oompafiia  en  9  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio,  j  citado  por  el  Juzgado  de  Ledesma  en  su  auto 
oponiéndose  á  la  inhibitoria,  carta  que,  entre  otros  particulares,  es  del 
texto  literal  que  sigue:  <No  podemos  comprometernos  más  que  en  la  re- 
cepción de  la  máquina,  es  decir,  á  ponerla  en  marcha  bien,  desarrollando 
una  fuerza  prometida.  Comprenderá  la  razón  que  á  esto  nos  obliga,  pues 
no  siendo  nuestro  el  maquinista,  no  podemos  responder  de  su  conduc- 
ción en  el  transcutso  de  un  afio>;  4.^,  una  certificación  expedida  por  el 
ingeniero  D.  I.  Flórez  y  Posada,  con  fecha  18  de  Enero  de  1906,  en  Vi- 
llar de  Peralonso,  de  la  que  aparecía  que  deepnés  de  efectnadas  pruebas 
es  el  motor  comprado,  éste  desarrollaba  como  máximo  fuerza  de  18  ca- 
ballos efectivos;  7  6.^,  una  carta  suscrita  por  dicho  Ingeniero  en  8  de 
Febrero  siguiente,  en  la  que  se  ratificaba  é  intiatía  en  cuanto  aparecía  en 
la  anterior  certificación: 

Resultando  que  emplazada  la  Sociedad  Gartiez  Hermanos,  Yerno  7 
Compafila  por  medio  de  oficio  dirigido  al  Juzgado  de  primera  iiietancia 
del  distrito  del  Ensanche,  de  Bilbao,  promovió  ante  el  mismo  cuestión 
de  competencia  por  inhibitoria,  exponiendo:  que  la  acción  que  ejercitaba 
el  actor  era  la  que  suponía  que  se  derivaba  del  contrato  de  compraventa 
que  describía  en  la  demanda,  constituido,  según  aparecía  de  ésta,  por 
un  presupuesto  que  formó  la  Sociedad  demandada,  7  de  la  aceptación 
que  D.  Juan  Morales  Fraile  dio  á  ese  presupnei^to,  según  expresamente 
lo  declaró  el  actor  en  su  demanda,  por  lo  que  el  contenido  de  dicho  pre- 
supuesto venía  á  ser  el  contenido  del  contrato  de  compraventa,  según  el 
que  la  parte  demandada  vendió  un  motor  de  gas  pobre  de  20  caballos, 
con  la  condición  de  que  se  había  de  entender  puesto  sobre  muelle,  Bil- 
bao, libre  de  todo  gasto,  7  más  adelante,  confirmando  esa  condición  al 
expresarse  las  del  pago,  se  afiadió  que  nna  parte  se  pagaría  contra  talón 
delferroearril^  otra  parte,  lo  más  tarde,  tres  meses  de  la  fecha  del  ta- 
lón de  expedición,  y  otra  parte,  lo  más  tarde,  á  los  seis  meses  de  la  fe- 
cha del  talón  del  ferrocarril,  lo  cual  venía  á  confirmar  que  había  que 
hacer  la  entrega  del  motor  vendido  en  Bilbao  sobre  mnelle  ó  vagón  del 
lerroearril;  que  el  cumplimiento  de  la  obligación  de  la  Sociedad  vende- 
dora de  entregar  el  motor  vendido  tuvo  lugar  en  la  forniA  pactada,  esto 
es,  poniéndolo  sobre  vagón  del  ferrocarril,  consignado  á  D.  Jaan  Mora- 
leo  Fraile,  7  pagádose  por  éste  los  portes  de  la  conducción  á  la  esta- 
eión  de  Salamanca,  como  se  demostraba  con  el  documento  que  el  actor 
aoompafió,  acreditativo  del  pago  de  8.904  pesetas  40  céntimos,  cifra  que 
ae  oemponía  del  importe  del  segundo  plazo,  que  había  de  satisfacer  con- 
tra talón  del  ferrocarril,  importante  8.580  pesetas,  7  de  otras  464  pese- 
taa  40  céntimos  en  que  estaban  incluidos  los  portes,  7  que,  por  lo  tanto, 
el  traneporte  del  motor  desde  la  estación  de  Bilbao,  en  que  fué  puesto 
por  la  Sociedad  vendedora,  á  la  de  Salamanca,  á  la  que  se  remitió,  fué 
por  cuenta  del  demandante;  que  la  acción  que  se  ejercitó  en  la  demanda 
era  persona),  toda  vez  que  pidió  el  actor  se  condenase  á  la  Sociedad  de- 
mandada á  la  entrega  de  un  motor  de  gas  pobre  de  20  caballos  de  fner- 
la,  á  que  retirase  el  primitivo  7  á  que  abonase  daños  y  perjuicios;  que 
el  lagar  en  que  debió  cumplirse  la  obligación  de  entrega  del  motor  cons- 
Hba  en  el  contrato,  esto  es,  en  el  presupuesto  formado,  en  el  que  se  de- 
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cía;  «puesto  sobre  mnelle,  Bilbaoi,  no  expresando  esas  palabras  otra, 
cosa  sino  qne  los  vendedores  se  obligaban  á  efectaar  la  entrega  en  di- 
cha viUa;  qae  esta  oircnnstancia  confería  ai  Juagado  de  primera  instan- 
eia  de  ÉUbao  competencia  para  conocer  del  juicio  confirmando  este  cri« 
terio  las  condiciones  de  pago,  cuyos  tres  últimos  plaaos  partieron  del 
hecho  de  la  presentación  del  talón  y  de  la  fecha  de  expedición  de  éste», 
lo  que  implicaba  que  al  ponerse  el  género  sobre  vagón  se  efectuó  la  en- 
trega, y  él  extremo  de  haber  satisfecho  el  actor  los  portes  de  la  expedi- 
ción desde  Bilbao  á  Salamanca  hecha  por  su  cuenta;  que  además  era 
Bilbao  el  lugar  donde  debía  cumplirse  la  obligación^  porque  tratándose 
de  cosa  determinada,  la  entrega  debe  hacerse  donde  existía  aquélla  en 
el  momento  de  constituirse  la  obligación;  que  siendo  la  deudora  la  So- 
ciedad demandada,  en  su  domicilio  debió  entregarse  la  cosa,  y  qne  ni 
en  el  contrato  ni  en  ninguna  parte  aparecía  que  debiera  tener  lugar  el 
cumplimiento  de  la  obligación  en  punto  alguno  del  partido  de  Ledeema^ 
pues  hasta  la  expedición  del  motor  se  hizo  á  Salamanca,  aparte  de  qne 
si  se  considerase  no  había  lugar  sefialado  para  dicho  cumplimiento,  se- 
ría competente  el  Jnes  del  demandado;  alegó  como  fundamento  de  ett 
pretensión  el  art.  1171  del  Oódigo  civil  y  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley 
procesal  civil,  y  pidió  al  Juzgado  se  declare  competente  para  conocer  de 
la  demanda  formulada  por  D.  Juan  Morales  Fraile,  y  en  su  virtud,  re- 
quiriese de  inhibición  al  de  Ledesma: 

Resultando  que  el  Juea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Ensan- 
che, de  Bilbao,  de  conformidad  con  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  inhi- 
bitorio en  9  de  Julio  último,  fundado  en  que  en  la  demanda  se  ejercitó 
una  acción  personal,  nacida  del  contrato  de  compraventa  celebrado  entre 
las  partes  actor  a  y  demandada  para  la  entrega  por  ésta  del  motor  de  gaa 
objeto  del  contrato,  y  que  en  esa  clase  de  acciones  es  Juez  competente, 
en  primer  término,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y 
á  falta  de  él,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado 
o  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente» 
pudiera  hacerse  el  emplazamiento;  que  el  presupuesto  aceptado,  que  era 
lo  que  co^istituía  el  contrato,  lejos  de  sefiaiar  el  domicilio  del  actor  como 
lugar  de  su  cumplimiento,  expresamente  designó  para  éste  la  villa  de 
Bilbao,  toda  vez  que  en  aquél  se  consignó  debería  hacerse  la  entrega 
sobre  muelle  en  Bilbao,  y  ese  pacto  se  hallaba  corroborado  por  el  qne 
estableció  las  condiciones  de  pago,  sefialando  también  éstas  por  la  fecha 
del  talón  del  ferrocarril  al  facturarlo  en  Bilbao;  que  aunque  no  se  hu- 
biera pactado,  como  lo  estaba,  el  punto  de  la  entrega  del  motor  vendido, 
al  tratarse  de  cosa  determinada,  y  aunque  así  no  lo  fuera,  correspondía, 
hacer  la  entrega,  ó  donde  la  cosa  existía  al  constituirse  la  obligación,  á 
en  el  domicilio  del  deudor,  conforme  al  art.  1171  del  Oódigo  civil;  y  qae 
aun  prescindiendo  de  todo  lo  expuesto,  y  sólo  en  la  hipótesis  de  no  eetar» 
como  estaba,  señalado  el  lugar  para  el  cumplimiento  de  la  obligación» 
habría  que  decidir  la  competencia  por  el  domicilio  del  demandado,  que 
era  la  villa  de  Bilbao: 

Resultando  que  dirigido  el  oportuno  oficio,  con  el  correspondiente 
testimonio,  al  Juez  de  Ledesma,  y  dada  vista  á  la  parte  actora,  ésta  im- 
pugnó el  requerimiento  de  inhibición,  alegando:  que  en  el  presupueet» 
aceptado  por  ambas  partes  se  estableció  en  13.740  pesetas  el  precio  del 
motor  sobre  muelle  en  Bilbao,  no  siendo  cierta,  por  tanto,  la  afirmación 
de  la  Sociedad  demandada  de  que  la  entrega  del  motor  había  de  hoMrte 
pue9to  sobre  muelle  de  Bilbao^  porque  esta  frase,  con  las  palabras  qne 
la  integran  y  tal  como  se  presentó  en  el  escrito  de  la  Sociedad  al  Juaga- 
do de  Bilbao,  no  aparecía  en  parte  alguna  del  presupuesto  que  dio  i 
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tlYO  al  eontrato,  no  siendo  cierto,  pues,  el  ooncepto  que  con  la  miama  se 
quería  expresar;  qne  el  contrato  no  quedaba  perfeccionado  basta  que  se 
llevara  á  cabo  el  montaje  del  motor  en  Villar  de  Peralonso,  pnesto  qne, 
«egún  el  repetido  preenpaesto,  loa  pagos  de  los  plazos  tercero  y  cuarto 
^establecidos  en  éste,  babian  de  hacerse  después  de  concluido  el  montaje 
indicado;  que  no  existía  dato  alguno  del  que  pudiera  inferirse  qne  el 
actor  debiera  pagar  el  precio  de  la  yenta  en  Bilbao,  y  sí,  por  el  contra- 
rio, q06  la  Sociedad  demandada,  en  carta  unida  á  la  deznp.nda,  señaló  la 
ciudad  de  Salamanca  como  punto  de  pago  del  último  plazo,  siendo  cierto 
^ne  en  esta  última  capital  y  en  Vitigudino  satisfiao  el  actor  los  tres  pri- 
meros plaios  y  á  la  orden  de  la  viuda  de  D,  Tomás  Sánchez;  que  la  So- 
-ciedad  demandada  seguía  en  la  obligación  de  entregar  al  actor  un  motor 
de  80  caballos  de  fuerza  y  de  montarle  por  su  cuenta  en  Villar  de  Pera- 
lonso, que  era  el  punto  donde  aquel  objeto  tenía  que  funcionar,  y,  por 
lo  tanto,  donde  debía  cumplirse  la  condición;  alegó  en  derecho  el  artícu- 
lo 1446  del  Código  civil,  relacionado  con  los  1461  y  1462  del  mismo;  la 
regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo,  que  declaró  <que  siendo  obligación  simultánea 
á  la  entrega  del  género  vendido  el  pago  del  precio  cuando  no  hay  pacto 
en  contrario,  es  evidente  que  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  dicha  obli- 
Ilación  es  donde  se  recibió  el  objeto  de  la  ventai,  y,  por  tanto,  siendo  en 
el  caso  de  la  competencia  el  pueblo  de  Villar  de  Peralonso,  del  distrito 
de  Ledesma,  el  lugar  donde  se  recibió  el  aparato  objeto  de  la  venta,  era 
indudable  la  competencia  de  aquel  Juez  para  conocer  de  la  demapda: 

Besültando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ledesma,  conforme 
con  el  dictamen  del  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  en  28  de  Julio  último  no 
-dando  lugar  al  requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el  del  distrito  del 
Ensanche  de  Bilbao,  fundado;  en  que  adquirido  por  la  Sociedad  deman- 
dada, no  sólo  la  obligación  de  entregar  al  demandante  el  motor  vendi- 
do, sino  también  la  de  ponerlo  en  marcha,  desarrollando  una  fuerza 
prometida,  no  podía  en  modo  alguno  ser  designado  Bilbao  como  el  lugar 
en  que  hubiera  de  cumplirse  la  obligación,  porque  el  completo  desarro- 
'Ha  de  ésta  implicaba  la  realización  de  actos  en  lugar  distinto  de  aquel 
en  qne  el  motor  se  facturó,  y  que  no  debía  ser  otro  que  el  del  domicilie 
del  actor,  no  sólo  porque  así  se  acreditaba  con  la  carta  de  9  de  Septiem* 
bre^  dirigida  á  éste  por  la  Sociedad  demandada,  sino  también  porque  así 
se  deducía  de  los  términos  del  presupuesto,  admitido  por  ambas  partes 
como  contrato,  en  el  que  se  fijaba  el  precio  del  motor  puesto  sobre  el 
mueble  de  Bilbao,  también  se  hacía  depender  el  vencimiento  de  algunos 
pagOB  del  hecho  del  montaje,  siquiera  fuese  poniéndolos  en  relación  con 
la  fecha  del  talón  del  ferrocarril;  y  acreditada  la  obligación  del  montaje, 
por  la  Sociedad  vendedora  en  el  domicilio  del  actor,  allí  tuvo  su  acaba- 
do desenvolvimiento  el  contrato  celebrado  entre  las  partes  contendien- 
tes, puesto  que,  según  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencias  de  9  de  Noviembre  de  1888  y  7  de  Marzo  de  1884,  la 
deeignaclón  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  no  sólo  se 
JAce  expresamente,  sino  de  una  manera  tácita,  cuando  la  obligación  lleva 
en  ai  la  condición  implícita  del  lugar  en  que  ha  de  ser  cumplida,  y,  por 
tanto,  supuesta  la  obligación  del  montaje,  ella  implícitamente  desig- 
laba  el  domicilio  del  actor  como  lugar  en  que  debía  aquél  verificarse; 
m  que  además,  en  la  demanda  se  hallaba  explicación  clara  y  categórica 
le  enál  fnó  el  contrato  celebrado  al  afirmar  el  actor  que  establecida  an- 
^re  las  partes  una  inteligencia  respecto  á  la  compraventa  de  un  motor 
'e  gaa  pobre  de  20  caballos  efectivos  y  la  ferretería  correspondiente  á 
os  pares  de  piedras  de  molino,  se  procedió  por  la  Sociedad  demandada  á 
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la  renuatón  y  montaje  de  otro  motor ^  indicando  esto  qna  en  el  oentrat» 
de  compraventa  no  sólo  se  comprometieron  los  vendedores  á  la  entrega 
de  la  cosa,  sino  también  á  un  acto  ajeno  á  la  naturaleza  y  esenoialidad  del 
contrato,  caal  era  el  montaje  del  motor,  obligación  qne  habiendo  sido  ex- 
trafia,  ó  por  lo  menos  diversa,  á  la  de  la  entrega,  hacia  qne  variaran  la» 
coneecnencias  qne  de  no  existir  hubieran  podido  dedncirse,  por  lo  qne  á 
la  competencia  del  Jnzgado  se  referia,  sin  qne  á  esta  aseveración  obstase 
la  de  qne  loe  pagos  se  nabian  hecho,  ó  debido  hacer,  en  Bilbao,  porque 
la  especialidad  de  la  obligación  pactada  quitaba  toda  significación  á  este 
extremo  desde  el  momento  en  que  se  fijó  un  punto  que  no  era  el  domi- 
cilio de  la  Sociedad  demandada  7  si  el  del  actor  para  el  cumplimiento  y 
total  ejecución  de  aquélla;  en  que  en  el  presupuesto  sólo  se  biso  refe* 
renda  concretamente  al  precio  del  artefacto  puesto  sobre  el  muelle  de 
Bilbao,  asi  es  que  en  la  hipótesis,  que  no  podia  pasar  de  tai,  de  que 
dicha  villa  hubiera  sido  el  lugar  donde  se  entregó  la  cosa,  siendo  una 
obligación  compleja,  no  podia  sentarse  el  principio  de  que  alli  debió 
realizarse  su  perfecto  cumplimiento,  porque  alli  había  comenzado  éate, 
toda  vez  que  existían  datos  estableciendo  una  más  clara  inteligencia 
sobre  cuál  fuera  el  lugar  del  cumplimiento,  criterio  establecido  por  este 
Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  9  de  Noviembre  de  1888,  siendo  ade- 
más perfectamente  posible  y  legal  aunar  á  las  obligaciones  genérale» 
del  contrato  de  compraventa  cualesquiera  otras  qne  no  estén  en  oposi- 
ción á  las  leyes,  y  no  lo  estaba  la  de  vender  un  motor  con  el  compro- 
miso de  entregarlo  funcionando;  y  en  que  la  acción  ejercitada  era  perso- 
nal y  el  domicilio  del  demandante  el  lugar  donde  debía  cumplirse  la 
obligación,  per  lo  cual  se  consideraba  competente  para  conocer  del 
asunto,  según  la  regla  1.^  del  art.  6S  de  la  ley  de  £njuimiento  civil;  y 
habiendo  insistido  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Ensan- 
che de  Bilbao,  por  auto  de  7  de  Agosto  último,  en  la  inhibitoria  pro- 
puesta, ambos  Juzgados  han  remitido  en  debida  forma  sus  respeccivae 
actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  tramitado  la  compe- 
tencia con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  ai  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 

Oonsiderando  qne  como  la  maquinaria  de  que  se  trata,  principal 
objeto  del  contrato,  siendo  el  montaje  un  accesorio,  fué  vendido  predo 
Bohre  muelle  Bilbao^  Ubre  de  todo  gaeto,  sin  que  haya  ningún  otro 
dato  que  modifique  esta  condición,  pues  no  la  afecta  la  determinación 
de  los  plazos  en  que  había  aquél  de  ser  satisfecho,  resulta  evidente  qne 
la  obligación  ha  debido  cumplirse  en  dicha  villa,  conforme  al  párra- 
fo a.^del  art.  1600  del  Código  civil,  y,  en  su  virtud,  de  toda  reclamación 
sobre  el  particular  debe  conocer  con  preferencia  el  Jnes  de  la  misma,  á 
tenor  de  lo  prescrito  en  la  regla  1.^  del  62  de  la  ley  procesal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Jnzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Ensanche,  de  Bilbao,  al  que,  con  la  correepon- 
diente  certificación,  se  remitan  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á  eet» 
Tribunal  Supremo  con  motivo  de  la  actual  competencia,  comunicándeee 
la  presente  resolución  al  de  igual  clase  de  Ledesma,  siendo  laa  ooetM  d» 
cuenta  respectiva  de  las  partes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Goctfía  dentrc 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en  li 
CSoLEGCiÓN  Lboislativa,  pasándoBo  al  efecto  lae  copias  necesarias,  li 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .  =  Víctor  Oovián .  —  AntMÜ^ 
Alonso  Oasafia.ssPascual  Domenech.sOamilo  María  Qn21ón.sBEdBMrdr 
Bniz  García  Hita. 
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PaUioaoión.sLeicU  j  poblioadA  f aé  la  precedente  sentencia  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Víctor  Oovián,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  miema  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Oámara. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1906.=RogeUo  Goniález  Montes. 


ISTum.  1^7.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I6  de  Noviembre, 
publloftda  el  12  de  Dloiembro. 

OoMPETBNciA.— Pa(;^  de  peietoB.  —  Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  del  Mar  de  Valencia,  la  sosteni- 
da con  el  de  igual  clase  de  Yecla,  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Soriano  contra  la  Com" 
pañia  de  los  Caminos  de  Hierro  del  Norte. 
Én  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablece: 

Que  la  regla  20  de  la  Real  orden  de  í.^  de  Febrero  de  1887  auto- 
risa  al  remitente  ó  consignatario  para  dirigir  las  redamaeiones  ju' 
dícUUes  á  que  dé  lugar  el  contrato  de  transporte  por  lineas  de  fe- 
rroearriles  distintas^  ya  contra  la  Compañía  que  recibió  la  mercan^ 
eta^  ya  contra  la  que  haya  de  realizar  la  entrega;  pero  ha  de  enten- 
derse que  en  el  primer  caso  debe  ejercitarse  la  acción  ante  el  Juez 
del  lugar  en  que  la  obligación  se  hubiera  contraído,  y  en  el  segundo^ 
ante  el  del  en  que  procedía  su  cumplimiento,  precepto  vigente  en 
toda  MU  integridad,  según  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1906,  en  la  com- 

Íefeenoia  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
oes  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de  Valencia  al  de  igual 
ciase  de  Yecla,  en  el  conocimiento  del  juicio  declarativo  de  menor  cuan- 
tía, incoado  ante  el  último  por  D.  Antonio  Soriano  Diai,  comerciante, 
vecino  de  dicha  ciudad,  contra  la  Oompafiia  de  les  Caminos  de  Hierro 
del  Norte  de  Bspafia,  domiciliada  en  esta  corte,  sobre  pago  de  pesetas; 
habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  la  Compafiia  demandada,  repre- 
sentada por  el  Procurador  D.  Javier  Lumbreras  y  defendida  por  el  Le- 
trado D.  Javier  Lapiedra,  y  el  demandante,  representado  por  el  Procu- 
rador D.  Vicente  Turón  y  Boscá,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Joa- 
quín Chapaprleta: 

Beeultando  que  el  21  de  Abril  de  1906,  la  casa  de  comercio  Errando, 
ViUanneva  y  Compafiia  facturó  en  Valencia,  en  la  estación  de  les  Ca- 
minoe  de  Hierro  del  Norte  de  Espafia,  con  destino  á  Yecla,  y  á  la  con- 
siipiaeión  de  D.  Antonio  Soriano  Días,  bajo  el  núm.  88.121,  un  fardo  de 
tejidos  de  algodón  del  país,  extendiéndose  el  correspondiente  talón  d 
sarta  de  porte,  y  no  habiendo  llegado  la  mercancía  á  su  destino  en  el 
plato  r^lamentario,  el  consignatario  D.  Antonio  Soriano  acudió  á  la 
istaeión  de  Yeola  y  dejó  de  cuenta  de  la  Empresa  la  expedición,  consig- 
jando  en  el  libro  correspondiente  la  oportuna  reclamación,  facilitando, 
M  formularla,  la  factura  original  del  género  extraviado,  que  ascendía 
i  919  pesetas  60  céntimos,  con  más  el  quebranto  del  25  por  100,  ó  sea» 
n  total,  1.149  pesetas  87  céntimos,  después  de  lo  que  su  Procurador  di- 
Igió  dos  cartas  á  la  delegación  en  ViUena  de  loa  ferrocarriles  economí- 
as de  Villana  á  Atooy  y  á  Yecla,  pidiendo  la  pronta  resolución  de  la 
edamaeión  pendiente,  pues  de  lo  contrario  s«>  vería  obligado  á  ampa- 
ane  en  la  ley,  á  lo  que  contestó  la  referida  Delegación  que  había  tras^ 
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ladado  la  reclamación  á  la  Oompafiía  de  Madrid  á  Zaragoza  y  á  Alicante 
para  qne  resolviera  en  breve  plazo,  sin  obtener  resaltado  eatisíactorio: 

ResQltando  qae  con  eetos  antecedentes  D.  A.ntonio  Soriano  Díaz  de- 
dnjo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tecla,  eon  (echa  18  de  Junio 
de  1908,  demanda  de  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  contra  la  Com- 
pafiia  de  Oaminoa  de  Hierro  del  Norte  de  Espafia,  con  la  pretensión  de 
que  se  declarase  que  ésta  era  responsable  del  extravío  de  un  fardo  de 
tejidos  facturados  desde  Valencia  á  la  estación  de  Yecla  7  á  su  consig- 
nación, 7  que  la  misma  venía  obligada  á  satisfacerle  la  suma  de  1.149 
pesetas  j  87  céútimos,  á  que  en  Yecla  ascendía  el  valor  de  los  géneroe 
extraviados,  condenando  á  la  Compafiía  demandada  al  abono  de  la  indi- 
cada suma,  con  las  costas;  habiendo  citado  en  apoyo  de  su  pretensión, 
entre  otros  fundamentos  legales,  la  regla  20  de  la  Real  orden  de  1/  de 
Febrero  de  1887,  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  18  de  Marzo 
de  1889,  el  art.  148  del  Reglamento  de  8  de  Septiembre  de  1878,  según  el 
que,  toda  acción  cuyo  objeto  sea  puramente  mercantil,  dirigida  contra 
las  empresas  y  relativa  á  los  transportes,  se  establecerá  ante  los  Tribu- 
nales ordinarios,  y  en  relación  con  él,  la  regla  1.^  del  art.  63  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  á  cuyo  tenor,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan 
acciones  personales  será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  deba  cum- 
plirse la  obligación,  doctrina  confirmada  por  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  21  de  Junio  de  1888,  en  la  que  se  dispone  que  las  acciones  á 
que  dé  lugar  la  falta  de  entrega  de  determinadas  mercancías  en  la  esta- 
ción de  destino  deben  ejercitarse  ante  el  Juez  de  este  último  punto,  y  no 
ante  el  del  domicilio  de  la  Oompafiía  ferroviaria  demandada: 

Resultando  que  citada  la  Oompafiía  de  los  Oaminos  de  Hierro  dol 
Norte  de  Espafia  por  medio  de  exhorto  que  se  dirigió  al  Juez  decano  do 
los  de  primera  instancia  de  esta  Corte,  presentó  escrito  en  los  Juzgados 
de  igual  clase  de  Valencia,  que  correspondió  al  del  distrito  del  Mar,  pro- 
moviendo la  inhibitoria  de  jurisdicción,  en  apoyo  de  la  que  alegó;  qno 
se  trataba,  en  efecto,  de  un  contrato  de  transporte  de  mercancía  factu- 
rada por  ferrocarril  en  dicha  ciudad  para  ser  entregada  á  su  consignata- 
rio en  Yecla;  que  la  Real  orden  de  1.®  de  Febrero  de  1887,  última  pala- 
bra en  materia  de  competencias  de  jurisdicción  en  punto  á  contratos  de 
transporte  por  ferrocarril,  establece  que  tanto  loe  remitentes  como  loa 
consignatarios  tienen  expedito  su  derecho  para  reclamar,  ó  contra  la 
Compafiía  remitente  en  el  punto  donde  se  hizo  la  facturación  de  la  mer- 
cancía, ó  contra  la  consignataria  en  el  lugar  donde  ésta  deba  ser  entre* 
gada,  de  modo  que  cuando  se  demandaba  á  la  Oompafiía  remitente  ora 
indiscutible  qne  el  lugar  de  la  contienda  debía  ser  el  de  la  facturación, 
y  que  cuando  se  optaba  por  demandar  á  la  Oompafiía  consignataria  debía 
de  acudirse  al  punto  á  la  entrega  de  la  expedición,  conforme  así  lo  daba 
á  entender  el  contexto  gramatical  y  lógico  de  la  Real  orden,  y  lo  tenia 
confirmado  el  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  17  de 
Diciembre  de  1898,  y  la  Audiencia  territorial  de  Valencia  en  la  suya  do 
6  de  Febrero  del  corriente  afio;  y  que  como  D.  Antonio  Soriano  en  en 
carácter  de  consignatario,  y  en  uso  de  su  derecho  de  elección,  había  re» 
clamado  á  la  Oompafiía  demandada,  que  era  la  remitente  de  la  expedi- 
ción por  haberla  facturado  en  Valencia,  necesariamente  había  de  aendir 
á  los  Tribunales  de  dicho  punto  como  lugar  en  que  se  celebró  el  oonlrate 
de  transporte,  y  no  á  los  de  Yecla,  que  era  el  lugar  del  cumplimiento  dol 
contrato,  y  á  los  que  correspondería  conocer  si  la  reclamación  se  hubleee 
entablado  contra  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles  de  Villena  á  Alooy  y 
á  Yecla,  que  era  la  consignataria;  y  emitido  dictamen  por  el  Ministerio 
fiscal,  dictó  auto  inhibitorio  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  dol 
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Mar  de  Valencia  con  fecha  18  de  Julio  último,  fondado  en  lae  mismas 
conaider^eioDee  expneetae  por  lir  Oompafiía  demandada  en  en  anterior 
escrito,  con  la  aclaración  de  qne  la  Real  orden  de  l.^  de  Febrero  de  1887 
no  aotorisa  para  demandar  á  la  Oompafiía  receptora  de  la  mercancía 
para  ra  transporte  en  el  Juagado  del  lugar  donde  debió  hacerse  la  entre- 
ga 7  TicoTersa;  y  citando,  además  de  la  sentencia  de  17  de  DicieUibre 
de  1808,  las  de  26  de  Mayo  y  21  de  Noviembre  de  1906: 

Resultando  qne  recibido  em  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Yecla 
el  oficio  inhibitorio  con  el  testimonio  correspondiente,  lo  impugnó  don 
Ant(mio  SorianOy  alegando:  que  por  la  carta  de  porte,  título  legal  del 
contrato  de  transporte,  se  Tenía  en  conocimiento  de  que  el  mismo  hace 
cnanto  el  porteador  se  hace  cargo  de  cosas  para  transportarlas  mediante 
imelo  al  lugar  del  destino,  donde  con  la  entrega  de  la  cosa  se  consuma 
la  contratación  y  donde  necesariamente  han  de  ser  ejecutadas  las  recla- 
maciones Judiciales  á  que  diere  lugar  el  incumplimiento  absoluto  ó  re- 
lativo de  lo  contratado;  que  más  claro  resultaba  el  precepto  del  art.  868 
del  vigente  Código  de  Comercio,  integrado  por  los  868,  870  y  871  del 
mismo;  que  tampoco  era  oscura  la  finalidad  del  art.  1171  del  Código  ci- 
▼11,  en  relación  con  el  40, 1600,  1674, 1699,  1610  y  1674,  y  caso  de  admi- 
tir dudas,  las  aclararía  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procesal;  que 
eran  de  aplicación  inmediata  al  caso  los  artículos  116,  187  y  147  del  re- 
glamento de  Polieía  de  ferrocarriles,  en  consonancia  con  la  ley  de  Poli- 
da,  concordando  todo  el  articulado  en  considerar  á  las  Oompafiías  ferro-* 
fiarlas  ligadas  entre  sí,  sin  solución  de  continuidad,  para  todos  los 
efectos  de  contratación  en  materia  de  transportes,  doctrina  que  consti- 
tuía el  objeto  de  las  Reales  órdenes  de  22  de  Abril  de  1866  y  24  de  Mano 
de  1878,  y  que  había  tenido  origen  en  la  necesidad  de  establecer  cierta 
solidaridad  entre  las  diversas  Oompafiías  combinadas  á  los  efectos  del 
transporte,  desprendióndose  de  ella  que  si  hubiera  tenido  derecho  para 
demandar  en  el  caso  de  autos  y  en  el  Juagado  de  Yecla  á  la  Compafiía 
Aleoy- Villena«Yecla,  de  igual  modo  había  procedido  al  amparo  de  la  ley 
demandando  á  la  Oompafiía  del  Norte  en  aquel  Juagado  y  no  en  el  del 
Mar  de  Valencia;  que  la  regla  20  de  la  Real  orden  de  l.^'  de  Febrero 
de  1887  concedía  derecho  de  opción  para  deducir  reclamaciones  judicia- 
les con  motivo  del  contrato  de  transporte  ó  en  el  lugar  de  la  celebraeión 
d  en  el  del  cumplimiento  del  contrato,  confirmando  afirmación  tan  cate- 
gdcica  la  sentencia  de  21  de  Junio  de  1888  al  acordar  que  tratándose  de 
naa  acción  personal  dirigida  al  cumplimiento  de  una  obligación  de 
transporte  en  una  determinada  estación,  mediante  el  canje  de  la  mer- 
eancía,  por  la  carta  de  porte,  es  indudable  que  tal  obligación  es  legal- 
mente  ezlgiblo  ante  el  Juagado  á  que  dicha  estación  corresponda;  ci- 
tando además,  con  relación  á  la  solidaridad  de  las  Oompafiías,  las  sen* 
toadas  de  24  y  27  de  Marxo  de  1901,  4  de  Abril  de  1908  y  10  de  Junio 
do  1904,  y  además  la  de  17  de  Diciembre  de  1898,  que  si  perjudicaba  su 
tlegación,  estaba  en  cambio  amparada  por  la  de  26  de  Mayo  de  1906. 
qae  dice:  con  el  contrato  de  transporte  terrestre,  conforme  al  párrafo  1.^ 
M  art  868  del  Código  de  Comercio,  el  porteador  está  obligado  á  entre- 
r  los  efectos  cargados  en  el  mismo  estado  que,  según  la  carta  de  porte, 
hallaban  al  tiempo  de  recibirlos,  y  no  haciéndolo,  á  pagar  el  valor 
B  tuviesen  los  no  entregados  en  el  punto  donde  debieron  serlo;  pre- 
sto general  que  no  modifica  la  excepción  comprendida  en  la  regla  20 
la  Real  orden  de  1.^  de  Febrero  de  1887,  introducida  en  beneficio  del 
lítente  ó  consignatario  taxativamente  para  el  caso  en  que  una  Com- 
ía de  ferroearriles  reciba  la  mercancía  y  otra  distinta  deba  entregar- 
por  lo  que,  consignada  en  el  caso  de  autos  la  mercancía  á  determi- 
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nada  estación,  claro  era  que  en  ósta  procedía  hacer  la  entrega  al  consig* 
natario,  y  por  la  misma  Gompafiía  qne  la  recibió  y  por  el  incnmpli- 
miento  de  tal  obligación,  el  pago  del  precio  del  género  y  del  embalaje 
debía  ser  satisfecho  en  aqnel  logar,  no  pndiendo  menos  de  estimarse  qne 
con  snjeción  á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjaioiamiento  cItII, 
ai  Jnes  de  ól  correspondía  conocer  de  la  demanda. 

Resultando  qne  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen,  y,  de  acnerdo 
con  él,  dictó  anto  el  Jnes  de  primera  instancia  de  Yecla,  de  9  de  Agoeto 
último,  rechasando  el  requerimiento  inhibitorio  y  sosteniendo  en  com- 
petencia para  segnir  conociendo  del  asnnto: 

Kesnltando  qne  el  Jnes  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar,  de 
Valencia,  insistió  en  sn  competencia,  lo  qne  comanicó  al  requerido,  y, 
en  sn  yirtnd,  ambos  remitieron  sns  respectivas  actnaciones  en  forma  de- 
bida á  este  Tribunal  Supremo,  y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo 
á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  CoTián: 

Considerando  que  la  regla  20  de  la  Real  orden  de  1.®  de  Febrero 
de  1887  autorisa  al  remitente  ó  consignatario  para  dirigir  las  reclama- 
ciones judiciales  á  que  dé  lugar  el  contrato  de  transporte  por  lineas  de 
ferrocarriles  distintas,  ya  contra  la  Gompafiía  que  recibió  la  mercancía, 
ya  contra  la  que  haya  de  realisar  la  entrega;  pero  ha  de  entenderse  qne 
en  el  primer  caso  debe  ejercitarse  la  acción  ante  el  Jues  del  lugar  en  que 
la  obligación  se  hubiera  contraído,  y,  en  el  segundo,  ante  el  del  en  que 
procedía  sn  cumplimiento,  precepto  vigente  en  toda  sn  integridad,  eegi&n 
doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo: 

Gonsiderando  que  en  el  caso  motivo  del  actual  conflicto  el  actor,  Don 
Antonio  Soriano  Días,  ha  optado  por  dirigir  su  acción  contra  la  Compa- 
ñía de  los  ferrocarriles  del  Norte,  por  pertenecer  á  la  misma  la  eetación 
de  Valencia,  doode  se  facturó  el  género  de  comercio  cuyo  valor  reclama, 
y,  por  tanto,  en  virtud  del  fundamento  expuesto,  debió  formular  la  de- 
manda en  uno  de  los  Jnsgades  de  dicha  ciudad,  y  como  lo  hiio  en  el  de 
Tecla,  que  no  es  el  competente,  aparte  de  que  en  ello  siempre  resultaba 
privado  el  demandado  del  fuero  que  se  invoca,  y  se  desconoce  la  excep- 
ción al  principio  sentado  por  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  finjnl- 
ciamiento  civil,  que  establece  la  Real  orden  citada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  presente  demanda  corresponde  al  Jnes  municipal  del  distrito  del  Mar, 
de  Valencia,  al  qne  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndole  en  oo- 
nocimiento  del  de  ignai  clase  de  Tecla,  siendo  de  cuenta  respectiva  de 
las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  en  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  neceeariaa,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.s  Víctor  Oovián.= Antonio  Alon- 
so Oasafia.=Pascual  Domenech.=OamUo  María  Gullón.=Eduardo  Bnls 
García  Hita. 

Publicación .s  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  per  el 
Bxomo.  8r.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mfsmo  en  el  día  de  bey, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1906.=Licenclado  Jorge  Martínea. 
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Núxn.  1J98.-TRIBUNAL  SUPREM0.-I9  Ú9  N^vlenbre, 
pnblioado  el  24  dt  Enero  do  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley.  ^Cumplimento  de  contrato. — 
Auto  declarando  no  haber  lusar  á  la  admisión  del  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Manuel  Moreno  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce* 
lona,  en  pleito  con  D.  Luis  Viada  y  otros. 
Ed  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supre^ 
mot  el  recurso  de  casación  es  inadmisible,  conforme  al  núm.  9.^  del 
articulo  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  la  sentencia 
se  funda  especialmente  en  la  apreciación  que  de  las  pruebas  en  con* 
Junto  hace  la  Sala  sentenciadora,  según  el  art,  1248  del  Código  ci- 
»ls  usemdo  de  la /acuitad  discrecional  que  le  concede  el  669  de  la  ley 
procesal: 

Que  no  es  licito  sustituir  por  el  criterio  del  recurrente  el  del  íus- 
gador  ni  hacer  supuesto  de  la  cuestión. 

Beoultsndo  que  D.  Manuel  Moreno  Oaaes  dedujo  demanda  en  Baroe- 
lena  en  22  de  Diciembre  de  1002,  que  ínó  repartida  al  Juzgado  del  dis- 
trito da  la  Barceloneta,  contra  D.  Luis  Garios  Viada  y  Liuch,  como  ad- 
ministrador judicial  de  la  casa  números  86  y  88  de  la  rambla  de  Capu- 
chinos ó  del  Centro  de  dicha  ciudad;  D.  Ramón  Montaner  y  Vila,  que  en 
determinado  procedimiento  judicial  habla  motivado  el  nombramiento 
de  dicho  administrador,  y  D.  Antonio  Vía  y  de  Puig  y  D.  José  María  de 
Vía  y  de  Llaniá,  usufructuario  y  propietario,  respectivamente,  de  la 
misma  casa,  alegando  entre  otros  hechos:  que  siendo  inquilino  en  Fe- 
brero de  1902  del  entresuelo  isquierda  de  la  mencionada  casa,  convino 
een  el  administrador  judicial  Viada  y  con  el  usufructuario  y  propietario 
de  la  finca  en  arrendarles  un  local  interior  i>ara  establecer  un  Centro  de 
contrataciones  mercantiles,  por  precio  de  660  pesetas  mensuales,  de- 
biendo empesar  á  regir  el  contrato  en  1.**  de  Marso  de  aquel  afio  para 
terminar  en  81  de  igual  mes  de  1906,  en  que  expiraba  el  arrendamiento 
del  entresuelo;  conviniendo  además  que  este  contrato  verbal  se  íormali- 
saría  per  escrito  pasados  tres  meses,  que  le  concedieron  para  tantear  el 
negocio,  y  que,  de  convenirle  ensancharlo,  agregarían,  por  el  precio  que 
estipularan,  la  tienda  de  al  lado,  que  ya  había  tenido  arrendada  para  el 
mlamo  negocio;  que  en  el  mes  de  Mayo  siguiente  manifestó  á  los  deman- 
dados que  le  convenía  la  tienda  indicada  por  igual  tiempo  y  en  precio 
ambos  locales  de  760  pesetas  mensuales,  á  lo  que  accedieron  aquéllos, 
qinedando  todos  acordes  en  consignar  por  escrito  lo  convenido  y  dándole 
en  el  acto  el  administrador  judicial  Viada  un  recibo  de  fecha  1.^  de  Ju- 
nio de  dicho  afio  1902  por  la  entrega  de  760  pesetas  por  ambos  locales, 
— itregándole  al  mismo  tiempo  las  llaves  y  ordenando  el  usufructuarlo 
propistario  de  la  casa  á  un  maestro  de  obras  que  abriera  tres  portales 
I  comunicación  entre  el  local  primeramente  arrendado  y  la  tienda  agre- 
^,  cuyas  obras  se  realiaaron  á  su  costa;  que  á  consecuencia  de  lo  oon- 
mide  y  llevado  á  efecto,  extendió  por  escrito  el  contrato  verbal  men- 
'>ttade  y  lo  entregó  al  administrador  judicial  para  su  firma,  y  después 
transcurrir  casi  todo  el  mes  de  Julio  sin  devolvérselo  y  sin  reclamarle 
alquiler  de  aquel  mes,  á  fines  de  éste  pretendió  el  administrador  co- 
irle  el  alquiler  mediante  un  recibo  que  contenía  una  nota  de  despedida 
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del  local  arrendado,  nota  que  el  demandante  rechazó,  requiriendo  al  ad- 
miniitrador  Jndicial  ante  teetigoe  para  que  cobrara  el  alquiler  sin  reeer* 
va  algnna;  qae  en  4  de  Agosto  eignlente  dicho  administrador  jadidal 
dedajo  demanda  de  desahucio  por  falta  de  pago  y  expiración  del  plaso 
del  contrato,  refiriéndose  sólo  al  local  interior  de  la  casa,  cuando  al  de- 
mandante se  hallaba  en  posesión  de  ambos  locales  por  el  mismo  contrato 
7  precio  de  arriendo  indicados,  demostrando  todo  una  temeridad  maní* 
^sta  y  propósito  de  perjudiear;  y  que  el  contrato  verbal  mencionado 
había  quedado  incumplido  por  los  que  le  otorgaron  con  el  actor,  como  lo 
acreditaba  el  desahucio  referido,  y  con  ello  le  habían  ocasionado  graví- 
simos perjuicios  y  dafios  por  los  conceptos  que  expresó;  y  ejercitando  la 
acción  personal  y  demás  pertinentes,  terminó  solicitando  se  condenara  á 
todos  los  demandados  á  reconocer  y  respetar  el  contrato  verbal  de  arren* 
damiento  y  á  indemnisarle  loe  dafios  y  perjuicios  que  le  habían  ocasio- 
nado, tanto  por  el  incumplimiento  de  dicho  contrato  al  promover  el  jui- 
cio de  desahucio,  como  por  el  descrédito  ocasionado  por  éste  en  su  buen 
nombre  mercantil: 

Resultando  que  admitida  esta  demanda  y  emplasadoe  con  ella  loa  de* 
mandados,  comparecieron  todos,  á  excepción  de  D.  Antonio  Vía  y  de 
Poig,  en  sustitución  del  cual  se  personó  el  administrador  depositario  de 
BU  concurso,  y  contestaron  la  demanda  por  separado,  pidiendo  que  se 
desestimara  por  las  distintas  rasones  y  conceptos  que  alegaron,  fnndan- 
do  su  oposición  el  administrador  judicial  j  D.  Ramón  Montaner  en  que 
el  contrato  verbal  á  que  el  demandante  se  refería,  celebrado  por  el  ad- 
ministrador judicial  Viada,  lo  fué  por  término  de  un  mes,  prorrogable 
indefinidamente  á  voluntad  de  las  partes,  y  en  precio  de  660  pesetas  por 
mensualidades  anticipadas,  y  transcurridos  tres  meses  se  agregaron,  i/ 
petición  del  demandante,  á  dicho  contrato  de  arrendamiento,  una  tienda 
que  da  á  la  rambla  y  otros  locales  de  menos  importancia,  que  deede  en- 
tonces se  coosideraron  anejos  al  salón  interior,  quedando  sujetos  todos 
estos  distintos  locales  de  la  casa  de  que  se  trataba  á  un  mismo  oontrate 
de  arrendamiento,  con  igual  plaso  de  duración  de  un  mes,  por  el  precie 
de  36  pesetas  diarias,  pagaderas  por  mensualidades  anticipadas;  y  que 
celebrado  en  tales  términos  el  contrato  á  que  la  demanda  se  refería^ 
como  después  de  estar  el  demandante  varios  meses  en  posesión  da  dichos 
locales  no  hubiera  satisfecho  ni  consignado  ante  autoridad  competente 
el  precio  del  alquiler,  se  formuló  la  demanda  de  desahucio  fundada  ea 
la  falta  de  pago  del  precio  convenido  y  en  el  cumplimiento  del  termine 
estipulado  en  el  contrato,  terminando  dicho  juicio  por  sentencia  firme 
que  había  sido  ya  ejecutada;  siendo,  por  tanto,  absurdo  el  pretender  el 
reconocimiento  y  valides  de  un  contrato  que  no  tenía  ya  existencia  per 
haber  quedado  ya  rescindido  por  sentencia  firme,  y  siendo  imputables 
tan  sólo  al  demandante  los  perjuicios  que  por  todo  ello  se  le  hubieran 
«eguido: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, por  sentencia  confirmatoria  de  6  de  Abril  del  oorriente  afie,  ab- 
solvió á  todos  los  demandados  de  la  demanda  deducida  por  Moreno  Ca* 
ses,  condenando  á  éste  al  pago  de  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Manuel  Moreno  Oases  interpuso  recurso  de  caia- 
ción,  fundado  en  los  párrafos  1.®  y  7 .«  del  art.  1693  de  la  ley  de  Bnjni- 
ciamiento  civil,  alegando  los  motivos  siguientes: 

Primero.  La  infracción  de  la  ley  del  contrato,  principio  sandonadc  ea 
la  l.«,  título  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  el  art.  1  m 
del  Código  civil  y  sustentado  en  la  constante  jurisprudencia  del  Tr*  «• 
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na]  Sopreme,  en  cnanto  la  sentencia  abeneive  á  los  demandados  de  la 
demanda,  á  pesar  de  qne,  perfeccionado  el  contrato  verbal  de  arrenda- 
míentOy  enya  existencia  se  ha  demostrado  en  ios  aotos,  venían  obliga- 
dos sns  contratantes  á  cumplir  sns  clánsnUSy  entre  ellas  la  de  elevarlo 
á  eecritnra  pública  á  los  tres  meses  de  celebrado  el  convenio  privado; 

fiegnndo.  Al  afirmar  la  sentencia  recurrida  en  sns  Oonsiderandos  qne 
al  rscnrrente  no  ha  probado  cnn^plldamente  la  existencia  del  contrato  de 
arrendamiento,  error  en  la  manera  de  apreciar  la  prueba,  apartándose  de 
las  reglas  de  la  sana  crítica,  justificado  con  documentos  y  actos  antén- 
tfcoB  obrantes  en  el  pleito,  puesto  qne  aparece  plenamente  demostrado 
dicho  contrato  por  los  recibos  de  alquiler  satisfechos  y  la  entrega  de 
llaves  y  obras  realiíadas  por  cuenta  del  recurrente  y  con  la  aquiescencia 
de  loe  demandados;  y 

Tercero.  La  infracción  de  los  arts.  1902  y  1668,  en  relación  éste  con 
d  1101,  del  Código  civil,  preceptivo  de  qne  si  alguno  de  los  contratan- 
tes falta  al  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento quedará  sujeto  á  la  indemnización  de  los  dafios  y  perjuicios  cau- 
sados, en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrida,  al  desestimar  la  de- 
manda, absuelve  con  ello  á  los  demandados  de  la  obligación  de  Indem- 
lUsarle  de  los  dafios  y  perjuicios  que  le  han  ocasionado: 

Beenltando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  re« 
Gurso,  y  en  su  virtud,  se  trajeron  los  autos  á  la  vista,  con  las  debidas 
titacionea. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 

Considerando  qne  el  primer  motivo  de  casación  de  los  tres  alegados 
pata  fundar  el  presente  recurso  va  encaminado  á  combatir  la  aprecia- 
eión  de  las  pruebas,  hecha  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora,  para 
segar,  como  lo  hace,  la  existencia  del  contrato  de  arrendamiento  de  al- 
Kanes  locales  en  la  casa  núms.  86  y  38,  sita  en  la  rambla  de  Capuchi- 
nos de  la  dudad  de  Barcelona,  en  la  forma  y  en  la  extensión  que  pre- 
tade  el  recnrrente: 

Considerando  que,  según  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribu- 
nal Supremo,  el  recurso  de  casación  es  inadmisible,  conforme  al  núme- 
ro 9.^  del  art.  17^9  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  la  senten- 
da,  como  en  este  caso  ocurre,  se  funda  especialmente  en  la  apreciación 
que  de  las  pruebas  en  conjunto  hace  la  Sala  sentenciadora,  según  el  ar- 
tieulo  1248  del  Códijso  civil,  usando  de  la  facultad  discrecional  que  le 
eeneede  el  669  de  la  ley  procesal,  j  teniendo  por  objeto  el  presente  re- 
curso impugnar  dicha  apreciación,  ni  es  lícito  sustituir  por  el  criterio  / 
del  recurrente  el  del  juzgador  ni  hacer  supuesto  de  la  cnestión,  como  se                      / 
baoe  en  loa  dos  motivos  restantes  del  recurso,  para  combatir  dicha  apre-                     ^ 
dadÓD,  alegándose  contra  ella  documentos  que  se  dice  existen  en  el 
^to,  sin  determinar  ni  puntualisar  cuáles  sean  éstos; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Moreno  Cases,  á  quien  se  condena  al 
pago  de  laa  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación 
'^"sspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y 

'iiquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 

ULadrId  19  de  Noviembre  de  1906.= José  de  Aldecoa.= Víctor  Covián. 

tottio  Alonso  Casafia.=IldefonBO  Lopes  Aranda.=Pascual  Domenech. 

&én  Barroeta.=£dnardo  Bula  García  Hita.=Licenciado  Jorge  Mar- 
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publloada  el  24  de  Enero  de 

Casación  por  quebrantamiento  de  FOKSik.—Tereeria  de  domi* 
niOn — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Busebio  Jinot  contraía  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  «n  pleito  con 
D.  José  Camps. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece:     ' 

Que  promovida  la  tercería  en  un  juicio  ejeeutiüOy  en  el  que  eBta- 
tan  debidamente  representados  el  ejecutante  y  el  ejecutado  por  bum 
respectivos  Procuradores^  con  la  notiñcadón  hecha  á  éstos  para 
contestar  aquella  demanda^  se  cumple  el  precepto  del  art,  525  de  la 
ley  procesal: 

Que  estimándolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  in/ringe  el  or- 
ticulo  1693,  núm.  1.^  de  la  ley  citada: 

Que  no  se  comete  la  infracción  expresada  en  el  nüm.  3P  del  ar- 
ticulo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil^  denegándose  en  la  se- 
gunda instancia  el  recibimiento  á  prueba  á  la  parte  que  personada 
en  el  juicio  durante  aquel  trámite  en  la  primera  instancia^  no  se 
encontraba  en  las  condiciones  de  rebeldía  necesarias  para  eatimar 
aquella  pretensión. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1906,  en  el  Jni- 
€io  declarativo  de  mayor  cuantía,  segnido  en  el  Jasgade  de  prí 
tancia  del  distrito  del  Hospital,  ahora  del  Inetitnto,  de  Barce] 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territori 
Joaé  Luis  Gamps  y  Rocha,  Módico,  con  D.  Amadeo  Torner 
comerciante,  y  D.  Ensebio  Jinot  y  Glepert,  también  del  come] 
nos  los  tres  de  aquella  ciudad,  sobre  tercería  de  dominio, 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  per  quebranta] 
íorma,  interpuesto  por  Jinot,  á  quien  ha  representado  en  este 
Supremo  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vefia  y  defendido 
irado  D.  Daniel  Ortis  y  Aroe;  no  habiendo  comparecido  ni 
las  otras  partes: 

Resultando  que  D.  Amadeo  Torner,  para  el  cobro  de  078  pe 
porte  de  dos  letras  de  cambio  giradas  á  su  propia  orden,  acep 
doaadas  luego,  protestadas  por  falta  de  pago  y  devueltas,  y  d 
tos  de  protesto,  intereses  y  costas,  promovió  Juicio  ejecutivo  e 
Eusebio  Jinot,  embargándose  por  designación  de  éste  la  casa  n 
la  calle  de  Cervantes,  de  la  que  fué  villa  de  Grada,  ahora  barí 
celona,  anotándose  preventivamente  el  embargo  en  el  Regí 
propiedad  en  14  de  Febrero  de  1902,  pero  solamente  sobre  el  d 
recuperar  la  casa  que  por  el  término  de  cuatro  afios  se  había  res 
not  al  venderla  por  escritura  de  27  de  Octubre  de  1900,  inscriti 
Registro  en  17  de  Noviembre  siguiente,  á  t>.  José  Luis  Oamps;  y 
éste  para  que  dimitiera  dicho  derecho  de  recuperar,  con  preeei 
copla  de  la  indicada  escritura  y  de  certificación  de  acto  eonciU 
el  que  Jinot  reconoció  haber  incurrido  en  dos  de  los  casos  en 
forme  á  lo  pactado,  se  había  de  tener  por  extinguido  el  derech 
perar,  y  se  avino  á  que  se  tuviera  por  perpetua  é  irrevocable  1 
á  que  se  hiciera  constar  así  en  el  Registro,  en  el  que,  en  efect 
la  correspondiente  nota  marginal,  dedujo  en  28  de  Febrero  df 
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manda  de  tereeTÍa  de  dominio  del  expresado  derecho  de  recuperar,  pi- 
diendo, enire  otras  coeae,  qne  ee  enstanclara  en  pleaa  separada  con  el 
ejecntanie  y  el  ejecntade,  á  los  cuales  se  emplaaara  para  qne  la  contes- 
taran dentro  del  término  legal,  suspendiendo  entre  tanto  el  procedi- 
miento de  apremio,  y  en  definitiva  se  declarara  no  haber  lugar  á  seguir 
la  ejecución  adelante  respecto  al  mencionado  derecho,  y  que  éste  le 
pertenecía  en  propiedad  y  posesión  por  haberse  consolidado  con  la  pro  - 
piedad  qne  ya  le  pertenecía  en  virtud  de  lo  pactado  en  la  escritura  de 
tenta: 

Beeultando  que  el  Jues  en  providencia  de  6  de  Marso  siguiente,  ad- 
mitió dicha  demanda,  mandando  también,  entre  otras  cosas,  que  á  con- 
tinuación de  esta  providencia  se  hiciera  constar  por  diligencia  que  loe 
Procuradores  D.  Emilio  Tornar  y  D.  Joaquín  Meseguer  tenían  debida- 
mente acreditada  la  representación  de  D.  Amadeo  Torner  y  D.  Ensebio 
Jlnot  en  los  referidos  autos  principales,  diligencia  que  en  el  mismo  día 
puso  el  Actuario,  consignando  que  aquéllos  tenían  acreditada  la  raspee  - 
ttva  representación  indicada  por  medio  de  las  correspondientes  escritu- 
ras de  poderes,  y  seguidamente  notificó  dicha  providencia  al  mencionado 
Procurador  Jinot,  como  á  los  de  las  otras  partes: 

Resultando  que  denegada  la  reposición  que  en  los  autos  principales 
]ddió  Torner  dé  la  providencia  referida,  y  de  otra  dictada  en  ignai  fecha 
•a  dichos  autos  á  pretensión  suya  de  que  se  sacara  á  snbaeta  pública  el 
derecho  de  recobrar  la  casa,  y  que  mandó  estar  á  lo  acordado  en  aquélla, 
•s  corrieron  los  traslados  propios  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía, según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  evacuando  la  parte  de  Torner 
los  de  contestación  y  duplica,  y  no  haciéndolo  la  de  Jinot,  á  quien  le  fué 
Bcnsada  la  rebeldía,  y  se  tuvo  por  contestada  por  él  la  demanda,  reci- 
biéndose luego  el  pleito  á  prueba: 

Besnltando  que  el  Procurador  Meseguer,  que  oyó  y  firmó  todas  las 

Botifieaciones  que  en  representación  de  Jinot  se  le  hicieron,  desde  la  de 

la  providencia  que  admitió  la  demanda  hasta  la  de  la  qne  tuvo  por  eva- 

euado  por  el  demandante  el  traslado  de  conclusión,  y  mandó  siguiera  por 

igoal  término  á  la  parte  de  Torner,  entre  ellas  la  del  auto  recibiendo  el 

pleito  á  prueba,  falleció  después,  no  pudiéndosele  notificar  la  provlden- 

ela,  que  tuve  asimismo  por  evacuado  por  Torner  aquel  traslado,  por  lo 

qae  el  Juagado  mandó  se  hiciera  saber  dicho  fallecimiento  á  Jinot  para 

que  dentre  de  nueve  días  nombrara  otro  Procurador,  bajo  apercibimiento» 

•i  no  lo  verificaba,  de  sefialarle  para  su  representación  los  estrados  del 

Judiado,  resolución  que  le  fué  notificada  por  cédala  entregada  al  que 

dijo  ser  dnefio  del  piso  en  que  habitaba;  acusándole  lue^o  la  rebeldía 

por  Torner,  teniéndose  por  acusada,  señalándosele  los  estrados  para  su 

tspresentación  y  mandándose  siguiera  á  él  el  traslado  de  conclusión, 

que  hubo  de  tenerse  por  evacuado  por  no  haberlo  hecho,  declarándose 

WBolnsos  los  autos,  mandándose  llevarlos  á  la  vista,  con  citación  de  las 

partes,  para  sentencia,  dictándose  ésta,  que  declaró  con  lugar  la  demanda 

de  tercería  de  dominio,  con  otras  declaraciones,  y  absolvió  al  deman- 

'"'ate  de  la  reconvención  formulada,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas, 

[ue,  como  la  providencia  anterior,  fué  notificada  en  los  estrados,  acor- 

Kdose  luego  á  petición  de  Gamps  que  se  le  notificara  personalmente 

^Inot,  le  qne  no  aparece  cumplido;  pero  con  escrito  de  igual  fecha,  y 

mpafiando  copia  de  poder  bastanteado  y  aceptado  compareció  en  su 

nbre  el  Procurador  D.  Juan  Oadlra,  pidiendo  se  le  notificaran  todas 

actuaciones  hechas  en  estrados  y  las  que  se  practicaran;  y  el  Juzgado, 

17  del  citado  Septiembre,  tuvo  por  comparecido  á  aquél  en  represen* 

^a  de  Jinot  y  mandó  notificarle  esta  providencia,  las  demás  que  se 
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dictaran  y  la  aentencia  definitiva;  verificado  lo  cnal,  apeló  de  ésta  dich& 
Procurador,  como  antea  lo  había  hecho  también  el  de  Torner,  admitién- 
dose el  recurso  en  ambos  efectos:   ■ 

Resaltando  que  remitidos  los  antoa  á  la  Audiencia  ee  personó  ante 
ella  en  el  término  del  emplazamiento  el  Procurador  de  Jinot,  y  no  ha* 
biéndolo  hecho  el  de  Torner,  se  declaró  desierto  el  recurso  y  firme  la 
sentencia  en  cuanto  á  éste;  y  al  evacuar  aquél  el  traslado  de  instrucción 
pidió  por  un  otrosí  el  recibimiento  á  prueba  de  los  autos,  citando  loe  ar- 
tículos 868  y  861  y  núm.  6.^ — así  dice — de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
oponiéndose  á  esta  pretensión  la  parte  de  Gamps,  porque  Jinot  no  había 
sido  declarado  en  rebeldía  antes  del  recibimiento  á  prueba  en  la  primera 
instancia  y  personándose  después  sino  que  por  medio  de  su  Procurador 
D.  Joaquín  Meseguer,  que  lo  era  ya  en  los  autos  ejecutivos  en  que  se 
había  deducido  la  demanda  de  los  presentes  de  tercería,  había  estado 
personado  constantemente  en  éstos  antes  y  después  del  recibimiento  á 
prueba,  desde  dicha  demanda  hasta  el  escrito  de  conclusiones  de  eeta 
parte,  siéndole  notificadas  todas  las  resoluciones,  incluso  el  auto  que 
acordó  dicho  recibimiento,  habiendo  podido,  por  tanto,  proponer  toda  la 
prueba  que  estimara  conveniente;  y  si  bien  había  venido  guardando  una 
actitud  pasiva,  porque  ya  impugnaba  la  demanda  Torner,  no  había  sido 
declarado  rebelde  ni  había  dejado  de  estar  personado  en  los  autos  hasta 
que,  después  de  recaída  providencia  al  escrito  de  conclusión  de  Torner, 
falleció  BU  mencionado  Procurador,  siendo  entonces  cuando  el  Juzgado 
ordenó  requerir  á  Jinot  para  que  nombrase  otro  Procurador,  y  no  ha- 
biéndolo nombrado  dentro  del  plazo  fijado,  le  fueron  señalados  los  es- 
trados para  las  notificaciones,  compareciendo  luego  representado  por 
BU  actual  Procurador  Oadira  para  interponer  el  recurso  de  apelación: 

Resaltando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, por  auto  de  6  de  Mayo  de  1905,  no  dio  lugar  á  recibir  el  pleito  á 
praeba  en  aquella  instancia,  en  consideración  á  que  el  fundamento  que 
se  invocaba  por  Jinot  para  solicitarlo  carecía  de  todo  apoyo  efectivo  j 
legal  en  los  autos,  dado  qae  uno  de  los  demandados  había  venido  repre- 
sentado en  ellos  por  medio  de  Procurador,  á  quien  le  habían  sido  notifi- 
cadas las  resoluciones  recaídas,  y  entre  ellas  el  auto  abriendo  el  juicio 
á  prueba,  y  por  consiguiente,  no  podía  atribuirse  el  carácter  de  litigante 
en  rebeldía  para  los  efectos  interesados;  resolución  de  que  suplicó  la  re- 
presentación de  Jinot,  exponiendo:  que  emplazado  éste,  y  no  habiendo 
comparecido  el  Juzgado,  á  instancia  de  Camps,  le  tuvo  por  acusada  la 
rebeldía,  y  en  su  virtud,  tenía  que  acordar  lo  que  disponía  el  art.  281  de 
la  ley  procesal,  y  si  no  lo  hizo  así,  ninguna  culpa  tenía  él  para  que  se  le 
deucgara  el  recibimiento  á  prueba,  pues  si  el  Actuario  hacía  las  notifica- 
ciones al  Procurador  Meseguer,  esas  notificaciones  sólo  tenían  el  valor  de 
las  de  los  estrados,  pues  á  ellos  se  les  debía  haber  hecho,  no  pudiendo  te- 
ner validez  las  notificaciones  que  se  hagan  al  representante  de  una  parte 
enunjuiciOjSi  estaño  hacomparecido  ni  tampoco  se  le  ha  tenido  por  parte 
en  él,  y  en  este  caso  se  hallaba  Jinot;  porque  no  se  podría  señalar  en 
ningún  folio  de  los  autos  de  primera  instancia  ninguna  manifestación 
que  viniera  á  suplir  la  falta  de  esa  compareceacia,  hecha  por  él  ó  por  sa 
Procurador;  é  impugnado  el  recurso  por  la  parte  de  Camps,  la  mencio- 
nada Sala,  en  auto  del  19  de  mismo  mes  de  Mayo,  declaró  no  haber  lugar 
á  suplir  ni  enmendar  el  del  día  6,   mandando  estar  á  lo  acordado  en  él: 

Resaltando  que  dictada  por  dicha  Sala  sentencia  confirmando  la  del 
Juzgado,  menos  en  cuanto  á  las  costas,  D.  Ensebio  Jinot  interpuso  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  por  falta  de  emplaza- 
miento en  la  primera  instancia  en  su  persona,  debiendo  haber  sido  citada 
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pan  al  jaioio,  y  por  falta  de  recibimiento  á  prneba  en  seganda  instan- 
eia,  á  pesar  de  haber  sido  pedido  en  tiempo  oportuno,  y  de  qne  por  tal 
motivo  qnedaba  Indefeneo,  y  por  nn  otroai  protestó  interponer  en  bu 
CMO  y  lugar  el  recurso  por  inf  raoción  de  ley  ó  doctrina  legal: 

Tiato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  promovida  la  tercería  en  un  jaiclo  ejecutivo,  en  el 
qne  estaban  debidamente  representados  el  ejecutante  y  ejecutado  por  sus 
xoopeetivos  Procuradores,  con  la  notificación  heciía  á  éstos  para  contes- 
tar aquella  demanda,  se  cupiple  el  precepto  del  art.  625  de  la  ley  proce- 
salf  por  ser  deducida  en  el  juicio  principal;  en  qne  se  hallaba  ya  perso- 
nado el  hoy  recurrente,  demoetrándolo  así  la  comparecencia  del  ejeou* 
tante  contestando  la  demanda  de  tercería  y  la  actitud  del  Procurador  del 
ejecutado,  recibiendo  todas  las  notificaciones  del  procedimiento  hasta 
que  falleció,  sin  contradicción  alguna,  ya  qne  no  es  tal  el  no  haber  con- 
testado  á  la  demanda  ni  á  la  réplica,  ni  practicado  otra  gestión  á  pesar 
de  estar  personado  en  todo  el  procedimiento,  por  lo  que  es  visto  que  no 
eodete  el  quebrantamiento  de  forma  que  expresa  el  núm.  1.^  del  art.  1693 
de  la  citada  ley: 

Considerando  que  tampoco  existe  el  del  núm.  8.^,  referente  á  la  falta 
de  xecibimiento  á  prueba  solicitada,  porque  personado  el  Proco rador  del 
leeorrente  en  el  juicio  durante  el  recibimiento  y  práctica  de  la  prneba 
en  primera  Instanoia,  no  se  encontraba  en  las  condiciones  de  rebeldía 
necesarias  para  que  pudiera  tener  aolicación  el  pretendido  precepto 
legal: 

Fallamos  qne  del)emo9  d'^clarar  y  decleramos  no  bab?r  !n  rar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  En- 
sebio Jinot  y  Gispert,  á  quien  condenamos  ai  pago,  si  viniere  á  mejor 
fortuna,  de  la  cantidad  correspondiente  por  razón  de  depósito,  á  la  que 
se  dará  en  dicho  caso  la  aplicación  que  previene  la  ley,  y  procédase  á 
tramitar  él  recurso  por  infracción  de  ley  preparado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
seraráen  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=José  de  A]dpcoa.= 
Fraocisco  Toda.slldefonso  Lopes  Aranda.=Ramón  6arroeta.=F6derico 
Monsalve.=Oamilo  María  GuUón.=Bduardo  Ruiz  García  Hita. 

Publicación .==  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  Sr.  D.  Francisco  TodA,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  ld06.=:Rogeiio  González  Montes. 

N'uroL.  130.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 20  de  Novlenibre, 
publicado  el  24  de  Enero  de  1908. 

Oasación  por  inpra«ción  de  ley. — Ratifieaeión  de  embargo. — Auto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpues- 
to por  D.  Rafael  García  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  la  Sociedad  Ghipot,  Trefouret  y  Compañía. 
Bn  sa  CONSIDERANDO  único  86  establece: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1690  de  la  ley  procesal^ 
'bdcamenie  procede  el  recurso  de  casación  contra  autos  ó  sentencias 
Uetadas  resolviendo  cuestiones  incidentales^  cuando  sean  de  tal  na- 
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turalesa  que  pongan  término  al  pleito^  hacendó  imponible  su  eonti" 
nuaeión: 

Que  no  revistiendo  eemejante  carácter  la  sentencia  que  mantie- 
ne un  embargo  preventivo  solicitado  para  asegurar  el  efercieio  de 
una  acción^  es  inadmisible  el  recurso  contra  aquélla  interpuesto  se- 
gún reiteradamente  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  de  con- 
jormidad  con  el  art.  1729,  núrn.  3.^  de  la  ley  procesal. 

Resultando  qae  decretado  por  el  Jacgado  de  primera  inetancia  del  dis- 
trito de  Palacio  de  eeta  corte  embargo  preventivo  de  loe  bienee  de  don 
JBafael  Qarcía,  á  petición  de  la  Sociedad  Chipot  Trefoaret  y  Oempafiía, 
domiciliada  en  Paríe,  por  la  cantidad  de  186.894  francos,  ó  aean  190.008 
peeetas  97  céntimos  al  cambio  oficial  del  36  de  Mayo  de  1904,  y  embar- 
gados sncesiyamente  la  finca  denominada  Cercado  de  las  Salree,  la  fian* 
aa  de  60.000  pesetas  qne  como  Agente  de  Bolsa  tenia  prestada  el  D.  Ra- 
fael García  Fernándea,  y  1.726  pesetas  qne  tenía  en  sn  cuenta  oorrienle 
del  Banco  de  Espafia,  compareció  el  Qarcía  Fernándes  en  10  de  Junio 
siguiente  en  las  diligencias  preparatorias  de  juicio  ejecutivo,  declarando 
no  reconocer  como  suya  la  firma  que  con  su  nombre  y  apellido  aparecía 
en  ei  documento  privado  suscrito  por  Rafael  García  y  fechado  en  25  ás 
Mayo  de  1908,  por  el  que  conformándose  el  firmante  con  el  salde  de  su 
cuenta  por  la  cantidad  de  186.894  francos,  se  obligaba  á  reintegrarla  en 
Madrid  en  término  de  un  afio  ó  antes  si  fuera  posible: 

Resultando  que  en  vista  de  tal  declaración  de  D.  Rafael  García  la 
Sociedad  Ohipot,  Trefouret  y  Oompafiía  dedujo  contra  el  mismo  deman- 
da de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  por  dicho  crédito,  pidiendo  á 
la  vea  la  ratificación  del  embargo,  y  acordada  por  auto  de  28  del  citado 
mes  de  Junio,  presentó  el  Fernándes  demanda  incidental  oponiéndose  al 
embargo  practicado  y  pidiendo  se  dejase  sin  efecto,  con  indemniíaoión 
á  su  favor  de  ios  dafios  y  perjuicios  y  costas;  contestando  á  dicha  de- 
manda la  expresada  Sociedad  que  solicitó  se  desestimase  la  misma,  y  ee 
declarase  firme  y  subsistente  dicho  embargo;  y  tramitado  el  incidente  en 
varias  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de 
esta  corte  pronunció  sentencia  confirmatoria  declarando  no  haber  Itlfe^r 
á  dejar  sin  efecto  el  embargo  preventivo  decretado  en  los  autos  principa- 
les en  los  bienes  de  D.  Rafael  García  Fernándes,  declarándose,  por  el 
contrario,  aquél  firme  y  subsistente,  absolviendo  á  la  Sociedad  Ghipet, 
Trefouret  de  la  demanda  incidental  formulada  por  García  Fernándei  é 
imponiendo  á  éste  todas  las  costas  del  incidente: 

Resultando  qne  D.  Rafael  Garoia  Fernándes  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.®  y  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  ios  siguientes  mo- 
tivos: 

Primero.  Infracción  del  art.  1408  de  dicho  Cuerpo  legal,  dado  que  el 
citado  precepto  no  hace  extensiva  á  los  bienes  de  tercera  persona  la  fa- 
cultad del  demandante  de  señalar  los  qne  han  de  embargarse,  como  oeo- 
rrió  en  el  caso  de  autos,  en  el  que  fueron  embargados  bienes  de  Dofia 
Rosario  Rosende,  no  obstante  haber  presentado  ésta  documentos  que 
demostraban  esa  propiedad,  con  lo  cnal  se  infringió  además,  por  error  de 
hecho,  el  principio  de  derecho  de  que  los  documentos  prueban  aquello 
qne  contienen: 

Segundo.     Infracción  de  los  artículos  1407, 1408,  1447  y  1464  de  la  ley 
procesal,  toda  vez  qne  en  el  embargo  practicado  no-  se  había  seguido  el 
orden  prevenido  por  dichos  artícnloe;  y 
Tercero.    Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  y,  por  oen* 
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'MeoeiieU,  infracción,  por  aplicación  indebida,  dd  art.  1400  de  la  propia 
ley,  por  cnanto  qne  de  loe  docnmntoa  públicoe  traídos  á  loa  antos  reanl- 
taba  demoetrado  que  D.  Rafael  García  no  ae  hallaba  comprendido  en 
ninguno  de  ios  casos  establecidos  por  la  ley  para  decretar  nn  embargo 
piSTentiTO. 

Vioto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lópea  A  randa: 

Considerando  qne  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1690  de  la  lej 
pioeeeal,  únicamente  procede  el  recurso  de  casación  contra  autos  ó  sen- 
tencias dictadas  resolTiendo  cuestiones  incidentales,  cuando  sean  de  tal 
natnraiesa  que  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación, 7  no  revistiendo  semejante  carácter  la  sentencia  recurrida,  que 
rnaatioBe  un  embargo  preyentivo  solicitado  para  asegurar  ti  ejercicio 
do  nna  acción,  es  inadmisible  el  presente  recurso,  según  reiteradamente 
tlano  declarado  este  Tribunal  Supremo,  de  conformidad  con  lo  prescrito 
en  el  núm.  8.^  del  art.  1739  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D*  Ra- 
fael García  Fernándei,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  con 
la  eortifieación  correspondiente  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de 
>e8ta  corte  el  apuntamiento  que  ha  remitido;  y  publíquese  este  auto  en 
la  forma  qne  previene  la  ley. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1906.ss Víctor  OoviáD.= Antonio  Alonso 
Casafia-^slldefonso  Lopes  Aranda.=Pascual  Domeneeh.s=  Ramón  Ba-> 
rroota.=Oamirb  María  Gallón.=:£dnardo  Rn i s  García  Hlta.=El  Rela- 
tor, Licenciado  Trinidad  Delgado  Cisneros.=Rogelio  Gonaálea  Montes, 
Escribano  de  Cámara. 


Núm.  13 L.— TRIBUNAL  SUPREM0.--20  de  Noviembre, 
pnblleada  el  24  de  Enero  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  let.— dfét;or  derecho  á  los  biene$  de 
una  of ncu^aet'dn.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Doña  Elena  López,  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audieocia  de  Valladolid,  en  pleito 
con  D.  José  de  Silva. 
Bn  su  CON8IDERANDO  úníco  86  ostablece: 

Que  la  excepción  que  el  precepto  del  articulo  33  de  la  ley  Hipóte^ 
-caria  establece  en  el  párrafo  1.^  del  34,  no  es  aplicable  á  las  ¿nscrip" 
-eiones  de  la  mera  posesión,  según  expresamente  dispone  el  párr((fo 
último  de  este  articulo: 

Que  los  arts.  1126  y  ÍÍ29  de  la  ley  de  Enjw>J amiento  cioil,  son 
apUeables  á  las  sentencias  dictadas  enjuicio  seguido  conforme  á  las 
preseripeiones  del  titulo  11,  libro  2.^  de  la  propia  ley: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  los  ar- 
iieulas  1216  y  1218  del  Código  civil  en  relación  con  el  598  de  la  ley 
procesal. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1906,  en  el 
nido  declarativo  de  mayor  caantia  se&raido  en  et  Juzgado  de  primera 

nstancia  de  Oindad  Bodrigj  y  en  la  Sala  de  lo  civü  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Valladolid  por  D.  José  de  Silva  Arrieta,  fabricante,  vecino 
delisdesma,  contra  Doña  Ori^tina  y  Dofia  María  Candelas  Pino  Gómez, 
ambas  en  rebeldíp.;  Dofia  Inocencia  Pino  Gómez,  representada  por  su 

uarido  D.  Lncas  Blanco  Barraques,  vecino  del   Rodón,  y  Dofia  Elena 
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López  Gsjate,  Tecina  de  Ciudad  Rodrigo,  y  propietaria,  eobré  mejor  de- 
recho á  los  bienes  de  la  vincalación  qne  Áloneo  Sánctiez  Palacios  y  ai» 
mnjer  María  Moreno  ínndaron  por  testamento  otorgado  en  29  de  AbrU 
«iel  afio  1669,  reivindicación  de  dichos  bienes  y  valides  y  eficacia  decen-^ 
tratos;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrec- 
t^ón  de  ley,  interpuesto  por  Dofia  £Iena  Lópea  Gajate,  representada  y 
dirigida  respectivamente  por  el  Procurador  D.  José  María  Fernándea- 
Dag'anzo  y  el  Letrado  D.  Francisco  Lastres,  habiendo  representado  y  de- 
fendido á  la  parte  recurrida  el  Procurador  D.  Francisco  Iglesias  y  el 
Letrado  D.  Matías  Barrio  y  Mier: 

Resultando  que  en  29  de  Abril  de  1669  Alonso  Bánohez  Palacios  y  en 
m'ijer  María  Moreno  otorgaren  testamento  ante  el  Escribano  que  íué  de* 
Gindad  Rodrigo  Antonio  Pérea,  por  el  que  fundaron  en  la  villa  del  Ro- 
dón,  con  todos  los  bienes  raíces  que  hubiera  á  su  fallecimiento,  una  ca- 
pellanía laical  ó  Patronato  de  legos,  con  cargo  de  mieae,  disponiendo 
que  lo  poseyeran  y  disfrutaran  alternativamente  los  parientes  de  ana  y 
otra  parte,  y  al  efecto  hicieron  y  fijaren  el  orden  de  suceder  las  diversas 
líneas  que  llamaron,  sefialando  ipor  parte  del  fundador  Alonso  Sánchea> 
Palacios,  los  hijos  y  descendientes  de  Francisco  Sánchea  Palacios,  en 
hermano,  y  á  falta  de  ellos,  los  de  Magdalena  Sanchos,  su  hermana» 
mujer  de  Domingo  Oabaliero»,  y  así  sucesivamente  designaron  etrae 
varias  personas: 

Resultando  que  por  fallecimiento  del  capellán  del  vínculo  reíeride». 
D.  Pedro  Sánchez  Barragán,  ocurrido  en  el  afio  1''61,  quedó  vacan t(B  el 
expresado  Patronato  y  habiendo  fijado  los  patronos  los  correspondientea 
anuncios  convocando  á  los  qne  se  creyeran  con  derecho  al  mismo,  com- 
parecieron varios,  y  entre  ellos  D.  Sebastián  de  Silva,  hermano  camal 
del  bisabuelo  de  D.  José  de  Silva  Arrieta,  aotor  en  este  pleito,  á  quien 
se  adjudicó  el  vínculo,  no  sólo  por  los  patronos,  sino  temblón  por  el  Al« 
cakie  del  lugar,  D.  Antonio  Benito,  quien,  con  audiencia  de  su  aeeeor, 
dictó  sentencia  en  6  de  Diciembre  de  1762  haciendo  la  declaración  de 
qne  el  expresado  D.  Sebastián  de  Silva  era  legítimo  sucesor  al  vincule 
fundado  por  Alonso  Sánchez  Palacios  y  su  mujer  María  Moreno,  por  ser 
legítimo  descendiente  y  pariente  en  grado  específico  de  Francisco  Sán- 
chez Palacios,  hermano  del  fundador;  y  apelada  que  fué  esta  sentencia, 
fué  confirmada  en  8  de  Agosto  de  1764  por  la  Real  Ohancillerla  de  Va- 
lladolid,  la  que  mandó  se  reintegrara  en  la  posesión  de  dicho  vincule, 
Patronato  ó  capellanía  indicada,  al  D.  Sebastián  de  Silva,  como  así  se 
hizo  en  17  de  Abril  de  1766  por  D.  Bernardlno  Alvarez,  Beneficiado- rec- 
tor y  Gura  propio  de  la  iglesia  parroquial  de  San  Lorenzo  de  la  villa  del 
Rodón. 

Resultando  que  el  día  81  de  Diciembre  de  1884  falleció  en  Madrid 
D.  Fausto  María  <]e  Arriaga  y  Duque,  quien  fné  el  último  poseedor  del 
mencionado  vínci^lo  ó  Patronato,  que  disfrutó  como  pariente  y  deeoea- 
«iiente  que  fué  de  la  fundadora  María  Moreno,  según  era  público  y  n»* 
torio  y  aparecía  de  una  nota  certificada  dada  por  D.  Plácido  Vegaa,  Gura 
párroco  del  Rodón  y  encargado  del  Archivo: 

ResQ liando  qne  posteriormente  y  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
'Je  Gindad  Rodrigo  se  promovió  por  D.  Juan  Pino  Barbero,  vecino  qne 
fué  del  Rodón,  el  juicio  nniversal  de  adjudicación  de  los  bienes  de  la 
mitad  reservable  de  la  vinculación  de  Alonso  Sánchez  y  su  ¿taujer,  en  el 
cual  se  dictó  sentencia  en  6  de  Abril  de  1908,  por  la  cual  se  declaró  al 
D.  Juan  Pino  sucesor  inmediato  á  dicha  vinculación  y  per  censeciien- 
cia,  que  correspondían  al  mismo  en  propiedad  los  bienes  que  como  mi* 
tad  reservable  quedaron  vacantes  por  defunción  de  su  último  poseedor 
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ya  indicado,  ocurrida  en  81  de  Diciembre  de  1884,  en  unión  de  loe  fra* 
toe  producidos  desde  ees  fecha: 

Beenltando  que  D.  José  de  Silva  Arrieta  dedajo,  con  fecha  29  de  Ja- 
lio  de  190S  7  ante  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Ciadad  Rodrigo, 
demanda  de  jalcio  declarativo  de  mayor  caantia  contra  Dofia  Inocencia, 
Dofia  María  Oandelas  y  Dofia  Cristina  Pino  Gómez,  como  herederas  de 
D.  Jnan  Pino  Barbero,  y  contra  Dofia  Elena  L6pes  Gajate,  en  la  qne  hiso 
relación  de  los  anteriores  hechos  y  además  expose  qne  por  las  partidas 
de  nacimiento  matrimonial  y  de  def noción,  qne  acompañaba,  por  el 
árbol  genealógico  y  las  sentencias  pronnnciadae  por  el  Alcalde  del  Bo- 
dón y  la^ChanchlUeria  de  Valladolid,  á  favor  de  D.  Sebastián  de  Silva, 
ee  demostraba  qne  el  actor  era  descendiente  legítimo  de  Francisto  San* 
ches  Palacios,  hermano  del  fnndador  del  Patronato,  Alonso  Sánchea 
Palaoioe,  y  qne  se  hallaba  con  éste  en  séptimo  grado  de  parentesco  ca- 
nonice 7  octavo  civil,  qne  era  el  mismo  qne  pndiera  haber  ostentado  don 
Jaan  Pino  Barbero,  declarado  Inmediato  sacesor  del  vincnio,  como  des- 
cendiente de  Magdalena  Sánches  Palacios,  hermana  del  mismo  fnnda- 
dor; 7  qne  D.  Jaan  Pino  falleció  en  el  Hoepital  de  Gindad  Rodrigo  el 
dia  28  de  Junio  de  1900,  siendo  de  pública  notoriedad  qne  en  16  de  Mayo 
de  1908  Dofia  Inocencia  y  Dofia  Oristina  Pino  Gómez,  como  hijas  de  don 
Juan  Pino,  sin  otro  titulo  de  las  49  ñacas  qne  constitnian  la  mitad  dn 
ios  bienes  reeervables  del  Patronato  más  qne  una  información  posesoria 
practicada  en  el  Juzgado  municipal  del  Rodón,  vendieron  Dofia  Inocen- 
cia una  cuarta  parte  y  Dofia  Cristina  dos  cuartas  partes  proindiviso  de 
dichas  fincas  á  Doña  Elena  López  Gajate,  por  escritura  pública  otorgada 
-en  Ciudad  Rodrigo,  en  precio  de  10.312  pesetas  60  céntimos,  y  Dcña 
María  Candelas  Pino  Gómez  vendió  también  á  la  misma  Dofia  Elena, 
por  escritura  otorgada  en  dicha  ciudad  el  2?  del  propio  mes  de  Mayo,  la 
cuarta  parte  restante  indivisa  de  las  mismas  49  fincas  y  por  precio  de 
-8.427  pesetas  60  céntimos,  habiéndose  expresado  en  ambas  escrituras  la 
procedencia  de  dichss  fincas  y  su  único  título  posesorio;  alegó  como 
fundamentos  de  derecho  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  en  sus  articn- 
los  1.^  7  2.^;  el  principio  jurídico  de  que  en  materia  de  sucesiones  vin 
culares  la  voluntad  del  fundador  es  la  ley  suprema  que  las  rige;  los  ar 
tículos  676,  807,  930,  1003  7  1218  del  Código  civil;  el  art.  898  de  la  I07 
Hipotecaria;  el  1126  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  las  sentencias 
da  este  Tribunal  Sapremo  de  9  de  Noviembre  de  1866,  8  de  Octubre 
de  1886,  21  de  Abril  de  1887,  11  de  Enero  de  1896  y  7  de  Febrero  de  1896, 
ácompafió  á  la  demanda  documentos  justificantes  de  su  derecho  á  ios 
blenee  del  vínculo  y  un  árbol  genealógico,  unido  al  apuntamiento  re 
mitido  á  este  Tribunal  Supremo,  demostrativo  del  parentesco  del  actor 
con  Francisco  Sánchez  Palacios,  hermano  del  fundador,  y  designó  el 
Archivo  de  D.  José  Puig,  en  cuanto  á  la  justifícación  de  las  ventas  he 
ehaa  por  las  herederas  de  D.  Juan  Pino  á  Dofia  Elena  López  Gajate,  y 
pidió  se  declarase  qne  el  actor  tenía  mejor  derecho  que  D.  Juan  Pino 
Barbero  á  los  bienes  de  la  vinculación  que  Alonso  Sánchez  Palacios  7 
en  mujer  María  Moreno  fundaron  por  el  expresado  tostumento  que  otor- 
garon ante  D.  Antonio  Pérez  en  29  de  Abril  de  1669,  y,  por  coTisigniente, 
que  debían  entregársele  los  bienes  qne  D.  Juan  Pino  Barb^^ro  adquirió, 
transmitió  á  sus  hijas  y  éstas  vendieron,;  y  que  se  declarasen  nulos  de 
ningún  valor  ni  efecto  los  contratos  de  compraventa  rt>alizados  entre  loa 
hijoe  da  D.  Juan  Pino  y  Dofia  Elena  López  Gajate,  con  las  costas  del 
iuieio: 

Beenltando  que  emplazados  los  demandados  con  el  respectivo  carec- 
er que  ae  les  asignaba  en  la  demanda,  contestaron  separadamente  ésta 
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D.  Lucas  Blanco  Barraquea,  como  marido  y  roproaentaute  legal  de  Defls^ 
Inocencia  Pino  Gomes,  de  cuyo  escrito  no  se  hace  referencia  por  no  ser 
objeto  del  presente  recurso,  y  la  hoy  recurrente  Dofia  Elena  Lopes  Ga- 
jate,  quien  expuso  que  por  muerte  de  D.  Fausto  María  de  Arriaga  y  Dn^ 
que,  último  poseedor  de  los  bienes  en  cuestión,  ocurrida  en  Madrid 
el  81  de  Diciembre  de  1884,  abrióse  juicio  upiversal  ante  el  Juagado  de 
Ciudad  Rodrigo  á  instancia  de  D.  Juan  Pino  Barbero  en  averiguación  de 
quión  fuese  el  llamado  á  saceder  en  aquéllos,  conforme  á  la  escritura 
de  fundación  del  vinculo  de  que  procedían,  y  que  ya  con  arreglo  á  la» 
leyes  vigentes  de  desvinculación  había  de  heredarlos  y  hacerlos  suyo» 
•n  concepto  de  absolutamente  libres;  que  á  dicho  juicio  acudieron,  por 
virtud  de  los  edictos  publicados  en  la  Gaceta  de  Madrid^  Antonio  Mo- 
reno y  el  representante  legal  de  la  Administración  del  Estado,  diclAn- 
dose»  en  conclusión,  la  sentencia  definitiva  de  6  de  Abril  de  1902,  hoy 
firme  y  ejecutoriada,  por  la  que  se  declaré  con  derecho  perfecto  de  suce^ 
sión  en  el  citado  vinculo  á  D.  Juan  Pino  Barbero,  y  que  le  correspon- 
dían en  propiedad  los  bienes,  qne  como  mitad  reservable  quedaron  va* 
cantes  por  defunción  del  último  poseedor;  prooediéndoee  en  virtud  de 
dicha  sentencia  á  la  inscripción  de  los  bienes  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad á  favor  de  D.  Juan  Pino  Barbero,  y  por  virtud  de  la  muerte  de 
éste,  á  favor  de  sus  hijas  y  legítimas  herederas  Dofia  Inocencia,  Dofia. 
Cristina  y  Dofia  María  Candelas  Pino  Gómea;  que  investidas  del  pleno 
dominio,  por  virtud  de  un  título  hereditario,  las  tres  hijf.e  de  D.  Juan 
Pino,  otorgaron  Inocencia  y  Cristina  en  16  de  Mayo  de  1908,  y  María 
Candelas  en  27  del  propio  mes  y  afio,  ante  el  Notario  de  Ciudad  Rodrige 
D.  José  Puig,  escrituras  de  venta  en  ía\or  de  Dofia  Elena  López  Gajate 
de  los  bienes  en  cuestión,  habiéndose  inscrito  también  estos  céntralo» 
en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  que  contra  la  demanda  de  D.  José  Silva 
Arriata  mantenía  íntegra  la  valides  de  ambos  contratos  expresados,  coaB« 
titutivos  de  BUS  derechos,  así  como  la  de  los  actos  legales  realiaadoe  per 
las  vendedoras,  como  herederas  de  su  difunto  padre  D.  Juan  Pino;  alegd 
como  fundamentos  de  derecho  los  artículos  88  y  84  de  la  ley  Hipoteca  y 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Febrero  de  1864,  26  de 
Abril  de  1861  y  24  de  Febrero  de  1866;  acompafió  las  copias  de  embae 
escrituras  con  nota  de  inscripción  en  el  Registro,  y  pidió  se  le  absolviera 
de  la  demanda,  se  declarase  que,  conforme  al  art.  84  de  la  ley  Hipóte* 
caria,  eran  irrevocables  y  no  podían  invalidarse  los  contratos  que  en  1& 
y  27  de  Mayo  de  190S  otorgaron  á  su  favor  las  hijas  y  herederas  de  don 
Juan  Pino  Barbero  sobre  los  bienes  á  qne  la  demanda  se  refería,  y  sé 
mantuviese  á  Dofia  Elena  Lopes  Gajate  en  la  quieta  y  pacífica  posesión 
de  dichas  fincas,  condenáudose  al  actor  en  las  costas  y  gastos  del  juicie, 
en  lo  que  afectaba  á  este  extremo  de  la  demanda,  sin  perjuicio  de  loe 
derechos  y  acciones  que  contra  los  herederos  de  D.  Juan  Pino  Barbero 
pudieran  asistir  al  actor  si  se  declara  el  mejor  derecho  que  contra  elloe 
alegaba,  como  presunto  sucesor  en  el  vínculo  fundado  por  loa  eapoaoa 
Sánchez  Moreno: 

Resultando  que  evacuado  el  traslado  de  réplica,  reprodujo  el  aeter 
los  hechos  de  la  demanda  qne  estimó  aceptados  virtualmente  por  Dofia 
Elena  López  Gajate,  y  afiadió  que  no  era  cierto  que  la  inscripción  á  la* 
vor  de  las  hijas  y  h^  rederas  de  D.  Juan  Pino  se  efectuase  en  virtud  de 
sentencia  alguna,  sino  de  la  información  posesoria  practicada,  como  asi 
aparecía  de  las  escrituras  de  compraventa,  acompafiadas  por  Dofia  Blena 
López  Gajate,  al  consignar  en  las  mismas  ique  de  la  propiedad  de  eaae 
fincas  no  tenían  las  vendedoras  otro  título  que  una  información  pótese* 
zia,  practicada  á  instancia  de  éstas  en  el  Juagado  municipal  del  Rodón» 
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que  en  fin  de  Marso  de  1903  se  aprobó  por  anto,  estando  por  falta  de 
amillaramiento  pendiente  de  inscripción  dicha  información  posesoria  en 
ei  Regietro  de  la  propiedad»;  y  que  cuando  Dofia  Elena  compró  tales 
bieneeno  estaban  inscritos  en  absoluto,  ni  ann  en  virtnd  de  información 
poseBorla,  en  favor  de  D.  Jnan  Pino  Barbero  ni  en  el  de  sns  hijas  7  he- 
rederas; 7  que  la  referida  información  desmentía  por  si  sola  la  afirma- 
ción de  la  demandada  de  qne  las  vendedoras  habían  estado  investidas 
del  pleno  dominio  7  señorío  sobre  ios  bienes,  porqne  no  era  de  dominio 
tal  información,  sino  posesoria,  7  las  dos  escrituras  inscritas  de  compra- 
venta no  eran,  jurídicamente  hablando,  más  que  de  la  mera  posesión 
BSBOdicha;  7  qne  en  el  estado  que  las  cosas  tenían  en  29  de  Julio  de  1908 
interpoeo  el  aetor  la  demanda  de  este  pleito;  pero  sin  el  perfecto  conocí* 
miento,  qne  gratuitamente  afirmaba  la  parte  contraria,  del  Juicio  de  ad- 
judicación instado  por  D.  Juan  Pino  Barbero,  porque  las  cosas  7  las  per- 
sonas se  conjuraron  para  negar  ai  actor  D.  José  de  Silva  la  vista  7  cono- 
cimiento del  asunto;  reprodujo  todos  los  fundamentos  legales  de  la  de- 
manda 7  agregó  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  6  de  No- 
viembre de  1869,  6  de  Enero  de  1870,  16  de  Octubre  de  1873,  6  de  Enere 
de  1879  y  17  de  Enero  7  20  de  Mayo  de  1889,  y  pidió  se  fallara  el  pleito 
de  acuerdo  con  lo  solicitado  en  la  demanda;  y  Doña  Elena  López  Gajate 
evacuó  el  traslado  de  duplica,  reproduciendo  sns  anteriores  alegaciones 
7  prestando  conformidad  á  la  relación  de  los  hechos  de  la  demanda,  que- 
dando reducido  el  pleito  á  mera  discusión  de  derecho,  con  sólo  dejar  en 
pie  lo  indubitable  y  reconocido  por  ambas  partee,  é  insistió  en  la  súplica 
del  eeerito  de  contestación: 

Beeultando  qne  en  81  de  Agosto  de  1904  dirigiéronse  las  partes  al 
Juagado  solicitando  que  se  fallase  el  pleito  sin  necesidad  de  recibirlo  á 
prneba,  por  hallarse  conformes  todos  los  hechos  de  la  demanda  y  réplica 
7  ne  existir,  por  tanto,  motivo  de  contradicción  que  hiciese  preciso  dicho 
período  del  jaicio,  acordándose  así  por  el  Juzgado: 

Besuitasdo  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ciudad  Rodrigo 
acordó,  para  mejor  proveer,  se  trajesen  á  los  autos:  primero,  el  juicio 
nniversal  seguido  en  el  mismo  Juzgado  por  D.  Juan  Pino  Barbero  sobre 
adjudicación  de  los  bienes  del  vínculo  de  autos,  del  cual  se  arregló  tes- 
timonie por  e\  Escribano,  haciendo  constar  que  dicho  juicio  se  promovió 
por  D.  Juan  Pino  Barbero,  vecino  del  Kodón,  contra  el  Estado,  represen- 
tado éete  por  el  liquidador  del  impuesto  de  derechos  reales,  pretendién- 
doae  por  el  actor  la  declaración  á  su  favor  de  inmediato  sucesor  en  la 
▼incnlación  del  Patronato  real  de  legos  fundado  en  1659  por  los  cónyuges 
Alonao  Sánchez  Palacios  y  María  Moreno,  y  que  en  el  mismo  juicio  re- 
cayó sentencia  de  6  de  Abril  de  1902,  por  la  que  se  declaró  que  el  actor 
D.  Joan  Pino  era  tal  sucesor  en  dicho  vinca  lo,  7  en  su  consecuencia, 
qne  le  correspondían  en  propiedad  los  bienes  que  como  mitad  reservable 
qnedaron  vacantes  por  defunción  del  último  poseedor  de  aquél,  ocurrida 
en  31  de  Diciembre  de  1884,  mandando  se  entregasen  á  D.  Juan  Pino 
Barbero  dichos  bienes,  con  los  frutos  producidos  ó  debidos  producir, 
previa  la  justificación  de  la  correspondiente  redención  de  cargas  ecle- 
aiáaticae  qne  pesaban  sobre  los  mismos  bienes,  con  arreglo  á  la  funda- 
alón,  7  no  dando  lugar  á  la  adjudicación  de  ellos  al  Estado,  como  pre- 
tendió la  representación  de  éste;  y  segundo,  certificación  del  Registrador 
de  la  propiedad,  cuya  copia  ha  sido  remitida  á  este  Tribunal  Supremo, 
dn  la  qne  resulta  no  aparecer  inscrita  á  nombre  de  D.  Juan  Pino  Barbero 
ningnna  de  las  49  fincas  que  se  expresaba,  procedentes  de  la  vinculación 
le  antos,  7  qne  las  únicas  inscripciones  existentes  relativas  á  dichas 
ncae  lo  íneron  en  vlrtnd  de  la  información  posesoria  practicada  á  ins- 
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tancia  de  loe  herederos  de  D.  Juan  Pino  en  el  Juagado  manieipal  del 
Bodón  7  aprobada  por  auto  de  7  de  Enero  de  1908  y  de  eserilaraa  de 
compraventa  á  favor  de  Dofia  Elena  L6pez  Gajate,  cayos  tittiloB  apare- 
cían inscritOB  por  la  posesión  inscrita  á  favor  de  las  vendedoras,  herede- 
ras de  D.  Jnan  Pino  Barbero: 

Besnltando  qne  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
de  ambas  instancias,  en  18  de  Febrero  último  dictó  sentencia  confirma- 
toria la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  territorial  de  Valladolid,  decla- 
rando qne  el  demandante  D.  Jofió  de  Silva  Arrieta  tenía  preferente  de- 
recho al  D.  Jnan  Pino  Barbero  á  los  bienes  de  la  vincnlaeión  qne  Alonso 
Sánchez  Palacios  y  sn  mnjer  María  Moreno  fnndaron  por  el  testamente 
qne  otorgaron  ante  D.  Antonio  Pérez  el  29  de  Abril  de  1659,  y,  por  con- 
signiente,  qne  debían  entregársele  los  bienes  qne  D.  Jnan  Pino  Barbero 
adqnirió  por  la  sentencia  de  6  de  Abril  de  190^  y  transmitió  á  sns  hijas 
por  fallecimiento  y  éstas  vendieron;  y  en  en  consecnencia,  declaró  nnloSi 
de  ningún  valor  ni  efecto,  los  contratos  de  compraventa tealisados  entre 
las  hijas  de  D.  Jnan  Pino,  Inocencia,  María  Oandelas  y  Cristina  Fino 
Gómez  y  Dofia  Elena  López  Gajate,  condenando  á  ésta  en  las  costas  de 
la  apelación: 

Resnltaodo  qne  Dofia  Elena  López  Gajate  ha  interpuesto  recurso  ds 
casación  por  infracción  de  ley,  fnndado  en  los  números  1.®  y  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  habiendo  expuesto  como 
previa  aclaración  qne  lo  único  qne  importaba  á  la  recurrente  era  defen- 
der ante  esto  Tribunal  Supremo  la  eficacia  y  valides  de  la  compraventa 
que  verificó  mediante  escrituras  públicas  inscritas  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  al  amparo  de  la  ley  Hipotecaria,  que  define  la  condición  y 
derechos  de  les  terceros  adqnirentes  de  bienes  inmuebles,  pues  la  con- 
tienda acerca  del  mejor  derecho  á  los  bienes  de  la  capellanía  fnndada 
en  1659  sólo  importaba  á  los  herederos  de  D.  Juan  Pino  Barbero  y  á  don 
José  de  Silva  Arrieta;  y  alegó  los  siguientes  motivos  de  casación: 

Primero.  Infracción  del  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  por  aplicación 
indebida,  y  del  34,  que  se  dejó  de  aplicar  al  resolver  la  Sala  sentencia- 
dora que  eran  nulas  las  enajenaciones  acreditadas  en  las  escritoras  de 
16  y  27  de  Mayo  de  1903  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  donds 
constaba  ya  que  las  vendedoras  eran  hijas  y  herederas  del  difunto  don 
Juan  Pino  Barbero,  á  favor  del  cual  existía,  no  un  mero  hecho  poseso- 
rio, sino  la  solemne  declaración  de  propiedad  que  proclamó  la  sentencia 
de  6  de  Abril  de  1902,  cuyo  alcance  y  eficacia  respecto  á  la  recurrente, 
que  es  tercero,  desconoció  la  sentencia  recurrida,  olvidando  qne  por 
tratarse  de  vendedoras,  que  eran  hijas  y  herederas  necesarias  de  D.  Jota 
Pino  Barbero,  no  hizo  falta  el  transcurso  de  loe  cinco  afios  aludidos  en 
el  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria,  que  también  resulta  infringido  por  inde- 
bida aplicación: 

Segando.  Infracción  de  la  doctrina  establecida  en  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  21  de  Febrero  de  1670,  12  de  Jnnio  de  1894  y  37  ds 
Abril  del  afío  actual,  porque,  según  ella,  no  podían  anularse  las  adqni- 
sicionee  realizadas  é  icscritas  por  Dofia  Elena  López  Gajate  aun  cuando 
se  hubiera  declarado  nulo  y  resuelto  el  derecho  de  las  vendedoras  res« 
pecto  á  los  bienes  del  vínculo,  por  ser  dicho  acuerdo  de  nulidad  contra- 
rio al  texto  categórico  del  art.  84  de  la  ley  Hipotecaria,  cuya  infracción 
se  invoca  en  el  número  anterior;  y 

Tercero.  Infracción  de  los  artículos  1216  y  1218  del  Oódigo  civil,  Stt 
relación  con  el  698  de  la  ley  procesal  civil,  toda  vez  que  la  Sala  senten- 
ciadora incurrió  en  error  de  hecho  y  de  derecho  al  apreciar  la  pnisbs 
que  acreditaron:  A,  la  sentencia  de  6  de  Abril  de  190S,  en  la  qne  ■•  rs< 
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eenoció  j  proclamó  el  derecho  de  propleded  de  D.  Juan  Pino  Barbero  á 
loa  blenea  de  la  eapellania,  loa  qne  deapnóa  heredaron  ana  hijaa;  B^  el 
eertifieado  del  Regiatro  de  la  propiedad  de  Oindad  Rodrigo  de  19  de  Majo 
de  1909;  y  C,  laa  eacritnraa  de  16  y  27  de  Mayo  del  propio  afio  de  venta 
á  favor  de  la  recarrente  por  laa  hiJaa  y  herederaa  de  D.  Jnan  Pino,  ins- 
eritaa  en  el  Regiatro  con  anterioridad  á  la  fecha  de  la  demanda  formn» 
lada  per  D.  Joaé  8ilva  Arriata: 

VlatOy  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Ildefonao  Lopes  Aranda: 

Oonaiderando  qne  la  excepción  qne  el  precepto  del  art.  38  de  la  ley- 
Hipotecaria  eetablece  en  el  párrafo  1.^  del  8á  no  ea  aplicable  á  laa  ina- 
erlpcienea  de  la  mera  poaeaión,  aegún  exprcaameote  dispone  el  párrafo 
último  de  este'artícnlo,  y  como  laa  vendedoraa  de  la  finca  iitigioaa  aólo  Im 
tenían  inacrita  en  el  Registro  en  virtnd  de  nn  expediente  poeeaorio,  no 
exiatiendo  Inaeripción  algnna  en  favor  de  sn  padre  D.  Juan  Pino  Barbo» 
ro,  de  quien  aqnéllaa  la  heredaren,  ea  viato  qne  no  pudieron  tranemitir 
en  favor  de  la  compradora,  hoy  recurrente,  más  derechoa  que  loa  que 
ellaa  acreditaron  como  meraa  poaeedoraa,  sin  que  obste  á  ello  que  en  el 
expediente  que  airvió  de  base  á  la  inscripción  meramente  posesoria  ae 
hidera  referencia  á  la  aeutencia  de  6  de  Abril  de  1902,  por  la  que  fué 
declarado  D.  Jran  Pino  Barbero  snceBor  inmediato  del  vínculo  formado 
por  Alonso  Sánchea  y  su  mujer,  y  qne,  en  su  consecuencia,  le  correa- 
pendieran  en  propiedad  les  bienes  qne  como  mitad  reservable  quedaron 
vacantes  á  la  muerte  del  último  poseedor,  porque  obtenida  dicha  aen- 
tencia  en  Juicio  aeguido  conforme  á  las  prescripciones  del  tít.  11  del  11-. 
bro  3.®  de  la  ley  de  Eojniciamienio  civil,  son  aplicables  los  arta.  1126 
y  1139  de  la  miema,  aegón  los  qne  la  adjudicación  de  bienes  hecha  en 
dicha  sentencia  está  snjeta  a  poéibles  reclamaciones,  como  ha  sucedido 
en  el  presente  caso,  y  no  puede  por  sí  sola  constituir  un  título  de  domi- 
nio definitivo  y  perfecto;  no  habiéndose,  en  su  consecuexicia,  cometido 
laa  infracciones  que  se  suponen  en  los  tres  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemoa  declarar  y  declaramoa  no  haber  lugar  al  re  - 
carao  de  casación  interpuesto  por  Doña  Elena  Lópea  Gajate,  á  quien 
condenamoB  al  pago  de  laa  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  ha 
constituido,  al  que  ae  dará  la  aplicación  que  previene  la  ley;  y  con  la 
sertlficación  correapondiente,  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de 
Valladolid  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Aaí  por  eata  nueatia  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Oolboción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  laa  ooplaa 
oaeeaariaa,  lo  pronunciamos,  mondamos  y  firmamos.=Joflé  de  Aldecoa. 
Franciaoo  Toda.= Ildefonao  Lópea  Aranda.=Bamón  Barroeta.= Fede- 
rico Monsalve.=:  Camilo  María  Qullón.=Bduardo  Rnia  García  Hita. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bxemo.  8r.  D.  Ildefonso  Lópea  Aranda,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  miama  en  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  Noviembre  de  1906.=:Rogelio  Gonaálea  Montes. 
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tmúxxx.  138.~TRIBUNAL  SUPREM0.--20  de  Novlmbra, 
publicada  ai  24  da  Eoera  da  1908. 

Oasaoión  por  quebrantamiento  de  forma.— D^aAueto.— Sen  te» - 
eia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  An- 
tonio Pez  contra  la  dictada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Concepción,  de  Barcelona,  en  juicio  con  don 
'  Rafael  Redondo. 
En  sus  CONSIDERANDOS  sé  ostablece: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  easadón  los  motivos  del  recurso 
fundados  en  supuestos  contrarios  á  los  que  afirmó  la  sentencia  rc^ 
corrida^  apreciando  en  ecnjunto  el  valor  de  las  pruebas: 

Que  la  despedida  de  los  criados  y  demás  dependientes  asalariados 
da  derecho  á  desposeerlos  desde  luego  de  la  habitación  que  ocupen 
por  ratón  de  sus  cargos,  conjorme  al  art.  1587  del  Código  dviU 

Que  en  tales  casos  y  conjorme  al  art,  1562,  niim.  1.^,  de  la  ley 
procesal^  es  competente  para  conocer  de  los  juicios  de  desahucio  el 
Juez  municipal. 

En  la  villa  y  oorie  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1906  en  el  juicio 
de  desahucio  seguido  en  el  Jaigado  municipai  del  distrito  de  la  Oonoep- 
ción,  de  Barcelona,  y  en  el  de  primera  instancia  del  mismo  distrito  per 
D.  Rafael  Redondo  y  González,  en  calidad  de  administrador  y  apodera- 
do de  Dofia  Elvira  Brouchal  y  Torrnella,  propietaria,  viuda  y  vecina  da 
dicha  ciudad,  contra  D.  Antonio  Pez  y  Bntchaca,  herrero,  y  de  la  misma 
vJBcindad,  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  que» 
biantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Antonio  Pez  Batohaca,  asistid 
do  de  su  representación  por  el  Procurador  D.  José  de  Blas  López  7  sin 
asistencia  de  Letrado;  no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Snpre- 
mo  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  4  de  Abril  del  corriente  afio  D.  Rafael  Redondo  7 
González,  en  calidad  de  apoderado  administrador  de  Dofia  Elvira  Bron- 
ohal,  dedujo  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Ooncepción,  da 
Barcelona,  demanda  de  desahucio  contra  D.  Antonio  Pez  Butchaoa,  ex- 
poniendo: que  tenia  colocado  á  éste  como  portero  de  la  caba  propiedad 
ele  la  parte  actora,  calle  de  Córcega,  núm.  248,  de  dicha  ciudad;  que  por 
razón  de  dicho  cargo  y  gratuitamente  ocupaba  la  habitación  en  el  terrado 
7  portería,  y  no  conviniendo  á  los  intereses  de  la  propietaria  que  el  de- 
mandado continuase  prestando  dicho  servicio,  le  despidió  hacia  ya  máa 
de  des  meses,  negándose  éste  á  abandonar  los  locales;  que  á  tenor  de  lo 
prevenido  en  el  vigente  Código  civil,  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
7  en  varias  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  pedía  que  dentro  del 
plazo  de  ocho  días,  fijado  en  la  le7  procesal,  desocupase  el  demandado 
la  mencionada  habitación  7  portería,  apercibiéndole  de  lanzamiento  é 
imponiéndole  las  costas  del  juicio:  • 

Resultando  que  admitida  la  demanda  por  dicho  Juzgado,  en  provi- 
dencia del  mismo  día  fueron  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  qu< 
se  sefialó  y  tuvo  lugar  en  9  del  expresado  mes,  habiendo  comparectd4r 
únicamente  á  dicho  acto  D.  Rafael  Redondo  González,  quien  para  Juati- 
ficar  el  carácter  aducido  en  la  demanda  presentó  la  correspondienfea  eo< 
pia  de  la  escritura  de  poder  otorgada  por  Dofia  Elvira  Brouchal  Torras 
lia,  autorizada  por  el  Notario  de  Barcelona  D.  Francisco  Franco  Ar 
glada  á  16  de  Marzo  del  corriente  afio,  y  reprodujo  totalmente  sn  d 
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vuttdft;  y  en  Atención  á  no  haber  comparecido  el  demandado  á  dicho 
«eto,  diepnao  el  Jnigado  ee  citase  á  ambas  partes  para  el  día  sigaiente; 
y  ai  contestar  el  demandado,  después  de  solicitar  el  beneñcio  de  pobreía,. 
«zoepcionó  de  falta  de  personalidad  por  no  tener  el  carácter  con  que  se 
to  demandaba,  ya  qne  en  ningún  tiempo  había  admitido  para  sí  el  cargo 
de  portero  de  la  casa  objeto  del  desahucio,  oponiendo  asimismo  la  ez- 
C4:  pción  de  incompetencia  de  jnrisdicción,  por  cnanto,  de  conformidad 
eos  lo  prescrito  en  el  art.  1669  del  Código  civil,  eo  relación  con  el  1662 
<la  la  ley  procesal,  teniendo  en  cnenta  qne  el  desahucio  no  se  fnndaba  ni 
podía  fundarse  en  el  cumplimiento  del  término  convenido  ó  legal,  ni  en 
la  {alta  del  pago  del  precio,  ni  existía  contrato  de  arriendo,  de  ahí  qve 
fnera  incompetente  el  Jusgado  municipal  para  conocer  del  juicio,  por 
cnyo  motivo  interpuso  la  correspondiente  excepción  de  incompetencia 
por  declinatoria,  jurando  no  haber  intentado  la  inhibitoria,  y  terminó^ 
fluplicando  al  Juzgado  se  declarase  en  su  dia  Incompetente,  y  en  su  de- 
fecto ó  coetáneamente,  admitiese  la  falta  de  personalidad  alegada: 

Beenltando  que  la  parte  actora  replicó  insistiendo  en  su  demanda  y 
se  opuso  á  que  prosperasen  las  excepciones  alegadas  por  el  demandado, 
por  oonpar  óate  los  locales,  por  el  cargo  de  portero  qne  desempefialm, 
cerno  parte  de  pago  de  sus  eervicios;  citó  en  su  apoyo  el  art.  1687  del 
06digo  civil,  y  entre  otras,  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de 
S3  de  Diciembre  de  1904,  y  pidió  se  reciblcFe  el  juicio  á  prueba: 

Besoltando  que  al  duplicar  el  demandado  insistió  en  su  contestación 
y  BÜadió  que  el  cargo  de  portero  lo  desempeñaba,  según  contrato  habido,. 
lA  esposa  del  suplicante,  y  que  en  apoyo  de  la  excepción  de  incompeten- 
cia alegada  citaba  entre  otras  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  las 
de  M  de  Septiembre  de  1887,  26  del  mismo  mes  de  1892  y  10  de  Marso 
de  189S,  y  pidió  se  recibiese  á  prueba  el  juicio: 

Seenltando  que  el  Jusgado,  habiéndose  reservado  proveer  acerca  do^ 
Ims  exoepoiones  propuestas  por  el  demandado,  concedió  á  éste  el  plaia 
de  irea  días  para  que  presentase  en  forma  la  demanda  de  pobreza,  á  qu» 
hl-atf  referencia  en  la  contestación,  y  se  recibió  el  juicio  á  prueba,  ha- 
M^ndeae  practicado  á  instancia  del  actor  la  de  posiciones,  que  evacuó  ei 
demandado,  diciendo  era  cierto  que  vivía  con  su  esposa  en  la  habitación 
de  que  se  trata,  y  testifical,  consistente  en  haber  manifestado  todos  lo» 
toetigoa  examinados  que  era  cierto  que  con  ocian  al  demandado  y  á  sn 
esposa  Librada  Ootán,  y  que  éstos  prestaban  el  servicio  de  porteros  en 
Im  easa  expresada,  constándoles  á  unos  por  ser  vecinos  de  ella  y  á  otros 
parque  en  raión  á  su  oficio  entraban  en  la  finca  con  frecuencia;  habiendo 
«¿pregado  uno  de  los  deponentes  que,  si  bien  ignoraba  el  nombre  del  de- 
BiAiidado,  lo  reconocía  como  esposo  de  la  portera;  y  otro,  qne  sólo  sabía 
que  la  Librada  era  la  portera,  ignorando  si  lo  era  el  demandado,  puesta 
que  éste  trabajaba  fuera  de  la  casa;  preguntado  uno  do  los  testigos,  ma- 
nifestó que  era  inquilino  de  la  casa  y  había  oído  decir  que  antes  de  quo 
la  «ctoal  propietaria  de  la  finca  entrase  en  posesión  de  ella  era  ya  por- 
gare LtkMrada  Cotán;  deponiendo  otro  á  una  pregunta  especial,  que  el 
lemandado,  por  cansa  de  su  oficio,  trabajaba  todo  el  día  fuera  de  su  casa 
▼  Que,  por  lo  tanto,  las  funciones  de  la  portería  las  desempeñaba  exclu- 
ivamente  sn  referida  esposa: 

Beaaltando  qne  á  iastancia  del  demandado  practicóse  seguidamente 
\  da  posidottes,  afirmando  la  parte  actora  que  cuando  entró  en  posesión 
-9  la  casa  objeto  del  desahucio  se  hallaba  ocupada  la  portería  por  la  mis- 
m  psrsona  que  en  la  fecha  de  la  presentación  de  la  demanda;  que  el  de- 
mudado y  sn  mnjer  eran  ambos  porteros,  y  que  no  había  celebrado  con- 
»l»  algono  con  él  ni  con  ella;  y  la  de  testigos,  que  afirmaron  que  el  de- 
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m&ndBdo,  por  rftBOn  de  sa  oficio,  trabajaba  dorante  todo  el  día  faera  de 
ju  casa,  habiendo  viato  siempre  sola  en  la  portería  á  la  Librada  Ootáa; 
7  ano  de  ellos  afirmó  además  que  había  tenido  logar  nn  contrato  entn 
ol  anterior  propietario  de  la  finca  y  la  esposa  del  demandado,  en  ocaaión 
de  hallarse  éste  separado  de  ella;  pero  qne  ignoraba  el  día  y  la  hora  en. 
que  se  celebró  el  contrato,  si  éste  íné  serbal  ó  escrito,  y  ante  qoé  per- 
donas hobiera  tenido  logar: 

Besoltando  qne  terminada  la  proeba,  alegaron  Terbalmente  las  par- 
tes sobre  ella,  insistiendo  en  sos  respectivas  pretensiones,  y  en  26  de 
Abril  del  corriente  afio  1906  dictó  senlencia  el  expresado  Joex  monicU 
pal,  por  la  qne  declaró  procedente  el  desahncio  instado  por  D.  Rafael 
Redondo  Qonzáles,  ''on  el  carácter  de  qoe  se  ha  hecho  mérito,  y  mandó 
Á  D.  Antonio  Pes  Bntchaca  desalojase  en  el  término  de  ocho  días  las  hm« 
bitaoiones  qoe  ocopaba,  apercibiéndole  de  lanzamiento,  con  imposición 
de  las  coatas  del  joicio: 

Besoltando  qoe  apelado  este  fallo  por  el  demandado  Pes  Botchacm  y 
admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  se  remitieron  los  aotos  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Ooncepción  de  dicha  ciodaa, 
donde  se  personaron  ambas  partes  y  expusieron  por  so  orden  las  raso» 
nes  qoe  estimaron  pertinentes  á  sos  respectivos  derechos,  habiendo  con 
cloído  por  solicitar  el  apelante  la  revocación  de  la  sentencia  del  Jnsgado 
monicipal,  con  imposición  de  costas  á  la  parte  apelada,  y  ésta,  qne  se 
confirmase  la  sentencia;  despoés  de  lo  coal  el  Juzgado  de  primera  ina* 
tancia,  en  19  de  Mayo  último,  dictó  sentencia  confirmatoria,  con  las  coa- 
tas  de  la  apelación: 

Resoltando  qoe  D.  Antonio  Pez  Botchaca  ha  interpnesto  recnreo  de 
casación  por  qnebrantamiento  de  forma,  con  protesta  para  el  de  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  los  números  2.°  y  6.^  del  art.  1698  de  la  loT  de 
Enjoiciamiento  civil,  alegando:  primero,  la  falta  de  personalidad  del  re- 
onrrente,  toda  vez  qoe  no  ha  tenido  nonca  ni  tiene  el  carácter  de  porte* 
ro  con  qoe  se  le  demandó,  y  segando,  qoe  en  todo  caso  sería  incompe- 
tente el  Juzgado  municipal  que  ha  conocido  de  este  joicio,  por  cnanto,  j 
en  fuerza  de  las  razones  alegadas  por  esta  parte  al  contestar  la  deman- 
da, competía  al  Joes  de  primera  instancia  el  conocimiento  de  este  llil- 
gio  y  coyas  excepciones  había  alegado  en  primera  y  segonda  instancia: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 

Oensiderando,  respecto  al  primer  motivo  del  recorso,  qne  el  qne- 
brantamiento de  forma  en  él  alegado  se  redoce  á  sostener  qne  el  reca- 
rrente  no  ha  tenido  nonca  el  carácter  de  portero  con  qne  se  le  demanda, 
motivo  qoe  en  el  presente  caso  no  pnede  ser  tenido  en  eoenta  perqne  ae 
fonda  en  oa  pnpuesto  contrario  al .  afirmado  en  la  sentencia  recorrida, 
qoe  apreciando  en  oonjonto  el  valor  de  las  prnebas  declara  jnstifloado 
aqoel  carácter: 

Considerando,  en  cnanto  al  segundo  motivo,  qoe  no  ocupando  el  re- 
corrente  Antonio  Pez  en  precario  la  habitación  de  la  casa  sita  en  BMoe-- 
lona,  calle  de  Oórceoia,  núm.  248,  sino  en  virtod  de  on  contrato  de  arren- 
damiento de  servicios  y  en  parte  de  pago  de  ios  qoe  prestaba  como  per- 
tero,  según  se  estima  en  la  sentencia  recorrida,  hay  qoe  reputar  enm- 
plido  el  plazo  estipulado  desde  el  instante  en  que  fué  despedido,  siendo 
competente  por  ello  para  conocer  del  desahucio  el  Jnei  monicipal  reo- 
pectivo,  á  tenor  de  lo  ordenado,  en  el  núm.  I.*'  del  art.  1662  de  la  ley  dt 
Enjuiciamiento  civil,  porque  la  despedida  de  los  criados  y  demAa  de 
pendientes  asalariados  da  derecho  á  desposeerlos  desde  luego  de  la  hab^ 
tación  que  ocuparon  por  razón  de  sus  cargos,  conforme  á  lo  preoeptnad 
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6tt  el  art.  1687  del  Oódlge  eivil,  es  evidente  que  temblón  carece  de  fan- 
damento  eete  segundo  motivo  de  oaeación  que  se  invoca: 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
onrso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpaeeto  por  D.  An- 
tonio Pea  Bntehaca,  á  qnien  condenamos  para  en  sn  caso  al  pago  de  la 
cantidad  correspondiente  por  razón  de  depósito,  á  la  qne  se  dará  la  apli- 
etelóa  qne  previene  la  ley,  y  ne  pndiendo  estimarse  qne  el  valor  de  la 
reata  qne  en  sn  caso  pagarla  D.  Antonio  Pez  por  el  cuarto  qne  habita 
excediera  de  1.600  pesetas,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículee  1687  y  1694  de  la  ley  de  Bojuiciamiento  civil,  no  ha  lugar  á  tra- 
mitar el  recurso  de  capación  por  infracción  de  ley  preparado  por  dich» 
D.  Antonio  Pez;  y  con  la  oportuna  certificación,  devuélvanse  ai  Juzgad» 
de  primera  inetancia  del  distrito  de  la  Ooncepeión  de  Barcelana  los  an- 
tee qne  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Golbgción  Legislativa,  pasánd  ise  al  efecto  las  coplas  ne- 
oesarias,  lo  pronunciamos,  mandamoe  y  fircnflmos.=Joaó  de  Aldecoa.ss 
Víctor  Covián.ss Antonio  Alonso  Cat)aaa.=IIdefonso  López  Aranda.=: 
Pascual  Domenech.ss:  Ramón  Bar  roete. =K(iu  ardo  Kniz  García  Hita. 

Publicación.  =Leí da  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bzcmo.  8r.  D.  Ramón  Barréete,  Maj^lstrado  de  la  Sala  de  lo  civil*  del 
I^ibonal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico,  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Noviembre  de  1906.»Rogelio  González  Montes. 

Núm.  133.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 20  de  Noviembre, 
publicada  el  24  y  27  de  Eoero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^Nulsdad  de  iestamento.^Sen' 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Santiago  Ceberio  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  pleito  con  Doña  Elvira 
Oleína  y  otros. 
En  sas  considerandos  se  establece: 

Que  de  eon/ormidad  con  lo  prevenido  por  el  art,  40  del  Código 
ciail^  el  domieilio  de  lae  personas  naturales  para  el  ejereieio  de  los 
derechos  y  el  eumpUmiento  de  las  obligaciones  civiles  es  el  lugar  de 
aa  residencia  habitual^  sin  que  para  ello  obsten  las  prescripciones 
de  la  ley  Municipal,  porque  éstas  obedecen  á  distinta  finalidad,  y  en 
dicho  sentido  se  informa  el  núm.  3.^  del  art.  681  del  expresado 
Cuerpo  legal  para  determinar  la  calidad  de  vecino  ó  domiciliado 
exigida  para  los  testigos  ^ue  han  de  intervenir  en  los  testamentos^ 
eegún  tiene  declarado  la  jurisprudencia: 

Que  observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora  no  infringe 
^  citado  mrt.  68U  núm,  3.^,  en  relación  con  el  40  y  el  687  del  mismo 
Cuerpo  legal: 

Que  habiendo  la  referida  Sala  formado  su  juicio  por  el  resultado 
ie  todas  las  pruebas  practicadas  en  el  pleito,  no  puede  ser  impugnada 
eta  apreeiadón  con  abstracción  de  dicho  conjunto,  fundando  la 
^npugnaeión  en  un  sólo  documento» 

Sn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1906,  en  el  jnicio 
Klaratlvo  de  mayor  cnantía  seguido  en  el  Jnzgado  de  primera  inetancia 
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de  Soria  y  en  la  Sala  de  lo  oivil  de  la  Audiencia  territorial  de  Bnrgoii  por 
D.  Santiago  Cebarlo  Izquierdo,  Abogado,  como  representante  legal  d« 
BU  esposa  Dofia  Mannela  Oleína  de  Ribera,  dedicada  á  sos  labores,  ve- 
-cinos  de  Soria,  contra  Dofia  Blvira  Oleína  y  Frías,  dedicada  á  sna  la- 
bores, asistida  de  sn  marido  D.  Lnis  Oaravantes  Arredondo,  Anzlllar 
del  Onerpo  de  Minas,  vecinos  de  Gnadalajara;  D.  Ednardo  Oleína  7 
Frías  propietario,  vecino  de  Almadén,  7  D.  Jnan  Oleína  7  FerrandOy 
Presbítero,  de  esta  vecindad,  sobre  nnüdad  de  testamento;  pendiente 
ante  Nos  en  virtnd  de  recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley  Ínter* 
pnesto  por  el  Procurador  D.  Hilario  Dai^o  7  Gnchillero,  bajo  la  direcoión 
del  Letrado  D.  Ednardo  Dato,  en  nombre  del  demandante;  habiendo 
comparecido  los  demandados  representados  por  el  Prodnrador  D.  Fran* 
cisco  Díaz  de  Gelis  y  defendidos  por  el  Letrado  D.  Germán  Valentín 
iramazo. 

Resnltando  qae  D.  Jorge  Oleína  y  Oosálves,  vecino  de  Soria,  otorgó 
testamento  abierto  ante  el  Notario  de  dicha  cindad  D.  Felipe  Villanneva 
el  9  de  Julio  de  1893,  en  el  que  instituyó  por  sus  herederas  á  sas  trae 
fíobrinas  carnales  Dofia  Elvira  Oleína  y  Frías,  esposa  de  D.  Luís  Gara* 
vantes,  y  Doña  Teresa  y  Dofia  Manuela  Oleína  de  Rivera,  hijas  de  don 
Constantino  Oleína  y  Goeálvez,  hermano  del  testador,  con  expresión  de 
loe  bienes  que  cada  una  había  de  heredar  y  condiciones  en  que  los  ha- 
bían de  dlBÍrntar,  nombró  por  sus  albaceas  testamentarios,  oontadoroa 
partidores,  á  su  hermano  D.  Constantino  Oleína  y  Gosálvez,  á  D.  San- 
tiago Oeberio  Izquierdo,  esposo  de  Dofia  Manuela  Oleína;  á  sn  sobrino 
D.  Luis  Oaravantes  y  á  D.  Isidoro  Herrero  y  Sofar,  juntos  é  inMoUdum; 
y  por  último,  ae  reservó  la  facultad  de  reformar  ó  adicionar  sn  testa- 
mento por  medio  de  una  ó  varias  memorias  referentes  al  mismo  7  de 
fecha  posterior,  las  cuales,  para  ser  consideradas  como  legítimas,  debe 
rían  prinelpiar  con  determinadas  palabras  y  estar  escritas,  firmadas  y  rn* 
bricadas  de  pufio  y  letra  del  testador: 

Resultando  qae  éste  otorgó  en  el  pueblo  de  Fuentetoba,  en  6  de  Jnlio 
de  1902  y  ante  el  Notario  de  Soria  D.  Felipe  ViÜanneva,  nn  testamento 
cerrado,  fechado  en  el  indicado  pueblo  á  16  de  Junio  del  propio  afto,  en 
el  que  nombró  por  sus  albaceas  testamentarios  tn$olidum  á  sn  bormano 
D.  Constantino  Oleína,  á  sus  sobrinos  D.  Lnis  Oaravantes,  D.  Ednardo 
Oleína  Frías  y  D.  Juan  Oleína  Ferrando,  á  su  administrador  D.  José 
María  Pascual,  á  los  Curas  de  Aleonoba  y  Fuentetoba  y  á  sn  confesor 
D.  Jorge  Ayllón,  Cura  de  la  parroquia  del  Salvador  de  Soria;  hizo  varias 
mandas  y  legados,  y  en  el  remanente  instituyó  por  sus  herederos  á  soi 
tres  sobrinos  Doña  Elvira,  D.  Eduardo  Oleína  y  Frías  y  D.  Jnan  Oleína 
Ferrando,  por  partes  iguales,  á  los  dos  últimos  en  usufructo  y  á  la  pri- 
mera en  pleoo  dominio,  debiendo  pesar  también  á  ésta  ó  á  sus  nijos  los 
bienes  de  la  herencia  que  D.  Ednardo  y  D.  Juan  Oleína  habían  de  nsn- 
Iruetnar  dnrñnte  su  vida,  con  la  obligación  de  cumplir  cuanto  dejaba 
dispuesto,  bajo  pena  de  desheredación;  y  por  último,  revocó  cualquier 
otra  disposlcfóQ  testamentaria  que  con  anterioridad  á  la  presente  hu- 
biera ordenado,  la  cual  á  su  ruego  estaba  escrita  por  mano  ajena,  dlciéa* 
dose  en  el  acta  de  otorgamiento  que  fueron  testigos  instrumentales  don 
Victoriano  Andalnz  y  Martínez,  Oura  párroco;  D.  Francisco  Lumbreras 
FragnaB,  capataz  de  minas;  D.  Jenaro  Miguel  Pera,  D.  Elenterio  Romero 
y  Biásquez  y  D.  Remigio  Hernando  García,  jornaleros  y  vecinos  todos 
de  Fuentetoba: 

Resultando  qne  ocurrido  en  este  pueblo  el  fallecimiento  de  D.  Jorge 
cleina  y  Gopálvez  el  6  de  Julio  de  1904,  dictó  auto,  previas  las  diligen- 
cias correspondientes,  el  Juez  de  primera  Instancia  de  Soria  con  fedu 
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Faentetobft,  estando  claslfioado  en  ei  padrón  como  transeúnte  y  hablen* 
do  residido  anteriormente  en  el  pnebio  de  Carbonera;  qne  dieho  Lum- 
breras residió  en  8oria  desde  ei  afio  de  1889  al  de  1901,  en  el  qne  apare- 
cía inserito  en  el  padrón,  liablendo  dejado  de  estar  en  Seria  algnnat 
temporadas,  para  volver  á  su  residencia  habitual;  que  Lumbreras  aban- 
donó su  residencia  accidental  de  Fuentetoba,  trasladándose  á  Soria»  el 
11  de  Abril  de  1908;  y  después  de  hacer  otras  manifestaciones  relativas 
á  la  memoria  testamentarla  escrita  por  D.  Jorge  Olcina  en  28  de  Abril 
de  1904,  citó,  entre  otros  fundamentos  de  derecho,  ios  artículos  681,  nú- 
mero 8.^,  del  Código  civil,  y  12  de  la  ley  Municipal  de  2  de  Octubre 
de  1877,  deduciendo  de  tales  preceptos  que  D.  Francisco  Lumbreras  no 
reunía  la  calidad  de  vecino  ni  domiciliado  en  el  pueblo  de  Fuentetoba  el 
día  del  otorgamiento  del  testamento  cerrado  de  D.  Jorge  Olcina,  porque 
en  el  padrón  estaba  inscrito  como  transeúnte,  no  llevando  en  aquel  pue- 
blo más  que  seis  meses  de  residencia  accidental  el  día  del  otorgamiento» 
y  tampoco  podía  ser  considerado  como  domiciliado  per  ser  mayor  d^ 
edad  y  estar  emancipado;  el  art.  40  del  Código  civil  y  las  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  de  4  de  Febrero  de  1896  y  16  de  Octubre  de  1900,  lae 
de  17  de  Enero  de  1868,  14  de  Abril  de  1882  y  81  de  Diciembre  de  18^0, 
según  las  que  los  transeúntes,  por  no  ser  vecinos  ni  tener  residencia 
habitual,  no  pueden  ser  testigos  en  los  testamentos;  los  arts.  4.^,  687» 
707  y  716  del  Código  civil,  por  lo  que  no  siendo  testigo  idóneo  D.  Fran- 
cisco Lumbreras  era  nulo  ei  testamento  cerrado  de  D.  Jorge  Olcina»  re- 
cobrando, por  tanto,  su  vigor  el  abierto  de  1898;  y  en  su  virtud»  euplioó 
ae  anulara  el  testamento  cerrado  otorgado  por  D.  Jorge  Olcina  el  6  de 
Julio  de  1902,  declarando,  en  su  consecuencia,  qne  tenía  toda  su  fuersa 
y  vigor  el  otorgado  el  9  de  Julio  de  1898  por  no  haber  sido  revocado  por 
otro  posterior  perfecto,  obligando  á  los  demandados»  como  herederos  del 
testador,  á  que  se  abstuvieran  de  elecutar  ningún  acto  de  dominio  en  loe 
bienes  que  por  disposición  testamentaria  pertenecían  á  la  demandante 
en  virtud  del  testamento  de  9  de  Julio  de  1898,  condenándoles  en  las 
oeatas  cansadas  y  que  se  cansasen,  así  como  al  pago  de  los  frutes  pro- 
ducidos desde  la  mnerte  del  testador  y  que  correspondían  á  aquélla,  pre- 
cediendo el  Juzgado  á  la  administración  y  custodia  de  los  bienes  here- 
ditarios: 

Resultando  qne  emplazados  D.  Luis  Caravantes  y  Arredondo,  como 
representante  legal  de  su  mujer  Dofia  Elvira  Olcina  y  Frías,  D.  Juan 
Olcina  Ferrando  y  D.  Eduardo  Olcina  y  Frías»  se  personaron  en  autos» 
y  con  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda  presentaron,  entre  otros 
varios  documf'ntos,  una  certificación  expedida  el  20  de  Octubre  de  1904 
por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Fnentetoba,  con  ei  Visto  Bueno 
del  Alcalde,  haciendo  constar  qpe  D.  Francisco  Lumbreras  Fraguas  tuve 
casa  abierta  en  aquel  pnebio  en  la  calle  de  la  Fábrica,  número  8»  deede 
ei  mee  de  Diciembre  de  1901  hanta  el  de  Julio  de  1908,  en  que  se  retiró 
y  trasladó  á  Soria,  viviendo,  durante  el  tiempo  que  permaneció  en  Fnen- 
tetoba, en  unión  de  su  actual  esposa  y  de  su  hija  Adela  Lumbreras»  de 
veintiún  años,  figurando  en  los  padrones  de  cédulas  personales  de  los 
afios  1902  y  1908,  tanto  el  Francisco  como  su  mujer  é  hija,  adquiriéndo- 
las y  pagándolas;  qne  también  fnó  comprendido  en  los  repartimientos 
de  consnmos  de  los  referidos  afios,  y  satisfizo  la  cuota  que  se  le  impuso 
durante  el  tiempo  que  permaneció  en  Fuentetoba;  que  tan  pronto  come 
fijó  su  residencia  en  ese  pueblo  sufrió  las  sargas  vecinales»  pagando» 
como  los  demás  vecinos,  lo  que  le  correspondía;  que  participó»  como  to- 
dos, de  algún  beneficio  comunal,  si  lo  hubo,  durante  en  permanencia  en 
la  localidad:  y  que  durante  el  tiempo  que  residió  en  ella  deeempsfió  el 
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cargo  de  oapatos  6  encargado  de  loa  peones  jornaleros  qae  trabajaban  en 
la  mina  de  asfalto  llamada  Maceda,  que  desde  bacía  mnchos  afios  se 
explotaba  en  aqnel  término  manioipal;  y  otra,  librada  por  el  mismo 
íaneionario  el  8  de  Noviembre  del  propio  afio  de  1904,  expresando  que 
en  el  padrón  de  cédolae  personales  del  término  de  ]«aentetoba  de  1902, 
y  al  núm.  47  del  mismo,  se  bailaba*  inscrito  D.  Francisco  Lnmbreras, 
casado,  jornalero,  domiciliado,  como  cabeza  de  familia,  en  la  calle  de  la 
Fálnrica,  núm.  8,  correspondiéndole  cédala  de  undécima  clase,  qoe  sacó; 
y  qne  al  núm.  68  de  dicbo  padrón  del  año  1903  figuraba  con  ignaleR  cir- 
oonctancias,  domiciliado,  como  cabeza  de  familia,  en  la  calle  de  la  Fá- 
brica, número  8,  correspondiéndole  igual  clase  de  cédala,  qoe  también 

Beenltando  qne  al  contestar  á  la  demanda  alegaron  los  demandados, 
en  cnanto  es  pertinente:  que  el  testigo  del  testamento  cerrado  de  D.  Jor- 
ge Oleína,  D.  Francisco  Lumbreras  Fraguas,  capataz  ó  encargado  de  los 
obreros  y  trabajos  de  la  mina  de  asfalto  Maceda^  del  término  de  Fuen- 
totoba,  residió  babitualmente  en  dicbo  pueblo  desde  el  21  de  Diciembre 
de  1901,  en  que  se  trasladó  á  él  desde  el  inmediato  de  Carbonera,  hasta 
el  mes  de  Abril  de  1903,  en  que  habiendo  cesado  los  trabajos  de  explota- 
ción de  la  mina  citada,  yoIvíó  á  vivir  á  Soria;  que  Lumbreras  fijó  su  re- 
sidencia' habitual  y  su  domicilio,  acompañado  de  su  mujer  Eugenia  y  de 
cu  hija  Adela,  en  Fnentetoba,  en  la  calle  de  la  Fábrica,  núm.  3,  el  21  de 
Diciembre  de  1901;  que  en  los  afios  de  1902  y  1908  adquirió  para  si  y 
pAra  BU  mujer  é  hija  cédulas  personales  de  undécima  clase  en  el  pueblo 
4e  Fnentetoba,  por  hallarse  en  él  domiciliado,  figurando  en  el  padrón  de 
cédnlae  con  los  núms.  47  y  68,  respectivamente;  que  durante  esos  dos 
alloe  fné  comprendido  en  los  repartos  de  consumos  y  satisfizo  la  cuota 
qoe  ce  le  impaso  por  sí  y  por  las  personas  de  que  se  componía  su  fami- 
lia,  y  tan  pronto  fijó  sa  residencia  en  Fnentetoba  sufrió  las  cargas  veci- 
nales como  los  demás  vecinos,  y  disfrutó,  cuando  lo  hubo,  de  algún  be- 
neficio comunal,  como  acreditaban  con  las  certifícacionf^s  que  presenta- 
ban, sin  que  admitieran  ni  dieran  valor  ni  fuerza  alguna  á  la  presenta- 
da per  la  parte  contraria;  que  estaban  conformes  con  que  D.  Francisco 
Lambreras  residió  en  Soria  desde  el  año  1889  hasta  el  1901;  pero  no  con 
qoe  dejara  dicha  ciudad  alguna  temporada,  puesto  que  se  ausentó  de 
ella  varios  meses,  y  hasta  años,  desde  1901  á  1903;  asi  como  tampoco 
can  la  afirmación  de  que  Lumbreras  dejaba  á  Soria  algunas  temporadas 
para  volver  á  su  residencia  habitual;rque  tampoco  prestaban  su  asenti- 
miento á  la  certificación  que  había  presentado  el  demándame^  expedida 
por  D.  Felipe  Herrero,  Oficial  primero  en  funciones  de  Secretario  del 
ú^]rnntamiento  de  Soria,  y  de  cuya  Corporación  era  Secretario  en  propie- 
dad el  demandante  D.  Santiago  Geberio,  pues  tal  certificación  era  defi- 
ciente,  ya  qne  se  refería  al  padrón  de  vecinos,  y  ni  siquiera  se  decía  en 
qné  calle  y  número  había  vivido  Lumbreras,  y  con  qué  número  figuraba 
en  aqnél,  y  por  qné  razón  dejó  de  hacerlo  en  el  año  de  1901,  y  el  motivo 
de  volverle  á  dar  de  alta  precisamente  el  12  de  Abril  de  1903;  que  Lum- 
breraa  no  abandonó  sp  residencia  de  Fnentetoba  para  trasladarse  á  Soria 
capfrichosamente,  sino  que,  por  desgracia  para  él  y  su  familia,  lo  que 
pasó  fné  qne  habiendo  cesado  los  trabajos  de  la  mina  Maeeda  en  Abril 
de  1908,  tuvo  que  dejar  la  casa  y  domicilio  en  donde  habitual  y  cons- 
tantemente había  residido  en  Fnentetoba  para  buscar  otro  medio  de  vida 
qne  allí  no  tenía;  de  aquí  el  que  no  pudiera  admitir  como  fehaciente  la 
certificación  á  qne  se  refería  la  parte  contraria,  porque  en  ella,  más  que 
lechoe,  ce  alegaban  razones  y  datos  que  procedían  de  actos  ajenos,  de 
la  qne  no  se  podía  certificar,  siendo,  entre  otros,  aquel  de  que  se  decía 
tOMO  106  47 
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que  Lambrerai  6e  trasladó  á  Soria  el  11  de  Abril  de  1908,  y  este  heeh» 
BO  podía  conocerse  por  el  fancionario  que  certificaba,  porqne  en  la  Se- 
cretaría del  Ayuntamiento  no  conetaba  tal  dato  ó  antecedente,  eiendo 
nna  oficiosidad  cnanto  en  tai  concepto  se  indicaba  en  la  certificación» 
porque  Lumbreras  lo  mismo  podía  irse  á  Soria  que  á  otro  punto  sin  ne^- 
oesldad  de  ponerlo  en  conocimiento  de  aquella  Alcaldía;  que  privados  de 
estar  en  el  goce  y  posesión  de  loe  bienes  que  el  causante  lee  transmitió 
por  el  testamento  impugnado,  estaban  sufriendo  dafios  y  perjuicios  de 
consideración,  y  seguramente  hablan  de  causarse  mayores  hasta  que  re- 
cayera sentencia,  de  los  cuales  si  bien  no  podía  determinarse  eu  cuantía, 
esto  no  impedía  que  el  Juzgado,  al  dictarla,  condenase  al  demanduite  á 
su  pago;  como  fundamentos  de  derecho  citaron  ios  arts.  681  y  40  del 
Código  civil,  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  16  de  Diciembre 
de  1885  y  i7  de  Noviembre  de  1898,  17  de  Enero  de  1862  y  14  de  Abril 
de  1882,  deduciendo  de  tales  preceptos  y  sentencias  que  D.  Francisco 
Lumbreras  Fraguas  tenía  la  cualidad  de  domiciliado  que  para  ser  teeti* 
go  de  un  testamento  exigen  los  arts.  681  y  707  del  Código  civil,  en  rela- 
ción con  el  40,  sin  que  el  figurar  en  el  padrón  del  pueblo  como  transenn* 
te  tuviera  valor  legal  en  el  presente  caso,  con  arreglo  á  las  sentenclae 
de  14  de  Abril  de  1888,  81  de  Diciembre  de  1890,  17  de  Enero  de  1868 
y  16  de  Octubre  de  1900;  adicionaron  á  las  sentencias  de  4  de  Febrero 
de  1896  y  16  de  Octubre  de  1900,  expuestas  en  la  demanda,  las  de  81  de 
Diciembre  de  1890  y  18  de  Enero  de  1894,  sosteniendo  además  la  validei 
del  testamento  cerrado  de  D.  Jorge  Olcina,  con  arreglo  ¿  los  arts.  706, 
707  y  otros  del  Código  civil;  y,  por  último,  suplicaron  se  desestimase  la 
demanda  en  todas  sus  partes,  por  injusta,  arbitraria,  de  mala  fe  y  dee<- 
titnída  de  todo  fundamento,  y  se  les  absolviese  de  ella,  declarando  vá- 
lido el  testamento  cerrado  que  otorgó  D.  Jorge  Olcina  el  6  de  Jalie 
de  1902,  y  condenando  al  demandante  al  pago  de  los  dafios  y  perjuicios 
que  con  su  temeraria  demanda  ied  había  ocasionado  y  pudiera  ocasio- 
nar, los  cuales  se  regularían  en  su  día  por  no  poderse  determinar  en  la 
actualidad,  con  expresa  imposición  de  costas  : 

Besultfindo  que  al  replicar  la  parte  demandante  fijó  como  hechos  do- 
finitivos,  entre  otros:  que  D.  Francisco  Lumbreras  Fraguas,  no  obstante 
haberse  provisto  de  cédula  personal  en  los  «fios  1902  y  1908,  fijó  so  ro» 
sidencia  accidental  en  Fuentetoba,  como  lo  fué  el  tiempo  que  residió  on 
Carbonera,  puesto  que  siendo  obrero  de  la  mina  Maceda  no  era  precisa 
su  residencia  en  ninguno  de  los  do^  puntos,  que  podía  elegir  á  su  anto- 
jo, si  se  consideraba  que  trabajando  en  dicha  mina  residió  en  Carbonera 
y  en  Fnentetobs,  lo  que  demostraba  que  alternaba,  eegún  convenía  á 
las  necesidades  de  su  trabajo;  que  Lumbreras  abandonaba  en  residencia, 
habitual  en  busca  de  trabajo,  siendo  inexacto  que  fuera  capatai  de  la 
mina,  para  cuyo  desempefio  se  exigían  determinadas  condiciones  qne  no 
concurrían  en  él;  que  era  cierto  que  Lumbreras  conocía  á  D.  Jorge  Oleí- 
na, como  también  que  pagase  consumos  y  fijase  su  residencia  aociden* 
tal  y  estuviese  inscrito  como  transeúnte  el  día  6  de  Julio  de  1002,  on 
que  D.  Jorge  Olcina  otorgó  el  testamento  cerrado;  que  Lumbreras  resi- 
dió en  Soria  desde  1889  á  1901  y  en  Fnentetobs  hasta  el  11  de  Abril 
de  1908,  en  que  dejó  su  residencia  temporal  ó  accidental  para  trasla- 
dares á  Soria,  en  donde  actualmente  residía,  como  residió  desde  ol 
afio  1889,  extremos  que  hacían  afirmar  que  dicha  capital  era  el  ponto 
elegido  por  Lumbreras  para  fijar  su  residencia  una  ves  terminados  los 
trabajos  que  como  obrero  jornalero  tenía  la  necesidad  de  buscar  para  ol 
sostenimiento  de  su  familia,  siendo  Indiferente  para  sn  objeto  qno  la 
temporada  qne  estuviera  fuera  de  Soria  se  prolongara  más  ó  monos. 
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poet  ilempre  reanltabí  qae  no  adquirió  ni  solicitó  la  vecindad  en  otro 
panto;  qne  ein  precisar  loe  motivos  que  obligaron  á  Lumbreras  á  aban* 
donar  el  pneblo  de  Fnentetoba,  era  lo  cierto  qne  cuando  el  trabajo  ter- 
minó regresó  á  Soria  j  no  lo  hizo  á  otro  pnnto  ni  permaneció  en  aqnól, 
aotos  qne  demostraban  claramente  el  bábito  en  él  adquirido  de  residir 
€n  Soria,  cuando  motivos  más  poderosos  no  le  obligaban  á  abandonar 
áUhm  población;  ó  insistiendo  en  ios  fundamentos  legales  de  su  deman- 
da, analizando  y  combatiendo  los  sostenidos  por  los  demandados,  pidió 
•e  lailase  el  pleito  como  tenía  solicitado;  y  duplicando  los  demandados 
Inalatieron  en  sus  pretensiones  y  alegaciones,  rebatiendo  las  del  deman- 
dante y  afiadiendo  á  las  de  hecho  que  si  Lumbreras  no  tenía  el  cargo  de 
espatas  de  minas,  era  encargado  de  los  trabajos  de  las  de  asfalto  de 
Fnentetoba;  y  á  las  de  derecho,  las  sentencias  de  18  de  Enero  de  1894,  4 
de  Febrero  de  1896,  17  de  Noviembre  de  1898;  los  artículos  8.°  y  12 
da  la  Instrucción  de  27  de  Mayo  de  1884,  y  párrafo  6.^  del  297  de  la 
mlama: 

Besultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  el  demandante  la  suminis- 
tró documental  y  testifical,  consistente  la  primera  en  una  copia  de  la 
-aédnla  de  empadronamiento  del  afío  1906,  qne  se  cotejó  con  su  original, 
azpedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Soria,  con  el  Visto  Bue- 
no del  Alcalde,  de  la  que  aparece  qne  en  dicha  ciudad  y  calle  Real,  nú- 
mero 46,  figuraban  D.  Francisco  Lumbreras  y  Doña  Eugenia  Martines, 
eomo  cabeza  de  familia  el  primero,  con  residencia  habitual  en  Soria  y 
tiempo  de  ella  dos  años  y  unos  meses,  consignándose  en  la  casilla  de 
observaciones  que  habían  sido  anteriormente  vecinos  de  Soria  dieciocho 
afioe;  y  á  instancia  de  los  demandados,  y  además  de  otras  pruebas,  se 
eotejaron  con  sus  originales  las  certificaciones  expedidas  en  20  de  Octu- 
bre y  8  de  Noviembre  de  1904  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Fnentetoba,  presentada  con  la  contestación  á  la  demanda,  resultando 
eonformes,  con  algunas  diferencias  no  sustanciales,  y  declararon  varios 
tastigos,  uno  de  los  cuales  D.  Francisco  Lumbreras,  manifestó,  entre 
otros  extremos,  que  residió  sin  interrupción  en  Fnentetoba  desde  el  21 
de  Noviembre  de  1901  hasta  el  18  de  Abril  de  1903,  como  capataz  sin  tí- 
talo  ó  encargado  de  los  trabajos  de  las  minas  de  asfalto  de  dicho  térmi- 
nOy  viviendo  con  su  familia  en  la  calle  de  la  Fábrica,  núm.  8;  dirigién- 
dose ias  demás  preguntas  del  interrogatorio  á  demostrar  los  hechos  sen- 
tados en  la  contestación  á  la  demanda: 

Besultando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos  dictó  sentencia  f*\ 

Jnes  de  primera  instancia  de  Soria,  que  fué  confirmada  en  8  de  Fe  • 

brero  del  corriente  afio   1906  absolviendo  á   Dufia   Elvira    Oleína   y 

Frías,  esposa  de  D.  Luis  Caravantes,  á  D.  Eduardo  Oleína  y  Frías  y 

áD.  Joan  Oleína  Ferrando  de  la.  demanda  contra  ellos  entablada  en  el 

presente  juicio  por  D.  Santiago  Geberio  Izquierdo,  como  representante    . 

legal  de  su  esposa  Doña  Manuela  Oleína  de  Rivera,  y  declarando,  en  su 

oonsecoeneia,  válido  el  testamento  cerrado  qne  en  6  de  Julio  de  1902 

otorgó  D.  Jorge  Oleína,  sin  dar  lugar  á  la  Indemnización  de  daños  y 

arjoieios  pedida  por  los  demaodados,  con  imp.sición  de  las  costas  de 

ignnda  instancia  á  la  parte  apelante,  y  sin  hr.cer  expresa  declaración 

a  las  de  la  primera: 

Resultando  que  con  depósito  de  1.000  pesetas  D.  Santiago  Geberio  é 
^nierdo,  como  representante  legal  de  su  mujer  Dofia  Manuela  Oleína 

Rivera,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun  • 

io  en  loe  números  1.°  y  7.^  del  art  1692  de  la  de  Eojuiciamiento  oi- 

,  alegando  ios  siguientes  motivos: 

'rimero.    Infracción,  en  primer  término,  de  los  artículos  681,  núme- 
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ro  8.S  en  relación  oon  el  áO,  j  el  687  del  Oódigo  oivlL  el  primero  de  lo» 
cnalee  dispone  qne  no  podrán  ser  testigos  en  los  testamentos  loa  que  no» 
tengan  la  calidad  de  yecinos  ó  domiciliados  en  el  lagar  del  otorgamien- 
tOy  toda  vea  que  el  día  6  de  Julio  de  1902,  y  contra  lo  qne  se  dice  en  ei 
acta  de  otorgamiento  del  testamento  cerrado  de  D.  Jorge  Oleína,  el  tes- 
tigo D.  Francisco  Lumbreras  Fraguas  no  era  vecino  del  pueblo  de  Fuen- 
tetoba,  ni  tampoco  estaba  domiciliado  en  él,  lo  primero  porque,  según 
el  art.  12  de  la  vigente  ley  Municipal  de  2  de  Octubre  de  1877,  á  la  que 
es  preciso  acudir,  en  defecto  del  Código  civil,  que  no  define  la  vecindad, 
vecino  es  todo  aquel  que  reside  habitualmente  en  un  término  municipal 
por  espacio  de  seis  meses,  según  ei  art.  16,  y  se  halla  inscrito  como  tal 
vecino  en  el  padrón  del  pueblo,  ó  bien,  sin  necesidad  de  ese  requisito 
de  la  inscripción,  aquel  que  reside  en  un  término  municipal  dos  afios, 
por  lo  menos,  según  el  art.  15  de  la  indicada  ley,  ó  sea  que  con  arreglo» 
á  esos  preceptos,  necesitaba  D.  Francisco  Lumbreras,  para  ser  vecino  de- 
FuentetobB,  residir  habitualmente  en  dicho  pueblo  y  haberse  inscrito  en 
el  padrón  de  vecinos  después- de  llevar  seis  meses  de  residencia,  ó  ha- 
berlo decretado  de  oficio  el  Ayuntamiento  por  exoeder  de  dos  afios  ei 
tiempo  de  aquélla;  y  cuando  D.  Jorge  Olcina  otorgó  su  testamento  oe« 
rrado  llevaba  D.  Francisco  Lumbreras  seis  meses  de  residencia,  poce 
más  ó  menos,  viviendo  en  Fuentetoba,  adonde  desde  Carbonera  hkbía' 
trasladado  su  residencia,  y  ni  él  había  pedido,  ni  el  Ayuntamiento 
acordado,  su  inscripción  en  el  padrón  de  vecinos,  faltándole,  por  tanto» 
el  requisito  esencial  de  la  inscripción  para  ser  considerado  como  tal;  y 
tampoco  tenía  la  calidad  de  domiciliado  en  Fuentetoba,  porque  no  pu- 
diendo  determinarse  la  habitualidad  de  su  residencia  que  exige  pam 
que  haya  domicilio  el  art.  40  del  Código  civil,  al  que  es  preciso  acudir 
para  determinar  el  carácter  de  domiciliado,  exigida  á  los  testigos  por 
dicho  Cuerpo  legal,  según  varias  sentencias  de  este  Tribunal,  y  entre 
ellas  la  de  17  de  Noviembre  de  1898,  por  un  acto  ni  por  un  momento  do 
la  vida,  pues  siendo  el  hábito  una  serie  de  hechos  continuada,  á  todo» 
ellos  en  conjunto  es  preciso  acudir  para  fijar  la  residencia  habitual,  ne 
sólo  á  la  residencia  misma,  al  tiempo  qne  dure,  sino  á  los  actos  ante- 
riores, á  los  que  son  consecuencia  de  ella,  y  á  los  posteriores;  por  lo  que 
teniendo  en  cuenta  qne  D.  Francisco  Lumbreras,  conforme  admiten  la 
sentencia  recurrida  y  las  partes  litigantes,  estuvo  en  Soria,  donde  resi 
dio  como  vecino  desde  1881  á  1901,  qne  en  este  afio  se  le  ofreció  trabajar 
en  la  mina  Maceda^  próxima  á  ios  puebles  de  Carbonera  y  Fuentetoba» 
que  se  trasladó  al  primero  de  éstos,  que  á  fines  de  1901  se  marchó  á 
Fuentetoba  y  que  cuando  terminaron  ó  se  suspendieron  los  trabajos  de 
la  mina  volvió  á  Soria,  lugar  de  donde  era  vecino,  y  prescindiendo  por 
ahora  de  los  actos  que  realizó  durante  los  seis  meses  que  permaneció  en 
Fuentetoba,  como  el  motivo  de  la  residencia  en  este  punto  fué  mera* 
mente  accidental,  ocasionada  por  la  necesidad  del  trabajo,  qne  le  obligó 
á  trasladarse  á  un  lugar  cercano  á  la  mina  Maeeda,  que  primero  fué 
Carbonera  y  luego,  por  espacio  de  seis  meses,  Fuentetoba,  no  puedo  oer 
considerada  tal  residencia  como  habitual,  es  decir,  con  ánimo  de  ha 
oerla  definitiva;  siendo  equivocado,  ó  mejor,  incompleto,  el  conoept 
que  del  domicilio  da  la  sentencia  recurrida  para  considerar  á  D.  Fran 
oisco  Lumbreras  como  residente  habitual  en  Fuentetoba,  al  afirmar  quo 
es  el  lugar  donde  se  mora,  el  aposento  donde  un  individuo  tiene  su  oaaa- 
habitación,  para  que  dé  mansión  á  su  persona  y  á  loa  individuos  nr 
emancipados  de  su  familia,  siempre  que  en  dicho  punto  de  reaideneia 
cuando  sea  alternativa,  esté  el  núcleo  del  negocio,  de  la  industria,  da 
comercio  ó  de  la  ocupación  que  constituya  ei  estado  oivil  de  au  duafic 
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efltán  impaestOB  por  la  ley  á  los  veelnos,  ni  á  loa  domiolUadoa,  ni  á  lor> 
que  residen  habitnalmente  en  determinado  panto,  sino  qne  te  haoen  ex» 
tenslTOS  á  todoa  los  residentes^  annqoe  aean  accidentalea,  toda  vea  que 
el  hecho  de  instalarse  en  casa  abierta  en  nn  paebio  no  es  signo  de  resi- 
dencia habitnal,  pnes  la  instalación  pnede  ser  motivada  por  eircnnstan- 
cia  accidenta),  y  en  ese  caso,  accidental  es  también  la  residencia,  segán. 
tiene  declarado  este  Tribnnai,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  16  de  Di- 
ciembre de  1886;  el  contribuir  á  los  repartos  generales  para  el  leyanta- 
miento  de  laa  cargas  municipales  no  es  obligación  impuesta  exolnsiya- 
mente  á  los  vecinos  y  domiciliados,  pues  el  art.  186  de  la  ley  de  S  de^ 
Octubre  de  1877  dice  que  el  reparto  se  hará  extensivo,  no  sólo  á  loa  ve- 
oinos,  sino  á  los  propietarios  forasteros,  qne,  según  el  art.  27,  tienen  la 
consideración  de  vecinos,  y  á  los  que,  según  el  mismo  artículo,  tengan 
la  consideración  de  propietarios,  como  la  disfrutan  los  Inquilinos  de 
fincas  urbanas  cuando  estén  arrendadas  á  una  sola  persona  y  su  daefio 
no  resida  en  el  distrito,  de  cuyos  preceptos  se  deduce  que  el  inquilino  de 
una  finca  urbana  residente  en  un  pueblo,  aunque  de  él  no  sea  veeino  ó 
su  residencia  no  sea  habitual,  viene  obligado  á  contribuir  al  levanta- 
miento de  cargas  municipales,  y  en  resumen,  que  esa  obligación  no 
recae  de  modo  exclusivo  en  vecinds  domiciliados;  y  por  último,  tampoco 
implica  habitualidad  en  la  residencia  ni  condición  de  vecino  el  heebo  de 
pagar  la  cuota  correspondiente  por  consumos,  pues  conforme  al  art.  806- 
del  reglamento  de  11  de  Octubre  de  1898,  están  sometidos  á  dicho  repar- 
to, no  sólo  los  vecinos  y  domiciliados,  sino  también  los  forasteros  que 
residan  con  casa  abierta  en  el  punto  por  más  de  treinta  días;  de  donde 
resulta  que,  como  tales  elementos  de  hecho  han  servido  á  la  Audiencia 
para  determinar  que  D.  Francisco  Lumbreras  tiene  la  condición  de  do- 
miciliado en  Fuentetoba  cuando  intervino  como  testigo  en  el  testamento 
de  Oleína,  quedando  probado  que  tales  circunstancias^  lo  mismo  pueden 
darse  en  un  vecino,  que  en  un  domiciliado  y  que  en  un  residente  aooi- 
dental,  es  evidente  que  al  apreciar  en  esa  forma  la  prueba  ha  inenrrido 
I  en  error  de  derecho,  nacido  de  !a  inaplicación  de  los  preceptos  legales 
contenidos  en  la  ley  Municipal  y  reglamento  de  11  de  Octubre  de  1898, 
que  quedan  citados. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Domenech: 

Considerando  que,  de  conformidad  con  lo  prevenido  por  el  art.  40  del 
Oódigo  civil,  el  domicilio  de  las  personas  naturales  para  el  ejercicio  do 
los  derechos  y  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles  es  el  lugar  de 
su  residencia  habitual,  sin  que  para  ello  obsten  las  prescripciones  de  la 
ley  Municipal,  porque  éstas  obedecen  á  distinta  finalidad,  y  en  dicho- 
sentido  se  informa  el  núm.  8.®  del  art.  681  del  expresado  Ouerpo  legal 
para  determinar  la  calidad  de  vecino  ó  domiciliado  exigida  para  los  tes- 
tigos que  han  de  intervenir  en  los  testamentos,  según  tiene  declarado  la 
Jurisprudencia: 

Oonsiderando  que  no  puede  menos  de  estimarse  residencia  habitual, 
de  una  persona,  y  por  ello  su  domicilio,  la  población  adonde  la  misma 
traslada  su  casa  y  familia  para  ejercer  en  aquélla  su  profesión  ú  ofleio 
por  tiempo  indfsterminado,  dejando  sn  domicilio  anterior,  aun  eoando 
posteriormente,  con  motivo  de  haber  variado  las  oausaa  que  orlglnaroB 
sn  traslación,  ó  por  su  propia  voluntad,  le  cambie  de  nuevo: 

Considerando  que,  esto  sentado,  habiendo  apreciado  la  Sala  ssnton- 
ciadora,  por  virtud  de  laa  pruebas  practicadas  en  el  pleito,  que  D.  Fran- 
oisoo  Lumbreras  Fraguas  tenía  las  condioiones  neeesariaa  para  sor  tes- 
tigo idóneo  del  testamento  cerrado  otorgado  por  D.  Jorge  Oleína  y  au- 
torlsado  por  el  Nojfcarlo  D.  Felipe  Vilianueva  en  Foentetoba  el  día  6  da^ 
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Nüm.  134:.— QR ACIA  Y  JUSTICIA.— 20  de  Novlmbre, 
publieada  el  22  de  Diciembre. 

Rbsolucióh  db  la  Dirección  general  de  los  Registros  dejando 
sin  efecto  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  La 
Bisbal  á  inscribir  una  escritura  de  venta. 
En  sus  coMSiDBRANDOS  80  ostabloce: 

Que  insertta  una  hipoteca  antes  de  que  se  causara  é  inserikiera 
el  titulo  de  herencia  en  favor  de  terceras  personas  de  parte  de  la 
finca  hipotecada^  con  prohibición  de  enajenar^  es  evidente  que  eon 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  23  y  105  de  la  ley  hipotecaria,  no 
puede  esa  prohibición  perjudicar  el  derecho  del  acreedor  á  que  tal 
ñnca  se  venda  para  coorar  su  crédito^  ya  quCy  según  dicho  art.  23, 
los  títulos  no  inscritos  no  pueden  perjudicar  á  tercero,  y  ya  que^ 
según  el  105,  las  hipotecas  sujetan  directa  é  inmediatamente  los  bie- 
nes sobre  que  se  imponen  al  cumplimiento  de  la  obUgadón  para  que 
se  constituyen,  cualquiera  que  sea  su  poseedor: 

Que  los  herederos  gravados  de  restitución,  están  facultados,  con- 
forme á  la  Resolución  de  6  de  Mayo  de  1895,  fundada  en  las  disposi- 
ciones del  Derecho  romano  que  en  la  misma  se  citan,  para  pagar  Ul9 
deudas  hereditarias  con  los  bienes  del  testador: 

Que  por  lo  mismo  y  poseyendo  dichos  herederos  las  fincas  sobre 
las  que  se  halle  impuesto  un  crédito  hipotecario  ^  puede  válidamente 
dirigirse  contra  ellos  el  procedimiento  para  hacerlo  efectivo  y  otor* 
garse  por  el  Juzgado  en  su  rebeldía  la  correspondiente  escritura  de 
venta. 

limo.  Sr.:  Eq  el  recurso  gubernativo  promovido  por  Dofia  Julia  Rois 
y  Lloverás  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  La  Bis- 
bal á  inscribir  una  escritura  de  venta,  pendiente  en  este  Centro  en  vir- 
tud de  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Barcelona  en  1.^  de  Febre- 
ro de  1006  ante  el  Notario  D.  José  Snrrlbas  y  Riera,  el  Jues  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Instituto,  de  Barcelona,  en  nombre  y  por  rebel- 
día de  Dofia  Matilde  y  D.  Santiago  Bacigalupi  y  Maymó,  vendió  á  Dofia 
Julia  Roig  y  Lloverás  dos  sextas  partes  indivisas  de  una  casa  situada  en 
la  calle  de  la  Paleta  de  la  villa  de  Sau  Felíu  de  Gulzols,  constando  ea 
la  escritura  relacionada,  en  lo  concerniente  al  recurso,  que  dlehas  paitl- 
cipaciones  fueron  rematadas  por  la  Dofia  Julia  en  el  juicio  ejecutivo  ins- 
tado por  la  misma  sefiora  en  dicho  Jusgado,  con  fecha  94  de  Noviembre 
de  1002  contra  D.  Santiago  y  Dofia  Matilde  Bacigalupi  y  Maymó,  y  DoHa 
Oarmen,  Dofia  Emilia  y  Dofia  Enriqueta  Bacigalupi  y  Granell,  como  he- 
rederos de  Dofia  Juana  Francisca  Bacigalupi  y  Maymó,  por  oobre  de  «n 
crédito  hipotecario  constituido  sobre  dicha  casa  por  la  Dofia  Juana  Fmn* 
cisca  en  escritura  otorgada  en  Barcelona  á  S5  de  Octubre  de  1900  ante  el 
Notario  D.  Guillermo  A.  Tell,  que  se  inscribió  en  el  Registro  en  Noviem- 
bre del  mismo  afio;  que  las  dos  sextas  partes  vendidas  correspondían  á 
D.  Santiago  y  Dofia  Matilde  Bacigalupi  y  Maymó  por  herencia  de  we 
hermana  Dota  Vicenta,  que  á  su  ves  las  había  heredado  de  sn  otra  her- 
mana Dofia  Juana  Francisca;  y  que  según  la  inscripción  de  la  herencia 
de  la  Dofia  Vicenta,  extendida  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  La  Ble- 
bal  con  fecha  1.®  de  Mayo  de  1001,  resulta  que  la  institución  de  hereda 
ros  la  dispuso  esa  sefiora  á  favor  de  sus  hermanos  D.  Juan,  D.  Santiago 
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j  Dofia  Matilde,  angtituyendo  á  esto»  últimos  en  en  tereera  izarte  raspee» 
tiya,  para  deepnée  de  la  mnerte  de  cada  nne  de  elioe,  á  loa  hi]os  qne 
dejen  el  dia  de  tn  falleoimiento,  en  la  forma  j  eondieionea  qne  le  ance- 
dan,  7  prohibió  á  ena  hermanos  la  venta  de  sus  respectiva  porción  here«> 
ditaria,  ann  en  el  sapnesto'de  qne  lo  consintiesen  ios  hijos  nombrados 
herederos  para  después  de  en  mnerte;  y  en  el  case  de  qne  contra  tal  pro- 
hibición se  quisiese  hacer  yenta  de  los  bienes»  ordenó  qne  la  parte  co* 
rrespondiente  á  qnien  cometiera  la  infracción  pasarla  á  la  Casa  provin- 
fáml  de  Garidad  de  Barcelona: 

Beenltando  qne  presentada  dicha  escritura  en  1.®  de  Febrero  de  1906 
en«l  Registro  de  la  propiedad  de  La  Bisbal,  puso  el  Registrador  la  nota 
siguiente:  cNo  admitida  la  inscripción  del  documento  que  precede:  1.^, 
porque  Dofla  Matilde  y  D.  Santiago  Baclgalupi  j  Maymó  tienen  la  prohi- 
bición de  enajenar  las  partes  indivisas  qne  por  esta  escritura  se  venden, 
prohibicíóD  qne  alcansa  al  Juagado,  ya  que  al  obrar  en  su  nombre  no 
puede  ostentar  otros  derechos  que  los  que  ellos  tienen,  y  2.®,  porque 
viniendo  á  ser  dichos  hermanos,  á  virtud  de  esta  prohibición,  unos  me- 
ros usufructuarlos,  la  venta  ha  debido  otorgarse  además  en  nombre  de 
los  herederos  designados  por  la  testadora  para  después  de  la  muerte  de 
éstee,  en  la  hipótesis  de  que  pudiera  hacerse  la  venta,  per  tratarse  de  la 
lealiaación  de  un  crédito  hipotecario  impuesto  por  la  causante.  T  no 
pareciendo  snbsanables  dichos  defectos,  no  es  admisible  la  anotación 
preventiva,  que,  además,  tampoco  se  ha  solicitado: 

Besultando  que  el  Procurador  D.  José  Carreras,  á  nombre  de  Dofia 
Juila  Boig,  interpuso  este  recurso  pidiendo  se  declarase  inscribible  la 
escritura  de  venta  relacionada,  á  cuyo  efecto  alegó:  que  los  artículos  86 
y  106  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  principio  de  que  no  hay  herencia  sin 
que  se  paguen  las  deudas  prueban  qne  las  condiciones  impuestas  por 
Dofia  Vicenta  en  su  testamento  no  pueden  afectar  al  crédito  hipotecario 
anterior  de  la  recurrente,  ni  á  las  consecuencias  legales  del  ejercido  del 
mismo;  que  es  doctrina  constante  de  autores  ds  Derecho  catalán  qne  el 
fldoeiario,  mientras  posee  la  herencia,  es  duefio  de  ella  en  cuanto  á  todos 
los  actos  jurídicos  que  competen  al  ejercicio  del  dominio,  por  lo  que  es* 
tuvo  bien  ejercitada  la  acción  hipotecaria  contra  Doña  Matilde  y  D.  San- 
tiago, y  que  no  pudo  dirigirse  contra  los  fideicomisarios,  cuyo  derecho 
no  existirá  hasta  el  cumplimiento  de  las  condiciones  impuestas  poi*  la 
testadora;  que  no  es  aplicable  el  art.  109  de  la  ley  Hipotecaria,  porque 
la  condición  es  posterior  á  la  hipoteca,  y  que  aplicando  la  Resolución 
de  este  Centro  de  S8  de  Noviembre  de  1904,  que  declara  innecesaria  la 
inscripción  á  nombre  de  los  herederos  del  deudor  cuando  se  sigue  acción 
hipotecaria,  debe  deducirse  que  mucho  menos  lo  será  la  intervención  de 
un  fideicomisario: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  exponiendo 
que  no  puede  calificarse  como  fideicomiso  la  institución  hereditaria  de 
Dofia  Vicenta  Baclgalupi  porque  ésta  prohibió  la  enajenación  á  los  que 
en  tal  hipótesis  serían  fiduciarios,  y,  como  dice  la  misma  recurrente, 
puede  vender  el  heredero  fiduciario;  que  por  esta  rasón  debe  estimarse 
que  D.  Santiago  y  Dofia  Matilde  Baclgalupi  y  Maymó  sólo  son  herederos 
▼italieios  de  Dofia  Vicenta,  que  es  igual  á  usufructuarlos,  según  lo  de- 
'4arado  per  el  Tribunal  Supremo  en  la  Sentencia  de  IS  de  Noviembre 
íe  1896,  siendo  herederos  nudopropietarios  los  hijos  que  dejen  á  su  fa- 
Iscimlento,  á  quienes  no  alcansa  la  prohibición  de  enajenar,  por  lo  que 
e  sen  aplicables  las  Resoluciones  de  este  Centro,  que  declaran  inserí- 
'bles  las  ventas  judiciales  cuando  exista  aquella  prohibición;  que  anu- 
le tea  indicados  nudopropietarios  no  tienen  inscrito  especialmente  sa 
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derecho,  lo  tienen  mencionado  y  prodoce  efectoSi  como  prcTiene  el  a^- 
tícnlo  29  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  Sentencia  del  Tribunal  Snpremo  á» 
39  de  Mano  de  1889,  y  ein  que  mientras  enbaiata  la  mención  pueda  ina- 
cribiree  ningún  tltnlo  que  la  perjndlqne  sin  los  reqnieitoe  del  art.  82  de 
dicha  ley,  según  Beaolnción  de  28  de  Junio  de  1896;  que  no  ee  opone  al 
art.  106  de  la  ley  Hipotecaria  la  necesidad  de  dirigir  la  acción  contra  di- 
chos nudopropietarios  como  herederos  de  la  deudora,  lo  mismo  que  el 
art.  128  lo  establece  contra  el  tercer  poseedor  y  que  tampoco  es  contraria 
la  nota  al  principio  de  que  no  hay  herencia  hasta  que  se  paguen  la» 
deudas  y  que  sólo  sobre  la  herencia  puede  imponer  condiciones  el  tos- 
tador, porque  no  descansa  aquélla  en  la  existencia  de  éstas,  sino  en 
otorgarse  la  venta  sólo  en  nombre  de  parte  de  los  herederoe  instituidos: 

Resultando  que  el  Juei  de  primera  instancia  de  La  Bisbal  dictó  anta 
dejando  sin  efecto  la  nota  del  Registrador  y  mandando  inscribir  ia  es- 
critura de  venta,  cuya  inscripción  denegó  por  estimar:  que  entre  los  efec- 
tos de  la  hipoteca  se  halla  el  de  que  los  poseedores  de  la  finca  gravada 
no  puedan  alegar  para  oponerse  á  la  eficacia  que  les  posteriores  suceso- 
res en  el  dominio  limitaron  la  libre  disposición,  y  que  los  demandados 
en  el  juicio  ejecutivo  eran  los  únicos  deudores  del  crédito  cuyo  pago  se 
perseguía,  sin  que,  per  otra  parto,  quepa  desconocerse  su  carácter  de  he- 
rederos fiduciarios: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  apeló  de  diche  mate» 
insistiendo  en  sos  alegaciones  y  afiadiendo:  que  tan  respetable  come  el 
derecho  de  la  acreedora  hipotecaria  es  el  de  todos  los  herederos,  y,  por 
tanto,  de  los  nudopropietarios,  para  intervenir  en  el  procedimiento 
contra  la  finca  para  liberarla  pagando  el  crédito  ó  para  percibir  el  so- 
brante, si  lo  hubiere,  después  de  cubierto  con  el  precio  del  remates 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Jusgado,  aceptando  bus  fundamentos. 

Vistos  los  artículos  28,  24,  26, 106  y  188  de  la  ley  Hipotecaria,  1614 
y  1616  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  las  Resoluciones  de  esto  Centre 
de  6  de  Mayo  de  1896  y  de  1.^  de  Febrero  de  1898: 

Considerando  en  cuanto  al  primero  de  los  efectos  consignados  én  la 
nota  recurrida,  que  inscrita  la  hipoteca  que  ha  motivado  la  escritura  de 
venta  cuya  inscripción  se  deniega  antes  de  que  se  causara  é  inscribiera 
el  titulo  de  herencia  en  virtod  del  que  se  adjudicaron  á  D.  Santiago  y  4 
Dofia  Matilde  Bacigalupi  las  dos  sextas  partes  de  la  finca  hipetecada» 
que  son  objeto  de  dicha  venta,  con  la  prohibición  de  enajenarlae,  es  evi- 
dente que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arto.  28  y  106  de  la  ley  Hi- 
potecaria, no  puede  ésa  prokübioión  perjudicar  el  derecho  del  acreedor  á 
que  tal  finca  se  venda  para  cobrar  su  crédito,  ya  que,  según  dicho  ai^ 
ticulo  28,  lea  tltolos  no  inscritos  no  pueden  perjudicar  á  tercero,  y  ya 
que,  según  el  106,  las  hipotecas  sujetan  directa  é  inmediatamento  los 
bienes  sobre  que  se  imponen  al  cumplimiento  de  la  obligación  para  que 
se  constituyen,  cualquiera  que  sea  sú  poseedor: 

Considerando  respecto  al  segundo  defecto  que  el  verdadero  carácter 
legal,  según  lo  que  resulta  del  Registro,  de  los  expresados  D.  Bantlago 
y  Dofia  Matilde,  es  el  de  herederos  gravados  de  restitución,  y  éstos,  con» 
forme  á  ia  doctrina  consignada  en  la  Resolución  de  esto  Centro  de  8  ds 
Mayo  de  1896,  fundada  en  las  disposiciones  del  Derecho  romane  que  sb 
la  misma  se  citan,  esUn  facultados  para  pagar  las  deudas  hereditarias 
con  los  bienes  del  testador,  per  lo  cual  y  por  ssr  ios  que  pesesn  aetoal- 
monto  las  fincas  sobre  las  que  se  halla  impuesto  el  crédito  lüpoteearie  át 
enya  reaüaaoión  se  trata,  ha  podido  váiidamento  dirigirse  oon^  ellos  < 
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pioeedlmiento  para  haeer  éste  efectivo  y  otorgeree  por  el  Juzgado,  en 
rebeldía  de  los  miemos,  la  correspondiente  esoritara  de  vente; 

E^tB  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada. 

Lo  qae,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  eíectotf  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  20  de 
Noviembre  de  li»06.=Bl  Dlrectur  general,  Javier  Gomes  de  la  S«rna.=: 
8r.  Presidente  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 


£9um.  Id6.—TRIBUNAL  SUPREMO.— 21  de  Novlenbre, 
piblloada  el  6  de  Diciembre. 

CoMPETBNCiA.— Pa^o  de  can^edacf.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  de  primera  instancia  de  Játiba  la  sostenida  con  el  de 
igual  clase  del  distrito  de  San  Juan,  de  Murcia,  acerca  del  co* 
nocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  Hijos 
de  Conejero  contra  la  titulada  J.  y  J.  Pérez. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispueeto  en  el  párrafo  2P  del  art.  1500  del 
Código  eivilf  en  el  contrato  de  eompraoenta,  cuando  no  se  haya  fijado 
el  lugar  en  que  deba  ffagewee  el  precio  de  la  cosa  vendida,  deberá  ha* 
ceree  en  el  que  se  veriñque  la  entrega  de  la  misma,  y  se  entiende  ésta 
verifíeada^  eon/orme  á  reiterada  doctrina  legal,  alli  donde  la  puso 
el  vendedor  á  disposición  del  comprador^  por  cuenta  y  riesgo  del 
eual  se  hiso  la  remesa  á  domieilio: 

Que  resultando  de  la  factura  expresiva  del  contrato  y  de  una 
carta  del  comprador  prueba  suficiente  de  que  la  mercancía  fué  en* 
tregada  por  el  vendeaor  en  la  estación  del  lugar  de  su  domicilio  con 
deetino  al  del  comprador^  por  cuenta  y  riesgo  de  éste,  no  tiene  fuerza 
alguna  por  su  naturaleza  para  desvirtuar  el  rejerido  hecho  una 
carta  firmada  por  dos  testigos  que  se  dicen  presenciales  de  la  obli- 
gación. 

Que  según  reiterada  jurisprudeneia  del  Tribunal  Supremo  la  ctr- 
constancia  de  haber  girado  el  vendedor  contra  el  comprador,  no  im- 
plica  el  reconocimiento  del  domicilio  de  éste  como  lugar  del  cumpli- 
memo  del  contrato^  ni  tiene  máe  alcance  ni  signiñcación  que  la  de 
dar  facilidades  para  el  pago: 

Que  eegún  la  regla  1^  del  art,  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
eil,  en  el  caso  expuesto  es  el  Juez  del  lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  sobre  pago  del 
preAo. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  1900,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
jQei  de  primera  instancia  del  distrito  de  6an  Juan,  de  Murcia,  al  de 
igual  elaee  de  Játiba  en  el  conocimiento  del  juicio  ordinario  de  menor 
cuantía  promovido  por  Hijos  de  Conejero,  Sociedad  mercantil  en  co- 
mandita,  con  domicilio  en  aquella  capital,  contra  la  Sociedad  comandi- 
taria J.  7  J.  Peres,  domiciliada  en  Murcia,  sobre  pago  de  cantidad,  re- 
ptesentados  y  dirigidos  respectivamente  por  el  Procurador  D.  Luis  Sote 
7  Hernandos  j  el  Letrado  D.  Esteban  Angresoia,  y  por  el  Procurador  don 
*Ais  Mentiel  j  el  Letrado  D.  David  Ortis: 

Resnjitando  que  en  6  de  Junio  último,  y  ante  el  Juagado  de  primera 
Dslaneia  de  Játiba,  dedujo  demanda  de  juicio  declarativo  de  menor 
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cuantía  U.Booledsd  mercantil  Hijos  de  Conejero,  con  domicilio  en  dicha 
población/ contra  la  Sociedad  comanditaria,  eetablecida  en  Murcia,  J.  7 
J.  Peres,  sentando  como  hechos:  qne  la  Sociedad  demandada  indicó  á  la 
actora,  según  cajrta  de  7  de  Febrero,  qne  con  esa  fecha  pasaron  fl  re- 
prosentante  de  Htjos  de  Conejero  yarias  notas  de  pedidos  de  Arroces, 
qne  aquella  solicitó  inoran  servidos,  habiendo  escrito  al  día  siguiente 
dicho  representante  á  sus  principales  adjuntándoles  una  nota  de  pedido 
de  21  sacos  de  dicha  mercancía  para  la  SÍDciedad  J.  y  J.  Peres;  que  la  re  • 
ferlda  nota  especifica  las  condiciones  del  pedido,  y  se  determinó  qne  la 
mercancía  fuera  facturada  por  los  vendedores  á  la  estación  de  Almería, 
siendo  remitente  la  Sociedad  demandada,  y  extendiéndose  los  talones 
del  ferrocarril  á  la  orden;  que,  en  efecto,  la  Sociedad  actora  facturó  con 
destino  á  Almería,  y  de  cuenta  y  riesgo  de  la  compradora,  los  21  sacos 
de  arros,  y  remitió  á  J.  y  J.  Peres,  por  conducto  del  ropresentanto,  los 
talones  del  ferrocarril  y  la  factura,  que  ascendió  á  717  pesetas  75  cénti- 
mos, cuyo  duplicado  unió  asimismo  á  la  demanda,  y  que  tanto  el  repre- 
sentante de  la  Sociedad  demandante  como  J.  y  J.  Peres  comunicaron  á 
aquélla  la  respectiva  entrega  y  recibo  de  dichos  documentos;  que  la  So- 
ciedad demandada  debió  satisfacer  el  importe  de  la  factura  á  los  trainta 
días  de  la  fecha  de  la  remesa,  á  cuyo  efecto  la  vendedora  anunció  á 
aquélla  el  giro  de  dos  letras  de  cambio,  por  valor  una  de  500  pesetas  y 
de  217  pesetas  76  céntimos  la  otra,  á  ocho  días  vista  y  á  la  propia  orden, 
cuyos  giros,  puestos  en  circulación,  fueron  protestados  á  la  Sociedad  J. 
y  J.  Peres  por  falta  de  aceptación  y  pago,  habiéndose  formulado  las  opor- 
tunas cuentas  de  resaca,  que  arrojaron  un  total  de  789  pesetas  56  cénti- 
mos; que  en  6  de  Mano  escribió  la  Sociedad  J.  y  J.  Pérea  á  la  aetora 
pretendiendo  hacer  á  ésta  responsable  de  cierta  diferencia  de  precio  en 
el  transporte  de  los  21  sacos  de  arros,  fundándose  en  que  hubiera  sido 
más  económica  por  mar  que  por  ferrocarril,  y  pretendiendo  el  abono  da 
Ib  diferencia,  habiendo  sido  desatendida  esta  injustificada  reciamación 
por  cuanto  la  Sociedad  vendedora  cumplió  lo  que  se  le  ordenó  en  la  nota 
de  pedido,  esto  es,  la  facturación  á  ia  estación  de  Almería,  erasándooe 
con  este  motivo  posteriormente  multitud  de  cartas  entre  ambas  partea; 
que  aunque  por  analogía  á  lo  dispuesto  en  el  art.  861  del  Código  de  Oe« 
mercio,  se  deben  expedir  las  mercancías  por  la  tarifa  más  eeonómlea 
cuando  no  se  hace  indicación  alguna  sobre  este  extnmo,  en  el  caso  de 
autos  aparecían  bien  manifiestas  las  órdenes  de  la  Sociedad  compradora 
sobre  la  facturación  por  ferrocarril,  siendo  buena  prueba  de  ello  el  hacho 
de  que  al  recibir  ésta  los  talones  acusaran  sn  recibo  sin  formular  pro- 
testa alguna  sobre  el  particnlar;  y  que  cuantas  gestiones  practicó  la  Sa- 
ciedad actora  para  lograr  el  cobro  de  la  cantidad  roclamada  no  dieron  ro- 
cuitado  alguno,  pues  la  deudora,  escudándose  en  dicha  injustificada  re* 
clamación,  se  negó  al  pago;  alegó,  entro  otros  fundamentos  de  derecba, 
la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  las  senlenciaa 
de  este  Tribunal  Supromo  de  28  de  Abril  de  1900, 16  de  Bnero  de  1904, 
20  de  Septiembre  del  mismo  afio  y  27  de  Marso  de  1906,  en  cuanto  á  Im 
competencia  del  Juagado,  y  pidió  se  condenase  á  J.  y  J,  Peres,  Sododad 
en  comandita,  al  pago  de  las  717  pesetae  76  céntimos,  importe  del  prin- 
cipal; de  71  pesetas  80  céntimos,  de  cuentas  de  rosaca;  en  Junto,  789  pe* 
setas  65  céntimos,  interoses  y  costas: 

Resultando  que  la  Sociedad  actora  acompafió  á  su  escrito,  aatro 
otros  documentos  justificativos  de  los  hechoe  relacionados  en  la  demaii- 
da:  primero,  nna  carta  fecha  7  de  Febroro  del  afio  actual,  snserlta  por 
J.  y  J.  Peres,  S.  en  C,  y  dirigida  á  Hijos  de  Conefero,  de  Játiba,  en  q^e, 
entre  otros  asuntos,  aquélla  avisaba  á  la  Sociedad  actora  de  la  «ntrofa 
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al  rapreeenUnte  de  éata  de  nnas  notas  de  pedido;  eegando,  otra  carta, 
IMiada  en  MoreUen  8  del  miamo  mee,  de  dicho  representante  á  Hijos 
de  Oonejere,  con  netas  de  pedido  de  21  sacos  de  arros  para  J.  J.  Péreí, 
een  orden  de  facturar  á  la  estación  de  Almería  á  Pér^s  y  Oompaflía,  y 
de  extender  separadamente  dos  talones  á  la  orden,  copia  de  la  carta;  ter» 
cero,  nna  factura  sin  firma,  fechada  en  10  del  indicado  mes,  en  la  que 
la  casa  vendedora  comunicaba  á  J.  y  J.  Peres,  de  Murcia,  que,  se¿ún 
las  órdenes  del  representante  Alburquerque,  había  entregado  de  cuenta 
y  riesgo  de  la  parte  compradora  en  la  estación  del  ferrocarril,  con  desti- 
Bo  á  Almería,  21  sacos  de  arres,  que  adjuntaba  talones  números  047  y 
M8,  y  les  cargaba  en  cuent^el  importe  de  la  factura  de  717  pesetas  76  cén- 
timos; cuarto,  otra  carta  del  representante  Alburquerque  á  sus  principa- 
les, fecha  18,  firmada  por  aquél,  acusando  recibo  de  dos  talones,  y  una 
factura  para  J.  y  J.  Peres,  á  quienes  les  había  entregado,  y  al  pie  una 
nota,  escrita  en  tinta  diferente,  que  dice;  chace  referencia  á  la  factura  y 
talones  en  cue8tlón>,  y  nna  nota  de  pedido  de  ocho  sacos  de  arros;  quin- 
to, otra  carta,  fecha  12  de  Febrero  último,  suscrita  por  J.  y  J.  Peres, 
8.  en  C,  acusando  recibo  á  la  Sociedad  actora  de  dos  talones  de  21  sacos 
de  arros  que  por  su  cuenta  la  habían  sido  remitidos  á  Almería,,  y  acre- 
ditando á  dicha  Sociedad  el  importe  de  717  pesetas  76  céntimos;  sexto, 
una  cuenta  de  resaca  suscrita  por  Corredor  de  Oomercio  y  el  Director  de 
la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  Murcia,  á  cargo  de  Hijos  de  Oone> 
jera,  é  importante  262  pesetas  10  céntimos;  séptimo,  una  letra  de  cam- 
bio por  217  pesetas  76  céntimos,  librada  en  10  de  Abril  de  este  afio  por 
Hijos  de  Conejero,  á  cargo  de  J.  y  J.  Peres;  octavo,  una  copla  del  acta 
de  protesta  por  falta  de  aceptación  de  la  letra  anterior,  levantada  por  el 
Notario  de  Murcia  D.  Ramón  Oonde;  noveno,  una  copia  del  protesto  por 
falta  de  pago  de  la  misma  letra  y  por  9I  expresado  Notarlo;  décimo,  otra 
letra  por  600  pesetas,  librada  en  la  misma  fecha  por  la  Sociedad  actora 
y  á  cargo  de  la  demandada,  non  las  dos  copias  de  protesto  por  falta  de 
aceptación  y  de  pago;  y  undécimo,  una  carta  suscrita  en  6  de  Marso  por 
J.  y  J.  Peres,  dirigida  á  la  Sociedad  actora,  en  la  que  expresaba  á  ésta 
las  reclamaciones  que  por  diferencias  de  portes  le  habían  sido  expuestas 
desde  Almería  por  los  clientes,  y  la  extrafiesa  de  haber  facturado  por 
ferrocarril  la  mercancía,  siendo  más  económica  la  expedición  por  mar, 
anunciándole  estaban  dejadas  de  cuenta  las  dos  remesas,  y  solicitando 
le  dijese  la  Sociedad  vendedora  qué  diferencia  había  entre  ambas  clases 
de  expedición  y  el  día  que  hubiera  llegado  á  Almería  la  mercancía  ven- 
dida yendo  por  mar,  al  objeto  de  resolver  el  asunto: 

Resultando  qus  emplasada  la  Sociedad  J.  y  J.  Peres  por  medio  de 
oficio  dirigido  al  Jues  decano  de  los  de  primera  instancia  de  Murcia,  y 
declarada  en  rebeldía  dicha  Sociedad  por  no  haber  contestado  en  tiempo 
y  forma  la  demanda,  promovió  ante  el  del  distrito  de  San  Juan  de  dicha 
capital  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando:  qne  D.  José 
Peres  Belda,  como  Gerente  de  la  Sociedad  demandada,  contrató  con  don 
José  J.  Alburquerque,  representante  de  Hijos  de  Conejero,  la  compra 
de  unos  sacos  de  arros  de  Játiba;  que  el  contrato  fué  verbal,  y  se  esta- 
blecieren como  condiciones  prsclsas  que  los  comprobantes  de  haberse 
remesado  el  pedido  le  eerían  entregados  á  D.  José  Peres  por  el  citado 
representante  en  Murcia;  que  el  pago  sería  también  en  esta  ciudad,  y 
que  no  se  estableció  si  había  de  hacerse  la  remesa  por  mar  ó  por  tierra; 
que  el  representante  entregó  á  D.  José  Peres  unos  talones  expedidos  en 
ia  estación  férrea  de  Játiba,  y  que  fueron  remitidos  á  Almería,  donde 
istaba  contratado  él  arros,  por  la  Sociedad  demandada,  y  al  dejárselo  de 
nenta  los  compradores  de  Almería,  por  haberse  hecho  la  remesa  por 
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ienoearril,  qne  resoltaba  tree  veces  más  cara  y  más  lenta  que  per  m«r« 
la  Sociedad  demandada  dejó  de  cnenta  á  en  ves  el  pedido,  comnnicán* 
dolo  así  á  diclio  representante,  7  proponiendo  ana  transacción  para  qno 
no  hubiera  perjnicios  para  nadie,  no  habiendo  contestado  la  Sociedad 
vendedora»  pero  sí  giró  doe  letras  contra  J.  y  J.  Péreí;  qne  la  acción 
entablada  por  Hijos  de  Conejero  era  personal,  y  el  art,  62^  regla  1.^.  do 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ee  aplicable  á  la  misma  en  la  competen- 
«ia  del  Juez  que  hubiera  db  conocer  de  ella,  porque  en  el  caso  de  antoe 
el  sitio  donde  debía  cumplirse  la  obligación  de  pagar  en  este  caso  era 
Murcia,  por  haberse  así  estipulado  al  hacerse  el  contrato  verbal  entre 
ambas  partes,  segón  demostraba  por  los  testigos  presenciales  de  éste, 
quienes  lo  atestiguaban  por  medio  de  una  carta  que  acompafió,  y  la  enal 
se  relacionará  después;  que  aun  suponiendo  qne  no  hubieran  existido 
dichos  testigos,  que  sí  existían,  resultaba  que  el  contrato  no  fué  hecho 
«on  Hijos  de  Conejero,  sino  con  D.  José  F.  Alburquerque,  quien  biso  el 
pedido,  recibió  los  talones  del  ferrocarril  y  los  entregó  á  J.  y  J.  Pérea, 
pues  si  hubiera  esta  Sociedad  celebrado  el  contrato  con  la  actora,  á  ésta 
se  h óblese  hecho  el  pedido  y  ésta  habría  remitido  directamente  los  tato 
nes  á  J.  y  J.  Pérez,  y  no  á  D.  José  F.  Alburquerque,  por  lo  que  la  en- 
trega de  la  mercancía  no  se  reallsó  hasta  el  momento  en  que  allí,  en 
Murcia,  entregó  éste  los  talones  á  la  Sociedad  demandada,  y  si  en  Mur- 
cia se  hiso  el  contrato  y  ee  entregó  la  mercancía,  allí,  en  el  caso  hipoté- 
tico de  tener  que  pagar,  se  efectuaría  el  pago;  que  el  domicilio  donde 
habían  de  pagarse  las  letras  giradas  por  la  parte  actora  á  J.  y  J.  Péreí 
era  en  Murcia,  luego  allí  debía  cumplirse  la  obligación;  que  aun  en  el 
supuesto  de  haber  dudas  sobre  cuál  era  el  lugar  del  cumplimiento  de  la 
obligación,  sería  competente  el  Juagado  de  Murcia  por  ser  éste  el  domi- 
cilio de  la  Sociedad  demandada  y  haber  sido  además  el  lugar  del  con- 
trato; que  este  Tribunal  Supremo*  ha  interpretado  el  citado  art.  6S,  en 
BU  regla  1.%  declarando  que  cuando  una  persona  se  obliga  á  remitir  á 
otra  alguna  cosa,  el  lugar  donde  reside  la  última  es  el  del  cumplimiento 
(sentencia  de  24  de  Enero  de  1869),  y  que  en  el  contrato  de  transporte 
el  lugar  de  la  entrega  es  el  del  cumplimiento  de  la  obligación  (senten- 
cies de  22  de  Septiembre  y  11  de  Octubre  de  1866);  qne  en  Murcia  se  hlie 
la  entrega  de  la  cosa  al  hacerse  la  de  los  talones  por  el  representante  de 
la  Sociedad  demandante,  puesto  que  dichos  talones  son  el  signo  repre> 
sentativo  de  la  mercancía;  que  en  cnanto  al  precio  de  la  venta,  se  en- 
tiende que  debe  entregarse  en  donde  se  adquiere  el  objeto  vendido  si  do 
constase  otra  cosa,  por  considerarse  simultáneas  las  entregas  del  objeto 
y  de  su  precio,  sei^ún  lo  también  declarado  por  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencias  de  7  de  Marzo  de  1874,  8  de  Enero  y  11  de  Junio  de  1879 
y  8  y  12  de  Noviembre  de  1888;  qne  habiéndose  expresado  Mnrcia  oobo 
punto  de  pago  en  las  letras  de  cambio  giradas  por  la  parte  actora  á 
J.  y  J.  Peres,  no  había  duda  sobre  cuál  había  de  ser  aquél,  pues  este 
Tribunal  Supremo,  en  sentencias  de  8  de  Abril  de  1867  y  28  de  Febrero 
de  1886,  declaró  que  en  las  letras  de  cambio  el  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación  es  el  que  se  indica  en  ellas  como  residencia  del  paga 
dor;  y  suplicó  al  Juagado  se  declarase  competente  para  conocer  de  la 
demanda  interpuesta  por  Hijos  de  Conejero,  y  en  sn  virtud,  se  reqnl- 
riese  de  inhibición  al  Juea  de  Játlba,  con  imposición  de  costas  á  la  parte 
actora;  que  la  Sociedad  demandada  acompafió  á  su  escrito  proponiendo 
la  inhibitoria,  entre  otros  documentos  una  carta  oitoda  por  el  Jumeado 
de  Murcia  al  fundamentar  su  auto  inhibitorio,  y  de  la  cual  ya  as  ha 
hecho  referencia,  suscrita  por  Francisco  Sánchez  y  Juan  Lasherae  oen 
fecha  22  de  Junio  último,  y  cuyo  texto  literal  es  como  signe:  cMareia 
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M  de  Janlo  de  190d.=d9rea.  J.  7  J.  Póreí,  S.  en  0.=Mareis.=MQ]r  eefio- 
nm  nueetrot:  Para  que  puedan  hacerlo  constar  donde  á  bien  lo  tuvieren, 
len  manifestamos  á  ustedes  que  presenciamos  el  oontrato  que  su  Gerente 
bise  00a  D.  José  F.  Albur querque  sobre  compra  de  una  cantidad  de 
arres  procedente  de  Játiba,  de  la  casa  Hijos  de  Oonejero,  en  cuyo  oon- 
trato, entre  otras  condiciones,  se  estipuló  que  se  había  de  remitir  á  Al- 
mería; que  los  documentos  acreditativos  de  haberlo  remesado  se  los 
entregaría  el  8r.  Alburquer que  á  ustedes;  que  en  esta  ptoia  se  efectuaría 
el  pago,  y  no  se  habló  una  palabra  sobre  si  la  remesa  había  de  ser  por 
mar  ó  por  tierra.  Este  hecho  fué  en  uno  de  los  primeros  días  del  mes  de 
Febrero  próximo  pasado.  De  ustedes  afectísimos  s.  s.,  Francisco  Sán- 
efaes.=Juan  Lasheras.sBubricado»: 

Resultando  que  el  Juei  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Juan 
de  Murcia,  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  de  acuerdo  con  el  mismo,  dictó 
aoto  inhibitorio  en  6  de  Julio  último,  fundado:  en  que  la  acción  ejerci- 
tada era  personal  7  Murcia  el  lugar  designado  nara  el  cumplimiento  de 
la  obligación,  como  se  afirmaba  en  la  carta  Lusorita  por  D.  Juan  Las- 
herae  7  D.  Francisco  Sánches,  testigos  del  oontrato,  acompafiada  al  es- 
srite  en  que  se  promovió  la  inhibitoria;  en  que  si  en  las  letras  de  cam- 
bio se  expresa  el  domicilio  del  pagador,  ese  es  el  lugar  en  que  debe 
eumplirse  la  obligación,  7  el  Jues  del  mismo  el  competente  para  cono- 
eer  de  la  acción  personal  que  nace  de  aquélla,  7  cuando  se  pide  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  sobre  pago  de  cantidad,  ee  entiende  por 
lugar  de  su  realisación  aquel  en  que  la  cantidad  debt  ser  entregada  ó 
le^blda,  como  declararon  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de 
3  de  Abril  de  1867  y  28  de  Julio  de  1860;  7  en  que  además  era  Murcia  el 
demieilio  de  la  Sociedad  demandada,  y  allí  debía  celebrarse  la  acción 
personal,  según  la  regla  1.*  del  art.  62  citado,  no  habiéndose  designado 
otro  lugar,  como  así  lo  establecieron  las  sentencias  de  S  de  Abril  de 
1867,  80  de  Enero  de  1866,  6  de  Agosto  de  1867,  6  de  Marzo,  10  de  Sep- 
tiembre 7  20  de  Octubre  de  1868,  26  de  Junio  7  6  de  Agosto  de  1857, 
20  de  Septiembre  7  28  de  Diciembre  de  1858,  8  de  Febrero  de  1869,  28  de 
Julio  de  1860,  7  de  Marao  de  1864  7  11  de  Abril,  18  de  Jolio  7  12  de  Sep 
tiembre  de  1866: 

Resultando  que  dirigido  el  oportuno  oficio  con  el  correspondiente 
teetímonio  al  Juez  de  primera  instancia  de  Játiba,  7  dada  vista  á  la  So- 
ciedad demandante,  impugnó  ésta  el  requerimiento  de  inhibición,  ale- 
gando que  los  hechos  expuestos  por  la  Sociedad  J.  7  J.  Pérez  eran  ima- 
ginarios 7  erróneas  las  citas  legales,  7  jreprodujo  los  de  la  demanda, 
afladiendo  que  en  el  contrato  no  se  determinó  lugar  de  pago,  como  lo  de- 
meetraban  los  documentos  que  acompañó  á  la  demanda ;  que  la  carta 
suscrita  por  D.  Francisco  Sánchez  7  D.  Juan  Lasherae,  quienes  se  decla- 
raban testigos  presenciales  del  contrato,  no  tenía  niogana  fuerza  proba- 
toria, pues  ni  estaba  reoonocida  per  los  firmantes  ni  se  había  probado 
que  fuesen  tales  testigos  del  contrato,  ni  venía  la  carta  á  los  autos  con 
las  garantías  que  la  107  proeesal  ordena  para  tal  medio  de  prueba,  afir 
«lando  este  criterio  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de 
tetubre  de  1908  7  22  del  mismo  mes  de  1904,  al  establecer  que  las  ma- 
Ifestaeiones  de  teetigos  que  no  figuran  en  el  contrato,  7  en  las  que  nin* 
nía  intervención  se  ha  dado  al  vendedor,  no  revisten  el  carácter  de 
irdadero  principio  de  prueba  que  deba  ser  tenido  en  cuenta  para  la  re* 
lución  de  la  eompeteneia;  que  el  contrato  de  compraventa  se  realizó 
Múrela,  pero  no  con  D.  José  F.  Alburquerque  como  afirmaba  la  So- 
dad  demandada,  en  .ooncepto  de  vendedor,  sino  á  sabiendas  de  que 
léi  representaba  como  eemisionista  á  la  Sociedad  actora,  siendo  buena 
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prueba  de  ello  las  cartas  de  la  demandada  nnidae  á  lee  antoe,  y  por  tan» 
to,  esa  eircnnttanoia  en  nada  alteró  la  naturalesa  j  efeetoe  jurídicos  del 
contrato,  como  declaró  la  sentencia  de  20  de  Septiembre  de  1901;  qne 
tenía  ignal  alcance  la  entrega  del  talón  del  ferrocarril  hecha,  ya  direc- 
tamente por  correo  á  J.  y  J.  Peres,  ó  ya  por  mediación  del  representan- 
te, pnes  á  la  entrega  de  dicho  talón  precedió  la  de  la  mercancía,  que 
tnvo  lagar  en  Játiba,  pues  desde  el  momento  en  qne  la  Sociedad  vende- 
dora íaotnró  en  la  estación  de  este  pnnto  por  cuenta  y  riesgo  del 
comprador,  y  á  sn  consignación  se  realisó  la  entrega,  ya  qne  con  dicha 
facturación  quedaban  de  hecho  las  mercancías  en  poder  j  disposición 
del  comprador,  conforme  á  lo  prescrito  por  el  art.  1462  del  Gódigo  civil, 
en  relación  con  el  889  del  de  Oomercio,  y  al  868  y  siguientes  de  este  úl* 
timo  Onerpo  legal,  y  á  lo  declarado  en  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  14  de  Febrero  de  1000, 16  de  Febrero  de  1904  y  7  de  Octubre 
de  1899,  estableciendo  esta  última  que  la  qosa  objeto  de  la  venta  ee  en* 
tiende  entregaba  en  el  lugar  del  establecimiento  en  que  se  ha  expedido, 
luego  que  es  facturada  y  remitida  á  disposición  del  comprador,  y  por  sn 
cuenta  y  riesgo;  que  la  jurisprudencia  citada  por  la  parte  contraria  eia 
anterior  á  la  promulgación  de  las  leyes  sustantivas  y  adjetivas,  vigentes 
hoy,  olvidando  la  copiosa  y  uniforme  actual  basada  en  el  Oódigo  civil, 
que  ha  venido  á  aclarar  y  definir  la  competencia  en  la  compraventa,  y 
que  las  sentencias  citadas  fueron  pronunciadas  para  casos  diferentes  y 
no  sentaban  principio  general  alguno  que  sirvieee  de  norma  á  la  coeetión 
planteada,  que  habiéndose  demostrado  que  existía  con  cortesa  el  lugar 
del  cumplimiento  de  la  obligación,  no  había  para  qué  referirse  al  lugar 
del  contrato  ni  al  domicilio  del  demandado;  que  de  conformidad  can  el 
art.  1600  del  Oódigo  civil,  en  Játiba  debía  realisarse  el  pago  de  la  oeoa 
vendida,  pues  allí  f  oó  ésta  entregada,  y  así  lo  establecieron  las  senten- 
cias de  7  de  Octubre  de  1899,  14  de  Febrero  de  1900, 11  de  Marao  de  1902 
y  16  de  Febrero  de  1904;  que  el  argumento  de  la  Sociedad  demandada, 
referente  á  que  en  Mnrcia  se  reconoció  la  obligación  de  pago,  toda  ves 
que  ese  era  el  domicilio  expresado  en  las  letras  giradas,  sería  atendible 
si  se  hubieran  ejercitado  acciones  derivadas  del  contrato  de  cambio,  pero 
en  el  caso  de  autos  era  la  de  la  compraventa  la  acción  principal,  pues  el 
hecho  de  girar  las  dos  letras  no  indica  que  se  reconocía  Murcia  como 
lugar  del  pago,  confirmándolo  con  sentencias  de  14  de  Febrero  de  1900  y 
17  de  Abril  del  mismo  afio,  cuyas  doctrinas  citó,  18  de  Abril  y  21  de  No« 
viembre  de  1900,  26  de  Junio  de  1901^  U  de  Marzo  de  1902,  28  de  Abril 
de  1908  y  20  de  Septiembre  de  1904;  y  que  la  jurisprudencia  citada  en  la 
resolución  del  Juzgado  de  Murcia  era  anterior  también  á  la  promolgM 
ción  de  las  leyes  vigentes,  qne  determinan  más  detalladamente  la  com- 
petencia, no  siendo  aplicable  la  sentencia  de  6  de  Agosto  de  1867,  que 
declaró  debía  acudirse  al  domicilio  del  demandado  de  no  existir  lugar 
del  cumplimiento  de  la  obligación,  porque  éste  era  Játiba,  según  resul- 
taba claramente  del  contrato  y  de  los  actos  posteriores  á  éste; 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  inutancia  de  Játiba,  de  acuerdo 
con  el  dictamen  fiscal,  dictó  auto  en  28  de  Julio  último,  no  dando  lugar 
al  requerimiento  de  inhibición  por  considerar  que  la  acción  nacida  dr 
la  compraventa  realizada  entre  las  partes  era  personal;  que  la  Sooiedaí 
vendedora  hizo  entrega  á  la  compradora  de  la  cosa  vendida  en  la  etta 
ción  del  ferrocarril  de  Játiba,  en  la  que  se  facturó  la  mercancía  con  des 
tino  á  Almería,  abonando  después  la  demandada  en  la  cuenta  de  la  ven 
dadora  el  importe  del  precio  de  la  venta;  que  no  había  sumisión  de  lat 
partes,  y,  por  tanto,  era  aplicable  el  núm.  1.*^  d¿l  art.  62  de  la  ley  de  Bn 
juiciamiento  civil,  según  la  doctrina  de  multitud  de  sentenoias  de  eotí 
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Num.  isa.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 21  de  Novlmbre. 
pnbllcada  el  27  de  Eoero  de  I90B. 

Oasación  por  quebrantamiento  de  forma.— Pa^^o  de  peaetoM.-- 
SeQteocia  deciaraado  no  haber  lugar  ai  recurso  interpuesto 
por  Doña  Segunda  Lacalle  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
D.  Barnabé  Moreno. 
En  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  sólo  procede  el  reeihinUento  á  prueba  en  segunda  inetanela 
en  loe  easoe  enumerados  en  el  art.  862  de  la  ley  de  Enjuietamiento 
civil 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  190e,  en  los 
antoa  de  jnicio  ejecutivo  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instlncladel 
distrito  del  Hospicio,  de  eeta  corte,  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  Is 
Andiencla  del  territorio  por  D.  Bernabé  Moreno  Fernándes,  oerrajero»  y 
de  esia  vecindad,  contra  Doña  Segunda  Lacalle  Snberviola,  sin  profesión 
determinada,  y  también  vecina  de  Madrid,  sobre  pago  de  pesetas;  antes 
pendientes  ante  Nos  en  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  defor- 
ma que  ha  interpuesto  la  Doña  Segunda,  á  quien  representa  y  defiende 
en  este  Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Julián  Laguna  y  el  Letrado 
D.  Julio  Seguí,  estándolo  el  ejecutante  y  recurrido  por  el  Procnrader 
D.  Manuel  Cárdena  y  el  Letrado  D.  Garlos  García  Alonso: 

Resaltando  que  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  esta  eorts 
D.  José  María  de  la  Torre  en  20  de  Febrero  de  1904,  el  hoy  reonrrido 
D.  Bárnabó  Moreno  Fernándes  dio  en  préstamo  á  la  recurrente  Dofia  Se- 
gunda Lacalle  Suverblola  la  suma  de  16.800  pesetas  por  término  de  seis 
meses,  transcurrido  el  ouaI  devengaría  en  concepto  de  mora  el  interés 
del  2  por  100  mensual,  afectando  la  deudora  al  cumplimiento  de  sos 
obligaciones  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros  y  especialmente  el  ca- 
pital é  intereses  de  un  depósito  de  60.000  pesetas  nominales  en  tres  tito- 
los  de  la  Deuda  perpetua  al  4  por  100  interior,  que  tenía  constitnído  en 
la  Caja  general  para  responder  de  un  contrato  de  carros  y  acémilas  con 
la  laleadeucia  de  Castilla  la  Nueva,  cuyo  resguardo  correspondiente 
qnedó  en  poder  del  acreedor  D.  Bernabé: 

Resuitttudo  que  cumplido  el  plazo  del  préstamo  sin  que  la  deudora 
pagase  el  capital  recibido,  el  acreedor  D.  Bernabé  Moreno  propuso  en 
escrito  de  16  de  Enero  de  1905,  que  por  repartimiento  hubo  de  corres- 
ponder  al  Juzgado  de  primera  lostancia  del  distrito  del  Hospicio,  deests 
corte,  demanda  ejecutiva  contra  la  prestataria  Dofia  Segunda  Lacalle 
por  la  cantidad  de  14.892  pesetas  y  los  intereses  de  demora  de  16i^00f 
que  Importan  1.680,  Á  partir  del  20  de  Agosto  del  afio  entonces  anterior; 
117  pesetds  85  céntimos,  importe  de  los  derechos  y  gastos  de  la  primera 
copla  de  la  escritura  de  pré4<)mo,  que  acompañaba,  y  59  pesetas  26céi: 
timos  del  pago  de  derechos  á  la  Hdcienda  por  la  misma  escritura,  ezpo 
nieado,  entre  otros  hecho?,  el  siguiente,  de  especial  Impartani^ia  para  I 
cuestión  del  actual  recurro:  que  desde  el  día  que  recíbló-D.  Bernabé  Mo 
reno  el  resguardo  del  depósito  de  las  mencionadas  60.000  pesetas  nemi- 
nales,  ha^ta  ahora,  ha  cobrado  loa  cupones  correspondientes  á  losonatn 
trimc'Btrt'H  dül  pasado  año  1904,  que  importan  un  total  de  2.400  pesetar 
de  laa  que  descontando  el  20  por  100  del  impuesto  sobre  la  renta  y  las  1 
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IMMtaa  que  oonatan  abonadas  en  nno  de  loe  eajetinee  del  reegnardo  por 
derecho  de  castodia  en  la  Oaja  de  Depósitos,  qaedan  redacidas  á  1.908: 
Besaltando  qae  despachado  mandamiento  de  ejecación  contra  los 
blenea  j  rentas  da  Doña  Sdganda  Lacalle  por  la  cantidad  de  14.892  pe- 
«etae  de  capital,  por  los  intereses  de  demora,  estipn lados  al  2  por  100 
sMüsaal,  á  contar  desde  el  20  de  Agosto  entonces  último,  por  los  gastos 
-de  U  copla  da  la  eacritnra  y  los  satisfechos  á  la  Hacienda  y  por  las  cos- 
tas cansadas  y  qae  sa  cansen  hasta  la  total  efectividad  del  pago,  y  des- 
pués de  otras  diligancias  qae  no  es  necesario  ref  arir,  se  personó  en  los 
antee  la  Do&a  Saga  oda,  oponiéndose  á  la  ejecación  por  escrito  de  8  de 
Marzo  da  1905«  en  qae  alegó  ios  sigaientes  hechos:  qae  se  dice  en  la  de- 
manda qae  O.  Bjraabé  \Iareno  cobró  sólo  los  cn&tro  trimestres  de  inte- 
reeee  del^  depósito  de  60.0()0  pesetas  nominales,  cayo  rengaardo  obra  en 
sn  poder,  siendo  así  qae  la  dicante  afirma  san  cinco  trimestres,  ó  sea  el 
enarto  del  afio  1905  y  loa  caatro  del  afie  1904,  existiendo,  por  lo  tanto, 
plns  petición;  qae  en  la  escritora  se  dice  qae  consta  haberse  pagado  el 
coarto  trimestre  del  afio  1903,  y  Dofia  Segaada  cree  qae  no  se  habrá  ce- 
brado el  de  20  de  Baero  da  1904,  cayo  extremo  se  demostrará  en  el  pe- 
ríodo  de  prnaba;  qae  no  ddb^n  contarse  los  intereses  del  2  por  100  men- 
snal  desie  el  2ü  da  Agosto  último,  sino  desde  el  día  en  qae  se  reqnlrió 
judicialmente  á  D^ñi  Signada  Lacalle  al  pago,  qae  faé  con  posteriori- 
dad al  16  de  Eaero  de  este  afio;  qae  D.  Bsrnabó  Moreno  se  obligó  y  pac- 
té con  la  deudora  Djfia  Seronda  no  exigir  el  pago  hasta  fines  de  este 
afio;  7  qne  sin  embargj  da  reclamarse  en  la  demanda  14.892  pesetas  de 
capital,  se  exige  qae  S3  despache  ejecución  por  los  intereses,  no  del  2 
por  100  de  esa  suma,  sino  de  1.680  pesetas,  que  se  confiesa  no  se  adeu- 
daba, constituyendo  también  esta  injusta  reclamación  ana  plus  pe- 
tición: 

Resaltando  que  coofarido  traslado  de  este  escrito  de  Oposición  al 
ejaeatante  D.  Bdraabó  Moreno,  lo  evacuó,  manteniendo  los  hechos  de  su 
demanda  y  expaso  ademáa  que  la  misma  escritura  de  préstamo  demues- 
tra qae  en  el  momento  de  realizarse  éste  figuraba  ya  en  el  resguardo 
entregado  al  ejecutante  como  cobrado  el  cuarto  trimestre  de  1903;  que, 
por  otra  parta,  la  plus  petición  no  fi'^ura  entre  las  excepciones  admitidas 
por  el  art.  1464  de  la  ley  de  Eojaiclamiento  civil,  y  sus  efectos,  aun 
siendo  procedente,  se  habían  de  reducir  á  rebajar  esa  cantidad  del  total 
por  qae  la  ejecución  faé  despachada;  que  también  ha  podido  despachar 
se  la  ejecación  por  ios  intereses  de  demora  desde  el  vencimiento  del 
préstamo,  parque  así  se  convino  en  la  escritura  da  constitución;  que  era 
asimismo  improcedente  la  plus  petición  en  cuanto  á  les  intereses  pedi- 
dos en  la  demanda  ejtscutiva,  toda  vez  que  en  la  cláusula  3.^  de  la  ei^cri- 
tara  de  préUamo  s^^  cjavino  que  los  interesas  de  deínora.  serían  deven- 
gados por  las  16.800  pesetas,  no  obstante  h&llarse  autorizado  el  acreedor 
D.  Bsrnabé  para  obrar  trimestralmenta  los  intereses  en  pBgo  de  su 
denda;  y  qne  era,  fiaalrji«iat8,  inexacto  el  picfco  ó  promeon  de  no  pedir; 
por  todo  lo  cual  concluyó  el  ejecutante  D.  B'^rnnrdo  Moreno  con  la  sú 
ica  de  que  sa  enviara  por  impugaada  la  oposición  de  la  ejecutada  Dofír. 
sonda  Lacalle,  y  eu  su  día  se  mandara  seguir  adelante  la  ejecución, 
a  expresrt  imposición  de  costas: 

Basultan  Jo  que  recibido  el  iuMdente  á  prueba,  la  repres'^ntación  de 
Bjecutada  DjñA  Saganda  Licalla  solicitó  en  escrito  de  29  de  Marzo 
1905  se  dirigiese  el  oportuno  oficio  á  la  Dirección  general  del  Teí? jro 
s  la  Daada  para  q  le  certificasen  si  era  cierto  que  los  intere.  as  del 
rto  trimestre  del  aü)  1904  de  los  títulos  del  depósito  cuyo  resguardo 
iba  en  poder  del  ejecutante  D.  Bernabé  Moreno  fueron  sdlldíachoa 
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al  mlamo,  qnien  solicitó  y  consignó  el  pago,  y  qne  se  certificase  también 
en  qnó  día,  mes  y  año  íaeron  eatiBÍeciios  los  intereses  de  los  menciona* 
des  títulos  correspondientes  al  citado  coarto  trimestre  de  1904;  y  admi- 
tida esta  prueba,  se  trajo  á  los  antos,  por  virtnd  de  ella,  nna  certifica- 
ción, fecha  8  de  Abril  signiente,  en  qne  el  Jefe  de  la  Intervención  oen* 
tral  de  Hacienda  hace  constar  qne  los  aludidos  intereses  correspondien- 
tes al  cuarto  trimestre  de  1904,  ó  sea  vencimiento  del  1.°  de  Ener» 
de  1906,  fueron  satisfechos  al  subsigaiente  día  8  al  portador  del  rea* 
guardo  y  de  la  carpeta  de  señalamiento,  extendida  y  suscrita  por  doik 
Bernabé  Moreno;  ó  instruida  la  ejecutada  Doña  Segunda  Lacalle  del 
contenido  de  esta  certificación  hiio  presente  ai  Josgado  en  escrito  da  39 
de  Mayo  que  se  había  padecido  en  ella  el  error  de  referirla  al  último  tri- 
mestre de  1904,  siendo  así  que  lo  que  se  pedia  y  era  pertinente  consistía 
en  cque  el  Tesoro  manifestase  quién  cobró  los  intereses  del  cuarto  tri- 
mestre de  19')S>¡  por  lo  que,  y  á  fin  de  que  este  error  no  le  perjndicaso 
en  sus  intereses,  confiaba  que  el  Juzgado  acordase  en  su  día  por  auto 
para  mejor  proveer  fuese  subsanado  el  error,  ordenando  que  la  Direc- 
ción del  Tesoro  certificase  respecto  al  último  trimestre  del  afio  1908,  en 
ves  de  haberlo  hecho  de  igual  trin^estre  de  1904,  y  concluyendo  con  \m 
súplica  de  que  así  se  acordase,  teniendo  por  hechas  tales  manifestacio- 
nes, á  los  efectos  procedentes,  á  cuyo  escrito  recayó  providencia  en  8  da 
Junio,  teniendo  por  hechas  las  manifestaciones  en  él  comprendidas;  dic- 
tándose, finalmente,  por  el  Juzgado  en  28  del  mismo  mes  de  Junio- 
de  1906  sentencia  que,  desestimando  las  excepciones  alegadas  por  la> 
ejecutada  Dofia  Segunda  Lacalle,  mandó  seguir  adelante  la  ejeención, 
haciendo  trance  y  remate  de  los  bienes  embargados  á  dicha  deudora 
hasta  hacer  entero  y  cumplido  pago  al  acreedor  D.  Bernabé  Moreno  de 
la  suma  de  J14.892  pesetas  de  capital,  intereses  de  demora  al  2  por  100 
mensual  desde  el  20  de  Agosto  entonces  último,  gastos  de  la  copia  de  la 
escritura,  los  satisfechos  á  la  Hacienda  y  costas  cansadas  y  que  se 
causen: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  Dofia  Segunda  Lacalle  so 
remitieron  los  autos  á  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  te- 
rritorio, donde  se  personaron  las  partes,  y  al  evacuar  el  traslado  de  ins- 
trucción, la  de  la  apelante  Dofia  Segunda,  en  escrito  de  26  de  Septiembre 
de  1906,  solicitó  por  medio  de  otrosí  el  recibimiento  del  pleito  á  prueba 
para  practicar  la  diligencia  que  había  solicitado  del  Juagado  en  su  es- 
crito de  29  de  Mayo  anterior,  en  el  que  manifestaba  qne  por  error  se 
había  consignado  en  la  certificación  de  la  Tesorería  de  Hacienda  el  úl- 
timo trimestre  del  afio  1904,  cuando  lo  qne  interesaba  era  el  último  tri- 
mestre de  1908,  en  que  se  acredita  que  aquel  trimestre  de  intereses  del 
depósito  lo  cobró  D.  Bernabé  Moreno,  lo  cual  constituye  uno  de  loa  fun- 
damentos de  Iq  oposición  á  la  ejecución,  siendo  de  equidad  y  de  jnatioia 
traer  á  los  auto?  tpu  interesante  elemento  de  prueba;  é  impugnada  eata 
pretensión  por  la  parte  contraria,  á  qnien  se  dio  traslado  por  término  de 
seis  días  para  qae  expusiese  lo  conveniente,  la  impngnó  en  escrito  de  21 
de  Octubre  siguiente:  y  la  Sala,  por  auto  de  14  de  Noviembre  último,  n' 
dio  lugar  al  recibimiento  á  prueba  solicitado  por  la  apelante  y  ejecutad 
Dofia  Segunda,  por  considerar  que  semejante  solicitud  no  se  fundaba  l 
estaba  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  862  de  la  ley  dr 
Enjuiciamiento  civil,  únicos  que  podrían  jastificarlos  cuando  se  pideei 
)a  segunda  instancia,  cuyo  auto  fué  confirmado  por  otro  de  12  de  Di* 
ciembre  del  afio  anterior,  que  desestimó  el  recurso  de  fú  plica  interpueat 
Dor  la  Dofia  Segunda;  continuándose  después  la  tramitación  de  los  aatf 
principales  hasta  dictar  la  Audiencia  de  esta  corte  en  6  de  Abril  prózic 
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£^um.  187, --TRIBUNAL  SUPREMO.— 21  de  Noviembre, 
pablloado  el  27  de  Enero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Dtf/Vnta  por  pobre.--A\iio  de- 
clarando no  haber  lugar  ala  admisión  del  recurso  interpue8ta> 
por  Doña  Rosa  Roca  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
con  D.  Manuel  Igual. 
En  8u  considerando  único  se  establece: 

Que  según  1<il  reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo^  k» 
sentencias  que  conceden  el  beneñcio  de  la  d^ensa  por  pobre  no  tie^ 
nen^  para  los  e/eetos  de  la  casación^  el  concepto  de  definí  tioaSj  por- 
que no  impiden  la  continuación  ó  prostcución  del  pleito  principal^ 
como  pudieran  impedirlo  las  en  que  semejante  beneficio  se  deniega^ 
y  en  su  consecuencia,  á  tenor  de  dicha  jvrisprudencia  y  de  lo  ¿¿su- 
puesto en  los  artículos  1690,  núm.  1.^,  y  1729,  núm.  3.^  de  la  lejf  de 
Enjuiciamiento  civil,  es  inadmisible  el  recurso,  deducido  contra  una 
sentencia  en  la  que  se  concede  la  deíensa  gratuita. 

Besn liando  qne  por  sentencia  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Andlencla  de  Barcelona  de  28  de  Marzo  del  corriente  sfio,  revocatoria  de 
la  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Olot,  le  f  oé  reconocido  al 
laenor  D.  Manuei  Ignal  y  Onarental  el  beneficio  de  pcbreza  para  litigar 
^n  el  pleito  civil  ordinario  contra  él  promovido  por  Dcfia  Tereea  Boca 
Iflllesias  y  continuado,  por  en  fallecimiento,  por  Dcfia  Rosa  Beca  y 
Ordeix: 

Besnltando  que  contra  dicha  eentencia  interpuso  la  Dcfia  Boea  Boca 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  y  opnesto  el  Ministerio  fiscal 
á  su  admisión,  se  mandó  traer  á  la  vista,  con  las  ceitificacionee  corres- 
pondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  López  Aranda: 

Oonsiderando  que,  según  la  reiterada  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  las  sentencias  que  conceden  el  beneficio  de  la  defensa  per 
pobre  no  tienen,  para  ios  efectos  de  la  casación,  ei  concepto  de  defini- 
tivas porque  no  impiden  la  continuación  ó  prcseccción  del  pleito  prin- 
cipal, como  pudieran  impedirlo  las  en  que  semejante  beneficio  ee  de* 
niega,  y  en  su  consecuencia,  á  tenor  de  dicha  jurisprudencia  y  de  le 
dispuesto  en  los  artículos  1690,  núm.  1.^,  y  1729,  cúm.  8.^,  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  es  inadmisible  el  presente  recurso,  deducido  centra 
una  sentencia  en  la  que  se  concede  la  defensa  gratuita; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  Bosa  Boca  y  Ordeix,  á  quien  se  condena  al 
pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificaeióa 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento,  y  publíquese  este 
auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  21  de  Noviembre  de  1906.=rJosé  de  A ldecoa.=r Francisco  To 
da.= Vicente  de  Firiés.»Ildefonso  López  Arand&.=Bamón  Barroeta.=^ 
Oamilo  María  GaIlón.=£dnardo  Buiz  García  Hita.=Licenciado  Jorge 
Martínez. 
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Küm.  1S8.--TRIBUNAL  SUPREMO.— 23  de  Noviembre, 
peblloada  el  27  de  Enero  y  8  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  hEr.^Reeonocimtento  de  sermdum^ 
¿re.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 

Suesto  por  D.  Basilio  Fierro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
e  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Vi- 
cente Baselga. 
En  sus  CON8IDEBAND08  sc  establece.' 

Que  la  extsieneia  de  una  cañada  ó  senda  para  ganados  no  <m* 
pliea  el  gravamen  de  servidumbre  de  paso  para  caballerías  6  ca- 
rruajes: 

Que  no  habiendo  el  demandante  de  dicha  servidumbre  poseído  á 
eieneia  y  paciencia  del  demandado  el  tiempo  necesario  para  adquirir 
por  la  prescripción  ordinaria  aquel  gravamen  en  Aragón,  es  innece- 
sario tratar  ae  la  supuesta  infracción  por  ¿a  sentencia  que  asi  lo  de- 
clara  de  las  observancias  primera  y  séptima,  De  prescriptionibus,  de 
la  cuarta  De  agua  pluviali  ascenda  y  de  los  articulos  13  y  1940  del 
Código  eivilyeomo  influyentes^  cualquiera  que  sea  el  sentido  de  tales 
disposiciones  j  para  la  decisión  del  recurso  fundado  en  el  supuesto  de 
la  existencia  de  titulo  y  buena  Je  por  la  prescripción  ordinaria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  1906,  en  el  jnl- 
eie  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  ine- 
taooia  de  Barbaetro  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de 
Ziragcza  por  D.  Baelllo  Fierro  Cavero  con  D.  Vicente  Baselga  Moner, 
propietarios,  vecinos  de  Barbastro,  en  el  que  también  ha  sido  parte  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  reconocimiento  de  servidumbre,  pendiente  ante 
NÓB  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpueste 
por  el  Procnradoi  D.  Lnis  Soto,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Eduardo 
Gobián,  en  nombre  del  demandante;  habiendo  comparecido  el  deman- 
dado y  recurrido,  representado  por  el  Procurador  D.  Felipe  Górrlz  y  de- 
feadido  por  el  Doctor  D.  Ricardo  Monterde. 

Besnltando  que  con  ocasión  del  matrimonio  de  D.  Vicente  Baselga 
Moner  con  Doña  Juana  Paul  Paño,  ésta,  en  unión  de  su  madre  Doña 
Isabel  Paño  Blanc,  y  aquél,  en  la  de  su  padre  D.  Cándido  Baselga  y 
García,  viudo  de  Doña  Catalina  de  Moner,  otorgaron  en  Barbastro  escri- 
tara  pública  de  capitulaciones  matrimoniales,  con  fecha  21  de  Agosto 
de  1890,  haciendo  constar  que  entre  los  bienes  aportados  al  matrimonio 
por  el  D.  Vicente  figuraba  en  concepto  de  legítima  paterna  y  materna  un 
monte  llamado  de  Loecertales,  con  torre  ó  alquería,  pajar,  era  y  nn 
poie  dentro  de  él,  sito  en  término  de  dicha  ciudad  y  su  partido  de  la 
Coadra,  lindante  por  Oriente  con  camino  de  Monzón;  por  Poniente  con 
propiedad  de  D.  Francisco  Valón,  heredero  del  Barón  de  Mora,  y  hoy 
D.  Joan  Pujol,  por  Mediodía  con  término  de  Castejón  del  Puente,  y  por 
Norte  con  tierras  de  Ignacio  Duran,  de  129  hectáreas,  21  áreas  y  84  cen- 
tiáteae  de  superficie,  de  la  cual  tenía  el  donante  pleno  y  absoluto  domi- 
nio oobre  nna  parte,  y  la  otra  daba  á  eofíteusls  á  diferentes  personas  y 
por  el  canon  expresado  en  la  escritura,  figurando  entre  las  fincas  conce- 
dldae  á  ceneo  enfitéutlco  la  de  Alberto  Mas,  sefiaiada  con  el  núm.  1, 
tioio  de  vifia  lindante  por  el  Norte  con  la  cabañera;  la  de  Ignacio  Dn- 
"In,  núm.  S,  troao  de  vifia  que  linda  por  Poniente  con  eenda  de  heredé- 
is; la  de  Joan  Dnrán,  núm.  4,  otro  trozo  de  viña,  lindante  por  Oriente 
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con  senda  de  heredadeq;  la  de  Julián  Salinas,  núm.  6,  trozo  de  ylfia,  lin- 
dante por  Oriente  con  senda  de  heredades;  la  de  Mariano  Darán,  iroso 
de  olivar,  lindante  por  Oriente  y  Poniente  con  senda  de  heredades;  la 
de  Agaatm  8im,  núm.  9,  trozo  de  viña,  lindante  por  Poniente  con  senda 
de  heredades;  la  de  FraDcleco  Perailon,  núm.  18,  trozo  de  vlfia,  lindante 
por  Oriente  con  senda;  la  de  Fraüclsco  Salinas,  núm.  16,  trozo  de  vlfia, 
lindante  por  Medioc^ía  con  cab.sfieía;  la  de  Pablo  Escalera,  núm.  SI, 
trozo  da  viña  y  olivar,  qae  linda  por  Oriente  con  senda  de  heredades;  la 
de  Bernar'io  Esquerra,  núm.  23,  trozo  de  vifia,  lindante  por  Poniente 
con  camino,  y  la  de  José  Pc:roviiÍa,  núm.  27,  qae  es  otro  trozo  de  vifia, 
lindante  por  Poniente  con  senda: 

Resaltando  que  por  eectitura  pública,  otorgada  en  Zaregoza  el  1.®  de 
Jallo  de  18y7,  los  cónyuges  D.  Agustín  Martón  y  Doña  Dolores  Pobla- 
dor a Jjudlcaron  en  pieno  dominio  á  D.  Bisiiío  Fierro  Cavero  y  á  so  es- 
pesa Doña  Benita  Foncilias  y  Ferrando,  á  cambio  ó  permuta  de  siete 
fincas,  radicantes  en  término  de  Geisa,  las  dos  fincas  siguientes,  situa- 
das en  término  de  la  ciudad  de  Barbaptro:  primera,  nna  posesión  en  la 
partida  dt  Gjtláfón,  compuesta  de  tres  casas,  en  gran  parte  destraidas, 
de  extensión  supeifícial  ignorada,  señalada  nna  con  el  núm.  6  y  lad 
otras  dos  sin  número,  con  horno  de  cocer  pan  y  bodega  vinaria,  muy  de- 
teriorados, de  tierra  er)al,  de  cabida  70  hectáreas,  49  áreas,  79  centiá- 
reas,  con  pozo  de  aí^ua  viva  y  nna  noria  Inservible,  lindante  al  Saliente 
con  propiedades  de  D.  Aguetío,  D.  Pablo  y  D.  Nicolás  8lm  y  con  monte 
del  pufcbio  de  Castejón  del  Puente;  al  Poniente  y  Mediodía  con  camino 
que  dirige  al  lugar  del  Selgna,  y  al  Norte  con  finca  que  fué  de  D.  Jaan 
Pujol  y  con  yermo  de  Julián  Bocas;  y  segunda,  nn  campo,  en  dicha 
partida  de  Galafón,  de  una  hectárea,  50  áreas,  5  centiáreas,  lindante  al 
Saliente  con  finca  de  D.  Agustín  Sim;  al  Mediodía  con  la  de  Vicente 
Cera;  al  Poniente  con  la  de  la  viuda  de  Matías  Fi¡,  y  al  Norte  con  la  de 
Joaquín  Arnal,  cuya  escritura  fué  Inscrita  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  Birbastro,  por  lo  que  hitce  á  la  primera  de  las  citadas  fíacas»  de* 
nominada  en  la  actualidad  Colonia  agrícola  de  Galafón  ó  Torre  de  Pojol: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  de  dicho  punto  expi- 
dió certificación  en  14  de  Agosto  de  1901,  haciendo  constar:  qne  sobre  la 
finca  denominada  Monte  de  Lo^icertales  no  aparecía  constituida  más  ser 
vidumbre  de  carácter  real,  í^alvo  el  derecho  de  nsufrncto  de  parte  de  la 
misma  á  favor  de  Dofisi  Engeoia  Carrieilo  Lasierra,  que  la  del  derecho 
reservado  en  favor  de  D.  Nicolás  Sim  y  la  Dofia  Eugenia,  de  poder  abre- 
var BUS  caballerías  en  el  pozo  del  huerto  del  referido  monte,  y  qae  no 
aparecía  de  las  iuscripciones  de  la  finca  de  la  partida  de  Galafón,  de  la 
propiedad  de  D.  Bisilln  Fierro,  inscripción  de  ningún  derecho  de  servi- 
dumbre constituido  á  favor  de  la  misma  fiuca  ó  que  afectare  á  la  lla- 
mada de  LoscertaleR: 

Resulthndo  que  D.  Vicente  Baselga  Moner  dennnció  en  12  y  16  de 
Junio  de  1903,  aute  el  Juzgado  municipal  de  Barbaetro,  á  D.  Basilio  Fie- 
rro Cavero  por  haber  pasado  en  carruaje  por  un  camino  que  atravesaba 
BU  flaca  dfi  Loacertales  y  hnber  destruido  unas  zanjas  practicadas  á  am- 
bos lados  del  mi^mo,  en  cuyos  juicios  propuso  el  denunciado  cuestión 
civil  prejudicial  deterrainaote  de  su  inculpabilidad  y  de  acumulación,  qne 
fueron  admitidas  por  el  Juzgado  de  instrucción  en  18  de  Julio  sigoien- 
te  al  apelar  Fierro  de  las  sentencias  dictadas  en  primera  instancia,  sus- 
pendiónrlose  el  procedimiento  criminal  y  concediendo  nn  mes  de  piase 
para  deducir  ante  el  Tribunal  «ompetente  la  cuestión  civil  prejudicial: 

Resultando  qne,  en  sn  virtud,  celebrado  acto  de  conciliación,  sin  re- 
sultado, D.  Basilio  Fierro  Cavero,  presentando,  entre  otros  docnmeotos, 
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oervancia  4.^,  De  agua  plu^iaU  aÉcenda^  y  aentencias  del  Tribunal  8o- 
premo  de  16  de  Diciembre  de  1882, 14  de  Noviembre  de  1888  y  27  de  Ce* 
tnbre  de  1900;  que  la  buena  fe  se  présame  siempre  en  el  poseedor  ara-^ 
gonée;  qne  ia  servidumbre  discontinua  se  adquiere  en  Aragón  per  la  po- 
sesión pacifica  de  diez  efios  entre  presentes,  preyio  conocimiento  y  pa- 
ciencia del  dueño  del  predio  sirviente,  según  la  observancia  7.^,  DepreB' 
eriptionibuSy  y  senteDcias  del  Tribunal  Supremo  de  2  de  Enero  de  1B84 
y  21  de  Marzo  y  16  de  Mayo  de  1896;  qne  si  es  un  axioma  jurídico  que 
la  propiedad  debe  presumirse  libre  de  toda  servidumbre,  mientras  no  ae 
pruebe  lo  contrario,  es  evidente  qne  si  se  justifica  que  por  más  de  trein- 
ta afioB  se  ha  usado  de  una  servidumbre  de  paso  por  heredad  ajena  ein 
oposición,  con  conocimiento  y  á  presencia  del  duefio  de  ésta,  proeede 
reconocer  el  citado  derecho  en  favor  del  duefío  del  predio  dominante, 
«enferme  lo  tiene  establecido  el  Tribunal  Supremo  en  vista  de  los  Fueros 
y  principalmente  la  obet«rvanola  7/  De  preseriptionibus;  y  ejercitando 
la  acción  cocfe^oria  de  servidumbre,  suplicó  que  sustanciado  el  juicio, 
con  emplazamiento  del  demandado  y  del  Ministerio  fiscal,  se  hiciesen 
las  declaraciones  conf^lguiecites  y  especialmente  la  de  que  el  demandan- 
te no  tuvo  Intensión  de  cometer  faita  alguna  al  ejecutar  los  actos  denun* 
ciados  en  10  y  16  de  Janio  entonces  último,  que  fueron  objeto  de  donun* 
cías  que  se  sustanciaron  en  los  correspondientes  juicios,  condenando  á 
D.  Vicente  Baaelga  Moner,  con  expresa  imposición  de  costas,  á  sufrir 
sobre  la  finca  de  su  propiedad  Lopctrtales  el  gravamen  en  cuestión  y  re- 
conociendo el  derecho  del  demandante  á  utilizar  como  camino  para  su 
finca  Colonia  pgiícola  de  GaUfón  ó  Torre  Pujol  ú  otra  que  estuviese  ad- 
herida y  poe^yeía  en  la  misma  partida  esa  servidumbre,  no  le  paelera 
en  lo  euceBivü  obstáculo  alguno  ni  le  exigiera  perjuicios,  antes  bien,  pa- 
sase por  que  el  dt- mandaiite,  mediante  testimonio  de  la  sentencia  ejecu- 
toria, inscribiera  su  derecho: 

Resultando  que  impuguada  la  demanda  por  el  Ministerio  fiscal,  don 
Vicente  Brpeiga  MoLer,  acompañando  copia  de  la  escritura  de  21  de 
Agosto  de  1890,  la  certificación  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Bar- 
bastro,  ya  referida,  y  otros  documentos,  la  contestó,  alegando,  además 
de  la  falta  de  peisoualidad  del  actor  y  la  inexistencia  de  servidumbre 
pública  de  cabí  fiera  en  la  Torre  de  Loscertales  para  el  paso  de  ganados 
con  dirección  al  rio  Cinca  por  el  barranco  de  Valpregona  desde  la  ea- 
siila  de  Fueyo:  que  en  cuanto  á  la  servidumbre  de  paso  per  la  Torre  de 
Loscertales,  qne  pretendía  el  demandante,  era  preciso  tener  en  cnenta 
dos  cosas  demoetrativ(>s  de  la  improcedencia  de  tal  petición:  primera, 
que  la  Torre  de  Pujol,  á  que  ec  referia  el  hecho  l.^^  de  la  demanda,  ha- 
bía tenido  y  tercia  su  entrada  por  el  camino  de  Selgua,  y  la  Torre  de  Va- 
lón  por  una  senda  que  partía  desde  la  Torre  llamada  del  Cordonero,  ha- 
biéndose servido  de  ella  los  anteriores  propietarios  y  cuantos  hablan 
trabajado  las  tierras  de  las  mismas;  qne  también  demostraba  qne  nunea 
había  sido  concedido  ni  tolerado  el  paso  por  los  antecesores  en  derecho 
al  demandado  y  por  ente  después,  además  de  la  prohibición  de  que  pa- 
sase por  la  finca  de  Loscertales  el  ganado  de  D.  Juan  Pujol,  el  que  ba- 
cía veinticuatro  ó  veintieéis  afios  pasaron  por  la  cabañera  particular  de 
la  finca  11  carros  cargados  con  dirección  á  la  estación  de  Selgua,  porque 
ol  camino  público  estaba  intransitable,  y  el  torrero  salió  al  paso  de  los 
mismos,  denunciardo  á  los  conductores;  y  como  alguno  de  esos  carros 
pertenecían  á  la  Agencia  de  transportes  de  D,  José  Jordán  y  éste  dio  sus 
excusas  al  propietario,  ofreciendo  indemnizar,  se  arregló  el  asunto  dando 
24  pesetas  á  aquél;  que  además  haría  como  unos  treinta  afios  qus  don 
Juan  Pujol  construyó  su  torre,  y  todos  los  materiales  que  en  la  misma 
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tión,  inmemorial,  según  se  infiere  de  la  observancia  9.^,  Dé  prencrip^ 
ttonibus,  y  4.^  De  agua  pluoialt  dseenda,  oaya  doctrina  taostenía  Por- 
tólos en  en  c.pítnjo  Prescripíio;  rieesó,  on  sas  decisiones  189  y  S9S; 
Llssa,  en  Tirocímiurn,  iibro  2.°,  título  4.®;  Dieste,  en  sn  Diccionario^ 
página  6;^0,  cuiuoiua  2.^,  y  Blas,  en  ia  página  257  de  so  Derecho  ctotl 
aragonés;  qae  la  serviduaibre  discontlnaa  pnede  prescribir,  com3  la 
coDCiuua,  por  oif'z  y  veinte  años,  según  ios  casos,  conforme  sostiene 
8^8KÓ,  Lissa  y  Dieete;  pera  para  ello  es  preciso  qae  el  prescribiente 
tenga  janto  título,  ó  que  dtí  parte  de  aqnei  contra  quien  se  prescribe  me* 
die  algún  acto  aprob^itivo,  ó  que  baya  nna  sentencia  aprobatoria  del  aso 
ó  posesión,  niagma  de  cuyas  clrcunátancias  se  daba  en  la  servidumbre 
reclaraadu  por  el  demandante,  que  sólo  podía  ganarse  por  la  posesión 
inmemorial;  qa^  según  Plano  y  Dieste,  es  preciso  para  la  prescripción 
de  la  servlduMibre  un  acto  posesorio  que  la  califique;  que  segúi  senten- 
cia del  Tribuuai  Supremo  de  31  de  Enero  de  1888,  el  qae  ejercita  la  ac- 
ción coofesoriá  de  servidumbre  ba  menester  de  la  posesión  en  que  apoya 
en  derecbo,  y  srgún  el  art.  1214  del  Código  civil,  incnmbe  la  prneba  de  las 
obligaciones  hl  que  reclama  su  cumplimiento;  qne  no  apareciendo  de 
los  títulos  la  existencia  de  la  servidumbre  de  paso,  bay  que  apreciar  lo 
que  dd  la  prueba  testifical  resulte  sobre  su  adquisición  por  el  uso  inme- 
morial, segúa  la  ley  15,  tít.  81,  Partida  3.^,  por  ser  positiva  y  disconti- 
nua, y  ses!Úa  sentencias  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  da  18  de  Diciem- 
bre de  1871  y  del  Tribunal  Supremo  de  9  de  Noviembre  de  1866,  12  de 
Junio  de  18tí6,  18  lie  Marzo  de  1867,  16  de  Diciembre  de  1882  y  otras;  y 
por  último,  suplicó  que,  estimando  la  excepción  dilatoria  propuesta,  se 
le  absolviese  de  lo  coucerniente  á  la  reclamación  de  la  servidumbre  pú« 
blica  pecuaria  que  trataba  de  conservar  el  demandante  sobre  la  finca 
Torre  de  Loscertales  y  se  declarase  libre  dicba  propiedad  del  segando 
^8xtremo  de  la  demünda,  ó  sea  de  toda  servidumbre  particular  de  paso 
en  favor  de  la  fiaea  del  demandante  D.  Basilio  Fierro;  y  siendo  desesti- 
mada dicha  exoep(;lóu  dilatoria,  se  declarase  que  sobre  la  propiedad  del 
<lemandado  na  gravitaba  ninguna  servidumbre  pecuaria  de  carácter  pú- 
blico ni  tampoco  particular,  de  paso  á  favor  del  demandante  y  en  bene- 
ficio de  su  propiedad,  y,  por  tanto,  qne  ios  actos  realisados  por  don 
Basilio  Fierro  en  la  Tjrre  de  Loscertales,  qae  motivaron  las  danaaciat 
«n  Juicio  de  faltas,  eran  constitutivos  de  tales  faltas,  condenando,  en  sn 
virtud,  á  aquél  á  la  indemnización  correspondiente  de  los  dafios  cansa- 
dos y  a  los  derivados  de  los  sucesivos  actos  qae  seguía  realizando»  con 
las  costas: 

Basultando  que  al  replicar  el  actor  insistió  en  sns  pretensiones  y  ale- 
gaciones Je  hHcho,  añadiendo,  entre  otros  extremos:  que' admitía  el  tí* 
tulo  de  propie.iad  presentado  por  el  demandado;  que  al  pretender  justi- 
ficar el  paso  de  ganados,  que  partía  de  la  casilla  del  Pueyo  y  conducía 
ai  río  Cinca,  no  se  confundía  con  la  vía  pecuaria  que  pasaba  por  ia  Torre 
délos  Esúoitipioá,  cuya  existencia  admitía  llanamente,  ni  se  atribuía 
representación  de  na  lie,  por  lo  que  era  improcedente  la  excepción  di- 
latoria propae>4tn;  que  el  camino  de  Belgua  estaba  inservible  para  el 
paso  de  carruaj^i^)  hacía  afioíi;  que  por  el  camino  que  pasaba  el  actor  y 
era  motivo  de  e^^te  litigio  transUaban  los  vecinos  de  Selgua  cuando  iban 
al  Pueyo;  que  en  la  escritura  pública  presentada  porD.  Vicente  Baseiga 
sd  expresaba  que  ios  porcioneros  Alberto  Alós  y  Francisco  Salillas  con- 
frontaban cou  la  cabnfííra;  otros,  como  Francisco  Perallón,  con  senda, 
qie  era  el  camino  ref -jrldo  de  la  Torre  de  Loscertales;  otros,  como  De- 
siderio Grrnz  y  vfanuei  Abadía,  con  la  cabañera,  annque  no  es  dijerr 
«n  el  título;  y  por  último,  otros,  como  D.  Agustín  Sim  y  D.  Pablo  Pne- 
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ftsiBteneia  de  las  partee  y  aae  repreaentanteB  y  da  dos  práotieos,  nsal- 

tando  de  la  dUiíitencia  que  la  Torre  de  LoBcertfiles  estaba  atravesada  por 
nna  cabtfí^'Ta  eu  toda  sn  exteneión  de  Oriente  á  Potiientci,  ó  sea  deade  la 
carretera  de  Haesca  á  Monzón  hasta  la  Torre  de  ValóD,  que  hoy  forma 
parte  de  la  Colonia  agrícola  de  Galafón;  qoe  la  anchara  de  U  misma  no 
era  uniforme  en  todos  bqb  sitios  ó  confrontaciones,  y  que  se  observaban 
en  ella  carriladas  de  diversa  profundidad  y  otras  sefialee  demostrativas 
del  paso;  haciéndose  constar  además  las  observaciones  que  en  el  acto 
hicieron  las  partes  y  los  prácticos  que  las  acompafiaron: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Vicente  Baselga  se  practicó  prueba 
documental  y  de  testigos,  los  cuales  negaron  los  hechos  de  la  demanda 
y  aspguraron  que  ni  D.  Vicente  Baseiga  ni  sus  causantes  habían  reco 
nocido  á  nadie  el  derecho  de  utiÜEar  el  paso  de  la  Torre  de  Loscertales, 
y  si  alguien  lo  había  verificado  habla  sido  obteniendo  permiso;  afiadien- 
do  que  la  antigua  Torre  de  Pujol,  hoy  Colonia  agrícola  de  Qalafón,  tenía 
flu  comunicación  con  Barbastro  y  las  vías  generales  de  la  comarca  por  el 
camino  de  Selgua,  con  el  que  confrontaba  por  el  Oeste  y  Sur,  y  la  Torra 
de  Valón,  con  las  Valletas,  tenía  su  entrada  por  nna  senda  que  pasaba 
junto  á  la  Turre  del  Cordonero,  ó  por  el  camiDO  de  la  Jasca;  habiendo, 
por  último,  tüchado  cada  una  de  las  partes  algunos  de  los  testigoe  pre- 
eentadc  s  por  la  contraria: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  trámites  legales  de  des 
instancias,  en  28  de  Noviembre  de  1906  dictó  sentencia  revocatoria  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Ziragosa,  declarando:  pri- 
mero, que  D.  BiBilio  Fierro  tiene  personalidad  para  ejercitar  la  acción 
por  él  deducida  en  este  pleito;  segundo,  que  sobre  la  flaca  de  D.  Vicente 
Baseiga  Moner,  denominada  Torre  ó  Monte  de  Loscertales,  situada «n  la 
partida  de  la  Cuadra,  término  municipal  de  Barbastro,  no  gravita  nin- 
guna servidumbre  de  paso  á  favor  de  D.  Basilio  Fierro  Cavero  para  el 
servicio  de  sa  fíuca  nombrada  Colonia  agrícola  de  Galafón  ni  de  ningu- 
na otra  adherida  á  ella  ó  que  posea  en  la  misma  partida;  tercero,  qne  no 
se  ha  formulado  en  este  pleito  la  pretensión  de  que  se  declare  la  exis- 
tencia de  ninguna  servidumbre  de  paso  con  carácter  general  y  públioo 
en  la  referida  finca  Torre  de  Loscertales;  cuarto,  que  no  puede  ser  ma* 
teria  de  nna  contienda  civil,  ni  por  lo  tanto  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal sentenciador,  la  cuestión  de  si  los  hechos  de  pasar  D.  Basilio  Fie- 
rro por  la  cabañera  de  la  Torre  de  Loflcertales  y  terraplenar  la  xanja 
abierta  en  la  misma  son  ó  no  constitutivos  de  faltas,  y  si  tuvo  ó  no  al 
realisarlos  intención  de  ejecutar  actos  punibles;  quinto,  que  tampoco  lo 
es  la  cneRttón  referente  á  la  indemnización  de  perjuicios  que  por  tal  con- 
cepto se  solicita;  y,  en  su  conRecnencla,  resolviendo  sobre  los  extremos 
comprendi'i'^s  bajo  los  núqíB.  1.°  y  2.°,  se  desestima  la  excepción  pro- 
puesta de  falta  do  perBoualidad  en  el  demandante,  absolviendo  á  D.  Vi- 
cente B;e^'<i?a  Moner  de  la  demanda  interpuesta  contra  el  mismo  por 
D.  Basilio  Fierro  Cavero  sobre  r3conoclmieato  de  la  exprfBada  servidnm* 
bre  d«  paa^,  y  de-^lara'ido  no  haber  lugar  á  hacer  pronunciamiento  alguno 
en  ctirtTítü  á  ¡OH  extremjs  comprendidos  bajo  los  núms.  8.**,  4.°  y  6.°,  sin 
hacer  esn^^cial  condenación  de  costas  en  ntngana  de  las  dos  instancia»: 

R'snltrtndo  que  D.  Basilio  Ferro  Cavero  ha  interpuesto  recurso  de 
cfisacíó!'.  por  irfír.ccion  de  ley,  fondado  en  los  números  1.°  y  7.o  del  ar- 
tícnlo  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  por  estimar  en  su  único  moti- 
vo qi:e  el  abso'vt^r  la  Sala  sentenciadora  de  la  demanda  á  D.  Vicente 
Baseiga,  por  entender  que  la  prescripción  para  adquirir  en  Aragón  Ja 
seividnmbro  de  que  se  trata  ha  de  exceder  de  treinta  años  cuando  no 
ex'tdta  titulo,  á  teaor  de  lo  dispuesto  en  las  observancias  1.*  y  7.*,  V 
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ves  qne  habiendo  Afirmado  en  la  demanda  :;ne  en  la  finca  del  demanda- 
de  existía  una  cabañera  desde  hacía  máe  de  treinta  afios,  hecho  qne  a» 
Tiene  á  reconocer  en  el  tercero  de  la  contestación,  afirmándose  en  el 
cuarto  qne  por  dicha  cabañera  segnía  pasando  el  recurrente,  la  Sala  de- 
clara qne  no  se  ha  justificado  la  demanda,  porqne  éste  no  ha  demostrado 
haber  nsado  del  camino,  extremo  qne  en  realidad  no  hacia  falta  demos- 
trar, pnes  existiendo  hace  más  de  treinta  años  el  camino  qne  pone  en 
comunicación  con  la  carretera  la  finca  del  recurrente  y  no  siendo  óete 
dueño  de  la  misma  hasta  1907,  es  yisto  que  existía  ya,  sin  que  tuviese 
que  utilizarlo  para  adquirirla,  ni  era  preciso  que  la  parte  demandad* 
confesase  que  el  recurrente  seguía  pasando  por  la  finca;  que  al  declarar 
la  Sala  improbada  la  demanda  por  no  haberse  jubtificado  queD.  Vicente 
Baselga  viese  y  conociese  la  servidumbre,  incurre  también  en  errror  de 
hecho,  resultante  de  la  escritura  de  21  de  Agosto  de  1890,  pues  aun 
prescindiendo  de  los  hechos  referidos,  es  Jo  cierto  que  en  ella,  uno  de 
cuyos  otorgantes  es  el  D.  Vicente,  al  describir  algunas  de  las  fincas  qne 
en  la  Torre  de  Loscertaies  estaban  dadas  á  enfiteusis,  se  dice  que  con- 
frontan con  la  cabañera,  palabra  sinónima  de  cañada,  y  que,  por  lo  tan- 
to, no  es  para  uso  exclusivo  del  dueño  del  terreno  en  que  está,  cuya  ca« 
bañera  llega  basta  la  finca  Cel  recurrente  y  fué  abierta  muchos  años  antes 
que  el  demandado  adquiriese  la  finca,  quien  reconoce  la  existencia  de  la 
misma;  y  que,  por  último,  la  Sala  sentenciadora  infringe  la  doctrina 
consignada  en  la  sentencia  de  14  de  Noviembre  de  1888,  resolutoria  da 
na  caso  igual  al  preperte,  de  que  las  servidumbres  discontinuas  se  ga- 
v%n  por  el  uso  y  sirviéndolas  de  títulos  sus  signos  aparentes,  puesexis* 
tiendo  éstos  y  habiéndole  demostrado  que  existen  hace  más  de  treinta 
r.ñoB  y  que  D.  Vicente  Baselga  los  conoce  hace  más  de  dies,  que  es  el 
tiempo  necesario  para  adquirir  la  servidumbre  por  prescripción,  debió 
declararla  y  no  des<>stimar  la  demanda;  siendo  de  tener  en  cuenta  el 
considerando  de  dicha  sentencia,  en  el  que,  después  de  consignar  qne 
esta  clase  de  servidumbres  se  adquieren  por  el  uso,  sirviéndolas  de  tí- 
tulos sus  sigoos  aparentes,  se  añade  que  como  cpor  documentos  y  actos 
auténticos,  como  son  el  plano  aceptado  por  las  partee  y  las  diligencias 
de  reconocimiento  judicial,  se  demuestra  y  comprueba  la  existencia  de 
HBOB  signos  y  su  alcance  y  transcendencia  en  los  términos  que  expresa 
la  demanda,  y  que  en  tal  concepto,  por  resultar  evidente  la  equivocación 
vadecida  en  este  punto  por  la  Sala  sentenciadora,  incurre  en  los  errores 
«•e  hecho,  eto,  de  donde  se  deduce  que  si  esto  es  así,  si  á  la  servidum- 
bre de  que  se  trata  basta  ese  signo  aparente  y  el  uso,  y,  por  tanto,  la 
existencia  de  aqnél  durante  dies  años,  y  las  partea  convienen,  y  de  do- 
(  amentos  y  actos  auténticos  resulta  que  existe  el  signo  desde  hace  más 
<^d  treinta  años,  puesto  que  existe  un  camino  qne  llega  hasta  la  finca 
del  recurrente  y  qne  pone  ésta  en  comunicación  con  la  carretera,  cami* 
•>  o  que  al  absolver  posiciones  no  dice  D.  Vicente  Baselga  quién  lo  haya 
'  bierto,  y  pí,  con  arrf  glo  ai  Derecho  aragonés,  tratándose  de  presentes, 
bastan  diez  r fíes  para  la  prescripción  de  la  servidumbre,  con  tal  que,, 
como  en  ept«^  caf>o,  la  posesión  sea  pacífica  y  la  conozca  el  demandado, 
<  xtremo  indípcntible  en  virtud  de  la  escritura  de  21  de  Agosto  de  1890  y 
de  los  hechos  aceptados  por  las  partes,  y  si  tratándose  de  una  servidum- 
bre legal  poco  importa  que  el  predio  dominante  tenga  otra  comnnlca^ 
ción  con  B'irhpqtro,  y  si,  finalmente,  ni  ann  es  preciso  que  el  recurrente 
haya  ntilizado  el  paso,  por  ser  una  servidumbre  real  establecida  desde 
hace  más  de  veinte  años  en  favor  de  la  finca  propia  de  aquél  sólo  desde 
1899,  es  evidente  que,  sin  incurrir  en  los  errores  de  hecho  citados  y  sla 
infringir  las  leyes  y  doctrinas  citadas,  no  podía  la  Sala  absolver  de  li 
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ü^um.  ISQ.-TRIBUNAL  8UPREM0.-23  de  Novlfmkrt, 
paklleaila  •!  8  do  Febrero  de  1908. 

Casación  por  initr acción  he  ley.— Me for  derecho  á  títulos  noMia- 
rro«. ^Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recareo  inter- 
puesto por  D.  Benjamín  Ijúñez  contra  la  pronunciada  por  la 
sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  José  Montalvo. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  establecc: 

Que  «tfj^Ein  tiene  declarado  el  Irihunal  Supremo,  el  Real  decreto 
de  28  de  Diciembre  de  1846,  ley  del  Reino  por  haberge  expedido  en 
virtud  de  la  autorisación  otorgada  en  Cortes  al  toder  efecutioo  eon 
la  ñnalidad  expresada  en  el  art.  Í5  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1845^ 
tiene  como  tal  ley  toda  la  encada^  virtualidad  y  transcendencia  pro- 
pias  é  inherentes  á  los  acuerdos  y  resoluciones  de  este  carácter  del 
Poder  legislativo,  sin  que  sea,  por  tanto,  procedente  ni  licito  ean- 
tradecir  aquellos  efectos  con  la  razón  ó  pretexto  de  la  existencia  de 
otros  derechos  anteriores^  aun  siendo  perfectos,  cuando  el  Poder 
soberano,  á  quien  únicamente  compete  la  facultad  absoluta  de  legiS' 
lar,  estima  que  debe  hacer  uso  de  ella,  y  lo  hace,  regulando  á  su  ar» 
bitrio  los  derechos,  lo  mismo  anteriores  que  posteriores  á  la  promul- 
gación de  la  ley: 

Que  aun  cuando  la  renuncia  á  que  se  r enere  el  art.  9.®  implique 
y  signifique  pérdida  absoluta  del  derecho  al  titulo  ó  Grandesa  res* 
pectiva,  establecida  por  el  legislador  como  caución  de  la  morosidad 
ó  negligencia  en  el  pago  del  impuesto  que  ha  de  satisfacerse  para 
obtener  la  confirmación  de  aquellos  honores^  como  de  todas  suertes 
compete  al  Rey,  y  en  su  representación  al  Poder  ejecutivo,  la  eonee* 
sión  de  toda  clase  de  honores,  con  sujeción  á  las  leyes,  es  maniflesto 
que  si  este  Poder,  usando  de  su  facultad,  no  estima  procedente  al 
hacer  los  segundos  llamamientos  declarar  renunciante  en  dicko  sen- 
tido al  inmediato  sucesor  que  no  acude  en  el  término  del  primero  de 
aquéllos  y  otorga  en  estas  condiciones  la  concesión  á  cualquiera  de 
los  representantes  de  las  segundas  sucesiones,  ha  de  entenderse  he 
cha  con  carácter  precario  y  sólo  para  los  efectos  de  la  subsistencia 
del  titulo  ó  Grandeza,  mientras  no  se  presenta  tercero  con  mejor 
derecho,  conciliándose  asi  prudentemente  los  intereses  del  Fisco  con 
la  rigurosa  y  estricta  sanción  del  expresado  art.  9.°: 

Que  si  esto  es  indiscutible  cuando  la  concesión  á  cualquiera  de  las 
segundas  sucesiones  se  hace  con  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de  terce- 
ro de  mejor  derecho,  seria  poco  equitativo  y  hasta  violento  entender 
que  la  mera  omisión  de  la  expresada  cláusula  equivalía  á  una  deelara- 
ción  ó  acto  por  parte  del  Poder  ejecutivo  de  aplicación  de  lasaneión 
severa  de  dicho  art.  9.°  al  moroso  en  acudir  al  primer  llamamiento, 
declaración  ó  acto  contrarios  á  la  práctica  segw'da  en  el  Ministeric 
de  Qrncia  y  Justicia  y  al  espíritu  que  informa  el  Real  decreto  de  14 
de  Nomembre  de  1885  sobre  re  habilita  ción  de  títulos  y  G^andesas 
caducados,  al  disponer  que  se  haga  siempre  con  aquella  cláusula: 

Que  esto  s'intado,  y  de  conformidad  con  la  doctrina  consignada 
por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  11  de  Mayo  de  1905,  no  ha 
bienio  llegado  el  Poder  ejecutivo  á  tomar  acuerdo  alguno  que  por  si 
carácter  y  términos  más  ó  menos  expresivos  signiñque  el  propósit 
de  privar  definitivamente  de  su  derecho  al  poseedor  de  un  ttíuU 
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como  á  eiuüquíera  otra  persona  que  con  preferente  derecho  al  de  un 
tercero  hubiera  podido  acudir  al  llamamiento^  reeololendo  la  eenten-- 
da  recurrida  la  cueetión  por  el  Jundamento  del  mejor  derecho  del 
primero  con  el  criterio  de  las  leyee  de  Partida  y  de  la  Nooieima  Reco- 
jdUMtán  que  estima  aplicables,  no  infringe  las  mismas  ni  los  precep 
tos  de  los  arts.  8.^  y  9.^  de¿  Real  decreto  ley  de  Í846,  aai  como  tam  - 
poco  el  art,  5.®  del  Cóiigo  ciml  y  el  54,  núm.  8.^,  de  la  Constitución: 

Que  ni  la  disposición  3.^  del  apéndice  letra  F  de  la  ley  de  Presu- 
puestos de  26  de  Junio  de  1874,  ni  las  sentencias  dei  Tribunal  Su- 
premo  eontradicen  lo  expuesto  respecto  de  aquella  disoosición  cuan- 
do no  existe  acto  alguno  ó  resolución  del  Poder  ejecutioo  declarativo 
de  la  caducidad  de  los  títulos  de  que  se  trate,  y  cuyas  órdenes  de 
caducidad  deben  ser  publicadas  oñcialmente,  conforme  á  lo  precep-, 
tuado  en  la  disposición  mencionada,  reguladora  exclusioamente  de 
las  bases  relatioas  al  pago  del  impuesto: 

Q'ie  en  el  caso  de  la  sentencia  de  casación  de  31  de  Diciembre 
de  1863,  desde  la  primera  conooeatoria  se  hiso  la  adoerteneia  termi- 
nante de  que  los  inmediatos  sucesores  de  los  títulos  que  no  acudiesen 
al  llamamiento  se  entenderla  que  hablan  renunciado  su  derecho^ 
constituyendo  esta  preoeneión  una  resolución  exoresa  de  la  Admi  ■ 
nistración  respecto  de  la  aplicación  del  art.  9.°  del  Real  decreto 
de  1846: 

Q'jíC  en  el  caso  resuelto  por  la  sentencia  de  casación  de  13  de 
Abra  de  1891  se  concedió  la  R^al  carta  de  sucesión  al  que  acudió  á 
los  Uamamientos  con  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de  mejor  derecho, 
reconociéndose  después,  en  consecuencia,  el  preferente  de  otro  pa- 
riente más  próximo,  y  estableciéndose  en  dicha  sentencia  que  los  ar» 
ticuios  8°  y  9.°  del  referido  Real  decreto  no  obstaban  en  su  caso  á 
la  aplicación  de  la  ley  de  Partidas,  por  oirtud  de  la  cual  se  hizo  la 
concesión  en  el  sentido  posteriormente  exoUcado  en  la  sentencia  de 
11  de  Mayo  de  1905,  sentido  que  es  realmente  el  de  la  jurisorudeneia 
anterior,  con  el  que  se  armoniza  el  precepto  del  art.  54  de  la  Cons- 
titución. 

El  Is  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1P06,  en  loe  aatos 
dejaljto  declaratlTO  de  mayor  cuantía  eeg>iidü«  eo  el  Jaz^a  lo  de  primera 
Snetaaoia  del  distrito  de  la  Ualyersidad,  de  esta  corte,  y  la  Hala  primera 
da  lo  otvU  de  la  Aadlencia  del  territorio  por  O.  Joflé  Jfú^  María  Moa- 
talvo  y  de  la  Oaatera,  Conde  de  Casa  M^ntalvo,  propi  't>irio  y  vecino  di 
la  aateifl^leeia  de  Dansto,  contra  D.  BdQJainía  Carlos  Niíñ-'z  del  Castillo 
y  Darel,  también  propietario,  residente  en  San  Reno  ([  aUu)i  sobre  me- 
jor derecbo  en  los  títnlos  nobiliarios  de  Con  ie  del  Cat^tllio,  con  Qrande- 
la,  y  Jdarqaés  da  San  Felipe  y  Santiago;  pleito  pendiente  ante  N^s  con 
racnrso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  ha  incerpae^to  el  deman 
dado,  á  qaien  representa  y  deñeaie  el  Procnraior  D.  Lile*  García  Ortega 
7  el  Letrado  D.  Felipe  Sáacbez  Román,  rep^'e^eata  idj  y  defeadlenJo  al 
lema  idante  y  recurrido  el  Procurador  O.  Fi  leí  Sjrrano  y  Calzada  y  el 
Letrado  D.  Lnls  Días  Oobeña. 

B^saltaado  que  por  decreto  de  30  de  Miyo  ie  1713  se  concedió  el 

farqissaio  de  San  Felipe  y  Sanllago  á  D.  Juan  Jjaé  Nir\9z  del  Castillo 

Pó^es  da  los  Reyes;  paro  como  hableea  mit^rco  sin  bib^r  obc^nldo  la 

'Bal  carta  ó  título  correspondiente,   lo  solicitó  y  obtuvo  en  1757  su  bljü 

imigéoito  D.  Juan  Fraaciaco  NAfl^z  «leí  Castillo  y  Sicr*»,  que  lo  dls- 

itó  y  transmitió  á  su  bljo  D.  Juan  Ciérnante  Ni^ñ^z  \M  C.isthlo  y  Mo 

A,  á  qaiea,  en  premio  de  sus  méritos  y  sdr vicios,  f  aó  concedido  en  17 
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de  Agosto  de  1807  el  títnio  de  Conde  del  Oftetülo,  eon  loe  honoree  átr 
Grande  de  España  para  sí  7  sn  caea,  transmitiendo  al  fallecer  eete  titulo 
y  el  de  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago  á  sa  hijo  D.  Jnan  Francieeo 
Kúfiez  del  Castillo  y  Espinosa  de  Contreras,  del  cnal  los  heredó  á  en  ve» 
su  hija  Doña  María  Francisca  Núfiez  del  Castillo  y  Montalve,  qoe  h« 
sido  la  última  poseedora,  y  falleció  en  la  Habana  el  10  de  Enero  de  ISdQ, 
aanqne  hasta  1902  Tino  figurando  en  la  lista  de  títnlos  de  la  Ouia  de 
Foragteros  qne  se  publica  con  carácter  oficial  á  loe  efectos  del  art.  IS  de 
la  Instrncción  de  14  de  Febrero  de  1847: 

Resaltando  qne  el  D.  Joan  Clemente  Núfiea  del  Castillo  y  Molina, 
*  primer  Conde  del  Castillo  y  segundo  Marqués  de  8an  Felipe  y  Santiago^ 
dejó  á  su  fallecimiento,  además  de  su  hijo  é  inmediato  encesor  D.  Joan 
Francisco  Núfíes  del  Castillo  y  Espinosa  de  Contreras,  nna  hija  lla- 
mada Dofía  María  Cecilia  Micaela  Núfies  del  Castillo  7  Espinosa  de 
Contreras,  de  la  cnal  es  nieto  el  hoy  demandante  y  recnrride  D.  Jote 
Jesús  Moutalvo  de  la  Cantera,  Conde  de  Casa  Montalvo,  qne  se  halla 
consiguientemente  en  tercer  grado  por  línea  directa  del  primer  Conde 
del  Castillo,  segundo  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago;  en  cnarto 
grado  de  la  misma  línea  del  primer  poseedor  de  aquel  Marquesado  j 
en  quinto  grado  colateral  de  la  última  poseedora;  y  á  sn  vea  el  deman* 
dado  y  recurrente  D.  Benjamín  Carlos  Núfiex  del  Castillo  y  Darel  ea 
biznieto  de  D.  Carlos  Núñez  del  Castillo  y  Sucre,  hijo  segundo  del  den 
Juan  José  Núñez  del  Castillo  y  Pérez  de  los  Beyee,  á  quien  primi- 
tivamente se  concedió  el  Marquesado  de  San  Felipe  y  Santiago,  que 
no  llegó  á  usar  por  no  haber  sacado  el  títnio,  y  hermano,  por  tanto,  del 
primero  que  obtuvo  aquel  título  de  Marqués,  D.  Jnan  Franciaee  Núfies 
del  Castillo  y  Sucre,  resultando,  en  consecuencia,  de  esto,  qne  dicho  de- 
mandado y  recurrente  D.  Benjamín,  se  halla  en  cuarto  grado  de  la  11» 
nea  directa  del  primer  concesionario  del  título,  pero  qninto  de  línea  co- 
lateral del  primer  Marqués  de  San  Felipe,  en  sexto  del  primer  Conde  del 
Castillo  y  en  octavo  colateral  de  la  última  poseedora  Dofia  Marüi  Fran- 
cisca: 

Beeuitando  que  fallecida  ésta  quedaron,  en  sn  consecuencia,  vacan- 
tes los  expresados  títulos  nobiliarios,  y  con  el  fin  de  que  pudieran  soli- 
citarlos los  que  se  creyesen  con  derecho  á  ello,  se  pnblicó  en  la  GaeetU 
de  Madrid^  correspondiente  al  día  16  de  Mayo  de  1901,  nn  anoncio  ó 
llamamiento,  que  literalmente  copiado  dice  así:  cDirección  general  de 
Contribuciones.— Transcurrido  el  plazo  que  sefiala  el  art.  9.®  del  Real 
decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846  y  el  6.°  de  la  Instrucción  de  14  de 
Febrero  de  1847,  desde  qne  falleció  el  último  poseedor  de  los  títnlos  de 
Conde  del  Castillo  y  Grandeza  de  Espafia  á  él  nnida  y  Marqués  de 
hin  Felipe  y  S<intiago,  sin  qne  conste  que  interesado  alguno  les  haya 
obtenido^  se  publica  por  primera  vet  la  vacante  de  dichos  títnlos  7 
Grandezas  con  objeto  de  que  los  que  se  crean  con  derecho  á  ellos  dirijan 
sus  reclamaciones  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  demanda  de 
.a  Beal  carta  de  sucesión  en  el  término  de  seis  meses  sefialado  per 
las  disposiciones  vigentes.— Madrid  18  de  Mayo  de  1901.— Bl  Direotor 
¡general,  Cenón  del  alisal»;  y  no  habiendo  concurrido  ningún  aspirante 
á  este  primer  llamami^dnto  se  publicó  en  la  Gaceta  de  30  de  Noviem- 
bre del  mismo  año  de  1901,  un  segundo  annncio  en  idéntica  forma  y 
oon  igual  objeto  qne  el  anterior,  presentando  entonces  el  demandado 
V  recurrente  D.  Benjamín  Carlos  Nófiez  del  Caetillo  7  Dnrel  la  so* 
rreepondiente  solicitud,  fecba  28  de  Abril  de  1902,  en  súplica  de  qne, 
al  no  haber  persona  con  mejor  derecho,  se  extendiese  á  en  favor  BeaJ 
carta  de  sucesión  en  los  títnlos  nobiliarloe  de  qns  se  trata,  por  ssr  dsr 
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^ee&diente  de  IO0  fondadores,  §egúQ  demoetr&ba  el  árbol  genealógico  j 
partidas  aacramentalea  qne  al  eftícto  acompafiaba;  en  vieta  de  lo  que, 
B.  H.  el  Bey  D.  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con  lo  in- 
formado y  propuesto  por  la  Sección  de  £stado  y  Gracia  y  Jaeticia  del 
Consejo  de  Estado,  por  resolnción  ó  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1902, 
dispuso  qne,  previo  el  pago  del  impnesto  especial  correspondiente  á  las 
sneesioneo  transversales  y  demás  derechos  establecidos,  se  expidiera, 
como  en  efecto  se  expidió  por  el  Monarca  en  1.^  de  O^stabre  sigaiente, 
Real  despacho  para  qne  el  D.  Benjamia  Carlos  del  OaetiUo  y  Darel  pn- 
diese  osar  y  usase  los  títulos  de  Conde  del  Castillo,  con  Grandeza  de 
Espafta,  y  Macones  de  San  Felipe  y  Santiago,  pnblicándose  en  la  Oaceta 
del  8  del  mismo  mes  y  afio,  sin  expresarse  reserva  de  ninguna  especie, 
habiendo  satisfecho  previamente  el  D.  Benj&min,  en  25  de  Septiembre 
entonces  anterior,  82.000  pesetas  por  el  tita  lo  de  Conde  del  Castillo 
y  8.000  por  el  de  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago,  ó  sean  40.000  pese- 
teo en  Junto: 

Besnltando  que,  en  relación  con  estos  antecedentes,  D.  José  Jesús 
Mental  ve  y  de  la  Cantera,  Conde  de  Casa  Montalvo,  formuló  en  escrito 
de  11  de  Mayo  de  1903  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
centra  D.  Benjamín  Carlos  Núfies  del  Castillo  y  Darel,  solicitando  se  de- 
clarase qne  el  demandante  tiene  mejor  derecho  qne  el  demandado  á  su- 
'  ceder  en  los  títulos  de  Conde  del  Castillo,  con  Grandeza,  y  Marqués  de 
8an  Felipe  y  Santiago  y  en  todos  los  honores  y  preeminencias  propios 
de  loe  mismos  títulos,  para  qne,  con  comunicación  de  la  sentencia,  una 
vez  qne  sea  ejecutoria,  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jnsticia,  se  anulara  y 
quedase  sin  efecto  algano  la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1902  que  au- 
toriaó  la  ooncesión  de  los  expresados  títulos  á  favor  del  demandado;  se 
expidiese  Real  carta  de  sucesión  á  nombre  del  actor  Montalvo  y  se  con- 
denase ai  D.  Benjamín  Carlos  Náfiez  del  Castillo  á  que  deje  de  llevnr 
diehoe  títulos,  todo  ello  con  expresa  imposición  de  costas;  en  apoyo  de 
«oyas  pretensiones  expuso  el  demandante  Montalvo,  entre  otros  hechos 
ya  relacionados,  los  signientes:  que  D.  Juan  Clemente  Núfiez  del  Cas- 
tillo y  Molina,  segando  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago  y  primer 
Gende  del  Castillo,  casó  en  la  Habana,  en  Ootnbre  de  1772,  con  Doña 
Igaaeia  Bspinosa  de  Contreras,  teniendo  por  hijos  á  D.  Jnan  Francisco 
Núfiez  del  Castillo  y  Espinosa  de  Contre^'as,  que  le  sucedió  en  dichos 
tílnlos,  y  á  Dofia  María  Cecilia  Micaela  Núñez  del  Castillo  y  Espinosa 
de  Oontreras;  qns  el  D.  Joan  Francisco  contrajo  matrimonio  con  Dofia 
María  de  la  Encarnación  Montalvo,  de  cuyo  matrimonio  hubieron  una 
bija,  nacida  en  4  de  Octubre  de  If^OS,  llamada  Dofia  María  Francisca 
NáfidB  del  Castillo  y  Montalvo,  última  poseedora  de  los  títulos  en  cues- 
tión, qne  heredó  á  la  muerte  de  su  padre;  que  la  Doña  María  Cecilia 
Mieaela  Núfiez  del  Castillo  y  Espinosa  de  Contreras,  hermana  del  don 
Jnan  Francisco  y  tfa  carnal,  por  consigniente,  de  dicha  última  poseedora 
Dofia  María  Francisca,  se  ca9Ó  con  D.  José  Montalvo,  Conde  de  Casa 
Montalvo,  teniendo  por  hijo  á  D.  Jo«é  Jesú^^  Montalvo  y  Náfiez  del  Cas- 
lio,  qne  habiéndose  casado  á  su  vez  con. Dofia  María  de  la  Concepción 
ft  la  Cantera,  tuvo  por  hijo  á  D.  José  Jesús  Montalvo  y  de  la  Cantera, 
{ue  ee  el  demandante;  que  fallecida  la  última  poseedora  Dofia  María 
^ranelsea  Núfiez  del  Castillo  y  Montalvo  (<9in  haber  dejado  descernen- 
a),  fuá  anunciada  la  vacante  de  los  títulos  en  Im  Gacetas  áel  15  áe 
layo  y  SO  de  Noviembre  de  1901,  no  habiendo  conctirrldo  á  solicitarlos 
demandante  por  encontrarse  á  la  sazón  ausente  de  esta  corte  y  porque 
I  la  Guia  oficial  de  1902  continuaban  figurando  aquéllos  á  nombre  de 
eha  oefiora;  qne,  en  cambio,  el  demandado  D.  Benjamín  Carlos  Núfies 
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del  Castillo  debió  solicitar  la  eoDceslón  del  Condado  del  CastUlo  y  Mar- 
quesado de  fian  Felipe  y  Santiago,  por  cnanto  le  fneron  concedidos,  ann» 
qoe  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  por  Beal  orden  del  Minia- 
terlo  de  Gracia  y  Jnaticla  de  4  de  Agosto  de  1903;  qne  de  lo  expuesto  a» 
¿ednce  qne  el  actor,  Conde  de  Casa  Moltalvo,  es  el  bisnieto  de  D.  Jnan 
Clemente  Núfiez  del  Castillo  y  Molina,  primer  Conde  del  Castillo,  Mat» 
qnés  de  8an  Felipe  y  Santiago,  sobrino  segnndo  de  Dofia  María  FraB- 
olsca  Núfiea  del  Castillo  y  Montalvo,  última  poseedora  de  amboa  titolo», 
y  descendiente  de  la  rama  primogénita  del  primer  Marqués;  qne,  per  el 
contrario,  el  demandado  D.  Benjamín  Carlos  Núfies  es  bisnieto  de  don 
Carlos  Núfies  del  Castillo  y  Sacre,  hermano  menor  de  D.  Jnan  Francisc» 
Núfies  del  Castillo,  qne  f  oé  qnien  primero  nsó  el  titulo  de  Marqués  de 
San  Felipe  y  Santiago  por  concesión  que  solicitó  y  obtuvo  en  1967;  que 
de  esta  suerte  resulta  que  el  demandado,  no  sólo  no  es  descendiente  del 
primer  Conde  del  Castillo,  sino  que  distaba  nueve  grados  de  la  ólilme 
poseedora,  mientras  qne  el  actor  se  halla  en  quinto  grado  con  la  mismas 
y,  por  ú.timo,  que  antes  de  acudir  el  demandante  Conde  de  Casa  Mon- 
talvo á  la  vía  judicial  cumplió  el  deber  de  someter  á  la  considcraclóii 
particular  y  amistosa  del  demandado  las  razones  que  justifican  su  mejor 
derecho  á  poseer  y  Ilevsr  los  títulos,  á  fin  de  que  el  D.  Becjamín  Carloe 
se  prestase  voluntariamente  á  dejarlos,  habiendo  resultado  infructuosa» 
laa  gestiones  extrajudiclales  que  acerca  del  particular  se  habían  llevade 
á  cabo;  después  de  cuyes  hechos  invocó  el  demandante  Conde  de  Case 
Montalvo,  como  fundamento  de  derecho,  la  ley  desvincnladora  de  11  de 
Octubre  de  1820,  art.  18,  y  aentenclaa  del  Tribunal  Supremo  de  SI  de 
Marzo  de  1866,  13  de  Marzo  d^  1876,  6  de  [Diciembre  de  1879  y  tt  de 
Marzo  de  1(97;  el  derecho  vincular  antiguo,  respetado  por  el  art.  IS  de 
la  ley  dé  1820  y  que  está  constituido  todavía,  por  lo  que  toca  á  sucesio- 
nes regulares,  en  la  ley  3.%  título  16,  Partida  segunda,  y  las  senteneiae 
de  6  de  Diciembre  de  1869, 37  de  Junio  de  1883,  30  de  Diciembre  de  187S^ 
4  de  Octubre  de  1864,  28  de  Marzo  de  1890  y  IZ  de  Abril  de  1891;  bf  bien- 
doee  accmpafiado  á  esta  demanda,  entre  otros  documentos,  nn  árbol  ge 
nealógico  en  el  que  fisura  con  el  nómero  uno  como  cabeza  ó  punto  d» 
arranque  D.  Juan  Joié  Kófiez  del  Castillo  y  Pérez  de  los  Beyes,  á  qntett 
se  otorgó  en  80  de  Mayo  de  1718  la  merced  del  Marquesado  de  San  Felipe 
y  Santiago,  que  no  llegó  á  usar;  con  el  somero  dos,  su  bijo  D.  Juan 
Francisco  Núfiez  del  Castillo  y  Sucre,  á  quien  se  expidió  dicho  tltvle 
en  1767  y  de  quien  deeciende  el  hoy  demandante  y  recurrido  Conde  de 
Casa  Montalvo,  que  figura  con  el  nómero  nueve;  con  el  cómero  trea» 
D.  Carloa  Kófiez  del  Castillo  y  Sucre  (hermano  del  somero  dos),  de 
qnien  es  biznieto  el  demandado  y  recurrente,  que  tiene  el  somero  doee;. 
y  con  el  número  cuatro,  D.  Juan  Clemente  Kófiez  del  Castillo  y  Molina, 
primer  Conde  del  Cestillo,  hijo  primogénito  del  someto  dos  D.  Jaaa 
Francisco  y  bisabuelo  del  demandaste  Conde  de  Casa  Montalvo: 

Besultando  qne  admitida  la  demanda  y  conferido  traalado  de  la 
misma  al  demandado  D.  Benjamín  Carlos  Kúfies  del  Castillo  y  DareU 
previo  empUzemiento  por  exhorto  dirigido  á  la  Audiencia  judicial  de 
San  Bemo  (Italia),  dosde  aquél  tenía  fiu  residencia,  se  personó  y  la  cen- 
testó  en  escrito  ce  14  de  Diciembre  de  1$08  con  la  eópliea  de  que  se  le 
absolviese  de  las  preteseknes  del  actor,  á  quien  se  impcndrísn  las  ooe- 
tas  del  jnicio,  ezpcnlesdo  sustancia Imente:  que  el  árbol  genealóglcí 
acompasado  en  la  demanda  era  Inccmpleto,  puesto  que  en  él  se  cmltlt 
la  mención  de  otras  perdonas  que  tenían  preferente  derecho  al  Invocada 
por  el  demandante,  y  que  »cn  entre  los  colaterales,  les  nietos  de  Dofli 
María  Ignacia  Kófiez  del  Castillo  y  Montalvo,  bermasa  da  la  dltlaiu 
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»  Dofia  liaría  Francisca;  qne  era  también  inexacto  que  D.  Jaan 
Kúfiai  del  Oaatillo  y  Bncre,  número  dos  de  dicho  árboi,  f  aera 
•I  íaadador  del  titnlo  nobiliario  de  San  Felipe  y  Santiago  por  el  sólo 
kteho  de  haberse  expedido  á  su  nombre  el  titulo  en  1767,  porque  esto 
laé  debido  al  fallecimiento  de  su  padre  D.  Juan  José,  número  uno  del 
■ismo  árbol,  que  es  á  quien  se  otorgó  la  Real  merced,  y  del  cual  des- 
eisBde  directamente  el  demandado;  que  Igualmente  no  era  cierto  que  la 
ittlffla  poaeedora  Dofia  María  Francisca  muriese  sin  dejar  descenden- 
cia, puesto  que  dejó  dos  hijos,  D.  Pedro  Pablo  y  D.  Juan  Franoisco,  y 
anquo  loa  dos  murieron  antes  que  su  madre,  el  segando  estaba  casado 
y  dejó  una  hija  llamada  Dofia  María  Francisca  O'Farriel  y  Pedroso, 
letoal  Condesa  de  Buenavista;  que  fallecida  dicha  última  poseedora  en 
10  de  Suero  do  1889,  faé  anunciada  oficialmente  la  vacante  de  los  títu- 
los en  las  Gaeet€a  de  16  de  Mayo  y  SO  de  Noviembre  de  1901,  y  no  ha- 
Iklesdo  concurrido  á  solicitarlos  el  actor  dentro  del  placo  de  seis  meses 
safialado  en  cada  una  do  las  convocatorias,  perdió  todo  derecho  á  recia» 
aarloa»  en  virtud  de  ministerio  de  la  ley,  dejando  transcurrir  nada 
SOBOS  qne  catorce  afios,  durante  cuyo  tiempo  los  obtuvo  el  contestante 
D.  Benjamín  Garlos;  que  éste  descendía  directamente  del  verdadero 
loodador  de  loa  títulos  de  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago  D.  José 
MúñM  del  Castillo  y  Pérea  de  los  Reyes,  número  uno  del  árbol  genea- 
lógico, no  pndiendo  considerarse  como  tal  fundador,  segúa  alega  la 
parte  contraria,  al  hijo  de  aquél  D.  Juan  Francisco  del  Castillo  y  Sucre, 
número  dos  del  árbol,  distando,  por  consiguiente,  el  demandado  cuatro 
gradoa  de  dicho  fundador,  mientras  el  demandante  distaba  cinco;  que 
uimlemo  el  contestante  distaba  de  la  última  poseedora  ocho  grados  y 
no  nneve,  como  afirmaba  la  parte  contraria,  según  computación  civil 
«leí  parentesco,  que  no  debe  perderse  de  vista;  que  según  se  ha  dicho,  el 
verdadero  fundador  de  los  títulos  de  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago 
le  fué  D.  Joan  José  Núfiea  del  Castillo  y  Pérea  de  los  Beyes,  número 
nao  del  árbol  á  cuyo  favor  se  otorgó  la  merced  Beal  de  su  concesión,  y 
no  m  hijo  D.  Juan  Francisco  del  Castillo  y  Sucre,  número  dos,  siquiera, 
por  la  premorencia  del  primero  á  la  fecha  de  la  expedición  del  título^ 
loeaa  éato  expedido  á  favor  del  segundo;  que  vacantes  los  títulos  por 
muerto  de  la  última  poseedora,  nadie  los  reclamó  más  que  el  dicento 
dentro  del  segundo  de  los  plasos  ó  convocatorias  que  fueron  anuncia- 
dos en  las  Gaeeta$áe  Mayo  y  Noviembre  de  1901,  á  los  fines  del  ar- 
tieulo  9.0  del  Beal  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846  y  del  art.  ^.^  de 
lalastmeeión  de  14  de  Febrero  de  1847;  que  expedida  á  favor  del  con- 
-teslanto  la  Beal  carto  de  sucesión  de  los  títulos  en  Ifi  de  Octubre  de  1903 
y  cuando  ya,  por  consiguiento,  esto  asunto  se  hallaba  totalmento  ulti- 
mado, lo  dirigió  el  demandante  una  carto  fecha  18  de  Febrero  de  1908 
exponiéndole  su  mejor  derecho  á  poseer  los  títulos  en  cuestión,  acá* 
bando  per  formular  la  demanda  origen  de  este  pleito,  catorce  afios  des- 
puéa  de  la  muerto  de  la  última  poseedora,  uno  después  de  terminados 
loa  plaaoa  do  los  anuncios  en  la  Gaceta  y  ocho  meses  más  tarde  de  la 
Isoha  en  qno  so  otorgó  y  puso  en  posesión  de  los  títulos  al  demandado; 
que  áato  había,  por  el  contrario,  reclamado  y  comparecido  en  el  expe- 
diento dentro  del  plaio  legal  de  la  vonvocatoria,  habiéndose  otorgado 
la  eonoosión  do  dichos  títulos  en  Beal  orden  de  4  de  Agosto  de  1902,  y 
qio,  en  sn  eonsecueneia,  se  le  expidió  la  correspondiente  Beal  carta  por 
el  Ministerio  do  Qracia  y  Justicia  en  1.®  de  Octubre  de  1902  de  un  modo 
•bsolnto  y  definitivo,  y  sin  que  en  ella  conste  cláusula  alguna  de  csin 
petluloto  do  tercero  con  mejor  derecho»,  como  con  error  afirmaba  el 
Mtfl    -^  la  demanda;  á  continuaoión  de  cuyos  hechos  citó  el  contoetante 
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D.  Benjamín  Carlos  Núfiei  del  Castillo  y  Dnrel,  como  fandamenUM  d« 
derecho,  loe  arte.  136  y  139  del  reglamento  de  17  de  Abril  da  1890  0obr« 
procedimiento  administrativo  del  Ministerio  de  Gracia  y  JneticiA;  el  ar« 
ticnlo  13  de  la  ley  desvincnladora  de  27  de  Septiembre  de  1820,  restable- 
cida tín  30  de  Agoeto  de  1836  y  confirmada  por  la  de  19  de  Agosto 
de  1841;  el  Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846;  la  ley  2.\  titu- 
lo 16,  Partida  segunda,  y  caso  único  del  art.  139  del  ya  citado  regU* 
mentó  de  17  de  Abril  de  1900,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Baprem» 
de  31  de  Diciembre  de  1863  y  la  de  ia  6ala  segunda  de  la  Audiencia  ae 
Madrid  fecha  18  de  Octubre  de  1861;  á  cnyo  escrito  de  contestación  A 
la  demanda  acompañó  el  demandado  Núñei  del  Castillo,  entre  otros  do- 
enmentoe,  nna  copia  de  la  Real  carta  de  sucesión  en  los  títulos  de  Conda 
del  Castillo,  con  Grandeza  de  España,  y  Marqués  de  San  Felipe  y  San- 
tiago, expedida  en  San  Sebastián  á  su  favor  con  fecha  L.^  de  Octubre  da 
1902,  por  fallecimiento  de  su  prima  Doña  María  Francisca  Kúfiei  del 
Castillo  y  MoQtalvo: 

Resultando  que,  al  evacuar  el  traslado  de  réplica,  en  escrito  de  11  d« 
£nero  de  1904  adicionó  los  hechos  de  la  demanda,  manifestando  que  M* 
taba  fuera  de  toda  discusión  lo  referente  á  la  ñliación  del.  demandante 
y  demandado,  á  su  entronque  con  la  última  poseedora  de  loe  títulos  ai 
fallecí mieDto  de  ésta,  al  anuncio  de  la  vacante  y  á  la  concesión  de  ellos; 
que  quien  primero  pceeyó  y  pudo  usar  el  título  de  Marqués  de  San  Fe* 
Upe  y  Santiago  fué  D.  Juan  Francisco  Núfiez  del  Castillo  y  Sucre,  pues 
á  su  nombre  ee  expidió  la  Real  céduln  de  coBcesión;  que  no  es  exacto 
que  dicho  Marquesado  se  incorporase  al  del  Conde  del  Castillo,  puea  el 
bien  llegó  á  poseerlos  una  misma  persona,  D.  Juan  Clemente  Núfiei  del 
Castillo  y  Molina,  y  después  ee  transmitieron  juntos,  también  ea  cierto 
que  el  segundo  es  de  catf  goría  muy  superior  á  la  del  primero  por  llevar 
aneja  Grandeza  de  España,  de  que  el  otro  carece,  y  si  hubo  agregaclún 
debió  ser  del  título  de  Marqués  al  de  Condd;  que  el  demandado  no.  ee 
descendiente  ni  pertenece  á  las  líneas  directas  de  D.  Joan  Clemente 
Núñez  del  CaBtillo  y  Molina,  primer  Conde  del  Castillo,  y  de  D.  Juen 
Francisco  Núfíez  del  Castillo  y  Sucre,  á  quien  se  expidió  en  1767  InHeni 
carta  de  concesión  del  título  de  Marqués  de  San  Felipe  y  Santiago,  ee 
tando,  por  consiguiente,  en  grado  más  distante  que  el  actor  de  le  última 
poseedora,  y  siendo  indiferente  que  sea  ocho  ó  nueve  el  número  de  ge- 
neraciones que  le  separe  de  ésta,  que  el  lapso  de  catorce  años  deade  la 
muerte  de  la  última  poseedora  hasta  que  se  anunció  en  la  Gaceta  la  ve- 
cante  de  los  títulos,  no  puede  servir  para  fundar  cargo  alguno  qne  no 
alcance  también  al  demandado,  que  tampoco  practicó  en  ese  tiempo  gee- 
tióu  en  ningún  sentido;  que  existe  efectivamente  la  nieta  de  la  última 
poseedora  mencionada  por  el  demandado  en  su  contestación,  pero  qneoe 
de  nacionalidad  cubana,  y  por  ello  no  tiene  derecho  á  usar  títnloe  no* 
biliarios  españoles,  sobre  todo  los  que  lievan  aneja  Orandeae  de  £apefta; 
y  que  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  fecha  4  do 
Agosto  de  1902,  por  la  cual  se  acordó  expedir  Real  carta  de  Buoeaiún  ea 
los  títulos  á  favor  del  demandado  Núñez  del  Cuétillo,  dispuso  qne  ello 
se  hiciera  «sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho;  y  evacuando  átm 
vez  aquél  en  escrito  de  4  de  Febrero  de  1901  el  traslade  de  duplica,  fo- 
produjo  totalmente  los  hechos  de  la  contestación,  y  añadió:  qne  loo 
anuncios  publicados  en  la  Gaceta  para  la  provisión  de  loe  titoloa  ea 
cuestión  fueron  dos,  y  no  debieron  ser  tres,  como  afirme  el  demandaste, 
después  de  que  todo  sucesor  de  Grandeza  o  titule  haya  dejado  traaeea* 
rrir  los  seis  meses  posteriores  á  haber  heredado,  ó  sea  á  la  muerto  del 
último  poseedor,  sin  pagar  el  impuesto  y  pedir  la  correapondionto  earla 
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•da  confirmadón,  lo  eaal  por  bí  ralo  oonstifcaye  la  renoncia  tácita  y  an- 
^ciento»  abríéndoao  entQiHSM  el  periodo  legal  de  loa  dos  annoeioB»  no 
tree,  para  loe  parientes  ó  aucesores  alterioree;  qne  do  es  exacto  lo  que 
afirma  el  aetor  de  que  la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1^02,  por  la  cnal 
«e  aoordé  expedir  Beal  carta  de  snoesión  en  los  tltalos  á  favor  de  don 
Benjamín  Núfiei  del  Oástillo,  dispaslera  qne  se  hiciera  sin  perjuicio  de 
tercero  de  meior  derecho;  y  qne  oarecen  de  toda  importaDcia  y  otilidad 
para  los  mlsmoe  ñnes  qne  persigne  la  parte  actora  las  manlfeetaclonea 
•qne  ésta  hace,  á  titnlo  de  rectificación  ó  aclaración,  sobre  su  filiación  y 
la  del  demandado,  aobre  quién  poseyó  primero  el  Marquesado  de  San 
Felipe  y  Santiago  y  la  incorporación  de  este  titnlo  al  de  Conde  del  Oas* 
tillo  y  sobre  que  el  dtcente  no  pertenece  á  la  linea  directa  del  primero 
que  obtnto  aquel  Condado,  ni  sobre  si  está  en  grado  más  distante  que 
I>.  Joaé  Jeaáa  Montalvo. 

Beanltando  que  propuesta  y  practicada  á  instancia  de  ambas  partes, 
pmeba  documental,  unida  ésta  á  los  autos,  y  evacuados  los  traslados 
de  cenolnslón,  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Uoiver- 
eidnd  de  esta  corle  pronunció  en  11  de  Julio  de  1904  sentencia  absol- 
viondo  á  D.  Benjamín  Carlos  Núfiez  del  Castillo  y  Durel  de  la  demanda 
contra  él  interpuesta  por  D.  José  Jesús  Maria  Montalvo  eob/e  mejor  de- 
techo  á  loa  titules  de  Conde  del  CastUIo,  con  Grandeza  de  Espafia,  y 
Marqués  de  San  Felipe  y  Santisgu,  sin  hdcer  ezpreea  imposición  de  cos- 
tas; coya  sentencia,  en  virtud  de  apelación  qne  Interpuso  el  demandante 
Conde  de  Caea  Montalvo,  y  sin  imponer  tampoco  expresamente  lae  eos» 
tas  de  segunda  instancia  á  ninguna  de  las  partes,  fué  revocada  por  la 
Saia  primera  de  lo  civil  de /la  Audiencia  territorial  de  Madrid,  que  en 
otr»  aenteneia  de  81  de  Mayo  de  1906  declaró  preferente  y  mejor  el  de 
reebo  de  D.  José  Jesús  Montalvo,  Conde  de  Casa  Montalvo,  para  suceder 
en  el  titulo  de  Conde  del  Castillo,  con  Grandesa,  y  Marqués  de  San  Fe* 
Upe  y  Santiago  reepecto  del  actual  poseedor  D.  Benjamín  Núfiez  del  Cas* 
tillo,  y  en  su  consecuencia,  declaró  que  se  debe  expedir  la  correspon* 
diente  Beal  cédula  de  concesión  de  loa  títulos  mecciooados,  con  las  mith 
mas  preeminenciaa  con  que  fueron  creados  y  coocedidoe  á  ene  antepasa* 
doOf  debiendo  cesar  en  el  nao  de  los  mismos  D.  BenjamÍD  Náfiez  del  Cas- 
tillo, con  derecho  á  la  devolución  del  impuesto  y  cantidad  satisfecha  por 
ea  oonoealón  administrativa: 

Beanltando  que  D.  Benjamín  Carlos  Núfieadel  Castillo  y  Durel,  BAar  • 
qnéa  de  San  Felipe  y  Santiago,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por 
inlraeción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la 
de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  tres  siguientes  motivos: 

Primero.    Infracción  del  art.  9.®  del  Beal  decreto  de  28  de  Diciembre, 

que  dioe:  cTodo  auoesor  de  Grandesa  ó  titulo  que  á  los  seis  meses  de  ha* 

berio  heredado  estuviese  sin  pagar  el  derecho  establecido  por  ests  im 

puesto  y  sin  sacar  la  correspondiente  carta  de  confirmación,  se  entiende 

qne  fas  renunciado  por  si  so  derecho  á  la  Grandeza  ó  titnlo,  quedando. 

por  consiguiente,  sujeto  éste,  para  los  efectos  de  su  supresión,  á  lo  dis- 

meato  en  el  articulo  anterior,  rigiendo  el  mismo  plazo  de  seis  meaea 

Mrneada  uno  de  sus  inmediatos  sucesores;  ififraocióo  del  art.  8.^  del 

Biemo  Beal  decreto,  de  la  disposición  8.^  del  decreto-ley  de  Freeupuee-» 

boa  de  36  de  Junio  de  1874,  apéndice  letra  /,  en  cuanto  dice  «que  los  que 

iejasen  de  satisfacer  á  la  Hacienda  loe  derechos  correspondientes  en  Iob 

ilaaoa  debidos,  no  podrán  usar  de  sus  títulos  ni  figurar  entre  los  demás 

s  la  Guia  de  Boraeieroa,  entendiéndose  caducados  aquéllos  para 

)des  los  efectos  legales»;  y  de  conformidad  con  tales  disposicionea  re- 

lita  aaimiamo  infringida  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
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eapecÍBlmente  U  oeneigoadA  en  sentencisB  de  81  de  Diciembre  de  186t y 
19  de  Abril  de  1891  (pecúltime  ceneideraadQ)  y  11  de  Maye  de  li^Oft»  qve 
Tienen  á  declar&r  que  la  ley  8.*,  iit.  16,  Partida  tercera,  y  la  26,  tit.  1.^ 
Ubro  6.^  de  la  Novleima  Recopilación,  y  art.  18  de  la  ley  desirincnladora 
de  11  de  Octubre  de  18S0,  reeUblecida  en  1886,  están  subordinadúM  á  lo 
dispneeto  en  el  citado  Beal  decieto  de  28  de  Diciembre  de  1846,  enyae 
diepeBlcionee  legalea  y  jnrieprn désela  han  sido  infriogidee  en  loe  con- 
ceptee sigaienteB:  A,  porque  fallecida  Defia  Francieca  Núfiea  del  OaetUio 
y  Montalvo,  penúltima  poeeedota  de  loe  titnlot  en  cneetión,  el  16  de  Ene- 
ro de  1889,  deede  el  momento  de  en  mnerte  loe  derechoe  en-  loe  Utnioe  ee 
han  transmitido  por  ministerio  de  la  ley  al  inmediato  enceeor,  y  ha- 
biendo dejado  éste  pasar  los  eeie  meses  qne  previene  el  precepto  legal 
citado,  como  inf  rlDgido  en  primer  término,  sin  pagar  el  derecho  entable- 
oido  ni  obtener  la  correspondiente  carta  de  confirmación,  se  entienda  qne 
ha  renunciado  su  derecho,  y  éete  ha  caducado  para  todoe  loe  efecto» 
legales;  B,  por  ser  inconcnso  qne  el  precitado  Real  decreto  de  88  de  Di- 
ciembre de  1846  es  nna  ley  qne  reforma  ó  deroga  las  anterioree,  en 
cnanto  estén  en  oposición  con  sns  disposiciones,  según  lo  prevenido  en 
los  ya  moBcipnados  artículos  8.®  y  9«*  del  mismo  y  en  el  6  *  de  to  Ine* 
tmcción  de  14  de  Febreio  del  47,  según  los  cnales[todo  sucesor  en  loe  tí- 
tulos nobiliarios  tiene  que  satisfacer  para  llegar  á  ostentarlos  el  im- 
puesto especial  correspondiente  y  obteher  la  carta  de  pago  de  confirma- 
ción á  los  seis  mesee  de  haberlo  heredado,  entendiéndoee,  de  no  olee» 
tnarlo  que  renuncia  á  su  derecho,  quedando  sin  suprimirse  durante  doo 
suceslODes  directas  ó  transversales  por  si  fuera  voluntad  de  admitirloB 
los  herederos  legítimos,  teniendo  en  otro  caso  lugar  su  euspeneión  y  so 
derecho  á  restablecerlo,  según  se  consigna  en  el  primer  eoneideraado  del 
voto  reservado;  C,  porque,  partiendo  de  estos  principios  pueden  snrgir 
tres  distintas  hipótesis  en  la  aplicación  de  dicho  Real  decreto  ley  al  mo- 
dificar y  derogar  la  legalidad  anterior;  primera,  qne  acudan  anteo  del 
anuncio  de  la  vacante  ó  durante  los  platos  y  convocatorlaa  respectivas,, 
uno  ó  varios  pretendientes;  segunda,  que  sean  la  primera  ó  eogunda 
convocatoria,  comparesca  uno  solo  dentro  del  plaso  de  esaa  convoca* 
torlas,  llegándosele  á  otorgar  ó  expedir  previo  el  pago  de  loe  dere- 
chos cprrespondientee,  consignándose  ó  no  la  cláueula  de  «siii  perjul» 
cío  de  tercero  ó  de  mejor  derecho»  en  la  Real  carta  de  eucesióBi  eobre 
todo  si  se  trata  de  la  última  convocatoria;  y  tercera,  que  no  comparesca 
ninguno  en  los  piases  sefialadoa  para  laa  convocatorias  y  recaiga  ó  esté 
pendiente  de  recaer  la  declaración  de  caducidad;  en  la  primera  hipóte- 
sis puede  surgir  la  controversia  entre  los  aolleitantes  acerca  do  en  pre- 
ferente derecho,  ventilándose  en  tal  caso  la  adjudicación  ante  loo  Tribu- 
nales, con  arreglo  á  las  antiguas  disposiciones  vinculares,  ouepeiidléo» 
doee  la  tramitación  administrativa;  en  la  segunda  hipóteeis,  siendo  uno 
solo  el  reclamante  y  habiendo  deducido  la  solicitud,  bien  anteo  do  In 
convocatoria  ó  dentro  del  plaso  de  la  primera,  también  podrá  onrgir  la 
controversia,  que  habrá  de  deducirse  ante  les  Trlbunalee,  pneoto  que 
entonces  la  administración  expedirá  la  Real  carta  de  sucesión  ó  eonfir 
mación  con  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho»  i 
cuyo  momento  constituirá  aquella  concesión  un  estado  determinado,  pe 
precario,  que  haga  posible  todavía,  como  ya  se  ha  dicho,  la  Intervond^ 
de  los  Tribunales;  y  en  la  tercera  y  última  hipótesis,  ó  sea  la  de  no  ees 
parecer  ningún  solicitante,  se  produciría  la  caducidad  si  pasasen  doe  si 
cesiones  directas  ó  transversalee  sin  admitir  ó  reclamar  el  título  loe  m 
oeoores  legítimos,  quienes  lo  habían  renunciado,  al  no  solicitarlo,  < 
enyo  caso  tendrá  lugar  la  supresión,  sin  derecho  á  restablocene;  y 
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porque  rMenocide  por  la  JnrltpnidenoiA  de  eete  Tribunal  Supremo  en 
dlíerentee  eentonelae»  y  eepeeiaimente  en  la  de  11  de  Mayo  último,  como 
Innegable  el  earioter  de  la  ley  que  tiene  el  Real  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre de  1846,  y  admitido,  por  lo  tanto,  eomo  estado  legal  último  vigente, 
modifioador  y  derogatlvo  de  loe  anteriores,  el  factor  de  la  renuncia,  per 
ministerio  de  la  ley,  establecido  en  el  art.  9.<^  del  mismo  Real  decreto,  y 
OB  en  conoecnenoia,  privado  de  derecho  y  acción  para  reclamar  aqnel  L 
qvlen  dieha  renuncia  se  aplica,  considera  qae  dicho  estado  legal  reqnle- 
to  doa  eircanetanciaa  qne  eoncnrren  en  el  caso  de  antos,  á  saber:  la  no 
]ii08onftaeión,  en  el  que  se  snpone  rennnciante,  dentro  de  las  convoca- 
torias y  plasos  respectivos,  y  la  de  qne  recaiga  un  anto  ó  reso loción  ad- 
ministrativa, bien  para  la  cadocidad  del  tltnlo,  bien  para  la  concesión 
del  mismo  á  otro;  debiendo  de  tenerse  en  cuenta  que  la  sentencia  de  18 
de  Abril  de  1891  y  el  auto  de  29  de  Eneróle  1886,  que  se  invocan  en  el 
fallo  reonrrldo,  se  refieren  á  casos  completamente  distintos  del  actual  y 
que  la  sentencia  de  27  de  Septiembre  de  1878,  que  también  se  cita  en  la 
reenrrlda,  además  de  sentar  doctrina  totalmente  Inoportuna  á  la  tesis, 
que  mantiene  con  manifiesto  error  la  Sala  sentenciadora,  de  que  el  Real 
doorelo  de  1846  es  de  carácter  puramente  fiscal,  ha  recaído  respecto  á. 
im  Condado  que  fué  vendido  en  uso  del  otorgamiento  de  una  Real  la* 
evitad: 

Segundo.  Infringe  asimismo  la  sentencia  recurrida  el  art.  6.^  del 
Código eivil,  según  el'que  las  leyes  solóse  derogan  por  otras  posteriores, 
sin  prevalecer  contra  su  observancia  el  desuso  ni  la  costumbre  ó  práctica- 
en  contrario,  articulo  basado  en  el  principio  jurídico  de  que  la  ley  pos- 
terior deroga  á  la  anterior;  y  en  consecuencia,  con  dicho  art.  6.^  apare- 
es también  infringido  el  1.®  del  mismo  Código,  con  arreglo  al  cual  las 
leyes  obligan  á  los  veinte  días  de  su  promulgación;  cuyas  disposiciones 
legales  han  sido  infringidas  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurri- 
da no  aplica  en  toda  su  integridad  el  Real  decreto  de  28  de  Diciembre 
de  1846  ni  la  disposición  8.*  del  decreto-ley  de  26  de  Junio  de  1874, 
mientras  declara,  por  el  contrario,  vigente  la  ley  2.*,  tít.  16,  Partida 
segttnda  y  demáe  concordantes  en  les  casos  que  aquellas  disposiciones 
comprenden  taxativamente^  y  en  el  concepto  también  de  que  en  su  vis» 
ta  tampoco  declara  caducados  y  renunciados  les  derechos  del  deman- 
dante Conde  de  Casa  Montalvo,  por  no  haberlo  solicitado,  cuando  me- 
nos, en  el  plaso  de  los  segundos  edictos  publicados  en  la  Gaeeiat  y  que 
tales  derechos  á  los  títulos  y  Grandeaa  correspondían  al  recurrente,, 
eomo  único  solicitante  dentro  del  término  legal,  á  quien  se  habían  otor- 
gado sin  reserva  alguna;  porque  el  mencionado  Real  decreto  de  28  de 
DIelembre  de  1846  ee  una  verdadera  ley,  reconocida  como  tal  por  la 
constante  Jnrleprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  desde  su  sentencia 
do  SI  de  Diciembre  de  1868  hasta  la  de  11  de  Mayo  de  1906;  y  ante  la 
categórica  doetrina  que  esas  sentencias  establecen  no  cabe  ni  el  desuso 
do  la  eootumbro,  ni  menos  caben  aún  les  distingos  que»  se  hacen  en  la 
sentencia  recurrida  entre  leyes  fiscales,  administrativas  y  civiles,  pues 
la  ley  es  ana  en  su  observancia  para  todos  los  casos  que  comprenda,  y 
eoalqnlera  que  sea  el  Ministro  que  la  refrende,  y  aun  cuando  su  fin 
principal  se  refiera  á  materias  de  Hacienda,  no  se  le  puede  llamar  me- 
ramente fiscal;  pero  si  lo  fuera,  cualquiera  de  sus  preceptos  qne  se  rela- 
eiesase  con  el  detecho  civil  había  de  ser  observado  y  se  consideraría. 
deedo  aquel  momento  derogada  la  disposición  legal  anterior  que  la  hu- 
biese regulado  haeta  entonces,  siendo,  en  su  consecuencia,  indudablo 
que  el  precitado  Real  decreto  de  1846  ha  derogado,  en  cuanto  á  la  cadu- 
«Idad  de  los  títulos,  la  ley  2.%  tít.  16,  Partida  segunda,  y  6.*,  tít.  17,^ 
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libro  10  de  la  NovíslmA  Recopilación,  como  oonaignan  en  el  TOto  i 
vado  los  dignos  Megistradoe  qne  le  sascriben;  y 

Tercero.  Id  fracción,  por  último,  del  art.  64,  DÚm.  8.^  de  la  Oonafelto- 
cion  de  la  MouHrqnia  española,  qne  confiere  al  Rey  la  facaltad  de  con- 
ceder honores  y  distinciones  de  todas  clases  con  arreglo  á  las  leyes,  y 
como  coDsecaencla  de  esta  infracción,  la  de  la  Real  orden  y  Real  carta 
de  sucesión  de  los  expresados  títulos  al  recurrente  D.  Benjamín  Carlos 
Náfiez  del  GaetlUo  fecha  1.^  de  Octubre  de  1902,  toda  vea  que  eeae  Real 
orden  y  Real  carta  dadas  en  términos  absolutos,  sin  resetva  de  tereere, 
no  pueden  ser  impugnadas  ante  los  Tribunales  ordinarios  ni  recnrridMi 
ante  la  jurisdicción  contencioso-administrativa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Caeafia: 

Considerando  que,  segán  tiene  declarado  el  Tribunal  Suprema,  el 
Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846,  ley  del  Reino  por  haberse  ex* 
pedido  en  virtud  de  la  autorización  otorgada  en  Oortes  al  Poder  ejecn* 
tivo  con  la  finalidad  expresada  en  el  art.  16  de  la  ley  de  Preeapneatoa 
de  1846,  tiene  como  tal  ley  toda  la  eficacia,  virtualidad  y  transcendencia 
propias  é  inherentes  á  los  acuerdos  y  resoluciones  de  este  carácter  del 
Poder  legislativo,  sin  qne  sea,  por  tanto,  procedente  ni  lícito  contrade- 
cir aquellos  efectos  con  la  razón  ó  pretexto  de  la  existencia  de  otros  de*- 
rechos  anteriores,  aun  siendo  perfectos,  cuando  el  Poder  soberano,  á 
quien  únicamente  compete  la  facultad  absoluta  de  legislar,  estima  qn« 
debe  hacer  uso  de  ella,  y  lo  hace,  regulando  á  su  arbitio  loa  derechos,  lo 
mismo  anteriores  que  posteriores  á  la  promulgación  de  la  ley,  por  lo 
cual  la  ÚQica  cuestión  que  interesa  examinar  para  la  resolución  del  pre- 
sente recurso  es  la  de  la  inteligencia  é  interpretación  de  loe  preceptos 
del  mencionado  Real  decreto  para  hacer  aplicación  estricta  del  mÍBmo« 
conforme  á  la  intención  del  legislador: 

Considerando  qne  aun  cuando  la  renuncia  á  que  ee  refiere  el  art.  9*^ 
implique  y  signifique  pérdida  absoluta  del  derecho  al  título  ó  Grandesa 
respectiva,  esiablecida  por  el  legislador  como  caución  de  la  morosidad 
ó  negligencia  en  el  pago  del  impuesto  que  ha  de  satisfacerse  pora  obte- 
ner la  confirmación  de  aquellos  honores,  como  de  todas  suertes  compota 
al  Rey,  y  en  su  representación  al  Poder  ejecutivo,  la  concesión  de  toda 
clase  de  honores,  con  sujeción  á  las  leyes,  es  manifiesto  que  si  este  Po* 
der,  usando  de  su  facultad,  no  estima  procedente  al  hacer  los  sogondoo 
llamamientos  declarar  renunciante  en  dicho  sentido  al  Inmediato  enoeoor 
que  no  acude  en  el  término  del  primero  de  aquéllos  y  otorga  en  estas 
condiciones  la  concesión  á  cualquiera<de  loa  representantee,  de  las  se- 
gundas sucesiones,  ha  de  entenderse  hecha  con  carácter  precario  y  sólo 
para  los  efectos  de  la  subsistencia  del  título  ó  Grandeza,  mientras  no  so 
presenta  tercero  con  mejor  derecho,  conoillándoBe  aeí  prndentemsiilo 
los  intereses  del  Fisco  con  la  rigurosa  y  estricta  sanción  del  expresado 
artículo  9.^í 

Considerando  que  si  esto  es  indiscutible  cuando  la  concesión  á  cnal- 
quiera  de  las  segundas  sucesiones  se  hace  con  la  dáñenla  de  ctin  por* 
juicio  de  tercero  de  mejor  derecho»  sería  poco  equitativo  y  hasta  vio* 
lento  entender  que  la  mera  omisión  de  la  expresada  olántnla  equivalía 
á  una  declaración  ó  acto  por  parte  del  Poder  ejecutivo  de  aplioaoióa  do 
la  sanción  severa  de  dicho  art.  9.®  al  moroso  en  acudir  al  primer  llama- 
miento, declaración  ó  acto  contrarios  á  la  práctica  seguida  en  el  Minia  - 
terio  de  Gracia  y  Justicia  y  al  espíritu  que  informa  el  Real  deeroto  do 
14  de  Noviembre  de  1886  sobre  rehabilitación  de  títulos  y  Grandsaas 
caducados,  al  disponer  que  se  haga  siempre  oon  aquella  oláusnla,  y  oslo 
con  tanta  mayor  razón  en  el  caso  del  presente  recurso,  cnanto  qns  oa  al 
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expediait6  administrativo  tegnido  al  efecto  la  opinión  del  Negociado,. 
coala  qae  ae  conformó  el  Sabsecrelario,  foó  qoe  la- expedición  de  la 
Real  carta  de  encesióo  en  loe  titnlos  de  qne  ee  trata  ee  hiciera  á  D.  Ben- 
jamín Oarloa  Núfiez  del  Castillo  y  Darel  con  la  reserva  de  dicha  clánsn- 
la,  lo  cnal  aotorisa  á  soponer  qne  so  omisión  fué  involontaria,  ya  que  ni 
el  informe  del  Consejo  de  £Btado  ni  la  resolución  ministerial  contienen 
nada  en  contrario: 

Considerando  qne,  esto  sentado,  y  de  conformidad  con  la  doctrina 
consignada  por  este  Bnpiemo  Tribonai  en  sentencia  de  11  de  Maye  de 
1905f  no  habiendo  llegado  ei  Poder  ejecntive  á  tomar  acuerdo  alguno 
qve  per  an  carácter  y  términos  más  ó  menos  expresivos  signifique  el 
propósito  de  privar  definitivamente  de  su  derecho  al  Conde  de  Casa 
Montalvo,  como  á  cualquiera  otra  persona  qoe  con  preferente  derecho 
ai  de  Núfiei  del  Castillo  hubiera  podido  acudir  al  primer  llamamiento, 
al  resolver  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte  la  cuestión  del 
pleito  per  el  fundamento  del  mejor  derecho  del  primero  con  el  criterio 
de  las  leyes  de  Partida  y  de  la  Novísima  recopiUción,  qne  estima  apli- 
cabli's,  no  ha  infriogldo  las  mismas  ni  los  preceptos  de  los  artículos  8«^ 
7  9.^  del  mencionado  Real  decreto-ley  de  1846,  ssí  como  tampoco  ei  ar- 
iíonlo  6.^  del  Código  civil,  ni  ei  64,  en  su  núm.  8.^,  de  la  Coiistitoción, 
como  el  recurrente  pretende  en  los  tres  motivos  del  recurso,  en  el  sen- 
tido y  por  las  rsaones  que  quedan  expuestas,  no  obstante  las  equivoca- 
ciones que  en  el  orden  de  los  razonamientos  ee  contienen  en  la  sentencia 
recurrida: 

Considerando  qoe  ni  la  disposición  8.^  del  Apéndice  letra  B  de  la  ley 
de  Presupuestos  de  26  de  Junio  de  1874,  ni  las  sentencias  de  este  Tribn- 
aal  Supremo,  que,  además  de  la  de  Mayo  del  afio  último,  se  citan  tam- 
bién como  infringidas  en  el  recurso,  contradicen  lo  expuesto  respecto  de 
aquella  diepoeicióo,  porque  no  existe  en  el  presente  caso  acto  alguno  ó 
reaolnción  del  poder  ejecutivo  declarativo  de  la  caducidad  de  los  títulos 
de  que  se  trata,  y  enyas  órdenes  de  caducidad  deben  ser  publicadas  ofi- 
cialmente, conforme  á  lo  preceptuado  en  aquella  dieposición  reguladora 
exclusivamente  de  las  bases  relativas  al  pago  del  impuesto;  y  en  cuanto 
á  las  sentencias  se  refiere,  porque  en  el  caso  de  la  de  SI  de  Diciembre 
de  1868,  desde  la  primera  convocatoria  de  18  de  Diciembre  de  1862  ee 
biso  la  advertencia  terminante  de  que  los  inmediatos  sucesores  de  ios 
títalos  qne  no  acudteeeo  al  llamamiento  se  entendería  qne  habían  re- 
nunciado su  derecho,  constituyendo  esta  prevención  una  resolución  ex- 
presa de  la  Administración  respecto  de  la  aplicación  de  la  sanción  del 
articQld  9.^  del  Real  decreto  de  1846,  confirmada  en  la  convocatoria  de 
24  de  Octubre  de  1863,  por  lo  que  pudo  alegarse  y  resolverse  en  aquel 
pleito  la  cnesiión  de  caducidad  del  derecho  de  D.  Ildefonso  Moreno;  y 
relativamente  á  la  de  18  de  Abril  de  1891,  porque  el  caso  qne  la  motivó 
guarda  analogía  con  el  del  actual  recurso,  ya  qne  en  aquél  se  había  con- 
cedido la  Real  carta  de  sucesión  al  que  acudió  á  los  llamamientos,  con 
la  cláasnla  de  sin  perjuicio  de  mejor  derecho,  reconociéndose  después, 
en  consecuencia,  el  preferente  de  otro  pariente  máfl  próximo,  y  estable- 
eléndoee  en  dicha  sentencia  qne  los  arts.  8.^  y  9.^  del  Real  decreto  de 
1846  no  obstaban  en  su  caso  á  la  aplicación  de  la  ley  de  Partidas,  por 
Tirtnd  de  la  cual  se  hfao  la  concesión  en  el  sentido  posteriormente  ex- 
plicado en  la  sentencia  de  11  de  Mayo  de  1906,  sentido  que  es  realmente 
pi  de  la  furisprndencia  anterior,  con  el  qne  se  armoniza  el  precepto  del 
-rtíenlo  64  de  la  Constitución,  á  qne  el  motivo  tercero  se  refiere; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  h»ber  lugar  al  re- 
axao  de  casación  Interpoesto  por  D.  Benjamín  Carlos  Núfiez  del  Caati- 
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Uo  y  Dnreí,  á  quien  condensmofl  al  pago  de  Ue  eoetae;  y  líbreee  á  la  Au* 
dienoia  de  esta  corte  la  oerrespendieúke  oertifioaolón,  devolviéndole  el 
apantamiento  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publibará  en  la  Qoééia  é  in^ 
•ertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaa 
necesatias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aldeooa» 
Antonio  Alonso  CaBafia.=Ildefonso  Lopes  Aranda.= Pascual  Dome* 
aech.=Federioo  MonBBlve.=rEduarde  Bula  Qarcía  Hita. 

Publicaoión.=Leida  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentenela  por  el 
Bxcmo.  Sr.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  da 
que  certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Noviembre  de  1906.=Mareelino  San  Román. 


Kúm.  140.~TRIBUNAL  SUPREM0.-24  de  Noviembre, 
publicada  el  8,  9  y  II  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley. '-i>':o{sedn  dtfmonttfs.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Jo«6 
Freiré  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  deia  Au< 
díencia  de  la  Coruña  en  pleito  con  D.  Ramón  Landriz  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  reconocido  por  el  demandado  el  dominio  que  tiene  el  deman- 
dante sobre  inmuebles  cuya  división  pretende  y  por  cuyo  dominio  útil 
venia  pagando  una  y  otra  parte  renta  /oral  á  loe  señores  de  dominio 
directo,  es  evidente  que  ordenando  la  división  de  aquéllos  no  infrin- 
ge la  Sala  sentenciadora  los  arts.  392, 400  y  402  del  Código  eiüil: 

Que  no  se  opone  á  tal  división  la  eireunstaneia  de  existir  un  pro* 
rrateo  de  remas  hecho  sin  formalidad  alguna  y  con  carácter  prooi^ 
sionaU  como  tampoco  la  circunstancia  de  existir  terrenos  eereados 
dentro  del  perimetro  de  dichos  inmuebles: 

Que  no  es  licito  hacer  en  casación  supuesto  de  la  cuestión  eon 
añrmactones  contrarias  á  las  de  la  Sala  sentenciadora  fundadas 
éstas  en  la  apreciación  de  las  pruebas  en  conjunto: 

Que  en  el  propio  caso  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art,  4.^ 
del  Código  civil  ni  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  según  la 
que  las  acciones  fundadas  en  la  nulidad  de  un  acto  d  obligación  no 
pueden  ejercitarse  útilmente  sin  declarar  primero  dicha  nulidad^ 
cuando  la  Sala  sentenciadora  únicamente  establece  la  inelícaeia  dd 
mencionado  expediente  de  prorrateo  para  los  efectos  del  litigio  jo- 
bre  división,  tanto  por  su  carácter  provisional  como  por  no  haberse 
elevado  á  escritura  pública: 

Que  no  infringe  los  arts,  Í09Í  y  1281  de  la  ley  procesal  la  senien^ 
eia  que  aplicándolos  rectamente  interpreta  con  arreglo  al  sentido 
literal  de  sus  cláusulas  lo  consignado  en  un  documento: 

Que  no  infringe  los  arts.  400  del  Código  civil  y  2106  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  la  sentencia  que  estima  procedente  la  acción  comaní 
divídundu,  acomodando  su  fallo  al  objeto  y  términos  de  la  eoniro* 
versia  limitada  al  apeo  y  prorrateo  de  un  f  oral. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1900,  en  el  ini- 
cio declarativo  de  niAyor  cuantía  Regnido  en  el  Jasgado  de  primera  Ins- 
tancia de  Luga  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la 
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Confia  p«r  D.  Bamón  Landrli  7  Lonsa,  yeeino  de  Lngo,  Proenrador» 
por  aív  y  an  refüeaentación  de  Dofia  Manneia  Penado  Rodrígnei,  con  an 
marido  D.  Pedro  de  Gabriel,  Tecinoa  de  Santiago  de  MilleiroB  contra  don 
Joeé  María  Freiré  Díaa,  propietario  y  yecino  de  la  Mnifia^  7  O.  Manuel 
7  D.  Joeé  Marüi  de  Uabriel,  como  canaahabienteB  de  tn  madre  Dofia  Do- 
miaga  de  Gabriel,  dedaradoa  en  rebeldía;  habiendo  sido  tambióa  de- 
mandadoa  7  se  allanaron  á  la  demanda  D.  Bamón  Fernándei  Lensa,  don 
Joflé  7  Dofia  Ooncepción  Gonsalea  7  Goo sales,  Dofia  Antonia  de  Gabriel 
Gomes,  eonan  marido  D.  Franoltco  Gonsalea  Mannel;  Dofia  Dominga, 
Dofia  Josefa  7  Dofia  Isabel  de  Gabriel;  D.  Antonio  Vilabelia  Freiré,  don 
Mannel  Grafia  Gonsalea  7  Dofia  Encarnación  Gonsales  Fernándes,  con 
BU  marido  D.  Oonatantino  Fernandos,  D.  Mannel  Santos,  D.  Antonio 
Frade  Oarballedo,  D.  Mannel  Barreiro  Mnlfia,  D.  Jesús  Fernándes  Mi* 
Uarea,  Dofia  Ana  Fernándes,  en  representación  de  sus  hijos  menores, 
Antonio,  Dositeo  7  Olandina  Sal  Fernándes;  D.  Mannel  Sal  Fernandas, 
D.  Fanatino  Navia  Alvares,  D.  Pablo  Gonsales,  Dofia  Josefa  Fernandas, 
con  an  marido  D.  Leonardo  Tallado,  Dofia  Manuela  Lenca  7  el  sn70 
O.  Domingo  Trabada,  Dofia  María  Antonia  Valifio  7  sn  marido  D.  Ra- 
món Grsfia;  D.  José  Moran,  D.  Ramón  Trabada,  D.  Ramón  Moran,  don 
José  7  D.  Dionisio  Sobrado  Peres,  D.  Pedro  Falgaeira  Días,  D.  Antonio 
Grafia  Gonsales,  D.  José  Garbeira  Frade,  D.  Joan  Oastedo  Raocafio, 
D.  Gabriel  Fernáades  Vásqnes  7  D.  Mannel  de  Gabriel  Gomes,  sobre  di- 
visión de  montes;  pendiente  ante  Nos  en  vírtnd  de  recarso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procarador  D.  Lnis  Soto  y  Her* 
náttdes,  en  nombre  da  D,  José  María  Freiré,  7  por  fallecimiento  de  éste, 
de  0ns  hijos  y  herederoe  D.  Dionisio,  D.  Mannel,  D.  Faustino,  D.  Oami* 
lo  y  Dofia  María  Freiré  Antonia  Rico,  consorte  la  última  de  D.  Faustino 
Naria  Alvares,  propietarios  todos  7  vecinos  del  lugar  de  la  Mnifia,  ex- 
cepto el  D.  Oamilo,  qne  lo  es  de  la  villa  de  Becerrea;  habiendo  compare- 
cido  Dofia  Manuela  Penado  Rodrigues,  representada  por  el  Procarador 
D.  Oélestino  Armifián  7  defendida  por  el  Letrado  D.  José  Soto  Re- 
foera: 

Beenltando  qne  en  16  de  Febrero  de  1876,  D.  Pedro  de  Gabriel,  don 
Ramón  Fernándes,  D.  José  María  Freiré  y  buen  número  más  de  veci- 
nos del  pueblo  de  la  Muifia  de  Retizós  7  de  Miileiros  suscribieron  un 
doenmento  privado  en  el  primero  de  dichos  puntos  manifestando  que  aI 
pneblo  de  la  Mnifia,  en  donde  todos  eran  perceptores,  según  se  limita^ 
ba  en  coto  redondo,  estaba  en  el  dominio  directo  del  ex  convento  dn 
Meira  ó  sus  representantes;  7  como  entre  los  llevadores  habían  surgfido 
discordias  sobre  el  modo  7  forma  de  efectuar  los  pa«08,  ya  por  los  nonri- 
bree  remotos  7  desconocidos,  ya  por  las  demaaiadis  fracciones  de  la 
pensión,  ya  por  las  diñcultades  que  ofrecía  la  cabBzalería,  acordaron 
unánimemente  efectuar  un  nuevo  reconocimiento  de  nombres  de  ios  pa- 
gadores, limites,  terrenos  y  pensiones  af  <)ctas  al  precitado  término  per- 
teneciente ai  dominio  del  ex  convento  de  Meira,  prorrateando  amiga- 
blemente á  cada  uno  lo  qne  le  correspondiera,  se^ún  la  parte  que  tu- 
viera en  dicho  lugar  y  con  arreglo  á  sn  calidad,  señalando  á  cada  uno, 
á  ser  posible,  una  sola  partida  de  las  especies  con  que  se  contribuía; 
qne  también  acordaban  desempeñar  la  cabez<ilería  alternativamente 
^da  seis  años  y  en  cada  año  cuatro  vecinos,  uno  por  cada  una  de  las 
Mpecles  qne  se  pagaban;  y  que  á  fln  de  proceder  con  rectitud  y  acierto 
m  el  prorrateo  elegían  por  peritos  á  D.  José  Maria  Freiré  y  á  D.  Luis 
3rafia,  quienes  ofrecían  desempeñar  bien  y  fielmente  su  cometido,  pre- 
io  sefialamiento  y  asistencia  de  ios  interesados  en  el  término  de  sr- 
kdías,  dentro  del  qne  todos  los  qne  tuvieran  que  reclamar  en  evic- 
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clon  ó  pago  lo  yerificarlan  á  fin  de  coneIgDarlo  aai  en  el  expediente, 
obligándose,  aei  como  á  sae  herederofl,  ¿  cumplir  y  obeervar  cnanto  qne- 
daba  estipnlado  y  á  redacir  este  docnmento  y  ía  operación  anbelgnlente 
fl  judicial,  si  faere  preciso: 

Besnltando  qae  el  1.^  de  Mayo  de  1878  D.  José  María  Freiré  sneori- 
bló  en  el  ing&r  de  1&  Mnifia  un  documento  1>rivado,  en  el  qne  deepnáe 
de  hacer  constar  que  había  eido  nombrado  perito  con  D.  Lnle  Grafia 
por  docnmento  simple  de  16  de  Febrero  de  1876,  y  en  acto  conciliatorio 
Ante  el  JnzjBfado  de  la  Tilla  de  Meira  el  8  de  Abril  de  1878,  y  preeentndo 
por  todos  loe  interesados  y  perceptores  en  el  citado  lugar  con  el  fin  de 
llevar  á  cabo  el  prorrateo  del  dominio  qne  se  pagaba  al  e!c  convento  de 
Meira  ó  sns  representantes  y  verificarlo  amigablemente,  eegán  lo  pacta- 
f:  j  en  los  indicados  documentos,  consignó  que  después  de  loe  Iníormee 
é  instrucciones  de  los  interesados,  y  con  asistencia  de  ellos,  había  pa» 
pade  al  reconocimiento  del  actual  estado  de  limites  y  fincas  del  citado 
pueblo,  propio  en  toda  su  extensión  del  dominio  directo  del  ex  conven- 
to de  Meira,  qne  por  sus  límites  y  demarcaciones  se  describía  en  la  for- 
ma qne  en  el  docnmento  se  indica;  que  dentro  de  ef?os  límites  ee  halla- 
ba comprendido  el  lugar  de  la  MuifiB,con  todas  las  casas  de  sus  habi- 
tantes, dos  molinos,  huertos,  prados,  montes,  etc.,  que  era  propio  en  el 
dominio  directo  del  citado  ex  convento  y  en  el  útil  de  los  perceptores 
en  él,  según  resultaba  de  los  cuatro  foros  otorgados  en  16S8,  1674,  1642 
7  1700,  y  lo  comprobaba  un  apeo  judicial  que  se  bise  los  días  81  y  IS 
üe  Mayo  de  1711;  otra  operación  de  prorrateo  verificada  en  1827,  y  una 
escritura  de  concordia  otorgada  en  1674,  en  virtud  de  la  qne  se  pactaba 
una  pensión  anual  de  siete  fanegas  y  media  de  trigo,  dos  cameros,  dos 
capones,  una  libra  de  cera  y  481  reales  78  céntimos  en  dinero  en  reeo- 
cocimiento  del  dominio  directo;  y  que  con  objeto  de  aplicar  á  cada  uno 
lo  que  le  correspondía  con  arreglo  á  su  caudal,  se  pasaba  al  -reconod- 
luiento  parcial  de  lo  que  poseía  cada  copartícipe  dentro  de  los  relaclo* 
nados  limites,  para  lo  que  se  acordó  la  división  de  toda  clase  do  mon- 
tes de  cava,  paeto  y  tallo,  así  como  los  ocupados  con  árboles,  impntán- 
doles  á  cada  cual  en  su  haber  ó  capital  é  indemnizando  á  los  quo  no  lo 
tuvieren,  y  en  cnanto  á  la  cabezslerla,  desempeñarla  del  modo  acorda* 
do  en  el  docnmento  de  16  de  Febrero  de  1876,  ínterin  las  circunstancias 
que  motivaban  el  expediente  fueran  subsistentes:  \ 

Resultando  qne  á  continuación  de  estos  dos  documentos  figura  en  si 
expediente  de  prorrateo  el  haber  que  dentro  de  la  demarcación  de  la 
Muiña  se  formó  á  sí  propio  D.  José  María  Freiré,  y  asignó,  entre  otros 
montes  ó  fíocas  que  describe  en  los  llamados  De  Moneo,  Ohalrifit, 
Chandafaya,  Riocabo,  Real,  Carros,  Castro,  Murria,  Oarballas,  Lame* 
rrifia,  Marronda,  Acebreira,  Batas,  Oasoa,  Comporta,  Oaballeira,  Gor- 
^neira,  Pefía  da  Mnifia,  á  D.  Luis  de  Gabriel,  y  en  sn  representación 
Juan  Rico,  D.  Mannel  de  Gabriel,  D.  José  Días,  D.  Pedro  de  Gabriel, 
Oofia  Josefa  de  Gabriel,  D.  Manuel  Díaa,  Dofia  Dominga  do  Gabriel, 
D.  José  Rico  del  Real,  Dofia  Antonia  de  Gabriel,  D.  Antonio  Agredo, 
D.  José  de  Gabripl,  Doña  María  Ana  Gómei,  D.  Juan  Oaetedo,  heredC' 
r?s  de  D.  Jnan  Gonzales,  Dofia  Antonia  G únzales,  D.  José  Gonzales  y 
..ermanoB,  D.  Anf^el  Rez  Freiré,  D»  José  Frade  Revo,  D.  José  Oortéo, 
:>.  Mannel  Fartín,  D.  Felipe  Trasorras,  D.  José  Veiga,  D.  Domingo 
Oortón,  D.  Jo^é  Saojrrjo,  D.  Ramón  Fernández,  Dofia  Manuela  Alva- 
rolla,  D.  José  Oabo,  D.  Ramón  Landriz,  D.  Mannel  Días  ViUamll,  don 
Pedro  Fernándes  Rivas,  D.  Joeé  Barreiro  Gonzales,  D.  Faustino  Nalrs 
y  hermanos,  D.  Agnstín  González,  D.  Domingo  Barreiro,  D.  Antonio 
Yilabella,  D.  Antonio  Moran  y  Ramón,  D.  Pedro  Folgneira,  D.  <H 
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l>riel  Feí^áades,  D.  José  QoDitles  Sal,  D.  Maniiel  Sobrado,  Dofia  To« 
masa  de  Gabriel,  D.  Migaei  FerDáodei,  D.  Laie  Oorbeira,  Dofia  Car» 
men  Frade,  D.  Manoel  Fernándes,  D.  Cayetano  Moran  y  Dofia  Tereta 
Heira,  D.  Francisco  Oonso,  D.  Manael  Valifio,  D.  Pable  Gonsaies,  don 
Pedro  Lensa,  D.  Lnis  Grafia,  D.  Jote  Moran,  D.  Domingo,  D.  Anto- 
nio 7  D.  Benito  Trabada,  D.  Manuel  Mnifi»,  D.  Pedro  Fernándes,  don 
José  Cedrón  Landris,  D.  José  Fernándes  Pénela,  D.  Bartolomé  Gon- 
sales,  D.  Joan  Lnna,  D.  Manuel  Verdaeco,  D.  Constantino  Fernándes, 
Dofia  María  Fernándes  y  Dofia  Francisca  Jartln,  entre  los  qne  fignra 
á  eontinnación  dlstribnida  la  renta  con  qne  se  contribuía  en  reconoci- 
miento del  dominio  directo,  apareciendo,  por  último,  en  el  expediente 
un  doenmente  extendido  en  el  lugar  de  la  Muifia  el  21  de  Marso  de 
1880,  en  el  que  se  dioe  qne  habiendo  comparecido  los  interesados  com- 
ptendidos  en  la  precedente  operación  de  prorrateo  y  que  figuraban  en 
•1  esorito  que  obraba  por  cabesa  del  expediente  por  ante  los  testigos 
qae  suscribían  y  puéstoles  de  manifiesto  dicha  operación,  instruyendo* 
lee  de  lo  expuesto  y  de  las  circuostaocias  contenidas  en  aquél,  contesta- 
ren qne  habiéndola  reconocido  detenidamente  y  hallándola  íormalisa- 
d»  en  debida  forma,  la  aprobaban  en  todas  sus  partes,  protestando  es- 
ter  7  pasar  por  todo  lo  en  ella  contenido,  sin  contravención  alguna, 
íaterin  las  circunstancias  sucesivas  no  hicieran  necesaria  nueva  refor» 
ma»  así  en  ia  calidad  de  terrenos,  mensura  ú  otras  circunstancias  que 
lA  permitieran,  por  todo  lo  que  hacían  la  más  solemne  y  formal  obliga* 
elte  por  sí  y  sucesores  de  estar  y  pasar  por  lo  en  ella  contenido,  cuyo 
docnunento  aparece  firmado  por  D.  Pabto  Genzales,  D.  Francisco  Ba- 
rrelre  á  ruego  de  D.  Manuel  Valifio,  D.  Ramón  Grafia,  D.  José  Fernán- 
des,  D.  José  Pereirá  por  D.  Pndro  Gallego,  D.  Domingo  León  Gallego, 
D.  Benito  Trabada,  D.  José  María  Freiré,  D.  Faustino  Navia,  D.  José 
Gen  sales  Sal,  D.  Domingo  GoosaUs,  D.  Domingo  Barrelro,  D.  Pedro 
Folgoelra,  D.  Juan  Oastedo,  D.  Jo8é  Gop  sales,  D.  Juan  Rico,  D.  Miguel 
Fernándes,  D.  Pedro  Lenza,  D.  Manuel  Díaz,  D.  Ángel  Martínez  Freiré, 
D.  Jeeé  Fernándes,  D.  Antonio  Vilabella,  D.  Bartolomé  Gonzales,  don 
Francisco  Moran  á  ruego  de  D.  Cayetano  Moran,  D.  Felipe  Trabada  y 
D.  Manuel  Gogúndes  por  Dofia  Josefa  Tellado: 

Beenltando  que  en  6  de  Junio  de  ISeí  D.  Antonio  Frade  Carballede 
demaniitó  en  inicio  verbal  ante  el  Juzgado  municipal  de  Valeira  á  don 
Joeé  María  Freiré  y  sus  hijos  D.  Dionisio,  D.  Manuel,  D.  Faustino,  don 
Camilo  y  D.  Esteban,  alegando:  que  en  unión  de  otros  'conduefios  lo  era 
de  nna  parte  de  terreno  ó  monte  en  término  de  la  Muifia  de  Retlzós,  que 
comprendía  algunos  árl)0le6,  en  la  que  sin  permiso  de  nadie  lee  deman- 
dadee  ee  habían  propasado  á  abrir  una  cantera,  sacando  de  ella  gran 
perdón  de  piedra  para  construir  un  molino  harinero,  y  que  como  para 
el  disf  mte  y  aprovechamiento  de  una  cosa  común  no  podían  hacerse  al- 
teraciones sii^  consentimiento  de  los  condnefios,  se  veían  en  la  necesi* 
dad  de  demandarlos,  á  fin  de  que  se  abstuvieran  de  arrancar  y  extraer 
^tedra  de  la  indicada  cantera;  y  sustanciado  el  Juicio,  en  18  del  mismo 
ea  7  afio  dictó  sentencfs  el  Jusgado,  qne  fué  firme,  desestimando  ana 
'cepción  de  inoompetencia  que  los  demandados  propusieron  y  conde- 
ndoles  á  que  se  alMtu vieran  de  arrancar  más  piedra  del  terreno  des- 
¡o  en  la  demanda  al  sitio  de  los  Batanes  y  toda  otra  alteración  en  el 
inne,  reponiendo  las  oosas  al  ser  y  eetado  que  tenían  en  cuanto  fuera 
ilble: 

Besnltaade  que  al  poco  tiempo,  ó  sea  en  7  de  Noviembre  del  mismo 
I,  D.  José  María  Freiré  formuló  demanda  de  juicio  verbal  ante  el 
«ftde  mnnieipal  de  Pol  contra  D.  Ramón  Fernandos,  D.  Ramón  Lan- 
10M0  lOft  €0 
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driZ|  D.  Pedro  de  Gabriel,  D.  Antonio  Frade  7  qtroe  para  que  se  les 
obligase  á  prestarse  á  la  división  y  partición  de  los  montes  Orilla  y 
Biocabo,  Escaieirifia  7  Sobre  los  Batas,  asi  como  ai  de  Pena  da  Moiftap 
en  donde  sólo  tenía  parte  D.  Antonio  Frade,  7  habiéndose  propuesto 
por  éste,  D.  Pedro  de  Gabriel  7  D.  Domingo  B<irreiro  la  incompetencia 
del  Jazgado,  dictó  éste  auto  declarándola,  siendo  declarada  desierta  la 
apelación  que  contra  el  mismo  interpuso  D.  José  María  Freiré: 

Resultando  qne  por  escritura  pública  otorgada  en  81  de  L>iciembrs 
de  1898  D.  Pedro  de  Gabriel  Gómez  vendió  á  DuñA  Mannela  Penedo  Ro- 
dríguez, entre  otros  bienes,  una  porción  alícuota,  cuya  extensión  se  ig- 
noraba, en  los  montes  abertales  y  partibles  en  los  términos  del  logar  de 
la  Muifia,  qne  se  extendían  por  las  parroquias  de  Santa  María  Magdale- 
na de  B 'tizos,  distrito  de  la  Valeira,  y  la  de  Santiago  de  Mtlleiros,  na 
pndiendo  el  vendedor  expresar  los  con  fines  de  la  indicada  porción  por- 
que cuando  los  montes.se  roturaban  variaban  de  extensión  y  sitio,  ni 
tampoco  los  generales  de  todos  aquellos  términos: 

Resultando  que,  sin  qne  conste  la  fecha,  D.  Antonio  Frade  Carballe- 
do  dedujo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lugo  demanda  centra 
D.  José  María  Freiré,  alegando:  qne  por  diversos  títulos  había  adquirido 
el  monte  llamado  Batanes,  Batas  y  P«na  da  Muifia  y  en  término  de  la 
Muifia  de  Betizós,  término  municipal  de  Pul;  que  en  dicha  totalidad  de 
monte  tenían  otras  porciones  el  demandado  y  varias  personas  más,  no 
conociendo  aquéllas  porque  se  hallaban  proindiviso  y  formando  nn 
conjunto;  que  tal  derecho  de  propiedad  y  el  estado  de  indivisión  lo  ha* 
bía  reconocido  Freiré  en  juicio  yerbal  que  intentó  el  7  de  Novlembra  de 
1891  contra  el  actual  demandante  y  demás  condueños  en  el  Jnagadode 
Pol,  y  lo  fué  también  en  sentencia  dictada  por  el  de  Valeira  en  Jaioio 
Yerbal  promovido  por  el  demandante  contra  el  Freiré  y  sos  hijos;  que 
esto  no  obstante,  el  demandado  dividió  por  sí  el  monte  en  cuestión,  ad- 
judicándose tres  porciones,  un  terreno  poblado  de  árboles,  llamado  Da 
Comporta;  otro,  inculto,  con  dos  castañales,  llamado  Pena  da  Maifia,  7 
otro  de  igual  clase,  denominado  Molino  de  Abajo,  inscribiendo  además 
esos  tres  trozos  á  so  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad  por  xnedio 
de  información  posesoria,  por  lo  qne  pidió  se  declarase  nula  y  de  ningún 
valor  ni  efecto  la  división  de  la  totalidad  del  citado  monte  y  la  inaortp- 
ción  de  las  tres  porciones  relacionadas  en  el  Rf  gietro  de  la  propiedad, 
condenando  á  Freiré  á  que  respetase  el  estado  posesorio  del  demandante 
en  el  monte  en  cuestión;  y  sustanciado  el  juicio,  con  oposición  del  de- 
mandado, en  12  de  Octubre  de  1886  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Lugo  estimando  en  todas  sus  partee  la  demanda; 

Resultando  que  más  de  un  año  antead»  la  fecha  últimamente  citada, 
ó  sea  en  8  de  Mayo  de  1896,  D.  Ramón  Landris  y  Lenza  dedujo  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Lugo  demanda  de  juicio  declarativo  de 
menor  cuantía  contra  D.  José  María  Freiré,  alegando  en  el  hecho  8* 
que  eROS  dos  hechos  fueron  reconocidos  por  el  demandado  y  consortes 
en  expediente  que  debía  obrar  en  el  Gübierno  civil  de  la  provincia,  para 
que  qne  se  excluyese  del  plan  de  aprovechamientos  ferales  el  mon 
llamado  Da  Marronda,  sito  en  el  lugar  de  la  Muifia,  por  formar  par 
del  exprtísaJo  foral,  y  además  Freiré,  por  su  parte,   reconoció  tambif c 
en  expediente  de  información  posesoria  sustanciado  en  el  Juzgado  1 
que  se  dirigía,  con  citación  de  los  duefioe  del  dominio   directo,  qoe  to 
das  las  ñacas  en  el  comprendidas,  y  cuya  relrción  acompañaba,  ae  ha 
liaban  gravadas  con   dicha  parte  de  pensióo,  hablé adolo  reconoclc 
también  en  escritura  de  préstamo  hecha  á  su  favor  por  D.  Dositoo  Ne 
ra  y  Gayoso  en  4  de  Diciembre  de  1891;  y  en  ao  yirtod  y  en  la  do  i* 
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demás  alegaciones  qne  consignó,  suplicóse  condenase  á  D.  José  María 
Freiré  á  qne  reconociera  por  escritura  pública  qne  ias  fincas  de  qne  era 
daefio  en  el  lagar  de  la  Mnifia,  7  caya  relación  presentaba,  se  hallaban 
gravadas  con  la  renta  aunal  da  tres  ferrados  de  trigo  y  12  pesetas  en 
metálico,  como  parte  ésta  y  aqnélios  del  indicado  íiral;  á  qne  la  distri- 
buyera proporcioqalmente  entre  ellas,  y  á  qne  le  pagise  la  correspon 
diente  á  los  cuatro  últimos  años,  entendiéndose  el  trigo  en  especie  ó  á 
valores,  con  las  costas;  y  por  otrosí  pidió  se  citasen  de  eviocion  á  los 
transmiteates  de  la*  renta  de  qne  era  daefio  y  á  qne  se  refería  en  la  de- 
manda, con  la  qae  presentó  una  relación  de  fincas  firmada  por  él,  sin 
fecha,  que  comprende  las  partidas  slicaientes:  21,  un  prado  y  monta 
con  árboles,  llamado  Chüuzj  de  Oarros;  2H,  un  terreno  inculto,  llama 
do  Gorros;  40,  otro  monte  cerrado  y  abertal,  liamado  Oasoa  <le  Arriba; 
42,  un  terreno  inculto,  con -varios  castBfiíiIeB,  llamado  Qjrgaeiía;  48, 
otro  monte  inculto  llamado  C.^rballelra;  4S  una  fiír.a  inculta,  llamada 
Blooabo;  49,  otra,  llamada  Do  Moneo;  60,  una  porción  de  mont«  arbo- 
lado, llamado  Marronda,  y  sitio  del  Val  Da  Fonte  y  Oarrisp;  61,  otro 
inculto,  con  castañales,  llámalo  Di  Fjute;  62,  otro  llamado  Lameiri- 
üae;  63,  otro,  ioculto  con  árboles,  lIam<i<lo  Belra  del  Monte;  64,  otro, 
inculto,  con  árboles,  Uamudo  de  tVlouco;66,  otro,  Incnlto,  con  caR'sñftles 
les,  llamado  Molino  de  Arrlb..;  66,  otro,  inculto,  poblado  de  canthñdieSy 
llamado  Batas;  67,  otro,  de  igaal  clase,  deoomlnado  P^fiti  de  Jistral; 
68,  otro,  poblado  de  árboles,  llamado  Da  Comporta;  HO,  otro  igual, 
nombrado  Lameirlfi.)8;  61,  otro,  llamado  Oorragedoiro;  6¿,  otro  terreno 
Inculto  con  castafiulvis  llamado  Limeirlfia<4;  63,  otro  t^^aal,  denomina- 
do Ohao  de  Faya;  68,  otro,  lo  mismo,  llarasdj  tíSscaleinñ  \;  69,  otro,  iu« 
culto,  con  árboles,  llamado  G)rguelra;  70,  uu  terreno,  pobado  de  ro* 
bles,  llamado  Fonte  de  Conde;  71,  otro,  poblado  con  castbfiiles,  llama- 
do BUá9;  72,  otro,  inculto,  con  do9  casthfiíles  al  sitio  del  Puente; 
78;  otro,  igual,  llamado  Penada  Muifia;  74,  otro,  poblado  de  árboles, 
llamado  de  Andrade;  76,  otro,  iacolto,  con  dos  castpfiales,  llamado  Mo- 
lino de  Abajo;  76,  otro  terreno  inculto,  llamado  Oampo  de  Capilla,  y 
77,  otro  llamado  Triguelras;  y  se^aido  el  pleito  por  todo»  sus  trámi- 
tes, en  26  de  Enero  de  1836  dictó  sentencia  el  Jaez  de  pr  mera  instan- 
cia de  Lugo  declarando  haber  Instar  á  la  demanda  y '  condenando  á  don 
José  María  Freiré  á  que  reconociera  por  enorltura  pública  que  las  fincaa 
de  que  era  dnefio  en  el  lugar  de  la  Malfii,  ezprenadns  en  la  relaciO^i 
presentada  con  la  demanda,  se  hallaban  grávalas  con  la  rentti  anual  de 
tres  ferrados  de  trigo  y  12  p^Retas  en  metálico,  como  p(irt^  é^tas  y  aqué- 
UoB del  indicado  foral  de  Malfi^,  á  que  la  dlstrihayera  proporcional 
mente  entre  ellas  y  á  que  pai,;Hse  al  demandanto  la  corfpqi>ondlerte  á 
los  cuatro  últimos  afíos  anteriores  al  de  1^05,  er.t*'n  \'éu  Iopb  el  trigo  en 
especie  ó  á  valores,  o  )a  las  cíistas,  según  aPÍ  apnr^-^e  en  te^timunío  de 
particnlares  del  referido  pleitr,  traído  al  presente  en  t(^rmlno  de  prue- 
ba, en  cuyo  documento  consta  Fdemáe  qne  practicndB  pir  el  perito  don 
Manuel  Pillado  la  operación  de  deslinde  y  prorrateo  entre  !ae  78  fin- 
ias que  constituían  el  heredamiento  de  Freiré  de  Vln  fií.  pa^te  de  las 
cuales  son  las  cont^^nldas  en  la  relación  presentada  por  l>  Rhoioo  Lan- 
rii,  con  sn  demanda,  y  puesta  de  manifiesto  á  la-^  part  s  la  operación 
racticada,  como  uj  se  habieoe  formnlado  oposición  algnna,  el  Jues 
'ctó  auto  en  24  de  Ági.<íto  de  1896  aorobando  las  ooeracione^  de  apeo 
Itstrlbución  de  laienta  de  trea  ferrados  de  trigo  y  12  p^setaq  ea  me 
Ico  entre  los  bienes  que  r.onstltní'^n  el  lugar  acasara  lo,  llamado  he  • 
lamiento  de  Freiré  de  Vlnifla,  practicadas  por  el  perito  D.  Minuel  Pi- 
lo, citándose  al  demandado  D.  José  María  Freiré  para  qae  dentro  del 
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término  de  tercero  día  otorgue  A  favor  del  demandante  D.  Ramón  Lan*^ 
dril  la  eBcritnra  de  reconocimiento  A  qne  se  refería  la  anterior  eenten- 
oú,  preyiniéndole  qne,  traoflcnrrido  dicho  término  ein  yerificarlo,  se 
llevaría  A  efecto  de  oficio  por  el  Juagado: 

Besnltando  que  en  19  de  Febrero  de  1897  D.  José  María  Freiré  y  Díai- 
7  D.  Bamón  Landriz  y  Lensa  otorgaron  en  Lugo  una  escritura  pública 
maniíeetando  que  el  segundo,  por  virtud  de  la  adquisición  que  A  título 
de  permuta  biso  de  D.  Bamón  Fernándes  Lensa,  D.  Manuel  Gonsales 
Fernándes,  D.  Antonio  Frade  Carballede  y  D.  Manuel  Barreiro  Muifia, 
según  escritura  pública  de  14  de  Noviembre  de  1894,  era  dueflo  de  la 
renta  feral  anual  de  SO  ferrados  de  trigo,  dos  carneros,  dos  capones,  una 
libra  de  cera  y  107  pesetas  94  céntimos  y  medio  en  dinero,  procedente 
de  los  monjes  del  suprimido  convento  de  Bernardos  de  la  villa  de  Bfeira, 
y  de  la  que  eran  pagadores  todos  los  vecinos  del  lugar  de  laMuifia  de  &taui- 
tiago  de  Milleiros,  algunos  de  los  de  BetiióB,  San  BcmAn  y  otros,  como 
duefioB  del  dominio  útil  de  las  fincas  aforadas  allí  existentes,  pnes  aun 
cuando  de  los  títulos  originarios  no  resultaba  dinero,  era  debido  A  que 
éste  se  estipuló  posteriormente  en  equivalencia  del  cuarto  y  quinto  de 
los  frutos  de  las  aludidas  fincas;  que  siendo  actualmente  uno  de  los  pa- 
gadores el  compareciente  D.  José  María  Freiré,  quien  contribuía  con  la 
pensión  anual  de  tres  ferrados  de  trigo  y  12  pesetas  en  metAlioo  por  do- 
minio directo  de  un  heredamiento  llamado  de  Freiré  de  Muiíla,  sito  en 
el  lugar  de  ese  nombre  y  compuesto  de  las  78  suertes  ó  parcelas  qne  so 
expresarían,  que  eran  partes  de  las  comprendidas  en  el  foro  de  referen- 
cia, se  vio  obligado  el  D.  Bamón  A  demandarle  en  el  Josgado  de  prime- 
ra instancia  de  Logo  para  qne  reconociese  en  escritura  pública  que  las 
fincas  de  su  propiedad,  radicantes  en  dicho  lugar  de  la  Muiíla,  se  halla- 
ban gravadas  con  la  renta  de  tres  ferrados  de  trigo  y  12  pesetas  anuales 
y  la  distribuyese  proporcional  mente  entre  aquéllas,  pagAndoIe  la  perte- 
neciente A  los  cuatro  últimos  efios;  que  entre  la  prueba  documental  ofre- 
cida por  el  actor  en  aquel  juicio,  admitida  como  pertinente  y  unida  A  los 
autos  que  se  tenían  A  la  visia  para  la  redacción  de  esta  escritura,  figu- 
raba una  certificación  suscrita  por  el  Begistrador  de  la  propiedad  del 
partido  haciendo  constar  que  el  referido  heredamiento  llamado  Freiré 
de  Muifia  se  hallaba  inscrito  A  favor  del  D.  José  María  con  la  carga  ea 
cuestión,  y  previa  información  posesoria,  en  el  folio  y  tomo  correspon- 
diente; que  dictada  sentencia  estimando  la  demanda  y  practicadm  por  el 
perito  D.  Manuel  Pillado  la  operación  de  apeo  de  las  fincas  y  prorrateo 
de  la  renta  entre  ellos,  fué  aprobada  por  auto  de  24  de  Agosto  de  1896  del. 
qne  se  hace  relación,  y  que  cumpliéndolo  en  lo  prevenido,  D.  José  Ma- 
ría Freiré  prestaba  su  completa  conformidad  y  aprobación  A  la  distriba- 
eión  de  renta  hecha  por  el  citado  perito,  manifestando  ser  el  actual  pa- 
gador de  la  renta  de  tres  ferrados  de  trigo  y  12  pesetas  anuales  por  do« 
minio  del  heredamiento  de  Freiré  de  Muifia,  compuesto  por  las  78  por- 
ciones de  bienes  descritas  en  la  escritura;  reconocía  por  legítimo  due- 
flo de  tal  renta  A  D,  Bamón  Landrii  en  virtud  de  la  escritura  de  oompm 
de  14  de  Noviembre  de  1894,  y  se  obligaba  solemnemente  por  sí  y  ana 
sucesores  á  pagar  ai  D.  Bamón  y  los  suyos  en  la  época  acostumbrada» 
la  renta  en  cuestión,  a9Í  como  á  abonarle  el  importe  de  la  correpondlen- 
te  A  los  cuatro  afios  anteriores  A  1895,  en  cuyos  términos  aceptó  D*  Ba- 
món Landris  la  referida  escritura: 

Besnltando  que  en  8  de  Noviembre  de  1900  D«  Bamón  Landrla  y 
Lensa,  por  su  propio  derecho  y  reprepentando  ademes  A  Dofia  Manuela 
Penedo  Bodrígues,  con  su  marido  D.  Pedro  de  Gabriel,  dedujo  en  el 
Jugado  de  primera  instancia  de  Lugo  demanda  ^n  Juicio  dedaratlyo  ám 
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día  el  monte;  en  la  tercer»  de  éste  D.  Faustino  Navia,  D.  Antonio  Frade 
y  D.  Pablo  Gonzalee  una  cuarta  parte  y  un  tercio  de  otra;  Doña  Encar- 
x>aclón  GüEzaiee,  Doña  Jüetfa  Fferoández  y  D.  José  Moráu,  otra  cuarta. 
piute  y  la  lercera  de  otra;  Doña  Manuela  Lecza  y  D.  Ramón  Trabada,, 
uua  tercera  parte  de  las  cuatio  en  que  se  gubdividía  la  tercera  porción 
(iei  moiite,  perteneciendo  la  última  cuarta  parte  de  eeta  mlema  porción 
áDüfia  Icabei  ae  Gubriei  y  D.fia  Antonia  Vaiifio;  y  en  ia  cuarta  y  úl- 
tima porüióc  en  que  se  dividía  el  monte  correspondía  una  cuarta  parte 
H  D.  Kamón  Mütao,  D.  Joeé  y  D.  Dionipío  Sobrado;  otra  á  los  deman- 
dantes y  a  D.  Kamon  Fernández  Lenza,  que  además  eran  dncfioe  de  una 
tercera  Va»  te  de  otra  cuarta,  correspondiendo  las  dos  terceras  restantes 
qoe  faltaban  para  completar  eeta  cuarta,  á  D.  Antunio  Vilabella  y  don 
Munuei  Santot^;  y,  por  último,  la  cuarta  pane  restante  correspondía  á 
D.  P^-dro  Fuiqueira,  D.  Antonio,  D.Ramón  y  D.  Manuel  Grt.fia  Gonza- 
les,  D.  JüBé  Caibeiüa  Frade,  D.  Juan  Uasiedo  y  D.  Gabriel  GoLzales;  7 
citando  en  eu  apoyo  Its  arte.  ¿02,  3t*3  y  400  del  Código  civil  suplicó  se 
decii.rape  bbber  lu^ar  á  la  demanaa  y  que  ei  monte  de  que  iba  hecho 
mérito  p<  rtenecía  á  demendantee  y  demandados  en  la  forma  y  porciones 
indicadas,  se  condenare  á  la  diviaióu  del  mismo  pur  medio  de  perltoe 
/(Ue  se  elegrían  en  la  forma  ordinaria  y  en  su  día  á  que  se  coneignare 
en  escrituia  póblíea  el  rtsultado  de  la  operación  y  se  amojonasen  las 
partes  adjudicadas  á  cada  cual,  con  impoeicion  de  cestas: 

Resultando  que  citados  y  empifiZfcdcs  los  demandados  se  allanaron 
todos  á  la  demanda,  menos  D:  Manuel  y  D.  José  Mciía  de  Gabriel,  he- 
rederos dt  su  macre  Di  fia  Domitgade  Gabriel,  que  fueron  dtclaradoa 
♦in  rebeldía,  y  D.  Jteó  María  Fieire  Díaz,  que  la  contestó  en  i  O  de  Fe- 
brero de  lí)02,  aiegaiidt:  que  no  era  cierto  lo  que  les  demandantes  con-- 
ríignabau  en  el  hi  <  ho  1.®  de  la  demanda  en  cuanto  se  rtftiía  á  la  exia- 
tencia  día  la  finca  á  que  aluoían,  tal  como  la  dtscribí&n,  á  que  estuviera 
dedicada  á  moute  y  á  que  estuviera  proindiviso  y  pofetídaen  común 
por  demandantes  y  demandaduH,  pues,  por  el  contrario,  dentro  del  perí- 
metro total  que  los  primeros  deslindaban  como  Granja  de  la  Reniña  y 
que  afirmaban  de  hallaba  á  monte,  existían  hacia  man  de  treinta  ó  cna- 
renta  afios  varias  fiucas  de  distintas  cUses  y  destinadas  á  diferentes 
cultivos,  perfectamente  demarcadas  y  hasta  cerradas,  pertenecientes  y 
poseídas  en  concepto  de  dueños  por  el  demandado  y  otras  varias  pere©- 
nae,  y  si  bien  era  verdad  que  dentro  del  referido  perímetro  total,  cuya. 
comunidad  se  suponía  por  los  damaudantes  y  cuya  divi&icn  Ee  pedía  por 
éstos,  existían  porciones  de  mente,  conoi  idas  con  les  nombres  de  Ma* 
rronda,  Granja  de  la  Muifi»,  Do  Moneo,  Caibaliás,  Murria,  Chaodaíaya 
7  Real,  también  estaban  esos  montes,  al  menos  en  su  mayor  parte,  di* 
Yididos  ya  en  parcelas  y  poseídas  éstas,  per  ccnsiguieute,  no  «n  común 
y  proindiviso,  sino  individualmente  y  como  propios  per  sus  respectivoa 
dueños  hacía  más  de  diez  y  veinte  afios;  que  por  lo  mismo  tampoco  era 
cierto  el  hecho  2.^  de  la  demanda,  y  en  tanto  no  lo  era  y  que  la  divi- 
sión de  los  referidos  montes  estaba  hecha  hacía  muchos  afios,  cuanto 
qne  asi  lo  había  reconocido  el  demandante  D.  Ramón  Landris,  en 
Txnión  del  demandado  y  otros,  en  escrito  de  *¿ñ  de  Marzo  de  1881  dirigi* 
do  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  al  inrcar  el  expediente  que  se 
instruyó  sobre  exclusión  del  monte  de  la  Muifía  del  catákgo  y  plan 
de  aprovechamientos  forestales,  debiendo  además  constar  en  ese  ex- 
pediente que  con  fecha  20  de  Diciembre  del  referido  efio  se  suminis- 
tró por  ei  mismo  D.  Ramón  Landris  información  testifical  arte  el  Al- 
calde de  Pol,  en  la  que  se  acreditó  que  tanto  el  citado  monte  Marrcnda 
como  los  demás,  los  tenían  sns  dnefios  divididos  y  acotados  hace  máa 
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pleito;  pero  en  cambio  quedaba  reconocida  la  ezietenoia  de  loa  montea 
nombradoe  Do  Moneo,  OarballáBi  Mnrria  7  Beal,  dejando  sólo  de  men- 
eionaree  loe  ilamadoe  Chairifia,  Biocabo,  Corroe  y  Oaetro;  qne  eiendo  la 
proindiviaión  un  hecho  negativo,  era  claro  qne  la  divieión  constituía  el 
afirmativo,  qne  debía  probar  Freiré,  por  máe  qne  esto  fnera  imposible; 
qne  los  montes  mencionados  en  la  demanda  se  dividían  entre  varios  con- 
dnefios  por  afio  7  vei  para  en  aprovechamiento  7  con  carácter  eventnal 
7  transitorio,  por  consigniente,  alndióodose  sin  duda  á  esta  división, 
pero  no  á  la  definitiva,  ó  sea  á  la  conatitntlva  de  nn  estado  de  derecho 
permanente;  qcA  la  división  existente  era  eventnal,  alterable  según  la 
voluntad  7  las  necesidades  de  los  terratenientes,  7  qne  la  definitiva  no 
se  había  realizado,  eran  hechos  qne  fácilmente  se  jnstifícarían  si  los  ne« 
gaba  el  demandado,  así  como  qne  tal  división  no  subsistía  hacía  diea  6 
veinte  años,  como  lo  decía  en  la  contestación;  qne  tan  cierta  era  la  pro- 
indi visión  que  sustentaba,  cnanto  qne  hací^  diez  ó  doce  años  el  mismo 
Freiré,  á  quien  entonces  le  agradaba  dividir  los  montes,  hizo  por  ai  nn 
pro7ecto  de  división  á  su  capricho,  qne  no  dio  resultado  alguno  porque 
no  mereció  la  aprobación  de  loe  demás  condueños  en  el  monte;  que  en 
el  expediente  gubernativo  á  qne  Freiré  se  refería  sólo  se  trató  del  monte 
de  la  Marronda,  como  él  mismo  afirmaba,  no  incluido,  como  habíti  dicho, 
en  la  demanda;  que  la  información  testifical  practicada  en  aquel  expo- 
diente, en  la  que  parecía  se  sentaba  el  hecho  de  que  los  montee  todoa 
estaban  divididos,  no  podía  afectarle,  como  tampoco  á  su  representada, 
pues  se  practicó  sin  su  citación  7  audiencia,  7  aunque  así  hubiera  sido, 
no  Burtifía  efecto  alguno  en  el  pleito  actual  si  no  se  reproducía;  qne 
aunque  fuese  cierto  el  juicio  de  faltas  propuesto  por  Freiré  contra  Tomás 
Trashorras  7  Carmen  Frade,  carecía  de  toda  eficacia,  porque  el  deman- 
dante no  fué  parte  en  él,  porque  en  los  juicios  de  faltas  no  se  hacen  de- 
claraciones de  propiedad  7  porque,  definitiva  ó  provisional  la  división. 
Freiré  siempre  tendría  derecho  á  que  se  respetasen  los  productos  de  la 
porción  de  monte  de  que  eventualmente  podía  disfrutar  7  á  qne  se  le  ln> 
demnizasen  los  dafios  causados;  qne  en  la  Escribanía  de  D.  Jesús  Parga 
pendió  pleito  de  menor  cuantía  que  propuso  D.  Antonio  Frade  contra 
D.  José  María  Freiré  sobre  nulidad  de  la  división  practicada  en  el  monte 
de  la  Mnifia  de  Betizós,  titulado  Batanes,  Batas  7  Pena  de  la  Mnifia  7 
de  la  inscripción  que  el  demandado  hizo  de  las  fincas  divididas  7  qne  se 
adjudicó  en  la  división,  siendo  de  advertir  que  los  terrenos  de  la  Mnifia 
se  hallaban  enclavados  en  dos  parroquias,  la  de  Milleiros,  perteneciente 
al  distrito  de  Pol,  7  la  de  Betisós,  al  de  Valeira;  que  en  eee  pleito,  en  el 
qne  se  trató  de  montes  pertenecientes  á  la  segunda  de  dichas  parroquias, 
sostuvo  Freiré  con  igual  temeridad  que  en  el  presente,  que  aquéllos  es- 
taban divididos,  7  no  obstante  la  sentencia  qne  se  dictó  reconociendo  la 
proindi  visión,  estimando  la  demanda  é  Imponiéadole  las  costas,  sostenía 
ahora  igual  pretensión  con  relación  á  los  montes  objeto  de  este  litigio, 
sitos  en  el  distrito  de  Pol;  7  después  de  aducir  diferentes  fundamentoo 
de  derecho,  reprodujo  en  todas  sus  partes  la  súplica  de  la  demanda: 

Besultando  que  D.  José  María  Freiré,  acompañando  el  expediente  de 
prorrateo  del  lugar  de  la  Mnifia,  practicado  en  1878,  duplicó  Insistiendo 
en  las  pretensiones  7  alegaciones  de  hecho  de  su  escrito  de  contestación, 
afi adiendo:  que  hacía  más  de  veinte  afios  todos  los  vecinos  del  nneblo 
de  la  Maifía,  demandantes  7  demandados  en  este  pleito,  en  unión  00a 
lee  demás  de  Betizóe  7  Milleiros,  acordaron  proceder,  como  procedió» 
ron,  á  la  división  de  los  referidos  montes,  entre  ellos,  de  loa  Uamadoa 
Do  Mouco,  Chairifia  ó  Sobre  á  Casoa,  Chandaf a7a  ó  Chaodafa7a,  Bloea- 
bo,  Bial,  Castro,  Carballeira  ó  Arcigreira,  Mnrria  ó  Valdo  Tombo  7  Oai* 
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ÍMilláfl«  que  eran  á  loa  que  ee  referia  la  demanda,  la  Marronda  y  otros, 
dlvieión  qae  ee  hiio  oon  la  conformidad  é  intervención  de  D.  Pedro  de 
<3^abriel  y  en  esposa  Dofia  Mannela  Penedo,  asi  como  de  D.  Bamón  Lan- 
dris,  A  qaien  representaba  sn  primo  D.  Bamón  Fernández  Lensa,  en 
Tirtnd  de  poder  que  entonces  tenia  para  ello;  que  la  misma  fué  aproba- 
da» al  menos  tácitamente,  porqne  fué  y  era  respetada  por  todos  los  in- 
-teresados,  incluso  por  los  demandantes,  estando  cada  nno  desde  enton- 
ces en  la  pacifica  ó  individnal  posesión  de  sus  respectivas  parcelas,  dis- 
frutándolas y  respetando  el  disfrute  de  los  demás,  y  el  mismo  D.  Ba- 
món Landris,  en  el  monte  llamado  Ohaifia,  permntó  sn  parcela  con  don 
Bamón  Fernándes  Lenza,  recibiendo  la  que  á  este  correspondiera  en  el 
llamado  Mnlfia,  y  también  permntó  con  ei  demandado  la  parcela  qne  le 
tocó  en  el  monte  Oarballás,  recibiendo  de  éste  la  qne  también  le  perte- 
necía en  el  monte  primeramenie  citado,  en  el  qae  asi  logró  poseer  el  de* 
mandante  nna  finca  de  más  de  dies  fanegas  qne  roturó  en  los  afios  últi- 
mos; qne  D.  Pedro  de  Gabriel  y  su  mujer  Dofia  Manuela  Penedo  tenian 
■en  el  mente  de  Gorros,  por  virtud  de  esa  división  y  de  diversas  permu- 
tas, nna  finca  que  cerraron  de  sobre  si  bacía  bastantes  afios,  poseyendo 
además  la  segunda  en  dicbo  monte  una  parcela  que  en  parte  roturó  re- 
cientemente; que  desde  esa  división  se  procedía  en  todos  los  montes  á 
la  corta  de  lefia  ó  rotura  para  la  siembra  sin  proceder  otra  nueva;  que 
tanto  era  asi,  enante  que  prescindiendo  de  otros  setos  realizados  por  de- 
-mandantes  y  demandados  disponiendo  de  lae  parcelas  adjudicadas  en 
tal  división,  ya  con  fecha  de  16  de  Febrero  de  1876  se  reunieron  en  el 
pueblo  de  la  Muifia  D.  Pedro  de  Gabriel,  D.  Bamón  Fernándes  Lensa 
por  si  y  como  apoderado  de  D.  Bamón  Landriz,  en  madre  Dofia  Antonia 
Lensa  y  otros  acordaron  pxoceder  al  deslinde  de  las  fincas  de  que  eran 
dnefios,  así  como  al  prorrateo  de  la  renta  con  que  cada  uno  debía  con- 
tribuir al  dominio  directo,  designando  para  tales  operaciones  á  D.  Luis 
^rafia  /  al  demandado,  quienes  las  practicaron,  siendo  luego  aprobadas, 
habiendo  correspondido  pagar  de  dicha  renta  á  Dofia  Manuela  Penedo  y 
sa  marido  cinco  cuartillos  de  trigo  y  8  reales  y  36  céntimos  en  dinero  y 
Á  D.  Bamón  Landriz  dos  ferrados  de  trigo,  un  cuarto  de  carnero  y  30  rea- 
loa  y  10  céntimos  en  dinero,  conforme  asi  aparecía  todo  ello  del  expe  • 
diente  de  prorrateo  que  aoompafiaba,  no  habiéndolo  hecho  antes  por  ha- 
harlo  olvidado  á  causa  d^l  tiempo  transcurrido,  lo  cual  juraba  al  efecto 
del  art*  606  de  la  ley  procesal;  y  también  insistió  en  les  fundamentos  de 
de  derecho  que  tenía  alegados,  afiadiendo  qne  la  división  realizada  re- 
vestía todas  las  condiciones  legales  qne  le  daban  fuersa  obligatoria, 
aparte  de  que  aunque  así  no  fuera,  sería  improcedente  la  demanda,  por- 
cino antes  de  establecer  la  pretensión  en  ella  formulada  era  forzoso  en- 
tablar previamente  la  acción  de  nulidad  de  la  división  de  los  montes, 
41iie  ya  había  prescrito,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1078  y  siguien- 
tes del  Código  civil: 

Besnltando  que  al  día  siguiente  de  dictarse  providencia  abriendo  el 
]u}eio  á  prueba  D.  Bamón  Landriz  por  si  y  eñ  representación  de  Dofia 
Manuela  Penedo  presentó  escrito,  en  el  que  después  de  manifestar  que 
hacia  nse  del  derecho  que  le  otorgaba  el  art.  668  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  refirió  como  ampliación  á  la  demanda  el  juicio  verbal  se- 
guido en  Junio  de  1891  por  D.  Antonio  Frade  contra  D.  José  María  Freiré 
7  sus  hijos  y  el  incoado  en  7  de  Noviembre  del  mismo  afio  ante  el  Juz- 
gado manioipai  de  Pol  por  Freiré  contra  D.  Bamóu  Fernándes,  D.  Pedro 
de  Gabriel,  el  exponente  y  otros,  vecinos  de  la  Moifia,  y  D.  Antonio 
Frade  sobre  división  de  ios  montes  de  Biocabo,  Escaleirifia,  Batas  y 
Pena  de  la  Muifia;  y  conferido  traslado  de  dicho  escrito  á  D.  José  María 
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Freiré  manifestó,  después  de  impugnar  la  improcedencia  del  mismo» 
qae  ínera  ó  no  exacto  qne  se  celebro  el  jnicio  verbal  á  qne  en  primer  la* 
gar  alndía  el  demacdaote,  no  podía  referirse  más  qne  á  nn  ponto  pe- 
aregoso  é  improauciivo  destinado  á  la  extracción  de  piedra,  llamado  Pe- 
dreira  dos  Batas,  que  no  era  objtito  de  la  demanda;  y  que  cuando  se  biso 
la  división  de  los  montes  quedó  un  pequeño  retal  y  lugar  muy  acciden* 
tado  bacía  el  monte  y  pueblo  de  Martín,  y  ei  á  ese  se  refería  el  juicio  re- 
ferido en  segundo  lugar  en  el  escrito  de  ampliación,  podía  ser  verdad^ 
mas  no  de  otra  manera,  siendo  de  advertir  que  los  montes  Escaleirifia, 
Batas  y  Pena  da  Maifia  no  eran  objeto  de  la  demanda: 

Resultando  que  á  instancia  de  ambas  partee  se  practicó  prueba  de 
confesión  judicial,  ufiímando  D.  José  María  Freiré,  de  acuerdo  con  lo 
que  se  le  preguntaba  en  la  posición  quinta,  que  en  el  mes  de  Febrero 
de  18^6  los  vecinos  del  pueblo  de  la  Muiña  que  suscribían  el  documento 
simple  presentado  por  él  con  su  escrito  de  duplica,  acordaron  designarle 
para  que  procediese  á  fijar  los  nombres  de  los  entonces  pagadores  de  la 
renta  con  que  debía  cuLstituiree  por  el  dominio  directo  procediese  á  sn 
prorrateo  y  apeo  de  fíLcae,  y  á  la  vez  determinaron  lo  que  tuvieron  por 
conveniente  respecto  á  la  cabcsmería,  añadiendo  que  su  nombramiento, 
en  uaión  de  un  tai  Gfüña,  fué  hecho  en  acto  conciliatorio  celebrado  en 
la  villa  de  Muiña  con  el  administrador  de  las  rentas  del  convento;  do- 
cumental, consistente  en  compulsas  y  certificaciones  de  las  escrituras  y 
pieltus  de  que  en  los  antecedentes  queda  hecha  referencia,  y  testifical; 
y  adornas,  á  instancia  del  demandado,  de  inspección  ocular,  qne  se  prac- 
ticó con  asistencia  de  las  representacicntrs  y  defensas  de  las  partes,  en 
cuyc;  acto  éstas  se  pusieron  de  acuerdo  respecto  á  que  las  fincas  descritas 
bajo  IOS  liúms.  21,  '^3,40,  42,  43,  48  á  la  68,  ambas  inclusive,  60,  61, 
62,  66  y  (>8  a  la  78,  también  inclusive,  en  la  escritura  de  19  de  Febrero 
de  18d7  se  hailabun  situadas  dentro  de  los  montes  objeto  del  litigio: 
resultando  de  la  diligencia  que  el  terreno  comprendido  bajo  la  denomi- 
nacjón  de  Do  Muuco  se  hallaba  á  monte  y  se  velan  fijados  mojones,  sin 
ol)eervarse  otrtts  stñaies  que  fijasen  parcelas  ó  divisiones,  teniendo  esta 
dei\ümiriación  alguna  parte  que  se  conocía  con  el  nombre  de  Pico  da 
Cobtt,  segúu  el  apuntamiento,  y  Riocabo,  según  la  sentencia  recurrida; 
que  en  Ctiairiña,  conocida  tumbién  con  el  nombre  de  Sobre  Oasoa,  se 
observaban  en  la  parte  qne  estaba  á  monte  mojones  de  trecho  en  trecho, 
Ble  otras  señales  de  división  en  suertes,  teniendo  también  porciones  ro 
taradas  y  cercadas  hacía  uno  ó  dos  »fios,  seg(!kn  los  prácticos,  y  esa» 
parcelas  ó  suertes,  labradas  y  cerradas  eran  las  señaladas  en  virtud  de 
un  prorrateo  amigable  que  se  principió  hacía  doce  ó  catorce  afios,  peco 
más  ó  menos,  y  también  en  esa  denomioación  existia  nna  porción  sin 
dividir  que  estaba  destinada  á  canteras;  qne  Chandafaya,  conocido 
también  por  Mosqueira  y  Lameirinas^  se  hallaba  en  monte  dividido  con 
objeto  de  aprovechar  los  árboles,  observándose  en  la  parte  baja  bastante 
arbolado;  que  Riocabo,  se  hallaba  á  mente,  con  mojones  y  sin  otras  sé- 
llales de  división,  encontrándose  lo  mismo  el  denominado  Real,  conocido 
también  por  los  nombres  de  Pouso  y  Extrignelras;  que  Gorros,  conocido 
igualmente  con  los  nombres  de  Valín  Pefieco  y  Valín  Grande,  estaba 
dividido  en  suertes  y  á  monte,  algunas  de  ellas  cerradas,  teniendo  en  en 
parte  baja  arbolado,  existiendo  dentro  de  esta  denominación  una  finca 
de  Doña  Manuela  Penedo,  á  monte,  y  confinando  con  el  camino  de 
Oarafío;  que  Castro,  conocido  también  con  los  nombrea  de  Valín  de 
Eirega  y  Garbalieira,  se  hallaba  dividido  en  suertes  y  parcelas  cerradas 
con  maros  de  tierra  y  yebes,  habiendo  una  gran  extensión  eembrada  de 
4rigo,  qne  era  lo  cerrado  en  parte  de  yebe,  si  bien  no  lo  estaba  en  todo 
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ni  llevar  á  efecto  la  divieión  de  la  ooaa  sino  los  copropietarioe,  en  cnan- 
to qne,  á  peear  de  qae  en  la  demanda  ee  eoiioUó  se  declarase  que  loa 
montes  rasos  conocidos  con  el  .nombre  Granja  de  la  Maifia,  pertenecen 
á  demandantes  y  demandados  en  la  forma  y  porciones  qne  se  indica- 
ban» como  declaración  previa  á  la  condena  á  dividirlos,  ni  en  el  pleito  se 
ha  jastifioadü  en  forma  alganatal  derecho  de  dominio,  cnya  docnmen- 
tación  afirma  el  mismo  demandante  desconocer,  habiendo  sólo  oído  qne 
existía  en  1828  nn  expediente  de  apeo,  ni  en  la  sentencia  recurrida  se 
hace  declaración  expresa  sobre  tan  importante  extremo^  limitándose  á 
decir  en  el  considerando  primero  qne  el  dominio  del  recurrente  procede 
de  foros  constituidos  por  los  monjes  del  extinguido  convento  de  Bernar- 
dos de  Meira  á  los  vecinos  de  la  Moifia,  cansantes  de  los  demandantes 
7  demandados,  y  por  la  qne  venían  pagando  nna  renta  foral,  si  bien  al 
condenar  á  los  demandados  á  la  división  de  la  cosa  común  la  presupone 
ó  considera  suficiente  la  mera  posssión  que  algunos  ó  todos  los  deman- 
dados tengan,  ó  la  condición  de  foristas  ó  foreros  qne  puedan  ostentar, 
sobre  lo  cual  tampoco  existe  otra  cosa  que  el  dicho  de  unos  ú  otros  / 
el  silencio  de  los  38  allanados;  aparte  de  que,  con  respecto  de  los  nu- 
merosos demandados^  á  quienes  se  condena  á  dividir  la  finca  relaclo* 
nada,  no  se  hubiera  acreditado  en  el  pleito  cumplidamente  sn  dominio 
proindivlso,  siquiera  fuera  el  directo  ó  el  útil,  y  no  el  pleno,  sobre  la 
misma,  habría  sobrado  fundamento  para  casar  y  anular  la  sentencia 
recurrida,  y  de  ésta  aparece,  y  más  cumplidamente  del  apuntamiento, 
que  ui  aun  se  ha  tratado  de  justificar  el  derecho  de  propiedad  de  de- 
mandante y  demandados,  y  sí  sólo  diferentes  actos  dominicales  ó  pose- 
eorios  de  algunos,  teniendo  el  allanamiento  mismo  de  los  demandadoa 
valor  en  cuanto  sean  duefios  en  comunidad  de  la  finca  de  qne  se  trata 
en  las  porciones  que  ss  les  asigna  por  el  demandante;  y  siendo  inhe- 
rente  al  derecho  de  dominio,  según  los  artículos  citados,  el  de  dividir  la 
cosa  común,  no  afirmando  dicho  dominio  la  sentencia  recurrida  de  nn 
modo  categórico  y  previo  y  con  respecto  á  todos,  es .  improcedente  la 
condena  que  haca  á  la  división  por  todos  los  demandados,  en  unión  del 
demandante,  invocando  el  recurrente  en  este» mismo  sentido  y  coa  este 
alcance,  como  motivo  de  casación,  que  el  fallo  no  contiene  declaración 
eobre  la  mencionada  pretensión  de  ser  los  montes  referidos  de  la  pro* 
piedad  de  demandante  y  demandados,  oportunamente  deducida  en  el 
pleito,  á  la  cual  se  opuso  el  recurrente  al  solicitar  la  desestimación  de  la 
demanda  y  al  negar  su  hecho  primero; 

Segando.  Infracción  de  los  tres  citados  artículos  del  Código  civil, 
que  exigen  como  condición  esencial  de  la  comunidad  qne  la  cosa  perte» 
nesca  proindivlso  á  varias  personas,  no  pudiendo  haber  división  sino 
de  cosas  comunes;  porque  la  Sala  sentenciadora  condena  al  recurrente 
y  demás  demandados  á  dividir  el  monte  la  Granja  de  la  Muifia  en  la 
forma  y  porciones  indicadas  en  la  demanda,  sin  establecer  excepción 
alguna  por  lo  que  respecta  á  los  varios  montes  que  la  componen  y  flneaa 
particulares  enclavadas  dentro  de  ellos,  á  pesar  de  que  en  el  conalde 
raudo  6.°  se  afirma  que  se  adquiere  el  convencimiento  por  las  pmebme 
y  por  el  allanamiento  de  tantos  copartícipes  de  que,  ó  no  existe  divi- 
sión de  todos  los  montes  que  comprende  la  Granja,  ó  que  la  hecha  por 
virtud  del  expediente  de  prorrateo,  bien  ó  mal  conaentida  después  por 
todos  ó  casi  todos  los  llevadores,  no  ha  tenido  ni  tiene  carácter  definiti- 
vo, sin  que  á  tal  apreciación  se  oponga,  como  debiera,  para  afirmar 
lo  contrario,  la  diligencia  de  inspección  ocular,  toda  ves  que  si  bien  ee 
cierto  que  en  ella  figuran  suertes  ó  parcelas,  sembradas  nnas,  roturada* 
otras  y  cerradas  algunas  con  paredes  ds  tierra,  más  ó  menos  firmes,  es 
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también  cierto  que  en  alganoB  montes  no  «zieten  sefialee  de  diviaidn; 
es  decir,  qae  tanto  por  dicho  considerando  como  por  el  resultado  de  la 
diligencia  de  inspección  ocular,  según  consta  en  uno  de  los  resultandos 
de  la  sentencia  en  que  se  acepta  la  existencia  dentro  de  la  Granja  de  la 
Mulfia  de  bienes  divididos,  cerrados  y  poseídos  particularmente,  bien  6 
mal,  por  más  ó  menos  tfios,  pero  constitutivos  de  un  estado  de  hecho 
que  no  es  posible  desconocer,  ordenando  la  división  de  aquéllos,  sin  ex- 
presar las  debidas  excepciones  claramente  detalladas  entre  todos  los 
demandantes  y  demandados,  como  si  se  tratara  de  cosas  comunes,  y  sin 
que  previamente  se  plantee  y  resuelva  la  cuestión  de  reivindicación  de 
dominio  ó  de  reintegración  en  la  posesión  anterior,  en  cuyo  sentido  se  in« 
fringe  el  art.  446,  en  relación  con  el  849  del  Código  civil,  que  proclama 
el  derecho  del  poseedor  y  del  propietario  á  ser  respetados  en  su  propie- 
dad ó  posesión,  sn  la  que  les  habrán  de  amparar  las  Autoridades  compe- 
tentes: 

Tercero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas al  resolverse  en  la  sentencia  recorrida  la  división  de  montes  y  fin- 
cas, que,  por  lo  que  respecta  al  recurrente,  están  divididas,  según  com- 
prueban de  un  modo  fehaciente  el  testimonio  del  Juicio  seguido  entre 
D.  Bamón  Landria  y  aquél  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  Lugo 
en  1896  sobre  reconocimiento  de  renta  íoral,  que  comprende  la  senten- 
cia firme  que  recayó  en  86  de  Enero  de  1806  declarando  haber  lugar  ai 
reconocimento,  con  las  diligencias  de  su  cumplimiento  y  el  auto  de 
aprobación  del  apeo  y  prorrateo  y  el  de  la  escritura  pública  de  24  de 
Agosto  de  1806  ($¿e)i  por  la  que  el  recurrente  prestó  -su  conformidad  á 
la  distribución  de  la  renta  y  reconoció  por  legítimo  duefio  á  D,  Bamón 
Landria:  cometiéndose  el  error  de  derecho  por  la  infracción  del  artículo 
1218  del  Código  civil  ai  no  conocer  el  valor  que  tienen  dichos  documen- 
tos públicos  respecto  del  demandante  Landris,  quien  al  ir  contra  sus 
propios  actos  ha  infringido  Igualmente  la  doctrina  legal  de  que  «ninguno 
duede  contrariar  efícasmente  loe  actos  propios  que  ha  ejercitado,  y  me- 
nos cnando  están  solemnemente  reconocidos»,  declarada,  entre  otras 
sentencias  de  este  Tribunal,  en  las  de  19  de  Junio  de  1869,  4  de  Julio  de 
1800  y  18  de  Julio  de  1892; 

Cuarto.  Con  el  carácter  de  subsidiaria,  y  para  el  caso  de  que  no  se 
estimen  las  infracciones  anteriores,  la  del  art.  4.®  del  Código  civil,  inde- 
bidamente aplicado,  así  como  la  del  principio  general  de  derecho  de  que 
«los  hechos  ejecutados  contra  ley,  son  nulos»;  toda  ves  que  al  condenar 
la  sentencia  recurrida  á  la  división  de  los  bienes  de  que  se  trata,  lo  hace 
atendiendo  que  el  expediente  de  prorrateo  y  de  división  de  montes  que 
en  1876  acordaron  varios  foreros  partícipes  de  la  Muifia,  y  su  acta  de 
aprobación,  son  ineficaces  y  nulos,  no  obstante  no  haberse  solicitado  su 
nulidad  ó  ineficacia  en  el  pleito  por  el  demandante,  á  pesar  de  fundarse 
la  acción  eonmuni  dividundo  que  ejercitó  en  no  existir  división  anterior 
de  los  montes  rasos  de  la  Granja  de  la  Muifia;  resultando  en  este  concep- 
to también  infringida  la  doctrina  legal  que  se  contiene  en  multitud  de 
sentencias  de  este  Tribunal  anteriores  y  posteriores  al  Código  civil,  en- 
tre ellas  en  las  de  28  de  Octubre  de  1867,  80  de  Abril  de  1868,  17  de  Mar- 
io y  Diciembre  de  1878,  27  de  Junio  de  1876,  7  de  Noviembre  de  1879, 
24  de  Noviembre  de  1882,  7  y  18  de  Abril  de  1892,  28  de  Diciembre  de 
1896  y  81  de  Enero  de  1896,  según  las  que  «las  acciones  que  se  fundan 
en  la  nulidad  de  un  acto  ú  obligación  no  pueden  ejéreitarse  útilmente 
sin  que  primero  se  demande  ó  haya  obtenido  la  declaración  de  dicha, 
nulidad»,  puesto  que  la  división  hecha  por  virtud  del  expediente  de  pro- 
rrateo, bien  ó  mal  consentida  después  por  todos  ó  casi  todos  los  Ueva- 
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Klores,  precisa  esos  víncnlos  de  dertcho,  faeren  los  que  íaereiii  antea  de 
proceder  á  dividir  de  nuevo  la  Granja; 

Qainto.  Cou  ignal  carácter  eabaldiario,  la  violación  de  loa  articalOB 
lOdl  y  1*281  d^il  Cd<üu:o  civil,  de  los  cuales  el  primero  consagra  lafaer- 
zade  la  ley  de  Ia9  obUi^aciones  qae  nacen  de  los  contratos,  qne  deben 
cnmpiiree  al  tenor  dn  \o**  mismos,  y  el  segundo  ordena  qne  se  esté  en 
la  intt^rpretación  de  ftqaéllos  al  sentido  literal  de  sns  cláasnlas,  caando 
sns  términos  sean  claros  y  no  dejen  dada  sobre  la  interpretación  de  las 
misma?;  en  cuaoto  l'a  aeateacla  recorrida,  para  acordar  la  división  del 
monte  de  la  Granja,  arranca  en  el  considerando  8.°  de  la  apreciación 
que  haf^ede  que  los  interesados  en  el  acta  de  aprobación  pactaron  qne 
^ata  fuera  interina  y  eventual  y  que  no  fuese  indispensable  la  concn- 
rrencla  de  circnnstancidit^  especiales  y  calificadas,  bastando  la  simple 
voluntad  de  cnalqniera  de  los  antiguos  llevadores  ó  porcioneros,  cnya 
afirmación  de  luce  de  )a  interpretación  torcida  y  equivocado  alcance  qne 
da  á  las  palabra^;  qne  varios  condueños  consignaron  en  el  acta,  de  estar 
y  pasar  por  la  división  «entretanto  qne  las  circunstancias  sucesivas  no 
hicieran  necesaria  nueva  reforma,  así  en  la  calidad  de  terrenos,  mensn- 
tA  ú  Otras  circunsta^icias  quH  llegasen  á  permitirlot ; 

Sexto.  Resp'^cto  de  la  validez  y  fuerza  de  dicho  excediente  de  pro* 
rrateo,  con  sa  división  y  aprobación,  la  infracción,  en  Igual  sentido  qne 
en  el  anterior  motivo,  del  art.  1278,  en  relación  con  el  1279  del  Códi- 
go civil,  en  el  antiguo  ©erecho,  ley  1.*,  título  1.®,  libro  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  referentes  á  la  eficacia  de  los  contratos  entre  les  con- 
tratantes, cualquiera  que  sea  la -forma  de  su  celebración  y  aun  cnando 
no  se  hayan  hecho  constar  en  escritara,  si  la  ley  exigiere  este  reqnisto, 
toda  vez  que  el  fallo  recurrido  se  funda,  además  de  las  otras  razones  ya 
impngnadas,  en  carecer  de  la  eficacia  legal  necesaria  aquélla  obligación 
por  no  haber  sido  reducida  á  escritura  pública,  por  cuyo  medio  sólo  pe- 
dría  tener  la  fuerza  necesaria  para  obligar  á  los  qne  dieron  sn  aproba- 
ción al  expediente  y  actos  referidos;  y 

Séptimo.  Infracción,  por  aplicación  indebida,  del  art.  400  del  Oódigo 
civil,  ref  "trente  al  derecho  de  pedir  la  división  de  la  cosa  común,  y  vio- 
lación del  art.  2106  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  da  al  dnefio 
del  dominio  directo,  como  ai  del  útil,  el  derecho  para  pedir  el  apeo  y 
prorrateo  de  su  fóral,  siempre  qne  desde  el  último  que  se  hubiese  practi- 
cado huliieran  transcurrido  más  de  diez  a,fios;  porque  no  tratándose  en 
el  pre«»ente  pleito  de  otra  cosa  qne  de  nn  foro  establecido  sobre  la  Gran- 
ja de  la  Muifía,  lo  único  que  procedería  en  todo  caso,  si  así  se  hnblero 
solicitado  por  el  demandante,  sería  nn  nuevo  apeo  de  los  montes  rasos  y 
el  nuevo  prorrateo  df>  1  \q  pensiones  forales,  que  es  lo  que  tiene  la  condi» 
ción  tf»mporal  y  mudable,  que  le  reconoce  el  citado  art,  2106  de  la  ley 
procftf^al,  y  no  la  división  dpfiattiva  de  la  Granja  y  la  formación  de  par- 
celas ó  lotes  para  los  f  .nietas  y  foreros. 

Viftt),  sipndo  Ponent?  el  Maíristrado  D.  Ramón  B-irroeta: 
Considérenlo,  con  relación  á  los  dos  primeros  motivos  del  recarso, 
que  decláralo  en  1h  sentencia  y  reconocido  por  el  'i*»m«\nd»io  el  dominio 
que  el  dí»mindantfl  tiene  s'^bre  los  montes  de  la  G-'ania  de  la  Muifia,  quf» 
son  obj'^to  deoHte  p'eito,  por  cuyo  dominio  útil  vt>nían  pagando  una  y 
otra  P'irt'í  rpnt^  f  )ril  á  lo«4  eeflores  del  dominio  di'-ec'^o,  es  invidente  qof» 
la  Sala  eentenci'^d'ira  no  ha  infringí  lo  los  arts.  8H2,  400  y  402  del  Códi- 
go civil  en  el  nentUlo  qne  so  invocan  al  ordenar  la  división  de  qne  se 
trata,  por  no  oponerse  á  el'o  la  circunstancia  de  exislir  una  división  ó 
pror'-atflo  de  rentas,  qne  se  hizo  sin  formalidad  alguna  y  con  carácter 
provisional,  según  se  expresó  en  el  mismo  documento  que  hoy  se  cita 
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lebrande  andiencia  pública  la  Sala  de  lo  eivll  del  miemo  en  el  día  de  hoy 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  84  de  Noviembre  de  1906.sLicenciado  Jorge  Martilles. 


Núm.  141.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 24  de  Noviembre, 
publicada  el  II  y  14  de  FaUrere  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  ley.— Pre$enpeión  de  occ^dn.— Sen- 
tencia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  José  Núñez  contra  laj)ronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  dé- 
la Audiencia  de  la  Coruna,  en  pleito  con  D.  Miguel  Ad&n. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establece.* 

Que  lo  nUñmo  la  ley  2.\  titulo  8.^,  libro  11  de  la  Noüiaima  Reeo- 
pilaeión  que  el  art.  1965  del  Código  eívil^  eon  apUeahlee  úMeamente 
entre  coherederoe  ó  eondueñoe  que  tuviesen  ó  poseyesen  alguna, 
cosa  de  consuno  que  no  sea  partida  entre  ellos: 

Que  no  ee  de  ea timar  para  la  eaeaeión  el  error  de  hecho  fundado^ 
por  el  recurrente  en  la  apreeiaeión  hecha  por  el  miemo  de  la  prueba 
ieUi/leal^  sin  citar  documento  ó  acto  auténtico  que  patentice  la 
equivocación  del  juzgador  como  exige  el  núm,  7.^  del  art.  1692  de  la 
leyproceeal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  34  de  Noviembre  de  1906,  en  el  inci- 
dente de  previo  y  eapecial  pronunciamiento  seguido  en  el  Jugado  de 
primera  instancia  de  Lago  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territo» 
^ial  de  la  Oorufia  por  D.  Miguel  Adán  Núfies,  Jornalero,  vecino  de  la  pa- 
rroquia de  San  Juan  de  loe  Oondes,  contra  D.  José  Kdfies  Oabanaa,  de 
igual  profesión  y  vecino  de  San  JnliAn  de  Vilacba  de  Mera,  sobre  qne- 
se  declare  prescrita  la  acción  deducida  por  el  dltimo  promoviendo  el 
Juicio  para  dividir  la  herencia  de  D.  Antonio  Núfies  y  Dofia  Juana  VAs- 
qnes  y  se  deje  sin  efecto  la  providencia  de  22  de  Junio  de  1806  por  1» 
cual  se  hubo  por  promovido  y  cuanto  con  pootoriertdad  á  la  misma  ae 
acordó  y  actuó;  autos  pendientes  anto  Nos  en  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  qne  ha  interpuesto  el  Ñafies  Cabanas,  repreeentado  y 
defendido  por  el  Procurador  D.  Luis  Soto  Hernándes  y  el  Letrado  don 
Pedro  Castifieirss;  estándolo  el  D.  Miguel  Adán  Ñafies  por  el  Proenrader 
D.  Manuel  Peinado  y  el  Letrado  D.  David  Ortii  Arce. 

Resultando  que  de  lo  alegado  en  estos  autos  por  las  partos,  y  cual 
con  toda  claridad  es  de  apreciar  á  primera  vista  en  el  árbol  genealógico 
unido  á  esta  nota,  aparece,  en  lo  que  directomento  afecto  á  la  cuestión 
del  día,  lo  que  sigue:  A,  qne  D.  Lasare  Núfies  y  Dofia  María  Tejeiro» 
números  1  y  2  de  dicho  árbol,  tuvieren,  entre  otros  hijos,  á  D.  Andrée 
Núfies,  maridó  que  fué  de  Hofia  Andrea  Taboada,  números  8  y  4,  de 
quienes  nació  D.  Antonio  Ñafies  Taboada,  que  casó  con  Dofia  Juana 
Vásques,  números  6  y  6,  habiendo  dado  lugar  la  defunción  de  éstos  al 
Juicio  de  testamentaría  en  qne  se  ha  promovido  el  incidente  originarle 
de  este  recurso;  B,  que  del  matrimonio  Núfies* Váiquea  nacieron  varice 
hijos,  uno  de  los  cualee  fué  D.  Juan  Antonio  ds  los  expresados  apeüi- 
doe,  número  7,  siendo  en  mujer  Dofia  N.  Fandiftos,  número  S,  sin  qne 
conste  su  nombre,  sustituyéndose  ésto,  tanto  respecto  de  ella  come  en 
los  demás  casos  análogos,  por  aquélla  inicial;  C,  que  uno  de  les  varto» 
hijos  qne  tuvieron  D.  Juan  Antonio  Núfies  y  Dofia  M.  Fandiftos  lo  fué 
D.  Francisco  María  Núfiea  Fandifios,  número  0«  qne  casó  coa  Dofia  N. 
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D.  José  Núfiess  Cabanas,  oon  fecha  18  de  Janio  de  1900,  den^anda  inci- 
dental qne  dló  por  resoltado  se  dictara  sentenoia  en  9  de  Mayo  de  1908 
dando  logar  á  tal  incidente,  j  declarando,  en  en  virtud,  nnlas  y  de  nin- 
gún valor  la  providencia  de  26  de  Agosto  de  1897,  por  la  qne  se  tnvo  por 
promovido,  á  instancia  de  D.  Joan  Arias  Núfiez,  el  juicio  voluntario  de 
testamentaría  para  la  división  de  la  herencia  de  D.  Lorenzo  Núfies,  y 
todas  las  demás  diligencias  practicadas  como  consecuencia  de  ese  pro- 
veído, sin  expresa  imposición  de  costas: 

Resultando  que  formado  el  inventario  y  justiprecio  de  los  bienes  pro- 
cedentes de  los  consortes  Núfiez  Vázquez  y  convenidas  las  partes  perso- 
nadas acerca  de  la  designación  de  contadores,  practicó  uno  de  los  nom- 
brados las  correspondientes  operaciones,  qne  fueron  puestas  de  mani- 
fiesto ó  impugnadas  por  D.  José  Núfiez  López,  y  como  en  la  junta  con- 
vocada con  tal  motivo  no  se  pusieran  de  acuerdo  las  partee,  mandó  el 
Juzgado  dar  al  asunto  la  tramitación  del  juicio  ordinario,  en  cuya  vir- 
tud, y  con  fecha  21  de  Diciembre  de  1896,  formuló  el  Núfiez  López  de- 
manda de  aquella  clase,  exponiendo  que  todos  los  bienes  objeto  de  las 
operaciones  divisorias  practicadas,  á  excepción  de  cinco  fincas,  corres- 
pondieron á  D.  Lázaro  Núfiez  y  su  mujer  Dofia  María  Tejeiro,  abuelo  de 
D.  Antonio  Núfiez;  que  el  O.  Lázaro  falleció  dejando  varios  hijos,  da 
los  cuales  el  mayor  de  ellos,  D.  Andrés  Núfiez,  falleció  también,  suce- 
diéndole  su  hijo  D.  Antonio  Núfiez  y  hermanos;  que  ni  los  hijos  de  don 
Lázaro  y  D.  Andrés  Núfiez  hicieron  división  alguna  de  los  bienes  de 
éstos,  y  que  el  contador,  al  practicar  la  división,  partió  del  supuesto  de 
corresponder  los  bienes  inventariados,  de  por  mitad,. á  las  herencias  de 
D.  Antonio  Núfiez  y  Dofia  Juana  Vázquez;  después  de  lo  cual,  y  de  ale- 
gar también  las  oportunas  consideraciones  legales,  dedujo  la  súplica  de 
que  se  resolviese  en  definitiva  que  las  susodichas  operaciones  divisorias 
debían  reformarse  con  arreglo  á  estas  bases:  primera,  que  los  bienes  in- 
'  ventariados  no  son  gananciales,  ni  en  ellos  corresponde  parte  alguna  á 
Dofia  Jaana  Vázquez;  segunda,  que  de  dichos  bienes  debe  tenerse  come 
de  la  herencia  de  D.  Antonio  Núfiez,  y  ser,  por  tanto,  objeto  de  la  divi- 
sión actual,  únicamente  la  parte  alícuota  que  al  D.  Antonio  corresponda 
por  consecuencia  de  la  división  de  las  herencias  de  sus  padres  y  abuelo, 
D.  Andrea  y  D.  Lázdro  Núfiez,  de  quien  proceden  los  bienes,  parte  de  la 
cual  se  deducirá  el  importe  de  las  enajenacionts  verificadas  por  el  don 
Antonio  de  bienes  procedentes  de  su  abuelo,  quedando  suspenso  el  plei- 
to, en  providencia  de  30  de  Junio  de  1898,  por  habdr  promovido  D.  Jo»é 
Núfiez  Cabanas  incidente  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  cuya 
mención  no  hace  al  caso,  sobre  personalidad  de  Dofia  María  Núfiei,  en 
cayo  estado  permanecieron  las  cosas  hasta  que,  resuelta  tal  cuestión  in- 
cidental, se  levantó  aquella  suspensión  mediante  providencia  de  23^ de 
Septiembre  de  1901,  poco  después  de  cuya  fecha  compareció  en  antoa 
D.  Mip^uel  AJán  Núfiez,  respecto  de  quien,  en  providencia  de  19  de  Oz- 
tubre  de  aquel  mismo  afio  1904,  se  mandó  contestar  la  demanda,  en  la- 
gar de  lo  cual,  y  en  escrito  fecha  9  de  Noviembre  siguiente,  promovió  el 
Adán  la  cuestión  incidental  qne  ha  dado  origen  al  recurso  de  hoy: 

Resultando  que  al  proponer  eKD.  Miguel  Adán  Núfisz,  en  su  aludido 
escrito  de  9  de  Noviembre  de  1904,  articulo  de  previo  y  especial  pronun- 
ciamiento, solicitó  Fe  deolAraee  en  definitiva  prescrita  la  acción  ejerci- 
tada por  D.  José  Náfiez  Cabanas  al  piomover  el  juicio  para  la  división 
de  las  herencias  de  D.  Antonio  Núfiez  y  Dofia  Juana  Vázquez,  dejando 
sin  efecto  la  providencia  de  22  de  Julio  de  1896,  por  la  cual  se  hubo  por 
promovido,  y  cuanto  con  posterioridad  á  la  misma  se  acordó  y  activó  re- 
lacionado con  las  precitadas  herencias,  imponiendo  las  costas  al  propio 
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Jofié  Lópeis  Núfiez  no  poeeyó,  bbí  cerno  tampoco  sne  padree,  en  concepto- 
de  propios,  los  )  ienes  prúcedenUs  de  la  herencia  de  D.  Antonio  l^íúfiezy 
Doña  Jaena  VázqiKrz;  que  tai  pueesión  fué  precaria,  ó  sea  con  ei  carao* 
ter  de  intruEoe,  y  f'jercida,  por  tanto,  á  ou  noccbte  y  al  de  eus  deoDá» 
condueños;  qxni  en  3  de  Agosto  de  1896  fué  citado  para  el  juicio  D.  Ma- 
nuel Adán,  padre  dei  entonces  menor  y  hoy  demandante,  D.  Miguel 
Adán  Núñez,  el  cual  no  se  personó  en  el  asunto,  ni  ha  hecho  la  más  pe- 
quefia  gestión  hasta  la  fecha  de  la  demanda;  que  esto  es  seguramente 
debido  á  haberse  apartado  de  la  herencia  la  difunta  madre  del  D.  Mi- 
guel; que  aun  cuando  no  es  posible  al  coLtestante  acreditar  este  extre- 
mo, parece  deducirse  su  certeza  de  la  p^^lvidad  del  Adán  durante  nueye 
años;  que  las  operaciones  particulares  se  practicaron  sin  formular  éste 
la  menor  oposición,  conformánücee  con  ellas  el  contador,  á  quien  había 
nombrado  D.  José  Núfiez  Cabanas  en  21  de  8eptieml)re  del  citado  afio; 
que  la  posesión  reconocida  al  D.  Jcsé  Núñtz  López,  la  cual  se  dijo  no 
ejercía  Núfiez  Gabafías,  no  fué  en  el  corcepto  de  ser  propios  de  aquél  los 
aludidos  bienes,  sino  en  el  de  intruso,  ó  sea  como  tenedor  material  de 
ellos;  que  insistía  en  no  haber  poseído  el  D.  José  Nófiez  ni  sus  padree, 
en  tal  concepto  de  propios,  los  bienes  de  referencia;  que,  conformes  to- 
dos los  contadores  en  las  operaciones  divisorias,  formuló  D.  Joeé  Núfies 
López  BU  oposición  á  ella,  cuya  demanda,  después  de  trancurridos  ocho 
afiOB,  se  halla  aún  en  estado  de  contestación;  que  para  originar  posesión 
la  prescripción  adquisitiva  ó  extintiva  es  preciso  se  ejerza  á  título  de 
dueño,  y  en  las  sucesiones  el  título  lo  cont'tnuye  la  adjudicación,  según 
así  lo  tiene  reiterailamente  declarado  este  Tribunal  Supremo;  que  mien- 
tras tal  adjudicación  no  tiene  lugar,  la  po^t^sión  es  precaria  y  no  da  de- 
recho á  prescribir,  ^ea  cualquiera  el  número  de  afíus  transcurridos,  por 
no  ejercerse  á  nonibre  propio,  sino  al  de  cuantos  por  ei  título  de  snce- 
0ión  tienen  derecho  á  la  herencia,  no  en  la  herencia,  que  este  derecho  no 
nace  hasta  realizarse  la  adjudicación,  y  por  ello  el  art.  1966  del  Códig^o 
civil  declara  imprescriptibles  las  acciones  de  división  de  herencias;  qne 
no  cabe  alegue  prescripción  quien  en  sus  actos  la  renunció  expresad 
tácitamente;  qne  era  de  tener  en  cuenta,  con  relación  á  esta  doctrina, 
poderse  renunciar  el  tiempo  transcurrido  de  prescripción,  aun  cuando 
sea  irrenuncihble  el  drrecho  á  prescribir,  por  afectar  ai  orden  social; 
que  en  el  caso  actual  esos  actos  resultan  del  silencio  guardado  por  don 
Manuel  Adán,  representante  del  actor,  dende  3  de  Agosto  de  1896,  día  de 
h\  citación  para  el  juicio,  basta  la  fecha,  en  la  cual  se  hallan  termina- 
das las  operaciones  particicnales;  que  semei<^nte  doctrina  se  halla  san- 
cionada por  eete  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  Abril— no  dice  el 
día— de  1904,  fallo  en  el  cual  se  fijó  el  sentido  y  alcarce  del  de  31  de 
Mayo  de  189V^,  pn  el  s^^ntldo  de  no  haberse  derogado  por  é^te,  ni  podido 
derogarse  el  art.  lOt  6  del  Código  civil;  que,  además  de  esto,  la  demanda 
á  la  cual  se  couietu  ba  es  abiertamente  opuesta  á  la  ritualidad  del  pro- 
cedimiento, puet?,  como  queda  dicho,  existe  otro  tramitado  por  loa  del 
juicio  declarativo  fie  n.ajor  cuantía  en  el  período  de  cortestación,  y  en 
tal  estado  el  asunto,  únicamente  caben  las  excepciones  dilatorias  enu- 
meradas en  el  art.  6^8  de  la  ley  procesal  c^^il,  ó  la  contestación  en  el 
modo  y  forma  eptablecido  en  el  art.  540  y  siguientes;  que,  de  esta  Buer- 
te,  la  prescripción  alf-gf  da  no  encaja  ni  en  aquellas  excepciones,  ni  Be 
ha  formulado  ni  podido  formular  como  contestación,  no  pudiendo  proe- 
perar  por  esta  chu^a,  y  qne  los  incidentes,  para  poderlofl  calificar  de 
tales,  es  necesi.rio  se  refieran  á  un  juicio  pendiente  con  el  cual  tengan 
velación  inmediata,  según  el  art.  742  de  dicha  ley,  y  como  el  actnal  se 
lefíere  á  un  juicio  de  testamentaría,  ultimado  con  las  operacionei  parti* 
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contenido  del  capitulo^  por  rasonea  de  vecindad  y  obaerveción;  á  repre- 
gantaa:  primer  particalar,  que  conoce  la  mayor  parte  de  ios  bienea  que 
posee  D.  Joeó  Núfles  Lopes,  y.  antea  an  padre  D.  Franciaco,  annqne  no  to- 
doa;  pero  no  puede  desigDarlos  por  ana  nombrea  y  cabidae,  por  igDorar> 
loa;  al  aegnndo  extremo,  qne  no  pnede  decir  ai  aon  loa  mismoa  blenea, 
poco  máa  ó  menoB,  qne  figuran  como  herencia  de  D«  Antonio  Núfiea  y 
Doña  Juana  Vásquez,  porque  no  conoció  á  éstoe;  que  loe  actoa  de  domi- 
nio qne  ba  visto  ejercer  á  loa  D.  Joeó  Núfiez  y  su  padre  D.  Francisca 
fueron  los  de  trabajar  lea  bienes,  aatiefacer  contribucionea  que  lea  afee* 
tan  y  las  rentas  con  que  están  gravados;  los  segundos  al  quinto  'nclnel- 
ve,  esencialmente  conformes,  confirman  lo  ezpueato  por  el  anterior»: 

Beeult&ndo  qne  unidoa  á  loa  antoa  laa  pruebas  practicadaa,  el  Jnes 
de  primera  instancia  de  Lugo  pronunció,  en  27  de  Diciembre  de  li)04,. 
sentencia  declarando  haber  lugar  á  la  demanda  incidental  propuesta  por 
D.  Miguel  Adán  Núfiez,  y  en  bu  virtud,  nulas  y  de  ningún  valor  la  pro- 
videncia de  22  de  Julio  de  1866,  por  la  que  se  tuvo  por  promovido  el 
juicio  de  testamentaría  para  la  división  de  la  herencia  de  D.  Antonio 
Núfles  y  Dofia  Juana  Vázquez,  y  todas  las  diligencias  practicadas  como 
consecuencia  de  esa  providencia,  sin  expresa  condenación  de  costas; 
cuyo  fallo,  con  imposición  de  las  costas  al  apelante  D.  José  Núfiex  Ca- 
banas, confirmó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la 
Oorufia  en  sentencia  pronunciada  el'dia  24  de  Marzo  del  corriente 
afie  1906: 

Resultando  que  D.  José  Núfiez  Cabanas  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  loe  núms.  1.^  y  7.^ 
del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  eu  apoyo  loa  ai- 
guien  tes  motivos: 

Primero.  Interpretación  errónea  de  la  ley  2.*,  tít.  8.^,  libro  11,  déla 
Novísima  Becopiladón  é  infracción  manifiesta  del  art.  1966  del  Código 
civil,  precepto  éste  que  determina  de  un  modo  taxativo,  sin  distingos  ni 
excepciones,  no  prescribir  nunca  entre  coherederos  la  acción  de  parti- 
ción, y  disposición  aquélla  que  ba  sido  interpretada  por  este  Tribunal 
Supremo  en  el  sentido  de  establecer  la  imprescriptibilldad  de  todo 
cuanto  tengan  los  herederos  sin  partir,  eegún  sentencias  de  13  de  Di- 
ciembre de  1864  y  18  de  Noviembre  de  1866,  siendo  el  concepto  de  esta 
infracción  negarse  al  recurrente,  por  hallarse  prescrita,  la  acción  ejerci- 
tada al  promover  la  testamentaría  de  que  se  trata,  cuando  en  los  texto» 
legales  al  principio  invocados  se  dispone  lo  contrario,  y  cuando,  por 
otra  parte,  no  existe,  tanto  en  la  legislación  antigua  como  en  la  actual» 
ninguna  ley  en  la  cual  aparezca  caso  alguno  de  excepción  al  precepto 
general  de  imprescripción,  ni  ningún  heredero  se  ha  apartado  de  la  pro* 
indivisión,  facultad  ésta  que  nunca  prescribe,  aunque  resulte  evidente 
su  aportamiento  material  con  relación  á  algunos  bienes  de  la  herencia;. 
comprendiéndose,  además,  que  el  legislador  considere  de  un  modo  espe- 
cial esta  acción  relativa  á  las  herencias  proindiviso,  porque  en  caaoa 
como  el  presente  falta  la  razón  de  ser  de  la  prescripción,  xine  es  la  de 
que  cada  un  orne  pudiere  ser  cierto  del  tenorio  que  oviese  sobre  las 
eosaSf  según  dice  la  ley  1.^,  tít.  29,  Partida  tercera,  pues  aquí  existe  esa 
certeza,  habiendo  ura  comunidad  de  la  cual  se  sabe  quiénes  foiman 
parte  y  en  qué  nof  dida  pueden  ostentar  derechos  en  ella,  eegún  laa  re- 
glas generales  de  la  sucesión  intestada;  hallándose  concretamente  pre- 
cisados los  individuos  en  la  declaración  de  herederos,  no  impugnada, 
hecha  por  auto  de  10  de  Julio  de  1896;  faltando  en  el  caso  de  autos  ra< 
zón  alguna  de  orden  social  ó  civil  en  que  pueda  pretenderse  desviar  ó 
alejar  á  tales  individuos  de  una  comunidad  hereditaria  á  la  qne  no  han 
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antos  aquellos  preceptos  legales,  que,  por  tanto,  no  han  sido  infrie gi- 
dos  por  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  que  el  error  de  hecho  á  que  el  segundo  metivo  se  re- 
fiere se  pretende  demostrar  por  la  apreciación  que  hace  el  recurrente  del 
Teoultado  de  la  prueba  testifical,  sin  citar  ningún  documento  ó  acto  aa- 
tótitlco  que  patentice  la  equivocación  del  juzgador,  como  exige  el  dú- 
mero  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  por  lo  que  se  impone 
asimismo  la  desestimación  de  este  segundo  y  último  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Jo^é  Núfíez  Gabauas,  á  quien  con-. 
denamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  viniese  á  mejor  fortuna,  al  de  la 
cantidHd  que  por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará 
en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  la  Goruña  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apantle 
miento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  !&• 
sertará  en  la  Golección  Legislativa,  pA^ándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  man<]amoe  y  fii'memos.=José  de  Aldecoa.=: 
Víctor  Coviári.=Antonio  Alonso  Ca8afia.:=Ildefon80  López  Aranda.^ 
Paecnal  Domenech.=Ramón  Barroeta.=Ecluardo  Tluiz  García  Hita. 

Pnblicaci('n.=Leída  y  publicada  ha  sido  ia  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ildefonso  López  Aranda,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  dia  de  hoy,  de 
qn^  certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  l&06.=Marcelino  San  Román. 


£^um.  14:3.— TRIBUNAL  SUPREMO. -24  do  Noviembre, 
publicada  el  14  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley. — Nulidad  de  un  juicio  volunta* 
rio  de  íe8tamentaria,—Seníbnciai  declnrando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Federico  Grund,  contra  la  proaun- 
ciada j)or  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en 
pleito  con  D.  Pedro  Baquera. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  dados  loa  términos  del  art.  905  del  Código^  el  testador  que 
quiera  ampliar  el  plazo  del  albaceazgo  debe  señalar  expresamente 
el  término  de  la  prórroga,  sin  que,  por  lo  tanto,  sea  admisible  que 
pueda  autorizar  una  prórroga  indefinida;  cuando  asi  no  lo  Kaee^  la 
prórroga  se  entiende  sólo  por  el  plazo  de  un  año,  á  tenor  del  claro 
precepto  del  expresado  articulo: 

Que  la  prohibición  impuesta  por  el  testador  á  sus  herederos  w>- 
luntarios  de  toda  intervención  judicial  en  su  i  est amentaría ,  no  condi- 
ciona el  nombramiento  de  aquéllos  si  dé  su  cumplimiento  no  se  kaee 
depender  la  adquisición  ó  pérdida  de  sus  derechos  á  la  herencia^  y 
aun  afectando  á  herederos  voluntarios  no  puede  tener  debido  eum'^ 
plimiento  cuando  no  conservan  el  carácter  de  albaceas  y  eontadoree 
las  personas  á  quienes  el  testador  nombró  y  facultó  para  que  prae» 
ticasen  extra; udicialmente  las  operaciones  de  testamentaria,  y  de- 
clara el  art,  911  del  Código  civil  que  en  tal  caso  corresponde  á  to# 
herederos  la  ejecución  de  la  voluntad  del  testador: 

Que  dicho  articulo  y  su  concordante  el  1059,  no  deben  interpre- 
tarse en  el  sentido  de  que  se  necesite  probar  el  desacuerdo  de  los 
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interesadoé' Mobre  el  modo  de  hacer  la  pariteión,  para  ejercitar  el 
derecho  que  reconoce  el  art.  1038  dé  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  á 
loe  que  sean  parte  legitima  para  promover  el  juiéio  voluntario  de 
testamentaria: 

Que  observándose  la  expresada  doctrina  no  se  infringen  los 
arts.l039de  la  Jey  procesal  y  675,790,791,911  y  1114  del  Código 
civiL 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1906,  en  el  jni- 
oÍQ  Tolniítario  de  testamentaria  de  Dofia  Trinidad  Grand  y  Cerero,  pro- 
movido en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Merced  de 
Málaga  por  D.  Pedro  Baqnera  y  Raía,  cesante,  veclqo  de  dicha  ciudad, 
como  padre  de  loe  menores  Dofía  Trinidad,  Dofia  Josefa,  D.  Pedro  j 
Dofia  María  Laisa  Baqnera  y  Grand,  hoy  inckiente  segaldo  en  dicho 
Jnsgado  y  en  la  8ala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  territorial  de  Granada 
por  P.  Tomás  Heredla  y  Grnnd  y  D.  Federico  Grnnd  y  Ceiero,  propio* 
tarloa  y  de  aquella  vecindad,  herederos  voluntarios  de  la  Dofia  Trinidad, 
con  el  mencionado  Baqnera,  en  el  concepto  expresado,  y  con  el  Ministe- 
rio fiscal,  sobre  nulidad  de  dicho  juicio;  incidente  que  ante  Nos  pende 
en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  en  representación  del  demandante 
D.  Federico  Grund,  bajo  la  direcclóu  doi  Licenciado  D.  José  VIgnote, 
habiendo  representado  y  defendido  ai  demandado  y  recurrido  Baquera 
el  Procurador  D.  Pedro  Mariano  Palacios  y  el  Licenciado  D.  Luis  Mora*- 
les  y  García,  y  habiendo  comparecido  también  el  Mioisterto  fiscal. 

Resultando  que  Dofia  María  ile  la  Trinidad  Grund  y  Cerero  falleció 
el  día  31  de  Agosto  de  1896  bajo  testamento  otorgado  en  21  del  mismií 
mes,  y  por  cuya  cláusula  8.^  declaró  haber  estado  casada  con  D.  Manuel 
Agustín  Heredia  y  Livermore,  no  teniendo  en  la  actualidad  descender* 
cia;  por  la  6.*  hisp  constar  que  formó  parte  de  la  Sociedad  mercantit 
Hijos  de  M.  A.  Heredia,  entonces  en  liquidación,  y  que  era  partícipe  en 
otra  establecida  con  la  misma  denominación;  por  la  9.^  nombró  albace»e 
y  apoderados  testamentarios,  con  amplísimas  facultades,  á  su  hermaoo 
D.  Federico  Grund  y  Cerero  y  á  sus  dos  sobrinos  D.  Tomás  y  D.  Agup 
tín  Heredia  y  Grnnd,  autorizándolos  para  que  los  tres  juntos  ó  cada  uno 
de  por  sí,  ocurrido  el  fallecimiento  de  la  testadora,  se  incautaran  de  6a 
caudal,  administrándolo  durante  el  período  de  Indivisión,  percibiendo 
las  rentas  y  productos  de  los  bienes  y  cuantas  cantidades  debiera  perci- 
bir la  otorgante,  formaliaando  recibos  y  cartas  de  pago,  cancelando  hi- 
potecas, vendiendo  bienes  si  á  su  juicio  conviniera  á  los  intereses  de  1& 
testamentaría  y  representándola  ante  los  Tribunales  y  en  todos  los  con< 
tratos,  actos  y  operaciones  en  que  la  misma  debiera  intervenir,  prorro- 
gándoles el  tiempo  legal  del  albaceazgo  por  todo  el  demás  tiempo  que, 
á  su  juicio  necesitaseu  para  cumplir  cnanto  llevaba  expresado,  prohi 
hiendo  en  absoluto  la  intervención  judicial  en  su  tentamentaría,  salvo 
la  aprobación,  si  fuese  precisa;  por  la  10  instituyó  herederos  en  una  sóp- 
Mma  parte  de  su  caudal  á  cada  uno  de  sus  hermanos  Dufía  Julia,  Dofia 
'elisa,  D.  Federico,  D.  Constantino  y  D.  Rudolfo  Grund  y  Cerero  y  de 
as  sobrinos  D.  Tomás  y  D.  Agustín  Heredia  y  Grund,  todos  en  pleno 
'ominio,  excepto  la  correspondiente  á  D.  Rudolfo,  que  se  le  entregaría 
^lo  en  usufructo,  y  por  fallecimiento  del  mismo  pagaría  en  pleno  do- 
iinio,  y  por  partes  iguales,  á  los  doce  hijos  de  D.  Constantino,  cuyoa 
'mbres  expresó,  entre  ellos  Dofia  Trinidad  Grund  y  Rodrigues,  enten- 
bdose  que  si  alguno  de  éstos  hubiese  fallecido  al  extinguirse  el  nsu- 
loto,  dejando  hijos,  éstos  percibirían  la  porción  respectiva  á  su  padre 
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Ó  madre;  7  por  la  clánaala  11  nombró  oomiBarioa  parttdorea  7  llqaids- 
dores  de  sa  caudal  á  D.  Joan  Heredia  y  Llvermore  y  á  D.  Jaime  Parla- 
dé  y  Heredia,  á  ios  do«  jantoB  y  á  cada  nno  de  por  sí  insoUdum^  á  qnie- 
itee  conferia  amplias  íacnltades  para  el  desempefio  de  sa  cargo: 

Resaltando  qae  por  fallecimiento  de  D.  Constantino  Grnnd  y  Cerero* 
f  aeron  declarados  herederos  sayos  ab  éntesiato^  en  anto  de  20  de  No- 
viembre de  1901  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Merced,  de  Má- 
laga, once  de  los  hijos  de  aquél,  y  en  representación  de  la  otra,  Dofia 
Trinidad  Grund  y  Rodríguez,  ya  difunta,  los  hijos  de  ésta  Dofia  Trinidad» 
Üofia  Josefa,  D,  Pedro  Luis  y  Dofia  María  Luisa  Baqnera  y  Grand : 

Resaltando  que  á  petición  de  D.  Pedro  Baquera  y  Rniz,  como  padre 
de  los  meDcionadoB  hijos  de  Dofia  Trinidad  Grnnd  y  Rodrígnez,  meno- 
res de  edad,  el  mismo  Juzgado  de  la  Merced,  en  auto  de  29  de  Jnlio 
de  1904,  teniendo  en  cuenta  que  aunque  la  testadora  prohibió  la  inter- 
vención judicial  al  nombrar  contadores,  no  los  facultó  para  qae  extra- 
Indicialmente  practicaran  todas  las  operaciones  de  la  testamentaría,  se- 
gún el  art.  1046  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  Baquera  era 
parte  legítima  en  el  concepto  en  que  comparecía,  tuvo  por  prevenido  el 
juicio  voluntario  de  testamentaría  de  Dofia  Trinidad  Grund  y  Cerero» 
mandando  cHar  para  él  á  los  interesados  y  al  Ministerio  fiscal,  y  proce- 
der á  la  intervención  del  caudal,  limitado  á  formar  judicialmente  loa  in- 
ventarios; y  en  su  consecuencia  se  practicaron  las  citaciones  y  ae  co- 
menzó la  indicada  formación,  sin  que  hubiese  dado  resaltado  el  requeri- 
miento previamente  hecho  á  petición  de  Baquera  á  D.  Tomás  Heredia 
y  Grud  y  D.  Federico  Grund  y  Cerero  para  que  exhibiesen  los  libros  de 
la  extinguida  Sociedad  mercantil  Hijos  de  M.  A.  Heredia: 

Resultando  que  en  escrito  de  10  de  Agosto  siguiente  D.  Tomás  Here- 
dia y  Grund  y  D.  Federico  Grund  y  Cerero,  que  antes  se  habían  mostra- 
do parte  para  ejercitar  las  acciones  ó  recorsos  que  les  conviniera,  ya  en 
su  carácter  de  aibaceas  de  Dofia  Trinidad  Grnnd  y  Cerero,  ya  como  he- 
rederos voluntarios  dfí  la  misma,  promovieron  como  tales  herederos  in- 
cidente de  previo  y  especial  pronunciamiento  para  qae  se  declarase  la 
nulidad  de  todas  las  actuaciones  que  constltnían  é  integraban  el  referido 
juicio  voluntario  de  testamentaría,  sobreseyendo  en  él  y  condenando  á 
Baquera  en  las  costas  del  incidente  y  de  las  actuaciones  anuladas,  para 
lo  cual,  ademá<!  de  varios  de  los  hechos  de  que  va  hecha  relación,  alega- 
ron: que  la  voluntad  del  testador  era  la  ley  qae  regía  á  loa  herÍMÍeros, 
fliempre  que  no  perjadlcara  la  porción  legitimaria,  citando  también  los 
artículos  763,  790  y  792  del  Código  civil,  el  1089  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  17  de  Oetobte 
de  1893,  14  de  Mdyo  de  1896  y  27  de  Noviembre  de  1896;  agregando  qae 
de  todo  ello  se«desprendia  que  el  juicio  promovido  por  Baquera  se  había 
prevenido  con  apartdmlónto  de  la  disposición  testamentaria  y  tran<gre- 
alón  de  ios  mandatos  de  la  ley,  y,  por  tanto,  eran  nulas  y  de  ningún  va-> 
lor  ni  efecto  las  actuaciones  practicadas;  porque  ostentando  aquél  el  ca- 
rácter de  heredero  voluntario,  estaba  obligado  á  respetar  y  cumplir  la 
voluntad  de  la  finada,  qae  prohibía  en  absoluto  la  intervención  jodíela.' 
en  su  testamentaría,  salvo  el  caso  de  aprobación,  si  fuese  precisa: 

Resultando  que  D.  Pedro  Baquera,  en  la  expresada  representación  di 
los  menores  hijos  eoyos  y  de  Dofia  Trinidad  Grnnd  y  Rodrígnea,  impog 
nó  la  demanda  pldiendu  se  desestimara,  con  las  costas,  la  pretensión  d 
nulidad  en  ella  deducida,  alegando  al  efecto,  aparte  también  de  varioi 
de  los  hechos  que  en  los  antecedentes  quedaron  consignados,  que  la  ta< 
tadora  prorrogó  á  sus  aibaceas  el  plazo  del  albaceasgo  por  todo  el  dem/ 
tiempo  que  á  juicio  de  ellos  necesitasen,  pero  sin  sefialAT  ó  deelgnar 
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tiempo  de  la  prórroga,  prohibiendo  en  abeolnto  la  intervención  judicial 
en  la  testamentaria,  aalvo  la  aprobación  si  fneee  precisa;  y  al  nombrar 
comisarios  partidores  y  liquidadores  les  confirió  amplias  faca  Hades  para 
el  desempefio  del  cargo,  sin  hacer  prohibición  de  ninguna  clase;  y  habien- 
do sido  inútiles  cuantas  gestiones  se  practicaron  cerca  de  los  albaceas  y 
de  los  partidores  para  que  desempefiaran  sus  respectivos  cargos,  é  inúti- 
les también  las  consideraciones  de  familia  que  se  les  guardaron,  llegó 
un  día  en  que  el  estado  anormal  de  la  testamentaria  obligó  á  promover 
el  juicio  voluntario,  fundándose  eñ  que  ni  había  albaceas  ni  partidores 
que  pudieran  cumplir  la  voluntad  de  la  causante,  como  efectivamente 
no  loe  había;  porque  habiendo  transcurrido  el  sfio  que  concedió  la  testa» 
dora  y  también  el  que  daba  la  ley  cuando  el  testador  autorizaba  la  pró- 
rroga y  no  designaba  el  tiempo  de  ella,  sin  que  ni  albaceas  ni  partidores 
practicaran  todas  las  operaciones  de  testamentarla,  concluyeron  ó  ter- 
minaron en  BUS  cargos;  y  como,  por  lo  que  hacía  á  los  herederos,  habían 
cumplido  la  condición  impuesta  por  la  causante  y  desde  entonces  no  ha- 
bía habido  quien  cumpliera  la  voluntad  de  la  misma,  en  ellos  se  refun- 
dieron todos  los  derechos,  á  ellos  correspondía  el  que  se  cumpliese  el 
testamento,  y  por  tanto,  pudo  cualquiera  de  ellos,  aunque  fuese  vo- 
luntario, promover  el  juicio,  porque  la  prohibición  era  para  el  caso  de 
que  hubiese  quien  practicara  todas  las  operaciones  de  la  testamentaría, 
y  dejaba  de  haberlo  cuando  el  testador  no  lo  nombraba,  ó  nombrándolo 
ocurría,  como  aquí,  que  no  había  quien  practicara  dichas  operaciones; 
no  habiendo,  por  tanto,  infracción  del  art.  1089  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil,  respecto  de  cuya  disposición  era  de  tener  presente  la  del 
artículo  1045  de  la  misma  ley,  y  siendo  aplicables  los  artículos  892,  897,. 
899,  905,  907,  908,  1052,  1054  y  1057  del  Código  civil  y  el  núm.  l.^'  del 
articulo  1088  de  la  citada  ley  procesal: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  también  se  desestimara  la 
pretensión  de  la  demanda  y  se  mandara  estar  á  lo  acordado  en  el  auto 
de  29  de  Julio,  porque  lá  prohibición  de  la  intervención  judicial  no  se 
hiio  con  todos  los  requisitos  legales,  y  aunque  se  hubiesen  cumplido 
éstos,  ya  no  existía  persona  alguna  con  facultad  de  hacer  extrajudicial- 
mente  la  división  de  la  herencia,  por  haber  expirado  el  plazo  durante  el 
cual  pudieron  hacerla  y  declarar  nulas  las  actuaciones,  y  sobreseer  en 
ellas  sería  lo  mismo  que  dejar  sin  cumplir  ilimitadamente  la  voluntad 
de  la  testadora: 

Resultando  que  en  el  período  de  prueba,  á  instancia  de  los  deman- 
dantes, absolvió  posiciones  Baquera,  afirmando  que  desde  el  fallecí- 
miento-de  su  padre  político  D.  Oonstantino  Grnnd  nada  había  solicitado 
ante  los  Tribunales  hasta  que  había  promovido  este  juicio  de  testamen- 
taría; pero  había  hecho  reclamaciones  amistosas  cerca  de  D.  Tomás, 
D.  Federico  y  D.  Roberto  Gano — así  dice— y  D.  Jaime  Parlado,  en  casa 
de  éste,  gestionando  cerca  de  D.  Tomás  Heredia,  no  como  aibacea,  sino 
por  saber  que  en  poder  de  éste  ó  en  su  casa  estaba  la  herencia  de  ]Dofia 
Trinidad  Grund,  que  le  dieran  su  parte  de  ella  ó  algo  á  cuenta  ó  le  se- 
ñalasen una  pensión  anual  mientras  se  practicaban  las  operaciones  de 
iestamentaría;  que  no  había  solicitado  del  Jazgado  término  alguno  para 
lue  los  albaceas  ejecutaran  el  testamento  de  Doña  Trinidad  ni  había  re- 
inerido  á  D.  Juan  Heredia  ni  á  D.  Jaime  Parlado  para  que  aceptasen  el 
cargo  de  contadores  confarido  por  la  testadora,  aunque  sí  había  reque- 
rido á  Parlado  para  que  le  manifestara  si  era  ó  no  contador,  y  no  había 
entregado  ni  gestionado  para  que  se  entregaran  á  dichos  contadores  les 
ipeles  y  documentos  necsarios  para  el  inventario  y  la  partición,  ni 
licitado  de  Juez  alguno  que  se  les  fijara  un  plazo  para  que  la  presen- 
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taran,  ni  tratado  nnnca  por  si  ni  en  unión  de  ios  demás  oolierederoe  de 
ejecntar  la  voluntad  de  la  testadora;  7  qne  no  era  cierto  que  él,  como  sa 
CQfiado  D.  Lai8  Grnnd,  sapaaieran  qne  D.  Constantino  á  sn  fallecimien- 
to debiera  cautidades  de  importancia  á  la  casa  Hijos  de  M.  ▲•  Hóredia, 
pues  lo  qne  eabía  era  qne  á  dicho  en  cuñado,  después  de  liquidada 
la  cuentA,  le  entregaron  dinero,  negando  además  qne  D.  Tomás  Heredia 
Je  hubieae  maaifdstado  varias  veces  qne  no  se  había  hecho  ia  parti- 
ción porque  no  se  había  terminado  aún  la  liquidación  de  cuentas  de  ia 
Sociedad  mencionada,  7  que  se  hubiese  hecho  reclamaciones  por  diver- 
sas personas  qae  se  titulaban  acreedores,  é  Ignorando  que  los  demás  he- 
jrederü«i,  los  albaceas  7  contadores  esperasan  para  que  se  practicase  la 
partición  á  qae  se  concIa7ese  la  liquidación  antes  expresada;  7  qne 
I)oña  Josafa  Kodríguez,  recientemente  fallecida  7  de  qnienes  eran  here- 
deros los  hijo<3  del  declarante,  hubiese  veniio  percibiendo  desde  el  falle- 
clmleíito  de  Doña  Trinidad  Grnnd  unas  cantidades  mensuales  que  por 
cuenta  de  la  herencia  de-  dicha  Doña  Trinidad  le  entregaban  Doña  Felisa 
Grud  y  D.  Tomás  Heredia: 

Resultandü  que  á  propuesta  de  la  parte  de  Baquera  absolvió  también 
posiciones  D.  Tjcnás  Heredia,  diciendo  ser  cierto  que  los  partidores  7 
los  albaceas  de  Doña  Trinidad  tenían  instrucciones  de  ésta  para  cumplir 
los  encargos  que  les  hizo,  uno  de  ellos  seguir  pagando  las  asignaciones 
que  tenía  fijadas  á  diferentes  necesitados,  pagos  que  hacía  él;  que  te- 
niendo todos  en  cuenta  eutoe  encargos  y  qne  ia  Sociedad  Hijos  de  M.  A. 
Heredia,  de  qne  era  uno  de  ios  socios  Doña  Trinidad,  no  terminaba 
basta  1000,  ee  dejó  para  entonc«*s,  con  su  asentimiento,  la  partición  de 
los  bienes  hereditarios,  7  de  acuerdo  los  partidores  7  albaceas  7  la  seño- 
ra— a^í  dice  el  apuntamiento — quedó  al  frente  7  con  la  firma  de  dieha 
Sociedad  y  D.  Federico  Grund  administrando  los  bienes  que  correspon- 
dieron á  Doña  Trinidad  en  sn  particular,  siguiendo  así  las  cosas,  por 
exigirlo  él,  sin  que  para  nada  hubieran  vnelto  á  ocuparse  de  la  testa- 
mentaría los  partidores,  uno  de  los  cuales,  D.  Jnan  Heredia,  había  fa- 
llecido hacía  cinco  ó  seis  años;  qne  él,  como  albacea  7  heredero,  tenía 
entregadas  á  los  herederos  de  Doña  María  Heredia,  uno  de  ellos  el  otro 
partidor  D.  Jaime  Parlado,  46.161  pesetas  que  debían  recibir  de  Doña 
Trinidad,  procedentes  de  la  herencia  de  D.  Manuel  Agustín  Heredia; 
que  hasfa  ahora  no  se  había  hecho  la  partición  de  los  bienes  de  Doña 
Trinidad  ni  entregado  á  sus  herederos  su  legítima,  siguiendo  él  7  don 
Federico  Grnnd  en  posesión  de  dichos  bienes;  qne  ios  albaceas,  uno  de 
éütoB  él,  no  habían  facilitado  á  los  partidores  datos  ni  antecedentes  para 
la  partición;  que  Doña  Trinidad  fué  dueña  de  parte  de  la  íerrería  de 
Heredia,  7  á  su  muerte  su  participación  pasó  á  sus  herederos;  qdeéi 
quiso  vender  la  ferrería,  para  lo  cual  solicitó  el  beneplácito  de  los  de* 
más  herederos,  7  como  no  estuvieran  conformes,  la  Sociedad  Hijos 
de  M.  A.  Herodla  tuvo  que  aportar  la  participación  de  Doña  Trinidad  en 
el  ca'pital  á  la  venta  hecha  á  la  Sociedad  Altos  Hornos;  qne  había  ven- 
dido defipué^  de  1900  al  trut8  azucarero  la  fábrica  de  Adra,  que  era  parte 
del  cauiial  de  la  Socieiad  Hijob  de  M.  A.  Heredia,  á  qne  pertenecía  Doña 
Trinidad;  7  que  bahía  hecho  pagos,  entrégalo  cantidades,  vendido  7 
pignorado  bl^iues  sin  el  beneplácito  de  los  demás  .coherederos,  pero  po' 
Qstlmar  que  era  albarea,  negando,  entre  otros  extremos,  haber  plgnort 
do  por  cantiJad  importante,  sin  conocimiento  de  todos  los  herederos  d> 
DoñaTrioi'iM,  las  acolónos  de  la  Sociedad  Altos  Hornos  recibidaf  ei 
cambio  de  la  ferrería: 

Kesultando  que  también  formnló  Baquera  posiciones  para  D.  Federir 
Grnnd,  quien  contestó  igualmente:  que  al  fallecer  Doña  Trinidad  era  ni 
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de  iOB  ieciofl  de  Hijos  de  M.  A.  Heredia;  qne  indistüitainente  habían  es-* 
tado  encargados  de  loa  bienes  partienlares  de  Dofia  Trinidad  D.  Toma» 
Heredia  y  éi;  pero  ói  se  había  ocupado  más  de  los  qne  manejaba  por  sí 
aqaólla,  sin  qne  en  ello  hubiesen  intervenido  los  partidores  ni  ocnpádose 
de  fanciones  de  la  testamentaría;  qne  D.  Tomás  había  seguido  al  frente 
de  la  casa  Hijos  de  M.  A.  Heredia,  con  el  uso  de  la  firma,  según  venía 
haciéndelo,  como  Gerente;  que  la  partición  tenía  necesariamente  que^ 
aplasarse,  no  sólo  hasta  la  terminación  de  la  Sociedad,  sino  hasta  liqui- 
darse las  negociaciones  pendientes,  no  constándole  que  los  particularee 
hobleran  tenido  que  ocuparse  de  la  testamentaría;  que  era  también  cier- 
ta, ó  al  menoe  así  lo  creía,  que  se  había  entregado  á  los  herederos  de 
Dofia  María  Heredia,  entre  ios  cuales  suponía  figuraba  D.  Jaime  Parlado» 
uno  de  los  partidores,  una  cantidad  qne  no  recordaba;  pero  este  hecha 
no  podía  afirmarlo  como  albacea  de  Dofia  Trinidad;  que  al  ocurrir  el  fa-^ 
llecimiento  de  ésta  los  otros  albaceas  y  él  se  hicieron  cargo  del  caudal^ 
en  virtud  de  testamento,  si  bien  él  no  había  Intervenido,  por  iro  tener 
derecho  á  ello,  en  las  operaciones  de  Hijos  de  M.  A.  Heredia,  no  hablen- 
de  tenido  hasta  ahora  necesidad  de  facilitar  datos  para  la  partición,  Igno- 
rando qne  los  albaceas  hayan  vendido,  hipotecado  ó  pignorado  bienes 
del  caudal  yacente,  pues  él  no  había  hecho  ninguna  de  esan  operaciones; 
qne  creía  ser  cierto  que  entre  los  bienes  de  la  extinguida  Sociedad  Hijos 
de  M.  A.  de  Heredia,  de  qne  era  socio  Dofia  Trinidad,  figuraban  la  ferre- 
ría  y  la  fábrica  de  acucar  de  Adra,  y  que  en  el  local  de  aqoélla  se  encon- 
traba establecida  ahora  la  Sociedad  Altos  Hornos,  suponiendo  que  en 
aquéllas  tendría  parte,  como  socio  de  la  casa  Heredia,  dii  ha  Dtfia  Tri- 
nidad, cuyos  derechos  creía  habrían  pasado  á  sus  herederos;  qne  Dofia 
Felisa  Grund  Cerero  recibía  1  000  pesetas  mensuales  de  la  capa  Hijos  de 
M.  A.  Heredia  directamente  por  orden  de  su  hermana  Dofia  Trinidad,  y 
creía  qne  D.  Rudolfo  recibía  6.000  reales  por  virtud  de  una  obligación 
de  dicha  Sociedad;  que  como  albacea  únicamente  podía  decir  que,  á  su 
Juicio,  no  había  llegado  todavía  el  caso  de  practicar  las  operaciones  de- 
testamentaría  por  no  estar  aún  los  negocios  de  la  casa  en  condiciones 
para  ello;  que  no  habían  solicitado  prórroga  ni  el  otro  albacea  ni  el  par- 
tidor D.  Agustín  Heredia  para  el  desempefio  de  estos  cargos  por  no  ha- 
berlo creído  necesario,  porque  la  testadora  los  tenía  autorizados  amplia- 
mente, sin  limitación  de  tiempo;  y  que  no  les  constaba  que  los  herede- 
ros de  D.  Constantino  Grund  tuvieran  parte  «n  la  nueva  Sociedad  Hijos 
de  M.  A.  Heredia,  formada  en  1900,  ni  qne  en  ésta  se  pusiera  como  ac- 
tivo el  capital  de  la  terminada  en  dicha  fecha: 

Kesultando  que  además  suministró  Saquera  prueba  testifical,  decla- 
rando Dofia  Felisa  y  D.  Rudolfo  Grund  y  Cerero  acerca  de  diferentes 
extremos  análogos  á  los  que  fueron  objeto  de  las  posiciones  dirigidas  A 
los  demandantes;  y  á  parte  de  otra  prueba  docpmental,  se  unió  á  los 
autos  testimonio  de  un  interdicto  de  recobrar,  promovido  en  26  de  Fe- 
brero de  1904  por  D.  Federico  Grund  y  Cerero,  como  albacea  de  su  her- 
mana Dofia  Trinidad,  contra  D.  Francisco  Ruiz,  quien  en  el  juicio  verbal 
Alegó,  entre  otras  excepciones,  la  de  falta  de  personalidad  del  deman- 
Ate  por  haber  dejado  de  ser  albacea  por  el  transcurso  del  tiempo  sefia- 
do  por  la  ley;  y  á  petición  de  ambas  partes  quedaron  los  autos  en  sus- 
uso  en  16  de  Marzo  siguiente,  continuando  en  ese  estado  al  practicarse 
»  prueba: 

Resultando  que  continuada  la  tramitación  en  dos  instancias,  la  Sala 
lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada  dictó  en  21  de  Noviem- 
de  1906  sentencia  confirmatoria  declarando  no  haber  lucrar  al  inci- 
te de  nulidad  promovido  por  D.  Tomás  Heredia  Grund  y  D.  Federico^ 
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Grnnd  Cerero,  ein  expresa  condena  de  coatas  de  la  primera  instancia  j 
con  imposición  de  iae  de  la  segunda  á  los  mencionados  apelantes: 

Besaltando  que,  con  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Federico  Grnnd 
V  Cerero,  en  los  conceptos  de  albacea  testamentario  y  heredero  de  Dofia 
Trinidad  Gruad  y  Cerero,  ioterpnso  recnreo  de  casación  por  infracción 
de  ley,  diciendo,  f andarlo  en  el  núm.  1.^  del  art,  1692  de  la  de  Enjuicia- 
to  civil  y  alegando  haberse  infringido: 

Primero.  El  art.  1089  de  dicha  ley  de  Eajnlciamiento  cItíI  y  la  ju- 
risprudencia de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en  la  sentencia  de  17 
de  Marzo  de  1899  y  otras;  porque  al  establecer  que  cios  herederos  vo- 
luntarios y  loe  legatarios  de  parte  alícuota  no  podrán  promover  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría  cuando  el  testador  lo  haya  prohibido  expre- 
mente>,  no  estaba  excluido,  antes  bien,  se  hallaba  confirmado  en  el  pre- 
sente caso  por  el  precepto  del  art.  1046  de  la  misma  ley,  toda  vea  que  al 
prohibir  la  testadora  la  intervención  judicial  en  su  testamentaría  y 
nombrar,  como  nombró,  dos  comisarios  partidores  y  liquidadores  de  sn 
caudal,  con  ampüaimas  facaltades  para  el  desempeño  de  su  cargo,  apa- 
recía clara  y  maniñestamente  expuesta  su  voluntad  de  que  todas  las 
operaciones  relativas  asa  testamentaría  hubieran  de  practicarlas  aqué- 
llos extraj udieialmentey  paes  resultaría  un  contrasentido  suponer» 
como  con  notorio  error  lo  hacía  la  sentencia  recurrida,  que  la  testadora 
no  encargó  á  los  contadores  la  práctica  extrajadicial  de  su  testamen- 
taría, ya  que  no  se  concebía  ni  era  posible  admitir  en  buena  lógica 
que  dicha  prohibición  absoluta  impuesta  por  la  causante  tnvlera  otro 
alcance,  ni  otro  propó'jito,  ni  otra  intervención  que  la  de  que  practica- 
sen extrajudtetalmente;  pues  de  entenderlo  de  otro  modo  habría  /  que 
suponer  que,  después  de  manifestar  la  testadora  su  ñrme  voluntad  de 
que  su  testamentarla  no  f  nese  jadicial,  el  encargo  dado  á  los  contadores 
que  nombró  f  aese  para  contravenir  sua  propios  mandatos,  y  en  sn  con- 
secuencia,  se  infringía  además  por  la  Sala  sentenciadora  el  art.  676  del 
Código  civil,  porque,  contraviniendo  sus  preceptos,  interpretaba  errónea- 
mente el  testamento  otorgado  por  Dofia  Trinidad  Grund,  toda  ves  que 
aun  cuando  al  nombrar  ésta  los  contadores  partidores  de  sn  caudal  con 
ampilias  facultades  para  que  realizaran  las  operaciones  testamentarias 
ddl  mismo  se  consig  lara  en  la  cláusula  que  se  refería  de  dicho  testa- 
mento la  frasa  expresa  de  que  hubieran  de  realizarse  extrajudicialmeo- 
te,  era  de  observar  que  ésta  y  no  otra  fué  la  intención  y  la  voluntad  de 
la  testadora  al  establecer  en  la  cláusula  que  la  antecedía  la  prohibición 
de  toda  intervención  jadicial  en  su  testamentaría: 

Segando.     Lo3  arts.  790  y  791,  en  relación  con  el  1114  del  citado  Có- 
digo civiU  por  cnanto,  teniendo  el  carácter  de  voluntarios  los  herederos 
institnfdos  en  na  t^^stamento  por  Doña  Trinidad  Qrund,   pudo  ésta  im- 
ponerles  1p.8  condiciones  qne,  no  siendo  imposibles  ni  contrarias  á  las 
leyes  ni  á  la»  buenas  costumbres,  tuviese  por  conteniente;  y  como  la 
prohibición,  o^^tableclda  por  nqaélla  en  su  última  voluntad,  de  toda  in- 
tervención jndíoial  en  su  testamentaría  era  condición  posible  y  lícita, 
obligaba  á  los  herederos,  los  nnaies,  para  la  adquisición  de  sus  herede- 
ros—así dice— hñ^)rán  de  qn^ídar  sujetos  al  cumplimiento  de  la  condl 
ción,  y  al  no  hacerlo  así  D.  Pedro  Raquera,  representante  de  uno  de  loi 
herederos  de  Doña  Trinidad  Grnnd,  era  visto  que  carecía  de  facultade« 
para  ello,  razón  por  la  cual  no  pudo  tenerse  por  promovido  el  juicio  vo- 
luntarlo de  testamentaría  instado  por  el  mismo,  y  debió  anularse  el 
anto  en  qne  Pe  previno,  como  se  solicitó  por   el  recurrente  en  el  inc^ 
dente  desestimado  por  la  sentencia  recurrida: 

Tercero.     £1  art.  005  del  mismo  Código,  toda  vei  que  la  Sala  senteii 
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«iadora,  interpretándole  con  notorio  error,  desconocfa  la  .prérroga  del 
término  legal  del  albaceaxgo,  establecida  por  la  testadora  con  estas  pa- 
labras: < prorrogándoles  el  tiempo  qne  á  sn  jnicio  necesiten»,  coyas  pa- 
labras denotaban  la  imposibilidad  material  de  poderse  precisar  ana  fe- 
cha determinada  por  la  testadora;  pero  clara  y  expresamente  expresada 
la  prórroga  delt>laso,  tal  como  la  ley  lo  exigía,  ya  qne  ésta  no  prefijaba 
nna  fecha  ó  término  de  tiempo  concreto  y  determinado,  sino  qne  otor- 
gando al  testador  completa  libertad  para  conceder  á  los  ejecntores  de  sn 
última  Tolnntad  todo  el  tiempo  qne  qnisieran  ó  estimaran  conveniente 
para  ello,  sélo  le  impedía— así  dice— la  obligación  de  señalarlo  expre 
eamente,  como-en  en  testamento  lo  biso  Dofia  Trinidad  Grnnd;  y 

Coarto.  El  art.  911  del  propio  Código  C|vll,  según  el  cnal,  terminado 
el  albaceaago  por  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  mismo  ar- 
tículo 7  en  el  anterior,  corresponderá  á  los  herederos  la  ejecución  de  la 
voluntad  del  testador,  precepto  infringido  por  la  Sala  sentenciadora  al 
declarar  la  improcedencia  de  la  demanda  de  nulidad  de  actuaciones  del 
jnicio  voluntario  de  testamentaría  de  Dofía  Trinidad  Grund  y  nogar  la 
eficacia  de  la  prohibición  de  dicho  juicio  impuesta  por  la  testadora;  por- 
que, aun  ene!  caso  de  que  se  considerase  terminado  el  plazo  legal  del  al- 
baceaago, conjuntamente  con  el  de  los  contadores  partidores  para  reali- 
zar las  operaciones  de  testamentaría,  como  se  declaraba  en  la  senten- 
cia, era  evidente  que  entonces  la  ejecución  de  la  voluntad  de  la  testa- 
dora incumbía  á  los  herederos,  según  expreRa  disposición  del  precepto 
citado;  y,  por  tanto,  mientras  no  se  demostrase  que  los  herederos  no 
habían  podido  entenderse  para  realizar  las  operaciones  partioionalea 
del  caudal,  circunstancia  que  en  este  caso  no  se  había  demostrado  ni 
intentado  demostrar;  no  podía  tener  aplicación  el  art.  1069  del  citado 
Código  civil,  ni,  por  consiguiente,  era  posible  la  prevención  del  juicio 
voluntario  de  testamentaría,  ya  que,  respetando  la  voluntad  de  la  testa- 
dora en  cuanto  á  la  prohición  tantas  veces  mencionada,  podían  sus  he- 
rederos por  sí  practicar  extrajudicialmente  las  operaciones  de  testa- 
mentaría: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Kuiz  García  Hita: 
Considerando  que,  dados  los  términos  del  art.  905  del  Código,  el  tes- 
tador que  quiera  ampliar  el  plazo  del  albaceazgo  debe  sefialar  expresa- 
mente el  termine  de  la  prórroga,  sin  que,  por  lo  tanto,  sea  admisible 
que  pueda  autorizar  una  prórroga  indefinida;  cuando  así  no  lo  hace,  la 
prórroga  se  eLtiende  sólo  por  el  plazo  de  un  aflo,  á  tenor  del  claro  pre 
cepto  del  expresado  artículo;  no  procediendo,  por  lo  tanto,  la  estimación 
del  tercer  motivo  del  recurso,  fundado  exclusivamente  en  la  interpreta- 
ción errónea  de  dicha  disposición  legal;  y  como  los  albaceas  nombrados 
por  Dofia  María  de  la  Trinidad  Grnnd  dejaran  transcurrir  con  mucho 
exceso  el  término  del  albaceazgo  sin  solicitar  nueva  prórroga  del  Jues, 
que  también  hubiera  tenido  que  ser  determinando  concretamente  el  pla- 
zo, ni  de  los  herederos  y  legatarios,  es  visto  qne  procedía  resolver,  con^o 
se  ha  resuelto,  la  cuestión  del  pleito  sobre  la  base  de  la  terminación  df  I 
albaceazgo  de  que  se  trata: 

Considerando  qne  la  sentencia  recurrida  tampoco  infringe  las  leyps 
[ue  se  citan  en  los  motivos  primero,  sesrundo  y  cnarto  del  recurso,  por- 
lae  la  prohibición  impuesta  por  Doña  María  de  la  Trioidad  de  toda  In- 
tervención judicial  en  su  testamentaría  no  condiciona  el  nombramiento 
ie  herederos,  pues  de  su  cumplimiento  no  se  hace  depender  la  adquisi 
sión  ó  pérdida  de  los  derechos  de  los  llamado?  á  eu  herencia;  porque  aun 
Afectando,  como  afecta,  á  herederos  voluntarlos,  en  el  caso  de  autos  no 
;>aede  tener  debido  cumplimiento,  por  no  conservar  el  carácter  de  alba- 
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ceas  7  contadores  las  personas  á  quienes  nombró  y  facnltó  para  qae 
practicasen  extrajndiclalmente  las  operaciones  de  testamentaría,  y  por- 
que el  art.  911  del  Código  civil,  qne  declara  corresponde  en  este  caso  4 
los  herederos  la  ejecución  de  la  volunted  del  testador,  y  su  concordante 
«1  art.  1069,  no  deben  interpretarse  en  el  sentido  de  que  se  necesite  pro- 
bar el  desacuerdo  de  los  interesados  sobre  el  modo  de  hacer  la  partición,, 
para  ejercitar  el  derecho  que  les  reconoce  el  art.  1088  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  á  los  que  sean  parte  legítima  para  promover  el  juicio 
TOluntario  de  testamentaría; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Federico  Grund  Cerero,  como  alba» 
cea  testamentario  y  herederos  de  Dofia  Trinidad  Grund  y  Cerero,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  é  la  pérdida  del  depósito  que  ha 
contituído,  al  que  se  dará  la  aplicación  que  previene  la  ley;  y  con  la 
certificación  correspondiente,  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de 
Granada  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Asi  poreRta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gtieetaé  inser* 
tara  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiat 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joaé  de  Aldecoa. 
Víctor  Covián.=Antonio  Alonso  Casafia.szlldefonso  López  Aranda.= 
Pascual  Domenecb.ssRamón  Bar  roe  ta.= Eduardo  Ruis  García  Hit*. 

Publicación. =Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Kxcmo.  Sr.  D.  Eduardo  Ruiz  García  Hita,  Magistrado  de  la  Hala  de  lo 
civil  del  Trihue  al  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  1906.=Rogelio  González  Montes. 


Núm.  14:3— TRIBUNAL  SUPREMO.— 26  de  Noviembre, 
publicado  el  14  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^Consignación  y  pago  del¿mf>orte 
de  un  préstamo. '^A.nio  declarando  no  haber  lugar  á  la.admisíón 
del  recurso  interpuesto  por  Doña  Catalina  Villalonga  y  otra 
contra  el  dictado  por  la  Audiencia  territorial  de  Palma  en  plei- 
to con  D.  José  Miró. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  se  establece: 

Que  eon/orme  al  núm.  5.^  del  ari.  1729  de  la  ley  de  procedimien- 
to ^  es  inadmisible  el  recurso  en  cuyos  motivos  9e  suscitan  cuestiones 
no  debatidas  ni  resueltas  en  el  pleito. 

Resultando  que  el  Jnzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Lonjnde  la  cindad  de  Palma,  y  anton  iostadoe  por  Dofia  Catalina  y 
y  Dofia  Magdalena  Villalonga  y  Moya  contra  D.  José  Miró  y  Arbona  so- 
bre que  ee  tuviera  por  bien  hecha  la  consignación  efectuada  por  aqué- 
llas anteriormente  de  determinada  cantidad  y  ee  condenase  al  deman- 
dado á  percibir  aquélla  en  pago  de  los  préstamos  qne  aquéllas  habían 
contratado  con  Miró,  dictó  providencia  en  9  de  Marco  de  1004  mandando 
ee  procediese  á  levantar  de  la  Caja  general  de  Depósitos  de  aquella  pro- 
yincia  la  cantidad  de  3.744  pesetas  80  céntimos  y  los  intereses  devenga- 
dos  por  la  misma,  impuesta  en  dicha  Caja  el  día  7  de  Maye  de  1908;  qne 
pedida  reposición  de  dicha  providencia  por  Dofia  Catalina  y  Dofia  Mag* 
r'alena  Villalonga,  impugnó  dicho  recurso  D.  José  Miró,  y  elJnagado 
dictó  auto  en  23  del  citado  mes  de  Mario  resolviendo  no  haber  lugar  á 
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repMier  la  expresada  proyldencia,  cnyo  anto  filó  confirmado,  con  costae, 
ea  16  de  Abril  último  per  la  Aadiencia  territorial  de  Palma  á  virtud  de 
la  apelaoión  qae  interpaaieron  contra  el  del  Joagado  las  hermanai  Vi- 
llaloDga: 

Reanltando  qae  éstas  han  interpoesto  reonrso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fondado  en  el  núm.  1.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjaiciamien- 
to  cítíI»  por  estimar  qne  se  ha  aplicado  Indebldamene  el  art.  86  de  dicha 
ley,  qne  obliga  al  pago  de  las  costas  al  litigante  que  haya  sido  OQnde- 
oado,  pero  no  á  retener  indefinidamente  los  bienes  que  tnviera  para  ha- 
eerlas  efectivas,  mncho  más  cnando  ha  obtenido  la  declaración  de  po- 
bresa,  j  desde  ese  instante  no  hay  para  qné  hablar  de  costas: 

Resnltando  qne  si  bien  el  Ministerio  Fscal,  á  quien  se  pasaron  estos 
antes,  los  devolvió  con  la  fórmula  de  cVistos»,  la  Sala»  de  acnerdo  con 
le  dispuesto  en  el  párrafo  8.^  del  art.  1726  de  la  ley  procesal,  mandó 
traer  los  antos  á  la  vista,  con  las  debidas  citaciones. 

Viste,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Paecnal  Domenech: 

Oonsiderando  qne  cnalqaiera  qne  sea -el  concepto  qne  meresea  la  re- 
aelneión  recurrida,  como  en  el  único  motivo  del  recurso  se  snpone  in- 
fringido el  art.  86  de  la  ley  de  Enjolciamiento  civil,  snecitándose  una 
euestión  acerca  del  alcance  del  mismo,  qne  no  ha  sido  debatida  en  el  in- 
eidente  en  qne  se  dictó  el  auto  contra  el  que  se  recurre,  ni  pudo  por  ello 
resolverse  en  éste,  es  indudable  que  se  ha  incurrido  en  el  caso  de  inad- 
misión á  que  se  refiere  el  núm.  6.^  del  art.  1729  de  la  citada  ley  de  pro- 
cedimiento; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Oatalina  y  Dofia  Magdalena  Villalonga  y  Moya;  con  la  certificación  ce* 
rrespondiente,  comuniqúese  á  la  citada  Audiencia  territorial,  con  devo- 
lución del  apuntamiento  que  ha  remitido;  y  publlqnese  este  auto  en  la 
forma  prevenida  por  la  ley. 

Madrid  26  de  Novietebre  de  lf)06.»Vict6r  Covián.— Antonio  Alonso 
Oasa1ia.=Ildefoneo  Lopes  Aranda.=PAecual  Domenech. =Ramón  Ba- 
rroeta.=Camilo  María  María  QaIlón.=Eduardo  Ruis  García  Hlta.=£l 
Relator,  Licenciado  Trinidad  Delgado  Cien eros.=:Roge lio  Gonaáies  Mon- 
tes, Escribano  de  Oámara. 


JNum.  14:4:- TRIBUNAL  SUPREM0.-27  de  Novlenbre, 
puiílfoada  el  14  y  15  de  Febrerode  1908. 

Cabación  por  infracción  db  lbt.  — r  Retracto.—  Sentencia  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  intei'puesto  por  D.  Manuel 
Dfaz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Julián  de  Silva. 
Bn  sus  coNSiDBRAHDos  86  estableco: 

Que  la  posesión  en  concepta  de  dueño,  á  que  »e  r enere  la  primera 
parte  del  art.  432  del  Código  ciüil,  atribuye  á  quien  la  disfruta,  mien*^ 
iras  no  es  vencido  por  quien  ostente  mejor  derecho,  todas,  absoluta- 
mente iodaSt  las  ventajas  de  la  propiedad,  tales  como  las  define  el  ar- 
^1eulo348: 

Que  una  de  las  inherentes  á  la  propiedad  es  la  del  art.  522,  por^ 
ice  según  los  términos  de  éste  no  cabe  racionalmente  distinguir  en^ 
^s propietarios  á  titulo  de  poseedores  en  concepto  de  dueños  y  pro* 
*etarios  á  titulo  de  dominio,  sin  destruir  el  ejecto  de  dicha  posesión. 
406  6a 
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En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1906,  en  el  jál- 
elo de  retracto  de  nna  flaca  rústica  eegnido  en  el  Juagado  de  primera 
instancia  de  Medina  Sidonia  y  en  la  Eipila  de  lo  civil  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Sevilla  por  D.  Julián  de  Silva  y  Monge,  propietario»  vecino 
de  San  Sebastián,  contra  D.  Antonio  Días  y  Diaa,  marino,  v/Bclno  de  Cá* 
diz,  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  iníraccióa 
de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Hilario  Dago,  bajo  la  dirección 
del  Letrado  D.  José  Gavilán,  en  nombre  del  demandado,  habiendo  com- 
parecido el  demandante  y  recurrido  representado  por  el  Procurador  dolí 
José  María  Oordón  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Francisco  Bergamin: 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  las  leyes  desamortisadorae  de 
1866  y  1866,  se  incautó  el  Estado,  como  procedente  de  loo  bienes  de 
Propios  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  loe  Gaaulee,  de  una  pieaa  de 
tierra  de  labor  y  pastos  con  arbolado,  de  280  fanegas  de  cabida,  llama- 
da Agregado  del  Peso,  término  del  citado  Alcalá,  lindante  al  Norte  con 
terrenos  baldíos,  llamados  Agregado  de  Alberite;  al  Sur  con  la  Garganta 
de  Cabeauela;  ai  Este  con  la  dehesa  de  la  Jota,  y  al  Oeste  con  la  dehesa 
del  Peso,  del  Marqués  de  Vinet;  y  acordada  su  enajenación  por  la  Di- 
rección general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  se  publicaron 
los  edictos  para  la  tercera  subasta,  por  no  haber  tenido  efecto  las  dos 
anteriores,  en  el  Boletín  de  Ventas  y  en  el  oficial  de  la  provincia  de 
Oádia  de  17  de  Febrero  de  1876,  insertándose  en  aquéllos  la  siguiente 
nota:  «Según  manifiestan  los  peritos,  el  arbolado  que  contiene  esta  fin- 
ca es  de  la  propiedad  del  Sr.  Marqués  de  Vinet,  al  cual  ee  le  reconocerá 
su  derecho  tan  luego  lo  acredite!,  conforme  aparece  en  certificación  ex- 
pedida por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Gaaules: 

Resultando  que  para  verificar  la  enajenación  de  la  referida  finca, 
que  es  la  núm.  2.196  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Gazules,  del  Re» 
glstro  de  la  propiedad  de  Medina  Sidonia,  el  Estado  inscribió  en  éete  á 
su  favor  la  posesión  de  la  misma  con  fecha  16  de  Jallo  de  18)6  al  folio 
lOé,  libro  S.^  del  citado  Ayuntamiento,  inscripción  1.^,  con  la  mencióa 
siguiente:  <  El  arbolado  que  contiene  esta  fiuoa  es  de  la  propiedad  del 
Sr.  Marqués  de  Vinet  y  tiene  de  cabida  280  fanegas,  equivalentes  á  116 
hectáreas,  96  áreas,  96  centiáreas,  sin  cargas  conocidas,  según  así  cons- 
ta en  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Medina 
Sidonia  en  6  de  Septiembre  de  1904,  traída  á  estos  autos  en  período  de 
prueba»;  y  celebrada  la  subasta  anunciada,  se  adjudicó  la  finca  en  ene»» 
tióná  D.  Ramiro  Saavedra  y  Gaeto,  Marqués  de  Villalobar,  á  cuyo  nom- 
bre se  extendió  en  él  Registróla  inscripción  2.^  de  dominio  al  folio  1S4 
vuelto  del  libro  32  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Gesules: 

Resaltando  que  D.  Ramiro  de  Saavedra,  Marqués  de  Villalobar,  dejó 
de  pagar  la  contribución  territorial  del  predio  Agregado  del  Peeo,  y  en 
i^n  virtud,  por  providencia  del  Agente  ejecutivo,  dictada  en  el  expedien- 
te que  se  instruyó,  de  fecha  27  de  Mayo  de  1902,  se  adjudicó  de  nuevo  al 
Estado  la  referida  finca: 

Resultando  que  en  la  certificación  antes  referida,  librada  por  el  Re* 
glstrador  de  la  propiedad  de  Medina  Sidooia  en  6  de  Septiembre  de  1904^ 
consta  además  que  el  80  de  Enero  de  1902  D.  Julián  de  Silva  otorgó  po- 
der á  favor  de  D.  lodaiecio  de  Coca  para  que  en  su  nombre  incoara  ex- 
pediente de  información  posesoria  del  arbolado  existente  en  la  finca 
Agregado  del  Peso,  del  término  de  Alcalá  de  los  Gazules;  que  el  D.  In- 
dalecio de  Coca,  obrando  en  ese  concepto  acudió  el  7  de  Febrero  de  1903 
al  Jazgado  de  dicho  punto,  exponiendo:  que  el  D.  Jalián  era  duefio  y 
legítimo  poseedor  del  arbolado  existente  en  la  finca  Agregado  del  Peso, 
de  280  fanegas,  en  término  de  Alcalá  de  los  Gazules,  por  haberlo  adqui- 
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7ido  á  tí  talo  de  adjadicaeión  en  pago  de  dendae  de  Dofia  Valentín  Vinet 
7  O'NdlU,  tf  irqaeaa  de  ViUalobar,  ene!  afia  de  1888,  sin  qnase  formali- 
sara  ia  transmisión  del  dominio  en  docn mentó  escrito,  si  bien  desde 
entonces  lo  venia  poseyendo  qaieta  7  pacíficamente  y  sin  interrnpción 
«n  concepto  de  daefij,  pat^anio  las  coatribaclt>aeB  correspondientes; 
que  á  los  ef actos  de  la  regla  4.^  del  art.  878  de  la  ley  Hipotecaria,  pre- 
sentó nn  certificado  expedido  en  20  de  Eaero  de  190S  haciendo  constar 
qpeen  el  amlUaramleato  refundido  7apéudlce  de  la  rlqaeas^  ráatica  de 
Alcalá  de  los  Giznles  no  fig;araba  amillarado,  en  concepto  de  dnefio  ó 
poseedor,  á  nombre  de  D.  Jalián  ni  al  de  persona  algana,  el  arbolado 
enclavado  en  un  trozo  de  terreno  de  280  fanegas,  divididas  en  dos  mita« 
des,  llamado  At^regado  del  Peso,  y  que  el  terreno  en  caeatlón  aparecía 
amillarado  bajo  el  núm.  208  á  nombre  del  Marqaóa  de  Vilialobar;  qne 
el  solicitante  manifestó  en  en  escrito  qne  como  el  saelo  de  la  finca  so- 
bre el  cnal  radicaba  el  arbolado  estaba  inscrito  en  el  Registro  á  nombre 
de  D.  Ramiro  Saavedra,  Marqnóa  de  Vilialobar,  7  el  derecho  de  arbola- 
do mencionado  en  favor  del  Marqaós  de  Vlnet,  como  resaltaba  de  las 
inscripciones  2/  y  1.%  folio  104  del  libro  82  del  ayuntamiento  de  Alcalá, 
pedia  qne,  á  los  efectos  del  art.  897  de  la  ley  Hipotecarla,  se  diera  vista 
del  expediente  al  dueño  del  suelo  D.  Ramiro  de  Saavedra,  7  á  los  del  402 
de  la  propia  ley,  al  de  la  mención  del  derecho  de  propiedad  del  arbolado, 
el  Marqués  de  Vinet  en  1876,  ó  quien  le  hnblera  sucedido  en  él,  ó  los 
cansahabientes  ó  representantes  legítimos  de  dichos  iatereaados,  á  fin  de 
que  pndieran  comparecer  á  prestar  su  conformidad  con  ios  hechos  ale- 
gados ó  deducir  los  derechos  de  que  se  creyeran  asistidos;  añadiendo  qne 
como  el  D.  Julián  carecía  de  tículo  escrito  que  justifioara  su  derecho  de 
propiedad  sobre  el  arbolado,  se  proponía  suplirlo  por  medio  de  la  infor- 
maoión  posesoria  prevenida  en  la  ley  Hipotecarle,  ofreciendo  desde 
Inego  información  testifical;  y  que  en  1876  era  Marqués  de  Vinet  don 
Antonio  Vinent  7  Vives,  marido  de  Doña  Ana  0'N:)ill  y  Alves,  padres 
de  la  Dofia  Valentina  Vinent  y  O'Nelll,  de  quien  D.  Julián  de  Silva  ha- 
bía adquirido  el  arbolado,  habiendo  sido  D.  Ramiro  de  Saavedra,  Mar- 
qoéi  de  Vilialobar,  dueño  del  suelo  donde  el  arbolado  se  eucootraba, 
el  legítimo  causante  de  la  Doña  Valentina;  por  todo  lo  que  suplicaba 
qns,  tramitado  y  aprobado  el  expadieute,  se  ordenara  inscribir  á  nom- 
l)rede  D.  Julián  la  posesión  de  dicho  arbalado,  sin  perjuicio  de  tercero 
de  mejor  derecho,  previo  cumplimiento  délo  dispuesto  en  los  Reales 
decretos  de  14  de  Marzo  y  Jnnlo  de  1884: 

Resultando  qne  admitida  la  información  y  publicados  loa  edictos  ¿ 
que  se  refiere  la  anterior  certificación,  ee  recibió  en  el  Juzgado  y  nnio 
al  expediente  nn  ofí(;io  del  Administrador  de  Propieiades  y  Derechos 
del  Estado  de  la  provincia  de  Cádiz  de  fecha  3  de  Marzo  de  1903  partici- 
pando que  la  pieza  de  tierra  con  arbolado,  llamado  A2;regado  del  Peso  y 
Alberite,  término  de  Alcalá  de  los  Gazules,  había  sido  adjudicada  ai 
Sstado  por  nrovldencia  del  Agente  ejecutivo  de  contribuciones  en  27  de 
Mayo  de  1902  por  débitos  de  contribución  de  D.  Ramiro  Saavedra,  cnyo 
expediente  de  ejecución  fué  aprobado  en  9  de  Septiembre  siguiente;  qne 
eontlnnada  la  tramitación,  el  Juez,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Mi- 
nisterio fiscal,  dictó  auto  en  26  de  Abril  de  1903  aprobando  el  expedien- 
^3  y  ordenando  que,  no  obstante  las  inscripciones  de  dominio  que  apa- 

Boían  vigentes  en  el  Registro  á  nombre  del  D.  Ramiro  de  Saavedra  y  del 
ilarqnés  de  Vinet,  se  inscribiera  al  del  D.  Julián  de  Silva  la  pose^ilón  del 
arbolado  referido,  sin  perjuicio  de  tercero  y  previo  catnplimiento  de  lo 

revenido  en  los  Reales   decretos  de  14  de  Marzo  y  Junio  de  1884;  qne 
istiendo  el  defecto  de  no  aparecer  el  arbdlado  amillarado  á  nombre  7 
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título  de  dnefio  del  poseedor^  se  aDOtó  en  el  Registro  preveiltiTa meóte 
el  1.^  de  Mayo  de  1908  á  nombre  del  D.  Julián,  anotación  letra  A,  que 
quedó  convertida,  por  haberse  subsanado  el  defecto,  en  Inscripción  de- 
finitiva 6.*  de  la  fioca,  nóm.  2.196,  folio  107  del  libro  82  del  AyunU- 
miento  de  Alcalá  de  Gazñlee  el  12  del  mismo  mee  y  afio;  que  desde  el  1.^ 
de  Enero  de  1896  baeta  el  29  de  Abril  de  1903,  fecha  legal  de  dicha  ina- 
cripción  6.*  de  la  finca  en  cuestión,  estuvo  vigente  la  mencionada  del 
arbolado  en  favor  del  Marqués  de  Vlnet,  que  contenía  la  ineciipción  l\ 
que  era  la  de  posesión  á  favor  del  Estado  en  1876,  sin  que  apareciera 
otra  inscripción  ó  mención  relativa  al  arbolado  de  la  finca  Agregado  del 
Peso  en  el  período  á  que  se  contraía  la  certificación;  constando  en  otra 
librada  por  el  propio  f  ancionarlo  en  80  de  Septiembre  de  1904,  traída  á 
estos  autos  en  término  de  prueba,  que  el  arbolado  de  la  finca  2.198  del 
Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Oazuies,  de  280  fanegas,  llamada  Agre- 
gado del  Peso,  no  figuraba  inscrito  á  nombre  de  persona  alguna  desde 
1.^  de  Enero  de  1896  al  1.^  áe  Mayo  de  1908,  en  que  foé  anotada  preven- 
tivamente Áu  posesión  á  favor  de  D.  Julián  de  Silva,  convirtiéndose  des- 
pués en  Inscripción  definitiva: 

Resultando  que  el  Estado  enajenó  de  nuevo  la  finca  Agregado  del 
Peso  en  pública  subasta  celebrada  el  18  de  Julio  de  1904,  adjudicando 
el  remate  de  la  misma  á  D.  Manuel  Díaz  y  Días  pos  el  precio  de  28.000 
pesetas:  ' 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1904  D.  Indalecio  de  Coca  y  Ooea, 
como  apoderado  de  D.  Julián  de  Silva  y  Monge,  aeompafiando,  entro 
otros  documentos,  testimonio  relativo  al  expediente  popesorio  del  arbo- 
lado de  la  finca  Agregado  del  Peso  y  ejemplar  del  Boletín  de  Venias  d& 
Bienes  Nacionales  de  18  Junio  de  dicho  afio  anunciando  la  subaetada 
la  referida  finca,  dedujo  en  el  Juzgado  de  Medina  Sidonia  demanda  de 
retracto  contra  D.  Manuel  Días  y  Díaz,  alegando:  que  duefio  el  Estado 
del  suelo  de  la  finca  en  cueetion,  anuDcio  su  enajenación,  prevlee  loa 
trámites  correspondientes,  en  el  Boletín  de  Ventas  de  Bienes  Natío^ 
nales  del  18  de  Jnnio  del  entonces  corriente  afio  de  1904,  sefialando 
pata  el  remate  el  18  de  Julio  siguiente  en  los  Juzgados  de  Cádiz  y  Medi- 
na Sidonia,  consignándose  en  el  anuncio  que  el  arbolado  existente  eo 
la  finca  pertenecía  al  hoy  demandante,  reconociendo  así  el  condominio 
de  éete;  que  en  cumpUmimiento  de  lo  prescrito  en  el  art.  1618,  núme- 
ro 8.^,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  presentaba  un  ejemplar  del 
indicado  Boletín  y  una  certificación  para  acreditar  que  el  arbolado  en 
cuestión  aparecía  inscrito  á  su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad; 
que  verificada  la  subasta,  se  adjudicó  la  finca,  como  mejor  postor,  á 
T),  Mannel  Díaz  y  Díbz  por  elprecio  de  2P.000  pesetas;  y  citando,  entre 
otros  fandamectns  leeales,  los  arts.  1521  y  1622  de]  Código  civil  y  las 
sentencias  de  12  Je  Junio  de  1881,  9  de  Mayo  y  9  de  Junio  de  1898,  se- 
gún las  que  el  duefío  del  arbolado  que  el  suelo  produce  t1ene4>arte  en 
la  cosa,  en  unión  con  el  sefior  del  suelo,  existiendo  entre  ellos  un  ver- 
«iadero  condominio,  no  pndiendo  menos  de  repntaree  como  copropietario 
>^e  una  cosa  comÚD,  snplicó  se  declarape  haber  lugar  al  retracto,  conde- 
:)iando  á  D.  Manuel  Diaz  y  Díaz,  ó  á  quien  legalmente  lo  representara^ 
i  que  dectro  de  tercero  día  otorf2:aBe  á  favor  del  demandante  la  corree* 
f  ondlente  escritura  de  venta  de  la  expresada  finca,  recibiendo  en  el 
i  cío  el  precio  consignado  y  el  importe  de  los  gastes  de  legítimo  abo- 
^'0,  bajo  apercibimiento  de  otorgarse  de  oficio  y  á  eu  costa,  y  si  el  de- 
mandado se  oponía  á  la  demanda  se  le  condenase  también  al  pago  da 
las  costas: 

Resultando  que  depositada  la  cantidad  de  6,000  pesetas,  consignada 
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por  D.  Jalián  da  BíIvb,  y  anotada  preTentivamente  la  demanda,  la  con- 
taotó  D.  Manuel  Diaa  y  Días,  alegando:  que  era  cierto  que  el  Eetado, 
hablóndoee  incautado  en  legal  forma  de  la  finca  Agregado  del  PesO|  la 
«acó  á  subasta  y  fué  rematada  por  el  demandado  como  mejor  postor; 
pero  no  lo  demás  que  sobre  el  particular  se  afiadía;  que  en  el  Boletín 
JÍÍeial  de  la  provincia  de  17  de  Febrero' de  1876  y  en  el  de  Venías  de 
16  del  mismo  mes  y  afio  se  anunció  la  subasta  de  la  citada  flaca,  con  los 
límites  indicados  en  los  edictos,  en  los  que  se  consignó  una  nota,  dicien- 
do que,  según  manifestaban  los  peritos,  el  arbolado  que  contenia  la 
finca  era  de  la  propiedad  del  Marqués  de  Vinet,  al  que  se  le  reconocería 
en  derecho  tan  pronto  como  lo  acreditase;  y  el  Registrador  de  la  propie- 
dad del  partido  consignó,  en  certificación  librada  en  8  de  Febrero 
de  1896,  que  el  arbolado  de  la  finca,  cuyos  linderos  eran  los  descritos, 
era  propiedad  áel  Marqués  de  Vinet,  según  se  decía,  y  que  con  esa 
mención  y  bajo  los  mismos  linderos  aparecía  hasta  el  1.^  de  Mayo 
de  190S,  ea  que  se  biso  .anotación  preventiva  del  arbolado  á  favor  de 
D.  Julián  de  Silva;  que,  según  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de 
ios  Gaaules  de  26  de  Julio  de  190á,  el  arbolado  enclavado  en  la  finca 
Agregado  del  Peso  pertenecía  al  caudal  de  Propios,  jBin  que  pudiera  os- 
tentarse sobre  ella  título  alguno  de  dominio  que  no  fuera  en  virtud  de 
escritura  pública  á  que  hubiera  precedido  la  subasta  ordenada  por  e  I 
Estado;  como  fundamentos  de  derecho  expuso,  entre  otros,  el  art.  1622 
del  Código  civil,  según  el  que  única  y  exclusivamente  puede  ejercitar 
el  derecho  de  retracto  el  que  ostente  título  para  ello,  ó  sea  el  duefio,  el 
copropietario,  carácter  de  que  carecía  D.  Julián  de  Silva,  que  presentaba 
un  expediente  de  información  posesoria  del  arbolado  de  la  finca  Agre- 
gado  del  Peso;  que,  según  sentencias  de  26  de  Octubre  de  1896  y  12  do 
Diciembre  de  1898,  el  título  presentado  por  el  actor  para  retraer,  no  era 
suficiente  para  calificarle  de  duefio  de  tai  arbolado,  pues  sólo  acreditaba 
la  posesión  material,  la  mera  tenencia,  siendo  el  documento  que  esto 
justificaba  insuficiente  para  el  retracto,  por  ser  éste  un  derecho  conce- 
dido sólo  al  copropietario  de  la  cosa  común;  y,  por  último,  suplicó  se  le 
absolviese  de  la  demanda,  declarando  no  haber  lugar  al  -retracto,  con 
las  ooatas  al^ctor;  habiendo  acompañado  con  este  escrito  un  certificado 
oxpedido  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Gaaules, 
en  qne  se  inserta  el  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Medina  Sidonia 
de  8  de  Febrero  de  1896  y  otro,  librado  también  por  el  mismo  Secretario 
en  9  de  Agosto  de  1904,  con  referencia  á  la  sesión  celebrada  por  aquel 
Municipio  en  26  de  Julio  anterior,  en  la  que  acordó  que  el  arbiolado  del 
Agregado  del  Peso  y  Alberite  pertenecía  al  caudal  de  Propios  de  dicho 
Alcalá: 

BesDltando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  se  cotejó  con  su  original, 
4  instancia  del  actor,  el  testimonio  relativo  al  expediente  de  informa- 
ción posesoria  instruido  en  1908,  presentado  con  la  demanda;  y  por  el 
demandado  se  trajeron  á  los  autos  las  certificaciones  expedidas  por  el 
Registrador  de  la  propiedad  de  Medina  Sidonia  en  6  y  SO  de  Septiembre 
de  l90é;  otra,  librada  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  do 
los-6ainles,  en  la  que  se  inserta  el  anuncio  publicado  en  el  Boletín  oñ* 
<ial  de  la  prooincia  de  Cádis  de  17  de  Febrero  da  1876  para  la  tercera^ 
subasta  de  la  fiaca  Agregado  del  Peso,  y  otra  conteniendo  el  oficio  que' 
en  8  de  Marzo  de  1908  dirigió  el  Adaiinistrador  de  Propiedades  y  Dere- 
chos del  Estado  al  Juea  de  primera  instancia  de  Medina  Sidonia,  de  que 
ya  queda  hecha  referencia;  y  unidas  las  pruebas  á  los  autos  y  celebrada 
vista,  se  trajo  á  aquéllos  para  mejor  proveer:  primero,  una  certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Medina  Sidonia  en  4  de  No- 
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Tiembre  de  1904,  haciendo  oonetar  qne  en  los  libros  del  Begietro  apale- 
óla que  á  D.  Julián  Silva  y  Mongo  le  correspondía,  entre  otras  fincas» 
la  Dehesa  del  Peso,  la  cnal,  según  la  inscripción  12,  núm.  860,  folio  79, 
libro  49,  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  los  Gaanles,  se  describía:  cRús- 
tica.— Dehesa  nombrada  del  Peéo,  término  de  Alcalá  de  los  Gazules,  cu- 
yos linderos  empesaban  en  el  portillo  de  la  Jota,  la  Garganta  de  la  Ca- 
besuela  abajo  á  la  boca  del  Escombrón  chico,  la  Garganta  arriba  hasta, 
la  dirección  del  Canuto  de  los  Lirios  á  la  Garganta  del  Tramposo  á  la 
linde  de  la  dehesa  de  Alberite,  y  ésta  abajo,  á  la  de  la  Mata  del  Tuerto 
al  camino  de  Gibraltar,  y  éste  adelante,  á  Puerto  Blanquilla  á  la  caba- 
llería de  Bronato,  Mojonera  de  la  dehesa  de  Jantó,  Garganta  de  la  Re- 
guera, y  ésta  arriba,  al  camino  de  los  Alisos  y  al  portillo  donde  princi- 
piaba, con  una  cabida  de  1.190  fanegas;  resultando  de  una  nota  al  mar- 
gen de  la  inscripción  8.^  de  dicho  número  haberse  agregado  14  fanegas», 
que  hablan  pasado  á  formar  nueva  finca,  ai  folio  152  del  tomo  26  de 
Alcalá,  de  cuyas  tierras,  90  fanegas  eran  de  labor,  266  de  pastos  de  se- 
Ijonda  y  846  de  pastos  de  tercera,  con  alcornoques,  almácegas,  acebo- 
ches  y  quejigos,  lindando  con  dicha  dehesa  '  n  pedazo  de  tierra  de  280 
fanegas  que  contenían  alcornoques  y  almácigas,  quejigos  y  fresnos, 
cuyo  arbolado  pertenecía  a)  propietario  de  la  dehesa  y  el  suelo  á  otraa 
personas,  sin  que  en  la  descripción  que  de  dicha  finca  se  hacía  en  sus 
anteriores  inscripciones  y  anotaciones  se  exproBa^en  muchas  de  sus  cir- 
cunstancias en  los  términos  que  quedaban  referidos;  qne  el  título  por  el 
cual  D.  Julián  de  Silva  adquirió  la  dehesa  del  Peso  era  la  escritura  otor- 
gada ante  el  Notario  de  esta  corte  D.  Francisco  Moragas  el  28  de  Abril 
de  1888,  en  la  cual  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeste, 
en  nombre  de  Dofia  Valentina  Vinent  y  O'Ñeill,  Marquesa  de  Villalo- 
bar,  vendió  al  D.  Julián  las  dehesas  nombradas  de  Pagana,  Loma,  del 
Vicario,  Acebuchal  de  Alberite,  Peso  y  Larios,  todas  en  término  de 
Alcaiá  de  los  Gazules,  y  precio  de  448.208  pesetas,  en  que  fueron  rema- 
tadas, y  de  las  que  el  Juez  declaró  completamente  pagada  á  la  Marquesa,, 
otorgando  á  favor  de  Silva  carta  de  pago,  toda  vez  que  la  liquidación 
general  de  principal,  inteteses  y  costas,  practicada  en  10  de  Diciembre 
'de  1887,  ascendía  á  646.142  pesetas  82  céntimos,  que  era  lo  que  en  dicho 
día  adeudaba  la  Dofia  Valentina  al  comprador,  según  constaba  en  les- 
juicios  ejecutivos  seguidos  en  ios  Juzgados  de  primera  instancia  de  la 
Latina  y  Congreso  de  esta  corte  por  D.  Juan  y  D.  Julián  de  Silva  contra 
la  referida  Marquesa;  y  que  por  consecuencia  del  fallecimiento  de  don 
Juan  de  Silva  y  ppgo  que  de  su  parte  se  hizo  á  su  heredero  el  D.  Julián, 
éste  quedó  como  único  interesado  en  ambos  juicios,  por  lo  que  el  Juz- 
gado le  otorgó  la  escritura  de  compraventa  de  las  cinco  dehesas  referi- 
das; y  segundo,  otra  certificación,  expedida  también  por  el  propio 
Registrador,  de  la  inscripción  hecha  á  favor  de  Dofia  Joaquina  Alvares 
Sánchez  de  la  finca  Agregado  del  Peso,  en  virtud  de  escritura  pública  de 
Tenta  otorgada  á  su  favor  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Oádis  efi 
24  de  Septiembre  de  1904,  en  la  que  se  hizo  constar  por  D.  Manuel  Díaa 
que  el  remate  de  la  finca  en  cuestión  lo  hizo  por  encargo  de  la  compra- 
dora para  cederlo  á  ésta;  diciéndose  también  en  la  escritura  que  de  la 
.Tenta  estaba  excluido  el  arbolado,  por  corresponder  el  mismo  á  don 
Julián  de  Silva: 

Resultando  qne  el  Juez  de  primera  instancia  de  Medina  Sidonla  dictó 
sentencia,  qne  íné  revocada  por  la  que  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia territorial  de  Sevilla  en  7  de  Febrero  de  1906,  declarando  habei 
lugar  al  retracto  y  condenando  en  su  virtud  al  demandado  D.  Manuel 
Díaz  y  Díaz  á  que  ^  el  término  de  tercero  día  otorgue  la  correapondien 
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te  eacrltnra  de  traiUoión  de  dominio  del  snelo  de  la  finca  titnUda  Agre- 
gado del  Peso,  eita  en  término  de  Alcalá  de  loe  Oaznles,  7  objeto  de  éste 
Jaicio,  que  íaó  anbastada  en  18  de  Jallo  de  1904  por  el  expresado  de- 
mandado 7  en  favor  de  D.  Jnlián  de  Silva  7  Monge,  qnien  habrá  de  en- 
tregar á  aqnél  la  parte  de  precio  que  h&7a  satisfecho  al  Estado  7  los  de- 
más gastos  qne  por  consecuencia  del  remate  se  le  ha7an  legalmente  oca- 
sionado, comprometiéndose  el  D.  Ja  lian  á  conservar  el  inmueble  retraí- 
do por  espacio  de  cuatro  afios,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  en 
singana  de  las  dos  instancias,  7  mandando,  por  último,  devolver  á  don 
Julián  de  Silva  la  cantidad  consignada,  si  de  ella  no  hiciera  uso  para 
aquellos  gastos: 

Resaltando  que  D.  Manuel  Días  7  Días  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  le7,  fundado  en  los  números  1.^  7  7.^  del  ar- 
tículo 1092  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  siguientes  mo- 
tivos: 

Primero.  Que  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  que  D.  Julián  de  Sil- 
va, por  el  hecho  de  ser  poseedor  de  la  finca  Agregado  del  Peso,  tiene  de- 
recho á  retraer  el  suelo  de  la  misma,  con  arreglo  al  art.  1522  del  Código 
civil,  icf  Jnge  este  artículo,  que  únicamente  concede  el  derecho  de  re- 
tracto al  copropietario  de  una  cosa  común  en  el  caso  de  enajenarse  á  un 
excrsfio  la  parte  de  los  demás  condueños,  y  el  892  del  propio  Cuerpo 
legal,  se«;ún  el  que  hay  comunidad  cuando  la  propiedad  ^e  una  cosa  ó 
de  un  derecho  pertenece  proindiviso  á  varias  personas,  toda  vez  que  los 
conceptos  de  dominio  7  posesión  tienen  significados  distintos  y  no  pue- 
den ser  cunfrndidos  por  la  ley,  qne  tan  esenciales  diferencias  ha  esta- 
blecido entre  ambos  derechos;  añadiendo  que  al  ser  aplicado  indebida- 
mente ai  caso  de  autos  el  art.  1622,  interpretando  doctrinalmente  sus 
palabras,  claras  y  precisas,  bajo  pretexto  de  penetrar  su  espíritu  de  mo- 
do extensivo  y  estableciendo  distinciones,  se  han  infringido  los  princi- 
pios generales  del  derecho,  que  prohiben  toda  cuestión  acerca  de  la  in- 
tención cuando  no  hay  ambigüedad  en  las  palabras,  toda  distinción  don- 
de la  ley  no  distingue,  y  que  preceptúan  que  las  leyes  deben  ser  inter- 
pretadas restrictivamente  en  su  parte  odiosa,  cuando  establecen  privi- 
legios: 

Segando.  Infracción  de  la  jurisprudencia  sentada  en  las  sentencias 
de  26  de  Octubre  de  1895,  12  de  Diciembre  de  1898  y  4  de  Abril  de  1904, 
en  las  que  se  determina  la  imprescindible  necesidad  de  que  exista  ver- 
dero  condominio  sobre  la  cosa  para  que  el  retracto  de  comuneros  pueda 
ser  ejercitado  con  éxito,  7  de  que  quien  lo  ejercite  acredite  cumplida- 
mente que  es  copropietario  de  lá  cosa  comúo;  doctrina  de  perfecta  apli- 
cación, puesto  que  en  el  caso  de  autos  D.  Julián  de  Silva  únicamente  ha 
justificado  tener  desde  12  de  Mayo  de  1903  la  mera  posesión  del  arbola- 
do, 7  no  ha  podido  demostrar,  ni  siquiera  ha  afirmado,  que  fuese  copro- 
pietario de  la  finca;  7 

Tercero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
con  infracción  de  los  arts.  1281  y  1280  del  Código  civil,  sobre  inteligen- 
cia de  la  intención  de  los  contratantes  7  su  predominio  sobre  las  pala- 
bras del  contrato,  cuando  éstas  7  aquélla  se  hallen  e^  contradicción,  7 
de  los  arts.  1249  7  1253,  relativos  á  los  requisitos  necesarios  para  que 
las  presunciones  sean  admitidas  como  medio  de  prueba,  puesto  que  la 
Sala  sentenciadora,  á  pesar  de  constar  por  actos  anteriores,  coetáneos  7 
posteriores  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  24  de  Septiembre  de  1904, 
que  ni  el  Estado  ni  el  recurrente  habían  reconocido  el  dominio  de  don 
Julián  de  Silva  sobre  el  arbolado,  deduce  tal  reconocimiento  del  hecho 
de  que  per  la  Administración  se  insertase  en  un  anuncio  la  nota  de  los 
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peritofl  que  midieron  la  finoa,  expresiva  del  derecho  de  Silva^  y  de  la  cir- 
oanstancia  de  que  copiado  dicho  anoDcio  en  la  escritura  el  recurrente 
otorgase  ésta;  y  porque  de  igual  modo  deduce  el  Tribunal  sentenciador 
de  las  manifestaciones  hechas  por  el  interesado  D.  Julián  de  Silva  en  el 
expediente  posesorio,  y  que  no  han  sido  justificadas  ni  en  aquél  ni  en 
autos,  relativas  á  que  Doña  Valentina  Vinent  era  hija  del  filarqués  de 
Vinet,  esposa  de  D.  Ramiro  Saavedra,  heredera  de  ambos  y  adjudica- 
tarta  del  arbolado  de  referencia,  la  presunción  de  que  aquélla  transmitió 
el  dominio  del  mismo  al  D.  Julián,  y  que  la  transmisión  se  verificó  ea 
pago  de  deudas,  por  aparecer  en  unos  autos  que  U  Dofia  Valentina  le  de-* 
bla  ciertas  cantidades : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 

Oonsiderando  que  reconocida  por  1&  Sala  sentenciadora  la  posesión 
civil  del  suelo  de  la  finca,  de  cuyo  retracto  se  trata,  en  favor  de  D.  Ju- 
lián de  Silva,  en  primer  término  por  la  inscripción  del  expresado  daré» 
cho,  y  apreciando  además  en  conjunto  las  pruebas  practicadas,  nd  cebe 
estimar  que  se  haya  incurrido  por  ei  Tribunal  sentenciador  en  el  error 
de  hecho  y  de  derecho  que  se  invoca  en  el  último  motivo  del  recurso, 
porque  ninguno  de  los  fundamentos  alegados  desvirtúan  la  realidad  del 
hecho  de  hallarse  el  retrayente  poseyendo,  en  concepto  de  dnefio.  el 
expresado  arbolado,  y  porque  en  cuanto  aquellos  fundamentos  tiendan 
á  demostrar  la  ilegitimidad  de  dicha  posesión  carecen  en  absoluto  de 
eficacia  para  la  resolución  de  la  cuestión  debatida,  ya  que  dicha  ilegiti- 
midad sólo  podría  ser  alegada  por  quien  pretendiera  mejor  derecho  que 
el  D.  Jalián  de  Silva,  retrayente,  quedando,  por  lo  tanto,  ya  reducida  la 
cuestión  á  determinar  si  el  derecho  consignado  en  el  art.  1632  del  Códi- 
go civil  asiste  al  que  posee  á  título  de  duefio  lo  mismo  que  á  quien  os- 
tenta un  título  de  dominio  perfecto: 

Oonsiderando  que  la  posesión  en  concepto  de  duefio,  á  que  se  refiere 
la  primera  parte  del  art.  432  del  Código,  atribuye  á  quien  la  disfruto, 
mientras  no  es  vencido  por  quien  ostente  mejor  derecho,  todas,  absolu- 
tamente todas,  las  ventajas  de  la  propiedad,  tales  como  las  define  el  848. 
y  como  una  de  las  inherentes  á  la  misma  es  la  del  art.  1622,  porque  ae- 
gún  los  términos  de  éste,  no  cabe  racionalmente  distinguir  entre  propie- 
tarios á  título  de  poseedores  en  concepto  de  duefios  y  propietarios  á  ti- 
tulo de  dominio,  sin  destruir  el  concepto  de  aquella  posesión  en  ei  sen- 
tido expuesto,  es  manifiesto  que  tampoco  son  de  estimar  loa  dos  prime- 
ros motivos  del  recurso,  fundados  en  una  supuesta  y  arbitraria  distin- 
ción de  conceptos,  que  sólo  puede  establecerse  para  otros  fines  jurídicos: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Días 
y  Días,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  AndieUf 
da  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apun- 
tamiento que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeia  é  In- 
sertará á  su  tiempo  en  la  Oolección  Legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.ssJssé 
de  Aldecoa.  s  Francisco  Toda«±=  Vicente  de  Piules.  =  Ildefonso  Lopes 
Aranda.=  Ramón' Barroeta.  =  Camilo  María  Gullón.ss  Eduardo  Bula 
García  Hita. 

Publicación •=  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  per  el 
Excmo.  8r.  D.  Hamón  Barroeta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  seis- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo^n  el  día  de  hsyi 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  27  de  Noviembre  de  1906.=:Llcenciado  Jorge  Martínea. 
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24^uin.  14:5.— TRIBUNAL  SUPREMO .-27  de  Noviembre, 
pablliMda  •!  15  y  16  di  Folirero  do  1908. 

Cábacióh  por  infracción  db  LaY.^Reclamaeión  de  cantidades.^ 
Sentoacia  declarando  no  haber  lugar  al  recureo  interpuesto 
por  D.  Francisco  Riera  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
JO  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Pedro 
Riera. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco : 

Qwe  plenamente  jualUleada  y  reeonoeida  por  deudor  y  demanda- 
dOt  con  {interioridad  al  pleito^  la  exiateneia  de  un  saldo  contra  él  re- 
Multante  de  loe  libroe  de  la  casa  comercio  del  acreedor^  la  sentencia 
que  le  obliga  á  saiiefacer  á  éste  la  expresada  suma  ee  ajusta  á  los 
Mñncipios  fundamentales  del  derecho^  no  infringiendo^  por  tanto^ 
los  arts.  US/ y  1176  y  1180  del  Código  eivií^  si  el  o/recimiento  de  pago 
Aecho  por  el  deudor  en  forma  condicional  pudo  ser  rechasado  con 
razón  bastante  por  el  acreedor^  y  la  consignación  más  tarde  inten^ 
tada  fué  judicial  y  acertadamente  desestimada^  teniendo  en  cuenta 
el  estado  de  los  autos  ctiando  se  solicitó: 

Que  la  declaración  contenida  en  el  poder  del  mandante  áfaoor 
del  mandatario  de  que  tendría  por  bueno  y  valedero  cuanto  el  se  • 
gundo  ejecutase,  es  y  debe  entenderse  con  relación  á  terceros  que  con 
él  hubiesen  contratado^  de  ningún  modo  para  eximirle  de  la  respon- 
sabilidad que  por  su  gestión  pudiere  alcanzarle,  porque,  en  otro  caso^ 
quedaría  anulada  la  personalidad  del  mandante,  sm  restricción  al- 
guna, lo  cual  no  puede  sostenerse  por  ser  opuesto  á  la  moral: 

Ou«  obsereándose  esta  doctrina^  no  se  infringen  los  arts.  285, 
293  y  297  del  Código  de  Comercio,  y  1091, 1218, 1254, 1261  y  1720  del 
Código  ciüiL 

£a  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1006,  en  el  juicio 
deelarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia de  Denla  y  en  la  Sala  da  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Valen* 
eia  por  D.  Pedro  Riera  Suárea,  y  en  su  nombre  y  representación  su  hijo 
D.  Pedro  Riera  Mnlet,  del  comercie  y  vecino  de  Denla,  contra  D.  Frau- 
eisco  Riera  Saárez,  propietario  y  de  la  misma  vecindad,  sobre  reclama- 
ción de  cantidades;  pendiente  ante  N^s  en  virtud  de  recurso  de  casación 
%ue  por  inf raoción  de  ley  ha  interpuesto  D.  Francisco  Riera  Saáreí,  y 
«n  su  representación  y  defensa  el  Procurador  D.  Manuel  Bru  del  Hierro 
y  el  Letrado  D.  Trinitario  Rula  Capdepón,  habiendo  estado  dirigida  y 
lepreeentada  la  parte  recurrida  por  el  Letrado  D.  Salvador  Raventós  y 
-el  Procurador  D.  Luis  Soto  Hernándea: 

Resultando  que  en  1.^  de  Marao  de  1876,  4  de  Enero  de  1886  y  16  de 
Mayo  de  1S95  D.  Pedro  Riera  Saárez,  del  comercio  y  vecino  de  Denla, 
confirió  ¿  BU  hermano,  el  hoy  recurrente,  D.  Francisco  Riera  Saárea, 
pr  iletario  y  de  la  misma  vecindad,  poderes  amplios  y  generales,  con 
fa  iltades  para  celebrar  toda  clase  de  contratos,  tanto  del  orden  civil 
ce  lO  del  mercantil,  y  para  que,  también  en  nombre  y  representación 
de  mandante,  efectuase  cuantos  actos,  operaciones  y  diligencias  pueden 
de  'garse  en  el  régimen  de  la  persona  y  bienes,  sin  limitación  alguna,  y 
qi  prolijamente  detalladas  aparecen  de  una  certificación  de  testimonio 
de  dchoB  poderes,  expedida  el  4  de  Julio  último  por  D.  José  Revira,  8e- 
.cr  ai'íq  de  Sala  de  la  Audiencia  territorial  de  Valencia,  y  remitida  ¿  este 
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Trilninal  SnpreÉao,  de  cuyos  poderes,  traeladados  les  extremos  que  ae 
refieren  al  presente  recurso,  resulta:  qae  en  el  de  la  primera  fecha  citada 
D.  Pedro  Riera  íacnltó  á  en  hermana  especialmente  para  que  comprase 
j  Tendiese  géneros  y  mercancías  del  moda  qne  creyese  conveniente  jr 
ventajoso,  expidiese  letras,  pagarés,  cartas  órdenes  y  demás  docnmen- 
toe,  cobrase  y  pagase  por  tal  ratón  las  cantidades  necesarias  y  firmase 
correspondencia,  documentos  de. giro  y  cuentas,  eetuyiesen  ó  no  liqui- 
dadas y  saldadas;  qne  en  el  de  4  de  Enero  de  1886  le  autoriaó  para  qne 
le  representase  ó  interviniese  en  cualquiera  negocios  mercantiles  qne 
tuviese  el  mandante,  celebrando  contratos  y  convenios;  vendiese  y  com* 
prase  géneros  y  mercancías,  al  contado  ó  á  plesos,  en  la  forma  que  es* 
timase  ventajosa;  expidiese  toda  clase  de  documentos  de  giro  y  los  de- 
más mercantiles  y  abonase  ó  percibiese  las  cantidades  importe  de  Íov 
mismos,  y  las  aceptase,  endosase  ó  protestase,  según  los  casos,  y  fir- 
mase las  resacas  correspondientes  y  todos  los  documentos,  correspon- 
dencia y  cuentas  liquidadas  ó  por  liquidar;  y  que  en  el  mandato  de  la 
última  de  las  fechas  mencionadas  le  dio  asimismo  atribuciones  para  que 
en  pago  de  cualquiera  clase  de  créditos  qus  apareciesen  en  contra  ó  á 
favor  del  D.  Pedro  Riera  Baáres  diese  ó  recibiese  dicho  mandatario  bie- 
nes ó  créditos  de  la  propiedad  de  aquél  y  otorgase  en  su  caso  las  oportu- 
nas cartas  de  pago  y  cancelaciones;  terminando  los  tres  mandatos  alu- 
didos con  la  cláusula  común  y  corriente  de  tener  por  válido  y  eficaa 
cuanto  D.  Francisco  Riera  practicase  en  uso  de  las  facultades  que  le 
fueron  cometidas,  sin  poderle  reclamar  por  concepto  alguno: 

Resultando  que  durante  veintiocho  afios,  y  en  virtud  de  tales  pode- 
res, D.  Francisco  Riera  tiuárea  ostentó  la  representación  general  de  sn 
hermano  D.  Pedro,  habiendo  éste  permanecido  completamente  alejado 
de  los  negocios,  hasta  que,  por  escritura  fecha  1.^  de  Junio  de  1908, 
revocó  la  de  poder  otorgada  en  4  de  Enero  de  1886,  revocación  que  fué 
notificada  á  D.  Francisco  Riera,  quien  á  su  ves  desistió  de  la  represen- 
tación qne  le  fué  conferida  por  su  hermano  en  las  otras  escrituras  de 
1.^  de  Marso  de  1876  y  16  de  Mayo  de  1896;  y  habiendo  procedido  don 
Pedro  Riera  Snárez  al  nombramiento  de  suevo  mandatario,  que  recayó 
en  BU  hijo  D.  Pedro  Rieía  Mulet,  éste  efectuó  seguidamente  la  liquida-^ 
ción  de  la  cuenta  corriente  entre  D.  Francisco  Riera  y  su  hermano  don 
Pedro,'de  la  cual  resultó  á  favor  de  este  último  un  saldo  de  1.126  pese- 
tee, cuyo  extracto  de  cuenta  acompañó  el  nuevo  mandatario  á  una  carta, 
suscrita  por  éste  y  dirigida  á  D.  Francisco  Riera,  con  fecha  17  de  Octu- 
bre de  1908,  en  la  qne  le  daba  conecimiento  del  saldo  expresado  que  re- 
sultaba de  las  notas  del  mismo  D.  Francisco  Riera,  trasladadas  á  los  li- 
bros de  la  casa  comercial  Pedro  Riera,  sin  perjuicio  del  mayor  saldo 
que  pudiera  resultar  una  vez  examinados  aquéllos  detenidamente;  con- 
testando el  exmandstario  se  hallaba  dispuesto  á  abonar'dicho  salde  si 
se  le  habían  de  dar  sus  cuentas  con  la  casa  Pedro  Riera  como  definiti- 
vamente saldad&B,  á  lo  que  ésta  se  opuso  mientras  no  se  arreglasen  los 
asuntos  de  la  misma  por  el  nuevo  mandatario: 

Resultando  que  en  27  de  Noviembre  de  1908  D.  Pedro  Riera  Suáres, 
y  en  su  representación  su  hijo  D.  Pedro  Riera  Mulet,  dedujo  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  Juagado  de  primera  Ins- 
tancia de  Denla  contra  D.  Francisco  Riera  Suáres,  en  la  que  expuso  en 
lo  sustancial  los  hechos  antes  relacionados,  afiadlendo:  que  en  los  vein- 
tiocho afios  que  D.  Francisco  Riera  ostentó  la  representación  del  actor 
hubo  de  quedar  aquél  en  la  más  completa  libertad  para  dirigir  los  nego- 
cios mercantiles  de  la  casa  Pedro  Riera,  por  rasón  del  conocimiento  qne 
tenía  de  la  situación  financiera  de  la  misma  y  por  la  ilimitada  eonfiania 
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que  eo  él  habít  depotiUdo  8ii  mandante;  qne  en  yirtad  de  la  revocación 
de  loe  poderee  coníeridoe  al  demandado,  ai  encargarse  el  nuevo  manda- 
lario  D.  Pedro  Riera  Maiet,  iiijo  del  actor,  de  proaegair  la  gestión  de 
loe  negocios  de  la  expresada  casa,  observó  falta  de  regnlaridad  en  laa 
cnentaa  7  qne  no  ee  llevaban  los  libros  sellados  ni  se  practicaban  liqni- 
dacionee,  ni  había  libro  de  Oaja  desde  el  afio  1900,  inclasive,  por  lo  qne 
habo  de  ordenarse  el  trabajo  con  las  notas  del  demandado  7  los  antece- 
dentes del  despacho,  7  de  ahí  qne  la  cuenta  corriente  liquidada  abarcase 
tres  afios;  qne  con  fecha  94  de  Jnlio  de  1899,  7  en  ei  libro  de  Caja  co- 
mentado en  1.^  de  £nero  de  1898  7  terminado  en  80  de  Ma70  de  1902, 
había  de  pnfio  7  letra  del  demandado  un  asiento  de  compra  de  ana  letra 
de  cambio  de  2  848  pesetas  76  céntimos,  qne  coa  nn  descuento  de  287  pe- 
setas, importó  2.606  pesetas  con  76  céntimos;  que  con  fecha  6  de  Octubre 
de  1899,  7  en  el  libro  copiador  de  factures,  principiado  en  18  de  Sep- 
tiembre de  1898  7  concluido  en  21  de  Noviembre  de  1889,  se  halló  la 
cuenta  de  resaca  de  dicha  letra,  firmada  por  ei  demandado,  por  cantidad 
de  2.870  pesetas  66  céntimos,  de  la  que  resultaba  qne  el  librador  de  la 
cambial  era  D.  José  Dumenech,  comerciante  de  Denia,  7  el  librado  don 
José  Barbar,  de  Pedregner,  7  las  fechas  de  expedición  7  vencimiento  el 
24  de  Julio  7  el  80  de  Septiembre  de  1899;  que  en  el  expresado  libro  de 
Caja,  7  con  fecha  6  de  Octubre  de  1899,  ó  sea  al  día  siguiente  de  expe- 
dirse la  resaca,  aparecía  nn  asiento  de  cobro  de  la  mencionada  letra  de 
2.848  pesetas  76  céntimos,  qne  con  los  gastos  de  26  pesetas  80  céntimos, 
hacían  nn  total  de  2.870  pesetas  66  céntimop;  que  con  fecha  26  de  Sep- 
tiembre de  dicho  «fio,  7  en  el  Indicado  libro  de  Caja  ^e  hallaba  otro 
asiento,  también  de  pofio  7  letra  del  demandado,  de  compra,  á  los  nú- 
meros 17.096  á  17.610,  de  varias  letras,  según  nota  copiada,  7  evacuada 
la  cita  en  el  copiadcr  de  facturas,  se  halló  en  el  mismo  una  nota,  asi- 
mismo de  sn  pufio  7  letra,  de  negociación,  por  siguientes  endosos  de  don 
José  Domenech,  siendo  el  núm.  17.009,  de  una  letra  sobre  Pedregner, 
importante  1.816  pesetas  89  céntimos,  con  descuento  convenido  de  113 
pesetas  64  céntimos,  quedando  un  resto  líquido  de  1.702  pesetas  con  86 
céntimos,  7  apareciendo  del  copiador  de  facturas,  que  principiaba  en 
27  de  Noviembre  del  mismo  afio,  la  cuenta  de  resaca  de  eeta  letra  por  na 
total  de  1.887  pesetas  62  céntimos,  inclnídcs  ios  gastos,  de  cuya  cantidad 
se  reembolsó  la  casa  Pedro  Riera  del  librador  D.  José  Domenech  por  en- 
trega qne  éste  le  hizo  en  efectivo  7  billetes  del  Banco  de  Espafia,  lle- 
vándose factura,  firmada  por  el  demandado  en  27  de  Noviembre  del  re- 
petido afio,  apareciendo  anotado  este  ingreso  en  el  mismo  día  en  ei 
mencionado  libro  de  Caja  7  sentadas  en  los  libros  Diario  7  Mayor  las 
respectivas  salidas  7  entradas  de*  las  cantidades  pagadas  7  cobradas  por 
rasón  de  las  expresadas  letras,  todo  ello  en  las  cuentas  tituladas  «Caja 
7  Bancal;  que  en  virtud  del  indicado  reembolso  que  D.  José  Domenech 
•  había  hecho  á  la  casa  Pedro  Riera  del  Importe  de  las  dos  letras  relacio- 
nadas, terminaron  las  operaciones  sobre  las  mismas,  entregándosele  á 
Domenech  las  originales,  las  actas  de  protesto  por  falta  de  pago  del  li- 
brado D.  José  Barber  7  las  cuentas  de  resaca,  con  los  cuales  documen- 
tos el  librador  solicitó  7  obtuvo  del  Juzgado  ejecución  sobre  bienes  del 
librado  por  la  primera  de  dichas  letras  7  declaración  en  la  testamenta- 
ría  de  éste,  como  acreedor,  por  el  importe  de  la  segunda,  todo  lo  cual 
no  impidió  que  el  mandatario  D.  FranciBco  Riera  estampase  de  su  pufio 
7  letra  en  el  libro  de  Caja  una  salida,  que  no  ingresó  nuevamente,  7 
decía:  «Denia  19  de  Noviembre  de  196l.->A  Banca.—Devuelto  á  José 
Domenech  el  importe  de  las  dos  resacas  de  Barber,  por  considerar  que 
asumía  70  ei  riesgo  de  cobrarle  el  tal  descuento.— Primera  resaca,  2S 
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por  lOQ.— 55.— Segunda  resaoa,  1.887,53  4.708,07»,  cayo  asiento  no  tenia 
Jasttfícaoióa,  toda  vea  qae  el  ee  hubiera  devaelto  á  Domenech  el  in- 
porte de  las  dos  resacas,  lo  habría  hecho  éste  á  sa  vea  de  las  letras,  laa 
<iae  serían  dj  la  propiedad  de  Pedro  Riera;  y  qae  en  vista  de  ello,  don 
Pedro  Riera  Saáres  citó  de  conoUlaolón  al  mandatario,  reclamándole  el 
saldo  de  la  caenta  corriente,  con' mis  el  importe  de  las  dos  resacas  men 
donadas,  qae  asceadían  con  aqnól  á  la  sama  de  5.838  pesetas  67  cénti- 
mos, HO  aviniéaioae  las  partes,  alsKÓ en  derecho  los  arts.  158,  154  y  60i 
de  la  ley  de  Enjaiciamiento  oivil;  1100,  1101,  1108,  1118, 1724,  1726, 
1902  y  ld03  del  Código  civil  y  47  del  de  Comercio,  pidió  se  condenaae 
al  demandado  al  pago  de  1.125  pesetas  60  céatimos,  qae  adeudaba  por 
saldo  de  caenta  corriente,  mas  los  intereses  legales  desde  que  se  consli  - 
tuyo  en  mora,  y  al  de  4.703  pesetas  7  céatimos,  por  mal  pago  hecho  á 
D.  José  Domenech  de  esta  cantidad  ó  por  haberla  destinado  á  usos  pro- 
pios, con  má9  laa  costas  é  indemniaación  de  perjuicios,  tradacida  en  el 
interéj  legal  de  dicha  suma  desde  el  19  de  Naviembre  de  1901,  é  intere- 
ses legdles  de  ambas  cantidades  desde  la  presentación  de  la  demandft 
hasta  sa  pago;  y  acompafió,  entre  otros  docamentos:  primero,  eopia  de 
las  escrituras  de  poder  á  favor  del  demandado,  y  de  las  (Uie  se  ha  hecho 
mérito;  de  la  revocación,  también  mencionada,  y  de  la  de  poder,  otor* 
gada  por  el  actor  á  favor  de  su  hijo  D.  Pedro  Riera  Mnlet  con  fecha 
81  de  Agosto  de  1908;  segundo,  coplas  ñrmadas  de  todos  los  asientos  á 
que  en  la  demanda  hiso  referencia;  tercero,  dos  certificaciones  de  lo* 
actos  de  conciliación  intentada  por  el  actor;  y  cuarto,  los  libros  de  la 
easa  mercantil  Podro  Riera  donde  aparecían  los  asientos  expresados: 
Resultando  que  D.  Francisco  Riera  Suárea  contestó  á  la  anterior  de- 
manda, consignando  también  los  hechos  expuestos  ^  los  antecedentes, 
7  formulando  varias  excepciones,  que  no  se  refieren  al  presente  recurso, 
7  añadió:  qae  D.  Pedro  Riera  no  había  formado  durante  el  tiempo  4  que 
ee  contraía  la  demanda  Sociedad  mercantil  con  nadie,  ni  su  casa  había 
girado  bajo  otro  nombre  que  el  suyo;  que  sin  mediar  ouestiOn  alguna 
entre  ambos  hermanos,  el  D.  Pedro  revocó  los  poderes— así  dice  el  apon- 
tamiento— otorgados  á  D.  Francisco,  quien,  al  ser  notificado  de  ello,  ma» 
nifestó  que  no  sólo  se  daba  por  tal  en  cuanto  á  la  revocación  que  ae  la 
hacía  del  poder,  sino  también  en  cuanto  á  los  demás  que  en  otras  ocasio- 
nes le  fueron  conferidos,  de  lo  que  se  deducía  que  el  demandado  dejó  de 
ser  apoderado  de  su  hermano  por  propio  desistimiento,  pues  el  mandan- 
te sólo  había  revocado  uno  de  los  expresados  jmandatos;  que  desde  el 
afio  1875  hasta  2  de  Junio  de  1903,  fecha  en  que  se  notificó  la  revocación 
al  demandado,  tuvo  éste  cuenta  corriente  con  el  actor,  de  la  cual  resaltó 
un  saldo  contra  D.  Francisco  Riera,  quien  no  habiendo  conseguido  liqui- 
dar la  cuenta  indicada  con  su  hermano,  citó  i.  éste  de  conciliación  para 
que  se  aviniese  á  presentar  en  término  de  tercero  día  extracto  de  aqué- 
lla, que  le  f  aé  remitido  por  el  actor  con  carta  fecha  17  de  Octubre  del  afio, 
último  citado,  de  la  que  se  ha  hecho  referencia,  arrojando  un  saldó  á  f a 
vor  de  D.  P43dro  Riera  por  1.125  pesetas  60  céntimos,  qué  el  demandado 
ofreció  pagar  en  dicho  acto  si  se  daban  por  saldadas  sns  cuentas,  á  lo 
que  se  opuso  el  actor  mientras  no  se  arreglasen  los  asuntos  de  la  easa 
Pedro  Riera,  dejados  sin  arreglar  por  aquél  hacía  tres  afios;  que  en  vista 
de  la  demanda,  D.  Francisco  Riera  ofreció  el  pago  de  las  1.125  pesetas 
60  céntimos  con  la  indicada  reserva  y  reltoró  el  ofrecimiento  al  actor, 
negándose  sa  naevo  apoderado,  quedando  depositada  dicha  suma  en  el 
Jnsgiido,  habiendo  é^te  acordado  notificar  al  actor  dicha  consignación; 
que  la  casa  Pedro  Riera  vino  dedicándose,  entre  otros  negocios,  al  co- 
mercio de  Banca  desde  antos  del  año  1899,  siendo  uso  mercantil,  cuando 
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te  compraba  una  l^tra  A  todo  evento,  qne  el  banqnero  tomase  sobre  ei 
todaa  las  reeponsabllidadee  eefialadas  en  el  art.  407  del  Código  de  Oo- 
merolOi  entendiéndose  qne  la  compra  era  á  todo  evento  cuando  en  la 
misma  mediaba  concisión  de  garantís;  qne  el  demandado,  como  apode- 
rado de  la  casa  Pedro  Riera,  tomó  á  todo  evento  de  D.  José  Domenech 
las  letras  referidas  en  la  demanda,  cobrando  en  esas  operaciones,  por 
comisión  de  giro,  dafio  de  cambio,  desCnento  y  garantía,  287  pesetas  26 
céntimos  por  nna  de  ellas  y  118  pesetas  64  céntimos  por  la  otra;  qne  pro- 
testadas ambas  letras  por  falta  de  pago,  el  demandado  presentó  é  hl»^ 
efectivas  de  Domenech  las  oportunas  cuentas  de  resaca,  por  las  cantida- 
des 7  en  la  fecha  expresada  en  los  respectivos  asientos,  que  se  relacio- 
naron  en  la  demanda;  qne  la  aparente  anomalía  de  este  hecho,  relacio- 
nado con  la  compra  á  todo  evento,  se  explicaba,  porque,  de  acuerdo  Do- 
menech y  el  demandado,  los  pagos  de  las  cuentas  de  resaca  hechos  por 
aqnél  tuvieron  sólo  carácter  provisional,  pues  á  pesar  de  haber  tomado 
la  casa  Pedro  Riera  las  letras  á  todo  evento  y  haber  asumido  las  respon» 
eabilidades,  se  convino  en  interponer  las  acciones  contra  el  librado  ó  sna 
herederos  á  nombre  de  D.  José  Domenech,  quien  utilizaría,  como  utilisó, 
les  servicios  del  Abogado  y  del  Procurador  de  la  casa  Riera,  percibiendo 
ésta  lo  que  se  recuperase  del  librado  Barber  ó  de  su  herencia;  habiendo 
sido  necesario  á  tai  efecto  que  Domenech  apareciese  como  duedo  de 
las  letraSy  y  exigido  el  demandado,  en  pro  de  los  intereses  de  la  casa, 
qne  Domenech  pagase  provisionalmente  el  importe  de  las  reeacas,  como 
lo  biso,  hasta  qne,  pasado  más  de  un  afio  desde  qne  se  entabló  el  proce- 
dimiento contra  Barber,  sin  resultado  ni  promesa  remota,  por  el  estado 
de  la  testamentaría  de  éste,  Domenech  reclamó  de  la  caea  Riera  las  4.708 
pesetas  7  céntimos  que  provisionalmente  había  pagado  por  las  reeacas, 
y  la  casa  le  abonó  dicha  suma  en  19  de  Noviembre  de  1901;  y  que  ni  el 
actor  ni  sn  nuevo  apoderado  hablan  hecho  gestión  alguna  cerca  del  de- 
mandado ni  de  D.  José  Domenech  para  averiguar  lo  ocurrido  sobre  el 
reembolso  y  pago  explicados,  habiendo,  por  tanto,  formulado  aquél  la 
demanda  sin  otro  argumento  que  su  malicia;  como  fundamentos  legales 
citó|  entre  otros,  les  arts.  286,  288,  281,  291,  298,  264,  en  relación  con 
el  244;  272, 448,  2.°  y  60  del  Código  de  Comercio,  y  el  párrafo  1.**  del  1176 
del  Código  civil;  pidió  se  deseetiínara  la  demanda,  absolviendo  de  ella 
al  demandado,  con  costas  al  actor,  y  acompafió  un  extracto  de  cuenta 
corriente  de  D.  Francisco  Riera  Suárea  con  D.  Pedro  Riera,  de  Denia, 
fecha  17  de  Octubre  de  1908,  en  el  que  aparecía  un  saldo  deudor  de  1.125 
pesetae  60  céntimos,  y  un  certificado  del  acto  de  conciliación  celebrado 
en  Octubre  de  1908,  á  petición  del  demandado: 

Resultando  que  el  actor,  al  evacuar  el  traslado  de  réplica,  reprodujo 
loa  hechos  de  la  demanda,  y  afiadió:  que  después  de  presentada  ésta,  y 
emplazado  para  contestarla  el  demandado,  recibió  de  éste  el  nuevo  apo- 
derado del  actor  una  carta  de  D.  Francisco  Riera,  diri|?iria  á  D.  Pedro 
Riera  y  fechada  en  Denla  á  28  de  Diciembre  dé  1908,  qne  decía:  De  con- 
formidad con  BU  carta  de  17  de  Octubre  último,  por  el  dador,  D.  Vicente 
Oliver  Bonelt,  le  remito  la  suma  de  pesetas  1.125  con  60  céntimos,  que 
se  servirá  usted  abonarme  por  saldo  de  cuenta  basta  dicho  día,  con  las 
reservas  qne  expresa  la  mencionada  carta,  entregando  al  dador  el  opor* 
tnno  recibo.  También  faculto  y  autorizo  al  expresado  dador  para  que, 
en  mi  nombre,  solucione  cualquier  dificultad  que  para  efectuar  dicho 
pago  se  presente,  y  doy  por  aprobado  lo  que  al  efecto  acuerde  con*U8ted>» 
y  acompafió  esta  carta  al  actor;  que  al  personarse  el  demandado  quieo 
consignar  la  cantidad  debida  por  saldo  de  cuenta  corriente  á  favor  del 
actor,  aceptando  las  reservas  propuestas  por  éste,  siéndole  denegada  tal 
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«onaignación;  que  llamaba  la  atención  eobre  las  manlfestaoionea  del  da* 
mandado  acerca  de  la  compra  á  todo  evento  á  D.  José  Domenech  de  dos 
letrae  de  cambio,  importantes  4.669  pesetas  64  céntimos,  y  de  la  recia  - 
maoión  de  Domenech  y  entrega  por  el  demandado  del  importo  de  las 
resacas  en  19  de  Noviembre  de  1901;  qoe  el  4  de  Febrero  de  1904,  día  en 
q«e  expiraba  el  término  para  contestor  la  demanda,  fórmalo  el  deman* 
dado  expediento  de  consignación  de  1.126  pesetos  60  céntimos  A  favor 
del  actor,  que  también  f aé  denegada;  qae,  contra  lo  dicho  por  el  demás- 
dado,  mediaron  cnestiones  y  palabras  eotre  las  partes  en  el  acto  de  re- 
vocación de  poderes  á  D.  Francisco  Riera,  no  dándose  éste  por  desistido 
en  dicho  acto  de  la  representación;  qne  en  la  plaza  mercantil  de  Denia 
no  se  entendía  en  el  negocie  de  Banca  tomadas  las  letras  á  todo  evento 
cnando  en  su  compra  mediaba  comisión  de  garantía,  y  qne  no  era  cierto 
hnblese  habido  convenio  alguno  entre  Domenech  y  el  demandado;  y 
reproduciendo  razonados  los  fundamentos  legales  de  la  demanda,  insis 
tió  en  su  petición,  sin  perfuieio  de  mayor  saldo;  y  al  duplicar  el  de- 
mandado, insistió  igual  mente  en  las  pretensiones  y  alegaciones  de  la 
centostación,  agregando:  que  aceptaba  como  fiel  la  copia  de  la  cart* 
transcrita,  á  cuyo  contonido  se  atonía,  y  negaba  la  certoza  del  hecho 
adicionado:  que  desde  1  °  de  Marzo  de  1875  hasta  2  de  Junio  de  190t 
tuvo  autorización  expresa  y  amplia  del  actor,  contenida  en  el  p^dar 
otorgado  en  la  primera  de  las  fechas  expresadas,  y  estas  mismas  facul- 
tades se  le  confirieron  por  el  propio  demandanto  en  4  de  Enero  de  1886; 
que  la  consignación  hecha  en  el  Juzgado  en  4  de  Octubre  de  1908  se  hiao 
con  las  reservas  exigidas  por  el  actor,  habiendo  sido  notificada  antos  de 
conferirse  traslado  al  actor  pftra  réplica;  y  que  acompafiaba  una  carta 
de  D.  José  Domenech,  fecha  6  de  Febrero  de  1904,  en  la  que  se  expre- 
saba que  la  casa  Pedro  Riera  tomó  á  todo  evento  las  letras  en  caestión; 
adicionó  los  fundamentos  de  derecho  alegados  con  los  artículos  616, 467, 
«1,  285  y  286  del  Código  de  Comercio  y  1089  del  Oódlgo  civil,  y  repro- 
dujo la  súplica  del  escrito  de  contestación: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  el  demandanto  la  sami- 
nistró  de  confesión  judicial,  de  manifestación  de  loe  libros  de  comercio 
de  la  casa  Pedro  Riera,  testifical  y  documental,  oonsisteuto  éata  en  co- 
pias de  los  asientos  acompañados  á  la  demanda  y  tostimonios  de  otros 
de  los  libros  comerciales  de  dicha  casa,  todos  los  que  fueron  cotojados 
con  sus  originales  respectivos;  y  por  parto  del  demandado,  de  confe- 
sión en  juicio,  testifical  y  documental,  referente  éateá  tostimonio  de  loo 
autos  instados  para  haoer  la  consignación  de  1.126  pesetas  60  eéatimoo 
por  D.  Francisco  Riera  á  favor  de  su  harmauo  D.  Pedro,  y  en  otro  testi- 
monio de  varios  asientos  del  libro  de  letras  de  D.  Pedro  Riera  Snárea: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
de  ambas  Instaacias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  da 
Valencia  dictó  sentencia  confirmatoria  en  13  de  Dlembre  último,  por  la 
que  declaró  no  haber  lu^ar  á  ciertas  ex'sepcionee  propuestas  por  el  de> 
mandado;  haber  Iu&;ar  á  la  demanda,  y  qoe  D.  Francisco  Riera  Snáres 
debía  á  D.  Pedro  Riera  8a4rez,  como  saldo  de  cuenta  corriente,  1.126  pe- 
setas 60  céntimos,  y  por  mal  pago  efectuado,  4.708  pesetas  7  céntimos  y 
la  mora;  y,  en  su  virtad,  se  condenó  al  repetido  demandado  D.  Fran 
cisco  Riera  Siiárez  á  qne  satisficiera  al  actor  D.  Pedro  Riera  Snárea  Isa 
expresadas  cantidades,  con  los  intereses  legales  desde  la  interpelaeión 
judicial  hasta  el  completo  pago,  más  las  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Riera  Saárez  ha  Interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  núms.  l,^  y  7.<>  del  artícu- 
lo 1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loe  aigaientea  motlvoa: 
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Primero.  Qao  el  fallo  recorrido  infringe  loe  artlealoe  285  y  397  del 
€6digo  de  Oomeroio,  el  primero  de  loe  caaiee  eetableee  qne  «contratando 
loi  factoree  en  loe  términoe  que  previene  el  art.  284 — esto  ee,  ezpre- 
lando  qne  lo  hacen  con  poder—,  recaerán  eobre  el  comitente  todae  lae- 
obUgacionee  qne  aqnéUoe  contrajeren»,  toda  yea  qne  del  examen  de  loo 
pederee  eonferidoe  por  D.  Pedro  Riera  al  reenrrente,  cnyo  neo  por  4eie 
ha  aido  la  baee  del  litigio,  resnlta  qne  el  mandante  antoriaó  al  manda- 
tario en  *  abaoloto  para  qne  realisaoe  todo  lo  qne  aqnél  hnbleee  podido 
realiiar,  de  modo  amplíaime,  y  se  comprometió  á  tener  ene  actoe  por 
firmee  y  eficacee,  habiendo  «nmplido  D.  Franeiaoo  Riera  en  cometido 
dorante  yeintiocho  afioe,  llevando  por  completo  la  casa  comercial  do 
aqnél  con  loe  libree  en  forma  y  nna  contabilidad  perfecta,  eln  qne  en 
ese  periodo  de  tiempo  hnbleeen  sido  impugnadas  lae  numerosas  opera- 
denee  efectnadae  por  el  mandatario,  á  excepción  de  la  de  las  letraa  de 
cambio,  qne  han  aido  nno  de  loe  objetos  del  litigio;  qne  tal  mandato  se 
regia  por  las  diepoeiciones  contenidas  en  la  sección  2.^  del  tít.  8.^  del  li  • 
bre  2.^  del  Código  de  Oomercio,  A  qne  pertenece  el  art.  infringido,  al  qoo 
se  ajostó  el  recnrrente,  contratltndo,  negociando  y  soscribiendo  doca* 
mentoe,  inclneo  el  pago  de  lae  reeacaa,  hecho  reconocido  por  ambae  par- 
tes y  admitido  en  la  sentencia  recnrrida;  y  habiendo  efectnado  el  man- 
datario dicha  operación  estando  snbeistentes  los  podereé  conferidos,  era 
indudable  qne  no  podo  sostraerse  el  actor  á  los  efectos  de  la  misma, 
conforme  á  lo  preceptuado  por  los  artículos  290  y  291  del  citado  Código 
de  Comercio;  qne  no  habiéndose  justificado  que  D.  Francisco  Riera  hn- 
hiera  procedido  en  el  deeempefio  de  ene  funclonee  eon  malicia,  negligen- 
cia ó  Infracción  de  las  órdenee  é  instrucciones  qne  había  recibido,  ae  ha 
infringido  asimismo  el  citado  art.  297  de  dicho  Cuerpo  legal,  poesto  que 
no  se  ha  dicho  en  la  sentencia,  qne  el  recnrrente,  al  hacer  el  pago  á  Do* 
menech,  contraviniese  á  sabiendae  Ifts  órdenee  é  instrnccionee  de  so 
principal,  porqne  eetae  instrucciones,  contrarias  á  esa  operación,  jamáa 
han  existido;  que  en  la  eentencia  recorrida  cenata  que  D«  Francieco 
Riera  pagó  á  Domenech  el  importe  de  las  resacas,  y  condena  á  aquél  á 
qne  pague  otra  vea  la  misma  suma  al  recorrido,  por  eetimar  aquélla  qoe 
ne  procedía  dicho  pago  á  Domenech,  y  por  eeto,  lo  racional  y  legal  eeria 
qne  D.  Pedro  Riera,  en  nombre  de  quien  competentemente  autorizado 
pagó  el  recnrrente,  reclamase  á  D.  José  Domenech  la  devolución  de  lo 
pagado,  ai  entendiera  y  pudiera  sostener  y  probar  lo  ilegal  ó  indebido  de 
tal  pago: 

Segundo.  Infracción  del  art.  208  del  mencionado  Código  de  Comercio, 
eofflo  consecuencia  de  las  anteriores,  al  no  haber  en  la  sentencia  recnrri- 
da el  menor  indicio  de  qne  D.  Francisco  Riera  procediese  con  malicia 
en  el  deeempefio  de  su  geetión: 

Tercero.  Infracción  de  loe  artículos  1264  y  1261  del  Código  civil  y  In 
doctrina  legal  de  sine  atiione  agis,  admitida  por  la  conetante  juriapro- 
deneia,  toda  vez  qoe  el  contrato  celebrado  entre  D.  Pedro  y  D.  Francisco 
Riera  fué  de  mandato  y  no  el  de  cuenta  corriente,  que  no  cabía,  según 
los  principios  más  elementales  dü  derecho,  hubieee  existido  entre  ello^, 
ye  i  además  incompreneible,  porque  una  persona  no  puede  conttft 
trai  r  consigo  misma,  lo  que  equivaldría  á  qne  D.  Pedro  Riera  hn» 
hie  i  tenido  cuenta  corriente  con  su  propia  casa,  que  por  en  voluntad 
y  á  u  nombre  representaba  el  recurrente;  que  existiendo  el  contrato 
dei  )  qne  una  ó  varias  personas  consienten  en  obligarse  reepecto  de 
sfcr  á  otras  á  dar  alguna  cosa  ó  prestar  algún  servicio,  eegún  dispone 
«1 1  imero  de  los  artículos  citados  en  eete  número,  no  es  posible  un  con* 

1%    '«ando  no  hay  más  de  una  persona  qne  se  dice  contrata  conaigo 
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mipma;  7  como  quiera  que  actor  y  demandado  do  oonyíiileron»  aparte 
del  de  mandato,  contrato  alguno  de  cuenta  coírlente,  7  no  está  al  arbi- 
trio de  ningún  contratante  variar  la  natnralesa  Jurídica  del  contrato  ce- 
lebrado, he  ahí  por  lo  que  la  sentencia  recurrida,  al  conceder  al  actor  la 
acción  del  cuentacorrentista,  infringe  la  doctrina  legal  mencionada  7  loe 
urticnlos  citados  del  Código  civil: 

Coarto.  Otra  infracción  del  art.  286  del  Oódigo  de  Oomercio,  al  prin- 
cipio citado,  por  cuanto  D.  Francisco  Riera  procedió  dentro  de  las  facul- 
tades que  le  confirió  el  mandante,  quien  prometió  ttener  por  válidos  lee 
actos  y  operaciones  que  hiciera  su  apoderado!,  como  consta  del  man- 
dato otorgado  por  D.  Pedro  Riera  en  1.^  de  Mario  de  1876;  que,  además» 
en  el  de  fecha  4  de  Enero  de  1886  prometió  el  mandante  tener  por  sub- 
sistente y  válido  cuanto  en  su  virtud  ejecutase  el  apoderado  y  snstitotoe 
y  no  reclan^ar  por  ningún  concepto;  extendiéndose  su  eficacia  y  valides, 
en  la  parte  que  al  comercio  se  refiriese,  aun  después  de  la  muerte  del 
mandante,  mientras  de  una  manera  expresa  no  fueran  revocados  loa  po- 
deres por  quien  correspondiese,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  ar- 
ticulo 290  del  Código  de  Comercio  vigente,  y  en  el  mandato  de  16  de 
Mayo  de  1896  quedó  facultado  el  mandatario  «para  que  pudiese  relevar 
de  toda  obligación  que  por  consecuencia  de  enajenación  ó  cesiones  de 
créditos  hipotecarios  imponga  la  ley  al  cedente  de  loe  mismos»,  según 
aparecía  de  la  dáñenla  6.*;  afiadiendo  luego  que  «el  mandante  aprobaba 
desde  entonces  todo  cnanto  dicho  apoderado  practicase  en  virtud  de  lae 
facultades  conferidas,  sin  poderle  reclamar  por  concepto  alguno»,  tode 
lo  cnal  resulta  de  tas  copias  de  escrituras  de  dichos  poderes,  que  en  teS'' 
limonio  librado  poBte];iormente  han  sido  remitidas  á  este  Tribunal  Su- 
premo; que  haciendo  referencia  á  la  cláusula  6.^  citada  del  poder  de  16 
i^e  Mayo  de  1896,  era  cierto  que  el  créiito  cedido  por  Domenech  no  te* 
nía  el  carácter  de  hipotecario;  pero  era  también  claro  y  lógico  que,  aun 
habiéndolo  tenido,  hnbiera  podido  el  recurrente  relevarle  de  sú  pago  con 
mayor  razón  por  no  alcanzar  dicho  crédito  toda  la  fuerza  de  una  hipo- 
ti^ca;  y  que  era  inútil  cnanto  en  la  sentencia  se  decía  sobre  si  tal  pago 
estuvo  bien  ó  mal  hecho,  porque  D.  Pedro  Riera  tenía  autoriaado  solem- 
nemente á  D,  Fraocieco,  su  hermano,  para  que  lo  hiciera,  aun  en  el 
caso,  opinado  como  cierto  por  la  Sala  sentenciadora,  de  que  Domenech 
tuvo  la  obligación  de  abonar  el  importe  de  las  letras  que  cedió  ó  vendió 
á  D.  Pedro  Riera,  y  que  no  procedió  bien  el  recurrente  ai  devolvérselo 
o  pagárselo. 

Qainto.  Infracción  del  art.  1218  del  Código  civil,  porque  la  senten* 
c-a  recorrida  negó  eficacia  legal  á  un  contrato  contenido  en  documento 
rúblico,  'declarando  haber  lugar  á  Una  demanda,  contra  lo  convenido  en 
tdl  documento  público,  ya  que  en  los  poderes  mencionados  en  el  motivo 
rnterior  el  actor  relevó  al  recurrente  de  rendir  cuentas  de  su  gestión,  y 
píendo  indudable  qne  pnede  hacerse  renuncia  de  derechos,  mucho  más 
on  materia  de  contratos,  siempre  qne  ella  no  sea  contraria  á  las  leyes,  á 
la  moral  ó  al  orden  público,  y  que  la  aprobación  de  un  acto,  antes  ó 
después  de  realizado,  releva  al  que  lo  ejecuta  de  toda  la  responsabilidad 
que  eln  eRa  aprobación  pudiera  tal  acto  implicar,  resulta  evidente  la  efi- 
cacia de  lo  pactado  en  dichos  poderes,  no  ofreciendo  éstos,  ccmo  ne 
cf  recen,  dnda  algnna  sobre  su  verdad  y  validez,  y,  por  tanto,  si  bien  un 
mandante  tiene  acción  contra  un  mandatario  para  que  éste  le  rinda 
cuentas,  si  aquél  dice  y  repite  en  los  poderes,  como  en  el  caso  del  re- 
(  qrso,  que  ha  de  tener  por  válidos  y  subsistentes  cuantos  actos  y  con- 
tratos verifique  tal  mandatario,  y  afiade  que  per  ningún  concepto  ha  de 
reclamar  contra  ellos,  no  viene  obligado  el  mandatario  á  rendir  enentMt 
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ó,  per  lo  menea,  y  eelo  ee  lo  qae  en  el  reonreo  Intereaa,  no  tiene  el  man- 
dante acción,  eomo  lo  reconoce  la  aentencia  recarrlda,  para  reclamar 
eontra  eaos  actos,  por  él  anteriormente  aprobadoa,  con  prometa  ademáa 
de  no  ir  contra  ellot: 

Sexto.  Infracción  del  art.  1091  del  mitmo  Código  civil,  toda  vei  qoe 
la  sentencia  recorrida  ha  aatoriíado  el  incnmplimiento  del  contrato  con- 
tenido en  lee  i>odere0,  qae  tiene  íaeria  de  ley  entre  laa  partes  7  debe 
cumplirse  á  sn  tenor: 

SópUmo.  Infracción,  por  errónea  aplicación,  del  art.  1730  del  propio 
Onerpo  legal,  puesto  qae,  conforme  á  lo  alegado  en  el  motivo  quinto  de 
eate  recurso,  nn  mandante  pnede  pedir  cnentas  á  sn  mandatario,  pero 
puede  relevarle  de  tal  obligación,  y  D.  Pedro  Riera  prometió,  por  lo  me- 
nee, no  reclamar  contra  los  actos,  que  de  antemano  aprobaba,  practica- 
dos por  el  recurrente;  aprobación  que  implicaba  el  relevo  de  la  obliga- 
ción de  rendir  cuentas,  que  ya  carecía  de  toda  finalidad;  y 

Octava.  laftacción  de  loe  arte.  1167,  1176  y  1180  del  mismo  Código, 
por  ctfanto  en  la  demanda,  en  el  curso  de  los  autos  y,  sobre  todo,  en  la 
sentencia  recurrida,  se  consignaba  que  fué  exigida  al  recurreDte  la  suma 
de  1126  pesetas  antes  de  demandarle,  y  que  al  tener  noticia  D.  Fran- 
eiaco  Riera  de  esa  redamación  extrajudicial,  remitió  dicha  suma  á  Don 
Pedro  Riera,  quien  se  negó  á  recibirla,  alegando  que  el  recurrente  que- 
ría eludir  con  tal  pago  otras  responsabilidades  que  pudieran  exiglrsele 
en  el  asunto,  por  lo  que  D.  Francisco  Riera  consintió  en  que  ee  le  reci- 
biera la  cantidad  expresada,  sin  perjuicio  de  cualesquiera  otras  que  se  le 
reclamasen,  no  habiendo  podido  conseguir  su  propóalto,  á  pesar  de  las 
geetiones  que  practicó,  ni  que  se  le  admitiera  consignación,  ya  que  no 
pago,  de  dicha  suma,  y  habiéodose  limitado  la  sentencia  recurrida  á  de- 
cir acerca  de  este  punto  que  el  recurrente  hiao  una  petición  que  no  pro- 
sodia, sin  que  haya  expuesto  raaón  alguna  que  confirme  tal  aserto,  ha 
infringido,  por  lo  tanto,  los  artículos  citados  del  Código  civil: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Considerando  que  plenamente  justificada  y  reconocida  por  el  míeme 
demandado,  con  anterioridad  al  pleito,  la  existencia  del  saldo  de  1.125 
peeetas  que  contra  él  resultaba  en  los  libros  de  la  casa- comercio  de  sn 
hermano  D.  Pedro  Riera,  la  sentencia  que  le  obliga  á  satisfacer  á  éste 
la  expresada  suma  se  ajusta  á  los  principios  fundamentales  del  derecho» 
no  infringiendo,  por  taato,  las  disposiciones  del  Código  civil  que  se  in- 
voóan  en  el  motivo  8.®  del  recurso;  primero,  porque  el  ofrecimiento  de 
pago  hecho  por  el  deudor  fué  condicional  y  pudo  ser  rechasado,  como  le 
fué,  por  el  acreedor,  con  rasón  bastante;  y  segundo,  porque  la  consigna- 
ción más  tarde  intentada  fué  judicial  y  acertadamente  desestimada,  te> 
niendo  en  cuenta  el  estado  de  ios  autos  cuando  se  solicitó  y  las  diversas 
rsclamaciones  que  la  demanda  contenia,  lo  cual  demuestra  que  el  de- 
mandado no  ajustó  sus  actos  á  los  preceptos  legales  invocados  para  que 
pudiera  tener  la  eficacia  pretendida: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  disposiciones 
que  se  alegan  en  los  siete  restantes  motivos  del  recurso,  todos  ellos  re- 
ferentes á  las  obligaciones  entre  mandante  y  mandatario  por  virtud  de 
les  poderes  conferidos  al  segundo,  porque  si  bien  éstos  contienen  ex- 
traordinarias facultades,  de  las  que  se  pretende  derivar  la  falta  de  acción 
sn  el  aetor  para  exigir  al  demandado  cuenta  de  su  gestión,  bajo  el  su- 
paesto  de  haber  renunciado  ese  derecho,  prestando,  al  otorgar  el  apode- 
ramiento,  su  aprobación  á  cuanto  ejecutase  el  mandatario,  es  de  toda 
evidencia  que  las  cláusulas  en  los  poderes  contenidas  no  pueden  tener 
el  alcance  y  [transcendencia  que  el  recurrente  pretende  darlas,  sino  que 
TCXMO  106  66 
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al  expresar  en  ellas  qae  el  mandante  tendría  por  baene  y  ▼aledero 
cnanto  ejecutase  el  mandatario,  es,  j  debe  entenderse,  con  relación  á 
terceros  que  con  él  hnbiesen  contratado,  de  ningún  modo  para  eximirlo 
de  la  responsabilidad  que  por  so  gestión  pudiera  aicansarie,  porque,  en 
otro  caso,  quedaría  anulada  la  personalidad  del  mandante,  poniendo  sn 
fortuna  á  disposición  del  mandatario  sin  restricción  alguna,  lo  cual  no 
puede  sostenerse  por  ser  opuesto  á  la  moral: 

Considerando  que  en  tal  supuesto,  al  estimar  la  Sala  sentenciadora 
que  el  demandado  D.  Francisco  Riera  viene  obligado  á  pagar  á  su  her- 
mano D.  Pedro  las  4.708  pesetas,  importe  de  las  dos^  letras  giradas  por 
D.  José  Domenech  contra  D.  José  Barber,  lejos  de  infringir  las  dispoel- 
clones  del  Código  civil  i^  de  comercio  que  regulan  el  mandato,  se.  ajusta 
á  sus  terminantes  preceptos,  porque,,  vencidas  las  letras  7  no  pagadas 
por  el  librado,  fueron  recogidas  por  el  librador,  abonando  al  endosatario 
D.  Francisco  el  importe  de  las  mismas,  con  ios  gastos  de  reca^iUo  y 
protesto,  utilisando  aquél  su  derecho  en  la  vía  judicial  contra  Barber, 
quedando  así  terminado  el  contrato  de  cambio  celebrado  entre  ói'j  don 
José  Domenech  7  libre  la  casa  Riera  de  toda  responsabilidad,  á  tenor 
de  los  arts.  466  7  468  del  Código  mercantil;  7,  en  su  consecuencia,  al 
consignar  el  demandado  en  los  libros  de  aquélla  dos  afios  después  la  de 
toluclón  al  librador  de  las  4.708  pesetas  que  del  mismo  recibiera,  bajo 
el  supuesto  de  haber  tomado  las  letras  á  todo  evento,  es  manifiesto  el 
perjuicio  causado  por  su  culpa  al  mandante  7  responsable  del  mismo, 
según  lo  preceptuado  en  el  art.  1726  del  Código  civil,  toda  vea  que  el 
Tribunal  sentenciador  afirma  que  no  se  ha  Justificado  el  hecho  en  que 
se  apo7a  la  devolución,  ni  consta  en  el  endoso  que  el  endosante  cnm- 
pliese  lo  que  establece  el  art.  467  del  Código  de  comercio  para  eximirse 
de  toda  responsabilidad  con  el  tomador  de  las  letras,  siendo,  por  tanto, 
ineficaces  los  motivos  expresados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Riera  Suárea,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  7  á  la  pérdida  del  depósito  que  ha 
constituido,  al  que  se  dará  la  aplicación  que  previene  la  107,  7  con  la 
la  certificación  correspondiente,  devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de 
Valencia  el  apuntamiento  que  tía  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeéia  é  in» 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
Francisco  Todp.=: Vicente  de  Piniés.= Víctor  Covián.s Antonio  Alonso 
Ca8afia.=:El  Magistrado  8r.  Domenech  votó  en  Sala  7  no  pudo  firmar: 
José  de  Aldecoa.sFederico  Moo  salve. 

Publicación.sLeída  7  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  dvil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
h07,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  S7  de  Noviembre  de  19Ce.=Rogelio  Gomales  Montes. 
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Núm.  14:e.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 28  de  NovlMlr0, 
poblleada  0I 16  y  23  dt  Febrero  de  1908. 

<}A8aci6n  por  infracción  DB  LRY.—Pügo  de  erécI¿7oe.— Sentencia 
declarando  no  haber  lu^ar  al  reeurao  interpuesto  por  D.  Ubaldo 
Díaz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  ae  lo  civil  de  la  Au* 
diencia  de  Burgos  en  pleito  con  Doña  María  Gómez  y  otros. 
Bn  BUS  CONSIDERANDOS  SO  cstablecc: 

Que  no  infringe  los  articulo»  1932, 1961  y  1967  en  relación  con  el 
J203^  niím.  1.^  y  el  1254,  todoe  del  Código  doil,  la  eenieneia  conde 
natofia  á  pago  de  cantidad  no  en  el  concepto  de  importe  dfi  géneros 
-tompradosj  aunque  éste  Juera  su  origen,  sino  por  razón  del  compro- 
miso  especial  y  eohtreto  contraído  por  Im  partes  y  en  cuua  virtud 
fueron  variadas  notoriamente  las  condiciones  de  las  obligaciones 
4íriginariaSt  dejando  en  poder  del  deudor  las  cantidades  por  éste  áe* 
hiaas  en  concepto  de  préstamo  con  interés,  y  desapareciendo  por  tal 
mutdo  aquéllas  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  primer  caso  del  art.  1203: 

Que  si  bien  es  jurisprudencia  que  nadie  puede  ir  válidamente  con 
ira  sus  propios  actosy  no  es  menos  evidente  que  tal  principio,  presu  - 
pone  una  relación  juridica  entre  éstos  y  las  personas  á  quienes 
afecta,  y  esa  en  ningún  caso  puede  derivarse  del  sentido  y  alcance 
rcMaUantCx  en  diligencias  y  operaciones  de  partición  y  divitión,  que 
sólo  con  los  interesados  se  relacionan: 

Que  entendiéndolo  asi  no  se  infringen  los  artículos  1187, 1190, 
1231, 1232, 1966  y  973  del  Código  dvil. 

fin  la  Tiüs  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  1006*  en  el  pleito 
aegaldo  en  el  Joigado  de  primera  instancia  de  Valle  de  Cabnérniga  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bargoe  por  Dofia  María  Qómez  Gn- 
tiérrez,  vecina  de  Carmona,  por  si  y  en  representación  de  sus  hijos  me* 
aeres  de  edad  D.  Eiíae  Leopoldo  y  Dofia  Panlina  Matilde  Gomales  y 
Gomes,  en  unión  de  sus  otros  hijos  D.  Antonio  Oésar  Gomales  Gomes, 
labradoi,  de  la  misma  vecindad;  Dofia  María  Ooncepción  Gomales  Go- 
mes, vecina  también  de  Oarmona,  y  Dofia  Tomasa  Julia,  de  iguales  ape 
Ufdos,  consorte  de  D.  Domingo  Gutiérrez  y  González,  vecinos  de  Avilée, 
sen  D.  übaldo  Días  y  Días  del  Corral,  labrador,  vecino  también  de  Oar- 
mona, sobre  pago  de  unos  créditos;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
enrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Daniel  Doze,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  David  Ortis  y  Arce,  ea 
tepresentaeión  del  demandado;  no  habiendo  comparecido  en  este  recurso 
ia  parte  demandante: 

Besultando  que  D.  übaldo  Días  Cotral  suscribió  en  Carmena  un  do- 

enmeato  privado,  con  fecha  28  de  Febrero  de  1886,  haciendo  constar  que 

debía  y  pagaría  á  D.  Indalecio  González  Mler  la  cantidad  de  2.198  reales 

*  "ledie  que  la  era  en  deber  de  gén^ros  sacados  de  su  establecimiento  y 

r  la  parte  que  le  correspondía  de  la  deuda  que  con  el  mismo  tenía  pu 

mto  suegro,  y  que,  por  tanto,  como  liquidación  de  cuenta  hasta  el 

de  la  fechase  eomprometía  á  pagarle  la  expresada  cantidad  ouande 

a  exigiera  libre  de  todo  gasto,  siendo  de  su  cuenta  los  que  se  origi- 

m  para  hacerla  efectiva,  sometiéndose  para  la  práctica  de  cualquier 

Kencia  que  pudiera  ocurrir  á  los  Jusgados  municipal  y  de  primera 

báñela  de  Valle  de  Cabuérniga,  y  abonándole,  hasta  tanto  que  la  hi- 

ra  efeetiva,  á  rasón  de  nn  6  por  100  anual;  con  f eoha  ti  de  Enero  de^ 
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1888  soBoribió  otro  dooamento,  también  en  Oairmona,  declarando  que  de- 
bía y  pagaría  al  mismo  Gonsáles  MIer  1.697  realec,  qae  le  era  en  deber^ 
por  góoerofl  eaoadoB  de  en  eetableolmiento  desde  el  i.^  de  Marao  de  1886- 
^aata  la  fecha,  advlrtiendo  que  estaban  ya  descontadas  dos  cantidades 
qae  Le  tenía  entregadasi  haciéndose  en  este  doonmento  las  mismas  de* 
ciaraciones  que  en  el  anterior  respecto  á  la  forma  y  Ingar  del  pago  j 
abono  de  intereses,  y  afiadiendo  qne  había  otro  recibo  de  otra  cantidad 
qne  le  era  en  deber  de  afios  anteriores,  firmado  en  28  de  Febrero  de  1886; 
con  fecha  1.^  de  Mario  de  1894  enscribió  un  tercer  documento  prlyade, 
en  el  que  reconoció  los  dos  anteriores,  y  declaró  además  que  debía  á. 
GonaáUa  Mier  4.484  reales,  que  le  pagaría  cuando  se  lo  exigiera  slend(> 
de  AU  cuenta  todas  las  costas  y  gastos  que  se  originasen  hasta  hacerla, 
efectiva,  y  que  por  esta  suma  y  las  dos  consignadas  en  los  otros  d)»s  do* 
cumentos  le  abonaría  el  6  por  100  de  interés  anual,  sometiéndose  para  la 
práctica  de  cualquier  diligencia  que  pudiera  ocurrir  al  Juagado  que  má» 
le  conviniera;  y  en  otro  documento,  suscrito  igualmente  en  Carmena  ea 
16  de  Abril  de  1895,  reconoció  los  tres  anteriores  y  declaró  que  debía  á. 
D.  ladaleclo  Qonaáies  la  cantidad  de  1,141  reales  y  16  céntimos  por  gas- 
tos hechos  en  su  establecimiento  desde  el  2  de  Febrero  de  1894  hasta  el 
día  de  la  fecha,  cuya  cantidad  se  comprometía  á  pagarle  cuando  se  la. 
exigiera,  con  más  el  interés  de  un  6  por  100  anual,  libre  de  costas  ^ 
gastos: 

Resultando  que  D.  Indalecio  Gonaáleí  Mier  falleció  en  21  de  Enera* 
de  1898,  dejando  de  su  matrimonio  con  Dofia  María  Gómez  y  Gutierres 
cinco  hijos,  llamados  María  Ooncepción^  Tomasa  Julia,  Antonino  César» 
Elias  Leopoldo  y  Paulina  Matilde,  que  fueron  declarados  herederoa 
abintestato  de  su  padre;  y  en  26  de  Agosto  de  aquel  mismo  afio  189$^ 
dicha  Dofia  Jáaría  Gomes  por  sí  y  en  unión  de  sus  hijos,  representando  á 
los  que  eran  menores  de  edad,  reclamó  en  acto  de  conciliación  á  D.  übal- 
do  Días  el  pago  de  9.470  reales  y  76  céntimos  é  intereses  del  6  por.lOt 
anual,  dándose  por  intentado  el  acto  por  no  haber  acudido  el  de- 
mandado: 

Resultando  que  con  los  citados  documentos  y  otro  en  que  consta  qaa 
en  la  relación  de  los  bienes  relictos  por  Gonsáles  Mier  presentada  á  la 
liquidación  provisional  del  impuesto  de  derechos  reales  se  incluyó  na 
crédito  contra  D.  übaldo  Díaa  de  2.867  pesetas  y  66  céntimos^  importa- 
de  cuatro  recibos,  la  viuda  Dofia  María  Gómea  Gutierres,  en  unión  de 
su  hija  María  Concepción  y  como  representante  legal  de  sus  otroe  onatra^ 
hijos  menores  de  edad,  entabló  ante  el  Juagado  de  primera  instancia  da 
Oabuórniga,  en  l.o  de  Marso  de  1900,  demanda  civil  ordinaria  contra 
D,  übaldo  Días  sobre  pago  de  la  indicada  suma,  2.867  pesetas  64  cénti- 
mos, á  que  ascendían  las  cantidades  reconocidas  en  loe  cuatro  docomea- 
tos  privados  de  que  se  ha  hecho  mérito  al  principio,  con  más  los  intsre* 
ses  correspondientes  hasta  el  día  y  los  que  vencieran  en  lo  sncesivo;  y 
opuesta  á  esta  demanda,  por  D.  übaldo  Díaa,  la  excepción  dilatoria  da 
falta  de  personalidad  en  Dofia  María  Gomes  Gutierres,  en  cuanto  á  la 
representación  de  sus  hijos,  por  no  acreditar  la  edad  que  éstos  tuvieran» 
se  tramitó  el  artículo  y  fué  estimada  por  auto  del  Juagado  de  11  de  Julia 
del  mismo  mes  y  afio  1900,  que  se  hiso  firme: 

Resultando  que  en  8  de  Enero  de  1906  Dofia  María  Gómea  Gutierres,, 
por  sí  y  á  nombre  de  sus  hijos  menores  de  edad  Elias  Lsapoldo  y  Panll* 
na  Matilde  y  en  unión  de  sus  otros  tres  hijos  mayores  de  edad,  intaat4 
otro  acto  de  conciliación  con  D.  übaldo  Días,  y  en  20  del  mismo  mes  re* 
produjo  su  anterior  demanda,  subsanando  con  los  deeumentos  correspaa- 
dientes  los  defectos  de  persenalidad  observados  y  declarados  por  el  Jaa- 
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'Ifftdd  7  alegando  qae  habiéndose  comprometido  D.  übaldo  Días,  en  loe 
«nairo  docnmentes  privados  referidos,  á  pagar  á  D*  Indalecio  Gonzáles 
Mler,  enando  éste  se  las  reclamase,  las  cantidades  consignadas  en  cada 
«no  de  ellos,  qne  en  Jnnto  sumaban  2.867  pesetas  y  66  céntimos,  con  el 
interés  del  6  por  100  annal,  eran  exlgibles  desde  luego  dichas  obligacio- 
nee  y  podían  acomodarse  en  una  sola  demanda,  máxime  cuando  el  deudor 
había  venido  reconociendo  su  denda  anterior  en  cada  uno  de  los  recibes 
posteriores: 

.Besultando  que  D,  übaldo  Días  y  Díaz  del  Corral  contestó  la  deman- 
da, oponiendo  á  ella,  en  primer  término,  la  excepción  de  falta  de  perso* 
ealidad  en  Dofia  María  Gomes  Gutierres  para  representar  á  los  meno- 
res Blías  Leopoldo  y  Paulina  Matilde  y  en  el  Procarador  que  la  había 
presentado  para  representar  á  todos  lo»  demandantes,  por  insufioieneia  ' 

'  ^e  los  poderes;  para  el  caso  de  que  se  desestimara  dicha  excepción,  la  de 
prescripción,  en  cuanto  á  las  obligaciones  principales,  como  respecto  á 
íes  intereses  que  se  mencionaban,  así  legales  como  convencionales;  y, 
«a  último  término,  que  se  declararan  ineficaces  los  documentos  priva- 
dos mencionados  en  la  demanda  para  probar  la  obligación  que  se  pre- 
tendía y  nula  y  rescindida  esta  misma  en  todo  caso,  absolviéndole»  en 
eu  consecuencia,  de  la  demanda,  con  imposición  de  costas  á  la  parte  de- 
mandante, alegando  en  su  apoyoi^'en  cuanto  es  pertinente  para  el  recnr- 
«o  interpuesto:  que  desde  la  fecha  del  último  de  los  cuatro  documentos 
privados,  16  de  Abril  de  1896,  en  el  que  reconocen  los  otros  tres,  hasta 
la  del  emplazamiento  practicado  por  virtud  de  la  primera  demanda,  en 
17  de  Mayo  de  1900,  transcurrieron  cinco  afios  y  un  mes  sin  que  durante 
ellos  mediara  acto  alguno  de  reclamación  ni  de  reconocimiento,  pues  si 
H^ien  se  intentó  un  acto  conciliatorio  en  26  de  Agosto  de  1898,  ni  prodnio 
«1  efecto  de  Interrumpir  la  nreecripoión,  según  el  art  479  de  la  ley  m 
enjuiciamiento  civil,  ni  aunque  hubiera  podido  producirlo  era  tiempo 
para  ello,  pues  desde  17  de  Abril  anterior  estaba  ganada  por  el  trans- 
-cnrso  de  tres  afios,  según  el  precepto  terminante  del  art.  1967,  núm.  4.^, 
del  Oódigo  civil,  que  sin  salvedad  alguna  establece  que  por  el  transcur* 
«o  de  tres  afios  prescriben  las  acciones  para  el  cumplimiento  de  las 
obiigaeiones  que  enumera,  entre  ellas  la  de  pagar  á  los  mercaderes  el 
precio  de  los  géiferos  vendidos  á  otros  que  no  lo  sean,  ó  que  siéndolo  se 
dediquen  á  distinto  tráfico;  que  de  todos  modos,  aun  cuando  la  pres 
tsilpoión  no  hubiera  estado  ya  ganada  en  la  época  Indicads,  lo  estaría 
ahora  respecto  de  todas  y  cada  una  de  las  obligaciones  reclamadas,  en 
primer  lugar,  porque  desde  que  se  biso  firme  el  auto  de  11  de  Julio 
de  1900  que  admitió  la  excepción  dilatoria  opuesta  á  la  primera  deman- 
-tia,  era  nulo  aquel  procedimiento  por  falta  de  formalidades  legales;  y  si 
^1  art.  1946  del  Oódigo  civil  lo  considera  ineficas  para  interrumpir  la 
proscripción  del  dominiOi  no  te  puede  admitir  como  eficas  para  inte<» 
-rnimplr  la  de  las  acciones;  en  segundo  lugar,  porque  de  todas  maneras, 
entre  cualquiera  de  los  días  del  mes  de  Julio  de  1900  y  la  fecha  de  9  de 
Mano  de  1904,  en  que  se  intentó  el  segundo  acto  de  conciliación,  pasa- 
Ton  con  gran  exceso  los  tres  afios  exigidos  por  la  ley  para  la  prescrip- 
ción; en  teroero,  porque,  de  todos  modos,  como  no  se  interpuso  la  de* 
manda  á  que  contestaba  hasta  Enero  de  1906,  resultaba  ineficaa  aquel 
-aeto  de  conciliación  para  interrumpir  la  prescripción,  á'tenordelos 
'preoeptoB  legales  ya  Invocados;  y,  en  último  término,  porque,  aun  con- 
tando el  tiempo  transcurrido  desde  que  terminó  por  auto  firme  la  pri- 
mera demanda  hasta  la  fecha  de  la  segunda,  pasaron  más  de  cuatro 

Kafins,  sin  que  la  culpa  fuera  impotable  á  nadie  más  que  á  la  parte  de- 
.mandante;  que  de  todos  modos,  resultaría  prescrita  la  acción  para  recla- 
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mar  IntereBeB  qae  alcancen  á  fecha  posterior  á  la  de  SO  de  Enero  de  1900,^ 
•egún  el*  art.  1966  del  Código  civil;  y  qne,  por  último,  no  se  podía  con- 
denar al  dennnoiado  al  pago  de  la  cantidad  reclamada,  con  intereses» 
porque  los  mismos  demandantes  tenían  confesado  en  documento  tan 
eficas  ó  indubitado  como  era  la  relación  de  bienes  presentada  á  la  liqui- 
dación proTlsional  del  impuesto  de  derechos  reales,  que  el  crédito  con- 
tra el  demandado  y  á  favor  de  la  testamentaría  de  Gonsáles  Mier  cons- 
taba en  cuatro  recibos  y  éelos  valían  2.367  pesetas  66  céntimos;  y  como 
no  era  de  presumir  que  se  propusieran  defraudar  á  la  Hacienda  ocul- 
tando le  devengado  por  intereses,  era  más  racional  suponer  que  á  tal 
cantidad  ascendiera  la  que  resultara  adeudando  el  demandado  á  la. 
muerte  de  Gonsáles  Mier  en  liquidación  practicada  por  los  miemos  de- 
mandantes, sin  que  obstara  á  ello  el  hecho  de  que  coincidiera  con  el  ca- 
pital sumado  de  los. cuatro  pagarés,  porque,  en  todo,  caso,  la  manifesta*^  * 
ción  hecha  implicaba  la  oenfeBión  definitiva  como  eztrajudiciai  en 
el  art.  1281  del  Oódigo  civil,  ó  la  condonación  tácita  del  1187,  en  cuanto 
pudiera  tener  aplicación: 

Resultando  que  ios  demandantes  renunciaron  el  trámite  de  réplica, 
y  practicadas  pruebas  por  ambas  partes  dictó  sentencia  el  Jues  de  Valle 
de  Oabuémiga,  que  fué  confirmada,  con  las  costas,  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Burgos  en  2i  de  Marso  del  afio  corriente,  conde- 
nando á  D.  übaldo  Días  y  Días  del  Oorral  á  pagar  á  los  demandantes,, 
como  causahabientes  de  D.  Indalecio  Gonzáles  Mier,  la  cantidad  de  2.867 
pesetas  y  66  céntimos,  á  que  equivale  la  suma  de  reales,  reconocida 
como  deuda  principal  en  los  cuatro  documentos  privados  presentado» 
con  la  demanda,  con  más  los  intereses  estipulados  vencidos  y  no  satis- 
fechos hasta  la  presentación  de  dicha  demanda  y  ios  que  venían  hasta 
•1  completo  pago: 

Resultando  que  D.  Ubaldo  Díaa^y  Días  del  Oorral  interpuso  recurso 
de  casación,  fundado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  por  considerar  infringidos: 

Primero.  Al  acceder  la  sentencia  á  las  pretensiones  de  la  demanda, 
por  entender  que  las  obllgaeiones  nacidas  de  la  compraventa  al  fiado  en-  - 
tre  el  recurrente  y  Gronsáles  Mier  fueron  extinguidas  por  el  consenti- 
miento de  ambos,  mediante  la  nueva  oferta  del  deudor,  aceptada  por  «1 
acreedor,  que  se  consignó  en  los  cuatro  documentos  privados,  lo  cuml  de- 
terminó una  verdadera  novación,  por  cuya  virtud  no  es  aplicable  el 
piase  de  prescripción  de  tres  afios  establecido  en  el  núm.  4.^  del  art.  1967 
del  Oódigo  civil,  los  artículos  1982, 1961  y  1967,  párrafo  4.*",  en  reiaelón 
coa  el  1208,  núm.  1.^',  y  el  1264,  todos  del  Oódigo  civil,  toda  ves  que  la 
novación  propiamente  tal  á  que  se  refiere  el  inciao  1.°  de  dicho  art.  llDt^ 
sólo  tiene  efecto  cuando  se  modifica  el  objeto  ó  las  condiciones  prinelp»- 
les  de  una  obligación  preexistente,  y  es  claro  que  el  recurrente  debía 
antee  de  suscribir  loo  cuatro  documentos  privados  lo  mismo  que  debió 
después,  puee  las  cantidades  reconocidas  en  aquéllos  representan  el  pro* 
cío  de  lae  especies  compradas  y  no  pagadas,  ó,  mejor  dicho,  sn  pñnA^ 
mismo,  segújQ  evidencia  el  tenor  literal  de  aquellos  documentos»  qjom 
contienen  un  compromiso  de  pago  de  determinada  cantidad,  que  era  em 
deber  el  recurrente  por  géneros  sacados  del  establecimiento  de  D.  Ind«* 
lecio;  siendo,  por  tanto,  la  causa  de  la  obligación  ó  raión  de  deber  Itk 
compraventa  al  fiado  de  mercaderías,  que  imposibilita  la  oalifioaeión  ám 
simple  préstamo  ó  mutuo,  que  tácitamente  viene  á  hacer  la  seatMaela 
recurrida  de  la  reclamación  jurídica  vertida  en  los  cuatro  doeamsBto«« 
privados,  por  cnanto,  según  los  artículos  1740  y  1768  del  Oódigo  oMl,. 
no  hay  eontrato  de  préstamo  simple  sino  cuando  una  de  las  pivtes  sa- 
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traga  dinero  ú  otra  oMa  f ongible  á  otro,  que  adquiere  sa  propiedad  7 
queda  obligado  á  de¥OÍ¥er  tanto  de  la  misma  eapecie  7  calidad,  7  qae  el 
tocnirente  no  se  obligó  á  devolver  otro  tanto  de  la  misma  especie  7  cali- 
dad qne  recibió  de  Qómes  Alier,  sino  á  pagarle  el  precio  de  las  mercade- 
rías entregadas;  resaltando,  en  resumen,  que  dinero  por  precios  de  «nos 
articnlos  comestibles  debi%  el  recurrente  antes  7  después  de  suscribir 
los  onatre  documentos,  7  que  no  ha7y  por  tanto,  diversidad  de  objeto  ni 
de  raión  de  deber  entre  la  relación  jurídica  que,  derivada  de  la  compra» 
venta,  existía  entre  ambas  panes  antes  de  otorgarse  los  susodichos  do» 
eumontos  7  la  nacida  de  éstos;  sin  que,  por  otra  parte,  el  abono  de  un 
interés  anual  7  pago  de  los  gastos  que  originase  la  realisación  del  cré- 
dito, agregados  á  la  primitiva  obligación,  pueda  entenderse  que  modi- 
ficó ésta  en  sus  condiciones  principales,  pues  los  intereses  tienen  la  cua- 
lidad indiscutible  de  accesorios  del  capital,  porque  presuponen  la  ezis- 
tenoia  de  una  obligación  válida  anterior  7  principal,  de  la  que  se  deriva 
la  de  abonarlos,  7  las  costas  tienen  un  carácter  accesorio  aun  más  mar- 
cade  que  los  intereses  7  han  de  seguir  por  fuersa  la  suerte  de  éstos,  en 
ordon  á  su  carencia  de  virtualidad  para  producir  novación  de  las  obli- 
gaciones á  que  se  agreguen,  quedando,  por  tanto,  demostrado  que  no 
hubo  novación  7  que  la  voluntad  del  (Ronzales  Mier  7  del  recurrente» 
manifestada  en  los  cuatro  documentos  privados,  fué  sólo  la  de  lograr 
una  garantía  escrita  de  la  cortesa  de  la  deuda,  manteniendo  las  obliga« 
dones  primitivas  por.rasón  de  las  compraventas  al  fiado;  de  donde  re- 
sulta obvio  que  á  las  acciones  correspondientes  les  alcania  el  plazo  de 
preocripeión  del  núm.  4.^  del  art.  1967  del  Oódigo  civil,  toda  ves  que 
desde  la  fecha  del  último  documento  privado,  que  es  de  16  de  Abril 
de  1896,  hasta  el  día  86  de  Agosto  de  1898,  en  que  se  dio  por  intentado  el 
l^imer  acto  de  conciliación,  transcurrieron  más  de  tres  afios,  sin  qno 
mediara  acto  alguno  de  confesión  de  la  deuda  ni  reclamación  extrajudi- 
cial  do  ninguna  clase;  7  ganada  así  la  prescripción  por  el  mero  lapso 
del  tiempo  fijado  en  la  107,  aunque  contra  los  hijos  de  D.  Indalecio,  que 
estaban  representados  legítimamente  por  su  madre,  no  es  necesario  adu- 
cir prolijos  argumentos  en  prueba  de  que  esa  precripción  volvió  á  al-* 
canaarse  diferentes  veoes,  por  cuanto  la  primera  demanda  no  se  formuló 
basta  1.^  de  Mano  de  1900,  7,  por  tanto,  el  acto  de  oonciliación  prime- 
ramente intentado  no  pudo  tener  eficacia  para  interrumpir  la  preecrip- 
ción  de  las  acciones  por  rasón  de  lo  diepuesto  en  los  artículos  1947  7  197i 
del  Oódigo  dvil;  declarado  después  por  el  auto  firme  de  11  de  Julio 
de  1900  que  el  demandado,  ho7  recurrente,  no  estaba  obligado  á  contes- 
tar aquella  demanda,  quedó  ésta  nula  7  ha7  que  eonsiderarla  ineficas, 
por  raaón  de  lo  dispuesto  en  el  art,  1946  del  Oódigo  civil,  para  interrum- 
pir la  ptoacripción  de  las  acciones;  deducido  el  segundo  acto  de  concilia- 
ción en  9  de  Mario  de  1904,  habían  7a  transcurrido  más  de  tres  afios 
desde  qne  se  biso  firme  el  auto  de  11  de  Julio  de  1900, 7  quedó,  por  tan- 
to, ganada  de  nuevo  la  prescripción;  7,  por  último,. este  segundo  act^ 
eonelltalorio  tampoco  podo  interrumpir  la  prescripción  por  las  rasónos 
7a  apuntadas,  porque  la  demanda  definitiva  no  se  presentó  hasta  el  80 
de  Bnoro  de  1906: 

Segundo.  Loe  artículos  1881  7  1888  ó  los  1187  7 1190  del  Código  civil 
así  eoao  el  principio  jurídico  de  que  nadie  puede  ir  eontra  sus  propio» 
setos,  aandonado  por  ia  jurisprudencia  de  eote  Tribunal  Supremo,  prin* 
dpalmonto  on  sonlonoias  de  1.®  de  Diciembre  de  1886,  19  de  Jxaúm 
de  1889,  4  do  Julio  de  1890  7  18  do  Julio  de  1898,  toda  vea  que  en  el  tes- 
tiaonlo  obrante  en  antos  de  la  relación  presentada  para  ia  liquidadón 
del  impoeoto  do  derechos  reales  del  eandai  relicto  por  D.  Indalecio,  so 
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incluyó  como  crédito  de  la  testamentaria  de  éste  contra  el  reenrrente  1» 
•nma  de  2.867  pesetas  66  céntimos,  importe  de  los  onatro  recibos  oonsn- 
bidos,  y  es  preciso  venir'  á  la  conclasiói^  de  qne  tal  enma  liquidada  ern 
la  única  debida,  ya  teniendo  en  cnenta  qne  aquella  manifestación  ea- 
orita  es,  conforme  á  los  artículos  1281  y  1282,  una  confesión  extrajudi  • 
cial,  que  hace  prueba  contra  su  autor,  ya  reconociendo  que  hubo  un» 
condonación  tácita  de  los  intereses  producidos,  que  dejó  subsistente  la 
obligación  principal,  según  los  artículos  1187  y  1190  del  Código  oWil, 
ya,  por  último,  considerando  íneficas  la  petición  de  intereses,  por  con- 
trariar lo  declarado  en  el  indicado  documento,  porque,  según  un  prin- 
eipiojarídico  admitido  como  doctrina  legal  por  repetidísima  Jurispruden  • 
da,  nadie  puede  ir  válidamente  contra  sus  propios  actos  ejecutados  do 
un  modo  solemne;  y 

Tercero.  El  art.  1.966  en  su  párrafo  8.<^,  y  el  1978  del  mismo  Oódlgo 
eivil,  en  el  concepto  de  que  habiendo  debido  satisfacerse  los  intereses 
estipulados  del  6  por  100  anual  en  los  plasos  en  que  sucesivamente  fue* 
ron  quedando  vencidos,  es  claro  y  evidente  que  no  pueden  ser  exigibloa, 
conforme  á  lo  prescrito  en  el  núm.  8.^'  del  citado  art.  1966  del  Oódlgo 
eivil,  sino  los  correspondientes  á  los  últimos  cinco  afios  antorlores  á  la 
interpelación  judicial,  que  tuvo  lugar  en  20  de  Bnero  de  1906,  al  presen- 
tarso  la  demanda  definitiva,  ya  que  la  anterior  quedó  nula  por  falta  de 
formalidades  legales,  y,  en  su  virtud,  ineficaí  para  interrumpir  la  preo- 
eripoión,  según  el  citado  art.  1978  del  Oódlgo  civiK 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistiado  D.  Oamllo  María  GuUón: 

Oonsiderando  que  la  cuestión  fundamental  sobre  que  yersa  el  pro* 
sente  recurso  consiste  en  resolver  si  las  obligaciones  qne  por  compra  de 
géneros  al  nado  contrajo  D.  Ubaldo  Días  en  favor  de  D.  Indalecio  Gon- 
láles  Mier,  cuyos  derechos  ostentan  hoy  su  viuda  é  hijos  menores,  sub- 
sisten en  la  forma  que  lo  fueron  ó  han  sido  novados  por  los  cuatro  do- 
cumentos privados  de  28  de  Febrero  de  1886, 81  de  Enero  de  1888, 1.^  do 
Mario  de  189i  y  16  de  Abril  de  1896: 

Considerando  que  el  fallo  recurrido  no  infringe  los  preceptos  contó* 
nidos  en  el  núm.  4.®  del  art.  1967  del  Código  oivil,  en  relación  con  las 
demás  disposiciones  de  ese  Cuerpo  legal  invocadas  en  el  primor  motive 
del  recurso,  porque  al  estimar  la  ▲udlenda  de  Burgos  la  demanda  de 
este  pleito  por  las  2.867  pesetas  reclamadae  y  sus  intoreoes  no  lo  ha 
hecho  en  el  concepto  del  importe  de  géneros  comprados  al  fiado,  aunque 
éste  fuera  su  origen,  sino  por  rasón  del  compromiso  especial  y  concreta 
eontraído  en  los  documentos  privados  de  que  se  ha  hecho  mención,  oon 
los  cuales  fueron  variadas  notoriamente  las  condiciones  de  las  obliga* 
ciónos  originarias,  según  revelan  sus  términos,  dejando  en  poder  del 
deudor  las  cantidades  por  éste  debidas  en  concepto  de  préstamo  coa  la* 
teres,  y  desapareciendo  por  tal  modo  aquéllas,  á  tener  de  lo  prescrita  en 
el  primer  caso  del  art.  1208: 

Considerando  que  son  también  improcedentos  los  motivos  segundo  y 
tercero  del  recurso,  éste,  porque  el  pacto  del  interés  anual  de  6  por  106 
qne  eeos  contratos  consignan  sólo  determina  lo  qne  el  capital  había  de 
ganar  mientras  no  se  extinguiese  la  deuda,  y  aquél,  porque  ne  taalende 
ta  relación  presentada  para  el  impuesto  de  derechos  realeo  del  eendal 
relicto  por  D.  Indalecio  Gonsáleí  Mier  otro  alcance  que  ta  liqnidaolén  y 
pago  de  los  debidos  por  la  testamentaría  al  Estado,  ao  poedea  tampoco, 
00  pretexto  de  haberse  omitido  en  la  misma  la  oonelgnaolóa  de  aaoe  la* 
toresss  todavía  sin  liquidar,  alegarse  las  Inf  reootoaes  lególes  y  doolriaa 
de  este  Tribnaal  que  se  dtaa,  toda  ves  que,  ai  Uen  es  de  Jurispradsoeto 
qne  nadie  puede  ir  válidamente  ooatra  sas  preploe  aetee,  ae  es 
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«Tidente  qne  tal  principio  preaupone  una  relación  jurídica  entre  éstos  y 
laa  personas  á  Quienes  afectan,  y  esa  en  nincún  caso  pnede  derivarse  del 
aentido  j  alcsDce  resaltante  en  las  diligencias  y  operaciones  de  partición 
y  división,  qoe  sólo  con  los  interesados  se  relacionan; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  cesación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ubaldo  Días 
y  Días  del  Corral,  á  quien  condenamoe  al  pago  de  las  costas,  y  para  en 
aa  easo  al  de  la  cantidad  qoe  por  raaón  de  depósito  debió  constituir, 
que  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Burgos  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  ó  inser- 
tará en  la  Colbcción  Lboislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
oesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 
Praneisoo  Toda.= Vicente  de  Piniés.ssildefonso  Lopes  Aranda.sRamón 
Barroeta.«i-Camilo  María  Qullón.ssEduardo  Buli  García  Hita. 

Publicación  .=:Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Bzcmo.  Sr.  D.  Oamilo  María  Gallón,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día 
•de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Noviembre  de  1006.sLioen ciado  Jorge  Martines. 

Múm.  147.~TRIBUNAL  SUPREMO. -29  de  Nevleabre, 
publicado  el  23  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Deelaraeión  de  derechon  here - 
ditario9,—A}iio  decidiendo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso interpuesto  por  D.  Miguel  Menóndez  contra  la  sentencia 
£  renunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
ladrid,  en  pleito  con  Doña  Angeles  Regúlez  y  otra^ 
Bn  su  CONSIDERANDO  úuico  SO  ostableco: 

Queeon  arréalo  al  art.  1690  de  la  ley  proeeeal^  únieamente  pro- 
cede el  reeureo  de  eaeaeión  eontra  aatoe  ó  eententías  dietadae^  resol- 
viendo  eueetionee  ineidentalea  cuando  aean  de  tal  natwaleMa  que 
pongan  término  al  pleito  haciendo  imponible  cu  continuación: 

Que  no  revicie  ene  carácter  la  centencia  por  la  que  ce  alca  un  em- 
bargo  precentieo,  por  lo  que  ec  inadmisible  el  recurso  de  casación 

Sica  contra  la  misma  ec  intcrponaa,  según  reiterada  jurisprudencia 
el  Tlribunal  Supremo^  establecida  de  conformidad  con  el  núm.  3.^ 
dd  att.\íT29  de  la  ley  prócesaL 

Resultando  que  en  pleito  de  mayor  cuantía  sobre  declaración  de  de- 
rechos hereditarios  y  otros  extremos,  seguido  ante  el  Juagado  de  prime- 
ra inatancia  de  Toledo  por  D.  Miguel  Menéndes  y  García  Victoria  con- 
tra varias  personas,  y  entre  ellas  contra  las  hoy  recurridas  Dofia  Angeles 
Regules  Gamboa  y  Dofia  Luisa  Herráis  Regales,  fueron  éstas  declaradas 
an  rebeldía  por  su  no  oomparecenda,  precediéndose,  en  su  eonsecoeu- 
ila,  á  petición  del  actor,  al  embargo  de  sus  bienes,  con  arreglo  á  lo  pre- 
realdo  en  el  art.  762  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  dichas  demandadas  Defia  Angeles  y  Dofia  Luisa  pro- 

vovleron  dsspués  de  esto  demanda  incidental  en  eollcltud  de  que  se  al- 

laea  y  dejasen  sin  electo  los  embargos  practicados  en  sus  bienes;  y 

'soütado  el  incidente  en  forma  legal,  y  con  oposleión  de  la  parte  con- 
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traria,  faó  reanelto  por  el  Jasgado  de  Toledp  por  eeateacia  de  It  de  Fs-^ 
brero  último,  que  decretó  el  alsamiento  de  diohoe  embargoe,  ínndándeee- 
snatanclal mente  en  la  diapoalción  del  art.  768  de  la  ley  de  Enjaicia  • 
miento  ciyil,  enyo  fallo  confirmó  la  Sala  aeganda  de  lo  civil  de  la  Aa« 
diencia  territorial  de  eata  corte,  en  grade  de  apelacióo,  por  aentencia  do 
20  de  Janio  próximo  pasado: 

Beenltando  qne  D.  filignel  Menóndes  y  García  Victoria  ha  interpues- 
to recnreo  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  •! 
número  1.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjniciamiento  cItU,  alegando  en  tres 
diversoe  motivoe,  en  primer  término,  el  principio  general  de  derecho, 
consignado  en  la  legislación  antigna,  actorem  nomprabandum  reu9  €Bi 
ab$olvendu8t  por  no  haber  probado  nada  las  demandantes  en  el  inci- 
dente, y  loe  arts.  768  y  604  de  la  ley  de  Bnjnieiamiento  cíyíI;  y  qn« 
opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recnrso,  fundándose  para 
ello  en  el  núm.  8.®  del  art.  1720,  en  relación  con  el  núm.  1.°  del  1690  de 
dicha  ley  procesal,  se  ha  traído  á  la  Tista,  con  las  debidas  citasiones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta:- 

Oonsiderando  que,  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  1690  de  la  le  j^ 
procesal,  únicamente  procede  el  recurso  de  casación  contra  autos  ó  sea* 
tencias  dictadas  resolylendo  cuestiones  incidentales  cuando  sean  de  tal 
naturalesa  que  pongan  término  al  pleito,  haciendo'  imposible  su  oon- 
tinuacióD;  y  no  rey  latiendo  ese  carácter  la  sentencia  recurrida,  dicta» 
da  en  incidente  promovido  en  pleito  que  se  sigus  eotre  D.  Miguel  Me* 
néndes  y  García  Victoria  con  Dofia  Angeles  Regules  y  Dofia  Luisa  Ho- 
rráis, por  yirtud  de  la  que  se  alaó  el  embargo  decretado  á  consecuencia 
de  la  rebeldía  de  dichas  sefioras,  es  evidente  que  esa  resolución  ni  tiene 
el  carácter  de  definitiva  ni  pone  término  al  pleito,  por  lo  que  es  inadmi- 
sible el  presente  recurso,  según  reiteradamente  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo,  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el  núm.  8.^  dolar- 
tículo  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  inf  laodén  de 
ley  que  ha  interpuesto  D.  Miguel  Menéndes  y  García  Victoria;  no  haoo-^ 
mos  condenación  de  costas  mediante  haber  comparecido  sólo  en  este 
Tribunal  Supremo  dicha  parte  recurrente;  líbrese  á  la^  Audiencia  terri- 
torial do  esta  corte  la  correspondiente  oortlficacion,  devolviéndolo  9k 
apuntamiento  que  remitió;  y  publíquese  este  anto  según  proviene  la  loy» 

Madrid  29  de  Noviembre  de  1906.aeJoeé  de  Aldeooa.=:V.  do  Pinléo. 
Víctor  Oovián.3»El  Magistrado  Sr*.  Domenech  votó  on  Sala  y  no  pede 
firmar:  José  de  Aldecoa.r=rBamón  Barroota.  =  Fodorlso  MiMisalvo.=9 
Eduardo  Rula  García  Hita.=Ante  mí,  Marcelino  San  Román. 

£7üm.  148.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 30  do  NovIOMfert, 
pablloada  el  23  y  20  do  Febrero  ia  1008. 

Oasación  por  infracción  db  ley.— Pa^  d0pen$ioñe$  de  un  ooviao. 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpaento 
por  Doña  María  Oólogan  v  otros  contra  la  pronunciada  por  im 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Las  Palmae,  en  pleito  con 
D.  Luis  Cordovés  y  otro. 
En  8U8  coNBinBRANDoe  80  establece: 

Qué  loM  oeeianeM  retUee  9obre  bienM  inmuábiew.  y  eamtiguimí^ 
w^nnie  la  del  cenuutíi^tOj  pura  ¿migirlaMpefuiañéaaalumuouuMiém 
Xieo^ pt€9eHb€ná  lúB  irainía  oiiot,  oofi/omis4  te  U^eBdé  nra^  é 
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9ea  la  5.*,  tit.  9.^,  Ubro  lí  de  la  Noeimnuí  Reeopilaeión,  y  ahora,  úoh 
arreglo  á  lo  diapuetío  en  el  art.  X963  del  Código  eMl,  eén  que  la  ley 
exija  para  la  exiineión  de  aquel  derecho  otro  requisito  que  el  mero 
lapao  del  tiempo: 

Que  la  apreeiaeián  de  la  prueba  teetiHeal  ea  de  la  privatitfa /acui- 
tad del  Tribunal  eentendador: 

Que  aun  euandg  el  eeneo  ee  un  derecho  por  naturaleza  indivieible 
^  S  la  inierrup&ón  de  la  preeerip&ón  de  acciones  en  las  obligaciones 
soiidaHas  aprovecha  ó  perjudica  por  igual  á  los  acreedores,  no  in^ 
fringe  los  arts.  1618^  1973  y  1974  la  sentencia  ab^^olutoria  de  la  de* 
manda  interpuesta  contra  los  llevadores  de  uh  predio  que  se  supone 
afecto  á  un  censo ^  sobre  pago  de  pensiones  de  éste,  fundándose  el 
Jallo  en  la  prescripción  extintiva  de  la  acción  á  favor  de  los  deman- 
dados, entendiendo  que  el  documento  que  el  actor  supone  haber  in^ 
íerrumpido  la  prescripción^  Jué  extendido  cuando  ya  ésta  se  había 
reeUiMitdo  por  haber  transcurrido  con  exceso  el  lapso  de  tiempo  ne* 
eeaario  al  efecto: 

Que  son  ineñeaces  para  la  casación  los  hechos  citados  por  el  7>i- 
bunal  sentenciador,  sólo  como  corroborantes  de  su  juicio  y  no  como 
baae  esencial  de  las  añrmaciones  de  éste, 

Sn  la  Tilla  y  oorte  da  Madrid,  á  SO  da  Noviembra  de  1906,  en  el  jaicia 
daelaratlTO  de  mayor  enaatía  aegnido  en  el  Jnigado  de  primera  instancia 
da  La  Orotava  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  territorial  de  Lao 
Palmaa  por  D;  Bernardo  Cólogan  y  ¿e  Ponte,  Marqnóe  del  Sansal,  por  en 
propio  derecho  y  como  tntor  de  la  menor  Dofia  María  del  Carmen  Lniaa 
de  León  y  Oólogan,  y  Dofia  María  y  Dofia  Angela  de  Oólogan  y  Ponte, 
propietarioa,  yeeinoa  de  La  Orotava,  contra  D.  Lnie  Oordovée  y  Jiménea 
y  D.  Manuel  Oarmenal  y  Lorenao,  propietarios»  vecinos  de  Tanque, 
aebfo  pego  de  pensiones  de  un  censo;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  da 
lOGiirao  da  easaeidn  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Lula  Boto,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Antonio  Dominguea  y  Al- 
fonao,  an  nombre  de  loa  demandantes,  en  el  concapto  en  qucriitigan;  ha-- 
blando  comparecido  loa  demandados  rapreaentados  por  el  Procurador 
D.  Jkntonlo  Bendicho  y  defendidos  por  el  Letrado  D.  Ricardo  Bula  Boni» 
tes  da  Lugo: 

Raaultando  que  por  escritura  póbiica  otorgada  en  San  Podro  de  Dan- 
to •!  4  de  Septiembre  da  1667,  D.  Fabián  Vifia  dio  á  censo  enfitéotico, 
por  la  pensión  anual  da  18  fanegas  de  trigo,  18  de  centeno  y  dos  dearve- 
Jaoy  á  D.  Juan  Oarbailo,  vecino  del  Tanque,  unas  tierras  de  pan  llevar 
qoe  poaeía  en  los  Fayalea  de  dicho  pueblo,  junto  al  Granel,  que  decían 
de  Juan  Regla,  lindante  de  una  parte  con  el  camino  que  iba  derecho  á 
la  baclenda  y  con  tierraa  de  Juan  Martín,  y  por  la  banda  de  abajo  con 
loe  f  iaeoa  que  so  hallaban  sobre  la  hacienda,  y  per  el  otro  lado  con  al 
Lenao»  que  dedan  de  Benito,  hasta  dar  al  Oorral  de  los  Puercos,  que  es- 
tabo  Junto  al  Granel,  y  alrededor  del  Corral  á  dar  con  el  Caído,  que 
Lso  Juan  Oarbailo,  y  de  allí  ai  Caído  derecho  á  salir  á  dicho  camine 
mh  siendo  condiciones  expreaaa  del  eontrato,  entre  otras,  que  Juan 
Rjrballo  y  ana  herederos  y  sucesores  liabían  da  ser  obligados  á  dar  y 
igar  al  D.  Fabián  Vifla  y  á  los  suyos  laa  18  fanegas  de  trigo,  18  de  can- 
oa y  doa  de  arvejM,  bueno,  limpio  y  enjunto  de  piedra,  de  polvo  y 
^  paja,  anualmente  por  el  día  da  Nuestra  Sefiora  de  Agosto,  haolendo 
primera  p«gael  16  de  dicho  mea  de  1668;  que  tanto  Juan  Oarbailo 
orea  quedaban  ebligadoe  á  tener  tales  tierraa  aUertaa^ 
r  majoradaa  y  en  labor,  de  modo  que  siempre  crecieran  en. 
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Taloi;  qae  el  tranBoarrian  doa  aftoe  eonteoatiyoe  ata  pagar  el)  tributo» 
loe  cenealarioe  perderían  el  predio  oenaldo  eos  lo  que  en  él  hnMoran 
hecho,  cayendo  todo  en  comleo,  pudlendo  por  éete,  á  en  eleoolón,  el 
daefio  del  dominio  directo,  ó  tomar  para  ai  el  predio  ó  dejar  contlniíar 
en  ei  ceneo  á  loa  ceneatarloa;  que  taiee  tlerraa  no  podrían  dUldlrae  ni 
Imponeree  sobre  ellas  otro  censo,  ni  en  modo  algnno  enajenarlas,  sin 
antes  hacérselo  saber  al  oenanallsta,  por  al  quisiera  haberla  por  por 
•1  tanto,  la  décima  parte  del  precio  menea,  adtes  qne  otra  psraoiia» 
7  no  queriendo  conceder  la  licencia  para  la  enajenación,  y  en  lugar  d«l 
reconocí m tentó  del  sefiorío,  pagar  dicha  décima  cuantas  veces  Tendie- 
ran; 7  que  de  no  cumplir  lo  antes  dicho,  tal  venta  fuese  de  ningún  va- 
lor, 7  en  tal  caso,  los  bienes  caerían  en  comiso  7  podría  el  cenanalle- 
ta  tomarlas  ó  continuar  el  censo  en  la  forma  expresada,  á  voluntad  de 
aquél: 

Resultando  que  D.  Mateo  Vifia  de  Vergara,  auoesor  en  el  referido 
censo,  vendió  del  mismo,  por  escritura  pábiloa  de  16  de  Ma70  de  1691, 
las  18  fanegas  de  trigo  7  las  dos  de  arvejas,  reservándose  ias  18  de  cen- 
teno, á  D,  Manuel  Ramos  Bsrmúdes,  como  mandatario  de  Dofia  María 
de  ias  Cuevas,  la  cual,  por  el  codlcilo  que  otorgó  en  8  de  Octubre  de 
1692,  hiso  agregación  al  mayorasgo  que  había  fundado  en  1680  del  een« 
so  de  18  fanegas  de  trigo  7  dos  de  arvejas,  sucediendo  posteriormente 
en  el  ma7orasgo,  7  por  tanto  en  el  censo,  D.  Gaspar  Rafael  de  Ponte  7 
Ponte  de  las  Cuevas  7  Vargas,  D.  Juan  Antonio  de  Franch7  7  Ponte, 
D.  Gaspar  de  Franch7  7  Ponte  de  laa  Cuevas  7  Vargas,  Marqués  del 
Sausal;  Dofia  Narclsa  de  Franchy ,  Marquesa  del  mismo  título  y  doa 
.Bernardo  Oólogan  7  Heredia,  Marqués  del  Sauaal: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  %%  de  Julio  de  1600, 
D.  Tomás  7  D.  Juan  Peres,  D.  Antonio  Francisco  Carballo  7  D.  Juan 
Rodrigues  Gnzmán,  vecinos  de  Tanque   reconocieron  el  censo  de  18  fa- 
negas de  trigo  7  dos  de  arvejas  á  favor  del  Capitán  D.  Gaspar  Rafael  de 
Ponte  7  Ponte  de  las  Cuevas  7  Vargai;  por  otra  eaorltura  pública  otor- 
gada el  2  de  Julio  de  1871,  D.  Pedro  Gonsáles  Manso,  el  menor,  y  doa 
•Gaspar  Alonso  manifestaron  'que  gosaban  del  disfrute,  con  etroe  here- 
deros en  mancomún,  de  unas  tierras  en  el  lugar  del  Tanque,  donde  lla^ 
maban  los  Fa7ales,  7  en  la  aotualidad  el  Granel,  qne  lindaban  por  6a« 
líente  con  el  camino  real  que  venía  del  Valle  de  Santiago  al  logar  ds 
Garaohlco;  por  el  Poniente  con  el  Lomo  de  Benito,  que  llamaban  de  loe 
Oarbalios;  pur  arriba  con  el  camino  que  conducía  á  la  fuente  del  Gra- 
nero, que  era  el  mismo  que  Iba  al  Corral  de  los  Puercos,  7  por  abajo  coa 
ei  risco  de  Interlán,  que  eran  las  miomas  que  constaban  de  la  escritura 
censual,  las  cuales  dio  D.  Fabián  Vifia  á  tributo  perpetuo  á  Juan  Car- 
bailo  por  18  fanegas  de  trigo,  18  de  centeno  y  doa  de  arvejas,  de  cayo 
tributo  vendió  el  Fabián  Vifia  las  18  fanegas  de  trigo  y  dea  de  arvejas  á 
Dofia  María  de  laa  Cuevas,  quien  lo  agregó  al  mayorasgo  que  Inetitnyé 
de  sus  bienes;  y  que  habiéndoles  pedido  el  Marquéa  del  Sauaal,  ooms 
hijo  y  heredero  de  D«  Juan  Antonio  de  Franohy  y  Ponte,  que  le  hleleraa 
reconocimiento  del  expresado  tributo  de  las  18  fanegas  de  trigo  y  doo' 
arvejas,  reconocían  per  duefioa  del  mlamo  al  Marqués  del  Sanaal,  d 
Gaspar  de  Franchy  y  Ponte  de  laa  Cuevas  y  Vargas,  obligándose  s 
sus  personas  y  bienes  á  pagarlo  cada  une,  y  por  último,  D.  Antonio  Ge 
aáles  Barrido  y  81  vecinos  más  del  pueblo  de  Tanque  declararen  ea  t 
tritura  pública  otorgada  el  8  de  Agosto  de  1887  aer  peseederee  de  Hsm 
en  El  Roque  y  reconocieron  á  favor  de  Dofia  Narciaa  Frandiy,  Marqae 
jdel  Sauaal,  el  oenao  de  laa  18  fanegas  de  trigo  y  dos  de  arvejaa  pm 
«dentea  de  la  escritura  otorgada  entre  Fabián  Vifia  y  Juan  Oarballo  ei 
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de  Sepliembra  de  1067,  obligándeae  á  pagar  á  la  Dofia  Harciaa,  ó  á  quien 
tOTlera  aajieder  6  facaltod,  iaa  pensionea  anoalea  correapondlantaa»  een 
lee  demáe  obligaeionea  oonaignadaa  en  Ja  eacritora  inioial  referida: 

Beenltando  qne  habiendo  faileeido  D.  Bernardo  OóUgan  y  Heredla, 
Merqnée  del  Sensal,  ain  otorgar  diapoaiolón  teatamentaria,  íaeron  decía- 
radee  per  ana  herederea  abinteetato  ane  hijea  Defia  Angela,  Dofia  María, 
D.  Bernardo,  Dofia  Eliaa  j  Defia  Lanra  Oólogan  y  de  Ponte  por  anto  del 
Jnegado  de  primera  Inatanela  de  La  Orotava  de  8  de  Abril  de  1880;  y 
fallecida  también  Dofia  Lanra  Cólogan  y  de  Ponte  el  18  de  Abril  de  1888 
ain  deecendenela  y  ain  habar  otorgado  diapoaiolón  teetamentaria,  loé  de- 
deelarada  heredera  abinteatato  de  la  miama,  por  ante  de  28  de  Jonio  del 
altado  afio,  au  madre  Dofia  Eliaa  de  Ponte  y  del  Hoyo,  Marqneaa  yinda 
del  Sanaal,  quien,  oen  ocaaión  de  au  aegundo  matrimonio  con  D.  Eateban 
fialasar  y  Ponte,  Conde  del  Valle  de  Salaaar,  otorgó  con  éste  eacritura 
pábliea  de  capitulaoionea  matrimoniatea  en  21  de  Septiembre  de  1802, 
en  la  qne  amboa  pactaron  aeparaeión  abeoluta  de  bienea,  que  la  aooie» 
dad  conyugal  ae  entendía  ain  gananeialea  y  que  hacían  mutua  y  ezpreaa 
renuneia  á  reclamar  ceaa  alguna  por  gananeialea  y  por  el  derecho  de 
leofrueto: 

Beaultando  que  en  2  de  Mayo  de  1804  el  Notario  del  Puerto  de  la 
Cma,  D.  Aguatln  Delgado  y  García,  requerido  por  Dofia  Elisa  de  Ponte 
y  del  Hoyo,  Condesa  del  Valle  de  Salasar,  por  ai  y  como  madre  de  Don 
Bernardo,  Dofia  Elisa,  Dofia  María  y  Dofia  Angela  Cólogan  y  de  Ponte, 
ae  eonatitnyó  en  la  habitación  de  D.  Antonio  Alvares  Martel,  Párroco  de 
la  Igleaia  del  pueblo  de  Tanque,  y  le  requirió  en  nombre  de  aquélla  para 
que  pagaae  á  la  miama  y  á  ana  ezpreaadea  hljoa  la  totalidad  de  las  pen» 
•tonea  que  se  lea  adeudaban  por  el  censo  de  15  fanegas  de  trigo  de  rédito 
anual  que  pesaba  sobre  el  predio  El  Roque,  lindante  al  Este  con  camino 
péblico  qne  conducía  á  la  villa  de  Santiago;  al  Oeate  con  el  Lomo  de 
Benito;  al  Norte  con  loe  riscos  de  ínterin,  y  al  Sur  con  el  camine  que 
oMiducía  á  la  Fuente;  conteatando  D.  Antonio  Alvares  que  tan  pronto 
aomo  la  Dofia  Ellaa  de  Pont€¡  acreditaae  la  le|{itlmldad  del  cenao,  cuyaa 
penaionea  ó  atraaos  redamaba,  y  que  ella  y  aus  hijos  eran  los  verdade- 
loc  dnefioa  del  miamo,  cataba  pronto  á  aatlafacerlea  lo  que  á  prorrata  le 
e^nreepondlera  por  loe  terrenoa  que  poseía  dentro  del  predio  censido; 
pero  qne  bajo  concepto  alguno  ae  obligaba  á  aatisfacer  la  totalidad  de  Iaa 
pensiones  que  se  les  cataban  adeudando  por  rasón  del  mismo;  pues  en- 
lamdia  que  cada  censatario  debía  abonar  lo  que  le  correapondiera  por  ra« 
aóB  del  trose  ó  trosoa  qué  poseyera  de  dicho  fundo: 

fieeultande  que  Dofia  Luisa  de  Ponte  y  del  Hoyo,  Condesa  de  Sala*- 
wmr  del  Valle,  deseando  inscribir  el  ceneo  á  que  se  refiere  el  anterior  re- 
querimiento, primero  á  nombre  de  los  bermanoa  Cólogan  y  de  Ponte,  ana 
kijoe,  eomo  herederoa  de  au  padre  D.  Bernardo  Cólogan  y  Heredia,'  lue- 
go ai  auyo  la  quinta  parte  eorreapondiente  á  su  dlf  nnta  hija  Dofia  Lanra 
ée  Oóiogan  y  Ponte,  de  quien  era  heredera,  preaentó  la  correspondiente 
inetancia  en  el  Reglatro  de  la  propiedad  de  La  Oretava  en  6  de  Octubre 
da  1894,  á  la  qne  aoempafió,  entre  otros  dooumentoa,  una  relación  de 
a  71  poaeedorea  de  las  tierraa  cenaidas,  con  la  prorrata  de  pensión  que 
eada  uno  correspondía,  figurando  en  dicha  relación  D,  Luis  Cordovée 
Jlménes,  demandado  en  este  pleito,  con  la  de  cuatro  almudes  y  un 
iBrto,  y  D.  Manuel  Carmen aty  y  Lorenso,  también  demandado,  con  la 
10  cuartea  de  trigo,  ain  qne  en  dicho  decomento  aparezcan  loa  nom* 
aa  de  D«  Juan  Alonao  del  Caatillo  y  de  Dofia  Isabel  Martín  Femándes; 
praetleadae  las  operaoionee  correspondientes,  quedó  inscrito  dicho 
lao  en  18  del  míame  mea  y  afio  á  favor  de  D.  Bernardo,  Dofia  Sllaai. 
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DellA  María,  Dofia  Angela  y  Dolía  Lanra  Oólogan  7  de  Poote  en  el 
tome  7.^  del  Tanque,  folie  116,  finca  núm.  848,  inscripción  t.*;  7  por  le 
qae  hace  á  la  qainta  parto,  en  favor  de  Dofia  Elisa  de  Ponto  y  del  Hoye, 
por  herencia  de  aa  hija  Laura,  en  el  tome  7.®  del  Tanque,  felto  817,  fin- 
ca ndm.  848,  inscripción  8.*: 

Reaultondo  que,,  según  aparece  en  doeumentos  privadee  preeentadoe 
con  el  escrito  de  cobtostoción  á  la  demanda,  D.  Luis  Oordeyés  y  Jiménet 
adquirió  por  compra,  de  la  que  en  autos  no  apwece  la  fecha,  de  D.  Bue- 
nayentura  Gorf ín  y  Navarro,  en  el  punto  conocido  por  El  Roque,  los 
irosos  de  torrono  llamados  El  Drago  ó  Huerto  de  la  Tía  Meneses,  el  Ba« 
rro  ó  Cortodito  y  Veredas  ó  Puertitas,  como  libres  de  gravamen,  y  otro 
Iroso  conocido  por  El  Boque,  gravado  á  centone,  y  cuya  pensión  había 
satisfecho  á  Dofia  Elena  Benítes  de  Lugo;  y  D.  Manuel  Oarmenaty  y  Lo* 
renco  adquirió,  tomblén  por  compra,  en  el  punto  conocido  por  el  Boque, 
de  Dofia  Isabel  Gomales  Lugo  y  de  su  esposo  D.  Pedro  Alonso  Isidro,  un 
troso  de  torreno,  denominado  también  el  Roque;  y  por  escritura  pública 
otorgada  el  81  de  Enero  de  1898  el  propio  D.  Manuel  Oarmenaty  compró 
a  D.  Tomás  Peres  Gonsále^,  mandatario  de  D.  Valentín  García  Fernán- 
des,  libres  de  toda  carga,  un  torreno  llamado  La  Aromatito  ó  Jardín; 
otro,  llamado  El  Lomito,  y  otro  llamado  Somodita  de  Arriba,  en  el  tér- 
mino municipal  de  Tanque,  cuyas  fincas  las  había  adquirido  D.  Valen- 
tín García  de  D.  José  Navarro  del  Rosario: 

Besultando  que  Dofia  Elisa  de  Ponto  y  del  Hoyo,  Condesa  de  Saiasar, 
falleció  sin  otorgar  disposición  tostomentoria,  por  lo  que  fueron  decía 
rados  únicos  herederos  universales  abintestoto  de  la  misma  sus  cuatro 
hijoe  D.  Bernardo,  Dofia  María,  Dofia  Angela  y  Dofia  Elisa  Oólogan  y 
de  Ponto  y  su  viudo  D.  Estoban  Saiasar  y  Ponto,  Oende  del  citado  tito* 
lo,  por  lo  que  respecta  á  la  cuoto  usufructuaria;  y  postoriormento  murió 
Dofia  Elisa  Oólogan  y  de  Ponto,  de  quien  fué  heredera  universal  na 
única  hija  Dofia  María  del  Oarmen  Luisa  de  León  y  Oólogan,  conforme 
al  teetamento  que  aquélla  otorgó  en  38  de  Diciemlure  de  1900,  represes* 
tando  en  la  actualidad  á  dicha  heredera,  por  su  menor  edad,  su  tío  dea 
Bernardo  Oólogan  y  de  Ponto,  Marqués  del  Sansal,  como  tutor  de  la 
misma: 

Besultondo  que  con  presentación  de  copias  de  las  eeoriturae  de  4  ds 
Septiembre  de  1667,  16  de  Mayo  de  1691,  88  de  Julio  de  1696,  8  de  Jolie 
de  1871,  8  de  Agosto  de  1887;  de  la  instancia  dirigida  en  6  de  Oetabte 
de  1894  al  Registrador  de  la  propiedad  de  La  Orotova  por  Dofia  Bliía 
de  Ponto;  de  copia  de  requerimiento  netorlal  de  8  de  Maye  de  1894,  y 
de  otros  documentos,  D.  Bernardo  Oólogan  y  de  Ponte,  Marqués,  del 
Sansal,  por  sí  y  como  tutor  de  la  menor  Dofia  María  del  Oarmen  Luisa 
de  León  y  Oólogan  y  en  nombre  también  de  Dofia  María  y  D^fia  Angela 
Oólogan  y  de  Ponto,  presentó  con  fecha  1.®  de  Ageeto  de  n08,  en  el 
Juagado  de  primera  instancia  de  La  Orotava,  demanda  en  Julcto  deela- 
rativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Luis  Cordovés  y  Jiménea  y  D.  Ma« 
nuel  Oarmenaty  y  Lorenso,  en  la  que,  además  de  hacer  relación  en  Is 
•nstancial  de  los  antecedentes  expuestos,  menos  de  loo  relativos  á  Iss 
adquisiciones  de  torrenoe  en  el  predio  de  El  Roque  por  loe  demandadoí 
alegó:  que  con  el  transoureo  del  tiempo  fué  variando  eaeeoivamenls  < 
nombre  del  predio,  sobre  el  que  se  constituyó  el  eeneo  en  el  afie  16i 
eonociéndose  en  la  actualidad  por  El  Roque,  siendo  sus  Itnderoe  adr 
lee,  por  el  Esto,  el  camino  público  que  conduoe  á  U  villa  de  Santlsi 
por  el  Gesto,  el  Lomo  de  Benito  Carliallo;  por  el  Norte,  los  risoee  de  I 
tarián,  y  por  el  Sur,  el  camino  que  lleva  á  la  Fnento,  euya  alegaeMn  f 
hecho  figura  con  el  núm.  18  en  la  demanda;  que  si  bten  en  ta  eaerili' 
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áB  cQiifltitocIto  del  eento  en  eoestión  apareeía  oonviatir  la  pensión  de  It 
ianegaa  de  trige  y  dee  de  arvejas,  conTÍnieren  últimamente,  oensnalista 
7  oeosatarios,  en  redoolr  las  aryejas  á  trigo,  Tiniéndese  desde  entonces 
«obrándose  7  pagándose  por  tal  derecho  real  15  fanegas  de  trigo;  qne  el 
predio  afecto  al  oenso  disentido  se  hallal»a  poseído  en  la  fecha  de  sn  ins- 
erlpolón  en  el  Registro,  entre  otras  personas,  por  D.  Lais  Cordovés,  qne 
debía  satisfacer  por  sn  prorrata  de  pensión  cnatro  almudes  7  cuarto,  7 
por  Dofia  Isabel  Lugo,  mujer  de  D.  Pedro  Alonso  Isidro,  qne  vendieron 
el  troao  de  terreno  qne  en  el  fundo  poseían  7  por  el  que  satisfacían  por 
en  parte  la  pensión  de  10  cuartos,  á  D.  Manuel  Oarmenat7;  que  no  obs- 
tante el  tiempo  transcurrido  desde  que  se  inscribió  el  dominio  directo 
del  censo  en  cuestión  en  el  Registro  á  nombre  de  los  demandantes  7  de 
sus  causahabieotes,  ninguna  reclamación  ni  impugnación  se  había  for* 
mualdo  por  los  llevadores  del  predio  afecto  al  mismo;  que  los  demandan- 
tes eran  dnefios  por  cuartas  partes  del  censo  en  cuestión,  pues  si  bien 
fué  también  heredero  de  Dofia  Eliea  de  Ponte  7  del  H070,  en  cnanto  á 
la  cuota  viudal,  D.  Eateban  Salasar  7  Ponte,  Conde  del  Valle  de  Salasar, 
áste  per  la  escritura  de  21  de  Septiembre  de  1892,  renunció  al  derecho  de 
usufructo  que  le  correspondía,  al  art,  894  del  Oódigo  civil;  que  no  obs 
tante  el  requerimiento  notarial  de  2  de  Ma7o  de  1894  7  los  varios  avisos 
amistosos  hechos  á  los  demandados  7  demás  poseedores  de  la  finca  cen- 
sida para'  qne  cumplieran  su  obligación,  pagando  las  pensiones  que 
adendabcn,  habían  excusado  el  hacerlo,  no  obstante  constarles  que  se 
hallabn  completa  la  titulaeión  del  dominio  directo  á  favor  de  los  de- 
mandantee,  7  por  ello  se  veían  en  la  precisión  de  deducir  esta  demanda, 
eemo  fundamento^  de  derecho  expuso,  entre  otros:  que  la  indivisibili- 
dad de  los  oensos  es  Inherente  á  su  naturalesa,  conforme  declara  el  Tri- 
bunal Supremo  en  varias  sentencias,  por  lo  que  la  pensión  censual  afecta 
á  todaa  7  á  cada  una  de  las  partes  del  predio  censido,  siempre  qne  éste 
ss  ha7f  subdividido  sin  previo  permiso  del  censualista,  siendo  manco  * 
munada  7  solidaria  la  obligación  de  pacerla  para  todos  los  poseedores; 
que,  de  acuerdo  el  Código  civil  con  la  jurisprudencia  7  la  legislación 
anterior,  establece  en  su  art.  1628  que  los  censos  producen  acción  real 
sobre  la  finca  gravada  7  personal  contra  el  censatario,  7  que  aun  cuando 
estas  acciones  sen  prescriptibles,  se  interrumpe  la  prescripción  por  sn 
ejercicio  ante  los  Tribunales  por  redamación  extrajudiclal  del  acreedor 
7  por  enalquier  acto  de  reconocimiento  por  parte  del  dendor;  7  citando 
además  los  artículos  1144  7  1146  del  Oódigo  civil,  suplicó  se  declarase 
que  los  poseedores  de  la  finca  descrita  en  el  hecho  18  de  la  demanda  ve- 
nían obligados  á  satisfacerles,  como  dnefios  del  dominio  directo,  el  cense 
enfifcénttco  con  derecho  de  tanto  7  décima,  de  16  fanegas  de  trigo  de 
pensión  que  gravaba  dicha  finca,  condenando,  en  su  consecuencia,  á  los 
demandados  á  que  solidaria  7  mancomunadamente  les  pagasen  810  fa- 
negas de  trigo,  importe  de  las  anualidades  comprendidas  desde  el  afio 
de  1872  al  de  1889,  en  que  se  publicó  el  Oódigo,  7  de  las  cinco  últimas 
vencidaa  en  Agosto  de  1902,  que  en  junto  hacían  21  7  dos  tercios,  con 
abono  de  la  contribución  correspondiente  á  las  propias  anualidades,  7 
de  los  demás  pagos  legítimos,  con  las  costes: 

Resultando  qne  D.  Luis  Cordovés  Jiménea  7  D.  Manuel  Oarmenat7 
Lsrenao,  acompafiando  los  documentos  privados  de  que  en  los  antece- 
dentes queda  hecho  mérito,  7.  oopia  de  la  escritura  páblicade  81  de 
Bnero  de  1898,  contestaron  á  la  demanda,  sosteniendo,  en  primer  lugar, 
la  nulidad  de  la  eseritura  de  constitución  del  censo  establecido  en  4  de 
Ae  Septiembre  de  1667  per  D.  Fabián  Vifia,  aeí  como  la  de  la  escritura 
le  16 de  Ma70  de  1691^  per  laque  Mateo  Tifiado  Vergara,  causaha 
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biente  del  anterior»  Tendió  el  dominio  directo  de  perte  del  indicado  4 
á  Dofia  María  de  laa  Cnevas,  y  U  de  lae  eacritnraa  de  reoQnocimienl» 
del  derecho  real  de  que  ae  trata,  otorgadaa  respectivamente  en  S8  do 
JqIío  de  1«91,  2  de  Jallo  de  1781  y  8  de  Agoato  de  1887;  negando  que 
existiera  identidad  entre  el  censo  reclamado  7  el  constituido  por  don 
Fabián  Viftá,  y  alegando  además,  en  cnanto  es  pertinentes  que  la  ins- 
cripción practicada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  La  OrotaTS»  á  ins- 
tancia de  Dofia  Slisa  de  Ponte,  en  Octubre  de  1894,  del  censo  de  18  fa- 
negas de  trigo  Y  dos  de  arvejas,  reducido,  sin  saber  por  qué,  á  16  do 
trigo,  en  nada  perjudicaba  á  los  demandados,  no  ezpiicándose  cómo  so 
accedió  á  la  inscripción  solicitada  sin  más  documentos  que  los  testimo- 
nios de  autos  sobre  declaración  de  herederos,  que  con  la  instancia  so 
presentaron,  aparte  de  que  Dofia  Elisa  Ponte  carecía  de  personalidad 
para  representar  á  sus  hijos  por  haber  perdido  la  patria  potestad  sobre 
ellos  por  haber  contraído  segundas  nupcias  antes  de  esa  fecha;  qne  en 
el  punto  conocido  por  El  Boque,  en  el  Tanque,  nunca  se  había  pagado 
censo  alguno  á  los  Marqueses  del  Sausal  ni  á  sus  causahabientes;  qa# 
no  era  cierto,  7  por  tanto,  .carecía  de  fundamento  lo  que  en  la  demanda 
se  decía  sobre  la  reducción  del  censo  de  18  fanegas  de  trigo  7  dos  do  ar- 
vejas al  de  16  de  trigo  que  se  reclamaba;  que  no  habían  pagado  nunca 
la  prorrata  que  se  les  suponía,  porque  nunca  habían  sido  censatarios  de 
los  demandantes,  ni  los  terrenos  que  poseían  en  el  Tanque  los  habían 
adquirido  con  el  gravamen  del  censo  que  se  les  reclamaba;  que  ni  olios 
ni  las  personas  de  quienes  habían  adquirido  los  terrenos  que  poseían  oa 
el  Tanque  habían  reconocido  á  los  demandantes  ni  á  sus  ascendientes 
censo  alguno  de  16  fanegas  de  trigo,  aparte  de  que,  en  caso  de  haber 
existido,  ya  se  hallaría  prescrito;  que  el  requerimiento  notarial  de  t  de 
Mayo  de  1894  era  de  escaso  valor  en  el  presente  caso;  que  en  el  supuesto 
de  la  existencia  del  censo  en  cuestión,  ó  sea  dando  por  sentado  qne 
hasta  la  fecha  hubiera  prevalecido,  que  la  escritura  censual  no  f usso 
nula  y  que  no  hubiese, prescrito  en  virtud  de  no  hacer  más  de  treinta 
afios  que  habían  dejado  de  satisfacerse  las  pensiones,  siempre  resultaría 
haber  lugar  á  la  absolución  de  la  demanda,  toda  vei  que  siendo  el  oenso 
constituido  por  Fabián  Vifia  de  18  fanegas  de  trigo,  18  de  centeno  y  dos 
de  arvejas,  al  sgregarse  la  pensión  de  centeno  y  siendo  todo  uno  el  fes» 
rreno  comprendido  en  los  linderos  que  marcaba  la  escritura  censual, 
era  lógico  ó  indudable  que  hecha  tal  segregación  existía  ya  dentro  del 
fondo  una  gran  parte  libre,  ó  por  lo  menos  que  pagaba  oenso  á  otros 
censualistas;  y  siendo  esto  así  habían  debido  precisar  los  demandantes 
qué  porción  del  fundo  y  con  qué  linderos  quedó  sujeto  al  gravamen  de 
las  18  fanegas  de  trigo  y  dos  de  arvejas,  en  el  supuesto  de  que  ésto  y  el 
reclamado  fueran  el  mismo^  pues  así  era  preciso  á  fin  de  venir  en  cono- 
cimiento doisi  los  demandados  poseían  terrenos  dentro  del  predio  gra* 
vado  por  tal  censo,  ya  que  nunca  se  habían  considerado  como  oensata* 
ríos  respecto  á  quienes  demandaban  tan  sin  raión;  que  aunque  el  oenso 
en  cuestión  reuniese  todos  los  requisitos  necesarios  para  su  identifica- 
ción, siempre  resultaría  prescrito,  pues  ninguno  de  los  que  poseían  te- 
rrenos en  el  Tanque  desde  hacía  cuarenta  y  cinco  afios  á  la  fecha  recor- 
daba haber  pagado  el  censo  de  referencia,  de  modo  que  hasta  la  época 
de  su  inscripción  en  el  Registro  ostalM  aquél  prescrito;  qne  los  docu- 
mentos privados  y  la  escritura  pública  que  presentaban,  acreditaban 
que  habían  adquiridos  los  terrenos  á  que  se  referían  libres  de  todo  gra* 
▼amen,  siendo  el  único  gravado  á  centeno  el  troio  de  terreno  conocido 
por  El  Roque,  que  poseía  el  D.  Luis,  y  cuya  pensión  había  satisfecho  á 
Dofia  Elena  Benítei  de  Logo,  según  comprobaba  oon  loa  rocitios!  prsssa* 
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todo8|  TiBiendo  esto  á  evidenciar  una  vez  más  quej  ei  oeneo  cenatitaído 
por  Fabián  Vifia  sobre  tierras  conocidas  por  los  Fayales  se  equivocaba 
lamentablemente  con  el  llamado  £1  Boqne,  perteneciente  á  la  Dofia 
Elena,  y  citando  varios  f  andamentos  de  dereobo  en  apoyo  de  la  necesi- 
dad de  identiñoar  el  predio  censido  y  de  qne  la  acción  mixta  producida 
por  el  contrato  enfiténtico  se  extingue  por  el  transcurso  de  treinta  afios, 
suplicaron  se  declarase  que  los  demandantes  carecían  de  acción  y  dore» 
qbo  para  redamar  el  censo  debatido,  absolviéndoles,  en  todo  caso,  de  la 
demanda,  con  las  costas  á  la  parte  contraria,  y  por  otrosí  formuló  don 
Manuel  Oarmenaty  demanda  incidental  de  pobresa: 

Seaultando  que  al  replicar  los  demandantes  combatieron  las  alega- 
ciones del  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  dirigidas  á  demostrar 
la  nulidad  de  las  escrituras  de  constitución,  transmisión  y  reconocí- 
miento  del  censo  en  cuestión,  así  como  la  ialta  de  identidad  entre  el 
reclamado  y  el  constituido  por  Fabián  Vifia,  y  afiadieren:  que  no  era 
exacto  que  ninguno  de  los  poseedores  en  el  Tanque  recordase  baber  pa- 
gado dlcbo  censo  desde  bacia  cuarenta  y  cinco  afios  á  la  f  ecba;  que  no  ne- 
gaban que  los  demandados  poseyeran  en  El  Roque  los  terrenos  que  de- 
cían, pero  sí  la  pertinencia  de  las  observaciones  qne  sobre  el  particular 
hacían;  que  por  eecritura  otorgada  en  27  de  Fdbrero  de  1866  D.  Francisco 
Alfonso  Almeda,  como  apoderado  de  D.  Marcos  Castrillo  y  Nava,  Mar- 
qués del  Becerro  y  de  Villaverde,  vendió  á  D.  Luis  Benítes  de  Lugo, 
Marqués  de  la  Florida,  las  18  f  Anegas  de  centeno,  parte  del  censo  im- 
puesto por  Fabián  Vifia  en  1657  sobre  unas  tierras  en  el  pueblo  de  Tan- 
que al  sitio  llamado  Ei  Tanque  ó  Fayales,  por  la  pensión  anual  de  18  fa- 
negas de  trigo,  18  de  centeno  y  dos  de  arvejas;  que  al  venderse  cierta 
porción  de  un  censo  no  se  separa  determinada  porción  de  un  predio  cen- 
sido para  cobrar  la  pensión  correspondiente  de  una  parte  del  mismo 
predio,  sino  qne  éste  sigue  en  el  mismo  s^  y  sujetas  todas  y  cada  una 
de  sos  partes  al  pago  total,  sin  otra  variación  que  ser  dos  ó  más  loa 
censatarios,  en  lugar  de  uno;  y  después  de  reproducir  los  fundamentos 
legales  de  la  demanda,  que  ampliaron  con  otros,  suplicaron  se  decla- 
rase que  los  poseedores  de  la  finca  descrita  en  el  hecho  18  de  la  deman- 
da venían  obligados  á  satisfacerles,  como  duefios  del  dominio  directo, 
el  censo  enfítéotioo  de  16  fanegas  de  trigo  de  pensión  qne  gravaba  dicha 
finca,  condenando,  en  su  consecuencia,  á  los  demandados  á  que  solida- 
ria 7  mancomunadamente  les  pagasen  las  810  fanegas  de  trigo,  importe 
de  las  anualidades  comprendidas  desde  el  afio  1872  al  1889,  en  qne  se 
publicó  el  Código  civil,  y  de  las  cinco  últimas,  vencidas  en  Agosto  de 
1902,  que  en  junto  hacían  21  anualidades  y  dos  tercios  de  tal  pensión, 
y  caso  de  no  acreditarse  ó  de  no  convenir  los  demandados  en  haberse 
convenrtldo  las  dos  fanegas  de  arvejas  en  dos  de  trigo,  se  les  condenase 
á  que  satisfacieran,  en  lagar  de  las  810  fanegas  de  trigo,  281  de  éstas  y 
echo  almudes  y  48  y  cuatro  almudes  de  arvejas,  con  abono  en  ambos 
casos  de  la  contribución  correspondiente  á  las  propias  anualidades  y  al 
abono  de  los  demás  pagos  legítimos,  con  las  costas;  y  duplicando  los 
demandados,  insistieron  en  sus  pretensiones  y  alegaciones,  sin  afiadir 
ninguna  esencial: 

Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  los  demandantes  ntlllEa- 
ron  en  primer  logar  la  de  confesión  judicial  de  los  demandados,  decla- 
rando, al  prestar^,  D.  Luis  Cordovés,  entre  otros  extremos:  que  el  trozo 
de  tierra  que  poseía  en  el  punto  conocido  por  El  Roque  confinaba  con  otro 
te  D.  Manuel  Oarmenaty,  y  se  hallaba  situado  por  bajo  del  camino  qne 
ra  á  la  Fuente  del  Granero,  por  encima  de  los  riscos  de  Interián,  al  Po- 
lente  del  camino  que  conduce  á  la  villa  de  Santiago  y  al  Saliente  del 
TOMO  105  6á 
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Lomo  llamado  de  Benito  Oarballo  ó  de  las  OarbaUaa;  qae  satlaflso  en 
otro  tiempo  por  el  trovo  denominado  El  Roqne,  á  Dofia  Elena  Benitos  de 
Lago,  Marqoeea  vinda  de  ia  Florida,  eierta  porción  de  nn  tribato  de 
centeno;  haciendo  observar  qne  había  dejado  de  hacerlo  desde  hacia 
veinticinco  ó  veintiocho  afioe,  por  anponer  qne  estaba  prescrito,  ha- 
biendo pagado  las  pensiones  qne  abonó  por  equivocación  á  cansa  de  no 
conocer  dicha  circnnstancia,  y  qne  en  todo  caso,  ese  censo  nada  tenía 
qne  ver  con  el  qne  reclamaba  el  Marqués  del  Saniai,  cay  a  pensión  oon* 
sistía  en  habas  y  trigo  y  arvejas,  segón  la  demanda;  qne  al  adquirir  de 
D.  Bnenaventnra  García  Navarro  los  troios  de  tierra  conocidos  por  el 
Barro  ó  Oortadita  y  Veredltas  ó  Pnertitaa  convino  con  el  vendedor  qne 
sería  de  cuenta  de  éste  el  pago  de  los  atrasos  y  el  de  la  décima,  si  resul- 
taren gravados  con  algán  tribato,  estableciendo  tai  reconvención  teme- 
roso de  que  esos  terrenos  estuvieran  gravados  con  algún  censo  á  favor, 
no  del  Marqués  del  Sausal,  sino  de  la  Marquesa  de  La  Florida;  qne 
D.  Antonio  de  Qusmán,  D.  Manuel  Oarmenaty  y  otros  interesados  ó 
poseedores  en  el  fundo  denominado  El  Boque  constribnían  con  él  á 
satisfacer  ios  gastos  que  le  ocasionaba  este  pleito;  manifestando  á  su 
vea  D.  Manuel  Oarmenaty  Lorenio,  entre  otros  particulares,  que  ai 
comprar  á  Dofia  Isabel  Goniáleí  Lugo  y  su  esposo  D.  Pedro  Alonso  Isi- 
dro ios  trosos  de  terrenos  situados  donde  dicen  ia  Booa,  El  Hoyo  y  El 
Boque  se  tuvo  en  cuenta  que  pudieran  estar  gravados  con  algdn  tri- 
buto, y  por  ello  convino  con  los  vendedores  en  que  si  apareciesen  eetar 
afectos  á  alguno,  serían  de  cuenta  de  los  mismos  los  atrasos  hasta  la 
fecha  de  la  adquisición;  que  el  troio  de  terreno  situado  donde  dicen  El 
Boque,  á  que  antes  se  aludía,  linda  por  el  Poniente  con  otro  de  D.  Lula 
Oordovés,  y  se  halla  situado  en  el  fundo  conocido  también  por  El  Bo- 
que, ó  sea  el  Poniente  del  camino  que  va  á  Santiago,  al  Saliente  del 
Lomo  de  los  Carballos  ó  de  Banito  Oarballo,  por  encima  de  los  riecee 
de  Interián  y  por  bajo  del  camino  que  conduce  á  la  Fuente  del  Granero; 
que  no  era  cierto  supiera  que  por  el  indicado  fundo  El  Boque  se  pagase 
tributo  á  la  casa  del  Marqués  del  Sausal,  pues  lo  que  había  oído  era  que 
en  otro  tiempo  se  satlsfiso  un  tributo  por  esos  terrenos  á  la  del  Marqués 
de  la  Florida;  y  que  algunos  copropietarios  en  el  predio  El  Boque,  entre 
ellos  D.  Luis  Oordovés  y  otros  que  no  recordaba,  coadyuvaban  al  pago 
de  este  litigio;  pero  no  era  cierto  que  D.  Antonio  Gnsmán  lo  hiciera, 
pues  no  le  constaba  que  tuviera  interés  alguno  en  dicho  fondo;  añadien- 
do, á  preguntas  del  Juagado,  que  hasta  la  fecha  había  venido  pagan ao 
esos  gastos  directamente  D;  Luis  Oordovés,  á  quien  él  y  otros  partici- 
pes habían  entregado  la  cuota  que  les  correspondía: 

Resultando  que,  además,  practicaron  los  demandantes  prueba  testi- 
fical, dirigida  á  Justificar,  entre  otras  cosas,  el  pago  de  pensiones  de 
trigo  por  parte  de  algunos  poseedores  de  tierras  en  El  Boque,  como  per- 
tenecientes al  censo  en  cuestión,  y  documental,  consistente  en  testimo- 
nio de  la  escritura  de  reconocimiento  de  un  tribato  de  IS  fanegae  de 
trigo  y  dos  de  arvejas,  otorgada  en  3  de  Julio  de  1871;  copia  auténtica 
de  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  de  11  de  Septiembre 
de  1892,  y  certifioaoión,  expedida  por  el  Beglstrador  de  la  propiedad  de 
La  Orotava,  haciendo  constar  que  al  folio  77  del  cuaderno  primero  pro* 
visional  de  traslaciones  de  dominio  del  pueblo  de  Tanque  se  hallaba  ia 
siguiente:  cQae  por  escritura  otorgada  en  27  de  Febrero  de  1856,  don 
Francisco  Alonso  Olmeda,  como  apoderado  de  D.  Marcos  Oastille  y 
Nava,  Marqués  de  las  Cuevas  del  Bdcerro  y  de  Villaverde,  vendió  á  den 
Luis  Banites  de  Lugo,  Marqués  de  la  Florida,  un  censo  de  iS  fanegas  de 
trigo  y  8  de  centeno  por  unas  tierras  donde  llaman  Nognero,  que  Ante* 
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ni*  SImóB  Piirtagaés  tomó  de  FabláQ  Viñ%  por  etoritara  de  6  de  Enero 
-de  1656;  otro  de  IS .  fanegas  de  oeateno  y  doe  de  arvejae^  por  anaa  Üe- 
rrae  qae  Joan  Oarbaüo  tomó  de  Fabláa  Vifia  al  eitio  Boqae  6  Fayalee, 
«egÚQ  eeoritnra  de  4  de  Saptiembre  de  1667,  y  .otros»;  practloándeee, 
adeaaáe,  de  cotejo  con  sus  originales  de  las  coplas  de  las  esorltnraa  de 
4  de  Septiembre  de  1667  y  16  de  Mayo  de  1691  y  del  testamento  de  Dofia 
Biiaa  Oólogan  y  Ponte,  de  18  de  Diolembre  de  J1900;  y  por  los  demanda- 
dos  se  snmlnlstró  prueba  docnmenial,  consistente  en  el  cotejo  de  la 
-eopU  de  la  escritura  de  81  de  Eaero  de  1896,  presentada  con  el  escrito 
de  contestación,  y  testlfioal,  para  demostrar  que  desde  hacía  más  de 
cuarenta  y  cinco  afios  no  se  había  pagado  pensión  alguna  á  los  deman* 
dantee  ni  á  sus  antecesores  por  el  censo  en  litigio,  y  que  no  gravaba  las. 
tierras  que  en  Bl  BoqQe  poseían  los  demandados: 

Resultando  que  fenecido  el  término  de  prueba,  los  demandantes  pre- 
•entAron  escrito  con  fecha  28  de  Mayo  de  1901,  acompafiando  los  docu- 
mentos privados,  de  los  que  juraron  no  haber  tenido  antes  conocimiento, 
«Btorlsado  el  uno  por  D.  Joan  Alonso  del  Oastrlllo,  en  San  Pedro  de 
Dante,  el  6  de  Diolembre  de  1891,  y  el  otro,  firmado  por  Dofia  Isabel 
Martín  Fernándei  el  16  de  Octubre  de  1887,  declarando  haberla  sido 
abonada  por  la  Marquesa  viuda  del  Sausal  la  cuarta  parte  que  por  con- 
tribución le  correspondía  en  las  cuatro  anualidades  que  la  había  satis- 
fecha de  á  9  cuartlllae  de  trigo  del  tributo  que  debía  satisfacerla  del 
fundo  El  Boque  en  el  lauque;  é  Impugnados  dichos  documentos  por  los 
demandadoe,  se  cotejaron  sus  firmas  con  otras  Indubitadas,  que  para  el 
suscrito  por  Dofia  Isabel  Martín  lo  fué  la  que  autorlsaba  su  contrato 
matrimonial,  existente  en  el  Archivo  del  Obispo  de  La  Laguna,  mani- 
iestando  los  peritos  que  practicaron  el  cotejo  de  las  dos  firmas  citadas 
que  estaban  hechas  y  trasadas  por  una  misma  mano,  pero  sin  poder 
asegurarlo  por  la  facilidad  de  Imitar  las  letras: 

Resultando  que  conclusos  los  autos,  y  practicadas  determinadas  di- 
ligencias, acordadas  para  mejor  proveer,  dictó  sentencia  el  Jnes  de  pri- 
mera Instancia  de  La  O  rota  va,  que  fué  revocada  en  20  de  Enero  próximo 
pasado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Las  Palmas, 
•declarando  no  haber  lug$r  á  la  acción  ejercitada  en  la  presente  demanda 
y  absolviendo  de  ella  á  los  demandados  D.  Luis  Cordovés  y  Jlménes  y 
D.  Manuel  Oarmenaty  y  Lorenso,  sin  hacer  especial  condenación  de  cos- 
tas en  ambas  instancias: 

Resultando  que  Dofia  María  y  Dofia  Angela  Oólogan  y  de  Ponte  y 
D.  Bernardo  Cólogan  y  de  Ponte,  Marqués  del  Sanial,  éste  por  sí  y  como 
tutor  de  la  menor  Dofia  María  del  Carmen  Luisa  de  León  y  Oólogan,  han 
Interpuesto  recurso  de  casación  por  Infracción  de  ley,  fondado  en  loé 
números  1.^  y  7.®  dial  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando 
los  siguientes  motivos: 

Primero.    Infracción  del  art.  1618  del  Oódlgo  civil,  según,  el  que,  no 
pueden  dividirse  entre  dos  ó  más  las  fincas  gravadas  con  censo  sin  el 
consentimiento  expreso  del  censualista,  aunque  se  adquieran  á  titule 
''e  herencia,  porque  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  á  D.  Luis  Oorde- 
rés  y  D.  Manuel  Oarmenaty,  supone  dividido  el  censo  en  cuestión  en 
autos  censos  como  poseedores  gosanen  la  actualidad  el  dominio  útil  del 
fundo  censido,  con  lo  que  desconoce  que  el  derecho  real  subsiste  íntegro 
■^bre  la  totalidad  del  predio  mientras  no  se  cancele  el  gravamen,  y  sub- 
iste también  sobre  cualquier  parte  del  mismo;  bastando  leer  el  párrafo 
ranecrlto  del  art.  1618  y  también  el  segundo  para  adquirir  el  convencí- 
liento  de  la  procedencia  del  presente  motivo,  además  de  que  ya  con  an- 
)rioridad  á  la  publicación  del  Código  civil  tiene  sentada  como  doctrina 
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legal  este  Tribunal  Sapremo  en  ana  aentenciaa  de  14  de  Octubre  de  1864^ 
y  9  de  Jallo  de 'i  868  y  otrae  la  de  que  el  cenao  es  on  derecho  por  natn- 
ralesa  Indivisible,  y  como  no  se  ha  aportado  prneba  alguna  para  acredi 
tar  que  desde  1667  hasta  la  actnalidad  hayan  prestado  ninguno  de  los 
sucesivos  censualistas  su  consentimiento  expreso  para  la  división 
del  gravamen,  imprescindible  aun  en  el  caso  de  herencia  y  la  Bala 
sentenciadora  admite  como  probado  que  otros  poseedores  de  otros 
terrenos  en  el  mismo  fundo  £1  Roque,  que  para  los  efectos  del  grava- 
men censual  constituye  una  cosa  indivisible,  han  satisfecho  las  penBio*^  > 
nes  censuales  y  ejecutado  otros  actos  de  reconocimiento  del  dominio  di- 
'  recto,  resulta  Inadmisible  que  se  absuelva  á  los  demandados,  pues  son 
unos  entre  tantos  otros  como  possen  tierras  en  El  Boque; 

Segundo,  t  Infracción  del  art.  1267  del  propio  Código,  en  cuanto  eeta-^ 
blece  que  los  contratos  sólo  producen  efecto  entre  las  partes  que  los 
otorgan  y  sus  herederos,  pues  el  fallo  recurrido  se  funda  en  que .  les  de- 
mandados adquirieron  los  terrenos  de  El  Boque  libres  de  toda  carga,  se- 
gún acreditan  con  documentos  privados  y  una  escritura  pública,  esta- 
bleciendo la  inadmisible  teoría  de  que  los  contratantes,  puestos  de  acuer» 
do  para  librarse  de  un  derecho  real  que  grava  la  finca  sob^e  que  contra- 
tan, puedan  desposeer  del  dominio  directo  á  su  legítimo  duefio,  siendo 
así  que  consta  de  un  modo  indiscutible,  por  confesión  en  juicio,  corrobo- 
rada por  la  prueba  testifical,  que  al  formalizarse  tales  escrituras  no  pu- 
dieron desentenderse  compradores  ni  vendedores  de  la  carga  censual,  es- 
tabieciendo  que  el  pago  de  todos  los  atrasos  que  pesaran  sobre  los  terre- 
nos serían  de  cuenta  de  los  vendedores  basta  la  fecha  de  la  celebración 
de  los  contratos,  y  de  les  compradores  desde  entonces  en  adelante,  te- 
morosos,  según  todos  declaran,  de  que  resultasen  gravámenes  censoalea 
á  favor  de  las  casas  de  la  Florida  y  del  8ousal,  que  cobran  cada  una  su 
parte  del  mismo  é  indiscutible  censo  enfiténtico;  citando  además  la  doo* 
trina  sentada  en  la  sentencia  de  10  de  Febrero  de  1877,  que  resolvió  un 
caso  igual  al  presente,  de  que  cuando  los  bienes  se  vendiesen  sin  men»^ 
oionar  las  pensiones  constituidas  á  favor  de  particulares,  esta  circuns- 
tancia no  releva  á  los  compradores  de  la  obligación  de  pagar  el  censo» 
porque  este  derecho  es  inherente  á  la  finca,  eeik  quien  quiera  su  po- 
seedor; 

8.°  Falta  de  aplicación  al  caso  de  autos  del  art.  1978,  también  del 
Código  civil,  según  el  qne,  la  prescripción  de  las  acciones  se  interrumpe 
por  reclamación  eztrajadicial  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de  reco- 
Doci miento  de  la  deuda  por  el  deudor,  por  cuauto  la  sentencia  recurrida 
se  íaada  en  qne  do  se  ha  probado  la  reaiizacióD  de  acto  alguno  que  inte- 
rrumpa la  preecripnión  hasta  el  requerimiento  notarial  de  2  de  Mayo 
de  1894,  siendo  »eí  qiif*  existe  el  reconocimiento  qne  supone  el  documento 
privado  de  16  dn  Octubre  de  1887,  de  cuya  autenticidad  no  es  lícito  du- 
dar, y  qne  la  8r.la  papa  por  alto,  y  como  ésta  no  pnio  prescindir  de  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  La  Orotava  del  censo  en 
cuestión,  realizada  en  18  de  Octubre  de  1894,  y  del  requerimiento  nota- 
rial de  2  de  Mayo  del  propio  afio.  nie^a  todo  efecto  á  aquélla  en  el  Con- 
siderando 8.^,  á  pesar  de  la  publicidad  de  este  acto,  de  ser  el  Begietro 
una  oticina  pública  y  de  estar  hecha  la  inscripción  con  arrf  glo  á  derecho, 
y  niega  también  toda  eficacia  ai  reqnerimiento,  por  la  eztrafia  raxón  de 
qne  no  dio  resultado  favorable,  con  io  qne  comete  también  inezactitS(í 
en  la  expresión  de  los  hechos,  pnes  ei  Párroco  requerido  manifestó  qni 
estaba  dispuesto  á  abonar  la  parte  de  pensión  censual  que  á  prorrata 
pudiera  corresponderle,  aunque  no  la  totalidad,  por  no  ser  el  únioo  po* 
seedor  del  fundo;  por  lo  que  es  indudable  que  en  16  de  Octubre  de  1S8T 
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>e  roeoneoló  por  nno  de  los  oenaatarlot  U  ezlitonola  del  ceneo,  y  qna 
ea  2  de  Mayo  de  1894  te  hixo  solemnemente  la  reolamaoión  de  la  deuda, 
7  ademis  de  qne  el  Oddigo,  en  el  artículo  ettido  oomo  Infringido,  no  dice 
que  sea  condición  para  interrumpir  la  preeorlpción  que  la  reclamación  dé 
el  resultado  favorable  de  que  habla  la  Sala,  ni  en  lugar  alguno  del  mismo 
Ouerpo  legal  ni  en  ninguna  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  se  habla 
de  tales  resultados  favorables: 

4.<>  Falta  también  de  aplicación  del  art.  1974  del  mismo  Oódigo,  se- 
gún el  que  la  interrupción  en  las  obligaciones  solidarias  aprovecha  6 
perjudica  por  igual  á  todos  los  acreedores  y  deudoras,  toda  vei  que  siendo 
la  obligación  de  que  se  trata  solidaria,  es  iudiscutible  que  la  reclamadóii 
hecha  á  cualquiera  de  los  poseedores  del  fondo  El  Boque,  que  en  esto 
pleito  son  los  solidariamente  obligados,  así  como  el  reconocimiento  de 
la  obligación  ó  el  pago  de  la  pensión  censual  por  cualquiera  de  ellos  in- 
terrumpe la  prescripción  para  todos,  y  no  se  comprende  por  ello  que  la 
Sala,  en  el  Oonsiderando  6.^,  crea  preciso  que  hayan  de  ser  los  deman- 
dados ó  sus  causahabientee  los  que  realicen  los  actos  de  interrupción, 
pues  para  este  caso  todos  y  cada  uno  de  los  poseedores  del  fundo'  están 
igualmente  obligados,  y  lo  que  uno  de  ellos  haga  favorece  ó  perjudica  á 
los  demás,  conforme  así  les  consta  á  los  mismos,  pues  en  autos  está 
acreditado  que  todos  pagan  á  prorrata  los  gastos  de  este  pleito,  que  su- 
ponen que  á  la  larga  será  menos  costoso  que  la  prorrata  de  su  pensión, 
que  debieron  haber  acordado  pagar,  afiadiendo  que  la  Sala,  que  no  podía 
negar  la  naturaleía  solidaria  de  la  obligación,  no  reconoce  los  efectos 
necesarios  de  la  solidaridad  que  establece  el  art.  1974  del  Código  civil : 

Quinto.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  resultante  en 
este  caso  de  un  acto  auténtico,  como  es  el  cotejo  pericial,  y  que  la  Sala 
sentenciadora,  en  su  considerando  7.^,  no  combate  ni  impugna,  ni  si  < 
quiera  entra  en  apreciaciones  sobre  él,  sino  que  simplemente  hace  una 
relación  contraria  á  la  verdad  de  la  actuación  practicada  al  decir  que  los 
peritos  no  pudieron  afirmar  la  cortesa  de  la  firma  de  Dofia  Isabel  Martín, 
siendo  así  que  afirmaron  categóricamente  que  ambas  firmas  y  rúbricas 
estaban  hechas  por  una  misma  mano,  sin  que  esta  referencia  sea  inexac- 
ta y  contraria  á  la  verdad  del  contenido  de  la  actuación  y  dictamen  pe- 
ricial porque  los  peritos  hayan  salvado  la  posibilidad  de  la  falsificación 
al  hablar  de  la  posibilidad  de  imitar  las  letras,  pues  ésta  está  siempre 
descontada,  y  fundarse  en  ella  supondría  el  hecho  de  una  falsedad,  á  que 
la  Sala  ni  remotamente  se  ha  referido,  y  que  en  este  caso  tendría  que 
haber  sido  objeto  de  un  especial  pronunciamiento,  dando  lugar  á  la  causa 
criminal  correspondiente;  además  de  que  el  art.  609  de  !a  ley  procesal» 
al  tratar  del  cotejo  de  letras,  dispone  que  el  Jnes,  oídos  los  peritos  y  he- 
cha por  sí  mismo  la  comprobación,  apreciará  el  resultado  de  esta  prueba, 
conforme  á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  y  ya  el  Jaes  de  La  Orotava,  ate- 
niéndose al  dictamen  pericial  y  á  dichas  reglas,  después  del  cotejo  que 
por  sí  mismo  biso,  adquirió  el  convencimiento  de  que  la  firma  del  docu- 
mente de  16  de  Octubre  de  1887,  suscrito  por  Dofia  Isabel  Martín,  era 
auténtica;  todo  lo  cual  pone  en  evidencia  el  error  de  faecho  padecido  por 
la  Sala,  que  se  extiende  hasta  la  afirmación,  que  la  misma  hace  en  dicho 
considerando  7.^,  de  que  tal  juicio  pericial  fué  acordado  por  el  Juei  en 
providencia  para  mejor  proveer,  lo  cual  es  inexacto,  según  se  desprende 
del  apuntamiento,  aparte  de  que  si  la  referencia  de  la  Sala  fuese  verda- 
dera, no  por  eso  la  f aersa  probatoria  que  mereciera,  conforme  á  las  re- 
glas de  la  sana  crítica,  el  dictamen  pericial,  debidamente  conocido,  estu- 
diado y  analliado,  sería  menor,  mientras  no  se  declarase  nula  tal  dili- 
gencia de  prueba,  á  la  que  la  ley  y  la  jurisprudencia  dan  plena  fuersal 
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Sexto.  Error  de  derecho,;  con  infracción  de  los  articnlOB  606  y  508  de^ 
la  ley  de  £b]aioiamiento  civil,  en  cnanto  la  Sala  eentenciadora  ae  fnnda. 
para  fallar  en  la  gratuita  afirmación  de  qne  documentoe,  como  son  el 
recibe  de  Defia  Isabel  Martin  y  otro,  admitidos  por  el  Jnigsdo,  aplican- 
do estrictamente  loo  citados  artículos,  vengan  á  resnitar  desvinnados  en 
sn  fnersa  probatoria,  como  se  dice  en  el  considerando  7.^,  siempre  qn» 
no  hayan  sido  declaradas  nnlas  tales  pruebas,  cuya  valides  absoluta  na 
niega  ni  podía  negar  la  Sala,  siendo  así  que  esos  documentos  se  han  ad- 
mitido y  practicado  la  prueba  válidamente  y  con  sujeción  á  los  preoep» 
tos  y  reglas  de  enjuiciar;  y 

Séptimo.  Error  de  hecho  y  de  derecho,  que  engloba  todas  las  cuestio- 
nes del  pleito,  toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora,  no  obstante  conslde-^ 
rar  prolúdo  y  afirmar  rotundamente  en  el  primer  considerando  la  exis- 
tencia del  censo  sobre  el  fundo  denominado  £1  Boque,  y  estimar  igual» 
mente  probado  y  afirmar  también  categóricamente  en  el  cuarto  conside^ 
raudo  que  los  demandados  Gordovés  y  Oarmenaty  poseen  tierras  en  diqhe 
predio,  lo  que  éstos  tenían  reconocido  al  absolver  posiciones,  los  abeuel» 
Te,  fundándose  en  que  íos  terrenos  que  está  reconocido  que  aquéUoe  pe- 
scen  en  El  Boque  no  están  gravados  con  el  censo  que  está  justiflcader 
pesa  sobre  la  referida  finca,  siendo  inexplicable  tal  contradicción: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  P.  Vicente  de  Piniée: 

Oensiderando  que  las  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles,  y  con- 
siguientemente la  del  censualista,  para  exigir  las  pensiohes  del  cense 
enfitéutico,  prescriben  á  los  treinta  tfios,  conforme  á  la  ley  68  de  Toro, 
ó  sea  la  6.*,  titulo  8.^,  libro  11,  de  la  Novísima  Becopilación,  y  ahora^ 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1968  del  Código  civil,  sin  que  la  ley 
exija  para  la  extinción  de  aquel  derecho  otro  requisito  que  el  mero  lapso 
del  tiempo: 

Considerando  que  fundada  principalmente  la  sentencia  absolutoria 
eontra  la  cual  se  recurre  en  haberse  extinguido  por  la  prescripción  el 
derecho  de  reclamar  el  censo  de  que  se  trata,  porque  estima,  en  vista 
de  toda  la  prueba  practicada  entre  ésta  y  la  de  testigos,  cuya  aprecia- 
ción es  de  la  privativa  facultad  del  Tribunal  sentenciador,  que  deede  el 
8  de  Agosto  de  1887,  en  que  aquel  derecho  fué  reconocido  por  vario» 
vecinos  del  pueblo  de  Tanque,  poseedores  de  fincas  en  £1  Boque»  no  se 
ha  hecho  gestión  ni  reclamación  alguna  judicial  ni  extrajudicial  en  de* 
manda  de  las  pensiones  del  expresado  censo,  ó  sea  la  de  18  fanegas  de 
trigo  y  dos  de  arvejas,  ni  del  tanteo  y  décima  en  las  muchas  transmi- 
siones de  las  fincas  hasta  el  requerimiento  referido  de  1894  é  Inecrip» 
don  de  18  de  Octubre  del  mismo  a  fio,  practicado  sin  conocimiento  al- 
guno de  los  demandado»,  que  tampoco  fueron  notificados  posteriormen- 
te, y  que,  según  la  prueba  testifical,  no  consta  que  se  haya  pagado  pen» 
slón  alguna  durante  más  de  cuarenta  y  cinco  afios¡  la  cuestión  funda- 
mental del  pleito,  y  ahora  del  recurso,  con  siete  en  resolver  si,  dada  la 
existencia  del  censo  en  la  indicada  fecha  úe  1887  y  que  éste  gravaba  el 
predio  denomiikado  Boque,,  nombre  sustituido  al  de  Fayales,  la  Sala 
eentenciadora  ha  estimado  bien  y  debidamente  que  concurre  á  favor  de 
los  demandados  la  excepción  de  prescripción  extlntiva,  que  desvirtúa 
por  completo  la  acción  ejercitada  por  los  actores: 

Considerando  que  aun  supuesta,  como  se  pretende  en  los  motives  6.^ 
y  6.^  del  recurso,  la  autenticidad  del  recibo  aportado  por  los  demandan- 
tes fenecido  ya  el  término  de  prueba,  y  que  éste  implicara  el  reconoci- 
miento del  censo  por  parte  de  Dofia  Isabel  Martín  Fernándes,  la  cual  no 
aparece  en  la  relación  de  los  poseedores  de  fincas  en  £1  Boque,  presen* 
É»á%  en  1894  al  soliciUrse  la  Inscripción  del  gravamen  por  Dofia  Ellea 
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d0  Ponto  y  del  Hoyo,  está  íaera  de  dada  que  ya  en  1887,  fecha  de  aquel 
éeenmento,  habían  trancnrrldo  mneho  más  de  treinta  afioe.  y,  por  tanto, 
el  tiempo  necesario  para  las  prescripción  eztlnthra  desde  qne  en  1887 
.  laé  reconocida  la  existencia  del  censo,  ya  qne  dorante  ese  largo  periodo 
de  tiempo  no  se  hlso  reclamación  algana,  según  afirma  la  sentencia, 
afirmación  no  contradicha  por  los  medios  qne  la  ley  antorlsa: 

Considerando,  por  tanto,  qne  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar  la 
prescripción  extlntlya  de  la  acción  á  favor  de  los  demandados  y  absol- 
verlos en  su  consecnencla,  no  ha  cometido  las  Infracciones  que  se  sn- 
ponen  en  los  motivos  primero,  tercero,  coarto  y  séptimo  del  recurso: 
primero,  porqne  la  afirmación  de  la  sentencia  relativa  á  qne  el  censo  de 
18  fanegas  de  trigo  y  dos  de  arvejas  f aera  reconocido  y  tnvlera  legal 
ozletoncla  en  1887,  estando  entonces  snjetas  á  aquel  gravamen  las  fincas 
sitas  en  £1  Boqne,  predio  en  el  ooal  poseen  ahora  algunas  los  deman- 
dados,  no  obsta  á  que  dicho  gravamen  hayase  extinguido  por  la  pres- 
oripcton;  y  segundo,  porque  aun  cuando  el  censo  es  un  derecho  por  na» 
taralesa  Indivisible  y  la  Interrupción  de  la  prescripción  de  acciones  en 
las  obllgacioDes  solidarlas  aprovecha  ó  perjudica  por  Igual  á  los  aoree- 
doree  y  deudores,  todo  lo  que  no  desconoce  la  sentencia,  ni  afecte  á  la 
preseriptlbllidad  del  derecho,  no  puede  el  expresado  recibo,  como  tam^ 
poco  el  otro,  de  fecha  posterior,  tener  eficacia  alguna  como  acto  de  In- 
torrapdón,  por  cuanto,  extendido  en  16  de  Octubre  de  1887,  no  durante 
el  período  de  tiempo  para  la  prescripción  referida,  sino  cuando  ya  la 
preecrlpclón  se  había  reallsado  por  haber  transcurrido  con  exceso  el 
lapso  de  tiempo  necesario  para  extinguir  la  acción,  sólo  puede  en  sn 
eaeo  apreciarse  como  reconocimiento  particular  de  Dofia  Isabel  Martín 
y  favorecer  ó  perjudicar  á  ésta  y  á  sus  causahabientos,  carácter  que  no 
consto  tengan  los  demandados: 

Oonslderando  que  es  también  Ineficaí  para  la  casación  el  motivo  se-^ 
inindo,  porque  la  Sala  aduce  la  circunstancia  de  haber  los  demandados 
adquirido  fincas  en  el  sitio  ó  fundo  denominado  ISl  Boque  libres  de  todo 
gravamen  sólo  como  fundamento  corroborante  de  su  juicio  acerca  de  la 
«xtindón  del  censo  por  la  prescripción,  no  como  base  esencial  de  sus 
afirmaciones,  y  porque  el  hecho  de  que  los  repetidos  demandados  eon- 
Tinievan  con  los  vendedores  cuando  compraron  fincas  en  £1  Roque  la 
forma  de  pagar  los  atrasos  para  el  solo  caso  de  que  apareciese  sobre 
mquéllas  algún  tributo,  con  lo  cual  Oordovés  afirmó  referirse,  no  al  Mar- 
qués del  Sansal,  sino  á  la  Marquesa  de  la  Florida,  no  revela  reconoci- 
miento alguno  de  censo,  siendo  meramente  un  pacto  precautorio,  que 
podría  tener  efecto  si  el  censo  tuviera  legal  existencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
ourso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  María  y 
Bofia  Angela  Oólogan  y  de  Ponte  y  D.  Bernardo  Cólogan  y  de  Ponte, 
Marqués  del  Sausal,  éste  por  sí  y  como  tutor  de  la  menor  Dofia  María, 
del  Carmen  Luisa  de  León  y  Cólogan,  á  quienes  condenamos  al  pago  de 
las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  do  Las  Palmas  la  certificación  co- 
rrespondiente, con  devolución  del  apuntamlenio  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Q€Mia  é  in- 
cortará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.ssJosé  de  Aldecoa. 
Yicento  de  Pinlés.= Víctor  Covián.s£l  Magistrado  Sr.  Domenech  voto 
en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa.=Ramón  Barroeta.BBFederico 
Monsalve.=Eduardo  Ruis  García  Hita. 

Pnblleaclón.sBLeída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Xxcmo.  8r.  D.  Vicente  de  Plniés,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo»  ce- 
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lebrBodo  andlenola  pública  la  Sala  de  lo  elyil  del  miamo  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  80  de  Noviembre  de  1906.=Ltceaoiado  Jorge  Martines. 


JNum.  14Q.— TRIBUNAL  SUPREMO.^SO  ife  Nofientoro, 
pablloada  el  26^e  Febrero  de  1908. 

Oasación  por  infracción  de  ley.  ^Tercería  de  mejor  derecho. — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  D.  Andrés  Corral  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  prime- 
ra de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Be- 
nito Díaz  y  otro. 
£n  BUS  coNSiDBBANDos  86  estableco.* 

Que  según  el  art  1537  de  la  ley  procesal^  no  pueden  ser  reehoMa' 
da»  de  plano,  pero  si  suspendido  el  curso  de  las  demandas  de  teróe' 
ria  á  las  que  no  se  acompañe  el  titulo  en  que  se  fundan: 

Que  en  tal  caso  se  encuentran  las  fundadas  en  documentos  que 
no  tienen  carácter  de  públicos  ni  privados  que  merezcan  el  concepto 
de  titulo  más  ó  menos  legitimo  qué  la  ley  exige  para  fundar  su  de» 
recho  el  tercerista  el  cual  podrá  ejercitarlo  en  distinto  juicio^  toda 
ves  que  de  otro  modo  quedaria  al  arbitrio  de  los  litigantes  revestir' 
se  de  la  titulación  necesaria  para  formular  demandas  de  tercería  y 
entorpecer  los  procedimientos  del  juicio  ejecutivo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  80  de  Noviembre  de  1906,  en  lea 
antOB  sobre  admisión  de  nna  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho  for- 
mulada en  el  Juzgado  de  primera  instaocia  del  distrito  de  la  Latina  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  eeta  corte  por  D.  An- 
drés Corral  Rodrí^rnez,  minero  y  de  esta  vecindad,  en  el  jniolo  eieentlvo 
seguido  en  dicho  Jazgado  por  D.  Benito  Díai  y  Días  contra  D.  Joaé  An* 
tonio  Corral  y  Palomares;  autos  pendientes  ante  Nóe  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  qne  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  D.  Antonio 
Corral,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Fernando  Fiares 
Medica  y  el  Letrado  D.  José  María  Ortis,  sin  que  haya  comparecido  en 
este  Tribunal  Supremo  la  otra  parte: 

Resultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Latina,  de  esta  corte,  y  Escribanía  de  D.  Francisco  de  Paula  Rlves,  se 
promovió  juicio  ejecutivo  por  D.  Benito  Díaz  y  Díaz  contra  D.  José  An- 
tonio  Corral  y  Palomares,  en  el  qne,  entre  otros  bienes,  fueron  embar- 
gados los  derechoR  de  arreodamiento  que  disfrutaba  el  ejecutado  en  las  * 
minas  Jaula,  Lucrecia  y  Golondrina,  sacándose  á  pública  subasta  te- 
les derechos,  que  foeron  adjudicados  al  mejor  postor: 

Resaltando  qne  en  18  de  Enero  de  1906  D.  Andrés  Corral  y  Rodrignse 
compareció  en  dichos  autos  ejecutivos,  formulando,  con  petición  del  be- 
neficio de  pobreza,  demanda  de  tercería,  y  expuso  como  hechos:  qns 
D.  José  Antonio  Corral  y  Palomares,  dnefio  del  derecho  de  arrenda- 
miento de  las  indicadas  minas,  había  encargado  al  demandante  de  loa 
trabajos  de  explotación,  pago  de  jornales  y  suministro  de  materiales  ds 
todas  clases,  habiendo  desempeñado  éste  su  misión  desde  la  mitad  del 
afio  180r  hasta  igual  época  de  1904,  en  La  Carolina,  provincia  de  Jaás, 
punto  eii  donde  las  minas  radicaban;  que  el  demandante,  como  anear- 
gado  general  de  todos  los  trabajos,  y  con  la  responsabilidad  de  su  eargo, 
unas  veces  por  sí  y  otras  por  orden  de  su  mandante,  había  ordeaads  i 
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iM  eapaUoM  admlti«MB  operarlos  de  laa  diferencee  olRtea  que  ee  reque- 
rían para  los  trabajos;  que  siempre  se  entendió  directamente  con  loe  pro- 
veedores de  materiales  j  electos  necesarios  en  las  distintas  labores  qne 
00  ojecntaron  €n  lae  minas,  pidiendo  y  pagando  personalmente  loe  somi- 
nistros,  coando  tenía  fondos,«pnes  no  se  dio  el  caso,  mientrae  el  deman- 
dante íné  encargado  general  de  las  minas,  de  qne  se  presentara  en  ellas 
el  arrendatario  D.  Jo^  Antonio  Corral;  qoe  sobrevenida  una  paraliía- 
eión  en  loa  trabajos,  ocasionada  por  la  falta  de  recnrsos,  qoe  debió  re- 
meear  el  arrendatario,  adeudaba  ya  cuatro  meses  de  sueldo  y  jornales  á 
todos  ioi  empleadoe  y  operarios  de  las  minas,  y  á  los  proveedores  de  su- 
ministros todo  lo.consnmido  en  igual  periodo  de  tiempo,  con  cuyo  mo- 
tivo, requerido  D.  Andrés  Oorral  por  los  acreedores,  acudió  ai  arrenda- 
tario en  demanda  de  fondos  con  que  onrnplir  obligacloDes  tan  sagradas* 
recibiendo  la  sorpresa  de  que  éste  carecía  de  elementos  para  atenderlas, 
pero  que  estaba  gestionando  préstamos  con  que  continuar  los  trabajos 
parausados,  pagar  loe  jornales  vencidos  y  debidos  y  abonar  los  suminis- 
tros de  todas  clases  empleados  en  las  obras;  que  mientras  ocurrían  estos 
acontecí  míenlos,  el  arrendatario  D.  José  Antonio  Oorral  concertó  con  el 
prestamista  D.  Benito  Dfaz  y  Días  las  escrituras  de  20  de  Junio  de  1003, 
base  de  loe  autos  ejeent^Yoe  relacionados  con  los  antecedentes;  y  que  ds 
loe  anteriores  hechos  se  deducía  que,  prevaliéndose  ejecutante  y  ejecu- 
tado de  una  escritura  púbUca  por  la  que  se  concertaba  un  contrato  de 
préstamo,  la  habían  utilisado  como  medio  para  seguir  unos  autos  ejecu* 
tlvoe,  de  los  que  había  resultado  la  traba  del  derecho  de  arrendamientOa 
qne  era  lo  único  qne  poseía  el  ejecotedo;  habiéndose  burlado  de  ese 
modo  las  acciones  que  pudiera  utilizar  el  tercerista  D.  Andrés  Corral  por 
«1  perjuicio  que  se  le  causaba,  y  con  él  á  los  que,  habiendo  prestado  sus 
trabajos  ó  sus  materiales,  dieron  valor  real  y  efectivo  á  las  minas  ex- 
plotadas, no  debiendo,  por  ta^to,  prevalecer  la  ejecución  expresadn, 
pose  de  un  lado  la  inconsistencia  del  instrumento  y  de  otro  el  carácter 
prelatlvo  del  crédito  del  tercerista,  eran  razones  bastantes  para  que  1& 
cantidad  en  que  se  subastó  el  derecho  de  arrendamiento  aludido  se  apli- 
case en  primer  lugar  al  pago  del  crédito  qne  resultaba  á  favor  del  terce- 
rista D.  Andrés  Oorral;  alegó  éste  en  derecho  los  artículos  1921  y  letra  D 
del  1024  del  Oódigo  civil;  1682,  1588  y  1584,  en  relación  con  los  488» 
1686,  1587  y  1589  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  las  sentencias  do 
este  Tribunal  Supremo  de  1.^  de  Febrero  de  1886,  28  de  Mayo  de  1888  y 
18  ds  Diciembre  de  1800;  pidió  al  Juzgado  se  admitiese  la  tercería  do 
mejor  derecho  que  deducía  y  se  ordenase  la  suspensión  del  curso  de  ios 
aatos  ejecutivos  principales,  si  se  hubiera  consignado  el  precio  del  re- 
mate al  presentarse,  y  caeo  contrario,  se  constituyese  en  la  Oaja  general 
de  Depósitos  hasta  que  la  tercería  fuera  sustanciada,  decretándose  tam- 
bién la  suspensión,  y  que  en  su  día  se  dictase  sentencia  declarando  á 
favor  de  D.  Andrés  Oorral  Rodríguez  preferente  derecho  al  cobro  de 
65.800  pesetas,  Importe  de  la  subasta  del  derecho  de  arrendamiento  em- 
bargado al  ejecutado,  para  atender  con  dicha  suma  al  pago  de  los  jorna- 
les y  materiales  devengados  y  suministrados  en  las  mismas  á  qne  se 
refería  el  derecho  embargado,  imponiendo  las  costas  al  qne  contradijera 
la  pretensión,  y  acompañó  á  la  demanda:  primero,  una  lista  de  los  jor- 
nales devengados  y  no  satisfechos  durante  los  meses  de  Septiembre,  Oe- 
tnbre.  Noviembre  y  Diciembre  de  1908,  con  expresión  del  nombre  de  la 
persona  á  qtllen  se  debían;  ocupación  de  este  número  de  jornales  Indi- 
vidualmente ganados,  importe  total  individual,  vecindad  é  importe  total 
ie  las  nóminas,  qne  sumaban  la  cantidad  de  8.524  pesetas  10  céntimos; 
Tondo,  ana  lista  de  acreedores  por  materiales  y  efectos  suministrados 


Digitized  by  LjOOQ IC 


86d  JUBISRinf^BMIA  OVIL 

á  la  mina  la  Jaula  en  los  meaM  j  afia  antaa  meDclanadoa,  ooa  expre* 
aión  de  loa  nambrea  de  loa  aoreedorea,  cenoepto  en  qne  lo  eran,  abaenra- 
denea  referantea  á  la  completa  6  aproximada  ezactltnd  da  laa  enotaa  In- 
diyldnalea,  cnyo  Importe  total  aamaba  47.680  peaataa  66  oéntlmoa;  y 
tercero,  un  reaamen  general  de  laa  cantldadea  menoloñadaB,  máa  1.7  Ift 
pesetas,  Importe  de  restos  de  sueldos  á  empleadoa,  no  Inelnídaa  en  laa 
cnentaa  anterlorea,  y  coya  anma  total  ascendía  á  67.917  paaetaa  60  cén- 
timos: 

Basnltando  qoe  al  proveer  al  anterior  eaorito,  el  Jnea  de  primara  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Latina  pronnnció  ante  en  18  del  citado  mea  de 
Enero  de  1906,  declarando  no  haber  logar  á  dar  cnrao  á  la  demanda 
de  tercería  íormaiada  por  D.  Andrea  Corral  y  Bodrígnea,  por  oanai- 
derar  qne  las  listas  acompafiadaa  á  aqnólla  no  podían  repntarae  coma 
título  jnstificativo  ó  ínndamental  de  la  misma,  pnea  qne  ni  remota- 
mente revelaban  la  existencia  del  crédito  cuya  declaración  da  prefe- 
rencia se  pedía,  lo  onal  era  reqniaito  necesario  para  qne  pudiera  daraa 
enrso  á  dicha  demanda,  conforme  á  lo  declarado  por  eate  Tribnnal  Sopre- 
mo,  y,  en  an  eonsecnencia,  era  procedente  denegar  la  anatanoiación  de 
la  misma;  y  pedida  reposición  de  estef  anta,  y  denegada  por  otro  de  fecha 
26  del  expresado  mes,  el  tercerista  D.  Andrea  Oorral  interpnao  apelaaión 
para  ante  la  Aadienoia  tei^itorial  da  esta  corte,  cay  a  Bala  primera  dictó 
aen tonda  confirmatoria  del  expresado  auto  (de  inadimisión  en  2%  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio  1906: 

Resultando  qne  D.  Andrea  Corral  Bodrígnea  ha  interpneato  reoorao 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del 
art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  alguien  tea  motivoa: 

Primero.  Infracción  del  art.  1687  de  la  ley  proceaal  civil,  porque  dia- 
poniendo que  con  la  demanda  de  tercería  ae  preaente  el  título,  y  habién- 
dose llenado  por  el  teroeriata  este  requisito,  no  ha  podido  deaeatimarae 
de  plano  la  demanda,  y  mucho  menos  descender  á  emitir  juicio  aearea. 
del  valor  legal  de  aquél,  puesto  que  eso  equivale  á  entrar  en  el  fonda  de 
la  cuestión  y  en  este  sentido  ha  pronunciado  eate  Tribunal  Bnprama  va- 
rias  sentenciaa,  entre  otras,  la  de  87  de  Febrero  de  188tf  y  18  de  Dioiem* 
bre  de  1890,  habiendo  quedado  por  tanto,  cumplida  el  requisito  que  exige 
el  artículo  citado  con  la  mera  preaentación  del  título,  cualquiera  qne  aaa 
an  importancia  y  signiñcaoión;  y 

Segundo.  Error  de  hecho,  comprobado  por  documente  anténtleo,  par- 
que el  fallo  biso  caao  omiso  del  título,  que,  al  fin  y  al  cabo,  era  una  da- 
mostración  de  la  exiatencia  de  la  deuda,  de  su  carácter  y  natnraleaa  aa* 
pecial  y  de  la  preferencia  que  el  crédito  que  repreaentak»  debía  lanar 
para  au  cobro;  y  como  preoiaamente  la  demanda  ae  baaó  en  eae  principio, 
el  Tribunal  á  quo^  al  prescindir  del  titulo,  comete  el  expreaado  error  da 
hecho. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  MonaalTa: 
Conaiderando  que  si  bien  las  demandaa  de  tercería  á  laa  que  no  aa 
acompafie  el  título  en  que  ae  fundan  no  pueden  aer  recbaaadaa  da  plana, 
y  ai  únicamente  suspenderse  el  curso  de  laa  m lemas, conforme  al  preceptc 
del  art.  1687  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  indudable  que  al  dea- 
estimar  la  8ala  aentenciadora  la  formulada  por  D.  Andrés  Corral  Bodri 
gues,  fundándola  en  Hstaa,  autorisadaa  por  él,  de  materialea  y  jomalai 
que  el  ejecutado  le  adeuda,  no  ha  cometido  laa  infraccianea  alegadaa  an 
laa  das  motivos  del  recurso  porque  aquéllaa  no  tienen  earáeter  de  doen- 
mentó  público  ni  privado  que  mereaca  el  concepto  de  título  máa  ó  manea 
legítimo  que  la  ley  exige  para  fundar  su  derecho  el  anal  podrá  ejeraitar 
en  distinto  juicio,  toda  vea  que  de  otro  modo  quedaba  al  arbitrio  da  leí 
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VtügfMn  reTssttrM  de  titnlsoión  neoesaxia  para  fonnalar  demandas  de 
tercería  y  enfeerpeoer  lea  preoedimientea  del  jálelo  ejeentivo; 

Fallamee  que  debemos  declarar  y  declaramoa  no  haber  logar  al  re- 
carao  de  caeaclón  Inteipoeato  por  D.  Aadréa  Oorral  Bodrígnea,  á  qnlen 
eondonamoa,  en  an  caso,  al  pago  de  la  cantidad  qne  por  raidn  de  depó- 
ello  ha  debido  conetltnlr,  á  que  ce  dará  la  aplicación  preTCsida  en  la  ley; 
no  hacemoa  condenación  de  coetaa  mediante  haber  comparecido  sólo  en 
cele  Tribunal  Bnpremo  dicha  parte  recnrrente»  y  libreee  á  la  Andiencia 
de  eata  corte  la  correspondiente  certiflcación,  detolyléndole  el  apnnta» 
miento  qne  remitió. 

Am  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne> 
caaarlas,  lo  pronundamoe,  mandamos  y  flrmamos.s=Franclsco  Toda.=r 
Vicente  de  Plniés.^Udcfonso  Lopes  Aranda.=Bl  Magistrado  Br.  Dome> 
nech  votó  en  Bala  y  no  pudo  firmar:  Fraociseo  Toda.=:Ramón  Barroeta.. 
Federico  MonsalTe.=Edaardo  Rula  García  Hita. 

PQblicación.=Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezemo.  Br.  D.  Federico  Mensalve,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  andiencia  pública  la  Bala  de  lo  clvU  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Becretatio  de  la  mlema. 

Madrid  SO  de  Noviembre  de  1906.=:Marcellne  Ban  Román. 


Num.  150.— TRIBUNAL  SUPREMO.-^  io  Nevienbre, 
pablloaile  el  26  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infraoción  db  ley.— i>cyc/isa  por  po6rc.— Auto  de- 
clarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Antonio  Goll  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  en  inci- 
dente con  D.  Jaime  Rotger  y  otro. 
En  su  CONSIDERANDO  ÚQÍOO  SO  ostablece:) 

Que  el  reeureo  'de  eaeaeión  procede  contra  loe  eentendae  deñni- 
tiea»,  y  9Ólo  tienen  eete  concepto  lae  reeaidae  en  loe  inddentee* 
Cttanao  ponen  iérmino  al  juicio  haciendo  imposible  eu  continuación^ 
ifectce  gue  no  tienen  lae  que  declaran  el  beneñdo  de  pobreza  para 
Utigar^  eegún  repetidae  aedsionee  del  Supremo  Iribunal,  porque 
predeamente  autorisan  al  litigante  que  la»  obtiene  para  deducir  la 
demanda  6  proeeguir  el  pleito  con  loe  benefidoe  del  art.  13  de  la  ley 
ie  Enjuidamiento  eidl. 

^saltando  que  sn  autos  ejecutivos  seguidos  ante  el  Juagado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de. Palma  de  Mallorca  por  don 
Jaime  Morro  y  Bocías  contra  D.  Antonio  OoU  y  Tomás  sobre  pago  de 
pesetas.  Intereses  y  cestas,  dedujo  D.  Jaime  Rotger  y  Roselló,  jornalero» 
de  aquella  vecindad,  tercería  de  dominio  sobre  ciertos  muebles,  formu- 
laiK  I  en  un  otrosí  del  mismo  escrito  demanda  de  pobresa;  y  sustanciado  . 
•1  i  sidente,  con  intervención  de  dichas  partes  y  del  Abogado  del  Estado,, 
la  E  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Palma  de  Mallorca  pro- 
muí  ió  en  11  de  Julio  último  sentencia  que,  confirmando  con  costas  al 
ape  mte  Coll  y  Tomás,  la  del  Juagado  de  primera  instancia,  dedard 
pob  B  al  demandante  tercerista  D.  Jaime  Rotger  y  Roselló  para  litigar 
en  (  .  referido  juicio,  y  con  derecho,  per  consiguiente,  á  disfrutar  de  los 
bsB  ''*^'  que  la  ley  concede  á  los  de  su  clase: 
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Resultando  qne  el  D.  Antonio  Coll  y  Tomáe  ha  interpQoato  reenreo 
de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del 
art.  1692  de  la  de  Eojnioiamiento  civil,  alegando  la  Tiolación  ó  inter- 
pretación errónea  del  art.  16  del  mismo  Onerpo  legal,  y  qne  opuesto  el 
Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recnrso,  invocando  para  ello  el  nú- 
4nero  8.®  del  art.  1720,  se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bdnardo  Bola  García  Hita: 

Considerando  qne  el  recnrso  de  casación  procede  contra  las  senten- 
cias definitivas,  y  sólo  tienen  este  concepto  las  recaídas  en  los  inciden- 
tes cnando  ponen  término  al  Jnieio  haciendo  imposible  sn  eontinnacl6o, 
efectos  qne  no  tienen  las  qne  declaran  el  beneficio  de  pobresa  para  liti- 
gar, según  repetidas  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal,  porque  preei- 
«amente  autorisan  al  litigante  que  la  obtiene  para  deducir  la  demanda  ó 
proseguir  el  pleito  con  los  beneficios  del  art.  18  de  la  ley  de  Bnjnlola- 
miento  civil,  y,  por  consiguiente,  la  recurrida,  que  declara  pobre  en  el 
eentido  legal  á  D.  Jaime  Rotger  y  Boselló,  se  encuentra  comprendida  en 
el  núm.  8.°  del  art.  1729  de  la  misma  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  qne  ha  interpuesto  D.  Antonio  Ooll  y  Tomás,  á  quien  condenamos 
al- pago  de  las  costas;  libresca  la  Audiencia  territorial  de  Palmado 
Mallorca  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  ajpunta- 
miento  que  remitió;  y  pnblíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  80  de  Noviembre  de  1906.«sJo8é  de  A idecoa.= Vicente  de  Pi- 
niés.ss Víctor  Covián.»Bl  Magistrado  8r.  Domenech  votó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar:  José  de  Aldecoa.=Bamón  Barroeta.=Federico  Monsalve. 
Eduardo  Buis  García  Hita.s=Ante  mí,  Marcelino  8an  Bomán. 

Num.  161.  — TRIBUNAL  SUPREMO.— 30  de  Novlenbro, 
pablioada  el  26  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  LEY.^-NuUdad  de  testamento.— Sen* 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Mariano  Cortos  y  otro  contra  la  pronuaciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Migaei 
Martínez. 
Bn  sus  considerandos  se  establece: 

Que  ee  doctrina  legal,  sancionada  por  la  furtéprudáncia^  la  de 
que  no  baeia  que  eea  conocida  la  voluntad  del  tentador  para  que 
surta  efecto  ae  dieposición  teetamentaria,  sino  que  es  preciso jqus 
aparesea  expresada  en  alguna  de  las  formas  y  con  loe  requisitos 
eaencialee  que  en  cada  teetamento  han  de  concurrir,  ein.que  sea  li» 
cito  prescindir  de  ninguno  de  dichos  requisitos,  siendo  uno  de  ellos 
sn  el  testamento  abierto  que  se  haga  ante  Notario  y  tres  testigos 
idóneos,  de  cuya  condición  carecen  los  menores  de  edad,  según  p/rs- 
viene  el  art.  681,  núm.  2.^,  del  Código  civil,  y  en  su  consecueneia 
suando  alguno  de  ellos  no  ha  llegado  á  la  mayor  edad,  el  tesfa 
mentó  en  que  interviene  es  nulo,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  ciar 
tieulo  687  del  mencionado  Cuerpo  legal: 

Que  son  improcedentes  para  la  casación  las  citas  de  leyes  dero 
gadas: 

Que  no  es  dable  conceder  valides  como  simple  instrumento  imI< 
blico  á  un  testamento  ineñcas  por  la  carencia  de  sus  requisitos  i 
eiales: 
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Que  en  el  eáso  resuelto  por  la  eenieneia  del  Tribunal  Supremo 
de  2i  de  Noviembre  de  188^,  se  trataba  de  un  testigo  tenido  como 
mayor  de  edad  en  posesión  de  semejante  estado^  al  que  sólo  falta" 
ban  pocos  meses  para  eumplirla^  y  en  quien  eoneurrian  otras  espe- 
ciales eireunstaneias  que  se  expresan^  para  que  dicha  posesión  d& 
estado  prodtfjera^  respecto  de  los  que  en  concepto  de  ser  mayor  de 
edad  requirieran  su  testimonio^  el  miemo  efecto  que  si  la  hubiese 
cumplim, 

Bn  la  Tilla  y  oerte  de  Madrid,  á  80  da  Noviembre  de  1906,  en  el  jol-» 
eto  deoUrativade  mayor  oaantía  Begnido  en  el  Jnigado  de  primera  Ine- 
tanda  de  Canjáyar  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  territorial  de 
Granada  por  O.  Miguel  Martines  Amat,  propietario,  vecino  de  Hnécija, 
oontra  D.  Mariano  y  D.  Bias  Lásaro  Cortee,  jornaleros,  de  la  misma  ve- 
cindad, sobre  nnlidad  de  nn  testamento;  antos  pendientes  ante  Nos  en 
reenrso  de  casación  por  infracción  de  ley,  qne  ban  interpaesto  los  de« 
mandados,  representados  y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Ramón  Ca- 
labria y  los  Letrados  D.  Luis  Gaiflén  Gil  y  D.  José  María  Oervantea, 
éste  en  el  actp  de  la  vista,  estándolo  la  parte  demandante  y  recorrida 
por  el  Procurador  D.  Manoel  Martín  Vefia  y  el  Letrado  D.  Vicente  Ca- 
rrasco: 

Besnitando  qne  D  Lorenso  Amat  Fernandos,  vecino  de  Hnécija,  par-* 
tido  jQdicfal  de  Oanjáyar,  provincia  de  Almería^  otorgó  en  20  de  Mayo 
de  1866  testamento,  en  el  caali  y  entre  otras  dispoBiciones  qne  no  son. 
del  caso  referir,  instituyó  por  heredera  fiduciaria  de  ens  bienes  á  bu  mu- 
jer Dofia  María  de  las  Angaatias  Andrés  García  del  Olmo  para  que  loo 
distribuyese  con  arreglo  á  las  instrucciones  y  en  la  forma  que  le  tenía 
dicho;  y  fallecido  el  testador  D.  Lorenzo  en  Enero  de  1871,  su  viuda  y 
heredera  Dofia  María  de  las  Angustí-  s  otorgó  á  bu  vez  en  1.^  de  Mayo  si- 
gnlente  testamento  cerrado,  del  cual  resulta  ó  aparece:  qne  nombra  un 
administrador  de  loe  bienes  heredados  de  su  difunto  marido  D.  Lorenso 
Amat,  recayendo  el  nombramiento  en  la  pereona  que  tecíao  convenido, 
la  que  debería  de  cnldar  los  bienes  á  uso  de  buen  varón,  haciéndose 
doeflo  de  todos  los  frutos  correspondientes  á  las  fincas,  con  obligación 
de  atender  al  pagí^,  en  dinero  y  especie,  de  determinado?  gastos  del  culto 
en  la  parroquia  de  la  villa  de  Hnécija,  de  misas  por  las  almas  de  los  pa- 
dree de  su  marido,  por  la  de  éste  y  por  la  de  la  testadora,  de  varios  le- 
gados á  parientes  y  de  limosoas  á  los  pobres  de  solemnidad  de  dicha 
▼illa;  qne  cumplidas  estas  obligaciones,  presentase  el  administrador  las 
enentaa  al  Oora  párroco  de  aquella  localidad,  acompañado  del  Alcalde 
y  de  cuatro  personas  de  las  de  mayor  representación,  des^í^nadas  por  el 
Onra;  qne  jamás  pndiera  incantarse  el  Gobierno  de  las  fíucas,  y  qne  si 
llegase  este  caso,  deberá  el  administrador  anunciarse  como  dueño  en 
propiedad  y  en  el  concepto  de  bienes  propios,  sin  qne  por  ello  deje  de 
cumplir  todo  lo  encomendado  en  conciencia;  pero  no  porque  pueda  obli- 
garle á  ello  el  Gobierno  en  ninguna  circunstancia;  y  que,  en  cumpli- 
miento de  la  promesa  qne  hizo  á  su  difunto  esposo,  nombraba  como  ad- 
ministrador de  los  referidos  bienes,  con  todas  las  cargas  y  obligacionea 
expresadas,  á  D.  Andrés  Cortés  Martínez,  de  aquella  vecindad,  á  quien 
sQBtitniría  la  persona  que  él  mismo  designare,  por  medio  de  instrn- 
meñto  público-,  con  iguales  facultades  y  en  los  propios  términos,  procu- 
rando an  sustitución  del  mismo  modo: 

Besnitando  que  fallecida  la  testadora  Dofia  María  de  las  Angustias 
en  14'de  Enero  de  1888,  se  hizo  la  partición  de  su  herencia,  adjudican- 
loee  los  bienes  del  fideicomiso  fundado  por  su  esposo  D.  Lorenzo  Amat 
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al  nombrado  por  ella  administrador  de  esos  mlemée  bienes  D.  áiiidréa 
Cortés  Msrtinez,  quien  á  sn  yes  prooedld,  en  SO  de  Abril  de  1889,  á  otor- 
gar testamento  abierto  ante  el  Notarlo  de  Bsntarlqne,  partido  Jndlolal 
de  Oanjáyar,  proTlncla  de  Almería,  D.  Pedro  de  Órta,  oon  objeto  de 
cnmpllr  la  obligación  de  nombrar,  por  msdlo  de  instrnmento  públloo,  el 
administrador  del  fideicomiso  qne  á  sn  mnerte  le  había  de  sooeder,  de 
conformidad  á  lo  ordenado  en  las  disposiciones  testamentarlas  de  la 
fiduciaria  Dofia  María  de  las  Angustias»  y  según  las  Instrooelonee  Ter- 
bales  que  la  misma  le  había  dado;  en  cuyo  testamento,  j  en  la  clán- 
snla  18,  declaró  el  D.  Andrés  Oortés  qtte,  cumpliendo  oon  el  encargo 
yerbal  qne  le  dló  la  difunta  Dofia  María  de  las  Angustias  Andrés  Gar* 
dá  del  Olmo,  á  quien  se  lo  dló  sn  difunto  esposo  D.  Lorenio  Amát,  la 
persona  que  nombrase  administrador  fuera  un  sobrino  de  su  citado  ma- 
rido, porque  haciéndolo  así  se  proponía  reallsar  sus  aspiraciones  j  doo 
objetos:  primero,  fiorqne  cumpliría  oon  las  obligaciones  mejor  que  un 
extrafio;  y  segundo,  porque  en  el  caso  de  que  el  Gobierno,  quiera  alguna 
feñ  Incautarse  de  los  bienes  bajo  cualquier  pretexto,  se  llame  propleta* 
rio  absoluto;  y  que,  cumpliendo,  con ^  dicha  obligación^  en  virtud  de  la 
promesa  qne  había  hecho  á  la  Dofia  María  de  las  Angustias,  nombraba 
administrador  de  tos  bienes  del  fideicomiso,  oon  todas  las  cargas  y  obli- 
gaciones, á  D.  Miguel  Martines  Amat— hoy  demandante  y  recurrido—, 
vecino  de  Huéclja,  mayor  de  edad,  sobrino  de  D»  Lorenso  Amat,  y  el 
cual  será  sustituido  por  la  persona  que  el  mismo  nombre;  declarando, 
finalmente,  el  testador  D.  Andrés  Cortés  Martines  en  la  cláusula  16  del 
testamento  abierto  qne  se  está  relacionando,  «que  no  tiene  otorgado  con 
anterioridad  al  presente  ninguna  dase  de  testamento,  siendo,  por  consi- 
guíente,  éste  el  primero  que  otorga  para  cumplir  con  el  encargo  qne  lo 
hlio  la  Dofia  María  de  las  Angastlas,  por  lo  que  descarga  su  conciencia 
de  la  carga  que  sobre  ella  pesaba  con  el  otorgamiento  y  nombramiento 
de  administrador  que  acaba  de  nombrar  por  medio  del  presente  testa-» 
mentó  nuncupatlvo,  que  desde  luego  otorga  y  ratifica  con  todas  las  for- 
malidades de  derecho»! 

Beaultando  que  á  consecuencia  de  una  enfermedad  qne  puso  en  peli- 
gro la  vida  de  D.  Andrés  Oortés  Martines,  otorgó  éste,  en  9  de  Enero 
de  1902,  onte  el  citado  Notarlo  D.  Pedro  Orta,  nna  escfltura  de  poder  é 
mandato  á  favor  del  presunto  administrador  del  fideicomiso,  D.  Mlgnel 
Martines  Amat,  para  que  administrase  los  bienes  del  poderdanta,  y  muy 
especialmente  los  del  citado  fideicomiso  de  D.  Lorenso  Amat  Femándes, 
transmitiéndole  las  facultades  que  tenía  el  otorganta;  y  nueve  meses 
después,  ó  sea  en  16  de  Septiembre  de  1902,  otorgó  el  D.  Andrés  Oortés 
Martines  (fallecido  en  17  de  Octubre  slgulenta)  anta  el  Notarlo  de  la  cln« 
dad  de  Almería  D.  Luis  Fernández  y  Gonsáles,  en  sustitución  de  Don 
Francisco  Rico,  qne  se  encontraba  ausente,  el  testamento  nnñciipatlvo, 
de  cuya  nulidad  se  trata  en  el  presente  pleito,  concurriendo  como  tostl* 
gos  Instrumentales  D.  Antonio  Estremera  Peinado,  D.  Rafael  Padilla 
Ruano  y  D.  Roque  Fortes  Salvador,  vecinos  todos  de  la  expresada  ciu- 
dad de  Almería,  qne  aseguran  conocer  al  testador  y  no  hallarse  ineapa* 
citado  para  serlo;  en  cuyo  testamento  ordenó  el  D.  Andrés  Oortéi  Mar- 
tíaes  las  cláusulas  y  declaraciones  slgnlentos:  Tercera,  declara  que  loo 
bienes  todos  que  heredó  al  falieclmlento  de  sus  difuntos  padres  los  ven» 
dio  en  documento  privado  á  su  hermana  Doña  María  de  los  Angeles  Oor 
tés  Martines.  Oaarta,  declara  Igualmente  que  es  de  voluntad  y  coneleí»» 
cia  que  loe  derechos  que  le  corresponden  en  la  administración  de  loa 
bienes  que  constituyen  la  obra  pía  fundada  por  D.  Lorenso  Amat  Fer* 
sandez  en  términos  de  Huéclja,  Alicun  y  Terque  pasen  íntegros,  dea- 
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paéB  de  «n  ÍAilecimlento,  á  ms  lobrinoa  Mariano  y  Blaa  Láiaro  Oortés— 
hoj  damandado  7  recurrente— para  qoe  loa  disíraten  bajo  las  mlamaa 
oosdlelonea  qne  viene  diafmtándolosj  qnef  aeren  eatablecidaa  por  el 
fandader.  Qninta,  inatilnye,  elige  7  nombra  por  bvlb  únicoa  7  nniverea- 
lea  herederoa  de  todoe  ene  bienea,  deteeboa  7  acolonea,  por  igoalea  par- 
teoy  a  ene  aobrinoa  Mariano  7  Blae  Láiaro  7  Cortés,  hijoa  de  en  herma, 
na  María  de  loe  Angelee  Ooitéa  Martines;  ai  algano  de  eatoa  herederoa 
lalieeieee  antea  qne  ei  teetador,  la  porción  de  herencia  correspondiente 
«1  fallecido  acrecerá  á  an  coheredero.  Sexta,  nombra  albacea  7  contador 
partidor  de  en  herencia  á  D.  Jaan  Ginet  Bamíreí,  á  qaien  encomienda 
la  ejecación  de  cnanto  va  ordenado  en  eate  testamento,  fasnltándole 
para  que,  ocnrrtdo  qne  sea  el  fallecimiento  del  otorgante,  ae  incaute  de 
ana  bienea  7  practique  por  al  laa  operaoionea  teatamentarlaa,  laa  qne 
protocolisará  en  la  Notaría  qne  á  bien  tttYleae.  Séptima,  declara  qne  tie- 
ne otorgado  teatamento,  ca7a  fecha  no  recuerda,  ante  el  Notario  de  Ben- 
tarique,  O.  Pedro  Orta,  el  que  revoca,  anula  é  invalida  en  todoa  ana  ev- 
tremoa,  7  quiere  qne  valga  el  preaente  como  áu  última,  final  7  dellbe 
lada  voluntad: 

Beeultando  que  en  17  de  Ootubre  de  1902  faMecié,  aegún  7a  queda 
dicho,  el  D.  Andrea  Oortéa  Martínei,  7  en  80  de  Marso  de  1903  D.  Mi- 
guel Martinea  Amat,  que  había  aldo  nombrado  por  aquél  adminlatra- 
dor  de  loa  bienea  del  fldeicomieo  en  au  primer  teatamento^  otorgado  en 
Bantarique  el  80  de  Abril  de  1889,  dedujo  ante  el  Juagado  de  primera 
inatancia  de  .Ganjá7ar  demanda  civil  ordinaria,  en  Juicio  delarativo  de 
ma7or  cuantía  centra  D.  Mariano  7  D.  Blas  Lasare  Oortéa,  nombradoa 
ftdminiatradorea  delmiamo  fldeicomiao  en  el  aegundo  teatamento  de 
D.  Andrea  Oortéa,  con  la  aúplica  de  que,  previa  la  tramitación  corree* 
pendiente,  ee  declare  eu  definitiva  nulo  7  ain  ningún  valor  ni  efecto  el 
testamento  nunoupativo  que  aparece  otorgado  por  D.  Andrés  Oortéa 
Martines  en  la  ciudad  de  Almería  el  día  16  de  Septiembre  de  1902  ante 
el  Notarlo  de  la  miama  D.  Lula  Farnándes  Gonsáles,  como  auatituto  de 
an  compafiero  O.  Franoiaco  Bico,  7  para  an  protocolo,  7  qoe  ai  á  eeto  no 
hubieae  lugar  ae  declaraae  entoncea  enbeidiariamente  nula  7  ain  ningún 
valor  ni  eficacia  jurídica  la  cláuaula  4.^  de  expreaado  teatamento,  7 
como  oonaecuencia  de  ello  también  la  7.*  del  miamo,  7  en  uno  7  otro 
eaao  declarar  aaimiamo  firme  7  válido  el  nombramiento  de  adminiatra 
dor  de  loa  bienes  que  constitU7en  el .  fideicomiso  de  D.  Lorenso  Amat 
Farnándes  hecho  á  favor  de  D.  Miguel  Martines  Amat  por  el  finado  don 
Andrés  Oortéa  Martines  en  au  teatamento  abierto  otorgado  ante  ei  No 
tario  de  Bentarique  D,  Pedro  de  Orta  en  80  de  Abril  de  1889,  con  las 
costas;  en  apo70  de  GU7as  pretensiones  comenzó  D.  Miguel  Martines 
Amat  su  eecrito  de  demanda  exponiendo  los  hechos  7a  mencionados  en 
los  precedentes,  relativoa  al  testamento  7  muerte  de  D.  Lorenso  Amnt 
Fernándes;  al  testamento  de  su  mujer  Doña  María  de  las  Anguetiiaa 
Andrea  García  del  Olmo,  que,  cumpliendo  la  última  voluntad  de  aquél 
7  con  arreglo  á  sus  instrnccionea,  fundó  con  loa  bienea  del  mismo  nn 
fideicomiao  piadoao;  al  nombramiooto  del  primer  administrador  de  t&l 
fideicomieo,  que  reca7Ó  en  D.  Andrés  Cortea  Martines;  al  primer  testa 
mentó  hecho  por  éate  en  Bentarique  á  SO  de  Abril  de  1889,  nombrando 
auceaor  sn70  en  la  administración  fideicomisaria  al  ho7  demandante  y 
recurrido  D.  Miguel  Martines  Amat,  7  al  segundo  testamento  del  pro 
pío  D.  Andrés,  nunonpativamente  otorgado  en  Almería  ei  16  de  8ep 
tiembre  de  1902  revocando  el  aludido  nombramiento  del  actor  D.  Miguel 
7  deeignando  como  adminietradores  del  fideicomiso  en  cneetión  á  los 
h07  demandados  7  recurrentes  D.  Mariano  7  D.  Blas  Láazaro  7  Cortea: 
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Resaltando  que  ademáe  da  estos  hechos  ezpnso  también  ei  aotor  don 
Miguel  Martines  para  fundamentar  sn  demanda,  en  lo  tocante  á  la  enes» 
tión  del  día,  los  eigalentes:  qae  D.  Antonio  Estremera  Peinado,  teetigo 
instrumental  del  testamento  nuncnpatiyo  de  D.  Andrés  Cortés  Martines, 
fecha  16  de  Septiembre  de  1902,  cuya  nulidad  se  pretende,  era  y  es  ama- 
ámense  del  Notario  donde  se  hubo  protocolisado  el  testamento;  que  otro 
de  los  testigos,  ó  sea  D.  Rafael  Padilla  Ruano,  era  menor  de  edad,  y, 
por  consiguiente,  estaba  incapacitado  para  ser  testigo  en  esta  clase  d» 
documentos,  puesto  que  habiendo  nacido  en  Almeria  el  28  de  Septiem- 
bre de  1881  no  tenía  cumplidos  ni  siquiera  veintián  afios  cuando  testifi- 
có en  el  testamento  del  D,  Antonio  Oortés  Martines,  el  cual  resulta  nule^ 
ya  que  en  realidad  sólo  fué  otorgado  ante  un  solo  testigo,  y  á  lo  sumo 
ante  dos,  en  el  supuesto  de  que  no  tenga  incapacidad  para  serlo  el  don 
Antonio  Estremera,  siendo  fieí  que  la  ley  exige  como  solemnidad  y  re- 
quisito esencial  para  la  valides  del  testamento  abierto  que  concurran 
tres  testigos  idóneos  que  no  tengan  incapacidad  alguna  para  serlo;  que  1» 
menor  edad  de  ese  testigo  Rafael  Padilla  Ruano  se  justificaba  por  la  con- 
eigniente  certificación  del  Registro  civil,  que  se  acompafiaba  á  la  deman- 
da; que  el  testamento  cuya  nulidad  se  pide  fné  otorgado  de  una  manera 
irregular  y  con  evidente  abuso  del  estado  de  imposibilidad  física  é  inte» 
lectnal  del  tentador  D.  Andrés  Cortés  Martines,  toda  ves  que  la  madru- 
gada del  mismo  día  16  de  Septiembre  de  1902  unos  parientes  suyos,  en 
unión  de  otros  amigos,  le  sacaron  de  la  casa  en  que  vivía,  y  metiéndola 
t^Q  un  coche  preparado  al  efecto,  lo  llevaron  á  Almeria  á  la  Notaría  de 
D.  Francisco  Rico,  donde  se  redactó  el  testamento,  trasladándole  des- 
pués á  la  de  D.  Luis  Fernandos  y  Gonsáles  para  que  éste  le  autor fsara 
por  encontrarse  aquél  ausente;  que  bastaba  leer  y  comparar  las  cláusu- 
las de  dicho  testamento  de  Septiembre  de  1902  con  las  del  otro  primer 
testamento,  ó  sea  el  de  30  de  Abril  de  1889,  para  comprender  que  lo 
consignado  en  aquél  no  es  ni  puede  ser  la  voluntad  deliberada  y  cons- 
ciente de  O.  Andrés  Coi  tés  Martínez,  sino  obra  de  un.  desmemoriado  y 
falto  de  razón,  >in  darse  cuenta  de  lo  que  hacía  y  ganado  é  intrigado 
por  persona  extrafin;  que  en  1901  había  sufrido  el  D.  Andrés  Oortéf 
Martínez  un  ataque  de  emiplegía  que  puso  en  peligro  sn  vida,  siguiendo 
BU  curso  la  enfermedad  y  acentuándose  cada  vez  más  la  parálisis  que 
padecía,  hasta  que  en  el  mes  de  Julio  de  1902  y  á  causa  de  una  caída 
que  dio  en  las  escaleras  de  la  casa,  sobrevino  una  mielitis  seguida  de 
reblandecimiento  cerebro  espinal  que  le  agravó  considerablemente,  dada 
su  enfermedad  y  la  avanzada  edad  del  D.  Andrés,  que  ya  tenía  cerca  de 

*  3teTita  y  trps  Bños;  qne  desde  entonces  fné  anmentardo  la  enfermedad 

•  *e  un  modo  progresivo,  llegando  hasta  el  extremo  de  no  poder  el  don 
Andrééi  moverle  por  sí  mismo,  de  no  articular  sino  muy  pocas  palabras  y 
Tuuy  co.ifiis>\ mente,  siendo  diñr.ilÍHimo  entenderle,  y  de  no  tener  ilación 
lógica  ni  Rentido  las  pocas  frases  qne  decín,  resaltando  de  todo  eUo  que 
(^.ende  primeros  de  Septiembre  de  dicho  afi')  i  902  se  encontraba  D,  An- 
drés incapacitado  física  é  intelectualmentn,  habiendo  fallecido  de  tan 
{rrave  dolencia  poco  tiempo  después,  ó  sea  el  16  de  Octubre  de  1902;  que 
en  la  cert'.ñ<>arión  (annltativa  expedida  por  los  Mediros  D.  Guillermo 
Rodrít^uez  y  D.  Dominp(o  Amat  en  5  y  6  de  Febrero  de  1908,  que  también 
Fe  acompaña  á  la  demanda,  hacen  constar  esos  Facultativos  que  desde 
Mayo  anterior  y  en  distintos  períodos  habían  asistido  á  D,  Andrés  Cor- 
ten Martínez,  el  qne  dospnés  de  una  emiplegía,  anterior  á  la  expresada 
^3cha,  padecía  de  gangrena  senil,  manifestada  por  ulceraciones  en  los 
•^edoR  de  las  extremidades  inferiores,  cuya  enfermedad  se  agravó  consi* 
derablemente  hacia  mediados  del  mes  de  Julio  por  consecuencia  de  nna 
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mláñ  Ttolentaf  pratentándoseie  ana  mielitis  segoida  de  reb/Andeolmien- 
le  oerabro^epinal  con  parálieie  completa  de  las  exiremidades,  dl^colta- 
dss  ooBsecatlvas  en  la  proxionoiacióii  y  disminnción  gradoal  de  las  faonl- 
ladee  intelectaales;  y,  por  último,  qoe,  según  el  testimonio  de  acta  no- 
tarial levantada  en  /klmería  el  6  de  Febrero  de  l^OS,  varios  testigos,  ve- 
tinos  de  Haécija,  depasieron  acerca  del  mal  estado  de  salad  del  D.  An- 
drés Oertós  Martines  dorante  los  meses  de  Septiembre  y  Octubre  de  1902, 
liasta  el  panto  de  qne  teoían  qne  darle  los  alimentos  á  mano^  qae  casi 
Bs  podía  hablar,  artiealando  súlo  anos  sonidos  qne  era  difícil  entender, 
y  qoe  cuando  se  percibía  algnna  palabra  había  gran  incoherencia  entre 
ella  y  la  pregunta,  teniendo  que  entenderse  6  comunicarse  con  él  única> 
mente  por  sefias: 

Resultando  qne  conferido  traslado  de  la  demanda  ú  los  demandados 
B.  Mariano  y  D,  Blas  Láaaro  Oortés,  sólo  compareció  el  primero,  ó  sea 
el  D.  Mariano,  que  en  su  escrito  de  contestación  dedujo  la  súplica  de 
que  se  declarase  en*deflnitiva  que  el  acto  realizado  por  D.  Andrés  Cor- 
tés Martines,  ante  el  Notario  de  Almería  D.  Lula  Fernándes,  el  día  15  de 
Septiembre  de  1903,  merece  la  calificación  jurídica  de  testamento  nun- 
eapatívo,  otorgado  con  todae  las  solemnidades  que  la  ley  exige,  ó,  en 
taso  contrario,  que  merece  la  genérica  de  instrumento  público,  y  en  am- 
bos casos  reconocer  que  es  nulo  el  nombramiento  de  administrador  del 
fldeioomieo  fundado  por  D.  Lorenzo  Amat,  hecho  en  favor  de  D.  Miguel 
Martines  Amat,  en  testamento  otorgado  por  D.  Andrés  Oortés  Martines 
en  SO  de  Abril  de  1889,  y  válido  y  tfícas  ei  hecho  en  favor  de  los  herma- 
nos Mariano  y  Blas  Lázaro  y  Cortés  por  medio  del  documento  público 
citado  en  primer  lugar  en  apoyo  de  cuyas  pretensiones  expueo  el  deman* 
dado  D.  Mariano  Lázaro  Cortee  una  relación  de  hechos,  sustancial  mente 
eonforme  con  los  ya  reli^cionadoe  en  los  precedentes,  si  bien  aprecftn- 
dolos  de  distinto  modo  que  lo  ha  hecho  la  parte  actora  en  su  escrito  de 
demanda,  para  deducir  con  ello  la  validez  y  eficacia  del  testamento  de 
16  de  Septiembre  de  1902  y  consiguientemente  la  ineficacia  del  anterior- 
mente otorgado  en  80  de  Abril  de  1889;  manifestando,  además,  concre- 
tamente: que  de  la  certificación  f equitativa  presentada  por  el  actor  don 
Miguel  Martí  oes  Amat  no  se  deducía  que  el  testador  D.  Andrée  se  halla- 
ra Incapacitado  física  é  intelectnalmente  desde  el  1.^  de  Septiembre  de 
1903,  pues  lo  que  dicen  los  facultativos  es  que  lo  suponen^  por  las  ra- 
soneé  que  expresan,  no  que  lo  añrman^  lo  cual  es  diferente;  que  en  el 
acta  notarial,  también  preeentada  por  el  actor,  constan  siete  disposicio- 
nes, hábilmente  combinadas,  que  sin  repetir  la  una  lo  afirmado  en  otra, 
tedae  convienen  en  aseverar  que  el  D.  Andrés  Oortés  Martínez  era  en  lo 
físico  an  cadáver  y  en  lo  moral  un  demente,  todo  lo  cual  cae  por  tierra 
al  aparecer,  por  la  fe  del  Notario  y  la  prueba  de  los  testigos  instrumen- 
tales, que  dicho  D.  Andrés  hablaba  y  discurría  perfectamente;  y  que  la 
autenticidad' de  se  firma  depone  contra  la  rigidez  cadavérica  ó  poco  me- 
nos qne  ettponen  loe  siete  testlgoe,  aparte  de  que  uno  de  los  Médicos  es 
pariente  d^  teeudor  dentro  del  cuarto  grado  y  los  demás,  domésticos, 
anñndatarlos  ó  criados  dei  demandante;  que  el  D.  Andrés  cambió  de  vo- 
lví ¡ad  respecto  á  disponer  de  sus  bienes  por  testamento,  y  de  que  así  lo 
hij  es  prueba  evidente  el  mismo  teetamento  cuya  validez  se  impugna, 
y  f  el  cual  se  consigna,  por  ante  la  fe  del  Notario  y  testigos,  que  don 
Al  res  era  capas,  expresándose  de  tal  manera  que  lo  entendieron  aqué^ 
Ue  perfectamente,  por  lo  cual  no  tiene  valor  en  contrario  lo  qne  dice  el 
ad  ir;  que  si  realmente  se  bailase  padeciendo  D.  Andrés  la  grave  en  fer- 
al ad  que  dicen  los  Médicos  y  testigos  del  acto,  sin  poder  moverse  y 
so  ^  gran  estado  da  postración,  no  se  conoil>e  ni  se  explica  que  hubiese 
TOMO  105  U 
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ido  á  Almería  y  trasUdádoBe  de  ana  á  otra  Notaría;  que  eatá  explicad» 
•1  por  qQé  D.  Andrés  otorgó  bq  testamento  último  en  Almería  y  no  ea 
pneblo  próximo  A  su  vecindad,  pnes  quería  la  reserva  del  protocolo  se- 
creto para  revocar  y  anular  el  en  qoe  instituía  heredero  al  demandante 
D.  Miguel  Martines  Amat,  buscando  al  efecto  la  distancia  y  el  Bcr  des* 
conocido;  que  además  de  los  tres  testigos  instrumentales  del  testamente 
impugnado,  lo  es  también  el  Licenciado  D.  Joeé  Alvares  Peres,  con  ee- 
pacidad  para  serlo;  que  este  D.  José  Alvares  Pérez  estuvo  presente  en 
todos  los  actos  que  integran  el  otorgamiento  y  autorización  del  instru- 
mento público  cuya  nulidad  se  pide,  y  que  vio,  oyó  y  entendió  perfede- 
mente  ai  testador;  que  no  admitía,  basta  tanto  se  probase,  que  el  teetige 
D.  Rafael  Padilla  Ruado,  á  que  se  refiere  el  testamento,  sea  la  misma 
persona  á  que  hace  referencia  el  acta  de  inscripción  de  nacimiento  qne 
presenta  ol  demandante,  por  do  ser  difícil  que  en  población  del  numere 
de  babitantes  de  Almería  haya  más  de  un  individuo  cuyo  nombre  y  ape- 
llidos sean  Ignales;  y,  ñuaimente,  que  en  una  de  las  cláusalasdel  testa- 
mento de  Doña  María  de  las  Ao^nstias  Andrés  García  del  Olmo  constan 
las  paUbras  siguientes:  cEste  edminlstradcr  (eldel  ñdelcomipo),  que  lo 
será  D.  Andrés  Cortés  Martínez,  será  sastitníio  por  la  persona  qne  ei 
mismo  nombre  por  medio  de  instrumento  público,  y  quien  recibirá  las 
mismas  fecnitades  y  en  los  mismos  términos,  procurando  su  sustitución 
.del  mismo  modo»: 

Resaltando  que  entre  los  fundamentos  de  derecho  del  escrito  deoon- 
testaoión  á  la  demanda,  alepó  el  demandado  D.  Mariano  Lázaro  Cortés, 
como  má<3  atinentes  á  la  cuestión  del  día,  los  siguientes:  que,  según  el 
caso  8.^  del  art.  681  del  Código  civil,  no  podrán  ser  testigos  en  los  tea- 
tamentos  los  dependientes,  amanuenses,  criados  ó  parientes  dentro  del 
CUSIDO  grado  de  coosangainidad  ó  segundo  de  afinidad  del  Notario  ante- 
rizRute,  y  si  D,  Antoiio  Estremera  Peioado  no  era  amanuense  dei  No- 
tarlo qne  autorizó  ei  testamento  de  que  se  trata,  nada  importa  qoe  le 
foese  de  otro  Notario;  que  la  parte  actora  reconoce  la  idoneidad  del  tee- 
tigo  D.  Roque  Portes  Salvador;  qne  la  del  testigo  D.  Rafael  Padilla 
Buino  tiene  por  ahora  la  calificación  de  muy  verosímil  y  adquirirá  la 
de  cierta  ó  la  de  falsa  en  el  período  de  prueba;  que  aun  supuesta  la  de 
cierta,  quedaba  un  cuarto  testigo  instrumental  perfectamente  Idóneo, 
cual  es  el  Licenciado  D.  José  Alvares  Pérez,  cuya  presencia  en  el  acto 
no  foé  accidental,  sino  requerida  por  el  testador,  y  si  bien  no  firmó  el 
testamento,  según  presoribe  el  árt.  626  del  Código  civil,  como  en  los  tes- 
tamentos son  los  testigos  un  medio  de  prujeba  y  publicidad,  y  siéndolo, 
y  no  necesitando  la  rogación  para  serlo,  bien  puede  afirmarse  en  la  ee- 
íera  del  derecho  que  D.  José  Alvares  Pérez  prestó  el  medio  de  prueba  y 
publicidad  en  el  testamento  cuya  nulidad  se  pide,  teniendo  en  cnente 
qne  estuvo  presente  en  todos  los  actos,  que  su  presencia  no  foé  acciden- 
tal y  qne  oyó,  vio  y  entendió  al  testador;  que  si  bien  es  verdad  qne  falte 
la  firma  de  dicho  señor,  siendo,  como  es,  el  objeto  de  la  firma  estable- 
cer por  modo  permanente  la  garantía  de  ser  cierta  la  presencia  é  inter- 
vención de  los  testigos,  en  el  caso  presente  es  una  garantía  de  suma  efi- 
cacia que  todo  el  testamento  hubiese  sido  escrito  por  el  D.  José  Alvares 
Pérez  á  presencia  de  los  que  intervinieron  en  el  acto,  presenciando  la 
firma  de  los  testigos  y  la  del  Notario  con  su  signo,  y  presente  en  la  lee* 
tura,  otorgamiento  y  autorización  del  repetido  testamento;  qne  en  el 
acto  realizado  por  D.  Andrés  Cortés  el  16  de  Septiembre  de  190S  se  re- 
vela la  voluntad  de  nombrar  nuevo  administrador  del  fideicomiso;  qne 
dejando  aparte  ios  motivos  de  conciencia  que  el  testador  tuviese  para 
variar  su  voluntad  en  la  forma  que  lo  hiso,  es  Indudable  qne  el  fin  qoe 
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«alonMa  persegaía  era  destituir  ai  demandante  ó  instituir  á  los  deman- 
dados Siariano  y  Blas  Lisaro  Oortóa  en  el  referido  cargó  de  administra- 
dor; qae  existe,  paes,  voluntad  perfecta  ó  inteiyeión  de  crear  una  rela- 
ei6n  jurídica,  destruyendo  otra,  y  propósito  de  réaiisar  el  fin  que  perse* 
guia;  que  de  parte  de  la  manifestación  formal  de  aquella  voluntad  está 
el  cumplimiento  de  lae  solemnidades  que  para  los  instrumentos  públi- 
eos  prescriben  los  arts.  20  y  demás  congruentes  de  la  ley  del  Notariado» 
compenetrándose,  por  consiguiente,  la  voluntad  de  D.  Andrés  y  su  ma- 
nifestación formal  en  el  instrumento  público;  y,  finalmente,  que  el  acto 
realisado  ó  escritora  otorgada  en  16  de  Septiembre  de  1902  por  D.  An- 
drés Oortés  Martines  merece  la  calificación  de  tal  instrumento  público, 
y  si  aquel  estaba  facultado  para  diaponer  de  la  administración  del  fidei- 
comiso, y  así  lo  quiso  y  lo  biso,  es  consecuencia  necesaria  que  dicha 
escritora,  ya  que  no  como  testamento,  debe  ser  considerada  como  ins- 
trumento público,  correapondiendo,  por  consiguiente,  á  los  demandados 
ser  administradores  del  fideicomiso  que  creó  D.  Lorenzo  Amat  y  Fer- 
nández: 

Rasultando  que- sin  que  hasta  entonces  se  personara  en  los  autos  el 
otro  demandado  D.  Blas  Lázaro  Cartea  ni  le  fuese  acusada  la  rebeldía, 
se  confirió  traslado  para  réplica  al  actor  D.  Mlgael  Martínez  Amat,  quien 
insistió  en  las  pretensiones  de  la  demanda,  cuyos  hechos  reprodujo;  y 
evacuando  á  su  vez  el  demandado  D.  Mariano  Lázaro  Oortés  el  traslado 
de  duplica,  dio  Igualr^^ente  por  reproducidos  los  hechos  de  su  escrito  de 
contestación,  afiadlendo:  que  entre  once  y  doce  de  la  mafiana  del  16  de 
fieptiembre  de  1902  se  presentó  D.  Andrés  Cortés  Martínez  en  el  despa- 
cho de  la  Notaría  de  D.  Francisco  Bloo  Pérez  con  objeto  de  otorgar  nn 
documento  público;  que  ausente  de  Almería  el  Notarlo  snpradicho,  dio 
encargo  el  D.  Andrés  al  Licenciado  en  Derecho  D.  José  Alvares  Pérez 
de  redactar  el  instrumento  público  que  D.  Andrés  deseaba  otorgar;  que 
á  presencia  de  éste  realizó  sus  deseos  Alvares  Pérez,  y  juntos  los  dos  y 
D.  Andrés  Estremera  Peinado,  D.  Rafael  Padilla  «Ruano  y  D.  Roque  Fot- 
te  Salvador,  fueron  á  la  oficina  notarial  de  D.  Luis  Fernández  y  Gonzá- 
lez, que  estaba  encargado  de  autorizar  los  documentos  que  hubieran  de 
protocolizarse  en  los  de  Rico  Pérez  durante  la  ausencia  de  éste;  que  pre- 
sentes, por  lo  tanto,  D.  Andrés  Cortés,  D.  Andrés  Estremera,  D.  Roqoe 
Forte,  D.  Rafael  Padilla,  D.  José  Alvares  y  el  Notario  D.  Luis  Fernán- 
dez, 86  procedió  á  la  lectnra  del  documento  escrito  por  Alvares,  el  cual 
fné  otorgado  y  firmado  por  D.  Andrés,  autorizado,  firmado  y  signado 
por  el  Notario  D.  Luis  Fernández  y  firmado  por  Eatremera,  Forte  y  Pa- 
dilla, en  calidad  de  testigos  instrumentales  consignados  en  el  documen- 
to de  referencia;  y  que  presente  á  todos  estos  actos  el  Alvares,  éste  lle- 
vó, por  mandato  de  D,  Andrés  Oortés,  á  la  Notaría  de  Rico,  desde  la  del 
autorizante,  el  snsodlcho  instrumento,  que  había  de  protocolizarse  en 
el  de  los  reservados  por  disposición  expresa  de  quien  lo  otorgó,  refirién- 
dose á  lo  que  en  aqaél  se  contiene: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicó  la  documen- 
tal, testifical  y  de  absolución  de  posiciones,  y  unidas  las  practicadas  á 
los  autos,  presentó  el  demandante  escrito  acusando  la  rebeldía  al  de- 
mandado Blas  Lázaro  Cortés,  el  cual  se  personó  en  el  pleito,  solicitan- 
do se  recibiese  nuevamente  á  prueba,  como  así  tuvo  lugar,  proponien- 
do al  efe(;to  la  testifical,  que  también  fné  practicada,  evacuándose  des- 
eiraes  los  traslados  de  conclusión;  y  dictando,  finalmente,  el  Jnea  de 
primera  instancia  de  Canjáyar,  en  29  de  Diciembre  de  1904,'sentencis, 
\ne  declaró  nulo  y  sin  ningún  valor  legal  ni  efecto  el  testamento  abier- 
o  que  otorgó  D.  Andrés  Cortés  Martínez  en  la  ciudad  de  Almería  el  16 
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de  Septiembre  de  1902,  ante  el  Notario  de  la  miema  D.  Ltiia  Fernandos 
j  González,  como  eaetitnto  de  en  compafiero  D.  Francisco  Bico  Póreí, 
7,  en  en  cOnsecnencia,  declaró  enbeistente  el  qne  el  propio  D.  Andrea 
Cortee  Martiuez  otorgó  á  fator  de  D,  Mlgnel  AdariíDes  Amat  en  SO  de 
Abril  de  1889,  ante  el  Notario  de  Bentariqoe  D.  Pedro  de  Orta,  ein  ex- 
presa condena  de  coeiae;  y  apelado  este  fallo  en  tiempo  j  forma  por  lo» 
demandados  D.  Mariano  y  D.  Blas  Lázaro  Cortés,  y  sustanciado  el  re- 
enrae  con  arreglo  á  derecho;  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andlencia  territo- 
rial de  Granada  pronunció,  en  grado  de  apelación,  con  fecha  81  de  Mar- 
io último,  aentencia,  qae,  revocando  en  parte  y  confirmando  en  lo  no 
revocado  la  apelada  del  Jnez  de  Oanjáyar,  declaró  Lnlo  y  sin  ningún 
valor  ni  efecto  legal  el  testamento  abierto  qne  otorgó  D.  Andrés  Cortee 
Martínez  en  la  oindad  de  Almería  el  día  16  de  Septiembre  de  1902,  ante 
el  Notario  de  la  misma  D.  Luis  Fernández  en  suetitución  de  D.  Francisco 
Rieo  Pérf  z,  y,  en  sn  consecuencia,  condenó  á  los  oema&daüoe  D.  Maria-  . 
no  y  D.  Blas  Lázaro  Cortés  á  tener  por  nulo  dicho  testamento  y,  por  lo 
tanto,  nulas  también,  sin  ningún  valor  ni  ettcto,  todas  las  clánanlae  y 
diaposlciones  qne  el  mismo  testamento  contiene,  sin  expresa  condena- 
ción de  las  costas  de  aquella  segunda  inetancifc: 

Besnltando  que  D.  Mariano  y  D.  Blas  Lázaro  Cortés  han  interpuesto 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  nú- 
mero 1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  lea 
algnientes  motivos: 

Primero.  lafracclén  de  la  doctrina  constante  de  este  Tribunal  Su- 
premo establecida  en  sentencias  de  11  de  Diciembre  de  J8ó6, 16  de  Junio 
de  1872,  29  de  Septiembre  de  1886  y  otras,  de  qae  el  testamento  tiene 
entre  los  interesados  la  misma  faerza  qne  la  ley,  y  en  el  presente  caso 
debe  ser  ley  por  que  se  rija  este'  pleito  el  te^t» meato  cerrado  de  Dofia 
María  de  las  Angnstias  Andrés  García  del  Olmo,  otorgado  en  1.^  de 
Mayo  de  1871,  en  el  que  se  dispone  que  el  administiador  del  fideicomiso 
D.  Andrés  Cortés  Martínez  será  sustituido' por  la  persona  que  el  mismo 
designe  en  instrumento  público;  doctrina  y  disposición  de  que  ha  pres- 
cindido por  completo  la  Sala  sentenciadora,  ibfdr  glendo  también  Ift 
ley  1.*,  titulo  18,  libro  L^  de  la  Novísima  ReroptlHclón;  la  4.\  títn- 
lo  2.*,  Partida  sexta,  y  las  doctrinas  legales,  qne  previenen  que  siempre 
que  conste  legalmente  la  verdad  de  una  última  volnntad,  otorgada  con 
las  solemnidades  de  la  ley,  es  indispensable  resj  erarla  y  hacerla  respe- 
tar, en  obsequio  á  los  principios  de  justicia  y  á  las  consideraciones  de- 
bidas al  testamento  de  los  hombres;  y 

Segundo.  Apoyándose  en  doctrina  vigente  del  Código  civil,  que  ha 
sido  erróaeameate  aplicada,  y  en  la  establecida  por  este  Tribunal  So** 
premo  en  sentencia  de  21  de  Noviembre  de  1889,  es  váiiJo  el  tetatamenta 
de  16  de  S'^ptlembre  de  1902,  pues  concurrieron  al  acto  tres  testigos^ 
de  los  caales  dos  ha  reconocido  la  Sala  senteaclAdora  (^iio  no  tenían  in- 
capacidad legal  alguna;  y  en  cnanto  al  que  tenia  incapacidad,  ésta  pro- 
cedía de  ser  menor,  y  terminantemente  dice  la  tu^^cltpda  sentencia 
de  1899  qne  los  qne  fde  biieua  fe  requirieron  la  intervención  del  menor 
en  concepto  de  mayor,  debe  producir  los  mifmoB  ef.M  tes  qne  si  tuviera 
la  edad  cumplida!,  toda  vez  que  el  D.Andrés  Cortés  Martínez  mani- 
festó pública  y  solemnemente  su  última  volnrtRd;  y  si  en  lo  más  mí- 
nimo hubiera  podido  sospechar  que  el  testigo  Raf..el  r^adllla  era  menor 
de  edad,  indudablemente  que  no  hubiese  solicitado  su  concurso  eomo 
testigo  en  el  testamento  impugnado  y  hnbUra  rogndo  para  qne  lo  fuese» 
sin  ningún  género  de  duda,  á  D.  José  Alvares  Pérez,  qne  vio,  oyó.  en» 
tendió  y  estuvo  presente  todo  el  tiempo  que  duró  el  otorgamiento,  n» 
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armándolo  por  creerlo  Inneceeario  el  Notario  aatorlsante;  pero  ei  la  Sala 
entendiera  qne  el  testamento  en  cuestión  era  nnlo,  sin  embargo  no  i^er 
eao  seria  nnlo  también  el  nombramiento  de  administrador  hecbo  en  fa- 
Yor  de  los  recurrentes,  teniendo  en  cnenta  qne  el  primer  testamento,  por 
todoB  respetado  y  considerado  como  Yálido,  sólo  exige  se  baga  el  nom- 
bramiento en  instrumento  páblico,  infringiéndose,  por  consigniente,  sn 
contenido  y  el  art.  20  de  la  Ley  del  Notariado  al  decirse  qne  es  nnlo  el 
testamento  otorgado  por  D.  Andrés  Cortea  Martines  el  15  de  Septiembre 
48  1902  y  de  nlngáa  valor  ni  eficacia  jurídica  el  nombramiento  de  don 
Mariano  y  D.  Bias  Lázaro  Oortés  para  administradores  del  fideicomiso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Casafia: 

Considerando  que  es  doctrina  legal,  sancionada  por  la  jurispruden- 
cia, la  de  qne  no  basta  que  st  a  conocida  la  voluntad  de  nn  testador  para 
qne  surta  efecto  en  disposición  testamentaria,  sino  que  es  preciso  que 
aparezca  expresada  en  alguna  de  las  formas  y  con  los  requisitos  esen* 
dales  que  en  cada  testamento  ban  de  concurrir,  sin  que  sea  lícito  preí" 
cindir  de  ninguno  de  fiicbos  requisitos,  siendo  uno  de  ellos  en  el  testa* 
mentó  abierto  que  se  baga  ante  Notario  y  tres  testigos  idóneos,  de  cuya 
condición  carecen  los  menores  de  edad,  según  previene  el  art.  681,  nú- 
mero a«^,  del  Código  civil,  y  en  su  consecuencia,  cuando  alguno  de  ellos 
no  ba  llegado  á  la  mayor  edad  el  testamento  en  que  interviene  es  nulo, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  687  del  mencionado  Cuerpo  legal: 

Considerando  qne,  esto  sentado,  es  inconcuso  ^ne  si  bien  la  funda- 
dará  del  fiJeicomiHo,  al  nombrar  A  D.  Andrés  Cortea  administrador  del 
mismo  en  sn  testamento  cerrado,  le  facultó  para  que  por  medio  de  Ins- 
irnmento  público  designara  la  persona  que  babía  de  sustituirle  en  sn 
cargo,  como  quiera  qne  el  D.  Andrés  eligió  pira  nombrar  sustituto  la 
forma  de  testamento,  á  las  circunstancias  del  último  que  otorgó  y  al  con* 
oepto  jaridico  que  ésie  merezca  bay  que  atender,  en  armonía  con  la  dis- 
posición testamentaria  de  la  Dofia  Angustias  Andrés,  y  no  tan  sólo  á 
ésta,  como  se  sostiene  con  el  primer  motivo  del  recurso  y  último  ex- 
tremo del  segando,  careciendo  consiguientemente  de  aplicación  los  pre- 
ceptos legales  y  doctrina  que  se  invocan,  aparte  la  improcedencia  de  la 
cita  de  leyes  derogadas,  sin  que,  por  otra  parte,  sea  dable  conceder  va- 
lides, como  simple  instrumento  público,  aun  testamento  ineficaz  por  la 
carencia  de  sus  requisitos  esenciales: 

Considerando  que  no  es  aplicable  á  este  caso  la  doctrina  que  sirve  de 
fundamento  al  segando  motivo,  porque  en  el  resuelto  por  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Sjpremo,  que  se  cita,  se  trataba  de  un  testigo  tenido 
como  mayor  de  edai  en  posesión  de  semejante  estado,  al  que  sólo  fal- 
taban pocos  meses  para  cumplirla  y  en  quien  concurrían  otras  especia- 
les circunstancias,  que  se  expresaron,  para  qne  semejante  posesión  de 
estado  prodajera,  respecto  de  los  que  en  concepto  de  ser  mayor  de  edad 
requirieran  su  testimonio,  el  mismo  efecto  que  si  la  bublese  cumplido, 
ninguna  de  cuyas  circunstancias  concurren  en  el  caso  del  actual  re- 
curso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  y  D.  Blas  Lázaro  Cortés, 
á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Oranada  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento 
que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Lbgisla.tiva,  pasándose  al  efdcto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
Francisco  Xoda.=Vicente  de  PlnléB.= Víctor  Covlán.=Antonio  Alonso 
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OasAfia.asIldefoDSO  Lópeí  Arftnda.aeEI  Magistrado  8r.  Domtneeh  ▼•16 
en  8ftla  j  no  pndo  firmar:  José  de  Aldecoa. 

PDblicación.=Leida  j  publicada  ba  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzemo.  8r.  D.  Antooio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  TrSbonal  Bnpre- 
moy  celebrando  audiencia  pública  la  Bala  de  lo  civil  en  el  dia  de  boy,  de 
qae  eertlflco  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  80  de  Noviembre  de  I9O0.=Maroelino  San  Bomán, 


Kam.  16d.-<-TRiBUNAL  SUPRENO.-l.<'  de  Dlclsnbre,  peb  el  12. 

Competencia.— Pa^o  dé  enniidad.^Senienei^  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  de  Soria  la  sostenida  con  el  de  igual  clase 
del  distrito  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  acerca  del  conoci- 
miento del  juicio  verbal  promovido  por  D.  Senón  Pérez  contra 
D.  Antonio  Pastor. 
En  su  CON8IDBRANDO  úníco  se  establece: 

Que  Megün  los  aris.  1500  del  Código  eioil^  y  62,  regla  í.^  de  la  ley 
procesal,  apareciendo  como  único  dato  cierto  la  entrega  de  mercan^ 
dan  al  comprador  en  su  domicilio,  compete  al  Juez  de  éste  el  cono- 
cimiento  de  la  demanda  sobre  pago  de  aquéllas,  si  no  consta  que  se 
remitieran  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador,  ñique  el  precio  de* 
¿riera  satisfacerse  en  otro  punto,] 

Én  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1.®  de  Diciembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Kós,  en  virtnd  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jnes  municipal  de  Soria  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
Valladolid  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  ante  el  se- 
gundo por  D.  Senóoí  Péreí  Paitor,  del  comercio  j  vecino  de  Valladolid» 
contra  D.  Antonio  Pastor  Bueno,  también  comerciante  y  vecino  de  So- 
ria, sobre  pago  de  cantidad, ;Baldo  de  cuenta;  no  habiendo  comparecido 
las  psrtes  ante  este  Tribunal  Supremo. 

Beiultando  que  en  4  de  Septiembre  último  y  ante  el  Juigado  mnnl- 
eipal  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  D.  Senén  Perca  Pastor 
dedujo  demsnda  de  juicio  verbal  contra  D.  Antonio  Pastor,  al  objeto  de 
qne  éste  le  abonase  la  cantidad  de  71  pesetas  80  céatimos  que  le  era  en 
deber  como  saldo  del  importe  de  géneros  comprados  por  el  demandsdo 
sn  el  almacén  del  actor;  y  por  otrosí  manifestó  qns  estimaba  á  dicko 
Juagado  como  competente,  porque  la  obligación  en  aquella  demanda  re- 
elamada  procedía  de  compras  y  entregas  de  géneíos  hechas  en  el  alma- 
cén del  demandante,  y  cuyo  importe  había  sido  satisfecho  en  Vallado- 
lid,  é  excepción  del  saldo  que  se  reclsmaba: 

Besultando  que  emplaaado  D.  Antonio  Pastor  por  medio  del  oportuno 
oficie  dirigido  al  Juzgado  municipal  de  Soria,  promovió  ante  el  mismo 
enestión  de  coropeteDcia  por  inhibitoria,  alegando:  que  el  viajante  de 
D.  Senén  Pérez  Pastor  hubo  de  presentarse  en  el  establecimiento  del  de- 
mandado, poniéndole  de  manifiesto  las  muestras  de  los  géneros  ds  su 
principal,  y  previo  convenio  entre  dicho  viajante  y  D.  Antonio  Pastor 
respecto  al  precio  de  algunos  de  aquéllos,  tomó  Is  correspondiente  nota 
de  los  que  el  demandado  hubo  de  comprar;  qne  dichos  géneros  le  habíao 
sido  remitidos  y  qne  más  tarde  satisfizo  su  importe  en  Soria;  y  qne  la 
acción  ejercitada  por  el  actor  era  personal,  y  no  había  lugar  designado 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación. ni  sumisión  por  parte  del  deman- 
dado al  Juzgado  de  Valladolid;  invocó  el  núm.  1.^  del  art  02  de  la  i»T 
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áB  Bnjnioiftmiento  oivil,  y  pidió  al  Jüsgade  rtqaii tese  de  inhibición  ni 
del  dlatrlte  de  la  Andienoia  da  Valladeild,  oen  imposieión  de  coatas  al 
demandante: 

Beaoltando  qne  el  Jaes  mttnioipal  de  Seria,  de  coníermidad  con  el 
Miniaterie  fiacal,  j  fondado  en  qne  era  pereonal  la  acción  ejercitada  j 
ao  habla  Ingar  designado  para  ai  cnmplimiento  de  la  obligación  ni  sn* 
■kisión  del  demandaído,  por  todo  lo  cnai  era  aplicable  la  regla  1.*  del  ar- 
tículo 68  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil,  pronnnció  anto  inhibitorio 
«k  17  de  dicho  mes  de  Septiembre,  según  solicitó  el  demandado. 

Beeoltando  qne  dirigido  el  oficio  con  el  testimonio  corresp<#ndlente 
«1  Jnes  municipal  del  distrito  de  la  Andiencia  de  Valisdolid,  y  dada 
Tlata  A  la  parte  actora,  impugnó  ésta  el  requerimiento  de  inhibición,  ex- 
poniendo: qne  la  carta  qne  preaentaba,  dirigida  por  el  demandado  al 
Abogado  del  actor  con  fecha  26  de  Marzo  de  eate  afio,  demostraba  que  la 
mayor  parte  del  yaior  de  los  géneros,  cuyo  saldo  se  reclamaba,  había 
■Ido  pagado  á  D.  Senón  Peres  en  Valladolid;  que  aun  siendo  cierto  que 
ol  contrato  se  efectuara  en  Soria  por  medio  de  representante  ó  comisio- 
nado del  actor,  no  lo  era  menos  que  las  mercancías  se  entregaron  ó  pu- 
nieron á  disposicióp  del  comprador  en  la  ciudad  de  Valladolid,  y  fueron 
porteadas  de  cuenta  y  riesgo  de  éste,  como  lo  indicaba  la  factura  que 
también  se  presentó;  y  que,  por  lo  tanto,  el  Jues  del  domicilio  del  yen- 
dador,  ó  sea  el  del  lugar  en  que  los  géneroe  se  entregaron  al  comprador, 
•ra  el  único  competente  para  conocer  de  la  reclamación  del  testo  del 
piacio  de  los  mismos,  aunque  el  contrato  se  hiciera  en  otra  población 
aon  el  representante  del  vendedor;  citó  como  fundamentos  de  derecho  la 
legla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  proceeal  civil,  en  relatión  con  el  art.  líOO 
del  Oódigo,  párrafo  2.^,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  fe- 
días  28  de  Abril  de  1900,  20  de  Mario  de  1901,  16  y  19  de  Julio  de  1902 
7  10  de  Septiembre  de  1904,  y  acompañó  una  carta  suscrita  en  Soria  por 
Antonio  Pastor  con  fecha  26  del  8  de  1906,  y  dirigida  áD.  Mauro  Mi«nei 
7  Romero,  de  Valladolid,  de  la  que  aparece  lo  siguiente:  cDe  acuerdo 
eon  en  carta  del  22  del  mee  qne  cursa,  adjunto  remito  talón  núnaero 
tlL996,  de  haber  ingresado  é  la  cuenta  corriente  de  D.  Senén,  qt*e  no  lo 
he  hecho  á  la  suya  por  no  saber  si  tenia  cuenta  corriente  con  el  Ban- 
eo,  7  en  ves  de  800  que  teníamos  dicho,  mando  ptae.  400,  que  creo  ya  ten- 
drán Imstante  para  saldar  todas  las  cuentas,  incluyendo  la  factura  29  de 
Ootnbre.ifesTamblén  remito  talón  de  haber  facturado  un  fardo  núm.  8.696, 
oenteniendo  los  géneroe  que  me  pide,  que  son  exactoe  y  no  en  peores  con- 
dielones.que  los  recibí,  que  é  continuación  ee  expresan  ...  Buego  á  uste- 
dee  me  éonteeten  al  recibo  de  la  presente,  etc.»;  y  una  factura  sellada  y 
aln  firma,  con  encabesamiento  impreso,  y  eecritos  el  nombre,  punto  y  fe- 
eha,  qne  diee:  c  Almacén  de  Pafios  de  Senén  Pérez,  Victoria,  núm.  18.= 
Yaliadolid  17  de  Octubre  de  1906.=9r.  D.  Antonio  Pastor,  de  8or1a.= 
Bebe  por  los  géneros  que  me  ha  comprado  y  le  remito  de  su  cuenta  y  riesgo 
por  •••  Pagaderoe  en  mi  domicilio  á  l09  noventa  días  fecha  de  la  factura 
ó  á  los  treinta  con  2  por  100  descuento.  Pasados  ocho  días  de  la  recep- 
don  del  género,  no  se  admitirá  reclamación  alguna»;  siguiendo  después 
una  relación  de  géneros  y  sus  precioe,  y  al  final  una  liquidación,  de  la 
que  reenltan  una  partida  de  2  pesetas  60  céntimos  de  portee  pagudos  por 
los  géneros  devueltos  por  el  demandado,  y  un  saldo  deudor  de  71  pese- 
tas 80  céntimos: 

Resultando  que  el  Jues  municipal  del  distrito  de  la,  Audiencia 'de 
Valladolid,  de  acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  profirió  auto  en  1  .^  de 
Octubre  próximo  anterior,  no  dando  lugar  al  requerimiento  de  inhibí- 
don  hecho  por  el  de  Soria,  fundándose:  en  que  de  la  factura  fecha  17 


Digitized  by  LjOOQ iC 


676  JVSSBFBOWBSKÜA  OTVIL 

de  Ootabra  de  1906,  presentada  por  el  actor,  apareoe  qne  loa  géneros  m 
habían  remitido  de  cnenta  7  riesgo  del  comprador,  7  sin  dada  á  porto 
debido,  ya  que  en  aqaóila  no  figara  partida  ninguna  relativa  á  porteo, 
por  lo  qae  es  aplicable  al  caso  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  28  de  Diclembñ  de  1904,  según  la  que,  cob« 
forme  al  úUimo  párrafo  del  art.  1600  del  Código  civil,  en  el  contrato  de 
compraventa,  salvo  pacto  en  contrario,  deberá  hacerse  el  pago  en  el 
tiempo  7  lugar  en  qne  se  haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  7  ésta  ee 
reputa  entregada  al  comprador  cuando  de  su  cnenta  7  riesgo  se  expide 
al  lugar  por  el  mismo  fijado;  7  en  qne,  aun  cuando  el  contrato  se  cele« 
brara  en  Soria  con  el  viajante  de  la  casa  de  D.  Senén  Péreí,  no  obstaba 
á  la  competencia  del  Jaz^ado  de  Valiadolid,  si  se  tenia  en  cuenta  qae 
este  Tribunal  Supremo  ha  declarado  en  sentencias  de  16  de  Julio  de  190S 
7  20  de  Septiembre  de  1904  que,  reclamándose  el  resto  de  géneros  de  00- 
mercio  expedidos  desde  el  domicilio  del  vendedor  por  cuenta  7  riesge 
del  comprador,  7  del  quebranto  consiguiente  á  la  falta  de  pago  de  eler- 
tOB  géneros,  como  ocurría  en  el  caso  de  autos,  según  resulta  de  la  carta 
de  26  de  Marzo,  debe  cumplirse  aquella  obligación  en  el  domicilio  de  di- 
cho vendedor,  sin  que  la  circunstancia  de  haberse  hecho  el  pedido  ó  el 
contrato  en  otra  población  distinta,  por  conducto  de  un  viajante  ó  re- 
presentante del  vendedor,  pueda  alterar  la  naturaleza  7  ef  cctoe  jurídieoe 
del  mismo  contrato: 

Kesultando  que  el  Juzgado  municipal  de  Soria,  por  auto  de  16  de  di- 
cho mes  de  Octubre  último,  insistió  en  la  inhibitoria  propuesta,  eetl- 
mando:  que  en  el  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  se  hizo  la  entrega 
dé  los  géneros  comprados  7  se  pagó  parte  de  su  valor  en  Soria,  pnea  esta 
última  operación  se  efectuó  en  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  di- 
cha eluda  i,  7  siendo  obligación  simultánea  á  la  entrega  del  género  ven- 
dido el  pago  del  precio,  cuando  no  exiete  pacto  en  contrario,  era  eviden- 
te qne  el  sitio  en  qne  debía  cumplirse  dicha  obligación  era  donde  se  re- 
cibió el  objeto  de  la  venta,  conforme  á  la  sentencia  de  18  de  Julio  de 
1887;  7  qne,  según  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  el  prede 
de  la  compraventa  mercantil  debe  satisfacerse  donde  se  entregaron  loe 
géneros  vendidos,  siendo  el  Juez  del  mismo  lugar  el  competente  para  co- 
nocer de  la  demanda  sobre  cumplimiento  de  contrato,  7,  formuladas  ce- 
tas conaideraciones,  la  verdadera -cuestión  á  resolver  consistía  en  deter- 
minar dónde  debía  estimarse  realizada  la  entrega  de  los  géneros  ó  mer- 
cancías que  son  materia  mercantil,  cuando  no  consta  en  forma  legal  que 
la  remesa  de  los  mismos  al  comprador  se  ha  hecho  por  so  cuenta  7 
riesgo,  y  á  tal  efecto,  la  sentencia  de  6  de  Diciembre  de  1904  declaró  que 
la  entrega  de  géneros  vendidos  por  nn  establecimiento  mercantil  debe 
estimarse  realisada  en  el  lugar  al  cual  fueron  remitidos  al  comprador^ 
7  en  el  caso  de  autos  este  lug<ir,  indudablemente,  era  el  domicilio  del 
demandado  D.  Antonio  Pastor,  7,  en  consecuencia,  era  compaitenfee  el 
Juez  del  mismo  para  conocer  de  la  demanda  formulada  por  D.  Sanen  Pé- 
rez, doctrina  sustentada  por  sentencias,  entre  otras,  de  28  de  Enero  7  IT 
de  Noviembre  de  1905,  7  en  su  virtud  ambos  Juzgados  han  remitido  ea 
debida  forma  sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  SupremOi  don- 
de se  ha  snstanciado  la  competencia  con  arreglo  á  derecho,  07éndoee  al 
Ministerio  fí3cal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Ck>vián: 

'  Oonsiderapdo  que  negada  por  el  demandado  la  versión  dada  per  el 

actor  del  contrato  de  compraventa  de  géneros  al  fiado  que  se  celebra ca* 

tre  los  mismos,  no  constituyendo  principio  alguno  de  prneba  la  faotara 

presentada  al  contestar  al  requerimiento  inhibitorio,  porqne  pogaa  coa 
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las  afirmaolonet  he«baa  de  eontrario,  sin  qne  en  eii  ylrtnd  oenate  qoe  Im 
mercancía  se  remitiera  de  cnenta  j  riesgo  del  comprador,  7  no  dedneite- 
deee  de  la  carta  delD.  Antonio  Paator  qne  el  precio  debiera  B&tiBÍ aceiM 
«n  Vailadoltd,  aparece  como  único  dato  cierto  la  entrega  de  las  mercan- 
eías  al  comprador  en  en  domicilio  de  Soria,  y,  por  tanto,  de  conformidad 
á  lo  prescrito  en  ios  arta.  1600  del  Código  cítü,  y  62,  regla  1.*  de  la  ley 
proeeeal,  resalta  competente  el  Jaei  de  la  última  cindad  citada; 

Fallamoe  qne  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  del 
Jaioio  de  qne  se  trata  corresponde  ai  Jaez  mnnicipal  de  Soria,  al  qne  m 
lemitan  todas  las  actuaciones,  poniendo  esta  resolución  en  conocimien- 
to del  de  Igaal  clase  del  distrito  de  la  Andieneia  de  Valladolid. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoB.r=Jo6é  de  Alde- 
coa.= Francisco  Toda.=Victor  CoYián.= Antonio  Alonso  Casafia.assBa- 
món  Barroeta. 

Fu blicación.ss  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Víctor  Corlan,  Magistrado  de  la  8ala  de  lo  ciyil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy. 
de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  1.^  de  Diciembre  de  1906.=Rogelio  González  Montes, 

Núm.  16S.-^TRIBUNAL  SUPREMO.— 3  de  Dlplenbre, 
publicado  el  26  de  Febrero  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  ley.— i20¿mnd^eac{dn.— Auto  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por 
Doña  Ana  Marti  y  otro  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sata  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
con  D.  Julián  García. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  86  estableco: 

Que  conforme  al  núm.  5.^  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enfutciamien' 
to  eioil,  en  relación  con  el  núm.  1.^  del  1728^  no  es  admisible  el  re^ 
curso  cuando  las  leyes  en  él  citadas  se  refieren  á  cuestiones  no  deba^ 
tidas  en  el  pleito. 

Resultando  que  D.  Julián  García  Florit  dedujo  demanda  civil  ordi- 
naria en  el  Jozgado  de  primera  instancia  de  Atarazanas  de  Barcelona 
toñ  la  solicitud  de  que  se  declarase  que  era  único  propietario  y  poseedor 
de  determinada  finca  y  del  pozo  en  la  misma  existente,  con  todos  sus 
accesorios,  y  que  la  posesión  ó  detentación  que  de  ella  hacían  los  con- 
sortes D.  Miguel  Fontrodona  y  Badía  y  Doña  Ana  Martí  y  D.  Antonio 
Pigoillen  y  Dofia  Ndroisa  Martí  era  abusiva  y  de  completa  mala  íe,  y, 
en  BU  virtud,  se  les  condenase  á  restituirle  y  entregarle  inmediatamente 
la  posesión  que  le  habían  usurpado,  con  restitución  de  los  frutos  perol-« 
bidos  y  podidos  percibir: 

Bsaultando  que  los  demandados,  fondados  en  que  eran  ducfios  úni- 
cos del  pozo  manantial  de  agua  que  existía  en  la  finca  y  de  toda  la  ma* 
quinaria  instalada  en  el  mismo  para  su  extracción,  y  en  que  para  el  dis- 
frute de  esta  propiedad  habían  entrado  y  salido  siempre  por  el  terreno 
objeto  de  la  demanda,  pretendieron  se  les  absolviera  de  ésta,  con  impo- 
sición de  costas  al  demandante;  y  sustanciado  el  pleito  por  los  trámite» 
«orraspondientes  de  las  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
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Andiemeii»  de  Baroelona  diotó  sentencia  oenfinnatoria  en  13  de  Hano  del 
idéente  afio  en  loa  térfiinoa  pedidos  en  la  demanda: 

Reaaltando  qae  por  D.  fiáigael  Footrodona  j  litla  soeioá  ae  intorpna» 
reenrao  de  casación,  citando  como  infringido  el  art.  861  del  Oódigo  cItIÍ, 
«a  cnanto  dispone  que  el  doefio  del  terreno  en  qae  ae  edificare,  aem- 
brare  ó  plantare  de  baena  fe  tendrá  derecho  á  hacer  snya  la  obra,  siem- 
bra ó  plantación,  previa  la  Indemniaación  establecida  en  el  Código;  por 
le  4ne,  siendo  nn  hecho  qne  D.  Juan  Garda  Fiorit  adquirió  el  terreno^ 
pero  no  el  poio,  qne  existia  ya,  debe  indemnisar  el -valor  del  mismo: 

Resultando  qne  el  Mialsterio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  reoor- 
«o,  7,  en  su  yirtod,  se  trajeron  los  antes  á  la  visto,  con  las  citaolenea 
correspondiente  s. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lopes  Aranda: 

Oonslderando  que,  conforme  ai  núm.  6.^  del  art.  1729.  de  la  ley  de 
Bojuiciamiento  civil,  en  relación  con  el  núm.  U^  del  1728,  no  es  admi- 
aible  el  presente  recorso,  porque  la  única  ley  en  él  citoda  se  refiera  á 
enestiones  no  debatidas  en  el  pleito,  toda  ves  que  en  ésto  aólo  ha  sido 
materia  del  debate  el  derecho  del  demandante,  hoy  recurrido,  á  qne  se  le 
restituya  y  entregue  la  finca  que  le  han  usurpado  los  reeurrenteo,  loo 
que  se  limitaron  á  pedir  la  absolución  ds  la  dsmanda,  y  en  el  recurso  so 
¿te  como  infringido  el  art.  S61  del  Código,  que  se  refiere  á  los  derechos 
que  nacen  de  la  edificación,  siembra  ó  planteotón  en  terreno  ajeno,  para 
deducir  que  el  demandante  debe  indemniíar  á  los  recurrentes  el  valor 
de  un  poso  que  aquél  no  compró  al  adquirir  la  finca  objeto  de  la  reivin- 
dicación; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  Ana  Marti  y  su  esposo  D.  Miguel  Fontrodona 
7  otro9,  á  quienes  se  condena  al  pago  de  laa  costaa;  líbrese  A  la  Au- 
diencia de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntemlento  remitido,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  que  pro- 
Tiene  la  ley. 

Madrid  8  de  Diciembre  de  1906.BJoaé  de  Aldecoa.=FrancÍBCo  Toda. 
Antonio  Alonso  Caeafi«.=Ildefonso  Lópea  Aranda.»Bamón  Barréela. 
Federico  Monsalve.=Oamilo  María  Gnllón.s=Licenciado  Jorge  Biartínea. 


KuED.  154:.-TRIBUNAL  8UPREN0.-3  de  DIolenbro, 
pabllcada  el  28  de  Abril  do  1908. 

OjmAaóN  POR  INFRACCIÓN  DB  LBY.-^Pago  de  />eae/aa.*S<>nteneia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  i>or  D.  Jeaüi 
Olmo  contralla  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Ao- 
-  diencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Sabino  González. 
En  8U  coNSi  OBRANDO  üníco  ae  establece: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  las  supuestas  if^fraceto- 
,  nes  rejerentes  á  aspectos  muy  diferentes  de  la  cuestión  debatida  § 
que  no  fueron  sometidos  á  la  decisión  de  la  Sala  sentenciadora. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Diciembre  de  1906,  en  los  antoi 
de  teetementaría  voluntaria  de  Dofia  Juana  Alonso  de  Castro,  hoy  inol- 
dente  sobre  pago  de  1.760  pésetes,  seguidos  en  el  Juagado  de  prlmefa 
InataDcia  de  Lugo  y  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  ds 
la  Corufia  por  D.  Sabino  Gonsálex  Kúfies,  Abegado,  con  D.  Je^ús  Olmo 
Seoane,  xapatero,  vecinos  amboa  de  dicha  ciudad  de  Lugo;  autos  pea- 
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dimtM  ante  Nos  en  Yittaú  de  recareo  de  otaación  per  Infracción  de  lej 
%ae  ha  inlerpueato  el  demandado  en  ói  incidente  D.  JeBÚ8,,repreBeiitad» 
7  defendida  per  el  Procnrador  D,  Pedro  Qanna  7  el  Letrado  D.  Aogel 
Oaorio  y  Gallardo,  ein  qne  ha7a  comparecido  la  otra  parte  ante  eate  Tri- 
bunal 8apremo. 

£eenltando  qne  promoyido  ante  el  Jnigado  de  primera  instancia  de 
lAgo  el  Jnicio  Tolnntario  de  teetamentaria  de  Dofia  Jnana  Aloneo  de 
Oaetro  por  Dofia  Ramona  Bigneira  Váiqaes,  ceeionaria  de  les  derechos 
que  en  dicha  herencia  representaba  la  nieta  de  la  finada  Dofia  Matilde 
López  Olmo,  hija  de  Dofia  Manuela  Olmo  7  Alonso,  quien  también  había 
tenido  otro  hijo  llamado  D.  Ángel  Lopes  Olmo,  habiéndolo  ella  sido  na- 
tural de  lá  testadora  Dofia  Juana,  se  citó  para  el  mencionado  juicio,  A 
petición  de  la  actora,  é  dicho  D.  Ángel  7  á  I)ofia  Francisca  Seoane,  ma- 
dre natural  del  demandado  7  actual  recurrente  en  el  incidente  de  que  se 
hará  mención;  D.  Jesúe  Olmo  Seoane,  hijo.natural  de  D.  Manuel  Olma 
Alenao,  que  lo  había  sido  á  so  ves  de  la  causante  de  la  herencia,  quien 
por  haberle  premuerto  sus  dos  hijos  naturales,  D.  fiianuel  7  Dofia  Ma- 
nuela Olmo  7  Alonso,  había  instituido  en  su  testamento  herederos  á  sus 
sombrados  nietos  D.  Jesús  Olmo  Seoane,  D.  Ángel  7  Dofia  Matilde  Lo- 
pes Olmo,  mejorando  en  el  tercio  al  primero;  7  continuado  el  juicio  por 
■ns  trámitee,  se  nombió  contador  el  actual  demandante  7  recurrido  don 
Sabino  Gonaáleí  Ñafies,  quien  practicó  7  presentó  al  Josgado  las  opera- 
doñea  divisorias  del  caudal  hereditario  7  su  adjudicación  é  los  psrtíol- 
pes;  estado  en  el  que  la  citada  madre  del  menor  D.  Jesús,  Dofia  Fran- 
daca  Seoane,  ó  mejor  dicho,  la  representación  7  defensa  que  se  le  nom- 
bró de  turno  á  ella  7  al  mencionado  menor,  promovieron  incidente  en 
súplica  de  que  se  declarase  nula  la  citación  de  la  Dofia  Francisca  Seoane 
para  el  juicio,  7  en  consecuencia,  todae  laa  actuaciones  del  mismo 
posteriores  á  ella;  incidente  éste  que  fué  denegado  en  primera  instancia, 
pero  no  firme  aún  la  sentencia,  pues  que  se  había  interpuesto  apelación,, 
se  realiió  una  transacción,  en  CU70S  términos  precisos,  que  no  se  trane- 
oriben,  no  eltán  conformes  las  partea,  pero  por  virtud  de  la  cual  el  en- 
tonces metaor  D.  Jesús  Olmo  Seoane,  con  intervención  de  su  madre  Dofia 
Francisca,  recibió  1.760  peeetas  por  aprobar  las  operaciones  del  perito 
antes  mencionadas,  desistiendo  de  loa  recursos  contra  elloe  interpuestos, 
7  parece  que  cediendo  también  el  contador  sus  derechos  hereditarios, 
coaa  esta  última  qne  asimismo  había  hecho  su  primo  D.  Ángel,  á  favor 
de  Dofia  Ramona  Rlguelro,  en  la  cual  7  en  el  de  D.  Sabino  Gonsáles  Nú» 
fiei  reca7eron  todos  los  derechoe  hereditarios,  quedando  así  ultimado 
por  entonces  el  aludido  juicio  de  testamentaría: 

Resultando  que  llegado  á  la  ma7or  edad  D.  Jesús  Olmo  Seoane  pro- 
paso, con  fecha  28  de  Marao  de  1898,  demanda  de  juicio  declarativo  de 
ma7or  cuantía  contra  la  Dofia  Ramona  Rlguelro  7  el  D.  Sabino  Gonzalos 
Núfies,  ante  el  mismo  Jusgado  de  primera  Instancia  de  Lngo,  en  súplica 
de  que  se  declarase  nula  la  citación  hecha  A  Dofia  Francisca  Seoane,*  en 
repreeentación  de  eu  hijo  natural  menor  de  edad  D.  Jesús  Olmo,  asi 
como  cuanto  con  posterioridad  A  ella  ae  actuó  en  el  juicio  de  testamen- 
taría de  Dofia  Jnana  Alonso  de  Oaatro  7  la  escritura  de  venta  hecha  por 
Dofia  Ramona  Rlguelro  Vázquez  á  D.  Sabino  González  Núfiez,  7  en  su 
caso,  la  inacripción  que  hubiese  podido  practicarse  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  condenando  á  los  dos  á  que  re8tlln7an  á  la  masa  hereditaria 
los  bienes  procedentes  de  la  herencia  de  Dofia  Joana  Alonso,  al  efecto 
de  que  nuevamente  fuesen  divididos  entre  los  herederos  en  la  forma  pro- 
cedente, con  imposición  de  costas  á  los  demandados;  demanda  ésta  que, 
previa  la  tramitación  coi  respondiente,  foé  deeestimada  por  sentencia  del 


Digitized  by  LjOOQ IC 


'^80  XÜSXHRUIMBHOIA  OIVIL 

.  Jnigado  de  27  de  Abril  de  1899,  de  U  cnal  apeló  el  Olmo;  j  tramited«  la 
fleganda  inBtaneiay  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencla  territori«l  do 
la  Corofia  otra  en  81  de  Enero  de  1901  que  revocó  la  apelada,  j  eetiman- 
do,  en  parte,  la  demanda,  declaró  nnla  la  citación  practicada  á  Dolía 
Francisca  8eoane,  en  repreeentación  de  aa  hijo  natnral  y  menor  de  edad 
entonces  D.  Jesús  Joaquín  Olmo,  así  como  cuanto  con  posterioridad  á 
ella  se  actnó  en  el  jálelo  divieorio  de  la  testamentaría  de  la  Dofia  Jaana 
Alonso  de  Castro,  condenando  á  loe  demandados  á  qne  restituyan  á  la 
masa  hereditaria  los  bienes  procedentes  de  la  Dofia  Juana  para  qne  sean 
nuevamente  divididos  entre  loe  herederos  en  ív>rma  procedente,  sin  haber 
dado  lugar  á  la  declaración  dé^nniidad  de  la  escritura  de  venta  hecha  por 
la  Dofia  Ramona  al  D.  Sabino,  y  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  de 
ninguna  de  las  instancias;  fallo  éste  que  se  biso  firme,  pues  si  bien  con- 
tra él  se  interpuso  recurso  de  casación  por  la  Dofia  Ramona  Rigneiro, 
por  este  Tribunal  Supremo^  en  auto  de  29  de  Abril  de  1901, «se  denegó  en 
admisión;  y  devueltos  los  autos  al  «(uzgado  de  origen  se  dedujo  la  corres- 
pondiente certificación  para  el  juicio  de  testamentaría,  en  el  cual  ee  prac- 
ticaron varias  diligencias,  entre  otras,  unir  un  testimonio  acreditativo 
de  haber  sido  declarado  pobre  el  D.  Luis  Olmo  por  sentencia  de  29  de 
Diciembre  de  1899,  y  copia  de  la  escritura  de  14  de  Eaero  de  189S,  por 
la  cuAl  Dofia  Ramona  Rigneiro  vende  á  D.  Sabino  González  Náfiea  todos 
los  derechos  qne  representaba  en  la  herencia  de  Dofia  Juana  Alonso  de 
'Castro,  para  cuya  testamentaría  se  acordó  citar  al  Gonaálea  como  único 
interesado: 

Resaltando  que  citado  para  el  Juicio  de  testamentaría  de  referencia 
el  D.  Sabino  Oonzález  Núfiez  presentó  demanda  incidental  en  4  de  Enero 
de  1908  ante  el  propio  Juzgado  de  Lugo  contra  D.  Jesús  Oimo  Seoane, 
euplicaodo  que  en  defioitiva  se  condenase  á  éste  é  entregarle  dentro  de 
tercero  día  las  1.760  pesetas  recibidas  por  el  Olmo  con  motivo  de  la  ta- 
-eación,  caso  de  que  voluntariamente  no  desistiese  de  las  acciones  ejer* 
citadas  en  la  testamentaría,  con  las  costas,  pretensiones  éstas  en  apoye 
de  las  cuales  adujo  una  relación  de  hechos  que  contiene,  además  de  algu- 
nos ya  consignados  en  los  precedentes,  los  siguientes:  que  praetieadas 
las  operaciones  divisorias  de  la  herencia  de  Dofia  Juana  Aloneo  de  Cas- 
tro, antes  de  formular  oposición  á  ella  se  presentó  en  el  despacho  del 
González  Núfiez  el  D.  Jesús  Olmo,  acompasado  de  otro  sujeto,  propo- 
niéodole  que  le  diese  algún  dinero  y  que  aprobaría  las  operaclonee,  se- 
parándose por  completo  de  la  herencia;  que  puesta  la  pretensión  en  co- 
nocimiento de  la  interesada  Dofia  Ramona  Rigneiro  autorizó  al  Gton- 
zález  Núfiez  para  que  hiciere  lo  que  creyere  conveniente,  y  éste  propuso 
al  Olmo  darle  lo  que  el  Letrado  D.  José  Pereira  estimara  en  conciencia 
corresponderle;  que  al  siguiente  día,  mediados  de  Diciembre  de  1902,  se 
enteró  ai  Pereira,  quien  exigía  tres  días  para  estudiar  el  asunto,  con  le 
cual  se  cooformó  el  Olmo  de  momento;  peroá  la  noche  se  presentó  nne- 
yamente  al  González  Interesando  el  arreglo  de  la  cuestión  en  el  acto;  que, 
por  último,  convinieron  en  depositar  en  poder  de  D.  Pedro  Gonsálsi 
Maseda  1.760  pesetas  para  que  se  entregasen  al  Olmo  luego  que  la  tes- 
tamentaría estuviese  definitivamente  terminada;  que  tal  depóeito  lohiio 
el  D.  Sabino  en  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  la  cuenta  corriente 
de  Mafleda;  que  en  seguida  el  D.  Jesús  Olmo,  con  su  madre  Dofia  Fran- 
cisca Seoane,  otorgaron  poder  á  favor  de  Procurador  para  qne  kprobaae 
las  operaciones  divisorias  del  caudal  hereditario,  desistiese  de  todoe  les 
recursos  entablados  y  terminase  definitivamente  la  testamentaría,  revo- 
cando en  el  mismo  documento  el  poder  anteriormente  conferido  al  Pro- 
curador  que  venía  representándoles  en  el  indicado  asunto,  mandato  qvB 
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el  niWYameiite  nombrado  cnmpiió;  qae  terminada  la  oneotlón,  oe  enteró 
ol  Masada  de  qae  podía  entregar  las  1.760  pesetas  consignadas,  como 
queda  dicho,  en  sn  cnenta  corriente,  al  Olmo,  lo  qne  así  hiao,  recogien- 
do el  oportuno  resguardo  de  éate;  que  el  Olmo,  despnée  de  recoger  las 
1.760  pesetas,  acudió  otra  yes  al  Juagado  pretendiendo  de  nuevo  la  di- 
Tislón  de  la  mlFma  herencia,  que  habia  sido  traspasada  por  D^fia  Ra- 
mona Bfgoelro  ai  D.  Sabino  por  no  tener  aquélla  recureoe  para  reinte- 
grar á  éste;  alegó  también  el  actor  los  fundamentos  de  derecho  que  tuvo 
por  conveniente,  j  por  otrosí  pidió  el  recibimiento  A  prueba  del  inci- 
dente: 

Besultando  que  acordada  la  tramitación  del  incidente  promovido  4 
oontinnación  del  aéunto  principal,  con  suspensión  de  éste,  se  confirió 
traslado  á  D.  Jesús  Olmo  Beoane,  quien  lo  evacuó  con  escrito  solici- 
tando se  hubieae  por  contestada  la  demanda  incidental  y  se>  absolviese 
de  ella,  con  imposición  de  las  costss  al  actor,  pretensión  que  fundó  en 
kaohOB  sustancia Imente  conformes  con  los  consignados  como  preceden- 
tea,  sólo  que  niega  los  relativos  é  su  intervención  en  los  preliminares 
de  la  transacción,  que  atribuye  á  su  madre  ezclusivs mente  así  como 
también  el  percibo  de  las  1.760  pesetas,  diciendo  que  sólo  ha  firmado  el 
recibo  de  dicha  cantidad  á  ruego  de  aquélla,  que  no  sabía  escribir,  ne- 
gando asimismo  los  hechos  que  la  demanda  contiene  descritos  de  los  ex- 
puestos como  antecedentes,  así  como  otros,  7  detalló  circunstancias 
pone  importantes;  y  alegando  los  fundamentos  de  derecho  que  creyó 
oenducentes  á  su  derecho,  pidió  por  otrosí  el  recibimiento  del  asunto  á 
pmeba,  trámite  que  acordó  el  Juagado,  practicándose  á  instancia  del  ac- 
tor la  de  absolución  de  posiciones  por  el  demandado,  la  testifical  y  la 
documental  trayéndose  también  por  compulsa  algunos  documentos  á 
petición  del  demandado,  medios  de  prueba  cuyo  resultado  en  la  parte 
necesaria  para  el  estado  actual  de  la  cuestión  ya  se  ha  extractado  como 
preoedontes: 

Besultaodo  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos  y  celebrada  vista  se 
dictó  por  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Lugo,  con  fecha  SV  de  Fe- 
brero de  1904,  sentencia  qne  condenó  á  D.  Jesús  Olmo  Beoane  á  entre- 
gar á  D.  Sabino  Goosález  Núfiea  las  1.760  pesetas  qne  de  él  recibió  por 
conducto  de  D.  Pedro  Oonzáles  Masada  ó  desista  de  las  acciones  que 
ejercita  en  la  testamentaría  de  Dofia  Juana  Alonso  de  Oastro,  imponien- 
do todas  las  costas  del  incidente  al  D.  Jesús,  fallo  del  cual  apeló  éste, 
dando  así  Ingar  á  la  tramitación  de  la  segunda  instancia,  qne  terminó 
por  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la  Co- 
mfia,  dictada  en  24  de  Marso  de  1906,  que  confirmó,  en  cnanto  á  lo  prin- 
cipal, la  del  Joagado,  revocándola  tan  sólo  respecto  á  la  condena  de  eos- 
ta0«  pues  declnró  no  haber  lugar  á  imponerlas  á  ninguno  de  los  litigan- 
tes ni  en  primera  ni  en  segunda  instancia: 

Resultando  que  D.  Jeeús  Olmo  y  Beoane  ha  interpuesto  recurso  de 
easación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  ar- 
tícnlo  1692  de  la  ley  de  Eq jnlciamiento  civil  y  lo  funda  en  los  dos  moti* 
vos  ó  inf  raecioDes  siguientes: 

Primero.  I  >  fringa  la  Sala  sentenciadora,  por  inaplicación,  los  núme- 
ros 1.®  de  los  artículos  1261  y  1268  del  Código  civil,  al  no  declarar  ex- 
presamente en  la  sentencia  recurrida  la  nulidad  del  contrato  de  transac- 
ción celebrado  entre  el  actorjncldental  D.  Sabino  Gonsáles  Náfiea  y  el 
hoy  recurr«-nte  y  entonces  menor  de  edad  D.  Jesús  Olmo,  respecto  á  la 
testamentaría  de  la  abuela  de  éste  Dofia  Juana  Alonso  de  Oastro;  y 

Segundo.  Animismo  ha  infringido  la  Sala,  por  no  haberle  aplicado 
en  teda  su  extensión,  el  art.  1804  del  Oódigo  civil,  pues  qus  condena  al 
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recurrente  á  derolver  taa  1.760  pesetas  qne  recibió  por  virtud  del  een* 
'trato  de  transacción  ante»  mencionado,  nolo  por  la  menor  edad  de  uno 
de  los  contratantes,  sin  tener  en  onenta  qne  para  la  procedencia  de  tal 
devolnoión,  con  arreglo  al  artículo  citado,  conforme  en  cnanto  al  parti- 
onlar  con  sas  precedentes  del  Derecho  romano,  consignados  en  el  Diges- 
to, 7  del  patrio  contenidos  en  las  leyes  de  Partida,  repetidamente  aplN 
cados.por  este  Tribnnal  Supremo  en  sentencia  de  21  de  Octobre  de  1997, 
7  32  de  igaal  mes,  de  1894,  es  necesario  qne  se  pruebe  que  el  incapas  ee 
enriqueció  con  la  cantidad  leoibida,  7a  que  el  enriquecimiento  ne  se 
prcBume  poi¡  el  sólo  hecho  del  percibo,  como  parece  entiende  la  Sala  sen- 
tenciadora; por  lo  cual,  7  no  haberse  intentado  siqoiera  dicha  prueba, 
es  improcedente  la  resolución  de  referencia,  como  contraria  á  las  dls* 
posiciones  legales  7  Jarlsprudencia  citadas* 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Coneiderando  qae,  dados  los  términos  7  f  andamentos  de  la  contesta- 
ción formalada  por  el  recurrente  á  la  demanda  contra  él  dirigida  por 
D.  Sabino  Gonzalos  Núfiez,  carecen  de  .eficacia  los  motivos  del  recurso 
para  la  casación  pretendida,  en  atención  á  que  D.  Jesús  Olmo  no  plan* 
teó  debida  y  concretamente  la  cuestión  de  nulidad  del  contrato,  CU70 
<snmpllmleQto  ó  rescisión  en  su  caso  pretendía  aqnél,  sino  que  se  limitó 
á  negar  que  él  faera  quien  la  celebrara  7  percibiera  la  cantidad  recla- 
mada, haciendo  una  vaga  referencia  á  en  menor  edad,  por  cu7a  raión, 
al  resolver  sobre  aquella  base  la  cuestión  del  incidente  la  Audiencia  de 
la  Oornfia  no  ha  podido  cometer  las  infracciones  que  se  le  atribo7en  en 
los  dos  motivos  del  recurso,  refiriéndose,  como  se  refieren,  á  aspectos 
muy  diferentes  de  la  cuestión  que  no  fueron  sometidos  á  su  decisión, 
habiendo  debido,  en  su  caso,  plantearse  el  recurso  por  rasón  de  incon- 
gruencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpneeto  por  D.  Jesús  Olmo  Seoane,  á  quien  conde» 
namos,  st  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad  que  por  rasón 
•de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho  caso  la  aplica* 
ciÓD  prevenida  en  la  ley;  no  hacemos  condenación  de  costas  mediante 
haber  comparecido  sólo  en  este  Trlbnnai  Sopremo  dicha  parte  recurren- 
te; y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Oornfia  la  correspondiente  certifica- 
ción, devolviéndole  el  apnntamiento  7  autos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qaeeta  é  inser- 
tará en  la^l^OLECCióN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aidecoa«:= 
Francisco  Toda.= Vicente  de  Piniés.is Ramón  Barroeta.—iFederlco  Mon- 
salve.ssCamllo  María  Gullón.ss Eduardo  Rnis  García  Hita. 

Publicación  .=Leída  7  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Bxcmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ho7,  de  qne 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  3  de  Diciembre  de  1906.r¿Mareelino  San  Román. 
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Nüm.  165.-^TRIBUNAL  SUPREMO.— 4  de  DIdImfert, 
pikllotda  0l  28  de  Abril  de  1908. 

Casación  por  inijracción  db  ley. -^Nulidad  de  un  talón  de  cuenta 
eomen^e.—Senteacia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  el  Gobernador  del  Banco  de  España  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete 
en  pleito  con  D.  Pedro  Parra. 
En  su  cONbiDBRANDO  único  se  establece: 

Que  si  bien  dada  la  naturaleza  del  documento  constituido  por 
un  talón  de  cuenta  corriente  y  condicionen  de  garantía  establecidas 
en  los  Estatutos  del  Banco  de  España^  pudiera  en  algún  caso  concreto 
ser  más  ó  menos  discutible  la  responsabilidad  de  dicho  estableci- 
miento cuando  resultara  que  al  pago  indebido  había  precedido  el  más 
exquisito  cotejo  de  la  firma  y  rúbrica  que  le  autorizaba  con  la  indubi- 
tada del  interesado^  obrante  en  el  expediente  registro,  si  aparecía 
tan  perfecta  en  todos  sus  extremos  la  faisiñcáción  que  no  era  posible 
racionalmente  comprobarla  sin  un  examen  pericial  especialmente 
inteligente^  no  apareciendo  esto  sino  diferencias  notorias  entre  la 
rúbrica  legítima  y  la  /alsiñcada,  es  manifiesta  la  responsabilidad 
del  jB  meo  al  hacer  el  pago  indebido: 

Que  según  los  términos  de  los  contratos  de  cuenta  corriente  del 
Banco^  incumbe  á  éste  la  obligación  de  cerciorarse  de  la  legitimidad 
de  los  talones  presentados,  no  sólo  por  el  medio  del  cotejo  de  las 
firmas,  sino  por  cualquiera  otro  que  se  estime  procedente  en  caso 
de  duda,  constituyendo  esto  la  garantía  del  cuentacorrentista: 

Que^  según  lo  expuesto,  no  basta  que  el  Banco  se  confíe  en  la 
persona  que  presentó  el  talón  falso  si  no  tenía  la  representación  del 
cuentacorrentista: 

Que  el  art.  66  de  los  Estatutos  del  Banco,  impone  A  éste  la  obli» 
gadón  esencial  de  no  hace^  pago  sino  al  verdadero  acreedor,  repre^ 
sentado  por  la  legitimidad  del  talón: 

Que  careciendo  éste  de  tal  circunstancia  no  puede  atribuirse  A  su 
pago  indebido  el  carácter  de  suceso  imprevisto  é  inevitable,  ni  añr- 
mar  se  con  razón  que  el  contrato  deja  de  cumplirse  de  buena  fe  al 
exigir  la  responsabilidad  al  Banco: 

Que  por  las  razones  mencionadas,  no  justiñcándose  que  el 
cuentacorrentista  cometiera  acto  alguno  de  omisión  ó  negligencia 
que  haya  facilitado  el  fraude^  la  sentencia  que  declara  falsa  la  firma 
estampada  en  un  talón  é  indtbido  el  pago  á  la  persona  que  lo  presen- 
tó, no  infringe  los  arts.  1105, 1124, 1258, 1700  y  1710,  en  relación  con 
el  1162  del  Código  civil,  ni  el  121  del  Código  de  Comercio  en  relación 
con  los  60,  61  y  62  del  reglamento  del  Banco  de  España  de  5  de  Enero 
de  1901. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  4  de  Diciembre  de  1906,  en  el  Jafcio 

ieclarativo  de  mayor  oaantía  segnido  en  el  Jazgado  de  primera  inetan- 

)ia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Maroia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 

adiencia  territorial  de  Albacete  por  D.  Pedro  Parra  Piqaera«,  propie> 

irio,  vecino  de  Murcia,  contra  el  Director  de  la  Sacnreal  del  Banco  de 

■¡«pafia  en  dicha  ciudad,  cobre  nulidad  de  un  talón  de  cuenta  corriente 

otros  eztremoa;  pendiente  ante  Nóa  en  virtud  de  recurso  de  casación 

^r  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Manuel  Brn,  bajo 
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la  dirección  del  Letrado  D.  Luis  Díaz  Oobefia,  en  nombre  del  Gkiberna- 
dor  del  Banco  de  España;  habiendo  comparecido  el  recarrido  repreaon- 
.  tado  por  el  Procnrador  D.  Joan  Paeonal  Qarcia  j  defendido  por  el  Le- 
trado D.  Mannel  Alcáaar  y  Gonsálea. 

Resaltando  qne  en  20  de  Enero  de  1908  recibió  D.  Pedro  Parra  Pl- 
qneras  de  la  Bacnreal  del  Banco  de  Eepafia  en  Morcfa  tres  coadernoa 
talonarios,  conteniendo  cada  ano  de  ellos  80  hojas  marcadas  con  los  nú- 
meros correlativos  del  044.881  al  60  j  firmando  an  recibo  de  dichos 
cnadernoB  ú  hojas  talonarias,  y  en  7  de  Febrero  signiente  ae  presentó 
al  cobro  en  la  referida  Sncnrsal  el  talón  núm,  944.882,  por  valor  de 
8.000  pesetas,  con  cargo  á  la  cnenta  de  D.  Pedro  Parra,  por  Santlugo  Her- 
nansáes,  empleado  ó  dependiente  de  la  Sociedad  La  Constancia,  de  la 
qne  Parra  era  Presidente,  cayo  talón,  previo  el  camplimiento  de  deter- 
minadas formalidades  reglamentarias,  foé  pagado: 

Resaltando  qae  en  ano  de  loa  primeros  días  del  meo  de  Jnlio  de  1908 
D.  Pedro  Parra  Piqaeras  llenó  y  mandó  á  la  Bncarsal  del  Banco  de  Es* 
pafia  en  Marcia  los  dos  formalarios  cartat  qae  deben  dirigir  los  onea- 
tistas  al  fin  de  cada  semestre,  en  los  qne  fijaba  el  saldo  á  so  favor  en  80 
de  Janio  del  citado  afio  en  10.194  pesetas  con  50  céntimos,  y  con  el  qae 
el  Binoo  no  estovo  conforme,  mediando  las  explicaciones  conslgnienteo, 
y  al  exhibir  á  D  Pedro  Parra  el  estado  de  sn  caenta  corriente  y  loa  talo* 
nes  expedidos  por  el  mismo  qae  hablan  servido  para  fijar  el  cargo  de 
aqnelta  caenta,  manifestó  qne  el  talón  núm.  944.882,  con  cay  a  presenta- 
ción  habla  cobrado  Santiago  Hernansács  las  8.000  pesetas  el  7  de  Fe- 
brero, no  había  sido  firmado  por  él,  y  solicitó,  por  tanto,  qne  ae  r«>bajaae 
de  so  cargo  dicha  sama  de  8.000  pesetas  y  se  afiadiera  á  la  cantidad  qne 
el  Banco  fijaba  como  saldo  de  sn  caenta  corriente,  á  onyas  pretensiones 
ae  opnso  el  Director  de  dicha  Sacarsal,  por  entender  qne  en  el  abono 
del  talón  núm.  944.832  se  habían  observado  las  formalldadea  regla- 
mentarias: 

Rnaaltando  qne  ona  vea  qne  D.  Pedro  Parra  tavo  noticia  de  qne 
qníen  había  cobrado  con  el  talón  núm.  944.882  de  sn  talonario  las  8.000 
pesetas  en  caeetlón  era  Santiago  Hernansáes,  practicó  varias  gestiones 
particnlares  para  averigaar  sa  paradero,  y  entre  ellas,  dirigió  ana  carta 
en  22  de  Jallo  de  1908  á  D.  Antonio  Espinosa,  qnien  le  manifestó  qne 
Hernansáes  se  había  marchado  á  Barcelona  el  2  de  Marso,  desde  donde 
escribió  el  día  26,  diciendo  qae  se  embarcaba  para  América,  y  qae  eaerl- 
biría: 

Rf^saltando  qne  en  17  de  Noviembre  de  1908  D.Tedro  Parra  expidió 
an  talón,  con  el  núm.  '944.858,  al  objeto  de  retirar  de  so  caenta  corriente 
8.00O  pesetas,  el  cnal  no  fné  satisfecho,  per  manifeatar  el  Bineo  qne 
no  tenía  saldó  á  so  favor  por  la  expreeada  sama,  en  vista  d%  lo  qae  se 
levantó,  á  Inpti  ncla  de  D.  Pedro  Parra,  an  acta  notarial, en  la  qne  cona- 
ta:  qne  conntltDÍdo,  en  anión  del  Notarlo  Sánchez  Lafoente,  en  el  dea- 
pacho  del  Dirf>ctor  de  la  sacarsal  del  Banco  de  Eepafia  en  Marola,  ma- 
nifestó el  D.  Pedro  sa  deseo  de  practicar  ana  liqaidación  de  sa  ensota 
corriente»  estando  dlppnesto  á  presentar  en  el  acto  an  estado  de  ingresos 
y  salidas  de  fondos;  qne  el  Director  de  la  socarsal,  accediendo  á  lo  pe- 
dido, paso  de  man1fí«>sto  los  libros  de  las  caentas  corrientes,  bsclendo 
lo  propio  aqnél  con  el  estado  antes  referido,  y  practicando  la  corras- 
pondbnte  coroprcbeclón,  resaltó  ona  diferencia  de  8.000  peaatas,  qos 
Agaraban  entregadas  en  los  libros  del  Banco,  con  vista  de  an  talón  nú- 
mero 944.882,  cayo  importe  no  figuraba  anotado  en  el  estado  presentada 
por  Parra,  qolen  manifestó  qne  no  le  había  expedido,  ni  sn  matrii  ss 
encentraba  con  laa  demáa  del  libro  correspondiente;  qne  pacato  da  ma- 
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nifietto  el  talóo  de  referencia.  Parra  no  lo  consideró  legítimo,  por  no 
ser  soya  la  fírma  qne  lo  antorizuba,  y  en  vista  de  qne  no  había  sido  co- 
brado por  él  y  BÍ  por  otra  persona,  sin  sn  antorización,  solicitó  del  Di- 
rector del  Banco  diese  las  órdenes  oportunas  á  fin  de  qne  le  fuese  abo- 
sado el  de  8.000  pesetas  que  en  el  día  en  que  se  estaba  practicando  la 
diligencia  había  presentado  al  cobro;  que  á  dicho  requerimiento  contestó 
el  Director  del  Banco  qne  el  talón  núoi.  944.832,  de  8.000  pesetas,  paga- 
do por  la  Caja  de  la  Bocursal  de  Murcia  el  7  de  Febrero  de  1908,  con  la 
firma  de  Parra,  qne  éste  manifestó  no  ser  legítima,  estaba  comprendido 
en  un  talonario  que  fué  entregado  al  mismo  el  20  de  Enero  de  1908,  se- 
gún recibo  que  exhibía,  suscrito  por  el  receptor;  que,  efectivamente,  el 
talón  no  aparecía  cobrado  con  esa  fecha  por  D.  Pedro  Parra;  pero  fué 
aatlelecho  á  na  dependiente,  al  parecer  suyo,  llamado  Santiago  Hernan- 
Báef,  á  qnien  en  alguna  otra  ocasión  se  hablan  pegado  talones  de  aquél; 
qne  por  su  parte  el  Cajero  dé  la  Sucursal  manifestó  que  ei  talón  de  re- 
ferencia, si  se  pagó,  fué  por  considerar  legítima  la  firma  que  lo  autori- 
laba  y  por  ajustarse  el  talón  á  las  matrices  obrantes  en  la  sucursal,  y 
qne,  por  tedas  esae  razones,  era  imposible  acceder  á  la  pretensión  for» 
mulada: 

Besnltando  que  D.  Pedro  Parra  Piqueras,  haciendo  relación  de  estos* 
antecedentes  y  de  gestiones  por  él  realizadas  cerca  del  Gobernador  del 
Banco  de  Espafia  para  obtener  la  soloción  amistosa  del  asunto,  dedujo, 
con  fecha  28  de  Enero  de  1904,  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Catedral,  de  Murcia,  demanda  en  juicio  declarativo  de  ma> 
yer  cuantía  contra  el  Director  de  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en 
dicha  capital,  alegando,  además,  que  de  todo  lo  expuesto  se  deducía  que 
el  Cajero  de  dicho  establecimiento  de  crédito  satisfizo  en  7  de  Febrero 
de  1908  nn  talón,  importante  8.000  pesetas,  con  fondos  de  los  que  el 
aoter  tenía  en  sn  cuenta  corriente,  y  como  la  firma  que  autorizaba  dicho 
talón  no  era  la  suya,  era  indiscutible  que  tal  funcionario  dispnso  de  una 
cantidad  correspondiente  á  un  cuentista  sin  autorización  j^ara  ello;  que 
era  cierto  que  Santiago  Hernansáez  estuvo  dorante  algún  tiempo  desem* 
pefiando  el  cargo  de  escribiente  de  la  Sociedad  que  el  actor  presidía,  y 
también  que  aquél  le  sustrajo  nn  talón  del  talonario  que  el  Banco  le 
tenia  entregado,  y  falsificando  la  firma,  cobró  las  8.000  pesetas  que  en 
aquél  consignó;  que  á  estes  dos  extremos  se  contraía  la  defensa  que  el 
Director  y  Cajero  de  la  sucursal  del  Banco  de  Murcia  hacían  de  su  con- 
ducta, no  obstante  reconocer  en  el  terreno  amistoso  y  particular,  aun 
cuando  en  el  acto  del  requerimiento  notarial  dijesen  otra  cosa,  que 
la  firma  y  rúbrica  que  autorizaban  el  talón  con  el  que  se  realizó  el 
cobre  de  las  8.000  pesetas  se  diferenciaban  de  las  que  constantemente 
usal>a  el  demandante,  tanto  qne  nn  examen  comparativo  y  detenido  de 
ambas  bastaba  para  adquirir  la  íntima  persuasión  de  la  falsedad  de  la 
obrante  en  el  talón  pagado;  que  para  que  un  pago  sea  debido  y  extin- 
guida la  obligación  es  indispensable  hacerlo  á  la  persona  á  cuyo  favor 
estuviese  aquélla  constituida,  ó  á  otra  debidamente  autorizada  por  la 
misma,  sin  que  exima  al  obligado  el  haber  efectuado  el  abono  de  una 
cantidad  á  un  tercero  el  error  y  la  buena  fe,  pues  las  equivocaciones  y 
los  dafios  que  de  tal  proceder  puedan  sobrevenir  únicamente  son  impu- 
tables al  engsfiado,  nunca  al  acreedor,  á  menos  qne  al  celebrarse  la  es> 
tipulaoión  se  hubiese  pactado  lo  contrario;  que  el  Banco,  al  abrirle  en  su 
sucursal  de  Murcia  una  cuenta  corriente,  contrajo  el  compromiso  so- 
lemne de  satisfacer  con  cargo  á  los  fondos  qne  tuviera  los  talones  al 
pertador  por  él  expedidos,  es  decir  autorizados  con  su  legítima  firma,  y 
li,  contra  lo  estipulado,  había  satisfecho  una  cantidad  con  cargo  á  su 
TOMO  105  66 
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6oenU  corriente  en  vista  de  an  doonmento  qae  no  había  sido  antoriiad» 
por  él,  era  indudable  qae  tai  euma  había  sido  entregada  ilegítimameate 
á  nna  persona,  faeee  6  no  dependiente  de  él,  j  haeta  qae  hubiera  ea 
cnalqoiera  otra  ocasión  realizado  cantidades  en  virtad  de  antorlsaelte 
por  el  mismo  otorgada,  no  podiendo  invocarse  tales  hechos  para  jastlft- 
car  la  legitimidad  de  on  acto  tan  improcedente  como  el  llevado  á  cabo  por 
el  Oajero  de  la  sncnrsal  de  Marcia  el  7  de  Fdbrero  de  1908;  qae  el  Banco, 
á  todo  el  qae  pretendía  se  le  abriera  ana  oaenta  corriente,  le  exigía,  an- 
tes de  hacer  ningana  operación,  qae  pasiera  so  firma  en  los  registroa  co- 
rrespondientes ó  en  docamentos  indabitados  qae  pudieran  nnirse  á  ellos, 
así  como  la  de  las  personas  á  quienes  se  aotortsase  á  librar  contra  aqa^ 
lia,  7,  por  tanto,  no  constituía  deber  en  el  Banco  para  satisfacer  mía 
cantidad  á  un  cuentista  que  el  talón  presentado  al  cobro  •  íoese  del  talo- 
nario que  á  aquél  se  entregase,  ni  tampoco  que  el  que  intentase  reallsar 
un  cobro  fuera  dependiente,  deudo  ó  persona  de  intimidad  del  acreedor, 
ó  del  que  taviera  la  caenta  corriente,  sino  que  la  obligación  nacía,  y 
sólo  podía  ser  exigible,  al  presentarse  un  talón  autorlsado  por  la  peroona 
á  cuyo  cargo  se  hubiera  expedido;  que,  por  tanto,  siendo  falsa  la  firma 
que  autorizaba  el  talón  núm.  044.832,  pagado  por  el  Cajero  de  la  sücar- 
oal  de  Murcia  en  7  de  Febrero  de  190¿,  era  de  todo  punto  Indiscottblo 
qhe  las  8*000  pesetas  satisfechas  entonces  con  cargo  á  su  cuenta  corriente 
no  podían  en  modo  alguno  impedirle  la  realización  de  la  expresada 
suma,  puesto  que  tal  abono  f  aé  indebido,  ó  con  vista  de  un  talón  con 
firma  falsificada,  lo  cual  imponía  al  Biuco  la  obligación  inexcusable  de 
auf  rir  las  consecuencias  del  engafio  padecido,  por  cnanto  el  pago  no  oe 
verificó  en  virtud  de  autorización  del  acreedor,  sino  á  una  persona  qae 
no  estaba  autorizada  para  recibir  la  suma  satisfecha;  que  la  cantidad 
que  el  Banco  de  Espafia  le  adeudaba  como  saldo  á  su  favor  en  la  cnenta 
corriente  que  en  dicho  establecimiento  de  crédito  tenía  abierta  era  la  de 
8  000  pesetas  y  un  céntimo,  y  no  la  de  un  céntimo,  como  suponía,  par- 
tiendo del  supuesto  infundado  de  que  las  8.000  pesetas  que  el  Oajero  n- 
ftisfiso  eo  7  de  Febrero  de  1^08  á  Santiago  H arnansáez  por  medio  del  ta* 
lóB  núm.  944.888,  con  firma  falsificada,  debían  de  considerarse  eon 
oargo  al  actor;  que,  dada  la  honradez  y  buen  concepto  de  que  el  aetor 
disfrutaba,  era  preciso  reconocer  que  Santiago  Hernansáez,  aprovechan- 
do la  oportunidad  de  encontrarse  solo  en  a^gúa  momento  en  su  deapa- 
eho,  abrió  el  cajón  de  su  mesa  donde  guardaba  el  talonario,  y  ana  vei 
en  su  poder  arrancó  por  completo  una  hoja,  ó  sea  el  talón  con  su  matria, 
y  falsificó  en  aquél  la  firma,  realizando  por  tan  abusivo  procediniiente 
el  cobro  de  las  8.000  pesetas,  y  al  oponerse  el  Banco  de  Espafia  á  reco- 
nocer que  las  8.000  pesetas  que  sa  Cajero  satisfizo  indebldamenre  á  San- 
tiago Hbrnansáez  con  cargo  á  la  caenta  corriente  del  actor  debían  aerle 
satiaf dohas  á  éste,  no  obstante  estar  convencido  dicho  f  anoionario,  así 
como  el  Director,  que  la  firma  que  autorizaba  el  talón  que  motivalúi  el 
pago  era  falsa,  procedía  con  notoria  temeridad  é  injusticia,  sobre  todo 
después  de  las  gestiones  que  había  practicado  para  la  solución  amlstoea 
del  asunto;  y  citando  en  apoyo  de  tales  hechos  los  artículos  1364,  1385, 
1268,  1167  y  1163  del  Código  civil  y  los  216,  226,  336  y  808  del  regla- 
mento del  Banco  de  Espafia  de  1.^  de  Mayo  de  1876  y  las  sentencias  de 
6  de  Junio  de  1886  y  28  de  Febrero  de  1896,  suplicó  se  declarase:  pri- 
mero, que  el  talón  ndm.  944.832,  pagado  por  el  Oajero  de  dicho  estable- 
cimiento de  crédito  en  7  de  Febrero  de  1908  á  Santiago  Hernansáez  con 
cargo  á  la  cuenta  corriente  del  actor,  era  ineficaz  y  nulo,  por  cuanto  él 
no  lo  autorizó,  siendo  falsa  la  firma  estampada  en  el  mismo;  segunde, 
que,  como  censecnenoia  de  dicha  declaración,  se  reeolviera  de  igvaí 
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«•do  que  la  cantidad  que  el  Baocd  de  Eepafia  le  adeudaba  el  17  de  No- 
fiebibre  de  190S,  coando  ae  opnao  á  pagar  el  talón  núm.  944.868,  por  la 
oantidad  de  8  000  pesetao,  qoe  en  dicha  lecha  preaentó  al  cobro,  era  la 
de  8.000  peaetaa  nn  céntimo,  j,  como  conaecneocia  de  ello,  al  oponeree 
el  referido  eatablecimiento  de  crédito  á  aatisíacer  la  enma  qne  aqnél  re- 
preeentaba  infringió  la  ley  del  Oontrato,  pneeto  qoe  con  arreglo  al 
miamo  venía  en  la  obligación  inexcusable  de  tener  á  dieposlción  del 
enentieta,  hoy  actor,  loe  fondos  qne  hnbiera  iogreeado  en  en  cuenta  co- 
ririente,  lo  que  no  verificó,  pretextando  el  abono  de  una  suma  igual  á  la 
qne  se  pedia  entregase  por  medio  de  la  presentación  de  un  talón  autori- 
sado  con  firma  falsa;  tercero,  que,  como  consecuencia  de  las  anteriores 
declaraciones,  se  condenase  al  Banco  á  que  tuviese  á  disposición  del  de» 
mandante,  no  sólo  la  cantidad  que  reconocía  tener  boy  como  saldo  en  su 
cuenta  corriente,  importante  un  céntimo,  sino  también  las  J^.OOO  pesetas 
qne  eran  objeto  de  reclamación,  puesto  que  era  la  única  persona  que 
podía  disponer  de  dicha  suma,  ó  sea  el  actor;  cuarto,  que  se  condenase 
de  igual  modo  al  Banco  á  que  le  abonase  el  interés  legal  de  la  suma  que 
•e  había  opuesto  á  pagarle,  ó  sean  las  8.000  pesetas  que  eran  objeto  de 
reclamación,  á  partir  de  la  época  en  que  se  constituyó  en  mora;  y  quin- 
to, abonar  todas  las  costas  y  gastos  que  se  pudieran  originar  con  motivo 
del  presente  Juicio: 

Resultando  que  el  Director  de  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en 
Murcia,  acompañando  el  recibo  qne  D.  Pedro  Parra  firmó  de  los  tres 
cuadernos  talonarios  que  en  Enero  de  1903  le  entregó  dicho  estableci- 
miento de  crédito  y  otros  documentos,  contestó  á  la  demanda,  alegando: 
que  con  dicho  recibo  no  podía  ponerse  en  duda  que  el  demandante  reci- 
bió la  hoja  talonaria  marcada  con  el  núm.  944.882;  que  en  7  de  Febrero 
de  1908  se  presentó  al  cobro  por  Santiago  Hernansáez,  dependiente  de 
D.  Pedro  Parra»  el  expresado  talón,  por  valor  de  8.000  pesetas,  y  previo 
ol  cumplimiento  de  las  debidas  formalidades,  fué  pagado,  y  bien  bu- 
i>lera  salido  de  sus  propias  manos  ó  le  hubiera  sido  sustraído,  lo  cierto 
•ra  que  D.  Pedro  Parra  no  dló  aviso  alguno  á  la  sucursal  de  haberle 
aastraído  ningún  talón,  y  sólo  llegado  el  mes  de  Julio,  ó  sea  casi  á  los 
•eis  meses  de  cobrarlos,  era  cuando  se  había  hecho  eco  de  que  sin  duda 
le  fué  sustraído  por  su  dicho  dependiente,  cuyo  paradero  ignoraba;  qne 
el  primer  talón  del  primer  cuaderno  talonario  llevaba  el  núm.  944.889 
7  lo  admitía  el  demandante  como  auténtico  y  legítimo  é  igualmente 
reconocía  la  legitimidad  y  autenticidad  de  todos  los  demás  talones,  ex- 
cepción única  y  exolusivamenta  del  segundo  número  del  primer  cua- 
derno, ó  sea  el  944.882,  y  era  de  extrafiar,  dada  la  ilustración  de  á^n 
Pedro  Parra,  la  exactitud  de  sus  operaciones  y  las  notas  que  segura- 
mente llevaría  en  su  contabilidad,  que  no  echara  de  menos  la  segunda 
hoja  entre  las  80  de  que  sólo  constaba  el  cuaderno,  ni  observase,  al  ex- 
tender el  talón  segundo  auténtico,  que  la  numeración  daba  un  salto, 
aquietándose  durante  seis  meses  y  cdnformándose  con  habar  extendido 
aóio  nuere  talones  de  un  cuaderno  que  constaba  de  80  hojas  talonarias; 
que  las  circunstancias  de  presentarse  á  cobrar  el  talón  en  cuestión  un 
dependiente  de  D.  Pedro  Parra  en  7  de  Febrero  de  1908,  la  de  continuar 
«obrando  después  algún  otro  talón  el  propio  dependiente  S&ntiago  Her- 
nansáez,  como  sucedió  con  el  talón  núm.  944.884,  el  día  28  del  propio 
,mes  de  Febrero,  ó  sea  veinte  días  después,  eran  reveladoras,  no  ya  de 
que  continuaba  mereciendo  Hernánsáes  la  confianza  de  Parra,  al  menos 
algún  tiempo  después,  sino  que  también  de  la  legitima  procedencia  de 
esos  talonee,  que  guardaban  perfecta  exactitud  con  sus  matrices  respe?.- 
tivas,  sin  qne  la  firma  del  cuentista  dejare  de  ofrecer  caracterea  de  le- 
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gitimldad,  eepeclalmente  si  se  la  comparaba  con  la  auténtica  pneata  en 
el  libro  correspondiente;  qne  el  Banco  se  babia  ilnstrado  sobre  ei  pncto 
especial  de  si  era  6  no  legitima  la  firma  del  cuentista  D.  Pedro  Parra 
que  aparecía  al  pie  del  talón  cúm.  944.832,  y  resaltando  serio,  según 
los  informes  recibidos  de  personas  competentes,  era  evidente  que,  tanto 
esta  circunstancia  como  las  expresadas  en  los  becbos  anteriores,  en  re- 
lación la  una  con  las  otras,  llevaban  al  ánimo  el  completo  convencimiento 
de  la  autenticidad  de  dloho  talón  j  obligaban  al  Bauco  á  cnmplir  el  in- 
eludible deber  de  defender  los  intereses  que  le  estaban  eDcomendados, 
por  lo  que  negaba  en  absoluto  que  fuera  falsa  la  firma  de  D.  Pedro  Pa» 
na  que  figuraba  en  el  talón  de  que  se  trataba;  consignándose  á  oontl- 
nnación  en  el  apuntamiento  qne  la  veracidad  del  contenido  de  este  he- 
cho se  demostraba  con  las  dos  actas  notariales  presentadas  por  la  parte 
demandada,  sin  añadir  más  detalles;  que  á  D.  Pedro  Parra  le  incumbía 
probar  que  el  referido  talón  le  fué  sustraído  por  Santiago  Hernansáes, 
Interesándose  sólo  al  Banco  pasar  esa  clase  de  talones  al  portador  ante 
la  orden  y  legitimidad  de  la  firma  de  sus  cuentistas,  y  esto  era  lo  que 
había  becbo  con  el  talón  de  8.000  pesetas;  que  ningún  funcionario  del 
Banco  había  hecho  manifestaciones  particulares  ni  oficiales  que  se  apar- 
tasen del  criterio  que  siempre  sostuvieron,  favorable  á  la  legitimidad 
de  la  firma  del  talón  en  cuestión,  constando  en  el  acta  notarial  presen- 
tada por  la  demanda  la  opinión  del  Director  y  Cajero  de  dicho  estable- 
miento  de  crédito  en  Murcia  en  cuanto  á  la  legitimidad  del  talón  tele» 
rido;  que  sólo  una  sensible  y  grave  distracción  del  cuentista  era,  á  lo 
que  parecía,  la  causa  que  motivaba  este  litigio,  pues  de  otro  modo  no 
qneiía  apreciar  los  actos  de  D.  Pedro  parra;  mas  como  interponía  nna 
demanda  redarguyendo  de  falsa  su  legítima  firma,  era  forzoso  determi- 
nar que  procedía  en  este  pleito  con  manifiesta  temeridad;  y  negando  el 
contenido  de  los  hechos  establecidos  en  la  demanda  en  cnanto  se  opn- 
eieran  á  los  consignados,  y  citando  como  fundamentos  de  derecho,  ade- 
más de  los  alegados  en  aquélla,  el  art  61  del  reglamento  del  Banco  y  la 
ley  18,  titulo  84,  Partida  7.*,  suplicó  se  absolviera  al  Banco  de  EspafU 
de  la  referida  demanda,  con  imposición  de  costas  al  actor: 

Resultando  qne  al  replicar  D.  Pedro  Parra  reprodujo  la  pretenaleneé 
-  j  alegaciones  de  la  demanda,  añadiendo,  entre  otros  extremos:  qne  nm 
tuvo  como  dependiente  suyo  á  Hernansáea,  sino  qne  utiüsó  sus  ser* 
violes  durante  un  período  que  no  llegó  á  seis  meses,  como  Presidente 
de  la  Sociedad  La  Constancia,  sin  que  recordase  que  aquél  cohraee 
con  posterioridad  al  7  de  Febrero  de  1908  ningún  talón  autorisado 
por  él;  qne  el  Director  y  Cajero  de  la  Sucursal  de  Murcia  fueron  loa 
qne  le  hicieron  saber  que  él  había  cobrado  el  talón  núm.  944.882  fné 
Hernaupáes,  y  por  este  antecedente  y  los  demás  que  adquirió  pudo  venir 
en  conocimiento  de  qne  quien  había  tenido  la  avilantez  de  falsificarle  la 
firma  y  presentarse  con  el  expresado  documento,  arrancado  f ortivamente 
de  su  talonario,  á  cobrar  8.000  pesetas,  había  sido  el  citado  Hernan- 
sáes,  que,  no  obstante  sus  escasos  medios  de  fortuna,  pnen  nnnca  habían 
excedido  de  76  pesetas  mensuales,  había  emprendido  un  viaje  á  Barcelo- 
na y  despnés  á  América,  sin  qne  se  hubiera  sabido  de  él  desde  Mano 
de  Í90H;  qne  todos  los  talones  que  cobró  desde  que  tuvo  cuenta  corriente 
con  la  sncnreal  del  Banco  de  España  en  Mnrcln  hasta  qne  se  le  negó  el 
pago  del  que  expidió  en  17  de  Noviembre  de  1908  habían  sido  autorizadoo 
por  él  y  escritas  de  su  pufío  y  letra  las  cantidades  que  ios  mismos  re- 
presentaban  y  fechas  de  su  expedición,  menos  el  mineado  con  el  né^ 
mero  944,832,  que  estaba  todo  él  escrito  por  Santiago  Hernansáea,  ade- 
más de  otras  diferencias  que  entre  uno  y  otro  se  notaban;  y  duplicando 
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«1  Director  de  la  Bncarsal  del  Banco  de  Espafia  en  Marcia  inaietió  en 
ana  preteneioaes  y  alegaciones  de  la  contestación,  negando  las  del  aotor 
^ne  á  ellas  se  opusieran,  y  afiadió:  qae  al  Cajero  de  dicho  eetabieoi* 
miento  de  créilio  no  alcanzaba  responsabilidad  alguna  por  haber  pagado 
•el  talón  en  caedtióa,  toda  vea  qae  loó  recibido  por  O.  Pedro  Parra,  reani- 
taba  legítimo,  coofroatado  con  en  matriz,  habla  sido  cobrado  por  on  de- 
pendiente dúi  demaodrtüte  y  sn  firma,  en  orden  á  lo  qae  declaraban  per- 
aoaae  competentes,  era  anténtica;  y  que,  no  obstante  afirmarse  de  con- 
trario qae  el  talón  en  cuestión  le  fué  sustraído  por  su  dependiente  San» 
tlage  Harnansáez,  era  lo  cierto  que  hasta  la  lecha  no  habla  dado  parte 
de  la  comieióQ  de  ese  delito,  como  á  ello  estaba  obligado: 

Basoitaado  que  abierto  el  juicio  á  prueba,  ee  practicó,  á  instancia 
del  aotbr,  la  testifical  y  documental,  consistente  ésta  en  certificación  de 
laa  operacioaes  realizadas  en  la  cuenta  corriente  del  mismo  desde  el  81 
de  Diciembre  de  1902,  resultando  en  ella  anotado,  con  fecha  7  de  Febiero 
de  1903,  un  talón,  núm.  944.882,  por  8.000  pesetas;  y  por  la  parte  deman- 
dada ae  snmiaistraroD  diferentes  pruebas,  entre  ellas  la  documental, 
oonaiatebte  en  una  certificación  expedida  por  el  Cajero  de  la  auenraal  de 
Marcia,  de  la  que  resulta  que  los  talones  de  la  cuenta  corriente  de  D.  Pe- 
dro Parra  números  944.832  y  944.884,  que  aparecían  expedidos  en  7  y  88 
de  Febrero  de  1903,  f  aeron  pagados  en  dicha  Caja  á  Santiago  Hernán- 
fláea;  habiéndose,  por  último,  practicado,  á  instancia  de  ambas  partea, 
prueba  pericial  para  el  cotejo  de  la  firma  y  rúbrica  de  D.  Pedro  Parra 
que  aparecía  en  el  talón  núm«  944.882  con  otras  indubitadas  del  miamo: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legalea 
de  dos  instancias,  en  24  de  Febrero  último  dictó  sentencia  revocatoria 
«n  diaoordia  la  8ala  de  lo  civil  de  la  Audieneia  territorial  de  Albacete, 
declarando  la  falsedad  de  la  firma  estampada  en  el  talón  núm.  944.888^ 
presentado  al  cobro  en  7  de  Febrero  de  li)03  por  Santiago  Hernaneáea,  é 
indebido  el  pago. que  á  éste  se  hizo,  y  condenando,  en  eu  consecuencia, 
al  Director  de  la  sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  Murcia,  en  la  repre- 
aentaeión  qne  ostenta  de  este  establecimiento  de  crédito,  á  que  ponga  á 
diaposición  del  demandante  D.  Pedro  Parra  Piqueras  la  cantidad  de 
•8.00O  pesetas,  entregada  al  Hernanaáez,  y  al  pago  del  interéa  legal  deade 
la  fecha  en  qne  se  interpuso  la  demanda,  ain  hacer  expresa  condena  de 
coataa  en  ninguna  de  laa  doa  inatanclas,  reaervaodo  al  Banco  las  acole- 
nea  que  le  competan  para  reintegrarae  de  las  cantidades  que  entregue 
en  la  forma  y  contra  quien  estime  procedente,  y  mandando  formar  rame 
separado,  con  testimonio  de  lo  que  resalte  sobre  el  expresado  delito  de 
falaedad,  para  proceder  criminalmente  contra  quien  corresponda,  comn- 
^icándose  previamente  los  antoa  al  Ministerio  fiscal  para  qne  deaigne 
los  particularea  que  entienda  del)e  comprender  dicho  ramo: 

Resultando  que  el  Gobernador  del  Banco  de  Espafia  ha  Interpueato 
reearao  de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  núm.  1.^  del 
art  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  infringidos: 

Primero.  Bl  art.  1268  del  Código  civil,  según  el  que  los  oontratee  ae 
perfeccionan  por  el  mero  procedimiento,  y  desde  entonces  obligan,  ne 
a  ^  al  cumplimiento  de  lo  expresamente  pactado,  nlno  también  á  todaa 
li  Bonsecuencias  que  según  sa  naturaleza  sean  conformes  á  la  buena 
t  il  nse  y  á  la  ley;  pacato  que  la  aentencia  recurrida  reconoce  qne  don 
I  ro  Parra,  desde  el  momento  en  que  abrió  au  cuenta  corriente  y  red- 
il loa  talonarios,  quedó  obligado  á  conaervar  y  á  custodiar  éstos  debí- 
d  tente  y  avisar  al  Banco  ai  alguno  le  f ueae  sustraído,  cosa  fácil  de 
i     rlgoar  porqoe  llevan  nnoÉeración  correlativa: 

""indo,    £1  art  1124  del  propio  Código,  pacato  qne  si  D.  Pedro  Pa- 
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n»  no  oamplió  la  obligacióB  qne  al  abrir  sn  onenta  corriente  se  imimao 
do  coniervar  el  talonario  en  logar  seguro,  á  fin  de  qne  sólo  él  pudiera 
ntiliiarlo,  tampoco  poede  exigir  qne  el  Banco  por  sn  parte  cumpliera 
etrao  obligaciones  qne  dependieran  de  aquélla,  sino  qne,  por  el  contra- 
rio, por  el  indicado  incumplimiento  quedó  en  actitud  de  resolver  esas- 
obllgaciones,  conforme  asi  ha  debido  estimarlo  la  Sala  sentenciadora: 

Tercero.  Los  arts.  1709  y  1710,  en  relación  con  el  1162  del  Código 
eivil,  al  estimar  ilegítimo  el  pago  del  talón  de  cuenta  corriente  objeto 
de  discusión  en  este  pleito,  no  obstante  reconocer  que  se  biso  á  Santiago 
Hemaneáez  j  qne  éste  acostumbraba  á  cobrar  talones  de  D.  Pedro  Parra 
y  era  empleado  en  una  Sociedad  presidida  por  el  áltimo,  puesto  que» 
según  tales  preceptos,  Hernansáei  era  mandataiio  verbal  de  D.  Pedro 
Parra,  deducido  este  carácter  de  los  actos  qne  realizaba,  y,  po.r  lo  tanto, 
6l  pago  hecho  á  persona  que  revestía  esa  cualidad,  lo  que  legitimó  y  ex* 
tingnió  la  obligación: 

Cuarto.  El  art.  121  del  Código  de  Comercio,  en  relación  con  los  60, 
61  y  62  del  Reglamento  del  Banco  de  Espafia  de  6  de  Enero  de  J90i» 
puesto  que  en  tales  preceptos  se  contienen  reglas  á  que  se  ajusta  la  aper- 
tura de  cuentas  corrientes,  y  conforme  á  ella,  es  imposible  que  se  pa- 
gue ningún  talón  que  no  sea  legitimo  si  les  cuentistas  couseiyan  cuida- 
dosamente los  libros  talonarios,  aparte  de  que,  conforme  al  art.  61  del 
Banco,  no  responde  de  los  perjuicios  qne  puedan  resultar  de  la  pérdida 
ó  sustracción  de  los  talones  al  portador,  si  bien,  según  el  62,  tiene  la 
obligación  de  suspender  el  pago  ouaodo  antes  de  verificarlo  hubiere  sido 
prevenido  por  el  librador,  lo  que  aquí  no  tuvo  lugar,  y  en  esos  precepto» 
que  la  Sala  infringe  al  imponer  al  Banco  una  responsabilidad,  de  qne 
los  mismos  le  ponen  á  cubierto^  y  á  los  cuales  se  sometió  D.  Pedro  Pa- 
ira cuando  contrató  con  el  Banco  mediante  la  apertura  de  su  cuenta  co- 
rriente, no  se  distingue  entre  talones  en  blanco» ó  talonee  ya  extendidoa 
y  firmados;  y 

Quinto.  El  art.  1106  del  Código  civil  al  estimar  qne  el  Banco  puede 
responder  del  importe  del  talón  de  8.000  pesetas,  objeto  de  la  demanda, 
no  obstante  tratarse  de  un  suceso  inevitable  é  imprevisto,  dada  la  for- 
ma en  que  el  pago  se  realizó  y  no  obstante  disponer  ese  precepto  legal 
qne  nadie  responderá  de  sucesos  imprevistos  ni  de  los  qne,  previstos» 
sean  inevitables,  á  menos  que  se  trate  de  casos  expresamente  meneio* 
nados  en  la  ley  ó  declarados  en  la  obligación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  si  bien  dada  la  naturaleza  del  docnmento  consti- 
tuido por  un  talón  de  cuenta  corriente  y  condiciones  de  garantía  esta- 
blecidas en  los  estatutos  del  Banco  pudiera  en  algún  caso  concreto  oer 
más  ó  menos  discutible  la  responsabilidad  de  dicho  establecimiente 
cuando  resDltara  qne  al  pago  indebido  había  precedido  el  más  exquisito 
cotejo  de  la  firma  y  rúbrica  que  le  autorizaba  con  la  indubitada  del  in 
teresado,  obrante  en  el  correspondiente  registro,  si  aparecía  tan  perfecta 
en  todos  sos  extremos  la  faleifícación  que  no  era  posible  racionalmente 
comprobar  éeta  sin  un  examen  pericial  especialmente  inteligente,  come 
no  es  esto  lo  qne  aparece  en  el  caso  del  presente  recurso,  ni  por  los  tér- 
minos de  la  sentencia  recurrida  ni  por  el  reeultado  de  la  proeba  pericial, 
que  sefiaia  diferencias  notorias  entre  la  rúbrica  legitima  y  la  falsificada, 
es  manifífeta  ia  reBpocsebllidad  del  Banco  al  hacer  el  indebido  pago  de 
que  se  tratp,  sin  qne  ai  declararlo  af>í  la  Sala  sentenciadora  baya  come- 
tido las  íl fracciones  qne  se  le  atribuyen  en  los  motives  del  recurso, 
primero,  porgne,  según  los  términos  del  contrato  de  cuenta  corriente»  al 
Banco  incnmbía  la  obligación  de  cerciorarse  de  la  legitimidad  del  talón 
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pfetentado,  no  sólo  por  ei  medio  del  eotejo  de  finnas.  elno  por  ooal- 
qoiera  otro  que  eetimare  procedente  en  caao  de  dada,  conatltoyendo 
•ato  la  garantía  del  onentacor rentista;  segnndo,  porqne  no  ae  ha  joBtifi- 
eado  qne  D.  Pedro  Parra  cometiera  acto  algano  de  omisión  6  neglfgen- 
da  qne  baya  facilitado  el  írande;  tercero,  porqne,  aegún  lo  ezpaeeto,  no 
baata  qne  el  Banco  se  confiara  en  la  persona  que  hiio  la  presentación 
del  talón  falso,  no  teniendo,  como  no  tenia,  la  representación  de  don 
Pedro  Parra;  coarto,  porqne  la  interpretación  qne  el  recnrrente  da  al  ar- 
tícnlo  66  de  los  estatutos  es  contradictoria  de  la  obligación  esencial  qne 
le  incumbe  de  no  hacer  pago  sino  ai  verdadero  acreedor,  representado 
per  la  legitimidad  del  talón,  y  quinto,  porque  careciendo  de  esta  cir- 
cunstancia el  talón  pagado  en  los  términos  qne  quedan  expuestos,  no  se 
pnede  atribuirle  el  carácter  de  suceso  imprevisto  é  inevitable  ni  afir- 
marae  con  razón  que  el  contrato  deja  de  cumplirse  de  buena  fe  al  exi- 
gir la  responsabilidad  al  B&nco; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugair  al  re- 
ooree  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Gobernador 
del  Banco  de  Espafia,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  lí- 
brese á  la  Audiencia  de  Albacete  la  certificación  correspondiente,  con 
devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qaeeta  é  In- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  ooplaa 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ss José  de  Aldecoa. 
Francisco  Toda. = Vicente  de  Pinlés.s  Víctor  Oovián.=Antonio  Alonso 
Oasafla.ssPascual  Domenech.= Federico  Monsalve. 

Publicación,=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  publica  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de  hoy» 
de  qne  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Diciembre  de  1906¿=Licenciado  Jorge  Martines. 


JNüm.  L5e.-^TRIBUNAL  SUPREMO.— 4  de  Diciembre, 
publicada  el  28  de  Abril  de  I90B. 

Casación  por  infracción  dr  ley.— DeJenMa  por  po6r«.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  José 
Sánchez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Pascual  García. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  no  tienen  aplicación  los  arte.  15, 16, 18  y  359  de  la  ley  de  En- 
juidamiento  eioil  ni  la  sentencia  denegatoria  del  beneficio  depobre^ 
Ma  solicitado  por  el  marido  en  nombre  de  la  mujer ^  es  eontradictO" 
ría  con  la  demanda  cuando  se. funda  el  fallo  en  la  estimación  de  que 
aquél  cuenta  con  medios  de  subsistencia  cuya  cuantía  excede  al  do- 
ble jornal  del  bracero  en  la  localidad,  según  apreciación  hecha  de  la 
firueba  en  conjunto,  t,o  impugnada  en  debida  forma: 

Que  es  bastante  la  condición  de  rico  del  marido,  en  ec  concepto 
¡egalt  para  denegar  los  beneficios  de  la  pobreza  en  faoor  de  la  mujer. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Diciembre  de  1006,  en  el  inci- 
dente de  pobresa  scgnldo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alman- 
aa  7  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  per  D.  José  San* 
efaea  Martínez,  carretero,  vecino  de  Aimansa,  en  representación  de  sn 
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esposa  Dofia  Isabel  García  L6pei,  con  D.  Pascual  García  Lopes,  jorna* 
lero,  de  la  misma  vecindad,  para  litigar  en  el  juicio  volnntario  de  testa- 
mentaría de  O.  José  García  Navarro,  en  tsayo  incidente  ha  sido  también 
parte  el  Abogado  del  Batado;  pendiente  ante  N6s  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Antonio 
Pintado,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Alfonso  Luque,  en  representa- 
ción de  la  parte  demandante;  habiendo  comparecido  tan  sólo  como  parle 
recurrida  la  representación  del  Estado  en  este  Tribunal. 

Kesnltando  que  á  instancia  de  D.  Pascual  García  Lópeí  el  Juagado 
de  primera  instancia  de  Almansa,  en  6  de  Febrero  de  1000,  tuvo  por 
prevenido  el  juidio  volnntario  de  testamentaría  de  D.  José  García  Nava- 
rro, mandando  citar  á  sus  herederos,  que  lo  eran  el  citado  D.  Pascual  y 
Dofia  Isabel  García  Lopes,  consorte  de  D.  José  Sánchez  Martines,  j 
practicadas  las  operaciones  divisorias,  que  fueron  presentadas  al  Juzga- 
do en  8  de  Junio  de  1903,  y  puestas  de  manifiesto  en  la  Escribanía,  las 
impugnó  D.  Josó  Sánchez  Martínez,  en  representación  de  su  citada  espo- 
sa, en  escrito  de  13  de  Julio  de  dicho  afio  1908,  formulando  por  un  otrosí 
demanda  de  pobreza: 

Resultando  que  en  dicha  demanda  alegó:  que  era  vecino  de  aquella 
ciudad  de  Almansa,  y  de  oficio  carretero,  sin  otros  medios  de  subsisten- 
cia que  el  jornal  eventual  que  ganaba,  y  vivía  en  oompafiía  de  su  espo* 
ea  y  dd  seis  hijos  que  tenía  de  su  matrimonie,  en  el  núm.  8  de  la  calle 
de  las  Huertas,  sin  pagar  cantidad  determinada  por  la  habitación,  que 
formaba  parte  de  la  huerta  de  D.  Juan  Pío  Cuenca,  que  llevaba  en  arren- 
damiento por  precio  de  260  pesetas  anuales;  que  ni  su  esposa  ni  sus  hi- 
jos .tenían  bienes  algunos,  y  que  no  pagaban  contribución  por  ningún 
ooncepto: 

Resultando  que  el  Juzgado  tuvo  por  formulada  la  demanda  de  po- 
breza, mandándola  sustanciar  con  suspensión  de  las  diligencias  en  qne 
había  sido  promovida,  y  confirió  traslado  con  emplazamiento  á  D.  Pas- 
cual García  López  y  á  la  representación  del  Estado,  que  lo  evacuó,  re- 
servándose alegar  lo  que  fuera  procedente  en  vista  del  resultado  de  las 
pruebas  que  se  practicaran: 

Resultando  que  D.  Pascual  García  López  se  opuso  á  la  demande  4* 
pobreza,  alegando:  que  Sánchez,  además  de  carretero,  era  labrador,  pneo 
desde  el  afio  1900  era  arrendatario  de  la  huerta  de  D.  Juan  Pío  Coenee 
7  de  un  bancal  en  la  de  D.  Josó  Pifie,  siendo  además  propietario  de  80 
tahullas  en  las  inmediaciones  de  Jódaz,  de  36  á  80  Jornales  de  tierra 
blanca  y  de  una  casita  en  el  mismo  punto;  que  su  esposa  Isabel  Garcíe 
tiene  la  parte  de  casa  y  dos  tahullas  de  vifia  de  que  quedaba  hecho  mé- 
rito, cuyo  usufructo  correspondía  á  su  marido,  y  la  hija  de  ambos,  me- 
nor de  edad,  Pascuala,  gana  en  la  fábrica  de  los  Coloma  una  peseta  dia- 
ria; y  que  si  bien  el  demandante  no  figura  como  contribuyente,  deUa 
pagar  contribución,  ya  como  labrador,  ya  como  carretero,  teniendo, 
como  tenía,  dos  pares  de  muías: 

Resultando  que  por  ambas  partes  se  practicó  únicamente  prueba  tes- 
tifical, y  á  Instancia  de  la  representación  del  Estado  se  certificó  por  el 
Secretario  del  Ayuntamiento  de  Almansa  que  el  demandante  Sanchos  ea 
vecino  de  aquella  ciudad,  paga  60  pesetas  anuales  de  habitación,  tiene 
asignada  cédula  de  undécima  clase,  y  no  figura  inscrito  como  contríbo* 
yente  por  concepto  alguno;  é  informando  el  ülcalde  da  dicho  punto  qae 
Sánchez  se  ocupa  en  los  trabajos  del  campo,  propios  de  su  oficio  de  jor- 
nalero, habitando  casa  de  alquiler  con  su  esposa  y  dos  hijos,  no  tiene 
criados  ni  se  observa  en  él  signo  alguno  exterior  de  riqueaa: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  qne  fné 
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confirmada»  con  las  eottaé,  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Al- 
bacete en  7  de  Diciembre  de  1906,  negs,ndo  á  D.  Jueé  Sánchez  Martines 
el  beneficio  de  pobreza  solicitado  para  litigar  con  D.  Pascoal  García  Ló 
pea  en  el  inicio  voiontario  de  testamentaria  eneodicho,  en  atención  A 
qne,  apreciada  en  conjunto  toda  la  prneba  practicada,  procede  eetimar 
eomo  enflcientemente  acreditado  qne  Sáochez  Maní  di  2  caenta,  además 
de  un  jornal  eyentnal,  con  otros  varios  medios  de  PubsiHiencia,  cnya 
cuantía  no  se  ha  determinado  con  exactitud,  pero  qne,  atendida  sn  ín- 
dole ó  importancia,  se  dednce  lógicamente  que  exceden  del  doble  jornal 
de  nn  bracero  en  la  localidad: 

Besnitando  qne  D.  José  Sánchez  Martínez,  como  representante  legal 
de  en  esposa  Isabel  García  López,  Interpusu  recnrso  de  casación  por  in- 
íracción  de  ley,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.  La  infracción  del  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
«n  relación  con  el  16,  el  18  y  369  de  la  misma  ley,  y  de  la  sentencia 
de  16  de  Marzo  de  1894  y  otras  de  este  Tribunal  Supremo,  toda  vez  qoo» 
no  habiendo  solicitado  el  recurrente  para  si  el  beneficio  de  pobreza  sino 
en  calidad  de  representante  legal  de  sn  espoea,  son  evidentes  la  incon- 
gruencia y  el  error  de  derecho  en  qne  incurre  la  Sala  sentenciadora  al 
denegar  el  beneficio  de  pobreza  á  Doña  Isabel  García,  partiendo  de  la 
base  de  que  los  medios  de  vida  de  su  marido  rinden  nn  producto  supe- 
rior al  jornal  de  dos  braceros;  y  si  bien  es  cierto  qne  cuando  el  litigante 
ee  caaado  exige  la  ley  que  se  tenga  en  cuenta  además  la  fortuna  del  cón- 
yuge que  no  litiga  y  la  de  los  hijos  para  otorgar  el  beneficio  de  pobreza, 
no  ee  refiare  la  ley  á  toda  clase  de  ingresos,  sino  únicamente  á  las  ren* 
tas  de  que  disfruten,  según  )a  jurisprudencia  incoada,  que  computadaa 
eon  lae  del  cónyuge  litigante  excedan  del  triple  jornal  de  un  bracero;  re- 
soltando,  por  tanto,  evidentes  las  infracciones  alegadas;  pues  no  se  ha 
pneeto  en  tela  de  juicio  por  nadie,  ni  declara  tampoco  la  sentencia  reco- 
rrida, que  los  medios  propios  y  privativos  de  Doña  laabel  García  sean 
snperiorea  al  doble  jornal  de  un  bracero,  y  menos  que  ésta  posea  nna 
renta  que,  unida  A  otra  ú  otras  de  sn  consorte  ó  al  producto  de  los  bie- 
nes de  BUS  hijos,  enyo  nsniruoto  le  corresponda,  formen  acumulados 
nna  suma  equivalente  al  jornal  de  tres  braceros  en  el  lugar  donde  tiene 
la  familia  sn  reéideneia  habitual,  según  preceptúa  el  art.  18  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  citado  como  infringido;  hallándose  comprendido 
este  motivo  en  el  núm.  2.^,  y  subsignientemente  en  el  1.^,  del  art.  169t 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y 

8.^  La  infracción  por  interpretación  errónea,  de  ios  citados  artísnlos 
16  y  18  de  la  ley  procesal  civil,  por  su  no  aplicación,  toda  vez  que  la  de« 
mandante  Isabel  García  carece  de  bienes  y  no  se  ha  demostrado  tampo- 
co qne  tenga  rentas,  ni  que  las  tengan  su  marido  é  hijos  en  calidad  tal 
qne  acumuladas  excedan  de  tres  jornales  de  bracero  en  la  localidad* 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Oonsiderando  qne  solicitado  el  beneficio  de  pobreza  por  José  Sánches 
Martínez  para  litigar  eon  D.  Pascual  García  López,  en  nombre  de  sn  espe» 
sn  Dofia  Isabel  García  López,  y  denegada  en  la  sentencia  recurrida  poi 
estimar  qne  el  Juanchea  cuenta  con  medios  de  subsistencia,  cuya  cuantía 
excede  al  doble  jornal  de  nn  bracero  en  la  localidad,  apreciación  qne  se 
hace  de  la  pmeba  en  conjunto,  sin  qne  en  el  recnrso  se  impngne  en  la 
forma  debida,  es  visto  qne  la  Audiencia  se  ha  ajustado  estrictamente  á 
los  términos  de  la  demanda,  y  qne,  por  lo  tanto,  no  existe  la  incongrnen- 
eia  alegada  en  el  mismo,  ni  tienen  aplicación  las  disposiciones  legales 
qne  eomo  infringidas  se  invocan  en  los  dos  motivos  del  recnrso,  esto 
aparte  de  qne  sería  bastante  la  condición  de  rico  del  marido,  en  el  con- 
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eepto  legal,  para  denegar  loa  benefieioa  de  la  pebreaa  en  fayor  da  U 
«inier. 

Fallamea  qne  debemoa  declarar  y  declaramoa  no  haber  lagar  al  re- 
00180  de  eaeaclón  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Sanche» 
Maní  oes,  como  representante  legal  de  sn  espesa  Isabel  García  Lopes,  á 
qnien  condenamos  ai  pago  de  las  costas  y  ai  de  la  cantidad  qne  por  ra- 
aón  de  depósito  debió  constituir,  qne  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley; 
y  líbrese  á  la  AndioDcia  de  Albacete  la  certificación  correspondiente» 
oen  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inaer- 
tara  en  la  Ck>LECCiÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
oeoarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.= José  de  Aldecoa.= 
Francisco  Toda.= Vicente  de  Piniés.sAntonio  Alonso  Cas«fie.=Iide» 
fonso  López  Aranda.=Ramón  Barroeta=Eduardo  Ruis  García  Hita. 

Publicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ex* 
oelentíslmo  Sr.  Di  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
oalebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  dé 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Diciembre  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martines  Rnia. 


Num.  167.»TRIBUNAL  SUPREII0.-4  de  Diciembre, 
publicada  el  28  de  Abril  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  let.— Papo  de  peeetae. —^ntencltí 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco Hidalgo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Jacinto  Martin  y 
otros. 
Bn  su  ooNsiDBRANDO  ünico  se  establece: . 

Que  aun  en  el  supuesto  de  que  eólo  por  las  pretensiwee  del  Pro» 
curador  y  Abogado  del  e/eeutantf^  representando  á  éste  en  el  proee^ 
dinúento  de  apremio  para  eumpítr  la  sentencia  dictada  en  el  ejecu- 
tieo,  hubiera  sido  perjudicado  el  ejecutado^  supuesto  no  admisible 
porque  el  perjuicio  no  hubiera  provenido  necesariamente  de  la  peti^ 
don  de  aquéllos^  sino  de  las  resoluciones  acordadas  por  coneeeuen" 
da  de  las  mismas^  carecerían  de  aplicación  los  arts.  443,  451,  J44?t 
1455,  Í516f  15¿0  de  la  leu  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación  los  dos 
primeros  con  el  870  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  y  los  artícu- 
los 1089, 1093,  1101  y  1103,  no  tratándose  del  fondo  de  la  certesa 
de  la  deuda  que  sirmó  de/undamento  á  la  ejecución,  sino  de  la  pro'^ 
eedeneia  ó  improcedencia  de  las  solicitudes  aducidas  y  de  las  prod" 
deneias  acordadas  en  dicho  procedimiento,  en  el.eual  pudo  el  ejecu* 
tado,  si  así  lo  estimaba,  oponerse  á  las  pretensiones  del  ador  y  re- 
currir por  los  medios  lépales  contra  las  resoluciones  del  TribuneUt 
deduciendo  las  solicitudes  que  estimara  conveniente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Diciembre  de  1966,  en  el  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia  del  partido  de  Salamanca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  Valiadolid  por  D.  Francisco  Antonio  Hidalgo  y  Acera,  cuya 
profesión  no  consta,  yecino  dé  Villanneva  del  Conde,  con  D.  Jacinto 
Martín  Robles,  coya  profesión  tampoco  consta;  D.  Cipriano  Duran  Pé* 
res,  Procurador,  y  D.  Esteban  Jiménex  García,  Abogado,  los  tres  vecinos 
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da  SaUmanoa,  y  por  la  rebeldía  de  éstoa  en  la  iegnnda  instancia,  con 
iM  eairadoB  correspondientes,  sobre  pago  de  pesetas;  pendiente  ante  N6b 
BB  Tirtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por 
bI  Procnrador  D.  Francisco  Miranda,  en  representación  del  demandante, 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Joan  Esparce;  no  habiendo  compa- 
recido tampoco  en  este  Tribnnal  Sapremo  los  demandados  y  recorridos. 
Beanltando  qne  D.  Jacinto  Hidalgo  recibió  de  D.  Jacinto  Martín  Bo- 
blBB,  en  préstamo  con  interés  de  7  por  100  annal,  12.160  pesetas,  cpnsti- 
tayéndose  fiador  del  dendor  sn  bermano  D»  Francisco  Antonio  Hidalgo, 
pero  limitada  la  fíaoia,  según  la  clánsnia  4.*  de  la  epcritura  pública  qne 
otorgaron,  á  los  bienee  qoe  el  D.  Francisco  habla  comprado  al  D.  Jacinto 
sa  hermano  por  otra  escritora  de  11  de  Febrero  anterior,  de  manera  qne 
bí  el  yalor  de  estos  bienes  entonces  resoltantes  no  bastara  para  cnbrir  el 
pago  de  dicha  cantidad  y  de  loe  intereses  vencidos  el  día  de  la  reclama- 
eión,  el  fiador  no  qnedaria  obligado  á  pagar  cosa  alguna  más  por  razón 
de  la  fiansa: 

Beanltando  qne  promovido  jnicio  ejecutivo  por  D.  Jacinto  Martin 
Boblea,  representado'por  el  Procurador  D.  Oipiiano  Duran  Pérez  y  diri- 
gido por  el  Abogado  D.  Esteban  Jiménez  García,  contra  D.  Jacinto  Hi- 
dalgo, para  cobro  de  aquella  suma,  intereses  y  3.000  pesetas  más,  que, 
sin  perjuicio,  se  calculaban  para  costas,  se  despachó  la  ejecución  y  se 
requirió  á  aquél  de  pago,  y  no  habiéndolo  efectuado,  se  le  embargaron 
bleneB,  protestando  de  la  diligencia  por  comprenderse  en  ella  algunoa 
qne  no  eran  de  su  pertenencia,  sino  de  la  de  su  hermano  D.  Francisco^ 
BBgún  la  escritura  de  11  de  Febrero,  y  por  otros  motivos;  pidiéndose 
taego  por  la  parte  eleoutante  que,  previa  declaración  de  haberse  hecho 
ezelnaión  en  los  bienes  del  dendor,  se  mandara  dirigir  la  acción  ejecu- 
tiva contra  el  fiador  D.  Franoieco  y  se  despachara  mandamiento  de  eje- 
eoclón,  una  vez  requerido  de  pago,  contra  los  bienes  qne  éste  adquirió 
del  deudor  D.  Jacinto  per  escriturado  11  de  Febrero,  y  que  practicado  el 
embargo,  ó  ratificado  el  hecho,  se  lea  citara  de  remate  y  se  requiriera  al 
D.  Francisco  para  que  manifestara  si  poseía  más  bienes  que  los  embar- 
gadOB  procedentes  de  la  compra  á  sn  hermano;  despachándose,  en  efecto, 
la  ejeonolón  contra  el  D  Francisco,  qUe  en  el  acto  del  requerimiento  al 
pago  protestó  por  no  habérsele  hecho  en  forma  y  por  ser  nulo  el  embargo 
por  lOB  motlTOB  que  expuso,  á  pesar  de  lo  cual  el  alguacil  le  hizo  saber 
el  embargo  practicado  en  bienes  como  de  la  propiedad  de  su  hermano 
D.  Jacinto,  ratificándose  dicho  embargo'  como  propios  del  D.  Francisco 
y  de  lOB  que  tenía  adquiridos  de  aquél  por  la  escritura  de  11  de  Febrero, 
manifeetando  el  mismo  D.  Francisco,  previo  requerimiento  al  efecto,  no 
pedw  decir  st  de  los  adquiridos  por  la  citada  escritura  tenía  más  que  loa 
embargadofl  y  ratificado  el  embargo,  porque  no  los  tenía  á  la  vista,  y 
qne  furotestaba  de  la  ratificación  del  embargo  y  de  nombramiento  de  de- 
poBitario;  pidiendo  el  Procurador  Duran,  á  nombre  del  ejecutante,  se 
Ubrara  mandamiento  al  Begistrador  de  la  propiedad  de  Salamanca  para 
la  anotación  preventiva  de  las  fincas  embargadas  propias  del  D.  Fran- 
-^iaeo,  teniéndose  por  acusada  la  rebeldía  y  dictándose  sentencia  de  ró- 
ñate contra  el  segundo,  al  que  le  fué  notificada  personalmente  y  no  in« 
«rpUBO  contra  ella  recurso  alguno: 

Beanltando  que  los  bienes  embargados  fueron  tasados  por  peritos 
leelgnades  por  la  parte  ejecutante  en  97.769  pesetas  S4  céntimos,  corres- 
wndlendo  de  eea  suma  la  de  84.636  pesetas  á  tres  casas,  de  las  cuales 
ina,  núm.  5  de  la  calle  de  Socías,  fué  valorada  en  83.820  pepeta?,  y  las 
Iras,  68.194  pesetas  84  céntimos  á  maquinaria,  instrumentos  y  útiles 
B  imprenta,  litografía,  grabado  y  encuademación,  y  efectos  de  tienda 
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7  almacén,  consistentes  en  libros,  folletos,  papel  y  objetoe  de  eocrifeerlfl^ 
correspondiendo  de  dicho  valor  ñjado  á  los  moeblea,  á  los  ezpieeadM 
efectos  de  tienda  y  almacén,  81.238  pesetas  90  céntimos,  j  sacados  todei 
los  bienes  á  primera  sabasta,  y  Inego  con  rebaja  del  25  par  100  á  segu- 
da,  al  solicitar  la  cnal,  el  Procarador  Darán,  á  nombre  del  ejecatants, 
dijo  qne  por  entonces  no  se  comprendiera  en  ella  el  local  deeUDsde  á 
imprenta,  situado  en  la  calle  de  Socias,  reservándose  el  derecho  de  q« 
lo  f  aera,  se  vendieron  en  esas  dos  sabastas,  hasta  el  día  28  del  eitadt 
mes  de  A.brii,  las  otras  dos  casas  y  diferentes  bienes  muebles  por  laeai* 
tidad  en  junto  de  18.840  pesetas  10  céntimos,  segúa  nn  testimonio  de  di- 
chos antos  acompañado  por  el  actor  á  la  demanda;  conforme  al  onal, 
también  hasta  el  día  2  de  Mayo  sigaiente,  ó  sea  hasta  el  folio  414  msl- 
to  de  los  referidos  antos  ejecutivos,  por  lo  que  resaltaba  de  iasdlfereo- 
tes  diligencias  marcadas,  pues  había  machas  sin  marcar,  inclayeado  ti 
papel  invertido,  el  principal  reclamado  y  los  intereses  del  mismo,  y  de- 
dacida  cierta  cantidad  que  el  Juzgado  rebajó  de  nna  liquidación  pracll- 
cada,  importaba  todo  aqualio  16.770  pesetas  40  céntimoe,  siendo,  per  tu- 
to, la  diferencia  entre  ambas  cantidades  2.069  pesetas  66  cóatimoo: 

Resaltando  qne  á  petición  del  mismo  Procurador  del  ejecutaste,  ai 
escrito  de  9  de  Mayo  citado,  fundado  en  que  el  importe  obtenido  de  Isi 
objetos  subastados  no  era  suficiente  para  cnbrir  principal,  infeezeass  y 
costas,  el  día  26  se  sacaron  á  tercera  subasta,  sin  sujeción  á  tipo,  toi 
efectos  de  tienda  y  almacén,  siendo  mejor  postor,  por  1.720  pe8etia,dn 
Sixto  Aimelda,  haciéndose  saber  á  D.  Jacinto  y  D.  Francisco  Hldalft, 
quienes  dejaron  transcurrir  el  plaso  que  al  efecto  ae  lea  aefialó  ala  as- 
jorar  la  postura  ni  librar  los  bienes  subastados,  por  lo  cual,  aprobada <1 
remate,  y  previo  pago  de  las  1.720  pesetas,  eo  8  de  Jalio  inmediite» 
f  aeron  entregados  dichos  bienes  al  mencionado  rematante,  qalaa  á  ft 
vez,  á  excepción  de  algunos  que  fueron  vendidos  extrajadielalmflBti 
en  1.711  pesetas  para  pago  del  importe  de  la  aobasta,  loa  entregó  á  da 
Jacinto  Hidalgo,  apoderado  de  sn  hermano  D.  Francieco,  para  qae  loi 
vendiera  por  su  cuenta,  si  así  le  convenía,  á  condición,  según  doeomta* 
to  por  aquél  suscrito  con  dicho  carácter  en  24  ds  Janio  anterior,  deals^ 
nerse  á  las  resaltas  de  la  tasación  de  costas,  entregando  alguna  cantldii 
más  si  para  cnbrir  aquélla  no  bastaban  las  1.711  pesetas. 

Resultando  que  el  repetido  Procurador  Darán,  qne,  aegdn  el  ieettm** 
nio  antes  aludido,  acompañado  á  la  demanda,  en  15  del  citado  m«i  ^ 
Mayo  recibió  del  Escribano  actuario  en  los  antos  ejecutivos  16.872  pas- 
tas 18  céntimos,  pagó  sus  honorarios  y  derechos  á  loe  peritos  y  al  Abo» 
l^ado  antes  de  15  de  Julio,  y  en  esta  fecha  á  sn  poderdante  D.  Jaditi 
Martín  Robles  12.719  pesetas  84  céntimos,  Importe  del  capital  é 
ees  reclamados,  recibiendo  Inego  en  4  de  Agosto  posterior  del 
Escribano  Ferrero  2.966  pesetas,  que  con  las  antedichas  16.879  , 
y  18  céatimos,  sumau  las  18.840  con  10  céntimos  obtenidas  en  las  4ii 
primeras  subastas;  y  más  tarde,  después  de  26  de  Septiembre  del  mtaB 
año,  satisfíza  los  derechos  del  mencionado  actuario  y  los  honorsrissM 
Abogado  D.  Esteban  Jiménez;  habiendo  sido  cancelado  antes,  «"  M  ^ 
Julio,  el  embargo  sobre  la  casa  calle  de  Socias,  núm.  6: 

Resultando  que  el  ejecutado  O.  Francisco  Hidalgo,  en  eseril.  i  ^ 
de  Agosto  del  citado  año  de  1S93,  á  ñu  da  sabsr  la  Inversión  dada  i  p9- 
ducto  de  la  venta  de  los  bienes,  pidió  al  Juagado  que  por  el  actn  Bt$ 
arreglara  diligenciada  ó  nata  expresiva  de  los  vendidos  y  precio «  ^ 
lo  fueron,  intereses  devengados  hasta  el  pago  total,  y  pagados  al 
dor  y  costas  satisfechas,  con  el  nombre  de  los  preceptores;  y  evaí 
en  otro  escrito  de  25  de  Septiembre  la  vleta,  qne  una  Tes  pnsí"' 
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6  dlligeneU  m  le  confirió,  expuso  qae  la  e]ecación  estaba  terminada  en 
Julio  anterior,  pues  los  bienes  vendidos  ascendían  á  19.847  pesetas  90 
eéotioaoB,  de  qne  se  biso  oarg^o  el  Procurador  Bnrán,  de  las  cuales  1.720 
■e  habían  hecho  efectivas  en  la  tercera  subasta,  sin  sujeción  á  tipo,  y 
teniendo  en  cuenta  qne  el  capital,  intereses  y  costas  importaba  14.686 
oon  47  céntimos,  debía  haber  en  poder  de  dicho  Procurador  y  á  favor 
del  exponento  un  sobrante  de  6.161  pesetas  48  céntimos;  qne,  según  sus 
notisias,  todos  los  intereses  por  honorarios  y  derechos  estaban  eatfsfe- 
ohoe,  aunque  no  constaba  en  los  autos,  y  que  existían  diferentes  parti*- 
das  sin  consignar  los  derechos,  lo  que  se  había  hecho  constar  en  acta 
notarial,  concluyendo  con  la  solicitud  de  que  se  rindiera  por  el  Procn- 
rader  ejecutante  cuenta  detallada  y  justificada  de  la  distribución  y  apli- 
oaeión  hechas  de  las  sumas  realizadas  recibidas  por  él: 

Resultando  que  la  tasación  de  costas  practicada  en  8  de  Diciembr» 
de  1898  y  reformada  en  9  de  Enero  siguiente  por  auto,  contra  el  cual,  en 
pfOTidencla  del  16,  no  se  admitió  apelación,  aparece  que  el  importe 
total  ó  liquidación  de  las  mismas,  con  inclusión  de  lo  satisfecho  por 
principal  é  intereses,  ascendía  á  19.787  pesetas  86  céntimos,  importan- 
cto  las  cansadas  desde  el  folio  416,  en  que  se  solicitó  la  tercera  subasta, 
hasta  que  por  el  Procurador  Duran  se  pidió  esta  tasación,  con  inclusión 
de  algunas  causadas  por  el  ejecutado  y  otras  que  con  torcera  subasta  6 
■In  ella  eran  necesarias,  889  pesetas  60  céntimos,  siendo,  por  tanto,  la 
diferencia.  Importe  de  principal,  intereses  y  costas  hasta  dicha  tercera 
•nbasta  de  10.897  peeetas  86  céntimos;  el  tetal  obtenido  de  todos  los 
Uonee  vendidos  era  de  19.894  pesetas  84  céntimos,  de  las  que,  deduci- 
das 1.730  que  habían  valido  los  rematados  en  la  repetida  tercera  subas- 
to, quedaban  como  producto  anterior  á  ella  18.104  pesetas  84  céntimos 
para  pago  de  principal,  intereses  y  costas  hasta  el  citado  folio  414 
Tuelto;  y  como  hasta  él  esos  tres  conceptos  importaban  19.787  pesetas 
S6  oéntlmos,  faltaban  para  su  pago  al  solicitarse  la  tercera  subasta  1.688- 
peaetos  2  céntimos: 

Beeultando  que  en  29  de  Marso  del  expresado  afio  1894  el  mismo 
Procurador  Doran,  por  ser  firme  el  auto  de  29— así  dice— de  Enero  y 
deberse  proceder  al  pago  definitivo  á  todos  los  partícipes  en  laejecn- 
elón  de  los  honorarios  y  derechos  acreditados,  pidió  se  le  autor iaara 
para  hacer  dicho  pago,  distribuyendo  la  cantidad  recaudada;  pues  si 
bien  él  había  pagado  á  slgunos  había  sido  con  fondos  propios,  y  tenía» 
por  tonto,  á  disposición  del  Juagado  las  19.824  pesetas  34  céntimos  pro- 
ducto de  la  venta  de  los  bienes  embarsfados;  pretensión  á  la  qne  accedió 
el  Juagado,  habiendo  rendido  en  2  de  Abril  siguiente  dicho  Procurador 
cuento  general  de  lo  pagado  por  capital  é  intereses,  honorarios  y  dere- 
chos en  la  ejecución  con  un  total  de  19.798  pesetas  66  céntimos,  por  lo 
cnal  quedaban  en  su  poder  como  saldo  26  pesetas  68  céntimos;  y  pedida 
visto  de  los  autos  por  la  representación  de  D.  Jacinto  Hidalgo  en  es- 
crito de  28  de  Agosto  del  mismo  afio,  por  mandato  del  Juzgado,  para 
poder  providenciar,  arregló  el  actuario  diligencia,  según  lo  cnal  el  im* 
porto  de  lo  vendido  y  el  de  lo  pagado  eran  los  mismos  antes  consigna- 
dos de  la  cuenta  del  Procurador  Duran,  quedando  igual  sobrante  de  25 
pesetos  68  céntimos  para  pago  de  costas  posteriores  devengadas  por  él; 
denegando  el  Juagado,  en  vista  de  esta  diligencia,  lo  solicitado  por  don 
Jacinto  Hidalgo  en  providencia  del  26,  que  le  fué  notificada  el  27: 

Beeultando  que  denunciado  por  D.  Francisco  Hidalgo,  con  presenta- 
ción de  acta  notarial  de  26  de  Septiembre  de  1898,  el  hecho  de  existir  en 
los  referidos  autos  ejecutivos  diligencias  con  raspaduras  y  enmiendas 
sm  salvar,  y  otras  á  cuyo  pie  los  curiales  no  habían  consignado  sus  de- 
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reohoa,  la  Andlenoia  proYinclaldeSaUmaDoaen  antodeQSdeNoTiembra 
de  1897,  estimó  que  loe  hechos  alegados  como  ponibles  por  el  qnerelianta 
no  habían  sido  debatidos  en  dicho  jaicio,  y  otros  podían  serlo  ejercitan- 
do la  acción  civil,  por  ostentar  ese  carácter;  y  presentada  por  el  misme 
otra  denoncia  por  estala,  dicho  Tribnnai,  en  auto  de  8  de  Noviembre  de 
1900,  dijo  qae,  examinados  los  testimonios  y  el  anto  aportados,  no  •• 
encontraban  siquiera  indicios  de  delito,  siendo  iaa  oneetiones  prepaes- 
tas  de  carácter  meramente  civil: 

Resaltando  qae  en  demanda  de  9  de  Diciembre  de  1901,  á  que  aeom- 
pafió,  entre  otros  docnmentos,  el  testimonio  antes  aludido  del  juicio  eje- 
cativo,  D.  Francisco  Antonio  Hidalgo  solicitó  se  condenase  á  O.  Jaointo 
Martín  Robles,  D.  Cipriano  Darán  y  D.  Esteban  Jlmóaes  á  entregarle 
3.069  pesetas  66  cóatimos,  sobrante  qne  se  le  debió  entregar  á  en  tiem- 
po, y  29.882  pesetas  12  céntimos»  importe  ó  valor  de  los  bienes  qae  se 
vendieron  malamente  en  la  tercera  snbasta  sin  sojeoión  á  tipo,  en  letal, 
81.801  pesetas  78  céntimos  y  sns  intereses  legales  desde  la  fecha  en  que 
debieron  entregársele  dicha  cantidad  sobrante  y  bienes  vendidos,  rega- 
lándose el  interés  de  cada  afio  al  tipo  de  6  ó  6  por  100,  según  la  ley  apli- 
cable, y  las  costas;  para  lo  cnal,  además  de  otros  hechos  qne  van  rela- 
cionados en  los  antecedentes,  alegó:  que  el  día  28  de  Abril  de  1898  Imper- 
taba  ya  lo  vendido  18.840  pesetas  10  céntimos,  y  como  lo  qae  había  qae 
pagar  por  principal,  intereses  y  costas  hasta  ese  día,  ó  sea  hasta  ei  folie 
414  vuelto  de  los  antos,  eran  16.760  pesetas  44  céntimos,  resaltaba  an 
sobrante  de  3.069  pesetas  66  céntimos,  por  le  cnal  en  esa  fecha  debió  de 
hecho  y  de  derecho  quedar  terminada  y  concluida  de  todo  ponto  la  eje 
eución,  alzándose  el  embargo  de  los  bienes  no  vendidos  y  entregándeeele 
el  expresado  sobrante;  pero  no  se  biso  así,  sino  que  en  9  de  Maye  Do 
rán  y  Jiménez,  diciendo  que  con  el  importado  los  objetos  snbastadoe  ne 
había  sufítsiente  para  cubrir  principal  y  costas,  pidiereo  tercera  sobaota, 
sin  sujeción  á  tipo,  de  los  efectos  de  la  tienda  y  almacén,  que  en  las  an- 
teriores había  quedado  sin  vender,  petición  qne  no  sabía  si  estaña  heeha 
^n  instrucciones  del  ejecutante,  aunque  creía  que  no,  y  tanto  más  ex- 
trafio  cuanto  qne  en  1.®  de  Abril  manifestaban  que  per  entenese,  y 
hasta  poder  apreciar  si  bastaban  para  pagar  principal  y  cestas  la  eantl- 
dad  obtenida  en  la  primera  y  segonda  subastas,  no  pedirían  etras;  qae 
los  efectos  de  tienda  y  almacén  f aeron  tasados  por  el  perito  que  la  eira 
parte  nombró  eo  81.288  pesetas  y  10  céntimos,  vendiéodose  en  las  prime- 
ras subastas  algunos  de  ellos  en  2.006  pesetas  y  quedando  en  la  ooaetía 
de  29.282  pesetas  12  céntimos,  los  cuales  fueron  rematados  sin  sojeelón 
á  tipo,  aplicáadoee  el  producto  al  pago  de  las  costas  posteriores  al  fetlo 
414  vuelto,  no  obstante  obrar  en  poder  del  Procurador  Darán  las  1.069 
pesetas  66  céatimoa  del  sobrante  anterior,  sin  que  á  él  se  le  hubiese  en- 
tregado cantidad  alguna;  que  aquellas  costas  posteriores  al  folio  sitado 
no  podían  comprenderse  en  ninguna  tasación  por  ser  improcedentes,  y 
que  la  calpabilidad,  temeridad  y  mala  fe  de  los  demandados  Darán  y 
Jiméaez  estabíin  tanto  más  comprobadas  cuanto  que  realiaada  desde  la 
fecha  y  folio  expresados  cantidad  más  que  sufi^leote  para  todos  los  pa- 
gos, no  entrenzaron  hasia  el  16  de  Julio  de  dicho  aflo  ai  ejecutante  lo  qae 
le  correspondía  por  principal  é  intereses;  y  como  fundamentos  de  dere- 
cho invocó  los  artícnlus  1089,  1098  y  1902  del  Código  civil,  confirme  el 
último  con  la  ley  3.%  título  16,  Partida  7.*: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron,  la  demanda,  alegando 
también,  entre  otros  hechos:  que  el  actor  hacía  las  cuentas  á  eaprleho, 
para  deducir  después  diferencias  que  no  existían  ni  podían  existir  por 
no  haber  posibilidad  de  expedir  testimonios  qoe  reflejaran  < 
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1m  gutoB  en  lea  antoB,  onando  habU  muchas  dilf^|feiida«  ala  maroar, 
plmiaa  separadas  de  loa  miemos,  folios  desglosados,  exhortes  aboaadoa 
sayo  eoste  no  se  indicaba,  saplementes  hechoe  y  serTiclos  prestados,  da 
todo  lo  caal  no  se  había  acosado  la  partida  correspondiente  hasta  qoa  no 
se  rindió  en  cuenta  por  el  Procurador  y  se  biso  la  tasación  de  costas; 
qas  la  representación  del  ejecutante  pidió,  conforme  á  jostlcia  y  \^j^  aa 
«acaran  algunos  bienes  á  tercera  y  pública  subasta;  que  todos  los  bienes 
objeto  de  ésta,  de  los  cuales  afirmaba  el  actor  que  ▼alian  29.38S  pesetas 
y  12  céntimos,  con  excepción  de  1.711,  obtenidas  en  la  venta  extrajo* 
dicial  para  el  pago  del  importe  de  la  subasta,  habían  sido  entregado» 
graciosamente,  deepués  de  pasado  el  término  para  mejorar  fortuna,  por 
ol  rematante  Almeida  al  ejecutado;  y  que  á  éste  no  le  interesaba  que  el 
Procurador  entregara  pronto  ó  tarde  á  su  oliente  lo  que  tenía  que  entre- 
garle; y  como  fundamentos  de  derecho,  asimismo,  entre  otros,  citó  loa 
principios  de  que  no  hace  dafio  á  nadie  ni  causa  perjuicio  quien  usa  do 
so  derecho;  que  el  defio  que  uno  recibe  por  so  éulpa,  á  él  sólo  es  imr»«t> 
tabla;  que  á  nadie  es  lícito  ir  contra  sus  propios  actos;  que  el  que  quii»ro 
ol  fío,  quiere  los  medios;  que  no  es  lícito  á  nadie  pretender  enriquecer  so 
oon  perjuicio  de  otro;  que  el  que  obra  conforme  á  los  decretos  judiciales 
no  incurre  en  responsabilidad,  y  que  las  decisiones  jadiciaies  notificadaa 
á  la  parte  á  quien  perjudicaban  ó  conocidas  de  la  misma,  y  contra  laa 
que  no  se  han  interpuesto  recursos,  ó  les  promovidos  han  aido  desesti- 
mados, tenían  autoridad  de  cosa  juagada: 

Reeultando  que  al  replicar  el  demandante,  adicionó  á  los  fuada- 
meatos  de  derecho  consignados  en  su  demanda  el  principio  SppUatuM 
^Mteomnia  reBtituendo»^  la  regla  21,  título  84,  Partida  7.*;  los  pria- 
etpios  Non  et9  une  culpa  qui  rti  quce  ad  éun  non  pertinent  se  m- 
miMcuet,  Culpa  eU  quod  eum  a  diligente  prooideri  proterit  aoh 
eeee  provinum;  la  doctrina  de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supro- 
mo  de  10  de  Febrero  de  1886,  8  de  Marco  de  1888  y  9  de  Diciembre 
de  1879,  y  el  principio  Alierum  non  ledereu;  y  en  la  súplica,  el  deman- 
dado adicionó  igualmente  come  hechoa;  que  la  providencia  sacando  á 
tercera  subasta  los  efectos  de  tienda  y  almacén  fué  notificada  al  ejeoota- 
do,  que  la  conaintió;  que  el  mismo  ejecutado,  al  exponer  en  su  esorlto 
de  26  de  Septiembre  que  la  ejecución  estaba  terminada  desde  Julio  auto- 
rior,  dio  por  bien  celebrada  esa  subasta,  y  no  aólo  no  reclamó  nadaooa- 
tra  ella  aino  que  pidió  que  el  Procurador  Doran  rindiera  cuenta  respecto 
de  lo  cobrado  en  la  ejecución;  que  mandada  practicar  tasación  de  costa» 
marcando  previamente  sus  derechos  todos  los  partícipes,  si  no  lo  habían 
hecho  ya,  pidió  el  ejecutado  reposición  de  esa  providencia,  y  denegada 
por  aoto  do  11  de  Ootobre,  tampoco  aqoél  recorrió  contra  éste;  qoe  hecha 
la  taeación,  impugnadas  por  el  ejecotado  mochas  de  sos  partidas,  apro- 
bada con  algooa  modificación  por  el  auto  de  6  de  £nero  de  1894,  apelado 
por  D.  Jacinto  Hidalgo,  y  no  admitido  el  recurso  por  no  autorlxarlo  la 
ley,  pidió  reposición,  y  en  su  caso  testimonio  para  interponer  recurso  do 
queja,  sosteniendo  el  Juagado  su  providencia  y  mandando  se  le  diera  el 
testimonio,  del  cual  no  había  hecho  uso;  que  habiendo  manifestado  el 
D.  acinto  en  escrito  de  17  de  Septiembre  que,  deducido  de  lo  enajenado 
el  I  rincipal,  intereses  y  costas,  quedaba  un  sobrante  para  los  ejecutado» 
de  S.447  pesetaa  96  céntimos,  que  se  les  debía  entregar,  mandando  po- 
ne] f  pacata  la  diligencia  de  que  resultaba  cobrar  solamente  26  pesetas 
68  batimos  para  pago  de  cestas  posteriores,  y  denegada  por  el  Juagado 
la  Btición  del  D.  Jacinto  en  providencia  notificada  á  las  partes,  no  so 
sal  bió  contra  ella  recurso  alguno,  y  que  en  todas  esas  diligencias  há- 
bil   '-^ervenido  alternativamente  D.  Jacinto  ó  D.  Franciaco»  pues  aquél 
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tenía  poder  de  éate,  otorgado  ante  Notario  en  12  de  Febrero  de  1892,  del 
cnat  había  hecho  uso  en  dichas  diligeocias;  adicionando  también  loe  fan- 
dameotoB  de  derecho  con  la  cita  de  los  articnloe  1479  y  eigaientes  de  1* 
ley  de  Enjaiclamieoto  civil,  las  sentencias  de  este  Tribunal  Bnpreme 
de  28  de  Abril  de  1876,  6  de  Marzo  y  14  de  Diciembre  de  1891,  7  y  14 
de  Enero  de  1882,  80  de  Diciembre  de  1896  y  20  de  Enero  de  1897,  en 
armonía  con  los  artículos  312,  876  y  408  de  dicha  ley;  y  qne  siendo  el 
fundamento  de  lo  que  el  actor  pedía  la  punible  culpabilidad,  mientras 
éata  no  se  demostrara,  no  cabía  apreciarla: 

Resultando  que  ambas  partes  suministraron  prueba  documental,  ya 
en  BU  mayor  parte  relacionada  en  ios  antecedentes,  apareciendo  adema» 
de  la  del  demandante  qne  él  no  tuvo  participación  alguna  en  el  pleito 
seguido  por  en  hermano  D.  Jacinto  con  Duran  y  Jiménez  sobre  cumpli- 
miento de  promeeae;  y  de  la  de  los  demandados,  que  al  absolver  poel* 
clones  en  ese  pleito  el  D.  Jacinto  Hidalgo  dijo  que  todos  loe  bienes  ven* 
didos  en  la  ejecución  de  referencia  eran  propios  de  sn  hermano  D.  Fran* 
cisco,  por  habérselos  vendido  el  declarante  en  escritura  de  11  de  Febrera 
de  1892,  y  que  se  dictó  sentencia  en  dicho  pleito,  absolviendo  á  los  de- 
mandados de  la  demanda,  por  no  haberse  justificado  los  compromisos 
Incoados  en  ésta  y  no  ser  el  demandante  interesado  en  la  ejecución;  y, 
per  último,  suministraron  además  los  demandados  prueba  testifical:      j 

Resultando  qne  continuada  la  tramitación  en  dos  instancias,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Valladolid  dictó  en  12  de  Mario 
de  1906  sentencia  confirmatoria,  declarando:  primero,  no  haber  lugar  á 
la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor;  segan- 
do, no  haber  lugar  á  conceder  autorixación  para  interponer  querella  por 
Injuria  ó  calumnia  contra  el  actor  ó  demandante;  tercero,  no  haber  lugar 
á  proveer  sobre  la  admisión  del  documento  presentado  por  el  actor  oon 
su  escrito  de  conclusiones;  y  cuarto,  que  debía  absolver  y  absolvía  de 
la  demanda  á  los  demandados,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas 
de  ninguna  de  las  dos  Instancias: 

Resaltando  que  D.  Francisco  Antonio  Hidalgo  Acera  Interpuso  re- 
oarso  de  casación  por  infracción  de  ley,  diciendo  fundarlo  en  el  núm.  1.^ 
del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  alegando  haberse  infrin- 
gido: 

Primero.  Los  arts.  448  y  461  de  la  misma  ley  de  procedimientos,  en 
relación  con  el  870  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  los  artícu- 
los 1447,  núm.  1.^  1616  y  1620  de  la  referida  ley  de  Enjuioiamiento  ci* 
▼II,  porque  los  primeros  de  esos  artículos,  complemento  de  las  dlsposi* 
dones  de  la  ley  orgánica,  que  impone  á  los  Abogados  y  Procuradores  el 
deber  de  cumplir  bien  y  lealmente  las  obligaciones  qne  las  leyes  y  las 
disposiciones  reglamentarias  les  impongan,  establecen  que  serán  corre- 
gidos disciplinariamente  los  Abogados  y  Procuradores  que  notoriamento 
faltaren  á  las  prescripciones  de  esta  ley  en  sus  escritos  y  peticiones,  y, 
no  obstante  ser  tan  terminantes  esas  disposiciones  y  tan  claros  los  tér- 
minos de  los  otros  artícnlos  citados,  la  sentencia  recurrida  absuelve  á 
loe  demandados  de  las  pretensiones  deducidas  por  el  demandante,  siendo 
así  qne  el  mero  hecho  de  haber  pedido  el  embargo  de  bienes  que  en  vir- 
tud de  la  clánRula  4.^  de  la  escritura  de  préstamo  debieron  respetarse» 
por  estar  excluidos  de  la  fianza,  y  la  omisión  de  aplicar  el  importe  de 
los  bienes  recabado  en  la  primera  subasta  al  pago  de  la  deuda  y  costas, 
dando  por  terminada  la  ejecución,  constituía  la  más  evidente  infracción 
de  las  citadas  disposiciones,  pnes  deber  de  los  ejecutantes  era  el  pagar 
Inmediatamente  al  acreedor  y  devolver  al  fiador  el  sobrante,  y  lejos  ds 
esto,  no  sólo  no  se  pagó  al  acreedor  ni  se  dio  por  terminada  la  acción 
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•jaooilTa,  sino  que  m  selioitó  mejora  de  embargo,  Inoltiyendo  bienes 
que,  á  tenor  de  lo  pactado  j  de  la  diepoaloión  del  art*  1447,  ndm.  1.®,  de 
la  ley  de  Eojaiolamiento  cWil,  no  podían  embargarse,  por  lo  qne  ae  debió 
aplicar  loe  arta.  44¿  j  461  de  la  mencionada  ley,  ain  perjaicio  de  la  ree- 
ponaabilidad  qne  resnltara: 

Segundo.  Loe  arta.  1089  y  1098  del  Código  civil,  qne  preacriben  qne 
laa  ebligaoionea  nacen  también  de  loe  actoe  ú  omiaiones  ilícitoa  en  qne 
intervenga  onalqnier  claee  de  cnlpa  y  negligencia,  y  qne  eata  claae  de 
obligacionee  ae  reglan  por  laa  diapoaicionee  del  capitulo  2.®,  título  18, 
del  Código  civil,  toda  ves  que,  aun  preacindiendo  de  la  mala  íe,  Incom- 
patible con  el  nombre  de  los  ejecntantes,  éatos  obraron  con  una  lamen- 
table precipitación,  puesto  qne  teniendo  en  en  poder  cantidad  sobrada 
para  hacer  pago  de  principal,  intereses  y  costas,  no  había  motivo  algu- 
no qne  aconsejara  eata  excesiva  ó  injustificada  actividad,  arruinando  al 
recurrente  para  el  logro  de  fines  que  habían  eido  alcansadoa  en  la  pri- 
mera subasta,  precipitación  que  ponía  en  evidencia  la  ügerexa  é  inexpli- 
cable negligencia  con  qne  procedieron; 

TiBrcere.  Los  arta.  1101  y  1108  del  Código  civil,  que  extienden  la  res- 
ponsabilidad de  indemnisar  dafioa  y  perjuicioa  á  todos  loa  que  en  el 
cumplimiento  de  toda  claae  de  obligacionee  incurran  en  negligencia;  de 
loque  ae  deducía  que  eata  diapoaición,  de  carácter  general,  no  excluía  á 
nadie,  alendo,  por  tanto,  perfectamente  aplicable  á  loa  ejecutantea,  que 
habían  demostrado  que  por  precipitación  y  negligencia  ae  extralimita- 
ron de  laa  íacnitadee  que  la  ley  les  concedía;  y     - 

Cuarto.  £1  art.  1466  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según 
el  cual,  cel  acreedor  podrá  pedir  la  mejora  de  embargo  en  el  curso  del 
juicio,  y  el  Jnea  deberá  acordarlo  si  estimare  que  puede  dudarse  de  la 
auflciencia  de  los  bienes  embargados»;  porque  la  natural  y  lógica  inter- 
pretación de  ese  precepto  permitía  afirmar  que  el  escrito  del  Abogado  y 
Procurador  solicitando  la  mejora  del  embargo  era  el  que  causaba  esta- 
do y  no  la  resolución  judicial,  pues  si  tratándose  de  cualquiera  otra  re- 
soluelón  que  se  dictara  en  virtud  del  convencimiento  adquirido  á  la  ius 
de  cualquiera  de  los  medios  de  prueba  prescritos  por  la  ley,  nada  habría 
qne  oponer  al  f  andamento  7.*  de  la  sentencia  del  Juzgado,  confirmada 
por  la  Audiencia,  en  el  caso  concrete  del  art.  1446 — así  dice — ,  en  que 
debió  fundarse  la  solicitud  de  la  ampliación  de  embargo,  así  como  la  re- 
solnolóo  judicial  acordada,  no  se  exigía  la  prueba  de  la  insuficiencia,  ni 
de  los  motivos  que  alegaran  los  ejecutantes,  bastando  la  simple  peti- 
ción, poniendo  en  duda  la  suficiencia,  para  que  la  ampliación  se  decreta- 
ra bajo  la  responsabilidad  del  que  la  solicitase;  y  no  pudiendo  el  Jnei,  á 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1466,  denegar  lo  solicitado  por  los  ejecn- 
tantes, era  evidente  qne  sobre  éstos  debió  recaer  la  responsabilidad  de 
les  dafios  y  perjuicios  que  con  tal  petición  causaron  al  recurrente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piules: 

Considerando  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  por  sólo  las  pretensio  - 
aee  del  Procurador  y  Abogado  del  ejecutante  D.  Jacinto  Martín  Robles, 
representando  á  éste  en  el  procedimiento  de  apremio  para  ejecutar  la 
sentencia  dictada  en  el  ejecutivo,  hubiera  sido  el  ahora  recurrente  perju- 
dicado en  su  derecho,  supuesto  no  admisible,  porque  el  perjuicio  no  hu- 
Mera  provenido  necesariamente  de  la  petición  de  aquéllos,  sino  de  laa 
resoluciones  acordadas  por  consecuencia  de  la  misma,  carecen  de  apli- 
eac'ón  al  caso  actual  y  de  eficacia  para  la  casación  los  motivos  del  re- 
eo]  »o,  porque  no  ae  trata  ahora  del  fondo  de  la  cortesa  de  la  deuda  que 
slr  ó  de  fundamento  á  la  ejecución,  sino  de  la  procedencia  ó  improoe» 
dsi  'n  en  las  solicitudes  aducidas  y  de  las  providencias  acordadas  en 
TOMO  106  67 
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dicbo  procedimierto,  en  el  cual  pudo  el  ejecutado,  si  así  lo  estimaba, 
oponerle  á  las  preteaslones  del  actor  j  recarrir  por  los  medios  legales 
•oatra  las  resolDoiones  del  Juzgado,  dedacieodo  las  solicitudes  que  esti: 
mará  procedente 4,  como  ya  lo  ejecutó  el  mismo  D.  Francisco  Hidalgo, 
pidiendo  en  el  repetido  procedimiento  qne  el  Procurador  del  ejecutante 
diera  cuenta  detallada  y  justificada  de  la  distribución  que  de  las  sumas 
recibidas  hubtera  becho,  practicándose  posteriormente  tasación,  refor- 
mada por  auto  del  Juzgado,  contra  el  que  no  se  admitió  apelación,  y  en 
la  cual  se  advierte  que  ai  realizarse  la  tercera  subasta,  principal  funda- 
mento de  la  demanda  de  Hidalgo,  faltaba  aún  determinada  cantidad 
para  el  completo  pago; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al  recur» 
so  de  casación  iüterpnesto  por  D.  Francisco  Antonio  Hidalgo  Acera,  á 
quien  condenamos  al  pago,  el  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad 
correspondiente  por  raz6n  de  depósito,  á  que  se  dará  eu  dicbo  caso  Ja 
aplicación  que  previene  la  ley;  y,  con  la  oportuna  certificación,  devuóN 
vase  á  la  Audiencia  territorial  de  Valladolid  el  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido. 

Aeí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  h.s  copias 
necesarias,  lo  pronnnciamos,  mandamos  y  fírmamos.=rJoeé  de  Aidecoa. 
Francisco  Toda.=rVl'»ente  de  Ptnlés.=Víctor  Covián.=Antocio  Alonso 
Caeafia.=  El  Magistrado  8r.  Domenech  votó  en  Balay  no  pudo  firmar: 
José  de  Aldecoa.=:Fer!«rico  Monsalve. 

Publicación. =  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  4  de  Diciembre  de  1906.s=Rogeli6  González  Montes. 


ISTum.  J68;— fiRACIA  Y  JUSTICIA.— 6  de  Diciembre,  pub.  el  31. 

Resolución  de  i  a  Dirección  general  de  los  Registros  revo- 
cando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Astudillo 
á  inscribir  un  testimonio  de  aceptación  de  herencia. 
En  sus  coNSiDEBANDOs  se  establece: 

Que  éegún  declara  el  art.  675  del  ^^^9^  eiüil,  en  eaao  de  duda 
aeerea  de  la  inteligencia  de  una  disposición  testamentaria  se  obser» 
vara  lo  que  aparexca  más  conforme  á  la  intención  del  testador^  se- 
gún el  tenor  del  mismo  testamento. 

limo.  Sr.:  En  el  recnrso  gobernativo  interpuesto  por  D.  Roque  Me- 
diavilla  Martínez,  como  marido  de  Dofia  Eduvigis  Villaodiego,  contra  la 
negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Astudillo  á  inscribir  un  tea 
timonio  de  aceptación  de  herencia  y  descripción  de  bienes,  pendiente  en 
este  Oentro  en  virtnd  de  apelación  del  Registrador. 

Resultando  qne  D.  Francisco  Haro  Ponche  falleció  en  17  de  Diciem- 
bre de  1860,  bajo  testamento  otorgado  á  10  de  Febrero  de  1868  ante  Don 
Pedro  Qarcía,  Notario  de  Támasa,  y  una  memoria  testai&entaria,  elsTa 
da  á  escritura  pública  por  auto  del  Juzgado  de  Astudillo  de  19  de  Jonie 
de  1861,  en  cuya  memoria  dispuso  el  testador,  respecto  á  lae  fiooaa  ob- 
jeto de  este  recnrso  y  otras,  con  fechas  20  de  Febrero  y  26  de  Maye 
de  1868  y  28  de  Febrero  de  1860,  respectivamente,  lo  qne  resalta  de  lae 
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tres  clánsü  las  Bí  guien  tea:  cEstas  tierras  y  yifias  qne  llevo  deBlindadaa 
las  lievaráa  en  clase  de  renta,  y  por  el  espacio  de  seis  afios,  los  doe  so- 
brinos carnales,  qne  lo  son  Francesco  y  A d ionio  Carpintero  Haro,  y  su 
renta  annal,  como- también  si  se  sembrase  a'giina  de  rastrojo  lo  será  á  li 
celemines  de  trigo  por  cada  nna  obrada,  á  pagar  dicba  renta  en  la  era  á 
mis  testamentarios,  para  qne  lo  recojan  y  sea  de  bactaa  calidad,  y  la 
renta  de  cada  nna  cnarta  de  vifia  lo  será  á  seis  reales,  qne  se  pagarán  á 
los  dichos  testamentarios  al  tiempo  de  costumbre;  y  si  esto  qne  llevo 
dispuesto  no  se  verifícase,  es  mi  voluntad  se  arrienden  dichas  flecas  al 
público  por  dichos  mis  testamentarios;  y  concluidos  los  dichos  seis  afios 
se  las  lego  y  mando  en  propiedad  por  partes  iguales,  y  me  encomienden 
á  Dios,  y  las  rentas  que  devenghen  anualmente  dichas  fincas  encp.rgo  á 
mis  testamentarios  se  inviertan  en  sufragios  por  mi  alma,  Itis  de  mis 
tíos  carnales  y  mis  obligaciones. >  cltem  quiero  que  el  legado  que  hago 
á  mi  sobrino  Antonio  Carpintero  lo  lleve  en  usufructo,  y  que  no  pueda 
enajenarlo  por  concepto  algnno;  y  si  fuese  caeado  y  tuviese  familia, 
mnerto  el  Antonio  es  mi  voluntad  lo  lleven  los  hijos  de  éste  en  propie- 
dad, y  si  no  tuviese  fanailia,  lo  lego  y  mando  á  los  hijos  de  mi  hermano 
Tomás  HaTO.>  cltem  es  mi  voluntad  que  todas  las  mandas  y  legados 
qne  llevo  mandados  á  mis  dos  sobrinos  carnales,  que  lo  son  Francisco 
Carpintero  y  Antonio  Curpintero,  queden  desheredados  in  iotum,  y  di- 
chas mandas  y  legados  las  mando  y  lego,  con  las  mismas  eláuBulas  y 
condiciones,  á  mis  sobrinos  carnales  D.  Pedro  Rey  y  Haro  y  Julián  Ra- 
mos; y  si  éstos  no  cumpliesen  con  las  cláusulas  y  condiciones  que  lleva 
referidas  á  los  tiempos  marcados,  doy  á  mis  testamentarios  amplias  fa- 
cultades para  que  dichos  bienes  se  vendan  á  pública  subasta,  y  lo  que 
resulte  de  dichos  bienes  se  invierta  en  beneficio  de  las  benditas  ánimas 
y  bienhechores!. 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  18  de  Diciembre  de  1866 
ante  el  mismo  Notario  D.  Pedro  García,  que  fué  inscrita  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  se  adjudicaron  al  legatario  Julián  Ramos  Haro  las  fin- 
cas de  referencia  sin  limitación  alguna;  y  por  fallecimiento  del  Ramos, 
su  heredera  Doña  Bdfuvigis  Viilandiego  García  otorgó  escritura  de  acep- 
tación y  descripción  de  los  bienes  en  Amusco  á  14  de  Abril  de  1904,  ante 
D.  Emilio  de  la  Plaza,  comprendiendo  en  los  cuatro  primeros  números 
bichas  fincas,  que  su  causante  había  adquirido  é  inscrito  por  el  legado 
de  D.  Francisco  Haro  Penche; 

Resultando  qne  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Astudi- 
lio  una  copia  de  dicha  escritura  de  1904,  puso  el  Registrador  la  nota  si- 
guiente: cNo  admitida  la  inscripción  del  preceden tf  iocn mentó  respecto 
á  las  cuatro  primeras  fincas  por  el  defecto  Insubsanable  de  no  estar  fa- 
cultado el  causante  para  transmitirlas,  y  suspendida  la  inscripción  res- 
pecto á  las  demás  fincas  por  el  defecto  subsanable  de  no  hallarse  previa- 
mente inscritas  á  nombre  de  dicho  causante,  sin  tomarse  anotación  res- 
pecto á  estas  últimas  por  no  habaria  solicitado  el  presentanto: 

Resultando  que  D.  Roque  Medlavilia,  como  marido  de  Eduvigis  Viilan- 
diego, interpuso  este  recurso,  pidiendo  se  deje  sin  efecto  la  negativa  del 
Registrador  y  se  declare  inscribible  la  escritura  á  que  se  refiere,  por  las 
lasones  siguientes:  que  la  última  de  las  tres  disposiciones  antes  inser 
tas  de  la  memoria  testamentaria  de  D.  Francisco  Haro  deja  sin  valor  la 
segunda,  en  que,  al  prohibir  enajenar  á  Antonio  Carpintero,  llamaba  á 
íq  muerte  á  sus  hijos,  ó  en  su  defecto  á  los  de  D.  Tomás  Haro,  porque 
la  voluntad  del  testador  fué  la  de  imponer  á  D.  Pedro  Rey  y  D.  Julián 
las  cláusulas  y  condiciones  que  impuso  á  los  hermanos  Carpintero  en  la 
disposición  de  30  de  Febrero  de  1858,  pero  no  la  limitación  que  impuso 
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á  Antonio  en  26  de  Mayo  del  mismo  afio,  porqne  de  ser  así  lo  hnbler»^ 
consignado  expresamente,  porqne  las  palabras  cy  si  estos  no  cnmplle- 
.sen  con  las  clánsnlas  y  condiciones  á  los  tiempos  marcados»  no  sob 
aplicables  á  la  sustitución;  qne  la  limitación  pnesta  á  Antonio  no  ñ^- 
hiso  á  sn  hermano  Francisco,  y  al  dejar  sin  efecto  ambos  legados  sería 
arbitrario  dar  distinta  extensión  á  las  condiciODOs  de  los  desheredade» 
y  de  los  nnevamente  institoídos,  habiéndolo  sido  conjuntamente;  qn%^ 
siendo  Sacerdote  D.  Pedro  Bey,  sería  inmoral  considerar  instttnídoe  á. 
sns  hijos,  y  qne  la  sustitución  estaba  tan  enlasada  con  el  legado  á  Don. 
Antonio  qne,  al  revocarse  este  in  totum,  qnedaron  revocados  loB|llama- 
mientos  que  por  aquélla  se  hacían;  que  convence  también  qué  la  re- 
ferencia del  tbstador  á  las  cláusulas  y  condiciones  era  sólo  al  pago  do 
las  rentas,  porque  con  ellas  se  atendía  al  fin  piadoso  de  los  sufragios, 
y  porqne  D.  Pedro  Bey  y  D.  Julián  Bamos  no  fueron  instituido*  le- 
gatarios en  usufructo,  sino  en  la  propiedad  de  los  bienes;  que  las  fincas- 
fueron  adjudicadas  á  D.  Julián  Bamos  en  pleno  dominio»  é  inscritas  ea 
el  Begistro  de  la  propiedad,  y,  por  tanto,  el  títnlo  y  la  inscripción  so» 
válidos  mientras  los  Tribunales  no  declaren  lo  contrario;  que  así  lo  con- 
firma la  doctrina  de  las  Besoinciones  de  este  Centro  de  7  de  Mayo  y 
16  de  Jttnio  de  1884  y  la  del  Ministerio  de  ultramar  de  9  de  Diciembra^ 
de  1889;  y  que,  en  caso  de  duda,  es  principio  de  derecho  qne  debe  estarsa 
á  lo  qne  favorezca  la  libertad  del  dominio: 

Besuitando  qne  el  Beglstrador  de  la  propiedad  informó  sostenlenda 
sn  nota  y  alegó:  que  al  hacerse  la  institución  á  favor  de  los  legatarios 
D.  Pedro  Bey  y  D.  Julián  Bamos  con  las  mismas  cláusulas  y  condicio- 
nes que  se  dispusieron  respecto  á  los  desheredados,  quedaba  subsistente 
la  prohibición  de  enajenar  y  los  llamamientos  establecidos  respecte  & 
Antonio  Carpintero,  lo  mismo  qne  tedas  las  demás;  que  en  las  ioscrlp— 
dones  hechas  en  el  Begistro  de  les  legados  se  iusertaron  en  las  dáñen- 
las indicadas  como  limitativas  del  dominio,  y  como,  sin  embargo,  ee 
han  inscrito  las  transmisiones  de  las  fincas  adjudicadas  á  D.  Pedro  Bey» 
es  lógico  afirmar  que  la  limitación  afecta  á  D.  Julián  Bamos;  y  qne  no 
existe  la  duda  que  supone  el  recurrente,  pero  aun  de  existir,  no  seria 
aplicable  el  principio  qne  defiende  á  favor  de  la  libertad  para  disponer  wm 
mujer,  con  perjuicio  de  otros  interesados: 

Besultando  que  el  Jnea  de  primera  instancia  de  Adtudillo  dictó  anta 
oonfirmando  la  nota  del  Beglstrador  por  estimar  análogas  consideracio- 
nes qne  este  funcionario: 

Besultando  qne  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Jns» 
gado,  declarando  no  existir  el  defecto  insubsanable  attibuído  por  el  Be- 
glstrador á  la  escritura  objeto  del  recurso,  por  considerar:  que  la  frase 
c porque  la  memoria  testamentaria  deshereda  M  ^o/umi  revoca  por  cona- 
pleto  las  cláusulas  anteriores,  y  que  al  ordenarse  después  otra  institn-- 
don  con  las  cláusulas  y  condiciones  qne  lleva  referidas  á  los  tiempo» 
marcados,  etc.,  hay  qne  entender  que  alude  á  las  de  las  cláusulas  d» 
20  de  Febrero,  y  no  á  la  de  26  de  Maye,  ya  que  el  usufructo  establedd* 
por  ésta  no  puede  reputarse  una  condición;  que  dicha  cláusula  de  26  de 
Mayo  no  tiene  subsistencia  por  sí  misma  por  ser  sólo  una  modlficadón 
de  la  de  20  de  Febrero  en  la  parte  que  afecta  al  legatario  Antonio,  y  ee 
indudable  qne  el  testador,  al  revocar  tn  totum  la  más  autigra  de  esae 
olánsulas,  no  pudo  querer  que  la  segunda  afectara  á  los  Ilamamientee 
qne  establecía  nuevamente;  qne  es  principio  de  derecho  reputar  libre 
toda  propiedad  mientras  no  se  prnel)e  lo  contrario,  y  la  limitación  de  le 
cláusula  de  26  de  Mayo  ne  puede  ser  aplicable  á  Julián  Bamos  por  solo 
una  débil  inducción;  cuya  doctrina  se  robustece  teniendo  en  cuenta  la. 
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«TOlnoióii  de  la  Tolontad  del  testador  respecto  á  Antonio,  qne  gradnal- 
tsnente  pierde  Ingar  y  confiansa,  lo  qne  hace  saponer  qne  el  testador,  ne 
pensó  establecer  limitación  nanfractaaria  sino  respecto  al  citado  Anto- 
níe;  qne  es  injasto  apreciar  la  limitación  de  la  clAoanla  de  26  de  Mayo 
respecto  á  Jnllán  Ramos,  y  no  respecto  A  D.  Pedro  Bey,  sin  otro  íanda- 
jnento  que  dcr  nombrado  «n  segando  lagar;  y  qae  es  un  indicio  A  f a?or 
<lel  dominio  pleno  en  el  Ramos  el  qae  los  albaceas  de  D,  Francisco  Haro 
le  entendieran  asi: 

Visto  el  art.  676  del  Código  civil: 

.Considerando  qie  según  declara  dicho  artícnlo,  en  caso  de  dada 
«cerca  de  la  inteligdocia  de  ana  disposición  testamentaria  se  observarA 
le  qne  aparexca  mAs  conforme  A  la  intención  del  testador,  según  el  te- 
nor del  mismo  testamento: 

Considerando  qae  la  clAasnla  de  la  memoria  testamentaria  en  que 
D.  Francisco  Hdro  Ponche  expresó  sn  volantad  de  qne  las  mandas  y  le- 
gados qoe  había  hecho  A  sas  sobrinos  Francisco  y  Antonio  Oarpiniero, 
•e  entendieran  hechas  A  D.  Pedro  Rey  y  Haro  y  A  JnliAn  Ramos,  con 
las  mismas  clAoenlas  y  condiciones  qne  A  aqnéiios,  no  estA  redactada 
con  la  debida  claridad  para  evitar  el  tener  qne  interpretarla,  porqne  al 
hacerse  el  legado  en  20  de  Febrero  de  1868  A  los  referidos  Antonio  y 
Francisco  Carpintero  les  dejaba  las  fincas  objeto  del  mismo  en  plena 
propiedad,  y  en  26  de  Mayo  de  dicho  afio  el  testador  modificó  sn  volan- 
tad respecto  A  Antonio  en  el  sentido  de  qne  íoera  sólo  nsafractnario,  7 
disponiendo  qoe  A  sa  maerte  pasaran  los  bienes  en  propiedad  A  sas  hi- 
jos, y  en  defecto  de  éstos  A  los  de  TomAs  Haro,  por  lo  qne  en  lo  relativo 
al  legado  hecho  al  repetido  Antonio  Carpintero,  qne  el  testador  dejó 
sin  efecto,  sostitayendo  en  él  A  D.  Pedro  del  Rey  y  A  JaliAn  Ramos, 
•arge  la  dnda  de  si  éstos  han  de  estimarse  legatarios  de  todos  los  bienes 
legados  en  plena  propiedad  ó  sólo  en  asnfrncto  de  la  mitad,  ya  qne  en 
la  indicada  clAnsnla  nada  se  dice  acerca  de  este  particnlar. 

Considerando  qoe  ese  mismo  silencio  respecto  A  tan  interesante pnn- 
4o  Indnce  rectamente  A  creer  qne  la  voluntad  del  teertador  faé  qne  el  le 
gado  hecho  ooojantamente  A  Francisco  y  Antonio  Carpintero  en  plena 
propiedad  en  20  de  Febrero  de  1868  se  entendiera  hecho  también  con- 
juntamente  y  en  plena  propiedad  A  D.  Pedro  del  Rey  y  JnliAn  Ramos, 
preacindiendo  de  la  modificación  introducida  en  26  de  Mayo,  porque  de 
lo  contrario  habría  expresado  cuAi  de  éstos  dos  adquiría  el  legado  en 
concepto  de  duefio  y  ouAl  en  el  de  usufructuario,  ó  si  los  dos  lo  adqui- 
rían mitad  en  un  concepto  y  mitad  en  otro: 

Considerando  qne  confirma  tal  creencia  el  que  en  la  misma  clAusula 
«n  que  consignó  el  testador  su  voluntad  ^e  que  las  mandas  y  legados 
hechos  A  Francisco  y  Antonio  los  mandaba  y  legaba  con  las  mismas 
cláusulas  y  condiciones  A  D.  Pedro  Rey  y  JnliAn  Ramos,  previendo  el 
^sase  de  qne  éstos  no  las  cumplieran,  antorisó  A  sus  albaceas  para  que 
vendiesen  los  bienes  y  su  importe  se  repartiera  cen  beneficio  de  las 
benditas  Animas  y  bienhechores»;  autorisaeión  que  seguramente  no  ha- 
bría otorgado  el  testador  si  su  voluntad  hubiera  sido  que  quedara  sub- 
sistente la  modificación  en  cuanto  A  que  A  la  muerte  de  Antonio  Carpin- 
pintero  llevaran  en  propiedad  los  bienes  objeto  del  legado  hecho  al  mis- 
«10  BUS  hijos,  y  en  defecto  de  éstos,  los  de  TomAs  Haro. 

Considerando,  ademAs,  que  así  lo  entendieron  los  albaceas  al  hacer 
la  adjudicación  en  plena  propiedad  A  JnliAn  Ramos  en  la  escritura  que 
^é  inscrita  en  el  Registro,  por  lo  cual,  mientras  esta  inscripción  exista 
ftiay  que  reputarle  come  duefio  en  pleno  dominio; 
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Esta  Dirección  gdnerül  ba  acordado  coafirmar  la  proTldencia  ape-^- 
lada. 

Lo  qae,  coa  devoincióo  del  expediente  original,  comnolco  á  V.  I.  á 
los  efectos  consigniente».  Dios  guarde  á  V.  I.  mochos  afios.  Madrid  6  de 
Dici<jmbre  de  1906.=Ei  Director  general,  Javier  Gómea  de  laSerna.»» 
Sr.  Presidente  de  la  Andieacla  de  Valladolid. 


Núm.  15Q.~TRIBUNAL  SUPREMO.-?  de  Diciembre, 
pol^iloada  el  28  de  Abril  de  Í908. 

0A8ACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY,  -^Indemrutaeión  de  daños  y  per- 
jutetos.^Seniencia,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Pedro  Capón  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Fran- 
cisco Rodríguez. 
En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establecc: 

Que  la  indemnitación  de  daños  y  perjuicios^  en  relaelón  con  el 
valor  de  ta  pérdida  sujrida  y  dé  la  ganancia  que  hubiera  dejado  de 
obtener  el  acreedor,  implica  una  cuestión  de  hecho,  cuya  apreciación 
corresponde  al  Tribunal  a  quo,  apreciación  que  sólo  puede  combatir» 
se  en  casación,  acreditando  el  error  de  hecho  ó  de  derecho,  confor- 
me al  núm,  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cicil: 

Que  si  apreciadas  las  pruebas  por  la  Sala  sentenciadora,  ésta  de- 
claró la  existencia  del  daño,  negando  la  del  perjuicio,  sin  que  tal 
añrmación  haya  sido  impugnada  pur  el  recurrente,  no  es  de  estrmar 
la  tnjr acción  del  art,  1106  del  Código  cicil,  sólo  aplicable  en  el  caso 
de  constar  de  modo  cierto  la  existencia  de  aquél. 

Que  en  el  propio  caso  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1108 
del  mismo  Código,  cuando  de  la  suma  á  cuya  indemnización  se  con" 
dena  al  demandado  se  manda  abonar  el  interés  legal  aplicando  asi 
rectamente  el  referido  articulo  por  ser  dicha  condena  dependiente 
de  los  demás  perjuicios  pretendidos  é  in/ustiñcados,  • 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Diciembre  de  1906,  en  el  Jnicio 
declarativo  de  mayor  cnantía  segnido  en  ei  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Moníorte  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la 
Cornfia  por  D.  Pedro  Oapón  Lopes,  labrador  y  vecino  de  la  parroquia  de 
San  Pelagio  de  Diomende,  término  mnnicipal  de  Savifiao,  contra  don 
Francisco  Rodrigues  Mosquera,  propietario  y  vecino  de  8an  Juan  de 
Abnime,  en  el  mismo  término  mnnicipal,  sobre  Indemnlaación  de  dafioe 
y  perjuicioe;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Antonio  Arriaga  y 
Gutiérrez,  bajo  la  dirección  de  los  Letrados  D.  Manuel  García  Baraana- 
Uana  y  D.  Carlos  Rodrigues  Sancho,  éste  en  el  acto  de  la  vista,  á  nom- 
bre del  demandante,  y  sin  que  haya  comparecido  ante  este  Tribunal  Su» 
premo  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  80  de  Junio  de  1902,  y  ante  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  S^lonforte,  D.  Pedro  Oapón  y  López  presentó  demanda  sn 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Francisco  Rodríguez  Mos- 
quera, sobre  abono  de  dafios  y  perjuicios,  exponiendo:  que  el  16  de  Mar- 
zo  de  1896,  cuando  regresaba  con  dos  caballerías  á  su  casa  de  haber  eon- 
dneldó  una  partida  de  vino,  fué  atropellado  por  el  titulado  Agente  eje- 
entlvo  de  la  Hacienda  D.  Francisco  Rodríguez  Mosquera,  quien,  con  sk 
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propósito  de  saldar  con  el  Teaoro  ciertos  descubiertos  oorresposdiectes 
á  los  afios  de  1889  á  1900— así  dice—,  le  despojó  á  yiira  fnersa  de  dichas 
calMilleiias,  arreos  y  envases  de  vino,  embargAndolos  para  hacer  efecti- 
vo su  pago;  qas  acudió  ai  citado  Juagado  para  que  le  amparase  en  su  de- 
recho; pero  que  cuando  se  comenaaba  á  actuar,  ínó  requerido  aqnól  de 
inhibición  por  el  Gobernador  civil  de  la  provincia,  y  habiéndose  accedi- 
do á  tai  requerimiento,  se  pasó  el  expediente  á  la  Delegación  de  Hacien- 
da, en  la  que  se  resolvió  el  asunto  en  forma  que  tuvo  que  apelar  para 
ante  la  Administración  Central  del  ramo;  que  por  el  Ministetio  de  Ha- 
eisndase  dictó  Real  oi den  en  23  de  Noviembre  de  1901,  por  la  que,  en- 
tre otras  cosas,  se  declaró  nulo  y  sin  ningún  valor  el  expediente  de  apre- 
mio, restableciendo  la»  cosas  al  ser  y  estado  qoe  teoian  el  16  de  Marao 
de  1896  y  con  derecho  á  D.  Pedro  Capón  á  ser  indemnizado  de  los  daños 
y  perjuicios  que  se  le  hubieran  irrogado  con  motivo  del  expresad u  em- 
bargo y  de  la  ocupación  de  las  caballerías  y  efectos;  que  en  el  referido 
expediente  de  apremio,  y  á  pesar  de  que  las  mencionadas  caballerías  em- 
bargadas eran  un  macho  y  una  yegua,  que  valdrían  el  primero  260  pe- 
sslas  y  la  segonda  196,  faeron  tasadas  en  66  pesetas  96  céntimos  y  re- 
matadas en  subasta  eu  66  pesetas  66  céntimos,  que  era  el  importe  de  loa 
descubiertos,  recargos  y  costas;  qne  el  demaodaote  se  gacai>a  la  vida 
conduciendo  vino  en  laa  dos  caballerías  de  qne  era  duefio,  lo  que  le  pro- 
ducía próximamente  unos  24  reales  diarios;  habiéndose  visto  desde  el 
día  16  de  Marao  de  1896  privado,  no  sólo  de  dichos  auimalea  y  arreos, 
sino  de  continuar  ganándose  la  vida  por  aqnei  medio,  por  lo  que  perdió 
la  numerosa  clientela  que  tenía,  y  esto  sin  contar  que  con  loe  ahorros 
que  iba  haciendo  hubiera  podido  aumentar  el  número  de  caballerías  y 
tenor  su  negocio  mAs  en  grande,  con  lo  qae  sos  ganancias  en  lo  sucesivo 
hubieran  sido  mucho  mayores;  que  por  todo  lo  dicho  se  había  visto  pron- 
to molestado  por  sus  acreedores  y  había  tenido  qne  malvender  casi  todos 
sus  bienes  para  atender  á  los  apremios  de  aquéllos  y  á  las  necesidades 
de  su  familia;  habiendo  enajenado,  por  escritura  de  11  de  Julio  de  1896, 
ante  el  Notario  D.  Ramón  Marcira,  por  mucho  menos  de  su  valor,  seis 
fincas,  tres  á  perpetuidad  y  otras  tres  con  pacto  de  retro  por  cuatro  afios, 
á  D.  Vicente  Eiré  Sampayo,  en  parte  de  pago  de  un  crédito  hipotecario  , 
que  le  exigió  por  haber  comprendido  dicho  acreedor  había  sido  arruina-  * 
do  por  Rodríguez  Mosquera,  y  sin  que  hubiera  podido  recobrar  las  fincas 
enajenadas,  que  tuvo  que  tomar  en  arriendo  al  comprador;  que  igual- 
mente apremiado  por  ios  mismos  motivos  por  D.  Manuel  Somosa  Días» 
4  quien  debía  900  pesetas,  se  vio  en  la  necesidad  de  vender  por  escritura 
pública,  otorgada  ante  el  expresado  Notario,  á  José  Fernándes  Incógnito, 
un  prado  llamado  Loma  de  Daño,  de  ocho  ferrados,  con  la  obligación  de 
que  el  comprador  pagara  A  Somosa  la  referida  cantidad,  y  qne  al  efecto 
ds  poder  cobrar  una  renta  de  11  togas  anuales  de  centeno,  que  percibía 
per  el  coto  llamado  Casa  del  Monte  de  Santa  Cecilia  de  Frean,  presenté 
solicitud  de  apeo  de  bienes  de  dicho  foral,  y  comenzada  la  tramitación 
del  expediente,  tuve  que  dejarlo  parausado  por  falta  de  recursos,  su- 
frí ndo  los  perjuicios  consiguientes,  por  no  cobrar  las  rentas  y  tener 
aa  artizados  los  gastos  hechos;  alegó  en  derecho  lo  que  estimó  oportuno; 
ac  ipafió  original  la  copia  que  se  le  dio  de  la  Real  orden  citada  de  22 
de  oviembre  de  1901,  copias  simples  de  las  escrituras  lie  ventas  referi- 
da y  certificación  de  acto  de  conciliación,  que  tuvo  qué  darse  por  inten^ 
tai  I  por  no  haber  concurrido  el  demandado,  y  pidió  se  condenase  á  éste, 
ee  imposición  de  las  costas,  á  que  le  pagase  el  importe  de  los  dafios  que 
hf  a  sufrido  por  el  hecho  origen  de  este  litigio,  consistente  en  el  valor 
de       ^nbalierías,  arreos  y  envases  de  vino  embargados  el  día  16  de  Mar- 
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sQ'de  1896,  y  el  de  IO0  perjaicioe  que  ee  derivaron  del  mismo,  ó  sea  lo 
qae  había  dejado  de  ganar  desde  aquella  fecha  con  dichas  caballerías  ea 
el  tranco  á  qae  se  dedicftba»  en  la  clientela  qne  perdió  como  cousecnen  - 
tia  de  eso  y  en  los  que  »^  le  siguieron  vendiendo  per  mncho  menos  de 
■a  valor  las  Ancas  a  qne  se  refieren  las  escrituras  relacionadas,  cnyoa 
daños  y  perjuicios  se  regularían  en  el  período  de  ejecución  d»)  eentencia: 

Resultando  qne  D.  Francisco  Hodrígues  Mosquera  contestó  la  ante- 
rior demanda,  exponiendo:  qne  como  Agente  ejecutivo  4e  contribuciones 
del  Ayuntamiento  de  Savifiao  el  afio  1896,  por  descubiertos  que  el  de- 
mandante tenía  con  la  Hacienda  le  embargó  las  caballerías  de  qne  ee 
habla  en  aquélla  y  siguió  el  procedimiento  hasta  venderlas  y  hacer  oon 
•n  importe  el  pago  de  principal  y  costas;  qne  por  ese  hecho  había  pre- 
sentado Pedro  Oapón  ante  el  Juagado  denuncia  criminal,  y  formad» 
causa  contra  el  demandado  por  hurto  y  falsedad,  fué  absnelto,  con  eos 
tas  de  oficio,  por  sentencia  de  la  Audiencia  provincial  de  Lngo  en  17 
de  Marao  de  1904;  que  había  transcurrido  mucho  más  de  un  afio  desde 
qne  se  había  ejecutado  el  hecho  qne  se  supone  causante  de  los  dafios  y 
perjuicios  que  se  reclamaban,  sin  qne  el  actor  hnbiera  hecho  uso  de  la 
acción  qne  en  este  pleito  ejercitaba;  qne  Pedro  Oapón,  desde  el  «fie  1896, 
lo  mismo  que  antes,  venía  dedicándose  á  transportes  de  vino  en  peqne- 
fias  cantidades  en  caballerías  desde  las  l)odegas  de  los  cosecheros  á  ta- 
bernas y  casas  particulares,  cuyo  tráfico,  ni  antes  ni  después  de  1896, 
había  impedido  que  el  actor  fuese  á  menos  en  su  fortuna,  por  lo  que 
había  que  suponer  que  si  los  rendimientos  del  mismo  no  eran  negativos, 
eran,  por  lo  menos,  muy  escasos;  que  para  los  acreedores  del  actor  nin- 
guna garantía  eran  las  caballerías  embargadas,  ni  el  hecho  del  embargo 
pudo  icflair  en  la  conducta  de  aquéllos,  pues  aunque  en  la  cansa  aludida 
se  valuaron  las  caballerías  en  263  pesetas  60  céntimos,  no  valían  esa 
oantidad  en  venta;  negó  los  hechos  de  la  demanda  en  cuanto  no  estuvie- 
ran conformes  con  los  de  su  escrito  de  contestación;  alegó  fundamentos 
de  derecho,  y  concinyó  con  la  súplica  de  que,  habiendo  por  alegadas  las 
excepciones  de  cosa  juzgada  y  prescripción  de  acción,  se  estimasen  és- 
tas, y  en  todo  casc^  se  desestioaaRe  la  demanda,  con  imposición  de  perpe- 
tuo silencio  y  costas  ni  demu^dnote,  arompufíando  certificación  del  Se- 
cretario de  la  Audiencia  pruvlnclai  de  Lugo,  referente  A  la  cansa  qne  ss 
le  siguió  y  á  la  sentencia  absolutoria  que  se  dictó: 

Resultando  que  renunciado  por  el  actor  el  trámite  de  réplica,  pidió 
el  recibimiento  á  prueba,  cuya  solicitud  hlao  también  el  demandado,  y 
accedido  á  ello,  la  suministró  aquél  testifical  y  documental,  consistente 
ésta  en  compulsas  de  las  escrituras  de  ventas  hechas  á  José  Fernandos 
Incógnito  y  á  D.  Vicente  Eiré  8ampayo,  referidas  en  la  demanda,  y  á 
instancia  del  demandado  se  practicó  de  confesión  en  juicio  y  testifical: 

Resultando  que  sastanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
de  ambas  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la 
Oornfia  dictó  sentencia  cooñrmatorla  en  80  de  Marao  último,  por  la  qne, 
sin  expresa  condena  de  costas  en  la  segunda  instancia,  desestimó  las 
excepciones  de  cosa  jusgada  y  de  prescripción  de  la  acción,  y  declaró 
que  Pedro  Oao^i  tenía  derecho  á  ser  indemniaado  por  el  demandado  ds 
los  dafios  suf  ri  tos  con  la  venta  de  dos  caballerías,  sus  arreos  y  los  en- 
vases de  vino  que  llevaban  y  de  los  perjuicios,  consistentes  en  el  inte- 
rés legal  de  la  suma  que  los  dafios  representen,  á  partir  del  día  en  qne 
ineron  causados — 16  de  Marao  de  1896—,  y  en  su  consecuencia,  se  con- 
denó al  demandado  á  iudemnisar  al  actor  del  valor  de  las  dos  caballo* 
rías,  arreos  y  envases,  y  el  interés  legal  de  dicho  valor,  á  partir  de  la 
expresada  fecha,  todo  lo  cual  se  regulará  en  el  período  de  ejecodon  de 


Digitized  by  LjOOQ IC 


DIOISMBRS  DB   1006  909 

MDtencia,  teniéndose  en  cnenU  laa  dlfeienteB  apreoiaolenee  que  de  loa 
dafioa  obran  en  antoe,  de  las  qne  no  podrá  exceder  en  máximnm  ni  en 
mínimum,  y  se  declaró  no  iiaber  Ingar  á  estimar  otros  perjuicios  qne  loa 
sefialados  en  esta  resolneión,  sin  liacer  especial  condena  de  costas  de  la 
primera  instancia: 

Resultando  qne  D.  Pedro  Oapón  Lopes  ha  interpuesto  recurso  de  ca  • 
saoión  por  infracción  de  ley,  ínndado  en  el  núm.  1.®  del  art.  1692  de  la 
de  Bnjnioiamiento  cítÜi  y  alegando  ios  signientes  motivos: 

Primero.  lofraoción  del  art.  1106  del  Código  civil,  por  cuanto  éste 
prescribe  que  la  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios  comprende,  no 
sólo  ei  Talor  de  la  pérdida  que  se  haya  sufrido,  sino  también  el  de  la 
ganancia  dejada  de  obtener,  y  en  la  sentencia  recurrida  no  se  habla  de 
esto  para  nada;  y 

Segundo.  Infracción  del  art.  1108  del  mismo  Cuerpo  legal,  pues  aun- 
que aparece  citado  por  la  Sala  sentenciadora,  ha  sido  por  completo  ter* 
giversado,  puebto  que  no  se  refiere  á  la  totalidad  de  perjuicios  ocasio- 
nados. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 

Considerando  que  la  indemnisación  de  dafios  y  perjaidos,  en  rela- 
ción eon  el  valor  de  la  pérdida  snfrida  y  de  la  ganancia  qne  hubiera  de- 
jado de  obtener  el  acreedor,  implica  una  cuestión  de  hecho,  coya  apre- 
ciación corresponde  al  Tribunal  a  quo^  apreciación  qne  sólo  puede  com- 
batirse en  casación,  acreditando  el  error  de  hecho  ó  de  derecho,  confor- 
me al  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Bojaiciamiento  civil: 

Considerando  qne  apreciadas  las  pruebas  por  la  Bala  sentenciadora, 
ésta  declaró  la  existencia  del  dafio,  negando  la  del  perjnicio,  sin  qoe  tal 
afirmación  haya  sido  impugnada  por  el  recurrente  en  debida  forma,  por 
lo  qne  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1106  del  Código  civil,  que 
sólo  sería  aplicable,  en  el  concepto  invocado  en  el  presente  recarso,  en 
el  easo  de  constar  de  un  modo  cierto  la  existencia  de  los  perjaicios,  he- 
cho negado  en  la  sentencia  y  no  impugnado  debidamente  en  casación 
por  la  parte  recurrente: 

Considerando  que  esto  supnesto,  tampoco  es  de  estimar  la  infracción 
del  art.  1108  del  Código  civil,  porque  de  la  suma  á  cuya  indemnisación 
se  condena  al  demandado  se  mande  abonar  el  interés  legal,  aplicando 
así,  rectamente  el  referido  artículo,  por  ser  dicha  condena  independiente 
de  los  demás  perjuicios  injustificados  pretendidos  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casa'^ión  interpuesto  por  D.  Pedro  Capón  Lopes,  á  qnien  con- 
denamos al  pago,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad  correspon- 
diente por  rasón  de  depósito,  á  qne  se  dará  en  dicho  caso  la  aplicación 
que  previene  la  ley;  y,  con  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la 
Audiencia  territorial  de  la  Cornfia  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  Ligislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos,=José 
de  Aldecoa.=^El  Magistrado  Br.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar: 
José  de  Aldecoa.s Vicente  de  Piniés.ssVíotor  Covián.=: Antonio  Aloa* 
so  Casafia.=Ramón  Barroeta.=Camilo  María  Gollón. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  f  aé  la  precedente  sentencia  por  al 
Bxemo.  Sr.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Diciembre  de  1906.»Bogelio  Genaáles  Montes. 
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Num.  160.~TR!BUNAL  SUPREMO. ~  10  de  Diclembra. 
publicada  el  28  de  Abril  de  Ib08. 

Casación  por  infracción*  de  lby. —Jeac¿o  voluntario  de  testamem» 
^ar¿a.  ~ Sen tencia  declai^ando  no  haber  lugar  al  recurso  iater 
puesto  por  el  .Miaieterio  ñscal,  coatra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  coa 
D.  Celestino  del  Villar  y  otro. 
En  su  coNSiDBKANDo  único  se  establece: 

Que  es  parte  legitima  para  promover  el  juicio  de  testamentaria 
el  cónyuge  sobremoiente^  en  conformidad  a\  nUm,  2.^  del  art.  1038  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  stn  que  este  precepto  preciso  y  termi'^ 
nante  imponga  á  quien  reúna  aquella  circunstancia  condición  de 
ninguna  clase  para  el  ejercicio  de  tal  derecho  mientras  subsista  la 
ñnalidad  del  juicio  y  no  se  haya,  por  tanto,  liquidado  la  sociedad  de 
gananciales. 

Que  no  obsta  la  dreunstancia  de  haberse  pronunciado  «en/^n- 
da  de  dioorcio,  que  produjo  la  separación  de  los  bienes  de  la  so- 
ciedad conyugal,  si  no  se  practicó  la  liquidación  y  divorcio  porque 
en  este  supuesto,  la /acuitad  concedida  al  cónyuge  por  el  citado  ar» 
tifiulo  1038,  no  estaría  limitada  por  tal  estado  de  derecho. 

En  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1906,  en  los  au- 
tos promovldue  por  D.  Francisco  Eduardo  Oapeans,  Procarador  y  vecino 
de  Negreira,  y  segoidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  dicha  po- 
blaciüo  y  eu  la  iSala  de  lo  civil  de  la  Andleocia  territorial  de  la  Gornfia, 
contra  D.  CHlestino  y  Dofia  Dolores  del  Villar,  representada  ésta  por  en 
marido  D.  Pablo  Jadeviiles,  cuyas  profeblones  y  vecindad  no  constan, 
■obre  qae  se  decrete  la  apertura  del  juicio  voluntario  de  testamentaria 
por  fallecimiento  de  Dofia  Carmen  Lopt^z  Barcia,  pendiente  ante  NóB,eii 
virtud  de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  el 
D.  Francisco  Eduardo  Capeaos,  y  en  du  nombre  y  beneficio,  en  cum- 
plimiento del  art.  1716  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Ministerio 
fiscal,  estando  representado  por  el  Procurador  D.  Josó  María  Fernándes 
DagaDzo;  no  habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  la  parte 
recurrida: 

Resultando  que  en  26  de  Octubre  de  1903,  D.  Francisco  Eduardo  Ca- 
peans,  hoy  recurrente,  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ne« 
greira  en  solicitud  de  que  se  abriera  juicio  voluntario  de  testamentarla 
por  fallecimiento  de  eu  mujer  Dofia  Carmen  López  Barcia,  á  cuyo  efecto 
se  realizase  lo  dispuesto  en  los  artículos  1061  y  siguientes  de  la  ley  de 
Enjuictamieoto  civil  y  üemás  de  aplicaclóu,  hasta  el  nombramiento  de 
administrador  de  ios  bienes  dejados  por  la  causante;  y  después  de  varias 
diligencias  y  resoluciones  dictadas  ai  objeto  de  lo  solicitado  por  Ca- 
peans,  en  16  de  Mayo  de  1905  dictó  el  Juzgado  providencia,  en  la  coa! 
se  hubo  por  prevenido  el  mencionado  juicio  univereal  voluntario  de  tes- 
tamentaria  y  se  dispuso  la  citación  en^  forma  de  los  herederos  de  la 
finada  D.  Celestino  y  Dofi'i  Dolores  del  Villar  y  del  cónyuge  sobrevi- 
viente D.  Francisco  Eduardo  Capeans,  teniéndose  á  éste  por  parte  en  el 
asunto: 

Resultando  que  personados  D.  Celestino  del  Villar  y  D.  Pablo  Jade- 
ville,  éate  como  marido  de  Dofia  Dolores  del  Villar,  pidieron  al  Juzgada 
reposición  de  la  anterior  providencia,  exponiendo  que  Dofia  Carmen  L<^ 
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pes  Barcia,  antes  de  ea  íaileci miento,  estovo  le^aiznente  separada  de  sa 
«egnndo  esposo  D.  Francisco  Bdoardo  Oapeans  en  virtud  de  sentencia 
flf me  en  pleito  de  divorcio  propuesto  por  la  Dofia  Carmen,  por  adalterio 
7  sevicia  de  en  marido;  qne  como  nno  de  ios  efectos  del  divorcio  es  la 
separación  de  bienes  y  la  pérdida  de  la  administración  de  los  mismos» 
■i  ia  tuviese  el  marido  culpable,  según  había  sucedido  en  aquel  caso, 
hnbo  de  presentarse  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  testimonio  de 
la  sentencia  proferida  por  el  Tribunal  eclesiástico,  promoviéndose  por 
la  esposa  inocente  juicio  para  ia  ejecución  de  dicho  fallo  en  la  parte  re* 
lativa  á  tal  efecto;  que  fallecida  Dofia  Carmen  López  Barcia  en  20  de  Di- 
ciembre de  1899,  hallándoBo  en  sustanciación  el  juicio  expresado,  don 
Francisco  Eduardo  Capeare,  que  no  habia  contestado  la  demanda,  eva- 
eoó  el  traslado  de  duplica,  en  el  que  solicitó  se  abriese  el  juicio  volun- 
tario de  testamentarla  por  fallecimiento  de  su  espoea  y  se  le  confiriese 
la  administración  de  sus  bienes,  á  lo  que  se  negó  el  Juzgado,  habiendo 
interpuesto  el  Capeans  por  tal  negativa  recurso  de  reposición  y  poela- 
ción;  que  del  matrimonio  de  Dofia  Carmen  López  Barcia  con  í>.  Fran- 
cisco Eduardo  Capeans  no  hubo  hijos,  y  separados  iegalmente  ambos 
cónyuges  por  culpa  de  aquél,  ningún  derecho  tenia  Capeans  á  promover 
el  juicio  voluntario  de  testamentaria,  por  cnanto  sólo  se  concede  esto  á 
los  coherederos,  carácter  que  no  tenia  el  marido  culpable;  que  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  parten  del  supuesto  de  que 
el  matrimonio  produzca  sus  legales  efectos,  pero  no  cuando  éstos  son 
interrumpidos  por  un  divorcio,  aparte  de  que  dichas  disposiciones  están 
además  reformadas  por  el  Código  civil,  y  qne,  en  virtud  del  principio 
jorídico  Site  pendente,  nihil  innooetur,  debía  esperarse  la  resolución 
de  la  Superioridad  en  la  apelación  referida  interpuesta  por  Capeans,  toda 
Tea  que  en  ello  se  resolverían  las  coestiones  referentes  á  la  liquidación 
de  la  disuelta  sociedad  conyugal,  y,  por  incidencia,  la  de  si  procedía  6 
no  la  apertura  del  juicio  de  testamentaría,  y  alegaron  en  derecho  los  ar- 
tlcnlOB  78,  núm.  4.^;  387,  888,  889  y  l.Oól  del  Código  civil  y  la  senten- 
ela  de  este  Tribunal  Supremo  fecha  26  de  Octubre  de  1882;  y  dada  vista 
de  la  anterior  pretensión  á  D.  Francisco  Eduardo  Capeans,  se  opuso  á  la 
náisma,  alegando  qne  con  anterioridad  á  la  sentencia  canónica  de  divor- 
eto  aml)os  cónyuges  hubieron  de  convenit  la  forma  de  separarse  amisto- 
•amente  y  establecieron  reglas  sobre  la  separación  de  gananciales  y  bie- 
nes propios  de  cada  uno,  como  así  constaba  de  escritura  qne  otorgaron 
en  21  de  Noviembre  de  18{^0  ante  el  Notario  D.  Francisco  Teijeiro;  qne 
no  solicitaba  se  promoviese  el  juicio  de  testamentaría  como  heredero» 
•ino  como  cónyuge  superviviente  acreedor  á  la  sociedad  de  gananciales, 
toda  vez  que  cor  respondiendo  le  la^  mitad  de  éstos  desde  el  matrimonio 
con  Dofia  Carmen  López  Barcia  hasta  el  divorcio,  no  cabía  dudar  que 
fuera  parte  legítima  á  aquel  efecto;  é  invocó  en  su  favor  ios  artículos 
1«882  y  1.884  del  Código  civil  y  1.088  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

Besultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Negreira,  después  de 
acordar  se  trajesen  á  los  antos  testimonio  de  la  sentencia  que  decretó  el 
*'  ordo,  fecha  1.^  de  Febrero  de  1894,  y  de  varios  particulares  del  jui- 
»  que  en  apelación  pendía  ante  la  Audiencia  de  la  Cornfia,  pronunció 
te  en  6  de  Septiembre  de  1906,  por  el  qne  accedió  á  la  reposición  de 
providencia  de  16  de  Marzo  del  r  ¡Ismo  afio,  por  estima^  que  D.  Fran- 
co Eduardo  Capeans,  en  ia  fecha  del  fallecimiento  de  su  esposa  dofia 
rmen  López  Barcia,  se  hallaba  divorciado  de  ella  en  virtud  de  la 
melonada  sentencia  firme  del  Tribunal  eclesiástico  de  la  Diócesis  de 
itlago;  qne  dicha  sentencia  sefialó  al  Oapeans  como  culpable  del  di- 
-^o,  y  era  la  única  que  snrtia  efectos  legales,  qne  no  podía  atribuirse 
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á  le  oonvenldo  por  loa  cónyagea  en  la  escritora  ante  el  Notarlo  D.  Fran- 
cisco Teijeiro;  qne  ano  de  los  efectos  del  divorcio,  según  el  núm.  4.^ 
del  art.  78  del  OMigo  civil,  es  la  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  y  la  pérdida  de  la  administración  de  los  de  la  mnjer,  si  la  tn- 
Tiese,  el  marido  cnlpable  del  divorcio,  qne  se  hallaba  pendiente  de  re- 
solociÓQ  por  la  Saparioridad,  en  recurso  de  apelación  interpuesto  por  el 
Capeaos,  y  admitido  en  ambos  efectos  contra  nna  providencia  de  aqnel 
Juagado  dictada  en  la  piesa  de  administración  de  los  bienes  de  de  fia 
Carmen  López,  formada  por  consecuencia  del  juicio  ordinario  de  mayor 
cuantía  instado  por  aquélla  para  liquidar  la  sociedad  de  gananciales;  y 
qne  impugnado  el  derecho  que  invocaba  D.  Francisco  Eduardo  Oapeans 
para  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  sn  espo^^,  no 
bastaba  que  se  adujera  si  era  ó  no  cierto  y  si  procedía  tal  derecho  por 
las  circunstancias  especiales  en  qne  se  encontraba  el  solicitante,  toda 
ves  que  existía  desde  la  impugnación  nna  onestión  previa  qne  ventilar 
y  resolver  ea  juicio  ordinario,  criterio  conforme  con  lo  sancionado  per 
este  Tribunal  Sapreqno  en  sentencias  de  29  de  Septiembre  de  1877  y 
^1  de  Euero  de  1884;  y  apelado  este  auto  por  D.  Francisco  Eduardo  Ca- 
peans  para  ante  la  Audiencia  territorial  de  la  Oorufia,  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  misma,  aceptando  en  todas  sus  partes  los  fundamentos  de  la  reso- 
lución recaída  ea  primera  instancia,  profirió  en  80  de  Mayo  último  anto 
confirmatorio,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas: 

Beeultando  que  el  Ministerio  fiífcal,  á  hombre  de  D.  Francisco 
Eduardo  Capeans,  y  en  cumplimiento  del  art.  1716  de  la  ley  de  Enjnl- 
ciamieato  civil,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  f andado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  dicho  Cuerpo  legal,  esti- 
mando como  único  motivo  la  infracción,  por  interpretación  errónea  del 
art.  1038,  en  su  núm.  2.^,  de  la  mencionada  ley,  toda  vez  que  el  anto 
Tocurrido  ha  denegado  al  cónyuge  superviviente;  qne  no  liquidó  la  ao 
ciedad  matrimonial  el  derecho  que  el  indicado  artícnlo  le  concede  de 
promover  el  juicio  de  testamentaría,  debiendo  tenerse  en  cuenta  qne, 
no  obstante  hallarse  tal  precepto  contenido  en  nna  ley  de  carácter  ad- 
jetivo, no  ee  refiere  exclusivamente  al  procedimiento,  sino  qne  tiene 
además  nn  mareado  carácter  sustantivo,  por  cnanto  atribuye  al  cón- 
yuge viudo  un  derecho  no  definido  en  ninguna  otra  ley;  qne  no  es  dable 
negar  al  recurrente  el  derecho  qne  de  un  modo  al)solnto  le  concede  el 
artículo  infringido,  porque  ostenta  el  carácter  de  cónyuge  sobreviviente, 
al  cual  no  afecta  la  sentencia  de  divorcio,  y  porque,  además,  la  ley  no 
ha  establecido  distinción  alguna  en  el  caso  del  recurso,  y  en  cambio  le 
ha  hecho  en  otros,  exigiendo  determinadas  condiciones  al  cónyuge  so- 
breviviente, conforme  lo  demuestran  ios  arts.  960  y  976  de  la  ley  de 
Enjalciamiento  civil;  qne  existe  en  toda  sn  integridad  la  razón  qne  mo- 
vió al  legislador  á  conceder  tal  derecho  al  cónyuge  superviviente,  pues 
cualquiera  que  sea  la  causa  de  disolución  de  la  sociedad  conyugal  ne 
puede  negarse  á  ninguno  de  los  que  la  formaron  el  derecho  á  intervenir 
en  todas  las  operaciones  que  se  practiquen  para  llevar  á  efecto  la  liqui- 
dación de  la  misma,  tanto  por  el  que  tienen  á  la  mitad  de  los  ganancia- 
les, si  los  hubiere,  cuanto  por  el  que  les  corresponde  sobre  los  bienee 
que  hayan  aportado  al  matrimonio;  que  tal  derecho,  reconocido  por  la 
ley,  es  tanto  más  atendible  qne  el  de  los  herederos,  con  mayor  rasón  si 
se  tiene  en  cuenta  que  no  se  ha  realisado  la  separación  de  los  bienes  do 
la  sociedad  conyugal,  pendiente  de  liquidación,  según  se  reconeee  por 
«1  anto  recurrido;  que  ni  el  art.  73,  en  su  núm.  4.<^,  ni  el  68  del  Código 
civil,  se  refieren  al  caso  del  recurso,  por  lo  qne  tratándose  de  un  caso 
de  divorcio  en  el  que,  á  diferencia  de  los  de  nulidad,  subsiste  el  vinenie 
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matrimonial,  debió  reconocerse  al  recurrente  como  parte  legitima  en  el 
inicio  de  testamentaría  qne  intentó;  y  qne  la  doctrina  legal  Invocada 
for  el  anto  recurrido  no  tiene  aplicación  al  caso  de  antoe,  toda  vei  qne 
laa  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Septiembre  de  1877  j 
SI  de  Enero  de  1884  se  refirieron  á  quienes  promovieron  el  Juicio  de 
testamentaría  sin  estar  designados  como  herederos  en  el  testamento  ni 
declarados  tales  por  Tribunal  competente: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniós: 

Considerando  que  es  parte  legítima  para  promover  el  juicio  de  testa- 
mentaría el  cónyuge  sobreviviente,  en  conformidad  al  nám.  3.°  del  ar- 
tículo 1088  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  este  precepto  pre- 
eiso  7  terminante  imponga  á  quien  reúna  aquella  circunstancia  condi- 
eión  de  ninguna  clase  para  el  ejercicio  de  tal  derecho  mientras  subsista 
la  finalidad  del  juicio  y  no  se  haya,  por  tanto,  liquidado  la  sociedad  de 
gananciales,  y  como  quiera  que  en  el  caso  del  presente  recurso  no  consta 
que  esto  haya  tenido  lugar,  aunque  Dofia  Carmen  Lopes  iuterpuso  de- 
manda para  llevar  á  efecto  la  sentencia  de  divorcio  en  cuanto  á  la  sepa- 
ración de  bienes  y  entrega  de  los  parafernales,  es  mabifiesto  el  derecho 
de  D.  Eduardo  Oapeans  para  promover  el  juicio  de  qne  se  trata,  sin  que 
obste  la  circunstancia  de  haberse  pronunciado  dicha  sentencia  de  di- 
vorcio que  produjo  la  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal, 
porque  no  habiéndose  practicado  la  liquidación  y  divorcio,  como  se  ha 
indicado,  la  facultad  concedida  al  cónyuge  por  el  artículo  citado  1088  no 
está  limitada  por  tal  estado  de  derecho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
do  casación  que  ha  interpuesto  el  Ministerio  fiscal  en  beneficio  de  don 
Francisco  Eduardo  Oapeans;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos 
el  auto  que  en  80  de  Mayo  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andien- 
ela  de  la  Corufia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qaeeia  é  in- 
sertará en  la  Colbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=JoBé  de  Aldecoa. 
Bl  Magistrado  8r.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa. 
Vicente  de  Plnf 09.= Víctor  Oovián.s Antonio  Alonso  Oa8afia.=:Ramón 
Barroeta.=Oamilo  María  GuUón. 

Publicación. ssLeída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
■xcmo*  Sr.  D.  Vicente  de  Pinlés,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Sacretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1906.=:Marcelino  San  Román. 


JC^üm.  lai.— TRIBUNAL  SUPREMO.-IO  de  Diciembre, 
publicada  el  28  de  Abril  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley  ,— Nombramiento  de  amtgableM 
com/9one(ío'-e9.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  la  razón  social  Waller  Fréres  y  Compañía  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  O.  Antonio  Palés. 
En  aus  cgnsidbrandos  se  establece: 

Que  el  hecho  de  haberse  firmado  en  el  extranjero  un  contrato  de 
venta  de  mercaneta  entre  partee,  una  del  propio  paie  y  otra  eepaño- 
te,  910  demueetra  la  competencia  por  cumieión  á  un  Tribunal  extran- 
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jero  también  para  conoce  de  las  cuestiones  surgidas  entre  los  con" 
tratantes,  cuando  todos  los  antecedentes  revelan  por  modo  claro  lo 
contrario,  siendo  los  Tribunales  españoles  los  que  por  reconocí 
miento  expreso  de  las  partes  han  venido  conociendo  en  jurisdiecióft 
contenciosa  y  voluntaria  de  dichas  cuestiones j  entre  ellas  la  relativa 
á  la  cláusula  del  contrato,  en  virtud  de  la  cual  acordaron  someter 
MUS  dijerencias  á  amigables  componedores  en  el  extranjero: 

Que  esta  circunstancia  no  obsta  en  manera  alguna  á  que  para  el 
debido  cumplimiento  de  la  expresada  cláusula  por  los  Tribunales  es- 
pañoles, puedan  y  deban  ajustarse  estrictamente  á  lo  que  la  ley  prO' 
eesal  determina,  sin  que  sea  licito  una  ves  promovido  en  España  por 
la  parte  extranjera  jut cío  de  jurisdicción  voluntaria  para  la  desig- 
nación por  la  española  de  amigable  componedor,  alegar  una  razón  dé 
incompetencia,  y  mucho  menos  de  incompetencia  con  relación  á  Iri- 
tunales  extranjeros,  para  eludir  la  observancia  de  aquella  cláusula 
contra  los  preceptos  claros  y  terminantes  de  los  artículos  2 J 75,  2176 
y  2177  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Que  tales  preceptos  excluyen  en  absoluto  la  aplicación  de  lo  con- 
signado  en  el  art.  1817,  sólo  pertinente  cuando  la  pretensión  formu- 
lada en  vía  de  jurisdicción  voluntaria  no  se  encuentra  especialmente 
regulada  en  los  títulos  sucesivos  de  la  ley,  á  tenor  de  lo  prevenido  en 
el  art,  1824,  y  con  relación  á  casos  como  el  de  que  se  trata,  cuando 
surgen  dudas,  ya  respecto  *ie  la  preexistencia  de  la  cláusula  de  com- 
promiso, ya  acerca  de  su  validez: 

Que  la  mera  circunstancia  accidental  de  que  la  amigable  compo- 
sición se  verificase  en  un  punto  del  extranjero,  no  a/teta  á  ninguno 
de  tales  extremos: 

Que  no  obmervándose  la  doctrina  expuesta  se  infringen  los  artícu- 
los 1817,  1824,  2175  2176  y  2177  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ff 
el  1281  del  Código. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1906,  en  el  Inci- 
dente sobre  nombramiento  de  amigablee  componedores  seguido  en  el 
Jazgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Barceloneta,  de  la  ciadad 
de  Barcelona,  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  aquella  Audiencia  terri- 
torial entre  la  Sociedad  mercantil  Waller  Fiéree  ei  Comppgnie,  domici- 
liada en  Paría,  y  D.  Antonio  Palés  y  Arro,  como  uno  de  los  liquidadores 
de  la  misma  clase  Palés,  Costa,  Gili  y  Compañía,  con  domicilio  en  Bar- 
celona; pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  que  por  In 
fracción  de  It^y  ha  Interpuesto  la  Sociedad  Waller  Fréres  et  Compag[nie. 
representada  y  dirigida  por  el  Procurador  D.  FraDcieco  Iglesias  y  el  Le- 
trado D.  Joflé  Lnls  de  Torres,  h^iblendo  comparecido  la  parte  recarrlda, 
representada,  y  defendida  por  el  Procarador  D.  Antonio  Bendicho  y  el 
Letrado  D.  Manuel  Monroy  Merino: 

Repultanio  que  en  6  de  Diciembre  de  1893  otorgóse  en  París  un  con- 
trato privfido  por  el  cual  la  Sociedad  mercantil  ae  aquella  plaza  Waller 
Fréres  et  Compagnie,  hoy  recurrente,  vendió  á  los  de  igual  ciase  de  Bar- 
celona Palés,  Costa,  Gil  y  Compafiía  23.000  quintales  métricos  aproxi- 
madumeute  de  trigo  Ázima  Azoff,  por  vapor,  de  calidad  corriente  j 
exenta  de  parte  podrida,  mojada  ó  averiada,  mediante  muestra  se- 
llada y  depositada  como  garantía  moral  en  manos  de  Glbert,  Berra  her- 
manos y  Compañía,  y  peso  garantizado  en  124  kilogramos  los  160  li- 
tros, debiendo,  sin  embargo,  recibir  la  Sociedad  compradora  todo  el 
trigo  que  pesase  menos  hasta  122  kilogramos  loe  160  litros,  medl*nt« 
la  bonificación  de   12  y  medio  céntimos  por  cada  medio  kilogramo 
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qoe  fáltftfte,  pactándoee  además  qne  las  pruebas  de  peso  pe  harían 
según  el  uso  de  Marsella;  qne  la  parte  vendedora  cargaría  el  trigo  f  n 
Abril  ó  Mayo  de  1894;  qne  la  entrega  tendría  Ingar  á  la  Miz  llegada  del 
Tapor  portador  de  la  expresada  mercancía  al  pnerto  de  Barcelona;  pere 
no  obstante,  si  no  hubiese  llegado  á  fin  de  Junio,  la  Sociedad  compra- 
dora podría  analar  el  contrato  ó  prolongar  una  ó  más  veces  su  ejecución; 
que  el  precio  era  el  de  14  francos  los  100  kilogramos  á  bordo  del  buque 
en  Barcelona,  Ubre  de  gastos  para  la  parte  vendedora,  y  el  pago  en  Pa- 
rís ó  en  Marsella,  á  la  llegada  del  vapor,  con  descuento  de  1  por  100;  y 
que  todas  las  cuestiones  qne  del  contrato  pudieran  surgir  serian  resuel- 
taM  por  amigables  componedores  en  Marsella;  y  embarcfda  lamer* 
cancía  en  24  de  Mayo  del  indicado  afio  1894  llegó  á  Barcelona  el  9  de 
Junio  siguiente,  habióadose  negado  ios  compradores  á  recibirla  bajo 
el  pretexto  de  que  el  trigo  no  era  de  la  clase  estipulada,  cuya  c^gotiva 
ocasionó  un  litigio  entre  ambas  partes  promovido  por  la  Sociedad  Waller 
Flores  et  Oompagále  y  termiondo  por  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo fecha  26  de  Febrero  de  1902,  de  la  cual  rceulta,  al  decir  de  la  parte 
recurrente,  en  el  escrito  de  initírposlción  del  recurso;  que  aquel  litigio 
tuvo  por  objeto  único  y  exclusivo  demandar  de  los  Tribunnles  la  decía 
ración  di  que,  respecto  á  si  el  trigo  era  ó  no  de  recibo,  la  parte  compra- 
dora deb^ó  estar  y  pasar  por  lo  resuelto  en  Marsella  por  lo^j  emigebles 
componedores;  que  la  reclamación  no  pudo  ser  objeto  de  un  jnicio  ordi- 
nario, y,  por  tanto,  el  examen  de  si  el  trigo  era  ó  no  de  recibo,  porque 
la  cláusula  eomprcmisaria  era  de  observancia  obligatoria;  que  la 
caestión  relativa  al  cumplimiento  del  pacto  convenido  en  esa  cláusula 
no  pudo  ser  materia  de  controversia  en  aquel  pleito  por  no  haber  sido 
planteada  en  él  como  tema  independiente,  sino  subordinado  á  qne  se 
estuviese  á  un  laudo  pronunciado  ya  en  Marsella  y  se  pagase  la  canti- 
dad en  ósteeefialada;  y  que  nada  se  podía  decir  tampoco  respecto  al 
modo  de  proseguir  válidamente  el  procedimiento  en  Marsella,  por  no  ha- 
berse tratado  en  el  juicio  de  tal  cuestión: 

Resultando  que  requerido  en  Barcelona  por  ante  Notario  en  6  de  ^u- 
nio  de  1903  D.  Antonio  Palés,  liquidador  de  la  Sociedad  compradora, 
para  que  nombrase  un  amigable  componedor  en  Marsella  que  resolviese 
en  unión  del  que  designase  la  parte  vendedora,  las  diferencins  exieten- 
tee  entre  ambas  Sociedades,  ni^gó^e  el  requerido  á  tal  nombramiento 
pretextando  que  en  la  sentencia  pronunciada  por  este  Tribunal  Supremo 
en  26  de  Febrero,  poniendo  término  al  pleito  sostenido  entre  ellas,  no 
había  frase  ó  cláusula  que  le  obligare  á  tal  nombramiento;  por  lo  que  la 
Sociedad*  Waller Fré res  et  Oompegoie  promovió  expediente  de  jnrisdic- 
ción  voluntaria  mercantil  en  escrito  fecha  2  de  Septiembre  de  1902  ante 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Barceloneta  de  aquella  ciudad,  al 
qne  acompafió  el  contrato  privado  de  6  de  Diciembre  de  1893  y  copia  del 
acta  de  requerimiento  á  D.  Antonio  Palés,  y  solicitó  se  tuviese  por  de- 
signado de  BU  parte  como  amigable  romponedor  en  Marsella  á  D.  Emi- 
lio Mallen  y  se  señalase  á  la  Sociedad  Palés,  Costa,  Gili  y  Compafífa  un 
término  que  no  excediese  de  diez  días  para  que  por  su  parte  designara 
an  amigable  componedor  en  la  expresada  ciudad  francesa,  bajo  aperci 
bimiento  de  señalarlo  de  oficio  el  Juzgado  si  aquélla  no  lo  verificaba;  y 
denegada  esta  pretensión,  pidió  la  Sociedad  promovente  reforma  del  auto 
en  que  así  se  acordó,  dándose  lugar  á  ella  en  otro  de  15  de  Septiembre 
qae  mandó  requerir  á  D.  Antonio  Palés,  liquidador  de  la  Sociedad  com- 
pradora, para  que  efectuase  el  nombramiento  que  la  otra  parte  i n tere- 
taba,  si  bien  denegándose  el  apercibimientQ  por  considerarse  el  Juzgado 
■in  juriedlcción  para  ello. 
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Batnltando  qae  apelado  este  anto  por  D.  Antonio  Palés,  oolicitó  se 
declarase  contencioso  el  expediente  de  jnrisdlcción  voluntaria,  y  dea* 
pnÓ8  de  varias  incidencia  promovidas  por  el  apelante,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  confirmó  el  anto  apelado  en  sen- 
tencia de  21  de  Abril  de  1908,  declarando  qoe,  según  la  Jnrisprndeneia 
sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  25  de  Abril  de  189^ 
7  10  de  Enero  y  18  de  Mayo  de  1899,  no  era  de  aplicar  el  art.  1817  cuan- 
do se  hubiera  pactado  la  sumisión  de  un  asunto  á  amigables  compone- 
dores, sino  que  forzosamente  debían  nombrarse  éstos  por  las  partea,  ó, 
en  BU  defecto,  por  el  Jues,  sin  otra  excepción  que  la  de  negar  alguna  de 
éstas  la  existencia  de  dicho  pacto,  que  allí  no  se  había  negado,  por  máa 
que  D.  Antonio  Palés  hubiera  tratado  de  poner  en  duda  su  alcance  j 
eficacia: 

Resultando  que,  como  quiera  que  la  apelación  terminada  por  esta 
sentencia  había  sido  admitida  en  un  solo  efecto,  se  prosiguió  por  el  Jua- 
gado de  la  B&rceloneta  la  tramitación  del  expediente  de  jurisdicción  vo- 
luntaria comercial,  en  el  que  dictó  en  8  de  Noviembre  de  1902  anto  de- 
legftDdo  en  el  Tribunal  de  Oomercio  de  Marsella  el  nombramiento  del 
amigable  componedor  que  había  de  representar  á  la  Sociedad  compra* 
dora,  en  vista  de  la  negativa  de  ésta  á  efectuar  dicho  nombramiento; 
pero  repuesto  este  auto  á  petición  de  D.  Antonio  Palés,  y. apelada  la  re- 
posición por  la  Sociedad  Waller  F¡éres  et  Compagnie,  fué  confirmada 
por  la  Audiencia  de  Barcelona  en  sentencia  firme,  fecha  27  de  Junio  de 
1904,  que  aceptó  los  fundamentos  siguientes  del  auto  de  reposición:  pri- 
mero, que  no  obstante  la  facultad  conferida  al  Juea  por  la  ley  para  nom- 
brar el  arbitro  ó  arbitros  en  defecto  de  la  parte  requerida  á  ello,  no  al- 
taba aquél  autorizado  para  delegar  tan  importante  facultad  en  ninguna 
otra  persona  sin  autoridad,  y  menos  en  un  Jues  extranjero,  que  hiciera 
el  nombramiento  de  una  persona,  á  la  cual,  por  ser  extranjera,  residir 
en  el  extranjero  y  estar  sujeta  á  las  leyes  de  su  país,  no  podría  el  Joea 
competente  obligar  á  cumplir  las  prescripciones  de  la  ley  procesal  ee- 
pafiola  referentes  á  los  amigables  componedores;  segundo,  que  en  el  anto 
objeto  de  reposición  se  procedía  de  oficio  á  la  delegación  del  nombra- 
miento de  amigables  componedores,  sin  que  hubiese  expirado  el  plaao 
concedido  para  hacerlo  á  la  Sociedad  Palés,  Oosta  Gili,  y  Compafiía;  y 
tercero,  que  se  procedió  á  hacer  el  nombramiento  de  oficio  sin  apercibir 
de  ello  á  la  Sociedad  requerida,  y  ei  bien  la  ley  de  Enjuiciamiento  ne 
exigía  tal  apercibimiento,  era  práctica  constante  el  hacerlo,  y  así  le 
había  pedido  la  misma  Sociedad  Waller,  promovedora  del  expediente: 

ReBuitaudo  que  en  21  de  Diciembre  de  1904,  y  en  vista  del  resultado 
de  la  apelación,  la  Sociedad  Waller  Frérea  et  Compagnie,  invocando  la 
antecitaaa  sentencia  de  la  Audiencia  de  Barcelona  fecha  21  de  Abril 
de  1903,  solicitó  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Barceloneta  se 
requiriera  al  D.  Antonio  Palés  para  que  en  él  término  de  dles  días  nom- 
brase nxx  amigable  componedor,  quien,  en  unión  del  nombrado  por  la 
Sociedad  recurrente,  habría  de  resolver  las  dilsrencias  habidas  entre 
ambas  Sociedades  mercan  tiles,  provenientes  del  contrato  privado  hecho 
en  6  de  Diciembre  de  1893,  y  pidió  asimismo  se  tuviese  por  nombrado 
amigable  componedor  de  su  parte  á  Mr.  Emile  Mellen,  habiéndose  prae- 
tlcado  sin  efecto  el  requerimiento  solicitado: 

Resultando  que  en  26  del  propio  mes  de  Diciembre,  el  liquidador  don 
Antonio  Palés  se  mostró  resuelto  á  acceder  al  nombramiento  por  sí  mis- 
mo de  amigable  componedor,  por  entender  qoe  nó  debía  precederse  á  la 
organisación  y  nombramiento  de  un  Tribunal  extranjero  por  otro  eepo- 
llol,  como  pretendía  la  Sociedad  Waller  Fiéres  et  Oompagnie,  moelie 
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más  oaando  aquél  había  de  reeolyer  en  nna  ciudad  extranjera  una  cne»- 
ti6n  anscitada  con  motivo  de  un  contrato  otorgado  en  el  extranjero  y 
que  en  el  extranjero  debía  cumplirse;  pero  en  vista  de  que  había  trans* 
cnrrido  el  término  señalado  sin  que  Palés  hubiese  nombrado  amigable 
componedor,  la  Sociedad  hoy  recurrente,  en  16  de  Enero  de  1S06,  expuse 
al  Juzgado  que  tal  hecho  bastaba  para  que  de  oficio  se  procediese  al  nom- 
bramiento, conforme  al  tít.  8.^  del  libro  8.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  á  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  fechas  26  de  Abril 
de  1896  7  10  de  Febrero  y  18  de  Marzo  de  1899,  y  sollcit<^  que,  con  suje- 
ción al  párrafo  2.^  del  art.  2175  de  la  ley  expresada,  nombrase  el  ^ues 
el  amigable  componedor  que,  en  unión  de  Mr.  Emile  Mallen,  había  de 
entender  en  la  cuestión  principal: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Barceloneta 
proveyó  al  pedimento  anterior  en  providencia  de  30  de  Enero  citado, 
nombrando  amigable  componedor  por  parte  de  la  Sociedad  Palés,  Costa, 
Gili  y  Compafiía,  á  Mr.  Ermile  Armand,  antiguo  Presidente  del  Tribu- 
nal de  Comercio  de  Marsella,  á  quien  dispuso  se  hiciWa  saber  la  resolu- 
ción para  la  aceptación  y  juramento  del  cargo;  y  pedido  por  D.  Antunio 
Palés  reposición  de  la  misma,  le  fué  denegada  en  auto  de  26  de  Febrero 
de  1906,  del  cual  apeló  D.  Antonio  Palés  para  ante  la  Audiencia  territo- 
rial de  Barcelona,  cuya  Sala  primera  de  lo  civil  pronunció  en  16  de  Di- 
ciembre del  mismo  eño  1906  sentencia  revocatoria,  declarando  conten- 
cioso el  expediente  de  jurisdicción  voluntario,  origen  de  la  apelación, 
sin  alterar  la  situación  que  al  tiempo  de  ser  incoado  tuvieran  los  intere- 
sados y  lo  que  fuera  objeto  de  aquél,  sujetándolo  en  su  caso,  y  previa  la 
oportuna  demanda,  para  que  se  tramitara  en  el  juicio  que  correspon^ 
diese: 

Resultando  que  la  Sociedad  mercantil  francesa  Waller  Fié  res  el 
Goppagnie  ha  interpuesto  contra  dicha  sentencia  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de 
la  ley  de  Enjuloiao^ento  civil,  habiendo  alegado  como  motivos: 

Primero.  Infracción,  por  aplicación  indebida,  del  art.  1817  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  cual,  se  hacen  contenciosos  los  actos 
de  jurisdicción  voluntaria  euando  media  oposición  de  la  parte  interesa- 
da, porque  las  reglas  generales  contenidas  en  el  titulo  1.^,  libro  S.°  de 
dicha  ley,  y,  por  tanto,  las  consignadas  en  ese  artículo,  no  son  aplica- 
bles á  los  actos  de  la  misma  clase,  especialmente  regulados  en  los  de- 
más títulos  de  dicho  libro,  sino  tan  solamente  en  cuanto  no  se  opongan 
á  lo  ordenado  en  cada  uno  de  ellos,  como  expresamente  determina  el 
artículo  1824: 

Segundo.  Infracción,  asimismo,  délos  artícuios  2176,  2176  y  2177 
de  dicho  Cuerpo  legal,  en  los  que  se  establece  el  procedimiento  para 
nombrar  arbitros  y  amigables  componedores  en  negocios  mercantilep, 
teniendo  por  objeto  inmediato  y  directo  la  constitución  del  Tribunal  de 
loe  arbitros  mediante  la  intervención  judicial,  cuando  cualquiera  de  las 
partes  interesadas  opusiese  resistencia  á  nombrar  voluntariamente  los 
compromisarios,  cuya  designación  le  correspondiera  hacer,  lo  cual  evi- 
dencia, á  juicio  del  recurrente,  que  entre  ese  acto  de .  la  jurisdicción  vo- 
luntaria, al  que  la  ley  atribuye  carácter  coercitivo  sobre  la  voluntad  del 
opositor,  y  la  regla  contenida  en  el  art.  1817,  de  que  hace  aplicación  in- 
debida la  sentencia  de  que  recurre,  existe  incompatibilidad  absoluta,  se- 
gún se  deduce  de  las  mismas  palabras  de  los  citados  artículos  y  de  la 
doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  26  de  Abril 
y  96  de  Junio  de  1896  y  10  de  Febrero  y  18  de  Marzo  de  1899,  sin  que 
paeda  ser  obstáculo  á  la  inlracción  alegada  el  razonamiento  que  la  sen- 
Tono  106  68 
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tencia  recurrida  eioplea  en  su  primer  coDeiderando,  al  decir  qne  en  el 
caeo  de  aatos  no  hay  diaconformi  Ud  entre  las  personas  en  quienes  haya 
de  recaer  ei  nombramiento,  eino  oposición  íormnlada  y  sostenida  por 
D.  Antonio  Pales  á  la  competencia  de  los  Tribunales  espafioles  en  el 
asunto,  pues  precisamente  por  la  disconformidad  entre  las  partes  rea 
pecto  á  esas  personas  es  por  lo  que  se  ha  utilisado  legítimamente  el  pro- 
cedimiento seguido,  sin  que  con  ello  se  haya  pre juagado  sobre  el  funcio- 
namiento del  Tribunal  arbitral,  ni  respecto  al  lugar  y  forma  en  que  ha^ 
yan  de  decidir  la  cuestión,  según  claramente  lo  manifestó  el  auto  re- 
caigo, y,  por  tanto,  habiéndose  pedido  nombramiento ^  sólo  de  esto  de- 
bió tratar  la  sentencia  recurrida: 

Tercero.  Infracción  del  contrato  otorgado  por  las  partes  en  París  á  % 
de  Diciembre  de  1893,  en  ei  que  expresamente  ee  pactó  qne  todas  las  dife- 
rencias que  entre  las  mismas  pudieran  surgir  habrían  de  resolyerse  per 
amigables  componedores  en  Marsella;  é  infracción,  asimismo,  de  la  sen* 
tencia  de  este  Tribunal  Supremo  fecha  35  de  Febrero  de  1902,  qne,  como 
ya  se  ha  expuesto,  declaró  era  ese  pacto  el  único  medio  de  resolver  las 
diferencias  entre  la  Sociedad  recurrente  y  la  compradora,  á  no  ser  qne 
éstas  renunciasen  á  utilizarlo,  pues  la  cláusula  compromisaria  era  de 
obseroación  obligatoria;  y  como  el  pacto  consta  de  modo  U  dudable, 
asi  como  que  el  compromiso  se  refiere  á  un  asunto  mercantil,  y  la  cláu- 
sula fué  aceptada  por  las  partes,  como  lo  acreditó  la  sentencia  de  la  Ao» 
diencia  de  Barcelona  de  21  de  Abril  de  1998,  al  decir  que  ninguna  da 
las  partes  había  negado  el  pacto  expresado,  es  evidente  que  no  podía 
«eguirse  otro  camino  que  el  seguido  y  sancionado  en  el  auto  iot»- 
oado; y 

Cuarto.  Infracción,  Igualmente,  del  art.  1281  del  Oódigo  civil  j  ana 
aoncordantes,  del  principio  de  derecho  que  sirve  de  base  á  ese  precepto 
legal  y  de  la  numerosa  Jurisprudencia  que  del  mismo  ha  hecho  aplica- 
ción, porque  el  sentido  literal  y  la  intención  del  contrato  de  París,  de 
someter  las  diferencias  entre  las  Sociedades  contratantes  á  amigables 
componedores,  estaban  bien  claros  y  terminantes,,  y  así  lo  entendió  este 
Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  tantas  veces  citada  de  26  de  Febrero 
de  li)02;  y  preceptuando  dicho  artículo  del*  Oódigo  civil  que  si  alguna 
cláusula  del  contrato  admitiese  diverses  sentidos  deberá  entenderse  en 
el  más  adecuado  para  que  produzca  efecto,  no  puede  negarse  la  compe- 
tencia de  los  Tribunales  españoles  para  hacer  el  nombramiento  de  Irs 
amigables  componedores,  pues  de  lo  contrario  la  cláusula  no  produciría 
efecto  alguno,  y  como  quiera  que  la  cláusula  compromisaria  no  admitía 
diversos  sentidos»  ni  menos  excluía  la  competencia  de  los  Tribunales 
espafioles  para  el  nombramiento  de  los  amigables  componedores,  la  sen  • 
tencia  recurrida  ha  cometido  la  infracción  que  en  este  número  se  sefiala 
por  haber  prescindido  completamente  del  artículo  expresado  é  ir  abier- 
tamente contra  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  ya  citada,  de  SS 
de  Febrero  de  1902. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasaña: 
Considerando  que  el  hecho  de  haberse  firmado  en  París  el  contrato 
celebrado  entre  la  Sociedad  Waller  Fréres  y  la  casa  de  comercio  Palés, 
Costa,  Gil!  y  Compafiía  de  Barcelona,  no  sólo  no  demuestra  la  compe- 
tencia por  sumisión  de  un  Tribunal  extranjero  para  conocer  de  las  enes* 
tienes  surgidas  entre  los  contratantes,  sino  que  todos  los  antecedentes 
del  actual  incidente  revelan  por  modo  claro  lo  eentrario,  puesto  que 
hasta  ahora,  por  reconocimiento  expreso  de  las  partes,  son  los  Tribuna* 
les  espafioles  los  que  han  venido  conociendo  en  jurisdicelón  eonteneloea 
y  voluntaria  de  aquellas  cuestiones,  eotre  ellas  la  relativa  á  la  clánonla 
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•del  contrato,  en  virtnd  de  la  caal  acordaron  Bometer  ana  difeienciae  á 
«migables  ccmpunedorea  en  Marsella: 

Oonslderando  qae  esta  circunstancia  no  obsta  en  manera  alguna  á 
•que  para  el  debido  cnmplimiento  de  la  expresada  clánanla  los  Tribnna- 
les  esptifiolee  pnedan  y  deban  ajustarse  estrictamente  á  lo  qne  la  ley 
procesal  d«>termÍTia,  sin  qne  sea  licito  en  el  estado  ectnal  del  procedi- 
miento alpi^ar  nna  rusOn  d». incompetencia,  j  mucho  menos  de  incompe- 
tencia con  relación  á  Tribunales  eztianjeros,  para  eiYidir  la  observancia 
de  aquella  cláusula  contra  les  preceptos  claros  y  teimliitirtes  de  loe  ar- 
tículos 2175,  2176  y  2177  de  Ja  ley  de  Enjuiciamiento  civí): 

GouKidorando  que  tales  preceptos  excluyen  en  absoluto  Ir  aplicación 
de  lo  cocs^guaclo  en  el  art.  18X7,  sólo  pertinente  cuando  la  pretensión 
íormuUdn  en  vía  de  jurisdicción  voluntaria  co  se  encuentra  especial- 
mente regulada  eji  \qb  títulos  sucesivos  de  la  ley,  á  tenor  de  lo  preveni- 
do en  el  art.  1824,  y  con  ri>Jación  á  casoe  como  el  de  qu^  i*e  trata,  cuan- 
do surgen  dudas,  ya  r(:specto  de  la  preexistencia  de  lu  ciáubola  d^  com- 
promiso, ya  acerca  de  su  valides: 

Considerando  que,  como  queda  CQ^signado,  la  mera  circunstancia  ac- 
cidental de  que  la  amigable  composición  se  verificase  en  Marsella  n» 
afecta  á  ninguno  de  tales  extremos,  conforme  lo  reconoció  la  misma  Aa> 
diencia  de  Barcelona  en  sentencia  de  21  de  Abril  de  1103,  consentida  por 
Palés,  no  obstante  que  entonces,  como  ahora,  pretendió  éste  que  se  hi- 
ciera contencioso  el  expediente,  sentencia  ratificada  sustancialmente  en 
la  de  27  de  Junio  de  1904;  y 

Considerando  que,  esto  supuesto,  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  en 
el  incidente  del  presente  recurso  conteneioso  el  expediente  ha  descono- 
cido la  doctrina  y  preceptos  legales  que  quedan  ratonados,  y  cometido» 
consiguientemente,  las  infracciones  que,  fundadas  en  aquélla  y  en  és- 
tos, se  le  atribuyen  en  los  cuatro  motivos  del  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
ée  casación  interpuesto  por  la  razón  social  Waller  Fréres  y  Compañía, 
y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  15  de  Di- 
eieml^ro  de  1905  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  terri- 
torial de  Barcelona. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
^sesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=s 
K;  Magistrado  8r.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  de  Alde- 
ci  a.= Antonio  Alonso  Casafia.  =  Ildefonso  Lopes  Arand a.  =  Federico 
M3nealve.=:Camilo  María  Gu I lón.= Eduardo  Ruis  García  Hita. 

Publicación. = Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
F.xcmo.^r.  D.  Antonio  Alonso  Casafia,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  sesión  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de 
^^ne  certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1900.=Maroelino  San  Román. 
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N^um    lea-TRIBUNAL  SUPREMO.— 10  de  Diciembre, 
publicada  el  28  de  Abril  y  li  de  Mayo  de  1908. 

Oasación  por  quebrantamibnto  db  fo rm a. ->Z>««¿iAuc£o. ^Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Jorge  Molmé  contra  la  pronunciada  por  la  8aia  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  pleito  con  D.  Ricardo 
Ragull. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccei 

Que  seqün  el  art.  533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciml  la  falta  de 
personalidad  coasiate  en  carecer  de  las  cualidades  necesarias  para 
comparecer  en  Juicio  ó  en  no  acredita^  el  carácter  ó  representación 
con  que  se  demanda: 

Que  por  lo  expuesto  la  resolución  del  Tribunal  que  deniega  al 
demaniado  de  desahucio  la  pretensión  de  defenderse  por  si  mismo 
después  de  haber  solicitado  y  obtenido  el  nombramiento  de  Procura^' 
dor  y  Abogado  en  el  juicio,  no  afecta  á  su  carácter  de  arrendatario  y 
á  9u  personalidad  como  demandado,  y  por  lo  iantOy  no  está  compren 
dida  en  elnúm.  2.°  del  art,  1693  de  la  citada  ley: 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  señalada  en  el  núm.  3.®  del 
art.  1663  de  la  ley  procesal,  tratándose  de  prueba  no  practicada  por 
causa  imputable  al  recunrente: 

Que  en  armonía  con  el  art.  862  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  doit 
debe  denegarse  la  prueba  documental  pretendida  en  segunda  instan 
da  y  referente  á  hechos  conocidos  por  la  parte  en  la  primera  yá 
otros  extraños  á  la  demanda: 

Que  no  pudiendo  fundarse  el  quebrantamiento  de  forma  sino  en 
las  causas  ti  xatioas  que  lo  determinan^  es  mantñesto  que  la  falta 
de  citación  y  aceptación  del  Letrado  para  la  vista  no  puede  estifnar» 
se  comprendida  en  el  núm.  5.*  del  art.  1693  de  la  ley  procesal^  eon 
tanta  más  razón  si  esa  formalidad  aparece  cumplida  en  la  represen- 
tación del  Procurador: 

Que  demostrado  que  el  destino  de  la  casa  objeto  de  un  desahucio 
es  de  establecimiento  de  verdadero  tráfico,  procede  á  todas  luces  la 
aplicación  de  los  preceptos  contenidos  en  el  núm.  /.<>  del  art,  1563. 

Ea  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1905,  en  el  ]bící» 
de  desahucio  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  inetancia  del  dtetrlto  de 
la  Lonja  de  Bucelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencta 
de  en  territorio  por  D.  Ricardo  Ragnll  y  Alaban,  propietario,  con  D.  Jorge 
Molina  y  Hospital,  comerciante,  vecinos  ambos  de  Btrcelona;  pendiente 
ante  Nó8  en  virtad  de  recareo  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma» 
interpuesto  por  el  demandado  y  eostenido  en  sn  defensa  y  representa 
oión  por  el  Letrado  D.  Ramón  Alvares  de  Mon  y  el  Procarador  D.  Fran- 
cisco Morales,  habiendo  estado  defendidR  y  representada  la  parte  reea- 
rrida  por  el  Letrado  D.  Manuel  Rovlra  y  Berra  y  el  Procurador  D.  Anto* 
nio  Bendlcho: 

Resultando  que  en  11  de  Enero  de  1906  D.  Ricardo  RsguU  y  Alaban 
dedujo  en  Barcelona  demanda  de  desahucio,  que  fué  repartida  al  Juaga- 
do de  primera  Inetancia  del  distrito  de  la  Lonja,  contra  D.  Jorge  Mollné 
y  Hospital,  alegando  que  en  dicha  ciudad,  y  con  fecha  ^8  de  Junio  de 
1900,  D.  Francisco  Sabater  y  Cunlll,  como  tutor  del  demandante,  menor 
de  edad  por  entonces,  arrendó  la  casa  núm.  16  de  la  calle  de  Jarátales» 
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út  dicha  capital,  propiedad  del  último,  á  D.  Jorge  Moliné,  por  tiempo  de 
trea  mese»  y  precio  de  *i.400  peeetae  annalee,  qne  deberían  pagarse  por 
trimestres  anticipados,  consignándose  al  dorso  del  contrato  que,  además 
de  las  condicionea  generales  del  mismo,  convenían  las  partes  en  que  en 
duración  eería  de  nn  trimestre,  que  se  contarla  desde  la  fecha  del  otot- 
gamieuto  á  Igaal  í.-'cha  del  mes  de  Septiembre  del  propio  sfío  d^:  1900; 
pero  qne  se  enteuduria  prorrogado  el  contrato  por  tres  meses  más  y  tei  - 
minados  éstOH,  por  otros,  y  asi  enceeivamente,  si  nna  de  las  partes  no 
dennncl&bn  el  contrato  á  ia  otra  con  treinta  días  de  hLticipación,  cnja 
denuncia  podría  bic( rae  eu  cnalqnier  periodo  del  trimeetre,  cci  íorme 
así  consta  en  el  duplicado  del  contrato  qne  el  demandante  presento  con 
en  demanda,  en  el  qne  aparece  al  pie  nna  firma,  que  dice  «Emilia  Do- 
mingo MoIioé>,  y  después  de  las  condiciones  estipuladas,  otra,  qne  dice 
«Elvira  DumiDgo  iMoiiué»,  precedidas  las  dos  de  la  antefirma  «por  orden 
de  mi  padre  y  de  mi  madre»;  qne,  de  conformidad  á  lo  convenido,  don 
Jorge  Mjltnó  había  venido  ocupando  desde  la  fecha  de|Jicbo  contratofla 
casa  arrendada,  compneHta  de  bajos,  dos  |)ieo»  y  terrado,  teniendo  en 
ella  nn  estabiectmienio  para  Ir  renta  de  frutas,  y  habiendo  pugado  ol 
precio  del  arrendamiento,  del  cual  cataba  al  corriente,  hasta  31  de  Di* 
ciembre  de  1904;  que  coaviniéndole  disponer  de  la  casa  arrendada,  y  hh 
ciendo  uso  del  derecho  qne  le  concedían  las  leyes,  y  que  expresamente 
•6  reservó  en  el  contrato,  requirió  notarialmente  á  D.  Jorge  Moliné  en  d 
de  Diciembre  dt- 1  año  últimamente  citado  para  que  en  el  término  ¿e 
treinta  díaa  desocupase  la  finca  arrendada,  protestando  de  costas,  dafios 
7  perjuicios  para  el  caso  de  que  no  lo  hiciera,  conforme  así  consta  en  la 
copia  del  acta  notarial,  qne  también  presentó;  qne  desde  la  fecha  del  rt- 
•<|aerÍmiento  había  traaseurrldo  el  plazo  señalado,  sin  qne  D.  Jorge  Mo- 
liné desocupase  la  finca;  y  citando,  entre  otros  fundamentos  legales,  el 
art.  166d,  núm.  J.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  suplicó  que,  previa 
la  tramitación  correspondiente,  se  ordenase  á  D.  Jorge  Molioé  qne 
desalojase  en  el  término  de  quince  días  la  casa  objeto  del  desahucio,  en 
la  qne  tenía  su  habitación  y  establecimiento  para  la  venta  de  frutas,  con 
los  pronnnclamientos  propios  del  caso: 

Resultando  que  presentado  por  el  actor  el  recibo  de  la  contribución 
de  edificios  y  solares  del  último  trimestre,  se  admitió  la  demanda  y  se 
convocó  á  las  partes  á  juicio  verbal  para  el  24  de  Enero,  en  cuyo  acto 
D.  Jorge  Moliné,  como  cuestión  previa,  solicitó  qne,  siendo  acreedor  ^1 
beneficio  de  pobreza,  se  le  nombrase  Abogado  y  Procurador  de  oficio 
para  poder  contestar  en  forma  la  demanda  y  á  la  vez  deducir  la  de  su 
pobreza;  y  habiendo  manifestado  el  actor  qne  no  se  oponía  á  que  el  de- 
mandado solicitase  tal  beneficio,  pero  sí  á  qne  su  tramitación  suspen- 
diera el  curso  del  juicio,  toda  vez  que  aquél,  sin  necesidad  de  Abogado 
ni  Procurador,  podía  hacer  las  manifestaciones  á  que  le  daba  derecho  el 
artículo  1679  de  la  ley  procesal,  el  Juez,  teniendo  en  cuenta  que  el  pre- 
■ente  juicio  no  era  de  los  ezceptuadoe  por  el  art.  4.^  de  dicha  ley,  dispu- 
so qne,  con  suspensión  del  mismo  hasta  nuevo  sefialamiento,  se  nom- 
brase Abogado  y  Procurador  de  oficio  al  demandado,  para  lo  qne  acto 
eeguido  se  ofició  á  los  respectivos  Colegios,  designando  el  de  Abogados 
al  Letrado  D.  Manuel  Bine  y  el  de  Procuradores  á  D.  Luis  Planellas, 
^ue  aceptaron  el  cargo: 

^sultando  que  mientras  se  hacían  estos'  nombramientos,  D.  Jorge 
Moliné  presentó  escrito  al  Juzgado  en  81  de  Enero,  manifestando,  en 
reoumen,  que  aunque  tenía  solicitado  el  nombramiento  de  Abogado  y 
Procurador  de  oficio,  había  sabido  después  que  podía  defenderse  en  este 
juicio  personalmente,  invocando  al  efecto  los  artículos  1689  y  1670,  en 
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concordancia  con  el  716  j  sigoientee,  de  la  ley  procesal,  y  el  1592  y  710 
de  la  misma,  por  lo  que  suplicaba  se  dejaran  sin  efecto  loe  nombra- 
mientos acordados,  declarando  qoe  podía  asistir  al  jniclo  acompaftado 
de  la  persona  qne  qnisiere,  y  en  otro  caso,  se  tuviere  por  interpuesto  el 
recurso  de  repoBición,  en  virtud  del  que  se  reformase  en  su  día  la  reso- 
lución recurrida  en  el  sentido  invocado;  y  ordfjnado  en  providencia  de 
1.^  de  Febrero  no  haber  lugar  á  hacer  tai  declaración^  pero  sí  á  tramitar 
el  recurso,  ee  hizo,  asi,  y  previa  oposición  de  D.  Ricardo  Kagull,  fné 
desestimado,  con  las  costas  por  auto.de  10  del  mismo  mes,  en  conside- 
ración,  además  de  otras  razones,  á  que  los  juicios  de  desahucios  segui- 
dos en  loe  Juzgados  de  primera  instancia  no  están  comprendidos  entre 
los  casos  de  exr.ep ción  que  taxativamente  señalan  los  artícuios  3.^,  4.o 
y  10  de  la  ley  prov^eeal;  siendo,  por  tanto,  incuestionable  que  el  deman- 
dado no  pcidía  comparecer  por  sí  eoIo,  de  acuerdo  además  con  la  práctica 
constante  de  los  Tribunales  de  Barcelona  y  sentencia  del  Tribunal  Bu- 
premo  de  10  do  Diciembre  de  1909: 

Resultando  que  celebrada  nueva  comparecencia  en  el  propio  día  10» 
con  asistencia  de  los  Abogados  y  Frocnrudores  de  las  partes,  los  de  la 
actora  reprcjujeron  su  demanda,  manifestando  el  Abügttdo  defensor 
del  demandaau  que  en  el  día  anterior  no  ie  había  dado  éste  datos  sufi- 
cientes para  contestar  á  la  demanda,  por  lo  qne  entregó  la  renuncia  co- 
rrespondiente; pero  como  entendía  que  no  hubo  motivo  legal  para  for- 
mularla, prupouía  se  tuviera  por  no  formulada  en  el  caso  de  que  fuera 
presentada  al  Juzgado,  á  cuyas  manifestaciones  se  adhirió  el  Procurador 
Planellus  por  lo  qne  se  refería  á  otra  renuncia  firmada  per  el  mismo;  y 
habiendo  solicitado  dichos  Letrado  y  Procurador  la  suspensión  del  jui- 
cio por  el  tierppo  preciso  para  que  D.  Jorge  Molino  les  diera  instruccío» 
nes  para  contestar  á  la  demanda,  el  Juez  accedió  á  ello,  eefíahiiido  el  día 
siguiente  para  la  continuación  del  juicio: 

Resultando  qne  en  el  mismo  día  10,  y  fuera  de  las  horas  de  despa- 
cho, el  Letrado  D.  Manuel  Ríus  y  el  Procurador  D.  Luis  Pianellas  pre- 
sentaron respectivamente  un  escrito,  fechado  el  9,  renunciando  á  la  de- 
fensa y  representación  de  D.  Jorge  Muliné,  fundado  el  del  primero  en 
haber  surgido  con  posterioridad  á  su  aceptación  del  cargo  una  causa  de 
incompatibilidad  para  ejercerlo,  declarando  el  Juez  en  providencia  del 
día  11  no  haber  lugar  á  admitir  dichas  renuncias  en  vista  del  resultado 
de  la  compp.recencia  del  día  anterior;  y  en  el  propio  día  en  que  el  Joes 
dictó  el  proveído  de  que  acaba  de  hacerse  mérito,  D.  Jorge  Moliné  pre- 
sentó un  escrito,  firmado  por  su  hijo  D.  Luis,  pidiendo  se  admitiera  la 
renuncia  que  hizo  su  Letrado  de  oficio  D.  Manuel  Ríus,  ó,  en  otro  caaa, 
admitirle  la  renuncia  que  hacía  de  su  defensa,  por  la  amistad  qne  entre 
ambos  existía,  y  se  notificara  al  Letrado  Glausella  el  nombramiento  que 
de  él  hacía,  para  su  aceptación,  á  fin  de  que  formulase  la  declinatoria  de 
Jnrisdicción  y  demás  recursos  procedentes,  oponiéndose  en  su  día  á  la 
demanda,  protestando  en  todo  caso  de  nulidad  de  las  actuaciones  prac- 
ticadas y  que  se  practicasen  desde  la  renuncia  del  Letrado,  á  cuya  eeU- 
citnd  proveyó  el  Juez  que  tan  pronto  como  Moliné  se  ratificase  en  sa  es- 
crito se  acordaría  lo  procedente: 

Resultando  qne  continuando  el  juicio  en  el  día  sefialado,el  demandado 
alegó,  en  cua  to  es  pertinente:  que  con  objeto  de  sustraer  el  actor  del 
Juzgado  municipal  el  conocimiento  de  la  presente  demanda  de  desahu- 
cio, por  haber  expirado  el  plazo  de  aviso,  sostenía  qne  aquél  tenía  esta- 
blecido un  comercio  de  frutas  en  las  habitaciones  qne  ocupaba,  y  qaeee 
trataba,  por  tanto,  del  desahucio  de  un  establecimiento  mercantil,  de  la 
competencia  del  Juzgado  de  primera  instancia,  y  esto  no  era  exacto^ 
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isa  qae  tenía  arrendada  no  era  establecimiento  mercantil,  toda 
a  ella  no  se  realizaban  transaccioneB  ni  compraventas  de  ar- 
epositándose  solamente  en  la  misma,  por  otros  qne  ejercían  sn 
íaera  d^  la  habitación,  los  atensilios  necesario^  para  la  venta, 
iida  le  encomendaban  de  un  día  para  otro;  qne,  por  tanto,  se 
le  nn  subarriendo  de  la  menor  parte  del  local,  sin  que  el  de- 
faera  comerciante  y  sí  solo  Jornalero,  proponiendo,  en  so  vir- 
«ion  de  competencia  por  declinatoris;  que  el  contrato  de  arren- 
no  era  verbal,  sino  escrito,  y  no  había  dado  poder  á  nadie  para 
icribiese,  y  at^qae  aparecía  firmado  por  Emilia  Domingo  Molí- 
lía  ningnna  hija  de  este  nombre,  sino  nna  llamada  Elvira  Mo- 
ingo,  qne  tenía  trece  afios  el  día  en  qne  aparecía  firmado  el  cen- 
ias de  qne  la  firmante  decía  qne  lo  hacía  por  orden  de  en  padre 
ladre,  y  ésta  no  figuraba  en  aqnéi;  por  todo  lo  que  suplicaba  se 
lera  de  la  demanda,  con  las  costas  al  actor,  quien  al  replicar 
n  las  alegaciones  de  su  demanda,  y  especialmente  en  que  se 
ü  desahucio  de  un  establecimiento  mercantil;  afiadiendo  qne 
no  el  contrato  y  hubiere  ó  no  autorizado  el  demandado  á  su 
firmarlo,  debía  el  trimestre  que  había  empezado  el  1.^  de  Ene- 
tanto,  procedía  también  el  desahucio  por  falta  de  pago;  y  du- 
il  demandado,  dio  por  reproducidas  sus  alegaciones  y  peticiones: 
ando  que  el  día  16  del  propio  mes  de  Febrero  se  celebró  nueva 
mcia,  en  la  que  el  actor  propuso,  entre  otras  pruebas,  la  testi- 
.minada  á  demostrar  las  alegaciones  de  su  demanda  y  además 
lé  ponía  todas  las  mañanas  delante  de  sn  tienda  una  mefd  para 
conejo  á  las  horas  de  mercado,  en  la  que  despachaba  bu  hija 
por  la  dirección  del  demandado  ee  propuso  prueba  de  confesión 
testifical  á  tenor  del  interrogatorio  presentado,  reservándose 
r  los  testigos  que  hubieran  de  declarar  cuando  D.  Jorge  Moliné 
los  antecedentes  para  ello,  sefialando  el  Jnei  para  la  práctica 
timo  medio  de  prueba  el  día  22  del  referido  mes;  y  habiendo 
o  D.  Jorge  Moliné,  junto  con  copia  de  una  carta  dirigida  al 
tr  D.  Luis  PianellaSy  un  escrito,  firmado  por  su  hijo  D.  Luis, 

0  se  ordenase  al  citado  Procurador  le  pusiese  al  corriente  del 
los  autos,  si  no  le  había  sido  aceptada  su  renuncia;  qne  se  le 
en  BU  caso  la  nulidad  de  las  actuaciones  practicadas  y  subsi- 
lación  para  ser  formulados  tales  recursos  bajo  la  dirección  del 
;rado,  y  que  en  otro  caso  se  le  admitiese  su  protesta  para  dejar 
B  recurBOB  de  oaBación  y  queja,  el  Juei,  en  providencia  del 
landó  unir  el  escrito  y  copia  á  los  autos,  y  que  no  viniendo 
!orma,  se  tuviese  por  no  presentado: 

ando  que  practicada  la  prueba  testifical  propuesta  por  el  actor^ 
m  un  escrito  el  Abogado  y  Procurador  del  demandado,  mani- 
tue  como  éste,  no  obstante  sus  repetidos  avisos,  no  les  había 
loB  antecedentes  necesarios  para  formar  las  listas  de  testigo» 
a  declarar  á  tenor  del  interrogatorio  formulado,  protestaban  de 

1  conducta  y  declinaban  toda  responsabilidad  que  de  la  falta  de  . 
probatorio  pudiera  resultar,  cuyas  manifestaciones  reproduje - 

los  en  la  comparecencia  del  22  de  Febrero;  y  ratificado  D.  Jorge 
I  80  escrito  de  renuncia  á  la  defensa  del  Letrado  D.  Manuel 
5omo  en  los  demás  presentados  con  la  firma  de  sn  hijo  Luis,  y 
ion  poBterioridad  por  nombrado  para  la  defensa  de  aquél  ai  Le- 
^elipé  Oolón  se  convocó  á  las  partes  á  comparecencia  definitiva 
ambas  insistieron  en  sus  alegaciones  y  pretensiones: 
ando  que  en  28  de  Marzo  de  1906  dictó  sentencia  el  Juez  de 
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.  primera  instancia  del  distrito  de  la  Lonja  de  Barcelona,  declarando  ser 
de  sa  competencia  el  conocimiento  del  presente  juicio,  haber  Ingfar  al 
desahacio  en  el  mismo  eoliclLHdo  y  condenando  á  D.  Jorf^e  Moliné  y 
Hospital,  con  las  costas,  á  que  en  el  término  de  qninca  dias  desalojase 
y  dejase  vaaía  y  expedita,  á  dit^poslción  del  actor  D,  Ricardo  Kfigall,  la 
casa  núm.  16  de  la  calle  de  Jtírnsalén,  de  dicha  ciadad,  bajo  »percibl- 
miento  de  ser  lanzado  de  la  Misma,  y  notificada  á  las  partes,  l>.  Jorge 
Moliné  formuló  demanda  incidental  de  nnlldad,  pidiendo  que  una  ves 
sastauCiHJa,  con  sn^peaflión  del  curso  de  las  actuaciones,  se  declarasen 
nnlas  las  practicadas  y  las  resoluciones  recaídas  desde  el  9  de  Febreto 
entonces  úitimo,  inclusive,  y  en  especial  el  auto  ^'anegatorio  de  la  repj- 
sictóo  que  interpuso  contra  la  providencia  mandándole  designar  Letrado 
y  Procurador  de  oficio;  y  por  otrosí  apeló  subsidiariamente  de  la  sen^ 
tencia  recaída: 

<  Keaaltando  que  el  Juez  declaró  no  habar  Ingar  á  admitir  el  incidente 
de  nulidad  propuesto,  y  en  virtud  de  la  apelación  deducida  remitió  los 
autos  á  ia  Audieocia  del  territorio,  donde,  después  de  personadas  en 
forma  las  partes,  pues  si  bien  D.  Jorge  Moliné  Intentó  hacerlo  personal*  ''^ 
mente,  Invocando  el  art.  705  de  la  ley  procesal,  en  congruencia  con  el 
1662,  la  Sala  primera,  á  quien  correspondió  conocer  de  lu  alzada,  no  le 
tnvo  por  comparecido  ha^ta  que  no  lo  verificó  por  medio  de  Procurador, 
el  del  apelante  Muli^é  presentó  escrito  en  22  de  Abril  del  propio  afio,  re* 
prodaciendo  en  lo  principal  la  demanda  de  nulidad  de  actuaciones  qne 
formuló  en  primera  instancia,  y  por  el  primer  otrosí  la  petición  de 
prueba  hecha  al  Juzgado,  pidiendo  alemas  por  el  segundo  otrosí  qne, 
con  arr^^gio  al  art.  862,  núms.  2.^,  3.'  y  4.*^,  de  la  misma  ley,  se  reci- 
biera el  pidito  á  prueba  para  el  caso  de  qne  la  Sala  no  diera  lugar  á  la 
demandada  nulidad,  y  sin  perjuicio  de  los  recursos  procedente?,  ácuyo 
efecto  propuso  los  siguientes  medios  de  prueba;  primero,  la  testifical, 
que  no  palo  practicarse  ante  el  Juzgado,  porque  habiendo  renunciado  á 
so  defeaeía  antes  de  la  celebración  del  juicio  el  Abogado  de  oficio  qne  • 
se  le  desigaó,  reconociendo  qne  era  incompatible,  y  habiendo  á  su  yes 
el  demaniado  renunciado  por  fundados  motivos  á  que  tal  Letrado  le 
defendiera  y  pedido  por  eRv.rito  ¿»a  ^mtitución  en  legai  forma,  como  el 
jálelo  se  celebró  sin  esa  sustitución  previa,  qnedó  indefenso,  ya  que  no 
podo  comunicarse  con  su  defensor  para  conocer  los  hechos,  á  fin  de 
alegar  las  excepciones  y  proponer  y  practicar  las  prnebas;  segando,  cor- 
tiñisaclón  de  la  Hacienda,  negativa  del  ejercicio  de  industria  ó  comercio 
por  el  demandado  y  sus  hijos,  que  tampoco  pudo  practicarse  por  Ignal 
motivo;  tercero,  testimonio  de  las  poaiciones  é  interrogatorios  de  pre- 
guntas, repreguntas  y  declaraciones  dadas  por  el  actor  D.  Ettcardo  Ragall, 
Doña  María  Gapdevüa^  y  demás  testigos  en  los  juicios  de  desahacio  y  ver- 
bal que  sa  tramitaban  en  el  Juzgado  municipal  del  Hospital  entre  el  actoal 
demandado  y  Dofia  María  Oapdevila,  cuyos  hechos,  posteriores  al  periode  \ 
de  prueba  en  la  anterior  instancia,  eran  de  influencia  en  la  decisión  de 
estos  autos,  ya  que  demostraban  el  contrato  verbal  entre  el  demandada 
7  la  madre  del  actor,  y  los  actos  realizados  por  éste  desde  qae  se  hallaba 
en  posesión  de  la  finca  en  relación  con  aqael  contrato,  -vigente  en  la  ao- 
tnalidad,  así  como  los  verdaderos  f  andamentos  del  presente  jaldo;  j 
coarto,  certificación  de  la  Hacienda,  negativa  de  qne  el  demandado  y  ane 
hijos  pagasen  contribución  indostrial  y  de  comercio,  para  probar  qne  no 
era  cierto  el  hecho  de  que  había  tenido  noticia  con  posterioridad  á  la 
proposición  de  prueba,  relativo  á  qae  ano  de  sus  hijos  vendía  oomeati- 
bles,  extremo  qae  no  constaba  en  la  demanda: 

Resaltando  qae  la  Sala,  en  26  del  mismo  mes  y  aüo,  declaró  no  haber 
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iQgar  á  ia  eufitanoiacióo  del  incidente  de  nulidad  formulado  en  lo  prin- 
cipal del  antirior  escrito,  mandando  paear  los  autos  al  Müglstrado  Po- 
nente en  io  roiativo  á  ia  petición  de  prueba  deducida  en  el  último  otrosí 
del  miamo;  y  por  auto  de  20  de  Mayo  siguiente  declaró  tacú  bien  no 
haber  in^ar  tt  recibir  el  pleito  á  prueba  en  la  seganda  icstancta,  con- 
forma había  pedido  la  representación  de  D.  Jorge  Moilné: 

Hesaltündo  que  D.  Jorge  Moliné  suplicó  de  la  anterior  resolución, 
por  ÍQfrlDgirse  en  ella  los  artículos  707  y  862,  núnjeroí»  2,°,  8  °  y  4.®  de 
la  ley  de  hiajuiciamienlo  civil,  insistiendo  en  la  imposibilidad  material 
de  practicar  la  prueba  propuesta  en  el  primer  lugar  de  su  esciito  por  las 
razones  en  él  expuestas,  en  la  iLflaencia  decisiva  del  teatimoiiio  que 
como  medio  de  prueba  ofrecía  en  el  terreno,  y  afiadlendo  que  como  pos- 
teriormente á  la  proposición  de  prueba  en  primera  In^taucia,  y  recono- 
ciendo el  actor  su  error  de  fundar  la  competencia  del  Juzgado  en  que  el 
demandado  vendió  frutas  al  por  mr.yor,  practicó  prueba  testifical  sobre 
hechos  no  alegados  en  ia  demanda,  atribnyéudole  la  venl»  de  escobas  y 
alubias  cocidas  y  á  su  hija  la  de  conejo  en  la  tienda,  pi.ra  suponer  la 
existencia  de  un  establecimiento,  aunque  tales  hechos  nu  lo  conelituían, 
le  importaba  demostrar  su  faisedad,  y  por  ello  debía  venir  á  los  autoe 
la  certificación  pedida  en  el  cuarto  lugar  de  su  anterior  (scrUo;  y  ha- 
biéndose opuoBto  al  recurso  D.  Ricardo  Raguil,  negando  hwhi  r  incurrido 
en  error  respecto  de  la  competaocia  del  Juagado,  la  referida  Su:a  pri- 
mera de  lo  civil  declaró,  por  auto  de  13  de  Junio  siguiente,  no  hi;ber  lu- 
gar á  suplir  ni  enmendar  el  recurrido,  y  mandó  se  estuviese  á  lo  en  él 
acordado,  por  las  consideraciones  en  que  se  fundó: 

Resultando  que  acordado  por  la  Sala  que  se  señalara  ps^ra  la  vista 
el  día  correspondiente,  quedando  mientras  tanto  los  autos  de  menlfiesto 
en  Secretaría,  D.  Jorge  Moüné  presentó  un  escrito,  en  el  que,  fondado 
en  los  artículos  868  y  899  de  la  ley  procesal,  pidió  se  ordenase  que  el 
actor  compareciese  á  absolver,  bajo  juramento  indecisorio,  Ihb  posicio- 
nes que  se  reservaba  presentar,  cuya  solicitud  desestimó  la  Rala,  visto 
el  eetado  de  los  autos,  en  providencia  de  24  de  Junio  siguiente;  y  ha- 
biendo interpuesto  contra  ella  D.  Jorge  Moliné  recurso  de  BÚpUca,  por 
cenelderar  infringidos  los  artículos  863  y  899  de  la  ley  de  ELJaicia- 
miento  civil,  la  Sala  declaró  no  haber  lugar  á  tramitarlo,  en  atención  á 
no  ser  la  providencia  recurrida  ninguna  de  las  resoluciones  á  que  alude 
el  art.  402  de  aquella  ley. 

Resultando  que  existiendo  incompatibilidad  para  el  ejercicio  de  sa 
profesión  en  el  Letrado  defensor  de  D.  Jorge  Moliné,  se  suspendió  la 
Tieta  del  pleito  por  segunda  ves  y  se  acordó  por  la  Sala  se  nombrase  al 
^ne  estuviese  en  turno,  como  así  lo  verificó  el  Secretario -del  Colegio  de 
Abogados  de  Barcelona,  designando  en  15  de  Septiembre  siguiente  á  don 
José  María  Miró  Trepal,  cuyo  nombramiento  se  notificó  en  forma  al  Pro- 
carador  de  la  parte  apelante,  y  se  señaló  para  la  vista,  con  Abogados  ó 
sin  ellos,  el  día  26  del  propio  mes  y  año;  y  habiendo  presentado  la  repre- 
aentación  de  Moliné  escrito  dos  días  antes  pidiendo  se  suspendiera  la 
Tieta  7  se  eefialara  un  término  prudencial  para  que  el  Letrado  que  se  le 
había  nombrado  pudiera  informarse  del  asunto,  después  de  la  notifica- 
ción y  aceptación  correspondiente,  que  no  se  habían  hecho,  la  Sala  de- 
claró no  haber  lugar  á  tal  pretensión: 

Resultando  que  celebrada  la  vista  en  el  día  señalado,  con  la  sola 
aaistencja  del  Letrado  de  la  parte  apelada,  en  27  de  Septiembre  ^de  1906 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona  confir- 
mó, con  las  costas  de  la  alsada  á  D.  Jorge  Moliné,  la  sentencia  apelada: 

Besnitando  que  deseetimados  los  recnreoa  de  aclaración  y  adición  de 
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U  eentencfa  y  de  oaiidad  de  ésta  y  de  la  vista,  que  formuló  D.  Jorge 
Molino,  interpuso  éste  el  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma» 
fundado  en  loe  números  2.°,  8.^  4.^,  6.^  y  6.o  del  art.  169S  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  alegando: 

Primero.  Que  tenia  personalidad  para  comparecer  en  el  presenta  jñi  - 
cío  sin  necesidad  de  Abogado  y  Procurador,  pues  si  bien  pidió  al  Juaga- 
do que  designase  quiénes  habían  de  representarle  y  defenderle,  lo  hiao 
porque  en  la  Escribanía  le  manifestaron,  al  solicitar  el  beneficio  de  po- 
breza, que  estaba  obligado  á  ello;  pero  después,  mejor  informado,  y  de 
acuerdo  con  lo  pedido  por  el  actor  en  el  acta  primera,  solicitó  deíenderae 
por  sí,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  1689  y  1692,  en  concordan- 
cia con  ios  1670,  705,  710  y  716  de  la  ley  procesal,  y  en  vista  de  que  el 
Letrado  de  turno  era  enemigo  personal  suyo,  á  lo  que  no  se  accedió,  á 
pesar  de  ser  práctica  en  los  Juzgados  y  Audiencias  que  en  juicios  de  la 
clase  del  presente  las  partes  pueden  defenderse  personalmente,  lo  cual 
está  conforme  con  los  artículos  citados,  especialmente  con  los  706  y  710, 
y  con  lo  que  demanda  la  opinión  pública,  que  es  al  mismo  tiempo  el  cri- 
terio en  que  se  inspiran  las  reformas  publicadas  por  el  Miníaterio  de 
Gracia  y  Justicia,  en  las  que  se  concede  á  ios  litigantes  en  general  el  de- 
recho de  comparecer  en  juicio  y  defenderse  por  sí  mismos; 

Segundo.  Falta  de  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instancia:  pri- 
.  mero,  de  la  que  no  pudo  practicarse  en  la  anterior,  toda  vez  que  ezis 
tiondo  incompatibilidad  por  enemistad  con  su  Letrado  defensor,  nom- 
brado de  oficio,  lo  que  motivó  la  renuncia  de  uno  y  otro  antes  del  juicio, 
se  vio  privado  de -comunicarse  con  él  para  facilitarle  los  antecedentea 
del  asunto  y  pruebas,  ^  que  él  mismo  no  podía  inventar;  siendo,  por  lo 
tanto,  evidente  que  tuvo  imposibilidad  legal  y  material  .^ara  practicar 
la  prueba  ante  el  Juzgado;  que  las  excusas  del  defensor  incompatible, 
declinando  su  responsabilidad,  no  podían  tenerse  en  cuenta  para  perju- 
dicar al  recurrente,  y  que  eran  nulas  las  actuaciones  practicadas  con  in- 
tervención de  aquél;  segundo,  de  la  prueba  que  no  tuvo  noticia  á  caoaa 
de  esa  misma  enemistad  con  su  Letrado,  por  lo  que  habiendo  sabido  des* 
pues  que  se  atribuía  á  su  hija  menor  la  venta  de  conejo,  hecho  falso,  que 
no  constaba  en  la  demanda,  pidió  se  recibiera  este  punto  á  prueba,  que 
era  de  mera  noticia  para  él;  y  tercero,  de  los  hechos  acaecidos  después 
en  el  período  de  prueba,  relativos  á  las  declaraciones  que  el  actor  y  otroo 
testigos  prestaron  en  otro  juicio  sobre  el  contrato  de  autos,  y  que  eran 
de  notoria  iuflaencia  en  el  presente;  todo  lo  que  demostraba  la  proceden- 
cia del  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instancia,  con  arreglo  á  loa  ar- 
tículos 707  y  862  de  la  ley  procesal; 

Tercero  Falta  de  citación  y  aceptación  del  Letrado  de  ofleio  para  la 
vista  y  sentencia,  que  causó  indefensión,  ya  que  por  enfermedad  del  La* 
trado  Oastellet  se  nombró  por  turno  al  Letrado  Miró,  sin  que  se  le  citara 
ni 'notificara  el  nombramiento  para  su  aceptación,  que  no  constaba  «n 
autos,  por  lo  que  el  recurrente,  una  vez  señalada  la  vista,  con  sólo  cua  • 
tro  días  de  antelación,  se  personó  en  casa  de  Miró  para  enterarle  del  ae- 
fialamiento,  y  se  encontró  con  que  dicho  sefior  estalm  auaente,  no  pn- 
diendo  estar  de  regreso  el  día  eefialado;  y  para  evitar  responaabilldadea, 
presentó  escrito  á  la  Sala  pidiendo  la  notificación  y  aceptación  del  Le- 
trado y  que  subsanase  aquella  omisión,  protestando  luego  en  el  acto  de 
la  vista  de  su  indefensión  y  pidiendo  que  constara  en  acta,  hechoa  qna 
se  han  omitido  en  la  sentencia  y  que  motivaron  loa  recursos  de  aclara- 
ción y  adición  que  interpuso  el  demandado  y  la  preaentación  de  la  de- 
manda de  nulidad  de  la  vista  y  sentencia,  fundada  en  la  infracción  do 
los  arts.  10  y  27  de  la  ley  procesal,  que  se  reproducían  y  que  diaponen: 
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I  litigante  debe  de  estar  dirigido  por  el  Letrado,  j  qne  al  pedir 
I  debe  defenderle  como  pobre  j  nombrarle  Abogado  de  oficio»; 
3  la  Sala,  al  privar  al  recurrente  del  derecho  de  defenderse  por 
,  nombrándole  Abogado  de.  oficio,  debió  notificar  á  éste  so  nom- 
>  y  citarle  en  forma,  j  al  no  hacerlo  asi,  era  evidente  que  al  re» 
le  le  había  cansado  indefensión; 

Denegación  de  prueba,  pues  según  los  artículos  863  y  899  de 
Enjuiciamiento  civil^  cualquier  litigante  puede  pedir  posicio- 
itrario  antes  de  la  citación  para  sentencia  sobre  hechos  no  ab- 
'  esta  prueba  de  posiciones  fué  pedida  por  el  recurrente  á  la 
n  denegó  tal  pretensión,  á  pesar  de  que  transcurrieron  muchos 
B  del  sefialamlento  para  vista  y  citación  para  sentencia,  lia- 
I  denegación  por  medio  de  providencia  en  vez  de  hacerse  por 
íín  dispone  la  ley  procesal  en  el  art.  869,  y  no  admitiendo  el 
le  el  demandado  formuló  por  no  poderse  conceder  más  que 
I  autos,  con  lo  cual  la  Sala,  al  denegar  aquella  preteosióu  y  en 
dicha,  privó  al  recurrente  de  la  prueba  que  solicita; ba  y  del  re- 
hubiera  podido  interponer;  y 

Incompetencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  para  cono  • 
eeente  desahucio,  pues  aunque  en  la  demanda  se  snponia  ai 
3  comerciante  de  frutas  al  por  mayor,  este  hecho  era  faieo.  ya 
BupoiiiüDdo  válida  la  prueba  testifical  celebrada,  de  ésta  apa- 
el  demandado  sólo  vendía  judías  cocidas  y  escobas,  y  que  su 
)r  vendía  conejo  en  la  tienda,  y  esta  clase  de  comercio  no  su-' 
[Qanera  alguna  que  pudiera  reputarse  de  establecimiento  mer- 
iel  demandado,  pues  con  arreglo  al  Real  decreto  y  Bet^l  orden 
inio  de  1883,  en  que  se  relacionan  las  industrias  que  hu.n  de 
adas  con  libros  de  comercio  para  reputarse  de  comerciantes» 
í  del  recurrente  no  figuraba  como  tal,  ya  que  se  trataba  de 
[eneros  qne  por  su  poco  valor  se  expendían  en  las  abacerías  de 
.%  clase  12,  con  cuota  de  60  pesetas  al  Tesoro,  que  da  derecho 
omo  pobre,  siendo  así  que  el  comerciante  no  puede  alegar  sn 
aparte  de  que  el  arriendo  de  los  servicios  personales  del  recu- 
e  le  proporcionaban  un  jornal  eventual  guardando  cestos  y 
)brantes  del  mercado  contiguo  á  la  tienda  y  el  realquller  de 
eta,  no  constituían  acto  de  comercio  que  pudiera  significar  la 
;  de  un  establecimiento  mercantil,  pues  sólo  suponían  una 
a  el  pago  del  alquiler,  de  todo  lo  que  se  deducía  que  el  Jns- 
icipal  era  el  Competente  para  conocer  de  este  desahucio  en  pri- 
ftucia,  como  ya  lo  alegó  en  tiempo  oportuno  el  recurrente,  de 
manera  que  protestó  y  recurrió  también  de  cada  una  de  la» 
es  de  forma  que  se  le  han  expuesto,  y  por  otrosí  consignó  la 
)teBta  de  interponer  en  sn  caso  y  lugar  el  de  casación  por  in- 
e  ley. 

siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Camilo  María  Gullón: 
erando  qne  no  se  ha  cometido  el  quebrantamiento  de  forma 
1  el  primero  de  los  motivos  del  recurso,  porque  consistiendo 
I  personalidad,  segúa  lo  preceptuado  en  el  art.  688  de  la  ley  de 
liento  civil,  en  carecer  de  las  cualidades  necesarias  para  com- 
I  juicio,  ó  en  no  acreditar  el  carácter  ó  representación  con  qua 
la,  es  evidente  que  la  resolución  del  Tribunal  a  quo^  que  de- 
cúrrente  la  pretensión  de  defenderse  por  sí  mismo,  después  de 
citado  y  obtenido  el  nombramiento  de  Procurador  y  Abogado 
icio,  no  afecta  á  bu  carácter  de  arrendatario  ni  á  su  personal!- 
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dad  como  demandado,  y  por  lo  tanto»  no  está  comprendida  en  el  núme- 
ro 2.*' del  art.  1693  qoe  ee  Invoca: 

OoDriiderando  que  Bon  aflimiemo  improcedentes  las  infracciones  de 
ios  DÚms.  H.^  y  6.°  del  repetido  art.  1698,  alegadas  en  los  motivos  2.® 
y  4.®  del  recnrso,  aquélla,  poique  si  la  prueba  testifical  no  se  practicó 
en  prioieru.  iciHtancia,  debiói^e  a  no  habar  facilitado  ei  demandado  la  lis* 
ta  de  testigos  ui  contestndo  los  avisos  y  reclamaciones  qne  ac&rca  de 
esto  le  hizü  en  def^'Dsa,  la  cual  declinó  en  tiempo  teda  responsabilidad, 
cansa  que  le  es  imputable,  y  ésta,  porque  refiriéndose  la  documental, 
proput  pta  en  d»ganda  insuiocia,  á  hechos  conocidos  por  la  parte  en  la 
primera  y  á  otros  extraños  á  ja  demanda,  debió  denegarse  dicho  trámi- 
te, en  armonía  con  los  preceptos  del  art.  862  de  la  ley  procesal: 

Considerando  que  son  también  ineficaces  para  la  casación  los  moti- 
vos invocados  en  los  núms.  8.°  y  6.^,  porque  no  pndlendo  fundarse  el 
quebrantamiento  sino  en  las  causas  taxativas  que  lo  determinan,  es  ma- 
nifiesto que  [w  falta  de  citación  y  aceptación  del  Letrado  para  la  vista  no 
puede  eetiuiíirse  nunca  comprendida  en  el  número  que  se  cita,  con  tanta 
mayor  raz^^Lj  cnanto  esa  formalidad  aparece  cumplida  en  la  representa 
ción  del  Procurador,  siendo  además  notoriamente  improcedente  la  Ín« 
compt^teucia  de  jurisdicción  que  en  último  término  se  alega,  toda  ves 
que,  d^^tQcp^rudo  como  aparece  que  el  debtino  de  la  casa  de  la  calle  de 
Jerusaléa  eru  el  de  un  eátuhlecitniento  de  verdadero  tráfico,  es  á  todas 
laces  evidente  la  recta  aplicación  hecha  por  el  Tribunal  á  quo  de  loe 
preceptos  contenidos  en  el  núm.  l,o  del  art.  1663  del  Código  procesal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  lugar  al  re- 
curso de  cHüíaclón  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Jor- 
ge Moliné  y  Hospital,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para 
en  su  caso  al  de  la  cantidad  qne  por  razón  de  depósito  debió  constituir, 
que  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  procédase  á  lasnatan* 
elación  del  recurso  anunciado  en  el  fondo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  Us  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Bjúsé  de  Alde- 
coa.=FranciBco  Toda.  =  Antonio  Alonso  Casafia.  =  Ildefonso  "Lópeí 
Arandb.=Kamón  Barroeta.=Federioo  Monsalve.=OamiloMaríaGall6n. 

PnbUcacióa.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Kxcmo.  8r  D.  Camilo  María  GuUón,  Magistrado  del  Tribunal  Snpreme, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el  día  de 
hoy,  de  qne  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1906.  =  Licenciado  Jorge  Martines  Bais. 


ISTum.  163.^6RACIA  Y  JUSTICIA.-IO  da  Diciembre, 
publicada  al  6  de  Enere  de  1907. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  revocando, 
en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Figue- 
ras  á  inscribir  una  escritura  de  descripcióa  de  bienes. 
En  dus  considerandos  se  establece: 

Que  9i  bien  por  el  carácter  aumario  que  tiene  el  juicio  de  inter^ 
dicto  de  adquirir  la  eentencia  en  éste  atetada  declaratoria  del  de» 
recho  de  la  parte  para  pedir  la  inscripción  áeu  nombre  de  loe bie- 
nes  de  una  herencia  no  puede  producir  la  excepción  de  cosa  juMgada^ 
ha  de  surtir^  sin  embargo^  efectos  legales  en  tanto  las  partes  intero' 
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Modaa  no  la  impugnen  en  el  correspondiente  juicio  declarativo  y  en 
méritos  de  éste  sea  aquélla  revocada^  constituyendo  en  iodo  caso  una 
autorizada  interpretación  de  la  disposición  testamentaria  de  que  se 
trate: 

Que  para  prevenir  el  caso  de  que  pudiera  promoverse  dicho  juicio 
basta  con  que  en  la  inscripción  se  consignen  las  circunstancias  de  la 
transmisión  hereditaria  de  que  se  irata,  insertándose  literalmente 
la  cláusula  testamentaria  que  la  origina  y  haciéndose  constar  la 
premoriencia  de  los  primeramente  instituidos  y  la  interpretación 
dada  en  la  indicada  sentencia,  y  esto  tanto  más,  cuanto  que  por  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  2.^  del  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria,  dicha 
inscripción  no  puede  perjudicar  á  tercero  hasta  que  transcurran 
cinco  años  desde  la  fecha  de  la  misma. 

Itmo.  Sr.:  Ea  el  recurso  gabernativo  interpuesto  por  el  Notario  don 
José  Pedro  C»fí-)Uas  contra  la  negativa  del  Registrador  de  !a  propiedad 
de  Figneras  á  inscribir  una  escrltnra  de  descripclóu  de  bienséf,  pendiente' 
en  este  Cuatro  por  apelación  del  Registrador: 

Resaltando  qae  D.  Mannel  Poigferrer  y  Vila  otorgó  testamento  en  34 
de  Septiembre  de  1861  ante  el  Notario  de  Figanras  D.  Joeé  Cunte  Lacoste, 
en  el  que  estableció  ia  signiente  clánsnla:  cD.^  todos  sns  rí  atantes  bie- 
nes, á  donde  quiera  radiquen,  muebles  ó  inmuebles,  preíentt-e  y  fatu- 
roa,  derechos  y  acciones,  nombra  heredero  universal  á  sn  biju  primogé- 
nito Jerónimo,  y  á  sus  hijos  de  la  manera  que  serán  por  él  ÍDr>tituídloB  6 
le  sucederán,  y  caso  que  el  nombrado  su  hijo  muera  sin  bljus,  ó  bien, 
teniéndolos,  ninguno  de  ellos  llegara  á  la  edad  de  hacer  testamento,  en 
cualesquiera  de  dichos  caeos  les  sustituye,  y  heredero  nombra  á  su  se- 
gundo hijo  D.  Joaquín  y  á  sus  hijos,  de  la  manera  que  serán  por  él  ins- 
tituidos, ó  bien  le  sucederán;  y., caso  que  el  referido  su  hijo  I).  Joaquín 
muera  sin  dejar  hijo  alguno,  ó  bien,  teniéndolo,  ninguno  de  ellos  lle- 
gara á  la  edad  de  testar,  le  sustituye  y  heredero  nombra  á  su  tercer  hijo 
Juan  y  á  sus  hijos  de  la  manera  qua  serán  por  él  instituidos,  ó  le  suce- 
deráu,  y  caso  de  fallecer  éste  también  bajo  las  mismas  condiciones  que 
tiene  prescritas  á  sa  ii4jo  y  heredero  Jerónimo  le  sustituye  y  nombra  he- 
rederas, por  partes  iguales,  á  sus  tres  hijas  Carmen,  Ana  Marín  y  Dolo- 
res, á  todas  sus  libres  y  omnímodas  voluntades.  No  entendiéndose  oon 
este  orden  de  sucesión,  que  deja  marcado,  trata  de  establecer  vínculo  ó 
fideicomiso  perpetuo  alguno,  sino  que  es  su  voluntad  que  cualquiera  de 
los  nombrados  sus  hijos,  que  morirá  dejando  hijos,  alguno  de  los  cuales 
llegara  á  la  edad  de  hacer  testamento,  pueda  libremente  disponer  de  sn 
universal  herenctai: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Pnigferrer  y  Figueras,  hijo  segundo  del 
sitado  testador  D.  Manuel  Poigferrer,  otorgó  también  testamento  ante  el 
Notarlo  de  Barcelona  D.  Adolfo  Fochs,  á  20  de  Mayo  de  1889,  en  el  que, 
después  de  hacer  varios  legados.  Instituyó  herederos  en  los  restantes 
bienes  por  partes  iguales  á  sus  tres  hijos  Narciso,  Julia  y  Joaquín  Pnig- 
ferrer y  Soler,  y  estableció  respecto  á  los  bienes  que  le  correspondan  y 
puedan  corresponder  en  virtud  de  la  institución  ordenada  por  sn  padre 
el  repetido  D.  Manuel,  que  ios  prelegabaásn  hijo  D.  Narciso,  imponién- 
dole ciertas  obligaciones  y  prohibiciones,  y  estableciendo  sustitución  en 
oaso  de  premorir  dicho  legatario  ó  de  que  no  aceptara: 

Resnltando  que  D.  Jerónimo  Poigferrer  falleció  sin  hijos  en  14  de 
Febrero  de  1891,  habiéndole  premuerto  en  hermano  D.  Joaquín  en  18  de 
Diciembre  de  1889,  y  su  sobrino,  hijo  de  éste,  D.  Narciso,  en  26  de  Jnni» 
de  1890: 
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Resaltando  que  en  interdicto  de  adqnirir  loe  bienes  de  D.  Miinnel 
Fnígíerrer,  segnldo  entre  los  hermanos  D.  Joaqnín  y  Dofia  Jo  lia  Paig- 
ferrer  y  8ol«ir,  de  una  parte,  y  Dofia  Gaadalope  £lieu  Vidal,  de  otra, 
como  viada  de  D.  Narciso  Pnígferrer  y  Soler  y  madre  del  Impúbí^r, Pedro 
Pai^íi^rrer  y  Vida),  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Barcelona  en  10  de 
Diciembre  de  1891,  qne  qaedo  firme  y  complida,  por  laque,  revocando 
la  del  Juzgado,  se  amparó  en  la  poseBión  de  dichos  bierieB  á  los  citados 
hermanos  D.  Jouqniü  y  Dofia  Jai^a,  expreeándose  en  uno  de  lus  consi- 
derandos quc!  D,  Narciso  marió  bajo  testiitceuto,  ev  que  inHtituyó  here- 
dera á  sn  n<uj^r,  sin  que  dicho  testimonio  diga  nad?.  sobro  disposición  á 
favor  de  bu  hijo: 

ResultRiuio  que  el  Juzgado  de  primera  instanci'i  de  Fi^ntras,  por 
auto  di  4  de  Agonto  de  1893,  aprobó  un  expediente  de  información  para 
perpetua  memori»  sobre  los  hechos  anlf  s  religados,  y  Hobre  que  por  ha- 
berse veal'sado  tales  hechos  son  teniiU.H  D.  Joaquín  y  Dofia  Julia  Pnig- 
ferrer  y  Soler  como  las  personas  llamadas  á  la  snc'tif^ión  de  D.  Manuel 
Poigf^rrer,  conforme  á  lo  qne  dispuso  en  so  testamento: 

Rpsnltaudo  que  D.  Joaquín  Paigferrer  y  Roler  otorgó  escritura  enFl- 
gntM'.s  á  14  de  Agosto  de  1898  ante  el  Notario  I).  José  Ptdro  Cafiellas,  en 
la  que,  después  de  relacionar  cnanto  antecede,  excepto  lo  relativo  al  in- 
terdicto, manifestó:  qne  la  herencia  de  D.  Manuel  Pnigferrer  se  había 
purificado  en  el  otorgante  y  en  sn  hermana  Dofia  Julia,  por  í'er  lot  uni- 
óos hijos  y  herederos  de  D.  Joaquín  Paigferrer  Figuerne,  existentes  al 
morir  D.  Jerónimo  Paigferrer,  puesto  quo  antes  qne  éste  había  fallecilo 
el  hermano  de  ambos,  D.  Narciso,  por  lo  que  no  pudo  transmitir  derecho 
á  dicha  herencia;  que  su  hermana  Dofia  Julia,  según  escritura  otorgada 
ante  el  Notario  de  B'^rcelona  D.  Ignacio  Jaumandreu  á  16  de  Noviembre 
de  1891,  mediante  autorización  judicial,  licencia  de  su  marido  é  intf  r* 
vención  de  curador,  le  había  vendido  cía  parte  indivisa  á  la  misma  cd* 
rrespondlente  por  cualquier  concepto  qne  sea»  sobre  los  bienes  proce- 
dentes del  citado  D.  Manael,  y  caantos  derechos  y  acciones  le  correspon* 
dan  relativamente  á  la  herencia  del  mismo,  y  como  no  pudo  precisarse 
da  momento  los  indicados  bienes,  le  facultó  para  averiguar  su  consisten 
cia  y  para  que  otorgase  las  escrituras  correspondientes  á  fin  de  obtener 
la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  qne  en  nombre  propio, 
7  en  uso  de  dicha  facultad  que  le  confirió  nn  ht^'man»,  instaba  la  ins- 
cripción de  por  mitad  á  nombre  de  ellos  de  los  bienes  que  ai  f  fecto  in« 
yentariaba,  qne  constituían  dicha  herencia  y  adicionaba  la  expresada 
escritura  de  venta: 

Resultando  que  presentada  dos  veces  en  el  Registro  de  la  propiedsd 
de  Figneras  copia  de  la  escritura  de  14  de  Agosto  de  1898,  fué  denegada 
en  inscripción  por  apreciar  el  Registrador  en  ambas  que  faltaba  nua 
eenteneia  que  declarara  t\  las  flncss  correspondían  ,á  D.  Joaquín  y  á 
Dofia  Julia  en  concepto  de  libres  como  herederos  de  D.  Manne),  ó  si  sólo 
pertenecen  al  primero,  con  prohibición  de  enajenar  y  gravar  por  el  pr^* 
legado  de  su  padre,  y  que  no  se  bebía  justificado  si  D  Narciso  Puigfii- 
rrer  dejó  descendientes  herederos,  y  en  la  segunda  presentación  se  ds« 
segó  también  la  inscripción  que  subsidiariamente  se  solicitaba  de  la  po- 
eeslón  de  los  inmuebles,  por  no  considerar  inscribibles  la  sentencia  re* 
caída  en  el  interdicto: 

Resultando  que  el  Notario  D.  José  Pedro  Oafiellas  interpuso  este  re* 
curso  pidiendo  se  declarase  que  la  citada  escritura  de  14  de  Agosto 
de  1898  se  hallaba  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  preecrip- 
clones  legales,  y  al  efecto,  alegó:  qne  resulta  claramente  que  el  prele» 
gado  de  D.  Joaquín  Pnigferrer  y  Figueras  quedó  ein  efecto,  porque  ' 
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no  llegó  á  poseer  los  bienes  y  no  pndo  transmitirlos;  qne  el  snstitato 
debe  tener  capacidad  para  adqoirlr  en  el  momento  de  resolverse  la  pos- 
titnción,  qne  en  este  cai^o  faó  al  morir  D.  Jerónimo  sin  hijos,  y  como 
antes  había  muerto  D.  Narciso,  no  tuvieron  tal  capacidad  sino  sne  dos 
hermanos,  existentes  en  dichu  momento,  D.  Joaquín  y  Doña  Julia,  que 
entrañen  la  sustitución  per  derecho  propio,  no  por  derecho  de  repre- 
sentación; que  en  el  testimonio  de  la  sentencia  del  interdicto  consta  que 
D.  Narciso  legó  la  legítima  á  su  hijo  é  instituyó  heredera  á  su  esposa,  y 
qne  D.  Joaquín  Puigferrer  y  Soler,  por  sí  y  como  derechohabiente  de 
sn  hermana  Dofia  Julia,  tenía  capacidad  para  otorgar  la  escritura  de 
14  de  Agosto  de  i 893,  por  ser  ambos  los  únicos  herederos  de  su  abnele 
D.  Manuel: 

Besultuudo  que  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Figoeras  informó 
en  el  recurso,  exponiendo:  que  la  falta  de  claridad  en  la  ir.etitnción  de 
herederos  impide  la  inscripción  hasta  que  los  Tribunales  resuelvFt^,  con- 
forme á  la  Resolución  de  este  Centro  de  20  de  Noviembre  de  1891;  que  la 
sentencia  de  interdicto,  por  su  naturalesa,  y  e<  gún  la  doctrina  de  la  Re- 
solución de  18  de  Diciembre  de  1878,  no  íe fluye  para  nada,  en  lo  relati- 
vo á  la  inscripción  de  la  propiedad,  y  que  en  el  supuesto  de  servir  para 
la  inscripción  de  posesión  pedida  subsidiariamente,  no  bastaría  acompa- 
fiarse  la  escritura  de  inventario,  sino  qc^e  sería  preciso  un  mandamiente 
judicial  que  la  ordenara  describiendo  los  inmuebles,  porque  sólo  el  Jua- 
gado puede  decir  cuáles  son  los  que  comprende  la  sentencia: 

Resultando  que  el  Juez  áf-  primera  instancia  de  Figueras  declaró  que 
la  escritora  de  14  de  Agosto  de  1898  se  halla  extendida  con  arreglo  á  if>8 
formalidades  legales  y  es  inscribible,  por  estimar:  qne  al  faltar  el  cum- 
plimiento de  una  condición  suspensiva  se  purifica  ¡a  herencia  en  íavcr 
de  la  persona  llamada  para  esta  eventualidad  por  el  testador,  Ley  2<), 
D.  de  Cond  insdt.;  que  los  testamentos  han  de  interpretarse  conforme 
á  la  voluntad  del  testador;  que  según  el  de  D.  Manuel  Pnigferrer  tienen 
la  cualidad  de  sus  únicos  herederos  por  derecho  propio,  como  sustitutos, 
SQS  nietos  D.  Joaquín  y  Dofia  Julia,  no  pudiendo  corresponder  á  D.  Nar- 
ciso, porque  como  su  padre  falleció  sin  adir  la  herencia  de  D.  Manuel, 
DO  pudo  transmitirla  á  sus  sucesores,  y  que  es  doctrina  del  Tribunal  Su- 
premo, que  en  virtud  de  un  testamento  válido  y  eficaz  puede  el  herede- 
ro instituido  inscribir  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propiedad  los  bie- 
nes que  aparezcan  como  del  testador,  por  lo  que  la  escritura  objeto  del 
recurso  no  adolece  de  defecto  alguno: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  ante  del 
Jasgado  aceptando  «ns  fundamentos: 

Vistos  el  testamento  de  D  Manuel  Pul^ferrer  y  Vi  la,  los  artículos 
18,  12  y  66  de  la  Ley  Hipotecaria  y  el  Ál  del  Reglamento  dictado  para  su 
ejeención: 

Ck>nsiderando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  la  cláusula  del  testa» 
mentó  de  D.  Manuel  Pnigferrer  y  Vi  la,  en  que  funda  principalmente  su 
derecho  D.  Joaquín  Pnigferrer  y  Soler  para  pedir  la  inscripción  á  su 
nombre  de  les  bienes  que  constituyen  la  herencia  de  dicho  testador,  ado- 
leciese de  falta  de  claridad,  como  se  supone  en  la  nota  del  Registrador, 
hay  qne  tener  en  cuenta  que  sobre  este  extremo  existe  ya  una  declara- 
ción judicial,  cual  es  la  contenida  en  la  sentencia  dictada  por  la  SaU 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  el  interdicto  de  ad- 
quirir seguido  por  dicho  interesado  y  por  su  hermana  Dofia  Julia  Pnig- 
ferrer con  Dofia  Guadalupe  Elisa  Vidal,  viuda  de  D.  Narciso  Pnigferrer^ 
en  representación  de  su  hijo  menor  de  edad  Pedro  Puigferrer  y  Vidal: 

Considerando  qne  en  dicha  sentencia  se  expresa  como  uno  de  les  fon- 
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damentos  de  la  misma,  qne  la  lectnra  del  expresado  teatameoto  hace  rer 
de  ün  modo  claro  é  Indudable  qae  el  testador  D.  Manuel  Palgferrer,  dea- 
paÓ8  Je  llaruar  en  primer  término  á  lasaceelón  de  bdb  bienes  á  sa  hije 
primogénito  D.  Jerónimo  y  sna  hijos,  si  loe  háblese  tenido,  para  el  case 
de  no  tenerlos,  como  ha  sncedido,  estableció  respecto  á  sn  otro  hijo  don 
Joaquín  un  verdadero  fi^leicomiso,  al  que  por  sustitución  vulgar  llamó 
también  á  los  hijos  de  éste,  en  cuyo  concepto  es  indudable  que  si  su  pri- 
mogénito D.  Narciso  viviese,  tendría,  en  unión  con  sus  hermanos  don 
Joaquín  y  D^fia  Julia,  derecho  á  esos  bieoes  por  virtud  da  esa  snstitn* 
clon,  y  qne  fallecido  el  D.  Narciso  antes  de  que  por  lat muerte  del  don 
Jerónimo  bubleaon  sido  sus  hermanos  llamados  como  sustitutos  de  en 
padre  D.  Joaqnín  á  la  herencia  del  D.  Manuel,  el  llamamiento  quedó  li- 
mitado á  ios  citados  hermanos  D.  Joaquín  y  Doña  Julia,  porque  la  pri- 
mera circnustancia  para  poder  ser  heredero  es  hallarse  en  condiciones 
de  heredar,  y  esto  exige  ante  todo  existir. 

GoDsideranio  qne  si  bien  por  el  carácter  sumario  qne  tiene  el  jnicie 
en  que  »e  dictó  la  expresada  sentencia,  no  puede  ésta  producir  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  ha  de  surtir  sin  embargo  efectos  legüles  en  tanto 
las  partes  interr>aadas  no  la  impugaen  en  el  correspondiente  juicio  de* 
clarativo  y  en  méritos  de  éste  sea  aquella  revocada,  constitnyendo  en 
todo  cHso  una  autorizada  interpretación  de  la  disposición  testamentarla 
de  q&e  se  trata,  resultando,  según  ella,  que  D.  Joaquín  y  su  hermana 
Doña  Julia  Pni^f^rrer  y  Soler  son  los  qne  tienen  derecho  á  la  herencia 
de  D.  Manuel  Pnigferrer: 

Gonsiddrando  que  para  prevenir  el  caso  de  que  pudiera  promoverle 
dicho  jálelo  basta  con  que  en  la  inscripción  se  consignen  las  circans- 
tandas  de  la  transmisión  hereditaria  de  que  se  trata,  insertándose  lite* 
raímente  la  cláusula  testamentaria  que  la  origina  y  haciéndose  constar 
la  premoriencia  de  los  primeramente  instituidos,  y  la  interpretación 
dada  en  la  indicada  sentencia,  y  esto  tanto  más,  enante  que  por  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  3.°  del  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria,  dicha  insorlp- 
ción  no  puede  perjudicar  á  tercero  hasta  que  transcurran  cinco  afios 
desde  la  fecha  de  la  misma: 

Oonsiderando  que  en  la  escritura  de  inventario  otorgada  por  D.  Joa- 
quín Pnigferr#)r  y  Suler  se  manifiesta  que  por  otra  de  fecha  16  de  No- 
viembre de  1891,  ante  el  Notario  de  Barcelona  D.  Ignacio  Jaumandren, 
vendió  á  aquél  su  hermana  DofiA  Julia  la  parte  indivisa  que  le  corres- 
pondía en  la  herencia  de  sn  abuelo  D.  Manuel  Pnigferrer;  pero  no  apa* 
recieodo  tal  escitura  en  el  expediente  del  recurso,  deberá  presentarse 
en  el  Registro  para  que  pueda  practicarse  la  correspondiente  inscrip- 
ción previa,  é  inscribirse  luego  los  bienes  á  nombre  del  citado  D.  Joa- 
quín, seRÚn  se  ha  solicitado; 

E>fta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada, 
en  cnanto  declara  que  la  escriturado  inventario  objeto  del  recurso  se 
halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  legales,  pero  eotendién- 
dose  que  para  su  Inscripción  será  necesario  presentar  la  expresada  es 
eritura  de  venta  de  parte  del  derecho  hereditario  otorgada  por  Dofia  Jo- 
lia  Pnigferrer  á  favor  de  su  hermano  D.  Joaquín,  y  qne  en  el  asiento 
correspondiente  deberá  insertarse  íntegramente  la  cláasnla  testamenta- 
ria que  ha  dado  lugar  á  la  misma,  y  consignarse  las  demás  eircnnatan- 
ciae  de  la  adjudicación  que  quedan  anteriormente  indicadas. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  oomanico  á  V.  L  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V,  I.  mnohos  afios.  Madrid, 
10  de  Diciembre  de  1906.=Bl  Director  general,  Javier  Qómes  de  la 
8drna.3ssSr.  Presidente  de  la  Aodltnoia  de  Barcelona. 
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Núm.  ie4.— TRIBUNAL  SUPREMO.— II  de  Diciembre, 
pabllcada  el  II  de  Maye  de  1908. 

Ca«íici6npor  infracción  db  hEY,^Entrega  de  oa/ortf «.--Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la  Com- 
Mñia  de  los  ferrocarriles  del  Sur  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  segundado  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Pedro  Cervera. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce: 

Que  modificado  eseneialmenie  el  carácter  de  loe  cupones  de  obü' 
§aeiones  hipotecarias  emitidas  por  una  Sociedad  para  ser  después  de 
presentada  la  misma  en  estado  de  suspensión  de  pagos  y  según  con- 
venio con  sus  acreedores  canjeados  por  vales  de  menor  valor  repre» 
sentantivo  que  debían  hacerse  e/ectivos  sin  restricción  de  tiempo 
Juera  del  legal,  esmaniñesto  que  los  tenedores  de  aquellos  sólo  te- 
nían el  derecho  de  conversión,  cuya  prescripción,  para  ejercitarle  no 
cae  dentro  de  los  términos  del  art.  350  del  Código  de  Comercio  por 
ser  notoriamente  extraño  al-  normal  y  ordinario,  toda  ves  que  elle* 
gislador,  para  determinar  en  aquél  la  especial  de  tres  años,  tuvo  en 
cuenta  la  naturalesa  de  la  acción  que  de  ella  Me  derivaba,  pues  en- 
tender otra  cosa  implicaría  una  verdadera  contradicción  con  el  he* 
eho  de  la  suspensión  de  pagos,  ya  que  la  entrega  de  los  vales  era  pre- 
cisamente para  diferirla: 

Que  observándose  la  expretada  doctrina,  no  se  infringen  las  le» 
yes  17,  libro  8P,  tít.  43  del  Código  de  Justiniano;  36,  párrafo  2.^,  ü* 
bro  46,  tít.  3.^  del  Digesto;  la  ley  18,  tít.  1.^,  libro  10  de  la  misma  Re» 
copilación,  ni  los  arts.  1170,  1281, 1283  y  1969  del  Código  dvil  y  57 
f  350  del  de  Comercio. 

En  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  11  de  Diciembre  de  1906,  en  el  ]alcio 
declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instan- , 
da  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  territorial  de  la  miema  por  D.  Pedro  Oervera  Estela,  ve- 
eUio  de  esta  ciudad  contra  la  Compafiia  de  los  Caminos  de  Hierro  del 
Bar  de  Espafia,  domiciliada  en  esta  capital,  sobre  entrega  de  vales  en 
equivalencia  de  unos  cupones;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Ju* 
lUn  Mufioz  y  Miguel,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Bartolomé  Bosch 
y  Fnlg,  en  nombre  de  la  Oompefiía  demandada;  habiendo  comparecido 
el  recurrido  representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Soto  y  Hernándes  y 
defendido  por  el  Letrado  D.  Pablo  García  de  la  Barga: 

Besultaodo  que  la  Oompafiía  de  los  OamiDOs  de  Hierro  del  Sur  de 
Espafia  emitió  en  6  de  Diciembre  de  18^0,  96.000  obligaciones  hipoteca- 
lias  al  portador  de  600  pesetas  ó  francos  nominales  cada  una,  sefialadas 
con  los  DÚmeros  1  al  06.000,  fecha  26  de  Junio  de  1889,  con  interés  de  16 
pesetas  ó  francos  anuales  cada  obligación,  pagaderas  por  semestres  el  1.^ 
de  Abril  y  1.^  de  Octubre  de  cada  afio,  habiendo  adquirido  D.  Pedro  Oer- 
vera y  Estela  67  series  de  los  cupones  10  al  16,  pertenecientes  á  las  obli- 
gaciones oúms.  84.801  á  S4.867,  que  representaban  un  valor  nominal  de 
3.617  pesetas  60  céntimos,  cuyos  vencimientos  estaban  escalonados  por 
semestres  desde  1.®  de  Octubre  de  1894  á  1.^  de  Octubre  de  1897: 

Besnitando  que  dicha  Compafiia  fué  pagando  puntualmente  los  cu- 
penes  1  al  9,  hasta  que  en  18  de  Diciembre  de  1894  se  presentó  en  estado 
TOlfO  106  69 
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de  Buapenslón  de  pagos,  proponiendo  á  ene  acreedorea,  y  enlre  ellM  á 
los  obligaciouletas,  un  convenio,  que  faé  aprobado  por  anto  de  4  de  Abril 
de  1896,  y  en  el  que  se  oonelgaó,  entre  otrog^  el  aigniente  articalo: 
8.^  Loa  ctiponeB  núms.  10  al  16  inclnsive  ee  reembolsarán  A  la  par  ó  por 
adjudicación  páblica,  como  se  dirá  más  adelante.  Estos  capones  se  oor- 
taran  á  bu  vencimiento,  y  á  los  portadores  de  10  cupones  les  serán  en- 
tregados vales  de  76  francos  ó  pesetas.  Se  crearán  siete  series  de  vales 
denominados:  A,  para  el  vencimiento  de  1.^  de  Octubre  de  1894;  B,  para 
el  de  1.0  de  Abril  de  1896;  C,  para  ei/de  !.•  de  Octnbre  de  1896;  D,  para 
el  de  l.<>  de  Abril  de  1896;  E,  para  el  de  1.^  de  Octubre  de  1896;  F,  para 
el  de  1.°  de  Abril  de  1897,  y  (7,  para  el  de  1.^  de  Octubre  de  1897.  Estas 
series  se  emitirán  sucesivamente  conforme  vayan  venciendo  loe  copones 
eorrespondientes.  Estos  vales  no  producirán  interés  y  dan  simplemente 
derecho  al  reembolso  en  el  mismo  orden  de  las  series  y  en  las  condielo- 
nes  que  se  indicarán  más  adelante: 

Reauitaado  que  celebrado  acto  de  conciliación,  sin  aveoeneia,  D.  Pe- 
dro Cdrvera  y  Estela  dedujo  en  esta  corte,  con  fecha  27  de  Abril  de  1904, 
demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  qne  fué  repartida  al 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina,  contra  la  Oom- 
pafiía  de  Oaminos  de  Hierro  del  Sor  de  Espafia,  alegando,  además  de  loe 
hechos  expuestos:  qne  en  la  jonta  general  extraordinaria,  qne  tuvo 
logar  el  16  de  Septiembre  de  1898,  on  grupo  de  Interesadoe  propuse  un 
nuevo  convenio,  qne,  aprobado  per  la  junta,  se  tramitó  para  tener  san- 
ción legal,  en  el  Juzgado  de  la  Inclusa,  sin  haber  obtenido  aún,  por  di- 
laciones del  procedimiento,  la  aprobación  judicial;  que  en  el  art.  6.^  de 
ese  proyecto,  de  los  6.080.840  pesetas  en  vales  en  circulación,  correa- 
pondientes  á  los  antiguos  cupones,  ee  convertían  en  acciones  5  millonee 
de  pesetas,  y  las  80.340  restantes  se  anulaban,  comprándolas  por  medio 
de  subasta  al  mejor  postor,  y  en  el  art.  6.^  se  dejaban  sin  efecto  loe  an- 
teriores convenios  entre  la  Compaílía  y  sus  acreedores;  que  ai  tener  co- 
nocimiento que  la  Oompafiía  consideraba  prescritos  los  cupones  referi- 
dos, se  presentó  á  canjearlos  por  los  vales  que  aquélla,  en  cumplimien- 
to de  la  cláusula  8.^  del  convenio,  debía  tener  en  su  poder,  siéndole  ne- 
gado su  canje,  alegándose  la  prescripción,  é  invocando  les  artículos  1091, 
1266,  1208,  núm.  l.^*;  1204  y  1964  del  Código  civil;  les  987,  67,  960,  94S 
y  9 14  del  de  comercio,  y  el  art.  12  de  la  ley  de  12  de  Noviembre  de  186$ 
■obre  quiebras  de  las  Óompafiías  de  ferrocarriles,  suplicó  se  declaraee 
que  la  Oompafiía  de  los  Oaminos  de  Hierro  del  Sur  de  Espafia  venia 
obligada  á  entregarle  los  vales  que  debtan  obrar  en  sn  poder,  con  arre- 
glo á  la  cláusula  8.^  del  convenio  aprobado  judicialmente  en  4  de  Abril 
de  1896  correspondientes  á  loe  cupones  que  acompafiaba,  condenáadola, 
en  su  consecuencia,  á  la  entrega  de  dichos  vales,  con  expreea  impoei- 
ción  de  costas: 

Resultando  que  la  Oompafiía  de  los  Caminos  de  Hierro  del  Sur  de 
España  cont'^stó  á  la  demanda,  alegando:  "^ue  desde  que  fué  aprobado  el 
convenio,  ios  tenedores  de  obligaciones  vinieron  percibiendo  el  importa 
de  sus  cupones  á  la  fechado  caia  vencimiento  en  la  forma  determinada 
en  el  art.  8.^,  recibiendo  en  pago  vales  por  valor  de  76  pesetas  ó  f  raneoa 
cada  nno;  qae  Ior  cupones  números  10  al  16  de  las  obligaciones  núme- 
ros 84.P01  á  34.867  no  fueron  presentados  al  cobro  en  las  fochas  de  sne 
respectivos  vencimientos  ni  dentro  de  los  tres  afios  signientes  á  cada 
nno  de  ellos,  y  si  quería  entenderse  qne  el  derecho  á  reclamar  el  pago 
da  estos  cupones  por  medio  de  vales  no  empezaba  hasta  el  4  de  Abril 
da  18i}6,  en  que  faé  aprobado  el  convenio,  resultaba  qne  los  tree  afioe 
para  el  paj^o  en  vales  ñuían  en  las  fechas  siguientes:  cupones  númeree 
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10, 11, 13  7  18,  en  Abril  de  1899;  cupón  núm.  14,  en  Ostnbre  de  1899; 
copón  núm.  16,  en  Abril  de  1900,  y  cnpón  núm.  16,  en  0!tnbre  de  1900; 
qne  existía  ceoformldad  entre  lae  partee  respecto  á  que  ios  ezpresadee 
enpenes  no  se  hablan  presentado  al  cobro  antes  de  las  citadae  íechae,  y 
ann  cuando  en  la  demanda  no  se  exprenaba  cuándo  tuvo  lugar  en  pre* 
lentadón,  de  sns  términos  se  deducía  que  fué  con  posterioridad  al  afie 
da  1900,  por  tb  que  la  Compafiía,  considerándolos  prescritos,  se  negó  á 
satislacerloe  no  entregando  loe  vales;  que  era  cierto  que  en  la  junta  ge- 
neral extraordinaria  que  tuvo  lugar  en  16  de  Septiembre  de  1898  se  pro* 
puso  un  nuevo  convenio,  que  fué  aprobado  por  la  junta  de  acoioniotae; 
pero  no  que  por  ello  suspendiera  pagos,  sino  que,  por  el  contrario, 
la  Oompafiía  solicitó  del  Tribunal  la  aprobación  de  aquel  nuevo  proyec* 
tode  convenio,  acogiéndose  á  las  prescripciones  de  la  ley  de  13  de  Sep- 
tiembre de  1896,  que  permitía  á  las  Compañías  proponer  convenios  á  ene 
acreedores  sin  suspender  pagos  ni  depositar  el -sobrante  de  sns  ingresos, 
habiendo  continuado,  mientras  el  expediente  se  sustanciaba,  satisfa- 
ciendo loe  cnpones  que  se  presentaban  al  cobro,  entregando  los  vales  in- 
dicados con  arreglo  al  art.  8.^  del  convenio  aprobado  en  18tí6,  sin  que 
pudiera  ser  de  otra  manera,  puee  en  el  nuevo  se  respetaba  el  valor  real 
que  dichos  valores  tenían,  proponiendo  su  tranformación  en  aooiones, 
to  que  indicaba  que  dichos  valee  debían  estar  en  poder  de  los  antiguos 
tenedores  de  cupones;  y  excepcionando,  en  su  virtud,  la  prescripción, 
que  apoyó  en  los  artículos  844  y  860  del  Código  de  comercio,  y  negando 
aplicación  al  caso  á  los  del  civil,  citaoos  de  contrario,  suplicó  se  le  absol- 
viera de  hi  demanda,  con  las  costas  al  actor: 

Resultando  que  al  replicar  D.  Pedro  Oervera  insistió  en  sus  preten- 
siones y  alegaciones,  admitiendo  las  de  la  contestación,  que,  á  su  juide, 
en  nada  se  oponían  á  las  de  la  demanda,  puesto  que  sólo  diferían  en  al 
gúu  detalle,  y  afiadiendo  que  el  convenio  propuesto  en  la  Junta  de  1898 
empexó  á  tramitarse  con  arreglo  á  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1896; 
paro  D.  Mariano  Arana  y  Rivera,  obligacionista  de  la  Compafiía,  pidió 
la  anulación  de  lo  actuado,  por  creer  inaplicable  la  citada  ley-,  y  que  de- 
bía sujetarse  la  aprobación  del  convenio  á  los  trámites  que  regían  para 
las  suspensiones  de  pagos  de  las  Compafiías  de  ferrocarriles,  como  así  le 
estimaron  el  Juagado  y  la  Audiencia  primero,  y  el  Tribunal  Supremo 
después,  en  sentencia  de  18  de  Octubre  de  1900,  que  adicionó  á  los  fun- 
damentos legales  de  la  demanda;  y  duplicando  la  Compafiía  doman* 
dada,  alegó:  que  los  cupones  á  que  se  refería  la  demanda  venían  suje- 
tos á  su  canje  por  vales  desde  1894  á  1897,  unos  en  1.^  de  Octubre 
y  otros  en  1.^  de  Abril;  que  en  Octubre  de  1900  no  se  había  presen* 
tado  ninguno  de  dichos  cupones  al  cobro  ó  canje  por  vales,  quedando, 
respectivamente,  transcurridos  los  tres  afios  á  contar  desde  la  fecha 
de  sn  respectivo  vencimiento,  y  así  esos  tres  afios  expiraron  en  los 
días  1.®  de  Octubre  y  l.o  de  Abril  de  1897  á  1900;  que  la  nueva  suspen- 
sión de  pagos  no  tuvo  lugar  hasta  1901,  cuando  ya  habían  transcurri- 
do los  tres  afios  de  vencimiento  de  todos  los  cupones  reclamados;  que 
al  sogerse  la  Oompafiía  á  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1^96  no  anspec- 
di  pegos,  sino  que  continuó  pegando  cnpones  con  vales  conforme  se 
pi  entaban,  y  si  el  actor  los  hubiera  presentado,  se  le  habrían  eatlsfe- 
et  los  vales  que  reclamaba;  que  la  oposición  de  D.  Mariano  Arauzera 
la  izón  más  poderosa  para  demostrar  que  no  tnvo  tal  saspenc^lón,  y, 
pe  tanto,  el  actor  pudo  reclamar  el  importe  de  sus  cupones  h<isita  1900, 
pt  to  que  aqnélla  no  vino  hasta  1901;  y,  por  último,  r(*produ|o  los  fnn- 
df      ntos  legales  y  súplica  de  su  escrito  de  contestación: 

■ultando  que  estimado  por  las  partes  innecesario  el  recibimiento  á 
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prueba,  se  anstanció  el  pleito  por  loe  demás  trámites  correspondieste» 
de  las  dos  instaDcias,  y  en  18  de  Enere  de  1906  dictó  sentencia  confirma- 
toria la  Sala  segunda  de  lo  cítíI  de  la  Audiencia  territorial  de  esta  cor- 
te» desestimando  la  excepción  de  prescripción  opuesta  ala  demanda  per 
la  Oompafiía  de  los  Caminos  de  Hierro  del  Sur  de  Espsfia,  declarando- 
que  viene  obligada  á  entregar  al  demandante  los  vales  que  debían  obrar 
en  su  poder,  con  arreglo  á  la  cláusula  8.^  del  convenio  aprobado  judicial- 
mente en  4  de  Abril  de  1896,  correspondientes  á  los  copones  presenta- 
dos con  la  demanda,  j  condenando,  en  su  consecuencia,  á  las  citada» 
Compañías,  con  las  costas  de  la  alsada,  á  que  entregue  los  referidos  va» 
les  á  D.  Pedro  Cervera,  sin  bacer  expresa  imposición  de  las  costas  del 
pleito; 

Resultando  que  con  depósito  de  l.OCO  pesetas,  la  Oompafiía  de  lea 
Caminos  de  Hierro  del  Sur  de  Espafia  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
por  iníraeción  de  ley,  fundado  en  los  nóms.'l.^  y  7.^  del  art.  169S  de  \ti 
de  Eojoiciamiento  civil,  pof  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Por  infringir  la  sentencia  recurrida  el  art.  860  del  Código* 
de  Comercio,  que  declara  extinguidas  las  acciones  procedentes  de  lee 
cupones  y  amortisación  de  las  obligaciones  por  el  transcurso  de  trea 
afios,  al  dejar  de  aplicarlae  al  ««aso  de  autos,  en  que  transcurrieron  más 
de  tres  afios,  sin  que  el  tenedor  de  los  cupones  objeto  de  la  demanda 
utllissra  ninguna  de  las  acciones  derivadas  de  los  mismos: 

Segando.  Porque  el  fallo  recurrido,  al  entender  que  la  prescripción 
del  cupón  es  aplicable  sólo  al  pago  del  mismo,  infringe  el  citado  art.  860^ 
toda  ver  que  éate  es  terminante  y  declara  extintas  todas  las  acciones  na- 
cidas del  cupón,  sin  distinguir  cuáles  sean  ni  siquiera  si  proceden  de  Im 
ley  ó  del  pacto;  y  en  el  presente  caso  por  el  convenio  quedó  pactado  que 
el  cupón  se  canjearía  por  el  vale,  quedando  en  tal  sentido  prescrita  la 
acción  para  pedir  ese  canje  á  los  tres  afios,  contados  desde  la  fecha  en 
que  nació  el  derecho  á  pedirlo: 

Tercero.  Porque  la  sentencia  recurrida  infringe  los  arta.  67  del  Oódi* 
go  de  Comercio,  1381  y  1288  del  civil  y  las  sentencias  de  9  de  Noviembra 
de  1887  y  18  de  Febrero  de  1902,  que  determinan  que  los  contratos  se 
ejecutarán  de  buena  fe,  sin  tergiversar  con  interpretaciones  arbitrarias 
el  sentido  recto,  propio  y  usual  de  las  palabras  dichas  y  escritas  ni  res- 
tringir los  efectos  que  se  derivan  del  modo  como  los  contratantes  hnbie-^ 
ran  explicado  su  voluntad,  y  que  para  juagar  la  intención  habrá  que 
atenerse  á  los  actos  de  los  mismos  contratantes,  dando  lee  la  significación 
que  las  partea  quisieron  que  tuvieran,  al  sostener  en  sus  considerandos 
tercero  y  cuarto  que  la  operación  de  contar  los  cupones  y  canjearlos  era 
paramente  mecánica  y  oficinesca,  tergiversando  así  arbitrariamente  el 
sentido  recto  y  asnal  de  las  palabras  del  contrato  y  desviando  los  efec» 
tos  jurídicos  qne  de  él  se  derivan  naturalmente,  toda  ves  que  el  canje 
del  cupón  por  el  vale  creaba  nuevos  derechos  y  derivaba  nuevas  acciones, 
no  podiendo  ser  intención  de  las  partes  crear  un  derecho  sobre  el  que  no 
corriera  la  prescripción; 

Coarto.  Por  infringir  el  mismo  fallo  el  art.  1969  del  Código  civil,  qne 
regula  de  una  manera  general  el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda 
clase  de  ficciones,  qne  se  cuenta  desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse, 
toda  vez  que  olvida  ese  precepto,  negando  la  existencia  de  la  excepción 
de  prescripción,  pnes  fijado  en  el  convenio  que  los  cupones  debían  cor* 
tarse  á  sn  vencimiento  y  canjearse  por  vales,  el  término  de  la  prescrip- 
ción del  derecho  al  canje,  del  cual  nace  la  acción  derivada  de  la  tenencia 
del  cupón,  empezó  á  correr  en  la  fecha  expresada,  y  transcurridoa  leo 
tres  afios,  quedaba  extinguida  la  acción  para  pedir  el  canje; 
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Porque  temblén  infringe,  al  no  apreciar  la  preeoripeióiiy  el 
»1  Código  civil,  en  concordancia  con  la  lej  18,  tit.  1.®,  libro  10 
lima  Recopilación;  las  leyes  17,  libro  8.®,  tlt  48  del  Código, 
io  2.°,  libro  46,4it.  M.^  del  Dlgeeto,  qne  dan  efectos  jaridioos 
i  sólo  á  la  moneda,  sino  á  cualquiera  documento  que  produioa 
de  tal,  ^i  el  deudor  ee  conformase  en  recibir  otra  cosa  dife- 
gar  de  la  deuda  ó  hubiese  sido  objeto  de  convenio  posterior* 
brado,  en  cuyo  sentido  el  canje  del  cupón  por  el  vale,  según 
>,  produce  los  efectos  de  pago,  por  cuanto  con  el  convenio  se 

furma  de  p¿go,  pero  no  el  plazo,  y  por  eso  el  tenedor  de  eti- 
a  cobrar  con  el  vale,  naciendo  ese  derecho  el  día  del  venoi- 
cada  cupón;  y 

Por  incurrir  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  hecho  y  de  de* 
litante  de  documentos  auténticos,  al  apreciar  en  el  contide- 
lero  de  la  sentencia  que  los  cupones  quedan  sin  valor  y  que 

la  prescripción  de  los  vales,  siendo  asi  que  los  cupones  no 

valor,  pues  de  ellos  nace,  en  virtud  del  convecio,  el  derecho 
»cibiendo  los  vales  en  la  forma  de  cobro  convenida,  y  tam« 
ta  de  la  prescripción  de  loe  vales,  sluQ  de  la  del  cupón,  lo  qne 
)r  completo  el  criterio  de  la  Sala:  t 

lleudo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
irando  que  modificado  esencialmente  el  carácter  de  los  cnpe- 
sonvenio  de  4  de  Abril  de  1896  suspendiendo  su  pago  para  ser 
ujeados  por  vales  de  menor  valor  representativo,  que  debían 
ctivos  sin  restricción  de  tiempo  fuera  del  legal^  es  manifiesto 
odores  de  aquéllos  sólo  tenían  el  derecho  de  conversión,  cuya 
n  para  ejercitarle  no  cae  dentro  de  los  términos  del  precepto 
rt.  »60  del  Código  de  comercio,  por  ser  notoriamente  extrafie 
y  ordinario,  toda  vez  que  el  legislador,  para  determinar  en 
pedal  de  tres  afios,  tuvo  en  cuenta  la  naturaleza  de  la  acción 
s  se  derivaba,  pues  de  otra  suerte  la  doctrina  sentada  por  el 
implicaría  una  verdadera  contradicción  con  el  hecho  de  la 
de  pago,  ya  que  la  entrega  de  los  vales  era  precisamente  para 

ipando  que,  esto  sentado,  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar  la 
de  D.  Pedro  Oervera  condenando  á  la  Compañía  demandada 
los  cupones  en  la  f  arma  qne  determina  el  convenio  de  qne 
>  mención,  no  infringe  ninguna  de  las  disposiciones  legales 
ican  en  los  seis  motivos  del  recurso,  porque  todos  ellos  se 
la  supuesta  infracción  del  art.  860  del  Código  mercantil, 
queda  demostrado,  carece  de  aplicación  al  caso  de  autos  re- 
prescripción  ordinaria: 

)9  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
sación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la  Oompaftfa  de 
is  de  Hierro  del  Sur  de  España,  á  la  que  condenamos  al  pago 
16  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  ha  constituido,  qne  se  dia- 
1  arreglo  á  la  ley;  y, líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la 
a 'correspondiente,  con  devolución  del  epuctamiento  que  hm 

esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
asertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto 
lerpsarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8j=JoBé 
,=E1  Magistrado  Sr.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar: 
lecoa.=  Vntonio  Alonso  Cas8fía.=Ildefonso  López  Aranda.= 
'roeta.=Pederico  Monsalve.=GamUo  María  Gnllón. 
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Pablicación.ssLeida  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  e( 
Bzciño.  8r.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  del  Tribunal  Snpremo^ 
celebrando  andienoia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mtsmo  en  el  día  áe- 
hoy,  de  qae  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  miema. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1906.=Licenciado  Jorge  Martines.     ^ 


£^úm.  xas.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I2  de  Dlolemkre, 
publicada  el  28. 

CoMPETBNcrA.— /2e/i(¿£c¿dn  de  cuentas. —SenienciB,  decidiendo  en 
favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital^ 
de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  La  Unión^ 
acerca  del  conocimiento  del  juicio  promovido  por  D.  Pedro  Pa- 
gan contra  D.  Pío  Wandosell. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  86  ostablece: 

Que  según  el  art.  66  de  la  ley  procesal^  es  JueM  competente  para 
conocer  de  la  demanda  aquel  á  quien  las  partes  se  sometieron  ex- 
presamente en  el  titulo  de  donde  el  actor  aerioa  su  derecho: 

Que  si  bien  el  desconocimiento  de  este  precepto  supone^  por  re* 
gla  general^  la  temeridad  de  quien  le  contrartUy  excluyen  la  apre  • 
dación  de  esta  las  circunstancias  que  impliquen  alguna  complejidad- 
y  confusión  nacidas  de  los  antecedentes  del  caso. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  la  com- 
peteneia  pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  ioblbitoria  propuesta  por  el 
Jnea  de  primera  instancia  de  La  Unión  al  de  igual  clase  del  distrito  del 
Hospital  de  esta  corte,  en  el  conocimiento  del  juicio  declarativo  de  ma» 
yor  cuantía  promovido  ante  el  segundo  de  dichos  Juagados  por  los  cón- 
yuges D.  Pedro  Pagan  Ayuso  y  Doña  Soledad  Morera  y  Oalmarlno,  pro- 
pietarios y  vecinos  de  Murcia,  aunque  con  residencia  en  Madrid,  contra 
D.  Pío  Wandosell  y  Gil,  propietario  y  vecino  de  La  Unión,  sobre  rendi- 
ción de  cuentas  y  otros  extremos,  estando  representado  y  defendido  por 
el  Procurador  D.  Luis  Montiel  y  Bonache  y  el  Letrado  l>.  Trinitario 
Bnia  Capdepón,  estándolo  Pagan  y  su  esposa  por  el  Procurador  D.  Oeie* 
donio  Liópes  Sbrranillos  y  el  Letrado  D.  Antonio  Barrachina. 

Besnltando  que  en  24  de  Marzo  del  corriente  afio,  y  ante  el  Juagad» 
de  primera  iustancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  los  cónjugee 
D.  Pedro  Pagan  y  Ayuso  y  Dofia  Soledad  Morera  y  Calmarino  dedujeron 
demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Pío  Wando- 
sell y  Gil,  relacionando  en  lo  sustancial  los  bechos  siguientes:  que  por 
escritura  otorgada  en  Murcia  ante  el  Notario  D.  Juan  de  la  üierva  y  Soto 
á  81  de  Enero  de  1886,  los  propietarios  que  formaban  la  Sociedad  La 
Amistad  para  la  explotación  de  la  mina  de  plomo  argentífero  denomi- 
nada Talia^  enclavada  en  término  de  Mazarrón,  la  arrendaron  al  demaa* 
dado  D.  Pío  Wandosell  y  Gil  bajo  ciertas  condiciones  y  cláusulas,  entr» 
ellas,  las  de  que  el  arreodamiento  se  dividiría  en  100  acciones,  de  las 
que  los  propietArlos  obtendrían  un  cierto  número  cada  uno  á  cambio  de 
los  beneficios  que  les  correspondiese,  y  que  la  dirección  y  administra» 
ción  del  negocio  quedaría  á  cargo  del  arrendatario  Wandosell;  que  ini* 
ciado  ya  en  la  escritara  mencionada  el  convenio  de  formación  de  una 
Sociedad  para  el  b-ceficlu  del  arrendflmieijto  de  la  mina,  vino  á  recono- 
cerse y  íoirnaí izarse  p^co  denpuéH  en  Mík  nd  pur  ütri*  escrltnra  ante  el 
Notario  D.  £dtebun  Samaniego  en  16  de  Mtiju  de  1885,  en  virtud  de  la 
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enrnl  quedó  definitivamente  dividido  el  arrendamiento  en  100  aeclonea, 
qne  repartldaa,  vinieron  A  corresponder  en  número  de  36  A  D.  Emilio 
Morera  j  Pone  y  D.  Pedro  Pagan  y  Ayoso,  qaienes  las  dividirían  entre 
ai  en  proporción  A  ana  reapectivaa  participa cionee  en  la  propiedad  de  la 
mina,  reaeivAndoae  el  demandado  cierto  número  de  acciones  A  máa  de 
la  dirección  y  admlniatr ación  del  arriendo,  según  en  principio  se  habla 
eobvenido;  qne  en  la  clAaanla  9.*  de  dicha  escritnra  de  16  de  Mayo  de 
1886  ae  señaló  la  villa  de  Madrid  como  domicilio  para  todoa  los  eíectoa 
A  qne  la  misma  diera  lugar,  con  aumisión  expresa  A  ana  Juagados  y  Tri- 
bunalea,  j  renuncia  de  todo  otro  fuero;  que  por  cesión  que  de  sus  accio- 
nea  posteriormente  hizo  D.  Emilio  Morera  A  favor  del  actor  D.  Pedro 
PagAu,  éste  quedó  duefiq  exclusivo  de  lae  96  acciones  que  A  ambos  ha« 
bian  correspondido  conjuntamente;  que  Dofia  Soledad  Morera,  mujer  del 
actor,  tenía  un  interés  en  el  arrendamiento  de  la  mina  de  10  accionea, 
que  le  faeron  cedidas  por  el  demandado  en  documento  fecha  81  de  Mario 
de  1890;  que  en  la  repetida  escritora  de  Mayo  del  86,  el  demandado  se 
obligó  A  abrir  un  crédito  A  PagAn  y  A  Morera  A  cambio  del  derecho  de 
aquél  A  retirar  todos  loa  minerales  desde  la  fecha  de  la  inscrif»tiión  de 
la  escritura  de  arriendo,  de  lo  que  se  habían  producido  entre  ambas  par- 
tea cuentee  anuales  explicativas  del  valor  de  los  minerales  retirados  por 
Wandosell  y  del  saldo  deodor  de  D.  Pedro  PagAn  y  D.  Emilio  Morera; 
qneenelafiode  1889  comenaaron  A  nacer  dificultades  en  las  cuentas 
rendidas  por  D.  Pío  Wandosell,  por  no  aparecer  en  el  Haber  de  laa  mia« 
mae  ciertas  partidaa  referentes  A  laa  acciones  del  arriendo,  é  incluir  en 
el  Debe'clertos  réditos  no  convenidos  A  las  euentaa  corrientea  de  los  de- 
mandadoa,  con  otras  inoidencias;'  que  en  Enero  de  1890  se  practicó  una 
liquidación  de  cuentas  entre  D.  Pedro  PagAn  y  D.  Pío  Wandosell,  de  la 
qne  resultó  un  aaldo  contra  el  primero;  que  ademAa  constaba  por  carta 
lechada  en  La  üoión  A  81  de  Marzo  de  1890,  firmada  por  Wandorell  y 
dirigida  A  PagAn;  que  vendidaa  oon  pacto  de  retro  por  D.  Pedro  Pf  gAn  A 
elerta  peraooa  diez  acciones  y  un  cuarto  de  acción  de  la  Sociedad  La 
Amiatad,  dnefia  de  la  mina  TaHa^  el  mismo  PagAn  cedió  posteriormente 
an  derecho  de  retrocesión  A  D.  Pío  Wandosell,  bajo  la  condición  de  que 
el  precio  devuelto  al  comprador  por  Wandosell  sería  reintegrado  A  éste 
een  los  productos  de  dichas  acciones,  y  una  vez  cubierto  en  esta  forma 
el  desembolso  hecho  por  el  demandado,  pasarían  talea  acciones  A  poder 
de  D.  Pedro  PagAn;  que  las  cuentas  llevadas  por  el  demandado,  en 
euanto  A  las  diez  y  un  cuarto  de  accionea,  contenían  cantidades  indebi- 
damente colocadas  y  no  percibidas,  aparte  de  la  confusión  de  dicha 
euenta  especial  con  las  generales  y  corrientes,  por  cuyos  motivos  no  ac- 
eedió  PagAn  A  admitírselas  al  demandado;  que  laa  miomas  y  anAlcgas 
irregnlaridadea  y  confualones  fueron  consignadas  por  Wandoaell  en  las 
cuantas  posteriores,  tanto  de  la  propiedad  como  del  arriendo  A  partido 
de  la  mina  Talia,  todo  ello  A  peaar  de  lae  variaa  reclamaciones  hechaa 
por  D.  Pedro  PagAn  al  objeto  de  que  aquél  rectificaae  sua  errores  en  laa 
repetidas  cuentas  relativas  A  loe  intereaeB  de  emboa  cónyugea  demandan - 
tea,  habiéndose  limitado  Wandosell  A  remitir  A  aquéllos  periódicamente 
eantidades,  defiriendo  las  opoitunaa  liquidaciones;  qpe  convencido  Pa- 
gAn de  qne  no  obtendría  amistosamente  la  liquidación  qne  deseaba,  de* 
cldió  esperar  A  que  finalizaae  el  contrato  de  arriendo  de  la  mina,  cele- 
brado por  tiempo  de  diez  y  ocho  afios  en  18^6,  como  se  ha  indicado;  pero 
aaí  laa  cosas,  tuvo  conocimiento  de  que  Wandosell,  A  eepalJne  de  sus 
eenaocioB  en  dicho  arriendo,  que  sólo  figuraba  A  iiombre  de  aqnél,  había 
otorgado  con  los  propietarios  de  la  mina  en  '¿S  de  Mayo  de  1902^  y  ante 
el  Notario  de  Madrid  D.  Teolindo  Soto,  escritura,  por  la  que  rescindía 
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y  dejaba  0in  efecto  el  arriendo  concedido  en  1886,  que  no  lermloate 
hasta  1904,  y  obtenía  á  su  favor  otro  nuevo  por  veinticinco  afios,  á  con* 
tar  desde  1.^  de  Mayo  de  1002;  y  qne  en  vista  de  la  maia  fe,  ya  maní- 
fiesta,  dei  demandado,  decidieron  ios  cónyuges  D.  Pedro  Pagan  y  Dofim 
Boledad  Morera  acndir  á  los  Tribunales  ai  objeto  de  qne  Wandoeeli  íaeni 
comptilido  ai  cQmpli miento  de  sos  deberes  de  consocio  y  administrador; 
alegaron  en  derecho,  en  cnanto  á  la  comnetencla,  el  art.  66  de  la  ley  de 
Eojaiciamiento  civil,  toda  vez  qne  existía  snoiisión  expresa,  según  la 
cláasnla  9.*  de  ia  escritura  de  arrendamiento  fecba  16  de  Mayo  de  1886, 
y  «1  art.  163  dei  mismo  Cuerpo  legal,  referente  á  la  acumulación  de  an- 
donee qne,  aun  procedentes  de  diversos  títulos,  no  sean  incompatibles; 
pidieroa  se  dictase  sentencia,  por  la  qne  se  condenase  al  demandado: 
1.°,  á  que  rindiese  cuentas  de  los  productos  que  hubo  de  retirar  corree- 
poodi^intes  á  las  acciones  e*i  la  propiedad  de  la  mina  Talia,  desde  la  úl- 
tima cuenta  aprobada  en  16  de  Euero  de  1890  basta  la  fecha  de  la  een- 
tencia;  2.^,  á  qne  igualmente  las  rindiera,  como  administrador  dei  arren- 
damiento á  partido  de  dicha  mina,  desde  que  la  Sociedad  formada  tomó 
posesión  de  ella  en  2  de  Abril  de  188o  hasta  que  por  la  escritura  de  38  de 
Mayo  de  1902  se  dejó  extioguido  dicho  contrato;  8.^,  que  asimismo  laa 
rindiese  del  nuevo  contrato  de  partido  desde  que  lo  obtnvo  en  28  de 
Mayo  de  1902  hasta  el  día  que  sea  firme  la  sentencia  que  se  dicte;  4/*,  á 
que  restituyese  á  D.  Pedro  Pagan  las  dieiy  un  cuarto  acciones  de  ia  Sa- 
ciedad La  Amistad,  otorarando  la  oportuna  escritura  y  bajo  la  base  de 
estar  reembolsado  con  los  productos  de  dichas  acciones  de  la  cantidad  á 
reintegrar  como  gastos  de  adquisición  de  las  mismas;  y  6.^,  qne  ee  de- 
clarare quo  el  nuevo  contrato  de  arrendamiento  celebrado  por  Wandoeeli 
era  ana  consecución  ó  prolongación  del  anterior,  y  obtenido  por  el  de- 
mandado para  los  mismos  socios  y  con  iguales  participaciones  qne  laa 
que  éatús  tuvieron  en  dicho  primitivo  arriendo,  y  acompafiaron  á  la  de- 
manda, eotre  otros  documeatos:  a,  copla  de  las  dáñenlas  de  ia  escritora 
de  arriendo  fecha  81  de  Baero  de  1886,  por  la  que  se  sometieron  ios  otor- 
gantes á  los  Juzgados  de  Murcia,  con  renuncia  de  otro  fuero  coalqniera 
que  fuere  el  qne  en  lo  sucesivo  les  correspondiese;  6,  copia  simple  de  la 
escritura  otorgada  en  16  de  Mayo  de  Igaal  afio,  que  consigna  somislóa 
á  los  Jasgados  de  Madrid,  con  renuncia  de  otro  fuero  para  cnaiqQlera 
actuación  ó  gestión  que  del  contrato  pudiera  dimanar;  e,  nn  documente 
privado,  con  fecha  de  La  Unión  á  81  de  Marzo  de  1890  y  firma  de  D.  Pío 
Wanlosalt,  en  el  que  éste  declara  ser  de  la  pertenencia  de  Dofia  Soledad 
Morera  19  acoioaes  de  las  100  de  qne  se  componía  el  arrendamiento; 
df  ua<i  carta  de  igual  fecha  y  lugar  que  el  documento  anterior,  firmada 
por  Waadosell  y  dos  testigos,  en  la  que  el  demandado  garantisa  á  don 
Pedro  Pagan  las  retrocesiones  de  varias  fincas  y  de  dles  y  un  cuarto  ae- 
oiones  en  la  propiedad  de  ia  mina  Talia;  e,  copia  simple  de  la  eacrltara 
de  nuevo  arriendo  de  la  mina,  fecha  28  de  Mayo  de  1902,  de  la  qne  apa- 
rece pactada  sumisión  á  los  Juzgados  de  Murcia;/,  y  varias  liquidacio- 
nes y  estados  de  cuentas  fechados  en  La  Unión,  sellados  nnos  y  firma- 
dos otros  por  Wandoeeli: 

Resultando  qne  efectuado  el  emplazamiento  por  medio  de  oficio  diri- 
gido al  Juzgado  de  primera  instancia  de  La  Uoión,  el  demandado  pro* 
movió  ante  el  miamo  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando 
en  concreto:  qne  la  escritura  f<^cha  16  de  Mayo  de  1886  fué  an  contrato 
adiciorial  al  celebrado  por  la  de  31  de  Enero  del  mismo  afio,  por  cnanto 
aquélla  80  contrajo  á  reotiñcar  ios  pactos  de  ésta  y  á  que  el  demandado 
abriese  un  crédito  á  sus  cootorgantes  D.  Emilio  Morera  y  D.  Pedro  Pe- 
gan, á  cambie  de  que  éstos  le  cediesen  los  productos  de  ene  partlcipaelo- 
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nes  respectlTas,  tanto  en  la  propiedad  como  en  el  derecho  de  arrenda- 
miento de  ia  mina,  y  qae  habiendo  quedado  firme  en  todo  la  eecritnm 
de  BnerO|  oólo  estableció  la  de  Majo  ia  eamieión  A  los  Josgadoa  de  Ma- 
drid para  ella  misma  y  sus  consecaenciae;  qne  de  la  otra  escritura  otor- 
gada ante  D.  Teolindo  Soto  en  Madrid  á  28  de  Mayo  de  1902,  nació  an 
nuevo  y  distinto  arrendamiento  de  la  mina  Talia^  en  el  que  se  estipnié 
la  sumisión  á  los  Juagados  de  Murcia,  como  en  el  contrato  caducado; 
que  cuantas  obligaciones  se  derivaban  del  docomento  privado  y  la  carta, 
fechados  ambos  A  SI  de  Mario  de  1890,  aparecían  constituidas  en  La 
UniOn,  donde  dichos  docnmentos  fueron  íor {¿alisados  y  firmados;  que 
todas  las  cuentas  practicadas  y  rendidas  A  Morera  y  PagAn,  y  despnée 
sólo  A  este  último,  lo  fueron  en  La  Uaión  durante  muchos  aflús  conse- 
cutivos, y  surtieren  todos  sus  efectos  entre  el  cuentandante  y  los  copar- 
tícipes, quienes  en  dicha  forma  las  recibieron;  que  constantemente  se 
llevó  la  administración  del  negocio  en  la  ciudad  de  La  Unión,  donde  se 
rindieron  las  cuentas  y  se  ordenaron  los  pagos  A  los  partícipes;  y  qne, 
contra  lo  qne  afirmaba  la  parte  actora,  no  teuía  derecho  ésta  A  acumular 
en  en  demanda  las  acciones  qne  ejercitaba,  pues  todas  procedían  de  orí- 
genee  diversos  y  tenían  varia  transcendencia,  y  ninguna  de  la  repetida 
escritura  dé  16  de  Mayo  de  1886;  invocó  «u  apoyo  de  su  petición  el  ar- 
tículo 66  y  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  loa 
artículos  606,  1264  y  1268  del  Oódigo  civil;  y  las  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  fechas  9  de  Octubre  de  1884,  1.^  de  Julio  de  1697  y  21 
de  Marao  de  1899,  y  pidió  al  Juagado  se  declarase  competente  para  cono> 
eerde  la  demanda,  y,  en  su  virtud,  requiriese  de  inhibición  al  del  die- 
trito  del  Hospital  de  Madrid,  con  imposición  de  costas  A  la  parte  actora: 
Resultando  que  el  Juez  d«^  primera  instancia  de  La  Uoión,  de  confor- 
midad con  el  Ministerio  fiscal  pronunció  en  80  de  Mayo  último  auto  in- 
hibitorio, en  el  que  consignó  como  fundamentos:  que  en  la  demanda 
ee  ejercitalian  seis  acciones,  distintas  todas  de  su  naturalesa  personal, 
y  derivadas:  la  primera  y  eegunda,  de  la  carta  de  81  de  Marzo  de  1890, 
«nscrita  por  D.  Pío  Wandoseii  y  dirigida  A  D.  Pedro  PagAo;  la  tercera, 
de  la  escritura  de  arrendamiento  de  81  de  Enero  de  1886;  la  cuarta,  de 
osta  escritura  y  de  la  de  28  de  Mayo  de  1902;  la  quinta  y  sexta,  del  re- 
•nitado  que  obtuvieron  las  anteriores  escrituras;  que  tales  acciones  na 
habían  nacido,  como  pretendía  la  parte  actora,  de  la  escritura  de  16  do 
Mayo  de  1886,  porque  aparte  de  que  en  é«ta  D.  Pedro  PagAn  no  pudo  lí- 
citamente concertar  la  sumisión  y  renuncia  del  faero  del  domicilio  da 
Morera  y  Pona  por  no  haberle  otorgado  éate  facultades  para  ello  en  el 
poder  que  le  confirió,  era  lo  cierto  que  dirigidas  principalmente  las  ae- 
ctónes  ejercitadas  A  obtener  del  demandado  la  rendición  de  cuentas  coma 
administrador  del  arrendamiento  de  la  mina  Talia^  y  habiendo  renun* 
ciado  D  Pedro  PagAn  y  D.  Emilio  Morera  A  las  86  acciones  que  Wan- 
doseii les  había  cedido,  renuncia  que  constaba  de  la  escritora  otorgada 
on  Madrid  A  2  de  Diciembre  de  1886,  no  tenían  participación  alguna 
como  consocios  de  Wandoseii  en  dicho  arrendamiento,  sino  qne  en  toda 
caso  había  nacido  su  derecho  de  la  escritura  de  81  de  Enero  de  1886,  por 
ia  que,  como  consocios  de  La  Amistad,  dieron  en  arrendamiento  la  mina 
al  demandado,  y,  por  tanto,  la  rendición  de  cuentas  exigida  A  éste  como 
arrendatario  debió  Intentarse  ante  los  Tribunales  de  la  clndad  de  Mur- 
cia, A  los  cuales  se  habían  sometido  los  otorgantes  de  la  última  expre- 
sada escritura  y  los  de  la  de  fecha  28  de  Mayo  de  1903,  secuela  de  aquélla; 
que  demostrada  la  Incompetencia  del  Juzgado  del  Hospital  de  Madrid 
para  conocer  de  la  demanda  por  razón  de  la  sumisión  de  las  partes,  ocu- 
rría lo  propio  si  se  tenía  en  cuenta  la  naturaleza  de  las  acciones  ejercí* 
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tad«B,  perqué  segiiii  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjaiciamlento^ 
ciYil,  Qerá  Jaez  competente,  en  primer  término,  para  el  ejercicio  de  ac- 
oionea  personales,  el  del  lugar  en  qne  deba  camplirse  la  obligación;  y 
tratándose  en  el  jnicio  de  la  rendición  de  cnentas,  reclamada  al  arrenda- 
tario por  ano  de  los  copartícipes  de  la  propiedad,  y  no  estando  determi- 
nado en  los  contratos  de  arrendamiento  el  logar  en  que  dichas  enentae 
deban  rendirse,  era  evidente  qne  se  había  de  estar  al  domieillo  del  de» 
mmndado,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  art.  1171  del  Código  civil 
ym  qne  el  actor  no  eligió  la  clndad  de  Mnrcia  para  el  cumplimiento  del 
contrato,  ni  emplazó  al  demandado  en  Madrid,  sino  en  La  Unión;  qne  el 
se  atendía  á  la  regla  2.^  del  art.  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
había  de  determinarse  la  competencia  por  el  lugar  donde  se  deeempe- 
liaba  la  administración  de  los  bienes,  el  cual  no  era  otro  qne  La  Unión, 
tanto  por  ser  el  domicilio  de  quien  debía  rendir  cuentas,  como  porque 
en  él  aparecían  rendidas  otras  anteriores  sin  protesta  de  la  parte  actorm, 
según  liquidaciones  que  esta  misma  acompafió  á  la  demanda,  y  toda  ves 
qne  además  no  se  determinó  en  los  contratos  de  Enero  y  Mayo  de  1881 
y  Mayo  de  1902  el  logar  en  que  el  demandado  habría  de  rendir  las  cuen- 
tae  expresadas;  que  habiendo  sido  dividido  en  acciones  el  arrendamiento 
de  la  mina  Talia,  no  era  de  la  exclusiva  pertenencia  de  la  parte  actora  U 
•cclón  que  ejercitaba,  sino  de  la  Sociedad  La  Amistad  ó  de  loscopartieipee 
de  lae  acciones  en  que  se  dividió  el  arrendamiento,  por  lo  cual,  y  pres- 
-cindiendo  de  la  renuncia  que  de  sus  acciones  hubieron  de  hacer  el  actor  y 
D.  Emilio  Morera,  padre  de  la  esposa  de  aquél,  no  podía  la  parte  actora 
ejercitar  en  manera  alguna  en  acción  independientemente  de  los  copar- 
tícipes y  en  lugar  dietlnto  del  domicilio  de  éstos;  y  qne  habiéndose  omi- 
tido por  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  tratar  de  la  acumula- 
oión  de  acciones,  consignar  la  regla  precisa  que  en  tal  caso  debería  re« 
guiar  la  competencia,  había  que  sujetarse  á  lo  que  tiene  establecido  para, 
ello  este  Tribunal  Supremo  en  Aontendas  de  1.®  de  Julio  de  1897  y  21  de 
Mano  de  1899,  segóa  las  cuales,  deben  resolverse  estao-  cuestiones  en 
orden  á  la  relativa  importancia  de  las  acciones,  dando  la  preferencia  á  la 
qne  sea  base  ó  íun4,amento  de  las  demás  ó  el  Jues  competente  por  rasón 
del  mayor  número;  y  como  quiera  que  la  acción  de  mayor  importancia 
en  el  caeo  de  autos  era  la  dirigida  á  obtener  el  pago  del  saldo  que  reanU 
tase  á  favor  de  los  demandantes  y  la  efectividad  en  derecho  á  participar 
del  nuevo  arrendamiento  concertado  por  Wandosell,  teniendo  en  cuenta 
<iae  tales  preteosloces  no  habían  nacido  de  obligaciones  previamente 
contraídas  por  el  demandado,  para  cuyo  cumplimiento  se  hubiera  fijado 
determinado  lugar,  era  evidente  la  aplicación  del  art*  1171  del  Código 
«Ivil,  y  esto  aun  en  el  caso  del  mayor  número  de  acciones  ejercitadáo, 
porque  de  las  seis  de  la  demanda  correspondía  en  ejercicio,  ya  ante  loe 
Juagados  de  Mnrcia,  ya  ante  el  de  La  Unión,  pero  en  ningún  caso  ante 
loe  de  Madrid: 

Resultando  que  dirigido  oficio  con  el  correspondiente  testimonio  al 
Jnea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  y  dada 
viata  á  la  parte  de  la  acción,  impugnó  esta  el  requerimiento  de  inhibi- 
ción, alegando  en  concreto:  que  las  acciones  principales  de  rendición  de 
cuentas  referentes  á  los  minerales  retirados  por  el  demandado  y  al  pri- 
mer partido  ó  arrendamiento  de  la  mina  Talia  tenían  título  ó  cansa  de 
pedir  en  la  escritura  de  16  de  Mayo  de  1886,  por  cuya  condición  9.* 
se  sefíaló  la  villa  de  Madrid  como  domicilio  de  lae  partes  y  eus  Josgados 
y  Tribaaales  ordinarios  como  los  competentes  para  cualquiera  actuación 
ó  gdstióQ  que  pudiera  dioiaaar  del  contrato  conttiDido  eu  dicha  ef-critura; 
que  tanto  la  declaración  solicitada  de  que  el  nuevo  arrendamiento  efec- 
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twdo  por  D.  Pío  WaadoMll  en  1908  ae  conalderase  como  prórroga  del 
anterior,  como  la  dación  de  caentaa  qoe  de  este  arrendamiento  asimismo 
•e  podía,  eran  cuestiones  accesorias  y  supeditadas  ai  contrato  celebrado 
«n  la  escritura  de  Mayo  de  1685  antocitada,  y  por  tanto,  á  ellas  alean» 
.aalm  también  ei  pacto  de  sumisión  á  ios  Juagados  de  Madrid;  que  la  otra 
dación  de  cuentas  que  se  pedia  relativa  á  diez  acciones  y  un  cuarto  de 
aeclón  de  ia  Sociedad  La  Amistad,  era  un  incidente  derivado  de  la  repe- 
tida escritura  de  1886,  pero  que  aun  no  siendo  así,  quedaba  al  actor  ia 
facultad  de  acumular  á  las  principales  por  rasón  de  compatibilidad  diclia. 
Mclón  no  sometida  á  Josgado  alguno;  que  las  acciones  ejercitadas  por 
Dolía  Soledad  Morera  y  Caimarino  eran  idénticas,  en  cuanto  á  la  cosa  y 
á  la  dase  de  juicio,  á  las  de  su  marido  D.  Pedro  Pagan,  por  lo  que  re- 
sultaba conveniente  acumularlas  á  éstas  para  evitar  que  en  un  mismo 
asunte,  en  ei  que  se  hallaban  interesadas  varias  personas,  se  diera  el 
caso  de  recaer  resoluciones  contradictorias  pronunciadas  porros  distin*- 
toe  Jueces  que  en  el  mismo  entendieran,  circuntancla  indudablemente 
prevista  por  la  ley  de  procedimiento  al  reconocer  tal  derecho  de  acumn- 
ción  en  casos  semejantes;  que  además,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla 2/  del  art  63  de  dicha  ley  y  á  lo  declaraao  en  sentencia  de  este  Tri- 
Iranai  Supremo  de  26  de  Diciembre  de  1888,  citados  en  el  auto  inhibito- 
rio eran  los  Juagados  de  Madrid  los  competentes  para  conocer  de  la  ac-^ 
don  de  rendición  de  cuentas  solicitada  por  Dofia  Soledad  Morera,  no  ha- 
Uendo  opuesto  á  ello  el  demandado  raxón  alguna  relativa  á  la  cuestión 
de  competencia  y  sí  sólo  argumentos  que  debían  discutirse  en  el  fondo 
del  juicio;  y  que  el  demandado  siempre  rindió  cuentas  á  D.  Pedro  Pagan 
en  el  domicilio  de  ésto  en  Madrid,  pues  el  hecho  material  de  escribir  la» 
cuentas  en  La  unión  no  comprende  la  rendición,  la  cual  supone  presen- 
tación de  aquéllas  á  quien  ha  de  estudiarlas  y  aprobarlas,  y  por  tanto, 
eaía  por  su  base  el  argumento  principal  del  auto  inhibitorio,  qoe  esti- 
maba debían  rendirse  dichas  cuentas  en  La  Unión,  toda  vea  que  éste  era 
al  domicilio  del  dendor  y  no  se  había  fijado  el  lugar  para  aquellas  ope- 
raciones; é  invocó  en  apoyo  de  su  pretensión  los  artículos  66,  regla  2.* 
del  68,  76  y  156  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  las  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Julio  de  1878,  27  de  Agosto  y  8  de  Octu- 
bre de  1884,  20  de  Abril  de  1887  y  13  de  igual  mes  de  1891: 

Resultando  que  ei  Jues.de  primera  instancia  del  Hospital,  oído  el 
Ministerio  público  y  de  acuerdo  con  el  mismo,  dictó  auto  en  25  del  pa- 
sado Junio,  no  dando  lugar  al  requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el 
de  La  Unión,  por  considerar  que,  conforme  á  la  doctrina  sentada  por  laa 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  fechas  7  de  Agosto  de  1884  y  8  de 
Julio  de  1878,  la  cuestión  de  competencia  ha  de  limitarse  á  las  accio- 
nes en  el  modo  y  forma  como  se  ejercitan  en  la  demanda,  la  cual  hay 
qne  aceptar  en  toda  su  integridad  sin  que  sea  posible  mantener  la  com  - 
potencia  en  el  concepte  de  desvirtuar  las  acciones  tal  cual  han  sido 
ejercitadas;  que  las  deducidas  por  D.  Pedro  Pagan  en  su  demanda  de  da- 
eiéa  de  cuentas  respecto  á  los  minerales  que  retiró  D.  Pío  Wnndoseil, 
oorrespondientos  á  las  acciones  de  propiedad  y  á  las  del  arrendamiento» 
arrancaban  de  la  escritura  otorgada  entre  ambos  litigantes  y  D.  Emilio 
Morera  en  16  de  Mayo  de  18B5,  en  cuya  cláusula  9.*  se  pactó  la  sumisión 
expresa  á  los  Juzgados  y  Tribunales  de  Madrid  para  cualquiera  actua- 
ción ó  gestión  que  pudiera  derivar  de  las  estipulaciones,  pacten  y  con- 
diciones de  aquel  contrato;  que  aun  aceptando  la  hipótesis  de  que  la  es» 
eritura  de  16  de  Mayo  de  1885  fuese  novada  por  la  de  2  de  Diciembre 
de  1886,  respecto  á  la  retrocesión  que  de  los  acciones  úA  arreulamieüto 
pudieran  hacer  Morera  y  Pagan  al  demandado,  en  esta  última  escritura 
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86  volvió  á  afirmar  qae  los  otorgantes  quedaban  sometidos  á  loe  Jmsa* 
dos  ordinarios  de  Madrid;  qae  la  acción  ejercitada  por  D.  Pedro  Pagan, 
referente  á  que  ee  le  otorgase  por  el  demandado  la  oportnoa  escritura  j 
entrega  de  las  diez  acciones  y  un  cnarto  de  la  propiedad  de  la  mina  Ta» 
Ha  que  se  retrajeron  por  Wandosoil,  estaba  sapedltada  á  la  laoción  ge- 
nerai  de  dación  de  cuentas,  por  cnanto  qae  de  éstas  bablan  ó  no  de  re- 
saitar  cabiertos  los  gastos  y  desembolsos  becbos  por  el  demandado  para 
readquirirlas,  lo  que  implicaba  la  competencia  del  mismo  Jasgado  ai 
que  para  la  dación  de  cuentas  se  babian  sometido  las  partes;  qae  si  bien 
no  babía  sninieión  expresa  para  la  acción  qoe  se  ejercitaba  pidiendo 
que  el  nuevo  arrendamiento  becbo  por  Wandosell  se  entendiese  como 
una  prorroga  del  anterior,  era  evidente  que  el  actor  tenia  derecbo  para 
acnmulbr  en  su  demanda  todas  las  acciones  que  tuviera  contra  el 
deman  ladu,  de  las  cuales  debía  conocer  el  Jues  competente  para  la 
mayoría  de  iasi  acciones,  según  sa  número  é  importancia;  qae  sien- 
do ideáticas  en  el  fondo  á  las  de  su  marido  las  acciones  ejercita- 
das por  Düña  Soledad  Morera  y  acumuladas  á  aquéllas  en  vlrtad  de 
una  facultad  concedida  por  la  ley,  babría  de  conocer  de  todas  el  mismo 
Juez  ante  quien  resultase  sumisión  expresa,  criterio  conforme  á  lo 
preceptuado  por  el  artículo  166  de  la  ley  de  Enjnioiamiento  civil  y  á  lo 
ddclariidú  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  20  de  Abril  de 
1887  y  18  del  mismo  mes  de  1891;  que  en  la  demanda  se  afirmaba  qae 
WaadosaU  había  rendido  cnentas  anteriores  en  el  domicilio  en  Madrid 
de  la  pHrte  ecLora,  y  no  sieado  posible  para  fundar  la  competencia  prea- 
cindir  de  la  forma  integral  en  que  se  babía  propuesto  la  cuestión  en  lA 
demanda,  ni  apreciar  contradicción  en  los  becbos  d<»  la  misma;  qae  ana 
bebiendo  rendido  cuentas  en  La  Unión  el  D.  Pío  Wandosell,  según  se 
aducía  en  el  auto  inblbitorio,  siempre  sería  el  Joea  del  Hospital  de  Ma- 
drid el  que  debería  conocer  en  primer  término  de  la  demanda,  porque 
jinte  él  se  h&bían  sometido  expresamente  lae  partes: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  La  Ualón  insistió  por 
«ato  de  8  de  Octubre  último,  en  la  inhibitoria  propoesta,  afiadiendo 
€omo  fundamentos:  que  en  la  escritura  de  16  de  Mayo  de  1886  no  pndo 
D.  Pedro  Pagan  convenir  efíoszmente  sumisión  y  renuncia  del  faero  del 
domicilio  de  D.  Emilio  Morera,  por  insuficiencia  á  este  efecto  del  poder 
que  ostentó  aquél,  y  además,  esa  sumisión  debería  alcaniar  á  lo  allí 
contratado,  pero  nunca  á  otros  pactos,  convenios  y  resaltandaa  produ- 
cidos por  otras  escrituras  ó  contratos,  mucho  más  ouaado  la  regla  de 
competencia  expresada  en  aquella  escritura  qnedó  sin  aplicación  por 
contratos  posteriores;  que  según  la  sentencia  de  este  Tribunal  Sopremo, 
fecha  26  de  Abril  de  1906,  la  existencia  de  la  sumisión  expresa  da  laa 
partes  no  debe  interpretarse  por  modo  amplio  y  extensivo,  sino  que  hA 
de  resultar  determinada  en  cada  caso  de  manera  indudable,  y  si  asi 
no  fuere,  deben  aplicarse  lan  reglas  generales  de  competencia  que  Ia 
ley  establece;  que  no  podía  considerarse  como  principal  la  acción  do  da- 
ción de  cuentas,  toda  ves  que  ésta  era  ana  consecuencia  de  las  acoionea 
fundamentales  encaminadas  á  obtener  el  reconocimiento  á  favor  de  la 
parte  actora  de  la  propiedad  sobre  las  participaciones  mineras  y  la  da* 
olaraclón  do  coparticipación  en  el  nuevo  arrendamiento,  pk>r  lo  que,  n# 
obstante  el  de'-ecbo  de  los  demandantes  á  la  acumulación  de  sus  accio- 
nes, dt  bíi  resolverse  la  cuestión  de  competencia  por  el  orden  de  impor- 
tanciii  de  las  mií^maR,  seeún  declaró  este  Tribunal  Supremo  en  flus  sen- 
tencias de  I.**  de  Jallo  de  1887  y  21  de  Marzo  de  18i^9;  que  por  conet- 
gaicnte,  no  teniendo  las  pretensiones  principales  su  origen  en  obligacio- 
nes del  demandado  contraídas  con  pacto  de  sumisión  expreaa  á  determl- 
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amdo  Tribunal,  ni  deelgnaelón  de  lugar  donde  Ue  miemaa  hubieran  de 
eamplirae,  debia  aplicarae  en  el  caao  de  antoa  el  arl.  1171  del  Código  oi- 
▼11»  qne  aefiala  ai  efecto  el  domloilio  del  deador;  que  laa  aeclonea  acn- 
mnladaa  ejereldaa  por  D.  Pedro  Pagan  y  por  ao  mnjer  Dofia  Soledad  Mo- 
rera ae  fundaban  en  muy  dialintaa  y  eztrafiaa  caneas  de  pedli,  y,  por 
Unto,  no  podían  eonaiderarae  compcendldaa  en  la  diapoalción  del  ar- 
tienlo  1(6  de  la  ley  de  Eojniclamiento  cíyíI;  qne  no  podia  admltirae  qne 
hnbieee  Ingar  fijado  para  la  rendición  de  cuentas  por  el  demandado,  toda 
Yoa  que  no  aparecía  au misión  expresa»  y  no  era  posible  prescindir  de  la 
resultancia  de  algunos  documentos  acompafiadoa  á  la  demanda,  de  loa 
que  aparecía  que  laa  liquidaciones  y  cuentas  fueron  rendidas  en  La 
unión  sin  protesta  de  loa  demandantea;  y  que,  por  todo  lo  expneato,  er» 
oompetenie  el  Juagado  de  La  Unión,  pueato  que  al  mismo  correspondía 
el  eeooclmleato  de  la  casi  totalidad  de  laa  acciones  aoumuladaa  deduci» 
dea  en  la  demandas 

Beaultando  que  en  virtud  de  tal  resolución,  ambos  Juagados  han  re» 
mitldo  en  debida  forma  sus  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Su- 
premo, donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con  arreglo  á  derecho  é- 
Intervención  del  Ministerio  fiaoal. 

Visto,  alendo  Ponente  el  MagisUado  D.  Víctor  Ooviáo: 

Oonslderando  que  las  acciones  ejercitadaa  por  el  actor  en  su  deman- 
da, en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  art.  169  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  derivan  más  ó  menos  directamente  de  les  derechos  de  que 
se  cree  asistido,  en  virtud  de  la  eacritura  de  16  de  Mayo  de  1886  cele- 
brada entre  D.  Pedro  Pagan  Ayuso,  por  sí  y  en  representación  de  don 
Emilio  Marera  Pona,  y  el  demandado,  sin  que,  por  lo  tanto,  sea  dable 
confundir  para  los  efectos  de  la  actual  competencia  este  titulo  con  otro 
alguno  relacionado  con  la  eacritura  de  81  de  Enero  del  mismo  afio  y  la 
de  te  de  Mayo  de  l«Oa: 

Oonaiderando  que  pactada  como  se  halla  la  aumlalón  de  las  partes  á 
los  Joagadoa  de  Madrid,  en  la  primera  de  laa  eecrlturaa  nombradas  para 
la  reeoluoión  de  las  cuestiones  que  entre  los  interesados  pudieran  surgir, 
se  Impone  en  la  resolución  de  la  preaente  competencia,  sobre  cualquier 
otro,  el  precepto  del  art.  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  si  bien  el  desconocimiento  de  este  precepto  supone 
por  regla  general  la  temeridad  de  quien  contra  el  mismo  sostiene  otra 
competencia,  como  en  el  easo  de  la  presente  cuestión,  no  puede  menos 
de  apreciarse  alguna  ccmplejidad  y  confusión  nacidas  de  sus  anteceden- 
tes y  relación  con  el  contenido  de  laa  otras  dos  escrituras  antes  mencio- 
nadas, qoetezoluyen  la  apreciación  de  dicha  temeridad; 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Jnes  de  primera  instancia  del  dletrlto  del 
Hoapital,  de  esta  cortp,  al  qne  se  remitan  todas  las  actuaciones,  ponién- 
dose esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  La  Unión,  y 
siendo  de  cuenta  r^opectiva  de  laa  partes  las  costea  caosadtis.  ' 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Oaceta  den- 
tro de  los  diea  días  stgntentes  al  de  su  fecha,  ó  inaertará  en  la  Colbc 
ci6n  Legislativa,  pagándose  al  efecto  las  copias  necesarlRs,  lo  pronun- 
ciamos, mandamoR  y  flrmamos.=Jo6é  de  Aldecoa.  =  Vicente  de  Piniós. 
Víctor  Oovtán.rrO^milo  María  Qallón.=Bluardo  Rala  García  Hita. 

Publicación. =Lef lia  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Ezcmo.  6r.  D.  Víctor  Govián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo» 
celebrando  audiencia  pública  su  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.BMarceIiBO  San  Román. 
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Kum.  lea.-- TRIBUNAL  $UPREM0.--t2  de  OioiOMbre, 
publicada  ei  II  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley.— D^saAueío.— Sentencia  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Salustiano 
Campo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  ia  Au- 
diencia de  Caceras,  en  pleito  con  D.  Jorge  Diez. 
En  sus  CONSIDERANDOS  ss  ostablsce: 

Que /undándoae  el  desahucio  acordado  en  el  ineumpUmienio  del 
contrato  por  parte  del  arrendatario^  no  es  de  estimar  la  tn/raceión 
de  los  ariieulos  1214,  1555,  rúm.  2P  y  1569  números  3,^  y  4."  del  Có- 
digo  eicili  cuando  las  condiciones  que  se  consideran  ineitmpUdas^ 
aparecen  explícitamente  consignadas  en  el  contrato  y  en  sucLpreeia- 
dón  por  el  Tribunal^  no  resulta  error  alguno  dé  hecho  ni  de  derecho: 

Que  es  inaplicable  el  art.  1282  del  Código  cioil  cuando  no  existe 
acto  alguno  que  recele  ó  implique  el  consentimiento  de  la  parte  eon' 
tra  quien  se  inooca: 

Que  es  ineñcax  la  cita  del  art.  1535  del  Código  eioil  cuando  no  se 
trata  de  crédito  alguno  litigioso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Dieiembre  de  1006,  en  el  pleit» 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  PlaseDCia  y  en  la  Sala  da 
le  oivil  de  la  Audiencia  de  Oáoeree  per  D.  Jorge  Dies  Maárofiero,  Mar- 
qués de  la  Vega,  propietario,  vecino  de  Puebla  de  Calzada,  en  represen- 
tación  de  su  puposa  Dofia  María  Antonia  Conejo  de  Coca,  eon  D.  Salns- 
tiano  Campo  Harnándes,  industrial,  vecino  de  Plasenela,  sobre  desahu- 
cio de  una  dehesa;  pendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  recarso  de  oasaelón 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  ei  Procurador  D.  Bdnardo  Navarro 
Molina,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Elíseo  de  la  Gándara,  en  reara* 
sentación  del  demandado  Campo  Hernáudez;  habiendo  estado  defendida 
y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Letrado  D.  Juan  Mnfios  Chaves 
7  el  Procurador  D.  Fernando  Ramón  Luis. 

Resultando  que  D.  Jorge  Diez  Madrofiero,  Marqués  de  la  Vega,  en 
representación  de  su  esposa  Dofia  María  Antonia  Conejo  de  Coea,  dne- 
fia,  por  herencia  de  sus  padres,  de  una  dehesa  en  lérniino  de  Malpartida 
de  Plasencia,  denominada  Campillo  Grande,  de  1.600  fanegas  de  eabida, 
la  arrendó  á  D.  Salustiano  Campo  Hernándes  por  dooamento  privada 
suscrito  en  Puebla  de  la  Calzada  con  fecha  8  de  Marzo  de  190S,  consig- 
nando, entre  otras  condiciones,  las  siguientes:  que  el  arrendamiento 
sería  de  seis  años  á  puro  pasto  desde  80  de  Septiembre  de  aquel  afio  1908 
á  igual  fecha  de  1909,  y  su  precio  de  20.000  pesetas  anuales,  pagadero 
en  dos  plazoB,  uno  el  SO  de  Abril,  y  la  otra  mitad  en  San  Miguel  de  cada 
afio;  que  el  aprovechamiento  de  la  dehesa  le  podría  hacer  el  arrendata- 
rio con  oveJAR,  vacas  y  cabras,  que  circularían  libremente  por  la  finca, 
excepto  Ibb  vacas  y  cabras,  que  no  podrían  salir  de  la  parte  que  se  lee 
señalaba:  qne  era  obligación  del  arrendatario  establecer  las  majadas  de 
las  ovejas  en  el  sitio  qne  el  dneño  de  la  dehesa  ó  su  iruarda  determina- 
sen, mnfiando  los  corrales  cada  dos  noches  desde  1.^  de  Octubra  hasta 
el  S  de  Marzo,  y  el  resto  del  año,  todas  las  noches;  y  qne  el  número  de 
ovej<«s  qne  había  de  pastar  en  la  dehesa  no  bajaría  en  época  de  hierba 
de  2.500  cabezas,  y  en  la  de  agostadero,  las  qne  pudiera  mantener  ei 
terreno,  pero  en  ningán  caso  podrían  aumentarse  otra  clase  de  ganados 
con  detrimento  del  número  marcado  de  ovejas  en  esta  cláusula: 
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Beanltando  que  per  otro  oontrato  privado  otorgado  en  Platencla  en 
é  de  Agoste  de  1904,  dicho  arrendatario  D.  Salostlano  Oampo  sobarren- 
dó  loa  aprovechamlentee  de  pastos  de  dicha  dehesa  á  D.  Apolinar  Lam* 
has  y  D.  Evenolo  Peres,  desde  el  1.^  de  Octubre  de  dicho  aflo  1901  al  81 
de  Mayo  de  1906,  con  las  condiciones,  entre  otras,  de  qne  podría  hacer 
el  aproyechamlento  libremente  con  ganado  lanar  y  el  número  de  cábe- 
las qne  creyeran  oportuno  por  el  precio  de  18.000  pesetas,  en  dos  pia- 
ses; que  los  ganaderos  podrían  entrar  con  sas  ganados  desde  el  20  al  90 
de  Noviembre  en  el  día  qne  qalsieran,  y  podrían  coger  el  terreno  qne 
se  lee  tuviera  deeooupado  de  bellota,  podiendo  llegar,  para  el  16  de  Di* 
oiembre,  haata  la  laguna  de  Dofia  Sol;  para  el  80  del  mismo  mes,  hasta 
la  eaaa,  y  para  el  10  de  Enero,  en  toda  la  dehesa,  que  D.  Salastiano  po- 
(fría  aprovechar  con  todo  el  ganado  de  cerda  qne  tuviera  por  conve- 
niente durante  toda  la  montanera,  y  cuando  ésta  terminara,  sólo  podría 
tener  en  invierno  y  primavera  800  cabesae  de  ganado  de  cerda  libree  por 
toda  la  dehesa;  que  era  jcondición  la  de  dar  á  los  ganaderos  Iss  lefias  que 
necesitaran  para  majadas,  de  acuerdo  con  el  guarda,  y  con  el  mismo 
acuerdo  pondrían  las  majadas  donde  les  conviniera,  mudando  la  red  cada 
dos  noches  ó  tres  durante  la  paridera,  desde  mediados  de  Febrero  en 
adelante,  cada  dos  noches,  y  en  Abril  y  Mayo,  todas  las  noches;  y  que 
este  arriendo  se  hacía  á  riesgo  y  ventura,  y  los  arrendatorios  quedaban 
sometidos  á  todas  las  condicionas  que  D.  Salnstiano  tenía  firmadas  con 
el  propietario: 

Beanltando  que  b.  Jorge  Díei  Madrofiero  manifestó  á  D.  Salnstiano 
Oampo,  en  carta  de  28  de  Mayo  de  1906,  entregada  por  medio  de  Notarlo 
en  el  mismo  día,  que  en  vista  de  sus  repetidas  instanoias  para  tratar 
eon  él  de  la  forma  en*  que  venía  explotando  la  dehesa  del  Oampillo, 
contraria  á  las  condiciones  pactadas,  se  dirigía  á  él  por  última  ves. para 
terminar  resueltamente  el  asunto,'  que  entendía  qne  había  dejado  in- 
cumplidas varias  condiciones  esenciales  del  contrato,  principalmente 
la  qne  se  refería  al  número  de  ovejas  que  habían  de  pastar  en  la  dehe- 
sa, qne  en  muchas  ocasiones  no  habían  llegado,  como  sucedía  en  la  ac- 
tualidad, á  las  determinadas  en  el  contrato,  además  de  no  entrar  en  la 
época  fijada  de  1.^  de  Octubre,  sino  después  de  20  de  Noviembre;  y  que 
la  falta  de  cumplimiento  por  sa  parte  le  obligaba  á  considerar  rescin- 
dido el  contrato,  y  esperaba  qne,  reconociendo  las  rasones  expuestas, 
se  allanaría  á  ello;  y  á  requerimiento  del  mismo  Díes '  Madrofiero  se 
practicó  por  Notario  un  reconocimiento  detenido  de  la  dehesa  en  toda 
su  extensión  el  día  11  de  Octnl>re  de  1906,  haciéndose  constar  que  no  se 
había  encontrado  ni  visto  en  punto  alguno  ganado  lanar  ni  de  ninguna 
otra  clase: 

Resultando  que  con  los  documentos  referidos  D.  Jorge  Díes  Madro- 
fiero, en  representación  de  su  citada  esposa,  dedujo  en  el  Juagado  de 
primera  instancia  de  Plasencla  en  16  del  mismo  mes  de  Octubre  de  1906 
demanda  de  desahucio  de  la  mencionada  dehusa  Oampillo  Grande  con- 
tra su  arrendatario  D.  Salnstiano  Oampo  Hernández,  alegando  en  su 
apoyo:  que  el  demandado,  con  infracción  manifiesta  del  contrato,  no 
llevó  á  la  dehesa  ningún  ganado  lanar  hasta  el  26  de  Noviembre  de  1908, 
y  á  mayor  abundamiento,  el  que  tuvo  en  la  dehesa  desde  dicha  fecha 
no  llegó  en  varias  ocasiones  á  2.600  cabezas  y  todo  él  salió  el  26  de 
Mayo  de  1904,  quedando  la  finca  sin  ganado  lanar  hasta  mediados  de 
Jnnio;  que  en  el  siguiente  afio  agrrícola,  prescindiendo  también  de  las 
obligaciones  que  le  imponía  el  contrato,  qne  debió  respetar  al  otorgar 
el  subarriende  á  D.  Apolinar  Lambas  y  D.  Bvencio  Pér<)z,  consignó  en 
dicho  oontrato  de  subarriendo  que  no  permitía  á  los  snl^arrendataricMi 
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qne  llevaran  á  la  finca  ana  ganados,  qne  sólo  podrían  ser  lanaroe,  ante» 
del  80  de  Noviembre,  Infringiendo  asi  el  contrato  de  arrendamiento,, 
qne  exigía  qne  hnbiera  ganado  lanar  en  la  dehesa  desde  1.®  de  Ootnbre^ 
porque  el  demandado  tampoco  llevó  ganado  algnno  dnrante  el  periodo 
comprendido  desde  el  1.®  de  Octubre  al  30  de  Noviembre;  qne  asimismo 
Infringió  el  contrato  de  arriendo  al  antoriaar  á  los  subarrendatarios 
para  qne  hiciesen  el  aprovechamiento  con  el  número  de  cabesas  de  ga* 
nado  lanar  qne  tuvieran  por  conveniente,  siendo  así  qne  el  contrato 
exigía  como  mínimum  t.600,  y  por  ello  en  muchas  ocasiones  quedó  re- 
ducido el  número  de  cabesas  á  1.600  lanares  y  200  cabrío,  como  ocurriú 
on  80  de  Mayo  de  aquel  afio,  1906;  que  otra  Infracción  del  contrato  con « 
flistía  en  haber  facultado  á  los  snbarreúdatarios  para  mudar  las  redes  4 
su  elección  cada  dos  ó  tres  noches  durante  la  paridera,  desde  mediadeo^ 
de  Febrero  cada  dos  noches  y  sólo  en  Abril  y  Mayo  todas  las  nocheo, 
con  lo  cual  venía  á  redacirae  la  formación  de  majadales,  con  infrac« 
oión  del  contrato  de  arrendamiento  y  perjuicio  de  la  propietaria;  y  que 
en  vista  de  tales  hechos  trató  el  demandante  extrajudieialmente  de 
que  el  arrendatario  ae  aviniera  á  dar  por  rescindido  el  contrato,  diri- 
giéndole al  efecto,  por  medio  de  Notarlo,  la  carta  de  38  de  Mayo  de 
•qael  aflo,  ya  refeiida,  á  la  que  nada  había  conteatado,  y  habiéndolo 
hecho  deapuéa  con  una  excusa  á  otro  requerimiento  notarial  que  le  di- 
rigió para  que  manifeatara  el  número  y  clase  de  ganado  existente  en  la 
dehesa,  procedió  á  levantar  el  acta  notarial  mencionada  acreditativa  de 
qne  en  el  día  11  de  aquel  mea  de  Octubre  no  había  en  la  deheaa  cabesa 
•Ígnita  de  ganado;  invocando,  por  último,  entre  otros  fondamentoe  le- 
gales,  loa  arta.  1600,  núm.  8.^  y  1134  del  Oódigo  civil» 

Beaultando  que  admitida  la  demanda  ae  convocó  á  laa  partea  á  juicio 
verbal,  en  cnyo  acto  reprodujo  la  parto  demandante  au  reclamación  y  la 
impugnó  el  demandado,  alegando,  en  cuanto  ea  esencial  para  que  se  de- 
olarara  no  haber  lugar  al  desahucio:  que  en  ninguna  de  las  cláusulas  de 
arrendamiento  se  obligó  á  comenzar  el  aprovechamiento  de  pastos  el  día 
1.^  de  Ojtnbre  de  cada  afio,  pues  lo  que  el  contrato  decía  era  que  en 
dicha  fecha  comensaba  el  arriendo,  y  que  en  el  período  de  tiempo  que 
mediaba  desde  au  principio  haata  el  80  de  Mario  de  cada  afio  se  muda- 
ran los  corralea  de  las  ovejas  cada  dos  noches  y  todas  en  el  resto  del 
año;  pero  sin  exigir  al  arrendatario  que  tuviera  ovejas  en  la  finca  todo 
ese  tiempo;  que  tampoco  expresaba  el  contrato,  ni  podía  deducirse  de  él» 
que  el  arrendatario  hubiera  de  llevar  á  la  dehesa  ganado  lanar  precisa- 
mente el  1.^  de  Ojtnbre  de  cada  afio,  porque  la  época  de  hierbes  para  el 
ganado  de  tal  clase  comienza  indietintamento  en  loa  meaea  de  Octubre  ó 
de  Noviembre,  aegún  el  estado  del  campo  y  aegúnel  ganado  haya  tenido  ' 
ó  no  agostadero  en  el  pala  donde  eae  aprovechamiento  auele  terminar  en 
fines  de  Septiembre,  ó  en  Ifls  provinciaa  de  Caatilla,  donde  el  agoetadero 
comprende  todo  el  mes  de  Octubre  y  aun  parte  del  de  Noviembre;  que 
ademái,  la  dehesa  de  qne  ae  trataba  tenía  una  importantiaima  monta- 
nera, qne  siempre  se  había  aprovechado  con  cerdos,  y  sabido  era  que  en 
las  fincas  de  esta  clase  se  retrasa  la  entrada  de  otros  ganados  para  el 
aprovechamiento  ^e  hierbas  con  objeto  de  qne  no  consuman  la  bellota 
en  perjnicio  de  los  cerdos;  qne  de  ningún  modo  estuvo  en  la  intención 
de  los  contratantes  fijar  el  número  de  3.600  cabesas  de  ganado  lanar 
como  míniíunm  de  un  modo  absolnto  é  invariable,  porque  tal  condición 
po«'ía  resnitar  de  cumplimiento  impo^ble,  y  lo  imposible  no  puede  ser 
objeto  de  contratación,  pues  si  la  dehesa  carecía  algún  afio  de  pastos 
para  alimentar  aqnel  número  de  ovejas,  era  abaurdo  exigir  al  arrendata* 
rio  que  laa  tuviera  en  ella  para  que  ae  le  murieran  de  hambre,  ó  gastaraa , 
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ea  BiftiitoiierÍB8  á  plenao  más  de  lo  qae  Yalian;  oo  podiendo  por  eete 
tener  otra  interpretación  esa  cláoflula  del  contrato  qne  la  de  haber  aefia- 
lado  el  número  de  2.600  ovejas  como  límite,  á  partir  del  cual  pudiera 
anmentarse  el  gaitoado  de  otras  ciases;  que  en  el  contrato  de  subarriendo 
de  loe  pastos  con  ovejas  hecho  á  Lambas  Peres,  lejos  de  infringir  el  de 
arrendamiento,  se  consignó:  que  los  subarrendatarios  quedaban  obliga- 
do» á  onmplir  todas  las  condiciones  del  de'  arriendo,  además  de  lo  cnal 
yn  qnedaba  demostrado  qne  el  demandado  no  se  obligó  á  llevar  ovejas 
á  In  dehesa  el  1.*  de  Octnbre,  sino  en  la  época  de  hierlMs,  qne  eomiensa 
en  el  otofio  y  caando  el  aprovechamiento  pnede  hacerse  sin  perjoiclo  de 
la  montanera,  por  lo  qne  el  plaao  sefialado  para  que  los  solMirrendatarios 
entrasen  sns  ovejas  en  la  dehesa  estaba  dentro  de  lo  estipulado  en  el 
eonlrato  principal  y  en  las  costumbres  del  país;  no  pndiendo  tampoco 
hallarse  infraeción  alguna  en  cuanto  al  número  de  cabezas  fijado  á  los 
subarrendatarios,  puesto  que  estipulado  el  precio  de  los  pastos  por  una 
cantidad  aliada,  y  no  á  tanto  por  cabesa,  en  el  interés  de  los  mismos 
subarrendatarios  estaba  entrar  cuantas  cabeaas  pudieran  mantenerse; 
qne  era  á  todo  lo  más  á  que  pudo  obligarse  el  demandado;  y  si  bien  era 
élefUM)ue  autorizó  á  los  subarrendatarios  para  qne  en  la  época  de  pari- 
dera de  las  ovejas  pudieran  mudar  las  redes  cada  dos  ó  tres  noches, 
también  lo  era  que  enterados  del  contrato  de  arriendo  mudaroL  las  redes 
eadn  dos  noches  desde  que  comenzaron  el  aprovechamiento  de  pastos 
hasta  el  80  de  Marzo  y  después  todas;  que  en  virtud  de  lo  consigo ado  en 
el  contrato  de  arrendamiento,  el  doefio  de  la  finca  había  tenido  siempre 
7  tenia  un  guarda  para  su  custodia  y  cumplimiento  de  lo  pactado,  tenía 
además  un  administrador  y  él  mismo  había  pasado  frecuentes  tempora- 
das en  1^  dehesa  durante:  los  dos  afios  últimos,  sin  embargo  de  lo  cual, 
ni  por  unos  ni  por  otros,  se  le  había  dif  igido  reclamación  alguna  ree- 
peeio  á  las  supuestas  infracciones,  no  obstante  afirmarse  en  la  demanda 
qoe  comenzaren  al  mismo  tiempo  que  empezó  á  regir  el  contrato;  y 
eomo  los  hechos  que  se  invocaban  como  infractores  de  lo  convenido  ha* 
binn  sido  presenciados  por  el  guarda,  por  er  administrador  y  por  el 
mismo  propietario,  había  que  convenir  en  que  ninguno  de  ellos  los  con* 
slderó  como  perjudiciales  y  contrarios  á  lo  pactado,  siendo  el  verdadero 
motivo  que  había  llevado  á  la  parte  demandante  á  promover  el  desa* 
hneio  el  haber  sabido  que  en  18  de  Abril  de  aquel  mismo  afio  1906  había 
subarrendado  los  aprovechamientos  de  la  dehesa  á  D.  Evencio  Pérez 
y  D'.  Pablo  Oendón  en  80.000  pesetas  por  cada  ano  de  los  cuatro  afios 
que  faltaban  para  la  terminación  del  arriendo,  á  más  de  otras  causas 
de  distinta  índole  que  enumeró  y  no  son  del  caso,  y  que  demostraba 
temblón. la  inexactitud  de  los  hechos  que  servían  de  fundamento  á  la 
demanda  el  que  en  otra  presentada  antes  se  consignaban  otros  distintos: 
Resultando  que  la  parte  demandante  replicó  en  el  mismo  acto  del 
joicio,  insistiendo  en  sus  anteriores  alegaciones  é  impugnando  la  Ínter- 
pietación  que  el  demandado  hacía  de  las  condiciones  del  contrato  de 
arrendamiento,  afiadiendo:  que  el  argumento  de  aprovechamiento  de  )a 
montanera  para  justificar  el  retraso  de  la  entrada  de  las  ovejas  se  vol- 
▼íá  contra  el  mismo  demandado,  pues  además  de  ser  sabido  que  los  cer- 
'  dos  destruyen  los  pastos,  si  las  ovejas  habían  de  aguardar  á  qne  ee  ex- 
tinguieran las  bellotas,  no  podían  entrar  á  pastar  hasta  Febrero,  y  el 
dallo  que  en  la  bellota  se  evitaría  con  el  retraso  en  la  entrada  de  las 
ovejas  cedería  en  beneficio  del  demandado  y  en  perjuicio  del  duefio  de  la 
finca;  y  después  de  duplicar  la  representación  de  Campo  Hernández,  in- 
sistiendo en  las  razones  que  tenía  expuestas,  el  Juzgado  admitió  como 
pertinentes  las  pruebas  que  ambos  propusieron  y  fueron  practicadas; 
TOMO  106  60 
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figurando  entre  U  documental  del  demandado  un  contrato  privado  otor- 
gado en  Plasencia  en  18  de  Abril  del  repetido  afio  1906,  por  el  qne  dló 
la  saeodicha  debeaa  en  subarriendo  á  D.  Evencio  Peres  j  D.  Pablo  Oen- 
dón  por  término  de  caatro  afios  y  precio  de  80.000  pesetas^  en  cada  ano, 
facnítándoletf  para  aprovecbar  la  debesa  con  ganado  lanar,  vacono  j 
cabrio,  qne  podría  circular  libremente  por  ella:  á  excepción  de  las  cabras 
y  yacas  que  no  podrían  salir'  del  cuarto  del  monte  hasta  la  charca  do 
Do  fia  Sol,  y  pactando  además,  qne  cu  ando  aproyecbasen  con  cerdos  los 
alambrarían  convenientemente  nara  que  no  levantaran  el  suelo;  que  las 
majadas  de  las  ovejas  las  establecerían  en  el  sitio  que  el  gaarda  detsr- 
minase,  variando  los  corrales  cada  dos  noches  desde  1.^  de  Octubre  á 
30  de  MaraOy  y  todas  en  el  resto  del  año;  no  bajando  las  ovejas  de  8.Í00 
cabezas  en  la  época  de  hierbas  y  en  el  agostadero  las  que  el  terreno  pa- 
diera  mantener,  sin  que  pudiera  aumentarse  otra  clase  de  ganados  en 
detrimento  del  número  de  ovejas  citado,  con  otros  extremos  y  pormen»-^ 
res  idénticos  á  los  consignados  en  el  contrato  de  arrendamiento: 

Resaltando  qne  terminada  la  sustanciación  del  juicio  dictó  senteneia 
el  Juez  desestimando  la  demanda  de  desahucio, con  imposición  de  costas 
á  la  parte  demandante,  y  apelada  por  ésta,  se  sustanció  el  recurso  ooa 
arreglo  á  derecho,  y  en  81  de  Marzo  próximo  pasado  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Aadiencia  de  Cáceres  dictó  sentencia  revocatoria  declarando  haber 
lugar  al  desahucio  promovido  por  D.  Jorge  Díaz  Madrofiero,  Marqués  de 
la  Vega,  como  representante  lí^gal  de  su  esposa  Dofia  María  Antonls 
Conejo  de  Ooca,  contra  D.  Saina tiano  Oampo  Hernández  de  la  dehese 
denominada  Campillo,  en  término  de  Malpartida  de  Plaeenoiai  aperd- 
hiendo  de  lanzamiento  al  demandado  si  no  la  desaloja  dentro  del  tér- 
mino de  veinte  días  y  condenándole  al  pago  de  todas  las  costas  de  pri- 
mera instancia,  sin  hacer  expresa  condeoaclóñ  de  las  de  la  segunda: 

Reenltando  qud  D.Saluetiano  Campo  Hernández  interpuso  recnrse 
de  casación,  fundado  en  loa  núms.  1.^  al  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjaiciamiento  civil,  alegando  los  motivos  signientee: 

Primt^ro.  La  infracción  del  art.  1665,  núm.  2.^,  y  del  1669,  núms.  8.* 
y  4.^  del  Código  civil,  qne  establecen  las  obligaciones  del  arrendatario 
y  consignan  como  cansa  para  el  desahucio  la  infracción  de  las  coodleio* 
nes  del  contrato  ó  el  no  sujetarse  en  el  uso  de  la  cosa  á  lo  pactado»  asi 
como  de  la  doctrina  legal  establecida,  enire  otras  sentencias  de*  este 
Tribunal  Supremo,  en  las  de  7  de  Enero  de  1902  y  8  de  Julio  de  Í808, 
que  fijan  el  verdadero  valor  y  alcance  de  estos  preceptos  legales,  deo2m> 
raudo  qne  el  desahucio  sólo  puede  decretarse  cuando  la  infracción  de  le 
convenido  sea  tan  evidente  que  imponga  como  necesidad  perenterle  é 
inelndible  la  reintegración  del  propietario  en  sus  derechos,  con  suyas 
disposiciones  se  infringe  además  el  art.  1214  del  Código  civil,  segdn  el 
cual  la  prueba  corresponde  al  qne  reclama,  y  la  doctrina  establecida  ea 
lunnoaerebles  sentencias  de  este  Tribunal  Sapremo,  entre  ellas  las  de 
26  de  Jnnio  de  1871  y  28  de  Junio  de  1908,  de  que  el  fallo  debe  aoome* 
daree  á  lo  alegado  y  probado;  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrí* 
da  no  declarando  probada  la  falta  positiva  de  la  entrada  en  le  dehese  de 
Campillo  del  número  de  cabezas  de  ganado  que  se  supone  se  obligó  á 
tener  el  arrendatario,  sino  sólo  la  existencia  de  un  subarriendo  qne 
pudo  hacer  posible  la  introducción  de  menor  número  de  reses,  no  be 
podido  estimarse  el  incumplimiento  como  un  hecho  consumado,  que  el 
actor  estaba  obligado  á  probar  y  la  sentencia  á  declarar  probede  pare 
poder  estimar  el  desahucio. 

Segundo.  La  infracción  del  art.  1282  del  Código  civil,  según  el  ouel 
la  Intención  de  los  contratantes  debe  deducirse  de  sus  sotos  coetáneoe  j 
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il  contrato  y  de  U  doctrina  legal  consignada  en  laa  i 
Jallo  de  1908  j  6  de  Odtnbre  de  1904,  qae  derivando  en  doe- 
oonocidísimos  princlpioe  de  qne  nadie  paede  ir  contra  ene 
a  y  de  qne  no  cabe  la  acción  de  nnlidad  contra  actos  propios, 
,  entre  otras  sentencias,  por  las  de  9  de  Diciembre  de  1898  y 
mbre  de  1902  y  las  de  26  de  Mayo  de  1864  y  4  de  Janio  de 
9oen  qne  no  cabe  el  desahucio  y  el  incompUmieato  qne  se 
I  estimarse  consentido  por  el  daefio  cuando  por  sn  propia  y 
?oinntad  ha  tolerado  qne  el  arrendatario  continúe  usando 
rrendada;  por  cnanto  la  sentencia  recurrida  estima  oomo 
lesahiicio  las  infracciones  que  el  snbarrieodo  de  1904  podía 
>nado,  y  que  no  motivaron  ninguna  reclamación  por  parta 
asta  después  de  haber  fenecido  aquel  subarriendo: 

La  infracción  del  art.  1586  del  Uódigo  civil,  según  el  cnal 
sienes  adquieren  la  condición  de  litigiosas  desde  que  se  eon« 
imanda  en  que  se  deducen,  así  como  error  de  derecho  por  in« 

los  arte.  1091  y  1254  del  Código  civil,  que  establecen  la 
^acia  de  las  obligaciones  y  contratos,  y  error  de  hecho,  acre- 
iocn mentó  auténtico,  al  dejar  de  estimar  el  subarriendo  de  18 

1905,  que  constituía  el  estado  legal  al  establecerse  la  de- 
cual  no  se  ha  podido  deducir  ninguna  contravención  para  el 

arrendamiento,  que  es  el  que  debió  tenerse  en  cuenta,  con 
tado  art  1535  del  Código  civil,  no  habiendo  debido  serlo  el 

subarriendo  de  5  de  A.gosto  de  1904,  cuyos  efeotes  habían 
laado  se  Interpuso  y  se  contestó  á  la  demanda;  y 
Las  mismas  disposiciones  y  doctrina  legal  invocadas  en  el 
ivo,  qne  daba  en  éste  por  reproducidas,  en  el  sentido  de  que, 
>  tomarse  en  cuenta  las  causas  alegadas  para  el  desahucio,  y 
)ue  estar  para  su  apreciación  á  la  declaración  qne  de  los  he* 
09  hace  la  sentencia,  no  ha  podido  acordarse  el  desahucio 
motivo. 

endo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Raía  García  Hita: 
raudo  que  fundado  el  desahucio  acordado  por  la  Audiencia 
m  el  incumplimiento  del  contrato  por  parte  ilel  arrendatario,, 

las  dos  condiciones  de  no  poder  bajar  de  2.500  cabeaas  de 
\t  el  número  de  las  que  debían  pastar  durante  la  época  ds 
a  dehesa  arrendada,  y  la  relativa  á  que  en  la  época  del  agos- 
ría  haber  en  la  ñaca  el  ganado  de  dicha  clase  qne  pudiera  per 
con  los  pastos,  no  son  de  estimar  ni  el  primero  ni  el  cua*'to 

recurso:  primero,  porque  dichas  condiciones  aparecen  fz- 

8  consignadas  en  el  expresado  contrato,  sin  que  ofresea  duda 
Icauce  é  interpretación,  y  segundo,  porque,  en  cuanto  á  la 
qne  hace  el  Tribunal  sentenciador  de  haber  sido  infringidas, 
redar  error  alguno  de  hecho  ni  dé  derecho,  porque  realmente 
de  subarriendo  de  5  de  Agosto  de  1904  en  las  relaciones  del 

9  con  el  subarrendatario  constituye  una  evidente  inf  ra(^ción  del 
alentó,  y  la  áLudlencia  ha  podido  estimar  compro6a(í a  por  el 
Q  fracciones  de  que  se  trata,  apreciando  á  la  vez  el  hecho  de 
:&do  el  demandado  A  absolver  posiciones,  así  como  por  la 
[Compatibilidad  que  existe  entre  la  prohibición  impuesta  al 
bario  de  introducir  ganado  en  la  dehesa  aates  d^^l  20  de  No« 
a  manifiestamente  contraria  del  contrata,  infraocionee  co- 
ademis  por  el  resultado  del  acta  notarial  de  11  de  Octubre 

raudo  qne  tampoco  se  cometen  en  la  sentencia  las  infracción 
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Bes  alegadma  en  los  motivos  segundo  j  tercero  del  reeorso:  primero^ 
porqne  no  existe  seto  algnno  del  arrendador  que  revele  ó  impliqoe  un 
eonsontimiento  á  aceptar  las  condiciones  del  subarriendo,  no  podiendo, 
como  no  poede,  atribnirse  tal  significación  ai  heclio  de  no  kiaber  ejerci- 
tado la  acción  del  desabncio,  sino  después  ds  transcurrido  el  término  del 
subarriendo,  que  pudo  dimanar,  joomo  dice  la  Audiencia,  por  no  babor 
llegado  á  conocimiento  del  actor  las  iníracciones;  j  segundo,  porque^ 
aparto  de  la  notoria  impertinencia  del  precepto  del  art.  1686  del  Oódlgo^ 
ya  que  no  se  trata  de  crédito  alguno  litigioso,  es  evidente  que  el  hecho 
del  segundo  subarriendo  no  tiene  eficacia  para  enervar  el  derecho  del 
actor,  que  antes  de  la  terminación  del  primero  conminó  al  arrendatario 
con  la  rescisión  del  contrato  por  incumplimiento  del  mismo; 

Fallamos  que  del>emos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re« 
curse  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  8alustiano 
Oampo  Hernándes,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  coitas;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  Oáceres  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia» 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. «José  de  Aldocoa. 
Francisco  Toda.=Antonio  Alonso  Oasafia.=lldefonso  López  Araiida. 
Federico  Mon9alve.= Camilo  María  6ullón.= Eduardo  Ruis  García 
Hita. 

Publicación .=rLeída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  ol 
Ezcmo.  8r.  D.  Eduardo  Ruis  García  Hita,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  dicha  Sala. 

Madrid  11  de  Diciembre  de  1006.— Licenciado  Jorge  Martínea. 

I9ui>i.  ler.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  ds  DielOMbre, 
palilleada  el  II  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  LEYí^Pago  de  cantidad.— Sentencia 
declarando  do  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  José 
Romero  y  otro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Felisa  Urquiza. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostableco: 

Que  habiendo  tenido  en  cuenta  el  Tribunal  eenieneiador  loe  ele- 
mentos euminisirado»  por  loe  parte»  para  formar  au  Juicio  acerca 
de  la»  pruebas  y  constituyendo  tal  apreciación  el  fundamento  e»mr 
dal  del  mi»mo,  carecen  de  eficacia  para  la  caeadón  las  infracciones 
que  se  aleguen  fundándolas  en  hipótesis  contrarias  á  los  supuestos 
establecidos  en  la  sentencia  recurrida. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  IS  de  Diciembre  de  1906,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Jusgsdo  de  primera  instencia  del  diettito  de  6an  Vicente, 
de  Sevilla,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  audiencia  de  dicha  ciudad  per 
D.  Secundino  Urqufsa  y  Samaniego,  vecino  que  fué  de  la  misma,  conti- 
nuado, por  BU  fallecimiento,  por  su  viuda  Dcfia  Adela  Romero  de  Haré 
per  sí  y  como  represéntente  legal  de  su  hijo  D.  Argel,  y  por  el  de  éstos, 
por  los  herederos  de  los  mismos  D.  José  Romero  Sánchea  y  Dofia  Mtría 
de  los  Dolores  Haro  y  Reyes,  con  Dcfia  Felifia  ürqulaa  y  Samaniego,  del 
eomoreio  de  la  misma  ciudad,  como  heredera  de  su  marido  D.  Manuel 
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ürqnln  y  Gargollo,  tocio  qne  íaé  de  U  oaas  ürqoisa  Hormanoa,  sebra 
paga  de  la  aezta  parte  de  otlildadea  obtenidas  per  la  Sociedad  mercantil 
qae  giró  en  dicha  plaza  baje  la  rasón  social  ürqaiaa  Hermanos;  pendien- 
te ante  N68  en  Tirtad  de  recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  el  Procarador  D.  José  Blas  7  L6peZ|  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Antonio  Morales  Maza,  en  representación  de  la  parte  deman- 
dante; no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Bnpremo  la  parte  de- 
mandada: 

Besnltando  qne  D.  Mannel  y  D.  Nlcomedes  ürqnisa  y  GargoUo  cons- 
tituyeron una  Sociedad  colectiva  bajo  la  rasón  social  ürqniza  Hermanos 
por  escritura  pública  otorgada  en  SeyiUa  en  28  de  Octubre  de  1889  para 
ia  fabricación  de  camas  y  otros  artículos,  pactando  que  ambos  llevarían 
la  dirección  y  administración  de  los  negocios  de  la  casa  y  dividirían  por 
mitad  las  utilidades  y  pérdidas  qne  resultasen,  habiendo  sido  admitido 
en  calidad  de  dependiente  de  la  fábrica,  con  el  sueldo  anual  de  1.860  pe- 
aetas,  el  sobrino  de  ambos  socios  D.  Secundino  Urquiza  y  Samaniego, 
onya  hermana  Dofia  Felisa  se  hallaba  casada  con  el  socio  D.  Manuel: 

Resultando  que  D.  Manuel  ürqniza  y  GargoUo,  por  sí  y  como  socio 
Oerente  de  la  citada  Sociedad  Ürquisu  Hermanos,  por  escritura  de  12  de 
Julio  de  1889  confirió  poder  á  D.  Secundino  ürquiza  y  Samaniego  para 
administrar,  regir  y  gobernar  la  fábrica  de  camas  y  demás  enseres,  com- 
prar y  vender  primeras  materias,  efectos  y  artículos  necesarioa  para  ia 
indnatria,  autorizar  y  cobrar  toda  clase  de  documentos,  abrir  cuentas  co- 
rrientes en  los  Bancos  y  casas  de  comercio,  transigir  y  is ventar  présta- 
mos por  las  cantidades  que  fueren  necesarias,  cuyo  poder  no  figura  ins- 
crito en  el  Registro  mercantil  ni  tampoco  la  escritura  de  constitución  de 
la  Sociedad  ürquiza  Hermanos;  y  en  28  de  Junio  de  1890  ¿eso  D.  Secun- 
dino en  el  cargo  qne  tenía  en  la  susodicha  casa  comercial,  recogiendo  el 
•aldo  de  1.167  pesetas  y  44  céntimos  que  resultaba  á  su  favor  en  la  caen«- 
ta  corriente  que  se  le  tenia  abierta  desde  el  afio  1888,  y  cuyo  haber  es- 
taba exclusivamente  constituido  por  sus  sueldes: 

Resultando  que  D.  Secundino  se  trasladó  entonces  á  Buenos  Aires, 
de  donde  regresó  al  afio  sigílente,  volviendo  á  entrar  en  ia  casa  de  ür- 
qniza Hermanos  en  1.^  de  Jjalio  de  1891,  y  mediante  un  poder  que  en  11 
de  Bnero  de  1808  le  confirió  su  tío  D.  Nlcomedes  Urquiza  otorgó  escritu- 
ra en  28  del  mismo  mes,  en  unión  de  su  otro  tío  D.  Manuel,  prorrogan- 
do el  contrato  social  celebrado  entre  ambos  hermanos  O.  Manuel  y  don 
Nlcomedes  en  28  de  Octubre  de  1882,  con  los  pactos  de  que  ambos  so- 
aloe  tendrían  á  su  cargo  la  dirección  de  iaOompañía;  pero  en  atención 
á  que  D«  Nioomedes  estaba  ausente  y  no  prestaba  su  cooperación  perso- 
nal en  ios  actos  de  la  Sociedad  desde  principios  del  afio  1888,  sólo  don 
Manuel  quedaba  autorizado,  sin  perjuicio  de  poderlo  hacer  también  don 
Hicomedes,  y  de  que  las  utilidades  ó  pérdidas  se  distribuirían  aplican- 
doae  dos  terceras  partes  al  D.  Manuel  y  una  tercera  al  D.  Nlcomedee; 
ügurando  eutre  las  cláusulas  contenidas  en  el  poder  conferido  por  don 
Nlcomedes  á  D.  Secundino,  unido  á  dicha  escritora  de  prórroga,  la  de 
que  ausente  el  otorgante  quedaba  autorizado  D.  Manuel  para  poner  en 
la  fábrica  y  establecimiento  de  venta  á  las  personas  que  mejor  le  pare- 
oleran,  dándoles  las  asignaciones  y  sueldos  que  tuviera  por  conve- 
niente: 

Resultando  que  en  8  de  Bnero  de  1897  falleció  D.  Manuel  Urquiza, 
dejando  por  su  única  y  universal  heredera  á  su  esposa  Dofia  Felisa  Ur- 
quiza, y  Samaniego,  hermana,  como  se  deja  dicho,  de  D.  Secundino,  el 
cual  autorizó  una  carta  circular  de  fecha  6  del  mismo  mes  particicipan- 
áo  á  las  personas  qne  tenían  relación  con  dicha  casa  de  comercio  el  f  alle- 
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cimiento  del  Gerente  D.  Manuel,  osando  para  ello  del  poder  qne  le  teni» 
conferido  el  socio  enperviYiente  D.  Nlcomedes;  j  conüonada  la  casa  co  - 
marcial  por  éste,  en  nnlón  de  sn  sobrina  y  cufiada  Dofia  Felisa,  bajo  U. 
nueva  raaón  social  de  Vinda  de  ürqnlia  j  Hermano,  signió  en  ella  oL 
D.  Becandino'  hasta  fines  de  Febrero,  en  que  se  despidió  por  desavenen- 
cias surgidas  con  su  hermana  Dcfia  Felisa;  apareciendo  saldada  todo» 
los  afios  con  el  conforme  de  D.  Secnndino  Ürqaiaa  la  cuenta  corriente 
que  había  tenido  abierta  en  la  susodicha  casa  comercial  y  cuyo  haber  ae 
halla  formado  con  sus  sueldos  anuales  de  1.860  pesetas  y  algunas  grati- 
floaciones  por  buen  resultado  de  balance: 

Resultando  que  con  testimonio  del  poder  de  12  de  Julio  de  1689  y  nn» 
meroaas  cartas  dirigidas  por  diferentes  personas  á  D.  Secundino  ürqni- 
la,  que  úo  es  del  caso  rneuclonar,  dedujo  el  D.  Secundino  en  11  de  Julio 
de  1000  la  demanda  de  este  pleito,  con  la  pretensión  de  que  se  condena 
ra  en  definitiva  á  su  hermana  Dcfia  Felisa,  como  heredera  de  su  ma* 
rldo  D.  Manuel,  aocio  que  fué  de  la  casa  Ürquisa  Hermanos,  á  que,. 
ce  I  forme  á  les  balances  correepondientea  á  los  periodos  de  1.^  de 
i^Ofostode  1889  y  SI  de  Julio  de  1890  y  desde  igual  dia  de  1891  á  88  de 
Febrero  de  1897,  ó  á  lo  que  ee  justificara  ó  resolviera,  caso  de  so  ser  ha- 
bidos dichos  balances,  pagara  el  demandante  la  sexta  parte  de  las  otili- 
daJes  obtenidas  por  la  citada  Sociedad,  con  abono  además  de  tidaa  les 
costas,  sin  perjuicio  de  su  derecho  á  reclamar  otra  sexta  parte  de  utUi-^ 
díkdt)scontia  el  ctro  socio  que  fué  de  la  expresada  Sociedad  D.  Nicomodea 
Urqalxa  y  GargoUo,  ácoye  efecto  alegó  en  cuanto  es  esencial:  que  entrón 
en  la  casa  Urquiza  Hermanos  en  1884  como  auxiliar  del  Director  admi- 
nistrativo D.  LoreuEO  López,  con  el  sueldo  anual  de  IMO  pesetea,  y 
en  tal  cargo  ccntinuó  hasta  Julio  de  1889  en  que  por  haber  cesado  Lópea 
en  la  dirección  y  por  enfermedad  del  socio  Gerente  D.  Manuel,  paaó  á 
deeempcfiar  aquel  cargo  de  Director,  confiriéndole  además  D.  Manuel  el 
amplio  poder  de  13  de  Julio  de  dicho  sfio,  cuyo  testimonio  acompt  fiaba, 
que  demcstreba  la  f:beoluta  confianza  que  en  él  tenia  la  Scciedad;  que 
como  atribución  del  nnevo  cargo  le  ofreció  el  Gerente  D.  Manuel,  á  más 
de  su  sueldo,  una  participación  en  las  utilidades  de  la  cara,  lo  cnai  de- 
mostraban evidentemente  las  cartas  que  acompsfiaba  de  diferentee  per- 
aonas  relacionadas  por  tazón  de  negocioa  con  la  casa  Urquiaa  Herma- 
nos; que  al  hacerse  cargo  de  dicha  casa  comercial  como  Director  admi. 
nistrativo  y  apodeíado  general  adeudaba  aquélla  más  de  160.000  pesetas, 
tenía  gravada  la  fábrica  y  debía  otras  cantidades,  y  meiced  ásu  gestión^ 
á  la  vuelta  de  cuatro  afios,  no  sólo  resultaron  satisfechas  todaa  laa  deu- 
das, sino  que  resultó  un  caldo  de  más  de  ICO.OCO  pesetas  á  favor  de  la. 
casa  en  la  cuenta  corriente  que  tenía  abierta  en  la  sucursal  del  Banco 
de  Espafia;  que  por  consecuencia  de  grave  enfermedad  tuvo  que  auacn- 
tarse  de  Sevilla,  y  cesar,  por  tanto,  temporalmente  desde  1.®  de  Agosta 
de  1890  en  la  dirección  de  los  negocios  de  la  casa,  pero  volvió  á  encar* 
garse  dceHa  en  1.®  de  Julio  de  1891,  con  las  mismas  atribuciones  y  fa- 
cultades que  ai  otorgarse  el  cargo  de  Director  y  el  poder  de  13  de  Julio 
de  1889,  que  se  hallaba  subsistente,  con  arreglo  al  art.  3(0  del  Código 
de  Comercio,  por  no  haberle  sido  aún  revocado;  que  los  termines  del 
poder  que  le  confirió  el  otro  socio  D.  Nlcomedes  en  11  de  Bnero  de  1698, 
con  el  cual  otorgó  el  demandante,  en  unión  de  D.  Manuel,  la  escritura 
de  prórroga  del  contrato  social,  así  como  ésta,  demostraban  su  constante 
y  capital  Intervención  en  todos  los  asuntos,  gestiones  y  trabajos  de  la 
casa,  que  no  era  posible  recompensar  con  la  exigua  cantidad  de  IMO- 
pesetas  anuales  que  tenía  asignadas  para  sus  gastos,  aun  cuando  no 
existiera  el  precepto  del  párrafo  á/*  del  art.  288  del  Código  de  ComercU , 
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para  eon  el  teoia  indastrial  al  faetor  intareaado  mediante  p»- 
le  por  íaUeoimlento  de  D.  Manoel  ürqnisa,  en  Ylnda  j  herede- 
Pellea  oontínnó  la  casa  comercial,  en  nnlón  del  otro  socio  don 
08,  bajo  la  razón  eocia)  Viada  de  Urqnisa  y  Hermanoe,  eignlen* 
oandante  en  el  deeempefio  de  en  cargo,  como  lo  demostraba  la 
qne  dirigió  participando  el  fallecimiento  de  D.  Manael;  pero 
npo  despoós,  ó  sea  á  fines  de  Febrero  de  1897,  por  enestionee 
con  so  hermana  Dofia  Felies,  dejó  la  dirección  y  administra- 
os negocios  de  la  casa,  exigiendo  á  aquélla  y  á  su  socio  D.  Ni- 
el abono  de  las  cantidades  qne  le  correspondían  por  las  ntiil- 
atenidas  en  la  explotación  del  negocio  dorante  el  tiempo  en  qne 
stando  eos  servicios  como  Director  y  apoderado,  con  coyas  pro* 
s  se  manifestó  conforme  D.  Nicomedes,  pero  las  rechazó  Dofia 
bligándole.á  promover  este  pleito: 

liando  qne  Dofia  Felisa  Urqniza  contestó  la  demanda  oponiendo 
pelones  de  falta  de  personalidad  en  ella,  por  no  tener  la  repre- 
n  de  la  Sociedad  Urqniza  Hermaoos,  y  la  de  falta  de  acción  en 
idante,  pero  no  acreditan  el  carácter  ó  representación  con  qno 
ba,  citando  al  efecto  los  artícnlos  226  y  signieotes  del  Código 
ircio;  16  y  21,  DÚm.  6.^,  del  mismo  Código,  y  81  y  88,  cúme- 
i  reglamento  de  21  de  Diciembre  de  1886  para  la  organización 
m  del  Registro  mercantil,  y  alegando,  en  reenmen:  qne  ni  don 
Urqniza  abandonó  jamás  la  gerencia  de  la  casa,  ni  D.  Secondl- 
hacer  aso  del  poder  qne  aquél  le  confirió  por  mera  precaución 
de  haber  tenido  qne  ausentarse  de  Sevilla  por  corto  tiempo,  ni 
nca  la  representación  legal  de  la  Sociedad,  demostrándose  lo 
con  la  afirmación  que  hacia,  y  probatoria  á  sn  tiempo,  de  qne 
lel  autorizó  siempre  loa  giros  de  la  casa,  hasta  el  extremo  de 
tnadas  y  contadas  las  letras  que  habían  de  girar  en  sus  ansen- 
o  segundo,  con  el  hecho  de  no  haberse  ioscrito  ni  tomado  razón 
gistro  mercantil  del  peder  que  le  otorgó  D.  Manuel;  que  este 
»  alteró  en  cada  las  facultades  ó  intervención  de  D.  Secundino 
sa  de  comercio,  y  era  absolutamente  falso  y  carecía  de  cansa 
lotivara  el  qne  D.  Manuel  ofreciera  á  D.  Secundino  participa- 
una  sobre  sn  sueldo  en  las  utilidades  de  la  casa,  siendo  comple- 
contrarias  las  afirmaciones  del  demandante  á  la  conformidad 
ipre  había  prestado  á  los  saldos  de  sn  cuenta  corriente;  que  don 
no  fué  un  dependiente  de  la  casa  que  prestó  sus  servicios  en  la 
iiasta  el  afio  1898,  y  en  el  mostrador  del  establecimiento  desde 
tía  en  adelante,  no  siendo  extrafio  que  para  sus  compafieros  pa- 
ona  especie  de  apoderado  ó  encargado  por  razón  de  la  relación 
itesco  con  D.  Manuel  y  su  esposa,  y  el  deseo  natural  de  ésta  de 
iü  personalidad;  que  en  28  de  Junio  de  1890,  D.  Secundino  sa- 
lí y  materialmente  de  la  casa  Urqniza  Hermanos,  se  le  liquidó 
ía,  poniendo  él  sn  conformidad,  rece  gló  el  saldo  y  se  marchó  á 
^ires;  y  como  el  poder  qne  le  había  conferido  D.  Manuel  no  ha- 
inscrito  en  el  Registro  mercantil  ni  se  había  dado  cuenta  del 
i  los  corresponsales  y  clientes,  no  fué  necesario  revocarlo,  pnes- 
n  el  ordjBU  legal  no  existía;  que  en  1891  regresó  el  demandante 
a,  sin  colocación  ni  dinero,  viéndole  precissdo  su  cDfísdo  don 
á  admitirle  de  nuevo  como  dependiente,  e^fíalácdole  el  mismo 
ine  antes  tenía;  que  el  demandante  traía  á  coleclón  la  escritura 
oga  del  contrato  social  y  el  poder  con  que  en  ella  intervino, 
in  de  sefialar  un  dato  del  que  poder  partir  para  determinar  el 
de  las  utilidades  que  perseguía  bajo  titulo  de  socio  industrial; 
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per»  no  se  había  fijado  en  qoe  si  existió  y  aabsistía  «1  apoderamlento 
con  gerencia  y  participación  de  atilidades  á  en  favor,  neeeearlamAnto 
había  qne  manifeatario  en  ia  escritura  dé  prórroga  y  modificación  del 
contrato  de  Sociedad,  y  ai  no  haberse  hecho  así,  qnedó  anoiado  aquel 
apoderamiento  y  enantes  pudieran  haber  existido,  y  de  ningún  modo 
podría  atribuirse  ei  demandante  ei  carácter  de  Gerente,  Administrador 
ó  Director  de  la  casa  comercial  desde  ia  fecha  de  ia  escritura  de  prórr^ 
ga,  como  no  demostrase  que  con  posterioridad  hlso  uso  D.  Manuel  da 
las  facultades  que  se  le  reservaron  en  aquélla;  y  era  cierto  que  el  da- 
mandante  autoriió  y  dirigió  ia  carta-circular  dando  cnenta  del  falleci- 
miento de  D.  Manuel  Urqniza,  usando  para  ello,  como  decía  en  la  mla- 
ma,  del  poder  qoe  le  tenía  conferido  el  socio  superviviente  D.  Nioama- 
des,  lo  cual  reveialia  que  no  se  consideraba  apoderado,  Director  ó  Ge- 
rente de  la  Sociedad,  sino  qne  siguió  en  ia  casa  desempefiando  el  mismo 
cargo  qne  había  tenido  siempre  haata  qne  la  almndonó  en  fines  da  Fe- 
brero de  1897  por  no  prestarse  su  hermana  á  sus  exigencia» y  deaaoe: 

BesuUando  que  ei  demandante  repüoó,  Insistiendo  en  las  pretenala- 
nes  de  su  demanda,  y  evacuado  por  la  demandada  el  trámite  de  dupli- 
ca, reproduciendo  asimismo  las  alegaciones  hechas  en  el  de  contaata- 
ción,  se  recibió  ei  pleito  á  prueba,  suministrándose  por  ambae  partea 
diferentes  justificaciones;  y  después  de  expirado  el  término  de  prueba 
se  personó  en  los  autos,  por  faiiecim  tentó  del  demandante  D.  Secondl* 
no,  su  viuda  Dofia  Adela  Romero  de  Haro  por  sí  y  en  representación  da 
su  hijo  menor  D.  Ángel  ürquiía  y  Romero,  y  por  el  fallecimienta  paa- 
terior  de  estos  dos,,  comparecieron  y  fueron  tenidos  por  parte  D.  Jaaé 
Romero  Sánches  y  Dofia  María  de  los  Dolores  Haro  y  Reyes: 

Resultando  qne  snatanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  da  laa 
dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó  aen» 
tencia  confirmatoria  en  1.®  de  Marso  próximo  pasado  absolviendo  á 
Dofia  Felisa  Urqulza  y  Samaniego,  como  heredera  de  su  difunto  marida 
D.  Manuel  Urqnisa  y  Gargollo,  socio  que  fué  de  la  Sociedad  Urqnlsa 
Hermanos,  da  la  demanda  interpuesta  por  D.  Secundino  ürqulsa  y  8a- 
maniego,  continuada  por  los  causahablentes,  de  éste,  sin  hacer  eapa- 
cial  condenación  en  cuanto  á  las  costas  de  primera  instancia  é  Impo- 
niendo á  los  demandantes  ei  pago  de  las  de  la  segunda: 

Resultando  qne  D.  José  Romero  Sánches  y  Dofia  María  Haro  Rayea 
interpusieron  recorso  de  casación,  fondado  en  ei  núm.  1.^  del  art.  16ta 
de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  por  considerar  infringidos: 

Primero.  Por  indebida  aplicación  al  case  de  autos,  el  artícnla  17 
del  Código  de  Oomerdo,  que  se  refiere  á  ia  inscripción  en  al  Regla- 
tro  de  las  Sociedades  que  se  constituyan,  pero  no  de  loa  poderes  qna 
otorgue  ei  Gerente  de  una  Sociedad  ya  constituida,  como  la  de  Urqolaa 
Hermanos;  el  párrafo  6.<>  del  art.  21  del  mismo  Código,  que  se  refiera  á 
las  notas  qne  se  pongan  en  la  hoja  de  inscripción  de  cada  Sociedad,  aim 
qne  se  establezca  el  carácter  de  obligacionistas  por  lo  que  respecta  á  la 
Inscripción;  y  ei  párrafo  2.^  del  art.  S8  del  reglamento  del  Rsglatra 
mercantil,  que  si  blea  establece  la  Obligación  de  la  inscripción  da  loa 
poderes  en  el  Registro,  tal  obligación  incumbe  á  los  Directores,  Prael* 
dentes  y  Gerentes  de  las  Sociedades  ^ue  estuviesen  insorltas,  según  pta* 
eeptúa  el  art.  86  del  mismo  reglamento,  del  que  es  adición  el  88;  sieada 
evidente  que  los  preceptos  invocados  tienen  la  interpretación  indicada 
desde  el  momento  en  qne  el  artículo  29  del  Código  de  Comercio,  Igual- 
mente infringido  por  sn  no  aplicación,  determina  de  una  manera  clara 
y  taxativa  qne  los  poderes  no  registrados  producirán  acción  entre  man- 
dante y  mandatario,  pues  de  no  ser  así  resultaría  una  contradledóB  ma- 
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oifiesta  entre  el  precepto  de  este  artículo  j  el  de  loe  citados  anterior- 
mente y  se  daría  cabida  á  la  falta  de  bnena  fe  en  la  contratación  lia- 
ciendo  posible  el  eludir  el  complimiento  de  nna  obligación  por  el  he- 
cho de  no  llenar  nn  requisito  de  mero  trámite;  y 

Segundo.  £1  párrafo  4.^  del  art.  268  del  Oódigo  de  Comercio,  que  deter- 
mina que  el  principal  que  hnbiere  interesado  al  factor  en  una  operación 
le  daría  una  participación  en  las  ganancias  proporcionada  al  capital  que 
aportase,  y  no  aportando  capital  será  reputado  socio  industrial,  en  rela- 
ción con  el  art.  140  del  mismo  Oódigo,  que  determina  que  las  gananciae 
se  dividirán  á  prorrata  de  la  porción  de  interés  que  cada  cual  tuviera  en 
la  Oompafiía  cuando  no  se  hubiese  determinado  la  parte  correspondiente 
de  las  ganancias,  figurando  en  la  distribución  ios  socios  industriales,  si 
los  hubiese,  en  la  clase  de  socio  capitalista,  menor  participación,  toda 
Tez  que,  en  armonía  con  estes  preceptos,  debía  haberse  resuelto  este 
pleito  desde  el  momento  en  que  se  reconoce  en  el  tercer  considerando  de 
la  sentencia  que  D.  Secundino  ürquiza  estaba  interesado  en  el  negocio» 
ein  expresar  con  qué  participación: 

Viste,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Camilo  María  Gullón: 

Goneiderando  que  siendo  un  hecho  afirmado  en  el  fallo  recurrido  que 
D.  Secundino  ürquiza  no  ha  justificado  el  derecho  qne  pretende  á  su  par- 
ticipación en  las  ganancias  de  la  Sociedad  Ürquiza  Hermanos,  en  la  cual 
nunca  tuvo  otro  carácter  que  el  de  dependiente  con  sueldo  fijo  y  grati-^ 
fieaciones  por  el  buen  resultado  de  los  balances,  caen  por  su  base  las 
infracciones  de  les  artículos  17,  29,  140  y  párrafo  4.®  del  268  del  Oódigo 
de  Comercio  que  se  invocan  en  los  dos  únicos  motivos  del  recurso,  por- 
que habiendo  tenido  el  Tribunal  sentenciador  en  cuenta  los  elementoe 
«nministradoB  ñor  las  partes  para  formar  su  juicio  acerca  de  las  prue- 
bas, y  constituyendo  tal  apreciación  el  fundamento  esencial  del  mismo, 
carecen  de  eficacia  para  la  casación  las  infracciones  alegadas,  todas  ellas 
ínndadas  en  hipótesis  contrarias  á  los  supuestos  establecidos  en  la  sen- 
teneia  recurrida;  ^ 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
onrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Romere 
Sánchez  y  Dolía  María  Haro  Reyes,  con^o  causahabientes  de  D.  Secundi- 
no ürquiza  y  Samaniego,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas  y 
para  en  sn  caso  al  de  la  cantidad  qne  por  razón  de  depósito  debierrá 
constituir,  que  se  distribuirá  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  per  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Lboi8Lativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, le  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 
Víctor  Covián.=:Antonio  Alonso  Casafia.=slidefonso  López  Aranda.-» 
Bamón  Barroeta.^Camilo  María  Gullón. = Eduardo  Ruiz  García  Hita. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bxomo.  Sr.  D.  Camilo  María  Galdón,  Magistrado  del  Tribunal  Supre* 
mo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  del  mismo  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  dicha  Sala. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1006.asLicenciado  Jorge  Martínez. 
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£7úm.  168 .—TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  ú%  Dlelmbrt, 
pablloada  el  II  y  17  it  Mayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  ley.— Jiueío  voluntario  de  testamen^ 
^oria.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter» 

guesto  por  boña  Carmen  Galán,  contra  la  pronunciada  por  la 
ala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña 
Amparo  Cotarelo. 
En  sus  CONSIDERANDOS  ss  establccc: 

Que  el  juicio  voluntario  de  testamentaria  se  eoneedt  únieamente 
para  liquidar  las  porciones  hereditarias  en  cuanto  no  resulte  extin- 
guido ese  derecho  al  ejercitarlo  parte  legitima^  y  según  el  núm.  4.^ 
del  art.  1038  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dotl^  lo  será  cualquier 
acreedor^  siempre  que  presente  un  titulo  que  justifique  cumplida- 
mente su  crédito: 

Que  la  imposición  de  costas  á  cualquiera  de' los' litigantes  es  una 
/acuitad  discrecional  que  la  ley  atribuye  á  los  Tribunales  sentencia' 
dores: 

Que  la  ley  8.\  tit.  22^  Partida  3.*,  está  derogada  según  repetideh 
mente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  los  autos 
segaidoe  en  el  Juzgado  de  primera  instanoia  del  distrito  de  San  Vicente 
de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  aquella  Audiencia  territorial  poi 
Dofia  Carmen  Galán  y  Floree,  vecina  de  dicha  capital,  dedicada  á  sos 
laboree,  con  Dofia  María  del  Ampare  Cotarelo  é  IníaDSón,  también  dedi- 
cada á  ane  labores,  y  vecina  de  Boal,  eobre  provocación  de  un  juicio  vo- 
luntario de  testamentaría;  pendiente  ante  Kóe  en  virtud  de  recurso  de 
casación  que  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  el  Procurador  D.  Fer- 
nando Flores,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Manuel  Cavanillce  y 
Peón,  á  nombre  de  la  Dofia  Carmen  Galán;  sin  que  haya  oomparsclda 
ante  eete  Tribunal  Supremo  la  parte  recurrida. 

Resultando  que  el  1.®  de  Septiembre  de  1906  falleeió  en  la  ciudad  de 
Sdvilla  D.  Juan  Cotarelo  Lópés,  demiciliado  en  la  misma,  viudo,  sin  des- 
cendientes ni  ascendieotes,  bajo  testamento  otorgado  ante  el  Notarlo  de  ' 
aquella  capital  Don  Adolfo  Rodrigues  Palacios  en  21  de  Junio  anterior» 
en  el  que  instituyó  por  su  única  y  universal  heredera  á  su  sobrina  car- 
nal Dofia  María  del  Amparo  Cotarelo  é  Infansón,  vecina  de  Veladlllade 
Boal,  en  la  provincia  de  Oviedo,  imponiéndola  la  obligación  de  dietrl- 
bnir  determinadoB  legados  entre  varios  de  los  parientes  del  testador,  y 
£ombró  por  su  único  y  universal  albacea,  con  amplias  é  ilimitadse  fa- 
cultades y  dejaodo  á  su  elección  tedo  lo  relativo  á  mortaja,  funeral»  oor- 
tejo  fúnebre,  sepultura  y  sufragios,  á  D.  Rafael  Sierra  y  Oolom,  quisa 
renunció  el  cargo  por  medio  de  escritura  pública  el  4  de  dichos  mes 
y  afio':  * 

Resultando  que  el  6  de  Noviembre  siguiente,  y  previa  petición  de 
que  se  la  concedieran  los  beneficios  de  pobreta,  acudió  al  Juagado  Dofia 
Carmen  Galán  y  Flores  solicitando  se  tuviera  por  promovido  el  juicls 
voluntario  de  testamenta  ría  de  D.  Juan  Cotarelo  Lopes  y  se  acordase  la 
citación  eu  forma  de  los  interesados  y  heredera,  la  formación  de  los  ia- 
veutaricB  judiciales,  se  convocaee  á  junta  de  herederos  para  que  se  pu- 
sieran de  acuerdo  sobre  la  administración  del  caudal,  en  custodia  y  cos- 
eervaclóí3,  cod  tcdo  lo  demás  que  fuera  procedente,  y  qus  se  proveyese 
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á  todo  per  mi  oaráetor  urgente  antee  de  qne  recayere  eentencie  á  la  pre»- 
toneión  aotire  pobreía,  ezpeniendo»  además  de  lee  hechoe  antes  relaolo  - 
nadoe,  qne  era  aoreedqra  legitima  de  la  toetementaria  per  la  sama  de 
t.44X  peeetaSy  imperto  totoi  de  varios  pagoe  qne  había  satisfecho  per  la 
aeietencia  módica  á  D.  Joan  Cetarelo  Lopes,  depósito  ó  inhumación  del 
cadáver  del  mismo,  ataúd,  coche  fúnebre  y  carra  ajes  para  el  transporte 
de  aqnél,  eepaltara  de  propiedad,  estipendios  de  cinco  misas  rezadas  y 
ana  de  Réquiem  canuda  en  sufragio  del  alma  de  dicho  finado,  y  por  el 
herraje  de  varias  caballerías  desde  el  1.^  de  Octubre  de  19o6  á  fines  de 
Septiembre  de  1906;  acompefió  recibos  jostificantes  de  los  pagos  reiacio- 
nados,  y  pidió  además  qne  ee  reclamase  testimonio  literal  del  indicado 
teetamento  y  certificado  del  Registro  central  de  actos  de  última  volnn- 
tod,  y  que  sobre  todo  se  procediera  á  la  formación  de  los  inventarios  ju- 
diciales de  los  bienes  relictos,  por  cuanto  la  heredera  estaba  enajenando 
precipiUdamento  los  semovientes  y  ocultando  el  mayor  número  poslbla 
de  los  bienes  que  habían  de  inventariar: 

Resultando  que  recibida  la  copia  del  mencionado  testamento  y  rati- 
ficada en  forma  legal  Dofia  Carmen  Galán  en  su  anterior  escrito,  el  Juez, 
por  auto' de  8  de  Noviembre  de  1906,  tuvo  por  provenido  ei  juicio  volun- 
torio  de  testomentaría  de  D.  Juan  Cotarelo  Lopes,  mandó  citar  para  él  á 
la  heredera  instituida  y  á  la  repetida  acreedora  y  acordó  que  se  proce- 
diera desde  luego  al  inventario  de  los  bienes  de  todas  clases  quedados 
por  fallecimiento  de  aquél  y  que  se  llevara  á  efecto  en  la  forma  que  pres- 
criben loe  artículos  correspondientes  de  la  Itsy  de  Enjuiciamiento  civil, 
previo  señalamiento  de  día  y  hora  y  con  citación  de  las  personas  que 
debían  concurrir: 

Beeultondo  que  en  18  del  citodo  mes  de  Noviembre  compareció  ante 
el  Juzgado  Dofia  María  del  Amparo  Ootorelo,  solicitando  que,  con  sus- 
pensión del  procedimiento,  ee  repusiera  eljcitado  auto  del  día  8  y  se  de- 
clarase que  en  modo  alguno  procedía  la  prevención  de  dicho  juicio,  por 
ne  ser  Dufia  Carmen  Galán  parto  legítima  para  promoverlo,  se  impusie» 
ran  á  ésta  todas  las  costas,  y  sin  más  trámites,  se  archivasen  les  actua- 
clonee,  exponiendo  en  su  apoyo:  qne  el  juicio  voluntario  de  testamenta- 
ría BÓle  puede  existir,  cod forme  á  los  artículos  1087  y  1066  de  la  ley 
procesal,  cuando  lo  promoviese  parte  legítiiüa,  que  lo  son  los  determi- 
nados en  el  1088,  que  Dofia  Carmen  no  podía  ostentar  ese  carácter,  pues 
lee  documentos  que  había  presentado  demostraban  por  sí  solos  que  no 
era  acreedora  del  finado,  porque  se  trataba  de  actos  realizados  y  de  obli- 
gaciones qne  se  suponían  nacidas  después  del  fallecimiento  de  D.  Juan 
Cotorelo,  y  de  gastos  que  ni  aun  á  su  heredera  correspondía  sofragar» 
y  si  cuando  Dofia  Carmen  Galán  realizaba  aquellos  desembolsos  ya  no 
existía  aquél,  ni  ésto  enscribía  ni  autorizaba  tales  recibos,  mal  podía 
aquélla  llamarse  acreedora  del  finado;  y  que  aun  cuando  esos  gastos  los 
iiubiera  realisado  en  vida  del  D.  Juan,  nunca  constituirían  los  papeles 
preeentadoe  título  bástente  para  promover  este  juicio,  porque  ni  eetán 
snacritos  por  aquél,  ni  la  heredera  los  acepta  como  auténticos  ni  feha- 
eientoe,  ni  reconoce  la  obligación,  cuyo  reconocimiento  no  era  posible 
en  eetoe  juicios,  ni  eran,  por  tanto,  la  justificación  de  un  crédito,  y  que 
ne  exietiendo  ni  presentándose  ei  título  qce  la  ley  exige,  bastaba  esa 
defloiencia  para  que  se  dejase  sin  efecto  el  auto  recurrido; 

Resultando  que  acordada  la  suspensión  del  inventario  de  biones  de- 
eretedo,  y  entregada  la  copia  simple  del  anlerior  escrito  á  Dofia  Carmen 
Galán,  ésta  impugnó  el  recorso  interpuesto  por  Dofia  María  dc^i  Amparo 
Cotarelo  y  solicitó  se  declarase  no  haber  luarar  á  la  reposición  pretendida 
y  se  levantase  la  suspensión  decretada,  á  fi  j  de  que  se  llevara  á  cabo  el 
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inyentarlo  judicial  de  bienes,  alegando  en  en  apoyo:  qae  deade  haeía 
más  de  treinta  afios  había  vivido  con  ene  tíoe  D.  Joan  Cotaielo  y  Dolía 
Amalia  Flores,  qnienes  á  íaeraa  de  trabajos  habían  reunido  una  regular 
fortnna,  y  habían  otorgado  testamento  en  8  de  Mayo  de  1904  ante  el  ci- 
tado Notario,  por  el  cual  Dofia  Amalia  Institayó  por  sn  úalco  y  univer- 
sal heredero  á  su  maride  D.  Juan,  y  éste  á  ^aqnéUa,  si  bien  él,  por  la 
cláusula  6.^,  legó  á  su  mujer  la  oasa  que  habitaba  con  el  mobiliario 
«existente,  la  caal  disfrutaría  en  usufructo  durante  los  días  de  su  vida, 
y  por  BU  muerte  pasaría  en  p.leno  dominio  á  so  sobrina  Dofia  Carmen 
Galán,  y  si  ésta  falleciese  antes  que  la  usufructuaria,  ésta  sería  dnefia 
en  pleno  dominio  de  la  expresada  finca  y  mobiliario;  que  muerta  Dofia 
Amalia,  continuó  Dúfia  Oarmen  al  lado  de  D.  Juan  hasta  su  falleci- 
miento, sin  que  la  acompañara  nadie  de  la  familia,  no  obstante  baber 
avisado  con  tiempo  á  Dofia  Amparo  el  estado  de  gravedad  de  sn  lie,  y 
ialleoido  éste,  dispuso  en  el  acto  lo  concerniente  á  funeral  y  entierro, 
habiendo  abonado  de  sn  peculio  todos  loe  gastos  que  se  hicieron,  Inclu- 
sos los  honorarios  dé  los  Médicos  y  otras  obligaciones;  que  rebuscando 
papeles  del  floado,  encontró  una  copla  simple  del  testamento  citado  de  81 
de  Jnnio,  y  dada  cuenta  á  D.  Rafael  Sierra  de  qae  estaba  nombrado  al- 
foaoea,  renunció  el  cargo,  y  comunicada  la  Institución  de  heredera  á 
Dofia  María  Amparo  Ootarelo,  ésta  escribió  á  Dofia  Oarmen  Oalán  di* 
«iéndola  que  continuara  al  frente  de  la  casa  y  negocios  de  su  tío,  como 
antes  lo  estaba,  y  que  cuando  ella  fuera  se  arreglaría  todo;  que  al  mee 
de  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Juan,  fueron  á  Sevilla  Dofia  María 
del  Amparo  y  su  madre,  y  hasta  el  81  de  Octubre  siguiente  había  conti- 
nuado Dofia  Oarmen  al  cuidado  de  la  herencia  y  atendiendo  á  los  gastes 
de  la  testamentaría  y  manutención  de  aquéllas,  pero  cuando  llegó  la 
hora  de  liqaidar  y  exigir  el  pago  de  lo  adeudado,  se  le  negó  todo  dere- 
cho, obligándola  á  acudir  á  los  Tribunales;  y  que  Dufia  Oarmen  Ghüán 
es  acreedora  de  la  testamentaría  por  haber  satisfecho,  como  lo  demee* 
traban  los  documentos  presentados,  los  gastos  de  asistencia  médica  y 
demás  expresados,  así  como  la  manutención  y  cuidado  de  las  caballe- 
rías que  el  finado  dejó  y  que  luego  pertenecían  á  so  heredera: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  citado  dictó  auto  en  SO 
de  Noviembre  de  1006,  per  el  cual  declaró  no  haber  lugar  á  reponer  en 
ninguna  forma  el  de  8  del  mismo  mes,  por  el  que  se  tuvo  por  prevenid» 
el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  D.  Juan  Ootarelo  Lópeí,  que  ee 
tuviera  á  lo  en  él  mismo  mandado,  y  levantándose  la  suspensión  decre- 
tada se  llevara  á  cabo  el  inventario  de  los  bienes  relictos,  cerno  se  or- 
denó en  dicho  auto. 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  Dofia  María  del  Amparo 
Ootarelo  é  lafanzón  contra  el  indicado  auto  de  80  de  Noviembre,  y  tra- 
mitada la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Sevl* 
lia  dictó  auto  revocatorio  en  6  de  Abril  de  este  afio,  per  el  que  declaró 
haber  lagar  á  la  reposición  del  de  8  de  Noviembre  de  1906,  que  tuve  por 
prevenido  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  D.  Joan  Ootarelo  Ló- 
pez y  disponiendo  el  archivo  de  las  actuaciones,  con  imposición  á  Defia 
Oarmen  Galán  de  las  costas  de  la  primera  instancia  y  sin  hacer  expresa 
condenación  de  las  de  la  segunda: 

Resaltando  que  Dofia  Oarmen  Galán  y  Flores  ha  interpuesto  reeurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  número  1.^  del  artíeolo 
1602  de  la  de  Eajuiciamiento  civil,  y  alegando  los  siguientes  motlToa: 
Primero.  lafracclón  del  nóm.  4.^  del  art  10)8  de  la  citada  ley  proee- 
eal,  que  establece  que  será  parte  legítima  para  promover  el  jálelo  vo- 
luntario de  testamentaría  cualquier  acreedor  que  presente  título  eaeri- 
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to  qne  JOBtiflqae  camplldamente  sn  ocódito,  toda  Tes  qne  Dofia  Carmen. 
Galán  ha  demostrado  ser  acreedora,  no  sólo  del  cansante  de  la  heren- 
cia, sino  de  ésta  por  les  ocho  recibos  presentados,  y  annqne  no  hnbiera. 
acreditado  ser  acreedora  más  qne  de  la  herencia,  también  resultaría  la 
infracción  del  precepto  citado  pnesto  qne  la  ley  no  distingue  de  qnién  se 
ha  de  ser  acreedor,  y,  por  tanto,  á  nadie  es  dable  distingoir,  siendo  na- 
tural qne  la  ley  no  baga  esa  distinción  porque  el  objeto  de  elU  al  esta- 
blecer ése  precepto  no  fué  otro  que  tener  en  cuenta  la  oposición  de  in- 
tereses entre  acreedores  y  herederos,  con  participación  ambos  en  nna 
misma  herencia,  annqne  en  diverso  sentido,  y  evitar  qne  los  legítimo» 
intereses  de  loa  primeros  sean  defraudados  por  las  malas  artes  de  lo» 
segundos,  más  posibles  en  casos  en  que,  como  en  el  presente,  no  hay  al- 
bacea  encardado  de  cumplir  los  compromisos  de  la  herencia  perjudicia- 
les al  heredero;  y 

Segundo.  La  ley  8>,  título  22,  Partida  tercera,  que  manda  se  impon- 
gan las  costas  al  litigante  temerario,  al  que  no  tiene  medios  de  probar 
sn  demanda,  toda  ves  que  la  facultad  discrecional  en  los  Tribunales 
para  apreciar  la  temeridad  está  limitada  por  la  citada  ley;  y  si  Dofia 
Carmen  Galán  posee  títulos  suficientes  de  pagos  hechos,  podrá  estar 
equivocada  en  la  apreciación  de  los  derechos  qne  las  leyes  le  conceden, 
pero  no  puede  admitir  haya  dejado  de  probar  los  hechos  qne  han  servido 
de  base  á  sus  pretensiones,  y  que  son  la  realidad  de  los  pagos  verifica- 
dos á  nombre  del  difunto  y  á  nombre  de  la  herencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 

Considerando  qne  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  se  concede 
únioamente  para  liquidar  las  porciones  hereditarias,  en  cnanto  no  re- 
sulte extinguido  ese  derecho  al  ejercitarlo  parte  legítima,  y  según  el  nú» 
mero  4.^  de  art.  1038  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  lo  será  cualquier 
acreedor,  siempre  qne  presente  nn  título  que  justifique  cumplidamente 
sn  crédito: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casación  alegado,  que 
al  estimar  la  Sala  sentenciadora  qne  los  documentos  presentados  por 
Dolía  Carmen  Galán  para  pretender  la  incoación  del  juicio  voluntario 
de  testamentaría,  á  consecuencia  del  fallecimiento  de  D.  Joan  Cotarelo 
Lopes,  noiustifican  cumplidamente. la  existencia  del  crédito  qne  se  re- 
clama, no  infringe  el  mencionado  artículo,  toda  vea  que  esos  documen- 
tos no  demuestran  que  el  finado  D.  Juan  debiera  cantidad  alguna  á  la 
recurrente,  qne  si  hiao  pagos  con  posterioridad  á  la  muerte  de  aquél,  qne 
debían  abonar  sus  herederos,  expedita  tiene  su  acción  para  entablar 
céntralos  mismos  las  oportunas  reclamaciones  en  la  vía  y  forma  .co- 
rrespondientes, y  no  promoviendo  nn  juicio  voluntario  de  testamenta- 
ria, que  no  puede  tener  otro  fin  que  el  indicado,  sin  que  sea  posible  re- 
conocer personalidad  para  promoverlo  á  la  Dofiá  Carmen  Galán,  qne 
sólo  presenta  'á  este  fin  documentos  acreditativos  en  todo  caso  de  una 
acción  para  pedir  á  los  herederos  de  D.  Juan  Cotarelo  el  pago  de  las  can* 
tidades  que  dice  anticipó  para  satisfacer  obligaciones,  á  las  que  ellos 
debieron  atender: 

Considerando  qne  tampoco  es  de  estimar  el  segundo  y  último  motive 
del  recurso,  porque  la  imposición  de  costas  á  cualquiera  de  los  litigan- 
tes es  nna  facultad  diflcrecional  qne  la  ley  atribuye  á  los  Tribunales  sen- 
tenciadores, y  al  usar  de  esa  facultad  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla,  imponiendo  pu  pego  á  la  qne  hoy  recurre,  no  cabe  invocar 
como  fundamento  del  recurso  la  ley  8>,  título  22,  Partida  tercera,  por 
hallarse  derogada,^Begún  repetidamente  tiene  declarado  este  Tribunal 
Supremo; 
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FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramoe  no  haber  logar  al  ve- 
caree  de  caeaclón  interpnceto  por  Dofia  Carmen  Galán  y  Floree;  y  eon 
la  oportana  certificación  deTuélvaee  á  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla 
el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Aeí  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Oolbcción  LBGiSLATrVA,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.ssJosé  de  Alda- 
coa.:::  Víctor  Ooyián.= Antonio  Alonso  Casafia.sBlldtfon80  Lopes  Aran- 
da.=Bamón  BarroetB.=:Oamilo  María  Qullón.s Eduardo  Bnis  García 
fiita. 

Publicación. = Leí  da  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  páblica  la  misma  en  el  día  da  hoji. 
de  que  certifico  como  Eecribano  de  Cámara* 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.=Bogelio  Gonsáles  Montes, 


Kum.  16Q.— TRIBUNAL  SUPREM0«--I2  de  Dielembro, 
publicada  el  17  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  ihVRACCiófi  üe  ley  .—Remoción  del  cargo  de  albaeem 
y  otros  ex^r^mos.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Alfredo  Pulido  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cacares,  en  pleito  coa 
D  Juan  Pavón  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablece: 

Que  habiendo  estimado  loa  albaeeaa  en  ejecución  de  la  voluntad 
del  testador  no  ser  heredero  de  éste  un  determinado  indioiduú^  mien^ 
tras  el  mismo  no  lleve  tal  cuestión  á  los  Tribunales  directamente  § 
en  debida  forma,  con  la  citación  de  todos  los  interesados  en  su  re- 
solución, si  considera  que  la  voluntad  del  testador  fué  mal  enten'^ 
dida  y  aplicada,  no  puede  con  el  supuesto  carácter  de  heredero  ejer- 
citar  acciones  inherentes  á  tal  cualidad,  y  entendiéndolo  asi  la  Salm 
sentenciadora  no  infringe  los  arts.  359,  361,  372  y  1092  de  la  ley 
Procesal,  ni  el  h02,  núm.  3.^  y  904  y  siguientes  del  Código  eiviU 

Que  son  improcedentes  para  la  casación  los  motivos  relativos  á 
euestiones  no  planteadas  en  el  pleito. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  el  jntcia 
declarativo  de  mayor  cuantía  y  en  los  autos  que  le  faeron  acumulados, 
seguidos  en  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  Marida  y  en  la  8ala  da 
lo  civil  de  la  Andlenoia  territorial  de  Cáceres  por  D.  Alfredo  Pálido  Ma- 
tarrubia,  Perito  práctico  y  vecino  de  dicha  ciudad,  contra  Ü,  Juan  Pavóa 
y  Pavón,  propietario  y  vecino  de  Oar mónita,  y  D.  Juan  Zacarías  Bonilla 
y  Gomes  Baeno,  é^te  en  rebeldía,  en  calidad  ambos  de  albaceas  de  don 
Rafael  Pulido  Gonsáles,  sobre  remoción  de  dicho  cargo,  rendición  da 
cuentas,  aprobación  de  operaciones  testamentarias  y  entrega  de  bienes; 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  da 
ley  ha  interpuesto  D.  Alfredo  Pulido  Matarrubia,  representado  y  defen- 
dido por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  el  Letrado  D.  Rioardo  Ruta 
Benitos,  estándolo  D.  Joan  Pavón  por  el  Procurador  D.  José  María  Coi^ 
don  y  el  Letrado  D.  Felipe  Sánchez  Román: 

Resultando  qne  el  día  6  de  Mayo  de  1891  falleció  en  la  ciudad  de  Ma- 
rida D.  Rafael  Pálido  Gonsáles,  de  estado  viudo,  bajo  testamento  qaa 
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lutbía  otorgado  en  12  de  Octubre  de  1882  ante  el  Notario  D.  José  María 
Becerra,  con  reeidencia  en  dicha  dudad;  qae  en  la  dáñenla  11  de  la 
mencionada  dlepoeición  teetamentaria  manifestó  el  testador  lo  qne  signe: 
«Oareciendo,  como  llevo  manifestado,  de  ascendientes  y  descendientes 
de  todas  ciases,  j  teniendo  en  mi  compañía  á  mi  sobrino  D.  Alfredo  Pu- 
lido, hijo  de  mi  hermano  D.  Prudencio;  á  mi  sobrina  segunda  Dofia  Es- 
tefania  Villa,  hija  de  mi  difunto  primo  hermano  D.  Gregorio  Villa  y 
€k>nsáles,  hace  seis  afios,  y  en  la  actualidad  está  al  frente  de  mi  cana, 
ambos  en  estado  de  solteros,  á  quienes  he  criado  y  educado  con  el  afecto 
y  solicitud  de  un  padre  carifioso,  de  quienes  he  recibido  y  recibo  inequí- 
Yocas  muestras  de  consideración,  respeto  y  carlfio,  de  continuar  en  mi 
eompafiía  y  casa  de  mi  ordinaria  habitación  al  tiempo  de  mi  íalled- 
miento,  ya  en  estado  de  solteros,  ya  en  el  de  casados  ó  viudos,  corres- 
pondiendo con  solicitud  á  la  protección  que  les  dispenso,  les  instituyo 
por  mis  únicos  y  universales  herederos  del  remanente  que  quedare  da 
mi  hacienda,  después  de  pagado  cuanto  dejo  dispuesto,  rogándoles  mo 
encomienden  á  Dios  y  que  continúen  por  el  camino  de  la  honrades  que 
sus  instintos  y  educación  les  ha  trazado,  para  que  los  hagan  y  gocen  por 
iguales  partes  con  la  bendición  de  Dios  y  la  mía.  Respecto  á  los  bienes 
inmuebles  que  de  mí  hubieren,  la  institución  de  herederos  que  les  dejo 
hecha  se  entenderá  simplemente  de  usufructuarios,  á  menos  qne  estnn- 
do  casados  á'  la  sasón,  ó  contrayendo  después  este  estado,'  obtuvieren  en 
él  legítima  sucesión,  pues  desde  el  momento  que  esto  suceda,  la  insti- 
tudón  se  entenderá  plenamente  en  propiedad  y  nsofiucto,  y  podrán  dis- 
poner libremente  de  todo  lo  que  de  mí  hubieren  adquirido.  Si  ninguno 
de  mis  dos  citados  herederoe  llegaren  á  tener  sucesión,  en  este  caso 
llamo  á  sustituirlos  en  el  caudal  inmueble  que  de  mí  hubieren  recibido 
á  mis  queridos  hermanos»;  y  por  la  cláusula  18  del  mismo  testamento, 
D.  Rafael  Pulido  Gomales  nombró  albaceás  universales,  contadores  nar- 
tidores  de  sus  bienes  y  apoderados  especiales  á  D.  Fernando  de  la  Vera 
é  Isla,  D.  Bartolomé  Romero  Leal,  D.  Benito  y  D.  Prudencio  Pulido 
Gonzáles,  D.  Juan  Pavón  y  Pavóa,  D.  Juan  2  icarias  Bonilla  y  D.  José 
María  Becerra,  confiriéndoles  «cnanto  poder  y  facultades  se  requiriesen 
y  necesitasen  para  que,  odurrido  el  fallecimiento  del  causante,  entrasen 
en  sus  bienes,  los  inventariasen,  valuasen,  liquidasen,  dividiesen  y  ad- 
judicasen en  conformidad  á  sus  disposiciones  testamentarias,  sin  inter- 
vención de  autoridad  alguna,  llevando  su  representación,  conjunta  y 
solidariamente,  todos  ó  cualquiera  de  ellos  en*  dichas  operaciones  y  en 
cuantos  actos,  diligencias  ó  incidencias  de  todas  clases  pudieran  ocurrir 
hasta  terminarlas  en  definitiva,  y  dar  á  cada  uno  lo  que  le  correspon» 
diese,  con  el  conveniente  título  que  lo  acreditase,  y  prorrogándoles  el 
plaao  legal  del  albaoeasgo  por  todo  el  tiempo  que  necesitasen  y  em- 
pleasen»: 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1902  D.  Alfredo  Pulido  Matarrubia 
dedujo  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Juan 
Pavón  y  Pavón  y  D.  Juan  Zacarías  Bonilla  y  Gomes  Bueno,  e;i  la  que 
hizo  relación  sustancial  de  los  hechos  expuestos,  y  afiadió:  que  de  loa 
albaceás  nombrados  por  el  causante  D.  Rafael  Pulido  González  en  sa 
testamento  sobrevivían  solamente  los  demandados,  quienes  no  obstante 
haber  aceptado  el  cargo,  habían  dejado  transcurrir  más  de  once  afios  sin 
realisar  su  misión,  concretándose  á  presentar  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad una  relación  valorada  de  bienes  al  objeto  de  liquidar  provisional- 
mente y  pagar  los  derechos  reales;  y  que  Invitados  en  acto  de  condlia* 
don  dichos*  albaceás  á  que  considerasen  cumplido  el  término  de  alba- 
oeasgo y  se  diesen  por  removidos  del  cargo,  y  en  su  virtud  entregaren  loa 
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bienes  á  los  herederoe  y  rindiesen  cuentas  de  sn  gestión,  había  contes- 
tado D»  Joan  Pavón  qne  consideraba  completamente  sin  derecho  algnno 
á  D«  Alfredo  Pálido,  ni  como  heredero  ni  como  legatario,  para  qne^éste 
le  exigiera  nada  qne  en  dicha  testamentarla  tuviera  qne  hacer  como 
albacea  de  la  misma;  alegó  en  derecho  los  artículos  €62,  768,  667,  668, 
898,  899,  906,  910,  911  y  1068  del  Oóúigo  civil  y  la  ley  8.%  títnlo  1» 
de  la  Partida  tercera;  suplicó  al  Juzgado  declarase  que  los  indicados 
albaceas  supervivientes,  nombrados  por  D.  Rafael  Pulido  Gonaáles  en  su 
testamento,  habían  cesado  en  sus  cargos  desde  el  día  6  de  Mayo  de  1898, 
en  que  se  cumplieron  dos  sfios  de  la  muerte  del  testador,  ó  que  debieron 
cesar  desde  qne  judicialmente  fueron  requeridos  para  ello*,,  y  en  virtud 
de  ello,  ordenase  que  en  el  plazo  de  quince  días,  desde  que  la  sentencia 
fuese  firme,  rindiesen  cuentas  de  su  gestió^  por  los  actos  en  que  habíim 
Intervenido  ó  debido  intervenir  mientras  pudieron  ostentar  legítima- 
mente  los  derechos  de  mandatarios  del  causante,  y  come  detentadore» 
por  los  actos  que  personalmente  hubiesen  realizado  ó  dado  ocasión  á  que 
se  realizasen  después  qne  debieron  cesar  en  sus  cargos;  y  que  en  el 
mismo  plazo  hiciesen  entrega  de  todos  los  bienes  hereditarios,  con  sus 
acciones,  al  actor  y  á  la  coheredera  Dofia  Estefanía  Villa  y  Mayo,  con 
las  costas  á  los  demandados  si  se  opusiesen;  y  por  otrosí  pidió  el  asegu- 
ramiento de  los  bienes  de  la  herencia  de  que  se  trataba  y  manifestó  ha- 
llarse en  disfrute  del  beneficio  de  pobreza  legal  por  eentencia  firme  de  16 
de  Noviembre  de  1899,  y  acompañó,  entre  otros  documentos,  los  siguien- 
tes: primero,  copia  simple,  con  protesta  de  presentarla  antorisada,  del 
testamento  otorgado  por  D.  Rafael  Pulido  González  en  12  de  Octubre 
de  1882  ante  el  Notario  de  Mérida  D.  José  María  Becerra;  segundo,  testi- 
monio de  la  sentencia  en  que  fué  declarado  pobre  el  demandante  D.  Al- 
fredo Pulido,  fecha  ya  citada,  y  tercero,  certificación  expedida  por  el 
Registrador  de  la  propiedad  de  Mérida,  fechada  en  29  de  Octubre  de  1901, 
de  la  que  resulta  que  en  6  de  Mayo  de  1892,  y  en  aquella  oficina,  fué 
presentada  á  liquidación  provisional  de  lo  que  correspondiese  por  razón 
del  impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  una  relación 
descriptiva  y  valorada  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D,  Ra- 
fael Pulido  González,  sin  que  hasta  la  fecha  de  la  certificación  se  hubie- 
sen inscrito  los  bienes  á  nombre  de  otras  personas  que  la  del  cansante: 

Resultando  qne  emplazados  los  demandados  y  personado  únicamen- 
te D.  Juan  Pavón  y  Pavón,  quien  alegó  en  tiempo  y  forma  la  excepción 
dilatoria  de  falta  de  persoDalidad  en  el  pctor,  á  la  que  no  se  di'^  Ingar, 
contestó  la  demanda,  exponiendo  como  hechos  principales:  que  había 
llenado  todos  sus  deberes  de  albacea,  llegando  hasta  entregar  los  bienes 
de  la  sucesión  de  que  se  trataba  á  la  heredera  Dofia  Estefanía  Villa  y 
Mayo,  toda  vez  qne  se  hallaba  investido  de  tal  atribución  por  mandato 
expreso  del  testador;  qne  el  17  de  Marzo  de  1903  presentó  al  Juzgado  la 
partición,  cuyo  recibo  acompañó,  qne  hubo  de  efectuar  como  albacea 
por  fallecimiento  de  D.  Rafael  Pulido  González;  y  que  negaba  ai  actor 
la  cualidad  de  heredero  del  causante;  invocó  como  fundamentos  legales 
los  arts.  676,  902  y  903  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  sentada  por 
este  Tribnnnl  bnpremo  al  declarer  qne  cnando  una  acción  se  funde  en 
la  nulidad  de  nn  acto  debe  solicitarse  primeramente  la  declaración  de 
ésta;  y  pidió  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposición  de  costas  al 
actor: 

Resultando  qne  al  evacuar  el  traslado  de  réplica  insistió  el  actor  en 
las  alegaciones  expnpstas  en  ia  demanda,  añadiendo:  que  en  ninguno  de 
los  litigios  que  babia  scptrnido  con  el  albacea  Pavón  había  sido  Impug- 
nada por  éste  ni  por  el  otro  heredero  esta  cualidad  del  demandante,  y. 
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90f  tonto,  so  había  reoaido  fallo  de  ningún  Tribunal  por  el  qne  se  le 
negase  aquélla;  y  qne  tampoco  había  eido  impugnada  en  personalidad, 
á  pesar  de  lae  protestas  del  albacea  demandado,  qalen  estimaba  no  de- 
bía considerarse  heredero  el  demandante;  y  al  daplicar  el  demandado  re- 
produjo ignalmente  las  pretensiones  y  alegaciones  de  sn  escrito  de  con- 
toatación  y  egregó:  qne  nanea  habla  reconocido  al  demandante  como 
heredero  de  D.  Bafaei  Pálido  Gonsáies,  coya  cnalidad  había  impugnado 
é  Impugnaba;  que  dentro  del  afio  del  fallecimiento  del  causante  hubo 
de  practicar  el  albacea  demandado  todas  las  operaciones  concernientes 
á  la  partición  de  la  herencia,  presentando  después  en  el  Registre  el  cua* 
durno  en  que  aquellas  se  consiguaban  y  la  solicitud  por  la  que  pidió  la 
inscripción;  que  en  la  cláusula  11  del  testamento  instituyó  el  caneante 
por  herederos  ásus  sobrinos  D.  Alfredo  Pulido  y  Dofia  Estefanía  Villa, 
ú  eontinuaban  viviendo  en  su  compafiía  y  casa  de  su  ordinaria  habita- 
elón  al  tiempo  de  su  fallecimiento;  que  D.  Alfredo  Pulido  ni  continuó 
dando  á  su  tio  las  pruebas  de  cod sideración,  respeto  y  carifio  de  que  ha* 
bia  hablado  el  testador  ni  vivía  con  éste  el  día  de  sn  fallecimiento  por  ha* 
ber  abandonado  la  casa  afios  antee;  que  el  albacea  demandado,  de  acuer- 
do con  sus  oompf!  fiaros  de  albaceásgo,  en  vista  de  no  haber  cumplido  el 
motor  las  condiciones  impuestas  en  el  testamento,  y  previo  el  dictamen 
de  Ilustrados  juristas,  no  le  pudo  hacer  entrega  de  loe  bienes,  porque  no 
tenía  la  cualidad  de  heredero,  y  que  negaba  los  hechos  aducidos  por  la 
parte  contraria: 

Besultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  formada  la  pieza  de  la 
parte  demandada  se  suspendió  el  curso  de  las  actuaciones  en  vista  de  lo 
acordado  en  providencia  de  31  de  Julio  de  1908,  dictada  en  otro  juicio  de^ 
mayor  cuantía  seguido  á  la  sazón  en  el  mismo  Juagado  sobre  oposición 
á  la  partición  de  bienes  efectuada  por  defunción  de  D.  Rafael  Pulido 
Qonaálea,  cuya  acumulación  al  pleito  de  remoción  de  los  albaceae  había 
sido  solicitada,  por  la»  partee: 

Besultando  que  con  fecha  12  de  Marso  de  1908  D.  Juan  Pavón  y 
Pavón,  como  albacea  de  D.  Rafael  Pulido  Gonaáies,  presentó  un  escrito 
al  Juagado  de  primera  instancia  de  Mérida,  acompafiando,  entre  otros 
documentos,  copia  autorizada  del  testamento  del  causante  y  las  opera- 
dones  de  inventario,  avalúo  y  adjudicación  de  los  bienes  relictos  al  fa- 
llecimiento del  mismo,  qne  han  eido  remitidas  á  este  Tribunal  Supremo, 
y  manifestó  en  dicho  escrito:  que,  usando  de  las  facultades  qué  hubo  de 
cmiferirle  el  causante,  había  practicado  dichas  operaciones  con  la  mayor 
rectitud  é  imparcialidad,  y  que  nada  había  adjudicado  á  D.  Alfredo  Pu- 
lido porque,  según  dlctámeses  de  ilustrados  jurisconsultos,  no  estaba 
llamado  á  la  l^erencla  por  no  haber  cumplido  la  condición  que  el  teeta- 
dor  hubo  de  imponerle;  y  suplicó  se  pueiesen  de  manifiesto  en  el  Juzgado 
las  aludidas  operaciones,  y  qne,  para  los  efectos  del  art.  1081  de  la  ley 
de  Eajuiciam lento  civil,  se  hiciese  saber  así  á  D.  Alfredo  Pulido  Mata- 
rrebia  y  á  D.  Francisco  Montes  Rodríguez,  como  representante  legal  de 
sos  menores  hijas  Eulalia,  Josefa  y  Elisa  Montes  Villa,  á  quienes  corres- 
pondían los  derechos  de  su  finada  madre  Dofia  Estefanía  Villa  y  Mayo: 

Resultando  que  D.  Alfredo  Pulido  impugnó  las  operaciones  partido- 
nales,  previo  examen  que  hizo  de  las  mismas,  fundado  en  que  D.  Juan 
Pavón,  por  eu  sola  Autoridad  y  arbitrariamente,  había  excluido  de  la 
partición  al  impugnante,  instituido  heredero;  no  había  oído  el  dictamen 
de  peritos  para  el  avalúo  de  los  bienes,  que  resultaban  con  notoria  de» 
preciación,  y  había  cesado  en  el  cargo  de  albacea  por  mandato  expreso 
de  la  ley  muchos  afioe  antes  de  presentar  las  mencionadas  operaciones 
á  la  aprobación  del  Juzgado; 
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Resnltando  qne  cerno  resaltado  de  la  epoeiclón  íoramlada  por  des 
Alfredo  Pálido,  convocóse  á  los  interesados  á  janta,  qne  tnvo  lugar  el 
9  de  Mayo  del  citado  afio,  con  la  asistencia  de  las  representaciones  res- 
pectivas de  D.  Jaan  Pavón  y  D.  Alfredo  Pálido,  no  haciéndolo  D.  Fran- 
cisco Montes  Bodrignea,  viudo  de  Dcfia  Estefanía  Villa  y  padre  de  loa 
referidos  menores,  ni  persona  qne  lo  representare;  y  come  no  resáltate 
avenencia  en  la  janta  expresada,  ordenó  el  Juzgado  se  diese  al  asnnfeo 
la  tramitación  del  jaicio  ■  correspondiente,  y  qne,  en  tiempo  y  forma, 
presentase  Pálido  la  oportuna  demanda,  como  así  sncedió  en  18  de  Jnnia 
siguiente,  consignando  el  actor  en  la  misma  como  hechos  principalea: 
el  del  fallecimiento  del  cansante  bajo  el  testamento  de  que  se  há  hecha 
referencia;  que  el  mismo  actor  no  había  deducido  otra  demanda  contra 
los  albaceas  Pavón  y  Bonilla,  á  fin  de  que  éstos  cesasen  en  sus  cargoe 
y  rindiesen  cuentas,  por  haber  transcurrido  con  exceso  el  plaso  legal; 
qne  las  particiones  fueron  hechas  por  un  albacea,  no  olietante  haber 
eido  varios  los  nombrados;  que  no  aparecían  en  el  inventario  metálico 
ni  alhajas  ni  ciertos  frutos  y  efectos;  que  los  muebles  y  fincas  figuraban 
tasados  en  poco  valor  y  no  constaba  el  nombre  del  perito  ó  peritos  tasa* 
dores;  que  tampoco  constaba  la  fecha  de  la  entrega  de  los  bienes  ni 
quién  los  había  entregado;  que  figuraban  como  pagados  créditos  sn- 
puestos;  que  el  actor  y  D.  Francisco  Montes,  marido  de  la  Dofia  Estefa- 
nía Villa,  en  unión  de  los  albaceas,  hubieron  de  comprometerse  á  estar 
y  pasar  por  lo  que  respecto  á  sus  derechos  y  pretensiones  dictaminaren 
los  Letrados  D.  Germán  Gamaso  y  D.  José  María  Manresa;  y  qne  el  al- 
bacea Pavón,  excediéndose  en  sus  atribncioDee  y  separándose  de  la  ley 
y  del  compromiso  adquirido,  excluyó  de  la  herencia  á  D.  Alfredo  Pálido 
Matarrubia,  acreciendo  su  porción  á  la  Doña  Estefanía  Villa;  alegó 
como  fundamentos  de  derecho  los  arts.  904,  906,  910,  1068  y  983,  en  re- 
lación con  el  746  del  Oódtgo  civil,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo fechas  10  de  Diciembre  de  1884, 17  de  Eoero  de  1891  y  16  de  Enero 
de  1893,  según  las  cuales  no  deben  ser  aprobadas  las  particiones  en  cuyo 
inventario  han  dejado  de  incluirse  todos  los  bienes  del  testador,  ó 
aquellas  en  qne  se  da  á  éstos  distinto  valor  del  que  realmente  tienen;  y 
suplicó  al  Juagado  negase  su  aprobación  á  las  operaciones  divisorias 
expresadas  que  había  practicado  el  albacea  D.  Juan  Pavón,  oon  las  cos- 
tas al  mismo: 

Resultando  que  emplazado  solamente  D.  Juan  Pavón  y  Pavón  evaenó 
éste  el  traslado  de  contestación,  manifestando  su  conformidad  con  los 
hechos  de  la  demanda  referentes  al  fallecimiento  del  cansante,  á  la  sos» 
tanciación  del  juicio  sobre  remoción  del  cargo  de  albacea  seguido  en  el 
mismo  Jukgado  y  á  la  práctica  y  presentación  de  las  particiones  por  el 
demandado,  y  n'gó  todos  los  demás  hechos,  alegando:  qne  el  habar 
muerto  el  causante  sin  dejar  frutos  en  melá'ico  fué  consecuencia  de  sa 
larga  enfermedad,  que  ocasionó  muchos  gastos,  aparte  de  los  quebrantos 
causados  en  la  casa  de  labor  por  varias  malas  cosechas,  que  obligaron 
á  D.  Rafael  Pulido  Gonzáles  á  pedir  á  préstamo  varias  somas;  que  den* 
tro  del  primer  afio  del  fallecimiento  del  causante,  y  con  autorización  de 
les  otros  albaceas,  hubo  de  practicar  el  demandado  la  partición  de  los 
bienes  dejados  por  aquél;  qne  el  actor  no  había  reclamado  en  los  doce 
afios  siguientes  al  fallecimiento  de  su  tío  D.  Rafael  la  parte  de  la  heren- 
cia qne  habiera  podido  corresponderle,  á  pesar  de  haber  promovido  el 
mismo  actor  varias  cuestiones  judlciaiep;  que  D.  Alfredo  Pulido  hnbods 
separarse  del  causante,  sn  tío,  siete  afios  antes  de  ocurrir  el  falleeinilea- 
to  de  éste,  y  que,  por  el  contrario,  Dcfia  Estefanía  González  contlnoé 
prodigando  á  D.  Rafael  toda  clase  de  cuidados  y  atenciones  hasta  «1 
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tsUeolmlento;  y  qne  fa  InetUnción  de  ftmbos  herederos,  eegún  reenltob» 
del  teetamento  antea  aludido,  hubo  de  ser  hecha  oondicionalmente,  no 
faableodo  sido  cumplida  la  condición  por  el  heredero  D.  Alfredo  Pulido; 
inrocó  los  artículos  901,  904,  905,  790,  793,  676,  992  y  983  del  Oódigo 
elvil;  la  ley  6.*,  título  88,  Partida  séptima,  y  las  sentencias  de  este  Tri< 
bunal  Snpremo  de  81  de  Diciembre  de  1830,  80  de  Noviembre  de  1887 
y  21  de  NjTiembre  de  1889;  y  pidió  al  Jnsgado  la  absolución  de  la  de- 
manda,  con  las  costas  á  la  parte  contraria: 

Resultando  que  conferido  traslado  para  réplica  á  la  parte  actora,  el 
demandado  D.  Juan  Pavón  solicitó  la  acumulación  del  jnicio  de  aproba- 
ción de  las  operaciones  testamentarias  por  mnerte  de  D.  Rafael  Pulido 
al  que  se  tramitaba  en  el  mismo  Juzgado  de  Mérlda  sobre  remoción  de 
Pavón  del  cargo  de  albacea,  rendición  de  cuentas  y  entrega  de  los  bienes 
de  la  herencia  que  pudieran  corresponder  al  actor,  el  mismo  D.  Alfredo 
Pulido;  y  prestada  conformidad  por  las  partes,  en  6  de  Agosto  del  repe- 
tido afio  de  190S  dicho  Jnagado  pronunció  auto  acordando  la  acumulación 
y  ordenando,  como  ya  se  ha  dicho,  quedase  en  suspenso  la  tramitación 
del  jaiciX)  de  remoción,  rendición  de  cuentas  y  entrega  de  bienes,  hasta 
tanto  que  se  encontraran  en  el  mismo  estado  ambos  pleitos: 

Resultando  que  ambas  partes,  al  evacuar  los  respectivos  traslados  de 
réplica  y  duplica  en  el  pleito  sobre  aprobación  de  las  operaciones  testa- 
mentarias, insistieron,  sin  alegar  nuevos  hechos  en  las  manifestaciones 
y  pretensiones  añterioree,  y  en  el  período  de  prueba  el  actor  la  suministró 
de  conf -isión  en  juicio,  de  inspección  ocular,  de  dictamen  pericial,  testi- 
ical  y  documental,  consistente  esta  última  en  varias  cartas  y  recibos;  y 
á  instancia  del  demandado  se  practicó  las  de  confesión,  testifical  y  docu- 
mental, que  asimismo  consistió  en  varias  cartas  superites  por  D.  Rafael 
Pulido,  por  su  hermano  D.  Prudencio,  por  el  actor  D.  Alfredo  Pulido  y 
otros: 

R')snltando  que  sustanciados  los  juicios  acumulados  por  los  demás 
trámites  alegados  de  la  primera  instancia,  en  4  de  Abril  de  J904  dictó  el 
Jnagado  de  Mérlda  sentencia,  por  la  que  abeolvló  á  los  demandados  don 
iaan  Pavón  y  Pavón  y  D.  Juan  Z  icarias  Banllla  y  G6mes  Bupuo  de  las 
deman  las  interpuestas  por  D.  Alfredo  Pulido;  y  apelado  este  falto  por  el 
actor  D.  A'f  redo  Pulido  para  ante  la  Audiencia  terrltorUl  de  Cáceres,  y 
seguida  la  apelación  en  todos  sus  trámites,  en  16  de  Octubre  de  19G5 
dictó  la  Bala  de  lo  civil  de  la  misma  sentencia  confirmatoria,  aceptando 
en  todas  sus  partes  los  hechos  y  f andamentos  consignados  en  el  fallo  del 
inferior: 

Resultando  que  D.  Alfredo  Pulido  Matarrubia  ha  interpuesto  recnrs e 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fondado  en  los  üú meros  1.^,  2.\  8.^  y 
•  *  del  art.  1692  de  la  de  Eajuiciamlento  civil,  alegando  los  motivos  si- 
guientes: 

1.®  lofracción  del  art.  869  de  dicha  ley  procesal,  en  cuanto  la  sen- 
tencia recurrida  se  limita  á  absolver  de  la  demanda  sin  decidir  en  Ion 
considerandos  los  puntos  litigiosos  que  fueron  objeto  del  debate,  como 
eran  loa  actos  realisados  por  los  albaceas  y  la  impugnación  de  la  par- 
tición; 

2.^  Infracción  del  art.  861  del  mismo  Onerpo  legal,  que  prohibe  á  los 
Jueces  y  Tribunales,  bajo  ningún  pretexto,  aplazar,  dilatar  ó  negar  le* 
resolución  de  las  cuestloaes  qae  hayan  sido  discutidas,  toda  vea  que  hi 
Bala  sentenciadora  ha  omitido  resolver  sobre  las  cuestiones  discutidas 
en  el  pleito,  dejando  para  otro  juicio  pretensiones  oportunamente  dedu- 
cidas, bajo  pretexto  de  no  haber  sido  emplazada  una  parte,  cuyos  dere- 
chos no  se  negaron  en  lo  que  por  testamento  le  corresponiía,  sino  en  lo 
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qae  por  actos  de  albaeeazgo  se  realizó,  pojoiande  dicha  emisión  con  la. 
doctrina  .declarada  en  sentencia  de  este  Tribunal  Bapremo  de  8  de  Fe- 
brero de  1890; 

8.^  Qae  igaalmente  ha  sido  infringido  el  art«872  de  la  repetida  ley 
de  EnjDiciamlento  civil,  en  cnanto  qae  no  se  apreciaron  en  les  conside- 
randos de  la  sentencia  recorrida  los  pontos  de  derecho  fijados  por  las 
partes,  y  que  constando  en  aquellos  qoe  se  cometieion  defectos  acnmn- 
lando  antes  y  calificando  á  éstos  de  na  los,  no  estimaba  la  sentencia  en 
el  último  considerando  la  doctrina  conducente  á  la  recta  inteligencia  y 
aplicación  de  la  ley; 

4.**  Infracción  asimismo  de  la  doctrina  contenida  en  la  sentencia  de 
este  Tr  i  banal  Supremo  de  10  de  Noviembre  de  1891,  toda  vez  que  en  el 
pleito  se  ha  sentenciado  sobre  cuestiones  solamente  indicadas  en  el  mis- 
mo, como  fueron  la  personalidad  del  demandante  y  la  falta  de  emplaza- 
miento de  un  heredero,  y  no  se  han  resuelto  las  pretensiones  formal- 
mente deducidas  en  la  demanda; 

6.^  Que  dejar  á  la  voluntad  de  los  albaceas,  como  lo  ha  hecho  la  sen- 
tencia recurrida,  el  expresar  quién  es  ó  no  heredero,  no  cabe  en  el  espí- 
ritu de  nuestras  leyep,  y  menos  estando  tan  explícito  el  párrafo  2.^  del 
artículo  670  y  los  artículos  791,  7v6,  799,  800,  80i,  806  y  908  del  Código 
civil,  que  deben  estimarse  como  infringidos,  toda  vez  que  en  ellos  se 
expresa  que  la  personalidad  del  heredero  nace  del  testamento,  y,  en  oen- 
secuencla,  goza  de  derechos  para  litigar; 

6.0  '  Que  también  se  ha  inf rígido  el  art.  1092  de  la  ley  de  Enjuicia-^ 
miento  civil»  puesto  que  para  entregar  la  herencia  es  precise  que  hayan 
sido  aprobadas  definitivamente  las  particiones,  y  por  tanto,  si  se  biso  tal 
entrega  por  los  albaceas,  y  luego  fueren  absueltos  de  la  demanda  formu- 
lada, con  arreglo  al  art.  1088  de  la  citada  ley,  se  cometió  la  infracción 
de  este  número  porque  aquéllos  realizaron  un  delito;  y  si  no  se  biso  en- 
trega de  la  herencia,  resultaba  igual  infracción,  ya  que  no  pudo  haber 
perjuicio  de  un  tercero  que  no  litigó,  como  expresaba  la  sentencia,  su- 
puesto que  la  única  personalidad  demandada  sólo  pudo  y  debió  ser  el 
albaeeazgo,  cuyas  operaciones  divisorias  fueron  las  impugnadas  en  la 
demanda; 

7.^  Qae  siendo  la  personalidad  demandable  los  albaceas,  á  los  que 
corresponde  sostener  la  validez  del  testamento,  y  no  á  un  heredero  que 
no  debió  entrar  en  posesión  de  la  herencia  por  haberse  impugnado  la 
partición,  resaltaba  evidente  la  infracción  del  núm.  8.**  del  art.  902  del 
Código  civil; 

8.^  Qie  en  cuanto  los  albaceas  tardaron  doce  afios  en  presentar  al 
Juzgado  las  operaciones  testamentarias,  se  habían  infringido  también 
el  art.  904  y  siguientes  del  mismo  Código; 

Noveno.  Infracción  del  art.  10  de  la  Constitución  y  del  901  del  Có- 
digo civil,  toda  vrz  que  siendo  la  sucesión  un  modo  de  adquirir  la  pro- 
piedad, y  teniendo  el  heredero  adquirido  título  de  ella,  no  pueden  les 
albaceas  privarle  de  él,  ni  aun  con  facultad  expresa  del  testador,  por  ser 
contraria  á  Ips  leyef;  y 

Décimo.  T(  mbién  estima  el  recurrente  lufriogido  el  art.  676  del  Có- 
digo  civil,  desde  ei  momento  en  que  la  Sala  sentenciadora  confirmó  la 
absolución  de  la  demanda  á  un  albacea  que  entregó  la  herencia  á  un  he- 
redero y  negó  eeta  cualidad  á  otro,  por  cuanto  que,  en  el  sentido  literal 
de  las  palabras  del  testamento,  resultaba  que  si  un  heredero  estaba  es 
la  casa  del  testador  al  ocurrir  el  óbito  de  éste,  no  por  eso  se  le  declarabe 
único,  y  en  caoübio,  cabía  la  duda  de  si  bastó  que  continuase  en  la  oasa 
uno  para  que  heredasen  loe  dos,  ó  bastó  que  ono  ee  ansentaae  para  qne^ 
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imitando  la  eondloión,  oro  faeae  ningano  de  los  dos  herederos,  y  que  la 
intención  del  testador  era  bastante  clara  respecto  á  qne  no  faese  here- 
dero único  el  que  en  sn  casa  signió  vi  viendo:  primero,  porque  de  lo  con- 
trario, hubiera  revocado  el  testamento  qi^  hixo  noeve  afios  antes  de 
morir  I  mncho  más  cuando  no  serla  difícil  que  el  heredero  que  perma- 
neció á  su  lado  le  hiciese  insinuaciones  sobre  ello;  segundo,  porque  si 
el  carifio  y  las  simpatías  hubiesen  sido  mayores  por  el  heredero  que  con 
é\  vivió  que  por  el  ausente,  también  hubiera  revocado  el  testamento; 
.  tercero,  porque  no'olvidando  el  testador,  como  no  olvidaría,  el  sentido 
literal  del  testamento,  lo  interpretó,  al  dejarlo  subsistente,  en  el  sentido 
de  ser  herederos  los  dos  ó  de  no  serlo  ninguno,  mucho  más  al  prevenir 
en  la  cláusula  12  cque  si  entre  sus  papeles  se  hallase  slgana  memoria 
relativa  á  aquel  testamento  se  tuviese  como  parte  integrante  de  él»;  y 
cuarto,  porque  si  dejó  un  legado  de  8.000  pesetas  á  ana  eobrina,  haciendo 
constar  que  lo  efectuaba  porque  vivió  catorce  afios  en  su  compañía,  no 
era  presumible  que  supusiese  quedaría  desheredado  quien  vivió  con  él 
más  de  veinte  afios,  le  siguió  tratando  con  carifio  y  fué  nombrado  he- 
redero. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Ooviáu: 

Considerando  que  tanto  la  demanda  relativa  á  la  remoción  de  D.  Juan 
Pavón  y  D.  Juan  Zicarías  Bonilla  del  cargo  de  albaceas  de  D.  Rafael 
Pulido  como  la  referente  á  la  aprobación  de  las  operaciones  particiona- 
les  presentadas  á  la  del  Juzgado,  en  tanto  podrían  ser  apreciadas  y  re- 
sueltas en  cuanto  al  demapáante  tuviese  acción  para  ejercitar  los  dere- 
chos que  ambas  demandas  presuponen;  mas  como  quiera  que  solamente 
á  título  de  heredero  las  ha  formulado  D.  Alfredo  Pulido,  y  es  un  hecho 
que  al  ejecutar  los  albaceas  la  voluntad  del  testador  consignada  en  el 
testamento  de  12  de  Octubre  de  1882  estimaron  que,  segdn  la  misma,  no 
era  tal  heredero  D.  Alfredo  Pulido,  estimación  fondada,  no  en  facultad 
alguna  especial  que  para  ello  confiriese  el  testador  á  los  albaceas,  sino 
en  aquella  propia  voluntad,  interpretada  como  ha  de  interpretarse  cnal- 
-quier  testamento  para  sn  cumplimiento,  es  manifiesto  que  mientras  el 
actual  recurrente  no  lleve  esta  cuestión  á  los  Tribunales  directamente  y 
en  debida  forma,  con  la  citación  de  todos  los  interesados  en  su  resolu- 
ción, si  considera  que  ha  sido  aquélla  mal  entendida  y  aplicada,  no 
puede,  con  el  supuesto  carácter  de  heredero,  ejercitar  derecbcs  inheren- 
tes á  tal  cualidad;  y  la  Audiencia  de  Cáceres,  que  por  este  fundamento, 
entre  otros,  absuelve  de  la  demanda  al  albacea  D.  Juan  Pavón,  no  ha 
cometido  las  infracciones  que  en  primer  término  se  la  imputan  en  los 
cuatro  primeros  motivos  del  recurso,  porque  la  falta  de  acción  del  actor 
es  exclnyente  de  la  necesidad  de  ocuparse  de  las  cuestiones  por  el  mismo 
planteadas,  y  no  hay  consiguientemente  incongruencia  alguna  cuando 
se  absuelve  á  la  parte  demandada  por  dicho  fundamento: 

Considerando  que  son  igualmente  de  desestimar  los  motivos  sexto, 
séptimo  y  octava  del  recurso,  porque  cualquiera  que  sea  la  pertinencia 
4  impertin^cia  de  las  razones  doctrinales  invocadas,  no  bastaría  la  es* 
timaclón  de  aquélla  si  quien  la  alega  carece,  como  queda  expuesto  res- 
pecto de  D.  Alfredo  Pulido,  de  acción  para  reclamar  el  restablecimiento 
del  derecho: 

Considerando  que  al  negarse  esta  acción  por  la  Andieu^ia  de  Cáce- 
res  lo  hace  en  virtud  del  reconocimiento  de  un  estado  de  derecho  naci- 
do, no  del  uso  de  facultades  atribuidas  indebidamente  á  los  albaceas  de 
D.  Rafael  Pulido,  sino  del  cumplimiento  dado  por  éstos  á  la  voluntad 
del  testador,  sin  que  sn  recta  ó  desacertada  inteligencia  haya  sido  hasta 
•ahora  planteada  como  cuestión  en  el  correspondiente  juicio  para  que 
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D.  Alfredo  Pálido  pueda  reivindicar  su  carácter  de  heredero  y  ejerclUí: 
deb;>iió8  iaa  accioües  que  extemporáneamente  y  sin  fundamento  Icgaf 
ha  ejercitado  en  los  dos  juicios  acumulados;  y  como  en  los  motives* 
quinto  y  noveno  se  prescinde  de  tal  situación  y  estado,  como  si  el  recu- 
rrente pudiera  ostentar  su  cualidad  de  heredero,  es  maniñesta  la  im 
procedencia  de  los  mismos: 

Considerando,  por  último,  que  en  el  motivo  décimo  se  plantea  una. 
cuestión  notoriamente  incongruente  con  la  índole  y  finalidad  de  las  de- 
mandas acumuladas,  que  no  ha  podido  resolverse  con  eilf  s,  cual  es  la. 
del  alcance  é  interpretación  del  testamento  de  D.  Rafael  Pulido,  por  no 
haber  sido  objeto  de  ninguna  de  ellas,  ni  con  relación  al  fondo  de  tal 
pretansión  ni  en  cuanto  á  su  forma,  es  notorio  que  se  impone  su  defleí*  • 
timación  por  ser  en  absoluto  improcedente  resolverlas  de  soslayo  y  e'm 
la  debida  discueión  y  contradicción  de  todos  los  interesados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaremos  no  haber  lugar  al  te- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Alfredo  Pulido  Matarrubia,  á: 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y,  si  viniese  á  mejor  fortuna.. 
al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que 
Btí  dará  en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Oáceres  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el 
üpuntamiento  y  documentos  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GtKeta  ó  inser- 
tará en  la  Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaa  ne 
cesarlas,  lo  proauociamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=i 
Víctor  CoviáD.=Ant(nlo  Alonso  Ca8sñfl.=Ildefcnso  Lopes  Aranda.=: 
Pascual  Domejecli.=Ramón  6arroeta=Federico  Monsalve. 

PabliCAciÓQ.=:L9Ída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
,  Excmo.  Sr.  D.  Víctor  Cjvián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce  le» 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qu« 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.=Marcelino  San  Bomán. 


Núm.  170.^TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  de  Diciembre, 
publicada  el  17  de  Mayo  de  J908. 

Casación  por  infracción  de  LZY.^Tereeria  de  dominio.—SerxieQ' 
cia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  doQ 
Salvador  Mateos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Gabriel  Almagro. 
Ea  su  considerando  único  se  establece.- 

Que  la  escritura  de  pariietón  de  bienes  relictos  por  una  parte^ 
otorgada  por  el  consorte  de  aquélla  y  el  defensor  de  los  menores  hi- 
jos de  la  misma  adjudicando  á  éstos  en  pago  de  legitima^  ñneas  que 
se  dicen  adquiridas  por  el  cónyuge  superoiciente  durant(;  su  matri* 
monio,  afecta  sólo  á  los  que  en  ella  intervinieron^  pero  no  á  los  que^ 
no  tuvieron  participación  alguna  en  el  aludido  documento: 

Que  sin  otra  prueba  que  acredite  su  verdadera  procedencia^  la 
expresada  mam/estación  de  aquella  escritura  no  justiñca  el  caras- 
ier  de  parafernales  de  las  ñncas  de  su  referencia: 

Que  observando  esta  doctrina^  la  Sala  sentenciadora  no  inJringt 
el  art.  S97y  regía  7.*,  de  la  ley  procesal^  ni  por  inaplicación  los  ar- 
tículos 13H2  y  1386  del  Código  civil: 

Que  anotado  el  embargo  de  las  mencionadas  ñneas  á  instancia  del 
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tf,  apareciendo  dueño  de  las  mitmae  el  ejecutado^  eareee 
riiura  partieional  de  toda  efteaeta  para  enervar  la  anota^ 
yentiva  acordada  á  instancia  del  primerOy  conjorme  al  ar* 
de  la  ley  Hipotecaria. 

irllia  y  corte  de  Madrid^  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  loe  an- 
cle declarativo  de  mayor  cuantía  segaidoB  en  el  Juzgado  de 
istancia  de  Arcoe  de  la  Frontera,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
i  territorial  de  SeviMa,  por  D.  Salvador  Alberto  Mateos,  vecino 
labrador,  como  defeneor  jodiciai  de  ene  menores  eobrinoe  Joeé, 
,  Varía  Josefa,  Francisca,  Joaqnín  y  Joan  María  Alberto  Con- 
ra  D.  Gabriel  Almagro  García,  y  por  sn  fallecimiidnto,  contra 
>  y  heredero  D.  Pollcarpo  Becerra  y  Almagro,  propietario,  ve- 
ienaocaz;  D.  Joaquín  Alberto  Mateos,  vecino  de  Arcos  de  la 
f  labrador,  y  D.  Joan  Aibeito  Mateos,  de  iguat  vecindad  que  el 
dedicado  á  las  faenas  del  campo,  hallándose  éste  constituida 
a,  sobre  tercería  de  dominio  en  bienes  embargados  en  un  jui- 
Ivo;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
i  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Luis  Montiel,  baj» 
)n  del  Letrado  D.  Mariano  Alonso  Bayón,  á  nombre  de  D.  Sal- 
t)erto  Mateos,  en  el  concepto  expresado,  y  sin  que  hayan  com- 
ente este  Tribunal  Supremo  las  otras  partes: 
ando  que  por  fallecimiento  de  Dcfia  Francisca  Oontero  López, 
aron  las  operaciones  de  liquidación,  división  y  adjudicación 
enes,  las  cuales  fueron  aprobadas  por  auto  de  19  de  Junio 
dictado  por  el  Juzgado  de  San  Miguel,  de  Jerez  de  la  Fron- 
rmallzadas  por  escritura  de  20  de  igual  mes  y  afio,  otorgada 
>tario  de  la  expresada  ciudad  D.  Antonio  Oafiete  y  Estremera, 
iqnín  y  D.  Joan  María  Alberto  Mateos,  el  primero,  marido  que 
ha  finada,  por  su  propio  derecho,  y  el  segundo,  como  defensor 
ñores  hijos  de  aquélla  y  de  su  citado  esposo  Joió,  Francisco, 
efa,  Franclaca,  Joaqnín  y  Juan  María  Alberto  y  Contero,  ha- 
Adjudicado  á  éstos  en  pago  de  su  legítima  materna  por  sexta» 
ales  y  en  proindiviso,  entre  otros  bienes,  tres  suertes  de  tierra 
término  de  Arcos  de  la  Frontera,  marcadas  con  los  núme- 
8  de  las  fincas  rústicas  del  cuerpo  general  de  bienes  compren- 
a  escritura  autos  mencionada,  cuyas  tres  fincas  las  adquirió 
n  Alberto  Mateos  durante  su  matrimonio  con  Dofia  Francisca 
ópez,  á  virtud  de  cesión  que  le  hizo  en  pago  de  cantidad  que  le 
adeudaba  Dcfia  Francisca  Domínguez  Morales,  por  escritura  de  10  de 
Febrero  de  1886,  otorgada  ante  el  Notario  de  Arcos  de  la  Frontera,  don 
Jallo  López  Galdón,  la  cual  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad: 
Resultando  que,  previo  el  pago  del  impuesto  de  derechos  reales  y 
transmisión  de  bienes,  fué  presentada  al  Registrador  de  la  propiedad  de 
la  antedicha  ciudad  la  citada  escritura  de  partición,  y  en  1.^  de  Septiem- 
bre do  1908  puso  nota  de  suspensión  de  inscripción  de  las  tres  expresa- 
das suertes  de  tierra  á  nombre  de  los  referidos  menores,  por  entender 
que,  habiéndolas  adquirido  D.  Joaquín  Alberto  Mateos  por  cesión  que  le 
hizo  Dcfia  Francisca  Domínguez  Morales  en  la  fecha  antes  citada  para 
pago  de  varias  deudas  y  créditos— algunas  no  satisfechas  aún — ,  y  á  la 
yea  en  pago  de  cierta  cantidad  que  le  adeudaba,  sin  que  se  expresara  si 
dicho  crédito  precedía  de  dinero  prestado  por  el  D.  Joaquín  antes  de 
oontraer  su  legal  matrimonio  con  la  finada  Dofia  Francisca  Contero  Lo- 
pes, poesto  que  éste  se  había  verificado,  para  los  efectos  civiles,  días 
antea  de  que  se  hiciera  tal  ceaión,  pudiera  ser  dicho  préstamo  hecho  con 


Digitized  by  LjOOQ IC 


972  JDBIBPBtJDSVOIA  OIYIL 

anterioridad  ai  matrimonie,  en  cajo  caeo  pndtera  eonsideraree  tal  eo- 
sión  de  fincas  como  aportacionee  á  la  eooiedad  legal»  en  conformidad 
con  lo  dlspoeeto  en  ei  art.  1402  del  Código  ciyli: 

Beeultando  qae  D.  Gabriel  Almagro  García  eignió  antea  eJeentiToa 
contra  D.  Joaquín  y  D.  Joan  María  Alberto  Mateos  por  cobro  de  8.000 
pesetas  próximamente,  y  en  esas  actnaciones  se  amplió  el  embargo  y  ao 
sigaió  la  vía  de  apremio  basta  anunciar  la  subasta  de  las  tres  aoertaa  da 
tierra  antes  relacionadas  para  el  día  28  de  Abril  de  1904: 

Besaltando  qne  en  los  expresados  autos  ejecutivos,  y  con  fecha  SS 
del  mes  y  afio  últimamente  citados,  D.  Salvador  Alberto  Mateos,  como 
defensor  judicial  de  los  seis  referidos  menores,  formuló  demanda  anto 
el  Juzgado  de  primera  inetancia  de  Arcos  de  la  Frontera  contra  D.  €hb- 
brlel  Almagro  García  y  D.  Joaquín  y  D.  Jaan  María  Alberto  Mateos  so- 
bre tercería  de  dominio  en  las  tres  repetidas  suertes  de  tierra  embarga* 
das  en  aquéllos,  exponiendo  los  hechos  antes  relacionados  y  además  qno 
el  acreedor  D.  Gabriel  Almagro  sabía  y  le  constaba  de  ciencia  propia  que 
las  suertes  de  tierra  referidas  eran  de  la  propiedad  de  los  menores  qno 
representaba  el  actor,  porque  sabía  la  adjudicación  que  de  las  mlamaa 
se  hizo  y  conocía  la  escritura  en  que  se  formalizó;  y  que  si  las  suertes 
de  tierra  eu  cuestión  no  se  habían  inscrito  aún  á  nombre  de  los  menores 
en  el  Registro  de  la  propiedad  era  debido  á  defectos  subsanablee  y  á 
otras  cansas  que  se  justificarían  durante  el  trámite  de  esta  demanda; 
aUg6  en  derecho  lo  que  estimo  oportuno,  acompafió  primera  copla  auto- 
rizada de  la  escritura  de  partición  antes  citada  y  pidió  que,  con  auapen- 
eión  del  procedimiento  de  apremio  en  el  estado  ó  trámite  en  que  se  ha> 
liara,  se  resolviera  en  definitiva  que  las  tafi  repetidas  tres  suertes  ds 
tierra  pertenecían  en  propiedad  á  los  seis  menores  referidos,  y  en  so 
virtud  se  mandasen  cancelar  los  embargos  causados  y  se  condenase  en 
costas  á  cualquiera  de  los  que,  emplazados,  se  opusieran  á  la  demanda: 

Resultando  que  admitida  ésta,  formada  pieza  separada  para  en  sas> 
tanciación,  suspendido  el  procedimiento  de  apremio  contra  los  mencio- 
nados bienes  y  acreditado  el  discernimiento  á  D.  Salvador  Alberto  Ma- 
teos del  cargo  de  defensor  de  sus  menoree  sobrinos  ya  nombrados  y  la 
declaración  á  favor  de  éstos  del  beneficio  de  pobreza,  conteetó  la  deman- 
da solamente  D.  Gabriel  Almagro  García,  exponiendo  que  no  concodíaá 
la  escritura  particional  más  eficacia  que  la  que  de  la  misma  se  derivaba, 
y  no  sabía  que  las  tres  suertes  de  tierra  qne  se  embargaron  fueran  de 
la  propiedad  de  los  repetidos  menores  ni  qne  á  éstos  se  las  hubieran  ad- 
judicado, ni  conocía  la  escritura  en  que  dicha  adjudicación  se  formal!* 
só,  la  cual  era  lo  cierto  que  no  se  había  inscrito  en  el  Registro  de  Ía  pro» 
piedad;  que  la  mencionada  partición  no  tenía  validez  ni  eficacia  alguna 
contra  tercero,  ni,  por  tanto,  contra  él,  y  que  fué  otorgada  por  los  de- 
mandados ejecutados,  el  uno  en  concepto  de  cónyuge  viudo  y  éí  otro 
como  defensor  de  los  menores,  demandantes,  con  ei  evidente  propósito 
de  burlar  los  legítimos  derechos  de  los  acreedores,  y  á  tal  efecto  so  loo- 
ron  á  Jerez  de  la  Frontera  á  otorgar  la  escritura,  habiendo  sido  subrep- 
ticiamente convenidos  entre  los  otqrgantes  los  fundamentos  de  dieha 
partición  é  inexactos  y  falsos  los  supuestos  que  la  eírvieron  de  base;  qos 
no  eran  ciertas  las  aportaciones,  ni  las  deudas,  ni  los  gananciales,  ni  lo 
que  se  llamaba  legítima  materna,  ni,  por  tanto,  lae  adjudicaciones  y  ha- 
beres de  los  menores,  pues  que  para  falsear  la  partición  no  habían  te- 
nido los  otorgantes  inconveniente,  con  el  deliberado  propósito  de  adjo- 
dicar  todas  las  fincas  á  dichos  menores,  en  modificar  el  testamento  déla 
causante,  en  tergiversar  y  variar  los  títulos  de  adquisición  de  fincas, 
considerando  parafernales  los  bienes  comprados  con  efectivo  de  la  as* 
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«Mad  conyugal  ó  del  eavdal  prlyalÍTO  del  marido;  en  diaminnir  el  Im- 
perte de  laa  deodaa,  come  podía  servir  de  ejemplo  el  crédito  persei^ido 
en  loa  referidoe  antoa  ejecntiyoai  qne  era  de  8.271  peaetae  76  oéutlmoa 
de  principal,  máo  loa  intereaea  y  coalas,  que  en  jonto  importaban  máe 
de  98.000  pesetas,  y  ello  no  obstante,  ae  consignaba  como  da  7.061  peee- 
tas  76  céntimoa;  qne  laa  trea  fincaa  objeto  de  esta  tercería  estaban  ina- 
critas  á  nombre  de  D.  Joaquín  Albsrto  Mateoí»,  qnien  las  adquirió  por 
la  ceaiói^  referida,  por  lo  qae  ae  infería  que  f  aeron  adquiridas  con  bie- 
nea  de  la  aociedad  conyugal  ó  con  bienes  privativos  de  aquél,  aegún  la 
época  en  que  ae  constituyeran  laa  dendaa  qae  por  dicha  cesión  se  satiafi- 
ciaron,  habiéndoae  anotado  oportunamente  en  el  Registro  ios  embargo» 
sobre  flneaa,  lo  cual  ae  comprol>at>a  con  la  copia  de  partiefón  acompalla- 
da  á  la  demanda  y  con  teetVinonio  de  laa  indicadas  actuaciones  ejecatl- 
vas,  qne  preaentó;  y  que  laa  adjndicacionea  hechas  á  los  menores  lo  aoB 
en  pago  de  lo  que  llamaban  legitima  materna  ó  haber  de  la  madre  oona- 
lituido  por  imaginariaa  aportacionea-— 16.442  pesetas  18  céntimos — y  por 
mitad  de  supuestos  gananciaiea  6.891  psaetaa  60  céntimos,  si  bien  en  elle 
va  también  incluido  el  usufructo  que  D*  Joaquín  Alberto  renunciaba  en 
el  supuesto  8.^;  invocó  en  su  apoyo  fundamentos  de  derecho,  acompaffó 
teatimonio  de  la  eentencia  dictada  en  los  expresados  autos  ejecutivos» 
condenatoria  para  loa  demandados  en  los  mismos,  y  certifloación  del  Be- 
giatrador  de  la  propiedad  de  Arcos  de  la  Frontera,  expresiva  de  qae  laa 
trea  anorte  de  tierra  en  cueatión  ae  hallaban  ins(;rita6  á  favor  de  D.  Joa- 
quín AllMrto  Mateos  y  estaban  afectas,  entre  otras  cargas,  con  un  em- 
bargo mandad^  anotar  por  providencia  del  Juagado  de  12  de  Diciembre 
de  1908  á  favor  de  D.  Gabriel  Almagro  García  en  autoa  ejecutivos  contra 
D.  Joaqoín  y  D.  Juan  María  Alberto  Mateos;  y  concluyó  pidiendo  se  ab- 
solviera de  la  demanda  á  los  demandadoa,  con  expreaa  condena  de  coa* 
taa  á  la  parte  actora: 

Besultando  <iue  no  habiéndoae  evacuado  por  ésta  el  traalado  para  ré- 
plica ni  dado  lugar  á  la  duplica,  y  no  habiéndose  tampoco  aolicitado  el 
recibimiento  á  prueba,  ae  sustanció  el  pleito  por  los  demás  trámites  lo- 
galea  de  ambas  instanciae,  y  en  29  de  Marao  último  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  dictó  sentencia  confirmatoria  dea- 
eatimaodo  la  demanda  de  tercería  interpuesta  por  D.  Salvador  All>erto 
Mateos  como  defensor  judicial  de  sus  seis  menores  sobrinos  referidoe  y 
abaolviendo  á  ios  demandados  D.  Joaquín  y  D.  Juan  María  Alberto  Ma- 
teos y  á  D.  Gabriel  Almagro  García,  y  por  fallecimiento  de  éste  a  su  so- 
brino y  heredero  D.  Policarpo  Becerra  Almagro,  sin  hacer  expresa  con- 
dena de  las  de  primera  inatancla  é  imponiendo  las  de  la  segunda  á  don 
Salvador  Alberto  Mateoa,  con  la  representación  que  ostenta,  y  á  D.  Joa- 
quín Alberto  Mateos: 

Resultando  que  D.  Salvador  Alberto  Mateos,  en  el  concepto  expre- 
sado, ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fondado 
en  el  núm.  1.®  del  arL  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loe 
aiga lentes  motivos: 

1.*  Infracción  del  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  por  aplicación  inde- 
bida é  interpretación  errónea,  toda  vea  que  por  no  estar  inscritas  en  el 
Segfstro  las  particiones  hechaa  á  favor  de  los  menores  no  pueden  ésto» 
perjudlcaresi  porque  el  criterio  legal  es  siempre  benigno  y  favorable 
para  el  menor,  á  quien  no  puede  irrogarse  los  perjuicios  que  en  derecho 
debs  sufrir  el  negligente,  y  por  ello  la  ley  vela  siempre  por  las  personas 
y  bienea  de  loa  menorea,  hasta  el  extremo  que  por  la  restricción  de  an 
capacidad,  claramente  marcada  en  el  art.  82  del  Oódigo  civil,  es  siempre 
la  ley  previsora  y  efieas  garantía  de  eus  derechos;  que  el  fundamento  de 
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qne  l;inbiera  nna  anotación  preventiva  ee  combate  dioiende  qne  lo  Ink- 
portante  es  que  la  madre  de  aqnólloe  biso  aportaciones  faera  de  en  dote», 
bienes  parafkrpaiea  qae  eonstttnlan  la  legitima  de  los  menores;  y  qne,, 
por  otra  parte,  la  sentencia  recorrida  ha  olvidado  el  párrafo  8.^  del  ci- 
tado art.  as,  q[ue  da  al  precepto  ana  extensión  j  nna  amplitud  que  la 
6ala  sentenciadora  no  le  reconoce,  olvidando  qne  se  trata  de  heredero» 
aeoesaries  ó  forsosos; 

a«*  Infracción  de  la  regla  1.*  del  art.  697  de  la  ley  de  En  jniciamiento 
dvil,  qne  dispone  sean  válidos  y  eficaces  en  juicio  los  documentos  pú- 
blicos cnando  no  han  sido  expresamente  impogoados,  toda  ves  que  bi- 
déronse  las  operaciones  testamentarias,  se  aprobaron  por  auto  judicialt 
que  nadie  impugnó,  reconoció  el  demandado  la  eficacia  y  valides  dal 
tUnlo  en  que  se  fundara  la  tercería  y  lleváronse  los  autos  á  la  vista  sin 
práctica  de  prueba  porque  no  se  había  suplicado  y  por  haber  utiliaada 
el  demandado  el  derecho  concedido  por  el  art.  662  de  la  ley  procesal; 

9.^  Haberse  infringido  por  inaplicación,  ya  que  está  reconocida  Is 
eficacia  del  título,  el  art.  1882  del  Oodlgo  civil,  pues  la  mujer  conserva 
el  dominio  de  sus  bienes  parafernalee;  y 

Ouarto.  £1  art.  1886  del  mismo  Cuerpo  legal,  también  por  inaplica^ 
eión,  porque  las  obliga  Hones  personales  del  marido  no  pueden  hacerse 
«fectivas  ni  sobre  los  bienes  ni  sobre  los  frutos  de  los  parafernales,  j 
los  que  en  litigio  se  hadan  tienen  tal  carácter,  ya  que  éste  no  se  ha  im» 
pugnado  por  la  parte  á  quien  correspondía  hacerlo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsaive: 
Oonsiderando  que  la  Bala  sentenciadora,  al  desestimáis  la  tercería  de 
dominio  interpueeta  por  D.  Salvador  Alberto  Mateos  como  defensor  de 
los  menores,  no  infringe  las  disposiciones  legales  que  se  invocan  en  los 
euatro  motivos  del  recoreo:  primero,  porque  la  escritura  de  partición  de 
bienes  de  20  de  Janio  de  1903,  practicada  por  fallecimiento  de  la  madre 
de  aquéllos,  y  úaico  fundamento  en  que  se  apoya  la  demanda,  afecta 
•ole  á  los  qne  en  ella  intervinieron,  pero  no  á  los  que  ninguna  partict* 
pación  han  tenido  en  el  aludido  documento;  segnndo,  porque  las  maní- 
testaciones  en  éste  contenidas  no  justifican  que  los  bienes  embargados 
por  el  ejecutante  D.  Gabriel  Almagro  tengan  el  carácter  de  paraferna- 
les, por  haber  sido  adjudicados  en  tal  concepto  á  los  recurrentes,  sin 
otra  prueba  que  acredite  su  verdadera  procedencia;  y  tercero,  porque 
anotado  el  embargo  de  aquéllos  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  instan- 
cia del  ejecutante,  apareciendo  dncfio  de  los  mismos  el  ejecntadOy  ca- 
rece la  mencionada  escritura  partlclonal  de  toda  eficacia  para  enervarla 
anotación  preventiva  de  que  se  ha  hecho  mérito,  conforme  á  los  precep- 
tos de  la  ley  Hipotecaria,  los  cuales  han  sido  rectamente  aplicados tMr 
el  Tribunal  sentenciador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
eurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Salvador  Alberto  Mateos,  como  de- 
fensor judicial  de  sus  menores  sobrinos  Joeé,  Francisco,  María  Josefa» 
Francisca,  Joaquín  y  Joan  María  Alberto  Oontero,  á  quien  condenamos 
al  pago,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad  correspondiente  per 
raxón  de  depósito,  á  la  que  se  dará  en  dicho  caso  la  "aplicación  que  pre* 
viene  la  ley;  y  con  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audlenoia 
terrrltorial  de  Sevilla  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  é  in- 
eertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  eoplas 
iMcesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos«ssJosé  de  Aldeeoe. 
Kl  Magistrado  Sr.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Jodé  de  Aldeoae. 
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Yicente  de  PlDiée.ss  Víctor  Ooviáa.=Federico  MonBaWe.^Camilo  Ma- 
rÍA0allóD.=EduardQ  Ruis  García  Hita. 

Pablicaclón.=Leída  y  pablioada  faó  la  precedente  sentencia  por  el 
Kxcmo.  Sr.  D.  Federico  Moneaive,  Magistrado  de  la  Bala  de  lo  civil  del 
Tribanal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de« 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.=Bogelio  Goniálea  Montes. 

Kum.   171.-TRIBUNAL  SUPREMO.- 12  de  Diciembre, 
publicada  el  17  y  24  de  Mayo  de  1908. 

Oasación  por  infracción  db  lxy. —ReBeisión  de  contrato  y  otros  ex-^- 
tremoM, — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Edmundo  Díaz  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Seve- 
riño  Vidal  y  otro. 
Bn  sus  co^8lDEllAND0S se  establece: 

Que  implica  una  oerdadera  contradicción  acordar  la  subsistencia. 
de  la  fianza  prestada  para  el  cumplimiento  de  un  contrato  que  se 
rescinde  por  culpa  de  la  persona  para  cuya  garantía  fué  consti- 
tuida: 

Que  observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora  no  infringe 
los  artículos  1091  y  1124  del  Código  cioil: 

Que  procediendo  en  el  supuesto  citado  la  devolución  de  la  ñanza, 
no  es  contradictor i a  con  este  acuerda  la  reserva  de  cualesquiera 
otros  derechos  que  puedan  asistir  á  las  partes  para  reclamar  en  su 
caso  respectivamente  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios: 

Que  de  la  obligación  de  devolver  la  ñanza^  sin  haberlo  efectuado,. 
nace  desde  la  interpelación  judicial  la  mora  de  quien  debe  hacerlo 
como  previene  el  art,  1100  del  Oódtgo  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  los  antoa 
de  Jálele  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Pravia  y  en  la  Sala,  de  lo  civil  de  la  Audiencia  terri- 
torial de  Oviedo  por  D.  Severino  Vidal  y  Oervifio  y  D.  Manuel  Juato  Ba- 
rre! ro,  maestros  de  obras  y  vecinos  de  Previa,  y  además  el  segnuilo  coma 
apoderado  de  su  hijo  D.  Severino  Justo  Martines,  cantero  y  vecino  del 
pueblo  de  Escuadra,  contra  D.  Edmundo  Días  del  Riego  vecino  de  San. 
Bflteban  de  Pravia,  contratista  de  obras,  sobre  rescisión  de  contrato,  de- 
volución de  fianza  ó  indemnización  de  dafios  y  perjuicios;  pendiente  ante 
NóS^  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  el  Procurador  D.  Ignacio  Ooruio  y  Valvidares,  bajo  la  dirección  del. 
Letrado  D.  Emilio  Menóadez  Pallares,  á  nombre  del  demandado,  no  ha- 
biendo comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  los  demandantes  y  re* 
corridos: 

Resultando  que,  previo  acto  de  conciliación  sin  avenencia,  en  11  de 
Mano  de  1^08  D.  Severino  Vidal  Oervifio  y  D.  Manuel  Justo  Barreiro,. 
éste  por  sí  y  como  apoderado  de  su  hijo  D.  Severino  Justo  y  Martines, 
dedujeren  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  Jus-^ 
gado  de  primera  instancia  de  Pravia  contra  D.  Edmundo  Días  del  Riego 
sobre  rescisión  de  contrato,  devolución  de  fiansa  ó  indemnización  de 
dafios  y  perjuicios,  exponiendo:  que  en  6  de  Junio  de  1902  el  demanda- 
de»  eentratiata  de  las  obras  del  lerrocarril  del  troso  de  Sandiche  á  Grado^ 
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cuyo  conoesionario  era  la  Sociedad  del  ferrocarril  Vasco 'Aetnriano,  des- 
tajó dichas  obras  con  los  demandantes,  habiéndose  otorgado  al  efecto  qb 
documento  privado,  por  el  que  se  estipularon  las  condiciones  siguientes: 
primera,  que  D.  Edmundo  les  facilitaría  todo  el  material  de  construcción 
sin  cobrarles  máa  que  el  acero  que  mermase  en  la  herramienta  de  mano; 
segunda,  que  pagaría  mensualmente  á  los  obreros  en  el  domicilio  de 
Justo  y  Vidal  por  las  listas  que  por  duplicado  presentaría  el  listero,  de- 
duciendo el  gasto  que  de  comestible,  etc.,  tuvieran  hecho  los  obreros; 
tercera,  que  trimestralmente  se  haría  liquidación,  entregando  Días  á  los 
demás  la  cantidad  que  á  favor  de  éstos  resultase,  deduciendo  el  importe 
á  que  las  lletas  ascendieran  del  total  de  los  trabajos  ejecutados;  cuarta, 
^ue  en  las  listas  se  inclairían  6  pesetas  diarlas  para  cada  uno  de  los  des- 
tajistas; quinta,  que  para  hacer  la  liquidación  presentaría  Días  las  oer- 
tl¿caciones  de  la  gerencia  de  la  Vasco  Asturiana;  sexta,  que  abonaría 
por  metro  cúbico  la  cantidad  convenida  j  que  se  determina;  séptima^ 
que  el  destajo  comenzaría  á  contarse  en  1.^  de  Abril,  entendiéndose  qoe 
la  primera  liquidación  sería  después  de  Junio,  aunque  para  el  párrafo  4.o 
se  entendería  desde  1.®  de  Junio;  octava,  que  Días  no  les  cobraría  la  si- 
llería que  estaba  pulimentada,  j  sí  según  se  fuera  empleando;  novena» 
•que  Díaz  recibiría  6.000  pesetas  como  fianza  para  responder'  al  cumpli- 
miento del  contrato;  décima,  que  la  fianza  les  seria  devuelta  á  la  recep- 
ción de  la  obra  con  el  6  por  100  que  de  las  cantidades  qne  trimestral- 
mente  resultasen  á  favor  de  los  destajistas  serían  reservadas;  y  undéci- 
ma, qne  Díaz  no  podría  tener  establecimiento  para  surtir  á  los  obreros» 
pues  las  existencias  de  su  Economato  las  cedería  á  los  destajistas  á  pra- 
do de  factura,  abonándole  las  existencias  á  los  tres  meses,  ó  á  los  seis, 
si  á  los  tres  no  les  fuese  cómodo;  que  en  virtud  de  lo  estipulado,  los  des- 
tajistas depositaron  en  poder  del  demandado,  en  concepto  de  fianza  para 
responder  del  cumplimiento  del  contrato,  6.000  pesetas,  que  les  habrían 
de  ser  devueltas  á  la  terminación  de  las  obras,  y  conservaron  los  epor* 
tunos  trabajos;  que  D.  Edmundo  no  cumplió  por  su  parte  las  obligacio- 
nes que  le  incumbían,  porque  no  entregó  á  los  destajistas  el  precio  de 
las  obras  en  la  forma  estipulada  en  la  cláusula  8.*  del  contrato,  no  ha- 
biendo recibido  aquéllos  en  todo  el  tiempo  que  duraron  las  obras  canti» 
dad  alguna  más  que  la  de  1.000  pesetas  que  recibió  D.  Manuel  Justo  en 
el  mes  de  Julio  para  hacer  un  viaje  á  Qallcla;  que  los  destajistas,  á  pesar 
de  ello,  continuaron  los  trabajos  é  hicieron  por  su  cuenta  algunos  gastoa 
indispensables  para  las  obras;  que  D.  Edmundo  y  su  listero  D.  Juan 
Mon,  en  los  meses  de  Octubre  y  Noviembre,  también  habían  faltado  á  la 
estipulado  en  la  cláusula  2.%  pagando  los  jornales  de  los  operarios  fuera 
del  lagar  que  en  ella  se  indica.y  sin  deducir  los  gastos  que  hubieran  ha- 
cho en  el  establecimiento  El  Economato,  cedido  por  la  cláusula  11  dal 
contrato;  que  el  mismo  D.  Edmundo,  en  89  de  Noviembre,  dirigió  ana 
carta  á  D.  Manuel  Justo  manifestándole  había  rescindidael  contrato  con 
la  Oompafifa  concesionaria  del  ferrocarril;  y  qoe,  por  tanto,  cesasen  en 
los  trabajos  de  las  obras;  y  que  los  demandantes,  tanto  por  la  demora 
en  el  pago  como  por  no  atender  el  demandado  al  cumplimiento  de  la 
cláusula  2.*,  habían  sufrido  considerables  dafios  y  perjuicios,  que  en  an 
día  se  aprobarían  para  que  les  fuesen  abonados;  alegaron  en  derecha, 
citando  los  arts.  1108  y  1134  del  Código  civil  y  las  sentencias  deeate 
Tribunal  Supremo  de  8  de  Diciembre  de  1898,  24  de  Octubre  de  189Q,  16 
de  Mayo  de  1900  y  20  de  Abril  de  1897,  y  solicitaron  qne  en  definitiva  ae 
declarase  rescindido  el  contrato  de  destajo  de  obras  de  6  de  Junio  de  1902, 
con  indemnización  de  dafios  y  perjuicios,  mandándose  devolver  la  fiansa 
•de  6.000  pesetas,  obrante  en  poder  del  demandado,  eon  el  interés  lesa! 
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daide  U  interpotioián  de  esta  demanda  haeta  sn  definitiva  entrega  7  laa 
cofltaa  qne  ae  originasen: 

Beeaitando  qae  cen  la  expresada  demanda  se  presentó  el  documento 
priyado  referido»  oon  nota  del  pago  de  derechos  reales;  nna  carta  diri- 
gida por  el  demandado  á  D.  Mariano  Jnsto,  sin  fecha,  manifestándole 
qne  7a  le  había  comanicado  la  orden  de  sos  pensión  de  los  trabajos  por 
haber  dejado  de  ser  contratista,  en  vlrtnd  de  que  la  Sociedad  Vasco  As- 
tnriana  se  incautara  de  las  obras»  7  qne,  por  tanto,  no  pedía  acceder  á 
la  pretensión  del  D.  Manuel  Justo  para  qne  le  entregase  herramientas;  7 
por  último,  testimonio  del  acto  de  conoiliación  celebrado  sin  efecto  el  9  de 
Marso  de  1908: 

Besultande  que  D.  Edmundo  Díaa  del  Riego  contestó  la  anterior  de- 
manda, exponiendo:  que  eran  ciertos  los  hechos  de  haber  contratado  coa 
los  demandantes  el  destajo  de  las  expresadas  obras  mediante  el  doou» 
mentó  privado  referido,  si  bien  agregó  que  el  haber  depositado  los  acto- 
res la  fiansa  no  demostraba  qne  hubieran  cumplido  con  sus  obligacio* 
nes,  siho  con  una  sola;  que  negaba  el  hecho  de  que  no  hubieran  cum- 
plido por  su  parte  cen  las  obligaciones  que  le  incumbían,  puesto  que 
había  facilitado  á  los  destajistas  el  material  necesario  para  la  construc- 
ción 7  existía  sobrante  de  los  mismos  en  previsión  de  que  se  hiciese  ne- 
cesario en  el  desarrollo  de  las  obras,  según  todo  resultaba  de  las  factu- 
ras que  acompefió,  7  que,  aunque  no  tenía  obligación  de  hacerlo,  había 
entregado  á  los  demandantes  1.160  pesetas  en  metálico  antes  de  expirar 
el  primer  trimestre  7  921  en  efectivos,  amén  de  otras  cantidades  que  les 
suministró  en  el  trimestre  siguiente^  sin  embargo  de  lo  cual  las  obras  se 
llevaron  con  lentitud,  suspendiéndose  varias  veces  por  falta  de  lo  pre» 
ciso,  que  los  destajistas  estaban  obligados  á  facilitar,  lo  cual  motivó  la 
rescisión  del  contrato  por  parte  de  la  Compafiía  concesionaria,  según 
todo  también  resultaba  de  documentos  que  acompafió;  que  tampoco  era 
cierto  que  el  demandado  7  su  listero  faltaran  en  los  meses  de  Octubre  7 
Novieiabre  á  lo  estipulado  en  la  cláusula  2.%  ni  aunque  lo  fuera  impli- 
oaría  incumplimiento  del  contrato,  por  cuanto  las  condiciones  nulas  no 
obligan  á  las  partes  contratantes;  que  era  cierto  que  había  dirigido  á 
D.  Manuel  Justo  la  carta  á  que  se  hacía  referencia  en  la  demanda;  pero 
que  en  ella  se  había  limitado  á  darle  traslado  de  resoluciones  de  la  Com- 
pafiía concesionaria  que  el  Gerente  le  comunicó  en  la  misma  fecha;  qne 
el  orden  seguido  en  el  desarrollo  de  laa  obras  no  convenía  á  los  intereses 
de  la  Empresa,  así  como  tampoco  la  lentitud  con  que  se  ejecutaban,  por 
en7as  causas,  á  su  juicio  imputables  á  los  destajistas,  7  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  61  7  65  del  pliego  de  condiciones,  quedaba 
rescindido  el  contrato  de  obras,  lo  cual  se  comprobaba  con  los  documen« 
tos,  que  también  presentó;  qne  el  demandado  había  cumplido  todas  7 
cada  una  de  las  obligaciones  del  contrato,  7  si  hubo  incumplimiento  do 
alguna  de  sus  cláusulas  faé  por  parte  de  los  demandantes,  por  no  ha- 
berse ajustado  en  la  ejecución  de  las  obras  ai  pliego  de  condiciones  que 
presentó,  7  que  para  ellos  era  también  obligatorio,  habiendo  dado  lugar 
á  la  rescisión  del  contrato  con  la  Oompafiía  7  á  los  dafios  7  perjuicios 
que  se  le  habían  causado;  7  que  al  terminar  el  primer  trimestre  había 
entregado  á  los  destajistas,  por  conducto  de  su  listero,  las  certificacio- 
nes á  qne  se  refiere  la  cláusula  6.*  del  contrato  para  qne  después  de 
examinadas  se  procediera  á  la  oportuna  liquidación,  habiéndoles  sido 
devueltas  con  la  manifestación  de  que,  como  tenían  tomada  ma7or  suma 
que  la  que  había  de  resultar  á  en  favor,  les  era  más  conveniente  apla- 
lar  la  liquidación  haata  el  próximo  trimestre,  citó  en  su  apo70  los  ar- 
tículofl  4.*  7  1269  del  Código  civil;  sostuvo  que  por  no  haberse  ajustada 
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lO0  destajistas  al  pliego  de  condiciones  la  Compaflfa  rescindió  el  coa- 
trato  con  el  demandado,  con  pérdida  de  la  fiansa  qne  tenía  constituida 
causándole  graves  per  jaldos,  y  condlnyó  saplicando  se  le  absolviese  de 
la  demanda  con  las  signientes  resoluciones:  primero,  qne  se  declarase 
rescindido  el  contrato  de  6  de  Junio;  segundo,  qne  la  fiansa  oonstitnída 
por  los  demandantes,  con  arreglo  á  la  cláasnla  9  »  del  referido  contrato, 
se  hallaba  afecta  á  las  responsabilidades  en  qne  incurrieron  por  incum* 
plimiento  dt»  lo  estipulado;  y  tercero,  que  se  condenase  á  aquéllos  ai  re- 
sarcimiento de  daños  y  perjuicios  originados  al  demandado  por  conse- 
cuencia de  la  rescisión  del  contrato  que  tenía  con  la  Sociedad  Vasco  As- 
turiana,  y  qne  se  les  impusieran  las  costas: 

Resaltando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ambas  partes  re- 
produjeron ene  anteriores  argumentos  y  pretensiones,  negando  además 
los  actores  los  hechos  expuestos  por  el  demandado  en  su  contesteción  é 
insistiendo  en  qae  habían  cumplido  con  todas  las  condiciones  del  con- 
trato de  destajo,  y  que  el  pliego  de  condiciones  que  impuso  la  Saciedad 
Vasco  Asturiana  al  contratista  no  eran  obligatorias  para  los  demandan- 
tes,  los  qne  en  su  contrato  no  teoían  plaao  fijado  para  la  ejecución  de  laa 
Obras,  siendo  elcunapl  un  lento  de  las  oblig«  dones  impuestas  en  el  eon- 
trato  de  6  d-i  Jnnio  lo  úalco  á  que  estaban  obligados,  y  que  los  destajis- 
tas habían  aportado  en  materiales  para  la  ejecución  de  aquellas  Yariaa 
cantidades,  qae  eran  de  cuenta  del  demandado,  y  por  éste  se  agregó 
también  qne  el  cltido  pliego  de  condiciones  era  obligatorio  para  los  des- 
tajistas, c.imo  así  lo  reconocían  ójtos  al  ennnclaren  la  réplica  las  obras 
qne  se  hallabín  en  ejecnclón  al  subarrendar  el  servicio,  pues  en  ei  con- 
trato  de  cesión  no  se  especificaban  cnáles  habían  de  ser  éstas  y  que  ea 
la  fdcha  en  q-n  se  oonte^tó  la  demanda  se  hallaba  el  demandado  conmi- 
nadopor  laUompPflíacesionarla  con  la  pérdida  de  la  fianii  que  había 
coneIgnaJo  para  responder  á  la  ejecución  de  las  obras,  y  que  en  los  dltl. 
mos  días  d«l  mes  de  Mayo  recibió  el  demandado  una  carta  oficial  del 
Gerente  de  la  Compañía,  en  la  qne  se  ponía  á  su  disposición  la  fian- 
za, lo  qne  rectltícab*  en  virtud  de  lo  alegado  en  el  escrito  de  contesta- 
ción; y  recibí  lo  el  pleito  á  prueba,  se  practicó  la  testifical  que  proposie. 
ran  ambas  pat-tee;  ^      r    r 

Resaltando  qne  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legaSue 
de  ambas  instancias,  en  4  de  Mayo  de  1905  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo 
civildela  Aniíencia  territorial  de  O Hedo,  confirmando  la  de  primera 
instancia,  por  la  qne  se  declaró  haber  lugar  á  la  demanda  interpuesta 
por  D.  bíVBrlno  Vidal  Cervino,  D.  Manuel  Justo  Birreiro  y  D.  Beverlno 
Justo  Martínez  ^onlra  D.  Edmundo  Díaz  del  Riego,  y  en  su  eonsecnen. 
cía  rescindido  el  contrato  qne  entre  los  mismos  se  celebró  el  6  de  Jnnio 
de  1903  cond^^nandoá  D.  Edmundo  Díai  á  la  devolución  de  la  fiansa 
con  los  intereses  legales  desde  la  presentación  de  esta  demanda,  sin  ex- 
presa condenación  de  coetas,  y  agregó  la  Sala  sentenciadora:  dejando  á 
salvo  el  dere.-ho  de  las  partes  sobre  resarcimiento  de  dafijs  y  perjnicioa 
para  qne  lo  ventilen,  si  vieren  convenirles,  en  el  jnlcio  correspondiente 
sin  hacer  tamnoco  esppclal  condenación  de  costas  de  las  de  segunda  ins- 
tancia, en  cavos  términos  se  confirmó  la  sentencia  apelada- 

Resnltaudü  qne  con  depósito  de  1.000  pesetas  D.  Edmundo  Día»  del 
Kiego  ha  Interpa^i^to  rpcurso  de  casación  por  infracción  de  ley.  f lindado 
en  los  nú  n^'-os  1.°  y  4.°  del  art.  1692  de  la  de  Enjaíoiamiento  civil,  ale- 
gando  los  signientes  motivos:  ' 

Primero.     Violación  del  art.  1091  del  Código  clvll,en  cuanto  tal  preeeD. 
to  consagra  la  fnerisa  legal  de  las  obligaciones  que  nacen  de  ios  contratoa 
como  nació  la  de  constituir  y  mantener  la  fiama  hasta  la  liqnidaelón  da 
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perjoiciot  en  bu  «aso,  ó  lea  como  en  el  que  boy  ee  está,  según  la  senten* 
eia  recorrida,  toda  yes  que  ésta,  al  dejar  á  ealvo  el  derecho  de  laa  partea 
fobreel  reaarslmlento  de  dafioe  y  per  jálelos,  descubre  la  inconsistenela 
jnridlea  y  legal  de  la  misma  al  condenar  al  recnrrente  á  deyolver  la 
fiansa  qne  se  consigaó  en  sn  poder  en  garantía  de  la  efectividad  de  la 
Indemniaación  de  perjalelos  por  incompllmlento  de  las  obligaciones  de 
rivadas  del  contrate,  del  eoal,  si  bien  pidieron  las  partes  sn  rescisión, 
ni  ésta  ni  la  resoloción  de  las  obtigaciones  en  toda  la  vaga  ampUtnddel 
artíoolo  1134  del  Código  civi I,  implican  en  modo  algnno  la  estimación 
de  las  mismas,  no  ya  tan  sólo  por  cnanto  de  la  misma  rescisión  se  ori- 
ginan obligaciones  á  sn  ves,  siognlarmente  la  misma  de  indemnización 
•de  perjalelos,  sino  porqne  ésta  también  pnede  dimanar,  como  cnanto  al 
caso  de  autos  se  reconoce  en  la  sentencia,  de  las  mismt^s  obligacionea 
Teaneltas  ó  del  contrato  rescindido,  en  el  cual,  en  el  caso  presente,  se 
convino  la  obligación  de  consignar  y  conservar  la  flansa  á  responder  de 
la  posible  responsabilidad  de  perjnioios,  qne  en  tales  traduce  la  ley  toda 
manera  de  incumplimiento  de  contrato  en  el  art.  1101  del  citado  Goerpo 
legal,  y  para  coya  reclamación  reciproca  y  legal  liquidación,  la  misma 
eentencia  reserva  á  las  partes  las  acciones  correspondientes,  por  lo  qne 
la  fiansa  y  sn  conservación  en  poder  del  recnrrente  hasta  la  liquidación 
pendiente  de  los  reciprocos  perjuicios,  coya  existencia  reconoce  el  fallo 
recurrido,  constituyen  obligaciones  contractuales,  que  también  reconoce 
aquél,  y  por  tanto,  al  ordenar  la  devolución  de  la  fianza  contradice 
aquella  otra  declai ación  y  viola  é  infringe  el  artículo  citado  al  princl« 
pió,  ó  sea  el  1001  del  Oódigo  civil; 

Segundo.  Qtie  de  lo  expuesto  en  el  anterior  motivo  se  deduce  la 
errónea  interpretación  que  ha  dado  la  Sala  sentenciadora  al  art.  1124  del 
expresado  Cuerpo  legal  al  estimar  qoe  por  la  reno  loción  de  las  obliga* 
clones  de  un  contrato  de  obras  á  destajo  se  está  en  la  obligación  de  de* 
volvier  la  fiansa  que  había  de  responder  de  la  calidad  de  todas  y  cada 
una  de  las  obras  al  ser  recibidas: 

Tercero.  Aplicación  indebida  del  art.  1100  del  repetido  Código  civil, 
en  cuanto  considera  incorso  en  mora  al  demandado  como  obligado  á 
entregar  la  fiansa  qne  fué  consignada  en  su  poder  para  responder  de  una 
liquidación  qne  la  misma  sentencia  recurrida  reconoce  que  se  debe  ha* 
cer,  y  puesto  qoe  la  natoralesa  de  aqoélla,  de  analogía  moy  esencial 
con  la  de  la  prenda,  hace  qoe  la  obligación  de  mantener  la  fianza  snb- 
sista  mientras  subsiste  la  de  responder  los  contratantes  recíprocamente, 
de  los  perjuicios,  resultando  por  ello  Inaplicable  el  párrafo  2.^  del  ex- 
presado artículo,  y  de  aplicación  en  cambio  el  párrafo  8.^  del  mismo 
para  desestimar  la  pretensión  de  los  demandantes,  en  cuanto  á  la  devo- 
lución de  la  fianza,  toda  vez  que  establece  que  <en  las  obligaciones  recí- 
procas ninguno  de  los  obligados  incurre  en  mora  si  el  otro  no  cumple  6 
se  allana  á  cumplir  debidamente  lo  que  le  incumba»;  y  aplicación,  tam- 
bién indebida,  del  art.  1296  del  mismo  Código,  pneeto  que  si  bien  ee 
cierto  qne  la  rescisión  obliga  á  la  devolución  de  las  cosas  qne  fueran 
objeto  del  contrato  y  del  precio,  con  sos  intereses,  esta  disposición,  ni 
en  general,  puede  ser  aplicable' á  las  obligaciones  de  hacer,  ni  jurídica 
mente  pnede  repotarse  la  fiansa  de  garantía  de  que  se  trata  objeto  del 
contrato,  qoe  lo  eran  noas  obras,  sino  qoe  tal  garantía  respondía  y 
responde  del  complimiento  qoe  proclama  sobslstente  la  sentencia  recu- 
rrida; y 

Coarto.  Qie  el  fallo  recurrido  contiene  disposiciones  manifiesta- 
mente contradictorias,  toda  ves  qoe  en  un  considerando  se  establece  que 
no  se  pnede  hacer  declaración  sobre  el  resarcimiento  de  los  dafios  y  per- 
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jnlcioB  que  por  las  partes  contendientes  se  reclama  Ínterin  no  te  j 
iique  la  Uquidaeión  de  las  obras  ejecutada»  por  loe  deetn^UtoMi  j 
oomo  consecuencia  lógica  á  este  f andamento  se  hace  en  el  fallo  la  sal- 
vedad del  derecho  de  las  partes  sobre  el  resarcimiento  de  daños  jf 
perjuicios  j  por  otra  partease  hace  la  declaración  de  condenar  al  de- 
mandado á  la  devolución  de  la  flansa,  con  loe  intereses  de  demora^  4 
pesar  de  reconocerse  en  otro  de  los  considerandos  que  aquélla  se  cons- 
tituyó para  responder  del  cumplimiento  del  contrato,  del  cual  no  se . 
puede  saber  cómo  faé  cumplido  mientras  estuvo  en  vigor  hasta  qne  no 
se  practique  la  liquidación  á  que  tal  efecto  remite  la  sentencia. 

Visto,  eiendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Alonso  Oasafia: 

Considerando  qne  la  Sala  sen  tencl  ador  a»  aceptando  los  fundamentes 
de  derecho  de  la  sentencia  del  Juea,  ha  estimado  ccmo  hechos  Justifica- 
dos por  las  pruebas  practicadas  que  los  demandantes  no  ejecutaron  acto 
alguno  que  pudiera  dar  logar  á  la  rescisión  del  contrato  de  obras  entre 
la  Oompafila  del  ferrocarril  Vasco  Asturiano  y  D.  Edmundo  Días,  y  que 
la  poca  actividad  con  que  se  ejecutsron  por  los  destajistas,  y  que  moti- 
vó la  rescisión,  fué  debida  á  no  haberles  ficilitado  aquél  los  materiales 
de  acero  y  hierro,  como  estaba  obligado  á  hacerlo  por  el  contrato  que 
celebró  á  su  vez  con  ellos  en  6  de  Junio  de  1902;  y  á  partir  de  estas  pre- 
misas es  inconcuso  qne,  declarada  en  la  sentencia  recurrida  la  reseisión 
de  este  contrato  por  no  haber  cumplido  el^D.  Edmundo  las  condiciones 
estipuladas,  se  halla  obligado  á  devolver  á  los  destajistas  la  fiansa  cons- 
tituida como  garantía  del  contrato,  independientemente  de  las  acciones 
que  para  reclamar  dafios  y  perjuicios  se  reservan  á  las  partes,  por  no 
haber  elementos  para  su  regulación  en  este  juicio;  pues  de  otra  suerte 
Implicaría  una  verdadera  contradicción  acordar  la  subsistencia  de  la 
fiansa  prestada  para  cumplimiento  de  un  contrato  que  se  rescinde  por 
onlpa  de  la  persona  para  cuya  garantía  fué  constituida: 

Considerando  qne,  esto  supuesto,  carecen  de  rasón  legal  y  eficacia 
los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  relativos  al  carácter  de  la  ezpre* 
sada  fiansa,  no  habiéndOFC  infringido  «los  preceptos  del  Código  civil  en 
qne  se  apoyan,  y  es  asimismo  improcedente  el  motivo  cuarto,  porque 
supuesta  la  causa  que  en  el  actual  pleito  existe  para  acordar  la  devolu- 
ción de  la  fiansa,  á  tenor  de  lo  expuesto,  no  implica  contradleción  algu- 
na con  dicha  resolución  la  reserva  de  cualesquiera  otros  derechos  que 
puedan  asistir  á  las  partes  para  reclamar,  an  su  caso,  respectivamente, 
indemnlsación  de  dafios  y  perjuicios;  j 

Considerando  qne  es  igualmente  infundado  el  motivo  tercero,  porque 
de  la  obligación  de  devolver  la  fianza,  sin  haberlo  efectuado,  nace  la 
mora  del  recurrente  desde  la  interpelación  judicial,  como  previene  el 
Artículo  1100  del  Código,  cuya  indebida  aplicación,  en  el  sentido  que  se 
indica,  se  alega  en  dicho  motivo  por  el  supuesto  equivocado  de  que  la 
fiansa  se  consignó  para  responder  de  la  liquidación,  aolamente  ne<^sa- 
ria,  Bf  gún  la  sentencia  expresa,  para  apreciar,  en  su  caso,  loa  dafiss  y 
perjuicios; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  Interpneeto  por  D.  Bimundo  Días  del  Riego,  á  qvfen 
condenamos  á  la  pérdida  del  depósito  que  ha  constituido  al  que  se  dará 
la  aplicación  qne  previene  la  ley,  y  con  la  certificación  correspondleots 
devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de  Oviedo, el  apuntamiento  que  ha 
lemitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in^ 
aertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
nocesaiias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=JoBé  de  Aldecoa. 
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81  Magieirade  8r.  Toda  Totó  en  Sala  y  no  pnde  firmar:  Jooédo  Aldeooa^ 
Vioente  do  Pin1éB.=Víetor  Oovián.s Antonio  Alonso  0a88fift.asRamón 
Barrooto.=Oamllo  María  Qallón. 

PQbUeaoión.sLeida  y  ¡MibUcada  íaé  la  precedente  eentoncia  per  el 
Bzomo*  8r.  D.  Antonio  Aioneo  Oasafia,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  cítII 
del  Trlbnnal  Sapremo,  celebrando  audiencia  páblica  la  miama  en  el  día 
da  hoy,  de  qne  oertiflco  como  Escribano  de  Cámara. 

Jíadrid  1%  de  Diciembre  de  1906.=¿Rogelio  Gonsáles  Montos. 


Mum.  179^.— TRIBUNAL  SUPREMO. -12  de  Dloleabre, 
*  poblloada  el  24  de  Mayo  de  1908. 

Oasación  por  inpbacción  de  ley.— 'Defensa  por  poór^.^Sentonoia 
declarando  haber  lugar  al  recurso  intorpuesto  por  D.  Bcnilio 
Osorio  contra  el  auto  pronunciado  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Carmen  Calonge. 
Bn  8u  CONSIDERANDO  údíco  80  estableco: 

Que  si  bien  los  derechos  otorgados  por  la  ley  al  declarado  pobre 
pueden  ser  por  éste  renunciados,  no  es  posible  deducir  la  renuncia 
tácita  atrituida  á  una  parte  por  el  hecho  de  haber  consentido  la 
providencia^  mandándole  abonar  las  costas  causadas  para  su  de- 
jensa,  en  autos  resueltos  á  su /acor  en  cuanto  no  excedan  de  la  ter- 
cera  parte  de  lo  que  por  la  sentencia  haya  obtenido^  según  previene 
el  ari.  37  de  la  ley  procesal: 

Que  limitada  á  tal  objeto  la  renuncia,  no  puede  extenderse  al  d«- 
rpeho  de  seguir  la  parte  defendiéndose  como  pobre  mientras  no  se 
modifique  su  estado  por  los  medios  que  señalan  el  art,  33  y  siguien^ 
tes  de  la  expresada  ley: 

Que  no  observándose  esta  doctrina  por  la  Sala  sentenciadora,  se 
infringen  los  arts.  13, 14,  33,  35,37  y  2^  déla  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1906,  en  el  inci- 
dento  seguido  en  el  Juagado  de  primera  insV^ncla  del  distrito  del  Salva- 
dor, de  aovilla,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  aquella  Audiencia  torritorial 
por  D.  Emilio  Oaorio  y  Cabello,  vecino  de  aquella  «apitol,  coatra  dofia 
Carmen  Calonge  y  Carretero,  de  igual  vecindad,  y  sin  que  consten  las 
profesiones  de  los  mismos  sobre  que  se  siga  entondlendo  al  primero  con 
derecho  á  utilisar  los  beneficios  de  pobreza  que  le  fueron  concedidos  y 
80  le  admiten  sus  escritos  en  papel  de  oficio;  nacido  dicho  incidente  en 
otro  promovido  por  aquélla  sobre  nulidad  de  la  vente  de  cierta  finca  y 
de  la  providencia  que  aprobó  su  remate  en  el  período  de  ejecución  de 
sentencia,  recaída  en  autos  promovidos  por  D.  Emilio  Oaorio  contra 
Dofla  Carmen  Calonge  y  Carretero,  Dofia  Antonia  y  Doña  Clementlna 
Carretero  y  Calonge,  D.  Ramón  Ogarte  y  Berda  y  D.  Fernando  Chacón 
y  Lerdo  de  Tejada,  sobre  cobro  de  pésetes;  pendiente  ante  Nos  en  virtud 
de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Emilio 
Osarlo  y  Cabello,  representedo  ante  este  Tribunal  Supremo  por  el  Pro- 
carador  D.  Antonio  Pintado  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Luis  Amado; 
no  habiendo  comparecido  la  parte  recnrrlda: 

Resultando  que  D.  Emilio  Glorio  y  Cabello,  en  el  mes  de  Septiembre 

de  1901  y  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador, 

de  Sevilla,  solicitó  se  le  declarase  pobre  en  sentido  legal  para  litigar  con 

D.  Julio  Herrera  y  Barrios  sobre  cumplimiento  de  cierto  contrato,  y 

TOMO  106  es 
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^srreglo  á  le*  artíealofl  91  y  99  d«  U  ley  eitedi  y  á  !•  raraelto  «b  la  prs- 
Tldenola  d«  96  de  Agoeto,  ae  le  deyel vieran  los  eaorltoa  que  había  pre- 
aentado»  ó  aea  el  en  qne  Interponía  la  referida  repoelolón  y  el  en  qne 
eontestó  á  la  demanda  de  nulidad: 

Resaltando  qne  D.  Emilio  Oaorio  Interpuso  apelación  contra  la  el< 
iada  providencia  de  96  de  Noviembre,  acompafiando  al  escrito  en  qne  In- 
terponía dicho  recnrso  los  des  antes  citados,  y  el  Jaes,  en  1.^  de  Dldom- 
faffe,  mandó  que  los  tres  se  devolvieran  á  aqnól  por  no  j>oder  admltlme, 
con  arreglo  al  art.  919  de  la  ley  del  Timbre,  de  coyo  proveído,  y  al  ob* 
jeto  de  preparar  recareo  de  qne  Ja,  pidió  Osorlo  reposición,  exponiendo: 
^oe  el  art.  919  de  la  ley  del  Timbre  se  refería  sólo  á  los  docomentoe  qne 
presentaban  las  partes,  mas  no  á  sns  escritos;  qoe  aun  snponlendo  que 
también  se  refiriera  á  óstos,  el  art.  199  ds  la  misma  ley,  en  relación  con 
el  14  de  la  de  Bnialdamlento  civil,  le  aatorisaba  á  asar  el  papel  de 
oficio,  puesto  qae  había  sido  declarado  pobre  por  sentencia  consentida 
por  los  demandados,  y  qoe  el  estado  de  derecho  creado  por  dicha  sentón- 
ola  era  entonces  el  mismo  qne  había  sido  dorante  todo  el  pleito,  sin  qne 
se.  le  pudiera  estimar  rico  por  la  adjudicación  de  la  finca,  puesto  que  teta 
tenía  sobre  sí  hipotecas  y  deudas  por  contribucionee,  que  hacían  su  va- 
lor negativo;  y  el  Juagado,  en  7  de  Diciembre  de  1904,  resolvió  que,  en 
obediencia  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  919  y  918  de  la  citada  ley  del 
Timbre,  se  devolvieran  á  Osorio  el  anterior  escrito  y  los  que  con  él  aeom- 
pallaba: 

Resaltando  que  con  loe  citados  escritos  presentó  otro  Oaorio  ante  la 
indicada  Sala  de  lo  civil  Interponiendo  recurso  de  queja,  y  evacuado  por 
el  Juagado  el  correspondiente  informe,  no  presentó  éste  por  entonoee  el 
recnrrente  á  la  repetida  Sala,  verificándolo  después,  en  4  de  Julio  de  190é, 
eon  otra  queja  relativa  á  otros  proveídos  que  no  son  objeto  de  eete  re- 
curso de  casación,  y  habiendo  resuelto  aquélla  que  había  tugar  á  ambaa 
quejas,  se  devolvieron  al  Juagado  todos  los  edcritos  relativos  á  las  mis- 
mas para  que,  previa  sustanciación  de  los  recursos  formulados  per  Oso- 
rio.  otdTgase  en  ambos  efectos  la  apelación:  ' 

Resultando  que,  en  cumplimieiito  de  lo  que  se  ordenó  al  Juagado,  se 
dio  vista  á  Dofia  Carmen  Oalonge  del  escolto  en  que  Osorio  habla  Inter- 
puesto recurso  de  reposición  contra  la  providencia  de  99  de  Noviembre 
de  190é.  y  evacuándola,  solicitó  que  se  acordara  no  haber  lugar  al  mismo 
con  imposición  de  costas  á  Osorio,  exponiendo:  que  no  podía  darse  re- 
cnrso más  improcedente  que  el  de  un  litigante,  que  por  4.000  pesetas  de 
préstamo  se  quedaba  con  una  casa  que  valía  60.000;  que  por  la  providen- 
cia de  96  de  Agosto  se  había  ordenado  á  aquél  reintegrara  el  papel  de 
oficio  Invertido  y  pagara  las  costas  causadas  á  su  instancia,  resolución 
que  consintió,  y  que,  en  su  consecuenoia,  quedó  firme;  que  si  se  le  hu- 
bieran admitido  sus  escritos  en  papel  de  oficio,  hubiera  incurrido  el 
Juagado  en  la  responsabilidad  qne  prescribe  la  ley  del  Timbre  en  su  ar- 
tículo 918;  y  que  lo  anómalo  del  caso  era  que  Ojorio  hibía  reconoeldo 
de  una  manera  absoluta  la  obligación  que  tenía  de  utilizar  el  papel  se<* 
Hado  correspondiente  al  personarse  como  rico  en  el  ramo  de  administra- 
ción para  el  cobro  de  rentas  de  la  citada  casa  de  la  calle  de  Fraacoo,  y 
además  era  público  qne  había  segaido  y  seguía  como  rico  varios  pleitos 
en  los  Juagados  de  Sevilla;  y,  por  áltimo,  que  Oaorlo  ni  había  tenido  en 
cuenta  la  oposición  que  Dofia  Oarmen  Calonge  había  hecho  en  un  otrosí 
de  su  demanda  inci^entaLáque  siguiera  defendiéndose  como  pobre,  ni  loe 
-artículos  83  y  96  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  tramitada  la  apelación  interpuesta  por  Oiorlo  contra 
el  auto  de  9  de  Septiembre  de  1906,  en  que  el  Jnea  de  primera  instancia 
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declaró  no  haber  logar  á  reponer  la  providencia  de  S3  de  Noviembre* 
de  1904,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  diotó^ 
otro  en  8  de  Abril  áltlmo,  por  el  qne,  entre  otros  extremos,  ee  confirmó- 
el  apelado,  sin  expresa  condena  de  cestas  en  ninguna  de  las  dos  ins- 
tancias: 

BesQltando  qne  D.  Emilio  Osorio  Oabello  ha  interpuesto  recorso  de* 
casación  por  infracción  de  ley  contra  el  aoto  expresado  de  8  de  Abril  do 
1906,  en  coanto  por  él  se  confirmó  el  de  9  de  Septiembre  de  1906,  íondado- 
en  el  núm.  1.^  del  art.  1^93  de  la  de  Enjniciamiento  civil,  y  alegando  loe 
sigoientes  motivos: 

Primero.  Infracción  del  art  87  de  la  citada  ley  procesal,  por  viola- 
ción é  interpretación  errónea,  toda  vez  qne  el  falU  recorrido  se  ínnda 
en  la  renoncia  tácita  del  beneficio  de  pobresa  de  qoe  venia  disfrotando 
el  recorrente,  deducida  del  consentimiento  que,  en  su  sentir,  se  prestó 
á  la  providencia  de  26  de  Agosto  de  1904,  y  ese  consentimiento,  caso  do 
que  existiera,  representaría  el  cumplimiento  del  expresado  articulo, 
puesto  que,  en  su  virtud,  venciendo  el  declarado  pobre  en  el  pleito  que- 
hubiese  promovido,  deberá  pagar  las  costas  causadss  en  su  defensa, 
siempre  que  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  él  baya  obtenido 
en  virtud  de  la  demanda  ó  reconvención;  reduciéndose,  si  excedieren,  A 
lo  que  importe  dicha  tercera  parte,  eiendo,  por  tanto,  evidente  que  si  en 
realidad  consiotló  el  recurrente  la  citada  providencia,  lo  baria  enten*-- 
diendo  que  la  misma  eignificsba  el  cumplimiento  estricto  de  lo  que  di- 
cho artículo  preceptúa,  á  pesar  de  que  el  fallo  recaído  en  el  litigio  prin- 
cipal fué  favorable  para  el  recurrente  y  confirmado  con  cestas  al  contra- 
rio en  segunda  instancia,  lo  cual  demuestra  que  si  pudo  tener  una  equi- 
vocada inteligencia  del  citado  art.  87  y  se  disponía  á  eatit facer  las  oca- 
sionadas en  su  propia  defensa,  á  pesar  de  no  estar  obligado  á  ello  por  la- 
condena  de  coetas  al  contrario,' no  renunciaba  al  beneficio  de  pobreaa 
que  venía  disfrutando,  sino  que  su  propósito  no  era  otro  que  el  do  aca- 
tar un  precepto  qne  sólo  al  litigante  pobre  se  refiere,  no  siendo,  por  otra 
parte,  racionalmente  admisible  una  renuncia  tácita,  puesto  que  si  1» 
providencia  mencionada  fué  consentida  por  el  recurrente,  venia  obliga- 
do por  ella  á  psgar  lo  que  ni  aun  como  rico  le  pudiera  corresponder,  toda 
ves  que  las  costas  del  pleito  principal  en  las  dos  instancias  pesaban  so- 
bre la  parte  contraríe; 

Segundo.  lof  racción  de  los  arts.  88  y  86  de  la  ley  de  Enjaicls miento 
civil,  en  el  sentido  de  que  no  habiendo  renunciado  D.  Emilio  Osorio  al 
beneficio  de  pobresa  que  se  le  otorgó,  dicha  concesión  sólo  puede  perder 
eu  autoridad,  ó  por  la  revisión  solicitada  en  forma,  según  el  primero  de- 
dichos artículos,  ó  por  la  oposición  del  colitigante,  tal  y  como  la  pre- 
ceptúa el  segundo,  y  porque  el  incidente  promovido  por  Dofia  Car- 
men Oalonge  surgió  dentro  de  la  ejecución  de  la  sentencia  recaída  on  el 
pleito  en  qne  sin  oposición  de  loe  demandados  litigaba  como  pobre  el  re- 
currente; y 

Tercero.  Infracción  de  los  arts.  18,  14  y  en  relación  con  emboo  el 
348  de  la  ley  procesal  civil,  toda  ves  que  por  sentencia  de  7  de  Enero  do 
1908  se  le  concedió  el  beneficio  de  pobresa  que  otorgan  los  dos  primeros 
artículos  cltsdos,  que  el  recurrente  no  ha  renunciado  expresa  ni  tácita- 
mente dicho  beneficio,  ni  aquella  sentencia  fué  objeto  de  revleión  ó  ro* 
vocación  ni  de  la  oposición  que  autorlsa  el  citsdo  art.  86,  y  por  lo  tan- 
to,  le  ha  sido  arrebatado  al  recurrente  el  derecho  de  defenderse  como 
pobre,  del  que  disfrutaba,  y  de  que  se  cumpla  lo  dispueeto  en  el  148  es 
cuanto  al  uso  del  papel  sellado  correspondiente: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
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OoMldenundo  qa«  al  bien  IO0  derechos  otorgsdos  per  la  ley  ñl  deeU- 
'Uiáo  pobre  pueden  ser  por  óete  renanoiedos,  no  ea  posible  dedaoir  U  re- 
noncla  táolta  atriboíde  por  la  Sala  al  recarrente  D.  Emilio  Otorlo  Oabe- 
lio  al  ooneentir  la  proTidencia  de  S6  de  Agosto  de  1904  mandándole  rein- 
tegrar el  papal  Invertido  7  abonar  las  costas  cansadas  por  61  ai  sustan- 
ciarse la  apelación  interpuesta  por  el  litigante  contrario  ante  aquélla, 
porque  la  provideocia  expresada  no  tiene  otro  alcance  que  el  establecido 
^r  el  art.  S7  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  impone  al  declarado 
pobre  que  háblese  vencido  en  el  pleito  la  obligación  de  abonar  las  ceo* 
taa  causadas  en  su  defensa  en  cnanto  no  excedan  de  la  tercera  parte  de 
Jo  que  por  la  seatenoia  haya  obtenido,  á  cuyos  términos  queda  limitado 
el  consentimiento  tácitamente  expresado  por  Cabello,  sin  que  de  modo 
alguno  pueda  extenderee  á  la  eupueeta  renuncia  de  su  derecho  á  eegulr 
defendiéndose  como  pobre,  mientras  no  sea  modificado  su  estado  por  los 
medios  que  sefiala  el  art.  B9  y  siguientee  de  la  expreeada  ley,  habiéndo- 
se infringido  por  el  Tribunal  los  artículos  invocados  en  los  tres  motivos 
^el  reeureo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  reonrea 
de  casación  interpuesto  por  D.  Emilio  Odorlo  Cabello,  y,  eo  su  conse- 
cuencia, casamos  y  anulamos  el  auto  que  en  9  de  Abril  último  dictó  la 
fiala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla,  en  cuanto  por  él 
se  confirmó  el  de  9  de  Saptlembrede  1906,  que,  á  su  ves,  no  dio  lugar  á 
la  reposición  de  la  previdencia  de  21  de  Noviembre  de  1904. 

Así  por  esta  nneetra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Ool£CCi6n  LnaiSLATiVA,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=JoM 
de  Aldec3a.=  Bl  Magistrado  8r.  Toda  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar: 
José  de  Aldeooa.s  Vicente  de  Plnlés.Bs Víctor  Oovián.=Fdderico  Mon« 
ealve.ssOamilo  María  Gallóo.=Gluardo  Bula  García  Hita. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bxemo.  8r.  D.  Faderlco  Monsalve,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
lioy,  de  que  certifico  como  Bdoribauo  de  Cámara. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.»Bogelio  Qoniáles  Montes. 

Kum.  173.— GRACIA  Y  JUSTICIA.-»  de  Diolémbre, 
publicada  el  II  de  Enere  de  1907. 

íU»oluci6n  db  la  Dirección  obnsral  de  los  Rboistros  revocando 
la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  La  Rambla  & 
inscribir  una  escritura  de  partición  de  Dieaes. 
Sn  sus  coNSiDBRANDOS  80  estabiece:  ^ 

Que  la  c¿reun$taneia  de  que  puestas  de  manifiesto  unas  operaeio* 
nes  partieionales  no  se  formule  dentro  del  periodo  por  que  lo  fueron 
aposición  at<funa  por  parte  de  los  interesados,  se  halla  equiparada 
.  por  el  wt.  1033  de  la  ley  procesal  á  la  eon/ormidad  expresa  de  aqué* 
UoSf  según  Resoluciones  de  la  Direeeión  de  24  de  Junio  de  189?  y  26 
de  Mayo  y  28  de  Junio  de  1899. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D*  Miguel  Prieto 
^rtis  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  La  Rambla  á 
inscribir  una  escritura  de  partición  de  bienes»  pendiente  en  este  Centro 
oa  virtud  de  apelación  del  Registrador. 
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Besaltando  qne  Dofia  Ana  Zamorano  falleció  bajo  teatamento  en  qn%> 
iBBcitoyó  heredero  nanf roctnario  de  todos  ana  bienes  á  su  marido,  D.  Mi- 
guel Prieto  OrtiSy  con  la  facaltad  de  qne  si  los  neceeitare  para  sn  mano- 
tenolón  podría  vender  y  diaponer  de  ellos  sin  ninguna  diligencia  judidul 
6  extrajudiclal,  y  herederos  en  pleno  dominio  de  los  bienes  que  queda- 
ren al  morir  sn  citado  marido,  á  sus  hermanos  Juan,  María  de  la  Pai,. 
Ailonao  y  José  Zamorano,  ó  sus  representantes: 

Beeultando  que  D.  Miguel  Prieto  hiio  el  proyecto  partidonal  de  It 
lierencia  y  liquidación  de  la  sociedad  conyugal,  presentándolo  á  la  apro- 
bación del  Juzgado,  con  designación  de  los  interesados  que  habían  Ínter- 
Tenido  en  loe  inventarios  y  aprecios,  y  eran  Alfonso  Zamorano  OáWes^ 
Andrés  Francisco,  Juan,  Alfonso,  Carmen  y  Juana  Zamorano  Morales» 
José  AntoDlo,  María  de  la  Pas  y  Concepción  Sillero  Marín,  y  Pedro,  Ma* 
ría  y  José  Zamorano  Lopes,  este  último  menor  de  edad,  bajo  la  tutela  de 
Amador  Sillero;  y  después  de  puestas  de  manifiesto  dichas  operaciones 
en  la  Escribanía,  de  hecho  ealwr  á  todos  los  interesados  en  ellas  los  bie- 
nes que  en  usufructo  corresponden  al  viudo,  a^í  como  de  la  fiansa  cons- 
tituida en  garantía  y  de  transcurrir  ocho  días  sin  que  ninguno  hlciera^ 
•posición,  recayó  auto  aprobatorio  ordenando  la  protooolisación  que  se 
verificó  ante  el  Notario  de  La  Rambla  D.  Juan  Bautista  Tirado  con  fecha 
SI  de  Diciembre  1904: 

Resultando  que  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  La 
Rambla  copia  de  dicha  escritura  de  81  de  Diciembre,  puso  el  Registra- 
dor la  nota  siguiente:  <No  admitida  la  inscripción  del  título  que  precede 
ñor  observarse  los  defectos  siguientes:  1.®,  falta  de  capacidad  en  el  otor- 
gante D.  Miguel  Prieto  para  autorizar  por  sí  solo  la  liquidación  de  la^ 
sociedad  conyugal,  adjudicación  para  pago  y  división  de  bienes  de  este 
título  sin  el  expreso  consentimiento  de  ios  demás  herederos  instituidos 
por  la  causante,  ó  en  su  defecto,  de  la  resolución  judicial  dictada  eo  el 
juicio  correspondiente  y  con  los  trámites  que  determinan  el  art.  1064  y 
siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  por  haberse  he- 
cho esta  partición  extrajudieíalmente,  su  aprobación  judicial  sólo 
puede  tener  efecto  y  se  halla  establecida  en  cuanto  á  los  derechos  que 
garantiza  de  uno  de  los  interesados  en  ella,  menor  de  edad,  conforme  al 
art.  1049  de  dicha  ley.  Resolución  de  la  Dirección  de  Registros  de  9  de 
Febrero  de  1877  y  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Enero 
de  1892;  2.^,  no  acompañarse  el  certificado  del  Registro  de  actos  de  últi- 
ma voluntad.  Y  siendo  insubsanable  el  primer  defecto,  no  se  verifica 
anotación  preventiva»: 

Resultando  que  D.  Miguel  Prieto  interpuso  €ste  recurso,  pidiendo  se 
declarase  que  no  existe  el  primero  de  los  defectcs  atribuidos  por  el  Re- 
gistrador de  la  propiedad  por  las  razones  siguientes:  que  los  efectos  de 
la  Institución  de  los  herederos  condicionales  habrá  de  comenzar  el  día 
del  fallecimiento  del  recurrente,  si  quedaren  bienes  sin  enajenar,  puca 
así  lo  establece  el  art.  806  del  Código  civil;  que  habiendo  fallecido  los 
Contadores  nombrados  por  el  testamento,  corresponde  era  facultad  áloe 
herederos,  según  el  art.  911  del  mismo  Código;  que  en  este  caso  sólo  es 
el  viuda  por  su  institución  en  primer  término,  según  la  doctrina  de  la 
Resolución  de  este  Centro  de  16  de  Septiembre  de  ItfOl;  que  admitiendo 
no  más  que  en  hipótesis,  el  derecho  de  los  herederos  eventuales  de  Dofla 
Ana  Zamorano  á  intervenir  en  lae  operaciones  de  división  y  liquidación 
practicadas,  la  circunstancia  de  ser  uno  de  ellos  menor  de  edad  exfge  la 
aprobación  judicial  conforme  al  art.  1049  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  por  el  procedimiento  á  qne  se  refiere  el  art.  1060,  en  cuyo  piocedl- 
miento  existe  el  art.  1081,  que  equipara  la  falU  de  oposición  á  la  ma* 
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titotaclón  de  oonformidad,  y  ea  apllctble  á  todos  loa  intereftdoo,  no 
•ole  al  menor  de  edad,  porque  do  puede  entenderse  que  noa  rtsolnclón 
Jndlcial  garantice  y  anrta  efectos  para  qnien  goaa  de  relatiyo  priyilegio 
en  las  leyes  y  no  para  quienes  con  el  mismo  interés  qué  los  priyilegia- 
dos  carecen  de  tales  pritllegios;  qne  este  Centro,  en  Besolnciones  de  S4 
de  Janio  de  1897  y  36  de  Mayo  y  28  de  Junio  de  1899,  establece  la  mis- 
ma doctrina,  y  que  la  presunción  de  conformidad  abarca  á  cuantas  epe« 
raciones  se  hayan  practicado: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  sosteniendo 
BU  nota,  y  esputo:  que  en  el  caso  de  la  Resolución  de  16  de  Septiembre 
de  1901  se  trataba  de  un  heredero  que  podía  disponer  ccomo  mejor  le 
pliicaí,  y  en  este  cato  sólo  podrá  yender  en  caso  de  necesidad,  y,  por 
tanto,  tienen  interés  los  herederos  eventuales  en  determinar  la  cuantía 
de  las  gananciales,  de  las  deudas  y  de  las  fincas  que  les  corresponden; 
que  por  la  misma  rssón  do  debe  estimarse  que  la  facultad  de  yender  es 
lo  más  y  la  de  liquidar  y  partir  lo  menos,  sino  que  esto  es  lo  imposible, 
•según  la  institución  de  herederos  y  los  preceptos  de  los  srts.  467,  799^ 
781  y  1067  del  Código  civil;  que  no  habiendo  manifestado  los  herederos 
eventuales  mayores  de  edad  su  coneeotimieoto  expreso  á  la  partición  en 
actos  judiciales,  ni  tampoco  en  la  escritura,  lo  que  diepoue  la  ley  es  que 
le  verifique  la  partición  en  juicio  cootencioso  de  testameotaría,  do  por 
acto  de  jurisdicción  voluntaria,  establecido  especialmente  para  garantir 
les  derechos  del  menor;  que  esta  doctrina  se  halla  claramente  estable- 
cida en  ú  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Enero  de  1893;  y  qne 
el  tutor  del  menor  de  edad  á  quien  se  citó  para  la  aprobación  judicial, 
no  consta  que  tenga  la  autorización  del  consejo  de  familia,  establecida 
en  el  núm.  1.^  del  art.  369  del  Código  civil: 

Resultando  que  el  Joes  de  primera  instancia  de  La  Rambla  dictó  auto 
declarando,  conforme  á  lo  pretendido,  que  no  existe  el  primero  de  los 
deleetos  atribuidos  por  el  Registrador,  por  estimar  que,  aparte  de  haber 
concurrido  los  herederos  condicionales  á  la  formación  de  inventario,  es 
aplicable  la  doctrina  de  las  Reeoluclones  de  este  Centro  de  24  de  Jnnie 
de  1897  y  26  de  Mayo  de  1899,  y  que  la  conformidad  no  puede  presu- 
mirse sólo  en  cuanto  á  los  derechos  del  menor,  porque  estando  relacio- 
nadas todas  las  operaciones  entre  sí,  no  pueden  aceptarse  apreciaciones 
distintas  para  cada  heredero: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  apeló  de  dicho  acto, 
insistiendo  en  que  ni  el  testamento  permite  que  el  heredero  usufructua- 
rio se  apropie  los  bienes,  ni  el  Código  civil  autorisapsra  hacer  la  parti- 
ción á  un  solo  coheredero,  y  menos  si  se  extiende  á  liquidar  los  ganan- 
ciales y  las  deudas: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Josgado  por  estimar  coDeideraciones  soálogas  que  el  mismo. 

Vistes  los  artículos  1049,  1079  y  108S  de  la  ley  de  Eojuiciamiento 
civil,  y  las  Resoluciones  de  este  Centro  de  24  de  Junio  de  1897  y  26  de 
Mayo  y  28  de  Junio  de  1899: 

Oonsiderando  que  aun  prescindiendo  de  la  facultad  coDcedida  por  la 
-tadora  á  su  marido  y  heredero  vitalicio  D.  Miguel  Prieto,  por  quien 
ircce  hecha  la  particióu  objeto  del  recurao,  para  poder  disponer  líbre- 
nte de  los  bienes  relictos  en  caso  de  uecesidad,  y  de  que  han  interve- 
to  en  las  operaciones  de  inventario  y  aprecio  de  los  mismos  las  perso- 
I  á  quienes  aquélla  iustituyó  por  herederos  de  los  bienes  que  queda- 
ó  BUS  legítimos  representantes,  existe  además  la  circuDstSDCia  de 
r,  por  ser  une  de  diches  interesados  menor  de  edad,  fueron  sometidae 
•  operaciones  particionales  á  la  aprobación  judicial;  y  habiéndose 


Digitized  by  LjOOQ IC         — * 


988  jUBXSPBüiMnrou  oivil 

pneste  da  manifieato  por  térmiao  da  ocho  díae,  no  aa  lormnló  danlro  ám 
él  opoaiolón  slgnna  por  parta  da  dichoa  intaraaadoa,  por  lo  qna  racajó  la 
ezpraaada  aprobación: 

Oünsldarando  •qne  hallándoaa  equiparada  aqnollá  ctrcanatanola  per 
al  art  1088  da  la  lay  da  Enjalciamiante  oiyll  á  la  conformidad  axpraaa 
da  los  iatareaados,  aagúa  lo  dadarado  por  asta  Oantro  an  laa  eitadaa  B^ 
BOlncionaa,  dadúcaaa  qna  todoa  loa  qna  lo  aon  an  la  harancia  da  Dofis 
Ana  Zamorano  han  oonaantldo  táoitamanta  an  laa  operaclonaa  partlaio- 
nalaa  de  la  mlama,  y  qna  éataa  no  adolaoan,  por  oonaignianta,  del  de- 
fecto inanbaanabla  qna  laa  atribnye  al  Reglatrader; 

Eata  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  proTldencU  ape- 
lada. 

Lo  qne,  con  devolución  del  expedienta  original,  comunico  á  V.  L  á 
lea  ef  actoa  conaiguiantes.  Dioa  goarda  á  V.  I.  muchoa  afioa.  Madrid  18  de 
Diciembre  de  1906.sEl  Director  general,  Javier  Gómea  da  la  Sam 
Sr.  Preaidente  de  la.  Audiencia  de  Sevilla. 


Nüm.  174u-TRIBUMAL  SUPREMO.— 17  da  Dlclankre, 
publicada  al  2d. 

OoMPBTBNoiA.— Pa(^  de  p€8€ta»,  —  Sentencia  decidiendo  en  fav<^ 
del  Juzgado  municipal  de  Salamanca  la  sostenida  con  el  de 
igual  clase  de  Oviedo,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  ver- 
bal promovido  por  D.  José  Hernández  contra  D.  Enrique  Ma- 
druga. 
En  su  coNsmERANDO  único  se  establece: 

Que  constituyendo  el  hecho  de  dejar  á  cuenta  del  vendedor  deter» 
minada  mereaneia,  una  coneeeueneia  del  contrato  de  eomproüenia 
celebrado  entre  el  actor  y  el  demandado^  ha  de  reeolverie  la  cueB* 
tión  de  competencia  conforme  á  ¿as  reglas  del  expresado  contrato  § 
según  lo  prescrito  por  el  art,  1500  del  Código  cioil  en  relación  con 
la  regla  í.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  diciembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propueata  por  el 
Jues  municipal  de  Salamanca  al  de  igual  clase  de  Oviedo  en  el  coneel- 
miento  del  Juicio  verbal  promovido  ante  el  segundo  por  D.  José  María 
Hernández  ó  Hidalgo,  induatrial  y  vecino  de  Oviedo,  contra  D.  Enrique 
Madruga  y  Asenbio,  fabricante  y  vecino  de  Salamanca,  sobre  pago  de 
peaetae;  no  hablando  comparecido  laa  partea  ante  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Reaultando  que  en  7  de  ágoate  último,  y  ante  el  Juagado  municipal 
de  Oviedo,  D.  José  María  HarnándeE  dedujo  demanda  de  Juicio  verbal 
contra  D.  Enrique  Madruga  aobra  pago  de  98  pesetas  66  céntimoa,  pre- 
cedentes de  un  deje  de  cuenta  por  una  caja  de  manteca  da  cardo,  aca- 
rreo, consamos  y  transportes  de  la  misma,  y  acompafió  recibo  da  trane* 
porte  y  coosamos,  más  una  carta  factura,  fecha  39  de  Octubre  da  19(M(, 
firmada  por  Gnrique  Madruga;  y  no  habiendo  comparecido  el  demanda* 
do,  no  obstante  habar  aido  citado  an  forma,  aegún  ae  axpraaa  en  la  eea- 
parecencla  celebrada  el  17  del  mismo  mea,  siguióse  al  juicio  en  su  re- 
beldía hasta  terminarlo  por  sentencia  de  20  del  mismo  mas: 

Resultando  que  emplasado,  como  ae  ha  dicho,  D.  Enrique  Madruga, 
por  medio  de  oficie  dirigido  al  Jnei  municipal  de  Salamanca,  aendió 
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•nte  el  mismo  aa  14  á%  Agosto  de  1906,  promoTfendo  oneetión  de  eom- 
peteDoie  por  inhlbltoris,  j  á  tal  objeto  ezpnao  qae  en  manera  alguna 
leoonoda  al  Jaei  de  0?ledo  eemo  oempetonte  para  eonocer  de  la  de- 
manda, puesto  qoe  ningnna  obligación  ni  oontrato  había  celebrado  el 
demandado  con  D.  jeoé  María  Hernándes,  y  qne  en  todo  caso,  conforma 
al  art.  62  de  la  ley  de  Bojaiciamiento  clylU  deberla  someterse  dicho  co- 
neeiffiiento  al  Joigado  de  Salamanca,  per  aer  eela  ciudad  el  domicilia 
•del  demandado: 

Besnitando  que  el  Jnei  municipal  de  Salamanca,  de  conformidad 
con  el  dictomen  del  Minlstorio  fiscal,  pronunció  auto  inhibitorio  en  IS 
del  expresado  mes  de  Agosto,  exponiendo  como  fundamentos  del  mismo: 
que  de  la  copia  de  la  demanda  preaentoda  y  de  lo  alegado  por  las  partos^ 
se  deducía  que  la  acción  ejercUada  era  personal,  encaminada  al  parecer 
á  consumar  un  contrato,  cuyo  lugar  de  cumplimiento  no  era  conocido; 
y  que,  á  tonor  de  lo  dispuesto  en  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
Jaioiamlento  dyil,  cuando  no  es  conocido  el  lugar  de  cumplimiento  do 
un  contrato,  es  Juca  competonto  el  del  domicilio  del  demandado,  quien» 
en  el  caso  de  autos,  lo  tonla  en  Salamanca,  de  lo  que  lógicamento  se  de* 
duoía  que  aquel  Juagado  era  el  competento  para  conocer  de  la  demanda 
isrmnlada: 

Keauítando  que  dirigido  oficio  fecha  Si  del  repetido  Agosto  con  el 
testimonio  corres pondlento  al  Joes  municipal  de  0?iedo,  la  parto  acto- 
m,  por  comparecencia  ante  el  mismo,  impugnó  el  requerimiento  de  in- 
hibición, alegando  que  en  Oriedo  hubo  de  hacerse  cargo  de  la  caja  da 
grasa,  por  cuyo  importe  y  otros  gaatoe  había  hecho  reclamación  el  ven- 
dador  O.  Enriqae  Madruga,  y  en  la  misma  capital  debía  cumplirse  la 
obligación,  puesto  que  en  ella  también  percibió  el  vendedor  el  producto 
de  la  venta,  y  que  no  tonla  aplicación  el  argumento  de  que  el  domicilio 
del  demandado  fuera  Salamanca,  porque  en  primer  término,  conforme  á 
la  regla  1.*  del  art.  6a  citado,  se  determina  la  competencia  por  el  lugar 
en  que  deba  cumplirse  la  obligación: 

Besultondo  que  el  Juagado  de  Oviedo,  por  auto  de  4  de  Septiembre 
próximo  antorior,  y  de  acuerdo  con  el  dictomen  Fiscal,  declaró  no  haber 
lugar  al  requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el  Jaes  de  Salamanca, 
per  fetimar  que  de  autos  aparecía  demostrado  era  Oviedo  el  lugar  donda 
debió  cumplirse  la  obligación  reclamada  al  D.  Enrique  Madruga,  mucho 
más  toniendo  en  cuenta  que  la  caja  de  grasa  había  sido  revendida  en 
aqaella  propia  dudad,  donde  percibió  á  su  vea  el  importe  de  ella,  y  por 
tanto,  con  sujeción  á  la  repetida  regla  1.*  del  art.  62,  no  admitía  duda 
la  competencia  de  aquel  Juagado,  por  ser  el  del  lugar  en  que  debía  cum- 
plirse la  obligación,  seftalado  en  primer  tormino  por  la  disposición  re- 
ferida: 

Besnitando  que  insistiendo  en  la  Inhibitoria  propuesta,  el  Juea  mu- 
nicipal de  Salamanca  profirió  auto  fecha  li  de  Septiembre  cltodo,  adu- 
ciendo como  nuevos  fundamentos  que,  además  de  no  ser  conpcido  el 
logar  de  cumplimiento  del  contrato,  ésto  había  sido  negado  por  el  de- 
m'  dado,  de  lo  cual  se  dedada  que  el  Juea  del  domicilio  de  ésto  era  el 
oe  tpetonto  para  conocer  de  aquella  acción,  pues  así  lo  tienen  declarado 
la  lentoncias  de  esto  Tribanal  Supremo  fechas  11  de  Maye  de  1888, 8  de 
Ji  3  y  iO  de  Octubre  de  1900,  8  de  Janio  y  28  de  O  :tabre  de  1898,  IS  de 
h  .0  de  1899^  22  de  Julio  y  26  de  Noviembre  de  1902,  8  de  Abril  y  17  da 
T^i  lembre  de  1908  y  18  de  Abril  de  1904,  en  las  que  se  establece  la  doa* 
tri  I  de  que,  negado  el  lugar  del  contrato  ó  no  resultando  detormlnado 
«1  >  su  cumplimiento,  es  fuero  preferento  el  del  domicilio  del  deman- 
da     1^  oual  oonfirma  el  precepto  de  la  regla  tantas  veces  citada;  y  en 
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•«  Tirtad,  ambos  Juigadoa  han  remitido  en  debida  forma  rae  reapetlva» 
aetaaMónea  á  eete  Tribunal  Sapremo,  donde  se  ha  tramitado  la  eompe- 
tencia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 

Considerando  qne  «onstltayendo  el  hecho  de  dejar  á  cuenta  del  Ten- 
dedor determinada  mercancía,  que  ha  motiyado  la  reclamación  en  qne* 
ha  surgido  este  cocfltcto,  una  consecuencia  del  contrato  de  comprafenta» 
liadntíablemente  celebrado  entre  actorj  demandado,  ha  de  resolverse  la 
eneetión  de  competencia  con  f orne  á  las  reglas  del  expresado  contrato»  y 
same  el  género  de  que  se  trata  fué  remitido  á  la  estación  del  larrocarril 
on  Oviedo,  habiendo  el  comprador  satisfecho  los  portes  y  demás  gasto» 
de  consumos»  etc.,  cual  manifiesta  en  la  demanda,  es  claro  que  la  entrega 
de  la  cosa,  á  estos  efectos,  ha  de  reputarse  verificada  en  Salamanca,  cuy» 
Jnea,  á  falta  de  sumisión  y  de  pacto  en  contrario,  debe  conocer  del  liti- 
gio promovido,  á  tenor  de  lo  ptescrito  en  el  art.  1500  del  Oodigo  civil,  ca 
relación  con  la  regla  1.*  del  6a  de  la  ley  procesal,  tanto  más  cuanto  que, 
aun  cuando  no  constara  qne  la  entrega  no  se  hubiera  verificado  en  dicha 
ciudad,  siempre  resultaría  la  misma  regla  aplicable,  por  ser  el  domicilio 
del  demandado; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  d^ 
la  demanda  origen  de  estos  autos  corresponde  al  Jusgado  municipal  do 
Salamanca,  al  que,  con  la  correspondiente  certificación,  se  remitan  lig» 
actuaciones  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Supremo  con  motivo  de  la 
actual  competencia,  comunicándose  la  presente  resolución  al  de  igual 
dase  de  Oviedo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
CoLicciÓN  Legislativa,  papándose  al  efecto  las  copias  neceeariao,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  fiim8mos.=José  de  Áldecoa.=Víetor  Cor 
vián.asÁntonio  Alonso  Cas9fia.sIidefonso  Lopes  Aranda.=;Pascoal  Do» 
menech. 

Pnblicaeión.sssLeída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy» 
do  que  certifico  como  Eecribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1906.BBogelio  Gensáles  Montes.  ^ 

Kuxn.  176.— TRIBUNAL  8UPREÍN0.— 17  ds  Dloleaibre,  pub.  el  28. 

OoiiPXTENCiA.— i2tf«o/iic/dn  efe  contrajo.— Sentencia  decidiendo  en 
favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ciudad  Real,  la  sos- 
tenida con  ei  de  i^ual  clase  del  distrito  de  la  Latina,  de  Madrid» 
acerca  del  codocj miento  del  juicio  promovido  por  D.  Carlos 
Stachlin  contra  D.  José  Ayals. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  ostableco: 

Que  pretendido  en  la  demanda  que  $e  declare  reicindido  un  coi^ 
trato  de  ccmprateníat  con  pago  de  loe  daños  y  perjuicios  ocasiona- 
d09  al  vendedor,  no  puede  menos  de  estimarse  á  estos  ejectos  tal  rC' 
clamacién  cual  una  derivación  de  dicho  contrato,  por  lo  que  al  ded" 
dir  la  competencia  hay  que  atenerse  á  las  mismas  reglas  aplicables  á 
este  último: 

Que  aun  celebrado  un  contrato  de  compraventa  en  determinado 
punto,  si  aparece  clara  y  terminantemente  que  la  entrega  de  la  mer» 
eancia  habia  de  verificarse  en  otro  sobre  vagón,  6  sea  de  cuenta  f 
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ri09úo  del  tendedor,  y  e$io  aparte,  de  no  expreearee  por  modo  indu- 
dable que  el  pago  hubiera  de  hacerse  preeisamente  en  el  primer  puntO' 
M  no  en  el  eegundo,  e$  maniñeeto  que  á  tenor  de  los  arte.  1500  y  1171, 
pdrrajo  último  del  Código  eivil,  y  62,  regla  1.^  de  la  ley  procesal^  e$ 
Jues  competente  para  conocer  de  la  demanda  eobre  resolución  del 
contrato  é  indtmniMadón  de  daños  y  perjuicios^  el  Juez  del  domid^ 
Uo  del  comprador. 

Bd  la  villa  y  certe  de  Madrid,  á  17  de  Diciembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Jnei  de  primera  inetancla  de  Ciudad  Real  al  de  ignal  clase  del  dlatrit» 
de  la  Latina  de  etta  corte  en  el  conocimiento  del  Joiclo  declarativo  de- 
mayor  cuantía  promovido  ante  el  segundo  por  D.  Carlos  Stachlin  Grob, 
representante  de  casae  industriales  y  vecino  de  esta  capital,  contra  don 
José  Áyala  Lopes,  industrial  y  vecino  de  Ciudad  Real,  sobre  resolución 
de  contrato  é  indemniaación  de  dafios  y  perjuicios;  habiendo  compareci- 
do ante  este  Tribunal  Supremo  la  parte  demandada,  y  en  su  defensa  y 
representación,  respectivamente,  el  Letrado  D.  Faustino  Meriín  y  el 
Pfoenrador  D.  Rafael  Alcásar,  estando  representada  y  defendida  la  par- 
le demandante  por  el  Procurador  D.  Tomás  Morencos  y  defendida  per  el 
Licmiciado  D.  José  Olóaaga. 

Resultando  que  en  18  de  Julio  último,  y  ante  el  Jaigado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte,  D.  Carlos  Btachlin 
Orob  dedujo  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayos  cuantía  contra 
D.  José  Ayala  Lopes,  exponiendo  sustancial  mente  como  hechos:  que  el 
actor  como  vendedor,  y  el  demandado  como  comprador,  firmaron  el  9^ 
de  Octubre  ¿e  1906  un  contrato  privado  de  compraventa  de  varios  apa- 
ratos  para  la  reforma  y  establecimiento  de  usa  fábrica  de  cemento 
portland,  procedentes  de  variss  casas  constructoras,  en  precio  de  7a.00(^ 
pesetas;  que  por  la  sola  lectura  del  contrato  se  veía  la  prisa  que  el 
comprador  tenía  en  recibir  la  maquinaria  comprada,  puesto  que  se 
estipuló,  para  el  caso  de  retrasar  la  remisión  de  Us  mlsmss,  u¿a  in- 
demnisación  semanal  por  todo  el  tiempo  que  tardase  dicha  remisión,  y 
que  en  carta  que  se  presentó  recomendaba  que  estuvieran  los  encargo» 
antes  de  la  fecha  fijada  para  su  entrega;  que  una  ves  peifeccioDado  el 
oontrato,  D.  Carlos  Stschlin  envió  órdenes  á  diferentes  puntos  si  obje- 
to de  que  se  embalaran  y  remitieran  parte  de  los  efectcs  comprados,  y 
que  sin  pérdida  de  tiempo  se  construyeran  los  restantes;  pero  recibió 
una  carta  de  Áyala,  fechada  en  16  de  Octubre  siguiente,  en  la  que  éste 
le  decía  que  diese  contraórdenes  y  tuviese  el  contrato  celebrado  como 
no  válido;  que  tal  proceder  por  parte  del  D.  José  Ayala  ocasionaba  al 
actor  perjuicios  de  consideración,  que  exponía  extensamente;  alegó  en 
derecho,  en  lo  que  á  la  competencia  se  refiere,  el  ariiculo  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vea  que  en  el  mismo  se  determina,  según 
el  actor,  la  competencia  de  loe  Josgados  de  Madrid,  por  ser  esta  corte 
el  logar  del  contrato,  el  del  cumplimiento  del  mismo  y  el  en  que  al 
tiempo  de  la  firma  debió  pagarse  el  primer  plaio  del  precio,  y  á  sus  res- 
peetivos  vencimientos  todos  los  restantes,  suplicó  se  empl asase  al  de- 
mandado por  medio  de  exhorte  dirigido  al  Jusgado  de  primera  instan- 
cia de  Ciudad  Real,  y  en  su  día  se  dedsrase  resuelta  la  obligación  con- 
tractual de  9  de  Octubre  de  1906,  condenándose  al  Ayala  á  pagar  lo» 
dallos  y  perjuicios  causados,  cuyo  importe  se  fijarla  en  momento  opor- 
Umo,  con  las  costas  si  demsndado,  y  acompafió,  entre  otros  documen* 
tee:  1«®,  el  contrato,  origen  de  la  demanda,  extendido  en  Madrid  con  I» 
facha  expresada  y  suscrito  por  Carlos  Stachlin  y  José  Ayala,  en  cuyo- 
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docnmento  se  eatipnlsb»,  entre  otroe  lextremoe,  U  eomprs  por  AyaU  d» 
lina  maquinaria  y  otros  electos  socesorios  en  precio  de  71.000  pesetas, 
puestos  todos  ios  materiaies  sobre  vagón  en  la  estación  de  la  Oaftads» ' 
dividida  la  indicada  soma  en  cnatro  plasos»  el  primero,  de  17.000  pese- 
tas, á  pagar  en  el  acto  de  la  firma  del  eootrato  y  una  indemnisaclón  qno 
debería  pagar  D.  Carlos  Staohlin  por  el  retraso  qae  en  la  remisión  de 
ziganos  de  los  ef actos  vendidos  pndlera  incnrrir;  :2.^^  uoa  carta  sos* 
orita  por  José  Ayala  ea  9  de  Ojtnbre,  en  la  qae  recomendaba  al  ven  • 
dedor  remitiese  á  la  Oafiada  brevameote  los  objetos  contratados,  y  á 
ser  posible,  antes  de  la  ¿echa  convenida;  y  S.^,  otra  carta,  lechada  tam- 
bién ea  dicho  paeblo  á  16  de  Ojtobre  y  caserita  por  Ayala,  recomendan- 
do á  Stachlia  laese  por  allí  y  diese  contraorden  de  rescisión  y  tnvleoa 
por  no  válido  el  contrato: 

Resaltando  qae  emplasado  D.  José  Ayala  por  medio  de  oficio  dirigí* 
do  al  Jaes  de  primera  Instancia  de  Clndad  Eeal,  promovió  ante  el  mls- 
-mo  caestión  de  competencia  per  inhibitoria,  alegando:  qae  en  la  deman- 
da declaraba  y  reconocía  expresamente  el  actor  que  ejercitaba  ana  acción 
personal  contra  el  demandado,  y  qne  éste  tiene  su  domicilio  en  la  Cafia- 
da,  pueblo  perteneciente  al  partido  Judicial  de  Ciudad  Real,  á  cuyo  Jua- 
gado solicitó  y  obtuvo  se  librase  exhorto  para  el  emplaaamiento  de  Aya- 
la;  que  como  base  y  fundamento  esencial  y  único  de  la  expresada  de- 
manda, se  presentó  un  contrato;  en  el  cual  no  aparecía  que  el  demanda- 
do renunciara  al  laero  de  su  domicilio  ni  se  sometiera  á  los  Tribanales 
de  Madrid,  y  macho  más  tratándose  de  acciones  que  se  ejercitaban,  ae- 
rgúa  el  actor,  por  incamplimiento  de  contrato,  toda  vea  que  en  éste  no  so 
había  previsto  el  lagar  ó  Tribunal  á  que  habían  de  someterse  las  partus 
en  el  caso  de  que  el  repetido  contrato  no  se  llevara  á  elacto;  y  qne,  por 
4anto,  dada  la  natnralesa  de  la  acción  ejercitada,  el  hecho  de  no  estar 
designado  el  logar  del  cumplimiento  de  la  obligación  y  el  de  no  mediar 
sumisión  expresa  ni  tácita  por  parte  del  demandado,  era  evidente  la  In- 
competencia del  JoEgado  de  Madrid;  invocó  los  artículos  61,  regla  i«\ 
72,  78;  79  y  84  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la  ley  8.%  título  91, 
Partida  8.*,  la  jarispradencla  de  este  Tribanal  Supremo,  según  la  coat, 
iuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  el  ejercido  da  laa 
aociones  personales  es  Josa  competente  el  del  domicilio  del  demandado; 
y  como  principio  de  derecho,  el  de  que  la  competencia  en  toda  dase  da 
juicios  no  se  determina  por  la  voluntad  de  lae  partes,  sino  por  loe  pn- 
ceptos  de  la  ley;  y  pidió  al  Jaagado  se  declarase  competente  para  con»* 
eer  de  la  demanda  formulada,  y  en  virtud  de  tal  declaración,  é  impo- 
niendo las  costas  al  actor,  requiriese  de  inhibición  ai  Juagado  del  distrito 
de  la  Latina  de  Madrid: 

Resultando  que  el  Juea  de  primera  instancia  de  Ciudad  Real,  da 
•conlormidad  con  el  dictamen  del  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  Inhibitorio 
en  81  de  Agssto  último,  laudándose:  en  que  en  la  demanda  se  ejercitaba 
nna  acción  personal  contra  D.  José  Ayala,  que  tenía  en  domicilio  en 
aquel  partido  judicial,  sin  que  en  el  contrato  celebrado  por  ambas  partea 
se  designase  el  lagar  donde  debía  cumplirse  la  obligación;  en  qne  por  al 
solo  hecho  de  obligarse  el  demandado  á  abonar  el  primer  plaio  del  pre* 
do  convenido  al  terminarse  dicho  contrato,  no  podía  presumirse  lógica- 
mente que  f  aera  Madrid  el  pooto  desiguado  para  el  pago,  apareciendo, 
por  el  contrario,  que  en  la  cláasola  2.*  de  aquél,  el  actor  se  obligó  á  po« 
ner  sobre  vagón  en  la  estación  de  la  Oafiada  la  maquinaria  y  deDoás 
efectos  contratados,  lo  qae  indicaba  claramente  que  la  obligación  debia 
tener  sn  campLlmiento  en  dicho  punto;  y,  por  consiguiente,  la  rescisión 
del  contrato  qne  se  demandaba  y  cualquiera  otra  incidencia  del  oaiomo. 
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doelriiis  ooníorme  oon  U  Jariaprudenda  de  eete  Tribanal  Supremo,  con- 
aignads,  entre  otrsa,  en  laa  sentencias  de  37  de  Jallo  y  18  de  Agosto  de 
190S,  y  en  que  en  Tirtnd  de  la  regla  1.*  del  art.  62,  era  precedente  la 
Inhibitoria  propuesta: 

Besnltando  qne  dirigido  oficio,  con  el  testimonio  correspondiente,  al* 
Jaigado  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  coi  te,  y  dada  y  teta  á  la  parte 
actera,  impngnó  ésta  el  requerimiento  de  ilihibloióny  exponiendo:  qne  en 
la  página  6.*  del  contrato  origen  de  la  demanda  aparecía  la  siguiente 
cláusula:  cD.  José  Ayala  se  obliga  á  pegar  la  menclenada  cantidad  de 
79.000  pesetas  en  la  siguiente  forma:  17.000  al  firmar  el  presente  con- 
trato ...>;  que  á  la  página  9.*  aparecía  dicho  contrato  firmado  en  Madrid^ 
qne  la  intención  de  los  contratantes  fué  designar  á  Madrid  como  lugar 
del  contrato,  pues  consignaron  la  firma  en  esta  yilla  y  corte,  no  obstante 
haberlo  materialmente  verificado  el  uno  en  la  Oafiada  y  el  otro  en  Ma- 
drid«  y  que  así  se  desprendía  de  la  carta  fecha  9  de  Octubre  de  1906,. 
acompafiada  á  la  demanda;  alegó  como  fundamentoe  de  derecho  los  ar- 
tículos 62  y  73  y  siguientes,  y  la  aentencia  de  este  Tribunal  Supremo^, 
fecha  7  de  Marso  de  1884,  según  la  cual,  el  lugar  donde  debe  cumplirse 
la  obligación  no  sólo  se  designa  de  una  manera  expresa  por  los  contra- 
tantes, sino  también  de  una  manera  implícita  y  entendida  de  la  obliga- 
oión: 

Besultando  que  el  Juea  del  distrito  de  la  Latina,  oído  el  Ministerio 
fiscal  y  de  acuerdo  con  el  mismo,  dictó  auto  en  85  de  Septiembre  próximo* 
anterior  no  dando  logar  al  requerimiento  de  inhibición  hecho  por  el  de 
Ciudad  Beal,  fundado:  en  que  no  había  sumisión  expresa  ni  tácita  de 
las  partes  á  Juagado  alguno,  por  lo  que  había  que  atenerse  en  primer  tér- 
mino para  resolver  la  competencia  á  las  reglas  enumeradas  por  el  ar- 
tículo 63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  en  que  siendo  personal  la^ 
acción  ejercitada  en  la  demanda,  la  competencia  residía  en  el  Juei  del- 
lugar  donde  debía  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste  el  del  domi- 
cilio del  demandado  ó  en  el  del  lugar  del  contrato,  conforme  á  la  regla 
primera  del  artículo  citado,  por  lo  que  sólo  restaba  averiguar  si  en  %\ 
contrato  origen  de  la  cuestión  se  había  determinado  el  lugar  donde  habría 
de  cumplirse  la  obligación;  que  la  primera  que  nacía  del  contrato  de 
compraventa  fecha  9  de  Octubre  de  1906  era  la  de  que  el  comprador  pa- 
garía, al  firmarse  éste,  y  como  primer  plaao  del  precio  convenido,  la 
eantidad  de  17.000  pesetas,  y  al  no  haberse  realiaado  ese  pago,  quedó  in- 
cumplida dicha  obligación,  para  cuyo  cumplimiento  se  había  señalado 
Madrid,  porque  en  este  lugar  aparecía  perfeccionado  y  firmado  el  con- 
trato; en  que  uno  de  los  efectos  de  éste,  suspendidos  á  instancia  del- 
oomprador  era  el  poner  el  vendedor  á  disposición  de  aquél  los  género» 
vendidos  en  la  estación  de  la  Cafiada,  y  como  esto  no  pudo  realiaarse 
por  voluntad  de  D.  José  Ayala,  quien  además  había  dejado  incumplida 
la  obligación  de  pago  del  primer  plaao  del  precio,  por  lo  cual  no  podía^ 
ni  debía  servir  de  base  esa  obligación  para  establecer  la  competencia  en 
el  Juagado  de  Ciudad  Beal,  sino  en  los  de  Madrid,  lugar  donde  se  per- 
feccionó el  contrato  y  debió  comenaar  su  cumplimiento,  al  menos  por 
una  de  las  partes;  y^  en  que  en  el  auto  del  Juzgado  de  Ciudad  Real  se 
habían  emitido  dos  conceptos  equiyocados,  uno  de  ellos  el  de  que  no 
puede  deducirse  que  fuera  Madrid  el  punto  designado  para  el  pago  por 
el  solo  hecho  de  obligarse  Ayala  á  abonar  el  primer  plaao  del  precio- 
Convenido  al  terminar$€  el  eoníraiOj  cuando  la  obligación  que  se  im- 
puso el  comprador  fué  hacer  el  pago  al  firmar  el  contrato,  es  decir,  si- 
multáneamente, y  el  otro  concepto,  el  de  que  se  demandaba  lá  resduón^ 
del  contrato^  cuando  lo  que  se  pedía  era  la  resolución  del  mismo,  con- 
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oeptos  jarldieoí  aaeneUlmente  dlatintos,  toda  vas  qaa  ia  raaciaito  aóla 
^xiata  oaando  al  acto  6  contrato,  Táiido  an  aparlenoia,  anoiarra  oa  vi- 
cio qaa  paada  hacerlo  ana  lar,  y  la  raaolaolón  no  aapona  vicio  algano» 
«ino  la  raailsaclón  da  ona  droanatancia  qaa  por  dlapoalclóa  da  la  iay  ó 
la  volantad  da  laa  partea  raatitaya  laa  coaaaal  aer  y  aatado  qna  taiían 
antea  de  celebrarse  ai  contrato,  circanatancia  qaa  ae  determinaba  as  al 
de  referencia,  porqae  á  ios  trae  d(aa  da  flrmaraa  pidió  Ayala  á  Stachlln 
qaa  aaspendieae  eae  afactoa  haata  tenar  ana  antraviata.  y  hablando  la- 
aietido  el  Jaea  do  primera  inatancia  da  Ciadad  Beal  por  aato  da  4  de 
Octabre  último  en  ia  inhibitoria  propuesta,  amboe  Jasgadoa  han  raml« 
tldo  an  debida  forma  aas  raapactlvaa  actaacionaa  á  wte  Tribanai  Sapra- 
mo,  donde  aa  ha  aUstanciado  la  compatoncla  con  arreglo  á  derecho,  oyéa- 
doae  ai  Ministorio  fiscaU 

Vieto,  siendo  Ponente  al  Magletrado  D.  Víctor  Gavian: 

Oonaiderando  qaa  pretendióndoaa  an  la  demanda  qae  aa  declara  raa- 
olndido  el  contrato  de  compraventa  de  maquinarla  celebrado  el  9  da  Os* 
bre  de  1905  entre  el  D.  Oarloa  Stachlln  y  D.  Joaé  Ayala  y  pago  de  loa  da* 
iloa  y  per  jálelos  ocasionados  al  vendedor,  no  paede  menos  deaatlmaraa 
á  estos  efectos  tal  reclamación  caal  ana  derivación  de  dicho  contrata, 
por  lo  qae  al  decidir  la  competencia  hay  qae  atenaraa  á  lals  mlsmaa  ra- 
glaa  qae  serían  aplicables  á  eato  último: 

Considerando  qae  dadoa  loa  térmlnoa  del  mlamo,  aan  aaponiéndola 
celebrado  en  Madrid,  como  en  él  aparece  clara  y  termlnaotemanto  qne 
la  entrega  de  la  maquinaria  había  da  hacerae  en  la  Oafiada  aobra  vagón, 
ó  aea  de  caenta  y  riesgo  de  la  casa  vendedora,  y  esto  aparto,  raanlta  qne 
^n  dicho  contrato  no  ae  expreaa  por  modo  indudable  que  ai  ^pago  hubie- 
ra de  hacerae  preciaamente  en  Madrid  y  no  en  la  Cafiada,  porque  la  olr- 
cnoatancia  de  que  el  primer  plaaa  convenido  tuviera  qne  aatlafacarae  an 
ai  acto  de  la  firma  aólo  slgaiflca  la  obligación  respscto  de  aate  extrama 
por  part^  del  dauior  independientemente  de  au  forma,  os  manifiaato 
qne,  tanto  á  tenor  de  lo  dispuesto  an  al  art.  1600  del  Oódigo,  como  ai^al 
último  párrafo  del  1171,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  62  de  ia  ley  da 
Enjuiciamiento  civil,  al  Juea  competente  para  conocer  de  la  demanda  á 
qna  ae  refiere  la  praaente  cuestión  ea  al  del  domicilio  del  demandada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  da 
la  demanda  orig)u  de  estos  autos  correaponde  alJoagado  da  primara 
inatancia  de  Ciudad  Real,  al  que,  con  la  correapondiente  certifica- 
ción, ae  remitan  las  actuaciones  que  lo  han  aido  á  asta  Tribunal  Snpra- 
ma  coa  motivo  de  ia  actual  competencia,  comunicándose  ia  praaanto  ra 
aoluctón  al  de  igaal  dase  del  dietrito  de  ia  Latina,  da  eata  corto,  alando 
laa  cestas  de  cuenta  reapectiva  da  laa  partea. 

Aaí  por  esta  nuestra  aentencla,  que  aa  publicará  en  ia  Gaeeia  dan- 
tro  de  los  dlAx  días  alguieotea  al  de  au  fecha,  ó  Insertará  á  su  tiempo  an 
la  CoLBccióN  LeaisLA^TiVA,  pasándoaa  al  efecto  laa  copiaa  nacaaariaa, 
lo  pronunciamos,  mandamoa  y  firnamoa-ssioéé  de  Aldeooa.=Vloante 
de  Plnlé8.= Víctor  Corián.s Antonio  Alonao  Ga^afta.MPaacual  Dona- 
nach. 

Pablicación.=L9Ída  y  publicada  fué  la  precedente  aentencla  por  al 
Bxcmo.  8r.  D.  Víctor  C^vlán,  Magletrado  da  la  Sala  da  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  lamisma  an  al  día  da  hoy» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1906.=Bogelio  Qonaálaa  Montea. 
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Mum.  17e.-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  dt  Ololeabre, 
pvklictda  el  II  de  Eaere  de  1907. 

OouPETEscíA.^Pago  df/ieM^o^.— Seatencía  decidiendo  en  favord^l 
Juzgado  de  primera  metancia  de  la  Coruña  la  eoetenida  coa  el 
de  Igual  clase  de  Castropot,  acerca  del  coaocimieato  del  jaicio 

Sromovido  por  D.  Benito  Marinas  contra  D.  Amancio  Pérez* 
la  sus  CONSIDERANDOS  ss  establocc: 

Que  no  ejerettándose  en  la  demanda  la  aeeión  procedente  de  unm 
letra  de  cambio,  sino  la  personal  eorreepondiente  en  reelamaeión 
del  precio  de  ciertas  mercancías  y  otros  gastos  accesorios  realiMa^ 
^s  ádnde  obtener  el  pago  de  aquél  por  medio  del  giro,  h%  de  pres  - 
ctndirse  para  la  decisión  de  la  competencia  de  leu  disposiciones  del 
Código  de  Comercio  aplicables  al  contrato  de  camino,  y  atenerse  á 
las  que  regu{an  el  de  compraventa: 

Que  remitida  la  cosa  oendiia  en  un  determinado  punto  al  domi'^ 
dUo  del  comprador,  de  orden,  cuenta  y  riesgo  de  éste,  es  eoidenáe 
que  la  entrega  de  aquélla  se  reputa  oeriñcada  en  el  primer  punto,  se* 
gün  constante  jurisprudencia  del  Tlribunal  Supremo,  y  por  tanto^ 
que  el  pago  del  precio^  no  existiendo  poeto  en  contrario  ha  de  reali- 
zarse  en  aquél,  conforme  al  párrafo  2.^  del  art.  1500  del  Código  d- 
üil,  por  loeual,  según  el  art.  62,  regla  i.*  de  la  ley  procesal,  corres- 
ponde  el  conocimiento  de  la  demanda  al  Juez  del  domicilio  del  ven- 
dedor. 

En  la  yilla  j  Coite  de  Madrid»  á  18  de  Dioiembra  de  1906,  en  la  eom- 
petencia  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Caetropoi  al  de  igual  oíase  de  la  Oorofia 
en  el  oonoci miento  del  ]uioio  de  menor  onantia  promovido  ante  el  se- 
gundo por  D.  Benito  Bíarifiae  Garda,  comerciante  y  vecino  de  la  Core- 
fia,  contra  D.  Amando  Peres  Díes,  del  comercio  y  vecino  de  la  villa  de 
Tapia,  sobre  pago  de  pesetas;  no  habiendo  comparecido  las  partes  ante 
•este  Tribunal  Supremo. 

Resultando  que  en  17  de  Julio  de  1906  y  ante  el  Jusgado  de  primera 
instancia  de  la  Oorufia,  D.  Benito  Marifias  Qarcía  dedujo  demanda  de 
juicio  de  menor  cuantía  contra  D.  Amando  Pérex  Díes  sobre  pago  de 
?18  pesetas  60  céntimos  ó  intereses  legales  desde  el  7  de  Junio  anterior 
y  las  costas,  exponiendo:  que  en  relaciones  mercantiles,  ambas  partes, 
había  enviado  el  demandante  al  demandado  una  nota  general  de  precies 
de  las  mercancías  que  oenstituian  el  objeto  de  un  tráfico  y  una  especial, 
referida  únicamente  á  las  diferentes  clases  de  bacalao,  entre  las  coalea 
figuraban  cuatro  del  de  Noruega  y  una  del  de  Laig,  apareciendo  al  fioal 
de  esta  última  nota,  que  i^resentó  con  la  demanda,  la  observación  si- 
guiente: €L9S  precios  son  en  esta  su  casa  pago  al  contado  por  mi  giro  á 
ocho  días  vista,  sin  desouento>,  cuya  observación  había  sido  ratificada 
en  carta  que  Marifias  dirigió  á  Peres,  notificándole  el  envío  de  las  notas 
mencionadas,  y  en  la  que  expresaba  los  precios  «son  aquí  en  almacén», 
afiadiendo  que  para  su  costo«  flete,  seguro,  fórmula  cuya  expresión  mer* 
cantil  abreviada  es  efe,  había  que  recargar  aquéllas  en  diversa  cuantía, 
que  era  la  de  ana  peseta  para  cada  fardo  de  bacalao;  que  con  vista  de  las 
notas  y  carta  indicadas,  D.  Amando  Peres  había  f  ormaliíado  un  pedido 
el  día  6  de  Marae  de  1906,  también  en  carta  qne  acompafió  á  la  demanda 
4e  media  pipa  de  cafia,  tres  fardos  de  bacalao  Noruega  primera  y  dos 
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fardos  de  Lulg,  ai  éste  era  baeno,  blanco  y  eeeo,  más  doe  qnintelee  veta, 
de  esparto  de  las  grnesas.  según  disefio  qne  le  mandó;  qoe  el  deman- 
dante se  apresuró  á  remitir  á  Peres  las  mereancias  pedidas,  é  inmedia- 
tamente formalisó  la  factura,  que  por  copia  presentó  con  la  demanda», 
importante  686  pesetas  60  céntimos,  á  pagar  ocho  días  vista  la  letra, 
qne  en  16  de  Maizo  citado  extendía  á  cargo  del  comprador;  qne  éste,, 
por  estimar  qne  el  bacalao  de  Noruega  remitido  no  era  de  la  clase  del 
que  había  pedido,  no  había  satisfecho  el  importe  de  la  expresada  faotn- 
ra,  por  lo  que,  des'pués  de  haber  agotado  todos  les  medios  que  la  pru- 
dencia aconseja,  giró  á  cargo  de  Peres,  y  éste  no  aceptó  el  giro,  por  lo^ 
qne  yolyió  á  gif  arle  cargando  los  gastos  del  nnevo  giro  y  los  de  devoln- 
clon  del  anterior,  sin  que  tampoco  obtuviera  resultado  alguno,  en  vista, 
de  le  cual,  el  18  de  Mayo  siguiente  había  expedido  una  letra,  que  tam- 
bien  se  acomptfíó  á  la  demanda,  á  ocho  días  vista,  por  valor  de  668  po* 
setas  16  céntimos  importe  de  la  factura,  mas  los  gastos  de  los  tres  giros 
á  su  orden  y  cargo  del  demandado;  y  como  tampoco  fuera  aceptado  este 
último  á  BU  presentación,  ni  satisfecho  á  su  vencimiento,  ni  siquiera 
con  deducción  del  precio  del  bacalao  discutido,  se  formalisaron  lo» 
oportunos  protestos,  según  acreditan  las  actas  respectivas  que  acompa- 
fiaba  igualmente  á  la  demanda,  y  cuyo  valor  ascendió  á  77  pesetas,  y 
que  Marlfias  había  recogido  la  cuenta  y  pagado  la  de  resaca;  alegó  fun- 
damentos de  derecho,  y  como  relativo  á  la  competencia,  el  de  que  en 
ios  Juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  Juea  competente' 
el  del  lugar  en  qoe  la  obligación  deba  cumplirse,  regla  1.*  del  art.  62,  y 
qne  era  evidente  qoe  la  del  pago  que  se  reclamaba  debía  cumplirse  en. 
la  Corufia,  porque  la  venta  se  realizó  en  el  almacén  del  demandante,  y 
conforme  á  la  constante  Jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  en  la. 
compraventa,  tanto  civil  como  mercantil,  la  obligación  se  cumple  en 
donde  se  perfecciona  el  contrato  por  el  consentimiento  en  la  cosa  y  e& 
el  precio,  sin  que  el  giro  de  letras  contra  el  deudor  en  su  domicilio  al- 
tere ni  nove  la  obligación  de  éste,  pues  se  realiza  la  letra  en  el  punto  en. 
que  se  negocia,  no  obstante  que  su  pago  definitivo  tenga  lugar  en  la  cata 
del  deudor  aceptante: 

Besnltando  que  emplasado  D.  Amando  Péreí  Díes  por  medio  del 
oportuno  oficio  dirigido  ai  Josgado  de  primera  instancia  de  Oastropol,. 
promovió  ante  el  mismo  cueshon  de  competencia  por  inhibitoria,  ale- 
gando: que  por  medio  de  la  citada  carta  de  6  de  Mario  de  1906  pidió  al 
demandante  varios  artículos  de  comercio,  entre  los  que  figaraban  unoa 
fardos  de  bacalao  de  determinada  clase,  y  recibidos  los  géneros,  resultó, 
que  el  bacalao  no  era  de  la  clase  y  condiciones  del  pedido,  le  coab  mani- 
festó á  Marinasen  carta  de  28  del  indicado  mes,  participándole  que  de- 
jaba de  su  cuesta  tres  de  los  fardos  del  bacalao,  y  así  se  lo  confirmó  en 
otra  de  1.^  de  Abril  siguiente,  y  se  lo  ratificó  en  otra  de  7  del  mismo 
Abril;  que  el  actor  en  18  de  Mayo  siguiente  le  había  girado  una  letra 
por  valor  de  668  pesetas  16  céatimos,  que  no  aceptó  y  f  oé  protestada  por 
falta  de  aceptación  y  de  pago  y  creyéndose  Marlfias  con  derecho  á  recla- 
mar el  importe  de  la  letra,  más  los  gastos  de  proteste,  había  interpuesto 
la  referida  demanda;  y  qoe  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  accione» 
personales,  según  el  artículo  62,  regla  l.\  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  es  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  y  además,  según 
las  sentencias  de  este  Ttibnnal  Bnpremo,  entre  otras  muchas,  las  de  t. 
de  Abril  de  1867,  2  de  Octubre  de  1908,  18  de  Marzo  de  1904,  16  de  Fe- 
brero de  1906  y  14  de  Marzo  del  mismo  afio,  es  Juez  competente  para 
conocer  de  la  acción  que  nace  de  la  letra  de  cambio  el  del  lugar  desig- 
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ntde  per  el  mismo  librador,  ó  sea  el  del  domioUio  del  pagador,  ein  qoe 
aliare  esta  regla  la  drcoDetancia  de  que  el  cootrato  orlgioarlo  haya  con* 
elattdo  en  la  compra  de  géoeroe,  porqne  la  acción  ejercitada  para  obte- 
ner el  importe  del  giro,  protesto  y  cOBtas  es  la  procedente  del  contrato 
cambio  y  no  de  la  comptaventa,  aplicando  estas  disposiciones  al  caso  de 
qoe  se  trata,  suplicó  alJnsgado  se  declarase  competente  para  conocer  de 
lademanda  formulada  por  Benito  Marlfias,  y  en  tu  ylrtud,  requiriese  de 
Inhibición  al  Juzgado  de  primera  Instancia  de  la  Oorofia: 

Besoltando  que  dada  ylstá  al  representante  del  Ministerio  fiscal, 
emitió  dictamen  en  el  sentido  de  que  no  procedía  el  requerimiento  de 
Inhibición  interesado  por  D.  Amando  Peres,  fondado  en  que,  según  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  S6  y  28  de  Diciembre  de  1S04 
y  99  de  Julio  de  1906,  cuvndo  se  hace  la  remesa  de  los  géneros  de  cuen- 
ta y  riesgo  del  comprador,  el  punto  en  que  el  yendedor  los  pone  á  dis- 
posición de  aquél  se  estimó  ser  el  de  la  entrega,  á  los  efectos  de  la  com- 
petencia; afiadléndose  en  otra  sentencia  de  S7  de  Abril  de  1897  que  los 
giros  posteriores  de  letras  para  que  el  comprador  pague  en  su  domicilio 
so  modifican  dicha  obligación,  por  ser  un  mero  accidente  para  facilitar 
la  operación;  y  el  Juagado  de  Castropol,  en  auto  de  6  de  Septiembre  de 
1906,  dictó  auto  Inhibitorio  por  considerar  que  teniendo  por  objeto  la 
demanda  hacer  efectiyo  el  importe  de  una  letra  y  los  gastos  de  protesto 
que  libró  el  actor  contra  Peres  y  que  éste  había  de  hacer  efectiya  en 
Tapia,  pueblo  correspondiente  al  de  aquel  Juagado,  á  él  competía  el  co- 
nocimiento del  juicio  como  el  del  lugar  en  donde  debía  cumplirse  la 
obligación,  según  lo  prescrito  en  el  artículo  1171,  párrafo  8.^,  dei  Códi- 
go ciyil,  y  que  no  podía  tenerse  en  cuenta  para  atribuir  competencia  al 
Jaagado  de  Corufia  la  circunstancia  inyocada  por  el  demandante  de  que 
el  yaior  de  la  letra  representaba  el  precio  de  géneros  yeudidos  y  entre- 
gados en  su  domicilio,  porque  la  reclamación  yerta  exclusiyamente  so» 
bre  el  Importe  de  una  letra  primera  de  cambio  y  gastos  de  protesto,  y 
en  su  ylrtud,  conforme  al  fundamento  expresado,  había  que  atenerse  á 
lee  términos  del  contrato  de  cambio,  único  cierto  é  indiscutible,  y  con 
sujeción  al  que  y  á  la  regla  l.^del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ciyil,  era  competente  el  Juagado  de  Castro doI,  conforme  á  la  doctrinn 
proclamada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Sapremo  de  18  de  Marso,  18 
de  Abril,  17  de  Junio  y  4  de  Octubre  de  1904,  y  además  en  las  de  81  de 
Diciembre  de  1902  y  27  de  Noyiembre  de  1908: 

Besoltando  que  dirigido  oficio  ron  el  correspondiente  testimonio  al 
Juagado  de  primerk  instancia  de  la  Corufia,  y  dada  ylsta  á  la  parte  acto- 
ra»  impugnó  ésta  el  requerimiento  de  inhibición,  exponiendo:  que  con 
loa  documentos  aeompafiados  á  la  demanda  se  probaba  que  Marifias 
había  yendlde  las  mercancías  al  demandado  en  sus  almacenes,  sitos  en 
la  Corufia,  y  por  tanto,  había  un  principio  de  prueba  bastante  para  de- 
terminar la  competencia  del  Juzgado  de  dioha  capital,  sin  que  la  coplo- 
■íoima  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Sapremo  exigiese  más,  puesto 
que  los  trámites  de  una  competencia  no  consienten  un  debate  sobre  la 
legitimidad  y  autenticidad  de  los  documentos  que  se  presentan  con  la 
demanda  ni  sobre  la  cortesa  de  los  hechos  en  ella  consignados;  que  lo 
reelamado  por  el  demandante  era  seneil lamente  el  pago  del  importe  de 
las  mercancías,  yendidas  en  la  Corufia  y  remitidas  al  comprador  de 
euenta  y  riesgo  de  éste,  sin  que  el  giro  hecho  por  aquél  alterara  la  obli- 
gaolón,  pues  era  una  simple  forma  de  pago  usUal  en  el  comercio  y  esta- 
blecida, tanto  en  beneficio  del  yendedor  como  del  comprador,  según  doc- 
trina de  muchas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo;  y  que  el  deman- 
dado, tergiversando  los  hechos,  supone  que  el  actor  reclamaba,  no  sólo 
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el  importe  de  ios  góneroe  Tendidos  en  su  almacón,  sino  el  de  nns  lelrm» 
qne  natnralmente  tiene  su  domicilio  en  el  panto  en  que  el  girado  deliía 
.  pagarla,  y  por  tanto,  que  ejercitaba  la  acción  que  nace  del  contrato  do 
cambio,  lo  cnal  no  era  así,  puesto  que  lo  pedido  en  la  demanda  ora  el 
pago  de  unas  mercancías,  el  incumplimiento  de  un  contrato  de  comprs- 
venta,  y  además  el  pago  de  los  gastos  de  protesto,  no  por  invocar  un 
contrato  de  cambio,  que  no  llegó  á  perfeccionarse  con  el  librado,  pooato 
que  faltó  su  aceptación,  sino  porque  siendo  el  giro  la  forma  de  psgo  eon- 
venida,  era  ésta  una  de  las  condiciones  del  contrato  que  aparecían  !■- 
cumplidas: 

Besultando  que  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  la  Corufia,  da 
acuerdo  con  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  en  1.®  de  Octubre  de  IMC 
negando  la  inhibición  propuesta  por  el  de  igual  clase  de  Castropol,  fun- 
dado sastancialmente  en  los  mismos  rasonamientos  alegados  por  la  parte 
actora,  y  el  Joes  de  Oastropol,  por  auto  de  S  de  Noviembre  de  1906,  in- 
Bistió  en  el  requerimiento  de  inhibición,  por  estimsr,  además  de  lo  ex- 
puesto anteriormente,  que,  según  li^  sentencia  de  16  de  Febrero  de  1006^ 
se  reputa  competente  para  conocer  de  la  acción  ejecutiva  que,  conforme 
al  art.  621  del  Oódigo  de  Comercio,  nace  de  la  letra  de  cambio,  el  Jnoa 
del  domicilio  del  pagador;  sin  que  altere  la  anterior  regla  de  oompeten- 
oia  la  cirounstanoia  de  qne  el  contrato  originarlo  haya  consistido  en 
compras  de  géneros;  y  comunicado  este  auto  al  Jues  de  la  Oorufia,  am- 
bos Jozgados  han  remitido  en  debida  forma  sus  respectivas  actuacionea 
á  este  Tiibunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  oen 
arreglo  á  derecho,  oyéndose  al  Ministerio  fiscal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián: 

Considerando  que  no  ejercitándose  en  la  demanda  de  juicio  declara- 
tivo de  menor  cuantía  la  acción  procedente  de  la  letra  de  cambio,  sinn 
la  personal  correspondiente  en  reclamación  del  precio  de  ciertas  mer- 
cancías y  otros  gastos  accesorios  reallaados  á  fin  de  obtener  el  pago  de 
aquél  por  medio  del  giro,  el  más  fácil  y  adoptado  en  beneficio  del  deu- 
dor para  la  resolución  de  este  conflicto,  ha  de  prescindirse  de  las  dispe- 
eiciones  del  Código  de  Comercio  aplicables  al  oontrato  de  cambio,  jr 
atenerse  á  las  que  regalan  el  de  compraventa  de  carácter  mercantil: 

Considerando  que  remitida  en  el  presente  caso  la  cosa  vendida  deede 
la  Corufia  al  domicilio  del  comprador,  de  orden,  cuenta  y  riesgo  de  éete, 
según  expresa  la  factura  y  no  niega  el  demandado,  es  evidente  que  le 
entrega  de  aqaélla  se  reputa  verificada  en  dio'ha  ciudad,  según  constante 
jnrispradencla  de  este  Tribunal  Sapremo,  y  por  tanto,  que  el  pago  del 
precio,  no  existiendo  pacto  en  contrario,  ha  de  reaiisarae  en  la  misma» 
conforme  al  párrafo  8.®  del  art.  1600  del  Código  civil;  por  lo  cual,  á 
tenor  de  la  regla  1.'  del  62  de  la  ley  de  Eojaiciamiento»  es  competente 
para  entender  de  la  reclamación  el  Joes  requerido; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  demanda  origen  de  estos  antos  corresponde  al  Josgado  de  primera 
instancia  de  la  Corana,  al  qne,  con  la  correspondiente  certificación»  ae 
remitan  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Supremo  cen 
motivo  de  la  actaal  competencia,  comanlcándose  la  presente  resolución 
al  de  Igual  clase  de  Castropo);  y  condenamos  al  pago  de  las  costas  oca- 
slGUadas  en  esta  competencia  al  demandado  D.  Amando  Pérf^s  Dfea. 

Así  por  eeta  nneeitra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diez  días  siguientes  al  de  en  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en 
la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarlae, 
lo  proannclamoB,  mandamos  y  firmamos.» José  de  A Idecoa.ss Fran- 
cisco Toda.=:Vlcente  de  Pinlés.= Víctor  Oovián.=Pascual  Domenech. 
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Pobllomolóii.sL6Íds  7  poblloada  f  aó  la  préndente  sentenoU  por  el 
■semo.  8r.  D.  Víetor  OoTián,  Magiatrado  de  la  Sala  de  lo  elvU  del  Trl- 
taoal  Sopreme,  celebrando  aadiencla  pública  la  misma  en  el  ¿iñ  de  hoy, 
de  gae  oertlñco  como  £aerlbano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Diciembre  de  1906.  =  Bogelio  Qenaálea  Montea. 


Nixm.  irr.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 20  de  DleldMbre, 
peblloada  el  24  y  25  de  Maya  de  1908. 

-CiJBACióN  POR  INFRACCIÓN  DB  LEY. ^De/ensa  por  po6re,— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Ma- 
nuel Rodríguez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Las  Palmas,  en  pleito  con  D.  Cayetano  Guerra. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

Que  estimando  la  Sala  senteneiadora^  sin  que  eu  añrmaeión  se 
kaifa  eom^atido  en  forma,  que  la  enajenación  de  una  (Inca  ha  sido 
realmente  simulada  para  que  el  supuesto  comprador  pueda  dejen- 
der  en  juieio^  como  pobres  los  derechos  de  otros  demandados^  equi* 
sale  tal  supuesto  A  la  cesión  á  que  se  refiere  el  art.  20  de  la  ley  prO" 
eesal,  no  infringido  por  la  sentencia  denegatoria  del  beneficio  depo- 
breía  solicitado  por  aquella  parte: 

Que  en  el  propio  caso  no  es  de  estimar,  para  la  casación,  error  de 
hecho  en  el  fallo  cuando  el  Tribunal  no  desconoce  el  carácter  de  la 
escritura  de  venta,  sino  que  por  elementos  extraños  A  la  misma, 
considera  que  fué  realisaaa  con  la  antedicha  finalidad. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  90  de  Diciembre  de  1906,  en  el  inci- 
dente da  declaración  de  pobrtxa  eegnido  en  el  JaE|<ado  de  primera  ins- 
tancia de  Gala  y  en  la  Saia  de  Jaetlcia  de  la  Audiencia  territorial  de  Lae 
Palmas  por  D.  Mannel  Rodrigues  Padrón,  conocido  por  D.  Juan  Ma- 
■nel,  labrador  y  vecino  de  Gafa,  en  antee  de  jaldo  ordinario  de  mayor 
onantla  promovidos  par  D.  Cayetano  Guerra  Domíagaex,  propietario  y 
de  Igaat  vecindad,  contra  el  primero  y  otroe,  eobrd  negación  de  serTi- 
dnmbre;  pendiente  ante  Nóe  dicho  incidente  en  virtad  de  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Manuel  Bodrígnei  Pa- 
drón, y  en  en  repreeentaclón  y  defensa  el  Prooorrador  D.  Lula  García 
Ortega  y  el  Letrado  D.  Leopoldo  Martoe;  habiendo  comparecido  ante 
este  Tribinal  Supremo  el  Abogado  del  Bstado  y  la  otra  parte  recurrida. 
Resultando  que  promovido  por  D.  Oayetaao  Gaerra  Domiogues  Jni- 
aio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  Justado  de  primera  instancia 
de  Guía  sobre  negación  de  servidumbre,  uno  de  los  demaniados,  D.  Ma- 
nuel Rolríguez  Padrón,  conocido  por  D.  Jaan  Manuel,  dedujo,  con  fe- 
cha 7^e  Ojtnbre  de  1902,  en  eu  eaorlto  de  conteetaclón,  demanda  inci- 
dental de  pobreza,  alegando:  que  era  natural  de  Gaía,*  donde  tenía  sn 
licUio  y  lo  habja  tenido  en  los  cinco  afios  anteriores;  eoltero,  de 
uta  y  cinco  afios,  labrador,  y  sólo  contaba,  como  medios  propios  de 
jlstea^ia,  coa  el  escaso  producto  de  un  trozo  de  terreno  de  arriíes, 
te  <lel  cercado  nombrado  Tamaragaldar,  eltaado  en  el  pago  dei  loge 
B  anc3,  de  aquel  término  municipal,  cayo  trozo  medíA  aproxlmada- 
Ue  dos  celeminee,  y  á  lo  sumo  produciria  23  pesetas  60  cóatimos  ai 
;  que  no  pndiendo  atender  con  tan  pequeña  cantidad  á  la  eatlefacclon 
as  necesidades,  sn  madre,  en  cuya  casa  y  compañía  vivía,  sin  pag^r 
'"er  alguno,  era  quien  subvenía  á  todos  los  gastos  dei  actor;  que  uo 
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podía  Acompafiar  el  recibo  del  úUlmo  trimestre  de  la  contribación  eatie- 
íecha  por  la  peqaefia  finca  mencionada,  porque  habiéndosela  yendidQ«a 
Indicada  madre,  eegregándola  de  otra  de  en  propiedad,  dicho  impuesto 
ee  hallaba  englobado  con  el  de  otrae  fincae  de  aqnélla,  figurando  en  loa 
repartimlentoB  D.  Mannel  Rodrigues  Qonaá lea— padre  del  actor — por  au 
mujer  De  fia  María  del  Carmen  Padrón,  que  era  qnien  pagaba  la  contri- 
bución, y  que  el  jornal  diario  de  un  bracero  en  la  cindad  de  Guía  era  el 
de  una  peeeta  88  céntimos;  inyocó  el  núm.  8.^  del  art.  16  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  snplicó  se  le  declarase  pobre  para  litigar  con  Den 
Cayetano  Gocrra  Domínguez,  y  con  opción  á  los  benf  fictos  que  la  ley 
concede  á  los  de  bu  clase,  y  se  condenase  en  costas  á  qnien  se  opusiera 
á  la  declaración  que  pretendía: 

Resnltando  qne  formada  la  correspondiente  pifsa  separada,  y  traí- 
das de  cfltílo  á  la  misma  las  certificaciones  á  que  se  rt^fiere  el  núm,  6.^ 
del  art.  88  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  las  qne  aparece  que 
el  demandante  no  paga  contribución  de  clase  algona,  y  que  se  halla 
inscrito  en  las  listas  electorales  en  concepto  de  elector^  se  confirió  tras- 
lado de  la  demanda  incidental  á  D.  Cayetano  Guerra  y  al  Abogado  del 
Estado,  habiendo  el  primero  dejado  transcurrir  el  ptsao  legal  aili  eva- 
cuarlo,  por  lo  que  se  dio,  en  cuanto  á  él,  por  contestada  la  demanda, 
y,  verificándolo  el  Abogado  del  Estado  en  escrito  de  fecha  6  de  Febrero 
de  1908,  se  opceo  á  la  declaración  de  pobreaa  solicitada  sin  perjuicio  do 
la  prueba  que  se  practicara: 

Resultando  que  recibido  á  prueba  el  incidente,  el  actor  la  suministró 
testifical  y  documental,  consistente  ésta  en  certificación  de  varios  par- 
ticulares de  los  autos  principales,  de  la  que  aparece  que  el  día  34  da 
Abril  de  1902  comparecieron  ante  el  Juagado  municipal  de  Guía  para 
celebrar  acto  de  conciliación,  de  una  parte,  como  demandante,  D«  Caye- 
tano Guerra  y  Domínguea,  y  de  otra,  como  demandados,  D.  Antonio 
Padrón  Godoy  y  D.  Juan  Manuel  Rodrigues  Padrón,  sin  que  compare- 
ciese la  otra  demandada  Dofia  María  del  Carmen  Padrón  y  Godoy,  y 
que  dicho  acto  tuvo  por  objeto,  á  instancia  de  D.  Cayetano  Guerra,  que 
se  avinieran  los  demandados  á  reconocer  que  sobre  la  finca  denominada 
Ingenio  Blanco,  en  el  término  municipal  de  Guía,  propia  del  actor,  no' 
ee  hallaba  constituida  servidumbre  de  paso  á  favor  de  la  de  Támara- 
galdar,  de  la  propiedad  de  los  demandados^  y,  en  su  consecuencia,  ae 
abstuvieran  dende  entonces  para  siempre  de  pasar  per  aquélla  en  U 
forma  que  lo  hacían  ni  en  otra  almina;  qne  en  28  de  Septiembre  si- 
guiente el  expresado  D.  Cayetano  Guerra  había  deducido  ante  el  Ju- 
gado de  primera  instancia  de  dicha  cindad  demanda  del  juicio  declara- 
tivo de  mayor  cuantía  contra  los  anteriormente  expreeados  y  al  Indi- 
cado objeto,  por  ser  cada  uno  de  aquéllos  duefio  de  una  de  las  trea  por- 
ciones qne  forman  la  finca  de  Tamaragaldar,  y  que  en  18  de  Noviembre 
del  mismo  año  1902,  todos  los  demandados  hubieron  de  evacuar  el  trae- 
lado  de  contestación,  solicitando  se  les  absolviera  de  la  demanda  Inter- 
pnosta  por  D  Cayetano  Guerra,  en  todos  sus  eztre nr^rs,  y  acompañaron 
copia  literal  de  una  escritura  otorgada  en  21  de  Enf  ro  de  1(01  en  la 
ciudad  de  Guía,  que  también  aparece  del  mismo  testimorlo,  ante  el  No- 
tario D.  Ildefonso  Altamirano  y  Días,  entre  D(ña  Maiía  del  Carmen 
Padrón  Godoy,  de  una  parte,  y  de  otra  D.  Juan  Manuel  Rodrigues  Pa- 
drón, en  cuyo  documento  manifestaba  la  primera:  que  e rs  dutfia  de  nn 
trcso  de  terreno  de  arrifes,  que  ce  describía,  parte  del  cercado  llamado 
de  Tamarsffflldar,  situado  en  el  pago  del  Ingenio  B'arco,  término  muni- 
cipal de  Gnía,  con  una  cabida  aproximada  de  des  celemines^  Ignal 
A  9  Áreas,  17  centiáreas;  que  dicho  trcso  de  terreno  formaba  parte  y  eo 
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^MSie^abs  de  otre  de  tierrs  labradío  y  arrifea,  parte  del  oeroado  llamado 
de  Tamaragaldar  y  propio  de  la  otorgaote.  que  tambléo  ae  deaerlbió; 
^ne  ésta  hnbo  de  adquirir  dicha  Anea  por  herencia  de  aoa  padrea,  en  la 
parfcloión  coavenclonai  qoe  de  loe  blenea  de  éetoa  ee  había  practieado, 
pendiente  de  iascrlpción  en  el  Regletro  de  la  propiedad;  qae  eegún  aae- 
.gnraba  la  otorgante,  el  inmueble  referido  y  deaerito  ae  hallaba  libre  de 
toda  carga,  gravamen  y  reaponeabilidad,  y  qne,  disponiendo  libremente 
del  troao  de  terreno  eegregado  y  deslindado,  lo  vendía,  con  cnanto  al 
miamo  faera  acceeorio,  al  otro  compareciente  D.  Joan  Bodrígnea  Pa- 
drón, por  el  precio  convenido  de  100  peeetae,  cantidad  qne  en  el  a  ^^o  y 
ante  el  Notario  y  teetlgoa  recibió  la  vendedora,  qnlen  ezpneo,  por  últi- 
mo, qne  no  queda  tenida  á  la  evlcción  y  saneamiento,  y  el  comprador 
D.  Jnan  Hanaal  Redrignea  Padrón  aceptó  aqnel  contrato  en  todoa  ana 
extremos;  también  aportó  el  actor,  como  prneba  docnmeotal,  nn  teati- 
monlo  expedido  por  el  'Secretario  del  Jasgado  municipal  de  Gaía  en 
40  de  Jallo  de  1903,  del  que  consta:  que  por  escrito  de  18  de  Maye 
de  1901,  D.  Cayetano  Gaerra  Domíognei  acudió  á  dicho  Juzgado  de- 
mandando en  juicio  veibal  civil  á  DoflB  María  del  Oarmeu  Padrón  Go« 
doy,  D.  Jnan  Manuel  Bodrígnea  Padróo,  D.  Antonio  Padrón  Godoy, 
D.  Graciliano,  Ddfii  María  de  la  Eacarnación,  Dofia  Domltlla,  Dofia  Li- 
brada y  D.  Antonio  Bodrígnea  Padrón,  á  fin  de  que  en  definitiva  se  de- 
claraacque  la  flaca  llamada  el  lagenio  Blanco,  propiedad  del  actor,  no 
ee  hallaba  sujeta  á  servidumbre  de  paso  ni  á  ninguna  otra  en  f  dvor  de 
las  enuooladae  de  Dofia  María  del  Oarmen  y  D.  Antonio  Padrón  Godoy 
y  de  D.  Jaén  Manuel  Bodríguea  Padrón,  y  se  condenase  á  éstos  y  á  loa 
qne  en  lo  sucesivo  fueren  sus  derechohabientes,  así  como  á  los  demás 
demandados,  á  qae  se  abstuvieran  de  paear  por  la  mencionada  fioca  del 
iogenio  Blanco,  no  sólo  para  dirigirse  á  la  de  los  primeros,  sino  tam- 
bién bajo  otro  motivo  ó  pretexto  á  cuya  pretensión  accedió  el  Jnsgado 
municipal,  y  recnrriia  eeta  resolnclón  para  ante  el  de  primera  instan- 
ela,  éste,  en  17  de  Abril  de  1902,  dictó  sentencia  revocatoria  y  decla^ 
rando  la  nulidad  del  jálelo  por  incompetencia  del  Juagado  municipal, 
con  reserva  al  actor  de  su  derecho  para  ejercitarjio  ante  quien  y  como 
eorrespondiese: 

Resultando  que  por  la  parte  demandada  se  prepusteroii  las  pruebas 
de  confesión  en  jalólo,  por  la  qne,  entre  otros  extremos,  afirmó  D.  Ma- 
nuel Bodríguea  Padrón  ser  cierto  qne  el  troao  de  terreno  que  su  madre 
hubo  de  venderle,  y  que  formaba  parte  de  la  finca  Tamaragaldar,  era  de 
<eacaso  ó  ningún  valor,  y  documental  consistente  en  teetimonio  literal 
expedido  por  el  Sdsretario  del  Juagado  municipal  de  Galdar,  por  incom- 
patibilidad del  de  Guía,  del  acto  de  conciliación  celebrado  el  4  de  Sep- 
tiembre de  1900  entre  D.  Cayetano  Gaerra  Domíogaea,  como  actor  y 
1>.  Salvador  Banftea  Moreno,  D.  Felipe  Pardomo  Oalderín  y  D.  L^aandro 
Agniar  y  Biatista  como  demandados,  no  habiendo  comparecido  loe 
otroe  también  demandados  Dofia  María  del  Oarmen  Padrón  Godoy,  don 
"Graciliano,  Dofia  Eacarnación,  D.  Joan  Manuel,  Dofia  Domltlla  y  Dofia 
Librada B)irí<'ies,  respecto  de  los  cuales  se  dio  por  Intentado  el  acto, 
qne  tuvo  por  objeto  la  pretensión  del  actor  de  que  se  avinieran  los  de- 
mandados á  no  pasar  por  la  flaca  de  la  propiedad  de  aquél  denominada 
lup^enio  Blanco,  para  Ir  á  flacas  limítrofes  de  la  misma  ó  situadas  en  sus 
Inmediaciones,  y  reconociesen  qne  no  tenían  constituida  á  su  favor  ser7 
vidnmbre  algana  de  las  que  el  derecho  reconoce  sobre  la  mencionada 
fldeadel  lag^nio  Blanco;  contestando  los  demandados  presentes  que 
reconocían  no  tener  constituida  á  su  favor  servidumbre  alguna  sobre  la 
■mencionada  Anca  del  Ingenio  Blanco,  y  que  ai  hubieron  de  paear  por 
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ella,  había  aldó  con  Ueenela  ó  mera  toleraDoia  del  dnefio,  afiadiendo  que* 
dejarían  de  pasar  en  el  mlemo  momente  en  qne  por  el  dnefio  ó  an  legi- 
tima representación  se  lee  prohibiese;  y  en  otro  testimonio  de  varloa  ex- 
tremoa  de  los  autos  principales,  expedido  por  la  Escribanía  del  Josgado 
de  primera  instancia  de  Gofa,  del  qne  aparece  qne  la  demanda  loé  con- 
testada por  los  tres  demandados  Dcfia  María  del  Carmen,  D.  Antonia 
Padrón  Godoy  y  D.  Joan  Mannel  Bodrígnes  Padrón,  y  qne  los  mismea 
solicitaron  el  recibimiento  á  prueba  del  pleito,  pero  qne  deapnóa  fué  pe- 
dida nna  prórroga  para  proponer  aqnóUa,  petición  hecha  á  nombre  de 
D.  Jnan  Mannel  Rodrígoea  Padrón,  qnien  continuó  sólo  proponiende  y 
practicando  aiuélla  por  la  parte  demandada,  solicitando  documentos  é 
interviniendo  en  todos  los  trámites  del  juicio  hasta  el  de  concluaiones, 
ain  que  los  demás  demandados  hubieren  aparecido  en  autos  desde  aquel 
momento: 

Resultando  que  á  petición  del  Abogado  del  Estado,  y  como  prueba 
eomlDifitrada  por  el  miemo,  se  unió  á  la  practicada  una  certificación» 
expedida  por  la  Adminietración  de  contribuciones  de  la  proviscia,  acre» 
dlcatlya  de  que  en  el  padrón  de  cédulas  personales  de  la  ciudad  dt  Guía,, 
correspondiente  al  afio  lOOa,  figuraba  D.  Manuel  Rodríguea  Padrón  con, 
cédula  de  11.*  ola ae: 

Resollando  que  en  viitud  de  acuerdo  del  Juigado,  para  mejor  pro- 
veer, se  unieron  á  loe  autos:  primero,  informe  del  Alcalde  de  Goía,  cmi 
tido  con  ferha  8  de  Eoeio  de  1904,  hacieodo  constar  que  D.  Juan  Manuel 
Rodríguea  Padrón  vl^ía,  en  unión  de  en  madre  y  hermanes,  con  el  pro- 
ducto de  les  terrenos  propios  que  cultivaban;  que  la  caaa  que  habitaban, 
reunía  las  cordlclenes  que  %ueUn  tener  otras  de  labraderi  s  y  propieta- 
rios accmodadop;  que  no  ee  diferenciaban  en  su  modo  de  vivir  de  éstoa, 
y  que  no  tenían  criados  á  au  aervlcie  ni  otro  signo  exterior  de  rlqucaa-^. 
segundo;  un  certificado,  exjiedldo  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Guía,  con  la  miema  fecha,  por  el  que  se  acreditaba,  con  relación  A  loe 
repartimientos  de  la  contribución  territorial,  que  no  aparecía  repartida, 
cantidad  alguna  é  D.  Jnan  Manuel  Rodríguea  Padrón,  y  tercero,  una 
copia  certificada  de  la  hoja  correspondiente  á  D.  Manuel  Rodríguea  y 
Gonsálf  a,  en  el  padrón  de  vecinos  de  Goía,  en  la  que  seconaignf  ba  que 
el  S7  de  Diciembre  de  1899  tenían  con  el  D.  Manuel  residencia  fija  en  la. 
propia  ciudadEU  esposa  Dcfia  María  del  Carmen  Padrón  Godoy  y  sva 
hijos  D.  Graciliano,  Dcfia  Eniarnación,  D.  Manuel,  Dofia  Domitila». 
Dofia  Librada  y  D,  Antonio  Rodrigues  Padrón: 

Reaultardo  que  euatanclade  el  incidente  por  los  demás  trámite»  lár- 
gales de  anbae  instancias,  en  1.®  de  Marsode  10C5  dictó  senfetc'acoB- 
firmatoiia  la  ^ala  de  juatiria  de  la  Audiencia  territerial  de  Iaf>  Palmas» 
por  la  que  ee  óei  laró  lo  beber  Irgar  A  conceder  á  D.  Manuel  Rodrígnea 
Padrón  loa  beneficios  de  la  deftnsa  por  pebre  para  litigar  con  D.  Caye- 
tano Guerra  Domínguez  en  pleito  robre  nrgación  de  servidnn  bre. 

Resultanc^o  qne  D.  Manuel  Rodrígoea  Padrón,  conocido  tf  mbién  per 
Juan  Manuel,  ha  interpceatc  recurao  de  casación  por  infracción  de  ley,,, 
fondado  en  los  rúms.  ].*  y  7.®  del  art.  160S  de  la  ley  de  EnJCiiciamieBto^ 
civil,  alegando  ks  motives  siguientes: 

1.^  Aplicación  indebida  del  art.  20  é  inaplicación  del  art.  15  del» 
misma  ley  prcc^ral,  en  relación  con  el  S48  del  Código  civil,  por  cuanto 
la  Sala  aentenciadoia,  reconociecdo  como  pobre  al  recurrente,  no  le  ha 
oonceoido  el  beneficie  de  la  defensa  gratuita,  y  ha  eetimado  ron  ener 
qne  no  son  derechos  prrplos  los  que  ha  de  ejercltsr  en  el  pleito  prcmo* 
vide  por  D.  Cayetano  Guerra ;  en  cuanto  al  prlnoer  extremo,  porque  el  ai^ 
tíonlo  20,  que  te  cita  eomo  infringido,'  no  habla  para  nada  de  la  eeaién. 
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d«  bienefl,  sIdo  de  la  da^  derechos,  térmlnoe  qne  en  el  orden  jorídloo  tie- 
nen distinta  eigniflcación,  y,  por  tanto,  no  pnede  aplicaree  dioho  artíenlo 
al  eaeo  en  qne  el  litigante  eollclta  la  declaraelón  de  pobrcaa  para  defen- 
der blenea  que  ha  comprado  y  no  derechoe  qne  le  hayan  cedido,  como  lo 
ha  hecho  la  eentencia  recurrida,  refiriendo  á  la  compraventa  de  bienes 
Inmuebles  preceptos  qne  tolo  son  pertinentes  cuando  se  trate  de  cesión 
de  derechos,  y  respecto  al  si  goodo  extremo,  porque  el  recórtente  ha  de- 
fendido en  el  aennto  principal  on  derecho  Inherente  al  de  propiedad  qne 
adquirió  mediante  la  escritura  de  compra,  pues  al  duefio  ó  poseedor  le- 
gítimo de  una  cosa  corresponde  defenderla,  y  nadie  ha  negado  que  don 
Manuel  Bodtfguec  faese  doefio  de  la  floca  contra  la  que  se  ejercitó  la 
aeelón  negatoria  de  serTidumbre;  además,  cnsndo  presentó  la  demanda 
D.  Cayetano  Guerra,  era  el  recurrente  duefio  de  la  finca  á  la  cual  se  ne- 
gaba elerta  servidumbre,  y,  por  tanto,  adquirió  éste  personalmente  el 
derecho  de  defenderla,  y  no  puede  aigomentarse,  como  lo  ha  hecho  la 
aentencia  recurrida,  que  al  celebraree  la  compraventa  se  tranemitió  el 
derecho  que  el  comprador  iba  á  ejercitar  en  el  pleito  principal,  toda  ves 
que  para  ceder  un  derecho  es  preciso  que  lo  haya  tenido  el  oedente,  cir- 
eunsUncia  que  no  ha  concurrido  en  Dcfia  María  del  Oarmen  Padrón,  la 
eual  no  era  ya  du^fia  de  la  finca  cuando  nació  e!  derecho,  porque  la  ven* 
ta  hubo  de  celebrarse  con  mucha  anterioridad  al  pleito,  y,  por  tanto, 
debe  reconcceree  que  el  recurrente  defiende  en  aquél  derechos  propios, 
lo  que  no  sucedería  si  Dt.  fia  María  del  Oarmen  Padrón  hubiese  vendido 
la  finca  á  D.  Manuel  Rodrigues  después  haber  sido  demandada  y  de  ha- 
ber acudido  al  pleito,  porque  transmitiendo  al  recurrente  los  derechos 
que  en  eee  litigio  ejercitara,  podiía  tal  ves  estimarse  que,  en  el  mismo, 
lenla  aquél  el  carácter  de  cesionario;  que  en  lo  referente  á  la  no  distin- 
elón  entre  la  cesión  gratuita  y  oneroea  que  ha  estimado  la  jarlspruden- 
ola  al  aplicar  el  art.  iO  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  citado  la 
Bala  de  la  Audiencia  varias  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  qne  no 
tienen  apltosción  al  caso  de  aotoa,  pues  todas  ellas  tratan  de  la  ceatón 
de  derechos  litigiosos,  pero  no  de  la  transmiaión  de  bienes  Inmuebles, 
deduciéndose  solamente  de  la  doctrina  sentada  por  las  mismas  que  el 
eesiooario  de  un  crédito,  derecho  ó  acción  lltigioaos  que  intente  utilisar 
el  beneficio  de  pobre sa,  tiene  que  juatificar  la  de  su  cedente,  lo  cual  no 
quiere  decir  qne  el  comprador  de  un  inmueble  que  se  ve  obligado  á  liti- 
gar para  defender  sus  derechos  de  duefio  ha  de  jostifiísar  la  pobresa  del 
vendedor  si  quiere  pleitear  gratuitamente,  criterio  este  último  que  en 
muchos  casos  llevaría  á  la  indefeneión  del  cempradcr  pobre,  molestado 
por  un  tercero  en  la  pacífica  pcsesión  de  la  cosa  comprada,  y,  por  últi- 
mo, que  la  jnrisprudencia  ha  amparado  el  criterio  expoesto,  como  lo 
eompruebsn  las  aentencias  de  eate  Tribunal  Supremo  de  26  de  Abril  de 
1867  al  declarar  qoe  la  transmisión  de  una  cosa  por  precio  cierto  es  un 
eentrato  de  venta;  y  que  infringe  la  ley  la  sentencia  que  lo  califica  como 
eeslón  y  considera  al  comprador  como  cesionario  y  sin  derecho  á  uaar  el 
beneficio  de  pobresa;  y  otra  sentencia  de  27  de  Septiembre  de  1897,  al 
"signar  que  la  privación  del  beneficio  de  la  defensa  por  pobre,  impoes- 
or  el  art.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  refiere  al  caso  de 
prentenda  utilisarse  para  litigar  los  derechos  que  un  tercero  hubie- 
edldo  ó  transmitido;  pero  no  al  caso  de  que  se  obre  en  defensa  de 
pies  derechos. 

.^  lofracción  de  los  artículos  448  y  1482  del  Código  civil,  que  la  Sala 
ienoladora  ha  dejado  de  aplicar  al  deeconocer  el  carácter  de  propio 
,  óon  arreglo  á  ios  mismos  preceptos,  tiene  el  derecho  que  el  recu- 
>  ha  de  ejercitar  en  el  pleito  principal»  por  cnanto  que  al  ejercitar 
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D.  Manoel  Rodrigues  Padrón  la  defensa  del  dominio  eobre  la  ftsca  q«« 
compró,  no  neaba  de  facnltadet  que  otra  persona  le  habieee  transnitidoy 
Bino  de  derechos  propios  y  peculiares  qoe  la  ley  le  concedía  coma  tal 
dnefio,  hasta  el  panto  qne  si  él  no  los  ejercitaba  6  no  se  le  permitía  sa 
ejercicio,  nadie  los  haría  valer  en  sn  nombre  y  quedarían  indefeneoo; 
que  el  criterio  de  la  jarisprndencia,  para  calificar  loa  derechos  de  propiee 
ó  cedidos,  ha  sido  siempre  el  de  considerarlos  como  propios  si  naoea  do 
la  ley  y  ésta  los  concede  á  la  persona  que  los  ejercita,  y  como  cedidos  ai 
radicaban  en  nna  persona  y  ésta  los  ha  transmitido  á  quien  pretendo 
ostentarlos,  y  qae  una  rédente  sentencia  de  este  Tribanal  Sopremo  de  il 
de  Noviembre  del  pasado  afio  1006  sustenta  esta  doctrina  al  declarar  qno 
el  arrendatario,  al  promover  el  interdicto  de  recobrar  nna  posesión  qno 
le  había  sido  arrebataaa,  hacía  nso  de  nn  derecho  propio  y  no  cedidOi 
puesto  que,  cop  arreglo  á  la  ley,  tenía  laeoltad  para  ejercitar  la  acción 
interdictál,  de  cuya  resolución  es  un  considerando,  que  dice:  €  Bstablo- 
cido  que  todo  poseedor,  cuyo  carácter  tiene  el  tenedor  de  nna  cosa  par» 
su  disfrute,  aunque  el  dominio  pertenezca  á  otra  persona,  tiene  derecho 
á  ser  respeíado  en  su  posesión,  y  si  f  aere  inquietado  en  ella,  deberá  ser 
amparado;  vienen  estas  di8p09lclone8,  contenidas  en  los  artículos  446 
y  4Si  del  Óódigo  civil,  á  corroborar  el  sentido  del  propio  derecho»,  fon» 
damento  de  aplicación  evidente  al  caso  del  recurso^  porque  si  un  arion- 
datarlo  tiene  como  derecho  propio,  y  sólo  por  ser  tenedor  de  ona  finca» 
facultad  para  promover  nn  interdicto  de  recobrar  la  posesión,  con  mu- 
cha más  rasón  podrá  un  dueño  defender  su  derecho  si  en  él  os  atacado 
por  nn  extrafio;  y  , 

8.^  Error  de  hecho  al  apreciar  nn  documento  auténtico,  como  oo  la 
escritura  de  compraventa  otorgada  por  Dcfia  María  del  Oarmon  Padrón 
y  el  recurrente  en  21  de  Enero  de  IvOl,  en  cuanto  sostiene  la  senteneia 
recurrida,  contra  lo  qne  en  dicha  escritura  se  inserta,  que  ha  exiatido 
una  cesión  de  bienes,  cuyo  objeto  ha  sido  la  preparación  del  incidento 
origen  del  recurso;  toda  ves  que,  tanto  en  la  citación  del  acto  concllialo- 
rió  como  en  la  demanda,  había  reconocido  O.  Cayetano  Guerra  al  roca 
rreote  como  doefio  de  la  finca  contra  la  que  ejercita  aquél  la  acción  no- 
gatería  de  servidumbre,  y  que  en  la  sustanciaeión  del  incidente  do 
pobreaa  no  aparece  prneba  alguna  encaminada  á  desvirtuar  el  contenido 
y  eficacia  de  la  mencionada  escritura,  cuya  f aersa  probatoria  hay  qno 
admitir,  con  arreglo  á  la  ley,  mientras  no  se  declare  formalmente  la  nn- 
lidai,  doctrina  qne  es  de  aplicar  á  ese  y  á  todos  los  docnmentos  pdbliooot 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hamón  Barr<»ota: 
Considerando  que  si  bien  al  art.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oítU 
no  se  le  puede  dar  el  absoluto  alcance  que  le  atribuye  la  Audiencia  do 
Las  Palmas  cuando  no  se  trate  de  una  verdadera  cesión  de  derechoe,  ooft 
á  título  gratuito  ú  oneroso,  sino  de  ona  compraventa  en  virtud  de  la  qao 
se  tra'nsfieren  ai  comprador  todos  los  derechos  inherentes  á  la  propiodadi 
ein  que  por  esto  se  entiendan  especial  y  singularmente  objeto  do  oeoiÓA 
tales  ddrechos,  como  en  el  caso  del  preaente  recurso  estima  la  Audiencia 
da  L«9  Palmas  que  tal  cuajanaclón  ha  sido  realmente  simulada  para  qno 
en  el  pleito  pudiera  defender  el  recurrente  como  pobre  los  derechos  da 
los  demás  demandados,  pnej  éste  es  el  sentido  claro  de  la  sentencia  re- 
currida respecto  de  tal  extremo,  y  como  siendo  esto  aaí,  tal  sopueato 
equivale  á  la  cesión  á  qae  se  refiere  el  citado  art.  20,  es  manifiesto  qno 
no  procede  la  casación  pretendida,  tada  ves  que  semejante  apreciación 
no  ha  sido  impugnada  en  forma,  no  bastando  para  ello  la  infracción  alo* 
gada  en  el  último  motivo  del  recurso,  pues  la  Sala  aenteneiadora  ao 
desconoce  el  carácter  de  la  escritura  de  venta»  sino  qne,  por  elemeiitM 
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«ztrafioe  á  la  misma,  oenaidera,  como  queda  ezpneato,  qua  tal  Tanta  toé 
tealliada  con  la  antedicha  finalidad; 

Fallamoa  qne  debemoa  declarar  y  declaramoe  no  haber  Ingar  al  la* 
«arao  de  caaación  inlerpoesto  por  D.  Manuel  Bodrlgoes  Padrón,  conocdda 
per  D.  Joan  Mannel,  á  quien  eendenamoe  al  pago  de  las  coetaa  y  al  da  In 
cantidad  corree  pendiente  por  ras6n  de  depóeito,  á  qne  ee  dará  la  api  tea» 
ción  prcTcnlda  en  U  ley;  y  líbrese  á  la  Andiencia  teriitorial  de  Las  Pal* 
mas  la  oportoiía  certificación,  con  devolnción  del  apuntamiento  qoe  ha 
remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  aentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in* 
sertará  en  la  Colbcci6m  Lboislativa,  pasándeee  al  efecto  las  coplas  na- 
«asarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  Aldecoa^as 
Francisco  Toda.  =s  Vicente  Piules.  ==  Víctor  Oovián.= Ildefonso  Lópea 
Aranda.ss Ramón  Barréete. s=  Federico  Monealve. 

Publicación.=:Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  al 
Szcmo.  8r.  D.  Ramón  Barroeta,  Maglatrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  andiencia  pública  la  miama  en  el  día  da 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Diciembre  de  lM)6.=Bogelio  GonsáUs  Montes. 


£7um.  178.-TRIBUNAL  SUPREMO.^22  da  Dlolenlire, 
psMIeada  al  ti  de  Eaero  de  1907. 

Competencia.— Pa^o  cltfcan/¿(ia<(.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  do  primera  instancia  de  OAdiz  la  sostenida  con  el  de 
igual  clase  del  distrito  del  Ceotro,  de  Bilbao,  acerca  del  cono- 
cimiento del  juicio  promovido  por  la  CoupariU  ferroviaria 
Vasco  Castellana  contra  Doñ%  MarU  Móoica  Revello. 
Bn  su  CONSIDERANDO  único  80  establece: 

Que  no  apareciendo  principio  alguno  de  prueba  de  que  hubiera 
de  haeeree  en  determinado  punto  el  pago  del  importe  de  la  eutcrip- 
dan  de  obligadonee  de  una  Oompañla  anónima  y  no  requiriendo  la 
naturalee%  del  contrato  que  aquél  ee  ü^nflque  necesariameate  en  el 
domf'Cilio  eoeial^ee  notorio  que  eegút  lo»  artteulot  //7/,  parra* 
Jo  3.*  del  Cóiigo  cioil^  en  relación  con  el  62,  regla  /.*  de  la  lej§  pro- 
cecal,  ee  impone  el  fuero  del  domicilio  del  demandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Diciembre  de  1906,  en  la  com- 
petencia pendiente  ante  Nos,  por  rasón  de  inblbitoria  susMtada  por  el 
Jnes  de  primera  instancia  de  Oádis,  al  de  Igaal  clase  del  distrito  del 
Oentro,  de  la  villa  de  Bilbao,  eu  el  coaoclmleoto  del  juicio  ejecutlYe 
promovido  por  la  Oompañla  aaónlma  ferroviaria  Vasco  Oastellana, 
domiciliada  en  dicha  villa  de  Bilbao,  contra  Dofia  María  Mónlca  Revé* 
Vo  y  Ooesta,  mayor  de  edad,  propietaria  y  veclaa  de  la  expresada  ciu- 
dad de  Cáüs,  sobre  pag[o  de  cantidad,  represe  otada  por  el  Procurador 
D.  Fernando  Ramón  Luis  la  citada  Compafiía  Vasco  Oastellana,  sin 
•que  haya  asistido  Letrado  alguno  por  ningana  de  las  partes: 

Bd^uttando  que  la  Oompafiía  anónima  ierro vlarria  Vasoo -Oastella- 
na, domiciliada  en  la  villa  de  Bilbao,  promovió  ante  los  Jasgados  de  la 
misma,  en  escrito  de  24  ds  Febrero  último,  qne  por  repartimiento  ce^ 
respondió  al  del  distrito  del  Oentro»  diligencias  civiles  pretendiendo 
que  Dofia  María  Mónlca  Rsvello,  vecina  de  la  ciudad  de  Cádis,  compa- 
reciese auto  la  presencia  Judicial  para  que  deciarase,  bajo  juramento  in- 
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deotoorio,  fer  raya  la  firma  j  rúMca  que  ood  ras  Bombrea  y  apallld» 
aparece  pueeta  ai  pie  dei  documente  prÍTado«  eüyo  texto  es  el  elgnieii- 
te:  <A  la  Compf  fila  anóDima  ferroviaria  Vaaco  Castellana,  ealle  Ibá- 
fies  de  Bilbao.— Bilbao.— Oflcinas  en  Madrid:  78,  calle  de  Alcalá,  ba|o^ 
Obligaciones  de  primera  hipoteca.— Sosoripción  á  metálico.— Dofia  Ma- 
ría Mónlca  Bevello,  qne  vive  calle  de  Sagaata,  núm.  1,  en  Cádiz,  pro- 
Yinoia  de  ídem,  se  sotcribe  por  la  preeente  á  tS  obligaciones  de  la  se- 
rie S.%  de  á  1.000  pesetas  nomioalea  cada  una,  conforme  con  el  anno- 
cío  publicado  por  dicha  Compafiia,  á  cnye  efecto  entrega  la  canti- 
dad de  2.600,  el  10  por  100  de  su  valer  nominal.— Oádis  á  17  de  Jo- 
lia  de  1902.— El  interesado,  María  Mónica  Bevello,  con  lúbrica. ^Oon 
mi  intervención,  Corredor  de  comereiOi  Joflé  María  Gomes,  con  rúbrica»,*- 
que  al  efecto  de  llevarae  á  cabo  la  antecitada  diligencia,  se  dirigió  el 
correspondiente  exhorto  al  Jnea  de  Cádis,  acompafiado  del  docomento 
do  qne  se  ha  hecho  mérito,  y  citada  en  debida  forma  legal  la  interesada 
Dofia  María  por  tres  veces  con  los  apercibimientos  de  la  ley  de  Enjnloia* 
miento  civil,  como  quiera  qne  no  compareciese  á  ninguna  de  ellas,  se  la 
declaró  confesa  en  la  legitimidad  de  la  firma  qne  con  sn  nombre  y  ape- 
llido aparece  en  el  predicho  documento,  á  los  efectos  de  despachar  la 
ojeonción  por  anto  qne  dictó  el  Jnea  de  Bilbao  el  día  18  de  Jnlio  últimot 
Besoltando  qne  á  consecuencia  de  las  precitadas  diligencias,  la  Oom- 

Jafiía  anónima  ferroviaria  Vasco  Castellana  dedujo  en  escrito  de  SO  de 
olio  próximo  pasado  demanda,  pretendiendo  se  despachaae  ejecucióa 
contra  los  bienes  de  Dofia  María  Mónica  Revello  por  la  cantidad  da 
16.876  pesetas,  intereses  legales  y  las  oostas,  alegando  como  hechos  soa» 
tanciales,  además  de  loe  resoltantes  de  laa  diligencias  preliminarea:  qno 
la  Compafiia  anónima  ferroviaria  Vaaco  Castellana  ofreció  al  público 
obligaciones  de  primera  hipoteca  por  un  valor  nominal  de  66  millonea 
da  pesetas,  claaiflcadas  dichaa  obligaciones  en  tres  series  de  360,  600 
y  1.000  pesetas  nominales  cada  obligación,  qne  al  tipo  de  08  y  medio 
por  100  importan  pesetas  3ó8,76,  467,60  y  086,  respectivamente;  qne 
antro  laa  condlcionee  eo  que  ae  biso  la  emisión,  se  halla  la  referente  <á 
la  forma  de  pago,  segúa  la  qne  cel  día  17  de  Julio  de  1902,  al  devolver 
á  la  Compafiia  U  formula  de  petición  que  oportunamente  faé  repartida, 
debían  abonar  los  suscritores  el  10  por  100  del  valor  nominal  de  lea  obli- 
gaciones pedidas;  otro  10  por  100  el  día  17  de  cada  uno  de  los  meses  de 
IVaviembre  de  1902;  Matao,  Julio  y  Noviembre  de  1908;  Mano,  Julio  y 
Noviembre  de  1901,  y  el  18  y  medio  restante  el  17  de  Mayo  de  1906,  se- 
gúa se  coosigaa  en  el  anuncio  publicado  y  repartido  por  la  Compafiia»; 
que  la  demandada  Dofia  María  Mónica  Revello,  mediante  la  fórmula  ci- 
tada obrante  en  autos  y  de  que  se  ha  hecho  expresión,  declara  que  se 
euscribe  á  25  obligaciones  de  la  serie  8.%  de  á  1.000  pesetas  nominalee 
eada  una,  conforme  con  el  anuncie  publicado  por  dicha  Compafiia,  á 
cuyo  efecto  entrega  la  cantidad  de  2.600  pesetas,  ó  sea  el  10  por  100  del 
valor  nominal,  en  concepto  de  primer  plaso,  habiendo  entregado  otras 
8.600  pesetas  en  cada  uno  de  los  pisaos  segundo  y  tercero,  ó  sea  un  total 
de  7.600  pesetas;  que  dados  el  tipo  de  98  y  medio  por  100  en  que  se  hiae 
ia  emisión  y  el  número  de  obligaciones,  26  de  la  serie  8.*  de  1.000  pese» 
tas  nominales  cada  una  á  qne  se  suscribió  la  8ra.  Revello,  debía,  en 
oumplim lento  de  la  obligación  que  contrajo  al  prestar  su  cooformidad 
bajo  so  firma  y  las  condiciones  publicadas  por  la  Compafiia  Vasco  Cas> 
tellana,  pagar  á  ésta  en  los  pisaos  citados  la  cantidad  total  de  18.876  pe* 
setas,  que  deducidas  de  este  total  las  7.600,  quedan  á  favor  de  la  Coa»»» 
pafiía  actora  16.876  pesetas,  cantidad  líquida  qne  ae  tedama  á  la  8ra«  Be- 
vello  y  que  ésta  no  ha  satisfecho: 
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BeralUndo  que  detfMichada  la  ejeoaclón  preftendids  por  sato  qae  el.. 
Jilea  de  Bilbao  dictó  en  21  de  Jallo  último,  ee  dirigió  el  oorrespoadtente 
exhorto  al  de  igoal  claae  de  Cádla,  donde  realde  la  deudora  8ra.  Reveilo,. 
para  lleyar  á  cabo  laa  dillgeiiclae  eoDelgnientea  de  reqaerimleDto  al  pago», 
embargo  de  bienea  y  eitación  de  remate,  como  en  efeeto  to vieron  logar, 
aegúa  de  aotoa  aparece,  el  día  10  de  Agoato  próximo  paaado  en  debida 
forma,  á  oonfleenenela  de  lo  que  la  demandada  promovió  en  eecrito  de- 
11  de  dicho  mea  de  Agoato  cueatlón  de  competencia  por  inhibitoria,  ale* 
gando:  qne  con  fecha  17  de  Jallo  de  1902  y  con  la  intervención  del  Co* 
iredor  de  comercio  D.  Joaé  María  Gomes,  firmó  en  la  dndad  de  CAflis  un 
docnmento,  por  el  cnai  anacribió  26  obllgacionob  de  la  aerle  8.^  de  A- 
1,000  peaetaa  nominalea  cada  ana,  conforme  al  añónelo  pnbllcado  por  la 
Oompafiia  anónima  ferroviaria  Vaaco  Gaatellana,  entr#  gando  en  el  acto,, 
también  en  Oádia,  2.500  peaetae,  importe  del  10  por  100  del  valor  nomi- 
nal de- aquélla;  con  §oj«ción  i  laa  condidonea  fljadaa  en  el  anuncio  que 
ba  preaentado  la  Compafiía,  aatlafiío  A  loa  8rea*  Arambora  Hermanoa, 
de  Oádia,  2.600  peaetaa  por  eada  nno  de  loa  plaaoa  aegondo  y  tercero;  j^ 
qne  no  habiéndoae  cumplido  por  la  Vaaco  Gaatellana  laa  condicionea  del 
relacionado  piéatamo,  la  compareciente  demandada  dejó  de  aatlaíacer 
loareatantea  plaaoa  de  laa  obllgaclonee  anacrltaa  por  ella»,  y  hallándose 
anéente  de  Oádia,  faé  citada  para  el  reconocimiento  de  laa  flrmaa  qne 
aotorisaban  el  reagnardo  de>  auacrlpclón  á  virtud  de  t xbortoa  del  Juagado 
de  Bilbao,  donde  habiendo  aido  declarada  confeaa,  ae  ha  deducido  y  des- 
pachado ejecación,  reclamándole  laa  16.876  peaetaa,  importe  de  loa  rea- 
tantea  plaaoa,  intereaea  y  coataa;  y  fundamenta  loa  citadoa  hechos  en 
que  en  los  juicios  en  qne  ae  ejercitan  acclonea  peraonalea,  íaera  de  lo^ 
eaaos  de  aumlsión  expresa  ó  tácita,  será  Juea  competente  el  del  lugar  en 
qne  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éete,  á  elección  del  de- 
mandante, el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  logar  del  contrato,  si 
hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplasa* 
miento;  que  haciendo  aplicación  de  eete  precepto  al  caso  de  que  ae  trata, 
no  puede  ofrecer  la  menor  duda  la  competencia  del  Juagado  de  Oádia 
para  conocer  de  la  demanda  Interpueata  en  Bilbao  por  ia  Vasco  Gaate- 
llana, pneeto  que  la  demandada  auacribió  en  dicha  ciudad  de  Cádiz  las 
obligaciones  objeto  de  la  reclamación,  en  Oádia  también  ha  pagado  loa 
tres  primeros  pisaos  de  esa  suscripción,  y  en  ella  úoica mente  vendría 
obligada  á  satiefacer  los  restantes,  puesto  qne  lejca  de  h&beíae  eatable" 
eldo  en  el  prospecto  de  emisión  la  obligación  de  pagar  en  Bilbao,  ae  de- 
signaron en  él  como  banqueroB  antorlaadoa  para  recibir  y  cobrar  laa  ana* 
eripciones  á  los  8res  Aramburu  Hermanos,  del  comercio  de  Oádia: 

Besultando  qne  el  Juez  de  Cádia,  oído  el  Ministerio  fiscal  y  de  acuer- 
do eon  el  mlamo,  dicto  en  18  de  Agoato  último  auto  dando  logar  al  re- 
querimiento Inhibitorio  pretendido  por  Dcfia  María  Mónita  Bevell'o,  fon- 
dándose  al  efecto  que  en  la  demanda  interpuesta  por  la  Compafiía  Vaaco 
Oaatellana  ae  ejercita  una  acción  peraonal,  alendo  Joca  ccmpetente  para 
conocer  de  eaas  demandas  el  del  domicilio  del  demandado,  á  falta  del 
Jnea  del  lugar  en  que  deba  compllrae  la  obligación  ó  al  logar  del  con- 
trato si  en  él  pnede  citarse  á  dicho  demandado  por  hallarae  allí,  aun 
cuando  aea  accidentalipente,  aegán  dispone  la  regla  l.^del  art.  e2  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  qne  el  logar  donde  deba  cumplirse  la  obli- 
gaeión  de  pago  es  aquel  que  ae  la  hubiera  asignado  en  la  obligación  mis- 
ma, y  en  coalquier  otro  caao,  el  lugar  del  pago  aera  el  del  domicilio  del 
deudor,  como  preceptúa  el  art.  1171  del  Código  civil;  y  que  ocn  arreglo  A 
las  disposiciones  legales  eitadaa,  corresponde  al  Juagado  de  Cádiz  y  no 
al  dal  dialrito  del  Centro,  de  Bilbao,  el  conocimiento  de  la  demanda  eje- 
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ontlva  promo¥ida  por  UOompafiís  «nónima  farroTiarla  Vaaao  Oaato- 
llana: 

Besnltande  qaa  dirigido  el  oportuno  oficio,  eon  el  eorreapondiento 
teatimoniOy  al  Jo«i  de  primera  Inetancia  del  dfelrito  del  Geotro,  de  Bil- 
bao, y  dada  Tlataá  la  repreeentaclón  de  la  Oompaflfa  ferroviaria  Vaaoo 
Oaeteliaaa,  Impagaó  éata  ei  requerimiento  de  inhibición  por  eecrito  de 
SO  de  Agosto  próximo  paaado,  alegando  en  eí otéela  qne  la  Üompaflla  an* 
tecltada,  desde  Bilbao,  sa  dooiAoillo  tegal,  ofreció  al  pdblloo  obligado- 
nee  de  primera  hipoteca,  y  la  Sra.  Revello,  mediante  la  carta  formóla 
de  sascrlpción,  dirigida  c  A  la  Oompafiia  anónima  ferroviaria  Vaaoo  Oaa- 
tellana,  calle  de  Ibáfiei  de  Bilbao,  Bilbao»,  realizó  la  aneorlpclón  á  Si 
•obligaciones,  aceptando  esta  ofdrta  conforme  can  el  añónelo  pnbllcado 
por  la  Oompafiia,  según  consta  en  loa  autos;  qne  ésta,  después  de  expre- 
sar en  el  ana  ocio  circnlar  ó  prospecto  pnbllcado  y  portonamente  repar- 
tido, qne  el  domicilio  legal  de  la  misma  es  Bilbao,  dice  textoaimonte: 
•cLoe  qne  deseen  snscribirse  á  estas  obligaciones  deberán  firmar  la  fór- 
mala qne  va  con  este  prospecto  y  remitirla  ó  depoeitarla  on  poder  de 
cualquiera  de  loe  banqaeroa  cuyos  nombres  se  consignan  en  la  coarta 
página  Oon  la  misma  fórmula  deberán  entregar  ó  remitir  el  10  por  100 
del  total  nominal  de  las  obligaciooea  por  que  se  suacriban.  También 
pueden  mandarse  firmadas  las  f  ^rmuiaa  directamente  á  laa  ofiolnaa  de 
la  Oompafiia,  calle  de  Ibáfies  de  Bilbao,  núm.  8  en  Bilbao;  calle  de  Al- 
calá, Dúm.  78,  Madrid,  ó  á  76,  Lombard  Street,  Londres,  remeeando  al 
•  propio  tiempo,  en  sobres  certificados,  ei  10  por  100  mencionado,  en  che* 
»qnes  ó  talones  billetes  de  Banco  ú  otros  valores  pagaderos  á  preaenta- 
clón,  sujetos  sin  embargo  á  la  revisión  de  los  mismos  respecto  á  valldei 
y  pago»;  que  sea,  pues,  que  loa  obligacionistas  hayan  manifeetedo  la 
«captación  directamente  por  correo  á  la  Oompafiia,  ó  sea  que  lo  hayan 
hecho  por  conducto  de  loe  banqueros,  bien  á  la  vieta  eatá  qne  el  oontrato 
/«e  ha  celebrado  por  correspondencia,  auscriblendo  la  aceptación  al  acep* 
tanto  en  punto  distinto  de  aquel  en  que  ae  hiao  la  of  arta  per  parte  da  la 
Oompafiia,  á  cuyo  conocimiento  tenía  que  llegar  esa  aceptación  para  que 
quedara  peifeccionado  el  contrato,  según  el  art.  64  del  Código  deOomer- 
do;  y  según  el  1263,  párrafo  segundo,  del  Oódigo  civil,  fia  aceptación 
hecha  por  carta  no  obliga  al  que  hiao  la  oferta  aino  desde  que  llegó  á 
tu  conocimiento.  El  contrato  en  tal  caso  se  presume  celebrado  en  el 
lugar  en  que  se  hiao  la  oferta»;  de  modo  que  el  lugar  del  contrate  ea 
Bilbao,  domicilio  legal  de  la  Oompafiia,  lugar  en  que  ae  hiao  la  oferta,  y 
no  Cádis,  como  parece  indicar  la  8ra.  Re  val  lo  cuando  afirma  que  en  aata 
ciudad  suscribió  las  obligaciones  objeto  de  ia  reclamación;  que  del  mis- 
mo modo  qae  la  naturaleaa  del  contrato  exige  que  el  lugar  del  miamo 
aea  Bilbao,  aai  la  naturaleaa  de  laa  obllgaoionee  derivadaa  de  eae  con- 
trato impone  también  que  el  lugar  del  cumplimiento  de  laa  mismas  aea 
Bilbao;  que  la  valides  y  el  cumplimiento  de  loe  contratoa  no  pueden  de- 
Jaree  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes,  y  no  dejaría  de  aer  un  ab* 
anrdo  el  qoe  no  obligacionista  cualquiera  pudiera  compeler  Judicialmen- 
te á  la  Oompafiia  al  cumplimiento  de  todas  aoa  obligaciones,  y  en  cam- 
bio se  halle  ésta  privada  de  medios  para  oomoeler  á  los  obligaeionlataa 
al  campli miento  de  laa  suyas,  lo  que  resultaría  de  prosperar  la  pretan- 
alón  de  la  6ra.  Bevello,  por  la  impoelbllldad  material  de  ejercitar  miles 
de  acciones  en  otros  tantos  pueblos,  y  por  eso  declara  este  Tribunal  8n« 
premo,  en  sentencia  de  O  de  Noviembre  de  1881,  que  ae  designa  de  nn 
modo  tácito  cuando  la  obligación  lleva  en  oí  la  condición  Implícita  del 
lugar  en  que  ha  de  ser  cumplida;  que  los  términos  del  contrate  respecte 
;al  lugar  donde  ha  de  cumpliree  la  obligación  eatán  clarea,  teda  vea  qne 
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•1 6inple»r  la  CkimiMifiia,  «n  el  segundo  párrafo  trsneerito,  la  palabra 
directamente^  eetá  evldenlemente  expresado  que  el  Ingar  del  eampU- 
nlento  de  la  obligaelón  eo  Bilbao,  y  qae  loe  banqueros  nombrados  en  la, 
página  4.*  del  prospecto  y  el  eorreo  son  simples  condaetes  de  que  ban 
podido  valerse  los  obligacionistas  para  remitir  á  Bilbao  el  Importe  de  loa 
dividendo»;  qae  la  intención  de  las  partes  contratantes,  dedaclda  racio- 
nal y  lógicamente  la  natoralesa,  términos  del  contrato  y  actos  ejecnta» 
dos  para  cnmpUrlo,  expresa  de  modo  indudable  qoe  el  logar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación  e«  Bilbao,  y  qne  la  misión  de  loe  banqaeros  au- 
torisados  ee  puramente  mecánlcay  sin  más  finalidad  qne  la  de  poner  al 
alcance  de  les  obligacionistas  toda  clase  de  lacilldades  para  suscribirse 
y  remitir  á  Bilbao  el  importe  de  la  suscripción;  y  aun  en  el  eupoesto  de 
que  se  considerase  como  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  el  del 
domicilio  de  cualquiera  de  esoe  banqueros,  como  quiera  que  uno  de 
éstos,  Oredlto  de  la  Ualón  Minera,  eetá  domiciliado  en  Bilbao,  siempre 
resultará  la  competencia  á  favor  de  este  Jusgado,  ante  quien  se  ba  visto 
la  Compafiía  en  la  necesidad  de  demandar  á  la  otra  parte,  que  no  ha 
cumplido  con  su  obligación;  y,  por  ólttmo,  que  no  hay  por  qué  hablar 
del  fuere  del  demandado,  porque  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obli- 
gación eetá  expreso  en  el  contrato;  y  su  naturaleza  exigo  que  sea  Bilbao, 
siendo  la  misma  la  intención  de  los  contratantes: 

Beenltando  que  el  Jues  de  Bilbao,  de  acuerdo  con  el  Ministerio  fie- 
oal,  dictó  auto  de  7  de  Septiembre  último,  no  dando  lugar  al  requeri- 
miento de  inhibición  pretendido  por  el  de  Oádic,  y  sosteniendo,  de  con- 
trario, eu  competencia  por  considerar  que  la  circunstancia  de  haberse 
expresado  con  el  anunció  de  suscripción  publicado  por  la  Compafiía 
Vasco  Castellana,  al  ofrecer  al  público  obligaciones  emitldae  por  dicha 
Oempafiía,  quiénes  eran  los  banquefOs  autorlsados  para  recibir  las  sus- 
eripoiones,  no  es  dato  suficiente  á  determinar  por  sí  solo  que  el  plaso  de 
los  pagos  posteriores  ala  suscripción  hubiera  de  hacerse  precisamente  á 
loe  mismos  banqueros  en  el  domicilio  de  éstos  y  no  en  el  de  la  Compa*- 
ílía  emisora  de  las  obligaciones;  que  celebrado  el  contrato  de  que  nace  la 
obligación  cuyo  cumplimiento  se  reclama  en  este  Juicio,  á  virtud  de 
oferta  hecha  por  la  Compafiía  demandante  por  medio  del  anuncio  de 
suscripción  antes  mencionado  y  de  la  consiguiente  aceptación  de  la  sus- 
eriptora  Dofia  María  Móniea  Revello,  expresada  en  el  boletín  de  suscrip- 
ción, firmado  por  la  misma  y  dirigido  á  la  Compafiía  anónima  ferrovia- 
ria Vasco  Castellana  á  eu  domicilio  legal,  que  es  la  villa  de  Bilbao,  re- 
sulta indudable  que  el  lugar  de  dicho  contrato  ee  Bilbao,  pues  que  a»í  lo 
establece  el  art.  1262  del  Código  civil;  que  si  bien  no  aparece  expresa- 
mente designado  el  logar  en  qoe  los  suscriptores  que  aceptaran  las  ofer- 
tas de  la  Compafiía  demandante  habían  de  hacer  el  pago  de  los  plasoa 
posteriores  al  acto  de  la  suscripoión,  las  obligaciones  contraídas  por  di- 
chos suscriptores  para  con  la  Compafiía  llevan  en  sí  la  condición  implí» 
cita  Jel  lugar  en  qoe  han  de  ser  cumplidas,  ya  que  no  apareciendo  auto» 
riaados  los  banqueros  que  se  mencionan  en  el  anuncio  antes  referido 
más  que  para  recibir  las  suscripciones  y  con  ellas  el  primer  plaso  del 
10  por  100  de  un  modo  tácito,  queda  reconocido,  y  así  se  deeprende  del 
mismo  anuncio  de  suscripción,  que  el  lugar  del  pago  de  los  piases  res- 
tantes había  de  ser  en  el  domicilio  de  la  Compafiía  emisora  de  las  obli-^ 
gaeiones,  y,  por  lo  tanto,  es  de  apílicacióo  al  preeente  caeo  para  resolver 
las  oueotionee  de  competencia  surgida  la  doctrina  declarada  por  el  Tri» 
Ininnl  Supremo  en  sentencia  de  9  de  Noviembre  de  1888,  al  establecer 
que  la  deeignaclón  del  logar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  no 
sólo  se  hace  expresamente,  sino  da  un  modo  tácito  cuando  aquél  reeulte 
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^el  contenido  mismo  de  1a  obligMión;  qne  ann  en  el  snpaetto  de  qn» 
estuviera  pactado  qae  loe  banqneroe  que  ezpreea  el  anoooio  de  aneorlp- 
ción  ee  hallaban  antorisadoe  para  recibir^  no  eólo  el  importe  del  primor 
plaao,  sino  todoe  los  demás,  siempre  resnltaría  qne  dichos  banqneroe 
habían  de  efectnar  los  cobree  como  representantes  ó  comisionados  de  la 
Oompafiia  demandante  y  por  enenta  y  orden  de  ésta,  y  qne  en  el  oaeo 
de  revocación  por  parte  de  la  Compafiía  de  la  oomisióa  conferida  á  di- 
chos banqneros,  loe  pagos  habían  de  hacerse  en  el  domicilio  legal  de  la 
misma,  ante  coyas  consideraciones  surge  aún  con  mayo?  claridad  la  con- 
dición implícita  qne  en  sí  Ueya  el  contrato  de  pagar  loe  piases  de  ene- 
cripclón  en  el  d  jmioiiio  de  la  Oompafiia;  qne  las  obligaciones  de  laa  So- 
ciedades anóolmas  partisipan  de  la  misma  natoraleca  Jarídlca  qne  laa 
acciones,  sin  más  diferencia  qne  en  aquéllas  es  fijo  el  beneficio  j  en 
éstas  insegnro  ó  ilimitado,  cotoo  sometidas  qne  escán  á  las  eventualida- 
des de  las  pérdidas  ó  gaoancias,  y  seto  presente,  así  como  el  accionista 
viene  obligado  á  hacer  efectivos  los  dividendos  pasivos  en  el  domicilio 
social,  segúa  se  desprende  del  tenor  del  art.  171  del  Oódigo  de  Oomercio» 
con  arreglo  al  caá  I,  á  falta  de  on  término  prefijado  en  el  contrato,  nace 
para  el  socio  ó  accionista  la  obligación  de  entregar  sn  capital  de$de  qué 
se  establezca  la  Caja^  locación  qne  claramente  entrafia  la  determina- 
ción del  logar  ael  cacnpllmiento  de  las  obligaciones  en  el  domicilio  do 
la  Sociedad,  paesto  qae  en  eete  y  no  en  otro  es  donde  la  Oaja  ha  de  eeta- 
folecerse,  del  mismo  modo  el  obligaoionieta  está  obligado  á  entregar  en 
capital  en  el  domicilio  de  la  Sociedad,  en  virtnd  del  principio  jurídico 
de  qne  en  igaaldad  de  casos  es  aplicable  la  misma  norma  ó  raaón  legal; 
qne  ann  no  admitidae  lae  rasooes  anteriormente  exprseadae,  y  que  de- 
terminan la  competencia  de  este  Juagado  para  conocer  del  Juicio  ejecn 
tivo  de  que  ee  trata,  resaltaría  sielhpre  que  con  arreglo  al  anuncio  de 
sascrlpclones  de  ob  igaciones  emitidas  por  la  Oompafiia  demandante, 
interpretado  en  el  sentido  qae  pretende  el  Jasgado  reqalrente,  los  sus- 
criptores  de  dichas  obligaciones  podían  pagar  el  importe  de  éstas  indis* 
tintamente  á  los  banqneros  comisionados  de  la  Oompafiia  en  el  lugar  do 
la  residencia  de  ésta  ó  á  la  misma  Oompafiia  en  su  domicilio  legal,  que 
-es  Bilbao,  y,  por  lo  tanto,  qae  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción reclamada  seria  indistintamente  en  el  caeo  de  autos  Bilbao  ó  Oádis; 
y  desde  el  momento  en  qne  la  Oompafiia  demandante^  ha  ejercitado  su 
acción  ante  uno  de  los  dos  Jnzgados,  que  en  todo  caso  Resultarían  eom- 
potentes,  ha  dejado  de  serlo  el  otro  en  virtnd  del  derecho  de  op<*ión  que 
la  ley  concede  ea  todo  caso  al  acreedor  cnando  exleten  dos  ó  más  Jo** 
gados  de  igual  modo  competentes  para  conocer  de  determinados  Jálelos: 

Resallando  qae  el  Jaez  de  primera  iastancia  de  Oádis  insistió  oa  la 
inhibitoria  propuesta  al  de  Igaal  clase  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao, 
por  aato  de  16  de  O  ;tabre  último,  y  en  su  virtud,  uno  y  otro  han  eleva- 
do sas  respectivasi  aotaacloaes  á  este  Tribanal  Sapremo,  donde  se  ha 
snetanclado  la  compeieacla  con  arreglo  á  derecho  é  intervención  del  Bfi- 
nlstflfio  fldcai. 
.  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Oovián: 

Considerando  qne  ann  cnando  no  pndiera  estimarse  que  el  lugar 
para  el  cumplimitínto  de  la  obligación  contraída  por  Dofia  María  Móai- 
ea  Bevello  faeae  Oá  lis,  dalos  los  términos  del  doonmento,  con  arreglo 
al  caal  tomó  parte  de  la  eascripsióa  de  las  obligaciones,  como  de  toda 
soerte  no  aparece  del  mismo  ni  de  principio  algano  de  praeba  traído  á 
los  antos  que  el  pig[o  de  los  plasos  reclamados  hubiera  de  hacerse  pn*- 
cieamant^  en  Blib^o,  ó  ea  cualquiera  otro  punto,  da  manera  expresa  de- 
terminado^  ni  la  nataraieza  del  contrato  que  se  celebró  requiera 
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Tlcmeate  qne  se  Tertfloara  oi  la  población  menolonada,  por  tenor  om 
^la  0Q  domicilio  la  Sociedad  qne  emilló  dichac  obligaciones,  ea  notoria 
qne  á  tenor  de  lo  diepneeto  en  el  párrafo  8.^  del  art.  1171  del  Oódigo  ^ 
yU,  en  relación  con  la  regla  !•*  del  ñ%  do  la  lej  procesal,  ae  impono  ei 
íoero  del  domicilio  del  demandado  y  requerido  dendor,  qne  as  el  qvn 
reclama  la  competencia; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento 
de  estos  antos  corresponde  al  Joca  de  primera  instancia  de  Oádia»  al  qno 
se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndose  esta  resoloción  en  conoci- 
miento del  de  igaal  clase  del  distrito  del  Centro,  de  Bilbao,  y  siendo  do 
cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaeeia  dentro 
de  los  di«s  días  siguientes  al  de  su  fecba,  é  Inaertará  en  la  Colbcci6k 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesariaa,  lo  pronuncia» 
moe,  mandamos  y  flrmamos.=JoBé  de  Aidecoa.=Franclsoo  Toda.=Vi- 
«ante  de  Flniés.=Víctor  Ooviáo.ssEduardo  Rala  García  Hita. 

Publicación .=Jieída  y  publicada  ba  sido  la  anterior  sentencia  por  el 
Sxcmo.  8r.  D.  Víctor  Oovián,  Magiatrado  del  Tribunal  Supremo,  celo* 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  boy,  de  qno 
oertiBco  como  Secretario  de  la  misma.  y 

Madrid  tt  de  Diciembre  de  1906.=Mareolino  San  Bomán. 


Mum«  17Q.-TR>BUNAL  SUPREMO.— 22  de  DIolenbrOt 
pabiieado  el  25  de  Maye  de  I9C8. 

Casación  por  infraccióm  de  LEY^—De/ema  por  po6r«.— Auto  de* 
clarando  no  babor  lugar  á  la  admiaión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Ij^nacio  Collado  contra  la  aentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  inci- 
dente con  D.  Valentín  Rodríguez 
Bn  6u  CON8I0BRANDO  únlco  80  ostableco: 

Que  iegún  el  núm.  9.®  del  art.  1729  de  la  ley  proeeeal,  e$  ^naclim- 
^ible  el  reeureo  de  eaiaeión  fundado  en  eupuesto»  que  niega  la  Sata 
eenieneíadora^  cuya  apreeiadón  de  prueba  no  »e  impugna  en  la  for- 
ma debida  ni  aun  ee  apoya  en  el  nüm.  7P  del  art.  1692, 

Besultando  qne  en  la  segunda  instancia  de  autos  seguidos  en  uno  do 
los  Jusgados  de  primera  instancia  de  esta  corte  por  D.  Valentín  Bodrí- 
gues  García,  como  albacea  de  D.  Juan  de  la  Bosa,  con  D.  Ignacio  Colla- 
do Ayuso,  sobre  rendición  de  cuentas  por  parte  del  demandado,  que 
venía  defandiéodose  en  concepto  de  rico,  se  promovió  incidente  de  po- 
bresa  que,  susunoiado  con  arreglo  á  derecbo,  f  oó  desestimado  por  aon- 
tenoia  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio  de 
17  de  Abril  próximo  paeado,  á  cuya  sAplica  declaró  la  misma  Sala  ne 
haber  lugar  en  otra  de  16  de  Mayo  siguiente. 

Besultando  que  D.  I<nacio  Collado  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  el  dúqq.  1.®  del  art  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civlli 
por  considerar  infringidos: 

Frimero.  El  art.  16,  núm.  1.®,  de  dicha  ley  procesal,  puesto  que  si  so 
otorga  la  defensa  por  pobre  á  los  que  viven  de  un  jornal  ó  ralario  even- 
tual, con  más  rasón  debe  otorgarse  al  recurrente,  que  no  tiene  jornal  al- 
guno*ni  salario  eventual  y  vive  á  expensas  de  su  hermano  político  don 
Manuel  Hernándes;  y 
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Segundo.  El  art.  26  de~Ia  repetida  ley,  puesto  que  ha  demostrado  que 
oon  posterioridad  á  la  primera  instancia  del  pleito  prinolpai  ha  Tenido  á. 
peor  fortuna: 

Besaltande  qns  el  Ministerio  fiscal  se  opnso  á  la  admisión  del  recnr- 
so,  7  en  su  virtnd,  se  trajeron  ios  antes  á  la  visto,  con  las  citaciones  eo* 
rrespondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  qne  en  el  recurso  se  da  por  supuesto  lo  que  en  la  sen» 
tencia  se  niegs,  ó  sea  que  no  se  ha  probado  que  el  recurrente  haya  Toni» 
do  al  estado  de  pobresa  con  posterioridad  á  la  primera  instancia  en  que- 
so defendió  como  rico,  y  se  estimó  además  que  cuenta  con  medios  d» 
subsistencia  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad,, 
apreciación  de  prueba  que  no  se  impugna  en  la  forma  debida,  pues  ni 
aun  se  apoya  el  recoreo  en  el  núm.  7.o  del  art.  1692,  por  lo  cual  es  inad* 
misible,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  núm.  9.^  del  art.  17%9  de  la  ley  pro- 
cesal civil; 

No  ha  lugar  á  la  arimlsión  del  recurso  de  casación  por  infracción  do- 
ley  interpuesto  por  D.  Ignacio  Collado  Ayuso,  á  quien  se  condena  al  pago 
de  las  costas;  librase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  corres- 
pondiente, y  pnbiíqneee  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  22  de  Diciembre  de  lOOe.ssJoséde  Aldecoa.=Franclsco  Toda» 
Antonio  Alonso  Caeafift.szPascnal  I>omenech.==  Federico  Monsalvcas. 
Camilo  María  Qullón.=£daardo  Ruis  García  Hita.=Lioenciado  Jorge 
Martines. 


Küm.  180.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  ds  Ololenibro, 
publicada  el  25  y  el  26  ds  Mayo  do  1908. 

CASAaÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY. —Servidumbre  de  paso.— Senten- 
cia declarando  do  haber  lagar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Fólix  Herreros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de 
Astigarraga  y  otro. 
Bn  sus  C0N8IUBRAND08  SO  ostabloco: 

Que  las  aerotdumbres  dí$eontinuas  de  eenda^  carretera  ó  via^  se 
adquieren  por  la  posesión  inmemorial  según  la  ley  15,  tít*  31,  Par^ 
tida  3M 

Que  la  pfu^ba  testifical  no  puede  combatirse  en  cae%ción  por  eer 
de  la  facultad  exelusioa  del  1  ribunal  sentenciado^: 

Que  el  Real  dcareio  de  It  de  Nooiembre  de  18S4  al  eliminar  dé  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  los  inmuebles  y  derecho^, 
reales  pertenecientes  al  dominio  eminente  del  Estado,  comprende 
dentro  de  las  excepciones  de  su  art,  3.®  los  caminos  de  todas  clasee^ 
y  cualesquiera  otros  de  uso  común  y  general,  cuyo  carácter  reoisten 
las  seroidumbres  discontinuas  de  paso,  siendo  inapUcables  al  caso 
los  arts.  2.^,  13,  23,  25,  27,  34,  35,  397,  398  y  399  de  la  ley  Hi- 
potecaria: 

Que  los  derechos  establecidos  por  dicha  ley  en  su  art.  34,  ae 
pueden  alcanzar  al  comprador  de  una  finca  á  la  que  afecta  una  eer» 
vidumbre  de  la  mencionada  clase  conocida  por  aquél: 

Que  son  inestimables  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  alegador 
por  el  recurrente  en  la  apreciación  de  la  prueba  sin  otro  fundamento' 
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que  la  opinión  del  miemoj  y  por  lo  que  afeeta  á  la  de  doeumentoe, 
cuando  éeioe  no  demueetran  el  error  que  $e  eupone  cometido. 

fia  U  yilU  y  corte  do  Madrid,  á  22  de  Diciembre  de  1906,  en  el  jniolo 
declarativo  de  mayor  eaantía  segnido  en  el  Jusgadd  de  primera  instan- 
cia de  San  Sebaatián  y  la  Sala  da  Joeticia  de  la  Audiencia  territorial  da 
Pamplona  por  O.  Félix  Herreroe  y  Santa  Orna,  mayor  de  edad,  agente 
de  aegoroe,  Teoino  de  dicha  clndad,  contra  el  Ayuntamiento  eonetiin- 
cional  de  Astigarraga,  reprecentado  por  en  Begider  Sindico  D.  Lnic 
2kibaiegni  y  Goicoechea,  mayor  dé  edad,  labrador,  reciñe  de  la  misma 
▼illa,  «obre  cerTidnmbre  de  paeo;  pendiente  ante  Nóe  en  virtud  de  re- 
eurao  de  casación  qué  por  infracción  de  ley  ha  interpuesto  D.  Félix  He- 
rrarea  y  Santa  Crní,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  den 
Antonio  Pintado  y  el  Letrado  D.  Isidro  Peres  Oliva,  estándolo  el  Ayun- 
tamiento de  Astigarraga  por  el  Preonrader  D.  Pedro  Ganna  y  el  Letrado 
D.  Matías  Barrio  y  Mier. 

Beeoltando  que  por  escritura  pública  otorgada  ante  el  lactario  de  San 
Sebaatián  D.  Santiago  Erro  con  lecha  1.®  de  Septiembre  de  1908,  don 
Manuel  Felvert,  obrando  en  concepto  de  apoderado  de  Dofia  Laureana 
Alcain  y  Jaúregni,  vendió  al  hoy  demandante  y  recurrente  D.  Félix  He- 
rreroe Santa  Crns  la  casería  Araneder,  radicante  en  jurisdicción  de  la 
villa  de  Aatigarraga,  barrio  de  Santiago  Mendi,  núm.  9,  con  los  perte- 
necidos siguientes:  una  antepuerta,  de  cabida  de  una  área  y  60  oenti- 
áreae,  confinante  por  Norte,  Poniente  y  Mediodía  con  sus  pertenecidos,  * 
y  por  Oriente  con  un  camino  carreteril;  una  tierra  ribera,  junto  á  la 
caaa,  de  cabida  de  04  áreas  y  42  centiáreas,  confinante  por  Norte  con 
JMrtenecidos  de  D«  Francisco  Miramón;  por  Oriente  con  camino  carrete- 
ril, por  Mediodía  con  una  regata  y  camino  carreteril,  y  por  Poniente  con 
una  regata;  un  terreno  mansanal.  Junto  á  la  casa,  de  cabida  de  188  áreas 
y  57  eentiáreas,  confinante  por  B|ediodía  con  pertenecidos  de  Oyamune 
j  Bidaburu;  per  Oeste  con  camine  carreteril  que  divide  á  loa  anteriores 
terrenos;  por  Eate  con  un  oamino  carreteril  y  pertenecides  de  D.  Pedro 
Vobleaa,  y  por  Norte  con  pertenecidos  de  D.  Vicente  Irara,  cuya  escri- 
tora fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido:  « 

Resultando  que  dueflo  así  el  D.  Félix  perreros  Santa  Orus  de  la  an- 
tecitada casería  Araneder,  realizó  en  ella  ciertas  obras  ó  reparaciones 
que  dieron  lugar  á  que  el  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento  de  Asti- 
garraga le  dirigiera  en  28  de  Maiso  de  1904  una  comunicación  manifes- 
tándole que  por  hal>er  cerrado  con  tal  obra  el  paso  público  del  punto  de- 
nominado Araneder,  el  cual  prestaba  servicio  desde  tiempo  inmemorial, 
ee  habían  quejado  los  vecinos  ante  la  Corporación  municipal  contra 
dicho  cierre,  previniéndole,  por  lo  tanto,  procediera  á  dejar  libre  ó  ex- 
pedito el  paso  en  cuestión  dentro  del  término  de  quince  días;  y  como  el 
D.  Félix  Herreroe  contestara  negando  hubiese  cerrado  con  sus  obras 
ningún  paso  público,  de  nuevo  recibió  otras  dos  común icacionee  del 
mencionado  Alcalde  de  Astigarraga,  reiterándole  las  anteriores  mani- 
feataciones  é  insistiendo  en  haber  sido  cerrado  el  repetido  paso  ó  camino 
público,  en  cuyo  concepto,  y  en  virtud  de  acuerdo  del  Ayuntamiento 
del  día  24  de  Abril  siguiente,  le  requería  para  que  en  el  término  de 
treinta  días  repusiera  las  cosas  al  ser  y  estado  anterieres,  bajo  apercibi- 
miento de  que  en  caso  contrario,  y  sin  perjuicio  de  otras  responsabili* 
dadea,  se  ejecutaría  á  su  costa  la  obra  precisa  por  operarios  del  Munici- 
pio; siendo  de  advertir  que  semejante  acuerdo  tuvo  por  base  ó  preceden- 
te una  información  testifical,  cuyo  reaultado  se  biso  constar  en  acta  que 
levantó  el  Notario  de  Hernani  D.  José  Lopes  de  Zobiría  en  24  de  Mario 
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46l  miamo  aft?  1904  pura  Jaatiflear  La  ezlateocia  inmemorial  del  oamlnp 
é  aerVidambra  de  paao  en  cneatión,  y  qae  habiendo  intejrpneato  D.  Féük 
HerraroB  contra  loa  mencionadoa  aonerdoa  del  Ayontamiento  de  Aatiga- 
rraga  el  oportuno  recnrao  da  aiaada  para  ante  el  Gobernador  ciyii  de  U 
proviocia,  le  f oé^  deaeatimado»  de  ooníormidad  con  el  informe  de  la  O*- 
miaión  proYinoial,  f  andándoae,  entre  otrae  oonaideracionee,  en  qno  la 
cneatión  de  derecho  era  de  la  ezelneiya  eompeteneia  de  loa  Tribnnalee 
ordinarioa,  no  pndiendo  venlilaree  en  aqnei  recnrao  máa  cneatión  qno  la 
de  derecho,  6  aea  la  de  ai  el  páblloo  ha  yenido  paaando  por  el  tema» 
con  derecho  ó  ain  él«  y  qne  reanelto  eole  panto  en  aentide  aflrmatiro»  ora 
procedente  el  acnerdo  del  Ayuntamiento»  limitado  á  defender  la  pona- 
alón  dt  hacho: 

Reaaltando  qne  como  prneba  doonmontal  del  demandante  ee  kan 
traído  á  loa  antoa  en  el  periodo  oorreapondiente:  primero,  nna  certlfloa- 
ción  del  Begiatrador  de  la  propiedad  de  San  Sebaatlán  haciendo  oonatar 
qne  examinadaa  laa  inacripoionea  de  la  caaería  Araneder  y  ana  partn- 
necidoB,  propia  hoy  de  D.  Félix  Herreroa  j  Santa  Orna,  no  reanlla  qne 
flobre  ella  peae  eeryidnmbre  alguna  de  paao  en  favor  del  Ayuntamimlo 
de  Aatlgarraga,  y  aegundo,  otra  certificación  expedida  en  9  de  Enero  de 
1906  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Aotigarraga,  con  el  Víalo 
Baeno  del  Alcalde,  haciendo  conatar  que  de  loe  datoa  obranteo  en  aque- 
lla Corporación  mnnicipal  no  ap«roce  ee  haya  oenetgnado  en  pioan- 
pueato  ni  Invertido  cantidad  eapecial  alguna  para  el  arreglo  del  camino 
de  que  ae  trata,  ain  que  eato  quiera  decir  que  el  Secretario  certiflcanto 
ae  atreva  i  certificar  que  nunca  ee  liaya  invertido,  pueato  que  eeto  ao  le 
cenata,  y  al  tan  aólo  lo  qne  queda  manif eetado  antea  y  en  la  certlAoaolén 
que  habla  expedido  por  mandato  del  Jaagado  en  80  de  Diciembio  aala- 
rior,  en  la  cual  conaignó  que,  oegún  aparecía  ea  loa  preeupueetoa  for- 
madoa  anualmente  haata  el  día  de  la  fecha  por  aquella  Oorporaeión»  ee 
ha  conaignado  una  cantidad  para  arreglo  de  oaminoa,  ein  eapaeifiÍMtf 
coAlea,  aplicado  aegdn  laa  necoaidadee: 

Beaoltando  que  en  relación  con  eatoa  anteoedentea,  el  D.  Félix  Ho- 
rreroa  de  Santa  Orna  dedujo  en  eaorito  de  17  de  Agoato  de  1904,  anta  el 

aagado  de  primera  inatancla  de  San  SebaatlAn,  demanda  dejuialo  de- 
irativo  de  mayor  cuantía  contra  el  Ayuntamiento  de  Aatlgarraga»  j 
ejercitando  en  ella  la  acción  real  denegatoria  de  eervidumbro  qno  la 
eompetía,  aolicitó  que  en  en  día  ae  dictaae  sentencia,  declarando:  prl* 
enero,  que  al  demandante  Herreroe  oorreeponde  en  propiedad  y  pooealón 
la  caaería  Araneder  con  aua  pertenecidoe,  determinadee  en  la  demanda 
7  plano  que  al  efecto  ae  acompaftaba;  aegnndo,  que  cobre  eetoa  pertono- 
cidoa  de  la  caaería  Araneder  no  exiate  oonatitnida  ninguna  eervidnmbto 
de  paao  público  en  f  Avor  del  Ayuntamiento  de  Aatigarraga,  repreeentan» 
do  cata  Oorporación  para  ello  A  aua  vecinoa  ó  domiciliadoa;  tercero,  oaa- 
denar,  en  en  conaecuencia,  al  Ayuntamiento  de  Aetigarraga  A  que  doje 
«In  valor  ni  efecto  algano  cuantoa  aouerdoe  haya  adoptado,  eepedal- 
mente  loa  de  11  y  20  de  Abril  de  1904,  exigiendo  la  servidumbre  de  paao 
público  en  loa  pertenecidoo  de  la  casería  Araneder,  apercibiendo  A  aquella 
Oorporación  de  que  en  lo  auceaivo,  y  bajo  la  prevención  de  exigirla  la 
correapondlente  reaponaabilidad,  ae  abatenga  de  pertarbar  é  inqulolar 
ea  en  propiedad  y  poaeaión  al  demandante  D.  Félix  Harreroe;  cnarto, 
condenar  igualmente^  al  repetido  Ayuntamiento  da  Aatigsrraga  A  qne 
abone  al  demandante'  Herreros  el  valor  de  la  tapia  que  ha  obligada  á 
destruir  A  consecuencia  de  ana  acuerdos,  oon  mAi  todos  los  dafioe  j  par» 
juicios  cauaadoa  y  que  causase,  apreciados  psriclalmente;  y  quinta,  oon- 
denar,  por  último,  en  las  costas  dol  Juicio  A  la  entidad  demandada;  en 
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tpoye  de  enyas  pretoaaioiies  ezpnso  el  «otor  Herreroe  nos  relaolón  de 
hMhea  Bnetanolalmeate  conforme  een  la  7a  eonslguada  en  loa  anteee- 
dentee,  7  afiadló:  qne  en  el  terreno  deaerito  en  la  denianda  no  ha  czla* 
ttdo  oamlno  públlcoi  el  bien  por  mera  tolerancia  de  loe  Inqnillnoe  de  la 
caieria  Araneder  han  paeado  algnnaa  pereonae  para  acortar  dietanolae, 
y  qne  habiendo  adquirido  la  propiedad  de  dioha  oaeería,  trató  de  defen- 
derla reparando  nna  tapia  qne  divide  loe  terrenoa  del  dominio  jubileo, 
á  ea7a  demanda  aeompafió  nn  plano  explleatlyo  de  la  e^itnaclón  de  la 
eieeria  con  ene  perteneoidee  7  copia  de  la  eecrltara  de  1.^  de  Septiembre 
de  IMS,  por  la  qne  adquirió  dicha  finca: 

Beenltando  qne  al  conteetar  el  Ayantamiento  de  Aatlgarraga  la  de* 
manda  pidió  ee  le  abaolTleee  de  la  mlema  con  ezpreea  Impoeiolón  de 
eeetaar  al  actor  7  aln  perjnicio  de  lae  demáa  reeponaabllidadee  f  xlgiblof , 
•zponiendo  al  efecto:  qne  de  tiempo  remotieimo  é  Inmemorial  t zletía  el 
camino  ó  paao  pdbnce  llamado  de  Araneder,  qne  one  loe  doe  caminoa 
qne  condacen  á  Brgovia,  uno  en  término  de  Aatlgarraga  7  otro  en  el  de 
Branio;  qne  eee  paao  era  de  ntllidad  7  aún  de  nciceeldad.  á  fin  deoTltar 
el  enorme  rodeo  qne  sin  él  ha7  qne»  dar  paia  comnnicarae  entre  loe  pnn- 
tea  qne  nne;  qne  de  b«  ezietencia  habla  eobradae  eefialea  oetenelblee, 
podiendo  obser varee,  entre  otrae,  el  pnente  qne  como  parte  de  aqnél  eetá 
•obre  la  regata  qne  corre  por  allí,  qne  ana  vea  dnefio  D.  Félix  Herreroe 
de  la  caeerf a  Araneder,  qne  atravieea  el  camino  referido,  ee  apreenró, 
mediante  ciertas  obrae,  á  interceptar  el  paao  en  cneetión,  7  ann  deetmlr 
le  rotnrandü:  qne  contra  eete  acto  proteetaron  inmediatamente  primero 
algnnoe  Tecinoe,  7  Inego  pnede  dedrae  qne  al  pneblo  en  masa  de  Aatl- 
garraga 7  ann  de  Hernán!,  pidiendo  amparo  al  A7Qntamiento  contee- 
tacte;  qne  de  ciencia  propia  conetaba  al  Alcalde  de  Aetigarraga  7  i  to 
dos  loa  Ooncejalea  la  exletencia  del  alndido  camino,  CB7ae  Befialee  oe- 
tenslblea  eran  7  ann  ea  fácil  todavía  ver  aebre  el  terreno,  á  peear  de  lae 
ebraa  llevadas  á  cabo  por  el  demandante  Herreroe,  qne  ante  la  reeleten- 
da  de  éste  para  qne  dejase  libre  el  paao  del  camino  en  cneatión,  hnbo  de 
femar  cartas  en  el  aennto  oficialmente  el  A7mitamlento,  adoptando  loe 
aeoerdoe  oportunos  en  defensa  de  loe  Intereeee  del  común,  despnée  de 
quedar  plenamente  demoetrado,  mediante  información  teetifical,  ca70 
resultado  se  htao  oonstsr  en  eolemne  acta,  levantada  por  el  Notario  de 
Hemani  D.  Joeé  Lopes  Zibiría  en  34  de  Marao  de  190i,  lo  que  7a  cons- 
taba perfectamente  á  todoa,  ó  eea  la  exletencia  inmemorial  del  camino 
ó  Bfnrvidumbre  de  paee  que  ee  discute,  7  que  la  decisión  eon  que  el 
Ayuntamiento  consteetante  defiende  su  derecho,  no  eólo  obedece  á  en 
deber  7  convicción  concretos  al  caeo  actual,  sino  también  A  las  previeio- 
nes  del  porvenir,  puee  ee  de  temer  que  el  proeperara  la  preteneión  del 
actor  Herreros,  ó  se  hubiera  allanado  A  ella,  ae  quedaría  muy  pronto  el 
término  municipal  de  Aetigarraga  aln  un  eolo  camino,  ya  que  la  mayor 
■parte  ee  encuentran  en  circunetanciae  Igualee  A  lae  del  que  ahora  ee  tra- 
ta, no  habiendo  para  qué  ponderar  la  gravedad  de  lae  conaecueociae  que 
pueden  derivarse;  deepuée  de  cuyos  hechoe  citó  el  Ayuntamiento  de  Aa- 
1"  irraga  en  eu  eecrlte  de  conteetación  los  fundamentoe  de  derecho  que 
fó  pertinentes,  y  entre  elloe  el  de  qne  si  el  Municipio  y  el  público 
ion  poseyendo  de  tiempo  inmemorial^  tanto  cque  non  ee  puedan 
rdar  les  omea  cuando  ha  que  lo  comencaron  A  usar»,  el  camino  ó 
I  ridumbre  que  noe  ocupa  quieta  y  pacíficamente,  ein  interrupción  al- 
I  ^a,  y,  por  tanto,  conforme  A  la  ley  16,  título  81,  Partida  8.*,  que  ee 
pUcable;  esa  posesión  habrA  pasado  A  la  categoría  de  dominio,  pñee 
abrA  ganado  por  uno  de  loe  medioe  que  la  expreeada  ley  determina 
Toecrlpclón  inmemorial,  aun  cuando  en  la  posssión  no  hubieran  con- 
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xorrido  loe  reqoisitoa  de  baena  íe  y  Jnato  título  (sabré  tode  el  Befando) 
ya  qaé  está  repetidamente  declarado  que  do  bod  precieoe  para  las  prea- 
erlpcionea  extraordinariae,  cerno  la  inmemorial  entre  otras  diepoeiolo- 
nes,  en  las  leyee  16  y  21,  tit.  29,  en  la  Partida  8.*  («como  por  tiempo^ 
de  treinta  afioe  poede  ome  ganar  qnod  cosa  qnien  aya  boena  fe  qniea 
nom  )  ó  infinidad  de  eentenoiae  del  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  Ua 
de  21  de  Septiembre  de  1860,  7  de  Abril  de  1868,  6  de  Octubre  de  188S  j 
8  de  Marao  de  1886,  en  las  que  se  declara  que,  con  arreglo  á  la  Jurispru- 
dencia constantemente  establecida'  por  el  Tribunal  Supremo  para  1». 
prescripción  extraordinaria  ae  treinta  ó  más  afios,  no  es  necesaria  la 
buena  fe  ni  el  justo  título,  con  cuyos  preceptos  están  conformes  loa  oon- 
tenidos  en  el  art  1969  del  Código  civil  y  aun  los  del  1940;  siendo  evl* 
dente,  á  mayor  abundamiento,  la  coneurrencia  de  los  expresados  reqnl» 
sitos  y  demás  que  integran  la  prescripción  en  el  caso  objeto  de  este  Jui- 
cio; la  buena  fe,  porque  se  presume  siempre,  mientras  no  conste  lo  cen- 
trarlo, y  el  justo  título,  porque  lo  constituye  siempre  el  hecho  de  lapo- 
sesión  acompafiado  de  buena  fe,  lo  mismo  á  tenor  de  las  leyes  21  y  14» 
título  29,  de  la  Partida  8.*,  que  con  arreglo  á  los  arts.  447  y  448  dtl  Có- 
digo civil  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Mano  de  1864, 
4  de  Marzo  de  1874,  26  de  Abril  de  1868  y  1.^  de  Mayo  de  1867  á  cuy». 
escrito  de  contestación  se  acompafiaron,  entre  otros  documentos,  una 
certificación  haciendo  constar  el  acuerdo  tomado  por  el  Ayuntamiento 
de  Astlgarraga  en  24  de  Abril  de  1904,  el  acta  notarial  levantada  á  ins- 
tancia del  Alcaide  de  aquel  Ayuntamiento  en  24  de  Marso  anterior  y 
un  piano  general  relativo  á  la  situación  del  camino  de  la  casería  Ara>  i 
neder; 

Resultando  que  en  el  escrito  de  réplica  reprodujo  el  actor  Herrero» 
los  hechos  de  la  demanda  y  agregó:  que  el  Ayuntamiento  de  Astlgarra- 
ga hubo  de  f  andar  su  acuerdo  única  y  exclusivamente  en  la  manifesta- 
ción de  cuatro  testigos  labradores,  vecinos  de  la  villa  é  Interesados,  por 
consiguiente,  en  ei  asunto,  los  cuales  dicen  que  siempre  y  en  todo  cas» 
han  conocido  como  tal  camino  y  paso  público  el  que  D.  Félix  Herrero» 
había  obstruido,  sin  que  Jamás  tampoco  lo  hayan  visto  interceptad» 
hasta  entonces,  pues  continuamente  y  sin  Interrupción  alguna  ha  serví-- 
do  de  paso  y  usado  como  tal,  no  sólo  por  los  vecinos  de  Astlgarraga» 
sino  por  los  de  otros  pumtos,  ec  cuya  misma  forma  le  conocieron  sua- 
antepasados,  según  muchas  veces  lo  oyeron  referir,  todo  lo  cual  ea  in- 
exacto, y  que  el  demandante  Herreros  compró  por  la  escritura  otorgad» 
en  1.®  de  Septiembre  de  190S  ante  el  Notario  de  San  Sebastián  D.  Santia- 
go Erro  la  casería  Araneder,  en  todos  sus  pertenecidos,  libre  de  tod» 
carga,  sin  que  en  el  Registro  de  la  propiedad  conste  afecta  aquella  fine» 
á  nloguna  servidumbre  de  paso,  y  evacuando  á  su  vea  el  Ayuntamiento 
demandado  el  traslado  de  duplica,  Inelatió  también  en  los  hechos  de  1» 
contestación,  alegando  además:  que  negaba  que  los  testigos  de  la  infor- 
mación abierta  por  el  Ayuntamiento  para  depurar  lo  que  hubiera  á» 
clertO'jrespecto  ai  paso  público  cuestionado  sean  parte  interesada  en  el 
asunto,  sobre  todo  con  interés  que  les  haga  faltar  á  la  verdad  en  ana 
declaraciones;  que  el  dominio  de  D.  Félix  Herreros,  como  legítimo  due* 
fio  de  la  casería  Araneder,  está  limitado  por  el  camino  ó  servidumbr» 
pública  de  paso  de  origen  de  estos  autos;  que  niega  que  al  obstruir  j 
destruir  dicho  camino  usara  el  D.  Félix  Herreros  de  derecho  algnn»» 
afirmando,  por  el  contrario,  que  al  hacerlo  cometió  un  acto  de  deapoj» 
ó  de  violencia  que  es  necesario  reparar;  y  que  inaistía  aefialadament» 
en  que  la  finca  Araneder  eataba  gravada  con  el  camino  público  que  el 
Ayuntamiento  de  Astlgarraga  defiende  en  cumplimiento  de  an  deber, . 
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«un  cuando  en  el  Begistro  de  la  propiedad  aparesca  la  expresada  finca 
libre  de  toda  carga  y  gravamen: 

Besaltando  qne  recibido  ei  pleito  á  prueba  ee  practicó  á  icetaLcia 
del  actor  D.  Félix  Herreroe  la  documental  de  qne  ya  se  biso  mérito  en 
ia  relación  de  antecedentes;  la  de  reconocimiento  jodicial,  coneiitoyén- 
doee  ai  efecto  el  Juzgado,  con  los  deíeoeores  de  las  partee,  en  la  villa  de 
-  i^tlgarraga  y  casería  de  Araneder,  observando  qoe  la  servidumbre  de 
4|ne  se  trataba  y  discutía  pasaba  por  la  antepuerta  de  dichu  casería,  in- 
mediata, por  tanto,  á  ésta  por  la  parte  Sur,  y  qne  continuaba  por  nn 
«andero  qne  termina  en  una  regata,  llamando  la  atención  el  demandan- 
te sobre  las  condiciones  del  terreno,  la  imposibilidad  de  que  por  él  ha- 
yan pasado  caballerías  y  carros,  y  los  perjuicios  qne  el  Ayuntamiento 
de  Astlgarraga  le  había  ocasionado  al  obligarle  á  convertir  en  camino 
público  la  parte  mejor  y  más  inmediata  del  edificio  de  la  casería,  puesto 
qne,  según  resoltaba  del  acco  de  la  inspección ,  dicho  Ayuntamiento  le 
obligó  a  abrir,  no  el  camina  que  se  reclama  en  la  contestación  á  la  de- 
manda, sino  otro  que  se  dirige  de  ia  proximidad  de  la  antepuerta  al  ca- 
aerfo  Pepa- Enea;  replicando  la  parte  demandada  qne  ignoraba  lo  qne 
hnbiera  podido  disponer  su  representado  el  Ayuntamiento  de  Astiga- 
rrag^;  pero  supone  qoe  habrá  sido  se  abriera  el  camino  qoe  había  exis- 
tido antes,  parte  del  cual  hubo  desaparecido:  la  prueba  perieialy  per 
virtnd  de  la  que  un  maestro  de  obras,  un  Arquitecto  y  un  tercer  perito 
•  en  discordia,  Arquitecto  tombién,  declararon,  entre  otros  particnlaresy 
que  el  muro  que  divide  pertenecidos  de  la  casería  Araneder  con  el  ca- 
mino público  carretil  de  Ergovia  á  Astlgarraga  y  viceversa  ofrecía 
grandes  restos  do  muros  antiguos  qne  habían  sido  reparados  y  rfcona- 
tmidos,  elevando  su  rasAute  á  una  altura  igual;  que  hecha  la  medición 
de  le  que  en  el  plano  acompafiado  á  la  contestación  de  la  demanda  se 
determina  como  paso  público,  calculaban  que,  4ejos  de  acortar,  anmen- 
ta  la  distancia  entre  Astlgarraga  y  Hernani  en  unos  120  metros  próxi- 
mamente, para  cuyo  recorrido  se  necesita  emplear  minuto  y  medio,  y 
que  no  conceptuaban  necesario  dicho  camino,  que  sólo  puede  ser  de 
atilidad  para  loe  vecinos  de  los  caseríos  y  tierras  colindantes;  y  por  úl- 
timo, la  prueba  testifical  integrada  por  cinco  declaraciones  encamina- 
das á  demostrar  qne  el  terreno  designado  por  el  Ayuntamiento  de  As- 
tlgarraga como  paso  público  pertenece  al  propietario  de  la  casería  Ara- 
neder, sin  carga  ni  gravamen  de  ninguna  especie;  que  aquella  Corpora- 
ción no  ha  ejecutado  nunca  acto  algnno  de  ponesión  sobre  dicho  terreno, 
el  cual  había  arreglado  y  saneado  con  obreros  y  materiales  que  pagó  el 
demandante  Herreros;  qne  antes  de  estos  trabajos  el  terreno  cuestiona- 
do, antepuerta  de  la  casería  Araneder,  estaba  intransitable,  especial- 
mente los  días  de  lluvia,  tan  frecuentes  en  las  Provinclaa  Vasconga 
daa,  en  los  qne  quedaba  convertido  en  un  losadal;  y  qne  por  tolerancia 
de  los  inqni linos  de  la  casería  de  Araneder,  muchas  personas,  con  ob 
Jeto  de  acortar  distancias,  atravesaban  sus  pertenecidos  para  dirigirse 
al  camino  carretil  de  Astigarraga  á  Hernani  por  un  sitio  distante  próxi- 
mamente seis  metros  de  la  casería Oyalu me  y.unos90  de  la  de  Araneder: 

Besnltando  que  por  parte  de  la  Corporación  municipal  demandada  se 
prepuso  y  practicó  la  prueba  de  absolución  de  posiciones,  negando  en 
ellae  el  demandante  Herreros  ía  cortesa  de  los  hechos  per  qne  se  le  inte 
negaba,  y  la  de  testigos,  que  lo  fueron  cinco  labradores,  de  loe  cnale  s 
eran  tres  vecinos  de  Astigarraga,  con  setenta  y  dos,  ochenta  y  seis  y 
'OiDonenta  y  seis  afios  de  edad;  otro,  vecino  de  San  Sebastián,  con  ochenta 
y  nn  afios,  y  otro,  vecino  de  Hernani,  de  sesenta  y  nueve  afios,  que  de- 
clararon A  tenor  de  las  preguntas  siguientes:  que  hace  mucho  tiempo 
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conoDÍan  al  camino  ó  aerTidiimbre  da  pato  de  qaa  te  trata  en  eetoa  anlM, 
ó  aea  el  qne,  atrav^aando  terrenos  de  la  casería  Araneder,  ta  deada  la 
parte  de  Aatti^arraga  á  la  de  Hernán!;  qae  lee  era  abaolntamente  daaoo- 
nocida  la  fecha  en  qne  comensó  á  nsarae  el  camino  en  oneetlón,  ceiM»- 
oiéodole,  por  el  contrario,  eiempre  en  neo;  qae  aaimlemo  siempre  han 
visto  qna  ese  camino  ha  sido  otilisado  libremente  y  sin  restricción  algu- 
na por  todo  el  que  ha  querido,  tanto  para  el  pase  á  pie  como  á  caballo  6 
con  yontas  y  carros;  qne  jama»,  ni  por  on  momento,  ha  sido  prohibido 
ni  interrumpido  el  paso  por  dicho  camino,  desde  que  lo  conocen  los  taa- 
tigos;  qne  ese  camino  ó  sarvidnmbre  estaba  bien  claramente  á  la  vista^ 
con  stfiales  Indodables  de  en  existencia,  hasta  qne  D.  Félix  Herraros 
roturó  el  terreno  que  ocupaba;  y  que  en  el  mismo  sentido  de  las  presan- 
tas  anteriores,  es  decir,  de  conocer  el  camino,  ne  saber  cuándo  comannd 
a  usarse  y  haberse  asado  sin  restricción  ni  interrupción  alguna,  ha  oído 
expresarse  á  ios  máM  ancianos,  ó  por  lo  menos. nunca  los  ha  oído  masen 
contrario,  siendo  de  notar  que  las  partes,  invocando  la  causa  6.*  del  ar- 
tículo 660  de  la  lej  de  Bnjuiciamiento  civil,  tacharon*  respectivamenta, 
de. enemistad  manifiesta  á  uno  de  los  testigos  contrarios,  oponléndasa 
cadla  cual  á  la  tacha  propuesta  y  alegada  de  adversof 

Resaltando  que  unidas  las  prueban  á  los  autos  y  evacuados  loa  tras- 
lados de  conclusión,  en  los  que  han  insistido  las  partes  en  sus  respecti- 
vas pretensiones  y  solicitudes,  el  Jues  de  primera  instancia  de  San  Se- 
bastián pronunció  con  fecha  84  de  Octubre  de  1906  sentencia,  declarando  . 
qae  á  D.  Félix  Herreros  correspondía  sn  propiedad  f  posesión,  sin  limi- 
tación alguna,  la  casería  Araneder,  con  los  pertenecidos  descritos  an  la 
demanda  j  determinados  en  el  plano  que  á  ella  sa  acompafiaba,  j  qaa 
sobre  los  expresados  pertenecidos  de  la  easería  Araneder  no  exista  cons- 
tituida ninguna  servidumbre  de  paso  público  en  favor  del  Ayuntamiento 
da  Astigarraga,  representando  esta  Oorporadóo  para  ello  á  sus  vecinoa 
ó  domlciiiados,  y  condenó  al  cxpreeado  Ayuntamiento  á  que  deja  sin 
valor  ni  efecto  alguno  cuantoa  acuerdos  haya  tomado  exigiendo  la  aar«* 
vidumbre  de  paso  público  en  los  pertenecidos  de  la  expresada  casaría^ 
apercibiéndola  de  que  se  abatanga  en  lo  sucesivo  de  perturbar  é  inqnie* 
tar  en  su  propiedad  y  posesión  al  D.  Félix  Herreros  y  Santa  Orus,  j  aa 
la  condena  también  á  que  abone  á  éste  el  valor  de  la  parte  de  tapia  qua 
ha  obligado  á  destruir  á  consecuencia  de  sus  acuerdos,  á  resarcirle  tam- 
bién de  todos  ios  daüos  j  perjuicios  que  sa  la  hayan  causado  y  sa  la 
causaneo,  apreciados  que  sean  pericialmente,  j  al  pago  de  todas  las  coa- 
tes dei  jalólo,  de  cuyo  fallo  apeló  el  Ayuntamiento  de  Astigarraga,  y 
tramitada  la  apelación  con  arreglo  á  derecho,  la  Audiencia  de  Pamplona 
dictó  en  12  de  Mario  último  sentencia,  que,  revocando  en  todos  sus  en* 
tramos  la  apelada,  abaolvió  á  la  citada  Oorporación  municipal  da  la  da» 
manda  contra  ella  interpuesta  por  D.  Félii;  Herreros,  sin  hacer  expraaa 
condenación  de  costas  de  ninguna  da  las  instancias: 

Resaltando  que  D.  Félix  Herreros  Santa  Orui  ha  interpuesto  rasnioa 
da  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  an  los  núme- 
ros l.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  da  Snjniclamlento  civil,  alaganda  loa 
motivos  siguientes: 

Primero  Haberse  infringido  la  ley  15,  tít.  81,  Partida  Z.\  qna  aata- 
blace  la  prescripción  inmemorial  como  un  medio  da  adquirir  las  aarvl- 
dumbres  discontinuas  y  cuyo  contenido  ha  sido  erróneamente  intar^ra- 
tado  por  la  Sala  en  la  sentencia  qua  sa  recurra  en  relación  con  al  raanl- 
tado  de  la  prueba  testifical,  que  ha  tomado  como  base  para  la  aplicación 
de  aquel  texto  legal;  pues  si  bien  es  cierto  que  al  Tribunal  Saprama 
tiene  declarado  que  la  posesión  de  tiempo  inmemorial  resalta  probada 
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BMdlMile  el  dieho  de  testlgoe  mayeree  de  eeflenta  afioe  qne  aei  lo  ▼iorm 
7  eyoroo  á  ene  progenitoree,  manlfeetación  qne  han  hecho  algonoe  do 
loo  teeitgofl  preeentadoe  por  el  demandado,  es  precieo  toDor  en  onenta  qne 
lo  depneato  por  yarloB  de  eeoe  teetigOB  do  puede  admltiree  como  snfl- 
dente  para  declarar  la  ezlBUscla  de  una  servidumbre,  toda  ves  qoe  para 
ello  ee  neoeeario:  primero,  qne  la  aervldnmbre  eetnviese  legalmenta 
eonetitoída  con  arreglo  á  loe  reqaieitoe  eetabiccldoe  por  la  misma 
lej  Ifty  tít.  81,  Partida  8.*;  y  además,  entre  los  testigos  presentados  por 
la  repreriontaelón  de  la  parte  actora  en  el  momento  de  la  prn^ba,  existió 
nno  de  sesenta  j  siete  sfios  de  edad  qne  á  lae  pregantes  qne  se  le  hicie- 
ron Gootestd  qoe  á  sus  antepasados  no  lee  oyó  decir  nada  respecto  á  esa 
servidambre;  manifestando  los  demáe  qoe  conocían  ese  sendero  hacia 
poco  tiempo,  sin  qne  ellos  tavieran  idea  de  qne  fnese  público,  T  las  ma- 
nifeetaoiones  de  los  teetigos  tienen  ignal  foeria  probatoria,  ya  sean  pre- 
sentados por  ona  y  oira  parte  litigante,  ei  se  admiten  sin  tacha  ni  ez- 
eepoión  algnnax 

Begnndo.  Haberse  fgnalmente  infringido  el  ndm.  l.e  del  aTt.  8.®  del 
Beal  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864,  cnya  aplicación  ee  improce- 
dente, por  cnanto  que  dicha  disposieión  hace  referencia  indndablemente 
á  bienes  qne  foeion  del  dominio  eminente  del  Estado,  y  Jamás  pnede 
eonsiderarse  como  tal  el  paso  por  nna  heredad  particnlár,  aonqne  lo  ntl- 
lioen  algnnos  vecinoe  del  término  municipal  en  qne  está  enclavad»; 
alendo  de  notar  qne  el  contenido  de  ese  art.  8.^  tiene  nn  carácter  restrio-' 
tiTO  qne  confirma  la  anterior  apreciación,  pncs  excluye  aquellos  bienea 
qno,  siendo  de  nn  cierto  nso  común,  sin  embargo  no  pnedcn  eer  sna- 
traídoB  por  completo  del  dominio  privado  de  algnna  empresa  ó  de  la  pro- 
piedad particular  de  los  pueblos;  y  de  esta  natu relesa  es  precisamente  el 
paso  cnja  servidumbie  hoy  se  discute,  puee  se  halla  eoolavado  lodo  él 
por  dentro  de  una  finca  de  caráeter  completamente  privado  y  partícula! : 

Tercero.  Infracción  también  de  les  articules  3.^,  18,  88,  86  y  37  de  la 
ley  Hipotecaria,  que  se  mencionan  como  inaplicables  en  la  sentencia 
reonrride,  á  más  de  los  artículos  84  y  86,  y  sus  concordantes  loe  897, 
898  j  899  de  la  citada  ley,  qne  deben  tenerse  muy  en  cuenta,  dado  el 
contenido  de  sus  preceptos;  porque  no  habiéndose  demostrado  la  ezla- 
tencia  de  la  servidumbre  que  se  discute  bajo  el  régimen  de  la  legislación 
anterior  á  la  publicación  del  Código,  ee  indudable  que  la  única  que  co- 
rresponde aplicar  al  caso  de  autos  es  la  consignada  en  dicho  texto  legal 
y  en  la  ley  Hipotecaria,  ya  que  según  la  doctrina  del  Código  las  ser- 
vidumbres dlBcontinuas  sólo  podrán  adquirirse  en  virtud  de  título, 
cuya  falta  óalcamente  podrá  suplirse  por  la  escritura  de  reconocimiento 
del  duefio  del  predio  sirviente  ó  por  una  sentencia  firme,  no  perjndl* 
cando  á  tercero  loe  títulos  de  dominio  ó  de  otros  dereohoe  reales  sobre 
Menea  inmuebles  mientras  no  estén  anotados  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad; manifestándose  más  Ja  infracción  al  apreciar  la  Sala  el  alcance 
del  art.  87,  en  relación  con  las  circunstancias  que,  según  ella,  concuriem 
en  el  recurrente;  y  resultando  también  clarainente  mani^esta  la  infrae- 
oión  de  los  artícolee  86  y  sus  concordantes  ios  897,  898  y  899  de  la  tW 
gente  ley  Hipotecaria,  de  rigurosa  aplicación  al  caso  actual,  pues  so 
trata  de  una  serTidumbre  que  especialmente  ee  constituye  y  prueba  com 
la  aela  poeeeión,  hecho  que  no  consta  inscrito  en  debida  forma  á  favor 
del  Ayuntamiento  de  Astigarraga,  y  que,  por  lo  tanto,  no  puede  perju- 
diear  al  recurrente  D.  Félix  Herreros,  oomo  tercer  adqnirente  que  ee  de 
la  finca: 

Cuarto.  Error  de  derecho  al  apreciar  la  prueba  presentada  per  ol 
demandado;  y  así  sucede  en  primer  lugar  qne  el  primero,  segundo  y  ter-* 
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cer  testigo,  qae  eran  precisamente  les  más  ancianos,  á  repregimtas  que 
lee  bise  el  demandante,  contestaron  cque  tenían  Interés  en  pasar  por  el 
camino  en  cnestión»;  iueg^  eati  declaraciones  no  podían  tener  ninguna 
íaerza  probatoria,  porque,  según  el  núm.  8.^  del  art.  600  de  la  lef  do 
BnjniclHmiento  civil,  deberán  ser  tacbados  aquellos  testigos  que  tengan 
interés  directo  ó  indirecto  en  ei  pleito,  y  en  el  caso  actual  ellos  mismos 
«sí  lo  ooafesaron,  por  lo  cual  uo  era  preciso  acudir  al  juicio  de  tacbas 
para  demostrarlo;  de  manera  que  ballAndose  los  mencionados  testigos 
«n  dicbas  condicionen,  la  Sala  sentenciadora  no  ba  debido  apreciar  sus 
declaraciones  con  la  íaersa  legal  que  li|s  considera,  basta  el  extremo  ds 
fundar  la  prueba  de  la  servidumbre  en  esas  declaraciones;  y  además, 
babiendo  intervenido  el  Ayuntamiento  de  Astigarraga  en  representación 
de  los  vecinos  de  ese  pueblo,  es  indudable  que  ,éllos  son  parte  en  este 
litigio;  luego,  según  tiene  establecido  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en 
«1  art.  679  y  siguientes,  al  regular  el  modo  de  cómo  ban  de  declarar  los 
litigantes,  debieron  de  bacerlo  en  tal  caso  por  confesión  judicial  los  testi- 
gos primero,  segundo  y  cuarto  absolviendo  posiciones  que  hubiesen 
sido  presentadas  por  el  recurrente,  y,  por  tanto,  al  apreciar  el  valor 
jurídico  de  lo  declarado  por  les  testigos,  la  Audiencia  de  Pamplona,-  no 
obstante  las  condiciones  que  en  ellos  concurrían,  ii^currió  en  error  al 
interpretar  la  prueba:  error  de  derecbo,  que  da  logar  al  recurso  de  oasa« 
don  por  infracción  de  ley,  y  si  bien  es  cierto  que  sólo  se  tacbó  por  la 
parte  de  D.  Félix  Herreros  un  testigo,  porque  negaba  la  enemistad  en 
que  se  fundaba,  cierto  es  también  que  no  había  necesidad  de  tachar  á 
los  demás  testigos,  ya  que  el  juicio  de  tachas  no  tiene  más  que  un  fin: 
el  de  demostrar  que  los  testigos  tachados  tenían  interés  en  el  pleito,  y 
no  era  preciso  acudir  á  las  tacbas,  puesto  que  al  contestar  á  las  pregun- 
tas confesó  el  interés,  siendo,  por  tanto,  aplicable  el  art.  661  de  la  ley 
procesal;  y  que  había  lugar  á  las  tacbas  y  á  recusar  la  declaración  do 
los  testigos  si  no  hubieran  confesado  su  interés  en  el  pleito,  lo  demues- 
tra el  texto  del  art.  660;  resultando  en  síütesis  la  infracción  de  que  se 
trata,  fundada  en  la  apreciación  errónea  de  derecho  de  la  prueba,  in- 
fringiéndose con  ello  los  artículos  citados  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Quinto.  Error  de  derecbo  en  la  apreciación  do  la  prueba,  fundado  en 
la  no  aplicación  de  preceptos  distintos  á  los  consignados  anteriormente, 
toda  vez  que  el  Ayuntamiento  de  Astigarraga  acompaña  con  la  oonteo- 
tación  á  la  demanda  acta  notarial,  en  la  que  á  instancia  de  la  misma 
Oorporación  se  consigna  la  existencia  de  la  servidumbre,  acta  de  la  qna 
no  tuvo  conocimiento  el  recurrente  Herreros  hasta  que  no  so  unió  á  loa 
autos  y  recbasó  enérgicamente,  no  obstante  lo  cual  se  prescinde  del  ar- 
tículo 697  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  surte  sus  efectos  viniendo 
sin  citación  contraria  y  sin  cumplirse  con  lo  preceptuado  en  el  art.  699, 
por  lo  cual  carece  de  fnersa  probatoria  en  el  terreno  legal,  fué  rechaiad» 
«n  los  hechos  4.^  y  6.^  de  la  réplica  y  no  se  biso  nada  en  la  prueba,  dán- 
dose á  entender  que  la  abandona  de  hecho  la  parte  demandada,  y  esto  no 
obstante,  sirve  fie  fundamento  á  la  sentencia  recurrida;  y 

Sexto.  Por  óUimo,  incurre  el  Tribunal  sentenciador,  al  reoonooer  la 
oxlstencia  de  la  servidumbre,  en  error  de  hecho  demostrado  en  los  nu  > 
tos,  pues  en  el  Ayuntamiento  constan  todas  las  pruebas,  y  el  Ayunta- 
miento se  aceptó  por  las  partes  (así  dice,  queriendo,  sin  duda,  decir 
•apuntamiento),  los  peritos  no  afirman  la  servidumbre  ni  reconocen  la 
necesidad  ni  utilidad,  los  testigos  de  la  parte  demandada  afirman  el  paso 
que  ban  usado  porque  les  convenía;  pero  no  saben  que  el  Ayuntamlonto 
la  tuviera  como  suyo,  no  saben  su  naturaleía  ni  su  anchura,  nada  afli- 
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man  eo  oonoreto  y  tienen  Interév  en  en  aabeietenela,  y,  finalmente,  hay 
«n  docamento  en  antoa  de  importancia,  ia  oertifioaoión  qne  ee  pidió  al 
Áynntacilente  acexoa  de  ei  constaba  ia  servidombre,  de  ai  ae  hablan 
practioado  ebraa  de  reparación  por  ei  Ayuntamiento,  de  ai  habla  algán 
date  concreto,  y  ia  oerttiinación  ea  negativa,  annqae  trata  de  deavirtnar- 
ae  con  afirmacionea  que  no  eran  de  logar  y  tiempo,  porque  ai  bien  ea 
Tardad  qne  en  el  preaapneate  ae  oonaignan  partidas  para  reparación  de 
eaminoa  ain  eapecifloar,  en  cambio  ai  gaataree  ae  preciaan,  ae  eapecifl- 
can,  y  en  ei  Ayantamiento  de  Aatigarraga  no  cenata  ae  gaatara  un  cén- 
timo en  ei  camino  de  trajéala  qne  preten4e  ea  anyo;  y  apreciando  loa 
heohoa  en  contra  de  ia  realidad,  ia  tíaia  aentenciadora  eatablece  ia  aer» 
▼idnmbre,  qne  no  ae  probó  por  quien  debía  probarae  eziatla,  y  loa  actos, 
loe  dooamentoa  que  evidencian  el  error  de  hecho,  baae  de  eate  motivo 
de  casación,  aon  ia  certificación  del  Begiatro  de  qne  la  finca  del  recu- 
rrente Herreroa  no  tiene  aervidnmbre  alguna  y  la  certificación  del 
Ayuntamiento,  en  la  qne  coñata  que  en  nada  ni  para  nada  ha  interveni- 
do aquella  Oorporación  munlcipai  en  el  camino  que  ae  aupone  atraviesa 
el  eaaerlo  Araneder. 

Viato,  alendo  Pénente  el  Magiatrado  D.  Federico  Monaalve: 

Considerando  que  iaa  aervidnmbrea  diacontinuaa  de  aenda,  carretera 
6  vIa,  á  coya  olaae  pertenece  la  que  ea  objeto  del  pleito,  ae  adquieren 
por  ia  posesión  inmemorial,  aegún  ia  ley  16,  titulo  81  de  ia  Partida  9.\ 
por  lo  qne  fundándoae  ia  Sala  sentenciadora  para  declarar  ia  existencia 
de  la  aervidnmbre  de  paso  ó  senda  de  uso  público  sobre  ei  predio  del  re- 
eurrente  en  ia  pruel>a  testifical,  que  no  puede  combatirae  en  caaación, 
por  aer  de  ia  facultad  exclusiva  del  Tribnnal  sentenciador,  es  manifiesto. 
qne  no  ha  iniringido  la  expreaada  dlapoaición  legal,  careciendo  por  tan- 
to de  eficacia  el  primer  motivo  del  recurao: 

Oonaiderando  qne  tampoco  infringe  ia  aentencia  Iaa  diapoaicienee 
que  ae  invocan  en  loa  motivoA  2.^  y  8.^,  porqne  alendo  pública  la  aervi- 
dnmbre, ea  evidente  que  ae  halla  comprendida  dentro  de  Iaa  excepcio- 
nes del  art.  8.^  del  Real  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1894,  rectamente 
aplicado  por  la  Sala,  pueato  que  ai  eliminar  de  la  inacripción  en  ei  Re« 
giatro  de  la  propiedad  loa  inmuebles  y  derechos  realea  pertenecientes  al 
dominio  eminente  del  Eatado,  comprende  entre  el  loa  loa  eaminoa  de  to- 
daa  olaaes  y  coaleaquiera  otroa  de  nao  común  y  general,  cuyo  carácter 
raviate  ia  aervidombre  de  que  ae  trata,  alendo  conaecuencia  necesaria  do 
lo  expuesto  ia  inaplicación  al  caso  de  autos  de  las  disposiciones  de  la 
toy  Hipotecaria  que  se  citan  como  infringidas;  aparte  de  que,  dada  la 
naturalesa  ostensible  de  ia  servidumbre,  que  el  comprador  Di  Félix  He- 
rreros conocía  por  residir  en  el  término  en  qne  la  finca  se  halla  encla- 
vada, según  afirma  la  sentencia,  y  vendida  aquélla  en  el  ser  y  estado 
en  que  se  hallaba,  como  se  hace  constar  en  la  escritura  de  venta,  no 
podía  aicaniarle  los  derechos  qne  ia  expreaada  ley  establece  en  su  ar  • 
ticnlo  84: 

Considerando  qne  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  alegados  en  los 
restantes  motivos  del  recurso  no  tienen  otro  fundamento  que  la  opinión 
del  recurrente  en  la  estimación  de  la  prueba,  la  cual,  por  lo  que  á  la 
testifical  se  refiere,  es,  según  queda  expuesto,  de  la  exclusiva  aprecia- 
ción del  Tribunal  seatenctador,  sin  que  contra  ella  puedan  alegarse 
Infracciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  por  lo  que  afecta  á  la 
documental,  la  certificación  del  Ayuntamiento  que  se  cita  no  demuestra 
que  ei  Tribunal  sentenciador  haya  cometido  el  error  supuesto  en  ei  úl- 
timo motivo  del  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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carao  d«  ossaeióo  iaterpnesto  por  IX  Félix  Barreros  Santa  Omit  á  quien 
oondenamoa  ai  pago  de  laa  eoatae;  y  libróse  á  la  Aadlencia  de  Pam- 
piona  la  eorrespoadiente  oertifloacióiii  deTolTiéndoie  el  apnntamleiito 
que  remitió: 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  pnblieará  en  la  Gaceta  é  in» 
•ertará  en  la  Colbocíón  Lboislatita,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronanoiamos,  mandamos  7  flrmamos.=José  de  AldeeoA. 
Francisco  Tjda.=VÉcente  de  Piniés.=: Vistor  OoTlán.=Ildefenso  Lópen 
Aranda.=:Ram6n  BArroeta«:=Federlco  MonsalTS. 

PnblicacióD.sLeida  7  publicada  ha  sido  la  anterior  senteneU  por 
el  Ezcmo.  8r.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  del  Tribunal  Snpremo, 
celebrando  audiencia  pública  su  Sala  de  lo  civil  en  el  dia  de  hoj»  de  que 
certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Diciembre  de  1906.»Marcellno  San  fomán. 


£7um.  181.-TRÍBUIÍAL  SUPREMO.— 24  de  Dioismbrs, 
pablloada  si  26  de  Maye  de  1908. 

Oasación  por  inpragción  db  ley.— jBM/¿ittc¿dn  áe  witorss.— Sen- 
tencia declarando  do  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
el  Gobernador  del  Banco  de  España  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  cítíI  de  la  Audiencia  de  Madrid»  en  pleito 
con  Dona  Mercedes  Gabilán. 
En  sus  CON8IDEEANDO8  se  establece: 

Qué  estimando  el  Tribunal  Benteneiaior  que  un  depáeitode  wh 
loree  eonetituido  por  eu  dueño^  fué  devuelto  no  á  Me  eino  á  em 
agente  eon  un  recihi  faleo  de  aquél^  y  el  eonoeimiento  del  eeoundof 
admitido  por  el  depoeétario  en  mu  eeerito  de  conteetación  el  neeho  ale 
la /alsedad,  aunque  eólo  fuera  para  loeefeetoe  de  la  dieeueión^  e$ 
ine/leaM  para  deeoirtuar  la  afirmación  del  Tribunal  la  eita  del  ar^ 
tieulo  1243  del  Código  cioil  en  relación  con  loe  606,  6tí  al  614,  6/4 
al  6Í8,  626,  628,  632  y  670  de  la  ley  procceal,  porque  el  Tribunal  k 
quo  ha  podido  apreciar  como  elemento  de  prueba  »  eonocccf  <^it  ei 
reeultaio  del  sumario  y  el  de  la  miema  inepeceión  del  rccguardo,  lo 
cual  nada  tiene  que  cer  con  la$  condiciones  de  la  prueba  pericial,  no 
utiÜMada  por  las  partee  en  el  juicio: 

Que  un  resguardo  de  depósito  no  es  un  documento  al  portador 
que  pueda  ser  entregado  á  cualquiera  sino  únicamenee  allegttieM 
poseedor  del  mismo^  aún  cuando  la  legilimid€ui  ee  refiera  á  la  dei 
último  endosatario: 

Que  las  garantiae  estableeidaM  por  el  depoeitario  con  el  ñn  de 
asegurarse  de  esta  legitimidad^  le  darían  derecho  contra  el  que  lae 
haya  ojreddo,  pero  no  le  liberan  de  su  responsabilidad  si  se  equi- 
coca  ó  es  engañado  para  con  el  legitimo  dueno^puee  de  otra  caerte 
se  ouineraria  la  obligación  más/undamenitU  del  depoeitario: 

Que  procede  con  negligencia  el  depositario  conñándoee  excUidoa- 
mente  en  el  conocimiento  de  un  agente  de  cambio  que  no  acredita  la 
representación  del  dueño  de  los  valores  depositadoe,  y  al  cual^  para 
los  efectos  de  la  devolución  de  éstos  no  puede  airibuiree  fepküblica 
alguna: 

Que  observándose  la  precedente  doctrina  no  es  de  eetimar  la  in- 
fracción de  los  artículos  2.^,  93, 9S.  núnu  l\306y  310  del  Código 
de  Comercio,  1162  y  1776  del  Código  dcil,  306y32idel  Reglamento 


Digitized  by  LjOOQ IC 


^  maUMBBB  OB  1906  lOtS 

del  Baneo  dt  E$pañm  de  27  de  Febrero  de  1897 ^  12  de  loe  Eetatutoe 
de  10  de  Diciembre  de  1900  y  15  del  RegUmento  de  5  de  Enero  de  1901: 
Que  el  eaeo  de  la  d^foludón  referida  no  ee  un  eueeeo  imprevieto 
eino  que  ee  haila^  por  el  eontrario^  eomeiido  á  la  máe  natural  pre^ 
eieión^  y  entendiéndolo  aei  la  Sala  eenteneladora  no  ee  de  eelimar  la 
injraeeión  del  art*  1105  del  Códiyo  eieil. 

Bo  U  villa  y  corte  de  Mtdrld,  á  94  de  Diciembre  de  1906,  en  el  Juicio 
decUratlTO  de  mayor  caantia  aegoido  en  el  Jaag^ado  de  piimera  inetan- 
ola  del  dialrito  del  Hospital  de  la  miama  y  en  la  Sala  primera  de  lo  oWll 
de  la  Aadiencla  deeate  territorio  por  Dofia  Mereedea  Gabilán  y  Ji  meces» 
dedicada  á  ana  laborea,  Tecina  de  Aladrid,  contra  el  Banco  de  Eapafia. 
aobre  reaUtnolón  de  Talorea  ó  entrega  del  Importe  de  loe  miamoa  y  de 
ana  cnponea  en  efectivo  metálico;  pendieote  ante  Nóa  en  virtud  de  re- 
enrao  de  caaación  qne  por  infracción  de  ley  ha  interpneato  ei  Procarador 
D.  Lula  García  Ortega,  bajo  la  dirección  de  loa  Letradoe  D.  Lnla  Días 
Oobefia  y  D.  Antonio  Agoilar  Onadrado,  éate  en  el  acto  de  la  viata,  en 
nombre  de  la  parte  demandada;  habiendo  repreaentado  y  defendido,  re» 
poctivamente,  ante  eate  Tribunal  Snpremo  á  la  recurrida  el  Procnrador 
D.  Ruperto  Aclna  y  el  Letrado  D.  Eduardo  Dato. 

Reaoltando  que  previo  acto  de  conciliación  celebrado  ain  avenencia, 
y  en  S6  de  Abril  de  1904,  Defia  Mereedea  Gabilán  y  Jiménes  pretfentó 
demanda  ordinaria  de  mayor  cuantía,  que  por  reparto  correa  pondió  co* 
nacer  de  ella  al  Juagado  de  primera  inatanela  del  dietrito  del  Hospital 
de  loa  de  eata  corte,  contra  el  Gobernador  del  Baneo  de  Eapafia,  sobro 
restitución  de  valores  ó  entrega  del  Importe  de  los  mitmoe  y  de  aus  co- 
pones en  efectivo  metálico,  czponlendot  qne  en  4  de  Febrero  de  1898  ha- 
bía adquirido  4S  obligaciones  hipotecariaa  de  Fillpinaa,  con  intervención 
del  agente  de  cambio  D.  Pedro  deGorgolas,  en  la  Bolsa  de  Oomercto  de 
eata  corte,  euyaa  ebllgacionea  había  depoaitado  en  el  Banco  de  Espafla 
el  dtfa  8  del  etpreaado  mea  y  afio,  mediante  el  oportuno  resguardo  trana- 
miaible,  núm.  404.414,  y  tenían  el  copón  de  Mayo  del  indicado  afio,  im- 
portaban SI. 000  peai»taa  nominalea  y  cataban  marcadaa  con  loa  núme- 
roB  160.876  á  408, 156.998  y  167.H6  á  61;  que  el  día  SO  de  Enero  de  1900 
entregó  el  referido  reaguardo  al  Agente  D.  Alfredo  Ordófies  al  solo  efecto 
de  qne  cobrara  loa  cupones  á  que  aquél  ae  refería,  y  como  dicho  Agente 
inspiraba  conflansa,  y  mayor  al  Banco,  por  creer  que  no  entregaba  loa 
depóaitus  á  persona  distinta  de  la  depoaltante,  no  reclamó  ei  resguardo 
para  que  fuera  más  fácil  á  Ordófies  el  cobro  de  los  cupones  y  evitar  in- 
útiles y  repetidas  entregas  del  citado  reaguardo;  que  en  SI  de  Enero, 
abnaando  aquél  de  la  conflansa  que  ae  le  habla  otorgado,  é  imitando  en 
io  poeible  la  firma  y  rúbrica  de  la  demandante,  y  ain  consentimiento  de 
éeta,  flrmó  á  su  nombre  el  recibí  de  los  efectos  á  que  se  refería  el  repe- 
tido reaguardo,  y  poniendo  en  el  miamo  el  oportuno  conocimiento  retiró 
el  mencionado  depóaito,  disponiendo  de  los  efectos  públicos  que  lo  cons- 
tituían, y  de  cuyo  hecho  no  tuvo  noticia  la  parte  actora,  porque  almn- 
iando  Ordófies  qne  el  depósito  estaba  conatituído,  puntualmente  le  abo- 
naba el  importe  de  loa  copones;  que  habiendo  tenido  noticia  de  la  brusca 
é  ineaperada  desaparición  de  Ordófies,  trató  de  reccger  cu  rcFgoardcy 
como  no  lo  pudiera  conaeguir,  practicó  geatlonea,  que  dieron  por  resul- 
tado aaber  que  el  depóeito  había  aido  ya  retirado  en  la  forma  expuesta, 
por  lo  qne,  denunciado  el  hecho  al  Josgado,  ae  Incoó  sumario  donde  pe« 
ricial  mente  se  había  comprobado  la  falsificación  efectueda,  y  en  el  quo 
fué  declarado  rebelde  D.  Alfredo  Ordófies;  y  qne  dicha  falsificación  no 
hnMera  aervido  á  los  fines  que  se  encaminaba  ai  por  parte  del  Banco,  ó 
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mejdr  dicho,  de  sns  empleados,  ae  hubiera  exigfido  la  presencia  de  la 
dnefia  del  reei^aardo  ó  poder  bastante,  otorgado  á  favor  del  Agente  Or- 
dófieZ)  lo  que  no  se  había  hecho,  fiado  en  qae  éste  habla  consignado  el 
conodmieuto,  negligencia  qne  ha  hecho  pasible  la  estafa  de  los  efectos 
qaecoDBtitnían  el  resgaardo;  alegó  en  derecho  lo  qne  estimó  oportono, 
y  suplicó  ee  emplazara  al  Gobernador  del  Banco,  y  en  sn  día  se  dictase 
sentencia  condenando  ai  Banco  de  Espafia  á  qne  entregara  á  la  deman- 
dante las  42  obligaciones  hipotecarias  depositadas  en  8  de  Febrero 
de  1898,  bajo  resgaardo  del  número  expresado,  ó  los  títulos  ó  efectoe 
públicos  equivalentes  á  las  referidas  obligaciones,  con  los  cupones  co- 
rrespondientes, ó  en  otro  caso,  á  que  satisficiera  el  importe  de  dichos  tí- 
tulos y  de  sus  cupones,  con  expresa  imposición  de  costas: 

Resultando  que  el  representante  legal  del  Banco  contestó  la  anterior 
demanda,  consignando:  que  era  cierto  que  en  la  it^cha  expresada  se  ha- 
bía hecho  en  aquel  establecimiento  el  depósito  de  las  43  obligaciones  re- 
feridas por  el  Agente  D.  Pedro  Gorgolae,  según  la  factura  de  constitu- 
ción, en  la  qne  figuraba  la  firma  del  mismo;  que  ni  negaba  ni  adrmabs 
la  entrega  del  resguardo  por  la  demandante  ai  Agente  Oxdófies  al  solo 
efecto  de  que  cobrara  los  cupones;  pero  sí  advertía  que  aquélla  pudo 
haber  tenido  más  cuidado  en  defender  sns  intereses,  puesto  que  si  el  res 
guardo  lo  hubiera  recogido  de  poder  de  Ordófies,  hubiera  evitado  que  la 
estafa  se  realizase,  ó  en  el  supuesto  que  pudiera  haberse  realisado,  se- 
guramente le  hubiera  sido  fácil  descubrirla  á  tiempo  de  haber  puesto  el 
oportuno  remedio,  máxime  que  la  actora  podía  estar  avisada  de  ciertos 
pcrligros,  toda  vez  que  era  público  y  notorio  que  el  Agente  Qorgolas,  A 
quien  utilizó  para  la  adquisición  de  los  valores,  había  huido  dejando 
burladoe  á  muchos  acreedores,  y  que  sólo  para  los  fines  de  la  dlecueión 
admitía  la  certeza  del  hecho  de  que  Ordófiei,  imitando  la  firma  y  rúbri- 
ca de  la  actora,  y  sin  consentimiento  de  ésta,  firmara  á  nombre  de  la 
misma,  el  recibí,  y  poniendo  en  el  resguardo  el  oportuno  conocimiento 
retirara  el  expresado  depósito,  disponiendo  de  los  efectos  públicos  qne  le 
constituían;  pero  qne  de  este  hecho  no  se  desprendía  ninguna  responsa- 
bilidad para  el  Banco  de  Espafia,  puesto  que  la  propia  demandante  afir- 
maba que  Ordófiez  f  oé  quien  había  puesto  el  conocimiento  en  el  res- 
guardo y  quien  retiró  el  depósito;  que  A  oonseonencia  de  la  causa  orimi- 
nal  incoada,  nt  se  había  determinado  ni  menos  exigido  responsabilidad 
al  Banco,  y  que  rechazaba  las  afirmaciones  hechas  por  la  actora  refe- 
rentes á  la  falta  de  cumplimiento  de  sus  delires  por  parte  de  los  emplea- 
dor del  referido  establecimiento  bancario,  afirmando,  por  el  contrario» 
que,  conforme  á  las  disposiciones  del  Reglamento  de  27  de  Febrero  de 
1897,  á  las  cuales  voluntariamente  se  había  sometido  la  demandante  al 
realizar  la  operación  del  depósito,  según  se  hacía  constar  en  el  resgaar- 
do que  se  la  expidió,  el  conooi miento  puesto  por  Ordófios  era  suficiente 
garantía  para  el  Banco  de  Espafia;  alegó  fundamentos  de  derecho,  seooa- 
pafió  la  factura  facha  4  de  Febrero  de  1898  del  depósito  de  las  42  obliga- 
ciones referidas  que  presentaba  al  Banco  á  este  efecto  Dofia  Mercedes 
Gabilán,  y  cuya  factura  estaba  firmada  por  €  Pedro  Gorgolas»,  son  la 
antefirma  cPor  firma  del  depositantes,  y  concluyó  suplicando  se  diotass 
sentencia  absolviendo  al  Banco  de  Espafia  de  la  menoienada  demanda  y 
se  condenase  en  costas  á  la  actora: 

Resultando  qne  si  evacuar  las  partes  los  traslados  de  réplica  y  du- 
plica insistieron,  respectivamente,  sn  sus  alegaciones  y  súplicas  de  la 
demanda  y  de  la  contestación,  agregando  la  parte  actora  que  el  SI  do 
Enero  de  1900  el  Agente  Ordófies,  habiendo  falsificado  la  firma  de  aqué- 
lla, suscribió  el  recibí  correspondiente  en  el  resguardo  transmisible  del 
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reíetlde  depósito,  y  poniendo  en  aquél  en  conocimiento  lo  presentó  en 
el  Banco,  pidió  la  devolnción,  y  el  encargado  en  dicho  establecimiento, 
ya  fnera  por  oostnmbre  ó  ya  por  deferencia  al  referido  Agente,  infrin- 
giendo las  disposiciones  del  Reglamento,  .se  satisfiao  con  el  conocimien- 
to expresado  y  le  devoWió  4  aqnél  el  depósito;  y  la  parte  demandada 
negó  qne  f  ñera  de  aplicación  al  caso  el  art  820  del  Reglamento  de  17  do 
Febrero  de  1897,  alegado  por  la  aotora  en  la  réplica: 

Besnltando  que  recibidos  estos  antes  'á  prueba,  á  instancia  de  la  ae- 
tora  se  ntiliió  la  documental,  consistente:  primero,  en  nn  testimonio 
del  expediente  qne  obraba  en  el  Banco  de  Eepafia,  relatiTO  al  mencio- 
nado depósito,  y  en  onyo  testimonio  se  hicieron  constar,  entre  otros,  los 
signientes  partionlares:  nña  solidtnd  de  Dofia  Mercedes  Gabilán  y  Ji- 
ménes,  con  la  petición  al  Banco  de  qne  se  la  constituyera  un  nuevo  de- 
pósito para  resarcirla  del  perjuicio  ocasionado  por  no  haberse  observado 
en  la  retirada  del  depósito  expresado  las  prescripciones  legales;  informe 
del  Qonsejo  del  Banco,  desestimando  la  anterior  pretensión,  y  minuta 
contestación  del  Banco  al  Juagado  del  distrito  del  Congreso,  de  esta 
corte,  manifestándole  que  las  repetidas  42  obligaciones  hipotecarias  ha- 
bían sido  retiradas  el  81  de  £nero  de  1000,  firmando  el  recibí  la  deman- 
dante y  el  conocimiento  el  Agente  Ordófies,  sin  que  desde  aquella  fecha 
•e  hubiera  hecho  otro  depósito  á  nombre  de  Dofia  Mercedes  Gabilán;  se- 
gundo, en  la  unión  á  este  pleito  del  resguardo  referente  á  las  42  obliga- 
ciones hipotecarias  de  Filipinas,  tantas  veces  repetidas,  y  el  cual  lleva 
en  el  anverso  la  palabra  ccancelado»  y  en  el  reverso  i Recibí— Mercedes 
Gabilán-— Ballesta,  6.— Oonocimiento— Alfredo  Ordófies»,  y  terpero,  en 
testimonio  que  ha  sido  remitido  á  este  Tribunal  Supremo,  expedido  por 
D.  Rafael  Valdivieso,  actuario  del  Juagado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Ck>ngréso,  de  esta  corte,  con  referencia  al  sumario  seguido  por 
denuncia  de  la  actora  en  este  pleito  y  en  el  cual  fué  declarado  procesado 
y  rebelde  D.  Alfredo  Ordófies,  y  en  cuyo  testimonio  se  inserta  el  informe 
de  dos  peritos  calígrafos,  que  afirmaron  que,  después  de  haber  reoono* 
cido  e.l  tan  repetido  resguardo  del  depósito,  sentaban  las  siguientes  con- 
clusiones: que  á  su  juicio,  la  firma  y  rúbrica  que  como  de  Dofia  Mercedes 
Gabilán  aparece  en  dicho  resguardo  son  de  mane  distinta  á  la  que  trasó 
las  indubitadas  de  dicha  sefiors,  y  que  entienden  asimismo  qne  D.  Al- 
fredo Ordófies  debió  haber  sido  quien  produjo  la  firma  y  la  rúbrica  que 
consideran  falsificada;  y  por  la  parte  demandada  se  suministró  también 
pmeba  documental,  consistente  en  una  eomunioación  de  la  Junta  Sindi- 
cal del  Oolegio  de  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa  de  esta  corte,  expresivo 
de  que  desde  el  día  17  de  Agosto  de  1899  hasta  el  4  del  mismo  mes 
de  1908,  en  qne  D.  Alfredo  Ordófies  renunció  su  cargo  de  Agente,  nada 
pudo  eospecharse,  ni  ningún  motivo  había  tenido  dicha  Junta  para  su- 
poner  que  aquél  no  cumpliera  los  deberes  de  su  cargo: 

Resultando  qne  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
de  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial 
de  esta  corte  dictó  sentencia  revocatoria  en  29  de  Enero  de  1906,  por  la 
qne  condenó  ai  Banco  de  Espaíla  á  que  entregue  á  Dofia  Mercedes  Ga- 
bilán Jiménei  las  42  obligaciones  hipotecarias  que  en  8  de  Febrero 
de  189S  le  fueron  depositadas  bajo  el  resguardo  núm.  404.414,  ó  los  títu- 
los ó  efectos  públicos  equivalentes  á  dichas  obligaciones,  con  los  cupo- 
nes correspondientes,  ó  satisfaga  en  otro  caso  en  metálico  el  importe  de 
4k)ho8  valores  y  enpones,  entendiéndose  éstos  solamente  los  vencidos 
desde  que  D.  Alfredo  Ordófies  se  ausentó  y  dejó  de  pagar  á  la  demsn- 
dante  el  importe  de  los  mismos,  y  reservando  al  Banco  las  acciones  que 
que  le  competen  para  reintegrarse  de  los  valores  que  entregue,  en  la 
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forma  y  oontr«  qalen  6  ^aienea  eatíme  praeedcals,  nía  hmeor  €»ptw> 
deelaraoióa  de  coataB: 

BesDltando  que  «1  Gobernador  del  Baneo  de  Eepafia  ha  Interpuesto 
reenrso  de  caeación  por  inirapetón  de  lej,  Inndado  en  loe  súmero»  1.^ 
7  7.®  del  art.  169S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oItíI»  y  alegando  Um  al- 
f  nlentee  motivoe: 

Primero.  Aplicaeidn  Indebida  de  los  arta.  SO0  del  Código  do  Oenier-> 
oio,  y  reproducido  en  el  1770  del  Oódigo  ciTil,  y  el  1161  de  eeto  último 
Oaerpo  legal,  preceptos  genéricos  que  el  Banco  no  ha  desconocido,  refe- 
rentes á  las  estrechas  obligaciones  del  depositario  y  á  las  condieloiiea 
qne  ha  de  rennir  el  pago  de  toda  obligación  para  qne  eea  eficas  y  libere 
al  deudor,  toda  Tes  qne  el  fallo  reenrrido  ioToea  dichos  vireceptos  como 
f  andamento  del  mismo,  no  obstante  reconoeer  qne^  según  lo  prerenldo 
en  el  art.  810  del  Código  de  Comercio,  los  depósitos  constituidos  en  loo 
Bancos  se  rigen,  en  primer  término,  por  los  estatutos  de  los  miemos,  y 
sólo  en  defecto  por  deficiencia  de  esa  legislaeión  especial  es  permitida 
acudir  á  los  preceptos  del  Oódigo  mercantil,  y  últimamente  á  las  regtaa 
del  derecho  común,  aplicables  á  todos  los  depósitos,  y  por  no  htber  to- 
sido en  cuenta  que  por  tratarse  de  un  depósito  de  los  transmi^iblee  por 
endoso  del  ret guardo,  según  establece  el  art.  806  del  reglamento  del  Bas- 
co, á  este  establecimiento  no  pueden  eer  aplicados  á  la  letra  aquellos  pra» 
septos  genéricos  que  rigen  para  el  depósito  en  general,  por  no  tener  pp* 
slbilidad  de  averiguar  si  los  endosos  son  legítimos,  y,  por  lo  tanto,  si  éí 
último  endosatario  es  el  verdadero  dnefio  del  depósito; 

Segando.  laterpretación  errónea  del  artículo  821  del  reglamento  del 
Banco  de  27  de  Febrero  de  1897,  que  entendió  el  Tribunal  sentenciador 
era  el  aplicable  por  ser  el  vigente  en  la  fecha  en  que  el  depósito  litigioso 
se  constituyó,  elevado  á  precepto  legal  por  el  antes  cltsdo  art.  810  del 
Código  de  Comercio,  y  cuyo  art.  821  fué  sustancial  mente  reproducido 
en  el  12  de  los  estatutos  de  10  de  Diciembre  de  1000  y  46  del  reglamento 
de  6  de  Enero  de  1001,  que  también  se  estiman  infriogldos  en  el  mismo 
sentido,  caso  de  que  se  entendiesen  aplicables;  porque  si  bien  esos  ar* 
tíenlos,  y  especialmente  el  821,  en  que  se  apoya  ia  sentencia  recurrida, 
previene  qne  los  efectos  en  custodia  cbajo  resgaardfs  transmisibles»  ao 
hará  á  la  presentación  de  estos  documentos  en  la  Caja  respectiva,  do^ 
puén  de  comprobada  la  «legitimidad  del  resguardo  y  la  de  la  firma  dol 
Tocibi»  ó  del  endoso  con  lo  estampada  en  la  factura  de  preneotación  do 
los  valores,  y  á  falta  de  ella,  porque  hubiese  firmado  otra  persona  la  on- 
trega,  ó  en  el  caso  de  advertirse  alguna  diferencia,  estará  obligado  el 
presentador  á  acreditar  «la  autenticidad  de  la  firma  ó  firmes»  por  doeo- 
montos  ó  personas  «que  las  conosoan  ó  salgan  gArantes»  de  eu  leglHmi» 
dad,  ha  silo  con  error  interpretado  por  la  Sala  aentencladora,  en  el  sos- 
tido  de  que  ee  preciso  que  el  conocimiento  se,  preste  por  «más  de  mw 
persona»  y  no  por  una  sola,  como  se  preeto  en  el  caso  de  eetoe  autos,  lo 
cual  pugna  con  el  sentido  gramatical  del  artículo/  en  el  qne  si  se  emploo 
el  plural  es  porque  se  habla  de  firma  ó  firmas,  previendo  el  caso  de  do. 
pósitos  que  se  constituyen  conjuntamente  á  nombre  de  varías  porooaao 
y  to'ias  ellss  firman  el  «recibí»  al  retirarlo,  en  cuyo  caso  pueden  ser  no- 
cesarlas  otras  varias  personas  para  prestar  el  conocimiento,  si  es  qno 
hay  «ana  que  conosoa  las  firmas  de  todos  los  depositantes»,  obssrvás* 
dose  también  que  por  ser  ésta  la  recta  interpretación  de  ese  artículo  fo> 
glamentario,  se  ve  qne  al  hablar  de  documentos  se  emplea  ignalmeato 
el  plural  refiriéndose  al  caso  ya  dicho,  y  lo  mismo  al  decir  á  «  personase 
que  salgan  garantes  de  la  legitimidad,  y  no  porque  sea  preciso  slompio 
presentar  «varios  documentos»  ó  preetar  más  de  una  garantía,  ol  T 
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«•  BÓUdft,  onmnde  m  tnto  de  dapóiitoa  oonstitoldoi  á  f  «vor  de  una  «ola 
prreoDa; 

Titreaní*  Infraoción  de  lee  artíenlof  98  y  9ft»  número  1  ®  del  Código 
de  üofierelo,  eegún  loe  cualeo,  loe  Agentee  medladoree  tieneii  el  delwr 
de  aiegoraree  de  la  Identidad  de  la  persona  en  enyoe  negocioe  Intenren- 
gan,  y  tienen  el  carácter  de  Notaiioe  púbücoe  en  cnanto  ee  teñera  á  la 
eontrataofón  deefectoa  pdblieoe,  nna  deenyaa  operaeionce  ee  Ja  retirada 
de  loe  efectoe  qne ee  enenentran  depoeltadoe en  el  Banco  de  Eepafia  den 
cualquier  otra  parte,  toda  tea  qne  la  Sala  aentenciadora  ha  eatimado  In- 
enflciente  la  identidad  de  la  firma  del  recibí  de  Dofia  Mercedee  Gablláa 
qne  preeentó  el  Agente  Ordófiea  bajo  la  íe  pública  de  que  era  depoeitario; 

Ouarto.  Infracción  del  artlcnlo  %^^  del  Código  de  Comercio,  coclorme 
al  cnali  loe  actoe  de  comercio  ee  regirán,  en  defecto  de  lee  dlepoeldonec 
contenidas  en  el  mismo,  por  loe  neoe  del  comercio  ebeervadoe  general- 
mente en  cada  plaaa,  7  cabido  ee  que  tanto  en  los  depóf  Itos,  coando  se 
trata  de  obtener  en  dcToInoión,  como  en  el  cobro  de  letras  de  cambio,  j 
•n  todo  acto  en  qne  ee  exige  conocimiento  de  firmas,  se  exige  en  la  plaaa 
de  Madrid  una  csola»  firma,  7  no  más  de  nna,  conu»  ee  pretende  por  la 
6ala  eentenniadora; 

Quinto.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  infrac- 
ción del  artículo  laáS  del  Código  cItU,  en  relación  con  loe  «06,  611  al 
§14,  616  al  618, 6S6, 6aS,  6SS  7  670  de  la  107  de  EdJoIcIs miento  civil,  que 
eatableoen  jos  requisitos  7  solemnidadee  qne  la  pmeba  peilcial  ha  de 
reunir  para  quo  sea  ^cas  en  juicio,  en  cnanto  el  fallo  recurrido  estima 
euficiente  para  calificar  de  falsa  la  firma  del  recibí  de  Di  fia  Mercadee 
Gabllán,  que  aparece  al  doreo  del  resguardo  de  su  depóelto,  un  teetimo- 
nio  de  dictamen  pericial  emitido  en  nn  sumario,  con  que  no  fué  parte  el 
Banco»,  instruido  contra  el  Agente  Ordófiea; 

Sexto.  Infracción  del  artículo  1 106  del  Código  civil,  eegúa  el  cual, 
fuera  de  los  casos  expresamente  mencionados  en  la  107  ó  en  la  miema 
obligación,  nadie  reeponde  de  aquellos  suceeos  que  no  hubiesen  podido 
preveree  ó  que  previstos  f uceen  Inevitables,  toda  ves  que  el  ios  emplea- 
doe  del  Banco  cumplieron  eetrlotaménte  ene  deberes  reglamentarlos,  7 
no  obstante,  eegún  afirma  el  fallo  recurrido,  los  valoree  depoeltadoe  no 
llegaron  á  poder  de  su  duefio,  se  está  en  el  caeo  de  aplicar  al  Banco 
aquel  artículo  eecrito  en  la  107  para  lo  que  ocurre  fuera  de  las  previeio- 
nee  humanae  7  de  las  posiblee  garantías  legales;  7 

Séptimo.  Aplicación  indebida  al  caeo-  de  autos  de  la  doctrina  eetable* 
cida  en  sentencia  de  oete  Tribunal  Supremo  de  6  de  Junio  de  1886,  S8  de 
Febrero  de  1896  7  6  de  Diciembre  de  1896,  toda  ves  que  en  los  caeos  de 
las  doe  primeras  se  trataba  de  talonea  al  portador  suscritos  con  firma 
falsa,  caaos  mu7  distintos  del  depóelto  cn70  resguardo  ee  nominativo  7 
•u  poeesión  es  por  eí  sola  indicio  vehomente  de  que  la  persona  qne  lo 
preeenta  solicitando  la  devolución,  es,  ó  su  legítimo  dur  fio,  ó  pereona 
que  merece  de  éste  la  más  absoluta  confiansa;  7  en  el  caf  o  de  la  tercera 
•eatenda,  si  bien  se  trataba  de  nn  dopóeito,  ee  demoetró  que  la  firma 
del  creoibí»  del  mismo  eetampada  en  el  reeguardo  era  falsa,  lo  cual  no 
ae  ha  demoetrado  en  eetos  autca,  según  antee  se  ha  puntuallsado: 
Vieto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barréete: 

Conaiderando  que  el  Tribunal  sentenciador  eetima  que  el  depósito  de 
▼aloree  conetituído  por  Dofia  Mercedes  Gabllán  en  el  Banco  de  Eapafia 
fué  devuelto  por  dicha  entidad,  no  á  la  expresada  sefiora,  elno  al  Agente 
D,  Alfredo  Ordófiea,  con  nn  recibí  faleo  de  aquélla  7  el  conocimiento  de 
dicho  Agente,  sin  que  eea  efieaa  para  desvirtuar  semejante  sfirmación 
las  alegacionee  del  motivo  quinto  del  recurso,  7a  porque  el  Banco  en  la 
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eonteataolón  admitió  el  hecho  de  la  faltedad,  avDqne  sólo  fuera  para  lee 
fines  de  la  disonsióD,  ya  porque  el  Trihnnal  a  quo  ha  podido  apreciai 
como  elemento  de  prueba  y  convicción  el  resultado  del  samarle  y  el  de  la 
misma  inspección  del  resguardo,  lo  cual  nada  tiene  que  ver  con  1m  oon- 
diciones  de  la  prueba  pericial,  que  ninguna  de  las  partes  ha  ntiüsado  es 
el  presente  juicio: 

Considerando  que,  este  supuesto,  no  son  do  estimar  ninguno  de  lo» 
restantes  motives  del  recurso:  primero,  porque  un  resguardo  de  deposite 
no  es  un  documento  al  portador  que  pueda  ser  entregado  á  cualquiera, 
sino  únicamente  al  legitimo  poseedor  del  mismo,  aun  cuando  la  legitimi- 
dad se  refiera  á  la  del  último  endosatario;  segundo,  porque  las  garantía» 
que  haya  establecido  el  Banco  con  el  fin  de  asegurarse  de  esta  legitimi- 
dad le  daría  derecho  contra  el  que  las  haya  ofrecido,  pero  no  le  liberan 
de  su  responsabilidad  si  se  equivoca  ó  es  engafiado  para  con  el  legítimo 
duefio,  pues  de  otra  suerte  se  vulneraría  la  obllgaelón  más  fundamental 
del  depositario;  tercero,  porque  esto  aparte,  es  notoria  en  el  easo  presente 
la  negligencia  de  los  funcionarios  del  Banco,  que  en  la  sentencia  reen* 
rrida  se  hace  resaltar,  los  coalee  se  confiaron  exclusivamente  en  el  cono- 
cimiento del  Agente  D.  Alfredo  de  Ordófies,  que  no  acreditó  la  represen* 
tación  de  Dcfia  Mercedes  Gabilán,  y  al  que  tampoco  puede  atribuirse  para 
aquel  efecto  fe  pública  alguna,  cualquiera  que  fuere  la  transcendenela 
de  ésta;  cuarto,  porque  lo  acontecido  no  es  un  suceso  imprevisto,  sino^ 
que  se  halla,  por  el  contrario,  sometido  i  la  más  natural  previsión,  qn» 
es  á  la  que  faltó  el  Banco,  se^ún  lo  ezpueeto,  infringiendo  por  ello  la 
obligación  más  fundamental  de  todo  depositario;  y  por  último,  porque 
todo  el  sentido,  espíritu  y  letra  de  la  Jurisprudencia,  que  se  invoca  en  el 
último  motivo  del  recurso,  guarda  absoluta  conformidad  con  los  precep- 
tos y  doctrina  tenidos  en  cuenta  en  la  sentencia  recurrida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  Gobernador  del  Banco  de  Espefia,  A 
qalen  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  con  la  oportuna  certificación 
devuélvase  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  el  apuntamiento  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Ck>LBCcióN  Legislativa,  pasándose  al  efeet« 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamoe.==Joeé 
de  Aldecoa.=Víctor  Oovián.= Antonio  Alonso  Oas8fis.=Iidefonso  Lópea 
ArandB.=PaBcaal  Domenech.=RAn]On  Barroeta.=:Pederico  Monsalve. 

Publicación.aslieída  y  pabilcada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Barroeta,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Trí- 
bnnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hey, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Diciembre  de  1906.=Bogelio  Gonsáles  Montes. 

JN^üm/:i88.— 6RACIA3V  JUSTICIA.-24Jdo  DIoiOHlire, 
publicada  el  IS^de^Enero  de  1907. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Reoistros  confir- 
mando, en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de 
Rute  á  inscribir  una  escritura  de  préstamo  hipotecario. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostabloce: 

Que  á  tenor  de  lo  preoenido  en  loe  arte.  119  y  Í20  de  la  ley  Htpote^ 
eoria,  euando  ee  hipotecan  variae  ñneae  á  la  vee  por  un  eolo  erediía^ 
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ha  de  determinarMé  la  cantidad  ó  parte  del  gravamen  de  que  cada^ 
una  deba  responder ,  no  pudiéndose  repetir  contra  ellas  en  perjuicio 
de  tercero  y  sino  por  la  cantidad  á  que  respectivamente  estén  afectas 
y  laque  á  la  misma  corresponda  por  razón  de  intereses: 

Que  siendo  dos  los  derechos  hipotecados,  ó  sea  el  de  nuda  pro- 
üiedad  y  usujrueto^  pertenecientes  á  distintas  personas,  deben  am- 
bas hipotecas  constituirse  con  las  restricciones  que  establecen  los 
núms.  2.0  y  3.*  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria  y  arts.  27  y  28  de 
la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  pú- 
bucos  sujetos  á  RegistrOy  por  lo  que  mientras  no  se  subsane  esta 
falta  debe  suspenderse  la  inscripción. 

limo  8r.:  Bn  el  recarao  gQberDatlvo  interpueeto  por  el  Notario  D.  Je« 
lónlmo  Sánches  cdntra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de 
Bate  á  inecrlbir  ana  escritara  de  préetamo  hipotecarlo,  pendiente  en 
eete  Centro  en  yirtad  de  apelación  del  recarrente. 

Resaltando  qae  por  eeoritora  otorgada  en  Priego  á  6  de  Enero  de  1905 
ante  el  Notario  D.  Jerónimo  Sánchez  y  Lopes  de  Ayora,  Dofia  Pan  la 
Beyes  Secilla  recibió  á  préstamo  de  D.  Tibureio  Velastegai  la  cantidad 
de  4.600  pesetas,  en  garantía  de  la  coal,  dicha  eefiora  y  sn  madre  Dofia 
Dolores  Seclliay  eeta  última  en  concepto  de  fiadora,  constitnyeron  hipo- 
leca  á  favor  de  D.  libarcio,  la  primera  sobre  la  nada  propiedad,  y  la  se- 
gunda sobre  el  asafracto  de  dos  fincas,  en  las  qae  les  pertenecían,  res- 
peetívamente,  dichos  derechos,  á  responder  la  primera  de  las  fincas  de 
1*600  pesetas  de  principal,  106  de  intereses  de  an  afio  y  de  876  para 
oostas  y  gastos;  y  la  seganda  de  8.000  pesetas  de  principal,  310  de  inte- 
xeses  de  an  afio  y  626  para  costas  y  gastes: 

Resaltando  qne  presentada  la  citada  escritora  eñ  el  Besrlstro  de  la 
propiedad  de  Rate,  paso  el  Registrador  la  nota  sigaiente:  cNo  admitida 
U  inscripción  del  precedente  docamento,  porqae  constUaída  hipoteca 
■obre  los  derechos  de  nada  propiedad  y  de  asaíracto,  no  se  precisa  la 
fooponsabllldad  qae  á  cada  derecho  corresponde  con  las  restricciones 
qne  la  ley  Hipotecarla  establece,  constitayéndose  por  el  contrario  hipo- 
teca sobre  dos  inmaebles»  ep  los  caales  no  tienen  prestataria  y  fiadora 
más  qne  an  derecho  limitado  cada  ana  de  ellas,  siendo  más  necesaria 
en  el  presente  caso  esa  distribación  de  responsabilidad,  pnesto  qae  la 
nsoíraotaaria  no  se  declara  solidariamente  obligada.  Y  no  siendo  snb- 
•anable  dicho  defecto,  tampoco  es  admisible  la  anotación  preventiva»: 

Resaltando  qne  el  Notario  D.  Jerónimo  Sánches  interpaso  este  recnr- 
M  solicitando  se  declarase  qnJB  la  escritora  de  referencia  se  hallaba  ex« 
tendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales,  y  en  la 
hipótesis  qae  asi  no  faera,  qne  el  defecto  atribaido  és  sabsanable,  ale- 
gando al  efecto:  qae  es  evidente  so  personalidad,  según  lo  establecido  en 
el  art.  67  del  reglamento  hipotecario;  qae  lo  qae  exige  la  ley  Hipoteca- 
rla es  la  distribación  de  la  responsabilidad  entre  las  varias  fincas  hipo- 
tecadas, para  qne  el  tercero  conosca  el  gravamen  qne  le  perjadica  y  para 
favorecer  el  crédito  territorial,  pero  qae  esa  distribación  no  es  precisa 
enando  hipoteqnen  el  nsafractaarlo  y  el  nado  propietario,  como  no  lo 
serla  si  hipotecaran  varios  condnefios,  paes  no  hay  prohibición  legal 
para  qne  los  condnefios  ó  copartícipes  de  ana  finca  la  hipoteqnen  de  co- 
mún acuerdo,  y  qae  la  hipoteca  no  se  ha  constitnído  sobre  los  derechos 
de  aanfracto  y  nada  propiedad,  sino  sobre  las  fincas  por  el  nsaf ractaa«- 
rio  y  nado  propietario,  qae  como  daefios  de  la  totalidad  pueden  consti- 
toirla,  según  el  art.  126  de  la  ley  Hipotecaria: 

Beímltando  qae  el  Registrador  de  la  propiedad  Informó,  exponiendo: 
TOMO  106  66 
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que  en  la  escritura  se  dice.qne  Doña  Paala  Beyea  y  Dofia  Dolores  Seei- 
Ha,  ésta  en  concepto  de  fiadora,  estabieoen  hipoteca,  la  primera  9obr€ 
la  nuda  propiedad  j  la  segunda  sobre  el  nsnf  rncto  de  las  dos  flnoaa; 
qne  respecto  á  la  hipoteca  de  la  nnda  propiedad  def>ió  el  Notario  tenar 
presente  el  art.  28  de  la  Instrucción  de  9  de  Noviembre  de  1874,  j  res» 
pecto  á  las  de  los  dos  derechos,  el  107  de  la  ley  Hipotecaria;  qne  eate 
easo  es  distinto  del  que  hipotecan  yarios  conduefios  de  una  finca,  porque 
no  puede  considerarse  tal  al  usufructuario,  puesto  qne  el  derecho  de 
usufructo  es  sobre  cosas  ajenas,  según  el  art.  467  del  Código  cítíI;  que 
como  la  deudora  y.  su  fiadora  sólo  han  podido  hipotecar  sus  dereohee 
incorporales,  no  )Miede  convertirse  en  hipoteca  de  cosa  corporal,  y  que 
el  defecto  es  insubsanable,  porque  es  preciso  un  nuevo  contrato  en  qne 
cada  una  grave  lo  que  le  pertenece  en  ves  de  las  fincas  en  las  cuales  tie- 
nen derechos  distintos,  y  así  podrá  hacerse  constar  en  el  Registro  le 
extensión  de  la  hipoteca,  conforme  exige  el  art.  9.^  de  la  ley  Hipoteee- 
ria,  lo  que  no  es  posible  en  la  forma  del  contrato  celebrado: 

Resultando  que  el  Jnes  de  primera  de  Instancia  de  Rute  declaró  no 
haber  lugar  á  las  pretensiones  del  recurrente,  por  estimar:  que  si  bien  le 
suma  de  los  derechos  de  nuda  propiedad  y  usufructo  producen  el  condo- 
minio cuando  se  consolidan,  no  existe  antes  de  su  consolidación,  y  ni 
aun  por  la  conformidad  de  ambos  dueños  de  aquellos  derechos  pUB» 
de  gravarse  la  totalidad  del  inmueble;  que  no  existe  paridad  entre 
dichos  dos  derechos  y  los  de  los  condueños  de  una  cosa;  qne  el  arL  119 
de  la  ley  Hipotecaria  y  99  de  su  reglamento  exigen  que  en  este  caso  ee 
precise  la  responsabilidad  especial  de  cada  derecho  hipotecado,  qne  pue- 
den enajenarse  separadamente  para  saber  la  cantidad  que  afectará  el 
tercero  ndquirente  en  cada  uno;  y  que  el  defecto  es  insubsanable  porqne 
tiene  vicio  de  nulidad  el  gravamen  constituido  sobre  fincas  por  quienee 
ni  juntos  ni  separados  tienen  dominio  de  ellas,  como  exige  el  ert,  126  de 
la  citada  ley: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Jns- 
gado  solamente  en  cuanto  declaró  insubsanable  el  defecto,  por  eetimei 
análogas  consideraciones  á  las  del  Juagado,  y  además,  que  siendo  lea 
hipotecantes  deudora  y  fiadora,  no  solidaria,  hay  que  estimar  dos  hlpo> 
tecas,  y  que  el  defecto  es  snbsanable  por  no  existir  vicio  alguno  de  nn- 
lidad  de  los  indicados  en  los  artículos  1261  y  ISOO  del  Código  civil: 

Visto  los  artículos  22,  106,  107,  núaaeros  2.®  y  8.^  119,  120  y  126  de 
la  ley  Hipotecaria;  99  y  100  del  reglamento  general  para  su  ejecución,  j 
27  y  28  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrnmentoe 
públicos  sujetos  á  Registro: 

gv^Oonslderando  qne  á  tenor  de  lo  prevenido  en  los  artículos  119  y  110 
de  la  ley  Hipotecaria,  cuando  se  hipotecan  varias  fincas  á  la  ves  por  on 
solo  crédito,  ha  de  determinarse  la  cantidad  ó  parte  de  gravamen  de  qne 
cada  una  deba  responder,  no  pudiéndose  repetir  contra  ellas  en  perjuicio 
de  tercero,  eino  por  la  cantidad  á  que  respectivamente  estén  afectas  y  le 
que  á  la  misma  corresponda  por  rasón  de  iotereses: 

Considerando  que  el  expresado  requisito  aparece  cumplido  en  le  ee- 
critura  ori<en  del  recurso,  puesto  qne  la  totalidad  de  la  cantidad  objete 
del  préstamo  se  halla  dividida  entre  las  dos  ñocas  hipotecadas  en  garan* 
tia  del  mi^mo,  respondiendo  una  de  ellas  de  1.600  pesetas  de  principal, 
106  de  intereses  y  376  para  costas  y  gastos,  y  la  otra  de  8.000,.  210  y  62i 
pesetas  por  dichos  diversos  conceptos,  así  en  lo  referente  á  la  nttda  pro- 
piedad hipotecada  por  la  deudora  principal,  como  en  lo  concerniente  al 
esnf  meto  correspondiente  á  la  fiadora: 

Considerando  que  aun  cuando  no  adolece  la  escritura  del  defecto  In- 
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dieado,  exitte  en  ella  el  de  qae  alendo  dos  loe  derechos  hipotecados,  ó 
aea  el  de  nada  propiedad  y  asnírnoto,  pertenecientes  á  distintas  perso- 
nas, han  debido  ambas  hipotecas  constllnlrse  con  las  restricciones  qne 
establecen  los  números  2.^  y  Z,^  del  art.  107  de  la  ley  Hipotecaria  y  27 
y  38  de  la  lastrncoión  sobre  la  manera  de  redactar  los  instra montos  pú- 
blicos snjetos  á  Registro,  por  lo  que,  mientras  no  se  subsane  esta  falta, 
debe  snspenderse  en  inscripción; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  no  ha  lagar  á  declarar  qae 
laescritnra  de  préstamo  hipotecario  de  6  de  Enero  de  1906,  aatorixada 
por  el  Notario  recarrente,  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formali- 
dades y  presoripelones  legales,  por  adolecer  de)  defecto  indicado,  con- 
firmándose en  este  sentido  la  providencia  apelada. 

Lo  qae,  con  deTOlación  del  expediente  original,  oomanico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consignientes.  Dios  gaarde  á  V.  I.  machos  afios.  Madrid  24 
de  Diciembre  de  1906. sBl  Director  general,  Javier  Gomes  de  la  Serna. 
Sr.  Presidente  de  la  Aadienda  de  Sevilla. 


£^um.  183.— TRIBUNAL  SUPREM0.-26  de  Diciembre, 
publicado  el  26  de  Kayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  db  lex»— Reclamación  de  bienee.-'Xxxto 
declarando  no  haber  lugar  á.  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Rosalía  Rodríguez  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza, 
en  pleito  con  Doña  Carmen  Fernández  y  otros. 
En  su  CONSIDERANDO  úoico  80  establocc: 

Que  es  inadmisible  el  recurso  en  el  fondo  cuando  no  se  ajusta  á 
las  condiciones  del  núm.  4°  del  art.  1729  de  la  ley  procesal^  á  tenor 
del  que  debe  señalarse  la  que  se  supone  infringida  en  el  concepto  en 
que  lo  haya  sido,  planteándose  asi  la  ejACStión  que  el  Tribunal  Su* 
premo  tenga  que  resolver: 

Que  el  ndm.  9  del  art,  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
exige,  según  los  casos,  la  cita  de  las  que  haya  prescindido  el  Tribu- 
nal y  de  los  documentos  ó  actos  de  los  cuales  se  derive  el  supuesto 
error  que  huJbiese  cometido,  sin  cuyas  condiciones  es  inadmisible  el 
recurso. 

y^Besaltando  qae  en  2  de  Jallo  de  1903  dedujo  demanda  de  juicio  de- 
clarativo de  mayor  caantia  Dofia  Rosalía  Rodrígaea  Zapater  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Tarazona  contra  Doña  María  del  Carmen, 
D.  Lais  y  D.  José  Fernández  Batoja  Casanova  sobre  reclamación  de 
bienes  que  recibieion  de  la  herencia  de  D.  Pedro  Sagaseta,  procedentes 
de  Dofia  Josefa  Manuela  Pascual  García,  y  sastanclado  el  pleito  por  los 
trámites  legales«de  ambas  instancias,  en  6  de  Marzo  último  dictó  sen- 
tsncia  confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Anuencia  territorial  de 
Zaragoza  absolviendo  á  D.  Lula  y  Doña  Carmen  Fernández  Barója  Ca- 
sanova, por  su  propio  derecho  y  como  herederos  de  su  hermano  D.  Joeé, 
fallecido  durante  la  tramitación  de  la  segunda  instancia,  de  todas  las 
preteneiojies  de  la  demanda  deducida  contra  los  mismos  por  Doña  Ro- 
salía Rodríguez  Zdpater,  á  la  que  se  condena  en  las  costas  de  la  apela- 
ción. 

*     Resultando  que  Dofia  Rosalía  Rodríguez  Zipater  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  todos  ios  números 
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del  ftrt.  1602  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  cItÍI  j  citando  eomo  infringi- 
dos los  arte.  1262  del  Código  civil,  981,  986,  990  y  siguientes  de  la  1er 
de  Enjaiolamiento  civil  y  las  eentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de- 
18  de  Octubre  de  1867,  7  de  Febrero  de  1881, 19  de  Diciembre  del  misma 
afio,  14  de  Junio  de  1887,  28  de  Noviembre  de  1884,  18  y  22  de  Junio 
de  1896, 14  de  Marso  de  1898,  28  de  Marzo  y  18  de  Junio  de  1899,  14  de 
Marzo  de  1900,  7  y  26  de  Abril  del  mismo  afio,  16  de  Enero  de  1901, 
18  de  Noviembre  de  1908  y  410  de  Diciembre  de  1908;  y  habiéndose 
opuesto  el  Miiiieterio  fiscal  á  la  (idmisión  del  recurso,  la  Sala  mandó 
traer  los  autos  á  la 'vista,  con  las  debidas  citaciones: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Buiz  García  Hitar 

Considerando  que  ninguno  de  los  motivos  del  recurso  se  ajusta,  en 
primer  término,  á  las  condiciones  del  núm.  4.^  del  art.  1729  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  á  tenor  del  que  debe  señalarse  con  la  ley  que 
se  supone  infringida  el  concepto  en  que  lo  haya  sido,  planteándose  asi 
la  cuestión  que  el  Tribunal  Supremo  tenga  que  resolver,  ni  las  del  nú- 
mero 9.°,  relativas  á  la  prueba,  que  consisten,  según  ios  casos,  en  la 
cita  de  las  leyes  de  que  haya  prescindido  el  Tribunal  y  los  documentos 
ó  actos  de  los  cuales  se  derive  el  supuesto  error  que  se  hubiese  cometldO| 
por  lo  cual  es  notoriamente  inadmisible; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  dofia 
Rosalía  Rodríguez  Zapater,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  oostas;^ 
con  la  certificación  correspondiente  devuélvase  á  la  Audiencia  territo- 
rial de  Zaragoza  el  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  esta 
auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  26  de  Diciembre  de  1906.=JoBé  de  Aldecoa.=Francisco  Toda. 
Vicente  de  Piniés.»Víctor  Oovián.ssPascual  Domenecb.=Camilo  María 
Qnllón.=Eduardo  Rniz  García  Hita.=sEl  Relator,  Licenciado  Trinidad 
Pelgado  Ol8nero8.=Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


£7úm.  184:.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 27  de  Diciembre, 
publicada  el  26  y  27  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  lby.  —  Indemnitaeión  por  accidente 
del  trabajo.SeniQncis,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Doña  María  Sancho  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  la  razón  social  B.  Campmany  y*  Oompañia. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  ostableco: 

Que  la  estimación  de  la  prueba  por  el  Tribunal  eenteneiador  no 
pujsde  ser  reciiñeada  sino  en  los  casos  que  taxativamente  marea  el 
numero  9.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Que  según  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo^  la  aprectaeión 
por  el  Tribunal  sentenciador  de  las  pruebas  pericial  y  testifical  no 
encaja,  por  la  índole  y  naturaleza  de  éstas,  en  la  materia  propia  de 
la  casación: 

Que  son  impertinentes  para  la'  casación  ¡os  motivos  del  recurso 
Jundados  en  supuestos  de  hecho  que  contrarían  los  que  la  Sata  sen-- 
teneiadora  declara  probados: 

Que  no  siendo  las  conclusiones  que  el  recurrente  deriva  de  lo9 
hechos  á  que  se  refieren  los  motivos  del  recurso,  sino  presundonee^ 
que  asienta  con  ó  sin  lógica  racional,  pero  que  por  su  índole  y  Ha- 
turaleza  no  evidencian  error  alguno  de  hecho  ni  de  derecho  en  Im 
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*apreeiaeión  de  la  prueba,  ni  menos  eonetitui(en  la  eon/e»ónjudieial 
á  que  se  reñere  el  art»  1232  del  Código,  $on  improeedenies  para  mo- 
iioar  la  eaeaeión: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  los  ar- 
tículos 1249  del  mismo  Código  y  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
doil: 

Que  la  ley  procesal  es  la  única  reguladora  en  los  juicios ^  cual* 
quiera  que  sea  la  región  de  España  donde  se  celebren,  por  cuya  ra- 
son  no  cabe  invocar  disposición  alguna  especial  que  contradiga  sus 
preceptos  sobre  esta  materia. 

En  la  villa  y  corte  d«  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1006,  en  el  Jál- 
elo eobre  indemnisaclón  por  accidente  del  trabajo  eeguido  en  el  Jnzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  y  en  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Andlencia  de  Barcelona  por  Dofia  María  Teresa  Sancho 
y  Qargoiio,  sirviente,  viada  del  obrero  Tomás  Sarifiá,  ppr  sí  y  en  repre- 
•entación  de  sa  hiia  menor  de  edad  Pilar  Sarifiá  y  Sancho,  con  la  raión 
flocial  £.  Oampmafny  y  Compafiía,  fabricante  de  cerveza,  representada 
por  ios  estrados  respectivos,  por  no  haber  comparecido,  y  la  Sociedad 
de  seguros  Híspanla,  domiciliada  en  dicha  ciadad;  pendiente  ante  Nos 
«a  virtad  de  recarso  de  casación  por  infracción  de  ley,  Interpuesto  por 
el  Procarador  D.  Barnabé  Palacios  y  Gatiérrez,  bajo  la  dirección  del  Le- 
trado D.  Agostin  Paredes  y  Nevot,  en  representación  de  la  demandante, 
no  habiendo  comparecido  la  parte  recarrida. 

Resaltando  qne  el  día  38  de  Enero  de  1904  la  Sociedad  E.  Oampmany 
y  Oompafiía,  fabricante  de  cerveza  en  Barcelona,  paso  en  conocimiento 
4el  Gobierno  civil  qae  el  obrero  Tomás  Sarifiá  había  sufrido  un  acci- 
dente, por  haberle  caído  en  la  cabeza  una  botella  qne  rompió  otro  obre- 
ro, prodaoiéndole  ana  herida  incisa  en  la  parte  superior  de  la  mejilla 
Isquierda,  y  qne  el  riesgo  se  hallaba  asegurado  en  la  Sociedad  general 
de  Seguros  Agrícolas  ó  Industriales,  domiciliada  en  Espafia;  habiendo 
hecho  presente  el  Medico  D.  Ángel  Mnr,  en  el  parte  que  dló  de  dicho  ac* 
eidenta  ai  Gobierno  civil,  qne  el  obrero  Sarifiá  presentaba  varias  lesio- 
nes, que  le  imposibilitarían  para  el  trabajo  durante  unos  veinte  días,  si 
AO  sobrevenía  complicación  alguna: 

Resultando  que  con  fecha  11  de  Febrero  siguiente  los  Doctores  don 
Pedro  Esquerdo  y  D.  Ángel  Mar  certificaron  que  el  susodicho  obrero  de 
de  la  casa  E.  Campmany  y  Oompafiía  sufrió  en  S8  de  Enero  anterior  ana 
herida  incisa  en  la  mejilla  izquierda,  parte  superior,  y  que,  dado  su  es- 
tado, declaraban  que  la  herida  no  guardaba  relación  con  la  erisipela  fa- 
cial desarrollada  en  la  inmediación  de.  la  misma,  considerando  la  erisi- 
pela subordinada  á  la  angina  estreptorócioa  ó  infección  gripal,  y  que  su 
estado  era  grave,  pudiendo  presentarse^  además  de  los  fenómenos  ner- 
viosos que  le  aquejaban,  complicaciones  meningo  encefálicas,  que  le 
pedían  producir  la  muerte: 

Resultando  que  el  día  14  del  mismo  mes  falleció  el  obrero  Surifiá,  y 
el  citado  Doctor  D.  Ángel  Mnr,  en  nombre  de  la  Sociedad  general  de  Se- 
garos Agrícolas  ó  industriales,  puso  el  hecho  en  conocimiento  del  Go- 
bierno civil,  haciendo  constar  que  la  defunción  había  sido  consecuencia 
de  infección  gripal,  erisipela  y  angina  estreptoróoica,  qne  no  guardaba 
relación  con  la  herida  sufrida;  y  en  la  certificación  que  el  mismo  Doctor 
remitió  ai  Josgado  municipal  del  distrito  de  la  Universidad,  declaró  qne 
Sarifiá  había  fallecido  á  consecuencia  de  erisipela  facial  en  el  curso  de 
una  infección  gripal  qne  presentaba  sefiales  de  descomposición: 

Resaltando  qne  en  1.®  de  Septiembre  de  dicho  afio  1904  María  Tereoa 
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Sanche  GargoUo,  vinda  de  Snrifiá,  por  sí  y  en  nombre  de  bu  hija,  menor- 
de  diez  y  eels  afioe,  Filar  Sorifiá  Saneho,  dedujo  ante  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  Barcelona  demanda  en 
juicio  verbal  contra  la  Sociedad  E.  Campmany  y  Oompafiia,  y  la  de  se- 
guros Híspanla,  para  que  en  el  doble  concepto  en  qne  comparecía  le  pa* 
garan  la  soma  de  8.900  pesetas,  como  indemnización  qne  le  correspon- 
día por  la  deínnción  de  sn  marido,  ocurrida  á  consecuencia  del  accidente 
de  que  fué  víctima  el  28  de  Enero,  en  ocasión  de  trabajar  como  obrero 
de  E.  Oampmany  y  Compañía,  con  los  intereses  legales  de  dicha  snma 
desde  la  presentación  de  la  demanda  y  las  costas  del  juicio,  alegando  en 
so  apoyo:  qne  en  el  día  ya  indicado,  28  de  Enero  de  aquel  afio,  estando 
ocapado  en  su  trabajo  habitual  en  la  fábrica  de  cerveza  de  E.  Oampmany 
y  GompafiÍB,  sita  en  la  planta %aja,  núm.  61  de  la  calle  de  Viladonat, 
fué  víctima  el  marido  de  la  demandante  del  accidente  ya  mencionado,  y 
después  de  aplicarle  los  patronos  espíritu  de  vino  para  contener  la  he- 
morragia, dispusieron  que  se  dirigiera  á  pie  al  domicilio  de  la  Sociedad 
a^<eguredora  Híspanla,  distante  como  media  hora  del  lugar  del  accidentOi 
y  aeí  lo  hizo,  con  la  herida  abierta  y  chorreando  sangre;  que  en  el  local 
de  dicha  Sociedad  se  le  practicó  una  cura,  y  cumpliendo  la  orden  qne 
allí  se  le  dio,  acudió  diariamente  al  domicilio  del  Médico  de  dicha  So- 
ciedad, núm.  2  de  la  calle  de  Pelayo,  para  continuar  la  curación,  invir- 
tieudo  en  la  visita  cada  día  desde  las  dos  á  las  cinco  y  media  ó  más  de 
la  tarde,  hasta  que  á  causa  del  tiempo  pésimo  de  lluvias,  vientos  y  fríos 
de  aquellos  días  se  empeoró  la  herida,  hasta  el  punto  de  producirle  una 
erisipela,  que  el  7  de  Febrero  le  impidió  salir  á  la  calle,  disponiendo  en- 
tonces la  Sociedad  que  el  Médico  le  visitara  en  su  propio  domicilio;  qne 
los  auxilios  prestados  por  dicho  Médico  y  el  Doctor  Ezquerdo  fueron  inú- 
tiles, pues  Suriñá  falleció  el  día  J4  por  causa  de  una  erisipela  facial  é 
infección  gripal,  consecuencia  de  la  herida,  que  no  llegó  á  curarse,  y  la 
forma  empleada  en  el  tratamiento,  y  después  de  pagar  E.  Oampmany  y 
Compañía  el  salario  del  obrero  y  los  gastos  del  sepelio,  y  la  Sociedad 
Híspanla  á  los  Facultativos  que  le  asistieron,  se  negaban  ambas  á  pagar 
la  indemnización  correspondiente;  qne  dichos  patronos  tenían  asegura- 
das en  la  Sociedad  Híspanla  las  obligaciones  definidas  en  los  artículos 
4.^  y  6.^  de  la  ley  de  SO  de  Enero  de  1900,  y  el  obrero  Snrifiá  percibía  nn 
salario  de  26  pesetas  semanales;  qne  á  dos  puertas  de  la  fábrica  en  que 
se  prodnjo  el  accidente  hay  una  farmacia,  y  no  muy  distante  dos  Casas 
de  Socorro,  y  á  nicgano  de  dichos  sitios  se  acudió  en  demanda  de  anzl- 
lio  al  recibir  la  herida  Snrifiá,  á  pesar  de  no  haber  en  la  fábrica  nn  boti- 
quín ni  caja  de  cirugía;  qne  ni  el  patrono  ni  la  Sociedad  aseguradora 
bebían  cumplido  lo  dispuesto  en  el  párrafo  l.^del  art.  10  del  Reglamento 
de  28  de  Jnlio  de  1900,  y  si  lo  habían  cumplido  no  habían  sido  notificado 
para  qne  pudiese  el  obrero  prestar  su  conformidad,  por  sí  ó  por  persona 
qne  le  representase;  y  que  no  había  podido  la  demandante  hacer  neo  del 
derecho  de  reclamar  y  apelar  ante  la  Autoridad  gubernativa  por  no  saber 
si  se  había  extendido  ó  no  la  certificación  qne  exige  el  art.  18,  caso  4.^, 
del  Reglamento  citado,  rPBpecto  al  fallecimiento  del  obrero: 

Resultando  que  ratificada  la  Dcfía  María  Teresa  Sancho  en  sn  de- 
manda, fueron  convocadas  las  partes  á  jnicio  verbal,  á  cuyo  acto  con» 
cnrrió  tan  sólo  la  deír andante  y  la  Sociedad  de  Seguros  Híspanla,  y  des- 
pués de  reproducir  aquélla  sn  demanda,  la  impugnó  dicha  Sociedad  ase- 
guradora, alegando  en  resumen:  que  la  lesión  fué  debidamente  atendida, 
y  siguió  un  pr  iceeo  franco  de  curación,  de  modo  qne  por  dicha  herida 
no  tuvo  el  obrero  que  guardar  cama;  que  por  causas  que  nada  tenían  que 
ver  con  la  lesión  ni  con  el  accidente,  el  obrero  Snrifiá  fué  víctima  da<- 
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nato  el  período  de  electrización  de  ana  loflnensa  gripal,  que  le  pro- 
dujo ana  angina  eétreptorócica  y  ana  erisipela  facial  qae  le  prodaje- 
Ton  la  mnerte,  sin  qae  ésta  tnyiera  nada  qae  ver  con  la  herida  qae  le 
caneó  el  accidento  del  trabajo;  y  qae  el  patrono,  y  en  sn  nombre  la  So- 
ciedad Híspanla,  habían  cam piído  en  todas  sos  partes  la  legislación  vi- 
gento  sobre  accidentes  del  trabajo,  pagando  la  indemnización  cotidiana 
y  la  asistencia  médica  y  íarmacéatica;  y  en  dicho  acto  presentó  la  ex- 
preaada  Sociedad,  y  íaeron  nnidos  á  los  aatos,  el  certificado  expedido 
por  los  Doctores  Esqaerdo  y  Moren  11  de  Febrero  de  1904,  el  parte  dado 
por  E.  Oampmany  y  Oompafiía  al  Gk>bierno  civil  del  accidente  snírido 
por  Sari  fia  y  el  paite  dado  por  el  Doctor  Mar  al  mismo  Gobierno  civil 
del  íalleeimlento  de  dicho  obrero,  de  cayos  docamentos  se  ha  hecho  mé- 
rito al  principio: 

Resaltando  qae  recibido  el  jálelo  á  praeba,  se  aportaron  por  la  parte 
demandante,  entre  otros  docamentos,  ana  receta  expedida  por  el  Doc- 
tor Mor  y  despachada  en  18  de  Febrero  de  1004  por  el  Farmscéotico  don 
Antonio  Oanals;  cnatro  ejemplares  del  Diario  de  B^rcelona^  correspon- 
dientes á  los  días  28  de  Enero  y  1,  2  y  8  de  Febrero  del  mismo  a  fio,  en 
toa  qae  ee  hacen  constar  el  mal  tiempo  qae  reinó  en  dichos  días  y  la 
baja  temperatnra  del  2  de  Febrero;  el  parte  dado  al  Gobierno  civil  por  el 
Médico  Mar  de  la  lesión  snfrida  por  Sorifiá,  de  qae  ya  se  hizo  mención 
al  principio,  y  ana  comanlcación  de  la  Alcaldía  de  Barcelona  partid* 
pando  al  Juzgado  qae  en  nicgano  délos  cnatro  Dispensarios  enclavados 
en  los  distritos  6.^  y  7.^,  ó  sean  de  la  Universidad,  constaba  qae  en  28  de 
Enero  de  1004  hnblera  sido  carado  el  obrero  Sorifiá;  á  instoncia  de  la 
misma  demandante  absolvió  posiciones  el  Gerente  de  la  Sociedad 
S.  Oampmany  y  Compiifiía,  manifestando:  qne  el  obrero  Sorifiá,  tan 
pronto  como  fué  víctima  del  accidento,  foé  enviado  directamente  á  la 
Sociedad  Hispania  para  sn  caración;  pero  qne  si  íaé  á  pie  faé  debido  á 
qne  él  no  qnisb  coche,  por  no  considerarlo  necesario;  no  habiéndosele 
prestado  más  auxilios  en  aquel  memeoto  por  ao  exigirlo  su  estado;  que 
era  cierto  qne  no  participó  á  la  demandante  que  se  hubiera  remitido  al 
Gobierno  civil  el  certificado  de  deíanción  de  sn  marido,  por  entender 
qne  tal  certificación  era  de  la  Incumb^'ncia  del  Facnltativc;  y  qne  era 
Igualmente  cierto  que  no  se  había  remitido  al  Gobierno  civil  el  parte  á 
qne  se  refiere  el  art.  10  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  Ac* 
ctdentes  del  trabajo,  con  expresión  de  la  conformidad  de  la  demandante; 
D.  Juan  Soler,  Gerente  de  la  Sociedad  de  segaros  Hiepania,  absolvió  po« 
aleiones,  á  petición  también  de  la  demandante,  diciendo,  en  cnanto  es 
esencial:  que  por  el  contrato  de  seguro  celebrado  con  E.  Oampmany  y 
Oompafiía  la  Sociedad  Hispania  viene  obligada  á  sustituir  las  responsa- 
bilidades de  aquéllas,  definidas  en  la  ley  de  80  de  Enero  de  1900;  pero 
no  á  pagar  la  asistencia  de  las  enfermedades  comunes  de  ninguno  de 
sos  obreros;  y  que  los  Doctores  Mur  y  Ezquerdo,  cobran,  en  efecto,  de 
dtoha  Sociedad  Híspanla  los  honorarios  que  devengao  por  los  servicios 
profeBlooales  que  habitualmente  le  prestan,  y  el  primero  de  ellos  es  Mé- 
dloo  dependiente  de  la  Sociedad,  por  lo  cual  cobra  honorarios  por  todos 
loe  partes  y  documentos  relativos  á  accidentes  del  trabajo;  y,  por  últi- 
mo» á  instancia  también  de  la  demandante,  prestaron  declsraración  tres 
testigos  sin  tacha,  nno  de  ellos  el  Doctor  D.  Mariano  Luis  Corp,  al  fin  de 
demoetrar  que  los  patronos  de  Snrifiá  pagaron  su  entierro  y  qne  la  vís- 
pera de  su  fallecimiento  le  visitó  dicho  Doctor  Corp,  llamado  por  la  fa- 
milia, el  cual  declara,  cootestando  también  á  repreguntas  de  la  Sociedad 
Hispania,  que  visitó  al  obrero  la  víspera  de  su  muerte,  deduciendo  del 
examen  del  mismo  que  la  infección  que  le  produjo  la  erisipela  tuvo  pro- 
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bftblemente  por  caasa  la  herida  qne  preaentaba  en  la  región  melar,  y  qna 
pidió  ana  consaita  con  nn  Doctor  de  Giragiai  qne  no  pndo  tener  Ingar 
por  el  íalleoimiento  de  Sarifiá: 

Besnltando  qne  por  parte  de  la  Sociedad  Híspanla  fueron  presenta- 
dos como  teetigoe  loe  oitadoe  Doctorea  Mnr  y  Esqaerdo,  qne  ee  ratiftea- 
ron  en  el  contenido  del  snaedicho  certificado  de  11  de  Febrero  de  1004,7 
terminada  la  anatanciación  el  Jnes  de  primera  instancia  del  distrito  d« 
la  ÜQlveraidad  de  Barcelona  dictó  anto,  absolviendo  á  las  des  Sociedades 
demandadas  de  la  demanda  deducida  por  María  Teresa  Sancho  en  el 
doble  concepto  en  que  litiga,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 
Resaltando  qne  remitidos  los  antea  á  la  Andiencia  del  territorio,  em 
virtud  de  apelación  que  interpuso  la  demandante,  dirigió  nuevas  poai- 
cionea  en  eeta  segunda  instancia  al  Gerente  de  E.  Campmany  y  Oompa- 
fiía,  quien  declaró  que  dicha  Sociedad  no  ee  opuso  á  la  demanda  por  en- 
tender que  venían  á  cargo  de  la  Hlapania  todas  laa  responsabilidades 
del  obrero  Sarifiá,  incluso  las  que  pudieran  originarse  de  la  negligenola 
en  no  haberle  prestado  loa  primeros  auxilios  sanitarios,  y  presentó  otro 
pliego  de  posiciones,  qne  fué  contestado  por  el  Gerente  de  la  Sociedad 
Híspanla,  sin  resultado  alguno,  por  no  recordar  les  hechos  á  que  se  re- 
fería, y  terminada  la  suatanciación  de  la  Instancia,  la  Sala  primera  de  le 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  sentencia  en  10  de  Mario  prózl- 
mo  pasado,  confirmando,  con  las  costas,  la  apelada: 

Resultando  que  Dofia  María  Teresa  Sancho  y  GorgoUo  interpuse  re» 
curso  de  casación,  fuudado  en  loe  números  1.^^  8.^  y  7.^  del  art.  1602  de 
la  ley  de  Eajaiciamiente  civil,  alegando  los  motivos  siguientes: 

Primero.  La  infracción  de  loe  artículos  1.®  y  6.^,  caso  1.®,  de  la  ley 
de  Accidentes  del  trabajO|  por  cuanto  está  acreditado  en  autos  qne  ií 
obrero  Tomás  Sarifiá  sufrió  una  lesión  corporal  directa,  ó  sea  la  herida 
incisa  que  se  produjo  en  la  parte  superior  de  la  mejilla  iaqnierda  el  día 
S8  de  Enero  de  1904,  con  ocasión  del  trabajo  que  ejecutaba  fuera  de  su 
oasa  por  cuenta  de  la  Sociedad  E.  Campmany  y  Oompafiía,  y  otra  leelón 
corporal  indirétta  en  toda  la  cabeza,  que  fué  una  consecuencia  de  la  pri- 
mera, ó  sea  la  erisipela  que  le  cansó  la  muerte;  y,  sin  embargo,  la  Sala 
sentenciadora,  apreciando  que  la  erisipela  facial  causante  de  la  muerte 
del  obrero  no  fué  consecuencia  del  accidente  sufrido  por  el  mismo»  deja 
de  aplicar  los  artículos  citados; 

Segundo.  Infracción  del  propio  art.  6.®,  apartado  1.®,  y^caso  núm.  O, 
apartado  7.^,  de  dicha  ley  de  Accidentes  del  trabajo,  á  la  ves  que  de  la 
segunda  parte  del  art.  6.^  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  mié» 
ma:  primero,  porque  desde  el  momento  que  de  les  hechos  reconecidee 
por  ambos  demandados  resulta  claro  que  uno  de  éstos,  como  patrono  del 
obrero  fallecido,  y  el  otro,  como  asegurador  de  las  responsabilidades  1^ 
gales  de  aquél,  sufragaron  los  gastos  de  asistencia  médica  que  hasta  en 
fallecimiento  se  prestó  al  obrero  lesionado,  bajo  la  dirección  de  Faovl- 
tativoB  designados  por  el  patrono,  así  como  las  indemnizacionee  oorie»- 
pendientes  á  dicho  obrero  en  el  período  que  medió  desde  el  accidenls 
hasta  su  moerte  y  los  gastos  del  sepelio,  es  evidente  é  inonestionable 
qne  quien  pagó  estos  gastos  posteriores  á  la  def  andón,  que  de  ne  ha- 
ber sido  ocasionada  ésta  por  el  accidente  no  debería  haber  pagado, 
quedó  por  este  sólo  hecho  obligado  á  indemnisar  á  la  viuda  y  deeeen- 
dientes  legítimos  menores  de  diez  y  seis  afios  en  la  forma  y  onantia 
que  establece  el  artículo  citado,  en  el  cual  se  emplea  ezprefeso  peía 
el  caso  como  el  de  autos  la  palabra  cademás»;  y  segundo,  porque  la  mié- 
ma  sentencia  recurrida,  en  el  primero  de  sus  fundamentos,  reeonoee  qne 
existe  conformidad  entre  las  partes  aceroa  de  los  hechos  reterentee  á  la 
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iMión  y  «1  pago  de  loe  gastos  de  enfermedad  j  sepelio,  qoe  obliga  tana- 
liiéa  á  pagai;  la  indemnisación  reclamada  en  la  demanda,  siendo  aán  más 
precisa  tai  obligación  respecto  de  los  patronos  demandados  £•  Campmany 
7  Oompafiia,  qne  no  eólo  pagaron  el  sepelio,  sino  qae  además  no  formu- 
laron oposicifi^n  á  la  demanda; 

Tercero.  Infracción  del  art.  138S  del  Código  civil,  de  las  sentencias 
de  este  Tribunal  Snpremo  de  3  de  Octubre  de  1888  y  25  de  Enero  de  1909 
7  del  art.  10  del  reglamento  de  la  ley  de  Accidentes  del  trabajo,  por  no 
haber  tenido  en  cuenta  la  Sala  sentenciadora  el  precepto  de  qne  la  oon- 
iesión  hace  pmeba  contra  sn  antor,  toda  yes  qne  la  Sociedad  demandada 
£•  Gampman7  7  Compafila  ha  confesado  en  aotos,  bajo  jnramento  In- 
declsorio,  qne  cnando  el  obrero  Sarifiá  snfrl^  la  herida,  de  la  que  maná 
mucha  sangre,  le  envió  directamente  á  pie,  con  muy  mal  tiempo,  al 
domicilio  de  la  Sociedad  Híspanla,  situado  á  gran  distancia  del  lugar 
donde  se  produjo  la  herida;  7  confesó  ademáe  explícitamente  que  no 
eomplió  la  obligación  que  impone  el  art.  10  del  reglamento  citado,  pri- 
vando á  la  recurrente  con  tal  omisión  de  reclamar  por  la  vía  guberna- 
tiva 7  cancelar  el  expediente;  confesando  además  no  haberse  opuesto 
á  la  demanda: 

Cuarto.  Infracción  del  art.  669  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil, 
per  haberse  aplicado  en  sentido  inverso  al  que  realmente  tiene,  puesto 
que  preceptúa  terminantemente,  que  la  crítica  que  loa  Jueces  7  Trlbn- 
nalee  hagan  de  las  manifestaciones  de  las  personas  que  acudan  á  la 
prueba  teetifical  ha  de  ser  una  crítica  sana  7  no  caprichosa  7  deevirtua- 
dera  (até)  de  lo  adverado  ó  negado  por  aquellos  que  han  asistido  en  vir* 
tnd  de  llamamiento  judicial;  7  la  sentencia  recurrida,  contraviniendo 
por  completo  el  texto  del  articulo  citado,  concede  más  valor,  foeria  y 
eficacia  á  lo  declarado  por  testigos  tachados,  por  ser  dependientes  do 
uno  de  los  demandados;  de  uno  de  cuyoe  testigos  obran  en  autos  dos 
documentos  distintos  dando  cuenta  de  la  defunción  del  obrero  Surifiá, 
atribuyéndola  en  el  dirigido  al  Juagado  municipal  á  consecuencia  do- 
erisipela  facial  en  el  curso  de  una  infección  gripal  que  presenta  sefialea 
de  descomposición,  7  expresando  en  el  otro,  dirigido  al  Gobierno  civil, 
oomo  Médico  de  la  Sociedad  demandada;  que  la  muerte  fué  á  consecuen- 
cia de  Infección  gripal,  erisipela  7  angina  extreptorócica,  que  no  guar« 
dan  relación  con  su  herida;  que  á  las  manifestaciones  de  otros  testigos» 
sin  tacha  alguna,  uno  de  ellos  Doctor  en  Medicina,  que  aeeguraron  de 
elencia  7  observación  propia  que  la  herida  del  obrero  lesionado  estaba 
infestada,  7  que  la  erisipela  facial,  causante  del  fallecimiento,  tuvo 
probablemente  por  puerta  de  entrada  aquella  herida  ó  lesión,  que  no- 
estaba  curada  ni  cicatriaada  al  ocurrir  la  muerte;  de  donde  resulta  evi- 
dente que  la  crítica  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en  cnanto  á  esas 
declaraciones,  es  totalmente  errónea  7  no  sana,  está  en  pugna  con  la 
discreción  que  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de- 
clara que  han  de  tener  los  Jueces  7  Magistrados  al  apreciar  la  prueba 
de  testigos,  7  patentiaa  que  la  Sala  sentenciadora  no  tuvo  en  considera- 
ción en  debida  forma,  ni  las  circunstancias  de  aquellos  testigos  ni  las 
mes  de  ciencia  ú  olMsrvación  que  dieron: 

lainto.  Infracción  del  art.  1908  del  Código  civil,  porque  siendp  el 
dente  ó  lesión  corporal  sufrida  por  Tomás  Surifiá,  originaria  de  sii 
irte,  un  perjuicio  causado  al  herido  por  un  dependiente  de  los  patro- 
de  ambos  en  el  servicio  de  los  ramos  en  que  los  tenían  empleados,  ó 
ocasión  de  sus  funciones,  la  sentencia  recurrida  prescinde  de  lo 
mosto  en  el  artículo  citado,  que  fué  oportunamente  invocado  en  la 
'anda: 
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Sexto.  Infraeoión  de  Iob  %ttB,  19,  20,  S2,  2S  y  26  del  reglamento  á^ 
la  ley  dé  80  de  Enero  de  1900,  por  no  haber  tido  tenidos  en  cuenta  en  la 
■entonela  recurrida,  á  pesar  de  constar  en  autos  ezplíeitamento,  confe- 
sado por  £.  Camomany  y  Compafiía,  que  á  causa  de  su  negligencia  y 
omisiones  la  demandante,  y  hoy  recurrente,  no  pudo  ampararse  en 
aquellas  disposiciones  en  la  ocasión  oportuna,  ni  pedir,  si  le  hubiere 
convenido,  la  autopsia  del  cadáver  para  desvirtuar  la  afirmación  gratuita 
de  dos  testigos,  que  está  probado  fueron  pagados  por  la  parto  que  loa 
presentó; 

Séptibuo.  Error  de  hecbp  en  la  apreciación  de  la  prueba,  que  resulta 
de  documentos  y  actos  auténticos,  que  ''emuestran  la  equivocación  evi- 
dento  del  jusgador,  y  son:  ^^  La  confesión  de  la  que  aparece  que  £. 
Oampmany  y  Compañía  no  proporcionaron  á  Sarifiá  sin  demora  alguna 
la  asistencia  médica  y  farmacéutica,  ni  aun  le  dieron  en  el  primer  mo- 
mento los  auxilios  sanitarios  más  jpróximos,  y  que  la  Sociedad  Híspa- 
nla, que  no  viene  obligada  á  asistir  en  enfermedades  comunes  á  loa 
obreros  de  los  patronos  cuyas  responsabilidades  por  accidentes  sustituye, 
dispuso  que  dos  de  sus  Módicos  asistiesen  á  8urifiá  basto  su  falleci- 
miento, abonando  á  aquéllos  sus  honorarios.  B.  Los  documentos  obran- 
tes en  autos,  consietentes  en  la  receto  expresiva  de  que  la  víspera  de  la 
muerto  del  obrero  el  Doctor  Mur,  que  le  «.sistía  por  el  accidente  de  la 
herida,  ordenó  medicamento  de  uso  externe  para  curársela;  en  los  dia- 
rios aportados  al  pleito,  jnstiñcatlvos  de  la  crudeaa  del  tiempo  por  la 
lluvia,  frío  y  viento  de  aquellos  días  en  que  se  produjo  la  erisipela,  y 
en  los  certificados  oficiales,  entre  ellos  el  de- la  Alcaldía  de  Barcelona» 
participando  al  Jusgado  que  en  los  Dispensarios  enclavados  en  los  dis- 
tritos 6.^  y  7.^,  que  eetán  próximos  al  lugar  donde  se  lesionó  Snrifiá,  no 
fué  curado  éste  el  día  28  de  Enero  de  1904,  demostrando  tales  documen- 
tos que  no  se  prestaron  al  obrero  lesionado  los  auxilios  sanitarios  máa 
próximos  y  se  le  obiig6,  en  cambio,  á  andar  horas  y  horas  con  la  herida 
abierta  por  diversas  calles  de  la  población,  con  tiempo  pésimo,  por  ha- 
berse observado  un  sistema  curativo  que  le  obligó  á  salir  todos  los  días, 
hasta  que  en  18  de  Febrero  de  1904  le  fué  imposible  Ir  al  domicilio  del 
Médico,  por  sentirse  atacado  de  la  infección  gripal  y  de  la  erisipela,  que 
le  ocasionaron  la  muerte,  sin  tener  curada  la  herida  inicial  del  tra- 
tamiento que  dlsputiO  la  Sociedad  Híspanla  por  medio  de  su  facultati- 
vo. O.  La  misma  prueba  de  documentos,  respecto  á  la  cual  es  de  notar 
que  la  Sala  sentenciadora  concede  al  certificado  expedido  en  11  de  Fe- 
brero de  liiOé  por  los  Doctores  D.  Pedro  Ezquerdo  y  D.  Ángel  Mur  un 
valor  que  legalmente  no  puede  tenérsele,  siendo  como' es,  por  una 
parte,  innecesario  á  los  efectos  de  la  ley  de  Accidentes  del  trabajo, 
pues  ni  ésta  ni  su  Reglamento  exigen  su  presentación,  y  careciendo,  per 
otra  parte,  de  matrís,  número  de  orden,  membrete,  sello  ni  ninguna 
otra  circunstancia  de  haber  sido  extendido  en  realidad  en  la  fecha  que 
lleva,  de  coya  certeza  puede  dudarse,  porque  para  mayor  confusión  no 
se  envió  al  Gobierno  civil,  ni  se  extendió  por  duplicado,  conforme 
previene  el  art.  id  del  Reglamento  en  lo  relativo  á  documentos;  y  ade- 
más, según  datos,  el  original  obrante  en  autos  se  halla  extendido  con 
máquina  de  escribir  y  no  fué  presentado  basta  nueve  meses  despiiés  de 
ocurrido  el  accidente  y  la  def  andón  de  Harifiá,  ó  sea  en  Octubre  de  aquel 
año,  en  que  la  Sociedad  Híspanla  lo  entregó  al  Jnzgado  al  contestar  la 
demanda;  siendo  además  de  notar  la  circunstancia  de  esUr  firmado 
por  dos  personas  que  enantes  figuran  como  testigos  y  coosta  qaeper- 
cibian  honorarios  de  quienes  los  presentó,  con  relación  á  cuyos  testigos 
se  puso  tacha  legal,  pidiendo  prueba,  que  el  Juzgado  no  admitió,  siendo 
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etto  objeto  de  la  oportuna  providencia  j  respectiva  protesta,  sobre 
cuyos  hechos  importantísimos  nada  dice  ni  indica  la  sentencia;  y  D.  La 
prneba  de  testigos  expuesta  anteriormente,  en  la  qne  hay  gran  acopio 
de  datos,  qne  constituyen  el  conjunto  6  totalidad  y  evidencian  la  equi- 
vocada apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  al  examinarlos,  por  ser  de 
sentido  común  y  recto  Juicio,  partiendo  de  ellos,  que  cualquier  compli- 
cación ocurrida  en  el  estado  del  paciente  en  las  expresadas  circunstan- 
cias había  de  provenir  del  hecho  de  curar  con  tan  poco  cuidado  y  tan 
escasas  precauciones  científicas  ó  humanitarias  una  herida  respecto  á 
la  cual  el  propio  Facultativo,  en  su  primer  parto  obrante  en  autos,  pie- 
vió  la  posibilidad  de  alguna  complicación;  de  donde  resulta  que  la  in- 
fección, la  angina,  si  existió,  y  la  eiisipela  facial,  fueron  consecuencia 
lógica  del  método  seguido  para  curar  la  herida,  y,  por  tanto,  aun  cuando 
quiera  considerarse  aquellas  enfermedades  como  desligadas  clentifíca* 
mente  de  la  herida,  ha  de  reconocerse  que  guardaban  con  elitf  relación, 
más  ó  menos  directa,  é  iniciadas  por  la  inclemencia  y  crudeza  del  tiem- 
po, fueron  una  complicactón  sobrevenida;  siendo  la  erisipela  facial  una 
segunda  lesión  corporal,  surgida  como  efecto  compiicatorio  de  la  heri- 
da; demostrando,  por  tanto,  los  citados  documentos  de  prueba  exieton- 
tos  en  autos  la  equivocación  contenida  en  el  segundo  fundamento  de  la 
sentencia  recurrida,  pues  bastan  para  apreciar  que,  con  arreglo  á  la 
sana  crítica,  la  mutrte  de  Surifiá  ocurrió  á  consecuencia  de  la  h0rida  que 
sufrió  con  ocasión  del  trabajo  que  ejecutaba  por  cuenta  de  E.  Oampmany 
y  Oompafiía: 

Octovo.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  porque 
apreciada  la  practicada  por  la  recurrente  con  arreglo  á  la  sana  crítica 
hay  que  estimar  que' demostró  que  la  enfermedad  qne  produjo  la  muerte- 
de  su  marido,  fnó  consecuencia  de  la  lesión  que  sufrió  en  el  traba - 
Jo,  bastando  para  ello  tener  en  cuenta,  en  primer  lugar,  que  al  certi- 
ficado expedido  por  los  Doctores  Esquerdo  y  Mor,  aparte  de  lo  ya  dicha 
per  hallarse  autorisado  por  personas  dependientes  de  la  Sociedad  His- 
pania,  no  puede  reconocérsele  valor  ni  eficacia  alguna  respecto  de  .ter- 
ceres, según  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  á  causa  de  no  ha- 
'berso  cumplido  lo  dispuesto  en  el  art.  1227  del  Código  civil,  y  que,  aun 
en  el  caso  de  reconocérsele  algún  valor  probatorio,  sería  preciso  esti- 
mar, á  tenor  del  art.  1228  de  dicho  Código,  que  los  Doctores  que  lo  fir- 
maron consideran  subordinada  la  erisipela,  que  complicó  el  estado  del 
paciento,  á  una  afección  gripal  que  en  el  curso  de  la  herida  padeció;  y  si 
bien  expresan  que  esa  berida  no  guardaba  relación  con  la  erisipela,  no 
dicen,  ni  menos  indican  ni  insinúan,  que  no  la  guardase  tampoco  con  la 
infección  gripal,  además  de  que  no  dan  por  muerto  al  lesionado,  y  esto 
obliga  á  la  Sociedad  que  presentó  tal  documento  á  aceptarlo  en  la  parte 
que  le  perjudica;  existiendo  en  lo  relativo  al  documento  consistente  en 
el  parte  del  Doctor  Mur  participando  la  defunción  de  Surifiá,  la  circuns- 
tancia especial  de  que  atribuye  la  muerte,  en  primer  término,  á  la  in- 
fección gripal,  de  la  que  no  había  dicho  que  dejase  de  guardar  relación 
con  el  accidente  ni  con  la  herida;  en  segundo  término,  á  la  erisipela,  y 
en  tercero,  á  la  angina;  y  si  bien  es  cierto  que  dicho  documento  dice  lo 
de  no  guardar  relación  con  la  herida,  no  lo  prueba,  y  antee  al  contrario, 
confirma  existir  esa  relación  y  su  consecuencia,  la  afirmación  suscrita 
en  unión  del  Doctor  Eaquerdo,  en  la  que  relata  que  Surifiá  se  dio  Incons* 
cientomento  un  golpe,  con  rasgnfio,  en  la  proximidad  de  la  herida,  efecto 
del  cual  se  produjo  una  ligera  hemorragia  y  se  presentaron  los  caracte- 
res de  la  erisipela  facial,  á  consecuencia  de  la  cual  falleció,  según  el  dic- 
tamen del  propio  Médico,  el  cual  demuestra  i^o  tener  un  criterio  fijo,  sino 
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aoomodado  á  lea  efectos  qne  deseaba  producir,  como  lo  jnttiflca  el  he* 
oho  de  haber  extendido  el  parte  para  el  GobierLo  civil  en  forma  qne  con- 
iraylene  lo  diapaeato  en  el  art.  ^6  del  Reglamento  de  la  ley  de  Acoiden- 
tea  del  trabajo,  qoe  preceptúa  que  en  la  certificacióa  ha  de  hacerse  cons- 
tar que  la  defunción  ha  sido  conaecnencia  del  accidente,  no  si  lo  ha  sido 
6  no,  poeato  qne,  como  no  habiéndolo  aido,  la  ley  no  exige  la  certifica- 
ción, holgaba  la  de  Sariñá  ai  an  maerte  no  háblese  aido  isonseeaeneia  de 
la  lesión  o  herida  del  accidente  relacionado  en  el  primer  parte  dei  miamo 
Doctor  Mor;  y  en  aegnndo  lugar,  que  la  prueba  de  la  recurrente  paten- 
tisa  el  accidente  caneante  de  la  berida  de  au  marido;  la  negligenciEt 
omiaionea  é  iacumplimiento  de  deberea  por  parte  de  loa  patronea;  U 
«rudeza  del  tiempo  durante  aquel  loa  diaa;  la  aaiatencia  constante  por 
Facultativoa  de  la  Sociedad  aaeguradora;  laa  reaponsabilidadea  dei  pa- 
trono en  caeos  de  accidente,  y  no  por  enfermedades  comunes  del  obrero; 
el  pago  del  salario  y  de  Médicos  por  parte  de  laa  doa  Sociedadea  deman- 
dadaa,  y  también  loa  de  eepelio,  que  obligan  ademáa  á  pagar  laa  Indem- 
nizacionea  pedidáa  en  la  demanda,  reaultando,  por  conaiguiente,  demos- 
trado el  error  de  derecbo  y  la  infracción  alegada  en  el  primer  motivo 
dal  art.  6.®,  caae  1.^,  de  la  ley  de  80  de  Enero  de  1900: 

Noveno.  Infracción  del  art.  860  de  la  ley  de  B ajuiciamiento  civil  y 
del  1249  del  Código  civil,  por  aplicación  indebida  de  amboa  reapeoto  á  la 
Sociedad  E.  Oampmany  y  Oompafifa,  que  habiendo  acudido  á  abaolver 
poaicionea  deepuéa  del  término  durante  el  que  podía  haberse  pereonado 
en  autoa,  reauita  que,  no  aolamente  conaintió  tácitamente  la  demanda 
j  no  pidió  ser  absuelta  de  ella,  por  cuanto  no  la  oontestA,  único  eaeo  en 
que  la  ley  concede  el  derecho  de  hacer  semejante  oposición,  sino  qne  la 
aceptó  después  de  un  modo  positivo,  si  bien  indirecto,  y  asintió  á  la  pe« 
ftición  de  la  demandante  al  absolver  posiciones  en  primera  instancia  y 
también  en  la  segunda,  confesando  explícitamente  que  no  se  opuso  á  la 
demanda  por  creer  que  la  responsabilidad  del  accidente  ocurrido- á  Snri- 
fia  era  de  la  Sociedad  Híspanla  en  virtud  del  contrato  de  seguro;  eviden* 
ciando,  por  tanto,  esta  segunda  confesión  y  explicación  subsiguiente 
que  el  hecho  de  no  haberse  opuesto  á  la  demanda  no  fué  debido  á  deeee- 
nocer  la  justicia  de  la  reclamación  ni  su  responsabilidad  como  patrono, 
eino  por  creer  qne  tal  responsabilidad  iba  á  cargo  de  otra  entidad,  ne 
obstante  haber  confesado  en  el  juicio  su  descuido  en  los  primeree  me- 
mentos, que  fué  causa  primordial  de  las  consecuencias  fatales  de  la  en- 
fermedad que  sobrevino  ai  obrero,  por  haberse  visto  obligado,  en  onm- 
plimiento  de  las  órdenes  del  patrono,  á  ir  á  pie  con  tiempo  de  lluvia, 
viento  y  frío,  al  domicilio  de  la  Híspanla,  de  cuyas  consecnsneias  no  de« 
duce  los  efectos  la  Sociedad  E.  Oampmany  y  Compafiía,  puesto  que  de 
deducirlos,  babría  pedido  que  se  le  absolviera  de  la  demuda;  y  tenien- 
do reconocido,  como  lo  tienen  de  un  modo  inequívoco,  aquel  deseuide 
relativo  ai  punto  de  mayor  influencia  para  el  curso  decisivo  de  la  enfer- 
medad producida  por  la  lesión,  es  procedente  y  natural  la  prevención 
de  que  esa  responsabilidad  les  corresponde  de  un  modo  exclusivo,  oeme 
proveniente  que  es  de  la  conducta  por  ellos  observada,  cuando  ningnnn 
podía  caber  aun  á  la  Sociedad  aseguradora,  y,  por  tanto,  la  sentencia 
qne  absuelve  de  la  demanda  á  E.  Oampmany  y  Oompafiía,  que  no  soli- 
citó ser  absuelta,  otorga  más  de  lo  pedido;  y  además,  no  mencionando, 
como  no  menciona,  la  pretensión  deducida  por  la  demandante,  propo- 
niendo en  primera  instancia  la  prueba  de  tachas  respecto  á  los  teitigee 
Mur  y  Ezquerdo,  es  evideqte  que  no  contiene  la  declaración  neoesarln 
cobre  una  de  las  pretensiones  oportunamente  deducidas  en  el  pleite, 
ealtando  ahora  á  la  vista  que,  por  no  haberse  hecho  mendón  en  la  can- 
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tonda  recurrida  de  una  pretensión  oportunamente  deducida,  este  Tribn* 
nai  Sapremo  ignoraría,  á  no  consignarse  en  el  presente  motivo  de  oasa- 
eión,  nn  pnnto  de  hecho  de  inflnencia  notoria  en  la  decisión  del  recurso;, 
constituyendo  todo  lo  expuesto  el  motivo  de  casación  definido  en  el  nú- 
mero 8.^  del  art.  1692  de  la  léj  de  Enjuiciamiento  civil; 

Décimo.  '  Error  también  de  hecho,  por  cuanto  no  habiéndose  opuesto 
á  la  demanda  £.  Campmany  y  Oompafiia,  ni  habiéndose  presentado  en 
autos  el  contrato  de  seguro  <|ue  dice  tener  en  la  Sociedad  Híspanla,  y  á 
pesar  de  estar  confesada  por  aquélla  en  descuido  y  negligencia,  y  de 
desconocerse  los  pactos  de  un  seguro  que  no  se  ha  justificado,  la  Ssla. 
sentenciadora  comete  un  verdadeio  error  cte  hecho  al  dictar  fallo  asoluto- 
rio  respecto  á  E.  Campmany  y  Oompafiia^  patronos  de  Surifiá,  que  no 
pueden  ni  han  tratado  de  eludir  la  responsabilidad  que  les  impone  el 
hecho  acreditado  en  autos  de  haber  pagado  un  gasto  que  le  demuestra 
que  estimaron  la  muerte  del  obrero  como  consecuencia  del  accidente,  y 
per  si  solo  lee  obliga  á  la  indemnización  reclamada;  y 

undécimo.  Infracción  del  art.  12  del  Código  civil,  y  de  los  Usaige^ 
Homicida  y  Aeusatore9y  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  acepta-  la  va- 
lides de  lo  declarado  por  loe  dos  testigos  Mur  y  Ezquerdo,  presentados 
como  único  medio  de  prueba  por  la  Sociedad  Híspanla,  y  concede  á  sus 
declaraciones  un  valor  probatorio  que  les  niega  el  citado  art.  12  del  Có- 
digo civil  y  los  Usatge9  mencionados,'  que  privan  de  idoneidad  como 
testigos  á  aquellos  á  quienes  se  puede  mandar  que  hagan  testimonio; 
habiendo  incurrido  por  esto  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba  de  la  Sociedad  Híspanla,  puesto  que  el  fallo 
se  funda  únicamente  en  las  declaraciones  y  documentos  de  dichos  testi- 
gos retribuidos,  y  faltos,  por  tanto,  de  idoneidad,  puesto  que  la  parte 
que  los  presentó  podía  mandarles  que  dieran  testimonio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eduardo  Ruis  García  Hita: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  la  recta  ó  indebida  apreciación 
que  de  la  prueba  practicada  en  el  juicio  se  haya  hecho  por  el  Tribunal 
sentenciador,  tal  apreciación  no  puede  ser  rectificada  con  ocasión,  sino 
en  los  casos  que  taxativamente  marca  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  como  los  motivos  del  recurso  cuarto,  séptimo 
y  octavo  no  se  ajustan  á  las  condiciones  de  dicho  precepto  legal,  pues 
todos  ellos  tienden  exclusivamente  á  combatir  la  estimación  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  respecto  del  resultado  de  la  prueba  pericial  y  tes» 
tifical,  que  por  su  índole  y  naturaleza  no  encaja  en  la  materia  propia  de 
la  casación,  según  reiterada  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal, 
referentes  una  y  otra  á  la  causa  del  fallecimiento  del  obrero  Tomás  Su- 
rifiá y  Bugufiá,.ó  sea  si  la  erisipela  que  produjo  su  muerte  fué  accidente- 
completamente  extrafio  al  de  la  lesión,  como  considera  el  Tribunal 
a  quOf  es  manifiesta  la  improcedencia  de  los  expresados  motivos: 

Considerando  que  los  motivos  primero,  segnndq,  quinto  y  sexto  del 
recurso  se  fundan  en  un  supuesto  de  hecho  contrario  al  que  declara 
probado  la  Sala  sentenciadora  como  causa  del  fallecimiento  del  obrero, 
siendo,  por  tanto,  notoriamente  impertinentes  para  la  casación  preten- 
dida: 

Considerando  que  lo  son  también  los  motivos  tercero,  noveno  y  dé- 
cimo, porque  todas  las  conclusiones  que  el  recurrente  deriva  de  los  he- 
chos á  que  dichos  motivos  se  refieren,  no  son  sino  presunciones  que 
asienta  con  ó  sin  lógica  racional,  pero  que  por  su  índole  y  naturaleza  no 
evidencian  de  todas  suertee  error  alguno  de  hecho  ni  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  ni  menos  constituyen  la  confesión  judicial  á 
que  el  art.  1282  del  Código  se  refiere: 


Digitized  by  LjOOQ IC 


OoDBlderaodo,  por  último,  que  la  ley  proeetal  es  la  única  regaladora 
de  la  praeba  en  los  jnicioa,  cnalqniera  qne  sea  la  región  de  Espafia  donde 
se  celebren,  por  coya  raz6n  no  cabe  invocar,  cual  aa  hace  impertinente- 
mente en  el  undécimo  motivo,  disposición  algnna  especial  qne  contra- 
diga los  preceptos  de  la  ley  de  Enjaiclamiento  civil  sobre  esta  materia, 
que  el  Código  confirma  y  ratifica; 

FaLIamoB  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re« 
carao  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  María  Te- 
resa Sancho  y  Gargpllo  por  si  y  en  representación  de  su  hija  menor  de 
edad  Pilar  Snrifiá  y  Smicho;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Bircelona  la 
certificación  correa  pon  diente^  con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha 
remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Qateta  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  proannciamos,  mandamos  y  firmamoq.»Josó  de  Aldecoa. 
Ildefonso  López  Aranda.=Pascual  Domenech.=Ramón  Barroeta.=Fe  • 
-derico  MonsaIve.=Camiio  María  Gnllón  =Gdnardo  Bula  García  Hita. 

Publicación  =  Laida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Einardo  Raíz  García  Hita,  Magistrado  del  Tribunal  Bu- 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Bala  de  lo  civil  del  mismo  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Becretario  de  dicha  Sala. 

Madrid  27  de  Diciembre  de  190d.— Licenciado  Jorge  Martínea. 

£7üm.  185.— TRIBUNAL  SUPREMO. -28  de  DIolenbre, 
publicada  el  27  y  28  de  Maye  de  1908. 

Casación  por  infraccióst  de  UBrt.— Admisión  de  apelaeión.^Sen* 
teacia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la 
Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Sevilla  contra  el  auto  pro- 
nunciado por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  en 
incidente  con  D.  Manuel  Balparda  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estabiece: 

Que  no  se  puede  entender  que  sea  de  carácter  meramenie  proee- 
saly  sino  fundamental  y  sustantioa^  la  cuestión  de  si^  pendiente  en 
juicio^  puede  y  debe  ser  tenido  como  parte,  para  todos  sus  e/ecios^ 
quien  alega  un  derecho  justificado  que  puede  ser  ajectado  por  la 
sentencia  que  recaiga: 

Que  no  obstante  la  naturaleza  de  esta  cuestión  y  cualesquiera 
que  aean  las  consecuencias  que  en  el  orden  procesal  puedan  deri» 
Darse  del  precepto  d^l  art,  1252  del  Código  cid  I,  siendo  un  hecho 
que  aquéíía  se  encuentra  pí'niiente  de  resolución  en  la  Audiencia 
respectioi,  pudiendo  ser  traída  al  Tribunal  Supremo^  y  mientras  no 
se  resue'oi  con  carácter  definitivo  y  firme,  se  mantiene  oído  el  dere* 
cho  de  una  pirie  al  psdir^  cuando  menos,  la  notificación  de  la  sen* 
tenca  recaíia  en  el  pleito  principal,  si  se  declarase  que  tenia  dere 
cho  á  ser  parte  en  el  momento  en  que  lo  pretendió  para  interponer 
después  los  recursos  procedentes: 

Que  ob^pf^n^ndo  ésta,  no  infringe  la  ley  4.*,  tit,  23,  Partida  3.», 
ni  el  art.  1127  de  La  Ley  procesal, 

Rn  la  vilia  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1906, en  ei  Juicio 
declarativo  d^  mayor  cuantía  promovido  en  ei  Jasgado  de  prtmera  ins- 
tancia del  paitido  de  Valmautída  por  D.  Manuel  Balparda  y  Hormaeolie» 
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propietario,  eomo  padre  y  heredero  legítimo  de  Dofia  Bamona  Balparda 
7  Galiades,  y  Dofia  Josefa  Segasda  y  Dofia  Gamersinda  Paredes  y  Ga- 
Undei,  dedlr^das  á  sns  labores,  con  licencia  la  primera  de  «n  marido 
D.  Dionisio  üreta  y  Balparda,  contratista,  y  la  segunda  del  sayo,  D.  Ba- 
«non  Galdames  y  Oastafios,  labrador,  todos  Tecinoe  de  Santnrce,  con  loa 
albaceas  testamentarios,  nniversales  y  mancomnnados  de  D.  Bamón 
^alindes  y  Balparda,  D.  Félix,  D.  Antonio  y  D.  Bafael  Balparda  y  G»- 
lindez,  onyas  profesiones  y  Tecindades  no  constan,  y  con  el  Ministerio 
Ascal,  sobre  nnlidad  de  testamento,  hoy  incidente,  segnidoen  dicho  Jua- 
gado y  en  la  Sala  de  la  Andiencia  territorial  de  Bargos  por  la  Jnntx 
provincial  de  Benefidencia.de  Sevilla  con  los  mencionados  demandantea 
en  dicho  pleito,  sobre  admisión  de  apelación  de  la  sentencia  definitiva 
dictada  en  el  mismo  por  el  expresado  Josgado;  incidente  que  ante  Nos 
pende  en  virtnd  de  reoarso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  el  Procarador  D.  Lais  Lumbreras,  en  representación  de  la  citada 
Janta,  y  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Eduardo  Dato;  habiendo  re- 
presentado y  defendido  á  los  recurridos elProcorador  D.  Pantaleón Her- 
nando y  el  Licenciado  D.  Melquíades  Alvares: 

Besnitando  que  D.  Bamón  de  Gallndez  y  Balparda  otorgó  testamento 
«errado  en  39  de  Marso  de  1801  ante  el  Notario  de  Sevilla  D.  Ildefonso 
Calderón  y  Cubas,  y  fallecido  el  testador  en  7  de  Enero  de  1900,  fué 
abierto  el  expresado  testamento  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  San  Vicente  de  aquella  capital,  que  mandó  protocolizarlo  per 
auto  de  10  de  Enero  citado: 

BesuUando  que  por  el  testamento  referido  dispuso  el  testador  man- 
das  cuantiosas  con  fines  lienéficos  de  verdadera  importancia  para  la  cia- 
dad  de  Sevilla  y  varios  legados  á  favor  de  sus  parientes,  y  practicadas 
las  operaciones  de  la  testamentaría  del  causante  y  satisfechos  varios  le- 
gados establecidos  á  favor  de  los  parientes  del  testador,  se  procedió  á  la 
protocolización  de  dichas  operaciones  partlcionales  por  escritura  de  18 
de  Diciembre  de  1900,  otorgada  ante  el  mismo  Notario  autorizante  del 
referido  testamento: 

Besultando  que  D.  Manuel  Balparda  y  Hormaeche,  como  padre  y  he- 
redero de  Dofia  Bamona  Balparda  y  Galíndee,  y  Dofia  Josefa  Segunda  y 
Dofia  Gnmersinda  Paredes  y  Gallndez,  promovieron  en  el  Jazgado  de 
primera  instancia  del  partido  de  Valmaseda,  contra  D.  Félix,  D.  Antonia 
y  D.  Bafael  Balparda  y  Galíndez,  albaceas  testamentarios  mancomuna- 
dos de  D.  Bamón  de  Galíndei  y  Balparda,  y  contra  el  Ministerio  fiscal, 
Juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  sobre  nulidad  de  testamento  otor- 
gado por  el  D.  Bamón,  en  cuyo  juicio  la  Junta  provincial  de  Beneficen- 
cia de  Sevilla  solicitó  se  la  tuviera  por  parte  y  se  la  comunicaran  los 
aut<ÍB  para  alegar  en  ellos  lo  que  conviniera  á  su  derecho,  pretensiones 
que  le  f  aeron  denegadas,  apelando  de  tal  providencia  dicha  Junta  y 
siéndole  admitido  el  recurso  en  un  solo  efecto: 

Besnitando  que  pendiente  de  resolución  ese  incidente  se  dictó  por  el 
Juzgado  en  los  autos  principales,  con  fecha  15  de  Septiembre  de  1905^ 
sentencia  definitiva  declarando  nulo  dicho  testamento,  de  cuya  resolu- 
ción, en  escrito  de  19  del  mismo  men,  apeló  la  mencionada  Junta,  pi- 
diendo se  le  admitiera  el  recurso  en  ambos  efectos,  y  el  Jnzgado,  en  pro- 
videncia de  4  de  Octubre  siguiente,  no  dio  logar  á  lo  solicitado,  por  no 
ser  la  Janta  parte  en  los  autos  en  que  se  había  dictado  la  sentencia  de 
que  recurría:  ' 

Besultando  que  la  Junta  de  Beneficencia  pidió  reposición  de  esa  pro- 
videncia, insistiendo  en  el  derecho  que  tenía  para  apelar  de  una  senten- 
eia  que  le  perjudicaba  gravemente,  sin  que  hubiese  sido  oída  en  el  pleito. 
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j  habiéndosele  denegado  igualmente  dicho  reenreo  por  auto  diotado  es 
16  del  mismo  mes  de  Octnbre  por  el  Jaez  municipal  suplente  de  Yalma- 
aeda,  en  íanciones  del  de  primera  instancia»  y  con  acuerdo  de  aeeaor» 
dedujo  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Burgos  ra- 
curso  de  queja  para  que  se  declarase  que  había  debido  otorgársele  1» 
.  apelación  interpuesta  contra  la  expresada  sentencia,  se  le  admitiera  en 
Ambos  efectos  y  se  mandara  al  Juagado  que  remitiera  sin  dilación  lo» 
autos  originales,  con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  y  dicha 
Sala,  en  auto  de  6  de  Febrero  de  1906,  que  es  el  recurrido,  estimó  bien 
denegada  la  referida  apelación,  mandando  comunicarlo  al  Juagado  para 
que  constara  en  autos: 

Resultando  que  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Sevilla  ha  in- 
terpuesto recareo  de  casación  por  infracción  de  ley,  eitando  como  fun- 
damento del  mismo  el  núm.  1*^  del  art.  1692  da  la  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  alegando  haberse  infringido: 

Primero.  £1  principio  de  derecho  recogido  por  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Sapreme  en  sentencias  de  29  de  Mayo  y  80  de  Junie 
de  1888,  20  de  Diciembre  de  1880,  12  de  Noviembre  de  1896  y  6  de  Junio 
de  1893,  de  que  foadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oido  y  vencido  en 
jaiciof,  porque  el  auto  recurrido  declaraba  bien  denegada  la  apelación 
interpuesta  por  la  Jnnta  contra  la  sentencia  que  perjudicaba  á  la  Bene- 
ficencia, cuyo  interés  en  el  pleito,  que  versaba  sobre  nulidad  del  testa- 
mento de  D.  Ramón  de  Galindea,  era  evidente,  por  afectar  á  las  man- 
das benéficas  establecidas  en  las  cláusulas  14,  16  y  16,  ó  imponer  laa 
disposiciones  vigentes  á  la  Junta,  como  Oorporación  administrativa 
delegada  del  Gobierno  en  el  ejercicio  del  protectorado  sobre  las  institu- 
ciones de  Beoefícencia,  el  deber  de  velar  por  la  creación  y  funciona- 
miento de  étitas,  con  arreglo  á  la  voluntad  de  su  fundador,  evitando  que 
se  eludiera  total  ó  parcialmente  su  cumplimiento;  siendo  la  Junta  en  tal 
función  representación  genulna  del  Estado,  asi  en  lo  administrativo 
como  en  lo  judicial,  pues  el  art.  11  del  Real  decreto  de  H  de  Marao 
de  1899,  reorganizando  y  refundiendo  los  servicios  de  Beneficencia  gene- 
ral y  particular,  establecía:  fCorresponde  al  Gobierno  el  patronato  de 
todas  las  instituciones  de  Beneficencia  particular  que  afecten  á  colecti- 
vidades indeterminadas,  y  que  por  esto  necesitan  de  tal  representación. 
Este  protectorado  continuará  confiado  al  Ministre  de  la  Gobernación, 
quien  lo  desempeñará  por  si,  por  la  Dirección  general  correspondiente  y 
por  los  Gobernadores  de  provincia.  Serán  auxiliares  del  protectorado  las 
Juntas  y  Administradores  provinciales  y  municipales,  las  Juntas  de  pa- 
tronos y  los  Delegados  y  demás  funcionarios  del  ramof,  y  el  art.  14  de-» 
terminaba  las  facaitades  de  las  Jantes  provinciales,  diciendo:  cLas  Jun- 
tas provinciales  tienen  la  misión  de  ilustrar  y  facilitar  la  acción  del 
protectorado,  y  ejercerán  dentro  de  sos  respectivas  provincias  las  fun- 
ciones siguientes:  11.  Áverigaar  si  los  bienes,  valores  y  papeles 

pertenecientes  á  la  Beneficencia  existen  indebidamente  en  poder  de  al- 
guna persona  ó  Oorporación;  si  los  que  ejercen  el  patronazgo  y  adminis- 
tración de  las  fundaciones  tienen  justo  titulo  para  ello  y  respetan  las 
prescripciones  legales  y  de  fundación,  y  si  los  encargados  de  crear  y 
mejorar  algnna  institución  benéfica  cumplen  su  cometido»,  y  participar 
á  la  Antorldad  correspondiente  los  abusos  que  observaren  para  su  reme- 
dio por  medio  de  los  oportaoos  expedientes  de  suspensión  y  destitución 
de  los  patronos,  administradores  ó  encargados,  y  por  los'  demás  medios 
legales 12.  Velar  por  qne  en  los  litigios  que  afeoten  á  la  Beneficen- 
cia se  aprovechen  los  plazos  y  recnrsos  legales;  cuidar  de  que  se  eviten 
controversias  judiciales  improcedentes  ú  onerosaa  y  ccompareeer  y  moa- 
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trarse  partes»,  ei  ínere  indiepeneable,  ccon  antorisáción  del  Ministro  de 
la  Gobernación,  en  repreaentación  de  los  intereses  colectiyos  qne  les  es- 
tán conñadoB»,  jr.dtifícando,  por  tanto,  epoe  articnlos  el  interés  qne  ea 
cnoapiimiento  de  bus  deberes  tenía  !a  Junta  proviDciai  de  Beneficencia 
de  Sevilla  en  el  pleito  promovido  en  el  Juzgado  de  Vaimaseda  eobre  nn- 
lidad  de  la  cláusnln  15  del  testamento  de  Galíndez,  ampliada  Inego  lie- 
galmente  á  la  ineficacia  de  toda  sn  última  voluntad,  dispositiva  de  otras 
importantes  mandns  benéficas;  j  evidenciado  tal  interés,  era  imposible 
negar  que  la  sentencia  dictada  en  aquel  pleito,  al  declarar  nulo  el  testa- 
mento en  cuestión,  privaba  á  la  Benefígéñcia  de  Sevilla  de  legados  que 
generosamente  hizo  el  causante,  cuya  voluntad  había  de  quedar  incum-- 
plida  en  el  caso,  que  no  era  de  esperar,  de  que  prevaleciera  el  fallo,  el 
cual,  por  tanto,  suponía  una  condena  positiva  de  inmensa  importancia 
para  los  pobres  de  Sevilla,  á  los  que  el  testador  quiso  favorecer,  y  de 
grave  transcendencia  á  la  sociedad  en  general,  que  no  había  de  ver  im*- 
pasrlble  cómo  se  desviaba  un  caudal  dedicado  por  su  duefio  á  públicas 
necesidades  para  satisfacción  de  particularísimos  intereses,  sin  que  cu- 
piera'argüir  q^ne  la  Beneficencia  no  saldría  perjudicada  por  esa  senten- 
cia por  no  haber  sido  parte  eu  el  pleito,  pues  si  bien  por  regla  general 
las  sentencias  sólo  favorecían  y  perjudicaban  á  los  que  habían  sido  par- 
te, existía  la  excepción  consignada  en  el  párrafo  segundo  de;  art.  1252 
del  Código  civil,  Af  gún  el  cual,  cen  las  cuestiones  relativas  al  estado 
civil  de  las  pereuiip,!^  y  en  las  de  validez  ó  nulidad  de  las  disposiciones 
testamentarias,  la  presunción  de  cosa  juzgada  es  eficaz  contra  terceros, 
aunque  no  hubieren  litigado»;  y  aunque  la  aplicación  de  ese  precepto  al 
caso  de  autos  era  mny  discntlíole,  y  antes  de  llegar  á  ese  punto  habría 
qne  resolver  el  de  la  validez  de  la  misma  sentencia,  que  la  Junta  se  re- 
servaba impugnar,  en  su  caso,  porque  no  olvidaba  aquel  otro  principio 
de  derecho  según  el  cual:  Condemnatum  accipere  debemus  eum  quid 
eondemnatus  est  ut  aententta  valeat;  ceterum  si  aUqua  raíione  sen- 
ttntia  nullius  momenti  sit  dicendum  est  condemnationis  verbum 
non  tenere;  pero  de  todos  modos  era  preferible  adelantarse  á  esa  pre« 
■unta  obligación,  con  lo  que  se  intentaría  hacer  definitivo  é  irreparable 
el  perjuicio  de  la  Beneficencia,  aparte  de  que,  aun  en  el  caso  de  que  en 
definitiva  prosperara  su  legítima  solicitud,  mediante  acciones  y  recureoe 
distintos  de  los  qne  ahora  ejercitaba,  sería  á  cambio  de  nuevos  y  maya- 
res gastos,  cuyo  desembolso,  por  lo  mismo  que  podía  y  debía  excusar- 
se, constituía  un  evidente  perjuicio  para  la  Beneficencia: 

Segundo.  La  lay  4.^,  título  23  de  la  Partida  ^.^  según  la  cual:  cTo- 
mar  pueden  el  alzada,  no  tan  solamente  los  que  son  sefiores  de  los  plei- 
tos ó  sus  procuradores,  mas  aún  todos  los  otros  á  quien  pertenece  la  pro 
ó  el  dafio  de  aqnel  juicio»,  precepto  y  principio  que  el  silencio  de  la  vi> 
gente  ley  de  Enjuiciamiento  civil  permitía  aplicar  por  no  haber  sido  de- 
rogado por  la  misma,  ya  que  se  estimó  por  este  Tribunal  Supremo  no 
haberlo  sido  por  la  anterior,  al  declarar  después  de  publicada  esta  sen- 
tencia de  24  de  Febrero  de  1859  que  cpuede  apelar  cualquiera,  annqoe 
no  haya  litigado,  con  tal  que  la  sentencia  le  cause  perjuicio»;  y  el  ar- 
tículo 884  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  sn  núm.  1.^,  qn«  manda 
admitir  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se  interpongan  contra  las 
sentencias  definitivas  en  toda  clase  de  juicios,  cuando  la  ley  no  ordene 
lo  contrario,  porque  el  auto  recurrido  negaba  á  la  Junta  el  derecho  á 
apelar  de  la  sentencia  del  Juzgado  de  Vaimaseda,  que  tanto  la  perjudi- 
caba, partiendo  para  esa  negativa  de  que  no  siendo  parte  en  los  autos, 
no  podía  interponer  en  ellos  recurso  algnno;  rasón  simplemente  de  forma 
7  que  hacía  supuesto  de  la  cuestión,  dando  por  cierto  que  la  Junta  no 
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ara  parte  en  el  pleito,  enando  aun  eetaba  sin  reeolrer,  pendiente  ie  la 
propia  Aadienoia,  no  eabiendo,  por  tanto  afirmarlo  per  lo  mismo  qoe 
todayía  no  le  había  aido  negado  definitiyamento  tal  earáctor,  y  lejoe  de 
eer  esa  cuestión  proTia  motiyo  para  denegar  á  la  Junta  el  reenroo  de 
apelación,  era  una  raión  incuestionable  para  que  le  fuera  admitido, 
puesto  que  en  realidad  habla  de  supeditarse  ésto  á  la  resolución  de  eee 
Inoidento  preyio,  de  tal  modo  que  no  se  concebía  lógicamente  la  nega- 
liga  de  la  apelación  interpuesta  por  un  litigante  sin  que  con  anteriori- 
dad se  hubiese  declarado  deflnitiyamente  que  no  era  parte  en  el  pleito, 
no  habiendo  podido  preyer  la  ley  procesal  el  caso  en  que  por  difienltad 
material- de  tiempo  se  anticipara  la  resolución  del  consiguiente  al  ante- 
cedente, pues  de  haberlo  preyisto  habría  solucionado  una  cuestión  pura* 
mente  de  detalle  en  el  sentido  que  la  lógica  imponía  el  supeditar  lo  ae« 
cosorio  á  lo  principal,  lo  deriyado  á  la  premisa,  y  no  al  contrario,  como 
hacía  la  Audiencia;  pues  de  no  ser  así  se  daría  el  absurdo  Jurídico  de 
que  se  reconociese  á  la  Junta  como  parte  legítima  en  el  pleito  deepués 
de  ser  firme  la  sentonda  dictada  en  la  primera  instancia,  no  siryiéndole 
entonces  para  nada  su  caráotorde  litlganto,  sumándose  así  á  la  injusti- 
cia presento  la  burla  de  una  declaración  ineficas; 

Tercero.  El  art.  11S7  de  la  ley  de  Bn]uioiamiento  ciyil,  que  esta- 
bleee  que  cno  obstanto  lo  dispuesto  en  el  anterior— que  ordena  no  sean 
tenidos  por  parte  los  interesados  que  comparsican  pasado  el  termino  do 
los  edictos— si  en  los  caaos  preyistoo  en  los  artículos  1114  y  1118--opo- 
oición  del  Fiscal  por  creer  improcedente  el  juicio  universal,  ó  porque 
ninguno  de  los  aspirantes  tenga  derecho  á  los  bienes^  ó  falta  de  confor- 
midad entre  los  interesados  concurrentes— se  hubiere  promoyido  el  juieto 
ordinario  para  hacer  la  declaración  de  derecho  á  los  bienes,  el  que  orea 
que  le  tiene  preferente  podrá  comparecer  en  este  jaido,  y  será  tenido 
como  parte  en  el  estado  en  que  se  halle,  sin  que  en  ningún  caso  pueda 
retroceder  la  snstanciaclón,  obseryándose  lo  que  prescriben  los  artícu- 
los 766  y  siguientes»,  que  son  los  relatiyos  á  la  comparecencia  en  juicio 
de  los  litigantes  rebeldes,  porque  siendo  fonoeo  referir  la  cuestión  del 
día  á  sus  antecedentes  procesales,  era  de  tener  en  cuenta  que  los  aotoreo 
en  el  pleito  á  que  esto  incidento  se  contraía,  Dolia  Gumersinda  y  Dofta 
Josefa  Segunda  Paredes  y  D.  Manuel  Balparda,  interpusieron  su  acdón 
contra  D.  Félix,  D.  Antonio  y  D.  Rafael  Balparda  como  albaceaa  del 
caneante  D.  Ramón  Galíndei,  y  además  contra  el  Ministerio  fiscal,  ra« 
sonando  la  interyención  de  este  último,  según  el  resultando  tercero  de 
la  sentencia  de  competencia  de  IS  de  Julio  de  1006,  publicada  en  la  Oa^ 
9eta  de  28  siguiente,  á  la  que  la  Junta  recurrente  se  remitía,  diciendo 
que  ccomo  quiera  que,  aun  cuando  de  un  modo  Indirecto  y  hasta  pro- 
blemático, pudiera  aproyechar  la  cláusula  16,  de  cuya  nulidad  se  trata- 
Im,  á  varias  personas,  sin  designación  de  nombres,  dirigían  también  los 
demandantes  su  acción  á  todo  evento  contra  el  Ministorio  fiscal,  en  re» 
presentación  del  Estado,  cestimando  aplicable  al  caso,  por  analogía,  lo 
dispuesto  en  el  tít  11,  libro  t.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil»;  é  in- 
torpuesta  con  tal  alcance  la  demanda  contra  el  Ministorio  fiscal,  por  acto 
propio  de  los  actores  en  el  pleito,  según  su  terminanto  declaraoiótt,  in- 
vocados por  ellos  mismos  los  preceptos  procesales  aplicables  al  caso  en 
cuanto  concernía  á  las  personas  inciertas  que  pudieran  ser  favorecidas 
por  la  cláusula  16,  que  primeramento  impugnaron,  no  podía  caber  duda 
de  la  pertinencia  de  esos  preceptos  como  reguladoreo  del  prooedimientoi 
y  con  arreglo  al  citado  art.  11S7  de  la  ley  do  Enjoictamiento  cjvil,  uno 
de  los  de  dicho  título  11  del  libro  t.^  había  debido  admitirse  á  la  Junta 
la  apelación  que  intorpuso,  ya  que  le  concedía  el  derecho  de  oompareoer 
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*«B  QQftlqiüer  momento  en  el  pleito  como  parte  legítima»  enelqoler»  que 
tfeeiean  eatade,  y,  por  eoaeigaiente,  el  de  promover  loe  reenreoe  que 
eempetíen  á.todo  litigante»  siendo  aún  más  infundada  la  negatiya  de  la 
apelación  por  el  precedente  de  la  interrenoión  de  la  Jonta  en  el  pleito, 
pseo  eata  l?ribQnal  Supremo,  al  resolver  la  competencia,  la  declaró  parte 
l«gitima  para  promoverle,  de  lo  que  ae  iníer(a  an  derecho  á  litigar,  ya 
qae  á  nada  conduciría  reconocerla  con  títnloa  baetantea  para  dlecntir  la 
^ariadicclón  de  nn  Jugado  en  determinado  aennto,  y  negarle  Inego  la 
personalidad  para  intervenir  en  el  debate,  siendo,  por  tanto,  de  estimar 
eemo  nn  antecedente  ?alioeo  el  criterio  ezpneeto  por  este  Tribunal  8u- 

Jremo  en  el  considerando  último  de  su  mencionada  sentencia  de  IS  d^ 
alio  de  1906,  siquiera,  por  la  índole  de  esa  resolución,  ajena  á  declara- 
doñee  de  derecho,  no  f  oese  posible  concretar  en  un  motivo  de  casación 
Ja  iaebeervancia  de  ese  justo  criterio;  y 

Cuarto.  Los  articules  11  y  14  del  Real  decreto  de  14  de  Marso  de  1899, 
insertos  en  éí  primer  motivo,  que  oenceden  á  las  Juntas  provinciales  de 
«fieneflcenoia  la  representación  del  Estado  en  el  ejercicio  del  protector 
redo  sobre  las  instituciones  de  esa  índole  y  las  autorixa  á  comparecer  en 
jnieio  en  su  representación,  y  el  art.  6.^  del  Real  decreto  de  16  de  Mario 
dt  1886,  que  limita  la  representación  del  Ministerio  fiscal  en  los  juicios 
«oivilee  á  la  de  personas  inciertas,  aueentes,  menores  é  incapacitados,  en 
evento  el  auto  recurrido  rechasaba  la  personalidad  de  la  Junta  para  ape- 
lar de  la  eentencia  que  la  perjudicaba,  no  obetante  haberse  dirigido  la 
ésmanda  contra  el  Estado,  al  que  representaba  la  Junta  en  esa  especial 
íancién,  si  bien  ee  emplasase  por  error  al  Ministerio  fiscal  con  aquel  ca- 
rácter, que  no  tenía  legalmente,  pues  el  error  no  era  fuente  de  derecho, 
7  cuando,  como  ocurría  en  este  caso,  ni  siquiera  era  propio  de  la  Junta, 
aa  había  de  surtir  contra  ella  efecto  alguno,  de  suerte  que  si  se  recha- 
saba la  aplicación  del  art.  1127  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por 
entender  que  el  empiaBamiento  pedido  por  los  actores  se  refería  sólo  al 
Ministerio  fieoal,  en  representación  del  Eetado,  como  esa  representación 
no  competía  á  dicho  Ministerio,  sino  al  Abogado  del  Estado,  y  en  los 
asuntos  que  afectaban  á  la  Beneficencia,  como  el  debatido  en  este  pleito, 
4  las  Juntas  provinciales,  como  delegadas  del  Gobierno  en  el  ejercicio 
del  protectorado,  si  loe  demandantes  significaron  su  propósito  de  con- 
tender con  el  Estado,  y  erraron  en  la  significación  del  representante  del 
«ismo,  ese  error  era  sustancial  al  prooedimiento,  y  podía  y  debía  ser  re* 
aparado  tan  pronto  como  el  Delegado  genuino  del  Estado  en  la  Benefi- 
csaeia,  la  Junta  provincial  comparecía  en  los  autos,  dándose  por  ente- 
rada d^l  emplasamiento  hecho  con  error  á  distinta  persona,  y  la  Junta 
tendría  en  tal  caso  los  derechos  de  todo  ^tigante  rebelde,  debiendo  ser 
tenida  como  parte  en  el  juicio  tan  pronto  como  en  él  compareciera. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Barroeta: 
Considerando  que  la  cuestión  sometida  á  la  decisión  de  este  Supremo 
Tribunal  no  se  puede  entender  que  sea  de  carácter  meramente  proceeal, 
sino  fundamental  y  sustantiva,  ya  que  la  resolación  en  virtud  de  la 
cual  se  deniega  á  la  Junta  provincial  de  Sevilla  el  derecho  de  apelación 
i  ira  la  eentencia  de  Valmaseda  se  basa  en  el  supuesto  de  ser  parte  y 
1  Imente  de  no  tener  derecho  á  eerlo  la  expresada  Junta,  por  cuya  ra- 
lo que  había  que  resolver  es  si,  pendiente  un  juicio,  puede  y  debe 
<  'enido  como  parte  para  todos  sus  efectos  quien  alega  un  derecho  jus- 
"ido  que  puede  eer  afectado  por  la  sentencia  que  recaiga: 
Considerando  que  no  obstante  la  naturalesa  de  esta  cuestión,  y  cua- 
^aiera  que  sean  las  consecuencias  que  en  el  orden  procesal  puedan  de* 
'rae  del  precepto  del  art.  1262  del  Código  civil,  como  es  un  hecho  que 
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esta  misma  cneetión  se  halla  pendiente  de  resolnción  en  la  Andleocia 
de  Bargos  por  haber  negado  el  Jnzgado  de  Vaimaaeda  á  la  Junta  provin- 
ci'al  de  Sevilla  el  derecho  á  ser  parte  en  el  jnioio  sobre  validez  del  testa- 
mento de  D.  Ramón  de  Galíndex,  caestlóu  qoe  pnede  ser  traída  á  este 
Sapremo  Tribunal,  y  qae  mientras  no  se  resuelva  con  carácter  definitiva 
7  firme  se  mantiene  vivo^el  derecho  de  la  Janta  á  pedir,  cuando  menos» 
la  notifíoaciÓQ  de  la  sentencia  rec&ída  en  aquel  juicio,  si  se  declarase 
que  tenía  derecho  á  ser  parte  en  el  momento  que  lo  pretendió  para  in- 
terponer deapués  los  recursos  procedentes,  es  manifiesto  que  no  se  pue- 
den estimar  los  motivos  del  recurso  por  el  fundamento  capital  consig- 
nado en  La  resolución  recurrida  de  que  por  el  momento  se  encuentra 
sub  judtce  la* referida  caestióu,  que  por  ser  la  esencial  y  por  el  estada 
procesal  de  la  misma,  tendría  que  servir  de  base  para  otorgar  ó  denegar 
el  derecho  de  apelación  de  que  al  presente  se  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de 
Sevilla,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  Burgos  la  oportuna  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.ssJosé  de  Alde- 
coa.=r Francisco  Toda.  =  Antonio  Alonso  Casaña.  =  Ildefonso  Lopes 
Aranda.=:P'2.8Cual  Dümenecb  =  Ramón  Barrüeta.=Fiiderico  Monsalve» 

Publicación. =  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bxcmo.  Sr.  D.  Ramón  Barroeta,  M«iglstrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  \^Jt 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  1906.=Rogelio  González  Montea. 

¿^um.  ise.  — TRIBUNAL  SUPREM0.--28  de  Diciembre, 
publicada  el  28  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  infracción  de  ley.  —  Indemrdtaeión  por  aeeidente 
del  tr aba j o, —SeniencisL  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Doña  Ana  Huarte  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con 
Doña  Felipa  Garcia. 
En  sus  considerandos  se  establece:     ^ 

Que  los  arts,  6.^,  16  y  1090  del  Código  cívíl^  se  refieren  al  caso  de 
que  deban  aplicarse  los  preceptos  del  mismo  como  legislación  suple 
toria,  cuando  no  haya  otro  especial  exactamente  aplicable: 

Que  lo  es  el  art.  2P  de  la  ley  especial  de  30  de  Enero  de  1900 1  tra- 
tándose de  accidentes  del  trabajo: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  las  infracciones  referen- 
tes  á  exiremos  que  no  se  han  demostrado  en  el  pleito- ni  recümado 
oportunamente: 

Que  reclamándose  la  indemnización  por  accidente  del  trabaiOy 
causa  del  daño  reclamado,  según  estimación  del  Tribunal  sentencia-, 
dory  no  cabe  formular  sobre  esta  base  demanda  re^onvencionalt  y 
obseroándose  esta  doctrina^  no  se  infringen  los  arts.  llOly  1102  y 
1104  del  Código  civil. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1906,  en  el  ]ai» 
eio  verbal  aegnido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  San  SebMtiáa 
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7  la  Sala  de  jastlcla  de  la  Audiencia  territorial  de  Pamplona  por  Doña 
Felipa  García,  viada,  sin  qoa  conste  su  profesión,  contra  Doña  Aua 
Haarte  y  Benito,  viada  y  propietaria,  ambas  vecinas  de  San  Sebastián, 
sobre  pago  de  cantidad  en  concepto  de  indemnización  á  la  primera  por 
ticcldente  del  trabajo;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción que  por  infracúlon  de  ley  ba  interpuesto  Doña  Ana  Haarte  y  Benl 
to,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  José  María  Cordón  y 
ei  Letrado  D.  Matías  Barrio  y  Mier,  no  babiendo  comparecido  ante*  este 
l^rlbunal  Supremo  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  18  de  Marzo  del  corriente  año,  y  ante  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  San  Sebastián,  Doña  Felipa  García  dedujo  de- 
manda de  juicio  verbal  contra  Doña  Ana  Huarte  en  reclamación  de  la 
cantidad  de  2.100  peaetas,  importe  de  la  Indemnización  que  aquélla  ea 
timaba  correeponderle  por  el  accidente  del  trabajo  que  babía  producido 
la  muerte  á  su  mnrido  D.  Vicente  Ayestarán  en' la  nocbedel  18  de  Marzo 
de  1905,  como  consecuencia  del  naufragio  del  vapor  de  pesca  Juan  Bau 
tista,  del  que  el  fallecido  era  patrón,  y  cuya  propiedad  pertenecía  á  la 
demandada: 

Resultando  que  citadas  las  partes  á  comparecencia  la  actora  dio  por 
reproducida  en  dicbo  acto  su  demanda  y  alegó  lo  que  estimó  pertinente 
á  su  derecho,  contestando  la  parte  demandada  que  el  accidente  en  qne 
falleció  el  patrón  D.  Vicente  Ayestarán  fué  motivado  por  la  niebla  y  por 
imprudencia  cometida  por  el  mismo  al  no  haber  tomado  las  precauoio 
nes  á  que  su  cargo  le -obligaba,  con  lo  cual,  además,  causó  á  la  deman- 
dada un  daño  representado  por  la  pérdida  del  vapor  Juan  Bautista ^ 
aparte  de  grandísimos  perjuicios  en  la  industria  que  ésta  expiotaba; 
alegó  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunos,  y  suplicó  se 
desestimara  la  demanda,  con  imposición  de  costas^  la  actora;  y  en  la 
réplica  rectificó  esta  parte  la  súplica  de  su  demanda\  manifestando  que 
por  error  babía  fijado  en  ésta  la  suma  de  2.100  pesetas,  siendo  así  qve 
debía  exigir  la  de  4.200;  y  duplicando  la  demandada,  insistió  en  cuantas 
pretensiones  babía  expuesto  en  la  contestación  á  la  demanda,  con  lo  que 
terminaron  las  alegaciones  de  las  partes,  recibiéndose  y  practicándose 
acto  seguido  la  prueba  testifical,  única  suministrada  por  aquélla: 

Resultando  que  concluso  el  juicio  para  sentencia,  la^dlctó  el  Juez  de 
primera  instancia  de  San  Sebastián,  con  fecha  lé  de  Abril  último,  ab 
solviendo  á  Doña  >vna  Huarte  y  Benito  de  la  demanda  contra  ella  inter- 
puesta por  Doña  Felipa  García;  y  habiendo  apelado  ésta  de  aquel  fallo 
para  ante  la  Audiencia  territorial  de  Pamplona  y  sustanciada  la  alzada 
por  todos  sus  trámites  legales,  en  7  de  Mayo  siguiente  pronunció  la  Sala 
de  justicia  de  dicha  Audiencia  sentencia  por  laque  revocó  la  absolu- 
toria del  Juzgado  y  declaró  que  la  demandada  Doña  Ana  Huarte  y  Be- 
nito estaba  obligada  á  satisfacer  en  término  de  quinto  día  á  la  deman< 
dante  Daña  Felipa  Garda,  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo,  la 
suma  de  4.200  pesetas,  deduciéndose  de  ésta  el  jornal  de  los  días  festi- 
vos que  hubiese  en  los  dos  años  á  que  se  refería  la  indemnización  á 
prorrata  del  sueldo  mensual  de  176  pesetas  que  disfrutó  el  interfecto 
Vicente  Ayestarán: 

Resultando  que  Doña  Ana  Huarte  y  Benito  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Inaplicación  de  los  arts.  16  y  1090  del  Código  civil,  toda 
vez  que,  refiriéndose  al  caso  del  recurso  lo  dispuesto  en  ambos  artícalos, 
tesulta  que  para  la  regulación  de  las  consecuencias  de  los  accidentes 
del  trabajo  no  sólo  debe  atenderse  á  la  legislación  especial  del  ramo. 
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aino  también  al  Código  civil  en  todo  lo  qna  aquélla  no  haya  proTiata,^ 
no  podiendo,  por  tanto,  contraerae,  como  lo  hace  la  sentencia  recorri- 
da, á  lo  diapneate  en  dicha  ley  para  la  reeolnción  de  las  cneationea  á. 
qne  aquélla  diera  logar»  y  prescindir  del  Oódigo,  cnyoa  preoeptea  aon 
aplicabiea  como  anpletoriea;  y  ai  bien  ea  cierto  qne  la  ley  de  AcoidenteO' 
del  trabajo,  al  imponer  al  patrono  la  obligación  de  reaponder  de  loa  aa- 
eidentea  ocnrridoa  al  obrero,  no  reconoce  máa  excepción,  aegún  an  ar- 
tienlo  2.^,  qne  la  de  f  nena  mayor  eztrafia  á  la  olaae  de  trabajo,  ceta  no- 
obata  para  que  ante  el  aliénelo  de  la  ley  eapecial  reapecto  de  loa  acoi- 
dentea  debidoa  á  la  imprudencia  y  temeridad  del  obrero  qne  loa  aofre  aa 
apliquen  al  caao  laa  preacripcionea  generalea  del  derecho  común,  qne^ 
Juatamente  exime  en  talea  caaoa  de  toda  reaponaabilidad  al  duefio  ó  Ib- 
dnatrial  deade  el  momento  en  qne  ae  trata  de  obligacionoe  qne  no  pue- 
den preaumirae,  principioa  no  tenidoa  en  cuenta  por  la  reaolución  reco- 
rrida al  dar  valor  aolamente  al  texto  excluaivo  de  la  ley  de  Acddentea^ 
del  trabajo,  deadefiaodo  todo  otro  fundamento  jurídico  de  aplicaeiÓB 
aubaidiariai 

Segundo.  Infracción  de  loa  arta.  1101, 1104  y  1102  del  mlamo  Oódigo^ 
civil,  como  de  aplicación  aopíetoria  al  caao  del  recurao,  por  coanto  qoa- 
el  accidente  origen  de  aquél  foé  debido  principalmente  á  colpa  y  negli- 
gencia del  patrón  Ayeatarán,  por  haber  éate  omitido  todaa  laa  precaucio- 
nea  en  talea  caaoa  acoatumbradaa;  de  donde  seaulta,  no  aólo  qne  oomo- 
decía  la  regla  22,  título  84,  de  la  Partida  7.*,  cdafio  que  ome  reocil>o  por 
ao  colpa,  á  ai  miamo  debe  colpar  de  ello»,  aino  también  qne  lejoa  de  ha- 
ber quedado  obligada  la  duefia  del  vapor  reapecto  del  difunto  por  el  acci- 
dente acurrido  á  Ayeatarán,  y  por  él  au  hijo  y  heredero,  aegún  ei  ar- 
tículo 1267  del  Oódigo,  ea  el  que  debo  indemniaar  á  Dofia  Ana  Huarte  da 
loa  dafioB  y  perjuioioa  que  ae  le  ocaaionaron  con  la  pérdida  del  buque,  y 
ya  que  no  ae  haya  hecho  en  eate  sentido  declaración  alguna  por  la  aea- 
tencia,  por  no  haberla  aolicitado  en  forma  la  recurrente,  debía  dicha  ra- 
aolnción  exonerar  por  lo  menea  dé  laa  obligacionea  que  ae  le  exigen; 

Tercero.  Que  aaimiamo  ae  han  infringido  loa  arta.  1166,  1106  y  1202*. 
del  propio  Cuerpo  legal,  que  tratan  de  la  oompenaación  como  uno  de  loa 
modoa  de  extinguirae  laa  obligacionea,  puesto  que,  aon  suponiendo,  A 
pesar  de  lo  expuesto  en  el  motivo  precedente,  que  hubiese  obligaelóm 
por  parte  de  la  recurrente,  conforme  al  contexto  literal  de  la  ley  de  Ae* 
cidentea  del  trabajo,  en  an  art.  2.^,  aiempre  reaultaría  que  Ayeatarán  ó> 
ana  herederoa  catán  obligadoa  reapecto  de  aquélla  por  loa  dafioa  caoaa- 
doa  por  la  pérdida  del  vapor,  de  la  qoe  fué  culpable  el  interfecto,  oom- 
penaándoae  en  conaecuencia  ambaa  deudas  ú obligacionea  en  la  cantidad, 
concurrente;  pero  como  quiera  que  loa  daftoa  cauaadoa  á  Dofia  Ana  Huar- 
te exceden  en  mucho  de  la  auma  reclamada  por  la  viuda  de  Ayeata:ráii,^ 
es  evidente  qne  deben  ambaa  obligacionea  quedar  totalmente  extinguí* 
daa  y  compenaadas  por  no  haber  formulado  la  recurrente  mayor  rocla- 
mación  en  cuanto  al  exceao  de  ao  crédito;  y 

Coarto.  Qne  también  eatima  infringido  el  art.  6.®  del  repetido  Códi- 
go civil,  pacato  qoe  dado  el  ailencio  de  la  ley  eapecial  en  eate  caao  t 
preacindiendo  de  la  aplicación  del  Código  civil,  aiempre  se  tendría  coma 
norma  para  reaolver  la  cuestión  loa  principioa  generalea  del  derecho  á. 
que  el  citado  artículo  ae  refiere,  entre  loa  que  figuran  el  expresado  an- 
tes, referente  á  qoe  el  dafio  que  el  hombre  recibe  por  su  culpa  á  sí  mla- 
mo debe  imputársele,  aplicable  de  lleno  al  patrón  Ayestarán  y  el  de  la. 
equidad  como  norma  la  más  segura  para  la  aplicación  de  las  leyea,  se- 
gún la  cual  no  es  admisible  que  Dofia  Ana  Huarte,  grandemente  per  Jo- 
dlcada  por  la  culpa  y  negligencia  del  patrón  del  vapor  perdido,  haya  da* 
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pagar  por  afiadidnra  nna  Indamniíaeióii  á  la  viiida  é  hijoa  del  oantante 
aíactlTo  da  aqnallaa  dafioa  y  parjaioiea;  porqae  la  laj  da  Aooldantea  dal 
trabajo,  á  pasaa  da  laa  dafioianeiaa  da  en  redaceióiiy  no  pDeda  tañar  nnn- 
aa  aaa  finalidad  abaurda  y  aontrapredncanta,  toda  Tas  qae  an  ebjato  aa 
amparar  al  obraro  é  indamnlaar  A  an  familia  por  laa  aooidantaa  fortnitoa 
propioa  da  la  indnatria  raapaotlYa;  paro  no  haoer  raapanaabla  al  patrón 
dal  daaonido,  nagli«;ancia,  abandono,  impradanoia  y  tamaridad  dal  obra- 
ro, tentando  aquél  qaa  anlrlr  loa  dafioa  qaa  éata  la  origina,  y  qnadando 
adamáa  obligado  á  pagar  loa  qna  al  oparario  anfra  por  laa  canaaa  azpra- 
aadaa,  eriterio  éata  qaa  no  aólo  no  aa  praanmibla  an  diaha  lay,  aino  qna 
pogna  contra  toda  raión,  Jaatioia  y  bnen  aantldo: 

y  lato,  alando  Ponanta  al  Magistrado  D.  Ildelonao  Lópaa  Aranda; 

Oonaiderando  qna  an  la  aantancia  raonrrida  no  aa  han  eomatido  laa 
iniraacionaa  qna  aa  la  atribuyen  an  loa  motivoa  primero  y  euarto  del 
racnrao,  porque  loa  arta,  e.^,  16  y  1090  del  Código  cítíI,  que  en  tal  con^ 
aapto  aa  citan  en  aqnéllaa,  ae  refieran  al  caao  de  que  daban  aplicaraa  loa 
praoaptoa  del  miama  como  lagialación  supletoria  cnanda  no  haya  otro 
aapeoial  exactamente  aplicable;  y  como  quiera  que  la  Sala  aantenciadora 
ha  hecho  ezpreaa  declaración  de  que  la  niebla  y  aatado  del  mar  lueron 
laa  cauaaa  determinantaa  del  naufragio  y  muerte  del  abrero,  origen  de 
la  presente  contienda  Juiidica,  aólo  ea  exactamente  aplicable  el  art.  2.^ 
da  la  ley  especial  de  80  de  Enero  de  1900,  aobra  Acoidentea  del  trabajo, 
y  no  lo  ea  el  Código  cÍYil>  porque  aquella  ley,  con  relación  al  caao  pre- 
aante,  no  ofrece  oscnridadea  ni  defieienoiaa  que  deban  snbsanaraa  con 
loa  preceptos  del  Código,  como  se  pretende  en  los  dos  expresados  moti- 
TOB,  toda  ves  que  dicha  causa,  estimada  por  la  Sala,  constituye  notoria- 
mente un  accidente  del  trabajo  ó  profesión  á  que  se  dedicaba  el  patrón 
dal  barco  náufrago: 

Oonaiderando  que  tampoco  aa  han  cometido  laa  infraccionea  á  que  ae 
refieren  los'  motivos  segunda  y  tercero,  porque  la  indemniaación  de 
dafioa  y  parjuicioa  y  la  compensación,  que  seria  su  consecuencia,  aparte 
de  que  no  se  han  demoatrado  en  el  pleito,  ni  se  han  reclamado  oportu- 
namente en  debida  forma,  ni  pueden  deducirse  de  los  hechos  que  la  Sala 
eatima  probadoa,  como  da  todas  suartaa,  aegún  estimación  del  Tribunal 
aantenciador,  la  deagracia  ocurrida  fué  debida  A  un  verdadero  accidente, 
no  cabe  formular  sobre  esta  baae  la  demanda  reconvencional  A  que  el 
segundo  de  dichos  motivos  se  refiere; 

Faliamoa  que  debamaa  declarar  y  deolaramoa  no  haber  lugar  al  ra- 
cnrao de  casación  interpuesto  por  Dofia  Ana  Hnarte  y  Benito;  no  ha- 
cemos condenación  de  costaa  mediante  haber  comparecido  sólo  en  aete 
Tribunal  Supremo  dicha  parta  recurrente,  y  llbreaa  A  la  Audiencia  da 
Pamplona  la  correspondiente  eartificaeión« 

Asi  por  esta  nueatra  aentencia,  que  aa  pnblicarA  an  la  Gqea^a  é  inaar- 
tarA  en  la  Colección  Legislativa,  paaAndoaa  al  efecto  laa  copiaa  ne- 
ceaarias,  lo  pronunciamos,  mandamoa  y  finnamoB.=Joaé  de  Aldecoa.=3 
Anfbnio  Alonso  Caaafia.sIidefonao  Lópea  Aranda«=PaBcnal  Dome- 
nech,=Bamón  BarroetasdPederico  Monsalva.=Oamilo  María  QuUón. 

Pnblicación»=:Leida  y  publicada  ha  aido  la  anterior  aentencia  por  al 
Ezcmo.  Sr.  D.  Ildefonso  Lopes  Aranda,  Magistrado  del  Tribunal  8n- 
pramo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  da 
hoy,  da  que  certifico  como  Secretario  de  la  miama. 

Madrid  38  de  Diciembre  da  1906.:=Por  mi  compaflara  Licenciado  Saa 
AomAn,  Licenciado  Jorge  Martlnea. 
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£^úm.  li^r.-rRIBUNAL  SUPREMO.— 28  de  Diciembre, 
publicada  el  28  y  30  de  Mayo  de  1908. 

Casación  por  inf  cacción  de  ley,^ Admisión  de  apelación. — Sen- 
tencia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  don 
Ildefonso  Calderón  contra  el  auto  pronunciado  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Manuel  Bal- 
parda  y  otros. 
En  :$us  CONSIDERANDOS  se  cstablecc: 

Que  no  se  puede  entender  que  sea  de  carácter  meramente  proee' 
naiy  sino  fundamental  y  susíantivay  la  cuestión  de  si,  pendiente  un 
juicio  puede  y  debe  ser  tenido  como  parte  para  todos  sus  efectos, 
quien  alega  un  derecho  justificado  que  puede  ser  afectado  por  la 
sentencia  que  recaiga: 

Que  no  obstante  la  naturaleza  de  esta  cuestión  y  cualesquiera 
que  sean  las  consecuencias  que  en  el  orden  procesal  puedan  deri- 
varse del  precepto  del  art.  1252  del  Código  civil  y  siendo  un  hecho 
que  aquélla  se  encuentra  pendiente  de  resolución  en  la  Audiencia 
respectioa^  pudiendo  ser  traida  al  Tribunal  Supremo  y  mientras  no 
se  resuelva  con  carácter  definitivo  y  firme,  se  mantiene  vivo  el  dere- 
cho de  un,a  parte  á  pedir,  cuando  menos,  la  notificación  de  la  senien- 
C'a  recaída  en  el  pleito  principal,  si  se  declarase  que  tenia  derecho  4 
¿5r  parte  en  el  momento  en  que  lo  pretendió  para  interponer  después 
los  recursos  procedentes. 

Eq  la  yilia  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1906,  en  el  re- 
curso de  queja  iaterpaeeto  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Ándiencia  terri- 
torial de  BargoB,  por  D.  Ildefonso  Calderón  y  Cubas,  Notarlo  y  vecino 
de  Sevilla,  contra  providencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Val- 
maseda,  no  dando  lugar  á  admitir  la  apeluclón  qne  el  D.  Ildefonso  for- 
muló contra  una  sentencia  dictada  por  dicho  Juzgado;  pendiente  ante 
Nos,  en  virtud  de  recurso  de  cnsacUin  que  por  infracción  de  ley  ha  in- 
terpuesto dicho  D.  Iidefon»ü  Gaiderou  y  Cubas,  representado  y  defen- 
dido por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  el  Letrado  D.  Eduardo  Dato, 
habiendo  comparecido  en  este  Tribu  jal  Supremo  los  dejuand^intea  en  el 
juicio  originario  de  la  queja  D.  Manuel  Balparda.y  Hormaechea,  Dofia 
Josefa  Sdgunda  y  Doña  Gumersinda  B>^lparda  y  Galindez,  representados 
y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Pantaleón  Hernando  y  el  Letrado  don 
Melquíades  Alvarez: 

Resultando  que  D.  Ramón  de  Galindez  y  Balparda  otorgó  testamento 
cerrado  en  29  de  Mayo  de  1901  ante  el  recurrente  D.  Ildefonso  Calderón 
y  Cubas,  Notarlo  de  Sevilla,  punto  donde  residía  el  otorgante,  habión« 
dose  observado  en  aquel  acto,  á  juicio  del  Notario  que  lo  autorizó,  todas 
las  formalidades  y  requisitos  que  para  su  validez  exige  el  Código  civil, 
y  fallecido  el  testador  en  7  de  Eaero  de  1900,  fué  abierta  su  dicho  testa- 
mento por  el  Jnz;<ado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente 
de  la  expresada  capital,  qne  mandó  protocolizar  por  auto  de  10  de  Enero 
citado: 

Resultando  que  del  testamento  referido  aparece  qne  el  testador  dis* 
puso  en  favor  de  sus  parientes  varios  legados  estableciendo  cnantiosas 
mandas  con  fines  benófícoa  de  verdadera  importanoia  para  la  ciudad  de 
Savilla,  y  nombrando  albaceas  á  sus  amigos  D.  Francisco  Aurelio  Alva- 
res, D.  Francisco  Vázquez  Barrera,  D.  Rodrigo  Sanjnrjo,  D.  José  de  Ve. 
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lilla  y  D.  Joan  Jobo  Lnqne,  y  á  sas  sobrinos  D.  Félix,  D.  Antonio  y  don 
Baíael  Balpar^Ja  y  QaLíndez,  habiendo  quedado  estos  últimos  como  úni 
eos  endargadoR  de  la  ejecnción  del  testamento,  debido  á  fallecimientos  ó 
renuDciBK  de  Jos  cinco  primeros,  y  con  tal  carácter  los  sobrinos  del  tes  - 
tador,  barmacoS  Balparda  y  Galindez,  practicaron  las  operaciones  de  la 
Testamentaría  del  cansante,  observando — dice  el  recnrrente— las  dispo- 
siciODes  <íij1  testamento,  base  de  aquéllas,  y  satiefucieudo  los  legados 
establtícidcs  á  favor  de  los  parientes  del  testador,  sin  que  ni  á  los  lega- 
tarios ni  á  los  albaceas  ocurriese  á  la  sazón  duda  alguna  sobre  la  validez 
y  eficacia  de  la  disposición  de  última  voluntad  del  finado  D.  Ramón  de 
Galindez,  procediendo,  en  su  consecuencia,  los  segundos  á  la  protocoli- 
zación de  dichas  operaciones  particionalee  por  escritura  de  18  de  Diciem- 
bre de  1900  ante  el  mismo  recurrente  D.  Ildefonso  Calderón  y  Cubas, 
Notario  autorizante  del  testamento: 

Resultando  que  así  las  cosas  tuvo  dicho  Notario  conocimiento  de  un 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valmaseda,  en  el 
caal  los  legatarios  Doña  Gumersinda  y  Dofía  Josefa  Segunda  Paredes  y 
D.  Manuel  Balparda  y  Hormaeche,  éste  como  causahabiente  de  Dofia 
Ramona  Balparda  y  Galindez,  demandaban  á  los  albaceas  del  causante, 
hermanos  Balparda  Galindez,  sobre  nulidad  de  la  cláusula  15  del  testa- 
mento, en  la  que  se  instituyó  una  manda  de  500.000  pesetBs  para  atender 
á  la  fundación  de  un  Monte  Benéfico  en  Sevilla,  pretensión  que  al  re- 
plicar ampliaron  los  demandantes  á  la  nulidad  de  todo  el  testamento, 
fundada  en  la  falta  de  idoil^idad  de  uno  de  los  testigos,  por  atribuir  á 
éste  la  condición  de  criado  ó  dependiente  del  Notario  D.  Ildefonso 
Calderón: 

Küáuiíando  aue  en  vista  de  la  gravedad  que  las  pretensiones  deduci- 
das por  los  aludidos  legatarios  implicaban,  muy  principalmente  en 
cuanto  á  la  competencia  del  Notario  autorizante,  decidió  éste  comparecer 
en  los  autos  á  defenderse,  sosteniendo  la  validez  del  testamento,  como 
así  lo  hizo  por  escrito  dirigido  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Val- 
maseda  de  12  de  Agosto  del  pasado  afio  1905,  en  el  que  solicitó  se  le  tu- 
viera por  parte  en  los  autos  referidos,  en  que  se  pedía  la  nulidad  del 
testamento  de  D.  Ramón  de  Galindez,  y  que  se  hallaban  á  la  sazón  en 
trámite  de  conclusiones,  pretensión  que  fué  desestimada  por  el  Juzgado, 
así  como  la  reposición  de  esta  resolución;  habiendo  interpuesto  por  tal 
motivo  D.  Ildefonso  Calderón  recurso  de  apelación  para  ante  la  Supe- 
rioridad, pendiente  hoy  en  recurso  de  casación  ante  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Resultando|que  en  15  de  Septiembre  de  1905  el  Juez  de  prioiera  ins- 
tancia de  Valmaseda  dictó  sentencia  en  el  referido  pleito  sobre  nulidad 
/  del  testamento  de  D.  Ramón  Galindez  y  Balparda,  promovido  como  ya 
se  ha  dicho,  por  Dofia  Gumersinda  y  Doña  Juana  Segunda  Paredes  y 
Galindez  y  D.  Manuel  Balparda  y  Hormaeche,  éste  en  concepto  de  padre 
y  heredero  de  Dpña-*Ramona  Balparda  y  Galindez  contra  D.  Félix,  don 
Antonio  y  D.  Rafael  Balpardn  y  Galindez,  albaceas  del  finado  D.  Ramón, 
y  el  Ministerio  fiscal,  sentencia  que  declaró  nulo  dicho  testamento, 
otorgado  en  29  de  Marzo  de  1891  ante  el  Notario  D.  Ildefonso  Calderón 
y  Cubas,  hoy  recurrente,  y  acordó,  en  consecuencia,  que.  los  bienes 
pertenecían  á  los  herederos  abintestato  del  causante,  que  lo  eran  los 
actores,  Juntamente  con  los  albaceas  demandados  en  el  pleito: 

Resultando  que  en  21  del  mismo  mes  de  Septiembre  D.  Ildefonso 
Calderón  y  Cubas  apeló  de  la  referida  sentencia,  pronunciada  el  15,  so- 
licitando le  fuese  admitido  el  recurso  en  ambos  efectos,  y  el  Juzgado  de 
Valmaseda  desempeñado  entonces  x>or  el  Juez  municipal  suplente,  en 
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anaenolft  del  da  primera  Instaneia  é  incompatibilidad  del  Joei  mQnidpal 
propietario,  proveyó  al  escrito  interponiendo  la  apelación  por  proyideneia 
fecha  4  de  Ootnbre  eigniente»  en  la  qae  se  declaró  no  haber  Ingar  á  la 
admiaión,  toda  yes  qne  el  D.  Ildeíoneo  Calderón  no  era  parte  en  loa  ante» 
en  qne  ae  dictó  la  aenteneia  de  la  cual  pretendía  apelar: 

Beenltando  qne  de  este  proveído  d^  4  de  Oetnbre  el  Notario  D.  Ude- 
fonao  Calderón  pidió  repoaicióni  como  preparación  al  recarao  de  qneja^ 
ante  la  Andiencia,  repoaición  qne  fné  deaeetimada  en  auto  de  16  del 
miamo  mea,  dictado  por  el  propio  Jaei  municipal  anplente  en  fnncionea 
de  primera  inatancia,  con  informe 'de  aaeaor,  y  mandó  expedir  teatimo» 
nio  para  anatanciar  el  enunciado  recorao  de  queja,  que  fué  doducido  por 
el  NotiM^io  Calderón  en  escrito  de  16  de  Noviembre  de  1906  ante  la  Bala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Bnrgoa,  aolicitando  que,  previo 
informe  del  inferior,  ae  declaraae  admisible  en  amboa  efectos  la  apela- 
ción interpuesta  y  se  ordenase  al  Juagado  la  inmediata  remisión  de  loo 
autos  para  sustanciarla;  y  remitido  por  dicho  Juagado  informe  insis- 
tiendo en  la  procedencia  de  la  negativa  á  admitir  la  apelación,  y  acom- 
pafiando  al  mismo  copia  literal  de  la  sentencia  de  16  de  Septiembre,  la 
Sala,  en  auto  de  6  de  Febrero  del  afie  actual,  desestimó  la  queja,  decía- 
rando  bien  denegada  la  apelación  que  contra  dicha  sentencia  interpuso 
D.  Ildefonso  Calderón  y  Cubas  en  escrito  de  SI  de  Septiembre  de  1906, 
según  acordó  la  providencia  dei  Juagado  do  Y almaseda  de  4  de  Octubre 
siguiente: 

Resultando  qne,  con  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Ildefonso  Calde- 
rón y  Cubas  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  lej« 
fundado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ha- 
biendo expuesto  en  su  escrito  algunos  antecedentes,  cuya  previa  relación 
estimó  necesaria  para  la  determinación  de  las  infracciones  qne  supone 
cometidas  por  la  Sala  que  dictó  el  auto  recurrido,  y  á  tal  efecto  repro- 
dujo en  lo  sustancial  los  hechos  que  anteceden,  afiadiendo  que  de  pre« 
valecer  dicho  auto  de  6  de  Febrero  de  este  afio  quedaría  definitivamente 
terminado  el  pleito  sobre  nulidad  del  testamento  de  D.  Ramón  de  Ga- 
lindes,  ya  que  los  únicos  qus  deseaban  proseguirlo  eran  la  Junta  pro* 
vinoial  de  Beneficencia  de  Sevilla  por  su  interés  respectivo  y  el  recu- 
rrente Calderón,  por  cuanto  en  el  pleito  le  iban  el  crédito  y  competencia 
profesional,  á  más  de  la  consiguiente  responsabilidad  que  la  ley  le  re- 
servaba en  el  supuesto  de  declararse  la  nulidad  de  la  disposición  testa- 
mentaria, peligro  que  vio  siempre  posible,  pues  no  creyó  fuera  grande 
la  defensa  que  del  testamento  hiciesen  los  demandados,  quienes,  en 
unión  de  los  actores,  serían  herederos  únicos  por  ministerio  de  la  ley 
juna  ves  declarada  la  nulidad,  por  todo  lo  cual  el  Notario  recurrente  de- 
cidía comparecer  en  los  autos  al  efecto  de  sostener  la  valides  del  testa- 
mento; que  habiendo  estimado  recusable  al  Jues  municipal  suplente  de 
Valmaseda,  á  la  sasón  en  funciones  de  primera  instancia,  que  dictó  la 
providencia  fecha  4  de  Octubre,  confirmada  por  el  auto  recurrido,  pre- 
sentó á  aquel  fin  escrito  de  9  de  dicho  mes  de  Octubre,  en  el  que  recay6 
providencia  de  la  misma  fecha  que  la  otra  citada,  por  la  qne  el  Jues  se 
negó  á  tramitar  el  incidente,  en  rasón  á  no  ser  parte  en  el  pleito  D.  Il- 
defonso Calderón,  y  pedida  por  éste  reposición,  que  le  fué  denegada, 
elevóse  á  la  Audiencia  en  apelación;  de  todo  lo  cual  aparecía  qne  la  pre- 
videncia de  4  de  Octubre  de  1906,  denegatoria  de  la  apelación  y  de  la 
que  arranca  el  presente  recurso  de  casación,  fué  dictada  por  el  Jnea  de 
Valmaseda  después  de  ser  ésts  recusado  por  el  Notario  Calderón,  y  que 
el  incidente  sobre  la  personalidad  de  éste  para  ser  parte  en  el  pleito,  ea 
que  se  controvertía  la  valides  del  testamento  de  D.  Ramón  de  Galíadea» 
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90  estaba  en  aqaella  lecha,  ni  deepoée,  reaoelto  de  modo  definitivo, 
eomo  asi  ee  hacia  constar  en  on  resaltando  del  ante  recurrido;  dsspaés 
do  enyos  hechos  alegó  el  recurrente  D.  Ildefonso  Calderón  los  siguientes 
uotlYOs: 

Primero.  lo  fracción  del  principio  de  derecho  cNadie  puede  ser  con- 
denado sin  ser  oído»,  sancionado  per  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencias  de  20  de  Mayo  y  80  de  Junio  de  1886,  20  de  Di- 
ciembre de  1880,  12  de  Noviembre  de  1800  y  6  de  Julio  de  1808  y  otras 
muchas,  infracción  cometida  al  denegar  al  recurrente  la-  apelación  que 
interpuso  contra  la  sentencia  de  16  de  Septiembre  de  1906,  declaratoria 
de  la  nulidad  del  repetido  testamento,  autorisado  por  él,  pues  el  bien 
era  cierto  que  dicho  Notario  no  fué  citado  ni  emplasado  en  eL  pleito,  no 
por  eso  dejaba  de  ser  discutible  la  eñóacia  de  la  resolución  que  había  de- 
clarado nulo  el  testamento  por  falta  de  formalidades  extrínsecas,  puesto 
que,  según  establece  el  art  1262,  en  su  párrafo  2.^,  del  Código  civil,  en 
las  cuestiones  relativas  al  estado  civil  de  las  personas  y  en  las  de  va* 
lides  ó  nulidad  de  las  disposiciones  testamentarias  la  presunción  de  cosa 
luagada  es  efieas  contra  terceros,  aunque  no  hubiesen  litigado,  precepto 
que  imponía,  á  juicio  del  recurrente,  su  intervención  en  el  pleito  para 
evitar  que  sin  ser  oído  pudiera  ser  condenado,  debido  á  la  directa  y  prin- 
cipal intervención  que  como  Notarlo  tuvo  en  el  documento  declarado 
nulo  por  el  Juagado,  toda  ves  que  dichos  funcionarios  son  responsables 
de  los  dafios  y  perjuicios  que  cause  la  nulidad  de  los  actos  en  que  inter- 
vengan á  las  personas  interesadas  en  éstos,  erando  afeota  á  responder 
de  dichos  perjuicios  la  fiania  que  la  ley  notarial  de  28  de  Mayo  de  1862, 
en  su  art.  14,  obligó  á  prestar  en  cuantía  proporcional  á  los  Notarios  en 
ejercicio;  que,  dada  esta  responsabilidad,  no  era  posible  descoco^jer  el 
interés  de  un  Notario  en  la  decisión  de  un  litigio  sobre  nuliddd  de  un 
acto  que  hubiere  autorisado,  porque  la  sentencia  que  en  él  se  dicte  ha 
de  prejusgar  la  cuestión  de  dafios  y  perjuicios,  que  pueden  promo- 
verla quienes  se  consideren  perjudicados  con  la  ineficacia  del  acto  de- 
clarado en  este  pleito,  y  en  tal  virtud,  la  mejor  defensa  de  las  respon- 
sabilidades presuntas  del  Notario  está  en  la  del  acto  que  autorisó,  y  tal 
defensa  sólo  cabe  hacerla  útilmente  en  el  pleito  en  que  ese  acto  sea  dis^ 
cutido;  y  que  cuando  la  controversia  sobre  la  eficacia  de  un  acto  se  fonda 
en  la  no  observancia  de  requisitos  que  la  ley  exige  en  su  otorgamiento, 
nadie  con  más  interés,  más  autoridad  y  mayor  conocí  misa to  de  la  causa 
que  el  Notario  para  defender  la  valides  del  acto  que  con  su  intervención 
autorisó; 

Segundo.  Infracción  de  la  ley  4.*,  tít.  28,  Partida  8.*,  que  dispuso: 
sTomar  pueden  en  alsada,  no  tan  solamente  los  qoe  son  sefiores  de  los 
pleitos  ó  BUS  Procuradores,  más  aun  todos  otros  á  quienes  pertenece  la 
pro  ó  el  dafio  de  aquel  juicio»;  y  de  la  doctrina  consignada  en  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Febrero  de  1869,  que  estableció 
podía  apelar  cualquiera,  aunque  no  hubiese  litigado,  con  tal  que  la  sen- 
tencia le  causara  perjuicio;  84  de  Mayo  de  1871,  que  declaró  no  puede 
decirse  que  carece  de  personalidad  para  litigar  el  que  tiene  interés  en  el 
pleito  y  se  halla  revestido  de  todoe  los  requisitos  que  la  ley  exige  para 
comparecer  en  juicio;  2  de  Octubre  de  1866,  según  la  que  debe  conce- 
derse audiencia  previamente  á  los  terceros  interesados  en  la  resolución 
de  un  pleito  antes  de  fallarlo,  pues  en  caso  contrario  serla  ilegal  deci- 
dirlo; y,  por  último,  la  de  28  de  Marao  de  1860  declaró  haber  lugar  á  un 
recurso  de  casación  interpuesto  contra  sentencia  que  anuló  un  testa- 
mento sin  ser  emplasado  un  tercero  á  quien  interesaba;  é  interpretación 
-errónea  del  art  884,  núm.  1.^,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente. 
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qae  manda  admitir  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se  interpongan 
contra  las  senteaclae  definitivas,  en  toda  clase  de  juicios,  cuando  la  ley 
no  ordene  lo  contrario,  ya  que  ningún  precepto  especial  limita  en  este 
caso  el  derecbo  del  recurrente;  estimando  el  recurrente  que  de  las  sen- 
tencias y  preceptos  infringidos  se  deducía  que  la  ley  .de  Partida  citada 
no  estaba  derogada,  á  pesar  de  la  publicación  de  la  primitiva  ley  de  En- 
juiciamíeato  civil;  que  el  auto  recurrido  le  negaba  apelar  por  nna  BÍm- 
pie  razón  de  forma:  la  de  que  el  recurrente  no  era  parte  en  el  juicio  de 
nulidad  del  testamento,  cuestión  que  estaba  sin  resolver,  y  que,  en  tan* 
to  no  se  decidiera,  no  debía  implicar  la  privación  del  derecbo  de  D.  II* 
defunso  Calderón  á  apelar,  porque  no  equivaldrían  anticipar  loa  efectos 
de  una  declaración  que  aun  no  sé  había  formulado,  y,  por  tanto,  lejos 
de  ser  un  motivo  la  existencia  de  esa  cuestión  previa  para  denegar  la 
apelación,  era  una  razón  incuestionable  para  que  se  admitiese,  siendo, 
pues,  gratuita  la  afirmación  que  hace  el  auto  recurrido  de  que  el  incl- 
dente  en  tramitación,  sobre  que  se  tuviera  por  parte  en  los  autos  prin- 
cipales al  recurrente,  no  podía  servir  de  base  ni  precedente  para  admitir 
la  apelación  mientras  no  recayese  resolución  firme  sobre  el  particnlar; 
que  aunque  prosperara  la  pretensión  del  Notario  Calderón,  pendiente  de 
resolución  ddñaitiva,  de  ser  tenido  por  parte  en  el  juicio  principal,  como 
quiera  que  habrá  expirado  con  exceso  el  plazo  fatal  marcado  por  la  ley 
para  la  apelación,  ocurrirá  que,  ó  se  prorroga  dicho  plazo,  cosa  imposi- 
ble, po7  ir  abiertamente  contra  la  ley,  ó  queda  burlado  el  derecho  del 
recurrente,  no  obstfinte  haber  obtenido  lo  que  pretendía,  absurdo  que  se 
evitabr.  prosperando  el  presente  recurso  sobre  admisión  de  la  apelación 
intentada;  qvie  no  tenía  valor  el  argumento  del  auto  recurrido  de  qae  el 
recurrente  uo  pidió  siquiera  en  el  escrito  de  apelación  ser  tenido  come 
parte,  porque  esa  pretensión  estaba  deducida  anteriormentj  en  el  otro 
incidente  de  que  hacía  mención,  y  hubiera  sido  volver  sobre  ana  caes- 
tión  ya  planteada;  y 

Tercero.  Infracción  del  art.  1127  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  dispone:  «No  obstante  lo  dispuesto  en  el  anterior  (que  ordena  no 
sean  tenidos  por  parte  los  interesados  que  comparezcan  pasado  el  tér- 
mino de  los  eüctos),  si  en  los  casos  previstos  en  los  artículos  1114 
y  1118  se  hubiera  promovido  el  juicio  ordinario  para  hacer  la  declara- 
ción del  derecho  á  los  bienes,  el  que  crea  que  lo  tiene  preferente  podrá 
comparecer  en  este  juicio  y  será  tenido  como  parte  en  el  estado  en  qae 
se  halle,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  retroceder  la  sustanciaclón,  ob- 
servándose lo  que  previenen  los  artículos  766  y  siguientes  (qoe  aon  los 
relativos  á  la  comparecencia  en  juicio  de  litigante  rel^elde)»;  habiendo 
alegado  el  recurrente,  en  pro  de  este  motivo  de  casación,  qae  en  el  pleito 
principal  sobre  nulidad  del  testamento  de  D.  Ramón  Galíodez  se  de- 
mandó juntamente  con  los  albaceas  del  causante  al  Ministerio  fiecal, 
juatificándübjü  la  intervención  de  este  último  en  virtud  de  lo  establecido 
en  la  cláusula  16  del  testamento  aludido  respecto  á  nna  manda  benéfi- 
ca, la  cual  había  de  aprovechar  á  varias  personas,  sin  designación  de 
nombres,  por  lo  que  los  actores  estimaron  aplicable,  por  analogía,  lo 
dispuesto  en  el  título  11,  libro  2.°,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al 
que  pertenece  el  artículo  citado  como  infringido;  y  qae  el  reoarrento  se 
amparaba  en  dicho  artículo  para  demostrar  bu  derecho  á  intervenir  en 
el  pleito  en  cualquier  momento  y  á  deducir  la  apelación  qae  le  íaé  de- 
negada, toda  vez  que  el  presente  recurso  lo  originaba  sin  incidente  anejo 
y  estrechamente  unido  á  la  cuestión  de  nulidad  del  testamento: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ildefonso  Lopes  Aranda: 
Considerando  que  la  cuestión  sometida  á  la  decisión  de  este  Baprame 
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Tribunal  no  se  pnede  entender  qne  sea  de  carácter  meramente  procesal, 
aino  fundamental  y  enstantiva,  ya  qne  la  resolución  en  virtud  de  la  qne 
ee  deniega  á  D.  Ildefonso  Calderón  y  Cnbas  el  derecho  de  apelación 
contra  la  sentencia  del  Juzgado  de  Yalmaseda  se  basa  en  el  supuesto  de 
no  ser  parte  y  realmente  de  no  tener  derecho  á  serlo  el  expresado  don 
Ildefonso,  por  cuya  razón  lo  que  había  de  resolver  es  si,  pendiente  nn 
jniclo,  puede  y  debe  ser  tenido  como  parte  para  todos  sus  efectos  quien 
alega  un  derecho  jus^cado  que  pueda  ser  afectado  por  la  sentencia  que 
recaiga: 

Gonsidercndo  que,  no  obstante  la  nacuraleza\do  esta  cuestión,  y  cua- 
lesquiera que  sean  las  consecuencias  que  en  el  orden  procesal  puedan  de- 
rivarse del  precepto  del  art.  1252  del  Código  civil,  como  es  un  hecho 
qne  esta  misma  cuestión  se  halla  pendiente  de  resolución  en  la  Audien- 
cia de  BurgDSi  por  haber  negado  el  Juzgado  de  Yalmaseda  á  D.  Ildefon- 
so Calderón  el  derecho  á  ser  parte  en  el  juicio  sobre  validez  del  testa- 
mento de  D.  Ramón  de  Galíndez  de  Balparda,  cuestión  que  puede  ser 
traída  á  este  Supremo  Tribunal,  y  que  mientras  no  se  reeuelva  con  ca- 
rácter definitivo  y  firme  se  mantiene  vivo  el  derecho  de  D,  Ildefonso 
Calderón  á  pedir,  cuando  menos,  la  notificación  d.e  la  eeiitencla  recaída 
en  aquel  juicio  el  se  declarase  que  tenía  derecho  á  ser  parte  en  el  mo- 
mento en  que  lo  pretendió  para  interponer  después  los  recursos  proce- 
dentes, es  manifieste  que  no  se  pueden  eetimar  los  motivos  del  recurso 
por  el  fundamonto  capital  consignado  en  la  resolución  recurrida  de  que 
por  el  mcmoRto  se  encuentra  sub  judíce  la  referida  cufeatión,  que  por 
ser  la  esencial,  y  por  el  estado  procesal  de  la  misma,  tendrá  que  servir 
de  base  para  otorgar  ó  denegar  el  derecho  de  apelación  de  que  al  presente 
ae  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
onrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ildefonso  Calderón  y  Cubas,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  cons- 
tituido á  que  se  dará  la  plicación  prevenida  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia terrritorial  de  Bargos  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamoft  y  firmamos.=FraíioÍ8co  Toda. 
Antonio  Alonso  Ca->afía.=IldefonBo  López  Aranda.=PaBcuai  Domenech. 
Ramón  Barroeta.=Ferierico  Monsalve. 

PnbUcaclón.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ildefouio  López  Aranda,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  1906.=Por  mi  compañero  Licenciado  San 
Román,  Licenciado  Jorge  Martínez. 

iSTúna.  188.— TRIBUNAL  SUPREMO. -28  de  Diciembre, 
publicada  el  30  de  Mayo  de  1908. 

Cacm^ción  por  infracción  de  ley.— Decía racídn  de  hijo  natural,— 
áenteacia  decidiendo  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  M.  E.  D.  contra  la  pronunciada  por.  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  ..,  en  pleito  con  D.  L.  A. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  la  eireunst ancla  del  tiempo  durante  el  que  tiene  el  hijo  na* 
tural  acción  para  reclamar  el  reconocimiento  ae  «u  derecho^  según 
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la  ley  de  Toro  ó  del  Código  ci9il^  no  implica  una  mera  euMBtión  do 
preneripeióny  sino  que  ajetta  á  la  ¿usianiioidad  del  derecho: 

Que  la  regla  4.^  de  lae  trancitoriae  del  Código  eioil  eólo  es  apli' 
cable  en  los  casos  en  que  la  cuestión  se  limita  á  un  mero  trámite 
procesal: 

Que  la  sustantioidad  del  derecho  que  la  ley  11  de  Toro  reconoce 
en  J acor  del  hijo  que  reúna  las  condiciones  en  ella  establecidas  para 
reputarle  natural^  no  tiene  limitación  de  tiempo  para  ejercitar  su 
acdón: 

Que  la  regla  1^  de  las  transitorias  del  Cádigo  ciml  establece  que 
los  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  bajo  el  régimen  de  la  legisla-' 
don  anterior  y  se  regirán  por  ella,  aunque  el  Código  los  regule  da 
otro  modo  ó  no  los  reconoMca: 

Que  esta  disposición  excluye  la  aplicación  del  art.  37  del  expre- 
sado Cuerpo  legal,  cuyo  oreecpto  debe  entenderse  limitado  al  ejerció 
do  de  los  derechos  nadaos  con  posterioridad  á  su  publicadón. 

Eo  la  yllU  y  oerte  de  Madrid,  á  98  de  Diciembre  de  1906,  en  ioa  antoe 
de  jalólo  declarativo  de  mayor  coantla  aegoidoa  en  el  Jnigado  de  pri- 
mera inetancia  de  •••  y  en  la  Sala  de  le  civil  de  la  Audiencia  del  terri-» 
torio  por  D.  L.  A.  y  O.,  empleado,  Tocino  de  M...,  contra  D.  M.  E.  y  T., 
también  yedno  de  ...,  come  tntor  de  loa  menoree  D.  A.,  Dofia  N.,  D.  F. 
y  Dofia  M.  A.  O.,  hijoa  legftimoo  de  D.  J.  A.  Oh.,  aobre  declaración  de 
liijo  natural  del  D.  J.  y  de  loa  derechoa  conaignientee  á  favor  del  deman- 
dante, y  en  enyoa  antoa  ha  tenido  intervención  el  Miniaterio  fiacal;  pta- 
diente  ante  Nóa  en  virtud  de  recnrao  de  caeación  por  infracción  de  ley, 
interpaeato  por  el  Procnrador  D.  Ramón  Oalabria  y  Sánches,  bajo  la  di- 
rección del  Letrado  D.  Artaro  Merino,  á  nombre  de  D.  M.  B.  y  T.,  en  el 
concepto  ezpreaado,  habiendo  catado  repreaentado  el  actor  y  recnrrido 
por  el  Procnrador  D.  Carlea  de  Santiago  y  defendido  por  el  Letrado  den 
Alberto  Martines  Martin: 

Beanltando  qne  previa  declaración  de  pobresa,  en  18  de  Janio  de  1901 
formuló  demanda  en  Juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  D.  L.  A.  y  Cu 
contra  D.  M.  E.  y  T.,  como  tntor  de  loe  menorea  D.  A.,  Dofia  N.,  D.  F. 
y  Dofia  M.  A.  C,  aobre  declaración  de  hijo  natural  de  D.  J.  A.  Ch.  y  de 
loa  derechoa  conaiguientea  á  favor  del  actor,  exponiendo:  que  en  el 
afio  1886  D.  J.  A.  Oh.,  alendo  aoltarO|  había  aoatanido  relacionea  amero- 
aaa  con  Dofia  Q.  O.,  también  eoltera,  cuyaa  relacionee  dieron  oomo  f mto 
un  nifio,  el  actor,  que  fué  bautisado  como  hijo  de  loa  expreaadoa  D.  J, 
y  Dofia  C.  en  la  parroquia  de  —  en  6  de  Abril  de  1867,  con  loa  nombree 
de  L.  B.,  como  ae  comprobaba  con  la  oportuna  partida  de  bautiamo  que 
acompafió,  ai  bien  hacía  eonatar  que  en  la  miama,  por  error  de  quien  hi- 
ciera laa  manifeatacionea  qne  aquélla  contiene  ó  de  la  pereona  qne  hi- 
ciera el  aaunto,  ae  atribuía  al  demandante  el  carácter  de  hijo  legítimo 
que  nunca  ae  había  arrogado;  que  D.  J.  A.  Oh.  y  Dofia  O.  O»,  en  unión  de 
au  hijo,  el  actor,  habían  vivido  Juntoe  haata  el  fallecimiento  de  Dofia  O., 
y  reaidido,  entre  otraa  caaaa,  en  una  de  la  calle  de  O.  y  otra  en  la  calla 
de  P.  de ...,  habiendo  quedado  aquél  huérfano  de  madre  á  ioa  enairo 
afioa  de  edad,  el  afio  1871,  en  ecaeión  en  que  D.  J.  ae  hallaba  anéente 
de  M.;  que  deade  la  fecha  indicada  había  D.  L.  vivido  eeparado  de  en 
padre,  de  quien,  aln  embargo,  recibía  cantidadea  en  metálico,  qne  eran 
abonadae  por  D.  A.  O.,  apoderado  de  Dofia  J.,  y  aiempre  había  aido  oo- 
nocldo  y  tratado  D.  L.  por  la  familia  de  au  padre  con  toda  claae  de  con- 
aideracionea  y  le  había  llamado  ahijado  del  repetido  D.  J.;  que  éete  ha- 
bía fallecido  el  26  de  Noviembre  de  1900,  habiendo  iido  aaiatido  en  en 
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úMma  enlormodftd  por  el  aetor,  del  e«al  abrigaba  la  familia  da  A.  Oh. 
el  eonTeneimiento  de  que  era  hijo  de  éate;  y  qne,  ein  dnda  por  eacrúpo- 
lea  7  reapetos  á  ana  hijea  legftimoa,  ne  había  aquél  reoonocido  pública- 
mente eomo  hije  aoyo  al  demandante;  y  éfte,  por  el  gran  oarifio  qne 
había  preíeaado  á  an  padre,  y  con  la  eeperania  de  qne  hiciera  dicho  re- 
conocimiento en  en  última  Yolnntad,  no  había  elercitado  la  acción  qne 
en  eeta  demanda  ejercitaba;  citó  como  fnndamentoe  de  derecho  la  pri- 
mera diapoeición  tranaitoria  del  Oódigo  cítü,  qne  hace  aplicable  ai  oaao 
lo  diapneato  en  la  ley  11  de  Toro,  y  en  el  tít.  5.*,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  y  la  aentencia  de  30  de  Noyiembre  de  1800;  la  referida 
ley  11  de  Toro,  y  entre  otraa,  laa  eentenciaa  de  O  y  80  de  Junio  de  1866, 
10  de  Jnnio  de  1804  y  38  de  Jnnio  de  1806,  y  loa  artícnloa  184,  807  y  840 
del  Código  civil;  acompafió  también  certificación  de  defanción  de  O.  J. 
A.  Olí.,  y  aolicitó  ae  declarase  qne  el  actor  era  hijo  natural  de  aqnél  y  de 
Dofia  O.  0«;  qne  como  tal  hijo  le  correepondían  loa  derechos  qne  el  Có- 
digo civil  aefiala  á  loa  hijoa  natnralea,  y  ae  condenaae  á  loa  demandadoa 
á  qne  paaaran  por  tales  declaracionea,  á  qne  le  entregaran  la  parte  de 
herencia  qne  le  correapondía,  anminiatrándole  mientraa  tanto  alimentoa 
proviaionalea,  y  al  pago  de  laa  coataa  ai  se  oponían  á  la  demandac 

Beanltando  qne  D.  M.  E.,  como  tntor  de  ios  expresados  mañereo, 
eonteató  la  anterior  demanda,  exponiendo:  qne  desconocía  y  negalia  la 
cortesa  de  los  hechos  que  ae  fijaban  en  aquélla,  puesto  que  el  único  do- 
cumento que  se  presentó  en  comprobación  de  loa  mismos  ofrecía  muy 
pocas  g*antías  por  contener  un  error  que  la  misma  parte  demandante 
reconocía,  y  más  aún,  porque  las  manifestacionea  que  contenía  no  esta- 
ban hechas  por  D.  J.  A.  Oh.;  que  de  ser  cierto  que  D.  J.  hubiera  vivido 
oon  Dofia  O.  O.,  era  lógico  suponer  que,  dadas  las  relaciones  entre  pa- 
dres é  hijos,  aquél  nunca  hubiera  hablado  de  semejante  cosa  á  éstos; 
que,  en  efecto,  el  actor  no  había  vivido  con  D.  J.,  y  desconocía  si  éste 
había  enviado  cantidades  á  aquél,  quien  fué  considerado  por  la  familia 
de  A.  Oh.  como  ahijado  de  éite  desde  sn  última  enfermedad;  que  D.  J. 
liabía  fallecido  en  la  fecha  indicada,  y  los  demandados  no  oyeron  de« 
eir  á  sn  padre  que  el  actor  era  su  hijo,  á  quien  para  nada  había  nom- 
brado aquél  en  su  testamento,  en  el  que  instituía  por  sus  únicos  y  uni- 
versales herederos  á  sus  hijos  legítimos  mencionados;  alegó  como  fun- 
damento de  derecho  la  ley  11  de  Toro,  1  *  del  tít.  6.®  del  libro  10  de  la 
Novísima  Becopiladón,  y  las  ssnteneias  de  este  Tribunal  Supremo  de  38 
de  Junio  de  1864  y  18  de  Julio  de  1800,  y  suplicó  se  absolviera  de  la  de- 
manda á  los  demandados,  y  so  declarase,  en  su  consecuencia,  que  el  ac- 
tor no  es  hijo  natural  de  D.  J.  A.  Oh.^  con  ezpreaa  imposición  de  costas 
al  demandante: 

Besultando  que  tanto  el  actor  en  sn  escrito  de  réplica  como  el  deman- 
dado en  el  de  duplica,  insistieron  en  sus  respectivas  pretensiones  y  re- 
produjeron los  hechos  y  f  undamsntos  de  derecho  de  sus  escritos  de  de- 
manda y  contestación,  y  recibido  el  pleito  á  prueba,  á  instancia  del  de- 
mandante, se  practicó  documental,  consistente  en  una  certiflcación  de  la 
aolicitnd  que  aquél  presentó  en  36  de  Junio  de  1804  para  ingresar  en  la 
Academia  general  de  ...,  en  la  que  se  titulaba  hijo  legítimo  de  don 
3.  A.  Ch.,  acompafiada  de  una  Beal  orden  de  31  de  Agosto  de  1877,  que 
concedió  é  este  último  el  ascenso  á  ...;  en  otra  certificación  de  la  partida 
de  bautismo  del  actor,  conforme  con  la  presentada  con  la  demanda,  y  en 
la  que  se  expresaban  los  nombres  de  los  abueloe  paternos  y  matemos; 
en  otra  expedida  por  el  Juagado  municipal  de  ...,  referente  á  la  defun- 
ción de  Dofia  O.  O.,  ocurrida  en  38  de  Febrero  de  1871,  en  la  que  se  con- 
aignaba  que  ee  hailalia  en  estado  de  soltera;  en  la  licencia  absoluta,  con- 
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cedidA  por  el  General  Subinepector  de  Infantería  del  Ejército  de  ...  al  de- 
mandante, quien  ee  hallaba  alistado  en  el  Ejército  como  hijo  de  J.  C,  y 
cuyo  pase  autorizo  el  .,.,  D.  J.  A.,  y  en  varias  cartas  dirigidas  por  don 
J.  A.,  unas  á  D.  J.  A.  R,,  con  las  que  enviaba  dinero  para  las  atenciones 
de  la  familia  y  abrazos  y  consejos  para  L.,  encargándole  dijera  ó  éste  se 
aplicara  y  que  había  que  pensar  en  su  carrera  y  colocación,  y  en  una  de 
cuyas  cartas  se  quejaba  de  la  conducta  del  R.  é  indicaba  la  idea  de  lie- 
varee  á  L.  á  vivir  eou  su  familia,  con  lo  que  se  hallaba  conforme  su  es- 
posa; otras  dirigida  á  D.  S.  O.,  .en  las  que  se  quejaba  del  mal  comporta- 
miento de  L.,  y  maniíestaba  que  si  mandaba  dinero  era  por  considera 
clones  á  la  abuela  de  éste,  y  otras  dirigida  al  actor  dándole  consejos  cu- 
rifíoscs,  eycritfas  en  tono  familiar,  y  con  las  que  mandaba  cantidades  de 
relativa  importancia,  y,  por  último,  otras  cartas  dirigidas  por  D.  A.  O. 
á  D.  L.  A.  O.,  relativas  al  envío  de  fondos  por  letras;  y  testifical, 
también  á  instancia  del  actor,  consistente  en  la  declaración  de  cinco 
tesligüí^,  dos  de  los  cuales  eran  tíos  carnales  de  aquél,  y  contestaron 
afirmativamente,  como  otro  de  aquéllos,  á  las  preguntas  que  les  fuero.^ 
dirigidas,  conformes  con  los  hechos  de  la  demanda: 

Ktísultandü  que  por  acuerdo  del  Juzgado,  para  mejor  proveer,  fué  re- 
querido D.  A  O.  á  fin  de  que  reconociera  las  firmas  que  aparecen  en  va- 
rias cartas,  y  puestas  á  aquél  de  manifiesto  las  mismas  manifestó  que 
dichas  firma»  eran  suyas  y  legítimas,  y  se  llevó  á  efecto  su  reconoci- 
miento pericial  y  cotejo  de  letras  de  la  firmas  que  con  el  nombre  de  J.  y 
J.  A.  aparecen  al  pie  de  las  cartas  de  éste,  anteriormente  relacionadlas, 
y  practicarla  dicha  diligencia  y  cotejadas  aqwóllas  con  la  indubitada  'e 
cierta  escritura  pública,  afirmó  el  perito  que  todas  las  cartas,  con  las  ex- 
presadas firmas  y  sus  rúbricas,  eran  producto  de  una  sola  mano,  que  era 
la  misma  que  trazó  la  firma  y  rúbrica  puestas  por  D.  J.  A.  Ch.  en  la  es- 
critura indicada: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
de  ambas  icetancias,  en  27  de  Diciembre  de  1906  la  Bala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  territorial  de  ...  dictó  sentencia  revocatoria,  por  la  que  decla- 
ró al  demandante  D.  L.  A.  O.  hijo  natural  reconocido  del  D.  J.  A.  Ch.,  y 
en  BU  virtud,  con  derecho  á  gozar  de  las  consecuencias  jurídicas  de  se- 
mejante reconocimiento  y  cuota  legitimaria  que  el  Código  civil  otorga, 
condeiiHndo,  por  tanto,  á  D.  M.  E.  y  T.,  como  tutor  de  los  menoreB  D.  A., 
Doña  N.,  D.  F.  y  Doña  >I.  A.  O.,  á  estar  y  pasar  por  dicha  declaración  y 
reconocimiento,  con  toda  sus  coneecueiicias  jurídicas;  todo  sin  expfens 
condena  de  coRtas  de  ninguna  de  las  dos  InstAnclas: 

Resultando  que  D.  M.  E.  T.,  en  el  expresado  coacepto  de  tutor  de  loe 
referidos  mnnores  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  el  núm.  1.*^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil alegando  el  siguiente  motivo,  después  de  hacer  para  su  demostra- 
ción dos  afirmaciones:  primera,  que  D.  L.  A.  O.  ha  promovido  este  pleito 
después  de  fallecido  D.  J.  A.  Ch.  y  cuando  aquél  tenía  máe  de  treinta  y 
tres  aQos  de  edad;  y  segunda,  que  con  posterioridad  á  la  mnerU  '*e 
D.  J.  no  ha  aparecido  ningún  documento  de  que  antes  no  hubiera  tenido 
noticia  el  demandante  en  el  que  le  reconociera  cexpresamente  como 
h¡josuyo>:  _ 

Único  motivo.  Infracción  de  la  disposición  1.^  transitoria  del  Código 
civil,  en  relación  con  el  art.  137  del  mismo,  que  disponen:  la  primera, 
<qne  las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y  no  ejercitadee  antes  de  regir 
el  Código  subsistirán  con  la  extensión  y  en  loe  términos  qne  le  recono- 
ciera la  legislación  precedente,  pero  sujetándose,  en  cnanto  á  en  ejercicio, 
duración  y  procedimiento  para  hacerlos  valer,  á  lo  dispoeeto  en  el  Co- 
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digo;  si  el  ejercicio  del  derecho  ó  de  la  flcción  ee  hallara  pendiente  de 
fimedimientoa  oficiales  empezados  hajo  la  anterior  legislación,  y  éstos 
fueren  diferentes  de  loa  eitablecidos  por  el  Código,  podrán  optar  loa  in- 
teresados por  nnoB  ó  por  otros»;  y  el  segando,  <qae  las  acciones  para  el 
reconocimiento  de  hijos  naturales  sólo  podrán  ejercitarse  en  vida  de 
los  presuntos  padres,  salvo  en  los  casos  signientes:  si  el  padre  ó  la  ma- 
dre hubiesen  fallecido  dorante  la  menor  edad  del  hijo,  en  cnyo  ceso  éste 
podrá  dedncir  la  acción  dentro  de  los  cnatro  efios  signientes  á  sn  ma- 
yor edad,  y  después  si  apareciera  algán  documento  de  que  antes  no  se 
hableBe  tenido  noticia  en  el  que  se  reconosca  expresamente  al  hijo»; 
habiéndose  cometido  las  referidas  infracciones,  toda  vez  que  habiendo 
nacido  D.  L.  A.  cel  81  de  Marzo  de  1867,  y  habiendo  fallecido  D«  J.  A. 
Oh.  el  26  de  Noviembre  de  1900,  la  acción  de  aquel  había  prescrito  por 
ministerio  de  la  ley  cuando  la  ejercitó,  ya  que  debiendo  sujetarse,  en 
cnanto  á  su  ejercicio,  duración  y  procedimiento,  á  lo  dispuesto  en  el 
mismo  Código,  sólo  podía  hacerlo  con  arreglo  al  segundo  de  los  pre- 
ceptos eitadeSy  ó  sea  en  vida  de  D.  J.  A.,  puesto  que  al  ocurrir  la  muer» 
te  de  éste  tenía  el  actor  más  de  treinta  y  tres  afios,  y  sólo  podía  ejerci- 
tarla después  si  hubiese  aparecido  algún  documento  indubitado  que  le 
reconociera  expresamente,  lo  cual  no  ha  ocurrido;  y  violación  é  inter- 
pretación errónea  de  la  reiterada  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, sentada  en  distintas  sentencias,  entre  ellas,  en  la  de  20  de  Abril 
de  18(9,  qne  declaró  cqne  el  Tribunal  sentenciador  fondo  en  fallo  en  la 
regla  4.*,  toda  ves  que  Dofia  X  no  dedujo  su  acción  antes  ds  regir  el  Có- 
digo, quedando  por  ello  sujeta,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  duración  y 
preoedimientos  para  hacerla  valer  á  lo  diepnesto  en  el  art.  141  del  mis- 
mo, en  el  cual,  y  como  consecuencia  del  derecho  establecido  en  el  189  y 
140,  se  determina  el  procedimiento,  negando  qne  directa  ó  indirecta- 
mente se  dirija  á  investigar  la  paternidad,  que  es  el  objeto  principal 
solicitado»,  cuya  doctrina  acerca  de  la  intepretación  que  debe  darse  á 
la  disposición  4.^  se  sostiene  además,  en  las  sentencias  de  2S  de  Sep- 
tiembre de  1898,  17  de  Abril  de  1901  y  28  de  Septiembre  de  1904. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Monsalve: 
Considerando  que  aparte  de  no  haber  sido  discutida  en  el  pleito  la 
eoestión  que  hoy  se  plantea,  por  limitarse  el  recurrente  á  negar  los  he- 
chos alegados  por  el  actor  en  sus  eecritos  de  demanda  y  réplica,  es  lo 
cierto  que  la  circunstaucia  del  tiempo  durante  el  que  tiene  el  hijo  natu- 
ral acción  para  reclamar  el  reconocimiento  de  su  derecho,  según  la  ley 
de  Tare  ó  del  Código  civil,  no  implica  una  mera  cuestión  de  prescripción, 
sino  que  afecta  á*la  sustantividad  del  derecho,  y  éste  resultaría  merma- 
do ai  se  diera  á  la  regla  4.^  de  las  transitorias  la  extensión  que  en  el  re- 
eoTOO  se  pretende,  disposición  sólo  aplicable  en  los  casos  en  que  la  cues- 
tión se  limita  á  on  mero  trámite  procesal,  carácter  que  no  puede  atri- 
balrse  á  lo  que  ha  sido  objeto  del  actual  pleito: 

Ooneiderando  que,  en  tal  supuesto,  la  sustantividad  del  derecho  que 
la  ley  11  de  Toro  reconoce  en  f  Avor  del  hijo  que  reúna  las  condicione» 
***  ella  establecidae  para  reputarle  natural,  no  tiene  limitación  de  tiempo 
ra  ejercitar  so  acción,  y  en  su  consecuencia,  es  manifiesto  que  la  de- 
luda producida  por  D.  L.  A.  O.,  al  amparo  de  la  disposioión  legal  ci- 
ta, lo  ha  sido  en  tiempo  y  forma,  á  tenor  de  lo  que  establece  la  regla  1.* 
laa  transitorias  del  Código  civil,  según  la  que  los  derechos  nacidos  y 
ejercitados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior  se  regirán  por 
a,  aunque  el  Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no  los  reconozca;  dispo» 
ton  qne  excluye  la  aplicación  al  caso  de  los  autos  del  art.  87  del  ex- 
eado  Coerpo  legal,  cuyo  precepto  debe  entenderse  limitado  al  ejercicio 
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de  ]os  derechos  nacidos  con  posterioridad  á  sn  publicación,  por  lo  que  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  cometido  las  infracciones  alegadas  en  al  to- 
co rso; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  i»- 
carso  de  casación  interpnesto  por  D.  M.  E.  y  T.,  como  tutor  de  los  meso- 
res  D.  A.,  Doña  N.y  D.  F.  y  Dolía  M.  A*  O.,  á  qnien  en  el  expresado  een- 
cepto  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  con  la  certificación  correspon- 
diente deynólvase  á  la  Audiencia  territorial  de  ...  el  apuntamiento  q«o 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeia  é  In- 
sertará en  la  Colección  LegicLATIva,  pasándose  al  efecto  las  coplao 
necesaiias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeooa. 
Vicente  de  PÍntós.=AQtonio  Alonso  Oa8afia.^Ildeíonso  Lopes  Aranda. 
Pascual  Domenech.=c Federico  Moosal ve.»  Eduardo  Bula  García  Hita, 

Pablicación.=LQída  y  publicada  f aó  la  precedente  sentencia  por  al 
Ezi*mo.  Sr.  D.  Federico  Monsalve,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  ciyil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  da 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  19C6.sRogeiio  Qonaáles  Montes. 


ISTúm.  189.— TRIBUNAL  SUPREM0.—29  de  Dlolonkro, 
pablloada  el  24  de  Septltmlire  de  1907. 

Competencia.— Pa^o  de  ean^óíacl.— Sentencia  decidiendo  en  favor 
ael  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  de  Mar» 
drid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Oalatayud,  acorea 
del  conocimiento  del  juicio  promovido  por  D.  Lula  Lobaco  con- 
tra D.  Ramón  Ortega. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Qae  demandándose  por  un  Abogado  por  aeeión  pereonal  el  paffo 
de  seroicioe  profesionales^  corresponde  el  eonoelmento  deljuiáo  al 
Jueg  del  lugar  donde  se  prestaron: 

Que  no  es  dable  apreciar  la  temeridad  de  las  partee  en  autae  de 
competencia  cuando  lo  impide  la  vaguedad  y  Jalla  de  pretMón 
acerca  de  la  obligación  reclamada. 


Sn  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Diciembre  de  1906,  en  la  ( 
petencia  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  pot  el 
Jaez  de  primera  instancia  de  Caiataynd'al  de  igual  clase  del  distrito  del 
Centro  de  esta  capital,  en  el  conocimiento  del  Juicio  declarativo  de  ae* 
ñor  cuantía  promovido  por  D.  Luis  María  Lobaco  y  de  Ledesma,  vecliM 
de  esta  localidad,  Abogado,  contra  D.  Ramón  Ortega  y  Mioheto,  Abo- 
gado y  domiciliado  en  la  expresada  ciudad  de  Galataynd,  sobre  pago  do 
cantidad,  representado  y  defendido  éste  por  el  Procurador  D.  Felipe  Qé- 
rris  y  el  Letrado  D.  Pío  Vicente  Pioles,  eatáodolo  D.  Luis  María  Lobaeo 
por  el  Procurador  D.  José  María  Aguirre  y  defendiéndose  á  sí  mismo. 

Resultando  que  D.  Luis  María  Lobaco  y  de  Ledesma,  Abogado  em 
ejercicio,  segúa  el  recibo  obrante  en  autos,  referente  al  pago  de  la  eon- 
tribu  don  industrial  correspondiente  al  primer  trimestre  d«l  afio  aelsal« 
dedujo  en  escrito  de  80  de  Abril  último,  que  por  requerimiento  eorra»- 
pondió  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  de  osla 
Corte,  demanda  de  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  contra  D.  R^ 
món  Ortega  y  Micheto,  vecino  de  Calataynd,  de  profesión  Abogado,  ale- 
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tnndo  flmtanotftlmeiite  loa  heohos  algnieiitefl:  que  D.  Bftmón  Ortega  hft* 
bía  sido  Abogado  de  Dofia  Demetria  Vicioso  j  Jordán  para  obtener  la 
importante  herencia  intestada  de  Dofia  María  Lahos  y  Oavero,  y  nltt- 
•mado  satlsfaetoriamente  el  asanto,  por  el  qne  sn  cliente  percibió  la 
ionaa  de  360.000  pesetas  próximamente,  Ortega,  para  presentar  la  mi- 
nuta de  los  trabajos  por  ól  realisados,  redactó  con  fecha  8  de  Enero  de 
1906  nna  relación  de  los  mismos  qae  alcansaba  ochenta  y  nn  extremos, 
correlativamente  nnmerados:  qae  con  el  fin  de  poder  obtener  de  su 
cliente,  sin  nnevo  litigio,  el  pago  de  sns  trabajos,  en  cantidad  propor» 
oiooada  á  sn  importancia,  creyó  oportuno  el  demandado  venir  á  esta 
Corte  y  eolieltar  de  tres  Abogados  de  eete  ilnstre  Colegio  la  tasación  de 
loe  trabajos  qne  enumeraba  en  la  relación  q^ae  se  cita  en  el  hecho  pri- 
mero, y  alendo  el  compareciente  solicitado  personalmente  para  verifi- 
carlo, lo  llevó  á  cabo  emitiendo,  con  fecha  18  de  Eoero,  nn  dictamen 
minncloBO  en  qne,  resonando  las  principales  partidas,  se  valoran  nno 
por  nno  los  ochenta  y  nn  extremos  de  la  relación,  alcanzando  la  snma 
total  la  cifra  de  67.100  pesetas,  devolviéndole  con  el  dictamen  la  rela« 
ci6a  qne  le  sirvió  de  base;  qne  enterado  por  la  última  conferencia  qne 
con  el  demandado  tnvo  del  resnltado,  para  él  satisfactorio  de  sn  cuan* 
llosa  minuta,  solventada,  según  dijo,  por  60.000  pesetas,  así  como  del 
^pléndldo  regalb  con  qne  supo  corresponder  á  otro  de  los  compafieros 
que  dictaminaron,  cruzadas  por  aquel  entonces  dos  cartas  en  que  se  ex- 
cusaba por  haberse  ausentado  sin  ni  siquiera  despedirse,  dejó  pasar  el 
tiempo  esperando  sus  embozadas  promesas  y  ver  por  ellas  el  lugar  en 
qne  como  compafiero  le  colocaba;  que  habiendo  transcurrido  el  mes  de 
Bnero  último,  y,  por  consiguiente,  un  afio  desde  qne  se  verificó  el  tra- 
bajo, sin  qne  hubiera  vuelto  á  tener  noticias  directas  suyas,  á  pesar  de 
constar  al  dicente  que  en  más  de  una  ocasión  ha  estado  varios  días  en 
esta  corto,  pensó,  con  fundamento,  que  era  el  olvido  el  único  precio 
que  el  demandado  ponía  á  su  labor,  y  en  su  virtud,  á  mediados  de  Fe- 
brero ie  dirigió  atenta  carta,  en  qne,  razonándole  la  situación  en  que  sn 
Injustificada  y  despreelatlva  conducta  le  colocaba,  le  manifestó  que  ne- 
cesitaba solventase  á  la  mayor  brevedad  la  cuenta  de  su  dictamen,  que 
valoró  en  c600  pesetas»;  que  cnando  Ortega  recibió  la  carta  á  que  s^re- 
•"ñBTí^  el  hacbo  anterior,  en  vez  de  contestarle,  se  dirigió  á  persona  de  sn 
familia,  primero  por  cartas  y  después  verbalmente,  para  eludir  ó  dilatar 
■u  justa  reclamación,  y  no  habiendo  conseguido,  como  deseaba,  que  se 
tlesAprobase  su  conducta,  disculpando  así  la  suya,  y  viéndose,  por  el 
contrario,  conetrefiido  á  contestar  categóricamente  su  carta,  procuró  to- 
davía evadirlo,  y  le  escribió  anunciándole  Ortega  que  le  mandaría  nn 
asunto,  é  intercalando  en  su  carta  el  siguiente  párrafo:  cY  dejo,  por 
ahora,  de  ocuparme  en  el  fondo  de  la  suya  por  si  llega  caso  de  que  sea 
Inc^ceearlo»,  en  cuya  virtud  conteetó  oportunamente  el  dicente:  cque 
bueno  ó  malo,  ó  como  foera,  aceptaba  el  asunto  por  venir  de  él,  y  afia- 
día:  c.«hora  bien,  como  pudiera  creerse  que  mi  aceptación  llevaba  en 
mí  un  móvil  interesado  que  nunca  guía  mis  actos,  yo  necesito  que,  con 
t  '  separación  de  éste,  zanjemos  nuestro  particular  y  anterior  asunto, 
]  ir  tanto,  que  conteste  usted  definitivamente  mi  carta»;  que  trans- 
c  Ido  el  tiempo  prudencial  para  que  Ortega  pudiera  contestar  su  di- 
€  carta,  viendo  su  acostumbrado  silencio,  quiso  el  actor  relevarse  de 
I  ODtestación,  girándole,  con  feclia  9  de  Abril  próximo  pasado,  nna 
1  á  su  cargo  y  á  cuatro  días  vista  por  el  Importe  ya  mencionado  de 
I  pesetas;  pero  que  como  á  D.  Ramón  Ortega  no  le  Importaba  el  com- 
I  ^riemo,  sino  el  evitarse  el  dessmbolso,  no  tnvo  Inconveniente  en 
i       ^«^er  la  letra,  que  pudo  aceptar  sin  perjuicio  de  discutir  la  razón 
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qne  la  motlTara,  se  apresaró,  por  esta  ocasión,  á  contestar  con  fecha  11,. 

f proponiendo  le  someter  sos  divergencias  á  amigables  componedores,  een. 
a  intención  evidente  de  dar  nnevas  largas  al  asanto  pero  qne  siendo  la 
voluntad  del  dic^nte  diametralmente  opuesta  A. la  de  Ortega,  y  creyendo 
qne  en  epta  ocasión  nadie  mejor  qne  la  Janta  de  gobierno  de  este  Cole- 
gio de  Abogados  podía  decidir  sobre  el  asanto,  contestóle  inmediata- 
mente qne  no  tenia  inconveniente  en  aceptar  su  proposición,  siempre 
qne  íaera  dicha  Janta  la  designada  de  común  acuerdo  y  le  participaae 
sn  conformidad  antes  del  día  20  de  dicho  mes  de  Abril  último;  y  ha- 
biendo transcarrido  dicho  término,  que  le  precisó  para  qne  aceptase  la 
designación  del  amigable  componedor  qne  como  único  le  propaso,  se 
vio  en  la  necesidad  de  tratar  como  cliente  moroso  á  quien  tan  poco 
aprecio  supo  hacer  de  su  desinteresado  compañerismo,  sintiendo  doble- 
mente que  BUS  excesivas  consideraciones  para  con  él  hayan  dado  lugar 
á  que  se  desaire  con  su  silenciosa  negativa  la  personalidad,  siempre  res- 
petable de  la  Junta  de  gobierno  de  este  ilustre  Colegio;  y,  por  último,, 
que  acompaña  á  su  demanda  la  carta,  cuyo  texto  es  el  siguiente:  cOala* 
tayud,  11  Abril  1906.— 8r.  D.  Luis  María  Lobaco.->May  señor  mío  y 
compañero:  Deploro  la  suya  en  que  protesta  una  in  con  testación  mía  que 
no  era  de  tiempo  suficiente  para  que  usted  se  ponga  en  la  texitura  que 
anuncia. — Pues  bien,  si  usted  quiere  hacerme  el  favorde  que  someta- 
mos á  amigables  componedores  nuestras  divergencias,  yo  estoy  dio- 
puesto,  porque  cuando  median  las  circunstancias  que  han  mediado  y  se 
profesan  las  ideas  que  profesamos,  aquella  foima  es  de  suyo  preferible 
en  mi  humilde  sentir.— Si  tengo  con  usted  la  nueva  desgracia  de  qne  • 
disienta,  me  limitaré,  por  ahora,  á  lamentarlo,  como  lamento  la  esterU 
lidad  del  giro  con  qne  me  sorprende  usted.— Presumo  qne  no  le  conven- 
drá el  asunto  Ibarrola,  y  deseo  me  lo  haga  saber  para  que  la  interesada- 
determine. — Su  afectísimo  compañero,  B.  Ortega»;  con  rúbrica: 

Resultando  qne  emplazado  en  debida  forma  legal  con  la  demanda». 
B.  Ramón  Ortega  y  Micheto,  por  medio  de  exhorto  dirigido  al  Jues  de 
primera  instancia  de  Oalataynd,  compareció  ante  éste  por  medio  de  es- 
crito de  fecha  17  de  Agosto  último,  promoviendo  cuestión  de  competen- 
cia por  inhibitoria,  fundándola  sustancialmente  en  que  el  compareciente 
no  ha  verificado  convenio  alguno  ni  compromiso,  ni  ha  establecido  ni 
pactado  obligación  de  ninguna  especie,  ni  en  forma  alguna  contratado  oen 
D.  Luis  María  Lobaco,  quedando  así  su  pretensión,  aspiración  ó  desee, 
al  de  una  simple  acción  personal  reducidos;  y  no  .resultando  lugar  en 
que  deba  cumplirse  obligación  inexistente^  según  la  regla  1.*  del  art.  6t 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  competente  el  Jnes  del  domicilie 
del  demandado,  el  Juea  de  primera  instanciiyde  Oalataynd;  que  las  me- 
ras afirmaciones  del  actor  relativas  á  la  existencia  del  contrato,  á  ana 
condiciones  y  logar  donde  se  celebró  y  á  la  persona  obligada,  sin  oiré 
dato  ó  antecedente  que  las  compruebe,  no  pueden  servir  para  determinar 
la  competencia,  y,  en  este  caso,  debe  mantenerse  el  fuero  del  deman- 
dado: sentencias  21  de  Mayo  de  1888, 11  de  Enero  y  9  de  Octubre  de  18M; 
que  no  constando  que  el  demandado  contrajera  obiigacióo  alguna  con  el 
actor,  es  Jnea  competente  el  del  logar  del  domicilio  del  demandado: 
sentencia  11  de  Mayo  de  1888;  que  cuando  de  ningún  modo  consta  eoál 
sea  el  lugar  del  contrato  ni  aquél  en  que  deba  cumplirse  la  obligación^ 
es  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado:  sentensiaa  de  4  de 
Febrero  y  21  de  Noviembre  de  1886,  9  de  Octubre  de  1891  y  4  de  Marae 
de  1892;  que  cuando  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  sólo  se 
eonoee  por  las  manifestaciones  del  demandante,  debe  observarse  lo 
prescrito  en  el  art.  62,  regla  1.*,  siendo,  por  tanto,  Jnea  competente  el 
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del  domloilio  del  demandado:  eenteneia  de  2  de  Jnlio  de  1893;  qne  lo 
miemo  debe  obseryarse  cuando  óete  nlegne  la  legitimidad  de  la  firma  y 
Túbrica  que  autorizan  el  contrato  y  ann  la  legitimidad  del  contrato: 
aentencia  de  S6  dé  Enero  de  1888;  y  que  como  en  el  caso  de  qne  se  trata 
alega  qne  haya  existido  convenio  ó  contrato  de  eepecie  algnna»  es  evi- 
dente la  aplicación  de  la  recordada  doctrina;  qne  si  bien  dispone  el  ar- 
ticnlo  62  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil  qne  será  Jnea  competente  en 
primer  término,  para  conocer  de  las  demandas  en  qne  sé  ejerciten  accio- 
nes personales,  el  del  lugar  en  qne  haya  de  enmplirse  la  obligación  á  qne 
se  refiere  el  contrato,  es  preciso,  para  qne  pneda  aplicarse  este  precepto, 
qne  conste  la  existencia  de  aqnól,  pnes,  de  otra  suerte,  corresponderá  el 
^oneeimiento  del  asunto  al  Jaez  del  domicilio  del  demandado:  sentencias 
de  8  y  11  de  Mayo  y  21  de  8eptieiht)re  de  1888;  que  no  presentándofie 
por  el  actor  en  su  demanda  justificante  alguno,  ni  siquiera  un  principie 
de  prueba,  de  la  existencia  del  contrato  y  del  lugar  en  que  hubiera  de 
eumplirse,  y  tratándose,  como  se  trata,  de  hacerse  efectiva  por  medio 
xle  acción  personal  una  obligación  que  se  deriva  de  un  supuesto  qne  será 
necesario  acreditar  en  el  pleito,  es  indudable  que,  según  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo,  la  competencia  del  que  ha  de  conocer  en  el 
asunto  se  determina  por  el  domicilio  del  demandado,  conforme  expresa- 
mente prescribe  la  re¿la  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  la  sentencia  de  28  de  Octubre  de  1898;  que  negando  el  compareciente 
en  absoluto  la  existencia  del  contrato,  del  qne  se  deriva  la  obligación,  y 
no  acompañando  el  demandante  prueba  alguna  que  apreciar  para  los  efec- 
tos de  la  competencia,  radica  ésta  en  el  Jaez  del  domicilio  del  demanda- 
do, donde  se  verificó  el  emplazamiento:  sentencias  de  12,  17  y  19  de  No- 
viembre de  1888;  que  para  privar  al  Juez  del  domicilio  del  demandado 
de  la  competencia  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejercitan  accio- 
nes personalee,  no  basta  la  afirmación  hecha  por  el  actor  de  la  existen- 
cia de  una  obligación,  cuyo  cumplimiento  había  de  ejercitarse  en  su  do- 
micilio, sino  que  es  necesario,  sea^úñ  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo, para  evitar  que  arbitrariamente  se  prive  al  demandado  de  su 
-fuero  propio,  algún  indicio  ó  principio  de  prueba  de  obligación,  y  cuando 
sólo  se  aduce  para  jastificarla  el  dicho  del  actor,  rotundamente  negado 
por  el  demandado,  tiene,  por  falta  de  prueba  en  contrario,  que  resolverse 
el  conflicto  jurisdiccional  en  favor  del  domicilio  del  demandado,  que, 
eon  preferencia,  establece  la  r^gla  1.^  del  art.  62  de  la  ley:  sentencia 
de  26  de  Noviembre  de  1898;  que  no  basta  á  privar  al  demandado,  de  su 
luero  propio  la  mera  manifestación  de  la  existencia  de  la  obligación, 
cuando,  negada  rotundamente  por  el  demandado,  no  se  apoya  en  ningún 
principio  de  prueba,  como  acontece  en  el  caso  en  que  la  demanda  no 
tiene  otro  fundamento  que  el  ofrecimiento  de  probar  en  su  día  la  exis- 
tencia de  la  obligación:  sentencia  de  16  de  Noviembre  de  1899;  que  ne- 
igada,  pues,  por  el  demandado  la  existencia  de  todo  contrato  con  el  de- 
mandante, y  negado  en  concreto  el  d^  mandato  que  alega  Lobaco  para 
▼estir  la  acción  que  ejercita,  y  no  habiendo  prueba,  ni  principio  de  prue- 
ba, ni  indicio  de  que  se  haya  celebrado  tal  contrato,  ni  establecido  obll- 
vgación,  ni  menos  determinado  lugar  para  el  cumplimiento,  es  el  foero  del 
demandado  el  único  competente;  que  teniendo  por  objeto  la  demanda  el 
cumplimiento  de  una  obligación  personal,  sin  que  conste  por  pacto  ni  por 
disposición  legal  dónde  debiera  cumplirse,  es  competente  el  Jaez  del  do- 
micilio del  demandado;  sentencia  de  20  de  Diciembre  de  1899;  que  no 
estando  justificado  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  y  siendo 
p«^rsonal  la  acción  (se  trataba  de  servicios  prestados),  es  competente  el 
Juez  del  demandado:  sentencias  de  18  de  Julio  y  18  de  Agosto  de  1900; 
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qaecaando  las  cartas  qne  se  adacen  con  la  demanda  no  constUnyen  un 
indicio  ó  prlneipio  de  prueba  por  donde  poeda  determinarse  el  Iti^ar  del 
campUmlento  de  la  obligación  (la  de  retilbnir  al  actor  por  servici&s  qne 
dice  haber  prestado),  debe  ser  reclamado  ante  el  Jnti  del  domicilio  del 
demandado:  sentencia  de  10  de  Jallo  de  1900;  qne  como  la  carta  presen- 
tada ni  aun  contiene  principio  de  prueba  de  la  obligación  ó  contrato  de 
mandato  en  que  se  apoya  el  actor,  ni  elemento  aigoco  por  donde  pueda, 
determinarse  el  lugar  del  cumplimiento  de  una  obligación  que  se  niega, 
es  evidente  que  la  competencia  radica  en  el  Juzgado  de  Calatayod;  que 
demandado  el  pago  de  una  cantidad  que  jñe  supone  debida  por  un  con- 
trato cuya  existencia  en  absoluto  niega  el  compareciente,  sin  qne  el 
actor  presente  prueba  alguna  que  al  mismo  se  refiera,  la  jarlsprudencla 
de  este  Tribunal  Sapremo,  de  acuerdo  con  lo  prtscrito  en  la  regla  1/  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  tiene  declarado  que  es  compe- 
tente el  del  domicilio  del  demandado:  sentencia  de  10  de  Julio  de  1900; 
que  no  presentando  el  actor  documento  alguno  otorgado  por  el  dicen  te 
del  cual  pueda  derivarse  el  lug^r  del  cumplimiento  de  la  obligación  de 
que  se  trata,  es  competente  el  Jnea  del  domicilio  del  demandado:  sen- 
tencia de  2  de  Abril  de  1901;  que  son  ineficaces  las  obligaciones  del  actor 
respecto  á  la  existencia  del  contrato  y  sus  accidentes,  y  son  imprescin- 
dibles algún  fundamento  ó  indicio  racional  qne  lo  demuestren,  porque^ 
de  otra  suerte,  quedarla  ai  arbitrio  del  demandante  el  privar  al  deman- 
dado de  su  propio  fuero:  sentencia  de  22  de  Julio  de  1902,  y  no  discor- 
dando en  el  fondo  las  de  12  de  Junio,  26  de  Septiembre,  17  y  27  de  Oc* 
tnbre  y  26  de  Noviembre  del  mismo  fcfio;  que  es  competente  para  cono- 
cer de  la  reclamación  de  pego  de  servicios  personales,  crn  arreglo  al  ar- 
tículo 1171  del  Código  y  regla  1.^  del  162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento» 
el  Jaes  del  domicilio  del  demandado,  cuando  el  actor  no  presenta  con  so 
demanda  principio  alguno  de  prueba  de  que  pudiera  derivatss  la  exis- 
tencia de  la  obligación,  y  que  el  demandado  estaba  obligado  á  satisfacer, 
en  determinado  punto,  la  cantidad  reclamada:  sentencia  de  8  de  Julio 
de  1902;  que  es  doctrina  muy  repetida  de  este  Tribunal  Sapremo  que, 
para  sustraer  al  demandado  de  su  fuero  propio  y  natural,  no  basta  que 
se  afirme  en  la  demanda  la  existencia  de  una  obligación,  sino  qne  ee 
necesario  que  por  documento  ó  algúa  principio  de  prueba  se  presama 
que  la  obligación  reclamada  ó  el  contrato  tuvo  realidad,  y  ante  la  ne- 
gativa del  demandado  de  que  se  celebrara  con  el  actor  el  contrata 
de  comisión,  si  no  aparece  en  las  actuaciones  cdocumento  que  haga 
referencia  concreta  á  dicho  contrato>  de  comisión,  es  vista  la  com- 
petencia del  Jaez  del  domicilio  del  demandado:  sentencia  de  8  de  Abril 
de  190  f;  y  en  el  caso  de  Lobaco  no  presenta  documento  que  haga  refe- 
rencia concreta  ni  abstracta  á  contrato  alguno,  ni  de  comisión,  ni  de 
mandato,  ni  de  otra  especie;  que  negada  la  existencia  del  contrato,  y  no 
habiendo  elementos  sofícientea  de  prueba  para  presumir  su  celebración» 
debe  estarse  al  fuero  del  demandado:  sentencias  de  17  de  Diciembre 
de  1902  y  22  de  Enero  de  1903;  que  no  constando  el  lugar  en  que  la» 
deudas  hayan  de  satisfacerse,  es  competente  el  Jaez  del  demandado,  sin 
qne  obste  el  resultado  de  una  información  testificsl  practicada  por  el 
Juez,  requerido  después  de  recibir  el  oficio  de  inhibición,  y  coya  admi- 
sión y  práctica  (la  de  la  pra€b^)  envuelve,  por  su  parte,  una  infracción 
de  procedimiento;  que  cuando  el  demandado  nlf  ga  la  existenoia  del  con- 
trato y  no  aparece  justificada,  no  puede  fijarse  la  competencia  por  el  con- 
tenido del  supuesto  pacto,  y  debe  prevalecer  la  del  domicilio  de  dicha 
demandado,  á  tenor  de  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  del  art.  1171  del  Código  civil,  y  éste  poique,  trátándoee  de  haoei 
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«feetlYa  una  obligación  derivada  de  nn  sapaeeto  qne  ha  de  aereditaree 
per  neoeeidad  en  el  pleito,  no  puede  menoa  de  ser  competente  el  Jnes 
del  domicilio  del  demandado,  según  conjnnto  de  doctrina  de  las  senten- 
eUe  del  Tribanal  Sopremo  de  16  de  Enero,  1^  de  Abril,  8  y  22  de  Octubre 
7  6  de  Noviembre  de  1901;  qne  en  la  reclamación  de  pegd  de  gastos  por 
el  cumplimiento  de  nn  encargo  cnjra  efectividad  no  consta,  es  compe» 
tente  el  Jaea  del  domicilio  del  demandado,  por  carecer  de  datos  rela- 
ilvoa  al  contrato  del  cual  se  supone  nacida  la  obligación,  y  no  dedu- 
•Irae  la  existencia  de  lugar  prefijado  para  el  cumplimiento  de  la  misma: 
aantenciaa  de  80  de  Enero  de  19U4  y  6  de  Junio  del  mismo  afio: 

Resultando  que  el  Juea  de  primera  instancia  de  Calatayud,  de  con- 
formidad con  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  inhibitorio,  con  fecha  24  de 
Agosto  último,  que  consignó  como  fundamentos:  que  ai  no  existir  sumi- 
alón  expresa  ó  tácita  en  el  presente  caso,  y  no  aparecer,  por  otra  parte, 
determinado  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  ya  que  hasta 
niega  en  existencia  el  demandado,  se  halla  fuera  de  duda  que  el  Juea  de 
dicha  ciudad,  en  donde  tiene  su  domicilio  D.  Ramón  Ortega  y  en  el  cual 
■o  le  emplazó,  es  el  úaieo  competente  para  conocer  de  la  demanda  inter- 
puesta contra  el  mismo  por  D.  Luis  María  Lobacb,  ejercitando  la  acción 
personal  de  mandato;  qne  si  bien  éste  en  dicha  demanda  atribuye  la 
competencia  al  de  turno  de  Madrid  á  quien  el  negocio  corresponda,  fun- 
dándose para  ello  en  que,  tratándose  del  pago  de  servicios,  se  tiene  como 
lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  aquel  en  donde  aquéllos  se 
prestan,  negada,  como  queda  dicho,  por  el  demandado  la  realidad  del 
contrato,  y  no  acompañándose  con  aquélla  ningún  documento  ni  princi- 
pio de  prueba  de  los  que  aquél  se  desprenda  (ya  que  no  es  legalmente 
posible  aceptar  al  efecto  la  carta  preBentada,'en  la  que  nada  concreto  se 
Indica)  no  es  aplicable  al  caso  de  autos  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  citada  por  el  actor,  en  la  cual  se  da  por  supuesta  la  existencia 
de  los  servicios  que  aquí  no  se  aceptan  ni  reconocen,  siendo,  por  ende, 
el  domicilio  del  demandado  el  que  determina  la  competencia,  según  la 
doctrina  sentada  por  dicho  Tribunal  en  las  sentencias  que  á  su  vez  cita 
ei  recurrente  en  su  escrito,  con  tanta  más  rezón,  cnanto  que  el  mismo 
demandante  viene  á  reconocer  en  cierto  modo  que  es  esta  ciudad  el  lu- 
gar establecido  para  er  pago  al  girar  una  letra  al  D.  Ramón  Ortega  por 
la  cantidad  que  es  objeto  de  su  reclamación;  que  si  por  una  parte,  en  la 
demanda,  base  del  juicio  que  origina  la  presente  inhibitoria,  se  ejercita 
una  acción  personal,  como  aparece  de  la  copia  presentada  con  el  escrito 
del  recurrente,  y  por  otra  parte,  ni  resulta  determinado  el  logar  del 
cumplimiento  de  la  obligación,  ñi  existe  prueba  ni  Indicio  justificativo 
del  contrato,  cuya  realidad  no  se  admite,  se  halla  fuera  de  duda  que  el 
Juea  del  domicilio  del  demandado,  según  queda  dicho,  es  el  único  com- 
petente, con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley 
procesal  y  el  1171  delOódigo  civil,  para  conocer  del  juicio  incoado,  mo* 
tlvo  por  el  cual  debe  accederse  á  lo  que  solicita  D.  Ramón  Ortega  en  su 
eoerlto  é  interesa  la  representación  del  Ministerio  fiscal  en  bu  informe: 
,  Reeultando  que  ditigido  oficio  con  el  correspondiente  testimonio  al 
Juea  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oentro  de  esta  corte,  y  dada 
vista  al  actor  D.  Luis  María  Lobaco,  éste  impugnó  el  requerimiento 
inhibitorio  por  medio  de  su  escrito  de  1.®  de  Septiembre  último,  alegan- 
de  en  concreto:  qne  ninguna  de  las  sentencias  citadas  por  el  demandado 
Ortega  son  aplicables  al  caao  de  que  se  trata,  ya  que  las  sentencias  de 
eate  Tribunal  Supremo  de  18  de  Enero,  10  de  Abril  y  7  de  Noviembre  de 
1894  tratan  de  prestación  de  servicios  y  sientan  la  doctrina  verdad  que 
al  demandado  perjudica;  que  éste  omite  la  sentencia  de  19  de  Septiem- 


Digitized  by  LjOOQ IC 


1068  jüBisPBUDnroiA  oivil 

bre  de  1888,  que  se  refiere  á  aervioios  personalea,  7  en  U  que  se  de€id« 
la  competencia  á  favor  del  lagar  en  que  ae  han  ejecntado;  que  tomblén 
omite  las  de  23  de  Noviembre  de  1891  7  7  de  Marzo  de  1892^  que  Iratan 
de  compraventa  y  c mandato»,  la  ana  en  qae  ae  decidió  la  compotencl» 
á  favor  del  Jaez  del  lagar  en  qae  se  prestaron  loe  servicios,  y  la  otra  que 
establece  qae  las  obligaciones  emanadas  de  servicios  de  ccarácter  per- 
eonaU  deben  camplirse,  á  falta  de  cdesignación  especlal>,en  el  logar  vn 
qae  dichos  servicios  se  prestaron,  qae  este  Tribanal  Sapremo  tiene  es- 
tablecido, y  sin  ana  sola  excepción,  en  sentencias  de  10  de  Jallo,  83  de 
Septiembre  y  22  de  Diciembre  de  1886,  7  de  Enero  y  27  de  Janlo  de  1887. 
y  qae  entre  los  servicios  personales,  la  jarispradencla  del  Tribunal  So- 
premo  dlstingae  los  servicios  pereonales  como  de  mayor  credibilidad»  y 
repitiendo  qae  deben  pagarse  donde  se  prestan,  llegando  hasta  el  axtre 
mo  de  remitir  en  ellos  toda  praeba  á  los  efectos  de  la  competencia:  sen- 
tencia, entre  otras,  la  del  14  de  £nero  de  1896;  qne  resolviendo  una 
competencia  sargida  al  reclamar  an  Médico  ana  honorarios,  decidlo  el 
Tribanal  Sapemo  qae  la  obligación  de  retribalr  los  aervicloa  prestadee 
ha  de  camplirse  allí  donde  se  prestaron,  cenando  no  hay  estlpnlaoldn 
en  contrario,  qne  sea  caalqaiera  la  Jasticlay  procedencia  de  la  aoeién 
entablada,  ésta  es  personal»  y  tiene  por  objeto  la  reclamación  ÚB  nnm 
cantidad  por  servicios  prestados: 

Resaltando  qae  el  Jaez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Oeatro 
de  esta  corte,  oído  el  Ministerio  fiscal  y  de  conformidad  con  el  misnuo, 
dictó  anto  en  18  de  Septiembre  último  no  dando  logar  al  reqoert- 
miento  de  inhibición  aecho  por  el  de  Calatayod,  per  considerar:  qae  la 
acción  ejercitada  por  el  demandante  es  ana  acción  personal  reclamando 
el  pago  de  eos  honorarios  devengados  en  servicios  prestados  al  deman 
dado  en  esta  corte,  sin  qae  aparezca  qae  previamente  se^eetipnlaba  nada 
relativo  al  lagar  del  pago;  y  qae,  segáa  doctrina  constante  de  este  Trl 
banal  Sapremo,  el  lagar  del  camplimiento  de  la  obligación,  coando  ae 
trata  de  prestación  de  servicios  y  no  ha  sido  previamente  determinado 
por  las  partes,  es  aqael  en  qne  aquéllos  se  prestaron,  qoe  en  el  presente 
caso  es  Madrid,  y,  por  lo  tanto,  los  Tribanales  de  esta  corte  son  los 
competentes  para  entender  en  el  presente  litigio,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  la  regla  1  *  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resaltando  qae  habiendo  insistido  el  Jaez  de  primera  inetanola  de 
Calatayad  ea  la  inhibitoria  propuesta  por  autos  de  20  de  Octubre  próxi- 
mo pasado,  ambos  Juzgados  han  remitido  sua  respectivas  actuaclenes  é 
este  Tribaaal  Sapremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  sen 
arreglo  á  derecho  é  interveocióo  del  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Víctor  Covián; 

Considerando  que  dada  la  índole  de  la  acción  ejercitada  y  la  nata»- 
leza  de  los  servicios  á  que  se  refiere  esta  misma  acción,  se  impone  la 
necesidad  de  apreciar  con  una  mayor  libertad  el  criterio  de  aqoelles 
elementos  que  como  principio  de  prueba  se  acompañen  con  las  respeeti- 
vas  demandas,  y  como  quiera  que  en  el  caso  de  la  presante  cuestión  la 
carta  presentada  por  D.  Luis  María  Lobaco  y  de  Ledesma  con  el  eserite 
inicial  del  pleito  guarda  relación  con  la  obligación  reclamada,  y  osta 
apreciación  es  de  tener  más  en  cuenta  cnanto  qne  el  demandado  na  ha 
intentado  siquiera  dar  á  aquel  documento  una  explicación  que  oentra« 
diga  la  anterior,  es  manifiesto  que,  habiéndose  prestado  los  supuestos 
servicios  profesionales  en  Madrid,  á  los  Juzgados  de  la  misma  ^oorrse- 
ponde  el  conocimiento  del  respectivo  juicio,  para  resolver  eñ  so  día  le 
que  proceda  con  arreglo  á  der^cbo;  y 

Oonsiderando  que  no  es  dable  en  un  caso  como  'el  aotaal  apreeiar  la 
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temeridad  de  lae  partee  por  raión  de  la  yaguedad  j  falta  de  precisión 
«eerea  de  la  oblisaoión  reclamada; 

Fallamofl  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  eetoa  antoa  corresponde  al  Jaes  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Centro  de  esta  corte,  al  qae  se  remitan  todas  las  actuaciones»  poniéndo- 
le esta  resolnoión  en  conocimiento  del  de  Ignal  clase  de  Oalatayod,  y 
siendo  de  cnenta  respectiya  de  lae  partes  las  costas  cansadas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  loe  dies  días  siguientes  al  de  so  fecha  ó  insertará  en  la  Colección 
Lboislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias,  lo  pronuncia 
mos,  mandamos  y  flrmamoo.=:Josó  de  A ldecoa.= Víctor  Covlán.=Ba- 
món  BArroeta.=Federico  Monsalve.—Camlio  María  Gollón. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  ha  sido  la  anterior  sentencia  por 
el  Bxcmo.  8r*  D.  Víctor  Covián,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  29  de  Diciembre  de  1906.=:Por  mi  compañero  Licenciado  San 
Bomán,  Licenciado  Jorge  Martines. 


Nun.  IQO.— GRACIA  Y  JUSTICIA.— 29  de  Dlcieabre, 
pobllcada  el  19  de  Enero  de  IS07. 

Resolución  db  la  Dirección  general  de  los  Registros  revocando 
la  negativa  del  Regif^trador  de  la  propiedad  de  La  Rambla  A 
inscribir  una  escritura  de  adjudicación  y  compraventa. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  86  ostablece: 

Que  según  lo  declarado  por  la  Dirección  en  Resolución  de  14  de 
Agosto  de  1895,  la  revisifin  de  liquidaciones  de  derechos  reales  co* 
rresponie  á  los  superiores  jerárquicos  del  liquidador  ynoá  los  Re- 
gistradores de  la  propiedad. 

Que  eonjorme  á  la  doctrina  del  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  es 
4e/ecto  que  impide  la  toma  de  razón  de  los  documentos  en  el  Regis- 
tro la  Jaita  de  inscripción  á. nombre  de  las  personas  que  transmitan 
la  finca  ó  derecho;  pero  habiéndose  solicitado  por  los  interesados  el 
cumplimiento  de  este  requisito  mediante  la  presentación  de  los  opor 
tunos  documentos^  debe  practicarse  dicha  inscripción  á  favor  de  los 
tran^erentes. 

Que  la  renuncia  prohibida  por  el  art.  1271  del  Código  civil  es  la 
de  herencia  futura  y  no  la  de  un  derecho  ya  adquirido^  aun  cuando 
no  haya  llegado  la  ocasión  de  su  efectividad. 

nmo.  8r.:  Eu  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D.  Rafael  Lópea 
Amigo  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  La  Rambia 
á  inscribir  una  escritura  de  adjudicación  y  compraventa,  pendiente  en 
este  Centro  en  virtud  de  apelación  del  Registrador: 

Resultando  qne  D.  Miguel  de  Alvear  falleció  bajo  testamento  otor 
gado  en  el  afio  1899,  haciendo  la  institución  siguiente:  cNoveno.  T 
en  el  remanente  que  qnedare  de  todos  sus  bienes,  derechos  y  accio- 
neo,  instituye  y  nombra  como  heredera  en  usufructo,  durante  los  díte 
de  su  vida,  á  su  sefiora  esposa  Dofia  Felisa  Valderrama  y  Martínea;  por 
el  fallecimiento  de  la  misma,  pasarán  los  bienes,  también  en  neo- 
f  racto  vitalicio,  á  D.  Enrique  de  Alvear  y  Ruis  Lorenso;  y  á  la  muerte 
de  au  dicho  hermano,  los  adquirirán  como  herederos  en  propiedad  plena 
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lofl  bijofl  de  D.  Enrique  de  Alvear  qne  en  la  aotaalidad  tanga  j  en  lo  an- 
eeaive  pneda  tener,  ó  loe  deficendientea  legítimos  de  elloe,  en  an  repre- 
aentaoión»  ai  algano  hubiere  fallecido;  diatribnyéndoae  loa  blenea  entre 
loa  cttadoa  herederoe  propietarioa,  en  eata  forma:  loa  doa  hijoa  mayerea 
de  an  hermano  D.  Eorlqne,  babidoa  de  an  primer  matrimonio  con  Dofta 
Joaeía  María  Salae  Reina,  percibirá  cada  nno  de  elioa  SO.OOO  peaetaa  me- 
nea qne  cada  nno  de  ios  demáa  hijoa  qne  tiene  y  pudiera  tener  de  an  ae- 
gnndo  matrimonio  con  De  fia  Blanca  Sánchez  Guerra,  ai  objeto  de  qne 
eatoa  últimoa,  que  aupone  habrán  de  heredar  menoa  cendal  por  herencia 
materna  que  loa  primerea,  queden  ignaladoa  en  capital  en  ei  día  de  ma- 
fiana,  compeneándolea  lo  que  lleven  ó  hereden  de  menoa  de  ana  aecen- 
dientea  por  línea  materna,  con  la  parte  de  haber  hereditario  que  por  eate 
teatamento  ae  lea  haya  de  adjudicar  á  loa  hijoa  del  aegundo  matrimonio, 
pnea  ea  an  voluntad  que  todoa  eua  aobrinoa,  á  quienea  profesa  igual  ca- 
xifio,  sean  equiparados  en  poelclón  eocial  y  econémicaí: 

Reaultando  que  D.  Enrique  de  Alvear  promovió  expediente  en  el 
Juagado  de  primera  inetancla  de  Córdoba,  exponiendo:  que  en  loa  tra- 
bajoB  particionalee  del  cendal  dejado  por  au  hermano  D.  Miguel  ae  hiaa 
constar  quedara  en  auspeneo  la  adjudicación  de  la  nuda  propiedad  de  loe 
blenea  que  en  usufructo  habrían  de  adjudicarae  á  la  viuda,  haata  tanta 
qne  loa  hechoa  futnrod  dieran  á  conocer  la  norma  á  que  debería  atempe- 
rarae;  que  á  dicha  viuda  ae  adjudicó  en  naufrocto  la  tercera  parte  de  nn 
cortijo  nombrado  de  la  Saladilla,  con  una  caaa  de  teja;  que  eata  casa, 
amenazaba  ruina  y  exigía  obraa  máa  bien  de  conatrucción  que  de  repa- 
ración, que  correspondía  ejecutarlaa  á  eua  menores  hijoa,  á  quienes  per- 
tenece la  nuda  propiedad  de  la  tercera  parte,  lo'cual  no  lea  convenía  4 
los  mi«mc8  ni  á  loa  demáa  intereaados  en  el  condominio;  qne  por  elle 
habían  adoptado  todos  el  acuerdo  de  proceder  á  la  venta  del  cortijo,  para, 
cuya  ejecución  solicitaba  autorlaación  judicial,  y  en  dicho  expediente 
recayó  auto  autorizando  al  D.  Enrique  de  Alvear  para  vender,  en  unión 
de  la  naufructuaria  y  por  precio  auperior  al  de  adjudicación,  la  tercera 
parte  de  dicho  cortijo  correapcndiente  á  sus  menores  htjos  y  á  los  de- 
más qne  pueda  tener,  y  para  adjudicar  á  loa  dichoa  menores,  boy  naci- 
dos, ain  perjuicio  de  dar  en  su  día  al  producto  de  la  venta  la  dlatrlbn- 
ción  dispuesta  por  el  testador,  la  nnda  propiedad  de  la  dicha  tercera 
parte  de  cortijo,  debiendo  invertir  au  producto  en  papel  del  Eatado,  qne 
se  conaervará  en  la  misma  forma  que  el  inmueble  vendido: 

Resultando  oue  por  eecritura  otorgada  en  Montilla  á  18  de  Maye 
de  1904  ante  el  Notarlo  D.  Antonio  Góngora  y  Palacio  fueron  yendidaa 
echo  novenaa  partea  de  la  totalidad  del  repetido  cortijo  á  D.  Rafael  Ló- 
pez Amigo,  constando,  en  lo  relativo  á  la  tercera  parte  objeto  del  recnrao, 
qne  ae  obtuvo  en  papel  del  Estado  precio  superior  al  de  la  adjudicación; 
que  D.  Enrique  de  Alvear  renunció  el  derecho  expectante  en  nsufrncto 
que  en  la  misma  le  correspondía,  y  para  cumplir  el  art.  SO  de  la  ley  Hi- 
potecaria, usando  de  las  facultades  que  el  Juzgado  le  había  concedido» 
adjudicó  dicha  tercera  parte  á  bus  actuales  hijoa,  que  enumeró,  sin  per- 
juicio de  dar  al  precio  en  su  día  la  diatribución  que  corresponda,  según 
el  testamento  de  D.  Miguel  de  Alvear: 

Resultando  que  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad  da  La 
Rambla  copia  de  dicha  escritura  de  18  de  Mayo,  eon  nota  de  la  oficina 
liquidadora  del  impuesto  de  derechcs  reales,  expresiva  de  aplazar  la  li- 
quidación respecto  á  la  tercera  parte  adjudicada  á  loe  hijos  de  D.  Enri- 
que, segtín  el  art.  62  del  regle  mentó,  por  no  haberse  cumplido  aún  la 
aondición  auspensiva,  puso  el  Registrador  la  nota  siguiente:  «loscritoel 
título  que  precede>n  cuanto  á  cinco  partes  pro  indiviso  de  las  nnoTeen 
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^«6  Ift  finca  Be  divide,  7  en  cnanto  al  nsnírncto  ▼Itallole  qne  traneflere 
de  tree  novenas  partee.  Defia  Felisa  Valderrama;  7  ne  admitida  la  ins- 
sripcitn  en  cnanto  á  la  nnda  propiedad  de  estas  tres  novenas  partes  por 
les  defectos  insubsanables  signientes:  I.®,  no  constar  inscritas  á  nom- 
bre de  los  transíerentesy  sino  al  de  sn  cansante  D.  Miguel  de  Alvear;  y 
S.<>,  falta  de  capacidad  en  el  vendedor,  puesto  que  no  pueden  hoy  deter- 
minarse las  personas  llamadas  a  suceder  en  tal  derecho.  —  No  se  prao- 
tica  anotación.sHabióndese  observado  nuevos  defectos,  se  reproduce 
7  adiciona  la  nota  anterior  en  la  forma  siguiente:  Inscrito  el  titulo  que 

Íirecede  al  folio  166  vuelto  del  libro  46  de  Santaella,  inscripción  4.*  de 
a  finca  núm.  2.047»  en  cuanto  á  cinco  partes  proindlviso  de  las  nueve 
en  qne  la  finca  se  divide,  7  en  cuanto  al  usufructo  vitalicio  que  trans- 
fiere de  tres  novenas  partes  más  Dofia  Felisa  Valderrama,  7  no  admitida 
la  inscripción  de  adjudicación  de  la  nuda  propiedad  de  dichas  tres  no- 
venas partes  á  nombre  de  los  hijos  de  D.  Enrique  Alvear,  ni  la  venta 
de  la  misma»  por  observarse  les  defectos  insubsanables  siguientes: 
1.®,  ser  opuesta  á  la  disposición  testamentaria  del  causante ;  2.^,  falta  de 
liquidación  del  impuesto  sobre  derechos  reales  respecto  á  dicha  adjudi- 
cación; 8,0,  no  constar  inscrita  á  nombre  de  los  transferentes,  sino  al  de 
su  causante;  7  4.",  falta  de  capacidad  en  el  vendedor,  puesto  que  no  se 
pueden  ho7  determinar  las  personas  que  podrán  adquirir  ese  derecho.^ 
Ko  se  verifica  anotación  preventivait 

Resultando  que  D.  Rafael  Lopes  Amigo,  interpuso  este  recurso,  pi- 
diendo se  declarase  que  el  documento  referido  no  adolecía  de  ninguno  de 
los  defectos  que  el  Registrador  le  atribu7e,  á  CU70  efecto  alegó:  que  el 
primer  defecto  de  la  primera  nota  no  se  habría  consignado  de  observar- 
se la  inscripción  previa  que  se  solicita  en  la  escritura;  que  el  testamen- 
to de  D.  Miguel  de  Alvear  no  contiene  cláusula  prohibiendo  vender  su 
herencia,  ni  podría  contenerla,  tratándose  de  bienes  en  condominio,  por 
lo  dispuesto  en  el  art.  404  del  Oódigo  civil;  que  en  cnanto  á  la  liquida- 
eión  del  impuesto,  que  no  ha  practicado  el  liquidador,  no  es  motivo  pera 
suspender  la  inscripción,  según  resolvió  este  Centro  en  14  de  Agesto  de 
1896;  7  en  cuanto  al  segundo  motivo  de  la  primera  nota  7  coarto  de  la 
segunda,  qne  el  Registrador  carece  de  facultades  para  estimar  falta  de 
capacidad,  á  pretexto  de  que  no  se  puede  determinar  quiénes  adquirirán 
en  sn  día  el  derecho,  cuyo  inconveniente  está  salvado  con  el  depósito 
ordenado  por  el  Juagado,  porque  su  calificación  afecta  á  los  fundamen- 
tes del  auto,  lo  cual  está  vedado,  según  Resoluciones  de  este  Centro,  en- 
tre ellas  las  de  27  de  Abril,  6  de  Ma70  7  6  de  Junio  de  1894: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuvo  su  nota  7 
expuso:  que  mientras  no  llegue  el  día  de  adquirir  D.  Enrique  de  Alvear 
de  un  modo  cierto  el  usufructo  7  sus  hijos  ó  descendientes  la  propiedad, 
nada  puede  renunciar  aquél,  ni  adjudicarse  7  vender  éstos,  á  virtud  de 
la  doctrina  de  los  arts.  1118  7  1271,  párrafo  2.^  del  Código  civil;  que  ese 
obstáculo  no  se  salva  con  el  depósito  ordenado  por  el  Juagado,  porque  el 
tostador  transmitió  el  inmueble,  7  ésto,  7  no  su  precio,  es  lo  que  debe 
reservar  la  usufructuaria,  que  no  puede  vender  sin  la  condición  resolu- 
toria que  sobre  el  mismo  existo,  7  que  para  los  vendedores  es  suspensi- 
va; que  la  inscripción  previa  está  denegada  en  la  nota,  porque  á  ella  se 
refiere  la  falta  de  pago  del  impuesto,  7  que  la  calificación  no  afecta  á  los 
fundamentos  del  auto  que  autoriza  adjudicar  7  vender,  sino  al  testa- 
mento, que  es  donde  consta  la  institución  de  herederos: 

Resultando  que  el  Juca  Delegado  de  La  Rambla  dicto  auto  declaran- 
do que  la  escritura  de  1904  no  contiene  ninguno  de  los  defectos  insubsa- 
nables atribuidos  por  el  Registrador,  7  que  es  inscribible,  previos  los 
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requisitofl  exigido*  por  U  ley,  por  eaUmar:  que  no  le  concibe  propiedad 
ein  daefio,  por  k>  qne  pneden  enajenar  loe  hijos  do  D.  Enrique  de  Airear, 
ein  perjuicio  de  los  intereiee  de  f  atnroa  y  eyentaaleo  herederoes  qne  ne- 
gar la  yenta  sería  opuesto  á  los  preceptos  del  Oódigo  civil  sobre  comuni- 
dad de  bienes  y  á  los  intereses  de  los  menores;  que  la  renuncia  hecha 
por  D.  Blnrique  está  autorisada  en  el  art  4/  del  Oódigo,  y  no  implica  la 
contratación  sobre  herencia  futura  que  el  mismo  prohibe,  y  que  los  otros 
defectos  pneden.snbsanarse  haciendo  el  Registrador  la  inscripción  pro- 
Yia  y  liquidándose  los  derechos  correspondientes: 

Besultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  apeló  de  dicho  auto 
insistiendo  en  sos  alegaciones,  y  afiadiendo  que  el  derecho  establecido 
en  el  art.  404  del  Oódigo  civil  para  exigir  la  venta  de  los  bienes  en  con* 
dominio  es  cuando  sean  esencialmente  indivisibles,  y  que  no  lo  es  el 
cortijo  de  que  ee  trata: 

Besnltando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  del 
Juzgado,  apreciando  consideraciones  análogas  á  los  fundamentos  del 
mismo: 

Resultando  que  el  Registrador  apeló  igualmente  del  acuerdo  de  la 
Presidencia,  reproduciendo  de  nuevo  sus  principales  alegaciones: 

Vistos  los  arts.  164,  899, 400,  676,  1118  y  1271  del  Oódigo  civil;  10  y 
846  de  la  ley  Hipotecaria;  8011  y  8013  de  la  de  E ajuiciamiento  civil,  y 
las  Resoluciones  de  este  Oentro  de  87  de  Mayo  y  14  de  Agosto  de  1896: 

Considerando  qne  en  la  transcrita  cláusula  de  institución  de  herede- 
ros, consignada  en  el  testamento  de  D.  Miguel  de  Alvear,  no  prohibe 
éste  la  enajenación  de  sus  bienes,  sino  que,  antes  al  contrario,  al  dis- 
poner que  los  hijos  de  D.  Enrique  de  Alvear,  habidos  de  su  primer  ma- 
trimonio, han  de  percibir  80.000  pesetas  menos  que  los  del  segundo  ma- 
trimonio del  mismo,  lógicamente  se  deduce  que  en  el  caso  de  qne  los 
bienes  no  tuvieran  cómoda  ó  posible  división,  ó  de  que  no  hubiera  con- 
formidad entre  los  interesados  acerca  del  precio  de  tasación  y  modo  de 
adjadicarlos,  necesariamente  habría  de  procederse  á  la  venta  de  todos  6 
algunos  de  ellos,  con  objeto  de  qne  tuviese  cumplimiento  debido  la  vo- 
luntad del  testador,  siendo,  por  tanto,  inexacto  el  supuesto  en  que  ee 
funda  el  núm.  1.®  de  la  nota  recurtida: 

Oonsiderando  que  otorgada  la  escritura  de  adjudicación  y  venta  en 
Montilla,  y  practicada  la  liquidación  del  impuesto  de  derechos  realeo,  al 
ser  presentada  en  el  Registro  de  La  Rambla  llevaba  la  nota  extendida 
por  la  oficina  competente,  que  es  el  requisito  exigido  por  el  art  846  de 
la  ley  Hipotecaria,  toda  ves  que,  según  lo  declarado  por  este  Centro  en 
Resolución  de  14  de  Agoeto  de  1896,  la  revisión  de  esta  clase  de  liquida- 
ciones corresponde  á  los  superiores  jerárquicos  del  liquidador,  mas  no 
á  los  Registradoree  de  la  propiedad,  por  lo  que  carece  también  de  base 
el  defecto  sefialado  en  el  núm.  8.®  de  dicha  nota: 

Oonsiderando,  respecto  al  tercer  extremo  de  la  misma,  que  conforme 
á  la  doctrina  del  art.  80  de  la  ley  Hipotecarla,  es  defecto  que  impide  la 
toma  de  razón  de  los  documentos  en  el  Registro  la  falta  de  inscripción 
á  nombre  de  las  personas  que  transmitan  la  finca  ó  derecho;  pero  ha- 
biéndose solicitado  por  los  interesados  el  cumplimiento  de  este  roquisi- 
to,  mediante  la  presentación  de  los  oportunos  documentos,  debe  praotl- 
earse  dicha  inscripción  previa  á  favor  de  los  transferentes,  y,  por  tanto, 
á  nombre  de  los  meoores  hijos  de  D.  Enrique  de  Alvear,  en  lo  referente 
á  la  nuda  propiedad  de  la  tercera  parte  de  la  finca  vendida,  por  ser  las 
personas  á  quienes  pertenecía  aquélla  al  realizarse  la  venta,  y  á  quienes 
se  ha  concedido  consiguientemente  la  correspondiente  autorisaclAn  Jn- 
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rando,  finalmante,  an  cnanto  al  cnarto  defecto,  qne  por  vlr- 
a  yenta  no  se  merman  loa  derechoe  de  los  menores  interesa- 
astiman  los  de  los  demAs  hijos  qne  pndiera  tener  D.  Enrique 
pnesto  qne  sólo  se  trata  de  sustituir  unos  bienes  por  otros  en 
lordada  por  el  Juagado,  sin  que,  por  otra  parte,  pueda  deseo- 
capacidad  de  dicho  sefior  para  otorgar  la  escritura  como  re- 
s  legal  de  sus  expresados  hijos,  en  cuyo  nombre  se  hace  la 
k  valides  de  la  renuncia  al  usufructo  hecha  por  el  mismo, 
ésta  no  es  de  herencia  futura,  que  es  lo  que  prohibe  el  ar- 
del  Gódigo  civil,  sino  de  un  derecho  ya  adquirido,  aun  cuan- 
llegado  la  ocasión  de  su  efectividad; 

rección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada, 
oon  devolnción  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afios.  Madrid  S9 
»re  de  1906.=B1  Director  general,  Javier  Qómes  de  la  Serna» 
Idente  de  la  Audiencia  de  Sevilla. 
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de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia  Marcela  Mares  .•••,.      8       46^ 

6  Casación  por  QUBBRANTA«nBNTO  de  forma.— /a- 

ierdicto  de  reco6rar.— Sentencia  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Custodio  8o- 
riano  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  ' 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  Compa- 
fifa  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Z%ragosa  y  á 
Alicante >. 10       5r 

>  Casación  por  infracción  de  LEY.—Reeonoeimiento 

de  híjoe  /la^uraíes.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  Defia  P  E.  D.  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  dvil  de  la  Au- 
diencia de  ...,  en  pleito  con  Dofia  A.  D.  y  otras 11       6^ 

>  Casación  por  infracción  de  hEY.^Entrega  de  va- 

lores.—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Elvira  Alegrln  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Enrique  Mit« 
jana 11        » 

7  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— /n^er- 

dieto  de  r^coórar.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurro  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de 
Villazopeqne  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  don 
Dionisio  Fernándes IS        76^ 

1  Casación  por  infracción  de  ley .-- Posesión  de 
una  /I/iea.— Sentencia  declarando  no  haber  logar  al 
recurso  interpuesto  por  Dofia  Manuela  del  Castillo 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia 
Celedonia  del  Castillo 14        7» 

9  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— D^ 
saAuc^o.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Ginós  Aeosta  contra  la 
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dioUda  por  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  To- 

tana,  en  jnioio  Qon  D.  Jobo  Heredia 15       8i 

f  Jnlio.— Gasación  por  quebrantamiento  de  forma. 
Accidente  del  /ra¿<y  o.— Sentencia  declarando  no  ha- 
bex  Ingar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Manuel  Qmy 
eontra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  zaión  eocial 
Natera  7  García li       %% 

>  Casación  por  infracción  de  lbt. —Pa^o  de  eaniú 

dad* — 8ant«)nGia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso Interpuesto  por  D.  Juan  Antonio  Lorente  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Albacete,  en  pleito  con  la  Oompaftia  de 
ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragosa  y  Alicante 17        M 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— Ano¿a«fdn  de 
la  dtfmanda.-^Auto  declarando  no  haber  lugar  á  Ja 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  D.  Pedro  Ma- 
rín contra  el  dictado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valladolld,  en  pleito  con  D.  Manuel  Bo- 
drígueE 18      104 

11  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— /n- 
ierdieto  de  recobrar. SenienciA  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Rosendo 
Ayllón  centra  la  pronunciada  por  la  Saiá  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
D.  Ángel  García 20      108 

>  CouPETEKCiA.—Resolueión  de  contrato  y  otros  ex- 

tremoe. — Sentencia  decidiendo  en  favor  del  Jnes  de 
primera  instancia  de  La  Unión  la  sostenida  con  los 
de  los  distritos  de  la  Merced  y  la  Alameda  de  Má- 
laga, acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  inter- 
puesta y  de  las  diligencias  de  embargo  promovidas 
por  D.  Miguel  Zapata  contra  D.  Luis  Hoelín •     31      113 

»  Competencia.— Pa^o  de  pesetas,— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jnes  municipal  de  Becedas  la 
sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Sorihuela,  acerca 
del  conocimiento  del  Juicio  verbal  promovido  por 
D.  Florentino  Luis  Días  contra  D.  Víctor  de  Málaga.    22      117 

13    Competencia.— Dtf/'tfnsajDorpo6r0.— Sentencia  deci-  * 

diendo  en  favor  del  Jnsgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Concepción,  de  Barcelona,  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Leóo,  acerca  del  conocimien- 
to de  la  demanda  Interpuesta  por  Dofia  Filomena 
Gonsáles  contra  la  Sociedad  de  Segnres  La  unión.. .     38      llf 

38  Competencia .—Dér/ensa  por  poór^.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Manzanares  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del 
distrito  de  Buenavista,  de  Madrid,  acerca  del  cono- 
cimiento del  incidente  deducido  por  Dofia  Antonia 

Díaz  contra  D.  Ildefonso  Camacho 36      137 

TOMO  106  68 
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IT  Affoilo*— COMPBTBNCiA.«Dff<énM  porpo6rtf.— SeQten- 
oia  decidiendo  en  favor  del  Jnsgftdo  de  primera  ine- 
tanoia  del  distrito  del  Hoapital,  de  Madrid,  la  eosteni- 
da  eon  el  de  igual  clase  de  Almadén  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Jerónimo 

Lopes  centra  D.  Cipriano  Salvatierra. ST      170 

>  OoifPETENCiA.— Papo  de  ean^/tfad.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jaei  de  primera  instancia  de  Al- 
mería la  sostenida  con  el  de  ignal  clase  del  distrito 
de  la  Barceloneta,  de  Barcelona,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  demanda  interpaesta  por  D.  José  Marco 
oontra  la  Sociedad  Miguel  Barros M      17S 

S  Septiembre.— Competencia.— Papo  dtf  péselas.— Senten- 
cia decidiendo  en  favor  del  Jues  municipal  del  dls*  • 
trito  del  Centro,  de  -Bilbao,  la  sostenida  con  el  de 
Igual  clase  de  Aceb^,  acerca  del  conocimiento  del 
juicio  verbal  promovido  por  D.  Marcelino  Qómes  y 

otros  contra  D.  Felipe  Barrena S9      176 

9  OOMPKTBNCI A.— Papo  de  ptfStf/as.*- Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  municipal  del  distrito  del 
Centro,  de  Bilbao,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase 
de  Acebo,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  verbal 
promovido  por  D.  Hilario  Prieto  contra  D.  Felipe  Ba- 
rrena     46      166 

16  Competencia.— r(sretfr/a  de  mejor  derecho,— Sen* 
tencia  decidiendo  en  favor  del  Juzgado  de  primera 
Instancia  del  distrito  de  San  Vicente,  de  Sevilla,  la 
sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  Cham- 
berí, de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda Interpuesta  por  D.  Isidro  Cuartango  contra  * 
D.  Francisco  Mufioz  7  otro ,    43      186 

11  Competencia.— Papo  de  cantidad.S^ntenoiA  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Sagrarlo,  de  Granada,  la  sostenida  con  el 
de  igual  clase  de  la  Barceloneta,  de  Barcelona,  acer- 
ca del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por 
la  razón  social  J.  y  J.  Bertrand  contra  D.  Francisco 
Caynso 46      164 

>  Competencia.  — Papo  de  peseiae, — Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Congrego,  de  Madrid,  la  sostenida  con  el 
de  igual  clase  de  Chantada,  acerca  del  conocimien* 
to  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ángel  Casado 
contra  D.  Felipe  Valcarce 46      167 

9  Competencia. — Péígo  de  p^se/as.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Sagrario,  de  Granada,  la  sostenida  con 
.  el  de  igual  clase  del  distrito  de  Atarazanas,  de  Bar- 
celona, acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  In- 
terpuesta por  la  Sociedad  mercantil  J.  y  J.  Bertrand 
contra  D.  Francisco  Caynso \ 47      111 
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ría  Amigó  contra  la  aeotenoia  pronandada  por  la 
Sala  Begnnda  de  lo  civil  de  la  Andienda  de  Baroelo  - 
na,  en  pleito  con  Dofia  Elvira  Fontcaberta  y  otro. . .     57      36C 

4  Octabre.*-CA8ACióN  por  infracción  de  lby.— I^e^ro- 

oen/a.— Sentencia  declarando  no  haber  Ingar  al  re- 

onreo  Interpuesto  por  D.  Francisco  Moreno  contra  la 

pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de 

Qra  nada,  en  pleito  con  Dofia  Encarnación  Moreno.  ••    68      368 

6  OoMPBTENCiA.^-Payo  de  cantidad. — Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jnigado  de  primera  instancia  de 
Alcáiar  de  San  Jnan,  la  sostenida  con  el  de  igual 
clase  de  Vitigadino,  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  interpaesta  por  D.  Fernando  Martin  contra 
la  Sociedad  Hijo  de  Viada  de  Santiago  Ortia 69      361 

»  Casación  por  infracción  db  L^r.-^Indemnigofiión 
de  perJuÍGÍo».^Bent»nciti  declarando  no  haber  lagar 
al  recareo  interpoesto  por  D.  Indalecio  de  la  Encina 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Andiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Hilario 
Dago 60      366 

-9  Cajsación  por  quebrantamiento  db  forma.— Nu- 
lidad de  ac¿ii(ic¿on0«.-*Sentencia  declarando  no  ha* 
ber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Baques 
7  otro  contra  la  prononciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Baicelona,  en  pleito  con 
D.  Antonio  Tubella 63      381 

^  Casación  por  infracción  db  LEY.^NuUd€íd  de  ae- 
tuaeionee.^Jínto  declarando  no  haber  logar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  D.  Julián  Pórea 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
D.  knriqueMaza 66      384 

>  Casación  por  quebrantamiento  db  forma.— 7n- 
demnÍMaeión  por  aeeidenie  del  ¿raóay'o.— Sentencia 
declarando  no  haber,  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
por  D.  Eduardo  Fernándea  centra  la  pronunciada 
por  la  Salando  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corufia, 
en  pleito  con  la  Sociedad  Gallega  de  Electricidad  • .  •    64      386 

6  Casación  por  infracción  de  vwí.— Expedición  de 
duplicado  de  hojas  de  euponee  de  tttuloe  de  la 
i)ettda.  ^Sentencia  declarando  no  haber  logar  al  re- 
curso interpoesto  per  el  Abogado  del  Estado  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 

<  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Fóiix  Bertín.     66      38f 

»  Casación  por  quebrantamiento  de  FORMA.—DtfM- 
Atte¿o.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Pedro  Lopes  contra  la  dic* 
tada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  universidad,  de  Barcelona,  en  Juicio  con  don 
Martin  Robert  7  otros 66      398 
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.  H  •otabre,— Oasacióm  por  infracción  de  LKH.^Pago  de 
p0««<a«. —SenleocU  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
enreo  iaterpaeeto  por  D.  Lale  Femándes  7  otro  eontra 
la  proniiDoiada  por  la  Bala  segOBda  de  lo  eÍTil  de  la 
Aadleoola  da  Madrid,  en  pleito  eon  D.  Bmeterio  Berra» 

no  7  otro* 7  T      Mi 

>  Casación  por  infracción  db  LEY.—Reeonoeimiento 
de  hijo  na^iira¿.— Sentencia  declarando  no  haber 
Ivgar  al  recarao  interpneato  por  D.  L.  E.  eontra  la 
prononclada  por  la  Bala  primera  de  lo  cítU  de  la  An- 
dieneia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia  L.  de  la  O. .  •    78      ttt 

It  Casación  por  infracción  db  vBY.^De/eiUa  por  po* 
6rtf.— Anto  declarando  no  haber  lagar  á  la  admisión 
del  recareo  interpaeeto  por  el  A7antamlento  de  Bar- 
eelona  contra  la  sentencia  pronanoiada  por  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  oa- 

piul  en  incidente  con  D.  Jaan  Alsina » 80      4tt 

t  Casación  por  infracción  db  léRY.—Adjudieaeión  de 
hienee  de  eap«¿¿an<<is.— Sentencia  declarando  haber 
logar  al  recareo  Interpaeeto  por  D.  Manoel  de  Lian» 
eontra  la  pronunciada  por  la  Bala  de  ló  civil  de  la 
Audiencia  de  Zaragoaa,  en  pleito  con  D.  Manuel  Sal- 
vador Atienza.  ...••.* • .  •  •  • 86      4M 

If  CoMPBTBNCiA.^Ain¿(^a6¿M  eoin/ioyiecIorea.~Benten* 
da  decidiendo  en  favor  del  Juagado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  Serranos,  de  Valencia,  la  aoato» 
nida  con  el  de  igual  dase  del  de  Ataiasanas,  de  Bar- 
oelona,  acerca  del  conocimiento  da  la  demanda  Ínter* 
puesta  por  D.  Benito  Befill  contra  la  rasón  social  lia- 
rio7Alpera 81      Mt 

SO  CoMPBTBNCiA.^  Pa^o  de  /MM^at.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juagado  de  primara  instancia  del 
distrito  de  la  Universidad,  de  Madrid,  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Ohinchilla,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  fiamón 
Lopes  contra  D.  Carlos  de  la  Gándara  7  otros 83      410 

SO  Casación  por  infracción  db  ley.— Dtf/enaa  por  po- 
6r0.— Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Saturnino  Sudón  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Oáceres,  en  incidente  con  el 
AFuntamiento  de  Alburquerque 81      080 

SO  OoMPBTENCiA  ..-*Pa^o  de  pesemos.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juei  munioinal  del  distrito  de  la 
Latina,  de  Madrid,  la  sostenida  con  ei  de  igual  clase 
del  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  aeerca  del  conocí- 
miento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ángel  Oal- 
sada  contra  D.  Andrés  Qili Oi      400 

SO  OOMPBTENCiA.— Pa^o  de  jD«s0^at.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juagado  de  primera  instancia  de 
Lugo  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito 
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del  Ensancho,  de  Bilbao,  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  mierpaesta  por  la  Oompafiía  ferroviaria 
Vasco  Castellana  contra  D.  Joan  Maeeda 87      417 

U  Octnbre.—CiiSACióN  por  infracción  db  VRY,^VaUdes 
de  contrato priüado.''Q9ntenoltk  declarandp  no  haber 
logar  al  recnreo  infeerpaesto  por  D.  Joaqnín  Soler  y 
otros  ouotra  la  pronnnciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Vicente 
Parra. S8      44t 

>  Casación  por  quebrantamiento  db  forma.— !)«• 

tdAucto.— Sentencia  declarando  no  haber  Ingar  al 
recurso  interpuesto  por  D,  ]$iniiio  Beesieres  contra 
la  diotoda  por  el  Jnei  de  primera  instancia  de  Baesa, 
•  en  Juicio  con  jO.  Francisco  Manaano 89      4M 

t(  Casación  por  difracción  db  hEY.^Nulidad  de  ae- 
tuaeionee.—knto  declarando  no  haber  logar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  D.  Pío  Rebollo  y 
otra  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid^  en  pleito 
oon  Dofia  Josefa  Dnrafiona  y  otras. « 90      4#4 

t%  Casación  por  infracción  db  ley, --Rendieión  de 
euentae, — Sentencia  declarando  no  haber  logar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  José  Gallegos  contra  la 
pronunciada  per  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Luis  Mar- 
tines  # 91      481 

SO  Casación  por  infracción  db  LBX.—Sulidad  de  ven- 
tas é  tnseripeionee,-  Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Dolores  Díai 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Oorofia,  en  pleito  con  D.  Antonio 
Lópesy  otros 98      47T 

»  Casación  por  infracción  de  LEY.^Cumplimiento 
de  contrato  y  otroe  extremos, — Sentencia  decla- 
rando no  haber  logar  al  recurso  intorpnesto  por  don 
Vicente  Morillo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  D.  Saturio  González  y  otros.. .  •  • .s.  •    94      491 

>  Casación  por  infracción  de  LBT.^Papo  de  ren- 

tas  /orajes.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Magín  Gómez  y  otros 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Oorufia,  en  pleito  con  Dofia  María 
Bianuela  Vázquez ^ 98      808 

3  Casación  por  infracción  db  Lfst.—Partieipmeión 
en  una  casa  de  eomtfreto.—Sentonoia  declarando  no 

^.  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Julián  de 
Clave  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Isidoro 
Larrinaga  y  otros ••••••..    98      817 
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¡1  Ootabre.— OoMPBTBNCiA.— Pai^o  de  peMeia%. — Senten- 
cia decidienilo  en  favor  del  Jaei  moniclpal  del  dietri* 
to  de  la  Alameda,  de  Málaga,  la  eoatenlda  con  el  de  la 
Inclusa,  de  Madrid,  acerca  del  coneclmiento  de  la  de- 
manda InterpneBta  por  D.  Benito  Gomes  contra  Don 
Francisco  Oastro * 97      6tS 

>  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Ac^'iidieacf dn  V 

de  Henee  de  eapeilania»  —  Sentencia  declarando  no  # 

liaber  Ingar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Santos  L6 
pea  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
cWil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el 

Abogado  del  Estado 98      543 

1  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Propiedad  de 
los  prados.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Simón  Bodrignez  y  otros 
contra  la  pronunciada  por  la  Bala  de  le  civil  de  la 
Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Dofia  Magda- 
lena Oareaga  y  otros 99      64€ 

>  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Comieo  de  ñn*  ^ 

eoM  y  otroe  extremoe. ^Bentenciñ  declarando  liaber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Sáochea 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Qranada,  en  pleito  con  D.  Fernando 
Fontes 100      6M 

é  Noviembre.— Competencia  .  —  Propiedad  de  bienes. 
Sentencia  decidiendo  en  favor  del  Jusgado  de  prime- 
ra instancia  de  Pola  de  Lena  la  sostenida  oon  el  de 
Igual  clase  de  León,  acerca  del  conocimiento  del  jui- 
cio de  menor  cuantía  promovido  por  D.  José  Valdós 
contra  Dofia  Angela  Robles  y  otra IOS      67« 

»  Casación  por  quebrantamiento  de  forma  .  —Deea- 
hueio.  —  Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Rosa  Des  contra  la  dic- 
tada por  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  universidad,  de  Barcelona,  en  juicio  con  Dofia 
Francisca  Olivet. « IOS      MO 

€  Casación  por  infracción  de  ley.  — Defensa  por 
pobre.  —  Sentencia  declarando  no  haber  logar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  María  Filomena  Zorrilla 
y  Albert  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
D.  Manuel  Galiana  y  otro 104      M3 

7  Casación  por  quebrantamiento  de  forma. ~Z)ssa* 
hudo.  —  Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Miguel  Torres  contra  la 
dictada  por  el  Jues  de  primera  instancia  del  distrito 
de  La  Lonja,  de  Palma  de  Mallorca,  en  juicio  con 
Dofia  Luisa  Bennasar lOi      5W 

»     CASAaÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— Ds/SASa  pOr  pO* 

bre. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
so interpuesto  por  D.  Manuel  Gómei  contra  la  pro- 
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minciada  por  la  Sala  primera  de  lo  etTil  c|e  la  An- 
dienoia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  Santiago  Al- 
Tareí  j  otros 106      i8S 

f  MoTiambre.^OASACiÓN  por  infeiacción  de  ley.— De- 
reeho  á  bienes  reaeroa6¿M.— Sentencia  declarando 
no  haber  lagar  al  recnreo  interpaeeto  por  D.  Gregorio 
de  Arce  eontra  la  pronnaciada  por  la  Sala  aogonda  de 
lo  civil  de  la  Andiencia de  Madrid,  ^n  pleito  condón 
Gregorio  Montero IOS     fft 

f  0a8aci6n  por  quebrantamiento  db  forma.  -Deaa- 
AiM^o.-— Sentencia  declarando  no  haber  logar  al  re- 
cnrao  interpneeto  por  D.  Jnan  Gomales  contra  la 
dictada  por  el  Jnei  de  primera  instancia  de  Almería 

en  jaicio  con  Dofia  María  Hall  y  otro •• . .  •  lOt      tM 

10  Competencia.— /ndemni^raeíd/i  de  daño9  y  perjui* 
e^oa.— Sentencia  decidiendo  en.  favor  del  Jnei  moni- 
eipal  del  distrito  de  la  Lonja,  de  Barcelona,  la  eoete- 
nida  con  el  de  igaal  clase  de  Pamplona,  acerca  del 
conocimiento  de  la  demanda  interpneeta  por  don 
Agustín  Frías  contra  D.  Antonio  Altisent 110      Mt 

>  OoMPBTBNCiA  ^Pago  de  pMétaa.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  ael  Jnes  de  primera  instancia  de 
Pamplona  la  sostenida  con  el  de  ignal  clase  del  dis- 
trito del  Oentro,  de  Bilbao,  acerca  del  conocimiento 
de  la  demanda  interpuesta  por  la  Oompafiía  ferro- 
viaria Vasco  Castellana  contra  D.  Gabriel  Zaflanrre.  111      ilS 

»  Casacióh  por  INFRACCIÓN  DE  LSit,—Tereeria  de  me* 
/or  derecAo.— Sentencia  declarando  haber  Ingaral 
recnrso  interpuesto  por  D.  Domingo  Lage  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia 
de  la  Corufia,  en  pleito  con  D.  Antonio  Beal  y  otro  •  llt      ilt 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— i^'ee«e^dn  de 
««níene^a.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Patán  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia 
de  la  Corufia,  en  pleito  con  D.  José  Martines  y  otro.  US     'SM 

»  Casación  por  infracción  de  LKY.^NuUdad  de  es- 
erc/icra.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Manuel  Montoya  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  le  civil  de  la  Audien- 
cia de  Granada,  en  pleito  con  D.  José  Gonsáles lié      ÜS 

12  QoMPBTXKCiA.^índetnniMaeión  de  díáioa  y  perjui* 
«toa. —Sentencia  decidiendo  en  fayor  del  Jues  de 
primera  instancia  del  distrito  da  la  Catedral,  de  Pal* 
ma  de  Mallorca,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase 
del  distrito  del  Hospicio,  de  Madrid,  acerca  del  eo* 
nocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Celes- 
tino Martines  contra  la  Sociedad  Agrícola  Industrial 

Balear  y  otro * IM      S4S 

>  OOMPETBNOu.— Po^o  de  ptfttfiaa.— Sentencia  dicldien- 
do  en  favor  del  Jnes  de  primera  Instancia  ds  Lago 
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U  aoetenidft  con  el  de  ignal  olaee  del  dietrito  del  Gen* 
tro,  de  Bilbao,  acerea  del  coneoimiento  de  la  deman? 
da  Interpuesta  por  la  Compafiia  ferroviaria  Vaaco- 
Oaetellana  contra  D.  Joeé  Dlaa 117 

It  KoTiembre.— Casación  por  infracción  db  l  by.  —Reeo- 
lU^eimiento  (itf  <Jom¿n¿o.— Sentencia  declarando  ne 
haber  lugar  al  reonreo  Interpuesto  por  D.  Boniíatiio 
OarrlUo  contra  la  pronunciada  por  la  Bala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
D.  Telesforo  Bachiller 118      MI 

>  Casación  por  infracción  db  ley.— IndemniMaeión 
de  dañoM  y  ptfryu¿e»ot.~  Sentencia  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  José  Egea 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Francisco  ,4 

Ferrándla ! 119      MI  . 

>  Casación  por  quebrantamiento  db  forma.— Da- 

eahueio. — Sentencia  declarando  no  haber  logar  al  re 

curso  interpuesto  por  D.  Fidel  Colominas  contra  la 

dictada  por  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  Ta- 

rrasa,  en  Juicio  con  D.  Francisco  Vilá 130      %%t 

»  Casación  por  infraccióv  db  ley.^ Rendieión  de 
cicen^M.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Mariano  Grijelmo  contra 
II  pronunciada  por  i  a  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Burgos,  en  pleito  con  Dofia  Paula  Gil 131      67$ 

>  Casación  por  infracción  db  ley. ^Deelar adán  de 

heredero  abinteetato.-- Anio  declarando  no  haber 
lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por  Dofia 
Dolores  Sánchez  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en 
pleito  con  Dofia  Virginia  Rodriguei 133      M7 

1  Casación  por  infracción  db  ley.— ReeUunaeión  de 
can/tdad.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recfirso  interpuesto  por  D.  Francisco  Silvestre  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Celestino  Mar- 
tines y  otro 133      Mt 

!•  0OMPBTBNCiA.--Pa^o  de  ean/ictacl.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juez  municipal  del  distrito  de 
San  Vicente,  de  Sevilla,  la  sostenida  con  el  de  igual 
clase  de  Novelda,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda interpueeta  por  la  Sociedad  Mercantil  Alfre- 
do j  Ángel  Amores  contra  la  titulada  José  Sala  y 
Compafiia  y  otro • 136      7M 

le  C0MPBTBNCIA.— ¿7ttm/>¿¿in¿en/o  de  con/raeo.— Sen- 
tencia decidiendo  en  favor  del  Juagado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Eoeanche,  de  Bilbto,  la 
sostenida  con  el  de  igaal  clase  de  Ledesma  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  don 
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Jaan  Moralee  contra  la  Sociedad  Gartelí  Hermanea, 

Temo  y  Oompafiia •.••• 136      70t 

1%  NoTiembre.— Competencia. — Poyo  de  ptfs^^aa.— Sen- 
tencia decidiendo  en  favor  del  Jnes  mnnlclpal  del 
diatrito  del  Mar,  de  Valencia,  la  aostenlda  con  el  de 
igual  olaae  de  Yecla,  aoerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Soriano  contra 
la  Oompafiia  de  loa  Oaminoa  de  Hierro  del  Norte. •• .  137      71ft 

19  Casación  por  infracción  de  ley. "CumpUmiento  de 
contrato.— Axkio  declarando  no  haber  logar  á  la  ad- 
misión del  reenrao  interpneato  por  D.  Manuel  Mo* 
reno  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  D.  Luis  Viada  y  otros 138      71f 

30  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.-- 7>r« 

eeria  de  domimo.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  reenrao  interpuesto  por  D.  Ensebio  Jinot 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  aegunda  de  lo  el* 
vil  de  la  Audiencia  de  Baroelona*  en  pleito  con  don 
JosóOamps 139      733 

>  Casación  por  infracción  de  let.— i2a^{/lca^/dA  de 

embargo.-^Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad» 
misión  del  recurso  interpuesto  por  D.  Rafael  García 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera      ^ 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
la  Sociedad  Ohipot,  Tref  ouret  7  Oompafiia 190      73i 

>  Casación  por  infracción  de  LEr,-~MeJor  derecho 

A  loe  bienee  de  wta  Dinett¿ao¿dn.^Sentencia  decla- 
rando no  haber  lugar  al  reenrao  interpuesto  por  Dofia 
Blena  Lopes,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con 
D.  Joaé  ds  Silva 191      73T  , 

>  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— Dtf- 

toAiiefO.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Antonio  Pea  contra  la  dio* 
tada  por  el  Juagado  de  primera  instancia  del  diatrito 
de  la  Concepción,  de  Barcelona,  en  juicio  con  D.  Ra- 
fael Redondo 193      794 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  tee- 

/ornen/o.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Santiago  Caberlo  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  .Audien- 
cia de  Bnrgoo  en  pleito  con  Dofia  Elvira  Ólcina  7 
otros lU      797 

31  Competencia.— Pa(^o  de  ean^tdati.— Sentencia  ded- 

dlendo  en  favdr  del  Jues  de  primera  inatancia  de  Já* 
tiba  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  da     ^ 
San  Juan,  de  Murcia,  aoerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  Hi]oa  de  Co- 
nejero contra  la  titulada  J.  7  J.  Pérea 19i      791 


Digitized  by  LjOOQ IC 


Uaxícm  cBo»oLó<iico  iMt 


¡  %l  NoTiembre.  —  Casación  por  qubbramtamisnto  db 

!  roBUA,—Pago  ¿«p^M/a».— Sentencia  declarando  no 

haber  lagar  al  recnreo  interpneato  por  Do  fia  Segunda 

¡  Lacalle  centra  la  pronanolada  por  la  Sala  primera  de 

lo  civil  de  la  Abdienoia  de  Madrid,  en  pleito  con 

D.  Bernabé  Moreno • 186      758 

>  Ca8aci6n  por  infracción  de  LBY.^Oc^tfAM  por 

pobre.-^knio  declarando  no  haber  lagar  á  la  admi- 
i  eión  del  recareo  interpaesto  por  Dofia  Boaa  Boca 
contra  la  eentencia  pronanciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
con  D.  Manael  Igaal 1S7      7tS 

3S  Casación  por  infracción  de  ley*— Reeonadmien' 
to  de  saroidum^re.— Sentencia  declarando  no  haber 
lagar  al  recnreo  interpoeeto  por  D.  Basilio  Fierro 
contra  la  pronanciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Aadienda  de  Zaragoia,  en  pleito  con  D.  Vicente  Ba- 

Miga 138      7M 

»  Casación  por  infracción  de  lky.— Mejor  derecho 
á  titulo»  nobiliarios*— GentAüciA  declarando  no  ha- 
ber lagar  al  recateo  interpneeto  por  D.  Benjamín  Nú- 
fies  contra  la  pronanciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Aadiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  don 
Joeó  Montal vo.  • , 189      7  74 

24  Casación  por  infracción  de  ley.  — División  de 
mon¿es.— Sentencia  declarando  no  haber  \|Dgar  al 
recateo  interpneato  por  D.  Joaó  Freiré  contra  la  pro- 
nanciada por  la  Sala  de  lo  rivil  de  la  Aadiencia  de 
la  Cornfia,  en  pleito  con  P.  Bamón  Landria  y  otro. .  140  780 
a  Casación  por  infracción  de  iry.— Prescripción  de 
acetdn.— Sentencia  declarando  no  haber  lagar  al  re- 
carao  interpneato  por  D.  Joaó  Núfiez  contra  la  pro- 
nanciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  la 
Cornfia,  en  pleito  con  D.  Mignel  Adán 141      804 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  un 
juicio  voluntario  de  testainentarta.^Bentenc\A  de- 
clarando no  haber  lagar  al  recarao  interpneato  por 
D.  Federico  Grnnd  contra  la  pronanciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Granada,  en  pleito  con 
D.  Pedro  Baqaera 142      812 

26  Casación  por  infracción  de  ley.— Consignación  y 
pago  del  importe  de  un  préstamo.^ Auto  declaran- 
do no  haber  lagar  á  la  admiaión  del  recarao  inter- 
pneato por  Dofia  Catalina  Villalonga  y  otra  contra  el 
dictado  por  la  Aadiencia  territorial  de  Palma,  en 
pleito  con  D.  Joaó  Miró 148      820 

27  Casación  por  infracción  de  ley.— jRe^roc^o.— Sen- 
tencia declarando  no  haber  lagar  al  recarao  Ínter* 
pneeto  por  D.  Manael  Días  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Sevilla,  en 
pleito  con  D.  Jnlián  de  Silva 144      821 
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de  lo  civil  de  le  Andlencie  de  Bercelona,  en  pleito 
con  D.  Julián  García 

f  Diciembre.— Casación  por  infracción  db  ley.— Papo 
de  p0e«<(U.— Sentencia  declarando  no  haber  logar  al 
recoreo  intorpaeato  per  D.  Jecút^Olmo  contra  la  pro« 
nnnciada  por  la  Sala  de  lo  cítU  de  la  Audiencia  de  la 
Oomfia,  en  pleito  con  D,  Sabino  Gonaálei. • . 

4  Casación  por  infracción  db  LfSY,—NuUd€id  de  un 
talón  de  cuenta  eom'en/e.— Sentencia  declarando 
no  haber  Ingar  al  recareo  interpuesto  por  el  Gober- 
nador del  Banco  de  Eepafia  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete, 
en  pleito  con  D.  Pedro  Parra*  • « • .• 

>  Casación  por  infracción  db  ley. —-De/enaa  por 
poftre.— Sentencia  declarando  nb  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  José  Sánchei  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete,  en  pleito  con  D.  Pascual  García 

*>  Casación  POR  infracción  db  LEY.^Pago  de  peee» 
/(U.— Sentencia  dedaraodo  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpueeto  por  D.  Francisco  Hidalgo  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Jacinto  Martin  y 
otros 

7  Casación  por  infracción  db  ix^.-^IndemniMaeián 
de  daños  y  p^ry tt/e¿o«.~Sentencia  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Pedro 
Capón  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  la  Oorufia,  en  pleito  con  D.  Fran- 
cisco Rodrigues 

10  Casación  por  infracción  db  LBT.^Jo/efo  volun- 

tario de  teetamentaria. — Sentencia  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  el  Minieterio 
fiscal  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Oorufia,  en  pleito  con  D,  Celes- 

tino  del  Villar  7  otro 

»  Casación  por  infracción  de  LEY.—Nombramiento 
de  amigablee  componedores  — Sentencia  declaran- 
do haber  lugair  al  recurso  interpuesto  por  la  rasón 
social  Waller  Fxéres  7  Compafiía  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Antonio  Palés 

»  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— Z)tfsa" 
hjIACio. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
cuso interpuesto  por  D.  Jorge  Moliné  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ricardo 
Ragull 

11  Casación  por  infracción  db  letí, —Entrega  de  va» 

lores, — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
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careo  interpuesto  por  la  Compafiía  de  loa  terroca- 
rrilea  del  8nr  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  so- 
gnnda  de  lo  oítü  de  la  Andlencia  do  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Pedro  Cervera IM      f9i 

12  Diciembre.— Competencia.— jR^ndfc^dn  de  cuentan.— 
í^ntencia  decidiendo  en  favor  del  Jnei  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospital,  de  Madrid,  la  sos- 
tenida con  el  de  Ignal  dase  de  La  Unión,  acerca  del 
Conocimiento  del  juicio  promovido  por  D.  Pedro 
Pagan  contra  D.  Pió  Wandosell 106      f  tS 

>  Casación  por  infracción  db  iXY.^Denahudo.-^ 

Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  reourec^  in* 
terpuesto  por  D.  Salustiano  Campo  contra  la  pronun  • 
ciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oá- 
ceres,  en  pleito  con  D.  Jorge  Dleí IM      MC 

»  Casación  por  infracción  db  xMy.^Pago  de  eanti". 
dod.-oSentencla  declarando  no  haber  lagar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  José  Romero  y  otro  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  Dofia  Felisa  Urquiía 167      til 

t  Casación  por  infracción  db  ley.^  Juieto  volunta-' 
rio  de  teetamentaria.—Senteneiñ  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Carmen 
Galán,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Aodienola  de  SevillOi  en  pleito  con  Dofia  Am- 
paro Ootarelo 168      968 

>  Casación  por  infracción  de  ley. -- Remoción  del 

cargo  de  albacea  y  otroe  eje^remo».— Sentencia  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  Interpuesto  por 
D.  Alfredo  Pulido  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oáoeres,  en  pleito  con  i 
D.  Juan  Pavón  y  otro •• 169      66) 

t  Casación  por  infracción  de  ley.— Tercería  de  do* 
memo.— Sentencia  decía  retido  no  hRber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Salvador  Mateos  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Gabriel  Almagro 170      676 

»  Casación  por  infracción  de  ley, —Reedüón  de 
contrato  y  otros  extremos. — Sentencia  declarando 
no  haber  lagar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Ed-  ^ 

mundo  Días  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Se- 
verino  Vidal  y  otro 171      676 

t  Casación  por  infracción  de  ley. —Defensa  por 
po6rtf.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Emilio  Osorio  contra  el  auto  pro- 
nunciado por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  Dofia  Carmen  Calonge 176      661 

17  CoMPBTENcr A.— Pa^/o  de  pea^^aa.— Sentencia  deci* 
diendo  en  favor  del  Juzgado  municipal  de  Salamanca 
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la  Mtleiilda  eon  él  á%  ignal  elM»  á%  Orledo,  Metea 
del  eonoelnitonto  d6l  }olcto  Terbal  promoTido  por  don 
Joié  Heináttdes  contra  D.  Enrique  Madmga 174      988 

17  Dielombre.^OoMPBTBNCiA.— ite«o/ice¿dn  de  eontraio. 

Sentencia  decidiendo  en  favor  del  Jugado  de  primera 
Inetenda  de  Olndad  Beal«  la  eoetenlda  con  el  de  Ignal 
daae  del  dletrlte  de  la  Latina,  de  Madrid,  acerca  del 
conocimiento  del  Jnlcio  promoTido  por  D.  Oarloe  fita* 
chlln  contra  D.  Joeé  Ayala 176      OftO 

18  GoiiPBTBNGiA.-*P0OfO  de  peM/ot.— Sentencia  deci- 

diendo en  iaTor  del  Jnsgado  de  primera  inetancia  de 
la  OomUa  la  eoetenida  con  el  de  Igoal  claee  de  Oao* 
tropel,  acerca  del  conocimiento  del  Jnlcio  prometido 
por  D.  Benito  Harifiae  contra  D.  Amando  Pérei.  •  •  •  176  086 
88  Caoación  por  infracción  db  ley.— De fenea  por 
/K>6r«.— Sentencia  declarando  no  haber  Ingar  al  re- 
curso interpueeto  por  D.  Manuel  Bodríguei  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Laa  Palmaa,  en  pleito  con  D.  Oayetono  Guerra*.  •  177      888 

88  Competencia.— Pa^  de  ean^ídoii.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juei  de  primera  inetancia  de  Oá- 
dii  la  BOBtonida  con  el  de  Igual  claee  del  distrito  del 
Centro,  de  Bilbao,  acerca  del  conocimiento  del  Jui- 
cio promovido  por  la  Compafila  ferroviaria  Vasco- 
Castellana  contra  Dofia  María  Ménica  Bevello 178    1006 

»  CASAaoN  POR  infracción  db  txr.'^DeJenea  por  oo- 
^e.— Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Ignacio  Collado  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  ^n  Incidente  con 
D.  Valentín  Rodrigues 178    1011 

t  Oasacióh  por  infracción  i>b  ley. —Sertridumbre  de 
poso.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re* 
curso  interpuesto  por  D.  Félix  Herreros  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Pamplona,  en  pleito  con- el  Ayuntamiento  de  Asti- 
garragay  otro 180    1018 

84  Casación  por  infracción  de  LBY.'^Reetitueiánde 
oafortf«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso Interpuesto  por  el  Gobernador  del  Banco  de 
Espafia  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
Dofia  Mercedes  Gabilán 181    1082 

86  Casación  por  infracción  de  ley.  ^ReeUanaeión 

de  bienes.— Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misiéa  del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Rosalía  Be- 
dríguss  contra  la  sentonda  pronunciada  por  la  Sala 
.  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zsragoia,  en  pleite 
con  Dofia  Carmen  Fernándei  y  otros 188    1081 

87  Casación  POR  infracción  de  ley,— Indemnisaeión 

TCAio  106  68 
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vor  accidenten  del  /ro^/o.— Benteneia  declarando 
no  haber  iagar  al  recnrao  interpneato  por  Dofia  Ma- 
ría Sancho  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 

la  rasón  social  E.  Oampmany  y  Compafiía 184    1092 

t8  Diciembre.— Casación  por  infracción  de  ley.— -Ad- 
misión  de  apelación, — Sentencia  declarando  no  haber 
logar  al  recareo  iaterpoeato  por  la  Janta  provincial  de 
BeneficeDcla  de  Sevilla  contra  el  auto  pronunciado  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Borgoa  en  inci* 
dente  con  D.  Manuel  Balparda  y  otros •     18é  1012 

>  Casación  por  infracción  de  LEY.'-IndemniMación 

por  accidente  del  ^ra¿a/o.^Sentencia  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Ana 
Huarte  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  Dofia  Fe- 
lipa Gircía 180  1048 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— ilim<«<dn  de 

ap6¿ac(d/i.— Sentencia  uedarando  no  haber  logar  al 
recnreo  ioterpueeto  por  D.  Ildefonso  Oalaerón  contra 
el  auto  prorunciado  por  la  Sala  dé  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  BargoB,  en  pleito  con  D.  AÍanuel  Bdlparda 
y  otros 187  1062 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Declaración  de 

Av'o  na^ura¿.— Sentencia  decidiendo  no  haber  lugar 
al  reoureo  interpuesto  por  D.  M.  E.  D.  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  ..,, 

en  pleito  con  D.  L.  A 188  1007 

20  CoMPF^ENCiA.— Payo  de  eafi^^iad.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jues  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Centro,  de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de 
Igual  clase  de  Calatayud  txerca  del  conocimiento  del 
juicio  promovido  por  D.  Luis  Lobaco  contra  D.  Ra- 
món Ortega 180  1002 

Aooolnolones  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil 
y  de  la  propiedad  y  del  Notariado. 

4  Julio.— Resolución  de  la  Dirección  gekbrai.  db  los 
Registros  revocando  la  negativa  del  Kegtstrador  de 
la  propiedad  de  Egea  de  los  Caballeros  á  inscribir  una 
escritura  de  compraventa •••..        O      fl 

10  Resolución  de  la  Dirección  general  de  Los  Be- 
GI8TR08  confirmando  la  negativa  del  Registrador  de 
la  propiedad  de  Alcalá  de  Gnadaira  á  inscribir  nna 
escritura  de  partición  de  bienes ••• 10    lOi 

17  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Bb- 
GISTEÓ8  oonfimando  la  negativa  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  Alcalá  de  Qnadaira  á  inscribir  ana  es» 
•ritnra  de  compraventa ••••      24    124 
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It  Jnlio.— Resolución  dk  la  Dirección  general  de  loa 
Registros  cuDfírmaudü  la  uegatlvu  d^l  Registrador 
de  la  propiedad  de  Olivenaa  á  Inecribii  una  eacritam 
de  compraventa •• ••••       28    Í87 

SO  Agosto.^ Resolución  déla  Dirección  general  de 
los  Registros  confirmando  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  dan  Sebasti'án  á  inecribir 
una  escritura  de  revocación  y  otra  de  donación  de 
-  bienes Slf     IM 

ti.  Besolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros revocando  la  negativa  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  Torrente  á  inscribir  ana  escritora  de 

manifestación  dé  herencia. •• 86      168 

iSeptiembre.— Resolución  de  la  Dirección  general  ' 

DE  LOS  Registros  revocando  el  acuerdo  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Igualada  á  anotar  ia  coo- 
snmaclón  de  nn  contrato  de  compraventa 41       188 

16  Septiembre.— Resolución  de  la  Dirección  general 
D^  LOS  Registros  revocando  la  negativa  del  Re- 
gistrador lie  la  propiedad  de  Igaaiada  á  practicar 
nnas  cancelaciones • 48       198 

18  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros revocando,  en  parte,  la  negativa  d«i  ReKis- 
traiior  de  la  propiedad  de  La  Carolina  á  ioecrtbir 
nna  escritora  de  adjudicación  de  bienes 44       186 

87  Bbsolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros cuu Ürmando  la  negativa  del  KegintrHdor  de 
la  propiedad  de  Oriente  de  Barcelona  á  inscribir  una 
certiñcación  de  nulidad  de  redención  de  censo.  • .  •  «•  63  887 
6  Octubre. -—Resolución  de  la  Dirkcción  general  de 
los  Registros  revocando,  en  parte,  la  negativa  del 
Regi-itrador  de  ia  propiedad  de  Valmaseda,  negándose 
á  inscribir  una  escritura  de  partición  de  bienes 61       376 

18  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros revocando  la  negativa  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  Gnernica  á  inscribir  una  herencia 74      863 

16  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros revocando  la  negativa  del  Registrador  de  lA 
propiedad  de  Borla  á  inscribir  una  escritura  de  ^enta.     78      886 

18    Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Rk 
GISTROS  confirmando  la  negHtlva  del  Registrador  de 
la  propiedad  de  San  Sebastián  á  inscribir  un  man- 
damiento judicial ;... 84      416 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros revocando,  en  parte,  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Oafiete  á  inscribir  un  ex- 
pediente posesorio 83      478 

viembre. — Resolución  de  la  Dirección  genéralos 
LOS  Registros  confirmando  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  Propiedad  del  Norte,  de  Barcelona,  á  ins- 


Digitized  by  LjOOQ IC 


10f6  .  jvmñnxnmaoix  oivii. 


cribir  nna  eierltiira  áé  yanta  y  redenelón  áé  vn 

eenflo 101     é7t 

7  HoTiembre.— Bbsolución  db  la  Dir^ción  gbnbiuj. 
DB  LOS  RBGiSTROSOonfirmaiidola  n^fcatlTA  del  fie- 

y         gletrador  de  la  propiedad  de  Goadíz  á  inaoribir  la 

canoelaeión  paroial  de  un  ceneo 107      Stl 

10  Rbsolucióh  de  la  Dirección  general  db  los  Se- 
G18TR08  oonfirmando  la  negatiya  del  ficgietrador  de 
la  propiedad  de  Gaadiz,  á  ineoribir  la  canoelaeión 
parcial  de  nn  ceneo lU     6tY 

14  Resolución  DE  la  Dirección  general  de  losBb- 

GI8TR0S  confirmando  la  negatiya  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  Occidente  de  Barcelona  á  inscri- 
bir nna  eecrltnra  de  yenta ••  114      700 

90  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros dejando  sin  efecto  la  negatiya  del  Begis- 
trador  de  la  propiedad  de  La  Bisbal  á  inscribir  nna 

escritura  de  yenta •  •  • .  184      748 

«  Diciembre.— Resolución  de  la  Dirección  general  • 
DE  LOS  Registros  revocando  la  negatiya  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Astndillo  á  inscribir  nn 
testimonio  de  aceptación  de  herencia •  • .  •  IM      SOI 

10  Diciembre.— RissoLuciÓN  DB  la  Dirección  genbral 
DE  los  Registros  reyocando,  en  parto,  la  negatiya 
del  Registrador  de  la  propiedad  de  Figneras  á  ins- 
cribir nna  escritura  de  descripción  ds  bienes 16S      098 

15  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 

gistros reyocando  la  negatiya  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  La  Rambla  á  inscribir  nna  escritura 
de  partición  de  bienes..... 178      088 

94  Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros confirmando,  sn  parte,  la  negatiya  del  Re- 
gistrador de  la  propiedad  de  Rute  á  inscribir  una  es- 
critura de  préstamos  hipotecario 189    1098 

10  Resolución  de  la  Dirbccióh  general  de  los  Re- 
gistros reyocando  la  negatiya  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  La  Rambla  A  Inscribir  una  escritura  de 
adjudicación  y  comprayenta •••••• 100    1080 
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REPERTORIO     ALFABÉTICO 


DS  LAS 


SENTENCIAS,  AUTOS  Y  RESOLUCIONES 

DICTADAS  DBSDE  JDLIO  A  DICIEMBRE  DS  190»  (1) 


A 

AMBl«Malo.-«V.  Alboúea  daiito. 

Bhmf;mé:  -V.  JaeM  competente  (9eroiei08  profe9ionale9). 

AceldeBles  del  Irabijo.— LO0  srtioaioB  6.<^,  16  j  1090  del  Có- 
digo oivli,  B«  refltirea  iai  omo  de  qae  deban  aplicarse  ios  preoep- 
tos  del  miemo  como  legislación  supletoria,  cuando  no  haya  otro 
especial  exactamente  aplicable. 

Beclamándose  la  indemnisacióo  por  accidente  del  trabajo, 
cansa  del  dafio  reclamado,  según  estimación  del  Tribnnal  sen- 
feenciador,  no  cabe  formular  sobre  esta  base  demanda  reconven- 
oional,  7  obeeryándose  esta  doctrina,  no  se  infringen  los  artícu- 
los 1101,  1102  y  1104  del  Código  ciyll  (O.,  núm.  186.--8d  de  Di- 
siembre de  1906) 1048 

Aeeléa.— V.  Preeertpeión. 

AeeléB  personal.— V.  Contrato  j  Jues  competente. 

Aeto  de  eenelilael^B.— V.  Preetripeión  de  acción. 

Aeteo  propios. —Si  bien  es  jurisprudencia  que  nadie  puede  ir 
▼álldameate  contra  sus  propios  actos,  no  ee  menos  evidente  que 
tal  principio,  preeupone  una  relación  jurídica  entre  éetoe  j  las 
personas  á  quienes  afeota^y  esa  en  ningún  caso  puede  derivarse 
del  sentido  y  alcance  resultante  en  diligencias  y  operaciones  de 
partición  y  división,  que  sólo  con  los  interesados  se  relacionan. 
Entendiéndolo  así  no  se  infringen  los  artículos  1187,1190, 
1981,  1282,  1966  y  978  del  Código  civil  (C,  núm.  146.->28  de  No* 
viembre  de  1906) 889 

(1)    BspliMolón  d*  1m  abr«vi«tara«  «mpltadaí  en  este  Bepertorio:  V,,  saltee 
-^Mir  véaee;  <7.,  OMMlón;  Oomp,,  oompetenoU  R.  H.^  reaol«oión  hip. 


Digitized  by  LjOOQ IC 


1098  JUBISPBUDCMOIA  CIVIL 

Agente  ejecatlvo.— V,  Interipeión. 

A|;aa«.-:-V,  Servidumbre  de  riego, 

Albaeea.— DadoB  lo0  térmlüos  del  art.  906  dei  Código,  el  testador 
qae  qniera  ampliar  el  plazo  del  álbaceaago  debe  eefialar  expresa- 
mente el  término  de  la  prórroga,  sin  qae,  por  lo  tanto,  aea  ad- 
miaible  qoe  pneda  aotorisar  nna  prórroga  indefinida;  onando 
aaí  no  lo  hace,  la  prórroga  se  entiende  eólo  por  el  placo  de  nn 
afio,  á  tenor  del  claro  precepto  del  expresado  artlcnlo. 

La  pronibioión  impuesta  pof  el  testador  á  ene  herederos  yo- 
Inntarios  de  toda  interyenclón  judicial  en  su  testamentaría,  no 
condiciona  el  nombramiento  de  aquéllos  si  de  su  cumplimiento 
no  se  hace  depender  la  adquisición  ó  pérdida  de  sus  derechos  á 
la  herencia,  y  aun  afectando  á  herederos  voluntarios  no  puede 
tener  debido  cumplimiento  cuando  no  conservan  el  carácter  de 
albaoeas  y  contadores  las  personas  á  quienes  el  testador  nombró 
y  facultó  para  que  practicasen  extrajndicialmente  las  operacio- 
nsi  de  testamentarla,  y  declara  el  art.  911  del  Código  civil  que 
en  tal  caso  corresponde  á  los  herederos  la  ejecución  de  la  volun- 
tad del  testador. 

Dicho  artículo  y  su  concordante  el  1069,  no  deben  interpre- 
tarse en  el  sentido  de  que  se  necesite  probar  el  desacuerdo  de 
los  interesados  sobre  el  modo  de  hacer  la  partición,  para  ejer* 
eitar  el  derecho  que  reconoce  el  art.  1088  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  á  los  que  sean  parte  legítima  para  promover  el 
Juicio  voluntario  de  testamentaría. 

Observándose  la  expresada  doctrina  no  se  infringen  los  ar- 
tículos 1089  de  la  ley  procesal  y  676,  790,  791,  911  y  1114  del 

Código  civil  (O.,  núm.  142.-24  de  Noviembre  de  1906) 811 

Albaeea  áallvo.— Si  bien  es  cierto  que,  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  el  art.  911  del  Código  civil,  en  el  caso  de  terminación 
del  albaoeaigo,  y  en  el  de  no  haber  aceptado  el  cargo  de  albaoea» 
corresponde  á  los  herederos  la  ejecución  de  la  voluntad  del  tea* 
tador,  también  lo  es  que  por  no  haber  previsto  el  legislador 
el  que  por  cualquiera  causa  no  fuera  eso  posible,  no  existe  dis- 
posición alguna  en  dicho  Código  que  determine  lo  que  ha  de  ha- 
cerse para  que  la  expresada  voluntad  se  cumpla. 

Bl  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  al  autorl- 
sar  el  nombramiento  de  albaceas  dativos,  se  limita  al  caso  de 
fallecimiento  abiatestato,  por  lo  cual  no  es  aplicable  en  su  letra 
ii  existe  testamento. 

Esto  no  obstante  las  sentencias  de  casación  de  29  de  Mario  de 
1869  y  4  de  Enero  de  1889,  dictadas  cuando  estaba  en  vigor  el 
art.  869  de  la  ley  proceeal  de  1866,  sientan  la  doctrina  de  que 
corresponde  al  Jnei  de  primera  instancia  el  nombramiento  de 
albaoea  dativo,  que  puede  hacerse  al  menoe  por  analogía  cuanda 
faltan  todos  los  designados  por  el  testador  para  el  cumplimiento 
de  sus  disposiciones,  y  el  heredero  eareee  de  persona  que  M- 
penalmente  le  represente^  por  ser  indispensable  designar  per- 
sona que  se  ponga  al  frente  de  la  testamentaría,  administre  loa 
bienes  y  cumpla  la  voluntad  del  testador. 

Bl  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  es  copla. 
4el  869  del  anterior. 
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InaplradM  Bln  dada  «n  el  mitino  crtterlo  Ub  Betolvcionei  de 
t  de  Diolembre  de  1ÍM)1  y  8  de  Mayo  de  1909,  aonqne  no  de  un 
modo  directo  y  expresa,  reconocen  ioiplioltamente  U  feonltad 
de  toe  Jaeoea  pera  nombrar  albacene  dativoe  qve  entupían  la 
▼olnntad  del  testador,  ya  qne  en  la  primera,  annqne  ee  decidió 
que  no  era  inscribible  nna  escritura  de  venta  otorgadü  por  al- 
baoea  dativo,  tal  decisión  no  se  fundó  en  qne  no  faera  legal  el 
nombramiento,  sino  en  que  la  enajenación  no  se  efectuó  en  su- 
basta pdblloa;  y  en  la  eegnnda  se  declaró  incribible  noa  esori- 
t«ra  de  cancelación  otorgada,  por  qnien,  según  dice  la  misma 
eseritnra,  obraba  como  aibacea  dativo,  lo  cnal  segoramente  no 
so  habría  declarado  si  se  hablera  estimado  ilegal  el  nombra- 
miento. 

He  procediendo  la  prevención  dei  jnicio  de  abintestato  por 
existir  testamentOi  no  es  posible  hacer  en  él  el  nombramiento 
de  albaoea  dativo  y  si  sólo  en  acta  de  jnrisdicdón  volnntaria 

» (K.  H.,  número  S6.— 21  de  Agosto  de  1006) 1«6 

V.  Heredero, 

AllHieBtM.— V.  Jues  competente. 

Aflilgables  componedores.— V.  Trihunale»  extranjero». 

AJiotoel¿ifr  preventiva.— Los  articnlos  70,  84  y  86  de  la  ley  Hi- 
potecaria, 010  establecen  los  requisitos  y  circunstancias  qne 
han  de  concurrir  para  la  conversión  de  la  anotación  de  nna  de- 
manda en  Inscripción  definitiva,  limitándose  el  70  á  declarar 
desde  cuándo  la  inscripción  surte  efecto;  el  84  á  fijar  quién  es 

.  el  Jues  competente  para  ordenar' la  cancelación,  y  el  86  á  dis- 
poner qne  la  anotación  se  cancele,  entre  otros  casos,  cnando  en 
la  providencia  se  disponga  convertirla  en  inscripción  definitiva. 
Al  declarar  el  art«  76  del  reglamento  que  la  anotación  pre- 
ventiva pueda  convertirse  en  inscripción  cuando  la  persona  á 
eayo  favor  estuviere  constituida  adquiera  definitivamente  el 
derecho  anotado^  es  obvio  que  se  refiere  al  caso  de  qne  ese  de- 
recho sea  real,  ya  que  en  el  Registro  de  la  propiedad  sólo  los 
de  esa  clase  pneden  ser  objeto  de  inscripción,  según  el  art.  2.^ 
de  la  ley. 

81  la  anotación  de  que  se  trata  es  de  demanda  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato  de  promesa  de  venta  de  parte  de  una  fin- 
ca, y,  por  tanto,  el  derecho  anotado  á  favor  del  demandante 
es  sólo  el  de  que  se  le  otorgara  la  eecritura  de  venta,  que  fué  á 
lo  que  se  condenó  al  demandado,  y  no  siendo  ese  un  derecho 
real,  sino  meramente  personal,  no  es  susceptible  de  inscrip* 
slón,  como  tampoco  debió  en  en  día  ser  objeto  de  anotación, 
ptoosdiendo  solamente  en  su  caso  inscribir  la  escritura  de  ven- 
ta, y  no  en  manera  alguna  la  conversión,  que  ni  siquiera  fué 
ordenada  en  la  sentencia,  sino  en  el  mandamiento  (B.  H.,  nú- 
mero 84.— 22  de  Ootubre  de  1906) 416 

— —  La  anotación  preventiva  de  nn  derecho,  acordada  por  vir- 
tad  de  una  demanda  ó  de  nna  ejecutoria,  no  modifica  la  natura- 
leaa  de  aquél  para  el  caeo  de  nn  conflicto  con  otro  derecho 

(O.,  núm.  112.— 10  de  Noviembre  de  1906) 619 

— —  V.  Condición  reeolutoriüf  Particionee  y  Reeureo  de  ca- 
mieián  (Mentenda  deñnitiüa). 
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A^aeléa.— Bagúa  la  eeatenoia  de  1  de  Ootnbra  de  IfOt,  pai» 
leearrir  en  caaseión  no  basta  qne  la  reaolnoión  reenrrida  afecte 
de  algún  modo  al  litigante  el  ne  conenrre  eenjnntamente  la  clr- 
onnetanoia  de  haber  aldo  parte  en  el  Jnioleu 

Se  halla  finaliíade  el  pleito  cuando  la  Andlenola,  obeervando 
el  art.  418  de  la  ley  procesal,  tiene  al  apelante  por  aeparado  de 
la  apelación  j  por  firme  la  aentencia  de  primera  instancia, 
mandando  comunicarle  al  Jnes,  y^a  que  contra  su  resolución 
no  cabe  ulterior  recurso»  ni,  consignlentemente,  el  de  casadón, 
según  los  términos  litorales  de  dicho  artículo. 

Batiflcado  bajo  Juramenta  en  el  escrito  separándose  de  la  ape- 
lación el  administrador  Judicial  del  demandado,  repreeentanto 
del  mismo  en  el  pleito,  á  tenor  del  art.  1008  de  la  ley  procesal, 
facultado  con  tal  caráotor  para  aquel  dosistlmisnto,  es  innece- 
sario el  poder  especial  del  Procurador  para  realisarlo  conforme 
á  lo  preyenido  en  el  art  846  (O,,  núm.  49.— 26  de  Septiembre 

delOOó) ni 

V.  Retiuatión. 

ApreeIneUa  de  praebn.— V.  Pru^  y  recurro  dé  nasac^dfi. 

AmsBdainlealo.— V.  Ju^m  competente  y  Precario. 

AysBtaaileBlo.— V.  Reeureo  de  eaeaeión  (pereoñeUidad). 


B 

de  Ba|Miftn.— Ezolusiyamento  encaminada  la  acción  del 
cesionario  de  ios  derechos  de  fin  recaudador  del  Banco  de  Ss« 
pafia  á  sxigir  de  ésto  la  liquidación  y  rendición  de  cuentas  oo- 
rrespondientos  al  tiempo  que  el  cedento  desempefió  el  cargo  con 
las  correspondientos  consecuencias  de  indemnisadón  de  dafioe 
y  perjuicios,  la  sentonoia  que  así  lo  eetima  infringe  el  art  1001 
del  Código  olTll,  en  relación  con  las  instrucciones  dictadas  por 
el  Banco  para  el  servicio  de  recaudación,  y  con  la  Instrucción  y 
Beal  orden  de  4  de  Abril  de  1861,  si  después  de  cesar  el  men- 
cionado cedento  y  con  su  conformidad  se  practicó  una  liquida- 
don  que  tuvo  el  caráctor  de  deflaitiva  en  las  relaciones  del 
Banco,  y  cuando  las  altoraciones  postoriores  resultantas  en  el 
saldo  de  aqaella  cuenta  dimanan  de  resoluciones  de  la  Adml- 
nistración,  que  pudo  impugnar  en  forma  el  recaudador  ei  las 
hubiese  eetlmado  lesivas  de  su  derecho,  y  que  de  todas  susrtso 
han  podido  servir  de  base  á  una  acción  distinta  de  la  ejercita- 
da, como  pudo  á  su  tiempo  discutir  con  el  Banco  la  exactitud 
de  las  cuentas  entre  ellos  formuladas. 

En  el  propio  caso  sería  también  de  estimar  la  infracción  de 
los  arto.  1700  al  1780  del  Oódigo  civil,  y  la  doctrina  legal  esta- 
blecida, entre  otras  sentoncias  de  casación,  en  las  de  80  de  Ju- 
nio de  1887  y  18  de  Mayo  de  1801,  porque  cualquier  redama* 
don  que  el  mandatario  tonga  que  hacer  á  su  mandanto  ha  de 
formularse  sobro  la  base  de  cuentas,  que  no  éeto,  dno  aquél, 
tiene  que  dar,  debiendo  en  todo  caso  ajustarse  la  redamación 
de  derecho  á  las  apdones  que  procedan  para  su  éxito,  sin  con- 
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fundir  íqb  oonoeptes  y  alcance  de  nnaa  con  loa  de  otroe(0«y  nú- 
mero 69. --10  de  Ootnbre  de  1906). ..«• t08 

V.  Depóéiio  y  Pago  indebido. 

Blenea  «•■inBea.— V.  Fre$e^peián. 

Bienes  de  enpellnain.— V.  Capéllania9. 

Bieaes  Mitnneinles.—La  comnnlcadón  de  blenee  eetablecida 
por  la  ley  1.%  tit.  20  del  Fnero  de  Vlicaya  obliga  únicamente  á 
loe  natnralea  de  dicho  palé,  y  no  á  loe  extrafioa  á  él,  ann  onan* 
do  ee  trate  de  bienee  altos  en  el  mismo;  pnee  aquel  derecho, 
por  referirse  á  la  conetitnción  económica  de  la  familia  y  á  la 
empacidad  Jnrídioa  de  los  eónyugee,  con  relación  á  los  blenee 
aportados  al  matrimonio,  se  rige  por  la  ley  personal  de  los  mis- 
mos, y  no  por  las  del  país  donde  radican  los  bipnes,  según  se 
aednee  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  9.®,  10  y  14  del  Oódigo  civil. 
En  este  concepto,  y  siendo  la  condición  legal  de  la  mujer  la 
mioma  del  marido,  según  el  art.  16,  núm*  8.^,  del  propio  Oódi- 
gOf  si  ann  siendo  aquélla  natural  de  Viscaya  conetase  que  por 
naturaleaa  ni  por  vecindad  estaba  eujeto  el  marido  al  f cero  de 
dicha  provincia,  ha  de  eeMmarse  que  la  sociedad  constituida 
por  el  matrimonio  estaba  sujeta,  á  falta  de  contrato  sobre  loe 
bienes,  al  régimen  legal  de  gananciales,  conforme  al  art.  1816, 
alendo,  por.  tanto,  procedente  su  liquidación  en  armonía  con 
aquel  concepto  al  disolverse  por  fallecimiento  de  uno  de  los 
eónyugea. 

Según  doctrina  constante  de  la  Dirección  en  las  Besolucionea 
de  9  de  Septiembre  y  18  de  Noviembre  de  1896,  14  de  Marao 
de  1908,  y  86  de  Febrero  y  36-  de  Mayo  de  1906,  coando  las  par- 
tleionea  practicadas  por  comisario,  en  uso  de  la  facul^d  que 
oonoede  el  art.  1067  de  dicho  Oódigo,  no  se  contraen  á  la  dlvi« 
eión  del  haber  del  testador,  sino  que  ee  extienden  á  la  liquida- 
ción de  la  eociedad  de  gananciales,  si  aquél  era  casado,  debe 
intervenir  también  en  este  caso  en  las  operaciones  el  cónyuge 
sobreviviente,  y  los  menores  hijos,  que  no  pueden  por  este  mo 
tivo  ser  representados  en  la  partición  por  el  padre  ó  madre  res- 
pectivos, han  de  estarlo  por  el  defensor  que  al  efecto  ha  de 
nombrárseles,  siendo  necesario  además  en  dicho  caso  la  apro- 
bación judicial,  conforme  á  Ib  dispuesto  en  el  art.  1049  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  por  resultar  así  a  contrario  nensu  de 
lo  prevenido  en  el  1060  del  repetido  Código  (R.  H.,  núm.  61.— 

6  de  Octubre  de  1906) 876 

\  del  matrimonio,— V.  Conejo  de  familia . 
I  ¡MU'afemaleo.— Aun  en  el  supuesto  de  estimarse  acre- 
ditada la  entrega  de  cantidad  por  la  mujer  cacada  para  obras  de 
un  Inmueble  del  marido,  correeponde  á  éste  aquella  suma  mien- 
tras no  se  pruebe  que  fuese  de  la  pertenencia  de  la  mujer,  que 
es  lo  esencial;  y  observándose  esta  doctrina  carecen  de  aplica- 
ción la  ley  1.*,  tít.  1.^  libro  7.o,  volumen  l.^'  de  las  Oonstltu- 
oiones  de  Oatalufia,  y  el  párrafo  1.*,  libro  8.®  de  la  Instituta  de 

Jnatiniano  (C,  núm.  78.«*11  de  Octubre  de  1906) 848 

— —  V.  Particiones. 

8leaee  reoervablee.— Al  fijar  el  recto  sentido  y  verdadera  in- 
teligencia del  art.  811  del  Oódigo  civil,  no  derivado  de  prinei- 
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pie  slgnno  da  yerdadera  troncalldad,  eino  coastitntlvo  de  un 
beneficio  ooncedldo  ezcluBivamente  en  favor  *e  determinadas 
peraonaa,  tiene  declarado  el  Tribanat  Sapremo  en  varlaB  reao- 
Inciones  que  dicho  precepto  legal  ee  refiere  respecte  al  grado  de 
¡Mirenieeco  que  menciona  únicamente  al  qne. mediare  entre  lae 
personas  á  cayo  favor  dek>e  hacerse  la  reserva  y  el  'escendien- 
te  de  qnleu  proceden  de  modo  inmediato  los  bienes,  paeeto  qtie 
del  fallecimieuto  de  éste  surge  el  derecho  j  tiene  ea  origen  la 
obligación  de  reservar,  establecidos  en  el  precitado  artículo. 

I^gún  tiene  tambióa  resuelto  el  Tribunal  Supremo,  el  texto 
de  dicho  articulo  no  antoriaa  para  bu6car  la  procedencia  de  los 
bienes  más  allá  del  ascendiente  de  quien  los  hul)o  el  descen- 
diente del  obligado  á  reservar,  siendo  de  todo  pnnto  indiferen- 
te para  la  aplicación  de  la  doctrina  expuesta  qne  la  controver- 
sia judicial  ee  entablé  entre  los  parientes  que  se  crean  con  de 
reoho  á  la  reserva  j  el  heredero  del  ascendiente  obligado  á  re- 
servar ó  que  discutan  entre  si  aquéllos  y  éste  reconoioa  sus 
respectivos  derechos,  ya  que  en  ano  y  otro  caso  existe  la  misma 
rasón  de  la  ley,  cuya  observancia  no  piiede  alterarse  por  la  vo- 
laatad  de  los  particulares. 

Constituyendo  la  reserva  de  bienes  un  beneficio  ó  deiecho 
personalíslmo,  sólo  pueden  ejercitarlo  las  personas  á  cayo  fa- 
vor lo  ha  establecido  la  ley  de  modo  taxativo,  per  lo  que  no 
eabe  en  esta  materia  de  interpretación  restrictiva,  como  limita- 
tiva de  los  derechos  legitimarios  del  ascendiente,  la  represen- 
tación establecida  para  otro  orden  de  derechos  por  el  art.  296 
del  Código  civil,  conforme  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  So* 

premo  (O.,  núm.  108.--8  de  Noviembre  de  1906) 

ImeMí  fe.— V.  Costaé. 


Cadaeidad  de  la  inefaocia.  ~  V.  Recurso  de  easaeión  (sen- 
teneia  deñnitiva). 

Caneelaetóo.— V.  Censo. 

Caaeclaeion  de  iaserlpeióa.— La  mención  de  la  obligaeión  de 
pagar  deadae  o  cargas,  Hecha  en  cumplimiento  del  art.  3<  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria,  al  inscribir- 
se bienes  adjudicados  con  dicha  obligación,  implica  la  constitn- 
oión  de  nn  derecho  real  sobre  tales  bienes,  según  la  ssntencia 
del  Tribunal  Sapremo  de  28  de  Mayo  de  1899 

Para  cancelar  esa  obligación  es  iadispensable,oon  arreglo  al 
artículo  82  de  la  ley  Hipotecaria,  ó  ejecutoria  en  qne  así  se  or- 
dene, ó  el  consentimiento  de  la  persona  á  cnyo  favor  está  eons- 
títnída,  ó  el  de  los  legitimarios,  qne  no  hnn  concurrido  al  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  que  se  trata  (B.  H.,  núm.  86.— 20  de 

Agosto  de  1906) 161 

Coa  arregiu  á  lo  dispuesto  en  el  art.  79,  núm.  2.^  de  la  ley 

Hipotecaria  y  6/  de  su  Reglamento,  paede  pedirse  y  ordenarse 
U  eancelaeión  total  de  las  insoripcienes  cuando  seextlngoe  por 
eempteto  el  derecho  ineoritOy  entendiéndose  extingoido  pata 
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I  fin  aquel  derecho,  entre  otros  ecBoa,  en  ando  deje  de  existir 
•ampietameote,  bien  por  disposición  de  la  ley,  ó  bien  por  efecto 
natnral  del  contrato  qne  diere  cansa  á  la  inscripción. 

Según  el  art.  1.*^  del  Reai  decreto  de  30  de  Mayo  de  1860,  las 
iaacripciones  Teriflcadas  en  virtud  de  escritura  pública  jpodrán 
eanoelarse,  sin  qoe  preste  so  consentimiento  la  persona  á  cnyo 
íáTor  se  hayan  hecho,  ó  sos  cansaiiabienteB  ó  representantes  le 
gitimoa,  y  sin  necesidad  de  qne  recaiga  la  providencia  ejeonto* 
rlft  á  qne  se  refieren  loa  arte.  88,  párrafo  1.*,  y  88  párrafo  8.^, 
ém  la  referida  ley  Hipotecaria,  cuando  qnede  eztlngnido  el  de 
raelio  inscrito  por  declaración  de  la  ley  ó  resulte  asi  de  la  misma 
eacritura  ioscrlta. 

Si  contrato  conocido  en  Oatalufia  con  el  nombre  de  etiable- 
^nUenio  á  primeras  cepas  ó  rabotea  morta,  termina  á  los 
rtnenenta  afios  de  su  constitución  cuando  ne  se  ha  fijado  otro 
plaso,  como  aei  lo  han  declarado  repetidamente  varias  senten 
•isa  del  Tribunal  Supremo,  fundadas  en  la  costumbre  general 
á%  aquel  país,  que  tiene  fneraa  de  ley,  quedando  en  so  virtud 
•ztinguido  el  expresado  derecho  al  cumplirse  dicho  término,  y 
procediendo  la  cancelación  del  respectivo  asiento,  sin  necesidad 
de  eonsentimiento  de  los  interesados  ni  de  procedimiento  Judi- 
olal,  con  sujeción  A  lo  prevenido  en  las  indicadas  disposiciones. 
Al  determinar  el  art.  72  del  reglamento  Hipotecarlo  que  la 
aaiama  escritura  en  cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción  de 
I  una  obligación  será  titulo  suficiente  para  cancelarla  si  resultare 
ée  ella  ó  de  otro  documento  fehaciente  que  dicha  obligación  ha 
•Adncado  ó  se  ha  extinguido,  no  exige  qne  para  este  efecto  ha^a 
ée  presentarse  precisamente  el  ejemplar  que  sirvió  para  la  Ils- 
eripcióUi  sino  que  se  refiere  también  á  cualquiera  otra  copia  le- 
galmente  expedida  de  la  misma  escritura  que  dio  lugar  á  la 
Inacripción,  salvo  en  los  casos  de  cancelación  de  créditos  hipo- 
tecarios realiaada  en  la  forma  que  determina  el  párrafo  2.^  de 
dicho  artículo^  pues  de  aquel  modo  se  llena  también  el  objeto  y 
eaiifla  de  dicha  disposición  reglamentaria  (R.  H.,  núm.  48.— 

1$  de  Septiembre  de  1006) ; • 198 

füSBeelaclón  de  inacrlpcIAii.  —  Son  principios  fundamentales 
en  materia  hipotecaria,  conaignados  en  los  arts.  30  y  82  de  la 
ley  y  20  del  reglamento,  que  debe  denegarse  la  inscripción  de  los 
inmuebles  ó  derechos  reales  transferidos  ó  gravados  por  personas 
dlatlntas  de  las  que  tienen  inscrito  á  su  favor  el  dominio,  y  que 
para  canoelRr  las  Inscripciones  ó  anotaciones  hechas  en  virtud  de 
aaorltura  pública  se  necesita  una  providencia  ejecutoria,  ó  el  cen« 
sentimiento  de  la  persona  á  cuyo  favor  estuviera  hecha  aquélla 
ó  de  sus  causahabientes  ó  representantes  legítimos. 
Aun  cuando  es  evidente  la  facultad  de  la  Administración 
^ra  anular  gubernativamente  la  redención  de  un  censo  efec- 
ada  per  la  misma,  también  lo  es  que  aquélla  no  puede  per  judi- 
ar á  terceros  qne  no  hayan  sido  parte  en  el  expediente  en  que 
jl  nulidad  se  haya  declarado,  si  tienen  garantidos  sus  derechos 
n  la  Inscripción  de  les  miamos  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
Lft  mera  notificación  del  acuerdo  de  nulidad  hecha  a  poste  ■ 
}ri^  ó  sea  después  de  terminado  el  procedimiento,  al  dueño 
\  Inmueble  inscrito  y  gravado  con  el  censo  declarado  nulo,  n» 
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puede  conceptaarM  bMtante  para  «aplir  «a  falta  de  oltael6n  j 
•n  cenfigaiente  dereche  á  Intervenir  en  lae  dlllgenciae,  alegar 
le  qae  tenga  por  conveniente  é  Interponer  IO0  correspondientee 
reenraoB,  á  no  fer  qne  en  forma  anténtlca  manlfieete  en  confor- 
midad con  el  mencionado  aonerde  7  eon  la  cancelación  del* 
atiento  de  redención  á  qne  el  mismo  ee  refiere  (R.  H.,  núm.  6), 
97  de  Septiembre  de  1906) Uf 

ClUitMad  liquida.— Tratándoee  del  pago  de  cantidad  Kqnida 
ha  de  hacerte  efectiyo  en  la  forma  taxativa  qne  eetablecen  loe 
artícnloB  98)  j  clgnlenteo  de  la  ley  proceoal,  eln  qne  aea  lícito 
Ir  en  la  intorpretación  máe  allá  de  lo  qne  preceptúa  el  texto 
legal,  extendiéndoloB  á  eaeoa  no  exoeptoadoe  ni  previotoe,  7 
qne  prodacirían  perturbación  en  el  orden  procesal  qne  los  Tri- 
bunales deben  evitar  (O.,  núm.  96.— 80  de  Ootnbre  de  1906).  • .  •    617 

Capellaaia.— Llamados  al  dlsírnte  del  patronato  activo  de  nna 
capellanía  los  hijos  j  descendientas  del  fundador,  de  mayor  en 
mayor,  con  preferencia  del  varón  á  la  hembra,  guardando  el 
orden  de  primogenitura  se  constituye  una  vinculación  regular 
en  la  sucesión  del  patronato,  prefiriendo  líneas  determinadas 
de  BU  descendencia  al  goce  los  bienes  con  que  fué  dotado. 

Bn  este  concepto,  la  adjudicación  de  los  bienes  de  dicha  ca- 
pellanía no  puede  regirse  por  el  art.  1.®  de  la  ley  de  í^  de 
Agosto  de  1841,  porque  la  fundación  no  llama,  como  sería  pre- 
ciso, á  las  familias  con  carácter  general,  sin  distinción  de  per- 
sonas, sino  líneas  específicamente  sefialadas  en  la  forma  antes 
expuesta,  siendo  en  consecuencia  de  derecho  preferente  loe  pa- 
rlentee  de  la  línea  mejor,  y  entre  los  de  éeta  aquel  ó  aquelloé 
que  fuesen  de  mejor  grado  á  tenor  del  art.  8.®  de  dicha  ley 
(O.,  núm.  86.— 18  de  Ootnbre  de  1906) 488 

€mo  fortuito.— V.  Dspóéiío. 

Cauaa  del  eoolralo.— En  los  contratos  onerosos  debe  enten* 
deree  por  causa  para  cada  parto  contratante  la  prestación  ó  pro 
mesa  de  una  cosa  ó  servido  por  la  otra  parto  (O.,  núuL  118.— 
18  de  Noviembre  de  1906) 668 

Ceaao.— Si  la  acción  ejercitada  por  el  demandante,  partiendo  del 
supuesto  hecho  de  que  el  censo  á  que  se  refiere  grava,  no  sólo 
su  finca,  sino  la  del  demandado,  es  la  que  entiende  corresponr 
der  á  los  censatarios  entre  sí  para  prorratear  el  importe  de  las 
pensiones  debidas  y  pagadas  al  censualista,  sin  qne  en  el  pleito 
se  haya  discutido  ni  podido  discutir  acerca  de  las  condiciones 
Jurídicas  de  tal  hecho,  en  cuanto  pueda  afectar  á  la  valides  de 
la  constitución  del  censo  ó  á  las  circunstancias  de  liberacfti^n 
posterior  de  la  finca,  bien  por  cancelación  contractual,  bien  por 
prescripción,  al  estimar  el  Tribunal  eentenciador  la  mencionada 
aceitan,  limitándose  á  la  mera  constatación  del  hecho  para  loe  • 
fines  de  aquélla,  lo  cual  no  obsta  á  las  que  el  demandado  pueda 
utilisar  contra  el  censualista  con  distinta  finalidad  y  hasta  para 
desvirtuar  la  eficacia  del  hecho  referido,  no  infringe  loe  ar- 
tículos 848  y  1628  del  Código  civil  (O.,  núm.  l.«— 8  de  JnUo 

de  1906) 6 

— —  Promovida  la  demanda  de  tercería  de  dominio,  eon  arre* 
fio  al  art.  1648  de  la  ley  procesal,  en  diligencias  de  ejecución 
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át  MBtaiela  dé  un  pleito  seguido  peni  el  pego  de  peneionee  de 
un  eeneo  oonelltoíde  eobre  le  ílnee  que  reoleme  el  teroer^eta,  ee 
menlfieeto  qne  la  aeoi6n  Intentada  ee  dedtioe  por  poraena  Jnrf- 
dieamente  dietinta  del  demandante  y  del  demandado,  legún  lo 
exige  la  eoeneia  mioma  de  talee  demandae  j  tirtnalmente  lo 
diopone  el  art.  1680  de  dloha  ley  al  o^nar  qne  ee  enetanoion 
eon  la  ejeontante  y  el  ejeeotado»  ein  qne  á  ello  obete  qne  el  ter- 
Gérieta,  eontra  el  cnaí  no  ee  eignió  aqnel  litigio,  pueda  reeultar 
legalmente  deudor  de  alguna  de  lae  pensionea  reolamadas. 

La  declaración  de  que  el  tercerieta  oea  reeponaable  de  algn- 
nao  peneionea,  no  lleva  oonaigo  el  que  pueda  sor  obligado  á  ea- 
tisfaiseriae  en  el  mencionado  pleito  y  deba  continnar  emlMrga- 
da  la  finca  ein  que  su  duello  loa  oído  y  Tonoido  en  el  correepon*  - 

diente  juicio  (C,  núm.  t.— 8  de  Julio  de  1906) 18 

Ceaa«.— Según  ya  repetidamente  ha  declarado  el  Tribunal  Supre- 
mo, la  exiatencla  de  loe  oenaoe  y  del  consiguiente  derecho  á  re- 
clamar las  pensiones  puede  Justiflearse  por  cualquiera  de  loe 
elementos  de  prueba  de  loe  admitidos  en  derecho,  sin  que  á  ello 
obsten  las  leyes  8.^  tlt.  14,  Partida  l.\  y  38,  tlt.  8.^  Partida  b.\  . 
que,  si  bien  exigían  otorgamiento  de  escritura  pública  para  la 
constitución  del  censo,  no  éontienen  disposición  al^na  acarea 
de  la  manera  de  probar  el  ya  en  tal  forma  constituido. 

Observando  esta  doctrina,  el  fallo  condenatorio  al  pago  de 
rentas  ferales  no  infringe  las  leyes  68,  tít.  18,  Partida  Z.\  88, 
título  8.<»,  Partida  5.*  ep  relación  eon  la  1.*,  tit.  I.**,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación  y  con  el  caso  8.®  del  art.  1861  del  Có- 
digo civil,  la  Z.\  tít.  7.0,  Partida  1.*,  ios  artículos  1878,  1878  y 
1880  del  Código  citado  (O.,  núm.  86.--80  de  Octubre  de  19Ó6)  . .  806 
— ^  Constituido  un  censo  enfltéutico  estableciendo  la  condi- 
ción de  que  las  fincas  censidas  caían  en  comiso  cuando  el  enfl- 
teuta  dejara  de  pagar  las  pensiones  durante  determinado  piase, 
conformo  á  la  ley  28,  tít.  8.*,  Partida  6.*,  es  manifiesto  que  al 
transmitir  el  censualista  su  derecho  á  un  tercero,  con  todos  sus 
usos  y  pertenencias,  incluso  cobrar  y  hacer  suyas  las  pensio- 
nes atrasadas,  pasaron  al  comprador  cuantos  derechos  corres- 
pondían al  vendedor  por  la  constitución  del  gravamen. 

Transmitido  el  referido  censo  en  los  términos  expresados,  la 
afirmación  ds  no  comprender  éetos  el  derecho  de  comiso  implica 
error  de  hecho  y  de  derecho  con  infracción  del  art.  1462  del  Có- 
digo civil. 

8i  bien  los  art.  28,  26,  27,  28  y  886  de  la  ley  Hipotecaria  ga- 
rantisan  el  derecho  de  tercero  cuando  el  acto  ó  contrato  no  ha 
sido  inscrito  en  el  Registro,  debiendo  ssrlo,  no  puede,  en  el 
oaso  mencionado,  ostentar  el  enfitenta  aquel  carácter,  teniendo 
inscritas  A  su  favor  las  flnoae  con  la  carga  que  las  afecta. 

Al  establecer  el  art  1648  del  Código* civil  el  derecho  de  co- 
miso por  no  pagar  las  psnsiones,  únicamente  exige  el  art.  1648, 
para  ejercitar  aquel  derecho,  el  requerir  judicialmente  al  enfi- 
tenta por  medio  de  Notario  para  que  las  satlBÍaga. 

No  determinando  la  ley  la  Autoridad  que  debe  acordar  este 
requerimiento,  puede  hacerlo  el  Joei  municipal,  cuya  interven- 
ción es  suficiente  por  el  carácter  de  Autoridad  judicial  que 
nuestras  leyes  Is  reconocen. 
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El  plaio  de  treinta  áítm  qne  oonoede  el  art.  1660  del  Códlge 
elTii  paraqae  el  enfiteota  qnede  libre  del  comieo,  redimiendo  j 
pagando  las  peneionea  vencidas,  no  tiene  el  aloaoce  de  qne 
pneda  contarse  de  nnevo  desde  el  emp lasamiento,  viniendo  a 
ser  aqnél  de  sesenta  días  lo  caal  es  inadmisible  (O.,  núoi.  100. 

81  de  Ootnbre  de  190d) 666 

Censo.— Con  el  fin  de  armonisar  los  preceptoe  de  la  legislación  es* 
pedal  de  Catainfia,  qne  establecen  la  necesidad  de  dar  conoei* 
miento  á  los  dnefios  directos  de  las  enajenaciones  de  bienes  en- 
fiténticoB,  con  los  preceptos  de  las  lejres  Hipotecarla  y  Notarial, 
se  dlspnso  por  Beal  orden  de  7  de  Noviembre  de  )8b4  qne  cnan> 
do  por  motivos  atendibles,  qne  se  consignarán  en  la  escritura, 
no -baya  sido  posible  bacer  constar  en  ella  la  aprobación  del 
dnefio  del  dominio  directo,  el  derecho  de  éste  quedará  á  salvo, 
coneignándulo  asi  en  el  documento  j  en  el  'Registro  á  la  ma- 
nera que  ñfí  ejecnta,  conforme  á  la  citada  ley  Hipotecarla,  en  los 
títulos  que  contienen  cláusulas  resolutorias. 

Impide  la  inscripción  de  la  respectiva  escritura  la  omisión  de 
li^  meocionada  cláusula  legal,  de  la  que  no  ha  podido  pretcin- 
dirse  aun  en  el  supuesto  de  no  deberse  laudemlo,  bí  tratándose 
de  la  venta  y  redención  de  un  censo,  lo' cual  implica  su  trans- 
misión á  título  oneroso,  pudiera  estar  comprendido  el  caso  en 
las  prescripciones  de  la  ley  1/,  tít.  12,  libro  4.^,  volumen  2* 
de  las  CoQHtltnciones  de  Catalufia  qne  establecen  como  eziglble 
aquel  dererho  en  las  ventas  y  enajenaciones  de  bienes  eLfitén- 
ticos  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  de  su  huerta  y  vifi-'do. 

Respondiendo  dicha  disposición  al  fin  de  dejar  gai'Antidos  los 
derech  >e  que  los  dueños  directos  tienen  en  las  enej^^nHclonesde 
tales  bienes,  y  de  que  en  caso  de  no  hacer  oso  de  ello»  al  veri- 
ficarse é<4ta8  puedan  luego  ejercitarse  en  término  legal,  dedú- 
cese, en  consecuencia,  que  no  puede  estimarse  esta  cláusula 
como  una  simple  advertencia  de  las  suprimidas  p'>r  el  Reai  de- 
creto de  81  de  Octubre  de  1901  (R.  H.,  núm.  101  —8  de  No- 
viembre de  1906) 6U 

81  bien  el  art.  1192  del  Oódigo  civil  sienta  la  regia  general 

de  que  la  obligación  queda  extinguida  desde  que  se  reúnan  en 
una  misma  persona  los  conceptos  de  acreedor  y  de  dendor,  el 
1194  declara  que  tal  confusión  no  extinirne  la  deuda  mancomn- 
nada  sino  on  la  por  iión  corresponl  tente  al  acreedor  o  deudor, 
en  quien  concnrren  los  dos  conceptos. 

Es  aplicable  el  art.  1194  cuando  pretende  la  cancelación  par 
cial  de  un  cf^nso  ei  dueño  de  parte  de  la  finca  censida,  y  junta- 
mente  con  él  están  obligados  al  pago  de  la  pensión  los  demás 
dueños  de  las  úiversas  porcioDee»  en  que  aquélla  se  divide, 
siendo,  por  tanto,  preciso,  con  arreglo  á  dicho  artículo,  para 
qne  la  confusión  produaca  4a  extinción  de  la  obligación  onya 
cancelación  se  pretende,  que  se  fije  la  parte  del  capital  del  cenao 
del  recurrente  de  que  responde  la  finca  en  la  porción  que  le  per- 
tenece. 

Aun  cuando  el  art.  886  de  la  ley  Hipotecarla  no  se  refiera 
precisamente  al  caso  citado,  ó  sea  el  de  que,  fraccionada  en  va* 
rias  una  finca  censida,  no  se  haya  dividido  entre  ellas  el  capital 
del  censo,  sino  al  caso  de  que  éste  se  hubiera  impuesto  oobre 
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TftriftB  fincas  aln  qae  ae  haya  dividido  el  capital  eotre  l8B  mía 
maa,  es  Indudable  qne  la  división  lia  de  veriflcaree  como  pata 
este  último  caso  exige  el  artícnle  citado  por  acnerdo  f  ntre  lea 
interesados  en  la  subsistencia  del  censor  porque  donde  hay  la 
misma  rasón  ha  de  aplicarse  ignal  derecho,  no  bastando,  por 
tanto,  la  fijación  de  la  parte  del  capital  qne  afecta  á  la  finca  de 
qne  es  dneñe  el  recnrrente,  hecha  sólo  por  éste  sin  el  concnreo 
de  los  demás  censatarios,  annqne  tal  fijación  la  hubiera  con 
signado  en  escritura  pública,  al  efecto  de  qne  pueda  ei-t  maree 
extinguida  la  obligación  respecto  de  dicha  parte,  y  ser  cMLcelada 
en  su  consecuencia. 

No  determinándose  en  la  escritura  la  parte  de  la  oblfgación 
que  se  extingue  7  la  que  subsiste,  7  no  pudiendo  por  fio  expre- 
sarse claramente  en  la  cancelación  pardal,  según  f  x  ge  el  ar 
ticulo  71  del  reglamento,  sería  éeta  nula  con  arrear,  á  )o  dis- 
puesto en  el  art.  98  de  la  107  (O.,  núm.  106.— 7  de  Ni  vfembre 

de  190ft) itl 

CeBso.-Dados  los  términos  generales  7  abselntoe  á^i  precepto  del 
art.  117  de  la  107  Hipotecaria,  es  incontestable  que  en  perjuicio 
de  un  acreedor  hipotecario  sólo  puede  repetir  el  dnffio  de  un 
eenso  cualquiera  contra  la  fiaca  censida  por  el  imperte  de  las 
dos  últimas  pensiones  vencidas  7  el  de  la  parte  también  ven- 
cida de  la  anualidad  corriente,  salvo  el  derecho  q^e  en  su  caso 
le  reconoce  el  116,  sin  que  á  ello  obete  el  precepto  ^^^  ^^t.  1^6, 
por  referirse  á  hipotecas  de  las  que  deeaparecieroni  según  dicha 
Íe7,  7  menos  la  107  6.*,  tít.  11,  libro  10,  de  la  Nov^'^oia  Reco* 
pilación,  aunque  fuese  aplicable,  porque'ésta  sólo  establece,  se- 
gún su  recto  7  literal  sentido,  la  preferencia  del  dn^fio  del  foro 
para  hacerse  psgo,  con  los  frutos  de  la  finca  aforada,  del  im- 
porte de  la  renta  anual  respectiva  (O.,  núm.  112.— 10  de  No- 
viembre de  1906) eit 

—  Redimiéndose  en  cuanto  á  parte  de  un  predio  el  censoim- 
pnesto  sobre  la  totalidad  del  mismo,  es  indudable  que  fe  está 
en  el  caso  primero  del  art.  ISOS  del  Código  civil,  pueato  que  se 
modifica  una  condición  principal  de  la  obligación,  cual  es  la  de 
que  el  censo  habrá  de  gravar  toda  la  finca,  produciéndose  una 
verdadera  novación  que  como  tal  ha  de  verificarse  con  el  con- 
aen  ti  miento  de  todos  los  interesados. 

Según  se  expresa  en  la  Resolución  de  17  del  corriente  mes,  la 
división  7  la  reducción  de  los  censos  ha  de  hacerse  por  acuerde 
entre  todos  los  que  pudieran  tener  interés  en  ella,  7  éste  lo  tie- 
nen todos  los  censatarios  aplicando  por  analogía  al  caeo  del  re- 
curso lo  dispuesto  en  el  art.  S8S  de  la  le7  Hipotecaria  (R.  H.,  nú- 
mero 116.— 10  de  Noviembre  de  1906) 6t7 

•— -  Las  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles,  7  consiguien- 
temente la  del  censualista,  para  exigir  lae  pensiones  del  censo 
enfitéutico,  prescriben  á  los  treinta  afios,  conforme  á  la  107  6t 
de  Toro,  ó  sea  la  6.*,  tít.  8.e,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, 7  ahora,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1968  del  Có- 
digo civil,  sin  que  la  107  exija  para  la  extinción  de  aquel  dere- 
cho otro  requisito  que  el  mero  lapso  del  tiempo. 

Aun  cuando  el  censo  es  un  derecho  por  naturalesa  indivisible 
j  la  interrupción  de  la  prescripción  de  acciones  en  las  obllga- 
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oiOBM.telidariM  ftpro'feeha  ó  perjadiea  por  Igual  á  !••  aereedo- 
rM|  no  tníringo  loo  arto.  1618, 1978  y  1974  la  oonftoncla  aboo- 
latoria  de  la  demanda  Interpneata  oontra  loo  Uoradoroo  do  ns 
predio  qno  ae  supone  aféete  á  un  eenoo,  oobre  pago  de  ponoloaee 
de  éste,'  f nndándooe  el  fallo  en  la  preoerlpelón  eztlatlTa  do  la 
aeeión  á  favor  de  loo  demandadoo,  entendiendo  que  ol  éoeu- 
monto  que  el  aetor  aupone  haber  Interrumpido  lo  proeoripcl6n, 
fué  extendido  cuando  ya  ésta  se  había  realiíado  por  haber  trana* 

.  eurrido  con  exceso  el  lapso  de  tiempo  necesario  al  oleóte  (O.,  nú- 
mero 148.— 80  de  Noviembre  de  1906) 811 

V.  Oaneeladón  de  in»eripción* 

Ceden.— V.  RegUtrador. 

CesléB  de  erédileo.— Los  arto.  847  y  848  dol  Código  do  Oomor- 
do  se  refieren  á  créditos  mercantiles  liquidados  y  eidglbleB 
(O.,  núm.  188.— 18  de  Noviembre  de  1906) 681 

CltaeióB.— V.  ReeuTBo  de  eaeaeiótí. 

CitaeiÓB  liara  oesleBela.— V.  Oompareeeneiñ. 

Cltaeiós  liara  vlola.~V.  Reeureo  de  eaeadón  {demeffoeidn  de 

•  prueba). 

Código  eivil  (DISP08ICI0NBS  TRANsrroBiAs).— La  regla  1.*  de 
las  transitorias  del  Código  es  aplicable  cuando  se  trate  del  ejer- 
cicio de  una  acción  nacida  do  hechoa  roalisados  durante  la  legto- 
lación  anterior  á  dicho  Cuerpo  legal,  aunque  éste  la  regule  de 
otro  modo  ó  no  la  reconoaoa  (C,  núm.  100.— 81  de  Octubre 

de  1906) •  616 

— —  La  "egU  1.*  de  las  transiterias  del  Código  civil  eeteblece 
que  los  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  bajo  el  régimen  de  la 
legislación  anterior,  se  regirán  por  ella,  aunque  el  Código  loo 
regule  de  otro  modo  ó  no  los  reeonosca. 

£eta  diaposición  excluye  la  aplicación  del  art.  87  del  expre- 
sado Cuerpo  legal,  cuyo  precepto  debe  entenderse  limitado  al 
ejercicio  de  loe  derechos  nacidos  con  posterioridad  áan  publi- 
cación. 

La  regla  4.^  de  las  transitorias  del  Código  civil  sólo  es  apli- 
cable en  loe  casos  en  que  la  cuestión  se  limita  á  un  mero  trá- 
mite procesal  (C  ,  núm.  188.^88  de  Diciembre  de  1006) lOSt 

CemlBiés  mereastll. — Son  aplicables  por  analogía  á  la  comi- 
sión mercantil  los  principios  que  rigen  acerca  del  mandato,  por 
lo  qne  el  pago  del  premio  de  comisión  pactado  debe  hacerlo  el 
comitente,  salvo  pacto  en  contrario,  en  el  logar  en  que  so  oleo- 
tuó  aquélla,  conforme  á  reiterada  y  constente  Jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo  establecida  al  interpretar  les  arte.  277  del 
Código  dA  Comercio  y  1728  del  civil  (Comp.,  aúnL  86.— 28  de 
Octubre  de  1906) "" 

CompaAía.— V.  Sociedad. 

Compaftía  anénlma.  —  No  apareciendo  principio  alguno  d 
prabhM  de  qae  haDiera  de  hacerse  en  determinado  punto  el  pag« 
del  importe  de  la  suscripción  de  obligaciones  do  una  Compafiía 
anónima  y  no  requiriendo  la  nataralesa  del  contrato  que  aquél 
se  verifíqne  necesariamente  en  el  domicilio  social,  es  notorio 
qne,  según  los  arta.  1171,  párrafo  8.*^,  del  Código  olvil,  en  reU 
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«16b  oob  el  63,  regla  l.\  de  le  ley  proeeeil,  ee  ionpone  el  foero 
del  domicilio  del  demandedo  (Oomp.,  núm*  178.-22  de  Diclem- 
bredel90«) lOOft 

Cü^Bipareeeiieia  en  Juicio.— No  ee  puede  entender  que  eea  de 
earaotor  meramente  prooeeal,  eino  fnndamental  y  enetanliTa,  la 
enealión  de  ei,  pendiente  on  juicio,  pnede  y  debe  eer  tenido 
eomo  parte,  para  todee  eoe  efeetoe,  qnlen  alega  nn  derecho  joe* 
ilfloado  qoe  pnede  eer  afectado  por  la  eenteDcla  que  recaiga. 

No  obetante  la  natnraleaa  de  eeta  oneetión  y  cnaleeqniera  que 
•ean  laa  oircnnetanciae  qoe  en  el  orden  procesal  puedan  deri- 
▼aree  del  precepto  del  art.  1362  del  Código  civil,  eieodo  un  he- 
cho que  aquélla  ee  encuentra  pendiente  de  reeolución  en  la  Au- 
diencia respectiva,  pudiendo  eer  traída  al  TribUDal  Supremo,  y 
mientras  no  ee  reeuelva  con  carácter  definitivo  y  firme,  ee  man- 
tiene vivo  el  derecho  de  una  paite  á  pedir,  cuando  menee,  la 
notificación  de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  principal,  si  ee 
declarase  que  tenía  derecho  á  ser  parte  en  el  momento  en  qoe 
lo  pretendió  para  interponer  después  los  r<>!cnrsos  procedenue. 

Observando  éste,  no  infrioge  la  ley  4.\  lít.  38,  Partida  S.\ 
ni  él  art.  1137  de  la  ley  procesal  (O.,  núm.  186.— 28  de  Diclem- 
bredel90d) 1042 

—  Nj  ee  iiuede  entender  que  sea  de  carácter  meramente  pro- 
cesal, eino  íandamental  y  euttantiva,  la  cuestión  de  ei,  pen- 
diente un  juicio,  puede  y  debe  ser  tenido  como  parte  para  todos 
sus  efeetoe  quien  alega  un  derecho  Justificado  que  puede  eer 
afectado  por  la  eentencia  que  recaiga. 

No  obstante  la  natotaleaa  de  eeta  ctieetión,  y  cualesquiera 
que  sean  las  consecuencias  que  en  el  orden  procesal  puedan  de- 
rivarse del  precepto  del  art.  1363  del  Código  civil,  eieudo  on  he» 

•  cho  que  aquélla  se  encuentra  pendiente  de  reeolución  en  Ja  Au- 
diencia respectiva,  pudiendo  eer  trsída  al  Tribunal  Supremo,  y 
mientras  úb  se  resuelva  con  carácter  definitivo  y  firme,  ee  man- 
tiene vivo  el  derecho  dé  una  parte  á  pedir,  cuando  menos,  la 
notificación  de  la  sentencia  recaída  eo  el  pleito  priocipal,  ei  se 
declaraee  que  tenía  derecho  á  aer  psrte  en  el  momecto  en  que 
lo  pretendió  para  interponer  deepués  les  recursos  pxocedtntee 

(O.,  núm.  187.— 38  de  Diciembre  de  1906) 1062 

Compclcncia.— V.  JueM  competente  y  Recurso  de  casación. 

Conprador. — Sostituyendo  el  comprador  al  vendedor  en  todos 

•  ene  d^rvctios  y  acciones,  por  precepto  legal  debe  sóetitnirle  asi- 
mismo en  las  obligaciones  que,  con  relación  á  lo  enajenado,  le 
afecten  (O.,  lúoi.  77.— 16  de  Octubre  de  190t) 666 

Canpravenla. —Conforme  al  art.  1468  del  Código  civil,  corre/v- 
ponden  ai  comprador,  desde  el  día  en  que  se  peifeccionó  el  con- 
trato, loe  frutos  de  la  ccea  objeto  de  la  venta  (0.,  núm.  118.— 
18  de  Noviembre  de  1906) M2 

—  V.  Anotación  preventitay  Comprador,  Inscripción^  Juez 
competente  (^compraventa  ajuicio  ejecutitx>)  y  Hetroeenta. 

Conanldad  de  bienes.— Lo  mismo  la  ley  3.*,  tít.  8.^  libro  11 
de  la  NüVídlma  Hecepllación,  que  el  art.  1966  del  Código  civil, 
eon  aplicables  únicamente  entre  coherederos  ó  condmfiot  gutf 
TOSIÓ  106  70 
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tuv¿e9€n  ó  po$eye9en  alguna  eo9a  de  eoneuno  que  no  tea  par 
Oda  entre  elloe  (O.,  núm.  141.«-24  de  Movlembre  de  lfK)6). .  • , 

C^Bcarao  de  aereedores.— V.  Documento  público. 

CoBdiclis  reselaleria.— Debe  heceree  oeneUr  en  loe  Regle- 
troe  da  la  propiedad  el  oompümienfeo  ó  toeamplimlento  de  lee 
eondiclooee  reeolntoriee  qoe  afectan  á  loe  eetoe  ó  oontretoe  ine^ 
oritoB,  y  por  Unto,  le  oonenmeolón  de  lee  .ventee  Terifioadee 
oen  pacto  de  retro,  cuando  ee  ha  eom  piído  el  plaio  por  el  qoe 
ee  reservó  el  vendedor  el  derecho  de  retraer  la  finca  eln  haber 
hecho  neo  del  miemo. 

Las  anotacionee  preventlvae  de  demanda  no  alteran  la  natn* 
relesa  de  la  obligación  ó  derecho  reclamados,  ni  tienen  mAe  ob- 
jeto qne  garantir  el  reeoltado  del  Jnlclo,  por  cnyo  motivo  no 
impiden  la  vente  6  gravamen  de  loe  Inmneblee  eobre  qne  reoee, 
y  cooeigDlentemente,  la  adqnlelolón  ó  extinción  de  loe  dere* 
choe  derlvadoe  de  loe  qoe  aparecen  en  lee  reepoctlvee  Inecrlp* 
clones,  por  campllmlento  ó  Incumplimiento  de  lae  condlelonee 
consignadas  en  lae  mlemae,  annqne  quedando  elempre  á  ealvo 
el  derecho  de  loe  anotantee  mlentrae  enbsleta  la  anotación. 

Esto  sopnesto,  ee  procedente  extender  á  Inetancla  del  com- 
prador la  nota  de  incumplimiento  de  ia  condición  reeolotorit 
de  venta  pactada  por  eecrltura,  la  cual  no  obsta  para  que  que- 
dando viva  la  anotación  de  la  demanda  Interpueeta  por  loe  ven- 
dedoree  para  que  ee  declare  la  reeelelón  dd  la  compraventa  rea* 
limada  por  dicha  eecrltura,  pueda  haceree  aquella  efectiva  en  el 
caeo  de  proeperar  la  expreeada  demanda  (R.  «H.,  cúm.  41.— 6  de 

Septiembre  de  1906). IM 

V.  Betrooenta. 

€>iiíeeión  Jadielal.—Sl  bien  ee  axiomático  que  la  confselón 
haoe  prueba  contra  eu  autor  y  aeí  lo  eetableoe  el  art.  183t  del 
Oódlgo  civil,  también  lo  ee  como  derivación  del  miemo  prinel- 
pio  qoe  no  perjudica  á  tercero. 

La  coof  Mión  como  medio  de  prueba  puede  y  debe  aquiletaree 
apreciándola  el  Tribunal  eentenelador  en  combinación  con  loe 
demás  elementoe  probatorioe  para  deducir  loe  efectoe  que  pro- 
cede dar  á  la  míeme. 

Obeervando  la  precédeme  doctrina  no  ee  infringen  la  ley  t.\ 
título  83,  Partida  3.^  ni  el  art  im  del  Código  civil  (O.»  aá- 

mero  94.— tO  de  Octubre  de  1906).  .••• fIT 

V.  Reeureo  de  coMOción  (apreoiaeión  de  prueba). 

a^mimnlén  de  •Ulgaeldttea.— Y.  Ceiieo. 

Consejo  de  famüia.— Bl  art.  166  del  Oódlgo  civil  concreta  y 
determina  por  modo  claro  y  expreeo  lae  facultadee  del  eeneeje 
de  familia  en  la  admlnietración  de  lee  Menee  del  tutelado  per 
medio  del  protutor. 

La  admlnietración  de  loe  bieaee  del  matrimonio  que  á  la  mu- 
jer compete  por  incapacidad  de  eu  maride  ee  halla  regulada,  no 
eólo  por  loo  preoeptoe  generalee  qne  rigen  el  organleme  taMar, 
eino  eepecialmente  per  loe  coneignadoe  en  loe  arte.  14él  y  Mil 
del  Código  olvll»  inepiradoe»  aeí  oeme  el  HO  en  el 
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bido  á  U  f amiltft  en  las  relacione»  de  lee  oduyngee  qoe  le  cone 
tlInyeD. 

Obeervándoee  esta  doctrina  no  ae  iDfringen  loe  arte.  80 1^  t04, 
S09  y  8(0  del  Código  citado  (O.,  núm.  121.— IS  de  Noviembre 
de  1906) 67« 

^'oBtcelaeióB.—V.  Demanda. 

•Costra te— Tratándote  delioción  pereonal  derivada  de  contrato, 
debe  utilisarse  contra  loa  canaababientee  de  loa  qae  fa«ron 
parte  eo  el  mismo,  j  entendiéndolo  aaí  la  Sala  eenteocí adora 
no  infringe  los  arte.  807  y  884  del  Código  civil  (C,  núm.  88.— 

36  de  Ootnbre  de  190tt) 44S 

V.  Ifíteraretaeión, 

Contrato  fraudaienlo.— V.  Enajenaeión  en  fraude. 

A  OBtralo  de  marido  y  noJer.^La  Dirección  general  tiene  re- 
petidamente declarado  en  Keeolacionea  de  28  de  Noviembre  y 
6  de  Diciembre  de  1898,  2S  de  Octobre  de  1899  y  26  de  Abril 
de  1901,  qne  con  arreglo  ai  art.  12  del  Código  civil,  rigen  en 
Oatalnfia  iaa  dlspoaicionea  de  este  cuerpo  legal  sobre  capacidad 
de  loe  cónyuges  para  contratar,  y,  por  tanto,  el  1468  del  mis 
mo,  conforme  al  onal  el  marido  y  la  mujer  no  pueden  venderee 
bienes  recíprocamente  el  no  se  bubiese  pactado  la  eeparadón 
de  bienes,  ó  cuando  bubiera  separación  judicial  de  éstos,  que 
la  falta  de  justificación  de  alguno  de  dichos  casos  de  excepción, 
no  puede  suosanarse  por  la  mera  maniíeataclón  hecha  por  loe 
interesados  en  la  escritura  de  venta  de  no  existir  entre  ellos 
sociedad  de  gananciales  y  si  la  separación  de  bienes. 

La  prohibición  de  eeta  claee  de  contratoa  entre  marido  y  mu- 
jer obedece  ademáe  al  fia  de  evitar  motlvoa  de  eimolación,  y 
especialmente  de  encubrir  donacioBee  entre  los  cónyuges,  qne 
por  ser  revocables  hasta  la  muerte  del  donante  no  pueden  cau- 
aar  inmediata  y  definitiva  transmlaión  del  dominio,  con  arre- 
glo á  lo  diepueeto  en  la  ley  S2,  tít.  24,  libro  1.*  del  Digesto  vi- 
gente en  Oatalufia,  7á  lo  declarado  en  Besolnción  de  16  de 
Enero  de  1901,  sobre  todo  no  conetando  la  precedencia  4,el  di 
nere  que  la  mujer  entrega  como  precio  de  la  venta  (R.  H.,  nú- 
mero 124.— 14  de  Noviembre  de  1906) • , .     70t 

Contrato  nato. — Teniendo  por  objeto  un  oentrato  evitar  pleitoa 
qne  pudieran  eurgir  aobre  determinados  derechoa,  aeria  impro- 
cedente dividir  y  partlculariaar  Iaa  obligaciones  tranaigidas  por 
el  mismo,  frustrándose  tal  objeto  ai  se  estimase  válido  ó  eflcaa 
en  una  parte  para  determinadas  personas  qne  en  aquél  Inteivi 
nieron,  y  nulo  ó  ineñoaa  en  cuanto  á  otrae,  por  lo  que  dada  ¡a  co- 
nocida intención  de  Iaa  partea,  ae  impone  la  neceaidad  de  apre  ■ 
eiar  en  conjunto  la  fueraa  legal  del  titulo  del  contrato,  y  ba 
dándolo  aaí  la  Sala  eentenciadora,  no  infringe  loe  arta.  1264, 
1266, 1268  y  1273  del  Código  civil. 

|9egún  la  Juriapmdencia  del  Tribunal  Supremo  el  precepto  del 
artículo  1280  del  Código  civil  no  afecta  á  la  validea  y  eficacia  de 
loa  contratoe,  cualeaquiera  que  éatoa  sean,  que  celebren  Iaa  par- 
tea, aun  sin  consignarloa  en  escritura  pública,  por  no  obstar  di- 
cho precepto  á  la  acción  de  lea  intereaadoe  para  pedir  el  cum* 
ptlmiento  de  eota  formalidad.  / 
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9o  infrintee  los  «rts.  80, 1888,  1800  al  1914, 1887, 1888,  1898, 
1810  f  1076  la  aenteacla  declaratoria  de  la  nulidad  de  nn  con- 
trato, no  fondándose  úoicamente  on  la  errónea  Ínter pretaoléa 
del  art.  1880,  etno  principalmente  en  los  Yleioe  de  nnliúad  de 
aqnél  y  en  la  aplicación  del  art.  1269,  párrafo  8.® 

Bl  hecho  de  la  rattflcaclon  de  no  mandato  verbal  oonsiiniada 
en  la  demanda,  no  sirve  para  dar  vida  á  nn  acto  nnlo  por  raaón 
de  hechos  anteriores. 

L9S  artículos  1876,  1381  y  1888  del  Oódfgo  civil  se  refieren 
á  la  manera  de  entenderse  los  testamentos  ó  interpretarse  las 
oláusnlas  de  los  contratos  y  no  cabe  estimar  sn  infracción  cuan- 
do nada  de  esto  ha  sido  materia  del  pleito  ni  del  fallo,  que  sólo 
tuvieron  por  objeto  discutir  y  resoUer  acerca  de  los  vicios  de 
nulidad  de  un  contrato. 

No  es  de  estimar  la  infrasdón  del  art.  1808  del  Oódlgo  men- 
cionado, cuando  la  nulidad  de  contrato  deciarada  por  la  Sala 
sentenciadora  se  funda  sustancialmente  en  el  art  1269  (C.«  nú- 
mero 94.— '80  de  Onobre  de  1906) 4tl 

€>Mitrato  nulo.— L%  acción  de  nuliiad  de  un  contrato  ti^'ue  tér- 
mino marcüdü  para  su  ejercicio  (0.,  núm.  99. — 81  de  Octubre 

de  1906)     646 

— —  Nj  es  de  estimar  la  infracción  de  los  arts.  1809  y  1804  de 
la  ley  procesal,  por  la  sentencia  que  ordena  la  restitución  de 
bienes  y  precio  de  un  contrato  cuya  nulidad  se  dectarf»,  sobre  la 
base  ó  supuesto  del  enriquecimiento  de  una  de  las  partes  (O., 
núm.  1 14. —10  de  Noviembre  de  IVOC) 6M 

f^ntralo  oneroao.— V.  Cama» 

Contrlburlóii  Indoatrlal.— V.  Defenna  por  pobre, 

C^Btrlba«lonea.—V.  Banco  dtf^tpant. 

Cónyuge  aupervlvlente.— V.  Jaioio  de  ieetamentaria. 

C^rrecelón  dlnelplinarla. — V.  Juicio  ejecutioo» 

Co9tk  Juagada.— V.  Efeeueión  de  sentencia  ó  Ingeripeión. 

Coatas  —  KrTrlbanal  Supremo  tVene  repetidamente  deolaia  lo  que 
Ia  iej  B.\  tlt.  22,  Partida  8.^  como  las  recopiladas,  q<ie  regala- 
ban antet»  de  la  vigencia  del  Oódig)  civil  la  condena  de  costas, 
han  sido  derogadas  por  el  art.  1976  de  dicho  Oódlgo. 

La  buena  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  para  el  efecto  de  la 
imposición  de  costar,  como  elemento  de  hecho,  es  de  la  exclu- 
siva apreHación  del  Tribunal  a  quo  (C,  núm.  88.-86  de  Octu- 
bre de  1906) 448 

La  imposición  de  coetfls  á  cualquiera  de  los  lltfflfantes  es 

una  facultad  discrecional  que  la  ley  atribuye  á  los  Tribunales 
sentenciadores. 

La  ley  8.^,  tí>.  88,  Partida  8.%  está  derogada  segÚQ  repetida- 
mente tiene  df'clarado  el  Tribunal  Supremo  (C,  núm.  168.— 

18  de  DlclAmb^e  de  190B) U» 

V.  Recareo  de  casación. 

Crédito  lUIgloao.— Bs  ineflcas  la  elU  del  art.  1586  del  Oódigo 
civil  cuando  nu  se  trata  de  crédito  alguno  litigioso  (C.  núm.  166. 
13  de  Diciembre  de  1906) , 948 
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-CrédltM  endo««blM.~V.  Cesión  de  créditos. 

-4hieatA  corriente.— V.  Fago  indebido. 

C-sesUbn  de  eempetenela.— V.  JaeM  competente  y  Reeureo 
eaeaeión  {competeneia). 

4Dm\pm^^?áTA  el  éxito  de  la  acción  derivada  del  art.  Id02  dei  Códi- 
go no  basta  la  ejecnclóa  de  na  acto  que  Implica  cmpa  ó  negli- 
gencia, ai  no  Be  ioatifloa  qne  por  conaecnenola  del  miamo  han  so- 
brevenido da  fio  ó  perjuicio  inferidos  á  tercera  peiaena  (O.,  nú- 
mero 119.— XSde2lo?iembcede  190tt)'. 6#2 


y  perjaleioe.  — Sagda  constante  jarisprodeucla  del  Tri- 
bunal oupreino,  «a  reqalaito  esencial  para  reclamar  perjaioios 
acreditar  la  existencia  de  éstos  (0«,  núm,  60.— 6  de  Oi^tubre  de 

1906) 266 

— —  Negada  la  Indemniaacióa  de  dafios  j  perjaioios,  es  ocioso 
tratar  de  demostrar  sns  conceptos  y  enantía  (C,  núm.  77.— 16 

de  Ojtabrede  ivOe)... SM 

—  81  apreciadas  las  proébas  por  la  Sala  sentenciadora,  é^ta 
declaró  la  existencia  del  dafio,  negando  la  del  per jp icio,  sin  quc^ 
tal  afirmación  haya  sido  impngnada  por  el  recnrrente,  no  es  de 
estimar  la  infracción  del  art.  1106  del  Oódlgo  civil,  sólo  apli- 
cable en  el  caso  de  constar  de  modo  cierto  la  existencia  de 
equéL 

£n  el  propio  caso  no  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1108 
del  mltimo  Código,  cnandode  la  snma  á  cnya  indemniaación  se 
condena  al  demandado  se  manda  abonar  el  interés  legal*  apli« 
cando  asi  rectamente  el  rtf crido  artículo  por  ser  dicha  condena 
dependiente  de  los  demás  perjniclos  pretendidos  é  iojnstiflca- 

doa(0.,Dám.  160.-7  de  Diciembre  de  1906) ««i 

V.  Culpa,  Jaez  competente  (acción  personal  y  daños)^ 

Procurador  y  Recurso  de  casación  {apreciación  de  prueba  y 
error  de  hecho). 
>ilnfeB8n  por  pobre.  —  El  defendido  como  rico  en  la  primera 
instancia  necesita,  para  dlefmtar  en  la  segnnda  el  beneficio  de 
la  defehsa  gTOtnita,  justificar  cumplidamente  qne  dorante  la 
SQstanclación  de  la  primera  ó  con  posteiloridaú,  ha  venido  al  ' 

estado  de  pobresa,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  art.  36  de  la  ; 

ley  de  Bojaici»<miento  civil. 

No  paede  ser  tomada  en  consideración  ni  produce  efecto  al- 
guno en  pleito  sobre  defensa  por  pobre  la  certificación  expedida 
por  un  agente  ejecntivo,  fuera  del  término  fijado  para  practicar 
las  pruebas  y  expresiva  de  estar  Incurso  el  demandante  como 
eontrlbuyente  en  los  apremios  de  primero  y  segundo  grado. 

El  hecho  de  constituirse  voluntariamente  aendor  el  propio 
demandante  dejando  de  satisfacer  un  plaso  de  contribución  y 
dando  lugar  al  apremio,  carecería  de  eficacia  para  evidenciar 
error  de  hecho  en  el  fallo  denegatorio  del  beneficio  de  \  ebreaa. 

En  el  citado  caso  no  infringiría  la  sentencia  los  artículos  16» 
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sámeroe  1.*  y  S.^,  696,  núm.  9.^,  697.  reglM  S.*  y  S.*  7  669,  re-     .    . 
gla  1.*  de  la  ley  procesal,  ni  loe  1216,  1316,  1218  y  1248  del  Có- 
digo civil  (C,  DÚm.  8.-4  de  Jaiio  de  1906) 4¿. 

HefesMi  por  pobre— Para  definir  el  concepto  legal  de  lo  que  por 
ooniribuciOu  «e  tntlende,  hay  qne  tener  presente  lo  establecido 
por  las  leyes  y  reglamentos  qne  á  sn  creación  y  exacción  se  re- 
fieren. 

Según  el  art.  6.®  del  reglamento  de  21  de  Septiembre  de  1901, 
para  la  imposición,  administración  y  cobransa  de  la  contribu- 
ción industrial,  se  forma  ésta  para  cada  contribuyente  con  la 
cnota  fija  para  el  Tesoro,  el  recargo  qne  los  Ayuntamientos 
acnorden  eetableeer  para  las  atenciones  de  sns  presupuestos  en 
la  extensión  y  medida  que  se  expresa  y  del  6  por  100  de  la  total 
suma  qne  f  rmen  la  cuota  para  el  Tesoro  y  el  recargo  para  cu- 
brir, entre  otros,  los  gastos  que  importe  la  formación  de  la  ma- 
tricula, sin  que  sea  licito  descomponer  estas  partidas  para  de- 
ducir de  ello  la  infracción  del  núm.  4.®  del  art.  16  de  la  ley  pro- 
cesal por  la  sentencia  denegatoria  del  beneficio  de  pobresa  (Oa- 

sación,  DÚm.  6á.--29  de  Septiembre  de  1906) 241 

S^igúa  el  art*  24  de  la  ley  procesal,  el  que  pretenda  la  de- 
fensa por  pobre  después  de  presentada  la  demanda,  debe  acre- 
ditar que  ba  yenido  al  estado  de  pobresa,  y  no  Justificándolo, 
la  sentencia  denegatoria  de  aquel  beneficio  no  infringe  los  ar- 
tículos 1216,  1216  y  1218  del  Oódigo  civil  y  696,  núaaercs  9.^ 
y  7.°  y  6u7,  r«>glas  2.^  S>  y  4>  de  la  ley  procesal  (C,  LÚm.  lOi. 

6  de  Noviembre  de  1U06) 682 

El  h'cho  de  carecer  de  fondos  de  los  Bancof  y  de  no  po- 
seer inmnebles.  no  demuestra  la  carencia  de  medios  de  fortuna 

(R.  H.,  núaa.  106.-7  de  Noviembre  de  1906) 688- 

No  tienen  aplicación  los  artículos  16,  16^  18  y  S69  de  la 

ley  de  Eojaiciamiento  civil,  ni  la  sentencia  denegatoria  del  be- 
neficio de  pobresa  solicitado  por  el  marido  en  nombre  de  la  ma- 
jar es  contradictoria  con  la  demanda  cuando  se  funda  el  fallo 
en  la  estimación  de  que  aquél  cuenta  con  medios  de  sukMisten- 
cia  cuya  cuantía  excede  al  doble  jornal  de  lin  bracero  en  la  lo- 
calidad, 8(gáa  apreciación  hecha  de  la  prueba  en  conjunto,  no 
impugnada  en  debida  forma. 

Bs  bastante  la  condición  de  rico  del  marido,  en  el  concepto 
legal,  para  denegar  los  beneficios  de  la  pobresa  en  furor  de  la 

mujer  (0.,  núm,  166.— 4  de  Diciembre  de  1906) 801 

— -r-  Sl  bien  los  derechos  otorgados  por  la  ley  al  declarado  po- 
bre pueden  ser  por  éste  renunciados,  no  es  posible  deducir  la 
renuncia  tácita  atribuida  á  una  parte  por  el  hecho  de  haber 
consentido  la  providencia,  mandándole  abonar  las  costas  can- 
tadas para  su  defensa,  eu  autos  resueltos  á  su  favor  en  cuanto 
no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  por  la  sentencia  haya 
obtenido,  según  previene  el  art.  67  de  la  ley  procesal. 

Limitada  á  tal  objeto  la  renuncia,  no  puede  extenderse  al  de- 
recho de  seguir  la  parte  defendiéndose  como  pobre  mientras  n» 
•e  modifiqQe  su  estado  por  loa  medloa  que  sellalan  el  art.  68  y 
siguientes  de  la  expresada  ley. 

No  observándose  esta  doctrina  por  la  Sala  sentiacladora»  ao 
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IsfriDgen  los  artículos  IS,  14,  S8,  S6,  67  y  348  de  U  ley  proce- 
sal (O.,  núoi.  172.— 12  de  Dijiembre  de  1006} t81 

PelessA  por  pobre.— Bstimando  la  Sala  s^atencladora,  sin  qoe 
■Q  afirmiicióuBe  haya  combatido  eo  forma,  qne  la  eDaÍ8naci¿n 
de  nna  flaca  ha  sido  realmente  aimalada  para  que  el  bapaesto 
eemprador  paeda  defender  en  Jaiclo,  como  pobre,  loe  derechos 
de  otros  demandados,  eqoivale  tal  sopnesto  á  la  cesión  á  qne 
••  refiere  el  art.  20  de  la  ley  procesal,  no  Infringido  por  la  sen- 
lenciA  denegatoria  del  beneficio  de  pobresa  solicitado  por  aqne- 
Un  parte. 

Sn  el  propio  caso  no  es  de  estimar,  para  la  casación,  error  de 
hecho  ene!  fallo  cnando  el  Tribunal  no  desconoce  el  carácter 
4e  la  escritora  de  yenta,  sino  qne  por  elementos  extrafios  á  'a 
misma,  considera  qne  foé  realisada  con  la  antedicha  finalidad 

(O.,  núm.  1 77.— 30  de  Diciembre  de  1906) . . . ;    99f 

—  V.  Juét  competente^  Preseripeión  de  aeeiófi  y  Reeurgo  de 
eaeación  {apreciación  de  prueba  y  eentencia  deñnitioa). 

DomandA. — La  facoltad  concedida  por  el  párrafo  3.®  del  art.  648 
de  la  ley  procesal  á  demandante  y  demandado  para  ampliar, 
adicionar  ó  modificar  las  preteneiones  y  excepciones  formula- 
das en  la  demanda  y  contestación,  es  y  debe  entenderse  con 
la  limitación  de  no  alterar  las  que  son  objeto  principal  del 

Sleito,  segón  tiene  declarado  la  JnriRprudencia  del  Tribanal 
Dpremo  {O.,  núm.  6.-4  de  Julio  de  1906) 81 

llepéelto.— Batí  mando  el  Tribunal  sentenciador  qne  un  depósito 
de  Talures  constituido  porsudoefio,  foé  devuelto,  no  á  ééte, 
■üio  á  su  agente  con  un  reclbi  falso  de  aquél,  y  el  conocimien- 
to del  segando,  y  admitido  por  el  depositario  en  su  escrito  de 
eonteetación  el  hecho  de  la  falsedad,  aunque  sólo  fuera  para  los 
electos  de  la  discusión,  es  ineficaa  para  desvirtuar  la  afirmación 
del  Tribanal  la  cita  del  art.  1248  del  Código  civil  en  delación 
een  los  606,  611  al  614,  616  al  618,  626,  628,  c83  y  6'0  de  la  ley 
procesal,  porque  el  Tribunal  á  quo  ha  podido  apreciar  como 
elemento  de  prueba  y  convicción  el  resultado  del  sumario  y  el 
de  la  misma  Inspección  del  resgnardo,  lo  cual  nada  tiene  que 
ver  con  las  condiciones  de  la  prueba  pericial ,  no  utiliaada  por 
las  partes  en  el  juicio. 

Un  resguardo  de  depósito  no  es  un  documento  al  portador  que 
pneda  ser  entregado  á  cualquiera,  sino  únicamente  al  legítimo 
poseedor  del  mismo,  aun  cuando  la  legitimidad  se  refiera  á  la 
del  último  endosatario. 

Las  garantías  establecidas  por  el  depositario  con  el  fin  de 
asegurarse  de  esta  legitimidad,  le  darían  derecho  contra  el  que 
las  haya  ofrecido,  pero  no  le  liberan  de  su  responsabilidad  si  se 
equlFOcaóes  enga fiado  para  eon  el  legítimo  duefio,  pues  de 
e¿ra  suerte,  se  vulneraría  la  obligación  más  fundamental  del 
depositario. 

JProcedecon  negligencia  el  depositario  confiándose  exclusiva- 
mente en  el  conocimiento  de  un  agente  de  cambio  que  no  acre- 
dita la  representación  del  duefio  de  los  valores  depositados,  y 
al  cual,  para  los  efectos  de  la  devolución  de  éstos,  no  puede 
atribuirse  fe  pública  alguna. 


.Vi 

VA -i 
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Óbfecvándofle  U  precedente  dootrlna,  no  ee  de  eetlmar  U  in- 
fraeolón  de  loe  arte.  2.^,  OS,  06,  núm.  l.^  S06  y  SIO  del  Código 
de  Comercio,  U6S  y  1776  del  Código  civil,  806  y  Sil  del  regla* 
mentó  del  Baqco  de  Bepafia  de  27  de  Febrero  de  1897, 12  de  loa 
Batatotoe  de  10  de  Oiciembre  de  If  00  y  ,16  del  reglamento  de  6 
de  Enero  de  1001.  ' 

Bl  caeo  de  la  devolnelón  referida  no  ee  nn  snceeo  ImpreTlato, 
Bino  que  ee  baila,  por  el  contrario,  eometido  á  la  máe  natural 
prevlBión,  y  entendiéndolo  imí  la  Sala  aentenoiadora  no  ee  de 
eatlmar  la  infracción  del  art  1105  del  Código  civil  (C,  núm,  161. 

14  de  Diciembre  de  1006) lOM 

V.  Efectos  públicos. 

tterechoa  reales.— Según  lo  declarado  por  la  Dirección  en  Be« 
BOiooioa  de  U  de  Agoeto  de  18v6,  la  revielón  de  liqoldacionea 
de  derecboe  realce  corresponde  á  loe  enperioree  Jerárqnlcoe  del 
liquidador  7  no  á  loa  Begiatradoree  de  la  propiedad  (ti.  H.,  nú» 
mero  100.^)9  de  Diciembre  de  1006) •  lOM 

tteeabaelo.— V.  Ja99  municipal  eompeUnte^  Juteio,  Precario 
y  Eceurgo  de  eaeaeión  (desahucio  y  pergonaUdad). 

ttendae  heredltarina.— V.  He/Federo,  Herencia  é  Hipoteca. 

PeenmeDto.— V.  Interpretación. 

Peeamento  prUade.— V.  Hrueba  documeniaL 

Peeaaieate  póblleo.— Loe  arte.  1126  y  1120  de  la  ley  de  Enjnl- 
eiamleniQ  olvit,  eon  aplicablee  á  las  eentenoiae  dictadae  en  Jui- 
cio eegnldo  cooíjrme  á  lae  preecrlpclonee  del  tit.  11,  libro  2.^ 
de  la  propia  ley. 

EattsndlÓQ  lolü  aef  la  Sala  eentencladora  no  Infringe  loe  ar- 
tíouloe  1216  y  1218  del  Código  civil,  en  relación  con  el  698  de  la 
ley  proseeal  (O*,  núal.  181.^20  de  Noviembre  de  1906) TlT 

Deoilellio  le|^al.— De  conformidad  con  lo  prevenido  por  el  ar« 
tíca;o  40  del  Oóillgo  civil,  el  domicilio  de  lae  pereonae  natura- 
lee  para  el  ejercicio  de  loe  derecboe  y  el  cumplimiento  de  lae. 
obligaoionee  clvUee  ea  el  lugar  de  su  reeidencia  habitual,  ein, 
que  para  ello  obaten  lae  preeoripcionee  de  la  ley  Municipal,  por- 
que éetae  obedecen  á  diitinta  fiaalidad,  y  en  dicho  eentido  ee 
informa  el  núm.  8.®  del  art.  631  del  ezpreeado  Cuerpo  legal  para 
determinar  la  calidad  de  vecino  ó  domiciliado  exigida  para  loa 
teetigje  que  han  de  intervenir  ea  loe  teetamentoe,  eegún  tiene 
declarado  la  jorUprudenda. 

Observando  cata  d  jctrina  la  Sala  eentencladora  no  iofrlnge  el 
citado  art.  681,  núm.  8.®,  en  relación  con  el  40  y  el  687  del  mis- 
mo Cuerpo  legal  (O.,  núm.  188.— 20  de  Noviembre  de  1906)..  •  •     7>7 

Peoilaie.— V.  Poeeeión. 

Oeaaeiéa.— Coaf  jrme  á  la  ley  1.*,  tit.  21,  del  Fuero  de  Viacaya, 

Íá  lo  ddciarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  eentenciaa  de  28  de 
uaio  de  1862  y  11  de  Noviembre  de  1902,  no  puede  haceree  do- 
nación á  eztrafiOB  habiendo  parlentee  dentro  del  cuarto  grado; 
pero  poeJe  InatitnirBe  heredero  á  cualquiera  de  éatoa,  aunque 
haya  otroe  parlentee  en  igual  ó  anperior  grado  (B.  H.,  núou  74. 

12deOjtabre  de  1906) 861 

V.  ^/ectoe  púbUeoe. 


Digitized  by  LjOOQ IC 


kJuWkWJTÍOO  HIT 


Sfeatos  «I  portador.  ^LlmlUda  U  presoripetón  de  lo»  arta.  648 
f  606  áei  Uodlgo  de  Oomercio  á  1m  condlolonee  de  la  deaanoia 
del  extravío  de  loe  titaloa  ó  dooomentoe  ae  orédito  á  qae  ee  re 
fiere  el  art.  647,  y  en  relación  con  óetosloa  de  la  ley  de  2  de 
Bepllembre  de  1896,  eólo  paede  tener  Ingar  la  infracción  de  Iob 
mlamoB  por  la  eentencia  qne  manda  expedir  daplicados  de  hojae 
do  onponee  de  la  Deada,  partiendo  del  eapneato,  debidamente 
Jaetiftoado,  de  no  haberse  llenado  lae  condiciones  de  la  de- 
annoia. 

Bn  el  propio  caso  tampoco  pnede  estimarse  infringido  el  ar* 
líenlo  666  si  la  denancia  ee  refirió  exclasivamente  á  cnponea 
■eporádos  de  los  respectivos  titnios,  pnes  el  hecho  de  haberse 
expedido  en  hojas  sueltas,  ó  sea  desprendidos  de  los  títnlos,  pa- 
tentiaa  dicha  separación,  mientras  por  algún  procedimiento  no 
oe  agregaran  aqnélioe,  qne  es  por  ]o  qne  ponieron  extraviarse. 

La  declaración  de  nnlidad  de  las  hojas  extraviadas  y  manda- 
miento para  que  se  expidan  otras  por  duplicad^ ,  no  es  sino  una 
ooneecnencia  lógica  y  racional  de  la  forma  empleada  por  el  Es- 
tado para  la  entrega  á  los  interesados  de  los  nuevos  cupones, 
sin  que  esto  implique  la  equivalencia  del  extracto  de  los  cupo- 
noo  eeparadoB  á  la  de  los  títulos,  qne  es  á  lo  que  se  refiere  el 
ortíoulo  663  (O.,  núm.  66.— O  de  Octubre  de  1906). t8t 

Bíoetoo  publieoa.— Si  bien  ee  cierto  que  á  tenor  del  art.  646 
del  Código  de  Oomerolo,  loe  efecioe  públicos  á  cuya  olaae  per- 
Conocen  según  el  68  las  obligaciones  de  un  empréstito  monici 
pal,  son  tranemisiblee  por  la  eimple  tradición  del  documento, 
tal  precepto,  aplicable  á  la  enajenación  de  ios  títulos,  no  obsta 
para  que  pueda  demostrarse  que  siguen  perteneciendo  al  que 
loo  entrega,  no  para  désposeeree  de  ellos,  sino  con  un  objeto 
determinado. 

Siendo  este  el  depósito  de  los  títulos  á  nombre  de  la  mujer 
de  su  propietario,  y  calificado  dicho  acto  como  equivalente  á 
ana  donación,  no  puede  concedérsele  eficacia  por  hallarse 
prohibldoe  entre  los  cónyuges  tales  actos  de  lilMralidad,  sin 
que  al  hacer  semejante  calificación  Inírluja  la  8ala  eenteDcia- 
dora  los  arts.  619  y  siguiéntee  del  Código  civil,  si  declaró  en 
el  fallo  que  los  títulos  pertenecían  en  propiedad  al  marido 
(O.,  húm.  12.— 5  de  Julio  de  1906} 68 

moenciéa  da  seateaola.  —  No  infringe  ios  arte.  1261,  pá- 
rrafo V.**  del  Código  civil,  y  868,  850  y  861  de  la  ley  procesal, 
auto  limitado  á  ordenar  la  ejecución  de  una  sentencia  en  los 
»plos  términos  en  que  ésta  lo  hace. 

lean  cuales  fueeen  los  términos  de  la  certificación  expedida 
.a  la  ejecución  de  una  sentencia,  á  ésta  y  no  á  aquélla  hay 
e  atender,  no  siendo  lícito  prevaleree  de  una  equivocación  de 
eertlficaoión  para  modificar  ó  variar  el  fallo  (C,  núm.  IIS. 

de  Noviembre  de  1906) fM 

-  V.  RúcuTBO  de  eoMÍBióñ, 
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Cflibarg»  prcventiv*.— La  responsabilidad  qae  pneda  sobrevo- 
&ir  por  coae<íCiieDcla  de  nn  embargo  preventivo  es  directa  7^ 
ezigibie  por  ministerio  de  la  ley,  según  lo  preceptúa  terminan-^ 
temante  el  art.  1418  de  la  lej  procesal,  á  la  parte  á  cnya  instan- 

da  se  decreU  (O.,  núm.  66.-- 1.®  de  Octubre  de  J906) lié 

V.  Reeuno  de  eataeión  ($ent0neéa  deñrutioa). 

BasplaBamiento.— y.  Recurso  de  eaeaeión» 

Kai^enación  en  frande.—Los  contratos  hechos  en  frande  de 
acreedores  san  los  que  se  celebran  con  la  intención  de  per  jodi- 
ear  á  dichos  acreedores  en  sns  derechos,  sin  qne  sea  licito  ni 
legal  confandirloe  con  los  qne  pneden  realisarse  sin  tal  ánimo, 
ann  cnando  por  coneecnencia  de  ellos  pueda  sobrevenir  á  nn  - 
acreedor  determinado  perjnioio,  debiendo,  en  sn  caso,  apre- 
ciarse la  existencia  de  aquéllos,  ó  por  las  presunciones  qne  la 
ley  establece  ó  por  el  resultado  de  la  prueba  qne  en  el  jniclo  se 

practique  (J.,  núm.  48.-34  de  Septiembre  de  1906) 2ti 

S.'gúa  repetida  jurisprudencia  dol  Tribunal  Supremo  el 

frande  en  los  contratos  puede  probarse  por  medios  distintos  é 
independientes  de  los  casos  de  presunción  á  qne  se  refiere  el  ar- 
tículo 1*297  del  Código  civil. 

No  iníricge  los  arts.  1258«  1291,  párrafo  S.""  y  1297  del  Có- 
digo civil  ni  el  36  de  la  ley  Hipotecaria  la  sentencia  declarato- 
ria de  la  Duiidai  de  una  eecrltura  de  conetltuotón  de  hipoteca 
por  estimar  que  el  contrato  f aé  celebrado  en  fraude  y  perjuicio  . 
de  nn  cróJito  legítimo,  sin  qne  este  juicio  se  haya  impugnado 
invocando  error  de  derecho  ni  de  hecho  patentisado  en  docu- 
mento público  (C,  núm.  7Í.—11  de  Ojtnbre  de  1906) 881 

JErr«r  do  derecho.*  V.  Recurso  de  casación  (error  de  hecho). 

Krror  de  hecho.— V.  Recurso  de  casación. 


Forroearrllea. —Nj  es  de  estimar  la  infracción  de  los  artp.  60 
de  la  ley  gdaéral  de  Ferrocarriles,  148  del  reglamento  da  Poli- 
cía de  los  mismos,  76  de  la  Oonstitución  del  Betado  y  2.^  y  4.* 
de  la  ley  orn^áaica  del  Poder  judicial  por  la  sentencia  absoluto- 
ria de  la  demanda  interpuesta  sobre  pago  de  cantidad  contra 
una  Compañía  de  ferrocarriles,  si  el  Tcibanal  sentenciador  no 
solamente  no  declina  ni  desconoce  su  perfecta  competencia  y 
lil>ertad  de  acción  para  juagar  y  resolver  la  cuestión  del  pleito, 
sino  que,  examinándola  á  fondo  la  decide  por  las  consideracio- 
nes legales  que  estime  pertinentes. 

No  es  aplicable  al  contrato  de  porte  por  ferrocarril  una  tarifa 
qne  aprcbada  de  Real  orden  faé  inmediatamente  retirada  por  la 
Compañía,  en  uso  de  su  perfecto  derecho  por  no  convenirle  laa 
modificaciones  de  aquélla.  La  doctrina  de  que  toda  reducción  ó 
condición  especial  otorgada  á  favor  do  uno  ó  muchos  remiten- 
tos  será  extensiva  á  todos  los  que  la  pidan,  carece  de  aplica- 
ción á  las  tarifas  especiales  que  las  Empresas  proponen  á  la 
aprobación  del  Gobierno,  atendiendo  para  olio  á  olrounstanciao 
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7  eendicioBM  independifnté*  do  la  ezclnalón  do  rocorrido 

(a,  núm.  17.— o  de  Jnlio  de  1906) U 

— ^  V.  JuBM  eompetenie  (transportes). 

L~La  obligación  contraída  por  ono  para  pagar  ó  oQmpllr 
por  nn  tercero  en  61  caeo  do  no  hacerlo  aqnél  ee  lo  qne  coneti- 
ftQjo  la  flaDsa  tal  y  como  la  define  el  art.  1822  del  Código  civil. 
La  oxtensión  y  límites  de  nn  mandato  ee  determina  eeencial- 
mente  por  bq  natoralesa,  aparte  lae  restricciones  y  ampíiado- 
B60  qne  expresa  y  claramente  se  consignen  por  Yolnntad  de  las 
partes,  y  dada  la  qne  se  refiere  al  apoderamlento  para  compa* 
roeer  en  Jaicio  con  el  carácter  de  Procurador,  es  manifiesto  qne 
éate,  en  lafi  relaciones  de  sn  parte  con  los  Tribunales,  paede 
realisar  todos  los  actos  qne  tiendan  á  facilitar  el  ejercicio  de 
laa  acciones  de  sn  poderdante,  ann  comprometiendo  sn  propia 
parsonalidad,  independientemente  de  las  obligaciones  especia« 
lea  de  sn  cargo,  sin  qne,  por  lo  tanto,  deban  entenderse  extra- 
aos 7  ajenos  al  mandato  tales  actos,  qne,  ann  cnando  revisten 
earácter  de  espontaneidad,  caben  además  dentro  del  párrafo  se- 
fundo  del  nú m  8.®  del  art.  886  de  la  ley  sobre  organlaación  del 
Poder  jndicial. 

La  snstUnción  qne  nn  Procurador  confiere  á  otro  coloca  á 
éate  plena  y  completamente  en  el  lugar  del  sustituido,  pu- 
diendo  y  debiendo,  por  lo  tanto,  hacer  el  snstitoto  lo  mismo  qne 
haría  aquélá  quien  snstitnye,  con  la  consiguiente  responsabi- 
lidad de  éste,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1721  del  Código 
dvil. 

La  responsabilidad  del  Procurador  sustituido,  aparecía  tanto 
máa  enervada  si  no  ptoteetó,  como  pudo  hacerlo,  de  la  obliga- 
ción contraída  por  su  sustituto  ni  alegó  en  el  juicio  la  excusa  ó 
excepción  de  la  nulidad  de  tal  obligación,  limitándose  á  negar 
la  existencia  de  la  fiansa  Judicial  que  por  el  actor  se  pretendía 
hacer  efectiva,  lo  que  implica,  además,  en  realidad,  una  ratl- 
ioación  tácita  de  la  obligación  contraída  por  el  sustituto. 

lio obsérváodose esta  doctrinase  infringen  losarts.  1822, 182S 
7  172T  del  Código  civil  (0.,  núm.  66. --I.»  de  Octubre  de  1906).     344 

Implica  una  verdadera  contradicción  acordar  la  subelsten* 

eia  de  la  fianaa  prestada  para  el  cumplimiento  de  nn  contrato 
qne  se  rescinde  por  culpa  de  la  persona  para  cuya  garantía  faé 
oenstituída. 

Observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora  no  infringe 
iM  artículos  1091  y  1124  del  Código  civil. 

Precediendo  en  el  supuesto  citado  la  devolución  de  la  fiansa 
no  es  contradictoria  con  este  acuerdo  la  reserva  de  cuales - 
fuiera  otros  derechos  qne  pnedan  asistir  á  las  partes  para  re- 
clamar en  BU  caso  respectivamente  la  indemnissclón  de  dafios 
perjuicios. 

De  la  obligación  de  devolver  la  fiansa,  sin  haberlo  efectuado, 
aoe  desde  la  interpelación  judicial  la  mora  de  quien  debe  ba- 
rio como  previene  el  art.  1100  del  Código  c^vil  (O.,  nú- 
oro  171.— 12  de  Diciembre  de  1906)... 97§ 

rmm, — Reconocido  por  el  demandado  el  domicilio  qne  tiene  el 
imaadante  sobre  inmuebles  onya  división  pretende  y  por  cnjo 
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domlDie  útil  veníft  pagando  ana  7  otra  parte  renta  foral  á  loe 
eefioree  de  dominio  directo,  ee  evidente  qné  ordenando  la  divi- 
den de  aqnelIoB  no  infringe  la  Bala  eenteneiadora  loo  arte.  892, 
400  7  402  del  Código  oivil. 

No  ee  opone  á  tal  divlaión  la  elrcnnatancia  de  ezletir  nn  pro* 
irraieo  de  rentae  hecho  ein  formalidad  algnna  7  con  carácter 
proTÍ8ioDal|  como  tampoco  la  circnnetancia  de  existir  terrenoe 
eercades  dentro  del  perímetro  de  dichos  inmnehlee. 

En  el  propio  caso  no  ee  de  eetimar  la  infracción  del  artf  4.*^ 
del  Código  civil  ni  la  jarisprodencia  del  Trtbanal  Sapremo,  se- 
gún la  qne  lae  acciones  fnndadae  en  la  nnlldad  de  nn  acto  ú 
obligación  no  pueden  ejercitarse  útilmente  sin  declarar  pr|- 
inero  dicha  nulidad,  cuando  la  Sala  sentenciadora  únicamente 
eetablece  la  ineficacia  del  mencionado  expediente  de  prrorrateo 
para  loe  efoctos  del  litigio  sobre  división,  tanto  por  so  carácter 
provisiunai  como  por  no  haberse  elevado  á  oacritara  pública* 

Mo  infrirge  los  arte.  400  del  Código  civil  j  2106  de  la  ley  de 
Bnjuicia miento  la  sentencia  que  eetima  procedente  la  acción 
eonmuni  dioidundut  acomodando  en  fallo  al  objeto  7  térmlnoa 
de  la  controversia  limitada  al  apeo  7  prorrateo  de  nn  íoral  (Ca- 
sación, núm.  140.— 24  de  Noviembre  de  1906) YB6 

IVatofl.— V.  Compraventa» 

G 

il«iiAiietalcs.-~V.  B¿$n€9  7  Jaieio  de  testamentaria. 


H 

■erenela.— SI  bien  el  art«  1026  del  Código  oivll  esUblece  <iue  la 
herencia  se  halla  en  adm^ietrmeión  hasta  qne  reenlten  pagados 
todos  los  acreedores  conocidos  7  loe  legatarioa,  este  precepto  no 
puede  ser  apreciado  aleladamente  eino  relacionándole  con 
el  1069  de  la  ley  de  Bu  juioiamlento  civil,  que  determina  el  nom* 
bramiento  de  adminletrador  para  qne  el  nombrado  tenga  la  re- 
presentación bireditaria  7  pueda  ejercer  legalmente  sus  funclo- 
ttee(0.,  núm.  6.^4  de  Julio  de  1906) 

■eresrin  fulnra.  -La  107  18,  tít.  6.^  Partida  6.*,  se  refiere 
únicamente  á  la  venta  de  la  herencia  futura,  7  aun  en  este  caso 
permite  aquélla  cuando  ee  hace  con  coneentimiento  del  can* 
eante  de  la  misma,  si  persiste  en  en  voluntad  hasta  en  muer- 
te (Et.  H.,  núm.  74.— 12  de  Octubre  de  1906) 

~  V.  Renuncia  de  herencia, 

■eredero.— Los  articuloe  807  y  661  del  Código  oivll  sólo  aon 
aplicables  á  loe  herederoe  fi^raosoe  universalee,  que  son  loe  que 
enceden  en  todos  loe  derechos  7  obligaciones  del  causante,  á 
qnienea  únicamente  alcanaan  lae  reeponeabllidades  que  impone 
el  art.  1084,  pero  de  ningún  modo  á  loe  que  eon  llamadoe  eln- 
gnlarmente  al  disfrute  temporal  de  determinada  porción  heío- 
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dltaria,  eomo  el  cónyuge  epperTtTienle,  que  viene  á  tener  el  ca- 
rácter de  simple  acreedor,  ein  ningnna  de  lae  reapooeabilidadee 
qne  el  finade  haya  podido  contraer  (C,  núm.  6.^4  de  Jallo 
de  1906) ti 

■ere4ero.-*La  natnraleía  especia]  del  procedimiento  que  regnla 
el  tlt.  11  del  libro  t.^  de  la  ley  de  EDjQiciamiento  ciy.il.  no  exige 
que  se  haga  determinadamente  la  declaración  de  herederos 
enando  no  proceda  la  adjudicación  de  bienes  qne  se  solicita,  por 
no  pertenecer  á  las  íandaciones  á  qne  se  refiere  el  art,  II OS  de 
la  citada  ley,  qne  no  infringe  la  sentencia  qne  aai  lo  entiende» 
como  tampoco  el  869  del  mismo  Onerpo  legal  (O.,  núm.  98.— 

•1  de  O  ¡tabre  de  1908) i4t 

— —  Habiendo  estimado  los  albaceas  en  ejecución  de  la  volun- 
tad del  testador  no  ser  heredero  de  éste  un  determinado  indlTi- 
dúo,  mientras  el  mismo  no  lIcTe  tal  cuestión  á  los  Tribnnales  ' 
directamente  y  en  debida  forma,  con  la  citación  de  todos  los 
interesados  en  en  resolución,  si  considera  que  la  voluntad 
del  testador  f  oó  mal  entendida  y  aplicada,  no  puede  con  el  su« 
puesto  carácter  de  heredero  ejercitar  acciones  inherentes  á  tal 
cualidad,  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe 
los  artículos  869,  861,  873  y  1098  de  la  ley  procesal,  ni  ei  002, 
Búm.  S.'',  y  904  y  elgoleotes  del  Oódigo  civil  (C,  núm.  169.— 
— 12  de  Plciembre  de  1906) 96t 

üeredcro  forzoao.— V.  Teñtamenio» 

ai|o  leglllinado.— La  Novela  74  de  las  de  Jostiniano,  viaente 
en  Oauíufia  uomo  legislación  supletoria,  concede  á  los  hijos 
naturales  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio  de  sus  pa- 
dres los  derechos  de  htjos  legítimos. 

Esta  concesión  y  laa  disposiciones  en  igual  sentido  de  la 
ley  1.*,  tít.  18,  Partida  4  *  y  el  art.  122  del  Oódigo  civil,  no  se 
limita  á  determinado  orden  de  derechos,  como  los  de  sncesióa, 
sino  qae  tiene  oaráoter  general  para  todos  los  ef actos  civiles. 

Fon  láodose  en  lo9  preceptos  expresados,  la  jarlsprndencla 
del  Tribmal  Bapremo  establece  la  doctrina  de  qae  los  hijos  le» 
gltimados  por  sabsigaieate  matrimonio  suceden  á  sus  padres  en 
igualdad  de  condiciones  con  los  legítimos. 

Las  precadeotes  leyes  y  jurispradencla  son  igoal mente  apli- 
cablee  al  caao  en  qae  sean  llamados  directamente  á  la  eoceeión 
los  legítimos  que  al  en  que  sean  puestos  en  condición  ó  se 
haga  depender  la  caducidad  del  fileloomlso  de  la  exlsteocia  de 
estos  hijos,  mientras  no  sean  expresa  y  terminantemente  ex- 
cluidos ios  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  según 
tiene  ya  declarado  el  Trlbonal  Supremo  en  sentencia  de  11  de 
Junio  de  1886  (C,  núm.  68.— 9  de  Ojtnbre  de  1906) 882 

nij«  salural.— 9egúa  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribu- 
aal  S'ipremo,  ei  precepto  del  art.  186  del  Código,  á  diferencia 
del  186,  qae  ee  refiere  á  la  madre,  no  autoriaa  la  Investigación 
de  la  paternidad,  sino  que  eólo  obliga  al  padre  á  reconocer  al 
hijo  natural  cuando  el  reconocimiento  expreso  de  tu  paternidad 
oonete  en  escrito  suyo  indubitado  ó  cuando  ee  jnstlfiqae  qae  el 
hijo  se  ha  hallado  en  la  poeesión  continua  de  tal  eetado,  jnetifl- 
eaoión  derivada  de  actoa  direetoe  del  mismo  padre  ó  de  su  f a« 
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milla';  es  decir,  que  pars  el  oaeo  t.^  del  referido  artíenlOy  no 
baata  cualquier  eecrito  en  el  que  el  |»adré  alada  más  ó  menee 
claramente  á  sa  enpneeto  hije^,  el  no  ee  contiene  en  él  nn  e» 
preMO  reconocimiento  de  su  paternidad,  demoetrativo  conei- 
gnientemente  de  an  Tolontad  en  eete  sentido,  y  para  el  S.^  ee 
requiere  qoe  loa  actos  sean  de  tai  natnralesa  qoe  revelen,  á  la 
vez  qne  el  convencimiepto  de  la  paternidad,  la  volnntad  osten- 
elble  de  tener  y  tratar  al  liijo  como  tal  en  lae  relaeionee  eocia 
lee  y  de  la  vida,  y  eeto  no  accidentalmente,  sino  oontinoada 
mente,  porqne  en  tal  aopneeto,  loe  actoe  tienen  el  mismo  valor 
qne  el  reconocimiento  ezpreeo  (O.,  núm.  II.— 6  de  Jallo  de  1906).  18 
■Qo  nalaral.— Aun  en  el  eapnesto  de  eer  navarro  el  demandado 
para  el  reconocimiento  de  un  hijo  natnral,  y  de  qne,  por  serio 
tenga  aplicación  la  legielaoión  del  paie  en  qne  nació,  ee  impone 
la  dei  art.  139  del  Código  civil  en  relación  coo  el  119,  como  legis- 
lación supletoria  en  Navarra,  en  cnanto  determina  el  concepto 
de  loe  hijos  que  como  naturales  paeden  eer  reconocidos  por  sus 
padres;,  porque  dado  el  anacrónico  concepto  del  hijo  natural 
consignado  en  las  leyeo  romanas,  tanto  más  anacrónico  cuanto 
es  abiertamente  contrario  al  eentldo  y  eepíritn  del  Derecho  ca- 
nónico, al  de  la  legislación  común  y  al  de  lae  ideao  reinantes 
en  lae  costumbres  eociales,  si  ee  entendiera  qne  únicamente  loe 
hijos  reputados  como  naturales  en  aquellaa  leyee  podían  ser  re 
conocidos  por  un  navarro,  resultarla  restringido  sin  rasón  el 
principio  del  reconocimiento  qne  puede  y  debe  extenderse  á 
otros  hijos  qne  no  eean  los  llamados  naturales  en  el  Derecho 
civil  romano,  por  no  obstar  este  concepto  á  la  amplitud  del  re- 
conocimiento cuando  concurran  en  aquéllos  las  circunstancias 
del  expresado  art.  119,  como  para  efectos  civiles  más  restringi- 
dos pueden  ser  reconocidos  otra  clase  de  hijos  ilegítimos,  no  h% 
blondo,  como  no  hay  en  el  Derecho  particular  de  Navarra,  nada 
qne  ee  oponga  fundamentalmente  á  tal  extensión,  y  esto  con  ma- 
yor motivo  cnanto  qne  ei  las  leyes  roamnae  como  lae  de  Partida 
llaman  esfiolnaiTamente  nataralee  á  loa  hijos  de  concubina  te 
aida  en  determinadas  condiciones,  es  por  la  sanción  que  pres- 
tan á  nnionee  de  eea  natnraleaa,  desterradas  ya  de  lae  costum- 
bres y  de  las  modemaa  legislaciones,  sanción  hoy  insostenible, 
por  ser  contraria  á  las  ideas  reinantes  en  unae  y  otras,  inspira- 
das en  moralidad  más  pura  que  las  que  en  aquel  tiempo  dieron 
Tida  á  la  institución  del  concubinato. 

Observándoee  esta  doctrina  no  se  infringen  los  artículos  9.^, 
10, 19,  14,  16,  196,  697,  párrafos  l.^  y  4.^  y  698,  párrafo  8 .«  del 
Código  civil,  las  leyes  de  la  misma  Recopilación  de  Navarra 
referentes  á  la  materia,  el  art.  S.*  de  la  de  10  de  Agoeto  de  1841, 
ol  art.  9.^  del  Real  decreto  de  19  de  Junio  de  1844  y  lae  Novelas 
de  Justiniano  y  leyes  del  Código  y  del  Digeeto  pertinentee  al 


Según  el  art.  186  del  Código,  el  reconocln&iento  expreso  de  la 
paternidad,  en  escrito  indubitado  del  padre,  constituye  á  éste 
en  la  obligación  de  reconocer  al  hijo  natural  sin  ninguna  prueba 
de  investigación. 

La  flignificación  de  loo  actos  demoetrativos  del  estado  de  po» 
eeeión  de  hijo  natnral,  puede  depender  oa  cada  caao,  ya  de  loe 
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antecedentes,  ya  de  Ue  eirmnetinelae  qne  loe  acempiflan  ó  roí* 
deán  (O.»  núm.  78.— 16  de  Ojtabre  de  1906)  SM 

BQe  nalarál.— Ltt  olronnetaneia  del  tiempo  dorante  el  qne  tiene 
al  hijo  natoral  aeolOn  pera  reclamar  erreeonocimlento  de  en  de- 
recho, segúa  la  ley  de  Toro  ó  del  Oódige  civil,  no  Implica  nna 
mera  cneetlón  de  prescripción;  sino  qne  afecta  á  la  snstantiTl- 
dad  del  derecho. 

La  snstantiTldad  del  derecho  qne  la  ley  11  de  Toro  reconoce 
en  favor  del  hijo  qne  renna  las  condiciones  en  ellaeetablecidas 
para  reputarle  natnral,  no  tiene  limitación  de  tiempo  paraejer* 
Citar  en  acción  (O.»  núm.  1^8.-38  de  Diciembre  de  1900) •  lOiT 

Olpoleea,--Bs  licita  y  debe  sortir  todos  sns  efectos  legales,  se- 
gán  io  declarado  por  el  Tribunal  Bnpremo  en  sentencia  de  21  de 
Oatnbre  de  1902  y  por  la  Dirección  general  en  ResolucioDcs  de 
t8de  Noviembre  de  1898,  la  de  Jolio  y  91  de  Octubre  de  1901, 
6  de  Diciembre  de  1903  y  19  de  Febrero  y  28  de  Al  ayo  de  1904, 
Aa  venta  extrajudlclal  de  las  fincas  hipotecadas,  hecha  per  el 
acreedor  cuando  no  se  le  satisface  oportunamente  su  crédito, 
eon  tal  qtte  se  haya  pactado  asi  expresamente  y  se  cumplan 
además  los  requisitos  que  para  el  contrato  de  prenda  exige  el 
art.  1872  del  Código  civil,  esto  es,  qne  la  enajenación  se  baga 
por  ante  Notario,  en  subasta  pública,  con  citación  del  deudor  y 
del  duefio  de  la  finca  en  sn  caso,  y  par  tanto,  eetando  pactada 
dicha  forma  de  enajenación  en  la  escritura  de  préetamo  origen 
del  recurso,  ha  podido  lícitamente  instar  el  acreedor  la  de  lae 
Ancas  especialmente  hipotecadas  en  garantía  del  mismo. 

Esto  supuesto,  es  legalmente  inscribible  dicho  acto  tfln  que  á 
alio  obste  el  hecho  de  haberse  prevenido  al  Notario  antorisanta, 
par  virtud  de  exhorto,  para  que  sa  abstenga  de  autoriaar  la  en* 
iMsta,  pues  tal  hecho  no  puede  por  si  sólo  anular  aquel  acto, 
ni  impedir  sns  efectos  eon  relación  ai  Registro,  mientras  en  el 
aorreepondiente  Juicio  no  se  declare  sn  nulidad,  bastando  para 
avitar  perjuicio  á  tercero  la  expresión  de  dicha  circunstancia, 
qne  constando  en  el  documenta  deberá  contignarae  también  en 
la  Inscripción. 

Pactado  en  la  escritura  de  hipoteca  que  la  snbaeta  de  las  fin- 
cas se  anunciará  con  veinte  días  de  antelación  y  habiendo  trans- 
currido este  plaso,  queda  cumplido  eate  requisita,  sin  que  aea 
i|dmlslble  la  alegación  de  que  los  días  deben  ser  hábiles,  por* 
qne  no  estableciéndose  así  en  la  escritura  han  de  entenderse 
naturales,  tanto  más  tratándoae  de  na  acto  extrajudlclal,  al 
que  no  ee  aplicable  el  art.  216  de  la  ley  procesal,  exclusiva- 
mente referente  á  las  actuaciones  Jndiclalee  con  carácter  con- 
tencioso, toda  ves  que  para  las  de  Jurisdicción  voluntaria  son 
hábiles  todos  los  días  sin  excepción,  según  el  art.  1812  de  la 
miama  ley. 

£1  requisito  exigido  en  la  eseritnra  de  constitución  de  hipo- 
teca de  que  en  la  subasta  de  las  fincas  que  comprende  ha  de  to- 
marse como  tipo  el  precio  fijado  al  efecto  á  cada  nna  de  aqué- 
llae,  cubriendo  las  posturaa  las  dos  terceras  partea  de  este  va- 
lor, puede  cumplirse  lo  mismo  subastándolas  Juntas  qne  sepa- 
radamente.  . 
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Bl  previo  depóalto  da  parte  del  preeio  efreeido  ptr*  tomar 
parte  ea  iae  aobaetaa  ee  eondiolón  natural  do  lae  mismae,  á  fin 
do  eyitar  aapaeetpe  poetaras,  ó  qtte  éotae  so  pnedan  hacereo 
efeotlvae,  7  »o  habiendo  llenado  esto  requisito  loe  poatoree  qoe 
eoproeentaran  en  la  on basta  de  referencia,  no  pnede  estimarse 
desde  laego  en  vía  gobernativa  como  cansa  de  nnlidad  el  no 
haberte  aprobado  el  remate  á  so  favor,  sin  perjniclo  de  lo  qoe 
ejecntoriamente  poeda  decidirse  por  los  Tribunales  en  caso  de 
interponerse  ante  ellos  reclamación  por  loo  interesados. 

Guando  la  declaración  de  incapacidad  de  la  entidad  dendora 
y  la  anotación  de  la  prohibición  de  enajenar  las  fincas  son  de 
fecha  poste rior  á  la  hipoteca  de  las  mismas,  siendo  la  adjudica* 
don  de  que  se  trata  consecuencia  de  dicha  hipoteca,  no  puedo 
la  expresada  anotación  impedir  su  inscripción,  porque  de  otra 
suerte  quedaría  ilusorio  el  preferente  derecho  del  acreedor  hi- 
potecarlo, conforme  á  la  doctrina  declarada  7a  por  la  Dirección 
en  Besolnclón  de  8  de  Buero  de  1881  (B.  H.,  núm.  44.^19  de 
Septiembre  de  1U06) • lÜ 

llpeleea.— Inscrita  una  hipoteca  antes  de  que  se  causara  é  ins- 
cribiera el  t<tolo  de  herencia  en  favor  de  terceras  personas  do 
parte  de  la  finca  hipotecada,  con  prohibición  de  enajenar,  es 
evidente  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  sn  los  artículos  88  7  lOi 
de  la  ley  hipotecaria,  no  puede  esa  prohibición  perjudicar  el 
derecho  del  acreedor  á  que  tal  finca  eo  venda  para  cobrar  sn 
eródito,  ya  que,  según  dicbo  art.  88,  los  títulos  no  inscritos  no 
pueden  perjndlcaré  tercero,  7  ya  que,  eegún  el  106,  las  hipote- 
cas sujetan  directa  é  inmediatamente  los  bisuts  sobre  que  se 
imponen  al  cumplimiento  de  la  obligación  para  que  se  consti» 
tnyen,  cualquiera  que  sea  en  poseedor. 

Los  herederos  gravados  de  reetitoción,  eetán  facultadoe,  con* 
forme  á  la  resolución  de  6  de  Mayo  de  1806,  fondada  en  las  dis- 
posiciones del  Derecho  romano  que  en  la  miema  ss  citan,  para 
pagar  las  deudas  hereditarias  con  los  bienes  del  testador. 

Par  lo  mlemo  7  poseyendo  dichos  herederos  las  fincas  sobre 
las  que  ee  baile  impuesto  un  crédito  hipotecario,  puede  válida* 
mente  dirigirse  contra  ellos  el  procedimiento  para  hacerlo  tfee- 
tivo  7  otorgarse  por  el  Jnsgado  en  su  rebeldía  la  correspon* 
diente  eecriiura  de  venta  (R.  H.,  núm.  184.— 80  de  Noviembro 
do  1806) 749 

— —  A  tenor  de  lo  prevenido  en  los  arta.  119  7  180  de  la  107 
Hipotecarla,  cuando  se  hipotecan  varias  fincas  á  la  ves  por  un 
solo  crédito  ha  de  determinarse  la  cantidad  ó  parte  del  grava- 
men de  qae  cada  una  deba  responder,  no  pudléndoee  repetir 
contra  ellas  en  perjuicio  de  tercero,  eino  por  la  cantidad  á  que 
respsctivamente  estén  afectas  7  la  que  á  la  misma  corresponda 
por  razón  de  intereses. 

Siendo  dos  los  derechos  hipotecados,  ó  sea  el  de  nuda  propie- 
dad 7  usofructo,  pertenecientee  á  distintas  personas,  deben  am- 
bas hipotecan  constituirse  con  las  restricciones  que  establecen 
los  núms.  2.®  7  8.®  del  art.  107  de  la  107  Hipotecaria,  7  artícu« 
loe  87  7  88  de  la  loetrucclón  sobre  la  manera  de  redactar  loo 
instrumentoe  públicos  eujetos  á  Bsglstro,  por  lo  que  mientra* 
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oa»,  sin  qae  apareiea  que  hayan  sido  eanoalados  ó  eztin^oldoa 

(C,  núfn.  l.—S  de  Jallo  de  1906) .4*.        i 

laieripclón.— Inscrito  un  contrato  de  venta  realiíada  por  qaien ' 
del  Kegiatro  de  la  propiedad  aparece  con  derecho  para  ello,  no 
puede  invalidarse  en  cnanto  á  tercero,  según  diapone  el  art.  té 
de  la  ley  Hipotecaria  como  excepción  del  anterior,  annqne  des* 
pnés  ee  annle  ó  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de 
causas  qne  no  aparescan  claramente  del  mismo  Registro. 

Carece  de  aplieaoión  el  art.  28,  párrafo  2.^  de  dicha  ley,  cuan- 
do han  traoscnrrido  más  de  cinco  afios  desde  la  inscripción  de 
las  fincas  á  favor  del  vendedor  hasta  la  interposición  de  la  de- 
manda (O.,  núm.  8.— S  de  Julio  de  1906) ....•     28 

El  art.  28  de  la  ley  Hipotecarla  retrotrae  los  efectos  de  la 

inscripción  á  la  fecha  de  la  presentación  del  título  traslativo  de 
dominio. 

Tal  prescripción,  según  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  no 
puede  tener  otro  alcance  que  la  garantía  y  defensa  de  los  dere* 
chofi  de  tercero,  T>ero  en  modo  alguno  el  de  restriogir  ni  limitar 
la  eztenslóaí  de  otros  derechos  regalados  con  absoluta  indepen- 
dencia de  las  disposiciones  hipotecarias,  aparte  de  que  no  pro 
duciendo  el  asiento  de  presentación  de  un  título  efectos  defini- 
tivos, bastaría  esa  sola  razón  para  declarar  como  punto  de  par- 
tida del  hecho  real  del  reconocimiento  el  de  la  inscripción,  que 
terminante  y  categóricamente  establece  el  art.  1624. 

No  es  de  estimar  ia  infracción  de  los  arts.  1226,  1281,  1282 
y  1621  del  Oódigo  civil  por  el  fallo  que  desestima  una  mayor 
cantidad  señalada  por  adición,  y  considera  como  precio  de  la 
venta  del  inmueble  objeto  del  retracto  aquél  con  el  que  fué  ins- 
crito el  contrato  (O.,  núm.  4.-8  de  Julio  de  1906) 29 

Procede  revocar  la  negativa  del  Registrador  de  la  propie- 
dad á  inscribir  una  escritura  de  compraventa,  fundándose  aqué- 
lla en  que  al  hacerse  la  descripción  del  inmueble  vendido  se 
designa  al  vendedor  con  el  segundo  apellido  distinto  del  que 
ostenta  en  la  escritura,  si  en  ésta,  además  de  dar  fe  el  Notario 
del  conocimiento  de  aquél,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 28  de  la  ley  del  Notariado  y  78  y  74  del  Reglamento 
para  su  ejecnrión,  se  deduce  claramente  del  contexto  de  la  mis* 
ma  ser  aquella  diferencia  un  error  material  desvirtuado  por  lo 

que  de  ella  resulta  (R.  H.,  núm.  9.-4  de  Jallo  de  1906) il 

— —  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arte.  18  y  19  de  la  Ins- 
trucción de  26  de  Abril  de  1900,  corresponde  el  nombramiento 
de  Agentes  ejecutivos  á  los  Recaudadores,  pero  ha  de  comuni- 
carse á  las  Tesorerías  de  Hacienda,  las  cuales  los  darán  á  cono- 
cer oficialmente,  dependiendo,  por  consiguiente,  de  esta  cir- 
cunstancia la  legalidad  y  efectividad  de  sus  funciones. 

81  bien,  por  regla  general,  no  incumbe  al  Registrador  el  exa- 
men detallado  de  todos  les  datos  de  los  procedimientos  admi- 
nistrativos, debe  exigir  aquéllos  que  afectan  á  tercero,  cuyos 
derechos  constan  en  el  Registro. 

Disponiendo  el  art.  98  de  la  citada  instrucción  que  si  la  finca 
vendida  está  gravada  con  hipoteca,  se  notifique  á  los  aoreedoies 
hipotecarios  el  acto  de  la  subasta  para  que  puedan  hacer  uso  del 
derecho  que  le    concede  el  art.  96,  el  incumplimiento  de  esto 
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requisito,  constituye  nn  defecto  sobsiuiable  que  impide  la  ins- 
cripción de  la  escritora  de  compraventa  (R.  H.^  núm.  24«— 17  de  ' 
Jnliode  1906)., 124 

laserlpeión.— Según  el  art.  67  del  reglamento  hipotecario,  pnede 
el  Notorio  antorlsante  de  ana  escritora  interponer  recarso  gober- 
nativo contra  la  negativa  del  Begistrador  á  inscribir  aqoélla, 
coando  el  motivo  de  la  denegación  afecta  á  la  capacidad  del 
otorgante,  ó  sea  á  ono  de  los  reqoisitos. esenciales  de  la  escri 
tnra. 

La  disposición  consignada  en  los  arts.  20  de  la  ley  Hipoteca- 
ria 7  20  de  so  reglamento,  según  los  coales  debe  denegarse  la 
inscripción  de  los  docomeotos  en  el  Registro  coando  no  conste 
inscrito  el  dominio  de  los  inmoebles  objeto  de  los  mismos  á 
nombre  de  la  persona  qoe  íos  transmite  ó  grave,  constitoye  on 
priocioio  fundamental  en  la  materia,  dirigido  á  qoe  aparezcan 
en  el  Registro,  sin  so  loción  de  oontinoidad,  todas  las  transmi- 
siones de  1^8  fíacaSf  con  exacta  determinación  de  los  títolos  qoe 
dan  logar  á  las  mismas  y  de  las  personas  en  qoe  por  vlrtod  de 
ellos  las  adqoieren,  pnes  solamente  asi  poede  tener  la  inscrip- 
ción el  esencial  efecto  de  qoe  poeda  perjodicar  á  tercero  (E.  H., 

núm.  28.— 80  de  Jolio  de  1906) 187 

La  contradicción  ó  falta  de  claridad  en  cnanto  á  la  exten- 

*    sión  del  derecho  qoe  se  adquiere,  impide  la  inscripción  del  res* 
pectivo  docomento  (R.  H.,  núm.  86.— 20  de  Agosto  de  1906). . .     162 

Según  el  art.  67  del  reglamento  Hipotecario,  el  Notario 

aototizante  de  la  protocolización  de  operaciones  particionales 
tiene  personalidad  para  interponer  recorso  gobernativo  contra 
la  negativa  del  Registra aor  á  inscribir  la  escritura  si  los  defec- 
tos en  qoe  tal  resoloción  se  fonda  se  refieren  á  la  valides  de  las 
adjodicaciones  y  á  los  requisitos  legales  qoe  han  debido  goar 
darse  en  las  operaciones  particionales  (R.  H  ,  núm.  61.— 6  de 

Octubre  de  1 906) 276 

Para  la  inscripción  ofrece  defectos  sobsanables  el  doco- 
mento de  adjodicaoión  de  bienes  en  qoe  no  sé  describen  éstos 
totalmente,  según  dispone  el  art.  12  de  la  Instrncción  sobre  do- 
cumentos sojetos  á  registro  ó  no  se  expresa  si  es  divisa  ó  indi- 
visa la  participación  en  ellos  de  los  interesados,  omitiéndose 
además  en  el  primer  caso  las  respectivas  descripciones  (R.  H., 

núm.  ?4.— 12  de  Octubre  de  1906) , « 862 

-« —  La  excepción  qne  el  precepto  del  art.  88  de  la  ley  Hipote- 
caria establece  en  el  párrafo  1.^  del  84,  no  es  aplicable  á  las  Ins- 
cripciones de  la  mera  posesión,  según  expresamente  dispone  el 
párrafo  último  de  este  articulo  (O.,  núm.  181.  -20  de  Noviem- 
bre de  1906) 727 

Si  bien  por  el  carácter  somario  qoe  tiene  el  joicio  de  in- 
terdicto de  adqoirir  la  sentencia  en  éste  dictada,  declaratoria 
del  derecho  de  la  parte  para  pedir  la  inscripción  á  so  nombre  de 
los  bienes  de  ona  herencia,  no  poede  prpdocir  la  excepción  de 
cosa  jozgada,  ha  de  sortir,  sin  embargo,  efectos  legales  en  tanto 
las  partes  interesadas  no  la  impogaen  en  el  correspondiente 
joioio  declarativo  y  en  méritos  de  éste  sea  aqoélla  revocada, 
constitnyendo  en  todo  caso  ona  autorizada  interpretación  de  la 
disposición  testamentaria  de  qoe  sé  trate.  \, 
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Para  preTenIr  el  caao  de  que  padlera  promoverse  dlcbo  Jaldo 
basta  eco  que  en  la  insoripción  se  consignen  las  cironnstancias 
de  la  transmisión  hereditaria  de  qne  se  trata,  insertándose  lite- 
ralmente la  dáñenla  testamentaria  qne  la  origina  y  hadándose 
eonstar  la  premorienda  de  los  primeramente  instituidos  j  la 
Interpretación  dada  en  la  indicada  sentencia,  j  esto  tanto  más, 
enante  qne  por  lo  dispnersto  en  el  párrafo  9.*  del  art.  S8  de  la 
ley  Hipotecaria,  dicha  inscripción  no  puede  perjudicar  á  tercero 
hasta  qne  transcurran  cinco  afios  desde  la  feóha  de  la  misma 
(B.  H.,  oúm.  168.— 10  de  Diciembre  de  1906) 9» 

laa^rípeién.-'ponforme  á  la  doctrina  del  art.  20  de  la  ley  Hlpo- 
tecatia,  es  defecto  que  impide  la  toma  de  raaón  de  los  documen- 
tos en  el  Registro  la  falta  de  inscripción  á  nombre  de  las  per- 
sonas que  transmitan  la  finca  ó  derecho;  pero  haküándose  soli- 
dtado  por  los  interesados  ei  cumplimiento  de  este  requisito 
mediante  la  presentación  de  loe  oportunos  documentos,  delie 
practicarse  dicha  inscripción  á  favor  de  les  transferentes  (B.  H., 

núm.  190  ¿9  de  Diciembre  de  1906) 100» 

V.  Anotaeión  prenentiea,  Ckineelaeión,  Condieión  reMO' 

lutoria,  Hipoteca,  Información  po$e»oríat  PoB€$i6n^  Regi$' 
irador,  Seroidumbre  y  1  estamento  nulo. 

bterdiele.-^V.  iMtnpeión^  PoseMtón  y  Reeut$o  de  easadáñ 
(eompeteneia). 

laterpretaeión  de  céntrate. «Guando  los  términos  de  un  con- 
tratu  soo  claras  y  no  ofrecen  duda  sobre  la  intención  de  los  con- 
tratantes, debe  estarse  al  sentido  literal  de  sus  cláusulasXO., 

núm.  118.— 18  de  Noviembre  de  li06) OM 

Es  inaplicable  el  art.  1288  del  Oódigo  civil  cuando  no 

existe  acto  alguno  que  revele  ó  implique  el  consentimiento  de 
la  parte  contra  quien  se  invoca  (O.,  núm.  166.— 12  de  Diciembre 

de  1906) Me 

No  infringe  les  arts.  1091  y  1281  de  la  ley  procesal  la  sen- 
tencia qne,  aplicándolos  rectamente,  interpreta  con  arreglo  al 
sentido  literal  de  sus  cláusulas  lo  consignado  en  un  documento 
(O.,  núm.  140.-84  de  Noviembre  de  1906) 788 

iaterprelaeión  de  leetainente.^  Según  declara  el  art.  676  del 
Oódigo  civil,  en  caso  de  dnda  acerca  de  la  inteligencia  de  una 
disposición  testamentaria  se  observará  lo  que  aparesca  más 
conforme  á  la  intención  del  teetador,  según  el  tenor  del  mismo 
testamento  (B.  H.,  núm.  168.— 6  de  Diciembre  de  1606)... .....    888 

V.  Testamento  nulo. 


Jeroales.— V.  Juez  competente. 

Jaez  competente.— V.  Compañía  anónima  (domicilio  legal)^ 
Sumisión  y  Tribunales  extranjeros. 

Jaez  competente  (acción  per%>onal).— Por  regla  general,  fue- 
ra de  ioB  caeos  Ue  Bumlston  expresa  O  tácita,  será  Jnea  compe- 
tente en  los  jálelos  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  en 
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primer  término,  el  del  logar  en  qne  deba  cnmplirae  la  obllga- 
olón(Oomp.,  nám.  91.— 11  de  JoUo  de  l90e) lli 

•Jaén  «•ni|ie tente  (acciOh  personal).— Segán  la  regla  1.*  del 
art.  tt2  uo  la  ley  proceaal,  el  logur  eu  qne  deba  cumplirse  la  obll- 
gaoión  es,  en  primer  término,  el  determinante  de  la  competencia 
del  Jaei  para  conocer  de  lae  demandae  en  qne  se  ejercitan  accio- 
nee  pereonales  (Comp.,  núm.  46.— 21  de  Septiembre  de  1006). .      W! 

81  ann  cuando  derivada  del  conTenlo  aprobado  en  ántoa 

aebre  anepoDaión  de  pagos,  no  en  éatoa,  ni  como  incidencia  de 
lo  en  ellos  acordado,  sino  en  ialolo  separado,  y  reclamando  á  la 
Tea  dafios  y  perjuicios,  redama,  por  acción  personal,  el  deudor 
al  acreedor  el  cumplimiento  de  lo  convenido,  hay  que  atenerse, 
para  (ieterminar  la  competencia,  A  la  rrgla  K*  del  art.  62  de  la 
ley  procesal,  en  relación  con  el  art.  1172  del  Código  civil  (Com- 
petencia, núm.  61.— 36  de  Septiembre  de  1906) 981 

— —  Reclamándose  por  acción  personal  el  cuniplimiecto  de 
una  obligación  cuya  existencia  niega  ei  demandado,  tiene  apli- 
caeión  el  segundo  extremo  de  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley 
procesal  que  atribuye  la  competencia  al  fuero  de  aquél  (Com- 
petencia, núm.  81.— 19  de  Octubre  de  1906) 401 

V.  JueM  competente  (mejora9,8erviet08pro/eM¿onale»  y 

iereeria  de  mejor  derecho). 

(alimbntgs).— Demandándose  por  acción  puramente  per- 
sonal el  pago  de  alimentos,  es  el  fuero  del  domicilio  del  deman* 
dado  el  úaioo  determinante  de  la  competencia  para  conocer  de 
la  expresada  demanda:  primero,  porque  dentro  del  sentido  y  es- 
píritu de  la  regla  31  del  art.  68  át  la  ley  de  Enjuiciamiento,  se- 
ria contradictorio  y  basta  absurdo  entender  que  el  Juea  compe- 
tente para  conocer  de  esta  clase  de  demandasrcuando  fueren 
incidentales,  era  el  del  domicilio  de  la  persona  á  quien  se  pidan 
los  alimentos,  y  el  del  actor  cuando  constituyen  el  objeto  prin- 
cipal del  Juicio,  por  lo  que  el  verdadero  sentido  del  expresado 
artículo  es  el  del  núm.  8.^  del  art.  809  de  la  ley  sobre  oiganlsa- 
oión  del  Poder  Judicial,  á  cuyo  tenor,  de  las  demandas  inciden- 
tales de  esta  dase  conoce  el  qne  entiende  en  los  autoa  principa- 
les y  en  los  demás  casos  el  Juea  del  lugar  del  domicilio  del  de- 
mandado; segundo,  porque  de  todas  suertes  el  precepto  aplica* 
ble  ea  el  del  párrafo  8.^  del  art.  1171  del  Código,  en  relación  con 
la  regla  1.*  del  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referente 
«1  demandado  y  no  al  logar  del  cumplimiento  de  la  obligación, 
porque  lo  que  se  pide  no  es  en  virtud  de  una  'obligación  pre- 
establecida por  las  partes,  sino  para  qne  precisamente  se  de« 
olare  la  existencia  de  dicha  obligación  en  el  concepto  de  ema- 
nada de  la  ley,  y  mientras  no  se  declare  au  existencia  no  hay 
férminoa  legales  ni  racionales  para  derivar  de  ella  el  cumpli- 
miento de  la  misma;  tercero,  porque  atendidas  las  formas  auto- 
risadas  por  la  ley  para  cumplir  esta  clase  de  obligaciones,  lo 
mismo  puede  aatlsfaoerse,  según  los  casos,  en  el  domicilio  del 
obligado  á  presUr  los  alimentos  que  en  el  del  alimentista;  y 
cuarto,  porque  en  este  sentido  han  sido  ya  resueltae  otras  cues- 
tiones de  competencia  análogas  (Comp.,  núm.  84.— 20  de  Agosto 
de  1906) :....    Ifl 
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Jnes  compelente  (alqui{.bre8}.— A  falta  de  paoto  es  contrario,  \ 
la  obligación  de  pago  de  ak^nilet  de  un  predio  impneeta  en  pri- 
mer término  al  arrendatario  por  el  art.  1666  del  Código  civil, 
debe  oamplirse  donde  la  cosa  eetá  eituada,  aegún  Jnriaprñdencia 
del  Tribunal  Snpremoi  y  en  en  virtad,  ha  de  repataree  eate  Ingar 
el  del  cumplimiento  del  contrato,  cnyo  Jnei  aegún  la  regla  1.* 
del  art.  62  de  la  ley  procesal,  tiene  preferencia  para  conocer  de 
la  reclamación  promovida  con  aquél  objeto  (Gomp^,  núm.  126. 

16de  Noviembre  de  1906) '  70» 

-*—  (compraventa).— Conforme  al  art.  1600  de  Código  civil, 
el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  tratándose  del  con- 
trato de  venta,  es  aquel  donde  debe  reaUíarse  la  entrega  de  la 
mercancía. 

A  tenor  de  lo  resuelto  por  Jurisprudencia  constante  del  Tri- 
bunal Supremo,  dicho  lugar  es  el  que  tiene  que  servir  de  base 
para  la  determinación  de  la  competencia  (Comp.,  núm.  21. — 11 

de  Julio  ae  1906)...  ...   11» 

Según  jurisprudencia  repetida  del  Tribunal  Supremo,  eo  la 

venta  de  géneros  realizada  para  logar  dietinto  de  aquel  en  que  la 
venta  se  verifica,  se  entiende  entregada  la  cosa  á  los  efectos  del 
art  1600  del  Código  civil,  en  este  último  lugar  mientras  no  se 
acredite  ó  exista  á  los  fines  de  la  competencia  algún  principio 
de  prueba  que  permita  suponer  racionalmente  que  la  remesa 
de  los  géneros  se  hace  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  com- 
prador. 

No  constando  indicación  alguna  respecto  de  tai  extremo  y 
basando  su  acción  el  demandante  del  precio  en  haber  vendido 
géneros  para  la  casa  del  comprador  en  un  determinado  punto, 
caso  distinto  de  aquél  en  que  el  vendedor  vende  en  eu  estable* 
cimiento  directamente,  sin  consideración  al  destino  de  la  ceea 
vendida,  es  visto  que  aegún  el  citado  art.  1600,  en  relación  con 
la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  procesal,  y  en  defecto  de  aquél 
de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el  1171,  compete  el  conoci- 
miento de  la  demanda  al  Juei  del  domicilio  del  demandado 

(Comt>.,  núm.  26.  -80  de  Julio  de  1906) 181 

Según  reiterada  jurisprudencia  del  Supremo  Tribunal,  el 

lugar  de  la  com'petencia  para  la  reclamación  del  importe  de  gé- 
neros vendidos  á  persona  ó  casa  residente  fuera  de  aquel  donde 
se  realiza  la  venta,  se  determina  por  el  en  que  se  hizo  la  entre- 
ga real  y  efectiva  de  los  géneros,  ó  no  ser  que  la  remesa  se  haga 
por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  vendedor,  ó  que  la  venta  dentro 
del  establecimiento  se  realice  sin  tener  para  nada  en  considera- 
ción el  destino  de  la  cosa. 

Según  lo  prescrito  en  los  arts.  1600  del  Código  civil,  y  62,  re- 
gla 1.%  de  la  ley  procesal,  tratándose  de  pago  del  precio  de  gé- 
neros vendidos  para  el  domicilio  del  comprador,  sin  que  con  la 
demanda  se  acompafie  elemento  alguno  de  prueba  apreciabte  á 
loe  efectos  de  la  competencia  que  permita  suponer  que  la  venta 
ee  hiciese  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  comprador,  es  compe- 
tente para  conocer  del  juicio  al  Juzgado  de  aquel  domicilie 

(Comp.,  núm.  29.-6  de  Agosto  de  1906) 141 

Según  con  repetición  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 

en  las  demandas  sobre  reclamación  del  importe  de  géaeroa  re- 
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mltldot  fuera  del  Ingtr  de  la  venta,  por  cuenta,  cargo  y  rieago 
del -comprador,  ee  Jaea  competente  para  conocer  de  ella  aqoei 
en  que  la  venta  ee  reallió  por  deberse  entender  que  allí  ee  hlao 
al  comprador  la  entrega  de  la  cota  (Oomp.,  núm.  Sa.— IS  de 
Agosto  de  1906) 161 

^««a  competente  (compraventa).  ^  Reclamándose  el  Impor 
te  de  góatíioe  vendidos  al  vecino  de  uoa  determinada  pobla- 
ción por  el  comprador  establecido  en  otra,  si  la  entrega  de 
aquéllos  se  reallia  en  la  primera,  sin  que  conste  por  prin- 
cipio alguno  de  prueba  legalmente  apreclable  qne  la  remesa 
ae  haya  hecho  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  del  comprador  y 
que  el  vendedor  hiciera  en  en  propio  domicilio  la  entrega 
de  aquéllos  slñ  consideración  al  lugar  de  su  verdadero  destino, 
ea  visto  qne  segán  los  srts.  1600  del  Gódlgo,  y  62,  regla  1.*,  de 
la  ley  procesal  y  la  jurisprudencia  repetida  del  Tribunal  8apie- 
mo,  el  f aero  del  domicilio  del  demandado,  donde  tuvo  lugar  la 
entrega  de  la  cosa  cuyo  precio  se  reclama,  es  el  único  regulador 
de  la  competencia  (Oomp.,  núm.  87. — 27  de  Agosto  de  1906), .  • .     17t 

Segó  a  tiene  repetidamente  declarado  el  Trl banal  Bopremo 

cuando  una  casa  vende  géneros  para  ser  remitidos  á  logar  dis- 
tinto del  de  la  venta,  se  entienden  entregados  en  este  último 
lugar  á  luB  eftíctoB  de  lo  preceptuado  en  el  art.  1600  del  Código, 
mientras  no  conste  que  la  remesa  se  haya  hecho  de  cuenta,  car- 
go y  riesgo  del  comprador  (Comp.,  núm.  46.  — 21  de  Septiembre 

de  1906) 204 

Conforme  al  párrafo  9.^  del  art.  1600  d'el  Códgo  civil  y  á 

la  jurisprudencia  de  este  Tribanal  Supremo,  en  el  contrato  de 
compraventa  de  géneros,  á  falta  de  pacto  en  contrario,  deberá 
cumplirse  la  obligación  en  todos  sus  extremos  en  el  lugar  en 
que  se  baga  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  se  entiende  esto  veri- 
ficado donde  el  vendedor  la  puso  á  disposición  del  comprador 

(Oomp.,  núm.  69.-6  de  Octubre  de  1906) 261 

Tratándose  del  pago  de  géneros  de  comercio,  no  constando 

que  fueran  remitidos  por  cuenta  y  riesgo  del  comprador  y  sien- 
do único  dato  conocido  el  del  punto  donde  se  recibió  la  mercan- 
cía, es  Jaez  competente  para  conocer  del  pleito,  según  los  ar- 
tionlos  1500  párrafo  2.®  del  Código  civil,  y  62,  regla  l.^de  la  ley 
el  del  domicilio  del  demandado  (Comp.,  núm.  97. — 81  de  Octu- 
bre de  1906) 6ta 

Si  según  el  documento  privado  adjunto  á  la  demanda, 

constitutivo  de  un  contrato  de  compraventa  cuya  certeza  no  im- 
pugna el  demandado  aun  cuando  lo  tache  de  ineficaz,  el  com- 
prador tiene  que  acudir  á  los  Tribunales  de  justicia  para  hacer 
valer  sus  derechos,  designando  á  este  propósito  un  determinado 
"azgado,  no  puede  menos  de  reconocerse  en  esta  cláusula  como 
tn  principio  de  prueba  de  la  existencia  de  la  sumisión  expresa 
efinlda  en  el  art.  67  de  la  ley  procesal,  y  por  tanto,  á  tenor  del 
6  resulta  competente  aquel  Juzgado  para  conocer  del  pleito 
promovido  por  el  comprador  contra  los  derechohabientes  del 
endedor  sobre  propiedad  de  loe  bienes  objeto  del  contrato  y 
tros  extremos,  ya  que  en  manera  alguna  puede  tener  aplicación 
I  regla  1.*  del  art  62,  la  cual  preaupone  la  falta  de  sumisión 
tomp.,  núm.  102.— 6  de  Noviembre  de  1906) .  • .  • 67t 
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Smtm  0ompeleiite  (compra vsnta).— No  exietlesdo  principio 
algano  de  proeba  del  que  paeda  dodaolnie  qae  ya  la  obligación 
originaria  de  compraventa  de  góneroa  de  comercio,  7a  ia  de  pa- 
gar dafioa  j  per  jálelos  tengan  ingar  deelgnado  para  en  cnmpll- 
miente,  conforme  ai  art.  1171  del  Código  civil,  en  relación  con 
la  regla  1.^  del  art.  ^2  de  la  ley  procesal,  debe  repntaree  Joei 
competente  el  del  domicilio  del  demandado  y  snpnesto  deador 

(Oomp.,  núm.  110.— 10  de  Noviembre  de  1906) Mt 

Begún  el  párrafo  2.<>  del  art.  1600  del  Código  civil  no  ha- 
biéndose fijado  lagar  para  el  pago  del  precio,  debe  hscerse  en  el 
'qae  e^  haga  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  en  sa  virtud,  de 
toda  reclamación  sobre  el  particnlar  debe  conocer  con  preferen- 
«ia  á  tenor  de  la  regla  1.*  del  art.  61  de  la  ley  procesal,  el  Jaei 
del  lagar  en  qae  aquélla  se  realiía  con  arreglo  al  contrato 

(Oomp.,  núm.  120.— 16  de  Noviembre  de  1906) 7M 

Oon  arreglo  á  lo  dlspaesto  en  el  párrafo  2.^  del  art.  1600 

del  Oódigo  civil,  en  el  contrato  de  compravents,  caando  no  se 
haya  fijado  el  lagar  en  qae  deba  pagarse  elpreciodela  coaa  yendi* 

'  da,  deberá  hacerse  en  el  qae  se  verifiqae  la  entrega  de  la  misma, 
y  se  entiende  ésta  verificada,  conforme  á  reiterada  doctrina  le- 
gal* allí  donde  la  paso  el  vendedor  á  disposición  del  comprador 
por  caenta  y  riesgo  del  caal  se  biso  la  remesa  á  domicilio. 

Resaltando  de  la  íactnra  expresiva  del  contrato  y  de  aoa 
carta  del  comprador  praeba  safioiento  de  qae  la  mercancÍA  f  aé 
entregada  por  el  vendedor  en  la  estación  del  lagar  de  aa  domi- 
cilio con  destino  al  del  comprador,  por  caenta  y  riesgo  de  éite, 
■o  tiene  f  aersa  alguna  por  su  naturalesa  para  desvirtoar  el  re- 
ferido hecho  ana  carta  firmada  por  dos  testigos  que  se  dicen 
presenciales  de  la  obligación. 

Según  reiterada  jarisprudencia  del  Tribunal  Sapremo  la  clr* 
cunstancia  de  haber  girado  el  vendedor  contra  el  comprador,  no 
implica  el  reconocimiento  del  domicilio  de  éste  como  lat;ar  del 
cumplimiento  del  contrato,  ni  tiene  más  alcance  ni  significa- 
ción que  la  de  dar  facilidades  para  el  pago. 

Según  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, en  el  caso  expuesto  es  el  Joea  del  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  so- 
bre pago  del  precio  (Comp.,  número  166.— 21  de  Noviembre 

de  1906) m 

Según  los  arta   1600  del  Oódigo  civil,  y  62,  regla  1.^  de  la 

ley  procesal,  apareciendo  como  único  dato  cierto  la  entrega  de 
mercancías  al  comprador  en  su  domicilio,  competo  al  Juea  de 
ésto  el  conocimiento  de  la  demanda  sobro  pago  de  aquéllas,  si 
no  consto  que  se  remitieran  de  cuenta  y  riesgo  del  comprador, 
ni  que  el  precio  debiera  satisfacerse  en  otro  punto  (Oomp.,  nú> 

mero  162.— 1.<»  de  Diciembre  de  1906) 876 

— — >  Constitayeodo  ef  hecho  de  dejar  á  caenta  del  vendedor  de- 
tormlnada  mercancía,  ona  consecuencia  del  contrato  de  com- 
praventa celebrado  entre  el  actor  y  el  demandado,  ha  de  resol- 
verse la  cuestión  de  competencia  conforme  á  las  reglas  del  ex- 
presado contrato  y  según  lo  prescrito  por  el  art.  1600  del  Oódigo 
civil,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal 
{Oomp.,  núm.  174.-17  de  Diciembre  de  1906) M8 
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^oes  eompeteate  (compraventa).— Pretendido  en  la  deman- 
da qne  se  daotare  reeclndlde  un  contrato  de  compraventa,  con 
paga  de  Ioa  dafioe  y  perjuicios  ooaalonadoa  al  vendedor,  no 
pnede  menos  de  estimarse  á  estos  efectos  tal  reclamacióo  anal 
nna  derlTaclóu  de  dicho  contrato,  por  lo  qne  al  decidir  la  com- 
petencia hay  qne  atenerse  á  las  mismas  regias  aplicables  á  este 
último. 

^  Ann  celebrado  nn  contrato  de  compraventa  en  determinado 
pnnto,  si  aparece  clara  y  terminantemente  qne  la  entrega  de  la 
mercancía  habla  de  verificarse  en  otro  sobre  vagón,  ó  sea  de 
enenta  y  riesgo  del  vendedor,  y  esto  aparte  de  no  expresarse 
per  modo  indudable  qne  el  pago  hubiera  de  hacerse  precisa- 
mente en  el  primer  pnato  y  no  en  el  segnndo,  es  manifiesto  qne 
á  tenor  de  los  arts.  1600  y  1171,  párrafo  último  del  Código  civil, 
y  63,  regla  1.*  de  la  ley  procesal»  es  Jaea  competente  para  co- 
nocer de  la  demanda  sobre  resolnción  del  contrato  é  indemni- 
aaeión  de  dafioe  y  perj nietos,  el  Joei  del  domicilio  del  compra- 
dor (Comp.)  núm.  176.— 17  de  Diciembre  de  1906) ....    tt^ 

-~  No  ejercitándose  en  la  demanda  la  acción  procedente  de 
nna  letra  de  cambio,  sino  la  personal  correspondiente  en  recla- 
mación del  precio  de  ciertas  mercancías  y  otros  gastos  acceso* 
rios  realiíadoB  á  fia  de  obtener  el  pago  de  aqnél  per  medio  del 
giro,  ha  de  prescindirse  para  la  decisión  de  la  competencia  de 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  aplicables  al  contrato 
de  cambio,  y  atenerse  á  las  qne  regnlan  el  de  compraventa. 

Remitida  la  cosa  vendida  en  nn  determinado  pnnto  al  domi- 
cilio del  comprador,  de  orden,  enenta  y  riesgo  de  éste,  es  evi- 
dente qne  la  entrega  de  aquélla  se  repnta  verificada  en  el  pri* 
mer  punto,  según  constante  Jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo, y  por  tanto,  que  el  pago  del  precio,  no  existiendo  pacto 
en  contrario  ha  de  real  liarse  en  aquél,  conforme  al  párrafo  2.* 
del  art.  1600  del  Código  civil,  por  lo  cual,  según  el  art.  62,  re- 
gla 1.^  de  la  ley  procesal,  corresponde  el  conocimiento  de  la  de- 
manda al  Joes  del  domicilio  del  vendedor  (Comp.,  núm.  176.— 

18  de  Diciembre  de  1006) 9M 

^—  (DAÑOS  Y  PBRiuicioa).— Tratándose  de  indemnización  de 
dafios  y  perjuicios,  es  visto  que  cualquiera  que  sea  el  funda- 
mento de  la  responsabilidad  exigida  ni  por  la  naturaleza  de 
ésta,  ni  por  raaón  alguna  especial  determinante  de  fuero  dis* 
tinto  del  domicilio  del  demandado,  cabe  aplicar  otra  regla  para 

'  conocimiento  de  la  demanda,  que  la  última  del  art.  171  del  Có- 
digo civil,  en  relación  con  la  primera  del  63  de  la  ley  procesal, 
en  conformidad  con  el  art.  21  de  esta  última  (Oomp.,  núm.  SO. 

18  de  Agosto  de  1906) 14i 

-^^-  Tratándose  de  reclamación  de  dafios  y  perjuicios  que  se 
suponen  producidos  por  rescisión  de  nn  contrato  de  arrenda- 
miento de  predio  rústico,  no  puede  menos  de  estimarse,  á  loe 
efectos  de  determinar  la  competencia,  qne  la  acción  ejercitada 
ea  la  personal,  y,  en  su  consecuencia,  no  mediando  sumisión, 
ha  de  regirse  el  caso  por  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  pro- 


En  tanto  sería  aplicable  el  párrafo  2.^  de  dicha  reg  a  y  no  el 
primero,  en  cuanto  hubiera  algún  principio  de  prneba  del  qne 
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86  deriyara  la  existencia  de  ana  obligación  maneomnnada»  ó 
aea  de  algún  vlácnlo  que,  ligando  á  loa  dos  demandadoe  con  el 
actor,  diera  Ingar  A  admitir  la  preanncióDi  que  establece  el  ar- 
tíonlo  1187  del  Código  civil;  pero  no  baata  para  dicho  efecto  que 
se  comprendan  en  nna  demanda  des  ó  más  personas,  ni  por  si 
sola  la  estimación  personal  y  snbjetiva  que  haga  el  actor  per  lo 
tocante  á  la  extensión  de  la  obligación,  pnes  de  otra  saerté  que- 
daría al  arbitrio  del  mismo  el  privar  á  ana  de  las  partes  contra- 
rias de  so  propio  fnero. 

Ko  padlendo  por  el  momento  presumirse  la  mancomanldad, 
j  menos,  por  tanto,  la  solidaridad  en  la  obligación  que  se  in- 
voca, el  conocimiento  del  pleito,  en  cnanto  al  demandado  qae 
ha  promovido  la  cnestión  por  inhibitoria,  de  conformidad  al 
párrafo  1.®  de  la  regla  expresada,  corresponde  al  Jaeadei  lagar 
donde  en  sa  caso  debe  cumplir  la  obligación,  cuyo  lugar  es  el 
de  su  propio  domicilio,  según  el  art,  1171  del  Código  civil,  por 
no  aparecer  designado  otro  distinto  (Oomp.,  núm.  116. — 12  de 

Noviembre  de  1906) ñé» 

V.  Juez  competente  (acción  pergonal), 

J«ea  eompelente  (defensa  por  pobre).— Según  el  art.  21  de  la 
ley  piuceaai,  es  Juez  competento  para  conocer  de  las  demandas 
de  pobreza  el  que  lo  sea  respecto  del  pleito  ó  negocio  principal 

(Oomp.,  núm.  26.-28  de  Julio  de  1906) 127 

Tratándose  de  una  demanda  de  pobreza,  cuyos  términos 

vagos  y  genéricos  acerca  de  la  finalidad  que  se  proponed  actor 
no  permiten  derivar  de  ella  regla  algana  especial  de  competon- 
cia,  es  manifiesto  que  para  la  determinación  de  ésta  rige  el 
fuero  del  domicilio  del  demandado,  según  los  arta.  40  y  1171, 
párrafo  8.^  del  Oódigo  civil,  en  relación  con  el  62,  regla  1.*,  y 
26  de  ia  ley  procesal  (Oomp.,  núm.  87.-27  de  Agosto  de  1906).     170 

Oon  sajeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  21  de  la  ley  de  En- 

Juioiamlento  civil,  la  declaración  de  pobreza  se  ha  de  solicitar 
siempre  en  el  Jazgado  competente  para  conocer  del  pleito  ó  ne- 
gocio en  qae  se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio,  estimándose 
para  todoo  los  efectos  como  un  incidente  de  aquél,  por  cuyo 
motivo,  reiterada  jurieprudencia  del  Tribunal  Supremo,  esta- 
blece que  en  la  demanda  debe  expresarse  la  clase  de  acción  y 
meuciouarse  las  uircuDetanclas  indispensables  á  fin  de  detormi- 
nar  la  competencia  y  las  dudas  que  surjan  por  insuficiencia  ú 
obscuridad  de  tales  conceptos,  han  de  resolverse  en.  favor  del 

demandado  (Oomp.,  núm.  76.— 18  de  Octubre  de  1906) • .     860 

(desahucio).— Dd  mostrado  que  el  destine  de  la  casa  ob- 
jeto de  un  desahucio,  es  de  establecimiento  de  verdadero  trá- 
fico, procede  á  todas  luces  la  aplicación  de  los  preceptos  conte- 
nidos en  el  núm.  1.^  del  art.  1668  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil (Om  núm.  162.— 10  de  Diciembre  de  1906) 9S0 

V.  Beeurgo  de  ea%ación  (desahucio), 

(incidencias).— Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  66  y 

regla  1.*  del  62  de  ia  ley  procesal,  los  Jueces  y  Tribunales  que 
tengan  competencia  para  conocer  de  un  pleito  la  tendrán  tam- 
bién para  sus  incidencias  (Oomp.,  núm.  21.  — 11  de  Julio 

do  1906) 11» 

(jornales).— Tratándose  del  pago  de  jornales  y  no  pu- 
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diento  apreciarse  para  los  efectos  de  la  competencia  principio 
ftlgano  de  prneba  en  cnanto  á  la  existencia  de  la  obligación  re- 
damada, al  efecto  de  derivar  de  sn  naturaleza  regla  aignna  es- 
pecial de^ompetencia,  es  visto  qne  se  impone  como  única  apli- 
cable el  Ingar  del  domicilio  del  demandado,  según  lo  dispuesto 
en  la  última  parte  del  art.  1171  del  Código  y  regla  1.*  del  62  de 

la  ley  procesal  (Comp.,  núm*  81.^18  de  Agosto  de  1906) 14t 

^«ea  eompetente  (jornal bs).— No  establecida  una  demanda  de 
pago  de  juruaies  sobre  ountrato  algnno  conocido,  ni  existiendo 
respecto  de  él  principio  de  prneba  qne  pneda  ser  tenido  en  cuenta 
para  los  efectos  de  la  competencia,  y  negándose  además  por  el 
demandado  la  certeza  de  los  trabajos  que  supone  el  actor  beber- 
ía prestado,  se  impone  como  regla  única  aplicable  la  del  párrafo 
tercero  del  aTt.  1171  del  Oódigo  civil,  en  relación  con  la  primera 
del  62  de  la  ley  procesal,  á  tenor  de  cuyas  disposiciones  es  e{ 
fuero  del  domicilio  del  demandado  el  único  determinante  de 

de  1906) 17a 

la  competencia  (Oompetencla,  número  89.  —  8  de  Septiembre 
— —  Negándose  por  el  demandado  que  entre  él  y  el  actor  baya 
existido  vinculo  alguno  jurídico  en  cuya  virtud  se  baile  obli- 
gado á  la  demanda  sobre  pago  de  jornales  con  la  que  no  se 
acompafia  principio  alguno  de  prueba  estimable  para  la  resolu- 
ción de  la  competencia,  es  úaica  regla  aplicable  para  la  deci- 
sión de  ésta  la  del  párrafo  tercero  del  art  1171  del  Código  ctvil 
an  relación  con  la  primera  del  62  de  la  ley  procesal,  según  laa 
que  es  fuero  competente,  en  el  caso  citado,  el  del  domicilio  del 

demandado  (Comp.,  núm.  40.-- 8  de  Septiembre  de  1906) 180 

(juicio  ejecutivo). ^Tratándose  de  demanda  ejecutiva 

para  el  pago  de  letras  protestadas  y  giradas  por  el  Impoite  del 
precio  de  venta  de  géneros,  es  manifiesto  que  para  la  resolución 
de  la  competencia  bay  que  atender  á  la  índole  del  contrato  de 
cambio  de  donde  se  ba  derivado  la  acción  y  no  á  la  del  origina- 
rio de  la  venta  qne  motivó  dicbo  giro. 

Según  lo  prescrito  en  el  Código  de  Comercio,  lo  mismo  en  la 
sección  relativa  á  la  presentación  de  letras  que  en  la  referente 
al  pago  y  en  la  de  las  acciones  que  competen  al  portador,  cnan- 
do  éstas  se  ejercitan  contra  el  aceptante,  el  lugar  del  cumpli- 
miento de  la  obligación  en  aquel  en  que  debiera  haberse  hecho 
el  pago  de  la  letra  aceptada. 

Por  lo  expuesto  en  el  caso  referido,  según  la  regla  1.*  del  ar- 
tículo 62  de  la  ley  procesal,  compete  el  conocimiento  del  jálelo 
.  ejecutivo  al  Juez  del  domicilio  del  obligado  (Comp.,  núm.  27.— 

80  de  Julio  de  1906) 184 

(letra  de  cambio).— Tratándose  de  acción  ejercitada  por 

el  acreedor  contra  el  deudor  aceptante  de  una  letra  girada  por 
aquél  y  que'  hubiera  debido  pagarse  en  el  domicilio  del  segun- 
do, según  las  prescripciones  del  Oódigo  de  Comercio  relativas 
al  pago  de  letras  y  la  del  art.  621  que  da  carácter  especial  eje- 
cutivo á  las  acciones  derivadas  del  contrato  de  cambio,  es  ma- 
nifiesto que  la  competencia  se  determin|i,  no  por  el  origen  de  la 
ieuda  reclamada,  sino  por  la  procedente  según  las  citadas  dis- 
posiciones. 

En  el  propio  caso  representando  el  importe  de  la  letra  el  pre- 
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eiQ  de  géneros  y  no  existiendo  principio  algnno  de  prnebft  esti- 
mable psra  apreciar  qne  aquéllos  íaeeen  remitidos  ai  compra* 
dor  por  an  onenta,  cargo  y  riesgo,  aera  igoalmente  Jaea  compe* 
tente  el  del  domicilio  del  propio  demandado  (Oomp.,  núuv  i7.— 

21  de  Septiembre  de  190e) tlt 

.—  y.  JucM  competente  (juicio  ejeeuíivo). 
Jveí  «onpeteDle  (mbioras).— Beoiamándose  con  independen- 
ola  del  jQicio  a«)  desaliacio»  por  la  parte  qne  en  éste  faé  deman- 
dada y  mediante  acción  personal  la  obligación  del  pago  de  mejo- 
ras, es  manifiesto  qne  según  los  arta.  1171,  párrafo  S.®  del  Códi- 
go civil,  y  62,  regla  1.*  de  la  ley  procesal,  tiene  competencia 
para  conocer  de  la  demanda  el  Joea  del  domicilio  de  la  parte 
qne  ha  promovido  la  inhibitoria  (Oomp.,  núm.  82.-^20  de  Octn* 

bredel906) « 4M 

(OBLIOAOIONES  HiPOTecABiAS).— La  natoralesa  del  con- 
trato de  sascripcion  de  obligaciones  hipotecarias  emitidas  por 
nna  Sociedad,  no  exige  de  manera  inelndlble  qne  ae  verifique  el 
pago  en  el  domicilio  de  aqoéllae. 

En  el  propio  caeo  no  apareciendo  de  dato  algnno  obrante  en 
el  pleito  qne  el  pago  haya  de  verificarse  en  algún  pnnto  deter- 
minado, es  evidente  qne  conforme  á  los  arts.  1171,  párrafo  S.® 
del  Oódtgo  civil,  y  62,  regla  1.*  de  la  ley  procesal,  ha  de  deci- 
dirse la  competencia  qne  sobre  el  particnlar  se  promueva  en 
favor  del  foero  del  demandado  (Comp.  núm.  117. — 12  de  No- 
viembre de  1906) 44S 

La  naturaleza  del  contrato  de  suscripción  de  obligaciones 

hipotecarias  emitidas  por  nna  Oompafiía  ferroviaria,  no  requie- 
re necesariamente  que  se  verifique  el  pago  en  el  lugar  del  dumi- 
oilio  de  la  Suciedad  y  no  apareciendo  del  mismo  contrato  ni  de 
principio  algnno  de  prueba  que  el  pago  haya  de  realizarse  en 
dicho  punto,  es  notorio  que  segúa  el  párrafo  S.^  del  art.  1171 
del  Código  civil,  en  relación  con  la  regla  1.^  del  62  de  la  ley  pro* 
oesal,  se  impone  el  fuero  del  domicilio  del  demandado  y  sn- 
puesto  deodor  (Oomp.,  núm.  111.— 10  de  Noviembre  de  1906). •     01t 

(pago  db  Cantidad).— Según  los  arts.  1171  del  Código 

civil,  párrafo  d.^,  y  62,  regla  1.^  de  la  ley  procesal,  tratándose 
de  pago  de  cantidad  rige  el  fuero  del  domicilio  del  demandado 
cuando  no  hay  obligación  preestablecida  que  determine  el  lu- 
gar del  pago,  ni  ee  exige  la  entrega  de  nna  cosa  específica  de- 
termlni^da,  ni  se  puede  invocar  contrato  algnno  regulado  por 
la  misma  ley  para  los  efectos  de  la  competencia  (Comp,,  núme- 
ro 28.— 20  de  Agosto  de  1906) IM 

— —  No  tratándose  de  entrega  de  cosa  determinada  y  deman- 
dándose por  acción  personal  el  pago  de  cantidad,  sin  qne  exista 
principio  alguno  de  prueba  del  que  se  deduaca  el  lugar  donde 
ha  de  real  Isarse,  tienen  aplicaoión  los  arts.  1171,  párrafo  S.^, 
del  Código  civil,  y  62,  regla  1.*  de  ia  ley  procesal,  en  cuya  vir- 
tud es  competente  para  conocer  de  ia  demanda  el  Jues  del  do- 
micilio del  demandado  (Comp.,  núm.  87.  —  26  de  Octubre 

de  1906) VHr 

V.  Jues  competente  {eeroieioM  doméeticoe  y  pro/eeio» 

nales)  y  Tercería  de  mejor  de  derecho. 

(8BRVICI08  DOMftSTicoe).— Aparte  el  oaao  de  snmlsiÓD,  la 
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aompetenoia  ptra  eooecar  de  nn  pleito  en  el  qne  se  ejereltan 
•oelones  pereonalee,  ee  determina  en  primer  término  por  el  del 
logOF  donde  debo  onmpllree  la  obllgaoión,  j  en  eegondo,  por  el 
del  domicilio  del  demandado. 

Vo  alendo  esencial  ni  preciso  qne  el  pago  de  eerTlcios  doméo- 
ttcos  se  lealice  en  el  Ingar  donde  se  prestaron  ni  ann  en  Tida 
de  qnlen  los  recibió,  porqoe  la  ley  reguladora  de  este  contrato 
nada  resnelve  aoerca  de  tal  extremo,  es  manifiesto  que,  según 
el  art.  1171  del  Oódigo  cItII,  en  relación  con  la  regla  1.*  del  62 
de  la  ley  procesal,  compete  el  conocimiento  de  la  demanda  al 
Jaes  del  domicilio  del  demandado,  eon  tanta  mayor  rasón  si 
éste  lo  ha  sido»  no  en  eoncepto  de  contratante,  sino  en  el  de  he- 
federo  del  snpnesto  obligado  (Oomp.,  núm.  26.—9S  de  Jnlio 
do  11^06) •• 1S7 

J«€B  eompctente  (servicios  profb8IOnalb8).— Según  los  ar- 
tlcnlos  1171,  párrafo S.<» del  Oódigo  cItII»  y  6:1  ng!a  l.^de  la  ley 
procesal  y  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Sapremo»  tratándose 
del  pago  de  serTlcios  prcíasionales,  qne  niega  en  absoluto  el 
demandado,  es  Jnes  competente  para  conocer  de  la  demanda  el 
del  domicilio  del  segundo  de  aquéllos  (Oomp.,  dúod.  22.— 11  do 

Juliodel90e) iir 

Demandándose  por  un  Abogado  por  acción  personal  el 

pago  de  servidos  profesionales,  corresponde  el  conocimiento 
del  juicio  al  Jues  del  lu|uir  donde  se  prestaron  (Ck>mp.,  núme- 
ro 189.  29  de  Diciembre  de  1906) IHi 

*-—  (8UMI8IÓN).— Según  el  art.  60  de  U  ley  proeeeal,  es  Jnes 
competente  para  conocer  de  la  demanda  aquél  á  quien  las  par* 
tes  se  sometieron  expresamente  en  el  título  de  donde  el  actor 
derlTa  su  derecho. 

81  bien  el  desconocimiento  de  este  precepto  supone,  por  regla 
general,  la  temeridad  de  quien  le  contraría,  excluyen  la  apre- 
elaoión  de  éata  las  circunstancias  qne  impliquen  alguna  com* 
plejidad  y  confusión  nacidas  de  los  antecedentes  del  caso  (Oom* 

potencia,  oúm.  166.— 12  de  Diciembre  de  iVOd) 9it 

(tbrcbrÍa  de  mejor  derecho)  —Según  el  art.  789  de  la 

ley  procesal,  ea  Jnes  competente  para  conocer  de  la  demanda 
sobre  tercería  de  mejor  derecho  interpuesta  en  autos  de  ejecn- 
eión  de  sentencia,  el  que  lo  sea  del  asunto  principal. 

Para  el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  pago  de  cantidad 
por  acción  personal,  no  derlTSda  de  contrato  algono  celebrado 
entre  las  partee,  sino  del  común  carácter  de  acreedores  de  un 
tercero,  sólo  rige  el  fuero  del  domicilio  del  demandado,  según 
dispone  el  art.  1171  del  Oódigo  cItII  en  relación  con  la  regía  1.^ 
del  62  de  la  ley  procesal. 

Es  Inaplicable  el  art.  62,  párrafo  9.^  de  la  ley  citada,  cuando 
la  acción  qu^  se  ejercita  por  el  tercerleta  no  tiene  bu  origen  en 
obligación  algnoa  mancomunada  ni  eolidaria  eontrf^ída  janta* 
mente  por  el  demandado  y  el  dendor  de  airboB  (Comp.,  núme- 
ro 42.— JO  de  Septipmbre de  1906) ...     186^ 

(transporte).— La  regla  20  de  la  Real  orden  de  1.®  de 

Febrero  de  1867  autoriza  a)  remitecteóccnBfgnatario  para  diri- 
gir las  reclamacioDea  jadiciales  á  qne  dé  lugar  el  contrato  de 
transporte  por  líneae  de  ferrocarriles  díatintas,  ya.  contra  la 
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Ooxnpafiía  qne  recibió  la  mercancía,  ya  contra  la  qne  haya  de 
realizar  la  entrega;  pero  lia  de  entenderse  qne  en  el  primer  caso 
debe  ejercitarse  la  acción  ante  el  Jaez  del  lugar  en  qne  la  obli- 
gación se  hnbiera  contraído,  y  en  el  segando,  ante  el  del  en  qne 
procedía  sn  complimiento,  precepto  vigente  en  toda  sn  integri  - 
dad,  según  doctrina  sentada  por  el  Tribnnal  Snpremo  (Oempe- 
tencia,.DÚm.  127.— 16  de  Noviembre  de  1906) 71ft 

Jnei  maniclpal  competente  (desahucio).— Probada  la  exie- 
teocia  de  ou  contrato  de  arrendamiento  y  el  transcurso  de  sn 
término,  es  indndabie  la  competencia  del  Jnzgado  maniclpal. 

Observándose  esta  doctrina  no  se  infringe  el  art.  1663  de  la 

ley  procesal  (C,  núm.  66.— 3  de  Octubre  de  1906) "SéS 

Los  porteros  tienen  personalidad  para  ser  demandados  en 

Jnicio  de  desahacio,  porqae  aqael  cargo  supone  un  contrato  de 
arrendamiento  de  servicies  qne  termina  por  voluntad  de  cual- 
quiera de  las  partes,  debiendo  conocer  del  desahucio  á  que  tal 
termino  dé  lugar,  ios  Jaeces  municipales,  conforme  al  art.  1662, 
núm.  1.^  de  la  ley  procesal,  y  á  la  repetida  jarisprudencia  del 

Tribnnal  Snpremo  (O.,  núm.  66.-9  de  Octubre  de  1906) 291 

La  despedida  de  loe  criados  y  demás  dependientes  asala- 
riados da  derecho  á  desposeerlos  desde  luego  de  la  habitsclón 
qne  ocupen  por  razón  de  sus  cargos,  conforme  al  art.  1687  del 
Codifico  civil. 

En  taies  casos  y  conforme  al  art.  1662,  núm.  l.o  de  la  ley 
proceHal,  es  competente  para  conocer  de  los  fuicios  de  desa- 
hucto  p1  Juez  municipal  (C,  núm.  182. — 20  de  Noviembre 
de  1906) 7M 

finido.— La  ley  procesal  es  la  única  reguladora  en  los  juicios, 
cnaíqniera  que  sea  la  región  de  Espafia  donde  se  celebren,  por 
cuya  razón  no  cabe  invocar  disposición  alguna  especial  que  con- 
tradiga sos  preceptos  sobre  esta  materia  (O.,  núm.  184.^27  de 
Diciembre  de  1906) 1081 

4alc1o  de  desahucio.— El  art.  1679  de  la  ley  procesal,  exige  á 
las  partes  en  el  jqícIo  verbal  que  formulen  en  el  acto  toda  la 
prueba  que  les  convenga  para  practicarla  después  en  el  plaio 
no  mayor  de  seis  días. 

Si  bien  conforme  al  art.  1680,  luego  de  practicada  la  prueba 
debe  citarse  á  las  partes  para  la  continuación  del  jnicio  en  el 
Inmediato  día  hábil,  si  no  se  les  citase  hasta  el  siguiente,  se- 
mejante defecto  procesal  no  puede  dar  lugar  al  recarso  taxati- 
vamente comprendido  en  los  casos  enumerados  por  el  artículo 
de  la  ley  que  lo  autorizó. 

Nj  es  de  estimar  la  infracción  del  art.  1684,  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, en  la  segnnda  instancia  del  juicio  verbal  cuando 
perí^onado  el  apelante  dentro  del  término  del  emplazamiento, 
atemperándose  el  Juez  al  precepto  del  art.  1686,  sin  infringir  el 
anterior,  mandó  sin  dilación,  como  aquel  ordena,  convocar  á  las 
parten  á  comparecencia  dentro  del  tercer  día,  haciéndose  la  ci- 
tación en  estrados  al  apelado  por  no  haberse  personado. 

Nü  se  infringe  el  art.  1686  de  la  ley  procesal  en  relación  con 
el  párrafo  2.o  del  art.  667,  antes  bien  se  aplica  rectamente  al 
denegarse  por  el  Juez  de  primera  instancia  la  admisión  y  prác- 
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üoa  de  la  pnieba  ■olicitada  por  el  apelante,  en  rasón  á  no  ha- 
berae  formolado  en  tiempo  oportuno  ante  el  Jnei  municipal,  y 
ao  podrá  admitirse  máa  prueba  que  la  que  propuesta  en  pri- 
mera Instancia  no  hubiera  podido  practicarse. 

Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  el  art  1586  de  la 
ley  rltuarla  no  exige  citación  especial  para  sentencia  en  lop  Jnl- 
eios  de  desahucio,  bastando  sólo  con  la  establecida  en  el  ar- 
ticulo 1686,  con  el  objeto  de  que  comparezcan  las  partes  ante  el 
Jues,  para  que  dicha  citación  surta  efectos  en  todas  las  diligen- 
cias sucesivas  hasta  que  se  dicte  sentencia  (C,  núm.  16.— 0  de 

SToHode  1M6) 88 

Jínlcl»  de  desabaeio. — Fundándose  el  desahucio  acordado  en  el 
Incumplimiento  del  contrato  por  parte  del  arrendatario,  no  es  de 
estimar  la  Infracción  de  los  arts.  1214,  1565,  núm.  2.*  y  1560 
núms.  8.^  y  4.°  del  Código  clyll,  cuando  las  condiciones  que  se 
consideran  Incumplidas,  aparecen  explícitamente  consignadas 
en  el  contrato  y  en  su  apreciación  por  el  Tribunal,  no  resulta 
error  alguno  de  hecho  ni  de  derecho  (O.,  núm.  166. — 12  de  Di- 
ciembre de  ]d06) 948 

V.  Juex  y  Juez  municipal  competente  {de$ahueio),  Pre* 

cario  y  Recurso  de  casación  (desahucio), 
ti  alelo  ejeeatlve.— Aun  en  el  supuesto  de  que  sólo  por  las  pre- 
tensiones del  Procurador  y  Abogado  del  ejecutante,  represen- 
tando á  éste  en  el  procedimiento  de  apremio  pera  cumplir  la 
■entencia  dictada  en  el  ejecutivo,  hubiera  sido  perjudicado  el 
ejecutado,  supuesto  no  admisible  porque  el  perjuicio  no  hubiera 
provenido  necesariamente  de  la  petición  de  aquéllos,  sino  de  laa 
resoluciones  acordadas  por  consecuencia  de  las  mismas,  carece- 
rían de  aplicación  los  artículos  44S,  461,  1447,  1465,  1616,  1620 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación  los  dos  primeros 
con  el  870  de  la  orgánica  del  Poder  judicial  y  los  artículos  1080, 
1008,  1101  y  1108,  no  tratándose  del  fondo  de  la  certeza  de  la 
deuda  que  sirvió  de  fundamento  á  la  ejecución,  sino  de  la  pro- 
cedencia ó  improcedencia  de  las  solicitudes  aducidas  y  de  las 
providencias  acordadas  en  dicho  procedimiento,  en  el  cual  pudo 
el  ejecutado,  si  así  lo  estimaba,  oponerse  á  las  pretensiones  del 
actor  y  recurrir  por  los  medios  legales,  con trft  las  resoluciones 
del  Tribunal,  dednoiendo  las  solicitudes  que  estimara  conve- 
niente (O.,  núm.  167  '>4  de  Diciembre  de  1006) , 894 

~ —  V.  Juez  competente, 
Jálelo  de  quiebra.— V.  Recurso  de  casación  (sentencia  defi- 
nitiva), 
Jíalelo  de  teataaientaría.— Ea  parte  legítima  para  promover 
el  jaicL-j  de  testfimentaría  el  cónyuge  sobreviviente,  en  coníor- 
idad  al  núm.  2.^  del  art.  1088  de  la  ley  de  Enjniciamiento  ci- 
•1,  sin  que  oRte  precepto  preciso  y  terminante  imponga  á  quien 
luna  squelia  circunstancia  condición  de  ninguna  clast*  para  el 
ercicio  de  tal  derecho  mientras  subsista  la  finalidad  del  jaicio 
DO  se  baya,  por  tanto,  liqnidado  la  sociedad  de  gananciales. 
No  obi^ta  la  circunstancia  de  haberse  pronnnciado  sentencia 
'  divorcio,  qoe  produjo  la  separación  de  los  bienes  de  la  so- 
dad  conyugal,  si  no  se  practicó  la  liquidación  y  divorcio  por- 
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qae  en  este  eapneeto,  la  f Bciritad  ooneedida  al  eónjmge  por  el 
eiUde  art.  10S8,  no  estaría  limitada  por  tal  estado  de  dereeho 
(0.^  ndm.  ItfO.— 10  de  Diciembre  de  l«Oe; f  10 

Jmlelo  voluntarlo  de  tootaaioiitaHa.— El  Jálelo  volontarlo  de 
testamentarla  se  concede  úolcamenta  para  liquidar  las  porcio- 
nes hereditarias  en  cnanto  no  resnlta  extlagoido  ese  derecho  al 
ejercitarlo  parto  legitima,  y  según  el  núm.  4.^  del  art  1088  de 
la  ley  de  Eojaioiamiento  eÍTÍIy  lo  será  cnalqaier  acreedor,  siem* 
pre  qne  presento  nn  títnio  qne  Jastifiqne  cumplidamente  sn  cré- 
dito (O.,  núm.  168.— .12  de  Diciembre  de  lOOft) 061 

JorlsdleeMn  volnntarla.— V.  RecurMO  de  eoMoeión  {aenten» 
eia  dtñrUuva), 


lictra  de  cambie.— V.  fues  competente  (juieio  eiecutiw>  y  le* 
ira  de  cambio). 

lia^ar  del  eonirale.— V.  Jas;r  competente  lCúmpraoenta\ 

M 

llaneomanidad.— V.  Jues  competente  (dañoa  y  perjuidoe). 

■ándate.— Siendo  nn  hecho  acreditado  qne  nna  entidad  social  ó 
persona  Jnrídloa  otorgante  de  nn  poder  por  medio  de  repreeen- 
tantes  legales,  continúa  existente  sin  alteración  alguna  fnnda- 
mental  de  so  constitnción,  es  evidente  qne  el  fallecimiento  de 
algnnos  de  sos  miembros  no  afecta  en  lo  más  mínimo  á  la  vida 
legal  de  la  misma,  ni  produce  los  efectos  seflalados  en  el  ai^- 
tiento  1783  del  Código  civil,  pues  el  mandatario  signe,  en  tales 
condiciones  representando  legalmente  á  la  expresada  entidad, 
suando,  por  otra  parte,  no  le  fué  revocado  el  poder,  y  sí  única- 
mente ampliado  á  extremos  qne  en  nada  le  afectan  (O,,  nú* 

mero  10.--6  de  Julio  df  1900) 60 

La  declaración  contenida  en  el  poder  del  mandante  á  favor 

del  mandatario  de  que  tendría  por  bueno  y  valedero  cuanto  el 
segundo  ejecutase,  es  y  debe  entenderse  con  relación  á  terceros 
qne  con  él  hubiesen  contratado,  de  ningún  modo  para  eximirle 
de  la  responsabilidad  que  por  su  gestión  pudiere  alcansirle, 
porque,  en  otro  caso,  quedaría  anulada  la  personalidad  del 
mandante,  sin  restricción  alguna,  lo  cual  no  puede  sostenerse 
por  ser  opaeeto  á  la  moral. 

Obflprvándoee  esta  doctrina,  no  se  Infringen  los  arts.  985, 908 
y  297  del  Código  de  Comercio,  y  1091,  1318,  1964,  1261  y  1720 

del  Códlgro  civil  (1.,rÚT.  146.— 37  de  Noviembre  de  1906] 890 

V.   Dmco  de  España,  Comisión  mercantil,  Contrato 

nulo,  Fianza  y  Personalidad. 

Marido.— V.  Contrato, 

Hejoras.— V.  Jueg  competente. 
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!•  Ilseal.— V.  RegUtrador  de  la  propiedad. 
isada.— V.  Consefo  de/amilia,  Contrato  j  De/enea 

N 

icla,— V.  Culpa. 

-V.  Jnetrueeión. 

I^B.^Ei  art.  S€0  de  la  ley  proceeal  exfge  para  que  sean 

ine  las  resolncloneB  jbdlctaleB  á  las  persooae  á  qnlenea 

an  ó  puedan  cao^ar  perjuicio  y  oo  ¿0  jan  sido  parte  en 

>,  el  que  asi  se  monde  (C,  súm.  49.— 26  de  Septiembre 

1 3M 

I.— No  infringe  los  arte.  1982, 1961  7  1967  en  relación 
208,  ntüm.  1.^  y  el  1264,  todos  del  Código  civil,  la  aen- 
mdenatoria  á  pago  de  cantidad  no  en  el  concepto  de  Im- 
I  géneros  compiados,  annqne  éste  fnera  bd  oHgen,  eino 
m  del  compromiso  especial  y  concreto  contraído  por  las 

en  cnya  virtnd  f nerón  varlf  das  notoriamente  las  con- 
I  de  Jas  cbilgadcLee  origícariís,  dt  jendo  en  poder  del 
las  cantidades  por  éste  debidas  en  concepto  de  préstamo 
les,  y  desapareciendo  por  tal  modo  aquéllas  á  tenor  de 
rito  en  el  primtr  caso  del  ait  1208  (O.,  núm.  146.— 28  de 
brede  1906) 8M 

Censo. 
de  aelaactoae0.~V.  Recurso  de  easaetónm 


¿■.—V.  Pago. 

loDciB  hlpafccarlan,— V.  Jues  competente  y  Suspen^ 
pagos. 


5  retraer.— V.  Condición  resolutoria  y  Retrotenia 
l\  art.  1168  del  Código  civil  se  refiere  al  qne  paga  vo- 
\  ú  oficiosamente  por  otro  (C,  núm.  1.— 8  de  Jalla 

enemente  Jastificada  y  reconocida  por  deudor  y  deman- 
tn  anterioridad  al  pleito,  la  existencia  de  nn  saldo  con- 
toltante  de  los  lllros  de  la  caea  comercio  del  acreedor, 
ncla  que  le  obliga  á  satisfacer  á  éste  la  expresada  snma 
a  á  los  principies  fundamentales  del  derecho,  no  in- 
ido,  por  tanto,  ios  artículos  116^,  1176  y  1180  del  Código 
el  oírecimientb  de  pago  hecho  por  el  deudor  en  íurma 
mal  pudo  ser  rechazado  con  razón  bastante  por  el  aeree- 
a  consignación  más  tarde  intentada  fué  judicial  y  aeer- 
DMO  106  72 
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Udaxnetite  desestimadaí  teniendo  en  onenta  el  aeUde  de  loe 
entoe  cnando  ee  eolicitó  (O.,  núm.  145. — 27  de  NoTÍemlire 

de  1906) .* 

—  V.  Juex  eompeíente  {pago  y  pe/'éonaUdad). 
Pag^  de  |i;éaer^.— V.  Juez  competente  (eompraioenta). 
Pa^e  iodebMo.-'Hl  bien,  dada  la  nataraleía  del  doonmento 
oyueticnide  por  nn  talón  de  cnenta  corriente  y  oondleionee  de 
garantía  eetablecidae  en  loe  Eetatatoa  del  Banco  de  Bepafia, 
pudiera  en  algún  caeo  concreto  eer  máe  ó  menos  dlecntible  la 
responeabilidad  de  dicho  eatableciniiento  cnando  resaltara  que 
al  pago  indebido  había  precedido  el  más  exquisito  cotejo  de  la 
firma  y  rúbrica  qne  le  antorisaba  con  la  indnbitada  del  intere; 
sado»  obrante  en  el  expediente  registro»  si  aparecía  tan  perfecta 
en  todos  sus  extremoe  la  falsificación  qne  no  era  posible  racio- 
nalmente comprobarla  sin  un  examen  pericial  especialmente 
inteligente,  no  apareciendo  esto,  sino  diferencias  notorias  entre 
la  rúbrica  legítima  y  la  falsificada,  es  manifiesta  la  responsabi- 
lidad del  Banco  al  hacer  el  pago  indebido. 

8(gán  loe  términos  de  los  contratos  de  cnenta  corriente  del , 
Banco,  incumbe  á  éste  la  obligación  de  cerciorarse  de  la  legiti- 
midad de  los  talones  presentados,  no  sólo  por  el  medio  del  co- 
tejo de  las  firmas,  sino  por  cnalqniera  otro  qne  se  estims  proco* 
dente  en  caso  de  dada,  constitajendo  esto  la  garantía  del  caen- 
tacorrentista* 

Según  lo  expnestOy  no  basta  qne  el  Banco  se  confíe  en  la  per- 
sona qne  presentó  el  talón  falso  si  no  tenía  la  representación 
del  cnentaoorrentista. 

El  art.  66  de  ios  Bstatntos  del  Banco  de  Eapafia  impone  á  éste 
la  obligación  esencial  de  no  hacer  pago  eino  al  Tcrdadero  aeree* 
dor,  representado  por  la  legitimidad  del  talón. 

Oareciendo  éete  de  tal  circunstancia,  no  puede  atribuirse  á  sn 
pago  indebido  el  carácter  de  suceso  imprevisto  é  incTitable,  ni 
afirmarse  con  rasón  que  el  contrato  deja  de  cumplirse  de  baena 
fe  al  exfglr  la  responsabilidad  del  Banco. 

Por  las  rasónos  mencionadas,  no  justificándose  que  el  cuenta- 
correntista cometiera  acto  alguno  de  omisión  ó  negligencia  que 
haya  facilitado  el  fraude,  la  sentencia  que  declara  falsa  la  firma 
estampada  en  un  talón  é  indebido  el  pago  á  la  persona  que  lo 
presentó,  no  infringe  los  artículos  1106, 1134,  1268, 17C0  y  1710, 
en  relación  con  el  1162  del  Código  civil,  ni  el  121  del  Código  de 
Comercio,  en  relación  con  los  60,  61  y  62  del  reglamento  del 
Banco  de  Espafia  de  6  de  Enero  de  1901  (0.,  núm.  166.— 4  de 
Diciembre  de  1906) 

Parafernales.— V.  Bienes, 

Parliclones.—La  escritura  de  partielón  de  bienes  rellctoo  por 
una  parte,  otorgada  por  el  coneorte  de  aquélla  y  el  defensor  de 
loe  menores  hijos  de  la  misma,  adjudicando  á  éstos  en  pago  de 
legítima  flacas  que  se  dicen  adquiridas  por  el  cónyuge  euperri- 
Yiente  durante  su  matrimonio,  afecta  sólo  á  ios  qus  en  ella  In- 
tervinieron, pero  no  á  los  que  no  tuvieron  participación  alguna 
en  el  aludido  documento. 
Sin  otra  prueba  que  acredite  sn  verdadera  procedenqlai  la  ez- 
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da  manifestación  da  aquella  escritura  no  Jaetifioa  ei  oaráe- 

)  parafernales  de  las  fincas  de  sn  referencia. 

lerTande  esta  doctrina,  la  Sala  sentenciadora  no  infringe 

L  897,  regla  1.^  de  la  ley  procesal,  ni  por  inaplicación  los 

lios  1S82  y  1986  del  Oódigo  cítíI. 

otado  el  embargo  de  las  mencionadas  fincas  á  instancia 

lecntante,  apareciendo  dnefio  de  iae  mismas  el  ejecütadOt 

e  dicha  escritnra  particional  de  toda  eficacia  para  enervar 

otación  preventiva  acordada  á  instancia  del  primero,  con* 

B  al  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria  (O.,  núm.  170.— 12  de  Di- 

[>redel006) #78 

¡•oes. —La  circo nstancía  de  qae  puestas  de  manifiesto 
operaciones  particionales  no  se  fórmale  dentro  del  periodo 
ne  lo  f  aeren  oposición  alguna  por  parte  de  los  interesados. 
Ha  equiparada  por  el  art*  1088  de  la  ley  procesal  á  la  con- 
Idad  expresa  de  aqaélla,  según  B^soluclones  de  la  Dirección 
\  de  Janio  de  1897  y  26  de  Mayo  y  28  de  Junio  de  1899 

[.,  nám.  178.— 18  de  Diciembre  de  1906) »8i 

V.  Albaeea. 

salldad.— No  es  de  estimar  la  falta  de  personalidad  del 
irador  que  continuó  actuando  en  nombre  del  poderdante 
les  del  fallecimiento  del  mismo  si  de  tal  suceso  no  tuvo  ce- 
siento  ni  se  biso  constar  como  es  necesario  según  el  ar- 
>  9.^,  núm.  7.^  de  la  ley  procesal,  para  que  cese  la  repre- 
cióo  del  primero  (C,  núm.  6S.— 8  de  Octubre  de  1906).. .  •  9B1 
No  concurre  la  falta  de  personalidad  en  el  mandatario  de 
lociedad  que  comparece  en  virtud  de  poder  del  Consejo  de 
Inistración  de  aquélla,  según  acuerdos  adoptados  por  éste 
o  de  sos  facultades  y  en  conformidad  con  los  estatutos  so- 

i(C.,  nún.  64.— 8  de  Octubre  de  1906) 286 

V.  Juicio  de  de$ah(Aeto  y  Recurso  de  casación, 

•e._V.  Jues  municipal  eompetente.  (desahucio). 

¿n.— 81  el  demandado  en  pleito  sobre  peseeión  de  una  finca 
limitó  en  su  contestación  á  negar  aquel  derecho  al  deman- 
I,  sino  que  sostuvo  el  suyo  de  dominio,  apoyáadolo  docu- 
almente  y  pidiendo  la  correspondiente  declaración  del  Tri- 
l,  es  de  estimar  que  utillsó  en  tiempo  la  oportuna  excep- 
por  mutua  petición  y  efectiva  reconvención,  aun  cuando 
apicara  esta  palabra  ni  determinara  la  acción  que  utilisa- 
Ircunstancia  ésta  sólo  exlglble  según  el  art.  1634  de  la  ley 
ijuieiamiento  civil  para.la  determinación,  en  su  caso,  ds 
Enpetencia. 

servando  esa  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
rtículoe  869  y  624  de  la  ley  procesal,  408  de  la  Hipotecaria 
del  Código  civil. 

iforme  á  los  principios  generales  de  derecho  que  rigen  en 
ria  de  posesión,  después  de  diotada  sentencia  en  que  se  dé 
al  interdicto  de  recobrar  aquélla,  cabe  el  inicio  ordinario 
resolver  acerca  del  dominio  ó  posesión  definitiva,  como  se 
lece  en  el  último  párrafo  del  art.  1668  de  la  ley  de  Bojui- 
lento  civil;  derecho  que  no  eá  exclusivo  del  vencido  en  el 
licto,  demandante  en  el  Juicio  ordinario,  porque  todo  lo 
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qne  por  aooión  se  conceda  al  actpr  no  puede  negarae  por  excep- 
ción ó  reconvención  al  demandado. 

Obaervando  esta  doctrina,  no  ae  infringen  loe  artícQloa  S98 
7  408  de  la  ley  Hipotecaria. 

A  tenor  de  lo  prevenido  en  el  párrafo  4.*  del  art^  i08  de  la  ley 
Hipotecaria,  la  Inecripción  de  poeeeión  no  perjodicará  en  nin- 
gún caso  al  qne  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  del  inmue- 
ble annqne  bv  titnlo  no  iiaya  eido  inecrito. 

El  art.  26  de  la  citada  ley,  ae  refiere  á  la  inscripción  de  titn- 
lee  de  ignal  natnraleía. 

Declarado  el  dominio  á  favor  de  nna  parte,  no  cabe  qne  an 
.  acción  eea  enervada  por  actos  poaeeorioB  qne  no  han  dado  Ingar 

á  la  prescripción  (O.,  núm.  14.— 7  de  Jalio  de  1606J T^ 

P^aeal^n.— La  posesión  en  concepto  de  dnefio,  á  qne  se  refiere  la 
primara  parte  del  art.  482  del  Código  civil,  atribnye  á  qnien  la 
disírnta,  mientras  no  es  vencido  por  qnien  ostente  mejor  dere- 
cho, todas,  sbflolntamente  todas,  las  ventajas  de  la  propiedad, 
tales  como  las  dtfiúc  el  art.  848. 

Una  de  las  inherentes  á  la  propiedad  es  la  del  art.  622,  por- 
que segÓQ  los  términos  de  éste  no  oabs  racionalmente  dletingnir 
entre  propietarios  á  titnlo  de  poseedores  en  concepto  de  doefioa 
y  propietarios  á  titnlo  de  dominio,  sin  destrnir  el  efecto  de  di- 
cha posesión  (O.,  núm.  144.— 27  de  Noviembre  de  190e) 821* 

Precario. — La  esencia  del  precario  consiste  en  la  ocnpsción  de 
nna  tinca  á  tíiolo  gratnito  (0.,  núm.  68.-8  de  Octubre  de  1908).    26r 

Prescripciéii.— Si  bien  la  ley  2.\  tit.  8.^  libro  11,  de  la  Noví- 
sima iCtícopllación,  reprodocida  snstancialmente  en  el  art.  1966 
del  Oódigo  civil,  dispone  qne  el  qne  posea  nna  cosa  de  consano 
ó  proindlviso  con  otros  condnefioa  ó  coherederos,  no  pnede  ad- 
quirir por  prescripción  la  parte  qne  á  los  demás  condnefios  ó 
coherederos  corresponda  en  la  pro  indivisión,  como  dicho  pre- 
cepto legal  no  impide  qne  los  nnidoa  por  el  vinculo  de  la  co- 
munidad pnedan  gravar  la  porción  que  en  la  misma  les  perte- 
nezca de  la  manera  qne  estimen  conveniente,  es  manifiesta  la* 
impertinente  aplicación  del  expresado  precepto  legal  á  un  case 
en  el  qne  se  trata  del  establecimiento  de  un  gravamen  im- 
puesto voluntariamente  por  las  personas  á  qnienes  ezclnsiva- 
mente  afecta,  en  virtud  del  contrato  otorgado  (O.,  núm.  99. — 81 

de  Octubre  de  1906) 64C> 

V.  Jn/ormacíón  posesoria. 

Prescrlpeión  de  nceión.— Según  el  art.  1968  del  Código  civil 
la  acciuu  para  rt;i:iamar  dafios  y  perjuicios  prescribe  por  el 
transcurso  de  un  «fio  y  observando  esta  doctrina  no  se  infrin- 
gen el  referido  artículo  y  tampoco  el  1969,  1947  y  1978  del 
mismo  Código. 

Aun  cuando  una  demanda  de  pobreaa  basta  para  interrumpir 
lu  prescripción  de  acción,  cuando  se  conoce  su  finalidad,  es  in- 
dispensable qne  tal  demanda  se  formule  antea  de  transcurrir  el 
término  de  la  prescripción. 

La  mera  pretensión  de  nombramiento  de  Procurador  y  Abo- 
gado de  oficio,  no  reviste  verdadero  carácter  de  interpelación, 
judicial  ni  extra  judicial: 
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La  miima  ratón  de  ley  existe  para  el  eaeo  del  arl.  1947  del 
tlódigo,  qae  para  el  del  1978,  no  podiendo  ni  debiéndoee  dar  á 
loa  aetüB  de  conolliaoión  otra  eficacia  qne  la  qae  determina  el 
art.  4<9  de  la  ley  procoaal,  pneato  qae  no  exttte  en  el  Código 
precepto  algnno  qne  la  contradiga  (O.,  núm.  67.-9  de  OtStnbre 
de  1906; IM 

l^reaerlprióB  de  acción.— La  ezoepoión  de  prescripción  afecta 
ai  fanaameoto  de  la  acción  ejercitada  y  con  so  estimación,  ee 
hace  innecesario  é  inútil  el  examen  de  las  demás  cnesttones  dis- 
entidas en  el  pleito,  por  lo  qne,  entendiéndolo  mí  la  Sala  sen- 
tenciadora no  infringe  el  art.  969  de  la  ley  procesal  (C,  núme- 

ro  97.— 9  de  Ojtabre  de  190e) ^H 

V.  Censoé  y  Comunidad  de  bienea. 

Préalaoio.— V.  ñetropenta. 

^resaneionée.— V.  Prueba* 

Proearador.— No  es  de  estimar  la  infracción  de  loa  arts.  6.*, 
9.<*,  666,  696,  697,  1216,  1216  y  1218  por  la  sentencia  a bso I ntoria 
de  la  demanda  interpuesta  contra  no  Procurador  por  indemnl- 
laeión  de  perjaieios,  caando  ae  Jostlfica  qne  aqnél  compiló  laa 
obligaciones  de  sn  cargo,  y,  sin  desconocer  la  natnralesa  y  Tir- 
tnalldad  de  los  documentos  á  qae  el  recurrente  se  rtflere,  y  te- 
niendo en  cuenta  cnanto  de  los  mismos  y  de  las  demás  pruebas 
«parece,  estima  con  acierto  la  Sala  sentenciadora  no  ser  impu- 
table al  demandado  la  falta  que  se  le  atribuye. 

Es  extrafio  á  las  obligaciones  del  Procurador  deducir  preten* 
■Iones  qne  la  ley  reserva  ai  defensor  del  litigio. 

No  perfeccionándose  la  renuncia  Judicial  del  poder  de  un  Pro- 
curador ha  de  continuar  éste  en  autoe  la  representación  del 

mandante  (0.,  núm.  60.— 6  de  Octubre  de  19C9) 196 

V,  Fianza  y  Per$onaUdad. 

Promesa  de  venta.— V.  Anotación  prevéntioa. 

Prueba.— V.  Juido  de  deeahueio  y  Recurso  de  eanaeión  {apre- 
ciación de  prueba), 

(D  SNSG  ACIÓN).— V.  Eecureo  de  casación  (denegación  de 

prueba). 

(rbcibimibnto).— y.  Recurso  de  casación  {recibimiento 

á  prueba). 

Prueba  doeumental.— No  desconoce  el  valor  y  eficacia  de  lee 
docnmentiis  privados,  y  consiguientemente,  no  inflinge  el  ar» 
ftionlo  1226  del  mismo  Código  la  sentencia  que  los  aprecia  coma 
confirmatorios  del  juicio,  que  por  las  demás  pruebas  ha  forma- 
do de  sn  sentido  el  Tribunal  sentenciador  (O.,  núm*  12.— 6  de 

Julio  de  1906) 68 

, — —  La  prohibición  de  admitir  en  juicio  docn mentes  no  inscri- 
tos se  refiere  únicamente,  según  ya  tiene  reiterado  el  Tribunal 
Supremo,  al  caso  de  hacerlos  prevalecer  contra  terceros  (ü.,  nú- 
mero 96.— 90  de  Ootobre  de  1906) 606 

Prueba  de  preauneionea.— Al  Tribunal  sentenciador  correa- 
ponde  privativamente  la  determinación  de  si  el  enlace  entre  el 
hecho  demostrado  y  el  que  se  pretende  deducir  es  preciso  y  di- 
xeoto,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  cuando  es  indudable 
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U  exiatencia  de  tal  enlace  por  ser  perfecta  la  oenexlón  7  éon- 
ipiaeooia  entre  loa  hechos  probados  y  el  deducido  (O.,  núm.  71. 
11  d*  Ontnbre  He  1906) S81 

Praelia  de  pr«iiaiicion«a.>-No  es  dable  impugnar  eficasmente 
la  prueba  de  presonciunes  apreciada  por  nn  Tribonal  sentencia- 
dor, si  no  se  patentlsa  con  oTldencia  la  falsedad  de  los  hechos 
en  qae  aquélla  descansa  ó  la  notoria  ó  absoluta  falta  de  relación 
entre  el  hecho  demostrado  7  el  qac  se  trate  de  dedocir  (C*,  nú- 
mero 128.^18  de  Noyiembre  de  1906). •• 8St* 

V.  Enajenación  en/raude  7  Recurso  de  casación. 

Pmcba  en  ia  ae^unda  inalanela.— 861o  procede  eltecibimien- 
á  prueba  en  stgundA  instancia  en  los  casos  enumerados  en  el 
art.  862  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI  (O.,  núm.  186.-— 21 

de  Noviembre  de  IvOe) 76$^ 

En  armonía  con  el  art.  862  de  la  ley  de  EoJoiciamieDio  ci- 
vil debe  denegarse  la  prueba  documental  pretendida  en  segunda 
instancia  y  referente  á  hechos  conocidos  por  la  parte  en  la  pri- 
mera y  á  otros  eztrafios  á  la  demanda  (O.,  núm.  162.^10  de  Di- 
ciembre de  1 906) Mi^^ 

V.  Recurso  de  casación  {denegación  y  recibimiento  á 

prueba), 

Praeba  leallficai.— La  estimación  de  las  declaraciones  testifi- 
eales  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Tribunal  sentenciador 

(a,  núm.  67.— 9  de  Octubre  de  1906) IM* 

V.  Jn/ormaeión  posesoria  y  Recurso  de  casación  (apre- 

dación  de  prueba). 

Q 

4|«lcbra.--V.  Reiíurso  de  casación  {sentencia  deñnitioa). 


i  murta.— V.  Caneelaeión  de  inscripeián. 
i»Bvenel¿n.--V.  Posesión. 

Becnrao  de  easaclén  (apreciación  db  prubba).— Según  jo* 
risprodencia  constaute,  no  es  lícito  en  casación  disgregar  la 
apreciación  de  pruirba  sustituyendo  el  criterio  del  recurrente  al 
del  Tribunal  sentenciador  (C,  núm.  12.— 6  de  Julio  de  1906).  • .  fS 
•» —  La  declaración  de  hecho  de  una  sentencia  de  que  el  de- 
mandante no  ha  justificado  los  fundamentos  de  la  demanda, 
queda  subsistente  cuando  contra  ella  no  ee  recurre  en  la  forma 
que  preceptúa  el  art.  1692,  núm.  7.^  de  la  ley  procesal  (O.,  nú- 
mero 14.— 7  de  Julio  de  1906) ^ 7f 

Las  afirmaciones  de  hecho  del  Tribunal  a  quo  no  pueden 

eer  contradichas  en  el  rt  curso  por  quebrantamiento  de  forma 
(O.,  núm.  66.— 9  de  Octubre  de  1906) MS 

La  pretensión  de  combatir  aisladamente  los  elementos  que 

lian  servido  de  base  á  la  apreciación  del  Tribunal  sentenciador 
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de  efloftoia  eiundo  la  prueba  ha  sido  eetlmada  en  con- 
junto. 

Be  Improoedente  la  cita  de  textos  legales  como  lafringidoe 
eomndo  para  ello  se  desoompooe  la  praeba  á  la  apreciación  de 
ta  enal  en  conjnnto  hay  que  atenerse  mientras  no  se  combata 
•a  la  forma  establecida  por  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjnldamiento  cItU  (J.,  núm.  71.  —11  de  Octubre  de  1906).  Ul 
Bemvao  de  casarlón  (apreciación  db  prueba).— Según  el 
artículo  17i8,  parra  I  j  3.^,  de  la  ley  procesal,  en  relación  con  el 
námero  9.^  del  1729,  es  Inadmisible  el  recurso  de  casación 
cuando  su  úaico  motlTO  tiene  por  fundamento  una  aprecia- 
alón  de  prueba  completamente  contraria  á  la  que  hace  el  Tri- 
bunal sentenciador,  sin  que  ésta  sea  impugnada  en  la  forma 
qne  exige  el  núm.  7.^  del  art.  1692de  la  misma  ley. 

La  eatimadón  de  la  prueba  testifical  es  de  la  exclusiva  com- 
Mtencia  del  Trlbanal  sentenciador  (O.,  núm.  72.— 11  de  Ootu- 
1)ffedel906) 249* 

Son  ineficaces  los  motlTos  del  recurso  de  casación  referentes 
á  declaraciones  de  la  sentencia,  constitutivas  de  fundamentos  de 
hecho  no  impugnados  en  la  forma  prevenida  en  la  ley  de  casa- 
ción (C,  núm.  77.— 16  de  Octubre  de  1906) 26i 

«——  £s  inadmielble,  segúa  el  núm.  9.®  del  art.  1729  de  la  ley 
procesal,  el  recurso  de  casación  interpuesto  contra  la  sentencia 
denegatoria  del  beneficio  de  pobresa,  cuando  fundada  ósta  en  la 
apreciación  en  conjunto  de  todos  los  elementos  de  prueba,  no  se 
Impugna  oponiendo  documento  ó  acto  auténtico  demostrativo 
de  error  de  hecho  ni  se  cita  como  infringida  ley  relativa  á 
pmebas. 

Al  Tribunal  de  apelación  corresponde  apreciar  libremente 
las  pruebas  practicadas  en  la  primera  inetancia,  como  las  que  se 
praetican  en  la  segunda,  relacionadas  con  la  cuestión  que  se  la 
somete  en  aliada  (O.,  núm.  88.-22  de  Octubre  de  1906) 418 

—  A  la  Sala  sentenciadora  incumbe  de  una  manera  exclusiva 
apieciar  la  prueba  de  testigos. 

A  la  parte  actora  incumbe  la  prueba  y  Justificación  de  su  ac  • 
alón  (O.,  núm.  98.— 80  de  Octubre  de  1906)    477 

No  es  lícito  en  casación  descomponer  la  prueba  combatien* 

do  aisladamente  alguno  de  sus  elementos. 

Ho  cabe  impugnar  en  casación  la  apreciación  de  la  prueba  si 
no  es  en  la  forma  prescrita  por  el  núm.  7.*  del  art.  1692  de  la 
ley  procesal. 

La  apreciación  de  la  prueba  testifical  es  de  la  exclusiva  facul- 
tad del  Tribunal  sentenciador  (C.»  núm.  96.— 80  de  Octubre 

de  190«) 506 

— —  No  procede  el  recurso  de  casación  en  cuyos  motivos  se  hace 

apuesto  de  la  cuestión  sin  que  se  impugne  en  manera  alguna 

a  apreciación  de  la  prueba  (C,  núm.  98.— 81  de  Octubre 

de  1906) 64t 

— —  Fundándose  la  demanda  de  desahucio  en  el  cumplimiento 
iel  término  estipulado  en  el  contrato,  y  habiéndose  apreciado 
en  la  sentencia  en  virtud  de  la  prueba  practicada  que  no  se  trata 
le  establecimiento  mercantil  ó  fabril,  apreciación  de  hecho  que 
10  pnede  ser  combatida  en  el  recurso  por  quebrantamiento  de 
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formft,  está  f aers  de  dada  qne  ee  Jaei  competente  pera  eonoeer 
del  deeahacio  el  Josgedo  maniclpal  bóníarme  al  art.  1661  de  la 
ley  procecial,  ein  que,  entendiéndolo  asi,  se  Infrinja  el  nám.  6«* 
del  art.  1693. 

En  el  propio  caso  carece  de  acción  para  interponer  el  recnrto 
en  la  forma,  el  demandado  qne  obtnvo  sentencia  favorable  j 
denegatoria  del  desahncio  (Q.,  núm.  108.— 6  de  Noviembre 

da  1906) aao 

Beearao  de  eaaaeión  (apreciación  de  prueb^í). — Son  impro- 
oeaeotes  para  la  casación  las  lofracciones  alegadas  haciéndose 
snpnesto  de  la  cuestión  (B.  H.,  núm.  106.— 7  de  No?iembre 

de  1906) Mt 

Nj  es  licita  en  casación  la  impngnación  de  lae  afirmado* 

nes  de  la  Sala  sentenciadora  hecnas  en  virtad  de  toda  la  proeba 
practicada,  cuando  no  se  combate  tal  j nielo  por  el  medio  esta- 
blecido en  el  núoa.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal  (0.,  nú- 

4  mero  118.— 18  de  Noviembre  de  1906) .•••    Mi 

El  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  ley  procesal,  no  permite 

disentir  en  casación  la  apreciación  de  la  prneba  sin  establecer 
la  Impagoación  sobre  acto  ó  docnmento  antéatico. 

á.  tenor  del  núm.  4.^  del  mismo  arcíonlo,  es  inadmisible  el 
recarso  en  cayos  motl?08  no  se  expresa  el  concepto  en  qne  ha- 
yan sido  infringidas  las  leyes  citadas  como  tales,  y  cnando  se 
parte  de  an  snpaeoto  contrario  al  establecido  por  la  seotenola 
para  llegar  á  la  cooclnsión  qne  mantiene  el  recnrreate  (0.,  nú- 
mero i2a.— 18  de  Noviembre  de  1906) MT 

Sagúa  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supre* 

mo,  el  recarso  de  casación  es  inadmisible,  conforme  al  núm.  9.^ 
del  art.  1729  de  la  ley  de  Eajaiciamiento  ci?ll,  coando  la  sen- 
tencia se  fonda  especialmente  en  la  apreciación  qne  de  las 
pruebas  en  conjunto  hace  la  Sala  sentenciadora,  s^gúa  el  ar- 
tícalo  12t8  del  Oódigo  civil,  usando  de  la  facultad  disoreoional 
qne  le  concede  el  M^  de  la  ley  procesal. 

No  es  licito  sustituir  por  el  criterio  del  recurrente  el  del  ]us- 
gador  ni  hacer  supuesto  déla  cuestión  (0.,  núm.  128.— 19  de 

Noviembrede  1906) TM 

No  son  de  estimar  para  la  casación  los  supuestos  errores 

de  derecho  que  ss  dirigen  á  combatir  nna  apreciación  de  la  sen- 
tencia no  influyente  bajo  ningún  concepto  en  el  tallo. 

La  apreciación  de  la  prueba  de  testigos  es  de  la  exclusiva  in- 
cumbencia del  Tribunal  sentenciador  (0.,  núm.  108.— 8  de  No- 
viembre de  1906) 8U 

Nj  son  de  estimar  para  la  casación  los  motivos  del  recurso 

fondados  en  supuestos  contrarios  á  los  que  afirmó  la  sentencia 
recurrida,  apreciando  en  conjunto  el  valor  de  las  pruebas  (Oa* 

sación.  núm.  182.— 20  de  Noviembre  de  19i}ff) t>4 

— —  Habiendo  la  referida  Sala  f  jrmado  su  jálelo  por  el  resol- 
tado de  todas  las  pruebas  practicadas  en  el  pleito,  no  puede  ser 
impugnada  esta  apreciación  son  abstracción  de  dicho  conjunto, 
fundan  lo  la  impagnaclón  en  un  solo  documento  (O  ,  núm.  188. 

20  de  Noviembre  da  1906) 7Sr 

~—  Ni  es  lícito  hacer  en  casación  supuesto  ds  la  cuestión  con 
afirmaciones  contrarias  á  las  de  la  Sala  sentenciadora,  fundadas 
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Ó8tu  en  la  itpraeUción  de  1m  pruebas  en  conjunto  (O.,  nA- 

mero  140.^24  de  Noviembre  de  190o}.*^.. ••••••• 7M 

limo  de  eanaeléá  (apreciación  de  prueba).— No  ee  de  es- 
timar para  la  casacloa  el  error  de  hecho  fondado  por  el  recn- 
rrente  en  la  apreciación  hecha  por  el  mismo  de  la  prueba  teetl- 
flcal,  sin  eitar  docamento  ó  acto  aatéalico  qae  pateo líce  la  eqni- 
vocaolón  del  jas^ador,  como  exige  el  núm.  7,^  del  ar(.  1692  de 

la  ley  procesal  (C.,  núm.  141.— S4  de  Noviembrede  1906) 804 

— —  h%  apreciación  de  la  prneba  testifical  es  de  la  privatlra 
íacDitad  del  Tribanal  sentenciador  (C,  núm.  148.— 80  de  No« 

▼lembre  de  1906) Mt 

La  indemnisaclón  de  dallos  y  perjuicios,  eo  relación  con 

el  valor  de  la  pérdida  sofrlday  de  la  ganancia  qoe  hubiera  de- 
Jado  de  obtener  el  acreedor»  implica  ooa  caestión  de  hecho,  coya 
apreciación  corresponde  al  Tribaoal  á  quo,  apredacióo  qoe  sólo 
pnede  combatirse  en  casación,  acreditando  el  error  de  hecho 
ó  de  derecho,  cooíorme  al  núm.  7.^  del  art.  16v8  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  (O.,  núm.  169.— 7  de  Diciembre  de  1906)..     OM 

Habiendo  teoido  en  cnentá  el  Tribunal  sentenciador  los 

elementos  saministrados  por  las  panes  para  formar  sn  jnieio 
acerca  de  las  pruebas  y  constitayendo  tal  apreciación  el  fonda- 
mentó  esencial  del  mismo,  carecen  de  eficacia  para  la  casación 
las  Infracciones  qae  se  aiegnen,  fundándolas  en  hipótesis  con- 
trarias á  los  supuestos  est^biecidos  en  la  sentencia  recurrida 

(a,  núm.  167.— 18  de  Diciembre  dt)  1906) MI 

Sagú  a  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  ley  procesal,  es  in- 
admisible el  recurso  de  casación  fundado  en  supuestos  qne 
niega  la  Sala  sentenciadora,  cuya  apreciación  de  prueba  no  oe 
impugna  en  la  forma  debida  ni  aun  se  apoya  en  el  núm.  7.^  del 

artículo  1698  (0.,  núm.  179.-88  de  Diciembre  de  1906) 1011 

La  pruelía  testifical  no  pnede  combatirse  en  casación  por 

ser  de  la  facultad  exclusiva  del  Tribunal  sentenciador  (C,  nú* 

mero  186.— 28  de  Diciembre  de  1906) lOlS 

La  estimación  de  la  prueba  por  el  Tribunal  sentenciador  no 

pnede  ser  rectificada  sino  en  los  casos  que  taxativamente  marea 
el  núm.  9.o  del  art.  1098  de  la  ley  de  finjuielamieato  civil. 

Segúa  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la  apreciación 
por  el  Tribanal  sentenciador  de  las  pruebas  pericial  y  testifical 
no  encaja,  por  la  iudole  y  natnraieaa  de  éstas,  en  la  materia 
propia  de  la  casacióu. 

Son  impertinentes  para  la  casación  los  motivos  del  recurso 
fundados  en  supuestos  de  hecho  que  contrarían  los  que  la  Sala 
sentenciadora  declara  probados. 

Nj  siendo  las  conclusiones  que  el  recurrente  deriva  de  loe 
hechos  á  qae  se  refieren  ios  motivos  del  recurso,  sino  presan- 
eiones,  que  asienta  con  ó  eln  lógica  racional,  pero  qne  por  sn 
índole  y  natnraieaa  no  evidencian  error  alguno  de  hecho  ni  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  pineba,  ni  menos  constituyen 
la  confesión  jadioial  á  que  se  refiere  el  art.  1888  del  Código,  soú 
improcedentes  para  motivar  la  casación. 

Batendlóndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 1849  del  mismo  Oódi«o  y  869  de  la  ley  de  finjuieia- 
miento  eivil  (O.,  núm.  184.— 27  de  Diciembre  de  1906) 1088 
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V.  Recur$o  de  eaBaeión  {error  de  derecho  y  dé  heeho) 

7  Prueba  de  presundonee, 
Becariio  de  eaMeién  (apelación).— V.  BeeuMaeiám. 

-  fClTAGlo^).— V.  Aeeureo  de  eaeaeión  (emplasamienio). 
(CITA8  LEGALES).  —  Es  inadmisible  el  reooreo  en  el  fon- 
do onando  no  se  ajoeta  á  las  condiciones  del  número  4.^  del 
artículo  1729  de  la  ley  procesal,  á  tenor  del  qne  debe  seflalar- 
se  la  qne  se  en  pone  infringida  en  el  concepto  en  qne  lo  haya 
sido,  planteándose  asi  la  cnestióo  qne  el  Tribunal  Supremo  ten* 
j[a  que  resolver* 

El  núm.  9.®  del  art.  1729  de  la  ley  de  Bujuiciamiento  cítíI 
exige,  según  los  casos,  la  cita  de  las^  que  haya  prescindido  el 
Tribunal  y  de  los  documentos  ó  actos  *de  los  cuales  se  derive  el 
supuesto  error  que  hubiese  cometido,  sin  cuyas  condiciones  es 
Inadmisible  el  recurso  (C,  núm.  188.— 24  de  Diciembre  de  1906).  lOtl 

V.  Becureo  de  eaeaeión  (apredadón  de  prueba^  error 

de  derecho  y  motiüos}. 

— —  (competencia).— La  cuestión  de  incompetencia  de  Juris- 
dicción por  ra son  de  la  materia,  podría  motivar,  en  su  case,  un 
recurso  por  íd  fracción  de  ley,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  nú* 
mero  6.®  del  art.  16V9  de  la  expresada  ley  de  Enjuiciamiento, 
pero  00  el  de  forma  del  art*  169S,  porque  la  incompetencia  á 
que  este  artículo  se  refiere  en  su  núm.  6.^  es  evidentemente  la 
que  puede  existir  con  relación  á  Tribunales  de  la  jurisdicción 
ordinaria  sobre  la  base  y  supuesto  de  tratarse  de  materia  pro- 
pia de  la  jurisdicción  de  estos  Tribunales  (C,  núm.  18.— 7  de 

JiDiode  1906) 7ft 

— •  Las  resoluciones  que  se  dictan  por  los  Jueces  de  primera 
lastanoia  y  Audiencias  territorialer  otorgando  alguna  diligen- 
ola  de  prueba  propuesta  por  las  partes  en  la  sustancisción  de  un 
interdicto  de  recobrar  la  posesión,  cualquiera  que  sea  la  perti- 
nencia de  las  mismas  y  su  apreciación  en  la  sentencia,  no  pue- 
den implicar  incompetencia  de  jurisdicción,  á  tenor  do  lo  pre- 
venido en  el  art.  69  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  el 
conocimiento  del  asunto  y  del  expresado  acto  está  atribuido  por 
la  ley  á  la  autoridad  que  ejercen,  ni  por  ello  se  demuestra  que 
eorresponda  entender  del  pleito  con  preferencia  á  otro  Jues  ó 
Tribunal  de  su  mismo  grado* 

Observándose  esta  doctrina,  no  se  incurre  en  el  quebranta- 
miento de  forma  del  núm*  6.^  del  art.  1698  de  la  ley  procesal 
(C.,núm.  20.— lldoJuliodel906) 108 

£1  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  las  formas 

esenciales  del  juicio  sólo  se  da  en  los  casos  expresamente  deter- 
minados en  el  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  para 
fundarse  en  el  cúm.  6.^  de  dicho  precepto  legal  se  ha  de  bÁsar 
en  la  incompetencia  de  jurisdicción,  es  decir,  en  el  supuesto  de 
que  el  Tribunal  sentenciador  haya  entendido  en  el  pleito  sin 
estar  atribuido  por  la  ley  á  su  autoridad  el  conocimiento  del 
mismo,  no  podiendo  por  ello  comprenderse  en  el  indicado  pre- 
cepto legal  el  caso  en  que  el  Tribunal  a  quo  haya  resuelto  que 
carece  de  competencia  para  intervenir  en  el  asunto,  ya  qne  en- 
tonces, lejos  de  obrar  con  incompetencia,  se  abetiene  de  hacerlo 
por  estimar  que  carece  de  atribuciones  para  realiaarlo,  resolu- 
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elóa  qne  sólo  pnede  0er  impngaada  y  dtoentída,  por  lo  tinto,  en 
QB  recnrsG  por  Iníracelón  de  ley  (0.^  núm*  89.-26  de  Octnbre 
de  1906) 458 

Recarsttde  catiael^o  (competencia).— El  ejercicio  de  una  in- 
úneirla^DO  ee  áetermina  solamente  por  el  carácter  y  netnralesa 
de  éeta  eino  por  las  condiciones  del  local  en  que  ee  eatableee  y 
explota,  y  careciendo  éste  de  toda  condición  para  estimarlo 
aomprendido  en  la  categoría  de  establecimiento  fabril  ó  comer- 
eial,  el  becho  de  conocer  del  desabncio  contra  sn  inqnilino  el 
respectivo  Jnes  municipal, no  implica  la  infracción  del  art.  1698, 
nim.  6.^,  en  relación  con  el  1568,  nám.  1.^,  de  la  ley  procesal 

(O.,  súm.  106.— 7  de  Noviembre  de  1906) 586 

(C08TA€>).— La  imposición  de  costas  por  la  temeridad  de 

nn  litigante  es,  como  ponto  de  hecbo,  de  la  exclusiva  facultad 
de  la  Bala  sentenciadora,  sin  qne,  por  lo  tanto,  pueda  este  ex- 
tremo del  fallo  ser  materia  del  recurso  de  casación  (C,  núme- 
ro 108.— 6  de  Noviembre  de  1906) 596 

— «—  Las  apreciaciones  de  las  Balas  de  las  Audiencias  re»pecto 
á  la  existencia  de  la  temeridad  que  da  lugar  á  la  imposición  de 
•estas,  no  cabe  eean  impugnadas  en  casación,  según  tiene  de- 
clarado la  jurisprudencia  (C,  núm.  138. — 18  de  Noviembre 

de  1906) 689 

(cuestiones  no  discutidas).— Es  ioadmisible  el  recurso 

de  casación  referente  á  cuestiones  no  debatidas  en  el  pleito, 
como  comprendido  en  el  núm.  6.®  del  art.  1729  de  la  ley  proce- 
sal (C,  núm.  59.-29  de  Beptiembre  de  1906) 246 

Según  el  art.  1729,  núm.  5.®,  de  la  ley  procesal,  es  inad- 

mitible  al  recurso  de  casación  en  cuanto  se  refiere  á  cuestiones 

BO  debatidas  en  el  pleito  (C,  súm.  57.-8  de  Octubre  de  1906).     256^ 

Conforme  al  núm.  5.^  del  art.  1729  de  la  ley  de  procedí- 

aliento,  es  inadmisible  el  recurso  en  cuyos  motivos  se  suscitan 
cuestiones  no  debatidas  ni  resueltas  en  el  pleito  (O.,  núm.  148. 

26  de  Noviembre  de  1 906) ....     820 

Conforme  al  núm.  5.^  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuicia- 

aliento  civil,  en  relación  con  el  núm.  1.®  del  1728,  no  es  admi- 
sible el  recurso  cuando  las  leyes  en  él  citadas  se  refieren  á  cues- 
tiones no  debatidas  en  el  pleito  (C,  núm.  158.— 8  de  Diciembre 

de  1906) 877 

•— —  No  son  de  estimar  para  la  casación  las  supuestas  infrac- 
ciones referentes  á  aspectos  muy  diferentes  de  la  cuestión  de- 
batida y  que  no  fueron  sometidos  á  la  decisión  de  la  Bala  sen- 
tenciadora (C,  núm.  ]  54.-8  de  Diciembre  de  1906) 878 

— —  Son  improcedentes  para  la  casación  los  motivos  relativos 
á  cuestiones  no  planteadas  en  el  pleito  (O.,  núm.  169. — 12  de 

Diciembre  de  1906) 961 

1 —  No  son  de  estimar  para  la  casación  las  infracciones  relé-- 
entes  á  extremos  que  no  se  han  demostrado  en  el  pleito  ni  re« 
lamado  oportunamente  (C,  núm.  186.— 28  de  Diciembre  de 

906) • 104S 

—  (denegación  de  prueba).— Denegándose  en  la  segunda 

istancia  la  práctica  de  una  prueba  no  realisada  en  la  primera 

ir  causa  imputable  á  la  parte  que  la  propone,  como  lo  eeriano 

borlo  becho  con  la  antelación  bastante,  según  las  prescripoio- 
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iüi  haya  de  fljarae  en  el  período  de  ejecución  de  sentencia,  se- 
gún el  art.  928  de  la  ley  procesal  (O.,  núm.  88,— 20  de  Ootnbre 
de  1906) Í4S 

Ilec«r8«  de  eaenelén  (urror  de  HBCHa).-~Son  inestimablee  loe 
errores  de  becho  y  de  derecho  alegados  por  el  recorren  te  en  la 
apreciación  de  la  prneba  sin  otro  íandamento  qne  la  opinión  . 
del  mismo,  y  por  lo  qne  afecta  á  la  de  doctomentos,  cuando  és* 
toe  no  demuestran  el  error  qne  se  supone  cometido  (O.,  núme* 

ro  180.*-22  de  Diciembre  de  1906) 101» 

V.  Reeur$o  de  ea$a€ión  (apredatión  de  prueba  y  De- 

Jenea  por  pobre). 

— ~  (motivos). --La  infracción  de  las  leyes  adjetivas  regulado- 
ras del  procedimiento  sólo  puede  dar  logar  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  en  los  cseos  comprendidos 
en  el  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (O.,  núm.  132. 

18  de  Noviembre  de  1906) , 687 

Son  improcedentes  las  infracciones  áíenadas  bacieudo  en- 

puesto  de  la  cuestión  (C,  cúm.  118.— 18  de  Noviembre  de  1906).    681 

Son  improcedentes  para  la  cesación  las  infracciones  ale* 

gadas  haciendo  eu puesto  de  la  cuestión  (O.,  núm.  120.— 18  de 

noviembre  de  1906) 687 

Son  ineficaces  para  la  casación  los  bechos  citados  per  el 

Tribunal  sentenciador,  sólo  como  corroborantee  de  su  juicio  y 
no  como  base  esencial  de  las  afirmaciones  de  éste  (G.,  núme- 
ro 148.—X0  de  No viem bre  de  1 90tt) • .  • . .     84* 

V.  Recurso  de  eaeaeión  (apreeiaeión  de  prueba^  eiiae 

legales  y  cuestiones  no  discutidas). 

(NULIDAD  DE  ACTUACiONBb)  — V.  Bccurso  dc  casación 

(sentencia  definitiva), 

(pebsonalidad).— El  desconocimiento  de  la  personalidad 

de  un  Ayuntamiento  para  representar  los  intereses  de  la  <ádmi- 
nlstración  es  caso  dlametralmente  contrario  al  del  núip.  2.^  del 
articulo  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  refiere  á 
aquél  en  que  indebidamente  ae  baya  reconocido  personalidad  á 

quien  cartsca  de  ella  (C,  núm.  18.— 7  de  Julio  de  1906) 78^ 

— ^  La  cuestión  de  falta  de  personalidad  es  causa  de  infrao- 
eión  de  forma,  no  de  fondo  (O.,  núm.  88.^26  de  Octubre 

de  1906) 443 

Según  el  art.  688  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  falta 

de  personalidad  consiste  en  carecer  de  las  cualidades  necesa* 
rias  para  comparecer  en  juicio  ó  en  no  acreditar  el  carácter  ó  * 
representación  con  que  se  demanda. 

Por  lo  expuesto,  la  resolución  del  Tribunal  que  deniega  al  de- 
mandado de  desabucio  la  pretensión  de  defenderee  por  BÍ  mis- 
mo después  de  baber  solicitado  y  cbtenidoel  nombramiento  de  • 
Procurador  y  Abogado  en  el  juicio,  no  afecta  á  su  carácter  de 
arrendatario  y  á  bu  pereonalidad  como  demandado,  y  por  lo 
tanto,  no  está  comprendida  en  el  núm.  2.^  del  art.  1698  de  la 

sitada  ley  (O.,  núm.  162.^10  de  Diciembre  de  1906) 92!^ 

(prueba  de  PRKSUNCiONEs). — Sogúu  repetidamente  tiene 

declarado  el  Tribunal  Supremo,  sólo  es  impugnable  en  casación 
la  prueba  de  preeunciones  cuapdo  entre  el  hecho  demostrado  y  el 
qne  se  trata  de  deducir  no  exista  el  enlace  cuya  importancia  y 
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tranBcendeaela  oorreiponde  roioWor  á  la  SaU  ■•ntanoiadora,  ó 
lo  qoe  eaje  mlBino,  si  es  preoiio  y  direoto,  aegúa  Us  reglaa  in- 
de^rmlnadas  del  orlterio  hamane  meramente  rabjetivo,  ó 
eaando  ae  da  á  loa  heohoa  algnlfloaclán  da  qae  raoiOLalmeiiie 
careoea. 

Obaervándbie  eata  dootrinay  bo  ae  Inf ringen  loa  arta.  ItSi, 
1388,  1949  7  1368  del  Oódigo  olvU  (O.,  nám.  71.- 11  de  Ojtabre 

de  1906) MS 

Meearao  de  eaaaeióo  (rbcibimibnto  á  PRUBB4).~PAra  qae 
paodA  darfla  ia^ar  al  re  jareo  ds  oaaaclóo  por  qaebraaiamleato 
da  laa  formas  esaaoíales  del  jalólo,  ooa  arreglo  al  núm.  8.*  del 
art.  1698  de  la  lef  da  Bajaldamieato  cítU,  es  neoesailo  qae  ae 
haya  cometido  la  fAlta  de  reciblmieato  á  praebs  en  algana 
de  laa  laatanoUs,  caando  proeadleae  oon  arreglo  4  dereohe 

(O^núm.  16.— 9  de  Jallo  de  1906) 86 

— —  B^lo  paada  proaparat  el  reearao  da  oaaactón  por  qaebran- 
tamleato  da  foftna,  qae  determina  el  caso  8.^  del  art,  1698  de  la 
ley  de  EijalcUmlento  oItU,  caando  no  aa  hablare  recibido  el 
pleito  á  proeba  en  algana  de  las  Inatanelaa,  alendo  procedente 
oon  arreglo  á  derecho,  y  para  qae  esto  tenga  lagar  en  la  ae* 
ganda,  es  necesario,  conforme  al  núm.  1.^  del  art.  861,  qae  la 
Sala  estime  pertinente  la  diligencia  de  prueba  deaeailmada  en 
primara  inatancla. 

81  el  actor  no  compiló  el  deber  qae  le  impone  el  art.  780  de  la 
ley  procesal,  de  presentar  en  el  acto  de  la  comparecencia  cele- 
brada en  la  primera  inatancla  laa  prnebas  qae  Intentara  realiaary 
sin  qae  baste  á  sapllr  esta  falta  la  petición  f  jrmalada  en  la  ad- 
pllca  del  eeorlto  promoviendo  el  jaldo,  como  dedadda  f  oera  del 
lagar  oportano,  por  lo  qae  no  podo  recaer  y  no  recayó  reeoln- 
don  del  Jaigado  admitiendo  ni  deaaetlmando  la  prueba,  reqnl- 
aito  esencial  para  qae  la  Sala  padlera  hacer  la  aplicación  del 
art.  862,  no  resalta  éste  infringido  por  negarae  el  recibimiento 
á  praeba  ea  la  segaada  instancia,  ni  ae  comete  por  eato  el  que- 
branta miento  de  forma  prevenido  en  el  caao  8.*  del  art.  1698  de 

la  citada  ley  (C,  núm.  16.— 9  de  Jallo  de  1906) 9t 

-I Nj  es  de  estimar  la  infracción  aefialada  en  el  núm.  8.*  del 

art  1698  de  la  ley  prooesal«  tratándose  de  prnebí  no  practicada 
por  cansa  impatable  ai  recnrrente  (O.,  núm.  168. — 10  de  Di- 
ciembre de  1906) Mt 

^—  (REQuisiTas).— V.  Apelación, 

— "-  (SBNTBNGiA  coNafiuBNTB).— Nj  Inoarro  00  el  defecto  de 
incongraenola  coa  infracción  del  art.  859  de  la  ley  procesal,  el 
fallo  qae  guarda  perfecta  oonf <»rmidad  con  laa  pretenalonea  de 

laapartes(C.,núm.  91.— 89deOctabrede  1906) 4M 

~-  (8BNTBNCIA  dbpimitiva).— ikl  tcnor  de  lo  que  preceptúa 
en  eu  caso  8.<*  del  art.  1694  de  la  ley  de  Bojaidamieate  oItU, 
no  ae  da  recurso  de  casación  por  iofraccióa  de  ley  ó  de  doctrina 
legal  en  los  jaldos  en  que,  después  de  terminados,  pueda  pro- 
moverae  otro  sobre  el  mismo  objeto,  exceptuándose  loa  oaaoa 
que  establece;  y  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  419  de  dicha 
ley,  la  cadacldad  de  la  primera  inatanda  no  extingue  la  acción, 
la  cual  podrá  ejeroitarse  de  nuevo  en  el  Juicio  corree pandlentOi 
y  entablando*  nueva  demanda,  á  no  aer  que  hubiera  preaorilo. 
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Gareee  del  eonoepto  de  deflnitlTO  oi  aoto  deeUratlTa  do  qiM- 
d«r  abandonada  j  cadaoada  do  dorocho  ona  iDotanola,  por  lo 
qQOy  flogúa  ol  aúm.  t.*  del  art  1799  do  dicha  ley,  debo  recha- 
saroo  oa  iránite  de  admlaión  ol  roearoo  qno  ooDtra  ol  miaino  oo 

tiitorponfa(0.,  aún.  e.— 4  do  Jollo  de  1909) .••*.»•      41 

ieevro*  de  easaeUii  (sentencia  dbpinítiva).— KI  aoto  do- 
olarativo  do  la  anotación  provontWa  de  la  demanda  no  tleno 
•1  oenoepto  do  oenteneia  definitiva  para  loe  efectoe  do  la  caaa- 
eión  porqne  no  pene  término  al  pleito  ni  haee  Impoeible  en  con- 
tinnaelóttijr  oü  an  virtud  oa  inadmleiblo  el  recoroo  de  casación 
qoo  contra  el  mismo  anto  oo  Interponga,  á  tenor  de  lo  oetablo- 
oido  en  el  núm.  8.^  del  art.  1799  do  la  ley  procesal  (O.,  númo* 

roía— 9  de  Jallo  de  1906) 104 

Aun  cnando  ol  art.  1899  de  la  ley  de  Bojoielamiento  civil 

eontlene  la  disposición  general  de  qne  eontra  las  sentencias  quo 
dictaron  lae  Andlenoiao  en  los  jalólos  de  Jarisdloclón  voluntarla 

00  dará  el  recurso  de  casación,  esto  precepto,  en  relaci<^n  con 

01  del  1690  en  su  núm.  4.^,  hay  qae  entender,  según  tiene  ya 
declarado  esto  Tribunal  Supremo,  qae  se  refiere  al  caso  en  que 
las  sentencias  sean  de  tal  naturalesa  que  con  ellas  se  ponga  tér- 
mino al  juicio  respectivo  de  aquella  jarisdloclón,  pero  no  á 
aquellas  reeoluclonee  quo  dentro  del  juicio  de  dicha  naturalesa 
puedan  sor  variadas  ó  modificadas  ó  no  afecten  á  su  continuación 
ó  término. 

Tratándose. de  resolución  do  esta  clase,  según  el  art.  1897  do  * 
la  citada  ley,  es  manifiesto  que  procedo  reohasar  la  admlslén 
del  recurso  contra  la  misma  interpaesto,  á  tenor  de  lo  prescrito 
en  ol  núm,  8.*  del  art.  1799  (O.,  núm.  60.-26  de  Septiembre 

de  1906) 981 

8egúa  lo  dispuesto  en  los  númeroe  primeroi  de  los  artícu- 
los 1689  y  1690  de  la  ley  de  Bajulolamlento  civil,  os  Indispen- 
sable para  que  proceda  ol  recurso  de  casación  por  Infracción  do 
ley,  en  los  casos  por  la  misma  establecidos,  que  la  sentencia 
eontra  la  cual  se  recurra  sea  definitiva  ó  tenga  tal  concepto 

(O.,  nú n.  68.— 8  de  Octubre  de  1906) 284 

Sdgúa  jurisprudencia  del  Tribunal  Sapremo,  las  resolu- 

cloifBS  qas  oa  el  jalólo  de  quiebra  os  dictan  sobre  arresto  del 
quebrado,  conforme   al   art.  1044   del  Oódigo   de   Comercio 
do  1899,  articulo  subsistente  por  su  carácter  procesal,  no  son 
definitivas  ni  tienen  tal  concepto  para  los  efeotoo  del  recurso 
de  casación,  con  arreglo  á  los  arts.  1689  y  1690  de  la  ley  de  Bn« 
jaieiamiento  civil,  porque  no  ponen  término  al  juicio,  ni  Impi- 
den su  oootinuación,  ni  recaen  en  incidente  de  los  taxativa- 
mente onameradoB  en  ol  último  de  los  citados  artículos. 
Ba  coaf  jrmldad  al  1729  de  la  misma  ley,  núm.  8.**,  no  cabe 
imltirse  ol  recurso  do  casación  cuando  la  senteacla  contra  la 
JO  se  interponga  no  tenga  el  concepto  de  definitiva  (0.,  nú* 

^ero  76.— 16  de  Octubre  de  1908) 868 

—  La  Bsatenoia  concediendo  el  beneficio  de  pobres^  para  liti- 

:ar  no  tiene  concepto  de  definitiva,  para  los  efectos  de  la  casa- 

'*ón,  porque  no  pone  término  al  pleito  principal,  ni  impide  sa 

intlnnacióa,  según  reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Su* 

emo,  siendo  por  olio  inadmisible  ol  recurso  quo  contra  aquélla 
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■e  iDierpoDRa  afgttn  el  art.  1739,  DÚm.  8  *  do  U  ley  preeeeal 
(O.,  núm.  80.— 18  de  Ootabre  de  1906) , 40t 


«rso  de  easaelén  (sbntbixcia  depinitiva).— Según  repetí* 
dameote  tiene  decUrado  el  Tribuna)  Boprtme  para  qne  eea  ad* 
mleible  el  recnreo  de  oaaaclón  á  tenor  de  lo  diapneato  en  el  ar- 
tionlo  1690  de  la  ley  proceaal,  ea  indlapenaable  qne  la  aenten- 
cia  contra  la  qne  ae  recurra  tenga  el  carácter  de  definitiva* 

La  aenteneia  denegatoria  de  nulidad  de  aotnacionea  no  impi- 
de la  proaecnción  del  pleito,  por  lo  qne,  aegúa  el  art.l799,  né« 
mero  8.^,  de  dicha  ley  ea  improcedente  la  admiaión  dol  recnrao 
qne  contra  la  mlama  ae  interponga  (C,  núm.  90. — 27  de  Octo* 

]Nredel906) 4M 

— -*  Oon  arreglo  á  lo  diapneato  en  el  art.  1690  de  la  ley  proce- 
aal,  únicamente  procede  el  reonrao  de  caaaclón  contra  antoa  ó 
aentenciaa  dictadaa  reaolviendo  cueationee  incidentalea,  cuando 
eean  de  tal  naturaleza  qne  pongan  téimiso  al  pleito»  haciendo 
impoaible  au  continuación. 

Ko  reviatieodo  aemejante  carácter  la  aenteneia  que  mantiene 
nn  embargo  preventivo  aollcltado  para  aaegnrar  el  ejercicio  de 
una  acción,  ea  inadmiaible  el  recnrao  contra  aquélla  interpuea- 
to,  aegÚQ  reiteradamente  lo  tiene  decUrado  el  Tribunal  Supre- 
mo,  de  conformidad  con. el  art.  1729,  núm.  8.^,  de  la  ley  proce- 

«al  (C,  núm.  130.— 20  de  Noviembre  de  190^). 7tf 

Según  la  reiterada  Jnriaprudencia  del  Tribunal  Supremo» 

las  aentenciaa  que  conceden  el  beneficio  de  la  defensa  por  pe- 
bre no  tieneD,  para  loa  efectos  de  la  caaaclón,  el  concepto  de 
definitivas,  porqne  no  impiden  la  continuación  ó  proaecnción 
del  pleito  principal,  como  pudieran  impedirlo  lae  en  que  aeme- 
jante beneficio  ae  deniega,  j,  en  au  conaeenencia,  á  tenor  de  di- 
cha juriBprndencia  y  de  lo  diapneato  en  loa  aits.  1690,  núme-  ' 
re  1.®,  y  1729,  núm.  8.®,  de  la  ley  de  Eojuiclamiento  civil,  ea 
Inadmisible  el  recarao  deducido  contra  una  aenteneia  en  la  que 
ae  concede  la  dtfenaa  gratuita  (O.,  núm.  187.  —  21  de  Noviem- 
bre de  1906) ; ^ 7tt 

Con  arreglo  al  art.  1690  de  la  ley  proceaal,  únicamente 

precede  el  recnreo  de  caaación  contra  autoa  ó  aentenciaa  dicta- « 
daa  resolviendo  coestiones  incidentalea  cuando  aean  de  tal  na* 
luraleza  que  pongan  término  al  pleito,  haciende  impoaible  tm. 
continuación. 

No  reviste  ese  carácter  la  aenteneia  por  la  que  ae  alsa  un  em- 
bargo preventivo,  por  lo  que  ea  inadmisible  el  recurso  de  caaa- 
clón que  contra  la  misma  se  interponga,  aegún  reiterada  jnria- 
prudencia del  Tribnnal  Sopremo,  establecida  de  conformidad 
con  el  núm.  d.*'  del  art.  1729  déla  ley  proceaal  (C,  núm.  147.— 

29  de  Noviembre  de  lfi06) , 8iS^ 

£1  recurso  de  casación  procede  contra  laa  aentenciaa  defi- 

Bltivas,  y  sólo  tienen  este  concepto  laa  recaídas  en  loa  inciden- 
tes cuando  ponen  término  al  juicio  haciendo  im)>OBib]e  au  cob- 
tinuación,  efectos  qne  ne  tienen  laa  que  declaran  el  beneficie  de 
pobreza  para  litigar,  aegún  repetidas  decialonee  del  Suprema 
Tribuna],  porqne  precisamente  autoriaan  al  litigante  que  laa 
obtiene  para  deducir  la  demanda  ó  proaeguir  el  pleito  een  lee 
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beneficios  del  art.  18  de  la  ley  de  Eojaiclamiento  elyil  (O.»  nú- 
aaero  160.— 80  de  Noviembre  de  1906) 868 

■Keennio  [¡^abernallvo,— V.  laseripoión, 

■ee«8«eÍóa.—El  quebrantamiento  de  forma  qne  ae  hace  con^ls- 
tlr  en  no  hüber  admitido  un  Jaez  de  primera  instancia  la  ape- 
lación Interpuesta  para  ante  la  Andienoia  respectiva  contra  el 
anto  en  qae  aqaól  se  declaró  competente,  y  por  no  recusado 
para  conoeer  en  grado  de  apelación  del  jnlcio  de  desahucio  re* 
gnido  contra  el  recurrente,  se  refiere  á  una  cuestióo  de  procedi- 
miento que  no  es  de  las  comprendidas  en  los  casos  que,  como 
motivos  de  casación,  seftala  el  art.  1693  de  la  ley  de  EljqícU- 
miento  civil. 

La  amistad  íntima  á  que  se  refiere  el  núm.  8.®  del  art.  189  de 
la  ley  procesal,  ha  de  existir  entre  el  Jaezó  el  Magistrado  cuya 
recusación  se  intente  y  alguna  de  las  partes  litigantes,  slo  que 
pueda  hacerse  eztenslvft  esta  cansa  de  recusación  á.  los  apode-  , 
radoe  ú  otras  personas  distintas,  según  claramente  se  despren- 
de del  texto  literal  de  dicho  articulo,  que  por  su  caiácterde 
excepción  debe  interpretarse  de  modo  restrictivo,  demostrando* 
lo  asi  sn  cúoa.  2*^  al  establecer  una  excepción  respecto  de  los 
Letrados,  sin  comprender  á  nliguna  otra  persoga  (C,  núme- 
ro 109.— 9  de  Noviembre  de  1906) 804 

■eglstrad«r  de  la  propiedad. —  Ja Jlclalmente  aprobada  la 
cesión  de  no  remate,  kia  de  estimarse  como  válida  y  eflcas  por 
el  Beglstrador,  toda  ves  que  no  toca  á  éste  examinar  los  fun- 
damentos de  las  resolaciones  jndiciales,  como  tamporó  tiene 
íacnltad  para  determinar  si  el  acto  debía  satisfacer  por  un  do- 
ble concepto  el  Impuesto  de  derechos  reales  cuando  en  el  docu- 
mento consta  la  nota  de  pago  de  la  oficina  liquidadora  de  dicho 
impuesto  á  la  que  prlvtitivamfnte  está  atribuida  aquella  fa- 
cultad, como  lo  han  declarado  diferentes  Resoluciones  de  la  Di- 
rección, esp(»cialmente  la  de  14  de  Agosto  de  1896  (R.  H.,  nú- 
mero 79.— 16  de  Octubre  de  1906) 836 

V.  lascripccón, 

Reglülrador  de  la  propiedad  IncompallLle.— La  Real  orden 
de  9  de  Febrero  úiticnu,  que  estbbiecio  la  incompatibilidad  en- 
tre los  cargos  de  Delegado  del  Ministerio  fiscal  y  Registrador 
de  la  propieded,  no  poide  p*odQcir  efectos  retroactivos,  ni  pro- 
hibe que  sean  calificados  por  éste  los  documentos  judiciales  en 
?ine  baya  dado  informe  como  tal  Delpgpdo  del  Ministerio  fiscal 
R.  H.,  DÚ(n.  93.-29  de  O^tnbre  de  1906) 472 

Reiiaiieta  de  derecho.— V.  De  Tensa  por  pobre. 
Renaocla  de  herencia. --La  renuncia,  prohibida  por  el  artfcn- 
^'^  1271  del  Código  ctvll,  es  la  de  herencia  futura,  y  no  la  de  un 
Brecho  ya  adquirido,  aun  cuando  no  haya  llfgado  la  ocasión 
b  sn  efectividad  (R.  H.,  nóm.  190.— 29  de  Diciembre  de  1906).  1069 
jwÍmIóii.— V.  Fiansa  y  Sociedad. 
«erva  de  bienes.— V.  Bienes  reseroablea. 
ítracto.— Begúu  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  el  ár- 
enlo 1624  del  Código  civil  ha  modificado  los  arts.  1618,  1619 
1620,  en  cnanto  sus  disposiciones  regladas  no  pueden  cotxis- 
TOMO  198  78 
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tir  ó  estén  en  opeeición  con  ene  preceptoe  (C,  núm.  4. — t  de 
Joliodel906) U 

Retracto. — Na  ee  hsce  neo  del  retracto  en  forma  legal  no  ó  reem- 
beleando  el  demandante  al  demandado  el  precio  de  la  yenta,  con- 
signándola, en  en  caao,  á  tenor  de  lea  artícnlos  1618  del  Oodigo 
civil  7  1618  de  la  ley  procesaU 

El  ofrecimiento  del  importe  de  las  fincas  objeto  del  retracto 
no  pnede  equipararse  al  cobro  de  la  cantidad,  qne  es  lo  qne  el 
reembolso  significa,  como  indispensable  en  todo  acto  en  qne  se 
pretenda* hacer  nao  del  retracto  convencional  para  la  resolnolón  • 
de  la  venta. 

No  ejercitando  el  retrásente  sn  derecho  en  forma  legal,  ca- 
recen de  aplicación  los  articnlos  1096  y  1101  del  Código,  refe- 
rentes á  las  obligaciones  en  generaL 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  los  arts.  1118  y  1268,  en  re* 
lación  con  el  666  de  la  ley  procesal  y  279  de  la  Hipotecaria,  por 
la  sentencia  qoe  declara  improcedente  el  retracto  en  virtad  de 
la  falta  de  reembolso  ó  de  consignación  por  parte  de  los  vende- 
dores (O.,  Dúm.  77.— 16  de  Octabre  de  1906) Mi 

Al  establecerse  de  modo  explícito  qne  si  dentro  de  nn  tér- 
mino dado  devuelve  el  vendedor  el  precio  de  la  cosa  vendida 
tendrá  el  derecho  de  recobrarla,  se  consigna  claramente  nn  con- 
trato de  venta  con  pacto  de  retro,  y  no  el  de  préstamo,  annqno 
se  estipule  que  el  vendedor  haya  de  pagar,  además  del  precie 
para  retraer,  determinado  interés,  ya  qne  este  particnlar  no 
afecta  á  la  esencia  del  contrato  y  es  sólo  consecuencia  de  lo  que 
se  hublec>e  pactado,  conforme  al  art.  1607  del  Código  civil* 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  loa  ar- 
tículos 464,  1176,  1276,  1278,  1281,  1618  y  1648  del  Código  civil 

(O.,  núm.  118.^18  de  Noviembre  de  1906) •§! 

. V.  Condición  resolutoria  é  Inaeripeión. 

Retracto  de  rollnclantes.— No  infringe  el  art.  1624  del  Código 
civil  la  sentencia  que  estima  una  demanda  de  retracto  de  colin- 
dantes relativa  á  nn  inmueble,  cuya  venta  no  se  inscribió  en  el 
Beglstro  de  la  propiedad,  y  de  la  cnal  no  tuvo  conocimiento  el 
retra frente  basta  después  de  realiza  (O.,  núm.  68.-4  de  Octobro 
de  1906) 4 *•• 


ftentenela.— Por  el  principio  jurídico  rea  Ínter  alion  acta  non 
noeet,  los  efectos  de  las  sentencias  no  alcanaan  á  las  personas 
que  no  fueron  parte  en  el  pleito  (B.  H.,  núm.  74. — 12  de  Gota* 

bredel906) Sn 

Nü  infringe  el  principio  de  derecho  de  que  nadie  pnede  ser 

condenado  sin  ser  antes  oído  y  vencido  en  juicio,  la  aentenoia 
que  sólo  resuelve  cuestiones  controvertidas  en  el  litigio,  con  re- 
lación á  las  personas  que  en  él  han  sido  parte  (C,  núm.  94. — 

80  de  Octubre  de  1906) .> 4fl 

Nq  existen  términos  legales  para  hacer  pronnnolaraientoe 
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BO  ■ollcItadOB  en  el  Jaicio  (C,  núm.  96.«-80  de  Octubre  de 
1M6) ^ IM 

^Heiitenelii  eon^i^raente.— Na  adolece  del  vicio  de  inooograenoia 
el  fallo  ea  qae  ea  otorga  lo  miemo  qae  ee  pide  en  la  demanda 
(0.,  ndm.  l.<^-8dd  Jallode  1906) , 6 

—  Nd  procede  eitimftr  infringido  el  art.  S69  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  cnando  la  eedtencia  decide  de  manera  clara 
y  precisa  la  caeatión  del  pleito  y  no  existen  en  en  f<ilIo  dispo- 

■iciones  contradictorias  (C,  nám.  3.-8  de  Jallo  de  1906) IS 

— —  No  ee  de  estimar  la  infracción  del  art.  869  de  la  ley  pro- 
cesal cnando  los  pronnnolamientoB  del  fallo  deciden  los  extre- 
mos qae  faeron  objeto  (del  debate  (C,  núm.  14.^7  de  Jallo  de 

1906) 79 

— —  No  es  Inoongraente  con  infracción  de  los  artfcnlos  1365 

7  1236,  núm.  2.^  del  Código  civil,  y  869,  872,  núm.  2.<>,  648  y  649 
de  la  ley  procesal,  la  sentencia  qae  reaaelve  el  litigio  en  armo- 
nía con  las  pretensiones  oportunamente  deducidas  por  las  partee 

(0.,  núm.  77.^16  de  Ojtabre  de  1906)..' 866 

No  infringe  los  artículos  869  y  860  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  la  eentencia  que  resuelve  todos  los  pantos  disou- 

tidos  en  el  pleito  (0.,  núm.  96.-80  de  Octubre  de  1906) 617 

-—  No  infringe  el  art.  869  de  la  ley  procesal  la  sentencia 
ouyas  oonclusionea  son  claras  y  se  derivan  de  la  cnestión  prln- 
,  eipal  formulada  en  la  demanda,  en  relación  con  las  pretensio- 
nea  establecidas  en  la  contestación  (0.,  núm.  121. — 18  de  No- 
viembre de  1906) 670 

— — -  No  es  incongraente,  con  infracolón'  del<  art.  869  de  la  ley 
procesal,  la  sentencia  que  se  ajaste  á  los  términos  solicitados  . 
en  la  contestación  á  la  demanda  (G.j  núm.  128.—18  de  Noviem- 
bre de  1906) 6S» 

—  V.  Recamo  de  casación, 

tienlencla  defliilllva.^V.  Recurso  de  tasación. 

Servicios  profesión ale9.—V*  JtACs  competente. 

Servida mbre.— Las- servldambree  discontinuas  de  senda,  carre- 
tera 6  vía,  se  adquieren  por  la  posesión  inmemorial,  según  la 
ley  16,  tít.  81,  Partida  8.^ 

El  Real  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864,  ai  eliminar  de 
la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  los  in muebles  y 
derechos  reales  pertenecientes  al  dominio  eminente  del  Estado, 
,  comprende  dentro  de  las  excepcionee  de  su  art.  8.^  los  caminos 
de  todas  clases  y  cualesquiera  otros  de  uso  común  y  general, 
enyo  carácter  revisten  las  servidumbres  discontinuas  de  paso, 
eiendo  inaplicables  al  caso  los  artículos  2.^,  18,  28,  26,  27,  84, 
86,  897,  898  y  899  de  la  ley  Hipotecaria. 

Los  derechos  establecidos  por  dicba  ley  en  su  art.  84,  no  pue- 
den alcanzar  al  comprador  de  una  finca  á  la  que  afecta  una  ser- 
vidumbre de  la  mencionada  clase  conocida  por  aquél  (O.,  nú- 
mero 180.— 22  de  Diciembre  de  1906) 1012 

'Servldniíilire  de  riej^o.— La  ley  12,  tít.  81,  Partida  8.*,  autoriía 
al  duefio  de  una  finca  regada  con  agua  nacida  en  un  predio  eje- 
no  para  oederla  en  todo  ó  en  parte  en  favor  del  predio  vecino. 
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En  nada  afecta  á  la  nataralesa  del  derecho  de  eenridombre 
que  su  concestón  sea  gratuita,  primero  de  los  títulos  que  eoa- 
mera  la  ley  H  de  la  Partida  citada,  toda  yes  qne  CQalqoiera  qae 
sea  la  canea  del  contrato,  grataita  ú  onerosa,  no  prodnce  efec- 
tos legales  distintos  en  orden  á  la  extensión  del  derecho  creado, 
el  cnal  debe  »er  regalado  primeramente  por  el  acto  ó  contrato 
qne  le  dló  vida,  y,  en  sn  defecto,  por  las  disposiciones  genera- 
les de  la  ley. 

Observándose  la  precedente  doctrina,  no  se  infringen  loa  ar« 
tícalos  1288  y  1289  del  Código  civil. 

Perfecciocado  por  coDsentimiento  de  las  partes  nn  contrato 
cnyo  exclnsivo  cbjfto  fué  establecer  ona  servidumbre  de  riego» 
el  reconocimiento  de  éste  ha  de  snl)ordinarse  á  la  ley  Hipoteca- 
ria, si  ha  de  tener  encada  contra  los  terceros,  j,  por  tanto,  la 
sentencia  qne  ordena  qne  se  eleve  aqnél  á  escritura  pública 
para  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  interpreta 
la  voluntad  de  las  ps^tes  y  aplica  rectamente  el  art,  1368  del 
Códige  civil,  qne  se  refiere  al  consentimiento  y  obligación  en 
qne,  por  virtud  dej  mismo,  quedan  las  partes  de  cumplir  con 
todas  las  consecnencias  legales  de  lo  pactado. 

Mientras  no  se  extinga  la  servidumbre,  los  dnefiosdel  predio 
sirviente,  como  les  del  dominante^  tienen  derecho  á  qne  se 
haga  constar  su  existencia  en  documento  público  para  so  debí* 
da  inscripción  en  el  Registro  (O.,  cúm.  88.-26  de  Octubre 
de  1906}.. 4IB 

flerwidunibre  de  paao  -^La  exlstnnoia  de  una  ce  fiada  ó  senda 
para  gniiados,  nu  implica  el  gravamen  de  servidumbre  de  paso, 
para  caballerías  ó  carruajes. 

Na  habiendo  el  demandante  de  dicha  servidumbre  poseído  á 
ciencia  y  paciencia  del  demandado  el  tiempo  necesario  para  ad- 
quirir por  la  prescripción  ordinaria  aquel  gravamen  en  Aragón, 
es  innecesario  tratar  de  la  sn  puerta  infracción  por  la  sentencia 
que  así  lo  declara  de  las  observancias  priniera  y  séptima,  De 
presen pUonibus,  de  la  cnarta  De  agua  pluoiali  aseenda  y  de 
ios  artículos  13  y  1^  40  del  Código  civil,  como  iLfijycntes,  cual 
quiera  qne  s^a  el  eentidu  de  tales  disposiciones  para  la  df'cisión 
del  recnrso  ínodado  ec  el  eapnesto  de  la  ezletencia  de  titulo  y 
buena  fe  por  la  preecripción  ordinaria  (O  ,  nám.  139. — 28  de 
viembre  de  1906) TW 

SoHednd.->No  infringe  Iop  artículos  12^6,  párrafo  2.®,  1290, 
1294,  12R1,  1285.  1666,  1688,  I6S6  y  1707,  la  sentencia  que 
deniega  á  la  parte  que  faltó  al  cumplimiento  de  un  contrato  de 
Svicíí^'dad  la  repcielón  de  éate  y  la  indemnización  de  df  fios  y 
perjuicios  el  no  aparece  que  tal  estimación  se  baile  en  oposi- 
cióij  con  ios  términos  del  contrato,  y  mucbo  menos  qne  éstese 
he. ya  celebrado  con  encino  y  cuando  la  reclamación  de  canti- 
dad formulada  por  la  mi^ma  parte  puede  ejercitarse  dentro  de 
los  términos  del  contrato  (O.,  ndm.  70.-11  de  Octubre  de  1906).  SS^ 
«~  Reconocida  la  existencia  de  nca  Sociedad,  resulta  estéril 
puntualizar  su  denominación  jurídica  en  cuanto  á  determinar 
la  participación  de  un  socio,  con  tanta  mayor  rasón  si  lae  con- 
aecuenelaa  qne  de  ello  pudieran  derivarse  fnesen  análogao, 
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«nando  no  Idóntloas,  oon  relación  á  dicho  panto  en  las  Compa- 
Híat  mercaotUeB  y  en  lae  regidas  por  la  iegiBlacl6a  común. 

N3  infrlogd  los  arta.  1091,  1251,  1266,  li63,  1278,  ViBí  y  12S2 
del  Código  oivU,  ni  el  2,  60,  61  j  57  del  Oódigo  de  Comercio,  el 
fallo  qae  niega  á  nna  parte  la  cnatidad  de  socio  por  no  haberla 
Justificado,  y  cuando  reeaUa  de  la  praeba  qae  el  dársele  aqnei 
nombre  no  tiene  otra  Blgaificaclóa  qae  la  de  ser  partícipe  en 
algúQ  modo  de  los  beneficios  sociales  por  servicios  idénticos  á 
los  de  otros  empleados. 

La  disposición  del  arr.  1708,  como  los  demáf  de  los  qne  com- 
prende el  tíe.  8.^,  libro  4.^  del  Códli^o  civil,  soa  úaicameote 
aplicables  á  los  qae  tienen  verdadero  carácter  social  (C,  nú- 
mero 0tf.~-31  do  0;tabre  de  1006) 517 

V.  Juez  competente  (obUgaciones  hipotecarias).  Man" 

dato  y  Personalidad. 
'Samislón.— Con  snjeclón  á  los  arts.  66  y  66  de  la  ley  de  Eajni- 
ciauíieuto  civil,  tanto  para  el  asunto  principal  como  en  cuanto 
*á  ans  Incidencias,  el  primer  principio  regulador  de  la  compe- 
tencia es  la  BumiHlón,  y  se  da  óata  de  manera  ezprePB,  art.  67, 
cuando  los  intereaadoB  renuncian  clara  y  terminantemente  á  su 
propio  faero  y  designan  con  toda  preclBión  al  qne  se  someten, 
entendiéndose  cumplidos  estos  requisitos  cuando  se  pacta  que 
unos  Tribunales  determinados  han  de  conocer  de  las  cuestiones 
que  snrj4n  sobre  el  cumplimiento  del  contrato  de  que  se  trate 

(Oomp..  rún.  2».— 12de  Jaliode  1906) 11» 

V.  Juez  competente. 

Svapenslón  de  pag;oii.— Modificado  esencialmente  el  carácter 
de  ios  capones  de  obligaciones  hipotecarias  emitidas  por  nna 
Sociedad  para  ser  después  de  presentada  la  misma  en  estado  de 
anspensión  de  pagos  y  según  conveuio  con  sus  acreedores  can- 
jeados por  vales  de  menor  valor  representativo  que  debían  ha- 
cerse eítíctivos  sin  restricción  de  tiempo  fuera  del  legal,  es  ma- 
nifiesto qae  los  tenedores  de  aquellos  sólo  tenían  el  derecho  de 
conversión,  cuya  prescripción,  para  ejercitarle  no  cae  dentro 
de  los  términos  del  art.  350  del  Óódlga  de  Comercio  por  ser  no- 
toriamente extraño  al  normal  y  ordinario,  toda  vez  que  el  legis- 
lador, para  determinar  en  aquél  la  especial  de  tres  años,  tuvo 
en  cuenta  la  naturaleza  de  la  acción  que  de  ella  se  derivaba, 
pues  entender  otra  cosa  ioaplicaría  nna  verdadera  contradicción 
oon  el  hecho  de  la  suspensión  de  pagos,  ya  qae  la  entrega  de 
los  yaies  era  precisamente  para  diferirla. 

Ooservánd^se  la  expresada  doctrina,  no  Be  infringen  las  le- 
yes 17,  libro  8.^  tít.  43  del  Código  de  Justiniano;  86,  pá- 
rrafo 2.^  libro  48,  tít.  8,o  del  Digesto;  la  ley  18,  tít.  1.®,  libro 
*Odela  misma  Recopilación,  ni  los  arts.  1170,  1/81,  1283  y  1969 

li  Código  civil  y  67  y  360  del  de  Comercio  (0.,  nÚJi.  164.— 

I  de  Diciembre  de  1906) 988 

—  V.  Juez  competente  (acción  perzonaO^ 


Digitized  by  LjOOQ IC 


114S  /OBiaPBUiHDrcaLÁ  oí  vil 


Tcaierldsd.— No  es  dable  apreciar  la  temeridad  de  laa  partes  en 
aatos  de  competeDcia  coando  lo  impide  la  yagnedad  y  falta  de 
precisión  acerca  de  la  obligación  reclamada  (Comp.,  núm.  189. 

19  de  Diciembre  de  1906) 106S 

-—  V.  Costat,  Juf*  eompeiente  (iumiiión)  y  Recurso  de 
eaeaeión  {apreciación  de  prueba). 

TerecHa  de  dominio.— Promovida  la  tercería  en  an  juicio  eje- 
entivo,  en  el  qne  estaban  debidamente  representados  el  ejecn- 
tente  y  el  ejecutado  por  sus  respectivos  Procuradores,  con  la 
notificación  hecba  á  éstos  para  contestar  aquella  demanda,  se 
éumple  el  precepto  del  art.  626  de  la  ley  procesal. 

Estimándolo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  el  art.  1698, 
ném.  I.®  de  la  ley  citada  (0.,  núm.  129.~20  de  Noviembre 

da  1906)....., T» 

V.  Ceneo. 

Tercería  de  mejor  dereehe. — Según  el  art.  1687  de  la  ley  pro- 
cesal, no  putden  ser  recbkiadas  de  plano,  pero  si  suspendido  el 
eurso  de  las  demandas  de  tercería  á  las  que  no  se  aeompafie  el 
titulo  en  que  se  fundan. 

En  tal  caso  se  encuentran  las  fundadas  en  documentos  que 
ae  tienen  carácter  de  i^úblicos  ni  piivados  que  merescan  el  con- 
cepto de  título  más  ó  menos  legitimo  que  la  ley  exige  para  fun- 
dar su  derecbo  el  tercfilsta,  el  cual  podrá  ejercitarlo  en  distinto 
Juicio,  toda  ves  que  de  otro  modo  quedaría  al  arbitrio  de  los 
litigantes  resvestlrse  de  la  titulación  necesaria  para  formular 
demandas  de  tercería  y  entorpecer  los  procedimientos  del  Juicio 

ejecutivo  (C,  núoo.  H9.— 80  de  Noviembre  de  1906) 8<9 

V.  JucM  competente. 

Tercero.— V.  Inecripción. 

Testamentaría. — V.  Jaieio. 

Testamento.— Puede  otorgarse  ua  testamento  con  preterición  de 
los  berederos  foraosos  ó  legitimarios  del  testador  mediante  la 
renuncia  de  aquéllos,  si  en  la  fecha  del  testamento  no  regla  el 
Oódig3  civil,  cuyos  arts.  816  y  1721  prohiben  esta  ciase  de  re- 
nuncias (R.  H.,  núm.  74.— 12  de  Octubre  de  1906) 8it. 

Es  doctrina  legal,  sancionada  por  la  Jurisprudencis,  la  de 

que  no  basta  que  sea  conocida  la  voluntad  del  testador  para  que 
surta  efecto  de  disposición  testamentaria,  sino  que  es  preciso 
que  aparesoa  ezpiesada  en  alguna  de  las  formas  y  con  los  re- 
quisitos esenciales  que  en  cada  testamento  han  de  concurrir, 
sin  que  sea  lícito  prescindir  de  niígonode  dichos  requisitos, 
siendo  uno  de  ellos  en  el  testamento  abierto  que  se  haga  ante 
Notario  y  tres  testigos  idóneos,  de  cuya  condición  carecen  loe 
menores  de  edad,  sfgún  previene  el  art.  681,  núm.  2.®,  del  Có- 
digo civil,  y,  en  su  consecnencla,  cuando  alguno  de  ellos  no  ha 
llegado  á  la  mayor  edad,  el  testamento  en  que  interviene  m 
nnlo,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  687  del  mencionado  Ouer- 
po  legal. 
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Me  es  d«ble  oonoeder  Talidei  oonao  ilmple  Inttramento  públi- 
••  á  un  teaUmeiito  ineficaí  por  la  oftrencia  de  rae  reqoisitoe 
eeenoialee. 

En  el  caeo  reanelto  por  la  aentencia  del  Trlbnnal  Supremo  de 
SI  de  Noviembre  de  1880,  ee  trataba  de  no  testigo  tenido  como 
mayor  de  edad  en  poBeeión  de  semejante  estado,  al  que  sólo 
faltaban  poooa  meses  para  cumplirla,  y  en  quien  concurrían 
otras  especiales  circunstancias  que  se  expresan,  para  que  dicba 
poaesióo  de  estado  produjera,  respecto  de  los  que  en  concepto 
do  ser  mayor  de  edad  requirieran  su  testimonio,  el  mismo  efec- 
to que  si  la  babiese  cumplido  (O.,  núm.  161.-80  de  Noviembre 

dol«06) 8«4 

V.  laterpretaeión. 

Tcsfaaieiit*  en  Catalnfla.— La  nulidad  de  un  testamento  otor- 
gado en  Oata Infla  no  afecta  á  la  de  las  enajenaciones  de  bienes 
kechas  por  el  heredero,  concurriendo  en  los  terceros  poseedores 
lae  circunstancias  requeridas  por  la  ley  Hipotecaria,  y  enten- 
diéndolo así  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  las  leyes  v.*,  28 
y  %1  del  Digesto  ni  el  art.  848  del  Oódigo  civil  (O.,  núm.  8.-8 
do  Julio  de  1908) 88 

Testamento  nato. —El  art.  685  del  Oódigo  civil  dispone  termi- 
nantemente que  el  Notario  y  dos  de  los  testigos  que  autoricen 
ol  testamento,  deberán  conocer  al  testador,  y  que  si  no  le  oono- 
eiaren  se  Identificará  su  perscna  con  dos  testigos  que  le  conos-  > 
ean  y  sean  conocidos  del  mismo  Notario  y  de  los  testigos  ins- 
tmmentales;  estableciendo  el  siguiente  art.  688,  que  si  no  pu- 
diere identificarse  la  persona  del  testador  en  la  forma  indicada,. 
08  declarará  esta  circunstancia  por  el  Notario,  resefiando  los 
dooumentos  que  presente  con  dicho  objeto  y  las  sefias  persona- 
leo  del  mismo. 

La  omisión  de  dlcbas  formalidades  relativas  á  punto  tan  im* 
portante,  como  es  el  de  la  determinación  de  la  identidad  y  co- 
nooimiento  del  testador,  afecta  sustancialmente,  á  la  legalidad 
del  documento,  O  sea  á  las  formas  extrínsecas  del  mismo,  é  im- 
piden consiguientemente  su  inscripción,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  los  arts.  18  y  65  de  la  ley  Hipotecarla. 

Dicha  doctrina  ha  sido  ya  declarada  por  Resolución  de  la  Di- 
noción  de  12  de  Febrero  de  1901. 

Limitada  la  calificación  del  Registrador  á  los  efectos  de  ins- 
eripción  del  documento,  no  obsta  para  que  los  interesados  pue» 
dan  acudir  á  los  Tribunales,  si  lee  conviniere,  para  ventilar  y 
•entender  acerca  de  la  valides  del  mismo-;  pero  la  falta  de  las 
menelonadas  formalidades  impide  en  el  recurso  gubernativo  la 
doolaración  de  estar  arreglado  el  documento  á  los  requisitos  ie- 

^lea  (R.  H.,  núm.  19.— 10  de  Julio  de  1906). 188 

Mitlges.— V.  Prueba  teniiñcalf  Recurro  deea$aeión  (apre- 
dación  de  prueba)  y  Te$íamento, 

ítalos  de  le  Deade.— V.  afectos  al  portador. 

't«lee  y  Krendeiee.— Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo, el  Heal  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846,  ley  del  Reino 
r  haberse  expedido  en  virtud  de  la  autorisación  otorgada  en 
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Gortoa  «1  Poder  ejecutivo  con  la  ñoalidad  expresada  ea  el  ar- 
ticulo 16  de  la  ley  de  PresnpaestOB  de  1845.  tiene  como  tal  lef 
teda  la  eficacia,  virtualidad  y  transcendencia  propiae  é  inheren- 
tee  á  loB  acuerdos  y  resoluciones  de  este  carácter  del  Poder  le- 
gislativo, sin  que  sea,  por  tanto,  procedente  ni  lícito  contra- 
decir aquellos  efectos  con  la  razón  O  pretexto  de  la  existencia 
de  otros  derechos  anteriores,  aun  siendo  peí  fectos,  cuando  el 
Poder  soberano,  á  quien  úaicamente  compete  la  facultad  abso- 
luta de  legislar,  estima  que  debe  hacer  uso  de  ella,  y  lo  hace, 
regulando  á  su  arbitrio  los  derechos,  lo  misuio  anteriores  que 
posteriores  á  la  promulgación  de  la  ley. 

Aun  cuando  la  renuncia  á  que  se  refiere  el  art.  0.°  implique 
y  signifique  pérdida  absoluta  del  derecho  al  título  ó  Grandeza 
respectiva,  eetablecida  por  el  legislador  como  caución  de  la  mo- 
rosidad ó  negligencia  en  el  pago  del  impuesto  que  ha  de  satis- 
facerse para  obt<»ner  la  confirmación  de  aquellos  honores,  como 
de  todas  suertes  compete  al  ^ejy  y  ^n  su  representación  ai 
Poder  ejecutivo,  la  concesión  de  toda  clase  de  honores,  con  bu- 
Jeción  á  las  leyes,  es  manifiesto  que  si  este  Peder,  usando  de  su 
facultad,  no  estima  procedente  al  hacer  los  segundes  llama- 
mientos declarar  reDUnclante  en  dicho  sentido  al  inmediato  su- 
cesor que  no  acude  en  el  término  del  primero  de  aqnélloa  y 
otorga  en  estas  condiciones  la  coDcesión  á  cualquiera  de  los  re- 
presentantes de  las  segandas  suceeiones,  ha  de  entenderse  hecha 
con  carácter  precario  y  sólo  para  los  efectos  de  la  subsistencia 
del  título  ó  Grandeza,  mientras  no  se  presenta  tercero  con  mejor 
derecho,  concilla  adose  así  prudentemente  los  Intereses  del 
Fisco  con  la  rigurosa  y  estricta  sanción  del  expresado  art.  9.* 

Si  esto  es  indiscutible  cuando  la  concesión  á  cnalqniera  de 
las  segundas  sucsRiones  se  hace  con  la  cláusula  de  %in  perjuicio 
de  tercero  de  mejor  derecho,  sería  poco  equitativo  y  hasta 
violento  entender  que  la  mera  omisión  de  la  expresada  cláusula 
equivalía  á  una  declaración  ó  acto  por  parte  del  Poder  ejecu- 
tivo de  aplicación  de  la  sanción  severa  de  dicho  art.  9.^  al  mo- 
roso en  acudir  al  primer  llamamiento,  declaración  ó  acto  con- 
trarios á  la  práctica  seguida  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia y  al  espíritu  que  informa  el  Real  decreto  de  14  de  Noviem- 
bre de  1886  sobr-  rehabilitación  de  títulos  y  Grandezas  caduca- 
dos, al  dl»p)ner  que  se  haga  siempre  con  aquella  cláusula. 

Esto  sentado,  y  de  conformidad  con  la  doctrina  consignada 
por  el  Tribunal  Sapremo  en  sentencia  de  11  de  Mayo  de  1906, 
no  habiendo  llegado  el  Poder  ejecutivo  á  tomar  acuerdo  alguno 
que  por  su  carácter  y  términos  más  ó  menos  expresivos  signi- 
fique el  propósito  de  privar  definitivamente  de  su  derecho  al 
poseedor  de  un  título,  como  á  cualquiera  otra  persona  que  con 
preferente  derecho  al  de  un  tercero  hubiera  podido  acudir  al 
llamamiento,  resolviendo  la  sentencia  recurrida  la  cuestión  por 
el  fundamento  del  mejor  derecho  del  primero  con  el  erlterio  de 
las  leyes  de  Partida  y  de  la  Njvísima  Becopllación  que  estima 
aplicables,  no  Infringe  las  mismas  ni  los  preceptos  de  los  ar> 
tiouios  8.®  y  9.*  del  Real  decreto-ley  de  1846,  así  come  tampoco 
el  art.  6.<>  del  Código  civil  y  el  64,  núm.  8.®,  de  la  ConstUo- 
eión. 
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Hi  la  dl«i>otlo!óii  8.^  del  Apéndice  letra  F  de  la  ley  de  Presn- 
puestos  de  20  de  Joalo  de  1874,  ni  laa  seoteDolas  del  Tribunal 
finpremo  contradicen  lo  ezpnesto  respecto  de  aquella  dleposl* 
eión  Cuando  no  asiste  acto  algnno  ó  reeolnción  del  Poder  eje» 
^mtivo  declarativo  de  la  caducidad  de  los  títulos  de  que  se  tra- 
te, y  cuf  as  órdenes  de  caducidad  deben  ser  publicadas  oficial- 
mente, conforme  á  lo  preceptuado  en  la  disposición  menciona- 
da, reguladora  exclusivamente  de  las  bases  relativas  al  pago 
del  Impuesto. 

En  el  caso  de  la  sentencia  de  casación  de  81  de  Diciembre  - 
4e  1888,  desde  la  primera  convocatoria  se  hlao  la  adverteocia 
terminante  de  que  los  inmediatos  sucesores  de  los  títulos  que 
no  acudiesen  ai  llamamiento  se  entendería  que  habían  renun- 
ciado su  derecho,  constltuyeodo  esta  prevención  noa  resolución 
expresa  de  la  Administración  respecto  de  la  aplicación  del  ar- 
tículo 8.*  del  Real  decreto  de  1846. 

En  el  caso  resuelto  por  la  sentencia  de  casación  de  18  de  Abril 
^e  1891  se  concedió  la  Real  carta  de  suceeión  at  que  acudió  á 
los  llamamientos  con  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de  mejor 
derecho^  reconociéndose  después,  en  consecneojcia,  el  prtíe- 
rente  de  otro  pariente  más  próximo,  y  eatablecléodose  en  dicha 
sentencia  que  los  arts.  8.'*  y  ^,^  del  referido  Raal  decreto  no 
obetaban  en  su  caso  A  la  aplicación  de  la  ley  de  Partidas,  por 
virtud  de  la  cual  se  biso  la  concesión  en  el  sentido  posterior- 
mente explicado  en  la  sentencia  de  11  de  Mayo  de  1905,  sentido 
que  es  realmente  el  de  la  jurisprudencia  anterior,  coa  el  que  se 
armonisa  el  precepto  del  art.  54  de  la  Oonstltoclón  (O.,  nú- 
mero 189.— 23  de  Noviembre  de  1908) • 77é 

transporte. — V.  FsrroearríleM  y  JasM  competente. 

Trlbanales  extranjeros. — El  hecho  de  haberse  firmado  en  el 
extranjero  no  contrato  de  venta  de  mercancía  entre  partes,  una 
del  propio  país  y  otra  espafiola,  no  demuestra  la  competencia 
por  sumisión  á  nn  Tribunal  extranjero  también  para  conocer  de 
las  cuestiones  surgidas  entre  los  contratantes,  cuando  todos  los 
antecedentes  revelan  por  modo  claro  lo  contrario,  siendo  los 
Tribunales  espafiolee  los  que  por  reconocimiento  expreso  de  lae 
partes  han  venido  conociendo  en  Jurisdicción  contenciosa  y  vo- 
luntarla de  dichas  cuestiones,  entre  ellas  la  relativa  á  la  cláu- 
sula del  contrato,  en  virtud  de  la  cual  acordaron  someter  sus  di- 
ferencias A  amlgabiee  componedoree  en  el  extranjero. 

Esta  circunstancia  no  obsta  en  manera  alguna  á  que  para  el 
debido  cumplimiento  de  la  expresada  cláusula  por  los  Tribuna- 
lee  espafioles,*  puedan  y  deban  ajustarse  estrictamente  á  lo  que 
la  ley  procesal  determina,  ein  que  sea  lícito  noa  vea  promoyldo 
en  Bspafia  por  la  parte  extranjera  juicio  de  jurisdlcoión  volun- 
tarla para  la  designación  por  la  espafiola  de  amigable  compo- 
nedor, alegar  una  ralón  de  Incompetencia,  y  mucho  menos  de 
incompetencia  con  relación  á  Tribunales  extranjeros,  para  el«« 
dir  la  observancia  de  aquella  dáñenla  contra  loe  preceptos  cla- 
ros y  terminantes  de  los  artículos  8176,  8178  y  8177  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  eiviU 
Tales  preceptos  exalayen  en  absoluto  la  aplicación  de  lo  eon- 
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signado  en  el  art.  1817,  eólo  pertinente  onando  la  pretensión 
lormnlada  en  vía  de  Jariedlcclón  Tolantaria  no  se  encuentra  ee- 
peelalmeote  regalada  en  los  tltnloe  snoeelToa  de  la  ley,  á  tener 
de  lo  prevenido  en  el  art.  1824,  y  con  relación  á  caeos  como  el 
de  qne  ee  trata,  cuando  sorgen  dadas,  ya  respecto  de  la  preezls- 
tanda  de  la  cUasola  de  compromiso,  ya  acercada  sn  valides. 

La  mera  circanstancla  accidental  de  qae  la  amigable  com- 
posición se  verificase  en  an  panto  del  extranjero,  no  aíeeta  á 
nlngono  de  tales  extremos. 

Ho  observándose  la  doctrina  expuesta  se  Infringen  los  artlon- 
los  1817,  1894,  2176,  217»  y  2177  de  la  ley  de  Eojaldamlento 
civil  y  el  1281  del  Código  (C,  núm.  161«— 10  de  Diciembre 
de  1906) tu 

Vtttcla.— V.  ConMejode/amilia. 


FIN  DBL  REPERTORIO  ALFABÉTMO 
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B 

BsUtatoi  7  B«glaiiMiito.--V.  J>apóBito  y  Pago  indebido. 


Ley  d«  19  d«  Agoato  de  1841.— V.  Oepelianíte. 

Beal  erden  de  7  de  Noviembre  de  1864  y  Beal  decreto  de  29  de  OoIik 
ture  de  1901.— V.  Oenaoe. 

C44ls*  civlls 

Art.  S.<>— Y.  Depóelto. 

—  4.®— Y.  Código  civil  (diepoeidonee  transltoriae}  y  Foroe. 

—  6.^— Y.  TitaloB  y  grande  lae. 

—  t.®— Y.  Aoc&dcntee  del  trabajo. 

—  9.^  y  10.— V.  Bienee  gananciales  é  Hijo  natnral. 

—  11.— Y.  Contrato  de  marido  y  mnjer  é  Hijo  natural. 

—  18. — Y.  SerTidnmbre  de  paeo. 

—  14  y  16.— Y.  Bienee  ganancialee  é  Hijo  natnral. 

—  18«— Y.  Accidentee  del  trabajo. 

—  87.— Y.  Código  civil  (diepoeiclonee  traneltoriaB). 

—  40. — Y.  Domicilio  legal  y  Jaes  competente  (defensa  por  pobre)^ 

—  81. — Y.  Jnei  competente  é  InoldencUB. 

—  80.— Y.  Contrato  nnlo. 

—  98  y  96.— Y.  Depósito. 
1».— Y.  Hijo  legitimado. 

189,  186  y  186.— Y.  Hijo  natural. 

171. — Y.  Jncí  competente  (dafios  y  perjuicios). 

880  y  286.  -•  Y.  Consejo  de  íamilia. 

896.— Y.  Bienes  rescrvables. 

tOl,  804,  809  y  810.— Y.  Consejo  de  íamilia. 

848.— Y.  Censos  y  Testamento  en  Cataiufia. 

t98.— Y.  Foroe. 
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—  tft8.-y.  PoaeBlón, 

—  400  y  402.— V.  Foros. 

~  622,  682  y  488.» V.  PoeeslÓB. 

—  697  y  698.— V.  Hijo  natural. 

—  619.— V.  Efectos  púbüeos. 

—  664.— V.  Retracto. 

—  661.— V.  Heredero. 

—  676.— V.  Albacea  é  laterpretaclón  de  leatamealo. 

—  681.— V.  Domicilio  legal  y  TeaUmento. 

—  686  y  686.— V.  Tastamento  nnlo. 

—  687.— V.  Domicilio  legal  y  Teetamenle. 

—  790y  791.— V.  Albaoea. 

—  807.— V,  Contrato  y  Heredero. 

—  811  —V.  Bienes  reservables. 

—  816.— V.  Testamento. 

—  834.— V.  üontrato. 

—  902  y  904.— V.  Hiredero. 

—  906  y  911.— V.  Albacea. 

—  '978.— V.  Actos  propios. 

—  1026.— V.  Herencia. 

—  1049  y  1067.— V.  Bienes  gananelales. 

—  1069.— V.  Albacea. 

—  1060.— V.  Bienes  gananciales. 

—  1084.— V.  Heredero. 

—  1090.— V.  Accidentes  del  trabajo. 

—  1091.— V.  Banco  de  Espafia,  Fiama,  Mandato  y  Sociedad^ 

—  1096.- V.  Retracto. 

—  1100.— V.  Fiansa. 

—  llOt. — V.  Accidentes  del  trabajo  y  Retracto. 

—  1102  y  llOt.— V.  Accidentes  del  trabajo. 
«  1106.— V.  DepóBito  y  Pago  Indebido. 

—  1106  y  1108.— V.  Dafios  y  Perjoloios. 

—  11,8.— V.  Retracto. 

—  1114.— V.  Albacea. 

—  1124.— V.  Fianaa  y  Pago  indebido. 

—  1187. — V.  Jaes  competente  (dafios  y  perjnlcioa). 

—  1167  y  1168.— V.  Pago. 

—  1162.— V.  Pago  indebido. 

—  1170. — V.  Saepeneión  de  pagos. 

—  1171.— V.  Compañía  anónima  y  Jaes  competente  (oonapraTcatftp 

dafioa  y  perjaicioa,  defensa  por  pobre,  Jornales,  ebligaclonee 
hipotecarias,  pago,  servicies  domésticos  y  profeeionalee  y  tor- 
cerla de  mejor  derecho). 

—  1172.— V.  Jaez  competente  (acción  petsonal). 

—  1176  y  1180.- V.  Pago. 

—  1187  y  1190.— V.  Actos  propios. 

—  1102  y  1194— V.  Censos. 

—  1208.— V.  Geosos  y  Novación. 

—  1214  —V.  Jalcio  de  deaahacio. 

—  1216.— V.  Defenaa  por  pobre. 

—  1216.— V.  Defensa  por  pobre  y  DocQmento  público. 

—  1218.— V.  Docamento  público  y  Mandato. 

—  1226.— V.  laaoripdón,  Praeba  docnmentol  y  Bseono  Asi 

(prneba  de  prtsancionea). 
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1228.— V.  Recorio  de  oMseión  (prueba  de  preeonetonea). 

13S1.— V.  Aotoi  propioa. 

1882.— V.  Aetoa  propioa  y  ConíesióD  jtidlcla]. 

1288.— y.  Recurso  de  oaaaeión  (praeba  de  preinnclenea)» 

1248.— V.  Depósito. 

1218.— V.  Defenaa  por  pobre  y  Becarao  de  caBaclón  (apreciación  da 

prueba). 
1249.— V.  Becnrso  de  casación  (apreciación  de  praeba  y  praeba 

de  presoncionss). 
1'261.— V.  Ejecnción  de  sentencia. 
1252.— V.  Comparecencia  en  Juicio  y  Retracto. 
1368.— V.  Enajenación  en  fraude. 
1264.— V.  Contrato  nuio,  Mandato»  Kovación,  Retracte  y  8e* 

eiedad. 
1265.— V.  Contrato  nnlo  y  Sentencia  congruente. 
1268.- V.  Sentencia  congruente  y  Sociedad. 
1258.— V.  Contrato  nulo,  Pago  indebidoi  Servldombre  de  riego  y 

Sociedad. 
1259.— V.  Contrato  nulo. 
1961.— V.  Censos  y  Mandato. 
1268.— V.  Sociedad. 
1270.— V.  Mandato. 
1271.— V.  Renuncia  de  berencia. 
1278.— V.  Contrato  nulo. 
1276.— V.  Contrato  nulo  y  Retracto. 
1278.— V.  Censos,  Retracte  y  Sociedad. 
1279.— V.  Censos. 
1280.— V.  Censos  y  Contrato  nulo. 
1281.— V.  Contrato  nulo,  Inscripción,  Retracto,  Sociedad,  Suspes- 

sión  de  pagos  y  Tribunales  eztranjeroa. 
1282.— V.  Inscripción,  Interpretación  de  contrato  y  Sociedad. 
1288.— V.  Contrato  nulo.  Servidumbre  de  riego  y  Snepenaión  de 

pagos. 
1286.— V.  Sociedad. 
1289.— V.  Servidumbre  de  riego. 
1290.— V.  Sociedad. 
1291.— V.  EoBJenación  en  fraude. 
1294.— V.  Sociedad. 
1297.— V.  Enajenación  en  fraude. 
1802, 1808, 1804, 1809  á  1814.— V.  Contrato  nmlo. 
1816.— V.  Bienes  gananciales. 
1882.— V.  Particiones, 
1888— V.  Contrato  nulo. 
1886.— V.  Particionea. 
1441  y  1412.— V.  Concejo  de  familia. 
1468.— V.  Contratos  de  marido  y  mujer. 
14b2.— V.  Censos. 
1468.— V.  Compraventa. 
1500.- V.  Joes  competente  (compraventa). 
1607  y  1618.— V.  Retracto. 
1621.- V.  Inscripción. 
1624.— V.  loBcrlpción  y  retracto. 
1585._V.  Crédito  iitigioao. 
16U.— V.  Retracto. 
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—  1655  y  1669.— V.  Jolcio  de  dMfthtiMo. 

—  1687.— V.  Jaez  manlcip«i  competente  (deaahnoio). 
•—  1618.— V.  Oensos  y  Retracto. 

~  1619  y  16a0.— V.  Retracte. 
-  1638,  1648,  1649  y  1650.— V.  Oeneos. 
Libro  4.<»,  título  8.»  y  artfl.  1666,  1688  y  1686.— V.  Soeiedr  *. 
Art.  1700.— V.  Pft«o  iadebldo. 

—  1707  y  1708.-.V.  Sociedad. 

—  i?09.— V.  B^nco  de  Espafia. 

—  1710.— V.  Pago  indebido. 

—  I7i6.— V.  Retracto. 

—  1731.— V.  Fiansa  y  Teatamente. 

—  1737.- V.  FUnsa. 

^  17381.- V.  Gomislén  meroantlL 

—  1783.— V.  Mandato. 

—  1 789.— V.  Banco  de  Eepafia. 

—  1B10.—V.  Contrato  nn&9. 

—  J813.—V.  Hipotecas. 

—  1833  y  1828.  — V.  Fiansa. 

<-  1833 —V.  Ooafeeiónjadlclal. 

—  IS73.— V.  Hipotecas. 

—  1887,  1888  y  1893.— V.  Contrato  nulo. 

—  1903.— V.  Oalpa. 

—  ¡983.— V.  Novación. 

—  J  940.— V.  Servldambre  de  paso. 

—  1047.— V.  Prescripción  de  acción. 

—  .961.— V.  Novación. 

—  1968.— V.  Censo. 

'    —  1965.  — V.  Comnnidad  de  bienes. 

—  1966.— V.  Actos  propioi. 

—  j987.— V.  Novación. 

—  1963.— V.  Prescripción  de  acción. 

—  1969.— V.  Prescripción  de  acción  y  Snapenalón  de  pagoa. 

—  1973.—  V.  Censos  y  Prescripción  de  acoión« 

—  1074.— V.  Censos. 

—  1976.  -V.  Contrato  nnlo. 
Disposición  transitoria  1.^— V.  Código  eivil. 

CMIf^o  de  Comercio  de  1999. 

Art.  1044.— V.  Recniaj  de  caaación  (aenteneU  definitiva). 

'f^édigo  de  Comercio  de  1SS5. 

ArtícnloB  3.^  60  y  61.— V.  Sociedad. 
•     —  67.— V.  Sjcledad  y  Saspensión  de  pagoa. 

—  68. — V.  EfecíOfl  públicos. 

—  131.— V.  Pago  indebido. 

—  277.— V.  Comisión  mercantil. 

—  386,  398  y  397.— V.  Mandato. 

—  860.— V.  Saspensión  de  pagos. 

—  487  y  488.— V.  Cesión  de  cróditoa. 

—  631.— V.  Jaez  competente  (letra  de  cambio). 

—  646.— V.  Efectos  públicos. 

—  647,  648,  656,  563  y  665.— V.  Efectos  al  portador. 
Ley  de  2  de  Septiembre  de  1896. ^V.  Efectoa  al  portador. 
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Cé4if(0  de  Jastlalano.— V.  Sospensión  de  pagos. 
C»B8tÍlael¿ii  áel  E»tado.— V.  Ferroc«rrilea  y  Tífctiloa  7  grandeua* 
C^DstlIaelonea  de  CatalaAa.— V.  Bienes  paraíernalefl  7  Oenaea. 
Contri  bacloneas 

Inatroeclón  de  4  de  Abril  de  1861.— Y.  Btneo  de  Eipafia. 
laitrncción  de  26  de  Abril  de  1900.-» V.  loacripción. 
Reglamente  de  21  de  Septiembre  de  1901.— V.  Defensa  por  pebre. 


Ol^este.— V.  Contrato  de  marido  7  mnjer,  Sospenalón  de  pagoa  7 
tamento  en  Oatainfia.. 


B^iaieiamienlo  elvllt 

Le7  de  1855. 

Art  869.— V.  Albaoea  dativo. 

Bi4^'®'*™^®°^^  eivlls 

Le7  de  1881. 

Art.  2.^— V.  Recasación. 

—  6.®— V.  Procurador. 

—  9.®— V.  Personalidad  7  Procurador. 

—  18.— V.  Defensa  por  pobre  7  Raourso  de  casación  (senteaoia  da- 

fíaitivs). 
•—  14,  16,  16,  18  7  20.— V.  Defensa  por  pobre. 

—  21.— y.  Jaes  competente  (Jafios  7  peijaioios  7  defensa  por  pobre). 

—  24.— y.  Defensa  por  pobre. 

—  26.— y.  Defensa  por  pobre  7  Jues  competente  (defensa  por  pobre)w 

—  88,  85  7  87.— y.  Defensa  por  pobre. 

—  60.— y.  Jaes  competente  (sumisión). 

—  68. — y.  Recurso  de  casación  (competencia). 

—  56.— V.  Jaes  competente  (incidencias)  7  Samisión. 

—  66  7  67.— y.  Jaes  competente  (compraventa)  7  Samisión. 

—  62.— y.  Oompafiía  anónima  7  Jues  competente  (acción  peraoaalt 

alimentos,  alquileres,  compraventa,  dafios  7  perjaicios,  defensa 
por  pobre,  jornales,  juicio  ejecutivo,  mejoras,  obligaoienea  bi- 
potecarias,  pago,  servicios  domésticos  7  profesionales  7  terse- 
ría  de  mejor  derecho). 

—  68.— y.  Joes  competente  (alimentos), 

—  189.— y.  Recusacióoi 

—  248.— V.  Defensa  por  pobre., 

—  266.— y.  Hipoteca. 

—  260.— y.  Notiñeación. 

—  869.— y.  Defensa  por  pobre,  Heredero,  Posesión,  Prescripción  de 

de  acción  7  Recurso  de  casaiAón  (apreciación  de  pruelM  7  sen- 
tencia congruente)  7  Sentencia  congruente. 

—  860.— y.  Sentencia  congruente. 

—  861.— y.  Heredera» 

—  868.— y.  Ejecución  de  sentencia. 
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~  «72.— V.  üaredero. 
~  áttZ.— V.  Particionet. 

—  418.— V.  Apelación. 

—  419.— V.  R:icarfio  de  casftoión  (sentonela  deAnlttTa>. 

—  448  y  451.— V.  Jalcio  ejeeativo. 

—  479.— V.  Preecripción  de  acoión. 

—  624.— V.  PoBesióa. 

—  626. — V.  Tercería  de  domioio. 

' '  —  63  i,— V.  Recareo  de  oaaaelón  (peraonalidad). 

—  64:^.— V.  Beatencta  congraento. 

—  648. — V.  Damaoda. 

-*  649.— V.  Seatencia  congruente. 

—  666.— V.  Procorador  y  Retracto. 

—  647.— V.  Jalcio  de  deeabaelo. 

—  bt^, — V,  Defensa  por  pobre. 

—  696  y  6Vf7.— V.  De  teosa  por  pobre  y  Proenrador. 

—  69'<.— V.  Doca  mentó  público. 

—  606.  611,  612.  618,  614,  616,  617,  618,  626,  y  683.— T.  VepMU. 

—  6tt9.— V.  Recorso  dd  casación  (apreciación  de  prueba). 

—  6:0.— V.  Depósito. 

—  780.— V.  Recarso  de  caeaclón  (recibimiento  á  prueba). 

—  7.")». — V.  Jaes  competente  (tercería  de  mejor  derecho). 

—  763.— V.  Recareo  de  caeaclón  (denegación  de  prneba). 

—  846.  — V.  ilpelacion. 

—  860  y  861.— V.  Ejdoaclón  de  aentencia. 

—  862.— V.  Praeba  en  la  eegaoda  instancia  y  Becnno  de  caaaclA» 

( ienegaclón  y  recibimiento  á  prnelw). 

—  928. — V.  Recarso  de  caeaclón  (error  de  heciio)* 

—  9^12.— V.  Caatldad  líquida. 
^  966.— V.  A  bacea  dativo. 

—  100:«.  — V.  A  Delación. 

—  ]0'18.— V.  A  bicea  y  Juicio  de  teetamentarlm. 

—  1089.-- V.  A I  bacea. 

—  1069.— V.  Hdrencia. 

—  10S8.— V.  Parilcíones. 

—  lu9i.— V.  I  it^rpretación  de  contrato. 

—  1092— V.  Heredero. 

Librü  2  °.  tít.  11.— V.  H^redíro. 
Art.  1126.— V.   DacumtJutOFÚ'sIicO. 

—  1127. —  V.  Cu m parecencia  en  jaicio. 

—  II2*.». — V.  Docoaaecto  público. 

—  1171.— V.  JaHz  r.om Detente  (alimentos,  eompim¥«nta  y  mejorm)^ 

—  1216,  12  6  y  1218.— V.  Procarador. 

—  1281.— V.  Iiterpretación  de  contrato. 

—  1266. —  V.  Jiifs  competente  (alquileres). 

—  14IS. —  V.   Emb-irgo  preventivo. 

—  1447.  1466,  1616  y  1620.— V.  Jaicio  ejecnÜTO. 

—  162I.-V.  Poseelón. 

—  1687.  — V.  Tercería  de  dominio. 

—  16:i9  y  1648.— V.  Censos 

—  166?.—  V.  Recnrso  de  casación  (apreciacfón  de  prueba). 

—  166v.~V.  Jats  municipal  competente  (deesbocio). 

—  1663.— V.  Jaes  competente  (desahucio  y  Recuiao  de  eaaaetó^) 

(competencia). 


Digitized  by  LjOOQ IC 


REPERTORIO  LMIAL  ll7t 

BnJaielüinleDto^  elvlls 

—  1679  y  Ifthü.— V.  Juicio  de  desahvcio.  •  . 

—  1681  y  1682.>-  V.  Kecureo  do  casación  (deaahnolo).  .  ■ 
-^  1684,  1586  y  1686.— V.  Jaicio  de  deaahacio. 

—  1618.— V.  Retracto. 

—  1668.— V.  PoBesióo. 

—  1689  y  1690.» V.  Becurso  de  caBacióo  (eentenola  definitlTa). 

—  1692,  6.°— V.  Becareo  de  oaaaoión  (competencia). 

—  1693. — V.  Recnreo  de  oaBaclón  (deBahocio,  ejecnción  de  s«ntenolá 

y  motivuB)  y  Beonaación. 
-—  1.^ — V.  ReonrBo  de  casación  (emplaaamieoio  y  tercería  de  do- 
minio). 

—  2.^— V.  KecnrBO  de  casación  (personalidad). 

>—  8.®— V.  Recnrao  de  casación  (denegación  y  recibimiento  á  proeba). 

—  4.®— V.  Recnrao  de  casación  (emplazamiento). 

—  6.^— V.  Becarso  de  casación  fdeuegación  de  prneba). 

—  2.*— V.  Beonrflo  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

-*  1694,  8.^— V.  Becnrso  de  casación  (eentencia  definitiva). 

—  1728.^V.  Becnrso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

—  1728, 1.^— V.  Becarso  de  casación  (cnsstiones  no  disentidas). 

—  1729,  2.0  y  S.^'— V.  Becnrso  de  casación  (sentencia  definitiva). 

—  1729,  4.0— V.  Becnrso  de  caiSación  (apreciación  de  prneba  y  citas 

legales). 

—  1729,  6.*'~V.  Becnrso  de  casación  (onestiones  no  discntide^i). 

—  1729,  9.0— V.  Becnrso  de  casación  (apreciación  de  prneba  y  citas 

legales). 

—  1817  y  1824.— V.  Tribunales  extranjeros. 

—  1822  y  1897.— V.  Becurso  de  casación  (sentencia  definitiva). 

—  1962,  7.o^V.  Becnrso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

—  2176,  2176  y  2177.— V.  Tribunales  extranjeros. 


Perroearrilea: 

Ley  y  Beglamento.— V.  Ferrocarriles. 

Beal  orden  de  l.^de  Febrero  de  1887.— V.  Jues  competente  (trans- 
porte). 
PsMño  ém  iri»o«y«.->V.  Bienes  gaaaiiolalos  y  Donaeióiu 

H 

lllp«io«aa: 

Beai  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864.— V.  Servidumbre. 

Ley  de  21  de  Diciembre  de  1869. 

Art.  I.®— V.  Anotación  preventiva.  Inscripción  y  Servidumbre. 

—  •.«—V.  Inscripción. 

—  9.®— V.  Información  posesoria  é  Inscripción; 

—  16.— V.  Servidumbre. 

—  18.  V.  Testamento  nulo. 

—  20.— V.  Cancelación  de  inscripción  é  Inscripción. 

—  28.— V.  Censo,  Lascripción,  Particiones  y  Sorvidombro, 

—  26.— V.  Censo,  Posesión  y  Servidumbre.  * 
100  74 


Digitized  by  LjOOQ IC 


1174  REPERTORIO  LBOAL 

Hlpoleeaai 

—  S7.— V.  Oenaoi  Inscripción  y  Servldombre. 

—  28.— V.  Inscripción. 

—  89.— V.  Genio. 

^  88.— V,  Inscripción. 

—  84.— V,  loncripoión  y  8ervidombre. 

—  86.— V.  bervidnmbrc. 

—  86.— V.  Enajenación  en  fraode. 
^  C6.— V.  Testamento  nulo. 

—  70.— V.  Anotación  preventiva. 

—  79,  82  y  88.— >V.  Cancelación  de  inscripción. 

—  84  y  86.— V.  Anotación  preventiva. 

—  98.— -V.  Censo. 

—  106y  107.— V.  Hipoteca. 

—  116  y  117.— V.  Oenso. 

—  119  y  120.— V.  Hipoteca. 

—  186.— V.  Censo. 

—  279.— V.  Retracto. 

—  886  y  896.— V.  Oenso. 

—  897.— V.  Servidumbre. 

—  898  y  899.— V.  Información  posesoria  y  Servldfimbre. 

—  408.— V.  Información  posesoria  y  Posesión. 
Reglamento  de  29  de  Octubre  de  1870. 

Art.  20.— V.  Cancelación  de  inscripción  ó  Inscripción. 

—  88.— V.  Cancelación  de  inscripción: 

—  67.— V.  Inscripción. 

—  67  y  72. — V.  Oancelación  de  inscripción. 

—  76.— V.  Anotación  preventiva. 

Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1880.— V.  Oancelación  de  inaoripctón. 
Real  orden  de  9  de  Febrero  de  1906.— V.  Registrador  de  la  propiedad 
incompatible. 

I 

Instílala  de  JoalIniaB^.— V.  Bienes  parafernales. 


Ii«yea  á«  T«r». 

Lsy  11.— V.  Htjo  natnral. 
—  68.— V.  Censo. 

N 

IWav«rr«  (d^reelM  parlleslar  áé)t 

Uj  de  le  de  Agosto  de  1841  y  Real  decreto  de  l2  de  Jnnio  de  1M4. 
V.  Hijo  natnral. 

fll^larlad». 

Ley  de  28  de  Mayo  de  1862.— V.  Inscripción. 
I^stmcción  y  reglamento  de  9  de  l^oviembre  de  )S74.— T.  ülputec 
^  Inscripción. 
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lioialM  áe  JastlDlano.— V.  Hijo  legitimado  ó  Hijo  nttnrftl.  *  ; 

li«YÍiiaiR  Recopllaelto. 

Libro  10,  tlt.  1.*,  ley  !.•— V.  Oeneo. 

—  11»  tít.  8.^  lej  a.*_V.  Oomanidad  á%  bieneo  y  Proeerlpoión. 

—  Jl,  tít.  8.^  ley  6.»— V.Oeneo. 

M^viiioiR  RaeopIlaclóD  da  (favarra*— V.  Hijo  ofttarsK 


rartláas  (CMigo  áe)t 

Putidft  1.»,  til.  1^  ley  •.•—V.  Ceneo. 

—  tít.  14,  ley  8.*--V.  Censo. 

—  tít  18,  ley  69.— V.  Censo. 
--*-  tít»  SI,  ley«6.*— V.  CosUs. 

»  tít.  S8,  ley  4.*— V.  OomparecencU  en  Jnioio. 
^  tít.  ti,  ley  la.— V.  SexTidnmbre  de  riego. 
^  tít  ti,  ley  16.— V.  Servidumbre. 
•-  tít.  t8,  ley  a.*— V.  Confesión  jndicinl. 
Psrtida  4.%  tít.  18,  ley  l.^^V.  Hijo  natural. 
Partida  6.^  tít.  6.<>,  ley  18.— V.  Herencia  futura. 
Partida  6.*,  tít  8.«,  ley  88.- V.  Ceqso. 

Paáer  Jaálelal. 

Ley  orgánica. — V.  Ferrocarriles,  Juicio  ejeoutiyo,  Fiania  y  Joei 
competente  (alimentos). 


Tílalos  y  Arandela». 

Ley  de  Presupnsstos   ie  1846.— Beal  decreto  de  18  de  Diciembre 

de  1846. 
Ley  de  Presupuestos  de  86  de  Jumo  de  1874.— Beal  decreto  de  14  de 

KoTiembre  de  1886.^V.  Títulos  y  Grañdeaas. 
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